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LEGISLACIÓN  COLOfflBIAU 


Y  VENEZOLANA 


<iUE  CONTIENE  EN  FORMA  DE  DICCIONARIO 

TODAS    LAS  LEYES,  DECRETOS  Y  RESOLUCIONES  DE   LOS  CONGRESOS  DE  COLOMBIA  Y  DE  VENEZUELA,  VIGENTES,  CON  MMEKOSaS 

ILUSTRACIONES,      B  IMPORTANTES    ANÁLISIS    COMPARATIVOS,    LOS    DECRETOS  Y     RESOLUCIONES  DEL  PODER    EJECUTIVO    DE 

COLOMBIA,  DEL  LIBERTADOR  Y  DEL  PODER  EJECUTIVO  DE  VENEZUELA,  LOS  ACUERDOS  DE  LA  CORTE  SUPREMA,  LOS  TRATADOS 

PÚBLICOS  Y  OTRAS  VARIAS    DISPOSICIONES  DE  SUMO  INTERÉS. 
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BE,  PIMOi>.  BIL  eiSTIIaU, 


MINISTRO  JUEZ  PRESIDENTE 


DE    S.  E.  LA  CORTE  SUFERIOR  DEL  SEGUJí DO  í)^3TRÍirO  PEL  CE^^TRO,  PX  RECTOR  DEL  COLEGIO  NACIO- 
NAL DE  BARCELONA,  CAT^PRATICO  QTJE  FIJE  EN  EL  MISMO  DE  FILOSOFÍA,  Y  DE  GRAMÁTICA  CAS- 
TELLANA Y  ELEMENTOS  DE  RETORICA   Y  VERSIFICAcfoN,  HTEMÍÍRO  CORRESPONSAL  DEL  EX- 
TINGUIDO LICEO  VENEZOLANO,  AUTOR,  CON  OTHOB,  DEX  PROKTUARLO  DE  LEGISLACIÓN 
VENEZOLANA,  Y  DEL  CÓDIGO  DE  PROCEDIMIENTO  ILUSTRADO,  Y,  POR  SÍ,     DE  ALGU- 
NOS DRAMAS   Y  OTRAS    COMPOSICIONES  LITERARIAS. 


TOMO  SEGUNDO. 
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A  CARGO  PE   N.   CARRAStlDERO. 


ADVERTENCIA. 

Aunque  la  publicación  de  este  tomo  empieza  á  tener  lagar  en  el  corriente  año  de  1854,  y  en 
esta  ciudad  de  Caracas,  le  hemos  puesto  la  misma  carátula  que  ai  primero,  como  impreso  en  Va- 
lencia en  1852,  para  que  haya  uniformidad  en  ellos  respecto  al  lugar  y  afio  de  la  edición.  Esto  ex- 
plicará también  por  que  se  encuentran  en  la  obra  disposiciones  muy  posteriores  á  dicho  afío,  como 
quiera  que  han  debido  incorporarse  en  ella  las  que  se  han  ido  dictando  durante  el  curso  de  la  im- 
presión. • 
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Queremos  empezar  este  segundo  volúmea  dando  un  testimonio  de  nuestra  gratitud  al 
Congreso  de  1854  por  el  auxilio  que  ilustrada  y  patrióticamente  nos  ha  prestado  para  dar  ci- 
ma &  esta  gran  empresa,  corrigiendo  así  la  injusticia  con  que  desechó  nuestra  solicitud  sobre 
el  particular  el  Sei-ado  de  1852,  y  de  la  cual  nos  quejamos  en  el  prólogo  del  primero. 

Y  para  que  también  contribuyan  á  confirmar  el  juicio  que  ya  se  tiene  formado  de  la 
obra,  insertamos  á  continuación  el  informe  de  la  Comisión  primera  del  Interior  de  la  H. 
Cámara  del  Senado  recaído  á  nuestra  nueva  petición,  el  Decreto  que  en  consecuencia  se  san- 
cionó, f  dos  Artículos  que  la  prensa  periódica  ha  publicado  con  posterioridad  á  los  que  se  ha- 
llan al  frente  del  volumen  anterior. 

INFORME. 
HoNORiBLE  Cámara. 

Vuestra  Comisión  primera  del  Interior  se  ha  impuesto  do  la  solicitud  que  hace  el  Dr.  Pedro  Pablo  del  Castillo, 
para  que  se  le  conceda  un  auxilio,  con  (]ue  poder  terminar  la  impresión  de  la  obra  "  Teatro  de  la  legislación  colombia- 
na y  venezolana  vigente  "  de  que  es  autor. 

Bien  examinados  los  antecedentes  de  este  negocio  y  la  parte  impresa  que  ha  presentado,  encuentra  que  la  obra 
llena  con  toda  cabalidad  los  importantes  objetos  que  expresa  el  peticionario ;  y  por  tanto  juzga  que,  concluida,  será  de 
gran  utilidad,  asi  á  la  generalidad  do  los  ciudadanos,  como  al  buen  servicio  público  por  parte  de  todos  los  empleados 
en  los  diversos  ramos  de  la  administración ;  y  sobre  todo,  y  con  mucha  especialidad  al  mismo  cuerpo  legislativo  en  la 
confección  y  reforma  de  las  leyes,  pues  en  ella  tendrá  á  su  disposición  un  rico  acopio  de  útiles  materiales  que  con  la 
mayor  facilidad  podrá  reunir  y  ordenar  para  dar  la  mayor  perfección  posible  á  sus  trabajos,  bien  considerados  en  si 
mismos,  bien  en  sus  diversas  relaciones,  pudiendo  alcanzar  por  tanto  do  esta  manera  lo  que  hasta  ahora  no  ha  sido  po- 
sible conseguir,  á  saber,  dar  á  la  República  una  legislación  algo  estable,  y  no  sujeta  á  continuas  alteraciones,  tiabajo 
y  objeto  que  sin  un  auxiliar  como  el  que  ofrece  la  obra  de  que  se  trata,  no  podrian  obtenerse  sin  un  estudio,  sin  una 
laboriosidad  igual  á  la  del  autor  en  el  largo  trascurso  de  años  que  ha  estado  consagrado  a  su  formación,  y  por  consi- 
guiente de  ninguna  manera  en  el  corto  espacio  que  duran  lan  sesiones,  por  mucho  que  sea  el  patriotismo,  saber  y  con- 
sagración do  sus  miembros.  Cree,  pues,  la  Comisión  quo  seria  kacer  un  gran  bien  á  la  República  el  favorecer  la  conclu- 
sión de  la  obra  referida. 

Cree  ademas  la  Comisión,  y  no  es  de  poco  peso  en  su  concepto,  que  son  muy  laudables  y  dignos  de  aprecio  y 

Í>roteccion  nacional  los  constantes  esfuerzos,  con  que  el  autor,  sin  desalentarse,  á  pesar  de  los  obtaculos  que  expone,  ha 
levado  su6  trabajos  hasta  el  estado  que  hoy  tienen,  con  la  sola  esperanza  tal  vez  de  ser  útil  á  su  patria.  Esfuerzos  co- 
mo estos  en  bien  de  la  comunidad  es  un  deber  de  todos  los  gobiernos  ilustrados  y  amantes  del  progreso  estimarlos  y 
protegerlos.  L:^  nación  gana  en  esto  mucho  mas  de  lo  quo  con  tal  objeto  da.  La  gloria  hace  á  los  héroes  como  á  los 
sabios;  y  el  hombi-e  que  ve  acogidos  con  la  debida  estima  los  trabajos  de  su  intulisrencia  en  servicio  de  su  patria,  no 
puede  menos  que  sentirse  animado  por  un  nuevo  y  mas  vehemente  deseo  de  consagrirle  su  vida  y  sus  vigilias. 

Por  todas  estas  razones,  y  muchas  otrss  de  igual  naturaleza  que  pudiera  exponer,  la  Comisión  opina  porque  se 

aoceda  á  la  solicitud  del  expresado  Sr.  Castillo,  y  con  este  fín  presenta  el  siguiente  proyecto 

BaUmena, — Diez. — J¿nrt<¡uez.— Salas, — Padrón . — Casado, 

DECRETO. 

El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la  República  de  Venezuela  reunidos  en  Congreso. 

Vista  la  solicitud  del  Doctor  Pedro  Pablo  del  Castillo  en  que  pide  se  lo  auxilie  para  terminar  la  impresión  do 
U  obra   **  Teatro  de  Legislación  Colombiana  y  Venezolana  vijentes." 


Art.  I.  ®  Se  concede  al  Dr.  Pedro  Pablo  del  Castillo,  en  clase  de  auxilio,  la  suma  de  cuatro  mil  pesos  para  la 
eonduaioQ  de  dicha  obra. 


IV.  AL  LECTOR. 

Art.  2.  ®  Esta  cantidad  será  entregada  en  el  ténnino  de  un  afío  en  porciones  mensuales  de  trecientos  treinta  y 
tros  pesos  treinta  y  tres  centavos  á  contar  desde  el  día  en  que  se  sancione  el  presente  decreto:  entendiéndose  que  el 
pago  de  las  porciones  correspondientes  al  presente  año  económico  se  tendrá  como  adicional  al  presupuesto  corriente. 

Art.  3.  ®  La  expresada  cantidad  será  reintegrada  en  el  todo  ó  en  parte  con  el  valor  de  los  ejemplares  que  juz- 
gue necesario  tomar  el  Poder  Ejecutivo  para  las  oficinas  públicas;  y  el  déficit,  si  lo  hubiese,  en  dinero  efectivo. 

<)  único.  Estos  ejemplares  se  estimarán  en  una  quinta  parte  menos  del  valor  por  que  se  den  al  público. 

Art.  4.  ®  Para  la  seguridad  de  dicho  reintegro,  el  Dr.  Castillo  dará  fianza  á  contenta  del  Poder  Ejecutivo. 

Dado  en  Caracas  á  28  de  Marzo  de  1854,  año  25  de  la  ley  y  44  de  la  independencia. 

El  Presidente  del  Senado,  Rafael  Eririquez. — El  Presidente  do  la  Cámara  de  Representantes,  J.  A.  Fernán- 
'/';:.— El  Secretario  del  Senado  J.  A.  Pérez.-^K\  Secretario  do  la  Camarade  Representantes,  J.  Padilla. 

Caracas,  1.  ^  do  Abril  de  1864,  año  25  de  la  ley  y  44  de  la  independencia. 

Ejecútese. — J,  G.  Monágas. 

Por  S.  E.  el  Presidente  de  la  República.— El  Secretario  do  Estado  en  los  Despachos  del  Interior,  Justicia  y  Re- 
laciones Exteriores 

Siinon  PlÚTias. 

Es  copia. — Planas, 

ARTÍCULO  DE  "EL  PATRIOTA"  NÚMERO  256. 

TEATRO  DE   LEGISLACIÓN. 

El  Dr.  Pedro  Pablo  del  Castillo  se  ha  dirigido  á  la  Cámara  del  Senado,  pidiendo  se  le  conceda  un  corto  auxilio 
para  finalizar  la  impresión  de  su  obra  titulada  "  7\:atro  de  la  Leg¿slacío?h  Colombiana  y  Venezolana  vigente," 

La  solicitud  del  Sr.  Castillo  esfeá  razonada,  y  sobre  la  fuerza  do  sus  razones  no  hay  que  hablar ;  producen  el 
convencimiento. 

La  obra  del  Sr.  Castillo,  de  la  cual  hemos  visto  algunas  entregas,  es  el  resultado  de  una  consagración  y  de  un 
estudio  especial  imponderables.— El  mérito  de  estas  compilaciones  no  puede  revocarse  áduda;  sobretodo  cuando 
presentan  organizadas  cronológicamente  y  por  un  orden  alfabético,  las  infinitas  materia  s  que  componen  la  legislación 
patria;  materias  que  multiplicadas  en  cada  año  y  diseminadas  en  códigos  diversos,  llegan  á  ser  olvidadas  ó  completa- 
mente desconocidas.  Nuestra  legislación,  se  ha  dicho  muy  bien,  es  una  espesa  selva  en  la  que  no  puede  penetrarse  sino 
con  mucha  dificultad;  crecen  los  obstáculos  diariamente,  y  con  ellos  la  oscuridad  y  la  confusión. — Las  resoluciones  del 
Poder  Ejecutivo  en  lo  administrativo  son  infinitas ;  la  materia  legal  reglamentaria  es  inmensa ;  la  inteligencia  dada  á 
las  leyes  por  los  tribunales  en  los  puntos  controvertidos,  diversa;  los  acuerdos  del  Tribunal  Supremo  de  la  República, 
obligatorios.  Y  en  esta  confusa  mezcla  de  cosas,  en  este  laberinto  de  leyes  vivas  y  muertas,  derogantes  y  derogadas,  quo 
en  todo  ó  en  parte  chocan  y  se  contradicen  en  sus  disposiciones ;  en  este  cúmulo  de  acuerdos,  reglamentos  y  providen- 
cias económicas  y  gubernativas,  publicadas  en  diferentes  tiempos  y  con  diversos  motivos,  variadas  infinitamente,  se  ha- 
ce necesaria  una  obra  como  la  que  el  Sr.  Castillo  ha  tenido  la  felicidad  de  concebir,  y  cuyo  mérito  es  incontestable. 

Por  otra  parte,  es  un  trabajo  ilustrado  que  puede  influir  mucho  en  las  mejoras  ulteriores  de  nuestra  legislación , 
pues  que  presenta  bajo  un  solo  punto  de  vista  los  antecedentes  de  todas  las  materias,  buscados  con  exquisita  diligen- 
cia, y  clasificados  y  ordenados  con  estudio  y  buenos  conocimientos. 

Entre  tanto,  pues,  que  llegan  á  cumplirse  las  esperanzas  y  loables  deseos  de  los  venezolanos  do  poseer  un  código 
nacional,  se  tendrá  con  la  publicación  del  "  Teatro  de  Legislación  Colombiana  j  Venezolana  vigente,"  una  guia  segura 
para  no  enredarse  en  el  intrincado  laberinto  de  nuestra  actual  legislación,  inspirándose  también  á  la  juventud  estudio- 
sa, y  principalmente  á  la  que  se  aplica  á  la  carrera  de  la  Jurisprudencia,  el  amor  á  esta  clase  de  conocimientos  bajo  las 
reglas  del  orden,  del  método  y  de  la  sana  critica. 

Nosotros  esperamos,  y  con  nosotros  todos  los  que  desean  el  engrandecimiento  y  la  gloría  nacional,  que  las  Cá- 
maras presten  al  Sr.  Castillo  el  corto  auxilio  que  les  demanda,  y  que  Venezuela  posea,  por  el  esfaerzo  de  todos,  el  dig- 
no monumento  que  tantos  años  há  trabaja  para  dedicarle  uno  de  sus  mas  ilustrados  hijos. 

ARTÍCULO  DE  "LOS  OBREROS  DEL  PORVENIR"  NÚMERO  8. 

TEATRO  DE  LA    LEGISLACIÓN  COLOMBIANA  Y  VENEZOLANA  VIGENTE. 

Conocida  y  juzgada  está  por  el  público  esta  grande  obra,  para  cuya  impresión  solicitó  su  autor  nn  auxilio  de  la 
Legislatura,  y  el  cual  le  fué  concedido  por  la  Camarade  Representantes,  pero  negado  por  la  de  Senadores.  Difícil  se  nos 
hace  comprender  la  razón  de  este  proceder  por  parte  del  Senado ;  pues  son  las  Cámaras  le^lativas  las  que  están  lla- 
madas á  sacar  mayor  utilidad  de  la  obra  á  que  nos  referimos,,  por  las  numerosas  observaciones  que  contiene ;  y  solo 
puede  explicarse  juzgando  que  no  conocerían  todo  el  mérito  del  trabajo,  como  lo  expone  su  mismo  autor  en  una  repre- 
sentación que  con  igual  objeto  ha  vuelto  á  dirigir  á  la  misma  Cámara,  con  fecha  14  de  los  corrientes. 

En  un  pais  cuya  legislación  es  tan  imperfecta,  y  para  cuya  corrección  y  mejora  necesita  el  Congreso  do  todas 
las  capacidades,  de  toda  la  laboriosidad  de  los  venezolanos :  en  un  pais  cuya  legislación  se  compone  do  retazos  dis^r- 
sos  en  diferentes  cuerpos,  muchos  de  los  cuales  no  se  consiguen  aun  solicitándolos :  en  un  pais  republicano  cuya  aen- 
cia  legislativa  debe  ser  una  fuente  abierta  al  sabio  como  al  ignorante,  al  pobre  como  al  rico,  y  no,  como  hasta  ahora  ha 
sido,  monopolio  de  difícil  y  costosa  adquisición :  en  una  República  en  fin,  cuyos  ciudadanos  están  llamados  á  desompe- 
fiar  destinos  que  exigen  el  conocimiento  de  multitud  de  leyes,  decretos  y  resoluciones  que  á  los  mismos  jurisconsultos 
les  es  difícil  estudiar,  por  la  escasez  de  originales,  y  que  por  esto  se  exponen  á  delinquir  sin  conocer  su  culpa ;  no  solo 
creemos  que  debiera  la  Legislatura  conceder  la  protección  solicitada ;  creemos  mas :  creemos  que  deberia  haber  orde- 
nado la  compilación  y  formación  de  esa  obra  a  costa  del  tesoro  público.  Imposible,  empero,  hubiera  sido  esto :  el  pen- 
samiento, la  concepción  de  esa  obra  estaba  reservada  solamente  á  la  laboriosidad,  estudios  y  patriotismo  del  Sr.  Dr. 
Pedro  Pablo  del  Castillo. 

En  efecto,  hombres  de  la  contracción  del  Dr.  Castillo,  aparecen  en  medio  de  la  apatía  general  que  enerva  y  es- 
teriliza en  su  fuente  las  fuerzas  creadoras  de  nuestros  climas,  como  esos  oasis  de  fertilidad  en  medio  del  desierto  are- 
noso y  ardiente,  y  por  esto  impotente  para  la  vegetación.  Asaz  extrafio  y  desconsolador  es  ver  el  poco  cariflo,  mas  bien, 
la  prevención  y  envidia  con  que  se  acoge  en  nuestra  tierra  al  hombre  que  se  olvida  de  sus  propios  intereses  para  entre- 

§arse  á  obras,  que  si  le  dan  honor  á  su  autor,  y  gloria  á  la  patria,  no  le  proporcionan  de  seguro  la  recompensa  inme- 
iata,  objeto  de  loa  afanes  de  los  hombres  interesados  y  calculadores. 


V.  AL  LECTOR. 

La  obra  del  Dr.  Castillo  no  es  una  obra  moramente  útil ;  es  de  absoluta  necesidad,  si  se  reconoce  como  prolimi 
nar  indispensable  para  la  obediencia  k  las  leyes  su  promulgación  y  conocimiento.  Nuestras  leyes  están  todavía,  y  lleva- 
mos veinticuatro  afios  de  vida  republicana,  como  las  leyes  de  aquel  Emperador  romano  que  las  fijaba  en  lugares  estre- 
chos escritas  con  letra  menuda  y  á  grande  altura  para  dificultar  su  conocimiento :  entro  nosotros  no  es  difícil,  es  impo- 
sible. 

Nada  diremos  del  estimulo  que  debe  la  Nación  á  aquellos  de  sus  hijos,  que  descuidan  sus  intereses,  y  los  de  su 
familia,  por  consagrarse  á  una  obra  de  utilidad  pública;  que  si  este  es  un  deber  de  toda  sociedad  civil,  lo  es  con  exhu- 
berante  mayoría  de  razón  en  una  tierra  pobre,  y  cuyos  miembros  están  en  pleno  goce  del  derecho  de  mantenerse  con  el 
sudor  de  su  frente.  Si  Venezuela  continúa  viendo  con  indiferencia  los  trabajos  de  sus  hijos,  quo  se  distinguen  por  su 
contracción  y  amor  á  la  patria,  no  tendrá  que  esperar  nunca  progreso,  ni  engrandecimiento. 

Por  último  la  obra  del  Dr.  Castillo  tiene  el  mérito  de  ser  una  obra  nacional  por  su  objeto,  nacional  por  la  mate- 
ria de  que  se  compone,  nacional  por  su  autor :  solo  puede  ser  comparada  con  la  obra  de  anatomía  del  Dr.  José  María 
Vargas,  que  ha  merecido  ser  adoptada  en  algunas  otras  universidades. 

Al  trazar  estas  cortas  y  descuidadas  líneas,  no  hacemos  mas  que  dar  una  ligera  satisfacción  al  sentimiento  de 
orgullo  nacional  que  tenemos  al  examinar  la  obra  del  Dr.  Castillo,  y  al  deseo  que  nos  anima  en  favor  de  tan  útil  y 
grandiosa  empresa. 
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ECLESIÁSTICOS.  Véase  Prebendas. 

ECLESIÁSTICOS,  resolución  ejecutiva  de 
21  de  Noviembre  de  1833  declarando  que  los 
que  se  nieguen  á  prestar  los  informes  que 
les  exija  la  autoridad  civil,  incurren  en  la 
responsabilidad  que   impone  la  ley. 

República  de  Venezuela.— Secretaría  de  E.  en  el 
D.  del  Interior  y  justicia. — SeccioTí  Central  — Riimo 
del  Interior. — .Mesa  segunda.  Circnlai*. — Caracas  21 
de  Noviembre  de  1833.  Año  4  ®  du  la  ley  y  23  de  la 
Independencia. — Número  208* 

Al  Señor  Gobernador  de 

En  el  expediente  de  la  materia  ha  recaído  la 
siguiente  resolución. 

"No  siendo  posible  que  los  Gobernadores  en 
calidad  de  Vicepatronos,  cumplun  ron  las  atri- 
buciones que  les  señalan  los  artículos  7  y  8  de 
la  ley  de  28  de  Julio  del  año  149  bin  tener  bis 
noticias  necesarias  para  la  sustanciacion  de  los 
expedientes*,  determinó  el  P.  Ejecutivo  en  23  «le 
Julio  que  el  Gobernador  de  Caracas  pidiese  á 
los  vicarios  foráneos  todas  aquellas  noticias  y 
datos  eclesiásticos  que  pudieran  suministrar  y 
que  S  S.  necesitase  para  cumplir  con  sus  atribu- 
ciones 7  satisfacer  las  órdenes  pendientes  del  Go> 
bierno;  y  como  quiera  que  estas  no  pueden  dejar 
de  ser  cumplidas  sin  incurrir  en  la  responsabili- 
dad que  impone  el  artículo  94  de  la  ley  orgánica 
de  provincias,  ralifíca  el  Gobierno  la  citada  reso- 
lución;  añadiendo,  que  así  ias  Secretirías  de  E. 
coiDO  los  Gobiernos  de  provincia  y  Jefe  turas  po- 
líticas pueden  y  deben  pedir  &  los  Prelados,  Cu- 
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bildos,  Vicarios,  Curas  y  cualesquiera  otros  fun- 
cionarios eclesiásticos  los  informes  y  noticias 
que  necesiten  para  el  cumplimiento  de  sus  debe- 
res ó  de  las  órdenes  del  Gobierno;  y  para  evitar 
el  caso  de  que  cualquiera  empleado  subalterno 
del  ramo  eclesiástico  quiera  negarse  á  facilitar 
los  expresados  datos,  dispone  S.  E.  que  se  circu- 
le esta  resolución  en  la  gaceta  á  cada  uno  de  e- 
Kos,  puesto  que  incurririan  en  tal  caso  en  la  res- 
ponsabilidad que  impone  el  artículo  94  ya  citado, 
que  pena  la  desobediencia  con  la  suspensión  de 
empleo  y  renta.  Dígase  al  Gobernador  de  Cara- 
cas en  respuesta  á  su  oficio  de  9  del  corriente, 
número  252,  á  los  demás  de  la  República  y  á  los 
Prelados  eclesiásticos,  para  su  inteligencia  y 
cumplimiento. 

En  consecuencia  lo  comunico   á  U  S.  para  los 
efectos  indicados. 

Soy  de  U  S.  muy  obediente  servidor. — Fir- 
mado)   Antonio   L.  Guzman. 

Es   copia  :  Guzman. 
ECLESIÁSTICOS.  Véase  Tribunal  eclesiásti- 
co. 
ECLESIÁSTICOS.  Véase  Constituciones  y  A- 

si gn aciones  eclesiásticas. 
ECLESIÁSTICOS.  Véase  Funciones  religio- 
sas. 
ECLESIÁSTICOS.  Véase  Colegios  nacionales 

K.  E.  de  9  de  Seti<;mbre  de  1811. 
ECLESIÁSTICOS.  Prohibición   á  los  no  natu- 
rales, ó  no  naturalizados  de  ejprrer  suministerio 
y  obtener  beneficios  eclesiástico?.   Véase    Cu- 
ratos, R.  E.  de  22  de  Marzo  de  1843. 
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ECJUADOR  Y  VENEZUELA.     RESOLUCIÓN     DE  29 

DE  ABRIL  DE  1832  r€C07iociendo  á  los  estados 

de  Nueva  Granada  y  Ecuador. 

El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la  , 
República  de  Venezuela   reunidos  en  Congreso,  i 

Considerando:  que  por  el  artículo  227   de   Ja  { 
constitución,   los  congresos  constitucionales   es-  \ 
tan  autorizados  para  dictar  las  providencias  con- 
ducentes, á  que  se  verifiquen  de  la  manera  mas  | 
conveniente  á  los  pueblos   los  pactos   de  federa- 1 
ciün  que  unan,  arreglen  y  representen  las  altas 
relaciones  de   Colombia,    y  teniendo  presente  el 
decreto  de  la  convención   de  la  Nueva   Granada  ; 
de  10  de  Marzo  del  presente   año, 

resuelven: 

Art.  19  Venezuela  reconoce  á  los'  estados 
(le  la  Nueva  Granada  y  el  Ecuador  en  sus  nue- 
vas constituciones  políticas. 


ED 


.(*) 

ECUADOR  Y  VENEZUELA.    DECRETO  DB   10    DE 

ABRIL  DE  1833  sobre  arreglo  de  intereses^  y 
tratados  con  el  Ecuador  y  la  Nueva  Grana- 
da, 
£1  Senado  y  Camarade  Representantes  de  la  Re- 
pública de  Venezuela  reunidos   en  Congreso. 
Considerando;  primero,   que  la    Nación  vene- 
zolana se  ha  constituido  para  siempre  é  irrevoca- 
blemente libre  é  independiente  de  toda   otra,  se- 
gún el   artículo  2   de  la  constitución :   segundo, 
que  constituidos   igualmente  los   otros  estados 
que  formaban  la  República  de   Colombia,  es  in- 
dispensable determinar  las  relaciones  que  debe 
haber  entre  pueblos,  que  siendo  hermanos  y  ami- 
gos profesan  unos   mismos   principios:   tercero, 
en  ñn,  que  dichos   estados  cuando   estaban  uni- 
dos contrajeron  obligaciones  que  en  nada  se  han 
debilitado  por  su  separación,  y  para   cuyo  cum- 
plimiento  son  necesarios   acuerdos  y  convenios 
recíprocos. 

DECRETAN  : 

Art.  19  El  Poder  Ejecutivo  promoverá  é  ini- 
ciará lo  mas  pronto  con  los  gobiernos  de  la  Nueva 
Granada  y  Ecuador  las  estipulaciones  necesarias 
para  la  liquidación  y  división  de  la  deuda  general 
que  contrajo  Colombia,  y  de  los  derechos  y  ac- 
ciones comunes. 

Art.  29  También  promoverá  la  celebración  de 
otros  tratados  de  mutuo  interés,  conforme  á  )h 
atribución  7  del   artículo  117  de  la   constitución. 

Art.  39  El  presente  decreto  no  disminuye  ni  j 
se  opone  &  la  autoriisacion  conferida   á  los  con-  ¡ 
giesos  constitucionales   por  el  artículo  227  de  la 
— . .  \ 

(♦)  Los  artículos  2  y  siguientes  han  quedado  iuútilc 
por  no  haber  tenido  efecto  la  comisión  á  Bogotá  á  que  se 
refieren. 


constitución,  y  queda  sin  efecto  el  decreto  de  29 
de  Abril   de  1832. 

Dado  en  Caracas  &  6  de  Abril  de  1833,  49  de 
la  ley  y  23  de  la  independencia. — El  presidente 
del  Senado,  Manuel  Quintero, — El  presidente 
de  la  Cámara  de  Representantes,  Juan  Manuel 
Manrique. — El  secretario  del  Senado,  Rafael 
Acevedo. — El  secretario  de  la  Cámara  de  Repre- 
sentantes, José  María  Pelgron, 

Caracas  10  de  Abril  de    1833,  49  y  23 Eje- 

cútese. — José  Antonio  Páez. — Por  S.  £. — El  se- 
cretario de  Estado  en  e^  despacho  de  relaciones 
exteriores,  Santos  Michelena. 

ECUADOR  Y  VENEZUELA.  Aprobación  del  arre- 
glo sobre  división  de  la  deuda  con  el  Ecuador 
y  la  Nueva  Granada,  Véase  Deuda  pública 
de  Colombia,  D.  de  29  de  Abril  de   1835. 

ECUADOR  Y  VENEZUELA.  Aprobaciou  de  la 
convención  con  estas  repúblicas  sobre  correos. 
Véase  Tratados  públicos,  D.  de  7  de  Marzo 
de  1839. 

EDAD  PARA  CONTRAER  MATRIMONIO  COU,  6  siu 

el  consentimiento  paterno.  Véase  Matrimonio. 

EDAD    PARA     ENTRAR     DE  NOVICIA    ü  NOVICIO. 

Véase  Conventos,  h,  de  ^  de  Marzo  de  1820, 
D.  del  Libertador  de  11  de  Julio  de  1828  y 
R.  E.  de  9  de  Febrero  de   1833. 

EDAD  Y  RESIDENCIA  PARA  OBTENER  DESTINOS. 

Deben  entenderse  completos.  Véase   Eleccio- 
nes, L.  8^  art.  13. 
EDAD  DE  LOS  QUE  FUERON  ESCLAVOS,  para   los 
efectos  de  la  ley  de  abolición.    Véase   Líber- 
tad  de  esclavos,  R.  E.  de  29  de  Abril  de  1854. 

EDIFICIOS  DEL  ESTADO.  LEY  DE  10  DE  MAYO  DE 

1841  aprobando  el  contrato  sobre  compra  de 
uno  para  el  despacho  del  Ejecutivo. 

El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la 
República  de  Venezuela  reunidos  en   Congreso. 

Visto  lo  resuelto  por  la  Diputación  de  la  pro- 
vincia de  Caracas  en  19  de  Noviembre  y  por  el 
Poder  Ejecutivo  en  12  de  Diciembre  ultimo,  y 

CONSIDERANDO  : 

Que  hay  recíproca  utilidad  en  que  la  Nación 
tenga  un  edificio  a  propósito  para  el  despacho 
del  Fofier  Ejecutivo,  y  la  provincia  de  Caracas, 
no  snhimenle  los  que  pueda  necesitar  para  la  Di- 
putación, Concejo  municipal  y  oficinas  provin- 
fialrs,  9Íno  ademas  una  suma  en  dinero  que  se 
ha  destinado  a  la  construcción  lie  una  eájrcel  de 
que  CHiece  esta  ciudad. 

decretan: 

Art.  19  ^e  aprueba  el  contrato  celebrado  en- 
tre el  [\u\er  Ejecutivo  y  la  Diputación  provin- 
cial de  Curácns,  sobre  enajenación   á  faTor   del 
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Estado  del  editieio  situado  en  la  esquina  que  lla- 
man el  Principal  de  esta  ciudad,  con  arreglo  á 
la  resulucion  expedida  por  dicha  Diputación  en 
19  de  Noviembre  último. 

§  ánico.  El  Gobierno  conservará  las  canasti- 
llas, que  se  entreguen  á  la  Nación  por  virtud  de 
dicho  contrato,  y  podrá  proponer  y  efectuar  su 
devolución  á  la  Diputación  por  el  mismo  precio 
de  siete  mil  pesos. 

Art  27  Be  destina  hasta  \k  cantidad  de  diez 
mil  pesos  para  la  «onciusion  del  ediñcio,  la  cual 
se  considerará  como  incluida  en  el  presupuesto 
de  este  a  fio. 

Dado  en  Curacas  á  7  de  Mayo  de  1841,  nfio 
12  de  la  ley  y  31  de  la  independencia. — El  Pre- 
sidente del  Senado,  Jo56  Vargas. — El  Presiden- 
te de  la  Camarade  Representantes,  Fernando 
Olavarrta. — El  secretario  del  Senado,  José  An-  \ 
gel  Freyre. — El  secretario  de  la  Cámara  de  Re- 1 
presenta nte.o,    Rafael    Acevedo. 

Sala  del  Despacho. —  Caracas  Mayo  10  de  1841 
año  12  de  la  ley  y  31  de  la  independencia. (—-Eje- 
cútese.— José  A.  Páez. — Por  S.  E. — El  secreta- 
rio de  Estado  en  los  despachos  del  interior  y 
justicia. — Ángel  Quintero* 

EDUCACIÓN  PUBLICA.  Yéñse  Instr  ve  don  pú- 
blica. 

EDUCACIÓN  privaría.  Véase  Escuelas  pri- 
marias^ 

EDUCACIÓN  ECLESIÁSTICA.  Auxilio  á  la  de- 
jdvenes  de  ta  diócesis  de  Guaya  na.  Véase  Gua- 
nana D.  de  17  de  Mayo  de    1847. 

EDUCA NDAS.  Véase  Colegio  nacional  de  ni- 
nas de  Caracas. 

EJECUCIÓN  DE  SENTENCIAD.  LEY  UNICá,  TI- 
TULO VI  DEL  CÓDIGO  DE  PROCEDIMIENTO  JU- 
DICIAL D£  3  DE  ABRIL  DE  \fí62-gnc  rcforma 
la  de  \bde  Mayo  de  1850,  p.  44  del  cuaderno 
de  ese  año,  y  789  del  cuerpo  de  1851 — que  re- 
forma la  de  19  de  Mayo  de  1836,  p.  245  del 
cuerpo  comprensivo  de  las  de  ese  añ<f^  y  248 
«9  280  del  cuerpo  de  1851 . 

El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la 
República  de  Venezuela  reunidos  en  Congreso, 

decretan: 

Ley  única  título  Q^  del  procedimiento  judi- 
cial, — De  la  ejecución   de  la  sentencia. 

Art.  19  Toda  sentencia  debe  ejecutarse  por 
el  tribunal  que  ha  conocido  de  la  causa  en  1^ 
instancia,  ó  por  el  juez  que  la  sustanció,  si  el  tri- 
bunal fuere   colegiado. 

Art.  29  Cuando  h  sentencia  ejecutoriada  ver- 
sare sobre  cantidad  líquida,  deberá  cumplirse 
dentro  de  tres  días,  y  pasado  este  término,  el 
tribunal  librará  mandamiento  de  ejecución  con- 
tra la    persona  y   bienes  de  la  parte  condenada, 
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siempre  que  la  parte  favorecida  por  la  sentencia, 
lo  pida  así,  por  diligencia  estampada  en  autos, 
bajo  su  firma  ó  la  de  un  testigo  en  caso  que  no 
pueda  hacerlo. 

^  único.  La  conciliación  que  no  contuviere 
plazo,  6  conteniéndole  se  hubiese  cumplido  y 
versaro  también  sobre  cantidad  líquida,  se  eje- 
cutará en  la  misma  forma  prevenida  en  este  artí- 
culo, 

Art.  39  Si  por  no  estar  líquida  la  cantidad 
haya  de  tener  lugar  el  cálculo  de  peritos,  según 
lo  dispone  la  ley  única  del  título  39*  los  tres  días 
seííalados  para  la  ejecución  no  empezarán  &  cor- 
rer hasta  el  dia  siguiente  en  que  los  peritos  hu- 
biesen concluido  sus  funciones,  conforme  á  la 
ley  4^  del  título  I9  en  la  parle  que  trata  del  jui- 
cio de  expertos. 

Art.  49  En  el  caso  de  que  de  la  sentencia,  ó  acto 
conciliatorio  solo  se  derive  la  obligación  de  ha- 
cer una  cosa  determinada,  el  perjuicio  que  á  la 
parte  favorecida  se  le  haya  seguido  ó  se  le  siga, 
por  la  fulta  ó  resistencia  de  la  condenada,  será 
igualmente  calculado  por  peritos  ó  expertos,  con 
arreglo  k  ia  citada  ley  4^  del  título  I9»  y  des- 
pués del  juicio  de  los  expertos  es  que  deben  cor- 
rer los  tres  dias  para   la  ejecución. 

Art.  59  El  mandamiento  de  ejecución  se  en- 
tregará á  la  parte  interesada  enlos  términos 
prescritos  en  la  ley  1^  del  título  79»  y  para  ha- 
cerlo efectivo  observarán  los  jueces  las  otras  dis- 
posiciones relativas  de  la  misma  ley. 

Art.  09  Cesarán  los  electos  de  la  ejecución 
de  la  sentencia  y  de  toda  otra  acción  contra  el 
deudor,  cuando  habiendo  este  hecho  cesión  de 
bienes,  no  se  le  haya  admitido,  sin  embargo  d« 
no  haber  sido  declarado  fraudulento,  y  se  haya 
dispuesto  do  los  bienes  presentados. 

EJECUCIÓN  de  sentencias,  acuerdo  de  la 
corte  suprema  de  24  de  febrero  de  1838 
declarando  que  cuando  por  algún  evento  se 
halle  tacante  el  destino  del  juez  que  ocnoció 
en  primera  instancia,  y  á  quien  corresponde 
dicha  ejecución,  están  los  alcaldes  (jueces  de 
parroquia)  naturalmente  llamados  á  llevarla 

{*)  Análisis  ro7njmratito  de  las  leyes  de  19  rfc  AJayo  de 
183G,  15  (te  Maya  de  1850.  y  3  de  Abril  de  1852  {única  títu- 
lo O '^^  del  código  íle  procedimiento  jiulicial)  sobre  ejecución  de 
lu  sentencia . 

Examinailas  las  de  86  y  50  se  encuentra  una  diferencia 
radicul,  pues  la  primera  estaba  basada  en  el  sistema 
do  multas  que  deberían  duplicarse  diariamento  hasta  que 
quedase  cumplida  la  sentencia,  y  en  el  mandamiento  de 
ejecución  para  .solo  el  pago  de  estas  multas ;  y  la  do  60  se 
basa  en  el  mandamiento  do  ejecución  para  el  cumplimien- 
to de  la  sentencia  en  lo  principal,  derogado  el  sistema  de 
multas. 

Comparadas  las  do  50  y  52  so  encuentra  que  la  sola  di- 
ferencia qne  hay  entre  ellas  es  la  agregación  del  artículo  C 
de  la  de  52  que  no  existia  en  la  de  50,  siendo  en  todo  lo 
demás  conformes  dichas  dos  leyes. 
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á  efectOy  asi  en  lo  civil,   como  en  lo  crimi- 
nal. (•) 

En  la  ciudad  de  Caracas  á  24  de  Febrero  de 
1838,  99  y  28,  reunidos  los  Sres.  Presidente  y 
Ministros  de  la  Corte  Suprema  de  justicia,  tra- 
jeron á  la  vista  la  duda  que  ha  ocurrido  á  la  Cor- 
te Superior  de  justicia  del  29  distrito,  sobre  cual 
sea  la  autoridad  á  quien  corresponda  ejecutar  la 
sentencia  librada  en  causa  criminal,  cuando  se 
halle  vacante  por  cualquier  accidente  el  destino 
del  juez  que  conoció  en  prifnera  instancia,  á 
quien  compete  su  ejecución  por  el  artículo  I9 
ley  única,  título  69  del  código  de  procedimiento 
judicial,  y  dijeron:  que  esta  Corte  Suprema  en 
conformidad  con  lo  representado  por  el  Sr.  Fis- 
cal y  expuesto  por  la  misma  Corte  Superior,  juz- 
ga que  consistiendo  en  la  ejecución  de  la  senten- 
dia  la  exacta  administración  de  justicia,  debiendo 
ser  esta  la  mas  pronta  y  expedita,  están  los  al- 
caldes parroquiales  naturalmente  llamados  al  cum- 
plimiento de  las  determinaciones  que  deben  eje- 
cutar, cuando  por  vacante  ü  otros  de  los  casos 
de  que  habla  la  duda  propuesta  no  haya  juez 
de  primera  instancia  que  desempeñe  en  esta  par- 
te semejantes  funciones,  ya  sean  ciiiles  ó  crimi- 
nales las  sentencias  que  ocurran.  Mas  haciendo 
atención  á  que  la  ley  guarda  en  esta  parte  silen- 
cio, acordaron  se  eleve  la  consulta  enunciada  al 
Congreso  por  el  órgano  del  Poder  Ejecutivo  en 
la  forma  acostumbrada,  comunicándose  6  la  Cor- 
te del  segundo  distrito  y  también  á  la  del  tercero. 
Licenciado  Mercader • — López  de  Umeres' — 
Martínez. — Duarte. 

Es  copia. — Caracas  Setiembre  30  de   1^14. — 
£1  Canciller.  — José   Duarte» 
EJECUCIÓN  DE  SENTENCIAS.  Vésse  Concurso 
de   acreedores^  ó  necesario^  A.  A.  C.  S.  de  3 
de  Diciembre  de  1810,   Punto    19>  y  5  de  los 
mismos,  Punto  29 
EJECUCIÓN  DE  SENTENCIAS.  A  quien  toca  la 
de  las  providencias  del  juzgado  cantonal.  Véase 
Demanda  y  emplazamiento   art.  23. 

EJECUION  DE  SENTENCIAS.  Véase    Pena  ca- 
pital. 

EJECUTORIAS  de  los  tribunales,  como  se 

ENCABEZARAN  Véase  Disposiciones  comunes 

atados  los  juicios^  art.  19, 
EJERCITO.   RESOLUCIÓN   EJECUTIVA  de  9  de 

JUNIO  DE  \^\1  determinando  el  modo  con  que 

deben  formar  los  cuerpos* 

(*)  Como  hoy  los  mismos  jueces  de  parroquia  son  los 
presidentes  de  109  juzgados  cantonales,  7  á  ellos  toca  por 
consiguiente  la  ejecución  de  las  sentencias  que  estos  pro- 
n andan  como  juzgados  de  primera  instancia  en  lo  civil,  es 
claro  qae  el  acuerdo  solo  tiene  hoy  efecto  por  lo  que  hace 
á  lo  criminal. 
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Secretaría  de  Guerra.— Sección  primera.^Cará- 
cas  Junio  9  de  1847. 

Resuelto» — La  preferencia  que  por  el  artículo 
69  título  19  del  99  reglamento  de  las  ordenanzas 
del  real  cuerpo  de  Ingenieros,  se  da  en  formación 
al  de  Zapadores,  no  es  en  concepto  del  Gobierno 
tan  absoluta  como  se  ha  interpretado.  La  regla 
allí  establecida  es  la  de  la  antigüedad  y  no  la  del 
arma ;  y  tanto  mas  exacta  es  esta  deducción,  cuan- 
to que  al  ñnal  del  referido  art.  69,  se  manda  que 
al  acto  de  la  retreta  la  preferencia  la  tengan  los 
cuerpos  de  Zapadores,  si  la  creación  de  los  de  in- 
fantería es  posterior.  Lógicamente  hablando,  la 
verdadera  inteligencia  del  consabido  artículo  69* 
es  la  de  que  concurriendo  á  foimaeion  con  la  in- 
fantería un  batallón,  conpafiíad  destacamento  de 
Zapadores,  aunque  solo  sea  de  un  cabo  y  cuatro 
hombres,  tienen  estos  lugar  preferente  si  la  anti- 
güedad del  regimieuto  á  que  pertenecen  es  ma- 
yor quo  la  de  los  demás  cuerpos  concurrentes, 
lo  que  ciertamente  es  una  distinción;  mas  ésta 
distinción  no  puede  ni  debe  tomarse  en  términos 
tan  absolutos,  así  como  tampoco  debe  buscarse 
la  preferencia  de  que  hablan  las  Ordenanzas  del 
Ejército  por  la  clase  de  armas,  sino  por  la  crea- 
ción de  los  cuerpos* 

Prescindiéndose  de  los  argumentos  que  mi- 
nistre en  favor  de  cualquiera  de  las  armas  del 
Ejército  el  citado  artículo  69f  examínese  el  tex- 
to del  artículo  65  de  la  ley  orgánica  militar  de  18 
de  Abril  de  1826,  dictada  en  el  antiguo  régimen 
de  Colombia,  cuyas  reglas  aun  están  vigentes. 
Los  términos  categóricos  y  esplícitos  en  que  es- 
tá concebido  el  referido  artículo  65,  desvanecen 
á  todas  luces  cuantas  dudas  puedan  ocurrir  sobre 
la  materia  en  cuestión.  Dícese  allí:  ** Ningún 
cuerpo  del  Ejército  tendrá  fuero  privilegiado;" 
luego  en  vano  nos  detendremos  en  analizar  y  dis- 
currir sobre  un  punto  decidido.  Aun  partiendo 
de  la  hipótesis  de  que  en  el  antiguo  régimen  es- 
pafiol  existiesen  en  el  ejército  los  fueros  y  privi- 
legios que  se  pretende  hacer  valer,  estos  venian 
ya  de  la  calidad  del  arma,  y  ya  por  gracias  espe- 
ciales concedidas  por  el  Soberano  por  accidentes 
que  no  es  del  caso  referir;  mas  destruida  esta 
clase  de  prerogativas,  claro  es  que  la  única  regla 
que  en  su  fuerza  y  vigor  existe  hoy,  es  el  último 
inciso  del  citado  artículo  65,  es  decir,  que  en 
formación  tomará  la  derecha  el  cuerpo  mas  anti- 
guo. El  sentido  genérico  en  que  se  habla  en  esta 
parte  del  artículo,  con  la  derogatoria  que  contie- 
ne su  primer  período,  es  á  la  que  únicamente  de- 
be estarse,  y  así  lo  declara  el  Gobierno,  con  pre- 
vención de  que  se  publique  en  la  orden  general, 
y  se  comunique  á  quienes  corresponda. 


Por  S.  R—Megía. 


COLOMBIANA  Y  VENEZOLANA  VIGENTE. 
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EJERCITO  DE   COLOMBIA.  Véase  Imcorpora- 

cion  al  ejército. 
EJERCITO.  Cómo  se  harán   sus  reemplazos. 

Véase  Milicia  nacionaU  art  20  de  la  L.y  119 

á  127  del  D.  R. 

EJERCITO.    RESOLUCIÓN  EJECUTIVA    DE  13  DE 

MARZO  DE  1847  sobre  la  capacidad  física  de 
los  designados  para  reemplazos. 

Secretaria  de  Gaerra.— Caracas  M  arzo  18  de  1847. 
Dígase  á  los  Gobernadores  de  Caracas,  Cara- 
bobo,  Barínas  y  Barquisimeto  que,  cuando  ha- 
yan de  mandar  los  reemplazos  para  el  ejército, 
que  se  han  asignado  á  sus  respectivas  provmcias 
en  la  resolución  de  21  de  Noviembre  del  año  próxi- 
mo pasado,  no  destinen  hombres  imposibilitados 
por  impedimentos  físicos  para  el  manejo  de  las 
armas;  y  que  conforme  á  los  artículos  17,  18  y 
19  del  reglamento  de  milicias  de  I9  de  Agosto 
de  1836  los  hagan  reconocer  antes  para  que  el 
T^ísoro  publico  no  ee  grave  socorriendo  á  dichos 
individuos;  ni  á  estos  se  les  moleste  sacándolos 
de  sus  casas,  sin  tener  con  que  alimentarse  á  su 
regreso  á  ellas,  después  de  haber  sido  reconoci- 
dos y  licenciados  en  esta  capital. 

Por  S.  E.'-Carreño. 
EJERCITO.  Reglas  sobre  reemplazos  de  deser- 
tores. Véase  Comandancias  de  armas,  11.  E. 
de  29  de  Enero  de  1852. 
ELECCIONES,  título  vi  de  la  constitu- 
ción estableciendo  reglas  para  ellas  en  ge- 
nerah 

Art.  17  Losciudadanostendrán  siempre  presen- 
te que  del  interés  que  todos  tomen  en  las  elec- 
ciones, nace  el  espíritu  nacional  que  sufo- 
cando los  partidos  asegura  la  manifestación  de 
la  voluntad  general:  y  que  del  acierto  de  las 
elecciones  en  las  asambleas  primarias  y  electora- 
les, es  que  principalmente  dependen  la  dura- 
ción, la  conservación  y  el  bien  de  la  República. 
Art.  18.  La  primera  autoridad  civil  de  cada 
parroquia,  asociándose  con  dos  vecinos  notables 
designados  por  el  concejo  municipal  del  cantón, 
formará  dos  meses  antes  de  cada  período  de  elec- 
ciones, una  lista  de  los  individuos  que  en  el  dis- 
trito de  su  parroquia  tengan  derecho  de  sufra- 
gantes parroquiales,  y  la  fijará  en  un  lugar  pu- 
blico; y  otra  de  los  que  reúnan  las  cualidades 
que  se  exigen  para  electores,  y  la  remitirá  á  la 
primera  autoridad  civil  del  cantón.  Esta,  de 
acuerdo  con  el  concejo  municipal,  formará  de 
las  listas  de  las  parroquias  una  comprensiva  de 
todos  los  ciudadanos  que  tengan  las  cualidades 
para  electores  en  el  distrito  de  so  cantón,  y  la 
mandará  fijar  en  todas  las  parroquias  un  mes  an- 
tes de  cada  período  de  elecciones.  La  autoridad 
que  no  formare  y  fijare  en  lugar  público  estas 
listaSf  será  responsable  del  modo  que  determine 
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la  ley;  pero  las  elecciones  se  verificarán  siem- 
pre. Las  autoridades  indicadas  en  este  artículo, 
formarán  respectivamente  un  registro  de  los  su- 
fragantes parroquiales,  que  se  custodiará  en  lá 
parroquia,  y  otro  de  los  que  tengan  las  cualida- 
des para  electores,  que  se  conservará  en  la  cabe- 
cera del  cantón. 

Art.  19.  Estas  listas  servirán  de  regla  para  la 
admi>iion  de  los  venezolanos  en  las  próximas 
asambleas  parroquiales  y  electorales.  Sise  susci- 
taren controversias  porque  en  las  listas  se  haya 
omitido  alguno  que  tenga  las  cualidades  requeri- 
das para  poder  votar,  ó  por  estar  incluido  en  ellas 
quien  no  las  tenga,  se  hará  la  reclamación  ante 
la  autoridad  civil  respectiva,  á  fin  de  que  se 
examine  el  caso  y  lo  rectifique,  si  se  hubiere  pa- 
decido olvido  ú  equivocación ;  ó  para  que  no  ha- 
llando fundada  la  queja  ó  controversia,  pase  su 
informe  á  la  junta  parroquial  ó  electoral  respec- 
tivamente, luego  que  se  reúnan  para  que  decidan 
conforme  al  artículo  47. 

ELECCIONES,  leves  de  8  de  abril  de  1846 
estableciendo  las  reglas  que  deben  observar- 
se en  ellas — que  derogan  la  de  9  de  Mayo  de 
1836,  p.  169  del  cuerpo  comprensivo  de  las 
de  esc  año,  y  210,  núm.  224  del  de  1851— es- 
ta  la  de  29  de  Abril  de  1832,  p.  164  del  cuer- 
po comprensivo  de  las  de  ese  año,  y  107, 
núm.  130  del  de  1851 — y  esta  la  de  6  de  Oc- 
tubre de  1830,  p  57  del  cuerpo  comprensivo 
de  las  de  ese  año,  y  p.  49,  nwm.  40  del 
de  1851. 

El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la 
República  de  Venezuela  reunidos  en  Congreso, 

decretan: 

LEY  L 

Del  nombramiento  y  reunión  de  las  juntas 
de  notables. 

Art.  19  Los  dos  vecinos  notables  que  según  el 
artículo  Í8  de  la  Constitución  deben  asociarse  á 
la  primera  autoridad  civil  de  cada  parroquia  para 
formar  las  listas  de  sufragantes  y  de  electores, 
serán  designados  por  el  Concejo  municipal  en 
votación  nominal  entre  las  personas  en  quienes 
concurran  las  cualidades  de  elector.  En  las  par- 
roquias en  que  no  haya  mas  de  seis  individuos 
con  estas  cualidades,  el  Concejo  municipal  podrá 
designar  los  notables  entre  aquellos  y  los  sufra- 
gantes que  sepan  leer  y  escribir. 

Art  29  La  designación  de  notables  se  hará 
dentro  de  los  ocho  primeros  días  de  Mayo,  y  sus 
reuniones  con  la  primere  autoridad  civil  princi- 
piarán el  15  de  dicho  mes,  continuando  en  ellas 
diariamente,   si  fuere  preciso,   hasta  el  31  del 
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mismo  que  se  ñjarán  las  Hstas.  Desde  el  I9 
de  Junio  hasta  el  30  se  reunirán  precisamente 
tres  días  en  cada  semana  para  oir  los  reclamos 
(le  que  habla  el  articulo  19  de  la  Constitución, 
debiendo  anunciarse  al  público  previamente,  el 
local,  los  dias  y  las  horas  que  se  hayan  fijado 
para  estas  reuniones,  que  uo  podrán  durar  me- 
nos de  cuatro  horas  en  cada  dia. 

Art.  39  3i  resultaren  nombrados  ó  designa- 
dos individuos  qne  no  tengan  las  cualidades  res- 
pectivamente requeridas,  cualquiera  que  tenga 
las  de  sufragante,  puede  reclamar  la  nulidad  del 
nombramiento  ante  el  mismo  Concejo,  el  cual, 
si  encontrare  fundado  el  reclamo,  hará  nueva  de- 
signación 6  nombramiento  en  personas  con  las 
cualidades  de  la  ley. 

Art.  49  No  pueden  ser  notables,  el  Jefe  polí- 
tico, los  miembros  del  Concejo  Municipal,  el  Go- 
bernador, el  Comandante  de  armas,  los  ministros 
de  las  Cortes  de  justicia,  los  jueces  de  primera 
instancia  y  todos  aquellos  empleados  que  ejer- 
zan funciones  diarias  incompatibles  con  las  reu- 
niones de  la  Junta. 

Art.  59  El  cargo  de  notables  es  concejil  de 
que  nadie  puede  excusarse  sino  por  impedimen- 
to grave  que  le  imposibilite  para  su  desempeño, 
justificado  legalmente  y  aprobado  por  el  Jefe 
político;  y  las  vacantes  que  ocurran  serán  lle- 
nadas por  el  Concejo  municipal  inmediatamente. 

^  único.  Si  la  excusa  de  algún  notable  eistu- 
viese  sin  determinarse  el  dia  en  que  deben  prin- 
cipiar las  reuniones  de  la  Junta,  deberá  sin  em- 
bargo concurrir  á  ellas,  excepto  el  caso  de  enfer- 
medad grave,  hasta  que  se  nombre  quien  le  re- 
emplace. 

Art.  69  Solo  en  el  caso  de  que  en  alguna  ó 
algunas  parroquias  no  haya  un  número  de  ciu- 
dadanos hábiles  en  el  sentido  de  los  artículos  an- 
teriores para  ejercer  el  cargo  de  notaliles,  la 
elección  podrá  recaer  en  aquellos  empleados  cu- 
yas ocupaciones  sean  ajuicio  del  Concejo  menos 
incompatibles  con  las  reuniones  de  la  junta. 

Art  79  La  designación  de  notables  que  carez- 
can de  las  cualidades  requeridas  por  esta  ley, 
será  castigada  en  cada  miembro  del  Concejo  mu- 
nicipal que  hubiere  votado  libremente  por  la  ile- 
gal elección,  con  una  multa  de  50  á  100  pesos 
por  cada  notable  ilegalmente  elegido. 

Art.  89  La  falta  de  nombramiento  de  los  no- 
tables en  la  época  y  forma  que  designa  esta  ley, 
será  castigada  con  multa  desde  200  hasta  500  pe- 
sos en  cada  funcionario  que  resulte  culpable. 

Dada  en  Caracas  á  6  de  Abril  de  1846,  año 
179  de  la  ley  y  369  de  la  independencia. — El 
Presidente  del  Senado,  José  Manuel  Alegría. 
— El  Presidente  de  la  Cámara  de  Representan- 
tes, Pedro  González, —  £1  Secretario  del  Sena- 
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do,  José  Ángel  Freyre, —  El  Secretario   de  la 
Camarade  Representantes»,  J.  A.  Pérez. 

Caracas  Abril  8  de  1846,  año  ^9  de  la  ley 
y  369  de  la  independencia. — Ejecútese, — Car- 
los Soublette. — Por  S.  E  el  Presidente  de  la 
República.— El  Secretario  de  Estado  en  los 
«Despachos  del  Interior  y  Justicia,  Francisco  Co- 
bos Fuertes. 


El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la 
República  de  Venezuela,  reunidos  en   congreso, 

decretan: 

i  LEY  IL 

De  la  formación  délas  listas  de  sufragan* 
i  tes  y  de  electores, 

ij      Art.  19  Las  listas  de    qne  trata  el  artículo  18 
Ij  de  U  Constitución  se  harán  por  orden  alfabético, 
j;  teniéndose    presente  para  su  formación  el  último 
j  censo  aprobado,    los  artículos  14,  15  y  10  de  la 
1 1  misma  Constitución  y  los  artículos  I9  y  29  de  es- 
!  ta  ley.  De  estas  lisias  se  sacarán    tres  copias  au- 
1!  torizadas  por  los  miembros  de  la  junta,  una  para 
|,  fijarla  el  31  de  Mayo  á  la  puerta  del  despacho  de 
I  la  primera  autoridad  civil  déla  parroquia  en  una 
i!  tablilla  para  que  pueda  guardarse  con   la  debida 
I  seguridad  desde  las  seis  de  la  tarde  hasta  la  mis- 
j  ma  hora  de  la  mafiana  8Í;:u¡rnte    que   volverá  á 
I  ponerse  de  manifiesto  al  público,  otra  para  remi- 
tirla después  del  20  de  Julio  y   antes  del  I9   de 
Agosto  al  Concejo   Municipal,  y  otra   para    pre- 
sentarla en    la  instalación  de 'la  junta  que  ha  de 
presidir  la    asamblea    parroquial.  El  original   lo 
custodiará  cscruj)ulosamente  en  el  archivo  de  su 
cargo  la  autoridad  que  haya  presidido  la  junta  de 
notables,  que    siempre  será    el    primer  juez    de 
paz  ó  el  alcalde  primero  de  cada  parroquia,  y  so- 
lo en  el  caso  de  impedimento  físico  insuperable, 
podrá  serlo  el   segundo  juez  do  paz  ó  el    alcalde 
segundo. 

Arr.  29  El  sufragante  que  se  viere  excluido 
de  la  lista  de  su  parroquia  podrá  presentar  su  re- 
clamo verbalmente  ó  por  escrito  en  papel  co- 
mún, á  la  autoridad  que  lo  formó,  hasta  el  30 
de  Junio,  pues  de  lo  contrario  perderá  por  aque- 
lla vez  su  derecho  de  sufragio. 

Art  39  Si  la  junta  de  notables  que  formó  la 
lista  hallare  justo  el  reclamo,  hará  la  debida  rec- 
tificación; mas  si  no  lo  creyere  fundado,  pasará 
el  informe  que  previene  el  artículo  19  de  la 
Constitución  á  la  junta  que  ha  de  presidirla 
asamblea  parroquial,  si  el  reclamo  versare  sobre 
las  cualidades  de  sufragante,  y  al  Concejo  muni- 
cipal si  se   tratare  de  la  cblifícacion  de  elector. 
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para  que  dicho  Concejo  reconsiderando  el  recla- 
mo resuelva  la  incorporación  ó  no  incorporación 
de)  reclamante  en  la  lista  respectiva. 

Art  49  £1  ciudadano  que  hubiere  sido  inclui- 
do en  la  lista  de  electores  de  su  parroquia  por  la 
junta  de  notables,  y  se  viere  excluido  en  la  lista 
general  de  electores  que  ha  de  formar  el  Conce- 
jo municipal,  presentará  su  reclamo  hasta  el  20 
de  Julio  ante  el  mismo  Concejo,  el  cual  procede- 
rá inmediatamente  á  la  necesaria  rectificación. 

Art.  59  Cuando  en  las  listas  respectivas  se 
incluyeren  individuos  que  no  tengan  las  cualida- 
des requeridas  ya  para  sufragante,  ya  para  elec- 
tor, ó  que  teniéndolas  estén  privados  6  suspen- 
sos de  sus  derechos  políticos,  todo  ciudadano  es- 
tá en  el  deber  de  reclamar  su  exclusión  ante  la 
junta  de  notables.  Si  esta  considera  justo  el  re- 
clamo rectificará  la  lista ;  pero  si  lo  estimare 
infundado,  lo  dirigirá  con  su  informe  á  la  junta 
parroquial  ó  al  Concejo  municipal,  según  que  la 
reclamación  ver?e  sobre  las  exclusiones  de  su- 
fragantes, ó  de  electores  conforme  se  dispone  en 
el  artículo  tercero. 

^  único.  El  Concejo  municipal  decidirá  también 
de  las  reclamaciones  que  se  hagan  contra  indivi- 
duos incluidos  en  las  listas  de  electores  de  las 
parroquias,  y  cuya  exclusión  hubiere  negado  la 
junta  de  notables. 

Art.  69  La  contravención  del  juez  y  los  nota- 
bles á  las  disposiciones  del  artículo  29  de  la  ley 
primera,  será  castigada  por  el  respectivo  Jefe 
político  con  multa  de  diez  á  veinticinco  pesos 
por  cada  falta. 

Art.  79  La  omisión,  exclusión  ó  inclusión  in- 
debida de  sufragantes,  será  castigada  por  el  Con- 
cejo municipal  respectivo  en  cada  uno  de  los 
miembros  de  la  junta  de  notables  que  resulte 
culpable,  con  multa  de  diez  pesos  por  cada  sufra- 
gante omitido,  excluido  ó  incluido  en  la  lista, 

Art.  89  Los  jefes  políticos  están  especial- 
mente encargados  de  vigilar  en  (|ue  se  cumpla 
exactamente  lo  dispuesto  en  la  ley  primera  y  en 
los  cinco  primeros  artículos  de  la  presente,  im- 
poniendo á  la  autoridad  parroquial  y  á  cada  no- 
table una  multa  de  diez  á  veiiitícinco  pesos  por 
cada  vez  que  dejen  de  cumplir  con  sus  deberes 
en  los  casos  no  comprendidos  en  los  dos  artícu- 
los anteriores. 

Dada  en  Caracas  á  6  de  Abril  de  1846,  año 
179  de  la  ley  y  369  de  la  independencia. — El 
Presidente  del  Senado,  José  Manuel  Alegría. 
— El  Presidente  de  la  Cámara  de  Representan- 
tes, Pedro  Gonzáles. El  Secretario  del  Se- 
nado, José  Ángel  Freyre. — El  Secrelario  de  la 
Cámara  de  Representantes,  J.  A*  Peres. 

Caracas  Abril  8  de  1846,  afio  179  ^^  ^^  ^^7  7 
36  de    la    independencia. — Ejecútese. — Carlos 
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Soubhtte» — Por  S.  E.  el  Presidente  de  la  Re- 
pública.— El  Secretario  de  Estado  en  los  Despa- 
chos del  Interior  y  Justicia,  Francisco  Cobos 
Fuertes. 


I  El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la  Re- 
1      pública  de  Venezuela  reunidos  en  Congreso, 

decretan: 

LEY  IIL 

De  las  juntan  que  presiden  las   asambleas 
parroquiales. 

Art.  19  El  19  de  Julio  de  cada  aRo  electoral 
procederá  el  Concejo  municipal  al  nombramien- 
to de  los  conjuftces  de  que  habla  el  arlículo  21 
(le  la  Constitución,  avisándose  al  público  c<m  an- 
ticipación de  ocho  dias  por  lo  menos  la  hora  y 
lugar  en  que  se  va  á  verificar  el  acto,  y  llegado 
el  momento  se  sacarán  por  la  suerte  y  en  una  so- 
la operación  los  cuatro  conjueces  de  entre  un 
número  décuplo  que  se  elegirá  de  entre  todos 
los  sufragantes  de  cada  parroquia  que  sepan  leer 
y  escribir.  En  la  propia  sesión  se  elegirán  tam- 
bién del  mismo  modo  cuatro  suplentes  que  en- 
trarán por  el  orden  de  su  nombramiento  á  reem- 
plazar, de  los  conjueces  principales,  al  que  ó  los 
que  se  hallaren  legítimamente  impedidos  ajuicio 
del  juez  que  presida  lii  asamblea. 

§  único.  Si  en  alguna  parroquia  no  hubiere 
el  número  décuplo  requerido  do  personas  capa- 
ces, se  hará  el  sorteo  entre  las  que   hubiere. 

Art.  29  Quince  dias  antes  do  las  elecciones, 
los  jueces  de  parroquia  convocarán  á  los  sufra- 
gantes por  carteles  públicos  en  que  se  expresará 
el  número  de  electores  que  correspondan  al  can- 
tón conforme  á  los  artículos  24  y  ^25  de  la  Cons- 
titución. A  este  fin  los  gobernadores  cuidarán 
de  comunicar  oportunamente  á  los  jefes  políti- 
cos, y  estos  á  los  jueces  de  parroquia,  el  número 
de  electores  que  corresponden  á  cada  cantón  se- 
gún el  censo  de  la  provincia.  El  cálculo  de  la 
población  se  hará  según  el  último  censo  aproba- 
bo  por  el  Gobernador  respectivo,  mientras  no  se 
expida  una  ley  sobre  censos  ^n  la  República. 

Ar.  39  La  fdlta  de  nombramiento  de  los  con- 
jueces para  las  asambleas  en  la  época  y  forma 
que  designa  la  ley,  lo  mismo  que  su  ilegal  elec- 
ción, será  penada  en  cada  miembro  del  Concejo 
municipal  que  aparezca  culpable,  con  multa  de 
cincuenta  á  doscientos  pesos  que  aplicará  el  Go- 
bernador de  la  provincia. 

Dada  en  Caracas  á  6  de  Abril  de  1816,  año 
179  de  la  ley  y  369  de  la  independencia. — El 
Presidente  del   Senado,  José  Manuel  Alegría. 
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— El  Presidente  de  la  Cámara  de  Representan- 
tes, Pedro  González. — El  Secretario  del  Sena- 
do, José  Ángel  Freyre. — El  Secretario  de  la 
Cámara  de  Representan  tes,  J.  A.  Pérez, 

Caracas  Abril  8  de  1846— año  17?  de  la  ley 
y  369  ^®  '*  independencia. — Ejecútese. — Car- 
los Soublette.. — Por  S.  E.  el  Presidente  d«'  la 
República. — El  Secretario  de  Estado  en  los 
Despachos  del  Interior  y  Justicia,  Francisco 
Cobos  Fuertes. 


El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la  Re- 
pública <lc  Venezuela  reunidos  en  Congreso, 


decretan: 


LEY  IV. 


De  las  elecciones  parroquiales, 

Art.  ¡9  El  dia  19de  Agosto  de  cada  año  electo- 
ral se  reunirán  precisamente  las  asambleas  par- 
roquiales, presididas  por  el  juez  y  conjueces  de 
que  habla  el  artículo  21  de  la  Constitución  y  el 
19  de  la  ley  3a  y  permanecerán  reunidas  durante 
te  los  ocho  dias  que  aquella  designa  desde  las 
diez  de  la  mañana  hasta  las  cuatro  de  la  tarde. 
Si  al  reunirse  la  asamblea  faltase  alguno  de  los 
conjueces  y  no  hubiere  suplente  para  reempla- 
zarle, lo  nombrarán  el  juez  y  cojueces  restantes 
decidiendo  la  suerte  en  los  casos  de  empate,  y  de 
este  acto  se  dará  cuenta  al  Concejo  municipal 
con  exposición  de  las  causales  de  las  faltas. 

^.  único.  Desde  que  sea  reemplazado  un  con- 
juez, ya  no  podrá  tomar  asiento  como  tal  en  la 
asamblea  parroquial. 

Art.  29  Todo  Venezolano  en  ejercicio  de  los 
derechos  de  ciudadano  tiene  el  de  concurrir  á  vo- 
tar con  arreglo  á  lo  que  en  estas  leyes  se  dispo- 
ne, y  el  de  cuidar  que  en  la  asamblea  de  su  par- 
roquia no  se  admitan  sufragios  sino  en  la  forma 
prevenida  por  aquellas;  pero  los  que  no  estén 
incluidos  en  la  respectiva  lista  de  sufragantes  no 
podrán  gestionar  ante  la  junta  sino  con  relación 
á  su  propio  derecho  cuando  la  de  notabks-sé  lo 
haya  negado. 

\  único.  Los  que  hayan  sido  excluidos  del  de- 
recho  de  votar  con  arreglo  á  estas  leyes,  no  tie- 
nen voz  en  las  asambleas  parroquiales. 

Art.  39  Las  elecciones  deben  hacerse  con  en- 
tera libertad:  los  votos  que  se  emitieren  á  virtud 
de  cohecho,  coacción  6  violencia,  se  declara- 
rán por  el  mismo  hecho  nulos;  pero  de  esta  nuli- 
dad solo  podrán  conocer  el  juez  y  conjueces  que 
presidan  las  asambleas  parroquiales,  quienes  de- 
cidirán de  plano  y  sin  figura  de  juicio  ;  y  los 
que  resultaren  culpables   serán  castigados  con 
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arreglo  á  estas  leyes  dándose  aviso  al  Concejo 
municipal,  para  los  efectos  que  ellas  previenen. 
Art.  49  La  junta  parroquial  no  admitirá  á  nin- 
gún sufragante  cuyo  nombre  no  esté  en  la  lista 
d€  que  habla  el  artículo  I9  de  Ja  ley  2»,  excep- 
to aquel  que  habiendo  reclamado  en  tiempo  sea 
calificado  por  la  misma  junta,  en  cuyo  caso  dará 
aviso  al  Concejo  municipal,  expresando  las  ra- 
zones de  la  admisión;  los  sufragios  admitidos, 
contra  el  tenor  de  este  artículo,  serán  nulos,  sal- 
vo en  los  casos  del  artículo  siguiente. 

ArL  59  Si  las  listas  de  sufragantes  parroquia- 
les no  se  lijaren  en  lugares  públicos  dos  meses 
antes  del  19  de  Agosto  como  lo  ordena  el  artí- 
culo 18  de  la  Constitución,  la  autoridad  que  fue- 
re culpable  de  la  falta  será  responsable  con  ar- 
reglo á  esta  ley :  se  procurará  luego  que  las  lia- 
tas  se  fijen  inmediatamente,  y  si  estas  no  estu- 
vieren expuestas  al  público  por  lo  menos  veinte 
dias  antes  del  19  de  Agosto,  la  junta  parroquial 
podrá  admitir  Jos  reclamos  de  los  ciudadanos, 
aun  sin  el  informe  de  que  habla  el  artículo  30, 
ley  2a.  Si  las  listas  no  se  fijaren  absolutamente, 
la  junta  admitirá  á  todos  los  sufragantes  que  se 
presenten  á  votar,  calificándolos  previamente 
con  arreglo  á  la  Constitución. 

Art.  69  No  se  admitirán  votos  á  favor  de  in- 
dividuos que  no  estén  comprendidos  en  la  lista 
general  de  ciudadanos  con  las  cualidades  de  elec- 
tor de  que  habla  el  artículo]  9,  ley  2a  á  cuvo 
fin  estará  fijada  á  la  puerta  de'la  asamblea;  íos 
votos  admitidos  contra  la  disposición  de  este  ar- 
tículo, serán  nulos. 

Art.  79  El  Presidente  y  conjueces  de  la  asam- 
blea parroquial  están  autorizados  para  suspen- 
der las  elecciones  y  trasladarlas  á  otro  Jugar, 
cuando  ocurra  grave  motivo  para  ello;  enten- 
diéndose que  el  tiempo  de  la  suspensión  no  de- 
be contarse  en  los  ocho  dias  de  que  habla  el  ar- 
tículo 19  de  esta  ley;  y  solo  en  este  caso  no  se 
cerrará  la  a.samblea  como  debe  precisamente  cer- 
rarse el  dia  8  de  Agosto,  sino  aquel  en  que  ter- 
minen los  ocho  dias  que  debe  estar  abierta  se- 
gún el  artículo  45  de  Ja  Constitución. 

^  único.  Así  mismo  pueden  exigir  de  Jas  auto- 
ridades que  se  remueva  cualquiera  fuerza  ú  obstá- 
culo que  entorpezca  el  acto  de  las  elecciones,  ó 
perjudique  á  la  libertad  de  los  sufragantes,  ó 
embarace  de  qualquiera  manera  las  decisiones  de 
la  misma  junta, 

Art.  89  Los  registros  de  las  votaciones  de  los 
sufragantes  parroquiales  se  llevarán  en  libros  ó 
cuadernos  foliados  y  rubricados  por  el  Jefe  polí- 
tico del  cantón,  y  tendrán  en  la  primera  hoja  la 
siguiente  diligencia  de  habilitación,  que  fechará 
y  firmará  dicho  funcionario.  Se  habilita  el  pre- 
sente libro  para  llevar  el  registro  de  las  vota- 
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dones  de  la  asamblea  de  la  parroquia  tal,  y 
contiene  (aquí  el  número  en  letras)  hojas,  por 
ser  {aquí  el  número  en  letras)  los  sufrag^antes 
inscritos  en  la  lista  de  la  mencionada  parro- 
\fuia,  las  cuales  he  foliado  y  rubricado* 

§  único.  En  las  parroquias  de  aquellos  canto- 
nes que  nombran  menos  de  siete  electores,  y 
mientras  no  se  disponga  otra  cosa  por  la  ley,  se 
llevará  otro  registro  habilitado  en  los  mismos 
términos  para  sufragar  por  tantos  electores  mu- 
nicipales, cuantos  falten  para  conripletar  dicho 
número  de  siete,  según  se  previene  en  la  ley  or- 
gánica de  provincias. 

Arl.  99  El  libro  ó  cuaderno  destinado  á  cada 
parroquia  contendrá  por  lo  menos  tantas  hojas 
cuantas  igualen  fi  la  quinta  parte  del  numero  de 
sufragantes  inscritos  en  la  lista,  agregando  una 
por  cualquier  residuo  que  no  alcance  á  seis,  y 
cuatro  paralo  que  puedan  ocupar  los  escrutinios 
que  debe  hacer  la  junta  al  suspender  sus  traba- 
jos diariamente.  Las  hojas  del  registro  serán 
por  lo  menos  de  la  marca  común  ó  de  doce  pul- 
gadas de  largo.  La  asamblea  cuidará  que  no  se 
asienten  menos  de  seis  votaciones  en  cada  hoja 
del  registro, 

Art.  10«  Cada  sufragante  parroquia]  podrá  dar 
su  voto  en  cualquiera  de  los  ocho  dias  que  esta- 
rán abiertas  las  asambleas,  y  deberá  votar  en 
tantos  individuos  cuantos  sean  los  electores  que 
correspondan  al  cantón.  Los  votos  se  escribirán 
en  los  registros  de  que  habla  el  artículo  anterior, 
expresando  el  nombre  y  apellido  del  que  sufra- 
ga, y  de  cada  uno  délos  electores  que  este  elige, 
conforme  al  modelo  número  I9  que  acompaña  á 
estas  leyes:  los  votos  escritos  en  otra  parte  ó  en 
otra  forma  serán  nulos.  También  lo  serán  todos 
los  votos  del  sufragante  que  votare  mas  de  una 
vez  en  los  ocho  dias,  ó  que  diere  mas  de  un  voto 
por  la  misma  persona. 

Art.  1 1.  Todo  sufragante  deberá  leer  y  firmar 
su  voto  con  el  mismo  nombre  y  apellido  que 
tenga  el  votante,  y  si  no  supiere  hacerlo  designa- 
rá una  persona  que  lea  en  alta  voz  y  firme  por 
él,  excluidas  las  que  se  encuentren  desempeñan- 
do los  cargos  de  juez  y  conjuez.  Los  votos  que 
no  vayan  firmados,  serán  nulos. 

Art  12.  El  juez  y  los  cuatro  conjueces  al  sus- 
pender diariamente  el  acto  de  las  votaciones,  ha- 
rán el  escrutinio  de  los  sufragios  y  lo  extenderán 
á  continuación  del  voto  del  último  que  haya  su- 
fragado: en  seguidas  firmarán;  y  el  último  dia, 
concluida  que  sea  esta  operación,  cerrarán  el  re- 
gistro y  lo  remitirán  sin  demora  en  pliego  sella- 
do y  certificado  por  ellos  mismos,  al  Concejo 
municipal  del  cantón,  recogiendo  recibo  que  da- 
rá el  Jefe  político,  con  expresión  del  dia  y  hora 
de  la  entrega,  recibo  que  servirá  para  cubrir  la 
responsabilidad  de  la  junta  parroquial. 
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^  19  Cada  miembro  de  Ja  junta  reservará  en 
su  poder  una  minuta  del  resumen  de  los  votos 
diarios,  y  el  último  dia,  antes  de  cerrar  y  sellar 
el  registro,  los  confrontarán  todos  con  los  origi- 
nales y  formarán  uno  general  con  inserción  de 
todos  ellos  por  orden  cronológico,  separadamen- 
te de  los  registros,  y  firmando  dos  tantos  de  este 
documento  el  juez  y  conjueces,  se  remitirá  uno 
al  Gobernador  de  la  provincia,  y  el  otro  lo  reten- 
drá el  misnno  juez  que  lo  custodiará  en  su  archi- 
vo bajo  su  responsabilidad. 

6  29  Del  resumen  diario  de  los  votos  se  fijará 
en  las  puertas  del  local  de  la  asamblea,  una  co- 
pia que  autorizarán  los  miembros  de  la  junta,  pa- 
ra que  el  público  se  imponga  del  resultado  de  las 
votaciones  en  cada  dia. 

Art.  13.  El  juez  y  conjueces  pueden  estipular 
con  persona  de  confianza  lo  que  valga  la  con- 
ducción del  registro  para  que  se  haga  con  pron- 
titud y  seguridad,  y  el  gasto  lo  harán  las  rentas 
municipales,  con  aviso  del  jefe  político.  Este  no 
recibirá  por  sí  el-registro,  sino  que  hará  reunir  á 
la  mayor  brevedad  posible  el  Concejo  municipal, 
á  cuyo  cuerpo  lo  presentará  el  conductor,  y  en 
el  mismo  acto  se  le  dará  el  recibo  de  que  habla 
el  artículo  anterior. 

^  único.  Con  el  fin  de  que  no  se  demoren  es- 
tos actos  por  falta  de  número  en  el  Concejo,  el 
Jefe  político  procurará  que  desde  el  nueve  de 
Agosto  hasta  que  terminen  los  escrutinios,  haya 
miembros  bastantes  para  reunirse  con  prontitud 
el  Concejo  siempre  quesea  necesario. 

Art.  14.  Es  un  deber  del  juez  y  conjueces  que 
presiden  las  asambleas  parroquiales,  tanto  como 
de  las  demás  autoridades  políticas  del  lugar,  man- 
tener expedita  la  entrada  al  local  de  la  asamblea, 
á  fin  de  que  los  ciudadados  no  encuentren  emba- 
razo para  dar  sus  sufragios,  haciendo  guardar  á 
todos  silencio  y  compostura. 

Art.  15.  La  falta  de  reunión  de  las  juntas  que 
han  de  presidir  las  asambleas  parroquiales  en  la 
época  y  términos  designados  por  la  ley,  será  pe- 
nada por  el  .Tefe  político  en  cada  miembro  que 
resulte  culpable,  con  multa  desde  cincuenta  pe- 
sos hasta  quinientos. 

Art.  16.  La  admisión  de  sufragios  de  perso* 
ñas  no  calificadas  de  sufragantes  en  la  forma 
prevenida  por  la  ley,  ó  en  personas  no  inscritas 
en  la  lista  de  electores,  lo  mismo  que  la  inadmi- 
sión de  sufragantes  debidamente  calificados,  ó  de 
sufragios  en  personas  elegidas,  será  castigada 
por  el  Concejo  municipal  respectivo,  en  cada 
miembro  de  la  junta  parroquial  que  resulte  cul- 
pable, con  una  multa  de  diez  pesos  por  cada  su- 
fragante admitido  ó  rechazado  ilegalmente,  ó  por 
cada  sufragio  indebidamente  admitido  6  rechaza- 
do- 
Ai  t.  17.  La  falta  de  fijación  de  la  copia  del 
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resnoien  que  se  previeoe  en  el  parágraíb  29  del 
artículo  12  de  esu  ley,  será  castigada  en  cada 
uno  de  los  miembros  de  la  junta,  que  aparezca 
culpable,  con  una  multa  de  cincuenta  pesos. 

Art  18.  Las  demás  faltas  que  las  juntas  parro- 
quiales cometan  contra  los  preceptos  de  estas  le- 
yes, serán  castigadas  con  multas  de  cincuenta  á 
quinientos  pesos. 

Dada  en  Caracas  á  6  de  Abril  de  1846,  año 
179  de  la  ley  y  369  de  la  independenciu. — El 
Presidente  del  Senado,  José  Manuel  Alegría. — 
£1  Presidente  de  la  Cámara  de  Representantes, 
Pedro  González. — El  secretario  del  Serado, 
José  Ángel  Freyre. — El  secretario  de  la  Cáma- 
ra  de  Representantes,  J.  A.  Pérez* 

Caracas  Abril  8  de  184G,  afío  179  ^e  la  ley  y 
369  *^®  ^*  independencia. — Ejecútese. — Carlos 
Souhlette. — Por  S.  E.  el  Presidente  de  la  Repú- 
blica.— El  Secretario  de  Estado  en  los  Despa- 
chos del  Interior  y  Justicia,  Francisco  Ceibos 
Fuertes. 


£1  Senado  y  Cámara  de   Representantes   de   la 
República  de  Venezuela  reunidos  en  congreso, 

decretan: 

LEYV. 

Del  escrutinio  de  las  elecciones  parroquiales. 

Art.  19  El  Jefe  político  del  cantón  convoca- 
rá al  Concejo  municipal,  y  este  procederá  inme- 
diatamente á  hacer  el  escrutinio  y  regulación  de 
los  sufragios,  anunciándolo  dos  dias  antes  al  pú- 
blico. Los  registros  se  abrirán  y  examinarán  en 
público  uno  k  uno,  6  bien  escrutando  todos  los 
sufragios,  ó  bien  solo  los  de  algunos  dias,  pasan- 
do en  los  demás  por  el  escrutinio  asentado  al  pié 
de  cada  dia  por  la  junta  parroquial,  y  rectifican- 
do siempre  aquellos  en  que  se  encuentre  equivo- 
cación ;  sin  que  pueda  excluir  otros  sufragios 
que  los  que  hubieren  declarado  nulos  las  juntas 
parroquiales  con  arreglo  al  artículo  39  de  la  ley 
4a  y  los  que  las  mismas  juntas  hubieren  admiti- 
do contra  el  tenor  de  los  artículos  49  y  69»  y  los 
que  se  encuentren  en  lüs  casos  10  y  11  de  la 
misma  ley  4^. 

Art.  29  S'i  en  alguna  parroquia  no  se  celebra- 
ren las  elecciones,  ó  si  no  se  hubieren  recibido 
en  la  cabecera  del  cantón  los  registros  después  de 
veintidós  dias  contados  desde  el  ocho  de  Agosto, 
ó  si  hubieren  dejado  de  escrutarse  algunos  votos 
con  arreglo  al  artículo  anterior,  esto  no  será  obs- 
táculo pura  que  el  Concejo  municipal  declare 
por  legítimos  electores  aquellos  individuos  que 
resulten  con  mayor  número  de  sufragios  en  los 
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registros  que  haya  recibido. 

Art.  39  En  el  caso  inesperado  de  perderse  ó 
extraviarse  el  registro  de  alguna  parroquia,  el 
Concejo  municipal  respectivo  pedirá  inmediata- 
mente al  juez  que  presidió  aquella  asamblea  una 
copia  auténtica  firmada  por  él  y  los  conjueces, 
del  resumen  general  de  votos,  que  según  el  pa- 
rágrafo 19  artículo  12  de  la  ley  4^  debió  dejar  en 
su  archivo,  á  fin  de  que  el  mismo*  Concejo  tenga 
dicha  copia  á  la  vista  para  que  obre  sus  efectos 
al  hacer  los  escrutinios  de  los  demás  registros, 
y  evitar  de  este  modo  que  se  frustren  las  eleccio- 
nes de  alguna  parroquia. 

art.  49  Luego  que  el  Concejo  municipal  haya 
formado  el  registro  general  del  cantón,  compren- 
diendo en  él  todos  los  individuos  que  hayan  ob- 
tenido sufragio  en  las  asambleas  parroquiales, 
su  presidente  lo  remitirá  al  Concejo  municipal 
de  la  capital  de  la  provincia  en  pliego  cerrado, 
sellado  y  certificado  por  el  mismo  Concejo,  sa- 
cando de  él  tres  copias  auténticas,  una  que  remi- 
tirá al  Gobernador  de  la  provincia,  otra  que  fija- 
rá en  las  puertas  de  la  sala  municipal,  y  oirá  que 
custodiará  en  su  archivo.  En  este  registro  gene- 
ral se  pondrá  constancia  de  los  votos  que  hubie- 
ren dejado  de  incluirse  en  él,  por  hallarse  com- 
prendidos en  los  casos  de  nulidad  que  expresa  el 
artículo  19  de  esta  ley. 

Art.  59  Los  electores  que  resulten  nombra* 
dos  serán  avisados  y  requeridos  por  el  presiden- 
te del  Concejo  municipal  respectivo,  en  oficio 
que  les  servirá  de  credencial,  para  que  concur- 
ran ala  capital  de  la  provincia  el  dia  I9  de  Oc- 
tubre, de  cuyo  deber  no  podrán  excusarse  sino 
por  impedimento  físico  ó  algún  otro  grave  y  fun- 
dado, ajuicio  del  Concejo  municipal;  los  que 
así  resulten  impedidos  serán  reemplazados  por 
la  misma  corporación  con  los  que  tengan  mas 
votos  en  los  escrutinios,  después  de  oídas  y  ad- 
mitidas las  exusas  de  aquellos. 

Art.  69  Para  todos  los  actos  de  que  habla  es- 
ta ley,  los  concejos  municipales  no  podrán  reu- 
nirse con  menos  de  las  dos  terceras  partes  de  la 
totalidad  de  sus  miembros. 

Art.  79  La  falta  de  reunión  del  Concejo  mu- 
nicipal para  el  acto  del  escrutinio  de  las  eleccio- 
nes parroquiales  en  la  época  y  forma  designadas 
por  la  ley,  de  modo  que  por  dicha  falta  quede 
el  cantón  sin  representación  en  el  colegio  elec- 
toral, será  penada  en  cada  uno  de  los  miembros 
culpables  con  una  mulla  de  doscientos  á  seis- 
cientos pesos,  la  destitución  de  sus  empleos  y 
suspensión  de  los  derechos  políticos  por  cuatro 
años. 

Art.  89  La  exclusión  de  votos  en  los  escruti- 
nios fuera  de  los  casos  previstos  en  estas  leyes, 
será  penada  en  cada  miembro  del  Concejo  mu- 
nicipal que  resulte  culpable  con  una  multa   de 


COLOMBIANA  Y  VENEZOLANA  VIGENTE. 


11 


EL 


veinticinco  pesos  por  cada  sufragante  cuyo  voto 
hubiere  dejado  de  escrutarse,  y  si  la  omisión 
fuere  de  todo  el  registro  de  una  parroquia  que- 
darán ademas  inhabilitados  los  culpables  para 
desempeñar  en  la  República  ningún  cargo  de 
honor  ó  de  confianza  por  el  espacio  de  seis  afíos. 

Art.  99  Las  demás  faltas  á  las  disposiciones 
de  estas  leyes  en  que  incurran  los  miembros  de 
los  concejos  municipales,  serán  castigadas  con 
multas  de  cien  pesos  á  quinientos. 

Dada  en  Caracas  á6de  Abril  de  1846,  ailo  179 
de  la  ley  y  36  de  la  independencia. — El  Presi- 
dente del  Senado,  José  Manuel  Alegría, — El 
Presidente  de  la  Cámara  de  Representantes, 
Pedro  González. -E»\  secretario  del  Senado,  José 
Ángel  Freyre. — El  secretario  de  la  Cámara  de 
Representantes,  J.  A,  Pérez. 

Caracas  Abril  8  de  1846,  año  179  ^^  ^^  '^X  Y 
369  de  la  independencia. — Ejecútese. — Carlos 
So'ublette. — Por  S.  E.  El  Pre^^idente  de  la  Repú- 
blica.— El  Secretario  de  Estado  en  los  Despa- 
chos del  Interior  y  Justicia,  Francisco  Cobos 
Fuertes, 


El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la 
República  de  Venezuela   reunidos  en  Congreso, 

DECRETAN  : 

LEY  VI. 

De  la  instalación  y  elecciones  de  los  colegios 
electorales. 

Art  19  S¡eld¡al9  de  Octubre  no  hubieren 
concurrido  las  dos  terceras  partes  por  lo  menos 
de  todos  los  electores  que  corresponden  á  la  pro- 
vincia, el  Concejo  municipal  diferirá  la  instala- 
ción del  colegio  electoral  para  cuando  se  haya 
completado  el  número,  y  dará  aviso  al  Goberna- 
dor, quien  compelerá  á  los  electores  que  no  ha- 
yan concurrido. 

Art.  29  El  Concejo  municipal  de  la  capital  de 
la  provincia  presidirá  la  instalación  del  colegio 
electoral.  Empezará  confrontando  los  registros 
con  las  credenciales  ú  oficios  de  requerimiento, 
y  verificando  la  identidad  de  Jas  personas.  Se- 
guidamente procederán  los  electores  á  nombrar 
uno  á  uno,  y  por  mayoría  absoluta  de  votos,  un 
presidente  y  cuatro  escrutadores:  hecho  esto,  el 
presidente  del  Concejo  redactará  el  acta  de  ins- 
talación en  que  ademas  de  los  nombramientos  e- 
nuDciados,  se  expresará  la  población  de  la  pro- 
vincia, el  número  de  electores  que  le  correspon- 
den y  los  que  de  ellos  han  concurrido  ó  faltado. 
Firmada  esta  acta  por  él  y  los  miembros  del  Con- 
cejo munidpal,  se  retirará  inmediatamente  con 
esta  corporación,  dejando  en  poder  del  presiden- 
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te  del  colegio  el  acta  de  instalación  y  todos  los 
registros  generales  de  las  elecciones  de  los  can- 
tones que  haya  recibido  el  Concejo  conforme  al 
artículo  39  de  la  ley  5^ 

Art.  39  En  los  actos*  del  colegio  electoral  el 
primer  escrutador  nombrado  hará  de  secretario 
y  el  último  examinará  las  papeletas  de  las  vota- 
ciones, para  ver  sihay  alguna  en  blanco.  Y  cuan- 
do por  enfermedad  ú  otro  impedimento  faltare 
alguno  de  ios  funcionarios  del  colegio,  estele 
reemplazará  por  mayoría  absoluta  de  votos  con 
otro  de  los  electores  presentes  que  servirá  inte- 
rinamente. 

Art.  49  Los  colegios  electorales  no  podrán 
hacer  elección  alguna  sin  que  estén  reunidas  la's 
dos  terceras  partes  del  total  de  electores  que  cor- 
responden á  la  provincia  conforme  al  censo  de  su 
población.  Toda  elección  con  un  número  menor, 
es  nula,  y  los  miembros  que  concurran  á  ella,  que- 
darán sujetos  á  la  responsabilidad  que  esta  ley 
impone. 

Art  59  Cuando  un  elector  suplente  hubiere 
sido  llamado  por  la  autoridad  competente  para 
tomar  asiento  en  el  colegio,  no  se  admitirá  al 
principal  en  la  reunión  para  que  fué  excusado, 
aunque  haya  cesado  el  impedimento. 

Art.  69  Verificada  la  instalación  del  colegio 
electoral,  y  retirado  el  Concejo  municipal,  pres- 
tará el  presidente  el  juramento  constitucional,  y 
lo  recibirá  en  seguidas  á  los  demás  miembros  del 
colegio  en  la  forma  prevenida  para  las  Cámaras 
por  el  artículo  221  de  la  Constitución,  y  luego  se 
procederá  á  las  elecciones  por  las  clases  y  orden 
designados  en  el  artículo  36  de  la  misma  y  por 
votación   secreta. 

^  único.  Los  electores  escribirán  sus  votos  en 
papeletas  que  echarán  en  una  vasija,  las  cuales 
se  contarán  para  ver  si  su  número  es  conforme 
con  el  délos  electores  concurrentes.  Si  fuere  me- 
nor que  eí  de  los  electores,  se  verá  si  alguno  de 
estos  ha  dejado  de  votar,  y  se  recogerá  su  voto  ; 
y  si  fuere  mayor  se  repetirá  el  acto.  Siendo  igual 
el  número,  y  no  habiendo  papeletas  en  blanco,  el 
secretario  las  irá  abriendo  una  á  una  y  publica- 
rá en  alta  voz  el  voto  que  contenga,  y  las  pasará 
á  los  demás  escrutadores  para  que  lo  anoten  en 
la  lista  de  votos  que   deben  llevar. 

Art.  7?  Los  electores  firmarán  sus  votos  en 
la  parte  inferior  de  la  papeleta,  para  que  puedan 
doblarla,  sellarla  y  cubrir  de  este  modo  su  firma. 
Si  no  resultaren  votos  en  blanco,  sin  examinar 
las  firmas  se  quemarán  todas  después  del  escra- 
tinio;  pero  si  resultaren,  mandará  el  presidente 
que  los  que  hubieren  votado  se  pongan  en  pié;  y 
los  que  no  se  queden  sentados,  á  fin  de  obligar 
á  estos  á  votar.  Si  todos  se  pusieren  en  pié,  se 
examinaráa  todas  las  firmas  por  el  elector  nom- 
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brado  al  efecto,  se  proclamará  quienes  fueron 
los  que  no  votaron,  se  les  obligará  á  hacerlo  á 
la  voz,  y  serán  reprendidos  como  faltos  de  espíri- 
tu   público, 

Art.  89  El  elector  que  en  las  elecciones  se 
negare  á  votar  después  de  ser  amonestado  pri- 
mera y  segunda  vez  por  el  presidente  del  colegio, 
ó  que  por  su  conducta  desordenada,  á  juicio  de 
la  mayoría  de  los  electores  presentes,  se  obstine 
en  embarazar  las  operaciones  del  colegio,  ade- 
mas de  sufrir  las  penas,  que  se  señalan  por  estas 
leyes,  perderá  el  carácter  de  elector  y  se  llamará 
al  suplente;  y  cuando  por  esta  causa,  ó  por  las 
inhabilitaciones  de  que  habla  el  artículo  49  ley  7^ 
qu*edare  incompleto  el  colegio,  dejará  de  correr 
el  término  constitucional  perentorio  de  ocho  dias, 
que  continuará  corriendo  luego  que  vuelvan  á 
estar  reunidas  las  dos  terceras  partes  del  número 
total  de  los  electores  que  correspondan  á  la  pro- 
vincia. 

Art.  99  Concluida  la  anotación  y  publicación 
de  los  votos,se  hará  el  escrutinio  de  estos  contán- 
dolos cada  escrutador  y  confrontando  las  listas 
que  llevaron,  y  se  publicará  el  resultado  :  tenien- 
do presente  para  declarar  la  elección,  lo  que  pre- 
vienen los  artículos  39,  40  y  41  de  la  Constitu- 
ción. 

Art.  10  Cuando  del  primer  escrutinio  no  re- 
sulte la  mayoría  á  favor  de  alguno,  se  concretará 
la  votación  k  los  dos  que  hayan  reunido  mas  vo- 
tos, decidiendo  antes  por  la  suerte,  si  dos  ó  mas 
hubiesen  obtenido  igual  número  de  votos,  para 
c]ue  lu  votación  se  contraiga  solo  á  dos.  Si  del  se- 
gundo escrutinio  resultare  empate,  se  hará  el 
sorteo  que  previene  el  artículo  41  de  la  Constitu- 
ción, declarándose  electo  aquel  á  quien  la  suerte 
favoreciere  ;  y   así  se   expresará  en  el   registro. 

^  único.  Si  por  haber  recaído  mayoría  relativa 
de  votos  en  uno  ó  dos  electores,  debiesen  entrar 
en  la  concretacion  uno  ó  dos  de  ellos,  se  absten- 
drán estos  de  votar,  expresándt  se  así  en  el  regis- 
tro, y  la  mayoría  del  resto,  cualquiera  que  sea, 
ó  la  suerte  en  su  caso,  decidirá  la  elección. 

Art.  11.  Los  suplentes  se  elegirán  en  la  mis- 
ma forma  que  los  principales.  Por  el  orden  de 
tiempo  en  que  cada  uno  salga,  se  denominará  19» 
29  »  &•  ,  y  conforme  á  este  mismo  nombramien- 
to, serán  requeridos  para  concurrir  por  cualquie- 
ra de  los  principales  que  falte. 

Art.  12.  Por  las  listas  ó  apuntes  de  los  escru- 
tadores se  formarán  los  registros  de  las  cinco 
clases  de  elecciones  del  artículo  36  de  la  Cons- 
titución, segundos  modelos  números  39  y49i  ios 
cuales  deberán  firmar  el  presidente  del  colegio  y 
los  escrutadores  ó  todos  los  electores,  según  lo 
que  exprese  el  modelo  correspondiente.  En  los 
respectivos  registros  se   anotarán   los  acuerdos 


EL 


del  cuerpo  sobre  cualquiera  incidente  de  las  elec- 
ciones que  al  mismo  corresponden. 

Art.  13.  Los  registros  de  las  elecciones  de  Se- 
nadores, Representantes  y  Diputados  provincia- 
les y  suplentes,  después  de  hecho  el  escrutinio  y 
declarada  la  elección,  se  remitirán  con  copia  del 
acta  de  instalación,  por  medio  del  Gobernador 
de  la  provincia  al  presidente  de  la  respectiva  cor- 
poración, en  pliegos  cerrados,  sellados  y  certifi- 
cados por  el  secretario  del  colegio,  dejando  tes- 
timonio auténtico  de  todos,  que  se  archivará  en  el 
Concejo  municipal  de  la  capital  de  la  provincia, 
en  expediente  que  se  formará  de  todas  las  opera- 
ciones del   colegio. 

Art.  14.  Ademas  del  aviso  que  el  presidente 
del  colegio  electoral  debe  dar  á  los  que  resulten 
nombrados  Senadores,  Representantes  y  Dipu- 
tados provinciales  principales  y  suplentes,  le  da- 
rán también  al  Gobernador,  remitiéndole  lista  de 
cada  clase  de  funcionarios,  en  que  se  exprese 
el  número  de  sufragios  que  ha  obtenido  cada  uno. 
El  Gobernador  trasmitirá  este  aviso  al  Poder 
Ejecutivo  para  su  inteligencia,  y  que  se  publique 
en  la  Gaceta  de  Gobierno;  y  si  en  la  provincia 
hubiere  algún  periódico,  lo  hará  publicar  tam- 
bién en  él. 

Art.  15.  Si  por  calificación  que  haga  el  cole- 
gio de  alguna  de  las  personas  en  quienes  recaiga 
la  elección  resultase  algún  nombramiento  nulo, 
se  reemplazará  en  la  misma  sesión.  Y  si  durante 
el  bienio  que  trascurra  de  unas  elecciones  á  otras 
hubiese  ocurrido  vacante  por  excusa  legalraente 
admitida,  destitución  ó  fallecimiento  de  algún  Se- 
nador, Representante,  Diputado  provincial,  prin- 
cipales ó  suplentes,  el  colegio  electoral  de  la  pro- 
vincia, después  de  practicadas  las  elecciones  or- 
dinarias que  previene  el  artículo  30  de  la  Consti- 
tución, procederá  al  nombramiento  del  que  haya 
de  llenar  la  vacante,  el  cual  durará  solamente 
por  el  resto  del  período  constitucional  que  falta- 
ba al  que  reemplaza,  y  así  se  expresará  en  el  re- 
gistro, conforme  al  modelo  número  59 

^1  9  Los  Gobernadores  cuidarán  de  infor- 
mar á  los  colegios  electorales  de  las  vacantes 
que  han  ocurrido,  y  si  no  lo  hicieren,  los  cole- 
gios pedirán  el  informe  de  modo  que  al  separar- 
se, queden  siempre  en  el  conocimiento  de  que  la 
provincia  tiene  elegidos  todos  los  individuos  que 
deben  representarla  en  las  Cámaras  y  Diputación. 

§  29  Cuando  algún  suplente  de  los  que  exis- 
tan sea  nombrado  principal  en  cualquiera  elec- 
ción, el  colegio  llenará  la  vacante  como  en  este 
artículo  se  previene. 

Art.  16.  Los  electores  no  pueden  ser  deman- 
dados ni  ejecutados  civilmente,  desde  el  dia  en 
que  se  publique  el  resultado  del  escrutinio  de 
las  elecciones  parroquiales,  hasta  aquel  en  que 
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se  cumpla  el  término  en  que  pueden  restituirse 
al  lugar  de  su  vecindario,  concluidos  que  sean  los 
trabajos  del  colegio,  siendo  dicho  término  el  do- 
ble de  la  distancia  entre  dicho  lugar  y  el  de  la  reu- 
nión del  cuerpo,  y  señalándose  seis  leguas  por 
cada  dia. 

ÍI9  Tampoco  pueden  ser  arrestados  ni  déte- 
os durante  el  mismo  tiempo,  sino  por  crimen, 
para  cuyo  castigo  esté  impuesta  la  pena  de  muer- 
te, de  lo  que  se  dará  aviso  al  respectivo  .Concejo 
para  que  llame  al   suplente. 

<^  29  En  los  demás  delitos  en  que  los  electo- 
res merezcan  solo  pena  corporal  ó  infamante,  el 
juez  competente,  sin  proceder  á  su  arresto,  dará 
cuenta  al  colegio  electoral,  inmediatamente  que 
este  se  instale,  con  el  sumario  respectivo,  para 
que  con  vista  de  él,  suspenda  ó  no  aquel  cuerpo 
al  encausado,  sometiéndolo  en  el  primer  caso  al 
juez  ó  tribunal  que  corresponda  para  la  continua- 
ción de  la  causa ;  llamándose  al  suplente  si  se 
encontrare  en  el  lugar. 

Art.  17.  Los  electores  que  falten  á  la  instala- 
lacion  del  colegio  electoral,  serán  compelidos 
por  el  Gobernador  de  la  provincia  con  multas  des- 
de veinticinco   hasta  cien  pesos. 

Art.  18.  £1  elector  que  se  negare  á  votar  des- 
pués de  amonestado  por  dos  veces  por  el  presi- 
dente, será  multado  por  el  colegio  en  la  cantidad 
de  cincuenta  á  cien  pesos,  sin  perjuicio  de  los 
demás  procedimientos  á  que  dé  lugar  su  resisten- 
cia según   la   ley. 

Art.  19.  Los  electores  que  votaren  por  la  nu- 
lidad de  que  habla  el  artículo  5^  de  la  ley  7^  híu 
que  esté  comprobado  el  motivo  con  documento 
público  6  con  la  confesión  del  elegido,  sufrirán 
una  multa  de  cincuenta  á  doscientos  pesos,  y  sus- 
pensión de  los  derechos  de  elector  de  dos  á  cua- 
tro años. 

Art.  20.  La  violación  de  la  inmunidad  que 
por  el  artículo  16  de  esta  ley,  se  concede  á  los 
electores,  será  castigada  con  multa  de  doscientos 
á  quinientos  pesos,  y  ademas  con  las  penas  á 
que  haya  lugar,  según  lo  que  se  dispone  en  el 
artículo  49  de  la  ley  9^  para  los  casos  ile  dolo, 
ó  de  que  por  causa  del  arresto  ó  procedimiento 
ilegal  no  haya  podido  reunirse  oportunamente  el 
colegio   electoral. 

Art.  21.  Los  electores  que  practiquen  alguna 
elección  contra  el  tenor  del  artículo  49  de  esta 
\ey,  incurrirán  en  multas  de  quinientos  á  mil  pe- 
sos cada  uno. 

Dada  en  Caracas  á  6  de  Abril  de  1846,  afío 
179  de  la  ley  y  369  ^^  í*  independencia. — El 
Presidente  del  Senado  José  Manuel  Alegría. — 
£1  Presidente  de  la  Cámara  de  Representantes, 
Pedro  González. — El  secretario  del  Senado, 
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José  Ángel  Freyre. — El  secretario  de  la  Cáma- 
ra de  Representantes,  /.  A  Pérez. 

Caracas  Abril  8  de  1816,  año  179  ^^  ^^  l^y  Y 
369  de  la  independencia. —Ejecútese. — Carlos 
Soublette. — Por  S.  E.  el  Presidente  de  la  Repú- 
blica.— El  Secretario  de  Estado  en  los  Despa- 
chos del  Interior  y  Justicia,  Francisco  Cobos 
Fuertes. 


El  Senado  y  Cámnra  de  Representantes  de  la 
República  de  Venezuela  reunidos  en  Congreso, 

DECRETAN  : 

LEY  Vil. 

De  la  inteligencia  de  los   artículos  21,  25  y 
47  de  la  Constitución, 

Art.  19  Los  diez  electores  que  según  el  artí- 
culo 24  de  la  Constitución,  han  de  nombrar  las 
provincias  que  solo  den  un  Reprcáentante,  es  el 
número  mínimo  de  electores  que  corresponde 
nombrar  á  toda  provincia,  aun  cuando  haya  de 
dar  mas  de  un  Representante. 

^  único.  La  que  deba  dar  mas  de  un  Repre- 
sentante y  no  alcance  á  nombrar  diez  electures, 
lomando  la  base  de  un  elector  por  cada  cuatro 
mil  almas,  y  uno  ma.<í  por  un  residuo  de  dos  mil, 
conforme  al  artículo  25  de  la  Constitución,  nom- 
brará siempre  diez  electores,  que  ilistribuirá  el 
Gobernador  entre  los  cantones  en  proporción  de 
su  población,  según  se  dispone  en  el  artículo  24 
de  la  misma   Cuiistitucion. 

Art.  29  El  censo  que  para  las  eleciones  lia  de 
regir  en  cada  provincia  es  el  último  que  se  haya 
formido  en  toda  ella  antes  de  abrirse  las  asam- 
bleas parroquiales,  mientras  se  forma  el  general 
de  toda  la  República,  y  formado  que  este  sea  ba- 
jo las  reglas  y  con  la  aprobación  que  establezca 
la  ley  de  la  materia,  será  el  único  que  rija  hasta 
que  se  forme  otro  general,  y  así  sucesivamente 
sirviendo  hiempre  de  regla  el  último  censo  de  to- 
lla la  República,  anterior  al  dia  en  que  deben  a- 
brirse  las  asambleas   parroquiales. 

Art.  39  Al  presidente  y  conjueces  de  la  asam- 
blea parroquial  toca  decidir  de  plano  con  arreglo 
á  la  Constitución  y  á  lo  que  se  dispone  por  estas 
leyes  y  por  la  mayoría  absoluta,  las  dudas  y  con- 
troversias que  ocurran  sobre  califícacion  de  los 
sufragantes  parroquiales  que  habiendo  reclamado 
en  tiempo  ante  la  junta  de  notables,  no  hubieren 
obtenido  de  estas  su  incorporación  en  la  lista  res- 
pectiva, y  sobre  formas  y  nulidades  de  las  elec- 
ciones parroquiales,  y  las  quejas  por  cohecho  ó 
soborno  en  estos  casos,  llevándose  siempre  á  efec- 
to su  resolución. 

Art.  49  El  colegio  electoral,  ademas  de  las  c- 
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lecciones,  se  puede  ocupar  sola  y  exclusivamen- 
te en  la  calificación  constitucional  de  los  electo- 
res Y  ^^  1^3  personas  en  quienes  recaiga  su  ele- 
cioQ  en  aquella  reunión,  de  las  fornnas,  nulidades 
y  quejas  sobre  cohecho  ó  soborno  relativas  sola- 
mente á  sus  actos. 

^  19  La  calificación  de  que  trata  este  artículo 
se  limitará  á  decidir  si  el  elector  tiene  las  cuali- 
dades que  para  serlo  exige  el  artículo  27  de  la 
Constitución:  y  al  ocuparse  en  ella  el  colegio  e- 
lectoral,  no  podrá  hacer  á  la  vez  sino  la  de  un  solo 
elector,  el  cual  no  tendrá  voto  en  su  propia  cues- 
tión ;  pero  ningún  elector  podrá  ser  inhabilitado 
sino  por  una  mayoría  que  exceda  en  dos  votos 
por  lo  menos,  al  número  de  los  que  fueren  de 
diversa  opinión. 

^  29  Si  por  inhabilitaciones  quedare  incom- 
pleto el  colegio,  se  procederá  como  en  el  caso 
del  artículo  89  de  la  ley  sexta, 

Art.  59  No*  se  declarará  nulo  el  nombramien- 
to de  un  Senador,  Representante  ó  Diputado  pro- 
vincial, principales  ó  suplentes,  sino  cuando  se 
pruebe  con  documento  público,  ó  el  mismo  elegi- 
do declare,  que  carece  de  algún  requisito  consti- 
tucional ó  legal.  La  declaratoria  de  nulidad  es  ir- 
revocable; pero  los  electores  que  hubieren  votado 
por  ella,  sin  que  la  nulidad  estuviere  comprobada, 
con  documento  publico  ó  con  la  confesión  del  ele 
gido,  sufrirán  la  pena  que  establece  la  ley. 

§  único.  Si  se  declarare  que  el  elegido  tiene 
las  cualidades  constitucionales,  la  resolución  se 
llevará  á  efecto,  mientras  no  decida  otra  cosa  la 
respectiva  Cámara  ó  Diputación  provincial. 

Art.  69  Las  votaciones  de  los  colegios  electo- 
rales sobre  estas  clasificaciones  serán  nominales, 
extendiéndose  acta  por  separado  del  registro,  la 
cual  firmarán  todos  los  electores,  remitiéndose  de 
ella  un  tanto  original  á  la  Cámara  &  que  pertenez- 
ca el  calificado,  y  quedando  otro  en  el  archivo  con 
los  demás  documentos  de  elecciones. 

Art.  79  ^  deber  de  cada  Cámara  legislativa 
y  Diputación  provincial  declarar  nula  la  elección 
de  todo  individuo  que  por  documento  público,  ó 
por  confesión  de  él  mismo,  conste  que  no  tiene 
alguno  de  los  requisitos  constitucionales,  bien 
sea  la  falta  del  requisito  posterior  al  nombramien- 
to, 6  bien  sea  anterior. 

^  único.  Las  Diputaciones  provinciales  obser- 
varán en  la  calificación  de  sus  miembros  lo  que 
en  los  artículos  49  y  tJ^  de  esta  ley  queda  pre- 
venido para  las  resoluciones  de  los  colegios  elec- 
torales respecto  de  los  suyos. 

Art  89  En  los  siete  artículos  anteriores  que- 
dan explicados  el  24,  25  y  47  de  la  Constitución, 
sin  que  pueda  dárseles  otra  inteligencia,  debien- 
do siempre  hacerse  en  caso  de  duda  la  consulta 
que  dicho  articulo  47  previene  ea  su  parte  final. 
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Todo  acto  fundado  en  él  fuera  de  los  expresados 
es  nulo  y  atentatorio  contra  la  tranquilidad  y  or- 
den públicos. 

Dada  en  Caracas  á  6  de  Abril  de  1846,  affo  179 
de  la  ley  y  369  de  la  independencia. — El  Presi- 
dente del  Senado,  José  Manuel  Alegría. — El 
Presidente  de  la  Cámara  de  Representantes,  Pé- 
dro  González. — El  secretario  del  Senado,  José 
Ángel  Freyre. — El  secretario  de  la  Cámara  de 
I  Representantes,  J.  A.  Pérez. 

Caracas  Abril  8  de  1846,  año  179  ^^  í*  ^^7  Y 
369  de  la  independencia. — Ejecútese. — Carlos 
Soublett€.—For  S.  E.  El  Presidente  de  la  Re- 
pública.— Cl  Secretario  de  Estado  en  los  Despa- 
chos del  Interior  y  Justicia,  Francisco  Cobos 
Fuertes. 


LEY  de  21  de  Febrero  de  1848 

Reformando  la  de  8  de   Abril  de  46,  p.   30   del 

cuaderno  de  ese  año.  y  638,  núm.b97  del  cuer' 

po  de  1851,  que  reforma^  con  las  demas^  la 

de  9  de  Mayo  de   1836,   ^a.,  ^a.,  se- 

gun  se  ha  dicho  al  principio  de  esta 

materia. 

El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la  Re- 
pública de  Venezuela  reunidos  en  Congreso» 

decretan: 

LEY  VIIL 

Del  Código  de  elecciones. 

DISPOSICIONES   GENERALES. 

Art.  19-  Los  Suplentes  de  Senadores,  Re- 
presentantes y  Diputados  provinciales,  que  no 
queden  excluidos  por  el  sorteo  verificado  por 
las  respectivas  corporaciones,  se  entenderán  los 
primeros  nombrados,  según  el  orden  que  antes 
tenian;y  en  cada  bienio  se  considerarán  prime- 
ros suplentes  los  que  se  hallen  nombrados  ante- 
riormente. 

Art.  29  Los  Senadores,  Representantes  y 
Diputados  de  las  provincias  que  en  adelante  se 
dividieren  durarán  en  sus  destinos  hasta  la  pri- 
mera reunión  ordinaria  de  los  colegios  electora- 
les, pues  entonces  se  nombrarán  todos  los  princi- 
pales y  suplentes,  según  el  censo  de  la  pobla- 
ción; lo  mismo  se  hará  cuando  una  provincia  ó 
parte  de  ella  fuere  agregada  á  otra.  En  estos  ca- 
sos y  llegada  la  oportunidad,  se  hará  el  sorteo 
de  que  habla  el   artículo  79  de  la  Constitución. 

Art.  39  Sí  por  aumento  de  población  en  una 
provincia  creciere  el  número  do  los  Represen- 
tantes, 6  por  aumento  de  cantones,  el  de  Dipu- 
tados provineialea  nombrados  en  una  época,  de 


COLaMBIANA  T  VEaíEZOLANA  VICfENTE. 


15 


EL 


suerte  que  exceda  en  dos  6  roas  al  de  los  nombra- 
dos en  la  épora  anterior;  el  sorteo  que  previe- 
ne el  artículo  79  de  la  Constitución,  se  hará  en- 
tre los  dos  ó  mas,  últimos  en  el  orden  del  nom- 
bramiento que  constituyen  el  exceso.  El  sorteo 
de  los  suplentes  se  hará  siempre  por  la  misma 
regla  que  el  de  los    principales. 

^.  único.  Cuando  por  ser  impar  el  número 
de  representantes  de  una  provincia,  se  deba  ele- 
gir el  número  mayor,  y  concurra  ademas  la  cir- 
cunstancia de  que  por  aumento  de  población  se 
haya  también  de  elegir  otro  representante;  en- 
tonces se  procederá  conforme  al  artículo  79  de 
la  Constitución,  para  que  la  suerte  designe  en- 
tre todos  los  elegidos  en  la  época  eleccionaria 
respectiva  el  que  deba  durar  solo  dos  años. 

Art.  49  Los  Gobernadores  requerirán  á  los 
Senadores,  Representantes  y  miembros  de  las 
Diputaciones  provinciales  electos  para  que  con- 
curran oportunamente  á  llenar  sus  funciones.  Si 
alguno  tuviere  impedimento  físico  ú  otro  grave 
lo  propondrá  y  comprobará  sin  pérdida  de  tiempo 
ante  el  Gobernador,  y  su  resolución  se  cumplirá 
siempre,  dando  cuenta  documentada  al  respecti- 
vo cuerpo. 

^.  únicor  Las  Cámaras,  yDíputaciones  provin- 
ciales podrto  conocer  de  las  excusas  de  sus 
miembros,  admitidas  por  el  Gobernador  en  el 
único  caso  de  que  haya  reclamo  de  parte  agra- 
viada, y  se  decidirá  con  vista  de  documentos. 

Art.  59  Si  algún  Senador  ó  Representante 
residiere  en  provincias  distintas  de  la  que  ha 
hecho  ja  elección,  toca  al  Gobernador  de  aque- 
lla el  requerimiento  y  calificación  de  las  excusas, 
y  avisar  si  las  hubiere  admitido,  al  de  la  provin- 
cia que  le  ha  elegido  para  los  fines  prevenidos 
en  el  artículo  siguiente. 

Art.  69  Cuando  el  Senador,  Representante  ó 
Diputado  provincial  hubiere  sido  legalmente  ex- 
cusado, el  Gobernador  requerirá  inmediatamen- 
te al  suplente  á  quien  toca  reemplazar  la  falta 
para  que  concurra  á  desempeñar  sus   funciones. 

^.  único.  Cuando  el  impedimento  físico  ú 
otro  grave  que  tengan  los  Senadores,  Represen- 
tantes y  Diputa<los  de  provincia  sea  para  todo  el 
período  de  su  elección,  ó  por  el  tiempo  que  le 
falte,  á  mas  de  proponer  la  excusa  ante  el  Go- 
bernador para  dejar  de  concurrir  á  las  inmedia- 
tas sesiones,  propondrán  la  renuncia  absoluta  del 
cargo  á  la  respectiva  corporación ;  á  la  cual  toca 
privativamente  resolver  sobre  esta  clase  de  soli- 
citudes: admitida  la  renunciase  avisará  al  Go 
bernador  respectivo  para  los  efectos  legales. 

Art.  79  Los  Senadores,  Representantes  y  Di- 
putados provinciales  que  habiendo  sido  convo- 
cados oportunamente  por  los  Gobernadores  res- 
pectivos á  llenar  sus  deberé»  no   concurran  á  ia 
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reunión  del  cuerpo  de  que  son  miembros,  quince 
días  después  de  su  instalación  sin  haber  acredita- 
do el  motivo  ó  excusa  legal  que  les  asista  para 
ello,  se  considerarán  excusados  por  aquella  vez, 
y  se  llamarán  los  suplentes  por  el  mismo  cuer- 
po, quienes  deberán  concurrir  también  dentro  de 
quince  dias  ademas  de  la  distancia. 

^.  único.  En  igual  caso  serán  reputados  y  lla- 
mados los  suplentes  de  aquellos  miembros  que 
habiendo  concurrido  á  la  Cámara  respectiva  se 
ausenten  de  ella  sin  su  licencia. 

Art.  89  Los  colegios  electorales  no  podrán 
convocarse  extraordinariamente  sino  en  los  cua- 
tro casos  siguientes : 

19  Cuando  alguna  de  las  cámaras  ó  diputa- 
ción provincial  así  lo  ordene  por  haber  ocurrido 
después  de  la  última  reunión  del  colegio  tal  fal- 
ta úe  sus  miembros  que  juzgue  necesaria  una 
pronta  elección. 

29  Cuando  el  Poder  Ejecutivo  ó  los  Gober- 
nadores en  su  caso  lo  dispongan  en  receso  de 
las  Cámaras  y  de  las  Diputaciones,  porque  por 
los  datos  que  tengan  ó  por  los  informes  de  las 
comisiones  instaladoras  de  las  respectivas  corpo- 
raciones, sepan  que  estas  no  pueden  instalarse 
porque  no  hay  el  número  suficiente  de  miem- 
bros hábiles  para  ello. 

39  Cuando  ocurra  el  caso  previsto  por  el  ar- 
tículo 114  de  la  Constitución;  y 

49  En  el  caso  del  parágrafo  primero  del  artí- 
culo 10  de  esta  ley. 

Art.  9.  En  aquellas  provincias  que  tengan 
menos  de  siete  cantones,  los  Gobernadores  ha- 
rán la  distribución  de  los  diputados  provinciales 
con  arreglo  al  artículo  156  de  la  Constitución. 

Art.  10.  Toca  al  Congreso  declarar  la  nuli- 
dad de  los  actos  electorales  en  los  casos  siguien- 
tes : 

19  Cuando  el  colegio  no  haya  sido  instalado 
con  el  número  prescrito  de  electores. 

29  Cuando  se  hubiere  hecho  alguna  elección 
sin  '  estar  reunido  el  número  prescrito  de 
electores,  ó  fuera  del  término  designado  por  el 
artículo  45  de  la  Constitución,  á  menos  que  se 
haya  interrumpido  por  suspensión  legítima. 

39En  el  caso  inesperado  de  que  se  justifique 
soborno  ó  cohecho  de  algún  elector  6  electores, 
ó  de  que  se  haya  ejercido  contra  el  colegio  coac- 
ción ó  violencia,  y  que  se  pruebe  documentada- 
mente ante  el  Congreso ;  el  cual  declarará  en- 
tonces nulos  las  actos  que  á  su  juicio  lo  fueren, 
y  mandará  juzgar  á  los  culpables  acompañando 
las  pruebas  del  delito  ;  y 

49  Cuando  alguno  ó  algunos  Concejos  muni- 
cipales con  infracción  de  los  deberes  que  se  les 
imponen  por  estas  leyes  hayan  dejado  de  escru- 
tar registros  de  alguna  parroquia  en  todo  6  en 
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parte,  6  escrutado  sufragios  que  no  debieron  ser 
admitidos  por  la  asamblea  parroquial,  o  cuando 
se  pruebe  con  documentos  que  en  estas  asam- 
bleas se  rechazó  el  sufragio  de  individuos  inscri- 
tos en  las  listas,  siempre  que  estas  infracciones 
ajuicio  del  Congreso  hayan  podido  viciar  las 
elecciones. 

^  19  En  caso  de  que  el  Congreso  declare  nu- 
los todos  los  actos  de  un  colegio,  el  Gobernador 
de  la  provincia  respectiva,  requerido  por  el  Con- 
greso, convocará  al  Colegio  electoral,  que  se 
reunirá  lo  roas  tarde  un  mes,  después  de  notifi- 
cados todos  los  Concejos  municipales  á  quienes 
toca  el  llamamiento  y  reemplazo  de  los  electores. 

^  29  El  Colegio  hará  la  elección  de  los  indi- 
viduos que  han  de  reemplazar  á  los  funcionarios, 
cuyos  nombramientos  hayan  sido  anulados. 

Art.  11.  Él  ser  suplente  de  Consejero  de  Go- 
bierno no  es  impedimento  para  ser  nombrado 
Senador,  Representante  ó  Diputado  provincial ; 
y  si  alguno  lo  fuere,  quedará  vacante  la  plaza  de 
Consejero  suplente. 

Arl.  12.  La  disposición  del  artículo  81  de  la 
(Constitución  para  que  no  puedan  ser  Senadores 
ni  Representantes  el  Presidente  y  Vicepresiden- 
te de  la  República,  los  Secretarios  del  despacho. 
Consejeros  de  Gobierno,  Ministros  de  la  Corte 
Suprema,  Gobernadores  ó  Jefes  militares  mien- 
tras ejerzan  comandancias  de  armas,  establecidas 
por  la  ley,  se  entiende  para  que  tampoco  puedan 
ser  nombrados  durante  el  ejercicio  de  sus  funcio- 
nes, sean  propietarios  ó  interinos. 

Art.  13.  Tanto  los  años  de  edad  como  los  de 
residenria  que  exigen  la  Constitución  y  las  leyes 
para  los  nombramientos  de  Electores,  Senado- 
res, Representantes,  Diputados  provinciales  y 
cualesquiera  otros  funcionarios,  deben  entender- 
se anos  completos. 

Art.  14.  L^s  certificados  de  que  hablan  estas 
leyes  los  extenderán  los  funcionarios  respectivos 
en  el  sobre  del  pliego  que  se  remita,  expresando 
cual  es  su  contenido. 

Art.  15.  Las  juntas  de  notables  y  las  que  pre- 
siden las  asambleas  parroquiales  no  podrán  ce- 
lebrar sus  reuniones  sino  dentro  de  la  población 
de  la  respectiva  parroquia. 

Art.  16.  Si  se  notare  por  algún  Gobernador 
que  el  resultado  del  escrutinio  practicado  por  un 
Concejo  municipal  no  está  conforme  con  el  que 
den  los  escrutinios  parciales  que  haya  recibido 
de  las  parroquias,  ordenará  la  rectificación  ;  y  si 
no  obstante  esta,  subsistiere  la  diforencia,  y  el 
Gobernador  creyere  que  esta  diferencia  es  capaz 
de  viciar  el  resultado  de  las  elecciones,  entonces 
pedirá  los  registros  y  los  pasará  con  los  escruti- 
oios  parraquiales  al  Congreso. 
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Art.  17.  Se  deroga  la  ley  octava  del  código 
de  elecciones  de  8  de  Abril  de  1846. 

Dada  en  Caracas  á  18  de  Febrero  de  1948, 
año  19  de  la  ley  y  38  de  la  independencia. — El 
Presidente  del  Senado,  Mariano  Obispo  de 
Guayana. — El  Presidente  de  la  Cámara  de  Re- 
presentantes, M,  Palacios. — El  Secretario  del 
Senado,  J.  A.  Freiré. — El  Secretario  de  la  Cá- 
mara de  Representantes,  J.  A.  Pérez. 

Caracas  21  de  Febrero  de  1848,  año  19  de  la 
ley  y  38  de  la  independencia. — Ejecútese. — José 
T.  Monágas. — Por  S.  E.  el  Presidente  de  la 
República. — El  Secretario  de  Estado  en  los  Des- 
pachos del  Interior  y  Justicia,  Tomas  José  Sa- 
navria. 


El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la 
República  de  Venezuela   reunidos  en  Congreso, 

decretan: 

LEY  IX, 

De  la  responsabilidad  en  general  en  materia 
de  elecciones* 

Art.  19  Los  funcionarios  públicos  de  cualquie- 
ra clase  ó  denominación,  que  emplearen  su  auto- 
ridad ó  carácter  oficial  en  actos  que  tengan  por 
objeto  favorecer  ó  contrariar  las  miras  ó  intereses 
do  alguna  ó  algunas  personas  en  las  elccioneg, 
sufrirán  una  multa  de  ciento  á  quinientos  pesos 
y  la  destitución  de  su  destino  ó  encargo  público. 

Art.  2?  Los  funcionarios  públicos  de  que  tra- 
tan estas  leyes  que  falten  á  los  deberes  que  se  les 
imponen  serán  castigados  con  las  penas  que  en  e- 
llas  se  establecen ;  pero  si  se  probare  dolo,  serán 
ademas  destituidos  desús  destinóse  inhabilitados 
por  seis  años  para  obtener  otros  de  confianza  ú 
honor. 

Art.  39  Si  por  causa  de  alguna  maliciosa  omi- 
sión ó  infracción  se  hubiere  perdido,  ó  se  dejare 
de  escrutar  el  registro  de  alguna  elección,  ó  no  se 
hubieren  practicado  las  elecciones  parroquiales 
en  alguna  parroquia,  cantón  ó  provincia,  á  mas 
de  la  pena  impuesta  á  la  simple  omisión  ó  infrac- 
ción, estarán  incursos  los  culpables  en  las  penas 
del  artículo  siguiente. 

Art'  49  El  que  con  falsos  rumores  ó  alarmas, 
con  amenazas  ó  de  cual4QÍer  otro  modo,  que  no 
sea  el  expresado  en  el  artículo  69  de  esta  ley, 
pretenda  disolver,  ó  consiga  en  efecto  la  diso- 
lución de  algún  colegio  electoral  ó  asamblea  par- 
roquial, ó  intente  que  no  tenga  efecto  su  reunión, 
será  juzgado  y  castigado  con  la  pena  de  presidio 
desde  uno  hasta  cinco  años,  é  inhabilitación  per- 
petua para  obtener  destino  de  confianza  6  de  ho- 
Qor  eo,  Venezuela. 
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Art.  59  Los  que  en  el  ]oca1  designado  para  la 
reunión  de  los  colegios  6  asambleas  6  á  sus  puer- 
tas, formen  pendencia  de  hecho  con  motivo  de 
elecciones,  incurrirán  en  la  pena  de  ocho  á  trein- 
ta días  de  prisión  ;  á  menos  que  la  pendencia  no 
haya  ocasionado  algún  delito  que  por  las  leyes 
comunes  se  castigue  con  mayores  penas. 

Art.  69  Serán  juzgados  como  conspiradores 
los  que  tomen  las  armas,  persuadan  ó  aconsejen 
tomarlas,  para  impedir  6  disolver  las  reuniones 
ordinarias  de  las  asambleas  parroquiales  ó  cole- 
gios electorales,  coartarles  ó  violentarles  la  liber- 
tad en  el  ejercicio  de  sus  atribuciones  constitucio- 
nales. 

Art.  79  Los  electores  que  se  nieguen  á  concur- 
rir al  colegio,  ó  que  habiendo  concurrido  se  nie- 
guen á  votar,  ó  que  se  ausenten  sin  permiso  del 
colegio,  ó  de  otro  modo  intenten  impedir  ó  estor- 
bar que  tengan  lugar  las  elecciones,  ó  tiendan  á 
que  sean  nulas  las  que  vayan  á  hacerse,  sin  per- 
juicio de  lo  establecido  en  el  artículo  89  de  la  ley 
sexta,  serán  castigados  con  las  penas  impuestas  en 
los  artículos  19  7'^?    ^®  ^sta  ley. 

Art.  89  El  que  hubiere  vendido  su  sufragio  6 
comprado  el  de  otro  para  sí  ó  para  un  tercero,  á 
mas  lie  perder  el  derecho  de  elegir  y  ser  elegido 
por  los  cuatro  años  que  señala  el  artículo  46  de 
la  Constitución,  quedará  incurso  en  una  multa  de 
cien  pesos  por  cada  caso  que  se  le  justiñque. 

Art.  99  De  las  causas  de  responsabilidad  que 
se  formen  en  materia  de  elecciones,  contra  los 
funcionarios  que  intervienen  en  ellas,  en  todos 
aquellos  casos  en  que  el  conocimiento  ó  la  impo- 
sición de  pena  no  esté  atribuida  especialmente  á 
otra  autoridad,  conocerá  en  primera  instancia  el 
presidente  de  la  respectiva  Corte  Superior  con 
apelación  á  la  sala   completada  con  un  conjuez. 

§  único.  En  estas  causas  habrá  tercera  instan- 
cia cuando  las  sentencias  de  primera  y  segunda 
no  sean  conformes. 

Art.  10.  El  modo  de  proceder  contra  cualquie- 
ra de  los  funcionarios  que  intervienen  en  las  elec- 
ciones, será  el  establecido  por  la  ley  común  para 
hacer  efectiva  la  responsabilidad  de  los  funciona- 
rios en  el  gobierno  político  y  económico  de  las 
provincias,  y  el  modo  de  proceder  contra  cuales- 
quiera otras  personas  por  faltas  6  delitos  á  que 
por  estas  leyes  se  impone  pena,  será  el  estable- 
cido por  las  leyes  comunes,  para  los  demás  deli- 
tos en  cuanto  no  sean  contrarias  á  la  presente. 

Art.  11  Todo  individuo  inscrito  en  la  lista  de 
sufragantes  parroquiales  formada  para  las  últimas 
elecciones,  ó  legalmente  admitido  á  votar  en  ellas, 
tiene  el  derecho  de  acusar,  haciéndose  parte  en 
el  juicio,  ó  denunciar  para  que  la  causa  se  siga 
de  oñcio,  cualquiera  falt^  6  delito  cometido  en 
actos  concernientes  á  las  elecciones,  siempre  que' 
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sea  de  aquellos  &  que  por  estas  leyes  se  impone 
pena,  y  que  se  acompáñela  prueba  del  hecho  que 
se  acuse  ó  denuncie. 

^  único.  Si  la  causa  se  iniciare  por  denuncia, 
el  denunciante  no  podrá  ser  nombrado  fiscal  en 
ella. 

Art  1 2  Las  contravenciones  en  materia  de  elec- 
ciones de  que  tratan  estas  leyes,  quedarán  pres- 
critas si  no  han  sido  acusadas  ó  denunciadas  den- 
tro de  un  año  después  de  cometidas. 

Art,  13.  Cuando  sean  dos  ó  mas  los  acusados 
por  una  misma  infracción,  la  imposición  de  multa 
seráindividualy  nunca  in  solidum  ;  y  en  todo  ca- 
so en  que  los  multados  aleguen  falta  de  medios 
para  satisfacer  el  todo  6  parte  de  la  multa,  se  les 
impondrá  prisión  en  la  cárcel  pública  en  la  pro- 
porción de  un  dia  por  cada  cuatro  pesos  que 
dejen  de  pagar, 

Art.  14.  Las  multas  se  aplicarán  á  las  rentas 
municipales  de  la  respectiva  provincia. 

Art.  15.  Se  deroga  la  ley  de  9  de  Mayo  de 
1836,  sobre  elecciones. 

Dada  en  Caracas  á  6  de  Abril  de  1846,  año  179 
de  la  ley  y  369  de  la  independencia.  —El  Presi- 
dente del  Senado,  José  Manuel  Alegría. — El 
Presidente  de  la  Cámara  de  Representantes,  Pe- 
dido González. — El  Secretario  del  Senado,  José 
Ángel  Freyre' — El  secretario  de  la  Cámara  de 
Representantes,  J.  A.  Pérez, 

Caracas  Abril  8  de  1846,  ano  179  ^^  ^^  ^^Y  V 
369  de  la  independencia. — Ejecútese. — Carlos 
Soublette. — Por  S.  E.  el  Presidente  de  la  Repú- 
blica.— El  Secretario  de  Estado  en  los  Despachos 
de  lo  Interior  y  Justicia,  Francisco  Cobos  Fuer- 
tes. 


MODELOS. 

NUMERO    PRIMERO. 

Modelo  para  los  registros  de  las  asambleas 
parroquiales, 

República  de  Venezuela. — Provincia  deN.... 
Cantón  de  N....  Asamblea  parroquial  de  N...  En 
la  parroquia  de  N....  á  tantos,  de  tal  mes,  de  tal 
año,  en  cumplimiento  de  lo  dispuesto  por  la  Cons- 
titución y  la  ley  (debe  expresarse  la  fecha  de  la 
presente  ley)  se  abrióla  asamblea  parroquial  para 
votar  por  (tantos)clectores  que  corresponden  á 
este  cantón,  la  que  presidida  por  el  juez  parro- 
quial 19(029  según  el  caso)  N....  y  con  asisten- 
cia de  cuatro  conjueces,  á  saber  N.  N.  N.  y  N* 
nombrados  por  el  Concejo  municipal,  se  dio  prin- 
cipio ala  votación  en  los  términos  prevenidos,  vo 
tando  cada  sufragante  por  (tantas)  personas  en 
público  y  en  alta  voz,  y  firmando  su  voto  en  la 
forma  siguiente: 
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N.  por  N.  N.  y  N. 
(La  firma  del  sufragante  ó  persona    designada 
en  su  caso) 

N.  por  N.  N.  y  N. 

(La  firma). 

N.  por  N.  N.  y  N. 

(La  firma). 

N.  por  N.  N.  y  N. 

(La  firma). 

Y  siendo  las  cuatro  de  la  tarde,  se  cerró  la  vo- 
tación del  primer  día,  y  hecho  el  escrutinio  de 
ella,  resultó  que  votaron  (tantos  en  letra)  sufra- 
gantes, y  que 

N.  obtuvo  (tantos)  votos. 
N.  (tantos) 
N.  (tantos), 
N.  (tantos). 

Y  se  suspendió  el  acto  firmando  los  presentes, 
juez  parroquial  y  conjueces  (siguen  las  firmas). 

£1  segundo  día  continuó  la  asamblea  y  votaron 

N.  por  N,  N.  y  N. 
(La  firma  del  sufragante  ó  persona  designada 
en  su  caso). 

JN.  por  N.  N.  y  N. 

(La   firma). 

N.  por  N.  N.  y  N. 

(La  firma). 

N.  por  N.  N.  y  N. 

(La  firma) 

Y  siendo  las  cuatro  de  la  tarde,  se  cerró  la  vo- 
tación del  segundo  dia,  y  hecho  el  escrutinio  de 
ella,  resultó  que  votaron  (tantos,  en  letra)  sufra- 
gantes, y  que 

N.  obtuvo  (tantos)  votos. 
N.  (tantos). 
N.  (tantos). 
N.  (tantos)« 

Y  se  suspendió  el  acto  firmando  los  presentes, 
juez  parroquial  y  conjueces.  (Siguen  las  firmas). 

£1  tercer  dia  continuó  la  asamblea  y  votaron: 

N  por  N.  N.  y  N. 
(La  firma  del  sufragante  ó  persona  designada 
en  su  caso). 

N.  por  N  N.  y  N. 

(La  firma). 
N.  por  N.  N.  y  N. 
(La  firma). 

Y  siendo  las  cuatro  de  la  tarde,  se  cerró  la  vo- 
tación del  tercer  dia,  y  hecho  el  escrutinio  de 
ella,  resultó  que  votaron  (tantos,  en  letra)  sufra- 
gantes, y  que 

N.  obtuvo  (tantos)  votos. 
N.  (tantos). 
N.  (tantos). 
N.  (tantos). 

Y  se  suspendió  el  acto  firmando  los  presentes, 
juez  parroquial  y  coniueces.  (Siguen  las  firmas). 

(Sigue  así  en  ios  demás  diaa,  firmando  al  ter- 
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minar  cada  sesión  las  mismas  personas  que  an- 
tes se  ha  dicho). 

Y  habiendo  estado  abiertas  estas  elecciones 
por  ocho  dias  hasta  hoy,  asentándose  en  este  re- 
gistro los  votos  de  todos  los  sufragantes  no  sus- 
pensos, vecinos  de  esta  parroquia  que  se  han 
presentado  á  votar  con  arreglo  á  la  ley,  verifi- 
cándolo &  su  presencia,  se  concluyó  el  acto  y 
quedó  disuelta  la  asamblea,  firmando  los  presen- 
tes juez  parroquial  y  conjueces  este  registro,  que 
se  remitirá  al  Presidente  del  Concejo  municipal 
del  cantón,  en  plieiro  cerrado,  sellado  y  certifi- 
cado por  los  miembros  do  la  junta  para  los  fines 
convenientes. 

Parroquia  de  N.  á  tantos  de  tal  mes,  de  tal 
año. 

El  juez  parroquial.  Conjuez.  Conjuez.  Conjuez.  Conjuez. 
N.  N.  IN.  N.  N. 

NUMERO    SEGUNDO. 

Modelo  para  los  registros  generales  de  cantón- 
República  de  Venezuela. — Concejo  municipal 
del  cantón  de  N.  en  la  parroquia  de  N.  en  la  ciu- 
dad de  N.  cabecera  del  cantón  (á  tantos)  reuni- 
do el  Concejo  municipal  compuesto  de  N.  jefe 
político  del  cantón  como  su  presidente,  y  N.  N. 
N.  y  N.  miembros  del  mismo  Concejo,  para  exa- 
minar los  registros  de  elecciones  de  las  asam- 
bleas parroquiales  de  este  cantón,  hechas  según 
lo  prevenido  en  la  Constitución  y  la  ley  (la  fe- 
cha de  esta  ley),  resultó  de  las  listas  formadas 
según  los  registros  de  las  parroquias  N.  N.  y  N. 
que  se  han  recibido  y  escrutado,  que: 

N.  obtuvo  (tanlo{>)  votos. 

N.  (tantos). 

N.  (tantos). 
Siendo  los  electores  de  este  cantón  (tantos) 
han  obtenido  la  mayoría  de  sufragios,  y  por  con- 
siguiente han  resultado  nombrados  N.  N.  y  N. ; 
advirtiéndose  que  siendo  iguales  los  votos  entre 
N.  y  N.,  se  han  sorteado  y  la  suerte  ha  favore- 
cido á  N. 

Por  tanto,  el  registro  original  firmado  por  el 
Presidente  y  miembros  que  componen  este  Con- 
cejo municipal,  se  remite  al  Presidente  del  Con- 
cejo municipal  del  cantón  de  la  capital  en  pliego 
cerrado,  sellado  y  certificado  por  el  mismo  Con- 
cejo, archivándose  una  copia  auténtica  y  dándo- 
se pronto  aviso  á  los  electores. 
El  jefe  político  presidente.  Miembro.  Miembro.  Miembro 
N.  N.  N.  N. 

NUMERO   TERCERO. 

Modelo  para  el  registro  de  la  elección  de  Pre- 
sidente y  Vicepresidente. 
República  de  Venezuela. — £n  la  ciudad  de  N. 
(á  tantos  de  tal  mes  y  afio),  reunido  el  Colegio 
Electoral  compuesto  de  (tantos)  electores,  que 
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se  hallan  presentes  y  que  forman  el  competente 
número  por  ser  (tantos)  el  total,  después  de  ha* 
ber  sido  instalado  legalmente  y  nombrado  presi- 
dente y  cuatro  escrutadores,  que  lo  fueron  N. 
N.  N.  N.  y  N.,  procedió  k  verificar  en  sesión  pú- 
blica y  permanente,  y  por  elección  secreta,  la  de 
Presidente  (ó  Vicepresidente)  de  la  República: 
recogidos  los  votos  y  hecho  el  resumen  de  ellos 
por  los  escruta  (lores,  resultó  que 

N.  obtuvo  (tantos)  votos. 

?].  (tantos). 

&.C.  &c.  &c. 

Con  lo  cual  se  terminó  el  acto  firmando  el 
elector  presidente  y  todos  los  electores  este  re- 
gistro que  original,  junto  con  copia  auténtica  del 
acta  de  instalación,  se  remitirá  en  pliego  cerra- 
do, sellado  y  certificado  por  el  Secretario  del 
Colegio  al  Presidente  del  Senado,  quedando  co- 
pia auténtica  del  registro  en  el  Concejo  munici- 
pal de  este  cantón. 

El  presidente.      Elector.     Elector.     Elector.     Elector. 
N.  N.  N.  N.  N. 

Elector.      Elector.      Elector.      Elector. 
N.  N.  N.  N.  SO 

NUMERO  CUARTO. 

Modelo  para  las  actas  en  la  elección  de  Senado* 
reSn  Representantes  y  Diputados  provinciales . 
República  de  Venezuela. — En  la  ciudad  de  N. 
capital  de  la  provincia  de  N.  (á  tantos  de  tal  mes 
y  año),  reunido  el  Colegio  Electoral,  compuesto 
de  (tantos)  electores,  que  forman  el  competente 
número,  por  ser  (tantos)  el  total,  después  de  ha- 
berse instalado  y  nombrado  presidente  y  cuatro 
escrutadores,  que  lo  fueron  N.  N.  N.  N.  y  N. 
procedió  á  verificar  en  sesión  pública  y  pe.-raa- 
nente  y  por  elección  secreta,  la  del  Senador  ó 
Senadores  principales  y  sus  suplentes,  (ó  Repre- 
sentantes y  sus  suplentes,  6  Diputados  provin- 
ciales y  sus  suplentes)  que  corresponden  á  esta 
provincia,  conforme  á  Ja  Constitución :  recogi- 
dos los  votos,  y  hecho  el  escrutinio  por  los  es- 
crutadores nombrados,  resultó  que 

N.  obtuvo  (tantos)  votos. 

N*  (tantos). 

&.C  d^c.  d^c. 

No  habiendo  pluralidad  absoluta  (si  no  la  hu- 
bo) en  favor  de  alguno,  se  procedió  á  nueva  vo- 
tación, contrayéndola  á  N.  y  N.  que  fueron  los 
que  obtuvieron  mayor  número  de  sufragios,  (ó 
resultando  iguales  los  votos  entre  N.  y  N.  se  sor- 
tearon para  que  la  elección  se  contraiga  á  N.  y 
N.)  y  en  este  nuevo  escrutinio  resultó  N.  con 
[tantos]  votos  y  N.  con  [tantos]  :  así  la  mayoría 
está  á  favor  de  N.  [Si  en  este  último  caso  hu- 
biere empate  la  suerte  decidirá]. 

Con  lo  cual  se  terminó  el  acto,  firmando  el 
elector  presidente  y  los  escrutadores  este  regis- 
tro, que  con  el  de  suplentes  y  copia  del  acta  de 
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instalación,  se  remitirá  en  pliego  cerrado,  sella- 
do y  certificado  por  el  Secretario  del  Colegio  al 
Presidente  de  [la  corporación  á  que  correspon- 
da el  electo],  por  medio  del  Gobernador  de  la 
provincia,  quedando  copia  auténtica  para  archi- 
varse en  el  Concejo  municipal  de  este  cantón. 
También  se  remitirá  lista  de  los  nombrados,  con 
expresión  del  número  de  votos  que  ha  obtenido 
cada  uno,  al  mismo  señor  Gobernador,  y  se  da- 
rá aviso  á  los  nombrados. 

El  presidente.       Escnit.      Escrut      Escrut.        Escrut. 
N.  N.  N.  N.  N.  S? 

NUMERO   QUINTO. 

Modelo  para  los  registros  de  los  nombramien- 
tos extraordinarios  de  Senador^  Represen- 
tante,  Diputado  provincial  6  suplentes. 
República  de  Venezuela. — En  la  ciudad  de  N. 
capital  de  la  provincia  de  N.  á  [tantos  de  tal  raes 
y  año],  reunido  el  Colegio  Electoral  compuesto 
de  [tantos]  electores  que  forman  el  competente 
número  por  ser  [tantos]  el  total,  después  de  ha- 
ber sido  instalado  legalmente  y  nombrado  presi- 
dente y  cuatro  escrutadores  que  lo  fueron  N.  N. 
N.  N.  y  N.  y  de  haber  concluido  las  elecciones 
ordínaribs  por  el  orden  que  expresa  el  artículo 
36  de  la  Cun^Litucion  procedió  á  verificar  en  se- 
sión pública  y  permanente  y  por  elección  secre- 
ta la  de  [los  Senadores,  Representantes,  Dipu- 
tados ó  suplentes]  cuyos  destinos  han  quedado 
vacantes  durante  el  bienio  trascurrido  desde  la 
última  reunión  del  Colegio  hasta  el  presente,  y 
se  principió  á  llenar  la  causada  por  la  [muerte, 
destitución  ó  excusa  legalmente  admitida  por  el 
restó  del  período]  al  honorable  señor  N.  que  de- 
bía servir  dicho  encargo  hasta  el  año  de  [tantos] : 
recogidos  los  votos  y  hecho  el  escrutinio  por  los 
escrutadores  nombrados  resultó  que 
N.  obtuvo  [tantos]  votos. 
N.  [tantos]. 

éac.  6lc.  6lc. 

No  habiendo  pluralidad  absoluta  (si  no  la  hubo) 
á  favor  de  alguno,  se  procedió  á  nueva  votación, 
contrayéndola  á  N.  y  N.  que  obtuvieron  mayor 
número  de  votos;  y  resultando  iguales  los  votos 
entre  N.  y  N.  se  sortearon  para  que  la  elección 
se  contraiga  á  N.  y  N.  y  en  este  nuevo  escrutinio 
resultó  N.  con  (tantos  votos  y  N.  con  tantos):  así 
la  mayoría  está  en  favor  de  N.,  el  cual  deberá  ser- 
vir por  el  resto  del  período  constitucional  que  fal- 
taba al  honorable  Sr.  N.  á  quien  reemplaza. 

Con  lo  cual  se  terminó  el  acto,  firmando  el 
presidente  y  escrutadores  este  registio,  que  con 
el  de  suplentes  (si  también  se  han  elegido)  y  co- 
pia del  acta  de  instalación  se  remitirá  en  pliego 
cerrado,  sellado  y  certificado  por  el  secretario  del 
colegio  al  presidente  de  la  (corporación  á  que 
corresponda  el  electo)  por  medio  del  Gobernador 
de  la  provincia,  quedando  copia  auténtica  en  el 
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expediente  de  las  operaciones  del  Colegio,  que 
se  archivará  en  el  Concejo  municipal  de  este 
cantón.  También  se  remitirá  lista  de  los  nom- 
brados con  expresión  del  número  de  votos  que 
ha  obtenido  cada  uno,  y  tiempo  que  le  toca  ser- 
vir, al  mií^mo  señor  Gobernador,  y  se  dará  aviso 
á  los  nombrados. 

El  presidente.        Escrut.       Escriit.      Escrut.       Escrut. 
N.  N.  N,  N.         N.  SO 

El  Presidente  del  Senado,  José  Manuel  Ale- 
gría.— El  Presidente  de  la  Cámara  de  Repre- 
sentantes, Pedro  González. — El  Secretario  del 
Senado,  José  Angtl  Freiré. — El  Secretario  de 
la  Cámara  de  Representantes,  J.  A.  Pérez, 

Caracas  Abril  8  de  1846,  año  17?  de  la  ley  y 
369  de  la  independencia. — Carlos  Souhlette, — 
Por  S.  E.  el  Presidente  dn  la  República. — El  Se- 
cietario  de  Estado  en  los  Despachos  del  Interior 
y  Justicia,  Francisco  Cobos  Fuertes, 

ELECCIONES,  resolución  ejecutiva  de  29 
DE  ABRIL  DE  1 840  determinando  el  modo  de 
hacer  la  calificación  de  los  notables. 

Secretaría  del  Interior. — Sección  tercera.— Cara- 
cas, Abril  29  de  1846.- Resucito. 

Dígase  al  Sr.  Gobernador  da  Caracas. 

Se  ha  impuesto   S.  E.  el  Presidente  de  la  Re- 

Análisis  comparativo  de  las  leyes  de  Q  de  Octubre  de  1830, 
de  29  d£  Abril  de  1832,  9  de  Mayo  de  1936,  8  de  Abril  de 
1846,  y  21  de  Febrero  de  1848  (que  reforma  solo  la  8.  *  ) 
sobre  elecciones. 

Entre  las  de  30  y  32  hay  las  diferencias  siguientes. — 
La  de  30  (art.  2.  ^  )  fijaba  de  las  9  á  las  2  de  la  tarde  para 
la  reunión  de  las  asambleas;  y  la  de  32  (art.  id.)  varió 
"  de  las  10  á  las  3  "—La  de  30  (art.  6.  "=>  )  dejaba  á  las  Di- 
putaciones provinciales  variar  en  lo  sucesivo  la  distribu- 
ción de  los  diez  electores  de  que  trata  el  art.  24  de  la  Cons- 
titución, y  que  para  las  elecciones  de  ese  año  cometía  á 
los  Qobernadoresj  y  la  de  32  (art.  id.)  suprimió  dicho  en- 
cargo á  las  Diputaciones,  dejando  solo  á  los  Gobernado- 
res la  expresada  distribución. — La  de  80  (art.  6.)  decía: 
'•  Todo  venezolano  en  ejercicio  de  los  derechos  de  ciudada- 
no, está  obligado  á  concurrir  á  votar  en  las  asambleas  par- 
roquiales ;  y  la  de  32  (art.  id.  )  quitó  lo  preceptivo,  y  so- 
lo hizo  potestativo  el  eje rr icio  de  este  derecho  variando 
así :  tiene  el  de  concurrir  á  votar  &a.— La  de  32  (art.  8.  ®  ) 
afíadió  al  mismo  artículo  de  la  de  30 :  "  que  debería  en- 
tenderse que  el  término  do  la  suspensión  de  las  elecciones 
de  que  habla  dicho  articulo,  acordado  que  fuese  por  al- 
gún motivo  gravo,  no  se  contaría  en  los  ocho  dias  do  su 
duración— La  de  32  (art.  9.)  añadió  al  mismo  artículo  de 
la  de  30 :  "  que  la  lectura  de  los  actos  se  hiciese  jwr  uno 
de  los  conjueces  "—La  de  30  (art.  10)  solo  disponía  que  el 
acto  de  las  votaciones  se  firmase  concluidas  que  fuesen  el 
octavo  día ;  —La  de  32  (art.  id.)  dispuso  que  so  hiciese 
diariamente.— La  de  (30 art.  15.)  no  fijaba  el  apremio  con 
que  debía  compelerse  á  los  electores  á  concurrir  al  Cole- 
gio electoral ;  y  la  de  32  (art.  16.^  fijó,  al  efecto,  la  multa 
de  veinticinco  á  cien  pesos  aplicaua  á  los  fondos  municipa- 
les ;  añadiendo  el  §  único,  quo  dice :  "  El  impedimeiUiO  fí- 
sico ú  otro  grave  legal  mente  justificado  exime  á  los  elec- 
tores de  dicha  multa.— La  de  30  (art.  17  y  20)  disponía 
que  de  los  cuatro  escrutadores  uno  hiciese  de  secretario ; 
y  que  ademas  se  nombrase  un  elector  para  solo  el  efecto 
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pública  de  las  consultas  que  á  esa  Gobernación 
ha  hecho  el  Concejo  municipal  de  esta  ciudad 
sobre  la  \ey  de  eleciones  y  me  ha  ordenado  con- 
testar á  US.  en  los  términos  siguientes. 

Debiendo  hacer  el  Concejo  municipal  la  de- 
signación de  notables  dentro  de  los  ocho  prime- 
ros dias  del  mes  de  Mayo  y  no  pudiendo  valerse 
para  este  íin  de  la  lista  de  electores  que  ha  de 
formarse  con  posterioridad,  ei*  claro  que  la  cali- 
ficación de  los  que  ha  de  elegir  queda  á  juicio 
del  mismo  Concejo ;  y  que  no  debe  atenerse  pa- 
ra esto  á  las  listas  de  electores  formadas  en  el 
período  de  elecciones  precedente,  por  las  altera- 
ciones que  ellas  deben  haber  sufrido  en  el  bienio 
intermedio,  aunque  de  mucho  pueden  servirle  pa- 
ra ilustrar  su  juicio. 

En  cuanto  al  nombramiento  de  conjucces  de- 
berán así  mismo  los  Concojos  municipales  se- 
guir su  propio  criterio  en  la  calificación  de  las 
per-^onas  quo  hayan  de  ser  nombradas  para  el 
desempeño  de  aquel  destino,  así  como  hacen  y 
han  hecho  siempre  la  calificación  de  los  que  sa- 
ben leer  y  escribir,  sin  que  las  listas  de  sufra- 
gantes que  forma  la  junta  de  notables,  les  dé  nin- 
guna luz  en  la  materia. 

Ademas  de  la  copia  que  la  junta  de  notables 
debe  pasar  al  Concejo  municipal  después    del  20 

de  examinar  las  papeletas;  y  la  de  32  (art.  17)  dispuso 
que  de  dichos  cuatro  electores,  el  primero  hiciese  de  se- 
cretario, y  el  ultimo  examinase  las  papeletas. — La  de  32 
(art.  18)  dispuso  que  se  remitiese  copia  del  acta  de  los 
trabajos  del  Colegio  electoral  á  las  Cámaras  y  d  la  Dipu- 
tación provincial,  cuyo  precepto  no  contenia  la  de  80  (art. 
id.) — La  de  30  (art.  23)  disponía  que  los  registros  del  co- 
legio fuesen  firmados  por  el  secretario  con  el  presidente  y 
los  escrutadores ;  y  la  du  32  (art  24)  suprimió  este  últi- 
mo.— La  de  32  (  art.  26  dispuso  que  el  Gobernador  tras- 
mitiese al  P.  E.  para  su  inteligencia  y  publicación  en  la 
Gaceta,  el  aviso  que  debe  dárselo  por  el  presidente  del 
Colegio  electoral  de  los  que  resulten  nombrados  Senado- 
res, Representantes  y  Diputados  provinciales,  cuyo  pre- 
cepto no  contenia  la  de  30  (art.  25)— La  de  30  (art.  26) 
negaba  tcdo  recurso  en  cuanto  á  las  dí^cisiones  de  los  Go- 
bernadores sobre  <3xcusas  de  los  diputados  de  provincia; 
y  la  de  32  (art.  30)  suprimió  esta  parte.— La  do  30  (art.  26) 
decía  solo :  "  Las  Cámaras  podrán  conocer  de  las  excusas 
de  sus  miembros,  &a. "  y  la  de  32  (art.  30)  afladió :  *'  y  las 
Diputaciones  provinciales,  &a.  "—La  de  30  (art,  30)  de- 
cía :  "  Cuando  el  impedimento  físico  ó  otro  grave  que 
manifiesten  los  senadores  ó  representantes,  y  califique  el 
Gobernador  de  la  provincia,  sea  solamente  para  una  reu- 
nión del  Congreso,  el  suplente  será  requerido,  &a.  "  y  la 
de  32  (art.  33)  afladió  .  "  ó  de  la  Diputación  provincial.  " 
— La  de  32  suprimió  los  artículos  transitorios  de  la  de  80, 
esceptoel  38  que  conservó  en  el  36;  y  añadió  finalmente 
los  artículos  22,27,  28,  29,  81,  32,  84  y  85  que  pueden 
verse  en  el  cuerpo  comprensivo  de  las  de  ese  afio,  pág. 

164.  (*y 

(*)  Én  obsequio  de  la  brevedad  d€  la  obra,  y  de  la  econo- 
mía de  su  costo f  hemos  resuelto  no  hacer ^  de  este  análisis  en 
adelante^  la  inserción  de  los  artículos  añadidos  6  suprimidos 
sino  solo  su  indicación^  por  cuanto  á  lodos  seráfácU  consul- 
tarlos en  los  cuadernos  de  leyes  del  año  respectivo^  6eni,l  citer- 
po  de  1861,  qu£  estén  generaüzados  en  toda  la  república. 
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de  Julio  y  antes  del  19  de  Agosto,  con  arreglo 
al  artículo  19  de  la  ley  seguuda  del  ródigo  de 
elecciones  en  cuya  cojnu  deben  comprenderse  la 
lista  de  sufragantes  y  la  de  electores  que  debe 
formar  la  junta  de  notables,  es  un  deber  de  esta 
remitir  al  Concejo  municipal  una  copia  de  la  ul- 
tima parte,  es  decir,  de  la  de  electores  tan  lue- 
go como  la  haya  formado  según  se  ha  practica- 
do hasta  ahora  para  que  así  pueda  tener  efecto  lo 
dispuesto  en  el  artículo  1^  de  la  Constitución. 
Los  Gobernadores  y  Jefes   políticos   á  quienes 

Comparadas  las  de  32  y  3G  la  du  32  (art.  !.'=>)  disponía  se 
hiciese  el  nombramiento  de  los  cuatro  ctmjiieces  por  el  je- 
fe político,  con  acuerdo  do  ^?u  concejo  municipal,  como 
también,  cuatro  í^uplentes;  y  la  de  30  (art.  5  '^  )  dis¡)Uso 
que  el  nombramiento  de  unos  y  otros  se  hiciese  por  el 
Concejo  en  público,  cacándolos  por  la  suerte  de  entre  un 
número  duplo  elegido  de  entre  todos  los  sufragantes  de 
cada  parroquia,  y  en  un  dia  y  hora  señalados,  excepto  el 
caso  de  no  haber  en  la  parroquia  un  número  suficiente  de 
jMJrsonas  caimces  para  el  sorteo,  pues  entonces  se  haria  sin 
él — La  misma  de  8G  (art.  10)  añadió  la  disposición  de  que 
si  al  reunirse  la  asamblea  faltase  alguno  de  los  conjneces 
y  no  hubiese  suplente  para  reemplazarle  le  nombrasen  el 
juez  y  cor.jucces  restantes,  decidióniloso  por  la  suerte  los 
casos  de  cmijate,  haciéndose  saber  al  Concejo  municipal. — 
La  de  82  (art.  6)  decia:  "Todo  venezolano  en  ejercicio 
de  los  derechos  de  ciudadano  tiene  el  de  concurrir  á 
votar  en  las  a^íarableas  parroquiales;  "  y  la  de  3G  (art.  11) 
añadió  :  *'  y  el  de  cuidar  que  no  se  admitan  sufrafri»>ssino 
en  la  forma  que  la  ley  previene." — La  de  32  (art.  9)  solo 
disponía  que  los  votos  se  escribieran  en  los  registro.s,  y  se 
leyesen  después  en  alta  voz  por  uno  de  los  conjneces  á 
presencia  del  snfrngante ;  y  la  de  36  (art.  18  y  10)  exi)resó 
que  los  votos  escritos  en  otra  parte  serian  nulos,  eonio 
también  los  del  sufragante  que  votase  mas  de  una  vez  en 
los  ocho  dias,  ó  que  diese  mas  de  un  voto  por  la  misma 
persona;  y  dispuso  que  todo  sufragante  leyese  y  firmase 
su  voto  por  sí  ó  por  otro,  siendo  nulo  el  que  no  lo  fuese. — 
La  de 32  (art.  10)  solo  disponía  que  el  juez  y  los  cuatro 
conjueces,  al  suspender  diariamente  el  acto  lo  firmasen,  y 
al  siguiente  dia  de  concluido  el  periodo  de  las  elecciones 
remitiesen  el  registro  cerrado  y  sellado  al  jefe  político  dv-l 
cantón  ;  y  la  de  36  (art.  21)  dispuso  que  diariamente  se 
hiciese  el  escrutinio  de  las  votaciones,  y  se  extendiese  fir- 
mado por  todos  á  continuación  del  último  voto,  remitién- 
dolo en  seguida  al  Concíjo,  bajo  recibo  del  jefe  juditico. 
con  expresión  del  dia  y  hora  de  la  entrega,  sujetando  á 
responsabilidad  al  juez  de  píirroquia  que  no  exhibiese  el 
registro  dentro  de  diez,  ópresenta.sejustilicHcion  plena  que 
le  exculpase.— La  de  32  (art.  11)  decia :  *'  Los  registros  se 
abrirán  y  examinarán  en  jiúblieo  unoá  uno:  los  votos  se 
computarán  y  se  cotejarán  jior  las  listas  que  al  efecto  se 
formen  ;  y  la  de  36  (art.  22)  di-^puso  que  este  acto  se  anun- 
ciase al  xmblico  dos  dias  antes,  y  que  el  examen  de  los  re- 
gistros se  hiciese  bien  escrutando  todos  los  sufrí  gi()S,  ó 
bien  solamente  los  de  algimos  dias,  pasando  en  los  demás 
por  el  escrutinio  asentado  al  pié  de  cada  dia  por  la  junta 
parroquial,  rectificándose  siem])re  aquellos  en  que  se  en- 
cuentre equivocación.— La  do  36  (art.  24)  declaró  que  el 
no  haberse  escrutado  algunos  votos,  esto  no  seria  obstácu- 
lo para  que  se  declarasen  por  legítimos  electores  los  que 
resultasen  con  mayor  número  de  votos  en  los  registros  re- 
cibidos y  escrutados,  cuya  declaratoria  no  contenia  la  de 
32  (art,  12.)— La  de  32  (art.  13) decia :  "Luego  que  los 
concejos  municipales  hayan  formado  el  registro  general 
del  canten,  su  presidente  lo  remitirá  al  concejo  municipal 
de  la  capital  de  la  provincia  en  pliego  cerrado  y  sellado 
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recomienda  la  ley  el  cuidado  de  que  se  practi- 
quen las  elecciones,  dictarán  todas  las  medidas 
conducentes  al  exacto  cumplimiento  de  esta  reso- 
lución, Publíquese  y  circúlese,  y  estando  como 
está  reunido  el  Congreso,  désele  cuenta  de  ella 
por  medio  de  la  Ilonoiable  Cámara  del  Senado 
en  la  que  han  tenido  su  origen  las  nuevas  leyes 
de  elecciones. 

Por  íS.    E. — Cobos   Fuertes.— "Eñ  copia. — Co- 
bos Fuertes, 
ELECCIONES,  resolución  ejecutiva  de    7 


dejando  copia  auténtica  en  su  archivo  ;"  y  la  de  36  (art. 
25)  disj)uso  (pie  el  pIiei;o  fuese  también  certificado  por  el 
mismo  concejo,  y  que  se  hiciese  íijar  adí'mas  una  copia 
autentica  á  lu  pueita  de  la  sala  mun.cipal. — La  de  32  (art. 
22)  solo  se  hacia  caríco  del  caso  dci  empate  del  segundo 
e.-crutinio  cu  ud/lante  ;  y  la  de  3Ü  (art.  36)  añadió  antes  : 
"  Cuando  del  primer  escrutinio  no  resulte  la  mayoría  á  fa- 
vor de  alguno,  se  ct»ncr  tara  la  votación  á  loa  dos  que  ha- 
yan reunido  mas  votos,  decidiéndose  antes  por  la  suerte 
si  dos  ó  mas  hubiesen  obtenido  igual  número  de  votos,  pa- 
ra «píela  votación  se  contraiga  solo  á  dos.'' — La  de  36 
(art.  38)  dinpuso  que  en  los  resj)ectivos  n'gistros  se  anota- 
sen los  aeu<'rdos  del  cuerpo  í^obre  cualquiera  incidente 
de  las  elecciont  s;  cuya  disposición  no  Ci)nlenia  la  da  32 
(art.  24) — La  de  36  (art.  40)  dispuso  que  la  publicación 
de  los  que  resultaren  nombrados  senadores,  representan- 
tes y  diputados  provinciales  se  hiciese  no  solo  en  la  Gice- 
ta,  como  lo  disponia  la  de  32  (art.  2<))  sino  también  en  el 
periódiet)  que  hubiese  en  la  ])rovincia. — La  de  32  (art.  27) 
decia  :  Las  cámaras  y  diputaciones  provinciíiles  harán  la 
caliticacion  de  sus  miembros  cuando  los  colecjios  electora- 
les no  lo  hayan  veritícado.  si  se  suscitare  duda  sobte  la  fal- 
ta do  alguno  <le  los  recjuistos  Icíjale^  de  las  personas  en 
(juieiies  ha  recaído  la  elección  ;  y  lo  mismo  ])racticarán 
cuando  «lieha  falta  haya  sobrevenido  al  nombramiento." 
y  la  de  36  (art.  50  al  fin)  se  limitó  á  decir:  "  Las  cámaras 
y  diputaeioni'S  provinciales  podrán  conocer  do  las  exentas 
de  su«  miembros,  en  el  caso  de  que  huya  recísimo  de  pait> 
agraviada,  y  se  decidirá  con  vi.sta  de  <Ío.*.um(;nto." — La  de 
32  (art.  34)  decia  :  "  Si  por  falleciini.'nto.  destituciím,  ó 
e.Kcusa  leí?:üjnente  admitida,  f  litaren  todos  los  senadores,  ó 
todos  hvs  repn  .sentantes  de  una  provincia,  principales  y  su- 
plent<.'s,y  la  tercera  parte  de  los  diputados  provinciales  de 
alguna  provincia,  no  quedand*)  suplentes  de  estos  con  que 
pueílan  reemplazarse  para  el  reste)  del  i)eriodo  constitu- 
cional, el  gobernador  de  la  provineia.  requerido  por  la  res- 
pectiva corporación,  convocará  extiaordinariamontc  el  co- 
legio electoral  para  que  haga  nuevo  ncmibramiento;  "  y  la 
de  36  (art  54)  varió  y  amplió  en  estos  términos:  "Los  co- 
legio.H  electorales  no  i)odrán  convtícarse  extraordinai la- 
mente, sino  en  los  cuatro  casos  siguientes:  1.®  Cuando 
alguna  de  las  cámaras  ó  diputación  provincial  así  lo  or- 
dene por  haber  ocurri<lo  después  de  la  vUima  reunión  del 
colegid^  tal  falta  de  sus  miembros,  que  juzgue  necesaria 
una  pronta  e!eccion  :  2  ®  Cuando  el  Poder  Ejecutivo,  ó 
los  gobernadores  en  su  caso,  lo  dispongan  en  reC(?so  de  las 
cámaras  y  de  las  diputacif.nes,  porque  por  los  datos  que 
tengan,  ó  por  informes  de  las  comisiones  instaladoras  do 
las  respectivas  corporaciones,  sepan  que  estas  no  pueden 
instalarse,  porque  no  hay  el  número  suficiente  de  miem- 
bros hábiles  para  ello :  3."^  Cuando  ocurra  el  caso  prove- 
nido por  el  articulo  114  de  la  constitución;  y4. ®  En  el 
caso  del  parágrafo  del  articulo  57  de  esta  ley.— La  de  86 
ademas  añadió  los  artículos  1.  °  y  su  §.,  2.  ® ,  8.  ® ,  4.  ® , 
6.  o ,  18,  14, 16, 17,  20,  23„  §.  único  del  29, 80,  84,  el  ^.  del 
86)  41;  42, 48,  44,  46,  46,  49,  67  y  sa  ^.,  68  y  siguientes 
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DE  OCTUBRE  DE  1845  determinando  hüsto,  que 
fecha  deberá  hacerse  la  fijación  de  las  listas; 
y  haciendo  ciertas  prevenciones  para  que  no 
puedan  ser  sustraidas ;  y  para  que  en  caso 
de  serlo  se  fijen  otras. 

Secretaría  del  Interior.— Sección  tercera.— Cara- 
cas, 7  de  Octubre  de  1845.— Resuelto. 

Dígase  á  los  Gobernadores  de  provincia. 

En  cumplimiento  del  artículo  18  de  la  Consti- 
tución y  del  I?  de  Ja  ley  de  elecciones  de  9  de 
Mayo  de  1836  debela  primera  autoridad  civil  de 


hasta  1)1  69,  qne  pueden  verso  en  dicha  ley  en  el   cuerpo 
comprensivo  de  las  do  ese  año,  p.  169. 

Entre  las  de  36  y  46  hay  las  diferencias  signientes.— La 
do  46  (art.  1.  ®  )  dis:  uso  que  se  sacasen  tres  copias  autori- 
zadas de  las  listas  dé  que  trata  el  art.  18  de  la  constitución, 
en  lugar  de  las  dos  que  prescribía  la  de  36  (art.  id.)  cuya 
tercer  co]>ia  debe  fijarse  á  la  puerta  de  la  primer  i  autori- 
dad civil  de  la  parroquia  a  los  fínes  que  expresa. — La 
misma  de  46  (  art.  id.  al  fin  do  la  ley  L)  añadió  desde  don 
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cada  parroquia  fijar  en  lugar  publico  listas  de  su- 
fragantes parroquiales,  y  aunque  en  ninguno  de 
ellos  se  expresa  el  tiempo  que  deben  permane- 
cer á  la  vista  del  público,  puede  conocerse,  te- 
niendo presente  que  el  objeto  de  la  fijación  de 
las  listas  es  que  los  ciudadanos  no  colocados  en 
ellas  puedan  reclamar  su  derecho  hasta  el  veinte 
de  Julio,  de  manera  que  según  la  mente  de  las 
disposiciones  citadas  es  hasta  esta  fecha  que  de- 
ben conservarse  en  exhibición. 

Esto  no  obstante,   han  ocurrido  casos  en  que 
sustraidas  ó  destruidas  las   listas  maliciosa  ó  ca- 

máximum  diez  dias  para  el  recibo  en  la  cabecera  del  can- 
tón de  los  registros  de  las  elecciones  ;  y  la  de  46  (art.  2.  ® 
L.  V.)  extendió  el  término  á  veintidós. — La  de  46  (art.  4.  ^ 
L.  V)  dispono  que  ademas  de  las  dos  copias  del  registro 
general  del  cantón  que  disponía  la  de  86  (art.  25)  se  sa- 
que una  mas  para  remitir  al  gobernador  de  la  provmcia. — 
La  de  46  (art.  6.  ®  L.  VI)  dispone  que  antes  de  preceder- 
se á  las  elecciones  por  el  colegio  electoral,  preste  el  presi- 
dente el  juramento  constitucional,  y  lo  reciba  en  seguida 
de  dice:  "Elíriginal  lo  custodiará  escrupulosamente  en  j|  á  los  demás  miembros  del  colegioenla  forma  prevenida 
el  archivo  de  su  cargo  la  autoridad  &u. — La  de  36  (  ^.  úni-  i|  para  las  cámaras  por  el  art.  221  de  Ja  Constitución;  cuya 
co  del  art.  1  ^  )  solo  disponía  que  el  concejo  nombrase,  á  ||  disposición  no  contenia  la  de  36  (art.  32.)— La  de  36  (art. 
pluralidad  absoluta  devotos,  los  vecinos  notables  deque  ij45)decia:  "  Si  los  colegios  dejasen  de  practicar  la  califica- 
habla  el  art.  18  de  la  Constitución  ;  y  la  de  46  (  art.  1.  ®  l|  cion  de  las  personas  que  elijan,  podrán  hacerla  las  respec- 
y  2.  ®  L.  I.)  establece  las  cualidades  de  elector  para  dichos  \\  tivas  cámaras  y  diputaciones,  si  se  suscitare  duda  sobre  la 
notables,  y  las  duraas  formalida  les  y  prescripciones  que  'i  falta  de  alguno  de  los  requisitos  legales  de  las  personas  en 
expresa,— La  de  36  (art.  2.®)  fijaba  hasta  antes  del  20  de  M  quienes  ha  recaído  la  elección;  y  lo  mismo  practicarán 
Julio  pam  el  reclamo  de  los  sufragantes  que  so  hubiesen  i!  cuando  ha  sobrevenido  motivo  de  inhabilitación  posterior 


excluido  dp  las  listas ;  y  la  de  46  (art.  2.  )  restringe 
el  ejercicio  de  este  derecho  hasta  el  30  do  Junio,  expíe-  j 
sando  que  puedo  hacerse  de  palabra,  ó  en  papel  común. —  I 
La  de  32  (  art.  5.  ®  )  disponia  que  los  cuatro  conjucces  se  | 
sacasen  de  entre  un  número  duplo,  elegido  de  entre  todos  ' 
los  sufragantes;  y  que  sien  la  parroquia  no  hubiese  un  j 
número  suficiente  do  personas  capaces  se  hiciesen  los  nom- 
bri.mientos  sin  sorteo;  ó  solo  asi  el  de  los  suplentes  si  úni- 
camente para  el  de  estos  ocurriese  la  f^ilta;  y  la  de  46  (art. 
1.®  L.  III.)  i)reviene  que  se  saquen  de  entre  un  númeio 
décuplo  elegido  de  entre  lo.s  sufragantes  que  sepan  leer  y 
escribir]  y  que  donde  no  haya  el  número  decuplo,  se  haga 
de  entre  íos  que  haya.— La  de  36  (art.  6.  *=> )  extendía  hab- 
ía cien  pe.sos  la  multa  á  los  jueces  que  no  fijasen  las  listas 
parroquiales  para  el  11  de  Juiio;  y  la  de  46  (art.  8.® 
L,  n.)  limitó  la  multa,  por  esta  y  otras  faltas,  de  10  a  25 
pesos  por  cada  vez  que  incurran  en  ella. — La  de  36  (art.  10) 
señalaba  de  las  diez  a  las  tres  de  la  tarde  para  las  horas 
do  asamblea  ;  y  la  de  40  (art.  1.  ®  L.  IV.)  extendió  hasta 
las  cuatro. — La  de  36  (  art.  11.)  facultaba  á  todo  venezo- 
lano en  ejercicio  de  los  deiechos  de  ciudadano  ])ara  cuidar 
de  que  no  se  admitiesen  sufragios,  sino  en  la  forma  que  la 
ley  prevenía  ;  y  la  de  46  (art.  2.  ®  L.  IV.)  limitó  este  de- 
recho á  la  asamblea  de  su  parroquia.— La  de  86  (art.  14) 
prevenía  <]ue  si  las  listas  no  se  fijaban  absolutamente,  la 
junta  admitiria  á  todos  los  sufragantes  que  se  presentasen 
á  votar,  calificándolos  si  lo  creyera  necesorio;  y  la  de  46 
(art.  6.®  L.  IV.)  hace  precepliva  la  calificación,  dispo- 
niendo qne  se  hasra  precisamente  — La  de  36  no  disponia 
de  que  fondos  deberían  costearse  los  libros  para  los  regis- 
tros parroquiales  ;  y  la  de  46  (art.  8.  ®  L.  IV)  dispone  que 
sea  de  los  fondos  municipales. — La  de  36  (art.  19.)  decia  : 
"  Todo  sufragante  deberá  leer  y  firmar  su  voto ;  y  la  de  46 
(árt.  11  L.  IV)  añade  :  "con  el  mismo  nombre  y  apellido 
quo  tenga  el  votante. — La  de  46  (art.  11)  excluyo  do  los 
que  pueden  firmar  por  el  votante  que  no  sepa  hacerlo,  á 
los  que  desempeñen  el  cargo  de  juez  y  conjuez,  que  no 
excluia  la  de  86  (art.  19.)— La  de  86  (art.  24)  fijaba  como 


á  laca  ificacion  del  colegio,  y  anterior  á  su  incorporación 
I  en  las  cámaras  ó  diputación  ;  y  la  de  46  lo  sostituyó  con 
I  las  «iisposiciones  del  art.  7.^  y  su  ^.,  L.   VII. — La  de   36 
j  (art.  53)  disponia  que  cuando  el  impedimento  para  concur- 
I  rir  á  las  cámaras  ó  á  la  diputación  fuese  tal   que   durase 
I  todo  el  perícdo  constitucional,   el  gobernador  lo  declara- 
I  ría  así,  cuando  determinase  la  sostitucicm  del  suplente  ;  y 
1  la  de  46  (().  único  al  art.  6.  ®  )  ha  disi)uesto  lo  que  expre- 
'  sa— La  de  36  (art.  63)   castigaba  á  los  funcionarios  quo 
I  delinquían  en  materia  de  elecciones  con  la  deposición  de 
'  sus  destinos  é  inliabilitacion  ¡)or  cuatro  años  para  obtener 
I  otros  de  confianza  ú  honor ;  y  cuando  se  pnibara  que  era 
I  maliciosa  la  omisión,   inhabilitación  perpetua;  y  la  de 46 
(art.  2.®  L.  IX)  fuera  de  las  penas   pecuniarias  para  los 
j  casos  de  faUas  simples,  establece  para  el  caso  do  dolo  la 
I  destitución,  é  inhabilitación  por  seis  años  para  obtener 
otro  destino  de  confianza  ó  de  honor. — La  de  46  ha  supri- 
mido los  conceptos  del  art.  22  de  la  de   36,  desde    donde 
dice:  "el  resumen  de  los  votos   se  anotará   &a.,   todo  el 
nrt  23,  el  §.  único  del  27,  la  parte  del  43,  desde  donde  di- 
ce: "y  de  ninguna  manera  de  los  actos  de  los  concejos 
municipales  &.  y  la  parte  del   64  que   dice :  "  cuando   se 
pruebe  malicia  en  la  omisión,  será  perpetua  la  inhabilita- 
ci<m ;"  y  finalmente  añadió  todas  las  disposiciones  conte- 
nidas en  los  articules  3.  ®  a  7.  ® ,  L.  I.,  la  parte  del  artícu- 
lo 3.  ® .  L.  II.,  desde  donde  dice :  "  a  la  junta  que  ha  de 
!  presidir  la  asamblea  pairoquial,  &a.  hasta  el  fin,  y  los  ar- 
¡  tículos  4.  ®  a  7.  ®  de  la  mi^ma  L.  II,  la  parte  del  art.  2.  ® 
L.  IV.  que  dice :  *'  Pero  los  que  no  estén  incluidos  &.  has- 
ta el  fin,  el  §  único  del  mismo  artículo,  la  del  art.  3.  ®  L. 
id  ,  desde:  "  Pero  de  esta  nulidad  solo  pf)drán  conocer  &., 
la  del  8.*^  L.  id.:  "Y   tendrón  en  la  primera  hoja  la  si- 
guiente diligencia  de  habilitación  &*'  el  art.  9.  ®  ,  los  ^^.  1.  ® 
y  2.  ®  del  12,  y  los  art,  13  á  17  de  la  misma  ley  IV.,  la  par- 
te del  art.  !.*=>,  L,  V,  desde :  "y  rectificando  siempre  &a. 
el  art.  8.  ®  do  la  misma  ley,  y  el  6.  <^  7.  ®  y  8.  ®  de  la  mis- 
ma, la  parte  del  art.  6.®,L.  VI,  que  dice:  "prestará  el 
presidente  el  juramento  constitucional  y  lo  recibirá  en  se- 
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sualmente,  los  ciudadanos  han  ocurrido  á  los  fun- 
cionarios competentes  para  que  las  hagan  fijar 
de  nuevo,  y  estos  no  han  accedido  ásu  solicitud, 
quedando  por  esto  los  sufragantes  privados  del 
medio  de  conocer  si  han  sido  6  no  inscriptos, 
para  hacer  oportunamente  sus  reclamos;  sobre 
lo  cual  se  ha  elevado  una  queja  al  P.  E.  por  va- 
rios vecinos  de  la  provincia  de  Coro.  Y  cono- 
ciendo S.  E.  el  Presidente  de  la  República  que 
esta  conducta  puede  dar  lugar  á  muchos  abusos, 
atendiendo  al  dictamen  del  Consejo  de  Gobierno, 
y  en  uso  de  sus  atribuciones  legales,  ha  resuelto 
que  US.  excite  en  oportunidad  á  los  Jefes  políti- 
cos á  cumplir  religiosamente  lo  dispuesto  en  el 
artículo  69  de  la  ley  de  9  de  Mayo  de  1836,  y  á 
exigir  de  los  jueces  parroquiales  respectivos  que 
la  fijación  de  las  lisias  se  hagn  por  todo  el  tiem- 
po necesario,  y  de  manera  que  no  puedan  ser  ar- 
rebatadas de  la  vista  de  los  ciudadanos  durante 
el  día:  que  se  guarden  durante  la  noche,  y  que 
en  el  caso  de  ser  sustraídas,  so  fijen  otras  nuevas 
del  tenor  de  las  primeras.  I 

Soy  &a. — Por  S.  E. — Cobos  Fuertes,  i 

ELECCIONES,  resolución  ejecttiva  de  10  ! 
DE  MARZO  DE  1840  declarando  que  toca  á  los  i 
Gobernadores  formar  el  cálculo  de  la  pobla-  i 
Clon  para  los  efectos  de  la  ley^  según  elúlti-  \ 
mo  censo  aprobado,  \ 

I 

República  de  Venezuela. — Secretaría  de  E.  en  el 
D.  del  Interior  y  Justicia. — Sección  primera. — Ca- 

gnída  a  los  domas  miembros  del  colegio  en  la  forma  pre- 
venida para  las  cámaras  por  el  ort.  221  de  la  constitución"  ' 
y  los  art.  IG  v  sus  ^)§.  19,   20  y  21  de  la  misma  L.  VI,  los  ' 
art.  1.  ®  y  su  C).,  2.  <=• ,  5.  ^  y  su  (>.,  y  0.  ®  de  la  L.  VII  ex- 
plicando los  artículos  24  y  25  de  la  Constitución,  a  lemas  . 
del  27  de  la  misma  que  explicaba    la  de  30,  los  art.  1.  ®  , 
2.  ®  y  16.  ®  de  la  L.  VIII-  la  parte  del  0.  ®  de  la  misma  ley  ! 
desde:  "y  cuarto,  cuando  alíennos    concejos    municipa-  [ 
les  &a.,  "  y  la  del  11  de  la  misma  desde:  "y  la  prohibí-  ¡ 
fien  del  art.  85  &a  ;"  y  finalmente,  los  art.  1.  ®  ,  9.  ®  y  su  | 
^.,  y  10  á  13  de  la  ley  9.  «* .  I 

Comparadas  por  último  la  8.  *  de  -IG  y  la  de  igual  nú-  ' 
mero  de  48íse  notan  las  simientes  diíVreneias.— La  de  36  ¡ 
f  ^.  2.  ®  del  art-  9.  ®  )  decía  :  "  El  Colegio  sin  separarse  i 
do  las  formas  prescritas,  procederá  al  nombramiento  de  I 
los  funcionarios  anulados,  excepto  cuando  sean  las  vota-  I 
clones  para  presidente,  ó  vicepresi<lente  de  la  república,  ' 
cuyo  escrutinio  habrá  hecho  el  congreso  con  los  regústros  i 
del  resto  de  la  república;"  y  la  do  48  (§.  id.  art.  4.  ©  lo  . 
redujo  á  los  términos  que  ex]>resa. — La  de  36  (art.  15)  I 
disponía  que  cuando  algún  gobernador  notase  quo  el  re-  1 
Hultfldodel  escrutinio  practicado  por  un  concejo  rauniei-  !' 
pal  no  estaba  conforme  con  el  que  daban  los  escrutinios  ¡I 
parciales  que  hubiesen  recibido  de  las  parroquias,  ordena- 
ra la  rectificación,  y  si  no  obstante  esta,  subsistía  la  di  fe-  | 
rencia.  entonces  pidiera  los  registros,  y  los  pasara  con  los  ; 
escrutÍDlos  parroquiales  al  colegio  electoral ;"  y  la  de  48 
(art.  16)  dispono :  que  dicha  rectificación  se  haga  cuando 
el  Gobernador  creyere  que  esta  diferencia  es  capaz  do  vi- 
ciar  el  resultado  de  las  elecciones,  y  que  la  remisión  se  ha-  I 
ga  al  Congreso.— Finalmente  la  do  48  ha  añadido  las  dis-  I 
posioiones  del  %  único  art.  8,  y  del  7.  ®   y  su  4.  ' 
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rácas  10  de  Marzo  de  1840,  año  11.  <^  de  la  ley  y 
80.  ®  de  la  independencia. — Núm.  41. 

Sr.  Gobernador  de  la  provincia  de  Carabobo. 

Presentada  al  Despacho  la  comunicación  de 
US.  fecha  2  del  corriente  número  17  en  que  ma- 
nifiesta que  en  cumplimiento  del  artículo  203  de 
la  ordenanza  de  policía  de  esa  provincia,  ha 
mandado  formar  el  censo  de  ella  según  el  mode- 
lo que  incluye,  y  consulta  si  formado  que  sea  el 
referido  censo  con  arreglo  á  dicho  modelo,  pue- 
de aprobarlo  y  hacer  sobre  él  el  cálculo  de  la 
población  que  debe  servir  de  regla  para  las 
próximas  elecciones,  conforme  al  artículo  89  de 
la  ley  de  la  materia,  harecaido  con  fecha  de  ayer 
la  resolución  que  sigue. 

•*Que  el  cálculo  de  la  población  con  arreglo  al 
artículo  89  de  la  ley  de  elecciones,  debe  hacerse 
según  el  último  censo  aprobado  por  el  Goberna- 
dor. El  modelo  reroiti.lo  es  ignal  al  que  ha  circu- 
lado el  Gobierno  en  '>¿2  de  Febrero  de  1834,  ofi- 
cio número  88:  los  resultados  que  dé  el  nuevo 
censo,  rervirdn  de  fundamento  para  el  cálculo  de 
la  población.  En  la  ley  de  elecciones  no  se  esta- 
blecen formalidades  para  la  aprobación  de  estos 
censos,  y  el  Gobierno  descansa  en  esta  parte  en 
el  patriotismo,  eficacia  y  celo  cuidadoso  de  los 
Gobernadores." 

Tengo  el  honor  de  comunicarlo  á  US.  para  su 
inteligencia  y  en  contestación  á  su  citada  nota. 

Soy  de  ÜS.atentoservidor. — Ángel  Quintero. 
ELECCIONES,  resoli'ctom  ejecutiva  de  20 

DE  JUNIO  DE  1854  declarando  cuáles  el  últi- 

mo  censo  que  debe  entenderse  aprobado  para 

que  sirva  de  base  á  ellas 

Secretaría  del  Interior. — Sección  tercera. — Ca' 
rácas,  Junio  20  de  1851. — Resuelto. 

Vista  la  consulta  del  Gobernador  de  Carabobo 
sobre  si  el  ultimo  censo  levantado  en  aquella  pro- 
vincia debe  ó  no  servir  de  base  para  las  próximas 
elecciones. 

El  final  del  artículo  29  ley  3^  del  código  elec- 
cionario vigente  sancionado  en  1846  dice:  **  el 
cálculo  de  la  población  (para  saber  el  número  de 
electores  que  corresponde  á  cada  cantón)  se  hará 
según  el  último  censo  de  la  provincia  aprobado 
por  el  Gobernador  respectivo,  mientras  no  se  ex- 
pida una  ley  sobre  censos  en  la  República;"  y 
por  la  primera  parte  del  artículo  29  ley  73-  del 
mismo  Código  se  previene,  que  '*  el  censo  que 
para  las  elecciones  ha  de  regir  en  cada  provincia, 
es  el  último  que  se  hay  i  formado  en  toda  ella  an- 
tes de  abrirse  las  asambleas  parroquiales,  mien- 
tras se  forma  el  general  de  la  República," 

No  habiéndose  este  llevado  á  cabo  aun,  ni  sien- 
do posible  que  se  lleve  antes  de  las  próximas  elec- 
ciones, sin  embargo  de  haberse  espedido  desde  el 
8  de  Abril  de  1847.  la  ley  que   acordó  su  forma 
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cion,  y  de  haber  el  Poder  Ejecutivo  librado  con 
el  mismo  fin  Jas  providencias  correspondientes, 
es  claro  que,  en  virtud  de  las  disposiciones  lega- 
les precedentes,  el  censo  que  últimamente  se  ha- 
ya formado  en  una  provincia  con  la  aprobación 
del  Gobernador  respectivo  es  el  que  debe  servir 
de  base  en  ella  para  dichas  elecciones,  aun  cuan- 
do sea  el  mandado  hacer  en  cada  una  de  las 
de  la  República  de  conformidad  con  la  citada 
ley  de  8  de  Abril  de  1S47,  para  componer  el  ge- 
neral  que  se  ha  mencionado;  pues  hasta  tanto  no 
se  forme  este  bajo  las  reglas  y  formalidades  es- 
tablecidas, no  puede  naturalmente  tener  efecto  lo 
preceptuado  en  la  segunda  parte  de  dicho  artícu- 
lo 29  ley  7^  acerca  de  que  el  referido  censo  ge- 
neral sea  el  único  que  rija  hasta  que  se  forme 
otro  de  igual  género  en  la  época  fijada,  y  así  su- 
cesivamente, sirviendo  siempre  de  regla  el  ulti- 
mo de  toda  la  República  anterior  al  tlia  en  que 
deban  abrirse  las  asambleas  ])rimarins. 

Por  lo  tanto  resuelve  el  Poder  Ejecutivo;  que 
el  censo  de  la  provincia  de  Carabobo  mandado 
hacer  en  virtud  de  la  precitada  \oy  de  8  de  Abril, 
siendo  el  último  aprobado  por  el  Gobernador  res- 
pectivo, es  el  que  debe  servir  de  base  para  las 
elecciones  en  dicha  provincia,  mientras  no  se  for- 
me el  general  de  la  República  que  será  el  único 
que  deba  regir  des<le  entonces  en  adelante. 

Comuniqúese  al  ÍJobcrnador  de  Carabobo  como 
resultado  de  su  nota  fecha  10  del  corriente  nú- 
mero 1.1^8,  y  circúlese  k  los  demás  de  la  Rej)ú- 
blica  á  los  fines  consiguientes. 

Soy  &a-— Por  S.E.— Planas. 
ELECCIONES.  Véase  Derechos  de  ciudadano, 
Asambleas  parroquiales.  Colegios  electora- 
les.  Disposiciones  comunes  á  las  asambleas 
parroquiales  y  colegios  electoralesy  y  Pro- 
vincias, art.  62. 
ELECCIONES,  bksolucion  ejecutiva  de  27 
DE  agosto  de  1810  declarando  que  no  toca  al 
Poder  Ejecutivo  sino  al  Congreso  declarar 
la  nulidad  de  las  hechas  por  los  colegios 
electorales. 


Secretaría  del  Intorlor. — Sección    tercera.- 
racas,  27  de  Agosto  de  1819.— llosuelto. 


-Ca- 
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Dígase  al  Sr.  Gobernador  de  Maracaibo. 

Presenté  al  Despacho  del  Poder  Ejecutivo  la 
nota  de  US,  de  9  del  actual  uúm.  163  en  quo  da 
cuenta  de  la  medida  dictada  por  esa  Goberna- 
ción mandando  practicar  las  elecciones  prima- 
rias el  dia  19  del  entrante  Setiembre,  por  haber 
juzgado  nulas  las  practicadas  anteriormente,  é 
instruido  de  ella,  me  ha  ordenado  decir  á  US. 
que  en  contestación  á  su  oficio  de  21  de  Junio 
último  núm.  136  se  trascribió  á  US.  en  6  de  Ju- 
lio  con  el  núm.  202  la  resolución  siguiente  : 

**  Reunido  el  colegio  electoral  de  la  provincia 


de  Maracaibo  constitucionalmente,  y  habiendo 
ejercido  sus  atribuciones  legales,  no  toca  al  Po- 
der Ejecutivo  sino  al  Congreso  conocer  de  la  nu- 
lidad de  sus  actos  según  el  artículo  10  de  la  ley 
89  del  Código  de  elecciones  de  21  de  Febre- 
ro de  1848  :  por  consiguiente  dichos  actos  deben 
tenerse  por  válidos  mientras  el  cuerpo  Legislati- 
vo, á  quien  se  dará  cuenta  oportunamente  de 
este  negocio  acompañándole  estos  documentos, 
no  resuelva  otra  cosa." 

Tambiem  me  manda  S.  E.  manifestar  á  US. 
lo  extraño  que  le  ha  sido  el  que  dicha  nota  no 
haya  sido  recibida  oportunamente  en  esa  Gober- 
nación; y  que  debe  US.  suspender,  en  conse- 
cuencia, loa  efectos  de  su  referida  disposición 
sobre  eleccione.s  primarias,  derlaráuflola  sin  lu- 
gar por  no  ser  de  hi  competencia  de  US.  ni  del 
Poder  Ejecutivo  conocer  de  la  nulidad  de  las  rea- 
lizólas, y  mandando  tengan  esta.s  su  curso  lecral. 
Todo  lo  cual  tengo  el  honor  de  decir  á  US. 
para  su  cumplimiento  y  en  contestación  á  su  nota 
precitada. 

Soy  &a.  —Por  S.  E — Agostini. 
ELECCIONES,  resolución  ejecutiva  de  22 
de  oc'iubre  de  1851  declarando  que  los  jue- 
ces de  paz   son  los  que    deben    presidir  las 
juntas  de  notables  y  asambleas  parroquiales. 


Secretaría  d^d  Interior. — Sección  tercera.- 
ráca:í,  Octubre  22  de  lí;5i.— Roíjuelto. 
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Dígase  al  Sr.  Gobernador  de  Maracaibo. 

l)í  cuenta  al  Poder  Ejecutivo  de  la  nota  de 
US.  fecha  2ü  de  Seiicmbre  último,  núm.  139,  en 
que  consulta  si  son  los  jueces  de  paz  ó  los  de 
|)arroquia  los  que  dtd)eíi  presidir  las  Juntas  de 
notables  y  asambleas  pnrroquiales,  y  S.  E.  me 
ha  ordenado  decir  á  US.:  que  habiendo  dispucs- 
tf)  el  artículo  18  ele  la  constitución  que  la  Junta 
de  notables  sea  prejsidida  por  la  primera  autori- 
dad civil  de  lu  parroquia,  y  establecido  el  capí- 
tulo 39  de  Ja  ley  orgAnica  de  provincias  esas 
primeras  autoridades  civiles,  que  son  los  jueces 
de  paz,  es  evidente  que  toca  á  ellos  presidir 
constitucionalmente  dichas  Juntas.  Por  otra 
parte  el  artículo  21  de  Jü  Constitución  ordena, 
que  las  asambleas  sean  presididas  por  el  primer 
juez  de  la  parroquia,  y  previniéndose  ademas 
por  el  17S  que  haya  talesjueces  en  todas  ellas, 
se  deduce  que  el  juez  de  que  habla  el  artículo  21 
de  la  Constitución  antes  citado,  es  el  mandado 
establecer  por  el  178  de  la  misma,  y  á  quien  cor- 
responde por  consiguiente  presidir  la  Junta  de 
notables  y  asamblea  parroquial. 

Comuniqúese  á  los  demás  Gobernadores  de 
provincia,  k  los  fines  convenientes,  y  publiquese 
en  la  Gaceta. 

Por  S  E. — Herrera. 
ELECCIONES,    resolución    sjecutiva  de 
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COLOMBIA  DB  19  DE  ENERO  DE  1825  decla- 
rando que  los  individuos  del  ejército  y  ma- 
rina no  están  impedidos  de  dar  su  sufragio 
en  las  elecciones  populares ;  y  que  deben 
darlo  en  la  parroquia  en  que  se  hallen  reu- 
nidos en  cuerpo^  6  destinados.  , 

República  de  Col<  mbia.— Sec-etaría  de  marina 
y  guerra. — Guerra— So ccion  central. — Palacio  de 
Gobierno  en  Bogotá  á  1.  ®  do  Enero  de  1836.— 15. 

Al  Sr.  comandante  general  de.... 

S.  E.  el  Vicepresidente  de  la  República  encar- 
gado del  poder  ejecutivo   teriia  algunas   noticias 
privadas  de  que  muchos  individuos  del  ejército  y 
armada  no  contribuyeron  con   su  voto  como  su- ' 
fragantes  parroquiales  en  las  elecciones  pasadas; 
estas   indicaciones    han     sido   confirmadas   con  [ 
la  consulta  que  ha  hecho  al  gobierno  el  coman- ' 
dante  general  del  segundo  departamento  de  ma- 
rina sobre  el  derecho  de    sufragio  de  algunos  in- 
dividuos de  la  infantería  de  marina  para  las  elec- 
ciones venideras,  y  «if seando  el  Ejecutivo  que  el 
ejército  no  pierda  el  uso  del  precioso  derecho  de 
votar  en  las  elecciones  primarias,  me  manda  pre- 
venir á   U. .  que   disponga   lo  conveniente  para  ! 
que  los  militares  que  se  hallen  reunidos  en  cuer-  ' 
po,  ó  destinados  á  alguna  parroquia  den  su  voto  ' 
en  ella  con  sus  vecinos  en  las  dichas  elecciones,  | 
siempre  que  tengan  las  demás   calidades  que  la  i 
Constitución  exige  en  los  sufragantes  parroquia- 1 
les;  pero  como  un    cuerpo   puede  ser  removido' 
de  una  parroquia  á  otra  dentro  del  término    de 
las   asambleas   primarias,    se   recomienda    á  U. . 
muy  expresamente  que  vigile  para   que  esta  cir- 1 
cunstancia  no  dé   lugar  al  fraude  de  que   unos  , 
mismos   individuos  voten  en    dos  ó    mas  parro- ! 
quids  diferentes.  Lo  digo  á  U.  para  su  inteligen- 
cia,   gobierno    y     cumplimiento. — Dios   guarde 
á  U. — Pedro  Briceño  Alende z, 
ELECCIONES.  Qué   se   observará   en   las   de 
Presidente   y   Vicepresidente   de  la  Repúbli- 
ca. Véase    Cámaras    legislativas,     artículos 
constitucionales  que  establecen    las   funciones 
económicas  y  disposiciones  comunes  á  ambas, 
y  Poder  Ejecutivo,  art    constitucionales  105, 
i06,  107  y  109. 
ELECCIONES   municipales.     Véase    Asam- 
bleas municipales,   y  Nulidad  de  las  elec- 
ciones municipales, 
ELECCIONES  municipales,  resolución  eje- 
cutiva DB  30  DK   MAYO  DE    1833  dcclarando 
que  deben  rehacerse,  como  las  de  Senadores, 
Representantes  y    Diputados  provinciales, 
cuando  sea  dividido  el  territorio  de  alguna 
provincia ;  y  cuándo  debe  hacerse  el  sorteo 
correspondiente. 

Secretaria  del  Interíor.— Sección  tercera.— Ca- 
racas, 80  do  Mayo  de  1853.— Resuelto. 
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Dígase  al  Gobernador  de  esta  provincia. 

Con  esta  fecha  se  ha  servido  S.  R  el  Poder 
Ejecutivo  dictar  la  resolución  siguiente  : 

Cuando  el  artículo  2?  ley  8^  del  Código  de 
elecciones  dispone  que  los  Senadores,  Represen- 
tantes y  Diputados  de  las  provincias  que  en  ade- 
lante se  dividieren  duren  en  sus  destinos  hasta  la 
primera  reunión  ordinaria  de  los  Colegios  elec- 
toraleí*,  reconoce  sin  duda  por  fundamento  que, 
dividiéndose  el  territorio,  se  disminuye  el  dato 
de  población  que  requiere  la  Constitución  como 
base  del  número  de  Representantes  y  Diputados 
que  deben  elegirse  en  cada  provincia,  y  se  varia 
el  mismo  territorio  que  sirvió  de  apoyo  ó  la  elec- 
ción de  los  Senadores.  Es  verdad  que  no  existe 
una  disposición  expresa  relativamente  á  los  em- 
pleados municipales  de  origen  popular,  y  que 
nada  ha  resuelto  sobre  el  particular  el  decreto  de 
17  de  Marzo  último  erigiendo  el  cantón  Guaicai- 
puro  en  esta  provincia;  pero  en  ese  silencio  de- 
be adoptarse  el  principio  jurídico  de  que  donde 
existen  las  mismas  razones  debe  existir  la  misma 
disposición  legal.  Todos  los  empleados,  cuyo 
nombramiento  toca  á  las  asambleas  municipales*, 
reconocen  el  mismo  fundamento  de  atender  en 
su  elección  al  dato  de  la  población  y  al  del  terri- 
torio, y  la  separación  de  una  parte  de  este  pro- 
duce necesariamente  una  base  diversa,  y  hace 
una  alteración  radical  en  el  origen  de  los  nom- 
bramientos, que  á  títulos  de  concejiles  solo  de- 
ben pesar  sobre  los  vecinos  de  cada  territorio. 
Por  estos  fundamentos  y  teniendo  presente  que 
aun  no  se  ha  celebrado  la  reunión  ordinaria  de 
la  Asamblea  municipal  de  Caracas,  la  que  debió 
verificarse  en  Diciembre  de  1852,  y  lo  acordado 
por  el  artículo  49  del  decreto  citado  de  i 7  de 
Marzo  último,  se  resuelve:  I9  Que,  debiendo 
reunirse  dicha  Asamblea  lo  mas  pronto  posible, 
á  consecuencia  de  no  haber  tenido  su  reunión 
ordinaria  en  Diciembre  último  por  culpa  de  algu- 
nos de  los  electores  municipales  á  quienes  se  le 
sigue  el  juicio  competente  de  responsabilidad, 
US.  prevenga  á  aquella  Asamblea  la  necesidad 
de  hacer  nuevos  nombramientos  de  todos  los 
funcionarios  que  por  la  ley  le  es  potestativo  ele- 
gir, renovándose  en  su  totalidad  el  Concejo  Mu- 
nicipal del  cantón;  y  que  US.,  si  lo  tiene  á  bien, 
para  evitar  una  convocatoria  extraordinaria,  pue- 
de prevenirle  también  que  elija  los  funcionarios 
de  que  trata  el  referido  artículo  4?  del  decreto 
de  17  de  Marzo  próximo  pasado;  y  29  Que  el 
sorteo  prevenido  por  el  ^  único  del  artículo  69  de 
la  ley  orgánica  do  provincias  debe  tener  lugar 
en  Diciembre  próximo  venidero,  cuyo  resultado 
deberá  comunicarse  á  la  Asamblea  Municipal  en 
la  reunión  ordinaria  de  este  año. 

Soy,  dta.— Por  S.  E.— P/ánaí, 
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ELECCIONES  universitarias.  Véase  Ins- 
trucción pública,  L.  4^,  art.  15  al  25. 

ELECTORES  provinciales.  Requisitos  para 
serlo.  Véase  Asambleas  parroquiales,  art.  27. 

ELECTORES  provinciales.  A  quien  toca  ha- 
cer el  cálculo  de  la  población  para  las  de  cada 
cantón.  Véase  Elecciones,  R.  E.  de  10  de 
Marzo  de  1840. 

ELECTORES  (listas  de.)  Véase  Elecciones, 
L.  2a. 

ELECTORES.  Lugar  que  deben  ocupar  los  su- 
plentes extraordinarios  de  los  primeros  su- 
plentes. Véase  Suplantes,  R.  E.  de  26  de  No- 
viembre de  1836. 

ELECTORES  municipales.  Su  elección. 
Véase  Elecciones,  ley  4a,  §.  único,  del  art.  8. 

ELECTORES  municipales.  Sus  funciones. 
Véase  Provincias,  art.  59  al  66,  y  Tribuna- 
les y  juzgados,  L.  8a  art.  5^. 

ELEFANCIACOS,  decreto' de  5  de  abril 
DE  1834  aprobando  las  disposiciones  del  Eje- 
cutivo sobre  la  consecución  de  la  planta  Cui- 
chunchulli  para  alivio  de  ellos. 

El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  déla  Re- 
pública  de  Venezuela,  reunidos  en  Congreso, 

Considerando  de  un  ínteres  inmenso  para  los 
venezolanos  que  padecen  del  horrible  mal  de  la 
elefancía,  la  adquisición  de  la  planta  nombrada 
Cuichunchulli,  que  según  se  explica  la  facultad 
médica,  no  solo  con  las  pruebas  ya  existentes  de 
alivio  y  probables  de  curación,  sino  con  la  sola 
esperanza  probable  del  primer  resultado,  la  hu- 
manidad y  la  política  tienen  bastante  para  recla- 
mar la  solicitud  de  esta  planta. 

decretan: 

Art.  único.  Se  aprueban  las  resoluciones  que 
ha  consultado  á  la  Legislatura  el  Poder  Ejecuti- 
vo, con  el  objeto  de  solicitar  en  los  estados  de 
Nueva  Granada  y  Ecuador  la  planta  Cuichun- 
chulli;  y  los  gastos  que  ocasione  su  adquisición, 
se  estimarán  como  adicionados  á  la  ley  de  presu- 
puestos del  presente  año  económico. 

Comuniqúese  al  Poder  Ejecutivo  para  su  cum- 
plimiento.— Dado  en  Caracas  á  29  de  Marzo  de 
1834,  año  59  de  la  ley  y  24  de  la  independencia. 
— El  presidente  del  senado,  Manuel  Quintero. — 
£1  presidente  de  la  cámara  de  Representantes. 
Fermín  Toro. — El  secretario  del  Senado,  José 
María  Pelgron. — El  secretario  de  la  cámara  de 
Representantes,  Rafael  Domínguez. — Sala  del 
despacho.  Caracas  5  de  Abril  de  1834,  59  de  la 
ley  y  24  de  la  independencia. — Cúmplase. — El 
Vicepresidente  de  la  República  encargado  del 
Poder  Ejecutivo,  Andrés  Narvarte» — El  secre- 
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tario  de  estado  en  el  despacho  del  interior  y  justi- 
cia. Diego  B.  Urbaneja. 

ELEFANCIACOS,  decreto  de  9  de  mayo  de 
1840  destinando  los  productos  de  la  isla  de 
Toas  para  el  lazareto  de  Maracaibo. 

El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la 
República  de  Venezuela  reunidos  en  Congreso. 

Vistas  las  peticiones  de  la  Diputación  provin- 
cia] de  Maracaibo  de  6  y  9  de  Diciembre  de  los 
años  de  1838  y  1839,  y 

considerando: 

Que  el  hospital  de  Lázaros  mandado  estable- 
cer en  aquella  provincia  por  decreto  de  5  de  Se- 
tiembre de  1828,  se  encuentra  gravado  con  la 
erogación  de  doscientos  noventa  pesos,  á  que 
monta  el  rédito  anual  de  cinco  rail  ochocientos 
pesos  de  capital  reconocido  como  valor  de  la  is- 
la de  Burros  á  cenpo  redimible, 

decretan. 

Art.  19  Los  productos  de  la  isla  de  Toas  se 
destinan  al  sostenimiento  del  hospital  de  Láza- 
ros de  Maracaibo,  sin  perjuicio  de  que  el  Gobier- 
no extraiga  de  sus  canteras  y  minas  de  carbón 
lo  que  se  necesite  para  el  servicio  del  Estado. 

^  único.  La  Diputación  provincial  tomará  á  su 
cargo  la  administración  de  dicha  isla. 

Art.  29  Se  autoriza  al  Poder  Ejecutivo  para 
que  redima  en  los  términos  mas  ventajosos  el 
capital  reconocido  como  valor  de  la  isla  de  Bur- 
I  ros  donde  está  establecido  el  hospital  de  Láza- 
ro, cediéndose  á  favor  de  dicho  establecimiento 
la  cantidad  en  que  se  haga  la  redención. 

Dado  en  Caracas  á  29  de  Abril  de  1840,  año 
119  de  la  ley  y  30  de  la  independencia. — El 
Presidente  del  Senado,  Francisco  Aranda. — 
El  Presidente  de  la  Cámara  de  Representantes, 
Juan  N.  Chaves. — El  Secretario  del  Senado, 
José  A.  Freiré. — El  Secretario  de  la  Cámara 
de  Representantes,  Rafael  Acevedo. 

Sala  del  despacho. — Caracas  9  de  Mayo  de 
1840,  año  11  de  la  ley  y  30  de  la  independen- 
cia.— Ejecútese. — José  A.  Paez, —  Refrendado. 
— El  Secretario  de  Estado  en  los  Despachos  del 
Interior  y  .Tusticia,  Ángel  Quintero. 
ELEFANCIACOS,  resolución  ejecutiva  de 
22  DE  JULIO  DE    1833  disponiendo  su  reclu- 
sión en  los  lugares  donde  no  haya  hospital 
para  ellos;  y  determinando  de  dónde  deben 
hacerce  sus  gastos. 

Despacho  del  Interior. — Sección  municipal. — Ca- 
racas Julio  22  de  1888. 

Habiendo  consultado  el  gobernador  deBarqui- 
simeto  la  medida  que  debería  adoptarse  para  la 
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reclusión  de  una  persona  atacada  del  mal  de  lá- 
zaro, á  consecuencia  de  no  haber  en  aquella  pro- 
vincia un  eslablecinfíiento  fundado  con  este  obje- 
to, resolvió  el  Gobierno  en  el  despacho  de  19  del 
actual,  lo  siguiente. 

**  La  reclusión  de  los  Elefanciacos  és  una  ne- 
cesidad pública,  tanto  mas   digna  de   atención  y 
remedio,  cuanto  que  su  libre  tránsito  y  vecindario 
compromete  del  mismo  modo  la  salud  de  la  pro- 
vincia que  no  los  recluye,   que  la  de  las   demás. 
Es  de  esperarse,  por  tanto,  que  la  Diputación  de 
Barquisimeto,  que  no  tuvo  presento  este  negocio 
en  su  anterior  reunión,  atiendo  á  él  en  lo  veni- 
dero y  le  aplique  el  remedio  que  necesita.  En- 
tretanto  el   Gobernador   de   la   provincia   debe 
obrar  como  encargado  y  responsable  del  orden, 
salud  y  bienestar  de  la  población,  por  los  medios 
que  le  dicte  su  prudencia,  y  valiéndose  de  la  can- 
tidad asignada  en  el  presupuesto  provincial  para 
gastos  imprevistos,  como  lo  es  rigurosamente  el 
de  que  se  trata. —  Urbaneja. 
ELEFANCIACOS.  Fondos  para  su  sostenimien- 
to, y  noticias  que  de  ellos  deben  pasar  los  Go- 
bernadores. Véase  Derechos    de  puerto,  N9 
10  del  art.  9^  y  rr.  ee.   de   10  de  Setiembre 
dé  1842,  7  de  Octubre  de  1851,  28  de  Julio 
de  1S45  V  9  de  Setiembre  de  1851. 
ELEMENTOS  DE  GUERRA.  Véase  Artículos 
de  guerra  [cuerpo  de  la  obra  y  Apéndice  al 
primer  tomo], 
EMANCIPACIONES    JUDICIALES.    Véase 
Tribunales  y  juzgados,  L.  2aart.40,atrib.  17. 
EMBARGO  DE  BIENES.  Véase  Acción  eje- 

cutiva,  art.  6,  8  y  12  á  16. 
EMBARGO  DE  BIENES.  Cuándo  será  que 
únicamente  lo  habrá  en  causas  criminales. 
Véase  Procedimiento  criminal,  art  21. 
EMBARGO  DE  BIENES,  resolución  ejecu- 
tiva DE  25  DE  JULIO  DE  1839,  declarando 
que  se  puede  embargar  y  sujetar  á  ejecución 
la  tercera  parte  de  sueldos  de  militares  re- 
tirados. 

Secretaría  de  Guerra. 

Caracas  Julio  24  de  I84L 


En  18  de  Abril  de  1839  solicitó  el  Administra- 
dor de  Aduana  de  Maracaibo  que  el  Gobierno  I 
resolviese  si  los  oficiales  en  uso  de  licencia  tem-  ¡ 
poral  indefinida  podian  sufrir  descuento  del  todo  I 
ó  parte  de  la  pensión  que  les  señalen  sus  letras  ^ 
para  pagar  lo  que  adeudaran  á  ramos  del  Teso- ' 
ro  público.  Esta  solicitud  pasó  al  Consejo  por 
resolución  de  6  de  Junio  del  mismo  año,  el  que 
evacuó  su  consulta  en  11  del  mismo  en  los  tér- 
minos siguientes. 

"El  artículo  5?  ley  única,  título  69  del  código 
de  procedimionto*  judicial  dispone  que  para  ha- 
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cer  efectivo  el  pago  de  cualquiera  multa  impues- 
ta como  apremio  para  la  ejecución  de  una  sen- 
tencia, pueda,  á  falta  de  bienes  muebles,  embar- 
garse al  apremiado  la  tercera  parte  de  cualquier 
pensión  ó  sueldo  que  disfrute,  reteniéndosela  en 
poder  del  que  deba  pagarla.  El  artículo  49  ley 
primera  título  79  del  código  citado  previene  que 
á  falta  de  bienes  muebles  y  raices,  se  trabe  eje- 
cución en  cualquiera  pensión  ó  renta  del  deudor, 
suspendiéndose  su  pago  y  nombrando  un  depo- 
sitario que  la  perciba.  No  exceptuándose  de  las 
disposiciones  de  la  ley  la  tercera  parte  de  que 
gozan  los  militares,  es  indudable  que  está  sujeta 
al  embargo  y  ejecución  para  pagar  las  deudas 
del  que  la  goza." 

Y  en  25  del  propio  Junio  resolvió  el  Poder 
Ejecutivo  la  mencionada  solicitud  de  acuerdo 
con  el  dictamen  del  Consejo,  y  revocó  la  resolu- 
ción de  23  de  Febrero  de  1837.  En  consecuen- 
cia se  pasó  á  la  Tesorería  general  el  mismo  dia 
el  oficio  siguiente. 

Secretaría  de  Guerra. — Sección  1^ 

Caracas  Junio  25  de  1839. 

Señor  Tesorero  general. 

El  Administrador  de  Aduana  de  Maracaibo 
consultó  en  18  de  Abril  último  si  podia  saldar 
con  el  todo  ó  parte  de  las  pensiones  de  dos  ofi- 
ciales reformados,  las  cantidades  de  que  eran 
deudores  al  ramo  de  rezagos  de  aquella  oficina, 
no  obstante  la  resolución  del  Gobierno  de  23  de 
Febrero  de  1837;  y  el  Gobierno  conformándose 
con  la  opinión  del  Consejo,  ha  resuelto:  que  en 
eate  punto  se  esté  á  lo  dispuesto  en  los  artículos 
59  de  la  ley  única,  título  69  del  código  de  pro- 
cedimiento judicial,  y  49  de  la  ley  1^  título  79 
del  mismo  código,  quedando  derogada  la  citada 
resolución  de  23  de  Febrero  de  1837. 

Dígolo  á  US.  para  su  inteligencia  y  cumpli- 
miento, haciéndolo  trascendental  á  las  oficinas 
de  su  dependencia. 

Soy  de  US.  atento  servidor. 

Rafael  Urdanetn. 

Noífl. — La  resolución  revocada  por  la  anterior 
se  publicó  en  la  Gaceta  de  Venezuela  de  4  de 
Marzo  de  1837,  número  319. — Soublette. 
EMBARGO  DE  BIENES.  Véase  Secuestro  ju- 
dicial y  arraigo f  y  Espera^  §19  art.  I9 
EMOLUMENTOS  DE  REYES  &c.  Véase  Re- 
galos, 
EMPEDRADOS  Y  ENLOSADOS.^Véase  Pro- 
vincias, art.  76  núm.  49 

EMPÍRICOS.    RESOLUCIÓN    EJECUTIVA    DE  CO- 
LOMBIA   DE  8   DE    OCTUBRE    DE    1827    (PUNTO 

39)>  declarando  que  no  pueden  ejercer  nin- 
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ffuna  función  pública  como  médicos  ó  ciru" 
janos;  pero  que  pueden  ser  consultados  pri* 
vadamente  por  el  que  quiera* 

Bogotá  8  de  Octubre  de  1827. 

Vista  la  consulta  dirigida  en  16  de  Julio  últi- 
mo por  la  Facultad  de  medicina  de  la  Universi- 
dad Central  de  Bogotá,  y  lo  que  en  su  conse- 
cuencia informó  la  Dirección  general  de  Estu- 
dios, se  declara:  I9  que  los  Bachilleres  en  me- 
dicina que  al  tiempo  de  publicarse  el  decreto  de 
3  de  Octubre  de  1826  sobre  enseñanza  pública 
se  hallaban  ejerciendo  ya  la  medicina,  deben  con- 
tinuar ejerciéndola,  sin  necesidad  del  grado  de 
Doctores  que  exige  el  artículo  213,  el  que  no 
debe  tener  efecto  retroactivo  conforme  al  235: 
29  que  respecto  de  los  profesores  graduados  en 
paises  extranjeros  que  ejercían  ya  la  me<licina 
en  Colombia  antes  de  que  rigiese  el  plan  de  es- 
tudios citado,  deben  observarse  las  leyes  que  en- 
tonces se  hallaban  vigentes,  para  peimitirles  ó  no 
el  ejercicio  de  la  medicina,  porque  el  expresado 
plan  no  tiene  efecto  retroactivo,  y  solo  ha  co- 
menzado á  regir  desde  el  dia  de  su  publicación : 
39  en  fin,  que  el  Poder  Ejecutivo  no  puede  con- 
ceder autorización  alguna  legal  á  los  que  no  ha- 
yan hecho  estudios  médicos  obteniendo  los  cor- 
respondientes grados,  siempre  que  no  sean  de 
las  personas  comprendidas  en  el  capítulo  31  del 
plan  de  estudios.  Así  dichas  personas  no  podrán 
ejercitar  función  alguna  pública,  como  médicos 
ó  cirujanos ;  mas  por  esto  de  ningún  modo  se 
prohibe  á  los  qne  quieran  consultarlas  privada- 
mente, el  que  oigan  sus  consejos,  mas  bien  que 
los  de  los  Doctores,  médicos  y  cirujanos;  pues 
siendo  la  salud  una  propiedad  de  los  individuos, 
pueden  en  el  retiro  de  sus  casas  oir  y  ejecutar 
los  consejos  médicos  de  las  personas  en  quienes 
tengan  mas  confianza. 

Comuniqúese  á  quienes  corresponda. — Por  S. 
E.  el  Libertador  Presidente. — El  Secretario  del 
Interior,  /.  M,  Restrepo. 

EMPLAZAMIENTO.  Véase  Demanda  y  em- 
plazamiento, art.  8  á  12,  y  contestación  y 
conciliación,  art.  12  y  13. 

EMPLAZAMIENTO,  Derechos  de  los  algua- 
ciles y  sus  acompañantes.  Véase  Arancel  ju- 
dicial, art.  19  y  S*0. 

EMPLEADOS.  Véase  Disposiciones  generales 
constitucionales  referentes  á  diversos  ramos, 
art.  213  y  214,  Juramento  de  empleados,  art. 
const.  220,  Provincias,  art.  98,  99,  lOOy  112, 
y  R.  B.  de  19  de  Setiembre  de  1839,  Aduana, 
art.  36,  Correo,  L.  O.  art.  43,  y  R.  e.  de  27 
de  Mayo  de  1840,  Ahogados,  art.  21,  y  Jun- 
tas económicas  de  hacienda,  art.  6.  Milicia, 
art.  49  de  la  ley  y  10  del  i>.  £•  r.  Renuncias^ 


EM 


Consultas  sobre  inteligencia  de  las  leyes^  Tí- 
tulos de  empleados^  Sueldos,  y  Diputaciones 
provinciales,  rr.  ee.  de  4  de  Noviembre  de 
1836  y  3  de  Agosto  de  1838. 
EMPLEADOS,  resolución  ejecutiva  de  28 
DE  ENERO  DE  1841,  Prohibiéndoles  publicar 
los  informes  que  el  Gobierno  les  pida. 

República  de  Venezuela.— Secretaria  da  E.  en  el 
D.  de  Hacienda.— Caracas  Enero  28  de  1841, 12  de 
la  ley  y  81  de  la  independencia. 

Sr.  Administrador  principal.de  Correos, 

Di  cuenta  al  Gobierno  del  impreso  que  (J.  me 
incluyó  en  su  comunicación  de  25  del  presente 
núm.  13  en  el  cual  aparecen  varias  observacio- 
nes que  hace  U.  sobre  el  ramo  de  correos  para 
satisfacer  el  informe  que  se  le  pidió  por  este  mi- 
nisterio en  oñcío  de  28  de  Noviembre  próximo 
pasado;  y  en  su  vista,  S.  E.  me  ha  encargado 
contestar  &  U.  de  la  manera  siguiente. 

Ha  dado  U.  á  la  prensa  y  ha  publicado  desde 
luego  sin  conocimiento  del  Gobierno,  un  infor- 
me que  este  quiso  obtener  de  la  administración 
.principal  del  ramo  para  hacer  de  él  algún  liso 
que  hubiera  tenido  por  conveniente;  adelantán- 
dose así  á  dar  un  paso  que  no  se  le  exigió,  y  des- 
pojando á  la  vez  al  Gobierno  de  la  libertad  en 
que  naturalmente  estaba  de  darle  ó  no  publica- 
ción en  todo  ó  en  parte  según  lo  hubiera  creido 
mas  ventajoso  al  objeto  que  se  proponía.  Nin- 
gún empleado  está  autorizado  para  publicar  un 
informe  que  le  pide  el  Gobierno,  y  si  todos  fue- 
sen á  cometer  esta  falta  al  ejemplo  que  acaba  U. 
de  dar,  el  servicio  no  reconocería  orden  ni  trá- 
mites ni  sistema,  y  el  Gobierno  se  veria  á  cada 
paso  embarazado  para  tomar  providencias,  cuyo 
éxito  muchas  veces  depende  del'  prudente  uso 
que  se  hace  de  las  piezas  oñciales. 

Contráigome  en  este  lugar  tan  solo  al  hecho 
en  abstracto,  como  funesto  en  lo  general  si  en 
esta  ocasión  fuese  autorizado  para  lo  sucesivo ; 
pues  si  bien  la  materia  en  cuestión,  tratada  de 
una  manera  conveniente,  ningún  aspecto  pre- 
senta que  pudiese  exigir  sigilo,  el  Gobierno  ob- 
serva por  otra  parte  que  del  informe  impreso  no 
aparece  que  U.  haya  analizado  en  calma  el  pro- 
yecto de  ley  que  acompañó  á  mi  citada  comuni- 
cación de  28  de  Noviembre,  único  objeto  con  que 
se  le  remitió,  y  única  cosa  que  importaba  sobre 
el  particular. 

Conocerá  U.  desde  luego  que  no  fué  el  ánimo 
del  Gobierno  excitar  á  O.  á  producirse  en  tér- 
minos inconsiderados  y  ofensivos  al  Congreso  y 
al  mismo  Gobierno,  ni  mucho  menos  servir  de  ve- 
hículo para  una  empresa  tan  agena  del  servicio 
público.  Pendiente  en  la  Cámara  de  Represen- 
tantes el  proyecto  de  ley  citado,  y  persuadido  el 
Gobierno  de  que  nadie  debería  ilustrar  la  mate- 
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ría,  mejor  que  el  empleado  que  há  tantos  años 
se  encuentra  á  la  cabeza  del  ramo,  quiso  oírle 
para  trasmitir  sus  observaciones  á  aquel  cuerpo,' 
y  fué  este  como  ya  he  dicho  el  objeto  que  tuvo 
mi  comunicación  y  la  remisión  del  proyecto; 
pero  el  presupuesto  de  gastos  y  la  pequeña  pá- 
gyia  de  indicaciones  que  corren  en  su  impreso, 
á  mas  de  tocar  muy  superficialmente  la  cuestión 
que  con  especialidad  le  fué  sometida,  ni  son  bas- 
tantes por  su  comprensión,  ni  análogas  por  su 
contenido  á  auxiliar  al  Congreso  en  la  discusión 
de  una  ley  que  ha  de  dar  una  organización  gene- 
ral al  ramo  de  correos.  Lo  demás  que  contiene 
el  impreso  nada  dice  al  Gobierno  que  pueda  in- 
clinarle á  acogerlo  ni  á  presentarlo  al  Congreso. 
Por  tanto  el  Gobierno  quiere  que  se  haga  sa- 
ber á  U.  después  de  estas  observaciones,  que  no 
encontrando  en  el  informe  que  acaba  de  remitir- 
le impreso  las  observaciones  que  esperaba,  ni 
aquel  lenguaje  mesurado  y  respetuoso  que  exi- 
ge el  carácter  de  las  Cámaras  Legislativas  y  del 
Poder  Ejecutivo,  uo  tiene  á  bien  darle  curso  ni 
trascendencia  alguna  por  su  parte. — Soy  de  U. 
atento  servidor. — Guillermo  Smith. 
EMPLEADOS,  resolución  ejecutiva  de  13 
DE  SETIEMBRE  DE  1839,  declarando  que  todos 
están  exentos  de  ser  nombrados  fiscales  ó  de- 
fensores en  causas  criminales» 

Eepública  de  Venezuela. — Secretaría  de  Estado  en 
los  D.  D.  dül  Interior  y  Justicia. — Sección  3. — Cara- 
cas 13  de  Setiembre  de  1837,  año  8  do  la  ley  y  27  de 
la  independencia.— Número  529. 

Sr»  Gobernador  de  Barcelona. 

Puse  en  conocimiento  de  S.  E.  el  Poder  Eje- 
cutivo la  consulta  que  hace  US.  en  oficio  de  11 
de  i^gosto  próximo  pasado,  número  )16,  sobre 
si  los  funcionarios  públicos  en  todos  los  ramos 
de  Ja  administración,  están  ó  no  exentos  de  ser 
fiscales  ó  defensores  en  las  causas  criminales,  ha- 
ciendo presente,  que  las  funciones  municipales 
se  hallan  en  total  abandono,  porque  casi  todos 
los  miembros  del  Concejo  municipal,  incluso  el 
Jefe  político,  están  empleados  en  los  tribunales, 
ya  como  defensores  nombrados  por  los  reos,  ó  de 
oficio,  y  ya  como  fiscales  en  las  mismas  causas. 

Creyendo  el  Gobierno  que  !os  empleados  mu- 
nicipales resisten  con  razón  el  servicio  de  fisca* 
les  ó  defensores  en  las  causas  criminales,  pues 
que  gravados  con  una  carga  concejil  no  parece 
justo  se  les  recargue  con  otra;  y  creyendo  tam- 
bién, que  si  á  los  empleados  civiles  asalariados 
que  deben  emplear  todas  las  horas  de  trabajo  en 
el  desempefio  de  las  funciones  peculiares  á  su 
destino,  se  les  obliga  á  dedicarse  á  otras  distin- 
tas, será  siempre  con  perjuicio  del  servicio  pú- 
blico á  que  están  destinados,  encontrando  sin 
embargo,  que,  prevenido  cono  está  por  el  art. 
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39  tít,  13  del  código  de  procedimiento  judicial, 
que  ningún  ciudadano  podrá  excusarse  de  admi- 
tir dichos  oficios  sin  justificar  un  impedimento 
físico,  dudaba  si  podria  sostener  la  excepción  en 
favor  de  los  empleados,  y  sometió  el  negocio  á 
la  consideración  de  su  Consejo.  De  acuerdo  S.  E. 
con  el  dictamen  de  este  cuerpo  cuya  opinión  ha 
querido  oir  previamente,  entiende,  que  la  dispo- 
sición del  código  citado  no  comprende  á  los  fun- 
cionarios públicos;  porque  dando  por  excusados 
á  los  ciudadanos  que  tengan  un  impedimento  fí- 
sico, no  parece  dudable  que  incluya  en  la  excusa 
á  los  que  deben  desempeñar  funciones  incompa- 
tibles especialmente  en  el  sistema  actual  de  pro- 
ceder que  requiere  por  la  brevedad  de  los  térmi- 
nos y  lapsos  judiciales  una  absoluta  dedicación 
de  las  partes.  Si  hubiese  de  darse  mayor  latitud 
al  artículo  mencionado,  no  estarían  exentos  de 
ser  defensores  y  fiscales,  el  encargado  del  Poder  ^ 
Ejecutivo,  los  miembros  de  las  Cámaras  durante 
las  sesiones,  los  ministros  de  las  Cortes  de  justi- 
cia y  hasta  el  mismo  juez  de  la  causa  en  otra 
instancia.  La  ley  de  23  de  Mayo  del  afío  próxi- 
mo pasado  sobre  juicio  y  penas  en  las  causas  de 
hurto,  posterior  al  código  de  procedimientos,  pa- 
rece que  aclara  la  inteligencia  de  la  disposición 
de  este,  eximiendo  de  ser  defensores  por  el  art. 

40  á  los  que  tengan  justa  causa  para  no  aceptar, 
cuya  circunstancia  existe  respecto  de  los  em- 
pleados públicos.    * 

Es  pues  en  estos  términos  que  el  Gobierno  en- 
tiende lo  dispuesto  en  él  artículo  j  título  cita- 
dos ;  y  reservándose  manifest»rlo  al  Congreso 
en  su  próxima  reunión,  me  ha  ordenado  decirlo 
á  Ü8.  en  contestación. 

Soy  de  US.  atento  servidor. 

(Firmado.)  />.  B.  Urbaneja. 
EMPLEADOS,  resolución  ejecutiva  de  27 

DE  JULIO  DE  1847,  declarando  incompatibles 

ciertos  destinos. 

Secretaría  del  Interior.— Sección  3.— Caracas  Ju- 
lio 27  de  1847. 

Resuelto. — Dígase  al  Gobernador  de  Coro. 

Presenté  al  Despacho  del  Poder  Ejecutivo  la 
nota  de  US.  fecha  17  de  Junio  último  número 
118  y  el  expediente  que  vino  adjunto  relativo  á 
las  declaratorias  de  US.  sobre  incompatibilidad 
en  el  ejercicio  de  los  destinos  de  interventor  de 
rentas  municipales  y  secretario  de  un  alcalde  que 
desempeñaban  los  concejales  sefíores  Pedro  Jo- 
sé Hernández  y  José  Domingo  Soto,  y  al  proce- 
dimiento de]  4yoncejo  municipal  del  cantón  capi- 
tal en  cuanto  á  llenar  las  vacantes  que  resulta- 
ban por  consecuencia  de  dichas  declaratorias,  y 
S.  E.  me  ha  mandado  contestar  á  US.:  I9  que 
existiendo  como  existia  incompatibilidad  en  el 
ejercicio  de  los  referidos  destinos,  no  solo  por  la 
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circunstancia  de  estar  aquellos  empleados  exen- 
tos de  cargas  concejiles  sino  por  la  de  tener  ocu-  ' 
pación  diaria,  US.  ha  podido  declararla,  bien  &  I 
solicitud  de  parte,  bien  de  oñcio,  y  sin  necesidad  i 
del  informe  del  Concejo  municipal  puesto  que 
no  se  trataba  (Te  excusa  por  causa  física  que  es  ' 
de  la  que  trata  el   artículo  71  de  la  ley  orgánica  ¡ 
de  provincias,  y  en  cuyo  caso  se  requiere  dicho  | 
informe;  y  29  que  si  por  consecuencia  de  las  i 
declaratorias  de  US.  resultaron  vacantes  los  re-  .: 
feridos  destinos  de  concejales,  habiendo  preferi- 
do los  señores  Hernández  y  Soto  el  ejercicio  de  ¡ 
los  otros  con  la  libertad   que  tenian  para  ello,  , 
por  estar  exentos  de  cargas  concejiles,  pudo  y 
debió  US.  mandar  llenar  dichas  vacantes,  y  el 
Concejo  debió  proceder  á  llenarlas  en  virtud  de  , 
sus  atribuciones  legales. — Publíquese. — Soy  &c.  'i 

Por  S.  E. — Sanavria. 
EMPLEADOS  de  tesorería,  resolución  eje-  ¡ 

C'ÜTIVA  de   14  de  DICXE3IBRE  DE    1833   proM- 

biéndoles  agenciar  cobros  en  ella, 

\ 
República  do  Venezuela.— Secretaría  do  E.  del  | 
B.  de  Hacienda.— Sección  1.— Caracas  14  de  Di- 
ciembre de  1833,  4  y  23.  |; 

Al  Sr.  Tesorero  general.  ¡i 

Señor.— Con  fecha  16  de  Junio  de  1832  co- 1| 
inuniqué  á  US.  la  orden  siguiente,  la  cual  en  19  il 
del  mismo  se  circuló  á  todas  las  administracio-  w 
nes  de  Aduana.  *  i 

»*Ha  llegado  á  noticia  del  Gobierno  que  algu-  , 
nos  empleados  de  la  administración  de  rentas,  se  | 
ocupan  en  activar  la  formación  de  ajustes  y  li- 
quidación de  particulares,  y  en  agenciar  el  pago  ! 
de  créditos  contra  la  Hacienda  pública.  Tal  ocu-  > 
pación  ademas  de  hacerles  perder  una  parte  del 
tiempo  que  deberían  emplear  en  el  desempeño  |¡ 
de  su  destino  para  lo  cual  el   Estado  les  paga, 
puede  dar  lugar  á  la  creencia  de  que  la  persone-  '! 
ría  en  que  se  ejercitan  redunde  en  su  provecho  ]| 
con  perjuicio  del  acreedor,  que  tal  vez  por  evi-  | 
tarse  pasos  y  esperar,  enajenará  sus  vales  á  di-  Ij 
chos  empleados,  suponiendo  en  ellos  mayor  fa- 
cilidad  para  el  cobro.  Ademas,  el  empeño  que 
se  dice  existe  en  los  empleados  para  procurarse 
semejantes  agencias,  persuade  que  efectivamente 
son   pagados  los  acreedores  sus  protegidos  con 
preferencia  á  los  que  cobran  directamente,  cuyo 
manejo  está  en  contradicción  con  la  igualdad  que 
tantas  y  repetidas  veces  se  ha  encargado  en  el 
pago  de  los  servidores  del  Estado,  y  no  hay  du- 
da que  tal  comportamiento  cede  en  descrédito  de 
todos  los  empleados  de  quienes  es  preciso  alejar 
hasta  las  sospechas.  Queriendo,  pues,  S.  £.  el 
Vicepresidente  cortar  las  causas  que  puedan  sus- 
citarías, y  que  los  empleados  no  se  distraigan  de 
sus  obligaciones,  me  manda  prevenir  á  US.:  **que 
por  el  hecho  de  presentarse  uu  reclamo  agencia- 
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do  por  un  empleado  de  las  oficinas  de  la  admi- 
nistración ó  recaudación,  quede  sin  efecto  hasta 
que  se  presente  su  legítimo  acreedor."  S.  E.  es- 
pera el  mas  exacto  cumplimiento  de  esta  resolu- 
ción, que  hará  notoria  á  sus  subalternos. 

Omitió  entonces  el  Gobierno  publicar  por  la 
prensa  la  mencionada  circular,  porque  creyó  que 
una  simple  amonestación  bastaría  á  corregir  á 
los  empleados  que  se  conociesen  culpables  de  un 
proceder  tan  irregular.  Pero  observa  que  en  el 
periódico  titulado  Liberal  de  9  del  corriente  nú- 
mero 9  se  ha  impreso  un  artículo  comunicado 
que  firman  Unos  reformados^  y  en  que  se  ase- 
gura, como  de  público  y  notorio,  el  agiotaje  que 
ejercen  muchos  oficinistas  de  una  manera  escan- 
dalosa :  que  hay  empleados  subalternos  que  cuen- 
tan hoy  con  un  capital  adquirido  por  este  medio 
á  costa  de  muchos  infelices  á  quienes  recompen- 
sa el  Tesoro  público :  que  los  reformados  exis- 
tentes fuera  de  la  capital,  tienen  entre  los  subal- 
ternos de  las  oficinas  agentes  para  el  cobro  de 
sus  terceras  partes,  los  cuales  después  de  perci- 
birlas no  se  las  entregan:  que  los  partícipes  se 
cansan  de  mandar  buscarlas,  y  los  mismos  agen- 
tes les  contestan  no  haber  sido  sntisfechos  por 
falta  de  dinero,  cuando  al  contrario  son  los  pri- 
meros que  se  despachan  ;  y  á  otros  les  ofrecen 
comprar  sus  sueldos  con  una  lesión  enormísima, 
hasta  .que  al  fin  los  interesados  se  ven  todos  en 
la  necesidad  de  ceder  bien  por  escasez  ó  por  fas- 
tidio: y  últimamente  que  se  observan  en  las  mis-  ' 
mas  casas  de  las  oficinas  los  contratos  que  se 
hacen. 

Ha  parecido  conveniente  recapitular  las  acu- 
saciones que  hace  dicho  periódico,  á  fin  que  US. 
las  tenga  presentes,  ademas  de  las  advertencias 
que  contiene  la  preinserta  circular,  y  con  la  mira 
de  que  la  Tesorería  por  su  parte  y  cada  jefe  de 
oficina  á  quien  U8.  comunicará  la  presente  or- 
den, informe  con  la  posible  brevedad  cuales  son 
los  empleados  tachados  ó  sospechados  de  estas 
negociaciones  degradantes  y  agenas  de  sus  des- 
tinos :  el  Gobierno  se  propone  obrar  con  todo  el 
rigor  de  las  leyes  contra  los  que  resulten  culpa- 
dos, y  me  manda  reiterar  á  US.  el  cumplimien- 
to de  la  circular  de  19  de  Junio  del  año  pasado, 
en  el  concepto  de  que  la  presente  se  hará  impri- 
mir en  la  Gaceta.  La  Tesorería  igualmente  que 
los  demás  jefes  de  oficinas  deben  redoblar  su  vi- 
gilancia sobre  la  conducta  de  sus  subalternos,  te- 
niendo á  la  vista  lo  que  previenen  los  artículos 
57,  58  y  59  de  la  ley  orgánica  de  hacienda. 

Soy  de  US.  atento  servidor. 

(Firmado.) — Pedro  P.  Diaz. 

Nota.'—Se  transcribió  con  el  mismo  objeto  al 
Tribunal  de  Cuentas  en  el  mismo  dia. 

EMPLEADOS  ds  hacienda»  Ante  quien  deben 
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prestar  el  juramento  constitucional.  Véase  Ju- 
ramento de  empleados  nacionales.  R.  E.  de 
26  de  Octubre  de  1836. 

EMPLEADOS  de  hacienda.  Requisitos  de  fian- 
za que  deben  llenar.  Véase  Fianzas^  rr.  ee. 
de  20  de  Junio  y  13  de  Octubre  de  1840. 

EMPLEADOS  de  hacienda.  Reglas  para  su 
prisión  cuando  sean  encausados  por  delitos 
comunes.  Véase  Procedimiento  criminal,  R« 
£.  de  2  de  Diciembre  de  1840. 

EMPLEADOS  de  hacienda.  Están  exentos  de 
cargas  concejiles  y  de  otras  semejantes.  Véase 
Cargas  concejiles.  R.  R.  de  17  de  Abril  de 
1839. 

EMPLEADOS  de  hacienda,  resolución  eje- 
cutiva de  7  DE  FEBRERO  DE  1838  declaran- 
do qve  no  pudiendo  ser  juzgados  por  ¡os  tri- 
bunales ordinarios  sino  en  el  caso  de  dolo, 
toca  solo  al  Poder  Ejecutivo  su  deposición 
por  omisión  en  el  ejercicio  de  su  empleo» 

Desconoce  el  Poder  Ejecutivo  la  autoridad  y 
jurisdicción  con  que  el  juez  de  primera  instancia 
del  circuito  de  Oriente  de  Guayana  ha  condena- 
do al  aiiministrador  de  aquella  aduana  á  sufrir  la 
privación  de  su  empleo,  por  omiso  en  el  cumpli- 
miento de  sus  deberes,  arreglándose  por  ello  á 
los  artículos  91  y  93  de  la  ley  orgánica  de  pro- 
vincias. Aun  en  el  caso  de  tener  jurisdicción  pa- 
ra pronunciar  aquel  fallo,  la  sentencia  seria  no- 
toriamente nula,  por  haberse  aplicado  en  ella 
una  ley  que  de  ninguna  manera  se  contrae  á  los 
empleados  de  la  hacienda  pública,  cuyos  deberes 
y  responsabilidades  son  objeto  de  otras  leyes 
vigentes;  pero  esta  declaratoria  correspondería 
á  la  Corte  Superior  de  justicia  porque  obrando 
el  juez  de  primera  instancia  con  la  competente 
jurisdicción,  es  á  aquella  superioridad  á  quien 
toca  confirmar,  ó  revocar  sus  sentencias. 

Mas  en  el  presente  caso  el  juez  de  Angostura 
se  ha  investido  de  una  jurisdicción,  y  usado  de 
una  potestad  que  no  tiene  por  la  ley:  y  por  lo 
tanto  el  Poder  Ejecutivo  desconociendo  su  auto- 
ridad legal  está  en  el  deber  de  negar  toda  efica- 
cia y  valor  al  fallo  con  que  ha  pretendido  privar 
de  su  empleo  al  administrador  de  aquella  adua- 
na. Los  administradores,  interventores  y  demás 
empleados  en  el  régimen  de  las  aduanas  solo  es- 
tán sometidos  á  la  jurisdicción  y  juicio  de  los 
tribunales  competentes  cuando  sus  faltas  envuel- 
ven dolo ;  pero  si  fueren  incapaces  ú  omisos  en 
el  desempeño  de  sus  deberes,  es  solo  al  Poder 
Ejecutivo  á  quien  corresponde  poner  oportuno 
remedio,  conforme  lo  estime  conveniente,  sién- 
dole esta  facultad  tanto  mas  potestativa  cuanto 
que  todos  los  empleados  en  el  ramo  de  hacienda 
son  comisiones  cuya  duración  está  á  la  discre- 
ción del  Poder  Ejeootivo.  Dé  todo  lo  cual  se  de- 
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duce  naturalmente  que  si  el  expresado  juez  cre- 
yó que  el  proceso  seguido  contra  Fermin  La- 
[  reaux  suministraba  pruebas  de  que  el  adminis- 
I  trador  de  aduana  era  omiso  en  el  cumplimiento 
de  sus  obligaciones,  el  deber  del  juez  fué  infor- 
marlo al  Poder  Ejecutivo,  acompañando  los  do- 
cumentos que  lo  comprobasen ;  pero  de  ningu- 
na manera  excederse  á  librar  un  fallo  para  el 
cual  carece  de  jurisdicción.  En  consecuencia  pre- 
véngase al  administrador  de  Angostura  continúe 
en  el  desompetlo  de  su  empleo  mientras  no  reci- 
ba otra  disposición  del  Gobierno :  insértese  esta 
resolución  al  juez  de  primera  instancia  en  con- 
testación á  su  oficio  de  12  de  Diciembre  próxi- 
mo pasado,  y  en  atención  á  que  aparece  de  este 
que  el  proceso  ha  sido  remitido  á  la  Corte  Supe- 
rior del  segundo  distrito  judicial,  por  haber  el 
administrador  interpuesto  recurso  de  apelación, 
comuniqúese  también  á  aquella  superioridad  pa- 
ra los  efectos  que  convenga,  y  para  que  se  sirva 
disponer  se  remitan  al  Gobierno  copias  de  iodos 
los  documentos  de  dicho  proceso  que  obren  con- 
tra el  administrador  de  Angostura  y  le  califiquen 
de  omiso  en  el  cumplimiento  de  sus  deberes. 

Respecto  al  administrador  subalterno  de  Ya- 
ya, que  por  el  propio  fallo  ha  sido  también  des- 
tituido de  su  destino,  aunque  adolece  aquel  igual- 
mente del  vicio  de  notoria  nulidad,  por  haber  el 
juez  aplicado  una  ley  extraña  &  la  materia,  y  no 
haber  prestado  audiencia  al  penado;  como  se 
expresa  en  el  fallo  que  dicho  administrador  usó 
mal  de  su  oficio;  y  puede  este  concepto  envol- 
ver la  convicción  de  dolo  en  el  desempeño  de  su 
empleo,  espérese  la  determinación  de  la  Corte 
Superior  de  justicia  á  quien  se  ha  elevado  el 
proceso. 

Por  S  E.—G.  Smitk. 
EMPLEADOS  db  hacienda,  decreto  ejecu- 
tivo DE  28  DE  noviembre  DE  1838  sobre  su 
separación  cuando  deben  concurrir  al  Con- 
greso 6  ala  Diputación  provincial* 

Carlos  Soublette,  General  de  División  de  los 
ejércitos  de  la  República  y  Vicepresidente 
encargado  del  Poder  Ejecutivo* 

considerando: 

Que  varios  empleados  en  el  ramo  de  hncienda 
son  frecuentemente  elegidos  Senadores,  Repre- 
sentantes y  Diputados  provinciales:  que  por  el 
artículo  82  de  la  Constitución,  cualquiera  otra 
función  pública  es  incompatible,  durante  las  se- 
siones, con  las  de  Representante  y  Senador;  que 
por  la  misma  Constitución  (artículos  83  y  165) 
los  Senadores,  Representantes  y  Diputados  pro- 
vinciales gozan  de  inmunidad  durante  las  sesio- 
nes y  mientras  van  á  ellas  y  vuelven  á  sus  casas; 
y  ültimamente  que  por  el  artículo  50  de  la  ley 
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de  elecciones,  los  elegidos  solo  paeden  excusar- 
se por  causas  graves  é  impedimentos  físicos  á 
juicio  de  los  gobernadores. 

decreto: 

Art,  19  Cuando  un  empleado  de  hacienda  con 
responsabilidad  y  tíanza,  electo  Senador,  Repre- 
sentante ó  Diputado  provincial  se  separe  de  su 
destino  para  concurrir  á  las  sesiones  de  sus  res- 
pectivos cuerpos,  se  entiende  que  la  responsabi- 
lidad anexa  á  su  destino,  cesa  para  él,  desde  el 
momento  de  su  separación,  por  todo  el  tiempo 
que  estuviere  ausente  con  motivo  dé  la  asistencia 
al  Congreso  6  á  la  Diputación  provincial. 

Art.  29  El  empleado  do  hacienda  con  respon- 
sabilidad y  ñanza  que  con  el  motivo  expresado 
en  el  artículo  anterior  se  aparte  de  su  destino,  si 
su  sueldo  como  tal  empleado  fuere  mayor  que 
las  dietas  que  como  miembro  del  Congreso  ó  Di- 
putación provinciaií  debe  percibir,  recibirá  estas 
dietas  y  ademas  del  Tesoro  público  la  parte  que 
falte  para  igualar  aquel  sueldo.  Si  este  fuere  me- 
nor que  las  dietas  dejará  de  percibirlo  por  solo 
el  tiempo  en  que  disfrute  de  estas    (*) 

Art.  39  Desde  el  momento  en  que  los  men- 
cionados empleados  reciban  el  nombramiento  de 
miembros  de  aquellas  corporaciones,  lo  avisarán 
al  Poder  Ejecutivo  para  con  tiempo  y  en  opor- 
tunidad nombrar  quien  deba  sucederles  durante 
su  ausencia. 

Art.  49  La  persapa  que  nombre  el  Gobierno 
para  sostituir  al  empleado  que  asistiere  al  Con- 
greso ó  Diputación  provincial  gozará  de  todo  el 
»ueIdo  señalado  al  empleo  que  interinamente 
sirve. 

Art.  59  Cualquiera  otra  resolución  general  6 
particular  que  sobre  este  punto  se  haya  librado 
queda  derogada  por  el  presente  decreto. 

Dado  en  Caracas  á  2b  de  Noviembre  de  1838, 
99  y  289 

(Firmado.)  Carlos  Soublette. 
Por  S.  E. —  Firmado.)  Guillermo  Smitk 
'    Es  copia:  Smitk» 

EMPLEADOS  de  hacienda,  resolución  eje- 
cutiva DE  27  de  noviembre  de  1840,  sobre 
lo  mismo  que  el  decreto  anterior. 

Secretaría  de  Hacienda,— Caracas  27  de  Noviem- 
bre de  1840, 11  y  80. 

Habiendo  acreditado  la  experiencia  que  por  fa 
mayor  distancia  de  la  capital  6  que  eslán  situa- 
das algunas  administraciones  de  aduana  y  recep- 
torías principales  de  la  República,  no  llegan 
oportunamente  los  nombramientos  que,  con  ar- 

(*)  Este  artícalo  está  en  armonía  con  el  4  del  decreto 
de  23  de  Abril  de  1846  sobre  viático  y  diotas. 
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reglo  al  artículo  39  del  decreto  de  28  de  No- 
viembre de  183b,  ha  hecho  el  Poder  Ejecutivo 
para  suceder  á  los  empleados  de  hacienda  elec- 
tos Senadores,  Representantes  6  Diputados  pro- 
vinciales, y  para  que  conforme  á  lo  prevenido  en 
el  artículo  43  de  la  Constitución,  concurran  es- 
tos sin  falta  el  día  designado  para  su  reunión,  re- 
suelve el  Gobierno  que  en  el  caso  de  no  recibir- 
se en  su  oportunidad  tales  nombramientos,  sin 
embargo  de  haberse  .expedido,  el  Gobierno  de  la 
provincia  á  que  pertenezcan  dichos  empleados  ' 
electos,  en  uso  de  la  autoridad  que  se  le  conce- 
de por  el  artículo  34  de  la  ley  orgánica  de  pro- 
vincias de  24  de  Abril  del  referido  año  1838» 
proceda  á  nombrar  quienes  los  sustituyan  mien- 
tras se  posesionan  los  nombrados  por  el  Poder 
Ejecutivo,  dando  cuenta  inmediatamente.  Co- 
muniqúese y  circúlese  á  quienes  corresponda. — 
Por  S.  E.— iSmi7A. 

EMPLEADOS  de  hacienda  resolución  eje- 
cutiva de  13  DE  MARZO  de  1851  previiitendo 
á  los  Gobernadores  que  celen  y  vigilen  sobre 
su  comportamiento  dando  cuenta  de  los  defec- 
tos y  faltas  que  adviertan. 

República  de  Venezuela. — Secretaría  de  Hacien- 
da.—Sección  primera. —Circular.— Caracas,  Marzo 
13  de  1851. 


Sr.  Gobernador  de  la  provincia  de.:*** 

S  E.  el  Presidente  de  la  República,  me  ha  or- 
denado decir  á  U  S.  lo  siguiente. 

Deseoso  el  Gobierno  de  cumplir  sus  atribucio- 
nes y  de  que  la   República    pueda  atender  á  sus 
compromisos  interiores  y  exteriores  recomienda 
mucho  á  U  S.  el  celo,  vigilancia,  6  investigacio- 
nes respecto  á  todos  los  empleados  de  Hacienda, 
no  solamente  con    relación  á  su  conducta  de  ofi- 
cina sino  también  acerca  de  su  comportamiento 
social;  en  los  tanteos  mensuales  pasará  US.  en 
persona  k  la  oficina  ú  oficinas  de  Hacienda,  exa- 
minará los  diversos   ramos   de  la  cuenta,  obser- 
vará la  fecha  de  las  partidas  y  los  comprobantes 
que  las  justifiquen,    comprendiendo  igualmente 
al  personal  de  cada  oficina  y  de  su  resguardo,  á 
I  fin  de  convencerse  de  la  existencia  en  numerario 
I  que  haya  en  caja,  así  como  de  los   pagarés  pen- 
I  dientes  y  ya  pagados;  observando  atentamente 
'  si  los  empleados  están  en  sus  respectivos  puestos, 
I  si  ellos  se  consagran  á  sus  deberes,  y  qué  clase  de 
'  conducta  los  distingue.  Sin  esperar  el  dia  designa- 
I  do  por  la  ley  para  la  diligencia  de  tanteo,  conven- 
drá que  US.  visite  las  oficinas,  á  ^a  de  persuadir- 
se si  las  existencias  de  la  cuenta   se  encuentran 
en  la  caja,  y  si  aquella  marcha  con  el  dia:  dando 
aviso  á  este  Ministerio   de  los  defectos  6  faltas 
que  adviertan  sin  demora  alguna. 

Gomo  el  gobierno   eetft  resuelto  á  no  disimu- 
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lar  ninguna  falta  á  los  empleados  en  rentas  públi- 
cas por  mínima  que  sea,  quiere  que  las  autori- 
dades llamadas  á  víjílar  sobre  este  ramo,  observen 
y  denuncien  las  operaciones  de  dichos  emplea- 
dos ;  en  consecuencia  dispone  S.  E.  el  Presiden- 
te de  la  República  que  US.  circule  estas  ordenes 
&  los  Jefes  políticos,  juzgados  parroquiales  y  jue- 
ces de  paz  de  la  provincia  de  su  mando,  á  fín  de 
que  sin  excusa  ni  pretexto  cada  uno  cumpla  con 
ellas  según  sus  casos  y  atribuciones. — Soy  de 
US.  atento  servidor. — J.  M.  de  IIeres. 

EMPLEADOS  db  hacienda.  Véase  Cuentas 
de  las  oficinas  superiores  de  hacienda* 

EMPLEADOS  dependientes  del  poder  eje- 
cutivo. Prohibición  que  tienen  de  ejercer  las 
funciones  de  abogado,  y  de  patrocinante;  y 
tiempo  que  sin  embargo  se  les  computará  co- 
mo de  práctico.  Véass  Ahogados,  art.  21  y  su 
parágrafo. 

EMPLEADOS,  de  las  PARRoaviAs  db  nueva 
erección,  resolución  ejecutiva  de  26  DE 
AGOSTO  DK  \SAO  declarando  que  pueden  ser 
nombrados  por  los  Concejos  municipales  haS' 
ta  la  reunión  de  la  asamblea  municipal* 

República  de  Venezuela.— Secretaría  de  E.  en  los 
D  D.  del  Interior  v  Justicia. — Sección  tercera — Ca- 
racas 26  de  Agosto  de  1840,  11.  ®  de  la  ley  y  30.  ® 
de  la  independencia. — Número  616. 

Sr.  Gobernador  de  Trujillo. 

Impuesto  el  Gobierno  de  la  consulta  que  US. 
hizo  en  oficio  de  7  do  Julio  próximo  pasado,  nú- 
mero 70,  sobe  el  nombramiento  de  juezes  de  paz 
y  síndico  parroquial  que  ha  hecho  el  Concejo 
Municipal  de  Escuque  para  la  nueva  parroquia 
de  la  Union,  ha  resuelto  hoy  lo  que  sigue: 

**Toca  á  las  asambleas  municipales,  reunidas 
el  25  de  Diciembre,  elegir  alcaldes,  concejales  y 
juezes  de  paz,  y  á  los  concejos  municipales  ejer- 
cer la  misma  función  en  los  casos  expresados  en 
el  artículo  66  de  la  ley  orgánica  de  provincias: 
erigida  á  mediados  de  este  año  la  parroquia  del 
Alto  de  Escuque,  la  asamblea  municipal  no  pudo 
nombrarle  funcionarios  á  fines  del  año  último,  y 
el  Gobierno  cree  que  el  Concejo  Municipal  del 
cantón  ha  podido  hacer  los  nombramientos  de 
que  se  da  cuenta." 

*'No  puede  decirse  que  el  Concejo  ha  obrado 
contra  la  ley,  aunque  sí  fuera  de  ella ;  pero  de- 
biendo darse  funcionarios  &  la  nueva  parroquia, 
el  arL  66  antes  citado  justifica  su  proceder." — 
Soy  de  US.  atento  servidor. 

Ángel  Quintero. 
EMPLEADOS  políticos  ó   uunicipales.  Có* 
mo,  y  por  quienes  serán   compeiidos  á  pose- 
sionarse de  sus   destinos  6  á  volver  k  ellos  si 
rehusaren  servir,  ó  se  au^eotaren  sin  permiso. 
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Véase  Provincias,  art.  72.  y  Jefes  políticos, 
R.  E.  de  22  de  Junio  de  1840. 

EMPLEADOS  políticos  ó  municipales.  Cua- 
dro anual  que  deberán  pasar  los  Gobernado- 
res al  Poder  Ejecutivo.  Véase  Provincias,  R. 
E.  de  19  de  Mayo  de  1840. 

EMPLEADOS  políticos  ó  municipales. 
Tiempo  para  promover  queja  contra  ellos. 
Véase  Queja,  R.  E.  de  24  de  Julio  de  ia39. 

EMPLEADOS  políticos  ó  municipales.  Véa- 
se Nulidad  de  las  elecciones  municipales,  y 
Licencias  de  los  empleados  provinciales. 

EMPLEADOS  eclesiásticos  interinos.  Véa- 
se Curatos,R.  E.de  31  de  Setiembre  de  1839. 

EMPLEADOS  militares.  Véase  Despachos 
militares. 

EMPLEADOS  de  los  colegios  nacionales. 
Véase  Colegios  nacionales* 

EMPLEADOS  diplomáticos.  Véase  Minis- 
tros públicos. 

EMPLEADOS  infieles,  ley  de  7  db  abril 
DE  1849,  declarando  que  los  empleados  infie- 
les que  tomen  parte  en  cualquiera  facción,  ó 
abandonen  sus  destinos,  los  pierden. 

El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la  Re- 
pública de   Venezuela  reunidos  en  Congreso, 

CONSIDERANDO  : 

19  Que  la  fidelidad  de  los  miembros  de  la  Ad- 
ministración pública  es  la  base  del  orden  en  las 
sociedades. 

DECRETAN  : 

Art.  19  Todos  los  empleades  públicos,  sea 
cual  fuere  su  naturaleza,  deben  permanecer  afec- 
tos al  sistema  de  gobierno  republicano  que  ha 
proclamado  Venezuela,  y  acreditar  con  su  fideli- 
dad su  constante  adhesión  al  Gobierno. 

Art.  29  Los  empleados  en  el  orden  legislativo, 
ejecutivo  y  municipal  que  tomen  parte,  ó  que  de 
cualquier  modo  se  compliquen  en  una  facción 
interior  ó  invasión  exterior,  ademas  de  quedar 
sujetos  á  juicio  conforme  á  las  leyes,  pierden 
por  aquel  hecho  sus  destinos. 

Art.  39  Los  mismos  empleados  que  sin  ser 
perseguidos  por  los  enemigos  de  Venezuela  ó  de 
su  Gobierno,  abandonasen  sus  destinos  yéndose 
ó  no  para  país  extranjero,  en  momentos  de  peli- 
gro para  la  patria,  pierden  igualmente  sus  em- 
pleos. 

Art.  49  Respecto  de  los  empleados  en  el  or- 
den judicial  que  incurran  en  los  casos  expresa- 
dos en  los  artículos  anteriores,  precederá  su  en- 
causamiento  á  la  suspensión,  y  no  serán  desti- 
tuidos de  sus  destinos  sino  por  sentencia  que  los 
declare  culpables,  ó  porque  se  hayan  acogido  d 
{  algún  indulto,  ó  ausentádose  de  la  República  sin 
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e]  permiso  competente.  En  el  caso  de  amnistía 
está  á  la  voluntad  de  los  referidos  empleados  so- 
meterse á  ella,  ó  pedir  un  juicio  para  los  efectos 
del  empleo,  y  en  el  primer  caso  se  entenderá 
que  lo  han  renunciado. 

Art.  59  La  destitución  de  los  senadores,  re- 
presentantes y  diputados  provinciales,  solo  po- 
drá ser  abordada  por  el  Congreso  ó  por  la  dipu- 
tación provincial  respectiva,  en  cuanto  á  los  úl- 
timos. En  las  causas  que  se  sigan  por  los  tribu- 
.  nales  k  estos  funcionarios  por  estar  incursos  en 
las  disposiciones  de  esta  ley,  se  observarán  pre- 
cisamente los  artículos  83  y  165  de  la  Constitu- 
ción. 

Dada  en  Caracas  á  31  de  Marzo  de  1849,  año 
20  de  la  ley  y  39  de  la  independencia.  —  El  Pre- 
sidente del  Senado,  José  María  Barroeta. — El 
Presidente  de  la  Cámara  de  Representantes,  Jo- 
sé Ramón  Agdcro* — El  Secretario  del  Senado, 
José  Ángel  Freyrc. — El  Secretario  de  la  Cámara 
de  Representantes,  J.  Padilla. 

Caracas  Abril  7  de  1849,  año  20  de  la  ley  y 
39  déla  independencia. — Ejecútese. — José  Ta- 
deo  Monágas, — Por  S.  E.  El  Presidente  de  la 
República. — El  Secretario  de  Estado  en  los  Des- 
pachos del  Interior,  Justicia  y  Relaciones  Exte- 
riores,  José  R.  Revenga. 

EMPLEADOS  infieles,  resolución  ejecuti- 
-  VA  DE  17  DE  ABRIL  DE  1818  declarando  sepa- 
rados de  sus  destinos,  dios  que  acogiéndose 
á  1111  indulto,  se  confiesen  por  este  hecho  com- 
plicados en  una  facción-,  y  sujetando  á  los 
que  no  lo  hagan  á  la  responsabilidad  de  la  ley. 


Secretaría  del  Interior. — Sección  tercera. — Cara- 
cas 17  do  Abril  de  1848.— Resuelto. 

Dígase  á  los  Gobernadores  de  provincia. 

Por  los  artículos  112  de  la  ley  orgánica  de  pro- 
vincias, 55  de  la  orgánica  de  tribunales,  y  17  y 
18  (le  la  de  28  de  Mayo  de  1837  que  reforma  las 
oficinas  superiores  de  Hacienda,  se  previene,  que 
los  empleados  á  quienes  dichas  leyes  se  contraen, 
que  continúen  en  el  ejercicio  de  sus  funciones 
bajo  el  poder  de  facciosos  ó  enemigos  del  Go- 
bierno constitucional  &c.  quedarán  inhabilitados 
para  obtener  destino  alguno  de  honor  y  de  con- 
lianza  en  la  República,  sin  perjuicio  de  sujetarse 
á  las  demás  penas  á  que  se  hayan  hecho  acree- 
dores conforme  á  las  leyes  comunes.  En  conse- 
cuencia, el  Gobierno  dispone  que  todos  aquellos 
empleados  comprendidos  en  esa  provincia  en  los 
casos  precitados,  que  se  hayan  confesado  culpa- 
bles acogiéndose  al  indulto,  queden  de  hecho  se- 
parados de  sus  destinos ;  y  que  aquellos  que,  en- 
contrándose en  los  mismos  casos,  no  hubieren 
obtenido  dicho  indulto  deben  quedar  sujetos  á 
toda  la  responsabilidad  con  que  los  penan  las  re- 
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feridas  leyes,  debiendo  US.  en  ambos  casos  pro« 

ceder  desde  luego  á  nombrar  personas  de  entera 

confianza  que  los  subrogue  interinamente  en  sus 

destinos  respectivos. 
Soy  &-C. 

Por  S.  E. — Sanavria. 

EMPLEOS.  Cuáles  no  podrán  crearse.  Véase 
Disposiciones  generales  constitucionales,  art. 
213. 

EMPLEOS.  Cuáles  únicamente  podrán  admitir 
del  Poder  Ejecutivo  los  Senadores  y  Represen- 
tantes durante  el  período  de  su  nombramiento. 
Véase  Cámaras  legislativas  art.  constitucio- 
nal 85. 

EMPLEOS  MUNICIPALES.  Véase  Elecciones 
municipales. 

EMPRÉSTITOS.  Véase  Deuda  pública  en  to- 
dos sus  Artículos. 

EMPRÉSTITOS.  Atribuciones  de  los  Concejos 
municipales  sobre  distribución  de  los  que  re- 
partan las  Diputaciones  provinciales  entre  los 
cantones.  Véase  Provincias  art.  82. 

EMPRÉSTITOS,  resolución  ejecutiva  de 
11  DE  AGOSTO  DE  1849,  prohibiendo  á  las  au- 
toridades civiles  recaudar  é  invertir  por  eí 
mismas  los  empréstitos  voluntarios  úobliga" 
torios  en  dinero  6  especies. 

República  do  Venezuela. — Secretaría  de  Ha- 
cienda.— Sección  primera. — Caracas  Agosto  11  de 
1849, 29  y  89.— Circular. 

Señor  Gobernador  de  la  provincia  de.... 

Sabe  el  Gobierno  oficialmente  que  algunas  au- 
toridades civiles  de  la  República  á  quienes  por 
la  ley  está  prohibido  ejercer  autoridad  económi- 
co, gubernativa  en  la  Hacienda  Nacional  están 
procediendo  por  sí  propias,  contra  lo  dispuesto 
por  el  Poder  Ejecutivo  á  la  recaudación  é  inver- 
sión de  empréstitos  voluntarios  ú  obligatorios  en 
dinero  ó  especies  para  el  sostenimiento  del  ejér- 
cito y  demás  urgentes  atenciones  del  servicio  pú- 
blico, en  circunstancias  en  que  la  penuria  del  te- 
soro exige  la  mas  rígida  economía  en  la  distribu- 
ción de  sus  fondos  por  parte  de  los  empleados 
encargados  de  su   manejo. 

No  puede  S.  E.  ver  con  indiferencia  que  se  in- 
vadan las  leyes  y  disposiciones  ejecutivas  por 
los  mismos  que  deben  ser  los  mas  celosos  guar- 
dianes de  su  cumplimiento,  atribuyéndose  facul- 
tades que  les  niegan  las  mismas  leyes  y  disposi- 
ciones, y  que  han  concedido  expresamente^  los 
empleados  encargados  de  la  dirección  y  manejo 
de  las  rentas  públicas;  y  por  lo  tanto  me  ha  or- 
denado prevenir  á  US«,  que  dicte  las  medidas 
mas  eficaces  para  que  las  autoridades  civiles  de 
la  provincia  de  su  mando  cesen  desde  luego  en 
la  recaudación  é  inversión  de  dichos  empréstitos 
ejerciendo  solo  aquellas  funciones  determinadas 
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por  la  ley  y  decretos  del  Poder  Ejecutivo  en  sus 
respectivos  casos,  y  den  cuenta  inmediatamente 
de  Jas  cantidades  que  por  tal  respecto  hayan  re- 
caudado é  invertido  con  expresión  dejas  perso- 
nas contribuyentes  y  de  los  objetos  de  la  inver- 
sión, acompañando  los  documentos  que  la  com- 
prueben, para  que  de  este  modo  quede  regulari- 
zada la  contabilidad  en  las  oñcinas  de  Hacienda 
respectivas  á  hiA  cuales,  que  son  las  que  deben 
continuar  en  la  recaudación  é  inversión,  se  pasa- 
rá dicha  cuenta  con  sus  comprobantes,  en  la  in- 
teligencia de  quocon  esta  fecha  se  manda  circu- 
lar lo  convenit'nte  álos  jefes  de  ellas. 

No  duda  el  Poder  Ejecutivo  que  ÜS.  desple- 
gará toda  su  energía  para  cortar  de  raiz  un  abu- 
so semejunle,  y  dejar  bien  puesta  la  Administra- 
ción de  la  provincia  de  su  mando,  dando  cuenta 
á  este  Ministerio  del  resultado  de  las  medidas  que 
tomare. 

Soy  6¿c. — Jacinto  Guíirrrez. 
EMPRÉSTITOS,  resolución  ejecutiva  de 
14  DK  SETIEMBRE  DK  18 lí)  dcclaraudo  que  el 
mayor  empréstito  (¡uc  puede  imponerse  de 
hoy  en  adelante  á  un  venezolano  calificado 
de  pudiente  es  de  SCO  pesos» 

Rrpiiblica  do  Vonozuela. — Secretaría  do  Ilccien- 
íla. — Si'ceion  2. — Gariicas,  .Setiembre  l-k  de  IBl'J- 
20  Y  oO.— Circular. 

Sr.  Gobernador  de  la  provincia  de 

Ayer  ha  dictado  S.  E.  el  Presidente  de  la 
República,  la  siguiente  resolución. 

**ConsiJerando  el  Gobierno  que  la  guerra  y 
otras  causas  hnti  menguado  extraordinaria- 
mente la  fortuna  de  lus  ciudadanos,  y  que  por 
esto, y  el  rcstubUcimiento  de  la  paz,  es  ya  un  de- 
ber imprescindible  dar  una  regla  sobre  la  cuota 
individual  de  los  empréstitos  que  hasta  ahora  se 
han  impuesto  en  una  extensión  ilimitada  según 
la  urjencia  y  conílicto  de  las  circunstancias,  lo 
cual  no  solo  ha  originado  reclamos  infinitos,  sino 
retardado  y  hecho  vacilante  la  acción  de  las  au- 
toridades en  momento»  en  que  debia  ser  pronta 
y  decisiva,  por  la  dificultad  de  valuar  con  acier- 
to los  recursos  de  los  contribuyentes,  resuelve, 
1^  El  mayor  empréstito  que  puede  imponerse  de 
hoy  en  adelante  á  un  venezolano  calificado  de 
pudiente  por  la  respectiva  juntíi,  no  excederá  de 
trescientos  pesos,  ya  sea  en  dinero,  ya  en  gana- 
dos ó  en  otros  efectos,  2^  ^^^  empréstitos  asig- 
nados y  no  recaudados  para  cuando  se  reciba  es- 
ta declnraLoria  en  las  cabeceras' de  cantón,  se  re- 
bajarán según  corresponda  á  una  cantidad  que 
no  exonda  al  máxiraun  establecido  en  la,  cláusula 
anterior  .paf 8  las  personas  pudientes,  y  en  pro- 
porción puru  las  que  no  lo  tíe&n*  '39  It^a.  imposi- 
ción de  toda  cantidad  por  empr^stii^  forzo^so»  ce- 
.sará  el  treinta  y  uno  de  Oc,tubre  próximo.  Cu- 
tomo  II. 
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muníquese  á  los  señores  Gobernadores  de  pro- 
vincias para  que  la  cumplan  y  hagan  cumplir  á 
las  autoridades  y  funcionarios  de  su  dependen- 
cia, y  publíquese  en  la  Gaceta. 

Y  se  trasmite  á  US.  para  lo  que  se  expresa. 
Soy  de  US.  atento  servidor. 

Vicente  Lecuna. 
Es  copia. — Lecuna. 
EMPRÉSTITOS,  resolución  ejecutiva  de 
12  DE  OCTUBRE  DE  1852  disponícndo  que  el 
tribunal  mayor  de  cuentas  pase  á  la  comi- 
sión dé  crédito  público  los  billetes  de  Teso- 
rería que  se  acompañen  á  las  cuentas  que 
examine. 

Secrotaría  do  Hacicntla. — Sección  primera.— -Ca- 
racas Octubre  12  de  1852.— llesuclto. 

El  Tribunal  mayor  de  cuentas  remitirá  con 
oficio  á  la  comisión  de  crédito  público  todo3  los 
billetes  de  Tesorería  qiíe  existan  en  dicho  Tri- 
bunal, como  comprobantes  de  las  cuentas  de  las 
üfirinas  de  Hacienda  que  hayan  sido  ya  exami- 
nadas, á  fin  de  que  la  expresada  comisión  los 
destruya  en  una  sesión  pública,  cuya  remisión 
verificará  cada  vez  que  sea  examinada  alguna 
cuenta  y  que  se  acompañen  á  ella  billetes  de  Teso- 
rería. 

El  Presidente  de  la  comisión  de  crédito  públi- 
co dará  una  certificación  al  Tribunal  de  cuentas 
de  los  billetes  remitidos  luego  que  sean  exami- 
nados en  sesión  por  la  comisión.  Este  acto  y  el 
de  destrucción  se  harán  constar  en  el  libro  de 
actas  y  se  publicaríin  en  la  Gaceta  de  Gobierno. 

Comufiíquese  «1  Tribunal  de  cuentas  y  ^  la 
Comisión  de  crédito  público.  * 

Por  S.  E.'-Gellineau, 
EMPRÉSTITOS,  resolución   ejecutiva   de 

15  DE  JUMO  DE  1852  mandando  se  firmen  y 

rubriquen  por  el  Tesorero  general,  en  cada 

vno  de  sus  folios ^  los  expedientes  de  crédito 

contra  el  Estado. 


Secretaría  de  Ilacienda.- 
rácus  Julio  10  dü  lbó2. 


•Sección  primera. — Ca- 


Sr.  Tesorero  general. 

S.  E.  el  Poder  Ejecutivo  se  ha  servido  dispo- 
ner que  US.  firme  y  rubrique  en  cada  uno  de  sus 
folios  los  expedientes  de  crédito  contra  el  Estado 
que  fueren  liquidados  por  esa  oficina,  con  el  fin 
de  evitar  sean  nuevamente  presentarlos  al  Go- 
bierno aquellos  créditos,  cuyo  pago  se  hubiere 
negado. — Lo  digo  á  US.  para  los  fines  consi- 
guientes. 

Soy  ¿íc^Pcdro  C.  Gellineau. 
EMPRÉSTITOS.  No  debe  cobrarse  comisión 
por  su  recaudacioui  Véase  Comisión  de  los 
administradores  de  rentas  internas,  Apéa- 
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dice  al  primer  tomo.  R.  E.  de  20  de  Agosto 
de  1853 

EMPRÉSTITOS.  Véase  la  nota  (*). 

ENAJENACIÓN  de  tierras  baldías.  Véase 
Tierras  baldías,  L.  de  10  de  Abril  de  1848. 

ENAJENACIÓN  de  tierras  baldías.  No  es 
obligatoria  sino  potestativa  al  Poder  Ejecuti- 
vo. Véase  Tierras  baldías,  R.  E.  de  25  de 
Junio  de  1851 

ENAJENACIÓN  de  los  bienes  de  las  uni- 
versidades. Véase  Unioersidades,  RR.  EE. 
de  19  de  Agosto  de  18^6  y  5  de  Mayo  de  1847. 

ExN  CARGA  DOS  de  negocios.  Sus  sueldos. 
Véase  Sueldos,  L  de  28  de  Abril  de  1825. 

ENCAUSAMIENTO  de  empleados  infieles. 
Véase  Empleades  infieles. 

ENFERMEDADES  contagiosas.  Véase  Epi- 
demias, 

ENGANCHES  para  el  servicio  de  tierra. 
Véase  Fuerza  armada  ó  permanente,  R.  E. 
de  25  de  Junio  de  1840,  y  Nota  sobre  la  ma- 
teria. 

ENGANCHES  para  el  servicio  en  la  marina. 
Véase  Milicia  marinera,  art.  7t  15  y  25. 

ENLOSADOS.  Véase  Empedrados. 

ENMENDATÜRAS,  palabras  testadas  e 
interlineadas.  Véase  Disposiciones  comu- 
nes á  todos  los  juicios,  art.  34. 

ENSEÑANZA  publica.  \ édse  Instrucción  pú- 
blica, 

ENSEÑANZA  publica.  Deber  de  las  Diputa- 
ciorics  prorinciblcs  sobre  escuelas  primarias. 
Véase  Provincias  árt.  47. 

ENTRADA  a  venezdela.  resolución  ejecu- 
tiva DE  13  DE  marzo  de  1843  declarando  que 
el  General  Francisco  Carmona  y  todos  los 
que  se  hallaren  en  su  caso  pueden  hacerla 
cuando  les  convenga. 

Secretaría  de  lo  Interior. — Sección  2. — Caracas 
Marzo  13  de  1843. 

En  una  solicitud  del  señor  Francisco  Carmo- 
na desde  Curazao  pidiendo  al  Poder  Ejecutivo 

(*)  Sobre  esta  materia  se  han  dado  varios  Deci*eto8  Eje- 
cutivos, á  saber,  de  29  de  Setiembre  de  1846  exigiendo 
uno  de  80.000  pesos,  O.  1014,  de  8  de  Octubre  de  1846.  de- 
cretando uno  Gaceta  821,  de  29  do  Setiembre  del  mismo 
año,  autorizando  al  G  jueral  en  jefe  del  ejército  para  con- 
tratar uuo,  G.  820,  de  1  de  Marzo  du  1848  sobre  el  decre- 
tado por  acuerdo  del  Poder  Legislativo  en  26  de  Febrero 
de  1846.  G.  1014,  de  24  de  Agosto  del  mismo  afio  man- 
dando emitir  bonos  hasta  la  suma  de  180.000  pesos,  G. 
931,  y  de  20  de  Noviembre  del  mismo  afio  adicional  al  an- 
terior, G.  943.  Pero  todos  ellos  ó  han  quedado  induidoe 
en  la  derogatoria  que  hace  la  ley  de  18  de  Abril  de  1863 
6  son  ^a  de  un  efecto  cumplido ;  y  por  esto  hemos  omiti- 
do su  msercion.  Ponemos  sin  embargo  esta  noticia,  para 
que  8i  alguna  vez  fuere  necesario  consultarlos  por  sus 
efectos  pasados,  se  sepa  dondf;  han  de  hallarse. 
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permiso  para  venir  á  Venezaela  ha  recaído  la  re- 
solución siguiente: 

**De  acuerdo  con  el  dictamen  del  Consejo  de 
Gobierno*  se  resuelve :  que  el  antiguo  General 
de  Colombia  Francisco  Carmona  que  posterior- 
mente perteneció  al  ejército  de  la  Nueva  Grana- 
da y  se  encontraba  fuera  de  Venezuela  desde  an- 
tes de  su  separación  de  Colombia,  puede  como 
cualquiera  otro  venezolano  que  esté  en  el  mis- 
mo caso,  volver  libremente  al  pais  cuando  lo  ten- 
ga por  conveniente. — Por  S.  E. — Manrique. 
ENTRADA  de  pasajeros.  Véase  Pasajeros. 
ENVIADOS  EXTRANJEROS.    Véaso   Equipajes 

de  los  enviados  y  agentes  diplomáticos. 
EPIDEMIAS.  Deber  de  los  Gobernadores  para 

atajarlas.  Véase  Provincias,  art.   13.    Id.  de 

las  Junta'^  de  sanidad.  Véase  id.  art.   74. 
EQUIPAJES.  Véase  Importación,  §  2»  arl.  18 

y  Cabotaje  (cumercio  de)  (Apéndice  al  primer 

tomo)  ^  único  del  art.  8. 

EQUIPAJES  DE  LOS  ENVIADOS  T  AGENTES  DI- 
PLOMÁTICOS. Están  libres  de  derecbos  de  im- 
portación. Véase  Arancel  de  importación,  R. 
E.  de  6  de  Noviembre  de  1828. 

ERECCIÓN     Y    TRASLACIÓN     DE     PARROQUIAS. 

Véase  Diputaciones  provinciales,  atrib.  21 
del  art.  21,  y  art  76,  núm.  40  y  D.  de  10  de 
Mírzo  de  1840. 

ERECCIÓN  DE  VILLAS.  Véase  Villas. 

ESCLWOS.    Véase  Libertad  de  esclavos  y 
Tráfico  de  esclavos. 

ESCOBAR  (coronel  graduado  ramón).  Véa- 
se Pensiones,  D.  de  22  de  Marzo  de  1852. 

escribanías.  Indemnización  desús  valores. 
Véase  Registro,  art.  38. 

escribanías.    DECRETO  DIS  29    DE    FEBRERO 

DE  1814  mandando  abonar  el  valor  de  una 
á  los  herederos  de  José  Otalora, 

El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la 
República  de  Venezuela  reunidos  en  Congreso. 

En  vista  de  las  solicitudes  de  Gregorio  Code- 
ciJo  reclamando  el  pago  del  valor  de  una  escri- 
banía que  pertenecía  á  su  suegro  José  Otalora 
en  la  ciudad  de  Valencia  y 

CONSIDERANDO  : 

Que  aunque  se  ha  hecho  cuestionable  si  el  re- 
clamo se  intentó  en  tiempo  hábil  ó  diez  dias  des- 
pués de  cumplido  el  término  prefijado  por  la  ley 
de  24  de  Mayo  de  1836,  es  justo  y  equitativo  que 
en  el  presente  caso  que  se  halla  exento  de  todo 
fraude,  no  sean  perjudicados  en  sus  intereses  los 
herederos  del  mencionado  Otalora,  al  tiempo 
mismo  que  la  lev  citada  no  tuvo  por  objeto  per- 
judicar en  808  derechos  &  los  antigaos  poseedo- 
res de  escrlbanfasi  y  se  propaso  solo  arreglar 
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los  créditos  proTenientes  de  ellas  en  un  tiempo 
determinado, 

DECRETAN  : 

Art.  6nico.  Se  pagará  á  los  herederos  de  José 
Otalora  el  valor  de  Ta  escribanía  que  este  servia 
en  la  ciudad  de  Valencia  en  los  términos  y  con 
los  fondos  destinados  para  este  efecto  por  la  ley 
de  oficinas  de  registro,  siempre  que  el  crédito  se 
encuentre  calificado  debidamente  con  los  docu- 
mentos competentes. 

Dado  en  Caracas  á  28  de  Ftbrero  de  1844, 
año  159  de  la  ley  y  S49  de  la  independencia. — 
£1  Presidente  del  Senado,  Mariano  Uzcátegui^ 
— £1  Presidente  de  la  Cámara  de  Representan- 
tes, Jacinto  Gutiérrez. ^E\  Secretario  del  Se- 
nado, José  Ángel  Freiré. — El  Secretario  de  la 
Cftmara  de  Representantes,  Juan  A.  Pérez, 

Caracas  29  de  Febrero  de  1844,  159  ^^  I^  ^^7 
y  349  de  la  independencia. — Ejecútese. — Carlos 
Soublette. — Por  S.  E.  el  Presidente  de  la  Repú- 
blica.— £1  Secretario  de  Estado  en  los  Despachos 
de  lo  Interior  y  Justicia,  Juan  M.  Manrique. 

ESCRIBANÍAS,  ley  de  6  de  junio  de  1846 
indemnizando  á  los  secretarios  de  cámara^ 
escribanos  de  registro  y  de  hacienda^  y  tasa- 
dores  del  valor  de  sus  oficios. 

El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la 
República  de  Venezuela  reunidos  en  Congreso, 

decretan: 

Art.  19  Los  secretarios  de  cámara  y  escriba-  | 
nos  de  registros  que  ejercieron  sus  oficios  en  Ve-  1 
nezueta,  y  que  por  las  leyes  de  Colombia  per- 
dieron estos  oficios  hereditarios,  comprados  al 
Gobierno    español,   serán   indemnizados   de  la 
cuarta  parte  de  la  cantidad  que  les  importaron. 

Art.  29  Los  escribanos  de  hacienda  y  tasado- 
res que  por  leyes  de  Venezuela  quedaron  priva- 
dos de  sus  destinos,  serán  indemnizados  de  la 
total  cantidad  que  por  ellos  dieron,  siempre  que 
los  primeros  hayan  hecho  sus  reclamos  dentro 
del  término  prescrito  en  el  artículo  34  de  la  ley 
de  24  de  Mayo  de  1836  estableciendo  las  ofici- 
nas de  registro. 

Art.  39  Las  indemnizaciones  acordadas  en  los 
artículos  anteriores,  se  harán  á  prorata  con  la 
cuarta  parte  de  los  derechos  de  registro.  Los 
Gobernadores  respectivos  ante  quienes  ocurran 
con  sus  documentos  los  interesados,  harán  la  de- 
claratoria de  hallarse  estos  en  los  casos  expresa- 
dos, sujetándola  á  la  aprobación  del  Poder  Eje- 
cutivo. 

Art.  49  Cuando  los  ramos  de  hacienda  y  re- 
gistro se  hayan  rematado  6  comprado  en  conjun- 
to, se  calcularán  iguales  sus  valores  en  el  cóm- 
puto que  ha  de  hacerse  para  el  pago,  siempre 
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que  no  pudiere  averiguarse  lo  que  importó  cada 
oficio. 

Art.  59  Cuando  por  algún  impedimento  insu- 
perable á  juicio  del  Poder  Ejecutivo,  hubieren 
dejado  los  interesados  de  reclamar  las  indemni- 
zaciones que  se  concedieron  á  los  escribanos  por 
el  artículo  33  de  la  ley  de  24  de  Mayo  de  1886 
que  creó  las  oficinas  de  registro,  podrán  introdu- 
cir sus  solicitudes  dentro  del  término  que  señala 
la  presente  ley. 

Art.  69  Se  señala  el  término  de  un  año  para 
que  las  personas  á  quienes  favorece  esta  ley,  ha- 
gan sus  reclamaciones  ante  los  Gobernadores 
respectivos.  Pasado  aquel  término  no  se  admiti- 
rá ninguna  solicitud  cualesquiera  que  sean  los 
motivos  que  se  aleguen  para  no  haberse  hecho 
oportunamente. 

Dada  en  Caracas  á  30  de  Mayo  de  1846,  año 
179  de  la  ley  y  369  de  la  independencia. — El 
Presidente  del  Sena'do,  Rafael  Enríquez. — El 
Presidente  de  la  Cámara  de  Representantes,  P¿- 
dro  José  Rojas. — El  Secretario  del  Senado,  José 
Ángel  Freiré. — El  Secretario  de  la  Cámara  de 
Representantes,  /  A,  Pérez, 

Caracas  6  de  Junio  de  1846,  año  179  de  la  ley 
y  369  de  la  independencia. — Ejecútese. — Carlos 
Soublette.^FoT  S.  E.  el  Presidente  de  la  Repú- 
blica.— El  Secretario  de  Estado  en  los  Despa- 
chos de  lo  Interior  y  Justicia,  Francisco  Cobos 
Fuertes. 

ESCRITURAS.  Véase  Documentos  y  registro, 
ESCRITURAS  de  fianza.  Único  derecho  que 

debe  pagarse  por  su  registro.  Véase  Registro^ 

R.  E.  de  10  de  Marzo  de  1862. 

ESCRUTINIO  DE  LAS  ELECCIONES  PARROQUIA- 
LES. Véase  Eleciones,  L.  5^,  y  Concejos  mu- 
nicipales. 

ESCRUTINIO  DE  LAS  ELECCIONES  DE  PRESI- 
DENTE Y  TIGEPRESIDENTE  DE  LA  REPÚBLICA. 

Véase  Cámaras  legislativas,  artículos  consti- 
tucionales que  establecen  las  funciones  y  dis- 
posiciones comunes  á  ambas,  el  77. 

ESCUDO    DE  ARMAS  DE    LA  REPÚBLICA.    YéSSC 

Armas  y  pabellón  de  Venezuela. 

ESCUDO  DE  ARMAS  DE  LA  REPÚBLICA.  RESO- 
LUCIÓN EJECUTIVA  DE  29  DE  OCTUBRE  DD  1836 

declarando  por  qué  rentas  deben  costearse 
los  de  las  oficinas. 

República  de  Venezuela.—Secretaría  de  Estado 
en  el  Despacho  del  Interior  y  Justicia.— Sección 
ctntral.— Núm.  586— Circular.— Caracas  29  de  Oc- 
tubre de  1836,  7  y  26. 

Sr.  Gobernador  de 

Habiendo  consultado  el  Gobernador  de  Coro 
de  qué  fondos  debe  salir  el  gasto  que  ocasione  la 
construcción  de  los  escudos  de  armas  que  con- 
forme al  decieto  de  20  de  Abril  del  corriente 
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año  deben  colocarse  en  las  salas  y  puertas  exte- 
riores de  los  tribunales  de  justicia  y  oñcinas  pu- 
blicas, ha  resuelto  con  fecha  de  hoy  lo  que  si- 
gue: 

*'La  ley  no  ha  determinado  de  qué  fondos  se 
haga  el  gasto  de  los  escudos  de  las  armas  nacio- 
nales, y  no  creyendo  justo  el  Ejecutivo  que  se 
grave  con  él  á  los  empleados  de  las  oficinas  en 
que  deben  colocarse;  entiende  que  los  escudos 
líe  los  Concejos  municipales  y  de  las  oficinas  cu- 
yos empleados  son  soslenitlos  por  las  rentas  pro- 
vinciales deben  costearse  do  estos  mismos  fon- 
dos, y  los  escudos  de  las  demás  oficinas  de  las 
rentas  nacionales.  Comuniqúese  á  las  secretarías 
del  despacho  y  en  circular  á  los  Gobernadores  á 
los  fines  consiguientes." 

Con  cuyo  objeto  lo  transcribo  á  US. — Soy  de 
US.  atento  servidor. — José  Bracho. 

ESCUDO    DE  ARMAS    DE    LA    REPÚBLICA.    RESO- 
LUCIÓN   EJECUTIVA    DE  5    DE    NOVIEMBRE    DE 

1830  determinando  sus  dimensiones. 

República  de  Venezuela. — íSecn-taría  de  Estado 
en  el  Despacho  del  luterior  y  Justicia. — Sección 
central. — Ñúra.  5D3  — Circular. — Caracas  6  de  No- 
viembre de  1836,  7  y  2G. 

Sr.  Gobernador  de 

En  observancia  del  decreto  de  20  de  Abril  úl- 
timo, que  determina  el  escudo  de  armas  de  la 
República;  y  con  el  ñn  de  que  haya  una  regla 
que  uniforme  los  que  hayan  de  colocarse  en  las 
oficinas  públicas;  resuelve  el  encargado  del  Po- 
der Ejecutivo,  primero;  que  los  escudos  de  ar- 
mas sean  de  figura  elíptica;  y  segundo:  que 
su  longitud  sea  de  27  pulgidas  para  los  de  las 
Cámaras  Legislativas,  Poder  Ejecutivo  y  Corte 
Suprema  de  justicia:  de  2¿  para  los  <le  los  Go- 
bernadores de  las  provincias,  Cortes  Superiores 
de  distrito,  y  Diputaciones  provincinles  ;  y  de 
17  para  los  de  las  demás  oficinas. 

Lo  comunico  á  US.  para  su  inteligencia. 

Soy  de  US.  atento  servidor. 

José  Bracho. 

ESCUELA     DE    AGRICULTURA.    DECRETO   DE   16 

DE  AGOSTO  DK  1814  auxiUando  el  estableci- 
miento y  Continuación  de  una  en  la  capital 
de  la  República. 

El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la 
República  de  Venezuela,  reunidos  en  Congreso, 

Vista  la  solicitud  de  la  Sociedad  Económica 
de  Amigos  del  pais  ríe  Caracas  sobre  formación 
de  un  insiituto  agrario,  ó  auxilio  del  Tesoro  pú- 
blico á  la  escuela  de  agricultura,  pastoría  y  ve- 
terinaria, acordada  con  alguna  dotación  por  la 
Diputación  de  la  mi^ma  provincia,  atendiendo  á 
la  recomendación  hecha  por  la' Dirección  de  es- 
tudios, á  cuyos  informes  se  ha  referido  el  Go- 
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bierno  en  sus  memorias  dé  los  afíos  de  42,  43  y 
44;  y 

CONSIDEHANDO: 

Que  es  de  fomentarse  éste  ensayo  de  enseñan- 
za tan  importante  á  Venezuela,  en  atención  á 
sus  principales  ramos  de  industria,  con  la  espe- 
ranza de  provechosos  resultados,  y  de  que  la  po- 
sibilidad del  Erario  permita  oportunamente  en  el 
particular  la  forma  y  extensión  que  mas  conven- 
gan, 

DECRETAN: 

Art.  19  Se  destina  del  Tesoro  público  por  el 
término  de  cuatro  años,  la  cantidad  de  1.200  pe- 
sos en  cada  uno,  en  calidad  de  auxilio  á  la  escue- 
la de  agricultura,  pastoría  y  veterinaria  estable- 
cida en  esta  capital  por  la  Diputación  de  la  pro- 
vincia; y  ademas  por  una  vez,  y  para  las  aten- 
ciones extraordinarias  del  mismo  establecimien- 
to, la  de  ochocientos  pesos. 

Art.  29  Se  acuerda  también  sobre  el  Tesoro 
público  el  gasto  que  sea  necesario  en  cada  curso 
de  la  escuela  mencionada  para  proporcionar  los 
libros  é  instrumentos  que  el  Gobierno  prescriba, 
con  consulta  de  la  Dirección  de  estudios  y  del 
preceptor  del  establecimiento,  á  cuatro  alumnos 
de  cada  provincia  que  sean  escogidos  en  concur- 
so, y  designados  para  cursantes  por  las  Diputa- 
ciones respectivas.  Estos  cursantes  no  pagarán 
el  derecho  de  inscripción,  ni  aun  cuando  la  es- 
cuela se  agregue  á  la  Universidad. 

Art.  3;*  L;is  Diputaciones  provinciales  podrán 
auxiliar  con  las  rentas  municipales  á  uno  de  ios 
alumnos  de  que  trata  el  artículo  anterior,  que 
por  la  escasa  fortuna  de  sus  padres  no  pueda 
cursar  las  materias  de  la  escuela  de  agricultura, 
bajo  las  condiciones  que  tengan  á  bien  estipular 
en  favor  de  la  provincia. 

Art.  49  Cuando  el  Poder  Ejecutivo  observe 
que  pasado  un  año  de  abierta  la  escuela,  no  han 
concurrido  veinticuatro  alumnos  á  matricularse, 
suspenderá  la  erogación  de  los  mil  doscientos 
pesos  asignados  en  el  artículo  19 

Art.  59  M  Poder  Ejecutivo  queda  encargado 
de  disponer  lo  conveniente  para  la  economía  y 
acerta^'a  inversión  del  auxilio  que  proporciona 
este  <lecreto. 

Dado  en  Caracas  á  11  de  Mayo  de  1844,  ano 
159  de  la  ley  y  319  ^^  ^*  independencia. — El 
Presidente  del  Senado,  José  Vargas. — El  Presi- 
dente de  la  Cámara  de  Representantes,  José  i/a- 
cario  Yépes. — El  Secretario  del  Senado,  José 
Ángel  Freiré. — El  Secretario  de  la  Cámara  de 
Representantes,  Juan  Antonio  Pérez. 

Caracas  Agosto  16  de  1844,  año  159  <^^  ^^  ^^Y 
y  349  de  la  independencia. — Ejecútese. — Carlos 
Soublctte.^VoT  S.  E.  el  Presidente  de  la  Repú- 


COLOMBIANA  T  VENEZOLANA  ArTGENTB. 


39 


ES 


blica. — ^El  Secretario  de  Estado  en  el  Despacho 
de  lo  Interior,  Francisco  Cobos  Fuertes. 
ESCUELA  MILITAR.  Su  organización  y  régi- 
men. Véase  Academia  de  matemáticas. 

ESCUELA     MILITAR.     RESOLUCIÓN     EJECTJTIVA 

DE  22  DE  MAYO  DE  1835  dispoíiiendo  que  ha- 
ya vna  en  cada  cuerpo , 

República  de  Venezuela. — Secretaría  de  E.  en  el 
D.  del  Interior  v  Justicia. — Sección  central. — Cara- 
cas 22  de  Mayo*  de  18:J5.  año  6  de  la  ley  y  25  do  la 
independencia.— Núm.  315. 

Al  Sr.  Secretario  de  E.  en  el  i),  de  la  Guerra. 

Por  el  artículo  11  del  plan  general  de  estu- 
dios, fecha  3  de  Octubre  de  182(5,  debe  haber  en 
cada  cuerpo  de  los  que  componen  el  ejército, 
lina  escuela  primaria  militar,  en  que  se  enseíle  h 
las  clases  y  tropa  á  leer,  escribir  y  contar. 

La  necesidad  y  conveniencia  de  estos  estable- 
cimientos, no  necesita  de  recomendación:  el  mo- 
do do  plantearlos  es  sencillo  y  fácil,  según  el  ar- 
tículo citado;  y  el  tiempo  señalado  de  estudio, 
compatible  con  el  ejercicio  de  la  profesión  mili- 
tar. 

Son  dos  horas  distribuidas  en  el  curso  del  dia, 
á  los  que  no  estén  de  facción,  reducida  como  se 
ha  dicho  la  enseñanza  á  leer,  escribir  y  contar; 
poniendo  el  establecimiento  bajo  la  dirección  del 
Comandante  y  Ayudante,  dándose  al  maestn>  el 
sueldo  y  la  consideración  de  Sárjenlo  I9,  y  su- 
ministrando la  Uepública  k  cada  cuerpo  por  pri- 
mera vez,  las  pizarras,  lápices  y  silabarios  nece- 
sarios, como  lo  dispone  el  mismo  artículo  ;  todo 
lo  cual  es  verdaderamente  practicable.  Si  á  ci<to 
se  agregaran  algunos  premios,  ofrecidos  por  la 
oficialidad,  se  lograría  dentro  de  poco  tiempo, 
que  los  soldados  y  clases  se  hiriesen  de  tan  úti- 
les conocimientos.  Y  si  á  mas  de  esto,  se  tiene 
en  consideración,  que  el  decreto  estima  en  tanto 
el  establecimiento  de  estas  escuelas  militares, 
que  pone  en  paralelo  el  buen  estado  de  ellas,  con 
la  buena  conducta  del  cuerpo  el  dia  íle  acción,  se 
habrá  de  convenir,  en  que  no  es  menos  urjcnte 
el  deber  que  útil  y  realizable  el  objeto. 

Por  estas  razones,  y  porque  el  cumplimiento 
de  la  ley  de  estudios  y  reglamento  orgánico, 
corren  á  cargo  del  Despacho  del  Interior  que  los 
refrendó,  presenté  informe  á  S.  E.  el  Presidente 
sobre  la  materia,  y  S.  E.  sfi  ha  servido  disponer 
que  lo  diga  A  US.  á  los  efectos  consiguientes. 

Soy  de  US.  atento  servidor. 

(Firmado.)  Antonio  L.  Guzman^ 

Es  copia. — Guzman. 
ESCUELA   NORMAL   DE   BARiNAs.  Véase  Ins- 
trucción pública.  R.  E.  de  10  de  Octubre  de 

1831. 
ESCUELAS  DE  NIÑAS.  Véase  Colegio  nacional 
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de  niñas  y  Conventos,  L.  de  28  de  Julio  de 
1S21. 

ESCUELAS  PRIMARIAS.  Véase  Intruccion  pú- 
blica, LL.  L  art.  19,  núm.  19  y  art.  39  y  lil, 
ort.  7  y  su  §,  y  Rlt.  EE.  de  '30  de  Junio  de 
183.5. 

ESCUELAS  PRIMARIAS.  Deber  de  los  conce- 
jos municipales  sobre  ellas.  Véase  provincias^ 
art.  78. 

ESCUKLAS  PRIMARIAS.  Auxilio  á  las  de  Apu- 
re. Véase  Apure,  D.  de  9  de  Abril  de  1844. 

ESCUKLAS     PRIMARIAS.    DECRF.TO       DE       5    DE 

ABRIL  DE  1848,  áuxiliajido  las  de  la  provin- 
cia de  Margarita. 

El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la  Re- 
pública de  Venezuela  reunidos  en  Congreso, 

Considerando  que  la  provincia  de  Margarita 
por  su  actual  decadencia,  carece  de  estableci- 
mientos de  educación  primaria,  y  que  esta  cau- 
sal traerá  la  conclusión  del  Colegio  Nacional  que 
allí  existe;  y  atendida  la  solicitud  de  la  Direc- 
ción general  de  Instrucción  pública  hecha  en  su 
exposición  de  2*4  de  Diciemdre  último, 

decretan: 

Art.  19  El  tesoro  público  auxiliará  con  ocho- 
cientos pesos  anuales  la  educación  primaria  de 
la  provincia  de  Margarita. 

Art.  29  El  Poder  Ejecutivo  dará  las  órdenes 
convenientes  para  que  esta  cantidad  se  tenga  á 
disposición  de  la  Diputación  de  aquella  provin- 
cia. 

Dado  en  Caracas  á  3  de  Abril  de  1848,  año 
19^^  de  la  ley  y  339  de  la  independencia. — El 
Presidente  del  Senado,  Eduardo  Antonio  Har- 
tado.—  El  Presidente  de  la  Cámara  de  Repre- 
sentantes, F,  Olavarria — El  Secretario  del  Se- 
nado, J.  A.  Freyre. — El  Secretario  de  la  Cáma- 
ra de  Representantes,  Juan  A.  Pérez, 

Caracas,  Abril  6  de  1818,  año  399  de  la  ley  y 
389  de  la  independencia, — Ejecútese — Diego 
Bautista  Urbaneja. — Por  S.  E.  el  Vicepresi- 
dente de  la  República  encargado  del  Poder  Eje- 
cutivo.— El  Secretario  de  Estado  en  los  Despa- 
chos del  Interior  y  Justicia,  Tomas  José  Sana" 
vria. 

ESCUELAS  NATTTICAS.    LEY    DE    20     DE    JUNIO 

DE  1843,  ñohre  ellas— que  reforma  la  de  14 
de  Febrero  de  1837,  pag,  1^  del  cuaderno  de 
ese  año,  y  278,  núm.  2«2  del  de  1851 — y  es- 
ta la  de  11  de  Abril  de  1834,  pág,!  del  cuer- 
po comprensivo  de  las  de  ese  ano,  y  132, 
núm.  166,  del  de  1851. 

El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la  Re- 
pública de  Venezuela  reunidos  en  Congreso, 
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DECRRIAN  : 

Art.  19  Las  escuelas  náuticas  establecidas  par 
decreto  de  14  de  Febrero  de  1837,  en  los  cole- 
gios nacionales  de  Margarita  7  Maracaíbo  con- 
tinuarán regentadas  por  un  director  con  el  suel- 
do anual  de  1200  pesos  cada  uno,  pagado  por  el 
tosoro  público. 

Art.  29  El  Poder  Ejecutivo  podrá  establecer 
otra  escuela  en  el  colegio  nacional  de  Guayana, 
cuando  lo  estime  necesario,  oyendo  los  informes 
del  Gobernador  de  la  provincia  ;  pagándose  su 
director  según  lo  prevenido  en  el  artículo  ante- 
rior, y  á  propuesta  de  la  Dirección  general  de 
estudios. 

Art.  39  El  Poder  Ejecutivo,  previo  informe  de  la 
misma  Dirección  designarálasmateriasdeestudios, 
duración  de  cursos,  y  libros  de  texto  que  han  de 
servir  á  la  enseñanza. 

Art.  49  Para  hacer  efectivo  el  establecimien- 
to de  la  nueva  escuela  se  ponen  á  disposición 
del  Poder  Ejecutivo  1000  pesos  invertibles  en 
los  objetos  que  su  director  designe  como  nece- 
sarios, con  acuerdo  del  Gobernador  de  la  provin- 
cia; y  respecto  de  las  de  Margarita  y  Maracai- 
bo,  si  en  ellas  no  se  hubiere  hecho  ya  la  inver- 
sión de  igual  cantidad  que  á  cada  una  les  señaló 
el  citado  decreto,  el  Poder  Ejecutivo  queda  auto- 
rizado para  hacer  el  gasto  hasta  completar  dicha 
cantidad. 

Art.  50  Se  deroga  el  decreto  de  14  de  Febre- 
ro de  1837. 

Dada  en  Caracas  á  17  de  Mayo  de  1843,  año 
149  de  la  ley  y  339  ^®  ^^  independencia. — El 
Presidente  del  Senado.  José  yórg-as.— El  Pre- 
sidente de  la  Cámara  de  Representantes,  Ma- 
nuel Felipe  de  Torar.— El  Secretario  del  Sena- 
do, José  Ángel  Frcyre. — El  Secretario  de  la  Cá- 
mara  de  Representantes,  J.  A.  Pérez. 

Sala  del  despacho.  Caracas  26  de  Junio  de 
1843,  año  149  de  la  ley  y  339  ^^  ^^  independen- 
cia.— Ejecútese — Carlos  Soublette.. — Por  S.  E. 
— El  Secretario  de  Estado  en  el  Despacho  de  guer- 
ra y  Marina,  Rafael  Urdaneta.{*) 

(*)  Análisis  campar aiito  de  las  leyes  de  11  de  Abril  de 
1834,  14  de  Febrero  de  1837,  y  26  de  Junio  de  1843  sol^e  es- 
cuelas náuticas. 

La  de  34  cstablecia  solo  una  escuela  en  el  colegio  na- 
cional de  Margarita  con  la  mitad  del  producto  de  las  sali- 
nas de  dicha  isla,  siempre  que  no  pasase  de  seiscientos  pe- 
sos;  y  la  de  87  mandó  establecer  ademas  de  la  de  Marga- 
rita, otra  en  el  colegio  de  Maracaibo,  costeadas  ambas 
por  el  tesoro,  y  con  la  asignación  de  1200  pesos  anuales,  y 
1000  para  cada  una,  por  una  vez,  para  utensilios,  &a. ;  y 
finalmente  la  de  43  aumentó  otra  escuela  en  el  colegio  na- 
cional de  Guayana,  cuando  el  Poder  Ejecutivo  estimase 
necesario  su  establecimiento,  oyendo  el  informe  del  Gober- 
nador con  las  mismas  asignaciones  qne  las  creadas  ante- 
riormente. 
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ESCUELAS  NÁUTICAS,  decrbto  bjbcutito 
DE  28  DB  SETIEMBRE  DE  1841,  organtzándo- 
las.  (•) 

José  Antonio  Páez, 

Presidente  de  la  República  de  Venezuela^ 

^a ,  ¿¡f<i»f  ¿pa» 

Creadas  por  la  ley  de  14  de  Febrero  de  1837 
las  escuelas  náuticas  de  Maracaibo  y  Margarita, 
y  deseando  el  Gobierno  obtener  de  estos  esta- 
blecimientos de  instrucción,  oficiales  aptos  para 
la  marina  de  guerra  y  pilotos  para  la  mercante, 
conforme  lo  manifestó  al  Congreso  al  pedir  la 
creación  de  estas  escuelas. 

DECRETA  : 

Art.  19  se  establecen  dos  escuelas  náuttras  en 
la  República,  una  en  Maracaibo  y  otra  en  Marga- 
rita, estarán  bajo  la  inspección  del  Gobierno, 
quien  nombrará  los  preceptores  y  les  dará  los  re- 
glamentos convenientes  para  el  régimen  interior. 

^  único.  Estas  escuelas  serán  cos>teadas  por  el 
1 1  Tesoro  público,  con  arreglo  al  decreto  de  14  de 
Febrero  de  1837. 

Art.  29  Las  expresadas  escuelas  harán  parte 
de  los  colegios  nacionales  existentes  en  los  luga- 
res respectivos,  y  solo  estarán  sujetas  al  régimen 
de  aquellos  establecimientos  literarios,  y  por  con- 
siguiente bajo  la  inspección  y  celo  de  la  Dirección 
general  de  instrucción  pública,  por  lo  que  res- 
pecta el  orden  interior  peculiar  de  ello?,  como 
época  y  duración  de  vacaciones,  horas  de  abertu- 
ra y  receso  de  las  clases,  asistencia  puntual  de 
los  profesores,  manejo  y  porte  de  estos  en  la  en- 
señanza, tiempo  y  modo  de  hacer  los  exámenes 
y  comportamiento  de  los  alumnos. 

Art.  39  Durará  cuatro  afios  el  curso  completo 
de  marina  y  se  enseñarán  las  materias  que  él  re- 
quiere, por  la  obra  elemental  de  D.  Gabriel  Cis- 
car, añadiéndose  la  maniobra  marítima  y  el  uso 
de  la  artillería  de  á  bordo.  Dividirán?e  por  años 
las  materias  según  el  orden  siguiente. 

Estudiarán  los  alumnos  la  aritmética  en  el  pri- 
mer año  con  inclusión  de  las  potencias  y  raices, 
razones,  proporciones  y  progresiones,  y  una  idea 
general  de  los  logaritmos,  cuyas  materias  com- 
prende el  tomo  19  de  la  obra  citada  de  Ciscar; 
y  ademas  la  geometría  y  trigonometría  rectilí* 

r*)  Este  Decreto  fué  dado  en  virtud  de  lo  dispnesto  por 
la  ley  de  14  de  Febrero  do  1837.  La  de  26  de  Judío  de 
1843  derogó  esta,  pero  con  el  údíco  objeto  de  facultar  al 
Poder  Ejecutivo  para  crear  la  de  Guayana ;  y  aunque  por 
el  art.  3.  ®  se  dice  que  el  Poder  Ejecutivo  previo  informe 
de  la  Diputación  designará  las  materias  de  estudio,  &a., 
hasta  ahora  no  ha  dado  ningún  nuevo  decreto  sobre  el 
particular.  Debo,  pues,  considerarse  en  vigor  el  presente. 
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nea,  qae  se  hallan  explicadas  en  ei  tonoo  29  de 
la  misma  obra 

Kn  el  segundo  aílo  aprenderán  la  trigonome- 
tría esférica  y  cosmografía  con  la  extensión  con 
que  están  tratadas  en  el  tomo  39 

En  el  tercer  año,  estudiarán  la  geografía,  el 
pilotage,  el  uso  de  los  instrumentos  ópticos  y  las 
demás  materias  que  encierra  el  49  tomo. 

En  el  cuarto  año,  harán  un  repaso  general  de 
las  materias  estudiadas  en  los  años  anteriores,  y 
aprenderán  ademas  la  maniobra  marítima  con 
toda  la  extensión  posible,  el  uso  de  la  artillería 
de  á  bordo,  el  modo  de  estivar  un  bajel,  los  prin- 
cipios de  la  táctica  naval  y  las  ordenanzas  gene- 
rales de  la  armada. 

^  úni^o.  Para  la  enseñanza  de  las  materias  del 
cuarto  año  formarán  los  directores  cuadernos  en 
que  se  hallen  estractadaa  aquellas  de  la  cartilla 
marítima  de  Zulouga  ú  otras,  pasándolas  al  Go- 
bierno para  su  aprobación  ó  reforma. 

Art.  49  Los  alumnos  de  la  escuela  náutica 
asistirán  tres  veces  por  semana  á  la  clase  de  di- 
bujo creada  en  los  respectivos  colegios. 

Art.  59  Un  año  de  asistencia  puntual  con 
aprovechamiento,  acreditado  por  los  exámenes 
de  las  materias  que  se  enseñan  en  el  primer  año 
dan  derecho  al  título  y  sueldo  de  guardia  marina 
de  la  armada  nacional,  que  se  obLetidrá  por  soli- 
citud del  interesado,  informada  por  el  (hrector 
de  la  academia  y  elevada  al  Gobierno  por  la  au- 
toridad militar  correapondiunie. 

Art.  69  El  Comandante  del  apostadero  de 
JNIaracaibo,  y  el  de  armas  de  Margarita,  que  es 
la  autoridad  militar  de  que  habla  el  artículo  an- 
terior, asiíciándose  á  los  directores  respectivos, 
reunirán  semanalmente  á  los  guardias  marinas  y 
harán  que  se  les  instruya  en  las  ordenanzas  de 
Ja  armada  y  del  ejército,  así  como  en  ti  manejo 
del  fusil.  Harán  también  los  mencionados  jefe¿ 
y  directores  que  los  dichos  guardias  marinas  va- 
yan durante  las  vacaciones  á  hacer  el  servicio 
en  los  bajeles  de  guerra  que  se  hallaren  surtos 
en  el  puerto,  y  aun  si  posible  fuese,  sin  perjui- 
cio del  estudio  de  las  materias  que  correspondan, 
ft  hacer  viajes  de  pocos  días  en  los  mismos  bu- 
ques. 

Art.  79  Los  guardias  marinas  aprobados  en 
las  materias  del  curso  completo  de  náutica,  tie- 
nen derecho  al  título  de  segundos  pilotos,  y  lue- 
go que  lo  practiquen  con  aprovechamiento  un 
afio  en  los  bajeles  de  guerra  lo  tendrán  al  de 
primeros. 

Art.  89  La  admisión  de  guardias  marinas  es- 
tará sujeta  á  la  regla  general  siguiente:  se  reci- 
birán quince  en  cada  escuela:  fíjase  la  edad  de 
quicce  años  como  la  menor  que  deben  tener  los 
jóvenes  para  ser  admitidos  en  la  academia  en 
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clase  de  guardias  marinas ;  y  ademas  del  requi- 
sito de  la  edad  mencionada,  deberán  saber  leer, 
escribir,  las  primeras  reglas  de  aritmética,  y  los 
elementos  de  la  gramática  castellana. 

Art.  99  Los  que  no  quisieren  sentar  plaza  de 
guardias  marinas  y  estar  á  sueldo  del  Gobierno, 
sino  que  prefiriesen  continuar  estudiando  por  su 
cuenla,  lo  harán  libremente,  sujetándose  en  lo 
económico  á  los  reglamentos,  y  recibirán  al  fin 
del  curso  el  título  de  segundos  pilotos,  si  fueren 
aprobados  en  las  materias  de  él.  Lo  tendrán  de 
primeros  pilotos  cuando  naveguen  catorce  meses 
con  aprobación  de  ios  capitanes  de  las  naves  de 
guerra  ó  mércenles  á  cuyo  bordo  practiquen  los 
conocimientos  adquiridos, 

§  ünico.  Corresponde  á  los  Gobernadores  res- 
pectivos con  informe  de  los  directores  admitir 
en  las  escuelas  á  los  que  quieran  estudiar  en  los 
términos  expresados  en  esto  artículo,  bajo  las 
formalidades  prevenidas  en  el  anterior  determi- 
nando previamente  su  número. 

Art.  10.  Los  guardias  marinas  que  concluyan 
con  aprovechamiento  el  curso  completo  pasarán 
á  bordo  de  los  bajeles  de  guerra  á  practicar,  y 
optarán  á  los  ascensos  á  que  les  den  derecho  las 
leyes. 

Art.  11.  No  se  admitirán  guardias  marinas  en 
el  servicio  sino  á  condición  de  que  estudien  en 
la  academia.  Si  fueren  necesarios  algunos  jóve- 
nes á  bordo  para  que  hagan  las  veces  de  guar- 
dias marinas,  se  admitirán  diez  en  clase  de  aven- 
tureros con  el  sueldo  de  marineros  de  segunda 
clase:  y  si  algún  dia  se  hallaren  con  la  aptitud 
necesaria  podrán  presentarse  á  examen  en  las 
materias  del  curso,  y  siendo  aprobados  recibirán 
el  título  de  primeros  pilotos  y  el  grado  militar  á 
que  les  den  derecho  las  leyes. 

^  ünico.  Los  actuales  guardias  marinas  que  se 
hallan  en  servicio  tienen  derecho  á  continuar  en 
él,  y  obtendrán  el  ascenso  que  les  corresponda. 

Art.  12.  Como  medios  de  estimular  al  estudio 
y  castigar  la  desaplicación  empleará  el  catedrá- 
tico con  acuerdo  del  rector,  premios  y  correccio- 
nes en  sus  casos,  con  tal  que  estas  no  vejen  ni 
ridiculicen  á  los  alumnos  inspirándoles  rencoro- 
sas pasiones,  y  que  aquellos  no  sean  de  tal  na- 
turaleza que  establezcan  odiosas  preferencias. 
Dos  correcciones  ineficaces  autorizan  al  catedrá- 
tico para  dar  informe  contra  un  alumno  al  mi- 
nisterio de  marina,  y  á  este  para  despedirlo  del 
servicio.  En  cuanto  á  los  alumnos  no  militares 
la  separación  se  hará  sin  anuencia  del  Gobierno, 
con  solo  el  acuerdo  del  rector  del  colegio. 

Art.  13.  Todos  los  años,  y  por  el  tiempo  en 
que  se  celebren  los  exámenes  de  los  respectivos 
colegios,  sufrirán  el  suyo  los  alumnos  de  náuti- 
ca, el  cual  estará  sujeto  á  las  mismas  formalida- 
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des  que  aquellos ;  pudiendo  ademas  concurrir  á 
él  todos  ios  inteligentes  en  la  materia  y  pregun- 
tar libremente  sobre  los  puntos  á  que  se  contrai- 
ga. Las  caliñcaciones  que  en  estos  exámenes  se 
hagan  serán  las  de  sobresaliente  y  huerto. 

Art.  14.  Al  fín  del  curso  sufrirán  los  alumnos 
de  náutica  un  examen  general  de  todas  las  ma- 
terias estudiadas  en  los  cuatro  años,  al  cual  con- 
currirán por  invitación  expresa  los  jefes  y  oficia- 
les del  ejército  y  marina  que  se  hallen  en  los  lu- 
gares respectivos  y  los  capitanes  y  pilotos  de  na- 
ves nacionales  y  extranjeras,  teniendo  todos  el 
derecho  de  interrogar  sobre  las  materias  del  cur- 
s.>.  El  informe  que  el  director  y  el  rector  den  al 
Gobierno  acerca  de  estos  exámenes  generales, 
estará  suscrito,  ademas  de  dichos  señores,  por  las 
personas  que  hubiesen  preguntado,  y  contendrá 
las  caliñcaciones  que  hayan  merecido  los  alum- 
nos. 

Art.  15.  Dospucs  del  examen  general  con  que 
termina  el  curso,  así  como  también  de  cada  uno 
de  loa  parciales,  y  en  cada  cuatrimestre,  infor- 
marán al  Gobierno  precisamente  los  directores 
por  conducto  de  la  secretaría  de  marina  acerca 
del  catado  de  las  escuelas,  mejoras  que  conven- 
ga hacer  en  ellas,  y  de  los  adelantamientos  de 
los  alumnos. 

Art.  16.  El  secretario  de  marina  queda  encar- 
gado de  la-  ejecución  de  este  decreto,  y  de  dar 
cuenta  de  él  al  Congreso  en  su  próxima  reunión. 

Dado  en  Caracas  á  28  de  Setiembre  de  1811, 
129  y  3iO—José  A.  Páez,— Por  S.  E.— Carlos 
Soublettc, 

ESCUELAS    NORMALES  DE  DIBTJO  Y  PINTURA. 
DECRETO  DE   18  DE  ABRIL  DE   1833  COnCedicíl- 

do  un  avxilio  á  la  da  la  capital  de  la  Repú- 
bicüf  y  favoreciendo  su  creación  en  otras. 

El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la  Re- 
pública de  Venezuela  reunidos  en  Congreso,      j 

Vista  la  comunicación  de  la  Dirección  general 
de  Instrucción  Pública,  fecha  24  de  Febrero  ilei 
corriente  año,  pidiendo  encarecidamente  se  auxi- 
lie la  escuela  normal  de  dibujo  y  pintura,  estable-  ! 
cida  en  esta  capital  por  la  ordenanza  de  3  de  Di- 
ciembre de  1819,  y 

considerando: 

19  Que  el  Congreso  tiene  la  atribución  consti- 
tucional de  promover  la   instrucción  pública,    el 
progreso  de  las  ciencias  y  artos,  y  los    establecí-  ; 
mientos  de  utilidad  general  ! 

29  Que  los  grandes  adelantamientos  que  ha  | 
adquirido  esta  escuela  en  el  corto  tiempo  que  ha  > 
trascurrido  desde  su  creación,  revelan  que  solo  ¡ 
necesita  la  acciun  protectora  del  legislador  pa^-a 
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su  mayor  desarrollo,  y  para  que  sirva  á  la  pro- 
pagación en  toda  la  República  del  dibujo  y  la 
pintura,  como  elementos  indispensables  de'  las 
artes  industriales  y  otros  progresos  de  la  civili- 
zación, y 

39  Que  la  creación  y  aprovechamiento  de  es- 
ta escuela,  son  debidos  en  gran  parte  á  la  asidui- 
dad y  eficaz  dirección  de  su  preceptor,  Sr.  An- 
tonio José  Carranza,  sin  haber  tenido  una  ade- 
cuada recompensa,  al  paso  que  ha  á¿  dársele  ma- 
yor ensanche  al  establecimiento. 

DECRETAN. 

Art.  19  Se  destina  anualmente  del  Tesoro  pú- 
blico la  suma  de  dos  mil  doscientos  pesos  para 
auxiliar  la  escuela  normal  de  dibujo  y  pintura  es- 
tablecida en  esta  capital  por  la  ordenanza  de  3 
de  Diciembre  de  1849,  de  la  Diputación  de  esta 
provincia. 

§  19  De  la  suma  á  que  se  refiere  este  artículo 
se  tendrá  á  dispo-icion  de  la  Dirección  general 
de  Instrucción  Pública,  la  canliclad  de  mil  qui- 
nientos pesos  que  los  destinará  á  la  adquisición 
(le  buenos  modelos  que  senin  propiedad  del  esta- 
blccimientí»,  y  á  auxiliar  proporcionalmente  á  los 
alumnos  pobres  para  la  compra  de  telas,  colores, 
pinceles  y  demás  utensilios  necesarios  para  su 
aprendizaje,  todo  de  acurrdo  Cí)n  el  director. 

^  29  El  actual  preceptor  Sr.  Antonio  José  Car- 
ranza, gozará  de  los  7 JO  pesos  restantes  en  cla- 
se de  sobresueldo  anual, 

Art.  29  En  la  t  scutla  normal  de  dibujo  y  pin- 
tura se  admitirán  por  lo  menos  dos  jóvenes  de 
cada  una  de  las  otras  provincias  de  la  República, 
designados  por  las  respectivjts  Diputaciones;  y  to- 
dos los  que  gocen  del  beneficio  acorilado  por  el 
§  19  del  artículo  1 9  están  en  el  deber  de  dejar  en 
beneficio  de  la  escuela,  uno  de  los  mejores  cua- 
dros que  hayan  ejecutado  ajuicio  del  director. 

Art.  39  ítos  cuadros  que  se  compren  pera  la 
escuela  y  los  que  hayan  de  dejar  en  ella  los 
ulumnos,  según  el  articulo  anterior,  estarán  bajo 
el  cuidado  y  responsabilidad  del  director. 

Art.  49  Se  destinan  también  anualmente  <lel 
Tesoro  público  mil  pesos  para  cada  una  de  las 
otras  provincias  de  la  República  con  el  ún  de 
auxiliar  el  establecimiento  y  sosten  oe  una  es- 
cuela de  dibujo  y  pintura  eu  la  respectiva  caj)i- 
tal,  poniéndose  dicha  cantidad  á  disposición  de 
las  Diputaciones  provinciales,  á  quienes  toca  dic- 
tar las  medidas. que  consideren  mas  convenien- 
tes para  llevar  á  efecto  aquel  establecimiento  y 
que  alcance  su  mayor  progreso. 

Art.  59  Este  auxilio  servirá  para  los  gastos 
de  la  enseñanza  y  adquisición  de  buenos  mode- 
los^ sin  que  por  él,  se  impida  la  remisión  de  los 
dua  jóvenes  de  cada  provincia  que  deben  admi- 
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tíree  en  la  escuela  normal  de  Caracas,  según  el 
artículo  29 

Art.  69'  £1  presente  decreto  no  se  opone  ni 
altera  en  nada  la  ordenanza  que  haya  dictado  la 
honorable  Diputación  provincial  de  Caracas  so- 
bre la  materia. 

Dado  en  Caracas  á  13  de  Abril  de  1853,  año 
24  de  la  ley  y  43  de  la  independencia.— El  Pre- 
sidente del  Senado,  Raimundo  Andueza, — £1 
Presidente  de  lá  Cámara  de  Representantes, 
Francisco  Oriach. — £1  Secretario  suplente  del 
Senado,  R.  IrazábaL — El  Secretario  de  la  Cá- 
mara de  Representantes,  J.  Padilla» 

Caracas  Abril  18  de  1853,  año  24  de  la  ley  y 
43  de  la  independencia. — Ejecútese. — José  G. 
Monágas. — Por  S.  E.  el  Presidente  de  la  Repú- 
blica.— El  Secrelario  de  Estado  en  los  Despa- 
chos del  Interior,  Justicia  y  Relaciones  Exterio- 
res, Simón  Planas. 

ESCUQUE.  (Cantón.)  Agregación  á  el  de  las  par- 
roquias Ceiba  y  Ceibita.  Véase  División  ter- 
ritorial, D.  de  9  de  Abril  de  1850. 
ESPAÑA.  Véase  Buques  españoles,  D.  de  13 
de  Marzo  de  1838. 

ESPAÑA.    DECRETO     DE    8    DE    MAYO    DE    1850 

mandando  celebrar  un  tratado  con  ella  sobre 
el  modo  y  términos  de  pagar  los  créditos  de 
venezolanos  contra  la  misma» 

El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la  | 

República  de  Venezuela  reunidos  en  Congreso.  ' 

I 
decretan:  i 

Art.  único.  El  Poder  Ejecutivo  procederá  á  I 
celebrar  inmediatamente  con  la  nación  española 
un  tratado  adicional  que  ponga  en  claro  el  modo 
y  términos  de  pagarse  los  créditos  de  ciudadanos 
venezolanos  contra  ella,  de  la  misma  manera 
que  en  el  tratado  existente  se  dispone  respecto 
de  los  subditos  españoles. 

Dado  en  Caracas  á  29  de  Abril  de  1850,  año 
21  de  la  ley  y  40  de  la  independencia. — El  Pre- 
sidente del  Senado,  José  T.  Per  eirá» — El  Pre- 
sidente de  la  Cámara  de  Representantes,  Juan 
José  Pereira  Lozada. — El  Secretario  del  Sena- 
do, José  Ángel  Freiré, — El  Secrelario  de  la 
Cámara  de  Representantes,  J.  Padilla» 

Caracas  Mayo  8  de  1850,  año  21  de  la  ley  y 
40  de  la  independencia. — Ejecútese. — José  T. 
Monágas.-^For  S.  E. — El  Secretario  de  Estado 
en  el  Despacho  de  Relaciones  Exteriores,  JPer- 
nando  Olavarría. 
ESPAÑA.  Véase   Tratados  públicos,  D.  de  27 

de  Mayo  de  1845,  y  su  esplanacion,  y  D.  de 

10  de  Abril  de  1848,  y  Deuda  española, 
ESPAÑOLES.  Véase  España. 

ESPERA  T  <^UITA.   LEY  VII  TÍT.  II  DEL  CÓDIGO 
DE  PROCEDIMIENTO   JUDICIAL  DS  27  DE  MAYO 
TOMO   II. 
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DE  1850  sobre  los  juicios  de  esta  especie,  que 
reforma  la  de  9  de  Abril  de  1849  p.  19  del 
cuaderno  de  leyes  de  ese  año,  y  740,  núm» 
700  del  cuerpo  de  1851,  que  reforma  la  de  5 
de  Mayo  de  1841,  p,  135  del  cuaderno  de  ese 
año,  y  472,  núm,  440  del  cuerpo  de  1851,  que 
reforma  la  de  3  de  Mayo  de  1838,  p.  132  del 
cuaderno  de  ese  año,  y  354,  núm.  342  del 
cuerpo  de  1851,  que  reformó  finalmente  la  de 
19  de  Mayo  de  1836,  p,  247  del  cuerpo  com- 
prensivo de  las  de  ese  año,  y  246,  núm,  246 
del  cuerpo  de  1851. 

El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la 
República  de  Venezuela  reunidos  en  Congreso, 

DECRETAN. 

Art.  19  En  los  juicios  de  espera  se  procederá 
en  el  mismo  orden  que  para  el  de  cesión  de  bie- 
nes, respecto  de  la  citación,  reunión  y  califica- 
ción de  los  acreedores  y  créditos,  y  de  las  con- 
troversias que  se  susciten  entre  sí,  ó  con  el  deu- 
dor.(*) 

§  único.  Los  bienes  contenidos  en  la  lista  que 
presente  el  deudor  en  ningún  caso  ser&n  embar- 
gados por  razón  de  espera. 

Art.  29  Para  conceder  al  deudor  el  beneficio 
de  espera  se  observará  lo  dispuesto  en  la  ley  5^ 
título  15,  partida  5^,  la  cual  se  declara  vigente 
y  es  como  sigue. 

*'Debdor  seyendo  vn  ome  de  muchos  si  ante 


(*)  La  Corte  Suprema  eo  su  informe  de  1862  dijo:  "El 
artículo  1  ®  manda  observar  lo  dispuesto  por  la  245  en 
cuanto  á  citación,  reunión  y  calificación  de  créditos.  El 
articulo  6  de  aquella  ley  dice:  "  cuando  los  acreedores  6 
algunos  de  ellos  se  hallaren  fuera  del  territorio  de  la  Re- 
pública, se  les  nombrará  un  defensor . ..."  £1  articulo  G 
empieza  asi :  ''  so  reunirán  en  el  tribunal  todos  los  acree- 
dores presentes  y  los  defensores  de  los  ausentes . ..."  Y  el 
articulo  7  dice :  "  el  defensor  de  ausentes  tendr&  tantos 
votos . . . . "  Por  consiguiente  las  palabras  :  los  que  se  hítüa- 
ren  fiiera  de  la  República,  se  entienden  por  acreedores  av^ 
sentes.  Tapia  defino  la  palabra  ausente  asi:  *'elque  está 
separado  de  alguna  persona  ó  lugar."  Del  mismo  modo  la 
define  el  diccionario  de  Salva.  Y  este  mismo  diccionario, 
definiendo  la  palabra  ausencia  dice :  ''  la  acción  y  efecto 
de  ausentarse  ó  de  estar  ausente."  Y  ausentarse  eeexm  di- 
cho diccionario,  es,  "  separarse  de  alguna  persona  ó  Tugar." 
Y  Escricho  define,  "  ausencia :  el  estado  de  una  persona 
que  se  halle  fuera  del  lugar  ordinario  de  su  residencia  ó 
domicilio."  Todas  las  otros  definiciones  vienen  pues  a  re- 
fundirse en  esta ;  y  por  tanto  ausente  es  el  que  está  fuera 
de  su  domicilio.  La  aplicación  impropia  que  se  ha  hecho 
de  esíQ  término  por  ignorancia  ó  por  colusión,  en  el  juicio 
de  espera,  ha  causado  a  la  República  la  pérdida  de  cente- 
nas de  miles  de  pesos.  Acreedores  extranjeros  que  no  vi- 
vieron en  el  pais,  ni  lo  visitaron  jamas,  pero  cuya  residen- 
cia era  conocida,  fueron  considerados  como  ausentes,  y  se 
les  nombraron  defensores  que  traicionaron  la  fidelidad  de 
su  encargo.  Para  quo  no  se  repitan  tales  abusos,  conviene 
que  la  ley  ^e  claramente  la  significación  del  término  a«- 
senie  en  relación  &  los  juicios  de  cesión  de  bienes,  espera 
y  quita. 
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que  desamparasse  sus  bienes,  los  juntasse  en 
vno,  é  les  pidiesse,  que  le  diessen  vn  plazo  seña- 
lado, á  que  les  pagasse,  si  todos  non  se  acordas- 
sen  en  vno  á  otorgárselo,  aquel  plazo  deue  auer, 
que  otorgare  la  mayor  parte  dellos,  maguer  los 
otros  non  gelo  quisiessen  otorgar.  E  aquellos, 
dezimos,  que  se  deue  entender  que  son  mayor 
parte,  que  han  mayor  quantía  en  los  debdos.  E 
si  fuesse  desacuerdo  entre  los  vnos,  queriendo 
otorgarle  el  plazo,  é  los  otros  diziendo  que  gelo 
non  otorgarían,  mas  que  pagasse,  ó  desamparas- 
se los  bienes;  entonce,  si  fueren  yguales  en  los 
debdos,  é  en  quantidad  de  persona,  deue  valer 
lo  que  quieren  aquellos  quel  otorgan  el  plazo ; 
porque  semeja,  que  se  mueuen  a  fazerlo  por  pie- 
dad que  han  de  él.  E  si  por  auentura  fuessen 
eguales  en  los  debdos,  6  desiguales  en  las  perso- 
nas, aquello  que  quisiere  la  parte  do  fueren  roas 
personas  csso  deue  valer." 

Art.  39  Cuando  el  deudor  solicite  quita  de  los 
intereses  devengados,  ó  de  los  que  se  devenga- 
ren durante  el  tiempo  de  espera  concedida,  se 
observará  igualmente  lo  prevenido  en  la  ley  de 
partida  citada  en  el  artículo  anterior.  La  solici- 
tud de  espera  no  priva  al  deudor  de  la  de  quita 
de  intereses  si  lo  hiciere  &  un  tiempo;  pero  con- 
cedido separadamente  un  beneficio  no  tendrá  lu- 
gar el  otro. 

Art.  40  Se  deroga  la  ley  de  9  de  Abril  de 
1849 

Dada  en  Caracas  á  26  de  Mayo  de  1850,  año 
21  de  la  ley  y  40  de  la  independencia. — El  Pre- 
sidente del  Senado,  José  T.  Pereira. — El  Pre- 
sidente de  la  Cámara  de  Representantes,  Juan 
José  Per  eirá  hozada, — El  Secretario  del  Sena- 
do, José  Ángel  Freiré. — El  Secretario  de  la  Cá- 
mara de  Representantes,  J.  Padilla* 

Caracas  Mayo  ?7  t!e  1850,  año  2i  de  la  ley  y 
40  de  la  independencia. — Ejecútese. — José  T. 
Monagos — Por  S.  E.  el  Presidente  de  la  Repú- 
blica.— El  Secretario  de  Estado  en  los  Despa^ 
chos  del  Interior  y  Justicia,   Francisco  Parejo. 

Análisis  comparativo  dt  las  leyes  de  19  de  Mayo  de  1836* 
3  de  Mayo  de  1888,  5  de  Mayo  de  1841,  9  de  Abril  de  1849' 
y  27  de  Mayo  de  1850  sobre  espera  y  quita. 

La  de  36  (art  úuico)  decía :  "£n  los  juicios  de  espera, 
de  remiáion  ó  quita  se  procederá  en  el  mismo  orden  pres- 
crito para  el  de  cesión  de  bienes  respecto  do  las  reuniones 
y  calificaciones  de  los  acreedores,  y  de  las  controveraias 
que  se  susciten  entre  si,  ó  con  el  deudor ;  y  la  de  38  (art 
único)  suprimió  desde  ''respecto  de  las  reuniones  &c." — 
La  de  38  estableció  un  sistema  enteramente  nuevo  en  to- 
dos BUS  ailícnlos,  debiéndose  solicitar  en  privado  el  con- 
sentimiento de  todos  y  de  cada  uno  de  los  acreedores,  y 
presentarse  solo  al  tribunal,  para  la  declaratoria  convenien- 
te; y  prohibiendo  los  juicios  contenciosos  de  espera. — La 
de  49  varió  también  completamente  la  forma  de  este  jui- 
cio estableciendo  para  su  procedimiento,  en  cuanto  á  la 
citación  y  comparecencia  de  los  acreedores^  el  de  la  cesión 
de  bienes ;  haciendo  consistir  su  concesión  en  el  Toto  fa- 
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ESPERA  T  QUITA.    LET  DE  28  DE  XATO  DE  1850 

acordando  el  modo  de  satisfacer  á  los  acrec' 
dores  que  prefieran  sostituir  el  Estado  á  sus 
deudores  en  los  casos  de  espera  concedida 
contra  su  voluntad. 

El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la 
República  de  Venezuela  reunidos  en  Congreso, 

decretan: 

Art.  19  En  las  causas  ya  concluidas  por  sen- 
tencias ejecutoriadas,  que  se  pronunciaron  con^ 
forme  á  la  ley  de  9  de  Abril  del  año  anterior,  si 
los  acreedores  contra  cuya  voluntad  se  ha  con- 
cedido la  espera,  prefieren  ser  pagados  con  bille- 
tes de  Tesorería,  el  Gobierno  con  vista  de  los 
documentos  que  justifiquen  plenamente  el  crédi- 
to, y  procurando  siempre  que  no  se  perjudique 
el  Estado,  podrá  sustituirse  al  deudor  y  emitir 
aquellos  por  la  suma  adeudada,  y  los  billetes  emi 
tidos  ganarán  el  interés  legal. 

Art.  29  Para  el  pago  de  este  Ínteres  y  gra- 
dual amortización  del  capital  de  los  billetes,  se 
incluirá  en  el  presupuesto  anual  de  gastos  públi- 
cos, la  cantidad  de  cien  mil  pesos. 

Art.  39  Los  deudores  podrán  hacer  su  pago 
al  Estado  con  billetes  de  cualquiera  clase  de 
deuda  pública. 

Art.  49  La  calificación  de  los  créditos  y  las 
seguridades  que  garanticen  al  Tesoro  nacional 
se  hará  por  la  comisión  de  crédito  público. 

Art.  69  El  Poder  Ejecutivo  reglamentará  el 
modo  con  que  los  deudores  han  de  garantizar  al 
Tesoro  público  el  compromiso  que  adquiera  por 
ellos  tomando  en  sus  bienes  la  hipoteca  ó  hipo- 
tecas necesarias  para  asegurar  el  pago  de  la  deu- 
da, concluido  que  sea  el  término  por  el  cual  se 
haya  concedido  la  espera,  y  lo  demás  que  sea 
necesario  al  cumplimiento  de  la  presente  ley. 

Dada  en  Caracas  á  27  de  Mayo  de  1850,  afto 
21  de  la  ley  y  40  de  la  independencia. — El  Pre- 
sidente del  Senado,  José  T.  Pereira. — £1  Presi- 
dente de  la  Cámara  de  Representantes,  Juan  Jo' 
sé  Pereira  Lazada. — El  Secretario  del  Senado, 
José  Ángel  Freiré. — El  Secretario  de  la  Cáma- 
ra de  Representantes,  J.  Padilla. 

Caracas  Mayo  28  de  1850,  año  21  de  la  ley  y 

vorable  de  la  mayoría  de  los  acreedores,  ó  de  los  que  re- 
presentasen mayor  crédito,  y  negándola  solo  en  el  caso  de 
hallarse  comprendido  el  deudor  en  ciertos  casos ;  y  sin 
que  pudiera  renunciarse  este  beneficio,  como  todo  se  ve 
de  los  quince  artículos  que  componen  la  ley,  y  la  de  50  de- 
ja subsistente  el  procedimiento  en  cuanto  á  la  citación  y 
comparecencia  de  los  acreedores ;  pero  en  cuanto  á  la  con- 
cesión ó  negativa  de  la  espera,  restablece  la  ley  6.  "*  titulo 
15,  panida  5.  ^ ,  y  en  cuanto  á  la  quita,  establece  especial- 
mente que  la  una  no  impide  la  otra  si  se  solicitan  &  un 
tiempo,  pero  si  concedido  separadamente  imo  de  dichos 
beneficios. 
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40  de  la  independencia. — Ejecúteae. — José  T. 
Monágas. — For  S.  £•  el  Presidente  de  la  Repú- 
blica.— El  Secretario  de  Estado  en  el  Despacho 
de  Hacienda,  Fernando  Olavarria, 

ESPERA  Y  QUITA.    RESOLUCIÓN  DB  LA  CÁMARA 
DE  REPRESENTANTES  DB  30  DE  ABRIL  DB  1851 

^o6re  la  verdadera  y  única  inteligencia  del 
artículo  \o  déla  ley  de  28  de  Mayo  de  1850 
sobre  sostitucion  del  Gobierno  á  los  deudores.  ¡ 

República  de  Venezuela. — Secretaría  do  la  H.  ' 
Cámara  de  Representantes.-— Caracas,  80  de  Abril  | 
de  1851,  22  y  41.  ¡ 

Sr.  Secretario  de  £.  en  el  D.  de  Hacienda.  i 

La  H.  Cámara  de  Representantes  á  quien  di , 
cuenta  de  la  nota  de  US.  fecha  3  del  mes  que  ri- , 
ge,  á  la  cual  se  sirvió  acompañar  los  cinco  expe-  ,| 
dientes  de  reclamaciones  internacionales  contra 
las  disposiciones  de  los  decretos  de  S.  E.  el  Po-  ¡ 
der  Ejecutivo  de  19  de  Julio  y  7  de  Noviembre  ^ 
del  año  próximo  pasado  reglamentarios  de  la  ley  j 
de  28  de  Mayo  del  mismo  año,  acordó  con  fecha  I 
del  5  pasar  este  negocio  á  sus  comisiones  del  in-  i 
terior  para  que  informasen;  y  han  cumplido  con  I 
este  deber  haciéndolo  del  modo  siguiente:  ¡ 

Honorable  Cámara  de  Representantes*  \ 

'*De  conformidad  con  lo  consultado  por  el  | 
Consejo  de  Gobierno  en  20  de  Marzo  próximo  ' 
pasado,  el  Poder  Ejecutivo  solicita  de  las  Hono-  I 
rabies  Cámaras  la  aclaratoria  del  artículo  I9  y  - 
sus  concordantes  4^  y  59  dí¡  la  ley  de  28  de  Ma-  | 
yo  de  1853 ;  paia  saber  si  el  Gobierno  debe  sus-  - 
tituirse  en  todo  caso  por  el  deudor  en  espera  ' 
ejecutoriada,  según  la  ley  de  9  de  Abril  de  1849,  \ 
y  si  en  el  caso  de  la  sustitución  puede  exigir  de  ; 
los  deudores  sustituidos  mayores  garantías  que  '• 
las  que  ofrecieron  ó  concedieron  á  sus  primiti-  I 
vos  acreedores. 

"Son  dos  las  cuestiones  que  se  desprenden  de  I 
la  consulta,  y  que  el  Congreso  debe  resolver  con  \ 
arreglo  á  los  sanos  principios  del  derecho  uni- 
versal ;  á  fin  de  que  prevalezca  la   verdad  y  no 
sufra  detrimento  la  justicia. 

"¿Se  ha  obligado  el  Gobierno  á  sustituirse  en 
todo  caso  por  el  deudor,  á  quien  se  concedió  el 
beneficio  de  espera,  contra  la  voluntad  de  su 
acreedor? — No:  porque  la  República  no  ha  con- 
traído ni  podido  contraer  voluntariamente  seme- 
jante onerosa  obligación. — No:  porque  nadie  ha 
podido  ni  puede  tampoco,  sin  atentar  contra  la 
independencia  y  libertad  de  Venezuela,  impo- 
nérsela por  la  fuerza. — No:  porque  está  expre- 
sa, clara  y  terminantemente  en  la  ley  de  28  de 
Mayo  de  1850  la  libre  voluntad  del  legislador 
venezolano,  y  aquella  ley  no  necesita  para  el 
buen  sentido  de  aclaratorias  ni  interpretaciones. 

"En  las  causas  ya  concluidas  por  sentencias 
„  ejecutoriadas,  que  se  pronunciaron  conforme 


„  &  la  ley  de  9  de  Abril  de  1849,  si  los  acreedo- 
„  res,  contra  cuya  voluntad  se  ha  concedido  la 
,,  espera,  prefirieren  ser  pagados  con  billetes  de 
„  Tesorería,  el  Gobierno  con  vista  de  los  docu- 
„  mentes  que  justifiquen  plenamente  el  crédito, 
„  y  procurando  siempre  que  no  se  perjudique  el 
„  Estado,  podrá  sustituirse  al  deudor  y  emitir 
„  aquellos  por  la  suma  adeudada,  y  los  billetes 
„  emitidos  ganarán  el  interés  legal." 

"He  ahí  el  texto  del  artículo  I9  de  la  ley  de 
28  de  Mayo  de  1850.  Basta  leerlo,  para  com- 
prender que  no  se  ha  dado  á  nadie  ningún  dere- 
cho contra  la  República,  y  que  solo  por  benefi- 
cencia se  ha  auto/izado  suficientemente  al  Jefe 
de  la  Administración  general  del  Estado,  para 
que  pueda,  con  vista  de  documentos  y  sin  per- 
juicio del  Tesoro  de  la  Nación,  sustituirse  al  deu- 
dor y  satisfacer  con  billetes  al  acreedor  que  lo 
prefiere. 

"Entre  podrá  sustituirse  y  se  sustituirá  en  to- 
do caso,  como  se  pretende,  hay  una  distancia  in- 
comensurable:  hay  la  misma  diferencia  que  exis- 
te entre  la  autorización  condicional  y  el  mandato 
absoluto;  entre  la  mera  y  simple  permisión  del 
ejercicio  de  una  facultad  benefactora,  sin  grava- 
men enorme,  y  la  obligación  imprescindible  de 
ejercerla  en  provecho  de  ciertos  individuos,  aun 
con  notable  daño  del  pueblo  de  Venezuela ;  en- 
tre la  libertad  de  obrar  generosamente,  y  la  fuer- 
za opresiva  que  arranca  una  injusta  subrogación. 

"Es,  pues,  potestativo  al  Gobierno,  con  vista 
de  los  documentos  que  justifiquen  plenamente  el 
crédito,  y  procurando  siempre  que  no  se  ])erjudi- 
que  el  Estado,  sustituirse  6  no  por  los  deudores 
en  es])era  ejecutoriada,  conforme  á  la  ley  de  9 
de  Abril  de  1849:  y  toda  interpretación,  todo 
acto  ó  procedimiento  contrarios  á  esa  pote^itad 
legislativa,  serian  no  solo  ilógicos,  sino  también 
torticeros  y  atentatorios. 

"¿Puede  el  Gobierno  exigir  de  los  deudores 
mas  garantías  de  las  concedidas  á  los  primitivos 
acreedores,  cuando  estas  no  basten  para  la  in- 
demnidad del  crédito?  Sí:  porque  el  Gobierno 
debe  ser  prudente  y  previsivo  para  no  perjudi- 
car en  ningún  tiempo  á  la  Nación.  Sí:  porque 
un  gobierno  imprudente  é  imprevisivo  seria  un 
gobierno  imbécil,  é  indigno  de  la  existencia." 
Sí:  porque  siendo  espontánea  la  solicitud  del 
acreedor  y  generoso  el  acto  de  la  subrogación, 
el  subrogante  puede  y  debe  hacerse  de  las  segu- 
ridades necesarias  para  precaver  el  dolo,  el  frau- 
de y  la  dilapidación.  Sí :  porque  la  República 
no  se  ha  obligado  ni  puede  ser  obligada  á  res- 
ponder de  un  crédito  ageno  sin  los  competentes 
recaudos  y  cauciones  que  le  aseguren  en  opor- 
tunidad la  solvencia  ó  restitución.  Sí:  porque  es 
muy  racional  que  solo  sufra  la  pérdida  ó  el  daño 
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el  acreedor  qae  no  previo  las  resultas  del  mutuo 
sin  garantías  satisfactorias.  Sí:  porque  la  susti- 
tución del  Gobierno  por  el  deudor  según  el  artí- 
culo 19  de  la  ley  de  28  de  Mayo  de  1850,  ha  de 
hacerse  con  vista  de  los  documentos  que  justifi- 
quen plenamente  el  crédito,  y  procurando  siem- 
pre que  no  se  perjudique  el  Estado.  Sí:  porque, 
conforme  á  los  artículos  49  y  5?  de  dicha  ley, 
la  calificación,  los  créditos  y  seguridades  que  ga- 
ranticen al  Tesoro  nacional  se  ha  de  hacer,  no 
por  el  acreedor  ó  acreedores  ni  por  el  deudor  ó 
ios  deudores  sustituidos,  sino  por  la  comisión  de 
crédito  público,  según  las  reglas  que  al  efecto 
haya  dado  ó  diere  el  Poder  Ejecutivo,  quien  to- 
mará en  los  bienes  de  aquellos  deudores  la  hipo- 
teca ó  hipotecas  necesarias  para  asegurar  opor- 
tuna y  cumplidamente  el  pago  de  la  deuda.  Y 
sí:  porque  tanto  la  sustitución  como  las  caucio- 
nes que  requiera  el  compromiso  voluntario  del 
Gobierno,  son  potestativas  del  suslituyente,  y  de 
ninguna  manera  forzadas  d  obligatorias. 

"El  Poder  Ejecutivo,  expidiendo  los  decretos 
de  19  de  Julio  y  7  de  Noviembre  de  1850,  regla- 
mentarios do  la  ley  de  28  de  Mayo  de  aquel  mis- 
mo afío,  ha  obrado  en  consecuencia  de  las  facul- 
tades que  le  diera  el  Congreso;  y  siendo  bastan- 
te explícita,  clara  y  terminante  aquella  ley,  no 
ha  lugar  á  ninguna  interpretación. 

^'Devuélvase  este  expediente  con  la  resolución 
de  la  H.  Cámara  de  Representantes  al  Poder 
Ejecutivo,  en  contestación  á  la  nota  oficial  del 
Ministerio  de  Hacienda,  fecha  3  del  corriente 
mes,  dejándose  de  todo  la  debida  constancia  en 
esta  secretaiía,  para  los  fines  que  convengan." 

Habiendo  sido  aprobado  el  informe  preinserto 
por  unanimidad  de  los  miembros  presentes  en  la 
sesión  de  esta  fecha,  tengo  orden  de  trasmitirlo 
a  US.  en  respuesta  k  su  nota  precitada;  y  de- 
volviéndole los  cinco  expedientes  que  se  sirvió 
adjuntar  á  ella. 

Soy  de  US.  atento  servidor. — /.  Padilla. 

ESPERA  Y  QUITA.    DECRETO  EJECUTIVO  DE  19 

DE  jcLio  DE  1850  reglamentando   la  ley  an^ 

terior. 
José  Tadeo  Monágas,  Presidente  de  la  Repú- 
blica de  Yenezuela,  ^-a  ^a.  ^a 

En  cumplimiento  del  artículo  69' do  la  ley  de 
28  de  Mayo  del  presente  año,  que  prescribe  el  ca- 
so en  que  el  Estado  se  sustituirá  á  los  deudores 
á  quienes  contra  la  voluntad  de  los  acreedores  se 
concedió  espera,  conforme  á  la  ley  de  9  de  Abril 
de  1849, 

decreto: 

Art.  19  £n  las  causas  sobre  espera  ya  con- 
cluidas conforme  á  la  ley  de  9  de  Abril  del  año 
próximo  pasado,  los  acreedores  contra  cuya  vo- 
luntad se  concedió  la  espera,  si  prefirieren  ser 
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pagados  por  el  Gobierno,  de  conformidad  con  lo 
dispuesto  en  el  artículo  I9  de  la  ley  de  28  de 
Mayo  ííltimo,  se  dirigirán  al  Poder  Ejecutivo  so- 
licitando la  sustitución  de  la  Nación  á  su  deudor 
ó  deudores,  en  cuyo  caso  acompañarán  con  su 
solicitud  el  testimonio  correspondiente  para  acre- 
ditar que  es  tal  acreedor,  que  ha  sido  calificado  el 
crédito,  y  que,  no  obstante  su  contradicción,  re- 
cayeron las  determinaciones  del  tribunal,  conce- 
diendo la  espera. 

Art.  29  Hecha  la  solicitud  y  producidos  los 
documentos  que  quedan  mencionados,  originales 
ó  en  testimonio,  la  Comisión  de  Crédito  público, 
con  arreglo  al  artículo  29  de  la  citada  ley  de  28 
de  Mayo  último,  procederá  á  abrir  concepto,  in- 
formando al  Gobierno  sobre  la  legitimidad  de  la 
reclamación,  previo  el  examen  detenido  que  ha- 
ga de  los  puntos  siguientes: 

19  Si  el  reclamante  figura  en  la  lista  de  acree- 
dores presentada  por  el  deudor. 

29  Si  se  verificó  la  calificación  del  crédito  que 
motiva  el  reclamo. 

39  Si  el  reclamante  prestó,  ó  no,  su  consenti- 
miento á  la  espera,  en  cuyo  último  caso  sola- 
mente habrá  lugar  al  reclamo. 

49  Si  las  cantidades  que  se  reclaman  por  ca- 
pital é  intereses  son  conformes  á  las  sumas  cali- 
ficadas, y  á  los  documentos  de  crédito,  y  si  la  de 
gastos  está  comprobada. 

59  Si  la  deuda  está  asegurada  con  hipoteca, 
fianza  ú  otra  garantía  que  oportunamente  deba 
pasar  á  favor  del  Gobierno. 

Art.  39  La  Comisión  de  Crédito  público  pe- 
dirá á  los  tribunales  respectivos,  en  calidad  de 
devolución,  los  expedientes  originales,  que  juz- 
gue necesarios  para  su  examen,  y  dar  cumpli- 
miento al  artículo  anterior,  exigiendo  de  los  re- 
clamantes los  demás  comprobantes  é  informes 
precisos. 

Art.  49  Si  el  Gobierno  hallare  arreglado  el 
informe  de  la  Comisión  y  lo  aprobare,  se  expe- 
dirán las  órdenes  de  pago  correspondientes,  co- 
municándolas á  la  Tesorería  general,  para  que 
cuide  de  los  derechos  adquiridos  por  el  Gobier- 
no, y  exija  de  los  deudores  el  cumplimiento  de 
sus  obligaciones,  con  arreglo  á  ellas  y  según  el 
artículo  59  de  la  ley  de  28  de  Mayo  próximo 
pasado. 

Art.  69  Los  acreedores  que  prefirieren  ser 
pagados  por  el  Gobierno  de  conformidad  con  lo 
dispuesto  en  el  artículo  I9  de  la  ley  de  28  de 
Mayo  último,  deberán  dirigir  su  solicitud  al  Po- 
der Ejecutivo  en  el  perentorio  término  de  seis 
meses,  contados  desde  la  publicación  del  presen- 
te decreto,  entendiéndose  que  prefieren  á  su  deu- 
dor si  no  lo  verifican  en  este  lapso. 
Art.  69  El  Gobierno  admitirá  en  pago  de  las 
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cantidades  por  las  cuales  se  haya  sustituido  al 
deudor,  billetes  de  cualquiera  especie  de  deuda 
pública,  con  arreglo  al  artículo  3?  de  la  citada 
ley. 

Art  70  El  pago  de  las  cantidades  reconoci- 
das por  el  Gobierno  en  favor  de  los  acreedores 
contra  cuya  voluntad  se  concedió  espera  á  sus 
deudores,  se  hará  de  los  cien  mil  pesos  destina- 
dos anualmente  al  objeto  por  el  artículo  29  de  la 
ley,  expidiéndose  al  efecto  las  órdenes  corres- 
pondientes de  pago  contra  el  fondo  destinado  á 
este  fin,  ó  emitiéndose  con  el  mismo  giro  billetes 
de  Tesorería  pagaderos  al  portador  con  el  inte- 
rés de  5  por  ciento  anual. 

Art.  89  El  pago  de  las  cantidades  reconoci- 
das y  la  amortización  de  los  billetes  que  se  emi- 
tan, se  hará  en  los  términos  y  plazos  que  por 
arreglos  especiales  se  convengan  por  el  Gobier- 
no con  los  acreedores  ó  sus  representantes. 

^  único.  Los  arreglos  se  harán  por  el  orden 
de  entrada  de  las  solicitudes  que  se  hayan  hecho 
ó  hagan  al  Gobierno. 

Art.  99  £1  Secretario  de  Estado  en  el  Despa- 
cho de  Hacienda  queda  encargado  del  cumpli- 
miento del  presente  decreto. 

Dado:  ñrmado  de  mi  mano:  sellado  con  el  se- 
llo del  Poder  Ejecutivo  y  refrendado  por  el  Se- 
cretario de  Estado  en  el  Despacho  de  Hacienda 
en  Caracas  á  I9  de  Julio  de  1S50;  año  219  ^^ 
la  ley  y  40  de  la  Independencia. — José  T.  Mona- 
gas. — Por  S-  E.  — El  Secretario  de  Estado  en 
el  Despacho  de  Hacienda.—  Vicente  Lecuna. 

ESPERA  V  QtlTA.   DECRETO     EJECUTIVO     DE  7 

DE  NOVIEMBRE  DE  1850,  üdicional  al  anterior^ 

José  Tadeo  Monágas  Presidente  de  la  Repúbli- 
ca de    Venezuela  ófC. ,  4*^. ,  ó^c. 

En  cumplimiento  del  artículo  59  de  la  ley  de 
28  de  Mayo  último,  que  autoriza  al  Poder  Eje- 
cutivo para  reglamentar  el  modo  con  que  los 
deudores  han  de  garantizar  al  Tesoro  público  el 
compromiso  que  adquiera  por  ellos  en  virtud  de 
la  subrogación  de  la  deuda, 

Decreto  : 

Art.  19  Admitida  y  calificada  que  haya  sido 
la  reclamación,  según  lo  ordenado  por  el  decre- 
te reglamentario  de  I9  de  Julio  último,  el  acree- 
dor cederá  al  Gobierno  los  derechos,  privilegios, 
hipotecas  y  todas  las  acciones  que  para  garantía 
de  su  acreencia  tenga  contra  su  deudor,  6  contra 
otror  individuos  que  sean  responsables  al  cum- 
plimiento de  su  obligación. 

Art.  29  Si  las  cauciones  presentadas  no  fue- 
sen suficientes  ajuicio  de  la  Comisión  de  Crédi- 
to público,  lo  manifestará  así  al  Gobierno,  para 
que  este  ordene  apremiar  al  deudor  6  hipotecar 
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aquella  parte  de  sus  bienes  que  se  estime  nece- 
saria y  bastante  para  responder  al  Tesoro,  pro- 
curando que  el  valor  de  la  hipoteca  no  baje  del 
duplo  del  valor  de  la  deuda. 

Art.  39  En  el  caso  qne  la  Comisión  crea  con- 
veniente esta  nueva  garantía,  y  los  bienes  del 
deudor  no  alcancen  para  ser  hipotecados  por  el 
duplo  del  valor  de  la  deuda,  el  deudor  entonces 
hipotecará  y  hará  responsables  cuantos  bienes 
tenga  para  el  pago  de  la  deuda. 

Art.  49  Luego  que  se  decreten  las  segurida- 
des referidas  en  los  artículos  anteriores,  pasará 
el  expediente  á  la  Tesorería  general  para  que 
compela  al  deudor  á  presentar  dichas  segurida- 
des, y  luego  que  las  presente,  se  devolverá  el 
expediente  á  la  Comisión. 

Art.  59  Las  dudas  ó  controversias  que  se  sus- 
citen por  consecuencia  de  las  disposiciones  de 
la  Comisión,  ó  por  inconformidad  del  deudor, 
serán  resueltas  por  el  Gobierno. 

Art.  69  Cumplidas  las  disposiciones  de  ios 
artículos  anteriores,  la  Comisión  de  Crédito  pú- 
blico examinará  las  seguridades  que  garantizan 
el  crédito  ;  y  si  las  estima  suficientes,  pasará  el 
expediente  al  Poder  Ejecutivo  con  su  informe 
!  recomendándole  el  reconocimiento  del  crédito. 

Art.  79  Luego  que  sea  reconocido  el  crédito 
por  el  Poder  Ejecutivo,  el  Secretario  de  Ha- 
cienda expedirá  las  certificaciones  de  reconoci- 
miento, y  dará  orden  á  la  Tesorería  general  pa- 
ra abrir  cuenta  al  deudor  y  al  acreedor. 

Art.  89  A  los  deudores  <jue  se  encuentren 
fuera  de  la  capital  de  la  República,  si  no  se  con- 
vinieren en  nombrar  apoderado  para  que  los  re- 
presente en  ella,  se  les  compelerá  á  cumplir  las 
disposiciones  de  este  decreto  por  medio  de  los 
administradores  de  rentas  de  sus  respectivos  do- 
micilios. 

Art.  99  La  Tesorería  general  tomará  todas 
las  medidas  necesarias  para  impedir  al  deudor 
que  disponga  de  los  bienes  presentados  en  la  es- 
pera, ó  hipotecados  después  en  favor  del  Gobier- 
no :  acusará  los  que  no  haya  presentado  ;  y  pa- 
ra que  no  se  ausente  de  la  República  sin  dejar 
las  seguridades  necesarias  para  el  pago  al  Go- 
bierno, hará  valer  todos  los  casos  de  la  ley  so- 
bre secuestro  judicial  ó  arraigo,  en  representa- 
ción del  crédito  fiscal,  con  todos  los  privilegios 
acordados  por  las  leyes. 

Art.  10.  Los  individuos  que  por  cualquier  res- 
pecto tengan  reclamos  contra  el  Gobierno,  y  al 
mismo  tiempo  deba  este  subrogarlos  como  deu- 
dores por  haberse  acogido  á  la  ley  de  espera,  ca- 
lificados y  liquidados  que  sean  aquellos,  se  les 
abonará  su  haber  en  la  deuda  de  que  el  Gobier- 
no se  hace  cargo. 

Dado  en  Caracas  á  7  de  Noviembre  de  1850, 
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afio  219  de  la  ley  y  40  de  la  Independencia. 

J08R  T.  MONAOAS. 

Por  S.  E- — El  Secretario   de  Estado   en   el 
Despacho  de  Hacienda. — Vicente  Lecuna. 
ESPERA  Y  QUITA.  Decreto  ejecutivo  de  30 

DE  diciembre  de  \S50  prorogando  el  térmi-  \ 

no  señalado  en  el  artículo  5^  del  mismo  de 

\o  de  Julio  que  antecede, 

José  Tadeo  Monágas,  Presidente  de  la  Re- 
pública de  Venezuela,  4*?»  4"?»  4?" 

Considerando  justos  los  fundamentos  por  qué 
se  ha  solicitado  del  Poder  Ejecutivo  la  proroga-  I 
cion  del  plazo  prescrito  en  el  decreto  de  I9  de  Ju- 
lio último, para  presentar  al  Gobierno  los  reclamos 
provenientes  de  la  \ey  de  Espera  de  1849,  pues 
algunos  acreedores  se  han  visto  en  la  imposibili- 
dad de  hacerla  durante  ese  tiempo, 

DECRETO. 

Art.  19  Se  proroga  por  cuatro  meses  el  tér- 
mino señalado  en  el  artículo  69  del  decreto  de 
19  de  Julio  último,  que  se  vencerá  el  6  del  próxi- 
mo Enero,  para  que  los  acreedores  puedan  recla- 
mar del  Gobierno  la  sustitución  á  sus  deudores, 
que  contra  su  voluntad  alcanzaron  espera. 

Art.  29  El  Secretario  de  Estado  en  los  Des- 
pachos de  Hacienda  y  Relaciones  Exteriores, 
queda  encargado  de  la  ejecución  de  este  decreto. 
Dado  :  firmado  de  mi  mano  :  sellado  con  el 
sello  del  Poder  Ejecutivo,  y  refrendado  por  el 
Secretiirio  de  Estado  en  el  Despacho  de  Ha- 
cienda.— Caracas  30  de  Diciembre  de  1850,  año 
219  de  la  Ley  y  40  de  la  Independencia. 

JosE  Tadeo  Monagas. 
El  Secretario  de  Hacienda  y  Relaciones  Ex- 
teriores.— Vicente  Lecuna. 
ESPERA  Y  (iuiTA.  resolución  ejecutiva  de 
14  DE  NOVIEMBRE  DE  1850  haciendo  ciertas 
prevenciones  ala  Tesorería  sobre  la  manera 
de  cumplirse  la  ley  de  28  de  Mayo  del  mis- 
mo año. 

República  do  Venezuela.— Secretaría  de  Hacien- 
da.—Sección  8  ?  —Caracas.  Novicmbro  14  do  1850, 
40  do  la  Indo  pendencia. 

Sr.  Tesorero  general. 

Con  veintinueve  folios  útiles,  acompaño  á  US. 
el  expediente  donde  consta  que  el  Sr.  Guillermo 
Anderson  solicita  la  sustitución  del  Gobierno  por 
la  deuda  del  Sr.  José  Antonio  Mosquera,  que  pi- 
dió y  obtuvo  espera  en  el  Tribunal  de  1^  instan- 
cia al  cargo  del  Dr.  Felipe  Larrazabal,  para  que 
la  Tesorería  ponga  el  asiento  de  crédito  en  sus 
libros  á  favor  del  Sr.  Guillermo  Anderson,  por  la 
suma  de  dos  mil  cuatrocientos  nueve  pesos,  no- 
venta y  ocho  centavos,  (2*409  pesos,  08  centa- 
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vos)  los  mismos  que  recogerá  del  Sr.  José  An- 
tonio Mosquera  ó  su  apoderado,  en  billetes,  me- 
diante á  que  el  Gobierno,  por  decreto  de  4  del 
corriente,  previo  el  informe  favorable  de  la  Co- 
misión de  Crédito  público,  reconoció  k  favor  del 
Sr.  Anderson  dicha  cantidad. 

Para  esta  operación  abrirá  US.  en  el  libro  Ma- 
yor dos  ramos :  el  uno,  de  "  Acreedores  por 
Espera;  "  y  el  otro,  de  ^^ Billetes  por  pago  de 
EsperaV 

Cuando  el  deudor  no  pague  en  el  acto  con  bi- 
lletes, como  dice  la  ley,  para  este  caso  se  abrirá 
un  ramo  en  el  libro  de  caja  que  se  titulará:  ** Deu- 
dores por  Espera,^*  y  se  llevará  á  él  lo  que  se 
acredite  á  los  que  se  les  haya  declarado  la  susti- 
tución* 

Los  pagarés  y  fianza  de  los  deudores,  cuando 
paguen  en  billete?,  se  les  devolverán,  con  la  no- 
ta firmada  por  la  Tesorería  del  modo  que  han 
sido  satisfechos;  y  cuando  ocurra  alguna  cance- 
lación de  escritura,  se  verificará  esta  con  el  de- 
sembolso del  que  la  pidiere. 

Al  pié  del  expediente,  que  se  devolverá  á  este 
Ministerio,  se  anotará  la  copia  del  asiento  pues- 
to en  el  Manual,  y  comprobará  el  asiento  con  los 
pagarés,  fianzas  colaterales  y  escrituras  que  US, 
extraerá  de  dicho  expediente,  como  documentos 
que  deben  devolverse  á  las  partes  cuando  satis- 
fagan las  deudas  á  que  quedan  obligados  por  la 
sustitución  que  ha  acogido  el  Gobierno. 

Soi  de  US.  atento  servidor. — Vicente  Le- 
cuna. 

espera  y  quita.  resolución  ejecutiva  de 
22  DE  JULIO  DE  1852  disponiendo  el  modo  de 
pagar  la  cantidad  de  iOO.OOO pesos  presupues- 
ta en  el  mismo  año  por  razón  de  los  cré- 
ditos de  espera. 

Secretaría  de  Ilaci onda.— Sección  tercera. — Ca- 
racas Julio  22  do  1862.— Kesuelto, 

Debiendo  el  Congreso  destinar  en  el  presupues- 
to de  cada  año  la  suma  que  estime  necesari.i  pa- 
ra el  pago  de  los  créditos  reconocidos  por  el  Es- 
tado á  consecuencia  de  haberse  sustituido  á  los 
deudores  en  la  forma  y  términos  prevenidos  por 
la  ley  de  2S  de  Mayo  de  1850  y  decreto  ejecuti- 
vo de  19  de  Julio  del  mismo  año  que  reglamenta 
dicha  ley,  S.  £,  el  Poder  ejecutivo  se  ha  servido 
resolver,  que  tanto  la  suma  de  cien  mil  pesos  des- 
tinada en  el  presupuesto  del  corriente  año  con 
aquel  objeto,  como  las  que  con  tal  fín  se  presu- 
pongan por  el  Congreso  en  lo  sucesivo  se  divida 
en  4  partes  iguales  por  la  Tesorería  general,  y 
se  paguen  en  los  últimos  quince  dias  de  cada  tri- 
mestre, los  intereses  de  los  créditos  reconocidos 
y  que  se  reconocieren  hasta  ñn  de  cada  año  eco- 
nómico: reservando,  ó  aplicando  el  sobrante  de 
cada  una  de  las  cantidades  trimestrales,  ala  amor- 
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tizacioQ  del  capital  reconocido,  según  el  orden 
con  que  hayan  sido  presentados  al  Gobierno. 

Transcríbase  á  quienes  corresponda  para  su 
debido  cumplimiento,  y  publíquese  en  la  Gaceta 
de  Venezuela. 

Por  S.  E.  Gellineau. 

ESPOLIOS.   RESOLUCIÓN    EJECUTIVA  DE  20  DB 

AGOSTO  DB  1840  determinando  cuál  es  la  au- 
toridad llamada  á  sustituir  á  los  Intendentes 
y  Corregidores  para  su  aplicación. 

Secretaría  del  interior. — Sección  1.  *  .—Caracas 
Agosto  20  de  1840.—  Resuelta. 

Dígase  al  Sr.  Dr.  Fraocisco  Díaz,  jaez  de  primera  instan- 
cia del  primer  circnito  de  esta  proTincia. 

Una  de  las  atribuciones  que  concede  al  Poder 
Ejecutivo  el  artículo  69  de  la  ley  de  patronato, 
es  dictar  las  providencias  oportunas  para  que  los 
espolies  de  los  arzobispos  y  obispos  se  aseguren, 
se  administren  y  se  inviertan  en  sus  debidos  usos, 
y  que  los  encargados  de  su  recaudación  y  mane- 
jo, den  cuenta.  En  ejercicio  de  esta  función  dis- 
puso el  Gobierno  en  26  de  Octubre  último,  que 
el  tesorero  general  acompa fiado  de  uno  de  los 
prebendados  de  esta  S.  I.  M.  formase  el  inventa- 
rio de  todos  los  bienes  que  existiesen  aquí  perte- 
necientes á  espoiios  del  M«  R.  Arzobispo  de  Ca- 
racas Dr.  Ramón  Ignacio  Méndez,  y  que  todo 
quedase  al  cuidado  y  bajo  la  responsabilidad  del 
mismo  tesorero  mientras  se  le  diese  la  inversión 
legal. 

Eti  consecuencia,  se  han  practicado  los  inven- 
tarios: se  han  depositado  los  ornamentos,  libros 
y  demás  bienes,  y  se  han  librado  las  órdenes  cor- 
respondientes para  recaudar  algunas  cantidades 
y  recoger  varios  efectos  que,  pertenecientes  á  la 
testamentaría,  se  encuentran  fuera  de  esta  ciudad. 

Debe  procederse  á  la  inversión  de  los  espoiios 
conforme  á  las  leyes,  y  no  existiendo  en  Vene- 
zuela los  intendentes  Corregidores,  á  que  se  con- 
trae el  artículo  227  de  las  ordenanzas  de  Inten- 
dentes, cree  el  Gobierno  que  debe  tomar  conoci- 
miento de  este  negocio  un  juez  de  primera  ins- 
tancia. 8e  funda  en  que  deben  ejercerse  actos  de 
jurisdicción,  que  délo,  por  tanto,  intervenir  un 
juez,  y  que  no  puede  ser  otro  que  el  de  primera 
instancia  para  que  queden  espeditas  las  demás 
que  franquean  las  leyes;  y  se  funda  también  en 
que  según  la  atribución  |>rimera  artículo  19  de  la 
ley  orgánica  de  tribunales,  toca  á  los  juezes  de 
primera  instancia *•  Conocer  en  primera  ins- 
tancia de  todas  las  causas  civiles  y  criminales  que 
no  estén  especialmente  atribuidas  por  la  lei  á 
otros  tribunales." 

No  estando,  pues,  designada  por  las  leyes  de 
la  República  la  autoridad  que  deba  conocer  de  la 
aplicación  de  los  espoiios  de  los  arzobispos  y  obis- 
pos, el  Poder  Ejecutivo  por  los  fundamentos  es- 
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puestos,  resuelve  pasar  á  U.  este  expediente  para 
que,  con  arreglo  &  las  leyes,  tengan  los  espoiios 
del  M.  R.  Arzobispo  de  Caracas  Dr.  Ramón  Ig- 
nacio Méndez  su  debida  inversión. 
Al  intento  dirigió  á  U.: 

Ei  expediente  principal  creado  en  este  ministe- 
rio: eonsta  de  cuarenta  y  siete  folios. 

Otro  expediente  con  treinta  y  ocho  folios  pro- 
movido en  Barínas  por  el  Sr.  Juan  de  Dios  Mén- 
dez. 

El  inventario  formado  en  esta  ciudad  con  in- 
tervención del  tesorero  general  y  del  Sr.  Docto- 
ral, compuesto  de  trece  folios, 

La  cuenta  presentada  por  el  albacea  del  M.  R. 
Arzobispo,  de  los  gastos  hechos  después  de  su 
muerte,  que  contiene  cinco  folios;  y 

Los  documentos  que  comprueban  la  cuenta  an- 
terior. 

Son  treinta  y  ocho  folios 
£1  inventario  de  lo  que  trajo  á  esta  ciudad  el 
albacea,  iguul  al  que  se  practicó  en  Barínas,  existe 
en  poder  del  tesorero  general  á  quien  se  pasó  en 
20  de  Mayo  último  para  Jos  efectos  que  expresa 
la  resolución  expedida  con  la  misma  fecha,  que 
se  halla  ai  folio  28  vuelto  del  expediente  prin- 
cipal. 

Espera  el  Gobierno  que  U.  le  dará  oportuna- 
mente cuenta  del  resultado  final  de  este  negocio. 
Por   S.  E.— Qí/t/iícro. 

ESPONSALES.  Véase  Matrimonio  art.  14  y  16. 
ESTABLECIMIEN  TOS  de  benefickncia.  De- 
beres  de  los  concejos   municipales  sobre  ellos. 
Véase  Provincias,  art.    19. 
ESTADAL.  Medida  para  las  tierras.  Véase  Pe- 
sos y  medidas,  art.    17. 
ESTADÍSTICA  judicial,  resolución  ejecu- 
tiva de  11  DE  MAYO  DB  1940,  disponiendo  se 
pasen  mensualmeate  al  Poder  Ejecutivo  cier- 
tas noticias  sobre  las  causas  pendientes,  en- 
tradas y  despachadas. 

República  de  Venezuela. — Ministerio  del  Inte- 
rior.—Caracas  11  do  Mayo  de  1840,  11®  y80®  — 
Succión  2  ".    —Resuelto. 

Dígase  en  circular  á  los  gobernadores  de  pro- 
vincia. 

Para  poder  mejor  llenar  la  atribución  que  por  el 
pdrrafo  20delartículo]17de]a  Constitución  tiene 
el  Ejecutivo  de  cuidar  de  que  la  justicia  se  admi- 
nistre pronta  y  cumplidamente  por  los  tribuna- 
les y  juzgados  de  la  República,  desea  S.  E.  tener 
constantemente  á  la  vista  datos  ciertos  y  perió- 
dicos que  le  pongan  en  estado  de  seguir  la  mar- 
cha de  sus  trabajos,  de  conocer  los  que  afluyen, 
se  atrasan  ó  progresan,  y  de  inspeccionar  el  mo- 
vimiento que  se  le  da  á  este  ramo  por  los  em- 
pleados en  él.  Quiere  S.  E.  que  poi  este  medio 
reposen  en  este  Ministerio  las  correspondientes 
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y  necesarias  noticias,  en  vista  de  las  cuales  pue- 
da juzgar  de  la  actividad  con  que  desempeñan  sus 
funciones  ios  dichos  tribunales  7  juzgados,  é  in- 
formar á  la  legislatura  lo  que  crea  conveniente 
para  que  dicte  las  medidas  que  demande  la  me- 
jora de  tan  importante  ramo.  Por  estas  razones, 
ha  resuelto  el  Gobierno  que  desde  el  i9  de  Agos- 
to próximo  en  adelante  los  jueces  de  primera 
instancia  de  esa  provincia,  remitan  á  este  despa- 
cho por  el  órgano  de  US.  una  noticia  del  nume- 
ro de  causas  pendientes  el  dia  primero  del  mes 
anterior,  con  distinción  de  las  civiles  y  criminales, 
otra  de  las  entradas  y  despachadas  en  el  mismo 
mes  y  de  las  que  existen  también  pendientes  el 
dia  en  que  se  suministra  el   dato. 

El  Gobierno  me  encarga  recomendar  á  US.  la 
mayor  eficacia  en   el  cumplimiento  de  esta  reso- 
lución, á  fin   de  que    exigiéndose   con  la  debida 
anticipación  á  los  jueces  de  primera  instancia  las 
indicadas  noticias,   no   se  note   periódicamente 
omisión  alguna  en  este  Ministerio.  Con  el  objeto 
arriba  indicado  remito  á  US.   el  adjunto  cuadro. 
Pídase  igual   noticia  á  las   Cortes  suprema  y 
superiores,  en   lo   concerniente   &  las   causas  de 
que  respectivamente   conocen,  con  expresión  de 
las  civiles,  criminales,  militares  y  de  responsabi- 
lidad.— Por  S.  E — Quintero. 
ESTADÍSTICA  judicial,  resolución  ejecu- 
tiva DE  11   DE    MAYO  DE    1840,  disponietido 
que  la  Corte  Suprema  pase  al  Poder  Ejecu- 
tivo todos  los  meses  vna  noticia  de  las  cau- 
sas que  confirme  ó  revoque* 

Secretaría  de  E.  en  los  DD.  del  Interior  y  justi- 
cia.—Sección  2  *  .—Caracas  Mayo  11  de  1840,  11  ® 
de  la  ley  y  30  ®  de  la  Independencia.— Resuelto.  ' 

Dígase  á  las  cortes  suprema  y  superiores  de 
justicia,  remitan  mensualmente  á  este  despacho 
una  noticia  de  las  sentencias  que  confirmen  ó  re- 
voquen correspondientes  á  cada  una  de  las  cor- 
tes superiores  establecidas,  5  juzgados  de  prime- 
ra instancia,  respectivamente,  con  expresión  de 
los  jueces  que  las  hayan  pronunciado. 

Por  S.  E. — Quintero. 
estadística  judicial  resolución  ejecu- 
tiva DE  16  de  Abril  de  1842,  poniendo  es- 
te negociado  al  cargo  de  la  Corte  Suprema^ 
y  estableciendo  ciertos  datos  para  el  cuadro 
general  que  debe  formar. 

Secretaría  de  lo  Interior.— Sección  2  *  —Cara- 
cas Abril  16  de  1842.— Resuelto. 

Dígase  á  S.  E.  el  Presidente  de  la  Corte  Su- 
prema de  justicia. 

Convencido  el  Gobierno  de  la  necesidad  de  or- 
ganizar perfectamente  la  esUdística  judicial,  ya 
para  conocer  el  estado  de  moralidad  del  pais,  ya 
para  crear  datos  positivos  que  sirvan  á  la  con- 
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feccion  y  reforma  de  las  leyes  en  general,  y  muy 
particularmente  de  aquellas  que  se  refieren  á  la 
organización  de  tribunales  y  á  la  administración 
de  la  justicia,  ha  dictado  entre  otras  resolucio- 
nes la  de  14  de  Marzo  de  1640,  disponiendo  que 
las  cortes  superioses  de  justicia  pidiesen  á  los  tri- 
bunales inferiores  de  sus  respectivos  distritos  las 
noticias  necesarias  al  intento,  y  que  reuníéndolas 
con  las  correspondientes  á  cada  corte,  llenasen 
el  modelo  que  se  acompañó  y  lo  remitiesen  anual- 
mente á  este  ministerio  por  el  mes  de  Octubre; 
haciéndose  extensiva  esta  disposición  6  las  dis- 
tintas cortes  instaladas  después  de  aquella  fecha. 

Ni  la  resolución  citada  ni  los  posteriores  es- 
fuerzos del  Poder  Ejecutivo  han  bastado  para 
obtener  oportunamente  los  datos  pedidos  para 
presentara!  Congreso  un  cuadro  exacto  de  In  esta- 
dística judicial ;  y  el  Gobierno  deseando  dar  mas 
eficacia  á  sus  resoluciones  se  ha  decidido  á  ponep 
este  negocio  en  manos  de  la  Suprema  Corte  de 
justicia.  De  su  ilustrada  consagración  espera  los 
resultados  á  que  aspira.  £1  Tribunal  Supremo  es, 
en  el  concepto  del  Gobierno,  el  llamado  á  cen- 
tralizar los  resultados  generales  de  la  administra- 
ción de  justicia  en  la  República,  orden&ndolos 
en  un  solo  cuerpo  con  los  datos  que  han  de  pa- 
sarle las  Cortes  Superiores  de  justicia'.  £s  de  es- 
perarse que  estos  tribunales  llenen  cumplidamen- 
te las  disposiciones  que  se  les  comuniquen,  y  el 
Gobierno  confía  en  que  la  Corte  Suprema  las 
hará  observar  con  exactitud,  empleando  la  auto- 
ridad que  le  dan  las  leyes. 

Desea  el  Gobierno  que  el  cuadro  general  que 
forme  esa  Suprema  Corte  presente  los  datos  si- 
guientes. 

19  El  número  de  individuos  de  ambos  sexos 
procesados  criminalmente  en   cada  provincia. 

29  Los  delitos  por  qué  se  les  ha  juzgado. 

39  Las  penas  á  que  han  sido  condenados. 

49,  69  y  69,  Edad,  estado  y  profesión  de  los 
procesados. 

El  Gobieno  descansa  en  la  seguridad  de  que 
esa  Suprema  Corte  se  sirva  prestar  á  este  asunto 
toda  la  atención  que  él  merece,  dictando  las  ór- 
denes necesarias  para  lograr  satisfactorios  resul- 
tados, é  introduciendo  en  el  modelo  que  hasta 
ahora  ha  servido  para  formar  estos  cuadros  las 
modifícaciones  que  convengan  á  fin  de  hacerlos 
mas  comprensivos,  claros   y  exactos. 

Réstame  manifestar  en  conclusión  que  el  Go- 
bierno espera  que  V.  E.  se  sirva  remitir  á  este 
Ministerio  el  estado  general  en  todo  el  mes  de 
Octubre  de  cada  afío. 

Soy,  &c. — Por  S.  E.-^ Ángel  Quintero. 
ESTADÍSTICA  judicial  resolución  ejecu- 
tiva de  13  DE  Setiembre  de  1847,  estable- 
ciendo cierta  regla  que  deberá  observarse  en 
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las  noticias  mensuales  del  movimiento  ie 
causas* 

Stícretariadellnterior.— Sección  2^   Caracas 
Setiembre  18  de  1847.— Kesaelto. 

Dígase  al  Excmo.  Sr.  Presidente  de  la  Corte 
Suprema  de  Justicia,  á  los  Sres.  Presidentes  de 
las  Cortes  Superiores  y  Gobernadores  de  provin- 
cia. 

Observándose  que  de  las  causas  en  curso  que 
se  dan  por  existentes  al  ñn  de  un  mes  en  las  no- 
ticias mensuales  que  se  reciben  en  este  Ministerio 
sobre  el  movimiento  de  causas  en  los  tribunales, 
pueden  paralizarse  algunas  dentro  del  mes  si- 
guiente, ó  viceversa,  que  de  las  que  antes  se  ha- 
yan indicado  como  paralizadas  se  pongan  algu- 
nas en  curso;  y  que  ni  en  el  modelo  inserto  en 
la  Gaceta  número  796,  ni  en  la  circular  con  que 
se  acompañó,  se  indica  el  medio  de  que  los  tri- 
bunales den  á  conocer  al  Gobierno,  cuando  en- 
tren en  curso  algunas  de  las  causas  paralizadas 
6  viceversa,  cuando  se  paralicen  algunas  do  las 
que  estaban  en  curso,  lo  cual  es  de  absoluta  ne- 
cesidad, S.  E.  el  Presidente  de  la  República  se- 
ha  servido  resolver:  que  en  las  noticias  mensua- 
les del  movimiento  de  causas  desde  I9  de  Julio 
último,  observen  los  tribunales  la  regla  siguiente: 
Si  en  el  curso  del  mes  á  que  se  refíere  la  no- 
ticia se  hubieren  paralizado  algunas  causas  de 
las  que  antes  se  habia  informado  que  estaban  en 
curso  el  primero  de  dicho  mes,  se  disminuirán  de 
estas  y  se  añadirán  6  las  paralizadas  existentes 
al  fin  del  mismo,  ó  principio  del  siguiente;  y  vi- 
ceversa, si  se  pusieren  en  curso  algunas  de  las 
que  fintes  se  habia  informado  que  estaban  para- 
lizadas, se  disminuirán  de  estas  y  se  agregarán 
alas  existentes  en  curso  en  19  del  mes  á  que  se 
refiera  la  noticia;  pues  aunque  por  esto  no  coin- 
cidirán las  existentes  en  I9  de  cada  mes  con  las 
que  se  hubieren  dado  por  existentes  en  I9  del 
mismo  en  el  cuadro  anterior,  ia  diferencia  que 
se  note  entre  las  existentes  en  curso,  que  deberá 
ser  igual  á  la  que  se  advierta  entre  las  paraliza- 
das existentes,  servirá  para  dar  á  conocerlas  va- 
riaciones que  haya  habido  en  las  causas  en  cur- 
so y  paralizadas. 

Soy,  &c.  Por  S.  E.  Sanavria» 

estadística  judicial.   Corresponde  á  la 
Corte  Suprema  su  formación.  Véase  Tribuna' 
les  y  juzgados  L.  I  atrib.  11^  del  art.  2 
ESTADÍSTICA  judicial*  acuerdo  djb  la  cor- 
te   SUPREMA  DE  12  DE    ENERO  DE     1043  OSta- 

hleciendo  reglas  paroi  ellas. 

En  la  ciudad  de  Caracas  á  12  de  Enero  de 
1843,  149  y  339 ,  ]os  Ministros^  Presidenta,  Be- 
lator  y  Canciller  de  la  Corte  Si^p^ema  de  justi. 
cia  reunidos  en  acuerdo»  sin  Ii^  arát^ncia  dei  Si. 
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Vicepresidente  por  hallarse  ausente,  tomaron  en 
consideración  el  expediente  que,  por  el  celebra- 
do en  24  de  Junio  del  afio  próximo  pasado,  se 
mandó  formar  de  todos  los  documentos  relati- 
vos á  la  centralización  de  los  datos  generales  de 
la  administración  de  justicia,  su  organización  y 
formación  de  la  estadística  judicial  de  la  Repú- 
blica, y  que  se  pasase  al  Sr.  Fiscal.  Reservando 
el  tribunal  para  la  debida  oportunidad  contraer 
su  atención  á  los  varios  puntos  que  comprende 
la  representación  de  aquel  ministerio,  sobre  la 
perfección  que  deberia  tener  este  género  de  tra- 
bajo para  que  fuese  productivo  de  los  inmensos 
bienes  que  de  él  reportaría  la  sociedad  en  todos 
los  ramos  de  la  administración ;  sobre  la  imposi- 
bilidad de  que  tal  objeto  se  consiga,  sin  que  se 
dediquen  á  él  oficinas  especiales  dotadas  de  bra- 
zos suficientes  y  proporcionados  á  la  extensión 
de  que  es  susceptible;  sobre  las  dificultades  que 
con  el  tiempo  y  el  crecimiento  de  la  misma  obra 
se  irán  presentando  para  que  su  organización  y 
formación  pueda  continuar  á  cargo  de  los  tribu- 
nales de  justicia  que  apenas  cuentan  con  los  auxi- 
liares puramente  necesarios  para  el  cumplido  de- 
sempeño de  sus  deberes  naturales,  limita  su  re- 
solución á  solo  aquellos  puntos  de  dicha  repre- 
sentación que  por  ahora  cree  practicables,  y  en 
consecuencia  acuerda.  Primero :  que  se  pa«e  á 
las  Cortes  superiores  el  modelo  nuevamente  for- 
mado para  que  el  cuadro  que  contiene  sea  llena- 
do según  las  indicaciones  que  en  él  están  hechas, 
agregándole  las  adiciones  que  también  van  ex- 
presas sobre  la  edad,  estado  y  profesión  de  los 
encausados,  igualmente  que  el  grado  de  instruc- 
ción que  tengan,  con  advertencia  do  que  en  cuan- 
to á  la  edad  ,  no  se  exige  por  ahora  la  de  cada 
uno,  sino  en  los  términos  y  en  la  misma  forma 
que  están  estampados  en  el  modelo,  y  de  que  la 
última  noticia  sobre  el  grado  de  instrucción  de- 
berá obtenerse  en  el  acto  de  tomarse  la  confesión 
al  encausado,  como  se  hace  con  respecto  á  la  e- 
dad,  ^c.  debiendo  las  Cortes  al  formar  el  cua- 
dro que  han  de  pasar  á  este  tribunal  expresar  en 
su  pié  cuántos  son  los  individuos  que  se  hallan 
comprendidos  en  cada  uno  de  los  grados  de  ins* 
truccion,  de  modo  que  correspondan  con  el  to- 
tal de  aquellos  las  diferentes  clasificaciones  que 
se  hagan,  todo  conforme  á  las  adiciones  que  se 
han  agregado  al  modelo.  Segundo :  que  las  Cor- 
tes superiores  dispongan  que  los  jueces  de  pri- 
mera instancia  se  hagan  dar  cuenta  por  los  alcal- 
des, de  las  causas  de  hurto  de  menor  cuantía  que 
determinen  conforme  á  la  facultad  que  para  ello 
les  confiere  el  artículo  22  de  la  ley  de  la  materia, 
á  fin  de  que  las  induyan  en  el  cuadro  que  pasen 
á  las  Cortes  superiores,  y  estas  en  el  general  del 
distrito*  Tercero :  qvci  pudieado  haber  algunos 
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proeedimieotos  por  delitos  que  no  estén  especifi- 
cados en  el  modelo,  las  Cortes  los  hagan  incluir 
en  sus  cuadros  con  sus  propios  nombres  y  en  el 
luffar  que  les  correspondan,  siguiendo  el  orden 
aluibético.  Cuarto :  que  á  los  comandantes  de 
armas  que  hoy  existen  y  &  los  que  se  nombraren 
en  lo  sucesivo  se  pasen  los  dos  modelos  relativos 
uno  á  las  causas  de  que  conozcan  los  consejos  de 
guerra  de  oficiales  generales,  y  otro  á  las  que 
corresponden  al  juzgado  militar  ó  al  consejo  de 
guerra  ordinario,  para  que  formen  los  cuadros 
con  arreglo  á  ellos  y  á  las  advertencias  ya  he- 
chas, y  pasen  el  primero  á  esta  Corte  Suprema 
directamente,  y  el  segundo  á  la  Corte  Superior 
del  respectivo  distrito  militar.  Quinto  :  que  for- 
mados los  cuadros  por  las  Cortes  superiores  y 
por  los  comandantes  de  armas  en  lo  relativo  á 
las  causas  de  los  consejos  de  guerra  de  oficiales 
generales,  los  pasen  indefectiblemente  á  esta  Cor- 
te Suprema  en  todo  el  mes  de  Octubre,  de  ma- 
nera que  para  el  dia  último  se  hallen  en  la  Canci- 
llería, donde  ha  de  formarse  el  cuadro  general  ó 
estadística  judicial  de  la  República  en  la  parte 
criminal,  y  pueda  pasarse  oportunamente  al  Go- 
bierno. Sexto :  que  se  pida  al  Poder  Ejecutivo 
noticia  de  las  comandancias  de  armas  que  hoy 
existen,  y  se  sirva  participarle  las  que  en  adelan- 
te se  establecieren.  Séptimo :  que  siendo  necesa- 
rio que  en  un  expediente  sobre  estadística  haya 
constancia  de  la  población  que  tenga  el  país,  co- 
mo dato  preciso  ó  base  para  sacar  proporciones 
y  hacer  útiles  comparaciones,  se  solicite  del  Go- 
bierno el  censo  de  la  República  y  se  agregue. 
Octavo :  que  se  manifieste  á  las  Cortes  superio- 
res y  comandantes  de  armas,  que  este  tribunal 
al  ofrecer  al  supremo  Gobierno  su  eficaz  coope- 
ración en  el  importante  objeto  de  organizar  un 
ramo  de  utilidad  tan  conocida,  contó  muy  espe- 
cialmente con  el  celo  de  los  encargados  de  la  ad- 
ministración de  justicia,  de  cuyos  trabajos  es  que 
han  de  resultar  los  datos  generales  sobre  que  de- 
be formarse  la  estadística,  y  por  lo  tanto  espera 
que  al  librar  sus  órdenes  para  el  cumplimiento 
de  todo  lo  aquí  acordado,  encarezcan  la  mayor 
exactitud  y  puntualidad,  usando  en  los  casos  de 
omisión  de  los  apremios  convenientes,  para  que 
así  se  evite  que  el  Gobierno  repita  con  razón  que 
sus  esfuerzos  no  han  bastado  á  ver  realizados 
sus  deseos  de  suministrar  al  Congreso  las  nocio- 
nes que  emanan  de  un  exacto  cuadro  estadístico, 
debiendo  todos  los  funcionarios  que  han  de  con- 
tribuir á  este  trabajo  tener  presente  que  la  falta 
de  uno  solo,  lo  hará  imperfecto  y  acaso  inútil. 
Y  noveno  :  que  á  cada  Corte  Superior  y  á  cada 
comandancia  de  armas,  ademas  de  los  modelos 
que  deben  pasárseles,  se  les  acompafie  copia  de 
este  acuerdo,  del  cual  se  pasarft  también  otra  al 
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Poder  Ejecutivo. 

Urbaneja. —  Martínez. —  Duarte, 
Caracas  Febrero  28  de  1844,    169  y  340.  —El 

Canciller,  J.   Duarte. 

estadística  judicial,  acuerdo  de  la  cor- 
te SUPREMA  de  11  de  MARZO  DE  184^,  am- 
pliando las  reglas  anteriores. 

En  la  ciudad  de  Caracas  á  1 1  de  Marzo  de  1844, 
159  y  349,  reunidos  el  Presidente,  Relator  y 
Canciller  de  la  Corte  Suprema  de  justicia  toma- 
ron en  consideración  el  expediente  relativo  á  la 
formación  de  la  estadísticajudicial,  con  lo  repre- 
sentado por  el  ministerio  fiscal  sobre  las  nuevas 
noticias  que  conviene  exigir  para  ir  mejorando 
en  lo  posible  este  negocio,  y  en  conformidad  con 
las  indicaciones  hechas  por  dicho  ministerio,  se 
acordó  lo  siguiente. 

^19  Recomendar  en  primer  lugar  á  las  Cor- 
tes superiores  el  mayor  celo  y  eficacia  en  la  exi- 
gencia y  oportuna  remisión  de  los  datos  estadís- 
ticos, ya  dictando  providencias  enérgicas  para 
obtenerlos  de  los  juzgados  inferiores,  y  ya  cor- 
rigiendo toda  omisión  ó  retardo  según  las  facul- 
tades que  las  leyes  les  han  concedido. 

29  Recordar  á  las  mismas  Cortes  quQ  la  dis- 
tinción de  hombres  y  mujeres  debe  hacerse,  no 
solo  en  cuanto  á  los  delitos,  sino  también  en  cuan- 
to á  las  penas,  edades,  estado  y  demás  circuns- 
tancias que  se  mandan  expresar  6  los  enjuicia- 
dos, pues  se  ha  notado  en  algunos  cuadros  esta 
falta  de  separación. 

39  Ordenar  á  las  Cortes  mencionadas  que 
dispongan  lo  conveniente  para  que  los  tribuna- 
les inferiores,  al  acto  de  recibir  á  los  procesados 
la  declaración  con  cargo,  les  interroguen  si  son 
en  su  origen  naturales  ó  extranjeros,  y  si  se  ha- 
llan domiciliados  en  el  pais,  ó  son  transeúntes, 
para  añadir  esta  explicación  á  los  cuadros  que 
reciban  las  Cortes  superiores  é  insertarla  en 
las  que  han  de  dirigirse  á  la  Suprema.  Esta  dis- 
posición comenzará  á  tener  su  efecto  respecto 
de  las  causas  que  se  formen  desde  el  primero  de 
Julio  del  presente  aflo  en  adelante. 

49  Que  en  los  propios  términos  enunciados 
en  el  número  anterior  se  obtenga  y  comunique 
la  noticia  de  los  enjuiciados  que  sean  reinciden- 
tea  en  el  delito,  entendiéndose  por  reincidencia,  el 
haber  sido  antes  juzgados  y  condenados  á  sufrir 
alguna  pena. 

5^  Que  del  propio  modo  se  exprese  en  los 
cuadros  el  número  de  individuos  cuya  condena- 
ción á  pena  capital  haya  sido  conmutada  por  el 
Poder  Ejecutivo,  distinguiendo  las  hechas  á  pro- 
puesta de  laCorte  Suprema  de  las  que  se  hagan 
sin  tal  propuesta.  En  el  caso  de  condenación  á 
pena  capital  conmutada,  se  inclnirá  en  el  cuadro 
de  las  penas  bajo  una  casilla  exj^ecial. 
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69  Advertir  á  dichas  Cortes  que  no  deben 
comprenderse  en  la  estadística  los  juicios  yerba- 
les sobre  injurias  de  palabra,  escrito,  ó  de  hecho 
sin  efusión  de  san^e  6  grave  contusión,  aunque 
llegue  el  caso  de  que  los  injuriantes  hayan  de  su- 
frir la  pena  de  obras  públicas  por  ser  insolventes 
5  incapaces  para  satisfacer  la  condenación  pecu- 
niaria. Solo  deben  comprenderse  en  la  estadísti- 
ca las  causas  puramente  criminales  por  su  natu- 
raleza, que  son  seguidas  por  los  trámites  propios 
del  juicio  criminal. 

79  Advertirles  del  mismo  modo  que  no  deben 
incluirse  en  la  estadística  las  causas  que  se  ha- 
llan pendientes  por  fuga  délos  enjuiciados,  ó  por 
no  haberse  concluido  de  todo  punto  el  juicio,  pues 
solo  deben  comprenderse  las  causas  enteramente 
concluidas  dentro  del  afio. 

89  Advertirles  igualmente  que  aunque  algún 
individuo  sea  encausado  por  dos  6  mas  delitos 
que  no  estén  comprendidos  en  la  clasificación  de 
**  varios  excesos,"  no  debe  ponerse  en  el  cuadro, 
sino  como  una  sola  causa  en  la  casilla  cor- 
respondente al  delito  mayor,  sin  poner  multi- 
plica4^  las  causas  por  cada  delito  de  que  es  acu- 
sado un  mismo  individuo. 

09  Advertirles  de  igual  manera,  que  cuando 
alguno  sea  condenado  á  una  pena  compuesta, 
como  azotea  vergüenza  y  presidio,  no  debe  con- 
siderarse hecha  Ja  condenación  á  tantas  penas 
cuantas  son  las  especies  de  que  se  compon  la 
impuesta  por  la  sentencia,  pues  resultaría  lo  que 
se  ha  observado  en  algunos  cuadros,  que  es  ma- 
yor el  número  de  individuos  penados  que  el  de 
enjuiciados.  La  condenación  á  una  pena  com- 
puesta debe  hacerse  en  una  casilla  que  exprese 
las  especieb  de  que  se  compone. 

10  Que  se  trascriba  el  contenido  de  los  números 
anteriores  á  los  comandantes  de  armas  y  coman- 
dantes de  apostadero  para  que  cumplan  por  su 
parte  lo  prevenido  allí,  en  lo  relativo  á  las  cau-  { 
sas  contra  los  individuos  del  ejército  y  marina.     ! 

§  29  Se  acordó  así  mismo  ordenar  á  las  Cor-  | 
tes  superiores,  que  los  cuadros  estadísticos  que  j 
remitan,  comprendan  las  causas  de  los  juzgados  ■ 
por  vagancia  ante  la  policía,  exigiendo  al  efecto 
á  los  jefes  municipales  de  los  cantones  que  les 
pasen  con  la  debida  oportunidad  las  correspon- 
dientes noticias  con  expresión  del  número  de 
mujeres  y  hombres  encausados,  de  la  pena  ó  ab- 
solución que  resulte  del  juicio,  de  la  ocupación, 
de  la  edad  y  de  todas  las  demás  circunstancias 
que  se  mandan  expresar  á  los  jueces  de  primera 
instancia  respecto  de  los  demás  encausados,  y 
que  se  hallan  consignadas  en  los  acuerdos  co- 
municados á  las  Cortes,  quienes  los  trasmitirán 
á  los  jefes  políticos  en  la  parte  necesaria.  £sta 
disposición  no  comenzará  á  tener  efecto  sino  con 
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relación  á  las  causas  que  se  formen  desde  I9  de 
Julio  del  presente  año  en   adelante. 

§  39  Se  acordó  pasar  al  Poder   Ejecutivo  co- 
pia de  lo  ordenado  en  el  párrafo  precedente  con 
'  el  fin  de  que  S.  E.  se   sirva  prevenir  por  su  par- 
te lo  conveniente  á  los  gobernadores  de  las  pro- 
vincias para  que  los  jefes    políticos   municipales 
;  suministren  á  las  Cortes  superiores  los  datos  que 
se  les  exijen  para  la    estadística   en  la  debida  o- 
portunidad,  sin  demora  ni  pretexto. 
I      ^  49  Se  acordó  que  las  Cortes  superiores  jun- 
to con  el  cuadro  estadístico  de  la  parte   criminal 
remitan  á  la  Suprema  Corle   otro  cuadro  sepa- 
rado, comprensivo   del  número   de  los  jueces  y 
I  empleados  públicos  sometidos  ajuicio   de  simple 
responsabilidad  en  cuyas  causas  no  se  observan 
los  trámites  del  procedimiento  criminal ;  con  ex- 
presión  del  resultado  final   del  juicio.   Esta  noti- 
.  cia  debe  comprender  también  las  causas  de  sim- 
ple responsabilidad  que  principien  ante  los  jueces 
de  primera  instancia  á  quienes  las  Cortes  trasmi- 
\  tirftn  este  acuerdo  para  su  cumplimiento,   desde 
;  19  de  Julio  próximo  en  adelante. 
I      6  59  Se  acordó  pasar  á  las  Cortes  superiores 
;  nuevos  modelos   de  cuadros  para  la  estadística 
con  las  mejoras  que  se  crean  convenientes  para  la 
I'  mayor  claridad  y  método,  y  comprendiendo  los 
í  nuevos  datos  que   se  exigen   en  lo  acordado  en 
los  párrafos  precedentes. 
;      ^  09  Se  acordó  pasar  al   Poder  Ejecutivo  un 
ejemplar  de  dichos   modelos  manifestándole  que 
;  convendría  facilitar  el  trabajo  para  la  estadística, 
,  distribuyendo  impresos  los  cuadros  á  las  Cortes 
i  superiores  y  demás  juzgados,  de  modo  que  solo 
,  tuviesen  que  llenarlos,  á  fin  de  que  si  S.  E.  acuer- 
I  da  el  pequeño  gasto  necesario,  se  verifique  la  im- 
I  presión  á  la  mayor  brevedad  posible. 

§  79  Se  acordó  finalmente  que  de  todo  el  pre- 
sente acuerdo  se  pase  copia  á  la  Secretaría  de 
Estado  en  el  despacho  del  Interior  para  los  fines 
convenientes  en  la  secretaría  y  para  su  publica- 
ción en  la  Gaceta. 

Urbaneja. —  Martínez. — Bracko. —  Duarte. 
Caracas  Marzo  14  de  1844.  159  7  349.  ^^  Canci- 
ller, J.    tJuarte. 

estadística  judicial,  acuerdo  de  la 
corte  suprema  de  22  de  julio  de  1850^- 
jando  ia  época  en  que  deben  las  Cortes  supe 
riores  pasarle  la  lista  de  causas  pendientes^ 
y  encargándoles  la  exactitud  en  el  envío  de 
los  datos  que  han  de  servir  para  formar  la 
estadística  criminal. 

En  la  ciudad  de  Caracas  á  veintidós  de  Julio 
de  1850,  reunidos  en  acuerdo  el  Presidente  acci- 
dental y  Ministros  de  la  Corte  Suprema  de  justi- 
cia, dijeron:  que  debiendo  esta  fijar  los  períodos 
de  cuatro  meses  en  que,  según  el  novísimo  códi- 
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go  orgánico  de  tribunales,  ha  de  exigir  de  las 
Cortes  Superiores  listas  de  las  causas  pendientes 
civiles  y  criminales,  con  el  fin  de  promover  efi- 
cazmente la  mas  pronta  y  activa  administración 
de  justicia,  desde  luego  señala  los  meses  de  Oc 
tubre.  Febrero  y  Junio  como  término  de  cada 
cuatrimestre,  debiendo  dichas  Cortes  remitir  in- 
defectiblemente á  la  Suprema  las  referidas  listas 
en  los  quince  primeros  dias  de  Julio,  Noviem- 
bre y  Marzo.  Y  observando  que  no  se  enviati 
con  exactitud  los  datos  que  deben  servir  para 
formar 'la  estadística  crimina]  de  la  República, 
no  obstante  las  diversas  providencia»  que  se  han 
librado  por  este  Supremo  Tribunal  en  la  mate- 
ria, se  reitera  á  las  referidas  Cortes  las  preven- 
clones  que  sobre  ella  se  les  han  hecho,  principal- 
mente la  de  remitir  dichos  datos  en  todo  el  mes 
de  Octubre  de  cada  año;  pues  de  otro  modo  no 
podrá  esta  Suprema  Corte  cumplir  con  una  de 
las  atribuciones  que  por  la  ley  se  le  confieren. — 
González, — Rojas. — Lanz* — \iana — Morales, 
Secretario  Relator. 

Es  copia. — El  Secretario  Relator, 

Juan  de  D.  Morales. 
ESTADÍSTICA  judicial,  resolución  ejecu- 
tiva DE  28  DE  ABRIL  DE  1851  pidiendo  á  los 
jueces  de  provincia  y  de  parroquia  una  noti- 
cia mensual  sobre  el  movimiento  de  causas. 

Secretaría  del  Interior.— -Sección  segunda.— Ca- 
racas, Abril  28  de  1861.— Resuelto. 

Dígase  en  circular  á  los  Gobernadores  de  pro- 
vincia. 

Observr  'do  S.  E.  el  Poder  Ejecutivo  que  no 
se  remi  nor  los  tribunales  inferiores  con  pun- 
tualid.^d  y  exrctitud  las  noticias  que  en  diversas 
épocas  ha  pedido  sobre  el  movimiento  de  las  cau- 
sas que  en  ellos  cursan,  y  deseando  tener  cons- 
tantemente á  la  vista  datos  ciertos  y  periódicos, 
que  le  pongan  en  estado  de  conocer  el  progreso, 
movimiento  y  atraso  que  tienen  los  diversos  ne- 
gocios en  el  rumo  judicial,  para  lograr  por  este 
medio  un  conocimiento  perfecto  de  los  datos  que 
puedan  ilustrar  su  juicio  á  fín  de  pedir  á  la  legis- 
latura las  medidas  que  crea  convenientes  y  nece- 
sarias para  que  se  administre  en  la  República 
pronta  y  cumplidamente  la  justicia;  ha  resuelto 
que  se  excite  nuevamente  á  los  jueces  de  provin- 
cia y  de  parroquia  para  que  den  una  noticia 
exacta  y  completa  del  número  de  causas  pendien- 
tes, despachadas  y  entradas  en  cada  juzgado,  de- 
terminando su  naturaleza,  y  especificando,  en  la 
que  remitan  estos  últimos  funcionarios,  cual  ha 
sido  el  movimiento  de  las  causas  en  las  que  han 
conocido  con  el  carácter  de  jueces  de  parroquia 
simplemente,  y  cual  en  aquellas  en  que  lo  hayan 
hecho,  como  presidentes  del  juzgado  cantonal, 
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debiéndose  arregar  para  ello  á  las  formas  indi- 
cadas en  los  adjuntos  cuadros* 

Quiere,  ademas,  S<  E.  que  el  día  lO  de  cada 
mes  se  haga  esta  remisión,  comprendiendo  en 
ella  el  movimiento  y  estado  de  las  causas  en  ca- 
da tribunal  el  dia  en  que  se  suministra  el  dato,  y 
el  que  haya  tenido  el  primero  del  mes  anterior, 
para  que  pueda  saberse,  de  un  modo  cierto  y 
claro,  cual  ha  sido  el  trabajo  y  actividad  de  cada 
tribunal  en  cada  mes  del  afío,  sirviéndose  tam- 
bién para  esta  noticia  de  los  precitados  cuadros. 

Espera  S.  E.  que  en  vista  de  esta  resolución 
tomará  ÜS.  el  mayor  interés  6  fin  de  que  comu- 
nicándola á  los  funcionarios  indicados  puedan 
estos  remitir  periódicamente,  y  como  se  ha  ex- 
presado, tan  importantes  datos  estadísticos' 

Soy  &c.— Por  S.  K^Pulido. 

NOTICIA  del  movimiento  de  causasen  el  juz- 
gado áe  provincia  de  (tal  parte)  en  {tal  mes) 
de  {tal  año). 


Existentes 
en  1.  o  de 

Entra- 
das. 

Despacha- 
das. 

l^stent. 
Wl.d© 

DE  RENTAS  PUBLICAS 

En  curso . .  •  • 

S 

1.... 

Paralizadas 

Total.... 

CRIMINALES. 

En  curso 



■-A- 

Paralizadas 

Total 

DERF.SPONSABILID. 



En  curso 

Paralizadas 

Total .... 

La  fecha. 


La  firma  del  Jaez. 


La  firma  del  Secretario. 


NO  TIC  I  A  del  movimiento  de  causas  en  eljuz* 
gado  parroquial  y  cantonal  de  {tal  parte)  en 
{tal  mes)  del  {año  taL) 


Existentes 
enl.€>de 

Entra- 
das. 

Despacha- 
das. 

Existent. 
en  1.  de 

Contenciosas  corres- 
pondientes á  la  jií- 
ri&diccion  del  juez 
de  parroquia. 

En  curso 

ParalizAdas 

Eu  apelación  de  los 

juzgados  de  paz. 

Total .... 

Contenciosos  corres- 
pondientes al  juz- 
gado cantonal. 

En  curso 

Paralizadas 

En  apelación  del  in- 
ferior   

Total.... 

«•••«  •••. 
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Del  {rente: 

Existentes 
en  l.<=>de 

Entra- 
das. 

Despacha- 
das. 

Eáttstent. 
en  1.  *^  de 

No  contenciosas  cor-i 
respondientes  á  la 
jurisdiec,  del  juez 
de  jfarroquia. 

En  curso 

Paralizadas 

Total .... 

No  contenciosas  cor- 
pespondi.  al  juz- 
gado canUmaly 

En  curso 

Paralizadas 

Totol.... 

La  fecha. 


La  firma  del  Juez. 


La  firma  del  Secretario. 
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estadística  judicial,  resolución  eje- 
cutiva DE  23  DE  JULIO  DE  1851  uclarando  la 
de  28  de  Abril  anterior. 

^fecrctaría  del  Interior. — Sección  segunda. — Ca- 
^^ooas  23  do  Julio  de  1861.— Resuelto. 

Dígipe  á  los  Gobernadores  de  provincia. 

Q||erva  el  Gobierno  que  algunos  jueces  can- 
tonad y  de  parroquia  remiten  directamente  á 
este  Min^erio  los  estarlos  que  sobre  el  movi- 
miento dé*ausas,  se  exigieron  por  resolución  de 
28  de  Abril  último,  y  creyendo  que  nace  este 
error  de  no  expresarse  en  ella  terminantemente 
que  dichas  noticias  debieran  ser  enviadas  por  los 
juzgados  á  los  Gobernadores  respectivos  para 
que  estos  las  eleven  reunidas  al  Poder  Ejecutivo; 
S.  £•  ha  dispuesto  decir  6  US.,  que  los  jueces 
de  provincia  y  de  parroquia  deberán  remitir  á 
esa  gobernación  los  cuadros  del  movimiento  de 
causas,  arreglados  á  los  modelos  que  se  circula- 
ron con  la  resolución  precitada,  para  que  su  Se- 
ñoría los  envíe  juntos  á  este  Despacho,  y  pueda 
así  vigilar  sobre  el  cumplimiento  exacto  de  las 
disposiciones  del  Gobierno  en  la  materia. 

Tengo  el  honor  de  decirlo  á  US.  para  su  in- 
teligencia y  cumpHn^ento. 

Soy  &c. — Por  S,  E. — Aranda. 

estadística  JUDICIAL.  RESOLUCIÓN  EJECU- 
TIVA DE  15  DE  JULIO  DE  1851  previniendo  á 
los  Gobernadores  cuiden  de  que  los  jueces  de 
parroquia^  y  los  de  provincia  cumplan  las 
disposiciones  sobre  el  particular. 

Secretaría  del  Interior. — Sección  segunda. — Ca- 
racas Julio  16  de  1861.— Resuelto. 

Dígase  en  circular  á  los  Gobernadores  de  pro- 
vincia. 

Observando  el  Poder  Ejecutivo  que  no  se  cum- 
ple por  algunos  jueces  de  parroquia  y  de  provin- 
cia, como  está  ordenado  por  el  Gobierno  en  dis- 


tintas épocas,  con  la  remisión  puntual  y  exacta 
de  las  noticias  sobre  el  movimiento  de  las  causas 
que  cursan  en  sus  juzgados;  me  ha  ordenado 
oficiar  á  US.  á  fin  de  que,  poniendo  en  práctica 
todas  las  medidas  que  pueda  suministrarle  su  ce- 
lo y  vigilancia,  cuide  que  los  funcionarios  preci- 
tados cumplan  exactamente  con  las  disposicio- 
nes del  Gobierno  en  la  materia,  arreglándose 
para  ello  á  los  modelos  que  se  circularon  con  la 
resolución  de  28  de  Abril  ultimo  sobre  el  parti- 
cular. 

Quiere  ademas  S.  E.,  para  poder  ilustrar  su 
juicio,  y  hacer  uso  de  sus  atnbuciones,  que  se 
indique  en  los  estados  que  se  remitan  periódica- 
mente, el  motivo  de  la  paralización  de  las  cau- 
sas, cuando  ocurra,  debiendo  ser  este  requisito 
absolutamente  indispensable. 

Por  S.  E. — Aranda, 
ESTADO  (el)  Por  quien  será  representado  en 

juicio.  VóaseJParícs  en  juicio  art  13,  y  De* 

manda  y   emplazamiento,  art.  13. 
ESTADOS  UNIDOS.  Véase  Tratados  públicos 

D.  de  6  de  Mayo  de  1836. 

ESTADOS      DE   LOS      ALMACENES      DE    MARINA. 

Cuándo  deben  pasarse  á  la  Secretaría  de  guer- 
ra. Véase  Marina  de  guerra,  R.  E.  de  17  de 
Febrero  de  1837. 

ESTADOS  DE     CASADOS,  NACIDOS     T     MUERTOS. 

Deber  de  los  Gobernadores  de  pasarlos  ai  Po- 
der Ejecutivo.   Véase    Provincias,  art.  12. 

ESTADOS    MAYORES    DE    EJERCITO  Y  DE    DIVI- 
SIONES.   DECRETO  EJECUTIVO  DE    COLOMBIA  DE 

8  DE  NOVIEMBRE  DE  1825  organizándolos, 

Francisco  de  Paula  Santander  Vicepresidente 
de  la  República  encargado  del  Poder  Eje- 
cutivo, ¿fC. 

Autorizado  jdena  y  especialmente  por  decreto 
del  Congreso  de  23  de  Julio  de  1824,  para  orga- 
nizar los  estados  mayores,  detallarles  sus  debe- 
res y  funciones,  he  venido  en  decretar  y  decreto 
lo  siguiente. 

Art.  19  El  estado  mayor  genera]  creado  por  el 
expresado  decreto  se  compondrá  de  un  jefe,  un 
subjefe,  diez  y  seis  primeros  ayudantes  y  diez  y 
seis  segundos  ayudantes,  treinta  y  dos  adjuntos, 
y  veinticuatro  escribientes. 

§  19  El  jefe  será  el  Secretario  de  Estado  y 
del  Despacho  de  la  Guerra ;  el  subjefe  se  nom- 
brará de  la  clase  de  generales ;  los  primeros  ayu- 
dantes serán  coroneles  efectivos  ó  graduados; 
los  segundos  ayudantes,  tenientes  coroneles  efec- 
tivos, los  adjuntos  capitanes  efectivos  ó  gradua- 
dos, y  los  escribientes  desde  aspirantes  hasta  te- 
nientes. 

§  29  En  caso  necesario  por  ausencia,  enfer- 
medad ó  vacante,  podrá  servir  la  comisión  de 
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subjefe  del  estado  mayor  general  un  primer  ayu- 
dante. 

Art.  29  El/jefe,  el  subjefe,  cuatro  primeros 
ayudantes  y  ocho  adjuntos,  residirán  cerca  del 
Gobierno,  y  formarán  la  oñcina  propiamente  di- 
cha del  estado  mayor  general  de  la  República. 

§  único.  Los  demás  primeros  y  segundos  ayu- 
dantes del  estado  mayor  genera],  adjuntos,  y  es- 
cribientes, serán  destinados  á  la  composición  de 
los  estados  mayores  de  ejércitos  de  operaciones, 
de  dimisiones  activas  6  departamentales,  cuyos 
deberes  y  funciones  se  detallarán  en  su  regla- 
mento particular. 

AtU  39  El  nombramiento  de  estos  empleados 
corresponde  al  Poder  Ejecutivo,  según  el  artícu- 
lo 123  de  la  Constitución. 

Art.  49  Los  oficiales  de  coronel  inclusive  aba- 
jo, que  conforme  al  artículo  19?  fueren  destina- 
dos en  propiedad  al  estado  mayor  genera],  no 
pertenecerán  á  cuerpo  alguno  de  los  del  ejército ; 
sus  ascensos  los  tendrán  en  el  mismo  estado  ma- 
yor y  usarán  un  uniforme  peculiar.  Pero  cuan- 
do sean  destinados  á  compafiías,  batallones  o  es- 
cuadrones, por  el  mismo  hecho  quedan  separa- 
dos del  estado  mayor. 

Art  59  Los  jefes  y  oficíales  que  se  destinaren 
al  estado  mayor  general  conservarán  su  antigüe- 
dad absoluta  en  el  ejército;  pero  en  el  estado 
mayor  solo  tendrán  la  de  la  fecha  de  su  nuevo 
destino. 

Art.  69  Pertenecen  al  estado  mayor  general 
los  oficiales  generales  empleados  en  mandos  de 
ejércitos,  de  divisiones  activas  ó  de  departamen- 
tos; los  oficiales  generales  no  empleados,  los  co- 
mandantes generales  de  artillería  6  ingenieros, 
y  el  intendente  general  6  comisario  general  del 
ejército  según  lo  estableciere  la  ley. 

Art.  79  El  estado  mayor  general  depende  in- 
mediatamente del  Poder  Ejecutivo  y  recibe  ór- 
denes directas  por  medio  del  Secretario  de  Esta- 
do del  Despacho  de  la  Guerra. 

Funciones  del  estado  mayor  general, 
Art.  89  El   estado   mayor   general   residente 
cerca  del  Gobierno  ejercerá  la  inspección  gene- 
ral de  todas  las  armas. 

Art.  99  El  estado  mayor  general  se  comunica 
con  todos  los  generales  en  jefe  6  comandantes 
generales  de  ejércitos  de  operaciones,  ó  divisio- 
nes activas,  comandantes  generales  de  departa- 
mentos ó  distritos  y  sus  jefes  de  estado  mayor, 
en  el  modo  y  en  los  negocios  que  se  detallarán 
en  este  reglamento. 

Art.  10.  Propone  ]a  organización  de  los  ejér- 
citos de  operaciones  6  divisiones  activas,  la  colo- 
cación de  oficiales  generales  superiores  y  de  es- 
tado mayor  que  se  le  destinen,  todo  según  las 
órdenes  y  requerimiento  del  Poder  Ejecutivo, 
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cuya    aprobación   es    siempre  necesaria. 

Art.  11.  Lleva  la  alta  y  baja  del  ejército  en  lo 
material  y  personal  de  todas  las  armas;  las  de 
los  depósitos  de  inválidos,  las  de  los  parques  y 
almacenes  de  armas  y  municiones  de  infantería, 
artillería  y  caballería,  y  la  de  los  almacenes  de 
vestuario  y  equipos,  y  pósitos  generales  de  ví- 
veres que  se  establecieren. 

Art.  12.  Vigila  sobre  la  organización  y  disci- 
plina de  todos  los  cuerpos  que  constituyen  el 
ejército  de  la  República;  sobre  la  uniformidad 
en  las  maniobras  y  movimientos,  y  sobre  todo  lo 
que  diga  relación  á  táctica,  organización  y  servi* 
cío,  y  á  la  mejor  asistencia  de  las  tropas  en  ob- 
servancia de  las  leyes  y  decretos  respectivos,  y 
propone  al  Gobierno  fundadamente  todo  ]o  que 
estime  importante  á  la  mejora  del  ejército. 

Art.  13.  Examina  todas  las  propuestas  que  se 
hagan  para  ascensos  de  los  cuerpos,  divisiones  ó 
ejércitos.  Todos  los  reclamos  por  pérdidas,  in- 
demnizaciones ó  sueldos  atrasados.  Todos  los 
pedidos  de  armas,  municiones,  vestuarios  ^equi- 
pos. Todos  los  presupuestos  de  obras  ó  r^utra- 
ciones.  Todos  los  planos  de  obras  ó  reparyio- 
nes  que  se  propongan.  Todos  los  presupuStos 
que  se  formaren  por  los  estractos  de  revistlf  de 
cuerpos,  divisiones,  ó  ejércitos,  y  sobre  todo  da- 
rá su  concepto  motivado  al  Poder  Ejeifttivo. 

Art.  14.  Se  instruye  del  estado  en  general  de 
todos  los  hospitales  militares,  de  la  asistencia  de 
enfermos,  heridos  y  convalecientes;  y  propone 
al  Gobierno  las  mejoras  y  reformas  que  estima 
convenientes  al  alivio  del  ejército  en  esta  intere- 
sante parte. 

Art.  15.  Se  instruye  del  estado  de  los  cuarte- 
les y  propone  lo  conveniente. 

Art.  16.  Conoce  la  antigüedad,  servicios,  apli- 
cación, aptitud  y  conducta  de  todos  los  oficiales 
empleados  en  el  ejército  de  la  República,  y  da 
al  Ejecutivo  todos  los  informes  que  necesite  pa- 
ra decidirse  en  la  elección  de  jefes  para  mandos 
y  comisiones  y  en  las  promociones  desde  sargen- 
to mayor  inclusive  en  adelante. 

Art.  17.  Forma  y  hace  formar  el  itinerario  de 
cada  departamento  y  el  general  de  la  República. 

Art.  18.  Forma  y  hace  formar  planes  de  to- 
das las  plazas,  castillos  y  fuertes. 

Art.  1 9.  Forma  y  hace  formar  cartas  topográ- 
ficas por  departamentos. 

Art.  20.  Tiene  noticia  exacta  de  todo  lo  que 
se  trabaje  en  los  parques  y  maestranzas»  y  del 
estado  de  las  obras  de  fortificación  emprendidas 
y  sus  progresos,  para  informar  al  Gobierno  en 
oportunidad  y  proponerle  lo  conveniente. 

Art.  21.  Circula  las  leyes,  y  los  decretos  y  re- 
glamentos del  Poder  Ejecutivo,  á  todos  los  esta* 
dos  mayores. 
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Distribución  de  la  oficina  del  estado  mayor 
general* 

Art.  22.  Para  el  mejor  servicio  del  estado  ma- 
yor general  se  dividirá  su  oficina  en  cinco  sec- 
ciones. La  primera  á  cargo  del  jefe  ó  del  subje- 
fe; y  cada  una  de  las  otras  á  cargo  de  un  pri- 
mer ayndante,  y  se  denominarán  la  primera,  sec- 
ción general;  la  segunda,  de  artillería;  la  terce- 
ra, de  infantería  y  caballería ;  la  cuarta,  de  topo- 
grafía ;  la  quinta,  de  administración. 

Sección  general. 

Art.  2^  La  sección  general  se  ocupará. 

19  De  lo  concerniente  á  la  organización  del 
ejércv(o,  6  divisiones  activas,  colocación  de  todos 
los  oficiales  generales,  superiores,  de  estado  ma- 
yor, y  otros  oficiales  sin  tropa. 

29  De  la  formación  del  cuadro  de  los  oficiales 
genérales  y  de  estado  mayor  por  el  orden  de  an- 
tigüedad, y  desde  teniente  coronel  inclusive  aba- , 
jo,  de  sus  hojas  de  servicio  en  que  conste  los  que 
hubieren  hecho  y  su  conducta,  aplicación,  y  ca- 
pacidad; y  de  la  toma  de  razón  de  sus  empleos  . 
en  el  correspondiente  registro. 

39  De  las  propuestas  de  ascensos  que  deban 
hacerse  en  el  estado  mayor  general,  y  de  las  de  ! 
los  oficiales  que  se  juzgue  deben  ingresarle. 

49  Del  examen  y  firma  de  todo  lo  que  le  re- 
presente al  Gobierno  por  la  Secretaría  de  Guer- 
ra, y  de  los  documentos  que  se  le  trasmitan. 

59  Del  examen  y  firma  de  todo  lo  que  se  des- ; 
pache  por  las  otras  secciones. 

69  De  la  redacción  de  boletines  y  relaciones 
históricas  que  debe  componer  según  los  informes 
que  le  serán  dirigidos  por  los  estados  mayores. ' 

79  De  la  distribución  y  envío  á  los  estados ; 
mayores  de  las  leyes,  decretos,  circulares  y  otros 
actos  del  Gobierno ;  de  asegurarse  de  su  obser-  > 
vancia  y  de  la  de  las  leyes  militares,  para  propo-  i 
ner  al  Gobierno  lo  que  crea  conveniente  para 
uniformar  su  inteligencia  y  aplicación,  y  para  re- 
cordarlas cuando  se  descuiden  y  desatiendan. 

89  En  esta  sección  debe  recibirse  todo  lo  que 
llegue  al  estado  mayor  general,  y  debe  hacerse 
su  distribución  en  todas  las  otras  secciones  por  el 
jefe  del  estado  mayor  general  6  por  el  subjefe. 

Sección  de  artillería* 

Art.  24.  La  sección  segunda  se  ocupará* 
10  De  la  correspondencia  con  los  comandan- 
tes iih  artillería  y  de  ingenieros, 

29  Del  examen  de  las  propuestas  que  se  hi- 
cieren de  obras  y  reparaciones ;  los  planos  de 
obras  y  reparaciones  que  se  proyecten  6  propon- 
gan, y  los  presupuestos  para  estas  mismas  obras 
y  reparaciones ;  y  redacta  el  informe  del  estado 
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mayor  general  con  que  deben  pasar  al  Gobierno. 
'  39  De  la  formación  de  estados  generales  y 
I  metódicos,  de  la  existencia  en  todos  los  parques 
!  y  almacenes,  en  armas  y  municiones  de  infante- 
ría, artillería  y  caballería,  que  deben  presentarse 
j  á  la  Secretaría  de  Guerra  cada  cuatro  meses. 
<  acompañados  de  una  exposición  que  demuestre 
'  lo  que  haga  falta  en  cada  departamento,  y  si  pue- 
\  de  proveerse  de  otro  ó  conseguirse  por  contratas 
j  con  la  anticipación  necesaria. 

49  Del  examen  y  conocimiento  de  todo  lo  que 
I  salga  de  los  arsenales  en  arntas  y  municiones 
I  con  cualquier  motivo  que  sea,  de  que  dará  co- 
nocimiento al  Gobierno  cada  cuatro  meses  con 
el  informe  del  estado  mayor  general, 
t      59  Del  examen  y  conocimiento  de  todos  los 
I  trabajos  que  se  hacen  en  los  parques,  y  maes- 
tranzas y  del  estado  de  las  obras  de  fortificación 
emprendidas  y  sus  progresos,  de  que  también  se 
!  dará  conocimiento  al  Gobierno  cada  cuatro  me- 
ses, expresando  el  estado  mayor  su  concepto,  los 
abusos  y  faltas  que  notare,  y  las  providencias 
del  momento  que  juzgue  convenientes.  Si  ocur- 
riere cosa  urgente  antes  del  término  señalado,  no 
se  aguardará. 

69  De  la  organización  y  disciplina  de  las  tro- 
pas de  artillería  existentes  y  de  las  mas  que  con- 
viniere aumentar,  y  de  las  tropas  de  ingenieros 
cuando  la  ley  las  establezca. 

79  De  la  formación  del  cuadro  general  de  to- 
dos los  oficiales  que  sirven  á  la  República  en  los 
cuerpos  de  artillería  é  ingenieros  por  su  antigüe- 
dad respectiva,  y  colecciona  las  hojas  de  servi- 
cio de  todos  y  de  cada  uno,  en  que  consten  sus 
servicios,  aplicación,  aptitud  y  conducta. 

69  Del  examen  de  las  propuestas  que  se  ha- 
gan para  ascensos  y  redacción  del  informe  del 
estado  mayor  general. 

99  De  llevar  la  alta  y  baja  general  de  todos 
los  cuerpos  de  artillería,  é  ingenieros  en  lo  per- 
sonal, y  material. 

10.  De  llevar  la  toma  de  razón  de  todos  los 
empleos  y  grados  que  se  confieran  en  los  cuer- 
pos de  artillería  é  ingenieros,  retiros,  licencias, 
y  cédulas  de  inválidos  en  libro  destinado  á  solo 
este  efecto. 

11.  De  la  redacción  de  los  proyectos  que  el 
estado  mayor  general  formare  para  el  estableci- 
miento de  academias  ó  escuelas  de  artillería,  6 
ingenieros,  y  para  la  instrucción  práctica  de  ar- 
tillería. 

12.  Del  conocimiento  del  estado  general  de 
las  plazas,  castillos  y  fuertes ;  su  artillería,  sus 
montajes,  y  de  las  proposiciones  de  mejoras  que 
deban  hacerse,  tanto  en  las  defensas,  como  en  el 
servicio  de  las  piezas. 

13.  De  la  organización  de  las  maestranzas  de 
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artillería  é  ingenieros,  de  proponer  las  mejoras 
que  convengan,  y  de  la  organización  de  los  par- 
ques de  artillería  é  ingenieros,  y  de  proponer 
Igualmente  las  mejoras  que  sean  de  adoptarse 
para  el  bien  del  servicio. 

14.  De  formar  el  presupuesto  general  de  gas- 
tos de  maestranza  de  artillería  é  ingenieros,  de 
parques,  de  fortificaciones,  que  deben  conservar- 
se en  el  estado  de  guerra,  y  pasarlo  á  la  sección 
administrativa  el  15  de  Octubre  de  cada  año. 

Sección  de  infantería  y  caballería» 

Art  25.  La  tercera  sección  tendrá  á  su  cargo. 

19  Todo  lo  que  sea  relativo  á  la  organización 
y  disciplina  de  los  cuerpos  de  infantería  y  caba- 
llería de  los  ejércitos  de  la  República,  á  su  uni- 
formidad en  maniobras,  y  á  todo  lo  que  tenga 
relación  á  táctica  y  servicio  de  estas  armas,  y  la 
redacción  de  todo  lo  que  el  estado  mayor  gene- 
ral resuelva  proponer  al  Gobierno  sobre  estos 
puntos. 

29  La  formación  del  cuadro  general  de  todos 
los  oficiales  empleados  en  el  ejército  de  la  Repú- 
blica en  los  cuerpos  de  infantería  y  caballería 
con  expresión  de  su  antigüedad  respectiva;  y 
colecciona  las  hojos  de  servicio  de  todos  y  de  ca- 
da uno  en  que  consten  sus  servicios,  aptitud, 
aplicación  y  conducta  á  los  efectos  expresados 
en  el  artículo  16. 

39  La  formación  del  estado  general  del  ejér- 
cito'de  Colombia,  que  deberá  presentar  cada 
cuatro  meses  al  Secretario  de  Guerra  en  los  de 
Abril,  Agosto  y  Diciembre,  debiendo  el  de  Abril 
demostrar  la  fuerza  presente  en  Febrero,  el  de 
Agosto  la  disponible  en  Junio,  y  el  de  Diciem- 
bre la  disponible  en  Octubre. 

49  La  alta  y  baja  general  de  todos  los  cuer- 
pos de  infantería  y  caballería  en  lo  personal  y 
material. 

59  El  examen  de  .todas  las  propuestas  para 
ascensos  que  se  hagan  en  dichos  cuerpos,  y  re- 
dacta el  informe  del  estado  mayor  general  con 
que  deben  pasar  al  Gobierno. 

69  El  examen  de  todos  los  reclamos  que  se 
hicieren  de  armas,  municiones  y  fornituras,  y  la 
redacción  de  las  proposiciones  que  el  estado  ma- 
yor general  tenga  por  conveniente  hacer  para  la 
mejor  conservación  del  armamento,  para  evitar 
el  consumo  inútil  y  la  pérdida  de  municiones,  y 
para  el  entretenimiento  de  las  fornituras,  en  que 
se  comprende  cartuchera,  porta-cartuchera,  por- 
ta-bayoneta, y  la  vaina,  porta-fusil,  bandolera,  y 
porta-carabina* 

79  Lleve  la  alta  y  Baja  de  los  depósitos  de  in- 
válidos de  quienes  tendrá  estados  nominales,  de- 
biendo comprenderlos  por  nota  en  los  estados 
generales  de  la  fuerza. 
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89  Lleva  la  toma  de  razón  de  todos  los  em- 
pleos y  grados  que  se  confieran  en  los  cuerpos 
de  infantería  y  caballería,  de  los  retiros,  licen- 
cias, cédulas  de  inválidos,  y  en  suma  de  cuantos 
'  nombramientos  hiciere  el  Gobierno  en  dichas  ar- 
mas en  libro  que  se  destinará  á  este  solo  efecto. 

Sección  topográfica* 

Art.  26.  La  cuarta  sección  se  dedicará* 
19  A  formar  y  hacer  formar  planos  de  todas 
las  plazas,  castillos  y  fuertes. 

29   A  formar  y  hacer  formar  itinerarios  de  to- 

I  dos  los  departamentos,  y  el  general  de  la  Repü- 

I  blica  que  comprenda  los  caminos  principales  que 

'  enlazan  un  departamento  con  otro. 

I      39  A  formar  cartas  topográficas  por  departa- 

I  mentes,  y  la  estadística  del  territorio  en  la  parte 
¡  que  es  relativa  al  servicio  y  defensa. 

49  A  la  redacción  de  las  órdenes  para  comi- 
siones especiales,  tales  como  reconocimientos, 
elección  de  posiciones,  trazado  de  campamentos. 

59  A  la  redacción  de  itinerarios  que  dpban  se- 
guir los  cuerpos  ó  destacamentos  que  se  separen 
de  un  ejército  ó  departamento,  siempre  que  así 
lo  disponga  el  Gobierno. 

Sección  administrativa. 

Art.  27.  La  quinta  secc'oo   estará  encargada. 

19  Del  examen  de  los  "i.esupuestos  mensales 

que  se  formen  en  todos  los  departamentos  de  la 

I I  República  en  el  ramo  de  guerra  para  el  abono 
I   de  prest  y  pagas. 

1¡  29  Del  examen  de  todos  los  presupuestos  que 
;  igualmente  se  hicieren  en  todos  los  departamen- 
tos para  la  suministración  de  vestuarios  á  las  tro- 
pas, á  todos  los  cuerpos  del  ejército  mientras  que 
esta  suministración  se  hiciere  por  cuenta  de  la 
hacienda  pública. 

39  De  redactar  todos  los  informes  y  noticias 
que  deben  pasarse  á  la  Secretaría  de  Guerra 
mensalmente  sobre  el  contenido  de  los  dos  par- 
ticulares que  anteceden. 

49  De  redactar  los  proyectos  que  el  estado 
mayor  general  formare  para  la  mejora  de  la  con- 
tabilidad militar,  en  que  se  comprende  no  solo  el 
abono  de  prest  y  pagas,  sino  el  vestuario  y  su  en- 
tretenimiento, y  la  subsistencia  de  los  cuerpos 
en  campaña,  en  donde  necesariamente  deben  re- 
cibir raciones  de  víveres. 

59.  Del  conocimiento  exacto  del  estado  en  ge- 
neral de  todos  los  hospitales  militares,  de  la  asis- 
tencia de  enfermost,  heridos,  y  convalecientes: 
redacta  los  informes  que  el  estado  m^yor  gene- 
ral resuelva  elevar  al  Gobierno  sobre  reformas 
y  mejoras  en  este  ramo  importante;  y  sobre  los 
hospitales  de  ca^ipafia,  ambulantes  y  fijos. 
69  Del  de  los  almacenes  de  vestuario  y  pósi- 
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toa  de  vÍTerets  que  existan  6  so  estable eíeren* 

70  i)e  inspeccionar  e)  servicio  de  bagajes  en 
tocios  los  departamentos  y  advertir  los  abusos 
que  se  notaren. 

8^  De  inspeccionar  si  las  tropas  son  asistidas 
con  lo  que  la  ley  les  concede,  y  redactar  los  in- 
formes  y  eomirnicacioDes  que  exija  este  parti- 
cular. 

99  De  formar  el  presupuesto  general  de  gas- 
tos que  pasará  el  estado  mayor  general  á  la  Se- 
cretaría de  Guerra  el  primer  dia  de  Noviembre 
áe  cada  ailo,  recogiendo  al  efecto  de  la  sección 
segunda,  el  do  parques,  maestranzas  y  fortifi- 
caciones. 

10.  De  examinar  todos  los  reclamos  que  se 
hicieren  por  pérdidas,  indemnizaciones  ó  suel- 
dos atrasados,  y  redacta  los  informes  del  estado 
mayor  general. 

Dispa^ciones  generales. 

Árt.  28.  £1  estado  mayor  genera]  nada  resuel- 
ve por  sí;  las  resoluciones  que  comunica  son 
necesariamente  emanadas  del  Poder  Ejecutivo, 
y  trasmitidas  por  el  Secretario  de  Ja  Guerra. 

Art.  29.  £1  estado  mayor  genera]  pide  sin  ne- 
cesidad de  resolución  del  Ejecutivo,  todas  las  no- 
ticias, informes  y  documentos  que  juzga  necesa- 
rios para  el  desempeño  de  sus  funciones,  6  los 
comandantes  generales  de  departamentos,  6  los 
de  artillería  é  ingenieros,  á  los  estados  mayores 
comisarios,  ólc,  y  les  trasmite  las  objeciones 
que  le  ocurran  sobre  estos  mismos  informes  y 
noticias,  hasta  satisfacer  el  objeto  que  investiga. 

Art.  30.  Todo  lo  que  salga  del  estado  mayor 
será  firmado  por  el  jefe,  ó  en  sus  ausencias  6  en- 
fcsrmedades  por  el  subjefe ;  pero  las  objeciones 
que  ocurran  en  los  estados  de  fuerza,  de  arma- 
mento, de  parques,  en  los  estractos  de  revista, 
en  las  relaciones  de  maestranzas  y  de  trabajos 
de  fortificaciones,  y  sobre  que  sea  necesario 
aclaraciones,  se  pedirán  por  el  jefe  de  la  sección 
á  que  corresponda,  en  nombre  del  jefe  del  esta- 
do mayor  general. 

Art.  3K  Los  comisarios  de  guerra,  y  mientras 
estos  se  establecen,  los  tesoreros  de  deparlamen- 
tos y  de  provincias,  darán  al  estado  mayor  gene- 
ral ios  informes  y  noticias  que  pidiere  sobre  re- 
vistas, prest  y  paga  de  las  tropas  y  existencias 
militaffes  que  estuvieren  á  su  cargo. 

Art.  3?.  Todo  negocio  sobre  el  cual  haya  de 
informar  al  Poder  £jecutivo  el  estado  mayor  ge- 
neral que  reside  cerca  del  Gobierno  será  discu- 
tido por  los  jefies  que  lo  componen,  y  la  resolu^ 
cien  que  fuere  acordada  en  su  conferencia  será 
el  informe  que  someterá  á  la  consideración  del 
Gobierno  el  estado  mayor  geueral.  Cada  sección 
llerftiá  un  regiatni  de  laa  discusiones  é  informe» 
sobre  los  negocios  de  su  cargo. 
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Art.  33.  La  totalidad  de  oficiales  generales, 
superiores  y  subalternos  que  constituyen  el  es- 
tado general,  y  le  pertenecen  según  el  presente 
decreto,  disfrutarán  del  mismo  sueldo  que  seña- 
la el  de  11  de  Agos$to  de  1823  para  todos  los  em- 
pleados de  la  República ;  pero  en  justa  conside- 
ración de  la  naturaleza  de  sus  funciones,  se  Je 
señala  ademas  el  goce  de  raciones  de  caballos 
en  los  términos  siguientes. 


Raciones  de  caballo. 


En  campaña.    En  mandos 
locales. 


General  en  jefe . 6         ,        3 

General  de  división. «..         5        •        2 

General  de  brigada... 4         .         2 

Primer  ayudante  del  estado 
mayor  general,  encarga- 
do de  un  estado  mayor.  .3.1 

Segundo   ayudante   en    el 

mismo  caso 3         .         1 

Primero  6  segundo  ayudan- 
te destinado  en  la  com- 
posición de  un  estado 
mayor _-.        2        .         1 

Adjuntos  del  estado  mayor 

general - 1         .         1 

Ayudantes  de  campo  de  los 

oficiales  generales--...  •         1  1 

Escribientes  del  estado  ma 

yor  general 1  O 

Loa  coroneles  que  obtengan 
el  mando  de  divisiones  ó 
brigadas  de  operaciones, 
tendrán  derecho  al  nú- 
mero de  raciones  que  se 
señala  á  los  generales  de 
brigada 

Los  coroneles  de  artillería' 
é  ingenieros  que  ejerzan 
el  mando  general  de  su 
arma  en  un  ejército  de 
operaciones,  ó  en  un  de- 
partamento  . 

Los  coroneles  que  tengan 
mandos  de  armas  de  pro- 
vincia         2  1 

La  diferencia  consiste  en  si  la  provincia  está 
en  paz  ó  en  asamblea  y  comprendida  en  el  dis- 
trito de  operaciones. 

Art.  34.  Cuando  los  oficiales  generales  estén 
de  cuartel,  no  tienen  derecho  á  raciones  de  ca- 
ballos, ni  ellos  ni  sus  ayudantes. 

Art.  36.  La  ración  de  caballo  se  computará 
en  el  valor  de  tres  reales  por  cada  una. 

Art  39i  £1  estado  mayor  general,  desde  coro«- 
ne]  inoiusire  abajo,  usará  del  unübrine  si^tiíf  n- 
te:  casaca  y  pantalón  azul:  vuelta  y  collarín  co- 
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lorado,  solapa  y  vivo  blanco,  boten  dorado,  bota 
alta  de  caballería  con  espuela,  sombrero  militar, 
espada  recta,  y  cordones  de  oro  en  el  hombro 
derecho,  sencillo  los  adjuntos,  y  doble  los  prime- 
ros y  segundos  ayudantes.  £1  sombrero  de  los 
generales  y  coroneles  será  guarnecido  con  galón 
de  oro  ó  plata  según  el  botón.  £1  de  los  tenien- 
tes coroneles  y  capitanes  guarnecido  con  galón 
de  seda  negro,  y  el  de  los  subalternos  sin  guar- 
nición ;  esta  regla  será  extensiva  al  ejército. 

Art.  37.  £1  Secretario  de  £stado  en  los  Des- 
pachos de  Marina  y  Guerra  queda  encargado  de 
¡a  ejecución  del  presente  decreto  que  se  pasará 
al  próximo  Congreso  para  su  aprobación  6  re- 
forma. 

Dado,  y  firmado  por  mi  mano  y  refrendado 
por  el  Secretario  de  Marina  y  Guerra  en  el  pa- 
lacio del  Gobierno  en  Bogotá  á  8  de  Noviembre 
de  1825,  169  ^®  ^^  independencia. — Francisco 
de  Paula  Santander. — Por  S.  E.  el  Vicepresi- 
dente de  la  República. — El  Secretario  de  Estado 
del  Despacho  de  Marina  y  Guerra,  Carlos  Sou- 
hlette* 

ESTAMPAS  QUE  OFENDAN  LA   MORAL.  Deber 
de  los  jefes  políticos   sobre  su   no  circulación. 
Véase  Provincias^  art.  48. 
ESTANCIA  DE  TIERRAS.  Véase   Pesos  y  me- 
didas y  art.  19. 
ESTANCIAS     DE    HOSPITALIDAD.    Dcscucnto 
por  ellas   á  los  militares.    Véase  Hospitales 
militares,  R.  E.  de  30  de  Junio  de  1838. 
ESTANCO  DEL   TABACO.  Su  extinción.  Véase 

Tabaco. 
ESTIPENDIO.  No  existe  ya  obligación   de  pa- 
gailo.  Véase  Asignaciones  eclesiásticas ,  art.  7. 
ESTUDIOS.  Véase  Instrucción  pública,  y  Di- 
rección general  de  instrucción  pública. 

EXAMEN  DE  PRUEBAS  Y  SENTENCIA.    LEY  ÚNI- 
CA TÍT.  III.  DEL     CÓDIGO     DE     PROCEDIMIENTO 

JUDICIAL,  DE  27  DE  MAYO  DE  1850 — que  re- 
forma la  de  19  de  Mayo  de  1836,  p.  242  del 
cuerpo  comprensivo  de  las  de  ese  año,  y  246, 
núm.  247  del  formado  en  1851. 

El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la  Re- 
pública de  Venezuela  reunidos  en  Congreso, 

decretan: 

Art.  19  El  mismo  dia  en  que  concluye  el  tér- 
mino probatorio,  ó  el  inmediato  hábil  si  aquel  no 
lo  fuere  para  el  despacho,  ó  antes  si  las  partes 
estuvieren  de  acuerdo,  se  leerá  por  el  Secretario 
en  sesión  publica  todo  lo  que  se  haya  obrado  ; 
y  las  partes  6  sus  patrocinantes  informarán  des- 
pués á  la  Toz  6  por  escrito  lo  que  crean  oportu- 
no para  establecer  y  demostrar  su  derecho.  Los 
jueces  que  componen  el  juzgado  cantonal  harán 
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6  las  partes  las  preguntas  que  consideraren  con- 
venientes para  la  ilustración  de  los  hechos ;  y  en 
la  misma  audiencia,  si  fuese  posible,  ó  bien  en  el 
plazo  que  se  permite  por  la  ley  única  tít.  11  del 
procedimiento  pronunciarán  su  sentencia  expre- 
sando todos  los  fundamentos  y  leyes  aplicables 
al  caso,  y  la  ñrmar&n  con  el  Secretario  á  quien 
le  corresponde  escribirla  (*) 

Art.  29  Antes  de  escribirse  la  sentencia  se  de- 
be extender  una  diligencia,  en  que  conste  todo  lo 
hecho  en  aquella  audiencia,  y  será  firmada  por 
los  jueces  y  el  secretario,  y  también  por  las  par- 
tes si  se  hallasen  presentes. 

Art.  39  En  la  sentencia  en  que  se  condene  á 
pagar  frutos,  premios  o  daños  se  determinará  la 
cantidad,  y  si  el  juez  no  pudiere  calcularla  según 
las  pruebas,  dispondrá  que  este  cálculo  lo  hagan 
dos  peritos  nombrados  por  las  partes,  arreglán- 
dose en  el  procedimiento  dichos  peritos  á  lo  que 
queda  establecido  para  el  juicio  de  expertos  en 
la  ley  4^  del  titulo  primero.  Lo  mismo  se  har& 
cuando  la  sentencia  ordene  restitución  de  frutos 
ó  indemnización  de  cualquiera  especie,  si  no  pu- 
diese hacer  el  juez  el  cálculo  ó  liquidación  con 
arreglo  alo  que  hayan  justificado  las  partes  en  el 
pleito. 

(*)  La  Corte  Suprema  en  sa  informe  de  1852  expuso: 
"  Todos  los  tribunales  por  nuestras  leyes  deben  razonar 
sus  sentencias ;  pci  o  t  qué  necesidad  hay  de  razonar  en 
una  sentencia  confirmatoria,  que  se  funda  enteramente  en 
las  mismas  razones  do  la  sentencia  del  juez  inferior'}  Este 
es  otro  modo  de  malgastar  el  tiempo.  Ko  se  deja  de  razo- 
nar, porque  no  so  reproduzcan  las  razones  en  el  mismo  6 
diferente  lenguaje.  Basta  que  se  adopten  simplemente. 
Si  la  sentencia  revoca  ó  reforma  en  parte,  el  razonamiento 
es  indispenrable  entonces ;  porque  no  se  pueden  adoptar 
razones  que  deben  destruirse  con  otras.  Todas  las  senten- 
cias de  primera  instancia  deben  fundarse.;  pero  debe  de- 
jarse á  discreción  do  los  superiores  fundar  6  no  las  suyas 
cuando  son  confirmatorias,  en  detalle  de  razones,  ó  en 
una  simple  referencia  á  la  de  la  sentencia  apelada.  Esta 
Corte  opina  que  esa  libertad  ha  podido  y  puede  practi- 
carse ;  pero  convendría  que  se  sancionase  expresamente 
por  la  ley.  Asi  también  se  construiría  una  base  para  dis- 
minuir proporcionalmente  los  sueldos  y  los  emolumentos 
de  los  secretarios  de  las  Cortes. 

La  misma  Corto,  en  otro  informe  del  propio  afio,  expu- 
so :  "  La  sentencia  en  que  la  Corte  Superior  revocando 
la  sentencia  definitiva  del.^  instancia,  manda  reponer 
una  cansa  por  nulidad  en  el  procedimiento,  no  es  definiti- 
va, porque  no  decide  sobre  el  asunto  principal ;  y  no  es 
tampoco  interlocutoria,  porque  no  decide  de  ninguna  arti- 
culación, ni  es  auto  preparatorio  para  la  definitiva.  Pero 
es  nna  sentencia  tan  grave  que  destiuye  una  sentencia  de- 
finitiva y  cuanto  se  haya  hecho  hasta  un  punto  indefinido; 
una  sentencia  que,  ó  puede  tener  el  efecto  do  una  sen- 
tencia definitiva,  porque  de  hecho  quizas  termina  el  plei- 
to, por  falta  de  espensas  de  alguno  de  los  litigantea,  pa- 
ra principiar  de  nueyo,  6  retarda  su  conclusión  con  sacri- 
ficios de  tiempo  y  de  dinero  que  no  pueden  repararse. 
Conviene,  pues,  que  el  legislador,  al  resolver  sobr^  las 
apelaciones  de  sentencias  defibitivas  6  interlocutorisa, 
comprenda  aquellas  que  versen  contra  las  reposicioBes 
de  proceso. 
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ArU  40  La  parte  que  no  se  conformare  con 
la  sentencia,  podrá  apelar  á  la  Corte  Superior 
del  respectivo  distrito,  á  la  voz  6  por  escrito, 
dentro  de  ios  cinco  días  siguientes.  Cuando  se 
interpusiere  el  recurso  6  la  voz,  se  extenderá 
una  diligencia  que  debe  firmar  el  apelante,  ú 
otro  por  él  si  no  supiere  hacerlo. 

Art.  59  Si  las  partes  dejaren  trascurrir  los 
cinco  dias  sin  haber  apelado,  quedará  ejecutoria- 
da la  sentencia. 

Art.  69  Interpuesto  el  recurso  de  apelación, 
el  juez  mandará  compulsar  y  archivar  una  copia 
literal  de  la  sentencia,  cuya  copia  firmarán  él  y 
su  secretario:  y  remitirá  el  expediente  original 
al  presidente  del  tribunal  de  segunda  instancia, 
debiendo  ponerse  en  la  estafeta  dentro  de  las 
cuarenta  y  ocho  horas  de  haberse  interpuesto  el 
recurso. 

Art.  79  Pendiente  la  apelación,  en  ningún  ca- 
so se  ejecutará  la  sentencia,  ni  se  acordará  pro- 
videncia alguna  que  directa  ó  indirectamente 
pueda  producir  innovación  en  lo  que  sea  mate- 
ria del  litigio. 

Art.  89  Se  deroga  la  ley  única,  título  39  del 
procedimiento,  de  19  de  Mayo  de  1836. 

Dada  en  Caracas  á  25  de  Mayo  de  1850,  año 
21  de  la  ley  y  40  de  la  independencia. — El  Pre- 
sidente del  Senado,  José  T,  Pereira. — El  Presi- 
dente de  la  Cámara  de  Representantes,  Juan  Jo- 
sé Pereira  hozada. — El  Secretario  del  Senado, 
José  Ángel  Freyre» — El  Secretario  de  la  Cáma- 
ra de  Representantes,  J.  Padilla, 

Caracas  27  de  Mayo  de  1850,  año  21  de  la  ley 
y  40  de  la  independencia. — Ejecútese..  ^José  T. 
Monágas* — Por  S.  E.  el  Presidente  de  la  Repú- 
blica.— El  Secretario  de  Estado  en  los  Despa- 
chos del  Interior  y  Justicia,  F.  Parejo. 
EXAMENES  anuales  y  premios  en  la^  uni- 
versidades T  COLEGIOS.  Véase  Instrucción 
pública,  L.  7^  art.  8  y  9,  y  D.  E.  R.,  cap.  14. 
EXCARCELACIÓN  bajo  fianza.  Véase  Pro- 


Análisis  comparativo  de  las  ley  es  de  19  de  Mayo  de  1836 
y  27  de  Mayo  de  1860,  que  es  la  Única,  tUtdo  Z^  del  código 
de  procedimiento  judicial,  sobre  examen  de  las  pniebas  y  sen- 
tencia. 

La  de  86  (art.  1.  ^  )  permitía  informar  solo  á  la  voz ;  y 
la  de  60  (art.  1.  ®  )  lo  permite  tambiem  por  escrito — La  de 
60  permite  á  todos  los  jueces  que  componen  el  juzgado  can- 
tonal el  hacer  á  las  partes  las  preguntas  que  cosideren  con- 
venientes para  la  ilustración  de  Tos  hechos,  cuyo  derecho 
por  la  de  86  solo  residía  en  uno,  como  que  el  juzgado  era 
unipersonal— La  de  50  hace  referencia,  la  cual  no  hacia  la 
de  86,  al  plazo  que  se  permite  por  la  Ley  única  título  11 
del  procedimiento  para  el  caso  de  no  ser  posible  pronun- 
ciar la  sentencia  en  la  misma  audiencia,— La  de  86  conce- 
día solo  tres  dias  para  apelar  la  sentencia  de  primera  ins- 
tancia ;  y  la  de  60  concede  cinco^Finalmente  la  de  60  su- 
prime el  articulo  8.  ^  de  la  86  que  establecía  lo  relativo  á 
la  condenación  en  el  impuesto  de  justicia;  por  haber  sido 
derogada  la  ley  que  establecía  este. 
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cedimiento  criminal^  A.  C.  S.  de  23  de  Di- 
ciembre de  1844 

EXENCIONES  de  derechos.  Véase  Liber- 
tad  de  derechos. 

EXCEPCIONES  dilatorias,  ley  i.  titulo  ii. 

DEL  CÓDIGO  DIS  PRO9EDIMIENTO  JUDICIAL,  DE 

3  DE  MAYO  DE  1838  quc  reforma  la  de  19  de 
Mayo  de  1836,  p.  229  del  cuerpo  comprensi- 
vo de  las  de  ese  año,  y  240,  núm.  240  del  cuer- 
po de  1851. 

El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la 
República  de  Venezuela,  reunidos  en  Congreso. 

DECRETAN : 
LEY     I,  TIT.  II     DEL    PROCEDIMIENTO    JUDICIAL. 

De  las  excepciones  dilatorias. 

Art.  19  Las  excepciones  dilatorias  son  las  si- 
guientes :  ilegitimidad  de  la  persona  del  deman- 
dante ó  su  apoderado  :  incompetencia  del  tribu- 
nal :  defecto  de  las  formas  de  la  demanda  :  re- 
cusación del  juez  ó  secretario  :  Htis  pendencia  : 
condición  ó  plazo  no  cumplido  :  defecto  de  fian- 
za ó  caución  necesaria  para  proceder  al  juicio  y 
cosa  juzgada. 

Arl.  29  Estas  excepciones  deberán  oponerse 
precisamente  en  la  contestación  de  la  demanda  y 
después  no  se  admitirán.  Todas  las  que  el  de- 
mandado crea  que  le  favorecen  deberá  oponerlas 
y  probarlas  á  la  vez.  Sin  embargo  la  excepción 
de  cosa  juzgada,  y  la  recusación  pueden  oponer- 
se y  probarse  después. 

Art.  39  Se  concederá  al  demandante  el  térmi 
no  de  veinticuatro  horas  para  responder  sobre  la 
excepción  dilatoria,  si  no  quisiere  hacerlo  en  el 
mismo  acto  en  que  se  dedujo. 

Art.  49  Si  el  demandante  conviniere  en  lá  ex- 
cepción, el  juez  sentenciará  el  artículo  también 
dentro  de  veinticuatro  horas  en  audiencia  públi- 
ca, estén  ó  no  presentes  las  parte?.  Lo  mismo  se 
entiende  cuando  el  demandante  no  conviene  en 
la  excepción  y  ambas  partes  piden  la  sentencia 
por  no  creer  necesaria  la  prueba.  Cuando  algu- 
na quiere  probar,  se  concederá  el  término  de 
ocho  dias  y  se  sentenciará  el  artículo  al  noveno. 

Art.  59  Contra  la  sentencia  librada  en  el  artí- 
culo sobre  excepción  dilatoria  no  se  concede  re- 
curso excepto  e]  de  queja  para  hacer  efectiva  la 
responsabilidad  del  juez  :  pero  si  la  sentencia 
declarare  con  lugar  la  excepción  de  cosa  juzga- 
da 6  de  ilegitimidad  de  persona,  se  concederá  el 
recurso  de  apelación  como  de  sentencia  definiti- 
va del  pleito. 

Art  69  Si  conforme  á  la  decisión  del  artículo 
tuviese  lugar  la  contestación  de  la  demanda,  la 
dará  el  demandado  en  el  mismo  acto,  y  no  hacién- 
dolo después  de  requerido  por  el  juez,  se  expre- 
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sará  «n  el  acta  y  se  procederá  como  si  se  hubie- 
se contestado.  Lo  mismo  se  practicará  si  la  con- 
testación faltase  por  no  haber  concurrido  el  de- 
mandado á  aquel  acto,  ó  por  haberse  ausentado 
del  tribunal  sin  causa  legítima  y  justificada. 

Art.  7^  Se  deroga  la  ley  del  mismo  número  y 
título  de'l9  de  Mavo  de  1836. 

Dada  en  Caráca¿  á  26  de  Abril  de  1838,  a!5o 
99  de  ]a  ley  y  28  de  la  independencia. — El  presi- 
dente del  Senado,  Juan  Bautüta  Calcaño» — El 
$  residente  de  la  Cámara  de  Representantes, 
francisco  Diaz>— El  secretario  del  Senado,  J. 
A>  Frcyre, — El  diputado  secretario  de  la  Cáma- 
ra de  Representantes,  /.  García. 

Sala  del  despacho,  Caracas  3  de  Mayo  de  1838, 
afio  90  de  h  ley  y  28  de  la  independencia. — 
Ejecútese.— Cár/os  íSom6/c«c.— Por  S.  E.— El 
secretario  de  Estado  en  los  Despachos  del  Inte- 
rior y  Justicia,  D.  B.  Urbaneja. 
EXCUSAS.  Yéhse  Renuncias. 

EXEQUIAS  A  LOS  LICENCIADOS  EN  LAS  UNI- 
VERSIDADES. Véase  Instrucción  pública,  R. 
E.  de  14  de  Mayo  de  1847. 

EXPEDIENTES  de  entradas  de  buques. 
Véase  Importación,  art.  32  y  su  ^. 

EXPEDIENTES.  Remisión  de  ellos.  Véase 
Disposiciones  comunes  á  todos  los  juicios, 
art,  32  y  33. 

EXPEDIENTES.  Examen  de  sus  actas  por  las 
partes  ó  sus  abogados.  Véase  id,,  art.  13. 

EXPEDIENTES.  Remisión  de  los  concluidos  á 
la  oficina  de  registro,  y  prohibición  de  extraer- 
los sino  con  ciertas  condiciones.  Véase  Re- 
gistro, art.  9,  y  Extracción  de  expedientes 
archivados,  R.  fe.  de  11  de  Marzo  de  1852. 

EXPENDEDORES  de  papel  sellado.  Véase 
Papel  sellado,  cap.  29»  Colectores,  y  Admi- 
fiistraciones  de  rentas  internas,  art.  I9  del 
D.  E.  R.  de  ííO  de  Mayo  de  1847. 

EXPENDEDORES  de  papel  sellado.  Aviso 
que  deben  dar  á  la  primera  autoridad  civil  del 
lugar  en  que  residan,  del  que  reciban  para  el 
expendio.  Véase  Papel  sellado,  D.  E.R.  art.  17. 

EXPERTOS.  Véase  Juicio    de  expertos. 

EXPLICACIÓN  DE  SENTENCIAS.  Véasc  Dis^ 
posiciones  conivnes  atoáoslos  juicios,  art.  19. 

EXPORTACIÓN,  ley  de  6  de  mayo  de  1833 
estableciendo  reglas  para  ella — reforma  la 
de  23  de   Setiembre   de    1830,  pág,    19  del 

Análisis  comparativo  de  las  hyes  de  19  de  Mayo  de  1836,  y 
8  de  Mayo  de  1838,  que  cslal^.  txt.^9  del  procedimiento 
judicial^  sobre  excepciorus  dilatorias. 

Entre  estas  leyes  no  hay  mas  diferencia,  qne  la  de  con- 
ceder la  de  38  apelación  de  1a  sentencia,  cuando  declara 
con  lugar  la  excepción  de  cosa  inzgada  ó  de  ilegitimidad 
de  persona,  como  de  sentencia  definitiva  del  pleito,  cava 
apelación  no  concedía  la  de  36. 
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cuerpo  comprensivo  de  Uls  de  ese  añOi  y  31, 
núm*  25  del  de  1951. 

El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la  Re- 
pública de  Venezuela,   reunidos  en  Congreso, 

pkcretan: 

Art.  19  No  podrán  exportarse  frutos  ni  pro- 
ducciones de  cualquiera  clase  para  países  6  puer- 
tos extranjeros,  sino  por  los  habilitados  para  el 
comercio  exterior. 

Art.  29  Luego  que  el  dueflo  6  consignataiio 
de  un  buque  avise  al  administrador  de  aduana 
que  este  está  jireparado  para  recibir  la  carga,  el 
comandante  del  resguardo  donde  lo  haya,  y  don- 
de no,  ol  administrador  ó  interventor  hará  la  vi- 
sita de  fondeo  para  certificarse  que  se  halla  en 
lastre,  y  se  pondrá  á  bordo  un  celador  de  custo- 
dia, (a) 

Art.  39  1^1  dueño  ó  consignatario  de  frutos  6 
producciones  que  hayan  do  exportarse  presenta- 
rá al  administrador  é  interventor  el  manifiesto 
de  ellos  cxpresan'lo  la  clase,  nombre  y  bandera 
del  buque,  el  nombre  del  capitán,  el  puerto  y 
nación  á  donde  se  dirige,  las  marcas,  números  y 
número,  y  descripción  de  los  bultos,  su  conteni- 
do y  el  valor  actual  en  el  mercado,  expresado  en 
la  moneda  corriente. 

(a)  El  Administrador  de  aduana  de  La  Gnaira  Ledo. 
Francisco  Aranda  expuso  en  su  informo  de  1838: 

"  £1  art.  2  ®.  supone  que  siempre  que  un  buque  haya  de 
recibir  carga  lia  de  estar  en  lastre,  pues  que  dispone  que  se 
baga  la  visita  de  fondeo  i)ara  certificarse  qne  se  halla  en 
aquel  estado.  Frecuentemente  sucede  lo  contrarío,  porque 
cuando  se  t^-aeu  efectos  en  im  buque  paru  c-sta  plassay  pa- 
va la  de  Puerto  Cabello  ó  Maiacaibo,  por  ejemplo,  y  deben 
llevarse  en  él  los  retornos  de  ambos  puntos,  ni  pueden  des- 
cargarse todos  aquí  ni  pueden  dejarse  de  cargar  los  frutos 
6  producciones  que  de  aquí  ae  remitan.  También  se  ha 
presentaao  el  caso  de  llegar  un  buque  con  efectos  para  es- 
te puerto  y  con  carga  recibida  en  un  puerto  extranjero  con 
destino  á  otro  extranjero.  Para  que  pudiese  quedar  en 
lastre  un  baque  en  tales  cirrunstancias,  seria  preciso  obli- 
garle a  desembarcar  todo  lo  qua  llevara  para  otros  puntos, 
y  semejante  operación  es  co&tosa,  ocupa  un  tiempo  que  los 
interesaios  deben  invertir  en  concluir  su  expedición,  y 
muchas  veces,  especialmente  en  esta  rada,  sufren  detri- 
mento las  mercancías  y  aun  están  en  jH»!igT0  de  perdura©, 
al  desembarcarse  y  volver  á  bordo,  resultando  de  todo  es- 
to ui  perjuicio  de  consideración  que  arredraría  al  comer- 
cio. No  se  me  oculta  el  objeto  que  se  propuso  la  ley  :  es  una 
l>rccauclon  útil  para  impedir  muchas  veces  el  fraudo;  pe- 
ro como  no  siempre  so  pueden  emplenr  todas  las  medidas 
que  tienen  un  buen  fin,  es  necesari»  consultar  para  su  elec- 
ción la  posibilidad  de  emplearlas  sin  graves  inconvenien- 
tes. Los  que  resultan  de  la  de  que  trata  este  artículo,  son 
de  tanta  magnitud  en  este  puerto,  que  la  ley  ha  quedado 
sin  efecto  en  todos  los  casos  en  que  los  buques  no  traen 
para  esta  plaza  todo  su  cargamento,  y  me  he  visto  en  la 
necesidad  de  tolerar  esta  ]jrnctica,  conla  esperanza  de  que 
la  próxima  legislatura  redimiese  á  los  empleados  de  la  |)e- 
da  de  tener  que  prescindir  do  un  mandato  de  la  ley,  por 
ser  imposible  su  cumplimiento. 

La  reforma  de  este  articulo  es  por  consiguiente  de  toda 
necesidad,  y  urgencia.^ 
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§.  único»  La  Carma  de  este  tnanifieslo  será  la 
aiguienie : 

Manifiesto  de  los  frutos  ó  producciones  que 
se  embarcan  á  bordo  de.. «.capitán..^ .con  des- 
tino á. — en — • 


Marcas.  Ns. 


N.o 


Bultos   y 
conteni- 
do. 


Valor  de  proda. 
ó  manufacturas 
domésticas. 


Petos.  I  Cents. 


Cuyo  nnanifíesto  contiene  todos  los  frutos  ó 
producciones  que  remito  á  bordo  de  dicho  bu- 
que (b)  y  sus  valores  son  loa  mismos  que  tienen 
hoy  en  esta  plaza. 

Puerto  de á de A.  B.  dueño  ó  con- 

signstarín. 

Art.  49  El  administrador  6  interventor  conce- 
derán el  permiso  para  el  embarque,  escribiéndo- 
lo al  pié  del  manifiesto  arriba  expresado,  el  cual 
se  trasmitirá  al  comandante  del  resguardo,  don- 
de lo  hubiere,  y  donde  no,  ft  un  cabo  del  res- 
guardo para  que  tome  razón  en  un  libro  que  ten- 
drá con  este  objeto,  (c) 

(b)  El  Administrador  dePwrto  Cabello  Sr.  José  Anto- 
nio Oronoz  cu  su  memoria  de  1842,  dijo  : 

"  Exige  una  reforma  el  modelo  inserto  en  la  ley  para 
que  conforme  á  él  se  hagan  los  maniñestos  do  lo  que  ha- 
ya de  embarcarse.  Su  parte  final  es  la  siguiente.  *'  Cuyo 
manifiesto  contieno  todos  los /rulos  ó  producciones  que  reini- 
ta á  bordo  de  dicho  bufjue^  y  sus  valores  son  los  mismos  que 
tienen  hoy  en  esta  plaza."  No  siempre  sino  muy  rara  será 
la  vez  en  que  un  manifiesto  solo  contenga  todo  lo  «pie  un 
negociante  remita  en  uu  buque,  y  de  consiguiente  no  debo 
exigirse  que  su  haga  tal  expasicionen  cada  manifiesto  que 
so  produzca  pora  el  embarco.  De  otro  modo  la  ley  escrita 
no  siempre  podrá  cumplirse  literalmente,  como  debe  suce- 
der en  todos  casos  sin  interpretaciones  de  parte  de  sus  eje- 
cutores." 

(c)  El  dicho  Sr.  Aranda  en  su  propio  informe  de  38  ex- 
puso : 

"  El  artículo  4?  dispone  que  el  permiso  para  el  embar- 
que de  los  frutos,  producciones  ó  efectos  que  hayan  de  ex- 
l>ortarse,  se  escriba  al  pié  del  manifiesto  que  el  artículo 
Ü?  manda  pro iontar  á  los  jefes  de  la  aduana,  sin  cuyo 
permiso  no  puede  embarcarse  cosa  alguna,  según  el  artí- 
culo 5  ?  Es  posible  que  en  algunas  aduanas  de  poco  des- 
pacho, no  ufp'Zca  inconveniente  esta  disposicioü,  porque 
el  dueflo  ó  consignatario  pueda  saber  antes  de  empezar  á 
cargar  la  totalidad  de  los  frutos  ó  pi educciones  que  haya 
de  embarcar.  Aquí  nunca  sucede  e>to:  se  empieza  siem- 
pre ác«rgar  cuando  hay  una  cantidad  de  frutos  que  se 
considera  suficiente  para  ir  aprovechando  el  tiempo  mien- 
tras reúne  cada  cargador  los  que  ha  de  remitir.  Rara  vez 
¡Kírtenece  todo  el  cargamento  á  una  sola  persona  ó  casa, 
y  por  lo  regular  se  ignora  al  piincipio  cuantos  serán  los 
&irgadoiesy  ellos  mismos  lo  que  tengan  que  embarcar. 
Con  e^te  motivo  la  práctica  de  esta  oficina  difiere  de  la 
ley;  diindose  un  permiso  especial  á  una  póliza  paw  el  em- 
barque de  los  frutos  que  cada  ca:  gador  manifiesta  t<mer 
prontos,  reconocidos,  pesados  ó  contados  para  llevarlos  á 
bordo.  £1  mauifie.sto  no  se  forma  hasta  que  se  ha  embar- 
cado todo  lo  que  ha  de  expresar,  y  entonces  para  llenar  la 
íbrma  prevenida  por  la  ley,  se  pone  al  pié  el  pevmiso  para 
<>mbartar  lo  (|ue  ya  está  embarcado,  y  el  comandante  del 
reguardo  extiende  la  nota  de  no  haberse  embarcado  nin- 
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Art.  59  No  podrán  embarcarse  frutos  ni  pro- 
ducciones de  ninguna  especie  sin  dicho  permiso, 
ni  á  otras  horas  que  las  de  las  seis  de  la  mañana 
á  seis  de  la  tarde,  ni  por  otros  mueyes  ó  lugares 
que  los  designados  al  efecto,  (d) 

gnna  cosa  mas  de  lo  expresado  en  el  manifiesto.  Seria  me- 
jor que  la  ley  al  exigir  la  necesidad  del  permiso  y  la  pre- 
sentación del  manifiesto,  no  estableciese  el  deber  de  for- 
mar este  documento  antes  de  obtenerse  dicho  permiso. 
£1  manifiesto  es  bueno  porque  evita  la  necesidad  de  agre- 
gar al  expediente  las  pólizas  particulares ;  pero  no  es  una 
traba  contra  el  fraude,  que  no  pueda  reemplazarse  coa 
otras  pólizas,  las  cuales,  lo  mismo  que  se  haría  con  el  ma- 
nifiesto, se  depositan  en  la  comandancia  del  resguardo,  y 
sirven  para  verificar  la  exactitud  dt^l  manifiesto. 

"  Pudiera  reformarse  el  articulo  4  P  en  estos  tórminoB : 
"  El  administrador  é  interventor  concederán  el  permiso 
para  el  embarque  escribiéndolo  al  pié  del  manifiesto  ó  por 
medio  de  i>ólizas  cuando  no  pueda  formarse  dicho  mani- 
fiesto antes  do  empezarse  á  cargar.  Así  el  manifiesto  co- 
mo las  pólizas  so  tiasmitirán  al  comandante  del  resguardo, 
y  donde  no  lo  hubiere,  al  cabo  que  haga  sus  vec(*s,  para 
que  no  permita  que  so  embarque  lo  que  no  estuviere  com- 
prendido en  el  permiso  de  los  jefes  de  la  aduana,  y  tome 
razón  de  todo  lo  que  so  embarque  en  un  libro  que  tendrá 
con  este  objeto." 

También  expuso  el  administrador  de  la  Vela,  Sr.  Juan 
de  D.  Monzón  en  su  informe  de  1841. 

"La  disposición  del  artículo  4.^  no  es  practicable  en 
esta  aduana  siu  que  los  estados  de  exportación,  tan  reco- 
mendados en  el  mismo  decreto,  so  afecten  de  inexactitud, 
y  aun  de  considerable  falsedad  ;  y  la  razón  es  que  los  ca- 
pitanes ó  consignatarios  de  los  buques  que  van  á  cargar  á 
la  costa  de  esta  provincia,  casi  nunca,  si  no  es  nunca,  saben 
ni  auna  punto  aproximado  la  cantidad,  clase  y  valor  do 
los  frutos  y  producciones  que  van  á  recibir,  pues  por  lo  re- 
gular se  despachan  para  cargar  lo  qus  encuentren.  Es 
pues  claro  que  por  gozar  del  favor,  por  pequeño  que  este 
sea,  do  irse  á  su  destino  sin  tener  que  volver  á  una  adua- 
na, darán  en  esta  un  manifiesto  que  si  no  es  absolutamen- 
te imaginario  y  falso,  será  á  lo  mas  formado  sobre  meras 
congeturas.  Asi  es  que  ademas  de  anticipar  un  juramento 
de  llevar  tal  ó  cual  carj^a  que  es  muy  prcsuiuiblo  que  no 
encuentren,  so  desprenden  cié  estos  antecedentes  las  con- 
secuencias precisas  de  que  las  noticias  estadísticas  de  ex- 
portiicion,  ó  los  estados  de  comercio  per  exportación,  auo 
forme  esta  aduana  serán  falsas  ó  inexactas  en  lo  relativo 
á  fechas  y  demás  circunstancias  de  los  cargamentos,  como 
lo  serán  los  respectivos  asientos  del  libro  de  que  trata  el 
art.  7  ?,  y  que  los  jefes  de  esta  aduana  al  libraren  los  ca- 
sos del  art  4  ?  el  registro  prevenido  en  el  6  ? ,  certifican 
no  solo  lo  que  no  les  consta  sino  lo  que  con  fundamento 
]>re8umcn  que  es  falso  ;  pues  nada  es  mas  presumible  que 
el  que  los  buques  así  despachados  si^an  al  extranjero 
siu  carga  ó  con  otra  distinta  de  la  decloraaa." 

(d)  El  mismo  Sr.  Aranda  en  su  dicho  iuforme  de  1838, 
expuso : 

"  El  artículo  5  ?  entre  otras  cosas  ordena  que  no  puedo 
embarcarse  cosa  alguna  sino  de  las  seis  de  la  matlana  á  las 
seis  de  la  tarde ;  pero  como  las  del  despacho  de  las  adua- 
nas por  el  artículo  13  de  la  ley  de  28  de  Mayo  de  1837,  (♦) 
son  desde  las  seis  hasta  las  nueve  de  la  maflana  y  desde 
las  diez  de  la  luafiana  hasta  las  cuatro  de  la  tarde,  no  pue- 
de conservarse  la  designación  primera  sin  que  se  dé  lugar 
á  que  al^^no  crea  que  puede  pretender  el  embarque  á  las 
horas  eu  que  no  hay  despacho,  y  se  piense  que  se  falta  á 
la  ley  si  se  niega  como  debe  negarse,  ó  haya,  si  se  concede, 

{*)  Conforme  con  el  mismo  de  la  ley  vigertie. 
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Art.  69  Los  frutos  v  producciones  que  están 
sujetos  al  pago  de  derechos  do  exportación  se- 
rán pesados  6  contados  antes  de  su  embarque. 

Art.  79  El  celador  de  custodia  llevará  una 
nota  de  los  frutos  y  producciones  que  se  embar- 
quen, la  cual  se  confrontará  diariamente  con  el 
libro  del  comandante  ó  cabo  del  resguardo  para 
examinar  si  se  han  embarcado  otros  ó  mas  artí- 
culos de  los  manifestados. 

Art.  89  Cumplido  que  sea  el  embarque  de 
los  frutos  ó  producciones  comprendidos  en  un 
manifiesto  se  devolverá  este  al  administrador  é 
interventor  con  la  nota  al  pié  de  haberse  así  veri- 
ficado, expresando  al  mismo  tiempo  si  so  han 
embarcado  otros  6  mas  artículos  de  los  que  en 
él  se  expresan. 

Art.  99  Cuando  un  buque  nacional  ó  extran- 
jero haya  de  ir  á  algún  punto    o   puntos   de   las 
costas  á  recibir  cargamento,  deberá   hacerlo  con 
permiso  escrito  por  el  administrador  é  interven-  | 
tor,  ó  por  el  administrador  solamente,  donde  no  l 
haya  este  empleado.  Este  permiso    no  se  conce-  I 
derá  después  de  haber   recibido  el    buque  en   el 
puerto  alguna  carga  á  su  bordo,  (e) 

el  peligro  que  puede  temerse  cuando  se  procede  sin  la  in- 
tervención de  los  empleados  que  deben  concurrir  al  despa- 
cho y  embarque  de  lo  que  se  exporta.  En  caso  de  urgen- 
cia podía  permitirlo  el  administrador  tomando  las  medidas 
necesarias  para  evitar  perjuicios  a  la  bacienda  nacional." 

(e)  El  propio  Sr.  Aranda  en  su  informe  de  1843,  dijo  . 

'•  Prohibición  de  recibir  carga  en  algún  punto  de  la  costa 
después  que  el  buque  ha  empezado  á  cargar  en  el  jjuerto. 

"  Esta  disposición  está  contenida  en  el  articulo  9P  de 
la  ley  de  exportación  do  3  do  Mayo  de  1833  y  se  refiere  a 
ella  el  artículo  2?  de  la  ley  de  cabotaje  do  11  de  Mayo  de 
18á0  que  permite  a  los  buques  extranjeros  recibir  carga- 
mentos de  productos  del  país  en  cualquier  punto  de  la 
costa,  ríos  ó  lagos  donde  se  produzcan  ó  se  encuentren  depo- 
sitados, con  sujeción  á  lo  que  se  dispone  en  la  ley  de  ex- 
portación. Sin  duda  se  ha  querido  sostener  esta  medida 
por  precaución  de  algún  abuso ;  pero  tomadas  otras  pre- 
cauciones en  cumplimiento  de  los  artículos  10  y  11  de  la 
misma  ley,  parece  imposible  que  se  pueda  cometer  fraude, 
y  la  disposición  solo  produce  el  efecto  de  trabar  el  comer- 
cio sin  ninguna  ventaja  del  erario.  Ya  se  ha  visto  prácti- 
camente, y  el  Gobierno  ha  creido  de  su  deber  informarlo 
al  Congreso  para  la  resolución  conveniente." 

También  expuso  sobre  lo  mismo  el  Secretario  de  Ha- 
cienda Sr.  Juan  Manuel  Manrique  en  su  Memoria  de  1845. 

"  Tal  prohibición,  casi  innecesaria  aun  cuando  existían 
impuestos  a  la  exportación,  por  las  precauciones  que  se 
toman  en  virtud  de  otros  artículos  de  la  misma  ley,  es  del 
todo  inútil  hoy  que  está  libre  de  derechos  la  extracción 
de  toda  especie  de  productos,  y  solo  produce  el  efecto  de 
poner  embarazos  al  comercio  sin  ninguna  ventaja  del  era- 
rio nacional.  En  la  Memoria  del  aflo  pasado  se  llamó  á 
este  punto  la  atención  de  las  Honorables  Cámaras,  y  creo 
de  mi  deber  solicitar  formalmente  en  esta  la  reforma  de 
la  ley  vigente  sobre  exportación,  á  fin  de  qae  se  liberte  al 
comercio  de  la  traba  que  le  está  impuesta  sin  ningún  ob- 
jeto útil,  y  menos  plausible.  Si  por  falta  de  tiempo  no  pu- 
diere el  Oon^so  ocuparse  en  las  presentes  sesiones  de  la 
revisión  de  dicha  ley,  tendrá  el  Poder  Ejecutivo  que  dic- 
tar algunas  dlspoaiciones  para  remover  en  lo  posible  los 
ÍDconvenientes  que  se  notan  en  la  práctica,  no  existiendo 
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Art.  10.  Los  dueños  ó  consignatarios  de  bo- 
ques extranjeros  que  vayan  á  cargar  á  un  ponto 
6  puntos  de  las  costas,  afíanzar&n  antes  de  su  sa» 
lida  los  derechos  de  exportación  que  puedan  cau* 
sarlos  frutos  que  exporten  con  una  suma  que  no 
baje  de  mil  pesos,  ni  exceda  de  cuatro  mil,  según 
el  porte  del  buque.  Esta  fianza  se  cancelará  vol- 
viendo el  buque  al  puerto  principal  dentro  de 
un  mes  contado  desde  el  día  de  su  salida,  ó  pa- 
gando la  suma  afianzada  en  el  caso  contrario; 
pero  si  se  probare  de  una  manera  satisfactoria 
para  el  administrador  é  interventor  que  el  bu- 
que ha  naufragado  en  las  costas,  no  habrá  lugar 
á  exigir  el  pago  de  la  fianza,  (f) 

ya  los  derechos  de  exportación,  á  cuya  pronta  y  segura 
recaudación  se  refieren  las  principales  reglas  que  ella  con- 
tiene." 

Pero  es  de  advertirse  que  estas  observaciones  no  ten- 
drán lugar  para  la  reforma  de  la  ley,  mientras  dure  la  con- 
tribución extraordinaria,  sino  tenida  consideración  á  esta. 

Véase  ademas  la  nota  al  articulo  siguiente. 

(f)  El  Secretario  de  Hacienda  Sr.  José  E.  Gallegos,  en 
su  Memoria  de  86  dijo : 

"  En  cumplimiento  del  articulo  10  de  la  ley  citada  de 
exportación,  se  exigían  en  Coro  fianzas  para  responder  de 
los  derechos  á  los  buques  extranjeros  que  van  á  cargar  á 
la  costa,  prestándolas  por  ante  un  escribano  público,  y  en 
su  defecto  por  un  juez  de  paa  con  dos  actuarios.  Los  due- 
ños de  barcos  se  quejaron,  así  por  la  demora  que  sufrían 
en  el  despacho,  como  por  el  nuevo  gasto  á  que  se  les  obli- 
gaba, aunque  algunos  manifestaron  deseos  de  otorgar  la 
fianza  en  toda  forma  para  cuantos  viajes  tuvieran  que  ha- 
cer, x)ues  ocurriéndolcs  dos  ó  tres  en  cada  mes,  se  veían 
precisados  á  exhibir  otras  tantas  fianzas  con  perjuicio  de 
sus  intereses.  Consultado  el  Gobierno  por  el  Administra- 
dor principal  de  la  aduana  de  la  Vela  de  Coro,  determinó 
que  dichos  instrumentos  se  hiciesen  á  estilo  mercantil  en 
los  mismos  términos  expresados  por  el  articulo  23  de  la 
de  importación,  circulándose  asi  á  las  demás  aduanas.  Sin 
embargo,  como  la  ley  no  declara  el  modo  y  términos  con 
que  deben  otorgarse,  será  bien  que  el  Congreso  se  sirva 
tomar  el  punto  en  consideración,  y  acordar  la  refoima  ne- 
cesaria." 

También  dijo  sobre  la  materia  de  este  artículo  el  Admi- 
nistrador de  la  Vela  Br.  Juan  de  D.  Monzón,  en  sa  infor- 
me de  1839 : 

"  Por  esta  ley  está  permitido  á  los  buques  nacionales 
como  extranjeros,  recibir  carga  en  los  puntos  de  la  costa 
bajo  las  formalidades  que  se  previenen  por  les  artículos 
9  P  y  10  de  dicha  ley,  á  cuyo  fin  se  les  expide  una  licen- 
cia por  la  aduana  respectiva.  También  se  les  permite  para 
este  tráfico  el  término  de  un  mes,  tiempo  muy  suficiente 
para  hacer  uno  y  dos  viajes  á  Curazao  y  Oruba,  islas  que 
como  sabe  el  Gobierno  se  hallan  tan  próximas  á  nuestras 
costas,  que  en  una  noche  se  puede  ir  á  ellas  y  descargar 
allí  los  frutos  que  se  hubiesen  tomado  por  los  buques  de 
que  hago  mención,  volviendo  en  seguida  á  cargar  de  nue- 
bo  favorecidos  de  la  misma  licencia  que  se  les  ha  concedi- 
do, y  con  la  seguridad  de  que  el  tiempo  que  les  franquea 
la  ley  es  muy  bastante  para  apoyar  esta  clase  de  tráfico. 
Para  evitar  el  fraude  que  aquí  se  demuestra  encuentro 
muy  eficaz  la  medida  de  que  los  buques  que  se  encaen- 
tren  en  este  caso,  deban  llevar  precisamente  á  su  bordo  nn 
celador,  el  cual  tomará  ademas  una  relación  circunstan- 
ciada de  todo  lo  que  se  embarque  durante  el  viaje,  7  la 
presentará  en  la  administración  correspondiente  para  qne 
con  ella  se  reconoisca  mejor  el  contenido  del  cargamento 
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Arfc.  1).  Regresando  el  buque  al  puerto  de 
donde  partió  desembarcarán  inmediatamente  los 
frutos  y  producciones  que  traiga  sujetos  á  dere- 
chos de  exportación  ó  todos  los  que  haya  á  bor- 
do si  el  administrador  é  interventor  lo  juzgaren 
necesario  para  su  verificación  y  peso;  mas  si 
por  su  pequeña  cantidad,  ó  por  la  naturaleza  de 
los  productos  pudieren  hacerse  á  bordo  estas 
operaciones,  las  practicar&n  el  administrador,  el 
interventor  ó  el  comandante  del  resguardo  y  se 
pondrá  un  celador  de  custodia,  (g) 


y  se  cotejen  los  maniñcstos  do  que  habla  el  artículo  8  ? 
do  esta  misma  ley." 

(g)  £1  expresado  Sr.  Aranda  espuso  en  su  mismo  infor- 
me do  89 : 

"  El  artículo  11  dispone,  quo  cuando  algún  buque  va- 
ya á  cargar  do  frutos  y  prodnccioDos  sujetos  á  derechos 
de  exportación,  á  algún  punto  de  la  costa,  los  desembar- 
que inmediatamente  «lue  regrese  al  puerto  de  donde  i>ar- 
tió  para  su  veriflcacion  y  peso,  a  menos  que  por  su  peque- 
fla  cantidad  ó  por  la  naturaleza  do  los  productos,  pudieren 
hacerse  á  bordo  estas  operaciones.  Entre  las  produccio- 
nes que  se  exportan  hay  algunas  que  una  vez  embarcadas 
no  pueden  desembarcarse  y  volverse  á  embarcar,  sin  cau- 
sar un  costo  desproporcionado  con  su  valor,  de  modo  quo 
no  llegarían  á  exportarse  sin  una  pérdida  efectiva :  tales 
son  el  mineral  de  cobre  que  se  extrae  de  Aroa,  y  la  sal. 
Esto  último  articulo  no  se  exporta  por  esta  causa  principal- 
mente. La  tierra  mineral  de  cobre  ha  merecido  una  disposi- 
ción especial  del  Gobierno,  que  no  ha  podido  ser  indife- 
rente al  perjuicio  quo  resultaría  á  los  interesados  en  el  la- 
boreo de  aqnelUs  minas,  y  según  ella,  basta  la  certiñca- 
cion  de  un  empleado  de  rentas  munici|:ales  del  lugar  so- 
bre la  cantidad  embarcada  para  el  cobro  de  los  derechos. 
Esto  prueba  la  necesidad  de  reformar  el  expresado  artícu- 
lo, pues  que  no  hay  conveniencia  alguna  en  impedir  la  sa- 
lida de  aquellas  producciones,  sino  por  el  contrarío  en  fa- 
cilitarla, ni  es  regular  que  se  faciliten  por  medidas  evasi- 
vas del  cumplimiento  de  la  ley. 

"  Como  los  derechos  impuestos  á  la  exportación  de  es- 
tas producciones  se  calculan  sobre  su  peso,  podría  evitarse 
el  inconveniente,  disponiéndose  quo  se  calcule  el  peso  por 
las  toneladas  del  buque  al  respecto  de  veinte  quintales  por 
tonelada,  lo  cual  no  ofrece  dificultad  ninguna,  cuando  el 
buque  ha  recibido  caiga  completa  de  alguno  do  los  expre- 
sados artículos,  ni  cuando  no  llevando  de  ellos  sino  una 
parte  de  lo  que  es  capaz  de  cargar,  completa  su  carga  con 
otros  cuyo  peso  sea  conocido  y  se  haya  verificado  en  la 
aduana.  La  dificultad  existiría  solo  en  el  caso  de  que  la 
carga  no  fuese  completa  ó  no  se  completase  de  la  manera 
indicada:  pero  debiendo  entonces  desembarcarse  el  carga- 
mento para  su  peso,  el  exportador  evitará  siempre  encon- 
trarse en  esta  necesidad  y  dispondría  la  exportación  cuan- 
do pudiese  hacerlo  con  carga  completa  de  su  buque ;  y 
por  consiguiente  no  llegaría  nunca  el  caso  de  esta  dificul- 
tad. Siempre  sería  conveniente  que  un  empleado  depen- 
diente de  U  aduana  estuviese  presente  al  acto  de  cargar, 
para  que  impidiese  el  embarque  de  todo  otro  fruto  ó  pro- 
anccion  y  pudiese  certificar  el  manifiesto  del  exportador. 
Si  se  adoptara  esta  medida,  deberia  tenerse  presente  que 
á  ningún  buque,  á  lo  menos  para  un  largo  viaje,  se  lo  car- 
ga todo  el  peso  que  puede  siíftír,  y  que  llevando  para  su 
propio  servicio  y  el  de  la  trípuladon  algunas  otras  cosas, 
•erta  necesario  para  calcular  por  las  toneladas  el  peso  del 
caigamento  sujeto  á  derechos,  rebajar  en  el  número  de 
ellas  un  tanto  por  ciento  pue  podría  muy  bien  aeflalarse 
fijamente. 
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Art  12.  Los  duefios  ó  consignatarios  de  los 
frutos  y  producciones  que  vengan  de  un  punto 
de  la  costa  en  el  buque  que  los  ha  de  conducir 
ai  exterior,  presentarán  á  la  aduana  el  manifies- 
to de  que  trata  el  artículo  39  inmediatamente 
después  de  su  arribo  al  puerto. 

Art.  13.  Concluida  la  carga  el  capitán  presen- 
tará al  administrador  é  interventor  de  aduana  un 
manifiesto  general  de  todo  el  cargamento  con- 
forme a]  modelo  del  artículo  39-  (h) 

Art.  14.  Los  buques  nacionales  ó  extranjeros 
que  reciban  una  parte  de  su  cargamento  en  un 
puerto  habilitado,  podrán  ir  6  otro  ü  otros  puer- 
tos también  habilitados  para  completar  su  carga 
despachándose  por  la  aduana  conforme  h  lo  pre- 
venido en  esta  ley. 

Art.  15.  Las  taras  se  deducirán  de  la  manera 
siguiente:  en  el  añil  en  zurrones  de  cuero,  doce 
por  ciento,  y  en  el  cacao  y  cafe  en  sacos,  dos  li- 
bras por  saco. 

Art.  16.  Todos  los  frutos,  producciones  y  ma- 
nufacturas del  país  quedan  libres  de  derechos  de 
exportación  á  excepción  de  los  especificados  en 
el  arancel  de  exportación,  los  cuales  pagarán  los 
que  en  él  se  señalan. 

Art.  i7.  La  liquidación  de  los  derechos  de 
exportación  se  practicará  luego  que  el  capitán 
presente  el  manifiesto  general  de  su  cargamento 
y  á  continuación  de  los  manifiestos  parciales  de 
los  dueños  ó  consignatarios. 

Art.  18.  Los  derechos  de  exportación  se  re- 
caudarán por  la  aduana  del  puerto  habilitado 
donde  se  haga  la  exportación,  aun  cuando  sea 
para  otro  puerto  habilitado  y  en  el  mismo  dia 
en  que  se  practique  la  liquidación. 

Art.  19.  Satisfechos  que  sean  los  derechos  de 
exportación,  el  administrador  é  interventor  da- 
rán al  capitán  una  certificación  del  cargamento 
que  lleva  á  su  bordo. 

§.  único.  La  iorma  de  esta  certificación  será 
la  siguiente: 


(h)  El  mismo  Sr.  Aranda  en  su  propio  informe : 
"  Para  simplificar  el  trabajo  de  la  aduana  y  servir  mejor 
al  comercio  se  podría  disponer  en  este  artículo,  que  el  ca- 
pitán presentase  por  duplicado  el  manifiesto  general  orde- 
nado conformo  á  lo  prevenido  en  ol  artículo  19,  y  queque- 
dando  un  ejemplar  agregado  al  expediente  respectivo,  se 
le  devolviese  el  otro  luego  que  se  hubiesen  pagado  los  de- 
rechos, con  una  nota  muy  sencilla  que  lo  expresase,  firma- 
da por  el  administrador  é  interventor  ó  por  el  primero  so- 
lamente donde  no  hubiese  el  otro  empleado ;  lo  cual  ser- 
viría de  suficiente  despacho  del  buque.  Admitida  esta  re- 
forma, que  será  tan  conveniente  al  comercio  como  á  las 
aduanas,  debería  suprímirse  el  articulo  19,  que  previene 
se  dé  una  ccilificacion,  que  se  hace  por  lo  regular  en  los 
momentos  mas  apurados  de  la  salida  de  un  buque,  difi* 
riéndose  esta  muchas  veces  porque  no  ha  podido  concluir- 
se aquel  documento  en  las  horas  de  despacho,  con  grave 
perjuicio  de  la  expedición  en  algunos  casos." 
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Puerto  fie á de 

A.  B.  y  C.  D.  administrador  é  interventor  de 

esta  aduana,  certificamos    que  á  bordo  de 

capitán. se  han  embarcado  con  destklo  á-- 

los  frutos  ó  producciones   siguientes: 

I  Marcas.  |  Números.  |  Número.  |  Bultos  y  contenidos.  | 

Cuyos  derechos  de  exportación  en  los  artícu- 
los que  los  causan  han  sido  satisfechos,  3^  para 
que  así  pueda  hacerlo  constar  damos  la  presente. 

A.  B.  Administrador.      C.  D.  Interventor. 

Art.  20.  La  presente  ley  se  pondrá  en  obser- 
vancia desde  I9  de  Junio  del  corriente  año,  y 
desde  entónces'los  empleados  de  las  aduanas  no 
podrán  cobrar  emolumento  alguno  por  las  licen- 
cias, certificaciones  y  demás  documentos  que 
deben  expedir  conforme  á  ella. 

Art.  21.  Se  deroga  la  de  22  de  Setiembre  de 
1890. 

Dada  en  Caracas  á22  de  Abril  de  1833,  año 
49  de  la  ley  y  23  de  la  independencia. — £1  pre- 
sidente del  Senado,  Manuel  Quintero* — £1  Pre- 
sidente de  la  Cámara  de  Represen taates,  Juan 
Manuel  Manrique* — El  Secretario  del  Senado, 
Rafael  ^c^vedo.— £1  Secretario  de  la  Cámara 
de  Representantes,  José  María  Pelgron. — Ca- 
v&cas  Mayo  6  de  1833,  4?  y  23.— Ejecútese,  An- 
drea Narvarte. — Por  S.  E.  El  Secretario  de  Es- 
tado del  Despacho  de  Hacienda,  Santos  Miche- 
7efia.(i) 

(i)  Alarias  cbsorvaciones  se  han  hecho  también  sobre  la 
ley  en  general,  á  saber : 

*E1  Secretario  de  Hacienda  en  su  Memoria  de  87  expnso: 

''  No  contenta  la  inmoralidad  con  deíVandar  los  dere- 
chos de  importación,  invade  también  los  reducidos  de  ex- 
portación, y  sus  ataques  son  mucho  mas  fáciles  de  ejecu- 
tar en  los  buques  pequeños  que  trafican  con  las  colunias 
vecinas.  Uno  por  ejemplo  despachado  de  la  Vela  de  Coro 
]>ara  Curazao  remonta  sobre  la  coi»ta,  toca  [en  o]  punto 
convenido,  toma  la  carga,  y  como  tiene  ya  bastante  barlo- 
vento, de  allí  mismo  atraviesa,  y  va  á  Curazao.  Mas  no  es 
necesario  hacer  esta  remontada :  en  una  noche  de  trave- 
sía se  expoi-ta  un  cargamento  i)ara  Trinidad  6  Curazao, 
asi  como  en  otra  noche  se  impoHa  otro  de  aquellas  colo- 
nias sobre  nuestras  costas.  Juzga,  pues,  el  Gobierno  que 
])ara  redimir  en  lo  posible  estos  males  el  mejor  arbitrio  es 
el  establecimiento  de  cónsules,  vicecónsules  ó  agentes  con- 
bulares  para  que  á  allos  se  presenten  las  certiflcaciouea 
que  del  cargamento  ezi)ortado  y  embarcado  legítimamen- 
te se  entrega  á  los  capitanes,  ó  la  certificación  de  salir  el 
buque  en  lastre.  Encargados  los  empleados  consulares  de 
indagar  si  se  introduceu  mas  do  los  que  expresan  dichas 
certificaciones,  harán  en  ellas  las  anotaciones  correspon- 
dicutes  según  los  casos,  y  darán  parte  da  los  buques  que 
lleguen  ú  los  puertos  extFaqjeios  sin  que  sus  capitanes  les 
presenten  las  certificaciones  libradas  por  las  aduanas  de 
Venezuela." 

También  dijo  el  Administrador  de  Puerto  Cabello  Sr. 
J.  Antonio  Orónos  en  su  informe  de  1887. 

*'  £n  ninguno  de  sus  artículos  se  sefbüa  término  á  los 
buques,  para- cargar,  asi  es  que  estos  puedísn  invettiren 
hacerlo  uno  ó  dos  neaMi  6  todo  el  tiempo,  que  quiera  to* 


EXPORTACIÓN,  decreto  de  31  de  marzo 
DE  1841  libertando  de  todo  derecho  la  de  los 
frutos  del  pais — deroga  la  ley  de  13  de  Ma^ 
yo  de  1837  p,  20  del  cuaderno  de  ese  año,  y 
286,  núm.  300  del  de  1851  que  derogó  el  de- 
creto de  26  de  Febrero  de  1836  p*  134  del 
cuerpo  comprensivo  de  las  de  ese  año,  y  182, 
7it¿m.20l  del  de  1851. — También  derogó  esta 
misma  ley  la  de  4  de  Mayo  de  1840,  p.  24 
del  cuaderno  de  ese  a  ño,  y  428^  núm,  4CÍ5  del 

marse  para  ello  el  consignatario  ó  embarcador  de  los  frtt< 
tos,  pudiendo  de  este  modo  llegar  el  caso  de  convertir  un 
buque  en  almacén,  puesto  que  no  hay  impedimento  para 
correr  las  pólizas  de  embarco  á  proporción  que  aquel  va- 
ya recibiendo  del  interior  los  fVutos  ó  producciones  del 
{mis  que  piensa  exportar,  lo  cual  es  embarazoso  y  peijudi- 
ciil  al  buen  servicio  del  resguardo;  pues  es  de  necesidad 
mantener  á  bordo  del  buque  un  celador  que  puede  hacer 
falta  con  urgencia,  ya  para  custodiar  otra  embarcación, 
ó  bien  para  la  vigilancia  ó  celo  en  otro  lugar.  Creo  por  tan- 
te  conveniente  el  que,  puesto  un  buque  á  la  cai^,  la  ley  le 
sefiale  tiempo  paro  concluirla." 

Asi  mismo  expuso  el  Administrador  Sr.  Aranda  en  su 
citado  informe  de  88 : 

"  En  ninguno  de  los  artículos  de  esta  ley,  ni  en  la  del 
comercio  de  cabotaje,  se  habla  de  los  trasbordos,  y  parece 
que  en  toda  circunstancia,  cualquiera  cosa  que  se  quiera 
Uuvar  á  un  buque,  ha  de  venir  primero  á  tierra  para  su 
reconocimiento.  Asi  se  ha  estado  practicando  sin  embargo 
del  convencimiento  de  que  el  tra&bortio  podria  practicarse 
üin  ningún  peligro  de  los  derechos  del  Estado,  porque  el 
reconocimiento  era  fácil  hacerlo  ó  en  el  buque  que  se  des- 
cargaba ó  en  el  que  debía  recibir  los  efectos.  Considera- 
dos los  gastos  que  en  esto  puerto  ocasiona  la  descarga  y 
caiga  de  un  buque,  fuera  del  tiempo  que  so  invierte  en  es- 
tas operaciones,  creo  que  la  ley  debía  permitir  el  trasbor- 
do sieinpi*e  que  pudiese  practicarse  a  bordo  el  reconoci- 
miento y  el  peso  ó  medida  de  los  frutos  ó  efectos  que  pa- 
guen dei'echos,  ó>  el  simple  reconocimiento  de  los  que  no 
están  sujetos  á  ellos  ;  quedando  siempre  la  facultad  al  ad- 
ministrador de  hacerlos  venir  á  tierra  cuando  creyese  ne- 
cesario un  examen  muy  prolijo  del  cargamento  que  no  pu- 
diese ó  no  conviniese  practicar  á  bordo." 

£1  Administrador  de  Oumaná,  Sr.  J.  C.  Yotancourt  en 
su  informe  de  1847  dijo  : 

"  Desde  que  se  cxtmguieron  los  derechos  do  exporta- 
ción de  los  frutos  y  producciones  del  pais  cayó  en  desue- 
tud  la  ley  que  reglamenta  esta  especie  de  comercio,  y  en 
su  lugar  se  observan  algunos  decretos  expedidos  por  ol- 
Poder  Ejecutivo.  Dos  de  estos  están  en  práctica,  el  uno  es 
tablecieiido  las  formalidades  para  la  exportación,  y  man* 
dando  llevar  una  cuenta  do  valores ;  y  el  otro  prescribien- 
do reglas  para  la  exportación  de  las  producciones,  pecua- 
rias, y  como  en  cierto  modo  ambas  disposiciones  estañen 
colisión,  seria  muy  conveniente  que  se  reviese  la  ley  exis- 
tente, sobre  este  ramo,  para  que  nmrchase  en  la  práctica, 
de  acuerdo  con  otras  leyes  que  se  rozan  con  estas  opera* 
clones." 

Pero  debe  tenerse  presente  que  estas  obscrvacioDes  solo 
tendrán  toda  su  fuerza^  cuando  cese  el  parga  de  la  contri- 
bución extraordmaría  con  que  está  actuaUnente  grabada 
la  exportación  de  algunos,  frutos. 

Finalmente  el  Administrador  do  1&  Vela  Sr.  Manuel 
Ijarra£ábal,  ensu-informe  de  1849  dijo: 
I  ''  Esta  ley  qno  establece  ciertas  reglas  y  formalidades 
para  el  comercio  de  exportación,  ha  sido  redamada.  coD»> 
tantemente  por  variua  administradores  de  adorna,  como 
im^terfecta,  embarazosa  y  á  veces  inútil.  Cuando  en  18ál 
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de  1851,  que  reforma  el  de  16  de  Mayo  de 
183C. 

£1  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la 
República  de  Venezuela  reunidos  en  Congreso, 

decretan: 

Art*  único.  Desde  el  dia  primevo  de  Julio  del 
corriente  aílo,  quedarán  derogadas  la  ley  de  13 
de  Mayo  de  1S37  que  establece  un  impuesto 
subsidiario  á  la  exportación,  y  la  de  4  de  Mayo 
de  1840  que  determina  el  arancel  de  ella. 

Dada  en  Caracas  á  30  de  Marzo  de  18-11,  12 

se  declaró  libre  totalmente  la  exportación,  quedó  la  ley 
citada  sin  objeto,  y  el  Poder  Ejecutivo  dio  nn  decreto  en 
12  de  Junio  del  mismo  año,  estableciendo  reglas  en  con- 
sonancia con  la  derogatoria  del  arancel  de  exportación, 
quedando  virtualmente  sin  efecto  la  ley  de  1&J3 ;  pero  co- 
mo no  es  esto  lo  que  manda  el  artículo  102  de  la  Consti- 
tución, porque  las  leyes  se  derogan  con  las  mismas  for- 
malidades y  trámites  que  se  establecen,  hubo  muchas  re- 
clamaciones que  no  se  oyeron,  ó  se  dittrió  su  ctinsidera- 
cion  para  después,  y  quedó  el  asunto  mal  sustanciado. 
Vuelven  los  derechos  do  exportación  en  2  de  Mayo  de 
1842,  y  hé  aquí  que  dispone  el  Poder  Eiecutivo  suspen- 
der su  decreto  del  afío  anterior,  y  viene  la  ley  de  183:J  á 
embarazarlo  todo  con  sus  restricciones.  Nuevos  motivos 
de  reclamos  por  parte  de  las  aduanas,  y  el  Congreso  siem- 
pre postergando  la  materia  por  otras  atenciones  á  su  jui- 
cio mas  graves.  En  1844  se  deroga  la  ley  de  1812,  en  que 
se  establecieron  derechos  do  exportación  y  quedando  li- 
bres los  pioductos  del  pais,  restablece  el  Poder  Ejecutivo 
su  decreto  do  41. 

"  iUiora  recientemente  y  por  las  penurias  del  tesoro  pu- 
blico se  ve  obligado  el  Congreso  á  poner  una  contribución 
á  los  productos  exportables,  y  hé  aquí  que  con  la  ley  do 
cabotaje  moderna,  la  ley  de  exportación  de  1831],  y  el  de- 
creto de  1841,  se  han  encontrado  disposiciones  diametral- 
mente  opuestas,  y  en  absoluta  contradicción  poniendo  á 
las  aduanas  en  el  mayor  conflicto.  S.  E.  el  Poder  Ejecuti- 
vo, resolvió  una  consulta  en  30  de  Agosto  último  sobre 
cuatro  puntos  que  lo  hice  en  10  del  mismo,  inserta  en  la 
Gaceta  núm.  906,  que  espero  se  tenga  presente  al  conside- 
rarse este  informe,  mas  el  razonamiento  final  no  tatisfuco 
el  juicio  privado  ó  independiente  del  empleado,  aunque 
como  subalterno,  ciegamente  ten^a  que  obedecerlo.  En 
él  se  dice,  que  la  ley  de  1833  fué  dada  para  los  aranceles 
de  entonces,  que  luego  fueron  derogados,  y  que  siendo  la 
ley  do  cabotaje  moderna,  especial  y  posterior,  debe  estar- 
se por  lo  que  esta  determine,  y  no  por  la  de  33.  En  cuan- 
to á  lo  primero,  no  creo  que  sea  así,  pues  la  ley  que  esta- 
blece ciertas  formalidades  para  el  comercio  do  exporta- 
ción no  fué  dada  para  ciertos  y  determinados  aranceles, 
sino  para  todos  los  que  dé  ó  diere  el  Congreso,  según  las 
ocurrencias;  y  en  cuanto  á  lo  segundo,  tenemos  el  artícu- 
Is  102  de  la  Constitución  que  se  opone,  porque  mientras 
no  se  derogue  formalmente  una  ley,  está  tan  vigente  la 
nueva  como  la  vieja,  la  de  1833,  como  la  de  49. 

"  De  todo  lo  cual  se  deduce  que  es  de  absoluta  necesi- 
dad, que  el  Congreso  se  ocupe  do  reformar  la  ley  de  6  de 
Moyo  de  1833,  poniéndola  en  armonía  cou  las  demás  dis- 
posiciones vigentes." 

1^  Análisis  comparativo  de  las  leyes  de  23  de  Setiembre  de  1830 
vQde  Mayo  de  1833  sobre  exportación. 
'  En  primer  lugar  la  de  30  establecía  las  formalidades  y 
los  derechos  para  ella ;  y  la  de  83  separó  estes  dos  mate- 
rias. La  de  80  abolió  el  derecho  de  alcabala,  de  que  no  ha 
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de  Ja  ley  y  31  de  la  independencia. — £1  Preai* 
dente  del  Senado,  José  Vargas. — El  Presidente 
de  la  Cámara  de  Representantes,  Eugenio  Men- 
doza*— El  S«cretario  del  Senado,  José  Ángel 
Freiré. — El  Secretario  de  la  Cámara  de  Repre- 
sentantes, Rafael  Acevedo, 

Caracas  31  de  Marzo  de  1841,  afío  12  de  la 
ley  y  31  de  Ja  independencia. — Ejecútese. — José 
A.  Páez^-VoT  S.  E — El  Secretario  de  Hacien- 
da, Guillermo  Smith.  {*) 
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tenido,  por  tanto,  para  que  ocuparse  la  de  33.  Ademas 
por  la  de  33  (art.  3  ?  y  4  .^  )  el  dueño  ó  consignatario  de 
los  frutos  ó  producciones  que  se  van  á  exportar  presenta 
un  man  i  tiesto  de  ellos,  con  expresión  de  su  clase,  nombre 
y  bandera  del  buque,  &c.,  y  al  pié  de  esto  manifiesto  es 
que  se  concede  el  permiso  pava  el  embarque,  trasmitién- 
dose luego  al  comandante  del  resguardo,  donde  lo  hay,  y 
donde  no,  á  un  cabo  para  que  tome  razón  de  él  en  un  li- 
bro que  debe  tener  al  efecto ;  y  por  la  de  80  (art.  1  ?  )  el 
permiso  se  pedia  por  separado,  acompañando  (art.  3  P  ) 
una  certificación  de  estar  el  buque  estanco,  ó  marinero,  y 
las  pólizas  de  lo  que  se  quena  exportar.  Por  la  de  83  (art. 
7)  las  funciones  del  celador  de  custodia  se  limitan  á  llevar 
una  nota  do  lo  que  se  embarque,  confrontándola  diaria- 
mente con  el  libro  del  comandante,  ó  cabo  del  resguardo 
para  e.xaminar  si  se  hau  embarcado  otros  ó  mas  artículos 
de  los  manifestados;  y  por  la  de  30  dicho  celador  dcbia 
impedir  el  embarque  de  todo  lo  que  no  constase  de  las 
papeletas  que  se  le  dirigiesen  autorizadas  por  el  coman- 
dante del  resguardo  y  el  fiel  de  peso  guardalmacén,  de- 
biendo dar  parte  inmediatamente  de  cualquiera  irregula- 
ridad ó  falta  que  observase.  La  de  30  (art.  5  ?  )  fijaba  para 
la  carga  de  un  buque  de  seis  á  diez  dias  hábiles  proroga- 
bles  en  virtud  de  ciertas  causas  a  juicio  del  administra- 
dor ;  y  si  por  voluntad  ó  conveniencia  del  cargador  se  de- 
tenia mas,  era  do  su  cuenta  abonar  los  celadores  do  custo- 
dia á  ruzon  do  tres  pesos  diarios,  y  la  de  33  ha  suprunido 
estas  disposiciones.  La  de  30  (art.  3  ?  )  fijaba  para  la  car- 
ga solo  las  horas  designadas  para  el  despacho;  y  la  de  33 
(art.  5  ?  )  fija  desde  las  seis  de  la  mañana  hastii  las  seis  do 
la  tarde.  La  de  30  contenia  varias  disposiciones  sobre  for- 
mación del  expediente  de  salida  de  los  buques,  fijación 
mensual  de  una  tabla  de  precios  corrientes  de  los  frutos, 
aplicación  al  pago  de  la  deuda  flotante  de  parte  de  los  de- 
rechos por  su  exportación,  y  decomisos  do  todo  lo  qwG  so 
embarcase,  ó  tratase  de  embarcarse  clandestinamente  ;  cu- 
vas  dispo.siciones  todas  contenidas  del  art.  6  ?  al  14  han 
sido  suprimidas  en  la  de  33 ;  al  mismo  tiempo  esta  ha  es- 
tablecido leglas  que  no  contenia  la  de  30  para  el  embarque 
en  puntos  de  la  costa  no  habilitados,  para  el  embarque  do 
parte  del  cargamento  en  un  puerto,  y  parto  en  otro  ú 
otros,  para  el  cálculo  de  las  taras,  para  la  liquidación  de 
los  derechos  de  exportación  y  para  su  cobro ;  y  finalmente 
prohibe  el  cobro  de  todo  derecho  por  las  certificaciones, 
licencias;  &c.,  &c.,  cuyas  disposiciones  todas  se  contienen 
del  artículo  9?  al  20. 

(*)  Pero  hay  que  tener  presente  que  sin  embargo  do 
esta  ley,  se  halla  actualmente  gravada  la  exportación  de 
algunos  frutos  por  via  do  contribución  extraordinaria.  Lñ- 
ta  ley  ademas  no  lleva  análisis  porque  derogadas  todas  por 
el  decreto  de  31  de  Marzo  inserto,  ha  dejado  del  todo  de 
existir,  y  por  consiguiente  seria  inútil  para  el  objeto  que 
nosba  guiado  eo  su  formaciou 
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DE  JUNIO  DE  1841   reglamentando  la  ley  an^ 
terior. 

Santos  Michelena,  Vicepresidente^e  la  Repú- 
blica encargado  del  Poder  Ejecutivo, 

Para  uniformar  la  práctica  de  las  aduanas  en 
la  exportación  de  los  frutos  y  producciones  del 
pais,  y  que  puedan  obtenerse  las  noticias  nece- 
sarias de  la  cantidad  clase  y  valor  de  ellos  desde 
19  de  Julio  próximo  en  adelante  que  empezará 
atener  efecto  Ja  ley  de  31  de  Marzo  del  presen- 
te año  que  ha  derogado  las  de  13  de  Mayo  de 
1837  y  4  de  Mayo  de  1840,  sobre  derechos  or- 
dinarios y  subsidiarios  en  la  exportación. 

decreto: 

Art.  19  Luego  que  un  buque  esté  preparado 
para  recibir  la  carga,  el  dueño  ó  consignatario 
lo  avisará  por  escrito  al  Administrador  de  la 
Aduana  para  que  el  comandante  del  resguardo 
donde  lo  haya,  y  donde  no  el  mismo  Adminis- 
trador ó  el  Interventor  haga  la  visita  de  fondeo 
para  certirtarse  que  se  halla  en  lastre,  y  con  es- 
te conocimiento  el  jefe  de  la  Aduana  concederá 
el  permiso  i/ara  cargar. 

Art.  29  No  podrán  embarcarse  frutos  ni  pro- 
ducciones del  pais  siuo  por  los  muelles  y  lugares 
designados  al  efecto,  ni  á  otras  horas  que  las  se- 
ñaladas para  el  despacho  de  las  aduanas. 

^  único.  En  el  puerto  de  la  Guaira  podrá  ve- 
rificarse dicho  embarque  desde  las  cinco  de  la 
mañana  hasta  las  seis  de  la  tarde,  cuando  el  Ad- 
ministrador lo  crea  necesario  para  facilitar  las 
operaciones  dtl  comercio,  y  según  lo  exijan  las 
peculiares  circunstancias  de  aquel  puerto. 

Art,  39  Los  buques  que  reciban  parte  de  su 
cargamento  en  un  puerto  habilitado,  podrán  ir  á 
otro  ú  otros  puertos  también  habilitados  para 
completar  su  carga,  y  serán  despachados  por  las 
aduanas  con  arreglo  á  lo  prevenido  en  este  de- 
creto. 

Art.  49  Cuando  un  buque  haya  de  ir  á  algún 
punto  ó  puntos  de  la  costa  á  recibir  cargamento 
deberá  hacerlo  con  permiso  escrito  del  Adminis- 
trador é  Interventor,  ó  del  Administrador  sola- 
mente donde  no  haya  este  empleado,  y  el  capi- 
tán ó  consignatario  en  un  manifiesto  arreglado 
al  modelo  del  artículo  siguiente,  declarará  la 
cantidad,  clase  y  valor  de  los  frutos  y  produccio- 
nes que  hayan  de  embarcarse,  siempre  que  no 
le  convenga  regresar  al  puerto. 

Art.  69  Concluida  la  carga,^el  capitán  6  con- 
signatario del  buque  presentará  en  la  Adminis- 
tración de  Aduana  un  maniñesto  general  de  todo 
el  cargamento  que  se  hubiere  embarcado  en  la 
forma  siguiente, 

Maniñesto  de  los  frutos  y  producciones  em- 
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bateados  en  (aquí  el  nombre  del  buque)  su  capi- 
tán N con  destino  á — .. 

Marcas.  Números.  Numero.  Bultos  y  contenidos.  Valores' 


0000 


0000 


0000       0000  0000  £  cacao.    OOÓ'.OO 


Y  juro  que  dicho  manifiesto  contiene  todos  los 
frutos  y  producciones  que  están  á  bordo  de  di- 
cho buque,  y  que  sus  valores  son  los  mismos 
que  tienen  hoy  en  esta  plaza.. 

Puerto  de á de 

Art.  69  Presentado  dicho  manifiesto,  el  Ad- 
ministrador é  Interventor  expedirán  al  capitán 
del  buque  una  certificación  del  cargamento  que 
lleva  á  su  bordo  en  esta  forma. 

Puerto  de á de 

A.  B.  y  C.  D.  Administrador  é  Interventor  de 

esta  Aduana  certificamos:  que  abordo  de 

su  capitán se  han   embarcado  con  deslino 

á los  frutos  y  producciones  siguientes: 

Marcas.  Números.  Número.  Bultos  y  contenido. 
ÓÓÓO" 


0000 


0000         0000 


OOOü 


Y  para  que  asi  pueda  hacerlo  constar  damos  la 
presente. 

A.  B.  Administrador.  C.  D.  Interventor. 
Art.  79  Con  arreglo  al  manifiesto  general  que 
se  ex\ge  por  el  artículo  59  y  á  la  declaratoria 
prevenida  por  el  artículo  49  en  su  respectivo  ca- 
so se  pondrá  un  asiento  en  el  libro  que  llevará 
la  Aduana  con  el  título  de  Exportación  para  el 
extranjero,  expresándose  la  fecha  de  esta,  el 
nombre  y  bandera  del  buque,  el  de  su  capitán  y 
el  puerto  y  nación  á  que  se  dirige,  sin  omitir 
ninguna  de  aquellas  circunstancias  necesarias  pa- 
ra la  formación  de  los  estados  de  comercio  cuya 
exactitud  y  claridad  son  tan  importantes.  DícÍvíí 
asiento  se  comprobará  con  el  aviso  escrito  de 
que  habla  el  artículo  I9  y  con  el  manifiesto  ge- 
neral y  declaratoria  que  quedan  indicados. 

Art.  89  El  Secretario  de  Estado  en  el  Despa- 
cho de  Hacienda  queda  encargado  de  la  ejecu- 
ción del  presente  decreto. 

Dado  en  Caracas  á  12  de  Junio  de  184!,  129 
de  la  ley  y  319  de  la  independencia,  Santos  Mi- 
ckclena. ^For  S   E. — Francisco  Aranda. 
EXPORTACIÓN.  Véase  Aduana  y  Contribu- 
ción extraordinaria^  D.  de  23  de  Abril  de  1851. 
EXPORTACIÓN  de  animales.  \évise  Expor- 
tación de  ganado  por  el  Orinoco,  y  Tenerías 
art.  2. 
EXPORTACIÓN  d£l  ganado  por  el  Orino- 
co. DECRETO  DE  6  DE  JUNIO  DE  1831   habili- 
tando los  puertos  del  Orinoco  entre  Angos- 
tura y  Yaya  (*)  para  la  exportación  de  ani- 
males. 

(♦)  Hoy  Gua^'ana  la  vieja  por  el  artículo  7  de  la  loy  de 
6  de  Mayo  de  1849  sobre  haUiIit«cioD  de  puertos. 
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£1  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la 
Ucpúbüca  de  Venezuela  reunidos  en  Congreso. 

Considerando :  primero,  que  una  gran  parte 
de  )üs  rrias  de  las  provincias  de  Guayana  y  Bar- 
relona  se  hallan  sobre  las  riberas  del  Orinoco, 
mas  abajo  de  la  ciudad  de  Angostura:  segundo, 
que  la  conducción  por  tierra,  desde  largas  dis- 
tancias á  este  puerto,  es  doblemente  perjudicial 
Á  los  criadores  y  negociantes  de  este  ramo,  ya 
por  la  pérdida  y  atraso  que  se  experimenta  en 
los  animales,  como  por  los  mayores  costos  que 
se  causan  en  ella;  y  tercero,  que  es  justo  y  con- 
veniente conciliar  los  intereses  del  Estado  con 
el  de  los  particulares. 

DECRETAN. 

Art.  19  Se  permite  el  embarque  de  los  ani- 
males, cuya  extracción  no  sea  prohibida  por  la 
ley  en  cualquier  puerto  del  Orinoco,  entre  An- 
gostura y  Yaya. 

Art.  29  Para  llevar  á  efecto  esta  disposición, 
sin  perjuicio  del  erario,  se  establece  en  el  apos- 
tadero do  Yaya  una  administración  subalterna 
de  la  de  Angostura,  que  será  servida  por  un  ad- 
ministrador con  el  sueldo  de  ochocientos  pesos 
anuales,  y  á  cuyas  ordenes  estarán  un  cabo  pri- 
mero de  ronda,  con  trescientos  pesos  de  sueldo, 
y  cuatro  celadores  á  ciento  ochenta  pesos  anua- 
les cada  uno,  y  un  buen  esquife. 

Art.  39  Será  del  deber  del  administrador  de 
Yaya,  visitar  todos  los  buques  que  salgan  por 
dicho  puerto:  contar  los  animales  que  lleven  á 
su  bordo;  y  decomisar  los  que  excedan  del  que 
conste  en  la  póliza  de  embarque,  expedida  por 
la  administración  principal,  en  la  forma  y  de  la 
manera  que  prescribe  la  ley  de  22  de  Setiembre 
del  año  de  1830  sobre  exportación.  Llevar  un 
registro  expresivo  de  los  nombres  de  los  buques, 
sus  capitanes,  exportadores,  lugare'S  en  que  se 
hacen  los  embarques  y  del  número  y  especie  de 
animales.  Enviar  A  la  administración  principal 
copia  del  registro  de  cada  buque,  luego  que  esté 
despachado.  Pasar  también  visita  h  todos  los  bu- 
ques que  entren  por  dicho  puerto,  certificar  el 
sobordo  y  tomar  copia  de  él,  la  cual  enviará  6  la 
administración  de  Angostura  con  un  celador  que 
pondrá  á  bordo  del  mismo  buque.  Dejar  en  su 
poder  copia  de  todos  los  sobordos  de  entradas  y 
salidas.  Impedir  el  contrabando  en  todo  el  rio,  y 
cumplir  las  órdenes  que  le  comunique  el  admi- 
nistrador principal  relativas  al  servicio  de  su 
destino. 

Art.  49  Son  deberes  de  la  administración 
principal  de  Angostura,  con  respecto  6  la  subal- 
terna de  Yaya :  expedir  póliza  &  todos  los  bu- 
ques qae  deban  car^'ar  animales  mas  abajo  de 
Angostura^  expresando  los  nombres  del  buque, 
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su  capitán,  cargadores,  lugares  de  los  embarques 
y  eJ  número  y  especie  de  animales.  Remitir  di- 
cha póliza  al  administrador  de  Yaya  con  un  ce* 
lador  que  hapá  embarcar  en  el  mismo  buque  pa- 
ra que  presencie  los  embarques,  é  impida  que  se 
hagan  otros  que  los  permitidos  en  la  póliza.  Per- 
cibir el  montante  de  los  derechos,  con  arreglo  á 
las  pólizas,  que  expida,  cuya  operación  rectifi- 
cará para  el  cobro  definitivo  de  los  derechos, 
luego  que  sepa  el  verdadero  número  exportado 
por  la  copia  del  registro,  que  enviará  al  admi- 
nistrador de  Yaya,  con  cuyos  documentos  se 
cerrarán  los  expedientes. 

Art.  59  Con  el  mismo  celador  que  vaya  de 
Angostura  á  Yaya,  á  bordo  de  cada  buque  que 
conduzca  animales  remitirá  el  administrador  de 
e.sta  al  de  aquella  el  registro  prevenido  en  el  ar- 
tículo 39 

Dada'  en  Valencia  á  30  de  Mayo  de  1831,  29 
y  21. — El  Presidente  del  Senado,  Manuel  Quin- 
tero.— El  Presidente  de  la  Cámara  de  Represen- 
tantes, Dr.  José  Manuel  de  los  Ríos, — El  Se- 
cretario del  Senado,  Vicente  Michelena.  —  El 
Secretario  de  la  Cámara  de  Representantes,  Ra- 
fael Acevedo. 

Valencia  6  de  Junio  de  1831,  29  y  21.— Eje- 
cútese.— Diego  Bautista  Urbanejá» — Por  S.  E. 
el  Vicepresidente  encargado  del  Poder  Ejecuti- 
vo.— El  Secretario  de  Estado  en  el  Despacho  de 
Hacienda,  Santos  Michelena. 

EXPORTACIÓN  de  oanado  por  el  orinoco. 
DECRETO  DE  5  DE  MAYO  DE  1837  dispensando 
á  los  buques  de  subir  hasta  Angostura  {hoy 
Ciudad  Bolívar). 

El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la 
República  de  Venezuela  reunidos  en  Congreso. 

Vistas  las  comunicaciones  del  Poder  Ejecutivo 
fechas  15  de  Marzo,  5  y  17  de  Abril  último,  por 
las  cuales  solicita  una  medida  legislativa  para 
que  los  buques  que  entren  en  lastre  en  el  Orino- 
co con  el  fin  de  exportar  reses,  n^o  suban  hasta 
Angostura  para  ser  despachados,  por  los  costos 
que  esta  práctica  produce  á  los  especuladores,  y 
consiguientes  perjuicios  que  sufre  la  industria 
del  pais. 

DECRETAN. 

Art.  19  Se  dispensa  á  los  buques  que  entren 
en  lastre  en  el  Orinoco  con  designio  de  exportar 
reses  para  el  extranjero  de  la  obligación  de  subir 
hasta  el  puerto  de  Angostura  para  ser  despacha- 
dos, pudiendo  tomar  los  registros  y  papeles  de 
navegación  por  medio  de  sus  agentes,  y  satisfa- 
ciendo en  aquella  aduana  principal  los  respecti- 
vos derechos. 
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Art.  80  El  Poder  Ejecativo  dictará  las  pro- 
videncias' convenientes  ft  evitar  los  fraudes  que 
puedan  cometerse  á  la  sombra  de  esta  medida, 
dando  cuenta  al  Congreso  en  su  próxima  reunión 
de  lo  que  practicare;  y  el  mismo  Poder  Ejecuti- 
vo podrá  suspender  los  efectos  de  este  decreto 
cuando  juzgue  que  no  es  conveniente  á  los  inte- 
reses nacionales. 

Dado  en  Caracas  á  4  de  Mayo  de  1837,  año 
89  de  la  ley  y  27  de  la  independencia.— El  Pre- 
sidente del  Senado,  Juan  Manuel  Cagigal. — 
El  Presidente  de  la  Cámara  de  Representantes, 
Francisco  Aranda. — El  Secretario  del  Senado, 
José  A.  Freiré.— Ei  Diputado  Secretario  de  la 
Cámara  de  Representantes,  Juan  A.  Pérez, 

Caracas  Mayo  5  de  1837,  8^  de  la  ley  y  27 
de  la  independencia. — Ejecútese. — Carlos  Sou- 
blette.—VüT  el  Vicepresidente  do  la  República 
encargado  del  Poder  Ejecutivo. — El  Secretario 
de  Hacienda,  Santos  Michelena. 
EXPORTACIÓN  de  ganado  por  el  ouinoco 

Decreto  ejecutivo  de  19  de  julio  de  1837, 

reglamentando  el  anterior. 

Carlos  Souhlette,   Vicepresidente   de  la   Repú- 
blica, encargado  del  Poder  Ejecutivo* 
^'a.,  ófa.f  ¿pa. 

En  ejecución  de  la  ley  de  5  de  Mayo  del  pre- 

(*J  El  Secretario  do  Hacienda  Sr.  Guillermo  Smith  en 
su  Memoria  de  41  expuso:  Permitió  la  ley  de  6  de  Junio 
do  1881,  el  embarque  de  animales  cuya  extracción  no  es 
prohibida  en  cualquier  puerto  del  Orinoco  entre  Angostu- 
ra y  Yaya,  estableciendo  en  esta  última  una  administra- 
ción subalterna  bajo  la  i>lanta  que  alli  se  especiiica.  Por 
decreto  de  5  de  Mayo  de  1837  fucion  dispensados  de  la 
obligaci:>n  de  subir  hasta  la  caiiital  de  Guayana,  para  ser 
despachados  por  la  aduana  los  buques  que  entren  en  las- 
tre con  el  designio  de  exj>ortar  reses  para  el  extranjero, 
piídiendo  tüviar  los  registros  y  pajales  de  navegación  por  ?/«?- 
dio  de  siis  agentes ;  y  es  cabalmente  en  esta  cláusula  que 
consisto  el  obstáculo  cuya  remoción  se  solicita. 

Es  evidente  que  i^ara  darle  cumplimiento  se  hallan  los 
cargadores  en  la  necesidad  de  despachar  un  bote  á  Angos- 
tura, á  fin  de  sacar  de  la  aduana  los  referidos  documentos, 
y  que  en  todas  estas  operaciones  se  emplea  un  espacio  de 
tiempo  que  no  baja  de  ocho  dias,  ademas  de  los  gastos 
<iue  ellas  exigen  y  de  los  i>erjuicios  que  puede  irrogar  á 
las  especulaciones  semejante  demora. 

En  concepto  del  Gobierno  puede  remediarse  este  Incon- 
veniente disponiendo  quo  se  dejen  asegurados  los  dere- 
chos en  la  administración  princijuil  de  Angostura  y  que 
acreditada  esta  circunstancia  puede  el  administrador  de 
Yaya  dar  á  los  buques  Ucencia  ¡jara  cargar  y  los  registros 
y  demás  impeles  de  navegación,  bajo  las  precauciones  y 
con  los  furmalidades  legales  que  se  hallan  establecidas. 
Esta  autorización  que  lleva  i)or  objeto  facilitar  y  abreviar 
la  extracción  de  ganado  vacuno,  no  refluye  en  menoscabo 
de  los  intereses  del  erario  puesto  que  una  fianza  otorgada 
á  satisfacción  de  los  jefes  de  la  aduana,  es  suficiente  ga- 
rantía y  ellos  harán  el  cobro  con  el  aviso  que  oportuna- 
mente debe  pasarles  el  subalterno  de  Yaya,  siendo  adver- 
tencia que  la  autoridad  civil  que  existe  en  Barrancas  pue- 
do expedir  la  licencia  de  navegación,  sin  necesidad  de  que 
ios  cargadores  ocurran  hasta  Angostara. 
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senté  año,  ampliando  la  de  6  de  Junio  de  1831, 
sobre  extracción  de  ganado  por  el  rio  Orinoco, 

decreto: 

Art.  19  El  administrador  de  Yaya,  de  confor- 
midad con  el  artículo  39  de  la  ley  de  6 de  Junio 
de  1831,  al  momento  de   presentarse  un   buque 
en  lastre,  pasará  con  uno  ó  mas  celadores  á  re- 
gistrarlo excrupulosamente,  exigirá  del   capitán 
la  patente  de  navegación,  y  una  nota  de  las  pro- 
visiones del  buque  que  confrontará   con   hs  que 
efectivamente  existan  á  bordo;  y  cerciorado   de 
que  no  contiene  mercancía   alguna,  ni  provisio- 
nes mas  que  las  del  rancho,    dejará  un  celador  & 
su  bordo  para  que  siga  al  lugar    de  la  carga  y  la 
presencie  con  vista  del  permiso  que  ha  de  darla 
¡  administración  principal  á  solicitud  de  los  due- 
I  ños  y  consignatarios,  sin   permitir  se   embarque 
'  nada  mas  que  lo  expresado  en  dicho   permiso. 

Art.  29  El  administrador  de  Yaya  remitirá  al 
administrador  de  Angostura  la  nota  de  las  provi- 
siones del  buque,  firmada  por  el  capitán  y  visada 
por  él,  con  una  noticia  de  las  toneladas  que  mide 
el  buque,  del  nombre  del  celador  que  haya  pues- 
to á  bordo,  y  del  lugar  á  donde  el  buque  se  diri- 
ge á  cargar. 

Art.  39  Los  dueños  consignatarios  ó  agentes 
de  los  buques  que  vengan  en  lastre  á  cargar  de 
ganado  á  cualquier  punto  comprendido  entre  la 
ciudad  de  Angostura  y  el  apostadero  de  Yaya, 
obtendrán  para  ello  permiso  previo  por  escrito 
de  la  administración  principal,  el  cual  se  expedi- 
rá después  que  los  mismos  hayan  asegurado  los 
derechos  de  exportación. 

Artículo  49  Llegado  el  buque  de  vuelta  á  Ya- 
ya, el  celador  que  traiga  á  bordo  presentará  al 
administrador  la  nota  del  cargamento  embarcado 
y  el  permiso  de  la  administración  principal,  y 
confrontando  todo,  permiso  cargamento  y  nota, 
y  hallándolo  todo  conforme,  entregará  al  capitán 
del  buque  la  patente  que  ha  debido  conservar  en 
su  poder;  dando  parte  al  administrador  de  An- 
gostura del  número  de  reses  embarcadas  para  el 
cobro  de  los  derechos  de  exportación  y  cancela- 
ción de  la  ñanza. 

Art.  59  Si  al  tiempo  de  la  veriñcacion  se  en- 
contraren &  bordo  mas  animales  de  los  que  per- 
mita cargar  el  permiso  de  la  administración  prin- 
cipal, el  administrador  de  Yaya,  con  arreglo  al 
artículo  39  de  la  ley  de  6  de  Junio  de  1831, 
procederá  á  decomisar  lo  que  se  encuentre  de 
mas. 

Art.  69  Se  deroga  el  decreto  del  Gobierno  de 
5  Mayo  del  presente  año. 

Art.  79  El  Secretario  de  Estado  en  el  despa- 
cho de  hacienda  queda  encargado  de  la  ejecución 
de  este  decreto. 

Dado  ea  Caracas  á  10  de  Julio  de  1837,  89  y 
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270,— Carlos  Soubleite.'-Vor  S.  E-- El  Secre- 
t»rio  (W  hacienda,  Guillermo  Smith. 
EXPORTACIÓN  pe   pescado  salado.    Véase 

Pescado  salado. 
EXPOSICIONES  JUDICIALES.  Véase  Prvebas 

y  su  término,  art.  1«. 

EXPULSOS.    DECRETO     DE    19    DE     MARZO     DE 

1842,  permitiendo  el  regreso  al  país  á  los 
que  lo  fueron  en  1836. 

El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la  Re- 
pública de  Venezuela  reunidos  en  Congreso, 

CONSIDERANDO  : 

Que  el  estado  actual  de  la  República  permite 
un  acto  de  equidad  nacional  en  favor  de  los  ve- 
nezolanos que  se  comprometieron  en  los  suce- 
sos de  Julio  de  1835,  y  se  han  recomendado 
después  por  su  comportamiento, 

decretan: 

Art.  19  Se  permite  el  regreso  al  territorio  de 
la  República  á  todos  aquellos  Venezolanos  que 
sin  haber  sido  enjuiciados  fueron  indultados  y 
expulsados  por  conaecuencia  de  la  revolución  de 
1835,  y  que  no  se  han  mezclado  contra  el  Go- 
bierno de  la  Nueva  Granada  en  las  revueltas 
ocurridas  en  aquel  país  en  los  últimos  tres  años. 

Art.  29  El  Poder  Ejecutivo  dará  el  cories- 
pondicnte  pasaporte  ó  salvo-conducto  á  los  vene- 
zolanos comprendidos  en  el  artículo  aiileriur. 

Art.  39  No  se  formará  causa  de  nuevo,  y  se 
sobreseerá  en  las  que  estén  actualmente  cursan- 
do, por  razón  de  la  misma  revolución  de  1835, 
respecto  de  los  demás  venezolanos  comprometi- 
dos en  ella,  que  en  el  dia  se  encuentran  en  el 
territorio  de  la  República,  y  no  se  han  mezcla- 
do contra  el  Gobierno  de  la  Nueva  Granada  en 
las  revueltas  de  aquel  país  en  los  últimos  tres 
años. 

Art.  49  Los  que  por  virtud  del  mismo  delito 
se  hallen  sufriendo  pena  dentro  del  territorio  de 
la  República,  quedarán  inmediatamente  en  li- 
bertad. 

Dada  en  Caracas  á  16  de  Marzo  de  1842,  año 
139  de  la  ley  y  329  de  la  independencia. — El 
presidente  del  Senado,  José  Vargas, — El  presi- 
dente de  la  Cámara  de  Representantes,  J.  F. 
Blanco. — El  secretario  del  Senado,  J.  R.  Bar- 
guillos. — El  secretario  de  la  Cámara  de  Repre- 
sentantes, Rafael  Acevcdo, 

Caracas  19  de  Marzo  de  1842,  año  139  ^'^  1» 
ley  y  329  dn  la  independencia. — Ejecútese  José 
A,  Páez. — Por  S.  E.  el  Presidente  de  la  Repú- 
blica, El  Secretario  de  Estado  en  los  despachos 
de  lo  Interior  y  Justicia,  Ángel  Quintero* 
EXTRACCIÓN  de  expedientes  archivados* 
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Véase  Registro,  art.  9  y  R.  £.  de  1 1  de   Mar- 
zo de  1852. 
EXTRACCIÓN  de   maderas   preciosas,  de- 
creto del    libertador    de  31  DE  JULIO    DE 

1829. 

;  Simoa   Bolívar  Libertador  Presidente  de  la 
I         República  de    Colombia.  4*^»  >  ^<¡"*  ^f^» 

TENIENDO   EN     CONSIDERACIÓN  : 

I  19  Que  los  bosques  de  Colombia,  así  los  que 
son  propiedad  pública,  como  los  que  son  de  pro- 
piedad privada  encierran  grandes  riquezas,  tan- 
to en  maderas  propias  para  toda  especie  de  cons- 
trucción, como  en  tintes,  quinas  y  otras  sustan- 
cias útiles  para  la  medicina,  y  para  las  artes:  (*) 

29  Que  por  todas  partes  hay  un  gran  exceso 
en  la  estraccion  de  maderas,  tintes,  quinas  y  de- 
mas  sustancias  especialmente  en  los  bosques 
pertenecientes  al  Estado,  causándole  graves  per- 
juicios: 

39  Qu6  para  evitarlos,  es  necesario  dictar  re- 
glas que  protejan  eficazmente  las  propiedades 
públicas  y  las  privadas,  contra  cualesquiera  vio- 
laciones; vistos  los  informes  dirigidos  al  gobier- 
no sobre  la  materia;  y  oido  el  dictámundel  con- 
sejo de  Estado, 

decreto: 

Art.  19  Los  gobernadores  de  las  provincias, 
harán  debignar  en  cada  cantón,  por  medio  de  los 
jueces  políticos,  ó  personas  de  su  confianza,  las 
tierras  baldías  pertenecientes  á  la  República, 
expresando  por  escrito  su  demarcación,  sus  pro- 
ducciones peculiares,  como  de  maderas  precio- 
sas, plantas  medicinales  y  otras  sustancias  útiles, 
mandando  archivar  un  tanto  de  estas  noticias,  y 
remitiendo  otro  á  la  prefectura  (•). 

Art.  29  Inmediatamente  harán  publicar  en 
cada  cantón,  que  ninguno  pueda  sacar  de  los 
bosques  baldíos,  ó  del  Estado,  maderas  precio- 
sas, y  de  construcción  de  buques  para  el  comer- 
cio, sin  que  preceda  licencia  por  escrito  del  go- 
bernador de  la  provincia  respectiva. 

Art.  39  Estas  licencias  nunca  se  darán  gratui- 
tamente, sino  que  se  exigirá  por  ellas  un  dere- 
cho, que  graduarán  los  gobernadores  ajuicio  de 
peritos,  formando  al  efecto  un  reglamento  que 
someterán  ala  aprobación  del  prefecto. 

Art.  49  Cualquiera  que  extraiga  de  los  bos- 
que^ del  Estado,  quinas,  maderas  preciosas,  y 
de  construcción  sin  la  debida  licencia,  6  que 
traspasen  los  límites  que  se  le  hayan  fijado,  in- 
currirá en  la  multa  de  veinticinco  hasta  cien  pe- 
sos, aplicados  á  los  fondos  públicos  ;  ademas  pa- 

(*)  Este  articulo  ha  quedado  virtual  mente  derogado  por 
el  19  de  la  ley  de  10  de  Abril  de  1848  sobre  tierras  bal- 
días derogatoria  do  la  do  11  de  Octubre  du  1821. 


72 


TEATBO  DE  I.A  LEQISLAGION 


EX 


gará,  ajusta  tasación  de  peritos,  los  objetos  que 
haya  extraído  ó  deteriorado, 

Art.  59  Los  prefectos  de  los  departamentos 
marStimos  cuidarán  muy  particularmente,  de 
que  se  conserven  las  maderas  de  los  bosques  del 
Estado,  principalmente  todas  aquellas  que  pue- 
dan servir  para  la  marina  nacional,  y  que  no  se 
extraigan  sino  las  precisas,  ó  las  que  se  vendan 
con  ventaja  de  las  rentas  públicas. 

Art.  69  Los  gobernadores  de  las  provincias 
prescribirán  reglas  sencillas,  y  acomodadas  á  las 
circunstancias  locales,  para  que  la  extracción  de 
maderas,  quinas  ó  palos  de  tintes,  se  haga  con 
orden,  á  fin  de  que  se  mejore  su  calidad,  y  pue- 
dan sacarse  mayores  ventajas  en  el  comercio. 

Art.  79  Donde  quiera  que  haya  quinas,  y 
otras  sustancias  útiles  para  la  medicina,  se  esta- 
blecerá una  junta  inspectora,  ala  que  se  asigna- 
rá por  el  prefecto  respectivo  el  territorio  que 
tenga  á  bien:  dicha  junta  se  compondrá  al  me- 
nos de  tres  personas,  y  se  cuidará  que  una  de 
ellas  sea  médico,  donde  fuere  posible.  Los 
miembros  de  la  junta  serán  nombrados  por  el 
prefecto,  á  propuesta  del  respectivo  gobernador, 
y  permanecerán  en  sus  destinos  durante  su  bue- 
na conducta. 

Art.  89  Cualquiera  que  pretenda  sacar  quinas, 
y  otras  sustancias  útiles  para  la  medicina,  de  bos- 
ques pertenecientes  al  Estado,  6  á  particulares, 
será  inspeccionado  en  sus  operaciones  por  uno 
ó  dos  comisionados,  que  nombrará  la  junta  ins- 
pectora; cuyas  dietas,  ó  jornales  satisfará  el  em- 
presario, ó  empresarios.  La  junta  y  los  comisio- 
nados cuidarán: 

19  Que  no  se  traspasen  los  límites  que  se  ha- 
yan fijado  en  la  licencia  para  hacer  los  cortes  de 
quinas,  y  para  extraer  otras  sustancias  útiles  pa- 
ra la  medicina. 

29  Que  la  extracción  y  demás  preparaciones  se 
hagan  conforme  á  las  reglas  que  indicarán  las 
facultades  de  medicina  de  Caracas,  Bogotá  y 
Quito,  en  una  instrucción  sencilla  que  deben  for- 
mar, la  que  tendrá  por  objeto  impedir  la  destruc- 
ción de  las  plantas  que  producen  dichas  sustan- 
cias ;  como  también  que  á  ellas  se  les  dé  todo  el 
beneficio  necesario  en  sus  preparaciones,  envase 
dcc,  para  que  teqgan  en  el  comercio  mayor  pre- 
cio y  estimación. 

Art.  99  En  los  puertos  donde  no  se  haya  es- 
tablecido la  junta  inspectora,  se  hará  el  reccmo- 
cimiento  de  que  trata  el  artículo  anterior  poi 
personas  inteligentes,  nombradas  al  efecto  por  el 
Gobernador,  debiendo  expresarse  en  la  diligen- 
cia la  calidad  de  la  quina,  ó  efecto  que  se  haya 
reconocido.  Sin  que  haya  la  debida  constancia 
de  este  requisito,  las  aduanas  no  admitirán  póli- 
zas para  registrar  dichos  artículos,  y  en  caso  de 
advertirse  que  están  mezclados  de  otras  cortezas, 
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ó  sustancias,  6  que  carecen  del  beneficio  necesa* 
río,  se  anotará  así,  dando  parte  al  Gobernador  ó 
administrador  de  la  aduana,  para  que  se  impida 
el  embarque. 

Art.  10.  Las  facultades  de  medicina  de  Cara- 
cas, Bogotá  y  Quito,  lo  mismo  que  los  prefectos 
de  los  departamentos,  dirigirán  al  Gobierno  los 
informes  correspondientes,  proponiendo  los  me- 
dios de  mejorar  la  extracción,  preparación  y  el 
comercio  de  las  quinas,  y  de  las  demás  sustan- 
cias útiles  para  la  medicina,  ó  para  Jas  artes,  que 
contengan  los  bosques  de  Colombia,  haciendo 
todas  las  indicaciones  necesarias,  para  el  aumen- 
to de  este  ramo  importante  de  la  riqueza  ])úbl¡ca. 

El  Ministro  Secretario  de  Estado  en  el  Despa- 
cho del  Interior  queda  encargado  de  la  ejecución 
de  este  decreto. 

Dado  en  Guayaquil  á  31  de  Julio  de  1829.— 
Simón  Bolívar. — Por  S.  E.  el  Libertador  Pre- 
sidente de  la  República. — El  Secretario  general. 
— José  D,  Espinar  (*). 

(*)  El  Secretario  do  Hacienda,  Sr.  Pedro  P.  Diaz  ex- 
puso en  su  Memoria  de  1835. 

"  En  las  tierras  baldías  do  la  provincia  de  Maracaibo  se 
encuentran  varías  producciones  del  reino  vejetal  muy  pre- 
ciosas, y  de  bastante  demanda  para  el  comercio  exterior, 
tales  como  las  maderas  de  construcción  y  palos  de  tintes, 
entre  los  cuales  se  cuenta  el  de  mora.  El  Gobierno  de  Co- 
lombia, por  decreto  de  31  de  Julio  do  1829,  prohibió  su 
extracción,  á  menos  que  fuese  con  licencia  previa  de  los 
gobernadores  respectivos,  á  quienes  facultó  para  dictar 
reglas  á  fin  de  hacerla  con  orden  y  las  ventajas  posibles 
del  erario.  El  prefecto  del  departamento  del  Zulia  con  su- 
jeción á  dicho  decreto,  expidió  en  20  do  Octubre  de  1820 
un  reglamento  declarando  entro  otras  cosas  que  nadie  p'o- 
dia cortar  palo  de  mora  ni  otras  maderas  sin  la  licencia  ne- 
cesaria, por  la  cual  debían  pagarse  dos  pesos  por  cada  cien 
quintales.  Siguióse  observando  este  arreglo  con  puntua- 
lidad, de  manera  que  el  derecho  que  por  esta  razón  perci- 
bía el  erario  coriia  en  los  libros  de  cuentas  con  el  título  do 
corie  de  vuideras.  Después  do  la  separación  do  Venezuela, 
declaró  el  Ejecutivo  en  23  de  Junio  de  1831  vigentes  el 
decreto  del  de  Colombia  y  el  reglamento  de  la  prefectura 
del  Zulia,  continúan doso  la  percepción  del  impuesto  es- 
tablecido. 

Observando  el  Goberaavlor  do  Maracaibo  haber  caído  en 
desuetud  las  referidas  disposiciones,  de  suerte  que  nada 
se  cobraba  por  el  derecho,  en  tanto  que  se  hacia  una  es- 
candalosa extracción  de  palo  de  mora,  volvió  á  esforzar 
su  cumplimiento  por  bando,  participando  sus  providen- 
cias al  Ejecutivo  en  9  do  Diciembre  do  1883.  Ebte  tomó 
nuevamente  en  consideración  el  asunto  con  el  detenimien- 
to propio  de  su  importancia;  y  después  de  reunir  los  in- 
formes do  la  junta  consultiva  do  Maracaibo,  y  de  otros  em- 
pleados, y  de  recoger  las  demás  noticias  quo  podían  escla- 
recer mas  la  materia,  declaró  en  28  do  Mayo  de  183íi,  á 
solicitud  do  dicha  junta,  quo  se  siguieran  observando  los 
arreglos  del  Gobierno  de  Colombia  y  prefectura  del  Zn- 
ia,  y  quo  por  el  derecho  de  licencia  se  cobrasen  cuatro 
reales  por  cada  tonelada,  6  lo  que  es  lo  mismo,  veinte  rea- 
les por  cada  cien  quintales. 

En  todos  los  islotes  situados  &  lo  largo  y  al  frente  de  las 
costas  do  Venezuela,  á  cuya  República  pertenecen  en  do- 
minio y  propiedad,  se  han  descubierto  también  algnnaA 
producciones  del  reino  vejetal,  tales  como  la  orchilla,  do 
que  hasta  ahora  se  han  estado  aprovechando  algunos  ex- 


COLOlfBIANA  T  VENEZOLANA  VIGENTE. 


73 


EX 


EXTRACCrON  de  ganado  vacuno  por  sl 
ORINOCO.  Véase  Exportación  del  mismo» 

EXTRACCIÓN  de  pescado  salado.  Véase 
Pescado  salado. 

EXTRADICIÓN   de  reos  rrófügos  de   las 

AKTILLAS.    LEY  DE  16  DE  ABRIL  DB  1847    dtS- 

poniendo  la  de  los  culpables  de  ciertos  deli- 
tos* 

El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la 
República  de  Venezuela,  reunidos  en  Congreso, 
considerando: 
Que  es  conveniente  establecer  cierta  limita- 


tranjeros,  mediante  una  extracción  clandestina,  favorecida 
por  la  falta  de  guardacostas,  y  de  empicados  en  aquellos 
desiertos  lug:ares.  Los  diarios  do  los  cruceros  del  bote 
núm.  1?  del  resguardo  de  Riochico  y  los  demás  datos 
que  han  podido  obtenerse  de  las  oficinas  de  hacienda, 
comprueban  la  uecej>idad  de  arreglar  este  asunto,  áfin  de 
im})edir  el  desorden,  y  de  proporcionar  al  erario  este  nue- 
vo ingreso.  Por  lo  tanto  el  Ejecutivo  dictó  en  4  de  Setiem- 
bre de  1834,  con  acuerdo  del  Consejo,  una  resolución  pro- 
visoria, mandando  que  ])or  la  licencia  para  cortar  la  yerba 
orchilla  en  la  isla  de  este  nombre  y  en  la  de  los  Roques,  se 
I)aguen  diez  pesos  por  cada  quintal,  autorizando  al  Admi- 
nistrador de  La  Guaira  para  darla  bajo  fianza  por  el  total 
de  quintales  que  so  quieran  sacar,  y  estableciendo  dos  ce- 
ladoies  para  evitar  el  curte  fraudulento  con  la  comisión  de 
un  diez  por  ciento.  Últimamente,  en  circular  de  igual  fe- 
cha se  reiteró  á  los  í^obernadorea  el  cnin{)limient.o  del  de- 
creto de  Coló. libia  de  31  de  Julio  de  1829,  encargándoles 
la  formación  del  reglamento  prevenido  por  el  artículo 
o  ?  ;  bien  entendido  que  en  todas  estas  y  las  auteriorus 
providencias,  se  ha  recordado  siempre  la  observancia  del 
artículo  2  ?  de  la  ley  de  25  de  Marzo  de  18o3.  que  exime 
de  derechos  el  corte  de  maderas  de  construcción. 

El  Congreso  será  instruido  de  las  principales  ocurren- 
cias y  medidas  relativas  á  este  objeto,  d  fin  que  se  birva 
dar  una  ley  que  comprenda  no  solo  las  pieciosidades  que 
encierran  los  bosques  del  continente,  sino  también  las  que 
hay  ó  se  descubran  en  todos  esos  grupos  de  islotes  y>erte- 
iiecicnles  á  Venezuela,  trayendo  al  mismo  tiempo  a  la  vis- 
ta cuanto  se  le  dijo  en  la  )»asada  sision  acerca  de  la  pesca 
del  carey  en  los  Roques,  y  la  importación  de  sus  conchas." 

Sin  embargo  de  las  anticedeutes  observaciones,  nada  se 
ha  legislado  sobre  el  particular ;  y  si  el  Gobierno  conside- 
ró vigente  el  precitado  Decreto  no  obstante  la  excepción 
de  derechos  que  establecia  el  art.  2  ?  de  la  ley  de  26  de 
Marzo  de  ifiSS  á  favor  del  corte  de  maderas  de  construc- 
ción, con  mazor  razón  parece  debe  considerarse  vigente, 
hoy  que  ha  caducado  dicha  excepción  p  r  haber  í-ido  de- 
rogada la  ley  de  23  de  Mayo,  qiic  derogó  la  expresada  de 
25  de  Marzo  de  33,  y  cuya  excepción  n  favor  del  corte  de 
maderas  había  conservado  en  el  artículo  7  ?  ,  por  la  de  30 
de  Mayo  de*  184G  que  no  la  '^onservó.  Debe  tenerse  pre- 
sente, ademas,  que  aunque  el  artículo  i?  de  la  dicha  ley 
do  28  de  Mayo  de  45  prohibía  por  el  término  de  15  años 
la  exportación  de  las  maderas  de  construcción,  dicha  dis- 
posición caducó  á  virtud  de  la  denegatoria  de  la  ley  ])or 
la  njisma  citada  de  80  de  Mayo  de  46  que  omitió  dicha 
]>rohibicion.  Resulta,  pues,  que  Ja  extracción  de  maderas 
preciosas  y  de  construcción  solo  está  sujeta  hoy  á  la  res- 
tricción que  le  impone  el  preinserto  decreto  del  Libertador. 

Pero  sobre  esto  mismo  ha  dicho,  ademas,  el  Adminis- 
trador de  aduana  de  Maracaibo,  Sr.  José  £.  Gallegos  en 
su  informe  de  1839: 

•'  Aprovecho  la  ocasión  de  cumplir  con  el  deber  que  im- 
l^Dc  á  los  administradores  de  aduana  el  articulo  6  P  de 
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cion  en  el  derecho  de  asilo  que  sirva  de  regla  al 
Poder  Ejecutivo  por  falta  de  tratados  en  la  con- 
cesión de  aquel  derecho  á  criminales  prófugos 
de  las  islas  vecinas, 

decretan: 

Art.  19  Los  reos  prófugos,  encausados  por 
crímenes  de  asesinato,  envenenamiento,  incen- 
dio, falsificación  de  moneda,  peculado,  quiebra 
fraudulenta  ó  alzamiento  en  perjuicio  de  acree- 
dores legítimos,  procedentes  de  las  colonias,  es- 
tablecidas en  Anlillas  vecinas,  no  gozan  de  asilo 
en  Venezuela;  y  reclamada  la  extradición  serán 

la  ley  sobre  organización  de  estas  oficinas  fecha  28  de  Ma- 
yo de  1837,  para  emitir  á  US.  las  razones  que  tengo  para 
creer  conveniente  la  supresión  del  impuesto  que  se  conoce 
en  esta  provincia  con  el  nombre  de  carie  de  maderas  pre- 
ciosas. 

Trae  origen  este  impuesto  del  decreto  del  Presidente  de 
Colombia  fecha  31  de  Julio  du  1829,  por  el  cual  se  declaró 
estar  sujetas  al  impuesto  que  designasen  los  gobernado- 
res todas  las  maderas  preciosas  y  de  construcción,  palos 
de  tinta  y  sustancias  medicinales  que  se  extrajesen  de  los 
terrenos  baldíos  ;  y  del  reglamento  que  para  cumplirlo  dio 
el  prefecto  del  departamento  del  Zúlia  con  fecha  20  de  Oc- 
tubre del  mismo  año  señalando  el  derecho  de  dos  pesos 
por  cada  cien  quintales  de  palo  de  mora  que  se  cortaran, 
cuya  cuota  fué  alzada  por  resolución  del  Gobierno  de  Ve- 
nezuela, fecha  18  de  Agosto  de  1834  á  cuatro  reales  por 
cada  tonelada. 

Los  exportadores  do  esta  producción  á  mas  del  derecho 
de  exportación,  están  obligado.s  á.  pagar  el  de  corte,  si  no 
presentan  una  certilicacion  de  la  primera  auttoridad  de  la 
respectiva  parroquia  por  la  cual  se  acredite  que  los  ter- 
renos en  que  el  jmíIo  fué  cortado  ])ertenecen  á  projúedad 
particular,  para  lo  cual  se  les  concede  un  mes  de  término, 
y  otorgan  la  comi)etente  obligación.  Muy  rara  es  la  oca- 
sión en  que  deja  de  acreditarse  este  origen  ;  y  es  por  esta 
razón  que  habiéndose  exportado  en  el  último  año  econó- 
mico dos  mil  quinientas  treinta  toneladas  de  esta  c.«*pecie, 
fuera  de  las  extraídas  para  puertos  nacionales,  el  ramo  de 
corte  de  maderas  jtrcciosas  solo  ingresó  cinco  pesos  cincuen- 
ta centavos,  después  del  minucioso  trabajo  que  da  el  hacer 
otorgar  las  obli^jaeiones.  el  requerir  a  los  otorgantes  al  pa- 
go ó  á  la  presentad  )n  de  la  certiílcacitin,  y  el  agregarlas  á 
los  expedientes  de  salida,  Acontece  con  frecuencia  que 
una  sola  certircncion  comqrende  varios  carga  nentos  en 
cuyo  caso  agregándose  esta  al  primero  de  los  expedientes 
de  salida,  se  anotan  á  continuación  de  ella  las  toneladas 
que  pertenecen  á  otros  en  proportion  que  estos  se  despa- 
chan, hasta  cubrir  el  total  que  abraza,  y  se  ponen  en  los 
últimos  expedientes  las  notas  do  referencia  al  primero  pa- 
ra constancia  de  que  el  palo  extraído  no  adeuda  derecho 
de  corte.  Suele  terminarse  el  año  económico  sin  haberse 
exportado  las  toneladas  sobrantes  de  una  certificación 
agregada  á  expedientes  de  la  cuenta  concluida,  y  entonces 
es  necesíirio  poner  copia  de  aquel  documento  en  el  prime- 
ro d#I  año  que  principia  en  que  se  exporta  de  la  especie 
comju'cndida  en  él,  y  continuar  en  la  copia,  las  anotacio- 
nes que  ya  se  ha  dicho  respecto  de  las  originales. 

A  lo  improductivo  y  laborioso  de  este  impuesto  se  aña- 
de la  falta  de  equidad  respecto  a  las  otras  provincias  don- 
de no  es  conocido,  y  resi>ecto  a  las  otras  i>rovincia&  donde 
no  es  conocido,  y  respecto  á  las  personas  que  en  estA  mis- 
ma explotan  sin  gravamen  ni  restiiccion  alguna,  de  los  bos- 
ques baldíos  otras  muchas  producciones  comi>rendidas  en 
el  deci-eto  de  31  de  Julio  de  1829.  Tales  son  principalmen- 
te los  maderas  de  construcción,  no  solo  para  buqujs,  las 
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entregados,  siempre  que  previamente  las  auiofi- 
dades  de  dichas  colonias  hayan  convenido  en 
observar  la  misma  conducta  respecto  de  los  reos 
prófugos  de  Venezuela  en  iguales  casos  y  cir- 
cunstancias, y  que  no  hayan  retirado,  suspendi- 
do ni  variado  sus  convenios. 

Art.  29  Será  requisito  indispensable  para  ac- 
ceder á  la  extradición,  que  el  crimen  con  las  cir- 
cunstancias que  lo  califiquen,  esté  comprobado 
de]  modo  que  las  leyes  autoricen  el  enjuiciamien- 
to y  prisión  de  la  persona  que  cometiere  el  mis- 
mo crimen  en  Venezuela. 

Dada  en  Caracas  á  10  de  Abril  de  1817,  afío 
I89  de  la  ley  y  379  de  la  independencia. —El 
Presidente  del  Senado,  Mariano^  Obispo  de 
Guayana. — El  Presidente  de  la  Cámara  de  Re- 
presentantes, M.  Palacios. — El  Secretario  del 
Senado,  José  Avgel  Fieire» — El  Secretario  de 
la  Cámara  de  Representantes,  Juan  A.  Pérez» 

Caracas  Abril  1(5  de  18^17,  año  18?  de  la  Jey 
y  379  de  la  independencia. — Ejecútese. — José 
Tadco  Monágas. — Por  S.  E. — El  Secretario  de 
Estado  en  el  Despacho  de  Relaciones  Exterio- 
res, Miguel  Herrera, 

EXTRADICIÓN   de  reos  prófugos   de    las 

ANTILLAS.  CONVENIOS  DE  17  DE  ABRIL  DE 
1848,  26  DE  NOVIEMBRE  Y  10  Y  1  1  DE  DI- 
CIEMBRE DE  1849  entre  el  Gobierno  de  Vene- 
zuela y  los  Gobernadores  de  las  islas  britá- 
nicas de  Trinidad,  Barbada,  Santa  Lucía, 
Granada  y  San  Cristóbal^  sobre  la  acordada 
por  el  decreto  anterior. 

En  virtud  del  decreto  legislativo  expedido  en 
16  de  Abril  de  1847,  por  el  cual  fué  autDrizado 
el  Gobierno  para  convenir  con  las  autoridades 
de  las  colonias  vecinas  en  la  extradición  de  cier- 
tos reos  prófugos  de  ellas  que  buscansen  asilo 
en  Venezuela,  y  habiéndose  aprobado  ordenan- 
zas en  las  islas  británicas  de  Barbada,  Santa  Lu- 
cía,  Granada  y  San  Cristóbal  con  el  objeto  de 
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cuales  están  libres  de  todo  impuesto  por  el  decreto  legis- 
lativo de  26  de  Marzo  de  1833,  sino  también  para  otros 
usos,  y  de  que  se  exti'ae  consideiable  cantidad  para  puer- 
tos nacionales  y  extranjeros;  y  la  cabima  ó  aceite  de  co- 
])aiba  de  que  se  han  exportado  en  el  último  afío  económi- 
co setenta  y  un  mil  trecientas  noventa  y  cuatro  botellas ; 
siendo  de  advertir  que  estos  artículos  no  i)agan  ni  aun  el 
derecho  de  exportación  á  que  el  palo  de  mora  está  sujeto 
á  mas  del  de  corte. 

Creo  que  el  Congreso  ejercería  un  acto  de  justicia,  si 
con  la  abolición  del  decreto  del  Piesidente  de  Colombia 
fecha  31  do  Julio  de  1820,  y  sus  conhiguientes,  suprimiera 
el  impuesto  sobre  maderas  i)reciosas,  y  dejase  a  esta  adua- 
na desembarazada  de  un  trabajo  inii)roductivo." 

No  creemos  sin  embargo  que  lo  que  4eba  hacerse  sea  su- 
primirse el  derecho,  como  opina  el  dicho  Sr.  Gallegos,  sino 
por  el  contrario  darle  orden  y  regularidad  para  que  su  pa- 
go sea  general,  y  se  convierta  en  una  verdadera  fuente  de 
riqueza  pública. 


autorizar  la  captura  y  remisión  á  Venezuela  d« 
algunos  individuos  que  estando  encaiHsados  en 
esta  huyan  á  cualquiera  de  las  expresadas  colo- 
nias, se  han  celebrado  con  los  gobernadores  de 
las  mismas  por  medio  del  Consulado  General 
Británico  de  Caracas,  en  26  de  Noviembre  y  10 
y  11  de  Diciembre  últimos,  convenciones  relati- 
vas á  la  mutua  extradición  de  los  reos  de  asesi- 
nato, incendio,  envenenamiento  y  falsificación 
de  moneda,  incluyéndose  el  conato  en  la  expre- 
sión del  primero  de  estos  crímenes,  y  en  la  del 
cuarto,  el  hecho  de  ofrecer  como  valor  cuales- 
quiera documentos  falsificados  que  representen 
moneda.  Los  términos  y  condiciones  de  dichos 
convenios  son  iguales  k  las  del  que  se  concluyó 
con  el  Gobernador  de  Trinidad  en  17  de  Abril 
de  1848,  términos  y  condiciones  que  se  expre- 
san A  continuación. 

1^  Que  la  requisitoria  para  la  entrega  de  un 
reo  ])rófugo  se  hará  recíprocamente  del  modo 
siguiente. 

Si  la  requisitoria  se  hace  por  parte  de  Vene- 
zuela, el  Sr.  Secretario  de  Estado  en  el  Despa- 
cho de  Relaciones  Exteriores  la  trasmitirá  al 
Gobernador  de  la  isla  en  que  se  haya  refugiado 
el  criminal,  por  conducto  de  la  Legación  ó  Con- 
sulado General  Británico  en  Caracas  y  del  Cón- 
sul Venezolano  residente  en  Puerto  de  España  ; 
y  si  la  requisitoria  se  hace  por  las  colonias,  se 
trasmitirá  al  Gobierno  de  Venezuela  por  conduc- 
to del  Cónsul  de  ella  residente  en  las  mismas, 
como  igualmente  por  medio  de  la  Legación  ó 
Consulado  General  Británico  en  Caracas. 

2^  Que  se  reciban  como  pruebas  de  la  crimi- 
nalidad del  reo  las  copias  debidamente  certifica- 
das de  la  declaración  ó  declaraciones  en  que  el 
juez  ú  otra  autoridad  competente  de  Venezuela 
ó  las  colonias,  según  sea  el  caso,  haya  fundado 
el  auto  original  de  prisión. 

3^  Que  si  después  que  se  haya  capturado  un 
reo  á  consecuencia  de  una  requisitoria  al  efecto, 
hecha  a  virtud  de  estos  convenios,  el  Gobierno 
que  ha  presentado  la  demanda,  no  le  saca  del 
país  dentro  de  tres  meses  contados  desde  el  tiem- 
po de  su  aprehensión,  á  menos  que  se  manifes- 
tase causa  suficiente  para  no  haberlo  hecho  así, 
puede  ser  puesto  en  libertad. 

4^  Que  los  gastos  de  captura,  detenciou  y  to- 
dos los  demás  concernientes  á  la  entrega  del  de- 
lincuente, correrán  á  cargo  del  país  que  hace  ia 
requisitoria:  cuyos  gastos  serán  examinados  y 
aprobados  por  su  agente  di|)lomáttco  ó  consular, 
si  lo  hay,  que  resida  en  el  país  donde  se  ha  efec- 
tuado la  captura;  y  si  no,  por  una  persona  que 
se  comisione  á  este  ñn ;  después  de  lo  cual  se 
pagarán  inmediatamente. 

5^  Que  los  convenios  principiarán  á  tener 
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efecto  en  Venezuela  7  las  colonias  dentro  de 
cuatro  meses  después  que  el  Gobierno  de  Vene- 
zuela manifieste  Á  la  Legación  Británica  su 
aquiescencia  6  ellos,  6  antes,  si  así  se  determina- 
re de  común  acuerdo. 

Que  estos  convenios  serán  obligatorios  mien- 
tras el  Gobierno  de  Venezuela  ó  los  Gobernado- 
res dichos  no  expresen  su  voluntad  de  hacerlos 
cesar,  en  cuyo  caso  solo  continuarán  en  fuerza 
y  vigor  por  el  tiempo  de  seis  -meses  después  de 
hecha  ta  notificación  (*). 

EXTRANJEROS.  Todos  serán  admitidos  en 
Venezuela.  Véase  Disposiciones  generales 
constitucionales^  art.  218. 

EXTRANJEROS.  d«creto  de  15  de  marzo 
DE  1845  explicando  el  articulo  constitucio- 
nal 218  citado  anteriormente^ 

El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la 
República  de  Venezuela,  reunidos  en  Congreso, 

considerando: 

Que  el  artículo  218  de  la  Constitución  ha  pre- 
sentado dudas  en  su  inteligencia, 

decretan: 

Art.  único.  Los  extranjeros  de  que  habla  el 
artículo  218  de  la  Constitución  son  aquellos  que 
de  ninguna  manera  pueden  ser  perjudiciales  á 
los  intereses  de  la  República. 

§  único.  La  declaratoria  en  los  diferentes  ca- 
sos que  ocurran  corresponde  al  Poder  Ejecutivo. 

Dado  en  Caracas  á  13  de  Marzo  de  1845,  año 
I69  de  la  ley  y  359  de  la  independencia. — El 
Presidente  del  Senado,  José  Vargas* — El  Presi- 
dente de  la  Cámara  de  Representantes,  M,  Pa- 
lacios.— El  Secretario  del  Senado,  José  Ángel 
Freiré. — El  Secretario  de  la  Cámara  de  Repre- 
sentantes, J.  A.  Pérez. 

Caracas  15  de  Marzo  de  1845,  año  I69  de  la 
ley  y  359  de  la  independencia. — Ejecútese.— 
Carlos  Soublette. — Por  S.  E.  el  Presidente  de 
la  República. — El  Secretario  de  Estado  en  los 
Despachos  del  Interior  y  Justicia,  Francisco 
Cobos  Fuertes. 

EXTRANJEROS.  Resolución  ejecutiva  de 
6  DE  OCTUBRE  DE  1832,  mandada  circular  en 
30  de  Julio  de  1838,  declarando  ciudadanos 
de  Venezuela  á  los  colombianos  por  natura- 
lización que  se  hallaban  en  ella  al  acto  de 

(*)  También  existen  convenios  ignales  con  los  Goberna- 
dores de  Antigua,  y  la  colonia  formada  con  las  islas  de  la 
Virgen,  como  lo  expone  el  Secretario  de  Belaciones  Exte- 
riores en  sn  Memoria  de  1851. 

TOMO  II. 
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su  trasformacion  política,  y  hayan  jurado  su 
Constitución* 

República  de  Veneznela.— Secretaria  de  Estado 
en  los  Despachos  de!  Interior  y  Justicia.— Sección 
1?— Caracas  30  de  Julio  de  1838,  afio9Pdela 
Ley  y  28  ®  de  la  Independencia.— Número  129. 

Sr.  Gobernador  de  la  provincia  de 

Con  fecha  6  de  Octubre  de  1832  y  á  solicitud 
del  Sr.  José  María  de  Rojas,  naturalizado  en  Co- 
lombia, se  sirvió  el  Gobierno  librar  la  siguiente 
resolución: 

•*  Para  fijar  el  Gobierno  una  regla  que,  funda- 
da en  la  Constitución  y  leyes,  remueva  los  in- 
convenientes y  dudas  que  se  presentan  acerca  de 
los  derechos  políticos  de  que  gocen  los  extranje- 
ros naturalizados  en  Colombia,  de  acuerdo  con 
el  voto  de  su  Consejo,  ha  tenido  a  bien  resolver : 
que  reputa  como  ciudadanos  á  los  que  habiendo 
obtenido  carta  de  naturalización  del  Gobierno  de 
Colombia,  se  hallaban  establecidos  en  Venezue- 
la al  tiempo  de  su  trasformacion  política  y  hayan 
jurado  su  Constitución :  que  los  que  pretendan, 
sin  embargo,  carta  de  venezolanos,  la  obtendrán 
con  el  hecho  solo  de  producir  la  que  tengan  de 
colombianos,  puesto  que  para  expedírseles  de- 
bieron cumplirse  las  condiciones  que  la  ley  exi- 
ge ;  y  que  esta  resolución  se  ponga  en  conoci- 
miento del  Congreso  en  su  próxima  reunión.'* 

Y  habiéndose  presentado  casos  en  que  por  fal- 
ta de  publicidad  de  dicha  resolución  se  haya  con- 
siderado como  no  venezolanos  á  algunos  de  los 
individuos  que  ella  favorece,  el  Gobierno  ha  dis- 
puesto se  circule  á  todos  los  gobernadores  de 
provincia  para  que  sirva  de  regla  en  lo  sucesivo. 
Soy  de  U8.  atento  servidor. — (Firmado.)  D. 
B,   Uj  baneja. 

EXTRANJEROS,  ley  de  27  de  mayo  de  1844 
sobre  su  naturalización-^ que  deroga  las  re- 
lativas de  Colombia  y  el  Decreto  de  10  de 
Junio  de  1831  que  se  refunde  en  ella.  p.  137 
del  cuerpo  comprensivo  de  las  de  ese  año,  y 
91,  núm.^delde  1851. 

El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la 
República  de  Venezuela  reunidos  en  CongresOf 

decretan: 

Art.  19  Podrán  obtener  carta  de  naturaleza 
todos  los  extranjeros  que  vengan  á  Venezuela 
con  algún  género  de  industria  ú  ocupación  útil 
de  que  subsistir,  que  observen  buena  conducta  y 
que  ademas  se  encuentren  en  alguno  de  los  ca- 
sos siguientes: 

19  Que  haya  venido  al  país  en  clase  de  inmi- 
grado con  arreglo  á  la  ley. 

29  Que  haya  navegado  seis  meses  en  algún 
buque  nacional  de  guerra  ó  mercante. 

11 
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39  Que  esté  casado  con  venezolana  y  resida 
en  Venezuela. 

49  Que  haya  residido  en  el  territorio  de  la 
República  un  año  continuo. 

59  Que  tenga  una  propiedad  raíz  que  alcance 
á  mil  pesos. 

09  Que  haya  prestado  algún  servicio  impor- 
tante á  la  República. 

Art.  29  El  extranjero  que  quiera  obtener  car- 
ta de  naturaleza^  presentará  al  Jefo  político  del 
cantón  en  que  reitida  un  memorial,  expresando 
su  deseo  de  naturalizarse,  la  nación  á  que  perte- 
nece, el  nombre  de  su  mujer  é  hijos  si  los  tuvie- 
re, y  ofreciendo  pruebas  legales  del  olicio  ü  ocu- 
pación útil  de  que  subsiste,  de  su  buena  conduc- 
ta y  del  caso  ó  casos  de  los  expresados  en  el  ar- 
tículo anterior  en  que  se  encuentre. 

Art.  39  El  Jefe  político  procederá  á  recibir 
Inmediatamente  dichas  pruebas;  y  evacuadas 
que  sean  pondrá  á  continuación  su  informe  en  el 
particular  y  remitirá  el  expediente  al  Goberna- 
dor de  la  provincia  para  que  lo  dirija  al  Poder 
Ejecutivo  por  medio  del  Secretario  del  Interior. 

Art.  49  El  Poder  Ejecutivo  en  vista  de  la  jus- 
tificación y  documentos  presentados,  declarará  si 
tiene  ó  no  derecho  el  pretendiente  á  la  naturali- 
zación, y  en  el  caso  de  declararle  con  derecho, 
Jc  expedirá  la  carta  de  naturaleza  y  la  remitirá 
al  Gobernador  de  la  provincia  en  que  resida  el 
agraciado,  para  que  se  la  entregue  por  sí  ó  por 
medio  del  Jefe  político  del  cantón  en  donde  se 
encuentre. 

^  único.  La  caliñcacion  que  exige  el  servicio 
mencionado  en  el  caso  sexto  del  artículo  prime- 
ro la  hará  el  Poder  Ejecutivo  con  presencia  de 
los  datos  qua  le  haya  remitido  el  Gobernador  de 
la  respectiva  provincia  en  aj)oyo  de  la  solicitud 
que  sobre  rlius  se  documente.  • 

Art.  59  Los  individuos  á  quienes  comprende 
el  número  cuarto  del  artículo  once  de  la  Consti- 
tución deberán  obtener  carta  de  naturaleza  siem- 
pre que  se  hayan  domiciliado  en  Venezuela  des- 
pués de  promulgada  su  Constitución. 

Art.  69  Los  hijos  de  venezolano  ó  venezola- 
na nacidos  fuera  del  territorio  de  Venezuela  de 
que  habla  el  número  segundo  del  precitado  artí- 
culo once,  para  gozar  de  la  naturalización  que 
por  él  se  les  concede,  deberán  presentarse  al 
Concejo  municipal  del  cantón  en  que  residan  y 
expresáis  el  lugar  en  que  están  domiciliados  ó  se 
domicilian,  firmando  ó  haciendo  firmar  por  otro 
esta  manifestación  con  el  presidente  y  secretario 
de  dicho  cuerpo. 

Art.  79  Toca  al  Poder  Ejecutivo  de  acuerdo 
con  el  Consejo  de  Gobierno  librar  la  declaratoria 
(Je  que  habla  el  número  quinto  del  i^rtículo  once 
de  la  Constitución. 
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Art.  89  Los  extranjeros  que  fueron  naturali- 
zados en  Colombia  por  virtud  de  las  leyes  que 
regian  en  la  materia^  lo  serán  también  en  Vene- 
zuela, siempre  que  residiendo  en  el  país  solici- 
ten del  Poder  Ejecutivo  que  les  expida  nueva 
carta  de  naturaleza,  la  cual  se  les  expedirá  en 
vista  de  la  que  se  les  concedió  por  el  Gobierno 
de  aquella  República. 

Art.  99  En  el  caso  de  que  los  extranjeros  á 
quienes  se  refiere  el  artículo  anterior  no  puedan 
presentar  la  declaratoria  6  carta  de  naturaleza 
que  se  les  expidió  por  el  Gobierno  de  Colombia, 
producirán  una  certificación  del  juramento  que 
debieron  prestar  al  recibirlo,  ú  otros  documentos 
que  á  juicio  del  Poder  Ejecutivo  acrediten  su 
naturalización  en  aquella  República. 

Art.  10.  Los  extranjeros  á  quienes  el  Poder 
Ejecutivo  expidiere  carta  de  naturaleza  deberán 
prestar  ante  la  autoridad  que  se  la  entregue,  el 
juramento  de  obedecer  y  cumplir  la  Constitu- 
ción y  leyes  de  la  República.  Este  juramento  se 
pondrá  al  respaldo  de  la  carta,  firmándola  dicha 
autoridad  y  el  interesado,  ú  otro  por  él,  y  sin 
este  requisito  no  tendrá  valor  alguno. 

^  único.  La  carta  con  el  juramento  se  registra- 
rá en  un  libro  que  se  llevará  al  efecto  por  la  au- 
toridad que  ha  de  hacer  su  entrega  al  interesado» 

Art.  11.  Encabeza  del  marido  quedan  natu- 
ralizados la  mujer  y  sus  hijos  menores  de  vein- 
tiún años.(*) 

§  único.  Los  nombres  y  edades  de  las  perso- 

(*)  Muriendo  hoy  un  extranjero  con  derecho  á  obtener 
carta  do  naturaleza,  pero  sin  haberla  obtvnido  ¿su  viuda 
é  hijos  tendrán  derecho  6  quo  so  les  expida  1— No  lo  es- 
tablece expresamente  la  ley ;  pero  opinamos  quo  sí  por  las 
siguientes  razones.  La  ley  de  4  do  Julio  de  1823  en  su  ar- 
ticulo 3^  establecía  lo  mismo  que  este  artículo  11,  á  sa- 
ber :  *'  que  en  la  per^iona  del  marido  quedaban  naturaliea- 
dos  la  mujer  y  los  hijos  menores."  Habiendo  ocurrido  da- 
da al  Poder  Ejecutivo  de  si  la  mujer  de  un  extranjero  qne 
murió  en  el  servicio  de  la  República,  antes  de  obtener  car- 
ta do  naturaleza,  estando  en  el  caso  do  obtcnetla,  se  en- 
tendía comprendida  en  la  disposición  de  la  citada  ley  de 
4  de  Julio,  el  Congreso  en  decreto  do  23  de  Agosto  de 
1824,  dijo  "  Con  el  objeto  de  resolver  la  duda  quo  ha 
ocurrido  al  Poder  Ejecutivo,  EObre  si  la  viuda  de  na  ex- 
tranjero que  murió  en  el  servicio  de  la  República  antes  de 
obtener  carta  de  naturaleza,  estando  en  el  caso  de  obte- 
nerla, se  entienda  comprendida  en  la  disposición  de  la  ley 
de  4  de  Julio  del  afio  13  9 ,  y  considerando :  1 9  Que  el  ar- 
ticulo 3  ?  de  la  citada  ley  de  4  de  Julio  del  año  13  P  de- 
clara que  en  cabeza  del  marido  quedan  naturalizados  la 
muier  y  sus  hijos  menores  de  veintiún  aflos. — 2  9  Que  es- 
ta disposición  debe  extenderse  á  las  viudas  é  hijos,  cuyo 
padre  ó  marido  estaba  en  el  caso  de  obtener  carta  do  na- 
turaleza, pero  que  mnrlo  sin  haberla  obtenido:  como  que 
es  una  consecuencia  ifi\  principio  general  del  derecho,  quo 
continúan  en  la  viuda  y  en  los  hijos  todos  los  beneficios 
<^ue  las  leyes  dispensan  al  padre  ó  marido  durante  su  vida, 
siempre  que  por  otra  parte  no  los  hubiere  excluido  termi- 
nantemente de  su  posesión ;  decretan  : 

Las  viadas  é  hijos  menores  de  veintlan  affos,  de  los  ex- 
tranjeros ^oe  hayan  muerto  con  dereclko  á  obtener  carta. 
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ñas  mencionadas  en  este  ariícolo  se  expresarán 
en  la  carta  ó  declaratoria  que  se  les  expida. 

Art.  12.  Se  deroga  la  ley  de  4  de  Julio  de 
1823;  los  decretos  de  3  de  Mayo  de  1825  y  de 
10  de  Junio  de  1831,  y  cualesquiera  ot;as  dispo- 
siciones sobre  naturalización  de  extranjeros. 

Dada  en  Caracas  á  2D  de  Mayo  de  1844,  año 
159  de  la  ley  y  34^  de  la  independencia. — El 
Presidente  del  Senado,  José  Vargas. — El  Pre- 
sidente de  la  Cámara  de  Representantes,  Jost 
Macario  Yepes* — El  Secretario  del  Senado,  Jo- 
sé Ángel  Freiré^ — El  Secretario  de  la  Cámara 
de  Representantes,  Juan  Antonio  Pérez, 

Caracas  27  de  Mayo  de  j844,  año  169  ^'^  ^® 
ley  y  349   de   la   independencia. — Ejecútase. — 
Carlos  Souhlette. ^For  S.  E.— El  Secretario  de 
Estado  en  los  despachos  del  Interior  y  Justicia, 
Juan  Manuel  Manrique  (*) 
EXTRANJEROS,  resolución   ejecutiva  de 
4  DE  MARZO  DE  1846  disponiendo  que  cuando 
los  jefes  políticos   hayan  de  informar  sobre 
solicitudes  de  naturalización  se  contraigan 
á  los   mismos  puntos   que  debe  abrazar   la 
justificación  ó  prueba,  sin  extenderse  á  si  de- 
ba ó  no  accederse  á  ellas. 

Secretaría  del  lT>t<»rior. — Sección  primera.— Ca- 
racas Marzo  4  de  1846.— Resuelto. 

Dígase  en  circular  á  los  Síes.    Gobernadores. 

Dispone  el  artículo  39  de  la  ley  de  27  de  Ma- 
yo de  1844,  sobre  naturalización  de  extranjeros, 
que  los  jefes  políticos  informen  sobre  el  partícu- 
la! en  el  expediente  promovido  para  obtener  la 
declaratoria  correspondiente;  y  aunque  la  ma- 
yor parte  de  los  funcionarios  indicados  contraen 
su  informe  á  los  hechos  sobre  que  se  instruye  la 
prueba,  no  faltan  algunos  que  se  ciñen  al  mérito 
de  esta  y  apoyados  en  ella  opinan  que  debe  ó  no 
accederse  á  la  solicitud.  ]No  ha  querido  la  ley 

de  naturaleza,  tienen  el  mismo  der<clio  que  ena  padres  ó 
maridos :  y  por  tanto  se  les  expedirá  esta  carta  siempre 
quo  la  soliciten." 

Este  decreto  se  encuentm,  es  verdad,  comprendido  en 
la  generalidad  de  la  derogatoria  que  contiene  el  artículo 
12  de  la  presente  ley  '*  y  cualesquiera  <  tras  disposiciones 
sobre  naturalización  de  extranjeros."  Pero,  en  primer  lu- 
gar, ó  debió  preverse  el  caso,  o  debió  excluirse  de  dicha 
generalidad  el  decreto  expresado ;  y  en  segundo,  si  hoy  se 
volviese  á  presentar  el  mismo  caso,  es  indudable  que  de- 
berla^ resolverse  favorablemente  ocurriendo  á  los  mismos 
principios  en  que  se  refunda  el  decreto  de  Colombia  citado. 

W  El  Secretario  del  Interior  Dr.  Joaquiu  Herrera,  en 
su  Memoria  de  52,  expuso : 

"  La  ley  no  establece  el  modo  de  readquirir  un  venezo- 
lano los  derechos  políticos  que  perdió  por  naturalizarse  en 
pais  extranjero ;  y  es  conveniente  llenar  este  vacío  para 
Jos  casos  que  puedan  ocurrir,  en  los  cuales  no  tiene  facul- 
tad el  Poder  Ejecutivo  de  expedir  cartas  de  naturaleza  j 
si  modo  de  recuperar  su  cualidad  de  ciudadano  de  Veoer 
XQOlft)  el  qae  la  baya  perdido  por  aquel  motivo." 
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que  el  Poder  Ejecutivo  tenga  un   consultor  en 
estos  casos,  sino  que  un  funcionario   inmediato 
al  lugar  de  la  residencia  del   pretendiente,  im- 
puesto de  los  hechos  por  el  mejor  conducto  po- 
sible, dé  un    testimonio  fidedigno  de  ellos.  Por 
esto  S.  E.  el  Presidente  de  la  República,  hadis- 
i  puesto  se  diga  á  US.  para  que  lo  prevenga  á  los 
I  jefes  políticos  que  cuando  hayan  de  informar  so- 
'  bre  las  solicitudes  de   naturalización,  contraigan 
I  su  informe  á  los  mismos  puntos  que  debe    abra- 
I  zar  la   justificación  ó  prueba. — Soy  de  US.  aten- 
,  to  servidor. — Por  S.  E.  Cobos  Fuertes. 

I  EXTRANJEROS,  resolución  ejecutiva  de 
I  14  DE  SETIEMBRE  DE  1847.  previniendo  á  los 
I  Gobernadores  expresen  ciertas  circunstan' 
!  cias  en  las  solicitudes  que  por  su  conducto 
I      se  dirijan  al  Gobierno  sobre  naturalización. 

Secretaría  del  Interior. — Sección  primera. — Ca- 
j  rácaa  Setiembre  14  de  1847, — Resuelto. 

Dígase  en  circular  á   los   Gobcna dores  de  pro- 
vincias. 

Constantemente  tiene  este  Ministerio  que  es- 
'  tar  devolviendo  las   solicitudes  sobre   cartas  de 
I  naturaleza,  que  elevan  los  Gobernadores,  por  no 
I  expresarse   todas  Ihs    circunstancias    necesarias 
I  para  la   expedición  de  dichas  cartas,  resultando 
I  de  aquí  un  aumento  de  trabajo  en  el   despacho, 
i  y  perjuicio  á  los   interesadores.  Para  evitar  uno 
i  y  otro  en  lo   sucesivo,  S.  E.  el    Presidente  de  Ja 
I  República  ha  dispuesto  que  los  Gobernadores  de 
I  provincias  examinen    cuidadosamente  antes   de 
{  elevar  las  referidas  solicitudes,  si  en  ellas  se  ex- 
presa:   19  la  naturaleza,   estado,  profesión,  resi- 
dencia y  buena    conducta  del    solicitante:  2^  el 
nombre  y  edad  de  su  mujer  6  hijos,  si  los  tuviere, 
y  39  si  la  prueba  fiel  caso  6  casos  en  que  se  con- 
sidera el  que  quiera   naturalizarse,  se  ha  hecho 
con  arreglo  á  la  ley. 

Cuando  falle  alguno  de  estos  requisitos  dis- 
pondrán los  Gobernadores  que  se  llenen  por  los 
interesados,  y  no  darán  curso  á  las  solicitudes 
hasta  que  estén  completamente  arregladas. 

Soy,  &a — Por  S.  E. — Sanavria. 
EXTRANJEROS,  resolución  ejecutiva  de 
18  DE  MAYO  de  1847,  haciendo  ciertas  decla- 
ratorias sobre  naturalización  y  destinos  de 
individuos  de  las  otras  secciones  de  Colom- 
bia. 

La  obligación  de  obtener  carta  de  naturaleza 
en  que  están  los  granadinos  y  ecuatorianos  do- 
miciliados en  Venezuela,  después  de  promulga- 
da la  Constitución,  según  lo  dispuesto  en  el  arti- 
culo 59  de  la  ley  de  27  de  Mayo  de  1844,  en 
nada  se  opone  á  la  gracia  ó  derecho  de  naturali* 
zacion,  que  se  les  concede  por  el  numere  49  del 
art.  119  de  la  misma  Constitución*  Para  gozar 
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do  dicha  gracia  ó  derecho  debían  acreditar  su 
naturaleza  y  domicilio,  y  la  ley  citada  ha  querido 
que  acrediten  esta  circunstancia  ante  el  Poder 
Ejecutivo,  y  que  este  les  expida  la  carta  corres- 
pondiente. Están,  pues,  en  el  deber  de  solicitar 
y  obtener  dicha  carta,  cumpliendo  con  la  expre- 
sada ley. 

En  cuanto  ala   validez  de    las  elecciones  que 
para  algunos  destinos  se  hayan   hecho  en  dichos 
individuos,  cree  el  Gobierno  que  no  hay  motivo 
de  duda  por  lo  que  respecta  á  la  cualidad  de  ve- 
nezolanos naturalizados  que  tienen  por  el  núme- 
ro 49  del  art.  Il^  ciiado.(*) 
EXTRANJEROS,  resolvcion  ejecutiva  de 
4  DE  ABRIL  DE  1851,  sobrc  algunas  formali- 
dades y  efectos  de  la  naturalización  de  gra- 
nadinos y  ecuatorianos 

República  de  Venezuela. — Gobierno  Superior  po- 
lítico de  la  provincia. — Núm.  2.— Mérida,  11  de  Fe- 
brero de  1861. 

Sr,  Secretario  de  E.  en  el  D,  de  Relaciones  Exteriores, 

Situada  esta  provincia  en  la  frontera  de  la 
Nueva  Granada  frecuentemente  vienen  á  habitar 
en  ella  ciudadanos  oriundos  de  aquella  Repúbli- 
ca, que  unas  veces  quieren  llamarse  venezolanos, 
y  otras  reclaman  su  primitivo  origen,  especial- 
mente cuando  son  nombrados  para  empleos  con- 
cejiles. Antes  de  la  ley  de  27  de  Mayo  de  1644 
no  se  presentaba  ninguna  duda  acerca  de  su  ver- 
dadera nacionalidad ;  porque  entonces,  conforme 
al  núm.  49  del  art  11  de  la  Constitución,  basta- 
ba que  se  hubiesen  domiciliado  ó  se  domiciliasen 
para  ser  reputados  por  venezolanos  naturaliza- 
dos ;  pero  luego  que  se  publicó  la  citada  ley, 
parece  que  los  granadinos  6  ecuatorianos  que  se 
hallan  domiciliados  en  Venezuela,  después  de  la 
promulgación  de  la  Constitución,  están  en  el  de- 
ber, según  el  art.  59  de  aquella,  de  obtener  carta 
de  naturalización  para  gozar  de  los  derechos  de 
venezolanos,  en  virtud  de  lo  cual  consulto:  I9 
Si  los  granadinos  ó  ecuatorianos,  que  han  fijado 
su  residencia  en  Venezuela  con  posterioridad  á 
la  publicación  de  la  Constitución  de  la  Repú- 
blica no  deben  ser  considerados  como  Vene- 
zolanos naturalizados,  si  no  hubiesen  obteni- 
do carta  de  naturaleza  de  S.  E.  el  Poder  Eje- 
cutivo, aun  cuando  hayan  sido  domiciliados 
ó  desempeñado  empleos  públicos ;  y  29  si  los 
granadinos  de  nacimiento  naturalizados  en  Ve- 
nezuela, que  han  vuelto  á  domiciliarse  en  aque- 
lla República^  y  luego  han  regresado  á  vivir 
en  Venezuela  con  carta  de  rehabilitación  en 
sus  derechos  de  granadinos,  para  libertarse  de 
cargas  concejiles  y  de  las  demás  que  pesan  so- 


^  Í?L?***  resolución  se  halla  en  la  Memoria  dellaterior 
do  IW,  v^.  28  del  texto.  Por  esto  no  Ueva  ftrma.  . 
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bre  los  venezolanos,   deben  ser  tenidos  por  ex- 
tranjeros.— Con  sentimientos  de  respeto  soy  de 
US.  muy  atento  servidor. — José  E,  Morales* 
Es  copia. — Gellineau» 

Secretaría  del  Interior.— Sección  primera.— Ca- 
racas Abril  4  de  1851. 

Resuelto. — Contéstese  al  Sr.  Gobernador  de 
Mérida  lo  siguiente : 

*•  He  impuesto  á  S.  E.  el  Poder  Ejecutivo  del 
contenido  de  una  nota  pasada  por  US.  al  Sr.  Se- 
cretario de  Estado  en  el  Despacho  de  Relacio- 
nes Exteriores,  fecha  11  del  pasado  núm.  2,  la 
cual  fué  remitida  en  copia  á  la  Secretaría  de  mi 
cargo  por  referirse  á  la  naturalización  de  extran- 
jeros, ramo  que  corresponde  á  los  negocios  del 
Interior.  Enterado  S.  E.  de  los  dos  puntos  á  que 
se  contrae  la  consulta  que  ha  tenido  US.  á  bien 
dirigirle,  me  ha  ordenado  contestar  que,  relati- 
vamente al  primeroi  el  art.  69  de  la  ley  de  27  de 
Mayo  de  44  establece  terminantemente  que  los 
granadinos  y  ecuatorianos,  domiciliados  en  la 
República  después  de  promulgada  la  ley  funda- 
mental, necesitan  obtener  carta  de  naturaleza  pa- 
ra que  puedan  ser  tenidos  como  venezolanos  na- 
turalizados, no  importando  nada  al  caso  el  qne 
hayan  desempeñado  alguna  vez  un  empleo  pú- 
blico, porque  esto  no  habría  sido  sino  un  abuso, 
que  en  manera  alguna  podria  considerarse  como 
causa  de  nacionalidad,  no  habiendo  debido  ser 
sino  su  efecto  ;  y  que,  con  respecto  á  lo  segun- 
do, no  es  motivo  suficiente  para  perder  los  dere- 
chos de  ciudadano  adquiridos  por  la  naturaliza- 
ción, ni  para  eximirse  de  las  obligaciones  de  tal, 
el  que  los  individuos  expresados  ó  cualesquiera 
otros  posean  una  carta  de  lo  que  se  denomina 
"rehabilitación"  en  sus  derechos  patrios,  por- 
que ese  no  es  uno  de  los  casos  comprendidos  en 
los  artículos  15  y  16  de  la  Constitución,  puesto 
que  no  puede  decirse  propiamente  que  se  naturali- 
za en  país  extranjero,  é  incurre  por  lo  mismo  en 
la  pena  del  primero  de  los  artículos  citados,  el 
que  adquiere  de  su  propia  patria  un  certifícato  ó 
documento  de  cualquiera  especie,  que  acredite  ó 
le  devuelva  su  natural  ciudadanía. 

Trascríbase  al  Sr.  Secretario  de  Estado  en  el 
Despacho  de  Relaciones  Exteriores,  al  acusárse- 
le recibo  de  su  nota  de  28  del  próximo  pasado. 

—Soy  &c — Por  S,  E Pulido. 

EXTRANJEROS,  resolución  ejecutiva  de 

27  DE  OCTUBRE  DB  1851  sobre  lo  misrno  que 

la  anterior. 

Secretaría  del  Interior. — Sección  primera.— Ca- 
racas 27  de  Octubre  de  1851.— Besuelto. 

Dígase  al  Gobernador  de  la  provincia  de  Bar- 
quisimeto.  «'  Di  cuenta  al  Poder  Ejecutivo,  de  la 
nota  de  US.  de  17  de  Diciembre  del  af&o  pr^zi- 
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mo  pasado,  numero  83,  en  que  manifiesta  que 
habiendo  elegido  la  H.  Diputación  provincia]  en 
sus  sesiones  del  referido  año  al  Sr.  Vicente  For- 
toul,  miembro  suplente  de  la  Junta  superior  de 
caminos  de  esla  capital,  no  aceptó  el  nombra- 
miento, fundado  en  que  es  natural  y  ciudadano 
de  la  Nueva  Granada,  y  en  que  el  título  de  resi- 
dente en  el  pais  no  le  da  los  derechos  políticos 
que  la  Constitución  concede  á  los  venezolanos, 
y  considerada  por  S.  E.  la  indicada  nota,  me  ha 
ordenado  contestar  á  US.  lo  siguiente. 

El  dilatado  trascurso  de  mas  de  diez  a&os  que 
hace  que  el  Sr.  Vicente  Fortoul  habita  en  esa 
provincia,  las  propiedades  que  posee  en  ella,  el 
establecimiento  de  su  familia  y  el  desempeño  de 
varios  destinos  públicos  que  se  le  han  confiado  y 
ha  tenido  á  bien  acéptnr,  son  circunstancias  de- 
masiado suficientes  para  que  deba  considerársele 
como  extranjero  domiciliado,  caso  de  ser  grana- 
dino, y  según  el  derecho  de  gentes  común,  está 
sujeto  á  todas  las  cargas  que  las  leyes  y  la  auto- 
ridad ejecutiva  imponen  á  los  ciudadanos  del  lu- 
gar donde  reside.  Fuera  de  esto  el  artículo  18 
del  tratado  de  amistad,  comercio  y  navegación 
que  se  celebró  entre  Venezuela  y  la  Nueva  Gra- 
nada en  23  de  Julio  de  1842,  dispone  que  «« los 
venezolanos  en  la  Nueva  Granada  y  los  granadi- 
nos en  Venezuela,  no  domiciliados  en  el  país  de 
su  residencia,  estarán  exentos  del  servicio  en  el 
ejército  y  marina,  y  en  la  guardia  y  milicia  na- 
cional y  del  pago  de  empréstitos  forzosos  y  cua- 
lesquiera otras  contribuciones  personales  ex- 
traordinarias." Si  pues  los  granadinos  no  domi- 
ciliados no  podrían  alegar  para  eximirse  de  pres- 
tar un  servicio  público,  excepto  los  referidos,  su 
cualidad  de  ciudadanos  de  aquel  Estado  sin  habi- 
tación en  este,  con  menos  razón  aprovecharía  al 
Sr.  Fortoul  la  causal  en  que  se  apoya,  que  como 
se  ha  dicho  antes,  tiene  fijado  tácitamente  su  do- 
micilio en  esta  República  y  ademas  es  venezola- 
no por  naturalización  con  arreglo  al  caso  49  del 
artículo  11  de  nuestra  ley  fundamental,  cuya 
condición  le  obliga  A  soportar  todas  las  cargas 
compatibles  con  ella  y  á  que  están  llamados  to- 
dos los  ciudadanos,  si  no  es  que  se  excuse  legíti- 
mamente como  pueden  hacerlo  estos.  Por  tanto 
el  Gobierno  resuelve  que  el  enunciado  Sr.  For- 
toul está  en  el  forzoso  deber  de  aceptar  el  nom- 
bramiento de  que  se  ha  hecho  mención,  y  llenar 
las  funciones  gue  le  son  consiguientes,  á  menos 
que  un  motivo  justo  y  legal  le  liberte  de  su  de* 
sempeño. — Lo  digo  á  US.  para  su  inteligencia. 
— Soy,  &c, — Por  S.  E. — Herrera. 

EXTRANJEROS.  Renuncia  por  ellos  de  su 
carta  de  naturaleza.  Véase  Derechos  da  ciu- 
dadano9^  R.  E.  de  19  de  Agosto  de  1852. 

EXTRANJEROS*  aBsoLucioN  biicutita  pb 
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8  PB  NOVIEMBRE  DE  lS4ci  fijando  entre  otras 
cosas  loa  casos  en  que  deben  considerarse  do- 
miciiiados. 

Secretaria  de  lo  Interior. — Sección  primera. — Ca- 
racas 8  de  Noviembre  de  1844. — Resuelto. 

Dígase  ea  circular  á  los  Sres.  Gobernadores. 


69  Se  sonsideran  domiciliados  en  el  país  para 
los  efectos  de  la  ley,  lodos  aquellos  que  se  en- 
cuentran en  cualquiera  de  los  casos  expresados 
en  la  ley  3^.  título  11,  libro  49  de  la  Novísima 
Recopilación  que  corresponde  al  auto  acordado 
nám.  22,  título  49*  libro  69  de  la  recopilación 
castellana. 

Queda  abrogada  la  resolución  de  24  de  Setiem- 
bre último  por  haberse  refundido  en  esta.-^Por 
S.  E.— Cobos  Fuertes.  (*) 

EXTRANJEROS.  Véase  Inmigración. 

EXTRANJEROS.  Quién  debe  tomar  posesión 
de  sus  bienes  cuando  mueran  ab  intestato  sin 
dejar  herederos,  ni  representantes  legítimos  ó 
socios  en  negocios  mercantiles.  Véase  ConsU' 
lados  extranjeros  RR.  EE.  de  23  de  Julio  de 
1840  y  6  de  Octubre  de  1834. 

EXTRANJEROS,  resolución  ejecutiva  de 
26  de  octuBRE  DE  \Si6  fljando  ciertos  debe- 
res á  los  jueces  territoriales  que  conozcan  de 
sus  herencias  vacantes. 


Departamento  do  Relaciones  Exteriores.- 
cas  20  de  Octubre  de  1845. 


-Cara- 


Resuelto. — Habiendo  ocurrido  dudas  sobre  la 
manera  en  que  los  jueces  territoriales  deben  avi- 
sar al  público  la  muerte  ab  intestato  do  los  ex- 
tranjeros de  cualquier  país  que  fallezcan  en  el 
territo  de  la  República,  cuando  por  falta  de  repre- 
sentante 6  agente  público  de  la  Nación  del  difun- 
to, sean  ellos  los  que  intervengan  en  la  liquida- 
ción y  demás  relativo  á  la  herencia ;  y  no  estan- 
do designada  la  autoridad  ó  funcionario  á  quien 
deban  dar  cuenta  de  lo  obrado  en  el  caso  citado  ; 
se  resuelve :  cuando  por  muerte  ab  intestato  en 
cualquier  punto  de  la  República,  de  extranjeros 
no  naturalizados  quedaren  herencias  vacantes  de 
cualquier  montamiento,  el  juez  territorial  &  quien 
corresponda  tomar  conocimiento  del  suceso,  con^ 
forme  ft  la  ley  3*,  título  89  del  código  de  proce- 
dimiento judicial,  remitirá'  por  el  primer  correo 
un  aviso  á  la  redacción  de  la  Gaceta  ofícial  de 
Venezuela  para  publicarse  en  el  número  inme- 
diato, en  que  se  exprese  el  nombre  y  nación  del 

(*)  Los  demás  pantos  de  esta  resolución  han  caducado 
por  contraerse  á  reglas  para  asegurar  la  reexportación  d  la 
libertad  de  los  esclavos  qae  se  introdujesen,  lo  cual  ha  ve- 
nido á  ser  inútil  por  la  prohibición  absoluta  que  hoy  hay 
de  introducirlos,  y  libertad  de  los  que  se  introduzcan. 
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difunto,  su  domicilio  si  fuere  conocida,  el  día  de] 
fallecimiento  7  una  noticia  de  los  bienes  que  se 
averigüe  baya  dejado,  añadiendo  cualquiera  otra 
circunstancia  que  se  estime  conveniente  al  obje- 
to de  la  publicación.  Si  por  falta  en  el  lugar  res- 
pectivo de  Representante  de  la  Nación  á  que 
pertenecia  el  difunto  ó  de  un  agente  debidamen- 
te autorizado  tuviese  el  juez  competente  que  in- 
tervenir en  la  liquidación  y  demás  relativo  á  la 
herencia  vacante,  concluido  que  sea  el  procedi- 
miento, dará  cuenta  de  todo  lo  obrado  al  Go- 
bierno por  conducto  de  la  Secretaría  del  Inte- 
rior—Por S.  E. — Manrique. 

EXTRANJEROS.  Derechos  que  deben  pagar 
sus  bienes  al  fondo  de  manumisión.  Véase 
Manumisión,  R.  E.  de  26  de  Julio  de  1839. 

EXTRANJEROS.  Cualquiera  quesea  su  reli- 
gión, les  será  permitido  concurrir  á  las  funcio- 
nes religiosas.  Véase  Funciones  religiosas^ 
R.  E.  de  7  de  Diciembre  de  1840. 

EXTRANJEROS,  resolución  ejecutiva  de 
v9  DE  OCTUBRE  DE  1838  sobrc  las  garantías 
de  que  gozan. 

Resuelto. — Los  hebreos,  así  como  los  demás 
extranjeros  residentes  en  Venezuela  gozan  en 
ella  de  todas  las  libertades  que  la  Constitución 
de  la  República,  las  leyes  y  los  tratados  públicos 
celebrados  con  sus  respectivas  naciones  les  han 
asegurado  igualándose  en  dicho  goce  á  los  natu- 
rales del  país;  pero  es  equivocado  el  concepto 
en  que  están  los  exponentes,  de  que  cuando  re- 
ciban injurias  ó  agravio  de  alguna  autoridad  pú- 
blica, el  Poder  Ejecutivo  tenga  el  deber  de  pro- 
mover oñciosamente  las  medidas  convenientes 
para  su  desagravio.  Verdad  es  que  á  este  poder 
está  atribuida  la  vigilancia  sobre  la  pronta  y  rec- 
ta administración  de  justicia,  así  por  lo  que  res- 
pecta á  los  derechos  de  los  ciudadanos,  como  á 
los  de  los  extranjeros  todos ;  mas,  ha  de  usar  de 
aquella  atribución  sin  alterar  la  división  consti- 
tucional de  los  poderes  públicos,  y  con  arreglo  á 
las  leyes  secundarias  que  crean  los  tribunales,  y 
-  sefíalan  la  forma  de  ios  procedimientos.  Si  un 
ciudadano  de  Venezuela  profesara  la  religión  ju- 
daica, y  se  le  hubiese  presentado  un  pleito  se- 
mejante al  del  Sr.  Abrahim  Curiel,  en  que  un 
síndico  en  defensa  de  una  esclava  hiciera  el  mis- 
mo alegato  de  que  se  ha  valido  el  protector  de 
la  esclava  Juana  del  Sr.  Curiel,  si  el  supuesto 
ciudadano  se  creyese  injuriado,  ciertamente  que 
no  ocurriría  al  Poder  Ejecutivo,  exigiéndole  que 
castigase  ó  contuviese  al  síndico.  Sabria  ó  debe- 
ría saber  tal  ciudadano  que  de  las  causas  de  in- 
jurias, bien  reales,  escritas  ó  verbales,  grhves  ó 
leves,  conocen  los  tribanales,  y  ante  ellos  deben 
comparecer  á  pedir  y  obtener  el  desagravio,  si- 
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gniendo  los  trámites  y  valiéndose  de  todos  los 
recursos  que  las  leyes  permitan  en  semejantes 
causas.  Del  mismo  modo,  pues,  deberán  proce- 
der los  extranjeros,  porque  en  el  goce  de  la  segur- 
dad  de  sus  personas  y  propiedades  están  iguala- 
dos á  los  venezolanos,  tanto  por  la  Constitución, 
como  por  los  tratados,  sin  que  por  estos  se  haya 
concedido  ni  podido  conceder  á  los  extranjeros 
ningún  privilegio  en  el  caso  de  que  el  agravio 
de  que  se  quejen  haya  sido  inferido  por  persona 
que  ejerza  alguna  autoridad,  pues  en  nuestro  sis- 
tema legal  cada  autoridad  está  sometida  á  otra 
superior,  que  conoce  y  castiga  sus  crímenes,  ex- 
cesos, é  infracciones.  Ademas,  los  alegatos  de 
los  síndicos  abogando  los  derechos  de  la  esclavi- 
tud, no  son  de  los  de  autoridad,  sino  simples  ex- 
posiciones de  las  partes  en  que  acumulan  razo- 
nes, dan  á  las  leyes  la  iuleligencia  que  mas  fa- 
vorece sus  causas,  ya  suponen  aquellas  vigentes, 
ya  derogadas,  según  las  sugestiones  del  propio 
interés.  Pero  semejantes  alegatos  no  afectan  la 
buena  é  imparcial  administración  de  justicia,  á 
nadie  quitan  sus  derechos,  ni  pueden  ser  amena- 
zas contra  la  seguridad  individual.  Sin  embargo, 
si  creyéndose  agraviados  los  representantes  pro- 
movieren alguna  instancia  ó  queja  ante  los  tribu- 
nales competentes,  y  no  se  les  oyere,  ó  no  se  les 
administrare  justicia,  pueden  entonces  ocurrir  al 
Poder  Ejecutivo  que  usará  en  su  favor  de  la 
atribución  que  en  materia  de  justicia  le  conñere 
la  Constitución. 

Por  S.  E — (Firmado.)  D.  B.  Urbaneja. 
EXTRANJEROS,  resolución  kjecutiva  db 
24  DE  marzo  de  1840  haciendo  varias  pre- 
venciones á  los  Cónsules  y  Ministros  extran- 
jeros residentes  en  el  país  para  que  las  ha- 
gan á  sus  nacionales  sobre  reclamos  ante  el 
Poder  Ejecutivo  respecto  á  asuntos  judiciales. 

Departamento  de  Relaciones  Exteriores.— Cara- 
cas 24  de  Marzo  de  1840. 

Son  frecuentes  los  reclamos  que  se  dirigen  al 
Gobierno  por  parte  de  los  Cónsules  y  Ministros 
extranjeros  solicitando  su  intervención  á  favor 
de  los  Fdbditos  y  ciudadanos  de  las  naciones  á 
que  pertenecen  en  asuntos  decididos  por  senten- 
cia  de  los  tribunales  de  justicia  de  la  República, 
y  en  que  el  Poder  Ejecutivo  no  puede  ya  mez- 
clarse sin  una  manifiesta  violación  de  la  autori- 
dad y  atribuciones  que  le  confiere  la  Constitu- 
ción. Se  ha  notado  en  casi  todos  los  ocurridos 
hasta  el  presente,  que  los  subditos  de  los  gobier- 
nos extranjeros  en  los  asuntos  judiciales  que  les 
conciernen,  han  descuidado  el  seguimiento  de 
las  formas  de  los  juicios,  no  han  interpuesto  los 
recursos  que  las  leyes  conceden,  ni  en  suma  han 
procurado  aprovechar  los  medios  que  ellas  fran- 
quean á  cualquier  venezolano  y  extranjero  para 
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hacer  valer  sus  derechos  y  alcanzar  la  jasticia 
que  crea  a  asistirles.  Así  es  que  después  de  ha- 
ber despreciado  estas  vias  legales  y  los  demás 
trámites  de  los  juicios  que  en  la  legislación  de 
cada  país  tiene  señalado  un  término  que  no  es 
lícito  traspasar,  han  ocurrido  ai  Poder  Ejecutivo 
por  sus  Cónsules  ó  Ministros  públicos  preten- 
diendo la  indemnización  de  los  perjuicios  que 
ellos  mismos  por  su  culpa  y  negligencia  han  he- 
cho irreparables.  En  Venezuela,  así  como  en  los 
demás  gobiernos  propiamente  constitucionales, 
el  Poder  Ejecutivo  no  puede  hacer  ninguna  in- 
trusión en  el  judicial,  y  no  se  conocen  excepcio- 
nes ni  diferencias  entre  nacionales  y  extranjeros, 
puesto  que  todos  están  obligados  &  observar  j'e- 
¡igiosamente  las  leyes. 

Sensible  será  al  Gobierno  que  por  error,  por 
una  vana  confianza,  ó  por  omisiones  voluntarias, 
los  extranjeros  que  habitan  el  país  sufran  algu- 
nas veces  perjuicios  en  sus  derechos  é  intereses. 
Por  lo  tanto,  de  orden  suya  se  excita  á  los  Sres. 
Ministros  y  Cónflules  residentes  en  la  República, 
para  que  hagan  entender  á  sus  respectivos  na- 
cionales de  la  manera  que  tengan  por  convenien- 
te, la  obligación  y  la  necesidad  en  que  se  hallan 
de  seguir  las  formas  que  las  leyes  establecen  en 
todos  los  casos  en  que  se  sientan  agraviados  y 
aspiren  á  obtener  cumplida  justicia,  evitando  así 
los  males  que  por  sus  descuidos  puedan  sobreve- 
nirles, y  que  al  Gobierno  no  es  facultativo  reme- 
diar cuando  acuden  á  él  con  tales  reclamos. 

Srnith, 
EXTRANJEROS,  resolución   ejecutiva  de 

10  DE  JUNIO  DE  1842  sobre  sus  pasaportes. 

Secretaría  del  Interior.— Caracas  Jnnio  10  de  1842. 
La  Constitución  de  la  República  en  el  §  16 
del  artículo  161  dejó  á  cargo  de  las  Diputaciones 
provinciales  la  formación  de  los  reglamentos  de 
policía  urbana  y  rural  según  lo  dispusiera  la  ley^ 
y  también  por  el  ^  11  del  mismo  artículo  autori- 
zó á  las  Diputaciones  para  establecer  irVí puestos 
provinciales  ó  municipales:  la  ley  orgánica  de 
provincias  de  24  de  Abril  de  1838  dispone  en  su 
artículo  24  que  los  gobernadores  visen  los  pasa- 
portes de  las  personas  que  vengan  de  paises  ex- 
tranjeros y  que  expidan  los  de  las  personas  que 
salgan  para  los  mismos  paises  sin  hacer  distin- 
ción de  venezolanos  ó  extranjeros  y  todo  con- 
forme &  las  ordenanzas  de  policía  que  deben  dic- 
tar las  Diputaciones  ;  y  la  ley  sobre  rentas  mu- 
nicipales de  27  de  Abril  de  1839  declaró  como 
tales  rentas  en  el  ^  16  del  artículo  I9  el  derecho 
que  las  Diputaciones  impusiesen  sobre  los  pasa- 
portes para  fuera  de)  territorio  de  la  República : 
por  üftimo  en  consonancia  con  todas  estas  dis- 
posiciones constitucionales  y  legislativas,  las  res- 
pectivas Diputaciones  de  las  provincias  litorales 
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han  reglamentado  el  modo  de  expedir  los  pasa- 
portes para  el  extranjero  y  establecido  el  dere- 
cho que  deben  pagar  todos  los  que  los  necesiten ; 
siendo  de  notarse  que  cuando  alguna  vez  las  Di- 
putaciones han  gravado  con  mas  derecho  de  pa- 
saporte á  los  extranjeros  sin  exceptuar  á  los  que 
pertenecen  á  naciones  que  tienen  tratados  con 
Venezuela,  las  Cámaras  han  reprobado  la  dispo- 
sición. No  puede,  pues,  el  Poder  Ejecutivo  dis- 
poner que  los  gobernadores  de  provincia  no  ex- 
pidan los  pasaportes  de  los  franceses  que  quie- 
ran ausentarse  del  país,  ni  que  dejen  de  pagar 
por  consiguiente  el  derecho  que  por  tal  respecto 
hayan  impuesto  las  Diputaciones. 

Gn  cuanto  á  la  devolución  de  los  pasaportes 
que  presenten  los  franceses  no  habiendo  nada  dis- 
puesto por  las  ordenanzas  provinciales,  el  Go- 
bierno reiterará  las  órdenes  que  tiene  dadas  para 
que  se  devuelvan  los  pasaportes  que  presenten 
los  extranjeros  después  de  visados  por  el  gober- 
nador ó  jefe  político  respectivo. 

Trascríbase  á  la  Secretaría  de  Relaciones  Ex- 
teriores en  contestación  y  comuniqúese  en  cir- 
cular á  los  gobernadores  para  su  inteligencia  y 
cumplimiento  en  la  parte  respectiva,  y  publíque- 
se. — Por  S.  E. — Acevedo, 
EXTRANJEROS,  resolución  ejecutiva  be 

22  DE  JUNIO  DE  1S42  sobre  lo  mismo  que  la 

anterior» 

Secretaría  de  lo  Interior.— Sección  2.— Caracas 
Junio  22  de  1842. 

Resuelto. — La  resolución  de  10  del  corriente 
publicada  en  la  Gaceta  número  597  bajo  el  mote 
** pasaporto  de  extranjeros,"  se  expidió  á  conse- 
cuencia de  un  reclamo  del  Sr.  Encargado  de  Ne- 
gocios de  Francia  solicitando  que  no  se  obligue 
6  los  franceses  que  salen  del  país,  á  tomar  pasa- 
porte de  la  autoridad  local,  sino  que  solamente 
ee  vise  por  dicha  autoridad  el  pasaporte  que  pre- 
sente de  la  Legación  ó  Consulado  francés  res- 
pectivo; y  por  esta  razón  lo  dispositivo  de  la  re- 
solución se  cantrae  á  los  franceses  que  quieran 
ausentarse  del  país,  ó  que  presenten  sus  pasa- 
portes al  entrar  en  él,  sin  que  de  ningún  modo 
se  entienda  que  los  demás  extranjeros  no  están 
someti<los  á  las  mismas  reglas  que  los  franceses, 
como  parece  que  ha  podido  entenderse  según 
reclamación  hecha  por  el  Sr,  Encargado  de  Ne- 
gocios de  Francia,  trasmitida  á  este  despacho 
por  la  Secretaría  de  Relaciones  Exteriores.  La 
misma  resolución  expresa  que  las  reglas  dictadas 
por  las  Diputaciones  de  las  provincias  litorales 
obligan  tanto  k  todos  I03  extranjeros  como  á  los 
venezolanos. 

Dígase,  pues,  así  en  contestación  á  la  Secre- 
taría de  Relaciones  Exteriores  y  publíquese. 
Por  S.  É.— Acevedo^ 
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£XTRANJ£ROS.  rjssolucion  bjecütita dk 
7  DE  FEBRERO  DE  1848  estableciendo  reglas 
para  cuando  se  ingieran  en  la  política» 

Relaciones  Exteriores. — Caracas  Febrero  7  de 
184a— Resuelto. 

Dígase  en  circular  á  los  Sres.  Gobernadores. 

'*£n  las  circunstancias  en  que  se  encuentra  la 
República  debiendo  el  Poder  Ejecutivo  propen- 
der eficazmente  k  evitar  males  y  á  procurar  en 
lo  posible  las  funestas  consecuencias  de  la  exal- 
tación de  los  ánimos,  ha  tenido  á  bien  S.  E.  el 
Presidente  de  la  República  disponer  que  US.  lla- 
me muy  particularmente  la  atención  de  todos  los 
ciudadanos  hacia  el  deber  que  tienen  con  espe- 
cialidad de  respetar  las  personas  y  propiedades 
de  los  extranjeros  que  deben  permanecer  neu- 
trales en  nuestras  diferencias  políticas. 

Al  efecto  dispondrá  US.  la  publicación  de  un 
bando  en  este  sentido  en  todos  los  cantones  y 
parroquias  de  su  jurisdicción,  y  ordenará  á  todas 
las  autoridades  que  estén  sumamente  vigilantes 
para  impedir  con  prontitud  y  eficacia  cualquier 
abuso,  bien  sea  de  algún  ciudadano,  bien  del  ex- 
tranjero que  indebidamente  se  mezcle  en  la  polí- 
tica. Cuando  esto  último  suceda  deberá  proce- 
derse  por  las  autoridades,  primero  á  amonestar 
seriamente  al  individuo  y  en  seguida  á  formar 
un  expediente  en  que  se  acrediten  todos  los  he- 
chos que  prueben  la  mala  conducta  del  extranje- 
ro, para  obrar  con  arreglo  á  las  leyes  según  fue- 
re dicha  conducta;  pero  teniendo  siempre  no  so- 
lo suficiente  energía,  sino  mucha  prudencia. 

Soy  de  US.  muy  atento  servidor. 

R.  Acevedo. 

Trascríbase  esta  nota  á  la  Secretaría  de  Guer- 
ra para  que  disponga  que  se  circule  á  los  seño- 
res comandantes  de  armas,  al  estado  mayor,  á 
todos  los  jefes  de  división  á  fin  de  que  dentro  del 
círculo  de  sus  funciones  procedan  en  el  sentido 
que  recomienda  el  Gobierno." 

Por  S.  E. — R.  Acevedo, 
EXTRANJEROS,  resolución  ejecutiva  de 

23    DE    DICIEMBRE    DE    1848   estableciendo 

reglas  en  los  juicios  que  se  les  sigan  por 

conspiración. 

Secretaría  del  Interior.— Sección  2.  * — Caracas 
Diciembre  23  de  1848.— Resuelto. 

Dígase  á  los  Gobernadores  de  provincia. 

£n  todos  tiempos  ha  procurado  el  Gobierno 
que  los  extranjeros  tengan  en  el  país  la  mejor 
acogida  y  gocen  efectivamente  de  los  derechos 
que  les  conceden  la  Constitución  y  las  leyes,  y 
en  las  presentes  circunstancias  ha  recomendado 
muy  particularmente  que  se  empeñen  las  autori- 
dades en  destruir  cualquiera  prevención  que  hu- 
biera podido  tenerse  en  contra  de  ellos  y  se  obra- 
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se  con  dicho  fin,  con  la  mayor  circunspección  en 
todos  loa  negocios  que  con  ellos  tuvieran  rela- 
ción. Ha  querido  el  Gobierno  con  esta  conducta* 
arreglada  á  los  principios  de  justicia  que  le  guían, 
no  solo  acreditar  que  en  Venezuela  son  efectivas 
las  ventajas  y  garantías  que  brinda  6  los  extran- 
jeros, sino  evitar  todo  reclamo  de  parte  de  los 
representantes  de  las  naciones  amigas  con  quie- 
nes debe  y  desea  conservar  las  mas  cordiales 
relaciones. 

Si  algunos  extranjeros  olvidando  desgraciada- 
mente los  deberes  que  tienen  que  cumplir,  tanto 
respecto  de  su  nación  como  de  la  República  se 
mezclaren  en  nuestros  negocios,  y  lo  que  es  mas, 
se  uniesen  á  los  enemigos  del  Gobierno  y  cons- 
pirasen contra  él,  deben  ciertamente  sufrir  los 
procedimientos  y  castigo  que  mereciere  su  con- 
ducta; pero  en  ese  mismo  procedimiento  y  cas- 
tigo debe  observarse  la  mas  estricta  imparciali- 
dad ;  deben  cumplirse  religiosamente  las  leyes, 
debe  acreditarse  en  fín,  que  se  procede  con  ellos 
como  con  cualquier  venezolano.  Toda  infracción 
de  estos  principios  es  un  delito,  y  el  Gobierno 
está  resuelto  á  hacer  efectiva  la  responsabilidad 
de  las  autoridades  que  la  cometieren. 

La  circunspección  en  los  procedimientos  con- 
tra los  extranjeros,  y  hasta  una  minuciosa  escru- 
pulosidad en  la  observancia  de  todas  las  garan- 
tías que  les  conceden  la  Constitución  y  Jas  leyes, 
en  nada  se  oponen  á  aquellos  procedimientos 
provocados  por  su  conducta ;  y  quiere  el  Go- 
bierno que  se  observen  en  todas  ocasiones,  no 
solo  con  los  extranjeros  sino  con  los  venezola- 
nos. Así  se  obrará  en  justicia,  serán  efectivas 
las  garantías  de  todos,  y  se  evitarán  multitud  de 
reclamaciones. 

En  consecuencia  dispone  el  Gobierno,  que 
US.  haga  las  prevenciones  mas  terminantes  á 
todas  las  autoridades  de  esa  provincia  para  que 
obren  en  este  sentido,  vigile  constantemente  en 
su  puntual  cumplimiento;  é  imponga  y  haga  im- 
poner la  responsabilidad  á  aquellos  que  las  de- 
sobedecieren, dando  cuenta  del  resultado. 

Por  S.  E,—Yépes. 
EXTRANJEROS,  resolución  ejecutiva  de 

9  DE  febrero  de  1848  dictando  medidas  de 

seguridad  en  favor  de  los  residentes  en  la 

República. 

Relaciones  Exteriores.— Caracas  Febrero  9  de  1848. 

A  los  Sres.  Encargados  de  Negocios  y  Cónsules 

fenerales  extranjeros  residentes  en  esta  capital. 
II  infraescrito  Secretario  de  Estado  del  Des- 
pacho de  Relaciones  Exteriores  tiene  el  honor 

de  remitir  adjunto  al  Sr. Encargado  de 

Negocios  de una  copia  de  la  comunica- 
ción que  con  fecha  de  ayer  se  pasó  por  este  Mi- 


C0L01OIA5A  r  VBSBUÍCUSK  VXOHENTE. 


83 


EX 

nisierlo  &  los  gobisrnadoret  de  proviacia»  orde- 
nándole»  la  publicación  de  «a  bando  en  todos  los 
cantones  y  parroquias  de  su  jurisdicción,  con  el 
objeto  de  llamar  la  atención  de  todos  los  ciuda- 
danos de  la  Hepüblica  h&cia  el  deber  especia] 
que  tienen  de  respetar  las  personas  y  propieda- 
des de  los  extranjeros  residentes  en  el  país,  que 
permanezcan  neutrales  en  nuestras  diferencias 
políticas,  y  previniéndoles  que  recomienden  á 
todas  las  autoridades  la  mayor  vigilancia  para 
precaver  cualquiera  falta  contra  los  derechos  que 
gozan  como  tales  extranjeros,  como  también  pa- 
ra impedir  los  abasos  que  pudieran  estos  come- 
ter faltando  á  la  neutralidad  debida.  La  misma 
nota  se  ha  trascrito  al  Sr.  Secretario  de  Guerra 
para  que  se  comunique  á  los  señores  comandan- 
tes de  armas,  estado  mayor  y  jefes  de  divisiones 
y  operaciones. 

Espera  el  infraescrito  que  este  acto  expontá- 
neo  de  justicia  por  parte  de  su  Gobierno  en  fa- 
vor de  los  extranjeros  que  llenan  sus  deberes, 
será  debidamente  apreciado  por  el  Sr. 


y  que  su  Gobierno  verá  en  él  una  nueva  prueba 
de  los  deseos  que  animan  á  S.  £.  el  Presidente 
de  la  República  de  mantener  y  animar  el  justo 
respeto  que  felizmente  se  ha  visto  guardar  á  la 
propiedad  y  á  los  derechos  de  los  extranjeros, 
sin  que  se  haya  dado  motivo  á  una  queja  en  me- 
dio de  los  efectos  de  una  excitación  popular,  es- 
trechándose de  esta  manera  cada  vez  mas  las  re- 
laciones de  amistad  y  buena  inteligencia  que 
existen  entre  las  dos  naciones. 

Aprovecha  el  infraescrito  esta  oportunidad  pa- 
ra reiterar  q1  Sr.         las  seguridades  de  su 

consideración  muy  distinguida. — R*  Acevedo. 
EXTRANJEROS.  Véase  Médicos  y  cirujanos 

extranjeros. 
EXTRANJEROS  pertenecientes  a  ordenes 

RELIGIOSAS,    resolución  EJECUTIVA  DE  5  DE 

FEBRERO  DE  1849  prohibiéndoles  la  entrada 
en  el  territorio  de  la  República. 


Secretaría  del  Interior. — Sección  1.- 
brero  6  de  1849.— Resuelto. 


-Caracas  Fe- 


Dígase  h  los  Gobernadores  de  provincia. 

Considerando  el  Poder  Ejecutivo  que  no  pue- 
den establecerse  en  la  República  comunidades 
religiosas  sin  permiso  del  Congreso,  según  lo 
dispuesto  en  el  número  5?  del  artículo  4^  de  la 
ley  de  Patronato:  que  por  los  Cánones,  que  son 
leyes  vigentes  del  Estado,  es  prohibido  á  los  re- 
ligiosos vivir  fuera  de  sus  claustros :  que  por  el 
decreto  de  23  de  Febrero  de  1837  están  suprimi- 
dos en  la  República  los  conventos  menores  de 
religiosos:  que  una  multitud  de  sacerdotes,  tan- 
to regulares  como  seculares,  que  vagan  en  algu- 
nas naciones  de  Europa,  principalmente  después 
de  las  guerras  intestinas  de  la  España,  vienen  & 
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Is  América  trayeodo  algunos  falales  anteceden- 
tes y  doctrinas:  que  una  parte  considerable  de 
los  que  han  venido  6  la  República,  unos  han  ob- 
servado una  conducta  escandalosa,  otros  se  han 
vuelto  al  exterior  tan  luego  como  han  hecho  al- 
guna fortuna,  y  los  mas  han  hostilizado  al  Go- 
bierno: que  los  sacerdotes  por  su  ministerio  no 
pueden  ser  considerados  como  simples  extranje- 
ros por  la  autoridad  que  ejercen  sobre  las  con- 
ciencias y  la  imposibilidad  de  reprimir  sus  abu- 
sos: que  el  Poder  Ejecutivo  así  como  debe  pro- 
tejer  la  entrada  de  los  extranjeros  útiles  al  país 
debe  impedir  la  de  los  que  sean  perjudiciales  pa- 
ra no  hacerse  cómplice,  hasta  cierto  punto,  de 
los  males  que  estos  causarian. 

En  fuerza  de  las  rizones  expuestas  y  en  uso 
de  la  facultad  que  le  concede  el  parágrafo  único 
del  artículo  único  del  decreto  legislativo  de  16 
de  Mayo  de  1845,  se  ha  servido  declarar  como 
perjudiciales  á  los  intereses  de  la  República  to- 
dos los  extranjeros  de  ambos  sexos  pertenecien- 
tes á  cualesquiera  de  las  órdenes  religiosas  que 
existan,  bajo  cualquier  nombre  ú  objeto,  así  co- 
mo los  sacerdotes  seculares,  y  en  consecuencia 
!  les  prohibe  la  entrada  en  el  territorio  de  la  Re- 
pública. 

Mas  como  puede  haber  algunos  sacerdotes  se- 
culares que  deseen  venir  al  país  y  que  por  sus 
virtudes  merezcan  ser  admitidos,  el  Poder  Eje- 
cutivo se  reserva  conceder  ó  no  al  que  lo  solici- 
te el  permiso  correspondiente. 

Los  gobernadores  de  provincia  dictarán  las  ór- 
denes mas  perentorias  para  que  no  se  admita  en 
ningún  puerto  á  sacerdote  alguno  que  no  se  pre- 
sentare con  el  permiso  del  Gobierno;  y  aquellos 
que  vengan  sin  él  serán  reembarcados  inmedia- 
tamente para  el  extranjero:  haciendo  responsa- 
bles á  las  autoridades  que  bajo  cualquier  pretex- 
to no  cumplan  puntualmente  dicha  disposición. 
Respecto  á  los  sacerdotes  ya  introducidos  en 
el  país,  el  Gobierno  obrará  de  acuerdo  con  su 
conducta  y  de  conformidad  con  las  leyes,  usan- 
do de  las  facultades  que  tiene  para  velar  sobre 
las  instituciones  de  ministerio  público  cual  es  la 
del  sacerdocio. — Soy,  &c. 

Por  S.  E. — Guzman. 
Es  copia. — Guzman. 
EXTRANJEROS  pertenecientes  a  órdenes 

RELIGIOSAS.  Véase  Jesuitas. 
EXTRANJEROS.  Libertad  que  tienen  para  la 
celebración  de  sus  matrimonios.  Véase    Ma- 
trimonio, R.  E.  de  9  de  Mayo  de  l!íí36. 

EXTRANJEROS.    Véase   Car  seas  concejiles, 
R.  E.  de  27  de  Octubre  de  1851. 

EXTRANJEROS,  resolución  ejecutiva  de 
8  DB  ABRIL  DB  \^^  fijando  los  casos  cfi  que 
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pueden  enarbolar  loa  pabellones  de  sus  res- 
pectivas naciones. 

Secretaría  de  Hacienda  y  Relaciones  Exteriorea. 
—Caracas,  Abril  8  de  1848. 

Resuelto,— Conaiñnáo  á  S.  E.  el  Vicepresi- 
dente de  la  República  que  en  diferentes  puntos 
del  país  algunos  extranjeros  suelen  enarbolar  la 
bandera  de  su  nación  en  el  exterior  de  sus  casas, 
diariamente  ó  con  mucha  frecuencia,  alegando 
por  motivo  el  estado  de  turbación  en  que  se  ha 
encontrado  la  República  ó  el  tránsito  de  tropas 
por  los  lugares  de  su  residencia  y  con  el  desig- 
nio de  que  se  respeten  sus  habitaciones  cubiertas 
con  su  pabellón,  sin  reflexionar  que  la  repetición 
innecesaria  de  ese  hecho  puede  afectar  sensible- 
mente &  algunos  venezolanos,  que  la  achaquen  á 
mala  parle  no  sin  razones  que  tengan  un  origen 
noble  en  el  conocimiento  del  gran  respeto  que 
generalmente  tributan  nuestros  ciudadanos  á  los 
derechos  individuales  principalmente  de  los  ex- 
tranjeros, lo  cual  puede  traer  desagrados  de  no 
poca  consecuencia  ;  ha  resuelto  en  esta  fecha  ; 
que  se  haga  entender  á  los  extranjeros  que  resi- 
den en  el  país,  que  no  es  permitido  enarbolar  los 
pabellones  extranjeros  bien  sea  en  poblado  ó  en 
ios  campos  sino  en  los  dias  de  fiestas  nacionales 
sean  de  Venezuela  ó  de  sus  respectivas  naciones 
ó  en  los  momentos  precisos  de  actual  conmoción 
popular;  debiendo  los  funcionarios  respectivos 
de  policía  obligar  al  que  infringiere  esta  disposi- 
ción á  recoger  el  que  haya  enarbolado,  valiéndo- 
se al  efecto,  si  fuere  necesario,  de  los  apremios 
legales  contra  los  que  faltan  á  la  obediencia  de- 
bida á  las  autori'lades.  Esta  disposición  en  nada 
toca  ni  altera  el  derecho  de  los  señores  agentes 
diplomáticos,  para  el  uso  de  sus  pabellones,  ni 
la  práctica  permitida  respecto  de  los  señores  cón- 
sules y  vicecónsules. 

Circúlese  á  los   seftores  Gobernadores  para  su 
cumplimiento,  publíquese  en  la  Gaceta  y  remíta- 
se en  copia  á   los  señores  agentes  diplomáticos 
para  su  conocimiento  y  el  de  sus  nacionales. 
Por  S.  E. — Acevedo. 
EXTRANJEROS,  resolución  ejecutiva  db 

6  DE  JUNIO  DE  1853,  sobre  protección  de  sus 

personas  y  bienes* 


Despacho  de   Relaciones 
Jnnioóde  1863. —Resuelto. 


exteriores. — Caracas. 


Siendo  deber  de  la  República,  tanto  por  el  de- 
recho de  gentes  natural  como  por  el  convencio- 
nal establecido  en  los  tratados  que  la  ligan  con 
otras  naciones,  proteger  á  los  extranjeros  que  se 
encuentran  en  el  país,  mientras  no  violen  la  ex- 
tricta  neutralidad  que  les  corresponde  guardar 
en  estas  circunstancias,  en  que  se  ha  turbado  la 
paz  pública  por  loa  enemigos  del  orden  constitu- 
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cional,  con  el  fin  de  prevenif  las  perniciosas  con- 
secuencias á  que  pueden  dar  m&rgen  las  cuestio- 
nes que  se  susciten  sobre  el  particular.  Se  re- 
suelve: que  se  libren  órdenes  á  todas  las  autori- 
dades civiles  y  militares  de  la  República  para 
que  dispensen,  y  hagan  dispensar  en  sus  perso- 
nas y  bienes  á  los  extranjeros  que  no  tomen 
parte  en  las  discusiones  intestinas,  la  protección 
á  que  son  acreedores  en  virtud  del  derecho  in- 
ternacional, y  algunos  también  en  virtud  de  los 
tratados  vigente?,  que  son  los  celebrados  con  la 
Gran  Bretaña  en  1825,  con  la  Nueva  Granada 
en  1842,  con  Francia  en  1843,  y  con  España  en 
1845,  y  para  que  no  consientan  que  se  falte  en 
lo  mas  mínimo  á  las  estipulaciones  contenidas 
en  esos  pactos.  Comuniqúese  á  los  señores  Mi- 
nistros del  Interior  y  Justicia  y  de  Guerra  y  Ma- 
rina, á  fin  de  que,  cada  uno  en  la  parte  que  le 
toca,  cumpla  lo  dispuesto  en  esta  resolución. 

Por  S.  E  — Planas. — Es  copia  — Planas. 
EXTRANJEROS,  decreto  de  6  de  xarzo 
DE  1854,  estableciendo  que  ninguno  tiene  ac- 
ción para  reclamar  del  gobierno  perjuicios 
guo  no  hayan  sido  causados  por  autoridades 
legitimas. 

El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la  Re- 
pública de  Venezuela  reunidos  en  Congreso, 

decretan: 

Art.  único.  Ningún  extranjero  tiene  acción 
para  reclamar  del  Gobierno  legítimo  de  la  Re- 
pública, por  vía  de  indemnización  ó  resarcimien- 
to,los  daños  y  perjuicios  que  sufrah  sus  intere- 
ses por  consecuencia  de  las  conmociones  políti- 
cas ó  cualquiera  otra  causa,  cuando  tales  daños 
y  perjuicios  no  hayan  sido  causados  por  autori- 
dades legítimas  ;  salvándose  siempre  el  derecho 
de  repetir  contra  un  tercero  toda  clase  de  indem- 
nizaciones con  arreglo  á  las  leyes  comunes,  y 
en  los  casos  prescritos  por  ellas. 

Dado  en  Cacácas  á  2  de  Marzo^  de  1854,  aSo 
25  de  la  ley  y  44  de  la  independencia. 

El  Vice-presidente  del  Senado,  Víctor  J.  Diez. 
— El  Presidente  de  la  Cámara  de  Representan- 
tes, Francisay  Oriack, — El  Secretario  del  Sena- 
do, J.  A.  Pérez. — El  Secretario  de  la  Cámara 
de  Representantes. — J.  Padilla, 

Caracas,  Marzo  6  de  1854,  año  25  de  la  ley  y 
44  de  la  inílependencia. — Ejecútese. — J.  G.  Jlfo- 
nágas' — Por  S.  E.  el  Presidente  de  la  Repúbli- 
ca.— El  Secretario  de  Estado  en  los  Despachos 
del  Interior,  Justicia  y  Relaciones  Exteriores. — 
Simón  Planas. — Es  copia. — Planas, 
FÁBRICA   DE  IGLESIAS.  Véase  Mayordomías 

de  fábrica. 
FÁBRICA  D&  TELAS  Y  jABOR.  Véasc  Tenerías. 
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FABRICACIONES  en  materia  db  indvs- 
TBiAS.  Véase  Patentes  de  industria. 

FACTURAS.  Véase  Importación,  R.  E.  de  11 
(le  Febrero  de  1837. 

FACULTAD  medica,  decreto  del  liberta- 
dor OB  25  DE  JUNIO  DE  1827  estableciéndola 
y  organizándola* 

Simón  Bolívar*  ¿pe*  ¿fc.  <^c. 

Importando  al  mejor  orden  de  los  diferentes 
ramos  del  arte  de  curar,  al  mejor  servicio  públi- 
co, y  al  fomento  de  las  ciencias  físicas  y  médica?, 
todavía  nacientes  en  este  país,  el  establecimien- 
to de  una  facultad  médica  organizada  del  modo 
mas  conducente  á  estos  fines :  en  uso  de  Jas  fa- 
cultades extraordinarias  que  ejerzo,  y  oido  el  dic- 
tamen de  los  profesores  de  la  facultad,  decreto : 

SECCIÓN  PRIMERA. 

Nombre,  instituios  composición,  objeto,  funcio- 
nes, armas  y  sello  de  la  facultad, 

Art.  19  Los  médicos  y  cirujanos  se  asocian  en 
cuerpo,  bajo  el  nombre  de  facultad  médica  de 
Caracas.  Su  jurisdicción  será  extensiva  á  los  de- 
partamentos de  Venezuela,  Maturin,  Orinoco  y 
Zúlia.  . 

Arl.  29  £1  instituto  de  esta  asociación  es,  I9: 
facilitar  y  aumentar  la  adquisición  de  las  luces, 
por  la  mutua  cooperación,  por  sus  comunicacio- 
nes con  las  corporaciones  análogí  s  de  otros  paí- 
ses, y  la  suscripción  á  sus  periódicos :  29 :  esta- 
blecer de  acuerdo  con  la  Universidad  un  sistema 
de  enseñanza  médica  sobre  bases  extensas  y  ade- 
cuadas á  la  formación  de  buenos  profesores,  se- 
gún los  métodos  actualmente  establecidos  en  los 
países  mas  cultos,  y  correspondiente  al  rango  de 
civilización   que  tiene  esta  capital  de  Venezuela. 

Art.  39  La  facultad  médica  se  compone,  19  : 
de  miembros  propietarios,  ministros  de  su  tribu- 
nal :  29  :  de  miembros  ordinarios  que  pertene- 
cen á  su  cuerpo.  Los  primeros  serán  siete,  por 
lo  menos  y  qyince  por  lo  mas  elegidos  de  entre 
los  médicos,  cirujanos  y  farmacéuticos  latinos  de 
carrera  regular,  que  pertenezcan  á  su  cuerpo. 
Los  segundos  son  todos  los  médicos,  miembros 
del  anterior  protomedicato  de  Caracas,  los  médi- 
cos, cirujanos  y  farmacéuticos  extranjeros  o  de 
otras  facultades  de  la  República  que  se  incorpo- 
ren, los  médicos  de  las  escuelas  de  la  Universi- 
dad, los  cirujanos  y  farmacéuticos  que  fueren 
examinados  y  aprobados  por  la  facultad  y  todos 
los  miembros  honorarios. 

Art.  49  Todos  los  médicos  miembros  del  an- 
terior protomedicato  de  Caracas  son  miembros 
ordinarios  natos  de  la  facultad  por  quedar  aquel 
refundido  en  esta  corporación. 

Art.  59  Ser&n  miembros  natos  del  Uribnnal  los 
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catedráticos  y  nombrados  para  examinadores  con« 
forme  al  artículo  279  del  reglamento  de  la  Uni- 
versidad. 

Art  69  Por  la  primera  vez  la  Subdireccion 
departamental  completará  el  número  de  los  miem- 
bros propietarios  que  faltaren  para  llenar  con 
los  catedráticos  el  número  antes  dicho.  Los 
miembros  honorarios  y  los  reemplazos  de  los 
propietarios  que  no  sean  catedráticos  ó  examina- 
dores se  harán  en  lo  venidero  por  la  facultad  á 
mayoría  absoluta  de  votos. 

Art.  79  Todos  los  actos  de  la  facultad  lleva- 
rán su  sello,  que  será  un  escudo  redondo,  con 
un  lente  concentrando  en  un  foco  los  rayos  de 
luz,  una  orla  que  úig^  facultad  médica  de  Cara- 
cas, año  de  1827  :  el  sol  de  la  libertad  por  cime- 
I  ra  del  escudo,  iluminándolo  en  su  centro :  £s- 
i|  culapio  y  Mercurio  de  sostenes  á  los  lados,  con 
sus  atributos,  y  debajo  el  mote :  Lux  concentra- 
ta  clarior, 

SECCIÓN  SEGUNDA. 

Funciones  de  la  facultad. 

Art  89  Lu  facultad  médica  de  Caracas  ejerce, 
19*  todas  las  funciones  que  ejercía  el  anterior 
tribunal  del  protomedicato  ;  esto  es,  examina  y 
da  título  de  cirujano  y  boticario :  revalida  y  da 
títulos  de  médico,  cirujano  y  boticario  á  los  ex- 
tranjeros :  da  diploma  de  incorporación  á  los  na- 
cionales de  otras  universidades  y  facultades  de  la 
República :  examina  y  da  título  á  los  sangrado- 
res y  parteras  :  cuida  del  exacto  desempeño  de 
los  deberes  profesionales  Ue  los  individuos  de 
estos  tres  ramos,  los  censura  y  castiga  con  mul- 
tas, suspensión  y  separación  de  su  gremio,  por 
faltas  de  conducta  que  perjudiquen  los  intereses 
y  el  honor  de  l\  profesión ;  está  encargada  de 
visitar  anualmente  por  sí,  ó  por  la  persona  ó  per- 
sonas que  designe,  todas  las  boticas  del  distrito 
de  su  jurisdicción  ;  de  fijar  y  modificar  de  tiem- 
po en  tiempo  un  arancel  de  drogas  que  conozca 
el  público  ;  de  cuidar  que  acerca  de  las  boticas  y 
los  exámenes  que  deben  sufrir  los  boticarios  se 
observen  las  leyes  vigentes,  especialmente  las 
contenidas  en  el  tít,  13  de  la  nov.  Recop. ;  de 
hacer  efectivo  el  cumplimiento  de  las  leyes  que 
trbian  de  las  faltas  de  los  boticarios,  médicos,  ci- 
rujanos, de  los  intrusos  en  estas  facultades  ó  que 
se  exceden  de  los  límites  de  aquellos  ramos  para 
que  las  leyes  los  han  habilitado,  de  la  venta  de 
drogas  fuera  de  las  boticas,  dirigiéndose  á  ios  tri- 
bunales de  policía  de  un  modo  oficial  y  que  deje 
constancia ;  de  proponer  h  las  juntas  de  sanidad 
las  medidas  ó  reglamentos  sanitarios  ó  métodos 
de  tratamientos  convenientes,  según  el  clima,  las 
localidades  y  las  enfermedades  que  reinan  endé- 
mica ó  epidémicameate :  de  vigUar  8obr«  el  me* 
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j«r  arreglo  de  los  efiiableeimientos  de  vacuna  pa- 
r«  que  no  se  introduzca  la  perniciosa  enferme- 
dad de  la  viruela.  Segundo  :  preside,  como  sec- 
cio*i  de  la  Universidad,  á  los  estudios  médicos, 
reforma  sus  reglamentos,  estableee  el  número, 
orden,  duración  y  modo  de  sus  cursos ;  y  pro- 
mueve los  progresos  de  la  ciencia  por  cuantos 
medios  estén  á  su  alcnnce. 

Art.  99  Por  si  sola  desempeña  las  primeras 
funciones  como  una  sección  de  la  Universidad; 
y  en  armonía  con  ella,  con  la  intervención  del 
claustro  pleno  de  esta,  y  aprobación  de  la  Sub- 
direccion  de  estudios,  arregla  las  segundas,  I9  : 
por  el  establecimiento  de  las  clases  necesarias  : 
30 :  por  el  de  una  sociedad  médica  de  instruc- 
ción :  39;  por  el  de  una  librería  :  49  i  por  el 
de  un  museo  de  preparaciíines  anatómicas  y  pa- 
tológicas, y  aun  de  producciones  de  historia  na- 
tural; 59:  por  el  de  un  aparato  filosófico  quí- 
mico. 

Art.  10.  Estos  establecimientos  de  la  escuela 
y  sociedad  serán  reglamentados  al  tiempo  de  su 
formación.  La  biblioteca,  el  museo  y  el  aparato, 
serán  anexos  á  la  facultad  y  á  la  sociedad  y  cos- 
teados de  sus  fondos. 

SECCIÓN  TERCERA. 

De  lu  organización  del  tribunal  de  la  facultad 
médica, 

Art.  11.  El  tribunal  de  la  facultad  se  forma  de 
un  director,  de  un  vicedirector,  dos  conciliarios, 
un  censor,  dos  conjueces  y  un  secretario. 

Art.  12.  El  director  es  el  jefe  del  estableci- 
miento, preside  en  su  tribunal  y  en  todos  los  ac- 
tos de  su  jurisdicción,  guarda  el  sello  de  la  fa- 
cultad, firma  las  actas  y  diplomas  del  tribunal, 
cita  para  las  juntas  semanales  y  mensuales  or- 
dinarias y  extraordinarias ;  es  el  órgano  p'or  don- 
de son  llevadas  las  proposiciones  de  las  juntas 
semanales  á  las  mensuales,  ó  generales  :  á  nom- 
bre de  la  facultad  lleva  la  correspondencia  con 
las  corporaciones  extranjeras  :  en  sus  actos  ju- 
risdiccionales se  entiende  con  el  Gobierno  de- 
partamental ó  sus  dependencias,  y  por  el  inter- 
medio de  aquel  con  el  Gobierno  supremo  :  en 
los  juramentos  literarios  se  pone  de  acuerdo  con 
la  Universidad,  para  darle  el  curso  que  á  los  de- 
más de  esta,  según  su  feglamento. 

Art.  13.  El  vicedirector  suple  las  ausencias 
del  director ;  es  miembro  del  tribunal,  asiste  á 
todas  las  sesiones  semanales,  firma  con  el  direc- 
tor todas  las  actas  y  diplomas  del  tiibunal,  y  es 
el  tesorero  de  los  fondos  de  la  facultad. 

Art  14.  Los  conciliarios  son  auxiliares  del  di- 
rector, son  miembros  del  tribunal,  asisten  &  to- 
¿M  las  sesiones  semanales,  suplen  las  ausencias 
del  dil-ectov  á  fth»  dd  vicedirector,  precediendo 


entonces  el  conciliario  primer  nombrado  al  se- 
gundo ;  y  junto  con  otro  miembro  elegido  por  la 
juftta  general,  revisan  y   finiquiten  las  cuentas 
presentadas  anualmente  por  el  vicedirector  á  la 
facultad,   asisten  á  todas  las  juntas  semanales, 
firman  las  actas  y  diplomas  del  tribunal,  exami- 
nan juntos  con  el  censor,  y  presentan  á  la  junta 
'  general   la   relación  de   las  memorias,  libros  ú 
I  otros  escritos  que  se  envíen  á  la  facultad. 
I      Art.  15.  £1  censor  es  el  quinto  ministro  de  la 
,  facultad,  preside  las  juntas  generales  á  falta  del 
director,   vicedirector  y  conciliariot»,  asiste  á  las 
'  juntas  semanales,  está  encargado  de  la  observan- 
'  cía  de  estos  estatutos,  y   de  reclamar   contra  su 
infracción,  y  contra  la  falta   de  cumplimiento  de 
I  los  acuerdos,   órdenes   y    reglamentos  que  rijan 
en  cualquier  establecimiento  particular  que  ema- 
ne de  la   facultad:  visa   los   libramientos  del  di- 
rector :  examina  con  los  conciliarios  y  conjueces 
las  memorias,   discursos  ú  obras   ptesentadas  á 
esta,  y  presenta  con   ellos  el    informe  á  la  junta 
general  ;  y  firma   las  actas   y   diplomas  del  tri- 
bunal. 

Art.  16.  Los  dos  conjueces  son  los  dos  últi- 
mos miembros  de  la  facultad:  presiden  por  su 
turno  de  primero  ó  segundo  nombrado  las  juntas 
generales,  á  falta  de  los  cinco  ministros  antece- 
dentes :  asisten  á  las  juntas  semanales:  son  exa- 
minadores natos  de  la  facultad :  examinan  con 
i  el  censor  y  los  conciliarios  las  memorias,  discur- 
sos y  obras  presentadas  á  esta,  dando  con  ellos 
el  informe  á  la  junta  general;  y  firman  los  diplo- 
mas del  tribunal. 

Art.  17.  Cuando  haya  mas  de  siete  miembros 
propietarios  ó  ministros,  los  que  no   sean  nom- 
brados á  los  encargos  de  la   facultad,  serán   lla- 
mados á  sucederles  cuando  se  haya  cumplido  el 
i  tiempo  de  estos,  ó  en  sus  ausencias,   precedien- 
i  do  en  ambos  casos  la  elección  en  junta   general. 
I      Art.  18.  El  secretario  es  nombrado    dentro  ó 
i  fuera  del  seno  de  la  facultad,  y   pagado  de   sus 
fondos:  será  elegido  por  la  junta  general  y  con- 
I  linuará  en  el  oficio  lodo  el  tiempo   que  se  com- 

'  porte  bien;  su  sueldo  será Tiene  & 

I  su  cargo  el   archivo   de  la   facultad:  debe  llevar 
dos  libros,  uno  para  las  actas  de  las  juntas  genc- 
¡  rales,  y  otro   para  las   de  las  juntas  semanales: 
I  extenderá  los  acuerdos  en  la  misma  sala  de  las 
I  sesiones,  y  los  dará  á  firmar  á  los  ministros  de 
\  la  facultad,    advirtiendo  en  ellos  los  que  falten  : 
I  extenderá  los  diplomas   de  médicos,  cirujanos  y 
\  boticarios,  los   de  sangradores  y  parteras,  y  les 
pondrá   el  sello  de  la  facultad  delante  del  direc- 
tor, de  quien  los  recibirá:  sacará  las  copias  ne- 
cesarias de  los  informes  de  proposiciones,  elec- 
ciones ó  cualesquiera  otros  objetos   que   deban 
ser  circulados  para  'ser  tomados  en  consideración 
en  hts  juntas  generales  y  particulares^ 
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SECCIÓN  CUARTA. 

De  las  elecciones  de  los  ministros  de  lafacuU 
íad  médica, 

Art.  19.  En  la  junta  general  del  mes  de  No- 
viembre de  cada  dos  aüos,  se  anunciará  por  el 
director  que  en  la  próxima  de  Diciembre  se  ele- 
girán los  ministros  de  la  facultad  :  este  anuncio 
será  fijado  por  el  secretario  en  la  puerta  de  la 
sala  de  las  sesiones  desde  la  misma  noche,  y  será 
circulado. entre  tudos  los  miembros  de  la  facultad. 

Art.  20.  Todos  los  miembros  de  la  facultad 
tienen  voto,  para  la  elección  de  ministros  de  en- 
tre el  número  de  los  propietarios  con  tal  que  ha- 
yan asistido  por  lo  menos  &  las  dos  juntas  gene- 
rales últimas. 

Art.  21.  Todos  los  miembros  electores  lleva- 
rán &  la  junta  de  las  elecciones  sus  votos  escritos 
por  separado  en  diferentes  boletas,  para  director, 
vicedirector,  primero  y  segundo  conciliarios, 
censor  y  conjueces  en  esta  furnia  :  para  director 
nombro  al  Sr.  N. :  para  vicedirector  al  Sr.  N.,  &c. 

Art.  22.  Para  ser  director  y  vicedirector  es  ne- 
cesaria la  pluralidad  absoluta,  esto  es,  la  mitad 
de  los  votos  y  uno  mas,  por  lo  menos.  Si  ningu- 
no de  los  elegidos  la  tuvieren,  entonces  se  vota- 
rá de  nuevo  sobre  los  dos  que  hayan  reunido 
mas  votos. 

Art.  23.  Para  ser  conciliario,  censor  y  conjue- 
ces basta  la  pluralidad  relativa,  esto  es,  la  reu- 
nión del  mayor  número  de  votos. 

Art  24.  Dentro  del  término  de  quince  días,  y 
no  después,  podrán  renunciar  sus  oficios  los  nue- 
vamente elegidos :  después  de  este  término,  no 
se  les  admitirá  la  renuncia,  excepto  en  caso  de 
enfermedad  que  imposibilite  la  asistencia  á  las 
sesiones,  ó  de  ausencia  indispensable  por  orden 
del  Gobierno,  ó  por  atención  personal  absoluta- 
mente necesaria  á.su  propiedad. 

Art.  25.  £n  caso  de  renuncia  de  alguno  ó  al- 
gunos de  los  ministros  dentro  del  término  del 
art.  24,  el  director  convocará  á  junta  general  ex- 
traordinaria antes  del  dia  25  del  mes  de  Diciem- 
bre para  llenar  el  oficio  ú  oficios  que  pueden  va- 
cantes. 

Art.  26.  En  cualquier  otro  tiempo  y  por  los 
motivos  del  art.  24  podrán  los  ministros  hacer 
renuncia  de  sus  oficios.  En  este  caso  la  junta  ge- 
neral debe  conocer  la  justicia  ó  injusticia  de  la 
renuncia  y  admitirla  ó  desecharla   por  votación. 

Art.  27.  Uno,  mas,  6  todos  los  ministros  de  la 
facultad   podrán  ser  reelegidos  por  una  sola  vez. 

Art.  28.  Los  ministros  elegidos  serán  puestos 
en  posesión  de  sus  oficios  en  la  primera  jtinta  de 
Enero. 
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.SECCIÓN  QUINTA. 

De  las  juntas  ordinarias  generales,  6  de  los 

miembros  de  la  facultad,  y  particulares^  6 

solamente  de  los  ministros,  y  de  las 

extraordinarias* 

Art.  29.  Habrá  juntas  ordinarias  generales  y 
particulares:  las  generales  serán  compuestas  de 
todos  los  miembros  ordinarios  de  la  facultad  y 
se  celebrarán  el  dia  primero,  ó  en  caso  de  ser 
festivo,  el  segundo  de  cada  mes:  las  particulares 
serán  compuestas  de  los  ministros  en  oficio,  esto 
es,  el  director,  vicedirector,  conciliarios,  censor 
y  dos  conjueces  con  asistencia  del  secretario  y 
se  celebrarán  semanalmcnte  en  el  sábado  ó  vier- 
nes, si  esie  es  festivo. 

Art.  30.  El  director  puede  convocar  junta  ge- 
neral ó  particular,  siempre  que  lo  juzgue  oportu- 
no. A  petición  escrita  y  firmada  de  dos  minis- 
tros, convocará  junta  particular;  y  á  petición 
escrita  y  firmada  de  cinco  miembros  convocará 
junta  general:  indicando  en  ambos  casos  el  ob- 
jeto ú  objetos  precisos  de  la  reunión. 

Art.  31.  Las  sesiones  tanto  de  las  juntas  ge- 
nerales como  de  las  particulares  se  celebrarán 
en  la  sala  de  la  facultad ;  y  mientras  la  corpora- 
ción tiene  local  fijo,  en  la  casa  morada  del  direc- 
tor. 

Art.  32.  Todas  las  sesiones  tanto  de  las  jun- 
tas generales  como  de  las  particulares  deben  con- 
vocarse al  punto  de  oraciones  por  la  noche. 

Art.  33.  No  se  celebrará  junta  general  sin  que 
hoya  la  mitad  de  los  miembros  de  la  facultad  re- 
sidentes en  la  ciudad,  por  lo  menos.  Ni  habrá 
junta  particular  sin  la  asistencia  de  cuatro  minis- 
tros por  lo  menos,  fuera  del  secretario. 

Art.  34.  El  director  abrirá  la  sesión  con  un 
toque  de  campana,  anunciando  en  alta  voz  que 
está  abierta  la  sesión  de  la  junta  general  ó  parti- 
cular de  la  facultad. 

Art.  35.  En  sesión  los  ministros  ocuparán  sus 
puestos  por  el  orden  do  sus  oficios  (art.  11)  y  los 
miembros  por  el  de  antigüedad  de  recepción  ó 
incorporación. 

Art.  36.  Toda  sesión  ordinaria  de  la  junta  ge- 
neral se  dividirá  en  dos  partes:  la  primera  será 
de  una  hora,  con  el  nombre  de  sesión  privada, 
para  tratar  los  negocios  puramente  económicos 
de  la  facultad :  la  segunda  será  pública  para  leer 
los  informes  ó  análisis  de  los  discursos,  memo- 
rias, libros  ú  otros  escritos  que  hayan  sido  pre- 
sentados á  la  facultad. 

Art.  37.  Las  sesiones  durarán  hasta  las  doce 
de  la  noche,  su  asistencia  hasta  entonces  será 
obligatoria,  pueden  prolongarse  mas,  siendo  en- 
tonces BU  asistencia  voluntaria. 
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SECCIÓN  SEXTA. 

De  las  deliberaciones  de  la  facultad, 

Art.  38.  NingUQ  punto  por  deliberar,  ningún 
escrito  grande  ó  pequeño  que  se  someta  &  la 
consideración  de  la  facultad,  irá  á  la  junta  gene- 
ral sin  haber  pasado  antes  por  la  junta  de  mi- 
nistros. Solo  las  elecciones  de  los  ministros,  la 
votación  de  fondos  y  de  su  inversión,  la$  censu- 
ras y  penas  dibcrecionales  y  la  expulsión  de  los 
miembros,  son  consideradas  desde  el  principio  y 
deliberadas  deñnitivamente  por  volacion  cu  la 
junta  general. 

Art.  39.  Toda  proposición  que  se  someta  á  la 
deliberación  de  la  facultad,  debe  ser  hecha  por 
escrito  y  firmada  por  tres  miembros,  ó  solo  por 
el  director  y  el  censor,  y  será  asentada  en  la  ac- 
ta de  la  junta  en  que  se  haga  ;  se  pasará  á  la  in- 
mediata junta  particular  para  que  informe;  con 
su  informe  volverá  á  la  junla  general  próxima 
para  que  la  discuta  y  delibere  por  votación. 

Art.  40.  El  tenor  de  las  sesiones  está  regido 
por  un  reglamento  económico. 

Art.  41.  Cuando  la  mayoría  de  los  miembros 
pidan  á  la  voz  de  la  discusión,  la  deliberación 
por  balota  se  pasará  esta,  poniendo  antes  el  di- 
rector la  cuestión  en  términos  de  votación. 

Art.  42.  Ninguna  nueva  orden  que  concierna 
á  todos  los  miembros  ó  bl  cuerpo  de  médicos,  ci- 
rujanos y  farmacéuticos,  ningún  artículo  regla- 
mentario de  la  escuela,  sociedad  ú  otro  estable- 
cimiento de  la  facultad,  tendrán  fuerza  ó  serán 
puestos  en  práctica,  sin  haber  obtenido  la  confir- 
mación en  una  junta  inmediatamente  siguiente  á 
aquella  en  que  hayan  sido  votados. 

Art.  43.  Ningún  miembro  tendrá  voto  en  cau- 
sa ó  asunto  que  le  concierna. 

Art.  44.  Toda  votación  será  secreta  y  por  ba- 
lota, ó  por  escrito  en  caso  de  elección:  solo  pa- 
ra consultar  la  mayoría  acerca  de  si  la  cuestión 
deba  ya  volarse,  se  hará  por  la  demostración  de 
ponerse  en  pié  los  que  estén  por  la  afirmativa. 
Ninguna  decisión,  aun  la  mas  insignificante,  se- 
rá tomada  por  aclamación. 

Art.  45.  Siendo  este  reglamento  provisional, 
y  solo  por  via  de  ensayo,  sus  artículos  podrán 
ser  anulados,  modificados  ó  añadidos;  y  se  po- 
drá reformar  en  el  todo  ó  en  sus  partes  según  el 
tenor  del  artículo  42. 

Art.  46.  Pasado  un  aüo  de  sancionado  e&te 
reglamento,  no  podrá  ser  anulado  en  todo  ó  en 
parle,  modificado  ó  añadido  sin  citación  previa  y 
expresa  de  una  de  las  juntas  generales  ordina- 
rias destinada  particularmente  á  este  objeto.  Des- 
pués del  informe  de  la  junta  de  ministros,  la  re- 
forma será  discutida  en  dos  juntas  generales  di- 
ferentes: si  es  deliberada  en  la  segunda,  pasar& 
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á  la  confirmación  en  la  tercera,  si  esta  es  neM* 
da,  no  podrá  volverse  á  presentar  hasta  pasados 
dos  años. 

SECCIÓN  SÉPTIMA. 

De  la  corte  de  examinadores^  del  examen  y  de 

la  recepción  é  incorporación  de  los  miem* 

broSf  y  de  la  jurisdicción  de  lafacuU 

iad  sobre  estos. 

Art.  47.  Habrá  una  corte  de  examinadores  de 
la  facultad  médica,  y  será  compuesta  del  direc- 
jtor,  (presidiendo  en  su  falta  el  vicedirector)  del 
vicedirector,  de  los  dos  conciliarios,  del  censor, 
y  de  los  dos  conjueces,  catedráticos  por  lo  me- 
ónos, uno  profesor  cirujano,  y  otro  profesor  far- 
macéutico. £n  caso  de  faltar  uno  ó  mas  miem- 
bros, el  director,  ó  ministro  que  presida,  nom- 
.brará  uno  ó  mas  ministros  interinos  de  entre  los 
catedráticos,  ó  á  falta  de  estos,  de  los  demás 
jmiembros  propietarios,  y  á  falta  de  estos  d3  los 
miembros  ordinarios  mas  antiguos  de  la  facultad, 
para  que  esté  siempre  completo  el  número  de 
siete  examinadores. 

¡  Art.  48.  Cualquiera  que  haya  hecho  en  las 
Universidades  de  Colombia  los  cursos  prescritos 
en  sus  reglamentos  particulares  de  estudios,  y 
haya  obtenido  el  grado  de  doctor,  ó  que  haya  si- 
do revalidado  de  cirujano  ó  boticario  latinos,  de 
carrera  regular  por  cualquiera  de  las  otras  fa- 
cultades médicas  de  la  República,  queda  por  el 
mismo  hecho  habilitado  para  ejercer  su  profe- 
sión en  los  departamentos  de  la  jurisdicción  de 
I  la  facultad  de  Caracas. 

!|     Art.  49.  Los  médicos  de  otras  Universidades 
I  y  protomedicalos   de   la  República,  y  los  médi- 
j  eos,   cirujanos  y  farmacéuticos  que  en   adelante 
¡  sean  formados  de  un  modo  regular  y  conforme 
I  á  los  estatutos  de  estudios  de  las  otras  Universi- 
í  dades  y  facultades   médicas  de  la  República,  po- 
I  drán  ser  incorporados  si  lo  desean,  abonando  so- 
flámente su  derecho  de  inscripción  de  veinticinco 
¡  pesos,  y  el  general  de  suscripción  de  doce  pesos 
por  el  tiempo  que  residan  en  los  departamentos 
de  la  jurisdicción  de  la  facultad  para  los  fondos 
de  esta. 

Art.  50.  «Los  cursos  de  estudios,  los  actos  de 
examen  por  que  deban  pasar  los  aspirantes  á  ser 
miembros  de  la  facultad  com(»  médicos,  y  los  de- 
rechos que  respectivamente  deban  abonar,  serán 
los  mismos  que  están  establecidos  en  los  artícu- 
los 54,  55,  56,  57,  58,  59,  83  hasta  95  inclusive, 
en  todos  los  capítulos  IX,  X,  XI,  XII  y  XIII, 
(del  reglamento  de  la  Universidad,  en  lo  concer- 
niente á  la  facultad  médica. 

Art.  51.  Corresponderá  á  la  facultad  de  medici- 
na el  examen  de  los  cirujanos  que  deben  acredí- 
itar  los  mismos  cursos  que  prescribe  este  decreto 
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para  los  doctorea  en  medicina,  y  practicar  los 
mismos  actos  que  estos,  siempre  que  no  tengan 
el  mismo^yuído,  pues  teniéndolo,  el  examen  será 
de  dos  l^K  solamente  en  la  materia  de  cirujía 
por  solo^iwco  examinadores,  sin  que  se  le  im- 
ponga el  deber  de  escribir  memoria,  formar  dis- 
curso sobre  punto,  ni  sufrir  el  segundo  examen 
práctico :  en  raso  de  aprobación  se  le  expedirá 
el  diploma  del  cuerpo.  Los  derechos  serán  los 
mismos  que  para  los  grados  de  doctores  en  me- 
dirina. 

Art.  52.  Todos  los  que  hayan  hecho  sus  estu- 
dios de  medicina,  de  cirujía  y  de  farmacia  en 
paises  extranjeros,  y  que  en  ellos  hayan  recibido 
los  correspondientes  grados  que  habilitan  pnra 
ejercer  la  profesión,  de  ningún  modo  la  ejerce- 
rán en  estos  departamentos,  sin  que  hayan  sido 
también  habilitados  por  la  facultad  de  medicina 
de  esta  capital,  precediendo  el  examen  que  abajo 
se  expresará:  cualquiera  que  contraviniere  in- 
currirá en  las  penas  establecidas  por  las  leyes  5^ 
y  6a  tít-  II,  y  la  12,  tít.  12,  lib,  10  de  la  Nov. 
Recopil. 

Art.  53.  El  examen  de  los  doctores  médicos, 
cirujanos  y  farmacéuticos,  que  hayan  recibido 
sus  grados  íuera  de  Colombia,  y  que  lo  acrediten 
debidamente,  se  verificará  en  una  sesión  por  los 
siete  examinadores  nombrados  por  la  facultad, 
como  se  ha  dicho  :  durará  dos  horas,  haciendo 
el  examinando  preguntáis  y  objeciones  sobre  los 
diversos  ramos  de  la  ciencia.  Concluido  el  axá- 
men  habrá  una  votación  como  la  prevenida  para 
los  grados,  y  si  resultare  aprobado,  se  le  dará 
un  diploma,  que  firmará  el  director  de  la  facul- 
tad y  los  examinadores,  en  que  conste  el  axá- 
raen  y  aprobación.  Con  este  documento  quedará 
habilitado  para  ejercer  la  profesión  en  todo  el 
distrito  de  Venezuela,  obteniendo  el  pase  del  In- 
tendente departamental,  y  cumpliendo  con  lo  de- 
mas  que  prescriban  las  leyes  y  reglamentos  de 
policía. 

Arf.  54.  Corresponderá  también  á  la  facultad 
de  medicina  examinar  á  todos  los  farmacéuticos, 
ó  boticarios  colombianos,  que  se  hallen  en  el  ca- 
so de  la  ley  la  tít.  13,  lib.  89  de  la  Nov.  Recop., 
lo  mismo  que  á  los  flebotoniistas  y  parteras  que 
deban  sufrir  examen :  para  cuya  instrucción  la 
facultad  médica  adoptará  las  medidas  que  juzgue 
mas  convenientes.  El  examen  para  los  farmacéu- 
ticos durará  hora  y  cuarto,  haciéndose  por  cinco 
examinadores,  nombrados  por  el  director,  los 
que  al  fin  del  acto  darán  su  voto  á  favor  6  en 
contra  de  la  aprobación.  El  de  los  sangradores 
y  parteras,  podrá  ser  por  uno  d  tres  examinado- 
res, y  durará  media  hora.  Todos  los  examina- 
dos obtendrán  el  respectivo  diploma,  que  se 
Í>re8entará  á  las  autoridades  locales.  Acerca  de 
08  que  fueren  reprobados,  se  observará  lo  que 
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dispone  la  ley  4a  tít.  12,  lib.  89  de  la  Nov.  Rec. 

Art.  55.  En  los  departamentos  de  Matnrin, 
Orinoco  y  Zulia  habrá  profesores  nombrados  por 
la  facultad  de  medicina  de  esta  Universidad,  para 
el  efecto  de  examinar  á  los  comprendidos  en  los 
artículos  anteriore*^  En  este  caso  el  cuerpo  de 
examinadores,  que  se  nombrará  entre  los  cor- 
responsables  de  la  facultad,  f^i  los  hubiere,  será 
de  tres  á  cinco,  y  durará  el  examen  por  el  tiem- 
po fijado  anteriormente.  Resultando  la  aproba- 
ción se  remitirán  los  documentos  de  los  médicos, 
cirujanos  y  farmacéuticos  á  la  facultad  médica 
de  esta  ciudad,  para  que  expida  el  diploma  de 
licencia,  que  en  este  caso  se  firmará  por  el  direc- 
tor de  la  facultad,  y  cinco  de  los  catedráticos,  ó 
doctores  mas  antiguos.  Los  sangradores  y  parte- 
ras recibirán  su  licencia  de  la  respectiva  munici- 
palidad, previo  el  certificado  de  examen  y  aproba- 
ción que  darán  los  examinadoras.  Cuando  sean 
tres,  presidirá  el  mas  antiguo. 

Art.  56.  Cuando  en  los  departamentos  de  Ma- 
turin,  Orinoco  y  Zulia  el  examen  y  habilitación 
de  boticarios  no  pueda  hacerse  por  falta  de  los 
cinco  examinadores  necesarios,  se  podrá  com- 
pletar el  número  á  petición  del  examinando, 
nombrando  los  que  falten  de  algún  pueblo  veci- 
no, con  tal  que  aquel  se  comprometa  á  pagar  las 
dietas  de  este  examinador  ó  examinadores  á  dos 
pesos  por  legua  de  camino  tanto  de  ida  como  de 
vuelta.  Sin  esta  circunstancia  el  examinando, 
por  falta  de  suficiente  número  de  examinadores, 
tendrá  que  venir  al  tribunal  de  la  facultad. 

Art.  67.  El  examen  de  sangradores  y  parte- 
ras en  los  tres  departamentos  citados  en  el  artí- 
culo anterior  y  en  las  ciudades  6  pueblos  del  de 
Venezuela,  cuando  no  hnya  el  suficiente  numero 
de  tres  examinadores,  será  hecho  por  un  comi- 
sionado de  la  facultad,  teniendo  presentes  los 
abusos  cometidos  particularmente  en  el  ramo  de 
partos  por  la  ignorancia  de  las  comadres. 

Art.  58.  Por  los  exámenes  de  farmacéuticos, 
y  por  la  reválida  de  los  doctores  médicos,  ciru- 
janos y  farmacéuticos  extranjeros,  recibirá  cada 
examinador  seis  pesos,  y  ademas  pagará  el  pre- 
tendiente ocho  pesos  por  el  diploma  para  curar 
de  medicina  o  cirujano  y  cincuenta  pesos  para 
las  cajas  de  la  facultad:  y  los  farmacéuticos  co- 
lombianos y  extranjeros  satisfarán  veinticinco 
posos  para  las  cajas  y  cuatro  por  el  diploma.  Los 
sangradores  y  parteras  pagarán  dos  pesos  á  ca- 
da examinador,  diez  para  la  caja  y  cuatro  por  el 
diploma. 

Art.  59.  El  censor  desempeñará  las  funciones 
del  fiscal. 

Art.  60.  En  caso  de  duda  en  puntos  de  dere- 
cho el  director  puede  nombrar  un  asesor  para 
cada  caso  particular. 

Art  61.  La  facultad  protegerá  y  defenderá  á 
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todos  BUS  miembros,  impidiendo  qne  cualquiera 
de  ellos  sea  ilegalmente  molestado  en  el  ejerci- 
cio de  sus  derechos,  privilegios  y  exenciones, 
como  miembros  de  la  facultad,  6  que  sea  privado 
de  estos. 

Art  62.  Si  la  facultad  recibe  informes  direc- 
tos por  escrito  y  firmados  contra  la  conducta  de 
cualquier  miembro,  tanto  en  el  ejercicio  de  su 
profesión  como  en  hablar,  recibir,  imprimir,  eje- 
cutar ó  hacer  ejecutar  un  acto,  que  segnn  vota- 
ción de  la  junta  general  sea  perjudicial  á  los  in* 
tereses  de  la  facultad  ó  contraria  á  su  honor,  ó 
deshonroso  á  la  profesión  médica,  sujetará  al 
actor  á  su  censura.  En  este  caso  calificará  el 
grado  del  delito  y  le  impondrá,  ó  una  multa  que 
no  pase  de  cien  pesos,  ó  una  suspensión  del  ejer- 
cicio de  su  profesión  por  un  tiempo  que  no  ex- 
cederá de  dos  meses,  ó  en  caso  de  gran  enormi- 
dad de  la  falta,  le  rayará  de  su  seno  prohibién- 
dole el  ejercicio  de  ella  por  un  tiempo  cuyo  lí- 
mite sea  discrecional  de  la  junta,  ó  hasta  que  se 
haya  reparado  el  mal.  En  caso  de  reincidencia, 
la  multa  será  doble  ó  triple,  y  la  suspensión  se- 
guirá el  mismo  orden  doble  ó  triple* 


SECCIÓN  OCTAVA. 

De  la  asistencia  á  las  juntas  particulares  y 
generales. 

Art.  63.  Todos  los  ministros  asistirán  en  los 
dias  señalados  á  las  juntas  particulares  ordina- 
rias y  á  las  extraordinarias  que  citare  el  director. 

Art.  64.  Se  pasará  por  el  secretario  lista  no- 
minal de  todos  los  siete  ministros  que  componen 
la  junta  particular  al  principio  y  al  fin  de  la  se- 
sión. Al  que  no  esté  en  la  sala  se  le  pasará  una 
raya,  en  cada  junta  en  que  falte,  por  lo  que  pa- 
gará una  multa  de  un  peso. 

Art.  65.  Todos  los  ministros  y  miembros  de 
la  facultad  que  residan  y  practiquen  en  Caracas 
deberán  asistir  á  las  juntas  generales. 

Art.  66.  Se  pasará  por  el  secretario  lista  nomi- 
nal de  todos  los  ministros  y  miembros  residentes 
en  Caracas  y  que  se  consideran  como  asistentes 
á  la  ¡unta  al  principio  y  fin  de  la  sesión.  Al  que 
no  esté  entonces  en  la  sala  se  Je  pasará  una  raya 
por  cada  junta  en  que  falte,  por  la  que  pagará  la 
multa  de  un  peso. 

Art.  67.  La  falta  de  salud,  las  ocupaciones 
fuera  de  la  capital  en  servicio  del  Gobierno,  ó  en 
negocios  muy  urgentes,  y  comprobados,  eximen 
de  la  aristencia  y  de  incurrir  en  la  multa  de  los 
artículos  64  y  66.  En  el  caso  primero  lo  hará 
saber  el  miembro  imposibilitado  de  asistir,  por 
medio  de  otro  miembro,  al  secretario,  en  los  dias 
mismos  de  junta  :  en  el  segundo  y  tercer  caso, 
lo  noticiará  antes  de  ausentarse  al  secretario  pa« 
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ra  que  lo  informe  ala  janta;  nn  estos  requintos 
incurrirá  en  la  multa  siempre  que  falte. 

SECCIÓN  NOVENA. 

De  los  miembros  honorarios. 

Art.  68.  La  facultad  podrá  nombrar  miembros 
honorarios  solamente  &  los  profesores  de  muy 
conocida  eminencia,  extranjeros  ó  nacionales,  en 
cualquiera  de  los  tres  ramos  del  arte  de  curar,  ó 
en  los  de  ciencias  físicas  accesorias  á  la  Medici- 
na, como  Química,  Botánica  ü  otro  ramo  de  his- 
toria natural. 

Art.  69.  Para  ser  miembro  honorario  es  nece- 
sario que  la  propuesta  sea  hecha  y  firmada  de 
tres  miembros  de  la  facultad,  qne  sea  fijada  en  la 
puerta  de  la  sala  de  las  sesiones  y  circule  entre 
todos  los  miembros  por  io  menos  un  mes  antes 
de  ser  votada,  y  que  la  votación  sea  á  pluralidad 
absoluta,  ó  uno  mas  que  la  mitad  de  todos  los 
miembros  concurrentes. 

Art.  70.  Admitida  que  sea  la  propuesta  se 
mandará  á  tirar  el  diploma  que  se  acompañará 
al  sabio  recibido  con  un  oficio  de  remisión  á 
nombre  de  toda  la  facultad  y  firmado  por  todos 
sus  ministros. 

Art.  71.  Los  miembros  honorarios  están  exen- 
tos de  todo  derecho  de  inscripción,  suscripción  y 
de  asistencia  necesaria  á  las  juntas,  aun  cuando 
residan  en  esta  capital. 

SECCIÓN  DÉCIMA. 

De  los  fondos  de  la  facultad^  del  tesorero,  de 

la  votación  de  gastos  y  de  la  revisión  de 

cuentes, 

Art.  72.  Los  fondos  de  la  facultad  se  compon- 
drán, primero:  délos  derechos  de  recepción  é 
incorporación  de  sus  miembros  :  segundo :  de 
las  suscripciones  anuales  de  estos:  tercero:  de 
los  derechos  de  visita  de  botica  anualmente : 
cuarto  ;  de  los  auxilios  quo  el  Gobierno  le  con- 
cediere: quinto:  de  las  donaciones  de  bienhe- 
chores: sexto:  délos  derechos  de  escuela,  se- 
gún la  organización  que  á  esta  se  le  dé  mas  ade- 
lante: séptimo:  de  las  multas. 

Art.  73.  Los  derechos  de  recepción  é  incor- 
poración en  la  facultad  serán  arreglados  á  los 
artículos  49,  51  y  58. 

Art.  74.  La  cuota  de  la  suscripción  anual  pa- 
ra todos  los  miembros  será  de  doce  pesos. 

Art.  75.  Todos  los  médicos  miembros  del  pro- 
tomedicato  de  Caracas,  que  queda  refundido  en 
la  facultad  médica,  siendo  miembros  ordinarios 
natos  de  esta,  solo  deberán  abonar  el  derecho  de 
suscripción  anual* 
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Art.  76.  El  derecho  de  risita  anual  de  botica 
será  de  nueve  pesos. 

Art.  77.  Todas  las  boticas  del  departamento 
pagarán  este  derecho  al  tesorero  de  la  facultad, 
ó  &  sus  comisionados. 

Art.  78.  El  vicedlrector  será  el  tesorero. 

Art.  79.  Ningún  gasto  que  pase  de  veinticin- 
co pesos  será  hecho  sin  ser  votado  por  la  junta 
general,  á  propuesta  del  director  y  censor,  ó  de 
tres  miembros  según  el  artículo  38. 

Art  80.  Todo  gasto  menor  de  veinticinco  pe- 
sos para  objetos  puramente  económicos  de  la  fa- 
cultad, V.  g.  composición  del  local,  moviliario, 
alumbrado  y  otros  semejantes,  puede  ser  pro- 
puesto y  votado  en  junta  particular  de  los  minis- 
tros. La  proposición  puede  ser  hecha  siempre, 
por  escrito,  por  uno  solo  cualquiera  de  los  mi- 
nistros. 

Art.  81.  Ninguna  cantidad  será  sacada  del  te- 
soro de  la  facultad,  sin  cubrir  la  partida  con  un 
libramiento  del  director,  visado  por  el  censor  y 
con  la  nota  de  la  junta  particular  ó  general  en 
que  se  acordó.  El  vicedirector  será  responsable 
de  toda  cantidad  que  salga  de  la  tesorería  sin  es- 
tos requisitos. 

Art.  82.  En  la  junta  general  del  mes  de  No- 
viembre de  cada  año,  se  elegirá  un  juez  de  cuen- 
tas, que  junto  con  los  dos  conciliarios  forme  una 
comisión  para  revisar  y  juzgar  las  cuentas  dadas 
por  el  vicedirectoj:  tesorero. 

Art.  83.  En  caso  de  reparo  ó  desaprobación 
de  las  cuentas,  pasarán  estas  con  todo  lo  actuado 

Sor  la  comisión  de  revisión  á  la  junta  general  de 
diciembre  para  que  delibere.  En  este  caso  el  vi- 
cedirector asistirá  á  la  sesión  si  quiere,  para  res- 
ponder á  los  reparos,  ó  lo  hará  si  mejor  le  place 
por  escrito,  ocho  dias  antes  de  la  celebración  de 
la  junta  general,  para  lo  cual  recibirá  copia  de 
estos  reparos  é  invitación  del  director  para  con- 
testar por  escrito  ó  de  palabra  en  la  junta  general. 
Art.  84.  La  junta  general  de  Diciembre  to- 
mando en  consideración  los  reparos  de  la  comi- 
sión de  revisión  de  cuentas  y  los  descargos  del 
vicedirector,  votará  acerca  de  aquellos  y  estos, 
y  condenará  al  pago,  6  absolverá  de  él  por  plena 
votación,  y  de  modo  que  se  termine  el  arreglo 
de  las  cuentas  antes  de  entrar  el  próximo  año. 

SECCIÓN  UNDÉCIMA. 

De  la  escuela  de  la  facultad  médica. 

Art  85.  El  curso  de  estudios  médicos,  su  dis- 
tribución, duración,  exámenes,  actos  y  califica- 
ciones previas  para  entrar  en  él,  y  las  necesarias 
para  ganarlo,  y  reeibir  los  grados  6  diplomas  en 
sus  tres  diferentes  ramos,  son  en  todo  conformes 
al  reglamento  de  estudios  de  la  Uaiversidad. 
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SECCIÓN  DUODÉCIMA. 

De  la  sociedad  de  la  facultad  médica,  de  la  ¿t- 

bliotecay  del  museo  y  del  aparato  filosófico- 

químico» 

Art.  86.  La  facultad  médica  formará  una  so- 
ciedad médica  de  instrucción  bajo  un  reglamen- 
to especial. 

Art.  87.  Los  miembros  de  la  facultad,  serán 
también  socios  de  esta  sociedad. 

Art.  88.  La  sociedad  se  formará,  ademas  de 
los  miembros  de  la  facultad,  de  todos  los  cursan- 
tes de  medicina  y  demás  individuos  de  letras  que 
quieran  ser  socios. 

Art.  89.  Tanto  los  miembros  de  la  facultad 
como  los  demás  socios,  abonarán  un  derecho  de 
inscripción  y  otro  de  suscripción  anual,  mientras 
sean  miembros  ordinarios,  según  se  establezca 
en  el  reglamento  de  esta  corporación. 

Art.  90.  Luego  que  la  facultad  establezca  la 
sociedad  médica,  formará  como  establecimientos 
indispensables  y  anexos  á  ella  una  biblioteca,  un 
museo,  y  un  aparato  de  instrumentos  ñlosóíico- 
químicos,  cuyo  principio,  adelanto  y  conserva- 
ción serán  del  cuidado  de  la  facultad,  y  estarán 
bajo  el  reglamento  de  la  sociedad  médica. 

REGLAMENTO    ECONÓMICO 

De  las  sesiones  de  la  facultad. 

Art.  19  El  director  abrirá  toda  sesión  con  un 
toque  de  campana  anunciando  en  alta  voz  que 
esta  principia.  Entonces  cada  socio  ocupará  su 
asiento.  Ninguno  estará  en  pié,  ni  hablará  en 
tono  que  interrumpa  al  que  tenga  la  palabra. 

2.  Él  socio  que  quiera  hablar  pedirá  la 
palabra  poniéndose  de  pié,  y  continuará  sin  ser 
interrumpido  por  ningún  otro,  ni  aun  por  el  di- 
recto),  excepto  para^Uamarle  al  orden  ;  luego  que 
concluya  volverá  á  tomar  su  asiento. 

3.  Cuando  dos  ó  mas  socios  se  paren  á  un 
mismo  tiempo  en  señal  de  pedir  la  palabra,  ha- 
blará primero  el  miembro  que  quede  á  la  dere- 
cha del  director:  si  ambos  están,  hablará  prime- 
ro el  que  quede  mas  inmediato  al  director. 

4.  Ningún  miembro  hablará  acerca  de  un  mis- 
mo asunto,  mas  de  dos  veces  en  una  misma  se- 
sión, excepto  que  sea  concernido  en  el  asunto,  ó 
haya  propuesto  el  punto  ó  memoria  en  discu- 
sión, que  hablará  cuantas  veces  quiera,  ó  se  le 
ofrezca  contestar. 

5.  Ningún  miembro  dirigirá  la  palabra  á  otro 
miembro,  sino  siempre  al  director  aun  para  con- 
testar cargos  ó  argumentos  que  haya  hecho  otro 
miembro. 

6.  No  es  permitido  en  la  discusión  usar  de  pa- 
labras ó  expresiones  que  ofendan  á  algún  roiem'^ 
bro  6  al  decoro  de  la  facultad. 
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7.  A  la  ma«  tijera  contrareneion  á  cualquiera 
(le  estos  artículos,  el  director  llamará  al  orden 
por  un  golpe  de  campana. 

8.  En  caso  que  el  director  no  llame  al  orden 
por  una  casual  distracción,  el  censor  y  cualquie- 
ra otro  socio  está  autorizado  para  indicarlo  en 
alta  voz  y  desde  su  asiento,  siempre  que  se  que- 
brante. 

9.  £1  socio  que  después  de  ser  llamado  al  or- 
den por  el  director  insista  en  quebrantarle  por 
segunda  Tez,  desatendiendo  temerariamente  y  en 
acto  continuo  á  su  amonestación,  incurrirá  en  la 
multa  de  dos  pesos,  y  en  la  de  cuatro  si  insistie- 
re quebrantándolo  por  tercera  vez,  y  si  se  obsti- 
na se  excluirá  de  la  sala,  y  aun  de  la  facultad, 
según  la  enormidad  de  la  falta;  decidiendo  cual- 
quiera de  estas  dos  exclusiones  la  facultad  por 
votación. 

10.  Cuando  el  director  ó  alguno  de  los  miem- 
bros considere  que  el  punto  en  cuestión  ha  pa- 
sado ya  por  la  discusión  necesaria,  se  consultará 
la  mayoría  de  la  junta  si  debe  llevarse  á  votación, 
y  esta  mayoría  se  denotará  poniéndose  en  pié  Jos 
que  estén  por  la  afirmativa. 

11.  Si  el  punto  por  votar  puede  reducirse  por 
la  votación  á  la  afirmativa  ó  á  la  negativa,  el  di- 
rector si  cree  que  la  votación  debe  ser  secreta, 
mandará  al  secretario  que  reparta  las  balotas  á 
los  miembros  en  sus  asientos,  que  tome  razón 
del  número  de  las  repartidas,  proceda  á  recoger- 
las y  haga  el  escrutinio  delante  de  dos  de  los  ofi- 
ciales ó  ministros  presentes :  si  fuere  pública  se 
hará  por  el  método  indicado  de  levantarse  los 
que  estén  por  la  afirmativa,  según  el  art.  10. 

12.  Cada  miembro  en  votación  secreta,  vota- 
rá por  la  afirmativa  poniendo  su  balota  á  Ja  de- 
recha de  la  caja  que  lleva  el  rótulo  afirmativa; 
y  por  Ja  negativa,  alojándola  en  el  izquierdo  ro- 
tulado negativa. 

En  votaciones  para  la  elección  de  los  ministros 
de  la  facultad,  ó  para  cuestiones  que  no  pueden 
reducirse  á  la  simple  expresión  de  sí,  6  no,  los 
miembros  escribirán  su  voto  en  boletas  de  papel 
y  esperarán  en  sus  asientos  á  que  el  secretario 
las  recoja. 

13.  Cualquier  miembro  puede  salir  de  la  jun- 
ta, siempre  qne  sus  quehaceres,  ú  otro  mojLivo 
urgente  lo  hagan  necesario,  noticiándolo  al  se- 
cretario para  que  lo  anote  en  la  acta  de  aquella 
sesión,  y  sirva  de  excusa  para  el  pago  de  las 
multas. 

14.  £1  presidente  cerrará  la  sesión,  anuncián- 
dolo en  alta  voz,  no  antes  de  las  doce  de  la  no- 
che, según  el  art.  37  del  reglamento. 

£1  Secretario  de  Estado  y  general  d«  mi  des- 
pacho está  encargado  de  comunicar  este  decreto 
á  quienes  corresponda. 
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Cuartel  general  libertador  en  Caracas  á  25  de 

Junio  de  1827.— 17. 

Siman  Bolívar* 
Por  el  Libertador  Presidente. — £1  Secretario 

de  Estado  y  general  de  S.  E. 

/•  A.  Revenga. 

FACULTAD  medica,  resolución  db  la  mis* 
MA,  DE  26  DE  SETIEMBRE  DE  1834  'permitien- 
do la  incorporación  en  su  seno  de  los  ciruja* 
nos  del  antiguo  protomedicato. 

Estado  de  Venezuela.— Facultad  Médica. — Cara- 
cas Setiembre  26  de  1834. 

Sr.  Secretario  de  C.  en  el  D.  del  Interior  y  Jus- 
ticia. 

Estando  ]a  Facultad  autorizada  por  el  estatuto 
que  ]a  rige,  para  añadir,  modiñcar,  ó  suprinoir 
algunos  de  los  artículos  de  él,  bajo  las  formas  y 
restricciones  del  mismo  estatuto ;  ha  tomado  en 
consideración  la  proposición  de  incorporar  en  su 
seno  los  cirujanos  que  pertenecian  al  antiguo 
protomedicato^  hecha  por  uno  de  sus  miembros 
y  suficientemente  apoyada,  en  23  de  Enero  ulti- 
mo ;  la  cual  fué  informada  en  junta  de  ministros 
de  30  del  mismo,  discutida  y  unánimemente 
aprobada  por  primera  y  segunda  vez,  en  juntas 
generales  de  Julio  y  Agosto  últimos;  y  habien- 
do sido  confirmada  con  la  misma  unanimidad  en 
la  junta  general  de  I9  del  corriente,  conforme  al 
artículo  46  de  su  reglamento,  en  los  mismos  tér- 
minos que  se  propuso,  á  saber:'  "propongo  á  la 
Facultad  Médica  de  Caracas  tome  en  considera- 
ción la  conveniencia  de  incorporar  al  seno  de  es* 
te  cuerpo  á  los  cirujanos  del  antiguo  protomedi- 
cato que  quieran  y  expresen  por  escrito  el  deseo 
de  esta  incorporación,  sujetándose  á  los  estatu- 
tos de  la  Facultad  como  miembros  ordinarios: " 
se  acordó  oficiar  á  US.  para  que  por  la  Gaceta 
del  Gobierno,  se  sirva  hacer  que  llegue  á  noti- 
cia de  los  que  quieran  hacer  uso  de  dicho  acuer- 
do.— Dios  guarde  á  US. 

(Firmado.)  Dr.  José  Joaquin  Hernández. 
Es  copia. — Vrhaneja. 
FACULTAD  medica,  resolución  de  la  mis- 
ma DE  19  DE  FEBRER9  DE  1836  dictando  rC" 
fflas  para  la  incorporación  en  ella  de  los  que 
hayan  recibido  sus  grados  fuera  de  Vene* 
zuela. 

República  de  Venezuela.—- Facultad  Médica.— 
Núm.  1.— Caracas  Febrero  19  de  1836. 

Sr.  Secretario  de  £•  en  los  DD.  del  Interior  y 

Justicia. 

Considerando  la  Facultad  que  debía  aclarar  el 
artículo  53  de  sus  estatutos;  con  arreglo  al  46 
lo  refundid  en  el  siguiente : 

''£1  examen  de  los  doctores  médicos,  ciruja* 
nos  y  fanuacéttticos  que  hayan  libido  sos  gra* 
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dos  fuera  d«  Yeneancla,  lo  acreditarán  manifes- 
Cando  el  título  original  de  la  Facultad  Médica,  6 
Universidad  que  lo  expidió,  y  en  caso  de  pérdi- 
da por  naufragio,  incendio  ti  otro  aceidentet  pre« 
sentando  certificación  competente  del  cuerpo 
científico  de  donde  emanó,  legalizada  por  el  Cón- 
sul de  Venezuela,  donde  lo  haya,  y  donde  no, 
por  el  Ministro  de  Relaciones  Exteriores;  se 
verificará  en  una  sesión  por  los  siete  examinado- 
res, nombrados  por  la  Facultad  como  se  ha  di- 
cho :  durar&  dos  horas,  haciendo  al  examinado 
preguntas  y  objeciones  sobre  los  diversos  ramos 
de  la  ciencia,  en  el  idioma  castellano  ó  el  latino; 
concluido  que  sea  el  examen  habrá  una  votación 
como  la  prevenida  para  los  grados,  y  si  resultare 
aprobado,  se  le  dará  un  diploma  que  firmará  el 
Director  de  la  Facultad  y  los  examinadores,  en 
que  conste  el  examen  y  aprobación ;  con  este 
documento  quedará  habilitado  para  ejercer  la 
profesión  en  toda  Ja  Repüblica  de  Venezuela, 
obteniendo  el  pase  del  Gobernador  de  la  prorin- 
eia,  y  cumpliendo  con  lo  demás  que  prescriban 
las  leyes  y  reglamentos  de  policía." 

Y  á  fin  de  que  tenga  la  fuerza  necesaria  lo 
transcribo  á  US.  para  inteJigencia  del  Gobierno 
y  que  se  sirva  hacerlo  publicar  en  la  Gaceta. 
Soy  de  ÜS.  atento  servidor.  | 

(Firmado.)  José  R*  de  Martin. 
Es  copla. —  Urhaneja* 
FACULTAD  medica,  resolución  de  la  mis- 
ma DE  10  DE  noviembre  DE  ISSS  disponiendo 
que  los  profesores  le  presenten  sus  diplomas 
para  la  toma  de  razón. 

República  de  Venezuela. — Facultad  Médica. — 
Caracas  Noviembre  10  de  1838. 

Sr.  Secretario  de  E.  en  los  J>D*  del  Interior  y 
Justicia. 

Notando  la  Facultad  que  algunos  profesores 
en  medicina  han  descuidado  presentarie  sus  di- 
plomas para  la  competente  toma  de  razón,  y  sien- 
do este  un  requisito  necesario  para  que  se  les 
considere  como  tales  facultativos;  á  fín  de  evi- 
tar todo  motivo  de  queja,  acordó  excitar  á  que 
llenen  este  deber,  así  á  los  antiguos  que  no  lo 
hayan  hecho,  como  á  los  que  se  hayan  recibido 
nuevamente,  y  al  efecto  dispuso  oficiar  á  US. 
para  que  se  sirva  hacer  estampar  este  acuerdo 
en  la  Gaceta  de  Gobierno. 
Soy  de  ÜS.  atento  servidor. 

(Firmado.)  José  R*  de  Martin. 
FACULTAD  medica,  reglamento  formado 
POR  ella  para  la  organización  de  las  bo- 
ticas Y  DROGUERÍAS.  Yéasc  Boticas* 
FACULTAD  medica,  resolución  ejecutiva 
DB  28  DE  FEBRERO  DE  1853  declarando  que 
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puede  examinar  y  expedir  tünJos  de  ciruja* 
nos  dentistas. 

Secretaria  del  Interior.— Sección  cuarta.— Cara- 
cas Febrero  28  de  1853.— Resuelto. 

Visto  el  expediente  formado  con  motivo  de 
haber  solicitado  la  Facultad  Médica  que  el  Go- 
bierno apruebe  el  acuerdo  que  ha  celebrado  so- 
bre exámenes  para  obtener  títulos  de  cirujanos 
dentistas,  y  oida  también  la  opinión  de  la  Direc- 
ción general  de  Instrucción  pública  y  el  dicta- 
men del  Consejo  de  Gobierno  sobre  el  particular. 
Se  ha  fundado  la  Facultad  para  celebrar  el  re- 
ferido acuerdo  en  las  disposiciones  del  artículo 
89  sección  segunda  del  decreto  del  Libertador 
de  25  de  Junio  de  1827  que  la  creó;  y  aunque 
en  realidad  el  mencionado  artículo  solo  le  facul- 
ta explícitamente  para  examinar  y  dar  títulos  de 
Cirujanos,  de  Boticarios,  de  Sangradores  y  de  Par- 
teras, sin  hacerse  mención  de  los  Cirujanos  den- 
tistas, tal  silencio  fué  debido  indudablemente  á 
que  por  la  época  en  que  se  expidió  el  referido 
decreto  era  desconocido  en  el  país  este  ramo  de 
la  Cirujía  menor,  y  así  por  esto,  como  por  las 
razones  de  utilidad,  conveniencia  y  policía  médi- 
ca que  se  han  interesado  por  la  Facultad  y  por 
la  Dirección  general  de  estudios,  se  evidencia  la 
necesidad  de  dictar  una  resolución  que  pueda 
servir  á  aquella  de  norte  para  proceder  en  lo  su- 
cesivo en  tan  delicada  materia. 

Por  los  artículos  8?  y  99  del  referido  decreto 
del  Libertador,  la  Facultad  Médica  es  una  sec- 
ción de  la  Universidad ;  y  por  la  ley  14  del  Có- 
digo de  instrucción  pública  el  Poder  Ejecutivo 
está  autorizado  para  reglamentar,  con  el  acuer- 
do del  Consejo  de  Gobierno,  lodo  lo  concernien- 
te á  la  enseñanza  en  estos  establecimientos.  En 
consecuencia,  y  atendiendo  á  lag  razones  enun- 
ciadas, S.  E.  el  Poder  Ejecutivo  de  conformidad 
con  el  dictamen  del  Consejo,  declara :  que  la 
Facultad  Médica  puede  examinar  y  dar  título  de 
Cirujano  dentista ;  debiendo  tenerse  esta  resolu- 
ción como  adicional  al  decreto  de  24  de  Noviem- 
bre de  1844  reglamentario  de  las  Universidades. 
Comuniqúese  á  la  Facultad  Médica  para  su 
inteligencia  y  cumplimiento,  devolviéndole  el 
expediente  de  la  solicitud  del  Sr.  Vicente  Tole- 
do que  motivó  el  acuerdo.  Particípese  igualmen- 
te ft  las  Universidades  y  Dirección  de  estudios  á 
los  fines  convenientes;  y  publíquese. 

Por  S.  E.—Yépea. 
FACULTADES  académicas.    Véase  Instruc- 
ción pública,  L.  4a,  art.  22  al  25  y  D.  £.  de 
28  de  Noviembre  de  1844,  cap.  99 
Facultades  académicas.  Véase  Universi- 
dades, R.  E.  de  3i  de  Marzo  de  1846. 
facultades  extraordinarias.  Cuáles,  y 
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cuando  podrán  ejcrcerce.  Véase  Poder  Eje* 
cutivo,  arU  const.  118  (*). 
FALTAS  EN  EL  PROCEDIMIENTO.  Cuándo  se- 
rán ó  no  causa  de  reposición,  y  por  quien  de- 
berá acordarse.  Véase  Disposiciones  comu- 
nes a  todos  los  juicios,  art.  28. 

EALTAS  DE  LOS    CURSANTES    DE    FILOSOFÍA    T 

CLASES  MAYORES.  Cóoio  podrán  ser  dispensa- 
das. Véase  Instrucción  pública^  L.  7^,  §^.  1? 
y  29  art.  79 

FANEGA  ó  FANEGADA.  Medida  para  granos  y 
frutos  secos.  Pulgadas  cubicas  que  contiene, 
y  división  de  ella.  Véase  Pesos  y  medidas^ 
art.  19  y  29. 

FANEGA  ó'  FANEGADA  DE  TIERRA.  Superficie 
de  que  consta.  Véase  Pesos  y  medidas^  art. 
18  y  Id. 

FARMACÉUTICOS,  resolución  ejecutiva 
DE  10  DE  Junio  de  X^SIi  declarando  que  no 
pueden  tener  botica  abierta  mientras  no 
sean  examinados  y  obtengan  el  diploma  cor* 
respondiente» 

Resuelto.— Junio  10* 

Impuesto  el  gobierno  de  los  expedientes  con- 
que ha  ocurrido  José  Simón  Pefia,  quejándose 
del  gobernador  de  Maracaibo  por  no  haber  man- 
dado cerrar  la  botica  que  despacha  en  aquella 
ciudad  Laurencio  León  sin  título  competente, 
solicitando  en  consecuencia  se  haga  efectiva  la 
responsabilidad  en  que  ha  incurrido  aquel  fun- 
cionario, y  se  dicten  las  providencias  que  se  es- 
timen convenientes  para  impedir  que  se  conti- 
núen violando  las  leyes  con  la  tolerancia  de  in- 
dividuos en  el  ejercicio  de  profesiones,  sin  la  ca- 
pacidad que  ellas  exigen;  é  impuesto  también  de 
los  documentos  con  que  ha  dado  cuenta  de  su 
procedimiento  el  mismo  gobernador:  y  habiendo 
oido  el  dictamen  de  la  facultad  médica,  evacua- 
do después  de  haber  examinado  todos  los  expe- 
dientes, y  considerado  los  diversos  puntos  que 
comprenden;  acuerda,  que  mientras  Laurencio 
León  no  obtenga  á  consecuencia  de  examen  y 
aprobación  de  la  facultad  el  diploma  que  le  au- 
torice para  ejercer  la  farmacia»  no  se  le  permita 
el  establecimiento  y  despacho  de  la  botica  que 
tiene  abierta  en  Maracaibo,  que  se  le  recoja  la 
patente  municipal  con  que  la  abrió  y  se  le  haga 
cerrar  aquella,  tomándose  la  misma  providencia 
con  los  demás  boticarios  que  estén  en  el  mismo 
caso  que  León,  esto  es,  que  no  tengau  títulos  de 
farmacéuticos.  Que  el  gobernador  de  Maracaibo 
cumpla  el  requerimiento  que  le  dirigió  la  facul- 
tad médica  para  que  tampoco  permita  que  care- 
ce) Muchos  decretos  han  sido  dictados  por  el  Gonejeso 
concediendo  al  Poder  Ejecutivo  el  ejercicio  de  estas  facul- 
tades ;  pero  como  de  un  efecto  enteramente  transitorio  6 
cumplido  Juzgamos  inútil  su  inserción. 
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ciendo  el  Dr.  Franciseo  Beroiüdez  de  título  le* 
galmente  expedido  conforme  ai  decreto  orgáni* 
co  de  la  facultad,  ejerza  las  profesiones  de  me- 
dicina, cirugía  y  farmacia  que  practica  actual- 
mente en  aquella  ciudad.  Que  José  Simón  Peña 
puede  continuar  ejerciendo  la  de  la  farmacia  por 
haber  obtenido  y  presentado  tílulo  legal.  Y  que 
el  gobernador  no  es  responsable  por  haber  decre- 
tado qne  continuasen  en  el  despacho  de  sus  bo- 
ticas los  que  las  tenían  sin  competente  titulo, 
mientras  el  Poder  Ejecutivo  libraba  la  resolución 
que  estaba  pendiente  á  virtud  de  la  cuenta  dada 
por  su  antecesor  que  previno  se  mantuviesen 
entretanto  aquellos  en  posesión  de  su  establecí* 
miento. 

Comuniqúese  al  gobernador  con  inserción  del 
dictamen  de  la  facultad  médica,  y  publíquese  en 
la  gaceta.— Firmado. — Urbanejtí, 
FARMACÉUTICOS.  Tarifa  de  los  precios  á 

que  deben  vender    las    drogas  medicínales. 

Véase  Arancel  de  drogas  medicinales. 

FAROS.   DKCRKTO  DB  U  DE  MATO  DE  1842,  tS' 

bleciéndolos  en  diversos  puntos  de  la  costa^ 

£1  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la  Re- 
pública de  Venezuela  reunidos  en  Congreso, 

Vista  la  solicitud  del  Concejo  municipal  de 
Puerto  Cabello  sobre  que  se  mande  establecer 
en  Punta-brava  en  auxilio  de  la  navegación  de 
aquella  costa  un  faro  que  para  este  efecto  ha  ad- 
quirido y  ofrece  la  Junta  benefactora  de  aquella» 
ciudad;,  y 

considerando: 

Que  es  de  grande  utilidad  para  la  navegación 
de  las  costas  de  la  República  hacer  extensivos  á 
otros  puertos  de  ella  «stos  establecimientos,  de 
acuerdo  con  ks  indicaciones  del  Poder  Ejecutivo^ 

decretan: 

Art.  19  Se  establecerá  en  Punta-brava  frente 
á  la  bahía  de  Puerto  Cabello  el  faro  ofrecido  por 
la  Junta  benefactora  de  aquella  ciudad,  y  tam- 
bién se  establecerán,  uno  en  los  Roques,  otro  & 
la  entrada  del  Orinoco,,  en  los  puntos  que  desig- 
ne el  Poder  Ejecutivo,  y  otro  en  la  isla  Bajo-se- 
co, á  la  entrada  de  la  barra  de  Maracaibo,  cada 
uno  á  elevación  proporcionada  á  la  necesidad  de 
la  localidad  á  que  corresponda» 

Art.  29  El  Poder  Ejecutivo  diapondrá  lo  con- 
veniente *á  la  erección  de  los  faros  que  se  man- 
dan establecer  por  el  artículo  anterior,  y  á  que 
se  consarven  constantemente  alumbrados  en  to- 
das las  noches  del  affo. 

Art.  39  Para  los  efectos  de  los  dos  artículos 
anteriores  se  cobrarán  desde  I9  de  Julio  del 
presente  año :  en  Angostura,  la  Guaira,  Puerto- 
cabello  y  Maracaibo,  seis  centavos  por  cada  to* 
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nelada  que  midan  los  buques  que  entren  con 
carga  6  sin  ella  procedentes  de  puertos  extranje- 
ros;  y  ft  los  que  procedan  de  otros  habilitados 
de  la  República,  y  que  entren  con  carga  ó  sin 
ella  en  Agostnra,  Puerto- Cabello  y  Maracaibo 
se  les  cobrará  solamente  tres  centavos  por  cada 
tonelada  que  midan  sobre  el  exceso  de  veinte  y 
cinco.  De  los  productos  de  uno  y  otro  impuesto 
se  formará  un  fondo  general.  (*) 

^.  único.  Quedan  exceptuados  del  pago  de  es- 
te impuesto  los  buques  de  guerra  y  los  paquetes 

6  correos  nacionales  ó  extranjeros. 

Art.  49  El  cobro  del  impuesto  que  se  estable- 
ce por  el'artículo  anterior,  se  verificará  cuando 
se  haga  el  de  los  derechos  de  puerto,  y  por  los 
mismos  empleados  encargados  por  la  ley  de  la 
recaudación  de  aquellos. 

Art.  59  La  suma  necesaria  para  que  la  erec- 
ción de  los  cuatro  faros  á  que  se  contrae  esta 
ley  tenga  efecto  á  la  mayor  brevedad,  se  auxi- 
liará con  el  sobrante  acumulado  de  los  derechos 
de  entrada  establecidos  en  la  de  derechos  de 
puerto,  tomados  con  condición  de  ser  reintegra- 
dos por  los  que  esta  establece,  y  del  modo  si- 
guiente: para  el  faro  de  los  Roques  del  derecho 
de  entrada  que  se  recauda  en  la  Guaira,  y  para 
los  restantes,  de  los  que  se  recaudan  en  cada  uno 
de  los  puertos  á  que  cada  faro  corresponda. 

Dado  en  Caracas  á  5  de  Mayo  de  1842,  afio 
139  de  la  ley  y  329   de  la  independencia. — El 

Í residente  del  Senado.  J.  Manuel  de  los  Rio9. — 
11  presidente  de  la  Cámara  de  Representantes, 
Francisco  Diaz. — ^El  secretario  del  Senado,  Jo- 

(*)  £1  Administrador  de  aduana  de  Ciudad  Bolívar,  Sr. 
Pedro  M.  Otero,  expuso  en  su  informe  de  1848:  "Por  el 
art.  8.  ®  de  esta  ley  se  mandan  ccbrar  en  esta  aduana  6  y  8 
centavos  por  cada  tonelada  que  midan  las  buques  que  en- 
tren en  Orinoco.  En  boca  grande  de  este  río  existe  un  faro 
flotante  que  hace  el  gasto  á  la  hacienda  pública  de  8.000 
pesos  al  añe.  En  el  económico  que  feneció  en  Junio  últi- 
mo ingresó  el  ramo  de  faro  1.875  pesos  31  centaros  cuan- 
do el  erario  egresó  8  000  pesos  por  un  establecimiento  de 
conveniencia  y  provecho  solo  de  los  amos  de  buques :  per- 
dió, pues,  1.624  pesos,  67  centavos  como  perdió  en  el  año 
económico  antenor  de  46  á  47  por  este  respecto  1.712  pe- 
sos  60  centavos.  Esto  quiere  decir  que  la  cuota  de  6  cen- 
tavos por  tonelada  es  insuficiente  para  sostenerse  el  faro 
flotante  de  Orinoco,  y  por  lo  tanto  es  de  imperiosa  necesi- 
dad que  se  provea  este  ramo  de  ingreso  para  su  sosteni- 
miento sin  gravamen  del  erario,  á  cuyo  efecto  debe  au- 
mentársela cuota  á  16  centavos  tonelada  indistintamente 
proceda  ó  no  el  buque  del  extranjero,  porque  todos  se 
aprovechan  del  beneficio  del  furo.  En  el  próximo  pasado 
año  económico  midieron  21.893  toneladas  los  buques  que 
salieron  del  Orinoco,  sobre  esta  base  es  que  he  cale  alado 
para  proponer  el  aumento  hasta  15  centavos  por  tonelada. 
En  solo  prácticos  y  faro  ha  perdido  la  Nación  en  un  afio 

7  594  pesos  50  centavos  como  ya  he  demostrado.  Este  es- 
tado de  cosas,  señor,  no  debe  prolongarse  por  mas  tiempo. 
8i  el  comercio,  ó  sean  los  capitanes  de  buques,  han  de  me- 
nester de  prácticos  y  faro,  es  forzoso  indenmicen  á  la  Na- 
ción el  faro  y  práctico  que  ella  les  asegura  para  su  prove- 
cho. 
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€é  R»  Burguülos. — El  secretario  de  la  C&mara 
de  Representantes,  Rafael  Acevedo* 

Caracas  Mayo  11  de  1842,  año  139  ^^  ^^  1^7 
y  329  de  la  independencia. — Ejecútese, — José  A. 
Páez. — Por  S.  £.  el  Presidente  déla  República. 
— El  Secretario  de  Estado  en  los  despachos  de 
lo  Interior  y  Justicia,  Ángel  Quintero» 

FECHAS.  RESOLUCIÓN  DE  25  DE  SETIEMBRE  D£ 

1830  mandando  que  en  las  fechas  oficiales  se 
escriba :  año  primero  de  la  ley* 

Secretaría  del  Congreso— Núm.  87.— Valencia  25 
de  Setiembre  de  1880, 1  <5.  de  la  ley  y  20  ®  de  la  in- 
dependencia. 

Seflor  Secretario  del  D.  en  el  departamento 
del  Interior. 

El  soberano  Congreso  acordó  en  su  sesión  de 
ayer  después  de  recibida  la  Constitución  firmada 
por  el  Poder  Ejecutivo :  "  Que  en  todas  las  comu- 
nicaciones oficiales  se  usase  en  adelante  de  la  fór- 
mula que  indicase  que  este  año,  es  el  primero  de 
la  ley  y  el  vigésimo  de  la  independencia*  "  Lo 
digo  &  US.  para  que  poniéndolo  en  conocimiento 
del  Gobierno,  produzca  los  efectos  consiguientes. 
— Dios  guarde  á  US — El  secretario,  Rafael 
Acevedo* 

FEDERACIÓN.  Véase  Pactos  de  federación. 
FERROCARRIL  de  puerto  cabello  a  san 

FELIPE.  DECRETO  DE  18  DE  ABRIL  DE  1853, 

concediendo  privilegio  para  su  apertura  á 
S>  de  Agreda,  Jove  y  Compañía,  y  otros. 

El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la 
República  de  Venezuela,  reunidos  en  Congreso. 

Vista  la  representación  que  han  dirigido  al 
Congreso  S.  de  Agreda,  Jove  y  Compañía,  Pas- 
cual Charlier,  José  María  Pérez  Marcano,  H. 
Livorius  y  Lange,  Fernando  Olavarría  yJ.M. 
Castillo  Erazo,  en  que  piden  carta  patente,  ó  au- 
torización legal,  para  establecer  un  ferro. carril 
de  Puerto  Cabello  á  la  ciudad  de  San  Felipe,  la 
protección  nacional  para  la  estabilidad  y  progre- 
so de  la  empresa,  y  algunas  exenciones  para  los 
empresarios  de  la  obra  y  sus  trabajadores ;  y 

considerando: 

19  Qn«  ana  obra  de  semejante  naturaleza  y 
de  tanta  importancia  no  podrá  menos  que  traer 
á  la  Nación  incalculables  ventajas ;  y 

29  Que  la  protección  que  el  Gobierno  le  dis- 
pense, á  la  vez  que  contribuirá  á  realizarla  con 
mayor  prontitud  y  perfección  en  utilidad  de  las 
industrias  y  de  la  riqueza  particular  y  pública, 
despertará  en  el  pais  el  espíritu  de  empresa  y 
multiplicará  las  de  su  género  ; 

DECRETAN. 

Art.  19  Los  empresarios  del  ferrocarril»  qwe 
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ha  de  establecerse  de  Puerto. Cabello  &  la  eiodad 
de  San  Felipe,  podrán  formar  una  sociedad  de 
accionistas  de  dentro  7  fuera  de  la  RepúbKca, 
con  el  fin  de  reunir  ei  capital  necesario  para  rea- 
lizar la  obra,  sin  que  el  Gobierno  salga  por  ga- 
rante o  fiador  de  las  acciones  ni  de  su  adminis- 
tración é  inversión. 

Art.  29  £1  Gobierno  entra  en  la  obra  como 
accionista  y  toma  en  consecuencia  la  quinta  par- 
te del  número  total  de  acciones,  6  hasta  doscien- 
tos cincuenta  mil  pesos  en  acciones  sin  otro  pri- 
vilegio que  el  mismo  que  tengan  los  demás  ac- 
cionistas particulares  en  conformidad  con  los  es- 
tatutos que  se  formen  y  en  proporción  del  núme- 
ro de  acciones. 

Art.  39  También  favorecerá  el  Gobierno  la 
obra:  I9  con  la  donación  de  los  terrenos  baldíos 
necesarios  para  el  trayecto  del  camino  y  para 
los  edificios  que  se  construyan  con  el  objeto  de 
realizarlo  periectamente ;  29  con  las  maderas  de 
construcción,  leña  y  combustibles  de  cualquiera 
especie  y  con  cualquiera  otras  materias  que  se 
hallen  en  dichas  tierras,  pertenecientes  á  la  Na- 
ción, salvo  las  minas  de  piedras  preciosas  y  me- 
tales :  39  con  la  exención  de  todo  derecho  nacio- 
nal y  municipal  por  el  acopio,  uso  y  consumo 
de  los  materiales  indicados  ;  y  49  con  la  exención 
también  de  todo  derecho  nacional  y  municipal 
por  las  máquinas,  instrumentos,  carros,  herra- 
mientas, hierro,  combustibles  y  demás  materia- 
les que  la  sociedad  introduzca  para  la  realización 
y  perfecion  del  ferrocarril,  siempre  que  justifi- 
quen la  aplicación  de  tales  objetos  á  la  obra 
ante  los  Jefes  de  la  Aduana  de  Puerto-Cabello, 
quienes  serán  muy  solícitos  en  prevenir  todo 
fraude. 

Art.  49  Se  concede  k  la  Sociedad  em presaría 
de  ferrocarril,  privilegio  exclusivo  por  el  espacio 
de  cuarenta  años  que  deben  empezarse  &  contar 
desde  el  dia  en  que  la  obra  quede  concluida,  con- 
cediéndose ademas  la  propiedad  de  dicho  ferro- 
carril &  la  misma  sociedad  empresaria  y  sus  suce- 
sores durante  cuarenta  años  mas  :  terminados  que 
sean  los  ochenta  años  de  que  habla  este  artículo, 
el  ferrocarril  pasará  &  ser  propiedad  nacional, 
entregándose  por  la  sociedad  empresaria  en  buen 
estado. 

Art.  59  Los  directores,  empleados,  operarios 
y  trabajadores  de  la  empresa  del  ferrocarril  se- 
rán exentos  durante  los  trabajos  de  carga  conce- 
jil y  del  servicio  de  la  milicia  en  tiempo  de  paz. 

Art.  69  Las  demandas  de  la  sociedad  empren- 
dedora por  razón  de  pactos,  contratos,  obligacio- 
nes ó  estipulaciones,  que  tengan  relación  con  la 
empresa  del  ferrocarril,  serán  vistas  y  decididas 
por  el  tribunal  competente  con  preferencia  á  coal- 
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quien  otro  negocio  patticnlar  qne  no  enT«elm 
interés  público. 

Art*  79  Por  disposición  judicial  podrán  ser 
embarjradas  y  Tendidas  las  acciones  pertenecien- 
tes ai  terroearril,  salvo  las  del  fisco,  cuyos  dere« 
chos  serán  siempre  privilegiados;  pero  no  se 
dispondrá  nunca  del  importe  de  aquellas  accio* 
nes  para  objetos  diferentes  ó  extraños  á  la  obra. 

Art.  89  La  sociedad  emprendedora  del  ferro- 
carril de  Occidente  podrá  cobrar  en  razón  de 
flete  hasta  seis  reales  por  cada  quintal  de  caft, 
algodón,  cacao  6  cualquiera  otro  fruto,  ó  peso  só- 
lido, 6  por  seis  pies  cúbicos  de  bultos  volamino* 
sos.  Por  el  trasporte  de  personas  se  cobrarán 
tres  pesos  sencillos, 

Art.  99  £1  privilegio  concedido  á  los  empre- 
sarios del  ferrocarril,  no  menoscaba  la  libertad 
de  los  transeúntes  para  traficar  por  otro  camino, 
6  por  el  actual  de  Puerto-Cabeilo  á  San  Felipe, 
que  se  conservará  siempre  expedito,  y  si  la  línea 
del  ferrocarril  debiere  pasar  por  esta  vía,  aunque 
para  tal  objeto  queda  donada  á  la  empresa,  los 
empresarios  á  su  costa  la  limpiarán  y  ensancha- 
rán cuanto  lo  requiere  el  libre  tráfico,  durante 
los  trabajos,  con  sujeción  á  las  ordenanzas  mu- 
nicipales. 

Arr.  10  Cualquiera  ramificación  del  ferrocar- 
ril, que  acometa  y  realice  la  sociedad  empresaria, 
gozará  de  los  mismos  favores  y  privilegios  ex- 
presados en  los  artículos  precedentes,  cobrándo- 
se los  derechos  de  tránsito,  en  proporción. 

Art.  11.  Reunido  que  sea  por  acciónese!  ca- 
pital requerido  para  la  obra,  y  que  se  haya  acor- 
dado comenzarla  por  la  Dirección  competente- 
mente autorizada  por  los  accionistas,  y  acordádo- 
se  también  por  estos  mismos  el  entero  de  las  accio- 
nes, el  Poder  Ejecutivo  dispondrá  entonces  la  en- 
trega de  la  parte  proporcional  de  las  acciones  del 
Gobierno.  A  este  efecto  deberá  incluirse  oportu- 
namente en  el  presupuesto  de  gastos  públicos, 
la  cantidad  correspondiente. 

Art.  12.  Si  pasados  cuatro  años,  á  contar  des- 
de el  19  de  Julio  próximo  no  se  hubiere  princi- 
cipiado  la  obra,  quedará  de  hecho  nulo  y  de  nin- 
gún valor  el  presente  decreto. 

Art.  13'  £1  ferrocarril  ha  de  quedar  concluido 
de  todo  punto  en  el  término  de  cuatro  años  con- 
tados desde  el  dia  en  que  se  empezaren  los  tra- 
bajos; y  la  sociedad  emprendedora  será  respon- 
sable de  los  perjuicios  que  por  su  falta  de  cum- 
plimiento á  las  condiciones  aquí  establecidas,  se 
originen  á  los  particulares  ó  al   Estado. 

Art.  14.  Las  balijas  públicas  serán  trasporta- 
das gratis  por  el  ferrocarril :  lo  mismo  se  obser- 
vará respecto  de  los  oficiales  ó  ajentes  del  Gobier- 
no en  comisión  del  servicio,  con  tal  que  su  nú- 
mero no  pase  de  diez  personas  cada  mes  en  cuyo 
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caso  fre  pagará  el  trasporte  por  solo  el  ezcpso. 

Art.  15.  Los  elementos  de  guerra,  y  cuales- 
quiera otros  efectos  de  propiedad  Nacional,  ó  mu* 
nicipa),  que  se  trasporten  por  el  ferrocarril,  pa- 
garán solamente  la  mitad  del  flete  que  los  parti- 
culares. 

Art.  16  Con  el  fin  de  difundir  en  el  pais  los 
importantes  conocimientos  sobre  construcción  de 
caminos,  puentes,  calzadas,  máquinas,  &a.  el 
Poder  Ejecutivo  nombrará  en  clase  de  oficiales 
aprendices  aquellos  jóvenes  de  la  academia  de 
matemáticas,  que  habiendo  concluido  el  estudio 
de  la  arquitectura  civil,  se  pueden  emplear  en 
los  trabajos  del  ferrocarril,  con  tal  que  el  núme- 
ro de  oficiales  no  pase  de  veinte,  podiendo  alter- 
narlos en  dichos  trabajos  bajo  la  dirección  de  los 
ingenieros  de  la  empresa. 

Art.  17.  Dentro  de  seis  meses  después  de  san- 
cionado este  decreto,  deberán  los  seis  empresa- 
rios de  que  él  habla  manifestar  ante  el  Poder  £- 
jecutivo  su  aceptación ;  y  si  pasado  este  tiempo 
no  la  hubieren  prestado»  quedará  sin  efecto  dicho 
decreto. 

Dado  en  Caracas  á  13  de  Abril  de  1853,  año 
24  de  la  ley  y  43  de  la  independencia. — El  Pre- 
sidente del  Senado,  Raimundo  Andueza. — El 
Presidente  de  la  Cámara  de  Representantes, 
Francisco  Oriach, — El  Secretario  suplente  del 
Senado,  R*  IrazábaL — El  Secretario  de  la  Cá- 
mara de  Representantes,  J.  Padilla. 

Caracas  Abril  18  de  1853,  año  24  de  la  ley  y 
43  de  la  independencia.-Ejecútese. — José  G.  Mo- 
nagas» — Por  S.  £•  el  Presidente  de  la  República 
— El  Secretario  de  Estado  en  los  Despachos  del 
Interior,  Justicia  y  Relaciones  Exteriores,  Simón 
Planas. 
FERROCARRILES,  let  de  15  de  abril  de 

1854  mandando  establecer  uno  de  la  Guaira 

á  Puertocabello  pasando  por  Caracas  y  los 

Valles  de  Aragua. 

El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la 
República  de  Venezuela,  reunidos  en  Congreso. 

decretan  : 

Art  19  Se  construirá  una  línea  de  ferrocarril, 
que  partiendo  del  puerto  de  la  Guaira  pase  por 
Caracas  y  los  Valles  de  A  ragua,  se  aproveche 
la  navegación  del  lago  conocido  con  el  nombre 
de  Valencia,  y  tocando  en  este  punto,  vaya  á 
parar  6  Puertocabello,  después  de  haber  enlazado 
los  puntos  principales  del  tránsito. 

Art.  29  Queda  autorizado  el  Poder  Ejecutivo 
para  contratar  con  particulares  6  sociedades  ac- 
cionistas, de  dentro  ó  fuera  de  la  Repüblica,  di- 
cha línea  de  ferrocarril  en  su  totalidad,  6  por 
parles»  según  sea  mas  conveniente ;  pero  sujetan* 
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dose  á  los  requisitos  qus  se  expresan  en  los  ar- 
tículos siguientes. 

Art.  39  La  empresa  ejecutará  á  su  costa  y  ba- 
jo su  responsabilidad,  en  un  término  que  no  ex- 
ceda de  seis  años,  todos  los  trabajos  necesarios 
al  establecimiento  del  todo  ó  de  la  parte  contrata- 
da del  ferrocarril. 

Art.  49  Los  seis  años  de  que  trata  el  articulo 
anterior  tendrán  principio  desde  el  dia  en  que  el 
Poder  Ejecutivo  entregue  al  empresario  el  perfil 
de  los  terrenos  de  que  habla  el   artículo  29. 

Art.  59  El  ferrocarril  tendrá  una  6  dos  vias, 
según  quede  estipulado  entre  la  empresa  y  el 
Gobierno.  Tendrá  igualmente  las  proporciones, 
la  anchura  y  demás  facilidades  que  se  acostum- 
bran en  Francia;  de  modo  que  dicho  camino  de 
h¡eiro,sin  salir  de  los  límites  de  una  justo  y  pru- 
dente economía,  reúna  en  sí  todas  las  ventajas 
délos  mejores  ferrocarriles  de  Europa. 

Art.  69  Los  puentes  que  deban  fabricarse  so- 
bre los  rios  y  caminos  de  tránsito,  como  también 
los  desvíos  de  dichos  rios  ó  caminos,  no  podrán 
emprenderse  sino  conforme  á  los  planos  aproba- 
dos por  el  Gobierno. 

Art.  79  Quedará  á  cargo  de  la  empresa  el 
restablecer  y  asegurar  á  su  costa,  si  há  lugar,  el 
cur^o  de  las  aguas,  cuya  corriente  hubiere  si- 
do suspendida  ó  modificada  por  los  trabajos. 
i  Art.  89  Las  excavaciones  ó  perforaciones,  cu- 
ya ejecución  fuere  indispensable,  tendrán  las 
proporciones  y  la  extensión  precisas  para  su  ob- 
jeto, y  serán  ejecutadas  por  la  empresa,  de  acuer- 
do con  el   Gobierno. 

Art.  99  El  camino  de  hierro  será  separado  de 
las  haciendas  privadas  ó  públicas,  ya  con  muros, 
ya  con  cercas,  ó  zanjas  y  ribazos  de  tierra.  Las 
barreras  que  cierren  las  comunicaciones  particu- 
lares, no  se  abrirán  sobre  el  camino  sino  sobre 
las  haciendas. 

Art.  10.  Las  indemnizaciones  por  motivo  de 
expropiación  ó  perjuicio  cualquiera  que  resulten 
de  los  trabajos  de  la  empresa,  serán  pagados  por 
ella  á  juicio  de  peritos,  á  falta  de  arreglo  amiga- 
ble entre  la  parte  interesada  y  la  empresa. 

Art.  11.  Mientras  duran  los  trabajos,  la  em- 
presa será  sometida  á  la  supervijilancia  del  Go- 
bierno sin  perjuicio  de  la  libre  elección  que  ella 
tendrá  de  los  medios  y  agentes  para  la  ejecución 
de  sus  trabajos.  Esta  vijilancia  tendrá  por  objeto 
el  impedir  á  la  empresa  que  se  aparte  de  las  esti- 
pulaciones convenidas. 

Art.  12.  El  camino  de  hierro  y  todas  sus  de- 
pendencias serán  siempre  mantenidas  en  buen 
estado,  de  modo  que  el  tránsito  nunca  deje  de 
ser  cómodo  y  seguro» 

El  estado  del  ferrocarril  y  sus  dependencias  se- 
rá examinado  cada  año,  y  mas  á  menudos!  fuere 
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menester,  por  uno  ó  mas  comisionados  que  el  Go* 
bierno  nombrará  con  tal  objeto.  Los  gastos  de 
mantenimiento  y  de  reparaciones,  ya  ordinarios 
ya  extraordinarios,  quedarán  enteramente  á  car- 
go de  la  empresa. 

Art.  13.  hh  empresa  no  podrá  empezar  nin- 
gún trabajo  ni  intentar  ninguna  expropiación,  sin 
haber  previamente  justificado  ante  el  Gobierno 
la  existencia  de  su  fondo  o  capital,  y  la  realiza- 
ción déla  quinta  parte  por  lo  menos,  de  dicho 
fondo  ó  capital. 

Si  en  el  término  de  diez  y  ocho  meses,  que 
empezarán  desde  el  dia  que  fija  el  artículo  49, 
la  empresa  no  estuviere  pronta  á  principiar  los 
trabajos,  y  si  en  efecto  no  los  hubiere  empezado, 
perderá  todos  los  derechos  que  le  conceda  el  con- 
trato ajustado  con  el  Gobierno,  sin  necesidad  de 
ninguna  notificación. 

Art.  14.  Un  reglamento  formado  por  el  Go- 
bierno con  informe  y  participación  de  la  empre- 
sa, fijará  las  medidas  precisas  para  garantir  la  po- 
licíai  la  seguridad,  el  uso  y  el  mantenimiento  del 
camino  de  hierro,  y  de  sus  dependencias.  Sin  em- 
bargo, la  empresa  podrá  hacer  con  la  aprobación 
del  Gobierno,  los  reglamentos  que  ella  considere 
útiles  para  el  servicio  y  la  explotación  del  ferro- 
carril. 

Art,  15.  Para  indemnizar  á  la  empresa  de  los 
trabajos  y  gastos  que  ella  se  obliga  á  hacer,  en 
virtud  de' este  contrato,  y  bajo  la  condición  ex- 
presa de  que  quedarán  cumplidas  todas  sus  obli- 
gaciones, se  le  concede  por  el  término  de  noven- 
la  afios  consecutivos,  empezando  desde  el  dia  en 
que  se  celebre  el  contrato,  la  facultad  de  cobrar 
el  precio  de  los  trasportes  de  los  viajeros,  de  los 
equipajes,  y  todo  género  de  productos  y  mercan- 
cías, con  arreglo  á  las  tarifas  que  sean  ulterior- 
mente convenidas  entre  la  empresa  y  el  Gobier- 
no. 

Art.  16.  Cada  viajero  podrá  llevar  consigo  un 
equipaje  cuyo  peso  y  volumen  serán  determina- 
dos por  un  reglamento  que  se  hará  de  acuerdo 
por  el  Gobierno  y  la  empresa,  sin  tener  que  pa- 
gar ningún  suplemento  por  el  precio  de  su  asien- 
to. 

Art  17.  Los  militares  en  servicio  activo,  que 
viajen  en  comisión  del  Gobierno,  no  pagarán 
por  su  trasporte.  Los  que  viajen  en  cuerpo  paga- 
rán según  estipulen  los  empresarios  con  el  Go- 
bierno, no  pudiendo  exceder  el  precio  del  traspor- 
te de  la  mitad  del  que  se  sefiale  en  la  tarifa. 

Art.  18.  Las  cartas  y  despachos  del  Gobierno 
o  de  sus  agentes,  serán  trasportados  gratis  sobre 
toda  la  extensión  del  camino  de  hierro. 

Art.  19.  Mediante  el  pago  de  los  precios  esti- 
pulados en  la  tarifa  arriba  citada,  y  salvo  las  ex- 
cepciones que  puedan  sobrevenir,  la  empresa  se 
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obliga  á  trasportar  con  la  debida  celeridad,  y  exac- 
titud, los  viajeros,  ganados,  productos  y  mercan- 
cías de  cualquiera  naturaleza  que  le  sean  cometi- 
dos. 

Art.  20.  En  la  época  fijada  para  la  expiración 
del  término  del  contrato,  el  Gobierno  quedará 
subrogado  en  todos  los  derechos  de  la  empresa 
sobre  la  propiedad  del  terreno  y  de  los  trabajos 
señalados  en  el  plano  cadastral  que  se  hará. 

Art.  21.  La  empresa  queda  obligada  á  entre- 
gar en  buen  estado  el  ferrocarril,  con  todos  sus 
trabajos  y  dependencias,  como  edificios  de  salida 
y  llegada,  de  carga  ó  descarga,  casas  para  los 
guardas  é  inspectores,  oficinas,  máquinas  fijas  y 
movibles,  y  en  general,  todos  los  objetos  muebles 
é  inmuebles  que  estuvieren  afectos  ó  destinados 
al  servicio  déla  empresa. 

Art.  22.  Durante  los  cinco  años  que  precedan 
á  la  cesación  del  contrato,  el  Gobierno  tendrá  el 
derecho  de  embargar  los  productos  del  camino 
de  hierro,  en  el  caso  de  que  la  empresa  no  hu- 
biere cumplido  enteramente  con  sus  obligacio- 
nes. 

Art.  23.  En  caso  de  que  el  Congreso  decrete 
ó  autorize,  ó  haya  decretado  o  autorizado  la  cons- 
trucción de  otras  carreteras,  canales  6  ferrocarri- 
les que  atraviesen,  entronquen  ó  prolonguen  el 
camino  de  hierro  aquí  demarcado,  la  empresa, 
no  podrá  poner  ningún  estorbo  á  la  ejecución  de 
dichos  caminos  ó  canales,  con  tal  que  de  ello  no 
resulte  ningún  impedimento  para  la  construcción 
de  dicho  camino,  ni  nuevos  gastos  para  la  em- 
presa. 

Art.  24  El  Congreso  se  reserva  expresamen- 
te el  derecho  de  otorgar  nuevas  concesiones  de 
ferrocarriles  que  se  ramifiquen  ó  entronquen  so- 
bre los  puntos  por  donde  pase  el  camino  proyec- 
tado, ó  que  formen  la  continuación  de  dicho  ca- 
mino. 

Art.  25.  Las  empresas  concesionarias  de  ferro- 
carriles que  se  ramifiquen  sobre  el  camino  de 
hierro  proyectado  ó  que  formen  prolongación 
con  el  mismo,  tendi'án  la  facultad  de  hacer  circu- 
lar sus  carruajes  y  máquinas  sobre  el  ferrocarril 
de  la  Guaira  á  Puerto  Cabello,  con  tal  que  pa- 
guen los  precios  estipulados  en  las  tarifas,  y  no 
contravengan  á  los  reglamentos  de  policía  y  ser- 
vicio. 

Esta  facultad  será  recíproca  para  la  en  presa 
del  ferrocarril  proyectado  con  respecto  á  dichas 
ramificaciones  y  prolongaciones. 

La  empresa  que  tuviere  que  hacer  uso  del  ma- 
terial que  no  sea  su  propiedad,  pagará  una  in- 
demnización proporcionada  al  uso  y  deterioro 
de  dicho  material. 

Art.  26.  El  Gobierno  otorgará  gratis  á  la  em- 
presa, para  solo  el  establecimiento  de  las  viaé  y 
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las  necesidades  del  servicio,  todos  los  terrenos 
baldíos  que  se  hallen  en  la  extensión  del  cami- 
no de  hierro. 

Los  terrenos  pertenecientes  á  particulares,  de- 
berán cederse  á  la  empress  y  ser  pagados  por  ella 
amigablemente ;  y  en  caso  de  oposición,  se  diri- 
mirá esta,  con  arreglo  á  las  leyes  que  rijan  en  la 
materia. 

Art.  27.  La  empresa  está  autorizada  para  to- 
mar, sin  pago  ni  derecho  alguno,  todas  las  ma- 
deras, piedras  y  cualesquiera  otros  materiales 
en  las  tierras  del  Estado  para  el  uso  del  ferrocar- 
ril. 

Art.  28.  Las  materias  de  cualquiera  naturale- 
za que  sean  necesarias  á  la  construcción  del  ca- 
mino de  hierro,  &  su  explotación  ó  al  manteni- 
mienlo  de  los  operarios,  serán  exentos  de  todos 
derechos,  cualquiera  que  sea  su  procedencia.        I 

Art.  29.  El  Gobierno  al  mismo  tiempo  que ! 
celebre  un  contrato,  entregará  un  perfil  de  los  I 
terrenos  por  donde  deba  pasar  el  camino,  con  I 
una  escala  exacta  de  extensión  y  elevación,  como  , 
también  todos  los  pormenores  necesarios  á  la  ! 
obra ;  debiendo  ser  los  gastos  que  en  esto  se  ha-  I 
ga  de  cuenta  de  la  empresa. 

Art.  30.  La  empresa  quedará  exenta  de  im-  < 
puestos  nacionales  6  municipales,  durante  el  tér- 1 
mino  del  privilegio,  por  todo  aquello  que  tliga  | 
relación  con  el  camino  de  hierro  y  su  explota-  ¡ 
cion.  .    ¡ 

Art.  31.  La  empresa  podrá  hacer  todas  las  re- 1 
trocesiones  que  sean  necesarias  para  la  realiza-  í 
cion  de  la   obra.  ' 

Art.  32.  El  Gobierno  facilitará  á  la  empresa  la 
introducción  de  los  operarios  necesarios  para  los 
trabajos  del  camino,  conforme  á  la  ley  de  inmi- 
gración. 

Art.  33.  El  Gobierno  tendrá  siempre  el  dere- 
cho de  nombrar  todos  los   comisionados  y  agen- ' 
tes  que  juzgue  necesarios  para   inspeccionarlos! 
trabajos  y  velar  sobre  los  intereses  públicos. 

Art  34.  El  Gobierno  dará  toba  su  protección 
á  la  empresa  y  la  rodeará  ds  toda  la   considera-  j 
cion  y  autoridad  necesaria  para  facilitar  la  con- ! 
secucion  del  objeto  que  se  propone  al   contratar 
el  camino.  ¡ 

Dada  en  Caracas  á  12  de  Abril  de  1854,  año  i 
25  de  la  ley  y  44  de  la  independencia. — El  Presi-  j 
dente  del  Senado,  Francisco  Bdlhuena. —  El  ¡ 
Presidente  de  la  Cámara  de  Representantes,  L.  ¡ 
Ruedas,  — El  secretario  suplente  del  Senado,  R.  \ 
Irazáhal. — El  secretario  déla  Cámara  de  Rcpre-  j 
sentantes,  J.  Padilla, 

Caracas  15  de  Abril  de  1854,  año  25  de  la  ley  I 
y  44   de  la  independencia. —  Ejecútese. —  J.  G. 
Monágas. — Por  S.  E«  el  Presidente  de  la  Repú- 
blica.— £1  Secretario  de  £.  en  los  DD.  del  Inte- 

TOMO  IX 


FI 


ríor,  Justicia  y  Relaciones  Exteriores,  Simo7i 

Planas. 

FERROCARRILES.  Autorización  al  Poder  Eje- 
cutivo para  contratar  su  apertura.  Véase  iVa- 
vegacion  de  rios^  lagos  6  lagunas,  apertura 
de  ferrocarriles  4*- 

FIADOR  DB  SANEAMIENTO,  Véase  ilcctonejecu- 
tiva  art.  lo  y  Prisión,  A.  C.  S.  de  16  de  Se- 
tiembre de  1841. 

FIANZA  EN  CAUSAS  CIVILES.  Sus  efectos  en 
cuanto  á  la  persona  y  bienes  del  deudor.  Véa- 
se Acción  ejecutiva  art,  6. 

FIANZAS    DE  LOS    EMPLEADOS    DE    HACIENDA. 

Véase  oficinas  superiores  de  hacienda,  art.  3? 
num  7. 

FIANZAS  DE  LOS  EMPLEADOS  DE  HACIENDA. 
RESOLUCIÓN  EJECUTIVA    DE  20    DE     JUNIO  DE 

1840,  disponiendo  que  ninguno  sea  puesto 
en  posesión  mientras  no  sea  otorgada  y  apro- 
bada la  fiama  correspondiente. 

República  de  Venezuela.—-  Secretaría  de  E.  en 
el  Despacho  de  Hacienda.— Caracas  20  de  Junio  de 
1840, 11 «!  y  30? 

Señor  Gobernador  de  la  provincia  de 

Señor, — Ha  observado  el  Gobierno  que  las 
autoridades  encargadas  de  dar  posesión  á  los  em- 
pleados de  Hacienda  que  deben  prestar  ñanza, 
¡o  verifican  unas  veces  sin  haberla  efectivamente 
otorgado  los  nombrados,  y  otras  sin  saber  si  la 
que  prestan  en  los  lugares  de  su  destino,  es  ó  no 
de  la  satisfacción  del   tribunal  de  cuentas. 

Por  tanto  S.  E.  el  Poder  Ejecutivo  ha  resuel- 
to que  á  ningún  empleado  de  Hacienda  se  ponga 
en  posesión  de  su  plaza  sino  después  de  haber 
otorgado  la  fianza  legal,  y  de  haber  participado 
el  tribunal  de  cuentas  á  los  señores  Gobernado- 
res de  provincia  ser  aquel  documento  de  su  satis- 
facción; en  el  concepto  que  de  lo  contrario  será 
del  cargo  de  dichos  magistrados  cualquiera  res- 
ponsabilidad que  ocurra  desde  que  den  la  pose- 
sión hasta  que  obtengan  los  empleados  la  con- 
formidad del  tribunal  con  la  fianza   que  presten. 

US.  se  servirá  dar  exacto  cumplimiento  á  esta 
resolución  disponiendo  que  también  lo  tenga  por 
parte  de  los  jefes  políticos   de  su  jurisdicción. 
Soy  de  US.  muy  atento  servidor. — G,  Smith. 

FIANZAS  DE  LOS  EMPLEADOS  DE  HACIENDA. 
RESOLUCIÓN    EJECUTIVA  DE     13  DE     OCTUBRE 

DE  1840  exceptuando  de  las  disposiciones  de 
la  resolución  anterior  á  los  administradores 
de  aduana  interinos  cuando  los  propietarios 
sean  nombrados  senadores  6  representantes. 

República  de  Venezuela.— Secretaría  de  E.  en  el 
D.  de  Hacienda.— Caracas  13  de  Octubre  de  1840, 
11  y  30. 

Circular  á  los  seQores  Gobernadores  de  provin- 
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c¡a  y  Presidente  del  Tribunal  de  Cuentas. 

La  resolución  de  20  de  Junio  último  inserta 
en  la  Gaceta  número  493,  que  prohibe  dar  pose- 
sión á  los  empleados  de  hacienda,  antes  de  pres- 
tar la  fianza  legal,  y  de  haber  participado  el  tri- 
bunal de  cuentas  á  los  Gobernadores  de  provin- 
cia, ser  este  documento  de  su  satisfacción,  no  de- 
be ser  extensira  á  los  casos  en  que  por  ser  nom- 
brados dichos  empleados  para  Senadores,  Repre- 
sentantes ó  Diputados  provinciales,  entren  á  sus- 
tituirlos los  que  se  nombren  en  su  lugar  interi- 
namente, porque  entgnces  el  requisito  de  la  con- 
tenta del  tribunal  cedería  en  perjuicio  del  servi- 
cio público,  en  cuya  virtud  declara  el  Gobierno 
que  siendo  la  fianza  que  otorguen  los  interinos 
de  la  satisfacción  de  los  Gobernadores  de  pro- 
vincia, se  les  dé  posesión  desde  luego  de  sus  des- 
tinos, sin  necesidad  de  aquel  previo  requisito, 
remitiéndolas  oportunamente  á  dicho  tribunal, 
y  que  ruando  las  interinarias  recaigan  en  los  in- 
terventores de  las  aduanas,  las  mismas  fianzas 
que  estos  hayan  prestado  para  el  desempeño  de 
sus  plazas  respondan  del  manejo  de  aquellas  por 
el  corto  tiempo  de  su  duración.  Y  lo  comunico  á 
US.  para  su  inteligencia  y  cumplimiento.— Soy 
de  US.  atento  servidor.—í?.  Smith. 

FIANZAS  DE  LOS  EMPLEADOS  DE  HACIENDA.  RE- 
SOLUCIÓN   EJECUTIVA    PE   9   DE    FEBRERO     DE 

JS18,  sobre  las  de  los  nombrados  para  sosti- 
tuir  á  otros  removidos  por  razón  de  fac- 
ciones. ! 

Secretaría  de  Hacienda.— Caracas  Febrero  9  de  ' 
1848,  19  y  88.— Resuelto.— 

En  consonancia  con  lo  dispuesto  por  el  Poder 
Ejecutivo  en  13  de  Octubre  de  1840  y  de  que  se 
dio  cuenta  al  Congreso  en  la  Memoria  de  Ha- 
cienda de  1841  á  la  página  20  de  los  documen- 
tos, S.  E.  el  Presidente  de  la  República  dispone 
que  para  que  entren  en  el  ejercicio  de  sus  desti- 
nos los  empleados  designados  para  soslituir  á 
otros  que  ti  Poder  Ejecutivo  remueve  en  las  ac- 
tuales circunstancias  por  convenir  así  al  mejor 
servicio  público,  y  que  deban  por  la  ley  prestar 
fianza  á  satisfacción  del  tribunal  de  cuentas,  bas- 
tará que  la  presten  provisionalmente  á  satisfac- 
ción del  Gobernador  de  la  provincia  ó  del  jefe 
político  del  cantón  respectivo,  á  reserva  de  loque 
disponga  el  tribunal  de  cuentas,  á  quien  inme- 
diatamente se  pasará  la  fianza  otorgada. 
Por  S.  E.—  Acevedo. 

FIANZAS    DB     LOS    EMPLEADOS    DE    HACIENDA. 
RESOLUCIÓN    EJECUTIVA   DB    31   DE    ENERO  DB 

1854  declarando  que  los  sostitutos  nombrados 
por  los  administradores  de  rentas  nacionales 
no  deben  prestarla  para  servir  las  adminis» 
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traciones  que  desempeñen  bajo  la  responsa- 
bilidad de  los  propietarios. 

Secretaría  do  Hacienda.—  Sección  quinta  —Ca- 
racas, Enero  81  de  186á. 

Señor  Presidente  del  Tribunal  de  Cuentas. 

Presentada  al  Despacho  de  S.  E.  el  Poder  Eje- 
cutivo la  nota  de  US.  de  26  del  corriente,  relati- 
va  á  la  duda  que  le  ocurre  al  Tribunal  de  Cuen- 
tas sobre  si  podria  ó  no  valer  la  separación  del 
señor  Manuel  Hidalgo,  del  servicio  de  la  Admi- 
nistracion  principal  de  Rentas  Internas  y  Cor- 
reos de  la  provincia  de  Coro,  para  concurrir  co- 
mo Senador  a]  Congreso  nacional  y  dejando  en 
su  lugar  y  bajo  su  responáabilidad  al  señor  Da- 
goberto  Hidalgo;  se  ha  servido  S.  E.  el  Presi- 
dente resolver:  que  los  empleados  de  Hacienda 
que  debiendo  concurrir  al  Congreso,  nombran 
soslitulo  bajo  su  responsabilidad,  no  lo  hacen  con 
el  carácter  de  tales  Diputados  sino  cnn  el  de  em- 
pleados en  Rentasrque  el  juicio  de  sus  cuentas 
se  entiende  directamente  con  ellos  como  propie- 
tarios, y  no  con  sus  sostitutos;  y  que  es  por  es- 
la  razón  que  aquellos  contestan  los  reparos  y  car- 
gos q»je  emanan  del  examen  de  las  dichas  cuen- 
tas, sin  que  en  nada  afecte  la  responsabili- 
dad ^  los  interinos,  que  sirven  nombrados  por 
los  propietarios  en  tales  casos;  por  cuya  ra- 
zón el  Gobierno  decide:  que  los  expresados  sos- 
titutos no  deben  prestar  fianza  para  servir  acci- 
dentalmente los  destinos,  pues  los  desempeñan 
bajo  la  que  tienen  otorgada  los  empleados  en 
propiedad.-Lo  comunico  á  US.  para  su  intelígen- 
cia  y  fines  consiguientes,  y  en  contestación  á  su 
precitada  nota. 

S:  y  de  US.  atento  serviifor. 

PioCeballos. 

FIANZ4S  DE  LOS  ADMINISTRADORES  E  INTER- 
VENTORES DE     ADUANA,  Y     COMANDANTES     DE 

RESGUARDO.  Véasc  Adusua,  art.  15  y  16. 

FIANZAS  DE  LOS  ADMINISTRADORES  B  INTER- 
VENTORES DE  ADUANA  INTERINOS.  Yéñse  Fian- 
zas de  los  empleados  de  Hacienda,  R.  E.  de 
13  <le  Octubre  de  1840. 

FIANZAS  DE  LOS  JEFES  DE  LA  ADUANA  DE  SAN 

ANTONIO  DEL   TACHiRA.    Véüse   Aduana  del 
Táchira,  art.  5. 

FIANZAS  DEL  ADMINISTRADOR  B  INTERVEN- 
TOR GENERALES  DE  CORREOS  VéaSC     CorrCOS. 

L.  o.  art.  14,  16  y  17. 

FIANZAS  DE  LOSADHINISTRADORBS  PRINCIPA- 

EEs  DB  coRREo«i.   Vóase   Correos^   L.  O.  ar- 
tículos 15,  16  y  17. 

FIANZAS  DB  LOS  ADMINISTRADORES  PRINCIPA- 
LES Y    SUBALTERNOS    DB     RENTAS     INTERNAS,. 

Véase  Administraciones  de  rentas  internas, 
art.  11,  19y2!i{. 
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FIANZAS  DE  LOS  COLECTORES    DE   RENTAS  IN- 
TERNAS Véase   id,  art.  14. 

FIANZAS  DE  LOS      ADMINISTRADORES  DE  REN- 
TAS MUNICIPALES.  RESOLUCIÓN  EJUCUTIVA  DE 

26  DE  SETIEMBRE  DE  1840.  declaratído  que 
deben  responder  de  los  intereses  nacionales 
que  manejen  dichos   administradores. 

República  de  Venezuela. — Secretaría  de  E.  y  del 
D.  de  Ilacieiida.— Caracas  2Gde  Sefembre  de  1840 
11  p  y  30°  — Circular  á  lo»  señores  Oi»bcriiadores 
de  provincia,  administradores  de  aduanas,  Presiden - 
to  del  tribuual  de  cuentas  y  tesorero  general. 

En  el  expediente  sobre  fianzas  que  deben  pres- 
rar  los  administradores  de-  rentas  municipales 
como  encargados  de  la  recaudación  de  los  im- 
puestos sobre  destilación  de  aguardientes  y  plan- 
taciones de  caña  de  que  tratan  las  respectivas 
leyes  de  13  de  Mayo  de  1837  y  decretos  regla- 
mentarios del  Puder  Ejecutivo  de  28  de  Abril 
de  1838,  ha  declarado  el  Gobierno,  que  la  ñanza 
que  un  adminÍ!>trador  de  rentas  municipales  pres- 
ta para  el  desempeño  de  este  destino,  debe  res- 
ponder igualmente  del  manejo  de  aquellos  im- 
])ucfctüs  como  una  carga  que  le  impone  la  ley,  y 
si  el  fiador  no  se  conformare  deberá  el  adminis- 
trador presentar  otro  pura  la  seguridad  de  los  in- 
tereses nacionales,  haciendo  extensiva  esta  decla- 
ratoria á  los  productos  del  pape!  sellado  cuando 
en  cumplimiento  del  artículo  39  de  la  ley  de  18 
de  Abril  de  1838  se  encargue  su  recaudación  a 
dichos  administradores  de  rentas  municipales.  • 

Y  lo  comunico  á   US.    para  su    inteligencia  y 

demás    que    corresponda. — Soy   de   US.   atento 

servidor. — Gvillermo  Sjnith.  (*) 

FIANZAS  DE  LOS  REGISTRADORES.  Vésse  Rc- 

gistro,  art.  4,  5,  y  6,  y  R.  E.  de  Ib  de  Junio 

^  de  1836. 

FIANZAS  POR  DERECHOS  DE  IMPORTACIÓN.  Véa- 
se hnpoTtacion,  art.  33. 

FIANZAS  POR  DERECHOS  DE  IMPORTACIÓN.  RE- 
SOLUCIÓN EJECUTIVA  DE  11   DE  JULIO  DE  1843 

determinando  los  requisitos  que  deben  tener 

República  de  Venezuela.— Secretaría  de  Hacien 
da.— Caracas  Julio  11  do  1848, 14  y  33.— Circular. 

Señor A  consulta  del  adrahjistrador  de 

nduana  de  la  Guaira,  oido  el  informe  del  tribu- 
nal de  cuentas,  el  Gobierno  ha  resuelto  lo  que 
sigue : 

''Las  fianzas   que  otorguen  los  importadores 

(♦)  Pero  respecto  de  esU  Regolucion  debe  observarse 
que  aunque  parece  que  debiera  considerarse  caducada 
por  haber  sido  derogada»  las  leyes  de  impuestos  sobro 
destilación  de  aguardiente  y  plantaciones  decafia,  quo  ci- 
ta, no  es  asi,  por  cuanto  su  fundamento  es  general,  y  con- 
viene á  cualesquiera  impuestos  6  ramos  nacionales  que 
en  lo  adelante  puedan  estar  á  cargo  de  tales  empleados 
como  lo  indica  el  rubro.  ' 


FI 


de  mercancías  por  los  derechos  que  adeuden  de- 
I  ben  ser  á  satisfacción  de  los  administradores  de 
!  aduana,  que  exigirán  por  fiadores  personas  que 
,  les  sean  conocidas  como   honradas  y  de  respon- 
;  snbiiidad,  y  cuyo  crédito  esté  tan  bien  establecí- 
do  que   pueda  el  administrador  comprobarlo   en 
I  caso   necesario  para  cubrir  su  responsabilidad: 
que  debe  el  administrador  reservarse  el  derecho 
de  exigir  en  cualquier  dia    durante  el  término  de 
la  fianza,  nuevos  fiadores  ó  hipotecan  especiales: 
que  los  deudores  principales  ni  sus  fiadores  pue- 
dan salir  de  la  provincia  sin  conocimiento  del 
administrador,  y  que    en   este  caso,   este  pueda 
,  exigir    un  fiador  sustituto  ó  hipoteca  á  su  sa- 
'  tisfaccion,   entendiéndose  que  de   lo  contrario  se 
'  tendrá  por  renunciado  el  plazo,  y  se  cobrará  lo 
adeudado  inmediata  y  ejecutivamente;  y  en  fin, 
que  la  fianza   debe  registrarse  en   la   oficina  del 
ramo  ó  firmarse  en   presencia  del   administrador 
y  de  dos  testigos  para  que  en  cualquiera  evento 
tenga  fuerza   ejecutiva  como  otorgada  ante  fun- 
cionario público." 

Lo  comunico  a  U.  para  su  inteligencia  y  cum- 
plimiento.—Soy  de  U.  atento  servidor. 

Francisco  Aranda, 
;  FIANZAS  CARCELERAS.  Deben  registrarse.  Véa- 
i      se  Registro,  R   E.  de  15  de  Octubre  de  1830. 
:  FIANZAS  (esckituras  de  )   Derechos  que  de- 
'      bon   pagar  únicamente.    Véase   Registro,   It. 
;       E.  de  10  de  Marzo  de  1852. 
j  FIANZAS.  Cuál  deberá  prestar  el  Director  de 
!      la  casa  de   moneda.  Véase  Moneda,  L.  de  I^ 
:      de  Abril  de  1854,  art.  9. 
I  FIESTAS  (días  de)  Véase  Dias  festivos. 
1  FIESTAS  nacionales,    ley  de  14  de  marzo 
j      DE  1849  estableciéndolas — ref orina  el  decre- 
j      to  de   \^  de   Abril  de   1834,  p.  8  del  cuerpo 
I      comprensivo  de  las  de  ese  año,  y  p.  133,  w  1/7/1. 
1      107  del  de  1851. 
I 

,      El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la 
i  República  do  Venezuela  reunidos  en   Congreso, 

considerando: 

19  Que  en  19  de  Abril  de  1810  el  buen  pue- 
blo de  esta  tierra  con  entusiasmo  santo  y  heroi- 
co denuedo,  arrojando  de  sus  puertos  á  loa  opre- 
sores de  tres  centurias,  por  primera  vez  reveló 
su  voluntad  de  gobernarse  por  sí  mismo  y  su  po- 
der para  ejecutarla. 

2^  Que  en  5  de  Julio  de  181 J  los  egrejios  re- 
presentantes de  las  provincias  unidas  declararon 
solení>nemente  en  Congreso  general  la  indepen- 
dencia de  Venezuela  de  toda  dominación  extraña. 

3^  Que  en  24  de  Enero  de  1848»  agotado  el 
sufrimiento  bajo  una  nueva  y  odiosa  tiranía  que 
rebosaba  en  abusos  y  pretensiones  retrogradan- 
tes y  destructoras,  supo  el  pueblo  espontanea  y 
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valientemente  recobrar  su  dignidad  Bosteniendo 
los  fueros  de  la  libertad. 

49  Que  en  28  de  Octubre  se  ha  celebrado  siem- 
pre el  nacimiento  del  ciudadano  Simón  Bolívar 
que  llenó  con  su  nombre  el  mundo  de  Colon  di- 
rigiendo  con  su  pericia  y  admirable  constancia 
en  la  guerra  las  legiones  venezolanas  que  fue- 
ron de  triunfo  en  triunfo  desde  las  bocas  del  Ori- 
noco hasta  las  argentadas  cimas  del  Potosí. 

59  Y  que  el  honor  y  conveniencia  de  los  pue- 
blos están  de  acuerdo  en  consagrar  la  memoria 
de  los  (lias  y  de  los  grandes  hombres  que  han 
servido  para  elevarlos  al  rango  de  nación  inde- 
pendiente y  libre. 

decretan: 

Art.  19  El  19  de  Abril  es  el  primero  de  los 
grandes  dias  de  Venezuela,  y  forma  la  época  de 
su  existencia  nacional. 

Art.  29  £1  5  de  Julio  y  el  24  de  Enero  son  los 
grandes  dias  de  la  independencia  y  de  la  liber- 
tad de  los  venezolanos. 

Art.  39  Los  aniversarios  de  estos  tres  grandes 
dias  como  también  del  28  de  Octubre,  serán 
siempre  de  júbilo  y  de  patrióticos  recuerdos  ;  y 
todos  los  tribunales,  juzgados  y  oñcinas  de  la 
administración  del  Estado,  los  guardarán  como 
de  tiesta  nacional. 

Art.  49  El  Poder  Ejecutivo  queda  especial- 
mente encargado  de  hacer  solemnizar  los  referi- 
dos cuatro  dias  de  una  manera  digna  de  la  Re- 
pública. 

Art.  59  Se  deroga  el  decreto  de  16  de  Abril 
de  1834. 

Dada  en  Caracas  á  12  de  Marzo  de  1849,  año 
20  de  la  ley  39  de  la  independencia. — El  Presi- 
dente del  Senado,  Carlos  Arvelo.^FA  Presi- 
dente de  la  Cámara  de  Representantes,  Miguel 
Anzola. — El  secretario  del  Senado,  José  Ángel 
Freiré — El  secretario  de  la  Cámara  de  Repre- 
sentantes, J.  Padilla, 

Caracas  14  de  Marzo  de  1849,  año  20  de  ley 
y  39  de  la  independencia.— Ejecútese. —  José 
Tadeo  Monágas.^Por  S.  E.  el  Presidente  déla 
República.— El  Secretario  de  Estado  en  los  DD, 
del  Interior,  Justicia  y  Relaciones  Exteriores, 
José  Rafael  Revenga. 

FIESTAS  NACIONALES.  RESOLUCIÓN  EJECUTI- 
VA DE  15  DE  MARZO  DE  1849  reglamentando 
la  ley  anterior. 

Secretaría  del  Interior.— Sección  tercera,— Cara- 
cas, 16  de  Marzo  de  18á9. 

Resuelto. — En  "cumplimiento  del  decreto  fe- 
cha de  ayer  que  encarga  especialmente  al  Poder 
Ejecutivo  hacer  solemnizar  los  cuatro  grandes 
dias  nacionalet  19  de  Abril,  6  de  Julio,  28  de 
Octubre  y  91  de  Enero,  déla  manera  mas  digna, 


FI 


recordándolos  á  los  pueblos  con  la  anticipación 
y  solemnidad  necesarias,  y  atendiendo  á  que  el 
Erario  nacional  no  se  halla  en  estado  de  sufragar 
otros  gastos  que  los  muy  indispensables  para  el 
sostenimiento  y  administración  de  la  República, 
mientras  que,  por  otra  parte,  es  del  interés  y  del 
honor  de  los  ciudadanos  conservar  las  glorias  de 
la  patria  y  demostrar  el  entusiasmo  que  ellas  ins- 
piran por  actos  espontáneos  de  efusión  patriótica, 
se  limitará  por  ahora,  la  expresada  solemnidad  á 
lo  siguiente. 

19  Tres  salvas  nacionales  en  las  ciudades  for- 
tificadas, y  en  las  demás  en  que  sea  posible  ha- 
cerlas. 

2?  Las  tropas  francas  de  las  guarniciones  y 
la  milicia  nacional  harán  simulacros,  paradas  ó 
paseos  militares  con  la  gala  y  suntuosidad  posi- 
bles. 

39  En  cada  uno  de  estos  tres  grandes  dias 
nacionales  se  publicará  por  bando  el  decreto  de 
ayer,  con  la  pompa  propia  de  recuerdo  tan  glo- 
rioso, y  el  5  de  Julio,  ademas,  se  leerá  del  mis- 
mo modo  el  acta  inmortal  de  la  independencia 
de  Venezuela. 

49  Los  gobernadores  y  jefes  políticos  cuida- 
rán de  que  se  iluminen  las  poblaciones  en  las 
noches  de  la  víspera  de  cada  uno  de  ellos,  y  en 
la  de  ellos  mismos,  y  que  se  adornen  las  calles 
y  casas  del  mejor  modo  posible. 

59  Los  gobernadores  excitarán  á  las  diputa- 
ciones provinciales  en  su  próxima  reunión  á  que 
asignen  en  sus  presupuestos  respectivos  una  su- 
ma con  que  costear  la  solemnización  de  los  refe- 
ridos cuatro  grandes  dias  nacionales. 

69  Los  concejos  municipales  quedan  especial- 
mente encargados  de  emplear  todos  los  arbitrios 
y  medidas  realizables  para  celebrar  las  festivida- 
des civiles. 

Por  S.  E— J.  R.  Revenga. 

Es  copia. — Revenga. 
FIESTAS  PUBLICAS.  Véase  Presidencia  en  las 

solemnidades,  funciones  y  fiestas  públicas 

así  civiles  como  religiosas. 

FIESTAS    PUBLICAS.     RESOLUCIÓN    EJECUTIVA 

DE  19  DE  SETIEMBRE  DE  1845  desaprobando 
la  conducta  de  algunos  curas  que  se  han  wc- 
gado  á  cantar  la  misa  y  Te  Deüm  en  los 
dias  de  fiesta  por  falta  de  asignación,  man- 
dando se  dé  cuenta  al  Gobierno. 

República  de  Venezuela.— Secretaría  de  £^do 
en  los  Despachos  del  Interior  y  Justicia.— Sección 
tercera.— Núm.  832.— Circular.— Caracas  19  de  Se- 
tiembre de  1845,  aflo  16  de  la  ley  y  36  de  la  inde- 
pendencia. 

9r.  Gobernador  de.,-^. 

Impuesto  S.  E.  el  Vicepresidente  de  la  Repú- 
blica encargado  del  Poder  Ejecutivo  de  Ja  comu- 
nieacioR  del  Gobernador  de  Barinas  de  3  de  Ju« 
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lio  último  núm.  65  en  que  maniñesta  que  algu- 
nos curas  de  aquella  provincia  se  niegan  á  cele* 
brar  por  falta  de  asignación  la  misa  y  Te  Deum 
que  en  acción  de  gracias  al  Todo  Poderoso  se 
han  mandado  cantar  en  los  aniversarios  de  los 
memorables  días  19  de  Abril  de  1810  y  5  de  Ju* 
lio  de  1811,  ha  resuelto  se  diga  en  circular  á  los 
Gobernadores. 

Extraña  mucho  el  Poder  Ejecutivo  que  cuan- 
do todos  los  ciudadanos  recuerdan  con  jubilo  los 
grandes  dias  nacionales  y  contribuyen  gustosos 
á  su  celebración,  y  cuando  todos  los  funciona- 
rios públicos  prestan  al  intento  sus  oficios  en  el 
puesto  que  les  correspondo  y  que  ordinariamen- 
te ocupan  y  desempeñan  sin  ninguna  remunera- 
ción, haya  eclesiásticos  que,  desviándose  de  la 
senda  que  sus  prelados  y  la  mayor  parte  de  los 
venerables  curas  les  trazan  con  su  ejemplo,  re- 
husen contribuir  con  sus  servicios  personales 
para  tan  patriótico  fin,  y  he  recibido  orden  de 
prevenir  á  todos  los  gobernadores  que  procuren 
informarse  de  la  conducta  de  los  venerables  cu- 
ras en  lo  concerniente  á  la  celebración  de  las 
fiestas  expresadas,  para  que  den  cuenta  de  ella 
al  Gobierno  y  se  tenga  presente  su  mérito  en 
oportunidad. 

En  aquellas  provincias  en  que  las  diputacio- 
nes provinciales  no  hubieren  señalado  cantidad 
alguna  para  las  fiestas  nacionales  los  gobernado- 
res las  excitarán  á  hacerlo  en  su  próxima  reu- 
nión para  que  se  cumpla  lo  dispuesto  por  la  ]ey 
de  lentas  municipales. 

Soy  de  US.  atento  servidor. 

Francisco  Cobos  Fuertes. 

FIJACIÓN   DE  LISTAS  DE   SUFRAGANTES.    V^éSSC 

Elecciones,  L.  II  art.  I9 

filología  ó  humanidades.  Véase  Instruc- 
ción pública,  L.  VI,  art.  1 1  y  12  y  Colegios 
nacionales  (Apéndice  al  primer  tomo)  D.  E. 
R.  de  27  de  Marzo  de  1^54,  art.  6» 

filosofía.  Véase  Cursos  de  filos'ojia. 

FIRMAS.  Véase  Comprobación  de  firmas  de 
los  funcionarios  públicos, 

FISCALES.  Nadie  podrá  excusarse  de  serlo 
sin  impedimento  legal.  Véase  Procedimiento 
criminal,  art.  39 

FISCALES.  Exención  de  este  encargo  en  fa- 
vor de  los  empleados.  Véase  Empleados  R. 
£.  de  13  de  Setiembre  de  1837. 

FISCALES.  Derechos  de  los  de  la  Curia  ecle* 
BÍástica.  Véase  Arancel  judicial  art.  13. 

FISCALES  DE  LAS  CORTES.  Sus  funciones.  Véa- 
se TVibunales  y  juzgados^  L.  4^  v  art.  4°, 
atrib.  9a  de  la  ley  2a 

FISCALES  DE  HACIENDA.   RESOLUCIOIV  EJECU« 

TIYA  DE  4  DE  MAYO  DE  1836  delcgafida  en  los 
Gobernadores  la  facultad  do    nombrar  fis^ 
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cales  especiales  en  los  casos  que  expresa. 

República  de  Venezuela.— Secretaría  de  E.  en  el 
D.  de  Hacienda.--Caráca8  Mayo  4  do  1838,  9  y  28. 

Al  Sr.  Gobernador  de  la  provincia  de  Coro. 

Señor, — El  juez  de  primera  instancia  de  ese 
circuito,  se  ha  dirigido  al  Gobierno  en  comuni- 
cación de  31  de  Marzo  último,  número  279, 
acompañando  copia  de  la  excusa  del  interventor 
de  aduana  de  la  Vela,  para  no  hacerse  cargo  del 
oficio  de  fiscal  en  la  causa  que  sigue  aquel  tribu- 
nal contra  los  señores  Juan  Antonio  y  Martinia- 
no  Otero  por  las  mercancías  aprehendidas  en 
Pueblo  Nuevo,  parroquia  del  cantón  Paraguaná, 
de  esa  provincia.  Expone,  entre  otras  cosas,  que 
habiendo  manifestado  el  fiscal  de  la  hacienda  pú- 
blica, no  poder  representar  en  esta  causa  por 
haber  una  inmediata  relación  entre  él  y  los  se- 
ñores Juan  Antonio  y  Martiniano  Otero  con 
quienes  está  ligado  en  cuarto  grado  de  consan- 
guinidad, habla  estimado  por  legítimas  las  razo- 
nes alegadas  por  él,  con  arreglo  á  la  ley  2a  tít. 
29  del  código  de  procedimiento  civil:  que  en 
consecuencia  dispuso  que  se  notificase  esta  de- 
terminación á  los  señores  Martiniano  y  Juan 
Antonio  Otero,  para  que  dentro  de  veinticuatro 
horas  manifestasen  su  allanamiento  ó  contradic- 
ción: que  no  pudiendo  entretanto  abrir  la  causa 
á  prueba  sin  la  representación  fiscal,  habia  man- 
dado que  se  evacuasen  las  citas  que  faltaban;  y 
finalmente:  que  tocando  solo  al  Poder  Ejecuti- 
vo nombrar  fiscales  especiales,  según  la  ley  de 
28  de  Mayo  del  año  próximo  pasado,  se  le  diri- 
giese también  copia  auténtica  del  auto  y  de  la 
diligencia  del  caso,  h  fin  de  que  se  sirviese  nom- 
brar un  fiscal  especial  en  esta  causa  y  diese  una 
regla  general  para  lo  sucesivo. 

Con  este  motivo,  y  hallAndoPo  el  (iobierno 
autorizado  por  el  artículo  79  de  la  ley  de  28  de 
Mayo  del  año  próximo  pasado  para  nombrar, 
cuando  lo  tenga  por  conveniente,  fiscales  espe- 
ciales, diferentes  de  los  interventores  de  las 
aduanas,  ha  resuelto:  delegar  en  los  gobernado- 
res esta  facultad  para  que  en  los  casos  como  el 
de  la  presente  consulta,  y  otros  semejantes,  en 
que  el  interventor  tenga  legítimo  impedimento, 
nombren  un  fiscal  especial;  dando  inmediata- 
mente cuenta  al  Gobierno  á  fin  de  que  no  sufran 
retardo  los  negocios  contenciosos  que  interesen 
á  la  hacienda  pública,  mientras  se  participa  ei 
suceso  al  Gobierno,  y  se  recibe  su  resolución. 

Lo  que  tengo  ei  honor  de  decir  á  US.  para  su 
cumplimiento. 

Soy  de  US.  muy  obediente  servidor. 

G.  Smith^Escopidí.—Smit/i.{*) 

(*)  Lo  que  se  dice  en  esta  resolución  respecto  de  los 
interveotores  debe  entenderse  hoy  respecto  de  los  admi- 
nistradores de  rentas  iotenias  nombrados  fiscales  especia- 
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FISCALES  MiLiT/REs.  Pueden  ser  recusados. 
Véase  Tribunales  militares^  R.  E.  de  Colom- 
bia de  13  de  Octubre  de  1826. 

FISCO.  Usü  de  papel  común  por  sus  represen- 
tantes. Véase  Papel  sellado  R.  E.  de  27  de 
Junio  de  1839. 

FISCO.  Cassos  en  que  lo  deben  representar  Jos 
admiiiislradores  de  aduana.  Véase  Comiso,  R. 
E  de  3  de  Enero  de  1839,  y  Aduana  nota  2a 
al  núm.  I9  art.  7. 

FOJAS  DE  EXPEDIENTES.  Rcugl  ues  de  que 
deben  constar.  Véase  Arancel  judicial,  ari.  0. 

FORMACIÓN  DE  LOS  clerpos  del  ejercito. 
Véase  Fuerza  permanente,  R.  E.  de  9  de  Ju- 
nio de  1847. 

FORMALIDADES  para  la  sustanciacion  de 

EXPEDIENTES  PARA  LA  ENAJENACIÓN  DE  'I  IER- 
RAS  baldías.  Véase    Tierras  baldías,  R.  E. 
de  25  de  Abril  de  1851. 
FORMALIDADES  de  averiguación,  deslin- 
de, MENSURA  &C.  DE  '1  IERRAS  BALDÍAS.  Véase 

'IHerras  baldías.  R.  E.  de  17  de  Mayo  de  1851. 

FORTIFICACIONES,  decreto  de  8  de  mar- 

zo  DE  1836  señalando  las  que  deben  quedar. 

El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la 
República  de  Venezuela  reunidos  en  Congreso. 

Con  vista  de  lo  representado  por  la  Secretaría 
de  Guerra  acerca  úú  estado  de  las  plazas  fuertes 
y  puntos  fortificados. 

decretan. 

Art.  19  En  la  plaza  de  la  Guaira  se  conserva- 
rán las  murallas  y  sus  bóvedas,  puertas  y  rastri- 
llos. En  la  plaza  de  Puerto  Cabello  se  conserva- 
rá la  batería  del  Corito;  en  Maracaibo  el  castillo 
¿e  San  Carlos:  en  Cunianá  la  balería  de  la  boca 
del  rio ;  y  en  Margarita  <1   castillo  de  Panipatar. 

§  único.  Los  fosos  de  los  puentes  de  las  puer- 
tas llamadas  de  Caracas  y  de  las  Trincheras  en 
la  Guaira,  se  cegarán  de  modo  que  esta  opera- 
ción no  perjudique  h  los  desagües  de  la  pobla- 
cion,  á  juicio  del  Concejo  municipal,  y  dichas 
puertas  se  cunservarán  siempre  abiertas,' aunque 
podrán   cerrarse  en  un  caso  urgente  de  defensa. 

Ari.  29  Las  fortificaciones  que  no  se  mencio- 
nan en  este  decreto  serán  aplicadas  á  otros  usos 
del  servicio  para  que  sean  útiles,  demoliéndose 
todo  lo  que  pudiera  servir  para  ofender  las  po- 
blaciones, y  empleándose  los  materiales  de  las 
parles  demolidas  en  otras  obras  públicas,  ó  ven- 
diéndose á  particulares  por  cuenta  del  Gobierno. 

Art.  3?  Los  edificios  de  dichas  fortificaciones 
abandonadas  se  podían  alquilar  á  particulares, 

les  eu  calidad  de  permanentes,  todo  conforme  á  lo  que 
dejamos  expuesto  en  Aduana  nota  2.  al  núm.  1,  del  art.  7. 
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mientras  no  se  necesitan  para  algún  servicio  pú- 
blico; y  los  contratos  que  se  hicieren  al  efecto, 
se  consultarán  con  el  Secretario  de  Hacienda. 

Art.  49  El  terreno  inmediato  á  las  fortifica- 
ciones y  el  que  ocupen  las  que  se  demuelan, 
siempre  que  pertenezca  ai  Estado,  se  venderá  ó 
arrendará  á  particulares,  con  excepción  de  lo 
que  el  Poder  Ejecutivo  crea  necesario  reservar 
para  usos  públicos. 

Art.  69  El  Poder  Ejecutivo  determinará  los 
puntos  en  que  deban  construirse  almacenes  de 
pólvora  y  salas  de  armas  y  conse/var  los  exis- 
tentes. 

Dado  en  Caracas  á  6  de  Marzo  de  1836,  70  de 
la  ley  y  269  ^e  la  independencia— El  Presiden- 
te del  Senado,  Domingo  Briceño  y  Briceño. — 
El  Presidente  de  la  Cámara  de  Representantes, 
Juan  de  Dios  Ponte. — El  Secretario  del  Sena- 
do, Rafael  Acevedo.-^EX  Secretario  de  la  Cá- 
mara de  Representantes,  Ramón  G,  Rodríguez, 
Caracas  á  8  de  Marzo  de  ltt36,  79  de  la  ley  y 
269  ^®  í^  independencia. — Ejecútese. — El  Presi- 
dente del  Estado,  José  Vargas Por  S.  E.— El 

Secretario  interino  en  los  Despachos  de  Maritia 
y  Guerra,  Francisco  Hernaiz, 
FRANCIA.  Véase  Tratados  públicos.  {Los  re- 
lativos á  esta  nación). 
FREIRÉ  (jóse  akgel)  Véase  Pensiones,  D. 

de  24  de  Marzo  de  1853. 
FRUTOS  MENORES.  Véase  Granos  menores. 
FRUTOS  DE  EXPORTACIÓN.    Véase   Exporta- 
ción y  Contribución  extraordinaria. 

FRUTOS  DE  EXPORTACIÓN.  RESOLUCIÓN  EJE- 
CUTIVA DE  30  DE  SETIEMBRE  DE  1847  dispo- 
niendo que  todos  los  cónsules  de  la  Repiíbii- 
va  en  países  extranjeros  remitan  en  todos 
los  paquetes  relaciones  circunstanciadas  del 
movimiento  de  precios  corrientes  de  los  que 
se  expresan. 

Secietaiía  del  Interior.— Sección  3. — Caiácas  30 
de  Setiembre  de  1817.— Resuelto. 

Di'írase  al  8r.  Secrotario  de  R.  Exteriores. 

Deseoso  el  Gobierno  de  proporcionar  á  los 
agricultores  y  criadores  de  la  República  una  no- 
ticia exacta  de  los  ])recios  corrientes  de  las  pro- 
ducciones del  país  en  los  principales  mercados 
extranjeros,  de  luanera  que  pueda  servirles  este 
dato  para  la  realización  mas  ventajosa  de  sus 
productos,  dentro  ó  fuera  del  territorio,  ha  re- 
suelto: que  por  el  Ministerio  de  Relaciones  Ex- 
teriores se  pida  y  obtenga  de  los  Cónsules  de  la 
República  residentes  en  las  plazas  principales  de 
Europa,  de  la  América  del  Norte  é  islas  adya- 
centes, una  relación  circunstanciada  del  movi- 
miento de  precios  corrientes  del  cacao,  café, 
aíJil,  algodón,  tasajo,  reses  en  pié,  cueros  y  de- 
mas  especies  exportables  de  Venezuela  con  las 
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observaciones  que  crenn  conducentes  á  dar  una 
cabal  Idea  de  las  ventajas  que  puedan  alcanzarse 
en  favor  de  los  productos  nacionales,  bien  sea 
para  mrjorar  su  calidad  y  obtener  una  justa  pre- 
ferencia en  la  demanda,  ó  bien  para  estimul<«r  la 
producción.  Al  mismo  tipmpo  se  encargará  á  los 
indicados  Cónsules  den  á  conocer  por  medio  de 
los  periódicos  de  mas  extensa  circulación,  el  mé- 
rito de  las  producciones  venezolanas,  atrayendo  á  '| 
su  favor  la  estimación  k  que  justamente  son 
acreedoras.  Por  último,  espera  el  Gobierno  del 
celo  y  eñcacia  de  los  agentes  de  la  República, 
que  no  omitirán  medio  alguno  que  estimen  con- 
ducente á  alcanzar  el  fin  que  se  propone  S.  E. 
el  Presidente;  y  que  en  todos  los  paquetes  se 
remitan  las  noticias  expresadas  para  hacer  de 
ellas  el  uso  que  convenga. 

Soy,  &c. —  Por  S.  E. — Sanavria, 
FUENTES  PUBLICAS.  Véase  Provincias,  art. 

75,  niim.  3? 
FUERO  CIVIL.  Varios  casos  en  que  no  lo  hay. 

Véase  Conspiradores,  art.  10,  v  Hurtos,  art. 

34. 

FUERO    MILITAR.    RESOLUCIÓN    EJECUTIVA    OE 

COLOMBIA  DE  28  DE  AGOSTO  DE  1828  decla- 
rando su  goce  á  todos  los  cuerpos  de  la  mi- 
licia. 

República  de  Colombia.— Ministerio  de  estado 
en  el  departamento  de  la  guerra. — Sección  central. 
—Bogotá  28  de  Agosto  de  1828.— A  los  señores  co- 
mandantes generales,  jefes  superiores,  y  demás  au- 
toridades militares.- Circular. 

Observándose  que  la  dependencia,  en  que  has- 
la  ahora  han  estado  de  la  autoridad  civil,  los  ciu- 
dadanos que  pertenecen  á  los  cuerpos  de  la  mi- 
licia auxiliar,  ofrece  muchos  inconvenientes  para 
el  mejor  arreglo  de  estos,   en   circunstancias  de 
que  la  República,   temiendo   fundadamente  una 
invasión  exterior,  debe  poner  en  ejecución  todos 
los  medios  de  rechazarla;  siendo  uno  de  los  mas  |> 
importantes  la  organización,  instrucción  y  disci-  n 
plina  de  la  milicia  auxiliar,  el  Gobierno  ha  teni-  j' 
do  á  bien  declarar  comprendidrs  en  el  goce  de  i 
fuero  de  guerra,  á  todos  los  cuerpos  de  la  cxpre-  J 
sada  milicia,  que  se  consideran  como  en  servicio 
activo  en  la  República,  y  desde  luego,  quedan 
solamente  subordinados  á  la  autoridad   militar, 
sin  que  sean  obligados  los  individuos  que  los 
componen  á  admitir  empleos  concejiles,  ni  otros 
encargos  que  los  distraigan  de  sus  deberes  en  la 
milicia. 

Lo  digo  á  US.  para  su  inteligencia  y  comuni- 
cación á  quienes  corresponda  para  su  cumpli- 
miento (*)• 

Dios  guarde  á  US« — Rafael  Urdaneta» 

(*^  Esta  resolución  está  de  acuerdo  con  el  art.  15  de  la 
ley  de  20  de  Abril  de  1851  orgánica  de  la  milicift  nacional. 
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FUERZA,  y  ^^se  Recursos  de  fuerza. 

FUERZA   ARMADA  ó  PERMANENTE.    VéaSO    Ot- 

ganizacion  militar. 

FUERZA    ARMADA  ó  PERMANENTE.    ARTÍCULOS 

CONSTITUCIONALES  sohre  ella. 

Art.  180.  La  fuerza  armada  es  esencialmente 
obetliente  y  jamas  puede  deliberar.  Se  dividirá 
en  ejército  permanente,  fuerza  naval  y  milicia 
nacional. 

Art.  181.  El  ejército  permanente  será  destina- 
do á  guardar  los  puntos  importantes  de  la  Repú- 
blica, y  estará  siempre  á  las  órdenes  de  los  jefes 
militares. 

Art.  1P2.  Los  individuos  de  la  fuerza  armada 
de  mar  y  tierra  en  actual  servicio,  están  sujetos 
á  las  leyes  militares. 

Art.  183.  Los  ofíciales  del  ejército  y  marina 
no  pueden  ser  destituidos  de  sus  empleos  sino 
por  sentencia  pronunciada  en  juicio  competente. 

Art.  184.  La  milicia  nacional  estará  á  las  ór- 
denes del  gobernador  de  la  provincia,  quien  la 
llamará  al  servicio  cuando  el  Poder  Ejecutivo 
lo  ordene  en  virtud  de  acuerdo  del  Congreso  ó 
del  Consejo  de  Gobierno  en  receso  de  aquel, 
con  arreglo  al  artículo  118,  ó  para  obrar  dentro 
de  la  provincia  en  caso  de  conmoción  súbita,  y 
en  el  modo  que  determine  su  ley  orgánica. 
FUERZA  ARMADA  o  permanente,  decreto 

EJECUTIVO  DE  20    DE    DICIEMBRE   DE   1838  50- 

hre  su  vestuario, 

Carlos   Souhlette,    General  de  división  de  los 

ejércitos  de  Venezuela,    Vicepresidente  de 

la   República,   encargado   del  Poder 

Ejecutivo,  4'C.,  íj-c,  ^c. 

CONSIDERANDO  : 

19  Que  la  intervención  del  Gobierno  en  la  su- 
ministración de  vestuario  á  los  cue'-pos  del  ejér- 
cito, aumenta  las  operaciones  de  la  tesorería  ge- 
neral, sin  proporcionarles  ventujas,  que  ellos  no 
puedan  procurarse  por  sí  mismos,  si  se  deja  a  su 
cargo  dicha  suministración 

29  Que  ningún  perjuicio  puede  resultar  &  la 
tropa  de  que  la  retención  de  vestuario,  que  ha 
hecho  hasta  ahora  la  tesorería  general,  la  hagan 
los  cuerpos  ;  siempre  que  en  su  custodia,  é  in- 
versión se  llenen  las  formalidades  de  ordenanza, 

DECRETO  : 

Art.  19  Desde  el  dia  I9  de  Enero  del  aHo 
próximo  venidero  no  se  hará  por  !a  tesorería  ge- 
neral, ni  por  las  demás  oficinas  de  pago,  descuen- 
to alguno  para  vestuario  á  los  cuerpos  y  compa- 
ftias  de  la  fuerza  permanente. 

Art.  29  La  provisión  y  construcción  del  ves- 
tuario para  la  tropa  correrá  á  cargo  de  los  res- 
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pectivos  cuerpos,  quienes  en  junta  de  capitanes 
y  un  subalterno  de  cada  clase,  acordarán  el  rae- 
(íio  mas  conveniente  de  proveer  el  vestuario  con 
las  mayores  ventajas  posibles  para  el  soldado. 

§  único*  Cuando  hubiere  que  proveer  de  ves- 
tuario á  las  compañías  sueltas,  entonces  la  junta 
se  compondrá  de  los  oficiales  que  hubiere  en  ca- 
da una  de  ellas. 

Art.  39  Los  cuerpos  y  compañías  sueltas  con- 
tinuarán haciendo  el  descuento  de  dos  pesos 
mensuales  para  vestuario,  raen&je  de  compañía 
y  utensilios  de  rancho  como  lo  ha  hecho  la  teso- 
rería á  los  individuos  de  banda,  cabos  y  soldados. 
A  los  sargentos  y  aspirantes  nada  se  les  descon- 
tará para  vestuario,  siendo  de  su  deber  presen- 
tarse con  el  aseo  y  decencia  correspondiente  á 
su  clase. 

Art.  49  Al  fin  de  cada  año  económico  los  cuer- 
pos y  compañías  sueltas  formarán  el  ajustamien- 
to de  vestuario  á  los  individuos  que  sufren  el 
descuento,  y  se  les  abonará  precisamente  el  al- 
cance que  tuvieren  por  este  respecto. 

Art.  59  Los  comandantes  de  armas  inspeccio- 
narán la  caja  de  loa  cuerpos  y  compañías  sueltas 
cada  cuatro  meses,  examinarán  las  libretas  de 
los  soldados,  harán  todas  las  objeciones  á  que  dé 
lugar  el  estado  en  que  las  encuentre,  y  darán 
parte  á  la  inspección  general,  bien  sea  que  la  ca- 
ja del  cuerpo  esté  manejada  con  la  regularidad  y 
pureza  correspondiente,  ó  bien  que  hayan  en- 
contrado faltas  dignas  de  corrección, 

Art.  69  Se  deroga  el  decreto  de  15  de  Junio 
de  1836  sobre  organización,  enganche  y  vestua- 
rio de  la  fuerza  permanente,  en  la  parte  que  se 
oponga  al  presente. 

Dado  en  Caracas,  sellado  con  el  sello  del  Po- 
der Ejecutivo,  y  refrendado  por  el  Secretario  de 
Estado  en  los  Despachos  de  Guerra  y  Marina  á 
20  de  Diciembre  de  1838,  99  y  28^— Carlos 
Souhlette. — Por  S.  E.  Rafael  Urdaneta. 
FUERZA  ARMADA  ó  permanente,  resolu- 
ción EJECUTIVA    DE    31    DE    AGOSTO    DE  1840 

declaraado  que  el  Tesoro  público  no  puede 
ni  debe  abonar  al  fondo  de  vestuario  de  los 
cuerpos  y  compañías  sueltas  del  ejército  el 
importe  de  las  piezas  de  ropa  recibidas  y  no 
pagadas  por  desertores  y  muertos. 

Secretaría  de  Guerra. — Sección  tercera.— Cara- 
cas Agosto  31  de  1840. 

Habiendo  el  comandante  de  armas  de  Mara- 
caibo  inspeccionado  el  libro  de  cuja  de  las  com- 
pañías veteranas  que  guarnecen  aquella  plaza  y 
encontrado  que  en  el  de  una  de  ellas  se  adeudan 
al  fondo  de  vestuario  111  pesos  por  algunas 
prendas  que  recibieron  y  no  han  pagado  los  de- 
sertores y  muertos,  ha  consultado  al  Gobierno 
quien  es  el  que  debe  sufrir  tales  pérdidas. 
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Desde  el  dia  I9  de  Enero  del  año  próximo  pa- 
sado corre  exclusivamente  á  cargo  de  los  respec- 
tivos cuerpos  y  compañías  sueltas  la  construc- 
ción y  provisión  del  vestuario  para  la  tropa  con- 
forme á  lo  dispuesto  en  el  decreto  del  Poder 
Ejecutivo  de  20  de  Diciembre  de  1838.  Desde 
aquella  fecha,  ninguna  intervención  tiene  el  Go- 
bierno en  este  asunto,  ni  ha  querido  tenerla,  por- 
que ha  creido,  como  es  natural,  que  la  junta  de 
oficiales  de  que  habla  el  artículo  29  de  dicho  de- 
creto, animada,  como  debe  estarlo,  del  mas  gran- 
de celo  é  interés  por  la  decencia  de  la  tropa  y 
porque  no  sufran  perjuicio  alguno  los  fondos  del 
cuerpo,  tomada  las  medidas  necesarias,  tanto 
para  conseguir  que  el  vestuario  fuese  construido 
de  buenas  telas,  y  poco  costoso  al  soldado,  como 
para  evitar  que  los  desertores  y  muertos  grava- 
sen al  fondo  de  vestuario  con  perjuicio  del 
cuerpo. 

Y  si  bien  es  verdad  que  el  estado  de  desnudez 
en  que  generalmente  entran  á  servir  los  reclutas, 
exige  que  se  les  dé  una  muda  de  ropa,  la  pruden- 
cia aconseja  también  que  esta  se  les  provea  de 
los  rezagos  del  vestuario  del  cuerpo  mientras 
qne  dejan  lo  bastante  en  el  fondo  correspondien- 
te para  comprar  las  prendas  qu^  mas  después 
deben  recibir. 

Apoyado,  pues,  el  Gobierno  en  tales  funda- 
mentos, declara  :  que  el  tesoro  público  no  puede, 
ni  debe  abonar  al  fondo  de  vestuario  de  los  cuer- 
pos y  compañías  sueltas  del  ejército,  el  importe 
de  las  piezas  de  ropa  que  por  medidas  imprevi- 
sivas han  dejado  de  pagar  los  individuos  que  han 
muerto  6  desertado. 

Comuniqúese  en  respuesta  al  comandante  de 
armas  de  Maracaibo:  hágase  trascendental  á  los 
cuerpos  y   compañías  sueltas  del  ejército  y  6  la 
Tesorería   general ;  y  publíquese   en  la  Gaceta 
oficial. — Por  S.  E. — Hernaiz. 
FUERZA  ARMADA   ó    permanente.  La  de 
cada  año  se  decreta  por  una  Ley,  y  se  organi- 
za por  un  Decreto  del  Poder  Ejecutivo.  Pero, 
como  actos  transitorios,  hemos  juzgados  inútil 
su  inserción; 
FUERZA  ARMADA  ó   permanente.  Véase 
Ejército^   Milicia  nacional  y  Fuerza  marí- 
tima, 
FUERZA  ARMADA  6  permanente,  resolu- 
ción   EJECUTIVA  DE  22    DE  OCTUBRE  DE  1837 

declarando  que  las  planas  mayores  no  están 
sujetas  á  las  leyes  militares,  excepto  cuan- 
do los  cuerpos  á  que  pertenezcan  sean  pues- 
tos sobre  las  armas. 

Secretaría  de  Guerra  y  Marina.— Sección  segan- 
da,— Caracas  Octubre  22  de  1837,  8?  y  27? 

Consultado  el  Poder  Ejecutivo  si  los  jefes  é 
individuos  de  tropa  de  las  planas  mayores  vetera- 
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ñas,  y  los  jefes  de  instrucción  en  la  milicia*  es» 
tan  ó  no  sujetos  &  las  leyes  militares,  por  el  he- 
cho de  desempeñar  tales  destinos,  ha  resuelto  la 
consulta  negativamente  en  los  términos  si- 
guientes: 

"Los  jefes  é  individuos  de  tropa  de  las  planas 
mayores  veteranas  y  los  jefes  de  instrucción  en 
la  milicia,  no  están  sujetos  á  las  leyes  militares, 
según  el  espíritu  de  los  artículos  17  y  25  de  la 
ley  de  la  materia,  sino  cuando  Jos  cuerpos  á  que 
pertenezcan  sean  puestos  sobre  las  armas,  ó  cuan- 
do dichos  jefes  6  individuos  de  tropa,  sean  lla- 
mados especialmente  al  servicio  militar  activo  ; 
sin  que  se  entienda  por  esto  que  ellos  pueden 
ser  distraídos  por  las  autoridades  civiles,  de  las 
ocupaciones  naturales  de  sus  destinos,  p^ra 
ser  ocupados  en  comisiones  especiales  extrafías 
del  servicio  que  se  les  ha  señalado  en  la  milicia." 
-^Publíquese  en  la  Gaceta. — Por  S.  E.^— (Fir- 
mado) Urdaneta. 

FUERZA  ARMADA  ó  PERMANENTE.  Auxilio  á  los 

individuos  que  hayan  cumplido  el  término  de 
su  servicio  para  su  marcha  hasta  su  domicilio. 
Véase  Bagajes.  R.  E.  de  31  de  Diciembre  de 
1840. 

FUERZA     ARMADA    ó    PERMANENTE.      RESOLU- 
CIÓN  EJECUTIVA  DE  25  DE  JUNIO    DE  1840  de- 

clarando  que  los  enganchados^  al  cumplir  su 
período^  pueden  separarsCj  á  menos  que  vo- 
luntariamente quieran  continuarlo. 

Secretaría  de  Guerra.— Junio  26  de  1840. 

En  el  expediente  respectivo  ha  recaído  la  re- 
solución siguiente :    . 

<^  £1  Gobierno  en  consideración  á  que  algunos 
de  lo4  individuos  que  componen  hoy  la  fuerza 
permanente  van  &  cumplir  su  tiempo  de  cuatro 
años  por  que  fueron  enganchados :  que  otros  mu- 
chos de  la  misma  irán  en  lo  adelante  cumplien- 
do gradualmente :  que  el  Gobierno  no  quiere 
que  aquellos  permanezcan  contra  su  voluntad  ni 
ua  solo  dia  mas  del  tiempo  de  su  compromiso  : 
que  k.  administración  está  en  el  deber  de  dictar 
las  medidas  de  su  resorte  para  que  el  pequeño 
ejército  que  la  ley  conserva  na  eareasoa  de  la  fuer- 
za que  le  está  señalada ;  y  ^nalmenie  que  ha  de- 
seado y  desea  aliviar  á  los  pueblos  en  la  contri- 
bución de  hombres,  que  están  obligados  á  dar 
para  el  ejéreito.y  maiina,.  ha  resuelto  con  esta 
fechadlo  siguiente : 

lO  Continuarán. en  el  servicio  délas  armas  to- 
das las  clases  é  individuos  de  tropa  qtie  hoy  com- 
ponen la  fueraa  permanente  y  quC' hayan  cum- 
plido ó  campliereit  el  tiempa  de  cuatro  años  pa- 
ra que  fueron  enganchados,  siempre  que  ellos 
Tolantanaúieolor.  quieran  hacerle  por  dómanos 
niaa,  recibiendo-  del  tpsoiK)  por  via  lie  gratiáca- 
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cion  de  avance  20  pesos,  suma  equivalente  á  dos 
meses  de  sueldo  que  será  reintegrada  por  duode* 
cimas  partes  de  sus  sueldos  respectivos. 

29  De  conformidad  con  el  artículo  69  de  la 
ley  de  28  de  Abril  de  1838,  los  comandantes  de 
los  cuerpos  y  compañías  sueltas  harán  y  remiti- 
rán al  Gobierno  por  conducto  de  los  comandan- 
tes de  armas  respectivos  las  propuestas  en  favor 
de  aquellos  que  se  han  hecho  acreedores  á  reci- 
bir el  primer  premio  de  constancia. 

39  Ijos  individuos  que  continúen  en  el  servi- 
cio por  dos  ó  mas  años,  solo  tienen  derecho  á 
percibir  los  sueldos  de  que  hablan  los  artículos 
19»  29  y  3?  ^^  la  ley  orgánica  de  sueldos  y  de 
conformidad  con  lo  prevenido  en  el  12  de  la 
misma. 

49  Los  que  habiendo  cumplido  su  tiempo  de 
cuatro  años  sin  ningún  recargo  por  su  buencom- 
porlimiento,  no  quieran  continuar  en  el  servicio, 
serán  itime(iiatainent#  separados  de  él,  devolvién- 
dose á  cada  uno  de  estos  su  filiación  con  la  nota 
de  cumplido. 

59  Se  admiten  al  servicio  de  las  armas  todos 
los  que  voluntariamente  quieran  tomarlo,  reci- 
biendo por  via  de  gratificación  12  pesos  del  teso- 
ro público  siendo  su  primer  tiempo  de  cuatro 
años.  La  gratificación  expresada  será  cargada  á 
los  lO.OOOpesos  señalados  en  los  presupuestos  ge 
nerales  para  el  reclutamiento :  para  ser  admiti- 
dos han  de  tener  robustez  y  las  demás  circuns- 
tancias necesarias  para  sentar  plaza  en  el  ejérci- 
to de  la  República. 

69  Los  comandantes  de  los  cuerpos  y  compa- 
ñías sueltas  del  ejército  darán  cuenta  al  Gobier- 
no por  conducto  de  los  comandantes  de  armas 
respectivos  en  lista  nominal,  de  los  individuos 
que  han  querido  continuar  en  el  servicio,  y  de 
aquellos  que  nuevamente  hayan  sentado  plaza, 
para  en  su  vista  librar  la  orden  conveniente  de 
abono  de  la  gratificación  expresada  bajo  los  dos 
términos  establecidos. 

79  Comuniqúese  á  quienes  corresponda  y  pü- 
blíqucae  en  la  Gaceta  oficial. — Por  S.  E. — Her- 
naiz. 

FUEIIZA    ARMADA    6    PERMANENTE.    TéaSC    la 

nota,  en  que  se  trata  de  la  materia  de  engan- 
ches á  que  se  contrae  la  resolución  anterior.  (*) 

(*)  El  Secretario  de  Guerra,  Sr.  Franciaco  Mejía  en  su 
Memoria  de  1648,  expuso : 

"  La  ley  de  14  de  Mayo  de  1836  trata  de  sorteo,  y  por  el 
decreto  del  Poder  Ejecutivo  de  1  p  de  Agosto  del  mismo 
año  quedó  reglamentado  el  modo  do  hacerlo ;  pero  ni  es- 
to sistema,  ni  el  de  enganche  establecido  por  la  ley  de  16 
de  Mayo  de  1837,  han  correspondido  á  los  deseos  del  Le> 
gislador  por  los  embarazos  que  se  han  ofVecidoen  la  prác- 
tica. Últimamente  so  promulgó  la  ley  de  28  de  Abril  de 
1888  sobre  sueldos  militftres ;  y  como  en  «lia  nada  se  dijo 
respecto  dfe  enganche,  k  la  vez  que  se  derogó  enteramente 
¿a  de  16  de  Mav<»  de  1887  eitaáa,  que  lo  estableció,  es  c1a« 
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FUERZA  ARVADAÓPBRIfANBirTB.  RBSOLÜCION 

BjBcuTiTA  DB  13  DB  MA¥o  bB  1840  declaraU' 
do  que  no  se  debe  cobrar  derecho  alguno  por 
los  enganchamientos. 

Secretaría  de  Guerra. — Mayo  13  de  1844.^A  los 
sefiores  (Gobernadores  y  ComandanteB  de  armas  de 
provÍDcia.  — Circular. 

Manifestó  al  Gobierno  el  Sr.  Comandante  de 
armas  de  Cumaná,  que  los  alcaldes  parroquiales 
cobraban  un  derecho  por  los  accos  de  engancha- 
miento y  certiñcaciones  á  que  se  contrae  el  artí- 
culo 34  de  fuerza  permanente  de  15  de  Junio  de 
1836.  Sustanciado  el  expediente  resulta:  que  los 
alcaldes  se  han  fundado  para  exigir  tales  dere- 
chos: 19  en  el  artículo  35  del  capítulo  39  de  la 
ley  de  impuestos  para  gastos  de  justicia:  29  en 
el  artículo  28  de  la  ley  única,  título  11  del  códi- 
go de  procedimiento  judicial;  y  39  en  el  artícu- 
lo 215  de  la  Constitución;  ^S.  E.  el  Presidente 
de  la  República  se  ha  servido  resolver  con  esta 
fecha  lo  siguiente. 

*'Las  funciones  que  ejercen  los  alcaldes  con- 
forme al  articulo  34  del  reglamento  de  fuerza 
permanente,  no  son  del  orden  judicial  sino  de 
policía,  y  les  están  cometidas  no  como  á  alcal- 

ro  que  solo  está  vigente  hoy  el  .sistema  de  sorteo.  Sin  em- 
bargo, como  observase  el  Poder  Ejecutivo  que  en  el  pre- 
supuesto de  gastos  públicos  de  1847  á  1848,  entre  los 
3&0.000  pesos  asignados  al  ejército  permanente,  se  com- 
prenden los  gastos  de  reclutamientos,  se  han  puesto  en 
práctica  ambos  medios,  es  decir,  sorteo  y  enganche  ;  bien 
que  ninguno  de  los  dos  ha  dado  los  resultades  que  se  han 
deseado,  y  el  Gobierno  se  ha  visto  y  se  verá  siempre  em- 
barazado para  llevar  á  cabo  la  completa  organiísacion  de 
la  fuerza  permanente.  Creo  pues  que  el  Congreso  está  en 
la  absoluta  necesidrid  de  escogitar  los  medios  mas  á  pro- 
pósito al  fin  indicado. 

A  mi  ver  el  sorteo  sería  mas  ventajoso,  sin  que  nos  de- 
tenga la  ineficacia  que  en  efecto  se  ha  observado  en  su 
c|ecncion  hasta  ahora,  porque  ella  ha  provenido,  no  tanto 
de  la  esencia  de  la  medida,  como  de  la  falta  de  energía  y 
exactitud  de  parte  de  las  autoridades  civiles,  sin  cuya 
cooperación  ni  este  ni  ningún  otro  recurso  bastaría  para 
alcanzar  el  objeto.  Haya  entera  consagración,  imparciali- 
dad y  nervio  de  parte  de  los  funcionarios  locales,  que  el 
resultado  no  puede  ser  dudoso. 

£1  sistema  de  enganche  no  es  á  la  verdad  apropiado  pa- 
ra este  país,  en  donde  nuestios  proletaríos  apoca  costa 
tienen  un  diario  que  les  da  de  que  vivir  sin  renunciar  su  in- 
dependencia, sin  exponerse  á  las  faUgas  que  son  consi- 
guientes en  el  servicio  de  las  armas,  y  en  una  palabra,  sin 
comprometerse  á  ser  de  los  primeros  que  afrontasen  el  pe- 
ligro, caso  necesario.  No  es,  en  fin,  una  industria  en  Vene- 
zuela, en  donde  la  fertilidad  de  su  suelo  y  otras  mil  cir- 
cunstancias se  prestan  fácilmente  á  la  adqubicion  de  la 
subsistencia.  Por  otra  parte,  la  experiencia  tiene  demos- 
trado que  en  muchos  casos  el  servicio  del  individuo  en- 
ganchado ha  sido  precario  y  períudicial  al  tesoro  público, 
porque  trascurridos  pocos  dias  del  enganche,  el  soldado  se 
deserta,  y  aun  se  lleva  el  vestuario,  cuyo  valor  pierde  el 
Sstado  junto  con  la  cuota  entregada  en  numerario.  Tengo 
pues  el  honor  de  someter  á  la  oonsideraeion  del  Congreso 
«•tas  observadones  pw  lo  que  ellas  puedan  importar." 
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des  parroquiales  sino  como  á  jaeces  de  paz ;  y 
así  no  pueden  fundarse  en  las  leyes  judiciales 
para  cobrar  derechos  de  actuación.  £1  artículo 
215  de  la  Constitución  habla  de  otra  cosa  que  do 
tiene  relación  con  tales  derechos,  y  no  es  apli- 
cable al  caso.  Por  tanto,  declara  el  Gobierno : 
que.  los  alcaldes,  que  en  calidad  de  jueces  de  paz 
ejercen  las  funciones  que  les  atribuye  el  artículo 
34  del  reglamento  de  fuerza  permanente,  no  de- 
ben cobrar  derechos  por  su  actuación  en  tales 
actos." 

Lo  digo  á  US.  para  su  inteligencia  y  ñnes 
consiguientes. 

Soy  de  US.  atento  servidor. 

Rafael  Urdaneta. 

FUERZA  ARMADA  6  PKRMANBNTB.  RESOLUCIÓN 

BJEcuiiYA  DE  O  DB  JUNIO  DE  1840  declaran- 
do que  los  destinados  á  ella^  conforme  al  re- 
glamento de  la  milicia  nacional^  »olo  dura- 
rán  un  año. 

Secretaria  de  Guerra  y  Marina.— Caracas  Junio 
9  de  1840, 11  y  80. 

A  los  gobernadores  y  comandantes  de  armas. 

Destinado  á  la  fuerza  permanente  un  indivi- 
duo incurso  en  la  pena  señalada  en  el  artículo 
163  del  reglamento  de  milicias,  consultó  al  Po- 
der Ejecutivo  el  comandante  de  armas  de  la  pro- 
vincia respectiva  cual  debería  ser  el  tiempo  que 
permaneriese  sirviendo  aquel  individuo  en  dicha 
fuerza,  puosto  que  ni  el  Gobernador  lo  habia  de- 
terminado al  destinarlo,  ni  el  artículo  del  regla- 
mento lo  fijaba ;  y  considerando  S.  R  que  ni  la 
ley  ni  el  reglamento  han  sefialado  en  este  y  otros 
casos  análogos  la  duración  del  servicio  en  la 
fuerza  permanente  de  ios  que  á  ella  son  destina- 
dos por  vía  de  corrección:  que  es  indispensable 
fijar  la  duración  de  esta  pena,  que  no  puede  ni 
debe  ser  por  un  tiempo  ilimitado ;  y  por  6ltimo, 
que  la  fuerza  permanente  se  reforma  anualmen- 
te, según  la  que  decreta  el  Congreso,  ha  resuelto: 

19  Los  individuos  que  hayan  sido  y  fueren 
destinados  á  la  fuerza  permanente  conforme  á  lo 
dispuesto  en  el  título  de  penas  del  reglamento 
de  milicia,  durarán  en  aquel  servicio  un  afio. 

29  Si  llegare  á  suceder  en  algún  puEto  en  que 
haya  fuerza  permanente,  que  el  número  de  indi- 
viduos que  á  ella  se  destine  á  virtud  de  lo  dis- 
puesto en  el  reglamento  de  milicia,  exceda  del 
que  ella  deba  tener  con .  arreglo  á  las  diaposicio- 
nes del  Gobierno,  el  comandante  de  armas  de  la 
provincia,  ó  el  de  dicha  fuerza,  si  no  dependiere 
de  comandancia  de  armas  lo  avisará  al  Poder 
Ejecutivo  á  efecto  de  acordar  lo  con  veniente  pa- 
ra que  los  individuos  exeedeates»  pasen  á  servir 
en  otro  punto» 

39  La  presente  resolución  se  eensiderará  co- 
mo adicional  al  titulo  de  penas  del  reglamento 
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de  milicias,  y  será  puntoalmente  observada  mien- 
tras el  Congreso,  á  quien  se  dará  cuenta  en  la 
próxima  legislatura,  resuelve  lo  conveniente. 

Y  la  comunico  á  US.  de  orden  de  8.  £.  para 
su  inteligencia  y  demás  fines,  suscribiéndome  de 
US.  muy  atento  servidor. — Francisco  Hernaiz* 
FUERZA  ASMADA  6  PERMANENTE.  Véase  Des- 
cuentos  á  los  militares  por  razón  de  hospi- 
talidades^ y  Hospitales.  R.  E  de  30  de  Junio 
de  1838. 

FUERZA  ARMADA  6  PERMANENTE.  RESOLUCIÓN 

EJECUTIVA  DE  6  DE  MAYO  DE  1840  disponien- 
do  que  cualquier  individuo  del  servicio  que 
sea  citado  por  un  tribunal  debe  concurrir 
inmediatamente,  previos  ciertos  requisitos. 

República  de  Venezuela. — Secretaria  de  £.  en  el 
D.  de  Giit-rra  y  MarÍDa.~Caráca8  Mayo  6  de  1840. 
— Circular. 

Sr.  Comandante  de  armas  de 

En  el  exp  diente  respectivo  ha  recaído  la  re- 
solución siguiente: 

19  Todo  jefe,  oficial  ó  individuo  de  tropa  en 
servicio  militar  activo,  deberá  concurrir  inme- 
diatamente al  llamado  df  1  tribunal  en  que  sea 
necesario  su  testimonio  en  juicio. 

29  Todo  oficial  ó  individuo  de  clase  que  se 
encuentre  mandando  una  guardia,  que  fuere  lla- 
mado por  algiifi  tribuna),  deberá  inmediatamen- 
te participar  ui  comandante  de  las  ai  mas,  que  va 
á  comparecer  »nte  el  juez  que  lo  ha  citado,  para 
que  sin  pérdida  de  tiempo  io  mande  relevar. 

39  Todo  subalterno  de  una  guardia  que  fuere 
citado  por  cualquier  tribuna!  deberá  acudir  in- 
mediatamente al  llamado  que  se  le  haga,  parti- 
cipándolo al  comandante  de  ella,  y  si  el  citado 
se  hallase  de  centinela,  deberá  pedir  inmediata- 
mente el  relevo,  exponiendo  la  causal  que  lo 
motiva,  y  comparecerá  ante  el  tribunal  que  lo 
solicite,  todo  Iq  cual  es  conforme  á  lo  prevenido 
por  el  artículo  43  de  la  ley  4^  título  19  del  có- 
digo de  procedimiento  judicial,  quedando  dero- 
gada la  circular  de  25  de  Enero  último  sobre  la 
materia. 

£1  Poder  Ejecutivo  recomienda  á  los  señores 
comandantes  de  armas  el  cumplimiento  de  ebta 
resolución,  y  se  les  previene  que  ellos  y  los  co- 
mandantes de  guardias  son  responsables,  ade* 
mas  de  la  en  que  incurren  como  infractores  de  la 
ley,  &  abonar  la  multa  que  fuese  impuesta  á  los 
subalternos  que  por  causa  de  sus  inmedistos  su- 
periores fuesen  renuentes  al  llamamiento  de  los 
tribunales. 

Con  sentimiento  de  consideración  soy  de  US. 
atento  servidor.— Jrancfsco  Hernaiz. 

FUERZA  ARMADA  6  PERMANENTE.  RB«OLUCION 

EJECUTIVA  PE  9  DE  JUNIO  DE  1847  dcUrmi- 
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nandú  el  arden  de  preferencia  de  los  cuerpos 
en  formación. 

Secretaria  de  Guerra.— Caracas  Jnnio  9  de  1847. 

La  preferencia  que  por  el  artículo  69»  título 
19  del  99  reglamento  délas  Ordenanzas  del  real 
cuerpo  de  ingenieros  se  da  en  formación  al  de 
zapadores  no  es  en  concepto  del  Gobierno  tan 
absoluta  como  se  ha  interpretado.  La  regla  allí 
establecida  es  la  de  la  antigüedad  y  no  la  del  ar- 
ma; y  tanto  mas  exacta  es  esta  deducción,  cuan- 
to que  al  final  del  referido  artículo  69  se  manda 
que  al  acto  de  la  retreta  la  preferencia  la  tengan 
los  cuerpos  de  zapadores,  si  la  creación  de  los 
de  infantería  es  posterior.  Lógicamente  hablan- 
do, la  verdadera  inteligencia  del  cont^abido  artí- 
culo 69  es  ]a  de  que,  concurriendo  á  formación 
con  la  infantería,  un  batallón,  compañía  ó  desta- 
camento de  zapad#es,  aunque  solo  sea  de  un 
cabo  y  cuatro  hombres,  tienen  estos  lugar  pre- 
ferente si  la  antigüedad  del  regimiento  es  mayor 
que  la  de  los  demás  cuer|)os  concurrentes,  lo  que 
ciertamente  es  una  distinción;  mas  esta  distin- 
ción no  puede  ni  debe  tomarse  en  términos  tan 
absolutos,  así  como  tampoco  debe  buscarse  la 
preferencia  de  que  hablan  las  Ordenanzas  del 
ejército  por  la  clase  de  armas,  sino  por  la  crea- 
ción de  los  cuerpos. 

Prescíndese  de  los  argumentos  que  ministre 
en  favor  de  cualquiera  de  las  armas  del  ejército 
el  citado  artículo  69  Examínese  el  texto  del  ar- 
tículo 66  de  la  ley  orgánica  militar  de  18  de 
Abril  de  1826  dictada  en  el  antiguo  régimen  de 
Colombia,  cuyas  reglas  aun  están  vigentes.  Los 
términos  categóricos  y  explícitos  en  que  está 
concebido  el  referido  artículo  65  desvanecen  á 
todas  luces  cuantas  dudas  puedan  ocurrir  sobre 
la  materia  en  cuestión.  Dicese  allí:  ** Ningún 
cuerpo  del  ejército  tendrá  fuero  privilegiado," 
luego  en  vano  nos  detenemos  eu  analizar  ni  dis- 
currir sobre  un  punto  decidido.  Aun  partiendo 
de  la  hipótesis  de  que  en  el  antiguo  régimen  es- 
pañol existiesen  en  el  ejército  los  fueros  y  privi- 
legios que  se  pretende  hacer  valer,  estos  venían 
ya  de  la  calidad  del  arma,  y  ya  por  gracias  espe- 
ciales concedidas  por  el  Soberano  por  accidentes 
que  no  es  del  caso  referir:  mas  destruida  eéta 
clase  de  prerogativas,  claro  es  que  la  ünica  regla 
que  en  su  fuerza  y  vigor  existe  hoy  es  el  6ltimu 
inciso  del  citado  artículo  65,  es  decir,  que  en 
formación  tomará  la  derecha  el  cuerpo  mas  an- 
tiguo. £1  sentido  genérico  en  que  se  habla  en 
esta  parte  del  artículo,  con  la  derogatoria  que 
contiene  su  primer  período,  es  á  lo  que  ¿oica- 
roente  debe  estarse ;  y  así  lo  declara  el  Gobier- 
00  eon  prevención  de  qne  se  publique  en  la  ór- 
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den  general  y  se  comunique  á  quienes  con  es- 
ponda. 

Por  S.E — Mejia. 

FUERZA  ARMADA  ó  PERMANENTE.  RESOLUCIÓN 
EJECUTIVA  DE    14  DE    DICIEMBRE  DE   1850    ífc- 

clarando  en  qué  casos  únicamente  pueden  los 
jefes  y  oficiales  pasar  en  comisión  de  un  lu- 
gar á  otro;  y  formalidades  con  que  deben  ex- 
tendérseles los  pasaportes. 

Secretaría  do  Guerra. — Sección  1. — Caracas,  Di- 
ciembre U  de  1860,  21  y  40.— Resuelto. 

"Dígase  en  circular  á  los  seílores  gobernado- 
res y  comandantes  de  armas  lo  que  sigue. — Ob- 
servando S.  E.  el  Poder  Ejecutivo  que  frecuen- 
temente se  presentan  en  esta  capital  jefes  y  ofi- 
ciales que  están  en  servicio  en  otras  provincias, 
can  pasaporte  de  los  comandantes  de  armas  ó  de 
guarniciones,  ó  bien  de  los  gobernadores,  ó  jefes 
políticos,  con  pretexto  de  comisiones  insignifi- 
cantes 6  asuntos  particulares,  infringiéndose  lo 
dispuesto  en  las  ordenanzas  generales  del  ejér- 
cito (tratado  2?  título  30  artículos  I9  y  29)  y  de- 
mas  disposiciones  vigentes;  y  considerando  S. 
E. :  que  semejante  abuso  no  solo  trae  graves 
perjuicios  al  servicio,  mas  también  al  erario  pú- 
blico; que  al  expedirse  pasaportes  y  aun  certifi- 
caciones por  dichas  autoridades,  así  como  por 
otros  jefes  llamados  á  darlas,  se  prodigan  con 
frecuencia  títulos  de  oficiaí,  y  hasta  de  coman- 
dante al  que  no  lo  es  del  ejército  ó  marina,  cau- 
sando así  por  una  parle  costos  indebidos  bajo  la 
fe  que  prestanlos  empleados  de  hacienda  á  aque- 
llos documentos,  y  por  otra  una  confusión  en  los 
derechos  legales  de  los  ciudadanos,  dando  lugar 
á  pretensiones  infundadas  en  que  se  hacen  luego 
valer  los  pasaportes  como  pruebas  legales  de  un 
grado  ó  empleo  que  no  tienen  legalmente;  ha 
tenido  á  bien  resolver: 

19  Que  las  autoridades  militares  y  civiles  se 
abstengan  eit  lo  sucesivo  de  librar  pasaportes  á 
los  señores  jefes  ú  oficiales  en  servicio,  sin  tener 
á  la  vista  la  licencia  concedida  por  el  jefe  supe- 
rior respectivo,  la  cual  no  puede  exceder  de  30 
dias,  siendo  para  hacer  uso  de  ella  dentro  de  la 
provincia  de  su  jurisdicción ;  pues  para  el  caso 
de  pasar  de  dicho  término  y  el  de  ser  ella  para 
trasladarse  á  otra  provincia,  deberá  obtenerse 
precisamente  del  Poder  Ejecutivo  recordándose 
desde  luego,  que  d€  otro  modo  el  oficial  debe 
por  la  ordenanza  perder  su  empleo  y  ser  rayado 
del  servicio  por  perjuicio  de  la  responsabilidad 
en  que  incurre  el  jefe  que  expidió  dicha  liceneia. 

29  Que  no  se  separe  ningún  jefe  ni  oficial  del 
servicio  y  puesto  respectivo,  con  pretexto  de  de- 
sempeñar comisiones,  taleii,  como  {a  de  eondttcir 
correspondencia,  solicitar  vestuaríes,  ú  dtro  frl- 
"volo  encargo;  p^easolp  Mrán  aceptaUes  á  jai- 
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cío  del  Poder  Ejecutivo  las  comisiones  de  con- 
ducción de  elementos  de  guerra  de  un  punto  á 
otro,  de  caudales  considerables,  de  correspon- 
dencia sobre  negocios  de  gravedad  cuando  por 
los  correos  haya  demasiada  demora,  6  bien  para 
dar  informes  verbales  en  los  casos  de  perturba- 
ción del  orden  público;  y  estas  deberán  ser  siem- 
pre terminantemente  aprobadas  por  la  Secretaría 
de  Estado  respectiva,  pues  de  no  serlo,  la  Teso- 
rería general  y  demás  á  quienes  corresponda, 
harán  el  cargo  de  lo  que  hayan  costado,  al  que 
las  confirió. 

39  Que  bajo  la  misma  responsabilidad  indica- 
da en  el  artículo  anterior  se  prohibe  dar  en  los 
pasaportes,  comisiones  y  certificaciones,  dictados 
ó  títulos  á  quien  no  conste  tenerlos  por  efectivi- 
dad en  el  ejercito  ó  marina;  v  si  el  individuo 
fuere  de  milicia,  precisamente  por  despacho  del 
Poder  Ejecutivo  y  que  haya  sido  llamado  legal- 
mente al  servicio  activo,  debiéndose  tener  pre- 
sente que  el  miliciano  que  no  está  en  actual  ser- 
vicio es  un  simple  ciudadano. 

Por  S.  E.— CflsíeZZt. 
FUERZA  armada  ó  permanente,  resolución 

DE  LA  SECRETARÍA  DE  GUERRA  DE  3  DE  AGOS- 
TO DE  1853  prohibiendo  el  maltrato  de  la  tro- 
pa  bajo  ciertas  penas. 

Secretaría  de  Guerra.— Sección  1.* — Caracas. 
Agosto  3  de  1853.— Circular. 

Sr.  Comandante  de  armas  de 

Ha  recibido  muchas  quejas  el  que  suscribe  del 
mal  trato  que  se  da  á  los  individuos  de  tropa  con 
manifiesta  infracción  de  las  ordenanzas  del  ejér- 
cito, (Real  orden  de  20  de  Agosto  de  1771)  y  las 
disposiciones  dictadas  por  el  ministerio  de  mi 
cargo  con  el  objeto  de  cortar  tal  abuso,  pues  que 
está  expresamente  prohibido  á  los  coroneles  y  de- 
mas  jefes  de  los  cuerpos  el  imponer  penas  crue- 
les sin  que  preceda  el  juicio  y  sentencia  de  los 
Consejos  de  guerra;  y  como  hasta  el  presente 
se  ha  continuado  en  esta  práctica  abusiva  y  es 
de  todo  punto  indispensable  contenerla  para  evi- 
tar sus  malos  resultados,  se  previene:  que  in*- 
mediatamente  que  llegue  á  noticia  de  algún  jefe 
ú  oficial  que  algún  subalterno  suyo  ha  cometido 
la  indicada  falta,  la  haga  llegar  á  noticia  de  esta 
inspección  para  que  sea  suspenso  de  su  empleo 
el  oficial  ó  jefe  infractor,  sin  perjuicio  de  la  res- 
ponsabilidad en  que  incurra  por  e!  maltrato  infe- 
rido al  individuo  ó  individuos  de  tropa  á  quienes 
se  contraiga  el  caso,  y  para  que  no  se  alegue  ig- 
norahcia  por  los  culpables  se  publicará  en  la  or- 
den general. 

Soy,  &c.  -   . 

Juan  Muñoz  Tébar. 
FUERZA  ARMADÜL  o   perManbnts.   Véase 
•  A9isientít9  4élQS  óficiak¡s  iniUtare^ 
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FUERZA  ARMADA  o  permanente.   Necesi- 
dad de  reformarla  .Véase  la  nota  (•). 

FUERZA  ARMADA  ó  PERMANENTE.  TÍTULO  X. 
DE  LAS  ORDENANZAS  GENERALES  DEL  EJERCI- 
TO, sobre  los  crímenes  militares  y  comunes^ 
y  penas  que  á  ellos  corresponden» 

Blasfemias. 

Art  19  El  que  blasfemare  el  santo  nombre 
de  Dios,  de  la  Virgen  6  de  los  Santos  será  inme- 
diatamente preso  y  castigado,  por  la  primera  vez, 
con  la  afrenta  de  ponerle  una  mordaza  dentro 
del  cuartel,  por  el  término  de  dos  horas  por  la 
mañana  y  dos  por  la  tarde  en  ocho  dias  seguidos, 
atándole  á  nn  poste;  y  si  reincidiere  en  esta 
culpa,  se  le  atravesará  irremisiblemente  la  len- 
gua con  un  hierro  caliente  por  mano  del  verdu- 
go, y  se  le  arrojará  ignominiosamente  del  regi- 
miento, precediendo  consejo  de  guerra. 
Juramento  execrable  por  costumbre. 

29  El  qwe  con  reparable  frecuencia  jurare 
execrablemente,  será  corregido  con  tres  dias  de 
prisión,  y  si  después  no  se  enmendare,  sufrirá  la 
nota  de  ponerle  una  mordaza  dentro  del  cuartel,  ! 
y  el  castigo  de  prisión  ú  otro  corporal  que  parez- 
ca conveniente  para  su  entera  corrección. 

Robo  de  vasos  sagrados. 

39  El  que  robare,  ocultare  maliciosamente,  ú 
ocasionare  que  otro  robe  custodia,  cáliz,  patena, 

(*)  El  Secretario  do  la  guerra,  General  Carlos  L.  Cas- 
teñi,  en  su  Memoria  de  1862  expuso  : 

So  lisoDgea  siempre  el  Poder  Ejecutivo,  eo  la  esperanza 
de  verla  acogida  por  las  Honorables  Cámaras,  con  la  idea 
de  organizar  el  limitado  pié  de  fuerza  veterana,  de  modo 
que  con  ella  pueda  contar  siempre  la  República  como  una 
base  para  la  pronta  organizaeion  de  un  ejército  que  las 
circunstanelas  pueden  hacer  necesario,  que  no  es  otra  cosa 
que  perfeccionar  las  miras  que  se  ha  propuesto  el  mismo 
Congreso  en  la  creación  de  las  planas  mayores  veteranas: 
no  está  distante  su  realización  con  lo  hecho  hasta  aquí,  ni 
se  necesitan  mayores  gastos  que  los  que  se  hacen  actual- 
mente ;  pero  es  necesario  persererancia,  y  sobre  todo  esta- 
bilidad en  los  actos  legislativos  sobro  este  ramo ;  pues  mien- 
tras se  altere  anualmente  sin  poderosos  motivos  su  orga- 
nización, no  es  posible  obtener  aquel  importante  resulta- 
do por  la  razón  que  de  una  Legislatura  á  otra  apenas  hay 
tiempo  para  empezar  á  dar  camplimienio  á  una  ley,  cuan- 
do viene  otra  que  la  altera :  no  hay  aliciente  para  el  qae  se 
dedica  al  estudio  del  arte,  ni  siquiera  el  de  hacer  lucir  los 
*  talentos  naturales  y  desplegar  las  energias  personales  que 
descubren  el  genio  militar,  que  solo  se  despierta  en  la  es- 
peranza de  una  suerte  fija  y  de  una  mayoresfera  de  acción, 
sin  la  cual  queda  adormecido  ó  ignorado';  y  suele  costar 
cara  á  las  naciones  esa  ignorancia,  como  acaeció  desgracia- 
damente a  Venezuela  desde  el  año  de  10  hasta  eí  de  13, 
en  que  despertaron  por  fin  y  fueron  conocidos 4os  ftiertes 
yaroBos  qne  sabían  darle  independencia  y  una  imnensa 
gloría  entre  las  demás  naciones^  pide»  pues,  0I  Poder  Eje- 
cutivo sobre  todo  esUUnlidad,  aunque  no  se  aumente  ia 
fuerza  veterana;  pues  el  método  que  se  ha  seguido  en  es- 
ttí  último  afio  puede  continuar  sin  notable  inconveniente. 
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copoD,  O  cualquiera  otro  vaso  sagrado»  así  en  paz 
como  en  guerra,  y  tanto  en  mis  dominios  como 
en  paises  extranjeros  ó  de  enemigos,  será  ahorca- 
do y  descuartizado ;  y  si  por  las  circunstancias 
que  hubieren  intervenido  en  el  hurto  se  verifica- 
re haberlo  ejecutado  con  profanación  del  Santí- 
simo Sacramento,  serán  quemados  (después  de 
ahorcados)  los  delincuentes  en  tan  enorme  deli- 
to, en  cualquiera  número  que  fueren,  sin  que  les 
releve  de  esta  pena  el  raro  accidente  de  que  no 
sean  católicos,  pues  teniendo  prevenido,  que  no 
se  admita  en  mi  servicio  soldado  que  no  sea  ca- 
tólico, apostólico,  romano,  es  mi  voluntad  que  el 
que  sé  delata  ó  se  le  averigüe  ser  de  otra  religión 
en  el  caso  de  hallarse  reo,  padezca  (sin  excepción) 
el  castigo  que  para  el  crimen  en  que  incurriere 
prescriben  mis  ordenanzas. 

Ultrajes  á  imágenes  divinas. 
49  El  que  con  irrererencia  y  deliberación  co- 
nocida de  desprecio  ajare  de  obra  las  sagradas 
imágenes,  ornamentos  ó  cualquiera  de  las  cosas 
dedicadas  al  divino  culto,  ó  las  hurtare,  será  ahor- 
cado. 

Ultraje    á  sacerdotes, 

59  El  que  maltratare  de  obra,  con  arma  de 
fuego,  blanca,  palo,  pedrada  ó  golpes  de  manos 
á  los  sacerdotes,  religiosos,  y  cualesquiera  Mi- 
nistros de  Dios  que  hubieren  recibido  Ordenes 
sngradhs,  hallándose  estos  en  el  traje  propio  de 
su  estado,  será  condenado  á  la  pena  de  cortárse- 
le la  mano  derecha  ;  y  si  resultare  muerte  ó  mu- 
tilación de  miembro  será  ahorcado  ;  pero  si  en 
otro  cualquiera  modo  menos  grave  les  faltare  al 
respeto,  sufrirá  el  culpado  el  castigo  corporal  de 
que  según  las  circunstancias  fuere  digno:  bien 
entendido,  que  en  uno  y  otro  caso  ha  de  verifi- 
carse, que  el  maltrato  fué  voluntario  impulso  del 
maltratante ;  pues  si  este  lo  ejecutare  estando  de 
facción  para  defensa  del  puesto  que  ocupa,  por 
violencia  que  se  le  haga  contraía  observancia  de 
las  órdenes  que  tenga,  ó  por  su  defensa  natural, 
no  debe  considerarse  acreedor  á  la  pena  seña- 
lada. 

Insulto  á  lugares  sagrados. 

69  El  que  escalare,  ó  entrare  furtivamente  ó 
con  violencia,  en  iglesia,  convento,  monasterio  ú 
otro  lugar  sagrado  para  robar,  6  hacer  cualquie- 
ra estorsion  ó  desacato,  será  castigado  con  pena 
de  muerte  ó  corporal  según  las  circunstancias 
del  caso. 

Inobediencia. 

79  Todo  soldado;  cabo  y  sargento  que  en  lo 
que  precisamente  fuere  de  mi  real  servicio  no 
obedeciere  á  todos  y  á  cualesquiera  oficiales  de 
mis  ejércitos,  será  castigado  con  pena  de  la  vida. 
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89  Todo  segundo  sargento  que  no  obedezca  á 
Io3  primeros  de  su  regimiento  en  lo  que  fuere  de 
roi  servicio,  será  depuesto  de  su  gineta  no  estan- 
do de  facción :  y  si  lo  hiciere  estando  en  ella 
tendrá  pena  de  la  vida. 

99  Todo  soldado  y  cabo  que  en  lo  que  preci- 
samente fuere  de  mi  servicio  no  obedeciere  á 
los  sargentos  de  sus  compañías,  será  castigado 
con  pena  de  la  vida. 

10.  Todos  los  soldados  y  cabos  que  en  igual 
caso  de  mi  servicio  no  obedecieren  á  los  sargen* 
tos  de  sus  regimientos  cuando  se  hallaren  de 
facción,  y  en  actual  servicio  mandados  por  ellos, 
során  castigados  con  pena  de  la  vida  ;  y  fuera 
del  caso  de  estar  de  actual  servicio  serán  casti- 
gados con  baquetas. 

11.  Tudo  soldado  y  cabos  primeros  y  segun- 
dos que  en  lo  que  tocare  á  mi  servicio  no  obede- 
cieren á  los  sargentos  de  los  regimientos  que  se 
hallaren  en  el  mismo  campo,  guarnición,  cuartel, 
tránsito  ó  marcha,  hallándose  mandados  por 
ellos  y  de  facción,  serán  castigados  con  pena  de 
la  vida  ;  y  fuera  de  este  caso  con  pena  arbi- 
traria. 

12  Todo  segundo  cabo  que  no  obedeciere  á 
los  primeros  cabos  de  su  regimiento  en  lo  que 
pertenezca  á  mi  servicio  estando  eii  facción  ten- 
drá pena  de  la  vida  ;  y  fuera  de  facción  la  arbi- 
traria que  según  las  circunstancias  del  caso  cor- 
responda. 

13.  Todos  los  soldados,  bajo  la  misma  pena 
de  la  vida  deberán  obedecer  á  los  cabos  de  sus 
respectivas  compañías,  siempre  que  cualquiera 
de  estos  les  mande  algo  concerniente  á  mi  real 
servicio,  y  se  hallaren  con  ellos  en  guardia,  par- 
tida ó  cualquiera  otra  facción  ;  y  fuera  de  este 
caso  será  la  inobediencia  castigada  con  pena  cor- 
poral. 

Ih  Todo  soldado  deberá  obedecer,  bajo  la 
misma  pena  de  la  vida,  á  los  demás  cabos  de  su 
regimiento  siempre  que  se  hallare  mandado  por 
ellus  en  actual  servicio. 

15.  Así  mismo  y  bajo  la  misma  pena  de  la  vi- 
da deberá  todo  soldado  obedecer  en  lo  que  fuere 
de  mi  real  servicio  á  los  cabos  de  otros  regimien- 
tos, ó  á  los  que  estando  de  facción  le  destinaren 
por  cabos. 

InsultOB  contra  Jos  superiores» 

16.  Todos  los  sargentos,  cabos  y  soldados  que 
maltrataren  de  obra  á  cualquier  oficial  de  mis 
tropas,  ó  que  los  insultaren  6  amenazaren  po- 
niendo mano  á  cualquiera  arma  ofensiva  de  cual- 
quier modo  que  pueda  ser  ;  y  aun  cuando  lo  eje- 
cutasen por  haber  sido  castigados  ó  maltratados 
por  dichos  oficiales»  serán  castigados  con  la  pe* 
na  de  cortarles  la  mano,  y  consiguientemente  ( 
con  la  de  horca. 
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17.  Todo  cabo  y  soldado  que  maltratare  de 
obra  al  sargento  de  su  compañía,  6  que  hiciere 
la  acción  de  echar  mano  &  las  armas  para  ofen- 
derle aunque  lo  ejecute  por  haber  sido  castigado 
por  el  dicho  sargento,  será  castigado  de  muer- 
te. 

18.  Todo  cabo  y  soldado  que  maltratare  de 
obra  6  hiciere  acción  de  tomar  arma  ofensiva 
contra  los  sargentos  de  su  regimiento,  6  de  cual- 
quiera otro  del  ejército  hallándose  á  sus  órdenes 
en  actual  servicio  ó  de  facción,  será  castigado  de 
muerte ;  y  no  estando  de  actual  servicio,  será 
condenado  á  los  arsenales  de  marina  por  tres 
años  ;  pero  si  del  mal  trato  resultare  mutilación 
de  miembro  ó  herida  peligrosa,  será  pasado  por 
las  armas,  aunque  no  se  halle  en  actual  servicio 
ni  de  facción,  ni  mandado  por  el  ofendido  el 
ofensor. 

19.  Así  mismo  todo  soldado  que  maltratare  de 
obra  á  los  cabos  de  su  compañía  hallándose  en 
facción  ó  de  servicio  mandado  por  ellos,  sufrirá 
la  pena  de  muerte;  y  no  estando  de  actual  ser- 
vicio, será  castigado  con  seis  años  de  presidio  de 
África  con  grillete  á  menos  que  del  mal  trato  ba- 
ya resultado  al  cabo  muerte,  mutilación  de 
miembro  ó  herida  peligrosa,  porque  en  este  ca- 
so será  pasado  por  las  armas. 

20'  £1  soldado  que  hallándose  de  facción  ó  de 
servicio  maltratare  de  obra  á  los  cabos  que  le  es- 
tuvieren mandando,  así  de  su  regimiento  como 
de  cualesquiera  otros,  6  &  los  que  les  destinaren 
por  cabos,  sufrirá   la  pena  de  muerte. 

21.  Siempre  que  los  soldados  cometieren  al- 
gún desorden,  mando  á  todos  los  oficiales  (de 
cualquiera  regimiento  que  sean,  agregados  á  es- 
tado mayor  ó  de  otra  clase,  que  tengan  carácter 
de  oficial)  que  procuren  contener  á  los  culpados, 
castigándolos  pí  lo  creyeren  conveniente,  6  ha- 
ciéndolos prender;  y  si  los  delincuentes  se  dispu- 
sieren á  la  defensa  contra  los  oficiales,  de  modo 
que  se  verifique  la  acción  de  ofenderles  con  ar- 
ma de  cualquiera  especie  que  sea,  piedra  ó  palo, 
dirigida  á  herir,  con  acción  de  impulso  conocido, 
se  les  pondrá  en  consejo  de  guerra  y  condenará 
á  muerte,  aunque  haya  un  testigo  que  deponga 
lo  contrario,  con  sola  la  deposición  del  oficial  que 
forme  la  queja,  quien  será  responsable  en  su  ho- 
nor y  conciencia ;  pero  si  hubiere  dos  testigos 
de  vista  im parciales  y  de  satisfacción,  que  den 
por  incierta  la  queja  del  oficial,  preferirá  &  la  de- 
claración de  este  la  de  los  testigos. 

22.  Prohibo  absolutamente  ú  los  oficiales  que 
maltratan  ni  castiguen  con  palo  ni  espada,  aunque 
sea  sin  vaina,  ni  con  acción  ó  palabra  en  que  pue- 
dan quedar  injuriados,  A  los  sargentos,  pena  de 
ser  suspendidos  de  sus  empleos  ;y  cuando  hu- 
bieren cometido  alguna  falta  por  la  que  debieron 
ser  reprendidos  ó  castigados,  se  les  proporciona- 
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rá  la  pena  con  prisión  ú  otra  en  que  no  quede 
ajada  su  estimación ;  y  si  la  falta  fuere  conside- 
rable 6  mala  sn  conducta,  el  coronel  6  comandan- 
te del  regimiento  le  depondrá  de  su  empleo,  y 
dará  cuenta  al  inspector  con  sumaría  informa- 
ción, que  retendrft  en  sí  para  satisfacer  al  cargo 
que  se  le  hnga  en  caso  de  recurso;  pero  en  los 
delitos  capitales  serán  los  sargentos  juzgados 
por  el  consejo  de  guerra  ordinario,  y  sujetos  ft 
las  mismas  penas  que  los  soldados. 

23.  El  subdito  militar,  de  cualquier  calidad 
que  fuere,  que  faltare  al  debido  respeto  ásus  su- 
periores, bien  sea  con  razones  descompuestas  ó 
con  insulto,  amenaza  ú  obrn,  sufrirá  irremisible- 
mente la  pena  que  corresponda  á  las  circunstan- 
cias de  la  culpa  y  calidad  de  las  personas  inobe- 
diente y  ofendida,  sujetándose  al  consejo  de 
Í;uerra  que  corresponda,  según  la  calidad  del  de- 
incuente  ;  y  para  evitar  estos  casos,  encargo  k 
los  superiores  que  en  sus  reprensiones  y  recon- 
venciones se  midan  para  no  exceder  en  térmi- 
nos que  verifiquen  mal  trato,  pues  todo  abuso  de 
su  autoridad  será  de  mí  real  desagrado. 

Injurias  ó  insvUos    contra  ministros  de 
justicia. 

2i.  Todo  oficial  militar  y  de  cualquiera  tropa 
que  esté  subordinado,  deberá  dar  auxilio  y  ma- 
no fuerte  á  los  ministros  de  justicia  en  los  casos 
ejecutivos,  dando  cuenta  después  al  superior  de 
quien  depende,  pero  en  los  que  den  tiempo,  de- 
be dirigirse  el  ministro  que  pide  el  auxilio  al  co- 
mandante de  las  armas,  para  que  de  él  reciba  la 
orden  el  subdito  militar  que  haya  de  darle;  y  to- 
do oficia)  que  se  halle  empleado,  que  no  ataje 
por  sí  mismo(en  cuanto  le  sea  posible)  el  desor- 
den que  ocurriere,  será  responsable  de  los  daños 
que  resulten. 

^5.  El  que  con  mano  armada  embarazare  á  los 
ministros  de  la  justicia  ordinaria  sus  funciones, 
será  sentenciado  por  la  jurisdicción  á  quien  agra- 
vie con  la  pena  que  corresponda ;  pero  no  se  eje- 
cutará la  sentencia,  y  ileberá  el  juez  ordinario 
dirigir  los  autos  al  capitán  general,  quien  toman- 
do conocimiento  los  remitirá  puntualmente  con 
su  dictamen  al  secretario  de  mi  consejo  de  guer- 
ra, para  que  por  este  tribunal  se  declare  en  vista 
de  todo  si  está  ó  no  comprobada  la  resistencia» 
sobre  que  se  funda  )a  excepción,  para  el  despojo 
del  fuero. 

Sedición. 

M.  Los  que  emprendieren  cualquiera  sedición, 
conspiración  6  motín,  6  indujeren  á  cometer  es- 
tos delitos  contra  mi  real  servicio,  seguridad  de 
las  plazas  y  pulses  de  mis  dominios,  contra  la 
tropa,  su  comandante  á  oficiales  ser&n  ahorcados 
en  cualquier  n&aiero  que  sean;  y  los  que  bubie* 
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ren  tenido  'noticia  y   no   lo  delaten   luego   que 
puedan,  sufrirán  la  misma  pena. 

27.  El  que  con  fuerza,  amenaza  ó  seducción  á 
otros,  embarazare  el  castigo  de  los  tumultos  y 
desórdenes,  tendrá  pena  de  muerte;  y  todos  los 
cuerpos  de  guardia  darán  cuantos  auxilios  pue- 
dan para  la  tranquilidad  y  el  arresto  de  los  mal- 
hechores; y  cualquiera  comandante  de  guardia 
que  fuese  omiso  en  el  desempeño  de  esta  obliga- 
ción serft  puesto  en  consejo  de  guerra  y  senten- 
ciado según  las  resultas  de'su  negligencia. 

28.  El  que  indujere,  ó  que  ilícitamente  junta- 
re gente  por  cualquiera  otra  causa  que  no  sea  de 
las  expresadas  en  el  artículo  veintisiete  que  pre- 
cede, serA  castigado  con  pena  arbitraria. 

29.  Los  que  levantaren  la  voz  en  grito  tumul- 
tuario sobre  cualquiera  asunto,  sea  para  pedir  el 
pré,  pan  ú  otra  asistencia,  ser&n  diezmados  para 
ser  pasados  por  las  armas ;  y  el  que  se  averigua- 
re ser  el  primero  sufrirá  la  misma  pena  sin  en- 
trar en  suerte;  pero  si  no  se  pudiere  verificar 
quien  fué  el  primero,  entrarán  todos  en  suerte 
para  que  muera  uno ;  y  los  demás  que  queden  li- 
bres sortearán  después  para  morir  de  cada  diez 
uno. 

30.  Aunque  no  llegaren  á  diez  los  tumultmin- 
tes,  el  motor  siempre  ha  de  morir,  y  los  demás 
han  de  sortear  para  ser  uno  condenado  á  seis  años 
de  arsenales;  y  los  que  quedaren  libres  tanto  de 
la  pena  de  arsenales,  como  de  la  de  muerte,  han 
de  perder  el  tiempo  de  su  empeño;  y  los  que  no 
tuvieren  tiempo,  se  remitirán  para'servir sin  él 
á  un  presidio  de  África  agregados  á  las  armas. 

31.  Mando  á  todos  los  soldados  reciban  el  so- 
corro que  se  les  diere  en  dinero,  pan  ó  vianda, 
según  la  menor  cantidad  ó  inferior  calidad  que 
pueda  suministrárseles,  por  las  actuales  urgen- 
cias en  aquel  tiempo ;  y  el  que  lo  rehusare  sufrirá 
la  pena  de  ser  pasado  por  las  armas  ;  pero  en  el 
caso  de  no  dárseles  el  socorro  en  la  especie,  can- 
tidad y  calidad  ordenada  por  mi  reglamento,  po- 
drán solo  cuatro  ó  cinco  soldados  juntos  repre- 
sentarlo con  sumisión  al  comandante  de)  regi- 
miento; y  rti  este  no  les  hiciere  justicia,  recurri- 
rán al  gobernailor  ó  comandante  de  la  plaza  ó 
cuartel,  y  en  campaña  al  general  que  mandare  el 
ejército,  desti^camento  ó  cantón,  el  cual  les  hará 
justicia,  y  será  responsable  de  cualquier  daño  y 
perjuicio  que  resultare  de  su  omisión. 

32.  Cualesquiera  soldados  que  contra  las  re- 
glas de  la  buena  disciplina  y  subordinación  se  re- 
tirasen á  la  iglesia  á  deducir  desde  ella  sus  que- 
jas ó  pretensiones,  mando  que  ademas  de  ser 
extraídos  y  aplicados  por  vía  de  corrección  á  las 
obras  6  trabajos  de  las  plazas  por  el  tiempo  que 
les  falte  á  cumplir,  pierdan  por  el  hecho  de  ha- 
berse refugiado  todo  el  derecho  ó  acción  que  pu- 
diesen tener  á  las  mismas  preteusiones  aunque 
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en  811  naturaleza  sean  fundadas  y  justas,  pues  de- 
ben hacerlas  por  el  conducto  de  sus  oficiales  y 
jefes,  á  quienes  de  nuevo  encargo  que  Jas  exa- 
minen y  atiendan  con  el  noayor  celo  y  cuidado. 

33.  El  soldado  que  promoviere  especies  que 
puedan  alterar  la  obediencia  y  disciplina  sufrirá 
la  pena  de  baquetas  siempre  que  sea  arrestado 
sin  iglesia,  y  se  le  destinará  después  á  las  obras 
ó  trabajos  de  la  plaza,  como  presidiario,  por  el 
término  que  restare  á  cumplir  el  plazo  de  su  em- 
peño ;  y  si  hubiere  tomado  iglesia,  será  extraído 
bajo  caución,  y  como  genio  perjudicial  en  el  regi- 
miento ó  compañía  se  le  aplicará  (por  via  de  cor 
reccion)  &  las  citadas  obras  ó  trabajos  de  la  pla- 
za por  el  tiempo  que  le  faltare  á  cumplir. 

34.  El  cabo  ó  sargento  que  entendiere  ú  oyere 
á  soldados  de  su  compañía,  ó  de  cualesquiera 
otras  aunque  sean  de  distintos  cuerpos,  especies 
contrarias  á  4a  conformidad  con  que  deben  reci- 
bir el  pan,  pré,  víveres,  vestuario  y  demás  asis- 
tencia, en  el  modo  que  se  les  suministre,  y  &  la 
subordinación  con  que  deben  comportarse  en 
todo,  y  no  los  arrestaren  (pudiendo)  6  no  dieren 
cuenta  inmediatamente  á  sus  oficiales  y  jefes  pa- 
ra sus  ulteriores  providencias,  serán  castigados 
arbitrariamente  á  proporción  de  la  gravedad  de 
las  resultas  que  haya  causado  su  omisión  ó  tole- 
rancia, formándose  á  este  efecto  consejo  de  guer- 
ra de  oficiales. 

35.  Los  oficiales  (de  cualquiera  clase  que  sean) 
que  oyeren  ó  entendieren  de  soldados  de  sus 
compañías,  ó  de  otras,  aunque  de  dististo  cuer- 
po, eonversacion  ó  especies  que  puedan  originar 
trascendencia  ó  mal  ejemplo  á  la  subordinación 
y  disciplina,  y  no  tomaren  por  sí  las  prontas 
providencias  que  puedan  para  arrestarlos,  ó  no 
dieren  inmediatamente  cuenta  á  sus  jefes  para 
que  atiendan  al  remedio  de  las  consecuencias, 
serán  depuestos  de  sué  empleos  mediante  una 
sumaria  formal,  hecha  por  el  sargento  mayor  ó 
ayudante  del  regimiento  del  oficial  omiso,  que  se 
pasará  á  mis  manos  cuando  se  me  dé  cuenta  de 
la  deposición,  de  cuyo  cumplimiento  hago  res- 
ponsables á  loa  jefes. 

3(i  En  el  caso  de  haberse  refugiado  á  la  igle- 
sia diez  soldados  de  una  compañía,  mando  que 
después  de  su  estraccion  se  proceda  inmediata- 
mente por  el  sargento  mayor  del  cuerpo,  ó  por 
el  ayudante  que  ejerciere  sus  funciones»  á  una 
sumaria  formal  contra  loe  oficiales  de  la  compa- 
ñía de  que  hayan  sido  los  refugiados  á  fin  de  sa- 
ber por  todos  medios  si  en  el  gobierno  y  cui- 
dado interior  de  su  tropa  han  celado  y  sostenido 
con  el  vigor  que  deben  una  exacta  disciplina,  ó 
si  han  tolerado  y  dejado  sin  castigo  faltas  cono- 
cidas de  ella:  sí  han  entendido  la  especie  que 
dio  impulso  á  refugiArse  sus  soldados,  ó  el  con- 
venio pi^cedente  par»  ejecutarlo,  y  na  ka  apli» 
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cado  prontamente  sus  providencias,  o  dado  cuen- 
ta á  sus  jefes  para  el  remedio.  Y  cuando  en  cual  * 
quiera  de  los  puntos  de  esta  indispensable  obli- 
gación resultaren  culpados  los  oficiales  de  la 
compañía  ó  cualquiera  de  ellos ;  mando  sean 
depuestos  luego  de  su  empleo,  y  se  me  dé  cuen- 
ta con  remisión  de  la  sumaria. 

37.  Si  los  refugiados  llegaren  al  número  de  150 
de  un  mismo  cuerpo,  mando  al  gobernador  ó  co- 
mandante militar,  que  después  de  su  estraccion 
proceda  á  recibir  por  oficial  estraño  del  cuerpo 
que  tuviere  jente  comprendida  en  el  desorden, 
sumaría  formal  contra  el  coronel  ó  comandante 
para  la  averiguación  de  si  ha  impuesto  y  hecho 
observar  anteriormente  la  subordinación  y  exac- 
ta disciplina  con  el  vigor  que  corresponde :  si 
ha  tolerado  ó  dejado  sin  castigo  falta  grave  con- 
tra ella:  si  ha  celado  el  exacto  desempeño  de 
los  oficiales  y  sargentos  en  sus  respectivos  en- 
cargos, en  lo  que  previenen  sobre  esta  importan- 
cia mis  ordenanzas  generales  del  ejército :  si 
noticioso  del  exceso  ó  novedad  de  haberse  reti- 
rado sus  soldados  á  la  iglesia,  6  dado  cualquiera 
otra  pübliciv  demostración  de  indisrciplina,  ha  to- 
mado por  sí  prontamente  las  providencias  que 
le  correspondían  :  y  si  en  este  caso  ó  anterior- 
mente, según  las  ocurrencias,  ha  dejado  de  dar 
como  debe  cuenta  al  gobernador  6  comandante 
militar,  para  que  por  su  parte  tomase  todas  las 
disposiciones  que  le  incumben.  Y  si  resultare  de 
esta  sumaria  omisión  ó  falta  en  el  jefe  ü  otro 
oficial  del  cuerpo,  se  le  impondrá  arresto,  y  se 
me  dará  cuenta  con  remisión  de  la  sumaria  para 
mi  resolución. 

38.  Cuando  se  descubriere  algún  número  de 
soldados  que  hubiesen  convenido  ó  acordado  re- 
fugiarse á  la  iglesia,  y  fueren  aprehendidos  sin 
tomarla,  mando  que  con  justificación  .  competen- 
te, por  el  solo  caso  de  convenio  ó  acuerdo  aun- 
que no  haya  llegado  á  verificarlo,  echen  suertes 
para  sufrir  la  pena  de  baquetas  de  cada  diez  uno ; 
y  que  á  los  que  les  toque,  después  de  sufrir  el 
castigo  se  l3s.  excluya  del  servicio,  y  aplique  á 
las  obras  ó  trabajos  como  presidiarios,  por  el  tér- 
mino de  seis  años :  bien  entendido  que  en  esta 
aplicación  y  en  la  pena  de  baquetas  han  de  com- 
prenderse determinadamente  sin  entrar  en  suer- 
te los  que  quedaren  libres  del  sorteo  y  continua- 
rán el  servicio  en  sus  compañía»  amonestados 
para  su  enmienda  y  escarmiento. 

39.  Si  algún  número  de  soldados  sobre  la^mis- 
ma  determinada  y  conocida  acción  de  refugiarse 
á  la  iglesia  fueren  aprehendidos  &ntes  de  tomarla, 
por  la  vigilancia  y  cuidado  de  los  oficiales,  ú  otras 
providencias  que  pueden  tenerse  anticipadas, 
mando  que  si  los  aprehendidos  llevasen  fusiles, 
carabinas  6  pistolas,  echen  suertes  para  sufrir  pe- 
na eapital  de  eada  diez  uno,  poniéndolos  á  este 
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efecto  en  conaejo  de  guerra  segoD  ordenanza ; 
y  Jos  que  quedaren  libres  se  aplicarán  á  ka  obras 
ó  presidios  por  el  término  de  diez  afios ;  pero  si 
la  retirada  ó  refugio  &  la  iglesia  fuese  sin  los  ex- 
presadas armas,  en  este  caso  ser&n  todos  los  pro- 
motores pasados  por  la  baqueta,  y  de  los  restan- 
tes de  cada  cinco  uno  por  sorteo,  y  después  apli- 
cados todos  á  obras  ó  presidios  por  el  término 
de  seis  años. 

40.  Finalmente,  para  proporcionar  el  castigo 
de  estos  excesos  mando  que  al  soldado,  paisa- 
no ó  persona  que  teniendo  noticia  de  haberse 
convenido  algún  numero  de  soldados  de  retirar- 
se á  la  iglesia,  por  queja  ó  pretensión  de  cual- 
quiera naturaleza  que  sea,  diere  cuenta  oportu- 
na y  secretamente  al  jefe  del  cuerpo,  6  al  gober- 
nador ó  comandante  militar  de  la  plaza  ó  desiino 
de  suerte  que  tomando  las  prontas  providencias 
relativas,  resulte  de  su  aviso  el  arresto  ó  prisión 
de  los  comprendidos  6  alguna  parte  de  ellos, 
sobre  la  misma  determinada  y  conocida  acción 
de  irse  &  la  iglesia,  bien  sea  unidos  ó  separados 
con  las  expresadas  armas  6  sin  ellas,  se  le  libren 
y  entreguen  inmediatamente  siendo  en  EspaQa 
treinta  pesos ;  y  si  fuere  en  Indias  cincuenta, 
que  les  señalo  de  premio  por  su  celo  y  aviso,  cu- 
ya cantidad  se  reintegrará  por  tesorería  ó  arcas 
reales,  mediante  certificación  del  jefe  6  goberna- 
dor, sin  expresar  en  ella  el  sujeto  que  dio  cuen- 
ta ni  exigir  su  recibo,  de  cuyos  requisitos  relevo 
este  pago,  y  si  fuere  soldado  el  que  diere  el 
aviso  oportuno,  y  quisiere,  ^demas  del  premio 
en  dinero,  su  licencia  para  retirarse  del  servi- 
cio, quiero  se  le  conceda  sin  detención  alguna ; 
y  que  de  todos  modos  se  atienda  y  resguarde  á 
los  que  con  una  noticia  tan  útil  dieren  pruebas 
de  su  celo  por  mi  real  servicio. 

41.  Si  estando  un  regimiento,  batallón,  escua- 
drón destacamento  d  otra  tropa  sobre  las  armas,  ó 
junta  para  tomarlas,  saliere  de  entre  los  soldados 
alguna  voz  ó  discurso  sedicioso  ó  que  conmueva 
la  desobediencia,  mando  á  los  oficiales  que  se  ha- 
llaren presentes,  que  se  encaminen  á  la  parte 
donde  hubieren  oido  la  voz,  y  prendan  á  cinco  ó 
seis  soldados,  poco  mas  ó  menos,  poniéndolos  á 
la  cabeza  del  regimiento  ó  tropa  que  allí  se  ha- 
lle ;  y  mandándoles  nombren  al  que  hubiere  gri- 
tado: si  le  descubrieren  será  este  pasado  allí 
mismo  por  las  armas*  precediendo  la  justificación 
que  lo  compruebe ;  y  si  no  lo  hicieren,  se  les 
obligará  á  echar  suertes,  para  que  sufra  la  mis- 
ma pena  uno  de  ellos. 

42.  £1  que  hubiere  proferido  6  escrito  cuales- 
quiera palabras  que  inclinen  á  sedición,  motín  o 
rebelión,  6  que  habiéndolas  oido  no  diere  cuenta 
á  sus  superiores  inmediatamente,  sufrirá  la  pena 
de  muerte  o  corporal,  según  las  circunstancias 
que  agraven  6  minoren  su  delito. 
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43.  Si  una  patrulla,  destacamento  ó  guardia, 
en  el  caso  de  un  tumulto  ó  cualquiera  otro  tu- 
viese orden  de  prender  los  culpados,  y  no  la 
cumplltse  exactamente,  ó  que  habiéndolos  apre- 
hendido dejasen  que  se  huyan  ó  se  lea  quiten, 
se  pondrá  en  prisión  toda  la  tropa  encargada  de 
su  custodia,  y  se  tomarán  las  informaciones  que 
corresponden  :  y  si  de  ellas  resultare  que  los  sol- 
dados no  hicieron  buena  defensa,  ó  que  hubo  in- 
teligencia entre  unos  y  otros,  sufrirán  los  culpa- 
dos la  pena  que  por  ordenanza  correspondía  al 
reo  libertado  ó  fugitivo  ;  y  si  se  verificase  que 
la  fuga  procedió  de  falta  del  oficial  que  manda- 
ba el  destacamento,  patrulla  6  guardia,  sufrirá 
este  la  pena  de  privación  de  empleo. 

Tolerancia  ó  auxilio  de  reo  prófugo. 

44.  Cuando  el  coronel  ó  cualquiera  comandan- 
te de  tropas  pidiere  un  soldado  que  hubiere  he- 
cho algún  exceso,  el  que  dejare  que  se  escape  ó 
le  ocultare  será  castigado  en  lugar  del  fugitivo. 

Infidencia. 

45.  El  que  en  tiempo  de  guerra  tuviere  inteli- 
gencia con  los  enemigos,  correspondencia  por 
escrito  ó  verbal  en  cualquiera  puesto,  sufrirá  la 
pena  de  muerte,  con  ejecución  de  ella  en  el  mo- 
do que  corresponda  á  la  calidad  y  carácter  del 
delincuente 

46.  El  que  á  los  enemigos  revelare  el  santo, 
seña  ó  contraseña,  6  la  orden  reservada  que  se 
le  hubiere  dado  de  palabra  ó  por  escrito,  será 
castigado  de  muertí*,  y  corporalmente,  según  la 
entidad  del  perjuicio  que  pudiera  seguirse,  el  que 
la  revelase  ft  otra  persona. 

Desafíos. 

47.  Mando  que  la  pragmática  expedida  en  16 
de  Enero  del  año  de  1716  comprendida  al  fin  de 
este  tomo,  en  que  se  prohiben  los  duelos  y  sa- 
tisfacciones privadas,  quede  en  su  fuerza,  y  se 
observe  inviolablemente  bajo  de  las  penas  im- 
puestas en  ella. 

46.  Todo  oficial  que  pusiere  mano  á  cualquiera 
arma  ofensiva  contra  los  generales  á  oficiales 
particulares,  bajo  cuyas  órdenes,  así  en  campa- 
ña como^n  guarnición,  cuartel  ó  marcha  se  ha- 
llare en  actual  servicio,  y  contra  su  coronel  ó  co- 
mandante, será  castigado  de  muerte,  ó  á  otra  pe- 
na menos  rigorosa  si  hiciese  constar  haber  sido 
gravemente  ofendido  en  su  honor  por  el  oficial 
superior  contra  quien  hubiese  delinquido. 

49.  Prohibo  á  todos  los  oficiales  de  mis  tropas 
que  tomen  la  pistola  ó  espada  en  la  mano,  los 
unos  contra  los  otros,  así  en  las  plazas  y  en  la 
campaña  como  en  cuartel  ó  marcha,  pena  de  ser 
privados  de  sus  empleos ;  y  el  que  primero  hu- 
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biere  hecho  la  acción  tendrá  á  mas  de  esta  pena, 
]a  de  dos  años  de  destierro  á  un  presidio  ;  pero 
si  de  la  contienda  resoltare  muerte,  será  el  ma- 
tador castigado  con  pena  de  la  vida  ú  ^tra  ex* 
traordinaria,  atendidas  las  circunstancias  del  caso 

50.  El  soldado  que  estando  de  guardia,  á  la 
orden,  ü  empleado  en  cualquier  acto  del  servicio 
ultrajare  de  palabra  6  hiciere  ademan  de  ofender 
de  obra,  sin  causa  ni  motivo,  á  otro  á  quien  no 
esté  subordinado,  será  castigado  corporal  mente 
sobre  el  mismo  hecho  :  y  si  estuviere  de  centine- 
la, se  le  hará  mudar  para  que  sufra  la  pena  que 
le  corresponda. 

51.  El  soldado  que  hallándose  en  el  campo, 
guarnición,  cuartel,  marcha  ó  en  cualquiera  otro 
paraje  ó  establecimiento  que  tengan  las  tropas, 
pusiere  mano  á  las  armas  para  ofender  á  otro  en 
presencia  de  la  guardia,  dentro  del  cuartel  ó  de- 
lante de  un  cuerpo  de  tropa  armada,  de  modo 
que  pueda  ocasionar  un  desorden  en  ella  ó  alte- 
rar la  quietud  pública,  sufrirá  la  pena  de  cortar- 
le la  mano. 

52.  Siempre  que  en  acciones  de  guerra,  en  los 
ejercicios  6  en  cualesquiera  otros  casos  en  que 
los  soldados  se  hallen  con  las  armas  de  fuego  ó 
blancas  en  la  mano,  sucediere  entre  ellos  mismos 
ó  entre  los  ofíciales  algún  desgraciado  accidente 
de  muerte  6  herida  en  sus  personas  ü  otras  que 
])uedan  hallarse  presentes,  si  se  justificare  haber 
procedido  de  siniestra  intención,  y  fin  determina- 
do de  ofender  al  maltratado  6  herido,  será  el 
agresor  castigado  de  muerte  ;  y  si  se  reconocie- 
re haber  procedido  el  daño  por  descuido  y  ne- 
gligencia del  agresor,  será  este  castigado  con  pe- 
na arbitraria  proporcionada  á  la  entidad  del  da- 
ño, y  circunstancias  del  descuido  ó  negligencia 
que  lo  motivó. 

Alboroto. 

53.  El  que  sin  justo  motivo  en  el  campo,  guar- 
nición, cuartel  ó  tropa  puesta  en  marcha,  hiciere 
ruido,  capaz  de  excitar  una  confusión  en  la  tro- 
pa ó  en  el  pueblo,  será  castigado  corporaimente, 
y  á  la  misma  pena  estará  sujeto  el  que  en  las 
marchas  ó  en  campaña  disparare  sin  permiso  del 
que  manda ;  pues  cuando  convenga  ejecutarlo 
por  descargar  las  armas  por  la  lluvia  ú  otro  mo- 
tivo, deberá  el  comandante  disponer  que  lo  prac- 
tiquen delante  de  un  oficial. 

Falta  de  puntualidad  en  acudir  á  su  puesto. 

54.  El  soldado  que  no  se  hallare  en  una  alar- 
ma, campo  de  batalla  á  otra  cualquiera  función, 
con  la  misma  prontitud  que  sus  ofíciales,  sin  jus- 
tificación de  causa  legítima  que  se  lo  haya  emba- 
razado, será  pasado  por  las  armas. 

Insulto  á  salvaguardias* 

55.  Las  salvaguardias  personales  6  por  escrito 
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serán  respetadas  de  modo,  que  el  que  entrare  ó 
les  hiciere  violencia  para  entrar  en  los  parajes 
donde  las  hubiere,  sufrirá  pena  de  muerte ;  y  el 
mismo  respeto  se  guardará  á  las  de  ios  enemigos 
recíprocamente. 

Centinela  que  abandona  el  puesto. 

56.  Todo  centinela  que  abandonare  su  puesto 
sin  orden  del  cabo  de  escnadra  que  se  lo  haya 
ido  á  entregar,  6  del  que  se  diese  á  reconocer 
por  cabo,  será  pasado  por  las  armas. 

Centinela  que  se  deja  mandar  por  quien 
no  sea  su  cabo. 

57.  A  las  centinelas  que  se  dejaren  mandar 
por  otros  que  sus  cabos  de  escuadra  ó  que  les  es- 
tuvieren destinados  por  cabos,  se  les  pasará  por 
las  armas  ;  y  á  los  que  no  siguieren  á  sus  cabos 
cuando  vayan  á  apostarse  ó  vuelvan,  se  les  casti- 
gará corporaimente. 

Centinela  que  se  halla  dormido, 

58.  Cuando  un  soldado,  estando  de  centinela, 
se  hallare  dormido,  se  mudará  inmediatamente, 
y  asegurado  en  el  cuerpo  de  guardia,  se  le  casti- 
gará con  dos  carreras  de  baquetas  por  doscientos 
hombres,  y  se  destinará  á  obras  públicas  por  el 
tiempo  que  le  falte  que  cumplir ;  pero  si  solo  co- 
metiere la  falta  de  distraerse  trabajando,  sentar- 
se, fumar,  6  dejar  su  arma  de  la  mano  antes  de 
ser  relevado,  sufrirá  la  pena  de  veinticinco  palos 
dentro  del  cuartel,  y  dos  meses  de  prisión,  pa- 
gando su  servicio. 

Centinela  que  no  avisa  la  novedad  que 
advirtiere, 

59.  La  centinela  que  viere  escalar  6  saltar  por 
la  muralla,  pared,  foso  6  estacada,  tanto  para  sa- 
lir como  para  entrar  en  la  plaza,  fuerte  ó  recinto 
cerrado,  y  no  disparare  ó  diere  parte,  será  pasado 
por  las  armas. 

60.  El  soldado  que  estando  de  centinela  en  al- 
gún puesto,  viere  que  se  arriman  á  él  los  enemi- 
gos, y  no  lo  avise  á  la  voz  6  disparando,  ó  se  re- 
tirare sin  orden,  será  castigado  de  muerte. 

Insulto  contra  centinelas. 

61.  El  que  atacare  á  cualquiera  soldado  que 
estuviere  de  centinela,  sea  con  arma  blanca  6 
apuntando  con  arma  de  fuego,  6  golpe  de  piedra, 
de  palo  o  de  mano,  será  condenado  á  muerte ;  y 
si  fuere  paisano,  será  (con  inhibición  del  tribunal 
á  que  competa)  juzgado  por  el  consejo  de  guer- 
ra de  la  plaza. 

Inducción  á  riñas, 
6S^  A  todo  sargento,  cabo,  soldado  6  tambor 
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que  en  una  pendencia  llamare  6  apellidare  en  sn 
ayuda  á  una  nación,  regimiento,  compañía,  pi- 
quete ó  guardin,  se  le  pasará  por  las  armas. 

63.  £1  que  tuviere  pendencia  con  alguno,  y  llá- 
male en  su  ayuda  á  otro  que  Ir  acompañe  á  sos- 
tenerla, sufrirá  la  pena  de  ser  pasado  por  las  ar- 
mas ;  y  en  la  misma  incurrirán  los  que  llamados 
le  acompañen. 

Alevosía* 

64.  El  que  de  caso  pensado  matare  6  hiriere 
gravemente  á  otro  será  ahorcado. 

65.  El  que  hiriere  con  ventaja  6  alevosía,  no 
resultando  muerte,  será  destinado  á  presidio  por 
diez  años. 

Consentimiento  ó  abrigo  de  un  delito, 

66.  El  que  fuere  convencido  de  haber  abriga- 
do ó  favorecido  con  auxilio  cooperativo  al  efec- 
to la  ejecución  de  un  delito,  será  castigado  con 
la  pena  que  á  la  calidad  del  crimen  corresponda  ; 
y  el  que  viéndole  cometer,  y  pudiendo  no  le  pro- 
curare embarazar  con  su  fuerza  ó  la  voz,  sufrirá 
la  mortificación  de  que  (seguo  las  circunstan- 
cias del  caso)  sea  digno. 

Espías» 

67.  Los  rspías  de  ambos  sexos  serán  ahorca- 
dos ;  y  si  lo  fuere  algún  paisano,  (de  cualquiera 
calidad  y  estado  que  sea)  se  le  aplicará  por  la 
jurisdicción  militar  (con  inhibición  de  la  que  de- 
penda) la  pena  de  muerte,  procediendo  para  el 
conocimiento  de  su  causa  el  comandante  militar 
con  dictamen  del  auditor  ó  asesor  si  allí  lo  hu- 
biere. 

Contra  la  disciplina. 

68.  Prohibo  á  los  oficiales,  y  soldados  de  in- 
fantería, caballería  y  dragones,  que  puedan  pe- 
dir, y  obligar  á  sus  patrones,  (con  el  pretexto  de 
utensilio,  6  en  otra  forma)  á  que  les  suministren 
otra  cosa,  que  lo  prevenido  en  la  presente  orde- 
nanza, pena  de  suspensión  de  empleo,  y  confis- 
cación efe  la  paga  al  oficia],  y  de  castigo  corpo- 
ral á  los  soldados  con  restitución  á  favor  del  pai- 
sano damnificado  de  cuenta  del  culpado,  antici- 
pándola el  cuerpo,  y  cargándola  después  á  este. 

69.  El  soldado  que  en  guarnición,  marcha  ó 
cuartel  maltratare  de  palabra  ú  obra  á  sus  patro- 
nes ó  familia,  ó  cualquiera  otra  persona  de  uno 
ú  otro  sexo,  será  castigado  corporalmenle  ó  con 
otra  pena  mas  grave,  según  la  entidad  del  daño 
que  hubiere  ocasionado  :  pero  si  del  maltrato 
resultare  muerte  ó  mutilación  de  miembro,  será 
pasado  por  las  armas  ;  y  á  fin  de  que  la  ejecu- 
ción pronta  de  la  menor  pena  no  le  redima  de  la 
mas  grave,  se  suspenderá  el  castigo  corporal  has- 
ta que  reconociendo  un  cirujano  á  la  persona 
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maltratada,  dé  fe  de  que  no  es  la  herida  de  aque- 
llas circunstancias. 

Robo. 

70.  El  que  robare  alguna  cosa  dentro  del  cuar- 
tel, tienda  de  campaña,  casa  de  oficial  o  depen- 
diente del  ejército,  ó  la  de  paisano  en  que  esté 
alojado,  sufrirá  la  pena  de  horca. 

71.  El  que  robare  á  vivandero  ó  comerciante 
de  loa  que  trajeren  víveres  á  otros  géneros  al 
campamento,  cuartel  ó  guarnición,  será  ahorca- 
do ;  y  si  en  el  robo  interviniere  muerte,  será 
ahorcado  y  descuartizado. 

72.  £1  que  robare  en  cualquiera  otro  paraje, 
donde  no  concurrieren  tan  graves  circuntancias, 
será  castigado  con  seis  carreras  de  baquetas,  y 
desterrado  por  seis  años  á  arsenales  restituyen- 
do la  alhaja  á  su  dueño  ó  su  valor  siempre  que 
pueda  verificarse  su  recobro. 

Desórdenes  cometidos  en  las  marchas. 

73.  El  soldado  que  rompiere  ó  maltratare  por 
voluntaria  vejación  mueble  alguno,  derramare  ó 
destruyere  las  provisiones  domésticas  en  casa  de 
sus  patrones  ó  de  cualquiera  otro  paisano,  sufri- 
rá un  mes  de  prisión  y  pagará  (de  sus  alcances 
ó  con  la  mitud  de  su  socorro  diario,  hasta  la  en- 
tera satisfacción)  el  perjuicio  que  hubiere  cau- 
sado adelantan  dolo  el  cuerpo,  y  cargando  el  im- 
porte al  soldado  ;  pero  si  el  daño  excediere  á  lo 
que  pudiere  pagar  con  la  retención  del  medio  so- 
corro de  cuatro  meses,  sufrirá  la  pena  de  baque- 
tas y  destino  á  obras  por  el  tiempo  de  su  empe- 
ño. 

74.  El  que  insultare  de  obra  al  Prebost  ó  sus 
ministros,  cuando  estos  ejercen  sus  funciones,  ó 
por  haberlas  ejercido,  será  pasado  por  las  armas; 
y  si  el  insulto  no  excediese  de  palabras  y  amena- 
zas, sufrirá  la  pena  de  baquetas  y  deslino  á  obras 
públicas  por  el  tiempo  de  su  empeño. 

75.  El  soldado  que  separado  del  cuerpo  y  dis- 
trito del  lugar  en  que  este  se  halle,  ó  destacamen- 
to del  de  que  dependa, .  marchando  solo  con  pa- 
saporte ó  sin  él,  ultrajare,  robare,  hiriere,  6  ma- 
tare á  alguno  de  mis  vasallos  ú  otra  cualpuiera 
persona  podrá  ser  aprehendido  por  las  justicias  del 
territorio  en  que  cometa  el  delito,  y  lo  entrega- 
rán á  su  respectivo  jefe  si  se  hallare  dentro  de 
la  misma  provincia;  y  en  caso  de  estar  mas  lejos 
sustanciará  la.  causa  la  justicia  que  lo  hubiere 
aprehendido,  hasta  ponerla  en  estado  de  senten- 
cia, la  que  deberán  practicar  en  el  término  de 
ocho  días,  y  remitir  el  proceso  al  capitán  ó  co- 
mandante general  de  la  provincia  para  que  la  de- 
termine, cuidando  este  jefe  de  hacer  conducir 
con  seguridad  el  reo  ;  y  si  el  soldado  agresor  que 
se  aprehendierelíubiere  sido  despachado  conplie- 
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go  de  mi  serricio,  quedará  al  cargo  de  la  iostícia 
ordinaria  el  cuidado  de  dirigirle  á  su  destino  sin 
la  menor  dilación. 

76.  Los  soldados  que  al  tiempo  de  marchar 
con  sus  cédulas  de  inválidos  al  destino  que  sefia- 
lan,  cometieren  el  delito  6  exceso  de  que  trata  el 
antecedente  artículo,  serán  también  aprehendidos 
por  la  justicia  ordinaria,  bajo  de  la  misma  regla 
que  los  soldados  efectivos  que  marchan  sueltos: 
pero  los  que  usando  de  licencia,  se  retiran  des- 
pedidos del  servicio,  y  sobre  su  marcha  cometie- 
ren algún  desorden,  serán  juzgados  y  castigados 
por  las  mismas  justicias  ordinarias  en  la  forma 
que  ejecutan  sus  sentencias  contra  los  subditos 
paisanos. 

77.  El  que  vaya  (sin  ser  mandado)  á  cortar, 
desgajar  6  arrancar  árboles  en  bosques  y  cotos 
reales  6  de  particulares,  ó  á  desaguar  los  estan- 
ques, será  severamente  castigado  según  las  cir- 
cunstancias que  agraven  su  delito. 

78.  £1  que  tirare  contra  las  palomas,  conejos, 
gallinas  ú  otros  animales  domésticos,  sufrirá  un 
mes  de  prisión;  y  para  el  pago  del  dafto  se  le  re- 
tendrá la  mitad  de  su  socorro  diario,  hasta  la  en- 
tera satisfacción ;  pero  si  este  descuento  no  al- 
canzare á  completarla  en  cuatro  meses,  se  le  im- 
pondrá la  pona  de  baquetas  y  destino  á  obras  pú- 
blicas por  si  tiempo  de  su  empeño;  y  el  que  sin 
autoridad  para  ello  mandare  ejecutar  lo  que  pro- 
hibo en  este  artículo  y  el  antecedente,  indemni- 
zará el  daño,  y  sufrirá  la  pena  de  que  según  las 
circunstancias  fuere  digno. 

Prohibición  de  emplearle  el  soldado  en  ser- 
vicio doméstico   del  oficiaL 

79.  Será  castigado  severamente  todo  soldado 
que  en  campaña,  guarniciom,  cuartel  ó  marcha, 
(no  estando  de  ordenanza  6  destinado  de  escol- 
ta por  sus  superiores)  se  separe  de  su  tropa  6 
compañía  para  ir  acompañando  á  algún  oficial  ó 
que  se  emplee  en  su  servicio  como  criado :  y  el 
oficial  que  se  lo  mandare  ó  que  se  sirviere  de  él 
será  privado  de  su  empleo. 

Incendiarios. 

80.  Los  que  así  en  tiempo  de  paz  como  de 
guerra,  tanto  en  mis  dominios  como  en  paises 
extranjeros  y  de  enemigos,  fueren  convencidos 
del  crimen  de  incendiarios,  serán  condenados  á 
pena  de  muerte :  y  si  lo  fueren  de  lugares  sagra- 
dos, casas  6  sitios  reales,  cuarteles  en  que  haya 
tropa,  parques  6  almacenes  de  víveres  6  muni- 
ciones, serán  ahorcados  y  descuartiaadoe. 

Monederos  falsos. 

81.  El  que  fuere  convencido  de  Aibrlcante  de 
moneda  ñiba:,  6  que  (con  com>cimiento  de  no  ser 
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legal)  la  tuviere  en  depósito  6  usare  de  ella,  sufri- 
rá la  pena  que  imponen  las  leyes  del  reyno,  con 
despojo  del  fuero* 

Violencia  á  mvjeres. 

82.  El  que  forzare  mujer  honrada,  casada  viu- 
da, 6  doncella,  será  pasado  por  las  armas :  pero 
cuando  solo  conste  de  la  intención  delibera- 
da y  esfuerzos  para  conseguirlo,  será  desterrado 
á  diez  años  de  presidio  de  África  6  seis  de  arse- 
nales, debiendo  justificarse  que  no  ha  interveni- 
do actual  amenaza  de  armas  de  cualquiera  suerte- 
pues  en  este  caso,  6  en  el  de  que  la  mujer  ofen-^ 
dida  haya  padecido  algún  daño  notable  en  su  per- 
sona, será  precisamente  condenado  á  muerte  el 
agresor. 

Crimen  nefando, 

83.  El  que  fuere  convencido  de  crimen  bestiah 
6  sodomíttco,  será  ahorcado  y  quemado;  pero  si 
el  tribunal  de  la  in<)uisicion' hiciere  antes  apre- 
hensión del  reo,  y  entrare  á  conocer  de  la  causa, 
no  podrá  el  militar  embarazarlo  ni  reclamarlo; 
pues  solo  en  el  caso  de  aprehender  antes  la  juris- 
dicción militar  le  pertenece  el  conocimiento  de 
este  crimen. 

Testigo  falso* 

84.  El  que  sirviere  de  testigo  falso  sufrirá  la 
pena  de  ser  pasado  por  las  armas ;  y  en  caso  de 
que  el  delito  sobre  que  declare  falsamente  no  fue- 
re capital,  le  impondrá  el  consejo  de  guerra  otra 
pena  meaos  grave,  según  las  circunstancias  del 
caso. 

85.  £1  oficial  que  en  cualquiera  causa  en  que- 
tuviere  que  declarar  por  citación  competente  fal- 
tare á  la  verdad  del  juramento,  por  este  solo  he- 
cho será  depuesto  de  su  empleo,  y  despedido  del 
seivicio  sin  perjuicio  de  la  causa» 

Ilegalidad  de  dependientes  de  víveres^  co- 
mercianteu  y  vivanderos. 

^  86.  Todo  vivandero  que  se  justifique  haber  fal- 
sificado el  peso  6  medida  de  los  géneros  que  ven- 
den á  la  tropa,  bien  sea  de  los  que  sigan  cualquie- 
ra cuerpo  de  ella  en  paz  ó  en  guerra,  6  de  los 
que  en  campaña  siguen  el  cuartel  general,  será 
castigado  con  la  pena  de  seis  años  de  destierro 
á  presidio  de  África,  para  ser  empleado  en  los 
trabajos  de  obras  reales  con  grillete  á  mas  de  con- 
fiscarle todo  los  géneros  que  tuviere  existentes 
en  la  tienda  ó  puesto  donde  se  verificó  el  exceso, 
indemnizando  á  los  que  justificaren  perjuicio  con 
aplicación  de  lo  sobrante  al  denunciador;  pero 
SI  en  los  víveres  que  venden  á  la  tropa  los  vi- 
vanderos  hubieren  cometido  lá  temeridad  de 
adulterarles,  mezclando  en  ellos  fnalíciosamente 
afgana  especie  que  los  Maga  perjudiciales  á  la 
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salud  pública,  seráo  irreinifliblemente  ahorcados, 
debiendo  proceder  la  justicia  militar  en  el  cono* 
cimiento  y  juicio  de  semejante  delito,  con  inhi- 
bición de  la  ordinaria  :  con  la  diferencia  de  que 
siempre  que  esto  acaeciere  en  el  ejército,  acanto- 
namiento de  campafia,  marcha  ó  gnarnicion  de 
paises  donde  se  haga  la  guerra,  pertenecerá  el 
conocimiento  de  este  crimen  al  mayor  general  de 
infantería :  y  en  tiempo  de  paz  al  gobernador 
de  la  plaza  ó  comandante  del  cuartel  en  que  se 
cometa  tal  delito. 

87.  Los  proveedores  y  municioneros  que  co- 
metieren semejante  delito  de  falsificar  el  peso  6 
medida  de  los  géneros  que  distribuyeren  á  la 
tropa,  serán  condenados  á  seis  años  de  presidio 
cerrado  de  África,  para  ser  empleados  en  los  tra- 
bajos, y  se  les  confiscarán  sus  bienes  para  satis- 
facer alas  partes  loque  legítimamente  hicieren 
constar  que  se  les  hubiere  desfraudado,  y  lo  res- 
tante á  favor  de  mi  real  hacienda;  pero  si  mali- 
ciosamente adulteraren  los  víveres,  mezclando 
en  ellos  alguna  especie  notoriamente  daRosa  á 
la  salud  pública,  serán  castigados  ellos  y  los  cóm- 
plices en  semejante  delito  con  la  pena  de  presi- 
dio perpetuo  ó  de  la  vida,  según  la  gravedad  del 
dafio  que  hubiesen  ó  pudieren  haber  ocasionado; 
y  la  misma  pena  se  les  impondrá  si  se  verificase 
que  siendo  los  géneros  por  sí  mismos  de  calidad 
dañosa  y  perjudicial  al  público,  lo  disimularen 
dolosamente  con  el  fin  de  utilizarse  en  el  benefi- 
cio de  su  distribución,  y  antes  de  repartirlos  no  lo 
advirtieren  al  ministro  de  hacienda  de  quien  de- 
pendan, 6  al  jefe  militar  que  en  el  mismo  paraje 
residiere,  los  cuales  en  el  caso  de  ser  advertidos 
serán  responsables  (en  su  propio  nombre)  del  da- 
fio que  de  su  omisión  resultare:  y  el  conocimien- 
to de  este  delito  corresponderá  al  intendente :  si 
este  no  tomase  providencia,  se  recurrirá  al  coman- 
dante militar;  y  si  de  sus  diligencias  no  resultare 
remedio,  se  acudirá  á  mi  Secretario  del  Despa- 
cho de  Guerra. 

Robo  con  muerte. 

88*  Los  que  cometieren  cualesquiera  hurtos 
con  muerte,  serán  ahorcados  y  descuartizados. 

Robo  de  armas  6  municiones. 

89.  El  que  se  verificare  haber  hurtado  las  ar- 
mas 6  municiones  de  sus  camaradas  ;  ó  extraído- 
las  del  almacén  real,  parque  6  depósito  sufrirá 
pena  de  muerte. 

Contrabando. 

MK  El  qne  hiciere  6  ocultare  alguo  conlraban* 
do  die  eoaletqoienL  géneros  6  rofMiB  que  pueda 
ser,  cuyo  valor  no  exceda  de  veinte  reales  de  ve- 
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llon,  será  por  la  primera  vez  castigado  con  pena 
corporal :  por  la  segunda  vez,  ó  excediendo  de  los 
veinte  reales,  será  castigado  con  baquetas,  y  con- 
denada á  presidio  por  el  tiempo  que  le  falte,  en- 
tregando al  ministro  de  la  renta  &  quien  corres- 
ponda  losgénerosaprehendidos  en  el  fraude ;  pero 
si  en  cualquiera  de  los  casos  referidos  cometiere 
el  contrabando  con  armas  y  por  fuerza,  será  con- 
denado á  muerte,  precediéndose  á  su  juzgado 
por  la  justicia  militar  y  consejo  de  guerra,  si  el 
descubrimiento  viniese  de  diligencia  del  coman- 
dante de  la  tropa :  pero  si  anteriormente  hubiese 
intervenido  acusación  6  reconocimiento  por  par- 
tes de  ministros  de  mis  rentas,  será  juzgado  por 
su  tribunal  con  inhibición  de  la  jurisdicción  mili- 
tar en  el  conocimiento  de  sus  causas,  verificán- 
dose la  aprehensión  real. 

Deserción. 

91.  Los  que  desertaren  en  campaña,  saliendo 
de  los  límites  que  para  consumar  la  deserción 
prescribieren  los  bandos  del  ejército,  sufrirán  la 
pena  de  muerte  en  el  modo  que  estos  señalaren, 
y  en  cualquiera  número  que  sean  ;  no  debiéndo- 
se entender  esta  pena  solo  para  los  que  se  hallen 
en  el  ejército  de  campaña,  siendo  también  para 
todos  los  que  deserten  de  plazas  ó  puestos  depen- 
dientes de  él. 

92.  Los  que  estando  en  guarniciones,  cuarte- 
les ú  otros  destinos  en  mis  dominios  desertaren 
en  tiempo  de  guerra,  serán  pasados  por  las  ar- 
mas; pero  con  estos  tendrá  lugar  y  se  observará 
en  su  caso  el  sorteo  que  se  prescribe  en  el  artí- 
culo ciento  y  cinco  de  este  título. 

93.  Los  que  desertando  á  países  extranjeros, 
sea  en  tiempo  de  guerra  6  paz,  fueren  aprehendi- 
dos en  territorio  de  mis  dominios,  á  distancia  de 
media  legua  del  confín  con  el  extraño,  serán  pa- 
sados por  las  armas  ep  cualquiera  número  que 
se  aprehendan. 

94.  Los  presidios  de  África,  líneas  de  Gibral- 
tar,  plazas  confinantes  con  dominios  extraños,  y 
puestos  de  la  raya,  exigen  regla  distinta  de  la 
que  explica  el  antecedente  artículo  para  graduar 
la  consumación  de  la  fuga  á  paises  extranjeros  ; 
por  lo  que  para  declararla  tal  se  estará  á  los  lí- 
mites señalados  ^or  los  respectivos  comandantes 
generales  para  imponer  á  los  desertores  la  pena 
de  muerte,  en  cualquier  número  que  sean. 

96.  Serán  reputados  como  desertores  de  igual 
calidad  para  sufrir  la  pena  de  muerte  los  que  se 
hallaren  con  disfraz  6  sin  él,  embarcados  sin 
competente  ISoencia  en  puertos  de  mis  reinos, 
á  bordo  de  embarcación  extranjera  6  española, 
con  rumbo  6  destino  á  país  extranjero,  prece- 
diéndose al  miamo  tiempo  á  la  detención  de  las 
embareaciones  españolas  en  que  sean  aprenhen- 
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didos,  y  al  arresto  de  los  patrones  y  marineros 
de  ellas  para  descubrir  los  culpados»  de  que  se 
me  dará  cuenta  con  justiñcacion,  para  que  exa- 
minadas las  circunstancias  en  mi  consejo  de  guer- 
ra, expida  la  providencia  que  merezcan. 

96.  Los  que  desertaren  á  los  moros,  bien  sea 
hallándose  de  guarnición  en  presidio  ó  yendo 
embarcados,  sufrirán  la  pena  de  muerte  ejecuta- 
da en  horca,  en  cualquiera  número  que  sean, 
aunque  se  aprehendan  después  de  rescatados. 

97.  Los  que  desertaren  denlro  de  España,  sea 
en  tiempo  de  guerra  ó  de  paz,  habiendo  escalado 
muralla,  estacada  ó  camino  cubierto,  forzado 
purria  de  plaza  ó  puesto  de  guardia,  ó  abando- 
nando centinela,  serán  pasados  por  las  armas,  en 
cualquiera  número  que  fueren. 

98.  El  que  estando  preso  hiciere  fuga,  y  con 
ella  incurriere  en  las  circunstancias  que  califican 
la  deserción,  será  tratado  por  reo  de  ella  como  si 
la  hubiere  cometido  estando  en  libertad. 

99.  El  que  indujere  á  la  deserción,  y  se  justifi- 
care llegando  á  efecto,  sufrirá  la  pena  de  ser  pa- 
sado por  las   armas ;  pero  si  no  llegare  á  verifi- 
carse, sufrirá  el  inductor  la  pena  de  seis  años  de  ' 
presidio. 

100.  Los  que  hubieren  cometido  el  delito  de 
deserción  en  los  casos  y  circunstancias  agravan- 
tes que  prescriben  los  artículos  antecedentes,  y 
fueren  aprehendidos  con  iglesia,  serán  destina- 
dos (con  retención  de  inmunidad)  á  presidio 
perpetuo. 

101.  El  desertor   de  primera  vez,  sin  circuns- 
tancia agravante  de  las  que  van  prevenidas,  que 
cometiere  este  delito  en  tiempo  de  paz,  y  fu3re 
aprehendido  sin  iglesia  ó  con  ella,  será  conduci- ; 
do  á  su  regimiento,  y  sufrirá  el  castigo  de  cuatro  i 
meses  de  prisión,  perdiendo  el  tiempo  de  su  em-  I 
peño,  para  servir  sin  él,  quedando  sin  derecho  á  ¡ 
la  gracia   de   inválidos,  hasta    que  diez  años  de  j 
buena  conducta  revaliden  sus  servicios  anteriores  I 
para  merecer  su  cédula  en  el  término  señalado  á' 
los  demás ;  pero  quedará  para  siempre  sin  dere- ' 
cho  alguno  á  los  premios  y  gracias  concedidos  á 
los  que  no  hubieren  cometido  este  delito.  j 

102.  El  desertor  de  primera  vez,  sin  circuns- 
tancia agravante,  que  no  hubiere  enajenado  pren- 
da alguna  del  vestuario  ni  armamento  con  que  se 
ausentó,  y  antes  de  ser  descubierto  se  delatare  y  \ 
presentare  en  su  regimiento  o  á  cualquiera  justi- ; 
cia  en  el  término  de  ocho  dias  contados  desde  el , 
de  su  fuga,  perderá  el  tiempo  que  hubiere  servi- 
do, empezándose  á  contar  el  de  su  empeño  des*  \ 
de  el  dia  en  que  se  presentó  ;  será  acreedor  á  la  j 
gracia  de  inválidos,  y  no  le  perjudicará  para  los j 
premios ;  y  el  que  en  igual  caso  d^  primera  ie-  í 
sercion  simple  hubiere  enajenado  alguna,  prenda  I 
del  vestuario  ó  armamento  con  que  se  ausentó, ' 
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se  mantendrá  preso  cuatro  meses  á  medio  socor- 
ro, y  se  le  duplicará  el  tiempo  de  su  empeño, 
quedándole  solo  opción  á  los  inválidos  ;  pero  si 
el  que  estuviere  en  uno  y  otro  caso  de  los  explica- 
dos en  este  artículo  volviere  á  desertar  será  repu- 
tado su  crimen  como  de  segunda  vez,  y  así  se  le 
advertirá  cuando  se  presente :  notándolo  en  su 
filiación. 

103  El  que  desertare  segunda  vez,  y  fuere 
aprehendido  sin  iglesia,  sufrirá  la  pena  de  muer- 
te pasado  por  las  armas. 

104.  El  que  habiendo  desertado  segunda  vez 
se  aprehendiere  con  iglesia,  se  le  destinará  á  ser- 
vir toda  su  vida  en  regimiento  fijo  de  Oran  ó 
Ceuta. 

105.  En  caso  de  procesarse  á  un  mismo  tiem- 
po en  algún  regimiento  diferentes  desertores 
comprendidos  en  pena  capital  por  la  calidad  de 
simple  deserción  que  va  prevenida  en  los  artícu- 
los noventa  y  dos  y  ciento  tres  de  este  título, 
sorterán  entre  sí,  para  que  uno  de  cinco  sea  pa- 
sado por  las  arma.s,  de  modo  que  á  pro])orcion 
del  número  padecerán  esta  pena  de  diez  dos,  de 
quince  tres,  y  así  correlativamente  según  fuere 
el  número;  en  inteligencia  de  que  de  cada  cinco  ha 
de  morir  uno  ;  pero  en  siendo  uno  ó  dos,  no  por 
eso  dejará  de  ser  pasado  por  las  armas  uno  de 
ellos  ;  y  siendo  tres  ó  cuatro,  tampoco  se  ha  de 
sujetar  á  esta  pena  mas  que  uno  ;  ni  en  el  nú- 
mero de  trece  ó  catorce  la  han  de  padecer  mas 
que  dos,  y  así  sucesivamente  ;  y  los  que  hayan 
quedado  libres  en  el  sorteo,  serán  excluidos  del 
servicio,  y  destinados  á  presidio  por  diez  años. 

106.  Los  cuerpos  suizos  continuarán  en  el  cas- 
tigo de  sus  desertores  según  las  leyes  y  estilo  de 
su  nación,  en  consecuencia  del  libre  uso  de  justi- 
cia que  les  está  concedido  en  sus  capitulaciones. 

107.  El  que  se  empeñare  á  servir  voluntaria- 
mente en  mis  tropas,  ó  el  que  le  tocare  por  suer- 
te igual  destino,  y  desertare  antes  de  haberse  in- 
corporado en  su  compañía,  justificándose  que  ha 
sido  legal  y  debidamente  reclutado  ó  sorteado,  y 
que  se  Je  han  leido  las  ordenanzas,  á  que  quedó 
sujeto  por  su  contrato  ó  destino,  sufrirá  la  pena 
señalada  á  la  simple  de.*«ercion  en  el  artículo  99 
de  este  título,  bien  sea  aprehendido  sin  iglesia  ó 
con  ella  en  el  modo  que  allí  se  halla  explicado. 

108.  Cualquiera  que  haya  sido  aplicado  al  ser- 
vicio de  las  armas  por  testimonio  de  juez  compe- 
tente, y  desertare  después  de  entregado  á  la  tro- 
pa que  debe  conducirle  á  su  destino,  ó  estando 
ya  incorporado  en  su  propio  regimiento,  y  se  le 
hubiere  prevenido  en  la  debida  forma  de  la  pena 
que  corresponde  al  delito  de  deserción,  sufrirá  la 
pena  que  á  la  calidad  de  su  deserción,  pertene- 
cler6|  según  la  señalada  en  los  artículos  prece- 
dentes. 
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Disimulo  malicioso  del  verdadero  nombre, 
patria,  edad  6  religión. 

109.  El  que  disimulare  su  nombre,  apellido, 
patria,  edad  ó  religión  al  lien^po  de  sentársele 
plaza,  se  le  condenará  á  servir  por  ocho  años  en 
los  arsenales  por  solo  este  delito,  aunque  no  de- 
serte ;  y  cometiendo  deserción,  si  por  la  calidad 
de  ella  merece  pena  mas  grave,  la  sufrirá. 
Deserción  de  soldado  cumplido. 

110  El  que  hubiere  sentado  plaza  por  tiempo 
limitado  y  le  tuviere  ya  cumplido,  y  se  le  retar- 
dare su  licencia  por  orden  mia,  será  tratado  co- 
mo desertor  si  se  ausentare  sin  ella,  y  sufrirá  la 
pena  correspondiente  á  la  calidad  de  deserción 
que  cometiere. 

Conato  de  deserción 

111.  Todo  soldado  que  se  hallare  dentro  de  la 
guarnición  ó  lugar  de  cuartel  ó  fuera  de  él  dentro 
de  los  límites,  disfrazado,  sin  consumar  la  deser- 
ción, pero  con  indicio  que  dé  sospecha  á  come- 
terla, ó  en  cualquiera  otro  modo  que  verifique 
su  intención  de  la  fuga  con  algún  acto  exterior, 
se  le  recargarán  cuatro  afios  de  servicio  en  el 
mismo  cuerpo  sobre  los  que  le  faltaban  para  cum- 
plir su  tiempo. 

112.  El  que  cometiere  desercicn,  y  después  de 
aprehendido  justificare  para  su  defensa  que  in- 
currió en  este  delito  por  no  habérsele  asistido 
puntualmente  con  el  pré,  pan  6  vestuario  que  le 
pertenezca,  quedará  relevado  de  la  pena  corres- 
pondiente, y  constituido  á  servir  en  la  propi.i 
compañía  seis  años  mas,  reintegrándosele  de  lo 
que  se  debiese  haber  suministrado. 

Encubrir  6  auxiliar  la  deserción. 

113.  El  patrón  de  cualquiera  embarcación  per- 
teneciente á  vasallo  mió,  6  que  navegue  con  ban- 
dera tal,  que  admitiere  á  su  bordo  soldado  algu- 
no sin  licencia  firmada  del  comandante  principal 
del  paraje  en  que  se  hallare  dado  fondo,  sufrirá 
la  pena  de  seis  años  de  presidio,  según  su  cali- 
dad, con  inhibición  de  la  jurisdicción  de  que  de- 
penda ;  y  si  fuere  embarcación  extranjera  mer- 
cantil, se  allanará  y  extraerá  de  ella,  dando  cuen- 
ta inmediatamente  el  gobernador  al  capitán  ge- 
neral 6  comandante  de  la  provincia,  y  este  la 
pasará  á  la  via  reservada  de  guerra,  y  si  fuere 
embarcación  ile  guerra  se  reclamará  el  prófugo 
requiriendo  al  comandante  de  ella  para  la  en- 
trega. 

114.  Toda  persona  (de  cualquiera  clase,  estado 
ó  condición  que  sea)  que  se  aprehendiere,  y  jus- 
tificare ser  gancho  para  tropa  de  otro  príncipe, 
se  le  pondrá  en  consejo  de  guerra,  y  sufrirá  la 
pena  de  horra. 

i  15.  £1  sargento,  cabo,  tambor  ó  soldado  por 
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cuyo  auxilio,  inteligencia  6  disimulo  hubiere  de- 
sertado alguno  de  su  cuerpo  ú  otro  de  mis  tro- 
pas, sufrirá  la  pena  de  muerte  pasado  por  las  ar- 
mas; cuya  sentencia  se  dará  por  el  consejo  de 
guerra  del  regimiento  de  que  fuere  el  desertor,  á 
cuyo  juicio  declaro  que  haya  de  corresponder 
privativamente  el  conocimiento  de  reo  extraño, 
sin  distinción  de  cuerpos. 

116.  Los  que  ocultaren  desertores,  les  dieren 
ropa  de  disfraz,  ó  en  cualquiera  otra  forma  con- 
tribuyeren á  su  fuga,  podrán  (sin  que  las  justi- 
cias de  que  dependan  lo  embaracen)  ser  aprehen- 
didos por  los  oficiales  de  mis  tropas,  y  serán  sen- 
tenciados en  el  consejo  de  guerra  con  la  pena 
que  se  impone  á  los  reos  de  esta  especie  en  el 
artículo  tercero  del  título  doce,  sobre  aprehen- 
sión de  desertores,  comprendido  en  el  tratado 
sexto  de  estas  ordenanzas. 

Cobardía. 

117.  El  que  por  cobardía  fuere  el  primero  en 
volver  la  espalda  sobre  acción  de  guerra,  bien 
sea  empezada  ya  ó  á  la  vista  del  enemigo,  mar- 
chando á  buscarle  ó  esperándole  en  la  defensiva, 
podrá  en  el  mismo  acto  ser  muerto  para  su  cas- 
tigo y  ejemplo  de  los  demás. 

118.  Todo  militar  que  estando  en  facción  de 
guerra  ó  marchando  á  ella  se  escondiese,  huyese, 
retirase  con  pretexto  de  herida  ó  contusión  que 
no  le  imposibilite  el  hacer  su  beber  ó  en  algún 
modo  se  excusase  del  combate  en  que  debiese  ha- 
llarse, sf'rá  puesto  en  consejo  de  guerra,  y  con- 
denado en  él  á  la  pena  que  merezca  su  delito  se- 
gún las  circunstancias. 

1 19.  El  oficial  que  diere  palo  ó  bofetón  á  otro 
será  despedido  del  servicio,  y  destinado  á  encier- 
ro por  toda  su  vida  en  un  castillo  con  estrecha 
reclusión. 

120.  El  que  se  valiese  del  nombre  de  algún  je- 
fe 6  magistrado  para  sus  fines  particulares,  y  aun 
para  asuntos  de  mi  servicio,  sin  habérsele  dado 
facultad  para  ello,  será  castigado  con  proporción 
á  las  circunstancias  del  raso. 

121.  Para  ningún  delito  de  los  explicados  en 
este  título  podrá  servir  de  excusa  la  embriaguez, 
cuyo  vicio  deberá  ser  cuidado  de  los  jefes  milita- 
res el  corregirle  y  castigarle  con  penas  arbitra- 
rias, haciendo  entender  á  la  tropa  de  su  cargo, 
que  el  alegato  de  estar  privado  no  le  relevará  del 
castigo  que  merece  por  el  delito  que  cometa. 

FUERZA.  MARÍTIMA.    LEY     DE    4    DE    JUNIO  DE 

1831,  fijándola  en  dicho   año. 


n 

^,  único   del  art.  40-E1  Gobierno   dictará  las 
(*;  Xios  articalos  suprimidos  no  tienen  objeto. 
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medidas  que  crea  acertadas  para  la  mejor  conser- 
vación y  cuido  de  los  bajeles  desarmados. 

Art.  59  Los  jefes  7  oficiales  de  marina  qne 
no  tengan  destino  en  los  apostaderos,  conforme 
al  decreto  de  22  de  Jnlio  del  Congreso  constitu- 
yente, y  los  que  no  lo  sean  en  los  bajeles  arma- 
dos y  desarmados  de  que  habla  esta  ley,  obten- 
drán licencia  temporal  indefinida,  con  los  goces 
que  les  correspondan  según  el  decreto  de  17  de 
Setiembre  de  1830  sobre  organización  militar 
del  Estado. 

Art.  69.  El  Poder  Ejecutivo  podrá,  siempre 
que  lo  crea  conveniente,  disponer  la  reparación 
de  los  bajeles  que  quedan  en  servicio,  con  acuer- 
do del  Consejo  de  Gobierno. 

Dado  en  Valencia  á  31  de  Mayo  de  1831,  29  y 
219 — El  Presidente  del  Senado,  Manvel  Quin- 
tero. — El  Presidente  de  la  Cámara  de  Represen- 
tantes, Dr*  José  Manuel  de  los  Rios. — Ei  Secre- 
tario del  Senado,  Vicente  Michelena. — El  Secre- 
tario de  la  Cámara  de  Representantes,  Rafael 
Acevedo. 

Valencia  4  de  Junio  de  1831,  29  y  219— Cúm- 
plase; y  comuniqúese  á  quienes  corresponda. — 
£1  Vicepresidente  encargado  del  Poder  Ejecuti- 
vo, Diego  B,  Urbaneja.—For  S.  E. — El  Secre- 
tario interino  de  Guerra  y  Marina,  Manuel  Bíu- 
ñoz.{*) 

FUERZA  MARÍTIMA.  Se  fija  y  reglamenta  cada 
año  por  una  ley  y  uu  D.E.  Pero  como  actos 
transitorios  juzgamos  inútil  su  inserción. 

FUGA  DE  LOS  PRESIDIOS.  Véasc  Presidios,  R. 
E.  de  17  de  Julio  de  1846.      . 

FUNCIONARIOS  públicos.  Responsabilidad 
de  todos — Prohibición  de  obedecer  y  ejecutar 
órdenes  manifiestamente  contrarias  á  la  Cons- 
titución y  á  las  leyes;  y  responsabilidad  si  lo 
hacen.  Véase  Disposiciones  generales  cons- 
titucionales referentes  á  diversos  ramos,  art. 
185,  186  y  187, 

FUNCIONARIOS  públicos.  Véase  Emplea- 
dos, en  todos  sus  artículos.  Sueldos,  y  Pro- 
vincias, art.  19,  108  y  1 12, 

FUNCIONARIOS  públicos.  Deber  de  los  ju- 
diciales en  cuanto  á  las  causas  de  recusación 
que  sepan  tener  en  sí.  Véase  Recusaciones, 
arL  14. 

FUNCIONES  ECONÓMICAS  comunes  a  las  cá- 
maras LEGISLATIVAS.  Véaso  Cámaras  legis- 
lativas, artículos  constitucionales  72  al  86. 

FUNCIONES  religiosas,  resolución  ejecu- 
tiva DE  7  DE  DICIEMBRE  DE  1840,  declaran- 
do que  á  ningún  venezolano  ni  extranjero, 
cualquiera  que  sea  su  creencia,  puede  impe- 
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dirsele  el  concurrir  á  ellos  siempre  que  lo 
haffan  con  la  moderación  y  respeto  debidos  al 
culto. 

Gobierno  Superior.— BarquiBimeto  Mayo  12  de 
1840, 11. «  y80.'=>. 

No  consta  de  este  expediente  que  el  presbíte- 
ro José  Macario  Yépes,  Vicario  de  esta  ciudad, 
haya  molestado  al  que  representa  en  su  creencia 
religiosa,  ni  turb6dole  en  alguno  de  los  derechos 
que  le  garanlizan  las  leyes  de  17  de  Setiembre  de 
1621,  y  18  de  Abril  de  1834.  Resulta  sí  que 
aquel  interpuso  la  mediación  de  algunas  persu- 
nas  para  que  este  dejase  de  asistir  al  entierro  de 
Juan  López  y  por  consiguiente  al  templo  donde 
esta  función  debía  terminarse;  pero  siendo  este 
el  hecho  en  que  el  ofendido  ha  fundado  la  ac- 
ción de  injurias  que  intentó  y  cuyo  juicio  se  ha- 
lla aún  pendiente,  ninguna  otra  providencia  pue- 
de acordar  este  gobierno,  que  la  de  prevenir  co- 
mo previene  á  los  venerables  curas  de  esta  ciu- 
dad que  no  impidan  al  Sr.  David  Hohed,  ni  á 
ningún  otro  venezolano  6  extranjero,  la  liber- 
tad de  concurrir  á  las  funciones  y  actos  religio- 
sos en  todos  aquellos  casos  en  que  las  leyes  se 
la  permitan.  Comuniqúese  y  devuélvase  la  carta 
de  naturaleza  presentada  por  el  interesado  á  quien 
se  hará  saber  este  decreto. — Ponte, — Francisco 
del  Castillo. — Secretario. 


Secretaria  del  Interior. — Sección  primera.— Ca- 
racas Diciembre  7  de  1840.— Resuelto. 


El  gobernador  de  Barquisimeto  ha  resuelto  ya 
sobre  la  solicitud  del  señor  David  Hohed,  en  su 
decreto  de  12  de  Mayo  del  corriente  año,  de  una 
manera  justa  y  legal.  Ea  consecuencia  nada  tie- 
ne que  resolver  el  Poder  Ejecutivo  que  no  sea 
conforme  con  aquella  disposición.  El  goberna- 
dor de  Barquisimeto  hará  que  tenga  su  efectivo 
cumplimiento,  y  vigilará  sobre  que  los  extranje- 
ros, naturalizados  ó  no,  sea  cual  fuere  su  creencia, 
no  sean  molestados  por  Jos  eclesiásticos  cuando 
asistan  á  las  funciones  religiosas,  siempre  que  lo 
hagan  con  la  moderación  y  respeto  debido  al 
culto.  Comuniqúese  al  gobernador  de  Barquisi- 
meto é  instruyase  al  interesado  y  publíquese. 

Por  S.  E.— -Quintero. 
PUNCIONES   RELIGIOSAS.    Véase    Funciones 

públicas  así  civiles  como  religiosas. 

FUNCIONES  PUBLICAS  así  civiles  como  re- 
LiQiosAs.  Quienes  deben  presidirlas.  Véase 
Presidencia  en  las  solemnidades,  funcio- 
nes ó  fiestas  públicas. 

FUNDACIONES  de  obras  pías:  Véase  Cen- 
sos {imposición  y  reconocimiento  de.) 
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GACETA    DB  VENSZUKI.A.   RESOLUCIÓN   KJBCU- 

TiYA  DB  24  DK  ENERO  DE  1831  mandando  se 
pase  á  todos  los  magistrados  y  oficinas  pú- 
blicas. 

Secretaría  del  Interior.— Sección  del  Interior. — 
Valencia  24  de  Enero  de  1831.— Año  2  ?  de  la  ley  y 
21  de  la  independencia. — Circular.— Número  162. 

AI  Sr.  Gobernador  de  la  provincia  de 

La  Gaceta  de  Gobierno  se  publicaba  y  circu- 
laba por  un  sistenna  vicioso  y  perjudicial.  Cos- 
teábanla unos  pocos  enapleados,  á  quienes  se 
descontaba  del  sueldo  una  suscripción  forzosa; 
ruando  es  del  interés  público  y  del  deber  del  Go- 
bierno connunicarla  gratis  á  los  magistrados  y 
nfícinas,  y  cuando  la  mayor  parte  de  estos,  ni  la 
pagaban/ni  la  veian  ;  mientras  que,  por  separa- 
do, cargaba  el  tesoro  con  un  gasto  considerable 
por  las  impresiones  de  leyes  y  otras  de  oñcio 
sueltas.  Por  tales  razones  y  en  uso  de  sus  facul- 
tades, el  Poder  Ejecutivo  ha  montado  y  regla- 
mentado la  imprenta,  previa  consulta  del  conse- 
jo en  los  puntos  que  eran  de  su  resorte  ;  y  aca- 
ba (te  trasladar  á  esta  ciudad,  y  de  organizar  de 
una  manera  conveniente  y  económica  la  publi- 
cación y  distribución  de  la  Gaceta  de  Venezue' 
la.  De  acuerdo  con  el  reglamento  que  ha  forma- 
do inserto  en  el  número  segundo,  ha  remitido  á 
UiS.  y  demás  gobernadores  el  que  les  ha  asigna- 
do ;  y  seguirá  haciéndolo  para  que  lo  distribuyan 
conforme  lo  previene  dicha  disposición.  Pero 
siendo  el  ánimo  del  Gobierno  que  ft  cada  magis- 
trado y  oficina  pública  vaya  un  ejemplar,  es  pro- 
bable que  no  baste  el  número  asignado  á  cada 
provincia.  Para  variarlo  como  corresponde,  pi- 
de en  esta  circular  un  cuadro  del  número  nece- 
sario para  la  circulación  de  oficio,  en  el  cual  se 
expresen  los  tribunales,  corporaciones,  emplea- 
dos y  oficinas  ú  que  haya  de  remitir  el  gobier- 
no la  gaceta  para  ajustar  á  esta  razón  el  número 
de  envió. 

US.  cuidará  sin  duda  de  que  esto  sea  Jo  mas 
pronto  posible,  de  circular  á  todos  el  citado  re- 
glamento, y  de  que  se  observe  religiosamente. 

Soy  de  US.  con  sentimientos  de  consideración 
y  respeto  mui  obediente  servidor. 

Antonio  L.  Guzman, 
GACETA    DE    VENEZUELA.    Su  dtBtribucion. 
Véase  Distribución  de  diarios  de  debates^  ga- 
cetas ^Ct 

GACETA  DE  VENEZUELA.  RESOLUCIÓN  EJECU- 
TIVA DE  12  DE  ENERO  DE  1841  disponiendo 
se  remita  á  los  vicarios  foráneos. 

República  de  Venezuela.— Secretaría  de  Estado 

en  los  Despachos  del  Interior  y  Justicia.— Sección 

TOMO  II. 
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3  «  —Carocas  12  de  Enero  de  1841, 12  y  Sl.—Ee- 
suolta. 

Dígase  ÉL  los  Gobernadores  de  provincia. 

Considerando  el  Gobierno  necesario  y  útil  que 
los  vicarios  foráneos  estén  instruidos  de  las  dis- 
posiciones y  actos  que  se  publican  en  la  Gaceta 
de  Venezuela,  ha  dispuesto  que  desde  el  17  del 
corriente  en  adelante  se  envíe  á  cada  uno  de 
aquellos  un  ejemplar  de  dicho  periódico. 

Recibirá  pues  US.  (tantos  ejemplares)  para 
los  vicarios  de  esa  provincia. — Por  S.  E  — Quin* 
tero. 

GACETA  DE  VENEZUELA.  RESOLUCIÓN  EJECU- 
TIVA DE  16  DE  SETIEMBRE  DE  1841  mandan- 
do se  anote  por  los  empleados  el  día  de  su 
recibo  y  que  se  conserve  en  cuadernos  tri- 
mestrales, 

Secretaría  del  Interior.— Sección  1  ?  —Caracas 
16  de  Setiembre  de  1841. 

Dígase  á  los  Sres.  Gobernadores  de  provincia. 

Por  el  reglamento  de  13  de  Enero  de  1831  ex- 
pedido para  la  publicación  y  distribución  de  la 
Gaceta  de  Venezuela,  inseito  en  el  número  29 
de  la  misma,  y  por  la  resolución  de  24  de  No- 
viembre de  1835  numero  190  está  prevenido  en- 
tre otras  cosas. 

19  Que  los  Gobernadores  inmediatamente  que 
reciban  el  número  de  ejemplares  que  les  está  se- 
ñalado, lo  hagan  distribuir  entre  los  empleados 
de  la  provincia  á  fin  de  que  cada  uno  reciba  sin 
dilación  el  ejemplar  que  le  pertenece. 

29  Que  todo  empleado  al  recibir  el  ejemplar 
de  la  Gaceta  que  corresponda  al  archivo  de  su 
oñcina,  anote  en  el  mismo  periódico  bajo  su  ñr- 
ma  la  fecha  en  que  lo  recibe. 

39  Que  en  cada  oñcina  se  guarde  religiosa- 
mente la  colección  de  la  Gaceta  encuadernándo- 
la por  trimestres,  y  que  todo  empleado  cesante 
debe  entregarla  al  sucesor  como  el  primer  expe- 
diente de  su  cargo,  siendo  responsable  de  los  nú- 
meros que  haya  dejado  perder  ó  extraviar,  y 

^9  Que  los  Gobernadores  en  visita,  los  Jefes 
políticos,  reconociendo  los  archivos,  y  cada  fun- 
cionario público  al  entrar  en  ejercicio,  deben  ins- 
peccionar la  colección  de  la  Gaceta  para  cono- 
cer su  estado,  descubrir  las  faltas  que  se  hubie- 
ren cometido  y  hacer  responsables  á  los  omisos 
6  negligentes. 

Sabe  el  Gobierno  que  se  ha  descuidado  por  al- 
gunos funcionarios  el  cumplimiento  de  estas  dis< 
posiciones,  y  que  en  algunas  oñcinas  no  se  con- 
serva la  colección  de  la  gaceta,  ó  se  guarda  in- 
completa y  no  encuadernada,  como  está  preveni- 
do. La  nación  hace  un  gasto  anual  para  propor- 
cionar á  todos  los  empleados  la  gaceta  en  que  es- 
tán consignadas  las  leves  y  decretos  legislativos, 

17 
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los  decretos  y  resoluciones  del  Poder  Ejecutivo 
y  las  noticias  que  pueden  conducir  á  un  arregla- 
do despacho  de  los  negocios  públicos ;  debe, 
pues,  haber  mucho  interés  por  parte  de  los  fun- 
cionarios que  reciben  la  gaceta  en  el  curtipli- 
miento  de  las  disposiciones  preinsertas.  Con  es- 
te objeto,  dispone  S.  E.  que  se  recuerden  á  (JS., 
que  se  le  encargue  las  haga  cumplir  estrictamen- 
te, que  no  disimule  las  faltas  que  se  cometan, 
que  se  haga  dar  cuenta  de  los  efectos  que  pro- 
duzca esta  resolución,  que  libre  cuantas  provi- 
dencias estime  convenientes  para  hacerla  llevar 
á  cabo  y  que  de  todo  se  dé  un  informe  prolijo  al 
Gobierno. 
Publíquese. — Por  S.  E. — Quintero, 

GACETA  DE  VENEZUELA.  ftESOLUCION  EJECU- 
TIVA DE  19  DE  JULIO  DE  1847,  prohibiendo 
la  publicación  de  ciertos  avisos  en  ella. 

Secretaría  de  lo    Interior.— Sección    cuarta- 
Caracas,  Julio  1.  *=>  de  1847.— Resuelto. 

Dispone  el  Gobierno  que  de  esta  fecha  en  ade- 
lante, no  se  inserten  en  la  gaceta  de  Venezuela 
los  avisos  sobre  depósitos  de  bestias  y  otros  ani- 
males, con  el  fin  de  descubrir  sus  dueños. 

Publíquese  esta  resolución  para  conocimiento 
de  las  autoridades  de  policía,  á  fin  de  que  no  con- 
tinúen enviando  á  la  dirección  de  la  gaceta,  do- 
cumentos de  aquella  naturaleza. 

Por  S.  E. — Acevedo 

GACETA  DE  VENEZUELA.  RESOLUCIÓN  EJECU- 
TIVA DE  30  DB  SETIEMBRE  DE  1862,  restable- 
ciendo su  redacción  y  corrección. 


Secretaría    del    Interior. — Sección 
Caracas  Setiembre  30  de  1852. 


pnmera.— 


Considerando  el  Poder  Ejecutivo  que  la  incor- 
rección del  único  periódico  oñcial  que  existe  en 
Venezuela  y  la  falta  de  puntualidad  en  su  salida 
para  el  dia  que  está  designado,  seria  no  solamen- 
te indecoroso  para  el  Gobierno  sino  que  también 
originaria  entorpecimientos  en  el  servicio  pú- 
blico : 

Que  la  ley  de  diez  de  Mayo  da  1841  autorizó 
al  Poder  Ejecutivo  para  que,  si  lo  juzgaba  nece- 
sario, nombrase  una  persona  que  corriera  con  la 
redacción  de  las  impresiones  oficiales  y  le  asig- 
nase quinientos  pesos  al  año,  y  que  si  la  de  10 
de  Mayo  del  año  próximo  pasado  que  reformó 
aquella,  nada  dice  respecto  de  tal  autorización, 
es  debido  sin  duda  á  la  circunstancia  de  que  la 
inspección  de  la  Gaceta  estaba  cometida  á  una 
sección  de  esta  secretaría  por  haber  juzgado  el 
Poder  Ejecutivo  que  tal  medida  seria  mas  conve- 
niente y  haberlo  así  determinado  desde  1^  de 
Julio  de  1845: 

Que  si  basta  ahora  ha  corrido,  como  queda  di- 
cho, la  gaceta  de  Gobierno  á  cargo  de  un  Jefe 
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de  sección  de  ésta  secretaría,  la  experiencia  ha 
acreditado  que  sin  desatender  este  los  deberes 
que  tiene  como  tal  erhpleado,  no  puede  algunas 
veces  dar  cumplimiento  á  aquel  encargo  con  la 
contracción  y  esmeró  que  él  requiere; 

Y  finalmente  que  el  actual  contratista  de  la  Ga- 
ceta Su  Félix  E  Bigotte  posee  la  idoneidad  y  es- 
mero necesarios  para  el  desempeño  de  la  expre- 
sada comisión,  S.  E.  ha  tenido  á  bien  resolver 
lo  siguiente : 

!.«  Se  encarga  al  Sr.  Félix  E.  Bigotte  de  l« 
cojrreccion  dé  la  gaceta  de  Venezuela,  quien  de- 
berá ocurrir  personalmente  á  las  Secretarías  de 
Estado  en  los  primeros  días  de  cada  semana,  en 
solicitud  de  los  documentos  6  materiales  de  que 
deba  componerse  la  expresada  gaceta. 

2?  Las  copias  de  los  documentos  de  cada  Se- 
crctaria  le  serán  entregadas  al  Sr.  Bigotte  por  el 
oficial  mayor  de  ellas,  rubricándolas  primero, 
quienes  las  exigirán  de  los  jefes  de  sección  con 
el  correspondiente  rubro. 

39  £1  mencionado  Sr.  Bigotte  deberá  formar 
el  orden  de  la  gaceta  y  someterlo  á  la  aprobación 
del  oficial  mayor  de  esta  secretaría  antes  de  pro- 
ceder á  tirarla.  Igualmente  consultará  á  este  Mi- 
nisterio, por  medio  de  dicho  empleado,  lo  que 
deba  hacer  en  aquellos  casos  en  que  se  le  hayan 
entregado  mas  materiales  de  los  que  puede  con- 
tener una  gaceta  sencilla  sin  que  le  alcancen 
para  darla  doble,  á  fin  de  que  se  le  indique  cua- 
les documentos  debe  preferir  y  cuales  reservar 
para  la  inmediata  publicación  ;  y 

49  Por  remuneración  de  este  trabajo,  se  se- 
ñalan al  Sr.  Bigotte  doscientos  pesos  anuales, 
que  se  le  abonarán  por  trimestres  vencidos,  to- 
mándose de  la  cantidad  presupuesta  para  gastos 
imprevistos. 

Comuniqúese  á  quienes  corresponda  y  publí- 
quese, dándose  cuenta  á  la  próxima  Legislatura 
de  esta    determinación. 

Por  S.  E — Herrera. 
GANADO  VACUNO.   Exención  de  derechos  mu- 
nicipales de  que  goza  el  que  se  mate  con  des- 
tino á  la  exportación.  Véase    Tenerías^  art,  2 
Id.  de  derechos  de  contribución  extraordinaria. 
Véase  Contribución  extraordinaria    ^   único 
número  39  del  artículo  39 
GANADO  VACUNO.  Yéeíse 'Exportación  deva- 
nado por  el  Orinoco, 
GANADO  VACUNO,  ley  de   28   de  abril   de 
l^Z  favoreciendo  su  exportación  y  la  de  sus 
productos. 

El  Senado  y  Cámara  de   Representantes   de  la 
República  de  Venezuela  reunidos  en  Congreso. 

considerando: 

19  Que  la  industria  pecuaria,  siendo  lino  de 
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los  raipos  importantes  de  nuestra  rioueza  nacio- 
nal, necesita  para  su  mayor  (Jesarrollo,  todas  ]as 
franquicias  y  protección  que  reclama  su  actual 
estado  ;  y 

29  Que  e)  aumento  progresivo  de  las  crias  de 
ganado,  exige  su  libre  exportación,  para  buscar 
en  otros  mercados  el  consumo  de  tan  importan- 
te producción  ;  y  por  consiguiente  el  ingreso  de 
grandes  capitales,  que  aumentarán  la  prosperi- 
dad y  dicha  de  la  República. 

decretan: 

Art  19  Desde  la  publicación  de  esta  ley  no  se 
cobrará  derecho  alguno  nacional  ni  municipal 
por  el  ganado  vacuno,  carne  sajada,  sebo,  grasa, 
queso,  cueros,  astas,  cerdas  y  las  preparaciones 
que  se  hagan  de  la  misma  grasa,  y  se  exporten 
para  el  extranjero  por  cualquier  puerto  habilita- 
do de  la  República. 

Art.  29  Las  matanzas  que  se  establezcan  pa- 
ra la  exportación  de  que  se  habla  en  el  artículo 
anterior,  en  los  mismos  puertos  habilitados  ó 
cerca  de  ciudades  6  parroquias,  pagarán  el  de- 
recho de  consumo  por  las  reses  que  beneficierf ; 
el  cual  será  devuelto  al  presentar  el  interesado 
en  la  respectiva  Administración  de  Rentas  Mu- 
nicipales la  certificación  de  la  Aduana  por  donde 
se  haya  hecho  la  exportación  :  reputándose  co- 
mo equivalente  de  una  res  cinco  arroban  de  ta- 
sajo sin  hueso,  ó  quince  arrobas  de  carne  con 
hueso  en  salmuera. 

§  19  No  se  pagará  el  derecho  de  consumo 
por  las  reses  que  se  benefician  para  la  exporta- 
ción en  cualquier  lugar  de  la  costa  del  mar  ó  á 
la  orilla  de  los  lagos  ó  rios  navegables  que  dis- 
ten de  las  ciudades,  villas  6  parroquias,  por  lo 
menos  ocho  leguas  por  tierra  y  quince  por 
mar. 

^  29  lios  especuladores  en  carnes  para  la  ex- 
portación, en  vez  de  pagar  los  derechos  munici- 
pales de  que  habla  este  artículo,  podrán  presen- 
tar una  fianza  que  no  exceda  de  mil  pesos,  á  sa- 
tisfacción del  respectivo  Administrador,  para  res- 
ponder con  ella  de  cualquier  perjuicio  que  pue- 
dan recibir  las  rentas  de  su  manejo,  debiendo 
comprobarse  ante  el  Administrador  cada  tres  me- 
ses, el  número  de  reses  exportadas,  con  la  certi- 
ficación de  que  habla  este  artículo. 

^  39  Se  prohibe  el  establecimiento  de  matan- 
zas á  una  distancia  menor  de  dos  millas  de  una 
f>oblacion  cualquiera,  en  lugares  que  no  estén  6 
as  orillas  del  mar,  de  un  lago  6  de  un  rio  nave- 
gable :  no  pudiendo  tampoco  establecerse  matan- 
zas en  lugares  cuyos  vientos  bafien  directamen- 
te á  una  población. 

Art.  39  En  clase  de  piiroa,  para  Indemnizar 
el  eosto  de  la  sal  que  se  invierta  en  el  beneficio 
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de  las  carnes,  se  abonará,  al  acto  de  la  exporta- 
ción, al  interesado  nueve  centavos  macuquinos 
ó  sencillos  por  cada  arroba  de  tasajo  sin  hueso, 
tres  centavos  por  cada  arroba  de  carne  con  hue- 
so, que  cobrará  en  la  Aduana  por  donde  se  ha- 
ga la  exportación. 

^  único  Tanto  para  el  pago,  de  la  prima  ex- 
presada en  este  artículo,  como  para  expedir  la 
certificación  de  que  habla  el  artículo  29,  queda- 
rá constancia  en  la  respectiga  Aduana  del  nom- 
bre de  la  persona  que  hace  la  exportación,  el 
del  buque  y  el  de  su  capitán. 

Art.  49  Al  especulador  en  la  exportación  del 
tasajo  que  se  le  pruebe  la  venta  de  carne  fresca 
6  salada  en  los  establecimientos  destinados  al  ob- 
jeto, pagará  por  cada  vez  que  lo  haga  una  mul- 
ta de  cien  pesos  en  beneficio  de  las  Rentas  Mu- 
nicipales. 

Art*.  59  El  Poder  Ejecutivo  dispondrá  que  la 
presente  ley  sea  traducida  á  los  diferentes  idio- 
mas de  las  naciones  que  frecuentan  nuestros  puer- 
tos, y  publicada  en  los  mas  acreditados  periódi- 
cos extranjeros,  reglamentándola  de  la  manera 
que  sea  mas  conveniente  para  su  mejor  éxito. 

Dada  en  Caracas  á  20  de  Abril  de  1853,  año 
24  de  la  ley  y  43  de  la  Independencia. — El  Pre- 
sidente del  Senado,  Raimundo  Andueza. — El 
Presidente  de  la  Cámara  de  Representantes, 
Francisco  Oriach. — El  Secretario  suplente  del 
Senado,  R,  IrazábaL — El  Secretario  de  la  Cá- 
mara de  Representantes,  J.  Padilla. 

Caracas  Abril  28  de  1853,  año  24  de  la  ley  y 
43  de  la  Independencia,— Ejecútese. — José  G. 
Monadas, — Por  S.  E.  El  Secretario  de  Estado 
en  el  Despacho  de  Hacienda,  Pedro  C.  Gelli- 
nrau. 

garantías.  Véase  Disposiciones  generales 

constitucionales^  Extranjeros  R.  E.  de  9  de 

Octubre  de  1838,  é  Inmigración^  art.  11,  12, 

13  y  15. 

GARITA.  Véase  Cárcel  de  Maracaibo. 

GARRIDO  (barbara)  Véase  Pensiones,  D.  de 

16  de  Abril   de  1851. 
GASTOS  DEL  CULTO.    Véase  Asignaciones  e- 
clesiásticas.   Apéndice  primero,  por  haber  si- 
do reformada  la  ley  de   17  de  Mayo  de  1841 
puesta  en  el  cuerpo  de  la  obra. 
GASTOS  DE   JUSTICIA.  Derogada   la  ley  que 
los  establecía,  han   quedado   refundidos  en  la 
de  papel  sellado.  Véase  Papel  sellado. 
GASTOS  DE  LAS    UNIVERSIDADES.  Véasc  Ins- 
trucción pública,  L.  9a 

GASTOS  PÚBLICOS.  Por  quienes  deberán  ser 
determinados  los  que  tengan  origen  en  cada 
secretaría  del  Despacho.  Véase  Secretarías 
de  Estado,  art.  9 

GASTOS     PÚBLICOS.     RESOLUCIÓN    EJECUTIVA 
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de  10  de  Setiembre  de  ^S4:7 previniendo  á  las 
juntas  económicas  de  hacienda  no  acuerden 
gastos  que  no  sean  absolutamente neces arios > 

República  de  Venezuela. — Secretaria  de  Hacien- 
da.—Sección  1.  ^  —Caracas,  Setiembre  10  de  1847, 
18.®  de  la  ley  y  37.  *=^de  la  Independencia.— Nú- 
mero 1574.— Circular. 

Seño7-  Gobernador  de  la  provincia  de.».., Presidente  de  la 
Junta  Económica  de   Hacienda. 

Con  fecha  18  de  Marzo  de  1845  y  con  el  nú- 
mero 237,  se  pasó  á  US.  por  este  Ministerio  la 
circular  del  tenor   siguiente  : 

'^Continuando  el  estado  de  decadencia  que  ha- 
ce mas  de  tres  años  empezó  á  experimentarse 
en  las  rentas  nacion.nles,  por  lo  cual  es  de  temer- 
se que  si  no  se  adoptnm  medidas  de  severa  eco- 
nomía, limitando  los  gastos  públicos  á  lo  extric- 
laroente  necesario,  lleguen  á  faltar  los  fondos 
suíícicntes  para  cumplir  religiosamente  y  en  la 
oportunidad  debida  con  los  compromisos  del  cré- 
dito interior  y  exterior  de  la  República,  cuya 
conservación  es  un  deber  sagrado  é  imprescindi- 
ble, el  Poder  Ejecutivo  ha  resuelto;  que  se  sus- 
penda de  hoy  en  adelante  todo  gasto  bien  sea  or- 
dinario ó  extraordinario,  presupuesto  ó  imprevis- 
to que  no  siendo  de  necesidad  perentoria  pueda 
evitarse  ó  diferirse  sin  grave  perjuicio  del  servi- 
cio público,  debiendo  considerarse  como  tales 
los  gastos  de  construcción  de  edificios,  fortifica- 
ciones y  otras  obras  públicas,  y  ta  mbicn  los  de  inmi- 
gración é  indígenas  que  por  su  naturaleza  pue- 
den sufrir  demoras  ó  suspensión  indefinida.  Y 
comunico  á  US.  esta  resolución  con  el  fin  de 
que  tenga  puntual  cumplimiento  hasta  tanto  que, 
mejorado  el  estado  de  las  rentas  nacionales, 
pueda  el  Gobierno  suspender  sus   efectos." 

Sin  embargo  de  que  la  resolución  contenida 
en  la  circular  preinserta  no  ha  sido  derogada, 
ni  han  cesado  los  motivos  "que  obligaron  al  Go- 
bierno á  dictarla,  sino  que  por  el  contrario  han 
ido  progresivamente  agotánd'^se  Jas  rentas  na- 
cionales, se  observa  que  algunas  juntas  econó- 
micas no  la  cumplen  extrictamente  como  deben, 
pues  frecuentemente  acuerdan  gastos  incompa- 
tibles con  el  estado  deplorable  de  la  hacienda  pú- 
blica, á  pretexto  de  urgencias  que  realmente  no 
lu  son;  en  cuya  virtud  ha  dispuesto  el  Poder 
Ejecutivo  se  reitere  la  citada  resolución,  á  fin 
de  que  dichas  corporaciones  se  abstengan  en  lo 
sucesivo  de  gravar  al  tesoro  público  con  eroga- 
ciones ordinarias  ó  extraordinarias,  presupues- 
tas ó  imprevistas  que  no  sean  de  una  necesidad 
perentoria  y  muy  urgente  para  la  marcha  regu- 
lar del  servicio  administrativo.  Sírvase  US.  po- 
nerlo en  conocimiento  de  la  Junta  económica  de 
Hacienda  que  US.  preside,  haciendo  entender 
á  sus  miembros  que   con  arreglo  al  artículo  3^ 
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de  la  ley  de  26  de  Abril  de  1840,  est&n  sujetos 
de  mancomum  et  insolidura,  al  reintegro  de  )a 
suma  gastada,  si  el  Gobierno  no  estimare  sufi- 
cientes los  motivos  que  hayan  tenido  para  dar 
sus  votos  favorables,  y  que  en  la  aplicación  de 
esta  responsabilidad  el  Gobierno  será  inexora- 
ble. 

Por  S.E Blanco. 

GASTOS   PÚBLICOS.     Véase    Presupuesto  de 
gastos  públicos. 

GASTOS  PARA    EL    AUXILXO    DE     LOS    CUERPOS 
MILITARES  EN  MARCHA.  Su    provisíOU    por  los 

Gobernadores.  Véase  Provincias^  art.  20. 
GIBRALTAR  (cantón.)  Su  separación  délas 
parroquias  Ceiba  y   Ceibita   agregadas   al  de 
Escuque.   Véase   División  territorial.   D.  de 
9  de  Abril  de  1850. 

GOAGIRA.    DECRETO    DE    25    DE     FEBRERO    DE 

1836  regularizando  el  comercio  marítimo 
con  ella. 

El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la 
República  de  Venezuela  reunidos  en  Congreso 

«Considerando:  primero,  que  la  tribu  de  la 
Goagira  ocupa  un  territorio  que  perteneció  á 
Colombia  y  que  dividida  esta  República,  debe 
practicarse  también  el  arreglo  del  territorio  que 
de  dicha  tribu  pertenezca  á  la  Nueva  Granada  y 
á  Venezuela,  según  lo  que  antes  correspondía  á 
esta  Capitanía  general  y  á  aquel  Vireinato.  Se- 
gundo, que  este  arreglo  no  está  hecho  definitiva- 
mente por  las  partes  á  quienes  concierne.  Ter- 
cero, que  mientras  se  verifica  este  arreglo  del 
modo  justo  y  equitativo  que  debe  hacerse  entre 
dos  naciones  hermanas  y  que  profesan  unos  mis- 
mos principios,  deben  dictarse  reglas,  que  sin 
ofensa  de  los  legítimos  derechos  que  correspon- 
dan á  la  Nueva  Granada  protejan  á  los  indíge- 
nas y  regularicen  el  comercio  que  se  haga  en  un 
punto  que  demanda  una  organización  especial. 

D15CRETAN. 

Art.  19  Los  buques  nacionales  ó  extranjeros 
que  quieran  traficar  en  las  costas  de  la  Goagira, 
deben  entrar  precisamente  en  uno  de  los  puer- 
tos habilitados  por  Venezuela  para  el  comercio 
de  importación  y  exportación,  y  manifestar  en  su 
aduana  los  cargamentos  que  lleven,  sin  pagar 
otro  derecho  qUe  el  de  doce  reales  por  cada  una 
de  las  toneladas  que  midan. 

^  único*  Si  el  buque  llevare  al  puerto  habili- 
tado efectos  para  dejar  en  él,  pagará  los  derechos 
de  importación  de  ellos  y  los  de  puerto  que  seña- 
la la  ley  del   caso. 

Art.  29  Aunque  para  este  tráfico  se  permiten 
todos  los  efectos  que  por  cualesquiera  motivos 
se  han  prohibido  y  pueden  prohibirse  en  Vene- 
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ziiela,  se  prohibe  absolutamente  llevar  á  aquellas 
costas  armamento  de  ninguna  clase,  lo  mismo 
que  municionen  y  cuantos  artículos  se  conocen 
bajo  la  denominación  de  contrabando  de  guerra. 

Art.  39  r^ra  proceder  al  tráfico  debe  el  buque 
sacar  licencia  de  la  aduana  en  que  haya  satisfe- 
cho los  derechos,  y  el  que  fuere  hallado  trafican- 
do sin  este  requisito,  ó  llevando  á  los  indígenas 
artículos  prohibidos  de  guerra  será  decomisado, 
quedando  el  buque  y  su  cargamento  á  beneficio 
de  los  aprehenuor#s. 

^  único.  Quedaián  libres  de  esta  pena  los  bu- 
ques que  obtengan  licencia  de  un  puerto  habili- 
tado'de  la  Nueva  Granada  siempre  que  no  lleven 
artículos  de   contrabando  de  guerra 

Art.  49  Si  en  la  práctica  del  cumplimiento  de 
este  decreto  se  reconociere  en  él  alguna  deficien- 
cia de  reglas  que  demande  un  pronto  remedio, 
el  Poder  Ejecutivo  las  dictará  con  el  carácter  de 
provisorias  mientras  se  reúna  el  Congreso  á 
quien  se  dará  cuenta  de  ellas. 

Dado  en  Caracas  á  24  de  Febrero  de  1836,  79 
y  269 — ^^  Presidente  del  Senado,  An^el  Quin- 
tero. —El  Presidente  de  la  Cámara  de  Reprea^n- 
tantes.Jwan  Manuel  Manrique. — El  secretario 
del  Senado,  Rafael  Acevedo. — El  secretario  de 
la  Cámara  de  Representantes,  Ramón  G.  Rodrí- 
guez. 

Caracas  Febrero  25  de  1836,  79  de  la  ley  y 
26  de  la  independencia. — Ejecútese. — José  Var- 
gas.— Por  el  Presidente. — El  secretario  de  Ha- 
cienda, José  E.  Gallegos 

GOAGIRA.  DECRETO  0£  29    DE  MAYO    DE  1845, 

mandando  construir  una  trinchera  en  la  par- 
roquia  de  Sinamaica. 
El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la 

República  de  Venezuela,  reunidos   en  Congreso. 
Con  el  objeto  de  preservar   á  la  provincia  de 

Maracaibo  y  con  especialidad  á  la    parroquia  de 

Sinamaica  de  las   frecuentes  incursiones    de  los 

indios  goagiros, 

decretan: 

Art.  19  Se  levantará  una  trinchera  desde  el 
mar  hasta  el  Eneal  en  el  sitio  de  las  guardias  de 
afuera,  ó  bien  en  Paraoja  si  fuere  mas  convenien- 
te ajuicio  del  Poder  Ejecutivo,  quien  designará 
la  extensión  y  límites  de  la  trinchera,  do  modo 
que  preserve  el  territorio  que  haya  do  resguar- 
dar de  toda  invasión   formal. 

Art.  29  La  trinchera  se  construirá  de  palo  á 
pique,  semejante  á  la  que  existia  antes  en  las 
Guardias,  y  estará  interceptada  por  cuatro  forti- 
nes, también  de  madera,  que  contendrán  peque- 
flas  barracas  para  abrigo  de  la  tropa,  dispuestas 
según  fuere  mas  conveniente. 

Art.  39  El  Poder  Ejecutivo  queda  también 
autorizado  para  mejorar  la  protección  del  territo- 
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rio  de  la  provincia   de  Maracaibo   contra  las  in 
cursiones  de  los  goagiros,  con  casas  fuertes,  forti 
nes  ú  otros  medios,  según   las   circunstancias  lo 
exijan  y  el  erario  público  lo    permita. 

Dado  en  Caracas  á  27  de  Mayo  de  1845,  año 
169  de  la  ley  y  35  de  la  independencia. — El  pre- 
sidente del  Senado,  Eduardo  A.  Hurtado. — El 
piesidente  de  la  Cámara  de  Representantes,  Mf- 
guel  (a.  Maya, — El  secretario  del  Senado,  Jo^é 
Ángel  Freyre. — El  secretario  de  la  Cámara  de 
Representantes,  J.  A,  Pérez. 

Caracas  Mayo  29  de  1845,  año  169  ^^  ^^  ^^7 
y  359  de  la  independencia. — Ejecútese. — Carlos 
Souhlette. — Por  S.  E. — El  Secretario  de  Guerra 
y  Marina,  Francisco  Uernaiz. 

GOAGIRA.  RESOLUCIÓN  ejecutiva  de  23  de 
OCTUBRE  de  1839  declarando  que  los  buques 
que  regresen  de  ella  deben  arribar  á  los 
puertos  habilitados  para  la  libre  importación 
y  exportación  f  y  pagar  los  derechos  confor- 
me á  las  leyes  vigentes. 

República  de  Venezuela.— Secretaría  de  Estado 
en  el  Despacho  de  Hacienda.— Caracas  23  de  Octu- 
bre de  1889,  10  y  29.— Circular  á  los  señores  Admi- 
nistradores de  Aduana  de  la  Vela  de  Coro,  Mara- 
caibo Puerto  Cabello  y  la  Quaira. 

Señor. — En  el  expediente  de  la  materia  ha  re- 
caído la  siguiente  resolución. — *'Consulló  el  ad- 
ministrador de  la  Vela  de  Coro  si  la  goleta  na- 
cional Tres  Hermanos,  á  su  regreso  de  la  costa 
de  la  Goagira,  á  donde  habia  marchado,  podria 
arribar  á  aquella  aduana,  a  la  de  Jayana,  ó  á 
cualquiera  otro  punto  de  Venezuela  con  la  car- 
ga que  consiguiese,  y  en  el  primero  y  segundo 
caso,  qué  derechos  debería  pagar.  Con  el  objeto 
]iues  de  evitar  en  lo  sucesivo  Ins  dudas,  entor- 
pecimientos y  aun  perjuicios  que  puede  ocasio- 
nar no  solo  al  erario,  sino  también  &  los  indivi- 
duos que  se  ocupan  en  el  tranco  con  la  Goagira 
la  errónea  ejecución  de  algunos  artículos  de  la 
ley  de  25  de  Febrero  de  1836,  S.  E.  el  Poder 
Ejecutivo  ha  tenido  á  bien  hacer  las  siguientes 
aclaraciones.  Primera :  el  buque  nacional  ó  ex- 
tranjero que  quiera  exportar  para  la  Gongira 
efectos  de  los  permitidos,  debe  sacar  licencia  de 
una  aduana  con  tal  que  sea  puerto  habilitado  pa- 
ra la  importación  y  exportación,  donde  satisfará 
doce  reales  por  cada  tonelada,  como  el  único  de- 
recho que  la  ley  exige.  Segunda:  en  su  viaje  de 
regreso  puede  arribar  &  cualquier  puerto  de  los 
que  tengan  aquella  doble  habilitación,  y  no  ft 
ningún  otro,  pagando  los  derechos  de  importa- 
ción y  los  de  puerto,  conforme  á  las  leyes  vigen- 
tes. Tercera:  el  administrador  de  la  Vela  de  Co- 
ro arreglará  á  estas  disposiciones  su  conducta  re- 
lativamente á  la  goleta  nacional  Tres  Hermanos. 
La  trascribo  á  U.  para  su  inteligencia,  gobierno 
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y  cumplimiento  en  los  casos  que  ocurran. — S(fy 

de  ü.  atento  servidor. — G.  Smith. 

GOAGIRA.  Está  prohibido  hac3r  ventas  al  fía- 
do  á  sus  naturales.  Véase  la  nota{*) 

GOBERNADORES.  Ante  quien  prestarán  el 
juramento  constitucional.  Véase  Juramento 
de  empleados,  artículo  constitucional   202. 

GOBERNADORES.  No  podrán  ser  senadores 
ni  representantes.  Véase  Cámaras  Legislati- 
vas, funciones  ceonómicas  y  disposiciones  co- 
munes á  ambas  artículo  81,  y  Elecciones  L. 
8a  artículo  13 

GOBERNADORES,  artículos  constitucio- 
nales  que  tratan  de  ellos. 

170.  El  régimen  superior  político  de  las  pro- 
vincias estará  á  cargo  de  un  gobernador  de- 
pendiente del  Poder  Ejecutivo,  de  quien  es  agen- 
te natural  é  inmediato  ;  y  por  su  conducto  se  co- 
municarán y  circularán  en  la  provincia  las  órde- 
nes relativas  á  la  administración. 

171.  En  todo  lo  que  pertenece  al  orden  y 
seguridad  de  la  provincia  y  á  su  gobierno  po- 
lítico y  económico,  están  subordinados  al  gober- 
nador los  funcionarios  públicos  de  cualquiera  cla- 
se, que  residan  dentro  de  la  misma  provincia. 

172.  Para  ser  gobernador  se  necesitan  las 
mismas  cualidades  que  para  representante  ;  pe- 
ro no  se  requiere  ser  nacido,  ni  estar  domici- 
liado en  la  provincia. 

173.  La  duración  de  los  gobernadores  se- 
rá de  4  afios. 

174.  Corresponde  á  los  Gobernadores  con- 
vocar extraordinariamente  las  diputaciones  pro- 
vinciales en  todos  los  casos  que  sea  necesario, 
conforme  á  esta  constitución. 

Art.  175.  Las  demás  atribuciones  de  los  Go- 
bernadores serán  designadas  por  la  ley. 

GOBERNADORES.  Sus  deberes  y  facultades 
Véase  Provincias,  capítulo  L  Cómo  se  deben 
observar  sus  órdenes  y  decretos  constituciona- 
les. Véase  Jd.  artículo  97.  Su  responsabilidad 
por  no  hacer  oportunamente  la  visita  de  su 
provincia.  Véase  Jd.  artículo  106.  Id.  por  las 
multas  ó  arrestos  arbitrarios  que  decreten. 
Véase  Jd.  artículo  108.  Id.  por  la  no  objeción  de 

(*)  El  Secretario  del  Interior  Licda  Francisco  Cobos 
Fuertes,  en  su  Memoria  do  47,  después  de  exponer  alguna 
de  las  causas  de  decadencia  del  comercio  con  los  indige- 
nas,  afíade:  „  Ademas  de  la  cansado  diminución  referi- 
da, ha  existido  otra  de  no  menor  importancia,  y  es  el  abu- 
so que  se  ha  hecho  del  crédito  por  los  negociantes  de  Si- 
namaica ;  por  lo  que  el  Qobemador  de  la  provincia  se  ha 
visto  en  la  necesidad  de  prohibir  las  ventas  al  fiado  en 
las  transacciones  con  los  goagiros.  El  Gobierno  ha  aproba- 
do esta  resolución,  persuadido  de  que  los  compromisos  in- 
considerados de  los  indígenas  los  alejan  de  nuestro  comer- 
cio, al  paso  que  los  que  comercian  con  ellos  arriesgan  todo 
de  buen  grado  á  trueque  de  alcanzar  una  ganancia  desco- 
munal aunque  fortuita. 
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cualquier  resolución  de  la  Diputación  Provin* 
eial  librada  con  infracción  de  los  artículos  167 
y    168,   de  la  Constitución.  Véase  id,  art.  105. 

GOBERNADORES.  Sus  sueldos  y  gastos  de 
sus  secretarías.  Véase  Sueldos  L«  de  21  de 
Abril  de  1849.  Pago  de  estos.  Véase  Suple* 
mentó  á  las  Rentas  Municipales. 

GOBERNADORES,  resolución  ejecutiva 
i>B  2  un  ABRIL  DR  1835  declarando  que  cum- 
plido su  periodo,  deben  entregar  el  Go» 
bierno  al  Jefe  politice  del  cantan  capital, 
cuando  no  esté  presente  el  respectivo  suce* 
ñor. 

República  de  Yenezuela.—Secretaría  de  E.  en 
el  D.  del  Interior  y  Justicia.— Sección  Munici- 
pal—Caracas 2  de  Abril  de  1858.— 6 P  y  26Í. 
—N  limero  221. 

Al  Sr,  Gobernador  de  Caro. 
Cumplido  el  término  constitucional  que  cor- 
respondía á  US.  en  el  ejercicio  del  Gobierno  de 
esa  provincia,  cree  el  Poder  Ejecutivo  que.  no 
está  en  sus  facultades  prolongarlo  con  el  carác- 
ter de  interino,  mientras  toma  posesión  el  pro- 
pietario. 

En  consecuencia,  y  atendiendo  tambian  á  las 
instancias  de  US.  que  desea  entregar  dicho  Go- 
bierno provincial,  después  que  por  cuatro  afíos 
ha  vivido  consagrado  á  él  con  paiticular  y  es- 
merado celo,  y  con  provecho  efectivo  de  la  Pro- 
vincia, S.  E.  dispone,  que  entregue  US.  al  Jefe 
Político  del  Cantón  Capital,  para  que  ejerza  el 
destino,  hasta   que  se  presente  el   propietario. 

US.  tomará  el  juramento  al  interino,  y  dará 
cuenta. 

Es  contestación  á  la  nota  de  US.  fecha  24  de 
Febrero  último  numero  7. 

Soy  de  US.  atento   servidor. 

(Firmado)  Antonio  L.  Guzman. 
Es  copia. — Guzman. 
GOBERNADORES,  resolución  ejecutiva 
DE  23  DE  MARZO  DE  1841  disponiendo  que 
cuando  den  por  excusado  á  un  Senador,  Re* 
presentante,  6  Diputado  provincial  para  con- 
currir á  las  sesiones,  y  llamen  al  suplente 
den  aviso  á  la  Secretaria  del  Inferior. 

Secretaría  del  Interior.— Sección  tercera.— 
Caracas  Marzo  28  de  1841,129  y  81  ? —Resuelto. 

Dígase  en  circular  á  los  gobernadores  de  pro- 
vincia. 

Pudiendo  ser  nombrados  los  suplentes  de  se- 
nador, representante  ó  diputado  provincial  pa- 
ra cualquier  otro  destino  6  carga  concejil  en  el 
año  en  que  no  sean  llamados  á  ocupar  el  lugar 
de  los  principales,  dispone  el  Gobierno  que  ca- 
da vez  que  US.  declare  alffun  senador,  represen- 
i«inte  6  diputado  provincial,  excusada  deconcur- 
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rir  &  Henar  sus  funciones,  y  requiera  al   suplen- 
te respectivo  bien  sea  para  una  sola  reunión,   6 
bien  para  todo  el  período  constitucional,  dirija  á 
este  ministerio  el  correspondiente  aviso. — Publí- 
quese. — Por  S.  E. — Quintero, 
GOBERNADORES.  Aviso  que  también  deben 
dar  á  la  Secretaría  de  Guerra  de   las   altas   y 
bajas  que  ocurran  en  su  provincia  de  los  mili- 
tares  que  gocen  de  tercera  parte.  Véase   Alta 
y  baja  de  Jefes  y  oficiales, 
GOBERNADORES.  Reglas  qne  deberán   ob- 
servar  en  su  correspondencia  con  las  secreta- 
rías de  estado.   Véase  Correspondencia  oficial 
R.  E.  de  10  de  Mayo  de  1852. 
GOBERNADORES.  Registro  que  d^ben  llevar 
de  las  Resoluciones  Ejecutivas.  Véase  Reso- 
luciones Ejecutivas^  R.  de  8  de  Noviembre 
de  1842. 

GOBERNADORES.  Sus  atribuciones  sobre 
elecciones  ademas  de  las  del  artículo  69  de 
la  ley  de  provincias  ya  inserto.  Véase  JÉZec- 
ciones,  L.  3^  artículo  2,  L.  6a  ^  lo  del  art. 
15  y  art  13,'l4  y  17,  L.  8a,  art  40,  5»,  60, 
80,  número  2,  90,  10  §  lo'y  16,  y  R.  É.  de 
29  de  Abril  de  1846.  Id  sobre  milicia  nacional. 
Véase  Fuerza  armada  ó  permanente,  art. 
constitucional  184,  Provincias^  art,  18,  19, 
20,26y  31,  Milicia  nacional^  Diput  prov. 
R.  L.  de  27  de  Abril  de  1832,  y  Bagajes,  art. 
5,  8,  11  y  12 — Sobre  Diputacionas  provincia- 
les, ademas  de  las  que  les  confiere  el  artículo 
constitucional  ya  inserto.  Véase  Provincias, 
art.  6  y  9,  Diputaciones  provinciales,  RR. 
££.  de  13  de  Mayo  de  1833  y  4  de  Octubre 
de  1843,  y  Parroquias,  R.  E.  de  27  de  Abril 
de  1840— Sobre  funciones  municipales.  Véase 
Provincias,  art.  7,  11,  12,  13,  29  y  sus  &4  20 
y  30,  30,33  y  su  ^  71  y  90,  y  RR.  EE.de  9  dé 
Mayo  de  1842  concordante  con  el  art  29  y  de 
26  de  Agosto  de  1840  concordante  con  el  71, 
— Sobre  administración  de  justicia.  Véase  Pro- 
vincias, art.  15,  27  y  35,  Consultas,  R  E.  de 
10  de  Setiembre  de  1840,  Hurtos,  cap.  I,  art. 
2,  Tribunales  y  juzgados,  L.  VI,  art.  lo  y 
50,  L.  XI,  art.  ¡^^Procedimiento  criminal, 
R.  E.  de  28  de  Enero  de  1834,  Estadística  ju- 
dicial. RR.  EE.  de  15  y  23  de  Julio  de  1851, 
y  Rerusacion  de  jueces  y  otros  funcionarios, 
art  26 — Sobre  delitos  en  sus  provincias.  Véa- 
se Informes,  R.  E.  de  22  de  Diciembre  de 
1845--.Sobre  rentas  municipales.  Véase  Pro- 
vincias, art.  17  y  21,  y  Rentas  municipales, 
art  13 — Sobre  rentas  internas.  Véase  Rentas 
nacionales  internas,  art.  10  y  20— Sobre  Ha- 
cienda nacional.  Véase  Provincias,  art  16  y 
21,  Aduana,  ñtt.  11,  Correos,  L.  O.  art.  24  y 
R.  £.  concordante  con  este,  de  lo  de  Setiem- 
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bre  de  1837,  Fiscales  de  la  Hacienda,  R.  E 
de  4  de  Mayo  de  1838,  y  Juntas  económicas 
de  Hacienda,  art.  1,  4  y  10 — Sobre  deuda  pú- 
blica. Véase  Deuda  pública  interior  L.  de  15 
de  Abril  de  1840,  núm.  lo  del  art  9— Sobre 
importación.  Véase  Arancel  de  importación, 
D.  de  22  de  Febrero  de  1851,  art.  2  y  4— So- 
bre patronato  eclesiástico  y  mayordomías  de 
fábrica,  y hdise  Provincias,  art.  14,  Patrona- 
to eclesiástico,  art.  8  y  R.  E.  de  11  de  Junio 
de  1839,  Mayordomías  de  fábrica,  art  4  y  5 
de  la  ley  y  3,  9,  14,  15,  29  y  30  del  D.  E.  R. 
y  R.  E.  de  17  de  Julio  de  1843— Sobre  regis- 
tradores. Véase  Registro,  art.  2,  3,  4,  5  y  23, 
y  RR.  EE  de  18  de  Junio  de  1836,  7  de  Oc- 
tubre de  1843  y  11  de  Agosto  de  1845— So- 
bre instrucción  pfiblica.  Véase  Instrucción  pú- 
blica. L.  II,  art.  7,  8,  10,  11,  15,  19  y  RR. 
EE.  de  30  de  Junio  de  1835,  6  de  Agosto  de 
1840,  6  de  Setiembre  de  1842,  y  31  de  Mayo 
de  1851,  Colegios  nacionales,  art  3  del  D. 
de  15  de  Marzo  de  1837,  y  4?  del  de  27  de 
Marzo  de  1852,  y  R.  E.  de  12' de  Agosto  de 

1844  concordante  con  el  art  30  de  la  ley  I,  so- 
bre instrucción  pública.  Sueldos  de  Jos  recto- 
res y vicerectores  délos  Colegios  nacionales, 
y  Colegio  nacional  de  niñas  de  Caracas  D. 
£•  O.  §  2  del  art  33— Sobre  inmigración.  Véa- 
se Inm^igracion,  D.  E.  R.  de  2  do  Julio  de 

1845  y  R.  R.  de  8  de  Enero  de  1841,  17  de 
Mayo  y  2  de  Julio  de  1842,  y  15  de  Setiem- 
bre de  1846 — Sobre  reducción  de  indígenas, 
(de  Guayana).  Véase  Indíscenas  D.  E.  de  15 
de  Octubre  de  1842,  (de  Barinas).  Véase  id. 
R.  E.  de  27  de  Mayo  de  1840  (de  Maracaibo). 
Véase  id.  D.  E.  de  22  de  Octubre  de  1842 — 
Sobre  Gaceta  de  Venezuela.  Véase  Gaceta  de 
Venezuela — Sobre  naturalización  de  extran- 
jeros. Véase  Extranjeros,  art.  3  y  4  de  la  ley 
de  27  de  Mayo  de  1814---Sobre  intérpretes. 
Véase  Intérpretes,  art  3,  4  y  6 — Sobre  mari- 
na. Véase  marina  de  guerra,  L.  de  23  de 
Julio  de  1830,  art  23,  Derechos  de  puerto, 
art  12,  y  Buques  que  pretendan  salir  al  mar 
con  peligro'de  naw/ragio- Sobre  derechos  de 
entrada  y  aguada.  Véase  Derechos  de  puerto 
— Sobre  derechos  de  ciudadano.  Véase  Dere- 
chos de  ciudadano,  L.  de  26  de  Febrero  de 
1846,  art  8— Sobre  fiestas  nacionales.  Véase 
Fiestas  nacionales,  R.  E.  de  16  de  Abril  de 
1834 — Sobre  tierras  baldías.  Véase  Tierras 
baldías,  art  16,  RR.  EE.  de  27  de  Julio  de 
1850  y  de  Enero  de  1852,  é  Inmigración,  art 
2 — Sobre  producciones  literarias.  Véase  Pro- 
ducciones literarias,  art.  3  y  5 — Sobre  jueces 
de  provincia.  Véase  Tribunales  y  juzgados, 
L.  Oa,  art.  1?  y  60,  y  Jueces  de  provincia,  R. 
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E.  de  4  de  Noviembre  de  1851  —Sobre  minas. 
Véase  Minas  y  Promncias^  art.  26 — Sobre 
íksertores.  Véase  Aprehensión  de  desertores^ 
R.  E.  de  29  de  Enero  de  1852— Sobre  cor- 
reos. Véase  Correos.  L.  O.  art.  3,  4,  23  y  24, 
y  L.  R.,  art.  10 — Sobre  empleados  políticos  ó 
municipales  y  sus  licencias.  Véase  Provin- 
cias, an.  22,  23  y  34,  y  R.  E.  de  I9  de  Mayo 
de  1840,  y  Licencias,  R.  E.  de  18  de  Marzo 
lie  1840 — Sobre  intíompatibilidad  de  ciertos 
destinos.  Véase  Empleados^  R.  E.  de  27  de 
Julio  de  1847 — Sobre  censos  de  población. 
Véase  Censos  de  población,  art. 5- Sobre  hurtos 
Vea  se  Hwríos,  art.  29-Sobre  vagos,  Véase  Va- 
^05  ^\  único  del  art.  16-Sobre  conspiradores.  Véa- 
se Co«5ptra<¿orc5,art.  15-Sobre  inválidos. Véa- 
se Inválidos,  art.  7  y  R.  E.  de  26  de  Noviem- 
bre de  1852— Sobre  montepío  militar.  Véase 
Montepío  militar^  art.  20 — Sobre  pesos  y  me- 
didas. Véase  Pesos  y  medidas,  art.  22  y  23. 

GOBERiVADORES.  Caso  en  que  solo  pueden 
separar  ú  alguno  de  su  domicilio.  Véase  Do' 
micilion  R.  E.  de  28  de  Julio  de  1848. 

GOBERNADORES.  Aviso  que  deben  Jaral 
Ministerio  del  Interior  cuando  llamen  algún 
suplente  de  Senador,  Representante  ó  Diputa- 
do provincial,  por  excusa  del  principal.  Véase 
Suplentes  de  Senadores,  Representantes  y 
Diputados  provinciales. 

GOBERNADORES.  Estando  enjuiciados  no 
gozan  desueldo  alguno  durante  el  juicio.  Véa- 
se Sueldos,  R.  E.  de  3  de  Octubre  de  1851. 

GOBERNADORES,  resolución  ejecutiva 
DE  30  DE  MARZO  DE  1852  declarando  que  no 
pueden  suspender  á  los  miembros  de  los  con- 
cejos municipales,  ni  someterlos  ajuicio. 

Secretajía  del  Interior.— Sección  tercera.— Ca- 
racas, Marzo  80  de  1862.— Resuelto. 

"  Vistas  las  comunicaciones  del  Sr.  Goberna- 
dor interino  de  Maracaibo,  en  que  participa  el 
procedimiento  tomado  por  su  señoría  suspen- 
diendo y  mandando  someter  ajuicio  á  los  conce- 
jales del  cantón  capital;  y  vista  también  la  re- 
presentación que  los  Honorables  Senadores  José 
Ignacio  Matheus  y  Representante  Pedro  José 
Hernández,  dos  délos  concejales  suspensos,  han 
elevado  al  Poder  Ejecutivo  manifestando  el  pro- 
cedimiento arbitrario  que  contra  ellos  ha  toma- 
do el  mencionado  Sr.  Gobernador,  y  pidiendo 
en  consecuencia  que  el  Gobierno  desapruebe  la 
conducta  observada  por  aquel  en  el  particular  y 
disponga  la  reposición  en  sus  destinos  de  los 
concejales  y  procurador  suspensos.  Examinado 
este  asunto  con  toda  la  detención  que  él  merece, 
resulta :  que  el  Gobernador  interino  de  Mara- 
caibo ha  procedido  mal  suspendiendo  de  bus  fun- 
ciones al  Concejo  municipal  del  cantón  capital, 
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cualesquiera  que  sean  las  causales  en  que  haya 
fundado  su  determinación,  pues  que  ni  por  la 
Constitución,  ni  por  las  leyes  de  la  República  se 
le  concede  tal  facultad :  también  se  encuentra 
que  con  aquella  medida  ha  violado  la  inmunidad 
de  los  mencionados  Honorables  Matheus  y  Her- 
nández, y  finalmente  que  en  la  convocación  de 
la  asamblea  para  proceder  á  la  elección  de  los 
que  debieran  reemplazar  k  los  suspensos,  se  han 
cometido  multitud  de  irregularidades,  las  cuales 
por  sí  solas  afectarian  de  nulidad  todo  lo  obrado, 
aun  prescindiendo  de  la  desautorización  del  Go- 
bernador para  poner  en  práctica  la  medida  de 
que  queda  hecha  i  eferencia.  Por  todo  lo  expues- 
to el  Poder  Ejecutivo  desaprueba  el  procedimien- 
to que  el  Gobernador  interino  de  la  provincia  de 
Maracaibo,  Sr.  Juan  Célis,  tomó  contra  el  Con- 
cejo municipal  del  cantón  capital,  é  igualmente 
la  suspensión  que  con  anterioridad  habia  acorda- 
do del  concejal  Sr.  José  María  Araujo,  y  así  lo 
declara  ;  disponiendo,  que  tanto  este  como  todos 
los  demás  concejales  suspensos  sean  repuestos 
en  sus  destinos,  por  ser  nulos  y  de  ningún  valor 
todos  los  actos  que  se  han  originado  á  conse- 
cuencia de  aquella  medida. 

y  en  atención  á  que  no  existe  ninguna  dispo- 
sición legal  que  fije  íu  autoridad  ó  corporación  á 
quien  corresponde  suspender  y  someter  ajuicio 
á  los  concejales  y  los  casos  en  que  esto  puede  te- 
ner lugar,  dése  inmediatamente  cuenta  al  sobe- 
rano Congreso  de  todo  lo  ocurrido  interesándo- 
le para  que  no  termine  las  presentes  sesiones  sin 
librar  la  determinación  que  haya  de  servir  de  re- 
gla en  lo  sucesivo. 

Comuniqúese  á  quienes  corresponde  y  publí- 
quese." — Por  S.  E. — Herrera. 

GOBERNADORES.  Tampoco  pueden  declarar 
la  nulidad  de  la  elección  de  un  Diputado  pro- 
vincial. Véase  Diputaciones  provinciales, 
R.  E.  de  21  de  Octubre  de  1850. 

GOBERNADORES.  Tampoco  pueden  conocer 
de  apelaciones  en  juicios  sobre  cuentas  de  fá- 
brica. Véase  Mayordomias  de  fábrica,  nota 
ai  art.  2  del  Decreto  Legislativo  de  7  de  Ma- 
yo de  1842. 

GOBERNADORES.  Conservan  su  carácter  en 
cualquier  lugar  de  la  provincia  en  que  se  en- 
cuentren en  visita.  Véase  Provincias,  nota  ai 
art.  89  y  RR.  £E.  á  que  esta  se  contrae. 

GOBERNADORES.  Itinerario  que  deben  pa- 
sar al  P.  E.  al  emprender  la  visita  de  su  pro- 
vincia. Véase  Provincias,  R.  E.  de  12  de  Ma- 
yo de  1854. 

GOBERNADORES.  Véase  Reglamentos, 

GOBERNADORES.  Como  deberán  examinar 
la  correspondencia  oficial.   Véase  Correspon- 


COLOMBIANA  T  YENBZOLANA  VIOENTE. 


131 


GO 


dencia  oficial,  R.  E.  de  23  de  Mayo  de 
I8B3. 

GOBERNADORES.  Varias  medidas  que  deben 
tomar  para  la  conservación  del  orden  públi- 
co. Véase  Orden  públicot  R.  R  de  11  de 
Mayo  de  1853. 

GOBERNADORES.  Inteligencia  del  artículo 
39  de  la  Ley  orgánica  de  provincias  sobre  los 
casos  en  que  deben  ser  suplidos  por  los  jefes 
políticos.  Véase  Provincias^  R.  E.  de  21  de 
Noviembre  de  1853. 

GOBERNADORES,  resolución  ejecutiva 
DE  7  DE  NOVIEMBRE  DE  18B3  dcsconocicndo 
la  autoridad  con  que  nn  Juez  de  provincia 
procedió  contra  un  Gobernador  por  delitos 
provenientes  de  su  oficio. 

Secretarla  del  Interior.— Soccion  tercera.— 
Caracas  Noviembre  7  de  1858. — Resuelto. 

Vista  la  nota  que  con  fecha  7  del  próximo  pa- 
sado y  bajo  el  número  775  dirigió  á  este  Minis- 
terio el  Gobernador  interino  de  Apure  sefíor 
Rafael  Acevedo,  en  la  que  inserta  para  conoci- 
miento y  determinación  conveniente  del  Poder 
Ejecutivo,  la  resolución  q^ue  libró  el  5  del  propio 
mes  pasando  al  Juez  de  provincia  de  allí  copia 
del  expediente  formado  por  la  Gobernación  para 
comprobar  que  el  Sr.  Comandante  Luciano  Sa- 
muel cometió  como  Gobernador  de  aquella  pro- 
vincia el  abuso  calificado  de  prevaricato  por  el 
artículo  99  de  la  ley  sobre  régimen  político,  y 
lo  proveído  por  el  referido  Juez  librando  auto  de 
prisión  y  requisitorias  para  la  captura  y  remi- 
sión á  su  despacho  del  indicado  señor  Samuel, 
en  atención  á  ser  aquel  hecho,' según  su  juicio, 
de  los  que  merecen  pena  corporal ;  y  vistas 
igualmente  las  copias  de  los  expedientes  respec- 
tivos formados  tanto  en  la  Gobernación  como  en 
el  Juzgado  de  provincia,  remitidas  adjuntas  á  la 
nota  arriba  citada  y  ft  otra  del  mismo  Goberna- 
dor fecha  18  del  mes  próximo  pasado  numero 
819. 

Habiendo  dispuesto  el  Poder  Ejecutivo  desde 
el  21  de  Setiembre  último  que  el  señor  Coman- 
dante Luciano  Samuel  se  reencargase  de  la  Go- 
bernación de  Apure,  mediante  á  haber  cesado 
con  el  restablecimiento  delórden  legal  Jos  motivos 
que  hicieron  llamar  6  aquel  al  servicio  de  las  ar- 
mas y  sostituirlo  en  el  destino  de  Gobernador 
que  ejercia  en  dicha  provincia  con  el  señor  Ra- 
fael Acevedo,  es  bajo  el  carácter  de  tal  Goberna- 
dor que  se  ha  procedido  contra  él  por  eJ  Juez 
de  provincia. 

Prescindiendo  del  mérito  de  las  actas  como 
medio  de  comprobación  del  delito  de  prevarica- 
to que  se  imputa  al  Gobernador  Samuel  y  acep- 
tando por  ahora  que  ellas  justifican  dicho  delito, 
debe  examinarse  previamente  la  competencia  ó 
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jurisdicción  que  tenga  el  expresado  Juez  para 
proceder  criminalmente  contra  el  Gobernador  de 
la  provincia  £s  verdad  que  en  la  ley  2^  del  có- 
digo orgánico  de  tribunales  se  ha  silenciado  la 
facultad  2^  artículo  39  ^^  ^^  anterior,  por  la 
que  conocian  las  Cortes  superiores  de  las  causas 
por  delitos  comunes  cometidos  por  los  Goberna- 
dores de  provincia,  atribuyéndoles  la  actual  tan 
solo  las  de  responsabilidad.  No  todos  los  deli- 
tos que  pueda  cometer  un  funcionario  se  califi- 
can rigurosamente  de  comunes,  sino  que  hay 
una  especie  de  ellos  que  la  Jurisprudencia  desig- 
na con  el  nombre  de  delitos  oficiales  ó  especia- 
les, en  la  cual  se  colocan  los  que  puedan  p^petrar 
los  funcionarios  en  el  ejercicio  de  sus  atribucio- 
nes, ó  con  riesgo  u  ocasión  de  ellas,  y  los  cua- 
les no  se  pueden  someterá  las  reglas  generales 
y  comunes.  El  cohecho,  la  falsedad  de  actas  ó 
autos  de  la  oficina  ó  tribunal,  el  prevaricato  y 
otros  semejantes  son  delitos  oficiales  cuando  se 
trata  de  un  magistrado  ó  funcionario  que  los  co- 
mete ejerciendo  abusivamente  sus  funciones,  á 
diferencia  del  homicidio  y  otros  que  ninguna  re- 
lación tienen  con  estas,  ni  con  el  carácter  públi- 
co de  aquel.  La  atribución  1^  artículo 49  ley  2«t 
del  citado  código,  da  á  las  cortes  superiores  la 
facultad  de  **  conocer  en  primera  instancia  ile  las 
causas  contra  los  Gobernadores  por  responsabi- 
lidad en  el  ejercicio  de  sus  funciones :  "  la  res- 
ponsabilidad es  civil,  cuando  la  motiva  un  hecho 
que  da  lugar  al  procedimiento  civil,  y  es  crimi- 
nal respecto  de  un  funcionario  cuando  la  produ- 
ce un  hecho  originado  de  sus  funciones  que  en- 
vuelve un  procedimiento  criminal  ;  y  así  cuando 
los  magistrados  y  funcionarios  ejecutan  hechos 
punibles  ó  delitos  en  el  ejercicio  de  sus  atribu- 
ciones, ó  con  riesgo  ú  ocasión  de  ellas,  serán 
sometidos  á  un  juicio  de  responsabilidad  crimi- 
nal seguido  por  el  tribunal  á  quien  toca  conocer 
délas  causas  de  responsabilidad  en  general  que 
se  formen  á  aquellos. 

El  Tribunal  Supremo  de  la  República  ha  re- 
conocido varias  veces  la  diferencia  que  existe 
entre  los  delitos  oficiales  y  los  puramente  comu- 
nes, pues  en  causas  seguidas  á  jueces  de  pro- 
vincia por  el  delito  de  falsedad  de  las  actas  de 
un  expediente,  ha  decidido  que  las  Cortes  supe- 
riores son  las  competentes  para  conocer  de  di- 
chas causas,  cuando  por  la  atribuciou  2^  artícu- 
lo 49  ley  citada,  solo  "conocen  en  primera  ins- 
tancia de  las  causas  de  responsabilidad  que  por 
mal  desempeño  en  el  ejercicio  de  sus  funciones 
se  formen  á  los  jueces  de  los  respectivos  distri- 
tos." 

Por  estos  fundamentos  el  Poder  Ejecutivo 
desconoce  la  autoridad  con  que  el  Juez  de  pro- 
vincia de  Apure  ha  procesado  al  Gobernador  in- 
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terino  de  la  misma  provincia,  llevando  el  abuso 
hasta  librar  aulo  de  prisión,  pues  aun  suponién- 
dole competente,  no  ha  debido  decretarla,  en 
atención  á  que  el  delito  imputado  no  merece  por 
la  ley  orgánica  de  provincias  pena  corporal,  en 
cuyo  único  caso  es  que  puede  librarse  conforme 
al  artículo  119  de  la  Constitución ;  y  dispone,  I9 
que  inmediatamente  se  dé  posesión  al  señor  Co- 
mandante Luciano  Samuel  del  destino  de  Go- 
bernador de  Apure,  si  ya  no  se  hubiere  reencar- 
gado de  la  Gobernación  en  virtud  de  lo  dispuesto 
en  21  de  Setiembre  último:  29  que  se  pase  á  la 
Corte  Superior  del  primer  distrito  del  centro  tes- 
timonio de  lo  conducente  á  ñn  de  que  se  abra 
de  oficio  el  competente  juicio  de  responsabilidad 
al  Juez  de  provincia  de  Apure  ;  y  3^  que  tam- 
bién se  remita  testimonio  á  dicho  Gobernador 
interino  para  que  informe  á  la  brevedad  posible 
sobie  los  hechos  que  se  le  imputan,  &  fin  de  re- 
solver en  su  vista  lo  que  sea  de  justicia.  Comu- 
niqúese á  quienes  corresponda  y  publíquese. 

Por  S.  E.  Planas. 
GOBERNADORES,  resolución  ejecutiva 
DE  7  DE  NOVIEMBRE  DE  1853,  sobre  inteli- 
gencia del  art,  10  de  la  ley  XI  del  código  or- 
gánico de  tribunales,  en  cuanto  á  las  actua- 
ciones gubernativas  que  forman. 

Secretaría  del  Interior.— Sección  segunda.— Ca- 
racas, Noviembre  7  de  1853.— Resuelto. 

Visto  el  oficio  del  Gobernador  de  Barcelona 
de  fecha  29  de  Octubre  próximo  pasado,  en  que 
participa  que  la  Corte  Superior  de  Oriente,  apo- 
yándose en  el  artículo  10,  ley  lia  del  Código 
orgánico  de  tribunales,  le  ordenóla  suspensión 
del  procedimiento  gubernativo  que  habia  em- 
pleado contra  los  Coroneles  Eduardo  A.  Hurta- 
do y  Pedro  Miguel  Amparan,  complicados  en  la 
facción  acaudillada  por  Manuel  Baca ;  y  que 
habiendo  remitido  la  actuación  original  ft  aque- 
lla superioridad,  según  se  le  previno,  esta  ha  de- 
clarado opresiva  la  orden  de  arresto  que  habia 
librado  contra  aquellos.  El  expresado  artículo 
10  dice  :  *' Cuando  cualquier  funcionario  público 
estuviere  formando  actuación  criminal  contra 
cualquiera  persona,  ó  hubiere  librado  decreto  de 
prisión,  <fca.  Por  el  1?,  ley  única,  tít.  13  del  có- 
digo de  procedimientos  sólo  los  jueces  de  pro« 
vincia,  de  parroquia  y  de  paz  son  los  que  for- 
man actuaciones  criminales ;  y  por  el  artículo 
29  de  la  propia  ley  se  establecen  los  casos  en 
que  puede  decretarse  la  prisión  que  rigurosa- 
mente tan  solo  los  jueces  pueden  hacerlo.  Cuan- 
do el  Poder  Ejecutivo  en  virtud  de  la  facultad 
3a  del  artículo  118  de  la  Constitución,  y  los  go- 
bernadores por  el  artículo  27  de  la  ley  orgánica 
de  provincias  abren  una  información  para  averi- 
guar los  iadiciados  en  una  conaiocion  ioteriofi 
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no  forman  de  ninguna  manera  actuaciones  cri- 
minales ni  decretan  prisión,  tan  solamente  ins- 
truyen diligencias  gubernativas  y  libran  orden  dft 
arresto  en  el  caso  de  que  la  seguridad  del  Esta- 
do lo  exigiese. 

Por  esta  razón,  el  recurso  de  amparo  no  se 
concede  contra  cualquiera  procedimiento  sino 
tan  solo  contra  las  actuaciones  criminales,  y  no 
se  da  tampoco  contra  cualquier  funcionario  que 
proceda,  sino  únicamente  contra  los  que  forman 
actuaciones  de  aquella  especie  y  que  pueden  dic- 
tar decretos  de  prisión.  8i  por  otra  parte  la  fa- 
cultad contenida  en  el  citado  artículo  10  pudie- 
ra extenderse  al  ejercicio  de  las  atribuciones  gu- 
bernativas, estas  quedarían  detenidas  en  su  ac- 
ción, pues  sus  trámites,  careciendo  por  su  natu- 
raleza misma  de  las  fórmulas  solemnes  de  las 
actuaciones  criminales,  siempre  el  poder  judicial 
las  calificaría  de  opresivas  con  perjuicio  evidente 
de  la  conservación  del  orden  publico,  de  que  es- 
tán encargadas  las  autoridades  políticas  y  no  las 
judiciales. 

Adema?,  en  el  final  del  artículo  10  de  la  ley 
sobre  traición  y  atentado  terminantemente  se  ex- 
presa, que  la  respectiva  Corte  de  justicia  no  po- 
drá conocer  de  dichos  delitos  sino  por  apelación 
ó  consulta,  y  es  claro  que,  siendo  esta  una  ley 
especial,  debe  prevalecer  á  la  generalidad  de  la 
atribución  sobre  amparo  y  protección,  que  com- 
prende todos  los  delitos.  Si  se  quiere  sostener 
contra  los  príncipios  que  el  artículo  10,  ley  XI 
del  código  orgánico  de  tribunales  envuelve  una 
disposición  tan  especial  como  la  de  la  ley  sobre 
traición,  es  regla  reconocida,  que  en  el  conflicto 
de  dos  disposiciones  legales,  la  que  manda  cede 
á  la  que  prohibe;  y  por  consiguiente  en  el  su- 
puesto dicho  debiera  cumplirse  con  toda  prefe- 
rencia el  final  del  citado  artículo  de  la  ley  sobre 
traición,  que  es  prohibitivo.  En  esta  virtud,  el 
Poder  Ejecutivo  cree,  que  los  Gobernadores  de 
provincia,  inmediatamente  responsables  de  la  se- 
gundad y  orden  públicos  no  están  obligados  á 
suspender  y  remitir  las  actuaciones  gubernativas 
que  formaren,  aun  cuando  así  lo  exijan  las  Cor- 
tes Superiores,  usando  equivocadamente  del  ar- 
tículo 10,  ley  XI  del  código  orgánico  de  tribu- 
nales.''~Por  S,  E.^Plána8, 
GOBERNADORES,  re  solución  ejecutiva 
DE  14  DE  SETIEMBRE  DE  1853  permitiendo  á 
uno  la  continuación  de  la  visita  de  su  pro- 
vincia fuera  del  lapso  que  para  ella  señala 
el  art,  106  de  la  ley  orgánica  de  provincias. 

Secretaria  del  Interior.-^eccion  teroenu^Cará- 
cas,  Setiembre  14  de  1858.— Resuelto. 

Dígase  al  sefior  Gobernador  de  la  provincia  dt 
Barquisimeto. 
El  Poder  Ejecutivo  se  ha  impaesto  del  conté- 
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nido  de  ]a  nota  oficial  de  US.  feeha  3  del  cor- 
riente, en  la  que  al  exponerlos  motiros  que  le 
han  impedido  continuar  la  visita  de  esa  provin- 
cia que  emprendió  á  principios  del  año  próximo 
pasado,  en  cumplimiento  de  lo  dispuesto  por  el 
artículo  89  de  la  ley  de  24  de  Abril  de  1838  con- 
sulta, para  no  incurrir  en  la  responsabilidad  que 
la  misma  ley  establece  en  su  artículo  106,  sino 
obstante  expirar  en  el  presente  aflo  el  lapso  le- 
gal señalado  al  efecto,  puede  diferir  para  el  en- 
trante la  terminación  de  la  visita ;  y  S.  £•  me  ha 
ordenado  decir  6  US.  en  contestación,  que  esti- 
ma fundadas  las  causas  que  han  interrumpido  la 
continuación  y  conclusión  en  el  presente  año  de 
la  visita  que  US.  emprendió  y  ha  tratado  de  ter- 
minar oportunamente  en  observancia  de  aquel 
precepto,  y  que  puede  llevadla  á  cabo  en  el  próxi- 
mo afio;  puesto  que  lo  que  ha  querido  la  ley  es 
que  los  Gobernadores  practiquen  la  visita  de  sus 
respectivas  provincias,  y  que  si  al  Poder  Ejecu- 
tivo le  es  dado  por  el  artículo  106  citado,  dispen- 
sar de  aquella  operación  á  los  que  absolutamen- 
te no  puedan  practicarla  por  motivos  legítimos  y 
justificados  á  su  juicio,  está  de  consiguiente  au- 
torizado para  permitir  con  el  fin  de  que  se  llene 
el  objeto  de  la  ley,  que  US.  difiera  por  un  afio 
la  continuación  y  el  término  de  la  que  principió 
y  no  le  ha  sido  posible  concluir  por  causas  cuya 
legitimidad  está   perfectamente  justificada. 

Soy,  Aic.  Por  S.  E. — Planas. 

GOBERNADORES,  resolución  ejecutiva  de 
14  DE  DICIEMBRE  VE  ISbS  declaraudo  quB 
los  Gobernadores  deben  dictar  todas  las 
medidas  qve  exija  la  seguridad  de  su  pro- 
vincia  sin  entorpecer  la  acción  que  deben  em- 
plcar,  con  consultas  al  Poder  Ejecutivo,  me- 
diante tener  en  las  leyes  todas  las  atribucio- 
nes que  necesitan. 

Secretaría  del  loterior.— Sección  segunda.— Ca* 
rdcas  Diciembre  14  de  1858.— Resuelto. 

Dígase  á  los  Gobernadores  de  provincia. 

De  tiempo  atrás  observa  el  Poder  Ejecutivo 
que  se  ha  introducido  la  práctica  abusiva  de  ha- 
cerse por  algunos  gobernadores  de  provincia  con- 
sultas al  supremo  Gobierno  sobre  los  procedi- 
mientos que  &  veces  tienen  que  emplear  en  ma- 
teria de  orden  público,  indicando  en  algunas  oca- 
siones con  esta  conducta  ó  una  morosidad  en  el 
cumplimiento  de  sus  dederes  que  en  muchos  ca- 
sos bien  pudiera  calificarse  de  maliciosa,  ó  abso- 
luta carencia  de  la  patriótica  energía  y  de  la  con- 
ciencia política  que  deben  poseer  los  primeros 
magistrados  de  las  provincias  al  aceptar  la  res- 
ponsabilidad del  honroso  puesto  que  se  le  con- 
fiere ;  y  mucho  mas  cuando  por  otra  parte  se  ve 
que  tienen  en  las  leyes  que  nos  rigen,  amplísi- 
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mas  atribuciones  y  poder  bastante  para  conser- 
var el  orden  y  la  paz. 

Semejante  proceder  altera  y  perjudica  la  regu- 
laridad de  la  marcha  administrativa ;  se  pone  en 
inminente  riesgo  el  orden  público  en  las  locali- 
dades del  Estado  al  omitirse  ó  retardarse  proce- 
dimientos que  deben  ser  por  su  naturaleza  pron- 
tos, decisivos  é  inmediatos,  bujo  el  pretexto  de 
consultas  que  no  se  necesitan  y  que  enervan  la 
propia  autoridad  del  que  consulta  ;  se  libra  en  el 
Poder  Ejecutivo  la  estimación  de  hechos  y  cir- 
cunstancias que  requieren  precisamente  el  cono- 
cimiento práctico  y  próximo  de  las  cosas  y  las 
mas  veces  de  peculiaridades,  que  tan  solo  pue- 
den apreciarse  con  exactitud  por  el  funcionario 
que  vigila  inmediatamente; y  se  aleja  la  respon- 
sabilidad del  agente  para  sobrecargarla  al  supe- 
rior contra  el  tenor  expreso  de  la  constitución, 
que  quiere  la  responsabilidad  respectiva  de  todos 

Las  leyes  del  pais  dan  á  los  gobernadores  en 
materia  de  seguridad  pública  amplias  facultades, 
creando  en  ellos  el  poder  bastante  para  adminis- 
trar sus  respectivas  provincias  y  para  conservar 
el  orden  público.  Por  el  artículo  27  de  la  ley 
orgánica  de  provincias,  pueden  los  gobernado- 
res expedir  órdenes  para  interrogar  ó  arrestar 
tos  ciudadanos  cuando  así  lo  exija  la  seguridad 
del  Estado;  por  el  artículo  19  de  la  misma  y  por 
el  29  de  la  orgánica  de  la  milicia  nacional,  están 
autorizados  para  llamar  esta  al  servicio  cuando 
lo  requiera  la  tranquilidad  de  sus  respectivos  ter- 
ritorios y  para  mandar  pagar  del  tesoro  público 
los  sueldos  de  los  oficiales  y  tropa.  Facultades 
iguales  tiene  sin  duda  el  Poder  Ejecutivo,  pero 
sometidas  al  trámite  previo  que  previene  el  art. 
1 18  de  la  Constitución,  al  paso  que  en  sus  agen- 
tes son  comunes  y  ordinarias. — Y  es  consiguien- 
te que  la  responsabilidad  que  los  afecta  por  la 
omisión  ó  falta  de  cumplimiento  en  sus  actos, 
tengan  las  mismas  proporciones  de  sus  extensas 
facultades. 

Si  hubiere  un  Gobernador  que  en  caso  dado  y 
de  sumo  peligro,  no  viese  en  la  Constitución  y 
en  las  leyes  el  modo  de  salvar  su  provincia  de  la 
invasión  del  incidioso  enemigo  ó  de  las  maqui- 
naciones de  los  pérfidos  que  moren  en  ella,  ha 
de  tener  presente,  que  uno  de  sus  cardinales  de- 
beres es  conservar  el  ófden  y  tranquilidad  de  su 
territorio  y  asegurarlo  contra  toda  invasión,  y 
que  debe  llenar^ese  deber  aun  con  el  patriótico  sa- 
crificio de  su  propia  vida,  aceptando  cualquiera 
responsabilidad  que  pudiera  sobrevenirle  como 
indispensable  en  el  honorífico  puesto  con  que  se 
le  distingue. 

En  estos  términos  me  ha  ordenado  S.  E.  el 
Presidente  de  la  República  dirigirme  á  US.  para 
que  en  lo  futuro  arregle  su  procedimiento  en  la 
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materia  á  las  consideraciones  apuntadas,  sin  que 
por  esto  deje  de  dar  cuenta  de  las  novedades  que 
relativamente  al  orden  y  la  paz  públicos  ocurran 
en  esa  provincia  y  de  las  medidas  que  á  conse- 
cuencia de  ellas  dictare  esa    Gobernación. 

Tengo  el  honor  de  comunicarlo  á  US.  para  su 
inteligencia  y  cumplimiento. 

Soy  &c.  Por  S,  E.— Planas. 

GOBERNADORES,  resolución  ejecutiva 
DE  8  DE  MAYO  DE  1854  declarando  ser  á  ellos 
á  quienes  corresponde  conocer  de  la  nulidad 
del  nombramiento  de  los  jueces  de  parroqvia, 
y  de  sus  renuncias  y  excusas. 

Secretaria  del  Interior.— Sección  segunda.— Ca- 
racas, 8  de  Mayo  de  1864.— Resuelto, 

Dígase  á  los  Gobernadores  de  provincia. 

Penetrado  el  Poder  Ejecutivo,  por  las  diver- 
sas consultas  que  le  han  dirigido  varios  Gober- 
nadores de  provincia,  de  que  las  resoluciones 
ejecutivas  qué  se  han  dictado  por  este  Ministe- 
rio, sobre  los  funcionarios  á  quienes  competa  co- 
nocer de  las  nulidades  y  renuncias  de  los  jueces 
de  parroquia,  han  tenido  en  la  práctica  distinta 
aplicación  y  han  presentado  dudas  acerca  de  su 
verdadera  inteligencia,  ha  dispuesto  S.  E.,  para 
obviar  tales  inconvenientes  y  los  demás  que  pue- 
dan presentarse  en  lo  adelante,  traer  &  conside- 
ración dichas  resoluciones  y  refundirlas  en  una 
sola  de  la  manera  siguiente. 

1^  Toca  á  los  Gobernadores  de  provincia  de- 
clarar la  nulidad  de  los  nombramientos  de  los 
Concejales,  Síndicos  y  Jueces  de  paz,  siempre 
que  conocidamente  fíilte  A  los  nombrados,  al  ac- 
to de  la  elección,  alguna  de  las  cualidades  re- 
queridas por  la  Constitución  y  las  leyes,  confor- 
me á  lo  dispuesto  por  el  artículo  29  de  la  ley 
orgánica  de  provincias. 

2a  No  habiéndose  designado  en  el  código  or- 
gánico de  tribunales  la  autoridad  que  deba  cono- 
cer de  la  nulidad  de  los  jueces  de  parroquia,  y 
siendo  estos  en  su  carácter  simplemente  de  tales, 
iguales  á  los  anteriores  alcaldes,  de  cuya  nulidad 
conocían  los  Gobernadores  de  provincia,  deben 
estos  funcionarios  conocer  y  declarar  la  de  di- 
chos  jueces  en  los  casos  que  ocurran. 

3^  Pertenece  del  mismo  modo  á  los  predichos 
Gobernadores,  por  su  deber  general  de  velar  en 
el  cumplimiento  de  las  leyes,  declarar  cesante 
cualquiera  de  las  autoridades  expresadas  que, 
después  de  nombrada,  haya  llegado  á  perder  el 
derecho  de  elegibilidad  y  se  mantiene  no  obstan- 
te en  posesión  del  destino  para  cuyo  desempeño 
ha  llegado  á  ser  incapaz. 

4a  Dichos  funcionarios,  facultados- por  el  artí- 
culo 12,  ley  XI  del  código  orgánico  citado  para 
conocer  de  las  excusas  que  hagan  ios  individuos 
Qonabrados  para  ejercer  el  destino  de  jueces  de 


parroquia,  dentro  de  los  ocho  dias  posteriores  á 
su  nombramiento,  lo  están  igualmente  para  co- 
nocer y  decidir  de  dichas  excusas  ó  renuncias  en 
los  casos  que  ocurran,  durante  el  año  de  la  elec- 
ción. 

6^  Qnedan  sin  efecto  alguno  por  la  presente 
resolución,  las  que  se  han  expedido  sobre  la  ma- 
teria por  este  Ministerio  en  24  de  Febrero,  19 
de  Agosto  y  22  de  Diciembre  de  1851,  y  las  demás 
que  á  ellas  se  refieran. 

Lo  que  tengo  la  honra  de  comunicar  á  US. 
para  su  inteligencia  y  á  los  fines  consiguientes. 
Soy  6lc. 

Por  S.  E.— P/ánoí. 
GOBERNADORES.  A  quien  debe  ocurrirse  en 
desagravio  de  sus  determinaciones  declarando 
indebidamente  la  nulidad  de  alguna  elección 
municipal.  Véase  Nulidad  de  las  elecciones 
municipales^  R.  E.  de  9  de  Marzo  de  1664. 
GOBERNADORES.  Deber  de  remitir  á  la  Se- 
cretaría  del  Interior  un  ejemplar  de  las  orde- 
nanzas de  la  respectiva  Diputación,  tan  luego 
como  termine  sus  sesiones.  Véase  Diputa- 
ciones provinciales^  R.  £•  de  5  de  Abril  de 
1854. 

GOBIERNO  DE  VENEZUELA.  ARTÍCITLOS  CONS- 
TITUCIONALES que  establecen  su  naturaleza. 

69  El  Gobierno  de  Venezuela  es  y  será 
siempre  republicano,  popular  representativo, 
responsable  y  alternativo. 

79  El  pueblo  no  ejercerá  por  sí  mismo  otras 
atribuciones  de  la  soberanía,  que  la  de  las  elec- 
ciones primarias,  ni  depositará  el  ejercicio  de 
ella  en  una  sola  persona. 

89  El  poder  supremo  se  dividirá  par^  su  ad- 
ministración en  legislativo,  ejecutivo  y  judicial. 
Cada  poder  ejercerá  las  atribuciones  que  le  se- 
ñala esta  Constitución,  sin  excederse  de  sus  lí- 
mites respectivos. 

GRACIAS  Y     HONORES  A     LOS    VENCEDORES  EN 

CARABOBO.  Véase  Honores^  D.  de  20  de  Julio 
de  1821. 

GRADOS  ACADÉMICOS.  No  es  impedimento  pa- 
ra  obtenerlos  el  ser  hijo  ilegítimo.  Véase  Abo- 
gados, L.  de  18  de  Abril  de  1825. 

GRADOS  ACADÉMICOS.  El  de  Bachiller  en  filo- 
sofía puede  ser  conferido  por  los  Colegios  na- 
cionales Véase  Colegios  nacionales^  D.  de  15 
de  Marzo  de  1837,  é  Instrucción  pública ,  L. 
8a  &  ónico  del  art,  I9  y  art.  2  al  8. 

GRADOS  ACADÉMICOS.  Formalidades  que  de- 
ben llenar  los  alumnos  de  los  Colegios  nacio- 
nales para  la  concesión  del  mismo  de  Bachi- 
ller. Véase  Instrucción  pública,  R.  E.  de  3 
de  Junio  de  1846. 

GRADOS  ACADÉMICOS.  Requisitos  para  su  op- 
ción y  concesión,  fondos  con  que  ha  de  con- 
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tribuirse  é  incorporación  en  las  Universidades 
de  Venezuela  de  los  que  los  hayan  obtenido 
en  otras  extranjeras.  Véase  Instrucción  pú- 
blica, L.  8a 
GRADOS  ACADÉMICOS.  Abolición  del  de  Maes- 
tro en  filosofía,  v  sostitncion  del  de  Doctor  en 
ciencias  filosóficas.  Véase  Instrucción  públi- 
ca, L.  XII  art.  2  al  7. 

GRADOS  ACADÉMICOS.  RESOLUCIÓN  EJECUTI- 
VA DE  25  DE  jDLio  DE  1842  establccicndo  ti 
modo  con  que  deben  prestar  el  juramento 
para  obtenerlos  los  no  católicos. 

Secretaría  do  lo  Interior. — Sección  segunda. — 
Caracas  Julio  26  de  1842.— R«£uelto. 

En  28  de  Marzo  del  corriente  año  ocurrió  a] 
Poder  Ejecutivo  Moisés  A.  Jesurun,  solicitando 
que  no  se  exigiese  á  su  hijo  Ángel  Jacobo  Jesu- 
rum,  para  obtener  el  grado  de  Bachiller  en  Filo- 
sofía, el  juramento  por  los  Santos  Evangelios, 
que  ordena  el  art.  143  de  los  Estatutos  de  la 
Universidad,  ni  la  protestación  de  la  fe,  que  de- 
be hacerse  según  el  art.  59  del  decreto  de  8  de 
Mayo  de  1829,  como  también  que  se  le  dispen- 
sase la  asistencia  á  la  clase  de  fundamentos  y 
apología  de  la  Religión  católica ;  3"  en  6  de 
Abril  se  dispuso  pasar  la  solicitud  ñ  la  Honora- 
ble Cámara  del  Senado,  que  discutía  las  leyes 
de  instruccio3  pública.  El  Congreso  no  pudo  ex- 
pedir estas  leyes ;  y  el  Senado  resolvió  que  el 
juramento  prescrito  por  el  art,  143  délos  estatu- 
tos de  la  Universidad,  debe  prestarse  por  los  no 
celólicos  c/informe  á  su  religión  sin  decir  nada 
sobre  la  protestación  de  la  fe;  y  en  cuanto  al 
estudio  de  los  fundamentos  y  apología  de  la  Reli- 
gión católica,  creyó  que  debía  observarse  la  dis- 
posición del  art.  97,  mientras  no  se  sancionase 
otra  cosa.  El  Senado  pasó  este  acuerdo  á  la  Ho- 
norable Cámara  de  Representantes  y  esta  consi- 
deró hasta  en  segunda  discusión  un  decreto  que 
resolvía  la  cuestión  en  su  totalidad  en  favor  de 
Jesurun;  mas  no  pudo  expedirse  acto  ninguno 
legislativo  sobre  el  particular.  En  este  estado 
ocurre  de  nuevo  Jesurun  con  la  misma  solicitud; 
y  considerando  el  Poder  Ejecutivo  que  en  loa 
tribunales  de  la  República  los  no  católicos  juran 
conforme  á  su  creencia,  lo  cual  está  arreglado  á 
las  leyes  19  y  20,  tít.  II,  part.  3^;  se  declara 
que  el  joven  Ángel  Jacobo  Jesurun  para  recibir 
el  grado  de  Bachiller  en  la  Universidad  de  Cara- 
cas, no  está  obligado  á  jurar  por  los  Santos  Evan- 
gelios, ni  á  hacer  la  protestación  de  la  fé  preve- 
nida por  el  decreto  de  8  de  Mayo  de  1829.  En 
orden  al  segundo  punto,  espérese  la  resolución 
del  Congreso. 

Comuniqúese  al  Sr.  Rector  de  la  Universidad 
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para  sn  inteligencia  y  ñnes  consiguientes,  y  pu- 

blíquese.  Por  8,  E. — Quintero. 

GRADOiS  ACADÉMICOS.  Podrá  practicarse  en  su 
colación,  á  voluntad  de  los  graduados,  el  cere- 
monial de  procesión.  Véase  Instrucción  pú- 
blica, R.  £.  de  2  de  Octubre  de  1852. 

GRADOS  ACADÉMICOS.  Véase  Idiomas  vivos. 

GRADOS  MILITARES.  Véase  Incorporación  al 
ejército. 

GRADOS  MILITARES.  Véase  Rehabilitación  de 
militares  en  sus  grados^  y  Ascensos  militares* 

GRADOS  EN  LA  MARINA.  Véase  Marina  de 
guerra,  L.  de  16  de  Abril  de  1844 

GRADUACIÓN  de  créditos.  Véase  Cesión  de 
bienes,  art.  21  al  25. 

GRAN  BRETAÑA.  Véase  Tratados  públicos  (los 
relativos  á  ella.) 

GRANOS  MENORES.  Eaián  libres  de  derechos 
de  importación.  Véase  Arancel  de  importa* 
cion,  en  los  artículos  correspondientes. 

GRASA.  Exención  de  derechos  de  que  gozan 
sus  establecimientos.  Véase  Tenerías, 

GUAIRA.     RESOLUCIÓN    EJECUTIVA    DE     16    DK 

JULIO  DE  1849  declarándola  plaza  de  armas. 

Secretaría  de  Guerra.— -Sección  8.— Caracas  Ju- 
lio 16  de  1819.— Resuelto. 

Considerando  S.  E.  el  Poder  Ejecutivo  que 
por  el  decreto  legislativo  de  8  de  Marzo  de  183(3 
se  manda  conservar  por  su  artículo  primero  las 
murallas  y  sus  bóvedas,  puertas  y  rastrillos  de 
la  plaza  de  la  Guaira;  y  atendiendo  ademas  que 
en  las  actuales  circunstancias  es  de  absoluta  ne- 
cesidad tenerlas  artilladas  y  en  el  mejor  estado 
de  defensa,  ha  tenido  á  bien  con  esta  fecha  re- 
solver se  considere  como  plaza  de  armas.  Comu- 
niqúese &  quienes  corresponda  y  pubiíquese. 
Por  S.  E.—Mejia. 

GUAIRA.    DECREIO    DE    19    DE    MAYO    DE   1838 

sobre  las  obras  públicas  que  se  construyen 
con  el  producto  del  medio  por  ciento  (•)  de 
entrada  que  se  cobra  en  dicho  puerto. 
El  Sanado  y  Cámara  de  Representantes  de  la 
República  de  Venezuela,  reunidos  en  Congreso. 

CONSIDERANDO. 

Que  las  obras  ft  que  está  destinado  el  medio 
por  ciento  de  entrada  que  se  cobra  en  la  aduana 
de  la  Guaira  exigen  una  dirección  permanente 
capaz  de  atender  en  todo  tiempo  á  las  necesida- 
des que  se  presenten. 

DECRETAN. 

Art.  19  El  producto  de  medio  por  ciento  de 


(*)  Elevado  al  dos  por  ciento.  Véase  Derechos  de  puer- 
to. Solo  pues  queda  subsistente  este  Decreto  en  cuanto  a 
lo  demás. 
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entrada  que  se  cobra  en  la  aduana  de  la  Guaira,  i 
se  invertirá  en  aquella  villa  en  los  objetos  á  que  ; 
está  destinado  por  la  ley.  *  I 

Art.  29  El  Concejo  municipal  de  la  Guaira 
hará  levantar  los  planos  y  contratará  las  obras 
necesarias  con  aprobación  del  Poder  Ejecutivo, 
y  este  librará  las  cantidades  que  importen  di- 
chas obras. 

Art.  3?  No  podrá  emprenderse  con  este  fon- 
do ninguna  obra  nueva  mientras  que  la  que  ha- 
ya sido  principiada  con  él  no  esté  concluida. 

Art.  4?  El  Poder  Ejecutivo  dará  cuenta  al 
Congreso  todos  los  años  de  lo  que  haya  produ- 
cido el  medio  por  ciento  indicado  y  del  estado 
que  tengan  las  obras. 

Dado  en  Caracas  á  23  de  Abril  de  1838,  año 
99  de  la  ley  y  28  de  la  independencia. — El  Pre- 
sidente del  Senado,  An^el  Quintero. — El  presi- 
dente de  Ja  Cámara  de  Representantes,  M.  Hui- 
zi. — El  secretario  del  Senado,  J,  A>  Freiré» — El 
diputado  secretario  de  la  Cámara  de  Represen- 
tantes, J.  García. 

Sala  del  despacho. — Caracas  Mayo  I9  de  1838, 
año  99  de  la  ley  y  28  de  la  independencia. — Eje- 
cútese*— Carlos  Soublette. — Por  S.  E. — El  se- 
cretario  de  Estado  en  los  despachos  del  interior 
y  justicia,  D,  B.  Urbaneja. 

GUAIRA.  DECRETO  DE  19  DE  MAYO  DE  1852770- 

niendo  su  hospital  de  San  Juan  de  Dios  ba- 
jo la  inspección  de  la  Honorable  Diputación 
Provincial  de  Caracas* 

El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la 
República  de  Venezuela  reunidos  en  Congreso. 

decretan: 

Art.  19  La  Diputación  provincial  de  Caracas 
en  cumplimiento  del  deber  que  le  impone  la  18^ 
de  sus  atribuciones  constitucionales,  llevará  á 
efecto  la  organización  del  hospital  de  San  Juan 
de  Dios  de  la  Guaira,  para  lo  cual  pondrá  en  cum- 
plida y  responsable  administración  los  bienes 
que  le  pertenecen,  tomando  cuenta  de  la  que  has- 
ta ahora  hayau   tenido. 

Art.  29  Se  deroga  el  decreto  de  3  de  Junio  de 
1845  y  cualquiera  otro  sobre  la  materia. 

Dado  en  Caracas  á  18  de  Mayo  de  1852,  afio 
23  de  la  ley  y  42  de  la   independencia. 

El  Presidente  del  Senado,  Simón  Planas. — 
El  Presidente  de  la  Cámara  de  Representantes, 
José  Silverio  González. — El  Secretario  del  Se- 
nado, José  Ángel  Freiré. — El  Secretario  de  la 
Cámara  de  Representantes,  /.  Padilla. 

Caracas,  Mayo  19  de  1852,  afio  23  de  la  ley 
y  42  de  la  independencia. — Ejecütese.-/.  G.  Mo 


nagas. — Por  S.  E.  El  Secretario  de  Estado  en 
los  Despachos  del  Interior,  Justicia  y  Relacio- 
nes Exteriores. 

Joaquín  Herrera. 
GUANARE  (cantón)   Agregación  á   él   de   la 
parroquia     de   San  Andrés   que     pertenecía 
al  de  Obispos.  Véase  División  territorial  D. 
de  14  de  Marzo  de   1848. 
GUANARE.  Véase  Colegio  nacional  de  Gua- 
nare,  y  Colegios  nacionales^  D.de27  de  Mar- 
zo de  1852. 
GUARDALMACENES  ó  güardaparqurs  dk 
artillería.  Véase  Marina  de  guerra^  art.  1  i. 
GUARDALMACENES  ó   ourdaparííües  de 
artillería,  resolución  ejecutiva  de  3  de 
SETIEMBRE  DE  1830  disponiendo   que  no  se 
suprima  el  dePuertocabello. 

xEmo.  Sr. — Habiendo  considerado  el  sobera- 
no Congreso  la  nota  de  V.  E.  fecha  19  de  Agos- 
to en  que  expone  la  conveniencia  de  suprimir  la 
plaza  de  guardalmacén  de  marina  en  el  aposta- 
dero de  Puerto  Cabello,  atendiendo  al  valor  de 
las  existencias  de  los  almacenes  de  dicho  puertos- 
como  á  la  localidad  de  estos,  mucho  mas  adecua- 
da para  embarcar  y  desembarcar  que  el  castillo, 
sin  necesidad  de  grandes  costos :  ha  resuelto : 
'*  Que  debe  continuar  el  guardalmacén  de  mari- 
na de  Puerto  Cabello  sin  variar  nada  en  el  de- 
creto que  este  soberano  Congreso  expidió  sobre 
Id  materia."  — Lo  digo  á  V.  E.  en  contestación 
á  su  citada  nota,  quedando  con  sentimientos  de 
respeto  y  consideración  atento  obediente  servi- 
dor.—Exmo.  Señor. — Miguel  Peña, — Valencia 
Setiembre  3  de  1830. — Excmo.  Sr.  Presidente 
del  Estado. 
GUARDALMACENES  o   guardaparques  de 

artillería,  decreto  ejecutivo    de  29   de 

SETIEMBRE   DE     1832     reglamentando    sus 

funciones. 

José  Antonio  Páez,  presidente  de  la  República 
de  Venezuela  ^c^  áfc.  éfC* 

considerando: 

19  Que  es  del  mayor  interés  regularizar  la 
cuenta  y  razón  de  los  parques,  la  de  la  artillería 
montada  en  las  plazas  y  fuertes,  y  la  del  arma- 
mento y  pertrechos  distribuidos  en  los  cuerpos 
del  ejército  permanente. 

29.  Que  es  sumamente  conveniente  que  la  te- 
sorería general  incorpore  en  su  cuenta  estas 
propiedades  nacionales,  con  sus  respectivos  va- 
lores. 

decreto: 

Art.  19  Los  guardaparques  ordinarios  y  cx- 
trordinarios  formarán  un  inventario  del  parque 
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de  8U  cargo,  dentro  del  término  de  30  días  con- 
tados desde  la  fecha  en  que  reciban  esle  decreto. 

Art.  29  £1  inventarióse  formará  con  presen- 
cia del  úrtimo  estado,  y  con  la  inspección  del  co- 
mandante da  artillería,  del  comandante  de  la  pla- 
za, ó  del  de  armas,  y  del  administrador  de  rentas 
que  al  efecto  nombre  la  tesorería  general  ;  en 
donde  no  hubiere  comandante  de  artillería  ó  de  ía 
plaza,  asistirá  &  la  inspección  el  comandante  de 
la  guarnición  si  la  hubiere,  y  si  no,  el  jefe  polí- 
tico y  el  administrador. 

Art.  39  Hecho  el  inventario  se  nombrcrán 
por  los  comandantes  y  administradores  dos  peri- 
tos para  que  avalúen  los  efectos  contenidos  en  el 
inventario,  y  concluida  esta  operación,  se  forma- 
rá un  libro  de  asiento  en  que  se  apunten  todos 
los  efectos  con  sus  valores,  y  se  totalizará  el  valor 
de  todo  lo  inventariado. 

Art.  40  £1  libro  de  asiento  será  firmado  por 
todos  incluyendo  á  los  peritos,  y  se  remitirá  á 
la  tesorería  general  por  el  administrador  dejan- 
do una  copia  autorizada  por  los  inspectores,  pa- 
ra que  el  guardaparque  continué  los  asientos  de 
entrada  y  salida. 

Art.  59  No  se  dará  entrada  á  los  efectos  de 
pirque  sin  expresar  su  valor  conforme  á  la  or- 
den de  la  tesorería  y  en  virtud  del  precio  de  las 
contratas.  Cuando  se  trasladen  efectos  de  un  por- 
que á  otro,  se  pasará  la  nota  del  asiento,  y  con 
ella  se  dará  la  entrada. 

Art.  69  Los  guarda  parques  tendrán  un  libro 
de  cargo  á  los  cuerpos  de  la  milicia  auxiliar  y  á 
los  demás  parque?. 

Art.  79  Los  efectos  de  parque  no  podrán  em- 
plearse en  otros  usos  que  los  del  servicio  publico, 
y  siempre  se  expresará  el  destino  en  la  orden  de 
entrega  para  que  sirva  de  descargo  al  guardapar- 
que. 

Art.  89  Los  libramientos  para  entregar  efec- 
tos de  los  parques  se  expedirán  con  arreglo  á  lo 
dispuesto  en  el  tratad.  69  tít.  10  de  las  ordenanzas 
generales,  y  solo  en  las  provincias  y  puntos  don- 
de no  hubiere  comandantes  de  artillería,  bastará 
la  orden  del  comandante  de  armas  de  la  provin- 
cia 6  del  punto,  para  que  el  guardaparque  haga 
la  entrega,  y  cubra  su   responsabilidad. 

Art.  09  Los  depósitos  existentes  en  San  Fer- 
nando de'  Apure  y  Calabozo  serán  dependientes 
del  parque  de  esta  capital,  los  de  Guanare  y  Bari- 
uas  dependerán  del  de  Valencia :  los  de  Mérida  y 
Trujillo  del  de  Maracaybo,  y  siempre  que  la  au- 
toridad civil  necesitare  en  dichos  puntos  sacar 
municiones  ú  otros  pertrechos  de  guerra  de  los 
existentes  en  ellos,  lo  dirá  de  oficio  al  oficial  que 
mande  el  destacamento  que  los  custodia,  6  á  la 
persona  entargada  de  su  conservación  para  que 
&  continuación  tome  el  correspondiente  recibot 
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I      Art.  10.  Del  armamento  y  pertrechos  que  ten- 
j  gan  en  mano  los  cuerpos  del  ejército  permanen- 
I  te  se  formará  inventario,   con   presencia  del  últi- 
t  mo  estado,  y  se  procederá    á  su   avaluó  con  las 
;  mismas  formalidades   prescritas  en   los  artículos 
I  29  y  39»  con  sola  la  diferencia  de  que  el  I9  y  29 
¡  comandante  del  cuerpo  asistirán   al  inventario  y 
avaluó,  y  al  nombramiento  de  peritos  y  pondrán 
!  su  firma  en  las  diligencias  que  se  ejecuten.  Don- 
I  de  no  estuvieren  presentes  los  jefes  de  los  cuer- 
;  pos  concurrirá  el   oficial   que   mande   la   fuerza 
I  del  suyo  respectivo.  Estos  inventarios  se  remiti- 
1  rán  á  la  secretaría  de    guerra. 
!      Art.  11.   En  el   parque   de   Puertocabello   se 
1  abrirá  un  libro  de  asiento    para   todos   los  cuer- 
pos del  ejército  permanente,  y  al  efecto  la  secrc- 
I  taría  de  guerra  le  pasará  las  diligencias  de  inven- 
;  tario  y  avalúos  que  se  mandan  practicar   por  el 
I  artículo  anterior,  para  que  por   ellos  y    con  dis- 
tinción de  cuerpos  se   hagan   los   cargos  á  cada 
uno,  y  en  lo  sucesivo  los  guardaparques   remiti- 
rán al  de   Puertocabello   relaciones   certificadas 
del  armamento  y    pertrechos   que   entregaren  á 
dichos  cuerpos  en  los   términos  que    previene  el 
artículo  59,  y  lo  mismo  de  los   que  ellos  devuel- 
van, para  que  el  guardaparque  de  Puertocabello 
continué  sus  asientos. 

Art.  12  Para  regularizar  el  consumo  ordina- 
rio de  municiones  en  el  servicio  de  guarnición, 
se  establece  por  punto  principal  que  solo  se  abo- 
nará como  consumo  legítimo  un  cartucho  de  pól- 
vora por  individuo  por  cada  seis  guardias,  sien- 
do de  obligación  del  cuerpo  devolver  las  balas. 
Art.  13.  Todos  los  meses  darán  parte  los 
guardaparques  á  la  tesorería  general  de  las  no- 
vedades, y  remitirán  las  notas  de  los  cargos  se- 
gún las  salidas  y  entradas  del  parque  ;  también 
pasarán  todos  los  meses  un  estado  de  existen- 
cia según  el  modelo  quedé  la  secretaría  de  guer- 
ra á  los  comandantes  de  artillería  ó  de  armas, 
para  que  estos  los  remitan  á  la  secretaría,  y  en 
donde  no  haya  comandantes  lo  harán  los  guarda- 
parques  directamente. 

Art.  14.  Por  fin  de  Junio  cortarán  sus  cuen- 
tas los  guardaparques,  y  las  remitirán  en  todo 
el  mes  de  Setiembre  al  tribunal  mayor  de  cuen- 
tas para  que  sean  pxaminades  y  fenecidas. 

Art.  15  El  secretario  de   Estado  en  el  Despa- 
cho de  guerra  y  marina  queda  encargado   de  la 
ejecución  de  este   decreto. — Dado  en  Caracas  á 
29  de  Setiembre  de   1832.-^9  y  22. 
(Firmado.)  José  A»  Páez. 

(Firmado.)     El  secretario  de   Guerra  y  Ma- 
rina.— Carlos  Soublette. 

Es  copia.  Souhlette. 

GUARDALMACENES  o  guardaparques  di 
artillería,    resolución     ejecutiva     de 
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J9  DB  JUNIO  DE  1840  estableciendo  la  fianza 
que  deberán  prestar* 

Secretaría  de  Guerra.— Caracas  Junio  l*í   de 
18iO,  11©  y  30  9 

El  tribunal  mayor  de  cuentas,  por  práctica  de 
muchos  años,  apoyada  en  disposiciones  expe- 
didas y  observadas  en  el  régimen  español,  ha 
exigido  á  los  guadaparques  de  artillería  la  fian- 
za de  3.000  pesos  para  responder  de  su  integri- 
dad en  el  manejo  délos  intereses  nacionales  ;  pe- 
ro habiéndose  hecho  algunos  reclamos  contra 
dicha  práctica,  el  Gobierno  ha  tenido  que  entrar 
ñ  considerar  si  es  ó  no  conveniente  su  observan- 
cia. 

El  art.  15  de  la  ley  de  11  del  mes  próximo  pa- 
sado, sobre  aduanas,  previene  que  los  adminis- 
tradores, interventores  y  comandantes  de  res- 
guardos presten  una  fianza  por  cantidad  dupla  de 
ia  de  los  sueldos  de  que  disfruten  anualmente ;  y 
el  art.  16  de  la  misma  ley  establece  las  reglas 
para  el  otorgamiento  de  dichas  fianzas,  pero 
ninguno  délos  dos  artículos  comprende  expresa- 
mente á  los  guardaparques  de  artillería.  Sin  em- 
bargo, el  Gobierno  que  cree  fundadas  algunas 
de  las  razones  alegadas  contra  el  proceder  del 
tribunal  de  cuentas,  y  que  á  falta  de  expresa  ley 
sobre  este  punto,  debe  dictarse  una  medida  que 
guurde  analogía  con  las  leyes  patrias  mas  bien 
que  con  las  del  régimen  español,  ha  resuelto  con 
esta  fecha  y  en  adición  al  decreto  del  Poder  Eje- 
cutivo de  29  de  Setiembre  de  1832  sobre  par- 
ques de  artillería,  lo  siguiente : 

**  La  cantidad  de  la  fianza  que  deben  prestar 
los  guardaparques  ordinarios  y  extraordinarios, 
así  como  las  formalidades  con  que  ella  debe  ser 
otorgada,  serán  las  mismas  que  se  exigen  para 
los  empleados  de  que  habla  el  art.  15  de  la  eita- 
da  ley  de  aduanas.  '* 

Comuniqúese  á  quienes  corresponda,  publí- 
quese  en  la  Gaceta  oficial  y  oportunamente  dése 
cuenta  al  Cuerpo  Legislativo,-— Por  S.  £. — Fran- 
cisco Hernaiz. 

GUARDALMACENES  o   guardaparques  de 
artillería.   Véase  Parques  de  artillería,  y 
Comandancias  de  armas,  R.  E,  de  26  de  Mar- 
zo de  1840. 
GUARDIA.  Véase  Abandono  de  guardia. 

GUARDIA  NACIONAL  DE  POLICIA.     LEY     DE   12 

DE  MAYO  DE  1817  disponiendo   qnien  debe  e- 

jercer  las/unciones  que  le  estaban  atribuidas 

El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la 

República  de  Venezuela  reunidos  en  Congreso, 

considerando: 
Que  el  actual  estado  de  los  fondos  públicos  de- 
manda una  estricta   y   severa  economía   en  sus 
gastos ; 
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decretan: 

Art.  19  Se  deroga  la  ley  de  4  Mayo  de  1841 
que  estableció  una  guardia  nacional  de  policía. 

Art.  29  Las  funciones  atribuidas  á  la  guardia 
que  se  extingue  se  ejercerán  por  los  individuos 
del  ejército  permanente  ó  por  la  milicia  nacional, 
según  lo  disponga  el  Poder  Ejecutivo. 

Dada  en  Caracas  á  7  de  Mayo  de  1847,  ano 
I89  déla  ley  y  379  ^^  ^^  independencia. — El 
presidente  del  Senado,  Mariano,  Obispo  de  Gva- 
yana, — El  presidente  de  la  Cámara  de  Repre- 
sentantes, Miguel  Palacios» — El  secretario  del 
Senado,  José  Ángel  Frcy re.— -El  secretario  de 
la  Cámara  de  Representantes,  Juan  Antonio 
Pérez» 

Caracas  á  12  de  Mayo  de  1817,  año  189  *ie  la 

ley  y  379   ^^^    ^^   independencia. — Ejecútese. — 

il  Jo.9é  Tadeo  Monágas. — Por  S.  E.  el  Presiden- 

I  te  de  la  República. — El  Secretario  de  Estado  en 

¡  los  Despachos  de  lo  Interior  y  Justicia,  Rafael 

Acevedo.  (*) 

(♦)  Sobre  la  materia  (le  esta  ley  dijo  ol  Secretario  de 
Hacienda  hoy  General  Francisco  Mejía,  en  su  Memoria 
de  18-18. 

"  El  servicio  que  presta  esta  fuerza  es  puramente  local 
é  incompatible  con  el  instituto  militar  á  que  está  llamada 
la  fuerza  permanente. 

Diseminada  como  ella  está  en  pequeñas  fracciones  v  en 
diferentes  puntos,  y  sin  oflciales  caj»aces  do  mantenerlas 
con  el  régimen  y  subordinación  necesaria,  bien  pocas  e¿ 
pcranzas  deben  tenerse  de  que  se  haga  el  servicio  con  la 
debida  regularidad.  Por  otra  parte,  es  una  fuerza  de  que 
en  ningún  caso  podria  disponer  el  Gobierno  sin  perjuicio 
del  servicio  municipal,  y  hé  aquí  que  bajo  ningún  res^x'c- 
to  se  ve  que  sea  conveniente  y  provechoso  que  dicho  ser- 
vicio continué  haciéndose  por  la  fuerza  permanente,  v ene 
el  Poder  Ejecutivo  que  el  Congreso  debe  ocuparse  cu  las 
presentes  sesiones  de  un  arreglo  mas  adecuado.  " 
El  mismo  Señor  Mejía  en  su  Memoria  de  49  expuso- 

i      "  Reiterar  debe  el  que  suscribe  las  observaciones  he- 

,  chas  en  su  informe  del  año  anterior,  respecto  de  la  lev  de 
12  de  Moyo  de  1817,  que  derogó  la  de  4  de  Mayo  de  Isil 
estableciendo  la  guardia  nacional  de  policía. 

I  Destinada  al  servicio  de  policía  la  fuerza  permanente 
por  virtud  de  la  nueva  ley,  son  inconcebibles  las  dificulta- 
des que  se  tocan  á  cada  paso.  Entre  otras  se  hacen  re- 
marcar las  siguientes. 

No  es  posible  que  destinándose  un  piquete  de  tropTl  á 
cada  cabecera  de  los  cantones  en  que  no  hay  gnamicion 
de  la  tropa  veterana  ó  fuerza  permanente,  pueda  haber  en 
ellos  orden,  disciplina  ni  unidad  ;  mucho  mas,  cuando  son 
tan  extrañas  sus  atenciones  y  fatigas,  de  las  que  ocupan  á 
la  tropa  destmada  por  la  ley  a  la  defensa  del  territorio  de 
la  provmcia  en  que  ella  ha  sido  situada. 

I  Disminuyese  por  tanto  la  fuerza  permanente  que  se  de- 
creta en  cada  año  en  un  número  considerable  y  para  un 
objeto  extraño  del  que  le  prefija  la  Constitucioh  en  «1  ar- 
ticulo 181  el  cual  ha  sido  abiertamente  infringido  por  la 

i  citada  ley  de  1847  Se  disminuye,  porque  no  puede  contar 
el  Gobierno  para  la  defensa  del  pais  con  la  fuerza  dostáün- 
da  al  servicio  de  policía,  con  traída  como  debe  estar  á  cuar- 
dar  las  cárceles,  presidios  &c. ;  y  está  infringida  la  Cons- 
titución, porque  según  el  artículo  arriba  citado,  la  ftierza 
permanente  solo  debe  destinarae  á  guardarlos  puntos  im- 
portantes  de  la  República.  *    »wo  mi 
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GUARDIA  NACIONAL  tE    policía.   REaOLlICION 

EJECUTIVA  DE  18  DE  MATO  de   1847  sobrc  lo 
mismo  que  la  ley  anterior. 

República  de  Veneznela.-Secretaría  de  Guer- 
ra.—Seccún  primera.— Caracas  18  de  Maro 
de  1847.— Scfior  Secretario  de  Estado  en  el 
Despacho  de  lo  Interior. 

En  el  espediente  respectivo  ha  recaído  con  es- 
ta fecha  la  resolución  siguiente 

*«  En  ejecución  de  la  Ici  de  12  del  presente 
mes  que  eslingue  la  guardia  nacional  de  policía  y 
que  manda  que  la  fuerza  del  ejército  61a  milicia 
ejerza  las  funciones  atribuidas  á  la  guardia  extin- 
guida que  va  á  cesar  en  30  de  Junio  pióximo  se- 
gún lo  ha  dispuesto  el  Gobierno  por  el  Ministe- 
rio del  interior,  se  resuelve. 

Ademas,  es  incuestionable  que  el  servicio  de  poli-^ía  es 
puramente  municipal,  y  que  son  los  fondos  de  este  ramo 
los  que  deben  hacer  la  erogación  de  los  gastos  que  ocasio- 
na el  entretenimiento  de  una  fuerza  que  debe  ser  organi- 
zada por  cada  localidad  según  las  reglas  que  al  efecto  den 
las  respectivas  Diputaciones  provinciales. 

En  este  sentido  cree  el  que  suscribe  que  debiera  ser  re- 
formada la  h-y  vigente  ja  cual  merece  bien  una  preferente 
consideración  de  la  Legislatura,  ra  sea  por  la  poderosa  ra- 
zón indicada  de  haberse  infringido  la  Constitución,  ya  por  - 
los  embarazos  que  exjxírimcnta  el  Gobierno  para  cumplir 
una  medida  á  todas  luces  perjudicial  y  contradictoria.  " 

El  propio  Señor  Mcjía  volvió  á  instar  en  su  Memoria  de 
18 JO,  en  estos  términos: 

"  Por  tercera  vez  insta  el  que  suscribo  por  la  reforma 
de  la  ley  de  12  de  Mayo  de  1H47,  por  la  cual  se  dispuso 
que  el  servicio  de  policía  se  hiciese  por  la  fuerza  oerma- 
riente  Esta  medida,  sobre  cuya  inconstitucionalidad.  so  di- 
jo lo  bastante  en  mi  informe  del  año  anterior,  y  que  repro- 
duzco en  el  presente,  no  puede  subsistir  por  mas  tiempo 
causando  como  causa  los  mayores  embarazos  para  su  cum- 
plimiento. Hase  reconocido  por  la  ley  de  4  de  Maj'O  de- 
1848  ya  der<»gada,  que  el  servicio  de  policía  debía  hacerse 
por  una  fuerza  extrañado  la  permanente  y  estar  en  Ir  te- 
nida por  otros  fondos  que  los  del  Tesoro  público  recarga- 
do hoy  con  una  enorme  deuda  y  con  multiplicados  gastos. 
Efectivamente,  una  fuerza  puramente  municipal  á  cuyo 
servicio  está  destinada,  debe  ser  organizada  «n  cada  pro- 
vincia de  un  modo  adecuado  á  su  objeto,  y  pagada  por  los 
fondos  municipales  como  lo  estaba  anteriormente.  Si  asi 
se  acordase  en  la  reforma  que  se  propone,  se  conseguirían 
enti-e  otros  beneficios,  el  de  que  las  guarniciones  que  en 
iwqueflo  número  y  al  mando  de  un  oficial  existen  en  la 
mayor  pai-te  de  los  cantones  de  la  República,  estuviesen 
supervigiladas  como  antes  lo  estuvieron  por  los  respecti- 
vos jefes  políticos,  mientras  que  ahora,  no  es-posible  que 
los  Comandantes  de  armas  únicas  autoridades  de  quienes 
dependen  en  cada  provincia  estén  en  capacidad  de  aten- 
der &  sn  disciplina  y  moralidad. 

No  por  mas  tiempo  debe  quedar  el  presente  negocio  sin 
que  sea  debidamente  considerado  por  las  HH.  Cámaras, 
así  por  su  importancia,  como  porque  las  razones  aducidas 
ya  por  C  años,  bien  mt recen  la  acogida  del  poder  nacio- 
nal llamado  por  la  Constitución  á  dar  6  reformar  las  leyes 
que  han  de  propender  á  la  mejora  y  fomento  de  la  Repti- 
blíca. 

No  puede,  Señores,  no  eí  conveniente  ni  regular  que  con 
tinúe  el  sistema  de  que  el  servicio  de  policía  se  haga  por 
la  fuerza  permanente  que  está  llamada  por  la  Constitu- 
ción á  un  objeto  del  todo  distinto. " 
j^OMOII. 
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*•  19  Los  comandantes  de  armas  de  las  provin- 
cias en  donde  los  hubiere,  ó  los  comandantes  de 
las  guarniciones  en  donde  no  haya  comandantes 
de  armes  proveerán  con  la  fuerza  que  esté  á  sus 
órdenes  á  la  custodia  de  las  cárceles  y  servicio 
délos  presidios  urbanos  en  las  capitales  de  pro- 
vincia ó  en  aquellos  otros  puntos  que  se  estima- 
re conveniente  poniéndose  de  acuerdo  con  los 
Gobernadores  respectivos  relativamente  al  núme- 
ro de  las  cárceles  que  han  de  cubrir  y  al  de  tro- 
pa que  han  de  custodjarlas/ 

"  29  En  aquellas  provincias  en  cuyos  cantones 
no  hubiere  fuerza  militar  alguna  quedan  autori- 
zados los  Sres.  Gobernadores  respectivos  para 
llamar  al  servicio  militar  activo  la  milicia  nacio- 
nal de  reserva,  para  que  con  las  clases  y  oficia- 
les correspondientes  presten  el  servicio  de  cár- 
cel y  del  presidio  urbano,  dando  cuenta  de  ello 
al  Pode*  Ejecutivo,  para  su  conocimiento  y  de- 
mas  fines  y  en  el  bien  entendido  que  los  espre-  ^ 
sados  Gobernadores  no  podrán  llamar  mayor 
número  de  fuerza  y  sí  procurar  que  sea  menor 
para  aquellos  fines  que  el  que  hoi  tiene  catla 
provincia  de  la  guardia  nacional  de  policía. 

**3  9Tüdoel  demás  servicio  municipal  que 
atribu}  e  la  ley  derogada  á  la  guardia  nacional  de 
policía  será  desempeñado  por  la  milicia  activa 
respectiva  de  la  manera  que  lo  dispongan  los  Se- 
ñores Gobernadores  y  de  conformidad  con  lo 
dispuesto  en  el  artículo  49  de  la  lej  de  la  milicia 
nacional  y  del  título  9  del  decreto  del  Poder- 
Ejecutivo  de  1  9  de  Agosto  de  1836. 

♦*  49  El  armamento,  fornituras  y  municiones 
que  de  los  parques  de  la  República  se  han  sumi- 
nistrado para  la  guardia  municipal  extinguida,  sc« 
rán  devueltos  a  los  respectivos  parques  ó  depó- 
sitos y  en  las  provincias  donde  no  los  hubiere 
establecido  quedarán  á  disposición  de  los  Sres. 
Gobernadores  de  las  provincias  para  que  armen 
á  la  milicia  activa  que  ha  de  prestar  el  servicio 
municipal.  La  reparación  y  reemplazo  de  este 
armamento  y  fornituras  se  proveerá  4)or  cuenta 
del  municipio,  siendo  deber  délos  Gobernadores 
pedir  los  fondos  necesarios  para  ello  &  las  Di- 
putaciones provinciales." 

Lo  que  tengo  la  honra  de  insertar  á  US.  para 
su    inteligencia   y  fines    consiguientes.— -Soy  de 
US.   atento  servidor. — José   María  Car  reno* 
— Es  copia. — Acevedo, 
GUARDIA    NACIONAL  DE    POLICÍA   Alumbrado 

y  otros  gastos.  Véase  Cárceles  R.  E.  de  24  de 

Julio  de  1841. 

GUARDIA  NACIONAL  DE  POLICÍA.  RESOLUCIÓN 

EJECUTIVA  DE  4  DE  JULio<j>E  1840  sohre  las 
formalidades  que  deben  observarse  para  que 
un  guarda  concurra  á  los  tribunales  á  dar 
una  declaración^ 
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República  de  Venezuela.— Secretaría  de  Estado 
en  el  D.  del  Interior  y  Justicia.— Sección  tercera. 
—Caracas  4  de  Juliode  1840,  11 P  de  la  ley  y  30? 
de  la  Independencia.— Número  472. 

Sr.  Gobernador  de  Barinas. 

Instruido  el  Gobierno  de]  oñcio  do  US.,  fecha 
19  de  Mayo  último,  número  40,  en  que  consulta 
la*  conducta  que  deberá  observar  un  guarda,  que 
estando  de  centinela  ó  custodiando  un   preso  sea 
citado  para  un  acto  judicial.  S.  E.  el   Vicepresi- 
dente dé  la  República  encargado  del  Poder  Eje- 
cutivo, de  conformidad  cor¡  lo    dispuesto   por  la 
secretaría  de  Guerra  en   circuinrde   6  de  Marzo 
de  1838   respecto   de  la  fuerza   permanente,  se 
ha  servido   resolver:  que   los   individuos   de  las 
rondas  de  policía  están  en  el  deber  como  los  de- 
mas   ciudadanos  de    concurrir  &  los  tribunales 
siendo  citados  competentemente:  que  cuando  di- 
chos individuos  estén  de  facción,  si  se  citare  al 
cabo  ó  comandante  de  una   ronda,  deben   estos 
participarlo  6  su   respectivo  ¡efe  para  que  se   le 
releve  y  poder  cumplir  con  li  citación,  y  cuando 
se  haga  á  algún  guarda,  debe  avisarlo  á  su   cabo 
con  el   mismo   objeto,  siendo   responsables   los 
jefes   respectivos  de  los   daños  y  perjuicios   que 
se  siguieren  al  citado,  si  por   falta  de  relevo   de- 
jare de  concurrir  &  la   cita* — Soy  de  US.  atento 
servidor. — Ramón  Yepes. 
GUARDIA-MARINA.  Véase  Marina  de  guerra, 
L.  de  16  de  Abril  de  1Í344  art.  1,  2,  4,  17  y  18. 
GUARAN AO-  Véas6  Salina  de  Guaranao. 
GUARICO  (provincia  del.)  Su  creación.  Véa- 
se  División   territoriaU  D.  de  11  de  Febrero 
de  1848. 
GUAYANA  (provincia  de.)  Aprobación  de  la 
traslación   de  la  parroquia  Orocopiche  al   sitio 
del  Almacén.   Véase  División  territorial^  R* 
de  27  de  Febrero  de  1832. 
GUAYAN  A   (provincia  de).     Supresión     del 
Cantón  Caura.  Véase  id,   D.  de  8  de   Febrero 
de  1838. 
GUAYANA  (provincia   de.)   decreto  de   31 
DE  Mayo  de  1846  dando  á  su  capital  el  nom- 
bre de  ''Bolívar.'' 
£1  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la  Re- 
pública de  Venezuela  reunidos  en  Congreso, 
Vista  la  solicitud  de  las  autoridades  y  algunos 
vecinos  de  la  ciudad   capital   de  la  provincia  de 
Guayana  pidiendo  se  dé  á   aquella  el  nonbre   de 
Bolívar,  y 

considerando: 

Que  el  Congreso  reunido  en  aquella  espita] 
decretó  la  erección  de  una  ciudad  que  llevase  el 
nombre  de  Bolívar,  cuyo  acto  legislativo  fué 
ratifícado  por  el  Congreso  de  Cúcuta  y  que  hasta 
ahora  no  ha  tenido  efecto:  que  la  capital  de  la 
provincia  de  Guayana  tiene  motivos  muy  parii- 
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culares  para  llevar  el  nombre  augusto  de  Bolívar* 
porque  fué  la  segunda  cuna  de  la  independencia 
y  el  asilo  de  los  patriotas  errantes  en  países  ex- 
tranjeros :  y  porque  allí  dio  principio  la  época 
mas  gloriosa  de  Bolívar,  y  de  allí  sacó  los  recur- 
sos para  libertar  la  Nueva  Granada  y  el  resto  de 
Venezuela, 

decretan: 

Art.  único.  La  ciudad  de  Angostura,  capital 
de  Id  provincia  de  Guayana  se  denominará  desde 
la  publicación  de  este  decreto  Ciudad  Bolívar; 
dándose  este  nombre  en  todos  los  actos  otlciales 
y  particulares. 

Dado  en  Caracas  á  30  de  Mayo  de  1S46,  año 
179  de  la  leí  y  369  «íela  independencia.. — El 
Presidente  del  Senado,  Rafael  Enríquez, 
-El  Presidente  de  la  Cámara  de  Representantes, 
Pedro  José  Rojas. — El  secretario  del  Senado, 
José  Ángel  Freyre. — El  secretario  de  la  Cámara 
de  Representantes,  J.  A.  Pérez, 

Caracas  Mayo  31  de  1846,  año  17  O  de  la  ley 
y  369  de  la  independencia,— Ejecútese. — Carlos 
Soubiette.^For  S.  E.  el  Presidente  de  la  Repú- 
blica.— El  Secretario  de  Estadoen  los  Despa- 
chos de  lo  Interior  y  Justicia,  Francisco  Cubos 
Fuertes. 

GUAYANA  (provincia  de)  Reconocimiento  á 
favor   de    su  Colegio    nacional   del  censo  de 
14.028  pesos.    Véase    Colegio    nacional    de 
Guayana,  D  de  8  de  F#»brero  de  1838. 
GUaYANA  (provincia  dís)  Establet'.imiento  en 
su  colegio  de  una  escuela  náutica.  Véase  Es* 
cuelas  náuticas* 
GUAYANA  (provincia  de)  Establecimiento  de 
clases  científicas  en  el  propio  colegio.  Véase 
Colegios  nacionales,  D.  (le  27  de  Marzo  de 
1862. 
GUAYANA  (provincia  de)   Decreto  de  17  de 
Mayo  &R  1847   destinando   la  suma  de  2.000 
pesos  anuales  á  la  educación  eclesiástica  de 
jóvenes  de  la  Diócesis  de  Guayana* 

El  Senado  y  Cámara  de  Represen  tantee  de  la 
República  de  Venezuela  reunidos  en  Congreso, 

Vista  la  exposición  de  S.  E.  el  Presidente  de 
la  República  por  el  Ministerio  del  Interior,  con- 
siguiente á  la  necesidad  de  plantear  un  Semina- 
rio en  la  Diócesis  de  Guayana,  y 

considerando: 

Que  es  un  deber  del  Congreso  proteger  la 
educación  en  Universidades  y  Colegios ; 

DECRETAN  : 

Art.  19  Desde  que  el  estado  del  tesoro  pú- 
blico lo  permita,  y  «riéntrac  qoe  en  la  Diócesis 
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de  Guayana  se  plantea  el  Seminario  conciliar 
que  le  corresponde,  se  pondrft  anualmente  6 
disposición  de  su  Reverendo  Obispo  la  suma  de 
dos  mil  pesos  que  aplicará  exclusivamente  á  la 
enseñanza  eclesiástica  de  jóvenes  de  su  Obis- 
pado. 

Art.  29  Esta  enseñanza  la  recibirán  en  el  Se- 
minario tridentino  de  Caracas,  correspondiendo 
exclusivamente  al  Prelado  diocesano  de  Guaya- 
na la  elección  y  calificación  de  los  alumnos,  y  al 
Metropolitano  y  Rector  del  Seminario  la  direc- 
ción de  sus  estudios.  • 

Art.  39  El  Reverendo  Obispo  de  Guayana  en 
Ja  elección  de  los  jóvenes  que  han  dé  instruirse 
como  seminaristas,  preferirá  en  igualdad  de  cir- 
cunstancias personales  A  aquellos  que  pertenez- 
can á  familias  bienhechoras  de  la  Iglesia  y  de 
menos  recursos  ;  y  procurará  que  el  beneficio  lo 
gocen  jóvenes  de  todas  las  provincias  de  su 
Obispado. 

Art.  49  Los  jóvenes  que  gocen  de  las  becas 
pagadas  con  los  fondos  que  se  conceden  en  este 
decreto,  deberán  cursar  por  lo  monos  un  bienio 
de  Teología  inmediatamente  después  de  con- 
cluir Filosofía;  y  estarán  obligados,  si  recibie- 
ren las  sagradas  órdenes,  á  ocuparse  por  seis 
años  en  el  desempeño  de  algunos  de  los  benefi- 
cios eclesiásticos  de  Guayana,  á  disposición  del 
ordinario. 

^  único.  Desde  el  momento  en  que  estos  se- 
minaristas se  matriculen  en  alguna  otra  clase 
sin  haber  concluido  Teología,  vacará  por  el 
mismo  hecho  la  beca ;  y  lo  participará  el  Rec- 
tor del  Seminario,  á  los  Reverendos  Obispos  de 
Caracas  y  Guayana. 

Art.  59  Si  por  no  haber  seminaristas  que  con- 
suman toda  la  cantidad  concedida  quedare  algún 
sobrante,  el  dio^cesano  de  Guayana  podrá  apli- 
car para  grados  menores  en  Filosofía  y  Teolo- 
gía la  suma  necesaria,  prefiriendo  aquellos  co- 
legiales que  mej«>res  credenciales  presenten  de 
sus  catedráticos  y  rectores  del  Seminario  y  Uni- 
versidad, y  en  igualdad  de  circunstancias  al  mas 
pobre. 

Art.  69  Entre  tanto  jel  tesoro  nacional  esté 
erogando  los  dos  mil  pesos  del  artículo  I9t  el 
Reverendo  Obispo  de  Guayana  pasará  anual- 
mente al  Gobierno  una  cuenta  de  su  iovérsion  y 
un  informe  de  los  resultados  que  haya  obtenido 
en  virtud  del  presente  decreto. 

Dado  en  Caracas  á  13  de  Mayo  de  1847,  año 
189  de  la  ^«7  7  3"^?  <*«  ^  independencia.— El 
presidente  del  Senado,  Mariano,  Obispo  de 
Guayana, — £1  presidente  de  la  Cámara  de  Re- 
presentantes, Miguel  Palacios. — £1  secretario 
del  Senado  José  Ángel  Freyre. — El  secretario 
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de  la  Cámara  de  Representantes,  Juan  Antonio 
Pérez, 

Caracas  Mayo  17  de  1S47,  año  I89  de  la  ley 
y  379  de  la  independencia. — Ejecútese. — José 
Tadeo  Monágas. — Por  S.  E.  el  Presidente  de 
la  República. — El  Secretario  interino  de  Estado 
en  los  Despachos  de  lo  Interior  y  Justicia,  Ra- 
fael Acevedo. 

GUERRA  DE  INDEPENDENCIA.  Cusudo  deberá 
considerarse  concluida  para  los  efectos  de  las 
leyes  de  inválidos  y  de  montepío  militar.  Véa- 
se Término  de  la  guerra  de  independencia. 
GUEVARA.  (MARÍA  DEL  carmen)  Véase  Pen- 
siones, D.  de  22  de  Marzo  de  1852. 
GUZMAN  (comandante  pantaleon)  Véase 
Tierras  baldías,   D.  de  16  de  Abril  de  1847. 


HABERES   militares.    Véase   Créditos  por 

haberes  militares, 
HABERES  de  los  cuerpos  de  milicia  en  la 

CAMPAN  i  de  mil  ochocientos  CINCUENTA  Y 
TRES.  RESOLUCIÓN  EJECUTIVA  DE  31  DE  AGOS- 
TO DE  18.53  determinando  el  modo  con  que 
deben  ser  satisfeckos» 

Secretaría  de  Goerra.— Sección  primera.— Cara 
cas,  Agosto  31  de  1858. 

Resuelto, — Habiéndose  licenciado  la  mayor 
parte  de  los  cuerpos  de  milicia  que  hicieron  la 
próxima  pasada  campafía,  sin  la  formalidad  del 
ajuste  y  pago  de  los  haberes  que  devengaron, 
y  deseando  el  Poder  Ejecutivo  que  los  jefes, 
oñciales  é  individuos  de  tropa  que  con  tanto  en- 
tusiasmo y  decisión  volaron  esta  vez  á  empuñar 
las  armas  en  defensa  de  las  instituciones  y  del 
Gobierno,  no  sean  perjudicados  por  tal  respecto, 
resuelve:  la  cantidad  líquida  que  resulte  á  favor 
de  cada  cuerpo  según  el  ajustamiento  que  prac- 
tique la  Tesorería  general,  conforme  á  la  reso- 
lución dictada  por  la  Secretaría  de  Hacenda 
con  fecha  23  del  corriente,  se  pondrá  en  manos 
de  su  primer  Comandante,  para  que  en  unión 
del  segundo  Comandante,  la  autoridad  civil  y 
dos  vecinos  notables  de  la  parroquia  en  que  re- 
sidan los  acreedores,  procedan  á  pagar  en  dia 
feriado  y  en  propia  mano  á  cada  uno  de  los  par- 
tícipes de  dicho  ajustamiento,  lo  que  le  corres- 
ponda. Las  personas  de  que  se  compone  la  Jun- 
ta (tiencionada,  luego  que  se  haya  hecho  el  pa- 
go, formarán  una  acta  en  que  se  exprese  el  nom- 
bre, clase  y  cantidad  que  cada  individuo  reciba,  y 
remitirán  á  la  Teaforería  general  una  copia  de 
ella,  autorizada  pof  todos  Tos  miembros  de  dicha 
junta.  Con  respecto  á  los  cuerpos  del  ejército 
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que  hoy  permanecen  en  servicio  activo,  serán 
ajustados  y  satisfechos  (te  sus  haberes  por  la 
Tesorería  ó  la  oficina  de  pago  á  quien  corres- 
ponda, al  acto  de  ser  licenciados  ;  ó  quedarán 
sujetos  á-la  anterior  disposición,  caso  de  que  no 
haya  fondos  para    pagarles  el  dia  de  su  retiro. 

Comuniqúese  esta  resolución  al  setlor  Secre- 
tario de  Estado  en  el  Despacho  de  Hacienda,  pa> 
ra  que  se  sirva  trasmitirla  á  las  oficinas  de  su 
dependencia  ;  publíquese  en  la  Gaceta  de  Ve- 
nezuela, y  circúlese  á  los  señores  Generales  1 9 
y  29  Jefes  del  ejército,  Jefes  de  operaciones  de 
las  provincias  y  demás  autoridades  á  quienes 
corresponda. 

Por  S.   E. — Juan   Muñoz  Tébar. — Es  copia 
— Muñoz  Tébar. 
HABERES  bE  LOS  cuerpos  de  milicia  en  la 

CAMPAÑA  D£  MIL    OCHOCIENTOS  CINCUENTA  Y 
TRES.    RESOLUCIÓN  EJECUTIVA  DE  3  DE  ABRIL 

DE  lS6itfijando  reglas  para  que  tenga  cum- 
plimiento la  resolución  anterior. 


Secretaria  do  Guerra.— Sección  primera.- 
cas,  Abril  3  de  195i,  25  y  44. 


-Cara- 


Rcsuelto. — Para  que  no  quede  ilusorio  el  cum- 
plimiento de  la  resolución  de  este  Ministerio, 
fecha  31  de  Agosto  de  1858,  relativa  al  modo  de 
efectuar  el  pago  de  las  cantidades  devengadas 
en  el  servicio  de  las  armas  por  los  cuerpos  de 
milicia  en  la  última  campaña,  como  podria  suce- 
der si  fuesen  vendidos  ó  cobrados  los  créditos 
sin  la  anuencia  de  los  individuos  á  quienes  cor- 
responden, el  Poder  Ejecutivo  ha  resuello  en 
esta  fecha  :  que  la  Tesorería  general  ó  las  Jun- 
tas creadas  por  la  citada  resolución  no  abonen 
cantidad  alguna  sino  á  los  mismos  Interesados, 
á  sus  apoderados  ó  á  los  q-ue  comprueben  que 
les  pertenece  por  haberla  adquirido  directamen- 
te de  aquellos,  bien  por  compra,  donación  ú  otro 
justo  título. 

Publíquese  esta  resolución  en  la  *'  Gaceta  de 
Venezuela  *'  para   los  efectos  que  se  expresan. 

Por  S.  E. — Juan  Muñoz  Tébar. 
HABILITACIÓN  de  puertos.  Véase  Puertos 

habilitados. 
HABILITACIÓN  de  días  feriados.  Véase 
Disposiciones  comunes'  á  todos  los  juicios, 
arl.  3  y  4. 
HACIENDA  NACIONAL.  Véase  Oficinas  supe- 
riores de  hacienda.  Oficiales  subalternos  de 
las  oficinas  superiores  de  Hacienda,  Adua- 
nas, Fianzas  de  los  empleados  de  Hacienda, 
Sueldos  de  los  empleados  de  Hacienda,  Jun^ 
tas  económicas  de  Hacienda,  S^/^etarios  de 
Estado,  {lo  relativo  al  de  Hacienda),  Deman- 
das en  que  tienen  interea^lMfi  rentas  nado» 
nales  6  municipales^  Certificaciones  de  eré- 
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dito  contra  el  Tesoro,  Certificaciones  para 
el  servicio  público,  K.  E.  de  6  de  Agosto  de 
1842,  Empleados  de  Hacienda,  Empleados 
de  Tesorería,  Fiscales  de  Hacienda,  Rentas 
nacionales,  R.  £.  de  14  de   Octubre  de  1840. 

HEBREOS.  Véase  Extranjeros,  R.  E.  de  9  de 
Octubre  de  1838. 

HECHO  (recurso  de)  Véase  Disposiciones 
comunes  á  todos  los  juicios,  art.  30. 

HERENCIAS.  Qué  se  observará  cuando  se  pi- 
da la  posesión  de  alguna.  Véase  Interdictos 
posesorios. 

HEREiNCIAS.  Véase  Inventario, 

HERENCIAS  VACANTKs.  ley    iii  titulo  vih 

DEL  CÓDIGO  DE  PROCEDIMIENTO  JUDICIAL  DB 
10  DE  MAYO  DE   1836. 

Art.  19  Los  jueces  de  primera  instancia  h 
prevención  con  los  alcaldes  parroquiales  ó  jue- 
ces de  paz,  procederán  de  oñcio  ó  á  solicitud  de 
cualquiera  vecino  á  formar  el  inventario  y  va- 
lúo de  cualquiera  herencia  vacante,  nombrando 
lus  peritos  que  sean  necesarios,  y  llamando  á 
presencial  el  acto  dos  testigos  que  deberán  fir- 
mar lus  diligencias  que  se  practicaren,  conforme 
á  lo  prevenido  en  la  ley  que  habla  del  inventa- 
rio solicitado  por  los  herederos. 

Art.  29  Si  es  un  alcalde  parroquial  ó  un  juez 
de  paz  el  que  precede  al  inventario  de  la  heren- 
cia vacante,  remitirá  al  juez  de  primera  in»tan- 
cia  el  expediente,  después  de  haber  nombrado 
un  depositario  de  los  bienes,  mientras  se  nom- 
bra curador  de  la  herencia. 

Art.  39  El  juez  de  primera  instancia  del  lu- 
gar en  que  se  encuentren  todos  5  la  mayor  par- 
te de  los  bienes  de  la  herencia  vacante,  elegirá 
para  curador  de  ella  á  un  vecino  de  responsabi- 
lidad, y  mandará  entregarle  todos  los  bienes  in- 
ventariados. Cuando  el  juez  de. primera  instan- 
cia forma  el  inventario  deberá  preceder  el  nom- 
bramiento del  curador  de  la  herencia,  y  este  de- 
berá concurrir  al  justiprecio  de  los  bienes. 

Art.  49  Cuando  el  curador  advierta  algún  ex- 
ces«>  ó  falta  en  el  justiprecio  lo  manifestará  al 
juez,  quien  decretará  lo  conveniente  en  la  mis- 
ma audiencia  ;  y  se  haiá  lo  que  determine,  salvo 
el  recurso  de  apelación  en  el  efecto  devolutivo. 

Art.  59  Si  los  bienes  pertenecen  á  extranje- 
ro, y  residiere  en  el  lugar  en  que  se  encuentren 
aquellos  ftlgun  representante  ó  agente  público  de 
la  nación  á  que  aquel  f^ertenecia,  se  le  citará  pa- 
ra el  inventario  y  justipre<»o  ;  y  si  quisiere  ha- 
cerse cargo  de  la  defensa  y  administración  de  la 
herenck,  se  hará  en  él  el  nombramiento  de  cu- 
rador ;  pero  si  en  los  tratados  públicos  celebra* 
dos  con  la  nación  á  que  pertenecía  el  difunto  se 
dispusiese  otra  cosa,  se  observará  lo  que  en  ellos 
estuviere  acordado. 
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Art.  60  En  el   caso  que  la  Tacante   cíe  la  he- 
reacia  provenga  de  hallarse  usando  los  herede- 
ros del  término  que  el  derecho  les  concede  para 
deliberar,  no  podrá  el  juez  proceder  de  oficio  al 
inventario,  justiprecio  y  nombramiento  de  cura- 
dor; pero  lo  hará  siempre  que  lo  solicite  cual- 
quier interesado  en  la  herencia,  bien  sea  legata- 
rio ó  acreedor,   con   citación   de   los  herederos, 
que  serán  si  quisieren  los  curadores  de  la  heren- 
cia, y  nombrarán   los  peritos  para  el  justiprecio. 
Art.  70  Por  excusa   de  los  herederos  el  juez 
elegirá  curador  y  peritos,  sin  que  les  perjudique 
su  intervención  ó   no  intervención  en  estas  dili- 
«rencias,  ni  deje  de  aprovecharles  el  inventario  y 
fusliprecio  que  se  practique,   para  gozar  del  be- 
nelícii)  de  no  responder  por  mas  del  valor  de  la 
herencia,  siempre  que  hayan  nombrado  los  peri- 
tos,  ó   en   caso   contrario  lo  admitan  para  este 
efecto  cuando  acepten  la  herencia. 
HERENCIAS  vacantes  de  los  extranjeros. 
Véase   Consulados   extranjeros,  RR.  EE.  de 
12  de  Julio  de  1833  y  6  de  Octubre  de  1831, 
Extranjeros  R.  E.  de  26  de  Octubre  de  1845 
V  Manumisión,  R.  E.  de  26  de  Julio  de  I83Í). 
HETERODOXOS.  Véase  Matrimonios^  R  E. 

de  9  de  Mayo  de  1835. 
HIJO.  Véase  Partes  enjuicio^  art  9  y  11. 
HIJOS  iLEOiTiMos.  Véase  Abogados^  L.  de  18 

de  Abril  de  1825.  „    r,    ,    ^  , 

HIPOTECAS.  Véase  Registro,  R.  E.  de  O  de 

Diciembre  de  1854,  art.  49. 
HONORARIOS.  No  goza  ninguno  el  perito 
valuador  de  los  que  fueron  esclavos.  Vea^e 
Libertad  de  esclavos,  R.  E.  de  17  de  Junio 
de  IH54.  Punto  5? 
HONORARIOS  de  los  abogados  y  patroci- 
nantes. Véase  Abogados,  art  6,  7,  8,  9,  10, 
16,  17,  y  18,  y  A.  G.  S.   de  23  de  Setiembre 

de  1841. 

HONORARIOS  de  los  abogados.  Reglas  pa- 
ra su  tasación,  cuando  no  haya  habido  previa  es- 
lipulacion.  Véase   Arancel  judicial,  art  21. 

HONORARIOS  de  los  médicos  y  cirujanos. 
Véase  Arancel  judicial,  art  28  al  30. 

HONORES.  No  podrá  concederse  ninguno  he- 
reditorio.  Véase  Disposiciones  generales 
constitucionales,  art.  .213. 

HONORES  Y  RECOMPENSAS  A  FAVOR  DF  LOS 
MUERTOS  POR  LA  PATRIA  Y  HE.  SUS  VIUDAS  Y 
HUÉRFANOS.    DeCRETO  D*  H   DB  OCTUBRE  DE 

1821  acordándolos. 

El  Congreso  general  de  Colombia,  penetrado 
de  justo  dolor  por  la  situación  triste  y  desolada 
de  las  viudas,  huérfanos  y  padres  de  tantos  hijos 
de  Colombia,  inmolados  á  la  patria  en  los  cana- 
pos  del  honor  y  en  los  patíbulos  elevados  por  la 
•crueldad  para  castigar  la  virtud  eminente  del  pa^ 
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triotismo:  y  considerando  por  una  parte  no  solo 
la  justicia  con  que  estos  objetos  de  la  compasión 
y  gratitud  nacional  demandan  los  medios  de  sub- 
sistir, de  que  fueron  privados  por  los  enemigos, 
sino  las  obligaciones  diferentes  con  que  estft 
comprometida  hacia  ellos  la  República  ;  y  por 
otra,  que  las  grandes  atenciones  del  Estado  no 
dejan  un  sobrante  con  que  sostenerlos  durante 
la  lucha  gloriosa  que  sostiene  para  afirmar  la 
independencia,  y  asegurarles  su  existencia  y  los 
medios  de  sostenerla  en  lo  futuro  :  considerando 
también,  que  la  memoria  de  tantas  víctimas  no 
debe  quedar  en  el  olvido  á  que  quiso  condenar- 
la la  bárbara  crueldad  del  despotismo,  y  que  sus 
viudas  y  herederos  tendrán  un  conduelo  en  el 
recuerdo  que  de  ellos  se  haga,  y  en  la  esperan- 
za que  les  ofrezca  una  resolución  de  la  Repre- 
sentación Nacional ;  ha  venido  en  decretar  y 
decreta  lo  siguiente : 

19  Todos  los  colombianos  muertos  en  los  cam- 
pos del  honor,  y  de  la  gloria  defendiendo  la  in- 
dependencia de  su  patria,  son  beneméritos  de 
ella  en  grado  eminente,  y  su  memoria  debí  con- 
servarse ñelmente  en  los  anafes  de  la  Repú- 
blica. 

29  Los  que  por  sus  servicios  y  su  opinión  pe- 
recieron en  los  patíbulos,  condenados  en  odio  de 
la  virtud  con  el  designio  deafírmar  la  tiranía  que 
se  propusieron  destruir,  son  mártires  ilustres  de 
la  libertad  de  la  patria,  y  su  memoria  debe  tras- 
mitirse á  la  posteridad  con  la  gloria  de  que  es 
digna. 

39  Los  que  sirvieron  con  honor  á  la  Repúbli- 
ca y  murieron  naturalmente  sirviéndola,  son  dia- 
nos de  las  consideraciones  que  le  merecieron 
sus  mismos  siirvicios,  y  de  un  recuerdo  grato  de 
sus  conciudadanos. 

49  Las  viudas,  los  hijos  menores,  las  hijas 
honestas  y  los  padres  de  los  que  murieron  de 
cualquier  modo  de  los  expresados,  si  por  los 
empleos  de  los  muertos  tienen  opción  al  monte- 
pío militar  ó  ministerial,  en  conformidad  de  l|is 
leyes  de  España  que  se  conservan  con  vigor  en 
Colombia,  ó  de  las  particulares  de  la  República, 
deben  comenzar  á  gozar  de  él,  luego  que  se  ar< 
regle  este  ramo  importante  y  haya  fondos  para 
satisfacer  esta  deuda  de  justicia,  á  cuyo  efecto  se 
encarga  especialmente  al  Gobierno  su  organi- 
zación. 

59  Al  instante  que  se  disminuyan  las  aten- 
ciones actuales  de  la  guerra,  ciando  se  vean  Ioa 
aumentos  de  las  rentas  nacionales  como  efecto 
de  las  leyes  que  se  han  dado,  y  se  cuente  con  un 
sobrante  de  ellas;  el  Gobierno,  con  los  infor- 
mes necesarios  propondrá  al  Congreso  laa  pen- 
siones que  deba  decretar  en  favor  de  las  viudas, 
huérfanos  y  padres,  que  no  tengan  opción  de 
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montepío,  y  entonces  ser&n  aliviadas  las  penali- 
dades y  miserias  de  personas  que  siempre  son 
dignas  de  la  compasión  y  consideraciones  nacio- 
nales. 

69  Entre  tanto  y  siempre,  el  Gobierno  cuida- 
rá de  que  los  huérfanos  sean  convenientemente 
educados  gratuitamente  en  las  escuelas  y  cole- 
gios mandados  á  establecer,  y  de  que  sean  em- 
pleados los  hijos  que  heredaron  las  virtudes  de. 
sus  padres  en  los  destinos  para  que  tengan  ap- 
titud. 

79  Este  decreto  será  observado  fielmente  y 
con  absoluta  igualdad  en  Colombia,  sin  que  con- 
tra su  observancia  se  conceda,  ni  permita  con- 
tinuar algún  privilegio. 

Comuniqúese  al  Poder  Ejecutivo  para  su  pu- 
blicación y  cumplimiento. 

Dado  en  el  palacio  del  Congreso  general  en  el 
Rosario  de  Cuenta  á  11  de  Octubre  de  1821,  11. 
— El  presidente  del  Congreso,  José  Ignacio  de 
Márquez. — El  diputado  secretario,  Francisco 
Soto. — El  diputado  secrestarlo,  Miguel  Santa^ 
maria. 

Palacio  del  Gobierno  en  el  Rosario  de  Cficu- 
taft.13  de  Octubre  de  1821,  11.— Ejecútese.— 
Francisco  de  Paula  Santander, — Por  S.  E.  el 
Vicepresidente  de  la  República. — Ei  ministro, 
Pedro  Gual, 

HONORES  T  RECOMPENSAS  A  LOS  VENCEDORES 
EN  CARABOBO.    DECRETO  DE    20  DE     JULIO  DE 

1821   acordándolos 

El  Congreso  general  de  la  República  de  Co- 
lombia, instruido  por  el  Libertador  Presidente 
de  la  inmortal  victoria  que  el  día  24  de  Junio 
próximo  pasado  obtuvo  el  ejército  bajo  su  man- 
do sobre  las  fuerzas  reunidas  del  enemigo  en  los 
campos  de  Carábobo,  y  teniendo  en  considera- 
ción : — 19  Que  por  esta  batalla  ha  dejado  do 
exiittir  el  único  ejército  en  que  el  enemigo  tenia 
fincadas  todas  sus .  esperanzas  en  Venezuela. — 
29  Que  lu  por  siempre  memorable  jornada  de 
C^rabobo,  restituyendo  al  seno  de  la  patria,  una 
de  sus  mas  preciosas  porciones  ha  consolidado 
igualmente  la  existencia  de  esta  nueva  Repúbli- 
ca.— 39  Que  tan  glorioso  combate  es  merecedor 
de  agradecido  recuerdo  y  eterna  alabanza,  tanto 
por  la  pericia  y  acierto  del  General  en  Jefe  que 
lo  dirigid,  como  por  las  heroicas  proezas  y  ras- 
gos de  valor  personal  con  que  en  él  se  distin- 
guieron los  brabos  de  Colombia. — 49  En  fin, 
que  es  un  deber  de  justicia  presentar  á  sus  ilus- 
tres defensores  ios  sentimientos  de  gratitud  na- 
cional, asi  como  también  pagar  el  tributo  de  do- 
lor á  los  que  con  su  muerte,  dieron  honor  y  vi- 
da &  la*  patria. — Ha  venido  en  decretar  y  de- 
creta. 

19  Los  honores  del  triunfo  al  General  Simón 
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Bolívar,  y  al  ejército  vencedor  bajo  sus  órdenes. 

29  No  pudiendo  verificarse  en  la  capital  de  la 
República,  tendrá  lugar  en  la  ciudad  deCar&ras, 
quedando  á  cargo  de  sus  autoridades,  y  particu- 
larmente de  su  ilustre  ayuntamiento,  acordar 
las  disposiciones  necesarias  á  fin  de  que  haga 
esta  manifestación  nacional,  con  la  pompa  y  dig- 
nidad posibles. 

39  En  todos  los  pueblos  de  Colombia  y  divi- 
siones de  los  ejércitos,  se  consagrará  un  dia  ú 
regocijos  públicos,  en  honor  de  la  victoria  de 
Carábobo. 

49  El  dia  siguiente  á  esta  solemnidad  se  ce- 
lebrarán funerales  en  los  mismos  pueblos  y  divi- 
siones, en  memoria  de  los  valientes  que  fenecie- 
ron combatiendo. 

59  Para  recordar  á  la  posteridad  la  gloria  de 
este  dia  se  levantará  una  columna  ática  en  el 
campo  de  Carábobo.  El  primer  frente  llevará 
esta  inscripción  :  Dia  24  de  Junio  del  año  1 1^ 
SIMÓN  BOLÍVAR  vcncedor^  aseguró  la  existencia 
de  la  República  de  Colombia. — Se  hará  después 
mención  del  Estado  mayor  general.  En  los  otro» 
tres  frentes  se  inscribirán  por  su  orden  los  nom- 
bres de  los  Generales  de  las  tres  divisiones  de 
que  se  componía  el  ejército,  y  los  nombres  de 
los  regimientos  y  batallones  de  cada  una,  con 
los  de  sus  respectivos  comandantes. 

69  En  el  lado  de  la  base  que  corresponde  al 
frente  de  la  segunda  división  se  verfi  grabado  : 
El  General  Manuel  Cedeño,  honor  de  los  bra- 
bos de  Colombia,  murió  venciendo  en  Carábo- 
bo.— Ninguno  mas  valiente  gue  él — Ninguno 
mas  obediente  al  Gobierno. — En  el  lado  de  Ja 
base  que  corresponde  al  frente  de  la  tercera  di- 
visión, se  leerá  :  El  intrépido  joven  General 
Ambrosio  Plaza  animado  de  vn  keroismo  emi- 
nente se  precipitó  sobre  un  batallón  enemigo. 
Colombia  llora  su  muerte, 

79  Se  colocará  en  un  lugar  distinguido  de  los 
salones  del  Senado  y  y  Cámara  de  Representan- 
tes el  retrato  del  General  Simón  Bolívar  con  la 
siguiente  inscripción:  simón  bolívar  Liberta- 
dor de  Colombia. 

89  Se  concede  al  bizarro  General  José  Anto- 
nio Páez  el  empleo  de  General  en  Jefe,  que  por 
su  extraordinario  valor  y  virtudes  militare?,  le 
ofreció  el  Libertador  á  nombre  del  Congreso  en 
el  mismo  campo  de  batalla. 

99  Todos  los  individuos  del  ejército  vencedor 
i  en  aquella  jornada,  llevarán  en  el  brazo  izquier- 
do un  escudo  amarillo,  orlado  con  una  corona 
da  laurel,  con  este  mote :  \encedor  en  Carábo- 
bo, año  11.9 

109  El  Libertador,  ademas,  presentará  muy 
especialmente  á  nombre  del  Congreso  el  testimo- 
nio de  agradecimiento  nacional  ai  esforzado  ba-^ 
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tallón  británico  que  pudo  aun  distinguirse  entre 
tantos  valientes  y  sufrid  la  pérdida  lamentable 
de  muchos  de  sus  dignos  oficiales,  contiibuyen- 
do  de  esta  suerte  á  la  gloria  y  existencia  de  su 
patria  adoptiva. 

Comuniqúese  al  Poder  Ejecutivo  para  su  eje- 
cución y  cumplimiento  en  todas  sus  partes. 

Dado  en  el  palacio  del  Congreso  general  de 
Colombia  en  la  villa  del  Rosario  de  Cücuta  á 
20  de  Julio  de  1821,  11?.— El  presidente  del 
Congreso,  José  Manuel  Restrepo, — El  diputa- 
do secretario,  Francisco  Soto. — El  diputado  se- 
cretario, Miguel  Santamaría. 

Palacio  del  Gobierno  de  Colombia  en  el  Ro- 
sario de  Cúcuta  á  23  de  Julio  de  1821,  ll?— 
Ejecútese,  publíquese  y  comuniqúese  á  quienes 
corresponda. — Castillo. — Por  S.  E.  el  Vicepre- 
sidente de  la  República. — £1  Ministro  del  Inte- 
rior, Diego  B,  Urbaneja* 

HONORES    Y     RECOMPENSAS    A  LOS  VENCEDO- 
RES EN  JUNIN    Y    AYACVCHO.    DECRETO  DE   12 

DE  FEBRERO  DE  1825  acordándolos» 

El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la 
República   de   Colombia  reunidos  en  Congreso. 

Informados  del  glorioso  éxito  que  ha  obtenido 
el  ejército  libertador  del  Perú,  dirigido  por  el 
Libertador  Presidente  de  Colombia,  en  las  bata- 
llas memorables  de  JÚnin  y  de  Ayacucho,  en  los 
dias  6  de  Agosto  y  9  de  Diciembre  de  1824,  en 
las  cuales  ha  acreditado  el  ejército  de  Colombia 
auxiliar  del  Perú,  mandado  por  el  intrépido  y 
experto  general  Antonio  José  Sucre,  que  era 
digno  de  la  confianza  que  de  él  hizo  la  nacinn, 
encargándole  la  defensa  y  protección  de  sus  her- 
manos del  Perú  y  considerando:  1^  Que  este 
gran  resultado,  que  asegura  para  siempre  la  li- 
bertad de  la  América  meridional  y  la  gloriosa 
reputación  de  las  armas  de  Colombia,  es  debido 
al  genio  del  Libertador  Presidente  Simón  Bolí- 
var.—29  Que  la  lealtad,  constancia,  y  valor  del 
ejército  colombiano  auxiliar  del  Perú  en  esta 
memorable  campaña,  son,  un  modelo  de  virtudes 
militares. — 3?  Que  es  un  deber  del  Congreso, 
como  órgano'  de  la  gratitud  nacional,  conceder 
premios  y  recompensas  á  los  que  han  hecho 
grandes  servicios  á  la  patria  ;  decretan  : 

Art.  19  Los  honores  del  triunfo  al  Liberta- 
dor Simón  Bolívar,  presidente  de  Colombia,  y 
al  ejército  auxiliar  colombiano,  vencedor  en  Ju- 
nin  y  Ayacucho. 
§  único.  Luego  que  el  Libertador  Presidente 
de  Colombia  regrese  con  todo,  ó  alguna  parte 
del  ejército  á  la  capital  provisional  de  la  Repú- 
blica, el  Poder  Ejecutivo  designará  el  dia  en 
que  deban  recibir  los  honores  del  triunfo. 

Art.  29  El  Poder  Ejecutivo,  &  nombre  de  la 
.  nación,  presentará  al  Libeitador   Presidente  Si- 
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mon  Bolívar  una  medalla  de  platina  de  veintio- 
cho líneas  de  diámetro,  que  contendrá  en  el  an- 
verso á  la  victoria,  coronando  al  genio  do  la  li- 
bertad con  una  corona  da  laureles :  este  llevará 
en  la  mano  izquierda  las  faces  colombianas  y  en 
rededor  de  este  emblema,  la  siguiente  inscrip- 
ción :  Junin  y  Ayacucho  6  de  Agosto  y  9  de 
Diciembre  de  185Í4:  en  el  reverso,  una  guirnal- 
da formada  por  una  rama  de  oliva  y  otra  de  lau- 
reí,  y  en  el  centro  la  siguiente  inscripción  :  A 
Simón  Bolívar,  Libertador  de  Colombia  y  del 
Perú,  el  Congreso  de  Colombia :  año  de  1825. 

Art.  39  El  Poder  Ejecutivo  hará  acuñar  la 
mi^ma  medalla  en  plata  para  distribuirla  á  las 
municipalidades  de  la  República,  al  museo  y  á 
las  universidades  y  colegies,  con  el  objeto  de 
que  se  conserve  siempre  este  testimonio  autén- 
tico de  la  gratitud  nacional. 

Art.  49  El  Poder  Ejecutivo,  á  nombre  del 
Congreso  presentará  al  General  Antonio  José 
Sucre  una  espada  de  oro  con  la  siguiente  ins- 
cripción :  El  Congreso  de  Colombia,  al  Gene- 
ral Antonio  José  Sucre,  vencedor  en  Ayacu- 
cho el  año  de  1824. 

Art.  59  Todos  los  individuos  del  ejército  de 
Colombia,  que  han  hecho  la  campaña  del  Perú, 
serán  condecorados  con  un  escudo  bordado  so- 
bre fondo  rojo,  de  oro  para  los  oficiales  y  de 
seda  amarilla  desde  sargento  abajo,  con  esta  ins- 
cripción :  Junin  y  Ayacucho  en  el  Perú. 

Art.  69  Los  cuerpos  de  toda  arma  de  dicho 
ejército,  añadirán  á  su  denominación  la  de  Ven- 
cedor en  el  Perú. 

•  Art.  79  El  Libertador  Presidente  Simón  Bo- 
lívar, presentará  á  nombre  del  Congreso  los  sen- 
timientos de^ratitud  nacional  al  esforzado  bata- 
llón Rifles,  que  antes  quiso  ser  despedazado  en 
su  mayor  parte,  que  ceder  por  un  momento  á 
la  fuerza  superior  del  enemigo  el  dia  8  de  Di- 
ciembre en  los  campos  de  Huamanguilla. 

Art*  89  El  Poder  Ejecutivo  señalará  un  dia 
en  el  presente  año,  en  que  será  celebrado  el 
triunfo  de  este  ejército  en  todos  los  pueblos  de 
la  República,  con  todo  género  de  regocijos,  y 
una  fiesta  religiosa,  en  que  se  tributen  gracias 
al  Altísimo  por  la  visible  protección  que  ha  liis- 
pensado  á  las  armas  defensoras  de  la  libertad. 

Art.  9.9  El  Poder  Ejecutivo  designará  tam- 
bién otro  dia  para  que  en  todas  las  capitales  se 
hagan  funerales  por  los  colombianos  que  mu- 
rieron en  la  campaña  del  Perú. 

Art.  10*  También  dispondrá  que  este  decreto 
sea  registrado  en  todas  las  municipalidades,  uni- 
versidades, colenos,  y  en  las  oficinas  de  los  es- 
tados mayores  departamentales  y  divisionarios. 

Art*  1 1.  Así  mismo  librará  del  tesoro  nacio- 
nal, y  del  fondo  que  estime  conveniente,  las  su- 
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mas  necesarias  para  cumplir  las  disposiciones 
de  este  decreto  con  todo  el  decoro  que  corres- 
ponde á  la  dignidad  nacional  y  al  mérito  emi- 
nente de  los  servidores  de  la  patria,  que  quiere 
recompensar. 

Dado  en  Bogotá  á  11  de  Febrero  de  1825, 15. 
— El  Presidente  del  Senado,  Lvis  A.  BaralU — 
£1  Presidente  de  la  Cámara  de  Representantes, 
Manuel  María  Quijano — El  secretario  del  Se- 
nado, Antonio  José  Caro* — El  diputado  secre- 
tario, Vicente  del  Castillo, 

Palacio  del  Gobierno  en  Bogotá  á  12  de  Fe- 
brero de  1825,  15. — Ejecútese. — Francisco  de 
P.  Santander, — Por  S.  E.  el  Vicepresidente  de 
la  República  encargado  del  Poder  Ejecutivo. — 
El  secretario  de  marina  y  guerra. — Pedro  Bri- 
ceño  Méndez. 

HONORES  PÚBLICOS  al  libertador.  Decre- 
to D£  30  DE  Abril  db  1812  acordándolos. 

£1  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  Ja 
República  de  Venezuela  reunidos  sn  Congreso, 

considerando  : 

19  Que  los  grandes  hechos  del  Libertador 
Simón  Bolívar,  ilustre  hijo  y  blasón  de  Caracas, 
están  ya  consignados  en  la  historia  que  lo  reco- 
noce como  'fundador  de  tres  Repúblicas,  y  el 
])rimer  caudillo  de  la  independencia  sudamerica- 
na ;  y 

29  Que  á  Venezuela  asiste  el  precioso  dere- 
cho de  depositar  sus  restos  venerandos,  así  co- 
mo obliga  el  deber  de  tributarle  un  solemne  ho- 
menaje de  suma  estimación  y  gratitud,  < 

DECRETAN  : 

Art.  19  Venezuela  se  honra  de  aclamar  a^ 
Libertador  Simón  Bolívar  con  los  títulos  de  ho- 
nor y  gloria  decretados  por  Venezuela  y  Co- 
lombia. 

Art.  29  El  Gobierno  hará  trasladar  sus  ceni- 
zas desde  Santa  Marta  á  esta  capital,  con  el  de- 
coro propio,  y  previa  participación  al  Gobierno 
de  la  Nueva  Granada. 

Art.  39  A  su  llegada  se  le  harán  los  honores 
fúnebres  de  Capitán  General. 

Art.  49  Todos  loa  empleados  públicos  de 
cualquiera  clase  y  denominación  que  sean,  lle- 
varán luto  por  ocho  dias. 

Art.  59  Se  celebrará  un  aniversario  fúnebre 
en  cada  capital  de  provincia,  y  en  aquel  dia  lle- 
varán luto  todos  sus  empleados  públicos. 

Art.  69  ^us  ilustres  cenizas  serán  deposita- 
das en  la  Santa  Iglesia  Metropolitana,  y  se  le- 
vantará un  modesto   panteón  que  las  contenga. 

Art.  79  La  efigie  del  Libertador,  sevó  coloca- 
da distinguidamente  en  los  salones  del  Congreso 
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!  y  del  Poder  Ejecutivo,   para   que  en  todas  oca- 

I  sienes  recuerde  sus  grandes  merecimientos. 

I      Art.  89  El  Poder  Ejecutivo  queda  encargado 

de  reglamentar  este  decreto,   y  autorizado  para 

hacer  del  tesoro   público   los   gastos   necesarios 

para  su  ejecución. 

Dado  en  Caracas  á  29  de  Abril  de  1842,  año 
139  de  la  ley  y  329  de  la  independencia. — El 
presidente  del  Senado,  José  Manuel  de  los 
Ríos. — El  presidente  de  la  Cámara  de  Repre- 
sentantes, Francisco  Diaz» — El  secretario  del 
Senado,  José  R.  Burguillos. — El  secretario  de 
la  Cámara  de  Representantes,  Rafael  Acevedo. 
Caracas  Abril  30  de  1842,  139  ^®  ^^  ^^Y  Y  329 
de  la  independencia. — Ejecútese. — José  A*  Páez. 
—Por  S.  E.  el  Presidente  de  la  República.-^El 
Secretario  de  Estado  en  los  Despachos  de  lo 
Interior  y  Justicia,  Ángel  Quintero. 

HONORES  MILITARES  AL  PRESIDENTE  DE  LA 
REPÚBLICA  Y  JEFES  MILITARES.  DECRETO  DEL 
LIBERTADOR     DE     1 1   DE    NOVIEMBRE  DE  182S. 

estableciéndolos,  y  resolución  ejecutiva 
DB  27  DE  JUNIO  DE  1850  mandándolo  ob- 
servar. 

Secretarla  de  Gueria.— Sección  central.— Cara- 
cas Junio  27  de  1850. 

Con  esta  fecha  se  ha  servido  S.  E.  el  Poder 
Ejecutivo  ordenar  se  publique  en  la  Gaceta  de 
Venezuela,  para  su  conocimiento  y  observancia, 
el  "  Decreto  sobre  honores  militares  "  dado  en 
Bogotá  el  11  de  Noviembre  de  1828,  cuyo  te- 
¡  ñor  es  el  siguiente  : 

Simón   Bolívar,  Libertador  Presidente  de  la 
República  de  Colombia,  ¿fC» 

CONSIDERANDO  : 

19  Que  en  el  ejército,  siempre  que  se  trata 
de  los  honores  que  deben  hacerse  á  los  diferen- 

.  tes   Generales,    se  suscitan  dudas  sobre  los  que 

i  corresponden  &  cada  grado  : 

I  29  Que  los  honores  que  deben  hacerse  al  Pre- 
sidente de  la  República  deben  ser  naturalmente 
mayores,  y  distintos   de   los   que  se  hacen  á  los 

:  Generales  en  Jefe  ;  y  admitiendo  en  ñn  un  sis- 
tema mos  análogo  al  Orden  de  grados  que  se  ob- 
serva en  los  ejércitos  de  la  República,  y  mas 
conforme  con  el  régimen  del  servicio  :  oido  el 
Consejo  de  Estado  he  venido  en  decretar  y  de- 

;  creto  lo  siguiente  : 

Art.  19  Al  Presidente  déla  República  se  le 
pondrá  de  guardia  una  compañía  con  bandera, 
con  sus  corr^spondientesofíciales,  que  le  presen- 
tarán las  armas  y  tocará  la  marcha,  haciéndole 
los  mismos  honores  las  demás  guardias  del  ejér- 
cito. Siempre  que  el  Presidente  de  la  República 
pase  por  el  frente  de  uno  ó  varios  cuerpos  for- 
mados que  estén   maniobrando,  pasando  revista 
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de  comisarios,  ó  en  cualquiera  otra  función,  se 
le  presentarán  las  armas  por  el  cuerpo  ó  cuer- 
pos, y  le  tocará  Ja  marcha.  La  guardia  del  Pre- 
sidente no  hará  honores  á  ninguna  otra  persona. 

Art.  29  Al  General  en  Jefe  todas  las  guar- 
dias, se  le  formarán,  pondrán  armas  al  hombro, 
y  tocarán  llamada.  Cuando  esté  mandando  ejér- 
cito ó  división,  tendrá  una  guardia  de  veinticin- 
co hombres,  y  «n  oficial  subalterno  con  tambor 
la  que  le  hará  los  mismos  honores  que  las  demás 
guardias,  cuando  entre  y  salga  de  su  alojamiento. 

Art.  39  Al  General  de  División,  todas  las 
guardias,' excepto  las  de  los  Generales  en  Jefe, 
le  pondrán  armas  al  hombro  ;  pero  l«s  tambores 
de  ellas  solo  tendrán  las  cajas  colgadas,  sin  to- 
carlas. Cuando  el  General  de  División  e»té  man- 
dando división  ó  ejército,  tendrá  una  guardia  de 
doce  hombres,  y  un  oficial  subalterno  con  tam- 
bor, que  le  hará  los  mismos  honores  que  las  de- 
mas  guardias,  cuando  entre  y  salga  de  su  aloja- 
miento. 

Art.  49  Al  General  de  Brigada,  solo  cuando 
esté  mandando  brigada,  le  darán  los  cuerpos  de 
la  que  manda  una  guardia  de  seis  hombres  con 
cabo  y  sargento,  y  tanto  esta,  cuando  entre  y 
salga  de  su  alojamiento,  como  las  demás  guar- 
dias de  la  brigada  de  su  mando  se  le  presentsk- 
rán  en  ala,  descansando  sobre  las  armas  con  los 
oficiales,  las  que  lo  tengan  á  su  cabeza,  con  la 
espada  envainada.  Cuando  el  General  de  Briga- 
da  esté  mandando  división  tendrá  la  misma  guar- 
dia, y  los  mismos  honores  le  harán  todas  las 
guardias  de  la  división  que  manda,  excepto  las 
de  honor  de  grados  superiores.  Del  mismo  mo- 
do sucederá  cuando  esté  mandando  las  armas  ¿e 
departamento,  provincia,  ó  plaza,  con  respecto 
á  las  tropas  de  la  guarnición. 

Art.  59  Todo  Coronel,  Comandante  de  armas 
de  departamento,  provincia,  ó  plaza,  tendrá  una 
guardia  de  un  cabo,  y  cuatro  hombres,  y  siem- 
pre que  entrare  ó  saliere  de  su  casa  se  le  pre- 
sentará en  ala  la  gente,  descansando  las  armas. 
El  mismo  honor  le  harán  las  demás  guardias  de 
la  guarnición.  El  Coronel  que  mande  brigada,  ó 
división  tendrá  la  misma  guardia,  de  los  cuerpos 
de  su  mando,  y  las  guardias  de  estos  le  harán 
los  honores  indicados. 

Art.  69  Para  todas  las  demás  clases  de  oficia- 
les del  ejército  desde  Coronel  de  regimiento  in- 
clusive abajo,  se. observará  lo  prevenido  en  la 
ordenanza  española. 

Art  79  A  los  Jefes  do  Estado  Mayoi,  si  son 
Generales  de  División,  se  les  harán  los  honores 
de  su  grado  :  si  son  Generales  de  Brigada,  se 
lesh  harán  los  honores  de  su  grado  por  todas  las 
guardias  de  la  división,  6  ejército  de  que  es  Je- 
fe de  Estado  Mayor,  y  tendrá  la  guardia  corres- 
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pondiente  de  los  cuerpos  de  la  división  ó  ejérci- 
to ;  si  son  Coroneles,  se  les  harán  los  mismos 
honores  que  á  los  Coroneles  de  regimientos,  y 
del  mismo  modo  se  le  dará  guardia  de  los  cuer- 
pos de  su  inspección. 

Art.  89  Las  guardias  de  honor,  harán  los 
respectivas  á  las  personas  de  igual  y  superior 
grado.  Pero  al  Gobernador  de  una  plaza  de 
gue#ra,  se  le  harán  los  que  le  correspondan  se- 
gún su  grado  por  todas  las  guardias,  aunque  sean 
de  personas  de  grado  superior. 

Art.  99  Sea  en  guarnición,  ó  en  campaña  los 
honores  concedidos  en  los  artículos  anteriores 
se  harán  sin  alteración,  pues  no  hay  causa  que 
dé  motivo  á  variarlos. 

Art.  10.  Todas  las  demás  disposiciones  de  la 
ordenanza  militar  sobre  honores,  que  no  estén 
derogadas  ó  alteradas  por  el  presente  decreto, 
quedan  en  su  fuerza  y  vigor. 

Art.  11.  El  Ministro  Secretario  de  Estado  en 
el  departamento  de  la  Guerra  queda  encargado 
de  la  publicación  y  cumplimiento  de  este  decreto. 

Dado  en  Bogotá  á  11  de  Noviembre  de  1828, 
I89.— -5mo/i  Bul ¿var. ^Vor  S.  E El  Liberta- 
dor Presidente. —  El  Secretario  de  Marina  y 
Guerra,  Jusó  María  Córdova» — Es  copia. — Mu- 
ñoz Téhar^ 

HONORES  FÚNEBRES  A  LOS  MIEMBROS   DE   LAS 

UNIVERSIDADES.  Véaso  Instruccion  pública 
D.  E.  R.  cap.  17. 

HOSPITAL  DE  SAN  JUAN  DE  DIOS,  Véase 
Guaira,  D.  de  I9  de  Mayo  de  1852. 

HOSPITALES.  Su  aseo,  limpieza  y  cuido  es- 
tán á  cargo  de  los  concejos  municipales.  Véa- 
se Provincias,  art.  75,  núm.  19  y  art.  79. 

HOSPITALES  DE  LAZAROS.  Véase  Lazaretos. 

HOSPITALES  MILITARES.  DECRETO  EJECU- 
TIVO DE  19  DE  JUNIO  DE  1836  organizando- 
los — reformado  en  su  articulo  14  por  la  re- 
solución que  va  después^ 

Andrés  Narvarte,  Vicepresidente  de  la  Repú- 
blica,  encargado  del   Poder  Ejecutivo^ 

éfC.  éfC.  ófC» 
CONSIDERANDO  *. 

19  Que  la  organización  dada  á  los  hospitales 
militares  de  la  República  supone  un  ejército 
mas  numeroso  que  el  que  se  ha  ñjado  por  el  de- 
creto del  Congreso  de  I9  del  actual,  y 

29  Que  las  penurias  del  erario  nacional  exi- 
genuna  severa  ^  y  bien  entendida  economía  en 
todos  los  ramos  de  la  administración, 

DECRETO : 

Arl.  19  Habrá  hospitales  militares  en  Cara- 
cas, Puerto-Cabello,  Maracaibo  y  Guayana.  En 

20 
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cada  uno  de  ellos  se  establecen  de  veinte  á  trein- 
ta camas. 

Art.  29  Para  el  servicio  facultativo  y  econó- 
mico de  cada  hospitali  habrá  un  médico,  un 
practicante  mayor  con  funcionea  de  cirujano, 
dos  practicantes  menores,  un  mayordomo  comi- 
sario con  funciones  de  ropero,  cuatro  sirvientes, 
dos  de  sala,  uno  de  limpieza,  y  otro  de  botica  y 
despensa,  y  un  cocinero  encargado  tambieg  de 
la  tisana. 

Art.  39  Cuando  el  número  de  enfermos  exce- 
diere de  cuarenta  en  cada  hospital,  podrán  au- 
mentarse un  practicante  supernumerario,  y  un 
sirviente  para  cada  quince  enfermos,  sobre  la 
base  establecida  de  treinta. 

Art.  49  Los  comandantes  de  armas  en  donde 
los  haya,*  y  en  donde  no,  el  jefe  ú  oñcial  de  mas 
graduación  que  hubiere  en  servicio  en  la  guarni- 
ción, de  acuerdo  con  el  administrador  de  rentas 
nacionales,  ó  de  aduana,  supervigilarán  el  esta- 
blecimiento y  propondrán  al  Gobierno  con 
anuencia  del  médico,  las  mejoras  y  economías 
que  puedaH  hacerse. 

Deberes  de  ¡os  empleados, 

Art.  69  Son  obligaciones  del  médico  mayor  : 

19  Pasar  visita  diaria  á  los  enfermos  de  me- 
dicina á  las  seis  de  la  maílana,  y  cinco  de  la  tar- 
de, y  cuantas  mas  veces  lo  exija  el  estado  de 
gravedad  de  algún  enfermo. 

29  Dirigir  el  establecimiento  en  todo  lo  que 
concierne  á  su  salubridad,  buen  orden,  discipli- 
na y  policía. 

39  Celar  que  los  empleados  del  hospital,  tan- 
to en  el  ramo  facultativo,  como  en  el  económico, 
cumplan  con  sus  respectivos  deberes. 

49  Inspeccionar  las  medicinas  y  alimentos 
que  toma  cada  enfermo,  averiguando  si  ha  habi- 
do falta  en  su  administración  en  las  horas  de  es- 
ta, en  su  identidad,  calidad  y  dosis. 

59  Remitir  mensualmente  &  la  comandancia 
de  armas,  para  que  este  lo  haga  á  la  Secretaría 
de  Guerra,  un  estado  de  entradas,  salidas,  muer- 
tos, desertores,  y  existentes  en  el  hospital,  espe- 
cificando los  cuerpos  á  que  pertenecen,  y  las 
enfermedades  que  reinan  con  mas  frecuencia  en 
el  punto  en  que  se  halla  el  establecimiento. 

69  Poner  el  visto  bueno  á  todas  las  relacio- 
nes de  la  ropa,  enseres  y  utensilios  que  se  pidie- 
ren por  el  mayordomo  para  servicio  del  hospi- 
tal y  dirigirlos  al  Gobernador  de  la  provincia 
para  que  en  junta  consultiva  se  considere  la  ne- 
cesidad del  gasto,  y  se  solicite  la  aprobación  del 
Gobierno  por  conducto  de  la  Secretaría  de 
Guerra. 

79  Practicarlos  reconocimientos  que  se  orde- 
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nen  por  la  Secretaría  de  Guerra,  comandancias 
de  armas,  ó  jefes  de  las  guarniciones. 

Art.  09  Son  obligaciones  del  practicante 
mayor  : 

19  Pasar  visita  diaria  á  los  enfermos  de  ciru- 
gía á  las  seis  de  la  maflana,  y  cinco  de  la  tarde, 
y  cuantas  mas  veces  lo  exija  el  estado  de  grave- 
dad de  algún  enfermo. 

29  Suplir  las  ausencias  temporales  del  médico 
que  no  pasen  de  tres  dias. 

39  Rstar  á  las  órdenes  inmediatas  del  médico, 
y  ejecutar  cuantas  este  le  prescriba  concernien- 
tes ni  servicio. 

49  Arreglar  el  trabajo  de  los  practicantes  me- 
nores haciendo  que  alternen  en  las  guardias,  de 
modo  que  siempre  haya  uno  de  dia  y  de  noche 
en  el  hospital.  Cuidar  del  exacto  cpmpHmiento 
de  sos  deberes,  dando  parte  al  médico  de  los 
defectos  que  note  en  su  servicio. 

59  Tener  á  su  cargo,  y'cuidar  de  la  integri- 
dad, conservación  y  aseo  del  aparato  de  cirugía, 
y  botiquín  del  hospital,  y  manifestarlo  al  médi- 
co cuantas  veces  quiera  este  inspeccionarlo,  sien- 
do responsable  de  lo  que  se  pierda  por  su  des- 
cuido, 6  omisión. 

Art.  79  Son  obligaciones  de  los  ^practicantes 
menores  . 

19  Estar  alas  inmediatas  órdenes  dermédico 
y  del  practicante  mayor. 

29  Llevar  cada  uno  las  libretas  en  las  visitas 
de  medicina  y  cirugía  :  apuntar  en  ellas  las  me- 
dicinas que  se  prescriban,  altas,  paseos,  órdenes 
para  sacramentar,  y  demás  notas  que  se  le 
dicten. 

v39  Hacer  las  curaciones  y  el  servicio  médico 
que  se  les  asigne  por  el  médico  ó  por  el  practi- 
cante mayor. 

49  Suplir  las  ausencias  temporales  del  practi- 
cante mayor  por  elección  del  médico. 

69  Ocurrir  á  la  botica  con  el  sirviente  desti- 
nado á  este  objeto  por  las  medicinas  que  se  ha- 
yan recetado  en  la  visita :  conducirlas  en  vasos 
aparentes  y  separados  para  que  no  sufran  alte- 
ración, ni  haya  equivocaciones,  alternando  se- 
manalmente  en  esta  función. 

69  Repartir  las  tisanas. 

Art  89  Son  obligaciones  del  mayordomo  co- 
misario : 

19  Hacer  diariamente  un  recibo  para  sacar  de 
la  Tesorería,  administración,  comisaría,  ó  con- 
tratista, el  dinero  que  debe  emplearse  en  el  si- 
guiente dia  para  alimentos,  calculando  cuatro 
reales  para  cada  oficial,  y  real  y  medio  para  la 
tropa,  y  expresando  al  respaldo  el  número  de 
oficiales  y  tropa,  con  expresión  de  los  cueipos 
á  que  pertenecen,  cuyo  recibo  llevará  el  visto 
bueno  del  medico  mayor. 


COLOMBIANA  T  VENEZOLANA  VIGENTE. 


149 


HO 


29  Recibir  cíe  la  Tesorería,  administración  6 
contratista  con  el  TÍsto  bueno  del  médico,  todas 
las  ropas,  enseres  y  utensilios  que  se  destinen 
al  servicio  del  establecimiento  y  ser  responsa- 
ble de  estos  efectos  cuando  se  inutilicen  6  pier- 
dan por  falta  de  cuidado  6  vigilancia. 

39  Entregar  al  cocinero  por  peso  y  medida 
los  artículos  alimenticios  que  han  de  componer 
las  raciones :  recibirlas  de  este,  y  hacerlas  dis- 
tribuir á  los  enfermos,  por  medio  de  los  sirvien- 
tes,  cuidando  que  queden  bien  condimentadas, 

49  Llevar  el  alta  y  baja  del  hospital,  tanto  de 
hombres,  como   de   ropas,    enseres  y  utensilios. 

59  Expedir  los  altas,  y  cuando  hubiere  que 
anotar  alguna  convalecencia,  ó  inutilidad,  lo  ha- 
rá al  respaldo  el  médico. 

69  Recibir  las  luces  y  el  agua  de  la  Tesore- 
ría, administración  6  contratista. 

79  Cuidar  del  lavado  de  la  ropa,  y  de  la 
limpieza  de  las  camas,  y  dar  recibo  visado  por 
el  practicante  ma3*or  para  el  abono  del  jabón  y 
lavandera,  siempre  que  esto  no  se  haya  hecho 
por  contrata. 

89  Hacer  que  el  hospital  esté  siempre  limpio, 
y  aseado,  y  que  la  extracción  de  vanos  sis  veri- 
fique á  mafíana  y  tarde,  antes  de  las  horas  de 
visita. 

99  Dar  parte  del  enfermo  que  muera  al  cuer- 
po á  que  pertenece,  para  que  ocurran  por  el  ar- 
mamento, vestuario  y  municiones  que  haya 
dejado. 

10.  Ser  responsable  del  armamento  y  pren- 
das del  oficial,  ó  individuo  de  tropa  que  las  dé  á 
guardar. 

11.  Cuidar  del  archivo  en  donde  estén  las  iSi- 
jas,  recetarios,  libros  de  entradas  y  salidas,  y 
testamentos,  los  cuhles  son  de  la  obligación  del 
mayordomo   escribirlos. 

12.  Hacer  que  los  enfermos  estén  en  sus  ca- 
mas á  las  horas  de  visita,  que  guarden  compos- 
tura, y  que  reine  en  la  casa  la  jfnayor  tranquili- 
dad, dando  parte  al  médico  de  los  desórdenes 
que  observare,  para  que  este,  en  cumplimiento 
de  sus  deberes,  soTcite  el  oportuno  remedio,  di- 
rigiéndose á  la  autoridad  competente. 

Art.  99  De  los  cuatro  sirvientes,  los  dos  de 
sala  se  emplearán  uno  en  la  de  medicina,  y  el 
otro  en  la  de  cirujía,  y  oficiales.  Sus  deberes 
son  : 

19  Emplearse  en  todo  lo  que  respecte  al  in- 
mediato servicio   de  los  enfermos  y  de  su  aseo- 

29  Conducir  ios  alimentos  á  las  salas,  distri- 
buyéndolos, segiin  prevenga  el  mayordomo, 

Jlp  Hacer  guardar  silencio  y  aseo  en  sus  res- 
pectivas salas,  abrir  y  cerrar  puertas,  cuando  se 
les  prevenga. 
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49  Dar  los  baños,  y  conducir  los  aparatos  para 
la  curación. 

Art.  10.  Son  funciones  del  sirviente  de  boti- 
ca y  despensa  : 

19  Ocurrir  con  el  practicante  de  servicio  k 
traer  de  la  botica  las  medicinas  que  este  le  en- 
tregue. 

29  Emplearte  en  el  servicio  de  la  despensa, 
luefo  que  haya  desempeñado  la  función  an- 
terior. 

39  Estar  pronto  para  ocurrir  k  la  hora  que  se 
le  ocupe  á  cualquiera  de  estos  dos  servicios  á 
que  sea  llamado. 

Alt.  11.  Son  funciones  del  sirviente  de  lim- 
pieza : 

Mantener  el  aseo  del  local,  y  el  de  los  vasos. 
que  verificará  todos  los  dias  á  las  cinco  de  la 
mañana,  y  cuatro  de  la  tarde. 

Art.  12.   Son  deberes  del  cocinero  : 

19  Recibir  del  mayordomo  los  alimentos  pa- 
ra los  enfermos,  teniendo  especial  cuidado  de  no 
confundir  los  de  los" oficiales  con  los  de  la  tropa. 

29  No  recibir  los  alimentos  que  no  sean  de 
buena  calidad,  dando  parle  al  médico  :  cocerlos, 
condimentarlos  y  tenerlos  dispuestos  para  en- 
tregarlos al  mayordomo  á  fin  de  que  sean  repar- 
tidos por  medio  de  los  sirvientes. 

39  Cuidar  que  el  menaje  de  cocina  esté  siem- 
pre aseado  y  conservado. 

49  Reclamar  de  los  mayordomos  con  cono- 
cí mieflto  del  médico  lo  que  se  haya  sustraído  de 
los  alimentos  á  fin  de  que  no  haga  falta  al  sol- 
dado, y  de  que  se  averigüe  y  castigue  la  falta :  y 

59  No  permitir  que  los  sirvientes,  ni  ninguna 
otra  persona,  entren  en  la  cocina. 

Art.  13.  Los  empicados  en  los  hospitales  dis- 
frutarán los  sueldos  siguientes : 

Mensual. 

El  médico -_- 50  pesos. 

El  practicante  mayor  con  funciones 
de  cirujano 30 

El  practicante  de  número 20 

Mayordomo , 30 

Sirvientes,   ración  de   hospital,  y  4 
pesos   de   sueldo , 4 

Cocinero,    ración   de  hospital,  y  6 
pesos  de  sueldo •_- 6 

Alt  14  Cuando  el  número  de  enfermos  ex- 
cediere de  treinta  en  cada  hospital,  y  no  llegare 
á  cuarenta,  gozarán  el  médico  de  una  gratifica- 
ción de  diez  pesos  sobre  su  sueldo,  y  la  de  cinco 
el  practicante  mayor. 

Art.  15.  El  practicante  y  sirviente  supernu- 
merario que  se  aumenten  á  cada  hospital  en  el 
caso  del  artículo  39,  gozarán  la  gratificación,  el 
primero  de  diez  pesos  y  el  segundo  la  de  ocho 
pesos. 
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Art.  16.  Para  gastos  de  papel  en  cada  hospi- 
tal se  asignan  dos  pesos  mensuales. 

Art.  17.  Las  ropas,  enseres  y  utensilios  de  los 
hospitales,  cuando  por  su  deterioro  lleguen  á  ser 
inservibles,  se  formará  una  lista  de  ellos  por  el 
mayordomo  con  el  visto  bueno  del  médico  ma- 
yor, y  se  pasará  en  l»s  capitales  de  provincia  al 
Gobernador,  y  en  los  puertos  habilitados  al  jefe 
político  para  que  este  en  unión  del  administra- 
dor é  interventor  de  aduana  declaren  estar  fuera 
de  uso,  y  esta  diligencia  se  remitirá  á  la  Teso- 
rería general,  para  que  dando  cuenta  al  Gobier- 
no por  conducto  de  la  Secretaría  de  Guerra,  se 
decrete  la  deducción  del  valor  de  los.  efectos  de 
la  cuenta  del  administrador  respectivo. 

Art.  18.  El  presente  decreto  empezará  á  po- 
nerse en  práctica  en  todos  los  hospitales  milita- 
res desde  el  dia  primero  de  Julio  próximo. 

Art.  19.  Queda  derogado  en  todas  sus  partes 
el  decreto  de  3  de  Junio  de  1831,  sobre  hos- 
pitales. 

Art.  20.  El  Secretario  interino  de  Guerra  y 
Marma  queda  encargado  de  la  ejecución  de  este 
decreto. 

Dado  en  Carácns  á  1^  de  Junio  de  1836,  79 
y  26 Andrés  Narvarie.'—For  S.  E.— El  Se- 
cretario interino  de  Guerra  y  Marina. — Frari' 
cisco  Hernaiz. 

HOSPITALES  MILITARES.  RESOLUCIÓN  EJE- 
CUTIVA DE  15  DE  MAKZo  DE  1^55,  previnien- 
do el  cumplimiento  del  Decreto  anterior. 

Secretaría  de  Guerra  —Sección  tercera.— Cara- 
cas Marzo  16  de  1855— Resuelto. 
Dígase  á  los  Comandantas  de  armo^  de  provivda- 

Impuesto  el  Gobierno  de  que  en  algunos  pun- 
tos donde  existen  hospitales  militares  se  encuen- 
tran estos  en  el  ma)'or  abandono,  y  deseando  el 
Poder  Ejecutivo  arreglar  este  importante  ramo 
del  Departamento  de  mi  cargo,  me  ha  ordenado 
prevenga  á  US.  dé  cumplimiento  al  artículo  4© 
del  Decreto  del  Poder  Ejecutivo  de  I9  de  Junio 
de  1836  y  haga  ejecutar  puntualmente  todas  las 
disposiciones  dtl  mencionado  Decreto,  dando 
parte  á  este  Ministerio  del  estado  de  los  hospita- 
les que  existen  eil  «sa  provincia,  y  mejoras  que 
puedau  hacerse  en  ellos. 

Soy,  &a. — por  S.  E. — Silva. 

HOSPITALES  MILITARES.  RESOLUCIÓN  EJE- 
CUTIVA DE  19'DE  JUNIO  DE  \%2I^  derogando 
el  art  14  del  mismo. 

República  de  Venezuela.— Secretaría  de  Esta- 
do en  los  Despachos  de  Querrá  y  MariDa. — Bamo 
do  Guerra. —Sección  torcera. — Caracas  19  de  Ju- 
nio de  1838,  9 .®  y  28  P  —Circular  á  los  Comandan- 
tes de  armas  de  Caracas,  Carabobo,  Maracaibo,  Ca- 
maná  y  Quayana,  y  á  la  Tesorería  general. 

Por  resolución  del  Gobierno  queda  derogado 
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desde  hoy  el  art,  14  del  decreto  del  Poder  Eje- 
cutivo de  19  de  Junio  de  1836.  sobre  hospitales 
militares ;  y  lo  aviso  á  US.  para  su  conocimien- 
to y  demás  fines. — Dios  guarde  á  ÜS.— /¿c/aei 
Urdan  eta* 

HOSPITALES  MILITARES.  RESOLUCIÓN  EJE- 
CUTIVA DE  30  PE  JUNIO  DE  1838  sohrc  des- 
cuento de  hospitalidades» 

Secretaría  do  Guerra  y  Marina.— Sección  terce- 
ra —Caracas  Junio  3*.)  de  1838— Circular  a  los 
Comandantes  de  .nrmas  de  Cará^^as.  Cavalmbo. 
Mnracaibo,  Cumaná  y  Guayana  y  á  la  Tesorería 
general. 

El  Poder  Ejecutivo,  considerando  que  el  Con- 
greso, por  su  decreto  de  28  de  Abril  último,  ha 
hecho  una  disminución  tal  en  los  sueldos  de  la 
tropa  del  ejercito  permanente,  que  haciendo  el 
descuento  para  hospitalidades  y  vestuario,  resul- 
ta un  déficit  contra  el  soldado,  ha  resuelto :  que 
desde  I9  de  Julio  próximo  se  descuente  por  ca- 
da estancia  dehospitnlidad  5  reales  álos  oficiales, 
2  y  medio  á  los  sargentos,  y  1  y  medio  á  los  ca- 
bos, banda  y  soldados. — Dios  guarde  á  US. 

Rafael   Urdaneta 
HOSPITALES    MILITARES.  Véase   Descuento 

á  los  militares  por  razan  de  hospitalidades. 

HOSPITALES     MILITARES.    RESOLUCIÓN    E J  E- 

cciTivA  DE  27  DE  ocTUPRE  DE  1836,  dispo- 
niendo el  modo  de  colocar  en  ellos  á  los 
practicantes  meritorios. 

República  de  Venezuela.— Secretaría  de  Estado 
en  el  Dcsjmcho  de  Guerra  y  Marina. — Sección  3? 
—Caracas  Octubre  27  de  1836,  7  P  y  2G. 

^En  vista  de  la  comunicación  que  ha  dirigido 
el  comandante  de  armas  de  esta  provincia,  fecha 
12  del  actual,  trascribiendo  un  oficio  del  médico 
mayor  del  hospital  militar  de  esta  ciudad,  en  que 
propone:  que  las  plazas  de  practicantes  .mayor 
y  praciicantes  menores  de  dicho  hospital  sean 
desempeñadas  tan  solamente  por  individuos  que 
hayan  cursado  Las  ciases  de  medicina  y  cirugía, 
para  lo  cual  solo  se  admitan  en  clase  de  merito- 
rios en  el  hospital  los  alumnos  matriculados  de 
medicina,  por  convenir  así  al  mejor  desempeño 
de  las  funciones  que  están  anexas  á  aquellos 
destinos;  resuelve  el  Gobierno,  en  adición  al 
decreto  de  19  de  Junio  último  que  Arregla  los 
hospitales  militares : 

Primero.  En  todos  los  hospitales  militares  de 
la  República  se  admitirán  practicantes  merito- 
rios ;  sin  necesidad  de  que  los  individuos  que 
sirvan  en  este  conceplo  sean  precisamente  alum- 
nos matriculados  de  medicina,  con  tal  que  ten- 
gan la  aptitud  necesaria. 

Segundo.  Para  que  un  individuo  pueda 'en- 
trar en  clase  de  meritorio  en  alguno  de  los  hos- 
pitales de  la  República,  son  indispensables  :  un 
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informe  del  médico  mayor  de  aquel  en  que  quie- 
ra ser  colocado,  que  acredite  hallarse  dicho  in- 
dividuo adornado  de  la  idoneidad  necesaria  ;  y 
la  aprobación  del  comandante  de  armas  res- 
pectivo. 

Tercero.  Los  meritorios  que  sean  al  mismo 
tiempo  cursantes  matriculados  de  medicina,  se- 
rán los  que  llenarán  las  vacantes  de  practicantes 
mayor  y  practicantes  menores  que  hubiere  en 
los  hospitales ;  sin  que  esta  circunstancia  pueda 
en  ninguna  manera  perjudicar  el  derecho  que 
tienen  para  ser  colocados  en  ellas  los  individuos 
que  teniendo  la  misma  aptitud  que  aquellos,  han 
prestado  antes  servicios  de  igual  naturaleza  en 
los  hospitales  sedentarios,  6  ambulantes  del  ejér- 
cito, ó  de  marina,  lo  que  los  ha  hecho  acreedores 
ÉL  la  consideración  del  Gobierno  y 

Cuarto.  Comuniqúese  esta  resolución  al  co- 
mandante de  armas  de  esta  provincia,  en  contes- 
tación á  su  oñcio  citado,  y  para  que  la  hnga 
trascendental  al  médico  njayor  del  hospital  mili- 
tar de  esta  ciudad  ;  y  circúlese  á  los  comandan- 
tes de  armas  de  Carabobo,  Guayana,  Maracaibo 
y  Cumaná — Por  S.  E. — Hernaiz. 
HOSPITALES  MILITARES.    Necesidad   de   la 

mejor  organizrcion  de  este  ramo  en  cuanto  á 

los  mé.iicos  y  cirujanos.  (♦) 

(♦)  El  Secretario  de  la  guerra,  General  Carlos  Sou- 
blctto,  en  sn  Memoria  de  42,  expuso : 

"  Este  ramo  permanece  en  el  mismo  estado  á  que  lo  ha 
conducido  por  una  parte  la  diminución  de  la  fuerza  per- 
manente, y  por  otra  la  necesidad  de  reducir  los  gastos 
públicos;  así  es  que  solo  hay ho8))itales  provisionales,  en 
los  que  se  hace  lo  posible  por  los  profesores  en  alivio  de 
los  militares  enfermos.  Añadiré  que  el  Gobierno  no  tiene 
á  su  disposición  un  solo  facultativo  de  cirugía  y  dd' medi- 
cina con  quien  pueda  contar  para  asistir  á  un  cuerpo,  ó  a 
una  columna  de  operaciones,  ó  á  un  puesto  militar  esUi- 
blecido  en  cualquier  punto  fuera  de  las  principales  pob'a- 
cioncs,  lo  que  prueba  que  hay  necesidad  de  crear  un  cuer- 
po de  médicos  cirujanos  militares  proporcionado  á  la 
fuerza  militar  existente  y  á  las  mas  urgentes  necesidades 
eventuales  del  servicio;  y  que  á  los  raédicoe cirujanos  mi- 
litares debe  brindárseles  con  una  carrera  de  honor  y  de  lu- 
cro, lo  mismo  que  al  ejército  de  quien  son  miembros"" 

£1  mihmo  añadió  en  1843 : 

"  Frecuentes  i-eclamos  ha  recibido  el  Poder  Ejecutivo 
de  los  empleados  en  los  hospitales  con  apoyo  do  los  co- 
mandantes de  armas,  sobre  la  pequenez  de  las  asignacio- 
nes con  que  se  remunera  este  importante  servicio.  La  ley 
de  sueldos  militares  asigna  á  los  médicos  y  cirujanos  ma- 
yores 70  pesos  al  mes,  y  álos  ordinarios  32.  Aunque  estas 
asignaciones  pudieran  considerarse  como  para  los  ciruja- 
nos de  ejército,  ñ  ellas  se  ha  atenido  la  ley  de  presupuesto 
para  fijarla  de  los  hospitales  permanentes,  y  denominan- 
do ordinarios  á  los  cirujanos,  les  ha*Í5eflalado  82  pesos, 
sueldo  menor  que  el  de  un  subteniente ;  y  30  y  20  á  los 
de  los  provisionales  6  eventuales,  según  los  convenios  que 
se  han  celebrado  con  los  que  han  prestado  el  servicio :  20 
pesos  á  los  practicantes  en  los  de  Maracaibo  y  Angostura, 
12  al  de  Cumaná,  14  á  los  mayordomos,  8  á  los  sirvientes, 
y  12  á  los  cocineros  en  los  tres  dichos :  los  demás  hospi- 
tales provisionales  no  tienen  roas  asistentes  que  los  que 
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HOSPITAL  DE  CARIDAD  DE  CARACAS.      DECRE- 
TO   EJECUTIVO     DR    22     DE     JUNIO     DE     1827, 

agregándolo  al  militar  de  dicha  ciudad. 
Simón  Bolívar,  4*a.,  4*^*-  4*^* 

Considerando  que  la  ruina  en  que  se  halla  p1 
!  hospital  de  caridad  de  esta  ciudad  es  tan  perjudi- 
cial á  la  policía  como  al  alivio  de  ios  desvalidos : 
^  considerando  igualmente  las  razones  en  que 
apoya  esta  Municipalidad  su  representación  so- 
bre que  se  le  exonere  de  la  atención  que  confor- 
me á  la  ley  debia  prestarle,  y  el  evidente  peligro 
que  se  corre  de  que  no  quede  dentro  de  poco  ni 
aun  vestigio  de  aquel  útil  establecimiento,  en 
uso  de  las  facultades  extraordinarias  que  ejerzo, 

DECRETO : 

Art.  19  Se  situará  el  hospital  general  de  cari- 
dad en  una  ó  mas  piezas  del  edifício  en  que  aho- 
ra está  el  militar. 

Art.  29  Los  empleados  superiores  de  este,  en 
la  parte  económico  gubernativa  y  facultativa,  lo 
serán  también  de  aquel,  sin  mas  sueldo  que  el 
que  disfrutan  por  sus  servicios  en  el  primero. 

Art.  39.  El  mismo  practicante  mayor  lo  será 
por  ahora  de  ambos. 

Art.  49  Los  practicantes  menores  de  cirugía 
y  farmacia,  los  enfermeros,  cabos  de  sala  de  me- 
dicina y  cirugía,  cocinero  y  portero  que  ahora 
hay,  servirán  para  ambos  establecimientos,  au- 
j  mentándose  el  número  de  ellos,  excepto  el  ulti- 
mo, en  la  misma  proporción,  con  respecto  al  nú- 
mero de  enfermeros  de  ambos  establecimientos, 
que  previene  mi  decreto  de  23  de  Abril  último. 

Art.  59  Toda  adición  de  empleados  que  se  ha- 
ga por  la  agregación  del  hospital  de  caridad,  se 
pagará  de  sus  propios  fondos  y  rentas ;  y  de  los 
niismos  se  costearán  los  alimentos  y  medicinas 
que  fueren  necesarios  para  él,  arreglándose  la 
dotación  de  empleados  y  el  consumo  á  lo  dis- 
puesto en  mi  decreto. 


destina  el  cuerpo  ó  compañía  á  que  pertenecen  los  enfer- 
mos." 

Finalmente,  en  1846  el  Secretario  Coronel  Francisco 
Hemais  dijo : 

"  £8  ya  tiempo  de  qne  el  Congreso  decreta  la  creación 
de  un  cuerpo  de  médicos,  cirujanos  y  practicantes,  pro- 
porcionando su  número  al  de  la  fuerza  existente  y  á  las 
urgencias  eventuales  del  servicio,  brindándoles  con  una 
carrera  de  honor  y  de  lucro,  cihio  en  el  ejército  do  que 
son  miembros.  De  este  modo  el  Gobierno  no  tocará  las  di- 
ficultades que  se  presentan  en  circunstancias  criticas  para 
destinar  facultativos  á  los  cuerpos  y  columnas  que  sea 

Sreciso  mover,  y  á  los  puestos  m  litares  establecidos  lejos 
e  las  principales  poblaciones." 

Y  como  la  ley  de  17  de  Mayo  de  1846  que  derogó  la  de 
28  de  Abril  de  1838  no  ba  hecho  ninguna  alteración  sobre 
los  sueldos  de  los  expresados  médicos  y  cirujanos,  juzga- 
mos en  pié  las  predicnas  observaciones. 
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Art.  69  En  adelante  las  rentas  del  hospital  de 
caridad  y  las  del  de  S.  Lázaro  serán  administra- 
das por  los  tesoreros  de  ejército  y  hacienda  de 
esta  ciudad,  quienes  al  intento  tomarán  razón  de 
todas  las  que  están  corrientes,  y  de  las  que  no 
lo  están:  arreglarán  estas,  y  recaudarán  aque- 
llas :  y  por  el  cobro  de  las  primeras  tendrán  una 
comisión  de  un  cuatro  por  ciento  sobre  lo  que 
recauden  ;  y  por  el  de  las  segundas,  ocho  por 
ciento. 

Art.  79  Los  mismos  tesoreros  como  adminis- 
tradores ¿e  los  hospitales  procurarán  descubrir 
todas  las  rentas  y  bienes  quo  antes  pertenecían 
á  aquellos  establecimientos,  y  cuidarán  de  su 
conservación  y  aumento. 

Art.  89  El  Intendente  del  departamento  en 
junta  superior  de  gobierno  de  hacienda  subasta- 
rá anualmente  en  esta  ciudad,  y  con  los  prego- 
nes y  demás  requisitos  de  ley,  la  venta  del  gua- 
rapo y  permiso  de  galleras  cuyo  producido  está 
destinado  á  sostener  aquellos  establecimientos  : 
y  del  mismo  modo  arrendará  todas  las  demás 
fincas  y  bienes  de  dichos  hospitales ;  pero  con 
la  condición  de  que  sin  la  aprobación  del  Gobier- 
no, no  será  válido  contrato  ninguno  por  término 
que  exceda  á  tres  años.  Las  rentas  de  guarapo 
y  permiso  de  galleras  que  existen  en  lugares  dis- 
tantes de  esta  capital,  y  cuyo  producto  está  apli- 
cado al  mismo  objeto,  serán  subastadas  por  los 
subdelegados  de  hacienda,  6  los  administradores 
de  las  rentas  internas  por  delegación  del  Inten- 
dente y  junta  superior,  del  modo  y  según  las  ba- 
ses que  estos  crean  mas  convenientes,  y  quedan- 
do el  remate  sujeto  á  su  aprobación. 

Art.  99  Con  esta  misma  aprobación  podrá  ar- 
rendarse hasta  por  el  tiempo  de  cincuenta  años 
el  local  en  Ja  plaza  de  S.  Pablo,  donde  antes  es- 
tuvo situado  el  hospital  de  caridad  ;  pero  con  la 
condición  de  que  al  cabo  de  aquel  tiempo,  perte- 
necerán en  propiedad  á  dicho  establecimiento 
los  edificios  que  se  construyan  en  todo  el  local  ; 
y  que  serán  uniformas,  y  cuales  convienen  al 
ornato  de  la  plaza. 

Art.  10.  Toca  á  los  tesoreros  fijar  el  número 
de  camas  que  dicho  hospital  de  caridad  pueda 
sostener  en  proporción  de  las  rentas  que  tenga, 
de  modo  que  los  enfermos  sean  bien  tratados. 

Art.  II.  Los  mismos  tesoreros  rendirán  anual- 
mente al  tribunal  de  cuentas,  junto  con  las  del 
hospital  militar,  las  áf^  de  caridad  y  de  S.  Láza- 
ro, de  que  se  les  nombra  administradores. 

Art.  12.  El  conti  alor  del  hospital  de  caridad 
admitirá  los  enfermos  á  las  camas  vacantes  que 
ocurran. 

Art  13.  £1  intendente  del  departamento  su- 
pervigilará  en  que  este  establecimiento  se  man- 
tenga con  el  orden,  y  sobre  el  pié  mas  conve- 
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niente  :  lo  visitará  á  este  fin  con  la  frecuencia 
que  le  sea  posible,  y  corregirá  por  sí  mismo  los 
abusos  de  toda  especie  que  en  ellos  se  introduz- 
can ;  y  con  acuerdo  de  la  junta  superior  de  go- 
bierno de  hacienda,  propondrá  las  mejoras  que 
estime  convenientes. 

Art.  14.  La  Municipalidad  podrá  diputar  tam- 
bién un  individuo  de  su  seno  que  visite  los  hos- 
pitales, y  exponga  al  Intendente  y  al  público  lo 
que  haya  que  corregir. 

Art.  15.  £1  Secretario  de  Estado  y  general  de 
mi  despacho  queda  encargado  de  comunicar  este 
decreto. 

Cuartel  general  libertador  en  Caracas  á  22  de 
Junio  de  1627. — 17. — Simón    Bolívar. — Por  el 
Libertador  Presidente. — El  secretario   de  estado 
V  general  de  S.  E.  -J.  R.  Revenga. 
HUMANIDADES.  Véase  Instrucción  pública, 

L.  ea,  art.  11  y  12. 
HURTADO  (LicENciáDO  1.IN0.)  Pensión  á   su 

viuda.  Véase  Pensiones,   D.  de  5   de  Marzo 

de  1852. 

HURTOS.    LEY  DE  19  DB  ABRIL    DE  1845,    £5- 

tahleciendo  su  juicio  y  penas — que  reforma 
la  de  23  de  Mayo  de  1836  en  la  parte  condu- 
cente, p*^W^  del  cuerpo  comprensivo  de  las 
de  ese  año,  y  210,  núm*  280  del  cuerpo  de 
1851. 

El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la  Re- 
pública de  Venezuela  reunidos  en  Congreso, 

CONSIDERANDO  : 

Que  se  ha  hecho  necesario  reformar  la  ley  so- 
bre Juicio  y  penas  en  las  causas  de  hurto,  para 
separar  de  ella  las  disposiciones  relativas  al  pro- 
cedimiento contra  los  vagos  ;  al  mismo  tiempo 
que  deben  mejorarse  la  clasificación  de  los  hur' 
tos  y  la  graduación  de  las  penas  que  contiene  la 
ley  citada, 

decretan: 

CAPITULO  L 

Disposiciones  prelim inares. 

Art.  19  Los  jueces  de  primera  instancia  y  los 
alcaldes  y  jueces  de  paz,  procederán  en  los  deli- 
tos de  hurto  al  sumario  y  primeras  diligencias, 
para  la  averiguación  del  delito  y  sus  autores  y 
aprehensiortde  estos  ;  los  jueces  respectivos  con- 
tinuarán la  causa  aun  en  los  días  festivos  hasta 
dictar  sentencia;  y  cualquiera  omisión  6  negli- 
gencia que  se  noj^are  en  ellos  o  en  los  secretarios 
se  castigará  precisamente  y  sin  disimulo  por  los 
tribunales  superiores,  con  multas  desde  cincuenta 
hasta  quinientos  pesos,  y  ademas  con  la  deposi- 
ción de  los  empleos,  si  las  faltas  fueren  repetidas. 

^  único.  En  la  misma  pena  incurrirán  los 
jueces  que  disimularen  las  faltas  de  sus  subalter- 
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no9,  y  los  que  á  sabiendas  de  que  ha  cometido 
el  delito  de  hurto  a]gun  individuo  residente  en 
el  territorio  de  su  jurisdicción,  aunque  haya  sido 
fuera  de  este,  no  procedieren  de  oñcio  ft  la  cor- 
respondiente inquisición  y  á  la  seguridad  opor- 
tuna de  su  persona,  poniéndola  inmediatamente 
Á  )a  disposición  del  juez  competente 

Art.  29  Los  gobernadores  y  jefes  políticos 
ruidar&n  de  que  los  jueces  de  primera  instancia, 
alcaldes  y  jueces  de  paz  cumplan  con  sus  debe- 
res en  la  averiguación  de  los  delitos  expresados 
en  el  artículo  anterior  y  aprehensión  de  los  de- 
lincuentes, prestándoles  al  efecto  los  auxilios  que 
necesiten  ;  y  de  cualquiera  omisión  que  observa- 
ren en  ellos,  ó  en  los  secretarios,  darán  cuenta 
ai  tribunal  competente  para  que  se  les  juzgue. 

Art.  39  Luego  que  alguno  de  los  jueces  in- 
dicados en  el  artículo  I9  llegue  á  entender  por 
algún  medio  ó  conducto,  que  se  ha  cometido  un 
hurto,  pasará  en  el  momento  6  la  casa  o  sitio  en 
que  se  hubiere  ejecutado,  acompañado  de  su  se- 
cretario ó  de  testigos  actuarios  si  fuere  juez  de 
pQZ,  y  llamará  peritos  en  las  artes  ú  oficios  res- 
pectivos, si  fuere  necesario  para  hacer  algún  re- 
conocimiento. 

Art.  49  Luego  que  el  juez  llegue  al  lugar  en 
que  se  cometió  el  hurto,  hará  que  el  secretario  6 
testigo  de  actuación,  pongan  á  su  presencia  una 
razón  circunstanciada  de  todas  las  séllales  ó  ras- 
tros que  en  alguna  persona,  casa,  sitio  ú  otra  co- 
sa hayan  quedado  de  resultas  de  la  ejecución  del 
delito,  y  también  de  las  armas,  instrumentos  y 
cualesquiera  otros  efectos  que  hayan  dejado  los 
delincuentes,  teniendo  muy  particular  cuidado 
de  que  entre  tanto  no  se  borren,  alteren  (^ocul- 
ten dichas'Señales,  efectos  6  rastros,  siguiendo 
estos  hasta  que  se  pierdan,  y  allanando  con  este 
objeto  las  casas  que  crea  necesario,  conforme  á 
la  ley  de  la  materia. 

Art.  59  Los  peritos  harán  cuantos  reconocí, 
mientos,  ensayos  ó  cotejos  sean  necesarios,  y 
jurando  previamente  decir  con  verdad  cuanto 
en  conciencia  y  según  su  pericia  entendieren, 
declararán  lo  que  hubieren  advertido,  y  el  juicio 
que  hayan  formado  de  las  señales,  armas  ó  cosas 
que  hayan  reconocido  y  la  relación  que  tengan 
con  el  hecho  que  se  trata  de  averiguar;  sobreto- 
do lo  cual  el  juez  les  hará  las  preguntas  y  pedi- 
rá las  aclaraciones  que  tuviere  por  conveniente, 
extendiéndose  todo  en  el  expediente. 

Art.  69  £1  juez  que  procediere  reconocerá  to- 
das las  armas,  instrumentos  6  cosas  que  tengan 
en  so  poder  6  que  hayan  dejado  los  delincuentes, 
y  que  puedan  servir  á  la  averiguación  del  delito 
ó  descubrimiento  de  su  autor  6  autores;  y  sobre 
todo  lo  relativo  á  estos  objetos,  examinará  bajo 
juramento  siti  distinción  de  edad  ni  oondiciooi  á 
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las  personas  que  hayan  presenciado  el  hecho,  á 
las  que  vivan  en  la  casa  6  á  inmediaciones  del 
sitio  en  que  se  hubiere  cometido  el  delito,  y  á 
las  que  puedan  dar  noticias  que  sirvan  á  la  ave- 
riguación ó  para  citar  otras  que  puedan  darlas. 

§.  único.  Se  releva  del  juramento  á  los  impú- 
beres que  hayan  de  declarar  con  arreglo  á  este 
artículo. 

^  Art.  79  Si  del  procedimiento  resultare  proba- 
do un  hurto,  y  fundados  indicios  contra  alguna 
ó  algunas  personas,  el  juez  procederá  6  su  pri- 
sión en  clase  de  detenidas.  Al  efecto,  pasará  á 
la  casa  en  que  se  hallaren,  y  allanándola  confor- 
me á  la  ley  de  la  materia,  reconocerá  los  sitios, 
muebles,  y  demás  que  estime  conveniente,  y  re- 
cogerá todas  las  armas  y  efectos  que  tengan  re- 
lación con  el  delito,  haciendo  poner  al  secreta- 
rio ó  testigos  de  actuación  la  diligencia  corres- 
pondiente ;  y  si  hubiere  sospecha  de  que  las  co- 
sas hurtadas  se  hayan  trasladado  ó  existan  en 
otro  lugar  ó  edificio  cualquiera,  el  juez  pasará  á 
ellos,  hará  el  allanamiento  y  practicará  el  mismo 
reconocimiento. 

Art.  89  A  las  personas  que  habiten  las  casas 
en  que  se  hallaren  los  reos  ó  las  cosas  hurtadas, 
se  les  tomará  declaración  con  juramento  sobre 
cuanto  creyere  conveniente  el  juez  para  mayor 
esclarecimiento  del  hecho  y  averiguación  de  sus 
autores ;  pero  si  resultaren  indiciadas  como  cóm- 
plices, ó  auxiliadoras,  ó  receptadoras,  se  les  re- 
ducirá á  prisión  inmediatamente  en  calidad  de 
detenidas,  continuándose  el  juicio  conforme  á 
esta  ley. 

Art.  99  Resultando  probado  el  delito  y  sus 
autores  por  el  testimonio  de  dos  testigos  idó- 
neos, no  habrá  necesidad  de  examinar  otras  per- 
sonas, aun. cuando  aparezcan  citadas. 

^.  único.  Sin  embargo  de  lo  prevenido  en  es- 
te artículo,  se  evacuarán  las  pruebas  superabun- 
dantes, siempre  que  puedan  obtenerse,  sin  per- 
juicio de  recibir  al  reo  su  declaración  con  cargo 
dentro  de  los  tresdias  siguientes  al  de  su  prisión. 

Art.  10.  Para  que  se  reduzcan  á  prisión  en 
calidad  de  detenidos  los  indiciados  de  autores, 
cómplices,  auxiliadores  ó  receptadores  de  algún 
hurto,  no  es  necesario  que  se  hayan  reducido  á 
escrito  las  diligencias  de  que  hablan  los  artícu- 
los anteriores. ;  bastará  que  al  juez  le  conste  por 
lo  que  haya  oído  á  las  personas  de  cuyo  testimo- 
nio se  deba  componer  el  sumario,  que  se  ha  co- 
metido el  delito  y  que  resulten  fundados  indicios 
contra  las  personas  que  han  de  reducirse  á  pri- 
sión, por  lo  cual  deberá  nombrar  aquellas  y  es- 
tas en  el  auto  en  que  acuerde  dicha  prisión. 

Art.  11.  Los  indiciados  de  autores,  cómplices, 
auxiliadores  ó  receptadores  en  un  hurto,  podrán 
mantenerse  incomunicados  hasta  que  evacúen 
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SUS  declaraciones  con  cargo,  previniéndolo  así  el 
juez  que  estuviere  procediendo ;  pero  la  inco- 
municación no  excederá  de  cuarenta  y  ocho 
horas. 

CAPITULO  II. 

Clasificación  de  ¡os  hurtos, 

Art.  12.  Los  hurtos  son  graves  ó  menos  gra- 
ves. • 

Art.  13.  Son  hurtos  graves  : 

19  Los  cometidos  por  gavillas  que  infesten 
poblaciones  6  caminos. 

39  Los  que  se  cometieren  haciendo  uso  de 
arma^,  6  llevándolas  consigo,  sin  cometer  homi- 
cidio. 

39  Los  que  se  hicieren  escalando  casas,  fiac- 
turando,  abriendo  con  llaves  falsas,  6  haciendo 
violencias  de  cualquier  otro  modo. 

49  Los  cometidos  por  la  noche  ó  por  dos  ó 
mas  personas,  aunque  sea  de  dia. 

59  Los  que  sin  estar  acompañados  de  las  cir- 
cunstancias anteriores  excedieren  del  valor  de 
cien  pesos. 

Art.  14.  Son  hurtos  menos  graves,  los  que 
sin  estar  acompañados  de  las  circunstancias  ex- 
presadas en  el  artículo  anterior,  no  excedan  del 
valor  de  cien  pesos. 

CAPITULO  IIL 

De  los  hurtos  graves, 

Art.  15.  En  estos  hurtos,  concluido  el  suma- 
rio, se  remitirá  el  reo  con  él  y  con  las  armas  al 
juez  de  primera  instancia  del  circuito,  quien  exi- 
girá los  instrumentos  y  efectos  aprehendidos,  si 
lo  creyere  conveniente,  y  se  arreglará  al  código 
de  procedimiento  judicial,  salvo  lo  que  se  dispo- 
ne en  la  presente  ley. 

^.  único.  Cuando  los  efectos  aprehendidos 
fueren  reclamados  por  alguna  persona  y  acredi- 
tare esta  con  las  actas  del  sumario,  ú  otro  justi- 
ficativo, que  le  pertenecen,  le  serán  entregados, 
previo  avalúo,  dejándose  constancia  en  el  proce- 
so y  quedando  aquella  en  la  obligación  de  res- 
ponder de  los  mismos  ó  de  su  valor,  dajo  fianza 
que  le  exigirá  el  juez  en  caso  de  no  tener  respon- 
sabilidad. Esta  fianza  se  extenderá  en  diligencia 
y  quedará  cancelada  de  hecho,  si  antes  de  ejecu- 
toriarse el  fallo  definitivo,  no  se  reclamaren  los 
efectos  por  otra  persona. 

CAPITULO  IV. 

De  los  hurtos  menos  graves. 

Art.  16.  Concluido  que  sea  el  sumario  en  los 

hurtos  menos  graves,  se  remitirá  con  eJ   reo   al 

alcalde  de  la  jurisdicción   donde   se   cometió  el 

hurto,  si  él  no  lo  hubiere  iniciado.  El  alcalde  le 
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tomará  declaración  con  cargo,  le  nombrará  de- 
fensor, si  no  quisiere  hacerlo,  y  abrirá  la  causa 
á  prueba  por  ocho  dias  y  el  término  de  la  distan- 
cia, si  los  testigos  estuvieren  en  otro  lugar.  Den- 
tro de  los  cuatro  primeros  dias,  el  defensor  pro- 
moverá las  pruebas,  y  en  los  restantes  se  eva- 
cuarán. 

Art.  17.  Evacuadas  las  pruebas,  se 'sentencia- 
rá la  causa  por  el  alcalde  asociado  de  dos  veci- 
nos que  tengan  las  cualidades  de  elector,  nom- 
brados uno  por  él  y  otro  por  el  reo,  ó  por  el  mis- 
mo  juez,  si  el  reo  se  negare.  £1  juez  y  los  veci- 
nos decidirán  por  mayoría  absoluta. 

^.  údico.  Los  vecinos  nombrados  para'  aso- 
ciarse á  los  alcaldes,  que  no  concurran  sin  com- 
probar impedimento  legítimo  ajuicio  del  mismo 
alcalde,  serán  multados  por  este  en  la  cantidad 
de  cinco  á  veinticinco  pesos,  cada  vez  que  dejen 
de  concurrir  á  su  llamado. 

Art.  18.  La  sentencia  bien  sea  condenatoria  ó 
absolutoria,  se  consultará  al  juez  de  primera  ins- 
tancia del  circuito  dentro  de  veinticuatro  horas ; 
y  si  este  la  revocare,  la  consultará  á  la  Corte 
Superior  del  distrito,  dentro  del  mismo  término, 
ó  por  el  primer  correo. 

CAPITULO  V. 

De  las  penas, 

Art.  19.  Los  capitanes  ó  cabezas  de  gabillas 
que  infesten  poblaciones  ó  caminos,  sufrirán  la 
pena  de  último  suplicio  ;  y  los  demás  cgmplices 
la  de  diez  años  de  presidio  cerrado. 

Art.  20.  Todo  el  que  para  efectuar  un  hurto 
hiciere  uso  de  armas  ó  las  llevare  consigo,  sin 
que  *)meta  homicidio,  sufrirá  la  pena  de  seis  á 
ocho  aííos  de  presidio  cerrado, 

Art.  21.  Todo  el  que  sin  llevar  armas  entrare 
en  las  casas,  escalando,  fracturando,  abriendo 
con  llave  falsa,  ó  haciendo  violencia  de  cualquier 
otro  modo  para  cometer  un  hurto,  sufrirá  la  pe- 
na de  cuatro  á  seis  años  de  presidio  cerrado. 

Art  22.  Los  que  sin  ninguna  de  las  circuns- 
tancias de  los  artículos  anteriores  cometieren  un 
hurto  por  la  noche,  ó  en  número  de  dos  6  mas 
personas,  aunque  sea  de  dia,  sufrirán  la  pena  de 
tres  á  cinco  años  de  presidio. 

Art.  23.  Los  que  sin  ninguna  de  las  circuns- 
tancias contenidas  en  los  artículos  anteriores, 
hurtaren  mas  del  valor  de  cien  pesos,  sufrirán  la 
pena  desde  dos  hasta  cuatro  años  de  presidio, 

Art  24.  Los  que  sin  ninguna  de  las  circuns- 
tancias contenidas  en  los  artículos  desde  el  19 
hasta  el  22,  hurtaren  hasta  el  valor  de  cien  pe- 
ROS,  sufrirán  desde  seis  meses  hasta  dos  años 
de  presidio. 

Art.  25.  Los  encubridores,  auxiliadores  ó  re- 
ceptadores de  hurtos  á  sabiendas,  en  todos  los 
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casos  de  esta  ley,  excepto  los  del  artículo  19,  se- 
rán perseguidos,  juzgados  y  castigados  conforme 
á  ella,  imponiéndoseles  la  misma  pena  que  á  los 
autores  principales.  A  los  encubridores,  auxilia- 
dores ó  receptadores  en  el  caso  del  artículo  19, 
se  les  impondrá  la  pena  de  diez  atios  de  presidio. 

Art.  26.  Las  reincidencias  serán  castigadas 
con  ia  agravación  de  la  cuarta  parte  de  las  penas 
establecidas  en  los  artículos  anteriores,  con  tal 
que  no  exceda  de  diez  años. 

Art.  21.  Los  jueces  en  los  casos  que  les  sea 
discrecional  aumentar  ó  disminuir  la  pena,  ob- 
servarán la  debida  proporción,  no  solo  en  cuan- 
to á  la  cantidad  ó  valor  de  la  cosa  hurtada,  sino 
también  á  las  circunstancias  mas  ó  menos  agra- 
vantes del  delito. 

Art.  28.  Los  hurtos  menos  graves,  cometidos 
por  los  menores  de  diez  y  siete  años,  serán  cas- 
tigados domésticamente  por  los  padre»,  tutores 
ó  curadores,  amos  ó  patronos  ;  pero  no  podrá 
imponerse  corrección  cruel.  La  persona  bajo  cu- 
ya autoridad  estén  dichos  menores,  podrá  perse- 
guir en  juicio  á  los  cómplices  en  el  hurto  ;  y  los 
jueces  deberán  proceder  siempre  de  oficio  con- 
tra ellos. 

CAPITULO  VL 

Disposiciones  comunes. 

Art  29.  Cuando  hubiere  duda  fundada  acer- 
ca del  justo  valor  de  la  cosa  hurtada,  se  procede- 
rá en  las  primeras  diligencias  &  su  justiprecio 
por  dos  peritos,  nombrados  el  uno  por  el  reo  6 
su  defensor,  siendo  menor,  y  el  otro  por  el  juez, 
ó  ambos  por  este  en  caso  de  no  hacerlo  aquel  al 
acto  de  la  notificación.  £n  caso  de  discordia,  ele- 
girá el  juez  un  tercero  que  la  dirima. 

Art.  30.  Los  que  cometieren  el  delito  de  hur- 
to, los  cómplices,  auxiliadores,  receptadores  y 
encubridores,  ademas  de  sufrir  las  penas  que  se 
les  imponen  por  esta  ley,  quedan  obligados  de 
mancomum  etinsóliduraá  restituir  ejecutivamen- 
te en  todo  tiempo  la  cantidad  hurtada  ó  el  valor 
de  la  cosa  ó  cosas  hurtadas. 

Art.  31.  El  Dueflo  del  siervo  que  haya  come- 
tido un  hurto  se  libertará  en  todo  caso  de  res- 
ponsabilidad, entregando  al  siervo  en  noxa  al  in- 
teresado, 6  al  juez  para  que  proceda  según  la  ley. 

Art  32.  Ningún  comandante  ó  jefe  de  presi- 
dio podrá  conceder  franquezas  ó  libertades  á 
ningún  presidiario,  á  título  de  confianza,  enfer- 
medad ni  otro  motivo ;  y  el  que  contraviniere  á 
esta  disposición  será  suspenso  de  su  destino  por 
dos  afios,  6  destituido  de  su  empleo,  según  la 
gravedad  de  la  falta. 

Art  33.  Mientras  el  Gobierno  establece  hos- 
picios ó  casas  de  corrección  de  mujeres,  cumpli- 
rán estas  las  penas  de  presidio  á  obras  públicas 
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á  que  hubieren  sido  condenadas,  con  servicio  en 
los  hospitales  ó  en  las  haciendas  de  lus  lugares 
donde  hubieren  delinquido  ;  entregándose  bojo 
recibo  en  autos  á  algún  hacendado,  presupuesta 
la  conformidad  de  este,  para  que  á  ración  y  sin 
sueldo  sean  destinadas  al  trabajo  de- los  campos. 

§.19  El  servicio  en  los  hospitales  ó  hacien- 
I   das  se  hará  coa  grillete  al  pié. 

^.  29.  En  caso  de  fuga,  el  contralor  ó  encar- 
gailo  del  hospital,  ó  el  hacendado  darán  pronto 
avisjü  al  juez  del  lugar,  y  este  dispondrá  lo  con- 
veniente parala  persecución  de  la  prófuga,  hasta 
lograr  su  captura,  bajo  la  multa  determiaada  por 
el  artículo  19  que  hará  efectiva  su  inmediato  su- 
perior,  comprobándose  sumariamente  la  omisión. 
Aprehendida  la  prófuga,  será  vuelta  á  su  destino 
para  que  cumpla  su  condena  por  un  tiempo  do- 
ble del  que  le  falte,  previo  el  juicio  correspon- 
diente. 

Art.  34.  En  ios  juicios  sobre  delitos  de  hurto, 
queda  derogado  todo  fuero. 

Art.  35.  Se  deroga  ia  ley  de  23  de  Mayo  de 
1836. 

Dada  en  Caracas  á  29  de  Marzo  de  1845,  año 
169  de  la  ley  y  359  de  la  independencia.—  El 
jiresidente  del  Senado,  José  \árgas.'--E\  presi- 
dente  de  la  Cámara  de  Representantes,  M.  Pa- 
lacios.— El  secretario  del  Senado,  José  Ángel 
Freyre, — El  secretario  de  la  Cámara  de  Repre- 
sentantes, J.  A,  Pérez. 

Caracas  Abril  I9  de  1845,  año  I69  de  la  ley 
y  359  de  la  independencia. — Ejecútese  Carlos 
;!  Souhlette, — PorS.  E.  el  Presidente  de  la  Repú- 
1'  blica. — El  Secretario  de  Estado  en  los  despachos 
;'  de  lo  Interior  y  Justicia,  Francisco  Cubos  Fuer- 
:  /e5. (♦) 

,  I      {*)  Esta  ley  debe  armonizarse  con  lu  de  procedimiento 
¡i  criminal  do  1  p  de  Junio  de  1860. 

Análisis  comparativo  de  las  leyes  de  23  de  Ma/tfo  de  18«0 


en  Ui  ptirte  condiicenU,  y\f  de  Abril  de  18-15.  sobre  hurU'S. 
Las  diferencias  sustanciales  entro  estas  dos  \eyts  son 
las  siguientes:  La  de  3G  dividía  los  hurtos  en  "de  niayor, 
y  de  ineaor  cuantía:"  entendiéndose  do  mayor  cuantía 
los  que  excediesen  del  valor  de  cien  pesos,  y  de  menor  los 
que  no  excediesen  de  dicha  suma ;  y  agravando  la  pena 
ademas  del  mayor  numero  de  azotes  y  tiempo  de  presidio, 
con  la  exposición  en  una  aigolla  ala  vergüenza  pública. — 
La  de  46  los  divide  en  graves  y  menos  graves,  declarando 
graves  los  que  se  cometen  por  saviHas,  ó  haciendo  uso  do 
armas,  ó  llevándolas  sin  cometer  homicidio,  6  escalan- 
do &a.,  ó  por  la  noche  &a.,  ó  que  sin  las  circunstanciiis 
anteriores  excedan  de  cien  pesos ;  y  menos  graves  los  que 
sin  las  circunstancias  anteriores  no  excedan  de  dicha  su- 
ma de  cien  pesos.— La  de  3G  establecía  para  los  hurtos  do 
mayor  cuantía  el  procedimiento  especial  que  se  contenia 
en  los  artículos  14  al  18 ;  y  la  de  46  (art.  16)  sujetó  los 
graves  á  los  trámites  del  procedimiento  criminal.— Res- 
pecto de  los  de  menor  cuantía,  por  la  de  36  (art.  21  y  22 ) 
si  el  hurto  no  excedía  de  quince  pesos  se  sentenciaba  el 
juicio  por  el  alcalde  parroquial  con  dos  vecinos,  en  los  lu- 
gares donde  no  hubiese  jueces  de  1 5  instancia,  ó  cuando 
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HURTOS.    ACUERDO  DE  LA  CORTE  SUPREMA  DE 

12  DE  ABRIL  DE  1842,  declarando  :  19  cómo 
debe  entenderse  el  articulo  primero  de  la  ley: 
29»  cuando  enpieza  el  término  de  prueba: 
39»  cómo  se  da  vista  del  proceso  al  reo ;  y  49 
qué  se  deberá  observar  cuando  hayan  de 
practicarse  diligencias  en  diferentes  luga- 
res  y  fechas. 

Informe. — Número  12. — Acuerdo  extraordina- 
rio de  la  Corte  Superior  del  59  distrito  judicial. 
— Maracaibo  miércoles  I9  de  Diciembre  de  1841. 
— Reunidos  los  ministros  Presidente  y  Relator 
sin  el  Canciller  por  hallarse  enfermo,  acordaron: 
§  29  Se  tomó  en  consideración  un  oficio  del  juez 
de  pfimera  instancia  del  segundo  circuito  de  Mé- 
rida  de  22  de  Setiembre,  dirigiendo  cinco   dudas 


este  no  Uubieso  prevenido ;  y  si  excedía  de  dicha  suma 
por  el  juez  do  1  p  instancia,  y  ol  juicio  se  reducía,  conclui- 
do el  sumario,  á  tomar  al  reo  ia  declaración  con  cargo, 
examinando  bajo  juramento  á  los  testigos  &a.,  y  redu-  1 
ciéudolo  todo  á  una  diligencia  escrita,  pudiendo  el  reo, 
por  medio  de  su  defensor,  presenciar  las  deposiciones  de 
los  testigos,  y  promover  lo  quo  fuese  coríducentc  íi  la  de- 
fensa ;  y  i)or  la  de  45  (art.  16  y  17)  tomadíi  la  declaración 
con  cargo,  se  abre  a  pruebas  la  causa  por  ocho  dins  y  el 
término  do  la  distancia  si  hubiere  testigos  en  otro  lugar, 
cuyas  pruebas  evacuadas,  se  sentenciará  la  causa.. — Por 
la  de  8G  (art.  23)  se  ejecutaba  la  pena  impuesta  para  los 
liurtos  de  menor  cuantía ;  y  luego  era  que  se  daba  cuen- 
ta á  la  Corte  Superior  con  testimonio  de  lo  obrado,  y  em- 
lj!azamiento  del  acusado  para  el  recurso  de  queja,  si  se 
considerase  con  justicia  para  promoverlo;  y  por  la  de  45 
(art.  18)  la  sentencia,  bien  fueso  absolutoria  ó  condenato- 
ria, debe  consultarse  antes  de  ser  ejecutada. — En  cuanto 
á  penas,  fuera  de  los  capitanes  ó  cabezas  de  gavillas  á 
quienes  ambas  leyes  imponen  la  de  último  suplicio,  la  de 
3»)  imponía  á  la  vez  la  de  azotes  y  presidio,  y  en  los  hur- 
tos cualificados  también  la  de  argol.a  y  vergüenza  pública; 
y  la  do  45  ha  limitado  estas  ponas  á  la  sola  do  presidio 
cerrado  ó  no  cerrado  y  por  mas  6  menos  tiempo. — Respec- 
to do  los  hurtos  cometidos  por  los  siorvos  y  los  hijos  de 
familia  sin  ninguna  cualiflcacion,  por  la  de  3G  (art.  38)  si 
el  cometido  por  los  siervos  á  su  piopio  amo  ó  á  otro  que 
se  conforme  con  una  indemnización  privada,  no  excedía 
de  cien  pesos  ó  aun  cuando  no  se  conformase,  si  no  exce- 
día de  veinticinco,  era  castigado  domésticamente ;  como 
también  el  cometido  por  loa  hijos  de  familia  á  su  padre 
cualquiera  que  fuese  su  monto ;  pero  si  era  á  otro  se  pro- 
cedía del  mismo  modo  que  en  el  cometido  por  los  siervos ; 
y  por  la  de  45  (art.  28)  los  hartos  menos  graves  cometidos 
por  los  menores  de  diez  y  siete  afíos,  son  castigados  do- 
mésticamente por  los  padres,  tutores  ó  curadores  &a. — 
Por  lo  quo  hace  á  la  reincidencia,  por  la  de  36  (art.  30  y 
31)  se  les  aumentaba  un  año  do  trabajo,  excepto  á  los 
reos  de  hurtos  cualificados,  á  quienes  ademas  do  los  azo- 
tes se  les  aumentaban  dos  aíios  de  presidio;  y  por  la  do 
45  (art.  26)  las  reincidencias  son  castigadas  con  la  agrava- 
ción de  la  cuarta  parte  de  la  pena,  con  tal  que  no  exceda 
de  diez  años. — La  de  86  (^  2  p  art.  85)  imponía  treinta 
azotes  y  el  doblo  del  tiempo  que  faltase  á  las  mujeres 
prófugas  del  hospital  6  hacienda  á  que  fuesen  destinadas; 
y  la  de  45  (^  2  p  art.  38)  impone  el  doble  del  tiempo  que 
le  falte,  previo  el  juicio  correspondiente.— La  de  45  final- 
mente añadió  el  ^.  único  del  art.  6  o ,  el  id.  del  9  ® ,  el  id. 
del  15  y  el  art,  32. 
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en  la  inteligencia  de  la  ley  de  23  de  Mayo  de 
1836  sobre  hurtos,  y  se  acordó  dirigir  á  S.  E.  la 
Corte  Suprema  de  Justicia,  copia  de  dicho  ofi- 
cio, informando  esta  Corte  sobre  cada  una  de  las 
dudas,  lo  siguiente :  Primera.  La  misma  razón 
aducida  por  el  juez,  convence  que  no  es  fundada 
la  consulta,  y  que  no  debe  entenderse  el  artículo 
19  de  la  ley,  de  modo  que  no  haya  físicamente 
un  instante  sin  actuarse  en  la  causa  desde  su  ini- 
ciación hasta  su  término.  Lo  que  ha  querido  la 
ley  es,  que  se  actúe  aún  en  dias  feriados,  y  aún 
fuera  de  las  horas  ordinarias  del  despacho,  pa- 
ra que  el  procedimiento  sea  lo  mas  breve  posi- 
ble. Segunda.  No  cree  la  Corte  que  haya  duda 
fundada  sobre  este  punto.  Estando  el  defensor 
encargado  de  la  defensa  del  reo,  no  puede  cor- 
rer el  término  de  prueba,  sino  desde  que  el  pri- 
mero sea  notificado  del  auto  de  recepción,  aun- 
que por  algún  impedimento  justo  no  preste  el 
defensor  el  juramento  en  el  mismo  dia  en  que  se 
le  nombre,  debiendo  presuponerse  que  tal  impe- 
dimento no  ha  de  causar  un  retardo,  pues  no 
debe  admitirse  el  nombramiento  en  personas  au- 
sentes, y  el  que  se  encuentre  legítimamente' ex- 
cusado para  admitir  la  defensa,  estantío  presen- 
te, debo  presentar  la  excusa  sin  demora,  siendo 
del  cargo  del  juez  de  primera  instancia  evitar  to- 
do retardo  en  las  citaciones,  comparecencia  y 
excusa.  Tercera.  El  final  del  parágrafo  único 
persuade,  que  la  disposición  de  dicho  artículo 
no  es  una  excepción  de  la  regla  íjeneral  estable- 
cida por  el  artículo  39  de  la  ley  3^  título  I9  del 
código  de  procedimiento.",  y  que  al  reo  se  da 
vista  del  proceso  por  medio  de  su  defensor,  ocur- 
riendo este  á  la  secretaría  á  imponerse  de  la  ac- 
tuación, y  hacer  sus  apuntamientos  para  la  de- 
fensa. Cuarta.  Es  infundada  la  duda.  Las  dili- 
gencias que  se  practiquen  en  diversos  lugares  y 
fechas  deben  firmarse  solamente  por  las  perso- 
nas que  en  ellas  hayan  intervenido,  y  cuando 
han  de  evacuarse  dichas  diligencias  en  diferen- 
tes lugares  y  fechas,  no  parece  ser  la  mente  de 
la  ley»  que  se  extiendan  todas  como  resultado  de 
un  solo  acto.  Quinta.  Las  razones  aducidas  so- 
bre este  particular,  indican  la  conveniencia  de 
una  reforma  en  la  disposición  de  la  ley,  roas  no 
presentan  sobre  su  inteligencia  una  duda  que 
pueda  ser  materia  de  este  informe.  Se  suspen- 
dió el  acuerdo.  Bracho./^Unda,  Es  copia.  Ma- 
racaibo 4  de  Diciembre  de  1841. — El  Canciller, 
Carlos  Urdaneta. 

En  la'  ciudad  de  Caracas  á  12  de  Abril  de 
1842  13  y  32,  los  ministros  de  la  Corte  Suprema 
de  Justicia,  reunidos  en  acuerdo,  tomaron  en 
consideración  :  I9  El  expediente  en  que  el  juez 
de  primera  instancia  del  segundo  circuito  de  la 
provincia  de  Mérida,  propone  cinco  dudas  sobre 
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la  ley  de  hurtos  de  23  de  Mayo  de  1836,  dirigido 
á  este  Supremo  Tribunal  por  la  Corte  Superior 
del  quinto  distrito.  El  informe  (*)  con  que  lo 
acompaña  contraído  á  cada  uno  de  los  puntos 
consultados,  manifiesta  que  no  hay  en  ella  una 
duda  fundada  y  que  las  disposiciones  de  dicha 
ley,  deben  entenderse  y  ejecutarse  en  el  modo  y 
términos  que  en  aquel  se  expresan  :  de  consi- 
guiente acordó  se  comunique  así  á  la  Corte  Su- 
perior, para  que  lo  haga  al  expresado  juez  :  2^ 
La  consulta  elevada  por  la  misma  Corte  Supe- 
rior del  59  distrito,  propuesta  por  el  juez  de  pri- 
mera instancia  del  circuito  de  Oeste  de  Maracai- 
bo  contraida  asi  sea  ó  no  apelable  la  regulación 
que  haga  el  juez  en  el  caso  de  exigir  un  testigo, 
que  se  le  resarzan  los  perjuicios  y  costas  que  le 
ocasione  la  ida  al  tribunal  y  vuelta  á  su  casa,  y 
consideradas  las  razones  en  que  el  mismo  juez 
consultante  funda  la  opinión  de  que  tales  actos 
no  son  apelables,  en  las  cuales  apoyan  también 
su  informe  la  Corte  Superior  y  el  Sr.  Fiscal  de 
este  tribunal,  acuerda  que  no  hay  duda  fundada 
que  consultar  al  Cuerpo  legislativo,  y  que  se  co- 
munique á  la  Corte  Superior  :  3?  Otra  consulta 
que  dirige  la  propia  Corle  Superior  del  59  dis- 
trito promovida  por  el  juzgado  de  primera  ins- 
tancia del  29  circuito  de  Mérida,  sobro  el  artícu- 
lo 40  ley  única  título  11  del  código  de  procedi- 
dimiento  judicial,  á  saber,  si  un  alcalde  en  el  ca- 
so de  ejercer  las  funciones  de  registrador,  debe 
ser  también  depositario  de  los  expedientes  de 
causas  y  negocios  judiciales  mandados  archivar 
por  los  tribunales  del  cantón,  y  si  este  archivo 
provisorio  deba  ser  visitado  conforme  á  la  atri- 
bución lOa  artículo  20  de  la  ley  orgánica  Judi- 
cial. Observándose  como  lo  hacen  la  Corte  Su- 
perior y  el  Sr.  Fiscal  en  sus  respectivos  infor- 
mes, que  la  disposición  dsl  expresado  artículo 
40  es  general  para  el  caso  en  que  los  alcaldes 
ejerzan  las  funciones  de  registradores  ;  su  inteli- 
gencia no  presenta  una  duda  fundado,  pues  ex- 
presamente se  previene  en  él,  que  los  alcaldes  se 
arreglen  á  la  ley  de  registros,  disponiendo  en 
consecuencia  el  tribunal  que  este  acuerdo  se  co- 
munique á  la  Corte  Superior  que  elevó  la  con- 
sulta para  los  fines  consiguientes. 

Urbaneja, — Ledo-    Mercader. — Martínez. — 
Dwaríc— Caracas  Mayo  24  de  1844,  15  y  34.^— 
El  Canciller,  José  Duarte. 
HURTOS.  £n  los  juicios  iniciados  antes  de  la 
ley  vigente  debe  imponerse  la  pena  de  esta  úl- 
tima. Véase  Retroactividad  de  las  leyes. 


(♦)  El  que  precede , 
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IDENTIDAD  de  personas.  Deber  de  los  re- 
gistradores respecto  de  la  de  los  que  otorgan 
algún  documento.  Véase  Registro,  Acuerdo 
de  Corte  Suprema  de  4  de  Mayo  de  1844,  y 
R.  E.  de  6  de  Diciembre  de  1854,  art.  22  y  2a 

IDIOMAS  VIVOS.  Véase  Instrucción  pública, 
L.  7^,  art,  10,  ^.  único. 

IGLESIAS.  Por  quienes  serán  representadas 
en  juicio.  Véase  Partes  enjuicio,  art.  13. 

IGUALDAD  ANTE  LA  LEY.  Véase  Disposicio- 
nes generales  constitucionales,  art.  188. 

ILEGITIMIDAD  de  la  persona  del  deman- 
dante ó  su  apoderado.  Véase  Excepciones 
dilatorias. 

ILLAS  (hermógenes.)  Véase  Pensiones,  D. 
de  3  de  Abril  de  1851. 

IMPEDIMENTOS  para  salir  del  país.  Véa- 
se Salida  del  país. 

IMPORTACIÓN.  LEY  DE  28  de  abril  de 
1854,  estableciendo  reglas  para  ella — que 
reforma  la  de  19  de  Mayo  de  1841,  />.  208  del 
cuaderno  de  ese  año,  y  495,  núm,  462  del 
cuerpo  impreso  en  1851 — que  reforma  la  de 
10  de  Mayo  de  1839,  p.  251  del  cuerpo  de  le- 
yes de  ese  año,  y  407  núm.  384  del  cuerpo  de 
1851 — que  refoinna  la  de  12  de  Mayo  de  1834, 
p.  12  del  cuerpo  comprensivo  de  las  de  ese 
año,  y  134,  núm.  173  del  de  1851 — que  refor» 
ma  la  de  14:  de  Octubre  de  1830,  p.  86  del 
cuerpo  comprensivo  de  las  de  ese  año,  y  63, 
núm  49  del  de  1851. 

El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la  Re- 
pública de  Venezuela  reunidos  en  Congreso, 

DECRETAN  : 

Art.  19  Al  acto  de  fondear  un  buque  en  al- 
guno de  los  puertos  de  la  República  habilitados 
para  el  comercio  exterior,  se  le  pasará  visita  de 
entrada  por  el  Administrador,  5  por  la  persona 
que  él  comisione  al  efecto,  y  por  el  Comandante 
del  Resguardo  precisamente,  donde  haya  ebte 
empleado,  acompañado  de  un  cabo  y  uno  6  mas 
celadores.  Si  el  buque  procediere  de  puerto  ex- 
tranjero y  viniere  cargado,  se  exigirá  del  Capitán 
la  patente  de  navegación,  y  el  sobordo  ó  mani- 
fiesto del  cargamento  en  el  cual  estarán  expre- 
sos la  clase  y  nombre  del  buque,  nación  á  que 
pertenece,  toneladas  que  mide,  el  nombre  del 
Capitán,  el  del  puerto  ó  punto  de  su  proceden- 
cia, la  cantidad  de  los  bultos  que  componen  el 
cargamento  con  especificación  de  si  son  cajas, 
fardos,  barriles,  baúles,  bocoyes  &a«  &a.  y  ex- 
presándose igualmente  sus  números  y  marcas, 
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el  puerto  á  que  están  destinados  log  efectos  y  el 
nombre  de  su  consignatarios  conforme  á  los  co- 
nocimientos que  se  hayan  firmado  Ademas  cons- 
tará á  continuación  del  sobordo  la  lista  de  vive- 
res  del  rancho  drl  b\ique  y  de  los  demás  efectos 
que  haya  á  bordo  de  repuesto  para  velamen,  apa- 
rejos y  otros  usos  del  mismo.  AI  retirarse  la  vi- 
sita quedarán  á  bordo  de  custodia  uno  ó  mas 
celadores.  Coando  el  buque  viniere  en  lastre  so- 
Jo  se  exigirá  del  Capitán  la  patente  de  navega- 
ción y  una  nota  especificada  de  los  víveres,  y 
efectos  del  uso  del  buque  que  haya  á  bordo 
y  se  hará  un  examen  formal  )''  escrupuloso  para 
evidenciar  si  está  efectivamente  en    lastre  (I ) 

(] ")  Sobre  este  articnlo  dijo  el  tribunal  de  cuentas  en  su 
informe  de  1841 : 

"  El  art.  1  9  dispone,  qne  al  acto  de  la  visita  so  entre- 
gue el  sobordo  y  la  lista  de  rancho,  descargue  ó  no  el  bu- 
i]ue ;  'pues  esto  no  se  sabe  hasta  los  cinco  días,  como  lo 
])ennite  el  artículo  7  ?  .  Si  vencidos  entos  no  descarga,  si- 
no que  sigue  para  otro  puerto,  so  debo  devolvérsele  el  sc>- 
l)orao  sino  la  certificación  de  qne  trata  el  art.  9?  ,  formán- 
dose entonces  el  expediente  con  la  diligencia  de  ía  visita 
de  entrada,  el  sobordo  original,  la  licita  de  víveres  y  re- 
puesto y  la  declaración  de  qne  no  descarga ;  cuyo  docu- 
mento así  organizado,  deberá  neompaflarsc  á  la  cuenta. 
Este  procedimiento  regularizará  la  cuenta  de  las  adminis- 
traciones, acreditará  de  un  modo  eficaz  que  el  buque  na- 
da descargó  fraudulenta mentü  durante  su  residencia  de 
8eis  días  hábiles  en  el  puerto,  ni  en  las  costas  después  de 
su  salida;  porque  el  sobordo  que  da  el  capitán  á  la  entra- 
da, y  la  copia  autorizada  por  la  aduana  que  ha  de  presen- 
tar en  el  puerto  en  que  llega  el  buque  á  descargar,  forman 
«na  cadena  que  impide  hacer  el  contrabando ;  porque 
tendría  el  capitán  que  dar  cuenta  satisfactoria  al  hacérsele 
careo  de  lo  que  scechase  de  menos  en  el  puerto  de  la  descaiga 

Con  este  motivo  es  preciso  hacer  presente  qne  el  §.  2  '^ 
del  art.  9?  de  la  ley  dispone  que  el  jefe  de  la  aduana  en 
que  va  á  descargar  el  buque,  avise  al  administrador  del 
))uerto  nacional  en  que  llegó  del  extranjero,  si  se  ha  veri- 
ílcado  la  importación  de  la  carga  que  en  este  declaró  con 
aquel  destino  ;  jiero  no  expresa  la  ley  con  que  fin  se  pide 
esta  noticia  llegado  el  caso  de  que  no  se  haga  la  iivporta- 
cion,  y  ó  nodebcn  tomarse  precauciones  inútiles,  ó  de  to- 
marse algunas,  que  lleven  un  resultado  conocido.  Por  esto 
es  de  opinión  el  Tribunal  se  llene  este  vacío,  imponiendo 
la  obligación  de  acreditar  el  destino  de  las  mercancías  que 
no  hubiesen  llegado,  y  que  de  no  hacerlo  se  cobren  los  de- 
rechos de  importación,  ó  pague  el  capitán  una  multa  pro- 
poi*ciouada  á  los  bultos,  á  sus  valores  y  á  los  derechos." 

También  dijo  el  Administrador  de  Cumaná,  Sr.  J.  C. 
Vetancourt,  en  1846 : 

"  Bs  imponderable  el  abuso  que  se  comete  por  los  capi- 
tanes de  buques  al  formar  la  relación  de  rancho  y  repues- 
to para  que  están  autorizados  por  la  ley,  pues  aunque  es 
verdad  que  estos  efectos  se  consideran  á  bordo  como  en 
depósito,  esto  no  impido  qne  se  cometan  fraudes  á  la 
sombra  de  esta  facultad.  Lo  mas  propio  seria  fijarle  limi- 
tes á  esta  permisión  y  establecer  reglas  que  se  comunica- 
sen de  unas  aduanas  á  otras  para  precaver  asi  mismo  la 
renovación  de  estas  listas  en  cualquier  puerto  extranjero 
á  donde  tocasen  las  embarcaciones  en  sus  viajes  y  remon- 
tadas de  un  puerto  á  otros  de  la  República,  como  muy  fa- 
cHmente  pueden  hacerlo  los  buques  de  la  carrera  de  An- 
gostura que  vienen  á  cargar  de  sal  de  la  salina  de  Araya 
a  que  me  he  referido  al  tratar  sobre  la  ley  del  comercio  de 
cabotije. 
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19  Bl  sobordo  6  manifiesto  de  que 
habla  este  artículo,  se  formará  por  los  capita- 
nes de  buques  en  los  respectivos  puertos  extran- 
jeros de  su  procedencia  y  á  continuación  vendrá 
certificado  por  el  cónsul  ó  ájente  comercial  de 
la  República,  y  á  falta  de  éste  por  el  de  una  na- 
ción amiga  6  neutral,  el  número  y  clase  de  bul- 
tos que  como  cargamento  conste  de  dicho  docu- 
mento. 

^  29  Los  artículos  de  repuesto  para  vela- 
men, aparejos  y  demás  usos  del  buque,  se  con- 
sideran como  en  depósito  á  bordo,  y  el  capitán 
no  podrá  usar  de  ellos  durante  su  permanencia 
en  el  puerto,  sin  conocimiento  de  los  jefes  de  ta 
Aduana.  Si  al  pasar  la  visita  de  fondeo  para  po- 
nerse el  buque  á  la  carga  ó  en  cualquiera  otra 
oportunidad  los  jefes  de  la  Aduana  no  encon- 
traren la  existencia  de  estos  artículos  en  conso- 
nancia con  lo  manifestado  al  entrar,  y  con  el 
gasto  que  con  su  conocimiento  se  haya  hecho  en 
el  puerto,  impondrán  al  capitán  una  multa  de 
cincuenta  á  quinientos   pesos  según   el  caso.  (2) 


Véase  ademas  la  nota  al  art.  86  de  la  ley  do  comisos. 

(2)  El  Administrador  de  la  Vola.  Sr.  Juan  de  DiosMon- 
son,  en  su  infomie  de  1814,  refiriéndose  al  §  1?  déla  de 
41  (iiov  2?)  expuso : 

"  Propuso  en  el  informe  de  1841,  que  se  dispusiese  qne 
los  administradores  de  aduana<)  autoriza.<«en  las  listas  de 
rancho  de  los  buques  que  procedentes  del  extranjero,  si- 
guen al  cabotaje  á  los  puertos  habilitados  ó  la  costa.  Fun- 
dé esta  proposición  en  la  evidencia  de  que  se  desembar- 
can al  clandestino  los  ranch<«  de  los  buques  que  navegan 
en  dichos  términos,  y  en  que  estos  ranchos  por  lo  regular, 
así  en  cantidad  como  en  calidad,  están  fuera  de  ra^son  con 
la  tripulación,  con  el  jwrte  del  buque,  con  los  j)roducto8 
que  él  da  á  sn  dueíio  y  con  el  tiempo  de  duración  de  su 
viaje  i*edondo  entre  Curazao  y  estos  puertos  que  es  de 
diez  á  doce  días  á  lo  sumo  ;  de  modo  que,  atendidas  to- 
das estas  circunstancias,  estos  ranchos  excesivos  y  á  me- 
nudo revocados,  dan  un  prodiicto  considerable  de  dere- 
chos defraudados.  Así  es  que  no  solo  la  moral  y  el  cum- 
plimiento do  la  ley,  que  al  pet seguir  el  comercio  clandes- 
tino, no  tiene,  ni  debe  tener,  consideración  por  la  impor- 
tancia de  las  porciones  en  que  se  haga,  sino  también  el  in- 
terés de  los  ingeses  do  las  rentas,  demandan  esta  medida. 

"Laque  se  dicto  debe  ahrazar  los  efectos  ó  enseres  teni- 
dos á  bordo  ^Mira  repuesto  del  buque,  por  iguales  razones; 
][)ara  evitar  interpretaciones." 

''Esta  medida  es  tanto  mas  necesaria,  cuanto  que,  sise 
trata  de  reducir  los  ranchos,  se  presenta  p^r  los  interesa- 
dos el  alegato  de  la  libertad  que  tienen  de  mantener  á  bor- 
do el  rancho  y  los  útiles  del  buque  que  quieran  ;  y  que  la 
resolución  del  Gobierno  do  81  de  Octubre  de  1837,  encar- 
gando á  los  administradores,  de  confonuidad  con  la  ley, 
que  no  permitan  desembarcar  sobra  de  ranchos  y  dando 
reglas  para  impedirlo,  ha  sido  desatendida  por  un  tribu- 
nal de  esta  provincia,  al  absolver  un  contrabando  hecho 
escandalosamente  con  el  rancho  de  un  buque,  fundándose 
para  desatenderla  en  que  es  anterior  á  la  ley  de  comisos,  y 
en  que  ella  es  un  precepto  para  el  empleado,  y  no  el  esta- 
blecimiento de  una  pena,  porque  la  imposición  de  estas  no 
es  atribución  del  Poder  Ejecutivo;  asi  como  para  absol- 
ver el  contrabando,  se  fUndd  en  que  el  (.  1 P  trata  de  los 
artículos  de  repuesto  para  velamen  dUu,  y  el  rancho  es  co- 
sa material  y  esencialmente  distinta." 
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^  39  Los  jefps  (le  las  aduanas  pueden  dis- 
poner el  embarque  de  uno  ó  mas  celadores  de 
custodia  k  bordo  de  un  buque  en  todo  caso  en 
que  lo  crean  conveniente  á  los  intereses  fiscales. 

Art.  29  Si  el  capitán,  al  acto  de  la  visita,  no 
piesentHre  el  sobordo,  ó  si  este  no  estuviere  en 
la  forma  prevenida  en  el  artículo  I9  y  8"  pará- 
grafo 19  incurrirá  en  una  multa  de  ciento  á  qui- 
nientos pesos  y  se  le  exigirán  los  conocimientos 
del  cargamento,  y  ademas  una  nota  de  cuales- 
quiera otros  efectfis  que  tenga  á  bordo  el  buque 
no  comprendidos  en  ellos.  Estos  documentos 
permanecerán  en  la  aduana  hasta  que  rl  capitán 
forme  y  presente  con  arreglo  á  ellos  el  sobordo, 
no  pudiéndose  mientras  tanto  desembarcar  cosa 
alguna» 

Art.  39  En  caso  de  falta  de  sobordo  y  conoci- 
miento k  la  vez.  incurrirá  el  capitán  en  una 
multa  de  cien  á  mil  pesos,  y  los  jefes  de  la  adua- 
na tomarán  á  costa  del  capitán  todas  las  medi- 
das que  á  su  juicio  sean  necesarias  para  asegurar- 
se  de  que  nada  será  desembarcado  sin  su  per- 
miso; y  se  pri>cederá  á  la  descarga  del  buque  y 
formación  del  sobori'o,  todo  á  costa  del  capitán. 

Art.  49  Cuando  el  cargamento  que  se  encuen- 
tra k  bordo  de  un  buque  no  corresponda  con 
i'l  sobordo  ó  conocimientos  exhibidos  por  el 
capitán  al  tiempo  de  la  visita,  se  procederá  con 
arreglo  á  la  ley  de  comisos. 

Art.  59  Cuando  el  capitán  de  un  buque  deje 
de  pagar  por  insolvencia  ú  otro  motivo  los  gas- 
tos y  multa  de  que  tratan  el  artículo  39  y  «1 
^  19  del  artículo  I9  ,  la  embarcación  y  sus  apa- 
rejos quedan  responsables  por  la  cantidad  adeu- 
dada por  el  capitán. 

Art.  69  Los  buques  que  se  dirijan  á  Ciudad 
Bolívar  y  Maracaibo  serán  custodiados  por  uno 
ó  mas  celadores  desde  Yaya  y  el  Castillo  de  San 
Carlos,  con  el  fin  de  que  no  se  permita  extraer 
nada  del  buque  antes  de  ser  visitado  por  los  em- 
pleados de  laaduana. 

Art.  79  Dentro  de  cinco  dias  después  de  fon- 
deado el  buque,  su  consignatario  ó  el  dueño  del 
cargamento  deberá  declarar  á  la  aduana  si  re- 
suelve 6  no  descargar.  Si  se  hubiere  de  efectuar  la 
descarga  en  el  todo  ó  en  parte,  se  pedirá  el  per- 
miso correspondiente  por  escrito  al  jefe  de  la 
aduana  en  el  término  expresado  y  manifestando 
si  viene  alguna  parte  del  cargamento  destinado 
á  otros  puertos  extrajeres  ó  déla  República; 
mas  si  no  resol  viere  descargar  deberá  partir  ft 

Para  mayor  claridad  de  la  medida  recomendada  copia- 
remos las  palabras  del  mismo  administrador  en  1841 : 
''  Que  el  administrador  de  la  aduana  de  arribada  acote  y 
íirme  las  listas  de  rancho  y  enseres,  y  que  los  de  la  misma 
y  demás  aduanas  en  que  teue  el  buque  anoten  lo  que  de 
ellos  se  vaya  razonableoXnte  gastando  con  su  conoci- 
miento.'^ 
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los  seis  dias  hábiles  desde  su  llegada,  exceptuan- 
do las  arribadas  por  averías  deT  buque  que  sean 
notoriamente  conocidas,  en  cuyo  caso  no  per-a- 
manecerá en  el  puerto  sino  el  tiempo  preciso 
para  repararlas  bajo  la  custodia  correspondiente. 
Si  el  duefío  ó  consignatario  del  buque  dejare  á 
su  bordo  alguna  parte  del  cargamento  para  con 
ducirlaá  otros  puertos,  deberá  verificarse  la  par- 
tida dentro  de  diez  dias  contados  desde  que 
haya  desembarcado  la  parte  de  mercancías  que 
ha  declarado  descargar,  y  durante  su  permanen- 
cia en  el  puerto  se  mantendrá  á  su  bordo  uno  ó 
mas  celadores.  (3) 

Art.  89  Los  buques  extranjeros  como  los  na- 
cionales  podrán   llevar    de  un  puerto  á  otro   ú 
otros   habilitados,  la  parte  de^arga  que   no  sea 
para  desembarcar  en  el  puerto  adunde  haya  lle- 
.gado   el  buque,  y  esté  declarado  en  el  sobordo 

(3)  El  Adniini.strador  do  Angostura,  Sr.  J.  Armas,  en 
su  informe  de  1842  expuso : 

"Por  el  art.  7  ?  tiene  el  consignatario  ó  duefio  de  un 
cargamento  el  ténuino  de  cinco  dias  para  resolverse  ó  no 
á  descargar  el  todo  ó  parte  de  su  cargamento  en  el  puer- 
to en  que  ha  fondeado ;  debiendo  manifestar  en  caso  de 
resolverse  si  trae  alguna  parto  destinada  á  otros  puertos 
extranjeros  ó  de  la  República;  y  si  no  se  resuelve  ha  de 
partir  á  los  seis  dias  hábiles  después  de  su  llegada  excep- 
tuando las  arribadas  por  averias  del  buque  notoriamente 
conocidas,  en  cuyo  caso  solo  debe  permanecer  en  el  puerto 
el  tiempo  necesario  para  repararlas.  Esto  manifiesta  como 
es  justo  y  natural  que  si  dentro  de  aquel  termino  juzgare 
el  importador  que  no  le  conviene  descargar  todos  sus 
efectos  y  mercancías  en  el  puerto  en  que  fondeó,  está  en 
libertad  de  dejar  las  que  le  convenga  trasportar  para  otro 
puerto  de  la  Kepública  ó  reexportar  para  el  extranjero. 
Justo  y  natural  es  esto,  principalmente  para  muchos  que 
siendo  meros  importadores,  sin  establecimiento  mercan- 
til en  ningún  puerto  de  la  República,  se  dirigen  á  uno  de- 
terminadamente donde  por  haber  variado  las  circunstan- 
cias del  comercio  se  encuentran  con  otras  distintas  do 
aquellas  que  le  sirvieron  de  base  á  su  venida. 

También  dijo  el  Administrador  de  la  Guaira  en  1847: 

"El  art.  7  ?  ordena :  que  cinco  dias  después  de  fondea- 
do un  buque  si  hubiese  de  descargar  pida  el  permiso  cor- 
respondiente por  escrito  al  jefe  de  la  aduana,  al  mismo 
tiempo  que  el  art.  10  de  la  ley  previene  que  nada  pueda 
desembarcarse  del  buque  sin  el  permiso  del  Administra- 
dor é  Interventor,  y  no  podría  ser  de  otra  manera  sin  dejar 
expuestos  los  intereses  nac\pnales.  Ambas  disposiciones 
pueden  ser  eludidas  alguna  vez,  apoyados  en  lo  que  dispo- 
ne el  número  1  ^  art.  11,  pues  según  este  basta  que  el  ce- 
lador de  custodia  del  buque,  reciba  la  orden  del  Coman- 
dante del  resguardo  para  permitir  el  desembarco,  y  no  de- 
be consentirlo  mientras  no  se  le  presenten  papeletas  autori- 
zadas por  los  jefes  de  la  aduana,  por  los  patrones  de  las 
embarcaciooes  que  van  á  desalijarlo.  £1  permiso  concedi- 
do por  el  jefe  de  la  aduana  se  pasa  al  Comandante  del  res- 
guardo para  que  este  anuncie  á  los  celadores  que  va  á 
precederse  á  la  descarga  á  fin  de  que  estos  llenen  sus  res- 
pectivos deberes,  tomando  razón  de  los  bultos  al  aeto  de 
desembarcarse  y  los  custodien  hasta  introducirlos  dentro 
de  los  idmacenes ;  pero  el  de  custodia  del  buque,  no  debe 
permitir  se  trasborde  carga  alguna  á  los  alijos,  sin  aquel 
permiso  por  escrito  que  queda  referidOj  lo  cual  no  está 
bien  expresado  en  la  ley. 
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como  de   tránsito  para   otro   ú  otros  puertos  de 
Venezuela.  (4) 

Art.  90  Cuando  hayan  de  trasportarse  mer- 
cancías y  efectos  de  los  declarados  para  otro  ü 
otros  puertos  en  el  mismo  buque  que  los  ha  traí- 
do, el  Administrador  y  el  Interventor  darán  al  ca- 
pitán copia  íntegra  y  certificada  del  sobordo  hecho 
por  él,  y  producido  h  su  entrada,  en  que  ademas 
se  expresarán  las  mercancías  y  efectos  que  ha- ! 
yan  quedado  á  bordo.  (5)  ! 

(4)  El  Administrador  de  la  Vela,  Sr.   Manuel  Larrazá-  , 
bal  expuso  en  1849:  *^.  .,  j    1 

"No  menos  que  los  efectos  de  la  ley  dé  10  de  Abril  de 
1334,  sobre  libertad  de  contratos,  tendrá  Venezuela  que  1 
deplorar  los  do  la  de  10  Mayo  de  1839,  que  fué  refbr- , 
mada  en  1841,  sobre  régimen  de  las  aduanas,  por  la  cual  se 
permite  con  el  nombre  de  comercio  de  escala,  que  los  bu- 
ques extranjeros  naveguen  por  todos  los  puertos  do  la 
República,  y  vayan  descargando  los  efectos  que  traen  del 
extranjero,  con  lo  cual  se  ha  invadido  el  precioso  derecho 
que  tienen  todas  las  naciones,  de  que  sus  propios  subditos, 
sean  los  que  exclusivamente  puedan  navegar  sus  respec- 
tivas  costas  de  puerto  á  puerto  conduciendo  con  nna  guia  j 
efectos  que  ó  han  pagado  ya  sus  derechos  de  importación, 
ó  son  productos  del  mismo  país  que  nada  adeudan.  Es  esto  1 
lo  que  80  llama  comercio  de  cabotaje,  qne  tan  oprimido  | 
y  vejado  se  ha  visto  en  Venezula  por  el  extranjero,  á  quien  . 
con  mano  larga  han  querido  favorecer  las  leyes,  que  1 
ahora  con  mejor  acuerdo  y  verdadero  patriotismo  deben  ¡ 
reformarse."  ; 

"  Si  en  las  naciones  europeas  mas  adelantadas  en  el  | 
sistema  de  rentas,  existe  un  derecho  diferencial  que  noso-  | 
tros  hemos  cedido  en  favor  de  los  extranjeros,  y  hemos  ¡ 
igualado  la  bandera  venezolana  con  la  inglesa,  francesa, 
liamburguesa  y  demás,  por  pactos  onerosos,  tratados  do 
irónica  reciprocidad,  respecto  á  los  derechos  do  puerto, 
importación   y   cualquiera  otro,  parece  que  siquiera  por 
amor  á  la  tierra  en  que  vivimos,  debiera  concederse  la  ex- 
clusiva del  comercio  de  cabotaje  á  los  nacionales,  impi- 
diendo a  los  extranjeros  el  dicho  comercio  do  escala,  y 
declararse  quo  el  buque  que  traiga  carga  para  otros  pun- 
tos de  aquel  á  donde  primero  llega,  debe  descargarla  toda 
allí,  para  ser  conducida  á  los  respectivos  puertos  para 
donde  haya  sido  declarada,  en  buques  venezolanos,  quo 
son  los  únicos  que  tienen  derecho  á  navegar  por  nuestras 
costas.  Sobre  este  particular  no  existe  tratado  ni  conven- 
ción alguna,  que  impida  al  Congreso  legislar  en  favor  del  ¡ 
comercio  nacional."  ' 

"  En  Colombia  no  se  conoció  tal  abuso  llamado  comer- 
cio de  escala,  ni  en  Venezuela  misma  en  los  primeros  nueve 
años  de  su  existencia  política,  hasta  que  una  inSuencia 
enemiga  de  la  prosperidad  d0  Venezuela,  inventó  esa  ma- 
léfica  idea,  quo  ha  dado  por  tierra  con  nuestra  marina 
mercante  nacional,  que  hace  el  comercio  de  cabotaje. 
(5)  £1  tribunal  de  cuentas  en  su  informe  de  1845  dijo : 
"El  art.  8?  concede  á  los  buques  extranjeros,  como  a 
los  nació  nales,  llevar  de  un  puerto  á  otro  de  la  República 
la  parte  de  carga  declarada  de  tránsito,  para  otro  ú  otros 
puertos  do  Venezuela ;  y  en  el  articulo  9  ?  se  dan  las  re- 
glas para  cuando  hayan  de  trasportarse  las  mercancías  en 
el  mismo  buque  que  las  ha  traido.  Nada  se  dice  de  la  ma- 
nera con  que  so  debe  proceder  cuando  la  conducción  de 
los  efectos  haya  de  verificarse  en  buque  distinto  del  de  su 
importación,  bien  por  averia,  bien  por  otra  causal  gravo, 
y  convendría  que  también  se  dieran  reglas  i)ara  tales  ca- 
sos, á  saber:  que  se  descarguen  los  efectos  en  la  aduana, 
y  que  cuando  es  exporten  para  su  destino,  se  dé  copia 
del  sobordo  al  capitán,  en  que  se  explique  el  motivo  do 


^  19  La  forma  de  esta  certiñcacion   será  la 
siguiente. 

"  Puerto  de á ^a 

Certiñcamos  que  la  precedente  copia  lo  es  del 
sobordo  del  carganriento  de  (clase  7  nonobre  del 
buque)   su  Capitán   (nombre   del  Capitán)   que 

entró  en  este  puerto  el de- ---y  que   según 

la  manifestación  hecha   siguen  á  bordo  de  dicho 

buque  para  el   puerto  de las  mercancías  y 

efectos  contenidos  en  los  bultos  que  se  expresan. 


I  Marcas.  |  Números.  |  Plumero 
A.  B.  Administrador. 


C.  D.  Interventor. 


§  29  Cuando  queden  efectos  abordo  y  vayan 
estos  &  otro  ú  otros  puertos  de  Venezuela, 
para  conocimiento  de  la  aduana  en  que  deba  con- 
cluirse la  descarga,  los  jefes  de  la  primera  adua- 
na pasarán  por  el  correo  nota  de  la  parte  de 
carga  que  se  conduce  para  la  segunda  á  los  jefes 
de  esta,  quienes  avisarán  si  se  ha  verificado  la 
importación.  (6) 


conducirse  los  efectos  en  diverso  buque  del  que  los  im- 
portó." 

También  dijo  el  Administrador  de  la  Guaira,  Sr.  Diego 
A.  Caballero  en  1847: 

"  Dispone  el  art.  9  quo  cuando  se  conduzca  parte  del 
cargamento  á  otro  puerto  distinto  del  en  que  se  hace  la 
importación,  se  inserte  en  la  certificación  de  registro  con 
que  ha  de  navegar  al  2  ?  puerto,  el  sodordo  íntegro  pre- 
sentado en  la  primera  aduana,  de  modo  que  introducién- 
dose aquí  800  bultos  y  solo  teniendo  declarados  para  Puer- 
to-Cabello 2,  3,  6,  ú  8  hay  que  soportar  el  trabajo  de  ha- 
cer la  inserción  de  toda  aquella  larga  relación,  sin  que  por 
esto  so  precava  fraude  alguno,  y  bastaría  insertar  en  el 
certificato  aquella  parte  de  lo  que  se  conduce  al  segundo 
puerto,  para  evitar  trabajos  indebidos  á  las  oficinas. 

(6)  El  Administrador  de  aduana  de  Pampatar,  Sr.  León 
Silva  Manciro,  en  su  informe  de  1843  expuso : 

"  Previene  el  art.  7  ?  que  cuando  un  buque  procedente 
del  extranjero  no  resuelva  descargar  en  el  primer  puerto 
habilitado  á  que  llegase,  siga  para  el  lugar  de  su  destino 
dentro  do  los  seis  dias  hábiles  desde  su  llegada,  y  el§.  2  9 
del  art.  9  ?  añade,  que  en  este  caso  el  administrador  de 
la  primera  aduana  remita  al  de  aquella  á  donde  se  dirija, 
una  nota  de  la  carga  que  contenga.  Muy  conducente  seria 
á  impedir  el  fraude  que  pudiera  hacerse  en  la  navegación 
desde  el  uno  á  otro  puerto  echando  furtivamente  en  las 
playas  desiertas  parte  del  cargamento,  previniendo  de 
una  manera  expresa,  que  cuando  ocurriera  aquel  caso,  es 
decir,  que  no  resuelva  desembarcar  un  buque  en  el  primer 
puerto  á  qne  llegue,  que  los  jefes  de  la  aduana  de  él  hicie- 
sen un  examen  escrupuloso  de  todos  los  efectos  de  que 
conste  el  cargamento,  para  que  con  este  conocimiento  die- 
ran una  noticia  exacta  y  bien  expresiva  al  administrador 
de  la  aduana  á  donde  haya  seguido  el  buque,  para  de  este 
modo  evitar  el  medio  de  que  algunas  importadores  quie- 
ren afirse  para  hacer  el  contrabando." 

Tel  tribunal  do  cuentas  se  adelantó  á  decir  mas  en 
1846,  exponiendo : 

"  Él  ^.  29  del  art  9  es  absolutamente  inútil,  porque  el 
capitán  del  buque  no  puede  fltesentar  a  la  aduana  del 
puerto  donde  flegue,  sino  la  certificación  de  sobordo  ex- 
pedida por  los  jefes  de  la  aduana  del  de  su  procedencia,  ▼ 
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Art.    10.  Nada   poilrá    desembarcarse    sin 
permiso  del  administrador  é  interventor. 

Art.  11  Obtenido  el  permiso  para  descargar 
un  buque  se  comunicará  al  Comandante  del  res- 
guardo para  su  cumplimiento,  bajo  las  formali- 
dades siguientes. 

la  El  comandante  del  resguardo  ordenará 
por  escrito  á  los  celadores  de  custodia  del  buque 
permitan  la  descarga.  (7) 

2^  Los  celadores  de  custodia  pasarán  una 
nota  de  los  bultos  que  se  desembarquen  en  cada 
barcada,  especiíicando  los  números  y  marcas 
que  contengan,  clasificándolos  por  cajas,  baúles, 
barriles,  fardos,  guacales  &a.  según  ellos  fueren, 
cuyas  papeletas  so  confrontarán  por  los  celado- 
res de  guardia  con  los  bultos  desembarcados,  y 
encontríindülas  conforme  las  pasarán  al  coman- 
danto  del  resguardo  para  que  las  copie  en  un 
libro  y  las  pase  á  la  aduana,  á  fin  de  que  por 
ellas  se  reciban  los  bultos  en  los  almacenes,    (8) 

3a  El  comandante  del  resguardo  refundirá  en 
una  nota  diaria  los  bultos  que  se  hayan  desembar- 
rado de  cada  buque,  según  las  papeletas  con- 
frontadas que  haya  recibido  de  los  celadores 
de  custodia,  la  cual  pasará  diariamente  al  Admi- 
nistrador de  aduana,  para  que  antes  de  cerrar  el 
despacho,  él,  ó  el  interventor  la  confronten  con 
los  bultos  depositados  en  la  aduana  y  hailándo- 


IM 


t•^te  documento  es  el  que  ha  de  servir  para  la  compara- 
ción dt'l  cargamento  y  domas  funciones,  siendo  del  cuida- 
do de  log  empleados  de  la  aduana  proceder  con  arreglo 
ala  ley  de  c<.raisos.  si  advirtieren  diferencia  entre  el  car- 
gamento y  el  sobordo." 

(7)  El  Administrador  do  Curaaná.  Ledo.  José  Gran, 
refiríéndose  en  1830  á  los  ^<y  1  °.  y  2?  art.  11  (lo  la  loy 
que  regla  entonces,  y  que  se  han  conservado  en  la  vigen- 
te, expuso : 

"  No  siempre  se  encuentran  personas  para  el  destino  de 
celador  que  sepan  leer  y  escribir,  y  por  esta  circunstancia 
creo  que  deberían  variarse  los  parágrafos  1  ?  y  2  ?  del 
art.  11  de  esta  ley  del  modo  siguiente  :*' 

^,19.  "  El  comandante  del  reaguardo  ordcnnró  por  es- 
crito al  cabo  del  mismo  resguardo  permita  la  descarga,  y 
esto  se  entenderá  con  los  celadores  de  custodia." 
^.  2  ?  "  El  cabo  pasará  una  nota  &a.'' 
Y  el  tribunal  de  cuentas  en  su  imforme  de  1845  dijo: 
"  El  ^.  29  del  art.  11  dice :  que  el  Comandante  del  res- 
guardo copie  en  un  libro  las  papeletas  de  los  bultos  de- 
Bembarcados  que  reciba  de  los  celadores  de  custodia  y  que 
las  pase,  en  seguida,  á  la  o d uaná,  para  que  por  ellas  se  re- 
ciban los  bultos  en  los  almacenes;  y  el  parágrafo  8®  del 
mismo  articulo  dispone :  que  el  comandante  refunda  en 
nna  nota  diaria,  los  bultos  desembarcados  con  arreglo  á 
las  papeletas  recibidas  de  los  celadores  do  á  bordo,  rare- 
ce  mas  sencillo  qne  en  el  libro  del  resguardo  se  asienten 
estas  notas  diarias  de  descarga,  mas  bien  que  las  papele- 
tas, porque  la  anotación  de  estas  es  mas  dilatada  y  com- 
plicada, mientras  quo  la  de  las  otras  produce  el  buen  re- 
sultado de  que  los  expedientes  estén  conformes  con  el  li- 
bro del  resguardo,  y  da  ademas  menos  trabajo/' 

(8)  Véase  la  nota  l^  al  ^.  1  <^.  de  este  mismo  articulo 


la  conforme,  la  firme     ó  haga   los    reparos   que 
encuentre.  (9) 

4<}  Las  descargas  se  harán  desde  la  seis  de  la 
mañana  hasta  las  tres  de  la  tarde  por  los  muelles 
!  y  lugares  designados;  y  desde  la  llegada  del 
I  buque  hasta  que  acabe  la  descarga  no  podrá  ir 
;  a  bordo  ninguna  persona  á  menos  que  perte- 
nezca al  rol  del  buque,  ó  que  vaya  con  permi- 
¡  so  de  la  aduana  bajo  la  multa  de  veinticinco 
I  pesos  que  impondrán  y  harán  efectiva  los  jefes 
I  de  la  aduana.  No  necesitarán  permiso  las  per- 
j  sonas  que  concurran  á  auxiliar  un  buque  en 
,  caso  de  inminente  peligro  de  que  se  pierda.  (10) 
'  59-  Concluida  la  descarga  y  dándose  el  parle 
!  correspondiente  por  el  capitán  del  buque  al  Ad- 
I  ministrador,  este  ó  el  Interventor,  llevando  con- 
1  sigo  alcomandante  ó  al  cabo  del  resguardo,  hará 

(0)  Véase  la  nota  2  f^  del  ().  I  9  de  eato  mismo  artírulo. 
,  (10)  El  Administrador  de  Angostura,  Sr.  Clumonte  Zár- 
'  raga,  en  su  informe  do  1845  dijo  : 

!  '•  Quiere  el  art.  11  en  su  cuarta  fi>rmaUdad  :  que  la  prr- 
!  sona  que  sin  licencia  del  administrador  do  Aduana  res- 
'  pectivo  vaya  á  bordo  de  un  butjue  que  no  hubiere  termi- 
nado su  descarga,  si  aquella  no  pertenece  al  rol.  pague  25 
I  posos  do  multa  ,  mas  nada  dijo  el  legislador  relativnmen- 
I  te  n  cuando  viiücscn  a  tierra  el  capitán,  pasagcros  ó  alcun 
individuo  de  la  triinilacíon  que.  sin  ser  visitada  la  embar- 
cación por  lr»í*  em¡>leados  de  adu  w.a  v  sí  del  médico  de  sa- 
nidad, se  consideran  en  libertad  de  desembarcar,  como  y 
cuando  les  parece,  so  pretexto  do  no  poderse  detener  á 
bordo  todo  el  tiempo  que  dilatar  pudieran  los  funcionarios 
encargados  de  aquel  acto  ;  por  lo  quo  hace  á  Angostura 
deberé  decir  en  obscíjuio  de  la  verdad  :  quo  cuando  se  re- 
tarda la  visita  que  debe  hacerse  á  los  buques  proceden- 
tes de  ultramar,  la  dilación  es  cxprofcsa.  Me  explicaré  en 
téi  minojá  mas  categóricos :  pretenden  algunos  capitanes 
de  buques  dar  una  extensión  arbitraria  al  lugar  dcsi^inado 
para  fondeadero  en  este  puerto,  como  tengo  inforuíado  an- 
tes de  ahora  al  Gobierno,  y  no  debiendo  ni  pudiondo  per- 
mitirse tal  desafuero,  cuando  él  tiende  mnyporticularman' 
te  d  eludir  la  vigiiancia  del  resguardo;  he  dispuesto  en  ob- 
sequio del  buen  servicio  público,  quo  los  buques  arribados 
áeste  puerto  no  so  visiten  hasta  tanto  no  hayan  fondeado 
dentro  del  espacio  demarcado  por  el  reglamento  de  policía 
de  la  materia  :  hasta  la  fecha  se  ha  conseguido  el  objeto 
deseado,  aunque  con  algunas  dificultades,  mas  como  pue- 
de suceder  que  un  capitán  terco  y  caprichudo,  quíí  no  fal- 
tan, se  venga  a  tierra  so  pretexto  de  que  le  urge  hacer 
c.<;to  ó  aquello,  creo  conveniente  prevenir  el  mal,  lo  (jue 
indudablemente  so  obtendrá  imponiendo  una  pena  do  10 
á  50  pesos  de  multa  al  que  tal  cosa  hiciere.'' 

Véase  también  la  nota  del  art.  12  en  la  parto  relaciona- 
da con  este. 

Ademas,  previenes©  en  esto  número  que  los  jefes  de  la 
aduana  hagan  efectiva  la  multa  que  por  él  se  imponga. 
Pero  debe  armonizarse  esta  disposición  con  la  del  art.  Si) 
que  establece  que  todas  las  multas  impuestas  por  virtud 
de  esta  ley  se  exijan  por  los  jueces  de  provincia  &.a.,  á 
excitación  de  los  Jefes  de  la  aduana.  La  contradicción  quo 
se  nota  proviene  de  que  la  ley  de  41  en  su  mismo  núm.  y 
art.  (4?  del  11)  disponía  también  en  concordancia  con  el 
87,  á  que  ha  sostituido  el  89,  que  las  multas  se  hiciesen 
efectivas  por  ol  administrador  é  interventor,  y  de  que  ha- 
biéndose reformado  esta  disposición  en  los  términos  di- 
chos para  obviarlos  inconvenientes  á  que  daba  lugar,  no 
lo  íaé  su  correlatiyo,  de  que  hablamos. 
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]a  FÍsita  á  efecto  de  examinar  si  han  quedado 
h  burdo  otras  mercancías  ó  efectos  que  los  que 
se  hayan  declarado  en  el  sobordo  para  otro  ü 
otros  puertos. 

Art.  12:  Hecha  la  visita  del  buque,  se  confron- 
tará el  sobordo  con  las  notas  diarias  de  descarga, 
y  encontrándose  conforme,  el  comandante  dol 
resguardo  pondrá  constancia  de  haberse  conclui- 
do la  descarga.  (11) 

(11)  El  Administrador  de  Maracaibo,  Sr.  JoséE.  Galle- 
gos, en  su  informe  de  1842  expusD : 

"  Previene  el  art.  12  que  pasada  la  visita  de  fondeo,  so 
confronto  el  sobordo  cou  las  notas  de  descarga  y  encon- 
trándose conforme,  ponga  el  coluandantc  del  resguai*do 
constancia  de  liaberse  concluido  la  descarga.  La  respon- 
.sabilidad  que  al  capitán  imponen  el  art.4P  de  esta  ley  y 
el  36  de  la  de  comiso»,  merece  que  se  sometan  al  Congreso 
algunas  observaciones  sobre  el  modo  do  hacer  la  conft'on- 
tacion,  mayormente  si  como  acabo  de  proponer,  las  mul- 
tas que  pagan  los  capitanes  se  aplican  al  tesoro  público, 
l)orque  entonces  cualquiera  diferencia  de  mas  ó  menos 
que  el  Tribunal  de  cuenUis  notase,  seria  un  ca.go  contra 
los  jefes  de  la  aduana,  si  estos  no  lo  hubiesen  advertido,  ni 
ocurrido  á  los  tribunales  de  justicia." 

"  Elart.  1  ?  de  la  ley  que  me  ocupa  exige  terminante- 
mente que  el  sobordo  dó  la  descripción  de  los  bultos  en 
que  consiste  el  cargamento,  con  expresión  de  marcas  y 
números.  Mis  un  sobordo  puede  expriísar  todo  esto,  y  es- 
tar sin  embargo  inexacto,  sin  que  el  administrador  pueda 
conocerlo  en  el  acto  de  pasar  la  visita  de  entrada,  que  es 
cuando  se  le  presenta  aquel  documento.  Suele  manifes- 
tarse como  saco  lo  que  es  fardo,  como  fardo  lo  que  es  caja, 
como  caja  lo  que  es  barril,  como  bultos  con  números  los 
que  no  los  tienen  &a.  Equivocaciones  que  no  pueden 
advertir  sino  después  de  desembarcados  todos  los  bultos,  y 
a  veces  después  de  reconocido  el  cargamento.  De  aquí  y 
también  de  las  omisiones  ó  equivocaciones  do  los  celado- 
res eu  las  {Xipeletas  de  descarga,  y  que  en  ocasiones  son 
ittdispensab.es,  proviene  que  en  muchas,  principalmente 
cuando  el  cargamento  es  grande,  la  aduanase  ve  e.ubara- 
zada  para  descubrir  por  las  solas  notas  de  descarga  la 
exactitud  entre  lo  manifestado  en  el  sobordo  y  lo  desem- 
barcado, y  tiene  que  apelar  á  las  facturas  después  de  pre- 
sentadas, y  aun  muchas  veces  después  de  despachadas, 
porque  es  esta  operación  la  que  aclara  todas  las  dudas 
que  pueden  ofrecer  el  sobordo  y  las  notas.  Excluir  las  fac- 
turas ó  manitiestos  de  la  confrontación ,  aun  en  casos  tales, 
comprometería  á  los  empleados  de  aduana  á  someter  á 
juicio  Cfiantas  diferencias  resultaran  entro  el  sobordo  y 
las  notas,  sin  que  ellos  tuviesen  una  evidencia  del  hecho, 
y  poner  en  contradicción  este  procedimiento  con  lo  que 
ellos  mismos  debieran  certificar  en  el  curso  del  juicio,  si 
del  reconocimiento  del  cargamento  resultaba  exactitud : 
tras  esta  contradicción  les  vendría  una  responsabilidad  ó 
el  desconcepto  de  su  reputación." 

"  El  mencionado  artículo  12  dice:  encontrándose  canfor- 
OTC  (  el  sobordo  con  las  notas  de  descarga)  el  conuindanU 
del  resguardo  pondrá,  constancia  de  haberse  concluido  la  des- 
carga.. Aquí  la  constancia  de  haberse  concluido  la  desear- 
ía se  hace  depender  de  la  condición  de  resultar  el  sobor- 
io  conforme  con  las  notas.  ¿  Y  si  no  resultara  «ata  confor- 
midad, qué  se  hará  1  La  constancia  de  haberse  concluido 
la  descarga  debe  ponerse  haya  ó  no  conformidad,  siempre 
que  de  la  visita  de  fondeo  resulte  que  el  baque  no  contie- 
ne carga  alguna.  Esta  constancia  es  siempre  conveniente  : 
id  nada  se  encuentra  á  bordo,  excepto  los  artículos  do  ran- 
cho, de  repuesto  del  buque  y  del  uso  de  los  individuos 
de  su  dotación,  la  coufrontacioQ  debe  practicarse  coa  los 
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Art  13.  Dentro  de  cuarenta  y  ocho  horas 
después  de  haber  declarado  que  un  buque  va  á 
descargar,  el  consignatario,  ájente  ó  dueño  de 
las  mercancías  que  hayan  de  desembarcarse,  pre- 
sentará á  la  Administración  de  üduana  un  mani- 
fíesto  de  ellas,  en  idioma  castellano,  en  el  cual 
deberá  expresarce  en  guarismos  y  en  letra  álu 
vez,  la  cantidad  de  dichas  mercancías,  según  su 
clase,  su  número,  peso  y  medida,  también  en 
letras,  la  calidad  de  ellas  y  su  precio.  Este  mani- 
ñesto  no  saldrá  por  ningún  motivo  dt^l  poder 
de  los  jefes  de  la  aduana,  ni  podrá  ser  alterado 
sino  únicamente  en  los  casos  de  los  parágrafos 
siguientes.  (12) 

bultos  desembarcados  antes  de  la  visita  de  fondeo :  si  al- 
go se  encuentra,  debe  hacerse  traer  á  la  aduana,  debe  po- 
nerse constancia  de  lo  ocurrido,  y  expresar  siempre  que 
no  quedó  carga  á  bordo;  y  entonces  la  confrontación  se 
hará  con  los  bultos  desembarcados  antes  de  la  visita  de 
fondeo  y  con  los  encontrados  a  bordo,  porque  si  estos  se 
encuentran  en  el  manifiesto  del  capitán,  convencerán  de 
la  exactitud  de  la  operación." 

''  Conviene,  según  lo  dicho,  que  á  continuación  del  so- 
bordo se  pongan  dos  diligencias :  una  que  expix'se  el  re- 
sultado de  la  visita  de  fondeo,  cualquiera  que  sea,  y  que 
á  bordo  no  quedó  carga;  y  otra  el  de  la  confrontación  cou 
todo  lo  desembarcado  y  hecho  desembarcar  en  la  vibitu. 
Opino,  pues,  que  á  la  qumta  formalidad  del  art.  11  se  le 
añada :  6  de  tos  comprtndidos  en  la  lista  de  rancho  ó  de  efec- 
tos de  repiuslo  del  buque,  y  del  uso  de  tos  individiws  de  su  do- 
tación, haciéndose  dcisnibarcar  y  llevar  á  la  aduana  UiS  mer- 
cancías que  no  se  eotnprendan  en  estas  excepciones,  y  ponién- 
dose á  cinULnuacion  del  sobordo  por  el  jefe  que  pase  la  visita 
constancia  de  cualffuiera  ocurrencia  y  de  tío  haber  quedado 
carga  á  bordo  de  la  declarada  para  el  iídshw  puerto,' 

'•'  También  es  consiguiente  reformar  el  artículo  12  en  es- 
tos términos : 

"  Hecha  la  visita  de  fondeo,  el  administrador  é  interven- 
tor confrontarán  el  sobordo  con  las  notas  de  descarga  y 
con  los  bultos  que  hayan  podido  encontrarse  á  bord  o  no 
comprendidos  entre  los  declarados  para  otro  puerto,  en  la 
lista  de  rancho  y  repuesto  del  buque,  y  que  pertenezcan 
al  uso  de  los  individuos  de  su  dotación ;  y  á  continuación 
del  sobordo  pondrán  constancia  de  la  conformidad  ó  in- 
conformidad que  resulte,  y  de  si  esta  consiste  en  bultos  de 
mas  ó  menos.  Si  la  confrontación  entre  el  sodordo  y  las 
notas  de  descarga  ofreciere  oscuridad,  se  verificará  tam- 
bién entre  estos  documentos  y  los  manifiestos  de  los  im- 
portadores." 

También  expuso  el  tribunal  de  cuentas  en  1845 : 

"  Hallándose  de  antemano  el  sobordo  y  las  papeletas  de 
descarga  diaria  en  manos  de  los  jefes  de  la  aduana  parece 
mas  natural  que  ellos  sean  los  que  hagan  la  conlVontacloa 
y  anoten  las  diferencias." 

(12)  £1  Administrador  de  Angostura,  Sr.  Clemente  Zár- 
raga,  en  su  informe  de  1845  expuso : 

"  Cuando  el  cargamento  que  se  encuentro  á  bordo  de  un 
baque  no  corresponda  con  el  sobordo  6  conocimientos  exhi- 
bidos por  el  capitán  al  tiempo  de  la  visita,  se  procederá 
con  arreglo  á  la  ley  de  comisos,"  y  esta  en  la  parte  que 
trata  de  penas,  entre  otras  cosas,  en  su  art  36  dice*  *,  Si 
resultaren  bultos  de  mas  de  los  declarados  en  ei  sobordo, 
se  le  impondrá  una  multa  del  duplo  del  valor  de  los  dere- 
chos que  paguen  los  artículos  excedentes."  Debidamente 
penado  queda  el  capitán  del  buque,  mas  no  asi  el  duefio  ó 
consignatario  de  las  mercancías,  á  quien  probablemente 
se  supone  inculpable,  pues  que  no  lia  tenido  parte  en  la  ir- 
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^  19  Cuando  el  introductor  tenga  dudas  sobre 
el  precio  ó  medidas  que  deba  poner  a  los  artí- 
culos contenitlos  en  el  manifíesto,  se  le  permi- 
tirá ver  las  mercancías  antes  del  reconocimien* 
lo  (13) 

^  a^S\  el  introductor  tuviere  igualmente  duda 
respecto  á  la  calidad  de  lus  mercancías,  es  decir, 
si  estas  fueren  de  hilo,  algodón,  lana,  seda  6 
mezcladas  <^a.  se  le  permitirá  verlas,  &ntes,  y  si 
después  de  esto  manifestare  que  no  puede  ó  no 
sabe  calificarlas,  entonces  los  jefes  déla  aduana 
liarán  la  calificación  estableciendo  aquella  por 
la  cual  los  artículos  en  cuestión  paguen  mayor 
derecho  según  la  ley  de  aranceles.  (14) 

^39  ('uando  la  duda  del  introductor  recaiga 
sobre  el  peso  de  los  artículos  se  hará  este  en  los 
almacenes  de  la  aduana  y  conforme  á  él  se  co* 
brará  el  derecho,  (15) 

regularidad  del  procediaiiento  del  encargado  de  la  nave 
que  condujo  su»  intereses  ;  enhorabuena  que  así  sea,  pe- 
ro inspirando  sospechas  como  deben  inspirarlas  todos  los 
bultos,  no  incluidos,  en  un  sobordo,  conveniente  se- 
ria fijar  un  ténuino  fatal  para  la  presentación  de 
los  manifiestos  de  efectos  que  se  encontrasen  en  el  ca- 
so precitado ;  por  tanto  me  tomo  la  libertad  de  recomen- 
dar se  le  agregue  al  art.  13  de  la  ley  de  queme  ocupo: 
"  La  presentación  del  manifiesto  de  los  artículos  no  com- 
prendidos en  el  sobordo  6  conocimientos  exhibidos  por  el 
capitán  al  acto  de  la  visita,  deberá  tener  lugsirpfecisafnen' 
te  dentro  de  Us  primeras  12  horas  después  de  practicado 
aquel  acto ;  y  los  interesados  que  asi  no  lo  hicieren,  ha- 
brán abaíidonado  de  hecho,  el  derecho  que  á  los  efectos 
hayan  tenido  "  No  se  entienda  que  esta  reforma  lleva  por 
objeto  embarazar  al  laborioso  comerciante ;  mas  sube  de 
punto  la  necesidad  que  hay  de  poner  coto  á  los  abusos 
que  se  cometen  frecuentemente,  muy  parlicídarmenfe  en  la 
navegación  del  apostadero  de  Yaya  á  este  puerto,  en  cuyo  es- 
pacio se  desembarcan  al  contrabando  los  bultos  que  mali- 
dosamerUe  se  dejaron  de  poner  en  el  sobordo." 
(18^  Véase  la  nota  aH.  3  P  de  este  mismo  artículo. 

(14)  Véase  la  nota  al  ^.  siguiente. 

(15)  El  administrador  de  la  Vela,  Sr.  Juan  de  Dios 
Monzón,  en  su  informe  de  1844  expuso: 

*'  Seria  conveniente  que  se  determinase  el  significado  de 
las  palabras  catUidad^  clase^  número,  peso  ó  medida  y  cali- 
dad de  las  mercancías  y  efectos  que  se  importan  del  ex- 
tranjero, y  que  quiere  la  ley  se  expresen  en  el  manifiesto 
de  entrada.  Sin  esta  determinación,  con  buena  ó  mala  fe, 
se  confunden  las  voces  cantidad  y  número,  pretendiendo 
en  unos  casos  que  cantidad  se  refiere  á  las  piezas  y  en 
otras  que  á  tas  varas ;  y  otras  veces  viceversa,  aun  por  los 
mismos  individuos :  lo  mismo  sucede  respecto  de  las  vo- 
ces dase  y  caUdad.  Con  tales  interpretaciones  se  preten- 
den frustrar  las  disposiciones  de  los  parágrafos  de  este  ar- 
ticulo v  la  resolución  del  Poder  Ejecutivo  de  8  de  Julio 
de  1840,  y  en  ellas  se  apoya  la  pretensión  de  omitir  en  el 
manifiesto  al  tiempo  de  presentarlo,  ó  de  poder  enmendar 
en  él  después  de  presentado  el  número  de  piezas,  ó  el  de 
varas,  fundándose  en  que  es  permitido  hacerlo  así  con  la 
medida  y  sobre  el  supuesto  falso  de  que  la  cantidad  son 
las  piezas  ó  las  varas  ;  y  también  la  de  hacer  igual  en- 
tnendaturaen  la  clase  porque  es  lícito  hacerlo  en  la  cali- 
dad. La  fijación  del  significado  de  dichas  palabras  evita, 
ría  los  frecuentes  alegatos,  que  tras  de  fastidiosos  por  in- 
consecuentes  y  absurdos,  quitan  el  tiempo  necesario  á 
toros  objetos  del  servicio :  estando  determinado  el  hecho, 
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Art.  f4.  El  derecho  de  aquellos  efectos  c^uese* 
gun  la  ley  de  aranceles  debe  cobrarse  ad-valoreu« 
se  calculará  sobre  el  precio  puesto  á  dichos  efec- 
tos en  el  manifíesto,  el  cual  deberá  ser  aquel 
que  adicionado  con  el  derecho,  y  un  quince  por 
ciento  mas,  forme  el  precio  corriente  por  mayor 
de  la  plaza  donde  se  hace  la  importación.  (16) 

Art.  15.  Cuando  el  Administrador  ó  el  Inter- 
ventor juzguen  que  en  el  manifíesto  presentado, 
conforme  con  el  artículo  catorce,  se  han  puesto 
de  tal  modo   rebajados  los  precios  de  todos   ó 

en  los  casos  que  ocurriesen  quedaría  al  juez  solo  el  deber 
que  constitucionalmente  le  corresponde,  de  declarar  quo 
aquel  se  había  dado  ó  no,  y  de  aplicar  la  disposición  san- 
cionada en  la  ley  condenando  ó  absolviendo.  De  este  mo- 
do aquellas  medidas  sancionadas  iK)r  el  legislador  contra 
el  conato  de  contrabando,  que  son  tan  necesarias  por  la 
posibilidad  de  un  descuido  de  los  empk'adoe.ó  por  una  dis- 
tracción de  estos  causada  por  la  multitud  de  atenciones 
en  un  reconocimiento,  y  que  cierran  la  puerta  á  amaños 
que,  con  vergüenza  del  comerciante  próvido,  tienta  el  que 
no  lo  es,  tendrán  toda  su  virtud." 

"  Indiqué  en  mis  anteriores  informes  la  posibilidad  de 
dos  casos  no  previstos  en  la  ley :  \9  el  de  que  alguna 
persona  declarase  á  la  administración  de  aduana,  que  es 
dueño  de  bultos  desembarcados  del  extranjero;  pero 
que  está  en  absoluta  imposibilidad  de  dar  manifiestos  por 
haber  perdido  sus  facturas  &a.  ;  y  2  9  si  algunos  con  el 
correspondiente  manifiesto,  reclamase  mercancías  ó  efec- 
tos desi'mbarcados  con  igual  procedencia,  y  que  resultaso 
que  los  bultos  que  debian  contenerlas  no  hubiesen  venido 
á  la  aduana,  ni  constasen  en  el  sobordo ;  pero  que  el  ma- 
nifestante tuviese  el  conocimiento.  En  el  informe  del  año 
de  1841,  expuse  que  el  segundo  caso  habla  ya  ocurrido 
después  de  la  primera  indicacioa  hecha  en  el  informe 
de  1840." 

''  Al  hacer  estas  indicaciones  propuse,  que :  respecto 
al  prímer  caso  se  sancionase  que  no  debe  atenderse  á  la 
excusa,  porque  ella  abre  una  gran  puerta  al  íVaude  destru- 
yendo los  saludables  fines  del  art  13  y  por  lo  mismo  en 
tal  caso  debe  precederse  conforme  al  17 :  que  respecto  al 
semmdo,  se  declare  al  capitán  comprendido  en  la  pena 
del  art.  36  de  la  ley  de  comisos,  á  que  alude  el  4  9  de  la 
de  régimen  &  la  importación,  en  razón  de  que  los  bultos 
asi  manifestados  y  no  encontrados  en  la  aduana  ni  en  el  so- 
bordo, deben  reputarse  desembarcados  al  contrabando, 
pues  él  no  pudo  firmar  el  conocimiento  sin  haberlos  reci- 
bido ;  y  que  esta  acción  del  fisco  fuese  sin  perjuicio  de  la 
del  poseedor  del  conocimiento  y  de  su  resultado.  En  el  ca- 
so dado  de  que  he  hecho  mención,  provoqué  un  juicio  ju- 
dicial ;  pero  este  no  pudo  seguir,  porque  inmediatamente 
declaró  judicialmente  el  que  habia  dado  el  manifiesto  que 
no  tenia  conocimiento.  El  Qobiemo  juzgará  si  hubo  ó  no 
fraude.  To  creo  que  sí :  que  covendria  evitar  la  repetición; 
y  que  para  que  el  que  diese  el  manifiesto  no  pudiese  des- 
pués negar  la  existencia  del  conocimiento,  se  mandase 
exhibir  estos  con  los  manifiestos  á  reserva  do  devolvérselos 
después  de  despachados  los  efectos  manifestados." 

(16^  £1  Tribunal  de  cuentas  expuso  en  1845: 

"  £1  art.  14  diapone :  que  el  derecho  de  aquellos  artícu- 
los que,  según  la  de  aranceles,  debe  cobrarse  ad  valorem, 
se  calcule  sobre  el  precio  puesto  á  dichos  e&otos  en  el  ma- 
nifiesto ;  y  el  art  2  P  de  la  última  ley  dice :  que  el  cálca- 
lo se  haga  al  80  por  100  sobre  avalúo ;  se  nota,  pues,  una 
diveigencia  que  debe  corregirse,  arreglándola  ley  de  aran- 
celes á  lo  que  expresa  la  de  aduanas,  que  ademas  tiene  su 
disposición  combinada  con  otras  que  la  hacen  mas  eficaz/* 
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algunos  de  los  artículos,  cuyos  derechos  se  co- 
bran ad-va)orem,  que  afíadidos  los  derechos  que 
según  su  clase  deben  pagar  con  arreglo  á  la  ley 
de  arancel,  y  un  quince  por  cíenlo  mas,  haya 
todavía  diferencia  con  el  precio  corriente  por 
mayor  en  la  plaza,  se  procederá  ni  avalúo  de  las 
mercancías  6  efectos  menospreciados  por  tres 
peritos  que  serán  el  Interventor  6  el  Adminis- 
trador donde  no  haya  este  en^pleado  y  dos  co- 
merciantes nombrados  uno,  por  el  importador, 
y  otro  por  el  Administrador  prevaleciendo  el 
▼oto  de  la  mayoría. 

§  19  El  encargo  de  avaluador  será  obliga- 
torio para  los  comerciantes  en  quienes  recaiga, 
sin  admitirse  otra  excusa  que  la  de  impedimento 
físico  notorio,  bajo  la  multa  de  veinticinco  hasta 
cien  pesos. 

^  29  Los  avaluadores  devengarán  cinco  pesos, 
que  les  serán  pagados  por  el  tesorero  público 
por  cada  dia  que  dure  el  avalúo,  ó  por  toda  la 
operación  si  no  pagare  de  un  dia. 

^  39  Si  el  avalúo  no  excediere  de  un  diez  por 
ciento'  del  valor  con  que  han  sido  manifestados 
los  artículos  importados,  se  cobrarán  los  dere- 
chos por  el  total  montamiento  del  evalúo;  mas  si 
excediere  del  diez  por  ciento,  se  exigirá  sobre  el 
total  del  avalúo  ademas  del  derecho  señalado  en 
el  arancel  á  las  mercancías  6  efectos  importados, 
un  veinte  por  ciento  adicional. 

^  49  En  ning  jn  caso  se  exigirán  los  derechos 
sobre  un  valor  inferior  al  expresado  en  el  mani- 
fiesto. 

Art.  16.  Los  administradores  informarán  al 
Secretario  de  Hacienda,  documentadamente  > 
sin  pérdida  de  tiempo  de  cada  caso  que  ocurra 
sobre  los  avalúos  de  que  trata  el  artículo  ante- 
rior, expresando  al  propio  tiempo  su  opinión 
respecto  á  los  resultados. 

Art.  17.  El  Poder  Ejecutivo  podrá,'  con  con- 
sulta del  Consejo  de  Gobierno,  disponer  que  los 
avalúos  se  hagan  por  el  Administrador  é  Inter- 
ventor en  aquellas  aduanas  en  que  se  note  que 
los  peritos  avaluadores  desempeñan  sus  fun- 
ciones con  perjuicio  de  los  intereses  del  erario 
nacional.  En  las  aduanas  en  donde  no  haya  In- 
terventor nombrará  una  persona  que  en  unión 
del  Administrador  haga  los  avalúos  en  el  caso  de 
este  artículo. 

Art.  18.  Depositadas  en  la  aduana  las  mer- 
cancías y  efectos  que  compongan  el  cargamento 
de  un  buque,  ó  bien  la  totalidad  de  los  bultos 
contenidos  en  uno  6  mas  de  los  manifiestos  pre- 
sentados, 86  procederá  á  reconocerlos  por  el 
Administrador  é  Interventor,  y  donde  noh^J^ 
este  empleado  por  el  primero  y  el  cabo  del  Res- 
guardo, tiendo  todos  responsables  insolidum, 

^  19  £q  el  puerto  de  Cumtná    el  depósito  y 
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reconocimiento  de  que  habla  este  artículo  se 
practicará  en  los  almacenes  de  la  boca  del  rio. 

^  29  Los  artículos  inflamables  y  todos  aquellos 
i  otros  que  no  vengan  encajonados  ó  enfardados 
y  loa  equipajes,  previo  el  examen  de  los  recono- 
ccdores,  podrán  despacharse  desde  el  muelle  ó 
desde  la  plaza  sin  necesidad  de  entrar  en  los 
almacenes. 

Art.  19.  Cuando  un  importador  no  presentare 
el  mnnitiesto  como  se  previene  en  el  artículo  13 
y  sus  parágrafos,  no  se  practicará  el  reconoci- 
miento de  sus  nírrcancÍHs  sin  este  requisito,  y 
cuando  lo  presente  y  se  practique  se  le  cobrará 
el  diez  p<»r  ciento  de  almacenaje  sobre  el  justi- 
precio que  se  establece  por  el  artículo  15,  y  se 
entenderá  que  el  plazo  de  los  derechos  corre  des- 
de el  dia  en  que  las  mercancías  entraron  á  la 
Aduana.  (17) 

Art.  20  Los  dueños,  consignatarios  ó  ajentes 
de  las  mercancías  serán  citatlos  por  el  Admi- 
nistrador veinticuatro  horas  antes  de  principiarse 
el  reconocimiento,  y  si  no  asistiesen  se  proce- 
derá siempre  á  él  sin  que  pueda  hacerse  de 
nuevo. 

Art.  21.  Cuando  al  acto  del  reconocimiento  de 
las  mercancías  y  efetos,  se  manifestare  avería  y 
se  pidiere  la  estimacicm  de  ella,  el  Adminis- 
trador é  Interventor  con  un  comerciante  nom- 
brado por  el  interesado,  procederán  á  hacerla  y 
no  exigirá  derecho  sobre  el  valor  de  la  avería. 
Después  de  extraidus  las  mercancías  y  efectos  de 

(17)  El  Administrador  de  Ciimaná.  Sr.  J.  C.  Vetan- 
court,  refiriéndose  al  §.  3  ?  art.  17  de  la  ley  de  41,  que  es 
esto  mismo  artículo  19,  dijo  : 

"  El  4  3  9  dispone  «jue  no  se  practique  el  reconoci- 
miento dü  las  mercancías  cuyos  manifiestos  no  se  hubie- 
sen presentado  con  los  requi>itos  prevenidos  en  el  art.  13 
y  sus  parágrafos :  y  para  cuando  llegue  este  caso,  no  se 
ha  previsto  en  la  ley  el  tiempo  en  que  deberá  estar  con- 
cluido el  expediente  de  entrada  del  buque,  ó  si  se  forma- 
liza con  exclusión  de  aquellos  manifiestos  que  do  se  hubie- 
sen presentado." 

También  expuso  el  tribunal  de  cuentas  en  1845: 

*'  Algunas  dudas  se  han  suscitado  por  la  paladra  alma- 
cenaje, que  tomada  en  este  sentido,  parece  que  la  ley  quie- 
re que  el  cobro  se  haga,  en  razón  de  los  dias  del  retardó 
en  la  presentación  del  manifle  to,  semejante  á  lo  que  dis- 
pone el  artículo  28,  respecto  de  las  mercancias  de  depósi- 
to ;  mas  no  siendo  esta  disposición  sino  un  apremio  ó  mul- 
ta por  la  falta  de  presentación  del  dicho  documento,  qu9 
ocasiona  graves  perjuicios  á  la  marcha  de  las  aduanas, 
conviene  que  en  lugar  de  almacenaje,  se  diga  muiía^  pues 
el  tribunal  entiende,  y  asi  lo  hace  ejecutar,  que  ocurrido 
el  caso,  se  cobre  el  1  ('*')  por  100  sobre  el  total  monta- 
miento  del  manifiesto,  y  no  por  dias  al  I  por  100  mensual ; 
porque  si  asi  se  hiciera,  podría  eludirse  la  presentación  del 
manifiesto  en  los  casos  de  depósito,  facilitándose  con  esto 
el  contrabando,  y  resultando  entorpecidas  las  operaciones 
de  la  aduana." 


(♦)  EllOdUelavigerUe. 
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la  aduana  no  habrá  reclamo  alguno  por  ave- 
rías. (18) 

Art.  22.  Los  dererhos  de  importación  se  co- 
brarán ron  arreglo  á  la  ley  de  aranceles,  ya 
sean  introducidas  Jas  mercancías  y  efectos  en  bu- 
ques venezcdanos  ó  ya    extranjeros. 

Art.  23.  Las  dudas  que  ocurran  á  los  jefes  de 
aduana  sobre  los  nombres  de  la»  mercancías,  por- 
que en  fl  manifiesto  did  inlrt»duclor  se  denomi- 
nen con  otros  tiistintos  de  los  expresados  en  el 
arancel,  se  decidirán  por  dos  peritos  nombrados 
uno  por  dichos  jefes,  y  otro  por  el  introductor; 
en  caso  de  discordia  se  decidirá  pc)r  un  tercero 
nombrado  por  los  mismos  jefes.  (19) 


(18)  El  tribu iiul  de  cuentas  en  sn  inf«)rnie  de  U37.  refi- 
riéndose al  art.  lOde  lu  U»y  de  12  de  Muyo  de  1834.  que  se 
conservó  litoralnu^nte  t-n  el  19  de  la  de  41  y  en  el  pn-sente, 
dijo:  •'  Otro  de  losdef  ctoseonsi^leen  losnbnsLS  que  se  han 
introduci<to  (tu  lo»  avalúon,  averÍHK  &a.  No  dando  la  ley 
faculta<l  en  lo»  ])iiniero»  a  los  admiídstrttdore.s  é  interven- 
tores para  repugnar  el  (pie  bucen  los  |>entos  nombrados, 
tienen  que  sonh-tiTse  á  pasar  por  lo  une  e>tos  haeen,  aun- 
que estén  convencidos  de  lo  contrario  perla  práctica.  Así 
es,  que  el  anhelo  de  los  importadores  ha  de  sf  r.  como  es 
natural,  el  disminuir  cuanto  puedan  los  derecho»,  y  de 
aquí  nace  (pu*  abunden  tanto  los  casos  de  averías,  particu- 
cularmente  no  tlihtinguicndo  la  ley  su  orígi-n." 

"Provenida  este  del  mal  estado  del  butpie,  ó  de  tempo- 
ral en  I  o  navegación,  ó  de  haberse  mojado  en  el  desembar- 
co en  los  muelles,  la  averia  siempre  pií.sa  de  un  mismo  mo- 
do, sin  advertir  que  en  los  dos  primeros  cnHos  es  á  cargo 
de  los a8egur:ulores  la  responsabilidad,  sin  que  el  impor- 
tador nada  pierda,  causa  suticiente  para  no  concederla  en 
dichos  dos  casiw  ;  y  no  debe  pasarse  en  silencio  el  que 
siendo  en  estí>s  como  en  el  otro  los  mismos  negociantes 
los  que  la  calculan,  es  preciso  <|Ue  se  miren  y  conti-nii.Ien 
unos  á  otros,  por  lo  mismo  que  si  son  hoy  pei-sonas  que  ha- 
cen, mafiana  lo  son  que  padicen.  y  deben  insi.««tir  en  sos- 
tener la  avería  y  ponderarla  para  dar  el  menor  valor  posi- 
ble y  reducir  los  derechos  a  la  mínima  expresitm.  En  el 
tercerease,  convendría  la  formación  de  un  reglamento  qu^ 
diese  á  los  can(K'roR  y  descargjidores.  particularmente  de 
la  Guaira,  no  solo  responsabiüdad,  sino  dependencia  espe- 
cial é  inmediata  de  alguna  autoridad  ;  pues  obrando  ]  or 
los  impulsos  déla  codicia  y  sin  régimen,  orden  ni  respon- 
sabilidad, es  imposible  que  dejen  de  cometer  porción  de 
»  desaciertos.'* 

Muy  fundadlas  y  de  grave  trascendencia  fiscal  nos  pare- 
cen las  precedentes  observaciones,  y  al  reformarse  la  ley 
no  deben  'h  jarse  de  acoger. 

(19)  El  Secretario  de  Hacienda,  Ledo.  Francisco  Aran- 
da,  en  su  memoria  de  1847  expuso : 

"  Cuando  ocune  á  los  jefes  de  las  adnanas  la  duda  de 
que  lasmercancias  expresadas  eu  1>  s  manifiestos  tienen  en  el 
arañad  ntiiubrcs  distintos  de  loa  que  se  les  dan  en  aquellos 
documentos,  dispone  el  art.  21  de  la  ley  de  19  de  Mayo  de 
1841  sobre  régimen  de  las  aduanas,  que  se  nombren  dos 
peritos,  elegidos  uno  por  dichos  jefes  y  otro  por  el  intro- 
ductor para  que. decidan  cuales  son  los  nombres  que  cor- 
responden á  tales  mercancías  y  que  en  caso  de  discordia 
de  los  peritos  decida  un  tercero  nombrado  por  los  mismos 
jefes.  Ño  se  c»'ee  que  es  imparcial  este  último  nombra- 
miento, y  se  han  hecho  observaciones  al  Qobiemo  para 
persuadirle  que  convendría  otra  manera  de  proceder  en 
estos  casos  que  dejase  mas  satisfecho  de  la  imT>arcialidad 
del  último  |)erito  al  comerciante  á  quien  perjudicara  la 
deciaion.  Y  aunque  el  Gobierno  no  ha  tenido   noticia  de 
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Art.  24.  Los  peritos  nombrados  para  ejercer 
las  funciones  expresadas  en  el  artículo  anterior 
n<»  podrán  excusarse  sin  impedimento  suficiente 
á  juicio  del  Administrador.  En  caso  de  no  ser 
admitida  la  excusa  los  nombrados  serán  com- 
pelidos  á  ejercer  dichas  funciones,  bajo  la  multa 
de  veinticinco  á  cien  pesos. 

Art.  2.^.  Las  taras  sobre  los  artículos  que  pa- 
gan tierechos  por  el  peso,  se  deducirán,  á  saber: 
de  toda  especie  de  granos,  frutos  semillas,  hari- 
nas en  sacos  de  lienzo,  dos  por  ciento:  de  todos 
los  artículos  que  vengan  en  chj>is,  cajones  barri- 
les &a.  se  deducirán  las  que  marquen  los  bul- 
tos, veriliciíndolo  por  el  peso  si  pareciere  al  Ad- 
ministrador no  guardar  conformidad. 

Art.  26.  El  Poder  Ejecutivo  proporcionará  á 
las  aduanan  los  pitómetros  ó  cualesquiera  otros 
instrumentos  que  sean  necesarios  para  medir  la 
capaculad  de  los  diversos  envases  que  contengan 
licores,  y  el  grado  de  estos. 

Art.  27.  En  los  líquidos  que  vengan  en  envases 
de  madera,  botellas,  frascos  ó  cualesquiera  otros 
envases  de  vidrios  acomodados  en  cajas,  canas*- 
los,  barriles  ú  otros  continentes,  se  deducirá  el 
cuatro  por  ciento  de  rehincho  ó  avería,  como 
thmhien  sobre  la  loza,  porcelana,  vidrios  y  cris- 
tales, si  no  se  pidiere  estimación  conforme  al  artí- 
culo 19.  (20) 

que  los  jefes  de  nuestras  aduanas  hayan  abusado  de  la  fa- 
cultad que  les  concede  el  citado  articulo,  ha  juzgado  sin 
embargo  que  ella  da  demasiado  influjo  en  la  resolución  de 
la  dutla  á  los  mismos  que  la  han  provocado,  y  que  en  el 
nombramiento  del  tercer  perito  falta  el  equilibrio  que  )a 
misma  disjiosicion  quiso  establecer  en  el  nombramiento 
de  los  primeros  El  Gobierno  llama  por  esto  la  atención 
del  Congreso  hacia  este  articulo,  y  pido  su  reforma." 

Y  ánt  F.  refiriéndose  a  este  mismo  inconveniente,  había 
dicho  el  Administrador  de  la  Vela,  Sr.  Juan  de  D.  Monzón, 
en  su  informe  de  1840  con  relación  ala  ley  de  84,  que 
contenía  la  misma  disposición : 

"  Propongo,  pues,  la  reforma  del  articulo  sobre  las  ba- 
ses de  que  el  nombramiento  de  los  peritos  se  haga  en  la 
oficina  de  la  aduana,  ante  el  juez  local  de  cualquiera  de- 
nominación que  este  sea :  que  loa  peritos  juren  ante  él 
desempernar  fielmente  su  encargo  y  que  se  les  apremie  con 
respon.sabilidad  ajuicio  del  legislador  para  el  caso  en  que 
no  cumplan  como  deben  :  y  que  de  todo  este  acto  verbal, 
extienda  el  juez  una  breve  certificación,  para  agregarla 
al  respectivo  expediente  de  entrada ;  y  en  fin,  que  para 
evitar  dudas  se  acetare  que,  supuesta  la  inteligencia  nece- 
saria, no  es  preciso  ser  de  profesión  comerciante  pata  ser 
perito,  particularmente  no  habiéndolo  hábil  en  el  lugar, 
como  sucede  en  este  puerto  donde  solo  hay  dos  de  fija  re- 
sidencia. 

(20)  La  Junta  económica  de  Hacienda  de  la  provincia 
de  Coro  en  su  informe  de  1848  expuso: 

"Por  el  art.  25  se  deduce  el  4  por  100  de  avería  á 
la  loza  y  envases  de  vidrio,  caando  por  el  art  10  (*^  el 
introductor  puede  peair  estimación  de  Ja  averia  reabida, 
y  de  ella  no  cobrarse  derecho  alguno,  restando  la  parte  sa- 
na y^^Muuia  que  ha  quedado  para  introducirla  al  consumo, 
y  de  ella  es  que  únicamente  se  cobra  el  derecho.  Bs  vista, 


(♦)  £ft^21. 
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Art  28«  A  continuación  del  manifiesto  se 
pondrán  las  diHjencias  de!  reconocimiento  y  esti- 
mación de  averías,  cuando  se  practique  cual- 
quiera de  estas  operaciones,  firmándose  por  loa 
que  concurran,  y  en  seguida  se  formará  la  liqui- 
dación de  los  derechos. 

Art.  29.  Hecho  que  sea  el  reconocimiento  de 
las  mercancías  ó  efectos,  los  dueños  ó  consig- 
natarios deberán  extraerlos  de  los  almacenes  de 
la  aduana,  y  si  no  lo  hicieren  después  de  pasa- 
dos tres  dias  pagarán  por  derechos  de  almacena- 
je un  cuarto  por  ciento  diario,  sobre  el  valor  que 
tengan  los  efectos  en  el  manifiesto.  (21) 

pnes,  la  ÍDjnsticia  con  que  se  defrauda  al  Elstado  en  sns 
rentas  al  deducir  4  por  100  sobre  la  parte  sana  y  buena  de  la 
loza  y  envases  de  vidrio." 

(21)  El  Administrador  do  Matnrin,  entonces  Coronel 
Francisco  Mejia,  en  su  informe  de  1845  expuso  : 

"  Supone  esto  artículo  que  hecho  el  reconocimiento  de 
las  meicancias  d  efectos  deben  estos  ser  extraídos  de  los 
almacenes  de  la  aduana  ;  y  por  el  84  (*)  se  manda  que  no 
teniendo  el  dueño  ó  consignatario  fiadores  de  la  satisfac- 
ción del  administrador  é  interventor  se  retendrán  en  la 
aduana  las  mercancías  y  efectos  cuyo  valor  se  considere 
suficiente  o.  cubrir  los  derechos  de  toda  la  importación.  De- 
dúcese pues  de  lo  expuesto  que  deben  exigirse  los  fiado- 
res acto  continuo  al  reconocimiento,  pues  quede  otra  ma- 
nera y  siguiendo  la  letra  del  art.  27  (*)  seria  aventurada 
la  garantía  del  pago  de  los  derechos  que  causaran  permi- 
tiendo extraer  de  los  almacenes  los  efectos  sin  la  presen- 
tación previa  de  los  fiadores;  mas  no  es  mi  ánimo  entrar 
en  observaciones  sobre  los  puntos  indicados,  sino  llamar  la 
atención  de  US.  sobre  otro  caso  ya  ocurrido  y  que  dice  re- 
lación con  los  dos  artículos  mencionados." 

"  Ha  acontecido  en  esta  aduana  que  un  comerciante  ha 
importado  del  extranjero  un  cargamento,  cuyo  valor  ha 
montado  á  mas  de  8.000  pesos,  de  los  cuales  mas  de  4  000 
han  sido  introducidos  con  las  formalidades  legales,  á  la 
vez  que  los  4.000  y  pico  restantí^s  ya  han  sido  embarga- 
dos por  los  jefes  déla  aduana  por  haberse  desembarcado 
sin  los  requisitos  de  ley,  y  sometido  por  lo  mismo  ajuicio 
de  comiso.  En  este  estado  el  comerciante  se  ha  presenta- 
do á  asistir  al  reconocimiento  de  las  mercancías  y  efectos 
introducidos  legalmente;  pero  antes  de  practicarse  fué 
advertido  de  que  no  podría  extraerlos  de  la  aduana  sin 
que  presentase  dos  fiadores  que  garantizasen  el  pago  de 
los  derechos  naturales,  así  de  los  artículos  introducidos 
legalmente,  como  de  los  que  se  habían  sometido  a  juicio 
de  comiso.  Prescindo  aquí  de  Iss  razones  privadas  que  la 
aduana  tenia  para  temer  el  descubierto  en  que  quedaba 
dejando  extraer  la  mitad  del  cargamento  sin  la  garantía 
exigida,  y  solo  apelo  á  la  letra  del  art.  34  (*J  que  expresa 
terminantemente  que  la  retención  se  extienaa  hasta  el  va- 
lor que  se  considere  suficiente  a  cubrir  los  derechos  d£  to- 
da la  importación ;  y  cómo  en  el  caso  en  cuestión  las  mer- 
cancías y  efectos  sometidos  á  iuicio  correspondían  á  la 
misma  importación  á  que  también  pertenecían  los  intro- 
ducidos legalmente,  tuve  á  bien  no  excluirlos  pal*»  el  efec- 
to de  asegurar  los  derechos  nacionales  á  que  estaban  suje- 
tos deseutendiéudome  de  la  suerte  que  pudiera  correr  el 
juicio  de  comiso  abierto,  que  siendo  favorable  al  fisco, 
mayor  debería  ser  la  responsabilidad  del  introductor." 
*'  Esto  expuesto,  me  {>arece  que  debería  dictarse  una 

(»)  86  de  la  presente. 

Í*)  2Q  de  la  presenta . 
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Art.  30  Sin  embargo  de  lo  dispuesto  en  el  ar- 
tículo anterior,  cuando  el  dueño,  introductor  ó 
consignatario  declare  que  quiere  reexportar  al- 
gunas mercancías  ó  efectos  de  los  contenidos  en  el 
manifiesto  presentado,  por  no  convenirle  su  in- 
irodufcrion,  quedarán  depositados  en  los  alma- 
cenes de  la  aduana,  y  dentro  del  término  de  seis 
meses  ó  antes  si  le  conviene,  deberá  reexportar- 
los ó  declarar  que  los  introduce  todos  ó  parte  de 
ellnp para  el  consumo.  En  el  casoderepxporlnciqn, 
el  interesado  pagará  un  seis  por  ciento  mensual  de 
almacenaje  sobre  el  valor  que  se  le  dé  k  los  efe- 
tos  conforme  al  artículo  15  de  esta  ley;  y  en  el 
caso  de  introducirlos  para  el  consumo,  pagará, 
ademas  del  referido  almacenaje,  los  derechos  de 
importación,  entendiéndose  que  los  plazos  de 
estos  se  empezarán  á  contar  desde  el  oía  en  que 
las  mercancías  ó  efectos  fueron  depositados  {22) 

regla  mas  clara  y  terminante  con  prosoncla  de  tales  suce- 
sos pura  evitar  dudas  en  lo  adelante.  No  siendo  posible 
que  esté  al  alcance  de  la  previsión  humana  todo  cuanto 
puede  acontecer  en  esta  ni  en  ninguna  otra  materia,  soy 
de  opinión,  que  cualesquicM-a  que  sean  las  nif^didas  que  se 
tomen  sobre  este  punto,  convt^ndiia  siempre  dar  roas  en- 
sanche á  las  facultades  de  los  jefes  de  aduana  ya  por  lares* 
ponsabilidad  que  pesa  sobre  ellosen  el  ejercicio  de  sus  fun- 
ciones, y  va  por  el  conocimi<rnto  que  debe  su{>nnérselc8 
de  las  personas  con  quienes  lidian  en  las  oi)eracione8  co- 
mercialeb." 

{22)  £1  Administrador  de  Crmaná,  Sr.  M.  de  Aurrecoe- 
chea.  en  su  informe  de  41  expuso: 

"  Dispone  el  ai  tículo  28  que  cuando  el  dueño  de  mer- 
cancías quisiere  reexportar  algunas  de  ellas  por  no  conve- 
nirle la  introducción,  queden  depositadas  estas  en  los  al- 
macenes, y  dentro  de  seis  meses  se  reexportarán  6  saca- 
rán para  el  consumo ;  en  el  primer  caso  se  abonará  el  uno 
(♦)  por  ciento  mensual  de  almacenaje,  y  en  el  segundo, 
ademas  de  dicho  almacenaje,  los  derechos  de  importación, 
contándose  los  plazos  desde  la  fecha  en  que  entraron  los 
efectos  en  el  depósito :  me  parece  injusta  esta  \iltima  dispo- 
sición. Loa  plazos  tienen  por  objeto  favorecer  á  los  intro- 
ductores, dejándoles  algún  tiempo  para  expender  sus  mer- 
cancías y  reunir  los  derechos  opitrtunament'e.  Aquellos 
que  tienen  en  depósito  sus  efectos,  no  pueden  hacer  uso 
de  ellos,  hasta  declarar  la  introducción  para  el  consumo 
que  es  el  verdadero  acto  de  la  importación,  y  si  hay  razón  • 
para  conceder  plazos  á  los  importadoi^es  que'  al  desembar- 
car sacan  sus  efectos  para  el  expendio  del  país,  la  misma 
existe  rcs[)ectode  aqnellos  que  aunque  mas  tarde,  lo  ha- 
cen también  con  el  mismo  fin.  Sin  que  obste  el  temor  de 
que  esta  medida  pueda  iuclinar  al  comercio  á  depositar 
siempre  sus  efectos  para  sacarlos  paulatinamente  al  con- 
sumo, porque  la  conveniencia  de  los  expeculndorcs  recha- 
za esta  idea,  estando  en  sus  intereses  la  marcha  rápida  de 
sus  negociaciones." 

Sobre  este  mismo  artículo  dijo  el  Administrador  de  la 
VeU,  Sr.  Juan  de  D.  Monzón,  en  su  informe  de  1844  con 
referencia  al  28  de  la  de  41,  que  se  ha  conservado  en  el 
presente  con  una  modificación  respecto  al  tanto  de  alma- 
cenaje : 

••  Este  artículo,  cou  referencia  al  27,  (♦)  permite  al  in- 
troductor que  declare  para  reexportar  el  todo  ó  parte  de 
lo  manifestado,  y  le  concede  hasta  seis  mes<*8  para  reex- 


(*)  Hoy  eZ  6. 
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^  Único,  Pasados  los  seis  meses  elínteresado 
seiá  requerido  de  disponer  de  los  efectos;  y  qo 
verificándolo  dentro  de  tres  dias,  se  venderán  en 
subasta  para  aplicar  al  tesoro  sus  derechos  y  cos- 
tos y  acreditar  ai  interesado  el  sobrante  si  lo 
Iiui'iere. 

Art.  31  La  liquidación  de  los  derechos  se  prac- 
ticará por  el  Administrador  ó  Interventor  con 
arreglo  &  la  ley  de  arancel,  y  dentro  de  ocho  dias 
lo  mas  tarde,  se  dará  al  consignatario  6  dnefios 
de  las  mercancías  bajo  recibo,  una  planilla  de 
dicha  liquidación  de  derechos,  para  que  encon- 
trándola arreglada  A  la  ley,  In  firme  anteponien- 
do la  nota  de  ^'•está  conformé*^  6  de  lo  contrario 
reclame  su  reforma;  firmada  que  sea,  se  agregará 
al  expediente  de  entrada  respectivo. 

portarlo  o  declararlo  para  introducir  para  el  consumo  ;  y 
Kiailoel  término  á  voluntad  del  introductor,  él  puede 
renunciarlo.  El  tiempo  de  nianifostar  la  intención  de  re- 
exportar, según  la  referencia  del  artículo  28  al  27.  (*) 
que  trata  de  la  extracción  que  debe  hacerse  del  almacén  de 
los  efectos  ya  reconocidos,  no  dt-jn  duda  de  quo  debe  ser 
desde  la  exhibición  del  mauiílesto  hasta  dicha  estraccion; 
jwro  no  lo  dice  el  ailiculo  ni  ditipone.  que  precisamente 
»ean  reconocidos  los  efectos  y  mercancías  aunque  hayan 
de  ser  reexportados  inmediatam  nti^  Que  deben  serlo  es 
de  necesidad  imprescindible  y  yo  lo  juzgo  así  apoyado  en 
que  á  su  reexportación  deben  salir  con  registro,  y  en  las 
formalidades  que  el  Supremo  Poder  Ejecutivo  estableció 
en  resolución  de  18  de  Octubre  de  1839  para  el  depósito, 
reexportación  ó  importticion  de  lo  que  se  había  declarado 
|)ara  reexportar,  ^o  obstante,  se  ha  dado  caso  de  que  un 
importador,  después  de  haber  presentado  su  manifiesto  y 
reconocido  sus  efectos,  usando  del  favor  que  le  dan  los  pa- 
rágrafos del  art.  13.  ha  pretendido  reexportarlos  sin  que 
])asen  por  el  reconocimiento  que  deben  hacer  el  adminis- 
trador é  interventor  conforme  ul  art.  17.  (*)  Tal  practica, 
ademas  de  contrariar  la  inteligencia  del  art  28  {*)  fijada 
por  dicha  resolución,  serii  perjudicial,  porque  haría  iluso- 
ria la  disposición  de  los  parágrafos  13. 14  y  16  del  articulo 
2?  de  la  ley  de  comisos.  Esta  administración,  con  aque- 
llos fundamentos,  siempre  le  dará  la  inteligencia  de  que 
los  efectos  deben  ser  reconocidos ;  pero  como  no  hay  dis- 
posición terminante,  y  la  resolución  del  Gobierno  es  ante- 
rior á  la  Jey.  y  puede  esta  ciicunstancfa  apoyar  fallos  con- 
trarios, como  el  que  menciono  tratando  del  art.  1  ?  sobre 
ranchos  de  buques,  pido  una  disposición  terminante." 

También  dijo  el  Administrador  de  Angostura,  Sr.  Cle- 
mente Záiraga,  cu  su  informe  de  1845  con  referencia  al 
mismo  articulo : 

'•  Según  el  articulo  28  (*)  puede  todo  introductor  de- 
clarar para  la  reexportación  algunas  mercancías  6  efectos 
de  los  contenidos  en  el  manifiesto  presentado  :  nada  mas 
cónsono  con  las  facilidades  y  libertados  que  deben  prestar- 
se al  comercio  legal ;  mas  me  permitiré  observar  a 
US.  que  este  procedimiento,  por  mas  inocente  que  pa- 
rezca, DO  deja  de  irrogar  menoj^cabo  á  los  ingresos  nacio- 
nales, lo  que  podría  precaverse,  con  solo  autorizar  compe- 
tentemente al  administrador  subalterno  de  Yaya  para 
practicar  un  reconocimiento  en  forma  de  los  artículos  que 
de  reexportación  lleves  ásu  bordo  los  buijues  que  nave- 
gan ¡)ai*a  el  extranjero ;  semejante  proceder  no  cau<<aria 

(*)  Hoy  SO  al  29. 
(♦)  Boy  18. 
(♦)  tíoy  80. 
(♦)  Hoy  30. 
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^  único.  Para  la  devolución  de  las  planillas  se 
asigna  á  los  duefJos  ó  consignatarios  el  plazo  im- 
prorogable  de  seis  dias  contados  desde  la  en- 
trega que  se  les  haga  de  ellas  bajo  recibo.  Veii- 
ciilo  este  término  sin  que  la  planilla  sea  devuelta, 
se  entenderá  prestada  la  conformidad,  y  se  agre- 
gará al  expediente  el  documento  de  recibo. 

Art.  32.  El  expediente  de  entrada  de  un  buque 
que  se  forme  para  comprobante  del  respectivo 
asiento  que  ha  de  hacerse  en  la  cuenta,  se  com- 
pondrá 19  del  sobordo  y  permiso  para  desear* 
gar.  29  de  las  notas  de  descarga  diaria;  autori- 
zadas por  el  Comandante  del  Resguardo,  donde 
lo  hubiere,  ó  por  el  cabo:  37  de  los  manifiestos, 
dilijencias  de  reconocimiento  y  liquidación  de  los 
derechos  que   se  haga  como  queda  prevenido;  y 

perjuicio  alguno  á  los  dueños  de  mercancías,  y  si  dejaría 
convencidos  á  los  empleados,  á  quienes  les  está  encomen- 
dado supcrvigilar  los  iiíteresea  fiscales,  que  la  reexpor lacio t^ 
se  había  llecailo  d  cabo'* 

Y  finalmente  el  Administrador  de  Maracaibo,  Sr.  José 
E.  Gallegos,  en  su  informo  de  1847  <lijo  : 

"  Tiene  esta  administración  motivos  para  presumir  quo 
efectos  declarados  de  reexportación  y  reex|>ortados  efecti- 
vamente conformo  al  art.  2S  de  la  loy  de  19  do  Mayo  do 
1841,  sobre  régimen  do  aduaims,  hayan  sido  des«imbarca- 
dosde  contrabando  en  la  costa  de  Sotavento  de  la  pro- 
vincia de  Coro.  Es  esto  tanto  mas  fácil  á  los  buques  nacio- 
nales, cnanto  que  por  el  caso  9 P  del  «rt  2?  de  la  ley  de 
comisos,  fecha  10  de  Mayo  de  1839,  los  buques  fondeados 
sin  permiso  do  alguna  aduana  en  puerto  no  habilitado,  ra- 
da, bahía,  ensenada  ó  rio,  solo  incurren  en  comiso  cuando 
son  extranjeros  ;  por  manera  que  un  buque  nacional  con 
efectos  reexportados  puede  ser  encontrado  en  cualquier 
fondeadero  por  el  resguardo  marítimo,  y  con  tal  que  no  so 
le  sorprenda  desembarcando  los  efectos,  queda  libre  de 
todo  reato,  y  no  puede  ser  detenido  ni  aun  obligado  á  dar 
la  vela.  La  precaución  que  constantemente  emplea  esta 
aduana,  de  poner  uuo  ó  Jos  celadores  de  custodia  á  bordo 
del  buque  que  sale  con  efectos  de  reexportación,  solo  pue- 
de impedir  el  desembarco  clandestino  dentro  del  lago  ; 
pero  una  vez  do  salido  por  barra,  ya  no  es  posible  á  esta 
aduana  emplear  ninguna  medida  precautelativa.  La  reso- 
lución del  Poder  Ejecutivo  fecha  18  de  Setiembre  de  1839, 
publicada  en  la  Qa/.eta  núm.  453,  y  que  es  la  vigente,  pre- 
viene que  los  bultos  deciaiados  de  reexportación  se  sellen 
con  el  sello  de  la  administración,  lo  cual  no  se  practica, 
asi  porque  las  aduanas  no  tienen  sello  designado,  como 
porque  no  se  ha  señalado  cautídad  para  e^ti*  gasto.  Lle- 
nos ambos  vacíos,  opino  que  seria  conveniente  exigir  al 
reoxportiidor  una  fianza  por  los  derechos  de  importación 
{jara  pagarlos,  si  dentro  de  un  plazo,  designado  según  la 
distancia  del  puerto  extranjero  a  que  se  destinasen  las 
efectos,  no  se  presentase  un  comijrobante  de  haberse  intro- 
ducido en  el  puerto  del  destino.  £1  comprobante  pu- 
diera ser  una  certificación  del  cónsul  de  Venezuela  en 
aquel  puerto,  ó  en  su  defecto  del  Jefe  de  la  aduana,  com- 
probada la  firma  por  cónsules  6  vicecónsules  extranjeros. 
No  habiéndose  resuelto  cosa  algima  sobre  el  particular, 
insto  al  Qobiemo  que  se  sirva  tomar  el  negocio  en  consi- 
deración, mayormente  si  se  resuelve  que  buques  despa- 
chados principalmente  para  puertos  extranjeros,  pueden 
obtener  permiso  para  hacer  escala  en  puertos  de  la  costa 
de  Venezuela  que  do  son  puertos  habilitados,  pues  enton- 
ces el  desembarco  de  efectos  reexportados  puede  efec- 
tuarse iDpunemente  sio  pagar  derechos  de  importación." 
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49  de  las  planillas  devueltas,  6  recibo  cuando 
estas  no  lo  sean.  (23) 

^  único  En  el  término  de  cuatro  dias  contados 
desde  el  en  que  se  firmaren  las  planillas  por  los 
dueños  ó  consignatarios  de  las  niercancíns,  ó  se 
cumpliere  el  plaz<í  para  reclamar  su  reforma,  de- 
berá tenerse  complelamenleformalizadi>  elexpe- 
diente,  y  bncerse  el  asiento  correspondiente. 

Art  '¿S  Kl  dueño  ó  consignatario  asegurará  ron 
uno  ó  dos  ñudcn-es  de  roancomum  et  in  solidum, 
á  satisfurcion  del  Administrador  é  Interventor 
el  pago  de  los  derechos  que  causen;  y  él  solo 
firmará  pagarés  escritos  en  papel  sellado  corres- 
pondiente píir  los  derechos  que  adeude,  los  cua- 
les serán  tantos  cuan  los  sean  los  plazos  que  se 
conceden  para  el  pago.  (24) 
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(23)  El  tribunal  de  cuentas  en  su  informe  de  1841  ex- 
puso: 

"  Es  conveniente  así  mismo  que  la  ley  disponga  que  se 
forme  expodifnít?  á  todo  buqm»  mercante  que  Ilirgue  al 
pnerto,  cargado  ó  en  lastro,  aunque  no  descargue  ci>sa  al- 
guna. El  art.  30  (♦)  de  la  ley  vigente  especifica  los  docu- 
mentos que  han  de  compnnor  el  expodiente  de  entrada  ; 
pero  como  en  él  se  mencionan  los  que  ocurren  cuando  el 
buque  descarga  ó  adeuda  derechos,  esto  da  lugar  á  creer- 
se dispensados  algunos  administradores  de  formar  el  ex- 
pediente cuando  el  buque  no  descarga.'' 

(2.Í)  El  expresado  administrador  de  Maracaibo,  Sr. 
Gallegos,  en  su  infirme  de  42  expuso  : 

"  El  art.  31  manda  que  el  dueño  ó  consignatario  asegu- 
re con  uno  ó  mas  fíadores  de  mancomún  é  insolidum  á  sa- 
tlflfaccicn  del  administrador  ó  interventor  el  pago  de  los 
derechos  ;  y  (jue  él  solo  firme  pagarés  escritos  en  el  ])a- 
pel  sellado  correspondit:nte  por  los  derechos  que  adeude. 
No  se  expresa  con  que  formalidades  deben  otorgarse  estat 
fianzas  y  pagares,  y  por  lo  mismo  que  no  se  hace  alteía- 
cioD  alguna  a  la  ley  común,  debiera  entenderse  que  han 
de  otorgarse  ante  el  registrador  con  todos  los  requintos 
do  las  escrituras  públicas.  No  es  esta,  sin  embargo,  la 
práctica  en  esta  aduana,  ni  creo  que  en  ninguna  otra  de  la 
Kepública.  La  fianza  y  el  pagaré  firmados  por  los  fiadores 
y  el  in){)ortador  permanecen  en  la  administración  hasta 
que  se  satisfacen  los  derechos.  Esta  práctica  se  sigue  pa- 
ra asegurar  los  derechos  de  sal,  el  de  exportación  en  el 
comercio  de  cabotaje,  cuando  las  producciones  naciona- 
les están  sujetas  al  impuesto,  y  generalmente  para  todos 
los  casos  en  qne  es  necesario  garantir  intereses  del  Esta- 
do. Hasta  ahora  los  tribunales  habian  reputado  las  fian- 
zas y  pagarés,  así  otorgados  como  documentos  suficientes 
para  proceder  ejecutivamente  conforme  á  los  artículos 
2?  y  siguientes  de  la  ley  lltít.  7P  del  código;  pero  al- 
guno ha  oblado  recientemente  en  el  sentido  de  no  esti- 
marlos como  documentos  públicos,  sino  como  unos  vales 
ú  obligaciones  hechas  por  las  partes  que  califica  de  priva- 
dos el  art.  13,  ley  4,  tit.  1  9  del  mismo  código.  Asi  fué 
que  no  se  intimó  al  deudor  el  pago  dentro  de  tercero  día, 
sino  que  se  le  pasó  copia  de  la  demanda  del  fiscal.  Esta 
ocurrencia  y  la  opinión  que  me  asiste  de  que  no  falta  ra- 
zón al  jnez  que  así  obró,  me  mueven  á  proponer  que  so 
defina  este  punto  en  la  ley.  Es  del  deber  de  los  empleados 
asegurar  los  intereses  del  Estado  con  todas  las  solemnida- 
des y  precauciones  que  la  ley  común  establece  para  que 
los  ciudadanos  garantizen  los  suyos  mientras  una  espe- 
cial otra  cosa  no  determine ;  al  paso  que  las  fom^alidades 

(♦)H«y32. 


Art.  34.  Los  derechos  se  pagarán  al  contado 
si  no  exceden  de  cien  pesos,  á  un  mes  de  plazo 
sino  pasan  de  quinientos  pesos,  &  dos  meses 
de  plazo  desde  quinientos  hasta  dos  mil  pesos;  á 
tres  meses  desde  dos  mil  hasta  tres  mil,  á  cuatro 
meses  desde  tres  mil  hasta  cuatro  mi!,  á  cinco 
meses  desde  cuatro  mil  hasta  cinco,  y  á  seis  me- 
ses de  cinco  mil  para  arriba  cuHlquiera  que  sea 
su  montamiento.  Estos  plazos  principiarán  á  cor- 
rer desde  la  fecha  de  los  respectivos  pagarés,  que 
será  precisamente  la  del  (lia  en  que  queden 
despachadas  las  mercsncías  en  la  Aduana,  con  la 
excepción  del  artículo  19. 

Art.  :)5.  .Si  vencido  el  plazo  de  los  pagarés,  no 
se  realizare  el  pago,  se  procetlerá  contra  el  deu- 
dor y  los  fiadores  ó  contra  cualesquiera  de  ellos 
no  solo  por  su  valor,  sino  por  los  costos  y  el  in- 
terés corriente  de  la  plaza  que  será  el  mis- 
mo en  qne  las  aduanas  hacen  el  descuento  de 
sus  pagarés. 

Art.  »Mj.  En  caso  de  no  tener  el  durRo  6  con- 
signatHrio  de  las  mercancÍMS  y  efectos,  fiadores 
de  la  satisfacción  del  Administrador  é  interventor, 
ó  de  no  pugar  los  derechos   en  numerario,  sere- 


y  gastos  del  registro  de  las  fianzas  y  pagarés  repugnan  á 
la  bii' vedad  y  economía  tan  necesarias  d  las  operaciones 
nieieantiles,  mayormente  al  tráfico  de  sales,  cuyos  dere- 
chos (lesd(;  que  pasan  de  60  peso^  pueden  pagai  sed  plazos, 
y  de  consiguiente  deben  ase;:urarse  con  pagarés." 

"Suponiendo  que  la  ley,  para  consultar  la  conveniencia 
del  comercio,  adoptase  en  su  reforma  la  práctica  general- 
mente seguida.  d<'bii*ra  ademas  precaver  el  i nctuí veniente 
de  que  se  falsifiquen  las  firmas,  ó  que  siendo  verdaderas 
se  alegue  .su  falsifícncion  para  librarse  los  responsables  de 
la  obligación  contraída :  lo  primero  ha  ocurrido  ya  con 
un  dfudorpor  derecho  de  sal." 

*'  Es  la  fianza  la  garantía  fundamental  de  los  derechos, 
pues  ademas  de  que  el  import^idor  otorga  el  pagai-é  baio 
La  fianza  presiaHa  según  dice  el  modelo,  y  que  él  solóla 
firma,  cualquiera  persona  pui'de  importar  efectos  extran- 
jcrcs.  ó  i'Xlraer  sales,  aun  cuando  no  tenga  bienes,  pues 
los  fiadores  le  abonan.  La  ley,  sin  embargo,  se  detiene  en 
formular  el  pagaré  con  toda  minuciosidad,  y  omite  ente- 
ramente los  tci minos  en  que  debe  redactarse  la  fianza: 
términos  necesarios  para  dejar  bien  calificada  la  obliga- 
ción del  deudor  y  la  prelacion  del  fisco  sobre  otros  acree- 
dores 

"  Uno  6  dosf4idores  de  mancomún  é  insólidum  dice  el  ar- 
ticulo en  cuestión,  dejando  entender  que  son  solidarios 
entre  si.  pero  no  con  el  importador,  pues  de  otra  manera 
no  serian  findores,  sino  principales  pagadores.  De  donde 
aparece  una  contradicción  entre  la  naturaleza  de  la  obli- 
gación contraída  por  los  fiadores  y  el  procedimiento  que 
según  el  articulo  33  puede  intentarse  contra  estos,  antes 
que  el  deudor  principal  resulte  insolvente. 

"  Considero,  pues,  de  suma  necesidad  que  la  ley  esta- 
blezca: 1  P  La  formalidad  que  hayan  de  tener  las  fianzas 
y  pagarés  para  que  sean  documentos  públicos,  se  autenti- 
quen las  firmas  y  produzcan  juicio  ejecutivo:  2  ?  La  fór- 
mula de  las  fianzas  ¡  y  3  P  La  mancomunidad  solidaria 
del  importador  con  los  fiadores,  suprimiendo  este  nom- 
bre para  que  el  documento  deje  de  ser  una  fianza,  y  sea 
una  obligación  solidaria  entre  los  tres  como  priBcipales 
responsables  de  los  derechos.'' 
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tendrán  en  la  Aduana  las  mercancías  y  efectos 
cuyo  valor  pe  consi<lere  suficiente  á  cubrir  los 
derechos  de  toda  la  importación,  y  no  satisfa- 
ciéndose estos  al  vencimiento  de  los  plazos,  se 
venderán  las  mercancías  y  efectos  en  pública 
subasta,  y  el  exceso  si  lo  hubiere  se  entregará  al 
interesado. 

Art.  37.  Si  sucediere  que  el  dueño,  introductor 
ó  consignatario  quisiere  hacer  cesión  de  algunas 
mercancías  ó  efectos  por  el  valor  de  los  derechos 
que  sobre  ellos  se  hubieren  impuesto,  se  le  per- 
mitirá, con  tal  que  sea  antes  de  sacarlos  de  la 
Aduana,  y  dichos  efectos  se  rematarán  en  subasta 
pública  por  cuenta  del  trsoro. 

Art.  38.  La  responsabilidad  de  los  comercian- 
tes de  que  hablan  los  artículos  30  y  33  de  esta 
le}',  con  respecto  á  derechos  de  importación  que- 
da cancelada  con  el  pago  efectivo  de  los  derechos 
que  hubieren  adeudado  según  la  liquidación 
practicada,  no  pudiéndoseles  exigir  ningún  rein- 
tegro por  ningún  respecto  después  de  cumplidos 
y  satisfechos  los  plazos  que  se  establecen  para  el 
pago  por  el  artículo  34.  Los  introductores  ó  sus 
consignatarios  solo  podrán  reclamar  los  perjui- 
cios que  de  la  liquidación  resulten  contra  ellos 
dentro  del  m»smo  término. 

^  único.  Los  jefes  de  las  aduanas  tan  luego 
como  estén  concluidas  la6  pldniilas  de  un  expe- 
diente, remitirán  copia  de  ellas  y  del  manifiesto 
al  tribunal  de  Cuentas,  por  el  correo  para  su 
examen.  El  Poder  Ejecutivo  dispondrá  lo  nece- 
sario para  que  este  se  practique  con  toda  prefe- 
rencia, á  fin  de  que  si  la  liquidación  de  derechos 
estuviere  errada,  pueda  ser  rectificada  por  los 
empleados  responsables,  ftntes  del  vencimiento 
del  plazo,  en  que  según  lo  prevenido  en  este  artí- 
culo prescribe  toda  acción  de  reintegro  6  reclamo 
contra  los  comerciantes. 

Art.  39  Todas  las  multas  impuestas  por  esta 
ley,  se  aplicarán  al  tesoro  público,  cuando  no 
haya  aplicación  especial,  y  se  exigirán  cuando 
llegue  el  caso  por  ¡os  jueces  de  provincia,  de 
parroquia  d  de  paz  á  excitación  del  jefe  de  la 
Aduana. 

Art  40.  El  Poder  Ejecutivo  expedirá  los  re- 
glamentos, y  dará  las  instrucciones  quejnz- 
gue  convenientes  para  uniformar  el  procedi- 
miento en  las  aduanas,  y  hacer  que  tengan  su 
puntual  cumplimiento  Ja  presente  ley  y  la  de 
arancel. 

Art.  41.  La  presente  ley  se  pondrá  en  ejecu- 
ción en  todas  las  aduanas  de  República  al  dia  I9 
de  Julio  próximo,  desde  cuya  fecha  queda  dero- 
gada la  de  19  de  Mayo  de  1841. 

Dada  en  Caracas  á  26  de  Abril  de  1854,  año 
25  de  la  ley  y  44  de  la  independencia. 

£1  Presidente  del   Senado,    Francisco  Bal- 
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6wcna.— El  Presidente  de  la  Cámara  de  Repre- 
sentantes, L.  Ruedas. — El  Secretario  del  Senado, 
J.  A.  Peres. — El  Secretario  de  la  Cámara  de 
Representantes,  J.  Padilla. 

Caracas,  Abril  28  de  1854,  año  25  de  la  ley  y 
44  de  la  independencia. — Ejecútese. — J,  G,  Mo- 
nagas. 

Por  S.  E-— El    Secretario  de   Estado   en  el 
Despacho  de  Hacienda,  P.  Ceballos. 
Es  coj.ia. — Ceballos. 


Análisis  comparativo  fie  las  Uifes  de  14  de  Octubre  de  1830, 
12  de  Mayo  de  1834,  10  de  Mayo  de  1889,  19  de  Mayo  de 
1841,  y  "IB  de  AJbrü  de  1864,  sobre  régimen  para  la  importa- 
clon. 

Comparadas  las  de  30  y  34  se  encuentra : 

La  de  80  comprendia  disposiciones  concernientes  á  la 
habilitación  de  puertos,  comercio  de  cabotaje  y  costanero, 
régimen  de  las  aduanas  para  la  importación,  arancel  de 
importación  y  comiso,  y  la  de  34  ge  ocupa  solo  de  las  re- 
glas para  la  importación,  habiéndose  dispuesto  de  las  de- 
más materias  en  leyes  separadas.  La  de  80  reconocía  co- 
mo base  para  la  importación  el  pngo  del  derecho  ad  valo- 
rcm  según  facturas,  y  )a  de  84  el  especifico. 

La  de  30  (art.  i  p  )  exigia  que  fuese  jurado  el  sobordo  ; 
y  la  de  80  (art.  id.)  suprimió  el  juramento.— La  de  30, 
conforme  con  su  sistema  exigía  (art.  8)  la  presentación  de 
las  facturas  originales  valoradas  dentro  de  tres  días  á  lo 
mas;  y  la  de  84  íart.  5?  )  suprimió  este  mandato.— Por 
la  de  80  (art.  8)  debía  hacerse  dentro  de  veinticnatro  ho- 
ras después  de  fondeado  el  buque  la  manifestación  de  si 
se  resolvía  ó  no  descargar;  y  por  la  de  84  (art.  6P  )  se 
extendió  este  término  á  tres  días.  La  de  84  añadió  final- 
mente, respecto  de  estos  artículos,  el  último  inciso  del  6  ? 
desde  donde  dice :  "Si  el  dueño  ó  consignatario  del  bu- 
que &a."— Por  la  de  30  (art  6,  formalidad  2ía  )  el  cela- 
dor de  cnstodia  llevaba  una  nota  diaria  de  los  bultos  que 
80  desembarcasen ;  y  la  de  34  (art.  7,  formalidad  id  )  dis- 
puso que  la  nota  fuese  de  los  bultos  qne  se  desembarca- 
sen en  cada  barcada— La  de  84  (art.  6,  regla  2  í«  )  modifi- 
có la  mixma  regla  art.  id.  de  la  de  30  desde  donde  dice  : 
"  barriles,  guacales  &a.,  según  ellos  fueren  en  los  térmi- 
nos qne  expresa— La  de  36  (art  6,  regla  8  5» )  modificó  la 
misma  regla  art.  Id.  de  la  de  30  en  los  términos  en  que 
puede  verse— La  de  80  (art.  6,  regla  4  *  )  decía :  •'  Los  ar- 
tículos inflamables  y  voluminosos  podrán  despacharse 
desde  el  muelle  &a.,  como  igualmente  los  demás  que  de 
común  acuerdo  convengan  l(>s  reconocedores ;"  y  la  de 
34  (art  id.,  regla  id.)  suprimió  lo  de  voluminoso,  y  lo  de 
todos  los  demás  que  de  común  acuerdo  conviniesen  loa 
reconocedores;  y  sostituyó :  "  y  todos  aquellos  otros  que 
no  vengan  encajonados  ó  enfardelados,  y  los  equipajes, 
previo  el  examen  de  los  reconocedores."— La  de  30  (re- 
gla 6  ^  art.  6)  fijaba  para  la  descarga  de  las  seis  á  las  nue- 
ve y  de  las  diez  á  las  tres  de  la  tardo ;  y  la  de  84  fijó  sin 
interrupción  desde  las  seis  hasta  las  tres— La  de  30  (art. 
7)  prevenía  que  el  reconocimiento  de  las  mercancías  se  hi- 
ciese por  los  jefes  de  la  aduana  y  el  comandante  del  res- 
guardo ;  y  la  de  84  (art.  9)  por  el  administiador  é  inter- 
ventor solamente ;  y  solo  á  falta  de  este,  por  el  cabo  del 
resguardo  en  su  lugar— La  de  30  (  ^.  único  del  art.  9)  no 
expresaba  la  manera  de  hacer  el  justiprecio  de  las  aver*as 
sufridas  por  algunas  mercancías;  y  la  de  84  (art.  10)  lo 
estableció  ;  añadiendo  que  después  de  extraírias  las  mer- 
cancías y  efect<»s  de  la  aduana  no  habrá  lugtfr  á  reclamo 
por  averías— Por  la  de  80  (art.  12)  los  efectos  de  cualquie- 
ra procedencia  importados  en  boques  nacionales  pagaban 
sobre  el  valor  de  las  íactaras  originales  ó  sobre  los  avalúos 
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IMPORTACIÓN.  Véase  Arancel  de  impor- 
tación. 

IMPORTACIÓN.  Impuesto  subnítliario  sobre 
ella  para  e)  fomento  ele  los  caminos.  Véase 
Caminos  D.  de  28  de  Abril  de  1854.  Apéndi- 
ce al  Tomotjo 

IMPORTACIÓN.  Véase  Contribución  extraor- 
difiuria. 

IMPORTACIÓN.  Resolución  Ejecutiva  de 
3  DB  JiTLio  DE  1849.  sobre  lo  que  debe  hacerse 
en  cuanto  á  sobordo  cuando  un  buque  cam- 
bie en  el  viaje  de  capitán. 

República  de  Vennzoela.— Secretaría  de  Estado 
en  el  Despacho  de  Hacienda.— Caracas  3  de  Julio 
•  de  1839,  10?  y1\)? 

Sr.  Administrador  de  la  aduana  de  Angostura* 

Señor: — He  dado  cuenta  á  S.  E.  el  Presidente 
de  la  República  del   oficio  de   U.    de    13   Mayo 


último  numero  26  por  el  cual  informa  que  el  ber- 
gantín nacional  Victor  llegó  á  ese  puerto  proce- 
dente de  la  isla  de  Martinica    conducido    por  un 
extranjero  Mili  que  firmó   el  sobordo,  en   lugar 
I  de  su  capitán  ciudadano    Juan    Moretti,    el  cual 
!  desamparó  el  buque  y  se  queJó    en    la    referida 
isla;  y  que   lo  mismo  ha  sucedido   con  la  goleta 
I  nacional  Isabel,  añadiendo  que  sucederán  otros 
j  casos  semejantes. 

Considerandos.  B  que  puede  acontecer  con 
frecuencia,  que  el  capitán  de  un  buque  se  enfer- 
:i)e  y  le  subrogue  otro  en  el  puesto  donde  tuvi- 
re  lugar  esta  ocurrencia,  como  también  que  al- 
gunos, faltando  á  sus  deberes,  y  temerosos  de  que 
seles  hagan  cargos  por  los  propietarios  aban- 
donen los  buques  y  se  presenten  estos  en  el  puer- 
to de  su  destino  con  el  nuevo  capitán;  que  este 
debe  imponerse  con  indivldualidud  de  la  exac- 
titud de  las   facturas   y   formar  el  sobordo   con 


que  se  praciicahan  los  derechos  de  arancel ;  y  por  la  de 
84  (art  1 1 )  tenia  esto  lugar  si  la  introducción  se  hacia  en 
bnqnes  nacionales,  ó  de  aquellas  naciones  que  tuvieran 
tratados  vigentc^s  con  la  república  sobre  la  base  de  la  re- 
ciprocidad. Pero  si  se  hacia  en  cualquiera  otro  buque,  y 
el  deivcho  era  específico,  se  cobraba  ademas  un  diez  por 
ciento  sobre  este  derecho ;  y  siendo  ad  valorcin.  se  cobra- 
ba un  cinco  p¡or  ciento  mas  sobre  el  avalúo— La  de   80 
(art.  20)  exigia  jiara  la  seguridad  de  los  derechos  una  fian- 
za con  dos  fiadores  principales  pagadores  residentes  en  el 
mismo  puerto,  otorgada  á  estilo  mercantil  y  firmada  por 
el  principal  deudor  y  sus  dos  fiadores  ;  y  la  de  34  (art  9A) 
solo  exigía  uno  ó  dos  fiadores  de  mancomum  et  iusoU- 
dum ;  sin  expresar  que  fuesen  dcd  mismo  puerto,  y  que  el 
dueño  ó  consignatario  firmase  tantos  pagarés  cuantos  fue- 
sen los  plazos  para  el  pago— La  de  30  (art.  21)  concedía 
entre  etro-s  plazos  para  el  pago  de  los  derechos  el  de  30 
días,  si  no  llegaban  ni  pasaban  de  trescientos  ;  y  la  de  34 
(art  24)  concedió  el  mismo  plazo  solo  si  no  pasaban  de 
dicha  suma — Por  la  de  80  todos  los  plazos  se  contaban 
desde  la  fecha  en  que  se  verificada  el  otorgamiento  de  la 
fianza ;  y  por  la  de  34  (art.  24)  desde  la  fecha  de  los  pa- 
garés, que  será  precisamente  la  del  día  en  que  los  intere- 
sados reciban  las  mercancías  y  efectos  de  la  aduana. — Por 
la  de  80  (art.  23)  si  no  se  pagaban  los  derechos,  vencido 
el  plazo,  se  procedia  ejecutivamente  por  el  administrador 
en  virtud  de  la  Jurisdicción  coactiva  que  tenia  por  la  ley 
orgánica  de  hacienda ;  y  el  deudor,  ademas  de  las  costas, 
])agaba  el  uno  por  ciento  mensual  sobre  la  suma  adeuda- 
da ;  y  por  la  de  34  (art.  26)  aunque  se  manda  proceder 
coactivamente  contra  el  deudor,  no  se  expresa  que  sea  por 
el  administrador ;  y  se  eleva  ademas  á  dos  por  ciento  el 
ínteres  mensual— La  de  84  suprimió  ademas  de  la  de  80 
los  4^.  1 P  y  2P  del  art.  2,  los  art.  4  y  6,  la  regla  6 *  del 
art.  6,  desde  ''fijando  para  todos  los  buques  &a."  la  7  *  del 
mismo  art.,  los  art.  8  y  su  §  ,  9, 10  y  su  ^.,  11,  22,  y  24  j  y 
añadió  el  art  6.  la  regla  7  ^  del  art.  7,  los  art.  8,  \.  único 
del  9, 12,  22,  la  parte  del  23  que  trata  de  la  forma  de  los 
]>agarés,  26, 28,  la  parte  del  29  desde  "  ó  por  los  tesoreros 
generales  &a."  y  30. 
Entre  las  de  34  y  39  se  notan  las  diferencias  que  siguen: 
La  de  84  (art.  3)  fijaba  tres  días,  y  la  de  39  (art.  7)  los 
extendió  á  cinco,  después  de  fondeado  el  baque,  para  que 
el  dueño,  ó  consignatario  del  cargamento  declararan  si 
i*esolvian  ó  no  descargar. — La  de  39  (formalidad  4  *,  del 
art.  11)  añadió  ala  correspondiente  do  la  de  84  (6^  del 
art  7  ®. )  <^sdc  donde  dice :  "  y  desde  la  llegada  del  bu- 


que &a. — La  de  34  (art  8)  fijaba  veinticuatro  horas  des- 
pués de  la  declaratoria  de  descarga,  para  la  presentación 
de  los  manifiestos  &a. ;  y  la  de  39  las  extendió  á  cuarenta 
y  ocho — La  de  34  (art.  11)  establecía  para  las  mercancías 
conducidas  en  buques  de  las  naciones  con  quienes  se  tu- 
viesen tratados  vigentes,  la  bnse  de  la  reciprocidad ;  y  la  de 
39  (art.  20)  establece  la  de  la  nación  ma^  fnvorecída— La 
de  84 (art  11.)  decía  ademas:  "  Si  la  introducción  se  hi- 
ciere en  cualquiera  otro  buuue,  y  el  derecho  fuere  especi- 
fico, se  cobrará  ademas  un  diez  por  ciento  calculado  sobre 
este  derecho,  y  siendo  ad  valórente  se  cobrará  un  cinco  por 
ciento  mas  sobre  el  avalúo ;  "  y  la  de  39  (art  20)  refor- 
mó asi:  "  Si  la  introducción  se  hiciere  en  cualquier  otro 
buque,  se  cobrará  ademas  un  diez  por  ciento  calculado 
sobre  el  derecho,  bien  sea  este  específico  ó  ad  valefrem." 
La  de  34  (art  12)  decía  :  "  Para  gozar  de  la  igualdad  de 
derecho  entre  los  buques  nacionales  y  los  de  aquellas 
naciones  que  hayan  celebrado  tratados  &.C. )"  y  la  de 
39  (art.  21)  adicionó  en  segundo  lugar  "los  españo- 
les." La  de  84  (art.  15)  disponía  que  las  dudas  sobre 
los  nombres  de  las  mercancías  se  decidiesou  por  ma- 
yoría por  el  interventor  y  dos  peritos ;  y  la  de  39  (art. 
22)  mandó  se  decididran  por  dos  peritos,  y  un  tercero 
nombrado  por  el  mismo  administrador.  LÍei  de  34  (art 
22)  fijaba  doce  dias  después  de  concluido  el  reconocimien- 
to en  la  aduana,  para  la  conclusión  del  expediente  de  en- 
trada; y  la  de  39  {^  único  del  art  31)  fijó  solo  cuatro 
i  dcbde  el  en  que  se  firmasen  las  planillas,  ó  se  yenció  el 
plazo  para  reclamar  su  reforma. — La  de  84  (art.  25)  coc- 
servaba  el  procedimiento  coactivo  contra  el  deudor  y  sus 
fiadores ;  y  la  de  89  (art.  84)  suprimió  el  procedimiento 
coactivo.— La  de  34  (art.  27)  permitía  la  reexportación  de 
los  efectos  importados  ;  y  la  de  89  (art  86)  silenció  este 
permiso.— La  de  34  (art  29)  decía :  "Todas  las  multas 
impuestas  por  esta  ley  se  aplicarán  al  tesoro  público ; "  y 
la  de  39  (art.  88)  añadió  :  "  cuando  no  haya  aplicación 
especial"— La  de  84  (art  id.)  facultaba  á  los  tesoreros  ge- 
nerales para  exif  ir  coactivamente,  sin  otro  recurso  que  el 
de  queja,  las  multas  impuestas ;  y  la  de  39  (art.  88)  supri- 
mió esta  facultad  á  los  tesoreros.— La  de  89  suprimió  el 
articulo  2  de  la  de  34,  y  añadió,  los  ^^  1  ?  y  2  P  del  art 
1 P ,  las  artículos  2  á  5,  8,  9,  la  regla  4  ?  del  art.  11  des- 
de donde  dice  :  "  y  desde  la  llegada  del  buque  Sm."  los 
A  1 P ,  2  P  y  3  P  del  art.  13,  los  arUculos  14, 15  y  sus  dos 
i  16, 4  8  P  del  17, 18,  §  único  del  20,  28  y  su  4, 29,  % 
único  del  80  y  ^  id.  del  87. 
Entre  las  de  39  y  41  hay  las  Tarlacionefl  siguientes : 
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arreglo  á  ellas,  y  que  es  de  su  obligación  infor- 
marse de  los  deberes  que  imponen  las  leyes  del 
país  á  donde  se  dirige;  de  ha  servido  resolver 
con  acuerdo  del  Consejo  como  regla  general: 
*'que  en  casos  iguales  á  los  del  Víctor  é  Isabel, 
ios  administradores  de  aduanas  deben  permitir 
la  descarga  del^cargamento  y  aplicar  al  nuevo 
capitán  la  pena  correspondiente  si  en  el  sobordo 
faltaren  algunos  bultos  6  fardos  de  los  compren- 
didos en  aquel,  pues  de  la  prohibición  del  de- 
sembarco pueden  resultar  perjuicios  á  loa  inte- 
resados, quienes  por  su  parte  están  en  aptitud 
de  perseguir  al  capitán  que  se  enferme  ó  aban- 
done el  buque  si  por  culpa  suya  sufrieren  algún 
detrimento  en  sus  intereses." 

Lo  que  digo  á  U.  para  su  cumplimiento  y  en 
respuesta  &  su  citado  oficio  de  13  de  Mayo  últi- 
mo número  25;  habiendo  sido  porconHÍgiiienle 
de  la  aprobación  del  Gobierno  el  proceder  de  U. 
permitiendo  la  descarga  del  Víctor. 

Soy  de  U.  atento  servidor  José  Luis  Ramos 
Nota;  La  anterior  resolución    se   circula  á  las 
demás  aduanas  en  la  misma  fecha. 

La  de  41  (art.  3  P  )  añadió  al  del  mismo  numero  de  la  de 
89  :  "y  se  procederá  á  ]a  descarga  y  formación  del  sobor- 
do, todo  á  costa  del  capitán.  „— La  de  89  (^2?  del  art. 
9)  decía  :  *'  cuando  queden  efectos  á  bordo,  y  vayan  estos 
á  otro  ú  otros  puertos  de  Venezuela,  el  capitán  del  buque 
6  su  consignatario  deberá  presentar  en  la  aduana  prime- 
ra dopde  fué  deitpachado,  un  certiflcato  de  los  jefes  de  la 
última  á  que  llegue,  de  haber  concluido  legaimente  la 
desciirga  de  los  efectos  que  declaró  de  tránsito  para  otro 
ú  otros  puertoH  de  la  república ;  y  la  de  41  (V  2  P  y  art. 
id.)  modificó  a8i:  "para  conocimiento  de  la  aduana  en 
que  deba  concluirse  la  descarga,  los  Jefes  de  la  primera 
aduana  pasarán  por  el  correo  nota  de  la  parte  de  car;^a 
que  so  conduce  para  la  segunda,  á  los  Jefes  de  esta,  quie- 
nes avilaran  si  se  ha  verificado  la  importación. — La  de  41 
(art.  13)  afíadió  al  del  mismo  número  de  la  de  89.  *'  £bte 
manifiesto  no  saldrá  por  ningún  motivo  del  poder  de  los 
Jefes  de  la  aduana,  ni  podrá  ser  alterado  sino  únicamente 
en  los  casos  de  los  pará§:rafos  siguientes." — La  de  89  (^ 
29  del  art.  15)  mandaba  pagar  la  cantidad  que  resultase 
deberse  al  introductor  por  los  efectos  que  tomase  la  adua- 
na con  arreglo  al  mismo  art.  16,  en  plazos  que  eran  iguales 
á  loa  concedidos  al  introductor  para  el  pago  de  los  dere- 
chos; y  la  de  41  (^  id.  art.  id.)  dejó  de  expresar  dichos 
plazos  y  dijo  solo:  "  que  seria  satisfecha  en  los  mismos 
términos  y  plazos  en  que  el  erario  recauda  los  derechos 
de  importación."  Pero  como  estos  plazos  han  HÍdo  altera- 
dos por  la  de  41,  resulta,  que  el  expresado  ^  2P  art.  15  de 
la  de  89  ha  sido  reformado  en  el  mismo  sentido. — La  de 
89  (ai-t.  20)  mandaba  cobrar  los  derechos  de  importación 
con  arreglo  á  la  ley  de  arancel,  si  las  mercancías  ó  efectos 
son  conducidos  en  buques  nacionales,  ó  de  aquellas  nacio- 
nes que  tengan  tratados  vigentes  con  la  república  sobre 
la  base  de  la  nación  mas  favorecida.  Si  la  introducción  se 
hiciere  en  cualquiera  otro  buque  so  cobrará  ademas  un 
diez  por  ciento  calculado  sobre  el  derecho,  bien  sea  este 
específico  ó  ad  valorem  ; "  y  la  de  41  (art.  id.)  dispuso 
que  dicho  cobro  se  hiciese  lo  mismo,  ya  fuesen  introduci- 
das las  mercancías  ó  efectos  en  buques  venezolanos,  ó  ya 
en  extranjeros. 'La  de  89  (art.  22)  mandaba  que  las  du- 
das que  ocurriesen  al  administrador  se  decidiesen  por  dos 
fritos  nombrados  uno  por  el  administrador  y  otro  por  ol 
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IMPORTACIÓN,  RESOLUCIÓN  bjecittiva  dk 
20  DE  JULIO  DR  1841  aclarando  el  art  20  de 
la  ley  de  la  materia^  que  es  el  18  de  la  de  ^i 
{ya  derogada)  á  gue  se  refiere. 

República  de  Venezuela  —Secretaria  de  Estado 
y  del  DoFpacho  de  Hacienda. — Circular.— Caracas 
20  de  Julio  de  1841,  12?  y  81 9 

Señor — Para   evitar  dudas   sobre  lo  que 

deba  practicarse  en  cumplimiento  del  art.  18  y 
parágrafo  29  del  art.  17  de  la  ley  de  19  de  Ma- 
yo del  presente  año  que  trata  del  régimen  de  las 
aduanas,  el  Gobierno  ha  dictado  en  el  expedien- 
te de  la  materia,  la  siguiente  resolución. 

'*  La  citación  á  los  duefios,  consignatarios  ó 
afrentes  de  las  mercancías  que  se  previene  por 
el  art  18  de  la  referida  ley,  debe  entenderse  he- 
cha siempre  respecto  de  aquellos  que  se  hallen 
presentss  en  la  aduana  y  concurran  al  recono- 
cimiento, pues  que  en  este  caso  es  excusada 
cualquier  formalidad  ;  pero  no  estando  presen- 
tes, ó  no  prestándose  al  reconocimiento  antes 
de  las  vein>ticuatro  horas  de  habérseles  roanifes- 

introíluctor,  y  por  un  tercero  nombrado  per  el  administra- 
dor ;  y  la  de  41  (art  20  dispone  que  las  miomas  dudas quo 
ocurran  á  los  Jefes  de  la  aduana  &c.  cuyos  dos  Jefes  y  no 
ya  el  administrador  solo  son  los  que  nombran  el  |>erito,  y 
el  tercero  eu  discordia. — Por  la  de  39  ^art.  83)  los  dere- 
chos se  pagaban  al  contado  si  no  excedían  de  cien  pesos ; 
á  treinta  dias  si  no  pasaban  de  trescientos ;  á  sesenta  dias 
hasta  la  suma  de  quinientos ;  y  de  esta  cantidad  para  ar- 
riba de  por  mitad  á  tres  y  seis  meses  de  plazo  ;  y  la  do 
41,  (art.  82)  dijo  :  al  contado  si  no  exceden  de  cien  pesos: 
á  cunlro  meses  8i  no  pasan  de  quinientos ;  y  de  esta  canti- 
dad para  arriba  á  sf-is  meses  átc. — La  de  39  (§  único  del  art. 
87)  no  exigía  el  envío  al  tribunal  de  cuentas  del  maniñes- 
to  ;  y  la  de  41  (^  único,  art.  36)  lo  añadió.— Finalmente 
la  de  41  suprimió  el  §  único  del  art.  20  de  la  de  39,  y  el 
art.  21. 

Comparadas  por  último  las  de  41  y  64  se  encuentra» 
las  diferencias  siguientes. 

La  de  41  (art  I?)  disponía  simplemente  que  la  visita 
de  entrada  de  un  buque  se  hiciese  por  el  administrador  y 
por  el  comandante  del  resguardo  acompañado  de  un  cabo 
y  un  celador ;  y  la  de  54  (art.  id.)  dijo :  por  el  comandan- 
te del  resguardo  precisameule,  acompañado  de  un  cabo  y 
uno  6  7IUI.S  celadores. — La  mi:»ma  de  41  (art.  id.)  decia  '  y 
si  viniere  de  puertos  extranjeros,  se  exigirá  del  capitán  la 
patente  de  navegación  &c. ;  y  la  de  64  (art.  id.)  dijo:  "  8i 
el  buque  pr  .cediere  de  puertos  extranjeros,  y  viniere  car- 
garlo, se  exigirá  &.c. — La  de  41  (art.  id.)  hablando  de  lo 
que  debia  expresar  el  sobordo,  decia,  entre  otras  cosas :  'el 
número  y  descripción  de  los  bultos  que  contiene  el  carga- 
mento "  ;  y  la  efe  64  (art.  id.)  es  mas  esplícita,  diciendo : 
*'  la  cantidad  de  los  bultos  que  componen  el  caiigamento, 
con  especiflcacion  de  si  son  cajas,  fardos,  barriles,  baúles, 
bocoyes,  &c.,  ócc— La  de  64  ha  añadido  el  ^  1 9  del  mis- 
mo art.  1  9  que  no  tenia  la  de  41.— La  de  41  (art.  29) 
decia  :  "  Si  el  capitán  al  acto  de  la  visita  no  presentare  el 
sobordo  en  la  forma  prevenida  en  el  art.  1  .^ ,  se  le  exigi- 
rán los  conocimientos  del  cargamento.  &>c. ;  y  la  de  64 
(art.  id.)  ha  dicho :  **  8i  no  presentare  el  sobordo,  ó  s¿  es- 
te no  esíuvüre  cu  la  forma  prevenida  en  el  art.  1?  y  su  ^ 
I  9  incurrirá  en  una  nivlla  de  cituto  á  qvÁnientos  pesos ^  y 
se  le  exigirán  los  conocimientos ^  éf^,—lA  de  41  (art.  3  .^  } 
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tado  por  alguno  de  los  jefes  reconocedores  que 
•e  podid  proceder  á  éJ,  se  hará  la  citación  por 
medio  de  papeleta,  cuyo  recibo  se  agregará  al 
expediente. 

"  Para  reconocer  los  artículos  inflamables  v 
todos  aquellos  otros  que  por  el  parágrafo  29, 
art.  I7y  se  permita  dcspacbar  fuera  de  los  nlma- 
renes,  la  citación  se  entiende  hecha  también 
desde  que  el  interesado  reclama  el  cumplimien- 
to de  dicho  parágrafo." 

Circúlese  á  las  aduanas  habilitadas  para  la  im- 
portación, comuniqúese  al  tribunal  de  cuentas  y 
publíquese  en  la  Gaceta  del  Gobierno. 

Y  la  trascribo  á  ü.  para  su  inteligencia  y  go- 
bierno. 

Soy  de  U.  atento  servidor- JPrancesco  Aranda. 
IMPORTACIÓN.  RESOLUCIÓN  ejecutiva  dr 
27  DE  AGOSTO  DE  1834  sobrc  el  modo  de  cal- 
cular la  fuerza  y  peso  de  los  licares,  á  que 
He  refiere  el  art.  27  de  la  misma  le.y^  que  es 
el  mismo  de  la  de  A{  á  que  se  refiere» 

Como  ninguna  de  las  legislaturas  de  Colom- 
bia y  Vonezu»  la  se  ha  ocupado  del  arreglo  de* 
nuestros  pesos  y  medidas,  conforme  ni  nuevo 
sistema  métrico,  ni  de  uniformar  y  rectificar  las 
operaciones  que  las  aduanas  de  la  República 
acostumbran  en  esta  materia,  fundadas  única- 
mente en  prácticas  establecidas  desde  tiempos 
remotos,  se  ve  el  Gobierno  en  la  necesidad  <le 
darles  ciertas  reglas,  en  cumplimiento  de  lo  pre- 
venido por  el  art.  18  de  la  novísima  ley  de  im- 
portación. 


8olo  disponía,  para  el  caso  de  falta  de  sobordo  y  conoci- 
mientos á  la  vez  que  se  procediese  á  la  descarg:a  y  forma- 
ción del  sobordo,  á  costa  del  capitán  ;  y  la  de  54  (art*  id.) 
lo  manda  aplicar  ademas  una  multa  de  cien  á  mil  pesos.— 
La  de  41  (art.  13}  solo  prevenía  que  se  expresase  en  el 
rnaniñesto  la  cantidad  de  las  mercancías,  &c, ;  y  la  de  54 
(art.  id.)  ha  añadido  qne  esto  se  haga  en  guarismos  y  en 
letras  á  la  vez,  y  también  en  Ictraa  la  clase,  número,  peso 
y  medida. — La  de  54  (art.  14)  añadió  al  mismo  de  la  de 
41  desde  donde  dice :  "  el  cual  deberá  ser  aquel  que  adi- 
cionado con  el  derecho,  y  un  quince  por  ciento  mas.  for- 
me el  precio  corriente  por  mayor  de  la  plaza  donde  se  ha 
co  la  imporlacion.--La  de  41  (art.  16)  di^ponia  que  cuan- 
do los  j«fes  de  las  aduanas  juzgasen  que  los  precios  de  to- 
dos ó  algunos  de  los  efectos  cuyos  derechos  se  cobran  ad 
valoren!  estuviesen  de  tal  modo  rebajados,  que  añadidos 
los  derechos  que  según  .su  clase  debían  pag  r  con  arreglo 
a  la  ley  de  aranceles  y  un  diez  por  ciento  de  «tildad,  hu- 
biese todavía  diferencia  con  el  precio  de  la  plaza,  pudie- 
sen tomatlos  por  cuenta  del  gobierno  pagando  el  precio  en 
que  estuviesen  estimados  en  el  maniílestQ<  con  diez  por 
ciento  de  utilidad ;  y  la  de  64  (art.  id.)  sustituyendo  un  15 
por  ciento  al  diez  do  que  hacia  mención  la  de  41,  ha 
derogado  la  di^posicion  d¿  tomarse  los  efectos  por  cuenta 
del  gobierno,  y  mandado  en  su  lugar  que  se  avalúen  para 
que  según  su  monto  se  cobren  solo  los  derechos  corres- 
pondi^ntes  á  este,  ó  un  veinte  por  ciento  adicional,  con  las 
demás  dis|K)siciones  de  los ^^  1 9 ,  2P ,  8?  y  4 9  de  di- 
cho artículo,  qne  añadió,  habiendo  suprimido  por  consi- 
guiente los  (C>  1 9  y  29  del  Djismo artículo  de  la  de  41. 
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§.    I. 

Cálculo  de  la  fuerza  de  los  aguardientes. 

1.  Se  concibe  perfectamente  que  si  por  una 
pipa  de  alcohol  puro;  se  cobrase  el  mismo  dere- 
cho que  por  una  de  aguardiente  prueba  común, 
seria  muy  fácil  defraudar  al  eftirto  en  mas  de 
un  35  por  ciento.  Para  evitar  pues  el  fraude  que 
pueda  cometerse  introduciendo  aguardientes  de 
pruebas  elevadas  como  si  fuesen  de  la  comnn, 
ha  resuelto  el  Gobierno  remitir  á  las  aduanas  el 
instrumento  conocido  en  Francia  en  el  nombre 
de  alcohómetrOf  inventado  por  Mr.  Gay-Lussac 
para  n.edir  1»  cantidad  de  alcohol  contenida  en 
un  volumen  dado  de  un  licor  cualquiera  ;  el  cual 
ha  sld(»  elegido  sobre  todos  los  areómetros  por 
sus  relevantes    ventajas. 

2.  Este  instrumento  está  mandado  usar  en  to- 
das las  aduanas  de  Francia  con  preferencia  álos 
areómetros,  porque  sus  indicacinnes  esián  exen- 
tas de  h»s  errores  que  provienen  de  la  variación 
de  la  temperatura,  y  porque  dado  el  volumen  de 
alcohol  contenido  en  el  líquido,  se  grailuan  los 
derechos  según  la  cantidad  del  alcohol  hasta  des- 
cender á  Id  prueba  común. 

§.     II. 

Descripción  del  alcohómetro. 

3.  Consiste  en  un  tubo  graduado  desde  cero 
hasta  ciento,   correspondiendo   el  primer  límite 

— En  consecuencia  de-  todo  esto  la  de  54  añadió  las 
disposiciones  de  los  artículos  16  y  17.— La  de  41  (^ 
3  =>  del  art  17J  mandaba  cobrar  el  uno  por  ciento  de  sh- 


j^  ,    ^      —  _^  ^^  y...  w.  M.VJ     VM    uivA 1  .a  ^4t3     <||    iiiri;, 

22)  compelía  á  los  peritos  nombrados  para  el  avalúo  de 
Isít  mercancías  cop  la  multa  de  dosciento-s  pesos  ;  y  la  de 
54  (art.  24)  con  la  de  veinticinco  á  cien  —La  de  54  (art 
26)  ha  añadido  al  22  de  la  de  41,  su  inciso  l?nal  con  refe- 
rencia á  los  licores:  "y  el  grado  de  estos"— La  de  41 
(art.  28)  mandaba  pagar  en  el  caso  de  reexportación  uno 
por  ciento  mensual  sobre  el  valor  que  tuviesen  los  efectos 
en  el  manifiesto ;  y  la  de  64  (art.  30)  manda  pagar  un  seis 
por  ciento  sobre  el  que  se  le  dé  á  los  efectos  confoiinc  al 
art  16.  y  añadió  el  ^  de  dicho  artículo.— La  de  41  (art. 
32)  fijaba  para  el  pago  de  los  derecho»,  pa.'íando  decfen 
pesos  y  DO  de  quinientos,  cuatro  meses ;  y  de  esta  c  .ntidad 
para  arriba  seis  meses ;  y  la  de  54  (art.  34)  ha  variado 
asi :  pasando  de  cien  pesos  y  no  de  quinientos  un  mes  : 
dos,  desde  quinientos  hasta  dos  mil.  tres  desde  dos  mil 
hasta  tres  mil  cuatro^  desde  tres  mil  hasta  cuatro  mil, 
cinco,  desde  cuatro  rail  hasta  cinco,  y  seis,  de  cinco  roii 
para  arriba.— La  de  41  (art  83)  man<laba  cobrar  el  ínte- 
res de  dos  por  ciento  mensual  si  vencido  el  plazo  no  se 
pagaban  dichos  derechos  ;  y  la  de  54  (art.  85)  dispone 
que  este  interés  sea  el  mismo  á  que  las  aduanas  hftecD  el 
descuento  de  sus  pagarés.— La  de  41  (art.  37)  dispoeia 
que  todas  las  multas  se  exigiesen  por  el  admiriLstrador  é 
interventor ;  y  la  de  54  (art.  39)  que  por  los  jueces  de  pro- 
vincia, de  parroquia  ó  de  paz,  á  excitación  del  jefe  de  la 
aduana. 
£ü  lo  demás  son  conformes  dichas  leyes. 
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cíe  la  e«ra1a  al  agua  destilada,  y  el  segundo  al 
alcohol  puro.  Este  instrumento  se  vende  junto 
.  con  un  libro,  que  ademas  de  contener  su  expli- 
cación trae  varias  tablas  de  las  cuales  sirven 
unas  para  corregir  los  errores  debidos  á  la  tem- 
peratura, pues  los  líquidos  se  dilatan  con  el  ca- 
lor haciéndose  por  esta  causa  menos  pesados,  y 
se  contraen  con  el  frío  ;  y  otras,  para  señalar  la 
cantidad  de  alcohol  contenido  en  el  líquido  que 
corresponda  á  las  indicaciones  del  tubo. 

$.     III. 

Modo  de  usarlo. 

4.  para  medir  la  fuerza  del  líquido  se  intro- 
duce el  alcuhómetro  verticalraente  en  el  licor,  y 
se  aguardará  que  se  mantenga  en  perfecto  repo- 
so: se  observa  en  que  número  de  la  escala  se 
detiene  el  líquido,  y  en  seguida  se  busca  en  la 
tabla  de  los  volúmenes  que  cantidad  de  alcohol 
corresponde  á  dicho  número,  es  decir,  si  es  la 
mitad  ó  la  cuarta  parte  del  líquido  total ;  y  en 
la  tabla  de  la  temperatura  la  corrección  del 
error. 

§.     IV. 

Áreámetjos, 

5.  Se  han  encargado  á  Francia  los  alcohóme- 
tros  y  mientras  se  reciben,  se  usarán  los  areó- 
metros ingleses  conocidos  con  el  nombre  de 
pruebas  de  bolitas» 

6.  Para  el  cobro  de  los  derechos  impuestos 
sobre  los  aguardientes  se  ha  formado  la  adjunta 
tabla  con  arreglo  á  la  ley,  (§  39  letra  A  de  la  de 
aranceles)  y  teniendo  presente  la  pr&ctica  adop- 
tada en  el  comercio  que  reduce  á  solo  cuatro 
graduaciones  la  fuerza  de  los  aguardientes,  por 
ser  inútiles  en  el  tranco  las  demás  que  marcan  los 
globulillos  del  juego  que   viene  en   unas  cajitas. 

7.  Donde  no  haya  areómetros  ingleses,  pue- 
den suplirse  con  los  franceses,  á  cuyo  fín  se  ha 
puesto  su  correspondencia  en  dicha  tabla,  sin 
embargo  de  que  para  la  uniformidad  de  los  de- 
rechos en  las  aduanas,  ofrecen  el  inconveniente 
de  que  los  números  de  sus  grados  comparados 
en  las  pruebas  con  los  del  areómetro  ingles,  no 
dan  por  el  cálculo  para  la  exacción  de  lus  dere- 
chos resultados  enteramente  iguales  á  los  de 
aquellos,  lo  que  no  es  extrafio,  porque  la  ope- 
ración mecánica  muy  rara  vez  puede  correspon- 
der exactamente  con  la  intelectual. 

§     V. 

Medición  de  la  capacidad  de  los  envases. 
8*  La  calidad  ó  fuerza  de  los  licores  espirituo- 
•08  de  que  acaba  de  hablarse,  es  uno  de  los  fac- 
tores que  influyen  en  su  preeio  ;  el  otro  factor 
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es  la  cantidad  del  líquido  contenido  en  las  vasi- 
jas que  se  emplean  en  el  comercio  para  truspor* 
tarlo. 

9.  Son  varías  las  reglas  conocidas  para  medir 

la  capacidad  de  dichas  vasijas,  según  la  mayor  ó     * 
menor  complicación  de  su  fígura ;  y  no  es  posi- 
ble hallar  su  volumen,  sin  poseer  nociones  algo 
extensas  de|geomelríaque,  generalmente  hablan- 
do, son  ajenas  de  los  empleados  de  las  aduanas. 

10.  En  ninguna  de  ellas  se  ha  hecho  uso  de 
instrumentos  adecuados  para  medir  la  capacidad 
de  los  volúmenes,  porque  siempre  se  han  ceñido 
á  la  práctica  inexacta  de  suponer  iguales  las  pi- 
pas, cuarterolas,  barricas,  &.c.  españolas  á  las 
de  las  demás  naciones,  por  la  razón  de  que  solo 
aquellas  eran  conocidas  en  el  sistema  de  gobier- 
no dependiente  de  España,  considerándose  en 
ellas  un  número  mayor  ó  menor  de  arrobas,  sin 
atender  á  ninguna  otra  circunstancia,  y  de  aquí 
nace  que  la  ley  haya  impuesto  los  derechos  por 
arroba,  palabra  de  vago  sentido,  porque  en  Es« 
paña  varía  tanto  esta  medida  como  todas  las 
otras  de  extensión,  peso,  ¿ce. 

11.  Los  ingleses  han  imaginado  un  método 
práctico  y  sencillo  para  calcular  la  capacidad  de 
los  envases  referidos.  Se  sirven  para  ello  de  una 
regla  ó  vara  graduada  llamada  gauging-rod,  la 
cual  puede  llamarse  en  español  pitómetro  (*.) 

^.     VI. 

Descripción  de  la  vara  inglesa  ó  pitómetro* 

12.  Esta  vara  es  por  lo  común  de  una  sola 
pieza  ;  pero  hay  algunas  que  constan  de  cuatro 
de  un  pié  de  largo  cada  una  y  unidas  por  medio 
de  charnelas  de  bronce.  Tiene  cuatro  caras  .  en 
las  mas  comunes  señala  una  de  ellas  la  capaci- 
dad de  los  vasos  de  madera  de  forma  de  pipa  ó 
barril,  por  medio  de  una  escala  que  marca  galo- 
nes, medida  inglesa  bien  conocida.  Otra  cara  di- 
vide la  vara  en  pulgadas  ;  y  otra  tiene  varias  es- 
calas ó  tablas  que  marcan  los  galones  que  deben 
deducirse  de  los  que  mide  la  capacidad  total  del 
vaso,  para  conocer  los  que  contiene  cuando  no 
está  lleno.  Son  dos,  pues,  los  objetos  del  instru- 
mento, el  primero,  medir  la  capacidad  total  de 
tales  vasos ;  y  el  segundo,  medir  también  su 
contenido  parcial,  ó  el  líquido  que  realmente 
existe  en  ellos. 

§.    VIL 

Modo  de  usarlo, 

13.  Para  la  primera  operación  se  introducirá 


(*)  Palabra  tomada  del  gricíío  así  como  barómetro,  ter- 
mómetro, alcohómetro,  &c.,  &c  Oauging  en  ingles  viene 
del  flanees  Jauge  del  antiguo  Celta,  y  vale  mas  emplear 
una  voz  sacada  de  una  lengaa  docta  que  no  ^la  que  viene 
de  una  lengua  bárbara. 
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el  pitóroetro  por  la  boca  de  la  pipa,  barrica,  &c. 
en  ilireccion  oblicua  bácia  abajo  y  sin  desvío  al- 
guno á  derecha  ni  á  izquierd:i,  de  modo  que  su 
extremo  iiifcrior  toque  la  unión  de  la  duela  cen- 
tral ó  del  medio  del  fondo  con  la  base  ó  cabeza 
del  casco.  Esta  op(  ración  se  hará  hAcia  ambos 
lados  ó  bases  para  conocer  si  la  boca  está  en  el 
punto  equidistante  de  ellas.  Si  lo  está,  serán 
exartam-nte  iguales  una  y  otra  mecUda,  y  deno- 
tará cada  una  la  rapacidad  total  del  vaso,  ó  toilo 
el  liquido  que  puede  contener,  por  el  numero  de 
galones  que  marque  la  división  del  instrumento 
en  la  divifiion  que  haya  tocado  en  la  boca  por 
su  parte  inferior  ó  interna.  Si  Us  dos  medidas 
de  que  se  ha  hablado  no  recluitaren  iguales  será 
señal  de  que  la  boca  no  está  en  el  centro ;  y  en- 
tonces para  conocer  la  capacidad  con  exactitud 
se  sumarán  los  números  de  galones  enteros  ó 
fraccionarios  que  se  hayan  hallado  por  cada  una 
de  ellas,  y  se  tomará  la  mitad  de  la  suma.  Rsta 
semi-suma  denotará  la  verdadera  capacidad  del 
vaso,  cu^a  posición  es  indiferente  respecto  de 
tal  operación. 

14.  Para  la  segunda  operación,  esto  es,  hallar 
la  capacidad  parcial  ó  la  contiilad  del  líquido  que 
haya  en  un  vaso  no  completamente  henchido  es 
necesario: 

\o  Que  el  vaso  esté  sobre  una  base  6  suelo 
horizontal  poco  roas  ó  menos,  de  modo  que  la 
superficie  del  líquido  interior  venga  &  ser  para- 
lela al  suelo  mismo.  Basta  para  esto,  que  una 
vista  no  torpe  decida  si  ios  extremos  ó  cabezas 
del  vaso  están  á  una   misma  distancia  del  suelo. 

29  Que  se  introduzca  dicho  instrumento  ver- 
ticalmente  por  su  boca  para  conocer,  extraído 
que  sea,  la  altura  á  que  llega  el  licor  por  la  mar- 
ca que  este  haya  dejado  en  el  instrumento.  Ob- 
servada esta,  so  mira  cuantas  pulgadas  enteras 
ó  fracciones  faltan  para  que  el  licor  llegue  á  la 
boca. 

39  Entonces  se  busca  éntrelas  seis  tablas  que 
tiene  el  instrumento  en  una  de  sus  cuatro  caras, 
la  que  corresponde  al  vaso  cuya  capacidad  ha 
debido  medirse  antes  por  la  primera  operación 
(NO  13.) 

49  Hallada  que  sea,  se  busca  el  numero  de 
pulgadas  que  han  faltado,  y  ¿  su  lado  se  verá  el 
de  los  galones  que  han  de  rebajarse  de  la  capa- 
cidad total  para  conocer  el  verdadero  contenido 
&c.  Por  ejemplo  si  medida  la  altura  del  licor  en 
una  pipa  española  común  se  observa,  que  para 
estar  completamente  llena  le  faltan  dos  pulga- 
das (inches*)  7  partes  ó  7  décimas  [parts,)  se 
buscará  entre  las  tablas  la  que  en  b«  cabeza  mar- 
ca 120  galones  (2)  Halladat  ae  verá  en  ella  que 

(2)  120  galones,  como  se  explicará  mas  adelante  (^  IX) 
e(}oi valen  á  G40  botellas,  7  ebtas  haceu  30  arrobas  que  ea 
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al  lado  de  los  números  2  inches  7  parís  signa 
en  la  misma  línea  el  guarismo  3,  que  marca  los 
galones  {gallons)  que  faltan  á  la  pipa  para  estar 
llena.  Resta  solo,  pues,  paia  conocer  la  capaci- 
dad parcial  ó  el  contenido  efectivo  de  licor,  dedu- 
cir de  los  120  galones,  capacidad  total  de  la  pi- 
pa, los  tres  galones  que  faltan,  y  quedarán  117 
galones  efectivos  de  licor. 

15.  No  está  de  mas  advertir  que  aunque  las  es- 
calas están  divididas  por  pulgadas  inglesas,  corao 
el  galón  es  una  merlida  muy  conocida  ya  entre 
nosotros,  y  por  ella  ha  de  hacerse  la  reducción 
6  arrobas,  como  se  dirá  después,  no  presenta  di- 
cha división  ningún  inconveniente.  Los  117  ga- 
lonea del  ejemplo  del  párrafo  anterior  equivalen 
á  29  y  un  cuarto  arrobas. 

§.     VIIÍ.  • 

Pitómetro  de  los  Estados  Unidos, 

16.  La  vara  que  se  ha  descripto  es  la  mas  co- 
mún, pero  hay  otras  de  un  uso  mas  extenso,  es- 
pecialmente una  que  se  apHca  sin  inconveuiente 
á  todo  vaso  en  la  forma  de  tonel,  y  es  la  misma 
que  se  emplea  en  las  aduanas  de  los  bastados 
Unidos.  Esta  vara  ó  sonda  es  la  que  el  Gobier- 
no establece  para  uniformar  la  práctica  de  las  de 
Venezuela  en  la  medida  de  la?  capacidades  y 
contenidos  efectivos  de  las  pipas,  barricas,  cuar- 
terolas, barriles,  ólc,  á  cuyo  intento  se  ha  en- 
cargado un  número  suñciente. 

17.  Hasta  ahora  solo  se  han  recibido  cuatro 
de  dichas  bondas,  las  cuales  han  sido  examina- 
das por  el  administrador  de  la  aduana  de  la 
Guaira,  y  ha  resultado,  que  pueden  medirse  con 
ellas  vasos  ó  caceos  de  madera  de  diferentes  ra- 
pacidades 1,  6  10  hasta  300  galones,  y  que  traen 
en  una  de  sus  caras  solo  seis  tablas  para  cono- 
cer por  medio  de  la  medida  vertical  el  número 
de  galones,  que  debe  deducirse  respectivamente 
de  las  capacidades  totales  para  averiguar  la  can- 
tidad de  líquido  contenido  cuando  el  vaso  oo  es- 
tá lleno. 

18.  Estas  seis  tablas  tienen  á  sus  cabeza  los 
números  siguientes,  120,  108,  84,  63, 45  y  32  que 
denotan  en  galones  las  capacidades  totales  de 
otros  tantos  vasos  diferentes,  cuyo  contenido, 
no  estando  llenos,  quisiese  conocerse  por  las 
reglas  dadas  anteriormente. 

19.  En  cuanto  á  vasos  de  las  demás  capacida- 
des, para  los  que  no  hay  tablas  semejantes,  se 
suplirá  esta  falta,  mientras  se  obtienen  instru- 
mentos mas  completos,  con  el  rehincho  cuando 
los  importadores  lo  exijan  por  mermas  extraor-^ 
diñarías,  pues  respecto  de  las  comunes  ha  con* 
cedido  le  ley  un  4  por  ciento  de  rebaja,  (ari*  19 
ley  de  importación.) 


el  contenido  de  una  pipa  catalana. 
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^.    IX. 

Redacción  de  los  galones  á  arrobas. 

20.  La  novísima  ley  de  aranceles  dispone  que 
los  (lererhos  se  cobren  srgun  las  arrobas  qne  mi- 
dan los  vasos;  ile  consigiiienle  es  necesario  re- 
ducir á  estas  b>s  gak  nes  que  contengan  ;  pero 
como  no  se  tiene  una  idea  exacta  de  )a  arroba 
de  que  ha  querido  hablar  In  ley,  por  ser  muy 
varia  está  medida,  es  un  deber  del  Gobierno  ñ 
jarla  para  evitar  confusión  en  las  aduanas. 
Para  ello  es  preciso  buscar,  no  solo  un  término 
de  comparación  entre  el  galón  ingles  que  indi- 
can las  varas  de  que  se  ha  hecho  mención,  y  la 
arroba  sobre  que  se  manda  exigir  el  derecho,  si- 
no t»mbien  que  el  mismo  término  sea  conocido 
de  toda  clase  de  personas.  Tal  es  la  botella  in^ 
glesá  en  que  regularmente  viene  la  cerbeza. 

21.  Se  sabe  que  en  un  galón  entran  4  y  me- 
dia de  dichas  botellas;  y  que  una  arroba,  de  las 
30  qne  se  consideran  en  las  pipas  catalanas, 
aproximatlamente  tiene  18  botellas  de  las  expre- 
sadas que  hacen  con  exactitud  4  galones. 

22.  Establecida  de  este  modo  una  relación 
perceptible  entre  estas  mediilas,  será  á  todos  fá- 
cil conocer  y  reducir  á  nrrobns  la  capacidad  de 
lus  pipan,  barricas,  barriles  y  demás  vasos,  como 
dnmc'sanas  de  varias  fíguras  y  tamaños,  frascos, 
canecas,  &.C.,  cu\  os  contenidos,  si  son  de  lico- 
res, adeudan  los  derechos  de  importuciofi,  según 
)a  ley,  por  las  arrobas  que  midan. 

23.  La  siguiente  tabla  facilitará  la  reducción. 

botellas. 


una  pipa  regular  30  120  540 

Por  ella  se  ve,  que  una  pipa  tiene  30  arrobas 
6  1^  galones,  ó  540  botellas ;  que  una  arroba 
tiene  4  galones,  ó  18  botellas  ;  y  que  nn  galón 
tiene  4  y  media  botellas. 

^-    X, 

Cómo  se  suplirán  los  instrumentos^  mientras 
se  carezca  de  ellos. 

24.  Para  suplir  las  varas  donde  no  las  haya, 
y  nniéntras  se  recibe  la  totalidad  de  las  encarga- 
das á  los  Estados  Unidos»  no  hay  otro  medio 
que  el  de  medir  el  contenido  de  los  vasos,  (se 
entiende  el  de  aquellos  cuya  capacidad  nu  se  co- 
nozca) por  una  medida  que  haga  un  número  de- 
terminado de  galones,  calculando  estos  á  cuatro 
y  media  botellas  de  las  expresadas  en  el  párrafo 
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anterior  para  reducirlas  á  arrobas.  Esto  solo 
puede  ocurrir  cuando  los  vasos  cuya  cabidad  se 
quiera  medir  diñera  de  las  pipas  reculares  y  sus 
fracciones  ;  porque  siendo  conocidas  á  la  sim- 
ple vista  del  que  tenga  al^runa  práctica,  como 
deben  tenerla  todos  los  empleados  do  aduana,  bas- 
ta saber  que  ellas  miden  120  galones,  y  á  pro- 
porción sus  mitades,  tercios,  cuartos,  sextos, 
&c.  para  conocer  el  número  de  arrobas  sobre 
que  haya  de  cobrarse  el  derecho  de  importación. 

25.  Respecto  de  las  oirás  especies  de  vasos 
como  damesana?,  frascos,  canecas,  &,c.  (excep- 
to lus  botellas,  por  tener  asignados  los  derechos 
por  docena^)  es  indispensable  medirlos  por  el 
galón  para  reducir  con  uniformidad  los  que  con- 
tengan, á  las  arrobas  sobre  que  estén  impuestos  ; 
y  á, falla  del  galón  por  una  medidn  et^uivalente 
á  4  y  media  botellas  que,  como  antes  se  dijo, 
(N9'21)  es  igual  á  aquel. 

26.  El  alcohómetro,  ya  queda  dicho  que  se 
suplirá  con  los  areómetros  ingleses.  (N9  7.) 

Caracas  27  ile  Agosto  de  1834.  —  Díaz. 
IMPORTACIÓN.  RESOLUCIÓN    ejkcutiva  de 
18  DB  SBTIRMBRB  DR  18^19  sobre  los   depósi- 
tos de  que  habla  el  articulo  28  de  la  propia 
ley. 

República  de  Venezuela.  -  Secitítaría  de  Estado 
en  o\  Dí'spacho  de  Hacienda. — Caracas  Setiembre 
18  de  1839,  10?  y  2y? 

Al  Sr.  Administrador  de  la  aduana  de 

SkSor: — En  esta  fechaba  tenido  á  bien  el 
Gobierno  expedir  la  resolución  siguiente  : 

•*  Considerando  de  absiduta  necesidad  arre- 
glar li»8  depósitos  permitidos  por  el  art.  29  de 
lu  ley  de  10  de  iMayo  último  sobre  régimen  de 
aduanas  á  la  importación,  bien  que  se  declara- 
sen para  reexportarlos,  ó  bien  introducirlos  to- 
dos ó  parte  de  ellos  para  el  consumo,  el  Gobier- 
no ha  acordado  las  disposiciones  que  van  á  ex- 
presarse." 

••  19  El  introductor  de  efectos  para  al  depo- 
sito presentará  un  manifiesto  particular  que  los 
comprenda,  igual  en  todas  sus  partes  al  que  pre- 
viene la  ley  de  importación  para  las  mercancías 
que  entran  al  consumo. 

**29  Este  manifiesto  daberá copiarse  íntegra- 
mente en  un  libro  que  lleven  las  aduanas,  de  en- 
tradas y  salidas  del  depósito  en  la  plana  de  la 
izquierda  del  que  escribe,  expresando  la  fecha  y 
firmando  el  asiento  el  administrador  é  interven- 
tor con  el  introductor. 

**  39  Con  la  nota  de  los  jefes  de  aduana  de 
queilar  registrado  el  manifiesto,  se  sgregar(i  al 
expediente  de  entrada  para  que  allí  conste  el 
destino  que  han  tenido  todas  las  mercancías  de- 
claradas en  el  sobordo  ó  manifiesto  general  del 
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cargamento,  7  porque  no  se  han  comprendido 
aquellas  en  la  liquidación. 

49  Se  sellarán  con  cinta  y  hcre  cada  uno  de 
los  bultos,  poniéndose  el  sello  de  la  administra- 
ción de  aduana,  de  manera  qife  no  pueda  abiirse 
el  bulto  sin  quebrar  los  sellos. 

**57  Para  sacar  las  mercancías  del  depósito  se 
exigirá  también  un  manifiesto  igual  al  de  entra- 
da, con  expresión  de  bultos,  marcas,  números, 
especies,  calidad,  meíJiJa,  peso  y  valor  de  las 
que  quieran  sacarse,  el  cual  se  copiará  igual- 
mente en  el  libro  de  depósitos  al  frente  del  re- 
gistro de  entrada  de  los  mismos  efectos,  debien- 
do sacar  el  introductor  ó  introductores  bulto  ó 
bultos  enteros  precisamente  como  entraron  al 
depósito,  y  de  ningún  modo  partes  de  bultos. 

•*69  Para  cada  extracción  se  llenará  la  misma 
formalidad  del  maniñesto,  si  aquella  no  se  hüce 
en  total  de  la  introducción,  y  estos  maniílestus 
generales  se  copiarán  siempre  al  frente  del  de 
entrada. 

"79  En  seguida  de  cada  maniñesto  de  los  efec- 
tos que  del  depósito  se  introduzcan  al  consumo, 
formará  la  administración  la  liquidación  de  los 
derechos  expresando  la  fecha  en  que  las  mercan- 
cías entraron  al  depósito,  porque  desde  ella  se 
cuenta  el  plazo  de  los  derechos  de  importación. 

'*  89  Cuando  la  salida  de  los  efectos  sea  para 
la  reexportación,  se  practicará  lo  mis'mo,  con  la 
diferencia  de  que  entonces  la  liquidación  y  cobro 
Be  limitarán  al  derecho  de  almacenaje. 

•»  99  Loa  empleados  de  aduana  registrarán 
en  un  índice  las  fechas  en  que  entren  las  mer- 
cancías al  depósito  para  qiie  teniéndolo  presen- 
te, cobren  los  derechos  luego  que  se  venzan  los 
seis  de  su  entrada  conforme  á  la  ley. 

**  10.  Por  íin  de  cada  año  económico  se  remi- 
tirá el  libro  de  depósito  al  tribunal  de  cuentas, 
liquidando  al  ñn  de  él  las  existencias  que  resul- 
taren, y  pasando  la  liquidación  á  un  nuevo  libro 
con  la  debida  separación  de  dueños  y  de  impor- 
taciones, llamando  á  cada  interesado  para  que 
rectificada  la  operación,  ñrmen  la  partida  en  el 
nuevo  libro  para  el  año  económico  siguiente. 

**  11.  A  ios  expedientes  de  reexportación  se 
agregará  siempre  la  papeleta  de  embarque  con 
el  pase  del  comandante  del  resguardo  en  las 
aduanas  que  lo  tienen,  6  del  cabo  del  resguardo 
donde  no  haya  sino  estos  ;  y  el  cumplido  del  ce- 
lador de  á  bordo  que  precede  á  la  carga  del  bu- 
que exportador,  expresando  que  los  sellos  de 
todos  los  bultos  están  íntegros." 

La  trascribo  á  U.  para  su  inteligencia,  gobier- 
no y  exacto  cumplimiento. — Soy  de  ü.  atento 
servidor— G.  Smith. 
IMPORTACIÓN.  RESOLUCIÓN  bjecutita  db 

II  DB  JULIO  PB  1843  sobre  aprobación  de  lan 
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fianzas   de   que  habla  el  art.  33,  que  es  el 
mismo  que  el  31  de  la  de  41  á  que  se  refiere. 

República  de  Venérela.— Secretaría  de  Hacien- 
da.—Caricas  Julio  11  de  4848.— 14  y  83.— Circular. 

Skí^or — A  consulta  drl  administrador  de 

aduana  de  la  Guaira,  oído  el  informe  del  tribu- 
nal de  cuentas,  el  Gobierno  ha  resuelto  lo  que 
sigue  : 

*'  Las  ñanzas  que  otorguen  ios  importadores 
de  mercancías  por  los  derechos  que  adeuden  de- 
ben ser  á  satisfacción  de  los  administradores  de 
aduana,  que  exigirán  por  fiadores  personas  que 
les  sean  conocidas  como  honradas  y  de  respon- 
sabilidad, y  cuyo  crédito  esté  tan  bien  estable- 
cido que  pueda  el  administrador  comprobarlo  en 
caso  necesario  para  cubrir  su  responsabilidad  : 
que  debe  el  administrador  reservarse^!  derecho 
de  exigir  en  cualquier  dia  durante  el  término  de 
la  fianza,  nuevos  fiadores  ó  hipotecas  especiales: 
que  los  deudores  principales  ni  sus  fiadores  pue- 
dan salir  átí  la  provincia  sin  conocimiento  del 
administrador,  y  que  en  este  caso,  este  pueda 
exigir  un  fiador  sustituto  ó  hipoteca  á  su  satis- 
facción, entendiéndose  que  de  lo  contrario  se 
tendrá  por  renunciado  el  plazo,  y  se  cobrará  lo 
adeudado  inmediata  y  ejecutivamente  ;  y  en  fin, 
que  la  fianza  debe  registrarse  en  la  oficina  del 
ramo  ó  fírmar>e  en  presencia  del  administrador 
y  de  dos  testigos  para  que  en  cualquiera  evento 
tenga  fuerza  ejecutiva  como  otorgada  ante  fun- 
cionario público." 

Lo  comunico  á  U.  para  su  inteligencia  y  cum- 
plimiento. 

Soy  de  U.  atento  serví  do  r.-Fraficí.9C0  Arania. 
IMPORTAClOiN.  RKsoLucioN  ejecutiva   de 

12  DE    JUNIO  DE  1840  aclarando  dos  punios 

de  la  ley  de  arancel  de  importación  (*)• 

Despacho  de  Hacienda.— Caracas  Junio  12  de 
1840.— Resuelto. 

En  18  de  Abril  último  ha  manifestado  aKjo- 
bierno  el  Administrador  principal  de  aduana  dt 
Maracaibo  que  en  la  ley  de  aranceles  se  fija 
respecto  de  algunos  tejidos  cierto  número  de  ter- 
cias ó  cuartas  de  vara  y  aun  de  pulgadas  de  an- 
cho como  basa  para  adeudar  el  mínimo  derecho, 
aumentándose  este  cuando  el  tejido  pasa  del  an- 
cho mínimo  hasta  llegar  á  otro  número  mayor 
de  tercias,  cuartas  ó  pulgados  que  el  mismo  aran- 
cel designa,  trayendo  por  ejemplo  los  pañuelos 
de  seda,  gaza,  &c. 

Añade  que  en  otros  tejidos,  establecido  el  an- 
cho mínimo  para  cobrar  el  mínimo  derecho,  de^ 


{*)  Esta  resolución  fti6  dada  vigente  la  ley  de  28  de 
Abril  de  1888;  pero  es  aplicable  también  á  la  actual,  por 
cuanto  esta  en  nada  alteró  las  disposiciones  explicadas. 
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be  este  aumentarse  en  proporción  que  aquel  cre- 
ce, poniendo  el  ejemplo  del  pafío  de  seda  6  mez- 
clado de  algodón,  &c.,  y  consulta  cuales  senn 
los  derechos  dt^  imporUcion  que  deba  cobrar  en 
uno  y  otro  caso. 

El  Gobierno  ha  resuelto  en  cuanto  al  primero, 
que  pues  la  ley  dice  pañu^^los  de  seda  hasta  tres 
cuartas  250 centavos  docena  :  hasta  cuatro  cuar- 
tas, 325  centavos,  &,c,,  es  evidente  que  el  dere- 
cho de  250  renta /OS  corresponde  solo  A  los  que 
tengan  de  ancho  hasta  tres  cuartas,  pues  rn  ex- 
cediendo cualquiera  que  sea  el  excedo,  yji  cor- 
responde á  la  esfera  del  ancho  inmediato  supe- 
rior fijado,  que  es  el  de  cuatro  cuart;»s,  y  por 
consiguiente  se  les  debe  cobrar  á  325  centavos 
docena. 

Relativamente  al  segundo  caso,  la  ley  misma 
establece  la  regla,  porque  si  fija  25  centavos  al 
pafio  de  seda  de  tres  cuartas  6  24  pulgadas,  ha 
de  cobrarse  en  proporción  cuando  d  ancho  ex- 
ceda, cualquiera  que  sea  este  exceso,  estable- 
ciendo para  ello  una  regla  de  proporción  y  solo 
bebe  desenlimarse  el  exceso  cuando  sea  de  frac- 
ción muy  insignificante. 

La  ley  establece  dos  distintas  bases  para  el 
cobro.  En  unos  caaos  en  proporción  :  en  oíros 
el  derecho  mayor  en  pasando  el  artículo  de  cier- 
to ancho,  y  deben  observarse  con  separariiín  pin 
pretender  establ<».eer  proporción  doníle  1»  ley  no 
quiso  establecerlii,  pues  ha  tenido  razones  para 
hacerlo.  En  unos  casos  como  los  de  li»s  pañue- 
los el  artículo  viene  casi  siempre  de  ciertos  ta- 
maños conocidos  que  la  \cy  especifica,  y  en  ex- 
cediendo de  algunos  de  cs'js  tamaños,  el  v^  lor 
excede  también,  y  por  eso  hay  el  cobro  del  dere 
cho  superior.  En  otros  casos  el  exceso  en  el  an- 
cho es  indeterminado,  como  en  las  muselinas,  el 
lino,  Aúc,  y  por  esto  se  cobra  en  proporción,  de 
manera  que,  habiendo  fundamento  para  conser- 
var la  diferencia  de  estas  basas,  no  debe  preten- 
derse establecer  una  misma  regla  ])ara  casos 
que  la  ley  quiso  fueseil  distintos. 

Circúlese  esta  resolución  á  las  aduanas  para 
el  arreglo  de  sus  operaciones  en  los  casos  que 
puedan   ocurrir,  y  publíquese   en    la  Gacela.— 

Por  S.  E Smith. 

IMPORTACIÓN-  REsoLrcTON  «jecctiva  df. 
12  DE  SETIEMBRE  DE  1850  uniformando  la 
práctica  de  las  aduanas  para  el  reconoci- 
miento de  las  mercancías  extranjeras. 

República  de  Veneznela.— Secretaría  de  Hacien- 
da.—Sección  IP— Caracas,  Setiembre  12  de  1850. 
— Circular. 

Sr.  Administrador  principal  de  aduana  de 

Habiendo  manifestado  el  Sr.  Administrador 
principal  de  la  aduana  de  Barcdjna  que  en  lof 
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reconocimientos  de  mercancías  importadas  del 
extranjero  había  notado  un  aumento  en  el  anea- 
je  de  las  lencerías,  tanto  de  lino  como  de  algo- 
don,  y  que  en  lugar  de  botellas  comunes  de  acei- 
te vienen  botellones  que  equivalen  á  dos  de 
aquellas,  como  también  frazadas  de  cinco  varas 
equivalentes  á  dos  de  las  usuales,  cuyes  diferen- 
cias causan  entorpecimientos  en  el  arreglo  de  la 
liquidación  de  los  derechos'de  importación  por 
no  estar  sujetos  los  expresados  artículos  á  peso 
ni  medida,  S.  E.  el  Presidente  de  la  República 
tuvo  h  bien  consultar  la  práctica  que  se  observa 
en  la  aduana  de  la  Guaira,  la  cual  está  explicad?! 
en  el  infirme  dado  por  su  administrador  (\  este 
ministerio  en  estos  términos: 

**  Me  he  impuesto  de  la  comunicación  de  ÜP^. 
de  7  d«^l  presente,  en  que  se  insería  otra  del  ad- 
ministrador de  aduana  de  Barcelona,  manifes- 
tando los  inconvenientes  que  encuentra  en  el 
reconocimiento  de  las  mercancías,  por  contener 
la.e  [.iezds  de  las  diversas  telas  mas  varas  de  las 
marcadas  en  las  pie/as  ;  en  loá  canastos  de  acei- 
te, botellas  dobles  (fec,  y  debo  decir  á  US.  que 
la  práctica  de  esta  aduana  es  medir  las  piezas  de 
anenje  dudoso  ó  sospechoso,  en  las  botellas  de 
aceite  ó  vino  que  no  sean  del  tamaño  regular 
sino  que  contengan  dos  de  las  comunes,  se  les 
c(d)ra  el  derecho  de  una  como  si  fuesen  dos,  y 
así,  en  todo  se  buscan  los  medios  de  evitar  el 
fraude,  y  procurando  que  los  derechos  queden 
C(d3rados  en  su  totalidad,  á  cuyo  efecto  se  em- 
plea en  el  reconoci'miento  lodo  el  interés  y  cui- 
dado debiflo," 

Y  convencido  el  Poder  Ejecutivo  de  la  utili- 
dad y  conveniencia  de  que  esta  prártira  sea  uni- 
forme en  todas  las  aduanas,  ha  resuelto  que  se 
circule  para  su  puntual  observancia. 

Soy  de  IJ.  atento  servidor. — V ícente  Lecuna. 
IMPORTACIÓN.  RESOLUCIÓN  ejkcutiva  de 
15  de  OCTUBRE  DK  1851  dictando  cicrtüs  me- 
didas para  rl  mejor  cumplimiento  del  art. 
13  dr  la  ley,  (el  mismo  en  la  vigente  enton- 
ces, y  en  laAjue  lo  está  ahora  ) 

República  do  Venexnela  — Secretaría  de  Erttado 
en  los  Üespachos  dt*  Hacienda  — Stíccion  primera. 
-Caracas,  15  d(f  Octubre  de  1851,  22  y  41.— -Cir- 
cular. 

Sr.  Administrador  de  Aduana  de 

Instruido  S.  E,  el  Presidente  déla  República, 
de  una  manera  casi  positiva  de  que  por  un  corto 
númer<»  de  comerciantes  se  está  comeiiendo  en 
algunas  aduanas  un  fraude  escandaloso  que  á  la 
vez  que  hace  disminuir  los  recursos  que  la  ley 
ha  proporcionado  al  Poder  ejecutivo  para  aten- 
derá los  gastos  públicos,  oéasiona  perjuicios  con- 
siderables á  los  demás  individuos  del  comercio^ 
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porque  los  efectos  y  mercancías  que  estos  reci- 
ben como  aquellos,  de  una  misma  procedencia 
y  coii  uno»  mismos  costos,  no  pueden  entrar  en 
competencia  en  el  mercado  por  la  desigualdad 
de  los  precios  con  que  los  primeros  las  ofrecen 
en  razón  de  los  indebidos  ahorros  que  logran,  al 
favor  de  planes  ocultos  que  combinan  y  ponen 
en  ejecución  simuladamente,  sin  quesea  precisa 
la  connivencia  de  los  jefes  de  la  Aduana,  únicos 
responsables  de  sempj:intes  faltos  ;  y  siendo  un 
deber  del  Gobierno  dictar  las  medidas  que  estén 
á  su  alcance  en  conformidad  con  las  leyes  para 
evitar  la  continuación  del  mal,  ha  resuelto  lo  si- 
guiente. 

Que  presentado  que  sea  á  la  Aduanad  mani- 
fiesto de  que  habla  el  artículo  13  de  la  ley  de  19 
de  Mayo  de  1811  sobre  régimen  de  las  aduanas, 
se  saque  inmediatamente  una  copia  exacta  de  él, 
y  autorizada  por  el  Administrador  6  Interventor 
se  remita  al  Tribunal  de  Cuentas  por  el  primer 
rorreo  para  su  confrontación  después  con  las  co- 
pias de  las  planillas  y  liquidaciones  ú  que  se  re- 
fiere el  ^  único  del  artículo  369,  reservándose  el 
manifiesto  original  de  una  manera  cuidadosa, 
sin  permitir  que  balga  de  la  oficina  por  ningún 
motivo. 

Que  en  cumplimiento  de  lo  que  se  previene  al 
final  del  propio  artículo  13,  los  jefes  de  la  Adua- 
na en  ningún  caso  y  bnjo  ningún  pretexto  proce- 
derán al  reconocimiento  de  las  mercancías,  sin 
que  el  introductor  haya  aclarado  antes  en  el  ma- 
nifiesto las  dudas  que  le  ocurran  sobre  el  precio 
ó  medidas  de  aquellas,  su  calidad  y  peso  con  ar- 
reglo &  los  parágrafos  I9.  ^^  y  3?  del  mismo  ar- 
tículo, cuya  operación  se  har&  á  presencia  de 
los  mismos  jefes  y  en  horas  de  despacho;  y  de 
las  variaciones  que  resulten  se  dará  parte  cuan- 
to antes  al  Tribunal  de  Cuentas  para  que  las 
tenga  présenle,  anotándose  dichas  variaciones 
al  pié  del  manifiesto  original  sin  consentir  que 
se  haga  la  mas  leve  alteración  ó  corrección  en 
el  acto  de  verificarse  el  reconocimiento,  para 
que  pueda  tener  puntual  cumplimiento  lo  preve- 
nido por  el  caso  13?  del  articulo  20  de  la  ley 
sobre  Comisos. 

Y  que  los  bultos,  cajas,  ¿ce,  que  hayan  sido 
examinados  por  los  jefes  de  Ja  Aduana,  con  vis- 
ta del  manifiesto  presentado,  se  saquen  sin  pér- 
dida de  momento  de  los  almacenes  donde  se  hu- 
biesen depositado  á  presencia  de  los  propios  je- 
fes, quienes  no  permitirán  que  por  ninguna  cau- 
sa ni  pretexto  permanezcan  por  mas  tiempo  en 
ellos. 

S.  E.  confía  en  que  ademas  del  puntual  y 
exacto  cumplimiento  que  dará  U.  á  estas  dispo- 
siciones, procuiará  con  celo  iniVitigable  investi- 
gar y  poner  remedio  á  todos  los  ardides  y  abu- 
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sos  que  se  intenten  cometer  en  esa  Aduana  para 
el  logro  de  planes  semejantes  al  caso  de  que  se 
trata  con  defraudación  de  las  Rentas  públicas. 

Soy  de  U.  atento  servidor. — Pedro  Carlos 
Gellineau* 

IMPORTACIÓN.  RESOLUCIÓN  ejecutiva  di 
11  DE  MARZO  DE  1840  disponiendo  la  mane- 
ra de  hacer  el  reconocimiento  de  las  mer- 
cancías» 

República  de  Veneznela. — Secretaría  de  Estada» 
en  el  Despacho  de  Hacienda. — Caracas  Marzo  U 
de  1840. 

Sr.  Administrador  de  aduana  de 

En  el  expediente  de  la  materia  ha  recaido  hoy 
la  siguiente  determinación  : 

**  El  Sr.  Aniceto  Ochoa  del  comercio  de  Ma- 
racaibo  en  el  manifiesto  de  unas  mercancías  que 
introdujo  en  aquella  aduana  incluyó  nueve  pie- 
zas de  carlancan  de  algodón  con  expresión  de 
contener  174,  96  varas.  La  administración  cal- 
culó el  número  de  estas  por  las  yardas  que  mar- 
caba cada  piezd  siguiendo  la  pr&ctica  general 
por  la  cual,  para  no  molestar  al  comercio,  se  ha- 
ce el  reconocimiento  de  las  telas  por  el  yardaje 
que  marcan,  ó  midiendo  una ;  y  resultando  un 
número  doble  de  varas  en  cada  una,  las  174,96 
varas  del  manifiesto  se  encontraban  duplicadas, 
ó  las  nueve  piezas  tenian  349,92  varas.  La  ad- 
ministración retuvo  las  174,9b  varas  excedentes, 
en  lo  cual  convino  gustoso  el  interesado  mien- 
tras se  concluía  el  reconocimiento  y  recibía  los 
efectos.  Terminado  aquel  y  entregadas  estas, 
excepto  las  varas  de  carlacan  retenidas,  Ochoa 
se  negó  á  firmar  la  diligencia  en  que  así  se  hacia 
constar,  y  seguido  el  juicio  de  comiso,  el  alcalde 
parroquial  absolvió  de  dicha  pena  el  carlancan 
retenido,  fundado  en  no  haberse  medido  todas 
las  nueve  piezas,  citando  en  su  apoyo  el  caso  13 
del  artículo  2^  de  la  ley  de  comisos  de  10  de 
Mayo  de  1839,  y  no  estimando  por  bastante  la 
excepción  de  haber  prestado  Ochoa  desde  un 
principio  su  consentimiento  á  lo  obrado.  El  in- 
terventor según  consta  de  la  sentencia,  con  ca- 
rácter de  fiscal,  solicitó  corregir  la  falta  de  la 
mensura  de  las  piezas,  haciéndoselas  reconocer 
á  Ochoa  para  que  dijese  si  en  número  de  nueve 
las  presentó  á  la  aduana,  y  si  las  cinco  que  se  le 
ponían  de  manifiesto  eran  las  mismas  que  cons- 
taban en  la  factura  de  los  efectos  importados,  á 
lo  cual  se  negó  Ochoa  y  solo  convino  en  que  las 
citadas  piezas  se  asemejaban  á  las  suyas  *' 

En  vista  de  esta  ocurrencia  el  Gobierno  ha 
detern)inado  que  los  administradores  de  aduana 
en  cumplimiento  exacto  del  artículo  17  de  la 
ley  de  10  de  Mayo  de  1839  sobre  régimen  de 
ellas  á  la  importación,  reconozcan  laa  mercan- 
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cías  Y  e^<^ctos  (le  que  se  compong;a  el  cargamen- 
to (le  un  buque,  bien  sea  examinándolas,  regis- 
trándolas, midiéndolas  y  pesándolas  en  su  tota- 
lidad ó  por  partes  con  escrupulosa  individuali- 
dad, según  lo  exijan  los  casos  y  las  circunstan- 
cias, pues  por  ninguna  disposición  legal  les  está 
coartada  esta  libertad  en  sus  procedimientos  ofi- 
ciales; ántís  bien  el  Gobierno  ha  hecho  á  los 
aiJministradores  repelidas  y  enérgicas  adverten- 
cias en  orden  á  los  rcconrcimienlos  en  circula- 
res de  Í48  de  Abril  de  1K32,  22  de  Noviembre  de 
1833  y  21  de  Marzo  de  1834  que  deberán  tener 
siempre  á  la  vista  para  su  gobierno  é  inteligencia. 
Prescindiendo  el  Poder  Ejecutivo  de  lo  infun- 
djdo  de  las  razones  en  que  el  alcalde  apoyó  su 
sentencia  absolutoria,  por  la  cual  no  solo  vuel- 
ven al  Poder  de  Ochoa  las  varas  de  carlancan 
retenidas,  sino  que  también  se  ha  privado  al  era- 
rio de  los  dererhos  que  por  ellas  le  correspon- 
dían, observa  que  los  jefes  de  la  aduana  de  Ma- 
racaibo  no  debieron  conformarse  con  la  aparen- 
te aquiescencia  de  Ochoa,  pues  al  notar  el  ex- 
ceso que  resollaba  en  la  regulación  del  número 
desvaras,  fué  do  su  obligación  proceder  á  medir 
todas  las  piezas  una  (x  una,  y  de  esta  manera  ha- 
brían evitado  las  consecuencias  que  ha  produci- 
do rstn  falla." 

Cuya  resolución  comunico  á  Ü.  para  su  inteli- 
gencia y  demás  efectos  que  requiera  su  cumpli- 
miento. 

Soy  de  U.  alentó  servidor. — G.  Smíth. 
IMPORTACIÓN.  DECHETo  de  23  dk  abril 
DK  1853  estableciendo  nn  impuesto  de  medio 
por  ciento  sobre  los  derechos  ordinarios  de 
importación  con  destino  á  la  reparación  y 
construcción  de  todas  las  iglesias  de  ¿a  Re- 
pública* 

El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la 
República  de  Venezuela  reunidos  en  Congreso, 

CONSIDERANDO  : 

Que  algunos  vecinos  y  comerciantes  de  la  vi- 
lla (.'e  La  Guaira  y  Puerto  Cabello  han  ocurrido 
á  la  Representación  Nacional  solicitando  un  au- 
xilio para  la  continuación  de  las  fábricas  de  los 
Templos  católicos  de  dichos  puertos  ;  y  que  la 
conveniencia  pública  requiere  que  la  disposición 
que  en  tales  casos  se  tome  respecto  de  los  unos 
se  haga  extensiva  á  todos, 

DECRETAN  : 

Art.  19  Se  establece  por  el  térnrjno  de  diez 
afSos  un  impuesto  de  medio  por  ciento  sobre  los 
derechos  ordinarios  de  importación  incluso  el 
diez  por  ciento  adicional  que  se  cobra  en  las 
Aduanas  de  la  República,  desde  la  publicación 
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de  esta  ley,  con  aplicación  á  la  reparación  y 
construcción  de  todas  las  Iglesias  de  ella  de  la 
manera  siguiente : 

^  19  El  medio  por  ciento  que  se  cobre  du- 
rante los  primeros  cinco  años  en  la  Aduana  de 
La  Guaira,  se  tJestina  exclusivamente  á  la  fá- 
brica de  la  Iglesia  de  este  puerto. 

§  29  El  que  se  cobre  durante  los  mismos  cin- 
co años  en  la  Aduana  de  Puerto  Cabello,  se  des- 
tina á  la  fábrica  de  su  Iglesia. 

^  39  El  que  se  cobre  en  La  Guaira  en  el  curso 
de  los  cinco  años  restantes,  se  destina  &  las 
Iglesias  de  las  provincias  de  Caracas,  Aragua  y 
Guárico;  advirtiéndose  que  el  medio  por  ciento 
producido  por  la  aduana  de  Higuerote  en  el  tér- 
mino de  ios  diez  años  del  impuesto  se  aplicará 
generalmente  A  las  Iglesias  de  las  ires  provin- 
cias. 

§  49  El  que  se  cobre  en  Puerto-Cabello  en  el 
curso  de  los  cinco  años  restantes  se  destina  á  las 
Iglesias  de  las  provincias  de  Carabobo,  Barqui- 
simeto,  Portugueza  y  Barínas ;  advirtiéndose 
que  el  medio  por  ciento  producido  por  la  aduana 
de  Colombia  en  el  término  i\o  los  diez  años  del 
impuesto,  se  aplicará  generalmente  á  las  Igle- 
sias de  estas  provincias. 

§  57  El  que  se  cubre  en  la  aduana  de  ciudad 
Bolívar  se  deslina  enteramente  á  las  Iglesias  de 
Guaya  na  y  Apure. 

^  09  El  que  se  cobre  en  la  Aduana  de  Mara- 
caibo  se  destina  a  las  Iglesias  de  esta  provincia  y 
de   las  de    Trujillo   y     Mérida. 

^  79  El  que  se  cobre  en  las  Aduanas  de  la 
provincia  de  Cu  maná  se  destina  ú  sus  Iglesias, 
así  como  también  tendrá  este  destino  á  las  res- 
pectivas Iglesias  el  que  se  cobre  en  las  aduanas 
de  las  provincias  de  Coro,  Barcelona  y  Marga- 
rita. 

^  89  El  producto  del  medio  por  ciento  cobra- 
do en  una  Aduana  correspondiente  á  dos  ó  mas 
provincias  se  dividirá  enlre  ellas  por  iguales  par- 
les ;  sin  que  por  esta  disposición  se  entienda  al- 
terada la  especialidad  que  contienen  los  parágra- 
fos 1929 

Art.  29  Los  Administradores  de  Aduanas  al 
ñn  de  cada  trimestre  deberán  entregar  el  produc- 
to de  dicho  impuesto  á  los  respecti/os  Adminis- 
tradores de  Rentas  Municipales,  sin  que  estos 
puedan  devengar  comisión  alguna  ;  tocando  á 
las  Diputaciones  provinciales  expedir  las  medi- 
das que  conduzcan  á  la  segura  percepción  de 
sus  contingentes  y  exclusiva  aplicación  á  su  san- 
to objeto. 

A  rt.  39  La  Iglesia  y  área  actual  en  la  villa  de 
la  Guaira',  de  propiedad  nacional,  se  cede  en  be- 
neficio de  la  que  nuevamente  se  está  constru- 
yendo en   dicha   villa,  y  el  Concejo  Municipal 
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dispondrá   lo  conveniente   para   aprovechar   el 
área  y  materiales  del  arruinado  templo. 

Dado  en  Caracas  á  20  de  Abril  de  1853,  año 
24  de  la  ley  y  43  de  la  Independencia. — El  presi- 
dente del  Senado,  Raimundo  Andueza, — El 
presidente  de  la  Cámara  de  Representantes, 
Francisco  Oriach.—El  secretario  suplente  del 
Senado,  Ramón  Irazábal  — El  secretario  de  la 
Cámara  de  Representantes,  J.  Padilla, 

Caracas  23  de  Abril  de  1853,  año  24  de  la  ley 
y  43  de  la  independencia. — Ejecútese. — /.  G, 
Monágas. — Por  S.  E.  el  Presidente  de  la  Repú- 
blica.— El  Secretario  de  E.  en  los  Despachos  del 
Interior,  Justicia  y  Relaciones  Exteriores,  Si- 
VI o n  Planas. — Es  copia. — Planas^ 
IMPORTACIÓN.  RESOLUCIÓN   ejrcctiva  de 

20  Ds  OCTUBRE  DE   1854,  reglamentando  el 

decreto  anterior. 

Secretaria  dellnterior. — Sección  primera.— Ca- 
racas, Octubre  20  do  1854.— Resuelto. 

Dígase  á  la  Secretaría  de  Hacienda  y  á  los 
Gobernadores  de  provincia  :  al  primero  para  que 
se  sirva  comunicarlo  ál  tribunal  de  Cuentas  y 
Aduanas  mencionadas  ;  y  á  los  segundos  para 
su  cumplimiento  y  participación  á  lo?  Adminis- 
tradores de  Rentas  Municipales. 

Para  el  mas  exacto  cumplimiento  del  Decreto 
legislativo  de  23  de  Abril  de  1853  estableciendo 
un  impuesto  de  medio  por  ciento  sobre  los  dere- 
chos ordinarios  de  importación  con  destino  &  la 
construcción  y  reparación  de  las  Iglesias  de  la 
República,  S.  E.  el  Poder  Ejecutivo  se  ha  servi- 
do dictar  las  reglas  siguientes  : 

1^  El  impuesto  de  medio  por  ciento  sobre  los 
derechos  ordinarios  de  importación  se  destinará 
exclusivamente  al  objeto  á  que  lo  aplica  el  artí- 
culo \^  del  Decreto  legislativo  de  23  de  Abril  de 
1853.  * 

2^  Los  .administradores  délas  Aduanas  de  Ciu- 
dad Bolívar,  Maracaibo,  Barcelona,  la  Vela  de  Co- 
ro y  Maturin,  y  los  de  la  Guaira,  Puerto-Cabello, 
Cumaná,  Carúpano,  GQiria,  Barrancas,  Pampa- 
tar,  Juan  Griego,  Soledad  y  Cumarebo  pasarán 
por  duplicado  el  dia  tres  de  cada  mes,  los  de  las 
cinco  primeras  al  Gobernador  de  la  provincia 
respectiva,  y  los  de  las  restantes  al  Jefe  político 
correspondiente,  una  noticia  especificada  del  in- 
greso, expresándose  el  nombre  del  buque  y  el 
nombre  y  apellido  del  introductor  ó  introducto- 
ra que  paguen  el  derecho,  y  teniéndose  espe- 
cial cuidado  de  hacer  la  distinción  debida  cuan- 
do el  producto  del  derecho  tenga  que  dividirse 
entre  dos  6  roas  provincias  ;  y  dichos  funciona- 
rios» dejando  copias  en  aus  oficinas,  remitirán  di- 
cha noticia  á  esta  Secretaría  y  al  Tribunal  de 
Cuentas. 
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^  único.  Cuando  se  establezcan  las  Aduanas 
de  Cariaquito  y  Caño-colorado  en  la  provincia 
de  Cumaná,  conforme  á  la  ley  de  15  de  Abril 
último  sobre  habilitación  de  puertos,  subroga- 
rán á  las  de  Güiria  y  Maturin  en  el  deber  que 
les  impone. 

3^  Los  Administradores  de  las  Aduanas  de 
Ciudad-Bolívar  y  Maracaibo,  en  que  conforme 
á  los  parágrafos  69  y  69  del  citado  Decreto,  se 
divide  desde  ahora  el  producto  del  derecho  en- 
tre dos  ó  mas  provincias,  pasarán  respectiva- 
mente, y  sin  duplicarlo,  el  dato  de  la  regla  2»  & 
los  Gobernadores  de  Apure,  Trujillo  y  Mérida, 
sin  que  estos  funcionarios  tengan  que  cumplir 
con  lo  prevenido  en  el  final  de  dicha  regla, 

4a  Los  Administradores  de  Rentas  Municipa- 
les pasarán,  si  fueren  principales,  directamente 
al  Gobernador  de  la  provincia  respectiva,  y  si 
suballernos  por  conducto  del  Jefe  político,  una 
noticia  de  lo  que  recibieren  en  cada  trimestre 
conforme  al  artículo  29  del  referido  Decreto  le- 
gislativo, y  dicho  funcionario,  dejando  copia  de 
ella,  la  pasará  á  eslc  Ministerio. 

6^  Los  Gobernadores  de  las  provincias  ag»a- 
ciadas  por  el  referido  Decreto  y  cuyas  Diputa- 
ciones cumplan  con  el  precepto  del  artículo  29, 
remitirán  una  copia  certificada  de  las  ordenan- 
zas que  ellas  expidan  parj  asegurar  la  percep- 
ción del  impuesto  y  sus  contingentes,  y  exclu- 
siva aplicación  á  su  santo  objeto. 

6a  Las  autoridades  ó  corporaciones  á  quie- 
nes las  ordenanzas  provinciales  respectivas  ha- 
yan cometido  ó  cometieren  el  delicado  encargo 
de  correr  con  la  vigilancia  y  dirección  de  Jas  fá- 
bricas de  las  Iglesias,  informarán  mensualmente 
á  los  Gobernadores  respectivos  del  estado  en 
que  se  encuentren  las  obras  que  se  hayan  em- 
prendido, avisándoles  oportunamente  la  conclu- 
sión. 

7a  Los  Gobernadores  informarán  á  este  Mi- 
nisterio de  las  obras  que  se  emprendan  y  de  su 
conclusión. 

Sa  El  Tribunal  de  Cuentas  al  examinar  las 
de  las  Aduanas  tendrá  á  la  vista  las  noticias 
mensuales  que  deben  pasarse  en  virtud  del  final 
de  la  regla  2a. 

Por  S.  E.-^Plánas. 
IMPORTACIÓN.  Derecho  que  deben  pagar 
los  sombreros  de  pelo  de  conejo  y  los  briseros 
ó  cilindros,  con  candeleros  ó  sin' ellos.  Véase 
Arancel  de  importación.  Apéndice  al  tomo 
primero,  RR.  EB.  de  16  y  22  de  Agosto 
de  1853.  * 

IMPORTACIÓN.  RB8OLUC10N  BjEcuTiVA  ds 
13  DB  DicixMBRB  DE  1853,  declarando  que 
no  se  debe  permitir  la  introducción  de  mer- 
eancioM  "  a  la  orden  "  por  ser  una  infraC' 
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eion  expresa  del  art  19  de  la  ley  de  la  mate- 
ria. 

Secretoria  de  Hacienda. — Sección    segunda. — 
Caracas  Diciembre  13  de  1868. — Resuelto. 

Dígase  en  circular  á  los  administradores  de 
las  aduanas  de  la  República,  habilitadas  para  la 
importación  : 

*' Ha  llegado  á  conocimiento  del  Gobierno 
que  algunos  buques  que  hacen  el  comercio  exte- 
rior y  que  conducen  mercancías  á  nuestros 
puertos  habilitados  viniendo  de  puertos  extran- 
jeros no  traen  en  el  sobordo  del  cargamento,  es- 
peclñcado  el  nombre  de  los  consignatarios,  con- 
forme á  los  conocimientos  que  hayan  firmado, 
sino  las  mercancías  '*  á  la  óiden,  *'  con  in- 
fracción expresa  de  lo  dispuesto  en  el  art.  I9  de 
la  ley  de  19  de  Mayo  de  1841,  sobre  régimen  de 
las  aduanas  para  la  importación,  causando  de  es- 
ta manera  dificultades  que  embarazan  el  buen 
despacho  de  las  administraciones  de  aduana,  y 
violando  de  esta  suerte  la  buena  fe  con  que  el 
Gobierno  ha  procedido  en  los  contratos  celebra- 
dos con  particulares,  y  á  los  cuales  se  ha  afecta- 
do pa^a  su  cumplimiento  los  derechos  de  ciertas 
y  determinadas  casas ;  por  cuya  razón  S.  B.  me 
ha  ordenado  prevenir  á  U.,  como  lo  hago,  el  es- 
tricto cumplimiento  de  las  disposiciones  conteni- 
das en  el  artículo  citado  ;  en  inteligencia  de  que 
viniendo  la  meicancía  *'á  la  orden"  los  dere- 
chos que  causen  no  se  admitirán  en  pago  de  los 
créditos  que  representen  las  casas á  quienes  lue- 
go se  destinen  ó  consignen." 

Sírvase  U  acusarme  recibo  de  esta  nota. 
Por  S.  E — Cehállos. — Es  copia. — Cebállos. 
IMPOSICIÓN  i)B  PENAS  coRRBCCioNAL£s.  Véa- 
se Penas  correccionales. 
IMPOSICIÓN  D£  CENSOS.  Véase  Censos  (  im- 
posición y  reconocimiento  de ) 
IMPRENTA-  Véase  Libertad  de  imprenta. 
IMPRESOS  EXTRANJEROS.  Véase  Libertad  de 
imprenta,  R.  E.  de  15  de  Junio  de  1851. 

IMPRESOS  NACIONALES  Y  EXTRANJEROS.    RE- 
SOLUCIÓN   EJECUTIVA  DE    15  DE  FEBRERO.   DB 

1855,  mandando  pasar  á  la  Biblioteca  nacio' 
nal  todos  los  recibidos  ó  que  recibiere  el  Go^ 
hierno. 

Despacho  de  Relaciones  Exteriores.— Caracas, 
Febrero  16  de  1865.— Resuelto. 

Siendo  conveniente  ponerá  la  disposición  del 
publico  los  periódicos  extranjeros  que  se  diri- 
gen al  Gobierno  y  los  nacionales  á  que  él  se 
suscriba,  y  que  se  conserven  en  lugares  donde 
DO  embarazeo  por  su  número  y  volumen,  que  di*- 
ficultan  el  esmero  de  so  cuidado,  se  resuelve  : 
que  todas  las  colecciones  de  ellos  existentes  en 
este  Despacho,  con  su  índice,  se  pasen  á  la  bi- 
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bíioteca  nacional,  para  que  allí  se  franquee  á  to- 
dos su  lectura,  y  se  guarden  con  la  debida  dili- 
gencia, sin  que  puedan  extraerse  sino  cuando  el 
Poder  ejecutivo  quiera  consultarlos ;  y  que  se 
haga  lo  mismo  con  los  que  vengan  en  lo  sucesi- 
vo, después  que  esta  serretaría  se  haya  entera- 
do de  ellos — Por  S.  E. — Aranda. 
IMPUESTO   DE     JUSTICIA.    Véase    Deudores 

por  impuesto  de  justicia, 
IMPUESTO  SUBSIDIARIO.  Véase  Caminos,  D. 
de  28  de  Abril  de  1854.  (Apéndice  al  20  tomo.) 
IMPUESTO  EXTRAORDINARIO.  Véaso   Contri- 
bución extraordinaria. 
INCAPACIDAD  de  los   miembros  del   con- 
greso    PARA    admitir     empleos  DEL   PODER 

EJECUTIVO.  Véase  Cámaras  legislativas,  ar- 
tículos constitucionales  qac  establecen  las 
funciones  económicas  y  disposiciones  comu- 
nes á  ambas,  art.  85. 

INCIDENClAS.^  Véase  Excepciones  dilato- 
rias. Recusaciones  délos  jueces  y  otros  fun- 
cionarios, Competevcias,  Secuestro  judicial 
y  arraigo.  Tercería,  Cesión  de  bienes  y  Es- 
pera y  quita. 

INCOMPATIBILIDAD  de  las  funciones  db 

SENADOR,  6  REPRESENTANTE  CON  CUAL- 
QUIER OTRO    DESTINO,  DURANTE     EL    TIEMPO 

DE  LAS  SESIONES.  Vésse  Cámaras  legislati- 
vas, artículos  constitucionales  que  estable- 
cen las  funciones  económicas  y  disposicio- 
nes comunes  á  ambas,  art.  82. 

INCOMPATIBILIDAD  de  ciertos  desti- 
nos. Véase  Empleados,  R.  E-  de  27  de  Julio 
de  1847. 

INCOMPETENCIA  de  tribunal.  Véase  Ex- 
cepciones dilatorias. 

INCORPORACIÓN  al  ejercito:  decreto  de 
12  DE  FEBRERO  DB  1833,  incorporando  al 
ejército  y  marina  de  la  República  á  los  ge- 
nerales, jefes  y  oficiales  que  estaban  ausen- 
tes, en  los  grados  que  tenían  el  1^  de  Ene- 
ro de  1830. 

El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la  Re- 
pública de  Venezuela  reunidos  en  Congreso, 

considerando: 

19  Que  por  el  decreto  de  23  de  Agosto  de 
1830  se  reservó  al  Congreso,  el  acordar  la  incor- 
poración al  ejército  de  Venezuela  de  \os  milita- 
res á  quienes  el  Poder  Ejecutivo  permitiese  su 
entrada  en  el  territorio  :  29  Qne  el  Gobierno 
en  la  memoria  del  secretario  de  la  guerra  de 
1832  reclama  del  Congreso  una  resolución  que 
íije  la  suerte  de  estos  militares,  poique  aunque 
el  citado  decreto  no  da  lugar  á  creerlos  destitui- 
dos de  sus  grados»   en  el  hecho  no  aparecen   en 


182 


TEATRO  DE   LA  LEQISLACION 


IN 


]a  lista  militar  de  Venezuela :  89  Que  aunque 
sea  un  acto  de  justicia  esta  incorporación,  el  Es- 
tado no  debe  ser  gravado  con  los  ascensos  que  k 
dichos  oficiales  se  hubieren  conferido  por  k>8 
gobiernos  de  Colombia  posteriormente  á  su  se- 
paración, 

DECRETAN  : 

Art.  19  Se  incorporan  al  ejército  y  marina  de 
Venezuela  en  los  grados  que  obtenian  el  1 9  de 
Enero  de  1830,  los  generales,  jefes  y  oficiales 
naturales  de  Venezuela,  ó  extranjeros  domicilia- 
dos en  ella,  del  ejército  y  marina  de  Colombia 
que  estaban  ausenteá,  á  quienes  el  Poder  Eje- 
cutivo haya  permitido,  y  en  adelante  permitie- 
se su  entrada  en  el   territorio, 

Art.  29  Para  que  esta  incorporación  sea  efec- 
tiva, lo»  militares  de  que  habla  el  anírulo  ante- 
rior,  ocurrirán  con  sus  despachos  al  Poder  Eje- 
cutivo para  su  calificación. 

Art.  3?  Los  generales,  jefes  y  oficiales  de  que 
habla  el  artículo  19»  disfrutarán  con  arreglo  á 
la  ley  de  17  de  Setiembre  de  los  mismos  goces 
que  están  concedidos  á  los  del  ejército  de  Vene- 
z\ipla. 

Dado  en  Canicas  á  6  de  Febrero  de  1833,  49  y 
239- — El  presidente  de  Senado,  Manuel  Quin- 
tero.— El  presi'iente  de  la  Cámara  de  Kepresen- 
inntes,  Valentín  Espinal. — El  secretario  del 
Senado,  Rafael  Acevedu. — El  secretario  de  la 
Cámara  de  Representantes,  José  María  Peí- 
gran. 

Curaras  12  de  Febrero  de  1833,  49  y  23?— 
Ejecútuse — El  Presidente  de  la  República,  José 
A.  Páczj — Por  S.  E.  el  Presilente  de  la  Repú- 
blica— El  secretario  de  Guerra  y  fariña,  C  ar- 
los Soublette. 
INCORPOR'ACION  al  ejercito,  resolución 

ejecutiva  db  18  de  febrero    de    1833,  tc- 

glain^entando  el  anterior. 

Caracas  Febrero  18  do  1833.— 4  =  y  23. 

Los  generales,  coroneles  y  oficiales  á  quienes 
comprende  el  decreto  de  12  de  Febrero  de 
1833  que  desearen  incorporarse  al  ejército  de 
Venezuela,  deberán  presentar  en  la  secretaría 
de  guerra  los  despachos  de  los  respectivos  em- 
pleos que  obtenían  el  I9  de  Enero  de  1830;  si 
no  tuvieren  los  despachos  originales,  jiisiifica- 
rán  su  empleo  con  certificación  de  ja  Tesorería 
ó  del  tribunal  de  cuentas  en  que  se  haya  hecho 
el  asiento  y  toma  de  razón* 

Para  optar  el  goce  de  tercera  parte  de  suel- 
do como  en  cuartel  ó  licencia  temporal  indefini- 
da deberán  comprobar,  con  sus  despachos  ó  con 
sus  ojas  de  servicio,  su  antigüedad  en  el  ejército 
anierior  ai  9  de  Noviembre  de  1823,  y  haber 
continuado  en  el  servicio  hasta  el  17  de  Setiem- 
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bre  de  1830  sin  uso  de  licencia  absoluta,  ó  ha- 
ber obtenido  letras  de  cuartel  ó  de  licencia  tem- 
poral indefinida  con  gi»ces,  ó  de  retiro  con  pen- 
sión, presentando  las  mismas  letras,  ó  la  certifi- 
cación de  sus  asientos  y  toma  de  razón  en  la 
respectiva  oficina  de  hacienda. 

Se  comprueba  el  continuo  servicio  hasta  el  17 
de  Setiembre  con  las  mismas  ojas  de  servicio, 
con  el  título,  despacho  ó  nombramiento  por  el 
que  se  haya  obtenido  destino  en  cuerpos,  en  es- 
tados mayores  ó  en  mandos  de  armas,  y  aun  con 
los  ajustes  que  las  comisarías  ó  tesorerías  hayan 
formado,  ó  ceses  que  hayan  expedido. 

El  gobierno  graduará  el  valor  y  mérito  de  los 
documentos  que  se  presenten,  y  si  no  fueren  su- 
ficientes, pedirá  ampliación  de  las  pruebas,  hasta 
conseguir  un  pleno  conocimiento  de  lo  que  se 
pretende  probar,  á  fin  de  acordar  con  justicia  los 
goces  que  ha  conceilido  la  ley. — Por  S.  E.  ti 
secretario  de  guerra. — Firmado,  C  Soublette. — 
Es  copia. — Soublette. 
INCORPORACIÓN  al  ejercito.    Véase  Da- 


y  Macgre^o^» 


neis, 

INCORTORACION  a  las  universidades.  Ved- 
se  Instrucción  pública,  L.  8^  art.  1€.    . 

INDEMNIZACIÓN  DE  TESTIGOS.  Véase  Te.<- 
tigos,  punto  2^  del  A.  C.  S.  de  12  de  Abril 
de  1842. 

INDEMNIZACIÓN  de  perjcicios  pur  acon- 
tecimientos POLÍTICOS.  Sentencia  de  la 
corte  suprema  de  25  de  setiembre  de 
1819,  declarando  que  todos  los  individuos 
de  vna  facción  so7i  responsables  in  solidum 
de  los  perjuicios  que  causan  en  cuanto  á  la 
acción  civil^  sin  necesidad  de  previo  juicio 
criminal  que  loa  declare  tales;  y  basiandopa- 
ra  prueba  de  ellos  la  relación  jurada  del  re- 
clamante, caso  de  no  producir  el  demandado 
pruepas  en  contrario. 

República  de  Venezuela.—- En  su  nombre.— La 
Corte  Suprema  de  Justicia. — Caracab  Setiembre 
veinticinco  de  I84'J,  20  y  39. 

Vistos  los  autos  íseg'iidos  por  Enrique  Dací'Sta 
Contra  el  ex-gencral  José  Anltuiio  Pácz,  José 
[Itírmenegilit)  G;ircia  y  Mariano  Uztáriz  |»or  la 
indemnización  iiet  valor  de  la  golc-ta  nacional  uc 
su  proj)i('(lail  nómbrala  Isabel  :  de  su  cargarnen* 
lo,  y  equipaje  de  su  tripulac¡(»n  :  de  sus  fleus 
disde  el  veinte  y  cinco  de  Julio  del  año  ¡)ró«'- 
mo  pasado  á  razón  de  quinientos  pesos  niensua- 
lüs  hasta  que  se  le  satisfaga  ja  estintiacion  de 
aquel  buíjue  ;  y  de  los  gastos  personales  del  de- 
mandante durante  el  litigio  ;  y  traídos  al  Supre- 
mo Tribunal  de  Justicia  por  apelación  de  la  sen- 
tencia librada  el  dia  seis  del  presente  mes  por  la 
Corle  Superi«)r  del  27  distrito  en  que  revoca  l.i 
de  uno  de  los  jueces  de  1^^  instancia  de  este  cir- 
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cuito  que  acordó  aquellas  indemnizaciones  con- 
tra los  demandados.  Habiéndose  ejecutoriado  el 
fallo  de  1^  indlancia  por  no  haber  apelado  de  él 
la  parte  de  Páez  y  García,  el  Tribunal  superior 
no  pudo  ocuparse  de  esta  causa  sino  con  rela- 
ción á  IJztáriz,  y  es  por  este  motivo  que  solo  á 
Uztáriz  se  contiaerá  la  decisión  presente.  El  did 
veinliciuco  de  Julio  del  año  próximo  pasado 
apareció  sobre  las  costas  de  Puerto-Cabello  la 
escuadrilla  de  la  facción  acaudillada  por  el  ex- 
general  José  Antonio  Páez  y  persiguió  á  caíu- 
uazos  la  g.deta  Isabel  que,  de  regreso  do  la  sali- 
na de  Coche,  se  dirigia  á  dicho  puerto  cargada 
con  mil  cuatrocientos  quintales  de  sal  y  di-mas 
i-fectos  que  constan  de  la  rdacion  del  folio  52  : 
y  hnbiendo  la  Isabel  variado  de  rumbo  huyendo 
hacia  Burburata  y  Amdeado  en  el  puerlo  de  este 
nombre,  la  exj)resada  eecuadrilla  siguió  dándol? 
caza  hastsi  que  la  apresó,  salvándose  en  tierra  la 
tripulación  con  los  equipajes  :  y  desembarcando 
los  facciosos  en  dicho  puerlo  se  apoderaron  de 
los  equif»aj(*8  ;  y  se  fueror:,  después,  con  elloj  y 
con  lu  Isabel  y  su  cargrinienlo.  Hviirique  Dacos- 
U  hizo  y  registró  en  Puerto  Cabello  el  dia  si- 
guiente al  del  robo  de  la  l-^abel  una  protesta  j)a- 
ra  leclamur  el  dafio  que  hübia  sufrido  y  los  per- 
juicuís  que  por  el  se  le  ocajionasen  ;  y  con  ella 
y  oíros  documentos  instauró  demanda  contra  los 
bienes  de  los  expresados  Páez,  García  y  UzUiriz 
j)ara  que  fuesen  ct:ndcnadoá  de  mancomún  et 
iiísoli'iuní  h  la  indemnización  como  Jefes  direc- 
tores y  sosteneilores  de  la  faccitm  A  que  pertene- 
cía la  escuadrilla.  La  parte  de  Uztáriz  conlradi- 
j«)  la  demanda  ya  porque  esie  no  fué  autor,  ni 
aconsejador  di-l  robo  de  lu  Isabel,  pues  no  era 
jefe  ni  sostenetlor  de  la  escuadrilla  :  va  p(»rquc 
la  responsabilidad  que  quiere  imponérsele  pro- 
veniente de  aquel  hecho,  no  puede  ser  solidaria, 
jiues  cada  cul|)able  debe  res|)onder  de  su  delito  : 
ya  porque  la  iudemn'Ziicion  y  lu  contiscucion  son 
c.juivalentes  en  sus  efectos,  y  la  conriscacion  se 
desconoce  en  Vcnezuelí  :  y  ya  por<jue  Dacosta 
no  h  ibia  acrcnliíado  que  la  Isabel  fuera  de  su 
prt. piedad,  ni  cual  su  val<jr,  ni  el  de  .su  carga» 
ine.ílo  y  eíjuipajes  de  la  tripulación.  Mas  es  de 
observar,  que  aun:]ue  Uzldriz  no  fuese  uulor  in- 
mediato ni  directo  de  los  actos  ile  piratei  ia  que 
ejeciiluroii  los  buques  de  l.i  facción  Páez,  no  por 
(SO  es  irresponsable,  pues  habi(;n(lo  él  pertene- 
cido á  diíha  fiCf'.on  desde  antes  del  apresamien- 
to ile  la  I><abel  hasta  su  término,  le  afectan  todos 
ellos,  como  se  dt-mosirará.  Es  incuestionable 
que  el  (]ue  hace  un  daño  por  sí  mismo  con  vo- 
luntail  é  intención,  ó  lo  manda  h  u'er,  ó  lo  acon- 
seja, 6  de.  cual  juier  modo  lo  oca.-^iona  })or  su^ 
culpa,  se  constituye  en  el  deber  de  resarcirlo.  Si 
ioii  muchos  ios   que  lo   han  causad.*,    aunque  ol 
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grado  de  Ja  acción  individual  sea  dÍ8ti.)to,  todos, 
sin  embargo  están  obligados  de  miucomun  et 
insolidum  ;  porque  seria  muy  difícil  inquirir  y 
determinar  la  diferencia  de  grado  ;  porque  unos 
pudieran  poseer  bienes  con  que  reparar  el  daño, 
y  otros,  acaso  los  mas  culpables  ó  los  cabezas  de 
la  muchedumbre,  no  ;  porque  la  menor  medida 
de  culpa,  de  cualquiera  de  ellos  lo  cimstiluiria 
responsable  del  todo,  y  porque  sin  una  obliga- 
ción mancomunada  y  solidaria  de  parte  de  los 
ofensores,  el  dañado,  que  tiene  indudablemente 
derecho  ft  un  pleno  resarcimiento,  quedaría  ex- 
puesto á  ser  con  frecuencia  burlado.  Si  el  daño 
j)roviene  ó  consiste  en  un  crimen,  por  ejemplo 
un  robo,  uu  incendio,  la  obligación,  aunque  no 
es  mayor,  es  mas  fuerte,  porque  el  hecho  de  que 
emana  es  obra  de  una  intención  depravada.  La 
obligación  perfecta  de  reparar  el  daño  es  una  ley 
de  la  sociedad  civil  y  anterior  a  ella  misma  ;  por- 
que en  cualquier  estado  deben  los  hombres  ^ivir 
de  modo  que  los  unos  no  perjudiquen  á  los  otros 
En  la  suciedad  civil  dicha  ley  es  mas  eficaz ; 
porque  la  autoridad  pública  tiene  en  sus  manos 
el  poder  de  hacerla  efectiva.  De  \j  expuesto  se 
deduce  que  los  partidarios  activos  de  una  rebe- 
lión contra  la  República  ó  su  gobierno  están 
igualmente  sujetos  k  la  misma  sanción  de  la  ley. 
penal  ;  y  si  bien  la  política,  contenida  por  el  as- 
pecto de  la  muchedumbre  de  delincuentes,  suele 
hacer  recaer  la  pena  únicamente  sobie  los  auto- 
res y  jefes,  todos  y  cada  uno,  sin  embargo,  están 
obligados  al  resarciiuiento  de  los  daños,  porque 
todos  y  cada  uno  son  miembros  de  \u\  cuer])o 
moral  que  no  pudiera  existir  sin  ellos.  Un  hom- 
bre solo,  pi»r  poderoso  que  sea,  no  puede  reali- 
zar ni  aun  emprender  una  revolución  de  Estado. 
Este  término  significa  sienipre  una  idea  com- 
plexa. Dicho  resarcimiento  no  es  una  pena  civil 
igu  .1  ala  de  confiSc'aiion  con  que  se  ha  confun- 
dido por  el  defensor  de  Uztáriz.  Confiscación  es 
la  adjudicación  que  se  hace  al  fisco  de  los  bienes 
de  aliun  reo  ;  y  el  resarcimiento  del  Jaño  es  lu 
reparación  del  mal  que  se  ha  hecho  á  algún  in- 
dividuo particuLr  ó  al  Estado:  la  confiscacitin 
tiene  lugar  aun  por  soto  el  conato  de  traición  ; 
y  el  resarcimiento  del  daño  solo  cuando  se  ha 
causado  este,  y  hasta  la  medida  de  su  va!or  :  la 
ccníidcacion  es  una  pena  que  cae  menos  sobre  el 
autor  del  delito  que  sobre  su  inocente  familia  ; 
y  el  resarciniienlo  del  daño  es  paga  de  una  obli- 
gación voluntaiia  que  uno  imprudentemente  ha 
querido  contraer  })or  su  propio  hecho  Así  es 
que  la  confiscación  ha  sido  abolida  por  el  artícu- 
lo 206  do  la  Constitución  de  Venezuela;  pero  la 
obligación  natural  de  resarcir  el  daño  es  reforza- 
da cu  general  por  las  leyes  IS  tit.  14,  3^  tít  15 
y  regla  21  tit.  31  partida  7^  y  e u   particular  por 
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el  decreto  de  3  de  Mayo  de  1830,  sobre  formali- 
dades en  la  aplicación  de  los  indultos,  7  la  de  3 
de  Abril  del  corriente  ano  sobre  conspiradores. 
No  es  por  esta  última  ley  que  puede  ser  determi- 
nada la  reclamación  contra  Uzt&riz,  porque  ella 
es  posterior  al  hecho  de  que  esta  dimana.  Tam- 
poco puede  determinarse  por  las  reglas  del  dere- 
cho internacional,  aplicadas  á  la  guerra  civil, 
que  ha  invoc&do  dicho  defensor,  porque  la  fac- 
ción que  se  armó  contra  el  Gobierno,  inconsis- 
tente y  sin  terreno  fijo,  no  llegó  á  levantarse  á 
este  predicamento  ;  y  porque  aun  en  la  hipóte- 
sis contraria,  atacada  y  vencida  en  todas  partes, 
sus  autores,  jefes  y  cómplices  han  quedado  por 
consiguiente  bajo  la  influencia  de  las  leyes  civi- 
les de  la  República.  Es  &  la  luz  de  estas  leyes 
anteriores  al  robo  de  la  goleta  Isabel,  que  debe 
ser  juzgada  la  responsabilidad  de  Uztáriz.  Sen- 
tados estos  principios  es  un  hecho  incuestionable: 
que  la  conspiración  que  estalló  en  el  Rastro  el 
cuatro  de  Febrero  de  dicho  año  de  1848,  y  ter- 
minó el  quince  de  Julio  último  en  el  campo  Mo- 
nágas,  no  ha  sido  mas  que  una,  acaudillada,  ya 
dentro  del  territorio  de  la  República,  ya  fuera, 
desde  Santómas  y  Curazao,  por  el  ex-general 
José  Antonio  Páez,  por  sí  y  por  medio  de  sus  vo- 
luntarios suba]  temos.  Las  fuerzas  rebeldes  de  tier- 
ra y  mar,  las  diversas  partidas  que  han  obrado 
durante  el  período  de  la  sedición  en  diferentes 
puntos  de  la  República,  todas  son  partes  inte- 
grantes del  mismo  cuerpo  moral,  con  una  mis- 
ma cabeza,  un  mismo  espíritu  y  un  mismo  pro- 
pósito de  destruir  el  Gobierno  y  la  Constitución 
existentes,  y  todos  y  cada  uno  de  sus  individuos 
componentes,  son  por  lo  tanto  responsables  de 
todos  y  cada  uno  de  los  hechos* de  la  facción. 
Entre  esos  hechos  ha  sido  marcado  el  apresa- 
miento de  la  goleta  Isabel ;  y  según  los  princi- 
pios ya  sentados,  no  hay  duda  que  su  propieta- 
rio ha  podido  reclamar  contra  cualesquiera  indi- 
viduos de  la  facción  ;  pero  él  ha  escogido  inten- 
tar su  acción  civil,  por  la  reparación  del  dafio 
contra  los  expresados  Páez,  García  y  IJzt6riz. 
Consta  de  la  certificación  del  8r.  Secretario  de 
Estado  en  los  Despachos  de  Guerra  y  Marina 
que  el  mencionado  Uztáriz  se  encontró  entre 
las  tropas  facciosas  y  como  uno  de  sus  coman- 
dantes, en  la  batalla  que  tuvo  lugar  en  Taratara 
el  seis  de  Abril  del  referido  afío  de  48.  Uztáriz, 
pues,  fué  miembro  de  la  facción,  y  miembro  pro- 
minente ;  y  como  tal  la  acción  de  Dacosta  afee- 
la  legalmente  su  responsabilidad.  Pero  el  defen- 
sor de  aquel  ha  alegado  y  se  asienta  también  en 
la  sentencia  de  segunda  instancia  que  no  está 
probada  en  el  proceso  su  existencia  en  Taratara, 
pues  dicha  certificación,  sin  otros  adminículos, 
nada  vale,  y  que  toca  al  juez  apreciar  por  sí  mis- 
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mo  las  pruebas  del  juicio.  Mas  esta  Corte  obser- 
va, que  el  mencionado  Sr.  Secretario  certifíc», 
no  como  testigo,  sino  con  un  carácter  oficial, 
acerca  de  un  asunto  de  su  competencia,  y  en 
vista  de  documentos  de  su  archivo  sobre  un  he- 
cho notorio ;  y  por  consiguiente  merece  toda  fé. 
Si  este  no  fuera  el  grado  en  que  se  halla  situada 
la  credibilidad  de  los  Secretarios  de  Estado,  los 
tribunales  y  demás  funcionarios  públicos  pudie- 
ran resistir  con  razón  el  cumplimiento  de  las  le- 
yes que  ellos  les  comunican,  pues  el  respectivo 
Secretario  no  hace  mas  que  firmar  como  ley  con 
el  Presidente,  un  acto  del  Congreso  que  ni  el 
Presidente  ni  él  han  presenciado.  Ademas,  es 
un  hecho  notorio  que  Uztáriz  como  comandante 
se  encontró  en  la  función  de  Taratara,  y  pues  la 
notoriedad  por  sí  sola  constituye  prueba  semi- 
plena, y  el  defensor  concede  igual  fuerza  á  la 
certificación  del  Secretario  de  Guerra,  la  cual 
fué  pedida  dentro  del  término  probatorio,  claro 
es  que  déla  unión  de  las  dos  resultarla  siempre 
una  prueba  plena  de  la  incorporación  de  Uztáriz 
en  la  facción.  Por  otra  parte,  consta  de  autos 
que  Uztáriz  partió  de  la  Guaira  para  Curazao  el 
treinta  de  Enero  del  afío  anterior  con  pasaporte 
del  Gobierno,  y  su  defensor  ha  pretendido  pro- 
bar con  testigos  que  su  defendido  se  mantuvo 
quieto  y  pacífico  en  aquella  isla ;  pero  alguno 
(íe  esos  mismos  testigos  ha  declarado  que  Uztá- 
n'z  llegó  á  Curazao  á  mediados  de  Mayo  de  di- 
cho año,  procedente  de  Maracaibo.  Maracaibo 
se  hallaba  entonces  en  estado  de  Insurrección  ; 
y  es  decir  que  Uztáriz  partió  de  la  Guaira  para 
incorporarse,  como  se  incorporó  en  la  facción. 
En  fin  el  defensor  de  Uztáriz,  ha  confesado  en 
estrados  que  este  se  halló  en  la  acción  de  Tara- 
tara  ;  pero  alega  que  no  fué  voluntario,  ni  por 
impulso  alguno  que  le  constituya  culpable ;  «mas 
cualesquiera  que  sean  las  excepciones  en  este 
punto,  tocaba  al  defensor  haberlas  probado  ;  y 
esto  no  se  ha  hecho.  Resulta,  pues,  de  estas  ob- 
servaciones, que  Uztáriz  se  incorporó  en  la  fac- 
ción acaudillada  por  el  ex-general  Páez  contra 
la  Constitución  y  el  Gobierno  de  la  República  ; 
y  aunque  los  decretos  de  este  y  lista  de  faccio- 
sos rendidos  en  el  campo  Monágas  insertos  en 
la  Gaceta  de  Venezuela  nám.  964,  y  los  cuales 
se  han  comunicado  á  esta  Corte  para  su  debido 
conocimiento,  no  deben  influir,  como  que  son 
hechos  posteriores,  en  la  reclamación  de  Dacos- 
ta ;  ellos  sin  embargo  prueban  por  lo  menos,  en 
Uztáriz,  su  perseverancia  tenaz  en  su  extravia- 
do propósito.  También  se  ha  alegado  por  el  de- 
fensor, que  Uztáriz  no  se  halló  á  bordo  de  la  es- 
.cuadrilla  ;  y  por  consiguiente  no  pudo  mediata 
ni  inmediatamente  cooperar  al  robo  de  la  goleta 
Isabel.  Pero  aun  cuando  esto  así  fuese,  probad» 
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está  que  Uztáriz  perteneció  á  la  facción ;  y  así 
como  todos  los  i^ue  la  componian  habían  de  par- 
ticipar del  bene  cío  del  triunfo  obtenido  por 
cualquiera  sección  de  ella,  así  las  malas  conse- 
cuencias deben  pesar  sobie  todos. — También  se 
objeta  por  el  apoderado  defensor  de  Uztáriz  que 
no  se  ha  acreditado  la  propiedad  de  la  Isabel 
conforme  ft  la  ley  de  10  de  Mayo  de  1842;  que 
este  buque  no  valia  la  cantidad  en  que  lo  ha  esti- 
mado su  propietario,  ni  que  estuviese  cargado 
con  mil  cuatrocientos  quintales  de  sal,  ni  que  la 
fanega  de  este  artículo  valiese  seis  pesos  y  me- 
dio, ni  tampoco  que  las  piezas  del  equipaje  ni 
la  calidad  de  ellas  fuesen  las  que  expresa  la  lista 
presentada  y  corriente  al  folio  50  de  ios  autos  ; 
porque  no  hay  sobre  esto  mas  que  testigos  sin- 
gulares, y  son  los  mismos  interesados  en  la  re- 
clamación. Mas,  en  cuanto  &  lo  primero,  la  ley 
que  se  cita,  cuyo  objeto  es  fijar  el  modo  de  acre- 
ditar la  propiedad  para  el  goce  de  las  prerogati- 
vasde  buque  nacional,  no  excluye  otros  medios 
de  prueba  parí  este,  y  mucho  menos  para  otros 
casos ;  y  Dacosta  ha  probado  exhuberantemente 
su  propiedad  aun  con  el  testimonio  del  adminis- 
trador é  interventor  de  la  aduana  de  Puerto-Ca- 
bello. Y  en  cuanto  á  lo  demás,  cuando  el  daHo 
se  ha  efectuado  en  objetos  que  están  á  la  vista, 
las  leyes  disponen  que  se  justiprecien  por  ex- 
pertos ;  oías  en  el  presente  ca^o  todo  está  fuera 
del  alcance  de  los  sentidos  del  juez.  No  consta 
de  autos  que  la  goleta  se  hubiese  hallado  des- 
pués de  la  demanda  en  algún  punto  de  la  Repú- 
blica, para  haber  pedido  su  avalúo  ó  su  restitu- 
ción. Del  paradero  de  todo  lo  demás  tampoco 
hay  la  menor  constancia.  Dacosta  ha  probado 
hasta  cierto  punto :  que  Juan  Aguirre  le  ofreció 
por  su  goleta  seis  mil  pesos ;  y  José  Joaquín 
Carrera  seis  mil  fuertes  en  el  año  de  mil  ocho- 
cientos cuarenta  y  seis  :  que  Ramón  José  Matos 
¿ntes  de  navegar  para  la  Isla  de  Coche,  habia 
ajustado  con  él  la  fnncga  de  sal  en  seis  pesos  y 
medio ;  y  en  fin,  que  el  equipaje  y  cargamento 
del  buque  era  el  mismo  que  demandaba.  Dacos- 
ta no  ha  necesitado  de  entrar  en  una  prueba  mi- 
Ducíosa  sobre  estos  pormenores.  Una  vez  pro-' 
bado,  como  está,  el  robo  pirático  de  la  goleta  á 
vista  de  todos  los  habitantes  de  Puerto-Cabello, 
y  de  su  cargamento  y  equipaje,  las  listas  juradas 
que  presentó  eran  suficientes  para  fundar  la  jus^^ 
ticia  de  su  reclamación.  Si  ellas  erau  mentidas  ó 
inexactas,  correspondía  al  defensor  de  Uztáriz 
probarlo.  Este  es  un  deber  que  á  los  malhechores 
impone  su  propia  culpa  ;  pues  el  robado  que 
confia  en  la  moral  de  los  hombres  y  en  la  pro- 
tección de  las  leyes,  no  está  obligado  á  prevenir- 
se con  testigos  de  lo  que  posee.  Últimamente  se 
ha  alegado  por  el  defensor  de  Uztáriz :  "que  es- 
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te  no  ha  podido  ser  condenado  á  resarcimiento 
de  daño  en  un  juicio  civil,  porque  antes  no  ha  si- 
do declarado  conspirador  en  un  juicio  criminal 
que  no  pudo  absolutamente  efectuarse  con  arre- 
glo á  la  ley,  porque  se  hallaba  ausente."  Mas  si 
este  argumento  tuviese  cabida,  un  rico  hacenda- 
do que  incendiara  ó  mandara  incendiar  la  ha- 
cienda vecina,  y,  probado  el  hecho,  se  fugara  á 
la  isla  de  Curazao,  tendría  derecho  á  continuar 
gozando  desde  allí  el  producto  de  sus  fincas, 
mientras  la  víctima  de  su  crimen  debería  sumir- 
se sin  remedio  en  el  abismo  de  la  miseria  ;  por- 
que en  efecto  no  puede  aquel  por  la  ley  ser  juz- 
gado criminalmente  en  su  ausencia.  Este  seria 
el  mayor  absurdo;  y  no  solo  la  simple  razón 
reprueba  la  teoría  de  la  necesidad  del  previo  jui- 
cio criminal,  sino  que  la  ley  21  tít  9  partida  7^ 
permite  al  agraviado  hacer  uso  déla  acción  civil, 
con  abstracción  de  la  acción  criminal.  En  el  ejer- 
cicio de  esta  se  pide  la  imposición  de  la  pena  le- 
gal ;  en  el  de  aquella  sola  la  reparación  del  da- 
ño; y  para  esto  basta  probar  que  el  demandado 
es  por  algún  respecto  responsable  del  hecho. 
Dacosta  ha  probado  que  Uztáriz  perteneció  á 
la  facción  y  que  la  escuadrilla  de  la  facción  le 
robó  su  goleta  ;  por  consiguiente  Uztáriz  y  to- 
dos los  otros  individuos  de  rila  le  son  in  sólidum 
responsables  ;  por  estas  razones  y  las  demás 
que  contiene  la  sentencia  de  primera  instancia, 
administrando  justicia  por  autoridad  de  la  ley  se 
revoca  la  sentencia  apelada  y  se  confirma  la  de 
primera  instancia  en  lo  relativo  á  Mariano  Uz- 
táriz: sin  especial  condenación  de  costas.  De- 
vuélvanselos autos,  dejando  en  cancillería  la  co- 
pia prevenida. — Rufino  Gonzáles. — J.  /  Rojas. 
— José  Prudencio  Lanz.  -Claudio  Viana. — 
EIs  copia. — El  Canciller,  José  Prudencio  Lanz. 
INDEMNIZACIÓN  de  perjuicios  a  extran* 

JEROS     POR     ACONTECIMIENTOS     POLÍTICOS     ü 

OTRA  CAUSA.  Véssc  ExtranjeroB,  D.  de  6  de 
Marzo  de  1854. 
INDEMNIZACIÓN   de  perjuicios  a  rentas 

PUBLICAS    POR  ACONTECIMIENTOS     POLÍTÍCOS. 

decreto  db  19  DE  ABRIL   DE  1851  mandan^ 

do  sobreseer  en  las  causas  por  este  respecte. 

El  Senado  y  Cámara  de   Representantes   de  la 

Repüblica  de  Venezuela  reunidos  en  Congreso 

considerando  : 

Que  existen  algunos  venezolanos,  que,  á  pesar 
de  haber  sido  indultados,   sufren  procedimientos 
por  razón  de  indemnización  de  perjuicios  á  ren- 
tas públicas  en  las  revoluciones  de  4b  y  4^. 
decretan; 

Art.  19  Cesará  todo  procedimiento  en  las 
causas  que  actualmente  cursan  sobre  indemniza- 
ción de  perjuicios  á  rentas  públicas,  provenien- 
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tes  íie  «conteHmientos  políticos,  siempre  qoe  no 
se  hayí  cometido  el  delito  de  peculado,  quedan- 
do romprendidps  en  esta  disposición  las  senten- 
cias t  jeciítoriadas. 

Art.  29  ÍjOs  que  por  dichos  causas,  se  hallen 
sufriéndola  pena  de  inhabilitación,  quedan  rein- 
tegrados en  sus  derechos  políticos. 

Dado  en  Caracas  á  29  <le  Marzo  de  1851,  alio 
22  de  la  ley  y  41  de  la  Independencia. — El  Pre- 
siden te  del  Senado — José  T.  Per  eirá, — El  Pre- 
sidente de  la  Cámara  de  Representantes — Mi- 
gvel  Anz'fla. — El  Secretario  del  Senado — Jasé 
Ángel  Freiré* — El  Secretario  de  la  Cámara  de 
Representantes — J.  Padilla. 

Caracas,  Abril  ¡9  de  1851,  afío  22  de  la  Ley 
y  41  de  la  In'lependrncia. — Ejecútese. — José 
Gregorio  Mo/iágas.—  VoY  S,  E  —  El  Secretario 
de  E  en  los  Despachos  del  Interior  y  Justicia — 
Lvcio  Pvlido. 

INDEPENDENCIA,  (reconocimiento  de  la) 
por  la  España  y  otras  naciones.  Véase,  Trata- 
dos pv  hircos 

INDÍGENAS.    LRY     DE     19   DE     MAYO     DE    1841 

sobre  su  reducción  y  civilización. 

El  Senado  y  Cámara  tic  Representantes  de  la 
iJepública  de  Venezuela  reunidos  en  Congreso, 

CONSIDERANDO  : 

Que  es  un  deber  de  la  humanidad  procurar  la 
reducción  y  civilización  de  las  tribus  indígenas 
que  vagan  en  el  territorio  de  la  República  :  que 
esto  no  puede  lograrse  sino  por  medio  de  dispo- 
siciones protectoras,  que  remcíliando  las  necesi- 
dades de  los  in<iígena&  en  su  estado  actual  vayan 
mejorando  su  cnndicion,  hasta  que  por  los  pro- 
gresos de  su  civilización  puedan  ser  regiílos  por 
el  sistema  general  de  administración  que  ha 
adoptado  Venezuela, 

DECRETAN  : 

Art  19  Se  autofiza  al  Poder  Ejecutivo  para 
que  promueva  por  cuantos  medios  estén  á  su  al- 
cance la  reducción  y  civilización  de  indígenas 
en  todo  el  territorio  de  la  República,  haciendo 
que  se  reúnan  en  poblaciones  bajo  la  dirección 
de  los  funcio  narios  que  crea  conveniente  darles. 

Art.  29  Estas  poblaciones  quedan  exentas  del 
régimen  que  establecen  las  leyes  generales  de  la 
República,  y  se  sujeta rAn  al  especial  que  les  dé 
el  Gobierno  para  facilitar  los  medios  de  su  ad- 
ministración V  el  mejor  éxito  en  el  plan  de  atraer- 
los y  reducirlos  á  poblado. 

^  único.  El  Congreso  determinará  cuando 
convenga  la  sujeción  de  dichas  poblaciones  al 
régimen  del  resto  de  la  República. 

Art  39  El  Poder   Ejecutivo  nombrará  el  nú- 
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mero  de  curas  misioneros  que  estime  necesario 
para  las  poblaciones  de  indígenas,  pudiendo  ha- 
cerlos venir  de  país  extranjero,  y  pagar  su  pasa- 
je y  viático  necesario  para  que  se  trasladen  des- 
pués de  su  llegada  A  los  lugares  de  su  misión. 

Art.  49  A  los  eclesiásticos  y  demás  funciona- 
rios que  hayan  de  servir  en  la  reducción  y  civi- 
lización de  indígenas,  podrá  señalar  el  Poder 
Ejecutivo  la  indemnización  ó  pensión  que  juzgue 
proporcionaíia. 

Art.  69  Se  concederá  á  cada  familia  <le  indí- 
genas que  consienta  en  someterse  al  régimen  de 
las  misiones  y  vivir  en  poblado,  una  suerte  de 
tierras  que  no  exceda  de  veinticinco  fanegadas, 
y  ademas,  según  los  casos,  algunos  instrumentos 
de  labor,  semillas  para  sus  sementeras,  algunos 
ganados,  el  vestido  necesario  y  algunos  animales 
domésticos. 

Art.  69  El  Poder  Ejecutivo  dispondrá  tam- 
bién de  un  número  igual  de  fanegadas  de  tierra 
en  favor  de  cada  familia  de  vecinos  venezolanos 
ó  extranjeros  que  quieran  pasar  á  establecerse 
á  una  pobIjícJon  indígena  de  las  que  comprende 
esta  ley,  poniéndosele  en  posesión  por  el  hecho 
de  establecerse,  y  se  les  expedirá  título  de  prc- 
pieihid  si  permaneciesen  cuatro  años  continuos, 
sin  lo  cual  entrará  de  nuevo  el  terreno  al  patri- 
monio mciona'. 

Art.  79  El  Congreso  fijará  en  el  presu¡»uesto 
anuaj  la  suma  que  juzgue  necesaria  para  las  in- 
demnizaciones ó  pensiones,  y  para  t<»dos  los  de- 
mas  gastos  de  reducción  y  civilización  de  indíge- 
nas, en  vista  de  los  informes  del  Poder  Ejecu- 
tivo. 

Art.  89  El  Poder  Ejecutivo  expedirá  los  re- 
glamentos necesarios  para  la  organización  de  la» 
misiones  ó  nuevas  poblaciones  de  indígenas,  ha- 
rá los  arreglos  especiales  c(m venientes  para  su 
comercio,  tanto  con  los  nacionales,  como  con 
los  extranjeros,  determinará  los  deberes  de  los 
misioneros,  llenará  todos  los  vacíos  que  se  no- 
ten al  ejecutar  el  presente  decreto,  y  dará  cuenta 
de  todo  al  Congreso  en  su  reunión  inmediata. 

Dada  en  Caracas  á  28  de  Abril  de  1811,  129 
y  319— El  presidente  del  Senado,  José  Vargas. 
— El  presidente  de  la  Cámara  de  Representan- 
tes, Fernando  Cluvarria  — El  secretario  del  Se- 
nado, José  Ángel  Freiré. — El  secretario  de  la 
Cámara  de  Representantes,  Rafael  Acecedo. 

Sala  del  Despacho,  Caracas  Mayo  1»  de  I84I, 
129  y  319— Ejecútese.— Jo«c  A.  Páez Re- 
frendada.— El  Secretario  de  Estado  en  los  Des- 
pachos de  lo  Interior  y  Justicia,  Ángel  Quin- 
tero. 

INDÍGENAS.  DECRETO  de  7  de  abril  de  1838 
sobre  repartimiento  de  sus  resguardos — que 
reforma  la  de  2  de  Abril  de  1836,  pág.  14a 
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del  cuerpo  comprensivo  de  las  de  ese  año,  y 
192,  núm.  209  del  de  1851. 
El  Senado  y   Cámara  de  Representantes  de  la 
República  de  Venezuela  reunidos  en  Congreso, 

CONaiDERANDO  : 

Que  el  decreto  de  2  de  Abril  de  1S36  sobre 
repartimiento  de  los  resguardos  de  indígenas  no 
ha  producido  los  efectos  que  se  propuso  el  legis- 
lador, 

DECRETAN. 

Art.  19  Los  indígenas  podrán  proceder  á  la 
división  de  sus  resgaardos  como  propietarios  ab- 
solutos de  ellos  con  arreglo  á  las  leyes  comunes, 
adjudicando  á  cada  individuo  que  exista  en  la 
respectiva  comunidad  al  tiempo  de  hacerse  la 
división,  una  porción  de  tierra  conforme  á  las 
reglas  siguientes  : 

1^  Se  formarán  tantas  partes  cuanto  sea  el  nCi- 
mero  de  familias  de  que  conste  la  comunidad, 
reputándose  como  familia  distinta  aquellos  indi 
viduos  que  no  estén  comprendidos  en  otra,  y  se 
adjudicará  una  á  cada  familia. 

2^  Estas  partes  serán  iguales  para  cada  indi- 
viduo, y  por  consiguiente  mayores  6  menores 
para  cada  familia,  según  sea  el  número  de  indi- 
viduos de  que  se  compone. 

3^  Para  la  distribución  de  dichas  partes  se 
tendrá  presente,  no  solo  su  extensión  material, 
sino  también  el  mayor  ó  menor  valor  de  ellas, 
por  su  calidad,  situación  y  otros  motivos  que  au- 
menten ó  disminuyan  su  precio. 

4A  En  la  adjudicación  de  una  parte  obtendrá 
la  pieferencia  aquella  familia  que  al  tiempo  de 
verificarla  tenga  allí  casa,  ú  otros  estableci- 
mientos. 

Art.  29  Se  deroga  el  decreto  de  2  de  Abril  de 
1836  sobre  distribución  de  los  resguardos  de  in- 
dígenas, y  quedarán  sin  efecto  las  ordenanzas  y 
resoluciones  de  las  Diputaciones  provinciales 
dictadas  en  virtud  de  dicho  decreto. 

Dado  en  Caracas  á  4  de  Abril  de  1838,  año 
99  de  la  ley  y  28  de  la  independencia. — El  pre- 
sidente del  Senado,  Ángel  Quintero. — El  presi- 
dente de  la  Cámara  de  Representantes,  M,  Hui- 
zi. — El  secretario  del  Senado,  J.  A,  Freiré» — 
El  diputado  secretario  de  la  Cámara  de  Repre- 
sentantes, J.  García* 

Sala  del  Despacho  en  Caracas  á  7  de  Abril  de 
1838,  año  99  de  la  ley  y  289  ^^  ^^  independen- 
cia.— Ejecútese.— Car Zos  Soublette.^Por  S.  E. 
—El  Secretario  de  Estado  en  los  Despachos  del 
Interior  y  Justicia,  Diego  B.  Urhanejai 

Análisis  comparativo  de  los  decretos  de  2  de  Abril  de  1836 
y  7  de  Abril  de  1838  sobre  resgtuirdo  de  indígenas. 
Entre  ambas  leyes  hay  estas  diferencias.— La  primera: 
TOMO  II. 
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INDÍGENAS  (de  barinas.)  resolución  eje- 
cutiva DE  27  DE  MAYO  DE  1840  reglamen- 
tando su  reducción. 

Secretaría  del  Interior.— Sección  1 P  —Caracas 
Mayo  27  do  1840.— Reauelto. 

Dígase  al  Sr.  Gobernador  de  la  provincia  de 
Barínas. 

Presentada  al  despacho  la  comunicación  de 
US.  fecha  27  de  Abril  último  núra  3t>  en  que  pi- 
de reglas  para  la  reducción  y  civilización  de  in- 
dígenas y  concesión  de  tierras  páralos  que  se  re- 
dujeren, el  Gobierno  en  uso  de  la  autorización 
que  le  conceden  las  leyes  de  3  de  Agosto  de 
Í824  y  19  de  Mayo  de  1826  y  mientras  que  el 
Congreso  dicte  una  ley  que  arregle  esta  materia 
como  lo  tiene  solicitado  el  Poder  Ejecutivo,  ha 
resuelto : 

19  Que  US.  promueva  eficazmente  la  reduc- 
ción y  civilización  de  los  indígenas  errantes  que 
se  encuentren  en  esa  provincia. 

29  Que  S.  Sa  por  sí  ó  por  medio  de  las  perso- 
nas de  su  conñanza  que  tenga  á  bien  comisionar, 
ofrezca  á  las  tribus  ó  pardal idades  de  indígenas 
que  convengan  en  abandonar  su  vida  errante  y 
reducirse  &  poblado,  ya  sea  en  las  antiguas  par- 
roquias ó  pueblos  abandonados,  ó  ya  en  cual- 
quier otro  lugar  aparente,  una  extensión  propor- 
cionada de  tierras  baldías  para  que  establezcan 
sus  poblaciones  y  sus  correspondientes  labran- 
zas bnjo  la  dirección  de  un  capitán  fundador, 
nombrado  por  S.  S^  entre  las  personas  que  ten- 
gan mas  inñujo  sobre  los  indígenas  y  que  sean 
capaces  de  atraerlos  y  reducirlos  por  medios  sua- 
ves á  la  vida  social,  dedicándolos  á  la  agricul- 
tura. 

39  Que  S.  S^  ofrezca  igualmente  á  loa  mis- 
mos indígenas  que  convengan  en  abandonar  su 
vida  errante  y  reducirse  á  poblado,  que  serán 
auxiliados  por  una  vez  para  sus  primeros  esto- 
blecimientos,  con  herramientas,  un  vestido,  y  lo 
demás  que  sea  preciso,  así  para  la  fundación  del 
pueblo,  como  para  sus  labranzas. 

49  Que  en  cada  pueblo  que  se  vaya  forman- 


(art.  .1  ?  ,  2  P  y  8  ?  )  disponía  que  las  Diputaciones  dicta- 
sen las  reglas  convenientes  para  la  distribución  de  los 
resguardos :  que  antes  do  esta  se  separasen  do  doce  á 
veinte  fanegadas  de  la  área  de  cada  población  para  au- 
mentó de  ella  misma  ;  y  que  las  tierras  sobrantes  de  ca- 
da comunidad  se  dividie.sen  en  dos  partes  de  igual  valor, 
una  para  acrecer  los  fondos  municipales,  y  la  otra  para  la 
distribución  entre  los  indígenos ;  y  la  segunda  (art.  1 P  ) 
dispone,  como  se  ve,  que  los  indígenas  pueden  procederá 
la  división  de  sus  resguardos  como  propietarios  absolutos 
de  ellos  con  arreglo  á  las  leyes  comunes,  entre  todos  los 
individuos  do  cada  comunidad.— Ambas  leyes  convienen 
en  las  reglas  bajo  las  cuales  debe  hacerse  la  distribución^ 
y  la  de  88  finalmente  suprimió  los  artículos  4?  y  o?  de 
la  de  86. 
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do  de  indios  reducidos,  nombre  US.  nn  doctrine- 
ro entre  los  individuos  que  á  su  juicio  tengran  la 
capacidad  necesaria,  y  que  por  una  pequeña  gra- 
tificación mensual,  se  encarguen  de  instruir  á  los 
indígenas  en  la  docta-ina  cristiana  é  idioma  cas- 
tellano, y  de  infundirles  buenas  máximas  tra- 
tándolos siempre  con  la  mayor  suavidad  y  dul- 
zura para  que  no  se  fastidien  de  su  nuevo  plan 
de  vida. 

59  Que  así  mismo  nombre  US.  para  cada  uno 
de  dichos  pueblos,  un  capitán  fundador  con  los 
deberes  de  mantener  el  orden  en  la  población, 
y  cuidar  de  la  policía  en  todos  sus  ramos:  repar- 
tir á  cada  familia  de  indígenas  el  numero  de  fa- 
negadas de  tierras  que  necesite  para  sus  labran- 
zas, y  se  le  hayan  designado  por  S.  S^  con  tal 
objeto :  enseñar  á  los  indígenas  á  cultivar  los 
frutos  propios  del  país,  entre  los  cuales  escoge- 
rá los  que  puedan  serles  jnas  útiles  y  ventajosos  : 
fomentar  la  población  por  cuantos  medios  le  su- 
giera su  celo  y  el  conocimiento  que  tenga  del  ca- 
rácter de  los  indígenas,  usando  siempre  de  un 
influjo  paternal  mas  bien  que  de  la  fuerza,  has- 
ta que  los  indígenas  contraigan  los  hábitos  pro- 
pios de  la  sociedad  ;  y  hacer  entender  &  los  mis- 
mos indígenas  la  utilidad  que  puede  resultarles 
de  vivir  siempre  unidos  como  hermanos  y  de 
transigir  como  tales  las  diferencias  y  disenciones 
que  entre  ellos  se  presenten. 

69  Que  US.  informe  previamente  al  ministe- 
rio del  Interior,  qué  número  de  indígenas  erran- 
tes existirá  poco  mas  6  menos  en  cada  uno  de 
los  cantones  de  esa  provincia  :  cuales  sean  los 
lugares  mas  aparentes  en  que  puedan  formarse 
los  pueblos  de  indígenas,  por  su  localidad,  fer- 
tilidad de  sus  terrenos,  abundancia  de  aguas,  y 
demás  circunstancias  :  qué  número  de  fanega- 
das de  tierras  baldías  sea  necesario  designar  pa- 
ra cada  nueva  población,  según  el  de  fumilia  de 
indígenas  é  individuos  que  las  compongan  y  que 
se  expresarán  ;  y  finalmente,  que  US.  forme  y 
remita  áeste  despacho  el  presupuesto  correspon- 
diente de  lo  que  deba  gastarse  en  la  empresa, 
expresando  con  la  mayor  claridad,  cuanta  sea  la 
suma  que  deba  gastarse  por  una  vez  en  la  for- 
mación de  cada  población  conforme  al  número 
39  de  esta  resolución,  y  cuanto  deberá  asignarse 
para  el  pago  de  doctrineros  mensualmente,  á  fin 
de  acordar  lo  conveniente  sobre  su  aprobación 
y  pago.  Por  S.  E. —  Yépes. 

indígenas,  resolución  ejecutiva  de  11 
DE  DICIEMBRE  DE  1865  sobrc  lo  que  debe  06- 
nervarse  con  aquellos  á  quienes^  acusados  de 
un  crimen^  no  se  le  haya  prohado* 

Secretaría  del  luterior,— Sección  quinta.— Cara- 
cas, Diciembre  11  de  1864.— Resuelto. 
Dígase  al  Gobernador  de  Maracaiho* 
Impuesto  el  Poder  Ejecutivo  de  la  consulta 
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qne  US.  le  hace  relativa  á  los  goagiros  que  aco- 
sados de  un  delito  no  llega  á  probárseles  en 
juicio,  para  los  cuales  propone  US.  una  medida : 
y  deseoso  S.  E.  de  proceder  con  el  mayor  acier- 
to en  negocio  tan  delicado,  quiso  oir  previamen- 
te la  opinión  del  Consejo  de  <7obierno,  el  cual 
la  ha  emitido  en  los  términos  siguientes. 

**  Consulta  el  Gobernador  de  Maracaibo,  co- 
mo Director  general  de  indígenas,  la  medida  de 
seguridad  que  pueda  emplearse  contra  aquellos 
indios  goagiros  ya  reducidos,  que  viven  en  par- 
cialidades en  la  Villa  de  Sinamaica,  cuando  acu- 
sados por  delitos  graves  y  sometidos  á  un  juicio 
formal  de  un  juez  de  provincia  con  las  mismas 
formalidades  que  los  demás  ciudadanos  de  la  Re- 
pública, resultan  absueltos  en  definitiva  por  fal- 
ta de  pruebas  legales,  los  cuales  regresan  á  con* 
tinuar  siendo  una  constante  amenaza  á  la  vida 
y  á  los  intereses  délos  habitantes  de  Sinamaica; 
y  propone  como  una  medida  adaptable  el  desti- 
no de  dichos  indígenas  al  serrtcÍ9  de  hacendados 
de  otras  provincias,  á  ración  y  sin  sueldo.  Para 
resolver,  ha  querido  el  Poder  Ejecutivo  oir  el 
dictamen  del  Consejo. 

**  Es  preciso  no  olvidar  al  ocuparse  de  tan 
gravo  cuestión  que  la  reducción  y  civilización  de 
los  indígenas  correspondientes  á  las  diversas  tri- 
bus de  esta  parte  de  la  América,  fué  uno  de  los 
mayores  trabajos  de  la  Corona  de  España,  no 
solo  por  razón  del  objeto,  sino  también  en  cuan- 
to á  ios  medios  mas  prudentes  y  adecuados  que 
debieran  emplearse  para  llegar  al  alto  fin  de  la 
educación  civil  y  religiosa  de  aquellas  tribus  sal- 
vajes. Con  tan  santo  y  filantrópico  objeto  dieron 
los  reyes  de  EspaQa,  leyes  suaves  especiales  que 
componen  la  recopilación  de  Indias :  mucho  se 
encarga  á  los  vi-reyes  y  capitanes  generales  en 
el  título  del  libro  69  el  cuidado  y  protección  de 
estos  seres  desgraciados. 

"  Participa  de  estos  mismos  sentimientos  la 
ley  de  I9  de  Mayo  de  1841,  poniendo  al  cuidado 
del  Poder  Ejecutivo  la  reducción  y  civilización 
de  los  indígenas  vagantes  de  la  República,  como 
un  deber  humanitario  de  este. 

**  Por  el  Decreto  ejecutivo  de  22  de  Octubre 
del  siguiente  año  de  1842  se  han  establecido  las 
reglas  relativas  al  procedimiento  criminal  con- 
tra dichos  indígenas  ya  reducidos  ó  incorpora- 
dos en  la  población  del  Estado. 

"Bien  claro  está  prevenido  que  por  delitos  le- 
ves y  de  injurias  deben  ser  juzgados  correccio- 
nalmente  por  los  jueces  del  circuito,  debiendo 
serlo  en  delitos  mayores  por  los  jueces  de  pro- 
vincia, como  los  demás  ciudadanos. 

"  No  puede  mejorarse  en  este  ptmto  el  regla- 
mento de  aquella,  ni  dictarse  la  medida  propues- 
ta por  el  Gobernador  consaltante  sin    rayar  en 
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lo  arbitrario.  Si  un  indígena  reducido  es  absueJ» 
to  en  los  tribunales  de  justicia  del  delito  por  que 
fué  acusado,  la  fuerza  de  una  sentencia  publica 
justifica  ante  la  sociedad  la  inocencia  del  acusa- 
do y  se  sobrepone  á  toda  especie  de  conjeturas 
privadas.  Tal  es  la  garantía  que  dan  los  juicios 
públicos,  una  de  las  mas  preciosas  y  necesarias 
para  la  tranquilidad  y  el  orden  de  la  misma  so- 
ciedad. Y  tal  es  la  rigorosa  justicia  que  reclama 
el  principio  de  igualdad  ante  la  ley,  cuyo  desqui- 
librio  podria  raas  bien  justificarse  en  favor  de  la 
miserable  condición  de  indígenas  salvajes  6  semi- 
salvajes,  que  apenas  se  encuentran  en  la  escala 
de  reducción  al  estado  social. 

**  Si  hay  hombres,  indígenas  ó  no  indígenas, 
que  después  de  absueltos  permanezcan  aun  sos- 
pechados ó  peligrosos,  es  un  deber  de  los  ma- 
gistrados y  de  los  ciudadanos  entre  quiepes  ver- 
se aquella'desconfianza,  supervigilar  la  posterior 
conducta'del  absuelto,  empleándose  oportuna- 
mente para  evitar  el  dafio  temido,  6  los  remedios 
que  dicta  In  policía  general  de  la  República  6  los 
legales  ordinarios  que  sirvan  para  la  averigua- 
ción y  castigo  de  los  vagos  y  mal  entretenidos, 
ó  de  los  criminales  por  cualquiera  especie  de  de- 
litos. Los  tribunales,  imponiendo  las  penas  con- 
dignas, son  los  llamados  á  designar  los  lugares 
en  que  les  convenga  sufrirlas,  atendiendo  las  ra- 
zones de  conveniencia  publica  alegadas  en  la 
causa,  en  ejercicio  de  la  alta  dirección  qiie  en 
este  punto  es  privativa  de  las  Cortes  de  Justicia, 
tribunales  superiores  que  han  subrogado  á  las 
Audiencias  del  régimen  espafiol.  Aun  cuando  la 
presente  cuestión  versase  sobre  indígenas  no  re- 
ducidos que,  saliendo  de  sus  tribus  salvajes  de 
la  Goagira,  se  introdujesen  al  pillaje  y  otros  de- 
litos  en  el  territorio  de  la  Repüblica  en  Mara- 
caibo  ó  en  cualquiera  otra  provincia,  no  habrá 
otro  medio  que  adoptar  sino  el  que  viene  pro- 
puesto, para  su  aprehensión,  enjuiciamiento  y 
castigo,  con  sujeción  á  las  mismas  leyes  del  ter- 
ritorio que  invaden,  que  insultan,  y  cuyas  leyes 
infringen  con  violación  del  derecho  natural  que 
está  publicado  para  todos  las  hombres.  Habria 
entonces  que  apreciarse,  en  su  caso,  la  circuns- 
tancia atenuante  proveniente  del  grado  mas  ó 
menos  culpable  de  la  barbarie  ;  P^f o  este  juicio 
siempre  corresponderá  al  poder  judicial,  como  el 
único  llamado  al  ejercicio  criminal  eu  la  Repií- 
blica. 

"  Es  pues  en  el  sentido  que  viene  expuesto, 
que  debe  resolverse  la  consulta  del  Gobernador 
de  Maracaibo ;  afSadiéndosele  á  mayoz  abundar 
miento,  que  los  medios  mas  eficaces  que  puede 
emplear  para;  salvar  á  Siaamaiea  de  los  desóvdet 
nesqueiemey  que  lamenta,  aan  loa  queaon 
abundaoeia  suministra  la  policíat  de  que  es  el 
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jefe  principal  en  la  provincia  de  su  cargo.  Y  así 
piensa  el  Consejo  que  debe  consultarse  á  S.  E. 
el  Presidente  de  la  República." 

Y  habiendo  el  Poder  Ejecutivo  resuelto  dé 
entera  conformidad  con  el  anterior  dictamen,  lo 
comunico  á  US.  para  su  inteligencia  y  en  con- 
testación á  su  nota  sobre  el  particular. 

Soy  &c.— -Por  S.  E— PZancs. 
indígenas  (de  quayana.)  decreto  ejecu- 
tivo DE  15  DE  OCTUBRE  DE  1842  Organizan' 
do  su  reduccioa. 

JOSÉ  ANTONIO  PAEZ,  Presidente  de  la 
República  de  Venezuela,  i^a.i  ^a.f  ^a. 

Habiendo  dictado  en  18  de  Agosto  del  affo 
próximo  pasado  la  organización  definitiva  ^e  las 
poblaciones  de  indígenas  en  la  provincia  de  Gua. 
yana,  para  dar  cumplimiento  al  artículo  29  ^de 
la  ley  de  I9  de  Mayo  del  mismo  año;  y  habien- 
do acreditado  la  experiencia  que  aquel  acto  ne- 
cesita algunas  modificaciones, 

DECRETO : 

REGLAMENTO  ORGÁNICO  PARA  LA    REDUCCIÓN    Y 
CIVILIZACIÓN  DE  INDÍGENAS  EN  LA  PROVIN- 
CIA DE    GUAYANA. 

TÍTULO  I. 

De  la  división  del  territorio  y  de  losfunciona' 
rios  en  general. 

Art.  19  El  territorio  de  la  provincia  de  Gua- 
yana  se  divide,  para  los  efectos  de  esta  organi- 
zacion«  en  cuatro  distritos  de  reducción :  el  dis- 
trito Central,  que  se  compondrá  de  los  cantones 
Angostura  y  Alto  Orinoco :  el  distrito  de  Upata 
que  abrazará  el *can ton  del  mismo  nombre:  el 
distrito  Bajo  Orinoco  que  comprenderú  el  can- 
tón así  Uamido  ;  y  el  distrito  de  Rio-Negro  que 
comprenderá  el  actual  cantón  de  este  nombre. 

Art.  29  Cada  distrito  se  subdivídirá  en  circui- 
tos de  reducción,  y  cada  circuito  comprenderá 
dos  ó  mas  misiones. 

^  ^nico.  I4OS  nombres  de  los  circuitos  serán 
los  de  la  respectiva  qabecera. 

Art.  39  Se  establecen  para  la  adminiatracion 
y  gobierno  de  las  misiones  na  director  general, 
dos  vicedirectores  para  los  distritos  de  Upata  y 
Bajo  Orinoco,  un  Director  para  Rio-Negro :  je- 
fea  de  circuito  y  doctrineros. 

Art  49  El  Director  general  residirá  en  An- 
goatura,  y  ademas  de  las  funciones  que  como  á 
tal  DirectoK  le  atribuye  este  deci?eto,  ejercerá  en 
el  distrito  Ceqtml  Ua  que  ne  atribuyen  4  loa  vir 
aedireetorea  de  \w  otros  dpa  distritos.  SI  vipadi- 
reptor  de  Xlputa  residirá  en  Guasiputí ;  el  de 
Bajo  Orinoco  en  el  lug^ü  que  el  Director  general 
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designe  :  el  Director  de  Rio-Negro  no  tendrá  re- 
sidencia fija. 

Art.  59  El  distrito  de  Rio-Negro  será  someti- 
do á  un  régimen  y  organización  especial,  que  se 
expide  por  separado  en  otro  decreto  para  el  me- 
jor gobierno  de  las  misiones  de  aquel  territorio. 

Art.  69  Las  jefeturas  de  circuito  serán  de- 
sempeñadas por  misioneros,  y  á  falta  de  estos 
por  capitanes  pobladores  que  residirán  en  la  res- 
pectiva cabecera.  En  las  demás  misiones  del  cir- 
cuito habrá  ajuicio  del  Director  general  los  doc- 
trineros necesarios,  dependientes  del  respectivo 
jefe. 

^  único.  En  las  misiones  subalternas  podrá 
haber  también  misioneros  en  lugar  de  doctrine- 
ros, cuando  la  importancia  de  aquellas  lo  re- 
quiera. 

TlTULO  II. 

Del  Director  general. 

Art.  79  El  Director  general  de  indígenas  ten- 
drá á  su  cargo  la  superior  dirección  en  este  ra- 
mo bajo  la  superintendencia  del  Ministro  de  lo 
Interior.  Por  consiguiente  están  bajo  sus  inme- 
diatas órdenes  los  vicedirectores  de  Upata  y  Ba- 
jo Orinoco  y  los  demaa  funcionarios  del  distrito 
Central. 

Art.  89  El  Gobernador  de  Guayana  será  el 
Director  general,  sin  perjuicio  de  separar  estas 
funciones  de  la  gobernación  de  la  provincia, 
siempre  que  el  Gobierno  tenga  por  conveniente 
nombrar  á  otra  persona  para  esta  comisión. 

Art.  99  Mientras  esté  anexa  al  Gobernador  de 
la  provincia  la  dirección  general,  habrá  en  su  se- 
cretaría una  sección  especial  denominada  de  re- 
ducción y  civilización  de  indígenas,  á  cuyo  car- 
go correrá  este  negociado. 

Art.  10.  El  Director  ejecutará  y  hará  ejecutar 
las  leyes,  y  las  órdenes  y  reglamenfbs  que  expi- 
diere el  Gobierno  en  esta  materia. 

Art.  11.  Tomará  ademas  las  providencias  que 
sean  necesarias  para  su  mejor  cumplimiento, 
dictará  las  instrucciones  y  formará  los  modelos 
necesarios  para  el  gobierno  de  los  demás  funcio- 
narios, y  hará  todo  lo  que  crea  conveniente  para 
el  planteamiento,  mejora  y  progreso  de  las  misio- 
nes, siempre  que  no  se  oponga  á  las  disposicio- 
nes que  emanen  directamente  del  Gobierno ; 
pero  le  propondrá  todas  las  medidas  útiles  que 
le  sugieran  su  celo  cuando  no  se  considere  auto- 
rizado para  tomarlas. 

Art.  i2.  Hará  la  demarcación  de  los  circuitos 
y  la  designación  de  sus  cabeceras,  de  modo  que 
no  se  establezcan  jefes  de  circuito,  sino  en  aque- 
llos lugares  donde  existieren  reunidos  algunos 
indígenas  formando  pueblo.  £1  número  de  cir- 
cuitos debe  reducirse  al  mínimum  posible.  El 
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cuadro  de  esta  demarcacioD  se  remitirá  al  Poder 
Ejecutivo. 

Art.  13.  Presentará  al  Gobierno  candidatos 
para  las  vicedirecciones  y  para  la  dirección  de 
RiO'Negro,  con  un  informe  de  las  cualidades  que 
recomienden  á  los  presentados. 

Art.  14.  Nombrará  los  capitanes  pobladores 
para  cada  cabecera  de  circuito  y  los  doctrineros 
donde  á  su  juicio  convenga  establecerlos,  dando 
de  todo  cuenta  al  Poder  Ejecutivo.  Colocará  los 
misioneros  en  los  lugares  en  que  los  considere 
mas  necesarios. 

Art.  16.  Propenderá  incesantemente  por  sí  y 
por  medio  de  los  misioneros,  capitanes  poblado- 
res, doctrineros  y  demás  comisionados  que  pue- 
da poner  en  acción  á  atraer  á  poblado  las  tribus 
errantes,  estableciendo  con  actividad  comunica- 
ciones con  sus  respectivos  jefes,  agasajando  á 
los  indígenas  con  algunos  regalos  y  haciéndoles 
conocer  la  protección  que  la  Nación  les  concede 
si  consienten  en  reducirse  á  la  vida  social,  y  to- 
dos los  bienes  que  de  ello  reportarán. 

Art.  16.  Exigirá  cada  tres  meses  de  los  vice- 
directores un  informe  sobre  el  estado  de  sus  mi- 
siones respectivas,  con  arreglo  á  las  instruccio- 
nes y  modelos  que  formará  de  antemano,  de  mo- 
do que  se  comprendan  en  dicho  informe  todos 
los  datos  que  se  enumeran  en  el  artículo  si- 
guiente. 

Art.  n.  Con  vista  de  estas  noticias  trasmitirá 
al  Gobierno  cada  seis  meses,  una  exposición  cir- 
cunstanciada de  los  trabajos  de  la  dirección,  y  un 
estado  del  ramo  en  los  tres  distritos,  que  com- 
prenda : 

19  Un  cuadro  en  que  se  expresarán  por  cir- 
cuitos y  misiones  las  tribus  reducidas,  los  nom- 
bres de  sus  jefes,  el  número  de  personas  de  que 
cada  uno  consta,  con  distinción  de  sexos  y  eda- 
des, y  los  nombres  de  los  doctrineros  y  capitanes 
pobladores  ó  misioneros  que  los  gobiernen. 

29  Otro  de  los  establecimientos  de  agricultu- 
ra, cria  ó  industria  que  se  hayan  formado,  las 
producciones  que  se  extrageren  de  las  misiones 
para  hacer  el  comercio  con  otros  pueblos  de  la 
República,  y  las  que  sean  objeto  de  tranco  en- 
tre las  tribus  errantes  y  las  reducidas. 

39  Otro  del  movimiento  de  la  población  ó  sea 
délos  nacidos,  casados  v  muertos  en  cada  mes. 
Y  en  general,  todas  las  Jemas  noticias  que  con- 
duzcin  á  dar  una  idea  cuan  exacta  sea  posible 
del  estado  y  progreso  de  las  misiones. 

Art.  18.  Visitará  anualmente  todos  los  esta- 
blecimientos de  reducción  en  los  tres  distritos,  y 
procurará  visitar  el  de  Rio  Negro  cuando  le  fue- 
re posible.  En  esta  visita  inspeccionará  escrupu- 
ll  losamente  el  estado  de  las  misiones,  explorará 
I,  el  territorio  para  determinar  donde  coavenga  po- 
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ner  nuevos  estableciraientoa,  y  corregirá  Jas  fal- 
tas, abusos  ú  omisiones  de  los  funcionarios  del 
ranno. 

^  19  las  correciones  de  que  se  habla  en  este 
artículo  serán  de  multa,  arresto  ó  suspensión, 
no  debiendo  exceder  las  primera»  de  cincuenta 
pesos,  ni  el  arresto  de  quince  dias. 

§  29  Cuando  los  funcionarios  &  que  se  refiere 
este  artículo  cometan  delitos,  por  los  cuales  me- 
rezcan pena  corporal,  serán  puestos  á  disposi- 
ción del  tribunal  competente  con  el  sumario  que 
se  haya  formado. 

§  39  El  director  será  auxiliado  con  la  cantidad 
competente  del  fondo  de  misiones  para  pagar 
las  caballerías  ó  trasportes  que  necesite  cuando 
haga  la  visita. 

Art.  19.  Se  aplicará  con  esmero  á  hacer  un 
estudio  especial  del  territorio  y  del  carácter  de 
los  indígenas,  á  averiguar  el  número  de  tribus 
que  hay  errantes,  y  aproximadamente  el  numero 
de  individuos  que  cada  una  cuenta.  Hará,  en  ñn^ 
todas  las  investigaciones  necesarias  pura  cono- 
cer las  producciones  naturales  que  ofrece  el  país 
y  el  beneficio  que  de  ellas  puedan  reportar  las 
misiones,  y  para  formar  con  las  noticias  que  ad- 
quiera y  su  propia  práctica  los  reglamentos  ne- 
cesarios para  el  gobierno  económico  de  policía 
de  las  misiones,  según  un  plan  maduro  y  suscep- 
tible del  desarrollo  que  demande  el  progreso  de 
estos  establecimientos.  Este  trabajo  será  presen- 
tado al  Poder  Ejecutivo  en  todo  el  año  próximo 
de  184a 

Art.  20  El  director  vigilará  constantemente 
sobre  la  salud  de  los  indígenas.  Se  le  encarga 
especialmente  la  propagación  de  la  vacuna  y  que 
ponga  en  acción  los  medios  de  atajarlos  progre- 
sos de  cualquiera  epidemia  y  enfermedad  con- 
tagiosa. ,.  . 

§  único.  Los  gastos  de  módico  y  medicmas  sal- 
drán del  fondo  de  las  misiones. 

Art.  21.  Es  uno  de  los  principales  deberes 
del  director  dirigir  á  los  indígenas  por  sí  y  por 
medio  de  los  funcionarios  de  reducción  ü  otros 
comisionados,  en  la  construcción  de  sus  habita- 
ciones y  en  el  trabajo  de  sus  labranzas,  crias  y 
manufacturas  que  se  establezcan. 

Art.  22  Dispondrá  lo  necesario  para  que  los 
indígenas  en  sus  contratos  sean  asistidos  por  los 
vicedirectores,  y  á  falta  de  estos,  por  los  jefe^  de 
circuito  y  doctrineros,  á  fin  de  evitar  que  sean 
engañados.  El  mismo  podrá  intervenir  en  estos 
contratos  cuando  se  halle  presente. 

Art  23.  Inquirirá  cuidadosamente  lo  que 
exista  de  los  bienes  muebles  é  inmuei)les  de  las 
antiguas  misiones  de  la  provincia  de  Guayana,  y 
siempre  que  haya  algún  nuevo  descubrimiento, 
lo  avisará  al   Ministerio   de  lo  Interior,  con  ex- 
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presión  del  estado  en  que  se  hallen  dichos  bie- 
nes y  de  los  lugares  donde  estén  situados,  para 
librar  en  consecuencia  las  resoluciones  conve- 
nientes. 

Art.  24.  Informará  al  Gobierno  sobre  la  con- 
veniencia y  posibilidad  de  fundar  establecimien- 
tos de  agricultura,  ganadería  y  manufacturas, 
donde  trabajen  en  común  los  indios  á  ciertas  ho- 
ras del  dia,  sin  perjuicio  de  las  labranzas  y  ga- 
nados que  posean  en  partioular. 

Art.  25.  Escogitará  y  propondrá  al  Gobierno 
los  arbitrios  que  juzgue  adecuados  para  crear 
fondos  que  sirvan  de  aumento  al  señalado  para 
la  reducción  y  civilización. 

Art.  26.  En  cada  misión  destinará  una  exten- 
sión de  tierras  baldías  para  los  indígenas,  y  de 
ellas  les  asignará  terrenos  en  que  fabriquen  sus 
casas,  y  ademas  un  fondo  á  cada  familia  calcula- 
do ft  razón  de  tres  fanegadas  por  cada  hombre 
de  trabajo.  Les  auxiliará  también  cuando  lo  re- 
quieran las  circunstancias  con  un  vestido  y  las 
primeras  semillas  y  herramienta  necesaria  para 
el  cultivo  de  la  tierra. 

^  único.  El  Director  general  hará  estos  gas- 
tos de  las  cantidades  que  el  Poder  Ejecutivo 
ponga  á  su  disposición,  conforme  á  lo  que  esta- 
blece el  título  79  de  este  reglamento, 

Art  27.  El  Director  está  autorizado  para  ele- 
gir el  sitio  de  las  nuevas  misiones  que  se  funden 
y  trasladar  las  existentes  que  estén  situadas  en 
'  terrenos  anegadizos  ó  mal  sanos,  procurando  co- 
locarlas en  sitios  que  sean  del  agrado  de  los  mo- 
radores. 

Art  28.  Trazará  la  planta  de  las  nuevas  po- 
blaciones  y  la  parte  que  debe  ensancharse  de  las 
existentes  en  un  plano  que  remitirá  al  Gobierno. 

TÍTULO  III. 

De  los  Vicedirectores* 

Art.  29.  Los  vicedirectores  están  encargados 

de  la  reducción  en  sus   respectivos  distritos  con 

I  dependencia  del  director   general,  y  tienen  bajo 

'  sus  inmediatas  órdenes  á  los  jefes  de  circuito  y 

doctrineros. 

Art  30.  Cooperando  con  el  Director  general 
propenderán  incesantemente  por  sí,  y  por  medio 
de  los  demás  funcionarios  de  reducción  y  otros 
agentes  que  pueda  poner  en  acción,  á  atraer  á 
poblado  las  tribus  errantes,  estableciendo  comu- 
nicaciones amigables  con  sus  respectivos  jefes, 
regalando  á  los  indígenas  y  manifestándoles  la 
protección  que  la  Nación  les  concede  si  consien- 
ten  en  reducirse  á  la  vida  social,  y  todos  los  bie- 
nes que  de  ello  se  les  seguirán. 

Art  31.  Cumplirán  en  la  parte  que  les  toque 
los  reglamentos   y  órdenes  del  Poder  Ejecutivo, 
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y  los  que  emanen  del  director,  y  tomarán  por  sí 
todas  las  medidas  urgentes  que  demando  el  dr* 
den  y  fomento  de  las  misiones,  conciliando  las 
desavenencias  y  procurando  inspirar  á  los  indí- 
genas amor  al  trabajo  y  á  los  hftbitos  sociales 
con  suavidad  y  dulzura. 

Art.  32.  Están  encargados  de  la  policía  en  to- 
dos sus  ramos  y  de  ejercer  las  funciones  que  se 
les  atribuyen  en  el  título  69 

Art.  33.  Vigilarán  sobre  la  conducta  de  los 
capitanes  pobladores  y  demás  funcionarios  y  vi- 
sitarán con  frecuencia  las  misiones  de  sus  res- 
pectivos distritos,  dando  cuenta  al  director  gene- 
ral del  estado  de  ellas  y  de  los  abusos,  faltas  ú 
omisiones  que  noten  en  el  desempeño  de  los  de- 
beres de  dichos  funcionarios,  pudiendo  imponer 
por  sí  Ja  corrección  de  que  se  habla  en  el  artícu- 
lo 18  y  su  §  10 

§  anico.  Del  fondo  de  misiones  se  costearán 
lis  caballerías  y  trasportes  que  necesiten  los 
vicedirectores  ^para  hacer  estas  visitas,  á  juicio 
del  Director  genera],  quien  dará  cuenta  al  Go- 
bierno. 

Art.  34.  Exigirán  mensualmente  de  los  jefes 
de  circuito  un  informe  del  estado  de  sus  misio- 
nes respectivas,  con  arreglo  á  las  instrucciones 
y  al  modelo  que  forme  el  Director  general. 

Art.  35.  En  vista  de  estos  informes  formarán 
cada  tres  meses  otro  comprensivo  de  todo  el  dis- 
trito, y  lo  remitirán  á  aquel  funcionario. 

Art.  36.  Dirigirán  á  los  indígenas  por  sí  y  por 
rnedio  de  los  jefes  de  circuito  y  doctrineros  en  la 
fábrica  de  sus  casas  y  en  el  trabajo  de  sus  la- 
branzas, crias  y  manufacturas  que  se  establezcan. 

Art.  37.  Dispondrán  lo  necesario  á  fin  de  que 
los  indígenas  en  sus  contratos  sean  asistidos  por 
los  jefes  de  circuito  y  doctrineros  para  evitar 
que  se  les  engañe,  y  ellos  mismos  estando  pre- 
sentes les  prestarán  esta  protección. 

Art.  38.  Toca  á  los  vicedirectores  suministrar 
á  los  indígenas  por  rí.  y  por  medio  de  los  fun- 
cionarios que  de  él  dependan  los  auxilios  de  que 
se  habla  en  el  artículo  26,  cooperando  con  el 
Director  al  cumplimiento  de  lo  que  allí  se  dis- 
pone. 

Art.  39.  Propondrán  al  Director  los  sitios  ade- 
cuados  para  nuevas  poblaciones  y  la  traslación 
de  las  existentes  cnando  no  estén  conveniente- 
mente situadas. 

ArU  40.  Llevarán  cuenta  exacta  y  comproba- 
da de  la  inversión  de  los  fondos  que  administren, 
y  la  pasarán  al  Director  general  en  los  períodos 
que  él  determine. 

TITULO  IV. 

De  los  jefes  de  circuito  y  doctrineros. 
Art.  41.  Son  deberea  de  los  jefes  de  cucuito, 


IN 


ya  sean  capitanes  pobladores,  ya  sean  misio- 
neros : 

19  Cumplir  en  la  parte  que  les  concierna,  los 
reglamentos  y  órdenes  que  emanen  del  Gobier- 
no, y  las  órdenes  que  reciban  del  Director  gene- 
ral y  del  vicedirector. 

29  Mantener  en  perfecta  paz  y  tranquilidad  á 
los  indígenas,  evitando  y  conciliando  cualquier 
desavenencia  entre  ellos,  y  procurando  inspirar- 
les amor  al  trabajo  y  á  los  hábitos  sociales, 
con  suavidad  y  dulzura. 

39  Conservar  el  orden  y  cuidar  de  la  policía 
en  las  poblaciones. 

49  Enseñar  á  los  indígenas  á  cultivar  los  fru- 
tos del  país,  y  dirigirlos  en  la  construcción  de 
sus  habitaciones  y  en  todos  los  demás  trabajos  á 
que  se  les  dedique. 

59  Intervenir  en  sus  contratos  para  evitar  que 
sean  engañados. 

69  Residir  constantemente  en  el  circuito. 
Cuando  hayan  de  separarse  por  algunos  dias  ne- 
cesitan obtener  licencia  del  vicedirector  con  cau- 
sa justificada,  y  en  defecto  de  este,  del  director 
general, 

70  Propender  por  cuantos  medios  suaves  es- 
tén á  su  alcance  á  conservar  á  los  indígenas  en 
su  domicilio. 

89  Cooperar  con  el  vicedirector  para  atraer  á 
poblado  las  tribus  errantes. 

99  Desempeñar  en  los  lugares  de  su  residen- 
cia las  funciones  de  doctrineros» 

10.  Ejercer  las  que  se  enunciarán  en  el  títu- 
lo 69 

Art.  42.  Son  deberes  de  los  doctrineros  : 

19  Conservar  el  orden  en  sus  respectivos  pue- 
blos. 

29  Cumplir  las  órdenes  del  vicedirector  y  del 
jefe  de  circuito. 

39  Eneefiar  á  los  indígenas  la  lengua  castella- 
na y  la  doctrina  cristiana. 

49  Residir  constantemente  en  el  lugar  de  su 
encargo,  A  menos  que  obtengan  licencia  del  jefe 
de  circuito  con  causa  justa. 

69  Cooperar  con  el  jefe  de  circuito  en  todo  lo 
relativo  á  la  reducción. 

69  Ejercer  las  facultades  que  les  atribuye  el 
título  69  ^  ' 

TITULO  V. 

Deberes  de  los  misioneros* 
Art  43.  Son  deberes  de  los  misioneros,  ya 
sean  jefes  de  circuito^  ó  ya  de  una  misión  subal- 
terna,  ademas  de  loa  indicados  en  el  título  an- 
terior : 

19,  EjcFcer  las  íVinciones  de  su  ministerio  ecle- 
siástico con  dependencia  del  Ordinario  y  confor- 
me á  las  sinodales  del  obispado,  sin  exigir  dere- 
chos ningunos. 
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29  Ejercer  con  celo  apostólico  sus  funciones 
especiales  de  misinneros  en  la  conversión  de  los 
indios  infieles. 

39  Enseñar  la  lengua  castellana  y  la  doctrina 
cristiana  á  los  neófitos. 

49  Enseñar  á  leer,  escribir  y  contar  hasta  el 
numero  de  veinticinco  niños,  procurando  em- 
plear el  método  de  enseñanza  mutua,  6  fin  de 
aumentar  en  lo  sucesivo  el  número  de  discípu- 
los. 

59  Simplificar  en  lo  posible  las  prácticas  de 
devoción  é  inspirarles  una  piedad  ilustrada  sin 
mezcla  de  superstición. 

69  Predicarles  constantemente  las  ventajas  del 
trnbajo  y  de  la  vida  social. 

79  Combinando  prudentemente  la  instrucción 
primaria  y  religiosa  con  el  trabajo,  se  esforzarán 
por  obtener  iguales  resultados  6  mas  satisfacto- 
rios que  los  que  alcanzaron  sus  predecesores  los 
antiguos  misioneros  de  la  provincia  de  Guayana, 
sin  perder  de  vista  que  su  misión  no  es  solo  re- 
ducir sino  civilizar. 

89  Inculcarán  en  el  ánimo  de  los  indígenas  el 
respeto  y  subordinación  que  deben  al  Gobierno 
nacional  y  á  las  autoridades  constituidas,  hacién- 
doles conocer  la  protección  y  cuidado  especial 
que  se  les  consagra  ;  y  tan  pronto  como  sean 
capaces  de  entenderlos  los  instruirán  en  los  prin- 
cipios fundamentales  de  la  Constitución  de  la  Re- 
pública, á  fin  de  prepararlos  gradualmente  al 
ejercicio  de  los  derechos  y  cumplimiento  de  los 
deberes  del  ciudadano. 

TÍTULO  VI. 

De  las  facultades  de  los  funcionarios  de  reduc- 
ción en  los  negocios  civiles  y  criminales 
de  los  indígenas, 

Art.  44.  El  vicedirector,  los  jefes  de  circuito 
y  los  doctrineros  tendrán  en  las  poblaciones  las 
facultades  que  en  el  orden  doméstico  tienen  los 
pudres  de  familia  ó  tutores  de  menores :  procu- 
larán  cortar  toda  diferencia  en  su  origen,  y  se 
esforzarán  pm  obtener  una  conciliación. 

Art.  45.  Si  no  se  lograre  la  conriliacion,  reu- 
nirán á  los  contendientes  en  su  presencia,  y  en 
juicio  verbal  oirán  sus  reclamaciones,  les  darán 
el  tiempo  neresnrio  para  que  presenten  sus  prue- 
bas, y  librarán  la  decisión  que  creyeren  justa  y 
equitativa.  Este  acto  que  siempre  presenciarán 
y  autorizarán  dos  testigos,  se  extentierá  en  un 
libro  foliado  y  rubricado  en  todas  sus  páginas,  & 
fin  de  que  quede  siempre  de  ella  una  memoria 
escrita. 

Arl.  46.  Los  doctrineros  conocen  de  las  de- 
mandas cuya  acción  principal  no  exceda  de  cien 
pesos,  y  de  esta  suma  en  adelante  conocerán  los 
jefes  de  circuito. 
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Art.  47.  El  que  no  se  conformare  con  la  deci- 
sión que  diere  un  doctrinero,  puede  ocurrir  den- 
tro de  sesenta  dias  al  jefe  del  circuito,  y  este  si 
no  la  encontrare  justa  y  equitativa,  podrá  refor- 
marla. 

Art.  48.  El  que  no  se  conformare  con  la  de- 
cisión que  diere  un  jefe  de  circuito,  puede  ocur- 
rir dentro  de  cuatro  meses  al  vicedirector,  quien 
si  no  la  encontrare  justa  y  equitativa,  podrá  re- 
formarla. 

§  único.  Para  estos  recursos  se  dará  á  los  in- 
dígenas, cuando  lo  soliciten,  eertificacion  de  los 
actos  que  hayan  tenido  lugar,  extendida  en  pa- 
pel común  y  sin  exigir  derecho  alguno. 

Art.  49,  Cuando  se  note  que  los  doctrineros  ó 
jefes  de  circuito  hubiesen  faltado  á  sus  deberes 
por  malicia  ó  por  omisión  punible,  se  les  impon- 
drá la  responsabilidad,  en  el  primer  caso,  de  una 
multa  que  no  exceda  de  cincuenta  pesos  y  la  in- 
demnización de  daños  y  perjuicios,  y  en  el  se- 
gundo caso,  se  limitará  la  responsabilidad  á  solo 
la  indemnización  de  daños  y  perjuicios. 

Art.  50.  Aunque  los  indígenas  no  ocurran  al 
vicedirector  dentro  del  término  señalado  en  el 
art.  48,  sin  embargo  puede  este  funcionario,  en 
visita,  ó  cuando  sepa  que  se  ha  cometido  alguna 
injusticia,  pedir  la  certificación  de  que  habla  el 
parágrafo  fínico  del  artículo  48,  conocer  de  cual- 
quiera decisión  que  se  haya  librado  y  reformarla 
en  términos  justos  y  equitativos.  De  esta  autori- 
zación solamente  podrá  usar  el  vicedirector  den- 
tro de  cuatro  meses  contados  desde  la  fecha  en 
que  se  hubiere  expedido  la  decisión. 

Art.  51.  Los  jefes  de  circuito  y  doctrineros 
conocen  á  prevención  de  los  delitos  leves  como 
hurtos  simples,  heridas  leves,  injurias  y  otros 
semejantes,  los  cuales  podrán  corregirse  con 
arrestos  que  no  pasen  de  doce  dias,  ó  destinando 
á  los  culpables  al  servicio  de  la  policía  del  lugar, 
ó  á  las  labores  de  la  comunidad  con  ración  y  sin 
sueldo,  por  un  tiempo  determinado  que  no  podrá 
pasar  de  dos  meses.  Se  acordará  ademas  la  in- 
demnización de  los  daños  y  perjuicios  que  se  ha- 
yan causado  á  un  tercero. 

^  único.  Para  imponer  estas  penas  se  oirá  en 
juicio  verbal  á  los  acusados  ó  indiciados,  se  les 
admitirán  las  pruebas  que  ofrezcan  dentro  del 
término  que  se  fije,  y  se  extenderá  una  relación 
de  todo  el  acto  en  un  libro  que  debe  llevarse  al 
intento  foliado  y  rubricado  por  el  respectivo  fun- 
cionario. Dos  actuarios  deben  intervenir  en  estas 
diligencias  y  autorizar  la  decisión  que  se  libre. 

Art.  52.  Contra  las  decisiones  que  libraren  los 
doctrineros  y  jefes  de  circuito  en  los  casos  ex- 
presados en  el  artículo  anterior,  habrá  lugar  á 
los  recursos  concedidos  por  los  artículos  47  y  48 
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denlro  del  plazo  y  para  los  efectos   que  en  ellos 
se  expresan. 

Art.  53.  El  vicedirector  podrá  también  usar 
en  los  casos  del  artículo  51  de  la  facultad  que  se 
le  concede  por  el  artículo  CO  dentro  del  plazo  y 
])ara  los  efectos  que  se  expresan  en  el  mismo  ar- 
tículo. 

Art.  54.  En  los  casos  de  delitos  graves,  de  los 
que  no  puedan  ser  castigados  con  las  penas  fija- 
das en  el  artículo  51,  los  funcionarios  de  reduc- 
ción instruirán  el  correspondiente  sumario,  arres- 
tarán al  delincuente  y  lo  remitirán  al  juez  ordi- 
nario mas  inmediato. 

Art.  65.  Aunque  el  Director  general  no  tiene 
facultades  para  conocer  en  lo  principal  de  los 
negocios  civiles  y  criminales  de  los  indígenas, 
con  todo,  en  virtud  de  la  supervigilancia  que 
ejerce  podrá  corregir  á  los  funcionarios  que  le 
están  subordinados  con  apercibimientos,  multas, 
suspensión  de  los  vicedirectores  ó  remoción  de 
los  demás  funcionarios  subalternos  cuando  ha- 
yan cometido  una  injusticia  evidente  en  el  ejer- 
cicio de  estas  funciones  ;  pero  sin  hacer  altera- 
ción en  lo  principal  del  negocio  que  amerite  la 
responsabilidad. 

TITULO  VIL 

Del  fondo  de  las  misiones ,  de  su  administra- 
ción é  inversión, 

Art.  56.  El  fondo  de  las  misiones  de  todos  los 
distritos  de  Güayana  se  compone  ; 

19  De  las  cantidades  que  por  resoluciones  es- 
peciales se  destinen  anualmente  áeste  objeto  por 
el  Poder  Ejecutivo  y  que  se  situarán  al  intento 
en  la  administración  de  aduana  de  Angostura, 
en  vista  délas  asignaciones  que  se  hagan  por  el 
Congreso  en  cumplimiento  del  artículo  7^  de  la 
ley  de  I9  de  Mayo  de  1841, 

29  Del  producto  de  los  bienes  que  existan  per- 
tenecientes á  las  antiguas  misiones. 

39  Del  producto  de  los  establecimientos  de 
agricultura,  cria  y  manufacturas  que  se  formen 
para  los  trabajos  de  comunidad. 

49  De  las  multas  que  se  impongan  conforme 
á  este  reglamento. 

Art.  57.  La  parte  de  este  fondo  expresada  en 
el  inciso  I9  del  artículo  anterior  será  administra- 
da é  invertida  por  el  administrador  de  aduana  de 
Angostura  según  las  órdenes  que  le  comunique 
el  Director  jeneral,  siempre  que  se  trate  de  ad- 
quirir enseres,  herramienta,  mercancías  para  el 
servicio  de  las  misiones  6  de  hacer  cualquiera 
otro  gasto  que  no  sea  de  los  que  trata  el  título  89 
de  este  reglamento. 

§  19  La  aduana  llevará  una  cuenta  separada 
de  la  inversión  de  estas  cantidades  con  todos  sus 
pormenores,  y  la  pasará  anualmente  al  Tribunal 
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Mayor  de  Cuentas  para  su  examen,  glosa  y  fe- 
necimiento, dando  aviso  á  la  Secretaría  de  lo  In- 
terior. 

§  29  En  casos  de  calificada  urgencia,  cuando 
el  Director  lo  crea  necesario  para  atender  con 
mas  brevedad  á  las  necesidades  del  ramo,  po- 
drá tomar  de  la  aduana  é  invertir  por  sí  mismo 
las  sumas  precisas  dentro  del  límite  de  las  seña- 
ladas por  el  Gobierno. 

^  39  La  aduana  se  cubrirá  respecto  de  esta;: 
últimas  cantidades  con  las  órdenes  del  Director 
general. 

^  49  El  Director  general  llevará  también  una 
cuenta  comprobada  de  las  sumas  que  tomare  en 
virtud  de  la  facultad  que  le  concede  el  §  29,  y  la 
remitirá  al  fin  de  cada  año  económico  al  Minis- 
terio de  lo  Interior,  que  la  pasará  al  Tribunal 
de  Cuentas  para  su  examen,  glosa  y  fenecimiento. 

Art.  58.  Los  fondos  comprendidos  en  los  in- 
cisos 29,  39  y  49  del  artículo  56,  se  invertirán 
por  los  vicedirectores  de  los  distritos  respectivos 
¡levando  la  cuenta  conforme  á  las  reglas  que 
dicte  la  dirección  general,  y  bajo  su  vigilancia. 
Los  vicedirectores  se  valdrán  de  los  jefes  de  cir- 
cuito y  doctrineros  para  la  recaudación  é  inver- 
sión de  los  fondos  en  sus  respectivos  distritos, 
vigilando  sobre  su  manejo. 

^19  Las  cuentas  que  lleven  los  vicedirecto- 
res, incorporando  las  de  sus  agentes  subalternos, 
se  rendirán  al  fin  de  cada  afío  económico  á  la  di- 
rección general  que  las  remitirá  al  Ministerio  de 
lo  Interior  después  de  haberlas  examinado,  glo- 
sado y  fenecido, 

§  29  En  el  decreto  orgánico  del  distrito  de 
Rio-Negro  se  fijarán  las  reglas  que  hayan  de  ob- 
servarse en  el  manejo  é  inversión  de  este  fondo 
en  aquel  distrito. 

Art.  59.  Todo  gasto  que  deba  hacerse  para  el 
servicio  de  las  misiones,  sea  por  la  aduana,  sea 
por  el  Director  general,  sea  por  los  vicedirecto- 
res, será  precedido  de  un  presupuesto  que  for- 
mará el  Director  de  acuerdo  con  la  aduana  en 
el  19  y  29  caso,  ó  aprobará  el  Director  general 
en  el  tercer  caso  remitiendo  siempre  copia  al 
Gobierno 

Art.  60.  Cuando  la  venta  de  los  productos  de 
los  bienes  de  misiones  no  pueda  hacerse  en  el 
lugar  de  la  producción,  y  sea  necesario  enviar- 
los al  intento  á  Angostura,  la  administración  de 
aduana  ios  venderá  por  el  precio  mas  ventajoso 
que  pueda  conseguirse  y  tendrá  estos  fondos  á 
disposición  de  las  respectivas  vicedirecciones  que 
deben  manejarlos  conforme  al  art.  58. 

§  19  Mientras  no  haya  vicedirectores  el  pro- 
ducto de  dichas  ventas  entrará  en  la  aduana  y 
acrecerá  á  las  cantidades,  que  conforme  al  inci- 
so 1 9  del  art  66,   deben  ser  manejadas  por  la 
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«(luana  6  por  el  Director  g'eneral,  en  e]  caso  ex- 
crptnfido  por  el  ^  20  <tel  artículo  67. 

^  2^  ht  aduana  ¡levará  un  registro  separado 
de  esta  especie  de  ing.*eso«  que  resulten  de  la 
venta  de  frutos  de  comnnidad  y  anualmente  pa- 
gará á  la  Secretaría  de  lo  Interior  una  copia  de 
djclio  ref^istro  al  fin  de  cada  afío  económico. 

Art.  61.  El  Director  genertil  mandarA  pagar 
por  la  aduana  \os  presupuestos  cuatrimestres  que 
le  pasará  el  Director  de  Rio-Ñegro,  conforme  al 
arU  48  del  decreto  orgáni'jo  de  aquel  distrito.  L'a 
aduana  satisfará  estas  cantidades  de  los  fondos 
señalsflos  por  este  decreto,  y  se  cubrirá  con  los 
libramientos  del  Director  general ;  este  se  cu- 
brir A  con  los  presupuestos  del  Director  de  Rio- 
Negro. 

TITULO  MIL 
Asignaciones  de  los  empleados* 

Art.  62.  Se  asigna  la  cantidad  de  mil  trescien- 
tos pesos  al  año  para  la  dotación  de  la  sección 
que  se  establece  en  la  secretaría  de  la  Goberna- 
ción de  Guayana.  De  esta  cantidad  sacará  el  je- 
fe que  la  desempeñe  su  propia  dotación,  la>tel 
escribiente  que  necesite  y  lus  gastos  de  escri- 
torio. 

Art.  63.  Los  vicedireotores  de  Upata  y  Bajo- 
Orinoco  disfrutarán  del  sueldo  de  mil  cuatrocien- 
tos pesos  anuales,  de  cuya  cantidad  saldrán  tam- 
bién los  gastos  de  su  oñcina. 

Art.  64.  Los  capitanes  pobladores  gozarán,de 
un  sueldo  que  no  exceda  de  trescientos  sesenta 
pesos  al  íifio*  graduado  por  el  Director  según  el 
trabajo  que  hayan  de  tener  y  la  importancia  de 
cada  circuito.  £ste  sueldo  estará  afecto  al  mismo 
gravamen  que  el  de  los  vicedtrectores. 
-  Art.  66.  Los  misioneros  jefes  de  circuito  dis- 
frutarán de  un  sueldo  que  no  baje  de  quinientos 
pesos,  ni  exceda  de  seiscientos,  ajuicio  del  Go- 
bierno según  el  grado  de  trabajo  y  privaciones 
anexas  al  lugar,  ^n  vista^de  los  informes  del  Di- 
rector, De  estas  asignaciones  costearán  también 
los  misioneros  los  gastos  de  su  oficina. 

Art.  66.  Los  misioneros  dependientes  de  los 
jefes  de  circuito  disfrutarán  de  cuatrocientos  pe- 
sos anua'es  con  el  mismo  gravamen. 

^  ünico.  Á  unos  y  otros  se  les  aumentará  la 
renta  en  proporción  al  incrementa  que  tomen 
las  misiones  por  el  esmero  y  eficacia  con  que 
Fogren  reunir  mayor  número  de  indígenas  y  ci- 
vilizarlos. 

Art.  67.  Los  doctrineros  actuales  disfrotarán 
de  una  remuneración  de  ocho  á  quince  pesos 
mensuales,  á  juicio  del  Director. 

TlTULO  IX. 
Varias  disposicionffs. 
Art  68.  Todos  los  empleados  de  que  se  )it* 

TOMO  II. 
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bla  en  este  decreto  se  declaran  en  comisión.  Kl 
Director  general,  los  vicedirectores  y  loa  misio- 
neros jefes  de  circuito  son  amovibles  á  voluntad 
del  Poder  Ejecutivo  :  los  demás  funcionarios  á 
voluntad  del  Director,  dando  ctienta  al  Poder 
Ejecutivo  con  informe  sobre  la  causa  de  la  remo- 
ción. También  podrá  el  Director  suspender  á 
los  misioneros  jefes  de  circuito  con  justa  causa 
dando  cuenta  al  Poder  Ejecutivo  con  egresión 
de  aquella.  •* 

AfL  69.  Las  asignariones  de  que  se  habla  en 
el  título  anterior  se  satisfarán  por  el  tesoro  pú- 
blico de  la  totalidad  del  fondo  que  asigne  anual- 
mente el  Congreso  para  la  reducción  y  civiliza- 
ción de  indígenas,  V  no  de  las  cantidades  que  ^ 
de  este  mismo  fondo  se  ilestinen  á  los  demás  gas- 
tos de  reducción  por  resoluciones  especiales  del 
Poder  Ejecutivo  conforme  al  artículo  66,  inci- 
so 19 

Art  70.  El  Director  general  expondrá  al  Go- 
bierno los  obstáculos  que  encuentre  en  la  ejecu- 
ción de  este  decreto  y  le  propondrá  las  reformas 
que  aconseje  la  práctica. 

Art.  71.  El  Gobierno  cometerá  á  una  persona 
de  su  confianza,  cuando  lo  juzgue  conveniente 
el  encargo  de  visitar  las  misiones,  para  que  le 
informe  circunstanciadamente  acerca  del  estado 
en  que  se  encuentren,  de  lo  que  se  haya  hecho  » 
en  cumplimiento  <le  las  disposiciones  que  rijan 
en  la  materia,  del  comportamiento  de  todos  los 
empleados.  Este  visitador  irá  investido  con  fa- 
cultades para  ejecutar  y  hacer  ejecutar  las  órde- 
nes del  Gobierno  según  las  instrucciones  que  se 
le  comuniquen. 

Art  72.  Los  funcionarios  de  reducción  que  en 
la  provincia  de  Guayana  se  consagren  corynelo 
al  exacto  cumplimiento  da  sus  deberes,  y  oMen- 
ffan  resultados  útiles  por  la  eficacia  de  sus  traba- 
jos, contraerán  un  mérito  para  con  el  Poder  Eje- 
cutivo, quien  tendrá  presente  esta  circunstancia 
cuando  se  trate  de  conferir  destinos  de  nombra- 
miento del  Gobierno. 

Art  73.  Los  que  se  distinguieren  por  grandes 
y  seQalados  servicio^en  el  ramo  de  reducción  en 
la  provincia  de  Guaya nn  serán  recomendados  al 
Congreso  como  dignos  de  una  recompensa  nacio- 
nal, y  el  Poder  Ejecutivo  excitará  á  aquel  Cuer- 
po á  usar  de  la  atribución  18^  del  art  87  de  la 
Constitución  de  la  República.  * 

Art  74.  Este  decreto  empezará  á  tener  ctim- 
plimiento  el  I9  (te  Enero  de  1843,  desde  ci^'o 
día  quedará  derogado  el  de  18  de  Agosto  del  afio 
próximo  pasado. 

Art  76.  £1  Secretario  de  E.  en  el  Despacho 
de  lo  Interior  y  Justicia  queda  encargado  del 
cumplimiento  de  este  decreto. 

Dado  :    firmado  de  mi  mano,  sellado  con  el 
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sello  del  Poder  EjeoiUiro  ;  j  Tcfrendado  por  el 
Hecrelario  de  E.  en  los  De>»pacho8  de  lo  Interior 
V  Justicia  en  Cacácas  k  15  de  .Ootobre  de  1842, 
afto  130  déla  Ley,  y  329  de  la  Independencia  — 
^José  Antonio  Páez- Por  S.  E^-- Ángel  Quin^ 
lera. 

indígenas  (de  ouayasa  )  decreto  ejecu- 
Tivo  DE  14  DE  JUNIO    DE  1845  suspendiendo 
ciert%  gastos  en  las  77iis  ion  es  de  esta  pro- 
vincia y  de  la  de  Maracaibo. 
CARLOS  SOUBLETTE,   Presidente  déla 
República  de  Yenezuela^  ¿pc.^  é^c.^  ^c. 

Habiéndose  omitido  en  el  presupuesto  que  ha 
^  de  regir  en  el  año  económico'próximo  la  mayor 
parte  de  la  cantidad  nfcesaria  para  los  gastos 
que  causa  el  plan'  de  reducción  y  civilización  de 
indígenas  que  actualmente  se  halla  establecido, 
colocándose  ^olo  una  partida  de  cinco  mil  pesos 
para  gastos  de  reducción  y  civilización  en  Mara- 
caibo  y  sueldos  de  misioneros  en  Guayann,  y 
considerando : 

Ií>  Que  está  vigente  la  ley  de  I9  de  Mayo  de 
184¡  en  virtud  de  la  cual  el  Poder  Ejecutivo  dio 
á  las  misiones  la  organización  que  actualmente 
tienen  : 

20  Que  la  omisión  de  la  cantidad  necesaria 
para'  cubrir  sus  gastos  no  puede  considerarse  co- 
mo un  motivo  suficiente  para  alterar  el  actual 
siatema,  si  él  puede  sostenerse  de  cualquiera  otro 
m  do ;  y 

30  Que  nD  es  conveniente  hacer  alteraciones 
en  el  plan  que  hoy  existe  antes  de  obtener  los 
informes  que  el  Poder  Ejecutivo  se  propuso  al- 
caa?ar^  nombrando  un  visitador  tlel  distrito  de 
Rio^egro  y  demás  de  Guayana,  el  que  aiin  no 
ha  regresado, 

•  DECRETO : 

Art.  19  jí^as  misiones  continuarán  bajo  el  ré- 
gimen que  noy  tienen  en  virtud  de  los  decretos 
ejecutivos  de^  15  y  22  de  Octubre  de  1842. 

Art.  2^^  Subsistirán  en  consecuencia  en  sus 
respectivos  destinos  los  funcionarios  nombrados 
6  que  en  adelante  se  nombren,  mientras  no  re- 
nuncien 6  sean  separados  formalmente. 

Ar^.  39  Cebará  desde  I9  de  Julio  de  est«  afío 
toda  erogación  'del  tesoro  para  el  pago  de  los 
sueldos  de  los  empleados  en  el  ramo  de  reduc- 
ción, y  todos  los  demás  gastos  que  para  él  se 
♦han  ordenado,  si  no  es  que  correspondan  al  año 
económico  corriente.  En  consecuencia  no  se  ha- 
r&n  lus  pagos  de  los  dos  últimos  meses  del  se- 
gundo cuatrimestre  de  este  afio  natural,  si  aun 
110  se  hubieren  verificado. 

§  único.  Se  exceptúan  únieamente  los  sueldos 
óe  misMPAeaos  qiié  haya  nonbvadtis  ó  eo  ftdielftn* 


te  se  Bombren  para  el  «ervieio  de  las  misiones 
de  Guayana,  y  la^erogacion  de  300  pesos  aniiA- 
les  que  para  gratificaciones  &  losGoagiros  ha  de- 
signado el  Gobierno. 

vAr4.  49  Los  demás  empleados  qae  quieran 
conservar  sus  destinos  y  cumplir  las  obligacio- 
nes inherentes  ¿  ellos,  serán  satisfechos  con  los 
fondos  que  decretare  el  Congreso  al  intento,  y 
el  del  producto  líquido  de  las  comunidades  de 
los  respectivos  distritos,  prora  tea ndose  por  el 
Director  general  entre  los  partícipes,  si  no  alcan- 
zaren para  pagar  íntegramente  á  todos. 

Art.  59  El  mismo  Director  general,  dentro  de 
dos  meses  &  mas  tardar,  indicará  las  reformas 
que  puedan  hacerse  en  el  sistema  de  redacción 
para  ponerlo  en  consonancia  con  los  recursos  de 
que  piiede  disponer  el  Gobierno,  muy  inferiores 
k  los  que  exige  su  actual  extructura. 

Art.  69  El  Secretario  de  Estado  en  los  Des- 
pachos del  Interior  y  Justicia  queda  encargado 
de  la  ejecución  del  presente  decreto. 

Dado  :  firmado  de  mi  mano  :  sellado  con  el 
sello  del  Poder  Ejecutivo  :  y  refrendado  por  ti 
Secretario  de  Estado  en  ]js  Despachos  d^l  Inte- 
rior y  Justicia  en  Caracas  á  14  de  Junio  de 
1845,  año  16  de  la  ley  y  35  de  la  independencia. 
— Carlos  Souhlette. — Por  S.  E. — Francisco  Co-  ~ 
bos  Fuertes. 

INDÍGENAS  (de  guayana.)  resolución  eje- 
cutiva    DE  24    DE  SETIEMBRE  DE   1851  fl/^fO- 

^ando  algunas  medidas  del  Gobernador  de 
la  provincia  favoreciéndolas  y  excitá/idule 
á  que  continúe  dictando  las  demás  conve- 
nientes. 

Secretaria  del  Interior. — Sección  cuarta.— Cara-  ^ 
cas,  ^4  de  Setiembre  do  1861.— Uesuelto. 

Contéstese   al  Sr.   Gobernador  de   Guayana, 

Director  general  de  indígenas. 

Se  ha  recibido  en  este  Ministerio  la  nota  de 
US.  fecha  12  del  próximo  pasado,  en  la  cual  ma- 
nifíesta  que  para  cumplir  con  lo  dispuesto  por 
S.  E.  el  Poder.  Ejecutivo,  ordenará  lo  necesario 
á  los  jueces  de  paz  respectivos  para  que  prote- 
jan al  Ci^pitan  de  los  indios  caribes  de  CumiUo- 
po,  Ventura  Cairepo,  y  &  "su  '  parcialidad,  en  lo 
relativo  k  las  causas  en  que  fundaron  las  quejas 
qijie  elevaron  al  supiemo  Glol>ierno. 

También  a^  h^  impuesto  el  Gobierno  por  U 
propia  no>a,  de  las  disposiciones  particulares  y 
geaeralea  que  ha  dictado  US.,  en  ^u  calidad  de  . 
Director  general  del  ramo,  pjsra  favorecer  k  los 
indios  en  sus  transacciones  <;oa  los  deo^4^  yeri- 
nos,  las  cuales  han  merecido  Ja  aprobación  del 
Poder  Ejecutivo  ;  y  S.  E.  espera  que,  en  el  ínte- 
rin acuerda  el  régimen  eepeeial^  á  que  deben  su- 
jetüMe  »lguatt0  publapíoae»  de  eae  territoiii),  y 
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de  lo  cual  se  ^stá  ocupando  el  Gobierno,  US. 
continuará  dictando  todas  aquellas  medidas  que 
estén  en  la  esfera  de  sus  atribuciones  y  que  sean 
conducentes  á  favorecer  los  indígenas,  procuran- 
do muy  particularmente  hacer  efectiva  la  respon- 
sabilidad en  que  incurran' ios  contraventores. 

Soy  ¿Lc— Por  S.  E. — Htsrrer^. 
indígenas  bk  rio  nkoro.  dkcketo  ejecu- 
tivo DE  6  OB  NOVIEMBRE   DE   1615,   Organi- 
zando uu  reducción* 

Carlos  Soublette,  Presidente  de  la  República, 
4*a«  4'^n  ^a: 
considerando: 

19  Q«6  la  cantidad  asignada  por  el  Congreso 
en  el  presupuesto  de  este  afio,  para  el  ramo  de 
indígenas  es  muy  inferior  á  la  que  exige  la  sola 
orgamzacioa,  administrativa  del  disirito  de  Rio 
Negro. 

29  Que  los  otros  fondos  que  pudieran  desti- 
narse al  intento  son  muy  eventuales  y  no  puede 
basarse  en  ellas  el  sistema  permanente  y  costo- 
so establecido  por  el  decreto  que  organiza  el 
distrito  referido* 

30  que  el  decreto  ejecutivo  de  14  de  Junio 
último  que  dispuso  la  conservación  del  régimen 
establecido  tuvo  por  fin  que  no  se  hiciese  altera- 
ción en  el  estado  de  las  cosas  mientras  que  el  vi- 
sitador nombrado  por  el  Gobierno  estaba^  aun 
desempeñando  su  comisión.  Oido  el  informe  de 
este  y  en  uso  de  la  autorización  que  concede  al 
Poder  Ejecutivo  Is  ley  de  I9  de  Mayo  de  1841 : 

DECRBTO: 

Art.  19  Cesarán  todos  I09  funcionarios  nom- 
brados paia  el  distrito  de  Rio  Negro  con  arreglo 
al  decreto  de  15  de  Octubre  de  1842  debiendo 
ocurrir  los  cesantes  á  la  Dirección  general  para 
el  arreglo  y  liquidacian  de  lo  que  se  les  adeude 
por  razón  de  sus  respectivos  sueldos  dentro  de 
cuatro  meses  contados  desde  la  publicación'*  de 
este  decreto  en  San  Fernando  de  Atabapo,  ca- 
becera del  distrito. 

Art.  29  Habrá  por  ahora  en  él  dos  clases  de 
eropleadus,  á  saber :  misioneros  y  comisarios  de 
misiones,  coyas  atribuciones  se  expresarán  en 
los  artículos  siguientes : 

Art*  39  El  centro  de  unión  de  todos  estos 
funcionarios  será  el  misionero  de  Atabapo  por 
cuyo  conducto  se  entenderá  con  ello^  el  Direc- 
tor general  de  Guayana  cuando  la  urgencia  de 
algún  negocio  6  algún  otro  motivo  especial  no 
requieran  una  comunicación  directa, 

Art.  4^^  En  cada  una  de  las  midiones  del  dis- 
trito de  liio  Negro  habrá  un  comisario  nombra- 
do por  el  Director  general' y  desempellará  la# 
funciones  siguientes : 
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la  Auxiliar  á  los  misioneros  en  todo  lo  con- 
cerniente &  la  reducción  y  civilización  de  los 
indios. 

2^  Promover  por  sí  mismos  su  reducción 
cuando  no  haya  misioneros; 

3^  Decidir  sumariamente  las  diferencias  qtíe 
ocurran  en  el  territorio  de  su  misión  ó  sobre  ne- 
gocios civiles  ó  de  injurias. 

4^  Castigar  moderadamente  y  con  pena  de  pri- 
sión hasta  de  cuatro  dias  las  faltas  levea^be  se  co- 
metan en  el  territorio  que  les  está  encomendado. 

53-  Remitir  presos  á  disposición  de  uno  de  los 
jueces  de  primera  instancia  de  la  provincia  á  los 
reos  de  homicidio  simple  ó  cualificado,  heridas 
graves,  hnrio  con  violencia  y  otros  semejantes, 
acompañando*  la  averiguación  sumaria  corres- 
pondiente. 

Art.  59  Cuando  vacare  alguna  comisaría  el 
misionero  de  Atabapo  nombrará  uno  interino 
hasta  que  la  Dirección  resuelva. 

Art.  69  Los  comir«arios  de  misiones  no  ten- 
drán otra  remuneración  que  la  que  eventualmen- 
te  les  señale  el  Poder  Ejecutivo  del  producto  lí« 
quiHo  de  las  misiones  ó  de  cualesqiúera  otros 
fondos  que  sea  posible  atendiendo  al  comporta- 
miento de  dichos  empleados. 

ArL  79  Teniendo  en  consideración  los  abu' 
sos  que.se  han  introducido  en  el  distrito  de  Rio 
Negro  se  dispone  para  cortarlos : 

19  Que  no  se  impida  que  los  indígenas  ó  no 
indígenas  del  distrito  transiten  con  entera  liber- 
tad por  todo  el  territorio  mientras  no  falten  en  el 
uso  de  este  derecho  á  algunas  de  sus  obliga- 
ciones. 

2^  Que  se  permita  á  los  indígenas  contratar 
sus  servicios  con  quienes  quieran  en  calidad  de 
peones. 

39  Que  no  se  les  obligue  á  servir  en  calidad 
de  domésticos  con  el  pretexto  de  instrucción  ú 
otro  ajeno  cualquiera  de  su  voluntad  6  la  de  las 
personas  á  quienes  están  sometidos  por  la  ley 
natural.  Si  alguno  debiere  algo  por  cuenta  de 
servicios^  y  no  quisiere  continuar  en  el  de  algu- 
na persona  que  le  haya  hecho  anticipaciones  por 
cuenta  de  él,  se  libertará  de  su  compromiso  pa- 
gando lo  que  se  le  hubiere  anticipado. 

49  Los  niños  ó  jóvenes  no  deben  ser  separa- 
dos del  lado  de  sus  padres  ó  parieirtes  con  motivo 
de  educación  sin  la  voluntad  de  aquellos  de  quien 
inmediatamente  dependen. 
^  59  El  libre  comercio  de  los  indígenas  entre  sf 
6  con  las  personas  civilizadas  en  cuanto  sea  líci- 
to, se  fomentará  en  vez  de  prohibirse  por  los  fun- 
cionarios de  reducción. 

69  Finalmente.  Se  dispone  que  estoMo  ocu* 
pen  á  los  indígenas  en  servicio  propio  ni  usen  de 
sus  propiedades  sin  la  competente  remuneración, 
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y  siempre  sin  perjaicio  de  los  qae  hayan  concer- 
tado sus  trabajos  anteriormente. 

Art.  99  En  las  misiones  que  sea  posible  ha- 
brá un  misionero  sacerdote  con  Iti  remuneración 
que  el  Gobierno  le  asigne  y  sujeto  á  los  siguien- 
tes deberes : 

19  Atraer  á  los  indígenas  &  publado  é  instruir' 
les  en  la  práctica  de  la  vida  civil. 

29  Enseñarles  la  lengua  castellana  y  la  doC' 
trina  crllltana. 

39  Administrarles  los  sacramentos  sin  exigir- 
les derechos  algunos. 

,  49  Inspirarles  amor  al  trabajo  tratándoles  con 
sua\'idad  }*  empleando  las  amonestaciones  antes 
de  ocurrir  á  los  comisarios  para  que  corrijan  sus 
faltas. 

39  Dar  informes  al  Director  general  residente 
en  Angostura  sobie  el  estado  de  sus  misiones 
por  medio  del  misionero  general  de  Atabapo. 

69  Desempeñar  tirdas  estas  funciones  en  las 
inisíunes  adyacentes  &  la  que  sirvan  y  se  les  de- 
ái^uerit  observando  las  órdi'oes  que  reciban  del 
niicionero  de  Atabapo  de  quien  iamediutamen- 
le  dependen. 

Art.  99  Tanto  el  misionero  de  Atabapo  como 
ios  demás  del  distrito  se  entenderán  tn  todo  lo 
espiritual  con  el  "Reverendo  Obispo  de  la  dió- 
cesis. 

ArL  10.  Al  misionero  de  Atabapo  se  le  dará 
un  compañero  que  le  ayude  en  el  desempeño  de 
sus  fundones,  entre  las  cuales  debe  contarse  la 
de  visitar  las  otras  misiones  cuundj  lo  crea  con- 
veniente, ó  stí  le  prevenga  por  el  Director  ge- 
nera!. 

Art.  11.  Los  informes  de  que  se  ha  hablado  en 
el  parágrafo  5?  del  artículo  89  comprenderán 
cuantas  noticias  conduzcan  á  dar  idea  de  los  pro- 
gresos de  Jus  misiones,  y  deberán  remitirse  al 
misionero  de  Atabapo  dentro  de  los  quince  pri- 
meros dias  de  los  meses  de  Enero  y  Julio  de  ca- 
da año.  Dicho  misionero  los  remitirá  al  Direc- 
tor general  á  la  mnyor  brevedad  posible,  y  esie^ 
.il  Ministerio  del  Interior  que  formará  ios  mode- 
los de  los  estados  cuando  comience  á  tener  regu- 
laridad el  sistema  que  se  establece  por  este  de- 
creto. 

Art  VZ.  Los  comisarios  de  misiones  durarán 
en  el  ejercicio  de  sus  funciones  todo  el  tiempo 
(}ue  crea  conveniente  el  Director  general  que 
j^odrá  removerlos  dando  cuenta  al  Gobierno  con 
expresión  de  los  motivos.  Los  misioneros  solo 
podrán  ser  removídcs  por  el  Podtr  Ejecutivo. 

^rl.  13.  Los  misitmcros  de  acuerdo  con  los 
comisarios  de  misiones,  ó  cada  uno  de  ellos  por 
uí  solo  dti  defecto  del  otro,  dispondrán  lo  conve- 
niente para  qué  las  nuevas  poblaciones  se  formen 
con  regulurijiü  y  se  conserven   aseada:?,    remu- 


riendo  lan  causas  que  puedan  chiflar  á  la  salubri- 
dad  de  sus  habitantes. 

Art.  14.  hiendo  los  indígenas  inclinados  al  U90 
de  licores  fermentados,  los  comisarios  tendrán 
especial  caidado  de  impedir  el  abuso  que  se  haga 
de  elh)8,  y  para  impedir  que  los  negociantes  los 
introduzcan  y  se  aprovechen  del  estado  de  em* 
briaguez  de  los  indios  para  obtener  ventajas  so- 
bre estos  en  sus  negocios  declararán  no  obliga- 
torios los  pactos  en  que  haya  fundados  motivos 
para  creer  ^ue  se  ha  empleado  tan  reprobo 
medio. 

Art.  15.  Los  comisarios  custodiarán  los  inte- 
reses de  la  Nación  que  el  Director  del  distrito  hk- 
bia  tenido  á  su  cargo»  obedeciendo  las  órdenes 
que  el  Director  general  les  comunique  para  la 
administración  ó  arriendo  de  las  fincas  que  haya 
en  sus  respectivos  territorios,  y  llevarán  cuenta 
y  razón  de  todo  lo  que  entre  en  su  poder  por  tal 
respecto* 

Art.  16.  Los  comisarios  tendrán  el  diez  por 
ciento  de  todo  lo  que  recauden. 

Art.  17.  Luego  que  se  nombre  el  comandante 
del  castillo  de  San  Carlos,  el  Director  general 
podrá  delegarle  Slgunas  de  sus  atribuciones^on 
aprobación  del  Gobierno. 

Art.  18.  Se  deroga  el  decreto  de  15  de  Octu- 
bre de  Itíl'i  orgánico  del  distrito  de  Rio-Negro. 

Art.  19.  El  Secretario  de  Estado  en  los  Des- 
pachos del  Interior  y  Justicia  queda  encargado 
de  la  ejecución  del  presente  decreto. 

Dadt* :  firmado  de  mi  mano  ;  sellado  con  cl 
sello  del  Poder  Ejecutivo  y  refrendado  por  el  Se- 
cretario de  E.  en  los  DD.  del  Interior  y  Justicia 
en  Caracas  á  (>de  Noviembre  de  1845,  año  I69 
de  la  Ley  y  Z&^  de  la  Independencia. — Cárl</8 
SoubleUc» — Por  B.  E.  el  Secretario  de  E.  en  ios 
DD,  del  luterior  y  Justicia. — Francisco  Cobos 
Fuertes. 

INDÍGENAS  (de  rio-meobo)  risolvción  eje- 
cutiva OE  17i>£itNfo  DE  IS^il favorecietido 

su  reducccion,  ' 

Secretaría  del  Interior.— Sección  4  P —Caracas 
Janio  17  de  1847.— Resnelto. 

Dígase  ai  Sr*  Gobernador  Director  de  indíge- 
nas de  Guayana. 

He  presentado  al  Despacho  el  oficio  de  ÜS.  de 
7  de  Mayo  último  número  26  en  que  transcribe 
el  pasado  á  esa  Dirección  por  el  Misionero  de' 
Rio-Negro  informándola  del  resultado  de  ht  vi- 
sita que  ha  hecho  &  las  misiones  del  distiíto,  é 
indicando  varias  medidas  para  conseguir  la  re- 
ducción de  sus  indígenas. 

Con  satisfacción  ve  el  Gobierno  el  celo  é  inte- 
rés qae  dicho  iyfisÍ4>nero  manifiesta  por  la  reduc- 
ción del  distrito  de  sú  cargo,  comprobados  con  ln 
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visita  que  acaba  de  hacer  ;  y  Sk  E.  está  dispues- 
to á  prestarte  t'Odu  ayuda  y  protección  en  tan 
iinportanlA  objeto.  En  consecuencia  autoriza  al 
Ue verenda  Misionero  de  Rio-Negro  para  que  di« 
rectamente  invite  hasta  ocho  de  los  Misioneros 
que  existen  en  li  República,  y  si'fuere  necesario 
lüs  solicite  tie  fuera  de  ella  excitándolos  á  trus*- 
ludarse  al  distrito  pura  ocuparse  en  la  reducción 
de  sus  indígenas!,  manifestándoles  la  importancia 
del  servicio  que  prestarárr,  las  ventajas  que  pue* 
den  reportar,  los  sueldos  que  disfrutaran  dentro 
.  de  un  máximum  de  seiscientos  pesos,  el  auxilio 
que  se  les  dará  para  su  marcha  y  lo  demás  que 
^crca  conveniente  para  decidirlos  dando  de  tudij^ 
cuenta  al  Gobierno  pi>r  conducto  de  US.  para 
lus  providencias  ulteriores. 

En  cuanto  á  la  indicación  de  que  seria  conve- 
niente que  en  cada  pueblo  hubiese  una  familia 
venezolana  de  buenus  costumbres  qué  enseñara 
á  trabajar  á  lo»  indígenas,  puede  el  mismo  Pa- 
'  dre  Mioi  jnero  dar  r»»s  pds«»6  necesarios  al  efecto, 
ó  indicar  los  que  en  su  opiüion  puedan  darse  por 
vi  Gobierno  para  con^eguiíio. 

Si  ademas  ue  lus  facultades  que  tiene  el  Misio- 
iivro  por  el  decreto  dt  tí  de  Noviembre  de  I  dio, 
iicci'silare  de  otras  en  bwn  de  la  reducción,  el 
Gobierno  está  dispuesto  á  acordarle  cuantas  sean 
ciinvenieiiles  y  á  cuyo  fin  puetle  .didio  Mi*ione- 
ru  representar  lu  que  rrea  mus  acertado. 

Tanto  el  Misionero  Director  del  dis^trito  de 
Kiu-N^gro  como  los  demás  que  se  destinen  allí, 
deben  persuadirle  que  el  Gobierno  se  propone 
Usar  de  cuantos  medios  estén  á  su  alcance  ))ura 
coi.seguir  la  reducción  y  civilización  de  aquellos 
indígenas. 

Tengo  el  honor  de  decirlo  á  US.  á  fin-de  que 
se  sirva  comunicarlo  inuiediulumenle  ai  espresa- 
do Misionero  y  pueda  obrar  en  consccueniia  sin 
pérdida^de  iicmj)o. 

Soy,  (fea.  Por  S.  E. — Acevedo. 

INDÍGENAS  (de  RIO-NEGKO)  KESOLUCION  EJE- 
CUTIVA DE   17  DE  i^IClEMBUE   DE    1652  autorí' 

zattd    al  (iübcriiadur  para  nombrar   un  Mi- 
aionero  con  ti  sueldo  de  (500  pesos» 

Secretaria  dvl  Interior.— Sección  4  ?  — Caracas 
17  de  Diciembre  de  l852.~lUbuellü.  i 

Vista  la  solicitud  que  la  sociedad  titulada 
*»  Progresista  "  que  existe  en  San  Fernando  de 
Atabapo,  ha  dirigido  al  Director  general  de  indí- 
genas de' Guayana  pidiendo  un  misionero  que  i 
atienda  siquiera  á  las  necesidades  espiritualas, 
h9i  de  los  indígenas  reducidos  como  de  los  otros 
verinos,  cuya  solicitud  ha  sido  elevada  al  Poder 
Kjecutivo  por  el  Sr.  Director  con  fitvorable  inlor- 
inr,  ^  mauífestundu,  para  mas^  taiihti^i  la  desig- 


nación de)  sacerdote,  que  en  la  capital  de  aquella 
provincia  se  encuentra  sin  destino  el  Reverendo 
Padre  Fr.  Ildefonso  de  Reus,  á  quien  puede  el 
Ejecutivo  nombrar  dotándolo  con  600  pesos 
anuales  que  se  tomarán  de  la  cantidad  presu- 
puesta para  reducción  de  indígenas. 

Por  el  decreto  de  6  de  Noviembre  de  1845  es- 
tá preceptuada  la  insta lacion  de  un  misionero  en 
Atabapo,  debiendo  ser  este  el  centro  fie  union'de 
todos  los  demás  funcionarios  del  distrito  de  Uio* 
Negro,  y  por  cuyo  cpnducto  se  entenderá  con 
estos  el  Director.  Encontrándose,  pues,  vacante 
aquel  deslino  es  de  necesidad  proveerlo,  y  acce- 
diemio  el  Poder  Ejccntivo  á  la  solicitud  mencio- 
nada cumple  con  un  sagrado  deber. 

Lo  único  que  pudiera  detener  al  6obierno.es 
la  escasez  de  sacerdotes,  que  poseyendo  todas  las 
cualidades  que  se  requieren  para  el  desempeño 
de  tan  delicado  encargo,  puedan  y  quieran  -acep- 
tarlo ;  mas  habiendo  el  Sr.  Gobeina<lor  de  Guu- 
yana  recomendado  al  Reverendo  Fr.  Ildefonso 
de  Rcus,  exponiendo  que  lo  ooncepiúü  muy  á 
projiósito  para  ejercer  su  ministerio  en  Rio-Ne- 
gro, S.  E.  ha  tenido  á  bien  autorizar  al  menciü- 
nado  Sr.  Gobernador  para  que  le  nombre  conii) 
tal  misionero  jefe  ilel  circuito  de  San  Fernando 
de  Aiabapo  con  la  dotación  de  600  pesos  anua- 
les, que  se  'e  ab<)nar/in  de  lai  cantidad  presupues- 
ta para  inmigración  y  reducción  de  indígenas  tu 
común. 

, Comuniqúese  al  cA'presado  Sr.  Gobernador  «le* 
Guayana  ú  ios  fines  consiguientes;  añadiéndole 
que  informe  á  este  Ministerio  si  el  Padre  Reus 
acepta,  con  el  ñn  de  participarlo  al  Sr.  Secretario 
de  Hacienda  ^'^al  muy  Reverendo  Obispo  de 
aíjuella  iliócesi^,  ai  primero  para  que  libre  las  ó¡- 
dcnes  necesarias  á  ún  de  que  se  paguen  por  la 
aduana  de  Ciudad  Bolívar  los  sueldos  djl  misio- 
nero, y  al  segundo  para  los  efectos  que  expresa 
el  artículo  9^  del  citado  decreto  de  1845.  ^ 

Soy, dea,   *  Por  S.  E.-^Her/era. 

INDÍGENAS  (de  marac^ibo)  decreto  ejecu- 
tivo DE  ÍW  i>E  oCfiBRE  DE  1812  organiza/i- 
'    do  su  reducvion  y  civilización. 

JOSÉ  ANTONIO  PAEZ,  Presidente   de  la 
República  de  Venezuela^  «J-a.,  «J-a.,  <5*a. 

En  ejecución  de  la  ley  de  1 9  de  Mayo  de  1841 
sobre  reducción  y  civilización  de  indígenas  ;  vis- 
tos los  informes 'que  sobre  esi;^  mateiia  ha  diri- 
gido al  Poder  Ejecutivo  el  Gobernador  de  Ma- 
rá caibo, 

CKCRETO : 

Reglamento  orgánico  para  fomentar  ti  comer- 
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cío  con  la  Goagira^  y  la  reducción  de  loé 
indígenas  de  Maracaibo* 

TITULO  I. 

Ih  la  dÍDÍ8Íon  del  territorio  y  de  los  funciona" 
rios  en  general. 

Art.  19  El  territorio  inmediato  á  la  línea  mi- 
litar de  Sinamaica  en  la  península  de  la  Gongira, 
y  los  demás  territorios  de  la  provincia  de  Mará* 
caibo  donde  haya  indígenas"  salvages  se  dividi- 
rán, para  los  efectos  de  esta  organización,  en 
circuitos  de  reducción,  los  cuales  podrán  aumen- 
tarse á  proporción  que  se  internen  en  el  territo- 
rio de  la  Goagira  los  establecimientos  de  la  Ke- 
Süblica  y  que  se  facilite  [a  atracción  y  reducción 
e  las  tribus  que  pueblan  aquel  territorio. 

Art.  29  Cada  distrito  comprenderá  uno  ó  mas 
circuitos,  y  estos  dos  ó  mas  misiones  aunque  en 
los  principios  no  contengan  mas  que  una.  Los 
nombres  de  los  circuitos  serán  los  de  la  respec- 
tiva cabecera. 

Art.  39  La  administración  y  gobierno  de  las 
misiones  se  ponen  á  cargo  del  Gobernador  de 
Maracaibo,  con  el  carácter  de  director,  y  de  ios 
misioneros,  y  en  defecto  de  estos  de  capitanes 
pobladores. 

Art.  49  Cuando  sean  notables  los  progresos 
de  la  reducción,  y  se  creyere  necesario  separar 
la  dirección  del  Gobierno  de  la  provincia,  se  re- 
. solverá  asi  por  el  Poder  Ejecutivo;  y  entonces 
podrá  también  nombrarse  un  vicedirector  con  las 
obligaciones  y  facultades  que  se  atribuyen  á  los 
funcionarios  de  esta  denominación  en  el  decreto 
orgánico  de  las  misiones  de  Guayana.  En  la 
oportunidad  expresada  podrá  tafhbien  dividirse 
el  territorio  en  distritos. 

TITULO  II.  ..    ^ 

Del  director. 

Art.  &9  ^^  director  ejecutará  y  hará  ejecutar 
las  leyes,  como  también  las  órdenes  y  reglamen- 
tos que  expidiere  el  Gobierno  en  materia  de  re- 
ducción de  indígenas. 

Art.  69  Promoverá  eficaz  é  incesantemente 
por  sí,  por  medio  de  las  autor¡da(|/»8  d«  Sinamai- 
ca, de  todos  los  funcionarios  de)  ramo  y  de  cua- 
lesquiera otras  personas  que  estime  conveniente, 
los  medios  de  seguir  atrayendo  y  preparando  á 
los  indígenas  ú  la  civilización. 

Art  79  ^^  ®^^®  objeto  mantendrá  activa  co- 
municación con  k>8  jefes  de  las  tribus  goagiras, 
gratificando  6  los  indígenas  con  algunos  regalos 
según  lo  acostumbrado  hasta  aquí,  y  haciápdoles 
conocer  la  protección  que  la  Nación  les  concede 
para  reducirlos  U  la  vida  social  y  todos  los  bie- 
BQS  qoe  (k  esto  reporUrán. 
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Art  89  Hará  ha  d«raarc8C$oA  d«  lo^  circuitiis 
creando  el  menor  número  posible  de  estas  divi- 
siones, y  dando  parte  (i«  dicha  demarcación  al 
Poder  Ejecutivo.  Fijará  también  la  residencia  de 
los  misioneros. 

Art^  99  Nombrará  capitanes  pobUdores^cnan- 
do  Mien  misioneros  que  sirvan  las  jefeturas  lie 
circuito. 

ArL  10.  Exigirá  cada  tres  meses  de  los  jefes 
de  circuito  una  noticia  sobr^  el  estado  de  sus  res- 
pectivas misiones,  con  arreglo  á  las  instntccio-' 
nes  y  modelos  que  formará  de  antemano,  de  mo- 
do que  se  comprendan  en  dicha  noticia  los  datos 
qpe  se  enumeran  en  el  artículo  siguiente. 
.  ArL  11.  Con  vista  de  estos  datos'  trasmitirá 
«.al  Gobierno  anualmente  por  el  mes  de  Setiem- 
bre una  exposición  circunstanciada  de  los  traba- 
jos de  la  dirección,  y  un  estado  del  ramo,  en  la 
provincia,  que  comprenda: 

19  Un  cuadro  en  que  se  expresarán  por  cir» 
cuítns  y  misiones  las  tribus  ó  parcialidades  re- 
ducidas, los  nombres  de  sus  jefes,  el  núme«*o  de 
personas  de  que  cada  una  consta  con  distinción 
de  sexos  y  edades,  y  los  nombres  de  los  misio- 
neros ú  otros  funcionarios  que  los  gobiernen. 

29  Otro  de  los  establecimientos  de  agricultu- 
ra, cria  ó  industria  que  .>se  hayan  formado,  -las 
producciones  que  se  extrageren  de  las  misiones 
para  hacer  el  comercio  con  otros  pueblos  de  la 
República,  y  las  que  sean  objetos  de  tráfico  en- 
tre las  tribus  errantes  y  las  reducidas. 

39  Otro  del  movimiento  de  la  población,  Ó  sea 
de  los  nacidos,  casados  y  tnuertos  en  cada  mes. 
Y  en  general  todas  las  demás  noticias  que  con- 
duzcan á  dar  una  idea  cuan  exacta  sea  posible 
del  estado  y  progreso  de  las  misiones. 
'  ^  único.  Los  estados  mensuales  del  comercio 
de  la  Goagira  con  Sinamaica  se  seguirán  pasan- 
do como  hasta  aquí  á^la  Secretaría  de  lo  Inte- 
rior. 

Art.  12.  El  director  formará  y  remitirá  á  la 
Secretaría  de  lo  Interior  para  su  apr<9bacion  6 
reforma  el  reglamento  de  policía  que  ha  de  ser- 
vir para  el  gobierno  de  las  misiones,  acomodán- 
dolo á  las  circunstancias,  carácter,  hábitos  y 
costumbres  de  los  indígenas  para  obtener  su  ci- 
vilización. ^Este  trabajo  se  hará  en  todo  el  afto 
próximo  de  1843. 

Art.  13.  Visitará  anualmente  laí  misiones  de 
su  provincia,  y  en  esta  visita  inspeccionará  es- 
crupulosamente el  estado  en  que  se  halleo,  ex-  ' 
plorando  el  territorio  para  determinar  donde  con- 
venga establecer  otras  nuevas,  y  corrigiendo  los 
abusos  y  faltas  de  los  funcionarios  del  ramo. 

^  19  I'M  eorrecciones  de  que  se  habla  en  es- 
te artículo  sarán  de  multa,  arrMto  ó  ouspeiuiion. 
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no  debiendo  exceder  las  prímeras  de  eincuenta 
pesos,  ai  el  arresto  de  quince  dias. 

^  2^  Cuiindo  los  funcionarios  á  que  se  refiere 
este  artículo  cometan  delitos  que  ameriten  pena 
corporal,  serán  puestos  á  disposición  del  tribu- 
nal competente  con  el  sumftrio  que  se  hajra  for* 
mado. 

^  3?  El  director  será  auxiliado  con  la  cantidad 
competente  del  fondo  de  misiones  para  pagrar  las 
cabalJerfas  ó  trasportes  que  necesite  cuando  ha- 
ge  la  visita. 

Art.  14  El  director  rigfílará  constantemente 
sobre  la  fialud  de  los  indígenas.  Se  le  encarga 
especialmente  la  propagación  déla  vacuna  y  que 
ponga  en  acción  los  medios  de  atajar  los  progre- 
sos de  cualquiera  epidemia  j  enfermedad  con- 
tagiosa. 

^  único!  Los  gastos  de  médico  y  medicinas 
saldrán  del  fondo  de  las  misiones. 

Art.  15.  Dispondrá  lo  necesario  para  dirigir 
&  los  indígenas  de  nueva  reducción  por  piedio  de 
sus  respectivos  funcionarios  ü  otros  eomisiopa- 
dos  en  la  construcción  de  sus  habitaciones  y  en  el 
trabajo  de  sus  labranzas  y  crias  de  ganados :  y 
también  para  que  sean  asistidos  en  sus  contratos 
'á  fin  de  evitar  que  sean  engañados. 

Art  16.  Se  informará  cuidadosamente  del  es- 
tado en  que  se  encuentren  las  iglesias  6  otros 
edificios  de  las  antiguas  misiones  de  Ztilia,  y  da- 
rá cuenta  al  Gobierno,  expresando  su  juicio  acer- 
ca de  la  conveniencia  6  necesidad  de  restablecer 
aquellas  misiones,  y  si  pueden  8¡>rovecharse  al 
intento  los  edificios  que  existan. 

Art.  17.  Informará  al  Poder  Ejecutivo  acerca 
de  los  elementos  de  construcción  con  que  pueda 
contarse  en  los  luj^ares  ei^  que  deban  residir  los 
misioneros  para  fabricar  sencillos  templos  ;  y 
formará  los  presupuestos  correspondientes  que 
pasará  al  Ministerio  de  lo  Interior. 

Art  18.  Informará  también  sobre  la  conve- 
niencia y  posibilidad  de  fundar  establecimientos 
de  agricultura,  ganadería  y  manufacturas,  donde 
trabajen  en  comun.los  indios  á  ciertas  horas  del 
dia,  sin  perjuicio  de  las  labranzas  y  ganados  que 
posean  en  particular. 

Art.  19.  Escogitará  y  propondrá  al  Gobierno 
los  arbitrios  que  juzgue  adecuados  para  crear 
fondos  que  sirvan  de  aumento  ai  señalado  para 
las  misiones 

Airt.  20*  En  cada  misión  destinará  ana  exten- 
sión de  tiernas  baldías  para  los  indígenas,  y  de 
elUis  l«s  asignará  te#renos  en  que  fiíbriquen  sus 
casas,  y  ademas  un  fundo  á  cad^  familia  calcula- 
dp  ^  rajon  de  tre9  fanegadas  por  cada  hombre 
de  trabajo.  Les  auxiliara  también,  cuando  lo  re- 
<|ui«r|ii^  las  circunstancias,  con  un  Teetido,  las 
primeras  s^ipiilai  y  tai  hefntmíema  Be««8ariá  pa- 
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ra  el  cultivo  de  la  tierra.  Estos  gastos  saldrán 
del  fondo  de  que  trata  el  título  69 

Art.  21.  El  Director  está  autorizado  para  ele- 
gir los  sitios  de  las  misiones  y  para  trasladarlas 
cuando  estén  situadas  en  terrenos  anegadizos  6 
m^l  sanos,  procurando  situarlas  en  sitios  que 
sean  del  agrado  de  ios  moradores. 

Art.  22.  Trazará  la  planta  de  las  nuevas  po- 
biacioues  en  planos  que  remitirá  ál  Gobierno. 

TITULO  IH. 

De  loé  jefes  de  circuito.  ^ 

Art.  23.  Son  deberes  de  los  jefes  de  circuitor 
ya  sean  misioneros,  ya  capitanes  pobladores; 

19  Cumplir  en  la  parte  que  les  toque  los  re- 
gla rnen  tos  y  órdenes  del  Gobierno  y  del  Director. 
29  Mantener  en  perfecta  pa^z  y  tranquilidad 
á  los  indígenas,  evitando  y  concillando  cualquier 
desavenencia  entre  ellos,  y  procurando  inspirar- 
les amor  al  trabajo  y  á  los  hábitos  sociales  con 
suavidad  y  dulzura. 

39  Conservar  el  orden  y  cuidar  de  la  policía 
en  las  misiones. 

49  Dirigir  á  los  indígenas  en  sus  trabajos  y 
en  la  construcción  de  sus  habitaciones. 

59  Intervenir  en  sus  contratos  para  evitar  que 
sean  engañados. 

69  Representar  á  los  indtgenas  en  los  tribu- 
nales cuando  tengan  que  intentar  acciones  con- 
tra los  que  no  lo  sean,  fuera  del  etrcuito,  sinper- 
juicio  de  que  los  mismos  indígena^  repre^tcn 
por  sí  ó  por  apoderado  cuando  lea  convenga. 

79  Residir  constantemente  en  el  circuito. 
Cuando  hayan  de  separarse  por  algunos  dias  ne- 
cesitan obtener  licencia  del  Director  por  causa 
jusifica'da. 

89  Propender  por  cuantos  medios  suaves  e?- 
tén  á  su  alcance  á  conseivar  6  loa  indígenas  en 
su  domicilio. 

09  Atraer  á  poblado  las  tribus  errantes. 

lÓ.  Ejercer  las  furicionesque  se  enuneiarán 
en  el  título  49^ 

II.  Ensenarla  |ios  indígenas  la  lengua  caste- 
llana y  la  doctrina  cristiana. 
*    Art.  24.  Son  ademas  deberes  de  los  misione- 
ros  : 

19  Ejercer  las  funciones  de  su  ministerio  ecle- 
siásfico  con  dependencia  del  Ordinario  y  confor- 
me á  las  sinodale»  del  obisparlo,  pero  sin  exigir 
derechos. 

29  Rjercer  con  celo  apostólico  "sus  fiiDciones 
especiales  de  misioneros  en  la  con  versión  d«  los 
indios  inñeles* 

39  Ensefiar  &  leer,  escribir  y  contar  hasta  el 
némero  de  veintielnc»  niftoa  iiulfgenas  á  hi  vez,' 
piK>c«rando  emplear  ti  método  4e  eiMeftaRsa 
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mdiua,  A  ñn  de  aumentar  en  lo  sncesíyo  el  nú- 
mero (le  tli  rípulos. 

49  Simpliíirar  en  lo  posiWe  la«  prácticas  de 
devoción  é  inspirar  k  los  indígenas  una  piedad 
iíiistradH  sin  mezcla  de  superstición 

5íj  Predicarles  constanternente  las  ventajas 
del  írab:ijo  y  de  la  vida  social. 

Op  Inspirarles  el  respeto  y  snliordinacfon  que 
deben  al  Gobierno'  nacional  y  á  las  autoridades 
consfituidas,  haciéndoles  conocer  la  protección 
y  cuidado  especial  que  se  les  consagra  ;  y  tan 
]ironto  romo  sean  capaces  de  entenderlas  !<»« 
V  instruirán  en  los  principios  fundamentales  de  la 
iJonstilucion  de  la  República,  á  fin  de  preparar- 
los gradualmente  al  ejercicio  de  los  derechos,  y 
cumplimiento  de  los  deberes  del  ciudadano. 

TITULO  ÍV. 

De  las  facultades  de  los  fuv  clon  arios  de  re- 
ducción en  los  negocios  civiles  y  crimina- 
les  de  ios  indígenas, 

Art.  25.  El  Director  y  los"  jefes  de  circuito 
tendrán  en  las  misiones  las  facultades  que  en  el 
orden  doméstico  tienen  los  padres  de  familia  y 
tutores  lie  menores.  Procurarán  cortar  toda  di- 
ferencia en  su  origen,  y  se  esforzarán  por  con- 
ciliarios. 

Art.  26.  Si  no  se  lograre  la  conciliación,  reu- 
nirán á  los  conteodientes  en  su  presencia,  y  en 
juicio  verbal  oirán  sus  reclamaciones,  les  darán 
el  tiempo  necesario  pa^a  que  presenten  sus  prue- 
bas,^librarán  la  decisión  que  creyeren  justa  3- 
equitativa.  Bate  acto  que  presenciarán  y  autoii- 
zarán  dos  testigos  siempre  que  fuere  posible,  se 
exfenderá  en  un  libro  foliado  y  fiibricado  en  to- 
das sus  |>áginas,  á  fin  de  que  quede  siempre ^de 
él  una  memoria  escrita. 

Art.  27.  Los  jefes  de. circuito  conocerán  de 
todas  las  demandas  civiles  de  los  indígenas. 

Art.  28.  El  que  no  se  conformare  con  la  de- 
cisión que  diere  un  jefe  de  circuiíó  podrá  ocur- 
rir dentro,  de  sesenta  dias  al  Director,  y  si  este 
ñola  encontrare  justa  y  >equitati  va  podrá  refor- 
marla. Para  este  recurso  se  dará  á  los  indígenas, 
cu&ndo  lo  soliciten,  certificación  de  his  actos  de 
que  se  interpone,  extendida  en  papel  común  y 
sin  cobrar  derechos. 

Art.  2i>.  Cuando  se  note  que  los  jefes  de  cir- 
cuito han  faltado  á  sus  deberes  en  estos  juicios 
por  malicia  ú  omisión  punible,  se  les  impondrá 
la  responsabilidad,  en  el  primar  caso,  con  una 
multa  que  no  exceda  de  cincuenta  pesos  y  la  in- 
demnización de  dafios  y  perjuicios,  y  en  el  so-. 
gundo  cdn  sola  esta  indemnización. 

Art  30.  Aunque  toa  que  se  creyeren  agravia- 
dos no  ocurran  al  Director  dentro  del  térmioo 
señalado  en  el  artículo  2S  puede  este  funciona* 
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ífo,  cuando' sepa  que  se  ha  cometido  alguna  in- 
I  justicia,  pedir  la   certificación   de  qu^   habla  el 
j  mismo  artículo,   conocer  de  cualquiera  deci.sioh 
que  se   ha5nB    librado  y   reformarla    en  términos 
'justos  y  equitativos    De  ej«ta  autorización  sida- 
mente  podrá  usar   el    Director  dentro  de  cuatro 
meses  contado»  desde  la  fecha  en  que  se  hubii're 
expedido  la  decisión. 

Art,  31.  Los  jefes  de  circnitQ  conocen  de  loj* 
delitos  leves»  de  los  imlígenas  como  hurtos  sim- 
ples, heridas  leves,  injurias  y  otros  semejante;:, 
los  cuales  podrán  corregirse  con  arrestos  que  no 
pasen  de  doce  dias,  ó  destinando  á  los  culpables 
al  servicio  de  la  poh'cia  del  lugar,  o  á  las  labore»: 
de  la  comunidad  á  ración  y  sin  sueldo,  por  un 
tiempo  determinado  que  no  podrá  pasar  de  dn» 
meses.  Se  acordará  ademas  la  indemnización  de 
los  daños  y  perjuicios  que  se  hiyan  causado  á 
un  tíTcero. 

Art.  82  Para  imponer  estas  penas  se  oirá -en 
juicio  verbal  á  log  acusados  ó  indiciados,  se  ad- 
muirán las  pruebas  dentro  del  término  que  se  fi- 
je, y  se  ejctenderá  una  relación  de  todo  el  acto 
en  un  libro  que  debe  llevarse  al  intento  foliado 
y  rubricado  por  el  respectivo  funcionario.  Dos 
actuarios  deben  intervenir  en  estas  diligencias 
siempre  ^ue  fuere  posible,  y  autorizar  la  deci- 
sión que  se  libre. 

Art.  33.  Contra  estas  decisiones  habrá  lugar 
al  recurso  concedido  por  el  artículo  28  dentro 
del  plazo  y  para  los  eftctos  que  en  él  se  expre- 
san ;  y  el  Director  podrá  también  usar  en  los 
^asos  referidos  en  el  mencionadlo  artículo,  de  la 
facultad  que  se  le  concede  por  el  articulo  29 
dentro  del  mismp  término  y  para  los  fines  que 
en  él  se  indican. 

Art.  34.  En  los  casos  de  delitos  graves,  délos» 
que  no  puedan  ser  castigados  con  las  penas  fija- 
das en  el  artículo  31,  los  funcionarios  de  reduc- 
ción instruirán  el  correspondiente  sumario,  ar- 
restarán a]  delincuente  y  lo  remitirán  al  juez  or- 
dinario mas  in^nediato. 

TITULO  V. 

Del  fondo  de  laa  misiones,  de  su  administra- 
ción é  inversión, 

Art.  86.  El  fondo  de  las  misiones  de  Maracai- 
bo  se  compone : 

1?  De  las  cantidades  que  por  resoluciones  es- 
peciales se  destinen  anualmente  á  este  cíbjeto 
p<^r  el  Poder  Ejecutivo,  y  se  situarán  al  intento 
en  la  administración  de  aduana  de  Maracaibo,  en 
visto  de  Jas  asignaciones  que  se  hagan  pi»r  el 
Condeso  en  cumplimiento  del  artículo  ?o  de  la 
ley  de  19  (Je  Mayo  de  1841. 

29  Del  producto  de  los  bienes  que  existan 
pertenecientes  á  Iw  antiguas  nisiouea. 
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39  Del  producto  de  los  establecimientos  de 
agricultura,  cria  y  manufacturas  que  se  formen, 
para  los  trabajos  de  comunidad. 

49  De  las  multas  que  se  impongan  conforme 
á  este  reglamento. 

Art.  36.  La  parte  de  este  fondo  expresada  en 
el  inciso  primero  del  artículo  nnterior  será  admi- 
nistrada é  invertida  por  el  administrador  de  adua- 
na de  Maracaibo  según  las  órdenes  (fbe  le  co- 
munique el  Director  biempre  que  se  trate  de  ad- 
quirir enseres,  herramienta,  mercancías  para  el 
servicio  de  las  misiones,  ó  de  hacet  cualquiera 
otro  gasto  que  no  sea  de  los  que  trata  el  título 
69  de  este  reglamento. 

Art.  37,  La  aduana  llevará  una  cuenta  sepa- 
rada de  la  inversión  de  e^tas  cantidades  con  to- 
dos sus  pormenores,  y  la  pasará  anualmente  al 
Tribunal  mayor  de  cuentas  para  su  examen,  glo- 
sa y  fenecimiento,  dando  aviso  á  la  Secretaría 
de  lo  interior. 

Art.  38.  En  casos  de  calificada  urgencia,  cuan- 
do el  Directorio  crea  necesario  para  atender  con 
mas  brevedad  á  las  necesidades  del  ramo,  podrá 
tomar  de  la  aduana  é  invertir  por  sí  mismo  las 
sumas  precisas  dentro  del  límite  de  las  señaladas 
por  el  Gobierno,  La  aduana  se  cubrirá  respecto 
de  estas  últimas  cantidades  con  las  órdenes  del 
Director  general. 

Art.  39.  El  Director  llevará  también  una  cuen- 
ta detallada  y  comprobada  de  las  sumas  que  to- 
mare en  virtud  del  artículo  anterior,  y  la  remi- 
tirá al  fin  de  cada  año  económico  al  Ministerio 
de  lo  interior  que  la  pasará  al  Tribunal  de  cuen- 
tas para  su  examen,  glosa  y  fenecimiento. 

Art.  40.  Los  fondos  compiendidos  en  los  inci- 
sos 29,  39  y  49  del  artículo  33  se  invertirán  por 
los  jefes  de  circuito,  llevando  la  cuenta  confor- 
iñe  á  las  reglas  que  dicte  el  Director  y  bajo  su 
vigilancia.  Estas  cuentas  se  rendirán  a]  ñn  de 
cada  año  económico  á  la  dirección,  que  las  re- 
mitirá al  Ministerio  de  lo  Interior,  después  de 
haberlas  examinado,  glosado  y  fenecido. 

Art  41.  Todo  gasto  que  deba  hacerse  para  el 
servicio  de  las  misiones,  sea  por  la  aduana,  sea 
por  el  Director,  sea  por  los  jefes  de  circuito,  se- 
rá precedido  de  un  presupuesto  que  formará  el 
Director  de  acuerdo  con  la  aduana  en  el  I9  y  29 
casos,  ó  aprobará  el  Director  en  el  tercer  caso, 
reníitiendo  siempre  copia  al  Gobierno. 

Art  42.  Cuando  la  venta  de  loa  productos  de 
los  bienes  de  misiones  no  pueda  hacerse  en  el 
logar  de  la  producción,  y  sea  necesario  enviar- 
los al  intento  á  Maracaibo,  la  administración  de 
aduana  los  venderá  por  el  precio  mas  ventajoso 
que  pueda  conseguirse,  7  tendrá  estos  fondos  á 
disposición  de  los  respectivos  jefes  de  circuito, 
qne  deben  manejarlos  conforme  al  artículo  40. 
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Art.  43.  La  aduana  llevará  un  registro  sepa- 
rado de  las  cantidades  que  resulten  de  la  venta 
de  frutos  y  efectos  de  comunidad,  y  anualmente 
pasará  á  la  Secretaría  de  lo  Interior  nna  copia 
de  dicho  registro,  al  fín  de  cada  aQo  económico. 

TITULO  VL 

Asignaciones  de  los  empleados, 

Art.  44.  Los  misioneros  jefes  de  circuito  dis- 
frutarán de  un  sueldo  que  no  baje  de  cuatrocien- 
tos ni  exceda  de  quinientos  pesos  al  año,  de  cu- 
ya cantidad  saldrán  los  gastos  de  su  oficina. 

Art.  45.  Los  capitanes  pobladores  gozarán  de 
un  sueldo  que  no  baje  de  trescientos  pesos  al 
año,  graduado  por  el  Director.  Este  sueldo  esta- 
rá afecto  al  mismo  gravamen  que  el  de  los  mi- 
sioneros. 

Art  46.  A  unos  y  otros  se  les  aumentará  la 
renta  en  proporción  del  incremento  que  tomen 
las  misiones  por  el  esmero  y  eficacia  con  que 
logren  reunir  un  gran  número  de  indígenas,  y  ci- 
vilizarlos. 

Art  47.  El  Poder  Ejecutivo  determinará  la 
asignación  de  que  deba  gozar  el  vicedirector  si 
llegare  el  caso  de  hacer  este  nombramiento  con- 
forme al  artículo  49 

Art  48,  Se  autoriza  al  Director  para  que  pue- 
da nombrar  en  cada  misión  uno  ó  dos  de  los 
mismos  indígenas  para  el  desempeño  de  las  fun- 
ciones de  agentes  de  policía,  con  una  asignación 
de  cincuenta  á  ciento  veinte  pesos  al  año,^sQf^un 
la  población. 

TITULO  VIL 

Reglas  para  el  comercio  con  los  godgiros* 

Art.  49.  El  Gobernador  de  Maracaibo  deter- 
minará de  acuerdo  con  el  comandante  de  la  lí- 
nea de  Sinamaica,  según  las  circunstancias  y  lo 
que  aconseje  la  experiencia  el  lugar  ó  lugares  y 
los  términos  en  que  los  goagiros  no  reducidos 
deben  ser  admitidos  á  hacer  sus  negociaciones 
con  los  vecinos  de  Sinamaica  y  demás  habitan- 
tes de  la  provincia,  haciendo  que  los  contratos 
se  escrituren  por  ante  el  mismo  comandante  pues 
la  experiencia  ha  acreditado  que  por  no  quedar 
una  memoria  escrita  de  estos  contratos,  se  ori- 
ginan muchas  contiendas  y  se  da  lugar  á  la  ma- 
la fe. 

Art  50.  El  comandante  de  la  línea  es  el  juez 
de  las  diferencias  que  se  susciten  por  consecuen- 
cia de  estos  contratos,  y  ejercerá  en  estos  casos 
las  facultades  que  se  atribuyen  por  el  titulo  49 
de  este  decreto  á  los  jefes  de  circuito.  En  los  ne- 
gocios criminales  ejercerá  también  las  funciones 
que  por  el  mencionado  título  se  atribuyen  á  loa 
mismos  jefes  de  circuito.  De  las  decisiones  que 
libre  habrá  lugar  á  loa  mismos  recaraos  de  que 
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se  habla  en  los  artículos  28  y  33  para  anta  el  di- 
rector de  indígenas. 

Art.  51.  £1  Gobernador  hará  entender  á  los 
iefes  de  las  tribus  que  las  autoridades  de  la  Re- 
pública estar&n  siempre  prontas  á  oir  sus  quejas 
y  á  hacerlesjuBticia,  y  que  por  tanto  deben  ocur- 
rir siempre  á  este  medio  legal  y  paciñco,  y  nun- 
ca usar  de  la  violencia  y  las  armas  para  obtener, 
como  pueden,  por  las  vías  regulares,  lo  que  les 
fuere  justamente  debido. 

Art.  52.  Igualmente  les  hará  entender  que 
las  ofensas  y  agravios  que  los  vecinos  de  Sina- 
raaica  hicieren,  en  sus  personas,  bienes  y  honor, 
á  las  tribus  6  individuos  de  la  Goagíra,  y  las 
ofensas  y  agravios  que  los  goagiros  hicieren,  en 
sus  personas,  bienes  y  honor,  á  los  vecinos,  es- 
tarán sujetos  &  la  reparación  y  castigo  prescritos 
por  las  leyes  comunes. 

Art.  53.  Así  mismo  les  prevendrá  que  si  algu* 
no  6  algunos  goagiros  cometieren  uno  6  mas  he- 
chos contra  las  personas,  el  honor  ó  las  propie- 
dades de  los  habitantes  de  la  provincia,  deberá 
el  jefe  ó  la  parcialidad  á  que  corresponda  el  cul- 

f>able  hacer  entrega  de  este  á  las  autoridades  que 
o  reclamen  y  deban  juzgarlo  conforme  á  las  le- 
yes, ó  bien  hacerle  pagar  la  competente  indem- 
nización si  no  hubiere  materia  de  pena  corporal ; 
y  que  cumpliendo  con  esta  disposición  el  jefe  y 
la  tribu  respectiva  quedarán  libres  de  responder 
por  los  hechos  de  sus  miembros  particulares ; 
pero  de  lo  contrario  cualquiera  de  ellos  y  sus 
propiedades  podrán  ser  aprehendidos  y  retenidos 
hasta  que  reparen  el  daño  hecho,  conforme  á  las 
costumbres  que  ellos  observan  entre  sí  mismos  y 
con  nosotros. 

Art.  54.  Se  prohibe  á  los  particulares  que  por 
si  mismos  tomen  satisfacción  de  sus  agravios  y 
ofensas  dentro,  ni  fuera  del  territorio  déla  Goa- 
gira,  y  el  que  infringiere  esta  disposición  será 
tan  culpable  como  el  que  pretenda  entre  los  ve- 
nezolanos prescindir  de  la  jurisdicción  pública 
para  hacerse  justicia  por  su  mano. 

Art.  55.  Los  ciudadanos  que  hicieren  ofen- 
sas ó  injuria  á  los  goagiros,  ademas  de  la  respon 
sabilidad  civil  ó  penal  en  que  incurrieren  confor- 
me á  las  leyes  comunes,  serán  también  responsa- 
bles de  los  daños  y  perjuicios  que  por  su  causa 
hicieren  los  goagiros  al  Estado  ó  á  otro  individuo 
particular. 

Art.  56.  Ningún  individuo  podrá  pasar  al  ter- 
ritorio de  la  Goagira  sin  pasaporte  expedido  por 
la  autoridad  competente.  £1  que  se  internare  sin 
tal  requisito,  ademas  de  las  penas  á  que  por  su 
conducta  se  haga  acreedor  según  las  leyes,  será 
corregido  por  el  Gobernador  ó  el  jefe  político  en 
su  caso,  en  los  términos  que  previenen  los  artí- 
culos 28  y  39  de  la  ley  orgánica  de  provincias. 
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Art.  57.  Cuando  por  daños  6  agravios  que  hi- 
cieren los  goagiros,  el  jefe  ó  la  parcialidad  á  que 
pertenezca  el  ofensor  no  indemnizaren  por  sí,  6 
no  obligaren  al  culpable  á  indemnizar,  ó  no  pre- 
sentaren la  persona  de  este,  especialmente  en  los 
casos  de  delitos  afectos  á  pena  corporal,  el  Gober- 
nador de  Maracaibo  oyendo  en  conferencia  verbal 
al  comandante  de  armas,  y  si  no  lo  hubiere,  al 
comandante  de  la  línea,  informará  al  Poder  Eje- 
cutivo si  es  llegado  el  caso  de  tomar  represalias, 
y  esperará  la  competente  autorización  para  ha- 
cer uso  de  este  derecho,  que  solo  se  hará  prn- 
dencial  y  moderadamente,  aprenhendiendo  á  uno 
ó  mas  individuos  de  la  misma  parcialidad  que 
sirvan  como  de  rehenes,  tomando  aquella  parte 
de  sus  bienes  que  basten  á  cubrir  la  indemniza- 
ción competente,  haciendo  de  ellos  un  escrupu- 
loso inventario,  y  conservándolos  en  depósito 
mientras  se  hace  nueva  demanda  á  la  parcialidad 
ó  tiibu  comprometida,  y  se  vea  si  se  obstina  en 
negarse  á  la  reparación,  en  cuyo  caso  se  acorda- 
rán por  el  Poder  Ejecutivo  las  demás  medidas 
convenientes.  ^ 

ArU  58.  Se  autoriza  al  comandante  de  la  línea 
de  Sinamaica  para  que  del  modo  posible  se  pon- 
ga en  comunicación  con  los  jefes  de  las  parciali- 
dades goagiras  y  los  persuada  á  reconocer  y 
cumplir  por  su  parte  los  precedentes  artículos,  y 
se  le  encarga  que  procure  dar  á  tal  acto  una  es- 
pecie de  solemnidad  que  haga  impresión  en  su 
voluntad  y  en  sus  ánimos. 

Art.  59.  Se  prohibe  estrechamente  á  dicho  co- 
mandante contratar  ó  negociar  de  cualquier  mo- 
do con  los  goagiros,  por  sí  6  por  otra  persona, 
y  en  caso  de  contravención  se  le  exigirá  la  res- 
ponsabilidad á  que  haya  lugar. 

.TITULO  Vllf. 

Variar  disposiciones. 

Art  60.  Todos  los  funcionarios  de  que  se  ha- 
bla en  este  decreto  se  declaran  en  comiáon. 
Los  misioneros  jefes  de  circuito  son  amovibles  á 
juicio  del  Poder  Ejecutivo,  y  los  capitanes  pobla- 
dores á  juicio  del  Director  dando  cuenta  al  Po- 
der Ejecutivo  de  la  causa  de  la  remoción. 

^  único.  El  Director  podrá  suspender  á  los 
misioneros  jefes  de  éircuito,  dando  cuenta  al  Go- 
bierno con  expresión  de  los  motivos  que  haya*  te- 
nido para  ello. 

Art.  61.  Las  asignaciones  de  que  se  habla  en 
el  título  69  se  satisfarán  por  el  tesoro  público 
del  fondo  general  de  reducción  que  vote  anual- 
mente el  Congreso,  y  no  de  las  cantidades  que 
por  resoluciones  especiales  mande  poner  el  Po- 
der Ejecutivo  en  la  aduana  de  Maracaibo  para 
los  demás  gastos  del  ramo,  conforme  se  indica 
en  el  artículo  35. 
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Art  6S.  El  Gobierno  cometerá  á  una  perso- 
na de  su  confianza,  coando  lo  jozgue  convenien- 
te el  encargo  de  visitar  las  misiories,  para  que  le 
informe  circunstanciadamente  acerca  del  estado 
en  que  se  encuentren,  de  lo  que  se  haya  hecho 
en  cumplimiento  de  las  disposiciones  que  rijan 
en  la  materia  y  del  comportamiento  de  todos  los 
empleados.  *    ' 

Art.  63.  El  Director  expondrá  al  Gobierno 
los  obstáculos  que  encuentre  en  la  ejecución  de 
este  decreto  y  le  propondrá  las  reformas  que 
aconseje  la  práctica. 

Art*  M.  Se  deroga  el  decreto  de  20  de  Agos- 
to de  1840  sobre  esta  materia. 

Art.  6S.  £1  Secretario  de  Estado  en  los  Des- 
pachos de  lo  Interior  y  Justicia  queda  encarga- 
do  de  la.  ejecución  de  este  decreto. 

Dado:  firmado  de  mi  mano:  sellado  con  el 
sello  del  Poder  Ejecutivo ;  y  refrendado  por  el 
infrascrito  Secretario  de  Estado  en  los  Despa- 
chos de  lo  Interior  y  Justicia  en  Caracas  á  22 
de  Octubre  de  1842,  año  13?  de  la  ley  y  329 
de  la  independencia.— Jo«é  A,  Páez. — Por  S.  E. 
—  Ángel  Quintero. 

INDÍGENAS  (de  maracaibo.)  Suspensión  de 
algunas  erogaciones.  Véase  Indígenas  de 
Guayana^  D.  E.  de  14  de  Junio  de  1815. 
INDÍGENAS.  RESOLUCIÓN  ejecutiva  de  23 
DE  AGOSTO  DE  1838,  declarando  que  no  es  de 
su  resorte  la  resolución  de  consultas  aeerca 
de  la  ley  sobre  i^partimiento  de  aus  resguar- 
dos, sino  que  toca  á  la  autoridad  judicial 
decidir  los  reclamos  que  se  hagan  sobre  el^ 
particular. 

República  de  Venezuela.— Secretaría  de  Estado 
en  los  Despachos  del  Interior  y  Juflticia.— Beccion 
primera. — Caracas  23  do  Agosto  de  1888,  oño  9  9 
de  la  ley  y  28?  4^  la  independencia.—Núm.  146. 
— Circular. 

Sr.  Gobernador  de  la  provincia  de — - 

A  consultas  dirigidas  por  el  Sr.  Gobernador 
de  esta  provincia  con  fechas  3  y  20  del  corrien- 
te, ha  tenido  &  l?ien  el  Poder  Ejecutivo  resolver 
ayer  lo  que  sigue. 

**  Disponiéndose  por  el  artículo  I9  del  decre- 
to de  7  de  Abril  ultimo  sobse  resguardos  de  indí- 
genas, que  estos  podrán  proceder  á  la  división 
de  aquellos  eomo  propietarios  absolutos  de  ellos 
cou  arreglo  á  las  leyes  comunes,  sin  qué  por  di- 
cho decreto  se  conceda  la  menor  atribución  al 
Ejecutivo  en  la  materia,  claro  está  que  no  puede 
resolver  iiinguna  consulta  que  sobre  ella  se  le 
dirija,  y  que  solo  corresponde  á  la  autoridad  ju- 
dicial conocer  de  los  reclamos  que  en  el  particu- 
lar hagan  los  mismos  indígenas  ú  otros  ciudada- 
nos en  uso  de  sus  derechos.'' 
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Y  de  orden  del  Gobierno  lo  comunico  á  US. 
para  su  inteligencia  y  fines  consiguientes. 

Soy  de  US.  atento  servidor. — (Firmado)  D. 
B.  Urbaneja. 
INDÍGENAS.  RESOLUCIÓN   bjecijtiva  de  \¿ 

D£  AGOSTO  DE  1852,  declarando  la  protección 

que  se  les  debe  prestar. 

Secretaría  del  Interior.— Sección  cuarta.— Cara- 
cas Agosto  16  de  1862.— Resuelto. 

Digane  á  los  Sres.  Gobernadores  de  provincia. 
Frecuentemente  tiene  el  Gobierno  que  ocupar- 
se de  resolver  las  diferentes  quejas  que  le  traen 
ó  dirigen  los  indígenas  de  varias  puntos  de  la 
República,  ya  por  el  despojo  que  se  les  hace  de 
sus  terrenos,  ya  porque  algunos  vecinos  pudien- 
tes introducen  en  ellos  ganados  y  bestias  que  les 
destruyen  sus  sementeras,  ya  porque  su  pobre- 
za é  ignorancia  de  las  disposiciones  legales,  no 
les  permite  hacer  los  gastos  que  requiere  la  de- 
fensa de  sus  derechos,  ni  entablar  esta  de  la  ma- 
nera mas  conveniente,  y  ya  en  fin,  porque  las 
autoridades  que  debieran  hacerles  justicia  desa- 
tienden sns  reclamaciones,  ó  dilatan  y  entorpe- 
cen el  curso  de  sus  demandas.  Y  S.  E.  el  Coder 
Ejecutivo,  que  siente  demasiado  Ins  desgracias  y 
padecimientos  de  los  miserables  indígenas,  y 
que  desea  aliviar  la  suerte  de  la  familia  de  estos 
venezolanos,  que  por  tantos  títulos  son  acreedo- 
res ft  la  consideración  y  protección  del  Gobier- 
no, ha  resuelto  se  diga  circularmente  á  los  Sres. 
Gobernadores  de  provincia  :  que  por  sí,  y  por 
medio  de  las  autoridades  del  orden  político,  y 
excitando  ft  las  del  orden  judicial,  procuren  que 
se  proteja  á  los  mencionados  indígenas,  en  cuan- 
to sea  compatible  con  las  leyes,  haciendo  que 
dichos  funcionarios  oigan  y  determinen  las  que- 
jas y  reclamaciones  de  estos,  con  toda  la  prefe- 
rencia que  merece  el  miserable  estado  á  que  se 
encuentran  reducidos  ;  pues  es  bien  sensible  que 
se  les  obligue  á  sufrir  las  incomodidades  y  gas- 
tos que  les  ocasionan  sus  continuos  viajes  á  esta 
capital,  por  no  administrárseles  pronta  y  cum- 
plida justicia,  por  aquellas  mismas  personas  h 
quienes  está  encargado  el  celo  y  vigilancia  del 
exacto  y  puntual  cumplimiento  de  las  leyes. 

Todo  lo  que  tengo  ei  honor  de  comunicar  á 
US.  para  su  inteligencia  y  fines  consiguientes. 
Soy  &,c. — Por  S.  E. — Herrera. 

INDÍGENAS.  Modo  de  proceder  contra  ellos  en 
las  causas  por  delitos  graves.  Véase  Proce* 
dimiento  judicial.  Resolución  Ejecutiva  de  27 
de  Agosto  de  1852. 

INDÍGENAS.  No  debe  permitirse  variar  de  do- 
micilio, sin  permiso  del  Gobernador,   &  aque- 
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ilos  que  no  estén  reducidos  á  pueblos  civiliza- 
dos.   Véase  la  nota  (*) 
INDÍGENAS.  Véase  Distrito  de  Rio-Negro  y 
Resguardos  de  indígenas. 

INDULTOS.  DECRETO  DE  3  DE  MAYO    DE    1839 

estableciendo  formalidades  para  su  aplica- 
ción* 

El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la  Re- 
pública de  Venezuela,  reunidos  en  Congreso. 

considerando: 
Que  se  han  presentado  varias   dudas  sobre  el 
modo  de  proceder  en  los  indultos  y  conmutacio- 
nes : 

decretan. 

Art.  19  Siempre  que  por  el  Congreso  6  por 
el  Consejo  de  Gobierno  en  sus  respectivos  casos, 
no  se  haya  designado  ante  qué  autoridad  y  den- 
tro de  qué  tiempo  deban  presentarse  los  que  quie- 
ran acogerse  á  un  indulto,  dicha  designación  de 
tiempo  y  autoridad  se  hará  por  el  Poder  Ejecu- 
tivo ;  y  la  declaratoria  gubernativamente  h^cha 
por  este  y  sus  agentes  de  que  algún  individuo 
está  comprendido  en  el  indulto,  subsistirá  «'.uan- 
do  no  se  haya  suscitado  ó  se  suscitare  duda  en 
juicio; 

Arti  29  En  cualquier  caso  en  que  se  hubiere 
tomado  algún  procedimiento  judicial  contra  el 
que  aspire  &  gozar  de  un  indulto,  ó  en  que  se 
controvierta  enjuicio  la  existencia  de  las  calida- 
des ó  el  cumplimiento  de  las  formalidades  indis- 
pensables para  gozar  de  la  gracia,  la  aplicación 
del  indulto  se  hará  por  el  tribunal  competente  ; 
y  siendo  la  decisión  favorable  se  consultará  con 
el  superior  respectivo  en  los  mismos  casos  en 
que  habria  debido  consultarse  la  condenación 
definitiva,  si  esta  se  hubiera  impuesto  al  agra- 
ciado. 

(*)  El  Secretario  del  Interior,  Sr.  Ramón  Yépcz,  dijo 
en  su  Memoria  de  1840. 

Persuadido  el  Gobieroo  que  las  leyes  que  consideran  á 
los  indígenas  con  los  derechos  y  deberes  do  los  domas  ciu- 
dadanos, se  refieren  solo  á  los  que  por  multitud  do  años 
80  hallan  reducidos  á  pueblos  3'a  civilizados  y  que  como 
tales  han  entrado  en  el  goce  do  sus  resguardos,  y  de  nin- 
guna manera  á  los  nuevamente  reducidos  que  ignoran 
nueBtro.idioma,  que  no  conocen  religión  alguna,  y  que  ca- 
recen de  los  mas  simples  conocimientos  sociales ;  y  con- 
vencido al  rnifimo  tiempo  que  serian  ineficaces  cuantas 
medidas  dictara  para  la  reducción  siempre  que  se  dejara 
á  estos  en  libertad  de  abandonar  el  pueblo  en  que  se  en- 
contraban, cómo  y  cuándo  se  les  antojara  mudando  de  do- 
micilio como  cualquiera  otro  ciudadano,  dispuso  á  consul- 
ta del  Gobernador  de  Guayana,  que  ni  las  autoridades  de 
los  lugares  en  donde  so  están  reduciendo,  ni  las  de  otros 
algunos,  bien  sea  en  la  misma  provincia,  bien  en  otra,  de- 
ben permitirles  el  que  muden  de  domicilio  sin  expreso 
permiso  del  Gobernador  de  la  provincia  á  cuyo  cargo  está 
su  reducción,  pues  las  citadas  leyes  de  3- de  Agosto  de  1824 
y  1 9  de  Mayo  de  1826,  los  sujetan  á  las  reglas  necesarias 
para  lograr  su  reducción  y  civilización. 
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Art.  39  El  Poder  Ejecutivo  no  podrá  remitir 
las  condiciones  impuestas  por  el  Congreso  ó  por 
el  Consejo  de  Gobierno  en  sus  casos  á  la  conce- 
sión de  un  indulto,  á  menos  que  se  le  haya  da- 
do facultad  para  ello  ;  ni  las  que  nazcan  de  él 
mismo,  sino  cuando  se  reserve  esta  facultad  al 
tiempo  de  imponerlas. 

*  §  único.  No  podrá  hacerse  declaratoria  de  es- 
tar comprendida  en  algún  indulto  una  persona 
que  preñera  el  juicio  y  sus  consecuencias  le- 
gales. 

Art.  49  La  facultad  4^^  del  artículo  118  de  la 
Constitución  solo  podrá  entenderse  concedida 
respecto  de  las  personas  comprometidas  en  la 
respectiva  conmoción  ó  invasión  de  que  haya 
provenido  la  autorización. 

Art.  59  Ningún  indulto  podrá  extinguir  la 
obligación  de  indemnizar  con  arreglo  á  las  leyes 
los  perjuicios  de  tercero  de  que  fueren  responsa- 
bles los  agraciados. 

Art.  69  En  los  casos  en  qne  se  haya  suspen- 
dido la  ejecución  de  una  pena  capital  para  que 
tenga  lugar  el  uso  de  la  atribución  21^  del  ar* 
tículo  1 17  de  la  Constitución,  el  tribunal  que  ha- 
ya conocido  de  la  causa  en  última  instancia,  re- 
mitirá inmediatamente  ó  por  el  primer  correo  en 
pliego  cerrado  y  certificado  un  testimonio  de*la 
sentencia  al  Poder  Ejecutivo  por  medio  del  Se- 
cretario del  Interior.  El  Poder  Ejecutivo,  con  el 
Consejo,  en  su  caso,  resolverá  lo  conveniente 
dcyitro  del  preciso  término  de  ^cho  dias  ;  y  las 
resultas  se  devolverán  inmediatamente  ó  por  el 
primer  correo  en  pliego  cerrado  y  cerliñcado,  á 
ñn  de  que  el  tribunal  respectivo  proceda  sin  mas 
demora  á  lo  que  corresponda. 

Art.  79  Cuando  por  conmutación  de  la  pena 
capital  designare  el  Poder  Ejecutivo  alguna  otra, 
esta  será  tan  inalterable  como  si  hubiese  sido  im- 
puesta por  condenación  del  ttíbunal  competente. 

Dada  en  Caracas  á  19  de  Abril  de  1839,  aflo 
109  de  la  Ley  y  299  ^®  '^  Independenr^ia. — El 
Presidente  del  Senado,  José  María  Tellería. — 
El  Presidente  de  Ja  Cámara  de  Representantes^ 
Joaquín  Botón. — El  Secretario  del  Senado,  José 
Anjel  Freiré. — El  Secretario  de  la  Cámara  de 
Representantes,  Rafael  Acevedo» 

Sala  del  Despacho.-r-Carácas,  Mayo  3  de  1839| 
año  109  de  la  Ley  y  299  ^®  ^^  Independencia. — 
Habiéndose  cumplido  con  el  artículo  96  de  la 
Constitución,  ejecútese — José  A.  Páez. — Por 
S.  E.— El  Secretario  de  E.  en  los  DD.  del  Inte- 
rior y  Justicia,  Diego  B.  Urbaneja.  (*) 

INDULTOS.    DECRETO  EJECUTIVO  DE  3  DE  KO- 


(*)  En  diversas  ocasiones  se  han  concedido  diferentes 
indultos  j  pero  Juzgamos  inútil  su  reproducción  en  esta 
obra. 
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TtBMBRB  1>B  1854  reglamentando  el  anterior. 

José  Gregorio  Monágas^  General  en  Jefe  de  los 

ejércitos  de    Venezuela  y  Presidente  de 

la  República^  4*^.,  4*^-»  4*^- 

Vistos  los  vacíos  é  inconvenientes  que  ha  pre- 
sentado en  la  práctica  el  decreto  legislativo  de  3 
de  Mayo  de  1839  sobre  formalidades  en  la  a¿Ai- 
cacion  de  los  indultos,  para  su  mas  exacto  cum- 
plimiento y  fácil  ejecución, 

DECRETO  : 

*Art.  19  En  el  caso  de  que  esté  preso  el  que 
aspire  á  gozur  del  indulto,  ó  pn  que  se  contro- 
vierta en  juicio  si  debe  o  nó  aplicársele  confor- 
me al  artículo  29  del  citado  decreto  legislativo, 
deberá  recibirse  á  prueba  dicha  controversia  co- 
mo artículo  prejudicial. 

Art.  29  No  es  consultable  de  oficio  el  fallo  que 
niegue  el  indulto,  y  solo  lo  será  en  el  caso  en 
que  sea  favorable  al  interesado,  quien  tiene  ex- 
pedito el  derecho  de  apelar  al  superior  en  caso 
desfavorable.  Si  el  fallo  es  injusto,  y  el  intere- 
sado no  apela,  el  ^tribuna]  á  quien  deba  consul- 
tarse la  sentencia  definitiva,  hará  la  aplicación 
<^  aquella  gracia  si  es  que  debe  gozarla  el  en- 
causado. 

Art.  39  Cuando  en  este  último  caso  la  Corte 
Superior  hace  la  aplicación  del  indulto,  deberá 
consultar  su  providencia  con  la  Corte  Suprema, 
por  ser  hoy  consultables  con  dicho  tribunal  to- 
daf  las  condenaciones  de  pena  corporal,  y  para 
cumplirse  con  el  final  del  citado  artículo  29  del 
referido  decreto. 

Art.  49  Siempue  que  un  tribunal  decrete  fií- 
vorablemente  una  solicitud  de  indulto,  ú  oiga 
apelación  por  haber  negado  la  gracia,  al  remitir 
el  expediente  en  consulta  ó  apelación  á  su  supe- 
rior respectivo,  oficiará  al  Ministerio  del  Interior 
dándole  cuenta  del  nombre  y  apellido  del  agra- 
ciado, del  vecindario  y  de  la  facción  en  que  hu- 
biere figurado,  expresando  el  carácter  con  que 
se  distinguiera  en  ella. 

Art«  59  Si  el  fallo  es  favorable,  el  agraciado 
deberá  ponerse  eD  libertad  bajo  de  fianza,  y  si  á 
aquel  le  fuere  imposible  hallar  fiador  en  el  lugar 
en  que  se  le  seguía  la  causa,  se  le  soltará  dando 
caución  juratoria. 

Art  69  Cuando  los  complicados  en  una  fac- 
ción sobre  que  haya  recaído  un  indulto,  se  halla- 
sen huyendo,  escondidos  ó  ausentes  del  pais,  se 
acogerán  ante  el  Gobernador  de  la  provincia 
adonde  se  encuentren,  ó  ante  el  del  domicilio  del 
solicitante.  Si  por  la  naturaleza  del  decreto  de 
indulto  y  por  el  grado  de  delincuencia  del  que 
aspira  á  la  gracia,  este  tuviere  que  quedar  suje- 
to &  la  expulsión  6  confinación  que  le  imponga 
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el  Poder  Ejecutivo,  aquella  autoridad  lo  arres- 
tará, hasta  que  este  haga  la  declaratoria  conve- 
niente, sin  perjuicio  de  que  pueda  libsarse  del 
arresto  ofreciendo  fianza  de  que  cumplirá  en  el 
acto  con  la  condición  que  se  le  imponga. 

Art.  79  Si  el  indultado  á  quien  se  le  hubiere 
'  impuesto  como  condición  á  la  gracia,  el  extraña- 
miento, la  quebrantare,  el  tiempo  que  le  falte, 
se  le  convertirá  en  presidio,  cuya  declaratoria 
hará  el  Poder  Ejecutivo  con  solo  estar  probada 
la  identidad  de  la  persona. 

Art.  89  Toda  confinación  que  se  establezca 
como  condición  á  la  gracia*  se  entenderá  que 
envuelve  la  precisa  obligación  de  presentarse  á 
la  primera  autoridad  gubernativa  del  lugar  cada 
treinta  dias,  y  bajo  la  pena  de  que  si  se  ausenta- 
re déla  provincia  durante  la  confinación,  el  tiem- 
po que  le  falle  de  esta  se  convertirá  en  extraña- 
miento, previa^iáeclaratoria  del  Poder  Ejecutivo 
después  de  una  justificación  administrativamente 
hecha. 

Art.  99  El  extrañamiento  impuesto  como  con- 
dición á  un  indultado  surtirá  los  mismos  efectos 
como  si  fuera  una  condenación  judicial  respecto* 
á  los  derechos  de  ciudadano,  de  conformidad  con 
el  número  49  artículo  15  de  la  Constitución,  y 
mientras  no  se  obtenga  rehabilitación  con  arre- 
glo á  la  ley. 

Art.  10.  La  solicitud  de  rehabilitación  se  hará 
de  conformidad  con  la  ley  de  20  de  Febrero  de 
1846  sobre  la  materia  ;  pero  deberá  dirigirse  al 
tribunal  que  en  última  instancia  hubiera  fallado 
en  la  causa  de  conspiración,  á  no  haber  media- 
do el  indulto  ;  y  en  vez  de  comprobarse  que  es- 
aá  cumplida  la  sentencia  condenatoria,  según  lo" 
exige  el  número  I9  artículo  29  de  la  dicha  ley, 
se  probará  el  cumplimiento  de  la  condición  im- 
puesta al  indultado. 

Art.  11.  El  Secretario  de  E.  en  los  DD.  del 
Interior,  Justicia  y  Relaciones  Exteriores  dará 
cuenta  de  este  decreto  al  Congre^io  en  su  próxi- 
ma reunión. 

Dado  :  firmado  de  mi  mano  :    sellado   con  el 
sello  del  Poder  Ejecutivo  ;    y  refrendado   por  el 
Secietario  de  E.  en  los  DD.    del  Interior,  Justi- 
cia y  RelacioneB  Exteriores,  en   Caracas  á  3  de 
Noviembrp  de  1854,  año  25  de  la  L|^  y  44  de  la 
Independencia. — José  G.  Monágas. — Por  S.  E. 
el  Secretario  de  E.  en  los  DD.  del  Interior,  Jus- 
ticia y  Relaciones   Exteriores. — Simón  Planas* 
INDULTOS.  Los  empleados  que  se  hayan  aco- 
gido á  alguno,  pierden  por  el  mismo  hecho  su 
destino.  Véase  Empleados  infieles.    Resolu- 
ción Ejecutiva  de  17  de  Abril  de  1848. 

INDULTOS.    RESOLUCIÓN  EJECUTIVA  DE  19  DS 

OCTUBRE  DE  1850  declarando  que  el  haber 
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sido  indultado  un  ciudiidano  no  le  inhabilita 
para  obtener  un  destino  público. 

Secretaría  del  Interior  y  Ju«tícia.— Sección  8!» 
Caracas  19  de  Octubre  de  1860.— Besuelto. 

Oígase  al  Sr.  Gobernador  de  Apure. 
El  hecho  de  haberse  indultado  un  ciudadano 
no  le  inhabilita  para  ejercer  loa  destinos  públicos, 
según  lo  tiene  ya  resuelto  el  Gobierno  :  por  tan- 
to, si  el  Sr.  Miguel  Pittaluga  no  está  actualmen- 
te invalidado  por  algún  acto  de  la  autoridad  ju. 
dicial,  á  causa  de  hallarse  complicado  en  alguna 
nueva  conspiración»  y  reúne  en  su  persona  todos 
los  requisitos  de  la  ley,  no  ha  podido  i^er  recha- 
zado por  US.  para  entrar  á  desempeñar  el  des- 
tino de  juea  de  parroquia  en  virtud  del  nombra- 
miento hecho  en  él  por  e  1  Concejo  Municipal  de 
ese  cantón. 

Lo  digo  á  US.  de  orden  de  S.  E.  el  Poder 
Ejecutivo  en  contestación  á  su  noia  de  ^  del  pa- 
sado núm  818. 

Soy,  &,a.  Por.S.  E.^Rojas. 

INDULTOS.  ACUERDO  de  la  corte  suprema 
DE  27  i>E  NOVIEMBRE  DE  1837  declarando 
**♦  quedar  comprendidos  en  los  concedidos  por 
virtud  de  facciones^  todos  los  delitos  comu- 
nes, 9i  no  han  sido  espresamcnte  exceptua- 
dos ;  pero  pudiendo  sus  autores  ser  recon- 
venidos enjuicio  civil  por  razón  de  indem- 
nización. 

Consulta. — San  Fernando,  Octubre  veintisiete 
de  mil  ochocientos  treinta  y  siete  8?  y  27. — 
Hallándose  muchos  individuos  de  esta  proFincia 
en  el  mismo  caso  que  Antonio  Moreno  :  (•)  du- 
dando el  juzgado  si  el  indulto  expedido  por  S.  E. 
el  Poder  Ejecutivo  liberta  á  dichos  individuos  de 
ser  juzgados  criminalmente  por  los  bienes  de  que 
dispusieron  mientras  existió  la  facción  á  que  per- 
tenecían, pudiefWo  solo  ser  demandados  civil- 
mente i  y  deseando  el  tribunal  acertar  en  un  ne- 
gocio de  tanta  gravedad  y  trascendencia,  dése 
cuenta  de  este  -procedimiento  á  S.  E.  la  Corte 
Superior  con  traacripcion  del  auto  de  veinticinco 
del  corriente  (**)  y  del  presente,  á  fin  de  que  di- 
cho Superior  Tribunal  se  sirva  declarar  lo  con- 
veniente ;  y  dése  también  &  S.  E.  el  Poder  Eje- 
cutivo sin  perjuicio  de  continuarse  la  causa. — 
jMichelena.-'Basilio  Moreno. — Secretario  inte- 
rino.— Y  lo  trascribo  á  US.  para  qué  se  sirva 
ponerlo  en  conocimiento  de  S.  E.  la  Corte  Su- 
perior.—Dios  guarde  á  US. — Andrés  Michele- 
na. — Caracas,  Noviembre  catorce  de  1837,  octa- 
vo y  vigésimo  séptimo. — Elévese  en  copia  la 
precedente  comunicación  «á  S.  E.   la  Corte   Su- 

í  *)  Autor  do  un  hurto  en  la  facción  Parfan. 
(**)  El  referente  a  la  exposición  del  hurto  cometido 
por  Moreno,  cnya  inserción  hemos  juz^do  inútil. 


prema  de  Justicia,  manifestándole  por  vía  de  in- 
íbrme«  que  esta  Superior  cree  que  lo^  delitos  de 
individuos  en  cuyo  favor  se  ha  dado  por  el  Go- 
bierno decreto  de  amnistía,  que  hayan  sido  come- 
tidos durante  la  facción  á  que  pertenecieron,  y 
en  consecuencia  de  ella  están  indultados ;  y  que 
solo  pueden  dichos  individuos  ser  sometidos  6 
jmcio  en  razón  de  las  demandas  civiles  que  se 
intenten  contra  ellos. — Sistiaga. — Fortique* — 
Cerezo.{  Así  está) 

Es  copia.— Caracas,  Noviembre  catorce  de  mil 
ochocientos  treinta  y  seis.— El  Canciller,  Ma- 
nuel Cerezo. 

Informe  fiscal. — E.  S. — Se  ha  impuesto  el  fis- 
cal de  la  consulta  dirigida  por  el  juez  de  primera 
instancia  del  primer  "circuito  de  la  provincia  de 
Apure  á  la  Corte  Superior  del  segundo  distrito 
judicial,  y  que  esta,  con  informe,  eleva  á  Y.  E. 
para  su  resolución,  y  dice  :  que  el  punto  á  que 
se  contrae  la  consulta  es  si  el  indulto  concedido 
por  S.  E.  el  Poder  Ejecutivo  &  la  facción  del  Co- 
ronel Farfan,  se  extiende  no  solo  al  delito  de 
traición,  sino  también  á  los  comunes  quQ  perpe- 
traron sus  individuos,  como  el  robo  y  otros,  du- 
rante la  actitud  de  ellos,  pudiendo  solo  reclamar- 
se civilmente,  bien  los  perjuicios  inferidos,  bien 
las  especies  sustraídas  ó  su  valor.  « 

Es  incuestionable,  y  fuera  de  toda  duda  que 
habiendo  sido  el  indulto  general  sin  excepción  de 
delito  alguno  á  nadie  de  los  que  comprende,  pue- 
de perseguirse  criminalmente,  cualquiera  que 
fuese  el  exceso,  y  aun  cuando  se  reclámate ; 
porque  desde  su  concesión  cayó  la  espada  de  que 
se  habia  armado  la  justicia  para  vengar  la  socie- 
dad, y  el  perdón  fué  concedido  sin  distinción  de 
crímenes,  respecto  de  los  ejecutados  en  la  rebe- 
lión. Tal  es  el  carácter  y  efectos  que  dan  las  le- 
yes al  indulto  general,  que  los  publicistas  distin- 
guen de  la  amnistía,  en  que  esta  se  refiere  áTbs 
delitos  políticos,  y  aquel  &  todos  indistintamente; 
como  que  en  sí  el  indulto  no  es  otra  cosa  que 
una  declaración  formal  que  olvida  absolutamen- 
te lo  pasado,  como  si  no  hubiese  sucedido,  y  que 
no  permite  hacerse  ninguna  investigación. 

Pero  si  bien  en  opinión  del  físeal  no  pueden 
imponerse  penas  de  ninguna  clase  á  los  compro- 
metidos en  la  facccion  de  Farfan,  después  de  ha- 
berse expedido  el  indulto,  cree,  también  que  la 
justicia  y  la  conveniencia  pública  dictan  la  indem- 
nización ó  restitución  de  las  temporalidades  ar- 
rebatadas 6  usurpadas,  y  mas  especialmente  si 
existen,  porque  un  crimen  no  puede  venir  á  ser 
medio  seguro  de  adquirir  la  propiedad  ajena,  lo 
que  sucedería  si  se  prohibiesen  sus  redamacio- 
nes contra  los  principios  del  derecho  natural,  que 
solo  pueden  dispensarse  en  las  transacciones  y 
tratados  por  miras  siempre  de  mayor  interee  é 


COLOltBUKA  7  VBNEZOLAHA  VIGENTE. 


209 


IN 


importancia.  Este  propio  es  el  concepto  que  ha 
emitido  li^expresada  Corte  Saperíor  en  su4nfor- 
me ;  y  de  conformidad  con  este  pide  el  fiscal  se 
expida  la  misma  resolución  que  deja  indicada. 
Caracas  Noviembre  18  de  1837. — Lanz, 
En  la  ciudad  de  Caracas  á  veintisiete  de  No- 
viembre de  1837,  octavo  y  vigésimo  séptimo, 
reunidos  en  acuerdo  los  Sres.  Presidente  y  I\|i- 
nistros  de  la  Corte  Suprema  de  Justicia,  tenien- 
do á  la  vista  la  consulta  dirigida  por  el  juez  de 
primera  instancia  del  primer  circuito  de  Apure 
6  la  Corte  Superior  del  segundo  distrito  judicial 
contraída  á  si  ei  indulto  concedido  por  el  Poder 
Ejecutivo  á  la  facción  del  Coronel  Farfan,  fie  ex- 
tiende no  solo  al  delito  de  traición  sino  también 
á  los  comunes,  que  perpetraron  sus  individuos^ 
como  el  robo  y  otros  durante  la  actitud  de  ella, 
la  cual  se  tras(nitió  á  este  Supremo  Tribunal,  y 
con  lo  representado  por  el  Sn  Fiscal,  dijeron  : 
que  estando  fundada  la  opinión  de  la  Corte  Su- 
perior en  la  naturaleza  del  indulto,  y  en  la  co- 
nexión que  tienen  con  el  crimen  principal  los  he- 
chos cometidos  durante  una  facción,  y  su  conse- 
cuencia, se  resuelve  que  ella  debe  servir  de  re- 
gla en  los  puntos ^ue  se  han  consultado.  Avíse- 
se en  la  forma  acostumbrada  á  la  Corte  Superior 
M  segundo  distrito  y  también  ala  del  tercero. — 
Ledo.  Mercader. — López  de  Umeres. — Martí- 
nez,— Duarte. 

INDULTOS.  ACUERPO  db  la  corte  suprema 
DE  23  DE  OCTUBRE  DE  J848  declarando :  I9, 
que  en  toda  controversia  sobre  su  aplicación 
deben  admitirse  pruebas ;  y  29,  que  la  con- 
i  sulta  de  oficio  con  el  superior  solo  tiene  lu- 
gar cuando  se  concede  el  indulto,  (*)• 

Caracas  Octubre  veintitrés  de  1S48, 199  Y  389 
Vista  la  consulta  que  en  oficio  de  veintiséis  del 
mes  próximo  pasado  diri^  á  este  supremo  Tri- 
bffhal  la  Corte  Superior  del  primer  distrito  acer- 
ca de  la  inteligencia  del  artículo  segundo  de  la 
ley  de  3  de  Mayo  de  1839  sobre  formalidades  en 
la  aplicación  de  los  indultos,  con  lo  representa- 
do por  el  ministerio  fiscal. — Dos  son  los  puntos 
que  abraza  la  consulta,  primero  si  en  el  caso  de 
htiberse  procedido^  judicialmente  contra  el  que 
aspira  á  gozar  de  un  indulto  6  en  el  de  que  se 
controvierta  en  juicio  si  deba  ó  no  aplicársele, 
deberá  abrirse  á  prueba  la  petición  del  caso  pa- 
ra que  el  solicitante  acredite  lo  que  le  convenga: 
29t  ai  es  consultable  de  oficio  con  el  sil|>erior  la 
decisión  del  Tribunal  que  niegue  el  indulto. — 
Aunque  en  el  primero  no  se  expresa  que  se  deba  re- 
cibir apruébala  controversia  que  pue^e  suscitarse 
sobre  si  sea  6  no  de  aplicarse  un  indulto  al  que  es* 


(*)  Lo  mismo  qtie  este  aeuerdo  ha  dispuesto  él  D.  E. 
R.  de  3  de  Noviembre  de  1864,  artículos  1 P  7  2  ^ ,  qut»  se 
halla  anteriormente. 
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tando  encausado  lo  solicite,  la  equidad,  la  razón 
y  el  perjuicio  que  la  sociedad  ó  el  interesado 
pueden  reportar,  aconsejan  valerse  del  medio  de 
la  prueba  como  único  eficaz  para  descubrir  la 
verdad  de  los  hechos  que  han  de  servir  de  fun- 
damento á  la  aplicación  del  indulto  ;  por  lo  que 
no  hay  en  la  ley  motivo  alguno  de  duda  en  este 
caso. — Méno3  lo  hay  en  el  segundo,  pues  limi- 
tando la  ley  la  consulta  del  fallo  sobre  el  indul- 
to al  caso  (le  ser  favorable,  es  visto  que  no  pue- 
de extenderse  al  de  no  serlo ;*pues  entonces  tie-  ' 
ne  el  interesado  expedito  su  derecho  para  ocur- 
rir en  apelación  al  Superior  ;  y  si  no  lo  hace, 
debe  imputarse  á  sí  propio  el  perjuicio  que  por 
ello  sienta  ;  en  el  concepto  de  que  aun  cuando 
sea  injusto  aquel  fallo  y  el  interesado  no  inter- 
ponga apelación,  el  Tribunal  á  quien  debe  con- 
sultarse la  sentencia  definitiva  que  recaiga  en  el 
asunto  principal^  hará  siempre  la  aplicación  de 
aquella  gracia  si  es  que  debe  gozarla  el  interesa- 
do. Y  no  ofreciendo  la  ley  tampoco  en  este  ca- 
so duda  alguna,  no  hay  motivo  para  dar  el  curso 
legal  á  la  consulta.  Contéstese  &  la  Corte  con- 
sultante con  la  inserción  correspondiente. — Nar-^ 
varte — Alfonso — Rojas — Botón* 
INDUSTRIAS.  Véase •  Disposiciones  genera- 
les constitucionales^  art.  209,  Pravindfas^  art. 
80  y  Patentes'  de  .invención,  mejora  é  intro- 
ducción de  nuevos  ramos  de  industria, 
INFAMIA.  Véase  id.  art.  205. 
INFANTE  (coronel  juan  db  dios)  Pensión  á 
su  viuda.  Véase  Pensiones,  D.  de  7  de  Mar- 
zo de  1850. 
INFORMACIONES  de   nudo  hecho.   Véase 

Justificaciones  ad  perpetuam,  art.  3. 
'INFORMES.  PROHIBICIÓN  de  publicar  los 
QUE  pida  el  gobierno.  Véase  Empleados, 
R.  E.  de  28  de  Enero  de  1841. 
INFORMES.  RESOLUCIÓN  ejecutiva  de  22  de 
DICIEMBRE  DE  1845  mandando  que  los  Go- 
bernadores los  den  mensualmente  al  Poder 
Ejecutivo  de  todos  los  delitos  que  se  cometan 
en  su  provincia. 

Secretaría  del  Interior.— Sección  seguada.— Ca- 
racas Diciembre  22  de  1845.— Resuelto. 

Dígase  á  los  señores  Gobernadores  de  las  pro- 
vincias* ^ 

£1  Poder  Ejecutivo  dispone  que  US.  se  sirva 
informar  al  fin  de  cada  mes,  desde  el  entrante 
Enero,  de  todos  los  delitos  graves  que  se  come- 
tan en  esa  provincia,  como  homicidios,  asesina- 
tos, hurtos  calificados  ólc.  ;  j  de  las  medidas  que 
se  tomen  por  las  autoridades  para  la  aprehensión 
6  persecución  de  los  delincuentes  y  para  la  for- 
mación de  las  causas  á  que  deben  ser  aometidoa. 

Espera  el  Gobierno  que  esta  orden  tenga  el 
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mas  exacto  cámplirniento  por  esa  Gobernación. 
Por  S.  E. — Cobos  Fuertes. 

INGRESOS  NACIONALES.  Véase  Deuda  públi- 
ca, DD.  EE.  (le  27  de  Agosto  de  1853  y  28  de 
Febrero  de  1855  (  en  el  cuerpo  de  la  obra  y  en 
el  Apéndice  al  2^  Torao. ) 

INJURIAS,  (demandas  por)  en  que  no  hay 

EFUSIÓN     DE     SANGRE     Ó     GRAVE     CONTUSIÓN. 

Véase  Pr9cedimiento  criminal^  art.  17  y  18. 
INJURIAS,  (demandas  por)  en   que  no  hay 

EFUSIÓN  DE  SAVGRE  Ó  GRAVE  CONTUSIÓN. 
ACUERDO  DE  LA  OORTE^SUPREMA  DE  9  DE  JU- 
LIO DE  1844  declarando  que  son  de  naturale- 
za criminal,  (*) 

Caracas  Julio  9  de  1844,  año  16?  y34p 

Vista  la  solicitud  que  Vicente  Ayala  y  Cáceres 
ha  dirigido  desde  Cumaná  introduciendo  de  he- 
cho á  nonbre  de  José  Caníiejo,  recurso  de  nuli- 
dad ó  tercera  instancia  de  la  sentencia  que  en  se- 
gunda instancia  pronunció  la  Corte  Superior  del 
priníier  distrito  el  3  de  Mayo  último  en  el  proce- 
so verbal  sobre  injurias  de  palabra,  seguido  en- 
tre el  mencionado  Caniejo  y  Blas  A.  Diaz :  cor- 
responde examinar  si  es  admisible  el  recurso  que 
^se  interpone  y  que  fué  negado  por  la  Corte  Su- 
perior. Aunque  las  demandas  por  injurias  de  pa- 
labras, escritas,  ó  de  hecho  sin  efusión  de  sangre 
causadas  con  arma,  ó  contusiyn  grave,  no  tengan 
todos  los  caracteres  propios  de  los  juicios  pura- 
mente criminales  en  que  los  jueces  deben  proce- 
der de  oficio,  es  incontestable  que  su  naturale- 
za es  puramente  penal,  y  que  sus  tramites  espe- 
ciales se  hallan  determinados  por  la  ley  que  pres- 
cribe el  procedimiento  criminal.  En  esta,  no  so- 
lamente se  silencia  el  recurso  de  nulidad  cuando 
se  concede  el  de  apelación  en  las  demandas  de 
injurias,  sino  que  el  art.  59  ordena  expresamente 
que  aun  en  las  causas  criminales  por  delitos  comu- 
nes de  mayor  gravedad  no  comprendidos  en  los 
casos  exceptuados  designadamente  en  él,  se  ejecu- 
te la  sentencia  librada  en  segunda  instancia  por  las 
Cortes  Superiores,  sin  que  haya  lugar  á  la  con- 
sulta en  tercera  instancia,  y  sin  mas  recurrso  que 
el  de  queja.  Tan  cierto  es  que  los  juicios  sobre 
injurias  son  de  naturaleza  penal,  que  en  ellos, 
como  en  los  criminales  comunes,  se  prohibe  por 
el  artículo  17  de  la  ley  citada  ser  juez  al  que  ten- 

(*)  Tambien^e  contrae  este  acuerdo  á  declarar  que  en 
ellas  no  es  admisible  el  recurso  de  nulidad  6  el  do  tercera 
instaucia,  por  las  razones  que  expresa.  Pero  debe  adver- 
tirse que  reformada  la  ley  vigente  cuando  se  dictó,  por  la 
áñl?  de  Junio  de  1850  que  en  su  art.  6  9  manda  consul- 
tar con  la  Corte  Saprema  toda  sentencia  que  imponga  pena 
corporal,  deberá  también  consultaase  la  sentencia,  cuan- 
do ella  sea  de  las  á  que  se  refiere  el  acuerdo  siguiente,  si, 
como  lo  creemos,  el  servicio  en  las  obras  públicas  se  con- 
sidera como  de  presidio,  aunque  de  naturaleza  mas  leve 
que  el  que  se  impone  por  delitos  graves. 
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ga  con  el  acusado  el  impedimento  de  parentesco 
que  el  mismo  artículo  especihca,  sin  bastar  el  alia* 
namiento  de  la  parte  contra  quien  obra,  como  se 
permite  en  las  causas  civiles.  Por  otra  parte,  ha- 
biéndose entregado  al  recurrente  ej  testimonio 
el  12  de  Junio  último,  la  introducción  del  recurso 
en  8  del  presente  mes,  ha  sido  hecha  fuera  del 
término  de  la  distancia  y  tres  dias  m^s  que  la 
le^^.  prefija  para  que  se  use  oportunamente  de  es- 
te remedio.  Se  declara  por  tanto  sin  lugar  el  re- 
curso de  hecho  introducido,  y  se  condena  al  re- 
currente ó  pagar  diez  y  seis  pesos  de  impuesto 
p^ra  gastos  de  justicia,  debiendo  exhibir  uu  sello 
quinto  para  reemplazar  el  papel  común  inverti- 
do en  esta  providencia. —  Ürbaneja — Martínez 
— Bracho — Duarte. — Es  copia. — Caracas  Julio 
t6  de  1844,  159  y  34?— El  Canciller,  José 
Duarte. 

INJURIAS  (demandas  por)  ENtlUK  NO  HAVA 
EFUSIÓN  DE  SANGRE  Ó  GRAVE  CONTUSIÓN. 
ACUERDO     DE    LA    CORTE     SUPREMA    DE     4  DE 

AGOSTO  DE  1838  declarando  que  cuando  por 
ser  insolvente  el  injuriante,  sea  condenado 
al  servicio  de  obras  públicas,  debe  consul- 
tarse la  sentencia  con  la  Co^te  Superior^  an- 
tes de  ser  ejecutada. 

Informe  de  la  Corte  Saperior.— Valencia  28  dk 
Julio  de  1838. 

Diríjase  la  presente  consulta  á  S.  E.  la  Corte 
Suprema  de  Justicia  informando  esta  superior  : 
I  que  en  su  concepto  si  por  ser  insolvente  la  pe^- 
I  sona  que  resulte  injuriante  en  los  casos  de  que 
'  habla  el  art.  14  ley  útiica,  título  13  del  código  de 
procedimiento  sancionado  en  tres  de  Mayo  últi-  , 
rno,  fuere  condenada  al  servicio  de  obras  publi- 
cas, debe  remitirse  á  la  Corte  Superior,  en  con- 
sulta de  la  sentencia,  y  antes  de  su  ejecución,  el 
expediente  verbal  que,^gun  el  propio  artículo, 
ha  de  formarse,  lo  cual  es  conforme  á  lo  dis- 
puesto por  el  artículo  4^  de  la  expresada  ley  j^yr 
que  no  debiendo  procederse  á  Ja  prisión  del  con- 
denado á  obras  públicas  en  dichos  casos,  sino 
después  que  la  sentencia  haya  sido  confirmada 
por  la  Corte,  no  puede  tener  lugar  la  dificultad 
que  manifiesta  en  su  precedente  oficio  el  juez  de 
primera  instancia  residente  en  'la  ciudad  de  Ha- 
rinas.— Estoquera — Rios — Rojas. 

Aeuerdo. — En  la  ciudad  de  Car&cas  á  4  de 
Agosto  de  1838,  noveno  y  vigésimo  octavo,  reu- 
nidos los  Sres.  Presidente  y  Ministros  de  la  Cor- 
te Suprema  de  justicia,  habiendo  visto  la  consul- 
ta dirigida  por  el  Gobernador  y  juez  de  1^  ins- 
tancia de  la  provincia  de  Barínas  que  ha  trasmi- 
tido á  esta  Corte  Suprema  la  superior  del  tercer 
distrito  relativa  &  si  deben  6  no  consultarse  las 
sentencias  que  recaigan  en  las  demandas  de  in- 
jurias, cuando  se  impusiese  pena  corporal,  y  no 
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86  hiciese  uso  del  remedio  de  la  apelación*;  de 
conformid|(I  con  lo  representado  por  el  Sr.  fis- 
cal (•),  acordaron :  qoe  no  pudiendo  ejecuUrse 
ninguna  pena  corporal  sin  la  consulta  á  la  Cor- 
te Superior  de  justicia  respectiva,  ni  tampoco 
precederse  á  la  prisión  del  injuriante,  mientras 
que  la  misma  pena  nu  sea  confirmador  por  dicho 
tribunal,  no  puede  tener  lugar  ^a  dificultad  ocur- 
rida al  juez  de  primera  instancia  residente  en  Ba- 
rínas  manifestada  en  el  oficio  que  ha  motivado 
esta  consulta,  como  lo  ha  juzgado  la  misma  Cor- 
te Superior  de  justicia  en  el  informe  que  ha  da- 
do. Comuniqúese  en  estos  términos. — Ledo.  Mer- 
cader— López  de  linteres — Martínez — Duar- 
te.  (••) 
INJURIAS  (demandas  por)  en   qük  no  hay 

EFUSIÓN  DE  SANGAB,  6  GRATE  CONTUSIÓN. 
ACUERDO  DE  LA  CORTE  SUPREMA  DE  10  DE 

OCTUBRE  DE  1843  declarando  que  en  ellas  no 
deben  admitirse  posiciones. 

En  la  ciudad  de  Caracas  á  10  de  Octubre  de 
1843,  149  y  339  reunidos  el  Presidente  y  Mi- 
nistros dé  la  Corte  Suprema  tomaron  en  consi- 
deración. 

^  19  Una  cons\¿lta  dirigida  por  la  Corte  Su- 
pSrior  del  quinto  distrito,  sobre  cual  sea  la  per- 
sona que  deba  subrogar  al  comandante  de  arman 
en  las  causas  civiles  en  que  él  mismo  es  parte 
como  demandado.  9c  acordó  lo  siguiente. 

^  29  Un  acuerdo  dirigido  por  la  Corte  Supe- 
rior del  segundo  distrito,  consultando  si  en  las 
causas  sobre  injurias  cuando  de  la  acción  dedu- 
cida para  que  se  castigue  al  injuriante,  se  derive 
algún  otro  interés  6  objeto  civil,  será  lícito  exi- 
girle posiciones  relativas  al  hecho  erimij^al.  Con- 
siderando el  informe  M  'tribunal  y  lo  expuesto 
por  el  ministerio  fiscal,  se  arord¿. 

*«  Los  juicios  sobre  injurias,  segnn  la  ley  vi- 
gente, son  de  naturaleza  penal,  de  modo  que  sus 
trámites  están  determinados  en  la  ley  que  ar- 
regla el  procedimiento  criminal.  No  cabe  pues 
duda  en  que  no  puede  exigirse  declaración  con 
juranñento  6  posiciones,  sobre  actos  injuriosos, 
porque  lo  resiste  el  artículo  197  de  la  Constitu- 
ción/' Particípese  este  acuerdo  al  tribunal  que 


{*)  En  el  mismo  sentido  del  informe  de  la  Corte,  y  por 
tanto  lo  suprimimos,  para  abreviar. 

(**)  Por  las  mismas  razones  expuestas  respecto  del 
acuerdo  anterior,  creemos  este  vigente.  Debiendo  adver- 
tir ademas  que  no  insertamos  el  de  22  de  Diciembre,  de 
1840  &  que  se  refiere,  porque  el  primero  de  nus  dos  puntos 
declara  lo  mismo  y  sería  una  repetición  inútil;  yelse- 
guiMlo  ha  caducado  por  tiabeise  reformado  la  ley  que  dio 
fugar&61. 
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hizo  la  consulta  y  6  las   demás  Cdrtes  de  la  Re- 
pública. 


Urbaneja — Martínez — Bracho — Duarte, 
Caracas  Febrero    13  de  1844,  159  Y  349— El 

canciller,  J.  Duarte. 

INJURIAS  (demandas  por)    en  que  no  hay 

£FUSION  DE  SANGRE  Ó  ORAVB  CONTUSIÓN. 
ACyERDO     DE     LA     CORTE     SUPRIMA  DE  20  DE 

AGOSTO  DE  1845  declarando  que  las  mujeres 
pueden  ser  condenadas  al  servicio  de  obras 
públicas  ;  y  cómo  deberá  ejecutarse  la  pena* 

Caracas  Octubre  29  de  1845. 
Vista  la  consulta  con  lo  informado  por  la  Corte 
Superior,  y  representado  por  el  Ministerio  fiscal : 
la  Corte  no  considera  fundada  la  duda  propues- 
ta.— El  art.  14,  ley  única,  tít.  13  del  procedimien- 
to establece  una  pena  general  para  I03  injurian-' 
tes  ;  y  á  ella  deben  ser  también  condenadas  las 
mujeres  que  lujurien.  Mas,  como  no  hay  esta- 
blecimientos adecuados  para  trabajar  en  las  obras 
públicas,  debe  adoptarse  el  remedio  que  el  art. 
33  de  la  ley  sobre  hurtos  ha  expresamente  adop- 
tado en  general  para  el  caso  de  igual  condena- 
ción.— Comuniqúese  ^sta  providencia  á  la  Cor- 
te Superior  que  ha  dirigido  la  consulta;  y  páse- 
se copia  de  ella  y  de  la  duda  propuesta  á  las  de- 
mas  Cortes. — Narvarte — Martínez — Bracho — 
Duarte. 

INJURIAS  (demandas  pop)  en  que  no  hay 
efusión  db  sangre  ó  grave  contusión. 
Acuerdo  de  la  corte  suprema  de  4  de  di- 
ciembre DE  1840  declarand  >  (Punto  29)  que 
en  estos  juicios  deben  seguirse  los  trámites 
de  los  juicios  verbales;  y  (Punto  39)  con  qué 
objeto  es  que  se  concede  el  término  proba- 
torio. 

Antecedentes. — Informe  de  la  Corte. — Reuni- 
dos los  Sres.  Ministros  Presidente  y  Canciller 
sin  el  relator  por  hallarse  indispuesto,  acor- 
daron : 

^  39  Se  dio  cuenta  de  un  oficio  del  juzgado 
29  de  la  parroquia  de  San  Juan  de  Dios  en  esta 
ciudad  fecha  19  del  corriente  en  que  como  pre-'' 
sidente  del  tribunal  de  arbitrañíiento,  consulta  los 
puntos  siguientes 2^  Si  en  el  término  ordina- 
rio de  pruebas  (en  las  demandas  de  injurias)  es  el 
de  treinta  dias  ó  el  de  ocho ;  y  39  si  corren  los 
lapsos  judiciales  en  dichas  causas  cuando  por  otras 
preferentes  se  halla  parado  su  curso. — En  uso  la 
Corte  de  la  atribución  9^,  art  39  de  la  ley  orgá- 
nica del  poder  judicial,  dirige  á  S.  E.  la  Corte 
Suprema  con  su  informe  las  dudas  del  tribunal 
de  arbitramento  de  la  parroquia  de  Sao  Juai^nie 
Dios. 

29  Disponiendo  lernainantemente  la  ley  que 
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sean  verbales  los  juicios  sobre  ÍDJurias,  quiere 
que  sean  breves  y  sumarios  los  trámites  de  la 
sustanciacion,  y  que  se  omitan  por  consiguiente 
las  largas  solemnidades  de  los  juicios  comunes. 
Así,  y  estando  determinados  en  la  ley  2^  tít  9 
del  código  de  procedimiento  los  trámites  que 
han  de  observarse  en  los  juicios  verbales,  la 
Corte  opina  que  los  tribunales  de  arbitramento 
cuando  conocen  en  las  demandas  sobre  injurias, 
deben  seguir  los  trámites  señalados  en  el  art.  29 
y  sus  parágrafos  de  la  citada  ley  2^  ;  debiendo 
seguirse  en  cuanto  al  nombramiento,  organiza- 
ción y  formación  del  tribunal  lo  dispuesto  en  la 
ley  orgánica  del  poder  judicial  sobre  juzgados  de 
arbitramento,  y  en  la  1^  til.  9  del  código  de  pro- 
cediqíiento,  teniendo  presente  que  deben  reunir- 
se los  arbitros  no  solo  para  dar  la  sentencia,  si- 
no también  para  la  conciliación  y  contestación, 
conforme  al  art.  14  ley  única,  tít.  ¡3. — En  conse- 
cuencia, cuando  haya  lugar  á  prueba  en  estos 
juicios  cree  1»  Corle  que  debe  concederse  el  tér- 
mino de  cualrQ  dias  y  el  de  la  distancia  confor- 
me al  §  39  del  citado  artículo  29 — Esto  mismo 
parece  estar  implícitamente  resuelto  por  S.  E.  la 
Corte  Suprema  en  acuerdo  de  5  de  Febrero  de 
lS3b  subre  que  en  los  juicios  de  injurias  se  ob- 
serven los  trámites  de  los  verbales. 

39  Aunque  la  Corle  reconoce  el  principio  de 
que  no  se  perjudican  las  partes,  cuando,  por  mo- 
tivos que  no  les  son  imputables,  no  puedan  apro- 
vecharse de  los  términos  judiciales,  no  cree  que 
sea  aplicable  el  caso  que  presenta  el  alcalde, 
porque  en  concepto  de  la  Corte  el  térnaino  de 
¡irueba  que  se  concede  por  el  ^  39  del  art.  29  es 
para  que  la  parte  prepare  sus  pruebas,  quede- 
ben  evacuarse  verbalmcnte  en  el  tribunal  el  dia 
de  la  sentencia,  según  expresa  el  mismo  pará- 
grafo 39 

Es  copia. — Maracaibo  14  de  Setiembre  de  1840, 
119  y  309— El  Canciller,  C.  Urdaneta. 

INFORME    FISCAL. 

Excmo.  Señor. 

A  tres  puntos  se  contrae  la  presente  consulta, 
elevada  á  este  Supremo  Tribunal   por  la  Corte 

Superior  del  quinto  distrito,  á  saber 2^  si  son 

ocho  ó  treinta  dias  los  que  en  ellos  deben*  conce- 
derse coma  término  ordinario  de  prueba ;  y  si 
corren  los  lapsos  judiciales  en  estas  causas  cuan- 
do por  otras  preferentes,  se  halla  parado  su 
curso. 

Las  razones  emitidas  por  aquel  tribonal  en 
apoyo  de  la  opinión  que  ha  dado,  no  permiten 
dudar  que  está  fundada,  y  que  es  la  inteligencia 
que  ella  ha  dado  la  que  tienen  las  leyes  que  cita. 
Repetir  tales  razones  es  innecesario,  hallándose 
perfectamente  expresadas  en  el  acuerdio  6  que 
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dio  lugar  la  consulta  del  juzgado  segundo  de  la 
parroquia  de  San  Juan  de  Dios  en  ^aracaibo* 
Que  no  hay,  pues,  motivo  para  consultar  al  Con- 
greso por  no  haber  duda  acerca  de  la  inteligen- 
cia de  las  leyes  que  allí  se  citan,  es  la  opinión 
del  fiscal. — Caracas  30  de  Noviembre  de  1S40. 

Otro  sv ;  Han  acostumbrado  las  cortes  supe-, 
riores,  al  hacer  uso  de  la  9^  atribución  de  las  que 
les  concede  la  ley  orgánica  del  poder  judicial^  en- 
viar copias  íntegras  de  las  consultas  que  se  les 
dirigen,  y  esto  produce  la  ventaja  deque  se  ilus* 
tre  bien  la  cuestión,  porcflie  pueden  pesarse  de- 
I  Mdamente  las  razones  que  se  hap  tenido  para 
dudar.  En  la  presente  consulta,  se  observa  que 
ha  venido  en  estrado  ó  ligero  resumen  la  expo- 
sición del  juez  que  la  promovió  ;  y  aunque  no 
han  hecho  falta  los  fundamentos  de  ella,  por  ser 
demasiado  claros  los  puntos  que  la  ocasionaron, 
cree  el  fiscal  conveniente  que  V.  E.  disponga  por 
punto  general  que  al  elevar  las  Cortes  Superio- 
res á  estS  Supremo  Tribunal  las  consultas  que 
al  efecto  se  les  dirijan,  lo  hagan  siempre  con  copia 
íntegra  de  todos  los  documentos  que  obren  en  la 
materia. 

Eecha  la  misma. — Rodríguez. 

Acuerdo. — En  U  ciudad  de  .Caracas  á  4  d«  Qi- 
ciembre  de  1840,  II9  y  309,  el  Vicepresidente  y 
ministros  de  la  Corle  Suprema  se  impusieron  del 
expediente  obrado  con  motivo  de  la  consulta  que 
i  hizo  el  juzgado  29  de  paz  de  la  parroquia  de  ^n 
'  Juan  de  Dios  del  cantón  de  Maracaibo  á  la  Cor* 
te  Superior  del  quinto  distrito,  reducida  Ja  refe- 
rida consulta  á  tres  puntos....  29  Si  el  término  para 
instruir  pruebas  en  estos  juicios  es  de  ocho  dias, 
asignados  á  los  verbales,  ó  el  de  treinta  que  es- 
tán prescritos  á  los  demás;  y  39  Si  los  lapsos 
judiciales  corren  en  estas  causas,  cuando  se  en- 
cuentre interrumpido  su  curso  por  el  de^u|cho 
de  otras  preferentes.  Observándose,  pue^qpe 
estos  puntos  están  bien  considerados  y  resueuós 
en  el  informe  que  sobre  ellos  ha  producido  la 
misma  Corte  Superior  y  en  lo  representado  por 
el  Sr.  Fiscal,  no  conteniendo  duda  que  haga  ne- 
cesaria consulta  al  Poder  Legislativo,  acordaron 
que  con  el  testimonio  correspondiente  se  haga 
entender  así  á  la  Corte  consultante  y  á  las  de- 
mas  para  los  fines  que  convengan,  observándose 
por  todas  igualmente  lo  que  se  pide  en  el  otro 
sí  de  la  misma  representación  fiscal. — López  de 
Umerez, — Martínez. — Duarte 

Es  copia. — Caracas   Agosto  2  de    1844. — ^£1 
Canciller,  José  Duarte* 
INGLATERRA.  Véase  Gran  Bretaña. 

INHIBICIÓN  DE  JUECES  V  OTROS  FUNCIONA- 
RIOS.  Véase  Competencias  y  recusación^* 

INHUMACIÓN  DE  CADÁVERES.  Véase  Sepul- 
turas». 
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INMIGRACIÓN.  Lev  de  18  de  mato  de  1855 
que  reforma  la  de  6  de  Mayo  de  1854  pá- 
gina 56  del  cuaderno  de  ese  año-que  refor- 
ma la  de  2^  de  Mayo  de  1845  página  28  del 
cuaderno  de  ese  ano,  y  609  núm.  572  del 
cuerpo  impreso  en  1851-^U6  reforma  la  de  VZ 
de  Mayo  de  1840,  pág.  49  del  cuaderno  de 
las  de  escaño,  y  438  nwm.  417  del  cuerpo 
ae  l8&U-que  reforma  la  de  19  de  Mayo  de 
1837,  pág,  41  del  cuaderno  de  ese  año,  y  293 
núm.  305  del  cuerpo  de  I86\.qve  reforma  el 
decreto  de  13  de  Junio  de  1831,  pág.  139  del 
cuerpo  comprensivo  de  las  de  ese  añOy  y  92, 
núm.  94  del  cuerpo  de  1S5J. 

£1  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la  Re- 
pública (¡e  Venezuela  reunidos  en  Congreso. 

considerando  : 

19  Que  la  pequera  población  de  la  Kepdblica 
no  es  proporcionada  á  Ja  vasta  extensión  de  eu 
feraz  territorio. 

29  Quo  por  medio  de  la  inmigración  se  con- 
sigue el  desarrollo  y  mejora  de  nuestras  indus- 
trias que  forman  las  rentas  públicas  ;  y 

¿9  Que  1^8  leyes  sobre  inmigración  no  han 
producido  favorables  resultados  por  falta  del  em- 
pleo de  medios  eficaces. 

decretan: 

Art.  19  Se  autoriza  al  Poder  Ejecutivo  para 
que  inmediatamente  promueva  la  introducción 
de  inmigrados,  pudiendo  al  efecto  gastar  anual- 
mente hasta  la  suma  (le  sesenta  mil  pesos  para 
fundar  establecimientos  en  los  principales  puer- 
tos de  la  República,  &  fin  de  que  los  inmigrados 
que  no  vengan  contratados  con  particulares  re- 
ciban toda  especie  de  asistencia  gratis  hasta  por 
treinta  dias. 

Art.  29  Se  concede  á  los  dueflos,  consignata- 
rios 6  capitanes  de  buques  por  cada  viaje  en  que 
desembarquen  mas  de  veinticinco  inmigrados, 
una  suma  igual  á  la  que  hayan  satisfecho  por  de- 
rechos de  puerto,  la  cual  se  les  descontará  de  los 
derechos  de  importación  que  causen  ;  y  si  no 
causaren  estos,  el  Administrador  de  la  Aduana 
les  pagará  aquella  suma  del  Tesoro  Nacional. 

Art.  39  El  Poder  Ejecutivo  promoverá  la  in- 
migración asiática,  prefiriendo  en  lo  posible  la 
de  chinos,  contratados  en  su  pais  por  escrito  y 
temporalmente  para  la  labor  de  los  campos,  tra- 
bajo de  artfs  y  servicio  doméstico.  Al  efecto 
podr&  celebrar  contratos  con  empresarios  basta 
por  el  término  de  cuatro  años,  y  acordarles  ade- 
mas de  las  concesiones  comprendidas  en  los  ar« 
tículos  precedentes,  una  prima  de  veinticinco  pe- 
sos por  cada  chino  que  introduzcan,  con  tal  que 
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la  suma  á  que  monte  estas  primas  la  pague  el 
Estado  en  descuento  de  los  derechos  de  impor- 
tación de  productos  y  manufacturas  asi&ticas 
causados  por  el  propio  empresario,  y  proceden- 
tes directamente  de  Asia  á  los  puertos  de  Vene- 
zuela. 

Art.  49  Los  individuos  que  contrataren  la 
conducción  de  inmigrados  están  en  la  obligación 
de  proporcionar  á  estos,  desde  el  momento  de 
su  llegada  á  Ins  puertos  de  la  República,  el  alo- 
jamiento y  asistencia  necesarios. 

Art.  59  El  Poder  Ejecutivo  podrá  disponer 
de  las  tierras  baldías  que  sean  necesarias  para 
cultivar  los  inmigrados,  calculando  una  fanegada 
para  cada  uno,  exceptuándose  aquellos  terrenos 
cuya  concesión,  ajuicio  del  Poder  Ejecutivo, 
pueda  traer  inconvenientes  para  el  buen  orden  y 
seguridad  pública. 

^  único.  El  Poder  Ejecutivo  expedirá  títulos 
de  propiedad  á  los  inmigrados  que  hayan  obteni- 
do tierras,  al  cabo  de  tres  años,  cotn probada  que 
sea  su  permanencia  en  el  pais  y  el  cultivo  de  la 
tierra. 

Art.  69  El  Poder  Ejecutivo  excitará  con  todo 
interés  á  las  Diputaciones  provinciales,  á  fin  de 
que,  ejerciendo  la  atribución  20  del  artículo  161 
de  la  Constitución,  protejan  la  inmigración  en  el 
sentido  de  esta  ley,  destinando  sumas  anuales  con 
dicho  fin. 

Art.  79  Los  inmigrados  obtendrán  desde  su 
llegada  carta  de  naturaleza,  sin  necesidad  de  los 
requisitos  que  para  la  naturalización  ha  estable- 
cido la  ley  de  la  materia,  y  estarán  exentos  por 
diez  años,  contados  desde  el  (lia  que  lleguen  á 
Venezuela,  de  todo  servicio  militar  forzado  en  el 
ejército  permanente,  en  la- marina  y  en  las  mili- 
cias. 

Art.  89  El  Poder  Ejecutivo  nombrará  en  ca- 
da capital  de  provincia  y  en  los  puertos  principa- 
le»  Juntas  de  inmigración,  que  serán  presididas 
por  la  primera  autoridad,  y  se  compondrá  de  dos 
ó  mas  venezolanos  y  de  algunos  europeos  que 
ayuden  á  las  Juntas  en  sus  trabajos. 

Art.  99  Son  funciones  de  las  Juntas. 

la  Informar  al  Poder  Ejecutivo  spbre  los  ter- 
renos baldíos  de  la  provincia,  su  situación,  el  uso 
que  pueda  hacerse  de  ellos  para  la  agricultura  ó 
cria  y  sus  ventajas  ó  inconvenienies. 

2^  Promover  con  los  agricultores,  criadores  ó 
industriales  la  colocación  de  inmigrados  sueltos 
á  indicación  de  ellos  ó  de  los  introductores. 

3^  Velar  en  el  exacto  cumplimiento  de  los 
contratos  que  relebren>^articulares  con  inmigra- 
dos, de  que  llevará  ufTregistro,  siendo  una  de  sus 
condiciones  el  deber  el  que  toma  inmigrados, 
asistirlos  bien  en  caso  de  enfermedad  grave,  y  el 
inmigrado  pagar  los  gastos  de  su  curación,   con- 
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próroga  del  tiempo  <ie  sus  serTÍolos,  descontando 
parte  de  sns  salarios  mensuales. 

4^  Desempeñar  las  comisiones  que  les  encar- 
gue'el  Poder  Ejecutivo  en  todo  lo  concerniente 
á  esta  ley  y  sus  funciones. 

5^  Nombrar  una  Junta  auxiliar  en  los  canto- 
nes en  donde  sea  necesaria,  presidida  por  el  Jefe 
Político,  para  que  desempefie  los  encargos  que 
se  le  hagan  cou  arreglo  k  esta  ley, 

§  único.  Las  Juntas  principales  tendrán  secre- 
tarios nombrados  por  ellas  mismas  con  el  sueldo 
que  les  asigne  el  Poder  Ejecutivo  según  sus  tra- 
bajos y  localidad,  de  los  fondos  destinados  por 
el  articulo  19  de  esta  ley. 

Art.  10.  Las  Juntas  de  inmigración  creadas 
por  el  artículo  99»  harán  examinar  por  el  médi- 
co de  sanidad,  ú  otro  por  defecto  de  este,  los  in- 
migrados inmediatamente  que  llegue  el  buque 
que  los  conduzca,  á  fin  de  no  permitir  la  intro- 
ducción como  tales  inmigrados  de  aquellos  que 
sean  inútiles  para  los  objetos  á  que  vengan  des- 
tinados. 

Art.  II.  Se  deroga  la  ley  de  6  de  Mayo  de 
1854f  sobre  la  materia. 

Dada  en  Caracas,  á  14  de  Mayo  de  1855,  año 
26  de  la  Ley  y  45  de  la  Independencia. 

El  Presidente  del  Senado,  Juan  Hilario  Obis- 
po de  Mérida. — El  Presidente  de  la  Cámara  de 
Representantes,  J.  L,  Arismendi. — El  Subse- 
cretario del  Senado,  R,  IrazáhaL — El  Secretario 
de  la  Cámara  de  Representantes,  J.  Padilla. 

Caracas  Mayo  18  de  1855,  alio  26  de  la  Ley 
y  45  de  la  Independencia. 

Ejecútese. — José  T.  Monágas, 

Por  S.  E  el  Presidente   de  la  República El 

Secretario  de  E.  en  los  DD.  del  Interior,  Justi- 
cia y  Relaciones  Exteriores. 

Francisco  Aranda. 

—  ■  — s • — — 

Análisis  comparativo  de  las  leyes  de  IS  de  Junio  de  1^31' 
19  de  Mnyo  de  1837,  12  de  Mayo  de  1840,  y  24  ¿c  Mayo  de 
1 845,  sobre  injnigracton. 

La  de  81  (art  1  .^  )  autorizaba  al  P.  E.  para  promover 
directamente  la  inrai^acioo  de  canarios  y  hacer  los  gas- 
tos al  efecto  .*  mandaba  expedir  (art.  29  )  carta  de  natu- 
raleza á  todos  lo3  inmigrados  laego  que  pisasen  el  terri- 
torio de  Venezuela ;  los  uximia  (art,  3  ?  )  del  servicio  de 
las  amras  y  de  toda  otra  contribución  directa  en  sus  esta- 
blecimientos por  diez  aSos ;  y  mandaba  coaoederá  cada 
individuo  solo  ó  con  familia  las  fanegadas  de  tierras  bal- 
días que  pidiera  y  pudiese  cultivar ;  y  la  de  37  (art.  1  ?  ) 
promovía  las  «m  presas  de  inmigración  de  canarios  y  euror 
peos  concediendo  una  Suma  á  los  empresarios  por  cada  in- 
migrado que  introdujesen;  y  solo  mandaba  expedirles 
carta  de  naturaleza  si  después  de  seis  meses  de  su  lle^ 
da  prestaban  el  juramento  de  obediencia  á  la  constituaon 
y  leyes  de  la  República :  mandaba  (art.  49)  asignar  á 
los  empresarios  los  terrenos  baldíos  que  solicitasen  siem* 
pre  que  se  comprometiesen  con  los  inmigrados  á  cultivar- 
los en  el  predso  término  de  cuatro  afios ;  y  acordó  las 
mismas  concesiones  á  los  inmigrados  que  viniesen  por  su 
propia  oaenta;  81ienQi6  las  exendoiies  sobre  servido  de 
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INMIGRACIÓN.  Decreto  ejecutivo  de  2  de 
JULIO  DE  18&5  reglamentando  la  ley  ante- 
rior. ^Ueroga  el  de  14  de   Octubre  de  1854. 

José  Tadeo  Monágas,  General  en  Jefe,  Presu 

dente  de  la  República  de  VenezuelOa 

¿pa^i  4^a.^  ¿pa. 

En  cumplimiento  de  las  disposiciones  de  \6  d« 
Mayo  ultimo  sobre  inmigración  de  extranjeros. 

DECRETO  : 

SECCIÓN  PRIMERA. 

De  las  Juntas  de  inmigración  y  sus  deberes. 

§   1? 
De  las  Juntas  de  inmigración, 

Art.  19  Se  divide  el  territorio  de  la  Repúbli- 
ca en  cuatro  distritos  de  inmigración  que  se  de- 
nominarán, de  Oriente,  del  Centro,  primero  d« 
Occidente  y  segundo  de  Occidente. 

Art.  29  El  distrito  de  Oriente  comprende  las 
provincias  de  Cumaná,  Barcelona,  Guayana  y 
Margarita.  El  dc-1  centro  las  de  Caracas,  Ara- 
gua,  Carabobo,  Guárico,  Apure  y  Cogedes :  el 
primero  de  Occidente  las  de  Barquisimeto,  Ba- 
las armas,  y  contribuciones  ;  y  afi^idió  finalmente  las  dis- 
posiciones contenidas  en  los  artículos  2  P ,  3  ? ,  44-  1  ®  á 
8P    del4?.5?  y6? 

Entre  las  de  37  y  40  se  no^an  las  diferencias  siguientes : 

La  de  87  (art.  1  ?  )  concedia  á  los  emprebarios  una  can- 
tidad por  cada  inmigrado  según  la  edad,  después  que  pi- 
sasen el  territorio  do  la  república  ;  y  la  de  4Ü  (art.  I  ?  y 
sus  3  números)  autorizaba  al  P.  £.  para  promover,  esti- 
mular, &a.  las  empresas  de  iúniigracion,  acordándole  me- 
dios para  ello ;  y  en  consecuencia  dictó  las  disposiciones 
contenidas,  del  art.  2  ?  al  tí  ?  ,  que  no  contenia  la  de  87; 
y  por  el  7  ?  disponía  que  los  empresarios  pudiesen  obtener 
un  auxilio  en  dinero  y  tierras  siempre  que  se  oblasen  á 
traer  los  inmigrados  dentro  de  un  término  que  no  pasase 
de  diez  y  oclio  meses,  con  otros  condiciones ;  é  igual  auxi- 
lio (^  único,  art.  id.)  permitió  so  concL-diora  al  que  tomase 
el  carácter  de  empresario,  después  de  encontrarse  en  el 
país  los  inmigrados  que  hubiesen  venido  sin  tal  auxilio  ; 
y  en  virtud  de  estas  disposiciones,  acordó  las  contenidas 
en  los  articuios  8,  10  y  11 :  respecto  de  los  terrenos  conce- 
didos, la  de  87  (art.  6  P  ^  disponía  que  si  cumplidos  los 
cuatro  afios  en  que  debía  hacerse  el  cultivo,  probaba,  el 
empresario  que  estaba  cultivado  en  todo  ó  en  parte,  y  ha- 
ber empleado  en  ello  los  inmigrados  de  que  hablaba,  el 
P.  E.  diese  al  empresario  la  propiedad  de  los  terrenos  cul- 
tivados ;  y  la  de  40  (art.  9P  )  dispuso  :  que  si  por  lo  me- 
nos se  probaba  estar  cultivada  una  tercera  parte,  se  diese 
la  propiedad  del  todo ;  y  si  menos,  de  lo  que  estuviese — 
La  de  40  (art.  12^  permitió  á  los  empresarios  conservar  á 
los  inmigrados  bajo  su  inmediata  inspección,  ó  la  de  algu- 
na persona  de  su  confianza,  formando  poblaciones ;  y  en 
consecuencia  dictó  las  disposiciones  de  los  artículos  18  á 
16,  18  y  19.  La  de  87  (art.  1  ?  al  fin^  disponía  que  se  ex- 
pidiese carta  de  naturadeza  á  los  inmigrados  que  después 
de  seis  meses  de  su  llegada  prestasen  el  juramento  ala 
constitución  y  las  leyes ;  y  la  de  40  (art.  17)  mandó  qne  se 
let  ezpsdieae  desde  su  llegada,  y  les  otorgo  óteos  pririW- 
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ríiíiis,  la  Portuguesa  7  Yaracuy :  y  el  segundo 
de  Occidente  las  de  Maracaibo,  Coro,  Mérida  y 
Trujillo. 

Art.  39  Habrá  una  Junta  superior  de  inmi- 
gración en  lad  capitales  de  las  provincias  que  lo 
son  óe\oñ  distritos,  á  saber:  Cumaná  en  el  de 
Oriente,  Caracas  en  el  del  centro,  Barquisimeto 
en  el  primero  y  Maracaibo  en  el  segundo  de 
Occidente.  En  las  demás  capitales  de  provincia 
habrá  Juntas  principales  :  pudiendo  establecer- 
se otras  subalternas  en  los  cantones  que  juzguen 
convenientes  dichas  Juntas,  para  lo  cual  están 
debidamente  autorizadas  por  el  artículo  99  de  la 
citada  ley. 

§  úniro.  En  la  Guaira  y  Puerto-Cabello  se  es- 
tablecerán Juntas  auxiliares  de  las  de  Caracas  y 
Carabobo. 

Art.  49  Las  Juntas  superiores  y  principales, 
se  compondrán  de  ocho  vocales  que  serftn  pre- 
sididos por  los  gobernadores  de  las  respectivas 
provincias.  Las  auxiliares  de  la  Guaira  y  Puer- 
to-Cabello, y  las  subalternas  que  se  establecie- 
ren, constarán  solo  de  seis  miembros,  y  serán 
presididas  por  la  primera  autoridad  civil  del  lu- 
gar de  su  residencia. 

§  único.  También  se   nombrarán   cuatro   su- 


gioB  y  exenciones  con  re8j>€cto  á  sus  inatrínQonios,  y  ejer- 
cicio de  su  culto ;  flnal.nonte,  agregó  el  art.  20,  y  suprimió 
los  %%  del  art.  4  P  de  la  de  87. 

Comparadas  las  de  40  y  45  resultan  las  diferencias  si- 
guientes : 

La  de  45  (níim.  2,9  art.  1 P  )  exceptúa  délas  tierras 
baldías  de  que  puede  disponer  el  P.  £.,  aqueilas  cuya  con- 
cesión pueda,  á  juicio  del  mismo  P.  £  ,  traer  algunos  in- 
convenientes para  el  buen  órde:i  y  seguridad  pública,  cu- 
ya excepción  no  hacia  la  de  40  (  núm.  id.  art.  id  )— La  de 
40  (art.  3  9)  disponía  que  el  Ejecutivo  nombrase  un  comi- 
sionado con  facultad  de  disponer  de  las  sumas  necesarias, 
y  con  una  retribución  calculada  por  el  mismo  Ejecutivo 
para  proporcionar  la  asistencia  necesaria  á  los  inmigra- 
dos, y  fiarles  las  instrucciones  necesarias  ;  y  por  la  de  45 
(art.  6  P  )  ton  los  mismos  empresarios  los  que  están  obli- 
gados d  preparar  todo  lo  preciso  para  que  los  inmigrados 
encuentren  en  el  puerto  de  su  llegada  alojamiento  y  asis- 
tencia hasta  su  colocación  ;  y  en  esta  virtud  ha  añadido 
las  disposiciones  de  su  §  único— Por  la  de  87  (art.  7  P  )  se 
pagaba  entre  otras  cosas  el  tres  por  ciento  mensual  por  el 
tiempo  durante  el  cual  se  retuviese  el  dinero  dado  en  auxi- 
lio, sin  llevar  á  cabo  la  empresa,  después  del  plazo  fijado; 
y  la  de  45  ((  1 P  art,  8  P )  lo  redujo  al  dos.  La  de  40  (art. 

9  P  )  exigía  el  cultivo  de  la  tercera  parte  por  lo  monos,  al 
vencimiento  de  los  cuatro  afios,  con  plantaciones  de  fru- 
tos mayores,  é  menores,  para  tener  deiecho  á  la  propie- 
dad de  todos  los  terrenos  ;  y  si  no  se  babia  cultivado  por 

10  menos  la  tercera  parte,  solo  se  tenia  á  lo  que  se  hubiese 
cultivado ;  y  por  la  de  40  (art.  7  á  10)  se  han  hecho  las 
variaciones  que  en  dichos  artículos  se  expresan.  Por  la  de 
40  (art.  17)  los  inmigrados  que  se  situasen  fuera  de  las 
poblaciones  formadas  por  los  empresarios,  estaban  exen- 
tos de  toda  carga  del  servicio  militar  y  de  cualquiera  otro 
público  por  el  término  de  quince  afios ;  7  nada  decía  di- 
cha ley  por  lo  tocante  d  esto,  respecto  de  los  que  queda- 
ban formando  poblaciones;  pero  la  de  45  (art.  12  al  fin,  y 
18)  exceptúa  expresamente  del  servicio  militar  dut.  t  los  ! 
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plantes  para  cada  una  d^  las  superiores  y  prin 
cipales,  y  tres  para  cada  una  de  las  demás. 

Art  69  Los  vocales,  así  principales  como  a 
plentes,  para  la   Junta   de   esta   capital,   ser^ 
nombrados  por  la  Secretaría  del  Interior.  Tam 
bien  nombrará  la  misma  Secretaría  los  de  las  su- 
periores y  principales  de  las  demás  provincias  & 
propuesta  de  los  gobernadores. 

§  único.  Los  nombramientos  para  vocales  de 
las  Juntas  auxiliares  ó  subalternas  se  harán  por 
las  superiores  ó  por  las  principales  de  quienes 
dependan,  participándolo  á  la  Secretaría  men- 
cionada. 

Art.  69  Entre  los  vocales  principales,  y  su- 
plentes, que  deben  ser  agricultores  6  propieta- 
rios residentes  en  el  lugar  donde  se  instale  la 
Junta,  se  nombrará  un  número  de  europeos  que 
no  exceda  de  la  mitad  de  aquellos,  aunque  no 
sean  agricultores  ni  propietarios,  con' el  objeto 
que  indica  el  artículo  89  ^®  1»  l^y* 

Art.  79  Para  que  las  Juntas  puedan  delibe- 
rar en  cualquier  negocio,  necesitan  la  concur- 
rencia de  la  mayoría  absoluta  de  sus  miembros : 
y  los  negocios  se  decidirán  por  mayoría  absolu- 
ta de  votos. 

Art.  89  Los  miembros  de  las  Juntas  durarán 

que  constituyen  poblaciones  lo  mismo  que  d  los  que  no,  y 
esto  solo  por  el  término  do  seis  años. — Por  la  de  40  (art. 
16)  pasados  los  15  afios  dichos  era  que  las  poblaciones 
quedaban  sujetas  al  régimt-n  del  resto  de  la  república;  v 
por  la  de  46  (art.  12  al  fin)  al  cabo  de  los  seis.— La  de  4() 
suprimió  el  art.  2  P  de  la  de  3?  desdo  donde  dice  :  "cx- 
p ti. «ando  todo  lo  que  condu/.ca  &a.  " :  los  <^<y  de  este  mis- 
mo articulo,  y  el  6  ® ,  y  afiaíiió  finalmente  la  parto  del  artí- 
culo 5  ?  desde  donde  impone  d  los  empresarios  que  intro- 
duzcan inmigrados  criminólos,  viciosos,  &a,  &a.  d  reem- 
barcarlos á  su  costa ;  y  el  art.  11. 

Entre  la  de  54  y  65  se  observa  lo  siguiente  : 
La  de  61  (art.  1  P  )  autorizaba  ai  P.  E.  para  que  promo- 
viese directa,  indirecta  y  eficazmente  la  introducción  do 
inmigrados  usando  de  todos  tos  medios  que  creyese  condu- 
centes para  alchnzar  el  mas  pr<mto  y  fuliz  éxito ;  y  la  de 
66  (art.  id.)  le  autoriza  para  gastar  anualmente  hasta  la 
suma  do  sesenta  mil  pesos  para  fundar  establecimientos 
en  los  principales  puertos  de  la  república  d  fin  de  que  los 
inmigrados  que  no  vengan  contratados  reciban  toda  espe- 
cie de  asistencia  gratis  hasta  por  treinta  días.— La  de  51 
(art  2)  disponía  que  el  P  £.  «xcitaso  d  los  propietarios  d 
manifestar  el  número  de  fanegadas  de  tierra  que  cedían 
en  sus  posesiones  d  los  inmigrados  que  fuesen  d  trabajar 
en  dichos  campan,  teniendo  en  recompensa  la  seguridad 
del  servicio  personal  del  inmigrado  por  el^rmino  de  cinco 
afios  d  razón  del  jornal  corriente  en  el  lugar,  pero  deján- 
dole libre  el  lúuca  para  sus  trabajos. — La  misma  (art.  Z) 
concedía  d  los  empresarios  veinticinco  pesos  por  persona 
de  siete  á  cinco  años  ;  diez  por  las  menores  de  siete ;  y 
por  cada  padre  ó  madre  de  familia  que  se  trasladase  cou 
ellas,  veinticinco,  aunque  fuesen  mayores  do  veinticinco 
afios.  La  misma  (art.  4)  mandaba  satisfacer  estas  cantida- 
des en  descuento  del  diez  por  ciento  do  los  derechos  do 
importación  de  las  mercancías  que  ellos  mismos  introdu- 
jesen en  el  país  j  y  la  de  55  (art.  2)  concede  d  los  duefios 
consignatarios  o  capitanes  de  buques  por  cada  viaje  en 
que  oesembarqnen  mas  de  veinticinco  inmigrados  una  su« 
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un  año  en  el  ejercicio  de  sus  funciones,  pero  po- 
drán ser  reelegidos.  Los  reemplazos  ó  reeleccio- 
nes se  harán  en  los  últimos  quince  dias  del  roes 
de  Diciembre. 

^  único.  Los  vocales  que  ahora  se  nombren 
durarán  en  el  desempeño  de  sus  plazas  hasta  el 
dia  último  de  Diciembre  de  1856. 

AtU  99  Las  Juntas  superiores  y  principales 
y  las  de  )a  Guaira  y  Puerto-Cabello,  tendrán  se- 
cretarios nombrados  por  ellas  mismas,  los  cua- 
les disfrutarán  de  los  sueldos  siguientes.  El  de 
la  de  Caracas  cien  pesos  mensuales,  y  los  de  las 
de  Cumaná,  Barquisimeto,  Maracaibo,  La  Guai- 
ra y  Puerto-Cabello  sesenta  pesos  mensuales. 
Los  secretarios  de  Jas  demás  Juntas  principales 
trescientos  pesos  al  año  ;  y  Jos  de  las  subalter- 
nas, que  serán  los  mismos  de  las  autoridades 
civiles  quelaspre:$idan,  tendrán  una  gratificación 
que  se  señalará  por  el  Poder  Ejecutivo  con  co- 
nocimiento del  trabajo  que  tenga  cada  Junta. 

^  19  El  Poder  Ejecutivo  se  reserva  Ja  facul- 
tad de  aumentar  ó  disminuir  todos  estos  sueldos 
luego  que  esté  en  posesión  de  los  datos  necesa- 
rios para  ello. 

^  29  Para  gastos  de  escritorio   de  las  Juntas 

ma  igual  á  la  que  hayan  satisfecho  por  derechcs  de  puer- 
to, la  cual  se  les  descontará  de  los  mismos  derechos  de 
importación  que  causen  ;  pero  pagándola  del  tesoro  si  no 
los  cansaren  ;  y  por  el  3  ?  el  P.  E.  promoverá  la  inmigra- 
ción asiática,  prefiriendo  en  lo  posible  la  de  los  chinos, 
contratados  en  su  país  por  escrito  y  temporalmente,  pu- 
diendo  al  efecto  celebrar  contratos  con  empresarios,  y 
acordarles  ademas  veinticinco  pesos  por  cada  chino  qne 
introdiizan,  con  tal  que  la  suma  á  que  monten  estas  pri- 
mas las  pague  el  Estado  en  descuento  de  los  derechos 
de  importación  de  productos  y  manufacturas  asiáticas 
causados  por  el  propio  empresario,  y  procedentes  directa- 
mente de  Asia  á  los  puertos  de  Veneznela. — La  de  54  (art. 
9  .^  )  disponía  que  los  empresarios  de  inmigración  prepara- 
sen todo  lo -necesario  para  que  los  inmigrados  encontrasen 
en  el  puerto  de  su  llegada  alojamiento  y  asistencia  hasta 
sn  colocación ;  y  la  de  Q5  (art.  4.^")  les  impone  el  deber 
de  proporcionárselo  desdo  el  momento  de  su  llegada  sin 
limitación  do  tiempo.  La  de  54  (art.  5  ?  )  señalaba  tres 
fanegadas  en  cien  varas  en  cuadro  para  cada  uno ;  y  la  de 
55  (art.  id.)  redujo  las  tres  fanegadas  á  una.  La  de  54  con- 
cedíalas  tierras  baldías  á  los  empresarios,  debiéndose  estos 
comprometer  á  dividirlas  con  los  inmigrados ;  pero  la  de 
55  las  concede  á  los  mismos  inmigrados.  En  consecuencia 
siiprimió  las  disposiciones  do  los  artículos  10, 11,  12  y  13 
de  la  3e  54,  y  sostítnyó  las  del  §  único  de  su  art.  5  ?  que 
simplemente  previene  que  el  P  E.  expida  títulos  de  pro- 
piedad á  los  inmigrados  que  hayan  obtenido  tierras,  al 
cabo  de  tres  aftos,  comprobada  qne  sea  sn  permanencia  en 
el  país  y  el  cultivo  do  la  tierra.— La  de  55  (art.  7  9)  Tfedn- 
jo  las  concesiones  á  los  inmigrados  á  la  obtención  do  la 
carta  de  naturaleza,  y  a  la  exención  de  todo  servicio  mili- 
tar por  diez  sflos,  en  lugar  de  los  seis  qne  fijaba  la  de  54,  y 
suprimió  por  tanto  las  demás  que  establecía  la  misma  en 
su  artículo  15.--F¡nalmente  la  de  55  (art,  8  á  10)  creó 
juntas  de  inmigración  y  les  dio  las  atribuciones  que  se  ex- 
presan ;  y  suprimió  todas  las  demás  disposiciones  de  la  de 
54  contenidas  en  los  artículos  7?  y  su  L  8P,  14,  y 
16al21.  ^         '        ' 
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se  señalará  una  cantidad,  previo  informe  de  ca- 
da una. 

Art.  10.  Las  Juntas  superiores  formarán  den- 
tro treinta  dias  después  de  su  instalación,  los  re- 
glamentos necesarios  para  establecer  el  mejor 
orden  y  método  en  sus  trabajos.  De  estos  regla- 
mentos se  pasará  una  copia  al  Ministerio  del  In- 
terior para  su  aprobación  ó  modifícacion.  Dichos 
reglamentos  regirán  en  las  principales,  auxilia- 
res y  subalternas  de  los  respectivos  distritos,  á 
quienes  comprenderán  sus  disposiciones. 

§  20 

De  los  deberes  de  las  Juntas. 

Art.  11.  Ademas  de  los  deberes  que  el  artículo 
99  de  la  ley  impone  á  las  Juntas,  tendrán  el  de 
dar  cuenta  á  la  Secretaría  del  Interior  mensual- 
mente  de  sus  trabajos  y  de  remitirle  copia  del  re- 
gistro que  deben  llevar  de  los  inmigrados  que  se 
reciban  en  los  puertos  y  lugares  de  su  distrito  6 
jurisdicción. 

Art.  12.  Gs  también  deber  de  las  Juntas  in- 
formarse de  las  cualidades  morales  de  los  inmi- 
grados, exigiendo  de  los  introductores  los  com- 
probantes que  estimen  necesarios  para  que  no  se 
introduzcan  aquellos  que  puedan  ser  perjudicia- 
les al  buen  orden  y  tranquilidad  de  la  República. 

^  único.  Los  informes  que  adquieran  los  pa- 
sarán á  la  Secretaría  del  Interior  para  que  obren 
sus  efectos  al  tiempo  de  expedir  carta  de  natu- 
raleza á  los  inmigrados. 

Art  13.  Las  Juntas  superiores  reglamentarán 
los  establecimientos  que  se  formen  para  aloja-^ 
miento  de  los  inmigrados  á  su  llegada,  y  la  ad- 
ministración de  los  auxilios  que  necesiten  en  los 
primeros  dias,  conforme  á  la  ley  :  dando  cuenta 
al  Poder  Ejecutivo  para  su  aprobación  6  reforma 
antes  de  su  ejecución. 

SECCIÓN  SEGUNDA- 
DO la  protección  á  los  inmigrados  y  gratificación  á  los 
empresarios. 

Art.  14.  La  protección  que  el  Gobierno  dis- 
pensa á  los  inmigrados  europeos  que  vengan  al 
pais  contratados  ó  no  por  particulares,  y  la  que 
concede  á  los  inmigrados  asiáticos  que  vengan 
por  virtud  de  contratos  celebrados  por  resolucio- 
nes especiales  del  Poder  Ejecutivo,  consiste  en  los 
auxilios,  goces  y  privilegios  que  la  ley  les 
otorga. 

Art.  15.  Los  dueños,  consignatarios  6  capita- 
nes de  aquellos  buques  que  desembarquen  mas 
de  veinticinco  inmigrados  europeos,  y  que  tienen 
por  esto  derecho  ai  pago  de  la  suma  que  se  men- 
ciona en  el  artículo  29  de  la  ley,  deben  acredi- 
tar previamente  ante  ía  Junta  de   inmigración. 
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donde  la  hubiere,  6  ante  la  del  puerto  mas  próxi- 
mo en  que  haya  una  establecida,  si  no  existiere 
en  el  puerto  de  su  arribo,  que  la  introducción  de 
aquellos  se  ha  efectuado  en  la  forma  y  términos 
prescritos  por  la  citada  ley  y  por  este  reglamento* 
y  la  Junta  dará  el  aviso  correspondente  al  Ad- 
ministrador de  rentas  nacionales  que  haya  de  ha- 
i  er  el  pago,  obtenida  al  efecto  la  orden  que  por 
conducto  de  la  Tesorería  General  expedirá  la  Se- 
cretaría de  Hacienda. 

Art.  16.  Los  introductores  de  la  inmigración 
asiática  que  tienen  derecho  á  la  propia  remune- 
ración, y  ademas  al  pago  de  la  prima  que  se 
establece  en  el  artículo  39  de  la  ley,  por  cada  in- . 
dividuo  que  introduzcan  á  virtud  de  contrato 
celebrado  previamente  con  el  Gobierno,  cumpli- 
rán con  la  misma  disposición  del  artículo  ante- 
rior, llenándose  para  el  pago  las  propias  forma- 
'   lí'lades. 

Art.  17.  Los  inmigrados  recibirán  sus  cartas 
de  naturaleza  |)or  conducto  de  las  gobernaciones 
de  aquellas  ])rovincias  en  que  hayan  fijado  su 
residencia,  quienes  elevarán  un  informe  al  Poder 
Ejecutivo  en  que  expresen  el  nombre  de  aque- 
llos, lo  que  conste  respecto  de  su  conducta  des- 
pués de  haber  llegado  al  país,  el  dia  en  que  han 
llegado  á  él  y  el  puerto  en  que  desembarcaron, 
si  son  casados  ó  solteros,  y  en  el  primer  caso, 
^i  tienen  familift  y  de  cuantas  personas  consta, 
y  el  nombre,  apellido  y  edad  de  cada  indi- 
viduo. 

^  único.  Los  menores  de  edad  ó  hijos  de  fa- 
milia quedarán  comprendidos  en  la  naturaliza- 
ción que  se  otorgue  á  sus  padres  por  medio  de 
la  carta,  y  se  expresarán  en  dicha  carta  los  nom- 
bres de  todos. 

Art.  18.  £1  Poder  Ejecutivo  pondrá  á  aque- 
llos inmigrados  que  lo  soliciten,  en  posesión  de 
terrenos  baldíos  propios  para  el  cultivo,  al  res- 
pecto de  una  fanegada  pi^r  persona,  luego  que  se 
encuentren  en  la  Secretaría  del  Interior  las  no- 
ticias que  sobre  esto  deben  pasarle  las  Juntas  de 
inmigración,  y  les  expedirá  también  títulos  de 
propiedad  de  ellas  al  cabo  de  tres  años,  si  acre- 
ditaren su  no  interrumpida  permanencia  en  el 
país  y  el  cultivo  de  la  tierra  ;  todo  de  conformi- 
dad con  el  artículo  59  de  la  ley  y  su  parágrafo, 
y  previo  el  informe  dé  la  Junta  respectiva. 

Disposición  JinaU 

Art.  10.  Se  deroga  el  decreto  Ejecutivo  de  14 
de  Octubre  del  año  próximo  anterior. 

Dado  :  firmado  de  mi  roano :  sellado  con  el 
sello  del  Poder  Ejecutivo ;  y  refrendado  por  el 
Secretario  de  E.  eti  los  DD«  del  Interior,  Jjisti- 
cia  y  Relaciones  Exteriores  en  Caracas  &  !^  de 
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Julio  de  1855,  afío  269  ^^  ^^  ^^Y  Y  ^^9  ^e  la 
Independencia. 

(Firmado.) — José  T.  Monágas, 
Por  S.  E,— El  Secretario  de  E.  en  los  DD.  del 
Interior,'  Justicia  y  Relaciones  Exteriores. 

(Firmado.)— JVanctsco  Aranda, 
INMIGRACIÓN.  Impuesto  subsidiario  destina- 
do  entre  otras  cosas,  á  su   fomento.    Véase 
Caminos.  (Apéndice  al  29  tjmo)  D.  de  28  de 
Abril  de  1854,  art.  5. 
INMUNIDAD  DB  LOS  senadores  y  represen- 
tantes. Véase  Cámaras  legislativas,  artícu- 
los constitucionales  que  establecen  las  funcio- 
nes económicas  y   disposiciones   comunes   á 
ambas,  83  y  84. 
INMUNIDAD   de   los   diputados  provincia- 
les. Véase   Diputaciones  provinciales,   art. 
constitucional  165. 
INMUNIDAD  DE  los  ministros  extranjeros 
EN  la  república.  Yéntse  Ministros púbUcos, 
L.  de  19  de  Mayo  de  1841. 
INQUISICIÓN  (tribunal  de  la)  su  abolición. 

Véase  Causas  de  fe. 
INSIGNIAS  militares,  resolución  ejecuti- 
va DE  12  DE  ENERO  DE  \S43  fijando  las  divi- 
sas de  los  diversos  grados. 
.Resuelto.—Enero  12  de  1843. 
Atendiendo  el  Poder  Ejecutivo  á  lo  representa- 
do por  varios  tenientes  y  subtenientes  del  ejérci- 
to sobre  las  divisas  que  caracterizan  estos  gra- 
dos ;  ha  resuelto  con  esta  fecha  y  en  uso  de  la 
atribución  que  le  concede  el  artículo  I9  del  De- 
creto Legislativo  de  24  de  Enero  de  1826  lo  si- 
gutcnte.  19  La  divisa  del  teniente  será  una  char- 
retera de  canelonciilo  de  pulgada  y  media  de  lar- 
go y  una  línea  de  diámetro  en  el  hombro  dere- 
cho, y  una  pala  igual  á  la  de  la  charretera  en  el 
hombro  izquierdo.  29  La  divisa  del  subteniente 
será  una  charretera  igual  á  la  de  teniente  en  el 
hombro  izquierdo,  y  una  pala  igual  á  la  de  la 
charretera  en  el  hombro  derecho.  39  Se  p.*ohibe 
expresamente  que  los  primeros  y  segundos  co- 
mandantes y  los  tenientes  y  subtenientes  que 
por  las  disposiciones  vigentes  y  por  la  que  hoy 
se  libra  usan  pala,  las  sostiluyan  con  charrete- 
ras recogidas  conforme  á  lo  dispuesto  en  el  ar- 
tículo 55  del  reglamento  de  uniformes  de  20  de 
Julio  de  182(5. — Comuniqúese  á  quienes  corres- 
ponda y  publíquese  en  la  Gaceta  oñcial. 

Por  S.  E. —  Urdaneta. 
INSIGNIAS  militares,  resolución  ejecuti- 
va DE  7  de  abril   de  1849  prohibiendo  cier- 
tas insignias  de  que  abusivamente  se  está 
usando» 

Secretaria  de  la  Guerra.— Caracas,  Abril  7  de  1849« 
Sr.  General  Comandantv  de  armas  de  tavrovinda: 
Habiéadose  observado  los  notables  abusos  que 
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se  cometen  por  algunos  de  los  Sres  jefes  y  ofi- 
ciales del  ejército  j  de  la  milicia  nacional,  asi  en 
los  actos  del  servicio,  como  en  los  de  su  concur- 
rencia á  otros  públicos  y  funciones  religiosas, 
presentándose  con  insignias  que  no  les  corres- 
ponden, llevando  plumajes  que  solo  están  permi- 
tidos por  el  decreto  de  la  materia  de  20  de  Julio 
de  1826,  ft  los  generales  del  ejército,  y  á  los  je- 
fes y  oficiales  de  caballería  con  ta]  que  no  exce- 
dan del  tamaño  de  una  cuarta,  y  usando  los  ca- 
pitanes y  subalternos  franjas  de  oro  6  plata  en 
los  calzones  y  bordados  en  las  cachuchas,  cuan- 
do les  está  prohibido ;  S.  E.  el  Poder  Ejecutivo 
me  ha  ordenado  recomendar  á  US.  el  estricto 
cumplimiento  del  expresado  decreto  y  de  las  re- 
soluciones expedidas  por  el  Poder  Ejecutivo  de 
Venezuela  en  12  de  Enero  y  3  de  Marzo  de 
1843  sobre  la  materia  :  esto  respecto  de  los  jefes 
y  oficiales  del  ejército,  y  en  cuanto  á  los  de  la 
milicia  nacional,  la  ley  y  reglamento  que  á  ella 
con  ciernen. — Es  copia. — Mejía. 

INSIGNIAS  MILITARES.  RESOLUCIÓN  EJECUTI- 
VA DR  27  DE  SETIEMBRE  DE  1849  reiterando 
el  cumplimiento  de  las  dos  anteriores. 

Secretaría  de  Guerra.— Caracas,  Setiembre  27 
de  1849.— Resuelto. 

Dígase  por  circular  á  los  comandantes   de 
armas : 

Que  continuando  como  continúan  los  abusos 
en  el  uso  de  insidias  militares  por  algunos  je- 
fes y  oficiales  ;  el  Poder  Ejecutivo  ha  resuelto  : 
que  mientras  se  ocupa  del  arreglo  de  esta  mate- 
ria, se  cumplan  en  todas  sus  paríoslas  resolutio- 
nes  del  Gobierno  de  12  de  Enero  de  1843,  de  3 
de  Marzo  del  propio  año,  y  la  de  7  de  Abril  del 
presente,  las  cuales  se  «compañan  en  copia  pa- 
ra su  estricta  observancia,  haciéndose  responsa- 
ble al  que  contraviniere  á  tales  disposiciones, 
que  hasta  ahora  han  sido  ilusorias  con  detrimen- 
to de  la  obediencia  y  subordinación  que  es  in- 
nata á  la  carrera  de  las  armas. — Publíquese  en 
la  Gaceta  la  presente  resolución,  y  las  demás 
que  le  son  relativas. — Por  S,  E. — Mejía. 

INSIGNIAS  MILITARES.  RESOLUCIÓN  EJECUTI- 
VA DE  13  DE  SETIEMBRE  DE  1849  declarando 
que  no  debe  despojarse  de  ellas  á  los  difuntos 

jefes  y  oficiales  del  ejército  en  los  honores 

fúnebres  que  se  les  hagan. 

República  de  Venezuela. — Secretaría  de  Guerra. 
— Sección  primera.— Caracas  Setiembre  13  de  1849, 
afio  20  y  39. 

8r,   General  Comandante  de  armas  de  esta 
provincia. 
Instruido   S.  E.  el   Poder  Ejecutivo  de  la  co- 
miinicacion  de  US.  de  31  del  mes  próximo  paaa- 
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do  núm.  254,  en  que  reprueba  US.  la  antigua 
costumbre  de  despojar  de  sus  insignias  militares 
á  los  difuntos  jefes  y  oficiales  del  ejército  al  acto 
mismo  del  entieiro  para  entregarías  a]  tambor 
mayor  que  asiste  á  la  ceremonia,  y  pide,  intere- 
sando varieM  y  muy  justas  razones,  que  el  Go- 
bierno dicte  una  providencia  que  en  lo  sucesivo 
ponga  término  6  semejante  procedimiento  ;  y 
considerando  S.  E.  que  ni  las  ordenanzas  del 
ejército  ni  las  leyes  vigentes  de  la  República  au- 
torizan esa  práctica,  que  ademas  de  ser  inmoral 
é  indecorosa,  perjudica  notablemente  á  los  deu- 
dos del  difunto  militar  privándolos  de  prendas 
para  ellos  tal  vez  inestimables  y  sagradas;  ha 
tenido  á  bien  resolver  en  esta  fecha,  que  no  se 
tolere  en  adelante  un  abuso  de  tal  naturaleza,  & 
cuyo  fin  las  autoridades  militares  respectivas  dic- 
tarán las  medidas  convenientes,  publicándose 
esta  resolución  en  la  Gaceta  de  Venezuela  para 
su  debida  inteligencia. — Con  lo  que  tengo  el  ho- 
nor de  contestar  la  precitada  comunicación  de 
US.— Soy  de  US.  atento  servidor.— -FríMíí?wco 
Mejía, — Es  copia. — Mejía. 
INSIGNIAS  MILITARES.  Prohibición  del  uso 
de  presillas  sin  charreteras  6  espoletas.  Véase 
Uniformes^  R.  E.  de  3  de  Marzo  de  1843* 
INSTANCIAS  DE  PARTICULARES.  Véasc  Re- 
presentaciones^  R.  E.  de  21  de  Setiembre  de 
1832.  •  • 

INTRüCCION  PÜLLICA.    LEY    PRIMERA  DE  18 

DR  ABRIL  DE  1854  ^uc  trata  de  su  organiza- 
ción en  general — reforma  la  de  ^  de  Junio 
de  1843,  p.  43  del  cuaderno  de  ese  aiio,  y  558, 
nám.  509  del  cuerpo  de  1851. 

El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la  Re- 
pública de  Venezuela,  reunidos  en  Congreso. 

DECRETAN: 

LEY  la 

Be  la  oi^anizacion  de  la  Instrucción  pública. 

Art.  19  El  sistema  de  instrucción  pública  se 
organiza  en  Venezuela  con  los  establecimientos 
siguientes. 

19  Las  escuelas  primarias,  para  la  ensetSanza 
general  de  las  primeras  letras. 

29  Los  Colegios  nacionales  para  la  enseñan- 
za secundaria  de  las  lenguas,  ciencias  filosóficas, 
otros  ramos  de  esta  educación  y  clases  mayores, 
haciendo  extensiva  aquella  á  las  nociones  elemen- 
tales de  aplicación  práctica  á  las  artes  y  oficios. 

39  Las  Universidades  para  la  instrucción  cien- 
tífica en   Teología,  Jurisprudencia,  Medicina  v 
otros  ramos,  comprendiendo  también  la  enseftao- 
za  4^1  primer  inciso  del  número  anterior* 
49  Las  Academias  para  continuación  de  algu- 
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nos  estadios  por  el  método  de  asociación,  y  pa- 
ra el  buen  orden  en  el  ejercicio  de  algunas  pro- 
fesiones; y 

&9  Las  Sociedades  eennomicas  para  promo- 
ver mejoras  en  la  agricultura,  el  comercio,  las 
artes  y  el  fomento  de  la  población. 

Art  29  El  sistema  general  de  instrucción  pú- 
blica se  centralizará  en  el  Ministerio  del  Interior 
y  Justicia,  bajo  la  Suprema  autoridad  del  Poder 
Ejecutivo,  á  cuyii  efecto  se  creará  una  nueva  sec- 
ción en  aquel  Despacho. 

El  Poder  Ejecutivo  ejercerá  librejnente  todas 
las  atribuciones  y  llenará  todos  los  deberes  que 
por  las  leyes  tenia  la  Dirección  general  de  es- 
tudios. 

Art.  39  Las  escuelas  primarias  continuarán  6 
cargo  de  las  Diputaciones 'provinciales,  lasque 
procurando  la  uniformidad  tan  indispensable  en 
la  enseñanza,  ad<rptarán  el  proyecto  que,  de 
acuerdo  con  el  dictamen  del  Consejo  de  Gobier- 
ifo,  forme  y  les  pase  el  Poder  Ejecutivo,  alien- 
tras  el  Congreso  da  una  ley  de  bases  sobre  la  or- 
ganización y  régimen  de  estas  escuelas.  Las  mis- 
mas Diputaciones  representarán  al  Congreso 
cuanto  crean  conducente  al  mejor  éxito  de  dicha 
enseRanza,  y  no  se  halle  á  su  alcance,  para  las 
medidas  legislativas  que  puedan  acordarse* 

Art.  49  Los  Colegios  nacionales,  las  Univer- 
sidades y  los  demás  establecimientos  expresados 
en  el  artículo  |0,  se  regirán  por  las  leyes  y  dis- 
posiciones reglamentarias  que  se  han  dado,-ó 
que  en  di*elante  se  dieren,  y  que  respectivamen- 
te les  conciernan. 

Art.  &9  Se  deroga  la  ley  de  20  de  Junio  de 
1843,  primera  del  Código  de  instrucción  pública. 

Dada  en  6arácas  á  17  de  Abril  de  1854,  afto 
25  de  la  ley  y  44  de  la  independencia. — El  Pre- 
sidente dek  Senado,  Francisco  Balbuena. — El 
Presidente  <le  la  Cámara  de  Representantes,  L. 
Ruedas. — El  Secretario  suplente  del  Senado, 
R,  IrazábaL — El  Secretario  de  la  Cámara  de 
Represeritantes,  J.  Padilla. 

Caracas,  Abril  18  de  1854,  año  25  de  la  ley  y 
44  de  la  independencia. — Ejecútese. —  J.  G.  Mo" 
nagas. — Por  S.  E.  el  Presidente  de  la  Repúbli- 
ca.— El  Secretario  de  E.  en  los  Despachos  del 
Interior,  Justicia  y  Relaciones  Exteriores,  Si- 
món Planas. 


Análisis  comparativo  de  las  leyes  de  17  de  Mofo  de  1848  y 
18  de  Abril  de  1864  (  /.  dd  códieo  de  instruyan  pública. ) 

La  de  64  (art.  1 P  núm.  2?  Vanadio  desde  donde  dice : 
"  y  clases  mayores,  &a.  :*'  supnmió  el  núm.  4  P  ,  art.  2  P 
de  la  de  48 ;  y  eliminó  (art.  2  ?  )  la  Dirección  de  estudios, 
centralizando  la  enseffanza  en  la  Secretaria  del  interior, 
baio  la  suprema  autoridad  del  P.  £.,  y  cometiendo  á  este 
el  libre  ejercicio  de  las  facultades  que  estaban  atribuidas 
&  la  IMreccion. 

TOMO  II. 
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INSTRUCCIÓN  PUBLICA,  lev  segunda  de  1^ 
DE  MATO  DE  1842  Organizando  los  Colegios 
nacionales.  (*) 

El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la  Re- 
pública de  Venezuela   reunidos  en  Congreso, 

DECRETAN  : 

De  la  enseñanza  en  los  Colegios* 
Parte  orgánica. 

Art.  19  Continuar&n  establecidos  los  Colegios 
nacionales  de  Cumaná,  Guanare,  Barquisimeto, 
Tocuyo,  Trujillo,  Coro,  Maracaibo,  fluayana, 
Margarita,  Valencia,  Barcelona  y  Calabozo  con- 
forme á  esta  ley. 

Art.  29  Estos  establecimientos  constarán  de 
dos  partes,  la  una  es  la  escolar  del  Colegio,  la 
otra  la  interna. 

De  los  directores  y  catedrátiqps, 

Art.  39  Cada  uno  de  estos  establecimientos 
literarios  estará  á  cargo  de  un  rector  y  de  un 
vicerector. 

Art.  49  Corresponde  al  rector:  19»  entender- 
se con  la  Dirección  general  de  instrucción  públi- 
ca, ó  con  el  Gobierno  directamente  en  caso  ne- 
cesario, en  todo  lo  que  concierna  al  estableci- 
miento, conservación  y  adelanto  del  Colegio : 
29»  la  dirección  económica  del  mismo  :  39»  el 
desempeño  de  las  funciones  que  le  atribuyan  los 
reglamentos  que  se  dieren  ;  y  49*  l&s  demás  que 
acuerde  esta  ley,  sobre  el  régimen  in(%rno  y  el 
escolar  de  estas  casas. 

Art.  59  Ademas  de  las  atenciones  que  los  re- 
glamentos y  esta  ley  señalen  al  vicerector,  será 
de  su  deber:  I9,  intervenir  en  los  ingresos  de 
la  administración  *en  la  forma  que  se  disponga  : 
29,  pasar  á  la  Direcciorl  general  de  instrucción 
pública  en  los  dias  primeros  de  Julio  y  Enero 
una  relación  circunstanciada  del  estado  de  las 
rentas  acompafiada  de  una  noticia  del  ingreso, 
egreso  y  existencia  de  la  caja  ;  y  39»  darle  así 
mismo  cuenta  en  las  propias  épocas  del  estado  y 
progreso  de  la  instrucción  y  del  número  de  alum- 
nos internos  y  externos. 

Art.  69  El  rector, .  vicerector  y  catedráticos 
gozarán  de  la  renta  anual  que  les  señale  el  Po- 
der Ejecutivo,  previo  informe  de  la  Dirección  do 
estudios, *a tendidas  las  circunstancias  de  cada  es- 
tablecimiento. 

^  único.  Cuando  e]  rector  y  vicerector  desem- 
peñen cátedras,  reunirán  la  renta  de  ambos  des- 
tinos. 

Art  79  Toca  al  Gobernador  de  la  provincia 
proponer  sujeto  idóneo  para  rector,  á  ambos  pro- 
poner al  vicerector,  y  á  los  tres  proponer  los  ca- 


(*)  Véase  Colegios  nacionales^  R.  E.  de  25  de  Mayo  4e 
1860,  y  su  nota. 
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t9drát¡co8  cuando  86  establezean  por  separado  ; 
y  á  la  Dirección  general  nombrarlos  6  reroover- 
]o8  con  cansa  justa,  previo  el  informe  de  la  junta 
de  rentas  y  el  consentimiento  del  Gobierno. 

Art  8?  Las  faltas  del  rector  ser&n  suplidas 
por  el  vicerector,  y  las  de  este,  ya  porque  de- 
sempeñe el  rectorado,  ya  por  cualquier  otro  mo- 
tivo, se  suplirán  por  un  vicerector  interino  que 
nombrará  el  Gobernador  de  la  provincia,  ó  el  Je- 
fe político  en  su  caso,  participándolo  á  la  Direc- 
ción general. 

Art.  99  Cualquiera  falta  temporal  de  los  ca- 
tedráticos será  suplida  por  un  sustituto  que  nom- 
brará inmediatamente  el  rector  dando  cuenta  á 
la  Dirección  general. 

Art.  10.  El  rector,  vicerector  y  catedráticos 
no  pueden  separarse  de  sus  puestos  temporal- 
mente sin  permiso  del  Gobernador  de  la  provin- 
cia, ó  Jefe  político  en  su  caso,  quien  lo  concede- 
rá con  caifsa  legítima  dentro  del  máximo  que  se 
fija  por  el  artículo  siguiente,  dando  cuenta  á  la 
Dirección. 

Art.  11.  El  mayor  tiempo  que  pueden  estar 
separados  es  el  de  dos  meses,  en  el  caso  de  que 
el  permiso  se  les  haya  concedido  para  ausentar- 
se á  negocios  particulares,  y  el  de  seis  cuando 
fuere  por  enfermedad. 

Art.  12.  Si  la  separación  fuere  para  asistir  al 
Congreso  como  Senador  ó  Representante  ó  á  la 
Diputación  provincial  como  miembro  de  ella,  se 
considerará  como  con  licencia  por  el  tiempo  de 
las  sesiones  y  por  el  duplo  dn  la  distancia  de  la 
capital  de  la  República  ó  de  la  provincia  respec- 
tiva, así  á  la  ida  como  á  la  vuelta.  La  distancia 
se  calculará  á  razón  de  ocho  leguas  por  dia. 

Art.  13.  Coqcluido  el  tiempo  señalado  en  los 
artículos  anteriores  sin  que  hayan  vuelto  á  ocu- 
par sus  plazas,  de  hecho  quedarán  estas  vacan- 
tes, y  se  propondrán  personas  para  llenarlas. 

Art.  14.  Las  atribuciones  señaladas  al  Gober- 
nador, las  ejercerá  el  Jefe  político  respectivo,  en 
los  fugares  en  que  no  resida  dicho  magistrado. 

De  las  Juntas  de  rentas. 

Art.  15.  La  junta  de  rentas  de  los  colegios  se 
conopondrá  de  un  presidente,  que  lo  será  en 
las  capitales  de  provincia  el  Gobernador,  y  en 
los  cantones  del  Tocuyo,  Guanaro  y  Calabozo, 
el  Jefe  político,  del  rector  del  colegio  y  de  un 
miembro  del  Concejo  municipal  elegido  anual- 
mente por  este  cuerpo  ;  xiespues  que  sea  exami- 
nada la  cuenta  del  año  anterior,  y  sin  que  se  con- 
sidere miembro  nato  de  la  junta,  concurrirá  el 
administrador  cuando  ella  lo  estime  necesario. 

§  único.  La  voz  del  administrador  será  oida 
siempre  que  se  trate  del  reconocimiento  de  cen- 
sos y  del  aseguramiento  de  sus  capitales  en  de* 
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bida  forma  ;  y  cuando  la  junta  resuelva  contra 
el  dictamen  del  administrador,  informará  este  4 
la  Dirección  sobre  todo  lo  obrado  exponiéndole 
las  razones  que  hubiere  dado  á  la  junta  en  la  dis- 
cusión de  la  materia. 

Art,  16.  Se  autoriza  á  la  junta  de  rentas  para 
que  libre  contra  la  administración  hasta  la  canti- 
dad de  cien  pesos  en  cada  trimestre  del  año,  sin 
pre? ia  aprobación  de  la  Direcrion  general,  en 
caso  de  suma  urgencia,  y  de  ello  le  dará  cuenta 
por  el  correo  inmediato,  con  la  debida  compro- 
bación y  bajo  su  responsabilidad,  cuando  el  gas- 
to sea  considerado  como  indebido. 

Art.  17.  El  vicerector  será  secretario  con  vo- 
to de  la  junta  de  rentas,  llevará  la  corresponden- 
cia que  firmará  el  presidente  de  ella,  y  custodia- 
rá el  archivo,  gozando  de  una  gratificación  da 
cinco  pesos  mensuales  para  gastos  de  escritorio. 

Art.  18.  Son  deberes  de  las  juntas  de  rentas  : 

19  Proponer  á  la  Dirección  todo  lo  que  crea 
conveniente  para  la  conservación  de  los  bienes 
del  colegio  y  fomento  de  sus  rentas. 

2^  Cuidar  de  que  el  cobro  de  estas  rentas  8« 
haga  oportuna  y  eficazmente. 

39  Practicar  el  1 9  de  cada  mes  el  tanteo  de  la 
caja  de  la  administración  ;  y  ademas  en  cual- 
quiera otro  dia  si  lo  creyere  conveniente. 

49  Examinar  las  cuentas  del  administrador, 
glosarlas,  oir  los  descargos  que  este  empleado 
diere  y  sentenciarlas  dentro  de  dos  meses  conta- 
dos desde  I9  de  Agosto,  en  que  deberá  haberlas 
recibido  del  presidente  de  la  junta,  hasfli  el  ulti- 
mo de  Setiembre. 

59  Remitirlas  á  la  Dirección  genera]  inmedia- 
tamente para  su  revisión  y  finiquito  por  el  Tri- 
bunal de  cuentas.  • 
•  69  No  permitir  que  el  administrador  entre  4» 
desempeñar  sus  funciones,  mientra^  no  cumpla 
con  el  requisito  de  prestar  la  fianza. 

79  Hacer  que  las  fianzas  se  refrenden  cada 
vez  que  sea  necesario. 

89  Vigilar  sobre  la  salida  de  caudales,  no  per- 
mitiendo que  se  erogue  la  menor  suma  sin  que 
hayan  precedido  las  formalidades  que  se  esta- 
blecen por  esta  ley. 

9^  Poner  en  claro  los  derechos  del  colegio  so- 
bre cualesquiera  propiedades  y  rentas  religiosas 
por  medio  del  administrador  á  quien  toca  con 
conocimiento  <le  la  junta  y  aprobación  de  la  Di- 
rección intentar  y  seguir  las  demandas  en  los 
tribunales. 

109  Pasar  todos  los  años  á  la  Dirección  ge- 
neral en  1?  de  Octubre  una  memoria  del  estado 
del  colegio  en  todos  sus  ramos. 

De  la  administración  de  las  rentas, 
Art.  19.  Laif  rentas  de   cada   colegio  ya  arre- 
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gladas  y  que  en  lo  adelante  se  arreglaren,  cor- 
rerán á  cargo  de  un  administrador  propuesto  en 
terna  por  el  gobierno  de  la  provincia  en  las  ca- 
pitales, y  en  las  cabeceras  de  los  cantones  en 
que  haya  colegios,  por  el  Concejo  Municipal,  y 
nombrado  por  la  dirección  general  de  instrucción 
pública  que  podrá  removerle  cuando  lo  estime 
conveniente,  previo  el  informe  de  la  misma  jun- 
ta de  rentas. 

Art.  20  Dicho  empleado  disfrutará  un  ocho 
por  ciento  de  las  cantidades  que  recaude,  de- 
biendo prestar  á  satisfacción  de  la  junta  de  ren- 
tas y  antes  de  encargarse  de  la  administración, 
la  fianza  que  fije  la  Dirección  general  á  propor- 
ción de  las  reutas. 

§  único.  Ademas  de  la  comisión  que  se  asig- 
na al  administrador  por  este  artículo,  le  corres- 
ponde el  dos  por  ciento  de  todo  capital  que  des- 
cubra y  logre  poner  en  claro ;  y  de  los  ya  des- 
cubiertos que  se  hallan  en  estado  litigioso  y  sos- 
tuviere en  los  tribunales,  se  le  abonará  el  uno 
por  ciento  si  recayere  sentencia  que  fuere  eje- 
cutoriada en  favor  del  colegio.  Se  abonará  di- 
cha remuneración  en  sus  respectivos  casos, 
cuando  el  administrador,  concluido  el  negocio, 
ponga  el  asiento  en  sus  libros  de  cuenta,  incor- 
porando loí>  nuevos  capitales  con  la  correspon- 
diente documentación,  previa  la  declaratoria  de 
la  junta  de  rentas,  y  no  antes ;  dándose  cuenta 
á  la  dirección. 

Art  21.  Rendirá  cuenta  comprobada  de  cada 
afto  de  su  administración  contando  de  Julio  á 
Junio,  bien  entendido  que  ha  de  estar  entregada 
con  toda  la  documentación  antes  del  dia  último 
del  mes  de  Julio  siguiente,  al  presidente  de  la 
junta  de  rentas,  so  pena  de  quedar  exonerado 
del  encargo  inmediatamente  por  disposición  de 
la  misma  autoridad,  quien  será  responsable  si 
DO  la  librare  el  dia  I9  de  Agosto  siguiente,  dan- 
do cuenta  á  la  Dirección  general,  sin  perjuicio 
de  perseguir  al  administrador  negligente  en  los 
tribunales  de  justicia,  quienes  deberán  emplear 
precisamente  el  apremio  de  prisión  en  los  térmi- 
nos y  en  la  forma  prevenida  respecto  de  los  ad- 
ministradores de  las  rentas  de  las  universidades. 

Art.  22.  Las  rentas  de  los  colegios  no  podrán  ] 
invertirse  sino  en  los  objetos  siguientes: 

19  En  el  sueldo  mensual  de  cada  empleado 
del  establecimiento. 

29  En  la  reparación  del  edificio  del  colegio  y 
de  los  demás  que  le  correspondan  :  en  el  des- 
linde y  amojonamiento  de  las  posesiones  y  ter- 
razgos que  le  jsean  propios  :  en  los  costos  y  cos- 
tas que  se  causaren  por  cualquiera  litis  que  sea 
necesario  seguir  pata  defender  ó  recuperar  las 
propiedades  del  colegio  ;  y  en  otros  pasos  judi- 
ciales que  hayan  de  darse  para  descubrirlos  ó 
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poner  corrientes  sus  acciones,  siempre  que  por 
derecho  corresponda  al  colegio  el  pagamento. 

39  En  los  gastos  indispensables  para  adquirir 
y  conservar  los  enseres,  avíos  y  libros  propios 
del  establecimiento^n  su  parte  escolar. 

Art.  23.  Son  trámites  indispensables  para  que 
la  administración  haga  estos  gastos : 

19  En  cuanto  al  número  I9  del  artículo  pre- 
cedente, que  el  administrador  haya  tomado  ra- 
zón del  título  del  empleado,  que  el  sueldo  esté 
señalado  por  el  Gobierno,  y  que  el  mes  que  se 
pague  esté  cumplido. 

29  En  cuanto  al  número  29  del  mismo  artícu- 
lo, cuando  se  trate  de  refacción  de  edificio  ó  gas- 
to útil  de  una  obra,  será  indispensable  y  previo 
á  todo  un  presupuesto  hecho  y  suscrito  por 
maestros  del  arte,  informado  por  la  junta  de  ren- 
tas del  colegio,^  aprobado  por  la  Dirección;  y 
en  cuanto  á  costos  y  costas  judiciales,  es  necesa- 
rio que  se  hayan  causado  ó  devengado  en  pro- 
cedimiento determinado  y  prevenido  por  esta 
corporación,  previo  el  informe  de  la  junta. 

39  En  los  gastos  de  que  habla  ei  número  39 
del  artículo  entecedente,  se  procederá  con  vista 
de  presupuestos  que  considerará  la  junta  de  ren- 
tas del  colegio  para  resolver  y  dar  cuenta  á  la 
misma  Dirección. 

§  único.  Para  toda  compra  y  para  toda  obri| 
se  invitará  indispensablemente  al  público,  á  fin 
de  formalizar  contratas  con  las  personas  que  mas 
ventajas  ofrezcan ;  %1  efecto  se  fijarán  carteles 
en  tres  ó  mas  lugares  de  la  ciudad,  cuidando  que 
permanezcan  fijados  por  ocho  dias  á  lo  menos, 
y  la  junta  acordará  con  vista  de  las  proposicio- 
nes cerradas  y  selladas  que  se  hayan  puesto  en 
manos  de  su  presidente  durante  los  ocho  dias, 
las  cuales  se  abrirán  j  leerán  en  sesión  pública 
á  la  hora  señalada.  Si  la  junta  no  hallare  admi- 
sibles las  proposiciones  ó  necesitare  explicacio- 
nes sobre  las  que  se  hubieren  hecho,  invitará  de 
nuevo  a]  público  con  arreglo  á  este  parágrafo. 
Del  resultado  dará  cuenta  á  la  Dirección  gene- 
ral para  su  aprobación. 

Art.  24.  La  cuenta  del  administrador  que  co- 
mo queda  prevenido  en  el  artículo  21,  se  rendirá 
al  presidente,  será  examinada  por  la  junta  plena 
en  sesiones  diarias  hasta  su  término,  y  después  de 
dada  vista  al  administrador  para  la  contestación 
de  los  reparos  que  le  resulten,  y  oidos  sus  des- 
cargos, la  remitirá  con  su  sentencia  á  la  Direc- 
ción general,  la  que  con  su  informe  la  pasará  al 
tribunal  de  cuentas  á  qnien  toca  fenecerla. 

^  único.  Los  fallos  del  tribunal  de  cuentas  en 
estos  juicios  tendrán  en  los  tribunales  y  en  todo        f 
lo  demás  la  fuerza  de  la  cosa  juzgada. 

Art.  25.  La  cuenta  del  administrador  se  com- 
probará en  cuanto  al  número  I9  del  artículo  22, 
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con  los  recibo»  de  los  empleadi>s»  y  en  cuanto  á 
los  números  29  y  39  del  propio  artículo  con  los 
libramientos  de  la  junta  de  rentas,  firmados  por 
su  presidente  y  secretario,  siempre  que  hayan 
sido  precedidos  de  las  furm^Jidades  prevenidas 
por  esta  ley  ó  que  en  adelanté  9e  previnieren  por 
el  Gobierno  á  la  Dirección  general.  - 

Art.  26.  Los  gastos  ordinarios  de  la  oficina  de 
la  administración  ser&n  por  cuenta  del  adminis- 
trador. 

Del  régimen  interno. 

Art.  27.  Al  rector  del  colegio  corresponde  to- 
da la  parte  económica  gubernativa  del  estableci- 
miento domo  seminario  de  educación  omnímoda 
interna. 

Art.  28.  Le  toca  por  consiguiente  admitir  los 
alumnos  internos  que  á  bien  tei^a:  fijar  la  pen- 
sión según  los  gastos ;  y  correr  por  sí  con  este 
ramo  sin  necesidad  de  rendir  cuenta  á  la  Direc- 
ción general  ni  á  ninguna  otra  autoridad. 

^  único.  La  disposición  de  este  artículo  no 
impedirá  que  se  cumplan  las  obligaciones  con- 
traidas por  los  rectores  con  particulares  sobre 
dación  de  cuentas  y  otros  puntos  por  motivo  del 
fomento  de  los  colegios,  las  cuales  se  llevarán  á 
efecto  hasta  sy  terminación. 

Art.  29.  También  le  tora  hacer  con  el  vice- 
rector  y  demás  colaboradores  que  le  parezca  con- 
veniente establecer  para  el  régimen  interno, 
aquellos  convenios  sobre  inspección,  trabajos, 
salarios,  dcu.,  que  á  bien  tuviere. 

Art.  30.  Sobre  las  bases  generales  que  la  Di- 
rección le  suministre,  aprobadas  por  el  Gobierno, 
formará  el  reglamento  de  la  casa  en  este  ramo, 
estableciendo  la  distribución  de  las  horas  de  es« 
tudio,  sueño,  alimentos,  ejercicios  religiosos, 
desahogos,  ejercicios  gimnásticos,  d&a.,  dando 
cuenta  anualmente  en  19  de  Octubre  á  la  Direc- 
ción de  los  progresos  que  se  noten  en  todo  este 
ramo  de  educación  interna. 

De  los  alumnos» 

Art.  31.  Son  alumnos  internos,  los  jóvenes 
que  vivan  en  la  casa  sujetos  al  reglamento  eco- 
nómico-gubernativo que  establezca  el  rector* 

Art.  32.  Son  alumnos  externos,  los  jóvenes 
que  habiendo  cumplido  con  las  formalidades  de 
los  reglamentos,  previas  &  su  entrada,  se  matri- 
culen en  una  de  las  clases  estableeidas  en  el  co- 
legio. 

Art.  33.  Es  un  deber  de  los  alumnos  externos 
concurrir  á  las  horas  de  cíase,  y  ademas  á  cuales- 
quiera otras  que  los  jefes  de  la  casa  tengan  á 
bien  disponer  para  actoade  ens^ftanaa. 
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De  la  organización  de  lo%  colegios  que  'porfáL' 

ta  de  rentas  no  pueden  establecerse  con" 
forme  á  esta  ley. 

Art.  34.  La  falta  absoluta  en  algún  colegio 
del  rector  y  vicerector  no  impedirá  que  existan 
en  él  para  alumnos  externos  las  clases  estableci- 
das por  esta  ley. 

Art.  35.  Las  rentas  de  estos  colegios,  se  ad- 
ministrarán sin  embargo  conforme  á  la  presento 
ley. 

^  único.  Si  pagados  los  gastos  que  tengan, 
quedare  algún  sobrante,  se  mantendrá  en  depó- 
sito hasta  reunirse  una  cantidad  que  pueda  im- 
ponerse á  censo,  según  las  disposiciones  acorda- 
das en  la  materia,  para  que  vayan  asi  aumentán- 
dose dichas  rentas. 

Art.  36.  En  los  casos  de  falta  absoluta  del 
rector  y  vicerector  la  junta  de  rentas  se  compon- 
drá del  Gobernador  ó  del  Jefe  político  donde  no 
resida  este  magistrado,  de  un  miembro  del  Con- 
cejo Municipal  y  del  catedrático  ó  catedráticos 
que  haya,  haciendo  uno  de  estos  de  secretario;- 
y  formada  así,  ejercerá  las  atribuciones  que  tie- 
nen las  juntas  de  rentas  de  los  demás  roíegio?, 
y  procurará  ademas  que  estos  establecimientos 
progresen  en  términos  que  pronto  puedan  uni- 
formarse con  los  otros. 

Art.  37.  Los  establecimientos  que  aspiren  á 
ser  erigidos  en  colegios  nacionales  tendrán  para 
alumnos  externos  las  clases  que  con  sus  rentas 
puedan  pagarse,  y  tan  luego  como  alguno  pue- 
da cubrir  sus  gastos,  bien  sea  por  el  aumento  de 
sus  sobrantes  impuestos  á  censo,  bien  por  las 
donaciones  de  los  vecinos  y  padres  de  familia,  ó 
por  otro  medio»  se  uniformarán  con  los  demás 
establecidos  conforme  á  la  presente  ley. 

Dada  en  Caracas  á  7  de  Mayo  de  1842,  13? 
y  329 — El  Presidente  del  Senado,  José  Manuel 
de  los  Ríos, — £1  Presidente  de  la  Cámara  de 
Representantes,  Francisco  Díaz, — El  Secretas- 
rio  del  Senado,  José  Ramón  Bur guillas. — El 
Secretario  de  la  Cámara  de  Representantes, 
Rafael  Acevedo, 

Caracas  Mayo  12  de  1842,  139  T  329— Eje- 
cútese— José  A.  Páez. — Por  S.  É.  el  Presiden- 
te de  la  República. — El  Secretario  de  Estada  en* 
los  Despachos  de  lo  Interior  y  Justicia,  Ángel 
Quintero. 
INSTRUCCIÓN   PUBLICA,  lby  tercera   db 

12  DE  MAYO  DE  1842  gus  reglamenta  la  par^ 

te  escolar  de  los  propios  colegios* 

El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la  Re- 
pública de  Venezuela  reunidos   en  Congreso, 
decretan: 
Parte  escolar  de  los  colegios. 
Art  19  £1  rectof  ea  el  jefe  del  gc^uenio  esco» 
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*  lar  de  su  colegio*  Consultará  sus  medidas  con 
el  vicereclor,  y  crerá  cuenta  ele  todo  á  la  Direc- 
ción general  de  instrucción  pública. 

Art.  29  El  vicerector  llevará  un  libro  de  ma- 
trícula para  asentar  ios  nombres  y  apellidos  de 
los  alumnos,  los  de  sus  padres  ó  encargados,  lu- 
gar del  nacimiento  y  de  la  morada,  y  el  dia  en 
que  se  hace  el  asiento. 

Art  39  Los  derechos  de  inscripción  y  matrí- 
cula tanto  de  los  alumnos  internos  como  de  ios 
externos  por  la  educación  escolar  que  reciban, 
serán  de  ocho  reales,  y  corresponden  de  por  mi- 
tad al  rector  y  vicerector  como  un  aumento  de 
su  renta 

Art.  49  Habrá  cuatro  cátedras  por  lo  menos 
en  cada  colegio,  una  para  la  lengua  castellana, 
otra  para  la  latina  y  dos  para  las  ciencias  filosó- 
ficas. 

^  único.  Entre  las  otras  cátedras  no  expresa- 
das y  que  puedan  establecerse  según  las  rentas 
con  que  se  cuente  para  su  dotación,  sedará  pre- 
ferencia á  las- de  idiomas  vivos,  y  para  su  esta- 
blecimiento la  Dirección  atenderá  principalmen- 
te á  los  informes  de  los  respectivos  rectores. 

Art.  59  El  curso  de  filosofía  durará  el  mismo 
tiempo  qne  en  las  universidades,  y  en  él  se  ense- 
riarán las  miomas  materias  que  en  estos  esta- 
blecimientos  en  horas  de  clase  por  la  mañana  y 
tarde  en  los  términos  y  bajo  la  forma  de  su  re- 
glamento escolar. 

Art.  6?  Toca  á  los  catedráticos  enseñar  las 
materias  correspondientes  á  sus  clases  á  las  ho- 
ras y  por  los  autores  y  métodos  que  se  les  se- 
fíale. 

Art.  79  Una  de  las  escuelas  primarias,  á  elec- 
ción del  rector,  que  las  Diputaciones  provincia- 
les hayan  Crttablecido,  ó  establecieren  en  los  lu- 
gares en  donde  haya  colegios,  podrá  situarse  en 
el  mismo  edificio  en  obsequio  de  la  mayor  como- 
didad de  los  jóvenes  y  de  sus  padres,  siempre 
que  lus  disposiciones  municipales  á  que  esté  9U- 
jeta  dicha  escuela  sean  ó  se  hagan  compatibles 
con  el  reglamento  escolar. 

§  único.  Si  la  autoridad  municipal  á  quien 
competa  consentir  en  esta  unión,  no  la  creyere 
conveniente,  se  entenderá  el  artículo  anterior 
respecto  de  cualquiera  otra  escuela  particular, 
cuyo  preceptor  quiera  unirla,  en  el  concepto  de 
que  nada  tendrá  qBe  haber  de  loa  fondos  del  co« 
legio,  ni  este  d^  lo  que  contribuyan  á  aquel  los 
padres  de  los  discípulos  por  la  instrucción  prima- 
ria que  les  de  ;  y  en  el  de  que  ha  de  metodizar 
la  escuela  de  acuerdo  con  el  reglamento  escolar. 
En  el  caso  de  este  parágrafo,  ti  optasen  á  la 
unioD  dos  6  mas  preceptores,  el  presidente  de  la 
junta  asociado  con  el  rector  y  vicerector,  toma- 
rán en  eoneideracion  las  diferentes  exposieioiM», 
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y  acordarán  la  preferencia  dando  noticia  de  ello  • 
á'la  Dirección. 

Art.  89  El  rdctor  y  vicerector  vigilarán  sobre 
el  buen  desempeño  de  los  deberes  de  los  cate- 
dráticos ;  y  sobremos  de  dichos  directores,  cuan- 
do desempeñen  cátedras,  vigilarán  el  Goberna- 
dor de  la  provincia  ó  el  Jefe  político  en  los  luga- 
res en  que  el  Gobernador  no  resida.  Unos  y 
otros  en  sus  respectivos  casos  darán  parte  á  hi 
Dirección  general  de  los  abusos  que  observen  y 
tomarán  por  sí  aquellas  providenriíis  de  amones- 
tación y  corrección  suave  que  les  parezcan  ne- 
cesarias. 

Art.  99  El  tiempo  de  clase,  el  periodo  del 
año  escolar,  los  requisitos  de  matrículas  y  exá- 
menes anuales,  el  método  de  verificar  la  asisten- 
cia, aplicación  y  aprovechamiento  de  los  alum- 
nos, el  orden  sucesivo  en  la  enseñanza  de  las 
materias,  premios  y  v^acaciones,  y  todo  lo  de- 
mas  relativo  al  régimen  escolar  será  conforme  á 
lo  prescrito  para  las  universidades. 

.Art  10.  Los  textos  por  donde  cada  catedrá- 
tico haya  de  leer  las  materias  de  su  instituto  se- 
rán elegidos  por  él  mismo  entre  las  obras  desig- 
nadas como  á  propósito  para  la  enseñanza,  ya 
por  cualquiera  de  las  universidades,  ya  por  la 
Dirección  general. 

Dada  en  Caracas  á  7  de  Mayo  de  1842,  afío 
139  de  la  ley  y  329  de  la  independencia.  —El 
presidente  del  Senado,  José  Manuel  de  los  Rios. 
— El  presidente  de  la  ('Jamara  de  Representan- 
tes, Francisco  Pwjzr.— El.  secretario  del  Senado, 
José  él.  Burguillos. — El  secretario  de  la  Cáma- 
ra de  Representantes,  Rñfael  Acevedo. 

Caracas  Mayo  12  de  1842,  año  139  ^'^  la  ley 
y  329  de  la  independencia. — ííjecútese — José 
A.  Páez. — Por  S.  E.  el  Presidente  de  la  Repú- 
blica.— El  secretario  de  Estado  en  los  Despachos 
de  lo  Interior  y  Justicia,  Ángel  Quintero. 

INSTRUCCIÓN  PUBLICA,  ley  cuarta  ds  20 
DB  JUNIO  DE  1843. — De  la  urbanización  de 
las  universidades. 

El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  déla  Re- 
pública de   Venezuela   reunidos  en  Congreso, 

DECRETAN  : 

Disposiciones  preliminares. 

Art.  19  Las  Universidades  de  Caracas  y  Mé- 
rida  continuaráif  cumpliendo  con  su  objeto  de 
enseñar  las  ciencias  y  las  letras  en  toda  la  exten- 
sión que  sus  medios  les  permitan. 

§  único.  Cuando  algún   colegio  á  juicio  del 
Poder  Ejecutivo»  previo  informe  de  la  Dirección 
general  de  instrucción  pública,  tenga  los  medios 
para  erigirse  en  Universidad,  el  Gobierno  deere-    ' 
urá  0U  erección^  UBÜbrcnámlola  á  las  demás  de 
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'  la  República,  y  dará  cuenta  al   Congreso  en  su 
próxima  reunión. 

Art.  ^9  Cstos  cuerpos  se  componen  de  las  au- 
toridades que  inmediatamente  los  gobiernen,  de 
sus  catedráticos,  de  los  doctoses,  maestros  y  li- 
cenciados de  su  gremio  y  cUustro,  y  de  los  cur- 
santes. 

De  las  autoridadet  de  las  Universidades, 

Art.  3?  Las  autoridades  de  las  Universidades, 
son  :  el  rector,  el  vicerector,  la  Junta  de  inspec- 
ción y  gobierno,  el  tribunal  académico  y  el  Cuer- 
po electoral. 

Del  Rector. 

Art.  49  El  rector  es  el  jefe  déla  Universidad, 
y  sus  funciones  las  que  designa  la  ley. 

ÍI9  Será  nombrado  por  el  cuerpo  electoral 
a  tres  años,  el  dia  20  de  Diciembre  en  la  ca- 
pilla ó  sala  de  la  Universidad.  Deberá  ser  doc- 
tor del  gri^mio  ó  claustro  de  la  misma. 

§  t¿9  Verificada  la  elección  por  los  dos  tercios 
de  los  votos,  si  no  fuere  catedrático,  y  por  ma- 
yoría absoluta,  si  lo  fuere,  se  participara  al  Su- 
premo Poder  Ejecutivo,  á  la  Dirección  general 
de  instrucción  pública,  y  al  gobernador  de  la 
provincia.  £1  rector,  cumplido  el  trienio,  puede 
ser  reelecto,  y  no  siéndolo,  permanecerá  en  el 
destino  hasta  que  se  posesione  el  que  lo  ha  de 
sustituir. 

^  39  La  elección  se  hará  saber  al  electo  por 
medio  de  dos  doctores,  si  se  hallare  presente,  ó 
se  le  comunicará  por  el  rector  si  estuvie^  au- 
sente de  la  ciudad. 

^  49  Cuando  el  nombrado  tenga  impedimen- 
to, ó  le  sobreviniere  á  su  nombramiento,  lo  hará 
presente  con  los  documentos  que  lo  comprueben 
á  la  autoridad  inmediata  para  que  lo  ponga  en 
conocimiento  del  cuerpo  electoral,  y  resuelva 
sobre  la   admisión  ó  inadmisión  de  la  renuncia. 

Del  Yicerector, 

Art  59  £1  vicerector  suple  cualquiera  falta 
del  rector,  desempeñando  entonces  todas  las  fun- 
ciones de  este,  con  el  lleno  de  su  autoridad;  y 
ademas  llevará  el  libro  de  la  conducta  de  los  ca- 
tedráticos y  el  de  la  conducta,  aplicación,  ólc, 
de  los  alumnos.  Será  elegido  en  la  misma  épo. 
ca  y  del  mismo  modo  que  el  rector. 

§  único.  Acerca  de  los  motivqs  que  pueda  te- 
ner el  nombrado  para  la  inadmisión  ó  renuncia 
de  su  encargo,  se  observará  lo  dispuesto  en  el 
parágrafo  49  del  artículo  49  de  esta  ley. 

De  la  Junta  gubernativa. 

Art  69  La  junta  de  gobierno  se  compone  del 
rector»   vicerector,  y  de  seis  catedráticos  que 
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sean  borlados,  en  la  de  Caracas  y  tres  en  la  d«  * 
Marida,  bien  estén  jubilados  é  en  ejercicio,  nom- 
brados por  el  cuerpo  electoral  en  su  reunión  or- 
dinaria, y  renovados  por  el  mismo  cada  bienio 
por  mitad,  decidiendo  la  suerte  los  que  deban  ce- 
sar en  la  primera  vea.  Para  constituir  junta  se 
necesita  el  número  de  cinco  miembros  en  ¡a  Uni- 
versidad de  Caracas,  y  de   tres  en  la  de  Marida. 

^  único.  Los  catedráticos  interinos  borlados 
puestos  por  la  junta  gubernativa,  tendrán  asien- 
to y  voto  en  sus  sesiones. 

Art.  79  La  junta  de  inspección  y  gobierno  es 
el  consejo  del  rector,  y  con  él  acuerda  todas  las 
medidas  económico-gubernativas  de  la  Universi- 
dad y  las  concernientes  á  U  administración  de 
sus  rentas  en  la  manera  y  formas  establecidas 
por  la  ley. 

Art.  89  No  puede  acordar  que  se  hagan  de 
los  fondos  de  la  Universidad  otros  gastos  que  los 
proscriptos  por  la  ley,  ni  dispensar  derecho  al- 
guno á  los  que  se  gradúen. 

Art  99  Cualquiera  erogación  ilegal,  y  sin  las 
formalidades  prescriptas  por  la  ley,  y  las  que  dic- 
tare el  Poder  Ejecutivo  en  su  reglamento,  será 
reintegrada  en  la  caja  del  cuerpo  por  los  miem- 
bros que  hubieren  concurrido  al  acuerdo,  excep- 
to los  que  hayan  salvado  su  voto. 

Del  tribunal  académico. 

Art  10.  Habrá  un  tribunal  académico  com- 
puesto de  tres  miembros  principales,  y  dos  su- 
plentes elegidos  á  pluralidad  absoluta  por  el 
cuerpo  electoral  el  mismo  dia  que  lo  sean  el  rec- 
tor y  el  vicerector,  y  en  los  mismos  términos  y 
forma  establecidos  para  la  elección  de  estos,  con- 
tinuando en  su  encargo  por  tres  afíos,  y  pudien- 
do  ser  indefinidamente  reelegidos. 

Art.  11.  El  rector,  vicerector  y  Jos  catedráti- 
cos en  actual  ejercicio  de  leer  cátedras  no  pue- 
den ser  miembros  de  este  tribunal  durante  el 
tiempo  que  desempeñen  sus  respectivos  en- 
cargos. 

Art  12.  Las  funciones  del  tribunal  académi- 
co son :  primera,  juzgar  á  los  catedráticos  por 
falta  á  sus  deberes  como  profesores  y  por  las  de 
subordinación  que  deben  al  rector  y  vicerector. 
La  excitación  para  este  juicio  nacerá  del  rector 
6  de  la  Dirección  de  estudios,  y  los  mismos  jue- 
ces podrán  también  abrir  el  jiicio  sin  excitación 
alguna,  siempre  que  en  sus  reuni&nes  mensuales 
encuentren  motivo,  en  vista  de  las  notas  que  acer- 
ca de  la  conducta  académica  de  los  catedráticos, 
lleva  y  le  debe  presentar  el  vicerector,  y  del  li- 
bro de  visitas  llevado  por  el  rector.  Las  pruebas 
para  un  juicio  por  falta  de  subordinación,  serán 
sustanciadas  en  virtud  de  la  queja,  oyendo  al 
catedrático  y  testigos,  y  decidiendo  de  plano,  de 
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una  manera  breve  y  sumaría  y  por  mayoría  ab- 
soluta. Sus  fallos  de  multas  se  comunicarán  al 
rector  para  su  ejecución,  y  los  de  suspensión  6 
restitución  se  comunicarán  también  al  rector  y 
por  este  á  la  Dirección  de  instrucción  pública, 
para  que  ella  resuelva.  Segunda  :  oir  los  recur- 
sos de  apelación  de  las  providencias  del  rector 
en  solo  los  negocios  contenciosos  y  puramente 
académicos  entre  catedráticos,  doctores,  maes- 
tros, licenciados  y  cursantes.  En  esta  segunda 
instancia  se  omitirán  presentaciones  por  escrito, 
y  solo  se  hará  uso  de  nuevos  documentos  y  de 
informes  verbales.  De  la  resolución  de  esta  sala, 
bien  confirmé  ó  revoque,  no  habrá  recurso  al- 
guno. 

Art.  13.  Todo  acto  de  jurisdicción  académica 
que  no  se  refiera  á  las  dos  clases  de  negocios  de- 
terminados en  el  precedente  artículo,  es  nulo  y 
de  ningún  valor. 

Art.  14.  Los  miembros  del  tribuna]  académi- 
co tendrán  como  indemnización  d€  su  trabajo, 
los  honorarios  que  la  ley  les  designa. 

Del  cuerpo  electoral. 

Art.  15.  Habrá  un  cuerpo  electoral  de  las  au- 
toridades de  la  Universidad,  compuesto  de  todos 
los  catedráticos  propietarios^  aunque  no  sean 
borlados,  y  de  tres  representantes  electores  res- 
pecto de  la  de  Caracas,  y  dos  por  ahora  respec- 
to de  la  de  Mérida,  nombrados  por  cada  una  de 
las  facultades,  quieaes  harán  las  elecciones  que 
ordena  esta  ley  por  pluralidad  absoluta  ;  y  res- 
pecto del  rector  y  vicerector,  como  está  dispues- 
to en  los  parágrafos  I?  y  29  del  artículo  4^  Es- 
te cuerpo  debe  constir,  en  la  Universidad  de  Ca- 
racas, por  los  menos  de  diez  y  siete  .electores, 
de  los  cuales  nueve,  cuando  menos,  deberán  ser 
representantes  de  las  facultades; y  en  la  de  Mé-« 
rida,  por  ahora  de  siete,  de  los  cuales  cinco  por 
lo  menos,  deberán  ser  representantes. 

Art.  16.  Siendo  posible  que  al  rector  y  vicc- 
rector  sobrevenga  un  impedimento  físico  que  los 
inhabilite  para  ejercer  las  funciones  académif^ias, 
6  que  fallezcan  durante  el  trienio,  para  evitar 
que  el  cuerpo  quede  acéfnlo,  se  encargará  del 
rectorado  el  catedrático  borlado  mas  antiguo  que 
exista  en  cualquiera  de  las  facultades,  quien  se- 
rá considerado  como  decano.  Hallándone  ausen- 
te, sustituirá  entré  tanto  el  que  esté  en  la  ciudad. 
Cn  el  caso  de  impedimento  de  los  dos  jefes  pro- 
pietarios, durara  el  encargo  hasta  que  uno  de  los 
¡los  adquiera  su  restablecimiento ;  y  en  el  de 
muerte!  hasta  que  se  haga  nueva  elección  por  el 
cuerpo  electoral,  convocado  por  el  decano  encar- 
gado de  las  funciones  rectorales  ;  1}  que  se  prac- 
ticará á  la  mayor  brevedad  ||n  arreglo  á  esta 
ley.  Los  elegidos  en  los  casdffiípecifícados,  du- 
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rarán  eí'tiempo  que  falte  á  los  que  reemplacen. 

Art.  17.  Las  funciones  del  cuerpo  electoral 
son  :  elegir  en  cada  trienio  ó  antes  si  hubiese 
vacante,  el  rector,  el  vicerector,  los  miembros 
del  Tribuna]  académico  y  de  la  Junta  guberna- 
tiva de  la  Universidad. 

Art  18.  Sus  funciones  concluyen  necesaria- 
mente  luego  que  acaban  de  elegir  y  participar 
las  elecciones  al  Gobierno  y  á  la  Dirección  ge- 
neral de  instrucción  publica.  Todo  acto  fuera  de 
las  elecciones  ordenadas  por  esta  ley  es  nulo  y 
de  ningún  valor. 

Art.  19.  El  rector  ó  vicerector,  á  falta  de  este, 
participará  al  decano  del  cuerpo  electoral,  las 
vacantes  accidentales  ^que  ocurran  fuera  del  pe- 
ríodo trienal. 

Art.  20.  Se  considera  autoridad  constituyente 
del  cuerpo  electora]  y  su  presidente,  al  catedrá- 
tico de  ciencias  en  ejercicio  mas  antiguo  entre 
todos  sus  miembros,  que  es  el  que  se  llama  de- 
cano conforme  al  artículo  16,  haya  obtenido  ó 
no  la  jubilación.  Convocará  de  oficio  á  todos  los 
miembros  para  que  se  reúnan  en  cada  período 
trienal,  á  la  hora  que  designe  según  el  reglamen- 
to formado  por  la  autoridad  que  ordene  la  ley, 
así  como  para  las  elecciones  accidentales  que 
ocurran,  previa  la  participación  del  rector  ó  vice- 
rector. 

^  único.  El  rector  ó  vicerector  en  su  caso,  de- 
clarará quién  es  el  catedrático  mas  antiguo  y 
quién  le  sigue  en  antigüedad  para  que  le  reem- 
place, y  le  recordará  el  cumplimiento  de  sus  de- 
beres en  caso  de  omisión. 

Art.  21.  Reunido  el  cuerpo  electora),  será  ins- 
talado y  presidido  por  el  decano  ó  el  que  le  sub- 
rogue, quien  del  seno  del  cuerpo  nombrará  el 
secretario  y  dos  escrutadores,  y  después  se  pro- 
cederá á  la  elección. 

De  las  facultades. 

Art.  22.  Las  diVbrsas  materias  de  enseñanza 
en  las  universidades,  se  dividen  por  su  orden  clá- 
sico en  cinco  facultades,  á  saber :  la  do  ciencias 
eclesiásticas ;  la  de  ciencias  políticas;  la  de  cien- 
cias médicas  y  de  historia  natural ;  la  de  cien- 
cias matemáticas,  físicas  y  metafísicas ;  y  la  de 
filología  ó  humanidades. 

Art.  23.  Estas  cinco  facultades  aunque  forman 
diferentes  secciones  para  celebrar  sus  ejercicios, 
asociadas  se  reducen  á  cuatro  parles  de  la  uni- 
versidad, uniéndose  los  miembros  de  la  de  hu- 
manidades á  los  de  las  ciencids  filosóficas  con  el 
objeto  de  nombrar  representantes  en  el  cuerpu 
electoral ;  esto  es,  la  primera  de  ciencias  ecle- 
siásticas, la  segunda  de  jurisprudencia  civil,  la 
tercera  de  medicina  é  historia  natural,  y  la  cuar- 
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ta  de  ciencias  filosóficas,  matemáticas  y  liiimani- 
clades. 

Art.  24  Los  miembros  de  cada  «na  de  estas 
cuatro  partee  se  reunirán  por  separado  con  el 
objeto  de  eJegir  de  su  seno  un  presidente,  un  vi- 
cepresidente que  le  sustituya  en  sus  fijhas  y  un 
eecretíirio,  todos  por  tres  años  á  pluralidad  rela- 
tiva y  reelegibles  para  que  dirijan  los  actos  y 
ejercicios  científicos  y  literarios  de  la  facultad. 

Art.  25.  Le  corresponde  elegir  á  pluralidad 
absoluta  loa  representantes  principales  para  con- 
currir á  formar  el  cuerpo  electoral  y  dos  suplen- 
tes para  los  casos  en  que  los  primeros  falten. 
Este  acto  tendrá  lugar  dentro  de  los  diez  días 
previos  á  las  elecciones  ordinarias  ó  extraordina- 
rias que  hubieren  de  celebrarse,  dando  á  sus  re- 
presentantes una  breve  credencial  de  sus  nom- 
bramientos, firmada  por  el  presidente  y  refren- 
dada p<»r  el  secretariojde  la  facultad.  Ningún  ca- 
tedrático podrá  ser  elegido  representante. 

Dada  en  Caracas  á  17  de  Mayo  de  1843,  140 
y  330 — El  Presidente  del  Senado,  Joaé  Var- 
gas^—VA  Presidente  de  la  Cámara  de  Represen- 
tantes, Manuel  Felipe  de  Tovar — El  Secreta- 
rio del  Senado,  José  Ángel  Freiré. — El  Secre- 
tario de  la  Cámara^de  Repre^ntantes,  Juan  A, 
Pérez  > 

Caracas  Junio  20  de  1843,  140  y  330— Eje- 
cútese.—CarZo.s  Soublette. — Por  S.  E.  ei  Presi- 
dente de  la  República. — El  Secretario  de  E.  en 
los  DD.  de  lo  Interior  y  Justicia,  Juan  Manuel 
Manrique. 

INSTRUCCIÓN  PUBLICA.  Leí  quinta  de  7 
D£  MAYO  DE  1849.  De  los  catedráticos  de  las 
universidades-qué  reforma  la  de  17  de  Mar' 
zo  de  1843,  pág.  58  del  cuaderno  de  ese  año^ 
y  560,  número  511  del  cuerpo  de  1851. 

El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la  Re- 
pública de  Venezuela,  reunidos  en  Congreso, 
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De  los  catedráticos  de  las  universidades. 

Art.  19  Las  cátedras  se  proveerán  siempre 
en  propiedad  y  por  concurso,  en  personas  ma- 
yores de  veintiún  años  y  que  estén  en  ejercicio 
de  los  derechos  de  ciudadano,  excepto  el  caso  del 
artículo  siguiente.  Sus  profesores  continuarán 
en  ellas  mientras  quieran  y  dure  su  buen  desem- 
peño. Por  faltar  á  sus  deberes  serán  penados 
con  multas,  suspensión  ó  destitución  conforme  á 
esta  ley  ;  y  con  arreglo  á  las  leyes  comunes  por 
crímenes  que  tengan  pena  infamante,  ó  por  es- 
trañamiento  fuera  dé  la  República,  ó  de  la  ciu- 
dad residencia  de  la  Universidad  con  tal  de  que 
sea  por  mas  de  un  año. 
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^  único.  Esta  provisión  en  propiedad  no  obs- 
ta para  que  mientras  ella  se  haga,  el  rector  y 
junta  de  Gobierno  nombren  un  interino  que  con- 
tinúe la  ensellanza. 

Art.  29  Inmediatamente  que  una  cátedra  va- 
care, ó  se  acordase  establecer  una  de  nueva  crea- 
ción, el  Rector  con  la  Junta  de  Gobierno  decla- 
rará la  vacante  ó  la  resolución  de  establecer  la 
nueva  cátedra,  mandará  fijar  edictos  en  las  puer- 
tas de  la  Universidad  por  el  término  de  ^esenta 
dias,  hrmándelos  con  dos  de  loscatedrAlicos  mas 
antiguos  y  con  la  autorización  del  secretario  y  el 
sello  del  cuerpo,  y  expresando  en  ellos  los  de- 
beres, los  derechos  y  renta  de  la  cátedra,  y  qne 
los  aspirantes  deberán  presentar  sus  títulos  cali- 
ficativos. Estos  edictos  serán  pasados  en  copia  á 
la  Dirección  de  Estudios.  La  invitación  para 
optar  á  la  cátedra,  los  dias  en  que  principia  y 
termina  la  fijación  de  edictos  y  dentro  de  los  cua- 
les los  aspirantes  deban  presentarse,  serán  anun- 
ciados en  1<M3  papeles  públicos  de  la  dudad  resi- 
dencia de  la  Universidad. 

^  único.  Dichos  títulos  para  optar  á  las  cáte- 
dras de  ciencias  eclesiásticas,  políticas,  filosófi- 
cas y  médicas,  excepto  los  ramos  de  historia  na- 
tural y  sus  oplicariones,  son  los  de  Poctor, 
Maestro  ó  Licenciado  en  cualquiera  Universidad 
legalmenle  calificados.  Mas  para  los  ramos  de 
historia  natural  y  sus  aplicaciones,  de  matemá- 
ticas, y  las  diferentes  clases  de  humanidades, 
bastarán  las  obras  hechas  pqr  los  aspirantes,  las 
certificaciones,  ú  otros  documentos  fehacientes. 
Para  los  ramos  de  historia  natural  y  sus  aplica 
Clones,  para  las  lenguas  muertas,  menos  la  lati- 
na, y  para  las  vivas  extranjeras,  se  podrán  admi- 
tir extranjeros  y  aun  solicitarlos  fuera  dtl  país  si 
en  él  no  los  hay. 

Art  39  No  se  admitirá  oposiciojí  á  la  cátedra 
vacante,  que  no  haya  sido  hecha  dentro  del  tér- 
mino del  edicto  convocatorio.  Concluido  este 
término,  el  Rector  citará  á  la  Junta  gubernativa 
y  á  los  cuatro  conciliarios  de  que  se  hb.blará  des- 
pués, para  que  reunidos  en  la  sala  de  la  Univer- 
sidad, califiquen  por  mayoría  absoluta  á  los  opo- 
sitores, y  por  la  misma  mayoría  absoluta  de  70- 
tos  hagan  la  elección  del  que  estimen  mas  idóneo 
y  conveniente  á  la  instrucción  pública  por  su  pa- 
triótica decisión. 

^  19  Los  cuatro  conciliarios  que  deben  incor- 
porarse á  la  Junta  gubernativa  para  la  provisión 
de  la  cátedra  vacante,  serán  nombrados  de  an- 
temano y  por  pluralidad  absqluta  por  la  misma 
Junta  gubernativa,  debiendo  recaer  la  ^elección 
precisamente  en  uno  á^  los  miembros  de  cada 
una  de  las  gáatro  partes  á  que  se  hallan  reduci- 
das las  facultad|^en  que  están  divididas  las  di- 
versas materias  oe  enseñanza  en  las   universida- 
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des ;  y  no  podrán  i€r  nombrados  concIHaHoa  loe 
▼ocales  de  la  Junta  gtri»eniati\'a,  los  menores  de 
25  aftos  y  los  parientes  hasta  el  tercer  f  rado  de 
consanguinidad  y  segundo  de  afinidad  inclusive, 
de  los  opositores  á  las  cátedras  vacantes. 

^  29  Tampoco  podrán  proveerse  las  cátedras 
en  propiedad,  ni  en  interinaría  en  personas  desa- 
féelas al  Gobierno  republicano  ó  sospechosas  de 
su  amor  ai  espíritu  democrático  del  sistema  de 
•Venezuela.  El  juicio  que  se  forme  sobre  estas 
cualidades  es  privativo  y  puramente  gubernati- 
vo de  la  Junta  y  conciliarios;  y  se  expresará  si 
así  lo  pidiere  alguno  de  estos  miembros  por  ma- 
yoría absoluta  en  votación  secreta  al  hacerse  la 
calificación  de  los  opositores.  £1  Poder  Ejecuti- 
vo por  falta  á  las  clases  de  los  catedráticos,  por 
ocultación,  emigración,  ó  bajo  cualesquiera  otros 
pretextos  en  odio  al  Gobierno,  obrando  sumaria 
y  gubernativamente  podrá  remover  de  sus  cate- 
xiras  á  los  que  incurran  en  ellas ;  pero  en  el  ca* 
so  de  que  el  catedrático  salga  del  territorio  de  la 
República  ]>or  dichos  motivos*  quedará  vacante 
la  cátedra  ipsofacto  También  podrá  el  Poder 
Ejecutivo  usando  de  la  facultad  gubernativa  re- 
mover de  sus  cátedras  á  ios  catedráticos  que  fue- 
ren desafectos  al  Gobierno  ó  del  espíritu  demo- 
crático del  sistema  de  la  República*  Esta  atri- 
bución no  deroga  Las  qi;ie  tiene  el  tribunal  aca- 
démico para  juzgar  á  dichos  catedráticos  en  to- 
dos los  demás  casos  que  pucidan  ameritar  juicio. 
,  Art.  49  Para  la  provisión  de  las  cátedras  de 
historia  natural  y  su9%plicaciones,  lenguas  muer- 
tas, menos  la  latina,  y  vivas  extranjeras,  deberán 
ser  presentados  los  opositores  á  la  Junta  guber- 
nativa por  dos  miembros  de  ella,  y  si  por  las  dos 
terceras  partes  fueren  acogidos,  el  Rector  citará 
á  los  examinadores  de  la  facultad,  para  que  aso- 
ciados con  la  Junta  gubernativa  elijan  por  una- 
nimidad el  catedrático. 

^  único.  El  Poder  Ejecutivo  con  i nforpie  déla 
Dirección  general  de  estudios,  resolverá  cuando 
convenga,  que  las  cátedras  de  que  habla  el  ar- 
tículo anterior,  se  provean  con  las  mismas  for- 
malidades que  las  demás  ya  establecidas. 

Art.  59  El  Rector  expedirá  el  título  compe- 
tente autorizado  por  el  secretario  y  sellado  con 
el  sello  de  la  Universidad,  dando  aviso  á  la  Di- 
rección de  estudios,  y  por  medio  de  esta  al  Go* 
bierno;  y  mandando  por  el  órgano  del  secreta- 
rio que  el  administrador  tome  razón  de  la  pro- 
visión, para  que  desde  el  dia  de  la  expedición  del 
título  corra  su  renta  al  catedrático. 

Art  69  El  Poder  Ejecutivo,  oyendo  antes  á 
la  Junta  gubernativa  de  la  Universidad,  á  la  Di- 
rección de  estudios,  y  con  consulta  del  Consejo 
4e  Gobierne,  asignará  á  cada  cátedra  la  renta 
con  arreglo  al  trabajo,  entre  el  máximo  de  seis- 
Toxo  lu 
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cieotos  ptsns^  el  mínimo  de  cuatrocientos  pe- 
sos. De  la  misma  manera  podrá  aumentar  los 
sueldos  hasta  ochocientos  pesos  como  máximo 
de  asignación  cuando  la  Universidad  tenga  me- 
dios suficientes  demostrados  por  los  estados  anua- 
les de  la  administración  de  las  rentas  universi- 
tarias. 

De  las  penas* 

Art.  79  Los  ^tedráticos  por  faltas  leves  serán 
reconvenidos  y  amonestados  por  el  Rector,  Yíce- 
rector  ó  Junta  gubernativa,  y  aun  por  via  cor- 
reccional, multados  en  caso  de  reincidencia  has- 
ta en  la  cantidad  de  diez  pesos.  Las  multas  ma 
yores  y  las  penas  de  suspensión  y  destitución  les 
serán  impuestas  solo  en  virtud  de  previo  juicio 
del  tribunal  académico.  También  incurrirán  en 
la  pena  de  suspensión  y  destitución  por  crímenes 
comunes,  con  arreglo  al  artícelo  primero  de  es- 
ta ley. 

Art  S9  Las  faltas  de  asistencia  personal  á  la 
cátedra  que  reunidas  lleguen  á  treinta  en  el  afio 
académico,  sin  que  sea  oor  impedimento  físico, 
ú  otra  causa  legítima  intormada  previamente,  y 
aprobada  por  el  Rector  y  Junta  gubernativa,  se- 
rán castigadas  con  la  destitución. 

Art.  99  Los  catedráticos  por  faltas  graves  de 
subordinación  al  Rector  6  Yicerector  6  por  la 
reincidencia  habitual  en  faltar  á  sus  deberes  con 
detrimento  de  la  enseñanza  y  descrédito  de  la 
Universidad,  sufrirán  multas  desde  diez  hasta 
cien  pesos  o  suspensión  por  determinado  tiempo, 
ó  la  total  destitución  previo  el  juicio  del  tribunal 
académico. 

De  la  jubilación. 

Art.  10.  A  los  veinte  affos  de  ensefianza  en 
una  misma  cátedra  sin  interrupción  que  cause 
vacante;  los  catedráticos  obtendrán  su  jubilación, 
con  el  goce  de  toda  su  renta,  debiéndose  comen- 
zar á  contar  dicho  término  desde  el  dia  en  que 
hayan  tomado  posesión  de  sus  cátedras  en  pro- 
piedad. 

^  único.  Todas  las  cátedras  de  latinidad  se 
reputan  como  una  misma  en  el  cómputo  del  tiem- 
po necesario  para  la  jubilación. 

Art,  11.  El  que  haya  servido  en  diferentes  cá- 
tedras por  veinte  a  fios  aunque  parte  de  este  tiem- 
po lo  haya  servido  por  sustitución,  con  tal  que 
esta  haya  sido  ordenada  por  la  Junta  gubernati- 
va, tendrá  derecho  al  goce  de  la  mitad  de  su  ren- 
ta, aun  cuando  cese  en  su  servicio ;  si  tuviere 
veinticinco  al  de  las  dos  terceras  partes,  y  si  tu- 
viere treinta  al  de  toda  ella;  y  en  los  dos  prime- 
ros casos  al  titulo  de  catedrático  benemérito,  y 
en  el  tercero  á  la  jubilación. 

^  único.  Un  mismo  jcatedrático  no  podrá  go- 
zar aun  mismo  tiempo  de  las  dos  rentas  de  cate- 
drático'benemérito  y  jubilado:  cesará  la  corres- 
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pondíente  al  primer  títttiov  caando  enftre  en  el 
goce  de  la  segunda. 

Art.  12.  El  catedrático  que  mientras  esté  en- 
sefiando  componga  y  publique  una  obra  elemen- 
tal aprobada  por  la  Dirección  genera!  de  ínstruc. 
cioo  páblica,  previos  los  informes  de  la  facultad 
respectiva,  y  de  la  Junta  gubernativa,  ganarft  pa- 
ra el  efecto  de  si^  jubilación  ó  declaración  de  be- 
Aeroórito,  el  tiempo  que  la  Oir^cion  gradfte,  se- 
gún el  mérito  déla  obra,  con  advertencia  de  que 
no  podrá  exceder  dé^cuatro  años.  El  que  en  los 
mismos  términos  haga  y  publique  la  traducción 
de  una  obra  clásica  para  uso  de  la  Universidad, 
según  la  extensión  y  mérito  de  la  traducción,  á 
juicio  de  las  susodichas  autoridadei»,  ganará  res- 
pecto de  las  obras  científicas  hasta  dos  años,  y 
respecto  de  los  clásicos  mayores  griegos  y  lati- 
nos, hasta  cuatro,  jegun  la  parte  que  de  ellos  se 
traduzca,  y  el  mérito  de  la  traducción,  cuyos 
grados  no  pueden  ser  determinados  sino  en  cada 
caso  por  las  autoridades  mencionadas. 

^  19  Se  entiende  por  composición  de  una 
obra  elemental  el  extracto  de  las  doctrinas  de 
otros  autores  en  la  materia,  ó  la  formación  con 
ellas  y  la  adición  de  las  propias  ideas  ó  sin  es- 
tas* de  un  compendio  de  la  ciencia  al  nivel  de  las 
luces  del  dia. 

^  29  Se  llaman  clásicas  para  los  efectos  de 
esta  ley  las  obras  científicas  acreditadas  como  li- 
bros de  texto  en  las  escuelas  generales  de  Euro- 
pa y  otros  países  ilustrados,  y  las  obras  de  los 
historiadores,  oradores  y  poetas  griegos  y  lati- 
nos recibidos  como  tales  en  la  literatura. 

^  39  Si  se  probare  que  la  obra  compuesta  6 
traducida  perteneciere  toda  6  casi  toda  á  otro 
autor,  no  producirá  en  el  primer  caso  los  efectos 
de  este  artírulo  y  en  el  segundo  los  producirá 
según  el  trabajo  de  la  adición  y  mérito  de  la 
composición. 

^  49  No  se  consideran  eoroo  obras  que  den 
derecho  á  gtinar  tiempo  para  la  jubilación,  la 
composición  ó  traducción  de  un  escrito  ó  memo- 
ria de  poca  extensión  en  materias  científicas,  ni 
la  traducción  de  pequeftos  trozos  de  los  clásicos 
griegos  ó  latinos  de  poco  mérito,  según  el  juicio 
de  la  facultad  y  Junta  gubernat^a  y  decisión  de 
la  Dirección. 

^  &9  Aunque  alguno  componga  6  traduzca 
mas  de  una  obra,  nanea  podrá  ganar  para  la  ju- 
bilación mas  de  cuatro  aQos. 

Art.  13.  Por  el  tenor  de  estos  tres  artículos 
antecedentes,  será  también  computado  el  tiempo 
de  los  actuales  catedráticos  para  obtener  el  título 
de  jubilado  ó  el  de  benemérito,  y  la  renta  que  á 
Cada  uno  de  estos  corresponde. 

Art.  14  Un  catedrático  no  podrá  ser  jubilado 
Q  declarado  benemérito  sino  por  k  Junta  guber- 
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nativa,  y  la  de  la  facultad  reunidas  y  por  uMiyo- 
ría  absoluta  de  votos,  con  estricto  arreglo  aJ 
tiempo  de  su  servicio,  al  libro  de  conducta  que 
lleva  el  Yicerector,  y  al  de  visitas  del  Rector, 
atendiendo  á  las  notas  asentadas  por  el  tribunal 
académico,  y  á  las  reconvenciones  y  correccio- 
nes á  que  haya  dado  lugar.  Esta  declaración  ne- 
cesita para  llevarse  á  efecto  ser  aprobada  por  el 
Gobierno  con  el  informe  favorable  de  la  Direc- 


ción. 


^  único.  Cuando  ajuicio  de  la  Junta  guberna- 
tiva y  de  la  facultad,  el  catedrático  no  tenga  ca- 
bal su  cuadro  de  mérito  para  obtener  la  jubila- 
ción, se  le  prorogará  el  tiempo  de  esta  por  un  es- 
pacio que  compense  la  falta. 

Art.  15.  No  podrAhaber  á  un  tiempo  mas  que 
un  catedrático  jubilado  en  una  misma  clase, 

Art  16.  Hecha  la  declaración  de  jubilación  y 
obtenida  que  sea  la  aprobación  del  Gobierno,  el 
Rector  expedirá  al  interesado  el  título  de  jubi- 
lación, en  virtud  de  los  méritos  y  actos  prece- 
dentes á  su  calificación,  los  que  en  él  se  expre- 
sarán. Este  título' llevará  ademas  de  la  firma  del 
Rector  y  Vicerector,  la  de  todos  los  catedráticos 
de  la  facultad,  la  refrendación  del  secretario  y  el 
sello  de  la  Universidad. 

Art.  17.  £1  catedrático  que  después  de  diez 
aflos  de  enseñar  perdiere  so  salud  y  quedare  in- 
hábil, ajuicio  de  la  Junta  gubernativa  y  aproba- 
ción de  la  Dirección  de  estudios,  será  retirado 
con  un  tercio  de  su  renta.  « 

Art.  18.  Los  catedrático^s  que  hayan  sido  de 
un  mérito  eminente,  á  juicio  de  la  Junta  guber- 
nativa y  de  la  facultad  reunidas,  declarado  por 
mayoría  absoluta,  recibirán  después  de  su  muer- 
te los  honores  que  ellas  decreten,  bien  sea  un 
elogio  fúnebre,  una  inscripción  á  otro  monumen- 
to que  perpetué  su  memoria. 

Art.  19.  Después  de  jubilado  un  catedrático 
se  considerará  vacante  su  clase  y  será  proveída 
en  propiedad  según  los  artículos  19,  29»  39y  59^ 
de  esta  1^-.  Pero  si  el  catedrático'  jubilado  pré- 
tendiere  continuar  sirviendo  la  clase,  la  Junta 
gubernativa  y  la  facultad  reunidas,  podrán  pro- 
veerla en  él,  siempre  que  le  crean  con  la  activi- 
dad y  celo  suficientes  para  continuar  desempe- 
ñándola. 

Art.  20.  Se  deroga  la  ley  de  20  de  Junio  de 
1843  sobre  la  materia. 

Dada  en  Caracas  á  3  de  Mayo  de  1849,  afto  20 
de  la  Ley  y  39  de  la  Independencia. — El  Presi- 
dente del  Senado,  Juan  Antonio  Barbosa* — El 
Presidente  de  la  Cámara  de  Representantes,  Lú- 
,cio  Pulido. — El  Secretario  suplente  del  Senado, 
Jesús  María  J^/anco*— El  Secretario  de  la  Cá- 
mara de  Representantes,  /.  Padilla. 
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Guacas,  Mayo  7  de  IMO,  afio  20  de  la  Lejr 
j^  S9  da  la  Independencia. 

Ejecútese. — José  T*  Monágas. 
Por  S.  E«  e]   PresideDte  de  la  República.-- 
El  Secretario  de  EeUdo  en  loa  Despachos  del 
Interior  j  Justicia* 

fVanctaco  Parejo* 

INSTRUCCIÓN  PUBLICA,  ley  sexta  de  18 
DE  ABRIL  DE  1849 — Dc  los  cáttdras  de  las 
Universidades^  y  tiempo  de  su  enseñanza-^ 
que  reforma  la  de  I9  de  Mai,o  de  1846,  p. 
48  del  cuaderno  de  ese  año,  y  647,  núm.  602 
del  cuerpo  de  1851 — que  reforma  la  de  20  de 
Junio  de  1843,  p.  63  del  cuaderno  de  ese  afio, 
y  562,  núm.  MZ  del  cuepo  de  1851. 

El  Senado  y  Cdmara  de  Repreirentantes  de  la  Re- 
pública de  Venezuela,   reunidos  en  Congreso, 

DECRETAN  : 
LEY  SEXTA  DEL  CÓDIGO  DE  INSTRUCCIÓN  PUBLICA. 

De  las  cátedras  de  las  Universidades  y  tiempo 
de  su  enseñanza. 

Art,  19  La  ensefianza  en  las  Unirersidades 
se  distribuye  en  cinco  secciones :  la  primera 
comprende  las  ciencias  eclesiásticas :  la  segun- 
da, las  ciencias  políticas :  la  tercera,  las  medirás 
y  de  historia  natural :  la  cuarta,  las  matemáti- 
cas, físicas  y  metafísicas  ;  y  la  quinta  la  filolo- 
gía 6  humanidades. 

Art.  29  La  sección  de  ciencias  eclesiásticas 
comprende  :  I9  Los  fundamentos  'y  apología 
de  la  religión  católica,  los  lugares  teológicos  y 
la  historia  eclesiástica  :  29  la  explicación  del  de- 
.  recho  canónico  y  disciplina  de  la  iglesia :  39 
teología  dogmática  y  moral ;  y  4?  la  historia  sa- 
grada. 

Art  39  Cuatro  catedráticos  enseflarán  en 
cursos  bienales  las  materias  comprendidas  en  el 
artículo  anterior:  uno  las  de  cada  número  de- 
biendo el  catedrático  de  teología  dogmática  y 
moral  dedicar  en  el  cuatrienio,  un  bienio  á  ca- 
da una  de  estas  materias. 

Art.  49  La  sección  de  ciencias  políticas  com- 
prende :  19  La  historia  del  derecho  romano,  las 
instituciones   de  Justiniano  y  el  derecho  civil, 

Análisis  comparativo  de  las  leyes  de  20  de  Junio  de  1848, 
y*¡  de  mayo  de  1849  (fiP  délas  de  instrucción  púJbUea,) 

Entre  estas  dos  leyes  solo  se  advierten  las  slgaientes  di- 
ferencias : 

La  de  49  (art.  8.)  afiadió  al  miamo  de  la  de  48  el  primer 
periodo :  *'  No  se  admitirá  oposición  á  la  cátedra  vacante, 
que  no  haya  sido  hecha  dentro  del  término  del  edicto  con- 
vocatorio:" mandó  citar  á  I08  cuatro  conciliarios,  en  lo- 
gar de  los  examinadores  de  que  hablaba  el  propio  arti- 
culo de  la  de  48 ;  y  le  a|;regó  finalmente  el  último  inciso : 
"  y  conveniente  á  la  instrucción  pública  por  su  patriótica 
decisión/'  También  afiadió  la  de  49  las  dispouciones  de 
losM-lP  y2?  delart.  3?. 

En  lo  demás  convienen  ambas  leyes. 
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criminal  y  niereantil:  29  el  deredio  natural,  el 
público  político  é  internacional,  y  el  análisis  de 
nuestra  Constitución  :  39  legislación  universal, 
civil  y  criminal,  y  ecooomía  política  ;  y*  49  las 
leyes  nacionales. 

Art.  59  Cuatro  catedráticos  enseñarán  en 
cursos  bienales  las  materias  comprendidas  en  el 
artículo  antecedente,  uno  las  de  cada  número. 

Art.  69  Las  ciencias  médicas  abrazan:  I9  la 
anatomía  general  y  (tescriptiva  :  29  la  fisiología, 
y  la  higiene  privada  y  pública  :  39*  la  semeyoli- 
gía  general,  ¡a  nosografía,  patología  y  terapéu- 
tica especiales  que  constituyen  la  medicina  prác- 
tica: 49  la  nosografía,  patología  y  terapéutica 
especia]  que  abraza  la  cirugía  y  un  curso  de  par- 
tos :  59  la  medicina  legal  y  la  terapéutica  y  ma- 
teri»\  médica  :  69  la  química  médica  y  farmacia ; 
y  79  la  botánica  y  los  otros  dos  ramos  de  la  his- 
toria natural  médica. 

^  único.  La  medicina  y  cirugía  clínicas  en 
los  hospithles,  ó  en  la  pr&ctica  civil,  es  también 
indispensable  á  lo  menos  por  dos  aüos  para  el 
complemento  de  los  estudios  médicos. 

Art.  79  ^^  sí^^e  cátedras  distintas  y  en  cur- 
sos regulares  bienales,  serán  enseñadas  las  ma- 
terias comprendidas  en  los  siete  números  del  ar- 
tículo antecedente. 

Art.  89  Las  ciencias  matemáticas,  físicas  y 
metafísicas  abrazan  las  que  deben  ser  ensefiadas 
en  el  trienio  fílosófico  ;  y  las  que  se  refieren  á 
los  tres  bienios  de  la  academia  de  matemáticas 
á  saber:  primero,  las  matemáticas  elementales  en 
sus  partes  de  aritmética,  álgebra  y  geometría, 
trigonometría  plana  y  esférica  y  topografía  : 
segundo,  la  geografía  y  cronología  ;  tercero,  la 
filosofía  intelectual  ó  lógica,  la  gramática  gene- 
ral y  la  metafísica,  en  la  parte  de  ontología,  psi- 
cología, teología  natural  y  filosofía  moral :  cuar- 
to, la  física  experimental,  incluyendo  los  elemen- 
tos de  astronomía  :  quinto,  la  geometría  analí- 
tica y  descriptiva,  y  el  cálculo  diferencial  6  inte- 
gral: y  sexto,  la  aplicación  de  las  matemáticas 
á  las  diferentes  partes  de  la  mecánica,  6  la  cons- 
trucción civil  y  á  los  diferentes  ramos  del  arte 
militar. 

Art.  99  Las  materias  del  artículo  anterior  se- 
rán ensefiadas  en  cuatro  cátedras  diferentes. 
Una  por  un  trienio  para  las  comprendidas  en  los 
números  primero  y  segundo,  empleando  en  la 
ensefianza  del  número  primero,  los  dos  prime- 
ros afios,  y  en  la  del  segundo  el  tercer  afio. 
Otra  también  por  un  trienio  para  las  comprendi- 
das en  los  números  tercero  y  cuarto,  &  saber  : 
las  del  número  tercero  en  el  primer  afio,  y  las 
del  cuarto  en  el  segundo  y  tercero*  Otra  por  un 
bienio  para  las  materias  del  número  quinto :  y 
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la  oír»  clase  por  otro  bienio  para  k  del  n^íinero 
sexto. 

^  19  En  cada  tercer  afio  del  indicado  trienio 
filosófico,  cada  uno  de  los  primeros  catedráticos 
duplicará  su  asistencia  en  diferente»  partes  del 
dia,  ensenando  el  de  la»  matemáticas  elementa- 
les el  primer  año  de  est&  ciencia  al  nuevo  curso, 
y  el  otro  caXedráticOr  por  asistencia  igualmente 
diveisa,  enseñará  las  materias  del  ntoiero  terce- 
ro al  expresado  nuevo  cursj^ 

J>  29  Las  ciases  del  trienio  filosófico  compren- 
as  én  los  números  primero,.segundo,  tercero 
y  cuarto,  son  las  únicas  obligatorias  para  recibir 
el  grado  de  bachiller  en  filosofía. 

^  39  Habrá  una  clase  de  dibujo  obligatoria  al 
menos  por  un   año,  para  los  cursantes  de  cien- 
cias filosóficas  y  médicas  que  quieran  obtener  el 
.  grado  mayor  de  estas  facultades,  y  para  los  que 
hayan  de  recibirse  de  agrimensores. 

Art.  10.  Para  las  clases  dé  ciencias  naturales 
y  físicas  descriptivas,  esto  es,  la  anatomía,  la 
^  química,  la  botánica  y  otros  ramos  de  la  histo- 
ria natural  m^édica  y  la  física  experimental,  ha- 
brá ademas  del  catedrático  un  preparador,  pues- 
to y  removible  por  el  respectivo  catedrático,  con 
acuerdo  y  por  autoridad  deí  Rector. 

Art.  11.  La  filología  ó  homanidades  compren- 
de la  enseñanza  de  las  lenguas  antiguas  y  mo- 
dernas, la  retórica  y  bellas  letras,  la  literatura  ó 
crítica  del  lenguaje  y  la  historia  antigua  y  mo- 
derna. 

'Art.  12.  Para  la  enseñanza  délas  materias 
del  artículo  precedente,  habrá  las  cátedras  que 
establezca  el  Poder  Ejecutivo  con  informe  de  la 
Junta  de  Gobierno  y  aprobación  de  la  Dirección 
general,  bien  continuando  el  orden  que  se  halla 
actualmente  establecido,  ó  bien  haciéndose  en  él 
las  alteraciones  que  se  juzguen  convenientes. 

§  único.  El  Poder  Ejecutivo  está  autorizado 
para  suspender  provisoria  ó  perpétuajfnente  aque- 
llas clases  que  con  informe  de  la  Junta  guberna- 
tiva y  de  la  Dirección  juzgue  que  no  deban  sub- 
sistir. 

De  loe  cursos  de  estudios^  horas  de  oíase  y 
duración  de  cursos. 

Art.  13.  El  año  escolar  principia  el  primero 
de  Setiembre  de  cada  año  para  todas- las  cáte- 
dras, y  dura  hasta  Julio  ó  Agosto  en  que  después 
del  examen  de  cada  clase  se  pone  en  vacante. 

Art.  14.  El  tiempo  de  clase  será  en- cada  dia 
de  una  hora  para  las  cátedras-  de  ciencias  ecle- 
siásticas, políticas  y  médicas,  y  de  hora  y  media 
para  las  filosóficas  ;  para  las  de  dibujo  y  los  ra- 
mos de  filología  ó  humanidades,  el  que  fije  el 
Poder  Eejecutivo  con  informe  de.la  Junta  de 
Gobierno  y  Dirección  de  estudios. 

Axt  15*.  Los.  cunos  de  ciencias^  filoaóficas  da- 
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rarán  un  trienio  par»  obtener  el  grsdo  de  bachi- 
ller y  cursar  las  otras  clases  de  ciencias  mayo* 
res  y  dos  trienios  para  reeibir  el  grado  de  doctor 
en  ellas;  • 

En  el-  primer  año  del  primer  trienio  se  ense- 
ñará la  filosofía  intelectual,  gramática  genera^ 
metafísica  y  filosofía  moral  y  la  parte  dtí  mate- 
máticas elementales  que  pueda  darse  en  este 
tiempo  ;  en  el  segundo  año  la  parte  de  física  ex- 
perimental, que  en  él  pueda  enseñarse,  y  se 
completará  el  curso  de  matemáticas  elementales : 
en  el  tercero  se  completará  el  curso  de  física  ex- 
perimeatal',  y  se  enseñarán  los  elementos  de 
geografía  y  cronología,  todo  con  arreglo  al  ar- 
tículo nueve  y  sus  parágrafos.  ^ 

£1  segundo  trienio  comprenderá  las  materias 
del  número  quinto  del  artículo  octavo,  y  el  pri- 
mer año  del  bienio  del  número  sexto  del  mismo 
articulo  comprensivo  de  la  aplicación  de  las  ma- 
temáticas á  las  diferentes  partes  de  la  mecánica 
y  á  la  construcción  civil. 

^  19  El  orden  clásico  para  cursar  las  mate- 
rias conforme  á  este  artículo  podrá  alterarse  por 
el  Poder  Ejecutivo  cuando  haya  grave  motivo 
según  los  infurmes  de  la  Junta  gubernativa  y  dé- 
la Dirección  generaL 

^  29  Al  fin  de  cada  año  se  hará  el  examen 
de  que  habla  el  artículo  13. 

Art.  16.  Los  alumnos  de  la  academia  militar 
seguirán  ademas  del  primer  bienio  de  matemáti- 
cas y  el  curso  de  geografía  y  cronología,  un  se- 
gundo bienio  de  matemáticas  en  sus  partes  de 
geometría  analítica  y  descriptiva  y  cálculo  dife- 
rencial é  integraU  y  en  otro  tercer  bienio  un  cur- 
so de  aplicación  de  las  matemáticas  á  la  mecá- 
nica, á  la  construcción  civil-  y  á  los  diferentes 
ramos  del  arte  militar  todo  conforme  al  articulo 
nueve  y  su  tercer  parágrafo.  Ademas  serán  ins- 
truidos en  la  táctica  de  las  diferentes  armas  con- 
forme al  reglamento  especial  de  la  academia  mi- 
litar. 

Art.  17.  Los  que  quieran  optar  al  grado  de 
licenciado  ó  doctor  en  ciencias  filosóficas  y  que- 
dar de  esta  manera  calificados  para  ser  ingenie- 
ros civiles,  deberán  seguir  los  dos  trienios  que 
prescribe  el  artículo  15. 

Art  18.  Los  cursos  de  ciencias  médicas  du- 
rará» seid  años  ^  los  alumnos  cursarán  en  el  pri- 
mer bienio,  anatomía  general  y  descriptiva,  y  fi- 
siología-é  higiene  privada  y  pública  :  en  el  se- 
gundo la  semeyoibgía  general  y  medicina  prác^- 
tica»  la  cirugía  y  partos  :  y  en  el  tercero  la  mc- 
dioina  legal,  terapéutica^  y  materia  médica,  la 
química  médica  y  farmacia  y  la  botánica  y  demás 
ramos  de  la  historia  natural  médica. 

^  19  En  cualquiera  de  los  dos  últimos  bie- 
niofrdélos  estudios  médicos,,  loa  cursantes  de»^ 
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ben  asistir  á  la  práctica  médico-qiiirftrgíca  enr  los 
hospitales,  á  lo  menos  por  dos  allos,  y  probar 
esta  asistencia  con  una  certificación  de  los  mé* 
dicos  empleados  en  estos  estableciimentos.  Si 
estos  no  existieren,  deberán  comprobar  k>s  dos 
afios  de  clínica  en  la  práctica  particular  por  los 
atestados  de  los  profesores  con  quienes  la  sigan. 

§  5^9  El  orden  clásico  para  cursar  las  materias 
conforme  á  este  artículo  podrá  alterarse  por  el 
Poder  Ejecutivo  cuando  haya  grrave  motivo  se- 
gún los  informes  de  la  Junta  de  Gobierno  y  de 
le  Dirección  de  estudios. 

Art  19.  Los  corsos  de  ciencias  políticas  du- 
rarán cuatro  afios  :  los  alumnos  seguirán  en  el 
primer  bienio  las  materias  comprendidas  en  el 
número  primero  del  artículo  cuarto,  y  ademas  las 
del  número  segundo  del  artículo  segundo  :  en  el 
segundo  bienio  las  materias  de  los  números  se- 
gundo, tercero  y  cuarto  del  mismo  artículo 
cuarto. 

Art  20.  Terminados  los  cuatro  afios  de  que 
habla  el  artículo  anterior^  los  cursantes  á^  cien- 
cias políticas  con  una  certificación  del  Rector  de 
la  Universidad  autorizada  por  su  secretario,  por 
la  cual  conste  que  han  prestado  los  exámenes 
anuales  de  que  habla  el  artículo  13^  de  esta  ley, 
y  que  han  sido  aprobados  en  ellos,  podrán  ga- 
nar la  pasantía  conforme  á  la  ley  de  abogados. 

^  19  Los  mismos  cursantes  de  derecho  cuan- 
do hayan  cumplido  los  dos  afios  de  pasantía, 
podrán  con  la  certificación  de  los  tribunales  ó  de 
los  abogados  ante  quienes  la  hayan  hecho,  op- 
tar al  grado  de  licenciado  en  la  Universidad. 

§  29  A  los  alumnos  que  actualmente  cursan 
fes  materias  de  ciencias  políticas  les  comprenden 
las  disposiciones  de  esta  ley  ;  y  los  del  tercer 
bienio  nó  están  obligados  6  continuarlas  :  pero 
sí  serán  examinados  de  las  materias  que  esta- 
ban designadas  para  este  tiempo,  al  recibir  el 
grado  de  licenciado.  Igual  examen  están  obli- 
gados á  sufrir  los  del  segundo  bienio  sobre  las 
materias,  que  debiendo  cursarse  en  el  tercero, 
na  pueden  hacerlo  en  el  tiempo  que  les  falte  con 
arreglo  á  esta  ley. 

Art  2K  Los  cursos^  de  ciencias  eclesiásticas 
se  dividirán  en  teológicos  y  canónicos ;  ambos 
comprenderán  los  bienios,  que  se  expresan  en 
los  artículos  respectivos  y  se  cursarán  segua  los 
parágrafos  siguientes.r 

^  19  El  catedrático  de  teología  ensefiar&>  dos 
bienios :  en-  el  primeror  dará  la  parte  dogmática, 
y  en  el  segando  la  moral  en-  el  transcurso  de  un 
cuatrienio,  siendo  indistinto  á  los  cursantes  prin- 
cipiar por  el  primero  ó  segundo'  bienio. 

^  29  £1  catedrático  de  religión,  lugares  t6<y- 
lógicos  6  historia  eclesiástica,  enseftará  estas  ma- 
terias en  un  bifnio^  distribuidas  así:  el  primer 
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afio,  religión  y  Higares  teológicos^  y  e\  segando 
historia  eclesiástica* 

^  39  El  catedrático  de  historia  sagrada,  ense- 
fittrá  en  su  bienio,  los  prolegómenos  de  escritu- 
ra y  la  historia  del  antiguo  y  nuevo  testamento, 
con  vista  de  las  cartas  geográficas  para  fijar  me- 
jor los  sucesos  de  la  historia.  Este  bienio  y  el 
anterior  pueden  estudiarse  al  mismo  tiempo  que 
el  cuatrienio  que  enseña  el  catedrático  de  teo- 
logía. 

^  49  Los  dos  bienios  del  curso  canónico  se- 
rán :  primero,  el  que  ensefia  el  catedrático  de 
religión  y  lugares  teológicos  ;.  y  segundo,  el  que 
ensefia  el  de  cánonesr  En  cualquiera  de  estos 
dos  bienios,  deberán  estudiarse  las  materias  del 
número  primero  del  artículo  cuarto. 

Art.  22*  Se  deroga  la  ley  de  19  de  Mayo  dé 
1840,  reformando  la  6^  del  Código  de  Instruc- 
ción Pública. 

Dada  en  Caracas  á  16  de  Abril  de  1849,  afio 
20  de  la  ley  y  39  de  la  independencia. — £1  pre-^ 
sidenle  del  Senado,  José  María  Barroeta. — El 
presidente  de  la  Cámara  de  Representantes,  Jo- 
sé Ramón  Agüero* — El  secretario  del  Senado, 
José  Ángel  Freiré. — El  secretario  de  la  Cáma- 
ra de  Representantes,  J.  Padilla* 

Caracas,  Abril  18  de  1849,  afio  20  de  la  ley  y 
39  de  la  independencia. — Ejecútese. — José   Ta 
deo  Monágas, — Por  S.  E  — El  secretario  de  Es. 
tado  en   el   Despacho   del  Interior  y   Justicia.. 
Diego  Antonio  Caballero, 

Anéksis  comparatívo  de  Un  leyes  de  20  de  Junio  de  1843 
I?  de  Mayo  de  1846  yl%  de  Abril  de  1849  (6 !«  délas  de 
instrucción  publica.) 

Entre  las  dos  primeras  hay  las  diferencias  siguientes  : 

La  de  48  (art.  14)  fijaba  para  las  clases  filosóficas,  di- 
bujo y  los  ramos  de  filología  6  humanidades,  hora  y  me- 
dia ;  y  la  de  46  (art.  id.)  conservó  la  hora  y  media  para 
las  filosóficas ;  pero  para  las  otras  dejó  su  fijación  al  P.  E. 
con  informo  de  la  Junta  de  Gobierno  y  Dirección  de  estu- 
dios.—La  de  46  finalmente  añadió  la  parte  de  su  art.  8  P 
desde  "  debiendo  el  catedrático  de  tcoloeia  dogmática  y 
moral,  &a.,"  el^  único  del  art.  K,  y  el  1  ?  del  15. 

Las  de  46  y  49  se  diferencian  asi  : 

La  de  46  (  art.  4  <^  )  refiriéndose  á  la  sección  de  ciencia  4^ 
polithsas,  estableció  encuarto  lugar  el  derecho  prácticoi 
administración  ^ubemativa,  y  régimen  municipal ;  y  la  de 
49  (ait.  id.)  sostituyó  todo  est^  con  "las  leyes  nacionales." 
—Por  la  de  46  (art.  19)  los  cursos  de  ciencias  politioas 
dura^n'seis  afibs ;  distribuidos  en  tres  bienios  v  y  por  la 
de  49  (art  id.)  solo  duran  cuatro  distribuidos  en  dos.— 
Por  la  de  46  (^  4  ?  del  art.  21)  eran  tres  los  bienios  del 
curso  canónico ;  y  por  la  de  49  ($  y  art.  idí)  son  solo  dos. 
—La  dé  49  suprimió  en  el  art.  2  ^  dé  1»  db  46"  Loe  proles- 
gómenos  del  derecho  canónico-,"  y  en- el  69  "la  meaictna 
operatoria^ :''  también  suprimió  los  art.*  16,  el  (  único  del 
19,  y  el  20 ;  y  afiadló  su  art.  20  y  sus  %^,  y  la  parte  del  % 
8  9  del  art.  21  que  dice :  "  Este  bienio  y  el  anterior  pue^ 
den  estudiarse  al  mismo  tiempo  que  el  cuatrienio  que  en- 
sefia el  catedrático  de  teología.  En  lo  demás  son  confo»-- 
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INSTRUCCIÓN  fübLioa.  tir  beptiva  de  20 
DE  JUNIO  DE  1843,  de  los  cursantes  de  ¡as 
universidades. 
El  Senado  j  Cámara  de  Representantes  de  la  Re- 
pública de  Venezuela,  reunidos  en  Congreso, 
decretan: 
De  los  cursantes  de  las  universidades, 
Art.  19  Todo  cursante,  6  el  que  haya  de  ga- 
nar cursos  en  las  cuatro  facultades  científicas  y 
en  las  letras,  deberá  ser  matriculado. 

Art.  29  Cada  catedrático  en  vista  de  la  certi- 
ficación de  la  matrícula  asentará  en  su  libro  los 
nombres  de  sus  respectivos  cursantes,  anotando 
al  margen  tle  la  certificación  el  folio  y  fecha  del 
asiento.  Sin  esta  formalidad  ningún  cursante  ga- 
nará curso  escolar. 

Art.  39  Se  anunciará  la  matrícula  para  ins- 
cribirse los  que  hayan  de  seguirlos  cursos  de  es- 
tudios de  la  Universidad  desde  el  dia  primero  de 
Agosto  de  cada  año  por  un  edicto  del  rector,  re- 
frendado por  el  secretario  y  fijado  en  las  puer- 
tas de  la  Universidad.  JjOs  alumnos  que  quieran 
matricularse  para  seguir  cualquiera  clase  debe- 
rán principiar  su  asistencia  á  la  clase  respectiva 
el  dia  primero  de  Setiembre  siguiente  y  matricu- 
larse en  todo  el  mismo  mes  ante  el  secretario, 
quien  asentará  el  nombre  de  cada  cursante  en  su 
libro  de  matrícula.  Por  justa  causa  comprobada 
ante  el  rector  podrán  algunos  matricularse  hasta 
el  último  de  Octubre ;  mas  deberán  reponer  el 
tiempo  que  hayan  faltado  á  los  cursos  con  nn 
examen  de  las  materias  leidas  durante  su  ausen- 
cia, el  cual  deberán  desempeñar  dentro  de  los 
dos  meses  siguientes  á  satisfacción  del  catedráti- 
co. Este  examen  será  certificado  por  el  catedrá- 
tico, con  cuyo  documento  el  rector  mandará  que 
se  le  matricule,  como  si  hubiese  entrado  en  el 
principio  del  curso.  Así,  son  y  se  llaman  cursan- 
tes los  que  habiéndose  matriculado  en  la  Univer- 
sidad ganen  cursos  literarios  bajo  la  enseñanza 
de  un  catedrático. 

Art.  49  Para  cursar  una  clase  superior  es  in- 
dispensable haber  obtenido  aprobación  en  la  an- 
terior. 

Art.  59  Para  entrar  como  cursante  en  las  cla- 
ses de  las  ciencias  filosóficas,  debe  preceder  exa- 
men y  aprobación  en  la  gramática  castellana,  en 
la  latina  y  en  los  elementos  de  la  versificación  y 
retorica,  aplicados  á  la  lengua  castellana. 

Art.  69  El  que  haya  aprendido  las  materias 
que  se  designan  en  el  artículo  anterior,  fufcra  de 
las  universidades,  y  quiera  ganar  los  cursos  de 
las  ciencias  filosóficas,  sufrirá  el  examen  preve- 
nido en  dicho  artículo. 

Art.  79  Para  ganar  los  cursos  escolares  el 
cursante  debe  asistir  puntualmente  todos  los  dias 
de  estudio  á  su  clase  y  cumplir  sus  deberes  de 
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aprender  las  lecciones,  y  examinarse  de  dlaey 
de  las  materias  que  k>8  catedráticos  señalen  parm 
los  repasos  semanales,  mensuales  ó  de  otros  pe- 
ríodos, que  en  provecho  de  sus  aláronos  tengan 
á  bien  establecer. 

§.  19  Las  faltas  inculpables  de  los  carsanfcs 
de  filosofía  y  facultades  mayores,  por  enferme- 
dad ü  otro  motivo  justo,  siempre  que  puedan  su- 
plirse  con  la  aplicación  y  buena  conducta  del 
discípulo,  se  le  pasarán  como  si  hubiesen  cursa- 
do; lo  que  se  deja  á  la  discreción  prudente  de  la 
Junta  gubernativa,  que  resolverá  en  cada  caso 
según  las  circunstancias,  con  tal  que  dichas  fal- 
tas no  pasen  de  sesenta  en  todo  un  bienio,  ó  de 
ochenta  en  todo  el  trienio  filosófico. 

§.  29  Los  cursantes  de  ciencias  mayores  que 
sin  impedimento  calificado,  hayan  faltado  á  sus 
clases  un  número  de  veces  que  no  exceda  al  fija- 
do en  el  parágrafo  anterior,  aunque  á  juicio  de 
la  Junta  gubernativa  puedan  ganar  el  curso  de 
estudios,  si  esta  lo  determinare,  deberán  com- 
purga^^,  antes  de  ser  admitidos  al  inmediato  gra- 
do, el  tolal  de  faltas,  ó  con  igual  asistencia,  6 
con  otros  actos  escolares  al  arbitrio  de  la  misma 
junta. 

Art  89  Al  ñn  de  cada  año  académico  habrá 
exámenes  públicos  de  todos  los  cursantes,  por 
orden  de  facultades  y  sobre  todas  las  materias 
que  se  hayan  enseñado  en  cada  clase;  debiendo 
empezar  los  exámenes  en  la  primera  semana  de 
Julio  y  concluir  en  los  doce  primeros  dias  del 
mes  de  Agosto. 

Art.  99  Los  alumnos  que  fueren  aprobado-s 
ganarán  el  año  académico :  ios  reprobados  vol- 
verán^ á  estudiar  la  misma  materia  en  que  lo  ha- 
yan sido,  sin  perjuicio  de  sus  deberes  en  las  cla- 
ses que  cursaren  ;  y  presentados  á  nuevo  exa- 
men, con  la  aprobación  ganarán  el  dicho  año. 

Art.  10.  Pura  cursar  las  ciencias  eclesiásti- 
cas, políticas  y  médicas  el  alumno  deberá  haber 
sido  examinado  y  aprobado  en  todas  las  materias 
del  primer  trienio  filosófico  en  el  examen  pres- 
cripto  para  el  grado  de  bachiller ;  haya  6  no  reci- 
bido este,  acreditando 'la  aprobación  en  dicho 
examen  con  el  título  de  bachiller;  y  no  habien- 
do obtenido  este  grado,  con  la  certificación  del 
secretario. 

§  único.  Para  optar  &  las  grados  mayoiQes,  ó 
de  doctor  en  cualquiera  ciencia,  los  alumnos  de- 
berán acreditar  con  certificaciones  de  solo  los  ca- 
tedráticos de  los  idiomas  vivos  que  se  enseña- 
sen en  la  Universidad  que  tienen  en  uno  de  ellos, 
por  lo  menos,  la  capacidad  necesaria  elemental, 
como  base  de  mayor  perfección.  Este  estudio 
puede  ser  hecho  en  las  clases  respectivas,  6  fuera 
de  ellas. 

Art.  11.  Ni  el  redor  ni  la  Junta  de  goUemo, 
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ni  ninguna  otra  aatorídlid«  pueden  dispensar  ]a« 
farmalidadea  que  quedan  preMcripUa  para  ganar 
cursos ;  ni  permitir  que  en  ningún  dia  legal  ae 
dejen  de  dar  las  clases. 

ArU  12.  Los  cursantes  de  las  Universidades, 
y  de  los  coiegios  nacionales  no  podrán  ser  alis- 
tados en  el  ejército  permanente,  y  estarán  ei^cn- 
tos  del  servicio  y  ejercicios  doctrinales  de  la  mi- 
licia nacional. 

Dada  en  Car&cas  á  17  de  Mayo  de  1843,  afüo 
149  de  la  ley  y  339  de  la  independencia. — El 
presidente  del  Senado,  José  Vargas^ — El  presi- 
dente de  la  Cámara  de  Representantes,  Manuel 
Felipe  de  Tovar. — El  secretario  del  Senado,  Jo- 
sé Ángel  Freiré. — El  secretario  de  la  Cámara 
de  Representantes,  J.  A  Pérez. 

Caracas  20  de  Junio  de  lt:^43,  año  149  ^^^  1& 
ley  y  33  de  la  independencia. — Ejecútese. — Car- 
los Soublettc.— Por  S.  E.  el  Presidente  de  la  Re- 
pública.— El  Secretario  de  Estado  en  los  Despa- 
chos del  Interior  y  justicia,  Juan  Manuel  Manr- 
rique. 

INSTRUCCIÓN  PTTBLicA.  lby  octava  db  10 
DE  MAYO  DE  1851,  de  los  grados,  é  incorpo- 
ración  de  los  graduados  en  otras  universi- 
dades— que  reforma  la  de  21  de  Abril  de 
1849,  p.  27  del  c^ade/ño  de  ese  anOi  y  744, 
fittw.  705  del  cuerpo  de  1851 — que  reforma 
la  de  5  de  Mayo  de  1846,  p.  53  del  cuaderno 
de  ese  uño,  y  649  núm.  603  del  cuerpo  de 
1851 — que  reforma  la  de  20  de  Juvio  de 
1843,  p.  71  del  cuaderno  de  ese  aüo,  y  744, 
núm.  705  del  cuerpo  de  18i>l. 
£1  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la  Re- 
pública de  Venezuela  reunidos  en  Congreso. 

DECAETAN  : 
I.EY  8^  DEL  CÓDIOO    DE     INSTRUCCIÓN  PUBLICA. 

De  los  grados  é  incorporación  de  los  gra- 
duados en  otras  universidades» 

Art.  19  Las  universidades  por  medio  de  sus 
Rectores,  son  las  únicas  autoridades  literarias 
que  confieren  grados  académicos  de  Bachilleres, 
Licenciados  y  Doctores,  á  los  que  habiendo  ga- 
nado los  cursos  necesarios  den  una  prueba  pú- 
blica y  cierta  de  la  aptitud  que  cada  grado  exi- 
ge. £8tos  grados  habilitan  para  diferentes  efec- 
tos civiles  y  eclesiásticos. 

§  único.  Los  colegios  nacionales  tienen  tam- 
bién la  facultad  de  conferir  grados  de  Bachiller 
en  las  ciencias  filosóficas,  siempre  que  sus  alum- 
nos hayan  cumplido  con  los  requisitos  de  ma- 
trícula, cursos  de  estudios*  materias  de  estos, 
tiempo  de  su  duración  y  exámenes  anuales  ;  y 
safrieron  el  examen  del  grado  de  Bachiller  por 
el  mismo  número  de  examinadores,  y  con  las 
f  ropias  Ibrmalidadet  que  en  las  universidades. 

Art.  t9  Ni  la  Junta  guberaativat  ni  U  cxa* 
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minadora  de  los  colegios,  ni  el  Poder  Ejecutiva 
podrán  dispensar  ninguna  de  estas  formalidades^ 
que  deben  ser  perfectamente  iguales  para  todos 
l«)s  venezolanos. 

Art.  39  £1  pretendiente  de  grado  de  Bachi- 
ller en  ciencias  filosóficas,  lo  solicitará  ante  el 
Rector  por  un  memorial  documentado  :  prime- 
ro, con  las  certificaciones  anuales  de  los  respec- 
tivos catedráticos,  que  prueben  haber  cursado 
los  tres  afios  del  trienio  filosófico  :  segundo,  con 
la  del  Secretario  que  acredite  haber  desempeña- 
do los  exámenes  anuales  y  sido  aprobado  :  ter- 
cero, y  con  el  informe  del  Vice-rectur  extraido 
del  libro  de  los  alumnos,  mencionando  las  faltas. 
y  demás  calificaciones  expresadas  en  los  cuadros 
trimestres  de  los  respectivos  catedráticos. 

Art.  49  Con  la  certificación  del  Administra- 
dor que  acredite  haberse  depositado  la  cantidad 
designada  para  el  grado  que  se  solicita,  el  Rec- 
tor le  fijará  dia  para  desempeñar  el  ex&men,  y 
el  Secretario  lo  avisará  con  un  bedel  &  los  cate- 
dráticos y  demás  examinadores  tomados  de  la 
lista  de  los  que  al  efecto  hayan  sido  nombrados 
por  cada  facultad,  poniéndose  de  acuerdo  con  el 
Rector  acerca  de  los  examinadores  que  ademas 
de  los  catedráticos,  ordene  este  que  se  citen  pa- 
ra completar  el  debido  número  de  cinco,  ó  para 
sustituir  á  alguno  de  los  catedráticos  que  por  en- 
fermedad ú  otro  motivo  no  pueda  concurrir;  no 
debiéndose  verificar  el  examen  sino  con  el  com- 
pleto númeto  de  cinco  examinadores.  En  los  co- 
iegios, los  nombramientos  y  citación  de  los  exa- 
minadores, tendrá  lugar  según  el  reglamento  que 
se  haga  en  la  forma  prevenida  por  la  ley. 

Art.  59  £1  examen  para  grado  de  Bachiller 
durará  hasta  dos  horas  y  cuarto,  distribuidasasí : 
un  cuarto  de  hora  de  oración  acerca  de  una  cues- 
tión sorteada  :  otro  cuarto  de  hora  de  reflexio- 
nes ó  preguntas  por  cada  uno  de  dos  examina- 
dores sobre  una  cuestión  también  sorteada,  ha- 
ciéndose el  sorteo  de  ambas  cuestiones  veinti- 
cuatro horas  antes  ;  y  hora  y  media  de  examen 
por  preguntas  hechas  por  los  respectivos  cate^' 
dráticos  acerca  de  las  materias  del  primer  trie- 
nio filosófico,  conforme  al  anículo  15  de  la  ley 
6^  La  aprobación  ó  reprobbcion,  será  por  vota- 
ción secreta,  y  á  pluralidad  absoluta.  £n  los  co- 
legios harán  las  preguntas  sobre  las  materias 
del  trienio  filosófico  los  dos  catedráticos,  y-so- 
hre  la  cuestión  sorteada  las  harán  los  dos  exami- 
nadores mas  antiguos.  » 

Art.  69  Hecho  el  escrutinio  y  publicada  la  vo- 
tación, por  ningún  pretexto  volverá  á  hacerte, 
ni  se  admitirá  la  reforma  de  ningún  voto  aun- 
que alguno  de  los  sufragantes  diga  que  se  equi- 
vocó al  darlo ;  de  la  reprobación  no  Iwy  apela- 
ción alguna  bajo  ningún  pretexto :  pero  ei to  úo 
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impide  que  el  reprobado  pueda  voUer  6  presen* 
tarse  á  examen  cuando  ae  crea  en  aptitud  de  ha- 
cerlo con  tal  que  no  sea  antea  de  dos  meses^ 

Art.  79  Los  examinados  y  aprobados  que  no 
puedan  recibir  el  grado  en  concurso  y  la  anti- 
güedad de  este  con  arreglo  &  sus  respectivas  cla- 
siñcaciones ;  los  que  no  comparezcan  &  tomarlo 
en  el  dia  de  dicho  concurso,  6  los  que  no  se  hu- 
biesen presentado  en  tiempo  hábil,  podrán  en 
cualquier  tiempo  recibir  el  grado  ó  ser  examina" 
dos  con  las  formalidades  prescriptas;  tomando 
entonces  la  antigüedad  que  según  las  fechas  de 
la  recepción  de  grados  les  corresponda.  £n  la 
misma  forma  y  con  los  mismos  requisitos  se  ha- 
rán los  exámenes  del  grado  de  Bachiller  en  las 
otras  ciencias,  aunque  sin  concurso  y  según  el 
orden  de  antigüedad  del  grado  de  Bachiller  en 
ciencias  filosóficas. 

^  único.  £1  bedel  de  semana  publicará  en  las 
puertas  de  las  clases  de  ciencias  mayores,  á  la 
hora  de  enseñanza,  que  tal  cursante  ha  sido  ad- 
mitido á  examen  y  grado. 

Art.  89  La  antigüedad  del  grado  de  Bachiller 
en  ciencias  filosóficas  sirve  de  regla  para  la  pre- 
ferencia en  el  examen  y  antigüedad  de  los  gra- 
dos de  Bachiller  en  las  otras  ciencias,  y  por  tan- 
to para  los  de  Licenciado  y  Doctor  en  todas 
ellas. 

Art.  99  Para  solicitar  ante  el  Rector  los  gra- 
dos menores  y  mayores  que  se  hayan  de  obte- 
ner después  del  de  Bachiller  en  filosofía,  son  in- 
dispensables los  requisitos  siguientes. 

^  19  Respecto  de  los  de  Bachiller  en  teología, 
j  urisprudencia  civil  ó  canónica  y  medicintf;  acom- 
pañar el  título  de  Bachiller  en  filosofía  con  ca- 
iiflad  de  devolución,  y  ademas  las  certificaciones 
anuales  de  los  catedráticos  respectivos  probando 
que  el  aspirante  ha  cumplido  como  cursante  en 
los  cuatro  años  respectivos ;  hi  certificación  de 
exámenes  y  aprobaciones  anuales  dadas  por  el 
Secretario,  y  el  informe  del  Vicerrector  que  dis- 
pone el  artículo  89 

^  29  Respecto  de  los  grados  de  Licenciado  ó 
Doctor  en  ciencias  filosóficas,  acompañar  el  tí- 
tulo de  Bachiller  en  estas  ciencias,  y  ademas  pro- 
bar con  las  certificaciones  anuales  de  los  respec- 
tivos catedráticos,  que  se  han  cursado  las  mate- 
rias del  segundo  trienio  filosófico  mandado  por 
el  artículo  15  de  la  ley  6»,  acreditando  también 
de  aquí  en  adelante  los  exámenes  y  aprobacio- 
nes anuales,  y  presentando  el  informe  susodicho 
del  Vice-rector. 

^  39  Por  lo  que  hace  á  los  grados  de  Licen- 
ciado ó  Doctor  en  jurisprudencia  civil,  es  indis- 
pensable presentar  el  título  dt;l  grado  anterior 
en  la  misma  ciencia,  y  comprobar  que  se  ha 
pacticudo  por  dos  aQos  en  las  materias  d^l  foro, 
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según  lo  dispuesto  en  la  ley  6^ 

§  49  Respecto  de  los  grados  de  Licenciado  6 
Doctor  en  medicina,  deberá  presentarse  el  títu- 
lo del  grado  anterior,  y  comprobar  los  dos  últi- 
mos años  de  estudio,  y  exámenes  anuales  con 
las  certificaciones  antedichas  de  los  respectivos 
catedráticos,  y  del  Secretario,  y  con  el  informe 
del  Vice-rector. 

^  59  No  cursando  los  estudiantes  en  teología 
y  juribprudencia  canónica  mas  que  cuatro  aftos 
de  clase,  para  optar  al  grado  de  Licenciado  6 
Doctor  en  estas  ciencias,  deberán  presentar  el 
título  del  grado  menor  en  ellas 

Art  10.  £1  pxámen  para  grado  de  Licencia- 
do  ó  Doctor  será  hecho  por  siete  examinadores, 
y  durará  hasta  cuatro  horas  de  la  manera  si- 
guiente :  media  hora  de  oración  contraída  pre- 
cisamente á  una  cuestión  que  por  suerte  se  le 
haya  dado  veinticuatro  horas  antes  :  hasta  una 
hora  de  preguntas  hechas  por  dos  examinadores 
sobre  dos  cuestiones  también  sorteadas,  con  la 
misma  anticipación ;  y  dos  horas  y  media  de 
preguntas  sobre  las  materias  de  los  tres  bienios 
por  los  otros  cinco  examinadores.  La  aproba- 
ción ó  reprobación  será  en  todo  como  en  los  gra- 
dos de  Bachiller. 

Art.  11.  Los  que  se  hqjlan  de  graduar  de  Li- 
cenciado ó  Doctor  en  medicina  sufrirán  en  el 
dia  siguiente  d.e  este  primer  examen,  otro  de 
hora  y  media  en  química,  y  en  botánica  y  de- 
mas  ramos  de  la  historia  natural  médica,  cuya 
enseñanza  estuviere  establecida,  ó  en  materia 
médica,  mientras  esta  última  clase  no  exista. 

Art.  12.  £1  grado  de  Licenciado  se  conferirá 
en  acto  continuo  á  la  aprobación ;  y  el  de  Doc- 
tor en  dia  diferente  señalado  por  el  Rector,  evi- 
tándose en  ambos  todo  gasto  extraño,  ó  fuera  de 
los  establecidos  en  esta  ley. 

Art.  13.  Al  graduado  de  Bachiller,  Licencia- 
do ó  Doctor  se  le  expedirá  sú  título  firmado  por 
el  Rector  y  los  dos  catedráticos  mas  antiguos, 
refrendado  por  el  Secretario  y  con  el  sello  del 
cuerpo. 

Art.  14.  Los  grados  de  teología,  jurispruden- 
cia, medicina  y  ciencias  filosóficas,  obtenidos  en 
cualquiera  de  las  Universidades  de  Venezuela, 
son  en  todo  iguales :  los  graduados  en  una  tie- 
nen por  el  orden  de  su  antigüedad  asiento  en 
cualquiera  otra  ;  bastando  para  esto,  presentar 
su  título  legalizado,  y  hacer  constar  la  identidad 
de  la  persona. 

Art  15.  Los  venezolanos  que  se  graduaron 
en  cualquiera  de  las  Universidades  de  Colombia, 
mientras  las  tres  secciones,  que  ahora  forman 
diversos  estados,  constituían  una  sola  nación, 
solo  necesitan  para  obtener  la  incorporación  en 
una  Universidad  de  Venezuela,  de  pretenderla, 
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exhibiendo  sus  títulos,  ó  en  caso  de  pérdida,  las 
copias  ó  certificacioues  de  ellos,  debiendo  estar 
tanto  aquellos  como  estos,  despachados  y  legali- 
zados en  debida  forma,  y  probando  conforme  ¿ 
las  leyes  la  identidad  de  la  persona. 

Art.  16.  El  que  habiendo  obtenido  en  una 
Universidad  extranjera  el  grado  de  Doctor,  en 
cualquiera  de  las  cuatro  facultades  que  esta  ley 
reconoce,  quisiere  incorporarse  con  el  mismo 
grado  en  una  Universidad  de  Venezuela,  deberá 
probar  sus  estudios  con  el  título  del  susodicho 
grado  auténtiiio  y  legalizado  conforme  á  las  le- 
yes del  país  en  que  hubiere  sido  graduado,  ha- 
cer el  depósito,  y  ser  aprobado  en  el  examen 
que  para  él  exige  esta  ley.  Cumplidos  estos  re- 
quisitos, y  prestado  el  juramento  de  sostener  y 
defender  la  Constitución  del  Estado,^  de  llenar 
los  deberes  de  su   profesión,  obtendrá  el  título. 

^  único.  A  falta  del  título  original  supiir&n  so- 
t  lo  una  copia  de  él  6  una  certificación  expedida 
por  el  Secretorio  de  1»  Universidad  en  que  haya 
sido  recibido,  con  las  formalidades  que  para  es- 
tos actos  en  dichos  cuerpos  se  observan.  Esta 
copia  6  certificación  deberá  ser  legalizada  por  el 
Ministro  de  Relaciones  Exteriores  de  su  nación, 
6  por  la  autoridad  que  conforme  &  la  ley  6  uso 
de  las  respectivas  naciones  legaliza  estos  docu- 
mentos para  países  ei^tranjeros. 

Art.  17.  Para  matricularse  en  las  clases  de 
ciencias  descriptivas,  á saber:  de  anatomía,  quí- 
mica, botánica,  los  ramos  de  historia  natural  mé- 
dica, y  fínica  experimental,  contribuirán  los 
alumnos  con  la  cuota  de  cinco  pesos  para  los 
fondos  de  la  Universidad,  y  para  matricularse 
en  las  demás  clases  con  la  cuota  de  cinco  reales, 
que  formará  parte  de  las  rencas   del  Secretorio. 

Art  18.  Los  que  aspiren  al  grado  de  Bachi- 
ller en  ciencias  filosóficas,  medicina,  jurispru- 
dencia 6  teología,  luego  que  su  solicitud  haya 
sido  admitida  por  el  Rector,  conforme  á  los  ar- 
tículos 39  y  99  depositorán  en  poder  del  Admi- 
nistrador'treinto  pesos  que  se  distribuirán  de  la 
manera  siguiente : 

Al  Rector 4  pesos. 

A  cada  uno  de  los  cinco  examinadores, 

tres  pesos * 15      „ 

Al  Vire  rector  por  cada  registro  del  li- 
bro de  los  alumnos  é  infurmes  para 
optar  al   grado 1      „ 

A  cada  bedel  cuatro  reales 1      „     * 

Al  Secretario  por  asistencia,  gastos  de 

Secretaría  y  titulo 2      4 

Para  las  cajas  de  la  Universidad 6     4 

9  30      »» 

(  único.  En  los  Regios»  lo  designado  á  los 

TOMO  II. 
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bedeles  se  destinará  para  pagar  á  la  persona 
que  hágalas  citaciones,  y  en  la  Universidad  de 
Mérida  se  darán  los  rustro  reales  de  que  habla 
este  artículo  al  único  bedel  que  ahora  tiene. 

Art.  19.  Los  que  aspiren  s'>lo  al  grado  de  Li- 
cenciado en  teología,  jurisprudencia,  medicina 
ó  ciencias  filosóficas,  luego  que  haya  sido  admi- 
tida  su  solicitud  por  el  Rector,  conforme  al  ar- 
tículo 99  depositarán  en  poder  del  Administra* 
dor  ochenta  pesos,  que  se  dist.-ibuirán  así : 

Al  Rector - 6  pesos.* 

A  cada  uno  de  los  siete  examinadores 

cuatro  pesos. 28      „ 

AI  Secretario  por  asistencia,  gastos  de 

secretaría  y  título .    5      ,, 

Al  Vice-rector  por  cada  registro  6  in- 
forme para  optor  al  grado 1      „ 

A  cada  bedel  cuatro  reales  y  en  donde 

no  haya  mas  que  uno. 1       „ 

Derechos  de  caja ..- ---—,39      „ 

9  80      „ 

Art.  20.  Los  que  aspiren  al  grado  de  Doctor 
después  del  de  Licenciado  en  ciencias  filosófi- 
cas, medicina,  jurisprudencia  ó  teología,  luego 
que  haya  sido  admitida  su  solicitud,  conforme  al 
artículo  99,  depositarán  cien  pesos  que  se  dis- 
tribuirán así : 

Al  Rector 5  pesos. 

Al  Secretario  por  asistencia,  gastos  de 

secretaría  y  título , -.    5      „ 

Al  Maestro  de  ceremonias... 2      „ 

A  cada  uno  de  los  bedeles  un  peso,  y 

en  donde  no  hubiere  mas  que  uno.    2      ,, 
Derechos  de  caja 80      ,, 


9  100 


^  único.  La  práctica  de  refresco  y  otros  gas- 
tos de  celebridad  pública,  en  la  colación  de  gra- 
dos mayores,  términos  de  cursos  filosóficos  y 
cualquier  otro  acto  literario,  queda  suprinrJda. 

Aft.  21.  Si  el  aspirante  al  grado  de  Bachiller 
ó  Licenciado,  fuere  reprobado  en  el  examen,  se 
le  devolverá  la  cantidad  qu^  debía  ingresar  en 
las  cajas,  y  la  que  se  ha  seflalado  al  Secretario 
por  el  título  ;  pero  se  abonará  tanto  á  este  co- 
mo al  Rector  y  examinadores  la  cuota  que  les 
toca  por  su  asistencia. 

Art.  22.  Los  estudiantes  pobres  que  de  nin- 
gún modo  puedan  satisfacer  las  cantidades  ex- 
presadas, y  que  lo  hayan  comprobado  con  docu- 
mentos fehacientes  á  juicio  de  la  Junta  de  Go- 
bierno, deberán  ser  admitidos  á  los  grados  de 
Bachiller  ó  Licenciado,  sin  pagar  nada ;  pero 
nunca  se  graduarán  de  balde  mas  de  dos  por  ca- 

31 
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4a  dies  que  obtengan  los  grados  académicos,  ni 
se  extenderá  esta  gracia  al  grado  dé  Doctor, 
pues  solo  podrán  recibirlo  aquelhos  que  contri» 
buyan  con  la  cantidad  designada.  Se  conserva 
no  obstantp,  la  gracia  de  las  dos  borlas  de  que 
gozan  los  colegiales  del  Seminario  de  Caracas* 
En  los  colegios  la  cali  ficacion  de  las  personas 
que  opten  á  grados  de  balde,  se  hará  por  la  mis- 
ma Junta  que  hace  la  de  los  documentos  nece- 
sarios para  obtener  el  grado, 

^  único.  Cuando  el  Rector  conozca  por  el  li- 
bro de  los  grado?,  que  ha  llegado  el  caso  de  con- 
ferir gratuitamente  uno  ó  mas  conforme  á  este 
artículo,  mandará  al  Secretario  que  lo  avise  por 
un  edicto  fijado  en  la  puerta  de  la  Universidad. 
Los  cursantes  que  hayan  concluido  sus  cursos  y 
estén  en  aptitud  de  recibir  los  grados  de  Bachi- 
ller ó  Licenciado,  los  optarán  ante  la  Junta  gu- 
bernativa con  documentos  fehacientes :  19*  de 
pobreza  notoria  :  ^,  de  aplicación  é  instrucción, 
y  39»  de  buena  couducta  ;  sirviendo  para  estas 
dos  últimas  caliñcactones  las  certificaciones  anua- 
les de  sus  respectivos  catedráticos,  las  notas  de 
estos  en  los  estados  trimestres  que  se  pasan  al 
Vice-rcclor,  y  el  libro  de  exámenes  anuales  que 
lleve  el  Secretario. 

Arf.  23.  El  Secretario  tendrá  ademas  de  los 
derechos  que  se  le  han  asignado  por  la  colación 
de  grados,  los  siguientes. 

19  Por  presentación  de  cursos  ganados  er> 
otras  universidades,  para  graduarse  é  incorpo- 
rarse en  estas,  tres  pesos. 

29  Por  la  presentación  á  cátedras  y  la  ins- 
trucción del  expediente  de  méritos,  pagará  cada 
opositor,  tres  pesos. 

39  Por  el  título  de  Catedrático,  diez  pesos. 

49  Por  el  título  despachado  al  nuevo  Secre- 
tario que  se  elija,  ó  al  Administrador,  diez  pe- 
sos. 

59  Por  el  de  Catedrático  jubilado,  diez  pesos. 

69  Por  cada  edicto  de  oposición  de  grado  é 
incorporación,  un  peso. 

79  Por  las  certificaciones  y  testimonios,  ocho 
reales  por  la  primera  foja  y  dos  reales  por  Cada 
una  de  las  demás. 

S9  Por  los  expedientes  contenciosos,  seis  pe- 
sos, que  pagará  el  que  resultare  condenado,  y 
•i  pasare  de  cuarenta  folios,  un  real  mas  por 
cada  folio. 

Art  24.  Ademas  pagará  para  la  caja  de  la 
Universidad  en  razón  de  cada  expediente  con- 
tencioso, doce  pesos  el  que  resultare  condenado. 

Art.  25.  Se  deroga  la  ley  de  21  de  Abril  de 
1849. 

Dada  en  Caracas  á  I9   de  Mayo  de  1851,  alio 
22  de  la  Ley  y  41  de  la  Indepeqdencia. 
'    El   Presidente  del   Senado— Jiwn   Antonio 
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Bñrhoza^El  Preñdaiita  de  la  Cámara  áe  Re- 
presentontes — Manvei  M.  Echeanáia. 

El  Secretario  del  Senado — José  Ángel  Frti- 
El  Secretario  de  la  Cámara   de  Kepreaen- 


re 


tan  tes — J.  Padilla. 

Caracas  Mayo  10  de  1851,  aSo  22  de  la  Ley 

y  41   de  la  Independencia. — Ejecútese. — J.  G, 

Monágas. 
Por  S.  C.  el  Presidente  de  la  República. — El 

Secretario  de  Estado  en  los  Despachos  del  In< 

lerior.  Justicia  y  Relaciones  Exteriores. 

Francisco  Arnnda, 

INSTRUCCIÓN  PUBLICA,  lby  notvna  t>E  5 

^DB  MAYO  DE  184¿.  Dc  los  gastos  de  las  uní- 

*  tersidades—  que  reforma  la  de  á  de  Junio  d9 

1844,  pág.  72  del  cuaderno  de  ese  año,  y 

595,  núm*  549  del  cuerpo  de  1851 — que  re- 

forma  la  de  20  de  Junio  de   1843,  pág.  5©S 

num.  515  dc¿  cuerpo  de  1851. 

El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la  Re- 
pública de  Venezuela  reunidos  en  Congreso, 

DECRETAN  : 
LEY  IX  DEL    CÓDIGO  DE    INSTRÜCCIOIf   PUBLICA. 

De  los  gastos  ordinarios  y  extraordinarios. 

Art.  19  Son  gastos  ordinarios  de  la  Unircrsi- 
dad  de  Caracas. 

19, Las  rentas  de  ios  catedráticos  jubilados, 
beneméritos,  en  ejercicio,  y  retirados  por  salud 
perdida. 

29  Las  gratificaciones  mensuales  que  se  asig- 
nen á  los  preparadores  en  las  clases  de  ciencias 
experimentales  y  demostrativas  :  y  el  importe 
de  los  artículos  necesarios  para  las  preparacio- 
nes. 


Análisis  comparativo  de  las  le^s  de  20  de  Junio  de  184^, 
5  de  Mayo  de  1848,  21  de  Ahrü  de  1840  y  10  ¿e  Mayo  dt 
1861  (  8 J*  délas  de  instmecion pubUca. 
Las  dos  primeras  so  difirenciaa  así : 

La  de  48  (art.  6  P  )  fijaba  tres  horas  de  daracion  para 
el  examen  do  grado  do  Bachiller;  y  la  de  46  (art.  id.) 
do8.--Lade43  (art.  id,)  mandaba  hacer  tres  cuartos  de 
horade  reflexiones,  ó  preguntas  acerca  de  la  cnestion 
sortea  Ja;  y  la  de  46  (art.  id.)  solo  uno.»  La  do  48X<ui. 
id.)  disponía  dos  horas  de  examen  por  preguntas ;  y  la  de 
46 (art.  id.)  una  y  media.— La  de  46  Cart.  6?)  exigió  qne 
pasasen  por  lo  méuos  dos  meses  para  qqo  el  reprobado 
pudiera  volver  á  presentarse  á  examen;  loqoejio  exigía 
la  de  43  (art.  id.)— La  de  46  (art.  6  ^, )  exigió  que  pasasea 
por  lo  menos  dos  meses  para  que  el  reprobado  pudiese 
volver  á  presentarse  á  examen,  lo  que  no  exigía  la  do 
43  (art  id.)— La  de  46,  finalmente,  aftadió  la  parta 
del  ait.  16  referente  á  que  en  la  Universidad  de  Mértda  se 
den  los  dos  pesos  al  único  bedel  de  que  hace  mención,  y 
las  de  los  artículos  20  y  21,  sobre  que  donde  no  hubiese 
mas  que  un  bedel  se  le  diese  la  a^gnacion  hecha  á  las  dos. 

Entro  las  do  46  y  40  hay  las  diferencias  siguientes  : 

La  de  46  (^  ?  del  art.  9  ? )  trataba  de  Tos  grados  de 
Licenciado  6  Doctor  en  jurisprudencia  civil  ó  medicina  en 
este  solo  §,  y  en  los  propios  términos  en  que  está  concebi- 
do el  4.4  P  art.  id.  de  la  de  49;  y  este  trató  separada- 
mente  de  los  do  jurisprudencia  <Hvil  en  el  ^  8.^    sostitn- 
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3?Do8CÍeBto9  cincuenta  pesos  anuales  para 
fel  sericio  y  gastos  de  la  secreUríaé 

49  los  pesos  al  maestro  de  ceremonia  por 
cada  ato  publico  de  la  Universidad  á  que  asista 
como  al,  fuera  de  los  de  colación  de  grado  de 
Doctoi  en  que  tiene  asignación  especial. 

59  'tescientos  pesos  anuales  á  ciida  lyio  de 
los  bedles. 

69  Cento  veinte  pesos  anuales  al  sirviente. 

79  Asenta  pesos  anuales  para  la  fiesta  de  los 
patroDi, 

89  ^cnta  y  cinco  pesos  para  el  aniversario 
general. 

^  Latomision  del  Administrador  7  el  uno 
por  cientpara  el  secretario,  como  interventor 
en  la  recalacion  de  las  rentas  sobre  los  ingre- 
sos de  qu^icha  comisión  se  tome. 

10.  La  entidad  de  dos  mil  pesos  anuales  de 
contribucioL]  colegio  de  educandas. 

11.  La  suii  necesaria  para  los  premios  al  fin 
del  ano  acad^ico. 

12.  Doscieiis  pesos  anuales  para  ir  forman- 
do la  bibliotecjo  la  Universidad. 

Art  29  Sonastos  ordinarios  de  la  Univer- 
sidad de  Méridi 

19  Las  rentafe  los  catedráticos  jubilados, 
beneméritos,  en'ercicio,  y  retirados  por  salud 
perdida,  con  ^incson  déla  correspondiente  al 
de  .historia  sagraccnando  no  regente  esta  cla- 
se el  canónigo  lecai. 

29  Las  gratifica,neg  mensuales  que  se  asig- 
nen ft  los  preparadla  ^^  las  clases  de  ciencias 
experimenlaíes  y  d<Qgtrativas,  y  el  importe  de 
los  artículos  necesag  para  las  preparaciones. 
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yendo  con  el  último  incity  comprobar  que  so  ha  prac- 
ticado por  dos  años,.  &a,i  último  también  del  0  ? 
ari.  id.  déla  de  i&  "  7  ^hH&r  los  dos  últimos  años  de 
estudio  y  exámenes  anua^» y  ^n  el  dicho  ^  i? 
de  loa  de  medicina  sin  n,^^  alteración  respecto  de 
ellos.— La  de  46  (art  lo)  ^^  ^^  pesos  para  loa  fondos 
de  la  Universidad  para  maU^^^j  gjj  j^^g  ^^^^^  ¿^  ^jj^^, 
cías  descriptivas;  y  ocho  re.  -^^^  el  Secretorio  para 
matricularse  en  las  demás  el .  y  ¡a  de  49  redujo  estos 
derechos  respectivamente  a  c  ^^^^ .  y  ¿  cnatro  rea- 
les.-La  de  46  (art.  19)  man^  ¿„  ^n  la  Universidad 
de  Mérida  los  do»  pesos  seHafe^  ^^^  ¿^3  bedeles  en  la 
de  Caracas  al  único  que  aquell^g ;  y  la  de  49  (art.  18) 


los  respectivos  catedráticos;  y  ei  ^^ 

Entro  las  de  49  y  61  la  diferwigt^  ^^  ,^  reducción 
do  los  derechos ;  asi,  U  de  49  ( arj  ^^^^^  sesenta  y  un 
pesos  para  el  grado  de  Bachiller^jen^.^,  fllosóflcas; 
¿OBcientOB  uno  (art  19)  l»ra  el  de^^^^^^^  ^^  teolo|^ 


den  pesos;  rebajando  en consecuen^^ipjj^^i^^^^^^^ 
los  diversos  participes.        .. .  ^.  ,^ 
Su  lo  demás  guardan  uilfonmdag,  ,^^^ 


39  Cien  pesos  anuales  para  el  servicio  y  gas* 
tos  d€  la  secretaría. 

49  Dos  pesos  al  maestro  de  ceremonias  por 
cada  acto  público  de  la  Universidad  &  que  asista 
como  tal,  fuera  de  los  de  colación  de  grado  de 
Doctor  en  que  tiene  asignación  especial. 

59  Ciento  cincuenta  pesos  anuales  á  un  be- 
del, pudiendo  aumentarse  dicha  suma,  cuando  á 
juicio  del  Poder  Ejecutivo  sean  necesarios  dos 
bedeles  en  aquella  Universidad. 

69  Cuarenta  y  ocho  pesos  anuales  al  sirviente. 

79  Treinta  pesos  anuales  para  la  fiesta  de  los 
patronos. 

89  Treinta  y  cinco  pesos  para  el  aniversario 
general. 

99  La  comisión  del  administrador  y  el  uno 
por  ciento  para  el  secretario  como  interventor 
en  la  recaudación  de  las  rentas,  sobre  los  ingre- 
sos de  que  dicha  comisión  se  tome. 

10.  La  suma  necesaria  para  los  premios  de 
fin  de  afio  académico. 

11.  Cien  pesos  anuales  para  ir  formando  la 
biblioteca  de  la  Universidad. 

Art.  39  Son  gastos  extraordinarios  ó  even- 
tuales de  las  Universidades :  I9  Los  indispen- 
sables y  del  momento  que  acuerden  las  juntas 
de  gobierno  para  la  buena  administración  de  las 
rentas,  fomento  de  estas  y  curso  regular  de  la 
enseñanza  ya  establecida ;  29  Los  de  repara- 
ción del  local,  adquisición  de  muebles,  composi- 
ción de  los  mismos,  los  de  alumbrado,  y  compra 
de  libros  para  las  juntas :  39  Los  necesarios  que 
las  mismas  juntas  acuerden  para  las  exequias 
por  cada  doctor  6  maestro  que  fallezca,  y  para 
¡os  honores  que  se  "hayan  declarado  á  universi- 
tarios difuntos  de  mérito  eminente. 

§  fínico.  La  Junta  gubernativa  podrá  acordar 
por  sí  los  gastos  de  este  artículo,  cuando  no  ex- 
cedan de  ríen  pesos,  y  excediendo,  con  aproba- 
ción de  la  Dirección  general  de  instrucción  pú- 
blica. 

Art.  49  La  Junta  gubernativa  podr&  propo- 
ner al  Gobierno  con  apoyo  de^la  Dirección,  el 
establecimiento  de  aquellas  cátedras  qué  vayan 
siendo  necesarias,  motivando  su  necesidad  6 
conveniencia :  y  el  Gobierno  considerando  por 
una  parte  ej  valor  de  estos  motivos,  y  los  fondos 
sobrantes,  que  el  cuerpo  tenga,  y  por  otra  par- 
te su  preferente  aplicación  á  otros  objetos,  y  el 
de  una  prudente  economía,  aprobará  6  no  la  pro- 
posición. 

Art  5^  Ni  el  Rector,  ni  la  Junta  gubernativa 
pueden  disponer  otros  gastos  que  los  proscriptos 
por  esta  le^,  ni  en  otra  forma  que  la  en  ella  pre- 
venida. Toda  infracción  en  cualquiera  de  estos 
respectos  hace  responsable  por  la  cantidad  dis- 
puesta al  Rector  y  vocales  que  faubierea  yotaée 
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SU  gasto,  y  cuyo  abono  el  Gobierno,  conjnforme 
déla  Dirección  de  instrucción  pública,  hará  rein- 
tegrar en  la  caja  del  cuerpo 

Art.  6^  Se  deroga  la  ley  de  4  de  Junio  de 
1944. 

Dada  en  Caracas  á  2  de  Mayo  de  1846,  año 
179  de  la  ley  y  36?  de  la  independencia. — El 
Presidente  del  Senado,  Rafael  Enríquez. — El 
Presidente  tle  la  Cámara  de  Representantes, 
Pedro  José  Rójas.-^Ei  Secretario  del  Senado, 
José  Ángel  Freiré.— El  Secretario  déla  Cáma- 
ra de  Re  prese  ntnnteíi,  J.  A.  Pérez, 

Caracas  Mayo  5  de  1846,  año  179  *^®  '*  '^X  7 
369  *'®  ^*  independencia.  — Ejecútese —Cár/os 
í^oublette. — Por  S.  E.  el  Presidente  de  la  Repú- 
blica.—  El  Secretario  de  Estado  en  los  Despa- 
chos de  lo  Interior  y  Justicia,  Francisco  Cobos 
Fuertes. 

INSTRUCCIÓN     PITBLICA.  LEY     DECIMA  DE   12 

DE  MATO  DE  1846  1*6  los  administradores  de 
las  Universidades  qve  reforma  la  de  20 
de  Junio  <¿el843,  p,  81  del  cuaderno  de  ese 
año,  y  569. 719  516  del  cuerpo  de  1851. 
El  Senado  y  Cámara  de  representantes  de  la  Re- 
pública de  Venezuela  reunidos  en  Congreso, 

DECRETAN  : 

Ley  X  DEL  CÓDIGO  de  instrucción  Publica. 
De  los  administradores  de  las  UniverBidades. 
Art.  19  El  administrador  berá  nombrado  por 
la  Junta  de  gobierno  por  la  mayoría  absiduta  de 
votos  con  aprobación  de  la  Dirección  general, 
pudiendo  ser  removido  por  la  misma  Junta  cuan- 

Ánálisis  comparativo  de  las  leyes  de  20  de  Junio  de  1843, 
4  de  Julio  de  1844  y  6  de  Mayo  de  1846  (95)  délas  de  ins- 
truccvm  púUicaA 

Lñ  de  43  y  4i  se  diferencian  asi : 

La  de  43  rcílnéndose  á  la  Universidad  de  Caracas,  (nú- 
meros 2  ?  y  8  P  del  art.  2  P  )  señalaba  saeldo  al  Vlcerec- 
tor,  y  dietas  á  los  miembros  del  tribunal  académico ;  y 
la  do  44  Ruprimió  ambas  cosas.— La  de  43  (núm.  4  P 
art.  2  P  )  fijaba  diez  pesos  para  las  gratificaciones  men- 
suales á  los  preparadores  de  las  clases  de  ciencias  esperi- 
mentales  ;  y  establecía  ciertas  formalidades  para  su  pago; 
y  la  de  44  (núm.  2  P  art  1  P  )  supri  nió  la  suma  de  diez 
])e8os,  y  solo  dijo:  "  Las  gratificaciones  mensuales  que  se 
asignen  &a.,  y  suprimió  las  otras  formalidades  para  su 
abono. — La  de  43  (núm.  7  P  art.  2  P  )  sefialaba  ycinticin- 
ro  pesos  de  gratificación  annal  al  maestro  de  ceremonias ; 
y  la  do  44  (jaúm.  4  ?  art.  1  P  )  solo  le  sefialó  dos  pesos  por 
cada  acto  á  que  asistiera  fuera  de  la  colación  de  grado  de 
I>octor  en  que  tiene  asignación  especial. — La  de  43  (núm. 
10,  art.  2P  )  señalaba  cincuenta  pesos  cuatro  reales  y  me- 
dio para  la  fiesta  de  los  patronos ;  y  la  de  44  (núm.  7  P 
art.  1 P  )  aumentó  á  sesenta.— La  de  48  (núm.  11,  art  2  P  ) 
fiiaba  setenta  y  cinco  pesos  cuatro  reales  para  el  aniversa- 
rio de  los  nniversatarios  difHíntos ;  y  la  de  44  (núm.  8  P 
a.-'t.  1 P  )  rebajó  á  setenta  y  cinco  —La  de  43  (núm.  12, 
a*-t.  2P  )  fijaba  el  tanto  por  ciento  que  tenia  por  comisión 
el  administrador,  7  coooedia  al  secretario  como  Intenren- 
tar  de  las  rentas  el  ano  por  ciento ,  y  ía  de  44  (núm.  9  P 
art.  1 P  )  solo  diio :  "  La  comisión  del  administrador, "  su- 
p'-fmiendo  lo  relativo  al  uno  por  ciento  que  aquella  conce- 
día ai  Vlcerector.— U  de  48  (nüm.  14,  art  2P  )  fijaba  la 
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do  lo  tenga  por  conveniente  y  con  aprobcíon 

también  ile  la  Dirección. 

Art,  29  Los  recibos  que  diere  el  admii8tni« 
dor  por  cantidades  que  recaude  serán  ñnados 
igualmente  por  el  secretario  de  la  Vniírersiad,  y 
sin  este  requisito  no  tendrán  valor  alguno 

Art  39  El  administrador  de  la  Universiad  á% 
Caracas  tendrá  el  siete  por  oiento  detodooque 
recaude,  incluyendo  aquella  parte  de  los  epÓ8Í« 
tos  que  pertenecen  á  la  caja,  y  ademas  d  íieha 
comisión  un  cinco  por  ciento  adicional,  6n  do- 
ce por  ciento  en  su   totalidad,   sobre  las  entida- 
des de  los  capitales  que   descubra  y  logrponcr  . 
en  claro,  y  un  dos  y  medio  por  ciento  aliona], 
ó  un  nueve  y  medio  por  ciento  en   su  t^Iidad, 
sobre  las  cantidades  de  los  ya  descubie^St  Que 
hallándose  en  estado  litigioso  sostu^ie/  en  los 
tribunales  y  sobre  que  recayere  senten/en  favor 
déla  Universidad.  Se  abonarán  dicheJ^niunera- 
ciones  en  sus   respectivos  casos  luerfique  el  ad- 
ministrador concluido  el  negocio,  p«a  el  asien- 
to en  sus  libros   de   cuentas,    incii^rando  los 
nuevos  capitales   con  la    corresp cliente  docu- 
mentación, previa  la  declaratoria^  la   Junta  y 
no  antes.  , 

^  19  El  siete  por  ciento  de  ccJ^'o»  de  lo  re- 
caudado, no  lo  cobrará  de  las  exondas  anterio- 
res que  pasen  de  un  administra'  á  otro,  ni  de 
los  donativos. 

§  29  En  Mérida  disfrutarais  administrador 
de  cuatro  por  ciento  en  el  pr/***"  caso,  ocbo  en 
el  segundo,   y  seis  en  el   tery^»  con  la  restric- 

suma  que  debia  invertirse  en  pref*8  según  las  clases  j 
y  la  de  44  (núm.  11,  art.  1  ?  )  solf  Jo  •  ".La  suma  nece- 
saria para  premios.— La  de  43  conferencia  á  la  Univer- 


sidad de  Mérida  (núm.  2P  art, 
Viccrector ;  y  la  de  44  lo 
ba  gratificación  para  los  preL 
ciencias  experimentales  \  y  la 
la  afladió.— La  de  43  (núm.  6P^ 
cincuenta  pesos  anuales  para 
art.  2  P  )  conservando  esta 
aumentarla,  cuando  á  su  ji 
de  43  (núm  7  P  art.  3  ?  )  seSF^a  veinticinco  pe! 
las  fiestas  de  los  patronos ;  rf  de  44  (núm.  7  ?  art.  S  P  ) 
aumentó  á  treinta.--Lade|  (»úm.  9©  art.  8©)  fijaba 
detalladamente  la  comhion  #  administrador,  y  concedía 
un  uno  por  ciento  al  Vicev^^i  como  interventor  de  las 
rentas ;  y  la  de  44  (núm.  »  art.  2  P  )  solo  dijo :  "  La  co- 
misión del  administrador  ;f  suprimió  el  uno  por  ciento 


señalaba  sueldo  al 
—La  de  43  no  sefiala- 
iores  do  sus  clases  de 
44  (núm.2P  art.  2P) 
'.  8  P  )  sefialaba  ciento 
del ;  y  la  de  44  (púntL  5 
antorizó  al  P.  £.  para* 
sean  necesarios  dos. — La 
ba  veinticinco  pesos  para 


al  secretario.— La  de  43 
vertirse  en  premios  ;  y  la 
mente  adicionó  el  incibo 
.del  2P  que  dice: "  com] 
el  inciso  2  P  del  art.  4  P 
instrumentos  para  las  c 
Entre  las  de  44  y  46 
La  de  46  (núm.  9P 
bleció  el  vno  por  cieni 
tor  en  la  recaudación 


la  cantidad  que  dobla  ín- 

[  no  la  filó  —  La  de  44  final- 

>l  artículo  3  P    y  la   parte 

>n  y  alumbrado;"  y  suprimió 

de  46  referente  á  compra  d^ 

de  matemáticas,  &a. 

hay  las  diferencias  siguientes: 

1 P ,  y  núm.  id.  art.  2P  )  res^A- 

^ra  el  secretario,  como  interven- 


rentas,  que  había  suprimido 

la  de  44 ;  7  afiadió  <af  ^  ^  )  la  compra  de  libros  para  hia 
juntas.  X 

En  lo  demás  son  cpnnes  estas  leyes. 
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don  del  artículo  anterior. 
.  Art  49  Para  entrar  á  ejercer  la  administra- 
ción el  administrador  deberá  otorgar  la  fianza 
de  tres  mil  pesos  respecto  de  la  de  Caracas  y  de 
mil  respecto  de  la  da  Mérida,  á  la  entera  satis- 
facción de  las  respectivas  jantas  gubernativas. 
Esta  fianza  podrá  suplirse  á  juicio  de  la  junta  de 
gobierno  coTn  una  hipoteca  por  el  valor  triple  li- 
bre de  dichas  cantidades,  pudiendo  ser  rematada 
por  lo  que  se  ofrezca  en  almoneda. 

§  único.  La  junta  de  gobierno  podrá  hacer  re- 
novar la  fianza  ó  la  hipoteca  cuando  lo  crea 
conveniente. 

Art.  59  El  administrador  está  obligado  á  pre* 
sentar  en  los  ocho  últimos  dias  del  mes  de  Se- 
tiembre de  cada  año,  la  cuenta  anual  comproba- 
da, que  haya  llevado  desde  1?  de  Setiembre  has-, 
ta  31  de  Agosto,  acompañanclp  el  cuadro  de  los 
censos  corrientes  y  sus  créditos  cobrados  y  por 
cobrar,  con  los  motivos  de  no  haberlo  sido :  otro 
de  los  censos  litigiosos  y  su  estado;  el  de  las  es- 
crituras de  los  censos  corrientes  y  el  estado  de 
las  entradas  y  egresoi.  por  cualquiera  respecto, 
en  el  afio  económico  njado.  Por  el  mero  hecho 
de  no  hacerlo  así,  se  coiisjiierará  vacante  su  des- 
tino y  se  procederá  á  proveerlo  en  otra  persona, 
y  se  le  obligará  ante  los  tribunales  á  presentar 
la  cuenta  en  los  términos  prevenidos,  y  á  suje- 
tarse á  las  consecuencias. 

§  19  Los  tribunales  de  justicia  deberán  pie- 
cisamente  emplear  el  apremio  de  prisión  contra 
el  administrador  cuando  este  rehuse,  ó  presentar 
la  cuenta  enr  el  término  prefijado  ó  recibirlos  res 
paros,  ó  devolverla  con  su  contestación  á  estos 
dentro  de  quince  dias  de  habérsele  pasado,  sien- 
do para  tal  efecto  suficiente  documento  una  co- 
pia  auténtica  del  acuerdo  de  la  junta  gubernativa 
en  que  se  haga  una  narración  sucinta  del  cbso. 

§  29  El  dia  19  de  cada  mes  se  hará  un  tanteo 
de  la  caja  de  la  administración  por  el  rector,  un 
miembro  de  la  junta  gubernativa  que  esta  desig- 
nará y  el  secretario,  cuya  diligencia  que  será  fir- 
mada por  todos  junto  con  el  administrador,  se 
estampará  en  un  libro  expresándose  la  entrada  y 
salida  del  me?  anterior  y  la  existencia  6  déficit 
que  resulte,  de  cuya  diligencia  ne  pasará  por  el 
rector  una  copia  á  la  dirección  general.  Este  tan- 
teo podrá  efectuarse  ademas  en  cualquier  dia  en 
que  el  rector  lo  estime   conveniente. 

Art.  69  El  rector  nombrará  dos  individuos  de 
la  junta  de  gobierno  que  revisen  y  examinen  las 
cuentas  del  administrador,  y  expongan  dentro  de 
«»cho  dias  el  juicio  pue  formen  de  ellas.  i 

Art.  79  £1  informe  de  los  dos  revisores  será! 
sometido  inmediatamente  &  la  junta  de  gobierno  [ 
para  que  examine  las  cuentas,  las  glose,  oiga  los  ) 
li^cargos  que  diere  el  administrador  j  sentencie  I 
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dentro  de  treinta  dias  remitiéndolas  con  el  resul- 
tado inmediatamente  á  la  dirección  para  su  revi- 
sion  y  finiquito  por  el  tribunal  de  cuentas. 

§  único.  Los  fallos  del  tribunal  de  cuentas  en 
las  del  administrador  tendrán  ante  los  tribunales^ 
y  en  todo  lo  demás,  la  fuerza  de  la  cosa  juzgada, 
siempre  que  ellos  confirmen  la  sentencia  de  la 
junta  de  gobierno,  y  en  caso  contrario  habrá  re- 
curso de  apelación  á  la  Corte  suprema. 

Art.  SO  Sa  deroga  la  ley  de  20  de  Junio  de 
1«43. 

Dada  en  Caracas  á  9  de  Mayo  de  1846,  17^ 
y  369 — El  Presidente  del  Senadt),  Rafael  Hen- 
riguez, — El  Presidente  de  la*  Cámara  de  Repre- 
sentantes, Pedro  José  Rojas. — El  secretario  del 
Senado,  José  Ángel  Freiré, — El  secretario  de 
la  Cá.mara  de  Representantes,  Juan  Antonio  Pé' 
rez. 

Caracas  Mayo  12  de  1846,  179  y  369— Ejecú- 
tese, Carlos  Soublette. — Por  S.  É.  El  Presidente 
de  la  Re(  ública. — El  secretario  de  Estado  en  los 
D.  D.  del  Interior  y  Justicia,  Francisco  Cobos 
Fuertes 

INSTRUCCIÓN  PUBLICA,  ley  undécima' dk 
30  DE  MAYO  DE  1846.  De  las  relaciones  que 
las  Universidades  conservan  con  las  autori- 
dades de  la  República  y  con  los  otros  esta- 
blecimientos de  educación — que  reforma  la 
de  20  de  Junio  de  1843,  pág.  83  del  cuader* 
no  de  ese  añOt  y  570,  núm.  b\7  del  cuerpo  de 
|85l. 
El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la  Re, 
pública  de  Venezuela  reunidos  en  Congreso - 

DECRETAN  : 
LEY  XI  DEL  CÓDIGO  DE    INSTRUCCIÓN     PUBLICA. 

De  las  relaciones  que   las  Universidades  con- 
servan  con  las  autoridades  de  la  Repúbli" 
ca  y  con  los  oiros  establecimientos  de 
edíkcaciott, 
Art.  19  El  Poder   Ejecutivo   á  excitación  del 
tribunal  académico  ó  Dirección  general  de  estu- 
dios puede  suspender  al  Rector  ó  Vicerector   de 
la  Universidad,  por  abuso  dea utorid id,  6   infrac- 
ción de  ley  en  el  ejercicio   de  sus  funciones  rec- 
torales, con  la  precisa   condición  de  someterhts 
á  juicio  en  primera    instancia   ante  la  Corte  Su- 

Análisis  amparalvDo  de  las  leyes  de  20  de  Jimio  de  1843 
y  12  de  Mayo  de  1846  (10?*  de  las  de  inslrucr.ipn  publica.) 

La  diferencia  de  estas  leyes  consiste  únicarneute  en  qu« 
la  primera  (art.  3  .^  )  coacedia  al  administrador  de  la  Uni- 
versidad de  Caracas  el  cinco  por  ciento  do  todo  lo  que 
recaudase,  nn  diez  sobre  los  capitales  que  descubriera  y 
lograra  poner  en  claro,  y  un  siete  y  medio  sobre  los  ya 
descubiertos,  pero  en  estado  litigioso,  luefo  que  obtuviese 
senteDCÍa  ¿n  favor  de  la  Universidad ;  y  Ta  segnnda  Tart. 
id.)  aumentó  respectivamente  estas  sumas  á  siete,  doca 
y  nuevo  y  medio— También  afladió  la  de  46  la  parte  del 
\  único  del  art.  7  ?  que  dice :  **  siempre  que  ellos  eonfir- 
moa  la  lenteaoia  de  la  juiu  de  Qobi^rno,  dui." 
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perior  de  Justicia,  conforme  á  las  leyes,  pasan- 
do i,  dicha  Corle  dentro  de  tres  días  los  documen- 
tos .que  hayan  dado  lugar  á  la  suspensión  ;  y  re- 
saltando delincuentes,  la  Corte  podrá  imponer- 
les la  pena  de  suspensión  y  hasta  de  deposición, 
según  la   gravedad  del  delito. 

Art.  29  La  Dirección  de  estudios,  ademas  de 
los  actos '  que  ejerce  en  virtud  de  la  ley,  puede 
con  consentimiento  del  Gobierno,  suspender  y 
aun  deponer  á  los  catedráticos,  cuando  el  tribu- 
nal académico  por  término  del  juicio  que  haya 
abierto,  opine  por  la  suspensión  ó  deposición,  y 
haya  mérito  pafa  ello. 

Art,  39  Para  que  los  alumnos  de  los  colegios 
nacionales,  que  prefieran  pasar  á  las  Universida- 
des á  examinarse,  y  aun  á  recibir  el  grado  de- 
bachiller en  ciencias  filosóficas,  puedan  hacerlo, 
los  rectores  de  los  colegios  nacionales  enviarán 
anualmente  la  matrícula  de  los  alumnos  cursan- 
tes de  sus  colegios  con  especificación  de  la  clase 
que  cada  uno  cursa  ;  y  los  alumnos  que  se  pre- 
senten á  examinarse  y  recibir  el  grado,  deberán 
producir  los  mismos  documentos  que  ordena  el 
artículo  tercero  de  la  ley  octava. 

Art.  49  Los  que  estudiaren  •  gramática  caste- 
llana y  la  latina  y  los  ramos  de  las  ciencias  filosó- 
ficas en  los  colegios  ó  casas  particulares  de  edu- 
cación, serán  examinados  en  dichas  ciencias  y- 
graduados  de  bachilleres  en  las  Universidades, 
siempre  que  en  el  establecimiento  á  que  perte- 
nezcan hayan  cursado  las  mismas  materias  asig- 
nadas 6  los  colegios  nacionales  por  el  .mismo 
tiempo,  y  si  presentaren  los  comprobantes  que 
generalmente  se  exigen  por  el  artículo  tercero 
de  la  octava,  y  tienen  la  aptitud  necesaria* 

^  áni«'.o.  Los  comprobantes  de  los  números 
segundo  y  tercero  del  artículo  tercero  de  la  pre- 
citada ley  octava,  relativos^á  los  exámenes  anua- 
les, é  informe  del  vicerector  en  las  Universida- 
des y  colegios,  sobre  calificaciones  de  los  alum- 
nos, serán  suplidos  con  la  certificación  sobre  es- 
tos mismos  puntos,  dada  por  el  director  del  es- 
tablecimiento particular  de  educación  y  por  los 
respectivos  catedráticos. 

Art*  69  Cuando  se  traslade  la  Universidad  á 
otro  local  que  el  que  actualmente  ocupa  queda- 
rán no  obstante  en  él  las  clases  de  ciencias  ecle- 
siásticas y  cualesquiera  otras  que  de  acuerdo  la 
Dirección  de  estudios  con  la  Junta  gubernativa 
de  la  Universidad,  oido  el  Rector  del  Seminario, 
convenga  á  ambos  establecimientos  conservar 
allí  formando  su  régimen  escolar,  como  ahora, 
una  parte  del  establecimiento  de  la  Universidad, 
pagadas  de  sus  mismas  cajas,  sometidas  en  todo  á 
la  autoridad  de  este  cuerpo  y  uniformadas  con 
las  otras  cátedras  de  la  Universidad. 

^  único.  Caso  que  la  separación  delaUnivev* 


sidad  y  Seminario  sea  absoluta,  se  observará  lo 
que  se  disponga  en  el  decreto  que  la  ordene. 

Art.  69  £i  régimen  interno  ó  doméstico  del 
Seminario,  queda  como  actualmente  está,  some- 
tido al  ordinatio  eclesiástico,  sin  intervención  al- 
guna en  el  régimen  escolar. 

^  19  Cuando  los  colegiales  quiersm  cursar  las 
clases  que  estén  en  el  otro  local^  los  superiores 
del  Seminario  no  impedirán  que  salgan  á  ellas  á 
cursarlas,  siempre  que  sea  conciliable  con  los  es- 
tatutos del   Seminario. 

^  29  Psreí  obviar  cualquier  obstáculo  en  este 
punto  se  pondrán  de  acuerdo  el  Rector  del  Se- 
minario y  la  Junta  gubernativa  de  la  Universi- 
dad. 

Art.  79  Se  deroga  la  ley  lindel  código  de 
instrucción  pública  de  20  de  Junio  de  1843. 

Dada  en  Caracas  á  28  de  Mayo  de  1846,  año 
179  de  la  ley  y  369  ^^  ^*  independencia. — Ei 
Presidente  del  Senado,  Rafael  Enriquez,  — £1 
Presidente  de  la  Cámara  de  Representantes, 
Pedro  José  Rojas, —  El  secretario  del  Senado, 
José  Ángel  Freiré.  -El  Ibcretarío  de  la  Cáma- 
ra de  Representantes,  J.  Vi^. 

Caracas  Mayo  30  de  1846,  afio  179  ^^  ^^  ^^J 
y  369  de  la  independencia.— lEjecútese.-^CáWo^ 
Soublette.—FoT  S.  £.  el  Presidente  de  la  Repú- 
blica.— El  Secretario  de  Estado  en  los  Despachos 
del  Interior  y  Justicia,  Francisco  Cobos  Fuer- 
tes. 
INSTRUCCIÓN  PUBLICA,  list  duodécima  ds 

30  DE  MARZO  DE  1649.   Disposiciqnes  tranñi- 

tortas — que  refórmala  de  2Í0  de  Junio  de  1843 

pág.  85  del  cuaderno  de  escaño^  y 571  »9^1^ 

del  cuerpo  de   1851. 
El  Senado  y    Cámara  de   Representantes   de  la 
República  de  Venezuela   reunidos  en  Congreso, 

DECRETAN : 
LEY  XII  DEL    CÓDIGO  DE  INSTRUCTIOlf    PUBLICA. 

Disposiciones  transitorias. 

Art.  19  I'Ks  disposiciones  transitorias  respecto 
de  la  Universidad  de  Marida  irán  cesando  á  pro- 
porción que  se  vaya  encontrando  en  capacidad 
de  igualarse  en  todo  á  la  de  Caracas  ajuicio  del 
Poder  Ejecutivo,  previo  informe  de  la  Dirección 
de  Estudios. 

Art.  29  Quedando  abolida  desde  la  publicacioB 
de  este  código  la  colación  del  grado  de  Maestro 
en  filosofía  y  sustituido  en  su  lugar  el  de  Doctor 
en  ciencias  filosóficas,  debe  entenderse  que  los 
actuales  maestros  conservan  sus  títulost  sus  ho- 
nores y  asiento  en  la  Universidad,  después  de  los 

AnáUsis  comparaHvo  de  tas  lewes  deVOt  Mauo  de  18ÍS  y 
80<íeJlfo^^l846(n?>  déla»  dt  tnOnudonpWiai.) 

La  dift^rcDcía  de  estas  dos  leyes  está  énicnmeate  en  el 
art.  5  P  de  una  7  otra. 

Ba  lo  demás  son  conformes^ábas. 


^ 


COLOKBIi^A  T  VENEZOLANA  VIGfiNTE. 


241 


IN 


doctores,  y  antes  de  los  licenciados  en  los  casos 
unÍTersítarios;  visten  en  cuerpo  el  mismo  traje 
que  los  doctores  j  licenciados  y  tendrán  los  mk- 
mos  honores  fúnebres* 

Art.  39  Los  actuales  maestros  en  filosofía  que 
quisieren  permutar  este  título  por  el  de  doctor  en 
ciencias  filosóficas,  deberán  acreditar  haber  a- 
prendido  las  materias  del  segundo  trienio  filosó- 
fico en  la  academia  de  Matemáticas,  conforme  á 
los  artículos  16  yl7  de  la  ley  6^,  y  ser  examina- 
dos y  aprobados  en  las   mismas  materias. 

Art.  49  £1  examen  de  estas  materias  será  he- 
cho previas  las  formalidades  del  parágrafo  2? 
del  artículo  99  de  la  ley  8^  y  U  presentación  del 
título  de  Maestro,  por  el  Director  de  la  Acade- 
mia de  Matemáticas,  acompañados  Je  otros  cua- 
tro jueces  elegidos  por  la  junta  gubernativa,  y 
presidida  por  el  Rector  con  asistencia  del  secre- 
tario* Dorará  una  hora,  en  cuyo  tiempo  pregunta- 
rá aquel  profesor*  El  fallo  de  aprobación  ó  re- 
probación se  dará  por  los  cinco  jueces  á  plura- 
lidad absoluti. 

^  único.  Los  maestros  que  acrediten  hader  de- 
sempeñado cátedras  de  filosofía  en  propiedad 
por  el  término  de  diex  años  en  las  Universidades 
ó  Colegios  Nacionales  de  la  República,  podrán 
sin  otro  requisito  permutar  su  título  por  el  de 
doctor  en  ciencias  filosóficas,  contándose  su  an- 
tigüedad de  doctores  desde  el  dia  en  que  se  haga 
la  permuta. 

Art.  59  A  proporción  que  vaya  habiendo  doc- 
tores en  ciencias  filosóficas,  irán  entrando  6n  el 
número  de  los  cuatro  jueces  que,  con  el  primer 
profesor  de  la  Academia  de  Matemáticas,  hagan 
los  exámenes! 

^  único.  Cuando  todos  los  cuatro  jueces  sean 
examinadores  graduados,  el  examen  durará  hora 
y  media. 

Art.  69  Si  el  pretendiente  de  la  permutación 
de  grado  fuere  aprobado,  recibirá  la  investidura 
conforme  al  artículo  12  ley  8?  y  se  le  despacha- 
rá el  título  de  doctor  en  ciencias  filos4^cas. 

Art.  79  Los  derechos  de  esta  sostitucion  del 
grado  de  Maestro  por  el  de  doctor  en  ciencias  fi- 
losóficas, serán  solamente  las  propinas  de  cuatro 
pesos  al  Director,  dos  pesos  á  cada  juez,  ó  cua- 
tro pesos  cuando  sean  examinadores  graduados, 
la  de  cuatro  al  Rector  y  seis  al  .secretario  por  di- 
ligencias asistencia  al  examen  y  título.  A  *ias  ca- 
jas se  abonarán  sesenta  pesos  por  esta  sostitn- 
cion  de  grado. 

^  único.  Los  pretendientes  al  grado  de  Doctor 
en  ciencias  filosóficas  que  estén  en  el  caso  del 
parágrafo  único  del  artículo  49.  no  harán  ningu- 
na especie  de  depósito  en  las  cajas  y  se  les  des- 
pachará su  título  luego  que  hayan  acreditado  lo 
prevenido  en   dicho^rágrafo. 
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Art.  89  Se  deroga  la  ley  12  del  Código  d« 
Instrucción  Pública  de  20  de  Junio  de  1843. 

Dada  en  Caracas  á  27  de  Marzo  de  1849:  afto 
20  de  la  ley  y  39  de  la  independencia. — El  Pre- 
sidente del  Senado,  José  María  Barrotta^ — El 
Presidente  de  la  Cámara  de  Representantes, 
José  Ramón  Agüero* — El  secretario  del  Senado 
José  An§el  Freyre- — El  secretario  de  la  Cáma- 
ra de  Representantes,  J.  Padilla. 

Caracas  30  de  Marzo  de  1849,  20  y  39.— Eje-* 
cútese. — José  Tadeo  Monagos. — Por  8.  E. — El 
secretario  de  Estado  en  loa  DD.  del  Interior, 
Justicia  y  Relaciones  Exteriores,  José  R.  Rev^n- 

INSTRUCCIÓN  publica;   Ley   decima  ter- 
cera DE  25  DE  ABRIL  DE  1844.  De  las  rentas 
de  las  Universidades — que  reforma  la  de  20 
de  Junio  de  1843.  pág.  86  del  cuaderno  de  ese 
añOy  y  671  n9  619  del  cuerpo  de  18al. 
El  Senado  y   Cámara  de   Represen  taimes   üe  la 
República  de  Venezuela  reunidos  en  Congreso. 
decretan: 

LEY  XIII  del  código  DE  INSTRVCClON  PUBLICA. 

De  las  rentas  de  las  Universidades. 
Art.  19  Son  rentas  de  la  universidad  de  Ca- 
racas : 

19  La  cantidad  de  200  pesos  anuales  que  ]a 
tesorería  ha  contribuido  de^de  el  afío  de  1591  á 
sus  dos  cátedras  de  elocuencia  (ahora  de  ejerci- 
cios latinos)  y  menores  (ahora  de  sintaxis  latina), 
y  que  también  fueron  continuados  por  el  número 
[O  artículo  72  de  la  ley   de   estudios   de  10  de 

^íarzo  de  1826. 

•- 

29  La  de  1.091  pesos  7¿  reales,  renta  anual  de 
21.838  pesos  6^  reales,  bienes  de  temporalidades 
de  los  exjesuitas,  entrados  en  la  tesorería  nacio^ 
nal,  6  de  que  dispuso  el  Gobierno  para  otros  ob- 
jetos, según  consta  de  sus  libros,  conforme  al 
certiíicato  de  los  Ministros,  y  que  reconocía  di- 
cha tesorería  en  virtud  del  artículo  72  de  la  ley 
de  estudios  de  10  de  Marzo  de  1826.  Así  mismo 
todos  los  principales  de  temporalidades  que  se 
descubra  que  están  en  el  caso  de  esta  cantidad. 

30  La  rento  ñuctuante  de  500  á  600  pesos  que 
al)onaba  la  tesorería  de  diezmos  de  la  suprimida 
canongía  lectorál,  en  virtud  del  número  69  del 
artículo  72  de  la  citada  ley. 

49  La  cantidad  de  2.000  pesos  de  las  vacantes 
mayores  y  menores  de  este  Obispado  que  la  ex- 
tinguida tesorería  de  diezmos  contribuía  á  la  U- 
niversidad  de  Caracas  en  virtud  del  número  79 
del  artículo  72  de  la   citoda  ley,  que  reconoció  y 


» 


Análfiis  eompamtma  de  las  Ityes  de  20  de  Junio  de  184?í 
y  25  rfe  Abrü  de  1844  (12  ?  de  Us  de  instnudon  púdika, 

Bstas  leyes  se  diferencian  solamente  en  que  la  seeuoda 
afladió  el  ^  único  del  art.  4  ? . 
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conservó  la  de  asignaciones  eclesiásticas  de  25 
de  Abril  de  1833 

60  Lástrenlas  ó  réditos  anuales  asegurados  6 
por  asegurar  de  h»8  capitales  que  han  sido  de 
primera  fundación  en  favor  de  la  Universidad,  y 
que  han  estado  siempre  á  cargo  de  sus  adminis- 
tradores. 

60  Los  capitales  dejados  por  bienhechores  á 
benéñcio  de  alguna   cátedra. 

79  Las  de  la  obra  pia  de  Cata  con  sus  agrega-^ 
das  de  la  hacienda  de  Miranda,  y  demás  que  pos- 
teriormente á  su  fundación  la  acrecieron,  dedu- 
ciendo sus  gravámenes,  como  son:  principales 
reconocidos  en  ella,  estipendio  del  Cura  de  Cata, 
y  las  contribuciones  anuales  de  fiestas,  altares  y 
limosnas  de  pobres.  •         •     ^ 

8^  Las  rentas  de  la  obra  pia  de  Chuao  des- 
pués de  cumplir  con  sus  gravámenes  de  limosnas 
á  pobres,  de  cera  y    otros  objetos  de  culto. 

99  Las  de  la  hacienda  de  caña  dulce  con  su 
trapiche  nombrado  de  la  Concepción,  en  la  juris- 
dicción de  Tácala,  que  fué  del  canario  José  An- 
tonio Sunches  Castro,  aplicada  á  la  Universidad 
por  decreto  de  16  de  Marzo  de  1827. 

10.  La  manda  benéfica  de  6  pesos  que  deben 
hacer  los  doctores  y  licenciados  del  gremio  y 
claustro  de  esta  Universidad  en  su  favor.. 

11.  La  cantidad  de  3rt3  pesos  5J  reales  rédito 
anual  del  capital  de  7.275  pesos  seis  reales  fun- 
dada para  las  clases  de  derecho  canónico  y  civil, 
y  filosofía,  que  corren  á  cargo  de  la  administra- 
ción del  Seminario  de  esta  ciudad,  y  fueron  in- 
corporadas á  la  Universidad  con  arreglo  al  nu- 
mero 29  artículo  72  de  la   ley  citada  de  1.826. 

12.  Las  que  en  adelante  le  pertenecieren  de 
las  que  le  fueron  aplicadas  por  el  artículo  72  de 
la  expresada  ley. 

13.  Los  bienes,  rentas  y  ediñcios  de  los  con- 
ventos suprimidos  en  esta  capital  adjudicados  á 
la  educación  científica  en  esta  Universidad,  con- 
forme á  la  ley  de  23  de  Febrero  de  1837,  confir- 
mando él  artículo  72  nüntero  59  de  la  ley  de  18 
de  Marzo  de  1826  con  exclusión  de  los  20  000 
pesos  de  capitales  aplicados,  al  colegio  de  Cala- 
bozo, de  los  20.000  pesos  también .  de  capitales* 
y  de  la  casa  número  111  de  la  calle  de  las  Cien- 
cias, aplicados  al  colegio  de  niñas  de  esta  ciudad, 
y  del  edificio  del^onvento  de  la  Merced  apli- 
cado á  la  facultad  médica  ;  y  sin  perjuicio  del 
contrato  celebrado  por  el  Gobierno  con  Felicia- 
no Montenegro. 

Art.  29  li^s  rentas  de  la  Universidad  de  Mé< 
rida  son : 

29  Los  bienes,  rentas  y  edificios  de  los  con- 
ventos de  Santo  Domingo  y  San  Agustín  supri- 
midos en  aquella   ciudad. 

29  LíL  hacienda  de  la  Seiba  en  jurisdicción  de 
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Maracaibo.   *  •       \ 

39  La  hacienda  de  las  Tapias. 

49  La  cantidad  de  2.000  pesos  ()e  las  vacan- 
tes juayores  y  menores  de  aquel  Obispado  qu€ 
la  exUnguida  tesorería  de  diezmos  contribuía  & 
aquella  Universidad  en  virtud  del  número  7®  del 
artículo  72  de  la  ley  de  18.de  Marzo  de  1826  y 
que  debe  conUnuar  pasando  la  Tesorería  general. 

69  La  cantídad  de  3.000  pesos  con  que  auxi- 
liará anualmente  el  tesoro  público  á  la  Univer- 
sidad de  Mérida. 

69  La  manda  benéfica  de  6  pesos  que  deben 
hacer  los  doctores  y  licenciados  del  gremio  y 
claustro  de  la  Universidad  á  su  favor. 

Art.  59  Se  deroga  la  ley  XIII  del  código  de 
instrucción  pública  de  20  de  Junio  de  1843. 

Dada  en  Caracas  á  16  d  5  Abril  de  1844,  año 
159  de  la  ley  y  349  ^^  í»  independencia.— El  vi- 
cepresidente del  Senado,  Diego  Jone  Urdaneta* 
— El  Presidente  de  la  Cámara  de  Representan- 
tes, Jacinto  Gutiérrez. — El  secretario  del  Sena- 
do, José  Ángel  Freyre. — El  secretarlo  de  la  Cá- 
mara de  Representantes,  Juan   Antonio  Pérez* 

Caracas  Abril  25  de  1844,  afío  159  ^^  ^^  ^^Y 
y  349  de  la  independencia. — Ejecútese — Carlos 
Soublette.^FoT  S.  E.  el  Presidente  de  la  Repú- 
blica.—El  Secretario  de  Estado  en  el  Despacho 
de  lo  Interior,  Juan  Manuel  Manrique. 
INSTRUCCIÓN  PUBLICA  lev  decima  cuarta 

DB  20  DE  Junio  de  1843  autorizando  al  Po- 
der Ejecutivo  para  reglamentar  la  enseñanza. 
El  Senado  y  Cámara  de  Re  prese  nt^n  tes  de  la 
República  de  Venezuela    reunidos  en  Congreso, 

decretan  : 

ley  decima  cuarta 
Autorizandp  al  ■  Poder  Ejecutivo  para  regla* 
mentar  la  enseñanza, 
Art.  único.  Se  autoriza  al  Poder  Ejecutivo 
para  que,  sobre  las  bases  legales  contenidas  en 
este  código  y  con  acuerdo  del  Consejo  de  Gobier- 
no, reglamente  todo  lo  concerniente  á  la  ense» 
ñanza  en  las  universidades  y  colegios  nacionales, 
cou  cuyo  objeto  la  Dirección  general  de  instruc- 
ción pública  deberá  pasarle  los  proyectos  corres- 
pondientes. Del  mismo  modo  se  procederá  para 

Análisk  comparativo  de  las  leyes  de  20  de  Junio  dt  1848' 
y  25  de  Abril  de  1844  (13  ?  de  las  de  instrucción  piMca. 

La  diferenciado  estas  leyes  está  solotn  lo  relativo  alas 
rentas  de  la  Uniyersidad  de  Mérida,  pues  la  segunda  sn- 
prime  las  disposiciones  de  los  números  19  y  2  P  del  art. 
2  P ,  las  del  número  8  ? ,  excepto  "  lo  de  la  hacienda  de  las 
Tapias.  "  las  del  núm.  6P ,  y  las  del  art  89  ;  y  señala 
Dúm.  6P  del  art.  2  <^  )  3  OGÍO  pesos  de  auxilio  por  parte 
del  tesoro,  en  vez  de  2.000  que  fijaba  aquella;— También 
afiade  (núm.  1 P  art.  2  P  )  lo  de  los  bienes  del  suprimido 
convento  de  San  Agostin. 
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la  reforma  de  dichos  reglamentos^  y  se  derogan 
el  decreto  de  M  de  Junio  de  1827  y  las  demás 
disposiciones  legislativas  que  se  retieran  á  dicho 

decreto*  • 

Dado  en  Caracas  á  17  de  Mayo  de  1843,  afio 
140  de  la  ley  y  339  de  la  independencia. — El  pre- 
sidente del  Senado,  José  Vargas.— Ei  presiden- 
te de  la  Cámara  de  Representantes,  Manuel 
Felipe  de  Tovar. — El  secretario  del  Senado, 
José  Ángel  Freyre. — El  secretario  de  la  Cama- 
ra  de  Representantes,  /.  A.  Pérez. 

Caracas  Junio  20  de  1843,  afio  14?  de  la  ley 
y 330  déla  independencia.— Ejecútese. — Carlos 
Souhlette.—FoT  S.  E.  el  Presidente  de  la  Repú- 
blica.—El  SccreUrio  de  Estado  en  los  Despa- 
chos de  lo  Interior  y  Justicia,  Juan  Manuel 
Manrique. 

INSTRUCCIÓN  PUBLICA,  mcreto  ejecuti- 
vo DE  28  DE  NOVIEMBRE  DE  1844  reglamen^ 

tanda  las  leyes  anteriores* 
CARLOS  SOVBLETTEy  Presidente  de  la 
República  de   Venezuela  ^a.,  4'^»»  4'* 

En> cumplimiento  del  artículo  único  de  la  ley 
14  del  código  de  instrucción  pública  en  que  au- 
toriza al  Poder  Ejecutivo  para  reglamentar  todo 
lo  concerniente  6  la  enseñanza  en  las  Universi- 
dades y  Colegios  Nacionales,  con  acuerdo  del 
Consejo  de  Gobierno  y  con  vista  del  proyecto 
pasado  por  la  Dirección  general  de  instrucción 
publica  sobre  la  materia,  decreto: 
CAPITULO  19 
Del  Rector  de  la  Universidad.  ^ 

Art.  19  El  Rector  de  la  Unirersidad  ó  quien 
dcsempefie  sus  funciones,  pondrá  en  posesión  al 
Rector  y  Vicerector  nuevsmente  elegidos  ante 
el  Cuerpo  Universitario  convocado  por  citación 
previa,  debiendo  concurrir  sus  miembros  en  tra- 
ce  de  rigorosa  seremonia  académica. 

Art.  29  Antes  de  darles  posesión  les  recibirá 
juramentó  que  prestorftn  en  la  forma  siguiente. 
YoN,...  prometo  y  juro  observar  y  cum- 
plir fielmente  y  hacer  observar  y  cumplir  la  Cons- 
titución déla  República  y  las  leyes  y  reglamen- 
tos académicos,  y  desempefiar  con  toda  la  exac- 
titud posible  los  deberes  del  cargo  de  Rector  (6 
Vice  rector)  para  que  he  sido  nombrado" 

Art.  3^  Son  funciones  del  Rector : 

Prímenu  Cuidar  de  la  general  observancia  de 
las  leyes  académicas  y  reglamentos  de  la  Uni- 
versidad. ,         ,.  ^  ..  , 

Segunda.  Vigilar  en  la  pohcía  y  gobierno  ue 
la  Universidad  y  hacer  cumplir  los  acuerdos  de 
la  Junta  Gubernativa. 

Tercera.  Visitar  las  clases  acompañado  del 
Vice  rector  una  vez  por  lo  ménob  en  cada  tri- 
mestre, para  lo  cual  llamará  por  la  lista  de  alum- 
TOMO 11.      .:** 
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nos  6  cursantes  de  cada  un&i  dos  ó  mas  que  in- 
formen sobre  el  cumplimiento  de  los  deberes  de 
sus  catedráticos  con  respecto  á  sus  clases. 

Cuarta.  Cuidar  de  que  se  lleve  por  el  secreta- 
rio el  libro  de  actas  de  las  visitas  trimestres,  fir* 
mando  sus  actas  en  unión  de  su  acompañado  y 
secretario  pasándolo  al  Tribunal  Académico  lue- 
go que  haya  terminado  la  visita,  y  ademas  cuan- 
do lo  tenga  á  bien  para  documentar  una  queja 
de  falta  de  cumplimiento  en  los  deberes  de  los 
catedráticos. 

Quinta.  Juzgar  de  los  negocios  contenciosos 
de  naturaleza  escolar  entre  los  Doctores,  Maes- 
tros, Licenciados  y  cursantes,  otorgando  las  ape- 
laciones que  se  interpusieren  dentro  del  térmi- 
no designado  por  las  leyes  comunes  para  ante  el 
Tribunal  Académico. 

Sexta.  Presidir  la  Junta  de  Inspección  y  Go- 
bierno y  todos  los  actos  de  Universidad  cualquie- 
ra que  sea  la  categoría  de  los  concurrentes ;  ex- 
ceptuándose solamente  los  actos  electorales  y 
las  juntas  de  facultad  de  que  no  sea  Presidente. 

Séptima.  Nombrar  las  comisiones  revisoras 
de  las  cuentas  del  Administrador  de  dentro  de 
los  miembros  de  la  Junta  de  Gobierno,  y  todas 
las  demás  que  tengan  un  objeto  particular  en 
servicio  de  la  Universidad  de  dentro  6  fuera  de 
su  seno. 

Octava.  Amonestar  á  los  catedráticos  por  sus 
descuidos  6  faltas  en  el  cumplimiento  de  sus  de- 
beres, é  imponerles  multas  conforme  al  regla- 
mento del  servicio  de  clases. 

Novena.  Corregir  aquellas  faltas  de  los  alum- 
nos en  que  crea  que  por  su  gravedad  6  trascen- 
dencia, deba  intervenir  su  autoridad  6  cuya  cor- 
rección sea  demandada  por  los  mismos  catedrá- 
ticos. 

Décima.  Llevar  la  correspondencia  de  la  Uni- 
versidad con  el  Poder  Ejecutivo,  Dirección  ge- 
neral de  estudios  y  demás  funcionarios  públicos, 
firmando  las  respectivas  comunicaciones. 

Undécima.  Dar  licencia. á  los  catedráticos  pa- 
ra ausentarse  hasta  por  ocho  días  del  servicio  de 
sus  clases  con  causa  justa,  y  nombrarles  interinos 
que  desempeñen  la  enseñanza  durante  su  ausen- 
cia. 

Duodécima.  Dirimir  los  casos  de  empate  en 
las  votaciones  según  lo  dispuesiío  por  la  ley  y 
por  este  decreto. 

Art.  49  Las  visitas  de  las  clases  á  que  se  re 
fieren  W  números  39.y49»se  practicarán  con 
asistencia  del  secretario,  y  en  caso  que  este  ó  ei 
Vice  rector  sean  catedráticos,^  cuando  hayan  de 
ser  inspeccionadas  sus  respectivas  clases,  concur- 
rirán para  acompañar  al  Rector  supliendo  al  Vi- 
ce rector,  el  decano  de  la  Universidad,  y  al  se- 

32 


i 


244 


TEATRO  DE  LA  LEGISLACIÓN 


í 


IN 


cretario,  un   icteríno  que   nombrará  el   Rector 
para  este  solo  neto. 

Art.  59  Tendrán  por  objeto  las  Yisitas  de  las 
clases  ivérijuar  principalmente,  I9  ^i  el  cate- 
drático asiste  con  puntualidad:  29  Si  emplea  to- 
do el  tiempo  de  clase  en  la  enseñanza  :  39  Si  pa- 
sa lista  de  sus  estudiantes :  49  Si  enseña  las  ma- 
terias de  su  asignatura  en  un  orden  de  cosas  re- 
gular y  metódico :  59  Si  las  obras  de  texto  de 
que  se  sirve  para  la  enseñanza  son  las  mismas 
que  se  hayan  designado  por  la  junta  de  la  facul- 
tad respectiva  con  aprobación  de  Ja  Dirección  de 
estudios:  69  Si  se  hacen  repasos  semanales  en 
otros  períodos  de  las  materias  ya  enseñadas :  y 
79  Si  se  tienen  las  conferencias  en  idioma  latino 
por  lo  menos  dos  veces  al  mes,  como  se  dispone 
eo  este  decreto.  Con  respecto  A  las  clases  de  idio- 
ma latino  y  castellano,  se  interrogará  ademas  so- 
bre el  cumplimiento  que  se  dé  por  los  catedrá- 
ticos á  las  disposiciones  que  tratan  de  estas  cla- 
ses. 

Art.  69  Al  cursante  que  se  muestre  incorregi- 
ble en  su  desaplicación  al  estudio,  en  su  mala  con- 
ducta moral,  ó  en  su  insubordinación  escandalo- 
sa á  los  catedráticos  respectivos  ó  á  los.  jefes  de 
la  Universidad,  podrá  el  Rector,  con  el  debi- 
do conocimiento  de  causa  y  oido  el  dict&men  de 
la  Junta  Gubernativa,  mandarlo  excluir  del  nú- 
mero de  los  alumnos  de  la  Universidad,  hacién- 
dolo entender  al  excluido  y  á  sus  padres  ó  en- 
cargados de  su  persona,  para  que  le  den  la  ocu- 
pación conveniente.  Si  estos  ó  los  mismos  alum- 
nos se  creyeren  agraviados,  podrán  apelar  de  la 
determinación  del  Rector,  para  ante  el  Tribuual 
Académico,  que  resolverá  en  justicia  con  vista 
dd  expediente  y  audiencia  del  apelante. 
CAPITULO  29 
,  Del  yice^rector. 

Art.   19  Son  funciones  del  Vice-rector: 

Primera.  Inspeccionar  de  una  manera  espe- 
cial é  inmediata  el  régimen  escolar  y  buen  orden 
de  las  clases  y  casa  de  la  Universidad,  corrigien- 
do por  sí  las  faltas  leves  y  del  momento,  y  dando 
aviso  oportuno  al  Rector  ó  Junta  de  Gobierno 
de  las  mayores  y  trascendentales. 

Segunda.  Llevar  un  libro  foliado  en  que  por 
el  orden  de  clases,  desde  las  inferiores,  se  ano- 
ten las  faltas  de  los  catedráticos,  y  otro  que  for- 
mará con  las  listas  de  los  cursantes  que  al  ün  de 
cada  trimestre  deben  pasar  los  respectivos  cate- 
dráticos. 

Tercera.  Recibir  del  bedel  que  encargue  por 
semana,  noticia  sobre  la  asistencia  de  los  cate- 
dráticos á  sus  clases,  y  de  estos  las  listas  trimes- 
tres acerca  del  talento,  aplicación,  aprovecha- 
miento Y  conducta  de  cada  uno  de  sus  alumnos 
para  formar  el  libro  de  que  habla  el  número  an- 
terior. 
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Cuarta.  Presentar  al  Tribunal  académico  en  su 
reunión  mensual,  el  libro  concerniente  á  los  ca- 
tedráticos para  que  acuerde  las  medidas  que  esti- 
me justas,  siendo  obligación  del  yicerector  es- 
tampar estas  resoluciones  luego  que  efTribunal 
se  las  comunique,  al  pié  de  las  notas  que  las  mo- 
tivaren. 

Quinta.  Presentar  así  mismo  al  Rector  y  Jun- 
ta de  Gobierno  en  cada  trimestre,  el  libro  de  la 
conducta  de  los  alumnos  para  corregir  oportu- 
namente lo  que  merezca  corrección,  de  todo  lo 
cual  pondrá  constancia  en  el  mismo  libro,  luego 
que  se  le  comunique  el  acuerdo. 

Sexta.  Firmar  todos  los  meses  las  notas  sobre 
la  conducta  de  los  catedráticos,  antes  de  pasar  el 
libro  al  Tribunal    académico. 

Séptima.  Certificar  anualmente  con  vista  de 
lo  que  resulte  del  libro  de  los  cursantes,  las  no- 
tas que  consten  sobre  cada  uno  tomadas  de  las 
listas  trimestres  que  le  hayan  pasado  sus  cate- 
dráticos, exteniliendo  el  certiíicato  á  continua- 
ción del  que  debe  estampar  el  secretario  de  ha- 
ber sido  examinado  el  alumno  en  aquel  año  y 
aprobado  en  las  materias   enseñadas  en  él. 

Octava.  Entregar  al  secretario  los  referidos 
libros  cuando  estén  llenos,  y  e^mpezar  otros  que 
se  le  pasarán  habilitados  al  efecto.  Antes  de  en- 
tregar dichos  libros  cerrará  y  sellará  el  de  los 
catedráticos  de  que  solo  el  Rector,  el  Tribunal 
académico  y  la  Dirección  general  de  instrucción 
pública  pueden  tomar  conocimiento,  volviendo 
á  cerrarlo  y  sellarlo. 

Novena,  nombrar  sustituto  á  los  catedráticos 
por  alguna  falta  accidental  imprevista  que  ad- 
vierta al  tiempo  de  inspeccionar  las  clases,  ano- 
tándolo en  su  libro  y  participándolo  inmediata- 
mente al  Rector. 

Décima.  Acompañar  al  Rector  en  las  visitas 
de  clase  de  que  trata   la  función  tercera  del  artí- 
culo 39f  capítulo  19  de  este  decreto. 
CAPITULO  39 
De  la  Junta  de  Gobierno. 

Art.   19  Son  funciones  de   esta  Junta; 

Primera.  Velar  sobre  el  cumplimiento  de  las 
leyes,  de  este  decreto  y  demás  reglamentos  aca- 
démicos que  se  dieren. 

Segunda  Promover  el  progreso  de  la  ense- 
ñanza y  la  asistencia,  aplicación  y  buena  conduc- 
ta de  los  cursantes. 

Tercera.  Arreglar  la  economía  escolar  de  ca- 
da  clase  con  consulta  de   su  catedrático. 

Cuarta.  Examinar  las  materias  y  método  de 
la  enseñanza,  haciendo  que  esta  se  dé  por  los 
libros  de  texto  señalados  por  la  Junta  de  la  fa- 
cultad y  aprobados  por  la  Dirección  de  instruc- 
ción pública. 

Quinta.  Dar  licencia  á  los  catedráticos  cod  • 
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causa  jusU  desde  8  hasta  30  días. 

Sexta.   Resolver  las  dudas    que  ocurran  en  la 
admínistraciq^  y  buen   manejo  de   las   rentas,  y  | 
acordar  lo  conveniente  sobre  su  economía  y  ad* 
mini^tracion. 

Séptima.  Arreglar  el  orden  y  buen  despacho 
de  la  secretaría  úel  Cuerpo. 

Octava.  Establecer  las  reglas  de  policía  de  la 
casa  y  cuanto  concierna  á  la  Corporación  que  no 
se  oponga  á  las  leyes  y  á  las  disposiciones  de  es* 
te  decreto. 

Novena.  Representar  ó  hacer  representar  por 
coraisiunailos  los  derechos  y  acciones  de  la  Uni- 
versidad, defender  sus  estatutos  y  rentas  ante  los 
magistrndos  y  tribunales  contra  cualquier  abuso 
de  autoridad,  6  contra  las  pretensiones  de  los 
particulares. 

Décima.  Desempeñar  con  detenida  meditación 
y  prudencia  las  funciones   cfue  le  dan  los  núme- 
ros 19  y  2?  del  artículo  79  ley  séptima  del  códi-  j 
go  de  instrucción  pública,    res])ecto  ft  las   faltas  ' 
de  los  cursantes. 

Undécima.  Dar  su  dictamen  al  Rector  en  los 
casos  de  que  tratan  los  artículos  69  del  capítulo 
19f  y  29  del  capítulo  16  de  este  decreto  y  en  los 
demás  en  que  sea  consultada. 

Art.  29  La  Junta  gubernativa  tendrá  dos  se- 
siones ordinarias  en  cada  mes  en  los  días  y 
horas  que  ella  £je  previamente  debiendo  concur- 
rir á  ellas  sus  miembros  bin  necesidad  de  cita- 
ción. 

Art.  39  Se  reunirá  ademas  siempre  que  la 
misma  Junta  lo  acuerde  para  algún  objeto  de- 
terminado, ó  que  el  Rector  juzgue  conveniente 
convocarla  por' boleta  previa,  designando  en  ella 
el  dia,  hora  y  materia  que  motiva  la  convoca- 
ción extraordinaria. 

Art.  49  La  Junta  gubernativa  llevará  por  me- 
dio de  su  secretario  un  lihro  de  sus  acuerdos  que 
firmarán  el  Rector  y  Vice-rector  ó  catedrático 
mas  antiguo  que  concurriere  á  la  sesión,  refren- 
dándole por  el  secf  etario. 
'•  Art.  59  En  las  artHs  solo  se  escribirá  el  resul- 
tado de  la  discusión  6  la  resolución  de  la  mayo- 
ría ;  y  SI  algunos  de  los  que  hayan  votado  sal- 
varen sus  votos,  lo  expresará  así  el  secretario  á 
continuación  del  acuerdo.  Si  ofreciere  alguno 
darlo  por  escrito,  lo  presentará  al  dia  siguiente 
al  secretario  autorizado  con  su  firma,  y  este  lo 
coordinará  en  un  cuaderno  separado  con  el  títu- 
lo de  "  VOTOS  SALVADOS  "  después  que  ha- 
ya dado  cuenta  de  él,  leyéndolo  en  la  próxima 
Junta. 

Art.  69  Si  el  autor  del  voto  salvado  pidiere 
testimonÍQ  del  acta,  se  le  dará  solo  de  la  parte 
k  que  su  voto  sulvudose  refiera,  sin  extenderse 
Á  los  otros  puntos  que  aquella  contenga  ni  á  los 
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votos  de  los  demás,  á  menos  que  preceda  acuer- 
do de  la  Junta* 

Art.  79*  Los  catedráticos  miembros  de  la  Jun- 
ta gubernativa  que  dejaren  de  asistir  á  las  sesio- 
nes de  esta  sin  justa  causa  de  enfermedad  6  ocu- 
pación urgente,  que  no  pueda  diferirse  sin  grave 
perjuicio,  asegurado  esto  bajo  su  palabra  de  ho- 
nor, podrán  ser  reconvenidos  por  el  Rector  y. 
aun  multados  en  caso  de  reincidencia,  con  ar- 
reglo al  artículo  79  de  la  ley  quinta  del  código 
de  instrucción  publica. 

Art.  89  Las  actas  serán  extendidas  inmedia- 
tamente en  el  libro  destinado  al  efecto  después 
de  aprobadas,  firmándose  en  la  próxima  sesión. 

Art.  99  Toda  proposición  será  discutida  con- 
forme á  las  reglas  del  debate  cuyo  reglamento 
se  dará  la  misma  Junta,  y  será  votada  por  ma- 
yoría absoluta,  bien  sea  la  votación  pública  por 
sí  ó  no,  ó  poniéndose  en  pié  los  que  afirman, 
bien  sea  ferreta  cuando  dos  miembros  de  los  pre- 
sentes así  lo  pidan.  Si  resultare  empatada,  vol- 
verá á  discutirse  y  votarse  la  cuestión  ;  y  bi 
por  segunda  ve2  hubiere  empate,  el  Rector  de- 
cidirá con  voto  de  calidad. 

Art.  10.  El  v^cal  de  la  Junta  gubernativa  que 
no  concurriese  á  una  sesión,  no  podrá  enviar  su 
voto  sobre  la  materia  que  en  ella  se  haya  de 
tratar. 

Art.  11.  A  la  Junta  no  concurrirá  persona  al- 
guna que  no  tenga  voto,  excepto  el  secretario 
cuando  no  sea  vocal.  En  los  casos  en  que  la  mis- 
ma Junta  tenga  á  bien  oir  una  persona  de  fuera 
de  su  seno  sobre  algún  negocio  de  que  deba  tra- 
tarse, podrá  darle  asiento  en  el  lugar  de  las  se- 
siones por  solo  el  tiempo  que  sea  necesaria  su 
presencia. 

Art.  12.  La  Junta  gubernativa  puede  repre- 
sentar ante  el  Congreso,  el  Gobierno  ó  la  Direr- 
ci<»n  de  instrucción  pública,  lo  que  le  parezca 
conveniente  al  bien  de  los  estudios  y  progreso  de 
la  Universidad,  exponiendo  las  razones  que  ten- 
gñ  para  ello. 

Art.  13.  Lo  que  la  Junta  determine  en  una 
sesión,  no  podrá  revocarlo  en  otra  á  menos  que 
para  este  segundo  acto  se  reúna  la  opinión  de 
las  dos  terceras  partes  de  ios  concurrentes  y  pre- 
viamente se  haya  hecho  por  el  Rector  invitación 
expresa  y  determinada  para  reconsiderar  la  ma- 
teria.    . 

Art.  14.  Cuando  el  asunto  de  que  se  tratare 
comprenda  directamente  la  persona  de  alguno 
de  lus  concurrentes,  deberá  retirarse  de  la  le- 
sión decidiendo  la  Junta  en  caso  de  duda,  y  des- 
pués de  oirle  la  manifestación  qu^  quiera  hacer. 

Art.  15.  Por  proposición  de  dos  miembros  ó 
por  indicación  del  Rector,  se  puede  aeordar  que 
la  sesión  sea  secreta,  en  cuyo  caso  no  podrá  re- 
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Telarte  lo  qne  allí  se  tratare. 

CAPITULO  40 

Del  Tribunal  académico^ 

Art.  19  El  Presidente  de  este  Tribunal  será 
el  primer  miembro  nombrado  con  arreglo  al  ar- 
tícelo 10  de  la  ley  coarta,  en  su  defecto -lo  será 
el  29  y  á  falta  de  ambos  el  3? 

Art.  29  Los  suplentes  de  que  habla  el  mismo 
artículo  serán  llamados  por  ei  orden  con  que 
hayan  sido  nombrados,  á  reemplazar  á  cualquie- 
ra de  los  principales  indistintamente. 

Art.  39  Los  miembros  del  Tribunal  académi- 
co  á  pluralidad  absoluta,  designarán  el  lugar, 
día  y  hora  de  sus  sesiones  y  establecerán  el  mé- 
todo que  deba  observarse  en  el  despacho,  pa- 
sando ai  Rector  copia  legalizada  de  su  acuerdo 
para  el  conocimiento  de  la  Universidad. 
CAPITULO  59 
Del  secretario.  • 

Art.  19  La  Universidad  tendrá  un  secretario 
que  será  elegido  de  entre  sus  miembros  por  la 
Junta  de  Gobierno,  debiéndose  fijar  edictos  fir- 
mados por  el  Rector  en  las  puertas  de  su  local 
por  el  espacio  de  30  dias,  á  fin  de  que  durante 
este  tiempo  dirijan  los  aspirantes  sus  solicitudes 
á  dicha  junta  por  el  conducto  del  Rector.  He- 
cha la  elección  se  participará  de  oficio  al  nom- 
brado, señalándole  dia  para  que  se  presente  ante 
ella  á  prestar  el  juramento  y  tomar  posesión,  de 
lo  cual  se  dará  aviso  al  Poder  Ejecutivo  y  á  la 
Dirección  general  de  instrucción  páblica. 

Art.  29  £1  secretario  saliente  entregará  el  ar- 
chivo al  entrante  por  formal  inventario  á  presen- 
cia del  Rector. 

Art  39  £1  secretario  podrá  ser  removido  de 
su  destino  por  justas  causas  ajuicio  de  la  Junta 
de  Gobierno. 

Art.  49  Son  deberes  del  secretario : 

19  Concurrir  como  tal  á  las  sesiones  de  la 
Junta  de  Gobierno  y  alas  del  Tribunal  acadé- 
mico, á  los  exámenes,  grados  y  á  cualquier  otro 
acto  del  servicio  de  la  Universidad,  cuando  sea 
llamado  por  el  Rector  6  lo  exija  el  desempeño 
de  su  destino. 

29  Extender  las  actas  de  la  Junta  de  Gobier- 
no y  las  del  Tribunal  académico  autorizándolas 
con  su  firma,  y  conservar  en  el  archivo  de  la 
Universidad  los  votos  que  sus  miembros  hubie- 
ren salvado  y  presentado  por  escrito  como  se 
previene  en  este  decreto. 

39  Llevar  un  libro  para  las  matrículas  de  los 
cursantes  en  que  se  asentará  su  nombre,  edad, 
habitacipn,  patria,  padres  6  personas  á  quienes 
están  inmediatamente  encomendados,  la  clase 
que  vayan  á  cursar  y  el  dia  en  que  se  haga  la 
matrícula,  en  la  cual  se  anotará  igualmente  que 
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el  alumno  ha  pagado  el  derecho  correspondiente 
según  la  clase  en  que  ra  á  en(rar. 

49  Pasar  al  Viee-rector  lista  dejos  catedráti- 
cos, y  dar  á  los  estudiantes  una  certificación  de 
quedar  matriculados  para  que  la  presenten  al  res- 
pectivo catedrático  que  tomará  razón  de  ella  en 
su  libro. 

69  Llevar  un  libro  en  que  se  asiente  el  resul- 
tado de  los  exámenes  anuales  de  los  cursantes, 
cuyo  asiento  firmarán  el  Rector,  dos  examinado- 
res y  el  mismo  secretario,  quien  dará  á  cada  cur- 
sante una  certificación  que  exprese  si  ha  sido 
aprobado  ó  no  en  -el  examen,  para  que  pneda 
hacer  de  ella  el  uso  prevenido  en  las  pretensio- 
nes de  grados. 

69  Anotar  en  otro  registro  los  grados  que  la 
Universidad  confiera  con  la  debida  separación  de 
Bachiller,  Licenciado  y  Doctor,  firmándose  las 
notas  por  el  Rector  y  secretario  y  expresándose 
en  el  título  que  se  expidiere  el  folio  en  que  se 
halla  registrado. 

79  Extender  y  firmar  en  otro  libro  las  actas  ó 
diligencias  sobre  creación,  supresión  y  provisión 
de  cátedras  cuando  se  creare,  suprimiere  6  pro- 
veyere alguna,  haciendo  constar  en  ellas  como 
y  cuando  se  motivó  la  vacante,  los  dias  en  que 
principiaron  y  terminaron  los  edictos,  el  número 
y  nombre  de  los  pretendientes  y  sus  calificacio- 
nes, con  un  resumen  de  los  documentos  que  hu- 
bieren presentado,  el  nombre  del  nuevo  catedrá- 
ticos y  los  demás  requisitos  exigidos  por  el  artí- 
culo 29  y  siguientes  de  la  ley  quinte.  Esta  acta 
será  firmada  por  el  Rector,  los  dos  catedráticos 
mas  antiguos  y  el  secretario. 

89  Intervenir  y  firmar  los  recibos  y  cartas  de  • 
pago  que  el  administrador  haya  de  dar  á  los  dea- 
dores al  tesoro  académico,  sentando  las  partidae 
con  expresión  de  fechas,  nombre  del  que  paga, 
cantidad  y  razón  del  pago,  en  un  ]|bro  que  ten- 
drá por  título  "  RECAUDACIÓN  DE  REN- 
LAS  DE  LA  UNIVERSIDAD"  que  obrará 
sus  efectos  en  el  examen  de  cuentas  del  Admi- ^ 
nistrador.  *" 

99  Extender  los  diplomas  6  títulos,  hacerlos 
firmar  de  los  funcionarios  designados  en  este  de- 
creto, extender  también  los  edictos  y  cuidar  de 
que  permanezcan  fijados  por  el  tiempo  que  cor- 
responda. 

10.  Concurrirá  las  visitas  trimestres  que  el 
Rector  debe  hacer  á  las  clases  según  el  número 
89  del  artículo  39  capítulo  1 9  úe  este  decreto  y 
autorizar  sus  actos. 

11.  Pasar  al  Administrador  el  aviso  de  los  ca- 
tedráticos que  falten  á  las  sesiones  déla  Junta 
gubernativa  para  el  cobro  de  las  multas  que  se  les 
hayan  impuesto  por  el  Rector,  en  uso  de  la  ík- 
cuítad  que  le  concede  el  artículo  79  de  la  ley  &^. 
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12  Conservar  en  el  archivo  el  acta  de  adjudi- 
cacion  de  premios  y  las  proposiciones  6  temas 
'  para  examen  cerradas  y  selladas,  hasta  que  He* 
gue  el  caso  dé  hacer  uso  de  estas  en  los  térmi- 
nos prevenidos  en  este  decreto. 

13.  Llevar  la  correspondencia  de  la  Junta  de 
Gobierno,  Rector  y  Tribunal  Académico  con  los 
catedráticos  y  demás  funcionarios  de  la  Univer- 
sidad. 

14.  Mantener  en  segura  custodia  y  buen  or- 
den los  libros,  expedientes  y  demás  papeles  del 
archivo  de  la  Universidad. 

Art.  59  El  secretario  no  podrá  dar  copia  al- 
guna de  Tos  documentos,  actas  ó  libros  que  se 
custodien  en  la  secretaría,  sin  mandato  expreso 
del  Rector,  áv  excepción  de  los  certificados  de 
matrículas  y  exámenes  anuales  necesarios  para 
comprobar  cursos. 

-Alt.  69  Bl  secretario  no  podrá  ausentarse  si- 
no por  causa  grave  á  juicio  del  Rector,  quien  le 
concederá  permiso  para  hacerlo  hasta  por  quin- 
ce dias :  pero  cuando  la  ausencia  fuere  por  mas 
tíempo,  deberá  hacerlo  la  Junta  de  Gobierno, 
dejando  en  uno  ú  otro  caso  un  sustituto  bajo  su 
responsabilidad  á  satisfacción  de  la  misma  junta. 
Esta  licencia  nunca  podrá  pasar  de  dos   meses. 

Art.  79  Concluido  el  tiempo  de  la  licencia, 
tanto  en  el  primer  caso  como  en  el  segundo, 
sin  que  el  secretario  haya  vuelto  á  desempeñar 
su  plaza,  de  hecho  quedará  esta  vacante  y  se 
proveerá  en  otra  persona, 

Art.  89  El  secretario  tomará  el  jasiento  que 
se  diísigña  en   el  artículo   79   capítulo    16  de 
este  decreto,  para  desempefiaV  las  funciones  de 
.  su  destino. 

Art.  99  El  archivo  de  la  Universidad  estará 
en  una  pieza  segura  del  edificio  de  la  misma  cor- 
poración á  cargo  del  secretario,  quien  lo  conser- 
vará con  el  mayor  cuidado  y  esmero  posible,  su- 
jetando á  índice  alfabético  con  claridad  y  exac- 
^  titud  cusnto  en  él  exista. 

Art.  10.  Los  documentos  archivados  que  se 
necesiten  para  el  despacho  de  la  Junta  Guber- 
nativa, del  Tribunal  Académico,  de  las  comisio- 
nes de  la  Universidad,  ó  para  la  Dirección  ge- 
neral de  instrucción  publica,  serán  franqueados 
por  el  secretario  en  copias  certificadas  con  co- 
nocimiento del  Rector,  y  en  caso  de  ser  necesa- 
rios los  originales,  los  franqueará  con  el  mismo 
acuerdo,  dejando  en  el  archivo  nota  y  compro- 
bante de  su  entrega. 

Art*.  11.  Las  horas  del  despacho  ordinario  de 
la  secretaría,  las  designarán  el  Rector  y  Junta  de 
Gobierno  según  estimen  conveniente  para  que 
los  negocios  que  en  ella  cursen,  se  hallen  al 
corriente,  pudiendo  prorogarlas  según  lo  exijan 
las  circupstancias. ' 
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Art.  12.  £1  selV>  de  la  Universidad  será  cus- 
todiado por  el  secretario,  quien  deberá  sellar 
con  él  los  t(tulos  y  cualesquiera  otros  documen- 
tos que  exijan  este  requisito,  sin  que  por  ningún 
pretexto  pueda  confiarlo  á  otra  persona. 
CAPITULO  69 
Del  Maestro  de  ceremonias. 

El  Maestro  de  ceremonias  tendrá  las  mis- 
mas calidades  que  el  secretario,  y  para  la  elec- 
ción de  este  empleado  se  ob.«ervarán  las  propias 
formalidades  que  para  la  del  secretario.  Sus  de- 
beres serán  concurrir  á  los  grados  de  Doctor  y 
á  los  demás  actos  solemnes  de  la  Universidad,  á 
fin  de  cuidar  que  en  ellos  se  guarde  el  orden  y 
ceremonia  debida,  y  que  cada  uno  ocupe  su 
puesto.  El  suyo  será  el  que  le  corresponda  por 
su   grado. 

Art  29  Cuando  faltare  el  Maestro  de  cere- 
nvonias  por  muerte,  enfermedad  6  ausencia  con 
permiso  del  Rector,  nombrará  este  un  interino 
mientras  se  llena  Is  vacante  en  el  primer  caso,  ó 
hasta  que  vuelva  á  ocupar  su  puesto,  en  el  se- 
gundo y  tercero. 

CAPITULO  79 

De  los  bedeles. 

Art.  19  La  Universidad  tendrá  dos  bedeles, 
nombrados  por  la  Juntado  Gobierno,  después 
de  haberse  fijado  por  orden  del  Rector  un  anun- 
cio de  la  vacante  en  las  puertas  de  la  Universi- 
sidad  por  quince  dias. 

Art.  29  Son  obligaciones  de  los  bedeles. 

Primera.  Asistir  á  todos  los  actos  de  la  Uni- 
versidad. 

Segunda.  Citar  á  los  catedráticos,  Doctores, 
Maestros,  Licenciados  y  cursantes,  por  manda- 
to del  Rector,  Yicerector,  secretario  6  profeso- 
res. 

Tercera.  Ejecutar  las  érdenes  del  Rector  y 
las  del  Vicerector  en  los  casos  relativos  á  los 
deberes  de  este  funcionario,  como  inspector  de 
la  policía  de  la  casa  de  la  Universidad. 

Cuarta.  Abrir  las  salas  destinadas  á  las  clases 
en  las  horas  designadas  para  la  enseñanza,  y  cer- 
rar sus  puertas  luego  que   esta  haya  terminado. 

Quinta.  Hacer  sef&al  con  la  campana  á  la  ho- 
ra en  que  se  abren  las  clases  por  la  maíiana  y . 
por  la  tarde,  tocando  diez  Campanadas.  Esta 
misma  señal  hará  en  los  actos  de  examen,  para 
grados,  ó  cuando  haya  de  conferirse  alguno  de 
los  de   Doctor. 

Sexta.  Cuidar  de  que  haya  silencio  en  el  lo- 
cal, é  impedir  todo  alboroto  cerca  de  la  Univer- 
sidad durante  las  lecciones,  y  que  entren  perso- 
nas que  puedan  causar  distracción. 

Séptima.  Anotar  la  falta  «je  asistencia  de  los 
catedráticos  en  un  libro  que  llevará  con  este  ob- 
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jeto,  dando  diariamente  aviso  al  Vicerector. 

Octava.  Disiribiiir  las  copias  <le  las  proposi- 
ciones de  los  que  h&yau  de  graduarse  de  Bachi- 
lleres y  Licenciados. 

Novena.  Llevar  al  Rector,  examinadores  y  se- 
cretario los  honorarios  que  les  están  asignados, 
entrgándoseloit  en  sus  respectivas  casas. 

Décima.  Fijar  los    edictos  y   avisos   académi- 
cos cuidando  que  perinanezcan  en  su  lugar  todo  ¡ 
el  tiempo  que  seTíala    este  decreto.  | 

Undécima.  Prestar  su  aervicio  al  tribuna]  acá-  ! 
démico  cumpliendo  las  órdenes  que  le  comuni-  I 
que  su  pre&identG.  I 

Duodécima.  Cuidar  que  las  salas  de  estudio, 
sus  galerías  y  demás  piezas  del  servicio  de  la 
Universidad,  se  conserven  aseadas,  haciendo  que 
el  sirviente  cumpla  sus  deberes. 

Dérimatercera.  Cuslodiar  y  conservar  el  mo- 
biliario y  alhhjas  de  la  Universidad. 

Ari.  39  Cuando  por  enfernrredad  ú  otro  moti- 
vo no  pudiere  asistir  alguno  de  los  bedeles,  lo 
avisará  al  Héctor  para  que  ponga  un  interino  á 
expensas  del  propietario.  Si  la  enfermedad  ó  im- 
pedimento durase  por  mas  de  treinta  dias,  perci- 
birá el  inleiino  el  mismo  sueldo  que  al  propie- 
tario corresponda  por  el  tiempo  que  sirva,  y  si 
la  enfermedud  ó  impedimento  durare  por  mas  , 
de  tres  meses,  quedará  la  plaza  vacante  por  el 
mismo  hecho  y  se  proveerá  en  propiedad. 

Art.  49  Anotarán  en  su  libro  la  falta  de  asis- 
tencia puntual  de  los  catedráticos  á  las  horas 
designadas  para  la  enseñanza,  lo  mismo  que  si 
se  hallan  fuera  de  sus  clases,  participándolo  al 
Vicerector   para  que  acuerde  el  remedio. 

Art.  59  Cuidarán  así  mismo  que  los  alumnos 
entren  á  lad  salas  de  estudios  sin  permitir  que 
permanezcan  fuer^  de  ellas  durante  las  leccio- 
nes, á  cuyo  fin  lesántimarán  el  cumplimiento  de 
«u  deber,  y  si  desobedecieren,  darán  cuenta  á 
ios  catedráticos  que  estén  dando  las  clases  á  que 
pertenezcan. 

Art.  69  Durante  las  sesiones  de  la  Junta  de 
Gobiern<»  y  tribunal  académico,  permanecerán 
los  dos  bedeles  fuera  de  la  puerta  para  lo  que 
pueda  ocurrir,  y  con  el  fin  de  avisar  uno  de  ellos 
al  que  presida  la  primera,  la  llegada  de  alguno 
de  los  vocales  después  de  abierta  la  discusión  y 
permitírtela  entrada  en    virtud  de  su  orden. 

Al  t.  79  Ambos  bedeles  asistirán  á  la  üniver, 
sidad  durante  las  hora9  de  las  clases,  exámenes, 
juntas  y  todos  los  demás  actos  del  cuerpo. 

capítulos» 

Del  sirviente > 
Art.  19  Habrá  un  sirviente  nombrado  por  el 
Rector  y  amovible  á  stt  voluntad,  cuyos  oficios 
Mráa: 
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19  Hacer  el  aseo  y  limpieza  del  local  y  clases 
de  la  Universidad,  cumpliendo  las  órdenes  que 
se  le  comuniquen  por  el  Rector  y  Vicerector. 

29  Auxiliar  á  los  bedeles  en  todo  lo  con- 
cerniente á  la  conservación  de  los  enseres  de  U 
corporación. 

39  Evitar  los  desórdenes  en  la  portería. 

49  Preparar  lo  necesario  para  los  actos  píiblí- 
cos,bajo  Ibs  reglas  que  dieren  la  Junta  de  Go- 
bierno y  el  Rector, 

Art.  29  El  oficio  de   sirviente   deberá  desem- 
peñarse por  persona  distinta  de  los  bedeles. 
CAPITULO  99 
De  las  facultades  en  general. 

Art.  19  Cada  una  de  Ihs  cinco  farultades  áe 
que  habla  el  artículo  22.  de  la  ley  4a  del  códi- 
go de  instrucción  pública,  se  compondrá  de  ios 
Doctores  y  Licenciados  en  la  respectiva  facul- 
tad, y  la  de  humanidades  de  todos  los  profesores 
de  las  cátedras  Je  literatura  é  idiomas  que  haya 
establecidas  y  que  en  adelante  se  establecieren. 
Los  maestros  en  filosofía  según  el  régimen  ante- 
rior, son  miembros  de  la  de   ciencias  filoi»óficas. 

Art.  29  Las  facultades  nombrarán  cada  tres 
afios  los  funcionarios  de  que  habla  el  artículo  24 
de  la  ley  4a  del  cóíligí»  de  instrucción  pública, 
debiendo  ser  citados  previamente  los  miembros 
que  residan  en  el  lugar  donde  se  haga  la  elec- 
ción. 

^  único.  Los  funcionarios  nombrados  con  ar- 
reglo al  decreto  de  5  de  Diciembre  de  1.843» 
continuarán  en  el  ejercicio  desús  funciones  por 
el  trienio  que  les  corresponde.  * 

Art.  39  Para  la  elección  de  Presidente,  Vice- 
presidente y  secretario  de  la  Facultad  de  cien- 
cias filosóficas,  se  incorporará  la  de  hunianiáa- 
des  según  el  artículo  21,  para  que  solo  haya  cua- 
tro partes,  sirviendo  estos  funcionarios  ea  las 
reuniones  de  una  y    otra  fanrllad. 

Art.  49  Si  el  Rector  ó  Vicerrector  fuesen 
miembros  de  la  facultad,  cuando  concurran  á 
ella,  ocuparán  el  lugar  preferente  á  la  derecha 
del    Presidente. 

Art.  59  Cada  facultad  hará  el  reglamento  in- 
terior para  sus  trabaj«)s  y  méttMio  en  la  xiiscusion, 
fijándose  en  él  los  dias,  el  local,  las  horas  y  du- 
ración de  suh  st  siones.  De  esto.s  reglarpentos  se 
pasarán  copias  al  Rector,  quien  remitirá  un 
ejemplar  al  Gobierno  y  otro  á  la  Dirección  de 
estudios. 

Art.  69  Son  funciones  de  cada  una  de  estas 
facultades. 

Primera.  Proponer  á  la  Junta  Gubernaliva 
de  la  Universidad  las  mejoras  ó  reformas  que 
estén  dentro  del  círculo  de  las  atribuciones  de 
esta  autoridad  académica,  respecto  á  la  ense- 
ñanza. 
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Segunda.  Indicar  á  la  misma  e]  cuadro  de  las 
nociones  de  la  facultad,  el  orden  y  nnétodo  de  la 
enseñanza,  y  los  libros  de  texto  para  que  con 
su  informe  pasen  á  la  Dirección  de  estudios  pa- 
ra su  aprobación. 

,.  Tercera.  Eac<»gcr  un  número  de  cuestiones 
que  no  bajen  de  treinta  para  los  exámenes  en 
los  grados  que  ocurran  en  la  facultad  sobre  los 
diversos  ramos  que  en  ella  se  comprendan,  in- 
dicando el  texto  de  donde  hayan  sido  tomados, 
y  pue>tos  en  targetas  iguales  se  incluirán  en  un 
pliego  cerrado,  sellado  y  rubricado  por  el  Presi- 
dente, con  la  nota  de  *'  proposiciones  de  la  fa- 
cultad <le  "  las  cuale.s  se  enviarán  aí  Rector. 

Cuarta.  Nombrar  para  cada  trienio  ocho  exa- 
minadores en  Caracas  ó  por  lo  menos  cinco,  y 
en  Mérida  cinco  ó  por  lo  menos  tres  que  serán 
los  que  por  el  orden  de'sus  nombramientos  ci»m- 
pletarán  el  nCImero  de  jueces  de  examen  que 
lajfv  previene. 

^  único.  Los  examinatJcres  que  se  nombra- 
ren pu'-a  idiomas  por  la  facultad  <ie  filología,  se- 
rán ademas  de  los  catedráticos  del  respectivo 
idioma  las  personas  idóneas  que  se  «lijan  para 
cada  uno  en  el  número  expresado. 

Quinta.  Ileemplazar  las  faltas  que  ocurran  en 
el  número  de  examinadores  durante  el  período 
indicado  en  la  función  cuai  ta  anterior. 

'Sexta.  Concurrir  al  acto  clhj  recibimiento  del 
Rector  é  instalación  del  tribunal  acadéniico  y  á 
todos  aquellos  á  que  cada  facultad  ó  la  Univer- 
sidad en  cuerpo  deba  asi;-tir. 

Alt.  79  Los  Presidentes  de  cada  facultatj  in- 
formarán cadií  semestre  á  la  Junta  gubernativa, 
sobre  la  asistencia  de  sus  miembros  y  trabajos 
li^ierarios  que  hayan  desempeñado  en  cada  pe- 
ríodo. 

Art  89  Las  facultades  se  reducirán  á  cuatro 
partes  de  la  Universidad  conf(»rme  al  artículo 
23  de  la  ley  cuarta,  con  el  objeto  de  elegirle 
su  sen(»  representantes  en  el   Cuerpo  electoral. 

Art.  9^  Esta  reducción  se  verificará  incorpo- 
rándose, como  se  ha  dicho  en  el  artículo  39  de 
este  capítulo,  la  facultad  de  filología  ó  humani- 
dades á  la  de  ciencias  filosóficas. 

Art.  10.  Las  facultades,  reducidas  como  que- 
da expresado  en  los  dos  artículos  anteriores,  de- 
«empefSarán  las  funciones  que  les  encarga  el  ar- 
tículo 25  de  la  ley  cuarta. 

Art.  II.  Sus  retmiones  ordinarias  con  este 
objeto  se  verificarán  desde  el  dia  10  al  14  del 
mes  de  Diciembre  cada  3  años ;  y  las  extraordi- 
narias en  los  4  primeros  dias  de  los  10  previos  á 
las  elecciones  que  deban  hacerse  para  reempla- 
zar las  faltab  que  ocurran  en  el  trienio,  obser- 
vándose en  ambas  lo  dispuesto  en  el  citado  artí- 
culo 25. 
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Art.  12.  El  Presidente  de  cada  facultad  pasa- 
rá al  Rector  de  la  Universidad  una  nota  de  los 
representantes  que  resulten  nombrados  por  la 
facultad  para  que  haya  constancia  en  la  secreta* 
ría  del  cuerpo  universitario. 

CAPITULO  10. 

Del  Cuerpo  electoral. 

Art.  19  El  catedrático  en  ejercicio  mas  anti- 
guo esté  ó  no  jubilado,  que  el  artículo  16  deno- 
mina decano,  es  el  presidente  d^el  cuerpo  electo- 
ral, y  como  tal  convocará  p;»ra  el  dia  20  de  Di- 
ciembre, cada  tres  anos  á  todos  los  catedráticos 
propietarios  sean  ó  no  borlados  y  á  los  Repre- 
sentantes nombrados  por  las  facultades,  desde 
el  dia  16  del  propio  mes  por  una  nota  que  le  pa- 
sará el  secretario  de  la  Universidad  el  dia  15  en 
la  cual  constarán  los  nombres  de  todos  los  elec- 
tores. 

Art  29  Los  bedeles  harán  la  citación  desde 
el  dia  16  al  17  exigiendo  que  al  pié  de  ella  fir- 
men quedar  citados,  ó  expongan  el  impedimento 
que  tengan  para  no  concurrir,  á  fin  de  que  im- 
puesto el  decano  ordene  llamar  á  los  suplentes, 
en  los  siguientes  dins  hasta  el  20  del  propio  mes 
en  que  debe  instalarse  el  cuerpo  electoral  con- 
forme al  ^  19  del  artículo  49  de  la  citada  ley. 

Art.  39  El  local  de  4as  elecciones  será  la  sala 
ó  capilla  de  la  Universidad  y  la  hora  la  que  el 
mismo  decano  señalare. 

Art.  49  Reunido  el  cuerpo  electoral,  el  deca- 
no 6  el  que  le  subrogue  lo  instalará  como  su 
presidente,  luego  que  haya  el  número  que  por 
lo  menos  requiere  el  artículo  15  de  la  ley,  pro- 
cediendo al  nombramií^nto  de  un  secretario  y  de 
dos  escrutadores  á  pluralidad  relativa,  y  dando 
cuenta  al  cuerpo  de  la  citación  hecha,  y  excu- 
sas que  haya  habido  para  calificar  sus  miembros. 

Art.  59  Después  de  esto  se  procederá  á  las  elec- 
ciones de  los  funcionarios,  que  ordena  el  artícu- 
lo 17,  participándose  su  resultado  al  Poder  Eje- 
cutivo y  á  la  Dirección  de  estudios  como  se  pre- 
viene en  el  artículo  18  y  ademas  é  los  electos  y 
cesantes. 

Art  69  Cuando  el  Rector  ó  Vice-rector  con- 
curran al  cuerpo  electoral,  como  catedráticos  ó 
representantes  de  alguna  facultad  ocuparán  los 
asientos  de  preferencia  despees  del  presidente. 

Art.  79  Las  elecciones  que  el  cuerpo  electo- 
ral haya  de  hacer  para  llenar  las  vacantes  que 
ocurran  dentro  del  período  trienal  en  virtud  de 
la  participación  que  haga  el  Rector  al  decano, 
se  practicarán  el  dia  que  este  señalare,  siempre 
en  el  local  de  la  Universidad  y  dentro  del  térmi- 
no prevenido  en  el  artículo  25  de  la  ley  á  que 
se  refiere  el  U  del  capítulo  anterior. 
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CAPITULO  11. 

De  los  Catedráticos. 

Art.  19  Cuando  se  nombren  catedráticos  con 
arreglo  á  la  ley,  comparecerán  con  el  título  que 
se  les  hubiere  expedido  ante  el  Rector  y  Junta 
de  Gobierno,  quienes  les  darán  posesión  previo 
el  juramento  de  observar  la  Constitución  de  la 
República  y  cumplir  los  deberes  que  su  destino 
de  profesores  les  impone,  conforme  á  las  ley  es, 
á  este  decreto,  y  á  las  demás  reglas  que  la  Jun- 
ta Gubernativa  dictare.    ' 

Art,  29  Son  deberes  de  los  catedráticos : 

19  Asistir  puntualmente  á  sus  clases  por  el 
tiempo  de  cada  dia  que  la  ley  les  prescribe  á 
dar  la  enseñanza  de  la  materia  de  su  cátedra. 

29  Cuidar  de  la  asistencia,  conducta  moral, 
decente  porte  y  aprovechamiento  de  sus  alum- 
nos, dándoles  ejemplo  con  sus  buenos  modales 
y  puntualidad  esmerada  en  cumplir  su  deber. 
La  asistencia  de  los  alumnos  la  averiguarán  pa- 
sando lista  diaria  y  marcando  en  ella  las  faltas 
de  cada  uno. 

39  Reducir  los  elementos  de  la  ciencia  que 
enseftan  á  un  curso  metódico,  dando  diariamen- 
te leccioj}  y  repasando  en  un  dia  de  la  semana 
las  materias  enseñadas  en  la  anterior. 

49  Hacer  exámenes  mas  generales  en  los  pe- 
ríodos que  su  buen  discernimiento  les  muestre 
como  útiles  para  la  mejor  retención  de  las  ma* 
terias  enseñadas. 

59  Hacer  que  dos  veces  al  mes  por  lo  menos 
en  uno  de  los  repasos  semanales,  haya  una  con- 
ferencia en  lengua  latina  señalando  un  tema 
que  sirva  de  objeto  ¿"la  discusión,  tomado  de  la 
materia  científica  que  se  estuviere  enseñando. 

69  Admitir  como  cursantes,  esto  es,  para  los 
efectos  de  ganar  cursos  escolares,  que  habiliten 
para  la  recepción  de  grados  científicos*  solo  á 
los  que  les  presenten  certificaciones  del  secreta- 
rio dentro  del  término  designado  por  la  ley,  de 
quedar  ya  matriculados  como  alumnos  de  la 
Universidad  para  oir  aquel  curso. 

79  Llevar  un  libro  de  matrículas  de  sus  dis- 
cípulos en  que  expresarán  el  nombre,  edad  y 
demás  circunstancias  de  cada  uno,  según  la  no- 
ticia que  dé  la  certificación  de  la  matrícula  ex- 
tendida por  el  pecretai  io.  De  este  libro  extrac- 
tarán una  lista  de  solo  los  nombres  de  los  cur- 
santes, para  leerla  diariamente  en  las  clases  en 
períodos  indeterminados  de  las  horas  de  ense- 
ñanza, como  se  previene  en  el  número  segundo 
de  esle  artículo. 

89  Anotar  en  el  mismo  libro  á  continuación 
del  nombre  de  cada  alumno  matriculado,  su  apli- 
cacioh,  aprovechamiento,  conducta,  talento  y 
demás  que  convenga  para  informar  cada  tres 
meses  al  Vice-rector  con  un  cuadro  específico 
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que  lo  contenga. 

99  Poner  al  pié  de  la  certificación  de  matrí- 
cula' nota  expresiva  de  hallarse  el  alumno  en  su 
clase  y  tomada  razón  en  su  libro. 

10.*  Certificar  al  fin  del  año  á  continuación  del 
documento  de  que  habk  el  número  anterior  la 
asistencia,  aplicación,  aprovechamiento,  conduc- 
ta y  talento  del  mismo  cursante. 

Art  39  Los  catedráticos  no  podrán  ausen- 
tarse del  lugar  donde  resida  la  Universidad,  ni 
faltar  á  la  asistencia  diaria  á  las  clases  de  que 
estén  encargados,  sin  previa  licencia  dej  Rector 
6  Junta  Gubernativa  según  el  caso. 

Art.  49  Por  ningún  motivo  podrán  los  cate- 
dráticos nombrar  los  sustitutos  que  les  reempla- 
cen por  su  ausencia,  por  ser  esta  función  exclu- 
siva del  Rector  y  Junta  de  Gobierno  en  los  ca* 
sos  prevenidos  por  la  ley  y  este  decreto. 
CAPITULO  12. 
De  las  cátedras. 

Art.  19  Las  cátedras  de  ciencias  que  se  ha- 
llan actualmente  establecidas,  continuarán  la  en- 
señanza de  las  materias  que  respecttva menté  les 
están  asignadas  por  la  ley. 

Art.  29  En  las  tres  clases  de  idioma  laUno, 
se  distribuirán  las  materias  del   modo  siguiente: 

En  la  primera  se  enseñará  toda  la  etimología 
latina. 

En  la  segunda  toda  la  sintaxis  y  ejercicios  la- 
tinos y  la  traducción  de  autores  comunes  de  es- 
te idioma. 

En  la  tercera,  finalmente,  se  enseñará  la  pro- 
sodia, ortografía  y  métrica  latina,  la  versión  del 
castellano  al  latin,  la  traducción  de  algunos  clá- 
sicos de  este  idioma  y  la  rerdrica  latina. 

Art.  39*  Se  conservará  en  las  clases  de  ^a- 
mática  latina  y  castellana  la  costumbre  de  dedi- 
car el  sábado  de  cada  semana  á  la  enseñanza  ó 
recuerdo  de  los  principios  de  moral  y  urbanidad. 
La  Junta  de  Gobierno  de  la  Universidad,  está 
encargada  de  designar  el  método  y  libro  de  tex- 
to para  enseñar  6  inculcar  esta  parte  de  la  edu- 
cación y  vigilar  sobre  ella. 

Art.  49  En  la  clase  de  literatura  se  enseñará: 
primero,  el  análisis  crítico  del  lenguaje  por  los 
modelos  mas  selectos;  y  segundo,  la  historia  an- 
tigua y  moderna  de  la  literatura. 

Art.  59  Los  cursantes  de  ciencias  filosóficas 
y  médicas,  para  obtener  grados  en  estas  ciencias 
y  los  que  hayan  de  recibirse  de  agrimensores, 
acreditarán  con  el  certificato  del  profesor  de  di- 
bujo haber  seguido  un  año  en  la  clase  estableci- 
da para  su  enseñanza  según  lo  ordena  la  ley. 

Art.  69  Habrá  clase  todos  los  dias  del  año, 
excepto  !o8  domingos  y  dias  de  ambos  preceptos 
y  de  fiestas  nacionales,  los  jueves  de  todas  las 
semanas  en  que  no  hubiere  algún  dia  de  ambos  * 
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preceptos,  los  de  pascua  de  navidad  desde  el  % 
de  Diciembre  hasta  el  primexo  de  Enero  y  los  de 
la  semana  mayor. 

Art.  79  También  habrá  una  vacante  que  con- 
formp  al  artículo  13  de  la  ley  sexta  y  el  89  de 
la  séptima,  comprende  parte  de  Julio  y  todo  el 
mes  (le  Agosto.  Estas  vacantes  empezarán  para 
cada  clase  desde  el  dia  en  que  concluyan  los  exá- 
menes respectivos,  de  modo  que  el  12  de  Agos- 
to queden  todas  las  clases  cerradas,  &egun  el  ci- 
tado artículo  89 

Art.  8?  La  Junta  gubernativa  fijará  las  horas 
de  enseñanza  diaria  de  cada  clase,  con  aproba- 
ción de  la  Dirección  general  'de  instrucción  pú- 
blica y  con  la  r#lsma  formalidad  podrá  variarlas 
con  grave  y  urgente  motivo  en  favor  de  la  ense- 
ñanza, sujetándose  á  las  reglas  siguientes: 

Primera.  Que  no  coincidan  á  una  misma  hora 
dos  clases  que  deban  seguir  unos  mismos  cursan- 
tes» sino  que  deberá  haber  un  intermedio  por  lo 
menos  de  media  hora  entre  la  salida  de  la  una  y 
la  entrada  en  la  otra. 

Segiyida.  Que  esto  mismo  se  observe  respec- 
to de  la  sala  en  que  hayan  de  darse  dos  ó  mas 
clases. 

Art.  99  Los  rudimentos  de  la  lengua  griega, 
francesa,  inglesa,  de  «literatura  y  dibujo,  serán 
dados  en  cursos  de  un  año  por  lo  menos. 

Art.  10.  Para  cumplir  con  la  disposición  del  ^ 
19  artículo  1^  ley  sexta,  los  médicos  cirujanos 
de  los  hospitales  en  que  los  alumnos  de  la  Uni- 
versidad hayan  de  seguir  la  clínica,  deberán  es- 
tablecer esta  de  una  manera  regular. 

19  Llevando  un  libro  ó  cuaderno  de  asiento  en 
^ue  hagan  describir  la  historia  de  aquellos  casos 
médicos  ó  quirúrgicos  mas  dignos  de  notarse, 
escogiendo  por  turnos  entre  los  alumnos  de  mas 
capaciclad,  los  que  hayan  de  redactarla. 

29  Avisando  por  una  papeleta  fijada  en  un 
lugar  publico  del  hospital,  el  dia  y  hora  en  que 
haya  de  hacerse  una  operación  quirúrgica  ^  una 
inspección  cadavérica. 

39  £n  fin,  anotando  en  la  certificación  qu 8  se 
dé  á  cada  alumno,  la  aplicación  y  aprovechamien- 
to con  que  haya  cursado  la  clínica. 

Art.  11.  La  Junta  de  Gobierno  excitará  á  la 
Facultad  de  medicina  para  que  proponga  el  mejor 
sistema  que  deba .  adoptarse  en  el  curgo  de  la 
clínica,  dictando  todas  aquellas  medidas  que  sean 
conducentes  á  plantearla: 

Art  1^  Las  lecciones  y  ejercicios  del  estudio 
diario,  serfti  desempefiadaa  ocupando  los  profe- 
sores una  tribuna  destinada  al  efecto,  para  que 
se  hagan  percibir  de  sus  discípulos,  y  se  guarde 
la  debida  circunspección.  No  comprende  este 
deber  á  los  profesores  de  las  clases  en  que  de* 
ben  hacer  demostraciones  por  si  mismos* 
tono  tu  « 
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Art  13.  £1  tiempo  destinado  á  la  enseñanza 
podrán  prorogarlo  los  profesores  cuando  así  lo 
exija  la  necesidad  de  perfeccionar  una  demostra- 
ción, resolver  alguna  dificultad,  ú  otros  casos  se- 
mejantes ;  pero  esta  próroga  no  podrá  exceder  de 
media  hora,  cuando  los  alumnos  deban  concurrir 
á  otra  clase  después,  bien  sea  en  el  mismo  local 
6  en  otro  distinto. 

CAPITULO  13. 
De  los  cursantes, 

Art.  19*  Ninguna  persona  será  matriculada 
en  las  clases  de  gramática  latina  y  castellana  de 
las  Universidades,  sin  que  acredite  ante  el  Rec- 
tor que  sabe  leer,  escribir,  los  principios  elemen- 
tales df  gramática  castellana,  y  los  rudimentos 
de  aritmética  que  se  ensefían  en  las  escuelas 
primarias. 

Art  t¿9  La  calificación  de  idoneidad  en  las 
materias  expresadas  en  el  artículo  anterior,  se 
hará  por  uno  de  los  catedráticos  de  idioma  lati- 
no ó  castellano  nombrado  por  el  Rector,  exami- 
nando al  aspirante  en  horas  que  no  sean  de  cla- 
ses. Si  fuere  reprobado  y  se  quejare  de  injusti- 
cia, el  Rector  nombrará  otro  de  los  mismos  pro- 
fesores que,  asociado  á  dos  examinadores  mas 
practiquen  el  examen  del  pretendiente. 

Art.  39^  Ningún  estudiante  de  las  clases  de 
gramática  latina  y  castellana  podrá  pasar  de  una 
clase  inferior  á  otra  superior  en  el  orden  de  las 
materias  designadas  en  el  capítulo  precedente, 
sin  haber  obtenido  qna  boleta  de  idoneidad  des- 
pachada por  el  respectivo  catedrático  por  la  cual 
pueda  ser  matriculado  en  la  siguiente  clase. 

Art.  49  £n  caso  de  queja  de  algún  alumno 
por  no  haberla  obtenido,  el  Rector  puede  man- 
darlo examinar  nombrando  para  ello  una  comi- 
sión á  su  arbitrio  que  lo  practique  á  su  presen- 
cia, y  le  despachará  la  boleta  autorizada  por  él 
y  los  examinadores,  si  resultare  ap^. 

Art.  59  El  examen  y  aprobación  en  la  gra- 
mática latina  y  castellana,  y  en  los  elementos  de 
retórica  y  métrica  de  que  habla  el  artículo  69  de 
la  ley  7^,  deberá  hacerse  públicamente  en  los 
diez  primeros  dias  de  Agosto  en  secciones  de 
diez  cursantes  y  por  el  espacio  de  dos  horas  pa- 
ra cada  sección»  ante  el  Rector  y  cinco  exami- 
nadores que  lo  serán  los  catedráticos  de  cada 
uno  de  estos  idiomas,  y  las  personas  designadas 
al  efecto  por  la  facultad  de  filología. 

Art.  69  La  calificación  de  los  examinados  se 
hará  por  votación  secreta  y  de  uno  en  uno.  Los 
que  resulten  aprobados,  serán  inscriptos  como 
tales  en  el  acta  del  examen,  y  se  les  expedirá 
una  boleta  autorizada  por  el  Rector  7  refrenda* 
da  por  el  secretario. 

Art.  79  Con  esta  boleu  ocurrirán  al  secreta* 
rio  para  que  les  matricule  en  la  clase  de  filosofía 
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del  cfurto  qua  comieoce  en  I9  de  Setiembre  si- 
guiente. 

Art.  89  L08  que  por  enfermedad  ú  otro  moti- 
vo justificado,  no  hayan  podido  presentarse  á 
examen  en  oportunidad,  podrán  ser  examinados 
por  disposición  del  Rector  en  los  meses  de  Se- 
tiembre y  Octubre  siguientes,  con  arreglo  y  pa- 
ra los  efectos  expresados. 

Art.  99  En  el  caso  del  artículo  anterior,  se 
verificará  también  el  examen  délas  materias  en- 
señadas en  el  curso  filosófico  durante  el  tiempo 
transcurrido,  por  los  catedráticos  respectivos, 
según  lo  dispuesto  en  el  artículo  39  de  la  ley  7^, 
sin  que  pasaúdo  este  período  puedan  ser  admiti- 
dos k  examen. 

Art-  10.  El  cursante  de  ciencias  filosóficas, 
eclesiásticas,  políticas  y*  médicas,  que  faltare  á 
la  puntual  asistencia  á  su  clase,  incurrirá  en  la 
nota  que  por  este  motivo  debe  ponerle  su  cate- 
drático, y  que  pasará  en  el  estado  trimestre  al 
Vice-rector. 

Art.  n.  Para  entrar  á  cursar  ciencias  mayo- 
res en  las  Universidades,  los  que  hayan  termi- 
nado su  trienio  filosófico  en*los  Colegios  Nacio- 
nales, acreditarán  esto,  si  son  bachilleres  con  el. 
título  de  este  grado,  y  si  no  lo  son,  bien  hayan 
estudiado  en  Colegios  nacionales  ó  en  particula- 
res, con  las  certificaciones  de  sus  respectivos  ca- 
tedráticos, puestas  á  continuación  de  la  matrícu- 
la y  la  certificación  del  Rector  ó  Director  del  es- 
tablecimiento en  que  conste  haberse  hecho  los 
exámenes  anuales  y  obtenídose  la  aprobación. 

Art.  12.  Deberán  ademas  acreditar,  los  que 
hayan  estudiado  en  colegios  particulares,  su  ido- 
neidad en  las  lenguas  latina  y  castellana,  y  su- 
frir el  examen  del  grado  de  bachiller  con  arreglo 
al  artículo  10  de  la  ley  7^ 

Art.  13.  Los  Rectores  de  las  Universidades 
confrontarán  l^s  matrículas  que  se  les  presenten 
para  llenar  el  objeto  de  los  anteriores  artículos, 
con  las  que  han  debido  mandar  los  Rectores  de 
colegios  en  virtud  del  artículo  39  de  la  ley  lia, 
con  el  fin  de  comprobar  la  exactitud  de  aquellas 
y  de  admitirlas  6  no,  como  documentos  vale- 
deros* 

Art.  14.  Los  que  estudiaren  los  idiomas  vi- 
vos q«e  se  enseflan  en  las  Universidades  fuera 
de  las  clases  que  haya  establecidas,  deberán  in- 
corporarse á  los  alumnos  de  dichas  clases  en  un 
acto  de  examen  de  los  que  debe  haber  anual- 
^  mente  en  ellas  para  poder  obtener  la  certifica- 
ción del  respectivo  catedrático  qne  requiere  el  ^ 
úoieo  del  arUcolo  10  de  la  ley  7^  para  recibir 
grados  mayores. 

4rt.  15.  Los  que  optaren  á  estas  certificacio- 
nes, antes  del  examen  qne  debe  haber  al  fin  del 
afio  academice»  serán  examinados  á  preMQcia 
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del  Rector  Con  las  mismas  formalidades  con  qoe 
se  practican  los  exámenes  generales,  y  aproba- 
dos, se  les  despachará-  por  el  catedrático  del  idio- 
ma en  que  se  examinen  el  documento  corres- 
pondiente. 

Art.  16.  Los  que  hubieren  estudiado  las  gra- 
máticas latina  y  castellana  fuera  de  las  clases  es- 
tablecidas en  las  Universidades  y  Colegios  Na- 
cionales ó  particulares,  y  que  quieran  cursar 
ciencias  filosóficas,  serán  admitidos  á  examen  de 
estas  materias  junto  con  los  demás,  alumnos,  de 
la  Universidad,  guardándose  con  aquellos  las 
mismas  formalidades  que  con  estos. 

CAPITULO  14.       ^ 

De  loa  exámenes  y  premios. 

Art.  19  Los  examinadores  que  han  de  con- 
currir á  los  exámenes  püblicos,  de  qoe  habh  el 
artículo  89  de  la  ley  7»,'  serán  los  catedráticos 
de  la  respectiva  facultad,  y  los  examinadores -de 
la  misma  que  por  el  orden  de  sus  nombranüen- 
tos  llame  el  Rector  hasta  completar  cinco  por 
lo  menos. 

Art.  29  Cuando  el  examen  sea  de  literatura 
ó  de  algunos  de  los  idiomas  que  se  enseñen  en 
la  Universidad,  serán  examinadores,  á  mfts  de 
los  catedráticos  respectivo» de  cada  uno,  las  per- 
sonas idóneas  que  como  tales  haya  designado  la 
facultad  de  filología  en  el  ejercicio  de  sus  fun- 
ciones. 

Art.  30  Si  el  número  de  los  cursantes  de  una 
clase,  fuere  muy  crecido,  el  Rector,  oido  el  in- 
forme respectivo  del  catedrático»  podrá  dividir- 
los en  secciones  proporcionadas  á  fin  de  que  el 
examen  sea  mas  escrupuloso. 

Art.  49  Concluido  el  examen  y  retirados  los 
examinados,  procederán  los  examinadores  á  apro- 
bar ó  reprobar  según  las  pruebas  de  idoneidad 
que  los  alumnos  hubieren  dado  en  el  examen. 

Art.  69  Hecha  la  calificación  de  cada  uno,  se  . 
escogerán  después  los  tres  cursantes  mas  sobresa- 
lientes, para  adjudicarles,  según  su  mérito,  un  pri- 
mero, segundo  y  tercer  premio  ;  extendiéndose 
al  ñn  de  los  exámenes,  el  acta  correspondiente 
que  se  mantendrá  reservada  hasta  la  primera 
festividad  de  la  Universidad,  en  la  cual  se  hará 
la  publicación  y  distribución  de  los  premios. 

Art.  69  ^^  ^1  mismo  día  se  repartirán  públi- 
camente los  demás  premios  ofrecidos  por  los 
amantes  de  las  letras,  ya  sea  sobre  las  materias 
que  se  ensefían  en  la  Universidad,  d  ya  sobre 
alguna  que  con  ellas  tenga  relación,  ^  para  la 
cual  no  haya  todavía  cátedra  establecida* 

Art.  79  Ademas  de  estos  premios  de  aprove- 
chamiento, se  concederán  medallas  á  los  alum- 
nos de  las  respectivas  clases  que  mas  se  hayan 
distinguido  por  su  irreprensible  -  conducta  eee0"> 
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kr.  Pir»  wtD  se  tendrá  á  la  ráta  las  listas  tri- 
mestres pasadas  al  Vicerector. 

Art«  89  El  resultado  de  cada  examen,  esto 
es,  las  aprobaciones,  adjudicaciones  de  premios 
y  reprobaciones,  serA  extendido  en  el  libro  titu- 
lado de  EXAMENES  DE  CURSANTES  que 
llevará  el  secretario  según  queda  ya  prevenido* 

Art,  99  El  Rector  ó  la  Junta  de  Gobierno, 
^  pueden  acprdar,  cuando  á  bien   lo   tengan,  que 
*  se  practiquen  exámenes  en  cualquier  clase. 
CAPITULO  15. 
.  Ue  los  grados. 

AfU  19  En  el  último  año  del  trienio  filosófico 

'^se  fijará  en  las    puertas*  de  la  Universidad  nn 

edicto  convocatorio  para   la  opción  á  grados  de 

bachiller  en  concurso   en  el  lapso  de   ios  meses 

de  Junia^y  Julio. 

Art.  29  El  memorial  documentado  de  que  ha- 
bla el  artículo  39  de  la  ley  8^,  será  consultado 
por  el  Rector  á  fa  Junta  de  Gobierno  y  con  su 
dictamen  se  hará  la  calificación  correspondiente, 
declarando  si  los  documentos  presentados  son  ó 
no  suficientes  con  arreglo  á  las  leyes  y  al  pre- 
'l  senté  decreto  para  la  admisión  del  pretendiente 
á  exápien^    ' 

Art.  39  Si  la  calificación  resultare  favorable, 
el  Rector  accederá  á  la  pretensión,  haciéndolo 
entender  al  pretendiente,  por  medio  del  secreta- 
Yio  para  que  haga  el  correspondiente  depósito 
en  la  administiacion,  cuyo  recibo  preseotará  y 
se  agregará  al  expediente. 

Art.  49  Veinte  y  cuatro  horas  antes  del  exa- 
men prevenido  en  el  artículo  49  de  la  citada  ley, 
el  Rector  acompañado  dedos  catedráticos  y  á 
la  presencia  del  secretario  y  del  pretendiente, 
abrirá  en  publico  y  en  la  capilla  ó  sala  de  la  Uni- 
versidad el  pliego  de  proposiciones  de  la  facul- 
tad, que  le  entregará  el  secretario,  y  tomando 
los  billetes  doblados'que  se  hallen  dentro  de  él, 
los  pondrá  en  una  urna  que  presentará  al  aspiran- 
te para  que.  por  sí  mismo  saque  dos  billetes,  de 
-  los  cuales  el  primero  servirá  de  tema  á  la  ora- 
ción que  pasadas  24  horas  debe  pronunciar  por 
nn  cuarto  de  hora  al  principio  de  su  examen,  y 
el  segundo  será  la  materia  del  examen  por  re- 
^  flexiones  ó  preguntas  sueltas  que  debe  sufrir  du- 
>rante  tres  cuartos  de  hora,  según  el  artículo  59 
de  la  citada  ley  8^. 

Art  59  El  secretario  tomará  razón  ílel  conté- 
nido  de  los  dos  billetes,  por  el  orden  de  su  ex- 
tracción extendiendo  una  diligencia  en  el  expe- 
diente de  grado,  que  firmarán  el  Rector  y  el  pre- 
tendiente, y  refrendará  el  secretario. 

Art.  69  El  Rector  hará  inmediatamente  cer- 
rar y  sellar  todas  las  proposiciones  restantes  que 
quedarán  en  esta  .forma  bajo  la  custodia  del  se- 
cretario. 
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Art  79  Desde  este  momento,  hasta  después 
del  examen,  no  podrán  ios  examinadores  comu- 
nicarse con  el  examinando,  quien  debe  entregar 
al  secretario  las  copias  de  los  temas  que  conten- 
gan los  billetes,  firmadas  por  él,  para  que  den- 
tro de  una  hora  las  envié  con  los  bedeles  al  Rec- 
tor y  examinadores- 

Art  89  El  e>(áminando  al  presentarse  á  exá- 
men,  puede  recusar  libremente  hasta  dos  exa* 
minadores  y  no  mas,  con  causa  ó  sin  ella. 

Art  99  Concluido  el  examen  de  que  habla  el 
artículo  ¿9  de  la  ley  antes  citada;  se  retirará  el 
examinando  del  local  del  examen,  y  cerrada  la 
puerta  proce<lerán  el  Rector  y  examinadores  á 
calificar  su  aptitud  en  sesión  secreta  con  las  le- 
tras A  y  R  significativas  de  aprobación  y  lepro- 
bacion. 

Art.  10.  Al  efecto,  el  secretario  distribuirá  es- 
tas dos  letras  al  Rector,  si  fuere  graduado  en  la 
facultad  á  que  pertenece  el  examen,  y  á  cada 
uno  de  los  examinadores,  y  recogerá  la  votación 
en  una  cajilla  destinada  á  este  fin,  yen  otra  ca- 
jilla las  leti«s  sobrantes  que  hayan  quedado  em 
manos  de  los  examinadores.  Vaciará  la  primera 
cajilla  de  la  votación  sobre  la  mesa  del  Rector, 
y  reconocidaslas  letras  por  este,  los  doá  exami 
nadores  mas  antiguos  y  el  mismo  secretario,  re- 
sultará la  aprobación  ó  reprobación  á  pluralidad 
absoluta  de  votos. 

Art.  11.  Cuando  por  ser  el  Rector  de  la  fa- 
cultad se  halle  casada  la  votación,  tendrá  voto 
de  calidad  para  dirimir  la  discordia. 

Art.  12.  Si  el  examinado  fuere  aprobado,  se 
lo  anunciará  el  secretario  á  la  puerta  del  local. 

Art.  13.  Si  fuere  reprobado  el  candidato  será 
introducido  por  el  secretario,  y  cerrada  la  puer- 
ta se  le  instruirá  por  el  Rector  del-  resultado  de 
la  votación,  advirtiéndole  que  podrá  presentarse 
de  nuevo  á  examen  cuando  se  crea  en  aptitud 
de  hacerlo. 

Art  14.  Concluido  el  término  de  dos  meses 
designado  en  el  artículo  I9  de  este  capítulo,  no 
se  admitirá  á  grado  de  bachiller  en  conciurso  á 
ningún  aspirante. 

Art.  15.  El  Rector  y  los  examinadores  pro- 
cederán después  del  último  examen  de  los  pre- 
sentados en  tiempo,  á  calificar  el  orden  de  pre- 
ferencia de  los  aprobados  y  á  conferir,  en  acto 
continuo,  los  grados  con  la  antigüedad  que  esta 
preferencia  establezca,  para  lo  cual  debe  el  secre- 
tario citar  previamente  á  todos  los  aspirantes,  a 
fin  de  que  concurran  el  dia  y  hora  señalados  pa- 
ra  recibirlos.  *     *  j  1 

Art.  16.  La  colación  de  grados  se  hará  del 
modo  siguiente:  ■ 

El  Rector  mandará  al  candidato  6  candidatos 
que  se  acerquen  á  la  mesa  y  pronunciará  el  gra- 
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duado  la  fórmula  siguiente  ;  «^Ego  N spon- 

deo  obedire  et  servare  istias  Universitatis  sta- 
tata  muneraqae  imptere  ad  me  spectaDtia  pro 
prima  (secunda  aut  tertia)  laurea  in  Philosophia 
(vel  Theologia,  Jure  civili,  Canónico  aut  Medi- 
cina) et  quantum  in  me  erít  curaturum  juventu- 
ten  edocere  publicamque  perfícere  educationem." 
Art.  17.  Seguidamente  el  Rector  le  conferirá 

el  grado  con  estas  palabras:  *|  Ego  N (Dr. 

in  tali  facúltate)  legis  autoritate,  et  Reipublicse 
nomine,  cunstituo  et  declaro  te  Bachalaureum 
(Licentiatum  vel  Doctorem)  in  philosophia  (vel 
alia  facilítate)  et  concedo  tibi  omnes  facúltales 
et  jura  qua?  his  qui  ad  hunc  gradum  promovenlur 
concedi  solent." 

Art.  18.  Después  de  pronunciada  esta  fórmu- 
la, dará  el  abrazo  de  felicitación  al  graduado,  : 
practicando  lo  mismo  los  examinadores.  El  gra-  > 
duado  será  colocado  por  los  bedeles  en  el  asien-  ¡ 
to  siguiente  al  último  pxaminador  en  señal  de  ii 
posesión  ;  y  se  concluirá  el  acto  poniéndose  en  || 
pié  y  dando  las  gracias  en  pocas  palabras  á  la  ! 
Universidad.  ^ 

Art.  19.   En   las   solicitudes    para   los   grados  ; 
mayores  de  Licenciado  y  Doctor  en  ciencias  ñ-  i 
losófícas,  el  Rector  obrará  confoime  se  previene  I 
en  el  artículo  29  de  este  capítulo,  consultando  á  ¡ 
la  Junta  gubernativa  para  hacer  la  calificación, 
teniendo  presente  el  artículo  99  de  la  ley  8^.        j 
Art.  20.  Verificada  la  calificación  se  mandará 
fijar  edicto,  anunciando  la  solicitud  del  aspirante, 
para  que  dentro  del  término  improrogable  de  10 
dias,  se  presenten   los  qoa  se  crean  con  derecho  ' 
preferente,  y  el  aspirante  hará  el  depósito   que 
ordena  la  ley  en-las  cajas  de  la  Universidad,  pre- 
sentando el  recibo  del  administrador  que  se  agre- 
gará al  expediente. 

Art.  21.  Si  pasado  dicho  término  de  10  dias  | 
no  hubiere  opositor,  el  Rector  señalará  día  y  se-  j 
guirán  loa  actos  y  trámites  prescritos  en  los  ar-  ! 
tículos  10  y  1 1  de  la  ley  8^  y  en  los  artículos  i 
desde  el  49  hasta  el  13  de  este  capítulo.  i 

Art.  22  Si  dentro  de  los  KTdias  del  edicto  se  | 
presentare  alguno  alegando  mayor  antigüedad  y  | 
acompaftando  el  título  que  la  compruebe,  no  \ 
perderá  su  antigüedad  con  tal  ^ue  se  examine 
dentro  de  ios  20  dias  siguientes  ;  pero  el  otro 
podrá  examinarse  si  protestare  hacerlo  sin  per- 1 
juicio  de  la  antigüedad  del  opositor.  1 

Art.  23.  El  grado  de  Licenciado  en  Medicina  | 
se  conferirá  después  de  la   aprobación   del  exa- 
men que  previene  el  artículo  11  de  la  ley  8^ 

Art.  24.  En  el  acto  que  recaiga  la  aprobación 
del  alumno  que  haya  aspirado  al  grado  de  Licen- 
ciado, se  le  conferirá  este  con  arreglo  á  las  fór- 
mulas prescritas  en  este  decreto  para  el  grado  de 
bachiller,  invistiéndole  de  la  Insignia  correspon- 
diente á  él,  en  estos  términos :  **  In  tan  precia- 
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ras  faculta tis  signum  his  externis  ornamentis  de- 

corandus  es." 

Art  25.  Cuando  el  grado  que  $a  ha  de  cod« 
ferir  sea  el  de  Doctor,  se  reunirán  los  Doctores 
de  todas  las  facultades  y  demás  miembros  de  la 
Universidad  en  la  sala  de  la  Corporación  á  la 
hora  que  fijare  el  Rector  conforme  al  artículo 
12  de  la  ley  octava.  A  este  acto  concurrirán  to- 
dos de'rigoroso  traje  académico  con  las  insignias  j 
de  sus  respectivos  gradod. 

Art.  26.  Así  reunidos  pasarán  en  dos  filas  por 
el  orden  de  sus  antigüedades,  abriendo  la  mar^ 
cha  los  bedeles  y  ocupando  el  centro  de  los  des 
mas  antiguos,  el  Rectof  y  el  Vicerector  á  su  iz-  ^ 
quierda  hasta  la  capilla  ó  lugar  mas  público  des- 
tinado al  efecto  en  el  mismo  edificio  de  la  Uni- 
versidad. 

Art.  27-  Cuando  el  Rector,  Vicerector  y  uni- 
versitarios hayan  ocupado  sus  asientos  respecti- 
vos, tomará  el  suyo  e)  gradunndu  en  medio  de 
la  sala  ó  capilla  al  extremo  inferior  d¿  las  alas, 
y  luego  que  el  Rector  haga  sefial  por  el  toque 
de  la  campanilla,  se  pondrá  en  pié  y  después  de 
una  breve  arenga  en  latín,  concluirá  pidiendo  el  ' 
grado,  y  el  Rector  dirá,  **  acckdXs  "  en  cuyo 
acto  el  maestro  de  ceremonias  acompañado  de 
los  dos  bedeles,  le  conducirá  á  la  mesa  dt>l  Rec- 
tor y  pronunciará  la  fórmula  contenida  en  el  ar- 
tículo 16  de  este  capítulo. 

Art.  28.  El  Rector  le  conferirá  el  grado  en  1« 
forma  que  se  ha  dicho  en  el  artículo  17  y  añadi- 
rá al  investirle  de  la  borla  :  **  In  primis^pilleom 
capiti  tuo  impono"  al  ponerle  el  anillo  en  el 
dedo  índice  de  la  mano  izquierda,  despees  que 
el  padrino  le  haya  preneMado  el  anillo,  dirá* 
**Insero  dígito  tuo  annuhim  sriontia»  splendoris 
signum"  y  levantándose  le  abrazará,  después 
de  lo  cual  el  graduado  somL  cnnducidQ  por  el 
maestro  de  ceremonias  y  los  bedeles  al  asiento 
que  le  corresponda  por  su  grado. 

Art.  29.  Lueg»  que  hayan  vuelto  á  ocupar 
sus  puestos  el  xnerestro  de  ceremonia  y  bedeles, 
!  se  pondrá  de  piéelgraduado  y  dará  las  gracias 
I  á  la  Universidad  en  una  breve  art  nga,  y  termi- 
I  nada  el  Rector  concluirá  el  acto  con  un  toque 
;  de  campanilla,  retirándose  á  la  sala  de  Univer- 
1  sidad  con  los  concurrentes  en  la  misma  forma 
I  que  se  dispone  en  el  artículo  27  de  este  capítulo. 

Art.  30.  El  título  que  se  ha  de  dar  al  gradua- 
do, se  extenderá  en  idioma  latino,  será  firmado 
por  el  Rector  y  los  dos  catedráticos  mas  antiguos 
de  la  facultad,  refrendado  y  registrado  por  el  se- 
cretario, estampando  el  sello  de  la  Universidad 
al  margen  antes  dé  la  firma  del  Rector.  El  titu- 
lo de  Doctor  se  extenderá  en  el  papel  correspon^ 
diente. 
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•  CAPITULO  16. 

De  las  precedencias  y  ceremonias, 

Art.  19  Rri  tofios  los  actos  de  la  Uoi^ersídad 
excepto  en  los  electorales  y  juntas  de  facultad, 
el  Rector  ó  el  VicerectiMr  en  su  lugar,  presidirá 
á  todos  los  Doctores,  Maestros,  Licenciados  y 
concurrentes  de  cualquiera  dignidad  que  sean. 

Art.  29  Cuamlo  los  actos  se  celebren  en  la  sa- 
la de  la  Uriiversiilad,  el  Rector  tomará  asiento 
bajo  el  dosel  on  la  t<  slera  principal  y  á  su  dere- 
cha el  Vicereclor.  Los  demás  universitarios  se 
sentarán  á  uno  y  otro  Jado  indistintamente,  se- 
gún el  orden  de  su  antigiierflhl,  sin  que  ninguno 
pueda  ceder  su  lugar  por    cortesía  6  atención. 

Art.  39  Cuando  Ja  reunión  sea  en  la  capilla 
de  la  Universidad,  el  Rector  tendrá  su  asiento 
bajo  el  .dosel  al  laJo  k\e\  Evangelio  y  el  Vicerec- 
tor  ocupará  c'I  primer  asiento  del  lado  izquierdo 
ó  de  la  EpíHloin. 

Arl.  49  El  grado  igual  preferirá  por  razón  de 
su  aniigüedad,  y  el  grado  mayor  al  menor  sin 
distinción  en  las  facultades  de  Teología.  Dere- 
cho civil  ó  canónico,  Medicina  y  ciencias  filosó- 
ficas. 

Art.  59  Los  miembros  de  la  Universidad  que 
tomarán  asientrt^cn  ^lla,son  los  Doctores,  Maes- 
tros y  Lirf'u ciados  en  el  orden  establecido  en  el 
artículo  atilerior 

Arl,  69   tios  Doctores  en    cualquiera  facultad 
preceden  por  el  orden  de  antigüedad'á  los  actua- 
les Maestros*,    est(»s  á  los   Licenciados  y  estos  á 
loa  bachilleres   cuando  hayan  de  concurrir  á  al-' 
gun  acto  de  Universidad. 

Art,  Tí9  El  secretario  cuando  desempeña  fun- 
ciones de  su  destino  en  los  actos  académicos,  tí)- 
mará  asiento  iumcdiato  á  la  mesa  frente  al  Rec- 
tor, y  cuando  concurra  como  miembro  de  la  Uni- 
versidad, ocupará  el  que  le  corresponda  por  su 
grado  y  antigüedad  coitforme  al  artículo  anterior. 
Art.  89  Los  catedráticos  que  no  tuvieren  gra- 
do acaUjíniico,  tienen  asiento  después  de  los 
miembrim  graduados. 

Art.  9<>  Si  el  Presidente  ó  Vicepresidente  de 
la  República  ó  el  Arzobispo  metropolitano  en 
Caracas  ó  el  J)iocesano  en  Mérida  ó  en  cual- 
quiera otra  provincia  donde  se  erija  Universi- 
dad, ««istieren  á  la  sala  ó  capilla  de  esta  Corpo- 
ración, serán  colocados  en  un  lugar  preferente 
al  del  Rector  y  bajo  del  dosel  que  se  pondrá  al 
efecto,  acompañándolos  en  la  capilla  dos  Docto- 
res que  este  nombrará.  « 
Art.  10.  Cualquiera  de  ^stas  autoridades  que 
concurr^i  á  los  actos  universitarios,  será  recibida 
y  despedida  en  las  puertas  de  la  sala  ó  capilla 
por  una  comisión  que  nombrará  el  Rector  de 
loa  miembros  concurrentes. 
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Art.  IL  Los  Secretarios  y  Consejeros  de  Es- 
tado, los  Ministros  de  las  Cortes  Suprema  y 
Superior,  los  Generales  de  la  Rupública  y  los 
miembros  de  la  Dirección  general  de  instrucción 
pública  que  como  particulares  concurran,  los 
Obispos  de  otra  Diócicsis  de  la  República  ó  ex- 
tranjeros y  los  miembros  del  Cuerpo  diplomático, 
tendrán  asiento  de  cortesía  en  laa  primeras  sillas 
de  ambas  alas  después  de  las  del  Rector  y  Vice- 
reclor ;  pero  si  el  Gobernador  de  la  provincia 
concurriere,  tendrá  su  asiento  en  la  primera  silla 
del  ala  izquierda  antes   del  Vicereclor. 

Art.  12.  Los  padrinos  que  asisten  al  grado  de 
Doctor,  lomarán  asiento  al  lado  del  Rector  con 
preferencia  á  los  demás  concurrentes. 

Art.  13.  Ninguna  otra  persona  que  no  sea  de 
las  expresadas. en  los  artículos  precedentes,  po- 
drá-lomar  asiento  entre  los  universitarios. 

Art.  14.  Los  D<»ctores,  Maestros  y  Licencia- 
dos cuando  concurran  en  cuerpo  á  los  actos  so- 
lemnes de  la  Universidad,  llevarán  el  traje  ne- 
gro, ropilla  é  insignias  que  hasta  ahora  han  usa- 
do. En  los  actos  funerarios  se  omitirán  las  in« 
signias. 

Art.  15.  Los  que  concurran  por  deber  á  los 
actos  públicos *de  la  Universidad,  llevaPKj^n  vesti- 
do negro. 

Arl.  16.  A  los  entierros  de  los  universitarioH 
que  fallezcan  en  el  lugar  donde  resilla  la  Uni< 
versidad,  asistirá  la  comisión  de  seis  miembro' 
que  nombrare  el  Rector  en  traje  negro  sin  ropi 
lia  acompañada  de  los  dos  bedeles. 

Art.  17.  S^  continuarán  celebrando  las  fies- 
tas de  la  patrona  Santa  Rof^a  de  Lima^  de  la 
Concepción  de  Nuestra  Señora  y  de  Santu 
Tomas  de  Aquino,  que  la  Universidad  de  Cara 
cas  ha  celebrado  desde  su  creación  y  las  do 
San  Buena  Ventura  y  de  la  Concepción  di» 
Nuestra  Señora  que  la  de  Mérida  desde  su  fun- 
dación ha  reconocido  como  patronos.  Sus  gas- 
tos serán  pagados  con  las  cantidades  designada* 
en  el  número  79  del^  artículo  19  de  la  ley  nove* 
na  del  código  de  instrucción  pública. 

Art.  18.  A  estas  fiestas  asistirá  el  Cuerpo  uni- 
versitario de  rigorosa  ceremonia  con  sus  insig- 
nias. 

CAPITULO  17. 
De  los  honores  fúnebres. 

Art.  19  Luego  que  se  reciba  la  noticia  autén- 
tica de  haber  fallecido  algún  Doctor,  Maestro  ó 
Licenciado  de  la  Universidad,  ó  uno  de  los  ca- 
tedráticos de  ella^aunque  no  tenga  estos  grados, 
el  Rector  mandará  hacer  seña  con  el  doble  d^ 
campana  por  un  cuarto  de  hora. 

Art.  29  Rl  maestro  de  ceremonias  se  infor- 
mará  de  ¡a  hora  en  que  haya  de  hacerce  el  cn,i 
ticrro  y  lo   pondrá  inmediatamente  en  con  ici- 
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miento  del  Rector,  para  que  dicte  laa  providen- 
cias  consiguientes. 

Art.  39  El  Rector  nombrará  una  comisión 
compuesta  de  seis  miembros  de  la  Universidad, 
para  que  asistan  al  entierro,  ordenando  á  los  be- 
deles su  eitacion,  y  reemplazando  oportunamen- 
te á  los  que  se  excusaren  por  impedidos. 

Art.  49  La  comisión  se  reunirá  en  la  sala  de 
la  Universidad,  y  <le  ella  saldrá  en  cuerpo  con 
los  bedeles  á  la  casa  mortuoria  para  acompaliar 
al  entierro,  ocupando  un  lugar  preferente  detras 
del  féretro. 

Art.  59  Dentro  de  dos  semanas  de  saberse  la 
muerte  de  alguno  de  los  Universitarios  compren- 
didos en  el  artículo  primeroi,  se  celebrarán  sus 
exequias  en  la  capital  de  la  Universidad  con  mi- 
sa cantada,  á  que  asistirán  todos  los  universitarios 

Art.  t)9  Al  funeral  del  Rector,  Vicerectory 
catedráticos,  asistirán  por  obligación,  ademas  de 
los  Doctores,  Maestros,  Licenciados  y  catedrá- 
ticos no  graduados,  los  Bachilleres  y  cursaníes. 

Art.  79  Dentro  de  los  quince  primeros  días 
del  mes  de  Noviembre  de  cada  año,  se  celebra- 
rán exequias  coii'oraoion  fúnebre  por  los  univer- 
sitarios difuntos. 

CAPITULO  18. 

Del  Administrador, 

Art.  19  El  administrador  llevará  la  cuenta 
por  años  económicos,  que  principiará  cada  uno 
el  19  de  Setiembre  y  concluirá  el  31  de  Agosto 
de  cada  año,  por  el  método  de  partida  doble  y 
fracciones  decimales. 

Art.  29  Adennas  délos  libros  que  exige  dicho 
método,  llevará  otro  de  censos  y  arrendamisn- 
tos  en  donde  se  expresará  el  origen  de  cada  uno 
de  ellos,  sus  capitales,  hipotecas,  censuatarios  y 
sus  ñadores,  propiedades  arrendadas,  sus  arren- 
datarios y  fiadores  con  designación  de  las  fechas 
en  que  hubiesen  sido  otorgadas  las  escrituras  pú- 
blicas, y  todo  comprobado  con  testimonio  feha- 
ciente de  las  mismas  escrituras. 

Art.  39  Po*"  separado  extractará  un  registro 
de  los  capitales  de  censos  litigiosos  y  propieda- 
des cuestionadas,  con  expresión  del  estado  en 
que  se  halle  el  litigio. 

Art.  49  Los  libros  del  administrador  estarán 
foliados  en  letras  y  no  en  guarismos,  rubricada 
cada  una  de  sus  páginas  por  el  Rector,  y  en 
la  primera  foja  se  extenderá  una  diligencia  en 
que  se  exprese  el  destino  del  libro  y  el  número 
de  folios  que  contenga,  la  que  firmarán  el  Rec- 
tor y  el  secretario. 

Art.  59  Ninguno  de  estos  libros  saldrá  de  la 
Administración  sino  solamente  cuando  deban  ser 
presentados,  concluido  el  año  económico,  á  la 
junta  de  Gobierno  para  la  revisión  y  examen  de 
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las  cuentas  segpn  los  «rtíeolos  5^;  eo  y  7®  déla 
ley  décima.  .       .  ^     . 

Art.  69  El  secretario  de  Ja  ünirersidad  para 
cumplir  con  el  deber  89  del  artículo  4»  capítulo 
69  de  este  reglamento,*llevará  el  libro'  que  allí 
se  expresa  de  recaudación  de  rentas  de  la  uni- 
versidad, con  las  formalidades  prescritas  en  el 
artículo  49  de  este  capítulo,  en  donde  asentará 
con  toda  especificación  y  claridad,  las  partidas 
de  los  ingresos  ordinarios  cucuyos  recibos  haya 
intervenido  según  lo  dispuesto  en  el  artículo  29 
de  la  expresada  ley,  y  ademas  los  de  los  even- 
tuales, por  grados  .  ficadétnicos  conferidos  en  el 
año,  y  cualesquiera  otros  que  por  su  medio  ha- 
yan producido  ingreso,  como  los  dereclios  de 
inscripción,  multas  &a. 

Art.  79  La  Junta  -Gubernativa  para  el  exa- 
men de  la  cuenta  del  administrador,  tendrá  ala 
vista  el  libro  de  censos  y  arrendamientos,  el  de 
intervención  y  los  demás  documentos  que  juz- 
gue necesarios. 

Art  89  Los  pagjus  de  sueldos  y  otras  eroga- 
ciones ordinarias  se  comprobarán  con  el  recibo 
del  interesado,  constante  de  la  partida  asentada 
en  el  libro  y  firmada  por  él. 

Art.  99  Los  egresos  extraordinarios  que  no 
pasen  de  100  pesos  se  comprobarán  con  la  or- 
den del  Rector,  previo  acuerdo  de  la  Junta  tie 
Gobierno,  y  los  que  excedan  de  100 pesos  con  el  v 
acuerdo  de  la  Junta  aprobado  por  la  Dirección 
general  de  estudios,  firmándose  la  partida  en  el' 
libro  por  la  persona  á  quien  se  hubiere  entrega- 
do la  cantidad  erogada. 

Art.  10.  El  tanteo  mensual  de  la  caja  se  oasa- 
rá  el  dia  I9  de  cada  mes  por  las  personas  desig- 
nadas en  el  ^  29  del  artículo  59  de  la  ley  10. 
En  este  acto  presentará  el  administrador  un  es- 
tado general  del  ingreso,  egreso  y  existencia 
del  mes  anterior,  se  confrontarán  sus  partidas 
con  la  de  los  libros  respectivos,  examinándose 
también  el  libro  que  lleve  el  secretarip,  y  se  ha- 
rá el  recuento  de  caudales  existentes  en  metálico. 

Art.  11.  Si  en  el  acto  del  tanteo  se  encuen- 
tra el  estado  conforme  con  los  libros  y  con  la  exis- 
tencia de  caudalfis,  pondrá  el  Rector  el  visto  bue- 
no al  estado  y  quedará  en  la  administración,  y 
con  arreglo  á  él  se  eslampará  en  un  libro  desti- 
nado al  efecto  la  diligencia  prevenida  en  el  ci- 
tado §  29  ,  llenándose  las  demás  formalidades  á 
que  él  mismo  se  refiere. 

Art.  12.  En  la  propia  forma  se  practicarán  los 
tanteos  extraordinarios  que  se  hicieren. 

Art.  13.  En  el  acto  del  tanteo  presentará  tam- 
bién ef  administrador  una  relación  délos  deudo- 
res, con  expresión  de  las  cantidades  adeudadas, 
motivos  por  que  no  se  haya  hecho  el  cobro  y  el 
estado  de  la  cobranza,  comprobándolo  con  el  re- 
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gistro  de  censos  litigiosos  7  con  relación  de  los 
expedientes  de  cobros,  siend^tin  cargo  contra  el 
administrador  el  montamiento  de  las  deudas  no 
cobradas  por  su  culpa  11  omisión.* 

Art.  14.  Si  hubiere  al^o  que  notarse  en  esta 
parte,  se  hará  mención  en  la  diligencia  de  tan- 
teo ;  pero  en  todo  caso  deberán  los  comisiona- 
dos informar  á  la  Junta  de  las  observaciones  que 
hubieren  hecho. 

Art.  15.  Si  por  s^r  feriado  el  dia  I9  del  mes 
ó  por  algún  otro  justo  impedimento  no  pudiere 
pasarse  el  tanteo,  se  entenderá  diferido  para  el 
siguiente  hábil,  sin  que  en  manera  alguna  deje 
de  practicarse. 

Art.  16.  £1  administrador  no  podrá  ausentar- 
se en  días  de  oñcina,  que  serán  todos  los  que  no 
sean  de  fiesta  entera  ó  de  la  semana  mayor,  6  de 
la  vacante  de  navidad  que  corre  desde  el  25  de 
Diciembre  hasta  el  1 9  de  Enero  inclusive  y  los 
dias  de  fiestas  nacionales. 

Art.  17.  Cuando  por  causa  urgente  y  justifi- 
cada tenga  que  ausentarse  el  administrador,  de- 
berá obtener  previamente  permiso  del  Rector 
quien  solo  podrá  concederlo  por  15  dias,  dejan- 
do el  administrador  un  sustituto  ba^  su  propia 
responsabilidad  y  fianza ;  pero  siendo  por  mas 
tiempo  ocurrirá  á  la  Junta  gubernativa,  con  ex- 
presión de  los  mismos  motivos  justificados,  y  del 
austituto  que  intenta  dejar  según  queda  preveni- 
do. La  Junla  concederá  6  no  el  permiso  según 
estime  conveniente,  no  pudiendo  exceder  en 
ningún  caso  de  dos  meses. 

Art.  18.  Mientras  se  proporciona  la  Universi- 
dad un  local  aparente  para  la  oficina  de  la  a'dmi- 
nistracioD,  permanecerá  esta  en  la  casa  del  que 
la  desempeña,  quien  deberá  fijar  dos  horas  dia- 
rias por  lo  menos  para  el  despacho,  avisándolo 
al  público  por  la  imprenta. 

Art.  19.  BI  Rector  no  pondrá  en  posesión  al 
administrador  que  se  nombrare,  sino  después 
que  haya  prestado  ]a  fianza  prevenida  en  el  ar- 
tículo 49  de  la  ley  10,  consignando  el  instru- 
mento registrado  que  la  contenga,  visto  y  apro- 
bado por  la  Junta  de  Gobierno,  que  acordará  se 
archive  y  consexve  en  el  expediente. 

Art.  20.  La  entrega  de  la  administración  se 
hará  por  el  administrador  saliente  al  entrante 
par  inventario  específico  que  comprenderá,  ade- 
mas de  los  fondos  existentes  en  caja,  todos  los 
papeles,  libros,  expedientes  y  noticias  de  la  ad- 
ministracioff  y  los  enseres  pertenecientes  á  la 
Universidad  con  expresión  de  su  estado,  tenien- 
do para  ello  á  la  vista  el  ittventario  que  haya 
servido  para  la  entrega  anterior,  autorizándose 
por  ambos.  Cuando  por  muerte,  ausencia  ó  al- 
gún otro  motivo  no  pudiere  efectuarse  la  entre- 
ga en  la  forma  prescripta,  la  Junta  gubernativa 
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dispondrá  lo  conveniente  para  que  se  haga  con 
la  mayor  regnhiridad  posible. 

Art.  21,  £1  administrador  entrante  pasará  el 
inventario  así  formado  junto  con  el  anterior  al 
secretario  déla  Uníveirsidad,  para  que  dé  cuenta 
de  ambos  en  la  primera  reunión  de  la  Junta  gu- 
bernativa. 

Art.  22.  La  Junta  gubernativa,  oido  el  infor- 
me de  una  comisión  de  su  seno,  que  nombrará 
para  el  examen,  confrontación  y  revisión  de  \o€ 
inventarios,  deducirá  los  cargos  que  ministren 
por  los  extravíos,  faltas  ó  pérdidas  que  se  ad- 
viertan, y  oido  el  administrador  saliente,  fallará 
sobre  aquellos  bien  para  absolverle  de  la  entre- 
ga 6  reposición,  ó  bien  para  imponerle  la  res- 
ponsabilidad de  hacerlo  como  una  parte  del  fi- 
niquito de  su  cuenta  al  término  de  su  servicio. 
CAPITULO  19. 
Disposiciones  transitorias* 
Art.  19  Habiéndose  verificado  ya  las  eleccio- 
nes de  Rector,  Vicerector,  representantes  de  las 
facultades  y  presidentes  de' estas,  en  conformi- 
dad de  lo  dispuesto  por  las  leyes  del  código  de  ' 
instrucción  pública  y  del  decreto  reglamentario 
que  provisoriamente  expidió  el  Gobierno  en  5 
de  Diciembre  del  año  próximo  pasado,  conti- 
nuarán estos  funcionarins  en  el  ejercicio  de  sus 
destinos  por  el  término  proscripto  por  la  ley. 

Art.  29  Esta  misma  disposición  se  entiende 
respecto  de  todos  los  demás  empleados  en  pro- 
piedad en  ^I  serncio  de  la  Universidad,  que  no 
tengan  tiempo  definido  para  su  servicio. 

Art.  39  L&s  dudas  que  ocurran  sobre  la  inte- 
ligencia de  este  decreto  ó  la  deficiencia  de  algu- 
na disposición  que  se  advierta  en  la  práctica,  de- 
berán consultarse  al  Gobierno  para  su  resolu- 
ción. 

Art  49  Mientras  la  Universidad  de  Caracas 
subsista  én  el  edificio  del  Colegio  Seminario  de 
¿sta  capital,  continuarán  desempeñándose  sus 
clases  y  actos  universitarios  en  las  salas  y  capi- 
lla del  mismo  edificio  en  que  hasta  aquí  se  han 
practicado. 

Art.  59  Luego  que  se  verifique  la  traslación 
de  la  Universidad  al  edificio  propio  que  le  está 
destinado,  el  Gobierno  dictará  las  providencias 
que  estime  convenientes  para  su  mas  cómoda  y 
regular  colocación,  usándose  entre  tanto  de  las 
salas  que  se  proporcionen  en  él  para  la  ense- 
Üanza. 

Art.  69  El  aseo,  cuidado  y  vigilancia  de  las 
salas  y  clases  que  se  hayan  establecido  y  se  es- 
tablecieren en  el  nuevo  edificio,  según  el  artícu- 
lo anterior,  se  harán  por  los  funcionarios  y  sir- 
vientes de  la  Universidad. 

Art.  79  Se  deroga  el  decreto  d^  5  de  Diciem- 
bre de  Im3  sobre  la  organización  de  las  faculta- 
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des  y  el  Cuerpo  electoral  de  las  üuiversidades. 
Art.  89  El  Secretario  de  Estado  en  el  Deftpa- 
cho  de  lo  Interior  y  Justicia,  queda  encargado 
der  la  ejecución  de  este  decreto. 

Dado,  firmado  de  mi  mano,  sellado  con  el  se- 
llo del  Poder  Ejecutivo  y  refrendado  por  el  Se- 
cretario de  Estado  en  el  Despacho  de  lo  Inte- 
rior y  Justicia. 

Caracas  á  28  de  Noviembre  de  1844,  año  15 
de  la  ley  y  34  de  la  Independencia. 

Carlos  Souhlette. 
Por  S^  E.  el    Presidente   de  la   República,  el 
Secretario  de  Estado  en  el  Despacho  de  lo  Inte- 
rior y  Justicia. 

Francisco  Cobos  Fuertes. 
INSTRUCCIÓN  Publica,  resolución  ejecu- 
tiva DE  25  DE  MAYO  DE    1850  reformando  el 
art  49  del  decreto  anterior. 

Secretaría  del  Interior.— Sección  cuarta.— Ca- 
racas Mayo  25  de  1850.— Resuelto. 
Dígase  al  Sr>  Rector  de  la  Universidad  de  Ca- 
racas. 

Considerada  la  exposición  que  ese  Rectorado 
dirigid  al  Gobierno  en  23  de  Junio  de  1848,  acer- 
ca de  los  inconvenientes  que  en  la  práctica  tenia 
para  su  ejecución  el  artículo  49  del  capítulo  15 
del  decreto  Ejecutivo  de  28  de  Noviembre  de 
1844,  reglamentario  de  las  Universidades,  en 
aquella  parte  en  que  se  exige  la  presencia  de  dos 
catedráticos,  ademas  de  la  del  Rector,  su  Secre- 
tario y  del  aspirante,  para  la  solemnidad  del  ac- 
to en  que  por  la  suerte  se  sacan  las  cuestiones; 
y  penetrado  el  Poder  Ejecutivo  de  que  la  diñcul- 
tad  que  casi  siempre  se  encuentra  para  que  con* 
curran  como  testigos  los.  dos  catedráticos  men- 
cionados, causa  un  verdadero  peijuicio  ala  mar- 
cha breve  y  expedita  de  la  causa  de  estudios,  S.  E. 
de  conformidad  con  la  opinión  del  €onsej<^de 
Gobierno,  á  quien  oyó  en  el  particular, -declara 
innecesario  el  requisito  expresado,  y  que  es  bas- 
tante para  la  legalidad  del  acto  la  presencia  del 
Rector,  su  Secretario  y  del  aspirante;  quedando 
reformado  de  este  modo  el  artículo  49  del  capí- 
tulo y   reglamento  citado. 

Comuniqúese  &  la  Dirección  de  estudios  y  á 
la  Universidad  de  Mérida  y  publíquese. 

Por  S.  E.— Parejo. 

INSTRUCCIÓN  PUBLICA.  RESOLUCIÓN  EJECU- 
TIVA DE  14  DE  MAYO  DE  1847  sobre  exequias 
á  los  Licenciados — reformatoria  del  artículo 
49  del  mismo   Decreto  anterior. 

Secretaría  de  lo  Interior.— Sección  segunda.— 
Caracas  Mayo  14  de  1847. 
Resuelto. — Habiéndose  encontrado  dificulta- 
des en  la  ejecución  del   artículo  59  del  capítulo 
17  del  decreto  del   Gobierno  de  28  de  Noviem- 
bre de  1844,  reglamentario  de  las  Universidades, 
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que  dispone  **  que  se  celebren  exequias  á  los 
Licenciados  que  faldean,  „  por  no  estar  com- 
prendido el  gasto  que  por  ellas  se  cause,  en  la 
ley  de  5  de  Mayo  de  1846  ;  el  Poder  Ejecutivo 
teniendo  á  la  vista  el  informe  de  la  Dirección  de 
Instrucción  pública,  y  eon  acuerdo  del  Consejo  • 
de  Gobierno,  reforma  el  artículo  citado  en  los 
términos  siguientes. 

**  Dentro  de  dos   meses  de   saberse  la  muerte 
de  algún  Doctor  ó  Maestro  de  la  Universidad,  se 
celebrarán  r^us    exequias   en  la   capilla   de  esta, 
i  con  misa  cantada,  á  que   asistirán  todos  los  uni- 
versitarios. " 

PflÉr  S.  E — Rafael  Acevedo. 
INSTRUCCIÓN  PUBLICA,  resolución  ejecu- 
tiva DE  2  DE  octubre  DE  1852  restablecien- 
do el  ceremonial  de  procesión  para  la  cola- 
ción de  grados  académicos  -gue  reforma  tam- 
bién en  esta  parte  el  mismo  decreto  anterior. 
Secretaría  del  Interior. — Sección  cuarta. — Ca- 
racas 2  de  Octubre  de  1852 ;  23  y  42. 
Resuelto. — Habiendo  snlicitado  el  Sr.  Dr.  Ni- 
,  colas  Milano,  miembro  de  la  Universidad  centra], 
1  que  el  Poder  Ejecutivo,  en  uso  de  sus  facultades, 
se  sirviese  restablecer  el  ceremonial  de  procesión 
para  la  colación  de  grados  académicos,  designan- 
do la  carrera   desde  el  local    de    las  sesiones  de 
dicha  Universidad  por  la  puerta  del  Colegio  á  la 
de  la  calle  de  1h  capilla,    regresando  á  la  conclu- 
sión del  acto,  oonforme  estaba    dispuesto  por  el 
decreto  de*  Libertador  de  24  de    Junio  de  1827; 
S.  E.,  después  de  oír  el  informe  de  la  Dirección 
general  de  Instrucción    pública,  y  la  opinión  del 
Consejo  de  Gobierno,  ha    resuelto:**  que  en  las 
Universidades  pueda    practicarse    el  ceremonial 
que  se  ha  solicitado,    siempre  que  los  individuos 
que  hayan  de  graduarse  quieran  verificarlo,  ob- 
teniendo antes  el   consenthniento  del  Sr.  Rector 
de  la  Universidad,  quedando   reformado  en  esta 
parte  el  decreto    reglamentario  de  estos  estable- 
cimientos de  28  de  Noviembre  de  1844. 

Comuniqúese  á  quien  corresponde  y  publí- 
quese.—Por  S.  E— Herrera. 

INSTRUCCIÓN  PUBLICA.  REsoLUciofr  eje- 
cutiva DE  30  DE  Junio  de  1635  disponien- 
do que  los  Gobernadores  pasen  al  Poder  Eje- 
cutivot  todo  acuerdo  que  libren  las  diputacio- 
nes sobre  escuelas  primarias^ 

República  de  Venezuela.— Secretaría  de  Es- 
tado en  loa  D.  l>  del  Interior  y  Justicia.— Sección 
Municipal.— Caracas  30  de  Junio  de  1835,  afio  6  ® 
de  la  ley  y  26  do  la  independencia.— Número  473.' 

Al  Señor  Gobtirnador  de 

En  el  expediente  i^Ápectivo  ha  dictado  el  Go- 
bierno, con  fecha  5¿7  del  corriente,  la  resolución 
que  sigue : 

'*  Existíendf»  «n  el  expediente  de  instruceton 
primaria  del  Ministerio  del  Interior  las  ordenan- 
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Zft8  Municipales  de  Caracas,  Carabi»bo,  Mara- 
caybo,  Mérida,  Barcelona,  Barquisinieto,  Apu- 
re y  Harinas,  sobre  el  estobleciíni«»nlo  y  organi- 
sacion  de  las  esciielas  de  primeras  letras,  faltan 
las  de  Cumaná,  Margarita,  Gnnyana,  Trujillo  y 
Coro ;  cuyas  diputaciones,  no  puede  creerse  ha- 
yan dejado  de  tomar  en  consideración  hasta  aho- 
ra el  importante  y  privilegiado  objeto  de  la  cn- 
tefianza,  que  es  la  base  de  la  moral,  de  la  civi- 
lización y  de  la  dicha  de  un  pueblo. 

Pídase  á  los   respectivos   Gobernadores   co- 
pias de  las  mencionadas  ordenanzas   que  faltan, 
y  dígase  á  todos  en    circular  :    que  el    Gooierno 
debe  y^csea  tener  ahora   y  en  lo  sucesivo  cons- 
'  tantemente  copias  de  cualquier  acuerdo,   decre- 
to 6  resoluciones,  que,  en  las  provincias  se  ha- 
yan librado  y  se  libraren  con    relación  &  la  edu- 
cación primaria,  siendo  por  ahora  urgente  noti- 
cia y  copia  de  lo  que   exista  ya  dispuesto  sobre 
la  materia.  Ademas  necesita  el  Poder  Ejecutivo, 
y  espera,  que  se   le  remita  inmediatamente    por 
todos  los   Gobernadores  un  acuerdo  comprensi- 
vo de  los  cantones  y  parroquias  de  cada  provin- 
cia, con  expresión  del    número  de   escuelas,  nú- 
»     mero  de  niños,  asistentes  á   cada    una,  dotación 
del  preceptor,  y  fondo  de  donde  sale. 
Soy  de  Ü.8.  atento  servidor. 
(Firmado,  )Antonio  L,  Guzman. 

Es  copia  :  Guzman. 

INSTRUCCIÓN  PUBLICA,  resolución  ejecu- 
tiva DE  16  D£  diciembre  DE  1841  decidien- 
do no  estar  vigente   la  real  cédula  de  4  de 
Octubre  de  n^  que   declara  incompatibles 
los  destinos  de  Provisor  y  de  Rector  d^l  Se- 
minario con  el  de  Rector  de  la  Universidad. 
Sec^retaria  de  lo  luterior. — Stccion  segunda. 
—Caracas  16  do  Dicifiubio  de  1841. 
Dígase  al  Rector  de  la  Universidad. 

Di  cuenta  á  S.  E.  el  Presidente  de  la  Repúbli- 
ca de  la  nota  d't)  US.  fecha  9  del  actual  y  de  las 
copias  que  se  acompañaron  para  consultar  si  se 
halla  vigente  la  real  cédula  expedida  á4  de  Oc- 
tubre de  1784,  declarando  incompatible  el  desti- 
no de  Provisor  y  el  de  Rector  del  Seminario 
con  el  de  Rector  de  la  Universidad  ;  y  aunque 
no  ha  ocurrido  un  hecho  que  demande  una  re- 
solución, S.  E.  se  ha  servido  dictar  la  «.ij^uiente. 
Por  el  artículo  75  de  la  ley  de  18  de  Mim-zo  de 
18S6  sobre  organización  y  arreglo  de  la  instruc- 
ción publica,  fueron  revocadas  cualesquiera  ]e- 
ye8«  resoluciones,  planes  de  estudios,  constitu- 
ciotzes  ó  reglamentos  que  hayan  regido  hasta 
aquí  en  las  Universidades,  colegios  ó  «scuelas 
de  ense?)8nza  publica.  Desde  entonces  dejó  de 
estar  en  observancia  en  Venezuela  la  real  cédu- 
la  á  que  se  contrae  la  consulta.  Y  es  digno  de 
obiorrarae  que  para  la  mas  cumplida  ejecución 
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de  esta  ley  expidió  el  Presidente  de  Colombia 
ea  ejercicio  de  las  facultades  extrhordinarias  de 
que  se  halhba  investido,  el  decreto  de  24  de  Ju- 
nio de  18^7,  que  organizó  la  Universidad  de  Ca- 
racas, y  debe  ser  boy  su  única  regla :  en  este 
decreto  tampoco  se  menciona  la  prohibición  de 
que  trata  la  cédula.  No  está,  pues,  ella  vigente 
en  la  República. 

Publíquese — Por  S.  E. — Quintero, 

INSTRUCCIÓN  publica,  resolfcion  ejecu- 
tiva DE  6  DE  SETIEMBRE  DK  18^2  mandando 
que  los  Gohernadores  pasen  anualmente  el 
IV  de  Octubre  á  la  Dirección  general  un  cua- 
dra de  las  escuelas  primarias  de  su  pro- 
vincia. 

ACUERDO  DE  LA  DIRECCIÓN., 

Dirección  general  de  Instruecion  pública.— Cara- 
cas 29  de  Agosto  de  1842,  año  13  de  la  ley  y  32  U« 
la  independencia. 
Sr.  Secretario  de  lo  Interior, 

Con  fecha  de  ayer  ha  acordado  la  Dirección 
\o  que  sigue. 

*•  Se.  acordó  pasar  una  comunicación  al  Sr. 
Secretario  del  Interior  á  fin  de  que  por  una  re- 
solución del  Gobierno  se  disponga,  si  lo  tiene  á 
bien,  que  anualmente  remitan  los  Sres.r Gober- 
nadores á  esta  Dirección  el  cuadro  de  las  escue- 
las de  sus  respectivas  provincias  con  arreglo  ul 
modelo  que  les  ha  enviado  para  formar  el  gene- 
ral que  debe  pasarse  al  Congreso  por  conducto 
del  Poder  Ejecutivo,  ya  que  no  le  iia  sido  posi- 
ble á  I»  Dirección  ser  atendida  en  edte  particu- 
lar. Solo  un  año  se  ha  podido  pasar  esta  noti- 
cia, y  no  en  los  demás  porque  no  lodos  los  Go- 
bernadores han  remitido  loa  cuadros  que  se  les 
pidieron.  En  el  último  año  fallaron  los  de  Cara- 
cas, C/umaná,  y  Guayana,  y  si  estos  pudieran 
conseguirse,  la  Dirección  formaría  el  cuadro  ge- 
neral que  debe  acompafiar  á  su  memoria,  por- 
que airnque  es  verdad  que  esta  noticia  tendría 
un  año  de  atraso,  siempre  seria  útil  ;  pues  daria 
una  idea  del  estado  de  las  escuelas,  y  esto  ei» 
tanto  mas  necesario  ahora,  cuanto  que  en  la 
próxima  Legislatura  es  piobabJe  que  las  Cáma- 
ras se  ocupen  de  las  leyes  que  han  de  organizar 
la  educación  primarla." 

Lo  trascribo  á  US.  á  fin  de  que  penetrado  de 
la  importancia  de  dicha  notici«,  único  medio  de 
saberse  anualmente  el  estado  de  las  escurjas,  se 
sirva  inclinar  el  ánimo  *de  S.  E.  á  que  se  dé  una 
orden  para  su  remisión  á  esta  Dirección  el  dia 
primero  de  Octubre  de  cada  año,  principiando 
desde  el  entrante,  y  por  lo  que  respecta  á  las 
provincias  de  Caracas,  Cumaná  y  Guayana,  es- 
pera la  Dirección  que  US.  recomendará  á  sus 
Gobernadores,  remitan  el  primero  de  Octubre 
próximo  los  cuadros  que   dejaron  de  mandar  el 
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afio  próximo  pasado.— Soy  de  l/S.  atento  servi- 
dor.— José  Vargas. 

Secreiaiía  de  lo  Interior.— Sección  segunda, 
—Setiembre  6  de  1842. 
Resuelto  — Trascríbase  á  los  Sres.  Goberna- 
dores  de   provincia  y  recomiéndeseles  que  en- 
víen la  noticia  pedida   por  la   Dirección  de  ins- 
trucción pública.  Hágase  á  los  de  Carác&s,   Cu- 
maná  y  Guayana,  la  indicación  contenida  en  es- 
te oficio.. — Publíquese. — Por  S.  E. — Qintero. 
INSTRUCCIÓN  PUBLICA,  resolución  rjecu- 
TivA  DE  28*DE  FEBRERO  DE   1845  declafando 
cómo  deberá  decidirse  la  votación  en  los  casos 
de  empate  en  las  elecciones  de  Presidente  y 
Vicepresidente  de  las  facultades  de  ciencias 
de  las  Universidades. 

Secretaria  de  lo  Interior.— Sección  segunda.— 
Caracas  Febrero  28  de  1846.— Re8u«4ta 
Dígase   al  Sr,   Presidente  de  la  Dirección  de 
Instrucción  pública. 
Para  resolver  la  consulta   dirigida  por  la  Di- 
rección en    nota  de  7  de  Febrero  anterior  relati- 
va al  modo  de  resolverse  los  casos  de  empate  que 
ocurran  en  las  facultades  de  ciencias  de  las  Uni- 
versidades en  las  elecciones  de    Presidente,    Vi- 
cepresidente y  Secretario,  opinando   esa  corpo- 
ración que  convendria  se  decidiesen  por  la  suer- 
te, tuvo  á  bien  el  Poder  Ejecutivo  oir  el  dicta- 
men del  Consejo    de  Gobierno  que  lo  emitió  en 
la  forma  siguiente  : 

**  ^  39  El  mismo  Sr.  Secretario  del  Interior 
presentó  al  Consejo  una  consulta  que  la  Direc- 
ción general  de  Instrucción  pública  ha  hecho  al 
Gobierno,  sobre  eT  modo  de  decidir  las  votacio- 
nes empatadas  en  las  elecciones  de  Presidente, 
Vicepresidente  y  Secretario  de  las  facultades  de 
ciencias  de  las  Universivlades  ;  pues  disponiendo 
la  ley  cuarta  del  código  de  la  materia  en  su  artí- 
culo 24  **  que  la  elección  de  dichos  empleados 
se  haga  á  pluralidad  relativa  "  y  no  decidiendo 
ella  ni  el  reglamento  subsecuente  del  Poder  Eje- 
cutivo, si  en  los  casos  de  empate  deba  tener  vo- 
to de  calidad  el  universitario  que  presida  el  acto, 
ó  si  se  decida  por  la  suerte ;  la  Dirección  busca 
el  acierto  en  la  resolución  del  mismo  Gobierno 
y  este  pide  la  opinión  de  su  Consejo.  Cree  este 
cuerpo,  que  el  medio  mas  obvio  y  sencillo  en 
tales  casos,  es  el  de  ocurrir  á  la  suerte,  por  ser 
el  mas  libre  de  compromisos,  el  menos  odioso  y 
el  que  está  generalmente  adoptado  en  la  prácti- 
ca por  los  cuerpos  colegiados,  y  así  lo  consulta 
al  Gobierno,'* 

Y  habiéndose   conformado  S.  E.  con  este  pa- 
recer tengo  el  honor  de  trascribirlo  á  US.  para 
que  se  comunique  á  las  Universidades   oomo  la 
regla  que  deben  obseryar  en  el  particular. 
Por  S.  E.— C0605  Fuertes, 
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INSTRUCCIÓN  PUBLICA,  resolución  ejecu- 
tiva DE  3  DE  JUNIO  DE  IMG  declarando  :  I9, 
qué  requisitos  deben  llenar  para  el  grqdo  de 
Bachiller  los  que  habiendo  sido  reprobados 
en  una  Universidad  en  los  idiomas  latino  y 
castellano,  pasen  á  estudiar  ciencias  filosó- 
ficas^ en  algún  colegio  particular:  29,  ^ 
quienes  pueden  únicamente  admitir  ios  di- 
rectores  de  colegios  particulares  al  estudio 
de  las  ciencias  filosóficas;  y  relación  anual 
de  matrículas  que  deben  pasar  á  la  Univer- 
sidad ó  colegio  nacional  mas  inmediato  ;  y 
39,  que  las  Universidades  informen  al  Poder 
Ejecutivo  por  conducto  de  la  Dirección  de 
estudios  acerca  de  las  faltas  que  se  nSten  en 
los  comprobantes  de  los  que  aspiren  al  gra- 
do de  Bachiller  en  filosofía,  habiendo  hecho 
su  estudio  en  otro  establecimiento. 

KeTública  de  Venezuela.— Secretaría  de  Estada 
en  los  Despachos  del  Interior  y  Justicia.— Sección 
segunda— Núm.  274.  -Caracas  3  de  Junio  de  1&46 
año  17  de  la  ley  y  86  de  la  independencia.— Re 
suelto. 
Dígase  al  Sr.  Presidente  de  la  Dirección  ge- 
neral de  Instrucción  pública  y  Rectores 
de  Universidades» 
A  consecuencia  de  la  comunicación  que  el 
Rector  de  la  Universidad  de  í-aiácas  dirigió  al 
Poder  Ejecutivo  solicitando,  á  nombre  de  la  jun- 
ta de  Gobierno  de  la  misma  Universidad,  una 
disposición  que  impidiese  el  abuso  que  hacían 
algunos  cursantes  do  la  libertad  que  tienen  para 
pasar  á  otros  estableciiiiieutos  científicos  á  estu- 
diar en  ellos  filosofía,  pues  acontece  que  algu- 
nos después  de  haber  sido  reprobados  en  ios 
idiomas  latino  y  castellano,  han  pasado  al  si- 
guiente dia  ó  poco  después  á  una  de  las  casas  de 
enseñanza  privada  establecidas  en  esta  ciudad  á 
oirías  lecciones  del  curso  filosófico  que  se  sigue 
en  ellas,  burlando  por  esie  medio  el  juicio  ó  cen- 
sura del  cuerpo  examinador  de  la  Universidad  i 
dispuso  S.  E.  el  Presidente  de  la  República  que, 
procediendo  de  conformidad  con  lo  que  previene 
la  ley  14^  del  código  de  instrucción  pública,  s« 
oyese  sobre  la  materia  sucesivamente  á  la  Di- 
rección general  y  Consejo  de  Gobierno,  los  cua* 
les  se  han  extendido  &  informar  ademas  sobre  el 
inconveniente  que  presenta  la  facilidad  con  qu» 
suelen  calificarse  de  buenos  en  una  Universidad 
los  documentos  comprobantes  de  los  estudio» 
seguidos  en  otra  que  no  los  admitiri.i  como  bas- 
tantes para  la  obtención  dé  algún  grado  científi- 
co ;  y  después  de  haber  meditado  detenidamen- 
te sobre  la  materia,  ha  resuelto  que  los  alumnos, 
de  las  Universidades  quo  hayan  sido  reprobado* 
en  el  examen  prevenido  por  el  artículo  59  de  la 
ley  séptima  del  código  de  instrucción  pública  no 
pueden  ser  admitidos  ai  gcado  d»  bachiller  «o. 
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ciencias  filosóficas  en  la  misma  Unirersidad  sin 
i)ue  antes  sufran  en  ella  el  examen  del  artículo 
^9  referido,  contraído  á  las  materias  que  en  él 
se  expresan,  sin  que  baste  entonces  la  certifica- 
ción de  idoneidad  del  Director  ó  Directores  del 
establecimiento  en  que  se  siguió  el  curso  filosó- 
fico: con  cuyo  objeto  los  señores  de  las  Univer- 
sidades advertirán  al  Rector  cada  vez  que  ocur- 
ra el  caso  presupuesto  que  se  encuentra  el  aspi- 
rante comprendido  en  él.  Que  los  Directores  de 
los  colegios  particulares  donde  se  enseñan  las 
ciencias  filosóficas,  no  admitan  al  estudio  de  es- 
tas á  aquellos  jóvenes  que  no  acrediten  su  ido- 
neidad en  los  idiomas  castellano  y  latino,  ele- 
mentos de  versificación  y  retórica  aplicados  á  la 
lengua  castellana,  como  se  practica  en  las  Uni- 
versidades en  virtud  del  artículo  59  de  la  ley 
séptima  citada.  Y  que  los  Directores  de  casas 
particulares  de  educación  en  que  se  enseñen 
ciencias  filosóficas  pasen  anualmente  á  las  Uni- 
versidades ó  colegios  nacionales  mas  inmediatos 
y  á  donde  es  probable  que  quieran  los  alumnos 
recibir  el  grado  de  bachiller,  la  matrícula  de  cur- 
santes en  las  materias  del  año  que  empieza,  de- 
biendo cumplir  con  esta  disposición  dentro  de 
los  quince  primeros  días  del  año  correspondiente. 
Respecto  de  la  facilidad  con  que  se  admite  á 
examen  en  algunos  establecimientos  los  que  han 
cursado  ciencias  en  otros  no  exigiéndoseles  los 
comprobantes  necesarios  ó  admitiéndolos  sin  los 
requisitos  indispensables,  el  Poder  I^ecutivo  no- 
tando que  este  mal  depende  mas  que  de  la  falta 
de  reglas,  de  la  inobservancia  délas  que  existen, 
se  limita  por  ahora  á  encargar  su  mas  exacto 
cumplimiento  á  las  Universidades  y  colegios  na- 
cionales previniéndoles  den  cuenta  por  conducto 
de  la  Dirección  general  de  instrucción  pública  de 
cualquiera  falta  que  adviertan  en  este  punto  pa- 
ra aplicar  con  informe  de  dicho  cuerpo  el  reme- 
dio conveniente. — Por  S.  E. —  Cobos  Fuertes. 
INSTRUCCIÓN  FUBLicA.  rts^lucíon  ejecu- 
tiva DE  21  DE  FEBRERO  DE  1651  establecien- 
do el  modo  de  svbsanar  las  faltas  de  los  con- 
'  ciliarios  cuando  dejan  de  concurrir  á  la  jun- 
ta de  gve  son   parte* 

Secretaria  del  Interior. — Sección  cuarta.— Ca- 
racas, Febrero  21  de  1861.— Resuelto. 

Dígase  al  Sr,  Rector  de  la  Universidad  central. 
Fué  presentada  al  despacho  la  nota  de  U.  S. 
fecha  de  ayer  en  que  manifiesta  lío  haberse  aun 
podido  hacer  la  provisión  de  la  cátedra  de  Hi- 
giene y  Fisiología,  ya  porque  después  de  estar 
instalado  con  este  fin  el  Cuerpo  electoral  com- 
puesto de  la  Junta  de  Gobierno  y  de  los  cuatro 
conciliarios,  uno  de  estps  se  ausentó  de  hecho  y 
dejó  incompleta  la  Junta  proveedora,  de  que  son 
liarte  loa  cuatro  conciliarios;  y  ya  porque  hecha 
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nueva  citación,  el  misnro  condUario  que  antes 
habia  obrado  con  aquella  irregularidad,  ha  pro- 
curado no  dejarse  citar.— U.  S*  manifiesta  el  per- 
juicio que  traería  á  la  regularidad  que  debe  ob* 
servarse  en  el  servicio  de  la  Academia  la  repetí* 
cion  de  esta  conducta  por  el  mismo  conciliario 
ó  por  cualquiera  otro,  en  la  provisión  de  dicha 
cátedra  ó  de  otra  que  haya  de  proveerse;  y  en 
atención  á  que  las  leyes  académicas  no  proveen  ^ 
de  medios  esplícitos  y  prontos  para  remediar  es-  * 
te  mal,  pide  U.  S.  que  el  Poder  Ejecutivo  se  sir- 
va dictar  una  resolución  que  establezca  una  regla 
general,  la  cual,  en  concepto  de  ese  Rectorado, 
puede  ser  la  de  que  **  al  faltar  uno  ó  mas  conci- 
liarios, que  hayan  sido  citados  para  la*  provisión 
de  una  cátedra,  sin  haberse  excusado  por  impe- 
dimento legítimo,  se  repute  como  una;renuncia 
tácita  de  su  oficio,  y  que  la  Junta  gubernativa 
deba  en  consecuencia  proceder  con  la  brevedad 
posible  al  nombramiento  ó  nombramientos  de  , 
los  que  hayan  de  subrogarles." 

El  Poder  Ejecutivo  encuentra  que  efectiva- 
meiite  ni  por  las  leyes  académicas,  ni  por  el  de- 
creto qne  reglamenta  las  Universidades  está  pre- 
visto el  caso,  y  que  de  consiguiente  se  hace  ne- 
cesario dictar  una  resolución  que  llene  este  va- 
cio, para  evitar  los  males  que  se  anuncian ;  roas 
no  por  esto  cree  S.  E.  que  esta  resolución  pue- 
da librarse  en  los  propios  términos  que  se  soli- 
cita, porque  muy  bien  puede  suceder  que  citado 
un  conciliario  por  primera  vez,  se  encuentre  sin 
ningún  motivo  que  le  excuse  para  concurrir,  y 
que  próxima  ya  la  época  de  la  reunión  le  sobre- 
venga un  impedimento  legítimo  para  ello,  pu- 
piendo  sin  embargo  verificarlo  en  la  inmediata; 
en  cuyo  caso  no  podría  decirse  que  habia  queri- 
do tácitamente  renunciar  su  oficio,  y  debe  citár- 
sele nuevamente  para  ver  la  manifestación  que 
hace.  En  esta  virtud,  S.  E.  ha  tenido  á  bien  re- 
solver: que  solo  en  aquellos  casos  en  que  uno  ó 
mas  conciliarios  hayan  sido  citados  por  dos  veces, 
y  sin  haber  manifestado  excusa  legítima,  dejen 
de  concurrir  en  ambas  ocasiones,  puede  consi- 
derarse que  el  individuo  ó  individuos  que  así 
obran  renuncian  tácitamente  el  nombramiento  y 
debe  precederse  á  la  elección  del  que,  ó  de  los 
que  deban  subrogarles. 

Soy   4-a — Por  S.  E.-^  Pulido. 
INSTRUCCIÓN  PüBMCA.  resolución  ejecu- 
tiva DE  31  DE  mayo  DE  1851  sobrc remision 
á  la  Dilección  general  (Hoy  el  P.  E.)   de  las 
noticias  ¿informes  que  determinan  la^  leyes. 
Secretaría  del  Interior  —Secion  cuarta.— Cara- 
cas 81  de  Mayo  de  1861 
Resuelto. — Habiendo  manifestado   la   Direc- 
ción general  de  Instrucción  publica   que  la  ma- 
yor parte  de  los  Gobernadores  y  Juntas  de  Ren- 
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tns  áe  los  Colegios  nacionales  ndie  envian  con 
la  puntualidad  debida  los  inforMI,  cuadros  y 
noticias  que  les  está  prevenido  por  las  leyes  y 
por  las  diferentes  resoluciones  del  Gobierno,  r€- 
■ultando  de  esto  que  aquella  corporación  no  pue- 
rta dar  cumplidamente  la  cuenta  del  ramo  que 
le  está  encomendado,  y  que  la  autoriilfld  supre- 
ma quede  sin  el  debitlo  conocimiento  del  estado 
de  la  instniccion  pública  en  todos  sus  ramf»s  :  y 
considerando  el  Poder  Ejecutivo,  que  si  bien  es- 
ta falta  ha  sido,  hasta  cierto  punto,  disculpable 
en  los  aftos  anteriores  en  que  los  Gobernadores 
han  tenido  que  consagrarse,  con  preferencia  á 
todo  oiro  negocio,  á  la  conservación  del  orden 
y  tranquilidad  públicos,  al  presente  ha  desapa- 
recido ya  todo  motivo  que  impida  á  dichas  au- 
toridades el  estricto  cumplimiento  de  las  dispo- 
siciones citadas,  H.  B.  ha  tenido  á  bien  dictar  en 
esta  fecha  la  siguiente  resolución. 

19  Los  Gobernadores  de  provincia,  y  en  sus 
casos  los  jefes  políticos,  exigirán  de  las  Juntas 
de  Rentas  de  los  Colegios  nacit)nale8  el  gias 
exacto  cumplimiento  del  IO9  deber  que  les  im- 
pone la  ley  de  18  de  Mayo  de  1842,  en  su  artí- 
culo 18,  y  remitirán  con  la  mayor  puntualidad 
á  la  Dirección  general  en  I9  de  Octubre  de  ca- 
da afio,  la  memoria  que  allí  se  previene. 

29  También  enviarán  los  Gobernadores  á  la 
propia  Dirección  todas  aquellas  noticias,  cuadros, 
informes  y  demás  datos  que  les  está  preceptua- 
do en  las  diferentes  resoluciones  libradas  por  el 
Gobierno,  á  fin  de  que  esta,  en  la  exposición 
que  anualmente  bace  en  cumplimiento  de  la  ley, 
pueda  poner  de  maniñesto  el  verdadero  estado 
-de  la  instrucción  en  cada  provincia,  y  los  recur- 
sos y  rentas  con  que  cada  uno  cuenta  para  esto. 

39  liOS  datos  de  que  se  habla  en  el  artículo 
anterior,  deberán  estar  necesarianryente  para  el 
15  de  Setiembre  de  cada  año  en  poder  de  la  Di- 
rección ;  ácuyo  fin  los  Goberujidores  pondrán  en 
la  estafeta,  con  la  anticipación  debida,  las  comu- 
nicaciones que  los  contengan. 

49  Ningún  Gobernador  excusará  la  falta  de 
cumplimiento  de  estas  disposiciones  con  la  cir- 
cunstancia de  no  hfiber  obtenido  en  tiempo  las 
noticias  que  debian  pagarle  sus  inferiore:),  pues 
que  debe  exigir  de  estos,  tan.  anticipadamente 
cuanto  lo  juzgue  conveniente,  todos  aquellos  de- 
talles é  informes  necesarios,  para  centralizarlos 
y  poder  dar  el  suyo. 

59  Para  las  noiicias,  informes  y  cuadros  que 
se  han  de  remitir,  se  arreglarán  los  Gobernado- 
res á  las  instrucciones  y  modelos  que  hasta  aho- 
ra se  le?  han  pasado  con  este  fin,  ó  á  los  que  en 
lo  sucesivo  tuviere  á  bien  pasarles  la  Dirección 
general  de  Instrucción  publica. 

69  Los  Rectores  de  las  Universidades  de  Ca^ 
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rácas  y  Mérida  enviarán  anualmente  á  la  DIree- 
dton  general,  el  informe  que  se  les  ordenó  por 
resolución  de  3  de  Setiembre  de  1846  ;  debien- 
do verificarlo  la  primera  dentro  de  los  qoine« 
primeros  dias  del  mes  de  Octubre,  y  la  segunda 
ponerlo  en  la  estafeta  en  tiempo  oportuno,  á  fin 
de  que  se  encuentre  indispensablemente  en  po- 
der de  la  Dirección  para  antes  del  15  del  men- 
cionado Octubre ;  y 

79  Aunque  el  envío  de  los  datos  mencionados 
debe  hacerse  directamente  á  la  Dirección,  las 
autoridades  á  quienes  toca  verificarlo  participa- 
rán á  este  Ministerio,  en  la  propia  fecha  y  por 
el  mismo  correo,  haber  dado  cumplimiento  á  es- 
ta resolución. 

Comuniqúese  á  los  Gobernadores  de  provin- 
cia. Dirección  de  estudios  y  Rectores  de  las  Uni- 
versidades ;  y  publíquese. 

Por  S.  E.— 'Arando. 
INSTRUCCIÓN  PUBLICA,  resolución  bjecu- 
TiVA  DE  16  DE  OCTUBRE  DE  1851  autorizan- 
do á  la  Dirección  general  para  destinar  á 
la  escuela  normal  de  Barinas  ciertas  can- 
tidades» 

Secretaríadel  Interior  .—Sección  cuarta.— Ca- 
racas Octubre  16  do  1851.— Resuelto. 

Dígase  al  8r.  Presidente  de  la  Dirección  Js- 
neral  de  instrucción  pública. 

He  dadq  cuenta  al  Poder  Ejecutivo  de  la  nota 
de  US.,  fecha  22  del  próximo  pasado,  en  la  cual 
manifiesta,  que  habiendo  convenido  el  Gobierno 
con  el  acuerdo  de  esa  Direccion^cerca  de  la 
aplicación  de  los  800  pesos  que  anualmente  cor- 
responden á  las  clases  de  Barinas,  en  favor  de  la 
** Escuela  normal"  allí  establecida,  desea  esa  Di- 
rección que  las  cantidades  no  pagadas  á  dichas 
clases  en  el  tiempo  que  han  estado  cerradas,  así 
como  los  2tí0  pesos  87  centavos  pertenecientes  á 
las  mismas,  que  tiene  reconocidos  la  sucesión 
del  Sr.  Antonio  María  Ruiz,  se  destinen  al  fomen- 
to de  la  citada  Escuela ;  y  encontrando  S.  E. 
Conveniente  la  adopción  de  esta  medida,  ha  re- 
suelto autorizar  á  ef«a  Dirección  para  destinar 
también  á  la  Escuela  normal  de  Barinas  las  can- 
tidades mencionadas,  pero  con  las  mismas  con- 
diciones con  qun  se  le  concedieron  los  80D  pe- 
sos en  1^  resolución  del  6  del  p)6x*mo  pasado. 

Con  esta  propia  fecha  se  oficia  al  Sr  Secreía- 
rio  de  Hacienda,  ya  con  el  fin  He  que  ponga  c« 
cuenta  al  Sr.  Tesorero  jeneral  del  destino ijue  st 
ha  dado  á  la  Cantidad  que  se  esté. adeudando  6 
las  clases  de  Barinas,  y  ya  para  qu«  ordene  tam- 
bién á  aquel  que  forme  y  remita  cuanto  antes  á 
esa  Dirección  la  liquidación  de  la  cantidad  ex- 
presada. • 

También  se  pone  en  conocimiento  del  Sn  Oe- 
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bernador  de  Barínas  todo  lo  resuello  en  el  par- 
liciilar. 

Soy  &? — Por  S.  E. — Herrera. 

IWSTRÜCCICN  PUBLICA.  RK80LÜCI0N  EJECU- 
TIVA pE   1^  DE  OCTUBRE  DK  \Qb2  CretíTldo  UTlü 

plaza  de  oficial  para  auxiliar  en  sus  traba- 
jos al  Secretario  de  la    Universidad  central. 
Secretaria  del  Interior.— Sección  cuarU. —Ca- 
racas Octubre  14  de  1852.— Resuelto. 
Vista  la  solicitud  que  el  Secretario  de  la  Uni- 
versidad de  Caraca»,  ha  dirigido  al  Gobierno  so- 
bie  la  creación  de  ona  plaza  de  oficial  para  la 
misma  secretaría,  con  el  fin  de  que  le  auxilie  en 
las  nomeroiios  trabajos  quf*  allí  ocurren;  y  visto 
también  el  informe  favorable  que  sobre  el  parti- 
cular ha  evacuado  la  respectiva  Junta  de  inspec- 
ción y  Gobierno. 

El  Poder  Ejecutivo  encuentra  justa  y  fundada 
la  mencionada  solicilud,  pues  raya  en  lo  impo- 
sible que  un  solo  empleado  pueda  dar  evasión  á 
tantos  negocios,  y  cumplir  oportunamente  con 
todos  los  deberes  que  le  imponen  las  leyes  aca- 
démicas y  el  reglamento  del  Gobierno,  al  paso 
que  no  seria  razonable  pretender  que  el  Secre- 
tario pagase  ui)  escribiente  de  su  peculio,  no  te- 
niendo sueldo  fijo  sino  solamente  obvenciones,  y 
habiéndose  dismmuido  estas  consiiierahietnente 
en  virtud  de  la  última  ley  que  habla  fie  los  gra- 
dos en  las  Universidades.  En  couétecuencia  S. 
E.  acuerda  la  creación  cíe  la  plaza  solicitada  de- 
biendo la  respetable  Junta  de  Inspección  y  Go- 
bierno nombrar  la  persona  que  haya  de  desem- 
peñarla, la. cual  recibirá  por  remuneración  de 
sus  servicios  veinte  pesos  mensuales  que  se  to- 
marán de  las  rentas  universitarias,  y  quedará 
bajo  las  inmediatas  órdenes  del  Secretario  en  to- 
do lo  relativo  Á  los  trabajos  de  la  ya  expresada 
secretaría. 

Comuniqúese  á  quienes  corresponda  y  publí- 
quese. 

Por  S.  E, — Herrera. 

INSTRUCCIÓN  PUBLICA,  resolución  ejecu- 
tiva de  11  de  abril  de  1863  declarando 
gve  los  catedráticos  de  las  Universidades, 
por  el  mero  hecho  de  tener  que  concurrir  al 
Congreso  ó  á  la  Diputación  provincial,  de- 
ben considerarse  en  uso  de  licencia. 

Sc-creiaria  del  I oteiior.— Sección  cuarta.—- Ca- 
racas, 1 1  de  Abril  de  1858.— Resuelto. 
Digase  al  Sr,  Rector  de  la   Universidad  de 
Caravas. 

Teniendo  ya  decidido  el  Poder  Ejecutivo  por 
resolución  de  9  de  los  corrientes,  **  de  conformi- 
dad eoQ  la  opinión  del  Consejo  de  Gobiernt)*" 
^ue  los  catedráticos  de  ciencias  mayores  de  los 
«olegios  nacionales  deben  considerarse  en  uso 
de  licencia  por  el  hecho  de  ser  nombrados  Se- 
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nadores.  Representantes  ó  Diputados  provincia- 
les, S.  É.  declara:  que  los  caiedráticos  de  las 
Universidades  están  igualmente  en  el  goce  de 
aquella  licencia  legal  cada  ve^B  que  se  encuen- 
tren en  alguno  de  aquellos  cavos,  correspondien- 
do á  la  respectiva  Junta  de  Inspección  y  Go- 
bierno la  designación  del  sustituto,  según  está 
dispuesto  por  el  artículo  49  capítulo  1 1  del  de- 
creto de  ÍÍ8  de  Noviembre  de  1Ó44,  reglamenta-  *'* 
rio  de  las  Universidades. 

Trascríbase  á  la  Dirección  de  estudios  y  Uni- 
versidad de  Mérida  á  los  fines  convenientes  y 
publíquefie. 

Por  S.  E Planas. 

INSTRUCCIÓN  publica.  Véase  Academia  de 
matemáticas.  Colegios  nacionales.  Colegios 
particulares.  Escuelas  náuticas,  Gradosaca- 
démicos^  Universidades  y  Milicia  nacional, 
art.  4?  y  D.  E.  R.  anículo  10. 
INSTRUCCIÓN  PUBLICA.  Deber  de  cumplir 
las  cargas  pías  anexas  á  algunas  cátedras. 
Vénse  la  nota.  (*) 
INSTRUCCIÓN  PUBLICA,  resolución  ejecu- 
tiva DE  14  de  noviembke  de  1853  declaran- 
do nula  la  donación  de  una  parte  del  sueldo 
hecha  por  uu  catedrático  de  la  Universidad, 
con  lictncia  por  enfermo. 

Secretaría  del  Interior.— Sección  cuarta. — Ca- 
racas, 14  de  Noviembre  de  1863. 
Resuelto, — •*  Vista  )a  anterior  comunicación 
del  Sr.  Rector  de  la  Universidad  de  Caracas  en 
que  solicita,  por  orden  de  In  Junta  de  Inspec- 
ción 5  Gobierno,  que'el  Poder  Ejecutivo  ejerza' 
la  suprema  autoridad  que  el  artículo  19  de  la 
ley  1^  del  código  de  Instrucción  pública  le  da 
sobre  este  ramo,  aprobando  un  acuerdo  que  ce- 
lebró en  ^7  de  Agosto  último  relativo  4  la  erogn- 
cion  de  trescientos  pesos,  pues  que  la  Dirección 
general  de  estudios  se  ha  negado  á  aprobar  di- 
cho gasto;  ó  que  de  nó,  haga  uso  de  la  autori- 
zaci<m  que  le  confiere  el  artículo  09  de  la  ley 
5^  del  ya  citado  código,  aumentando  la  renta 
del  catedrático  interino  de  la  clane  de  química.7— 
La  respetable  Junta  de  Inspección  y  Gobierno 
acordó  la  erogación  de  trescientos  pesos  para 
que  se  pusiesen  á  disposición  del  Sr.  Dr.  Pedr#» 
Medina,  que  ha  sustituido   al  Sr.  Dr.  Vargas  en 

(♦)  El  Ministro  del  Interior  Licenciado  Francisco  Có- " 
boa  Fuertes  en  su  Memoria  de  1847  expuso : 

'-  üabieiido  consultado  el  Rector  de  la  U Diversidad  da 
Caracas  ú  debían  cumplirse  ciertas  cargas  pías  anexas  á 
alguna»  cátedras,  no  obstante  que  en  la  ley  de  ga&tos  d« 
las  UniTersídades  ninguna  cantidad  se  habla  asignado  al 
efecto,  el  Poder  Ejecutivo  resolvió  que  debían  satisfacer- 
se, en  consideración  á  que  la  renta  propiamente  dicha  de 
les  Universidades  la  formaban  los  réditos  de  los  capitales 
á  censo,  deducidas  sns  cargas  respectivas',  y  no  el  produf- 
to  broto  de  aquellos. " 
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la  clase  de  qoímlca  durante  la  licencia  que  por 
un  atto  se  concedfóft  este  para  separarse  de  ella, 
con  el  fin  de  que  Invirtiera  parte  de  aquellos  en 
los  gastos  necesarios  para  el  fomento  de  dicha 
clase  y  el  resto  para  remunerar  en  algo  la  con- 
tracción y  trabajo  del  expresado  catedrático  in- 
terino. Este  acuerdo  fué  celebrado  á  consecuen- 
cia de  haber  manifestado  el  Sr.  Dr.  Medina,  que 
no  le  era  posible  servir  aquella  clase  por  la  mi- 
tad del  sueldo,  y  porque  la  Junta  tuvo  en  consi- 
deración que  el  expresado  Sr.  Dr.  estaba  desem- 
peñando la  interinaria  á  completa  satisfacción  de 
la  Universidad,  y  que  las  rentas  do  esta  no  se 
perjudicaban  erogando  cincuenta  pesos  mensua- 
les para  la  referida  clase,  por  haber  cedido  el  ca- 
tedrático propietario,  Sr.  Dr.  Vargas,  en  favor 
de  ellas  los  veinticinco  pesos  quemensualmente  le 
correspondían,  mientras  estuviese  en  uso  de  la 
licencia.  La  Dirección  se  negó  á  aprobar  este 
acuerdo,  porque  el  gasto  de  que  se  trataba  no 
era  ni  de  los  ordinarios  ni  de  los  extraordinarios 
de  que  habla  la  ley  9^  del  Código  de  la  materia, 
y  porque  la  donación'  que  hizo  el  Sr.  Dr.  Var- 
gas en  favor  de  las  rentas  universitaria?  de  los 
referidos  veinticinco  pesos  mensuales,  deben  en- 
trar en  la  Administración  de  rentas  como  parte 
do  ellas. —  Si  la  subsodirha  donación  fuera  váli- 
da, esos  veinticinco  pesos  mensuales  vendrían  á 
formar  parte  de  las  rentas  universitarias,  como 
muy  bien  ha  dicho  la  Dirección,  y  no  podría  sa- 
carse ninguna  parte  de  ellos  sino  para  casos  y 
objetos  determinados  por  la  ley.  La  erogación  á 
que  se  contrae  el  acuerdo  de  la  Junta,  cierta- 
mente que  no  está  preceptuada  por  ninguna  de 
las  leye^  académicas,  pues  aunque  uno  de  los 
gastos  que  menciona  el  artículo  49  de  la  predi- 
cha  ley  9¿  es  la  compra  de  instrumentos  para  el 
laboratorio  químico,  él  no  puede  acordarse  inde- 
terminadamente, y  debe  preceder  un  presupues- 
to comprensivo  de  los  objetos  y  útiles  que  se  ne- 
cesitan y  de  su  valor,  para  que  en  todo  tiempo 
pueda  probarse,  con  la  existencia  de  dichos  obje- 
tos, que  se  ha  hecho  efectivo  el  gasto.  Por  con- 
siguiente, la  Dirección  genera]  de  instrucción  pú- 
blica ha  tenido  razón  en  su  negativa.  Resta  aho- 
ra considerar,  si  realmente  no  corresponde  al 
Dr.  Medina  mas  que  la  mitad  del  sueldo  como 
catedrático  interino  de  aquella  clase  por  tocarla 
otra  mitad  al  propietario,  puesto  que,  como  se 
ha  dicho,  ha  sido  esta  circunstancia  la  que  oca- 
sionó el  acuerdo  de  la  Junta — Ni  las  leyes  del 
Código  de  Instrucción  pública,  ni  ninguna  dispo- 
sición Ejecutiva  se  han  ocupado  de  fijar  el  suel- 
do que  haya  de  disfrutar  el  interino  y  el  que  cor- 
responda al  Catedrático  propietario,  cuando  la 
licencia  concedida  á  este  exceda  de  treinta  días. 
Únicamente  existe  Ja  resoiocion  Ejecutiva  de  14 
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de  Agosto  de  1847,  determinando  la  parte*del 
sueldo  que  debe  gozar  cada  uno  de  aquellos,  se- 
gún loB  casos  ;  pero  esta  se  contrae  á  las  licen- 
cias otorgadas  por  el  Rector  ó  ItJunta^  d^.ctm- 
formidad  con  lo  dbpuesto  en  el  Decreto  regla- 
mentario délas  Universidades.  No  estando  pre- 
visto, pues,  el  caso  del  sueldo  que  deba  gozar 
un  interino  que  reemplaza  un  Catedrático  pro- 
pietario con  licencia  otorgada  por  el  iP.  E.,  se 
encuentra  este  en  libertad  de  fijar  el  que  sea  mas 
justo  y  arreglado;  y  es,  por  tanto,  nula  la  dona- 
ción hecha  por  el  Sr.  Dr.  Vargas  á  las  rentas 
universitarias  como  que  recayó  sobre  cosa  que 
no  le  pertenecía.  Aunque  á  primera  vista  parece 
natural  asimilar  el  caso  de  la  licencia  concedida 
al  Dr.  Vargas  á  aquel  qUe  se  previo  por  el  nú- 
mero 39  de  la  citada  resolución  ejecutiva,  para 
establecer  una  diferencia  bien  sensible  entre  am- 
bos, basta  observar:  que  no  puede  ser  lo  mismo 
para  el  interino  desempeñar  una  Cátedra  por 
ocho  ó. treinta  días  con  la  mitad  del  sueldo,  que 
servirla  por  un  largo  tiempo  con  la  misma  pe- 
queña remuneración,  y  mucho  mas.  si  se  trata 
de  una  clase  que  requiere  tanta  laboriosidad  y 
contracción  como  la  de  química;  y  que  la  men- 
te de  dicha  resolución  al  dejar  la  mitad  del  suel- 
do al  propietario  con  licencia  por  enfermedad, 
ha  sido  f  roporcionar  á  este  un  auxilio  en  su  pe- 
nosa situación,  del  cual  no  puede  decirse  que 
necesita  el  Dr.  Vargas,  pues  así  lo  ha  acreditado 
con  el  hecho  de  donar  lo  que  supuso  le  corres- 
pondía. En  fuerza  de  todo  lo  expuesto,  S.  E.  el 
P.  E.  declara:  que  al  Catedrático  ÍQterino  de  ia 
clase  de  química,  Sr.  Dr.  Pedro  Medina,  le  cor- 
responde el  sueldo  íntegro  que  disfrutaba  el  pro- 
pietario. 

Comuniqúese  á  quienes   corresponda;  y   pu- 
blíquese." 

Por  S.  E.— P/ano«. 
INSTRUCCIÓN   PUBLICA,   resolución    eje- 
cutiva DE  17  DE  JULIO  DE    1854  declarando 
la  verdadera  inteligencia   del  art,  22   de  la 
leyS^de\Ode   Mayo  de  1851. 

Secretaría  del  Interior. — Sección  cuarta. — Ca- 
racas Julio  17  de  1854. 
Resuelto. — Vista  la  consulta  que  ha  hecho  el 
Señor  Rector  del  Colegio  nacional  de  la  provin- 
cia de  Carabobo  sobre  la  verdadera  inteligencia 
del  art.  22  de  la  ley  de  10  de  Mayo  de  IK5I ,  8^^ 
del  Código  de  instrucción  pública,  S.  E.  el  Po- 
der Ejecutivo,  de  conformidad  con  el  acuerdo 
del  Consejo  de  Gobieirno,  ha  tenido  á  bien  resol- 
ver: que  la  gracia  que  concede  el  artículo  22  de 
la  ley  8^  del  citado  Código,  es  la  de  dos  grados 
de  Bachiller  ó  de  Licenciado,  por  cada  diez  gra- 
dos académicos  de  paga  que  se  hayan  conferido 
legalroenie  de  Bachilleres  ó  de  Licenciados»  y 


COLOHBIARA  T  TBüBZOIiANA  TIOENTE. 


265 


IN 


que  bajo  tal  concepto  es  al  Rector  ft  quien  toca 
hacer  la  cuenta  con  viata  del  libro  correspondien* 
te,  avisarlo  y  formar  concurso  para  la  provisión 
conforme  al  §  único  del  citado  artículo. 

Comuniqúese  á  los  Sres.  Gobernadores  de  las 
provincias  y  á  los  jefes  políticos  de  los  cantones 
en  que  hubiere  Colegios  nacionales  para  que  lo 
participen  á  sus  Directores,  y  á  los  Sres.  Recto- 
res de  las  Universidades.  Publíquese. 

Por  S.  E.— Planas. 

INSTRüCftlON  PUBLICA.  RESOLUCIÓN  EJECU- 
TIVA DR  12  DE  OCTUBRE  DE  1854  adicionan- 
do el  artículo  69  del  capitulo  9?  del  D,  £.  R. 

de  las  Universidades. 

Secretaría  del  Interior. — Sección  cuarta. — Ca- 
racas, 12  de  Octubre  de  1864. 

Resuelto.^  WeiBL  la  solicitud  que  con  fecha  14 
de  Marzo  del  afío  próximo  pasado  dirigió  á  este 
Ministerio,  por  conducto  del  8r.  Rector  de  la 
Universidad  Gg^tral,  el  Catedrático  de  Institu- 
ciones Canónicas,  Dr.  José  Nicofas  Milano,  pa- 
ra que  el  Poder  Ejecutivo  declarase  que  la  facul- 
tad de  ciencias  ecle.siásticas  debe  proveer  de  exa- 
minadores idóneos  y  de  cuestiones  propias  pafa 
los  que  opten  á  grados  académicos  en  cañones, 
S.  E.  previo  el  voto  consultivo  del  Consejo  de 
Gobierno  ha  tenido  6  bien  resolver:  que  siendo 
por  la  le}*^  la  facultad  de  ciencias  eclesiásticas 
compuesta  de  la  de  sagrada  teología  y  Derecho 
Canónico,  que  tienen  cada  uno  sus  estudio», 
cursos,  exámenes  y  grados  por  separado,  debe 
proveer  de  examinadores  y  de  cuestiones  teoló- 
gicas para  los  ei«tudios  de  teología,  y  de  exami- 
na(!^res  Canonistas  y  de  cuestiones  Canónicas 
para  los  estudios  de  Derecho  Canónico  en  et 
tiempo  y  número  que  expresa  el  artículo  6^  del 
capítulo  nono  del  Decreto  Ejecutivo  de  24  de 
Noviembre  de  1844,  que  se  tendrá  por  adicciona- 
do  en  esta  parte  por  la  presente  Resolución. 

Comuniqúese  á  los  Rectores  de  las  Universi- 
dades; y  publíquese. 
Soy  &a 

Por  S.  E — Planas. 
INSTRUCCIÓN  PUBLICA,  decreto  de  17  de 
MARZO  DE  1855  mandando  establecer  en  las 
Universidades  y  colegios  de  la  república 
una  clase  de  urbanidad  y  buenas  maneras. 
El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la  Re- 
pública de  Venezuela,  reunidos  eu  Congreso, 

considerando: 

Que  la  obra  titulada  **  Manual  de  Urbanidad  y 
buenas  maneras"  escrita  por  el  Señor  Manuel 
Antoi^o  Carrefto  es  un  repertorio  jvecioso  de 
las  materias  qn^  contiene,  motivo  que  k>  ha  he- 
cho recomendable  á  loa  ojos  de  la  Dirección  de 
Instrucción  pública. 
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decretan : 

Art.  19  En  todas  las  Universidades  y  Cole- 
gios de  la  Repúbh'ca  se  establecerá  una  clase  de 
Urbanidad  y  buenas  maneras,  obligatoria  para 
todos  los  que  hayan  de  entrar  á  estudiar  filosofía, 
y  el  texto  único  será  el  Manual  citado. 

Art.  29  El  curso  de  la  enseñanza  durará  un 
año,  dándose  una  hora    diaria  de  clase. 

Art.  39  I^&  asignación  del  profesor  será  la  que 
gozen  las  demás  cátedras  en  las  Univej-sidades  y 
Colegios. 

Art.  49  Sancionado  este  decreto  se  procede- 
rá á  proveer  la  Cátedra  según  las  disposiciones 
respectivas. 

Dado  en  Caracas  á  14  de  Marzo  de  1855,  año 
26  de  la  ley  y  45  de  la  independencia. — El  Pre- 
sidente del  Senado,  Manuel  Amador. — El  Pre- 
sidente  dií  la  Cámara  de  Represeniantet:,  Eugv^ 
nio  A.  Rivera, — El  Secretario  del  Senado,  J, 
A,  Pérez. — El  Secretario  de  la  Cámara  de  Re- 
presentantes, J.  Padilla. 

Caracas  Marzo  17  de  1855,  año  26  de  la  ley  y 
45  de  la  independencia. — Ejecútese,  José  T. 
Monagos. — Por  S.  E.  el  Presidente  de  la  Repú- 
blica.— El  Secretario  de  E.  en  los  DD.  del  Inte- 
rior, Justicia  y  Relaciones  Exteriores,  FranciS' 
co  Aranda. 

INSTRUMENTOS l»ARA  construcción  de  ca- 
minos &LC.  Exención  de  derechos  á  su  intro- 
ducción, por  cierto  tiempo.  Véase  Arancel  de 
im^portacion,  D.  de  22  de  Febrero  d  1851. 

INTELIGENCIA  de  las  leyes.  Toca  al  Con- 
greso  fijarla.  Véase  Congreso,  art.  con st.  87, 
atrib.  la 

INTELIGENCIA  de  las  leyes.  Véase  Con- 
sultas sobre  inteligencia  de  las  ley^s. 

INTERDICTOS   posesorio?,   ley  2»  título 

79  1>£t'  cdoIOO  DE  PROCEDIMIENTO  JUDICIAL. 

DE  19  DE  MAYO  DE  1836,   quc  trata  de  ellos. 
LEYIL 
De  los  interdictos  posesorios. 

Art.  17  Cuando  el  hei^edero  pida  la  posesión 
de  la  herencia,  deberá  acompañar  el  testamento, 
ó  justificar  la  falta  del  testamento,  y  su  calidad 
de  heredero,  acreditando  al  mismo  tiempo  qive 
las  cosas  en  que  consista  la  herencia  las  poseía 
al  tiempo  de  su  muerte  la  (persona  de  quien  sea 
heredero,  como  suyas  propias,  ó  por  algún  dere- 
cho trasmisible  á  este. 

Ajt.  29  Dentro  de  veinticuatro  horas  de  ha- 
berse pedido  la  posesión  de  U  herencia,  el  juez 
mandarft  darla,  y  se  dar&  en  efecto  al  heredero 
alo  citai  á  la  p^sona  ó  personas  que  estuvieren 
poseyendo  las  cosas  perteneciente»  &  la  heren- 
cia ;  peto  aquellas  podrán  deducir  en  juioio  or« 
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dínario  el  derecho  con  que  se  crean  asistidas  pa- 
ra pedir  la  devolución  de  estas. 

Art.  39  Solo  en  ei  caso  de  que  pruebe  el.  po- 
seedor dentro  de  veinticuatro  horas  con  título 
justo  y  antéutico  que  apareje  ejecución,  que  es 
legítima  su  posesión,  se  suspenderá  la  posesión 
decretada  por  el  juez  &  favor  del  heredero,  mien- 
tras se  decide  en  juicio  ordinario  quien  tenga 
mejor  derecho.  En  este  caso  se  entenderá  cita- 
do el  poseedor  para  contestar  en  el  término  or- 
dinario sobre  la  solicitud  del  heredero,  ante  el 
juez  de  la  causa. 

Art.  49  Cuando  el  juez  no  considere  suficien- 
te la  justificación  producida  por  el  heredero 
mandará  ampliarla  indicando  el  defecti».  El  he- 
redero en  este  raso  podrá  apelar  si  no  creyere 
arreglada  la  determinación  ;  é  interpuesto  el 
recurso  por  escrito  ó  verbal  mente,  se  practicará 
lo  que  ({ueda  eslablí  culo  en  este  código  para  la 
•peiacion  de  la  sentencia  definitiva. 

Art.  59  Cuando  el  que  sea  despojado  de  su 
posesión  solicite  ser  restituido  á  ella,  justificará 
que  su  posesión  era  legítima  y  que  no  ha  tras- 
currido un  aWo  depues  del  despojo  ;  y  el  juez 
procederá  del  modo  prevenido  para  la  posesión 
hereditaria  en  los  artículos  precedentes  de  esta 
ley. 

Art.  69  Si  el  despojo  se  cometió  con  fuerza, 
y  se'justi'ficare  esta  circunstancia,  no  se  suspen- 
•derá  la  posesión  del  despojado,  aun  cuando  el 
despojador  presente  título  justo  y  auténtico  que 
apareje  mérito  ejecutivo  para  probar  su  derecho 
á  la  posesión. 

Art.  79  En  todo  caso  se  oirá  al  despojador  en 
juicio  ordinario,  pero  nunca  para  reclamar  el 
perjuicio  que  haya  sufrido  conforme  ala  ley  por 
U  restitución  decretada  pof  el  juez. 

Art.  d^  £1  que  estando  en  posesión  de  algu- 
na cosa  sea  perturbado  ó  con  fundamento  tema 
serlo,  puede  pedir  que  se  le  ampare  en  la  pose- 
sión; y  justificando  que  la  tiene  cor\  derecho,  el 
juez  mandará  á  la  persona  ó  personas  contra  quie- 
nes se  dirija  la  queja  se  abstengan  de  todo  hecho 
que  perjudique  al  poseedor  bajo  la  pena  pecunia- 
ria ó  de  prisión  que  considere  proporcionada. 

Art.  99  Se  suspenderán  los  efectos  del  decre- 
to de  amparo,  si  dentro  de  veinticuatro  horas  de 
haberse  notificado  á  la  persona  ó  personas  con- 
tra quienes  se  dirige,  presentaren  estas  título 
justo  y  auténtico  que  apareje  mérito  ejecutivo 
para  probar  el  derecho  con  que  proceden  en  lo 
que  haya  sido  causa  de  la  queja.  En  todo  caso 
se  les  oirá  también  en  juicio  ordinario  para  que 
se  revoque  dicho  decreto  de  amparo,  si  preten- 
dieren  tener  mejor  derecho  que  el  querellante. 

Art.  10.  Si  dos  ó  mas  personas  pidieren  á  la 
ireÍE  la  poseaioQ  de  algnna  cosa,  ó  prei^endieren 
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ser  amparados  en  la  posesión,  con  documenlofl 
que  justifiquen  su  derecho,  el  juez  dará  la  poae- 
sion  ó  amparará  en  ella  al  que  creyere  que  ti«* 
ne  mejor  título,  y  en  caso  de  duda  pondrá  en 
depósito  la  cosa  cuya  posesión  se  disputa,  todo 
hasta  la  determinación  definitiva  en  juicio  ordi- 
nario, y  citará  á  los  interesados  para  la  contes- 
tación V  conciliación  en  el  término  ordinario. 

Art.  11.  Todo  reclamo  de^  perjuicios  y  frutos 
contra  despojadores,  y  perturbadores  de  la  po- 
sesión, se  deducirá  en  juicio  ordiuJNo,  y  en  el 
sumario  no  se  oirá  recurso  de  apelación  siuo  en 
el  efecto  devolutivo. 

Art.  12.  Después  de  pasado  un  afio  del  des- 
pojo, ó  de  la. perturbación  no  podrá  pedirse  U 
restitución  ó  el  amparo  sino  en  juicio  ordinario, 
á  menos  que  se  haya  hecho  uso  d^  la  fuerza  con- 
tra el  legítimo  poseedor,  á  quien  en  este  caso  se 
favorecerá  por  el  interdicto  posesorio  en  cual- 
quier tiempo.  ^         '  d 

Art.  13.  Cuando  en  el  juicio  ordinario  se 
pruebe  que  fueron  falsos  los  fundamentos  ale- 
gados por  el  querellante  para  la  restitución  ó 
amparo,  se  le  condenará  á  satisfacer  todos  los 
perjuicios  que  por  esta  causa  sufriere  la  parte 
contraria. 

Art.   \4m  El  juez   que   privare  á  alguno  de  su 
posesión  sin  laa  formalidades    que  previene  esta 
ley  será  responsable  de  todos   los  perjuicios  an- 
¡  te  su  superior  inmediato. 


Dada  en  Caracas  á  15  de  Mayo  de  1836,  7^ 
de  la  ley  y  269  ^^  ^^  independencia. — El  Presi- 
dente del  Senado,  Ignacio  Fernández  Peña.— 
El  Presidente  de  la  Cámara  de  Representantes, 
Pedro  Quintero — El  Secretario  del  Senado, 
Rafael  Acevedo, — El  Diputado  Secretario  de  la 
Cámara  de  Representantes,  J.  A*  Pérez. 

Sala  del  Despacho. — Caracas  Mayo  19  de 
1836,  afío  79  de  la  ley  y  26  de  la  iodipendencia. 
—  Cúmplase. — Andrés  Narvarte. — Por  S.  E.  el 
Vicepresidente  de  la  República  encargado  del 
Poder  Ejecutivo. — El  Secretario  de  Estado  en 
los  Despachos  de  Hacienda  y  Relaciones  Exte- 
riores, Encargado  interinamente  de  los  del  In- 
terior y  justicia,  José  E.  Gallegos. 

INTERDICTOS  posesorios.  Cómo  deben  pro- 
ponerse, y  cómo  probarse  el  temor  fundado  de 
la  perturbación  ;  y  en  qué  efecto  debe  otorgarse 
la  alzada.  Véase  Juicios  posesorios.  A.  C.  S. 
de  26  de  Febrero  de  1844,  puntos  I9,  5<^,  y  69 

INTERDICTOS  posesorios.  Véase  Tierras 
baldías,  R.  E.  de  12  de  Junio  de  1848. 
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INTERDICTOS  prohibitivos,  ley  3»  tít. 

79  DEl'  CÓDIGO  DE    PROCEDIMIENTO  J^VDICIAL 
DE  19  DE  MAYO  DE   1830. 

LEY  III. 

De  los  interdictos  prohibitivos» 

Art.  19  Lft  denuncia  de  nueva  obra  se  hará 
por  escrito  ante  cualquier  juez  que  tenga  juris- 
dicción en  el  lugar  en  que  se  halla  la  nueva 
obra  sin  necesidad  de  justifícncion,  y  solo  con  e] 
juramento  de  no  proceder  de  malicia. 

Ar!.  29  El  juez  pasará  personalmente,  ó  dará 
comisión  bastante  á  su  secretario  para  que  paí-e 
al  lugar  en  que  se  estuviere  haciendo  la  nueva 
obra,  á  prohibir  su  continuación  bajo  la  pena  de 
que  se  destruirá  á  costa  del  dueño  de  la  obra 
todo  lo  que  se  adelantare  después,  y  de  que  se 
exigirá  á  c^da  trabajador  el  du[)lo  de  su  jornal 
6  salario  en  calidad  de  mu]ta<por  el  tiempo  de 
au  contravención  estando  impuestos  de  la  pro- 
hibición. De  esta  no  podrá  apelarse,  y  se  hará 
T&lídamente  no  solo  al  dueño  de  la  obra  sino  á 
loa  trabajadores  que  allí  se  encuentren,  si  aquel 
no  estuviere  en  ella,  y  en  defecto  de  estos  á 
cualquiera  persona  dependiente  del  dueño,  bien 
tea  siervo  ó  libre  ;  dejando  siempre  esrrtta  la 
orden  prohibitiva  en  que  se  dará  razón  de  la 
persona  que  la  ha  solicitado  y  de  la  fecha  en 
qoe  se  ha  expedido. 

Art*  39  Por  el  mismo  hecho  de  haberse  in- 
timado la  prohibición,  tanto  el  denunciante  como 
el  denunciado  se  entienden  citados  para  compa- 
recer ante  el  juez  de  primera  instancia  del  cir- 
cuito, en  el  término  ordinario  para  la  contesta- 
don  y  conriltacion,  y  secuela  del  juicio  si  esta 
no  tuviere  efecto. 

Art.  ^  Si  la  denuncia  se  hubiese  hecho  ante 
el  alcalde  parroquial  ó  juez  de  paz  se  remitirá 
al  juez  de  primera  instnncia  de]  circuito  la  de- 
nuncia original  con  las  diligencias  practicadas* 
El  alcalde  parroquial  ó  juez  de  paz  y  las  partes 
tienen  ademas  del  término  de  seis  dias  el  de  la 
distancia  para  cumplir  lo  que  se  previene  en  es- 
te y  en  el  anterior  artículo. 

Art  59  Ninguna  otra  determinación  podrá 
dar  el  alcalde  parroquia]  ó  juez  de  paz,  á  menos 
que  líea  para  8u««pender  la  prohibición  por  de- 
sistimiento del  demandante,  antes  que  se  haya 
dirigido  el  expediente  al  juez  de  primera  instan- 
cia, y  aun  después  si  estuvieren  de  acuerdo  las 
dos  partes,  dando  inmediatamente  aviso  en  este 
caso  á  aquel  magistrado. 

Art  69  Si  después  de  la  contestación  y  acto 
«oncili^orio  solicitase  el  dueñof  de  la  obra  nne- 
TR  el  permiso  para  continuarla,  ofreciendo  fian- 
za de  estar  á  las  resultas  del  juicio,  y  de  des- 
truir la  obra  á  su  costa  siempre  que  se  le  man« 
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de,  se  le  concederá  dicho  permiso  por  el  juez  de 
primera  instancia  ;  con  tal  que  no  resulte  da  fio 
irreparable,  lo  cual  se  acreditará  previamente 
con  el  informe  de  expertos.  La  ñanza  debe  ser 
á  satisfacción  del  demandante  ;  pero  el  juez  no 
atenderá  su  oposición  cuando  fuere  caprichosa. 
Art.  79  En  lo  demás  se  observarán  los  trá- 
mites del  juicio  ordinario,  y  se  concede||to  los 
recursos  que  por  este  código  pueden  interponer- 
se en  todas  las  caucas. 

Arf*  89  Para  intentar  los  otros  interdictos  pro- 
hibitivos, se   necesitará  instruir  justificación  del 
daño  actual  ó  próximo  que  se  denuncia,  y  debe- 
rá siempre  ocurrirse  al  juez  de  primera  instan- 
cia, que  tenga  jurisdicción  en  el  lugar  en  que  se 
¡  recibe   ó  puede   recibirse  el   daño,  En  caso  de 
;Í  que  el  peligro  sea   inminente,  se  ocurrirá  á  las 
:   autoridades  de  policía,  antes   ó  después  de  ha- 
I  berse  intentado  el  reclamo  judicial,  y  sin  perjui- 
•\  cío  de  lo  que   se   determine   por  el  juez  de  la 
ji  caus». 

Art  99  Con  vista  de  la  justificación,  y  sin^ 
I  necesidad  de  oiral  de  jandado  podrá  el  juez  ex- 
'!  pedir  aquellas  providencias  precautelativas  del 
';  daño  á  que  se  refiere  el  artículo  anterior,  que 
>i  puedan  adoptarse  sin  gravamen  irreparable. 
¡  Contra  estas  providencias  solo  se  admitirá  re- 
;  curso  en  el  efecto  devolutivo,  para  que  no  se 
-|  interrumpa  el  curso  de  la  demanda,  que  se  sus- 
i¡  tanciará  y  determinará  por  los  trámites  del  jui- 
¡i  cío  ordinario  en  todo  lo  demás. 

!¡ 

Dado  en  Caráras  á  15  de  Mayo  de  1836,  79 
de  la  ley  y  269  ^^  '*  independencia. — El  Presi- 
dente del  Srnado,  Ignacio  Fernándf^z  Peña. — 
El  Presidente  de  la  Cámara  de  Representantes, 
Pedro  Quintero. — El  Secretario  del  g^enado, 
Rafael  Acevedo — El  Diputado  Secretario  de  la 
Cámara  de  Representantes,  J.  A.  Peres, 

Sala  del  Despacho. — Caracas  Mayo  10  de 
1836.  año  79  de  la  ley  y  26  de  la  independencia, 
— Cúmplase. — Andrés  Narvarte, — Por  S.  E.  el 
Vicepresidente  de  la  República  encargado  del 
Poder  Ejecutivo. — El  Secretario  de  Eftado  en 
los  Despachos  d^  Hacienda  y  Relaciones  Exte- 
riores, Encargado  interinamente  de  los  del  In- 
terior y  justicia,  José  E.  Gallegos, 

ínteres  del  dinero.  Wénse^Libertad  de  con- 
tratos,  artículo  9  al  12. 

ínteres  de  la  deuda  nacional  interior  y 
EXTERIOR.  Véase  Pago  de  interés  de  ella. 

INTERLINEACIONES.  Véase  Disposiciones 
comunes  a  todos  los  juicios^  artículo  34. 

INTERPRETACIÓN  de  la  constitución. 
Modo  de  hacerla.  Véase  Constitución  del  Es- 
tado titulo  XXVIII,  articulo  224. 

35 
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INTERPRETACIÓN  db  las  letbí.  Véase 

Inteligencia  de  las  leyes. 
INTERPRETES,  decreto  de   10  de   harzo 

DB  1839  sobre  ellos, 
£1  Senada  y  C&mara  de  Representantes  de  la  Re- 
pública de  Venezuela  reunidos  en  Congreso. 
considerando: 

Quilas  leyes  de  la  República  y  especialmen- 
te las  ael  afío  14^  reconocen  la  existencia  de  in- 
térpretes; pero  ninguna  de  ellas  determina  el 
modo  con  que  se  han  de  nombrar  tales  emplea- 
dos, ni  sus  atribuciones. 

decretan: 

Art.  19  Todo  venezolano  en  ejercicio  de  sus 
derechos  que  compruebe  la  suficiencia  necesaria, 
tendrá  el  de  ser  admitido  al  oficio  de  intérprete. 
£n  consecuencia  podrá  haber  uno  ó  mas  en  una 
misma  población. 

Art.  29  E)  que  opte  al  empleo  de  intérprete 
]o  expondrá  al  Gobierno  en  una  solicitud  ofre- 
ciendo examen  de  determinados  idiomas.  Estos 
exámenes  solo  tendrán  lugar  en  las  capitales  de 
provincia  y  puertos  habilitados.  . 

Art.  39  La  autoridad  civil  respectiva  nombra- 
rá en  numero  de  seis  por  lo  menos,  los  exami- 
nadores, entre  los  cuales  elegirá  la  mitad  el  exa- 
minando, los  que  presididos  por  aquella  autori- 
dad formarán  la  junta  examinadora.  El  examen 
será  público  y  continuará  hasta  que  se  pueda 
formar  concepto  de  que  el  examinando  posee  los 
idiomas  con  la  perfección  necesaria  para  deposi- 
tar la  fe  pública,  los  intereses,  la  vida  y  el  honor 
de  los  individuos  en  sus  traducciones, 

Art.  49  A  petición  de  uno  de  sus  miembros, 
y  por  mayoría  de  votos  resolverá  si  pueck  ya  for- 
marse juicio  exacto  de  la  capacidad  del  indivi- 
duo, y  retirado  este,  conferenciará  y  procederá 
por  votdtion  secreta  á  aprobar  5  reprobar  al  op- 
tante, y  extenderá  el  acta  en  que  se  exprese  el 
resultado  firmada  por  todos  los  examinadores. 
El  magistrado  que  presida  elevará  al  Poder  Eje- 
cutivo copia  del  acta  por  conducto  del  Goberna- 
dor de  la  provincia,  ó  por  sí  mismo,  cuando  él 
sea  quien  la  presida,  para  la  resolución  conve- 
niente. 

Art.  59  En  el  caso  de  aprobación,  se  acorda- 
rá el  nombramiento,  expidiendo  título  en  papel 
del  sello  correspondiente,  el  cual  se  remitirá  al 
interesado  por  conducto  del  Gobernador  de  la 
provincia. 

Art.  69  Este  magistrado  ó  el  jefe  político  á 
quien  delegue  esta  facultad,  recibirá  el  juramen- 
to constitucional  al  nombrado  y  le  entregará  su 
título  para  que  entre  á  ejercer  su  oficio. 

Art.  79  Solo  estos  empleadoe,  donde  los  ha- 
ya, tendrán  la  facultad  de  interpretar  en  actos,  y 
traducir  los  documentos  que  hayan  de  merecer 
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la  fe  publica,  siendo  recusables  en  los  tribonales 

con  arreglo  al  derecho  común. 

Art.  89  En  los  puertos   habilitados  y  capita- 
les de  provincia   designará  el   Poder  Ejecutivo 
uno  de  estos   empleados  que  se  denominará  íq 
térprete  de  Gobierno,  el  cual  estará  obligado: 

19  A  servir  en  los  procedimientos  de  oficio  j 
causas  criminales. 

29  A  traducir  al  idioma  nacional  los  papeles 
ó  documentos  que  se  presenten  en  las  aduanas 
en  idioma  extraño. 

39  A  asistir  á  la  visita  de  sanidad  de  los  bu- 
ques extranjeros,  á  cuyo  fin  se  hallará  siempre 
pronto,  para  que  aquella  tenga  efecto  oportuna- 
mente y  según  las  reglas  proscriptas. 

49  A  asistir  á  la  primera  visita  del  resguardo 
de  hacienda  á  los  propios  bu2^ues,  y  acompa&ar 
cuando  fuere  necesario  á  los  capitanes,  pasage- 
ros  y  demás  personas  que  hayan  de  presentarse 
á  la  autoridad  civil. 

59  A  estar  pronto  á  todo  servicio  de  su  com- 
petencia á  que  se  le  llame  por  la  autoridad  pú- 
blica 6  á  que  deba  concurrir  por  disposiciones 
del  Gobierno ;  y 

09  A  no  ausentarse  de  la  población,  sino  por 
tiempo  determinado,  con  licencia  del  Goberna- 
dor de  la  provincia  y  dejando  intérprele  autori- 
zado que  le  subrogue. 

Art.  99  En  todo  procedimiento  oficial  en  que 
se  necesite  intérprete,  será  ocupado  el  de  Go- 
bierno, y  devengará  los  derechos  que  seftala  la 
ley  de  impuestos  para  gastos  de  justicia.  (*) 

Art.  10.  No  estando  pronto  ei  intérprete  de 
Gobierno,  la  autoridad  civil  llamará  &  otro  de 
los  examinados,  para  que  asista  al  acto  á  que 
aquel  no  haya  concurrido,  y  devengará  los  de- 
rechos del  propietario.  ^ 

Art.  11.  En  todo  procedimiento  en  cfue  inter- 
vengan los  intérpretes,  serán  responsables  de  la 
exactitud  de  sus  interpretaciones  y  traducciones 
con  sujeción  á  las  leyes  que  han  impuesto  penas 
á  los  diferentes  delitos  que  comprometan  la  fe 
pública  y  los  derechos  de  tercero. 

Art.  12.  Los  intérpretes  titulados,  conforme 
á  la  práctica  anterior,  que  se  hallen  en  ejercicio 
al  tiempo  de  la  publicación  del  presente  decreto, 
se  someterán  á  examen  si  antes  no  lo  hubiesen 
sufrido,  estundo  todos  obligados  á  ocurrir  al  Po- 
der Ejecutivo  acompañando  el  nombramiento 
que  tengan,  expresando  los  idiomas  que  poseen, 
y  pidiendo  el  nuevo  tíiulo. 

Dado  en  Caracas  á  1 1  de  Marzo  de  1839,  año 
109  de  la  ley  y  29  de  la  independencia.— El 
Presidente  del  Senado,  Andrés  Narvarte. — El 

(*)  Debo  sapiimirse  en  una  reforma  la  parte  relativa  á 
la  ley  de  impuesto  para  gastos  de  jostioia,  por  haber  sido 
esta  derogada. 
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Presidente  de  la  Cámara  de  Representantes, 
Juan  Nepomuceno  Chaves» — £1  Secretario  del 
Senado,  José  Ángel  Freiré» — El  Secretario  de 
la  Cámara  de  Representantes,  Rafael  Acevedo, 
Sala  del  despacho  en  Caracas  &  Í9  de  Marzo 
de  1839,  año  IO9  de  la  ley  y  29  de  la  indepen- 
dencia.—Cúmplase. — José  A  Paez» — Por  S.  E. 
— £i  Secretario  de  Estado  en  los  DD,  del  Inte- 
rior y  Justicia,  D.  B.  ürbaneja» 
INTÉRPRETES.  Véase  Pruebas  y  su  térmU 

no,  artículo  34. 
INTÉRPRETES.  Derechos  que  les  correspon- 
den. Véñse  Arancel  judicial,  articulo 'Zl., 
INTERVENTORES  de  aduana.  Véase  Adua- 
na, artículos  7,  9  y  10,  Importación,  Expor- 
tación, artículos^ y  11,  y  Fiscales  de  la  Ha- 
cienda, 
INTERVENTORES  DE  rentas  municipales. 
No  pueden   ejercer  la   abogacía.   Véase  AbO' 
gados  art»  21  y  su  ^» 
INTERVENTORES  DE  correos.  Véase  Cor- 

reos.    . 
INTRODUCCIÓN  de    nuevas    industrias. 
Véase  Patentes  de  invención^  mejora  é  intro- 
ducción de  nuevos  ramos  de  industria. 
INVALIDACIÓN  de  los  juicios.  Ley   única 

TÍTULO    X  DEL     CÓDIGO    DE     PROCEDIMIENTO 

JUDICIAL  DE   19  DE  MAVo  DE  1836  sobrc  ella 

Art.  lo  Para  intentar  la  invalidación  de  ún 
juicio  se  presentará  el  reclamante  por  escrito 
ante  el  juez  que  pronunció  la  última  sentencia, 
alegan. io  algurfti  de  las  siguientes  causas:  pri- 
mera, falsedad  del  documento  en  virtud  del  cual 
se  pronunció  aquella:  segunda,  retención  en  po- 
der de  la  parte  contraria  de  documento  decisivo 
en  fav^tde  la  acción  ó  excepción  del  reclaman- 
te: td^Pra,  falta  de  audiencia  del  reclamante: 
cuarta,  pronunciamiento  sobre  cosas  no  deman- 
. dadas:  quinta,  omisión  en  el  pronunciamiento 
respecto  de  lo  demandado :  sexta,  falta  de  com- 
parecencia en  el  juicio  del  representante  legíti- 
mo del  menor,  demente  o  piódigo,  del  Estado, 
comunidades  y  establecimientos  públicos  en  cu- 
yo favor  se  intente  el  reclamo. 

Art.  29  Cuando  se  alegue  la  falsedad  del  do- 
cumento en  virtud  del  cual  se  pronunció  la  sen- 
tencia, deberá  acompañarse  la  prueba  de  esta 
falsedad  consignada  en  documento  auténtico  y 
anterior  á  la  sentencia,  6  indicarse  su  existencia 
ó  la  persona  que  debe  entregarlo.  También  de- 
berá acreditarse  &  lo  menos  con  el  juramento  del 
reclamante  que  no  pudo  hacer  uso,  ó  no  tuvo 
noticia  de  dicho  documento  durante  el  litigio. 

Art  -39  Cuando  se  alegue  la  retención  en  po- 
der de  la  parte  contraria,  de  un  documento  ne- 
cesario para  probar  la  acción  ó  excepción  del  re- 
clamante, deberá  expresarse,  si  no  se  presenta, 
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el  contenido  de  dicho   documento  y  la  persona 
que  debe  entregarlo. 

Art.  49  Cuando  se  alegue  falta  de  audiencia 
del  reclamante,  deberá  jurar  que  no  fué  citado, 
ni  tuvo  noticia  de  que  se  hubiese  promovido  el 
juicio,  probandola  falta  de  citación  con  las  actas 
(\ei  expediente,  ó  de  otro  modo  concluyente. 

Art.  59  Cuando  se  alegue  pronunciajuiento 
sobre  cosas  no  demandadas,  6  omisión  respecto 
de  lo  demandado,  la  prueda  ha  de  existir  en  el 
mismo  expediente  del  juicio,  y  deberá  este  ha- 
llarse concluido  en  la  última  instancia  que  pudo 
tener  conforme  á  este  código. 

Art.  69  Cuando  se  alegue  falta  de  compare- 
cencia del  representante  del  menor,  demente, 
pródigo,  del  Estado,  comunidades  y  estableci- 
mientos públicos,  deberá  resultar  también  del 
expediente  del  juiíftio  ;  y  no  será  inconveniente 
para  el  reclamo  el  que  haya  sido  aquel  citado  y 
emplazado,  con  tal  de  que  no  sea  el  mismo  re- 
presentante el  que  lo  deduzca. 

Art.  79  No  se  admitirá  el  reclamo  para  la  in- 
validación del  juicio,  l^sta  que  el  reclamante  de- 
posite en  la  administración  respectiva  de  rentas 
municipales  veinticinco  pesos,  si  el  juicio  ha  te- 
nido principio^n  el  juzgado  de  arbitramento,  y 
doscientos  cuando  haya  principiado  en  el  juzga- 
do de  primera  instancia,  ó  en  los  tribunales  su- 
periores. La  suma  depositada  se  aplicará  á  la 
parte  contraria  en  calidad  de  indemnización, 
siempre  que  se  declare  subsistente  el  juicio  cuya 
invalidación  se  pretenda,  y  en  caso  contrario  se 
devolverá  al  reclamante. 

Art  89  £1  reclamo  se  sustanciará  y  senten- 
ciará por  los  trámites  del  juicio  ordinario  ;  pero 
no  tendrá  mas  que  una  sola  instancia.  La  sen- 
tencia se  comunicará  para  su  cumplimiento  al 
juez  que  conoció  de  la  primera  instancia  del  jui- 
cio, si  resultare  este  invalidado. 

Art.  99  La  invalidación  de  un  capítulo  ó  par- 
te de  la  sentencia  no  quita  á  esta  su  fuerza,  res- 
pecto de  otros  capítulos  ó  partes  que  ella  com- 
prenda. Sienopre  que  la  sentencia  contenga  va- 
rias partes  ó  capítulos,  el  juez  declarará  expre- 
samente lo  que  quedare  comprendido  en  la  inva- 
lidación, no  solo  respecto  de  lo  principal,  sino 
de  todos  sus  accesorio».  • 

Art.  10.  El  reclamo  de  invalidación  no  impi- 
de la  ejecución  de  la  sentencia,  ni  puede  inten- 
tarse mas  que  una  sola  vez;  y  en  ningún  caso 
se  intentará  para  anular  la  sentencia  que  en  él  s« 
pronunciare. 

Art.  11.  Tampoco  podrá  intentarse  sino  en  el 
término  de  seis  meses  que  correrán  desde  qu« 
se  descubrió  la  falsedad  del  documento,  ó  se  tuvo 
la  prueba  de  la  retención :  6  desde  el  dia  en  que 
se  libró  la  sentencia  en  los  casos  de  pronuncia- 
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miento  sobre  cosas  no  demandadas,  6  omisión 
respecto  de  lo  demandado:  ó  desde  que  llegó  á 
noticia  del  reclamante  el  juicio  en  que  no  fué  ci- 
tado ni  oído:  ó  desde  que  salió  el  menor  de  la 
curaduría,  ó  la*  demás  personas  y  corporaciones 

>rivilegiadas  tuvieren  otro  representante  que  no 

laya  intervenido  en  el  Juicio. 

Art.  12.  Declarada  la  invalidación,  el  juicio 
se  repone  al  estado  de  demanda,  y  las  partes  po- 
drán hacer  uso  de  sus  aceitones  en  el  tribunal 
competente  de  primera  instancia. 


I 


Dado  en  Caracas  á  13  de  Mayo  de  1836,  79 
de  la  ley  y  209  ^®  ^^  independencia.— El  Presi- 
dente del  Senado,  Ignacio  Fernández  Peña, — 
El  Presi  lente  de  la  Cámara  de  Representantes, 
Pedro  Quintero. — El  Secretario  del  Senado,  Ra- 
fael Acevedo — El  diputado  secretario  de  la  Cá- 
mara de  Representantes,  J.  A.  Pérez. 

Sala    del    despacho. — Caracas,    Mayo    19    de 
1836,  año  79  de  la  ley  y  269  ^®  ^^  inílepenlen- 
ci^.^Cúmpldse»'^  Andrés  Narvarte. — Por  S.  E. 
el  Vicepresidente  de  la  República  encargado  ííel 
Poder    Ejecutivo. -5- El    Secretario    de  Estado  en 
los  DD.  de  Hacienda  y    Relaciones    Exteriores, 
encargado  interinamente   de   los  del  Interior  y 
Justicia,  José  E,  Gallegos, 
INVALlDAClOxN  de   los  juicios.  Véase  Tri- 
bunales y  juzgados.  LL.  I,  art.  1 9»  atrib.  14a, 
II,  art.  3^  atrib.  9a,  VI,   art.   69,  atrib.  3a,  y 
Vlí,  art.*3J,  atrib  4a. 
INVALIDACIÓN  db  los  juicios.- acuerdo  de 

LA  CORTE  SUPREMA  DE   10     DE  JUNIO  DE  1837 

haciendo  ciertas  aclaratorias  sobre  la  ley  an- 
terior, 

ANTECEDENTES. 

República  de  Venezuela. — Juzgado  de  ia  ins- 
tancia del  8^  circuito. — Número  6-* — Calabozo, 
Abril  29  de  1837,  89  y  279— SeñoV  Presidente 
de  S.  E.  la  Corte  Superior  del  2^  distrito  judi- 
cial— El  sentido  concordante  en  que  están  con- 
cebidas algunas  disjiosiciones  de  la  ley  única,  tí- 
tulo 10  del  Código  de  procedimiento  judicial  so- 
bre la  invalidación  de  los  juicios,  previniéndose 
f  O.'  el  artículo  19  que  el  reclamo  de  invalidación 
se  presente  por  escrito  ante  el  juez  que  pronun- 
ció la  úUim}»sentericia:  por  el  89  que  la  que  re- 
cayere en  el  reclamo  se  comunique  para  su  cum- 
plimiento al  juez  que  conoció  de  la  primera  ins- 
tancia del  juicio  si  resultare  este  invalidado:  y 
por  el  12  que  declarada  la  invalidación  el  juicio 
se  repone  al  estado  de  demanda  y  las  partes  po- 
drán hacer  uso  de  sus  acciones  en  el  tribunal 
competente  de  primera  instancia;  manifiesta  que 
nó  hay  lugar  á  la  invalidación  de  un  juicio  que 
tuvo  sol. I  una  instancia  y  cuya  sentencia  quedó 
ejecutoriada.  Siu   embargo,   á  este   tribaaal  ha 
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ocurrido  dinfa  sobre  la  inteligencia  de  la  ley  re- 
ferida; y  ÜS.  me  permitirá  aducir  alguna  obser- 
vación. Entre  las  causas  que  deben  alegarse  pa- 
ra intentar  el  reclamo  de  invalidación  es  la  3^ 
falta  de  audiencia  del  reclamante.  Y  podría  muy 
bien  suceder  que.se  promoviese  un  juicio  en  qQ« 
teniendo  dos  ó  mas  interesados  iguales  y  seme-' 
jantes  derechos  dejase  por  cualquier  motivo  de 
ser  citado  y  oido  alguno  de  ellos.  Supóngase  en 
este  caso  ejecutoriada  la  sentencia  de  primera 
instancia  por  descuido  ó  negligencia  de  lo's  de- 
mas,  ó  terminado  el  negocio  por  transacción  6 
desistimiento.  ¿Quedaría  algún  recurso  al  que 
no  tuvo  noticia  de  un  juicio  en  que  tenia  dere- 
chos y  acciones  que^sostf^ner  y  defender,  y  en  cu- 
yo perjuicio  no  pareée  justo  que  refluyese  la  ne- 
gligencia ó  descuido  délos  otros?  Claro  está 
que  ninguno,  entendida  la  ley  como  he  manifea- 
tado.  No  la  encuentra  pues  este  tribunal  clara  y 
leriiiiuanie;  y  espera  que  US.  se  sirva  ponerlo 
en  conocimiento  de  S.  E,  la  Corte  «up^rior  del 
distrito  para  que  oyendo  la  duda  con  arreglo  á 
la  atribución  9a  art.  <9  ^^  J»  ley  orgánica  de  tri- 
bunales, se  obtenga  la  coni^enienie  declaratoria, 
si  se  considerase  fundada,  según  la  atribución 
lOa  art.  147  de  la  Constitución  —rDios  guarde  á 
US  —Benito  Martí.— Caracas,  Mayo  13  de  1837 
—No  hallando  la  Corte  duda  en  que  el  juicio  de 
ini»alidacii)n,  concurriendo  las  causas  que  para  él 
designa  la  ley,  debe  tener  lugar  aun  en  los  asun- 
tos en  que  no  hay  sino  una  sola  instancia,  pues 
esta  en  elhis  es  la  última,  elévesa  sin  embargo 
en  copia  con  este  informe  al  conocimiento  de  su 
i^.  £  la  Coite  Suprema  de  la  República  á  los 
efectos  que  correspondan. — Sistiaga» — Fortique 
— Cerezo. — Es  copia.  Caracas,  Mayo  20  de  1837,^ 
8^  de  la  ley  y  279  ^^^  ^^  indepefideafl|^ — £1 
Canciller. — Manuel  Cerezo.  ^^ 

Excnio.  Señor. — El  Fiscal  ha  visto  la  consul- 
ta que  con  fecha  de  29  de  Abril  último  ha  hecho 
el  juez  de  primera  instancia  á  la  Corte  Superior 
del  segundo  distrito,  sobre  la  ley  única  del  título 
10  del  Código  civil,  que  trata  de  la  invalidación 
de  los  juicios,  proponiendo  aquella  sobre  si  per- 
judicará á  una  parte  que  no  ha  tenido  noticia  del 
juicio  y  que  no  es  justo  que  la  negligencia  6  des- 
cuido de  los  otros  le  perjudique;  dice  que  la 
Corte  en  trece  de  los  corrientes  ha  declarada 
que  no  hay^duda  alguna,  elevándola  sin  embar- 
go á  este  Supremo  Tribunal  para  lis  efecto» 
que  corresponda. — En  el  concepto  del  represen* 
tante  tampoco  la  hay,  por  lo  que  opina  debe 
aprobarse  Ja  resolución  del  expresado  Tribunal 
Superior. — Caracas  Mayo  30  de  1837.— Xiópea 
de  Umerez. 

En  la  ciudad  de  Caracas  á  iO  de  Junio  de  1837 
octavo  y   vigésimo  séptimo»  reunidos  loa  Sres. 
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Presidente  y  Ministros  de  la  Suprema  Corle  de 
justicia,  impuestos  de  la  consulta  hecha  por  el 
juez  de  primera  instancia  áei  octavo  circuito  que 
ha  elevado  con  su  informe  á  esta  Corte  Supre- 
ma, la  Superior  del  segundo  distrito,  por  la  du- 
da ocurrida  A  aquel  juez  acerca  del  sentido  en 
que  están  concebidas  algunas  disposiciones  de'la 
ley  única  título  10  del  Código  de  procedimiento 
judicial  sobre  la  invalidación  de  lus  juicios,  dije- 
ron: que  encontrando  arreglada  la  declaración 
de  la  citada  Corte  Superior  á  lo  dispuesto  por  la 
ley  del  procedimiento  judicial,  y  no  habiendo  en 
consecuencia  una  fundada  duda  sobre  la  verda- 
dera inteligencia  de  ia  ley,  se  aprueba  aquella,  y 
avísese  en  la  forma  correspondiente. — Licencia- 
do Mercader. — Urbaneja. — Martínez. — Duarte. 

INVÁLIDOS.    LEY  DB  '25  DB  ABRIL  DE   1849  SO' 

hre  goce  de. 'pensiones — que  reforma  la  de 
30  de  Mayo  de  1846,  pág.  74  del  cuaderno  de 
ese  año,  y  cb^J,  nánu  614  del  cuerpo  de  1851 
que  reforma  la  de  21  de  Abril  de  1839,  pág 
212  del  cuaderno  de  ese  año,  y  387,  núm  370 
del  cuerpo  de  Is5l — que  reforma  la  de  12  de 
Abril  de  1836,  pág.  146  del  cuerpo  compren- 
sivo de  las  de  ese  año^  y  J94,  núm,  211  del 
de  1851.  • 
£1  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la  Re- 
pública de  Venezuela  reunidos  en  Congreso, 

DECRETAN  : 

TÍTULO  L 

Invalidez   de  jefes,  oficiales  y  soldados:  casos 

en  que  se  hacen  acreedores  y  sueldos  que 
les  corresponden» 

Art*  19  Son  inválidos  los  individuos  de  la 
fuerza  armada  que  se  inutilicen  para  el  servicio 
militar  pur  beriJas  u  otras  lesión^»  sufiidas  en 
los  actos  del  servicio,  tanto  en  guerra  como  en 
marcha,  guarnición,  destacamento,  cuartel,  auxi- 
lio á  la  justicia  ó  persecución  de  contrabandistas 
ó  malhechores,  ó  por  enfermedades  incurables 
adquiridas  en  actos  del  servicio,  ó  que  sean  con- 
secuencias de  1"s  heridas  ó  lesiones. 

Art.  29  Tado  individuo  militar  desde  /jfeneral 
á  soldatio  á  quien  por  las  causas  indicadas  en  el 
artículo  anterior  le  resulte  la  pérdida  total  dedos 
6  mas  miembros,  ó  de  la  vi^tta,  ó  qut  de  totalmen 
te  inútil  para  procurarse  la  subsistencia,  gozará 
del  sueldo  íntegro  de  su  empleo,  sea  cual  fuere 
el  tiempo  que  tuviere  de  servicio. 

Art.  39  Cuando  las  heridas,  Jesiones  ó  enfer- 
medades causaren  la  pérdida  de  un  solo  miem- 
bro, se  gozará  entonces  de  los  dos  tercios  del 
sueldo,  cualquiera  que  sea  el  tiempo  de  servity 
de  los  jefes,  oficiales  y  sargentos ;  pero  los  ca- 
bos y  soldados  tendrán  las  cinco  s'^xtas  partes 
de  su  sueldo. 

Art  49  Las  heridas,  lesiones  6  enfermedades 


IN 


que  sin  ocasionar  pérdida  de  un  miembro  sean 
sin  embargo  bastante  graves  para  privar  perpe- 
tuamente de  su  uso,  dan  derecho  á  la  mitad  del 
sueldo,  sea  cual  fuere  el  tiempo  de  servicio,  has- 
ta la  clase  de  capitán  inclusive;  mas  los  tenien- 
tes, subtenientes  y  sargentos  percibirán  los  tres 
quintos  de  su  sueldo,  y  los  cabos  y  soldados  los 
dos  tercios. 

Art.  59  Las  enfermedades  menos  graves  que 
causen  imposiibilidad  de  continuar  en  el  servicio, 
dan  derecho  ala  tercera  parle  del  sueldo  sea  cual 
fuere  la  antigüedad^  del  servicio,  hasta  segundo 
comandante  inclusive  ,*  pero  los  capitanes,  te- 
nientes, subtenientes  y  strgentos  percibirán  los 
tres  séptimos  de  su  sueldo,  y  los  cabos  y  solda- 
dos la  miía'l. 

Art  69  Las  asignaciones  que  se  conceden  por 
la  presente  ley,  se  calcularon  por  el  sueldo  y  so- 
bre sueldo. 

TÍTULO  IL 
Modo  de  comprobar  la  invalidez» 

Art.  79  El  que  se  inutilizase  en  artos  del  ser- 
vicio, conforme  al  artículo  1^,  lo  acreditará  ton 
certificación  del  inmedi'ito  jefe,  á  cuyas. órdenes 
se  halló  el  dia  que  aconteció  el  hecho,  6  con  tes- 
tigos presenciales  del  niismo  ;  cuya  prueba  solo 
hará  fe  evacuada  dentro  de  los  quince  dias  inme- 
diatas á  aquel  ;  y  presentada  á  los  jefes,  dispon- 
drán reconozcan  al  solicitanie  el  cirujano  6  ciru- 
janos del  cuerpo,  columna,  división  ó  ejército, 
declarando  si  la  herida  ó  lesión  es  capaz  de  inu- 
tilizarle cuando  los  auxilios  déla  facultad  no 
basten  al  remedio  ;  y  si  Ducediere  distante  de  las 
banderas,  en  destacamento  ú  otra  comisión,  ha- 
rá el  comandante  se  practique  igual  diligencia 
por  el  cirujciiio  del  pueblo  con  intervención  del 
Gobernador,  comandante  de  armas,  jefe  político 
ó  primer  juez,  remitiendo  luego  estas  diligencias 
al  comandante:  este  en  uno  ú  otro  caso  podra 
valerse  de  distintos  facultativos  cuando  hayan 
cerliñcado  los  del  cuerpo,  y  de  los  de  este  cuan- 
do lo  htyan  hecho  extraños.  ^*) 


(*)  E&tti  a  tículo  supone  que  la  invalidez  t<;nga  lugar 
con  postcrioridail  á  ia  pre8cnte  k-y,  pues  previene  qu*^  la 
prui'ba  de  que  habla  solo  hará  fe  evacúala  dentro  de  los 
quince  di.ts  inmediatos  á  aquel  en  que  aconteció  el  hecho 
que  hubiere  oca.->iuuudo  la  invalidez.  Mas,  Cdnio  pur  el  ar- 
ticulo 13  Je  la  mihma  Ioü  indiviiiuus  de  la  guerra  de  inde- 
pendencia obtendrán  sus  letras  con  goce  de  invalidez  si 
comprobaren  bastantemente  su  invalidéis  á  juicio  del  Po- 
der Ejecutivo,  juzgamos  deberá  ser  según  se  preceptuaba 
por  el  art.  3  P  do  la  BesoUicion  Ej.cutiva  de  15  do  Abril 
de  1886  derttgaoa  virtualmcute  eu  todo  lo  demás.  Dicho 
articulo  dice  asi : 

"  Los  que  optaren  á  los  goces  de  inválidos,  oonforiike  a 
lo  dispuesto  en  el  art.  12,  adacirón  las  pruebas  siguientes: 
1  ?  certtílcucion  del  jefe  de  la  división,  brigada,  columna 
o  cuerpo,  á  cuyas  órdenes  servia  el  dia  que  aconteció  sa 
desgracia,  bastante  á  acreditar  estr,  7  expresámlose  el  dia 
y  paraje  en  qiia  luvo  lugar,  6  devlaraciouos  de  teBtig)« 
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Art.  69  Si  el  que  aspira  al  goce  de  inválidos 
fuere  jefe*  de  un  ejército  5  cuerpo  de  ejército,  ó 
comandante  de  una  plaza,  fortaleza,  destacamen- 
toa  6  partidas  independiente»  de  cuerpos,  se 
acreditará  la  cansa  de  las  heridas  ú  otras  lesio- 
nes, con  el  parte  de  ordenanza  que  dé  dicho  jefe 
ó  comandante,  ó  sus  sustitutos  en  caso  de  inha* 
biiidad  de  estos,  á  la  autoridad  de  quien  depen* 
dan ;  siendo  siempre  indispensable  para  esta  com  • 
probación  la  certificación  dada  por  el  médico  ó 
cirujano  que  haya  hecho  el  reconocimiento  y  la 
Terifícacion  de  esta,  caso  de  duda,  conforme  al 
artículo  anterior. 

Art.  99  Los  médicos  y  cirujanos  que  dieren 
certificación  falsa,  en  virtud  de  la  cual  haya  lo- 
grado algún  individuo  pensión  de  Inválido  inme- 
recidamente, serón  castigados  con  una  multa  de 
mil  pesos  y  un  año  de  prisión;  y.  el  que  se  hu- 
biere valido  de  estos  documentos  falsos,  quedará 
privado  de  la  gracia  y  sufrirá  la  misma  pena  de 
prision^,  y  en  caso  de  que  un  individuo  no  tenga 
con  que  satisfacer  la  multa,  sufrirá  un  año  mas 
de  prisión;  Las  multas  serán  aplicadas  al  tesoro 
público. 

TÍTULO  IIL 
Disposiciones  generales. 

Art.  10.  El  Podsr  Ejecutivo  daréi  á  los  invá- 
lidos la  organización  que  sea  compatible  corf  su 
actual  estado  y  con  la  conveniencia  de  llevar  la 
alta  y  baja  que  ocurra  en  esta  clase  distinguida, 
sin  que  por  estos  arreglos  se  prive  á  los  inváli- 
dos del  consuelo  de  vivir  en  donde  tengan  sus 
familias  y  domicilios. 


presenciales  del  hecho,  que  justifiquen  lo  expuesto:  2  9 
declaración  del  cirujano  de  la  división,  brigada,  columna  ó 
cuerpo  en  que  servia  el  individuo,  expresándose  si  la  heri> 
da  ha  sido  6  seiá  capaz  de  inutilizarle,  cuando  los  auxilios 
de  su  facultad  no  basten  al  remedio,  y  el  grado  de  inutili- 
d(td  en  que  haya  quedado  6  quedare  :  sí  no  fuere  posible 
adquirir  la  declaraciou  del  cirujano,  se  suplirá  esta  con  la 
de  un  facultativo,  que  exista  en  el  lugar  de  la  residencia 
del  herido,  ó  en  otro  inmediato,  ocurriendo  el  interesado 
á  la  autoridad  civil  respectiva  para  obtener  esta  declara- 
ción; y  8?  losjefes  y  oficiales  enviarán  copias  certifica- 
das de  sus  despachos,  los  sargentos  v  cabos  de  sus  nom- 
bramientos, y  los  soldados  de  sus  filiaciones,  ó  certifica- 
ciones bastantes  á  comprobar  sus  servicios.  Los  jefes, 
oficiales  y  tropa  de  la  milicia  nacional  que  se  hallen  en  el 
caso  del  artículo  12,  y  optaren  á  sus  goces,  remitirán  tam< 
bien  copia  de  sus  despachos,  nombramientos,  &a.,  y  en  sn 
defecto,  justificaciones  que  acrediten  el  destino  que  de- 
sempeñaban en  la  división,  columna  ó  cuerpo  en  que  ser- 
vían el  dia  de  su  desgracia/' 

Sobre  este  mismo  aiticulo  dijo  el  Secretario  de  la  Guer- 
ra, Qeneral  Francisco  Mejía,  en  su  memoria  de  1849 : 

"  Demanda  así  mismo  nna  reforma  útil  el  articulo  7  de 
la  ley  sobre  inválidos,  pues  que  sobre  ser  deficiente  en- 
vuelve oscuridad  en  sus  términos.  En  los  artículos  1, 2  y 
6,  reconoce  esta  ley  la  invalidez  proveniente  de  enferme- 
dades incurables  que  sean  consecuencia  de  heridas  ú  otras 
lesiones,  á  medida  que  en  el  articulo  7  al  establecer  el  mo- 
do de  comprobar  la  invalidez,  no  prevá  el  modo  en  que 
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Art.  11.  Los  inválidos  naturales  de  Teni'zue- 
la  que  hubieren  venido  6  vinieren  de  la  Nueva 
Granada  y  Ecuador  al  territorio  de  la  República, 
á  quienes  el  Gobierno  de  Colombia  libró  letras 
de  tales  hasta  el  I9  de  Enero  de  1830,  tienen 
derecho  á  que  el  Ejecutivo  les  refrende  sus  cé- 
dulas con  los  goces  de  esta  ley. 

Art.  12.  Todo  individuo  de  la  milicia  que  se 
inutilizare  en  función  del  servicio,  tendrá  dere- 
cho á  inválidos  como  ios  del  ejército  permanen- 
te, y  lo  obtendrá  con  las  mismas  formalidades* 

Art«  13.  Los  individuos  de  la  guerra  de  inde- 
pendencia obtendrán  sus  letras  con  goces  de  in- 
válidos, si  comprobaren  bastantemente  su  inva- 
lidez á  juicio  del  Poder  Ejecutivo. 

Art  14.  Los  inválidos  á  quienes  anteriormen- 
te se  les  haya  expedido  cédulas  de  tales  y  que 
por  virtud  de  esta  ley  tengan  derecho  á  mayo- 
res pensiones,  podrán  ocurrir  al  Poder  Ejecuti- 
vo para  que  les  expida  nuevas  cédulas. 

Art.  15.  Se  deroga  la  ley  de  30  de  Mayo  Je 
1846. 

Dada  en  Caracas  á  23  de  Abril  de  1849,  200 
y  399 — El  Presidente  del  Senado,  José  María 
Barroeta.^E]  Presidente  de  la  Canoera  de  Re- 
presentantes, Jo.^fé /Jamón  Agüero, — El  Secre- 
tario del  Senado,  José  Ángel  Freiré • — El  Se- 
cretario de  la  Cámara  de  Kepresentantes. — J. 
Padilla. 

Caracas,  Abril  25  de  1849,  209  Y  399— -Eje- 
cútese. — José  Tadeo  Monágas. — Por  S.  E.  el 
Secretario  de  Estado  en  los  DD.  de  Guerra  7 
Marina,  Francisco  Mejía. 


haya  de  justificarse  aquella  que  derive  do  una  enferme- 
dad contraída  iK>r  efectos  del  servicio,  y  cuyos  resultados 
no  pueden  obtenerae,  ni  aun  sospecharse  en  el  corto  tér- 
mitio  que  fija  dicho  articulo ;  siendo  de  observar,  que  no 
siempre  proviene  la  invalidez  de  una  herida  ó  lesión  que 
trae  próximas  consecuencias,  sino  que  también  hay  casos, 
como  lo  ha  observado  en  la  práctica  el  Poder  Ejecutivo, 
en  que  una  lesión  al  parecer  leve  en  su  orieen,  viene  con 
el  tiempo  á  causar  una  enfermedad  que  se  desarrolla  poco 
á  poco  y  acaba  por  producir  una  grave  infalidez.  £u  esto 
caso  mal  podia  sujetarse  la  prueba  á  lo  dispuesto  en  el  ci- 
tado art.  7,  á  medida  que  la  ley  en  términos  I08  mas  cla- 
ros, ha  admitido  en  los  artículos  respectivos  el  derecho  de 
inválidos  -acerca  de  aquellos  á  quienes  acabo  de  referir- 
me. Un  artículo  mas  amplio,  mas  claro  y  de  consiguiente 
mas  eficaz,  que  ademas  de  corregir  los  defectos  adverti- 
dos, contuviese  también  el  modo  de  comprobar  la  invali- 
dez, cuando  dependiese  de  enfermedades  incurables  ori- 
ginadas del  servicio  y  no  producidas  por  cansa  v<^unta- 
ría  ó  mala  conducta,  «^nejoraría  considerablemente  la  ley 
sobre  las  refoimas  ya  enunciadas  en  el  curso  de  este  arti- 
culo :  acaso  sería  entonces  la  de  inválidos  una  de  las  le- 
yes mas  perfectas  que  tuviese  la  i'epúbllca." 


AnáUsis  etmparaiiw  ds  las  leyes  de  12  AMi  de  1886,  24 
de  Abril  de  1889,  17  de  Marzo  de  1842,  80  de  Mayo  dt 
1846,  y2&de  Abrü  de,  1849,  sobre  inválidos. 

Entca  las  dos  primeras  se  notan  las  diferencias  sí- 
goientes: 
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INVÁLIDOS.    DECRETO    SJKCVTITO    DB    17  DE 

MAYO  DB  1836  organizando  sus  depósitos. 
REGLAMENTO 

sobre  depósitos  de  inválidos. 

En  cumplimiento  de  lo  que  previene  el  artí- 
culo 89  (le  la  ley  de  inválidos  de  12  de  Abril  del 
corriente  año,  el  Poder  Ejecutivo  con  acuerdo 
del  Consejo  de  Gobierno,  ha  tenido  á  bien  dic- 
tar con  esta  fecha  el  reglamento  siguiente  : 

Arl.  19  Se  establecen  depósitos  de  inv&lidos 
en  las  provincias  en  que  hay  comandancias  de 
armas,  y  los  comandantes  de  armas  se  encarga- 
rán de  la  alta  j  baja  de  los  depósitos  de  inváli- 
dos de  sus  respectivas  provincias,  y  de  presen- 
tarlos en  revista  mensualmente,  secarles  sus 
asignaciones  y  distribuírselas. 

Art.  29  A  estob  depósitos  pertenecerán  todos 
los  inválidos-  residentes  en  las  provincias  res- 
pectivas, que  tengan  ó  recibiesn  cédulas  de  tales 

Art.  39  Los  inválidos  que  residan  en  lugares 
distantes  de  la  capital  de  la  provincia  y  no  pue- 
dan presentarse  al  comandante  de  armas  para 
pasar  Ja  revistado  presente,  la,  pasarán  del  I9  si 
8  de  cada  mes  ante  la  autoridad  civil  del  lugar 
de  su  residencia,  quien  certificará  al  pié  de  la 
lista  haberse  presentado  el  inválido  en  revista, 
é  inmediatamente  dirigirá  las  listas  con  un  ofi- 
cio de  remisión  al  comandante  de  armas  de  la 
provincia,  expresando  en  el  sobre  escrito  ser 
listas  de  inválido  para  que  no  paguen  porte 
de  correo.  Con  estas  listas  se  justificará  en  las 
oficinas  de  hacienda  y  se  sacarán  las  asignacio- 
nes, teniendo  el  comandante  de  armas  el  espe- 
cial cuidado  de  que  lleguen  á  mano^  del  inváli- 

La  de  86  (art.  3  P  )  concedía  á  los  soldados  que  perdie- 
sea  UD  solo  miembro  por  razón  de  heridas,  dos  pesos  mo- 
nos del  suodo  que  les  corresponiia  en  actividad  ;  y  la  de 
89  ^art.  3  P  )  les  cencedió  las  cinco  sextas  partes. — La  de 
86  (art  4  P  )  no  exi^a  que  fuese  perpetna  la  privación  ' 
del  uso  de  algún  miembro  para  el  goce  de  la  mitad  del  t 
suelto ;  y  la  de  89  (art.  4  ?  )  lo  exigió.— La  de  86  (art.  id.)  ! 
concedía  en  el  mismo  caso  á  los  cabos  y  soldados  tres  pe-  | 
sos  menos  del  sueldo  que  les  c6rresiK)ndiese ;  y  la  de  89  ' 
(art.  id.)  les  concedió  los  dos  tercios.— La  de  86  (art.  5?  )  | 
declaraba  á  Io»»cabo8  y  soldados  por  las  cafermedades  pro-  1 
▼•jnientes  da  heridas  menos  graves  que  las  del  caso  ante- 
rior cuatro  pesos  menos  del  sueldo  q]ie  les  correspondía ;  | 
y  la  de  89  (art  5  P  )  les  concedió  la  mitad.— La  de  89,  ad^-  , 
mas,  añadió  los  casos  de  sus  artículos  6  P  y  7  P . — La  de 
86  (art  7  9)  mandaba  que  se  justifícase  en  su  caso  el  de-  | 
recho  á  la  invalidez  con  certíflcacion  de  los  médicos  ó  ci-  1 
rujanos  nombrados  por  el  comandante  de  anuas ;  y  la  de  | 
89  (art.  9  P  )  añadió :  "  ó  el  jefe  militar  á  cuyas  órdenes  , 
sirvan."  También  agregó  la  de  89  (art.  id  )  las  palabras;  1 
"  ó  con  el  cóüstame  solamente  del  Jefb  ú  oficial  á  cuyas  1 
órdenes  sirvan  siendo  en  compañías  ó  destacamentos  j^o  1 
dependientes  de  cuerpos ;"  y  el:  "  si  lo  hubiere, "  con  re- 
ferencia aU^forme  del  comandante  de  armas :  asi  mismo  , 
agregó  (^  único  art.  id.)  al  ^  del  art.  7  de  la  de  86  las  pa-  ' 
labras :  '*  ó  si  fuere  el  comandante  de  una  compañía  ó  ' 
destacamentos  independientes  de  cuerpos ;"  y  desde  doa-  i 
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do  sin  el  naenor  descuento,  no  obstante  la  difí« 
cuitad  que  pueda  presentarse  en  la  remisión  y 
entrega.  * 

Art.  49  La  baja  de  los  inválidos  se  justifica- 
rá con  un  aviso  por  escrito  que  el  Cura  jHisará 
&  las  autoridades  de  la  parroquia,  en  que  expre- 
se haber  enterrado  el  inválido  y  en  donde  no 
hubiere  cura,  el  I9  ó  2^  Juez  de  la  parroquia 
dará  el  aviso,  y  le  remitirá  a^  comandante  de 
armas,  y  en  la  provincia  en-  que  no  hay  coman- 
dantes de  armas,  al  Gobernador,  por  cuyo  con- 
ducto pasará  la  certificación  6  partida  de  entier- 
ro á  la  Secretaría  de  Guerra,  en  donde  se  lleva- 
rá la  alta  y  baja  del  distinguido  cuerpo  de  invá- 
lidos de  la  República. 

.  Art,  69  En  las  provincias  en  que  no  haya 
comandantes  de  armas,  y  por  consiguiente  no 
hay  depósito  de  inválidos,  so  presentarán  estos 
en  revista  del  I9  al  8  de  cada  mes  en  la  oficina 
de  hacienda,  y  en  donde  no  la  hubiere,  ante  la 
autoridad  civil  del  lugar  de  su  residencia,  quien 
certificará  al  pié  de  las  listas  haber5e  presentado 
en  revista  el  inválido,  y  con  esta  ii^ta  se  ocur- 
rirá á  la  Tesorería  general,  ó  á  la  caja  que  se 
hubiere  asignado  para  el  pago  de  las  pensiones 
de  inválidos  en  la  provincia  de  que  habla  este 
artículo.  Como  puede  suceder,  que  muchos  in- 
válidos no  sepan  firmar,  deberá  hacerlo  á  su 
ruego  el  otro  juez  ó  un  vecino  de  responsabili- 
dad. 

Art.  69  Los  comandantes  de  armas  remitirán 
mensualmente  á  la  Secretaría  de  Guerra,  una 
relación  de  los  inválidos  de  que  consta  el  depó- 
sito de  la*  provincia  de  su  cargo,  y  ías  oficinas 
de  hacienda  en    donde  no  hubiere  depósito,  pa- 

de  dice:  "  Por  regla ganeral,  &a."  Del  mismo  modo  ag^e 
gó(art.  12)  al  10  do  la  do  86  el  último  inciso:  "ó  con 
aquellos  que  se  les  hayan  concedido  por  dichas  letras,  si 
fueren  mayores." 

Las  de  39  y  42  so  diferencian  a.sí : 

La  de  39  (art.  7  P  )  mandaba  calcular  las  asignaciones 
sobre  el  sueldo,  sin  comprender  el  sobre-sueldo,  excep- 
tuando á  los  individuos  de  tropa,  á  los  cuales  se  les  calcu- 
laba con  el  sobresueldo ;  y  la  do  42  (art.  6  ?  )  dispuso  quo 
á  todos  so  les  calculasen  por  uno  y  otro. — La  de  42  supri- 
mió el  art.  9  P  y  su  ^  y  el  último  inciso  del  ai  t.  12  do  la 
de  39,  que  dice:  *'  ó  con  aquellos  que  so  les  hayan  conce- 
dido por  dichas  letras,  si  fueren  miyores." — La  de  39  (art. 
16)  ponía  como  condición  para  quo  se  expidiesen  letras  á 
los  inválidos  de  la  guerra  do  independencia,  que  no  hu- 
biesen tomado  parte  en  la  conspii  ación  do  1835;  y  la 
de  42  (  art.  14)  suprimió  este  requisito.— La  de  39  (art. 
14)  exigia  que  la  invalidez  seprobaso  dentro  de  seis  meses 
después  do  la  publicación  do  la  ley  en  las  capitales  de  pro- 
vincia ;  y  la  de  42  (art.  id)  dijo :  "en  los  lugares  respecti- 
vos."— La  de  42  finalmente  formó  un  solo  artículo  (el  14) 
de  los  dos  de  la  do  39  (14  y  15.) 

Entre  las  de  42  y  46  solo  se  nota  la  diferencia  de  que  la 
segunda  (art.  13)  incluyó  la  guardia  nacional  de  policía, 
de  quo  no  hacia  mención  la  de  42  (art  id.)  y  fijó  (art.  14) 
un  affo  para  comprobar  la  invalidez,  en  lug^r  de  los  seis 
meses  que  fijaba  la  de  42  (art.  id.) 
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sarán  igualmente  á  la  Secretaría  de  Guerra  una 
relación  de  los  inv&lidos  que  reciben  en  ellas  sus 
pensiones. 

Art,  79  tios  generales,  jefes,  oficiales  é  indi- 
viduas de  tropa  inválidos  que  tuvieren  por  con- 
veniente entenderse  directamente  con  la  Tesore- 
ría general,  con  acuerdo  de  la  comandancia  de 
armas  para  el  pago  de  sus  pensiones,  pueden 
hacerlo,  pasando  ademas  de  la  lista  de  revista 
con  que  justifícdn  en  las  oficinas  de  pago,  otra 
al  comandante  de  armap. 

Art.  8?  Los  oficiales  é  individuos  de  tropa  in- 
vfilidos  con  letras  <le  tales  que  estuvieren  incor- 
porados en  los  depósitos  de  las  provincias,  serán 
admitidos  en  los  hospitales  militares  cuando  en- 
fermen ;  con  la  orden  del  comanrlante  de  armas 
respectivo.     Kolo  se  usará  de  esta  fucuUad,  con 
inválidos  notoriamente  destituidos  de  recursos; 
y  mientras  estén  en  el  hospital  se  les  desconta- 
rá, á  los   oficiales  cuatro  reales   diarios,   si   su 
asignación  excediese  de   quince  pesos,  y  si  no 
alcanzase  á   esta  cantidad,  se    les  deducirá  toda 
su  asignación  ;  á  los  individuos   de  tropa  se  les 
descontará  real  y  meJio  diario,  si  la  pensión  pa- 
sare de  cinco  y  medio  pesos,   y  si  no  alcanzare 
á  esta  cantidad,  se  les  deducirá  toda  la  pensión. 
Art.  99  Los  inválidos  pueden    trasladarse  de 
un  depósito  á  otro,  cuando  les  convenga,  en  cu- 
yo paso  se  costearán  el  viaje,  y  son   obligados  á  1 
participarlo   á  los   respectivos  comandantes  de  * 
armas,  para  que  p]  uno  lo  dé  de  baja  en  su  de- 
pósito, y  el  otro  de  alta.  También  pueden  incor-  1 
porarse  en  los   depósitos  los  inválidos  que  resi-  ¡ 
dan  en    prpvincias   que   no  los   tengan,  cuando 
les  convenga  trasladarse,  de  unas  á  otras,  en  cu- 
yo caso  dará  precisamente  aviso  la  autoridad  ci- 
vjl  al  comandante  de  armas,   para  que  lo   dé  de 
alta,  y  pase  la  revista,  como  está  prevenido  en 
este  reglamento. 

Art.  109  La  Tesorería  general,  dictará  las 
medidas  que  juzgue  conducentes  á  facilitar  el  pa- 
go de  las  asignaciones  de  los  inválidos,  conci- 
llando la  posibilidad  de  llevar  el  alta  y  baja,  se- 
gún lo  acordado  por  el  presente  reglamento, 
con  la  libertad  que  les  da  la  ley  para  residir  en 

Finalmente  las  de  46  7  49  se  diferencian  así : 
La  de  46  (art- 19)  entre  la  enuraeraciob  de  las  cansas 
áe  invalidez,  decía :  "  ó  por  enferoiedades  incurables  que 
sean  consecuencias  de  estas  heridas  ó  lesiones ; ,,  y  la  de 
49  modificó  de  este  modo  :  "ó  por  enfermedades  incara- 
bles  aJ^irídas  en  actas  eUl  servido  6  que  sean  consecuen- 
cias &a."— La  misma  de  49  (art.  12)  snprímíó  de  la  de 
46  (art  13)  lo  relativo  á  la  guardia  nacional  de  policía ;  y 
también  (art.  13)  lo  do  lado  46  (art  14)  relativo  á  los 
que  en  defensa  (leí  orden  constitucional  en  1836  se  hubie- 
sen hecho  acreedores  á  los  goces  de  inválidos ;  como  tam- 
bién el  término  de  un  año  que  ^aba  para  probar  la  inva- 
lides. Por  último  añadió  su  art  14. 
Én  lo  demás  convienen  dichas  leyes. 
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donde  les  convenga. 

Circúlese  por  el  Ministerio  de  Guerra  y  Ma- 
rina á  quienes  corresponda,  y  publíquese  en  la 
Gaceta  oticial. 

Dado  en  Caracas  á  17  de  Mayo  de  1836,  7» 
y  26.  •  ' 

(Hay  una  rúbrica.) 
Por  8.  E. — El  Secretario  interino  de  Guer- 
ra y  Marina.. -f/erñatar  (*•) 
INVÁLIDOS.  RESOLUCIÓN  ejecutiva  de  3  de 
OCTUBRE    DE  1836  co muntcatido  la  dñdOde  , 
Setiembre  del   mismo  en  que  ae  declara  des* 
de  cuando  debe  pagársele  la  pensión. 

República  do  Venezuela.— Secretaría  de  Estado 
en  los  Despachos  de  Guerra  y  Marina. — Ramo  de 
Guerra. — Sección  segunda.— Caracas  3  de  Octubre 
de  1836,  7?  y  26? 
Sr.  Tesorero  general» 

Con   fecha  30  del  pasado   ha  resuelto  el  Go 
bierno  lo  siguiente. 

••Considerando  el  Ejecutivo  primero:  que  los 
militares,  á  quienes  se   libran  cédulas  de  inváli- 
do, no  las  reciben   con  la  puntualidad  necesaria 
ji  para  presentarse  en  revista  y  reribir  sus  pensio- 
ii  nes  inmerli^tamente  á  la  expedición  de  lascédu- 
l|  las,  ya  porque   la  toma  de  razón  en  las  oficinafi 
I  de^hacienda   respectivas   se  retarda,  á  causa  de 
¡  ser  crecido  el  número  de  cédulas  que  se  libran  á 
un  tiempo,  pues  que  la  ley  ha  ñjadu  un  término 
perentorio  para  la  concesión  de  esta  goce,  y  to- 
dos los  que  se  han  considerado  con  el  derecho  á 
él,  han  ocurrido  casi  á  un  mismo  tiempo  solici- 
tándolo, al  paso   que  se  van  refrendando  según 
la  ley,  las  cédulas  de  aquellos  que  han  recibido 
goces  por  ellas,  y  ya   porque  siendo   la  mayor 
parte  de  los  inválidos  individuos  de  la  milicia  na- 
cional, se  hallan  diseminados  en  el  territorio  de 
la  República,  ignorándose  6  veces  por  las  auto- 
ridades  hasta   los   lugares   de  su   residencia,  lo 
cual  dilata  la  recepción  de  sus  letras,  y  segundo, 
que  es  justo  acordar  todas  aquellas  disposiciones 
que  alivien  la  suerte  de  los  que  se  han  inutiiiza- 
do  en  el   servicio    público,  resuelve  :  qu3  aque- 
llos á  quienes  se  han  librado,  y  libraren  cédulas 
de  inválido,  gocen  de  la  pensión   q\\e  se  les  de- 
clare, desde  la  fecha  en  que  hayan   sido  expedi- 
das las  cédulas,   pues   que  desde  ese  momento, 
el  Gobierno  ha  reconocido  su  derecho,  en  vista 

"(*)  Por  el  art.  5  de  la  R.  E.  de  22  do  Marzo  de  1BI2 
se  manda  quo  los  inválidos  conserven  la  organización 
prescrita  en  este  decreto  mientras  no  so  disponga  otra  co: 
sa.  Pero  es  de  advertirse  que  dicha  resolución  fué  dada 
en  cumplimiento  de  la  ley  de  17  del  mismo  mes  y  afio,  la 
cual  ha  bido  reformada  por  la  de  20  de  Mayo  de  1846  que 
en  su  art.  10  tit.  8  ?  previene  que  el  Poder  Ejecutivo  d6 
áTos  inválidos  la  organizacioB  conveniente.  La  misma  or- 

fanizacion  se  manda  dar  por  la  ley  de  25  de  Abril  de 
846  vigente ;  y  como  no  íe  ha  dictado  ningún  nuevo  de- 
creto sobre  el  particular,  es  indudable  que  está  vigente 
este. 


ooioiauíiA  T  ynaaxouMA  Tionns. 


xn 


«I 


IN 


'WjOdBM»' 


tiKiW^WiW  «^AKP^tO»»!^^»*» 


¿B  los  donimentiMi,  que  eonforme  á  la  ley,  han 
presentado  comprobando  sn  inralidefe.'' 

liO  que  trascribo  á  US.  para  su  inteligencia  j 

fines  consiguientes. 

Suscribiéndome  de  US.  muy  atento  servidor 

El  secretario  interino,  Francisco  Hernaiz. 

UfYALIDOS.    RESOLUCIÓN   ejecutiva  de  22 

DE  ENERO  DE   1841,  declarando  que  ademas 

de  la  pensión  deben  recibir  el  sueldo  integro 

de  cualquier  empleo  que  desempeñen* 

Secretaria  de  Guerra.— Caracas  Enero  22  de 
1841, 12  y  31. 

En  el  expediente  respectivo  ha  recaído  en  es- 
ta fecha,  la  resolución  siguiente  : 
«  «*  Un  oñclal  de  la  armada  que  se  halla  en  go- 
ce de  pensión  de  inválido  y  ha  sido  nombrado 
para  desempeñar  un  destino  cuya  dotarion  paga 
el  tesoro  público,  ha  consultado  al  Gobierno  si 
estará  privado  de  su  pensión,  durante  el  desem- 
peño del  mismo  destino.  Ninguna  de  las  dispo- 
siciones legislativas  sancionadas  hasta  ahora  re- 
suelve la  cuestión,  y  por  no  haberse  presentado 
un  caso  igual  en  la  práctica,  no  hay  resolución 
alguna  del  Poder  Ejecutiyo  que  lo  comprenda. 
Por  lo  cual,  y  considerando  el  Gobierno  I9: 
que  las  pensiones  de  inválidos  son  goces  remu- 
neratorios que  se  acuerdan  en  favor  de  los  mili- 
tares que  se  han  inutilizado  en  servicio  de  la 
Nación  y  á  los  cuales  tienen  estos  un  derecho 
perfecto  desde  el  momento  que  acreditan  hallar- 
se comprendidos  en  alguno  de  los  casoi  de  la 
ley  de  la  materia  y  obtienen  sus  correspondien- 
tes letras.  29;  que  perdiendo  los  inválidos  el 
goce  de  sus  pen8Íones>  durante  el  desempeño  de 
algún  destino  á  que  fuesen  promovidos,  ven- 
drían á  ser  en  el  hecho  de  peor  condición  que 
cualquiera  otra  persona  á  quien  se  confiriese  el 
mismo  destino,  pues  que  esta  percibiría  todo  el 
aneldo  señalado  por  la  ley,  al  paso  que  aquellos 
solo  disírutarian  en  remuneración  de  su  trabajo, 
de  la  diferencia  que  hubiese  entre  el  mismo  suel- 
do y  sus  pensiones.  39  :  que  la  circunstancia  de 
no  interrumpirse  el  goce  de  esta  por  el  acciden- 
te indicado,  será  una  justa  compensación  de  la 
imposibilidad  en  que  por  su  estado,  se  hallan  los 
inválidos  de  aspirar  á  la  ocupación  de  Cualquie- 
ra especie  de  destinos  ;  y  49  :  que  es  un  deber 
del  Gobierno  aliviar  en  cuanto  es  posible,  la 
suerte  de  los  militares  que  se  han  inutilizado  en 
el  servicio  de  la  nación,  declara  por  punto  gene- 
ral :  que  todo  inválido  que  fuere  nombrado  para 
el  desempeño  de  un  destino,  tiene  derecho  á  per- 
-cibir  íntegra  su  pensión,  ademas  del  sueldo  de 
que  deba  disfrutar  por  razón  del  mismo  destino. 
Por  S.  K — Hernaiz. 

INVÁLIDOS.     RESOLUCIÓN    ejecutiva   DE  22 
PE    MARZO    DE    1842.  (ARTÍCULOS    VIGENTES) 
TOMO  Xl« 
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sobre  su  organización  y  curso  de  sus  soNH* 

tudes  (*). 

Art.  59  Los  inválidos  conservarán  la  organi- 
zación prescrita  en  el  reglamento  de  17  dé  Mft<^ 
yo  de  1836,  mientras  no  se  disponga  otra  cosa. 

69  Las  autoridades  p&blicas  darán  curso  á  las 
instancias  que  produzcan  loe  inválidos  solicitan* 
do  del  Poder  Ejecutivo  los  goces  de  ley. 

79  Los  alcaldes,  6  jueces  de  paz,  dirigirán  es- 
tas instancias  á  la  autoridad  política  del  cantón 
y  esta  al  Gobernador  de  la  provincia  á  fin  de 
que  lleguen  al  conocimiento  del  Gobierno.  ISn 
las  provincias  en  que  haya  comandantes  de  ar- 
mas loa  inválidos  y  las  autoridades  civiles  de  lu- 
gares distantes  de  la  capital  de  la  provincia,  pre- 
ferirán aquel  conducto. 

Circúlese  y  páblíquese. — Por  S.  E. —  SoU' 
bletie. 

INVÁLIDOS.    RESOLUCIÓN    EJECUTIVA    DE  30 

DE  JULIO  DE  1842  dictando  ciertas  medidas 

para  el  arreglo  y  economía  del  depósito  de 

la  provincia  de  Caracas  (•*). 

£1  Poder  Ejecutivo  en  uso  de  la  facultad  que 
le  concede  el  artículo  10  de  la  ley  de  17  de  Mar- 
zo último,  resuelve : 

Art.  19  £1  Gobierno  nombrará  en  lo  sucesivo 
un  oficial  que  se  encargue  del  depósito  de  invá- 
lidos de  esta  provincia  y  de  organizar  y  formar 
mensualmente  las  listas  y  presupuestos  de  todos 
los  inválidos  residentes  en  esta  capital,  y  de  pre- 
sentarlos en  revista  personalmente  en  la  Teso- 
rería general  del  19  al  último  de  cada  mes.  £1 
oficial  que  se  nombre  para  desempeñar  este  en- 
cargo, autorizará  las  listas  con  su  firma  y  uno 
de  los  jefes  de  la  Tesorería  general,  ejercerá  en 
el  acto  de  la  revista  las  funciones  de  comisario 
que  están  anexas  á  la  Tesorería.  . 

^  único.  Los  generales,  jefes  y  oficiales  no 
quedan  comprendidos   en    el  depósito. 

Art.  29  La  Tesorería  general  entregará  al 
oficia]  encargado  del  depósito  al  acto  de  la  re- 
vista la  cantidad  á  que  ascienda  el  presupuesto 
de  las  pensiones  de  los  inválidos  que  se  hubieren 
presentado  en  revista  el  mes  anterior  y  el  oficial 
se  laS  abonará  en  el  acto  en  tabla  y  mano  pro- 
pia, uno  á  uno  por  el  orden  de  su  colocación  en 
la  lista. 

Art.  39  Si  por  enfermedad  6  cualquiera  otra 
causa  grave  á  juicio  del  oficial  encargado  del  de- 

I     ^*)     L9S  artículos  l.^al4P    son  innecesarios   por 
,  transitorios. 

(**)  Esta  resolución  fué  dictada,  vigente  de  la  ley  de  17 
de  Marzo  de  184d;  y  en  virtud  de  la  atribución  que  daba 
al  P.  E.  el  art.  10;  pero  aunque  dicha  ley  ha  sido  refor- 
mada üor  la  de  80  de  Mayo  de  46,  y  esta  por  la  de  26  de 
Abril  de  49.  en  todos  se  ha  conservado  la  misma  dispo- 
sición* 
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pdBitd  no  pudiere  atgnn  ioráfido  pasar  rerista 
de  presente  en  la  Tesurería  general,  es  deber 
del  o%ia1}u9itli«ar  el  hecho  en  el  arto  de  la  re- 
▼ista  anotándolo  en  la  lista. 

Art.  49  Los  Inválidos  qne  residan  fuera  de  la 
capital  pasarán  revista  ante  la  autoridad  civil  del 
logar  respectivo,  segon  lo  dispuesto  en  el  regla- 
mento de  17  de  Mayo  de  1836.  rueden  ocurrir 
ménsualoiente,  6  cuando  lo  tengan  por  conve- 
niente por  sus  pensiones  á  la  Tesorería  general 
por  Si  ó  por  medi^de  apoderado,  sin  necesidad 
de  entenderse  con  p1  encargado  del  depósito,  ó 
bien  pasarán  revista  de  presente  cada  tres  meses 
por  medio  de  este  encargado,  quien  los  incluirá 
con  la  nota  correspondiente  en  la  lista,  á  tín  de 
que  la  Tesorería  general  haga  el  abono  de  las 
pensiones  que  vayan  estos  devengando. 

Art.  59  Es  obligación  del  encargado  del  de- 
pósito formar  el  presupuesto  á  continuación  de 
las  listas  de  revista  por  triplicado,  de  las  cuales 
una  presentará  á  la  Tesorería,  otra  dirigirá  á  la 
Secretaría  del  despucho  de  Guerra,  y  la  otra 
quedará  para  constancia  en  el  archivo  del  de- 
pósito. 

Art.  69  La  lista  y  presupuesto  que  corres- 
ponde á  ía  Tesorería,  llevarán  ademas  el  recibo 
al  pié  de  la  cantidad  á  que  abcienda  el  presu- 
puesto, autoiizado  por  el  oficial  encargado  del 
depósito,  y  con  este  documento  quedará  com- 
probado el  descargo  de  la  Tesorería  general.    . 

Art.  79  Para  responder  de  la  distribución  de 
las  cantidades  que  debe  percibir  el  encargado 
del  depósito,  dará  este  fianza  que  aseguré  las  re- 
sultas de  su  manejo  por  la  cantidad  de  dos  mil 
pesos  á  satisfacción  del  Tribunal  de  cuentas. 

Art.  89  £1  oficial  encargado  del  depósito  for- 
mará un  cuadro  que  comprenda  todos  los  invá- 
lidos residentes  en  esta  provincia,  y  llevará  la 
alta  y  baja  que  ocurra  desde  que  entre  á  hacerse 
cargo  del  depósito,  para  lo  cual  tomará  de  la  Te- 
•Orería  general  todas  las  noticias  necesarias,  y 
por  trimestres  pasará  un  ejemplar  de  dicho  cua- 
ilro  á  la  Secretaría  del  despacho  de  Guerra  con 
las  novedades  que  hayan  ocurrido. 

Art.  99  £1  oficial  encargado  del  depósito  vi- 
ihará  personalmente  las  parroquias  donde  lesi- 
dan  los  inválidos  que  tengan  su  domicilio  fuera 
de  esta  capital,  y  les  pasará  revista  de  presente 
cada  vez  que  el  ^Secretario  de  Guerra  lo  dia- 
ponga. 

Art.  10.  Esta  resolución  se  considerará  como 
adicional  al  reglamento  sobre  depósitos  de  invá- 
lidos de  17  de  Mayo  de  1836. 

Caracas  30  de  Julio  de  1842,  130  y  330-^Pór 
S.  E.—Soublette.  *    . 

INVÁLIDOS.  RESOLUCIÓN    EiacUTlVA   D«    29 

DE  AGOSTO  DE  1843  disponiendo  que  alfaUe- 
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eer  un  inválido  se  recoja  por  las  autoriia- 
des  su  cédula^  y  se  remita  á  la  Secretaria 
de  Guerra» 
f  Secretaría  de  la  GueiTa. — Sección  segunda.— C»* 

rácas  Agosto  29  de  VíAW,  14  y  33. 
Circular. — A  los  señor efi  Gobernadores  y  á  la 
Tesorería  ge  ti  eral. 
En  el  expediente  respeciivo  ha  dictado  el  Po* 
der  Ejecutivo  la  siguiente  resolución. 

*'  Algunos  casos  lian  ocurrido  ya  en  el  Despa- 
cho del  Poder  Ejecutivo  en  que  se   ha  advertido 
tendencia   ai  fraude   rei<peclo  de   inválidos  que 
lian  fallecido,  dejando  sus   cédulas  á  disposición 
de   personas    que,    prelendieran    apropiárselas, 
queriendo    probar,   pasado  algún    tiempo,   que 
;  eran  los  inválidos  á    qineneüf  dicbA>i   cédula^s  se^ 
i  cooiraian.  Pucos    dia^h»,    que   ocuriíó  uno  de 
I  estos  casos,  aspirando  un  individuo  á  que  se  re- 
I  frenda.se  en  su  favor  una  cédula  de  inválidos  que 
i  j'rimi«s  obtuvo,    según    las  avetiguaciones  practi* 
cadas;  y  como  estos  actos   pueilen  repetirseí  y 
aun   lograrse  alguna  vez  ei  fraude,  siendo  como 
es  factible  que  las  cédulas  de  inválidos  que  mne:- 
'  ren,  pasen  á  manos  de    puriiculares,  lo  trual  no 
I  está  en  la  capacidad  del  Gobierno  evitar  de  todo 
.  punto,  atendida  la  libertad  que  tienen  los  iaváli- 
,  dos  por  la  ley  para  residir  en  donde  quieran,  ha 
resuelto:  l^i  que  en  lo  sucesivo  se   publiquen 
en  la  Gaceta  de  Venezuela  los  nombres  de  todos 
[  lü.>  inválidos  que  fallezcan,  á  fin  deque  Heorando 
i  á  noiiri|de  las  oficinas  de  pago,  estén  ellas  en 
'  dpliiud  ue  evitar  cualquiera    pretensión    fraudo* 
lenta:  29*  que  la  Tesorería  geneial  al  instmir 
de  esta  resolución  á  las  oficinas  de  pago,  Jesré- 
'  comiende  de  parte  del   Poder   Ejecutivo  la  ma- 
yor vigilancia  en  este  asunto  importante,  y  3^, 
que  se  excite  á  los   Sres  Gobernadores   á  que 
propendan  por  medio   de  las   autoridades  de  sq 
dependencia,  á  que  las  cédulas  de  los  inválidos 
que  fallezcan,  se   recojan  inmediatamente,  en- 
,  viándolas  á  la  Secretaría  de  Guerra  y  Marina. -* 
¡^     Y  la  comunico  á  US-  de  orden  del  Gobierno 
i  para  su  exacto  cumplimiento^— Soy  de  US. aten* 
'  to  servidor. — Francisco  Hernaiz* 

INVÁLIDOS.   ACUERDO     DEL    CONSBIO    DE  OO* 

j  biernodeUde  agosto  de  1842  sobre  ¡o 
I  que  deba  entenderse  por  miembro,  para  toa 
I      efectos  de  la  ley. 

SesíoD  número  67.— Jueves  11  de  Agotío  da 
!  1842. 

I  19  Reuniéronse  los  Sres«  Narrarte,  Avenda* 
I  ?ío.  Quintero,  Hernaiz,  Toro  y  Manrique,  y  ae 

leyó  y  aprobó  el  acta  anterior. 
i     49  Volvió  á  ocuparse  el  Consejo  de  la  conadl-' 
'  ta  relativa  al  soldado  inrálido  Celestino  IHoeda 

que  quedó  pendiente  en   la  sesión  del  jueves  4 

del  que  «ursa  y  fué  aprobado  el  informe  del  Sr. 

Avendafio  que  dice  así: 
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«<  Ette  indiiidoo  presenta  eédula  de  inváilido 
del  Gobierno  de  Colombia^  refrendada  por  el  de 
Venezuela,  por  ]a  cual  está  en  ffoce  de  cinco  pe- 
sos mensuales:  manifiesta  que  la  pérdida  dei  de- 
do pulgar  de  la  mano  derecha,  es  precisamente 
la  pérdida  de  un  miembro  y  que  se  considera 
€on  opción  á  disfrutar  la  pensión  que  le  concede 
el  artículo  30  en  este  caso. 

**  Ni  la  ley  determina  con  exactitud  qué  debe- 
r&  considerarse  rígurosamenie  por  miembro,  ni 
la  exposición  del  faculialivo,  que  aparece  en  el 
e:cpediente  dice  otra  cosa,  sino  que  le  falta  el  tal 
dedo  pulgar,  y  que  está  bien  comprobada  la  in- 
validez. La  comisión  observa,  que  no  es  este  el 
caso  en  que  debiera  considerarse  á  este  indivi- 
"duo  en  el  artículo  59  pdrque  no  se  trata  de  uria 
enfermedad  proveniente  de  herida,  6l^:  la  falla 
que  aparece  es  falta  esencia]  de  un  miembro  que 

Sriva  al  individuo   del  uso   regular  de  la  mano 
erecha,  por  lo  que  opina  :  que  está  comprendi- 
do en  el  artículo  4^  <le  la  ley  citada. " 

(Firmados.) — Nar  Darte* — Avendaño.-*- Quin- 
tero*— Hernaiz. — Toro. — Manrique*-—  Es  copia 
—Caracas,  17  de  Mayo  de  1843. 

El  Secretario  del  Senado,  José  A.  Freiré* 
INVÁLIDOS.  REsoLDcroN  kjecutita  de  13 
DE  SETIEMBRE  DE  1849  declarando  que  en  las 
solicitudes  para  obtener  cédulas  no  se-debe 
salvar  el  conducto  de  la  comandancia  de 
armas* 

Republicano  Venezuela.—Secretaría  de  Guer- 
ra.—Sección  1.*— Caracas,  Setiembre  18  de 
1849,  affo  20  y  39. 
Sr*  General'  Comandante  de  Armas  de  esta 
provincia. 
Instruido  S.  E.  el  Poder  Ejecutivo  de  la  co- 
municación de  US.  de  31  del  mes  próximo  pa- 
iHido  númfro  254,  en  que  reprueba  US.  la  anti- 
gua costumbre  de  despojar  de  sus  insignias  mili- 
tares &  los  difuntos  jefes  y  oficiales  del  ejército 
al  acto  mismo  del  entierro  para  entregarlas  al 
tambor  mayor  que  asiste  á  la  ceremonia,  y  pide, 
interesando  varias  y  muy  justas  razones,  que  el 
Gobierno  dicte  una  providencia  que  en  lo  suce- 
sivo ponga  término  á  semejante  procedimiento; 
y  considerando  S.  £•  que  ni  las  t>rdenanzasde] 
ejército  ni  las  leyes  vigentes  de  la  República  an-. 
torízanesa  práctica,  que  ademas  de  ser  inmoral 
é  indecorosa,  perjudica  notablemente  á  los  deu- 
dos del  difunto  militar  privándolos  de  prendas 
para  ellos  tal  vez  inestimables  y  sagradas;  ha 
tenido  á  bien  resolver  en  esta  fecha,  que  no  se 
tolere  en  adelante  un  abuso  de  tal  naturaleza,  á 
cuyo  fin  las  autoridades  militares  respectivas 
dletarán  las  medidas  convenientes,  publicándose 
esta  resolución  en  la  €kieeta  de  Venezuela  para 
su  debida  inteligencia. — Con  lo  que  tengo  el  ho- 
nor de  contestar  la  precitada  comunicación,  de 
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!  US.-— Soy  de  US.  atento  serriáot^^Franciseo 
i  Mejía* 

Es  copia. — Mejia. 
j  INVÁLIDOS.  RESOLUCIÓN  bjbovtiva  de  39 
I  DE  SETIEMBRE  DE  1849  declarando  que  los 
i  médicos  y  cirujanos  de  los  hospitales  deben 
reconocer  gratis  á  Ibs  que  aspiren  á  obtener 
í     cédulas. 

■  Secretaiia  de  Gaerra.— Sección  2.  ^  — Caracas, 

Setiembre  29  de  1849,  20  y  89. 
Circular, — Sr.   Comandante  de  armas  de  la 

provincia  de — , 

Impuesto  el  Poder  Ejecutivo  de  que  algunos 
médicos  y  cirujanos  de  hospitales  militares  co- 
bran honorarios  á  los  individuos  ft  quienes  reco- 
^  nocen  para  el  efecio  de  optar  á  cédula  de  inváli* 
dos,*  y  corisiíierando  S.  E.  que  estos  reconocí* 
mientes  pueden  estimarse  como  funciones  anexas 
al  servicio  que  prestan  los  médicos  y  cirujanos 
'  de  dichos  hospitales,   mediante  la  remuneración 
I  qtie  reciben  del  tesoro  público,  al  paso  que  es  un 
'  deber  no  solo  de)  Gobierno,  sino  también  de  to- 
dos los  empleados  i)e  su  dependencia   aliviar  en 
cuanto  es   posible  la  suerte  de  los   militares  que 
,  se  inutilizan  en^el  servicio  de  la  República,  re- 

•  suelve  por  punto  genernl;  que  los  médicos  y  ci- 
rujanos de  1qí>  hospitales  militares,  tienen  el  de- 

!  ber  de  reconocer  gratis  á  todos  los  individuos 
I  que  hayan  de  acreditar  ante  el  Gobierno  su  de- 
I  recho  a  inválidos   coiilorme  á  la  ley,  encargán- 
dose á  US.  por  su  parle  ej  puntual  cnmplimien* 
to  de  esta  disposición,  qne  también  se  insertará 
en  la  Gaceta  de  Venezuela  para  que  tenga  mas 
I  publicidad. 

Soy  de  US.  atento  servidor^-JFVanctsco  Mejia* 
Es  copia.— ilíejia* 

INVÁLIDOS.    RESOLUCIÓN    EJECUTIVA   DE    26 

DE  NOVIEMBRE  DE  1860  prcvinicndo  á  los 
Gobernadores  y  Comandantes  de  armas  la 
mayor  escrupulosidad  en  los  reconocimien» 

•  tos  que  practiquen  los  facultativos  de  los 
que  opten  á  la  concesión  de  cédulas^ 

Secretaría  üe  GnoiTa.  Sección  segunda. — Ca- 
racas, NoYiembi-e  26  de  1860. 
Resuelto* — Obervandoel  Poder  Ejecutivo  que 
en  los  reconocimientos  de  inválidos  que  practi- 
can los  facultativos,  acaso  por  una  inteligencia 
errónea  de  la  frase  de]  artículo  2^  de  la  ley,  **  6 
quede  totalmente  inútil  para  procurarse  la 
subsistenciaf "  comprenden  á  un  gran  numero 
de  ellos  eo  el  citado  caso,  ha  resuelto  S.  £•  pre- 
venir 6  los  sefiores  comandantes  de  armaSf  y 
donde  no  haya  estos  empleados,  á  los  sefiores 
gobernadores  de  provincias^  <}ue  cuando  ordenen 
álos  facultativos  el  reconocimiento  de  alguno 
que  opte  al  goce  de  inválidos  expresen  el  verda- 
dero y  legal  sentido  de  didia  frase  que  debe  ser 
equivalente  á  la  pérdida  total  de  doe  ó  mas 
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miembros  ó  de  la  vista,  y  que  por  regla  jeneral  se 
observe  ]a  mayor  escrupulosidad  y  exactitud  al 
expedir  las  certificaciones  que  forman  la  prueba 
&cuUativa,  sobre  cuya  legalidad  y  pureza  des- 
cansa el  Poder  Ejecutivo. 

Y  la  comunico  á  US.  para  su  mas  puntual 
cumplimiento. 

Soy,  &c.  C.  L.  Castelli. 

Es  copia. -^  Castelli. 

INVÁLIDOS.      RESOLUCIÓN   EJECUTIVA     DE  10 

DK  Diciembre  de  1651  sobre  pruebas   mili- 
tares, y  en  especial  sobre  las  de  invalidez. 

Secretaria  de    Guerra.— Sección  scgiinda. — 
Caracas,  Diciembre  10  de  1861.— Circular. 
Señor  ^.^ —  * 

Haciéndose  cada  día  mas  notable  el  abuso  qu9 
se  ha  introducido  de'' producirse  como  compro- 
bantes en'las  solicitudes  de  lod  militares,  certi- 
ficaciones de  toda  clase  de  personas,  que  dadas 
en  privado  sin  juramento  no  pueden  hacer  fé  en 
ninguna  clase  de  juicio,  con  la  pretensión  á  que 
lo  hoga  en  las  resoluciones  del  Poder  Ejecutivo 
de  grande  trascendencia,  en  tanto  que  en  esos  es- 
pedientes y  á  consecuencia  d^  semejantes  abu- 
sos se  notan  frecuentes  anacronismos  y  contra- 
dicciones aun  entre  los  certifícalos  firmados  por 
unas  mismas  personas  en  diversas  épocas,  bien 
sea  por  olvido  natural  de  sucesos  remotos,  sea 
por  otros  motivos,  todo  lo  cual  expone  si  Poder 
Ejecutivo  á  cometer  errores  ó  injusticias  invo- 
luntarias, así  como  para  evitar  que  en  lo  conse- 
cutivo se  produzcan  impunemente  documentos 
recientescon  fechas  anteriores,  ha  resuelto  S.  E. 
el  Presidente  de  la  Repúblico,  poner  un  término 
A  los  indicados  abusos  por  cuanto  dependa  del 
Poder  Ejecutivo;  y  al  efecto  dispone,  que  se  ha- 
gan ai  ejército  y  marina  las  siguientes  preven- 
ciones reglamentarias. 

19  Que  el  Poder  Ejenutivo  no  reconoce  ni  ad- 
mite como  legal  otra  prueba  que  produzcan  los 
solicitantes,  sino  la  que  arrojan  los  documentas 
auténticos  ó  legales  creados  con  arreglo  á  las  or- 
denanzas respectivas  del  ejército  y  marina,  á 
las  leyes  comunes  vigentes  y  &  las  especiales  so- 
bre la  materia  de  que  se  trate. 

29  Que  para  llenar  con  regularidad  los  requi- 
sitos del  título  II  de  la  ley  de  25  de  Abril  de 
1849,  de  parte  de  los  que  soliciten  cédulas  dein- 
▼álidos  en  el  intento  de  suplir  los  documentos 
oficiales,  deberá  el  interesado  extender  un  escri- 
to en  que  especifique  su  edad,  su  estado»  el  lu- 
gar de  BU  nacimiento  y  el  de  su  Tccindad  ;  indi- 
▼idualizar  luego  el  hecho  ó  hechos  qoe  quiera 
probar,  designando  el  aQo«  roes,  día,  hora  y  lu- 
gar en  que  hayan  acaecido,  indicando  por  lo 
menos  el  nombre  de  tres  de  sus  oficíales  y  jefes 
inmediatos  en  aqud  tiempo,  ademas  del  Jeneral 
ft  Jefe  priasipal»  qj^e  si  fuere  posible,  sean  hom- 
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bres  vivos  en  el  dia.  Indicará  seguidamente  fam 
personas  que  deban  declarar  cpmo  testigos  pre- 
senciales ó  jefes  inmediatos,  y  aquellos  que  vi- 
viendo alargas  distancias  pueda  luego  el  Go- 
bierno exigir  de  ellos  los  informes  que  tenga  á 
bien.  Si,  el  solicitante  fueie  de  los  de  la  guerra 
de  la  Independencia  6  cuando  lo  crea  conducen- 
te á  su  objeto,  podrá  acompañar  su  hoja  de  ser- 
vicios ó  copia  auténtica  d^  ella,  con  el  objeto  de 
facilitar  el  juicio  del  Poder  Ejecutivo  en  el  uso 
de  la  atribución  que  le  confiere  el  arL  13  de  la 
citada  ley. 

39  Que  respecto  á  las  pruebas  testimoníales 
se  cumpla  con  lo  prevenido  en  la  Real  orden  de 
11  de  Junio  de  1791  que  tan  solo  concede  la 
prerogaiiva  de  certificará  los  oficiales  Jenera- 
ies,  que  por  tanto  no  se  admita  en  los  expedien- 
tes ni  de  otro  modo  alguno  otra  certificación  que 
aquellas  y  las  de  las  personas  que  actualmente 
ejerzan  una  majislratura  ó  una  Comandancia  de 
armas  de  provincia  refrendadas  por  el  Secreta- 
rio o  ayudante,  sin  lo  cual  no  tendría  valor,  pues 
todos  los  demás  deberán  declarar  bajo  de  jura- 
mento, y  la  firma  de  unos  y  de  otros  deberá 
siempre  ser  legalizada  por  el  superior  ó  juez  res- 
pectivo, y  la  de  estos  por  el  Comandante  de  ar- 
mas ó  por  el  Gobernaílor  de  la  provincia. 

49  Que  las  declaraciones  y  certificaciones  se 
limiten  precisamente  á  los  hechos  enumerados 
y  especificados  en  la  solicitud  del  interesado  que 
los  declarantes  hayan  presenciado  ó  presencia- 
ren, dando  razón  de  cuanto  expongan,  sin  usar 
de  expresiones  vagas  ó  demasiado  jenerales  qus 
mas  bien  enervan  su  testimonio  que  esclarecen 
la  verdad.  Los  señores  facultativíss  deberán  pre- 
cisamente especificar  en  su  informe  si  la  enfer- 
medad ó  lesión  que  examinan  deriva  positira 
é  indudablemente  de  la  herida  6  lesión  á  que  se 
refiere  el  interesado,  ó  si  es  tan  solo  posible  6 
probable  á  su  juicio  que  así  sea. 

59  Que  todo  <locu mentó  ilegal  ó  reprobable, 
ademas  del  perjuicio  qtie  causa  naturalmente  áftis 
demás  piezas  del  expediente,  será  desglosado  CR 
la  Secretaría  de  Guerra,  si  no  lo  fuere  por  otra 
autoridad,  y^  servirá  para  hacer-  los  cargos 
consiguientes  á  quien  haya  lugar. 

Lo  que  trascribo  á  US.  para  que  se  le  dé  por 
su  parte  el  debido  cumplimienlo,  procurando 
ademas  que  estas  disposiciones,  tengan  la  ma- 
yor publicidad  posible,  enterando  6  los  declanm- 
tes  é  interesados,  en  los  casos  que  ocurran. 
Carlos  £.  Castelli. 
iNV.^LIDOS.  tienen  derecho  al  goce  de  talos 

los   empleados  en  el  resguardo     marítimo^ 

como  los  de  la  marina  de  guerra^  Véase  ii«^- 

guardo  marítimo^  art.  10. 

INVÁLIDOa^L  Estto   exentos    del  pegí»  M 
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tubsidío  para  la  libertad  de  los  esclavos.  Yéa^e 
Libertad  de  esclavos  R.  E.  de    20  de  junio  de 

1854,  punto  SO 
INVENTARIOS,  ley  ii  titulo  yiii  del  có- 
digo de  PROCEDIMIENTO    JDDICIAL,  DE  19  DE 

Mato  de  1836  estableciendo  reglas  para  é/, 
LEY  II. 
Del  inventario. 

Art.  19  Para  pedir  el  inventario  de  los  bienes 
de  la  herencia  se  ocurrirá  rerbalménte  al  alcalde 
parroquial  ó  juez,  de  paz  de  la  parroquia^  en  que 
tenia  el  difunto  su  domicilio,  ó  en  caso  de  duda 
al  áe  la  parroquia  en  que  murió,  si  tenía  cos- 
tumbre de  pasar  allí  alguna  parte  del  año,  ó  á 
cualquiera  de  los  jueces  de  las  parroquias  en 
qtie  acostumbraba  residir  el  difunto,  si  murió 
fuera  de  ella. 

Art.  29  El  juez  señalará  día  para  la  formación 
del  inventario,  y  citados  tres  dias  antes  todos  los 
herederos  presentes  en  la  parroquia,  se  hará 
una  descripción  exacta  da  los  bienes  por  el  he- 
redero ó  herederos  en  el  mismo  tribunal  si  es  po- 
sible ;  y  no  siéndolo,  en  el  lugar  en  que  pueda 
hacerse,  á  donde  pasará  el  juez  al  efecto. 

Art*  39  Ademas  del  juez,  y  su  secretario  de- 
berán estar  presente»  á  la  formación  del  inven- 
tarío dos  testigos.  Estos  han  de  ver  los  bienes  y 
cosas  que  se  comprenden  en  el  inventario,  é  im- 
ponerse del  contenido  de  cada  partida  escrita,  y 
deberán  firmar  siempre  con  el  juez  y  secretario. 

Art.  49  El  heredero  ó  herederos  que  hacen 
el  inventario  deberán  también  fírmarh),  y  cuan- 
do no  sepan  escribir  se  expresará  esta  circuns- 
tancia. 

Dado  en  Caracas  á  15  de  Mayo  de  1836,  79 
de  la  ley  y  269  ^'®  ^^  Independencia. — Ei  presi- 
dente del  Senado,  Ignacio  Fernandez  Peña' — 
El  presidente  de  la  Cámara  de  Representantes, 
Pedro  Quintero. — El  secretario  del  Senado,  Ra- 
fael acevedo, — El  diputado  secretario  deja  Cá- 
mara de  Representantes,  J.  A.  perez. 

Sala  del  despacho. —  Caracas  Mayo  19  de 
1836,  año  79  de  la  ley  y  269  de  la  Independen- 
cia.  Cúmplase. Andrés  Narvartb. Por 

8.  E.  el  Vicepresidente  de  la  República   encár- 

fado  del  Poder  Ejecutivo. —  El  secretarto  de 
¡stado  en  los  despachos  de  hacienda  y  relacio- 
nes exteriores,  encargado  interinamente  de  ios 
del  interíor  y  justicia,  José  jE,  Gallegos» 

ISYENTARIQS.  derechos  del  juez  y  demás 

Sue  intervengan  en  ¿I  Véase  Arancel  judi- 
Jal,  art.  11  y  32. 

ijfVENTARIOS.  AcüCDo  de  la  corte  süprb* 
HA  DB  20  DB  A008TO  OB  1^46  declarando  có' 
mQ  debe  suplirse  la  falta  de  escribanos  para 
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el  de  los  bienes  mortuorios  con  lasfofmali'^ 

dades  que  prescriben  las  leyes, 

Caracas,  Agosto  20  de  1846.— 17  y  36. 

Vista  la  consulta  que  hace  el  juez  de  I  a  ins*» 
tancia  del  primer  circuito  de  la  provincia  dé  Ba- 
rínas  sobre  cual  sea  el  empleado  que  debe  subro- 
gar á  los  escribanos  designados  por  la  ley  para 
formalizar  los  inventarios  efe  bienes  de  las  testa- 
mentarías, sobre  cuyo  punto  evacuó  su  informe 
la  Corte  Superior  del   tercer  distrito,  y  ha  ex- 
puesto su  dictamen  el  Ministerio  fiscal.  Fúndase 
la  duda  del  juez  mencionado  en  las  disposiciones 
de  las  leyes  99  y   100,  tít.  18  partida  3a  y  de  la 
5  tít,  6,  partida  6a   que  exigen  como   requisito 
indispensable  para  formar  inventarios  la  concur- 
rencia del  escribano  ;■  y  como  no  existe  este  em- 
pleado en  Venezuela,  se  consulta  quien  deba  sub- 
rogarle.   Corilrahidus   estas     leyes   á    Cí^lablecer 
las   formalidades    del    inventario   solemne   para 
asegurar  á  los  herederos,   de  que  no  responde- 
rán, por  deudas  de  su  causante,    de  mayor  canti- 
dad que  la  que  hayan  recibido   por  herencia,  no 
han  declarado  impracticables  ó  nulos  los  inven- 
tarios extrajudiciales  que  quieran  hacer  los  inte- 
resados en  bienes  mortuorios  con  las  precaución 
nes  convenientes.  Ni   puede  privárseles  de  esta 
facultad,  cuando  la  ley   10.- tít.  21  líb.  10  de  la 
Novísima  Recopilación  cxf)resa  que  «*con  el  fin 
de  evitar  que  el  caudal  de  los  pupilos  y  huérfa- 
nos se  disipase  en  diligencias  judiciales  y  costat, 
se  adoptó,    entre  otras   medidas  la  de  conceder 
permiso  á  los  testadores  para  que  luego  que  ¡ta- 
llezcan, formen  los  aprecios,  cuentas  y  particio- 
nes de  sus  bienes  los  albaceas,  tutores  ó  testa- 
mentarios que  señalen  como  sugetos  imparciale», 
íntegros   y  de   su    total  confianza,  cumpliendo 
después  dichos  testamentarios  con  presentar  las 
diligencias  ante   la  justicia   del   pueblo   para  sn 
aprobación,  y  que  se   protocolizen."  Ni  por  el 
uso  y  aplicación  que  se  haga  de  esta  disposición 
pueden  «entir  perjuicio  los  menores  interesados 
en  las  testamentarías  de  sus  causantes,  existien- 
do leyes  que  les   ponen  á  cubierto  de  todo  que- 
branto, y  aun  les  indemnizan  del  que   por  cual- 
quier culpcrú  omisión  hubieren  snírido.  Siendo 
pues  claro  el  tenor  de  la  ley  2a  tít,  89  del  Códi- 
go de  procedimiento  que  eatablece  las* formalida- 
des con  que  debe  practicarse  el  inventario  judi- 
cial, como  lo  es  también  el  de  la  citada  de  la  No- 
vísima Recopilación  que  autofizapara  formar  el  ^ 
extra  judicial»  no  hay   motivo  de  duda;  y  así  lo 
deciarael  S4iprenu>  tribunal.  Comuniqúese á  las 
Cortes  Superiores  esta   providencia  para  que  la 
trasmitan  á  loa  jueces  inferiores  de  suv  respecti- 
ros  distritos. — Narvartet-^Martinez.-^CasH* 
Uo.—Dudrte 
INVEINTURES.  Véáke  Disposiciones  genera^ 
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les  constitucionales  arU  217  y   Patentes  de 
'   invención^  mejora  é  introducción  de    nuevos 

ramos  de  industria. 
ISLA  DE  Toas.  Véase  Lazareto  deMaracaibo. 
ISLEÑOS.  Véase  Inmigración^ 


\ 
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JABÓN.  Vense  Tenerías. 

JACTANCIA  Y  flETARDO  FERJODICIAL  LEY 
XIV  TITULO  Vil  DEL  CÓDIGO  DB  PROCEDIMIENTO 
JUDICIAL  DE  19  DE  MaYO    DE     1836. 

LEY  XIV, 

Ve  la  jactancia  y  retardo  perjudiciaU 
Art.  19  Cuando  alguno  tenga  que  demandar 
á  otro  por  jactancia  ó  retardo  perjudicial  debe- 
rá acreditar  el  hecho  ó  fundamento  de  so  soli- 
citod,  pudiendo  instruir justiñcacioo,  encaso  ne- 
cesario, anle  cualquier  juez. 

Art  29  El  juez  de  primera  instancia  sin  ci- 
tar el  demandado  acordará  6  negará  dentro  de 
veinticuatro  horas  la  providencia  que  se  solici- 
ta con  solo  la  vista  délos  documentos  que  acom- 
pasan la  demanda,  la  cual  deberá  hacerse  por 
escrito.  De  su  determinación  solo  podrá  apelar 
el  demandante. 

JEFES.  Y  OFICIALES  DE  COLOMBIA.  Véase  In- 
corporación al  ejército^ 
JEFES.  MILITARES.  Véase  Comandancias  de 

armas. 
JEFES.  DE  OFICINAS.  Responsabilidad   por  las 
faltas  de  sus.  subalternos.  Veáse   Provincias^ 
art.  101. 
JEFES  POLÍTICOS.  Artículo    constitucional 
176    disponiendo  su  creación. 
Los  cantones  serán  regidos  por  un  empleado  su- 
bordinado á  los  gobernadores,  cuya  denomina- 
ción, duración  y  funciones  determinará  la  ley. 
JEFES  poLíi:ico8.  Su  nombramiento,  califica- 
ción, duración,  sostitucion  y  funciones.  Véase 
Provincias^  c&p.  II. — Carácter  concejil  de  su 
nombramiento.  Véase  t(2.,  art.  71;-— Cómo  se- 
rán compelidos  á  posesionarse  de  sus  destinos 
y  á.  servirlos.  Véase  td,arU72,  y  la  R.  E.  de 
22  de  Junio  de  1840  que  adelante  se  inserta. 
—Ante  quién  prestarán  el  juramento.  Véase 
Provincias^  art.  115.— Los  de  las  capitales 
suplirán  á  los  Gobernadores  mientras-  el  Po- 
der Ejecutivo  no  nombre  otro.  Véase  td.,  art. 
8, — Participarán  á  los  electores  municipales 
su  nombramiento.  Véase  td.,  arU  62. — Su  res- 
ponsabilidad por  decretar  arbitrariamente  ar- 
restos 6  multas.  Véase  t<2.,  art.  108.— Sus  fun- 
cioBes  sobre  hurtos.  Téase  Hurtos,  art  &— 


.  Sobre  instrucción  pública.   Véase  Instrucción 
publica,  L.  2a,  art.  14  y  15  y  R.  E.  de  31  de 
Mayo  de  1851,  y  sueldos,  R.  E  de  13  de 
Agosto  de    1846. — Sobre  elecciones.  Véase 
Elecciones,  L.  2a,  art.  8,  L.  3»,  arU  2,  y  L. 
4a,  art.  8  y  13,  L  5a,  art.   1?,  4  y  6,  y  R.  E. 
dé  29  de  Abril  de  i846.— Sobre  hacienda.  Véa- 
se Aduanan  art.  11,  y  Correos,  L.  O.  art.  24, 
y  R.  E.  de  1?  de  Setiembre  de  1837<--Sobre 
registro.  Véase  Registro,  art.  23  y  34,  y  R.E. 
de  6  de  Diciemlire  de   1S54,  art.  29  y  64,  y 
Provincias,  ^  único  del  arL  10. — Sobre  raa- 
yordomías  de  fabrica.  Véase  Mayordomías  dé 
fabrica,  art.  2  y  3  de  la  ley,  ^§  1©  y  2»  art. 
17,  §  único,  arL  23  y  art.  28,  29  y  33  del  D. 
E.'R. — Sobre  nulidad  de  elecciones  municipa- 
les. Véase  Provincias,  arfe.  29. — Sobre  juntas 
económicas  de  Hacienda.  Véase  Juntas  ecO' 
nómicas  de  Hacievda,  R.  E.  de  19 de  Setiem- 
bre de  1833. — Sobre  milicia  nacional.  Véase 
Milicia  nacional,  D.  E.  R.  §§  lo  y  30  art.  I?, 
art.  5^,  27  y  su  &  único,  núm.  2^  del  &  único 
del  art.  31  ^  20  del  arL  47,  §^  lo'y  50  del  arl. 
50,  art.  66,  art.  71,  ^  2?  del  art  76,  ^1?  y  2? 
del  art.  80,  ^  único  del  84,  §  único  del  89,  art. 
90,  95  y  su  $,  §  único  del  92,  ^  40  del  96,  ^ 
único  del  98,  art.  126  y  su  §,  art.  28,  133,  Ú 
30  y  40  del  172,  173,  177.  §20  del  178,  y  art. 
180,  181  y  so  $  29,  y  R.  E.  de' 21  de  Diciem- 
bre de  1840. — Sobre  inválidos.  Véase  InvaH" 
dos,  art.  7. — Sobre  tanteo  de  las  administra- 
ciones de  rentas  internas.  Véase  Rentas  tü- 
ternas,  art.  20. — Sobre  sanidad.  Véase  PrO' 
vincias,  art.  91. — Sobre  buques  que  no  se  ha- 
llen  en   estado  de  navegar.  Véase  Buques, 
Acuerdo  del  Consejo  de  Gobierno  de   14  ds 
Marzo  de  1839. — Sobre  inmigración.  Véase 
Inmigración,  alrib.  5a  art.  99 — Sobre  natu- 
ralización. Véase   Extranjeros,   L.  de  27  de 
Mayo  de  1844  arl.  2  y  3.— Sobre  rehabiJiU- 
cion  de  derechos  de  ciudadano.  Véase  Ders* 
chós  de  ciudadanos^  L.  de  26  de  Febrero  de 
1846,  art.  3. — Sobre  imprenta.  Véase  Ltier- 
tad  de  imprenta,  L.  3a,  art.  3,  L*  4a,  art.  P, 
20,  y  sus  ^,  3?,  59,  79,  99,  10  y  11.— Sobre 
intérpretes.  Véase  Intérpretes,  art.  3  y  4.-* 
Sobre  licencias  de  navegación.  Véase  Dsfs- 
rechos  de  puerto,  art.   12. — Sobre  fiestas  na- 
cionales. Véase  Fiestas  nacionales»  R.  E  de 
16  de  Abril  de  1834.— Sobre  Gaceta  de  Vene- 
zuela. Véase  Gaceta  de  Venezuela,  R.  E  de 
16  de  Setiembre  de  1841,  art.  4. — Sobre  va- 
gos. VéñHe  Vagos,  art  10  y  16  y  A.  C.  S.  de 
19  de  Noviembre  de   1840. — Sobre  pesos  y 
medidas.  Véase  Pesos  y  medidaa,  art.  11.^- 
Sobre  novicios.  Véase  ConventoSf  L.  de  4  de 
Mvrzo  de  1826  art.  & 
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JEFES.   POLÍTICOS    Pueden    ser    suspendidos 
por  los  gobernadores  Ve&ae  Provincias,  ar  l.  33 
JEFES,   POLÍTICOS.   Resolución.     Ejecutiva 
DE  25  DE  Abril  de  1833  declarando  que  ele- 
gido    uno  de  la  tema  presentada^  no  queda 
á  los  restantes  ningún  derecho  de  ser  nom- 
bradoB,  aun  cuando  vaque  la  jefetur a* 
En  una  solicitud  que  dirigió  al  poder   ejecuti- 
vo el  sr.  Francisco  de  P.  Pardo    pidiendo  decla- 
ratoria sobre   nooibramienlo  de  jefes  políticos, 
resolvió  S.  E.  con  fecha  JI  del  corrienie  lo    que 

sigue:  ,  .     . 

•  Cuando  el  gobernador  de  una  provipcia 
nombra  sobre  las  lernas  presentadas  por  (a  di- 
putación provincial  los  jefes  políticos,  y  el  nom- 
brado ii  ce  pía  y  toraa  posesión  del  destino,  si 
posteriormente  fuere  separado  de  él  por  cual- 
quier accidente,  d#ben  ser  suplidas  sus  funciones 
por  los  alcalde»)  primeros  municipales  conforme 
al  artículo  49  de  ta  ley  de  catorce  de   octubre  de 

El  artículo  12  de  la  misma,  lejos  de  contraüc- 
oír  esta  intelijencia,  la  confirma,  pues  solo  da  á 
los  gobernadores  la  facultad  de  nombrar  al  jefe 
político  sobre  la  terna,  sin  reservar  ningún  dere- 
cho sucesivo  á  los  otros  dos- individuos  incluí- 
dos  en  ella. 

Por  tanto  el  gobíertlo  no  encuentra  que  el  go- 
bernador de  la  provincia  baya  obrado  con  abiiía- 
riedad  en  el  caso  de  que  se  queja  el  sr.  Francisco 
de  P.  Pardo,  ni  agraviado  su  persona  y  derechos. 

Caracas  abrif  25  de  1S33  1?  y  23? 
Ür  bañe  ja. 

JEFES,  políticos  resolución  ejecutiva  de 
32  de  jüKio  de  1840  declarando,  conforme 
Qon  el  art.  72  de  la  ley  orgánica  de  provin-^ 
das,  con  qué  apremios  serán  obligados  á 
posesionarse,  ó  á  encargarse,  después  de  po- 
sesionados. 
Bepública  de  Venezuela.— Secref aña  de  E.  en  el  Despa 
á)o  del  luterior  y  Justicia.— Sección  tercera.— Caracas 
22  de  Janio  de  1840. 11  de  la  ley  y  80  de  la  indepen- 
dencia.—Nüm.  460. 
Br.  GobeiTMulor  de  Barinas. 

InstruidotílGobierno  déla  consulta  que  ü.  8. 
hizo  en  oficio  de  18  de  Abril  último  numero  33, 
ha  resuelto  con  fecha  20  de!  coirienle,  lo  que  si- 
gue. 

»' Los  empleados  á  que  se  refiere  el  artículo 
12  de  la  ley  orgánica  de  provincias  que  conti- 
núan ausentes  después  de  haber  expirado  el  tér- 
mino del  permisc^qoe  se  les  conceció  para  sepa- 
rarse de  sus  destinos,  están  en  el  mismo  caso 
que  los  que  se  ausentan  sin  el  permiso  corres- 
pondiente, y  sujetos  por  lo  tanto  á  la  pena  im- 
puesta por  el  citódo  artículo.  No  están  en  el  mis- 
rao  casólos  alcaldes,  porqué  no  se  hallan  com- 
prendidos en  el  referido  artículo:  mas  cuando 
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estos  se  ausentan  sin  permiso  6  contináan  des- 
pués de  haberse  concluido  el  término  del  que  se 
les  concedió,  cometen  una  falta  que  como  se  vá 
ha  castigado  la  ley  en  otros  empleados,  y  que  no 
ei^de  creerse  que  en  ellos  la  haya  tolerado,  no 
obstante  no  haber  expresado  el  castigo  que  me- 
recen. Por  esta  razón  considera  el  Gobierno  que 
deben  ser  sometidos  ajuicio,  y  dispone  que  así  se 
verifique  mientras  el  Congreso,  h  quien  se  ma- 
nifestará el  vacio  úe  la  ley  orgánica  judicial  en 
esta  parte,  acuerda  lo  conveniente.*' 
Soy  de  U.  S.  muy  atento  servidor. 

Rafnon    Yepes. 
JEFES,  políticos,  acuerdo  db  la  corte  su- 
prema de  3  de  ACOSTÓ  D£  1838  declarandot 
que  siendo  abogados,  pueden  ejercer  su  pro- 
fesión* 

En  la  ciudad  de  Caracas  ú  tres  de  Agosto  de 
1838,  90  y  389  reunidos  los  Señores  Presiden- 
te y  Ministros  de  la  Corte  Suprema  de  justicia, 
tomaron  en  consideración  la  consulta  hecha  por 
el  juezde  primeía  instancia  de  la  provincia  de 
Barinas  dliigida  á  esta  Corte  Suprema  de  justicia 
por  la  Superior  del  tercer  distrito,  relativa  á  si 
puede  ejercer  la  profesión  de  abogado  el  Jues 
Políiíco  que  se  halla  desempeñando  este  destino, 
siendo  este  deJ  ramo  del  Poder  Ejecutivo,  y 
estando  prohibido  á  los  empleados  en  él  el  ejer* 
cicio  de  aquella  por  el  artículo  10  de  la  ley  de 
22  de  Mayo  de  1836,  y  dijeron  :  que  son  dema- 
siado sólidos  los  fundamentos  y  razones  con  que 
lia  demostrado  dicha  Corte  superior  que  loa 
Jefes  Políticos  no  están  Inliábiles,  ni  impedidos 
de  ejercer  la  profe$»ion  de  abogados,  cuando  lo 
sean,  y  que  por  consecuencia  no  hay  motivo  de 
duda  que  prepare  la  consulta  prevenida  por  el 
artículo  147  de  la  Constitución.  Bajo  de  este 
concepto  y  en  conformidad  con  lo  representado 
por  el  Sr.  Fiscal,  se  resueive  que  el  Jefe  Polí- 
tico de  Baiinas  está  en  aptitud  de  desempeflar 
la  abogacía  en  que  anteriormente  se  ocupa,  y 
comurM(|uese  esta  resolución  á  la  Corte  superior 
que  lia  hecho  la  consulta  y  también  á  la  del  se- 
gundo distrito.— ^LtcenctaJo  Mercader, — López 
de  Umerez, — Martinez. — Duarte. 

£s  copia. — Caracas  Setiembre  30  de  1844 — 
El  Canciller,  José  Duarte. 

JEFES.  POLÍTICOS.  R^soLircioN  ejecutiva  de 
4  D£  AGOSTO  DE  1838  declarando  quc  el  salien- 
te debe  convocar  el  concejo  municipal,  y  dejar 
al  entrante  en  posesión  del  destino. 
Bepública  de  Venezuela.— Secretai  ía  de  E.  en  el  Despa- 
cho del  Interior  y  Ju8licia.--Secc¡on  segunda..— Cara- 
cas Agesto  4  de  1838. 

RESUELTO. 

En  el  expediente  formado  á  conseoaencia  de 
lo  ocurrido  en  la  posesión  mandada  dar  al  Dr. 
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Pedro  Cordero  de  )a  jefetora  política  de  Barí- 
ñas,  resolvió  el  Gobierno  lo  siguiente. 

Que  el  juramento  de  los  empleados  es  un  re- 
quisito previo  á  su  posesión,  ó  al  ejercicio  de  las 
funciones  del  empleo,  y  por  lo  tanto  los  je(es 
políticos  no  quedan  en  posesión  de  su  destino 
por  el  hecho  de  haber  prestado  el  juramento  an- 
te los  gobernadores.  Esto,  como  lo  hizo  el  de 
Barinas,  han  de  comunicarlo  al  jefe  político  sa- 
liente, para  que  reuniendo  el  Concejo  munici- 
pal deje  allí  al  entrante  en  posesión  del  destino; 
pero  sin  que  esto  obste  para  que  nn  siendo  posi- 
ble que  se  reúna  el  Concejo,  el  jefe  políiicu  sa- 
liente dé  á  conocer  al  entrante  por  medio  de  co- 
municaciones oficiales  dirigidas  á  todos  los  em-  :| 
pisados  que  le  son  subordinados.  i| 

Que  el  jefe  político  Duran  obró  mal  mientras 
se  denegó  á  dar  cumplimiento  á   la  orden   del  ' 
Gobernador  para  que  pusiese  en  posesión  alen-  J 
trante    Cordero.  ! 

Que  este  no  tuvo  autoridad,  antes  de  aquel 
acto,  para  reunir  los  cuatro  concejales  que  hizo 
citar  &  fin  de  que  le  pupiesen  en  posesión  ;  el 
'cual  fué  en  consecuencia  nulo,  y  faltaron  ásu  de- 
ber dichos  concejales,  reuniéndose  por  citación^, 
de  una  persona  que,  aunque  juramentada,  no  es- 
taba en  posesión  del  empleo  que  debia    ejercer. 

Que  habiéndose  reunido  legalmente  e¡  Conce-  ¡ 
jo  el  30  de  Mayo  con  el  objeto  de  posesionar  a!  ■ 
Dr.  Cordero  de  la  jefetura  política,  el    Concejo  i 
no  debió  admitir  la  moción  del  municipal  segun- 
do para  que  el  acuerdo  del  dia  se  considerase  co- 
mo una  ratificación  de  lo  acordado  en  la  reunión 
del  28,  puesto  que  ella,  como  nula,  no  pudo  pro- 
ducir el  efecto  de  que  el  jefe  político  quedase  en 
posesión. 

Por  S.  E.^Urbaneja. 

JEF£S.  POLÍTICOS.  RESOLUCIÓN    EJECUTIVA    DE 

19  DE. SETIEMBRE  DE  1839  declarando  que  pue- 
den compeler,  á  los  empleados  municipales  de 
su  cantón  á posesionarse,  ó  á  volverá  su  des* 
tino  si  se  separaren  sin  justa  causa* 

República  de  Venezuela.— Secretaria  de  Esta- 
do en  el  despacho  del  Interior  y  Justicia.— Sec- 
ción tercera  Caracas  19  de  Setiembre  de  1839, 
—año,  10  de  la  ley  y  29  do  la  independencia.— 
núm.  444. 

Sr»  Gobernador  de • 

Hoy  digo  al  Sr*  Gobernador  de  Barquisime- 
tolo  siguiente  : 

«•  Impuesto  S.  C.  el  Poder  Ejecutivo  de  la 
consulta  que  US.  hizo  en  oficio  de  7  de  Ag<^sto 
próximo  pasado  número  46,  sobre  si  los  jefes 
políticos  ejercen  respecto  de  los  empleados  de 
sus  cantones  la  facultad  de  compelerlos  á  to- 
mar posesión  de  sus  destinos  y  de  penarlos  cuan- 
do se  ausenten  sin  permiso,  con  la  multa  que 
establece  el  articulo  72  de  la  ley    orgánica  de 
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provincias,  de  acuerdo  con  la  opinión  del  ika> 
cejo  de  Gobierno,  ha  resuelto  lo  siguiente:»* 

**  Los  jefes  políticos  que  por  el  artículo  36  d« 
la  ley  orgánica  de  provincias  son  los  primeros 
magistrados  civiles  en  los  cantones  que  adminis- 
tran ,  también  ejer  cen  en  ellos,  según  el  ar t.  39,  h 
atribución  que  tienen  los  gobernadores  por  el  art« 
28  contraído  ¿ejecutar  gubernativamente  las  pe- 
nas impuestas  por  las  leyes  y  ordenanzas  de  po- 
licía* Estando  pues,  prevenido  por  el  art.  72  de 
la  misma  ley  que  los  concejales,  los  procurado- 
res municipales,  los  jueces  de  ^az  y  síndicos 
parroquiales,  sean  competidos  á  posesionarse  de 
sus  destinos  con  una  multa  de  50  á  300  pesos, 
en  cuya  pena  incurrirán  también  los  que  des- 
pués de  posesionados,  rehusaren  servir  sin  causa 
justa  y  legalmente  comprobada,  ó  se  ausenten 
sin  permiso,  corresponde  á^los  jefes  políticos 
compeler  con  multas  á  tomar  posesión  de  sus 
destinos  á  los  empleados  de  que  se  ha  hecho 
mención,  é  imponerlas  á  los  que  despueerde  pose- 
sionados rehusaren  servir  sin  justa  causa  ó  se 
ausentaren  sin  permi.so/* 

Lo  comunico  a  US,  para  su  inteligencia  y  fi- 
nes consiguientes. — Soy  de  US.  atento  servi- 
dor.— D.  B.  Urbaneja. 

JEFES,  po'liticos.  En  ausencia  de  los  goberna- 
dores en  visita,  preside»  las  juntas  de   que  es- 
tos son  presidentes,  j  destinan  los   reos  con- 
denados á  presidio.    Véase  Provincias^  nota 
al  art.  89  de  la  ley,  y  R.  R  á  que  ella  se  refie- 
re. 
JEFES.  POLÍTICOS.  Multa  que  impondrán  por 
faltas  relativas  á  la  ley  sobre  libertad  de   im- 
prenta. Véase  Libertad  de  imprenta,   art  7- 
JEFES.  políticos.  Sabré  pasaportes.  Véase  pa- 
'  saportes. 

jesuítas,  decreto,    ejscdtívo  de  31   db 
AGOSTO  DE  ÍS4S  prohibiendo  su  entrada  y  per^ 
manencia  en  el  territorio  de  la  república» 
José  Tadeo  Monágas,  Presidente  de  la  Re- 
pública de   Venezuela  áfc;  áfc;  ¿jfc; 
Examinado  con  la  mayor  detención  lo  expues- 
to por  el  Gobernador  de  esta  provincia  sobre  los 
males  que  trae  á  la  República  la  introducción  de 
individuos  pertenecientes  á  la  orden    de  regula- 
res de  la  Compa&ía  de  Jesús,  y  teniendo  *á  la 
vista  lo  relativo  á   dicha  Compañía  en  algunos 
países,  en  uso  de  la  facultad  que  me  concede  el 
parágrafo  del  artículo  único  del  decreto  legisla- 
tivo (le  15  de  Mayo  de  1845. 
decreto.^ 
Art.  19  Se  declaran  perjudiciales  álos  intere- 
ses de  la  República  y  como  tales  no  serán  admi- 
tidos en  ella  á  los  extranjeros    de  ambos  sexos 
pertenecientes  á  la  Compañía   de   Jesús,  cual- 
quiera que  sea  la  denominación  que  hayan  tomado» 
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AfU  dO  LoB  iodiyíduoB  á  qoioDes  se  refiere 
el  ftrtfcuío  anterior  que  llegaren  á  nuestro  terri- 
torio, 8Í  fuere  por  nuestros  puertos,  se  les  hará 
reembarcar  en  el  mismo  buque  en  que  llegaren, 
ó  en  el  primero  que  salga  para  el  extranjero,  j 
•i  vinieren  por  tierra^seles  hará  volver  inmedia- 
tamente para  el  lugar  de  su   procedencia. 

Art.  39  £n  cualquier  tiempo  que  se  descubra 
que  alguno  de  dichos  individuos  se  ha  introdu- 
cido en  el  pais  ocultando  su  carácter  ó  de  otraroo- 
do  clandestino,  se  le  hará  salir  de  él  tan  pronto 
como  se  haga  el  descubrimiento. 

Art.  49  Los  gobernadores  de  provincia  dic- 
tarán las  órdenes  convenientes  para  que  se  viji- 
le  sobre  la  introducción  de  los  individuos  de  que 
trata  este  decreto^en  el  territorio  y  se  les  haga 
salir  como  queda  dispuesto  ;  y  vijilarán  por  sí 
para  que  sean  cumplidas,  usando  al  efecto  de 
cuantos  medios  les  franquean  las  leyes  para 
hacerse  obedecer. 

Art.  59  El  Secretari<^  de  Estado  en  los  Des- 
pachos del  Interior  y  Justicia,  queda  encargado 
de  la  ejecución  de  este  decreto,  del  cual  se  dará 
cuenta  á  la  próxima  legislatura. 

Dado  :  firmado  de  mi  mano:  sellado  con  el  sello 
del  Poder  Ejecutivo,  y  refrendado  por  el  Secreta- 
rio de  Estado  en  los  Despachos  del   Interior  y 

Justicia,  en  Caracas  á  31  de  Agosto  de    1848 

Afio  109  de  la  Ley   y  389  ¿e  la  Independen- 
cia. 

José  Tadeo  Monagas. 
Por  S.  E.  el  Presidente  de  la  República  el  Se- 
cretario de  Estado  en  los   Despachos  del  Inte- 
rior y  Justicia, 

Ramón  Yepea^ 
JUBILACIÓN. ,  DE  CATEDRÁTICOS.  Véasc  Ins- 
trucción pública,  L.  5^  art.  10  al  19. 
JUECES.  Ningún  ciudadano  puede  ser  distraí- 
do de  sus  jueces  naturales.  Véase  Disposicio- 
nes generales  constitucionales,  art  195. 
JUECES.  Lugar  y  dias  en  que  no  podrán  des- 
pachar. Véase  Disposiciones  comunes  á  to- 
dos losjuicios<,  art.  2. -Su  responsabilidad  por 
detener  arbitrariamente  á  alguno.  Véase  De- 
tención arbitraria,  art.  2  á  6. — Id.  por  privar 
á  alguno  de  la  posesión  de  alguna  cosa  sin  las 
formalidades  legales.  Véase  Interdictos  pose- 
sorios, art.  14. — Ninguno  podrá  dejar  de  cum- 
plir las  comisiones  de  su  superior.  Véase  Dis- 
posiciones comunes  á  todos  los  juicios,  arí. 
29. — Tampoco  podrá  ejercer  funciones  de  abo- 
l^ado  ni  de  patrocinante  en  el  territorio  de  su 
jurisdicción.  Véase  Abogados,  art  21  y  su  ^. 
— Deber  de  todos  al  saber  que'se  ha  cometido 
un  delito  en  su  jurisdicción.  Véase  Procedi- 
miento criminal,  arU  19  y  su  ^. — Quiénes  no 
podrán  serlo  en  dichas  causas.  Véase  id,  art 
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20. — Deber  de  todo  el  que  conozca  que  en  sf 
tiene  una  causa  de  recusación ;  y  qué  se  prac- 
ticará. Véase  Recusación,  art.  4,  13  y  14.-*^ 
Funciones  del  I9  del  lugar  sobre  reconoci- 
miento de  inválidos.  Véase  Inválidos,  art.  7. 
— Facultad  que  todos  tienen  de  preguntar  al 
testigo  durante  su  exállien.  Véase  Pruebas  y 
su  término,  art  89. — Todos  deben  admitir  las 
informaciones  sumarias  contra  cualquier  em- 
pleado. \é^ae  Provincias,  art  110. — Todos 
pasarán  á  la  oñcina  de  registro  los  expedien- 
tes concluidos.  Véase  Registro,  art  7.-i-Lo8 
que  hayan  llevado  protocolos,  los  pasarán 
también  á  los  registradores.  Véase  id,  art  36. 
— Deberes  de  todos  sobre  papel  sellado.  Véa- 
se Papel  sellado,  art.  16  y  su  §  único,  y  art. 
25. — Voto  que  pueden  salvar  los  miembros  de 
las  Cortes  y  juzgados  cantonales.  Véase  Dis- 
posiciones comunes  á  todos  los  juicios,  art. 
15. — Certificaciones  que  deben  dar  gratis  á  los 
recaudadores  de  rentas  públicas  los  que  conoz- 
can de  demandas  á  favor  del  Tesoro.  Véase 
Certificaciones  para  el  servicio  público,  R.  E. 
de  6  de  Agosto  de  1842— Qué  deben  hacer 
cuando  reciben  un  expediente  franco  y  con  la 
nota  de  <<  á  reserva  de  derechos. "  Véase.TVi- 
bunales  y  juzgados,  R.  E.  de  15  de  Abril  de 
1845.— Quejas  contra  ellos.  Véase  Quejas.-^ 
Reglas  sobre  sus  certificaciones.  Véase  Cer- 
tificaciones por  los  Gobernadores  y  otros  ma- 

'    gistrados* — No  cobrarán  derecho  alguno  por' 
el  nombramiento  de  tutores  ó  curadores  de 
los  manumisos ;  y  otras  reglas  que  observa- 
rán. Véase  Libertad  de  esclavos,  R«  E.  de  7 
de  Julio  de  1854  punto  69. 

JUECES  DE  PROVINCIA.  Sil  nombramiento,  cua- 
lidades y  atribuciones.  Véase  Tribunales  y 
juzgados,  L.  6a, 

JUECES  DE  PROVINCIA.  RESOLUCIÓN  EJECUTI- 
VA DE  19  DE  OCTUBRE  DE  1850  declarando 
que  por  ningún  motivo  pueden  ser  nombra- 
dos fuera  de  la  lista  de  elegibles  formada 
por  la  Diputación  provincial,  mientras  no 
esté  agotada. 

Secretaría  del  Interior  y  Justicia. — Sección  2. 
—Caracas  19  de  Octubre  de  1860.— Resuelto. 
Dígase  al  Sr.  Gobernador  de  Apure. 

He  instruido  al  Poder  Ejecutivo  de  la  resolu- 
ción de  US.  de  21  del  pasado,  comunicada  á  es- 
te Ministerio  en  nota  23  del  nfísmo  núm.  835, 
por  la  cual  se  nombra  juez  de  provincia  al  señor 
Aquilino  Orta,  6  causa  de  no  creerse  la  Gober- 
nación en  la  necesidad  6  en  la  posibilidad  de  ha- 
cer nombramiento  en  ninguno  de  los  ciudadanos 
comprendidos  en  la  lista  de  la  Diputación  pro- 
vincial. 

Teniendo  presentes  S.  E.  el  art  60  ley  VI 
código  orgánico  de  tribunales,  el  10  parágrafo 
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ütAco  de  la  ley  sobre  conspiradores  (3  de  Abril 
die  49,)  el  21  de  la  ley  orgánica  de  tribunales, 
posteriormente  reformada,  al  cual  sin  duda  se 
refiere  dicho  parágrafo,  y  119  finalmente,  de  la 
citada  ley  «obre  ¿onspfradorest  ha  decidido  que 
no  ha  podido  hacer  US.  el  nombramiento  que 
participa,  no  estando  agotada  la  lista  de  la  Di- 
potación,  y  que  si  la  urgencia  de  la  causa  pedia 
que  no  se  retardase  su  curso,  ha  debido  someter 
el  caso  á  la  consideración  de  la  Corte  Superior 
respectiva,  para  que -ella  proveyera,  de  acuerdo 
COD  sus  atribuciones  y  consultando  las  disposi- 
ciones vigentes,  &  la  seguridad  y  garantías  de 
los  encausados. 
•    Soy,  &a  Por  S.  E.-^Rcjas. 

£s  copia*— üó/fls. 

JUECES  DB  PROVINCIA.   RESOLUCIÓN  EJECÜTI* 

VA  OK  7  DB  JVLio  Dñ  1851  íobre   lo  mismo 
que  la  anterior* 

SecretaríA  del  Interior.— Sección  2.*— Cara- 
cas, 7  de  Julio  do  1851.— Resuelto. 
IHgase  al  Sr.  Gobernador  de  la  provincia  de 
Aragua* 
Presentada  al  Despacho  del  Poder  Ejecutivo 
la  nota  de  US.  fecha  3  del  raes  próximo  pasado, 
en  que  se  sirve  consoltar,  si  puede  considerarse 
agotada  la  lista  de  ciudadanos  elegibles  para  el 
desempeilo  del  juzgado  de  provincia  por  haber- 
se excusado  varios  de  loa  individuos  que  la  com- 
ponen, y  haber  quedado,  reducida  solamente  á 
*do8,  de  ios  cuales  uno  se  habia  ausentado  para 
la  provincia  de  Maracaybo,  y  otro  para  los  lla- 
nos, ignorándose  el  lugar  de  su  residencia;  S.  E. 
me  ha  ordenado  contestar  á  US. :  que  no  es  cau- 
sa legítima  para  prescindir  de  las  personas  inclui- 
das en  la  lista  precitada  la  ausencia  de  algunas 
de  ellas  de  la  provincia  respectiva,  ni  la  suposi- 
ciopí  por  fundada  que  sea,  de  oue  no  aceptarían 
el  encargo  de  jueces  de  provmcia ;  y  que  por 
tanto  debe  US.  contar  con  las  ausentes  mientras 
no  se  excusen  de  acoj  tar  el  servicio  A  que  los 
llama  la  ley,  ó  se  acredite  suficientemente  que 
no  ha  sido  posible  notificarles  su  nombramiento 
por  ignorarle  absolutameote  el  lugar  de  su  resi* 
•  dencia, 

Soy,  &a_Por  S.  IL-^Aranda* 

JUECGS  DE  PROVINCIA.  RESOLircION  EJECUTI- 
VA DB  4  DE  NOVIEMBRE  í^K  1861  en  que  se 
vuelve  á  deólarar  á  virtvd  de  acusación  con- 
tra el  Gobernador  de  Apure^  que  por  ningún 
caso  puede  elegirse  fuera  de  la  lista,  no  es- 
tando  agotada,  y  que  no  toca  á  esief unció* 
nario  la  calificación  de  idítneidadt  ni  el  jui- 
cio sobre  la  conveniencia  6  inconveniencia 
de  que  loa  individuos  presentados  por  la  Di* 
putacion  entren  á  desempeñan  los  destinos 
para  el  ejercicio  de  los  cuales  aquel  éuerpo 
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los  ka  considerado  capaces  y  competentes* 

Secretaria  del  Interior.— Sección  8.  *  —Caro- 
cas, Noviembre  4  de  1861. 

Resuelto. — A  bunda  la  acusación  Intentada  con- 
tra el  Gobernador  de  la  provincia  de  Apure,  Sr. 
Carmelo  Gamarra,  en  razones  y  motivos  bastan- 
tes para  acoidar  la  suspensión  do  este  funciona- 
rio, en  cumplimiento  de  la  disposición  legal.  Es 
un  principio  reconocido  de  derecho  constitucio- 
nal, que  los  magistrados  y  demás  funcionarios 
públicos  no  tienen  facultad  para  proceder  en  el 
ejercicio  de  sus  atribuciones  competentes,  sino 
del  modo  y  en  la  forma  que  está  prescrito  por 
la  ley.  Esta  regla  que  obliga  imperiosamente  á 
las  autoridades  ft  circunscribirse  siempre  en  la 
esfera  del  procedimiento  legal,  es  una  regla  de 
inviolable  garantía  para  los  chidadanos  que  el 
Gobierno  se  esforzará,  cuanto  sea  dable,  en 
guard&rla  y  hacer  que  se  guarde  por  todos  loa 
funcionarios  de  la  República,  especialmente  por 
los  que  le  son  dependientes.  De!  expediente  ins- 
truido ft  virtud  de  la  acusación  intentada  contra 
el  mencionado  Gobernador  de  la  provincia  de 
Apure,  resulta,  que  ha  violado  abiertamente  el 
artículo  59^  de  la  ley  6^  del  código  orgánico  de 
tribunales,  que  dispone  que  en  los  casos  de  va- 
cante, el  Gobernador  nombrará  el  Juex  de  pro- 
vincia por  el  tiempo  que  falta  al  reemplazado  en- 
tre los  individuos  que  se  hallen  en  la  lista  forma- 
da por  la  Diputación  provincial ;  y  solo  en  el 
caso  de  estar  agotada  la  lista,  el  Gobernador  po- 
drá nombrar  libremente  un  interino  entre  los 
ciudadanos  que  tengan  capacidad  y  las  cualida- 
des de  re  presenta  ntcj*,  sean  6  no  abogados.  En 
las  faltas  accidéntale/),  si  también  se  agotare  la 
lista  j  el  Gobernador  hará  el  mismo  nombramien- 
to libre* 

El  Gobernador  Gamarra  sin  estar  agotada  la 
lista  de  personas  elegibles  para  jueces  de  provm- 
cia presentada  por  la  H.  Diputación  de  confor- 
midad con  la  ley,  nombró  para  servir  el  juzgado 
de  provincia  establecido  en  San  Fernando,  una 
pe-I  tona  que  no  estal  a  comprendida  en  dicha  lis- 
ta, siendo  así  queno  le  competía  este  derecho  de 
elección  libre,  siendo  en  el  caso  preciso  y  deter- 
minado de  que  se  hubiese  agotado,  según  la  ex- 
presión de  la  ley,  la  lista  ofrecida  por  la  H.  Di- 
putación provincial.  No  toca  á  los  Gobernadores 
la  califícacion  de  idoneidad,  ni  el  juicio  sobre  la 
conveniencia  ó  Inconveniencia  de  que  los  indivi- 
duos presentados  por  la  Diputación  entren  á  de- 
sempeñar los  destinos  para  el  ciercicro  de  loa 
cuales  aquel  cuerpo  los  ha  considerado  capacea 
y  competentes,  y  el  Gobernador  de  Apure  en- 
trando, de  propia  autoridad  en  esta  ilegal  claaifi» 
cacion,  y  nombrando  al  Sr«  Aquilino  Orta  para 
Juez  de  provincia  sin  haber  agotado  previamen* 
te  la  lista  de  la  Oiputaeiont  se  ha  sobrepuesto  4 
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la  ley  violándola  en  «no  de  sus  artículos  roas 
claros  y  lerminanles,  y  que  lleran  involucrados 
una  garantía  especial  para  los  ciudadanos.  Por 
tanto,  y  en  uso  de  la  atribución  17*  del  art.  1 17 
de  la  Constitución,  el  Poder  Ejecutivo  suspende 
al  Sr.  Carmelo  Gamarra  del  destino  de  Gober- 
nador dé  la  provincia  de  Apure  y  le  somete  ajui- 
cio, á  cuyo  ef^to  pásese  á  la  Corte  Superior  de 
este  distrito  copia  legalizada  de  este  expediente. 
Nómbrase  Gobernador  interino  de  dicha  pravin- 
cia  al  Sr.  Luciano  Samuel,  el  cual  deberá  pres- 
tar el  juramento  constitucional  ante  el  Sr.  ^efe 
político  del  cantón  San  Fernando,  á  quien  se  co- 
misiona con  tal  fin. — Comuniqúese  ft  quienes  cor- 
responda.—Por  S.  E. — Herrera. 

JUECC3  DE  PROVINCIA.  RESOLUCIÓN  EJECUTI- 
VA DE  7  DE  DICIEMBRE  DE  1850  estableciendo 
las  reglas  que  deben  observarse  para  su 
nombramiento. 

Secretaría  del  Interior.— Sección  2  *  —Cara- 
cas, 7  de  Diciembre  de  1860.— Resuelto. 
Diñase  al  Sr>  Gobernador  de  Apure» 

Impuesto  S.  E.  el  Poder  Ejecutivo  del  conte- 
nido de  la  nota  de  US.  fecha  9  del  que  cursa 
núoL  1004,  ha  resuelto  reformarla  resolución  de 
524  de  Diciembre  de  1845  en  los  términos  si- 
guientes: 

19  Toca  exclusivamente  á  las  Diputaciones 
provinciales  la  calificación  de  la  capacidad  nece- 
saria que  se  requiere  en  los  individuos  que  pre- 
sente en  lista  para  el  nombramiento  de  jueces 
de  provincia,  como  se  ve  de  los  términos  del  ar- 
tículo 19  de  la  ley  de  15  de  Mayo  de  este  afio  6^ 
del  Código  orgánico  judicial :  mas  no  .así  la  de 
la  edad  y  renta  que  se  exige  enrdicho  artículo, 

29  Si  uno  ó  mas  individuos  de  los  de  la  hsta 
presentada  por  la  Diputación  no  tuvieren  la  edad 
y  renta  que  se  requiere  para  ser  representante, 
comprobado  que  sea  legalmente,  el  Gobernador 
la  devolverá  á  dicho  cuerpo  para  que  sustituya 
en  lugar  de  dichos  individuos  otros  que  las 
tengan. 

39  Si  no  fuere  posible  la  reforma  de  la  lista 
por  haber  las  Diputaciones  cerrado  sus  sesiones, 
el  Gobernador  está  obligado  á  nombrar  juez  de 
provincia  entre  las  personas  hábiles  que  aquella 
contenga;  pues  la  inhabilidad  de  algunas,  así 
como  el  caso  de  muerte,  renuncia,  impedimento 
ó  ausencia  de  la  República  de  otras,  no  anulan 
la  lista  en  su  totalidad ;  lo  cual  es  conforme  con 
la  disposición  del  art.  59  de  la  citada  ley,  que 
obliga  al  Gobernador  &  nombrar  de  la  lista  has* 
ta  que  se  haya  agotado,  en  cuyo  único  casó  es 
que  puede  nombrar  fuera  de  ella. 

49  Si  uno  6  mas  individuos  de  la  lista  no  tie* 
nenia  edad  y  renta  qcre  se  requiere  para  ser  re- 
pretentante  al  tíempu  de  incluirlos  en  ella  la  Di- 


putación, si  las  han  adqifírído  después,  pueden   . 
ser  nombrados  jueces  de  provincia;  pues  es  al 
acto  de  hacer  el  nombramiento  que  se  exigen 
aquellas  circunstancias,  como  se  ve  de  los  tér* 
minos  del  art  l<)  de  la  ley  6^ -precitada* 

Soy,  &a— Por  8.  Fm-^Rójos. 
Es  copia.  ^Rójas* 

JUECES  DK  PROVINCIA*  RESOLUCIÓN   BJECÜTI' 

VA  DB  3  DE  NOVIEMBRE  DE  1851  sobre  el  pro" 
cedimiento  que  debe  adoptarse  cuando  se  ha- 
ya  agotado  la  lista,  recusado  que  sea  elpro" 
pietarío;  y  que  no  puede  apremiarse  áacep" 
tar  este  destino. 

Secreraria  del  Interior.— Sección  2.  *  —Cari- 
cas, Noviembi-e  3  de  1851.~Rc8Uelto. 
Contéstese  al  Gobernador  de  la  provincia  dé 
Guayana. 
Di  cuenta  al  Poder  Ejecutivo  de  la  nota  de 
US.,  fecha  25  de  Junio  último,  en  la  que  consul- 
ta, primero:  que  procedimiento  deba  adoptarse 
cuando  se  haya  agolado  la  lista  de  ciudadanos 
elegibles 'para  el  destino  dé  Juez  de  provincia 
por  haber-sido  recusado  el  propietario,  y  haber*» 
se  excusado  todos  los  ciudadanos  hábiles  de  esa 
provincia,  designados  por  esa  Gobernación  á 
excitación  del  juez  de  parroquia  respectivo,  con  el 
objeto  de  formar  la  terna  para  el  sorteo  del  juez 
suplente  que  debia  conocer  de  1»  recusación  del 
propietario,  y  segundo :  si  se  puede  obligar  al 
individuo  que  resulte  nombrado  juez  suplente 
del  sorteo  mencionado,  á  la  aceptación  del  nom- 
bramiento ;  y  S.  E.  de  entera  conformidad  con 
la  opinión  del  Consejo  de  Gobierno,  á  quien  con- 
sultó sobre  la  materia,  ha  tenido  á  bien  resolver 
los  puntos  indicados  de  la  manera  siguiente. 

Correspondiendo  por  los  artículos  I9  y  39  de 
la  ley  6^  del  Código  orgánico  del  Poder  Judi- 
cial á  \oé  Gobernadores  designar  libremente  en- 
treoíos ciudadanos  hábiles  las  personas  que  de- 
ban desempeñar  el  juzgado  de  provincia,  sola- 
mente en  el  caso  de  que  se  agote  la  lista  de  los 
individuos  presentados  por  la  respectiva  Diputa- 
ción provincia],  cuya  atribución  se  extiende  has- 
ta los  nombramientos  extraordinarios  provenien- 
tes de  vacantes  ó  de  cualquiera  otra  falta  acci- 
dental :  estándoles  cometida  por  el  artículo  26, 
ley  2a  título  29  del  código  ya  citado,  la  de  nom- 
brar ó  indicar  la  persona  ó  personas  que  sean  ne- 
cesarias para  cotnpletar  la^  terna  sobrjB  que  deba 
hacerse  el  sorteo  por  el  respectivo  juez  de  par- 
roquia, para  la  elección  del  funcionario  que  de» 
ba  conocer  de  la  recusación  del  Juez  de  provin- 
cia propietario,  cuando  dicho  sorteo  nxi  pueda 
tener  lugar  en  los  individuos  indicados  por  la  Dí« 
putacion,  por  haberse  agotado  la  lista  de  ellos;  y 
no  habiendo  ni  una  ni  otra  ley,  ni  la  orgánica  de 
provincias  prevenido  qué  deba  hacerse  por  los 
Gobernadores  cuando  se  agote  también  la  lista 
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de  los  individuos  hábiles  en  Us  proriaciae  de  su 
mando,  por  iDadmisiones,  excusas  é  impedimen- 
tos, sin  haberse  podido  formar  5  llenar  la  terna 
para  el  sorteo  del  juez  suplente  que  conozca  de 
la  referida  recusación,  es  claro,  que  llegado  este 
caso,  han  terminado  sus  funciones  en  lo  relativo 
al  nombramiento  de   Juez  de   provincia,   y  que 
tan  solo  puede  por  el  roce  que  se  le  concede  con 
el  poder  judicial,   dar  cuenta  del  resultado  á  la 
Corte  Superior  de  Justicia  del  respectivo  distrito, 
para  que  esta,  si  lo  solicitaren  los  interesados  en 
la  causa,  pueda  declarar  cual  sea  e]  juez,  que  de- 
ba conocer  en  lo   principa]  ó  en  alguna  de  sus 
incidencias,    con  vista  de   las  leyes  correspon* 
dientes.   Y  por  lo  que  respecta  al  29  punto  so- 
bre que  versan   las   dudas  del  Gobernador  de 
Guayana,  considerándose   por  una  parte:  que 
los  oficios  procomunales,  llamados   concejiles, 
son  onerosos  y  que  tan   graves  obligaciones  no 
se  presumen  en  derecho ;  sin  que   terminante- 
mente se  impongan  por  el  legislador  ;  y  por  otra : 
que  ninguna  de  las  leyes  precitadas  establece  la 
necesidad  de  la  aceptación   del  juzgado  de  pro- 
vincia, que  es  una  magistratura  bien  dotada  por 
la  Nación,  y  que  como  constantemente  se  ha  ob- 
servado en  la  práctica  no  es  obligatoria  su  admi- 
sión por  no  ser  un  cargo  concejil,   sino  un  em- 
pleo, por  cuyo  servicio  se  paga  un  sueldo  al  que 
quiera  desempeñarlo,  como  sucede  con  los  Mi- 
nistros de  Cortes,  Gobernadores  de  provincia  y 
otros  funcionarios  de  mas  alta  categoría  ;  y  que 
teniendo  esto  lugar  en  los   nombramienfbs  prin- 
cipales, con  mas  razón  debe  efectuarse  en  los  ac- 
cesorios, por  suplentes,  puesto  que  para  pensar- 
se de  otro  modo  era  necesario   que   la   ley  obli- 
gase á  la  aceptación,  como  lo  eslablece  respecto 
á  los  jueces  de  parroquia,  quienes  no  pueden  ex- 
cusarse de  la  carga  sin  impedimento  6  causa  le- 
gal comprobada,  se   resuelve :  que  los   Go&ei- 
nadores  no  pueden  apremiar  álos  jueces  de  pro- 
vincia principales,  ni  suplentes   que  se  excusen, 
ó. no  quieran  aceptar  el  nombramiento. 

Soy,  &a_Por  S.  E.-^Herrera. 

JUECES  PE  PROVINCIA,  RESOLUCIÓN  EJECUTI- 
VA DE  24  DE  DICIEMBRE  DE  1845  déclavandoi 
19  (¡ue  los  Qoberaadores  pueden^  aunque  no 
están  obligados^  devolver  las  listas  formadas 
por  las  Diputaciones  para  el  nombramiento 
de  los  jueces  si  no  contiene  el  número  de  per' 
sonas  hábiles  que  exige  la  ley:  29,  que  la 
edad  y  renta  que  se  requieren  son  las  mis* 
mas  que  para  representante ;  que  por  tanto 
no  pueden  ser  nombrados  aquellos  cuya  ren» 
ta  provenga  de  un  sueldo:  39»  que  ia  muer- 
íc,  renuncia,  impedimento  ó  ausencia  de  la  re- 
pública de  uno  de  los  incluidos  en  las  listas  no 
pueden  anularlas  en  su  totalidad:  49i  ;«6  el 


JUE 


■tm-a-li  IW^WWV»  i» 


Qobernadorno  fistá  obligado  ú  someterse  á  la 
calificación  hecha  por  la  Diputación ;  y  puc 
de  en  consecuencia  hacer  uso  de  su  propio 
criterio  al  hacer  la  elección;'  5^ finaimente^ 
que  debe  atenderse  para  la  elección  al  sueldo 
6  renta  en  dos  tiempos:  el  de  la  inclusión  en 
las  listaSi  si  el  Gobernador  quisiere  devol" 
verlas  y  el  del  nombramientos  de  manera  que 
si  para  cuando  este  se  hace,  carece  el  indi' 
viduo  colocado  en  la  lista  dt  las  cualidades 
necesarias  que  tenia  al  tiempo  de  su  coloca- 
don,  no  debe  ser  nombrado;  y  viceversa  si 
las  ha  adquirido  después^  y  la  lista  no  se  de- 
volvió  en  tiempo^  (*) 

Secretaría  de  lo  Interior— Sección  segunda. — 
Caracas  Diciembre  24  de  1845.— Resuelto. 
Dígase  al  Señor  Gobernador  de  la  provincia 
de  Guayana. 
He  dado  cuenta  al  Excelentímo  Seftor  Presi- 
dente de  la  República  de  la  comunicación  de  ÜS. 
fecha  el  24  del  mes  próximo  pasado  número  1310 
que  contiene  las  cinco  consultas  siguientes:. 

1.  Si  se  deben  devolver  las  listas  á  la  Diputa- 
ción cuando  no  las  considere  el  Gobernador  éon* 
forme  al  tenor  de  la  ley. 

2.  Si  las  cualidades  de  edad  y  renta  que  se  re- 
quieren para  juez  de  primera  instancia  son,  la 
edad  de  25  años  cumplidos  y  la  renta  fija  de  fin- 
ca ó  propiedad  raiz,  excluyendo  la  industria  y 
asueldo. 

3.  Si  la  muerte,  ausencia  al  extranjero,  renun- 
cia ú  otro  impedimento  de  alguno  de  los  com- 
prendidos en  la  lista,  la  anula  en   sii  totalidad. 

4.  Si  el  juicio  de  la  Diputación  en  la  capaci- 
dad, es  general  á  las  demás  cualidades,  debiendo 
someterse  el  del  Gobernador. 

5.  Si  sirviendo  el  sueldo  como  renta,  y  este 
cesa,  queda  el  cesante  con  la  cualidad  de  ser 
elegido. 

Examinados  por  S.  £•  estos  diversos  puntos, 
ha  tenido  6  bien  resolverlos  de  esta  manera. 

En  cuanto  al  19.  Si  las  listas  formadas  por  la 
Honorable  Diputación  para  el  nombramiento  de 
los  jueces  no  contienen  cinco  personas  hábiles  pa- 
ra cada  circuito,  puede  el  Gobernador  devolver* 
las,  aunque  no  está  obligado  á  ello. 

Al  29  La  edad  y  renta  que  se  requieren  en  los 
jueces  de  primera  instancia  son  las  mismas  que 
en  ios  Representantes,  así  es  que  no  hay  motivo 
para  excluir  del  nombramiento  á  los   que  gocen 

{*)  Esta  resolución  aunque  diotada  t  especio  de  los  jue- 
ces de  primera  instancia,  es  aplicable  en  nn  todo  á  los  de 
provincia  cayo  nombramiento  es  enteramente  conforme  «1 
de  aquelloB.  Está  sin  embargo  en  oposición  con  la  ante- 
rior en  cnanto  á  la  calificación,  por  el  Gobernador^  de  loa 
indiyiduos  calificados  por  la  üipntaclon.  SeHa  pues  de 
desearse  que  el  Pober  li^slativo  fi)ase  este  panto,  sobie 
el  cual  se  ha  contradicho  el  mismo  £jecaUY0. 
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untUto  de  MX)  pesos  anuales  con  coya  renta  pue- 
den ser  ele^os  Representantes  conforme  al  ar- 
tfctilo  52  de  la  Constitución. 

39  Le  muerte,  renuncia,  impedimento  ó  au- 
eenda  de  la  República  de  uno  de  los  incluidos 
en  las  listas,  no  puede  anularlas  en  su  totalidad, 
pues  así  quedarla  siempre  sin  cumplirse  el  obje- 
to de  la  ley* 

49  El  Gobernador  no  está  obligado  á  some- 
terle á  la  calificación  becha  por  la  Honorable 
Diputación,  y  puede  hacer  oso  de  su  propio  jui- 
cio al  hacer  la  elección,  porque  está  llamado  á 
hacer  cumplir  lo  que  disponen  las  leyes. 

69  Debe  atenderse  para  la  elección  al  sueldo 
ó  renta  en  dos  tiempos:  el  de  la  inclusión  en  las 
listas,  si  el   Gobernador   quisiere  hacer  uso  del 
derecho  de  devolverlas,  y  el  tiempo  del  nombra- 
miento; de  manera  que  si  para  cuando  este  se  ha- 
ce carece  el  individuo  colocado  en  la  lista  de  las 
cualidades  necesarias  que  tenia  al  tiempo  de  su 
colocación,  no  debe  ser  nombrado,  y  viceversa  si 
las  ha  adquirido  después  7  la  lista  no  se   devol- 
vió en  tiempo.— Por  S.  £. — Cobos  Fuertes. 
JU£CES  DE  PROVINCIA.  Deben  costear  el  local 
para  su  despacho.  Véase  la  nota  (*  *) 
JUECES  DE  PRoviKciA.  Les  corresponde  cono- 
cer de  las  demandas  en  que  tienen   interés  los 
fondos  de  abolición  de  la  esclavitud*  Véase  Xt- 
.bertad'de  esclavos^   H.   £.  de  22  de   Julio  de 
1854. 
JUECES  Dfi  PROVINCIA.  Carecen  de  jurisdíe- 
cion  para  enjuiciar  6  los  Gobernadores  por  de- 
litos que  no  sean  rigurosamente  comunes,  si- 
001  oficiales  6  especiales.  Véase   Gobernado* 
reSf  R.  E.  de  7  de  Noviembre  de  1853. 

JUECES  DE  PROVINCIA.  Han  sostituido  álos  de 
J^  instancia  en  el  examen  de  los  registrado- 
res. Véase  Registro  R.  E.  de  6  de  Diciembre 
de  1864,  §  39  reg.  Sa. 

JUECES  DE  CANTÓN.  Su  nombramiento,  cuali- 
dades, demandas  de  que  conocen   y  demás  a- 
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C^*)  £1  Ministro «elinterior  Licenciado  Diego B.Ur- 
.  baneia  en  su  Memoria  de  1839  expuso  respecto  &  Jos  jQe> 
ees  de  provincia,  lo  siguiente. 

'*  £1  Gobernador  de  Maracaibo  consultó  de  qae  fondo 
debiera  salir  el  gasto  de  alquiler  de  casa  para  el  juzgado 
de  primera  instancia,  pnes  por  el  articnlo  40  de  la  ley  or- 
e&uica  del  poder  judicial,  la  sala  del  despacho  del  tribunal 
¿  jusgado  debe  estar  exduida  de  todo  otro  aso.  La  misma 
consulta  habla  hecho  antes  el  Gobernador  de  Qnayaoa  á 
solicitad  del  alcalde  parroquial  de  Upata,  y  resolvió  el  Go- 
bierno que  de  aquella  disposición  sobre  salas  de  tribuna- 
les 00  se  seguia  qae  debiera  proporcionarlas  el  Bstado  co- 
mo se  y«a  clarameote  por  no  haberse  dispuesto  nada  en 
este  punto:  que  hasta  ahora  ningún  Juea  lo  había  creído 
así,  despachando  todos  en  las  piezas  o.e  las  casas  que  ha- 
blan solicitado  al  efecto,  o  en  las  de  aquellas  que  habita- 
ban, y  que  por  consiguiente  el  GoMemo  no  podía  propor- 
r  locaL  " 


tribueiones.  Yéase  Tribunales  y  juzgados.  L. 
VII. 

JUECES  DE  CANTÓN.  Declaratoria  de  la  nuli- 
dad de  su  elección.  Nada  dice  la  ley  robre  el 
particular,  ni  se  ha  resuelto  por  él  P.  E.  Sin 
embargo,  ya  por  ser  natural  que  el  que  conoz- 
ca de  sus  renuncias  ó  excusas,  conozca  tara- 
bien  de  dicha  nulidad,  y  por  asimilación  con 
los  extinguidos  jueces  de  parroquia,  creemos 
que  toca  á  los   Gobernadores.   Véase   Gober- 

•   nadores,  R.  E*  de  8  de  Mayo  de   1854.  (*) 

JUECES  DE  CANTÓN.  Conocimieuto  de  sus  ex- 
cusas ó  renuncias.  Toca  á  los  Gobernadores. 
Véase  Tribunales  y  Juzgados.  L.  X,  art.  i!. 

JUECES  DE  CANTÓN,  Tiempo  en  que  deben 
posesionarse,  pena  por  no  hacerlo,  y  ante 
quien  deben  hacer  sus  excusas  o  renuncias. 
Vélase  Tribunales  y  juzgados^  L.  X,  art.  II. 

JUECES  DE  CANTÓN.  Varías  disposiciones  re- 
latirás  á  ellos,  como  á  los  demás  jueces.  Véa- 
se Tribunales  y  juzgados,  L.  X. 

JUECES  DE    CANTÓN.    RESOLUCIÓN     EJECUTIVA 

DE  22  DE  JUNIO  DE  1840  (referente  á  los  al- 
caldes, pero  aplicable  á  aquellos)  declarando 
que  el  que  ee  separe  del  destino  sin  licencia, 
6  por  mas  del  tiempo  convenido  debe  ser  en- 
juiciado* 

República  de  Venezuela. — Secretaría  de  E.  en 
el  Despacho  del  Interior  y  Justicia. — Sección  8. ' 
—Caracas,  22  de  Junio  de  1840,  11.  ^  de  la  ley 
y  30.  ^  de  la  independencia.— Núm.  460. 
8r.  Gobernador  de  Barinas. 

Instruido  el  Gobierno  de  la  consulta  que  US. 
hiz9  en  oficio  de  18  de  Abril  último,  numero  83, 
ha  resuelto  con  fecha  20  del  corriente,  lo  que 
sigue. 

«  Los  empleados  á  que  se  refiere  el  artículo 
72  de  la  ley  orgánica  de  provincias  que  conti- 
núan ausentes  después  de  haber  expirado  el  tér- 
mino del  permiso  que  se  les  concedió  para  sepa- 
rarae  de  sus  destinos,  est&n  en  el  mismo  caso 
que  los  que  se  ausentan  sin  el  permiso  corres* 
pendiente  y  sujetos  por  lo  tanto  ala  pena  im- 
puesta por  el  citado  artículo.  No  están  en  el  mis- 
mo caso  los  alcaldes,porque  no  se  hallan  compren- 
didos en  el  referido  artículo;  mas  cuando  estos 
se  ausentan  sin  permiso  6  continúan  después  de 
haberse  concluido  el  término  del  que  se  les  con- 
cedió, cometen  una  falta  que  como  se  ve,  ha  cas- 
tigado la  ley  en  otros  empleados,  y  que  no  es  de 

(*)  Esta  Resolución  reí\mde  y  manda  quedar  sin  eftcto 
las  de  24  de  Febroro,  19  de  Agosto  y  22  de  Diciembre  de 
1861  que  declaraban  corresponder  á  los  concejos  munici- 
pales la  primeim  atribución  en  absoluto,  j  la  segunda,  pa- 
sados los  ocho  primeros  dias  después  del  nombramiento; 
y,por  virtud  de  las  cuales  lo  sentamos  asi  en  el  articnlo 
correspondiente  á  estas  corporaciones.  Tomo  1  ^  p.  880, 
col  2.  Un.  15  á  21.  Entiéndase  pues  también  sin  e^to  to- 
daesto,  y  las  reftiendas  que  alli  se  hacen. 
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creerse  qoe  en  eUos  la  haya  to]erado«  no  obstan- 
te no  haber  expresado  el  castigo  que  merecen. 
Por  esia  razón  considera  el  Gobierno  que  deben 
ser  sometidos  á  juicio  y  dispone  que  así  se  veri* 
fique  mléiAras  eJ  Congreso,  á  quien  se  manifes- 
tara el  racío  de  la  ley  orgánica  judicial  en  esta 
parte»  acuerda  lo  conyeniente. '' 

Soy  de  ÜS.  muy  atento  servidor» 
Ramón  Yepesn 

JUECES  DE    CANTÓN.    RESOLUCIÓN    EJECUTIVA 

PE  28  DB  FEBRERO  DE  1843  sobvc  lo  mismo 
que  la  anterior. 

SecrtUaríade  lo  Interior.— Sección  3.*— Ca- 
racas, Febrero  28  de  1843. 

'Resuelto. — Vista  la  consulta  del  Gobernador 
de  Barínas  sobre  la  pena  que  merece  un  alcalde 
que  ha  abusado  del  término  de  su  licencia  conti- 
nuando ausente  aun  después  de  haber  expirado 
este,  y  considerando  el  Poder  Ejecutivo :  19  que 
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na  efectiva  la  responsabilidad  en  el  foncionario 
omiso  ó  negligente  en  el  desempeño  de  so  mioM- 
terio. 

Comuniqúese  al  Gobernador  de  Barínas,  pu- 
blíquese  y  circúlese  á  las  demás  provincias  par* 
qu^ sirva  de  regla  en  lo   sucesivo,  quedando  de- 

I  rogada  cualquiera  otra  disposición  anterior. 

¡  Por  S.  E. — Manrique. 

\  JUECES  DE    CANTÓN.    RESOLUCIÓN    EJECUTIVA 

DE  4*DE  FEBRERO  DE  1846  üclarando  las  an- 
teriores sobre  el  particular • 

Secretaría  del  Interior.— Sección  8.  *  —Cari- 
cas, Febrero  4  de  1846.— Resuelto. 

Dígase  al  Sr,  Gobernador  de  Barinas, 

Presenté  al  despacho  del  Poder  Ejecutivo  la 
nota  de  US*  de  10  del  último  Diciembre,  núme- 
ro 130,  consoltando  la  pena  que  debe  imponerse 
á  los  alcaldes  parroquiales  cuando  se  ausentan 
sin  permiso  del  Gobernador ;  y  S.  £•  se  ha  ser- 


está  declarado  por  el  artículo  I9  de  la  ley  de  24  ü  vido  resolverlo  siguiente. 


de  Abril  de  1838  que  los  Gobernadores  son  je 
fes  superiores  en  sus  respectivas  provincias,  y  en 
ellas  les  están  subordinados  los  funcionarios  y 
autoridades  así  civiles  como  militares  y  eclesiás- 
ticas, sin  excepción  alguna  en  todo  lo  que  mira 
al  buen  orden  y  tranquilidad  de  la  provincia,  y 
su  gobierno  político  y  económico:  29  que  por 
el  23  se  les  autoriza  para  aprobar  las  causales 
que  los  empleados  de  todos  los  ramos  de  la  ad- 
ministración presenten  para  separarse  de  sus  des- 
tinos por  quince  ó  veinte  días,  y  en  su  virtud 
pueden  conceder  las  licencias  necesarias,  y  39 
que  por  el  28  se  les  faculta  para  imponer  y  exi- 
gir coactivamente  multas  á  los  que  desobe'dez- 
can  sus  órdenes  ó  les  falten  al  debido  respetó, 
podiendo. ser  estas  desde  10  hasta  100. pesos  con- 
forme á  la  gravedad  de  la  falta,  y  arrestos  que 
no  pasen  de  tres  días.  Según  estas  disposiciones 
es  evidente  que  desobedeciendo  un  alcalde  al  Go- 
bernador, con  el  hecho  de  permanecer  fuera  de 
su  destino  por  mas  tiempo  del  que  se  le  ha  con 


Aunque  el  artículo  52  de  la  ley  orgánica  de 
provincias  no  comprende  é  los  alcaldes  en  su  ca- 
lidad de  tales,  como  ellos  son  al  mismo  tiempo 
los  jueces  de  paz  de  las  parroquias  en  que  se  es- 
tablecen las  alcaldías,  según  lo  dispone  el  artí- 
culo 37  de  la  ley  orgánica  de  tribunales,  se  en- 
cuentran sujetos  á  las  penas  que  en  «iquel  artí- 
culo se  designan.  No  por  eso  cree  el  Poder  Eje- 
cutivo que  los  jueces  de  primera  instancia  dejen 
de  tener  autoridad  para  someterlos  á  juicio  cuan- 
do, como  en  el  caso  consultado,  abandoneo  su 
puesto  sin  la  licencia  correspondiente  ó  proro- 
gan  esta  á  su  arbitrio.  Por  el  artículo  100  de  la 
ley  oi'g&nica  de  provincias  se  impone  á  los  fun- 
cionarios del  orden  político  que  por  ineptitud, 
abandono  ó  negligencia  usen  mal  de  su  oficio 
¡  varias  penas  que  debe  aplicarle  la  autoridad  ju- 
j  dicial  competente  en  juicio  de  responsabilidad: 
y  por  el  artículo  13  de  la  ley  13,  título  79  del 
I  Código  de  procedimiento  civil  se  autoriza  á  los 
I  jueces  para  imponer  penas  arbitrarias,  según  la 


cedido  de  licencia ;  y  que  requerido   persiste  en  {|  gravedad  de  la  falta.  Así  es  que  bien  se  considC' 


su  negativa  con  perjuicio  grave  del  orden  pübli 
co  que  requiere  el  puntual  desempeño  de  sus  ! 
funciones  en  cada   uno  de  los  magistrados;  se 
resuelve  de  acuerdo  con  la  opinión  del  Consejo  i 
de  Gobierno  :   que  los  Gobernadores   pueden  | 
compelerlos  imponiéndoles  multas  dentro  de  la  I 
cuantía   que  les  es  permitida  y  guardando  las  { 
formalidades  legales  hasta  reducirles  á  cumplir  ! 
su  deber.  No  obstante  esto,  si  por  la  paraliza-  i 
cion  del  despacho  público  de  justicia  se  siguiera 
perjuicio  de  tercero  que  afectase  la  responsabili- 
dad del  alcalde  y  preparase  una   queja,  tocarla 
conocer  de  ella  según  el  código  de  procedimien- 
tos judiciales  al  juez  de  primera  instancia  del 
respectivo  circuito,  que  conforme  &  las  leyes  ha- 


re  á  un  alcalde  como  funcionario  del  orden  po- 
lítico, bien  como  del  judicial,  existen  lejr es  sufi- 
cientes para  obligarlo  al  cumplimiento  de  su  de- 
ber por  los  superiores  respectivos,  sin  que  obs- 
te la  falta  de  parte  acusadora  en  el  juicio  de  res- 
ponsabilidad, por  ser  causa  de  oficio  como  está 
ya  declarado,  podiendo  en  tal  caso  nombrarse  un 
fiscal  por  el  juez  que  debe  conocer  de  la  causa. 

El  Poder  Ejecutivo  ha  visto  con  sentimiento  la 
impunidad  del  alcalde  de  Barínas  y  espera  se 
proceda  de  modo  que  se  impida  la  repetición 
del  abuso. 

Por  esta  resolución  se  entienden  modificadas 
ó  aclaradas  las  anteriores  sobre  la  materia. 

Lo  comunico  á  US.  en  respuesta  |  so  boU  ci» 
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fada.— Poblíqncse  y  chcftlege. 

Por  S:  E.— Co6o3  Pti«r<e«. 
JUECES  DE  cANTor^.  Véase  Cargas  concejiles. 

JUECE&  D5    CANTÓN.   RBSOLÜCION     EJECUTIVA 

DE  15  DE  MARZO  DE  1852  desaprobando  la 
declaratoria  de  vacante  de  un  juzgado  par- 
raquial  por  estar  ausente  el  electo^  é  igno- 
rarse su  ref^idencia  desde  el  acto  dt  la  elec- 
ción; y  encontrarse  también  ausentes  los 

jueces  cesantes,  ,     «  iü  *  r.   ^ 

•^  Secretaría  del  Interior.— Sección  2. "» —Cara- 

cas, Marzo  16  do  1852.— Resuelta     ^ 
Dígase  al  Jefe  político  de  San  Sebastian. 

Se  ha  instruido  el  Poder  Ejecutivo  de  la  nota 
de  U.  fecha  28  del  mes  próximo  pasado  en  la  qiie 
manifiesta:  que  el  Concejo  municipal  que  pre- 
side declaró  vacante  el  destino  de  juez  de  parro- 
qnia  de  esa  villa,  creyendo  haber  llegado  el  caso 
de  aquella,  por  la  ausencia  del  ciudadano  electo 
para  aquel  empleo  en  el  presente  año,  é  igno- 
rarse el  lugar  de  su  residencia,  desde  que  se  ve- 
ríficó  su  elección,  y  por  encontrarse  del  mismo 
modo  ausentes  losjuecea  cesante»,  circunstan- 
eias  ambas  q\je  impe<iian  la  administración  de 
justicia  en  esa  localidad;  y  S.  E.  me  ha  ordena- 
do decir  á  ü.  en  contestación,  lo  siguiente. 

El  artículo  I?  ley  8»  del  Código  orgánico  de 
tribunales  atribuye  &  los  Concejos  Municipales 
la  facultad  de  llenar  las  vacantes  ó  faltes  que 
ocurran  durante  el  año  en  el  destino  de  juez  de 
parroquia ;  pero  no  les  faculta  para  calificar  esta 
vacante,  ni  para  considerar  que  ella  existe,  fue- 
ra de  los  canos  naturales  que  la  ocasionan,  á  aa- 
ber,  muerte,  renuncia,  destitución  ó  suspensión; 
y  estos,  y  los  provenientes  de  nulidad  ó  vicio  en 
la  elección,  son  los  casos  necesarios  á  que  alu- 
de la  resolución  Ejecutiva  de  24  de  Febrero  del 
afjo  próximo  pasado  sobre  la  -materia. 

Por  el  artículo  U?  ley  1 1»  del  Código  orgánt- 
co  precitado  se  dispone :  "  que  los  magistrados 
y  jueces  que  hayan  cumplido  el  término  de  «u 
duración,  continuarán  actuando  hasta  que  lle- 
guen los  qué  han  de  subrogarles,* incurriendo  en 
la  multa  de  cien  hasta  docientos  pesos  los  con- 
troventores  á  este  artículo ;  y  por  el  12  de  la 
misma  se  establece :  que  el  juez  que,  sin  excusa 
legal  justificada  ante  el  Gobernador,  no  toma  po- 
sesión, dentro  de  ocho  días,  pagaré  la  mulla  de 
20  hasta  50  pesos  &»'* 

Semejantes  disposiciones  indican  claramente 
eual  es  el  procedimiento  que  debe  seguirse  cuan- 
do no  han  sido  subrogados  aun  los  jueces  cesan- 
tes en  un  juzgado  de  parroquia,  por  no  haber  to- 
mado posesión  los  nuevamente  nombrados,  y 
cuales  son  los  casos  en  que  puede  llenarse  por 
loe  Concejos  monioipalea  la  vacante  de  aquel 
éeatíno.  Por  tanto,  el  Poder  Ejecutivo  m  ha  po- 
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dtdoi  ni  puede  prestarle  su  aprobación  á  la  deci- 
sión del  Concejo  Municipal  de  San  Sebastian, 
por  x»o  tener  su  procedimiento  ningún  apoyo  le- 
gal, y  haber  sido  interpretadas  por  é),  errónea- 
mente las  atribuciones  que  le  cometen  la  ley  y 
resolución  ejecutiva  citadas,  en  su  declaratoria 
que  ha  hecho  de  la  vacante  del  juzgado  de  par? 
roquia  de  aquella  localidad. 

Soy  &a— Por  S.  E-— Herrera. 
JUECES  DE  CANTÓN*  Sus  deberes  sobre  averi- 
guación de  los  delitos.  Véase  Procedimiento 
criminal^  art.  1,2,  9  y  10, — M.  sobre  cuen- 
tas de  fábrica.  Véase  Mayordomías  defabri" 
ca^  art,  2. — Id.  sobre  vagos.  Véase  VagoSf  art. 
3  (Pero  sobre  esto  debe  tenerse  presente,  que 
solo  pueden  proceder  hasta  la  formación  del 
sumario,  por  no  tener  jurisdicción  para  sen- 
tenciar en  materia  criminal.) 
JUECES  DE  CANTÓN*  Eo  qué  caso  deberán  ha- 
cer (antes  los  alcaldes)  los  tanteos  de  caja  de 
las  administraciones  de  aduana.  Véase  Adua- 
naj  art«  II • 

JUECES  DE  CANTÓN.  Qué  debe  observarse  por 
asimilación  &  los  extinguidos  alcaldes  cuando 
se  les  admita  i;en uncía  por  una  enfermedad 
que  no  impida  absolutamente  su  servicio :  cuan- 
do no  se  posesionen  por  enfermedad  dentro 
de  los  ocho  dias  que  previene  la  ley,  si  la  en- 
fermedad es  transitoria ;  y  cuando  fueren 
nombrados  para  un  empleo  lucrativo  incom- 
patible con  el  concojil  que  ejercen.  Véase  la 
nota.C) 
JUECES  DE  CANTÓN.  Por  asimilación  con  loa 
extinguidos  de  parroquia  no  hay  incompatibi- 

(*)  El  Ministro  del  ínterin  Licdo.  Francisco  Coboa 
Fuertes,  ensu  Memoria  de  1947  expuso .'     ^  , ,  _  ^ 

"  El  Gobernador  do  Cumaná  coiisuhó  al  Gobierno.  Pri- 
mero.  Si  admitida  la  renuncia  de  nn  alcalde  por  impedi- 
mento fíbico,  debía  continuaren  ejercicio  hasta  que  fuese 
reemplazado.  Segundo.  Si  no  posesionándose  un  alcalde 
por  eofermedad  6  impedimento  dentro  de  los  ocho  dias 
que  proviene  la  ley,  podia  el  Concejo  municipal  nomb-ar 
suplente,  aunque  no  »e  hubiese  impuesto  á  aquel  la  multa 
de  que  habla  el  artículo  82:  y  Tercero.  Si  era  motivo  haa^ 
tante  par»  admitir  la  renuncia  de  un  alcalde  la  circuna- 
tancia  de  haber  sido  nombrado  para  un  empleo  lucrativo; 
y  el  Poder  Ejecutivo  resolvió  en  26  de  Mayo ;  en  cuanto 
al  primer  punto,  que  aunque  el  articulo  89  de  la  ley  orgá- 
nica de  tribunales  se  contraía  especialmente  á  los  jueces 
cesantes  por  haber  cumplido  su  tiempo,  á  quienes  manda 
continuaren  su  destino  hasta  ser  reemplazAíios,  debia 
aplicarse  á  todos  los  casos  análogos,  y  entre  ellos,  al  do  ett- 
fermedad,  si  no  fuese  de  Ul  naturaleza  que  impidiese  aln 
solutamonte  el  servicio ;  en  cuanto  al  segundo  que  no  ha- 
bía necesidad  de  que  el  Concejo  nombrase  mmediatamen*. 
te  suplente,  si  la  enfermedad  era  transitoria ;  y  que  en  ca- 
so de  prolongarse  no  habia  tampoco  necesídsd  do  imponer 
la  multa  al  legítimamente  impedido,  sino  que  en  virtud 
de  su  excusa  debería  nombrarse  otro  juez  prmcfpal;  jr 
respecto  al  tercero,  que  si  el  empleo  lucrativo  ero  Incoia- 
patiMeconel  concejil  debia  declarar  eximido  do  esle  *l 
que  obtuviera  aquel  posterionneule. " 
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]idttd  entre  ta  destino  y  el  de  mayordonio  de 

fábrica  de  una  iglesia.  Véase  la  m^ta.  {*) 
JUECES  DB  CANTÓN.  Creacion  de  dos  en  el  de 
«    Caracas  ademas  del  establecido  por  la  ley«— 

Véase  Trihunales  y  juzgados f  R.  £•  de  26  de 

Julio  de  1866. 

JUECES    DE    PAZ.    ARTÍCULO    CONSTITUCIONAL 

178  disponiendo  su  creacion. 
AtU  178.  Habrá  jueces  de  paz  en  cada  una 
de  las  parroquias,  y  en  todos  los  lugares  donde 
convenga  :  la  ley  determinará  su  duración,  sus 
atribuciones  y  la  ferma  de  sus  nombramientos. 
JUECES  DE  FAZ.  Dónde  los  habrá,  sus  cualida- 
des y  elección,  juramento,  posesión,  pena  por 
separarse  del  destino,  y  atribuciones  en  orden 
á  la  policía.  Véase  Provincias,  art.  55  al  58 
y  29  y  su  &  1?,  ait.  60  y  su  §  2?  64,  70,  71, 
72  y  115 — Véase  también  Jefes  políticos ^  R.  E. 
de  22  de  Junio  de  1840. — Sus  funciones  en 
orden  á  lo  judicial.  Véase  Tribunales  y  juz- 
gados, L.  8^. — Id.  sobre  milicia.  Véase  Mi- 
licia nacional,  D.  E.  R.  §^  19  y  39  del  art. 
10,  §  único  del  art.  92,  §  único  del  art  126, 
art.  128,  137,  138,  173,  180  y  su  $.— Fundo- 
nes  políticas  que  les  competen,  y  en  que  no 
alternan,  según  la  R.  E.  de  7 de  Junio  de  1842 
que  se  inserta  adelante.  Véase  Provincias, 
^  único  art.  10,  y  art.  56, 57  y  58— y  Eleccio- 
nes LL.  Sa,  art.  2,  y  4a,  art.  I9— Sobre  ma- 
yordomías  de  fábrica.  Véase  Mayordomías  de 
fábrica,  art.  19  de  la  ley,  y  33  del  D.  E.  R. 
— Sobre  tanteo  de  las  aduanas.  Véase.  Adua- 
na, R.  E.  de  4  de  Junio  de  1839. — Sobre  jui- 
cios criminales.  Véase  Procedimiento  crimi- 
náis art.  1,  2,  8  y  fO. — Sobre  hurtos.  Véase 
Hurtos,  art.  I9 — Sobre  vagos.  Véase  Vagos, 
art.  3.— Sobre  correos.  Véase  Correos,  L.  O. 
art.  41  y  42. — Sobre  mandamientos  de  ejecu- 
clon.  Véase  Acción  Ejecutiva,  art.  3  y  9. — 
Sobre  inventarios  de  herencias.  Véase  In- 
ventario, y  herencias  vacantes,  art,  2. — 
Sobre  justificaciones.  Véase  Justificaciones 
adperpetuam. — Sobre  registro.  Véase  9is- 

(*)  El  Ministro  del  Interior  Dr.  Tomas  José  Sanabria, 
en  su  Memoria  de  1848  con  referencia  á  los  alcaldes,  7 
aplicable  boy  á  los  jueces  de  parroquia,  expuso : 

"  El  Poder  Ejecntlvo  por  resolución  de  SO  de  Marzo 
aprobó  la  declaratoria  qne  bizo  el  Sr.  Qobemador  de  Cu- 
maná  de  no  ser  incompatible  el  destino  de  alcalde  con  el 
de  mayordomo  de  fábnca  de  ana  iglesia,  porque  este  no 
está  comprendido  entre  los  que  exceptúan  de  cargas  con- 
cejiles, según  el  artículo  71  de  la  ley  orgánica  de  provin- 
cias, y  porque  aunque  el  articulo  27  del  decreto  que  re- 
f  lamenta  las  disposiciones  de  la  ley,  sobre- cuentas  de  fó- 
ricas,  dispone  que  ellas  se'  presenten  por  el  mayordomo 
al  alcalde,  para  pasarlas  al  Cura  párroco,  el  mayordomo 
que  á  la  vez  sea  alcalde,  puede  presentar  sus  cuentas  al 
otro  alcalde,  2o  mismo  que  ocurrir  ante  este  á  deducir  de- 
recbos  de  la  fábrica  de  la  iglesia.  " 
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posiciones  coifitMsae  é  todos  loa  juicies,  art 
38,-— Derechos  que  entonces  devengan»  Véase 
Registro^  R.  B.  de  6  de  Diciembre  de  18&4 
art.  37,  61  y  62. — Sobre  rehabilitación  de  loa 
derechos  de  ciudadano.  Véase  Derechos  de 
ciudadano,  L.  de  26  de  Febrero  de  1846,  art. 
3. — Multas  que  podrán  imponer  á  los  que  les 
desobedezcan  ó  falten  al  debido  respeto.  Véa- 
se Tribunales  y  juzgados,  L.  X.  art.  14.-— 
Derechos  por  sus  servicios.  Véase  Aroíncel ju- 
dicial, art  11. 

JUECES  DE    PAZ.    RBS0LI7CI0N    BJEC17TIVA    DK 

14  DE  MARZO  DE   1835  sobrc  nulidad  de  la 

elección  del  que  no  tenga  la  edad. 

Bepúbnca  de  Venezuela.— Secretaría  de  E.  en 
el  D.  del  Interior  y  Justicia.— Sección  Munici- 
pal—Caracas. 14  de  Marzo  de  1835.— Afio  6.  ^ 
de  la  ley  y  25.  ^  de  la  independencia. ~N^m  150. 
Al  Sr.  Gobernador  de  Trujillo. 

Presentada  al  Despacho  de  S.  £.  la  comuni- 
cación de  US.  fecha  8  de  Enero  último  número 
3,  quiso  oír  el  dictamen  del  Consejo  de  Gobier- 
no que  lo  evacuó  del  modo  siguiente: 

**  £1  Secretario  del  Interior,  pasó  á  Consulta 
del  Consejo  la  que  hace  al  Ejecutivo  el  Gober- 
nador de  Trujillo,  en  comunicación  de  8  de  Ene- 
ro último,  sobre  si  no  teniendo  veinticinco  afios 
cumplidos  un  juez,  podrá  continuar  desempeftan- 
do  la  Judicatura  por  haberse  pasado  los  ocho 
dias  en  que  la  ley  dispone,  que  se  reclamen  las 
nulidades  de  las  elecciones.  Considerada  la  ma- 
teria, fué  de  opinión  el  Consejo,  que  como  la 
falta  de  edad  en  los  jueces  los  constituye  incapa- 
ces para  administrar  justicia  por  la  misma  ley 
provincial  y  por  todas  las  que  rigen  hasta  ahora^ 
és  indudable  que  apareciendo  auténticamente 
comprobada  la  menor  edad  de  alguno,  este  de 
ninguna  manera  puede  ser  habilitado  para  ejer- 
cer la  judicatura  por  solo  el  lapso  de  los  ocho 
dias  primeros  de  su  nombramiento  en  que  debió 
proponerse  su  nulidad.  La  ley  debe  entenderse, 
da.  aquellas  nulidades  que  no  conciernen  direc- 
tamente á  las  personas  de  los  electos,  haciéndo- 
los incapaces  para  ejercer  sus  funciones,  como 
la  diferencia  de  propiedad,  residencia,  fórmula 
del  acto  y  otras  semejantes ;  pero  de  ningún  mo- 
do de  la  falti^  de  edad  para  administrar  justicia, 
que  exige  la  ley  como  un  requisito  esencial.  Se 
observa,  no  obstante,  que  la  menor  edad  del  al- 
calde 29  municipal  h  que  se  contrae  la  conaiilta 
del  Gobernador,  no  está  comprobada  legalmen- 
te,  porque  solo  consta  de  la  declaración  de  una 
mujer  que  no  constituye  ni  semiplena  prueba. 
También  consulta  el  mismo  Gobernador,  si  un 
juez  de  paz  que  no  sabe  leer  ni  escribir  podrá 
continuar  en  su  destino,  por  no  haberse  excep- 
cionado,  ni  dicho  de  nulidad  dentro  de  los  ocho 
dias  c]^iie  designa  la  ley:  y  el  Cooaejo  cree,  que 
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debe  eontinear  j  que  no  te  debe  dar  entrada  al 
redamo  de  tal  nulidad^  por  estimarla  afectada  y 
propuesta  extemporáneamente. 
.  S.  £.  se  ha  conformado  con  la  opinión  del 
Concejo,  en  cuanto  á  la  resolución  del  punto  re* 
laiivo  6  la  falta  de  edad  del  juez  nombrado,  ó 
que  pueda  nombrarse  en  otro  caso,  antes  de  Ja 
reforma  pendiente  de  la  )ey  ;  y  por  lo  que  res- 
pecta la  consulta  de  lo  que  deba  hacerse  cuando 
el  eleoto  no  sepa  leer  ni  escribir,  cree  que  no  ha- 
biendo ocurrido  este  caso,  no  hay  necesidad  ur- 
gente de  resolver,  y  puede  esperarse  la  ley.  re- 
uirmada ;  puesto  que  ya  se  puso  en  conocimien- 
to del  Congreso  este  defecto  de  la  actual  en  la 
memoria  de  1834. 

Soy  de  U.  S.  atento  servidor. 

(Firmado,)  Antonio  L.  Guzman. 
Es  copia. — Guzman 
JUBCES  DE  PAZ.  Quién  conoce  de  la  nulidad 
de  su  elección,  y  de  sus  excusas  y  renuncias. 
Véase  Provincias^  arU  71,  y  Goh^nadores. 
R.  E.  de  8  de  Mayo  de  1854.  (*) 

JUECES    DE  PAZ.  RESOLUCIÓN  EJECUTIVA     DR7 

DE  JUNIO  DE  1842  declarando  quenoalternan 

en  las  funciones  de  mera  policía* 

Secretaría  de  lo  Interior. — Sección  tercera.-^ 
Caracas  junio  7  de  1842, 13*»  y  82. 

Resuelto. — **E1  artículo  18  de  la  constitución 
ordena  que  la  primera  autoridad  civil  de  la  parro- 
quia se  asocie  con  los  dos  vecinos  notables  que 
designe  el  Concejo  municipal  para  la  formación  de 
las  listas  que  han  de  servir  de  norma  en  las  elec- 
ciones, y  la  ley  orgánica  de  tribunales  de  23  de 
Marzo  de  1841  dispone  en  su  art.  31,  que  en  ca- 
da parroquia,  y  en  cada  una  de  las  de  las  ciuda- 
des capitales  de  provincia,  haya  dos  alcaldes  con 
las  denominaciones  de  primero  y  segundo:  y  en 
el  art.  37.  declara  ;  que  los  alcaldes  son  los  jue- 
ces de  paz  en  las  respectivas  parroquias,  enten- 
diéndose por  alcaldes  los  suplentes  de  estos  que 
el  Concejo  municipal  elija  con  arreglo  al  art.  26. 
Ademas  por  la  forma  de  nuestro  Gobierno,  de- 
ben existir  en  las  parroquias  no  solo  autorida- 
des del  ramo  judicial,  sino  también  del  ramo  eje- 
cutivo ;  y  por  eso  los  alcaldes  y  jueces  de  paz 
llenen  atribuciones  judiciales  y  atribuciones  de 
policía.  La  ley  ha  querido  que  los  alcaldes  ejer<- 
zan  la  autoridad  judicial  alternando  ;  pero  nin- 
guna ley  ha  dicho  que  alternen  también  en  el 
ejercicio  de  la  autoridad  ejecutiva  ó  de  policía 
que  se  les  confiere  por  los  artícolns  56,  67  y  68 
de  la  ley  orgánica  de  provineiaa  y  por  otras  dis- 

W  Esta  resolución  es  atiterior  &  la  ley  orgánica  judicial 
de  lé66  vigente ;  pero  no  habiendo  esta  establecido  nada 
sobre  el  p«»rtíeiilar,  quedo  el  mismo  vacio  que  en  la  ante- 
rior, 7  que  llenó  diclia  resolución ;  y  por  tante  ha  queda- 
do subsistente. 
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posiciones.  Con  arreglo  á  estas  terminantes  dis- 
posiciones legales,  están  hoy  los  alcaTdés  en  el 
ejercicio  déla  autoridad  que  les  compele  como 
iueces  depaz  en  toda  la  República,  sin  que  este  - 
ejercicio  pueda  alternar;  y  por  tanto  son  los  al- 
caldes  primeros  los  que,  como  primera  autori- 
dad  civil  de  la  parroquia,  deben  concurrir  con  los 
notables  á  la  formación  de  las  listas  y  á  presidir 
las  sfiambleas  parroquiales,  aun  cuando  no  estén 
en  el  ejercicio  de  las  funciones  judiciales. 

Dígase  al  Gobernador  de  la  provincia  de    Cu- 
maná  para  su  inmediato  y  efectivo  cumplimiento* 
con  encargó  de  dar  cuenta  de  las  resultas  ;y  tras- 
críbase al  interesado. 

Publíquese.— Por  S«  E Acevedo.  (*) 

JUECES  DE  PAZ.  Enjuiciados  por  delitos  co- 
munes, quedan  de  hecho  suspensos,  debién- 
dose elegir  interinos.  Véase  Procedimiento 
criminal,  R.  E.  de  17  de  julio  de  1839 

JUECES  PE  PAZ,  ACUERDO  DE  LA  CORTE  SU- 
PREMA DE  7  DE  SETIEMBRE  DE  1840  decla- 
rando que  los  de  los  sitios  y  caseríos  tienen 
igual  jurisdicción  que  los  de  las  parro- 
quias : 

Acuerdo.— En  la  ciudad  de  Caracas  á  7  de  Se- 
tiembre 1840,  IlOy  3Q  el  Vicepresidente  y  Mi- 
nistros de  la  Suprema  Corte  reunidos  en  acuer- 
do habiendo  tenido  á  la  vista  el  expediente  obra- 
do sobre  la  consulta  que  le  ha  trasmitido  la  Su- 
perior del  tercer  distrito  relativo  á  si  los  jueces 
de  paz  de  los  sitios  y  caseríos  tengan  igual  ju- 
risdicción que  los  demás  jueces  parroquiales*  No 
presentándose  en  este  negocio  motivo  de  duda 
según  la  exposición  del  Gobernador  de  Barqui- 
simeto,  que  fué  quien  elevó  la  consulta  á  la  mis- 
ma Corte  Superior,  y  que  sus  fundamentos  están  * 
robustecidos  por  el  informe  de  esta  y  lo  repre- 
sentado por  el  S.  Fiscal :  se  declara,  que  no  hay 
lugar  á  la  citada  consulta,  estando  bien  cla- 
ra y  terminante  la  ley  en  cuanto  á  las  atribucio- 
nes que  en  general  concede  á  los  jueces  de  paz, 
y  comuniqúese  en  contestación  á  la  Corte  con- 
sultante y  á  Jas  demás. — López  de    Umerez. 

Martinez» — Duarte, — Es  copia. — Caracas    Se- 
tiembre 13  de  1844. — El  Canciller,  José  Duarte. 
JUECES  DE  paz:  juicios  verbales  en  que  cono- 
cen. Veáse   Demandas  en  que  conocen  los 
jueces  de  patroquia  y  de  paz  en  juicios  ver- 
bales. 
JUECES  DE  PAZ.  Deben  presidir  las  juntas  de 
notables  y  jámbicas  parroquiales.  Véase  Elec- 


i 


f*)  Habiéndose  variado  el  sistema  orgánico  de  tribunales 
y  dejado  de  existir  por  consiguiente  los  alcaldes  y  sos  rela- 
ciones entre  estos  y  los  jueces  de  paz,  es  claro  qn»  esta 
B.  solo  debe  coBsiderarse  subsistente  en  cuanto  que  los 
jueces  de  paz  no  alternan  en  sus  fkmciones  meramente 
políticas  y  gubernativas. 
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ciove9,  R.  E.  de  22  de  Octubre  de  1851. 

JUECES  ra  PM  DB  LAS  PARROI^VIAS  EN  UVE  NO 
HAY    PKRSOMAB    CON  I.Afl  CUALIDADES  NBOBSA- 

rías  para  ser  nombaadob.  Véase  FarroquiaSf 
R.  E  de  13  de  Marzo  de  1851. 
JUECES  De  PAZ.  Deber  de  presidir  los  vecin- 
darios  en  sus  reunioDes  con  el  objeto  de  for- 
mar ternas  para  la  elección  de  n>ayordormos 
de  fábrica  de  las  iglesias  parroquiales.  Véase 
Mayordomias  de  fábrica,  R.  E.  de  27  de  Mar- 
de  1852. 

JUECES  dB    PAZ.    RESOLUCIÓN    EJECUTIVA    DE 

12  DE  Agosto  de  1846  declarando' que  impe^ 
dido  absolutamente  uno  de  los  jueces  de  paz 
4e  una  parroquia  por  enfermedad  grave, 
suspensión  ú  otro  motivo  que  le  inJuibilite 
para  el  ejercicio  de  su  destino,  debe  el  Con- 
cejo municipal  suolir  su  falta,  sin  perjuicio 
que  entre  tanto,  el  juez  que  esté  expedito  su- 
pla la  del  otro. 

Secretaría  de  lo  interior.— Secdon  segunda.-- 
Caracas  12  de  Afosto  de  1846. 
Jte«ve¿l9.-— Habiendo  consultado  al  Poder  Eje- 
cutivo el  Gobernador  de  esta  provincia  si  estan- 
do absolutamente  impedido  de  ejercer  sus  fun- 
ciones un  juez  de  paz,  v.  g.  por  suspensión,  de- 
ba nombraise  un  interino  que  le  reemplace,  S.  E. 
el  Presidente  de  la  República  quiso  oír  sobre  es- 
te punto  la  opinión  del  Consejo  de  Gobierno,  y 
este  respetable  Cuerpo  se  ha  servido  emitirla  en 
loa  términos  del  siguiente  acuerdo. 

«« El  Sr.  SecreUrio  del  Despacho  de  lo  Inte- 
rior y  Justicia  de  orden  de  S.  E.  el  Presidente 
de  la  República  sometió  á  la  consideración  del 
Consejo,  con  el  carácter  de  urgente,  la  consulta 
que  hace  al  Poder  Ejecutivo^  el  Gobernador  de 
esta  provincis,  sobre  si  estando  impedido  abso- 
lutamente uno  de  los  jueces  de  paz  de  una  par- 
roquia, deba  precederse  por  el  Concejo  Munici 
pal  á  nombrarle  un  suplente,  6  si  por  asimila- 
ción con  los  alcaldes  parroquiales,  se  suplan  mu- 
tuamente, según  lo  dispuesto  en  el  artículo  31 
de  la  ley  orgánica  de  tribunales.  El  Cuerpo,  des- 
pués de  haber  discutido  suficientemente  la  mate- 
ria, observa  que  cuando  la  citada  ley  se  ocupó 
én  designar  las  atribuciones  de  los  alcaldes  par- 
roquiales y  de  los  jueces  de  paz,  al  hablar  de 
las  de  aquellos,  expresamente  dispuso  «•  que  pu- 
diesen alternar  eo  el  desempefio  del  juzgado,  y 
al  sefialar  las  de  estos,  ninguna  mención  hizo, 
respecta  de  tal  alternación,  á  pesar  de  que  pare- 
ce que  era  la  mefor  oportunidad  de  haberla  te- 
nido presente  y  de  haberla  establecido,  si  la  hu- 
hubiera  considerado  conveniente.  Este  silencio 
observado  por  el  legislador,  tanto  en  dicha  ley, 
como*  en  las  demás  que  hablan  de  jueces  de  paz, 
es  ua  argumento  poderoso  que  convence  que 


estos  funcioiiarioe  no  esiin  autorizados  para  al- 
ternar en  el  descmpefio  de  sus  atribuciones,  eo- 
mo  lo  practican  los  alcaldes.  En  apoyo  de  esta 
inteligencia  está  también  la  práctica,  pues  des- 
de el  afio  de  1890  que  se  establecieron  las  judi- 
caturas de  paz,  ellas  han  nido  desenipcfiadaa  si- 
multáneamente por  los  individuos  que  las  han 
tenido  A  su  cargo.  Por  tanto,  es  de  sentir  el 
Consejo  ;  que  estando  impedido  absoluta ment<i 
uno  de  ios  jueces  de  paz  de  una  parroquia  por 
enfermedad  grave,  suspensión  6  otro  motivo  que 
le  inhabilite  para  el  ejercicio«de  su  destino,  debe 
el  Concejo  Municipal  suplir  su  falta,  sin  perjui- 
cio de  qué  entre  tanto,  ei  juez  que  esté  expedito 
supla  la  del  otro  ;y  así  Jo  consulta  al  Poder  Eje- 
cutivo." 

S.  E.  teniendo  en  consideración  los  funda- 
mentos de  dicho  acuerdo  y  el  absurdo  y  malea 
que  se  deriva rian  en  la  adminiístracion  guberna- 
tiva de  una  inteligencia  que  se  apartase  de  la 
opinión  qi^  eo  él  se  manifiesta,  pues  podría  su- 
ceder que  la  suspensión  6  impedimento  afectase 
simultáneamente  á  los  dos  jueces,  y  no  puede 
creerse  que  el  legislador  haya  querido  dejar  en 
tal  caso  la  parroquia,  sin  un  funcionario  que  la 
rija,  se  ha  conformado  con  la  opinión  del  Con- 
sejo y  dispuesto  que  con  arreglo  á  ella  se  con- 
teste al  Gobernador  de  Caracas. 

Por  S.  E,— Coóos  Fuertes. 

JUECES  DE     PAZ.    RESOLUCIÓN     EJECUTIVA  DE 

24  DB  FEBRERO  DE  ]6i6  declarando  quecuan" 
do  se  cree  alguno,  toca  á  la  asamblea  muni" 
cipal  señalarle  sus  límites  jurisdiccionales^ 
entre  tanto  los  designa  provisoriamente  el 
Gobernador. 

Secretaria  del  Interior.— Sección  tercera. — 
Caracas  á  24  de  Febrero  de  1846. 
Resuelto. — Es  la  asamblea  municipal  quien  de- 
be señalar  los  límites  del  lugar  ó  caserío  para 
que  ha  nombrado  algún  juez  de  paz..  Entre  tanto 
que  ella  lo  verifica,  ei  Gobernador  puede  desig- 
narlos pro visoris mente,  averiguando  cual  es  el 
territorio  que  se  conoce  prácticamente  como 
anexo  al  caserío  6  comprendido  bajo  la  denomi- 
nación del  lugsr:  De  su  demarcación  deberá  ios- 
truir  á  la  asamblea  en  su  primera  reunión  para 
que  la  apruebe  6  rectifique.  La  inteligencia  que 
da  el  Gobernador  al  artíct^o  87  de  la  ley  orgáni- 
ca de  provincias  e»  conforme  al  concepto  que  de 
6l  ha  formado  el  Poder  Ejecutivo. 

Por  S.  E.— Co6os  Fuertes. 

JUECES    DE  PAZ.    RESOLUCIOir    EJECUTIVA   DE 

10  DE  MARZO  DE  1863  determinando  el  modo 
de  reemplazar  á  los  únicos  de  un  lugar  en 
caso  de  licencia. 

Secretaría  del  lBieTlor.-*-8eodon   terceim. - 
Caiácas  Marzo  10  de  1868.    ~ 
Dígase  al  Sr.  Gobernador  de  la  provincia  da 
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m    la  Portuguesa^" 

Pof  punto  general  ha  revuelto  8.  E.  el  Poider 
et|eetit¡ro,  de  aeoerdo  con  la  opinión  del  Conse» 
jo  de  Gobierno,  que  obteniendo  licencia  para  se- 
pararse accidentalmente  de  sn  destino  el  juez 
finieo  de  paz  de  nn  logar,  el  Consejo  municipal 
iespecti70  nombre  un  interino  que  lo  reemplace 
no  debiendo  separarse  el  propietario  hasta  que 
el  sostituto  haya  tomado  posesión. 

Tengo  el  honor  de  comunicarlo  &  US.  como 
resultado  de  su  nota  numero  65,  en  que  partici- 
pa la  determinación  que  libró  en  30  de  Abril 
del  afio  próximo  pasado,  á  consecuencia  de  la 
consulta  que  le  hizo  el  Jefe  político  del  cantón 
Guanare,  sobre  la  persona  que  debía  reempla- 
sar  en  caso  de  licencia,  á  los  jueces  únicos  de 
paz. 

Sol  de  U8.  mui  atento  servidor. 

Ramón  Yépes. 
JUECES  DE  PAZ.  Veáse  Jueces,  y  Cargas  con* 

chiles» 
JUECES  DK  PAZ.  Sobre  pasaportes.  Veáse  Pa- 
saportes, 
JUECES    BOLBsiásTicos.  Véase  Recursos  de 

fuerza,  y  Divorcio  A.  C.  S.  de  ^  de  Marzo 

de  1844 
JUECES  MILITARES.  Véase    Tribunales  mili' 

tares. 

JUEGOS    PROHIBIDOS,  DECRETO  EJECUTIVO  DE 

29  DE  SETIEMBRE  DE  1627  sohrc  indagaciou 
y  castigo  de  los  que  se  ocupan  en  ellos,  y  de 
los  dueños  de  las  casas  en  donde  se  efec- 
túen. 

Simón  Bolivar  Libertador  Presidente 
^.  4**  4** 

Siendo  repetidas  las  quejas  que  ha  recibido 
el  gobierno  sobre  el  escándalo  que  se  da  en  al- 
gunos lugares  de  la  República,  tolerándose  que 
en  varías  casas  haya  juegos  prohibidos,  quedan- 
do impunes  l(»s  que  cometen  este  delito,  con  el 
pretexto  de  que  no  se  puede  allanar  la  casa  de 
un  colombiano  y 

CONSIDERANDO. 

Que  si  no  se  remedia  este  mal,  puede  ocasio- 
narfunestos  resultados  con  la  desmoralización  de 
las  costumbres  y  la  ruinti  de  muchosciudadanoé^ 
he  venido  en  decretar  y 

DECR6T0  ; 

Art.  19  Estando  encargado  á  los  jefes  mttni<^ 
cipales  por  el  art.  61  de  la  ley  de  11  de  Marzo 
del  afio  159  que  arregla  el  gobierno  político  de 
los  departamentos,  y  por  el  36  de  la  de  3  de  Ma- 
yo del  afio  169  sobre  procedimiento  en  las  causas 
de  hurto  y  robo,  que  no  permitan  haya  en  sus 
cantones  vagos  ni  mal  entretenidos,  y  debiendo 
reputarse  por  esta  última  clase  todos  aquellos. 
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que  se  dedican  á  juegos  prohibidos,  procederán 
á  indagar  quienes  son  los  que  en  sus  cantones 
se  ocupan  habitualmente  de  este  vicio,  y  &  seguir* 
leb  el  correspondiente  sumario. 

Art.  29  Pudiendo  ser  castigados,  hasta  con  la 
pena  de  presidio  con  arreglo  al  parágrafo  59  de 
la  ley  15  del  tít.  23  libro  12  de  la  novísima  reco* 
pilacion,  que  es  la  pragmática  de  6  de  octubre 
de  1771,  los  duefiosde  las  casas  en  que  se  juga- 
ren juegos  prohibidos,  los  jefes  políticos  proce- 
derán á  la  prisión  de  todos  aquellos  que  por  una 
sumaría  información  de  dos  testigos  idóneos  re- 
sultare que  permiten  en  sus  casas  tales  juegos,  y 
para  verificarla  allanarán  sus  casas  conforme 
ai  art.  19  parágrafo  49  de  la  ley  de  3  de  Agosto 
de  1824  :  hecho  esto,  pasarán  inmediatamente 
los  procesos  á  los  jueces  respectivos  para  que 
continúen   conforme  á  derecho. 

Art.  39  En  el  mismo  estado  de  sumario,  pasa- 
rán 6  los  citados  jueces  los  procesos  que  formen 
contra  los  que  se  ocupen  h&bitoalmente  en  jue- 
gos prohibidos,  para  que  se  les  imponga  la  pena 
que  merezcan  según  las  leyes. 

Art.  49  Los  jueces  de  primera  instancia  po- 
drán y  deberán  hacer  también  lo  prevenido  en 
los  artículos  19)  29  y  39  siempre  que  lo  ^timen 
conveniente,  y  entonces  continuarán  por  sí  mis- 
mos los  procesos,  hasta  su  conclusión. 

El  Secretario  de  Estado  del  despacho  del  In- 
teríor  queda  encargado  de  la  ejecución  de  este 
decreto. 

Dado  en  el  palacio  del  gobierno  en  Bogotá  á 
29  de  Setiembre  de  1827.— 179  Simón  Bolivar. 
— El  Secretario  de  Estado  del  despacho  del  In- 
terior. José  M.  Restrepo. 

JUICIOS.  Ninguno  podrá  ser  sometido  á  ellos 
sino  en  virtud  de  ley  anterior.  Véase   Dispo- 
siciones generales  constitucionales,  art,  196. 
JUICIOS  DE   ARBITROS.  Véaso  Arbitradores, 

Arbitramentos  y  Arbitros. 
JUICIOS  DE   EXPERTOS.  Véasc   Pruebas  y  su 

término,  art  17  al  26. 
JUICIOS  DE  EXPERTOS.  Acvcrdo  de  la  Corte 
Suprema  de  Í6  de  Diciembre  de  1837  decla- 
rando que  toca  al  tribunal  ó  juez  de  la  cau' 
sa  fijar  álos  expertos  el  señalamiento  del 
diapara  su  reunión. 

En  la  ciudad  de  Caracas  á  16  de  Diciembre 
de  1837,  89  y  27,  reunidos'los  Sres.  Presidente 
y  Ministros  de  la  Corte  Suprema  de  justicia,  te- 
maron en  consideración  la  consulta  hecha  por  la 
Corte  Superior  de  justicia  del  tercer  distrito  so- 
bre la  inteligencia  del  art.  22  de  la  ley  4a  tít.  I9 
del  Código  de  procedimiento  judicial,  y  dijeron  : 
que  aunque  el  citado  artículo  envuelve  alguaa 
oscuridad  que  exige  removerse  por  medio  de  una 
aclaración  legislativa,  sin  embargo,  este  Tribu- 
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nal  concibe  que  no  pudiendo  dejarle  al  arbitrio 
de  los  expertos  el  sefialamiento  del  dia  para  su 
reunión,  ademaa  del  concepto  que  resalta  de  las 
palabras  del  mismo  artículo,  al  tribunal  ó  juez 
de  la  causa  es  á  quien  toca  el  designarlo,  y  que 
los  15  dias  que  se  prescriben  fuera  del  de  la  dis- 
tancia, no  son  para  otras  gestiones  que  La  de  re- 
solver el  negocio  sometido  á  su  opinión  :  que  en 
cuanto  á  las  indemnizaciones  de  daüos  y  perjui- 
cios, como  puede  suceder  que  muchas  veces  no 
estén  acreditados,  es  indispensable  la  prueba,  pa- 
ra que  sirva  de  regla  al  cálculo  ó  estimación  que 
deben  hacer,  ó  el  mismo  tribunal,  6  los  expertos, 
según  se  deduce  de  lo  que  dispone  el  artículo  29 
de  la  ley  única  tít.  3?  del  procedimiento  civil, 
pues  de  otro  modo  no  podría  tener  efecto  la  sen- 
tencia, y  el  cálculo  seria  arbitrario,  faltándole  la 
base  en  que  fundarlo :  que  al  mismo  tiempo  de- 
be el  tribunal  admitir  y  evacuar  las  que  las  par- 
les promuevan  que  sean  necesarias  y  conducen- 
tes &  su  objeto,  señalándose  un  término  propor- 
cionado, puesto  que  la  ley  no  lo  designa  para  es- 
te nuevo  juicio,  ni  determina  si  este  debe  seguir 
los  trámites  de  un  juicio  ordinario.  En  conse- 
cuencia acordaron  que  con  testimonio  de  este 
acuerdo  se  conteste  á  la  Corte  Superior  del  ter- 
cer dRlrito,  y  se  participe  á  la  del  segundo,  po- 
niéndose igualmente  en  consideración  del  Cuerpo 
Legislativo,  en  la  forma  acostumbrada,  para  la 
aclaratoria  y  extensión  que  importe  hacer  en  los 
puntos  á  que  se  contrae  la  consulta. — Ldo,  Mer^ 
cader.r-López  de  Umerez. — Martínez. — Duaf- 
te. — Es  copia.— Caracas,  Octubre  17  de  1844. 

El  Canciller,  José  Duarte 
JUICIOS  DE  EXPERTOS.  Acuerdo  de  la   Corte 
Suprema  de  9  de  Setiembre  de  1840  decla- 
rando :  19»  que  no  puede  ser  recusado  libre- 
mente  por  una  de  las  partes  el  experto  nom- 
brado por  la  otra;  y  ¿9»  9^^  ^^  experto  nom- 
brado de  oficio  es  irrecusable  en  todos  casos. 
En  la  ciudad  de  Caracas  á  9  de  Setiembre  de 
1840,   119  y  309,  el  Vicepresidente  y  ministros 
(le  esta  Corte  Suprema  reunidos  en  acuerdo  tra- 
jeron á  la  vista  el  expediente  instruido  sobre  la 
consulta  que  ha  elevado  á  esta  Suprema  la  Su- 
perior del  segundo  distrito  en  la  que  expone  pri- 
mero, si  el   experto  nombrado  por  una   de   las 
partes  puede  ser  recusado  por  la  otra  libremente 
y  sin  causa;  y  seguiwlo,  si  el  elegido  de  oficio  es 
irrecusable  en    todos  casos.  En  cuanto  6  lo  pri- 
mero concibe  esta  Corte   que  son  bastante  sóli- 
dos los  fundamentos  que  exponen  la  misma  Su- 
perior y  el  Sr.  Fiscal  de  aquella  deducidos  de  la 
ley  de  recusaciones,  para    que  no  se  conceda  á 
Iss  partes  esta  absoluta  libertad  que  produciría 
inconvenientes  á  Ja  mas   pronta  administración 
de  justicia^  En  orden  á  lo  segundo  no  presenta 
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duda,  porque  la  dispoaicioa  de  la  ley  es  dará  y 
terminante  en  este  punto,  y  cuatido  niae  ezi^ 
una  reforma,  respecto  á  que  puedeo  ofrecerse 
casos  en  quesea  legítima  la  recusación  del  ex- 
perto elegido  de  oficio,  si  se  encuentra  ligado 
con  una  de  las  partes  con  las  relaciones  y  conoQ- 
taciones  que  no  lo  constituyan  en  una  absoluta 
imparcialidad  y  qiie  expresa  la  misma  ley  de  re- 
cusaciones. En  esta  virtud  acordaron,  que  en 
conformidad  de  lo  que  previene  la  11^  del 
art.  147  de  la  Constitución  y  en  la  forma  corres* 
pendiente,  se  pongan  estos  dos  puntos  en  consi^ 
deracion  del  Cuerpo  Legislativo  en  sua  próximas 
sesiones  para  ios  fines  que  convengan,  y  que  se 
comunique  á  la  Corte  consultante  y  á  las  demás. 
López  de  ümerez* — Martínez* — Duarte. 

Es  copia. — Caracas,  Setiembre  5  de  1844. — 
El  Canciller,  José  Duarte. 
JUICIOS  POSESORIOS.  Véase  Interdictos  pose- 

sorios. 

JUICIOS    POSESORIOS.   ACUERDO  DB    LA  CORTE 

SUPREMA  DE  26  DB  FEBRERO  DB  1844  decla- 
rando; 19»  que  el  interdicto  posesorio  debe 
proponerse  por  escrito  como  el  prohibitivo : 
29*  que  el  juicio  plenario  de  posesión  debe 
seguirse  ante  el  juez  que  sea  competente, 
atendida  la  cuantía  de  la  demanda :  29,  que 
la  posesión  sumaria,  la  posesión  pienaria 
y  la  propiedad  son  procedimientos  distintos, 
y  por  tanto  deben  seguirse  por  lo  general  en 
expedientes  separados,  sin  perjuicio  de  acu- 
mularse según  las  circunstancias:  49,  que 
cuando  el  alcalde,  {juez  de  cantan  6  de  paz, 
según  el  caso)  es  competente  para  seguir  el 
juicio  plenario,  atendida  la  cuantía,  aebe  ob- 
servar los  trámites  especiales  para  los  jui- 
cios de  que  conocen  los  alcaldes,  {juez  de 
cantón  ó  de  paz  dichos)  con  el  simple  caráC" 
ter  de  tales :  59$  que  para  probar  el  hecho  ó 
hechos  de  que  se  deduce  el  temor  fundado  de 
perturbación,  puede  usarse  de  cualquiera  de 
los  medios  de  prueba  reconocidos  por  el  có- 
digo de  procedimiento  ;  y  69,  que  en  el  jui- 
cio sumario  de  posesión  no  puede  otorgarse 
alzada  sino  en  un  solo  efecto,  y  sin  inter- 
rumpirse por  esto  el  seguimiento  del  plena- 
rio, si  la^  partes  lo  quisieren,  a  cuyo  fin  se 
hará  la  citación  en  el  caso  del  art.  10. 

Acuerdo  de  26  de  Febrero  de  1845— Núm.  809. 
Concurrieron  ios  Ministros  Vicepresidente, 
Relator  y  Canciller,  estando  impedido  el  Presi- 
dente por  haber  intervenido  en  la  Corte  Supe* 
rio?  del  29  distrito  ei>  la  consulta  que  iba  á  con- 
siderarse. Esta  fué  dirigida  por  el  alcalde  par- 
roquial  de  Curiepe,  y  consiste  en  seis  pontos  re- 
lativos al  procedimiento  en  los  juicios  posesorios 
de  que  trata  la  ley  2a  tít  79  del  código :  |o  Si 
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1b8  demandas  de  despojo  6  perturbación  dé  po- 
sesión deben  proponerse  por  escrito,  ó  si  i n dis- 
pensa bl  ero  en  te- deben  ser  verbales  :  2?  Si  el  al- 
calde qu«3  conoce  del  interdicto  posesorio  es  el 
competente  para  el  juicio  ordinario,  cualquiera 
que  sea  la  cuantía  de  la  demanda  :  39  Si  el  jui- 
cio plenario  debe  seguirse  á  continuación  del 
sumario,  ó  en  expediente  separado :  49  En  el 
caso  de  ser  competente  el  alcalde,  cuál  es  el 
término  de  prueba  que  debe  conceder,  y  cu&l  el 
que  debe  entenderse  para. la  comparecencia  &  la 
contestación  de  la  demanda  en  el  caso  á  que  se 
refiere  el  art.  39  de  la  ley:  59  Si  el  temor  fun- 
dado á  que  se  contrae  el  art,  89  debe  probarse 
con  declaraciones  de  testigos,  6  si  es  bastante  el 
juramento  del  que  solicita  el  amparo  :  69  Si  de- 
cretada la  posesión  á  favor  de  un  heredero  que 
tiene  mejor  título  conforme  al  art.  10  es  admisi- 
ble el  recurso, de  apelación,  ó  si  deberá  negarse, 
procediendo  á  citar  las  partes  para  la  concilia- 
ción y  contestación.  Examinados  todos  estos 
puntos,  se  acordó :  que  no  hay  motivo  funda- 
do de  duda  para  consultar  al  Congreso,  por- 
que todos  ellos,  según  se  demuestra  en  el  infor- 
me de  la  Corte  Superior,  y  en  la  representación 
del  Ministerio  fiscal  se  bailan  claramente  resuel- 
tos por  las  mismas  disposiciones  legales  del  mo- 
do que  sigue  :  19  Debe  proponerse  por  escrito 
el  interdicto  posesorio  de  la  misma  manera  pre- 
venida por  la  ley  para  los  interdictos  prohibiti- 
vos. Es  regla  general  que  debe  proponerse  por 
escrito  toda  demanda  que  no  tenga  señalado  pe- 
culiarmente  un  procedimiento  verbal,  como  los 
juicios  sobre  injurias,  y  los  atribuidos  á  los  jue- 
ces de  paz  y  6  los  alcaldes  cuando  conocen  por 
sí  solos,  y  con  el  simple  carácter  de  tales  :  de 
esto  se  deduce,  que  no  estando  expresamente 
prescrito  para  los  interdictos  posesorios  el  pro- 
cedimiento verbal,  y  ejerciendo  en  ellos  los  al- 
caides funciones  de  jueces  de  primera  instancia 
con  jurisdicción  preventiva,  no  hay  excepción 
de  la  regla  ni  por  la  naturaleza  del  procedimien- 
to, ni  por  el  carácter  del  juez  :  29  Circunscrita 
la  jurisdicción  preventiva  de  los  alcaldes  al  in- 
terdicto ó  posesión  momentánea  en  juicio  suma- 
no,  es  indudable  que  el  plenario  de  posesión  ó 
de  propiedad  debe  intentarse  ante  el  juez  que 
sea  competente,  atendida  la  cuantía  de  la  de- 
manda :  39  La  posesión  sumaria,  la  pose- 
sión plenaria  y  la  propiedad  son  procedimientos 
distintos,  según  la  naturaleza  de  sti  objeto  ;  y 
en  tal  concepto  deben  por  lo  general  seguirse  en 
expedientes  separüdos,  sin  perjuicio  de  decretar- 
se la  acuniulacion  según  los  casos,  j  las  solici- 
tudes de  las  partes  en  los  términos  conocidos  en 
derecho ;  49  Cuando  el  alcalde  es  competente 
para  seguir  el  juicio  plenario  atendida  la  cuantía, 
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debe  observar  ios  trámites  especiales  determina- 
dos por  la  ley  para  los  juicios  de  que  conocen 
los  alcaides  con  el  simple  carácter  de  tales:  59 
Para  probar  el  hecho»  ó  hechos  de  que  se  dedu« 
ce  el  temor  fundado  de  perturbación,  puede 
usarse  de  cualquiera  de  lOs  medios  de  pruebas 
reconocidos  por  el  código  de  procedimiento*:  ©9 
En  el  juicio  sumario  de  posesión  no  puede  otor- 
garse alzada  sino  con  un  solo  efecto,  y  sin  inter- 
rumpirse por  esto  el  seguimiento  del  plenario, 
si  las  partes  lo*  quisieren,  á  cuyo  ñn  se  hkrá  la 
citación  en  el  caso  del  art.  10.  Comuniqúese  es- 
te acuerdo  á  las  Cortes  Superiores  para  los  efec- 
tos cox\3\guientes^  Jl'iartínez-Bracho — Ditar  te, 

JUICIOS    DE  CUENTAS.    LEY  VI  TÍTULO  VII   DEL 
CÓDIGO  DE  PROCEDIMIENTO  JT7DICIAL  DE3dB 

MAYO  DE  1838 — que  reforma  la  de  XddeMa^ 
yo  de  1836  pag.  255  del  cuerpo  de  ley  en  pu- 
blicado en  ese  año  ;  y  253,  7t9  256  del  pu- 
blicado en  1851. 
El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la 
República  de  Venezuela  reunidos  en  Congreso. 

decretan: 
LEY  VI,  TiT.  vil  DEL  procedimiento  Judicial. 
Del  juicio  de  cuentas, 
Art.  19  Cuando  se  demande  cuentas  hl  tutor, 
curador,  socio,  administrador  ó  encargado  de  in- 
tereses ajenos*  y  el  demandante  acredite  con  dr- 
cumento  ó  justificación  bastante,  la  obligación  en 
que  se  halle  el  demandado  de  rendirlas,  el  juez 
acordará  en  el  mibmo  acto  de  la  conciliación,  y 
siempre  que  esta  quede  sin  efecto,  que  las  pre ' 
senté  dentro  de  nueve  dias,  con  todos  los  libros, 
documentos  y  papeles  pertenecientes  á  eJlas,  sin 
admitir  contra  esta  determinación  ningún  recur- 
so en  el  efecto  suspensivo. 

Art  29  Pasado  este  término  si  no  se  hubie- 
ren puesto  las  cuentas  ordenadas  en  el  tribunal 
y  la  parte  contraria  no  hubiere  desistido  de  su 
demanda,  se  dará  orden  para  la  prisión  del  de- 
mandado hasta  que  las  produzca.  Se  libertará 
de  la  prisión  el  demandado  en  este  caso,  pre- 
sentando al  tribunal  los  documentos  necesarios 
para  formar  las  cuentas  y  fiador  que  se  obligue 
á  pagar  el  saldo  que  resulte  contra  el  demanda- 
do, los  costos  que  cause  su  arreglo  y  el  impues- 
to para  gastos  de  justicia,  si  se  le  condenare  á 
satisfacerlo» 

'Art.  39  Para  la  formación  déla  cuenta  en  ca- 
so de  no  presentarse  ordenada,  se  nombrará  un 
perito  por  cadn  parte  ó  uno  por  las  «ios,  si  con- 
vinieren en  ello.  El  demandado  deberá  hacer  es- 
te nombramiento  al  actf)  de  entregar  los  papeles 
de  la  cuenta,  y  e]  demandante  desde  que  cum- 
plido el  plazo  de  los  nueve  dias  se  informe  de  la 
falta  de  aquel.  El  juez  nombrará  un  tercero,  pa- 
ra el  caso  de  discordia.  Los  que  son  nombnidos 


296 


TBATBO  DJB  LA  IX/StShkCtOS 


JUI 


por  las  partes  no  pueden  ser  reeusadost  y  el  ter- 
cero nombrado  por  el  juez,  solo  podrá  ser  recu- 
sado con  causa  justificada. 

Art.  49  Si  las  partes  no  nombraren  peritos 
para  el  arreglo  de  la  cuenta,  pasados  los  perío- 
dos designados  en  que  pueden  hacerlo,  el  juez 
nombrará  uno,  7  este  tampoco  podrá  ser  recu- 
sado sino  con  causa  justiñcada. 

Art.  59  Siempre  que  haya  de  recusarse  un 
perito,  deberá  proponerse  la  recusación  dentro 
de  las  cuarenta  y  ocho  horas  después  de  su 
nombramiento. 

Art  69  Los  peritos  no  podrán  resolver  nin- 
gún puntó  de  derecho  ni  hacer  adjudicaciones  ó 
aplicaciones  que  no  estén  determinadas,  y  se  re* 
ducirán  sencillamente  á  ordenar  la  cuenta  según 
sus  conocimientos  en  el  arte  de  formarla.  Si  les 
ocurriere  duda  sobre  alguna  cosa  y  por  esto  de- 
jasen de  poner  alguna  partida  ó  suspen- 
diesen alguna  operación  necesaria,  arreglarán  la 
cuenta  en  lo  deroas  si  fuere  posible,  y  presenta- 
rán en  pliego  separado  sus  dudas  á  observacio- 
nes, expresando  con  claridad  lo  que  ha  dejado 
de  comprenderse  en  la  cuenta,  y  los  fundamen- 
tos de  su  duda. 

Art.  79  Los  peritos  tendrán  para  formar  la 
cuenta  e)  tiempo  que  consideren  suficiente,  de- 
terminándolo al  acto  de  aceptar  sus  nombra- 
mientos. Cuando  exigieren  diversos  términos,  se 
concederá  e\  mas  ]ar|[o;  y  no  se  prorogará  en 
ningún  caso  sino  con  justo  motivo  á  juicio  del 
juez,  y  por   una  sola   vez. 

Art.  89  Podrá  apremiarse  á  los  peritos  cuan- 
do no  llenen  su  encargo  en  el  término  prefijado 
con  multas  que  principiarán  nor  dos  pesos,  y 
que  continuarán  duplicándose  diariamente  la  can- 
tidad. £1  importe  total  de  las  multas  se  desconta- 
rá de  lo  que  deba  abonárseles  por  su  trabajo. 
También  podrán  ser  apremiados  con  prisión 
si  se  creyere  ineficaz  ó  inaplicable  el  de  la  multa. 

Art.  99  Presentada  la  cuenta  al  tribunal,  sea 
por  el  demandado,  sea  por  los  peritos,  se  co- 
municará vista  de  ella  al  demandante,  con 
término  de  ocho  dias  para  devolverla,  y  en  el 
segundo  caso  también  al  demandado  con  el 
mismo  término.  Si  se  hicieren  observaciones 
sobre  el  orden  de  la  cuenta  se  pasarán  á  los 
peritos  para  su  informe  y  reforma  de  la  cuen- 
ta, si  encontraren  exactas  las  observaciones  ; 
pero  si  estas  recayeren  sobre  la  legitimidad  de 
las  partidas,^  sobre  cualquiera  otra  cosa  de  que 
deba  responder  el  demandado,  se  le  pasarán  pa- 
ra que  contente.  Estos  traslados  deberán  satis- 
facerse dentro  de  cuatro  dias  y  se  encargará  de 
comunicarlos,  la  persona  á  quien  interese  el  es- 
clarecimiento de  la  deuda,  pudiendo  valerse  de 
un  alcalde  6  juez  de  paz,  en  caso  que  la  perso- 
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na  que  deba  recibirlo  lo  rehuse,  para  acreditar 
esta  resistencia  ;  cuya  pena  será  para  el  deman- 
dado la  prisión  por  veinteicuatro  horas,  por  ca- 
da vez  que  cometa  esta  falta,  y  para  los  peritos 
la  multa  de  cuatro  pesos  por  cada   resistencia. 

Art  10.  El  demandado  y  los  peritos  en  sus 
casos  deberán  poner  en  el  tribunal  el  expedien- 
te con  su  contestación  dentro  del  término  sella- 
lado,  y  si  no  lo  hicieren  así  se  usará  de  los  mis- 
mos apremios  que  se  establecen  en  el  artículo 
anterior. 

Art  II.  Puesto  en  este  estado  el  negocio, 
señalará  ei  juez  el  dia  en  que  se  ocupará  del 
examen  de  la  causa  para  sentenciarla.  Este  se- 
ñalamiento no  se  hará  para  antes  de  tres  9ias 
ni  para  después  de  ocho  de  haberse  devuelto  el 
último  traslado. 

^  único.  Si  alguna  de  las  partes  manifestare 
necesidad  de  promover  pruebas,  ^el  juez  antes 
de  señalar  dia  para  ver  la  causa,  concederá  el 
término  que  por  la  cuantía  del  negocio  corres- 
ponda según  este  código. 

Art  12.  El  juez  resolverá  sobre  todas  las  du- 
das y  observaciones  que  se  hubieren  presentado 
aun  cuando  nada  se  hubiere  contestado  sobre 
ellas,  sin  exigir  nuevos  informes,  fuera  de  loe 
que  á  la  voz  puedan  ofrecer  los  interesados  6 
los  peritos,  si  concurrieren  al  tribunal  para  la 
vista  de  la  causa. 

Art  13  Cuando  las  personas  obligadas  á  dar 
cuentas  ó  á  presentar  documentos  para  formar- 
las, falten  á  uno  ú  otro  deber  sin  motivo  legal, 
se  admitirá  la  razón  jurada  del  demandante  co- 
mo documento  suficiente  para  proceder  contra 
el  demandado  en  virtud  de  acción  ejecutiva. 

Art.  14  Dada  la  sentencia  se  admitirán  los  re- 
cursos, y  la  causa  seguirá  en  las  demás  instan- 
cias conforme  á  las  reglas  proscriptas  para  to- 
das, 

Art  15  Se  deroga  la  ley  del  mismo  número  y 
título  de  19  de  Mayo  de  1^36. 

Dada  en  Caracas  á  26  de  Abril  de  1836,  año 
90  de  la  ley  y  28  de  la  independencia.— El  pre- 
sidente del  Senado,  Juan  Bautista  Calcaño» — 
El  presidente  de  la  Cámara  de  Representantes, 
Francisco  Diaz. — El  secretario  del  Senado,  J. 
A.  Freiré. — £1  dipuudo  secretario  de  la  Cáma- 
ra de  Representantes,  J.  García, 

Sala  del  despacho. — Caracas  3  de  Mayo  de 
1838,  año  99  de  la  ley  y  28  de  la  independencia. 
-«Ejecútese — Carlos  Souhlette. — Por  S.  E. — 
El  secretario  de  Estado  en  los  despachos  del  in- 
terior y  justicia,  D.  B,    Urbaneja. 

JUICIOS  DI  CUENTAS  Véase  Disposiciones  CO" 
muñes  á  todos  losjuicioBt  art  18 

JUICIOS  DIAUMBIITOS  LBT    XV     TÍTULO     VII 
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BBL  CÓDIGO  DX  PBOCB  DI  MIENTO  DB  16  DB  MAE- 

zo  DE  18Ó2.  formulándolos. 

MI  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la 
República  de  Venezuela  reunidos  en  Congre- 
so. 

DBCEBTAN. 

Lef  15,  título  79  del  procedimiento  judicial. 

DEL    J1JICIO  DE    ALIMENTOS. 

Art  19  Loa  alimentos  8  6  puedfnexigrir  Ó  por 
disposición  de  la  Ibv,  ó  por  equidad  naturaJ,  6 
por  Toluntad  tesUim6ntaria,d  por  contrato. 

Art.  29  Cuando  se  demanden  alimentos  que 
se  deban  por  disposición  de  la  ley  ó  por  eqnidad 
natura ]«  después  de  haberse  procedido  conforme 
á  las  leyes  2^  y  3?  título  19  de  este  código, 
hasta  el  acto  de  la  contestación  y  conciliación  ; 
sí  esta  no  tuviere  lugar,  el  juez  con  vista  de  las 
actas  determinará  en  el  miamo  acto,  ó  6  mas  tar- 
dar dentro  de  seis  días,  como  en  los  puntos  de 
mero  derecho,  lo  que  considerare  de  justicia. 

Art.  39  Para  el  efecto  debeiá  el  demandante 
acompañar  siempre  con  su  escrito  los  documen- 
tos ó  justificaciones  que  ameriten,  no  solo  su  de- 
recho á  los  alimentos,  sino  que  comprueben  i- 
gualmente  su  falta  de  medios  y  la  posibilidad  del 
quedaba  proporcionárselos. 

Art.  49  De  la  determinación  del  juez  no  se  oi- 
rá apelación  mas  que  en  el  efecto  díevolutivo. 

Art.  59  Pero  si  en  el  acto  de  la  contestación  opu- 
siere el  demandado  excepciones  de  aquellas  que 
constituyen  lo  que  se  llama  en  derecho  artículo  per- 
judicial, y  que  probadas  le  libertarían  de  la  obliga- 
ción de  dar  alimentos,  entonces  el  juez,  sin  dic*- 
tar  nada  sobre  la  demanda  principal,  sustanciará 
dicho  artículo  y  seguirá  por  todos  los  trámites 
del  juicio  civil  ordinario. 

Art.  69  Fenecido  el  artículo,  si  la  última  sen- 
tencia fuere  contra  el  demandado,  deberá  resol- 
ver el  juez  sobre  la  solicitud  del  demandante  de 
la  manera  que  se  le  autoriza  por  el  artículo  se- 
gundo de  esta  ley. 

Art  79  También  se  sustanciará  y  seguirá  la 
causa  por  los  trámites  del  juicio  ordinario,  cuan* 
do  verse  la  demanda  sobre  alimentos^  paitedos  ó 
que  se  deban  por  voluntad  testamentaria  ó  por 
contrato. 

Art.  89  La  cantidad  que  se  haya  de  dar  por 
alimentos,  SA  fijará  por  dos  expertos  nombrados 
en  la  forma  prescrita  por  la  ley  respectiva,  siem- 
pre que  no  haya  sido  designada  en  el  contrato  ó 
iíltima  voluntad. 

Dada  en  Caracas  á  9  de  Marzo  de  1863,  afio 
24  de  la  ley  y  43  de  la  independencia. — £1  Vice* 


JUI 


>^«M^iA^WW^^^^'^'W^^»«<V^>W>/XA««A«AM^»%««'« 


presidente  del  Senado,  Dr.  Jesús  M.  (Haechea. 
£1  Presidente  de  la  Cámara  de  Representantes, 
José  Silverio  González,-^^\  Secretario  suplen- 
te del  Senado^  G.  Pompa. — £1  Secretario  de  la 
Cámara  de  Representantes,  3, Padilla. 

Caracas  Marzo  16  de  18&3,  afto,  24  de  la  ley 
y  43  de  la  independencia  —Ejecútese.  ^J.  G, 
Monágas. — Por  S.  £.  el  Presidente  de  la  Re« 
.pübKca.— El  Secretario  de  Estado  en  los  Despa- 
chos del  Interior,  Justicia  y  Relaciones  Exterio- 
res, Ramón  Yépes. 

JUICIOS  CIVILES  EN  aUE  CONOCEN  LOS  JUE- 
CES DE  CIRCUITO.  Véase  Demanday  emplaza* 
miento^  y  Tribunales  y  Juzgados^  L.lV. 

JUICIOS  CIVILES  EN  UVE  CONOCEN  LOS  JUECES 

DE  CANTÓN.  Vésse  Demanda  y  emplazamien- 
to, L.  11  tít.  I  y  únic.  tít  IX.  del  código  de  pro- 
cedimient»,  y  Tribunales  yJuzgados,  L.VII. 

JUICIOS  CIVILES  EN  QUE  CONOCEN  LOS  JUECES 

DE  PAZ.  Véase  Demanda  y  emplazamiento, 
L.  ónica  del  títo  IX»  y  Tribunales  y  Juzga- 
dos, L.  VIII.  ' 

JUICIOS  CITILES  EN  QUE  TIENEN  INTERÉS  LAS 
RENTAS    NACIONALES  T    MUNICIPALES.    VéSSC 

Demandas  en  que  tienen  interés  las  mismas 
rentas. 
JUICIOS  CIVILES.  Véase  Demandas  contra  el 
Tesoro,  Demandas  contra  las  Diputaciones 
Provinciales,  Demandas  ejecutivas  y  De- 
mandas sobre  desocupación  de  casas. 

JUICIOS  DE    RESPONSABILIDAD  VéasC  Qucj^  y 

Suspensión  de  funcionarios. 

JUICIOS  CIVILES  EN  aUE  CONOCEN  LOS  COMAN- 
DANTBS  DE    ARMAS.    AcUERDO    DE     LA  CORTE 

SUPREMA  DE  10  DE   ocTUfiRE  DE  1843  decla- 
rando {punto  19)  gue  cuando  esté  impedido 
accidentalmente  el  comandante  de  armas  por 
cualquier  motivo,  debe  subrogarle  el  mismo 
que  en  el  caso  de  falta  absoluta. 
£n  la  ciudad  de  Caracas  á  10  de   Octubre  de 
1843,   149      y  339  reunidos    el   Presidente  y 
Ministros  de  la  Corte  Suprema  tomaron  en  con- 
sideración. 

^  19  Uua  consulla  dirigida  por  la  Corte  Su- 
perior del  quinto  distrito,  sobre  cual  sea  la  per- 
sona que  deba  subrogar  al  comandante  de  ar- 
mas en  las  causas  civiles  en  que  el  mismo  es  par- 
te como  demandado.  Se  acordólo  siguiente. 

**  La  Corte  encuentra  razonable  el  medio  que 
en  su  informe  indica  el  tribunal  consultante,  de 
que  en  las  causas  civiles  en  que  se  halle  acciden- 
talmente Impedido  el  comandante  de  armas  por 
cualquier  motivo,  le  subrogue  la  peiyiona  que 
debiera  sustituirle,  en  el  caso  de  una  falta  abso- 
luta. Pero  considerando  por  una  .  parte,  que  el 
articule  89  título  5^  tratado  69  de  las  ordenan- 
zatdel  ejército,  habla  de  la  falta' absoluta cDmo  la 
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iiusendAy  y  que  d^  consiguiente  solo  e^i  aplica- 
ble por  analogía  al  caso  ocurrido,  teniendo  prén- 
sente por  otra  parte,  que  el  artículo  26  de  ialey 
que  establece  ios  tribunales  militares,  designa 
por  subrogados  del  comandante  de  armas,  en 
los  juicios  por  crímenes  militares  ó  faltas  gra* 
▼es  contra  el  servicio,  y  en  el  caso  de  estar  im- 
pedido ó  de  ser  él  mismo  el  que  ya  6  ser  juzga- 
do, al  comandante  de  armas  de  la  provincia  mas 
inmediata  á  la  capilal  de  la  República:  y  aten- 
diendo en  ñn,  á  que  el  Poder  £jecutívo  ha  ma- 
nifestado explícitamente  que  la  ley  no  le  ofrece 
remedio  para  allanar  el  inconveniente:  resulta 
una  duda  fundada  que  solo  puede  aclararse  por 
el  Congreso.  En  consecuencia,  pásesele  copia  de 
todo  el  expediente  por  conducto  del  Poder  Eje- 
cutivo áñn  deque  se  sirva  resolver  el  punto 
consultado,  bien  sea  en  la  reforma  ¿e  la  ley  que 
organiza  los  tribunales  militares  ó  bien  separa- 
damente. ''  Comuniqúese  el  resultado  de  la  con- 
sulta á  la  Corte  Superior  del  quinto  distrito. 


Vrhaneja*— Martínez. — Bracho, — Duarte 
Caracas  Febrero  13  de   1844,  15?   y  340_E1 
canciller,  /  Duarte. 

JUICIOS  CONTRA    EMPLEADOS    DE     HACIENDA. 

Véase  Empleados  de  hacienda^  R.  E.  de  7 
de  Febrero  de  183a 

JUICIOS  CRIMINALES.  Véssc  Procedimicuto 
criminaL 

JIJICIOS  CRIMINALES.  Tienen  este  carácter  los 
de  injurias.  Véase  Injurias  A.  C  S,  de  19  de 
Enero  de  1839,  y  9  de  Julio  de  1844. 

JUICIOS  POR  INJURIAS.  Véase  Injurias^  {De- 
mandas por) 

JUICIOS  POR  CONSPIRACIÓN.  YéñBB  Conspira- 
dores. 

JUICIOS  POR  CONSPIRACIÓN,  CONTRA  EXTRAN- 
JEROS. Véase  Extranjeros^  R.  £.  de  23  de  Di- 
ciembre de  1848. 

JUICIOS  DE  IMPRENTA.  Vésso  Libertad  de  im» 
prenta,  L.  4.^ 

JUICIOS  MILITARES.  Véase  Tribunales  mili- 
tareSfV  Consejos  de  guerra» 

JULIO  (5  DE.)  Véase  Fiestas  nacionales. 

JUNIN  (honores  a  los  vencedores  en  )  Véa- 
se Honores  y  recompensas^  D.  de  12  de  Fe- 
brero de  1825. 

JUNTA  DIRECTIVA  del  montepío  militar.  Véa- 
^  se  Montepío  militar^  art.  3,  4  y  5,  D.  E.  R. 
art.  2  á  5,  18,  26,27,  30  y  31. 

JUNTA    DE    inspección    y  GOBIERNO    DE    LAS 

UNIVERSIDADES.  Véssc  Instrucczon  pública^ 
L.  4a  aft.  6  &  9,  L.  6»,  A  único  del  art.  jo, 
art.  é,  3  y  sus  ^§  1?  y  ??,  art  6,  7,  8,  12,  14 
y  su  ¿,  17,  18,  y  19,  L.  6a,  art.  12  y  14,  L.Sa, 
art.  ^  y  su  $,  L.  9a  §  único  del  art.  3,  y  art. 
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4  y  5,  L.  10,  art.  14  y  su  ^,  50  y  su  ^  20,  y  arL 
7,  L.  11,  art.  6?  y  cap.  3?  del  D.  E.  R. 

JUNTAS  DE  RENTAS  DE  LOS  COLEGIOS  NACIO- 
NALES. Véase  Instrucción  publica^  LL.  2a  y 
3a  ^  único  del  art  7,  y  Colegios  nacionaleij 
R.  E.  de  13  de  Junio  de  1851. 

JUNTAS  DE  RENTAS  DE  LOS  COLEGIOS  NACIO- 
NALES. Véase  Instrucción  públicof  LL.  2a, 
3a,  art  7,  6?  ^  lo  del  art  15,  y  §  20  del  ar't. 
18,  7a,  ^^  lo  y  %o  del  art  7  y  art  11,  y  6», 
art  2. 

JUNTAS  DE  RENTAS  DE  LOS  COLEGIOS  -NACIO- 
NALES. Bus  deberes  respecto  á  las  clases  cien- 
tíficas. Véase  Colegios  nacionales^  (S.^énú\c.e 
al  primer  tomo)  D.  E.  R.  de  27  de  Marzo  de 
1854,  art.  13. 

JUNTAS  DE  RENTAS  DE  LOS  COLEGIOS  NACIO- 
NALES. Mudo  de  compeler  á  sus  miembros  á 
concurrir  á  ellas  en  los  dias  designados.  Véa- 
se. J. untas  de  sanidad^  de  Colegios  y  otras. 

JUNTA  CALIFICADORA  DE  LOS  DOCUMENTOS 
PARA  LA  CONCESIÓN  DEL  ORADODEBACHILLER 
EN  FILOSOFÍA  POR  LOS  COLEGIOS  NACIONALES. 

Le  corresponde  hacer  la  calificación  de  las 
personas  que  opten  &  grados  de  balde  en  ios 
mismos  establecimientos.  Véase  Instrucción 
pública,  L.  8a  art  22.  (♦) 

JUNTA  EXAMINADORA  DE  LOS  COLEGIOS  NACIO- 
NALES PARA  COLACIÓN  DEL    DICHO   ORADO  DE 

BACHILLER.  Nombramiento  de  sus  miembros. 

Véase  Instrucción  pública,  L.  8a,  art  40. 
JUNTAS  COMUNALES.  Véase  Provincias,  art. 

64,  87  y  88. 
JUNTAS  DE  VACUNA.  Véase  Provincias,  art. 

46,  y  Vacuna. 
JUNTAS  DE  SANIDAD.  Véssc  Provincias,  art. 

89  al  96. 

JUNTAS  DESANIDAD.    RESOLUCIÓN  EJECUTIVA 

DE  13   DE  MAYO  DE  1840  determinando  los 

dias  en  que  deben   reunirse,  y  otras  fun^ 

dones. 

Secretaría  del  Interior. —Sección  8.  *  —  Mavo 
13  de  1840. 

Resuelto. — Deseando  el  Gobierno  demarcar 
con  sencillez  las  funciones  de  las  juntas  de  sani- 
dad, que  con  arreglo  al  art.  80  de  la  ley  orgáni- 
ca de  provincias  de  24  de  Abri]  de  1838,  deben 
existirán  todas  las  ciudades,  villas  y  parroquias 
de  la  República,  ha  resuelto : 

(*)  Pero  es  de  observarse  que  por  DÍog:ana  ley,  ni  regla- 
mento está  organizada  esta  junta,  pues  la  de  que  habla  el 
ari.  2.  ®  cap.  15  del  D.  £,  R.  de  28  de  Noviembre  de  1844 
con  quien  debe  consultar  el  Rector  el  memorial  docomen- 
tado  de  que  habla  el  art.  8.  ^  de  dicha  ley  octava  es  la  de 
"  Gobierno  de  las  Universidades"  para  los  grados  conferi- 
dos por  estas.  Hay,  pues,  un  vacío  en  esta  materia ;  y  por 
tanto  es  necesario  se  establezca  el  modo  y  personas  con 
que  debe  componerse  dicha  junta. 
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19  Si  auB  faltase  por  estal^lecerae  alguna  de 
laa  juntas  de  sanidad  que  debe  haber  conforme 
al  att.  80  de  la  ley  orgánica  de  provincias»  se  es- 
tablecerán dentro  de  16  dias  de  recibida  esta  re- 
solución, 7  al  efecto  los  gobernadores  de  pro- 
TJncia  dictarán  las  providencias  necesarias. 

29  Las  juntas  superiores  de  sanidad  participa- 
rán á  este  ministerio  dentro  de  30  dias  después 
de  recibida  esta  resolución,  baJlarse  establecidas 
las  juntas  cantonales  y  de  parroquia  en  su  pro- 
vincia; y  en  caso  de  que  alguna  no  hubiese  po- 
dido, establecerse,  manifestarán  los  inconvenien- 
tes que  haya  habido  para  ello. 

39  Lasjunlas  de  sanidad  deberán  reunirse 
precisamente  dos  veces  cada  mes,  y  siempre  que 
lo  solicite  cualquiera  de  sus  miembros,  para  tra- 
tar sobre  los  negocios  que  le  conciernan. 

49  Las  referidas  juntas  dictarán  un  reglamen- 
to interior  que  metodice  sus  trabajos. 

59  Las  juntas  de  sanidad  velarán  sobre  el  aseo 
y  limpieza  de  las  calles,  mercados  y  plazas  pú- 
blicas, y  el  de  los  hospitales:  sobre  el  buen  or- 
den y  policía  (í^  los  lazaretos,  cárceles  y  casas 
de  beneficencia:  sobre  la  calidad  de  los  alimen- 
tos: sobre  el  fronto  establecimiento  de  cimente- 
rios en  lugares  convenientes,  fuera  del  caserío 
del  lado  opuesto  al  de  los  vientos  reinantes  en 
cada  pueblo,  y  con  la  seguridad  y  decoro  corres- 
pondiente á  los  restos  de  la  humanidad:  sobre 
que  no  se  maten  animales  enfermos  para  vender 
las  carnes  en  los  pueblos:  sobre  la  limpieza  de 
las  riberas  de  los  rios  y  lagos,  una  vez  al  atlp  por 
lo  menos,  antes  de  la  entrada  de  las  aguas:  so- 
bre queite  dé  curso  á  las  aguas  estancadas,  so- 
bre todo  en^a  proxiipacion  de  las  poblaciones: 
sobre  que  se  sequen  los  pantanos  y  lodazales: 
sobre  que  no  anden  sueltos  en  los  pueblos  los 
cerdos  y  otros  animales  de  cria:  sobre  que  se  ma- 
ten los  perros  sueltos  y  daAinos  que  frecuente- 
mente abundan  en  las  poblaciones:  sobre  que  se 
mate  todo  animal  atacado  de  la  hidrofobia  y  se 
entierre  á  bastante  profundidad:  sobre  evitar  el 
abuso  de  los  basureros  dentro  de  la  población:  so- 
bre que  no  se  boten  ni  en  ellos  ni  en  las  calles 
los  animales  muertos:  sobre  la  pureza  de  las 
aguas,  evitando  que  se  empuerquen  6  infesten 
las  que  sirven  para  el  abasto  de  los  pueblos:  so- 
bre que  se  corten  y  quemen  aquellos  árboles  que 
con  sus  frutos,  sombra  6  de  cualquier  otro  modo 
puedan  dañar  la  salud  en  los  pueblos  ó  la  de  los 
transeúntes  en  los  caminos,  6  de  los  peces  en  las 
costas  y  rios:  sobre  que  no  halla  en  las  poblacio- 
nes depósitos  ni  labores  que  puedan  ser  pernicio- 
sos á  la  salud  por  la  podredumbre  de  algunas 
materias  6  su  constante  fermentación  al  aire  li- 
bre; y  en  fin,  sobre  todo  aquello  que  pueda  da- 
llar la  salud  del  hombre. 
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69  Como  muchas  de  las  atenciones  que  en  el 
artículo  anterior  se  encomiendan  á  las  juntas  de 
sanidad  son  comunes  ya  á  los  gobernadores,  ya 
á  los  jefes  políticos,  ya  á  los  concejos  municipa- 
les, ya  á  los  alcaldes  y  jueces  de  paz,  según  los 
diferentes  artículos  de  la  ley  orgánica  de  pro- 
vincias que  demarcan  sus  atribuciones,  y  como 
toca  también  á  las  diputaciones  dictar  ordenan- 
zas de  policía  que  comprenden  muchos  de  loei* 
puntos  referifios  y  señalar  fondos;  Jas  juntas  de 
sanidad,  como  especiales  de  este  ramo,  procura- 
rán que  haya  el  mayor  concierto  en  el  ejercicio 
de  sus  funciones,  y  el  cumplimiento  de  los  debe- 
res que  se  le  señalan,  con  el  de  los  referidos  fun- 
cionarios y  corporaciones,  celebrando  los  acuer- 
dos que  estimen  convenientes  al  efecto,  y  exci- 
tando el  celo  de  aquellos,  librando,  sobre  la  res- 
ponsabilidad de  loa  gobernadores,  jefes  políti- 
cos y  jueces  de  paz,  el  cumplimiento  de  sus  dis- 
posiciones, empleando  para  ello  la  autoridad  que 
les  conceden  las  leyes. 

79  Las  juntas  de  sanidad  de  parroquias  se  co- 
municar/in  con  las  de  los  cantones  y  estas  conja 
de  la  capital,  que  es  la  superior  de  todas  las  de 
la  provincia,  según  el  artículo  90  de  la  citada  ley 
orgánica. 

89  En  los  casos  de  qu^  alguna  enfermedad 
contagiosa  aflija  á  algún  cantón,  -ó  haya  motivo' 
fundado  para  temer  este  mal,  la  junta  de  dicho 
cantón  se  reunirá  inmediatamente  para  dictar 
las  providencias  que  estén  á  su  alcance  y  crean 
necesarias,  y  lo  avisará  sin  pérdida  de  tiempo  á 
la  junta  superior  para  que  acuerde  las  de  su  re- 
sorte. 

99  La  junta  superior  de  sanidad,  en  el  caso 
del  artículo  anterior,  y  siempre  que  sepa  que  en 
algún  punto  de  la  provincia  se  sienten  los  efec- 
tos de  una  epidemia,  ó  que  se  tema,  excitará  á 
los  concejos  municipales  y  diputación  provincial 
para  que  franqueen  los  auxilios  que  estén  á  su 
alcance,  y  lo  avisará  al  Ministerio  del  Interior 
para  que  el  Gobierno  acuerde  lo  que  crea  nece- 
sario. 

10.  Las  mismas  juntas  pueden  acordar,  si  lo 
creyeren  conveniente,  los  reglamentos  necesa- 
rios para  mejor  cumplir  los  deberes  que  les  se- 
ñalan las  leyes  y  demás  disposiciones  sobre  la 
materia.  x 

It.  Cada  cuatro  meses,  principiando  el  lOdel 
próximo  Julio,  remitirán  las  referidas  juntas  su-  - 
periores  al  Ministesio  del  Interior  una  noticia 
del  estado  de  la  salud  publica  en  la  provincia,  y 
propondrán  lo  que  juzguen  canrenienta  á  su  con- 
servación*. 

12.  Se  deroga  en  todas  sus  partes  la  resolu- 
ción de  17  de  Junio  de  1836  publicada  en  la  ga- 
ceta de  Venezuela  aámeio  840. 
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Comuniqúese  á  loa  gobernadores  de  provin- 
cia para  que  lo  hagan  á  Jos  cantones  j  eatos  á 
las  parroquias,  y  tenga  su  puntual  y  debido  cuna* 
plimiento.— Publíquese, 

Por  8.  E.'^Quintero. 

JUNTAS  DE  SANIDAD.  RESOLUCIÓN    EJECUTI- 
VA DE  10  DE  NOVIEMBRE  DE  1840  ¿«ciarfln- 
,    do  que  en  las  capitales  no  debe  haber  sino 
una,  que  haráde  superior  de  todas  ios  demás. 
República  d©  Venezuela.— Secretoria  de  B.  en 
loa  D.  del  Interior  y  Justicia.— Sección  tercera.- 
-Garácas  10  d^  Noviembre  de  1840,  alio  11  de  la 
ley  y  8  déla  independencia.— Número  768. 
Señor  Gobernador  de  Barcelona, 

A  consulta  del  Sr.  Gobernador  de  Barínas, 
resolvió  el  Gobierno  en  25  de  Agosto  último 
lo  que  sigue:  ) 

»»  Por  el  artículo  89  de  lá  ley  orgánica  de  pro- 
vincias debe  haber  juntas  de  sanidad  en  todas 
las  ciudades,  villas  y  parroquias  de  la  Repúbli- 
ca, y  por  el  artículo  90  se  dispone  que  las  de  las 
capitales  de  provincia,  sean  las  superiores  de  to- 
das las  demás  de  la  misma.  Se  ve,  pues,  que  la 
ley  no  ha  ordenado  el  establecimiento  de-una  do- 
ble junta  en  las  capitales  de  provincia;  y  así  se 
resuelve  la   consulta." 

Lo  comunico  á  U  S.  en  contestación  á  su  ofi- 
cio de  2  de  Octubre  próximo  pasado  número  145, 
en  que  hace  observaciones  sobre  lo  acordado  en 
este  punto  por  la  junta  superior  de  sanidad  de 
esta  provincia. 

Soy  de  US.  muy  atento  servidor.— -Ang-c/ 
Quintero» 

JUNTAS  DE  SANIDAD.  RESOLUCIÓN    EJECUTIVA 

DE  22  DE  Setiembre  de  IMO  declarando  que 
aunque  el  cu^a  párroco  es  un  miembro  de 
ella,  donde  no  lo  haya,  deberá  sin  embargo 
instalarse  sin  su  concurrencia,  y  que  la  en- 
fermedad de  dicho  párroco  ó  de  otro  miem- 
bro no  debe  detener  sus  trabajos. 

República  de  Venezuela.— Secretaría  de  E.en 
el  D.  del  Interior  y  Justicia.— Sección  tercera.- 
-Caracas  22  de  Setiembre  de  18é0, 11  de  la  ley  y 
30  de  la  independencia.— Número  574. 

Señor  Gobernador  de  Maracaibo* 

En  el  expe  tiente  sobre  juntas  de  sanidad,  se 
ha  dictado  en  esta  fecha  la  resolución  que  sigue, 

*»A  consulta  de  la  junU  superior  de  sanidad 
de  Trujillo  ha  resuelto  el  Gobierno:  que  aunque 
el  cura  párroco  es  uno  de  loa  miembros  de  las 
juntas  de  sani^d,  en  las  parroquias  donde  no 
hubiere  párroco  deben  sin  embargo  instalarte 
las  juntas  y  ejercer  la»  atribucSonea  que  las  ea- 
t&n  confiadas  sin  la  coneorreiiísia  de  aquel,  que 
se  incorporará  cuando  fuere  nombrado.  Decidi- 
do también  está  que  la  enfermedad  del  párroco 
ó  au  auaencia,  así  eomo  la  de  cualquier  otro  miem- 
bro, no  debe  deteaerloa  trabajos  de  1»  junta," 
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Lo  eomuttieo  á  U  S.  en  coDteataefon  á  su  ofi- 
cio fecha  13  de  Agosto  próximo  pasado  núipero 

Soy  de  ü  8.  atento  servidor. — Ángel  Quin- 
tero. 

JUNTAS  DE  9ANIDAD.    RESOLPCION   EJBCÜTITA 

DE  28  DE  Julio  de  1840  declarando  ^ue  pue- 
den fuer  miembros  de  ellas  los  cirujanos',  y 
que  los  médicos  6  cirujanos  extranjeros  re- 
validados están  en  el  deber  de  aceptar  el  en- 
cargo. 

Secretaría  del  lnierior.*<>ar&ca8  Julio  28 
de  1810.— Resuelto. 
Contéstese  al  Sr.  Secretario  de  Relaciones  Ex- 
terior esy  lo  siguiente: 

Presentada  al  despacho  la  nota  de  U  S»  fecha 
1 1  del  corriente  acompañando  copia  de  la  que 
le  dirigió  el  encargado  de  negqcios  de  8.M.  B. 
con  una  solicitud  doeumentoda  del  Sr.  John  Whi- 
te  Crooke  cirujano  de  profesión  y  subdito  britá- 
nico, con  el  fin  de  que  declare  el  Gobierno  que 
ni  la  junta  de  sanidad  ni  la  gobernación  de  Bar- 
quisimeto  tienen  derecho  para  elegirle  miembro 
de  ella,  por  no  ser  médico  facultativo  aegun  la 
ley,  ni  podérsele  compeler  á  la  aceptación  de  un 
cargo  concejil,  S  E.  el  Vicepresidente  de  la  Re- 
pública encargado  del  Poder  Ejecutivo,  ha  con- 
siderado este  negocio  ^\  mismo  tiempo  quo  la 
consulta  que  ha  hecho  el  expresado  Gobernador 
de  Barquisimeto  sobre  ai  un  cirujano  titular  exa- 
minado por  la  Facultad  médica  puede  ser  miem- 
bro de  las  juntas  de  sanidad,  y  si  se  necesita  de 
la  cualidad  de  venezolano  en  el  facultativo  que 
debe  pertenecer  &  dicha  junta;  y  S  £.  ae  ha  ser* 
vido  resolver  lo  siguiente. 

'*£n  24  de  Marzo  de  1838  resolvió  el  Gobier- 
no que  en  donde  no  hubiese  médicos  de  profe- 
sión, podian  ser  nombrados  los  cirujanos  miem- 
bros de  la  junta  desanidad.  Se  apoyó  el  Gobier* 
no  en  el  artículo  83  de  la  ley  orgánica  de  pro- 
vincias, vigente  entonces,  que  al  hablar  de  fa- 
cultativos, no  hizo  distinción  eptre  médicos  y 
cirujanos.  Aquella  disposición  se  conserva  en  el 
artículo  90  de  la  ley  de  24  de  Abril  de  1838  de- 
rogatoria de  la  de  14  de  Octubre  de  1830;  y  el 
Gobierno  piensa  todavía  que  los  cirujanos  con 
título  expedido  por  la  Facultad  médica,  pueden 
ser  miembros  de  las  juntas  desanidad.  Ademas 
de  legal,  es  conveniente  esta  resolución,  porque 
no  habiendo  médicos  en  todas  las  ciudades  de  la 
República,  las  juntas  desanidad  se  verían  priva- 
das de  un  miembro  importante,  si  no  diese  entra- 
da á  loa*  cirujanos.*' 

*'  Debe  ahora  inquirirse  si  el  Sr.  Crj}oke  no 
siendo  venezolano,  puede  ser  elegido  miembro 
de  la  junta  de  sanidad." 

«*  Kl  Sr.  Crooke,  aunque  no    es  venezolano. 
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JM  nn  embargo  cirujano  de  la  República,  esa- 
bqíbmUi  por  la  FacúlUd  médica  y  ha  obtenido 
un  diploma,  en  virtacl  del  cual,  «egun  el  artícu- 
lo 53  del  deereto  de  25  de  Junio  de  1827,  ''^eatá 
habilitado  para  ejercer  la  profesión  en  todo  el 
4lÍ8trito  de  Yenezueia,  ofteniendo  el  pase  cor- 
respondiente y  cumpliendo  con  lo  demás  que 
prescriben  las  leyes  y  reglamentos  de  policía.  *' 
No  puede  llamarse  carga  concejil  la  designación 
que  se  hace  de  un  facultativo  en  medicina  ó  ciro- 
jía  para  la  junta  de  sanidad:  es  este  un  deber 
-profesional,  aceptado  por  loe  que  reconocieron 
á  la  Facultad  médica,  se  sometieron  á  examen  y 
recibieron  un  diploma  en  los  términos  preveni- 
dos por  el  decreto  6ntes  citado.  Declara  por  tan 
,  to  el  Gobierno  qne  el  Sr.  J.  W.  Crooke  ha  po- 
dido ser  nombrado  miembro  de  la  junta  de  sani- 1 
dad  de  Barquisimeto  y  que  está  en  el  deber  de 
prestar  este  auxilio  en  el  lugar  en  que  reside. 

«'Traso.ríbase  al  Sr.  Gobernador  de  Barquisi- 
meto y  publíquese  para  que  sirva  de  regla  en 
casos  semejantes. " 

Por  8.  E.— Quintero. 
JUNTAS  ne  sanidad.  Sus  deberes  respecto  á 

la  propagación  de  la  vacuna.  Véase    Vacuna* 

JUNTAS  DB  SANIDAD.    RESOLUCIÓN  KJBCDTIVA 

DE  29  DE  JULIO  DE  1847  sobte  puntual obseT* 
vo-ncia  de  las  disposiciones  sanitarias* 

Secretaria  de  lo  Interior. — Sección  tercera  Ga 
rácas  Julio  29  de  1847.— Resuelto. 
y  Dígase  á  los  Sres^   Gobernadores  de  las  pro- 
vincias  litorales. 

£1  Gobierno  se  ha  instruido  de  que  en  varios 
puertos  de  la  República  se  descuida  el  cumpli- 
miento de  la  resolución  de  2  de  Setiembre  de  1841 
sobre  patentes  de  sanidad,  de  que  deben  venir 
provistos  los  buques  que  entren  en  ellos,  que 
ifoy  se  encuentra,  ademas,  de  acuerdo  con  lo  dis- 
})ue8to  por  el  artículo  28  de  la  ley  de  30  de  Abril 
del  presente  alio  sobre  Consulados:  y  reputando 
muy  graves  estas  faltas  por  los  males  que  pue- 
den trae£  al  pais,  ha  dictado  las  medidas  conve- 
nientes para  la  averiguación  de  los  hechos  y  cas- 
tigo de  los  que  aparezcan  culpables,  y  ha  resuel- 
to al  mismo  tiempo  se  recomiende  á  los  Sres. 
Gobernadores  de  las  provincias  litorales,  lengan 
el  mayor  celo  y  vigilancia  para  que  sean  estric- 
tamente cumplidas  las  referidas  disposiciones  sa- 
nitarias.— Por  S.  E.-^Sanavria* 
JUNTAS  DE  SANIDAD.  Véase  Provincias,  R.  E, 
de  10  de  Noviembre  de  1S40,  y  Médicos  de 
sanidad. 

JUNTAS  DESANIDAD,  DE    OOLBOXOS    T    OTRAS. 
RESOLUCIÓN  £;|BCUTIVA  DE  29  DB  OCTUBRE  DE 

1852  determinando  la  manera  de  compeler  á 
sus  miembros  á  concurrir  á  ellas  en  los  dias 
designados. 
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Seereiaria  del  Inteiior.—- Sección  primera.— 
—Caracas  29  de  Octubre  de  1852.— Resuelto  - 

Dígase  al  Gobernador  de  Margarita. 

Di  cuenta  al  Poder  Ejecutivo  de  la  nota  de  US. 
fecha  23  de  Julio  último,  número  94,  por  la  cual 
le  consulta  sobre  loe  medios  que  pueda  emplear 
para  hacer  que  los  miembros  de  las  Juntas  de  Ha 
cienda,  del  Colegio,  de  Manumisión,  de  Sanidad, 
^c.  asistan  á  ellas  en  ios  dias  que  tienen  señala- 
dos, puesto  que  su  falla  de  concurrencia  entorpe- 
ce ó  imposibilita  el  cumplimiento  de  varias  dis 
posiciones  legales  y  ejecutivas,  y  en  cuyo  caso 
se  encuentran  también  las  personas  que  compo- 
nen los  Concejos  Municipales;  y  S,E.  conside- 
rando los  graves  perjuicios  que  son  consiguien- 
tes 6  tales  omisiones,  las  cuales  dejan  sin  efectJ 
diversas  medidas  adoptadas  por  los  legisladores 
y  por  el  mismo  Gobierno,  me  ha  dada  orden  de 
recordar  á  U  S.  el  contenido  de  la  resolución  ex- 
pedida por  el  l^inisterio  de  mi  cargo  en  21  de 
Setiembre  de  1844,  que  esteblece,  por  lo  que  ha- 
ce  á  las  juntas  de  manumisión,  la  nominación  y 
llamamiento  de  suplentes  en  caso  de  faltar  los 
principales  por  algún  motivo,  disponiéndose  lo 
mismo  respecto  de  loa  miembros  do  las  de  Ca- 
minos por  el  artículo  29  del  decreto  ejecutivo  de 
19  de  Agosto  de  1848;*  mas  en  la  necesidad  de 
que  los  ciudadanos  que  componen  estas  y  las  de- 
mas  juntas  anteriormente  expresadas,  así  como 
ios  Concejos  Municipales,  concurran  á  llenarlas 
funciones  que  les  atribuye  la  ley,  y  evitar  fútiles 
excusas  ajenas  del  patriotismo,  celo  6  interés 
que  deben  desplegar  los  venezolanos  en  el  ejer- 
cicio de  cualquier  cargo  público,  resuelve  asimis- 
mo 8.  E.  que  puede  ÜS.  hacer  uso  en  caso  de 
falta  6  negligencia  de  aquellos,  de  los  apremios 
que  señala  el  artículo  28  de  la  ley  de  24  de  Abril 
de  1838  sobie  organización  de  las  provincias,  los 
cuales  son  aplicables  también  por  los  Jefes  polí- 
ticos, &  quienes  se  hace  extáísiva  la  misma  fa- 
cultad por  el  artículo  39  de  la  citada  ley,  advir- 
tiéndele  que  toca  al  Ministerio  de  Hacienda  rlic- 
tar  la  resolución  conveniente  en  cuanto  a  los 
miembros  de  las  juntas  económicas  de  que  hace 
mención  en  primer  logarla  presente  nota#^ 
comunicar  á  US,  este  resolución  debo  recordar^ 
le  la  de  10  de  Mayo  próximo  pasado  expedida  por 
la  Sección  segunda,  porque  comprendiéndose  en 
un  oficio  varias  consulta?  sobfc  diferentes  ramos 
se  aumenta  el  trabajo  de  este  Despacho,  tenien- 
do que  separarlas  para  que  obren  en  sus  respec- 
tivos expedientes,  y  lo  que  es  mas,  se  confunden 
las  resoluciones  que  deben  correr  separadamen- 
te. — Soy&c.  ^ 

Por  S.E.— Herrera. 

JUNTAS    CONSULTIVAS  ó    ECONÓMICAS    Dfi  HA- 
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CIENDA.  DBCRITO  PE  28  DE  ABBIL  DK  1840  Of- 

ganizándolas. 

£1  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la 
República  de  Venezuela  reunidos  en  Congxeso. 
decretan: 

Art.  19  £n  cada  carpital  de  provincia  y  enia 
Guaira  y  Puerto  Cabello  habrá  una  Junta  econó- 
mica de  hacienda  compuesta  de  la  primera  auto- 
ridad civil  del  lugar,  de  dos  miembros  del  Con« 
cejo  municipal  y  de  dos  ciudadanos  nombrados 
por  este  anualmente.  £1  tesorero  en  la  capital  de 
la  República  y  el  que  administre  las  rentas  na- 
cionales en  los  demás  lugares,  son  miembros  de 
esta  junta.  (I) 

^19  Los  concejos  municipales  respectivos  lie* 
narán  las  vacantes  que  ocurran,  durante  el  año, 
en  los  casos  de  enfermedad  ó  ausencia  de.  los 
miembros  de  esta  Junta  que  ellos  nombran. 

^  29  La  Junta  no  podrá  ejercer  sus  atribucio- 
nes sin  la  concurrencia  de  tres  de  sus  miembros 
por  lo  menos. 

$  39  Por  primera  autoridad  civil  se  entiende 
el  Gobernador  en  las  capitales  de  provincia  y 
los  Jeifes  políticos  en  los  cantones. 

Art.  29  Las  funciones  de  esta  Junta  serán: 

1^  Proponer  al  GoDierno  todas  las  medidas 
que'juzgue  convenientes  para  evitar  el  contra- 
bando, y  todas  las  demás  que  interesen  para  la 
mas  fácil  y  exacta  recaudación  de  la^  contribu- 
ciones y  rentas  nacionales. 

2^  Averiguar  cuales  son  los  terrenos  y  pro- 
piedades pertenecientes  al  dominio  nacional  y 
ponerlo  en  conocimiento   del  Gobierno. 

3a.  Oír  proposiciones  sobre  el  arrendamiento 
de  tales  propiedades  y  celebrar  los  contratos 
previa  la  aprobación  del  Gobierno. 

4^  Vigilar  sobre  ol  cuido  dé  las  propiedades 
nacionales  y  dar  sobre  ellas  al  Poder  Ejecutivo 
los  informes  que  crei|n  convenientes. 

5^  Oir  las  propflRtciones  que  se  hagan  para  la 
suministración  de  vestuarios,  provisiones,  arma- 

^— 2! — m . 

(1)  Blste  artículo  c&  literalmente  el  mismo  que  el  de  la  ley 
de  5  de  Mayo  de  87  reformada  por  la  prescntej  y  con 
respecto  á  él  se  dijo  al  Congreso  en  la  Memoria  de  Ha- 
^gltnñti  de  38:  "  Componiéndose  estas  Juntas  de  seis  miem- 
bros con  arreglo  al  articulo  1  ®.  ,  el  Gobernador  de  Barí- 
uas  consulto  el  proceder  que  debía  observar  cuando  en  las 
deliberaciones  de  aquella  junta  los  votos  de  los  miembros 
resultasen  erapatadoai  el  Poder  Ejecutivo  resolvió  que 
mféntims  el  cuerpo  legislativo  dictase  lo  conveniente,  el  vo- 
to del  Gobernador  6  de  la  persona  que  presidiese  la  junta 
debia  decidir  el  empate." 

La  ley  vigente,  pues,  tiene  hoy  el  mismo  vacío  que  la 
d«  87  y  por  tanto  exige  una  reforma  en  el  particular,  que 
no  puede  ser  otra  que  el  aumento  de  un  miembro  en  ia 
junta.  También  parece  conveniente  se  di^sponga,  aun  au- 
mentado á  número  impar  el  de  los  miembros,  que  en  los 
caaos  extraordinarios  de  empate  por  la  no  concurrencia  de 
todos  loa  miembros,  se  decida,  como  loba  acordado  el  Eje- 
cutivo, por  el  que  presida  la  junta. 
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mentó,  equipo  jr  munición  del  ejército  y  mirine, 
construcción  y  reparación  de  los  buques  y  de  loe 
edi^ios  del  Estado  y  para  cualquier  otro  gaato 
que  deba  hacerse  por  contrata,  siempre  que  ex-  . 
ceda  de  doscientos  pesos,  pues  hasta  esta  canti- 
dad el  Poder  Ejecuti^  puede  mandar  hacer  el 
gasto  sin  que  Intervenga  el  informe  de  la  Junta* 

6^  Aprobar  provisionalmente  y  hasta  ia  deter- 
minación del  Poder  Ejecutivo  la  desigoaeion  del 
sostituto  que  haga  un  empleado  de  hacienda  de 
fuera  de  la  capital,  cuando  por  enfermedad  repen- 
tina no  pueda  obtener  previamente  la  aproba- 
ción del  Poder  Ejecutivo;  y  hacer  nombramien- 
to igualmente  provisional  cuando  eJ  sustituto  no 
sea  de  su  satisfacción. 

7?  Nombrar  provisionalmente  y  hasta  que  e^  ^ 
Poder  Ejecutivo  determine  lo  conveniente,  la 
persona  que  deba  reemplazar  á  los  mismos  em- 
pleados en  los  casos  de  muerte,  suspensión  6  en- 
fermedad grave,  en  que  el  empleado  no  deba  ó 
no  pueda  designar  su  sostituto. 

Alt.  39  En  las  provincias  en  que  no  esté  la 
capital,  las  juntas  económicas  de  hacienda  per 
mayoría  de  votos  acordarán  los  gastos  urgentes 
que  no  admitan  dilación,  pasándose  copia  .del 
acta  al  administrador  para  su  cumplimiento,  y 
dándose  cuenta  al  Gobierno  con  copia  de  la  mis- 
ma acta  en  que  se  expresen  los  motivos  de  ur- 
gencia, sujetándose,  si  no  se  estimaren  estos  su- 
ficientes, de  mancomún  et  insdiidum  al  reintegro 
de  la  suma  gastada.  s 

Art.  49  La  Junta  será  presidida  por  la  prime- 
ra autoridad  civil,  y  tendrá  sus  sesiones  una  vez 
á  lo  menos  por  mes,  y  las  mas  que  sean  necesa- 
rias para  el  completo  desempeño  de  las  funcio- 
nes atribuidas  por  %sta  ley. 

Art.  69  Cuando  hayan  de  celebrarse  contra- 
tas relativas  al  ejército  6  marina,  se  incorpora- 
rán en  las  juntas  como  segundos  miembros  los 
comandantes  de  armas  de  las  provincias  6  de 
apostaderos,  y  donde  no  haya  estos  últimos,  ios 
capitanes  de  puerto. 

Art.  69  Todas  las  autoridades  civiles  y  los 
empleados  en  las  rentas  públicas  de  cada  pro- 
vincia, darán  á  la  respectiva  Junta  los  informes 
y  nolicíjs  que  les  pida,  en  cuanto  concierna  al 
cumplimiento  de  las  atribuciones  que  le  da  esta 
ley. 

Art.*79  Siempre  que  haya  necesidad  de  con- 
tratar algunos  objetos  para  el  servicio  público, 
cuyo  valor  pase  de  doscientos  pesos,  el  Poder 
Ejecutivo  por  conducto  de  ia  secretaría  respec- 
tiva, lo  avisará  al  presidente  de  la  Junta,  expre- 
sando detalladamente  los  que  sean,  con  las  con- 
diciones y  circunstancias  que  se  requieran,  invi- 
tándose por  la  imprenta,  y  donde  no  la  haya, 
por  carteles,  á  fin  de   que  cerciorado  el  público 
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de  una  manera  notoria  de  lo  que  se  pide,  se  exci- 
te la  eoncarrencia  del  mayor  número  de  posto- 
res. 

Art.89Las  proposiciones  sedirigirán^or  escrito 
al  presidente  de  la  Junta  por  los  que  quieran  ha- 
cer estés  negociaciones  dentro  del  término  ñja- 
do  en  la  invitación  en  pliegos  cerrados  y  sella- 
dos, los  que  se  abrirán  el  dia  seflalado  para  la 
reunión  á  presencia  de  todos  los  miembros  por 
el  secretario  del  Gobernador  en  las  capitales  de 
provincia,  ó  del  Concejo  municipal  en  los  otros 
cantones,  que  lo  serán  también  de  la  Junta  eco- 
nómica de  hacienda;  y  la  que  se  considere  mas 
ventajosa  y  asequible  por  la  mayoría  se  elevará 
al  Gobierno  con  ef  informe  conveniente  para  su 
aprobación.  ^ 

^  único.  Lo  dispuesto  en  este  artículo  no  im- 
pide que  la  Junta  después  de  haber  leido  las  pro- 
posiciones escritas,  oiga  también  las  que  á  la 
voz  se  le  hagan,  y  que  recomiende  una  de  estas, 
haciéndola  escribir  y  firmar  por  el  que  la  haya 
hecho 

Art.  99  Si  de  las  proposiciones  que  se  pre- 
senten ninguna  fuere  admisible  por  conceptuar- 
se todas  gravosas  á  los  intereses  del  fisco,  se 
manifestará^sí  al  Gobierno  por  la  Junta;  y  en 
este  caso  el  Poder  Ejecutivo  por  medio  de  la  se- 
cretaría del  despacho  que  hubiese  dado  origen 
.al  gasto, 'convocará  de  nuevo  á  los  mismos  lici- 
ta dores  6  á  otros  diferentes,  para  que  reforma- 
das que  sean  aquellas,  se  acepten  y  aprueben 
las  que  resulten  mas  equitativas.  Esto  mismo  se 
observará  cuaftdo  manifiestamente  se  note  que 
la  proposición  escogida  é  informada  por  la  Jun- 
ta fuese  onerosa  á  la  Nacinn« 

^  único.  En  el  caso  de  que  el  Poder  Ejecutivo 
deseche  una  propuesta  informada  favorablemen- 
te por  la  Junta  consultiva  de  hacienda  de  cual- 
quiera provincia  por  considerarla  onerosa  ala  Na- 
ción, manifestará  á  la  Junta  los  términos  y  con- 
diciones con  que  puede  ser  admisible;  y  si  no 
hubiese  quien  los  aceptase,  podrá  proceder  á 
hacer  el  ^asto  que  haya  calculado  al  devolver  á 
la  Junta  la  propuesta,  con  tal  que  nunca  exce- 
da de  aquel  qne  se  habría  erogado  en  virtud 
de  las  proposiciones  mas  ventajosas  á  la  Nación. 

Art.  10.  En  los  casos  extraordinarios  de  guer- 
ra ó  de  conmoción  interior,  en  que  la  urgencia 
fuere  tal  que  no  diese  lugar  á  que  se  llenen  los 
lequisitos  prevenidos  en  esta  ley,  el  Poder  Eje- 
cutivo y  los  gobernadores  de  las  provincias,  po- 
drán celebrar  contratas  y  acordar  los  gastos  ne- 
cesarios, cualquiera  que  sea  su  monto,  sujetán- 
dose estos  últimos  á  dar  cuenta  al  Gobierno,  y 
el  Poder  Ejecutivo  al  Congreso  en  so  próxima 
reunión. 

Art.  11.  Los  acuerdos  de  esta  Junta  se  exten- 
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derán  en  un  libro  que  se  conservará  en  el  ar- 
chivo del  presidente  de  ella. 

ArU  12.  Se  deroga  la  ley  de  8  de  Mayo  de 
1837. 

Dada  en  Caracas  á  24  de  Abril  de  1840,  ano 
119  de  la  ley  y  30  de  la  independencia. — El  pre- 
sidente del  Senado,  Francisco  Aranda. — El  pre- 
sidente de  la  Cámara  de  Uepresentantes,  Juan 
iV.  Chaves» — El  secretario  del  Senado,  José  Án- 
gel Freírc-^El  secreUrío  de  la  Cámara  de  Re- 
presentantes, Rajael  AcevedO' 

Caracas  28  de  Abril  de  1840,  afío  11?  de  la 
ley  y  30  de  la  independencia. — Ejecútese.^Jo^é 
Antonio  Pác^r.— Por  S.  E. — El  secretario  de  hn- 
cienda,  Guillermo  Smith(2)^ 

JUNTAS  CONSULTIVAS  ó  ECONÓMICAS  DE  HA- 
CIENDA. RESOLUCIÓN  EJECUTIVA  DE  10  DE  SE- 
TIEMBRE DE  1839  declarando  que  en  ausen- 
cia  del  Gobernador  deben  ser  presididas 
por  los  Jefes  políticos. 

Aepública  de  Venezuela.— Secretaria  do  Es- 
tado en  el  Despacho  de  Hacienda.—  Caracas 
Setiembre  19  de  1839,  10®  y  29®. 

Al  Sr.  Gobernador  de  la  provincia  de . 

Señor: 

El  Poder  Ejecutivo   ha    tenido  á   bien    dictar 

(2)  La  Junta  de  Barquislmeto  en  su  informe'  de  1818 
expaso: 

"  Declaró  8  £.  el  Poder  Ejecutivo  por  resolución  de 
28  de  Abril  de  1830  que  los  dos  vecinos  que  nombran  los 
Concejos  municipales  para  miembros  de  las  juntas  ccouu- 
micas  de  Hacienda,  no  estaban  comprendidos  en  la  excep- 
ción de  que  habla  el  articulo  71  capitulo  6  ^  de  la  ley  de 
24  de  Abril  de  1838 que  organizad  régimen  de  las  provin- 
cias, por  no  reputarse  cargo  concejil,  pero  los  sujetó  pur  la 
misma  resolución  á  no  poder  dej  ar  de  admitir  el  destino 
sino  por  un  impedimento  real  legalmen te  comprobado  an- 
te el  Concejo  municipal  fespectivo,  como  el  cuerpo  com- 
petente para  decidir.  Em|)ero  so  nota  en  esta  distiosicion 
una  inconsecuencia  ó  irregularidad  que  disiente  y  no  guar- 
da armonía  entre  ella  y  el  mandato  del  art.  71  de  la  cita- 
da ley. 

Demasiado  oneroso  es  para  los  miembros  do  la  Junta 
el  ocuiNirse  con  frecuencia  en  sus  funciones,  que  se  han 
multiplicado.  No  es  justo  que  después  que  han  ¡irestado 
un  servicio  que  les  ha  sujetado  á  deberes  y  responsabili- 
dades sin  rumuneracion  alguna,  queden  expeditos  para 
los  reelegidos  ó  nombrados  inmediatamente  para  un  car- 
go concejil.  Convendría  que  los  miembros  que  la  com- 
ponen gozasen  la  intermisión  que  tienen  los  empicados 
concejiles  para  no  ser  reelegidos,  ni  menos  ocuparlos  se- 
guidamente para  destinos  que  no  envuelvan  reujunera- 
cion. 

Por  el  régimen  actual  se  ven  priva doe  contra  la  cons- 
titución de  sus  propiedades  que  consisten  en  el  ejeuicio 
de  sus  iodustriuB,  y  se  les  irroga  una  violencia  ins<]^rta- 
ble.  Por  tan  poderosas  raaones  creemos  de  necesidad  que 
el  supremo  Gobierno  ó  el  Cuerpo  legislativo,  consideren  las 
indicaeioues- apuntadas  como  fluyentes  á  las  personas  que 
prestan  sus  servicios  en  la  Junta  económica  ae  Hacienda, 
declarando  en  consecuencia  concejil  la  ocupación  de  es- 
tos miembros,  y  la  intermisión  que  la  ley  concede  |)ara 
no  ser  ocupados  en  otros  destinos  de  igual  naturaleza." 
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hoy  la  ftigaiente  resoliition» 

«^  Ausente,  en  la  visita  de  so  provincia  el  Go- 
bernador de  Guayana,  ocurrió  un  gasto  de  ur* 
gencié,  como  fué  el  despacho  de  dos  boques  de 
guerra  y  en  efecto  se  mandó  hacer,  presupaaien- 
do  el  acuerdo  de  la  junta  económica  de  hacien- 
da, la  cual  no  podia  reunirse  en  ausencia  de  di- 
cho magistrado,  segün  este  lo  ha  creído  y  ma- 
nifestado pidiendo  por  lo  tanto  una  resolución 
que  sirva  de  regla  en  lo  sucesivo. 

'*  £1  Gobierno  no  conceptuando  arreglado  el 
temperamento  que  se  tomó  en  Guayana,  ha  te- 
nido á  bien  declarar:  que  en  casos  semejantes, 
la  junta  económica  debe  reunirse  presidida'por 
la  primera  autoridad  civil  que  es  el  jefe  políti- 
co, y  quien  sustituye  al  Gobernador  en  sus  fal- 
tas, conforme  lo  han  determinado  respectiva* 
mente  las  leyes  de  8  de  Mayo  de  1837  y  24  de 
Abril  de  1838,  orgánicas  de  las  juntas  económi- 
cas, y  de  provincias,  pues  que  de  lo  contrario, 
y  prolongándose  demasiado  la  ausencia  ó  falta 
del  Gobernador,  se  ocasionarían  retardos  y  en- 
torpecimientos perniciosos  al  servicio. publico. 

Lo  comunico  &  US.  para  su  inteligencia,  go- 
bierno y  cumplimiento. — Soy  de  US.  atento  ser- 
vidor.— G.  SmitL 

JUNTAS  CONSULTIVAS  ó  ECONÓMICAS  DE  HA- 
CIENDA. Funciones  que  les  corresponden  so- 
bre administradores  sostitutos  de  correos.  Véa- 
se Correos  L.  O.  art.  20  y  21.— Id  de  la  *de 
Caracas  sobre  la  amortización  y  pago  de  inte- 
reses. Véase  Deuda  públicainterior^  L.de  15 
de  Abril  de  1840,  art  €  y  7  y  D.  E.  R.-Id  sobre 
destrucción  de  saladares.  Véase  «Sabinas  R.E  de 
6  de  Octubre  d«  1852. — Id.  sobre  venta  de 
las  propiedades  del  Estado.  Véase  Provieda- 
des  del  Estado. — Id  Sobre  juicios  militares. 
Véase  TVibunales  militares  art.  18. — Id  so- 
bre papel  sellado.  Véase  Papel  sellado^  D.E. 
R.,  art  4. — Id  sobre  nombramiento  de  ad- 
ministradores de  rentas  internas.  Véase  Reiu 
tas  internas  art.  9. 

JUNTAS  CONSULTIVAS  ó  bconohíoas  de  ha- 
cienda.   RESOLUCIÓN    EJECrTIVA'DE   22    DE 

Julio  db  1837  sobre  quien  debe  decidir 
cuando  eit  sus  deliberaciones  resulte  empa^ 
tada  la  votación^ 

República  de  VeDeznela.— Secretaria  de  B. 

en  el  D.  de  Hacienda.— Caracas  ^  de  Julio  de 

1887,  8  y  27. 

Señor: 

8.  E.  el  Vicepresidente  de  la  República  en- 
cargado del  Poder  Ejecutivo,  ha  tenido  á  bien 
resolver :  que  cuando  en  las  deliberaciones  de 
las  juntas  económicas  de  hacienda  resulten  en 
patudos  los  votos  de  los  miembros  que  las  com- 
ponen,  decida  la  cuestión  el  voto  del   Goberna- 
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dor,  6  de)  qiM  presida. 

Lo  cual  digo  á  US.  para  so  ffobitriia  j  eam- 
plimiento,  y  lo  comunique  á  loa  jefes  polfti* 

COS.  ♦ 

Soy  de  US.  atento  servidor. 

(Firmado)  G.  Smitk.  i 

Al  Sr*  Gobernador  déla  prapincia  de...... 

JUNTAS  CONaOLTIVAS  ó  ECONdMlGA«  DE  HA- 
CIENDA. Gastos  que  deben  economisar.  Véa- 
se Gastos  públicoSf  RE  de*  10  de  Selieabre 

de  1847. 

JUNTAS  CONSULTIVAS  6  ECONÓMICAa     DB     HA* 

CIEN  DA.  Véase  Tierras  baldías.  R.  £•  de 
17  de  Marzo  de  1851. 

JUNTAS  CONSULTIVAS  6  EtONÓHIOAt  Dlg  HA- 
CIENDA.   RESOLUCIÓN     EJECUTIVA    DX  31      DE 

AGOSTO  DE  1839  declarando  que  el  adminis^  . 

ir  ador  de  Pampatar  es  el  que  debe  concurrir 

á  la  de  la  provincia  de  Margarita  par  parte 

de  la  hacienda  nacional{^). 

Caracas  21  de  Agosto  de  188a 

Habiendo  manifestado  en  16  de  Marzo  último 
el  Sr.  Gobernador  de  la  provincia  de  Margarita, 
que  le  ocurría  la  duda  de  si  en  atención  ft  aer  e]ad« 
ministrador  de  Pampatar  el  que  maneja  en  el  can- 
tón capital  los  intereses  de  la  nación,  era  el  que 
debia  concurrir  á  la  junta  económica  de  haden- .. 
da,  como  previene  el  art.  I9  de  la  ley  de  8  de 
Mayo  de  1837,  ó  el  receptor  de  papel  sellado  re- 
sidente en  la  capital  de  la  provincia,  se  le  con- 
testó por  este  despacho  en  16  del  corriente  lo 
que  sigue : 

'«  £1  administrador  de  Pamperas  el  que  de- 
be concurrir  por  parte  de  la  hacienda  nacional  á 
las  juntas  económicas  que  se  celebran  en  esa  ca- 
pital, por  ser  el  que  administra  rentas  naciona- 
les en  el  cantón.  " 

*'  Atfí  lo  ha  declarado  S.  £.  el  Presidente 
con  acuerdo  del  Consejo  en  vista  del  Ofidio  do 
US.  de  16  de  Marzo  número  4  que  contealo:  '* 
-^G,  Smith. 

JUNTAS  CONSULTIVAS  ó  ECONÓMICAS  DE  UA' 
CIENDA.    RESOLUCIÓN  BJfeOVTIVA  DE   7DE0cr-* 

TUBBB  DB  1854.  previniendo  á  SUS  presiden* 
tes  cuiden  de  la  regularidad  de  sus  actos  en 
los  gastos  que  acuerden^ 

Secretariado  Hadenda.— Sección  quinta.- 
-Carácas  Octubre  7  de  1864.— Besuelto. 
Dígase  en  circular  á  los  Gobernadores  de  pro^ 
vincia^  como  Presidentes  de  las  Juntas  Eco» 
nómicas  de  Hacienda* 


(*)  Debe  observarse :  1 9.  Que  al  receptor  de  papel  se- 
llado ba  Bostitnidoboy  el  adsonistrador  de  rentas  mteraas 
A  cuyo  cargo  está  este  ramo ;  y  2  ^  que  annqiie  la  ley  de 
8  de  Mayg  de  1887  qu  e  regia  al  darse  la  Kesoludon  ha  si- 
do reformada  por  la  de  28  de  Abril  de  1840  Tigente,  nada 
ba  dispuefto  esta  en  contrario  y  por  tanto  se  halla  siiIh  • 
sistente. 
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Nota  el  Gobierno,  que  algunas  Juntas  Econó- 
micas de  Hacienda,  al  liAoer  oao  de  la  fkteeltad 
que  tienen  por  el  Decreto  legislativo  de  28  de 
Abril  de  1837  que  las  organiza,  acuerdan  con 
frecuencia  multitud  de  gastos,  sin  calificar  de- 
tenidamente su  verdadera  urgencia,  ni  conside- 
rar la  situación  del  Tesoro  p6bl¡co,  omitiendo 
por  otra  parle  las  formalidades  precisas  para  su 
aprobación  al  dar  cuenta  de  ellos  al  Poder  Eje- 
cutivo, pues  no  remiten  á  veces  las  copias  de  las 
actas,  ni  los  debidos  presupuestos,  en  cuya  vista 
debe  expedir  el  Ministerio  de  Hacienda  la  reso- 
lución aprobatoria;  y  los  cuales  han  de  pasar  á 
la  Tesorería  general,  al  comunicarse  la  orden 
de  pago,  y  quedar  reposando  en  esta  oficina  pa- 
ra constituir  el  comprobante  del  gasto.  En  esta 
virtud,  S.E  el  Presidente  de  la  República,  me 
ha  ordenado  que  llame  seriamente  la  atención 
de  US,  sobre  este  particular,  para  que,  como 
Presidente  de  la  corporación  á  que  me  refiero, 
ponga  en  consideración  de  ella  la  necesidad  de 
que  sea  muy  cuerda  y  mesurada  al  acordar  di- 
chos gastos:  y  para  que  no  solicite  su  aproba- 
ción, sino  llenando  el  reqtiisito  de  remitir  la  co- 
pla del  acta  respectiva  y  el  presupuesto  preciso 
y  determinado  de  la  erogación  que  deba  hacerse, 
con  arreglo  á  la  disposición  del  decreto  citado. 

Durante  las  circunstancias  políticas  que  des- 
graciadamente acaba  de  atravesar  el  pais,  la  ne- 
cesidad ha  exigido  muchos  de  los  gastos  acorda- 
dos por  las  Juntas  Económicas  de  Hacienda;  y 
ha  sido  también  hasta  cierto  punto  disculpable 
que  en  medio  de  la  festinación  con  que  se  han 
tomado  estas  medidas  se  pretermitiesen  fórmu- 
las indispensables;  pero  restablecido  completa- 
mente el  orden  constitucional,  debiendo  conti- 
nuar todos  los  ramqs  de  la  Administración  so 
marcha  regular  y  normal,  y  exigiendo  sobre  to-> 
do  las  circunstancias  en  que  se  hállala  Nación, 
la  mayor  regularidad  y  economía  en  sos  gastos, 
ni  deben  acordarse  sino  los  que  sean  verdadera- 
mente precisos  para  el  servicio  público,  ni  aun 
estos  mismos  deben  determinarse  sino  mediante 
todas  las  formalidades  debidas. 

También  deben  las  referidas  Juntas  al  dar 
cuenta  de  dichos  gastos  al  Ministerio  de  Hacien- 
da, hacerlo  por  separado  respecto  de  cada  uno, 
|io  siendo  de  ninguna  manera  regular,  que  en 
una  misma  participación  y  en  un  mismo  presu- 
puesto se  incluyan  diferentes  gastos. 

Soy  &fS. — Por  8.  £• — Cehalloa. 

JUNTAS  CONSULTIVAS  ó  ECONÓHICAS  DE  HA- 
CIENDA. RESOLUCIÓN  EJECUTIVA  DE  7  DE  OC- 
TUBRE DE  1854,  previniendo  ala  de  Guaya* 
nano  acuerde  otros  gastos  que  los  verdades 
ramente  urgentes  para  el  servicio  público* 

Secretaria  de  Hacienda.  — Secdon  quinta.* 
-^Caracas  Octubre  7  de  1854  — Kesoetto. 
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Dígase  al  Sr,  Gobernador  de  la  provincia  de 
Guayana. 

Sabe  el  Gobierno  que  la  Junta  Económica  de 
Hacienda  de  esa  provincia,  acuerda  con  frecuen- 
cia multitud  de  gastos  sin  ser  verdaderamente 
urgentes,  y  sin  considerar  la  situación  en  que  se 
encuentra  el  Tesoro  público.  En  esta  virtud 
tengo  orden  de  S.G.  el  Presidente  de  la  Repú- 
blica para  prevenir  á  dicho  cuerpo  por  el  órga- 
no de  US.,  que  no  acuerde  otros  gastos  que  Tos 
de  verdadera  urgencia  para  el  servicio  publico; 
bien  entendido  que  habiendo  cesado  las  circuns- 
tancias de  la  guerra,  no  deben  acordarse  otras 
erogaciones  que  las  que  exige  la  marcha  normal 
de  la  administración. 

Soy  d&a. 

Por  S.  E.—Ceballos. 

JUNTAS  CONSULTIVAS  ó  ECONÓMICAS  DE  HA- 
CIENDA. Sus  funciones  sobre  milicia  nacional. 
Véase  Milicia  nacional  D.  £.  R.  ^  ^  19  3*20 
del  art  4T. 

JUNTAS  DE  NOTABLES.  Yéaso  Elecciones,  L. 
la,  art.  40.  L.  4»,  art.  IB,  L.  8a,  y  R  R.  E  E. 
dé  29  de  Abril  de  1846,  y  ^  de  Octubre  de 
1851. 

JUNTAS  QUE  PRESIDEN    LAS    ASAMBLEAS  PAR* 

BOQUiALEs.  Véase  Elecciones,  L.  Sa. 

JUNTAS  DE  ALISTAMIENTO  Véase  AÍiJicia  na- 
cional ^  único  del  art.  40.  k  ^<^  ^^^  l^i  7  ert. 
15  y  16  D.  E.  R.  y  R.  E.  de  9  de  Noviem- 
bre  de  1836. 

JUNTAS  DE  ALISTAMIENTO.  Quiéu  sostítuírá 
en  ellas  á  los  alcaldes  municipales.  Véase 
Milicia  nacional^  R.  E.  de  16  de  Enero  de 
1839. 

JUNTAS  DE  CAMINOS.  Véase  Caminos,  art  16 
de  la  ley,  y  D.  E.  de  I9  de  Agosto  de  1848. 

JUNTAS    DE  ABOLICIÓN    DE    LA     ESCLAVITUD.  - 

Su  organización  y  funciones.  Véase  Libertad 
de  esclavos,  art.  6  y  su  ^  8, 9, 10,  11,  y  12,  de 
la  ley,  y  D.  E.  R.  Sección  la  ^^  19  y  29  art. 
67,  68,  y  74, — Deberes  especiales  de  sus  pre- 
sidentes.— Véase  id,  D.  E.  R.  art  21  y  su  §, 
24  y  su  $,  ^  único  del  30,  32,  39,  48  y  $  del 
51. 

JUNTAS    DE    ABOLICIÓN   DE    LA    ESCLAVITUD. 

Varias  cosas  que  les  conciernen  para  el  ejer« 
cicio  de  sus  funciones.  Véase  Libertad  de  es* 
elavosVi.  R.  E.  E.  que  siffuen  el  D.  Et^R. 

JURADOS.  Véase  Poder  judicial  art.  consti- 
tucionales 142  y  143. 

JURAMENTO  de  empleados  nacionales,  tí- 
tulo XXVll  DE  LA   CONSTITUCIÓN. 

Art.  220.  Ningún  empleado  podrá  entrar  en 
el  ejercióle  de  sus  fuucionee  sin  prestar  antea  el 
juramento  de  sostener  y  defender  la.  constitu- 
ción» y  de  cumplir  fiel  y  exactamente  loa  debe- 
res de  su  emp^o. 
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Art.  221.  El  presidente  y  Ticepresidente  de 
la  república  prestarán  este  juramento  á  presencia 
del  Congreso  en  manos  del  presidente  del  sena- 
do. Los  presidentes  de  las  cámaras  del  Congre- 
so y  de  la  suprema  corte  de  jnsticia  lo  prestarán 
en  presencia  de  sus  respectivas  corporaciones  ; 
y  los  individuos  de  estas  lo  harán  sucesivamente 
en  manos  de  su  presidente. 

Art.  222.  Los    consejeros  y  decretarlos   del 
despacho,  Iqs  ministros  de  las  cortes  superiores 
de  justicia,  los  gobernadores   de  provincia,   los 
generales  de  ejército  y  marina,  y  demás  autori* 
dades  principales,  civiles  y  eclesiásticas,  jurarán 
ante  el  presidente  de  la  república,  ó  ante  la  per- 
sona á  quien  él  cometa  esta  función. 
JURAMENTO  de  los  empleados  de  hacien- 
da.   RESOLl^CION   EJECUTIVA  DE  2tt  DE     OCTU- 
BRE DB  1836  declarando  ante  quien  deberán 
prestarlOy 

República  de  Vencznela. — Secretaria  de  Es- 
tado en  elPespacbo  de  Hacienda.— Caracas  Oc- 
tubre 26  de  1886,  7  ^  de  la  ley  y  26  de  la  inde- 
pendencia. 
Conforme  al  artículo  5222  de  la  constitución  se 
declara  que  los  empleados  principales  en  el  ra- 
mo de  Hacienda,  esto  es,  los  que  dependen  in- 
mediatamente del  Poder  Ejecutivo,  como  los 
contadores  del  Tribunal  de  cuentas,  el  tesorero 
y  contador  generales,  los  administradores  prin- 
cipales de  aduana  y  de  provincia  d&c,  deben 
prestar  el  juramento  constitucional  ante  el  Po- 
der Ejecutivo,  ó  ante  la  persona  6  autoridad  que 
él  comisione:  que  los  empleados  no  principales, 
ó  que  no  dependen^  inmediatamente  del  Gobier- 
no, lo  presten  ante  el  Gobernador  de  la  provin- 
cia cuando  hayan  de  ejercer  sus  funciones  en  el 
cantón  capital  de  ella,  y  cuando  hayan  de  ejer- 
cerlas en  otro,  lo  presten  ante  el  Jefe  político 
respectivo,  á  no  ser  que  encontrándose  el  em- 
pleado en  la  capital  de  la  provincia  al  recibir  el 
nombramiento,  el  Gobernador  quiera  exigírselo: 
que  los  emplados  de  la  Secretaría  de  Hacienda 
lo  presten  ante  el  Secretario:  que  los  subalter- 
nos que  ascienden  de  una  plaza  á  otra  dentro 
de  la  misma  oficina,  si  por  su  ascenso  no  con- 
traen nuevas  obligaciones  ni  responsabilidad,  no 
presten  nuevo  juramento,  pues  debe  entenderse 
subsistente  el  que  hicieron  al  entrar  en  el  desem- 
peño«del  primer  destino. 

Comuniqúese  á  todas  las  oficinas  de  Hacien- 
da y  á  los  Gobernadores  de  provincia,  y  publí- 
quese  en  la  gaceta. 

Por  S.  E.—  Gallegos. 

JURAMENTO  db  empleados  provinciales. 
Véase  Provincias,  art.   114  y  IJ& 

JURAMENTO  de  arzobispos  t  obispos.  Véa- 
se Patronato  eclesiástico  art  Id  y  Bulas. 
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JURAMENTO  de'paHrocos  .dborbto  bjbcv- 

TIVO  DB  OOLOMBIA  DB  20    DB.    DICIBMBRB  DB 

1821  disponiendo  ante  quien  deben  prestar- 


lo. 


(1) 

Art.  59  El  ordinario  electo  recibirá  el  mismo 
juramento  á  los  párrocos  en  el  acto  de  darles  la 
colación  canónica;  y  si  estos  la  recibieren  por 
apoderado,  lo  prestarán  ante  el  cura  mas  inme- 
diato al  beneficio  que  van  á  recibir.  Es  de  cargo 
de  este  remitir  el   correspondiente  certificado. 

Art.  69  ^  ^^B  párrocos  destinados  interina- 
mente al  servicio  de  algún  beneficio  les  exigirá 
el  expresado  juramento  el  ordinario  eclesiástico 
ó  la  persona  que  quiera  comisionar. 

El  Secretario  de '  Estado  del  despacho  de  ha- 
cienda queda  encargado  de  su  cumplimiento. 

Dado  en  el  palacio  de  gobierno  en  la  ciudad 
de  Bogotá  á  20  de  Diciembre  de  1821:  lio  de  la 
independencia. —  Francisco  de  P.   Santander. 

El  secretario  del  interior,   Jose^Manuel  Res- 
trepo. 
JURAMENTO  de  lo^que  obtengan  carta 

DE  NATURALEZA.  Véaso  Extranjcros^   L.  dé 

27  de  Mayo  de  1844,  art.  10. 
JURAMENTO  de  los  no  católicos  para  ob- 
tener ORADOS  ACADÉMICOS.   Véaso   Chados 

académicos,  R.E.  de  25  de  Julio  de  1842. 
JURAMENTO  en  juicio.  Su    fuerza.  Véase 

Pruebas  y  su  término,  ert.  48. 
JURAMENTO  decisivo  del  pleito.   Véa.««c 

Segunda  instancia  art.  59 
JURAMENTO  DE   los   militares.'  decreto 

EJECUTIVO  DE  COLOMBIA     DE     11  DB    SETIBK- 

bre  (2)  DE  1823  Determinando- el  que  han  de 

prestar, 
francisco  de  P.   Santander  Vicepresidente  de 
la  República  encargado  del  Poder  Ejecutivo.  4* 

Para  que  la  disposición  del  artículo  185  de  la 
constitución  sea  observada  fiel  y  puntualmente  en 
lo  respectivo  al  ejército  y  armada  de  la  Repú- 
blica, deereto  lo  siguiente. 
(3) 

Ant.  39  En  conformidad  de  lo  dispuesto  en  el 
título  99  del  tratado  39  de  las  ordenanzas  gene- 
rales se  exigirá  el  juramento  de  fidelidad  á  las 
banderas  en  cada  revista  de  comisario  á  los  re- 
clutas, que  de  un  mes  á  otro  llegaren  al  cuerpo, 
bajo  la  siguiente  fórmula.  ¿  Juráis  á  Dios  seguir 


Íl)  Loe  demás  artículos  no  están  vigentes. 
2)  En  la  pá^na  287  del  cuerpo  de  I>ecretos  Ejecnti- 
yos  de  Colombia  se  halla  este  con  la  íbcha  que  le  hemos 
puesto;  pero  en  la  179  del  mismo  cuerpo  se  halla  con  la  de 
11  de  Octubre.  Creemos  sin  embargóla  primera  la  ver- 
dadera, pues  8U  repetición  tuvo  sin  dada  por  objeto  rec- 
tificar el  error  cometido  en  la  primera  publicación, 
(3)Los  dos  primeros  artículos  han  caducado. 
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coBStanteroente  las  binderas  de  la  Repáblica^ 
defeoderlas  basta  perder  vuestra  vida,  sostener 
y  defender  la  coostitocion,  y  no  abandonar  al 
que  esté  mandando  en  acción  de  guerra,  6  dispo- 
sición para  ella  f  Lo  demás  sobará  según  lo  pre« 
Tiene  la  ordenanza. 

Art.  49  Cuando  no  bebiere  comodidad,  6  lu- 
gar de  pasar  la  revista  dicba,  el  juramento  se 
exigirá  en  cualquiera  dia  del  mes  que  disponga 
el  cotnandante  general  del  cuerpo  si  este  estu- 
viere fuera  de  la  capital  del  departamento,  y  al 
recibir  esté  decreto  serán  obligados  á  jurar  cuan- 
tos individuos  de  la  tropa  no  lo  hubieren  hecho 
antes. 

Art  69  Los  cuerpos  reglados  de  milicias  pres- 
tarán igual  juramento,  aunque  sea  por  compa- 
^  nías  si  ellas  pertenecieren  á  diferentes  pueblos 
'  con  el  fin  de  ahorrar  gastos  al  erario,  y  perjui- 
cios á  los  milicianos. 

Art.  69  Los  cuerpos  que  aun  no  tuvieren  ban- 
dera podrán  serwse  de  las  de  los  otros,  y  si  no 
tuvieren  capellán  ocurrirán  al  prelado  eclesiás- 
tico, 6  vicario  de  distrito  á  que  nombre  un  ecle- 
siástico de  notorio  patriotismo  que  asista  al  acto. 

Art.  79  Los  comandantes  generales  recogerán 
las  certificaciones  correspondientes  que  com- 
prueben el  cumplimiento  de  este  decreto  de  cu- 
ya exacta  observancia  son  responsables. 

Art.  89  £1  secretario  de  estado  en  los  despa- 
chos de  marina  y  ffuerra  queda  encargado  de  la 
ejecución  de  este  decreto. 

Dado,  firmado  por  mi  mano,  y  refrendado  por 
el  secretario  de  marina  y  guerra  en  el  palacio 
del  gobierno  en  Bogotá  á  11  de  setiembre  de 
l^á-139  Francisco  de  Paula  Santander-Pqr 
S.  £•  el'vicepresidente  de  la  República  encar- 
gado del  poder  ejecutivo-£l  secretario  de  estado 
en  el  despacho  de  marina  y  guerra^  Pedro  Brice- 
ño  Méndez* 

JURISDICCIÓN     D£  LOS  ARZOBISPOS    Y    OBIS- 
POS. DBCRfiTO  EJECUTIVO  DE  l^DB  JüLIO    DE 

1827  sobre  su  ejercicio  mientras  los  nom- 
brados reciban  las  bulas  de  institución* 
Francisco  de  ^  Paula  Santander  general  de 
división  de  los  ejércitos  de  Colombia,  vicepre- 
sidente  de  la  Repúblicas'  encargado  del  poder 
ejecutivo  ete,  etc.  etc. 

Teniendo  el  gobierno  "comunicaciones  oficia- 
les del  honorable  Ignacio  Tejada  enviado  extra- 
ordinario y  ministro  plenipotenciaro  de  Colom- 
bia cerca  de  la  silla  apostólica,  por  las  cuales 
consta  que  el  cardenal  decano  ministro  secreta- 
rio de  8tt  santidad  le  habla  prometido  oficiaImen« 
te  que  ks  iglesias  metropolitaivas  de  Bogotá  y 
Caracas  y  las  de  Santa  Marta  y  Cuenca,  serian 
provistas  de  titulares  ó  propietarios,  y  que  in- 
mediatamente serian  preconizados  para  arzobis- 
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pos  de  Bogotá  y  Caracas  los  doctores  Femando 
Caicedo  y  Ramón  Ignacio  Méndez,  y  para  obis- 
pos de  Santa  Marta  y  Cuenca  los  doctores  José 
María  Esteres,  y  Caliste,  Miranda,  presentados 
á  su  santidad  conforme  á  las  ordenes  del  gobier- 
no antes  de  sancionarse  la  ley  de  patronato,  y 
coneiderando  I9  que  dichos  prelados  presenta, 
dos  por  el  gobierno  de  la  República  habrán  sido 
instituidos  ó  lo  serán  inmediatamente  por  el  su- 
mo pontífice  :  ^  que  el  artículo  19  de  la  ley  de 
patronato  dispone  que  los  presentados  para  cual- 
quiera iglesia  puedan  entrar  en  el  ejercicio  de  su. 
jurisdicción,  luego  que  presten  el  juramento  pre- 
venido^enel  artículo  16:39  en  ñn,  que  esta  dis- 
posición es  conforme  á  los  cánones,  y  á  la  prac- 
tica que  observa  el  gobierno  español,  la  que  de- 
be continuar  según  lo  dispone  el  artículo  19  de 
la  citada  ley  de  patronato,  he  venidqen  decretar 
lo  que  sigue. 

Art.  19  Se  dirigirá  el  correspondiente  despa- 
cho de  ruego  y  encargo  á  los  cabildos  de  las  i- 
Írlesias  metropolitanas  de  Bogotá  y  Caracas,  y  á 
os  de  las  catedrales  de  Santa  Marta  y  Cuenca, 
para  que  si  los  prelados  nombrados  quisieren  to- 
mar á  su  cargo  el  gobierno  de  sus  diócesis,  les 
reciban  y  dejen  administrarlas,  dándoles  poder 
en  los  términos  acostumbrados  y  previos  los  re- 
quisitos canónicos,  para  que  mientras  llegan  las 
bulas  de  su  institución  puedan  hacer  y  practicar 
todo  lo  que  los  cabildos  podrían  ejecutar  en  se- 
de vacante. 

Art.  29  £1  secretario  del  despacho  del  inte- 
rior queda  encargado  de  la  ejecución  de  este  de- 
creto. 

Dado  en  el  palacio  d&  gobierno]  en  Bogotá  á 
14  de  julio  de  1827-1 7- jB-an meo  de  P  San- 
tander,—  El  secretaiio  de  estado  del  despacho 
del  interior  José  Manuel  Restrepo. 

JURISDICCIÓN    DE     LOS    EMPLEADOS    DE    ^A- 

C1BNDA.  y éhse  Empleados  deHacienda.R  .E. 
de  30  de  Abril  de  1810. 

JURISDICCIÓN  DE  LOS  CÓNSULES  EXTRANJE- 
ROS. Véase  Cónsules  extranjeros.  R.  E.  de  17 
de  Enero  de  1835. 

JUSTICIA.  Se  administrará  en  ^nombre  de  la 
república  y  por  autoridad  de  la  ley  .Véase  Dis- 
posiciones comunes  á   todos  los  juicios. 

JUSTIFICACIONES  ANTICIPADAS  Véase  Prt/c- 

bas  y  su  término,  art.  16. 

JUSTIFICACIONES  ad  perpetüam  y  otras 

DILIGENCIAS  SIN  OPOSICIÓN*  LEY  Y.  TIT.  VIH 
DEL  CÓDIGO  DE  PROCEDIMIENTO  JUDICIAL  DE 
19  DB  MAYO  DE     1836. 

Art.  19  Cualquier  iuez  de  primera  instancia, 
alcalde  parroquial  ó  juez  de  paz  es  competente 
para  instruir  aquellas  justificaciones  y  diligen- 
cias dirigidas  ala  comprobación  de  algún  hecho, 
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6  de  ilgun  derecho  propio  del  interesado  en  eUas; 
y  el  procedimiento  se  reduce  á  acordar  en  la 
misma  audiencia  en  que  se  promuevan  lo  nece- 
sario para  practicarlas.  Concluidas  s^  entregaran 
al  postulante  sin   decreto   alguno. 

Art.  29  Si  se  pidiere  que  tales  justificaciones 
ó  diligencias  se  declaren  bastantes  para  asegu- 
rar la  posesión  ó  derecho,  mientras  no  h»ya  opo- 
sición de  otro,  el  juez  decretará  antes  de  entre- 
garla al  postulante  6  dentro  de  tercero  día,  si  es 
ta  solicitud  se  ha  deducido  después,  lo  que  juz- 
gare conforme  á  la  ley,  salvando  siempre  el  de- 
recho de  tercero. 

Art.  3?  L»>s  mismos  jueces   son  competentes 
para  recibir  las   informaciones  de   nudo   hecho 
que  se  promovieren   con  el   objeto   de  acusar  & 
cualquier  funcionario  público,  civil,  eclesiástico 
6  militar;  y  procederán  á  instruirlas  en  la  mis- 
ma audiencia  en  que  se  soliciten,  presentando  el 
interesado  los  testigos  que  deban   declarar  ó  los 
documentos  á  que  se  refiera.  Si  no  pudiere  pre- 
sentarlos en  aquel  acto,  la  información  no  sede- 
morará  sino  el  tiempo  que   el  interesado  necesi- 
te, auxiliado  por  el  tribunal,  para  hacer  compa- 
recer los  testigos  ó  producir  ios  documentos. 
JUSTIFICACIONES  DB   baldíos.    Deben  ha- 
cerse  ante  los   tribunales   de  justicia.  Véase 
Tierras  baldías,  R.   E.  de  2  de   Setiembre 
de   1851. 
JUSTIPRECIO  DE  baldíos.  Validez  del  que  se 
haga  por  peritos   de   inteligencia   y  conocida 
probidad.  Véase  Tierras  6a/día.s,  R.  E.  de  16 
de  Mayo  de  1851. 
JUZGADOS  DE  PAZ.  Véase  Jueces  de  paz. 
JUZGADOS  DE  PROVINCIA.    Véase  Jueces  de 
provincia, 

JUZGADOS  MiLiTAREs.Téase  Tribunales  mi" 
litares  y  Consejos  de  guerra. 
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LADRONES.  Véase  Hurtos. 

LAGRAVE  (Joflé)  Véase  Yocore. 

LANA.  Se  tiene  por  tal  el  pelo  de  conejo  para 
ios  efectos  de  la  ley  de  arancel  de  •  importa- 
ción. \éiAse  Arancel  de  importación,  {Apén* 
dice  al  primer  Tomo)  R  E  de  1(5  de  Agosto 
de  1853. 

LANCHAS    DE  HIERRO  PARA    LA     NAVEGACIÓN 

.  PE  LAoos,  Ó  Ríos.  Exención  de  derechos  á  su 
introducción  en  la  república.  Véase  Arancel 
de  importación,  D.  de  22  de  Febrero  de 
1851. 

LAPSOS  JUDICIALES'.  Véase  Disposi  dones  co- 
mún es  á  todos  los  juicios,  art.  4,  5  y  6. 
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LAPSOS   JUDICIALES.  Véase  Término  proba- 
torio. 
LAZARETOS^  Véase  Elefanciacos* 
LEGACIONES.  Véase  Ministros  públieoo. 
LEGALIZACIÓN  de  documentos  para   el 

EXTRANJERO.  Véasc    documcntoSt    R.  £.  úo 

4  de  Octubre  de  1845. 
LEGALIZACIÓN  de  poderes  otorgados] en 

país    extranjero.  Véase   Poderes  A.  C.  S. 

de  31  de  Octubre  de  1837. 
LEGUA  legal,  decreto  dbl  libertador  db 

9  DE  DICIEMBRE  DE  1828.  sobro    medida  do 

los  caminos  y  fijación  de  sus  leguas. 
Simón  Bolívar   Libertador    presidente    de 
República  de    Colombia  épc.  ^c.  ^c. 

Siendo  de  mucha  importancia  que  en  todas 
sus  partes  se  lleve  á  efecto  la  disposición  iie  la 
ley  de  12  de.Octubre  de  1821,  que  prevínola 
medida  de  los  caminos  públicos  de  Colombia,  y 
que  se^ pusieran  postt's  6  seftales,  que  indicaran 
la  distancia  de  un  lugar  á  otio,  con  dictamen 
del  consejo  de  ministros,  decreto : 

Art.  IV  Los  gobernadores  de  las  provincias, 
harán  medir  los  principales  caminos  de  las  de  su 
mando,  inmediatamente  que  las  medidas  lleguen 
á  los  límites  de   su  provincia. 

Art.  29  Las  medidas  principiarán  sin  tardan- 
za alguna  y  en  todas  direcciones  de  la  capital  de^ 
la  Hejmbhca,  de  la  que  se  contarán  las  distan- 
cias en  leguas  á  los  diferentes  logares,  sin  perjui- 
cio de  que  en  los  archivos  de  cada  provincia 
consten  las  leguas  que  haya  entre  las  parroquias 
situadas  en  los  caminos  principales. 

^  único.  Los  gastos  que  impendan  los  comi- 
sionados para  la  medida,  se  harán  de  los  fondos 
públicos,  cuando  no  haya  propios. 

Art.  39  Habiendo  medidas  varias  distancias  cb 
leguas  de  6.066  varas  y  una  torcía,  se  usará  de 
esta  medida  en  todos  los  caminos. 

Art.  49  En  cada  legua  por  lo  menos  se  lijará 
una  piedra  labrada  que  tenga  vara  y  media  de 
elevación  sobre  el  nivel  del  terreno,  y  una  ter- 
cia de  ancho,  y  donde  no  haya  piedras  se  pon- 
drá un  madero   fuerte. 

^  19  Cada  parroquia  será  obligada  á  poner 
las  piedras  ó  maderos  que  correspondan  á  su 
territorio  dentro  de  un  brcive  término  que  fijará 
el  Gobernador,  y  los  gastos  «n  harán  por  los  ve-" 
cinos  y  habiuntes  ue  ella;  como  también  los  que 
se  impendan  en  su  conservación,  de  la  que  de- 
ben cuidar  los  res^ieclivos  jueces  bajo  su  respon- 
sabilidad, 

^  29  En  los  largos  despoblados  se  Bsarcarán 
las  leguas  por  lo  menos  de  cyatro  en  cuatro,  has- 
ta llegar  á  una  legua  de  la  primera  parroquia, 
y  de  allí  se  continuará  de  legua  en  legua. 

Art.  59  El  número  de  leguas  se  marcará  so- 
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bre  cada  piedra  ó  poste  de  este  modo,  <<  á  Bogo- 
tá tantas  ieguas"  haciéndose  á  costa  de  los  pro- 
pios de  los  cantones,  y  por  su  faka  lo  costearán 
los  vecinos  de  cada  parroquia,  y  los  jueces  res- 
pectivos ser&n  responsables  de  cualquiera  falta 
ú  omisión,   bajo  la  multa  de  60  pesos 

Art.  69  Cada  uno  de  los  Gobernadores ilebe- 
rá  avisar  al  de  la  provincia  inmediata  el  número 
de  leguas  á  la  capital  de  la  República  que  haya 
medidas  hasta  los  límites  de  la  suya,  para  que 
inmediatamente  continúe  la  medida  de  los  cami- 
nos principales  de  su  provincia,  y  así  hasta  que 
llegue  á  las  extremidades  de   Colombia. 

§  único.  Donde  convenga  los  Gobernadores 
harán  marcar  también  las  leguas  á  la  capital  ó 
lugar  principal  de  la  provincia   ó  departamento. 

Art.  79  Un  itinerario  de  las  medidas  de  cada 
provincia' se  remitirá  luego  que  se  concluya,  al 
ministerio  del  interior  por  el  prefecto  respecti- 
vo, y  también  se  archivar^  en  las  oñcinas  pu- 
blicas de  la  misma  provincia. 

£1  ministro  secretario  de  Estado  en  el  D^ar- 
tamento  del  interior  queda  encargado  de  la  eje- 
cución de  este  decreto. 

Dado  en  la  villa  de  la  Mesa  á  9  de  Diciem- 
bre de  182é,  líí9 — Simón  Bolívar* — El  minis- 
tro secretario  de  Estado  en  el  Departamento  de 
lo  Interior,  José  Manuel  Restrepo* 

LEGUA  LEOAL.    RESOLUCIÓN    EJECUTIVA     SE  5 

PE  FEBRERO  DB    1842  dtclarando   vigente  el 
decretó  anterior* 

Secretaría  de  lo  interior. -r-Seccion  tercera.- 
— Febrero  5  de  1842.— Resuelto. 

Dígase  al  Gobernador  de  Carahoho. 

Presentada  al  despacho  del  Poder  Ejecutivo 
la  consulta  que  dirigió  á  US.  el  administrador 
principal  de  rentas  municipales  de  esa  provin- 
cia sobre  si  para  el  pago  de  viático  de  loa  sena- 
dores, representantes  y  diputados  provinciales 
debe  sujetarse  á  las  medidas  que  comprende  la 
tabla  sinóptica  publicada  por  el  Coronel  Codazzi, 
S  E.  se  ha  servido  dictar  la  resolución  siguiente. 
Aunque  por  el  artículo  20  de  la  Jey  de  1 1  de 
Octubre  de  1821  sobre  pesas  y  tnedidas,  se  dis- 
puso, que  la  legua  colombiana  constase  de  6000 
varas,  por  el  artículo  39  del  decreto  de  9  de 
Diciembre  de  1828  expedido  por  el  Presidente 
de  Colombia  revestido  de  facultades  extraordi- 
narias, se  previno  que  en  todos  los  caminos  se 
usase  de  la  medida  de  6.666}  varas  para  la  le- 
gua. Esta  es  la-  medida  usada  por  el  Coronel 
Codazzi  en  sus  trabajos  corográñcos:  á  ella  se 
ha  arreglado  la  Diputación  de  esta  provincia  en 
su  ordenanza  de  20  <le  Noviembre  de  1840  para 
sefialar  el  vi&tico  de  los  senadores,  representan* 
^8  y  diputado»  provinciales;  y  á  ella  declara  el 
Gobierno  que  deben  arreglarse   (odos  lo»  fun* 
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clonarlos  püblicos  en  los  negocios  que    ocurran. 
—Por  S.R— Qttínfcro 

LEGUA   LEGAL.    R.ESOLUtilON  EJECUTIVA  DE   19 

DE  ABRIL  DB  1842  ratificando  la  anterior. 

República  de  Venezuela.— Secretariado  Es- 
tado en  los  Despachos  de  lo  Interior  y  Justicia. 
Sección  tercera. — Caracas  1  ^.  de  Abril  de  1842, 
año  13  de  la  ley  y  82  de  la  independencia. — 
Número  131. 
Sr,  Secretario  de  la  Honorable  Cámara  de  Re- 
presentantes. 

Señor:  Adjunta  encontrará  US.  copia  de  una 
comunicación  del  Sr.  Secretario  de  hacienda, 
trascribiendo  otra  de  la  aduana  de  Cuonaná,  re« 
lativa  á  las  diñcultades  que  opusieron  los  sefio- 
res  Senadores  y  Representantes  de  aquella  pro- 
^vincia,  y  la  de  Margarita  al  percibir  el  viAtico 
que  trató  de  satisfacerles,  arreglándose  á  los  iti- 
nerarios del  Coronel  Codazzi. 

Presentada  la  referida  nota  al  despacho  del 
Poder  Ejecutivo,  S  E.  ha  reconsiderado  la  re- 
solución dictada  en  5  de  Febrero  último,  decla- 
rando que  la  legua  legal  de  Venezuela  es  de 
6.666}  varas,  con  arreglo  al  decreto  ^e  9  de  Di« 
ciembre  de  1828,  expedido  por  el  Presidente  de 
Colombia,  en  ejercicio  de  facultades  extraordi- 
narias; y  el  nuevo  examen  de  la  materia,  le  ha 
persuadido  mas  de  lu  justicia,  legalidad  y  con- 
veniencia de  la  resolución.  Ella  está  arreglada  á 
un  decreto  que  tiene  en  Venezuela  el  carácter  de 
legislativo;  de  su  observancia  resultará  que  el 
sistema  de  medidas  sta  uniforme;  que  haya  iina 
base  fija  á  que  arreglarse  los  funcionarios  pú- 
blicos, y  que  sean  de  utilidad  para  la  República 
los  trabajos  del  coronel  Codazzi  hechos  en  vir- 
tud de  autorización 'oficial  y  á  expensas  déla 
Nación. 

La  continuación  <1  el  anterior  sistema  de  medi- 
das, dejaría  subsistentes  las  graves  dificultades 
con  que  á  cada  paso  tropiezan  los^encargados  de 
la  administración  pública,  pues  que  no  exidtien- 
(fo  itinerarios  de  Venezuela  que  arreglen  la  le- 
gua á  las  5.000  varas  que  por  costumbre  se  le 
calculaban,  resultaría  que  todo  cómputo  era  ima- 
ginario, ó  solo  aproximativo.  £1  decreto  citado 
del  Presidente  de  Colombia,  no  hizo  otra  cosa 
que  restablecer  las  leyes  españolas.  La  legua 
declarada  iegal  por  Real  orden  de  1810,  es  de 
20.000  pies,  y  esta  era  la  medida  que  regia  6  de- 
bía regir  en  ¡os  dominios  de  Espafia,  tanto  en 
ios  tribunales  para  sus  decisiones,  como  en  los 
caminos,  terrenos,  ¿lc.  y  esta  es  la  legua  de  20 
al  grado  adoptada  por  todas  las  naciones  como 
medida  marítima. 

Mas  al  considerar  el  Gobierno  la  justicia  y  con- 
veniencia de  la  resolución  de  que  se  trata,  no 
puede  menos  que  advertir  que  sus  efectos  dismi- 
nuyen la  indemnización,  que   por   viático,   está 
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«efialada  á  los  miembros  de  las  Cámaras,  en  «na 
'  cuarta  parte;  y  es  con  el  objeto  de  remover  este 
inconveniente  que  he  recibido  orden  de  dirigir  & 
U  S.  la  presente  nota.  S  £.  juzga  que  puede  au- 
mentarse la  indemnización,  sefialadapor  viáttcOy 
á  los  Honorables  Senadores  y  Representantes» 
y  que  debe  continuar  en  rigorosa  observancia  la 
resolución  de  5  de   Febrero. 

Recomienda,  por  tanto,  esta  indicación  á'  la 
Honorable  Cámara,  y  yo  espero  que  U  S.se  sir- 
va elevarla  á  su   conocimiento. — Soy  de   U  S. 
atento  servidor.  A  Quintero, 
LEGUA  DE  T1BRR4  BALDÍA.  Yaras  de  que  cons- 
ta. Véase  Tierras  baldías  R.  £.  de  13  de  Ma- 
yo de  1851. 
LESIÓN.  No  poiirá  reclamarse  después  del  ac- 
to del.  remate.  Véase  Libertad   de  contratoSf 
art.  6. 
LETRADOS  para  las  cortes.  Véase  Ternas. 
LETRAS  APOSTÓLICAS.  Véase  Patronato  ecle» 
siástico. 

LETRAS  DE  CUARTEL,  LICENCIA     INDEFINIDA 
Y  RETIRO.  LEY  DE  1 1  DE     MAYO     DE  1841,  SO" 

bre  ellas^ — que  reforma  la  de  19  de  Abril 
(íe  1836^.149  del  cuerpo  comprensivo  de 
las  de  ese  año,  y  195,  n^  21$^  del  cuerpo  de 
1851. 

Cl  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la 
República  de  Venezuela  reunidos  en  Congreso 

DECRETAN. 

Art.  19  Los  generales, jefes  y* oficiales  del 
ejército  de  Venezuela  que  hayan  obtenido  letras 
de  cuartel,  de  licencia  temporal  indefinida  ó  de 
retiro  conforme  á  la  ley  de  ^de  Setiembre  de 
1830  y  á  la  de  12  de  Febrero  de  1833,  continua- 
rán dÍ8frutando*de  los  goces  seQalados  en  sus 
respectivas  letras. 

Art  29  También  continuarán  disfrutando  deT 
goce  de  tercera  parte  de  sueldo,  los  generales, 
jefes  y  oficiales  del  ejército  que  habiendo  hecho 
la  campafia  de  la' independencia  desde  1818  has- 
ta 1821  tomaron  las  armas  en  defensa  de  las  ins- 
tituciones en  el  año  de  1835,  y  hayan  obtenido 
letras  de  cuartel,  retiro  ó  licencia  indefinida  con- 
forme al  artículo  10  de  la  ley  de  19  de  Abril  de 
1836. 

Art.  39  3e  rehabilitan  para  el  goce  de  pen- 
siones militares  los  generales,  jefes  y  oficia- 
les del  ejército  que  conservando  sus  grados  mi- 
litares, perdieron  el  goce  de  sus  letras  de  cuar- 
tel,-licencia  temporal  indefinida,  retiro,  ó  inváli- 
dos por  virtud  de  los  parágrafos  19  y  2^  del 
artículo  99  de  la  citada  ley  de  19  de*  Abril  de 
1836. 
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Art  49  Los  genejales,  jefes  y  oficiales  natu- 
rales de  Venezuela  que  prueben  con  su  hoja  da 
servicio  haber  servido  en  la  campafia  de  la  inda- 
pendencia  desde  1818  hasU  1821,  y  estado  en 
actual  servicio  en  el  afio  de  1830,  y  que  hallán- 
dose en  Venezuela  para  el  I9  de  Enero  de  1840 
nianifiesten  con  pruebas  fehacientes  que  han  te- 
nido itnpedimento  insuperable  para  volver  á  Ve- 
nezuela antes  del  3  de  Abril  de  1834,  recibirán 
sus  letras  de  cuartel,  retiro  6  licencia  indefinida 
con  el  goce  de  la  tercera  parte,  (*) 

Art  59  Los  comisarios,  cirujanos,  médieoa 
y  capellanes  de  ejército  naturales  de  Venezuela^ 
Que  hubiesen  obtenido  letras  de  retiro  con  goea 
de  sueldo  por  el  Gobierno  de  Colombia,  recibi- 
rán letras  con  goce  de  tercera  parte  siempre  qua 
la  pensión  qué  les  hubiere  sido  sefialada  no  fue- 
se menor  que  dicha  tercera  parte,  j  comproba- 
ren haber  residido  en  el  territorio  de  la  Repü- 
blica  antes  del  19  de  Enero  de  1840. 

Art  69  Los  jefes  y  oficiales  que  han  empa- 
zado.á  servir  después  de  1823,  ó  entraren  al  ser- 
vicio en  adelante,  luego  que  cumplan  veinte  a- 
fios  de  servicio  attivo,  tendrán  derecho  al  goce 
de  letras  de  cuartel,  licencia  indefinida  6  retiro 
con  tercera  parte  de  sueldo* 

^  único.  Para  el  cómputo  del  tiempo  necesa- 
rio para  obtener  este  derecho  al  goce  de  tercera 
parte  de  sueldo,  se  consideran  como  dobles  loa 
afios  de  servicio  en  campafia. 

Art  79  Todo  general,  jefe  ñ  oficial  con  le- 
tras de  cuartel,  de  licencia  indefinida  ó  de  reti- 
ro, se  considerará  en  servicio  activo  desde  el 
momento  en  que  sea  llamado  a]  servicio,  y  si  re- 
husare marchar  á  donde  fuere  destinado  por  el 
Poder  Ejecutivo,  sin  causas  muy  justificadas  á 
juicio  del  mismo  Poder  Ejecutivo,  será  sonsetido 
á  consejo  de  guerra,  y  lesultando  culpable  per- 
derá el  goce  de  la  tercera  parte  6  de  la  pensión 
si  la  tuviere  ;  y  ademas  incorrirá  en  la  responsa- 
bilidad en  que  resulte  comprendido  por  la  natura- 
leza de  su  omisión.  Incurren  en  la  misma  pena, 
previos  los  mismos  requisitos,  los  que  en  caso 
de  peligróse  negaren  á  concurrir. al  llamamiento 
del  gobernador  de  la  provincia  en  donde  se  en- 
cuentren y  rehusaren  prestai  el  servicio  áque  sa 
les  destine. 

Art  89  Los  generales,  jefes  y  oficiales  que 
ffozando  de  tercera  parte  de  sueldo  6  de  pensión 
desempefien  un  destino  eivil,  tendrán  el  sueldo 
íntegro  de  este  destino  y  su  tercera  parte  6  pen- 
sión militar,  siempre  que  el  sueldo  del  empleo 
civil  no  pase  de  ciento  veinte  y  cinco  pesoa 
mensuales,  pues  pasando  de  esta  suma  no  po- 
drán percibir  sino  el  sueldo  mayor* 

{*)  £s(oi»ticQlo  está  explieado  por  la  B.  B.  de  1 «  de 
Setiembre  de  1848  que  sigue. 
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Aft.  90  Se  deroga  la  ley  de  19  de  Abril  de 
1836, 

Dada  en  Caracas  á  5  de  Mayo  de  1641*  año 
IS9  de  ]a  Jey  y  31  de  la  independencia.— El 
.  presidente  del  Senado»  José  Vargas. — £1  pre- 
sidente de  la  Cámara  de  Representantes,  Fer- 
nando O/avarrta.— Elserxetariodel  Senado,  Jb- 
$€  Ángel  Freiré, — El  secretario  de  la  C&mara 
de  Representantes,  Rafael  Acevedo, 

Caracas  Mayo  II  de  1841,  ]20  de  la  ley  y 
319  de  la  independencia.-^Ejecáte8e.-<^05é  A» 
Paez. — Por  S.  E.— El  presidente  de  la  Repú- 
blica.— El  secretario  de  guerra  y  marina»  Garlos 
Soubleíte. 

LETRAS    PS  CUARTEL»  LICENCIA    INDEFINIDA 
Y  RETIRO.     RESOLUCIÓN  EJECUTIVA    DB19i>B 

SETIEMBRE  DE  1848 /tjando  la  inteligencia 
que  debe  darse  al  arU  A^  de  la  ley  anterior^ 
y  derogando  todas  las  disposicionea  yecuti- 
vas  que  sean  contrarias. 

Seeretaría  de  OueiTa.— Sección  X*.— Ca- 
riícas,  Setiembre  1  ^  de  1848. 

Análisis  amparatiüo  de  las  leyes  de  2b  de  Setiembre  de 
1880, 19  de  Abrit  de  1886,  {ambcs  en  la  parte  condiuenU)  y 
llde  Mayo  de  1841  sobre  letras  de  cuarUl^  licencia  temporal 
^indefinida y  retiro. 

Las  dos  primeras  se  diferencian  en  qae  la  de  S^upri- 
mió  las  disposiciones  de  los  artículos- 11  al  14  de  la  de  30, 
y  sostítnyó  las  de  los  artiealos  9  y  11  de  ella,  con  el4ln  de 
conserrar  el  goce  de  sus  respectivas  letras  á  los  quo  las 
hubiesen  obtenido  conforme  á  la  dicha  ley  de  1880,  y  pri- 
▼ar  de  él  á  los  que  hubiesen  prestado  servicios  á  la  facción 
de  las  reformas,  aunque  por  los  decretos  de  indulto  se  les 
hubiesen  garantizado  sus  grados  ezeepto  aquellos  que  des- 
pués de  la  revolución  se  incorporaron  al  ejército  constitu- 
cional*, también  quedaron  priyados  de  dicha  tercera  parte 
loe  que  llamados  al  servicio  después  del  ocho  de  Juüo  de 
188o  rehusaron  prestarlo  sin  justa  causa,  y  los  qué  dej^on 
de  presentarse  á  la  autoridad  pública  habiéndose  dado  el 
io()ue  de  alarma  en  el  pueblo  de  su  veeindario.— Por  la 
misma  ley  de  86  (art  10)  se  mandó  expedir  letras  con  el 
goce  de  tercera  parte  á  los  que  habienao  hecho  la  campa- 
na de  1818  á  1821  fberon  retirados  del  servicio  sin  dicho 
goce  por  la  de  80,  y  que  llamados  por  el  Gobierno,  toina- 
ron  las  armas  en  defensa  de  las  instituciones  en  el  afio  de 
1886;  y  flnaln^nte  la  misma  de  86  (art.  11)  estableció  la 
disposición  que  no  contenia  la  de  80,  de  que  todo  el  que 
rehusase  marchar  adonde  fu  ese  destinado  por  el  V-  £. 
sin  causas  muT  justificadas  ajuicio  de  este  mismo,  no  dis- 
frutaría para  10  sucesivo  de  ]a  tercera  parte  ó  de  la  pen- 
sión, sin  que  quedase  por  esto  exento  de  la  responsabili- 
dad en  que  resultase  comprendido  por  la  naturaleza  de  so 
omisión;  como  igualmente  los  que  en  caso  de  peligro  se 
segasen  á  concurrir  al  llamamiento  del  Qobermidor  de  la 
provincia. 

Las  de  86  y  41  se  díferescian  sai :  La  de  41  (art.  8) 
rsbabilitó  para  el  goce  de  las  pensioDes  militares,  á  los 
que  conservando  sus  grados,  perdieron  el  goce  de  sos  le- 
tras de  cuartel,  lioenoia  temporal  indefinida,  retiro,  6  in- 
Tálldoi  por  virtud  de  los  ^(1^  y2o.  de1art.9<»  de  la  de 
88.— La  misma  de  41  (art.  4^  )  conche  el  goee*  de  letras 
&  ka  militares  de  que  él  habla,  y  el  cual  no  Íes  eoneedia 
)ade86.— Y  finalmente  aHadió  las  disposieionas  délos 
articolcsó^   6^  y  8 ^. que  no  contenia  la  de  86 . 
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Resuelto. — Ha  sido  práctica  constante  desda 
la  publicaeioR  de  la  ley  de  1 1  de  Mayo  de  1841 
sobre  letras  de  cuartel,  licencia  indefinida  y  re- 
tiro, exigir  á  los  militares  que  optasen  al  goce 
de  l¿  tercera  parte  del  sueldo  respectivo,  con- 
forme al  artículo  49  de  dicha  ley,  la  comproba- 
cion  de  sus  servicios  en  la  guerra  de  independen- 
cia sin  interrupción  alguna  desde  1818  hasta 
1821,  no  estimándose  bastante  para  justificar  c4 
derei^o  á  aquel  goce,  en  ningún  caso,  la  pre- 
sentación de  pruebas  que  acreditaran  haber  ser- 
vido dos  6  tres  aflos  dentro  de  este  período.  Un 
proceder  igual  ha  observado  h^U  ahora  el  Go- 
bierno en  el  cumplimiento  del  artículo  29  de  la 
ley  de  27  de  Marzo  de  1844,  que  declara  el  go- 
ce.de  tercera  parte  de  sueldo  á  los  jefes  y  oficia- 
les que  sirvieron  en  la  guerra  de  independencia 
desde  1816  hasta  1821  ;  mas  habiéndose  pene- 
trado el  Poder  Ejecutivo,  después  de  un  examen 
detenido,  de  que  esta  practica  cede  en  perjuicio 
de  muchos  jefes  y  oficiales  del  ejército  liberu- 
dor,  que  no  habiendo  prestado  sus  constantes 
servicios  en  campafla  de  todo  el  tiempo  trascur- 
rido desde  1816  hasta  1821,  acrediten  sin  em- 
bargo haber  servido  con  ventaja  en  cualquiera 
de  los  afíos  que  duró  aquella  cruda  guerra  dentro 
del  lapso  fijado  en  la  ley  ;  y  convencido  por  otra 
parte  de  que  la  inteligencia  que  se  ha  dado  á  es- 
ta en  punto  tan  esencial,  envuelve  manifiesta  in- 
justicia desde  el  instante  en  que  se  considere 
que  según  ella,  no  podrá  obtener  el  goce  de  ter- 
cera parte,  un  jefe  ú  oficial  que  compruebe  ha- 
bfr  servido  desde  Febrero  de  1817  hasta  No- 
viembre de  1821,  al  paso  que  los  conceptos  y  el 
espíritu  de  la  ley  se  prestan  á  una  inteligencia 
contraria,  mas  compatible  con  la  equidad  y  roas  < 
favorecedora  de  los  antiguos  servidores  de  la  pa- 
tria, quienes  instan  por  una  medida  que  les  haga 
partícipes  de  las  recompensas  nacionales,  pues- 
to que  el  Congreso  nada  resolvió  en  la  consulta 
que  le  hizo  el  Secretario  de  Guerra  en  la  memo- 
ria de  este  afio,  página  11. 

rbsuxlvb; 

19  Los  generales,  jefes  y  oficiales  del  ejérci- 
to libertador  que  comprueben  con  documentos 
fehacieptes  haber  servido  en  la  guerra  de  inde- 
pendencia en  cualquiera  de  los  aüoa  trascurridos 
desde  1816  hasta  1821,  tendrán  derecho  al  goce 
de  la  tercera  parte  del  sueldo  respectivo,  siem- 
pre que  justifiquen  los  demás  requisitos  legales. 

29  Quedan  derogadas  desde  luego  toda« 
ia9  disposiciones  eo  contrario  que  haya  dictado 
el  Poder  Ejecutivot 

39  DU^  cuenu  al  Conmeo  en  corrobora- 
ción de  dicha  eonsnlu  y  piimfquese  en  1^  Gace^ 
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ta  de  Venezuela. 

Por  S.  E.'^Mejia, 

LETRAS     DE  CUARTEL,  LICENCIA     INDEFINIDA 
Y    RETIRO.  RESOLUCIÓN    EJECUTIVA  DE    13  J>B 

'  MAYO  DE  1841  reglamentando  la  ley  anterior» 
Caracas  Mayo  13  de  1841. 
Resuelto, — En  ejecución  de  la  ley  de  11  de 
Mayo  del  corriente  año  se  dispone. 
•  19  El  Secretario  de  guerra  y  marina  instrui- 
rá á'  la  tesorería  de  los  generales,  jefes  y  oficia- 
les á  quienes  rehabilita  el  artículo  3^  de  esta 
ley,  los  cuales  disfrutarán  déla  tercera  parteó 
pensión  que  les  estaba  asignada  por  sus  letras 
desde  esta  fecha. 

29  los  generales,  jefes  y  oficiales  que  no  fue- 
ren comprentlidos  en  la  orden  que  lá  Secretaría 
de  guerra  comunique  á  la  tesorería  general  y. 
que  se  crean  con  derecho  a  la  rehabiIitacion«  lo 
representarán  al  Poder  Ejecutivo  por  el  ministe- 
rio de  la  guerra  con  documentos  necesarios  que 
comprueben  su  derecho. 

39  Los  generales,  jefes  y  oficiales  que  confor- 
me  al  artículo  49  se  crean  con  derecho  al  goce 
de  tercera  parte  harán  sus  instancias  a)  Gobier- 
no por  el  ministerio  respectivo,  acompañando  la 
hoja  '*e  sus  servicios  y  demás  documentos  com- 
prubatorids  de  las  circunstancias  exigidas  en  el 
mismo  artículo  49    • 

49  Los  comisarios,  cirujanos  médicos  y  cape- 
llanes naturales  de  Venezuela  que  se  juzguen 
comprendidos  en  el  artículo  69  de  la  menciona- 
da ley,  lo  representarán  al  Gobierno  acompañan- 
do original  ó  en  copia  legalizada  las  letras  expe- 
didas por  el  Gobierno  de  Colombia  por  las  que 
•  se  les  haya  señalado  alguna  pensión. 

59  Hoy  ó  en  cualquier  tiempo  en  que  los  je- 
fes Y  oficiales  comprendidos  en  el  artículo  69  de 
la  misma  ley  opten  ú  optaren  al  goce  de  pensión 
militar  lo  representarán  al  Gobierno  acompañando 
precisamente  la  hoja  de  sus  servicios  para  com- 
probar con  ella  los  veinte  años  de  servicio  mili- 
tar activo  contados  desde  \o  Je  £nero  de 
1824. 

69  Trascríbase  á  la  tesorería  general  el  ar- 
tículo 89  lie  esta  ley,  para  que  en  su  cumpli- 
miento, pague  á  los  jefes  y  oficiales  que  ejerzan 
empleos  civiles,  las  pensiones  que  les  estén  asig- 
nadas por  sus  respectivas  letras,  siempre  que  el 
sueldo  civil  no  exceda  de  125  pesos. 

79  Publíquese  en  la  Gaceta  oficial  ycircfilese 
á  quienes  corresponda. — Por  S.  E. — Soublefte, 

LETRAS  DE  CUARTEL,  LICENCIA      INDEFINIDA 
Y  RBTISO.  DECRETO  DE     18    DE    7EBRBR0    DE 

1843  fijando  término  á  au  concesión. 
£1  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la 
Repáblica  de  Vepeztteia,  reunidos  en  Congreso. 
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CONSIDERANDO 

Que  á  los  individuos  que  hayan  tenido  dere- 
cha al  goce  de  tercera  parte,  con  arreglo  á  las 
leyes  de  25  de  Setiembre  de  1830,  12  de  Febre- 
ro de  1833, 3  de  Abril  de  1834,  19  de  Abril  de 
1836,  y  1 1  de  Mayo  de  184!,  se  les  ha  concedido 
tiempo  mas  que  suficiente  para  introducir  sus  so- 
licitudes, y  debiendo  fijarse,  de  consiguiente,  un 
término  á  aquella  gracia,  porque  conviene  cono- 
cer el  máximun  de  los  gastos  püblicos,  y  con  ra- 
mos abiertos  indefinidamente  no  puede  obtener- 
se tal  conocimiento. 

DECRETAN. 

Art.  tínico.  Se  fija  por  término  perentorio  y 
fatal,  para  la  concesión  de  letras  de  cuartel  y 
licencia  indefinida  con  tercera  parte,  respecto  de 
los  individuos  á  que  se  refieren  los  artículos  2^ 
á  59  de  la  ley  de  11  de  Mayo  de  I84i.  el  dia  3Ó 
de  Setiembre  del  corriente  aüo. 

Dado  en  Caracas  á  10  de  Febrero  de  1843, 
año  149  de  la  ley  y  339  ^^  ^^  independencia. — 
El  presidente  del  Senado,  José  Vargas. — El 
presidente  de  la  Cámara  do  Representantes, 
Manuel  Felipe  de  Tovar. — CI  secretario  del  Se- 
nadas José  Ángel  Freiré. — £1  secretario  de  ia 
Cámara  de  Representantes  J.  A*  Pérez. 

Caracas  Febrero  18  de  1843,  149  y  339-— 
Ejecútese.— C(ír/o«  Soublette.^For'  S.  E.-1.E1 
secretario  de  Guerra  y  Marina,  Rafael  Urdane- 
ta.  ^ 

LETRAS    DB   CUARTEL     LICENCIA  INDEFINIDA 
%'   RETIRO.    DECRETO    EJECUTIVO  DB    23     DB  A- 

GosTo  DE  1851  reglamentando  elmodo  y  tér- 
minos  en  qve  debe  pasarse  la  revista  de  ctT- 
misario  de  los  militares  de  la  li$ta  inactiva 
—  deroga  todas  las  disposiciones  anteriores 
sobre  la  materia* 

José  G.  Mona  gas  General  de  División^  Pie- 
sidente  de  la  República^  ^a.  ^a,  4** 

Atendiendo  á  que  es  de  necesidad  uniformar 
el  modo  de  pasar  revista  de  comisarío  los  mili- 
tares de  lu  lista  inactiva,  y  evitar  las  frecuentes 
ocurrencias  de  estos  por  la  habilitación  de  algu- 
na lista  de  meses  atrasados: 

DECRETO : 

Art.  19  Todos  los  militares  de  la  lista  inacti- 
va phsarán  revista  de  comisario  del  primero  al 
ocho  de  ceda  mes  ante  el  empleado  de  hacienda 
de  su  domiciliólo  ante  cualquiera  de  los  jueces 
de  su  parroquia,  dónde  no  hubiere  aquel  emplea» 
do,  quien  pondrá  al  pié  de  la  Usta  Ja  nota  de  :''* 
Presentado,  "  y  su  firma. 
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Art.  29  Con  «ata  lista  ocurrirán  los  interesa- 
dos á  la  oficina  de  pago  en  fin  de  cada  mes  para 
que  las  sea  satisfecha  ;  6  dentro  de  cuarenta  y 
cinco  dias  á  mas  tardar,  si  por  alguna  circuns- 
tancia no  hubieren  podido  hacerlo  en  oportuni- 
dad. £1  empleado  de  hacienda  satisfará  el  valor 
de  la  lista  ó  pondrá  en  ella  la  nou  de  no  habersi- 
do  satisfecha  por  falu  de  fondos,  acreditando  la 
cantidad  en  el  ramo  correspondiente. 

Art.  39  Los  militares  expresados  que  sin  per- 
miso del  Gobierno  se  ausentaren  del  territorio 
de  la  República,  pierden  el  derecho  á  la  pensión 
que  les  está  señalada  ;  mas  los  que  lo  ejecutasen 
con  el  correspondiente  permiso,  percibirán  por 
medio  de  apoderados  su  asignación,  acreditando 
su  supervivencia. 

Art.  49  La  Tesorería  General  y  demás  ofici- 
nas de  pago  pasarán  raen&ualmente  al  Despacho 
de  Guerra  y  Marina  una  relación  de  los  milita- 
res que  cobran  en  ellas  sus  pensiones,  dando  avi- 
f»o  también  de  los  que  mueran,  con  expresión  de 
la  fecha  de  su  fallecimiento  y  remisión  de  la  cé- 
dula ó  título,  si  fuese  posible. 

Art.  59  Los  empleados  que  autorizasen  lista 
de  revista  sin  estar  presentes  los  individuos  cu* 
vos  nombres  expresen,  6  los  que  tengan  íecha 
de  meses  atrasados  ó  venideros,  son  responsa- 
bles de  los  ])erjuicio8  que  ocasionen  al  Erario. 

Art.  .69  Las  asignaciones  que  se  acuerden  á 
los  militares  referidos  serán  satisfechas  desde  la 
fecha  del  título  ó  cédula  que  presentaren. 

Art.  79  Se  derogan  todas  las  disposiciones 
del  Poder  Ejecutivo  relativas  al  objeto  del  pre- 
sente decreto,  del  cual  los  empleados  de  hacien- 
da enterarán  á  los  interesados  para  su  puntual 
cumplimiento. 

Dado  :  firmado  de  mi   mano  :    sellado  con   el 
-•fuello  del  Poder  Ejecutivo:  V    rffrenrlHdo    por  el 
Secretario  de  Estado  en  los  Des]  achos  de  Guer- 
ra  y  Marina  en    Caracú s,    a   í¿;i   ue  Agosio  de 
1651,  22y41. 

José  G.  Mo nagas. 

Por    S.  E — El  Secretario  de  Guerra  y  Marina, 
Juan  Muñoz  Ttbar. 

LETRAS  DE  CUARTEL,  LICKNCIA  INDRFIMDA  Y 
RETIRO.    I.BY   DK  27  DB  MARZO     DK    1844  üUtO- 

rizando  al  Poder  Ejecutivo  para  j'xpedirlas 
cm  el  goce  de  tercera  parte^  á  los  jefes  y 
oficialtft  del  ejtrcíto  libertador,  que-  no  las 
han  obtenido. 

El  Senado  y  Cámura  de  Representantes  de  la 
República  de  Venezuela  «cuniios  en  Congreso. 

C0N81DERANDO: 

Que  f  XfSten  con  despachos  varios  jefes  y    ofi- 
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ciales  de  tos  que  hicieron  la  guerra  de  indepen- 
dencia, sin  el  goce  de  sus  letras  de  cuartel,  ii- 
tencia  temporal,  indefinida  6  de  retiro,  y  terce- 
ra parte  de  sueldo,  por  haber  sido  retirados  del 
servicio  en  1821,  ó  porque  habiéndolas  obtenido 
del  ijrobierno  de  Colombia,  no  las  reclamaron 
del  dé  Venezuela  conforme  á  las  leyes  de  la ' 
materia. 

DECRETAN. 

Art.  ¡o  Se  autoriza  al  Poder  Ejecutivo  para 
que  expida  sus  respectivas  leiras  de  cuartel,  li- 
cencia temporal  indefinida,  ó  de  retiro  con  el 
goce  de  tercera  parte  de  sueldo,  á  los  jefes  y  ofi- 
ciales del  ejtrcito  libertador,  domiciliadifs  ac- 
tualmente en  Venezuela,  que  habiéndolas  obte- 
nido del  Gobierno  de  Colombia,  dejaron  de  re- 
clamarlas en  tiempo  hábil  del  de  Venezuela,  de- 
biendo presentar  las  que  recibieron  antes. 

Art.  29  ^^  Poder  Ejecutivo  expedirá  tam- 
bién letras  de  cuartel  ó  de  retiro  con  el  goce  de 
la  tercera  parte  de  sueldo  á  los  jefes  y  oficiales 
del  ejército  libertador  con  despachos,  que  resi-  # 
diendo  en  la  República  antes  de  la  publicación 
de  Cbta  ley  acreditaren  ó  hayan  acreüilado  con 
documentos  fehacientes  haber  servido  en  la  gut'r- 
ra  de  independencia  desde  1816  hasta     18^1. 

Dada  en  Caracas  á  18  de  Marzo  de  1844,  ano 
159  de  la  ley  y  349  de  la  independencia. — El 
presidente  del  Senado,  Mariano  Vzcútegui. — 
El  presidente  de  la  Cámara  de  Representa ntes, 
Jacinto  Gutierrez.^El  secretario  del  Senado, 
José  Ángel  Freyre. — El  secretario  de  la  Cámaru 
de  Representantes,  Juan  Antonio  Pérez, 

Caracas  27  de  Marzo  de  1844,  año  15;^  de  la 
ley  y  34  de  la  independencia. — Ejecútese. — Car- 
los Soublette. — Por  S.  E.— El  Secretario  ue 
Estado  en  los  despachos  de  Guerra  y  Marina, 
Rafael   Urdaneta, 

LETRAS  DE  CUARTEL,  LICENCIA  INDEFINIDA  T 

RETIRO.  Extractó  que  di^berán  llevar  A  su 
pié  las  lista»  de  revista.  Véase  Contabilidad 
militar  R.  E.  de  27  de  Enero  de  1851, 

LETRAS  DE  CUARTEL,  LICENCIA*  INDKFI.N'IDA  V 

RETIRO.  Véase  Embargo  de  bienes,  R.  E. 
dt'  25  de  Junio  de  1839,  y  Licencias  tempo- 
rales álos  militares  en  servicio. 

LETRAS  DE  CUARTEL,     LICENCIA     INDEFINIDA 
y   RETIRO.    RESOLUCIÓN     EJECUTIVA     DE     8  DB 

FKBR^Ro  DB  1854  previniendo  se  observen 
ciertas  disposiciones  en  las  revistas  de  comi* 
sario» 

8ecrela:ia  de  Gnerra.— Sección  primera.— 
Caracas.  Febrero  8  de  1864. 
Resuelto, — Dígase  á  los  seftores   Comandan- 
tes de  armas  de  provincia  lo  siguiente. 
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'•  Considerando  S»  £.  el  Poder  Ejecutivo : 
que  con  motivo  de  que  la  fuerza  en  servicio  ac- 
tivo en  la  República  no  pasa  de  presente  laa 
revistas  de  ordenanza,  no  puede  alcanzarse  la  re- 
gularidad que  se  desea  en  la  distribución  de  los  fon- 
dos por  lo  que  respecta  á  la  mencionada  fuerza, 
y  que  tal  proceder  es  contrario  en  uñ  todo-  á  lo 
que  se  dispone  por  el  tratado  39  título  99  de  las 
ordenanzas  generales  del  ejército  ;  ha  resuelto  en 
esta  fecha  :  que  en  las  expresadas  revistas  de  co- 
misario se  observen  en  lo  sucesivo  todas  las  for- 
malidades prescritas  en  los  artículos  comprendi- 
dos en  el  tratado  y  título  citados,  sin  que  sirvan 
de  pretexto  para  su  no  cumplimiento  circunstan- 
cias que  están  previstas  en  aquellas  disposicio- 
nes. <. 

Y  lo  digo  á  U.  para  su  inteligencia  y  puntual 
observancia,  á  cuyo  fin  hará  publicar  esta  reso- 
lución en  la  orden  general  de  esa  plaza.  " 

Comuniqúese  ademas  al  señor  Secretario  de 
Hacienda  para  su  conocimiento  y  como  resulta- 
do de  su  oncio  fecha  de  ayer  sobre  el  propio  a- 
sunto. 

^  Por  S.  E. — Manuel  Cala. 

LETRAS  APOSTÓLICAS.  Véase  Bu  Zas. 
LEYES.    DRCRETo   DE    HdeJuniode  1823 

mandando  que  lleven  las  consideraciones   ó 

razones  en  que  sefundan* 
£1  Senado  y  Cámara  de  R.  de  la  R.  de   Colom- 
bia reunidos  en  Congreso, 

Considerando-:  I9  Que  conforme  á  la  natura- 
leza áB\  Gobierno  representativo,  y  á  los  princi- 
pios liberales  que  Colombia  ha  adoptado,  las  le- 
yes deben  darse  mas  bien  como  preceptos  útiles 
y  saludables  de  un  padre  para  con  sus  hijos,  que 
como  mandatos  caprichosos  y  atbitrarios  de  un 
señor  para  con  sus  siervos,  ó  de  un  monarca 
para  con  sus  vasallos. — ^29  Que  las  leyes  son 
mejor  obedecidas,  si  al  deber  de  la  obediencia  se 
añádela  fuerza  del  convencimiento. —  39xQue 
siendo  los  legisladores,  unos  agentes  6  comisa- 
rios de  los  pueblos,  y  responsables  por  lo  mis-i 
mo  de  sus  operaciones  ante  el  tribunal  de  la  ra- 
zón pública,  deben  por  consiguiente  presentar 
los  fundamentos  que  les  han  guiado  en  sus  deli- 
beraciones :  decretan  lo  siguiente. 

Cuando  se  promulguen  y  recopilen  las  leyes 
irán  acompañadas  de  un  exordio,  que  contenga 
las  razones  fundamentales  que  ha  tenido  presen- 
tes el  Congreso  para  su  resolución,  y  que  han 
debido  expresarse  al  Poder  Ejecutivo  para  su 
sanción. 

Dado  en  Bogotá  á  7  de  Junio  de  1823,  13.— -El 
vicepresidente  del  Senado;  Gerónimo  Torres. 
— El  presidente  de  la  Camarade  Representantes, 
Domingo  Caicedo. — El  secretario  del  Senado, 
Antonio  José  Caro. — El  secretario   de  la  Cama- 
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ra,  Pedro  de  Herrera. 

Palacio  de  Gobierno  en  Bogotá  á  It  de  Junio 
de  1^3. 13. — Ejecútese. — Francisco  de  Paula 
Santander. — Por  S.  E.  el  Vicepresidente  de  la 
República  encargado  del  Poder  Ejecutivo.-«El 
secretario  de  Estado  y  del  despacho  del  interior, 
José  Manuel  Restrejxf. 

LEYES.  TITULO  XV    DB    LA    CONSTITUCIÓN  SO- 

hre  su  formación  y  promulgación^ 

Art.  88.  Las  leyes  y  decretos  del  Congreso 
pueden  tener  su  origen  en  cualquiera  de  las  dos 
cámaras  á  propuesta  de  sus  miembros,  á  excep- 
ción de  las  que  establezcan  impuestos; las  cuales 
deben  tenerlo  necesariamente  en  la  de  represen- 
tantes. \ 

Art.  89  Todo  proyecto  de  ley  que  sea  admiti- 
do á  discusión  se  X^erá  y  debatirá  en  tres  distin- 
tas sesiones,  con  intervalo  de  un  dia  por  lo  me- 
nos, y  conforme  á  las  reglas  del  debate. 

Art.  90  Los  secretarios  del  despacho  asistirán 
á  las  sesiones,  cuando  sean  llamados  por  alguna 
de  las  cámaras,  para  que  den  informea  sobre  la 
materia  que  se  discute. 

Art.  91.  Cuando  un  proyecto  de  ley  6  decreto 
no  fuere  admitido  á  discusión  en  ia  cániara  de  su 
origen,  no  podrá  volverse  á  proponer  en  ninguna 
de  Tas  cámaras,  hasta  la  legislatura  siguiente;  pe- 
ro esto  no  impedirá  que  algunos  do  sus  artículos 
formen  parte  de  otro  proyecto  que  se  presente. 

Art.  92.  Los  proyectos  de  ley  ó  decretos  que 
sean  admitidos  á  discusión,  y  debatidos  constitu- 
cional mente  en  la  cámara  de  su  origen,  se  pasa- 
rán á  la  otra  cámaro;  la  cual  observando  las  mis- 
mas formalidades,  prestará  ó  rehusará  su  consen- 
timiento, ó  propondrá  los  reparos,  adiciones,  ó 
modificaciones  que  juzgué  convenientes. 

Art.  93.  Si  la  cámara  en  que  hajra  tenido  orí- 
gen  la  ley  juzgare  que  no  son  fundados  los  repa* 
ros  y  modificaciones  propuestas  por  la  otra.cáma- 
ra,  podrá  insistir  con  nuevas  razones  y  explica, 
cienes  que  conduzcan  á  reunir  y  conciliar  las 
opiniones  de  las  dos  cámaras;  pero  si  esto  no  pu- 
diera lograrse,  quedará  sin  efecto  el  proyecto  de 
ley. 

Art.  94.  Aunque  sea  aprobado  por  ambas  cá- 
maras un  proyecto  de  ley  6  decreto,  no  tendrá 
fuerza  de  tal,  mientras  no  se  mande  ejecutar  por 
el  Poder  Ejecutivo.  Si  este  hallare  inconvenien-. 
te  para  su  ejecución,  lo  devolverá  con  sus  obser- 
vaciones á  la  cámara  del  origen,  dentro  de  diez 
dias  contados  desde  su  recibo. 

Art.  95.  La  cámara  examinará  de  nuevo  el 
proyecto  con  las  obseMracione?  ú  objeciones  pro- 
puestas por  el  Ejecutivo^  y  si  las  hallare  funda- 
das mandará  archivar  el  proyecto. 

Art.  96.  Si  la  cámara  del  origen,  á  juicio  de 
las  dos  terceras  partes  de  los  miembros  preeen- 
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tes,  no  hallare  fundadas  la«  objeciones,  pasa- 
rá con  ellas  el  proyecto  á  la  otra  cámara,  Ja  cwai 
lo  examinará  del  mismo  modo;  y  si  creyere  fun- 
dadas las  objeciones  delEjeculivo,  quedará  tam- 
bién archivado  el  proyecto;  pero  si  las  dos  ter- 
ceras partes  de  los  miembros  prcsentep  de  la  se- 
gunda cámara  estuvieren  de  acuerdo  con  la 
cámara  del  origen  en  que  no  son  funda- 
das las  objeciones  del  Ejecutivo,  se  devolverá  á 
este  el  proyecto  para  que  lo  mande  ejecutar 
como  ley,  sin  que  tenga  arbitrio  para  oponerse. 

Art.  97.  Si  pasados  los  diez  días  que  se  fijan 
al  Ejecutivo  para  mandar  ejecutar  la  ley,  no  la 
devolviere  con  sus  objeciones,  tendrá  fuerza  de 
ley,  y  será  promulgada  como  tal:  á  menos  que 
corriendo  aquel  término  haya  suspendido  el  Con- 
greso sus  sesiones,  6  puéstose  en  receso;en  cuyo 
caso  deberán  presentársele  las  objeciones  en  los 
diez  primeros  dias  de  la  próxima  reunión. 

Art.  06.  Al  pasarse  los  proyectos  de  una  cá- 
mara á  otra  y  al  Poder  Ejecutivo,  se  expresarán 
los  dias  en  que  hayan  sido  discutidos,  y  las  fe- 
chas de  las  respectivas  resoluciones. 

Art«  99.  La  ley  que  reforma  otra  anterior  de- 
berá redactarse  íntegramente,  incluyendo  en  ella 
todas  las  disposiciones  que  quedan  vigentes,  y 
declarando  aboUda  la  ley  reformada. 

Art.  100.  El  Congreso  en  las  leyes  y  decretos 
que  diere  usará  de  esta  (órmuH:  El  Senado  y 
Cámara  de  Representantes  de  la  República  de 
Venezuela  reunidos  en  Congreso^  decretan, 

Art.  101.  Ninffuna  ley  será  obligatoria  mien- 
tras DO  sea  publicada  con  la  solemnidad  debida 
en  los  lugares  respectivos. 

Art.  102  Las  leyes  se  derogan  con  las  mismas 
formalidades  y  por  los  mismos  trámites   que  se 
Q^tablecen. 
LEYES.  DECRETO  DE  3  DE  JULIO  DE  1830  dando 

reglas  para  su  sanción. 

Reglas  que  deberán  observarse  en  la  comuni- 
cación de  la  sanción  de  las  leyes  y  decretos 
que  expidiere  el  soberano  Congreso,  y  en  su 
remisión  al  Poder  Ejecutivo  para  su  ejecución. 

Art.  1  .  Aprobada  la  redacción  de  toda  la  ley 
y  decreto  sancionado  por  el  Congreso,  será  fír- 
inada  por  el  Sr.  presidente  y  secretarios,  y  de 
ella  se  copiarán  dos  ejemplares. 

Art.  2 .  Un  dia  antes  de  pasársele  al  Poder 
Ejecutivo,  se  avisará  por  conducto  de  uno  de  los 
secretarios  del  Congreso  al  del  interior,  que  á 
las  doce  del  dia  pasará  un  mensaje  del  Con- 
greso. 

Art.  3.  El  dia  en  que  se  dé  el  anterior  aviso 
el  Sr.  presidente  nombrará  dos  diputados  para 
que  presenten  al  Poder  Ejecutivo  la  ley  6 decreto, 
expresándose  en  eptas  términos:  El  Congreso 
soberano  de  Venezuela  ha  tenido  á  bien  sancio- 
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nar  una  ley  (sobre  tal  materia  )y  ordena  su 
ejecución. 

Art.  4.  Los  encargados  del  mensaje  á  su  re- 
greso,  darán  cuenta  al  Congreso  de  haberlo  así 
ejecutado. 

Art.  6  El  Poder  Ejecutivo  devolverá  al  Con- 
greso con  si^  firma  dentro  de  tres  dias  uno  de  los 
ejemplares  con  el  secretario  del  ramo  respectivo, 
y  será  archivado  en  la  secretaría  del  Congreso 
con  religioso  cuidado. 

Art  .•O.  El  portero  del  Congreso  avisará  la 
llegada  de^ecretario  del  despacho,  á  quien  uno 
de  los  secretarios  recibirá  en  la  puerta  de  la  sa- 
la, y  el  Sr.  presidente  saludará,  ofreciéniiole 
tomar  asiento  indistintamente  á  la  inmediación 
de  la  mesa  de  la  secretaría.  Del  mismo  modo  que 
á  su  entrada  será  despedido  y  acompañado. 

Art.  7  Puesto  en  receso  el  Congreso,  el  libro 
de  actas,  y  registro  de  leyes  y  decretos  con  los 
originales  se  custodiará  en  una  arca  sellada  y 
cerrada,  cuya  llave  se  entregará  al  secretario  del 
interior,  quien  la  pasará  en  la  instalación  del 
próximo  Congreso  al  presidente  del  Senado. 

Valencia  Julio  3  de  \S2Q  Andrés  Narvarte. 

Valencia  Julio  7  de  1830— Cúmplase  El  Jefe 
del  Estado,  José  Antonio  Paez,. — Por  S.  E.  el 
Jefe  del  Estado. — El  oficial  mayor,  secretario 
interino  del  D.  del  interior, -Anío/íio  L.Guzman. 

LEYES.     DECRETO  DE    21     DE  MARZO     DE     1833 

jnandando  que  se  citen  por  la  fecha  del  Cúm- 
plase del  Ejecutivo. 

£1  senado  y  cámara  de  representantes  de  la 
república  de   Venezuela  reunidos  en  congreso, 

considerando; 

19  Que  el  artículo  94  de  la  constitución  pres- 
cribe, que  ningún  proyecto  de  ley  ó  decreto,' aun- 
que sea  aprobado  por  ambas  cámaras,  tendrá 
fuerza  de  tal  mientras  no  se  mande  ejecutar  por 
el  Poder  Ejecutivo: 

29  Quo  el  modo  diverso  con  que  hasta  ahora 
se  ha  citado  la  fecha  de  las  leyes  y  decretos,  tan- 
to por  los  ciudadanos  como  por  los  tribunales, 
corporaciorfes,  oficinas  y  magistrados,  ha  pro- 
porcionado dudas  y  entorpecimientos  en  el  cur- 
so de  los  negocios  públicos, 

DECRETAN. 

Art.  1 9  En  todos  los  actos  que  emanen  d« 
cualquier  tribunal,  corporación,  oficinas  ó  ma- 
gistrados de  la  república,  en  que  sea  necesario 
citar  las  leyes  6  decretos  dei  cuerpo  legislativo, 
se  citará  la  fecha  en  que  el  Poder  Ejecutivo  nrian- 
de  ejecutarlos,  y  no  la  en  que  los  firmaron  los 
presidentes  y  aecretarioa  de  las  cámaras  de  que 
se  compone  el  congreso. 
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Art«  2  o  Queda  derogado  por  este  decreto  el 
qae  expidió  el  gobierno  de  Colombia  eni  7  de 
Mayo  del  afio  159 

Dado  en  Caracas  á  18  de  Marzo  de  1833.— 4? 
y23. 

£1  yicepresidente  del  senado,  A  TorreÜM., 
El  presidente  de  la  cámara  de  representantes, 
Antonio  Pebres  Cordero*  El  secretario  del  sena- 
do. Rafael  Acevedo.  Ei  secretario  de  la  c&mara 
de  representantes,  José  Marta  Pelgron, 

Safa  del  despacho.  .Caracas    Mjyao  *21   de 

r833.  C&mplase.  El  presidente  de  nPrepública. 

José  Antonio   Paerz* 

Refrendado.  El  secreiarío  de  R  en  el  D«  del 
interior  y  justicia.         Diego  B.  Urbaneja. 
LEYES.  LBY  DE  3  DE  MARZO  DB  1838  sobre  el 

orden  en  su  observancia,  adicional  al  código 

de  procedimiento  de  19  de  Mayo  de  1830. 

El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la 
República  de  Venezuela  reunidos  en    Congreso. 

DECRETAN. 

LEY  ÚNICA,  tIt.    XII,    DEL    PROCEDIMIENTO 
JUDICIAL. 

Sobre  el  orden  en  la  observancia  de  las 
leyes* 

Art.  19  Ei  orden  con  que  deben  observarse 
las  leyes  en  todos  los  tribunales  y  juzgadosde  la 
República,  civiles,  eclesiásticos  ó  militares,  así 
en  materias  civiles  como  criminales  es  el  si- 
guiente. 

19  Las  decretadas  ó  que  en  lo  sucesivo  decre- 
tare el  Poder  Legrslativo. 

29. Las  decretadas  por  los  congresos  de  Co- 
lombia hasta  1827  inclusive. 

39  Las  pragmáticas,  cédulas,  órdenes,  decre- 
tos y  ordenanzas  del  gobierno  éspafíol  sanciona- 
das hasta  el  18  de  Marzo  de  1808,  que  estaban 
en  observancia  bajo  el  mismo  gobierno  español 
en  el    territorio   que   forma  la  República. 

49  Las  leyes  de  la  recopilación  de   Indias. 

&9  I^<^s  ^c  la  nueva  recopilación  dé  Castilla. 

69  Las  de  las  siete  Partidas. 

Aft.  29  En  consecuencia  no  tendrán  vigor  ni 
fuerza  alguna  ea  la  República,  las  leyes,  prag- 
máticas, cédulas,6rdene8  y  decretos  del  gobier- 
no español  posteriores  al  18  de  Marzo  de  1808, 
ni  las  expresadas  en  el  artículo  anterior  en  todo 
lo  que  directa  ó  indirectamente  se  oponga  &  la 
constitución,  6  á  las  leyes  y  decretos  que  hayí^ 
dado  ó  diere  el  Poder  Legislativo. 

Dada  en  Caracas  á  26  de  Abril  de  1838,  afio 
99  de  ka  ley  y  28  de  la  independencia. — Ei  pre- 
sidente del  Senado,  Juan  Bautista  Calcaño* — 
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El  presidente  de  la  Cámara  de  Representantes, 
Francisco  Diaz* — El  secretario  del  Senado. 
/•  A,  Freiré. — El  diputado  secretario  de  la  Cá- 
mara de  Representantes,  /  Garcia. 

Sala  del  despacho. — Car&cas  Mayo  3  de  1838, 
99  de  la  ley  y  28  de  la  independencia. — Ejecú- 
te'se. — Carlos  Soublette. — Por  S.  E. — El  secre- 
tario deEstado  en  los  despachos  del  interior  y 
justicia,  Diego  B.  Urbaneja. 
LEYES.  Solemnidad  con  que  deben  ser  publica- 
*  das;   y    por    quien.  Véase    Provincias^    ^ 

único,  art.  10. 

LEYES.  RESOLUCIÓN  EJECUTIVA  DE  18  DE  JU- 
NIO DE  1836  mandando  sean  publicadas  tn- 
mediatamente  que  se  reciban. 

República  de  Venezaela. — Secretaría  de  £Is- 
tado  en  el  Despacho  del  Interior  y  jostícia. — Sec- 
ción centTal.~Número  376.-^aráca8  18  de  Ja> 
niodel886,7<^  y  26. 
Al  Sr.  Gobernador  d^.-— — 

Oficialmente  sabe  el  Gobierno  que  en  algu- 
nas parroquias  de  las  que  componen  las  prorin- 
cías  del  Estado,  no  se  publican  las  leyes  en  la  de- 
bida oportunidad  porque  en  ellas  se  difiere  este 
acto  para  después  de  concluido  el  sacrificio  de 
la  misa  en  los  dias  de  precepto :  6  interesado 
S.  E.  en  que  no  continué  este  abuso,  que  ha 
causado  ya  algunos  perjuicios  de  no  poca  tras- 
cendencia, y  en  que  no  se  retarde  un  solo  instan- 
te la  publicación  de  las  leyes  en  todos  los  pcn* 
tos  de  la  República,  dispone  :  que  inmediatamen- 
te que  se  reciba  una  ley  en  las  parroquias,  la  au- 
toridad civil  á  quien  corresponda,  proceda  sin 
pérdida  de  tiempo  á  su  promulgación  en  los  lu- 
gares acostumbrados  sin  esperar  á  la  celebración 
de  la  misa,  salvo  los  casos  en  que  esta  haya  de 
tener  lugar  inmediatamente  después  de  recibida 
la  ley. 

Sírvase  US.  circular  esta  resolución  á    quie- 
nes corresponda  para  que  tenga  su  cumplimien- 
to á  la  posible  brevedad. 
Soy  de  US.  atento  servidor, 

J.  S.  Rodriguez, 

LEYES.  RESOLUCIÓN  EJECUTIVA  DE  3  DE  MAR- 
ZO DE  1835  disponiendo  que  los  Gobernado- 
res den  aviso  de  las  fechas  en  que  wan  pu* 
blicadast  igualmente  que  de  los  decretos  y 
resoluciones  del  Poder  Ejecutivo* 

República  de  Veneiuela— Secretaría  de  E. 
en  el  D.  del  Interior  y  Justicia.— Sección  Cen- 
tral.—Caracas  Marzo  8  de  1885,— Afio  6 
y  25  —Número  123. 

Al  Sor,  Gobernador  de 

Deseando  el  Gobierno  tener  ala  vista  una  noti- 
cia circunstanciada  de  Jas  fechas  en  que  se  han 
publicado  las  leyes  de  Venezuela  en  las  respec- 
tivas parroquias  de  cada  provincia,  desde  que 
se  promulgó  la  Constitución  hasta  hoy  ;  y  ade- 


COLOMBIANA  T  VENEZOLAHA  VUSESPÍlL 


317 


LEY 


mas  que  en  lo  sucesiyo  se  le  pase  igual  noticia 
oportunamente  de  las  que  se  publicaren  ;  espera 
que  V.  S.  se  sirva  pasar  á  este  Despacho  dicho 
informe,  en  un  cuadro  corno  el  que  tengo  la  hon- 
ra de  acompañar  á  V.  S.  refiriéndose  en  cada 
•uno  á  una  ley,  decreto  ó  resolución. 

(Firmado)    Antonio     L    Guzman.   - 

Es  copia  .  —  Guzman» 
liEYES.  Papel  en  que  deben  ser    registradas. 

Véase  Registro  R.  £•  de  6  de  Diciembre  de 

1864,  art^ia 
LEYES.  Véase  Consultas  sobre    inteligencia 

de  ellas. 
LEYES  (áliERPO  de),  resolución  ejecutiva 
DE  19  Ds  HARzo  DE  1851  sohre  su  distribución. 
Secretaría  del  Interior  y  Justicia.  —  Sección 
primera.—  Caracas,  1  f  de  Mayo  de  1861. 

KesueZfo.— Distribuyanse  por  las  secciones  de 
esta  secretaría  á  las  autoridades  que  se  expresa- 
rán, y  conforme  á  las  siguientes  disposiciones, 
los  mil  ejemplares  del  cuerpo  de  Leyes  de  Ve- 
nezuela que  se  están  entregando  actualmente  al 
Gobierno  por  el  contratista  encargado  de  ésta 
impresión. 

i  9La  sección  primera  recibirá  loé  mil  volú- 
menes indicados,  y  tendrá  á  disposición  de  los 
porteros  de  los  despacbos  del  Presidente  de  la 
República,  de  la  Corte  Suprema  de  Justicia,  Con- 
sejo de  Gobierno,  Arzobispado  y  Vicaría  general 
de  esta  diócesis.  Secretarías  de  Estado,  Corte  Su- 
perior de  este  distrito,  Tribunal  de  cuentas.  Te- 
sorería genera],  Gobernación  de  Caracas,  Coman- 
dancia de  armas  de  la  misma,  Juzgados  de  pro- 
vincia establecidos  en  esta  capital,  Administración 
general  de  correos.  Administración  principal  de 
registro  y  de  rentas  internas  de  esta  provincia.  Di- 
rección general  de  instrucción  pública  y  Univer- 
sidad central,  previa  la  entrega  del  recibo  corres- 
pondiente, que  ha  de  servir  de  constancia  del 
cumplimiento  de  este  encargo  en  el  expediente 
respectivo,  los  ejemplares  que  se  expresan,  los 
cuales  llevarán  en  la  portada  y  en  la  de  su  índi- 
ce respectivo  la  dirección  que  se  les  da  : 

1  Al  Presidente  de  la  República. 

2  A  la  Corte  Suprema,  rotulados  para  ella  y  su 
secretaría. 

3  Al  Consejo  de  Gobierno,  rotulados  2  para  él 
y  1  para  el  Vice- presidente. 

2  Al  Arzobispado  y  Vinaria  general. 
1  O  A  la  Secretaría  de  Hacienda  y  R.  Exteriores, 
rotulados  para  el  Secretario  y  las  distintas  seccio- 
nes. 

6  A  la  id.  de  Guerra  rotulados  id. — id. — id. 
6  A  ia  id  del  Interior  rotulados  id. — id.^-id- 
.    2  A  la  Corte  Superior,  rotulados  para  ella  y 
su  secretaría. 
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2  Al  Tribunal  de  cuentas,  rotulados  para  él  y 
su  oficina. 

1  A  la  Tesorería  general. 
26  A  la  Gobernación  de  Caracas,  rotulados  2 
para  ella  y  su  secretaría,  1  par»  la  sección  de 
policía,  uno  para  cada  Jefetura,  uno  para  ca- 
da Concejo,  uno  parala  Administración  prin- 
cipal de  rentas  municipales  y  dos  para  la  Di- 
putación y  su  secretaría. 

1  A  la  Comandancia  de  armas  de  esta  provincia. 

2  A  cada  uno  de  los  Juzgados  de  provincia  es- 
tablecidos en  esta  capital  y  sus  secretarias.* 

1  A  la  Administración  general  de  correos. 

1  A  ia  Administración  principal  de  registro   de 
esta  provincia. 

1  A  la  id,  id.  de  rentas  internas  de  id. 

1  A  la  Dirección  general  de  instrucción  pública. 

1  A  la  Universidad  central  con  rótulo  para  el 
Rectorado.  * 

29  La  expresada  sección  primera  pondrá  á 
disposición  de  la  Secretaría  de  Hacienda  y  Re- 
laciones Exteriores  ciento  setenta  y  ocho  volúme- 
nes mas,  para  que  sean  remitidos  respectivamen- 
te á  los  gabinetes  de  los  trece  Gobiernos  ameri- 
canos, á  las  siete  ajénelas  diplomáticas  acredita- 
das cerca  del  Gobierno,  á  los  cuarenta  y  cinco 
consulados  de  la  Nación  en  el  extranjero,  á  las 
quince  administraciones  principales  de  rentas  in- 
ternas, con  excepción  de  la  de  esta  provincia,  á 
las  setenta  y  siete  subalternas  y  las  veintiuna  adua- 
nas existentes  en  la  República;  y  entregará,  así 
mismo,  á  la  Secretaría  de  Guerra  veintidós,  di- 
rigidos á  las  comandancias  de  armas  de  Carabobo, 
Maracaibo,  Barcelona,  Cumabá,  Margarita  y 
Guayana,  á  las  comandancias  de  apostaderos  de 
Puerto- Cabelló,  Maracaibo  y  Guayana,  á  las  ca- 
pitanías de  puerto  y  comandancias  de  castillo  de 
la  Guaira,  Cumaná,  el  Libertador,  San  Carlos  de 
Maracaibo,  y  San  Carlos  de  Rio  Negro,  &  las 
comandancias  de  planas  mayores  veteranas  de 
Caracas,  Aragua,  Carabobo,Maracaibo,  Barce- 
lona, y  Cumaná,  y  á  los  comandantes  de  los  bu- 
ques de  guerra  el   Libertador  y  la  Intrépida. 

39  Dicha  sección  entregará  á  la  sección 
segunda  de  esta  secretarfa  trescientos  setenta  y 
dos  ejemplares,  Éí  ia  tercera  docientos  cuarenta  y 
uno,  y  á  la  cuarta  trece,  ademas  del  que  corres- 
ponde á  cada  una. 

49  La  sección  segunda  se  encargará  de  distri- 
buir los  volúmenes  que  reciba  de  la  primera,  con 
la  conveniente  dirección  en  la  portada  de  cada 
ejemplar  y  su  índice,  entre  las  cortes  superiores 
de  los  distritos  de  Oriente,  Occidente  y  2&  del 
Centro,  los  juzgados  de  provincia  fuera  de  los 
de  esta  capital,  los  juzgados  cantonales  de  toda 
la  República,  las  oficinas  principales  de  registro, 
&  excepción  de  la  de  Caracas,  y  las  subalternas 
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correspondientes  á  todos  los  cantones,  rotulando 
dos  para  cada  corte  con  su  secretaría,  dos  para 
cada  juzgado  de  provincia  7  su  secretaría,  dos 
para  cada  juzgado  cantonal  y  su  secretaría,  y  uno 
para  las  dema»  autoridades  mencionadas. 

Los  ejemplares  pertenecientes  á  oficinas  su- 
balternas de  registro  creadas  por  la  ley  y  aun  no 
planteadas^  se  conservarán  en  depósito,  hasta  su 
planteacion,  en  la  oñcina  princii>al  respectiva, 
debiendo  dar  su  recibo  á  la  sección  segunda  el 
administrador  que  las  regente. 

59  La  sección  tercera  enviará  al  correo,  con 
la  formalidad  indicada,  treinta  ejemplares  para 
las  quince  gobernaciones  de  la  Hepábhca,  á  ex- 
cepción de  la  de  Caracas,  dirigiendo  dos  á  cada 
una  parala  gobernación  y  su  secretaría,  y  ade- 
mas, para  proveer  á  las  diputaciones  provincia- 
les, jefeturas  políticas^  concejos  Municipales  y 
administraciones  principales  de  reutas  de  pro- 
vincia, remitirá  con  su  correspondiente  dirección, 
y  rotulando  uno  para  cada  jefetura,  uno  para  ca- 
da concejo,  uno  para  cada  administración  de 
rentas  y  dos  para  cada  diputación  y  su  secreta- 
ría, veintiún  volúmenes  mas  á  la  Gobernación 
de  Cumaná,  diez  y  nueve  &  la  de  Barcelona,  sie- 
te á  Ja  de  Margarita,  trece  á  la  de  Aragua,  diez 
y  nueve  á  la  de  Carabobo,  once  á  la  del  Guári- 
co,  once  á  la  de  Apure,  quince  á  la  de  Coro,  tre- 
ce á  la  de  Maracaibo,  diez  y  siete  á  la  de  Barqui- 
simeto,  trece  á  la  de  Barínas,  once  á  la  de  Por- 
tuguesa, once  á  la  de  TrujiIIo,diez  y  nueve  á  la 
de  Mérida  y  once  á  la  de  Guayana. 

69  I^A  sección  cuarta  distribuirá  doce  entre  los 
colegios  nacionales  de  Cumaná,  Guanare,  Bar- 
quisimeto,Tocuyo,  Trujillo,Coro,Maracaibo,  Va- 
Jencia,  Barcelona  y  Calabozo,  dirigiéndolos  rotu- 
lados en  la  portada  al  rectorado  de  cada  uno  de 
ellos;  y  remitirá  ademas  uno  ala  universidad  de 
Mérida  rotulado  también  al  rectorado. 

79  La  sección  primera,  por  su  parte,  cuidará 
de  que  lleguen  á  manos  de  cada  uno  de  Jos  secre- 
tarios de  ambas  Cámaras  quince  ejemplares,  de 
los  cuales  tres  se  dirigirán  á  cada  una  de  dichas 
corporaciones,  uno  á  cudu  una  de  las  respectivas 
presidencias,  otro  á  cada  una  de  Jas  secretarías, 
y  ios  demás  á  las  diferentes  comisiones  en  que 
están  divididas  aquellas  asambleas*  Remitirá  ade- 
mas, uno  al  cabildo  eclesiástico  de  esta  diócesis 
y  tres  á  los  obispados,  vicarías  generales  y  cabil- 
dos de  Guayana  y  Mérida,  dirigiendo  uno  á  ca- 
da una  de  estas  autoridades. 

89  Conforme  á  lo  dispuesto  por  el  artículo  49 
de  la  resolución  ejecutiva  de  12  del  que  cursa, 
los  administradores  de  correos  de  todas  las  esta- 
fetas de  la  Repüblica  y  los  conductores  de  bali- 
jas  están  obligados  á  darse  recibo,  unos  á  otros, 
de  los  volúmenes  que  hayan  de  trasmitir.  Las  di- 
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ferentes  secciones  de  esta  secretarfa»  al  hacer  de^ 
positar  en  la  Administración  general  los  ejemplar 
res  de  cuya  distribución  están  encargados,  exigi- 
rán también  de  esta  oficina  un  recibo  qu€  agre* 
garán  al  expediente  respectivo:  y  lo  mismo  ha- 
rán los  administradores  de  las  áttiinaa  eatafetaa. 
respecto  de  las  autoridades  á  quienes  eatregaD« 
— En  caso  de  no  llegar  á  su  destino  alguDo  da 
aquellos,  deberá  reponerlo,  6  pagar  su  inaporta 
corriente  el  primero  que  no  estuviere  resguarda- 
do  con  el  certificato  de  entrega  en  la  línea  ^ua 
ha  debido  seguir  el  correo,  á  cuyo  efecto  se  dia* 
pondrá  lo  conveniente,  conocida  que  'sea  la  fal- 
ta por  esta  secretaría.  ^   * 

99  La  sección  primera  depositará  ^n  maocNi 
del  oficiül  encargado  del  archivo  de  esta  secre- 
taría los  setenta  y  siete  volúmenes  lestantes,  ter- 
minando con  su  recibo  eí  expedienta  que  le  cor-  , 
responde  formar. 

Imprímase  y  circúlese  inmediatamente  esta 
resolución,  para  que  de  ella  se  informen  iodoa 
los  interesados,  antes  de  que  se  proceda  á  la  di«- 
Iribucion  del  cuerpo  de  leyes  de  que  se  trata,  y 
á  fin  de  que,  en  lo  sucesivo,  puedan  conocer  loa 
ciudadano»  que  reemplacen  á  los  que  ejercen 
destinos  actualmente  en  la  República,  el  dere- 
cho que  tiene  cada  oficina  á  reclamar  de  los  que 
las  han  servido,  el  ejemplar  ó  ejemplares  de  es- 
ta colección  que  le  pertenecen,  ó  su  importCt  en 
caso  de  faltar  del  archivo  correspondiente. 

Por  S.  E.—  Pulido. 
LEYES,  (cuerpo   de)  resolución  ejecutiva 

DE  31  DE  MAYO  DE  1851  adicional  á  la  antC' 

rior. 

Secretaria  Sel  Interior.— -Sección  primera. — 
Caracas  Mayo  31  de  1851 

Resuelto^^De  los  ejemplares  del  cuerpo  de 
leyes  Je  Venezuela  existentes  en  el  archivo  de 
esta  secretaría,  distribuyanse  por  las  secciones  2^ 
y  4^  tres  volúmenes  con  sus  índices  respectivos 
*á  cada  una  de  las  Cortes  Suprema  de  Justicia  y 
Superiores  de  los  cuatro  distritos,  ademas  de  los 
dos  que  á  cada  una  les  corresponden,  según  la 
resolución  de  I9  del  presente  mes,  y  dos  á  la 
Biblioteca  Nacional,  cuidando  de  que  vayan  ro- 
tulados en  la  portada,  según  está  prevenido  en  la 
citada  resolución. 

Publíquese  en  la  Gaceta  de  Venezuela  ,  para 
que  en  todo  tiempo  sea  conocida  esta  disposicioa 
de  aquellos  á  quienes  interese. 

Por  S.  E.'-Aranda. 

LEYES  MILITARES.  Véase  Disposiciones  gene^ 
rales  conatitucionales^  art.  219,  y  müicia 
nacional^  art  15, 

LIB  ElLO'Ds  CITACIÓN.  YéñaeDemanda  y  em- 

plazamiento. 
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LIBELOS  iJíFAMATORios,  Yé^se  libertad    del 
imprenta.  i 

LIBERTAD  (cantón)*  Véase  División  territo-  \. 
riaUD.  de  I9  de  Abril  de  1851.  I, 

LIBERTAD  civil,  Véwe   Disposiciones  ge-  ¡¡ 
^nerales  constitucionales^  ^vU  188.  |, 

LIBERTAD  de  imfrntjl.  Es  una  garantía  cons- 
tiuicionai.    Véase    Disposiciones   generales  ,¡ 
constitucionales^  art,  194.  | 

LIBERTAD  0b  imprenta,  ley  de  3  de  abril  ; 
DE  1865— ^«6  rjtforma  la  de  28  d^  Abril  de  v 
1854  p*  36  del  cuaderno  de  ese  año^que  re-  > 
forma  la  de  27  de  Abril  de  1849  p.  36  delcua-  l¡ 
derno  de  ese  año,  y  748,  »9   709  del  cuerpo 
impreso  en  1861— ^ue  reforma  las  de   12  ; 
de  Abril  de  1847,  p.  8  dc¿  cuaderno  de  ese 
año,  y  681  núms,  634  a  638  del  cuerpo  de 
1851 — que    reforma  las  de  27  de  Abril  de  ; 
1839,  p.  215  del  cuaderno  de  ese  año,  y  389 
núms.  371  a  376  de/  cuerpo  de  l651.  1 

'i 
El  Senado  y  Cámara   de  Representantes  de  ; 

la  República  de  Venezuela,  reunidos  en  Congreso  ,¡ 
decretan:  <| 

LEY  L  i| 

De  la  calificación  de  los  abusos  de  la  libertad  [ 
de  imprenta» 

Art.  19  El  derecho  que  tienen  los  venezola- 
nos de  publicar  libremente  sus  pensamientos  y 
opiniones  por  ní\pdio  de  la  prensa,  garantizado 
por  el  artículo  194  de  la  Constitución,  impone 
la  responsabilidad  que  determina  esta  ley  solo  I 
en  los  casos  siguientes.  Primeros  cuando  se  pu-  * 
buque  un  escrito  en  que  se  injurie  ft  alguna  per- 
sona  en  lo  que  toca  &  so  vida  privada,  cuyo  es- 
crito  se  calificará  de  libelo  infamatorio. 

Segundo:   cuando  se   publique   un  escrito  en 
que  se  ofenda  la  religión  católica,  la  moral  y  de- 
cencia publica,  cuyo  escrito  se  calificará  de  con-  ■ 
trario  á  las  buenas  .costumbres. 

Art  20  Estas  calificaciones  se  clasificarán  en 
19  y  29  ¿rado,  según  la  mayor  ó  menor  grave- 
dad del  abuso.  , 

Art.  20  El  autor  6  editor     de   un  libelo  in- 
famatorio  ó  contrario   á  la   religión    católica,  á 
la  moral  y  á  las  buenas  costumbres,  no  podrá  en  ; 
ningún  caso  hacer  prueba  sobre  el  hecho  ó  he- 
chos en quese  funden  los  conceptos  ofensivos.    , 

LEY  II 

Art.  10  Al  autor  ó  editor  de  un  impreso,  ca-  I 
lificado  de  libelo  iniamatorio  en  primer  g  rado,  , 
ae  le  impondrá  la  naulta  de  doscientos  pesos  y  ! 


treinta  días  do  prisión:  y  si  no  pudiere  pagar  la 
multa,  sesenta  dias  de  prisión;  por  el  impreso  ca- 
lificado en  segundo  grado,  cien  pesos  de  multa  y 
quince  dias  de  prision,y  si  no  pudiere  pagar  la 
multa  treinta  dias    de  prisión. 

Art.  29  Al  autor  ó  editor  de  un  escrito  obsce- 
no ó  contrario  á  las  buenas  costlimbres,  califica- 
do en  primer  grado,  se  le  impondrá  la  multa  dti 
cien  peso?  y  quince  dias  de  prisión,  y  si  no  pu- 
diere pagar  la  multa  cuarenta  dias  de  prisión.  Si 
fuere  calificado  en  segundo  grado  se  le  aplicará 
la  multa  de  veinte  y  cinco  pesos  y  diez  dias  de 
prisión;  y  si  no  pudiere  pagarla  multa,  quince 
dias  de  prisión. 

Art.  39  Ademas  de  las  penas  expresadas,  el 
juez  mandará  recoger  todos  los  ejemplares  que 
no  se  hayan  vendido  ó  distribuido  de  los  impre- 
sos condenados  por  el  juri,  conforme  á  los  artícu- 
los anteriores. 

LEY  Ilí. 

De  las  personas  responsables  de  los  abusos 
de  la  libertad  de    imprenta. 

Art.  10  Será  responsable  de  los  abusos  de 
la  libertad  de  imprenta,  el  autor  ó  editor  del  es- 
crito, á  cuyo  fin  deberán  firmar  uno  ü  otro  el 
original  que  debe  quedar  en  poder  del  impresor. 

Art.  20  El  impresor  será  responsable  y  su- 
frirá las  mismas  penas  establecidas  para  el  autor 
ó  editor  en  los  casos  siguientes,  I9  Cuando  re- 
querido legalmente  no  presente  el  original  fir- 
mado por  el  autor  6  editor.  29  Cuando  el  origi- 
nal haya  sido  firmado:  I9  por  algún  menor^  de 
catorce  afios:  2»  por  algún  fatuo,  demente  ó  lo- 
co: 3^  for  algún  presidiario:  49  por  algún  sir- 
viente doméstico:  59  por  alguno  que  esté  recluí- 
do  en  algún  lazareto;  y  69  cuando  negada  la  fir- 
ma por  el  que  dice  ser  autor  no  pudiere  presen- 
tar la  prueba  de  su  aserto. 

Art.  30  Los  impresores  están  obligados  á  po- 
ner en  toda  obra  ó  escrito  que  imprimieren  sus 
rforabres  y  apellidos  y  el  lugar  y  año  de  la  im- 
presión: por  cada  vez  que  no  lo  hagan  pagarán 
la  multado  diez  pesos;  pero  si  la  faíta  ocurriere 
en  un  impreso  calificado  con  alguna  de  las  notas 
expresadas  en  la  ley  I»,  la  multa  será  de  cincuen- 
ta  pesos.  Estos  multas  las  impondrá  el  Jefe  po- 
lítico en  el  primer  caso,  y  en  el  segundo  el  juez 
de  la  causa.  1      .u 

Art  40  Cualquiera  que  venda,  distribuya  6 
haga  distribuir  uno  6  mas  ejemplares  de  un  im- 
Jrlso  sobre  que  haya  recaído  la  ¿^f  ?'f  ?"*„^f 
há  lugar  ala  formación  de  causa,  sufrirá  la  muí- 
I  fa  de^einte  y  cinco  pesos  6  die^  dias  de  prisión 
en  caso  de  qie  no  pueda  «itisfacer  la  multa- 
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LEY  IV. 

De  la  elección  de  los  jurados  y  modo  de  proce- 
der en  los  juicios  de  imprenta, 

Art.  19  Dentro  de  los  quince  primeros  dias  de 
la  publicación  de  esta  ley,  y  en  los  afios  sucesivos 
dentro  de  los  quince  primeros  del  mes  de  Junio, 
los  Jefes  políticos  publicarán  la  lista  Üe  todas  las 
personas  que  en  sus  respectivos  cantones  tengan 
las  cualidades  de  elector,  copiándola  de  la  que 
se  hubiere  formado  en  la  última  elección  para  el 
nombramiento  de  los  altos  funcionarios  de  la 
República:  todos,  los  electores  contenidos  en 
esas  listas  están  obligados  á  desempeñar  las  fun- 
ciones de  jurados  de  imprenta.  Estas  listas  se  tí- 
jarán  en  los  lugares  mas  públicos  en  la  cabece- 
ra del  cantón,  se  insertarán  en  los  periódicos 
oficiales  de  la  provincia  respectiva  ó  en  otros  á  fal- 
ta de  aquellos.Dentro  de  ocho  dias  de  haberse  fija- 
do podrá  reclamarse  cualquiera  omisión  6  inexac- 
titud que  se  note  en  las  copias  respecto  de  sos 
originales,  y  los  mismos  Jefes  políticos  manda- 
rán hacer  la  corrección  correspondiente,  y  sa- 
tisfarán la  multa  de  doce  pesos  que  impondrá  el 
Gobernador  de  la  provincia  por  cada  nombre 
omitido  ó  afíadido. 

Art  29  Ningún  ciudadano  con  las  cualidades 
de  elector,  inscrito  en  la  lista  podrán  excusarse 
de  comparecer  el  dia  designado  para  el  jui'^io 
sino  por  imposibilidad  física  ó  moral  á  juicio 
del  Jefe  político  y  los  cuatro  vecinos,  decidien 
do  entonces  por  mayoría  absoluta, 

§  19  Si  el  Jefe  político  y  los  cuatro  vecinos 
creyeren  inadmisible  la  excusa  a]egada,el  prime- 
ro hará  efectiva  la  multa  de  diez  pesos  en  que 
incurre  qor  el  mismo  hecho  el  que  no  haya  asis- 
tido. 

^  29  La  misma  pena  se  impondrá  al  que  de- 
signado por  la  suerte  para  componer  el  jurado 
se  niegue  á  desempeñar  estas  funcionen  sin  cau- 
sa legítima  á  juicio  del  Jefe  político  y  los  cua- 
tro .vecinos.  . 

Art.  39  Intentada  la  acusación  d<B  un  impre- 
so de  los  expresados  en  esta  ley,  el  Jefe  políti- 
co acompañado  de  cuatro  vecinos  que  tengan 
las  cualidades  que  se  requieren  por  la  Constitu- 
ción para  ser  representante,  hará  citar  las  per- 
sonas comprendidas  en  las  listas  de  electores  é 
insacular  un  número  de  cédulas  igual  al  de  los 
jurados  que  hayan  concurrido,  con  sus  respecti- 
vos nombres  y  apellidos,  para  sacar  por  la  suer- 
te siete  cédulas  que  designarán  los  siete  indivi- 
duos que  deben  componer  el  jurado. 

Art.  49  Para  que  pueda  procederse  al  sorteo 
es  necesario  que  estén  presentes  cuando  menos 
veintiún  jurados. 
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Art.  59  £3  Jefe  político  y  los  cuatro  vecinos 
examinarán  en  el  acto  si  los  jurados  en  quienes 
haya  recaído  la  suerte  tienen  algún  impedimen- 
to legal  para  conocer. 

Art  69  En  estos  juicios  será  Impedimento  le- 
gal solamente,  la  complicidad,  la  enemistad  <^>- 
nocida  6  el  parentesco  hasta  el  cuarto  grado  ci- 
vil de  consanguinidad  y  segundo  de  afinidad,  bien 
sea  con  el  acusador  ó  con  1&  persona  responsa- 
ble, si  se  conociese  6  supiese  quien  es.  Los  im- 
pedidos serán  reemplazados  practicándose  el 
sorteo  conforme  á  lo  ya  dispuesto. 

Art.  79  Calificada  la  idoneidad  délos  siete 
jurados,  se  retirarán  los  demás,  y  el  Jefe  político 
y  los  cuatro  vecinos  recibirán  á  aquellos  el  ju- 
ramento siguiente  "  ¿  Juráis  haberos  bien  y  fiel- 
mente, decidiendo  con  imparcialidad  y  justicia 
en  vista  del  impreso  y  acusación  que  se  va  á 
presentar,  ai  há  6  no  lugar  á  formación  de  cau- 
sa ?""  Sí  lo  juramos.  "  ••  Si  así  lo  hiciereis.  Dios 
os  lo  premie,   si  no,   os  lo  demande." 

Art.  89  En  seguida  se  retirarán  los  siete  ju- 
rados á  una  pieza  inmediata,  donde  estarán  so- 
los, y  después  del  examen  de  la  acusación  y  del 
impreso  declararán  por  las  dos  terceras  partes 
de  los  votos,  si  há  6  no  lugar  á  la  formación  de 
causa,  sin  poder  usar  de  otra  fórmula. 

Art.  99  Hecha  esta  declaración  la  extenderán 
en  el  propio  acto  en  el  expediente  firmándola  to- 
dos :saldránála  audiencia  púbHcayel  primero  fa- 
vorecido por  la  suerte,  que  hará  de  presidente,  la 
presentará  al  Jefe  político  y  á  los  cuatro  veci- 
nos. Estos  publicarán  la  declaración  en  el  mis- 
mo acto:  si  esta  fuere  *^  nohi  lugar  á  la  forma- 
ción de  causa' '  cesará  por  el  mismo  hecho  todo 
procedimiento. 

Art.  10  Si  la  declaración  fuere<*  há  lugar  ala  for- 
mación de  causa  "  el  Jefe  político  y  los  cuatro  ve- 
cinos mandarán  citar  al  impresor  para  que  en  la 
misma  audiencia  presente  el  original  del  impre- 
so acusado,  con  la  firma  del  escritor  6  editor,  exir 
gira  á  este,  6  al  impresor  en  su  caso,  una  fianza, 
y  si  no  la  prestare,  decretará  el  arresto,  y  man- 
dará también  á. recoger  los  ejemplares  que  exis- 
tan sin  distribuir,  observando  lo  prevenido  en 
el  artículo  49  de  la  ley  6a 

Art.  U  Si  la  declaratoria  fuese  V  há  lugar  á 
la  formación  de  causa"  el  Jefe  político  manda- 
rá recoger  todos  los  ejemplares  que  estén  sin 
distribuirse,  y  pasará  el  expediente  al  juez  com- 
petente en  materias  de  injurias  para  que  el  juicio 
siga  allí,  si  así  lo  exige  el  acusador,  por  los  trá- 
mites comunes  de  los  juicios  ordinarios. 

Art.  12.  Cuando  se  alegare  que  la  persona 
firmada  como  responsable,  está  comprendida  en 
las  excepciones  de]  artículo  29  ley  3^ ,  y  el  im- 
presor sostuviere  lo  contrario,  se  sustanciará 
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por  el  juez  la  articulación  dentro  de  ocho  dias, 
Bentencii^ido  el  noveno. 

Art.  13.  Si  la  sentencia  definitiva  fuese  abso- 
lutoria el  juez  mandará  alzar  el  arresto  6  la  fian- 
za que  se  haya  otorgado,  y  hará  las  demás  decla- 
ratorias favorables  á  la  reputación  del  acusado. 

Art.  14.  Se  deroga  la  ley  de  27  de  Abril  de 
1864  sobre  libertad  de  imprenta. 

Dada  en  Caracas  á  3  de  Abril  de  1855,  aSo 
86  de  la  ley  y  ^  de  la  independencia. 

El  Presidente  del  Senado,  /.  Leandro  Rodrí' 
guez, — El  Presidente  de  la  Cámara  de  Repre- 
sentantes, Francisco  Oriach. — El  secretario  del 
Senado,  José  A.  Pérez — El  secretario  de  la 
Cámara  de  Representantes,  J.  Padilla. 

Caracas  Abril  4  de  1855,   aüo  26  de  la  ley  y 

46  de  la  independencia. 

Ejecútese. — (Firmado).  José   T,  Monagos» 
Por  S.  E.  el  Presidente   de  la   República— El 
Secretario  de  E.  en  los  D.  D.  del  Interior  y  Jus- 
ticia y  Relaciones  Exteriores. 
(Firmado). — francisco  Aranda{^) 

(•)  'A'íáíisis  comparativo  de  las  leyes  de  27  de  Ahríl  de  1889, 
12deAbTÜde\mi,21  de  AbrU  ¿e  1849  y  2»  de  Abril  de 
1864,  sobre  libertad  de  imprenta. 

Entre  las  dos  primeras  se  notaa  las  siguientes  dife- 
rencias. 

La  de  47  afladió  al  4  único  del  artículo  1  *^  de  la  ley 
1 «  las  palabras  del  n  ®  1  ©.  del  art.  8  ®  "  ó  eí  odio  con- 
tra la  autoridad  " ,  y  el  caso  2  ©  n  ®  2  del  mismo  art  8  ® 
ley  id.— La  de  39  art.  1 «  ,  L.  2<  deda  en  su  último  i¿ 
ciso  "  si  con  la  publicación  de  tal'es  escritos  se  hubiere  en 
efecto  seg[UÍdo  la  rebelión  ó  perturbación  d«3  la  tranquili- 
dad pública,  ó  la  perpetración  de  algún  delito  "  ;  y  la  de 

47  lo  varió  asi,  •'  si  segiin  estas  (las  leyes  comunes)  se  hu- 
biere hecho  acreedor  á  mayor  pena  ".—La  de  89  (art  2  °    i 
ley  2*  )  imponía  por  el  escrito  califlcado  de  libelo  infa-  i 
ma torio,  en  primer  grado  tres  meses  de  prisión,' y  por  el 
calificado  en  2  o  ,  un  mes ;  y  la  de  47  (art.  id.  ley  id.)  por  ' 
el  primero  cuatro  mesesj  y  por  el  segtmdo,  dos. — La  de 
47 añadió  los arts.  4©  ,6©  y  11  de  la  ley  2*  .—La  de  ! 
47  (art.  2  ®  L.  3  *  )  dispuso  que  la  responsabilidad  del 
imi)resor  con  la  imprenta,  que  simplemente  disponía  la  ! 
de  39  (art.  id-  L.  id.  )  tuviese  lugar  aunque  dicha  impren-  [ 
ta  fuese  ajena,  ó  estuviese  hipotecada.— La  de  89(n  ®  2  *í    i 
art  2^  L.  3*   hacia  responsable  al  impresor  cuando  el  i 
original  resultase  firmado  por  persona  ó  personas,  en  la  I 
cual  ó  en  las  cuales  no  pudiera  hacerse  efe^  tiva  la  respon-  j 
sabllidad  que  detenninaba  la  ley,  ni  al  tiempo  de  la  impre-  ; 
sion,  ni  al  de  la  acusación;  y  la  de  47  (art.  id  id  id)  espe-  ' 
ciflcó  varios  casos  de  esta  incapacidad.— La  de  39  (art.  3  o    I 
L.  3  *  p  castigaba  la  falsedad  sobre  el  nombre  y  apéUidó  ! 
de  los  impresores,  y  el  lugar  y  aQo  de  la  impresión,  como  i 
la  omisión  absoluta  de  ellos;  y  la  de  47  (art.  id.  L.  id.)  di- 
jo : "  con  multa  que  no  exceda  de  quinientos  pesos,  y  pri-  , 
sión  que  no  pase  de  seis  meses.— La  de  89(art.  5  ®  L.  8  *  )  I 
castigaba  al  que  vendiese  &a  injpresos  sin  nombre  de  im-  • 
presor,  con  multa  dé  diez  pesos  ó  un  mea  de  cárcel,  y  la  I 
de  47  (art.  y  L  íd.^  disminuyó  la  cárcel  á  quince  dias.— La  i 
de  47  añadió  las  ais}>osiciones  contenidas  en  sus  arts.  7^  | 
a  9  o  __La  de  89  no  fij  aba  término  para  la  acusación  dé 
los  escritos  sediciosos,  obscenos,  ó  contrarios  á  las  buenas 
costumbres,  ó  subversivos;  y  la  de  47  (art.  1  ®  L.  4  «  )  fl|j6 
un  aüo  desde  la  publicación.— La  de  89  (art.  8  ^  L.  4  ^  ) 
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LIBERTAD  DE  imprenta,  resolución  eje- 
cutiva DE  15  DE  JUNIO  DE  1867  declarando 
que  no  debe  permitirse  la  introducción  y  dr^ 
culacion  en  la  república  de  impresos  extran- 
jeros, que  de  algún  modo  se  mezclen  en  las 
cuestiones  de  nuestra  política  interior,  ó  que 
ataquen  la  moral  pública,  ó  la  vida  privada 
de  los  hombres  residentes  en  la  república;  y 
que  por  tanto  deben  hacerse  recoger,  y  tener 
á  disposición  del  gobierno. 

Secretaria  del  Interior  .—  Sección  segnnda.— Ca- 
racas, Junio  16  de  1851. 
Resuelto. — Dígase  al  Sr,  Secretario  de  Hacieu' 
da. 

Informado  el  Presidente  de  la  República  del 
contenido  de  la  nota  de  U^.  fecha  15  de  Mayo 
ultimo  á  la  cual  se  acompaña  una  comunicación 
del  Sr.  Administrador  de  la  Aduana  de  la  Guai- 
ra con  copia  del  manifiesto  correspondiente  á 
una  caja  y  un  paquete  de  impresos,  de  que  remi- 
te un  ejemplar  titulado  recibimiento  del  Gene- 
ral Paez  en  Washington,  á  ñn  de  que  por  este 


decia  que  en  los  casos  de  injurias  habla  derecho  para  la 
acusación  de  los  escritos,  siempre  que  se  intentase  la  ac- 
ción dentro  del  término  quesefialaban  las  leyes,  contado 
desde  la  circulación  del  escrito  en  el  lugar  donde  residie- 
se el  injuriado;  y  la  de  47  (art.  y  L.  id. )  especificó  asi: 
"  con  tal  que  lo  haca  dentro  de  un  afio  contado  desde  la 
publicación  respectiva.  " — La  de  47  afladió  al  art.  4  ^  L. 
id. ,  desde  donde  dice :  "  En  las  demandas  que  se  refieran 
á  escritos  de  los  comprendidos  en  el  primer  caso  del  n  ^. 
2  &.  hasta  el  fin.— La  de  89  (  (  único,  art.  4  L.  4  .*  )  dis- 
ponia  que  la  acusación  de  escritos  impresos  en  pais  extran- 
jero, 6  sin  desiguacion  de  in^renta,  6  con  el  nombre  de 
una  implanta  ficticia,  se  presentase  á  los  jaeces  del  lugar 
en  que  hubiese  imprenta,  y  estuviese  mas  inmediato  á  a- 
quel  en  que  hubiere  circulado  el  escrito;  y  la  de  47  (  ^  id, 
art.  id,  L.  id  )  varió  asi : "  se  presentará  en  la  capital  de  la 
provincia  en  que*haya  circulado  el  impreso,  al  juez  de  pri- 
mera instancia,  ó  cualquiera  de  ellos,  si  hubiere  mas  de 
uno.— La  de  39.  (  art.  6  )  prescribia,  para  el  nombramien- 
to de  los  jurados,  que  todos  los  afios  dentro  de  los  prime- 
ros quince  dias  del  mes  de  Enero  se  nombrasen  á  plurali- 
dad absoluta  de  votos  por  el  concejo  municipal  del  cantón 
donde  haya  imprenta,  veinticuatro  personas  para  que  ejer» 
ciesen  el  cargo  de  jurados,  y  doce  suplentes  doode  lo  per- 
mitiese la  población;  y  la  de  47  varió  enteramente  la  for- 
ma de  esta  elección  arreglándola  4  lo  que  dispuso' en  el  ar- 
ticulo 9  y  sus  3  parágrafos.— La  de  90  (  art.  10  )  decia:  " 
Hecha  la  acusación  de  un  escrito,  el  juez  á  quien  haya  si- 
do presentada,  convocará  á  los  jurados,  y  en  presencia  de 
su  secretario  hará  sacar  per  suerte  siete  cédulas  de  las  « 
veinticuatro  en  que  estarán  inscritos  los  nombres  de  los 
jurados;  y  la  de  47  art.  13.  L.  id,  exceptuó  el  caso  en  que 
debiera  conocer  el  tribunal  ordinario,  y  redujo  á  cinco  las 
siete  cédulas.— La  de  89— (art.  22  L.  id)  prevenía  que  se 
sacasen  siete  cédulas  para  formar  el  primer  jurado;  y  la  de 
47  (art  26  L.  id)  las  redujo  á  cinco— La  de  89  (J  único  del 
mismo  art.  22)  disponía  que  cuando  el  número  de  los  jura- 
dos presentes  expeditos  no  llegase  á  do#,  el  juez  convoca- 
se también  á  los  suplentes;  y  la  de  47  (J  único  del  propio 
art.  26)  redujo  lop  doce  á  diez,— La  de  47  finalmente  supri- 
mió el  art.  19  ley  4  *  de  la  de  89,  y  afladió  sus  artículos  6, 
á8  y  ^^  de  la  ley' 4  ">,  la  parte  del  11  de  la  misma  desd^ 
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Ministerio  se  dicte  la  medida  mas  cdb veniente, 
8.  E.  ha  tenido  á  bien  resolver  lo  siguiente. 

Siendo  un  deber  del  Gobierno  conservarla  paz, 
)a  tranquilidad  y  el  orden  de  la  República  en  fa- 
vor de  lodos  en  general,  y  de  cada  habitante  en 
particular,  no  permitiendo  que  sé  introduzcan  a- 
busos  que  puedan  perturbar  los  ánimos  ó  menos- 
cabar las  garantías  individuales  que  nuestras  le- 
yes consagran,  y  en  atención  á  que  es  una  con- 
dición impuesta  por  el  artículo  194  de  la  ley  fun- 
damental para  gozar  de  la  libertad  que  por  él  se 
concede  á  los  venezolanos  de  publicar  sus  pen- 
samientos por  medio  de  la  prensa,  el  que,  los  que 
usen  de  este  derecho,  se  sujeten  á  la  responsa- 
bilidad que  la  ley  determina  para  la  corrección 
(le  sus  abusos,  se  declara  que  no   es  lícito   6  las 

donde  dice  "  Para  i-esolver  sobre  cualquiera  excusa  &."  ©1 
14  de  la  misma;  y  la  paite  del  §  único,  art.  23  de  la  mis- 
ma, qae  dice  "ó  por  ntribuiíle  la  cualidad  de  autor  priuci- 
pal  en  el  caso  del  art.  9  de  la  misma  ley  8f  ". 

Comparadas  las  de  47  y  49,  resulta  : 

La  de  47  (art.  8)  c&taWccia  cuatro  casos  de  abuso  de  U- 
]>trtad  do  imprenta,  calificando  sus  respectivos  escritoB 
on  libelos  sediciosos,  infamatorios,  obscenos  ó  contrarios 
á  las  buenas  costumbres,  y  subversivos ;  y  la  de  49  (art  2' 
los  rednjo  á  solo  infamatorios  y  obscenos.— La  de  47  (a.  4' 
clasificaba  dichos  escrito»  en  tres  grados ;  y  la  de  49  art.8' 
en  solo  dos.— y  suprimió  ademas  los  artículos  1  y  sü  $,  á. 
5,  la  parte  del  C  que  dice"  y  cuando  resultare  cpndenado  el 
iiuj)reso,  el  ag:raviado  tendrá  expedita  su  acción  civil  para 
ti  resarcimiento  do  los  perjuicios  que  haya  ocasionado  la 
difamación  :  "  y—la  del  7,  que  dice  :  "  con  inculpaciones 
sujetas  á  positivo  castigo  "  de  la  ley  1.— La  de  47  impo- 
nía por  el  libulo  infamatorio  en  primer  grado  seis  meses  de 
jjrision  y  trescientos  posos  de  multa;  y  por  el  calificado  en 
^•c  ~undo  cuatro  meses  de  prisión  y  doscientos  pesos  de 
iDiilta,  debiéndose  triplicar  la  prisión  ó  la  multa  en  cuaJ- 
(luiera  de  los  dos  casos  en  que  no  pudiera  hacerse  efectiva 
lina  ú  otra ;  y  la  de  49  impuso  por  el  primero  doscientos 
pesos  de  multa  y  treinta  días  de  priwon,  y  no  pudiendo 
))agar  la  multa  Kesenta  días  de  prisión  ;  y  por  el  segundo 
cien  pesos  de  multa  y  quince  dias  de  prisión,  y  si  no  pu- 
áU^^e  pagar  esta  treinta  dias  de  prisión,— suprimiendo  por 
ronsecuencia  de  la  sola  clasificación  en  dos  grados  las 
penas  que  la  de  47  imponía  por  el  tercero.—La  de  47  im- 
l)onia  al  autor  ó  editor  do  un  escrito  obsceno  calificado 
en  primer  grado  quinientos  pesos  de  multa  y  trescientos 
8i  en  segundo,  y  si  no  podía  sufrir  la  multa,  diez  y  ocho  y 
doce  meses  de  i)risittn,  respectivamente ;  y  la  de  47  impuso 
]K)r  el  calificado  en  primer  grado  cien  pesos,  y  quince  dias 
de  prisión ;  y  no  pudiendo  pagarse  la  multa,  cuarenta  dias 
de  prisión,  y  por  el  c^ilificado  en  segundo  veinticinco  pe- 
coB  y  diez  días  de  prisión,  y  no  pudiendo  pagarse  la  mnlta, 
quince  dias  do  i>risi(»n  ;  y  suprimió  ademas  los  artículos  1, 
4,  6,  7,  8,  la  parte  del  9  que  dice  "  Los  que  devolvíeren  loi 
ejemplares  que  hayan  comprado  tendrán  derecho  á  ser 
indemnizados  del  precio,  por  el  que  haya  sido  declarado 
culpable"  y  el  1  y  el  11  de  la  ley  8  «  .—La  de  87  (art.  2  <^ 
L.  3  *  )  establecía  doce  casos  de  responsabilidad  para  el 
impresor,  y  la  de  47  (art  id.  L.  id.)  loe  redujo á  los  cin- 
co que  contieno.^ La  de  47  (art.  6)  imponia  al  que  ven- 
diera, publicase,  mstribuyese  &  un  impreso  con  alguna 
de  las  notas  de  la  ley,  las  mismas  penas  que  al  autor  del 
escrito ;  y  la  de  49  (art.  4)  las  reduío  á  cincuenta  pesos, 
6  quince  dias  de  prisión  ;  y  suprimió  la  parte  del  art  2 
que  dice :  *'  el  impresor  con  su  persona,  con  la  imprenta  en 
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autoridades  j  empleadcM  de  Venezuela  admitir 
del  extranjero  pubiicacionea  que  de  alg^un  modo- 
sa mezclen  en  las  cuestiones  de  nuestra  política 
interior,  ó  que  ataquen  la  moral  pública,  6  la  vi- 
da  privada  de  los  hombres  residentes  en  el  terri- 
torio de  la  República;  y  que  por  lo  mismo  deben 
hacerse  recoger  y  detener  á  disposición  del  Go- 
bierno los  impresos  de  esta  especie,  respecto  ft 
que,  en  favor  de  escritos  semejantes,  no  puede 
alegarse  el  derecho  que  garantiza  la  Constitu- 
ción, que  no  se  refiere  sino  solerá  los  venezola- 
nos, ni  podrían  hacerse  efectivas  contra  ellos  por 
el  jurado  de  imprenta  las  disposiciones  del  .códi- 
go de  27  de  Abril  de  1849,  no  teniendo  por  esto, 
ni  pudiendo  tener»  la  imprenta  de  una  Nación 
extraña  la  facultad  de  especular  en  Venezuela 

que  se  haya  publicado  el  papel,  aunque  dicha  imprenta 
sea  ajena,  6  esté  hipotecada,  y  con  loa  bienes  qae  posea  " 
la  del  8  que  dice  "  La  falsedrxl  de  alguno  de  estos  requisitos 
(los  del  nombre  y  apellido  del  impresor,  lagar  y  afio  de  la 
impresión)  se  casti^rá  con  multa  que  no  exceda  de  qui- 
nientos pesos,  y  prisión  que  no  pase  de  seis  moses  ",  y  t<^08 
los  dt-mas  artículos  de  la  ley  8  *  • 

Entre  las  de  47  y  49  hay  las  diferencias  slgi^^entes; 

La  de  47  (art.  8  L.  4^  )  fijaba  un  afio  para  la  acnsa- 
cion  de  los  impresos  injuriosos,  y  la  de  49  (art  7  L.  id) 
lo  redujo  á  seis  meses—La  de  47  (art.  4  L.  id.)  disponía 
que  las  acusaciones  de  los  escritos  se  presentasen  ante  el 
juez  de  primera  instancia  residente  en  la  capital  de  la  pro- 
vincia donde  se  publicó  el  impreso,  con  otras  disposiciones 
que  contiene  dicho  articulo ;  y  la  de  49  (art.  6)  lo  redigo 
todo  á  disponer  que  se  propusiesen  ante  el  juez  radioario 
del  lugar  en  que  se  hubiese  publicado  el  impreso. — La 
de  47  (art  9  al  1 1 )  disponía  que  todos  los  afios  en  los  pri- 
meros quince  dias  del  mes  de  Junio  formasen  los  goberna- 
dores una  lista  de  las  personas  del  cantón  capital  qae  tu» 
viesen  las  cualidades  que  expresa  el  art.  62  de  la  constitu- 
ción, los  cuales  constituidos  en  junta  presidida  por  el  mis- 
mo gobernador,  previos  los  trámites  que  se  establecen, 
nombraban  los  jurados  ;  y  todo  reclamo  respecto  de  indi- 
viduos de  dicha  lista  debia  hacerse  ante  el  gobernador,  y 
por  la  de  49.  (art.  1  y  2)  todas  estas  atribuciones  corres- 
ponden á  los  concejos  municipales,  y  la  formación  de  his 
listas  se  hace  en  el  mes  de  junio  también  dentro  de  los 
primeros  quince  dias.— La  de  47,  (art  18)  disponía  qae 
para  el  piimer  jurado  se  sacasen  cinco  cédulas ;  y  la  de 
49.  (art.  9)  siete.  —Por  la  de  47  (art.  14)  debia  haber  por 
lo  menos  diez  jurados  ;  y  por  la  de  49  (art  .10.)  quince.  Por 
•la  de  47  (art  23)  la  decisión  de  las  articulaciones  sobre 
responsabilidad  del  que  hubiese  firmsdo  el  escrito  debía 
ser  por  unanimidad ;  y  por  la  de  49  (art  18)  por  las  dos 
torceras,  partes.— La  de  47  (art.  12)  imponía  al  jurar 
do  que,  sin  justiñcar  impedimento  legitimo,  dejaba  de  con- 
currir al  juicio  una  multa  que  no  ba¡ase  de  dies,  ni  exce- 
diese de. veinticinco  pesos,  que  se  dnplicaba  en  caso  de 
reincidencia  ;  y  la  de  49  (art  12)  fijó  solo  la  de  veinto.  — 
La  de  47  (^  2  art.  25)  concedía  para  ios  casos  de  prueba, 
treinta  dias,  ademas  del  término  de  la  distancia ;  y  la  de 
49  (art  19.)  restringió  el  término  &  ocho  dias,  silenciando 
el  de  la  distancia,  y  mandando  convocar  el  jando  pora  el 
noveno.— Por  lá  de  47  (art.  26)  formaban  el  segundo  jurl 
cinco  jurados;  y  por  la  de  49  (art.  20)  nueve.  Por  la  de  47 
(art.  28)  podían  recusarse  sin  causa  hasta  tres  Jarados  ; 
y  por  la  de  49  (art.  21.)  cuatro.  Por  la  de  47  (art.  81.)  ee 
disponía  que  los  Jucados  no  pudiesen  comanicarse  con 
persona  alguna,  á  no  ser  con  permiso  del  juez  ¡'jr  la  de  49 
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con  escritos  de  partido,  que  se  refieran  ft  perso- 
nas determinadas,  residentes  en  nuestro  territo- 
rio, en  perjuicio  de  sn  reputación  é  intereses. 
Siendo  de  este  género  el  folleto  impreso  en  Nue- 
va York,  j  que  ha  trasmitido  el  Sr.  Secretario 
de  Hacienda  con  su  nota  fecha  15  del  pasado  ti- 
tulado, ^'Recibimiento  del  General  Páe2'en 
Washington,*'  debe  aplicársele  y  se  le  aplica  la 
regla  que  queda  establecida.  Mas  considerando 
el  Gobierno  que,  los  introductores  acaso  no  to- 
▼ieran  presente  la  regla  que  violaban  por  no 
existir  una  anterior  declaratoria  forma],  no  obs- 
tante que  ella  no  sea  sino  una  consecuencia  pre- 
cisa de  nuestras  leyes  apoyada  en  razones  y  prin- 
cipios evidentes,  se  dispone  que  la  Aduana  de 
le  Guaira,  en  donde  se  hallan  depositados  los  e- 
jemplares  de  dicho  impreso,  los  devuelva  á  los 
consignatarios  Sojo,  Larraldo  y  Compañía,'lue- 
go  que  hayan  de  reembarcarse,  para  que  se  res- 
tituyan al  consignante. 

Publíqnese  en  la  Gaceta  de  Venezuela  esta 
tesolueion,  y  circúlese  á  los  Gobernadores  para 
que  la  trasmitan  á  los  Jefes  políticos  cantonales, 
y  comuniqúese  6  la  Secretaría  de  Hacienda  pa- 
ra que  por  su  órgano  se  trasmita  á  los  Adminis- 
tradores de  Aduana,  á  fin  de  que  unos  y  otros 
funcionarios  obren  de  conformidad  con  ella  en 
los  casos  que  se  presenten,  encargándoseles 
den  siempre  cuenta  al  Poder  Ejecutivo  en  toda 
ocurrencia  para  la  determinación  que  correspon- 
da, si  hubiere  reclamación. 

Por  S.  K—Arandn. 

(art.  23)  suprimid  esta  excepción.  La  do  49  (art,  84  y  36) 
coDtcnia  fórmulas  parales  casos  de  absolución  y  condo- 
nación: y  la  de  49  (art.  24  y  25)  las  suprimió.  Lado  47 
(art.  86j  decia  en  su  inciso  2  "  y  todo  acto  contrario  á 
esta  disposición  será  castigado  como  crimen  de  detención 
6  procedimiento  arbitrario  "cuya  disposición  no  se  halla 
en  la  de  49.  Por  la  de  47  (art.  *27)  las  multas  impuestas 
formaban  un  fondo  para  el  pago  de  cinco  pesos  á  cada  ju- 
rado ;  y  por  la  de  49  (art.  27)  se  destinaron  al  fondo  de 
manumisión.  Por  la  de  47  (art.  1  L.  6«*)  si  el  juez  no 
designaba  la  debida  pena  podía  ocurrir  á  la  Corte 
Superior ;  pero  sin  que  esta  pudiese  reformar  la  decisión 
del  juri ;  y  por  el  2  podia  ocorriree  también  á  la  niisma 
Corte  cuando  no  se  hubiesen  observado  íás  formalidades 
prescritas,  pero  para  el  solo  efecto  de  reponer  el  proceso 
desde  el  punto  en  que  se  hubiese  cometido  la  nulidad 
cuando  esta  pudiese  haber  influido  en  la  decisión  del  juri, 
exigiéndose  la  responsabilidad  al  que  hubiese  cometido  la 
falta ;  y  por  la  de  49  (28)  todj  quedó  reducido  k  que  cuan- 
do el  juez  faltase  al  óx4en  establecido  en  estas  leyes  po- 
dría ocurrirse  á  la  Corte;  conviniendo  ambas  leyes  en 
cuanto  á  los  efectos  e«i  que  debia  admitirse  el  recur- 
so, y  tiempo  en  que  debía  interponerse :  Ademas  la  de'  46 
Suprimid  el  %  único  del  art.  4,  los  artículos  5, 6^  7  8,  y  sus 
4^  28  desde  donde  dice  "  salvo  que  para  la  decisión  &"  y 
BU  ^,  24, 25,  y  su  §  1  ^ ,  púnico  del  26,  27, 28 desde  "  Pero 
si  por  virtud  de  lo  dispuesto  &",  y  89,  todos  de  la  ley  4  «1 , 
y  el  8  de  la  ley  5  * . 
Entze  las  de  49  y  64  hay  los  diferencias  siguientes : 
La  de  49  establecía  el  juicio  por  jurados ;  y  la  de  54  so- 
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LIBERTAD  DB  trafico,  resolución  ejecuti- 
va DB  27  DE  MAR20  DB  .  \S2lS  declarando  que 
no  puede  ser  cohartado  guardándose  ciertas 
precauciones  para  la  salubridad  pública. 

República  da  Venezuela. — Secretaria  do  E. 
en,el  D.  del  Interior  y  Justicia.~Seccion  Mu- 
nicipal.—Caracas  27  de  Mayo  de  1836.— Afio 
6  ^  de  la  Ley  y  25  ®  de  la  Independencia.-^ 
Número  $86. 

Al  Sor»  Gobernador  de  Barcelona^ * 

Presentado  nuevamente  al  Despacho  del  Po« 
der  Ejecutivo  el  expediente  formado  con  moti- 
vo de  Ja  prohibición  de  la  venta  de  carnes,  pro- 
cedentes de  esa  Provincia,  en  el  mercado  de  An« 
gostura,  acordada  por  el  Concejo  Municidal  de 
esta  ;  y  á  qoe  se  reñere  la  comunicación  de  U  8. 


metió  todos  los  impresos  á  la  acción  de  los  tribunales  or- 
dinarios.— La  de  49  no  reconocía  escritos  sediciosos ;  y  la 
de  54  (art.  2)  manda  que  tales  escritos,  grabados  &.  sirvan 
de  principio  de  prueba  á  los  delitos  de  traición,  rebelión 
6  sedición.  Por  la  de  49  solo  era  responsable  el  impresor 
y  estaba  sujeto  á  las  mismas  penas  que  el  autor  6  editor 
en  los  cinco  casos  que  establecía  el  art.  2  de  la  ley  3  ^  ;  y 
por  ta  de  54  lo  está  el  dueflo  del  estableeimiento  en  que 
se  impriman,  lito^afien  ó  graben  los  papeles,  en  todos  los 
casos  en  que  por  algún  motivo  no  pueda  hacerse  efecti- 
va la  pena  en  el  autor  ó  editor. -^La  de  49  solo  impimia 
&  los  impresores  el  deber  de  poner  su  nombre  Sl  en  toda 
obra  ó  escrito  que  saliese  de  su  establecimiento  f  y  la  de 
54  .ha  extendido  este  deber  á  los  litógrafos  ó  grabado- 
res.—La  de  64  finalmente  prohibió  por  primera  vez  á  los 
dueños  de  tales  establecimientos  ponerlos  á  cargo  do 
otros,  bajo  la  pena  de  ser  juzgados  como  reos  de  falsedad. 

Por  último,  entre  las  de  54  y  55  hay  las  diferencias  si- 
gn  lentes: 

La  de  54  (art.  2  á.4)  condenaba,  I  ? ;  los  impresos,  lito- 
gra  fiados,  ó  grabados  en  que  se  excitase  6  prpvocase  á  e- 
jorcer  actos  contra  la  seguridad  exterior  ó  interior  de  la 
república  convidando  á  las  arUios  ó  de  cualquiera  otra  ma- 
nera directa;  y  los  mandaba  tener  como  principio  de  prue- 
ba ep  los  delitos  de  traición,  rebelión  ó  sedición.  2f  jos  li- 
belos injuriosos  asi  respecto  de  la  vida  pública,  como  de 
la  privada;  y  los  sometía  á  los  tribuna 'es  competentes  para 
conocer  del  delito  de  injuria;  y  8  P :  los  espritos  en  que  se 
ofendiese  la  moral  ó  decencia  pública;  y  los  sujetaba  al  po- 
der de  los  tribunales  ordinarios;  y  la  de  55  (artículos  de  la 
Ley  1  p  )  los  red  ojo  á  dos  á  saber,  contrarios  a  las  buenas 
costumbres,  é  injuriosos,  respecto  de  la  vida  privada,  y  los 
sujetó  á  la  calificación  de  un  jurado)  pasándose  luego  (art. 
11)  caso  de  declararse  con  lugar  á  formación  de  causa^al  tri- 
bunal competente  en.  materias  de  injurias  para  que  siga 
allí  el  juicio  por  los  trámites  de  los  juicios  ordinarios,  im- 
poniéndoles las  penas  que  establecen  los  artículos  1  y  2 
de  la  L.  2?"  .--La  de  54  (art.  6.)  hacia  responsable  al  im- 
presor, con  las  mismas  penas  que  al  autor  ó  editor  cuan- 
do por  cualquier  motivo  no  pudiesen  hacerse  efectivas  en 
estosj  y  la  de  55  (art.  2  L.  2  f  )  solo  en  los  casos  que  en 
este  se  establecen.— La  de  54  (art.  6)  establecía  que  en  el 
caso  de  imputar  á  algún  empleado  público  delitos  que- 
compromet^n  su  honor  y  providad,  ó  de  alguna  corpo- 
ración, quedase  sujeto  á  los  trámites  establecidos  para  los 
escritos  injuriosos;  y  la  de  66afladió  el  art.  $.  de  la  L-  2? 
y  toda  la  ley  4 «»  relativa  á  la  fomaacion  dei  jurado,  y  ca- 
üfieacáon  del  iinpreso;  y  analmente  suprimió  el  art,  9  de 
la  de  54  que  prohibía  á  los  dueflos  de  establecimientos  ti- 
pográficos ponerlos  á  cargo  de  otra  persona  bajo  la  pena 
de  ser  jusg^os  com¿  reos  de  falsedad 
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de  11  de  Abril  último,  número   52,  ha  recaído 
con  esta  misma  fecha,  la  siguiente  reaolacion: 

*^Todo  acuerdo  ó  providencia,  qtie  coharte  á 
alguno  ó  algunos  Venezolanos  la  libertad  que 
ciinforme  al  artículo  209  de  la  Constitución  de- 
ben gozar  para  ejercitarse  en  cualquier  género 
de  trabajo,  cultura,  indostrla  ó  comercio,  es  pre- 
cisamente anticonstitucional,  y  no  debe  ser  obe- 
(lecidii,  por  no  violar  roanifíestamentc  la  primera 
Ley  de  la  República.  £1  acuerdo  del  Concejo 
Municipal  de  Angostura  que  prohibe  la  introduc- 
ción de  carnes  en  aquella  Ciudad  procedentes  de 
1n  provincia  de.  Barcelona,  adolece  de  aquel  vicio, 
y  por  esto  el  Poder  Ejecutivo  dispuso  cuando  se 
¡e  dio  cuenta  por  primera  vez  de  tal  suceso,  que 
con  ciertas  y  determinadas  precauciones  sanita- 
riaij,  se  dejase  libre  el  comercio  de  la  carne.  Ha 
vuelto  á  prohibirse,  y  el  Ejecutivo  encargado  de 
cumplir  y  hacer  cumplir  la  Constitución,  conser- 
vando á  ¡os  Venezolanos  los  derechos  que  ella 
les  ha  concedido,  no  puede  menos  que  Insistir 
como  insiste,  en  que  el  comercio  de  carnes,  sea 
en  pié,  en  sangre  ó  salad»,  no  puede  ser  prohibido 
por  ninguna  autoridad  de  Guayana  á  ningún  Ve- 
nezolano ;  y  por  consiguiente,  es- libre  la  intro- 
ducción de  estos  y.  de  cualquiera  otros  productos 
de  la  Provincia  de  Barcelona;  y  de  cualquiera 
otra  de  Venezuela  en  la  de  Guayana,  sin  que  la 
autoridad  Municipal  pueda  hacer  otra  cosa  en 
resguardo  de  la  salud  pública,  que  hacer  recono- 
cer dichas  carnes,  para  que  cuando  alguna  re- 
sulte infeíitdda,  se  proceda  conforme  á  las  orde- 
nanzas que  tratan  de  la  materia:  del  mismo  modo 
que  se  procedería  con  la  carne  salada  del  Norte 
América,  jamo/ies,  harina,  vinos  y  cualquiera  otra 
especie  de  provisiones  ó  caldos  dé  libre  comercio, 
ios  cuales  no  pueden  ser  prohibidos  por  la  Di- 
putación ni  por  el  Concejo  Municipal.  Comani- 
quese  á  los  Gobernadores  de  Barcelona  y  Gua- 
yana, afiadiendoi  que  conforme  al  artículo  91  de 
la  Ley  org&nica  de  provincias,  esta  resolución 
debe  ser  cumplida  desde  que  se  comunique  á  las 
autoridades  respectivas,  incurriendo  el  contra- 
ventoi  en  la  responsabilidad  que  impone  dicho 
artículo  de  ley,  y  debiendo  el  Gobernador  de 
Guayana  velar  sobre  este  cumplimiento,  para  saU 
var  la  que  le  impone  el  artículo  95  de  la  propia 
Ley. '» 

La  comunico  á  US.  para  su  inteligencia,  y  en 
la  de  que  con  esta  fecha  misma  lo  hago  al  Sr.  Go- 
bernador de  la  Provincia  de  G.uayanaconel  mis* 
mo  objeto. 

Soy  de  US.  atento  servidor. 
(Firmado,)  Antonio   L.  Guzman, 
LIBERTAD  de  ccltos.  lby  de  18  dbfebrceo 

DE  lw34  declarando  no  estai  prohibida  en  la 

república.  % 


LIB 


El  senado  y  cámara  de  representantes  de  la  repét- 
bllca  de  Venezuela,  reunidos  en  congreso. 

CONSIDERANDO  : 

19  Que  la  constitución  en  su  artículo  318  lla- 
ma á  vivir  en  Venezuela  á  los  extranjeros  de  cual- 
quiera nación. 

2?  Que  la  libertad  religiosa  es  una  parte  esen- 
cial de  la  libertad  civil,  que  la  misma  constitución 
asegura  A  los  venezolanos  j  extranjeros  avecin- 
dados en   la  república. 

decretan: 

Art.  único.  No  est&  prohibida  en  la  república 
la  libertad  de  cultos. 

Dada  en  Caracas  á  17  de  Febrero  de  1834,  59 
de  la  ley  y  249  ^®  ^^  independencia.— El  presi- 
dente del  senado,  Manuel  Quintero. — £1  presi- 
dente de  la  cámr^ia  de  representantes,  Rvjino 
Gomales, — El  secretario  del  senado,Jo^c  María 
Pelgron, — El  secretario  de  la  cámara  de  repre- 
sentantes, Rafael  Domínguez. 

Sala  del  despacho. — Caracas  Febrero  18,  de 
1824,  59  y  249— Cúmplase.— El  presidente  de 
la  república,  José  Antonio  Paez, 

Refrendado. — El   ministro   de    Estado  en   «i 
despacho  del  interior  y  justicia,  Diego  B  ürba- 
neja. 
LIBERTAD  dk  contratos,  ley  de  28  de    a- 

BRiL  DB  1848  estableciéndola — que  reforma^ 

la  de  10  de  Abril  de  1834,  pag*  6  del  cuerpo 

comprensivo  de  las  de  ese   año-^y  132,   n^ 

165  del  de  1851. 

El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la 
Rpública  de   Venezuela  reunidos  en  Congreso. 

CONSIDERANDO  : 

19  Que  la  libertad  de  los  contratos  no  debe 
dafiár  la  igualdad  que  la  ley  debe  proteger  en 
el  ejercicio  de  todas  las  industrius,  y 

29  Qnc  la  moral  pública  se  resiente  del  abuso 
que*8e  ha  hecho  de  la  ley  de  10  de  Abril  del  alio 
de  34. 

DBCRBTAír, 

Art.  19  Los  acreedores  para  el  pago  de  sus  a- 
creencias  podrán  pactar  con  sus  deudores  que 
sus  bienes  puedan  rematarse  por  la  cantidad  que 
se  ofrezca  eo  pública  subasta  en  el  dia  y  hora 
sefialados,  con  Jial  que  no  baje  de  la  mitad  úe  su 
valor. 

Art.  29  £1  valor  de  que  habla  el  artículo  an- 
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terior  lo  fijarán  dos  peritos  nombrados  uno  por 
cada  parte,  los  caaies  antes  de  entrará  desenn- 
penar  sa  encargo,  nombrarán  un  tercero  <)ue  en 
caso  de  discordia  |a  dirima  ;  y  si  no  se  acordaren 
en  eáte  nombramiento,  lo  hirá  el  juez. 
.  Art.  3^  El  valor  lo  fijarán  los  peritos  por  la 
estimación  que  comunmente  se  da  á  tales  bienes 
tsn  el  loffar  donde  existan  ;  y  en  los  inmuebles 
productivos,  tendrán  ademas  en  consideración 
8(1  total  producto  á  fin  de  que  este  no  deje  de  re- 
presentar un  capital  al  re.'pecto  de  9  por  ciefitn 
anual. 

Art.  49  Conocido  y  fijado  el  valor  de  la  cosa 
destinada  al  pago,. se  observarán  las  formalida- 
des prescritas  en  el  procedimiento  ejecutivo,  a- 
tiunci&nduse  al  público  previamente  el  minimun 
en  que  podrá  rematarse. 

Art.  ¿9  Todo  remate  en  virtud  de  esta  ley 
tendrá  dos  actos,  uno  preparatorio  en  que  se  de- 
jará en  suspenso  el  resultado,  y  otro  efectivo 
que  tendrá  lugar  treinta  dius  después  de  aquel, 
y  en  el  que  se  tendrán  presentes hs  proposicio- 
nes hechas  en  el  primero. 

Art.  69  Solo  en  el  acto  del  remate  deberán 
ser  preferidos  por  el  tanto,>aquellos  que  por  las 
leyes  comunes  gozan  del  privilegio  de  retractó; 
y  ni  este,  niel  beneficio  de  restitución  in  ínte- 
grun  podrán  concederse  en  favor  de  ninguna  cla- 
se de  personas,  corporaciones  ó  establecimientos 
públicos  ;  ni  tampoco  reclamarse  lesión  alguna 
después  de  aquel  acto! 

Art.  79  El  acreedor  ó  acreedores  pueden  ser  11- 
citadores  en  la  subasta. 

Art.  89  El  rematador  por  el  acto  del  remate 
y  posesión  subsecuente,  se  hace  dueño  de  la 
propiedad  rematada. 

Art.  99  Venezuela  admite  y  reconoce  un  ín- 
teres bajo  el  nombre  de  convencional  y  otro  ba- 
jo el  nombre  de  legal. 

Atu  10  £1  interés  convencional  exequible  con 
acción  ci/il  puede  ser  hasta  9  por  ciento  anual 

Art  1 1.  La  tasji  del  interés  legal  será  de 5  por 
ciento  anual,  sirviendo  esta  tusa  de  regla  ante  los 
tribunales  en  defecto  de  convención. 

Art.  12.  No  se  podrá  cobrar  ínteres  de  intere- 
ses. 

Art  13.  Se  deroga  la  ley  de  10  de  Abrilde 
1834,  sobre  libertad  de  contratos  y  las  demás  que 
se  opongan  á  las  disposiciones  de  la  presente. 

Dada  en  Caracas  á  20  de  Abril  de  i84d«  aáo 
19  de  la  ley  y  38  de  la  independencia. —  El  pre- 
sidente del  Senado,  Eduardo  A.  Hurtado. — El 
presidente  dele  Cámara  de  Representantes,  Fer- 
nando Olavarric. — El  secretario  del  Senado, 
J.  A.  Freiré — El  diputadojsecretario  interino  de 
I91  Cámara  de  Representantes  .  W  ürrutta. 

Caldcas  Abril  28  de  1846»  año  19  de  la  ley  y 
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38  de  la   independencia. — Ejecútese» — Diego 
Bautista  Urbaneja.-^P or  S.  E.  el  Vicepresidente 
de  la  República  Encargado  del  Poder  Ejecutivo. 
— El  Secretario  de  Estado  en  los  despachos  del 
Interior  y  Justicia,  Tomas  José  Sanavria,  (^) 
LIBERTAD  de   dbrechos  de   importación. 
Véase  Arancel  de  importación  (artículos  que 
la  gozan  )  Casas  rodantes  d&  hierro,  Minas, 
y  Coro,  D.  de  I9  de  Abril  de  1840. 
LIBERTAD  de  DSitECHos  ds   bxpprta<;ion« 
Véase  Exportación,  Carne-tasajo,   Granos 
menores,  minas  y  Pescado  salado. 
LIBERTAD  de  esclavos,   ley  de  24  marzo 
DE  1854  declarando  abolida  para  siempre  la 
esclavitud  en  Venezuela. 
El  Sonado  y  Cámara  de  Representantes  de  la 
República  de  Venezuela,  reunidos  en  Congreso* 

DBORETA.N: 

Art.  19  Queda  abolida  para  siempre  la  escla- 
vitud en  Venezuela. 

Art.  29  Cesa  la  obligación  legal  de  prestación 
de  servicios  de  los  manumisos,  quedando  eú  ple- 
no goce  de  su  libertad  y  sometidos  solo  ala  pa- 
tria potestad  ó  cualquiera  otra  dependencia  de 
sus  ascendientes  como  ingenuos. 

Art.  39  Se  prohibe  para  siempre  la  introduc- 
ción de  esclavos  en  el  territorio  déla  Repüblica; 
y  los  que  sean  introducidos  contra  esta  prohibi- 
ción, bajo  cualquier  pretexto,  entrarán  por  el 
mismo  hecho  inmediatamente  en  el  goce  de  la 
libertad. 

Art.  49  Los  dueños  de  esclavos  serán  indemni- 
zados del  valor  que  estos  tengan  por  la  tarifa,  ó 
á  juicio  de  facultativos  en  cabios  de  enfermedad, 
con  los  fondos  destinados  ó  que  se  destinen  al  e- 
fecto  y  en  justa  proporción,  recibiéndose  en  pago 
de  contribuciones  que  por  esta  ley  se  establez- 
can, acreencias  contra  el  fondo  de  indemnización. 

Art.  59  Se  destinan  para  la  indemnización  de 
que  habla  el  articolo  anterior,  las  cantidades  si. 
guientes:  1 9  el  10  por  100  con  que  las  rentas  pro- 
vinciales contribuyen  al  tesoro  público  según  la^ 
ley;  29*  la  suma  á  que  monta  el  impuesto  que  se 
establece  por  tresaftos  de  cinco  reales  sobre  los  a- 
lambiques  de  destilar  aguardiente  y  sus  compues- 

{*)  Anáfisis  cofñparahvo  de  las  leyes  de  10  de  Abril  df 
18  )4  y  28  del  mismo  de  1848.  sobre  libertad  de  contratos. 

Por  la  de  84  (art.  1)  podia  pactarso  libremente  el  rema- 
te de  las  bienes  del  deudor  por  lo  que  se  ofreciese ;  y  por 
la  de  48  (art.  id.)  con  tal  que  no  bajase  de  la  mitad  de 
su  valor .~*La  de  48  afiadié  en  consecuencia  las^  disposi- 
ciones del  art.  2,ladel8rt  8  sobre  anuncio  pbevio  del 
mÍDtman  en  que  puede  hacerse  el  remate,  las  del  art  4. — 
Por  la  de  84  (art.  4.)  noeía  admisible  el  privile^o  de  n>* 
tracto  en  los  remates ;  y  por  ]a  de  48  es.  permitido,  aun- 
que solo  en  el  acto  del  rematé.~La  de  48  flnaimente  alla- 
dió  la»  disposiciones  contenidas  en  los  articalos  7  á  12. 
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Um»  cobrándose  dichos  cinco  reales  por  cada  ga- 
iou  de  cuatro  y  inedia  botellas  que  mida  el  alam- 
bique: 3<^  la  suma  á  que  monta  el  impuesto  que 
se  estabrece  por  tred  afios  sobre  los  individuos 
que  se  expresarán,  &  saber:  cinco  pesos  anuales 
los  que  tengan  la  renta  requerida  para  elector, 
y  diez  pesos  los  qiie  tengan  la  renta  necesaria  pa- 
ra ser  Diputado  provincial,  Representante  6  Se- 
nador: 49  la  suma  á  que  ascienda  el  subsidio  que 
se  impoñe^por  tres  aBos  &  todos  los  ciudadanos 
que  reciban  del  erario  publico  6  de  las  Rentas 
municipales,  sueldo,  pensión  ó  comisión   cual- 
quiera, de  este  modo:  3  por  100  de  los  que  gocen 
hasta  la  suma  de  800  pesos:  3  por  100   á  los  de 
300  hasta  L600;  5  por  100  á  los  de  1.600  hasU 
3.000;  y  10  por  100  tic  3  000  en  adelante :  5?  los 
fondos  recaudados  y  que  han  debido  recaudarse 
del  ramo  de  manumisión,  conforme  á  la  ley  qu^ 
hd  regido  hasta  ahora :  09  la  pwte  que  corres- 
ponde &  la  Nación  de  los  derechos  dé  registro, 
luego  que  haya  cesado   e\  objeto  para  que  fué 
destinada  por  el  artículo  38  de  la  ley  de  la  ma- 
teria: 79  el  3  por  100  del  total  de  los  bienes  de 
Joá  que  Vnueren  dejando   herederos  colaterales: 
89  ti  20  por  100  del  total  de  los  bienes  de  los 
que  mueren  dejando  herederos  extraños;  y  99 
los  bienes  líquidos  de  los  que  mueren  ab  intesta- 
to  y  no  dejan  here<leros  en  grado  en  que  por  las 
leyes  deben  sucederles. 

'^  único.  Los  individuos  que  estén  comprendi- 
dos en  mas  de  un  caso  de  los  designados  en  es- 
te artículo,  solo  abonarán  el  impuesto  mayor 
que  les  corresponda,  quedando  libres  del  pago 
de  tuda  contribución  aquellos  individuos  que  ha- 
yan dado  la  libertad  á  sos  esclavos  desde  el  dia 
jO  de  Febrero  último  hasta  la  sanción  de  esta 

l«y 

Art.  69  Para  la  recaudación  de  estos  impues 
tos  y  otros  actos  que  se  dirán,  se  organizarán 
Juntas  superiores  en  los  cantones  capitales  de 
provincia,  compuestas  del  Gobernador,  que  será 
su  presidente,  del  Vicaiio  ó  Cura  párroco  mas 
antiguo,  del  Procurador  municipal  y  de  dos  vc- 
jaiuos  nombrados  por  el  Poder  Kjecutivo;  y  Jun- 
tas subalternas  en  las  cabeceras  de  los  demás 
cantonea,  compuestas  del  Jefe  político,  que  será 
su  presidente,  ael  Cura  p&rr(<cu,  del  Procura  lor 
municipal  y  dos  vecinos  nombrados  por  la  Jun- 
ta superior. 

púnico.  Cada  una  de  las  Juntas  nombrará  un 
tesorero  que  tenga  las  cualidades  de  Senador, 
honradez  y  probidad,  y'que  dé  una  fían2a  sufi- 
ciente ajuicio  de  la  corporación  que  le  eiige, 
para  que  sea  el  depositario  de  los  fundos  deHg- 
nados  en  esta  ley,  que  de  ningún  modo  entraran 
á  las  cajas  nacionales,  pt^rcibiendo  el  de  la  capi- 
tal de  la  República  el  4  por  iOO  de  la  recauda* 


cioo,  y  loe  de  los  demás  puntos  el  10  por  100. 

Art  79  TedoH.los  demás  destinos  que  so  esta- 
blecen para  el  cumplimiento  de  esta  hy^  se  re- 
putan cargas  concejiles  por  tiempo  detenninado. 

Art  89  Publicada  que  sea  esta  ley,  se  esta- 
blecerftn  las  Juntas  á  que  se  refíere  el  arifcnlo 
69  é  inmediatamente  procederán  á  formar  un 
censo  de  todos  los  esclavos  residentes  en  la  pro- 
vincia, con  expresión  de  sus  duefios,  edad  y  ra- 
lor. 

Art  09  Para  la  fácil  formación  de  este  censo,  los 
que  fueron  doeflos  de  esclavos,  y  esto?,  que  que- 
dan en  el  goce  de  su  libertad,  tendrán  la  obliga- 
ción de  presentarse  ante  la  Junta  respectiva  den- 
tro del  término  perentorio  de  cuatro  meses,  corri- 
dos desde  la  publicación  de  esta  ley  en  su  respec- 
tivo vecindario,  acompafiando  los  primeros  los 
títulos  que  justifiquen   su  anterior  propiedad. 

Art.  10.  Las  Juntas  se  reunirán  cada  tres  me- 
ses á  pasar  un  tanteo  de  los  fondos  ingresados  y 
examinar  las  cuentas  de  ios  respectivos  tesore- 
ros, cuyos  resultados  comunicarán  las  Juntas  su- 
balternas á  la  superior,  y  esta  al  Poder  Ejecutivo. 

Art  11.  Hecho  el  censo  de  cada  provincia,  se 
remitirá  copia  de  él  a)  Poder  Ejecutivo  para  que 
se  forme  y  publique  el  general  que  comprenda 
todos  los  esclavos  existentes  en  la  República  y 
que  quedan  favorecidos  por  esta  ley,  á  fin  de  que, 
llegando  á  noticia  de  todas  las  autoridades,  no 
tenga  lugar  la  doble  indemnización  por  un  mis- 
mo esclavo  en  dos  ó  mas  lugares  diferentes. 

Art  12.  En  las  reuniones  de  las  Juntas,  con- 
forme al  articulo  10,  se  distribuirán  los  fondos 
existentes  entre  los  acreedores,  á  prorata. 

Ari.  13.  Los  fraudes  de  cualquier  especie  que 
se  cometan  en  el  manejo  del  fondo  de  indemni- 
zación destinado  por  el  artículo  59  se  castigarán 
con  el  reintegro  de  la  cantidad  defraudada,  desde 
uno  hasta  diez  años  de  presidio  é  Inhabilitación 
perpetua  para  obtener  cargo  alguno  público:  es- 
t.iS  penas  se  aplicarán  simultáneamentr. 

Art.  14 .  La  contribución  y  fondos  á  que  se  re- 
fiere el  artículo  59  no  podrán  ser  destinados  por 
ninguna  autoridad  ni  corporación  á  un  objeto  dis- 
tinto, cualquiera  que  sea  la  porción  que  se  pre- 
tenda distraer  y  el  fin  que  se  le  quiera  dar. 

Art  15.  El  Poder  Ejecutivo  reglamentará  esta  . 
ley  y  dispondrá  lo  conveniente,  á  fin  de  que  sea 
ejecutada,  y  que  no  haya  fraude  6  abuso  alguno, 
llenando  los  vacíos  que  en  la  práctica  se  observeo; 
'  y  dará  cuenta  anualmente  al  Congreso  de  las  ean- 
I  tidades  recaudadas,  su  inversión,  nombre  de  los 
acreedores,  cuales  han  sido  satisfechos,  y  lo  que 
se  adeude  por  virtud  de  la^  abolición  de  la  escla- 
vitud en  Venezuela.   ^ 

Art.  16.  Se  derogan  la  ley  de  ^  de    Abril  de 
j  ISIt^  sobre  manumisión  y  el  decreto  de  tb  de 
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Mayo  de  1852  que  destina  el  10  por  100  al  pago 
de  lo  que  las  rentas  nacionales  adeudan  á  las 
provinciales. 

Dada  en  Caracas  A  23  de  Marzo  de  1854,  affo 
25  de  la  ley  744  de  la  independencia. — El  Presi- 
dente del  Senado,  Rafael  Enriquez. — El  Presi- 
dente de  la  C&mara  de  Representantes,  J.  A. 
Fernández. — El  Secretario  del  Senado,  J.  A. 
Pérez^'—Ei  Secretario  de  la  Cámara  de  Repre- 
sentantes, J,  Padilla, 

Caracas,  Marzo  24  de  1854,  año  25  de  la  ley 
y  44  de  la  independencia. — £jec<itese.p— /•  G. 
Monágas* — Por  S,  E.— El  Secretario  de  Estado 
ea  los  Despachos  del  Interior,  Justicia  y  Rela- 
ciones Exteriores,  Simón  Planas. 
LIBERTAD  db  esclavos.  i>bcrbto  sjecuti- 

▼o  db20  de  marzo  de  1854   reglamentando 

la  ley  anterior* 
José  Gregorio  Monágas,  Preeidente  de  la  Re- 
pública de   Venezuela  ¿pc*  ¿pe.  épc. 

Con  el  objeto  de  leglamentar  la  Ley  de  24  de 
los  corrientes  sobre  abolición  de  la  esclavitud  en 
Venezuela. 

DECRETO. 

Sección  i^  De  las  Juntas  y  de  los  reclamos. 
^  \o  De  las  Juntas, 

Art  19  Las  juntas  de  que  habla  la  ley  que  se 
reglamenta  ge  denominarán  '*  juntas  de  aboli- 
ción. " 

Art.  2^  Los  dos  vecinos  que  constituyen  par- 
te de  las  juntas  superiores  y  subalternas,  dura- 
rán en  sus  funciones  hasta  el  19  de  Enero  de 
cada  alio,  sin  perjuicio  de  que  puedan  ser  remo- 
vidos ¿juicio  de  lo«9 electores,  y  sin  que  puedan 
separarse  de  sus  puestos  hasta  no  ser  reempla- 
zados, si  por  algún  accidente  no  se  hubiere  he- 
cho «oportunamente  el  nombramiento  de  los  que 
deban   reempluzarlus. 

^  Los  secretarios  de  los  Gobernadores  lo  se- 
rán de  las  juntas  superiores,  y  lus  de  lus  conce- 
jos municipales  de  las  juntas  subalternas  respee- 
(ívas. 

Ari  39  Las  juntas  superiores  y  subalternas 
tendrftn  cada  una  diez  pesos  mensuales  para 
gdtilus  de  escritorio,  los  que  saldrán  de  los  fon* 
dos  recaudados'. 

Art.  49  Los  presidentes  de  dichas  junUs  ejer* 
cerán  laatribucion  del  artículo  72  de  la  ley  or- 
gánica de  provincia,  respecto  de  los  demás 
miembros,  en  los  casos  que  él  expresa. 

Arr.  59  Las  juntas  se  reunirán  en  los  perío» 
dos  que  determinan  los  artículos    10  y  12  de  la 
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ley,  diariamente,  por  lo  menos  dos  horas,  du- 
rante los  cuatro  meses  de  que  habla  el  articulo 
99  de  la  misma;  y  en  todos  aquellos  dias  en 
que  las  convoquen  expresamente  los  presidentes 
por  haber  ocurrido  algo  importante. 

^  Bastará  la  mayoría  absoluta  para  celebrar 
sus  sesiones,  y  al  que  falte  sin  causa  legítima  se 
le  impondrá  una  multa  por  el  presidente  de  5  á 
10  pesos,  la  que  ejecutará  gubernat¡Taroenl<e 
con  aplicación  á  los  rondos  creados   por  la  ley. 

^  29  De  los  reclamos. 

Art  69  Los  dueños  de  los  esclavos,  que  han 
quedado  íibres  por  la  ley,  consignarán  ante  la  jun- 
ta respectiva  el  documento  jnstifícativo  de  su  pro- 
piedad y  la  comprobación  de  la  edad  del  esclavo, 
y  harán  la  presentación  personal  de  este,  á  que 
se  refiera  aquel.  Convencida  la  junta  de  la  exac- 
titud del  reclamo,  ordenará  que  se  asiente  por  el 
secretario  en  un  registro  la  partida  con  expre- 
sión del  nombre  y  apellido  del  amo  y  esclavo, 
de  la  parroquia  residencia  de  este,  de  su  edad  y 
valor. 

^19  El  valor  se  fijará  por  la  tarifa  que  se  ha- 
lla bajo  el  námero  I9  ;  y  en  caso  de  enfermedad 
se  dará  por  dos  inteligentes,  nombrados  uno  por 
la  junta  y  otro  por  el  interesado.  Si  alguno  de  los 
miembros  fuere  médico  hará  de  perito  por  parte 
de  la  junta. 

^  29  La  j'iinta  no  podrá  levantar  la  sesión  sin 
estar  extendidas  y  fírmadas  todas  las  partidas 
correspondientes  á  dicha  sesión,  tanto  por  los 
miembros  de  la  jurtta  y  secretario  como  por  el 
dueño  del  esclavo,  ó  por  su  encargado. 

Art.  79  ^^^  '^^  formalidades  del  artículo  an- 
terior, se  llevará  otro  registro  en  que  se  asienten 
las  partidas  de  todos  aquellos  que  hubieren  dado 
libertad  á  sus  esclavos  desde  el  1 9  de  Febrero 
próximo  pasado  hasta  la  fecha  de  la  le}'.  Proba- 
das la  propiedad  y  la  libertad  del  esclavo  y  he- 
cha la  presentación  pers^ona)  de  este,  se  dará  al 
dueño  copia  de  la  partida  respectiva  para  los 
efectos  del   §   único    del    artículo  59  de  la  ley 

Art.  89  Cuando  en  los  casos  de  los  dos  artí- 
culos anteriores  la  junta  tuviere  motivos  para 
creer  que  hay  fraude  por  no  ser  la  persona  pre- 
sent  ada  el  esclavo  á  que  se  refiere  el  título  de 
propiedad,  no  ordenará  el  asiento,  dando  cuen- 
ta, si  fuere  subalterna,  á  la  superior  para  qu  e  lo 
trasmita  á  la  Secretaría  del  Interior,  y  si  fue- 
re superior,  lo  hará  directamente. 

Art.  99  Igualmente  se  llevará  otro  registro 
de  los  manumisos  que  conforme  al  artículo  29 
de  la  ley  quedan  libres  de  la  obligación  legal  de 
prestar  sus  servicios.  Se  hará  el  asiento  respee- 
tivo  de  eonformidad  cou  ti  artículo  69*  No  será 
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indispensable  el  requisito  de  comprobarla  edad. 

Art.  10.  Si  ocarriere  el  caso  de  que  el  manu- 
miso presentado  no  tuviese  ascendientes  á  quie- 
nes hacerle  entrega  de  ^,  ise  oficiará  en  el  acto 
al  juez  competente  para  que,  conforme  á  las  le- 
yes, le  nombre  tutor  ó  curador. 

ArL  U.  Los  presidentes  de  las  juntas  en  su 
calidad  de  funcionarios  de  policía  tomarán  to- 
das las  medidas  eficaces  á  fin  de  que  los  esclavos 
cumplan  con  el  deber  tle  presentarse  que  les  im- 
pone el  artículo  9^  de  la  ley. 

Art.  12  Dentro  de  los  primeros  ocho  días  del 
mes  siguiente  las  juntas  subalternas  pasarán  co- 
pia-certificada de  las  partidas  asentadas  en  el 
mes  anterior  en  los  registros,  &  laj  unta  superior 
acompañando  los.  documentos  de  los  artículos 
t3^t  7?  y  ^ff  y  también  la  experticia  en  el  caso 
d'l  ^  Í9  del*^,  y  la  superior  en  los  15  dras  si- 
guientes, incorporando  lus  datos  de  las  subal- 
ternas, formará  el  de  toda  la  provincia  con  debi- 
da separación  para  remitirlo  con  todos  los  docu- 
mentos á  la  ¡decretaría  del  Interior  en  don- 
de se  tormará  el  general  de  la   República, 

Art.  13.  £1  Poder  Ejecutivo  en  vista  de  ios 
documentos  presentados  para  cada  dueño  de  es- 
clavo resolverá  definitivamente  sobre  el  derecho 
que  tenga  á  la  imdemnizaeion,  comunicándolo  á 
las  juntas  respectivas  para  los  efectos  (fel  artícu- 
lo 15,  y  dejándose  el  registro  competente  en  la 
{[Secretaria  del  Interior. 

Art.  14.  £1  individuo  6  dueño  de  esclavo,  á 
quien  se  le  descubra  cualquiera  especie  de  idl- 
sedad  ó  fraude  en  los  reclamos  que  hiciere, 
perderá  el  derecho  de  ser  imdemnízado  no  sola- 
mente de  lo  que  sea  objeto  del  fraude  sino  de  to- 
do lo. qué  tenga  acreditado  en  el  trimestre  coxri- 
du,  cu>  a  declaratoria  hará  el  foder  Ejecutivo 
en  vista  de  }os  documentos  remitidos  por  la 
junla  respectiva  ó  en  vista  de  Jas  comparaciones 
que  haga  en  los  registros  que  se  le  ]  asen  en 
cumplimiento  del  artículo  12. 

\  Lo  dispuesto  en  este  artículo  es  sin  perjui- 
cio del  juicio  de  falsed:«d  que  se  mandará  seguir 
por  el  juez  competente. 

.  Art.  15.  A  los  tres  meses  de  establecida  cada 
junta,  habrá  junt^  general  con  el  fin  de  distribuir 
los  fondos  entre  los  acreedores,  á  cuyo  efecto  los 
tesoreros  respectivos  habrán  pasado  un  estado 
formal  de  ellos,  y  formado  una  relación  nominal 
y  detallada  de  los  acreedores  al  fondo,  según  los 
reconocimientos  que  hay^i  hecho  el  Poder  Eje- 
cutivo en  virtud  del  articulo  13.  Con  estps  datos, 
la  junta  hará  la  distribución  á  prorata  á  que  se 
refiere  el  artículo  12.  de  la  ley ;  y  si  no  pudiere 
hacerla  en  la  primera  reunión,  seguirá  reunién- 
dose diariamente  hasta  practicarla  en  un  todo. 
.Concluida  dicha  distribución  la  pasará  al  tesorero, 


autorizada  por  todos  los  miembros  de  \%  jqnta, 
y  aquel  procederá  á  pagar  inmediatamente. 
Art.  16.  Esta  junta  genera]  se  verificará  des- 
pués cada  tres  meses,  conforme  el  artículo  10 
de  la  ley,  y  observando  lo  prescripto  en  el  artí- 
culo anterior  de  este  decreto. 


I  ¿Sección  2^  De  los  Tesoreros  y  de  sus  cuentas, 

§  19  De  los  tesoreros  principales. 

Art.  17.  En  cada  capital  de  provincia  habrá- 
;  un  tesorero  principal  para  la  recaudaeioü  i::me- 
i  diata  y  depósito  de  los  impuestos  que  establece 
l{  la  ley  que  se  reglamenta* 

|!  Art.  18.  Los  tesoreros  principales  depetxde- 
y.  rán  inmediatamente  de  las  juntas  su|>erioresres- 
'  pectívas  de  quienes  recibirán  órdenes  para  lare- 
I  caudacion  é.  inversión  de  laS  contribuciones  que 
I  corran  á  sú  cargo;  pero  no  cumplirán  ninguna 
!  orden  que  contraríela  ley  ó  este  decreto,  siendo 
,¡  responsable  en  caso  contrario,  conforme  al  artí- 
culo 35. 

Art.  19  Dichos  tesoreros  no  podrán  pagar 
cantidad  alguna  sino  en  virtud  de  órdeu  de  las 
juntas  superiores,  ni  hacer  traslación  alguna  de 
fondos  de  sus  oficinas  á  otras,  sino  cuando  lo 
ordene  la  Secretaría  del  Interior  por  haber  lle- 
gado el  caso  de  que  en  una  provincia  ya  no  ha- 
ya que  hacer  imdemnizacion  por  consecuencia 
de  la  abolición  de  la  esclavitud. 

Art.  20  Las  tesorerías  principales  pasaráa  á 
la  junta  superior  el  dia  19  de  cada  mes  un  esta- 
do, de  los  librofi  mayor  y  caja  y  una  relación  es- 
j)ecificuda  de  los  ingresos,  egresos  y  existencia. 
Art.  21.  Las  tesorerías  principales  en  fin  de 
cada  trimestre  con  vista  de  los  estados  y  relacior 
nes  que  recibirán  mensualmente  de  las  subalter* 
ñas  y  después  que  se  les  haya  pasado  el  tanteo 
y  examen  de  que  trata  el  artículo  10  de  la  ley, 
formarán  un  estado  üel  ingreso,  egreso  y  exis- 
tencia en  el  trimestre  respectivo,  autorizado-  por 
el  presidente  de  la  junta  en  cumplimiento  del 
aviso  que  prescribe  dicho  artículo.  Este  estado 
se  pasará  á  la  Secretaría  del  Interior  por  con- 
ducto de  dicho  presidente. 

^  Ademas  del  tanteo  que  previene  el  referido 
artículo  cada  tres  meses,  el  presidente  de  la  jun- 
ta puede  pasarle  cuantos  quiera  en  la  forma  y 
términos  que  ordenan  las  leyes  par\  las  oficinas 
de  hacienda  pública. 

Aru  22.  Dichas  tesorerías  llevarán  sus  cuen- 
tas por  partida  doble,  refundiendo  en  ellas  men- 
sualmente las  de  las  subalternas;  y  dentro,  del 
mes  de  Setiembre  de  cada  iña  las  remitirán  á  la 
Secretaría  M  Interior  con  todos  sus  compro- 
bantes, bajo  formal  inventario,  para  que  esta  las 
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pnse  al  tribunal  (|«  cuentas  para  su  examen  y 
tieniencta. 

Alt  23.  Por  enfermedad  ó  ausencia  de  un  te- 
sorero principal,  desempeHará  sus  funciones  la 
persona  que  este  nombre  bajo  su  responsabilidad, 
(iHudo  aYÍso4  la  Secretaría  del  Inteiior  y  á  la 
junta  superior  de  la  respectiva  provincia. 

Art  24  Los  tesoreros  principales  no  podrán 
ausentarse  del  lugar  de  su  destino  sin  permiso 
del  respectivo  presidente  de  la  junta,  quien  po- 
drá conceder  licencia  á  aquellos  hasta  por  vein- 
te dias.  Cuando  la  licencia  sea  por  mas  tiempo 
d<  berá  obtenerse  del  Poder  Ejecutivo. 

^  Dichos  presidentes  no  podrán  concederlas 
mas  de  una  vez  en  cada  año. 

Art  25.  Los  tesoreros  principales  antes  de 
ti*mar  posesión  de  sus  destinos,  asegurarán  su 
buen  desempefio  con  una  ñanza  á  satisfacción 
de  la  junta  po(  la  contidad  que  fije,  según  la  im- 
portancia de  cada  administración,  siendo  respon- 
sables los  miembros  de  aquella  si  no  llegare  á 
ser  eljcazy  bastante  para  el  fin  á  que  se  presta. 

^  29  í)e  los  tesoreros  subalternos. 

Art.  26.  En  cada  cabecera  de  rnnton  habrá 
una  lesorería  subalterna  para  la  recaudación  in* 
mediata  y  depósito  délos  impuestos  de  que  ha- 
bla la  ley. 

Art«  21.  Dichas  tesorerías  dependerán  inme- 
diatamente de' las  juntas  subnlternas  respectivas, 
de  las  qoe  recibirán  órdenes  para  la  recaudación 
¿  inversión  délas  contribuciones  con  tal  que  no 
sean  contrarias  á  la  ley  ó  á  este  decreto,  siendo 
responsables  si  las  cumplieren  en  tal  caso,  con- 
forme al  artículo  35;  y  ite  las  tesorerías  princi- 
Í>ales  para  todo  lo  relativo  á  la  cuenta  que  deben 
levar» 

Art.  28.  Las  tesorerías  subalternas  no  podrán 
hacer  traslaciones  de  fondos  á  otras  subalternas 
de  la  misma  provincia,  sino  por  orden  déla  junta 
superior  respectiva  en  el  caso  de  que  en  el  can- 
tón respectivo  no  hubieie  que  hacer  indemniza- 
ción, debiendo  dicha  orden  comunicarse  á  la 
junta  subalterna  correspondiente  y  á  la  tesorería 
qutt  deba  hacer  la  traslación  por  órgano  de  su 
principal. 

Art.  29.  Los  tesoreros  subalternos  pasarán  á 
)a  junta  respectiva  y  remitirán  al  principal  den- 
tro de  Jos  tres  primeros  dias  de  cada  mes,  un  es- 
tado que  con  toda  especificación  demuestre  el  in- 
greso,  egreso    y  existencia  del   mes    anterior. 

Art.  90.  El  día  I9  de  cada  trimestre  la  junta 
hará  tanteo  de  caja /cuya  diligencia  se  asentará 
eo  UQ  libro  destinado  al  efecto,  expresándose 
por  clases  y  ramos  las  entradas  y  salidas  que  ha- 
ya habito  en  el  mes  anterior  y  la  existencia  que 
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resulte.  De  dicha  acta  firmada  se  remitirá  copia 
á  la  superior,  y  esta,  depositándola  en  la  tesore- 
ría principal,  hará  sacar  una  copia  para  remitir 
á  la  Secretaría  del  Interior. 

^  Este  tanteo  irimestrai  es  sin  .perjuicio  de 
que  los  presidentes  de  las  juntas  puedan  pasar- 
les cuantos  quieran  en  los  términos  y  forma  que 
establecen  las  leyes  para  las  oficinas  de  hacienda 
pública. 

Art  31.  Las  tesorerías  subalternas  rendirán 
sus  cuentas  á  las  principales  dentro  de  los  veinte 
dias  siguientes  al  término  de  cada  afio  económico. 

Art.  32.  Ningún  tesorero  subalterno  se  au- 
sentará del  lugar  de  su  destino,  sin  previa  licen- 
cia del  presidente  de  ia  junta  de  quien  dependa, 
y  sin  dejar  sustituto  bajo  su   responsabilidad. 

^  Cuando  la  licencia  sea  por  masdeochodias, 
se  solicitará  también  del  Gobernador  de  la  pro- 
vincia. 

Art  33.  Los  tesoreros  subalternos,  antes  de 
entrar  en  el  desempeño  de  su  destino,  otorgarán 
una  fianza  á  satisfacción  de  Ta  junta  correspon- 
dieaie,  quien  será  responsable  de  las  resultas,  si 
aquella  llegare  á  no  ser  eficaz  ni  bastante  para 
el  fin  á  que  se  presta. 

^  39  De  los  colectoreft, 

Art.  34.  En  cada  parroquia  ó  caserío  en  don- 
de fuere  necesario,  habrá  un  colector  nombrado 
y  remunerado  por  el  respectivo  tesorero  bajo 
su  responsabilidad,  podiendo  éste  exigir  de  los 
que  nombre  fianza  á  su  saiisfaccion. 

^  49  Responsabilidad» 

Art.  36.  Los  tesoreros  serán  responsables  de 
cualesquiera  cantidades  que  dejen  de  recaudar, 
si  no  justifican  haber  empleado  todos  los  medios 
legales  para  el  cobro,  é  igualmente  de  cualquie- 
ra suma  que  hayan  erogado  en  los  casos  del  fi- 
nal cte  los  artículos  18  y  27. 

\  Respecto  de  las  contribuciones  de  que  tra- 
tan los  parágrafos  69  y  69  sección  tercera,  in- 
currirán en  responsabilidarí,  si  pasado  el  primer 
mes  de  cada  trimestre  no  han  demandado  al  deu- 
dor ante  el  tribunal  competente. 

Art.  36.  La  indiferencia  ó  tolerancia  con  un 
subalterno  negligente,  se  castigará  en  el  princi- 
pal con  la  privación  del  empleo  á  juicio  del 
P.  E.,  y  la  connivencia  de  un  tesorero  con  un 
defraudador,  será  penada  con  la  pérdida  del 
destino  é  inhabilitación  por  dos  años  para  ser- 
vir otro  en  rentas  publicas,  en  el  caso  de  com- 
probar   no  haber  tenido    parte  en    el  fraude. 

&  Por  la  participación  en'el  fraude,  ó  por  el 
fraude  cometido  por  cualquier  empleado  de  ios 
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que  Irnta  la  ley,  sufrirft  la  pena  que  eetaUece  sn 
artículo  13.  ^ 

Art  37.  La  falta  de  cumplimiento  á  los  artí- 
culos 22  y  31  se  castigrará  con  la  remoción  del 
empleadorenaente»  sin  perjuicio  de  rendir  siem- 
pre la  cuenta*  Si  fuere  principal  lo  removerá  el 
jP.  E  ,  y  si  fuere  subalterno  lo  hará  el  Goberna- 
dor de  la  provincia. 

Art  dS  .El  tesorero  que  no  cumpliere  con  lo 
dispuesto  en  los  artículiis  30,  21  y  29  será  aper- 
cibido la  primera  vez;  la  segunda,  penado  con 
la  mulla  de  veinticinco  6  cien  pesos,  á  juicio  de 
la  junta  superior,  si  la  falta  fuere  de  un  tesorero 
principal,  y  ajuicio  déla  subalterna  respectiva, 
si  fuere  de  un  subalterno.  Cuando  incurra  en  la 
falta  por  tercera  vez,  el  empleado  sufrirá  la  re- 
mocfon  que  decretará  el  P.  £.  ó  el  Gobernador, 
conforme  al  final  del  artículo  anterior. 

^  59  I^(^t  examen  y  sentencia  de  cuentas. 

Art*  89.  Las  cuentas  se  rendirán  con  todos 
sus  comprobantes:  si  no  se  rindieren  en  el  liem- 
)>o  prescripto,  decretada  la  remoción  de  confor- 
midad con  el  artículo  37,  el  presidente  de  la  jun- 
ta respectiva  oficiará  al  juez  competente,  para 
que  proceda  con  arreglo  al  artículo  29f  ley  6^, 
título  79  ^cl  código  de  procedimiento  judiciaV, 
y  si  el  empleado  obligado  á  dar  cuentas  ñola 
presentare  ordenada,  entonces  el  tribunal  pro- 
cederá de  conformidad  con  los  artículos  3  al  8 
de  dicha  ley,  nombrando  siempre  de  oficio  uno  de 
los  peritos. 

Art.  40.  Conseguida  la  cuenta,  sea  en  los  dt:>s 
casos  que  expresa  el  artículo  anterior,  ó  cuando 
se  presenta  sin  ningún  apremio,  el  tribunal  de 
cuentas  cxnmin&rá,  glosará  y  sentenciará  defini- 
tivamente las  cuentus  de  los  tesoreros  principa- 
les, y  estos  lo  harán  con  las  de  los  subalternos 
respectivos. 

Art.  41.  Examinadas  las  cuentas,  se  redacta- 
rá el  pliego  de  glosas,  cargos  y  reparos  que  se 
comunicará  en  copia  al  tesorero,  siendo  princi- 
pal, por  medio  del  Gobernador,  y,  siendo  subal- 
terno, por  el  del  jefe  político,  para  que  exija  la 
contestación,  que  deberá  darse  á  los  ,ocho  dias 
del  recibo. 

Art.  42.  En  caso  de  no  ser  satisfactorias  las 
contestaciones,  ó  de  no  haberse  remitido  los  do- 
cumentos exigidos,  se  insistirá  en  el  cumpli- 
miento de  lo  que  se  ordenare  por  los  cargos  y 
reparos,  dispouiéYidose  el  entero  de  los  alcances 
líquidos,  comunicándose  en  seguida  el  auto  cor- 
respondiente. De  este  podrá  apelarse  en  un  solo 
efecto  á  la  Corte  suprema  de  justicia. 

Art.  43.  Luego  que  se  reciban  la  contesta- 
ción, y  documeutos  que   nuevamente  se  pidie- 
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ron,  06  procederá  á  calificarlos  en  definitiva,  y 
en  caso  de  que  se  hayan  contestado  satiafactp- 
rianYente  los  cargos,  y  enterádese  las  sumas  qoe 
constituyan  el  alcance,  ae  librará  auto  favorable; 
pero  si  no  16  hubieren  sido,  elevándose  á  cargos 
líquidos  aquellos  que  no  se  hubieren  satisfecho, 
se  comunicará  el  auto  competente  con  el  preci- 
so objeto  de  queso  verifique  el  reintegro  en  el  ac- 
to. 

Art»  44  Toda  sentencia  favorable  del  tribu- 
nal de  cuentas  la  consultará  de  oficio  oon  la  Cor- 
te suprema;  y  si  esta  confirmare,  se  expedirá 
por  aquel  tribunal  el  finiquito;  pero  si  revocare  6 
reformare,  se  ejecutará  su  fallo,  dándose  él  fini- 
quito después  de  cumplido  de  un  todo* 

Art.  45.  Las  cuentas  subalternas  se  examina- 
rán como  comprx)bsntes  de  las  principales;  los 
cargos  que  en  ellas  resulten  no  serán  deducidos 
contra  los  subalternos  sino  contra  la  principal 
que  las  feneció;  y  si  se  observare  alguna  injus- 
ticia notoria  cometida  por  un  principal  contra  al- 
guna de  sus  subalternas,  se  remediará  el  agravio, 
desatando  dicha  injusticia. 

Sección  3^  De  las  contribuciones, 

§  19  Del  10  por  IQO  con  qve  contribuyen  las 
rentas  municipales. 

Art.  46.  El  diez  por  ciento  con  que  contribu- 
yen las  rentas  municipales  al  Tesoro  páblico,  én 
cumplimiento  del  artículo  79  de  la  Jey  sobre 
rentas  municipales,  lo  pasarán  Jos  administra- 
dores de  estas  al  tesorero  respecUvoen  los  mismos 
términos  en  que  lo  hacían  á  los  administradore;» 
de  rentas  internas. 

§  29  De  los  fondos  que  eran  de  manumisión. 

Art.  47.  Los  tesoreros  procederán  inmedia- 
tamente á  exigir  de  los  administradores  de  los 
fondos  de  manumisión  los  recaudados  hasta  la 
fecha  en  que  hayan  cesado  de  cobrarse  y  á  re- 
caudar los  que  han  debido  recaudarse  coAno  per- 
tenecientes á  aquel  ramo. 

Art.  48»  El  presidente  de  la  respectiva  junta 
auxiliará  con  su  autoridad  gubernativa  al  tesore- 
ro, á  fin  de  que  haga  efectivo  el  reintegro  de  los 
fondos  que  se  hallen  en  poder  de  les  actuales  te- 
soreros de  manumisión. 

Art.  49.  La  averiguación  de  los  bienes  á  que 
se  refieren  los  números  79,  89  y  99  deíartícu- 
I0.59  de  la  ley  que  se  reglamenta,  se  hará  por 
un  avenimiento  judicial  entre  el  heredero]  6  he- 
rederos y  tres  comisionados  de  confianza,  nom- 
brados por  el  tesorero  respectivo  ante  •!  juez  de 
[  parroquia.  % 
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§  Si  no  se  acordaren  sobre  el  valor,  el  juez 
tomará  un  término  medio  entre  el  precio  fijado 
por  las  dos  partes,  y  si  no  hubiere  concordia,  se 
procederá  á  la  formación  de  inventario  y  avalúo 
judicial,  caso  de  que  aun  intentado  el  juicio  de 
partición  no  estuviere  formado  dicho  inventario 
6  no  hecho  el  avalúo. 

Art.  50.  El  registrador  ó  juez  que  interven- 
ga en  los  tfPtamentns  ó  mortuorios  ab  intestato  i 
(jiie  cinnprt'fide  e)  artiinilo  5^  de  la  lej,  pasarán  ' 
aviso  al  te&uiero  y  ál  presidente  déla  junta,  in-  i 
dicando  el  nombre  del  testador  y  el  dia  en  que  { 
ee  ha  hecho  el  tesilniento  ó  el  en  que  ha  falle-  ¡i 
cido  intestado.  ¡ 

§  La  omisión  de  este  aviso  sujetará  al    r-egis-  jl 
trador  ójuez  á  una  multa  igual   á   la  suma   del 
impuesto  que  deba  la  testamentaria,  ó  á   la  de 
cien  pesos  en  caso  de  bienes  intestados. 

^  39   Del  subsidio. 

Art.  51>  La  tesorería  general,  las  administra- 
ciones de  aduanas,  las  de  rentas  internas  y  las 
administraciones  de  las  municipales,  al  pagar 
cualquier  sueldo,  pensión  ó  comisión  desconta- 
rán sin  pretexto  alguno  el  subsidio  que  estable- 
ce el  núqiero  49  del  citado  artículo  59i  y  el 
producto  de  dicho  descuento  lo  pasarán  al  teso- 
rero respectivo  al  fin  de  cada  mes,  acompañan- 
do una  relación  nominal  de  los  individuos  á 
quienes  se  les  hubiere  hecho  aquel* 

^  El  tesorero  que  sospechare  que  no  hay 
exactitud  en  Ja  relación  que  se  le  «compaña,  po- 
drá pedir  al  presidente  de  la  junta  qu¿  pase  tan- 
teo á  la  oficina  que  le  hubiere  enviado  aquella; 
y  dicho  presidente  en  ningún  caso  podrá  excu- 
sarse, pudiendo  asociar  en  la  visita  al  referido  I 
tesorero.  1 

Art.  52  Las  oficinas  que  deban  hacer  el   des- 
cuento no  dejarán  de  hacerlo  sino  en  el    único  y 
preciso  caso  de  que  el  interesado   les   presente  1 
un  documento,  firmado  por  los  miembros  de   la  I 
junta  respectiva,  con  que  se  compruebe  que   es- 
tá comprendido  en  el  ^  único,  artículo  59  de   la  ; 
ley. 

§  49  De  la  cuarta  parte  del  registro.  1 

I 
Art.  63.  Los  registradores  principales  entre-  j 
garán  liiensualmente  á  los  tesoreros  principales 
)a  cantidad  á  que  alcance  la  cuarta  parte  de   los  | 
derechos  de  registro  en  la  provincia  respectiva, 
debiendo  hacer  dicha   entrega   en  todo   el   mes 
siguiente  á  aquel  á  que  corresponda  la   cuarta 
parte»  tiempo  que  se  considera  suñciente  para 
que  puedan  recibir  de  los  registradores    subal- 
ternos el  producto  de  esta. 

TOXO  II. 
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Art  54.  Los  registradores  pasarán  álos  Go- 
bernadoies  cada  seis  meses  una  noticia  circuns- 
tanciada del  número  de  documentos  registrados 
y  de  los  derechos  que  hubieren  producido  en  la 
provincia  respectiva,  conforme  al  modelo  núme- 
ro 29,  con  el  fin  de  remitirla  á  la  Secretaría  del 
Interior. 

Art.  55.  Con  el  mismo  fin  les  pasarán  los 
tesoreros,  en  la  misma  época,  una  noticia  de  las 
cantiílades  que  hayan  recibido  de  los  registra- 
dores principales  por  la  cuarta  parte  de  los  re- 
feridos derechos. 

Art.  56.  El  envió  de  dichas  noticias  deberán 
verificarlo  los  registradores  y  tesoreros  dentro 
de  35  días  siguientes  á  cada  semestre  del  año 
económico. 

Art.  57.  Tan  luego  como  los  tíobernadores 
hayan  obtenido  las  referidas  noticias  examinarán 
si  la  cuarta  parte  de  derechos  de  registro  recibi- 
da por  Iqs  tesoreros  es  la  misma  que  da  el  total 
de  derechos  cobrados  por  los  registradores  prin- 
cipales, y  si  resultare  méJfios,  dictarán  las  órde- 
nes necesarias  para  que  estos  empleados  entre- 
guen á  aquellos  la  diferencia,  y,  si  apareciere  ma- 
yor, para  que  se  rectifiquen  Ins  noticias. 

Art.  58.  Los  tesoreros  principales,  pueden  pe- 
dir que  los  Gobernadores  pasen  visita  á  las  ofi- 
cinas principales  de  registro,  con  el  objeto  de 
examinar  no  sulo  los  tres  protocolos  que  deben 
llevar  aquellas,  sino  tambiec  los  libros  índices  que 
les  envían  las  subalternas,  confrontándolos  con 
los  protocolos  á  que  correspondan,  tojo  con  el  fin 
de  cerciorarse  de  la  exactitud  de  las  noticias  de 
que  habla  el  artículo  54  ;  y  dichos  Gobernadores 
no  se  negarán  á  ello  sin  causa  legítima. 

§  59  De  la.  Contribución  personal. 

Art.  59.  Al  recibir  este  decreto  los  jefes  políti- 
cos procederán  en  el  acto  á  hacer  sacar  una  co- 
pia autorizada  por  el  secretario  del  concejo  mu- 
nicipal respectivo  que  presiden,  de  las  listas  de 
electores  que  en  el  último  año  eleccionario  hayan 
remitido  las  juntas  de  notables  en  cumpUmiento 
del  artículo  I9  ley2a  del  código  de   elecciones. 

Art.  60.  La  junta  respectiva,  tomando  por  base 
dichas  listas,  con  asistencia  del  tesorero,  forma- 
rá dos  listas  generales,  una  de  los  que  tengan  la 
renta  de  electores,  sin  tener  la  de  Representante, 
y  otra  de  los  que  tengan  esta  última,  pudiendo 
agregar  y  suprimir  de  dicha  base.  Las  expresadas 
listas  serán  autorizadas  con  las  firmas  de  los 
n^iembros  de  las  juntas,  y  se  sacarán  tres  copias, 
dos  para  remitir  á  la  junta  superior,  quien  dejan- 
do una  remitirá  la  otra  á  la  Secretaría  del  Inte- 
rior, y  la  otra  que  se  entregará  al  tesorero  para 
q«e  haga  el  cobro  inmediatamente. 
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\  Dichas  listas  pueden  refornrarse  siempre  que 
haya  necesidad  de  incluir  6  excluir  k  algún  indi- 
Tiduo  por  virtud  de  reclamo;  y  de  cualquiera  al- 
teración que  sufran  dichas  listas  se  dará  cuenta  i 
en  la  forma  indicada  en  este  artículo.  Respecto  i 
de  la  induston  debe  ser  solícito  el  tesorero,  so- 
bre cuyo  punto  será  oido  cuantas  veces  reclame. 

Art.  61.  Dicha  contribución  se  pagará  pot  tri- 
mestres anticipados. 

§  69  Del  impuesto  sobre  los  alambiques. 

Art.  62  Los  jueces  de  paz  en  las  parroquias 
quedan  encargados  de  formar  anualmente  en  los 
primeros  quince  (Has  del  noes  de  Abril,  el  padrón 
de  lodos  los  alambiques  existentes  en  su  juris- 
dicción, con  especificación  del  dueño  y  lugar  don- 
de se  hallen.  El  dia  16  de  ese  mes  pasarán  di- 
chos padrones  á  los   respectivos  jefes  políticos. 

^  En  el  presente  año  se  hará  el  padrón  inme- 
diatamente que  losjuices  de  paz  reciban  este 
decreto:  y  dentro  de  los  quince  primeros  días  lo 
pasarán  á  los  jefes  políticos. 

Artr  63.  Los  jefes  políticos  al  recibir  los  pa- 
drones de  que  habla  el  artículo  anterior,  lo  par- 
ticiparán al  tesorero  respectivo  para  que  inme- 
diatamente nombre  el  perito  ó  peritos  que  por  ¡ 
su  parte  han  de  concurrir  al  arqueo  de  los  alam- 
biques, conforme  al  artículo  66.    ...^ 

Art.  64.  Hechos  los  nombramientos  que  ex- 
presa el  artículo  anterior,  los  jefes  poh'ticos,  por 
medio  de  los  jueces  de  paz  harán  advertir  á  los 
dueños  ó  mayordomos  de  alambiques,  que  dentro 
.  del  término  de  ocho  días  deben  nombrar  ftu  pe- 
rito, para  procederá  la  medida  de  aquellos. 

Art.  65  En  el\;asode  que  el  dueño  del  alam- 
bique se  niegue  por  su  parte  al  nombramiento  del 
•  perito,  ó  que  haya  dejado  pasar  8Ín  hacerlo  los 
ocho  dias  prevenidos,  el  jefe  político  del  cantón, 
6  el  juez  de  paz,  si  estuviere  autorizado  por  aquel, 
hará  el  nombramiento. 

Art.  66.  Los  peritos  nombrados  practicarán 
)a  medida  de  los  alambiques  con  toda  exactitud, 
midiendo  con  botellas  eu  capacidad,  y  calculan- 
do un  galo»  por  cada  cuatro  botellas  y  m«dia, 
extendiendo  este  acto  en  un  papel  que  firmarán 
los  dos,  y  que  entregarán  al  juez  de  paz.  En  ca- 
so de  discordia  de  los  peritos,  este  hará  repetir 
H  operación  á  su  presencia  6  de  la  persona  que 
'  comisione  al  efecto,  y  resolverá  por  si  ó  su  co- 
misionado, cualquiera  duda  ó  dificultad  que 
haya  ocurrido  á  los  peritos. 

ArU  67  Los  jueces  de  paz  remitirán  al  jefe 
político  respectivo  las  diligencia!  de  1%  medida 


de  todos  los  alambiques  de  la  parroquia  firmada 
por  los  peritos,  y  el  jefe  político  al  recibirla 
convocará  la  }unta  de  que  habíala  ley,  quien 
formará  el  catrastro  en  forma  de  todos  los  alam- 
biques del  cantón,  con  expresión  del  logar,  ma- 
teria, dueño  y  capacidad  de  cada  uno,  cuyo  ca^^ 
tastro  autorizado  con  sus  firmas  lo  pasarán  al 
respectivo  tesorero.  En  los  cantones  capitales, 
el  jefe  político,  al  recibir  las  referidas  diligencias, 
las  pasará  al  Gobernador  para  que  convoque  k 
junta  superior. 

Art.  68  El  tesorero  sacar^  de  los  menciona- 
dos catastros  dos  copias   que  hará  autorizar  por    . 
dicha  junta,  quien  las  remitirá  á  la  junta    supe- 
rior de  la  provincia,  para   que   áe'jVLndo  esta  una 
de  ellas,  remita  la  otra  á  la  Secretaría  del  Interior. 

Art.  69  La  recaudación  de  este  impuesto  de- 
berá hacerse  por  trimestres  anticipados. 

Art.  70  Los  tesoreros  expedirán  una  patente, 
conforme  al  modelo  número  39,  á. los  que  ejer- 
cen la  industria  de  destilación  Estas  patente» 
se  remitirán  impresas  por  la  Secretaría  de]  Inte- 
rior á  los  Gobernadores  de  provincia  para  que 
firmándolas  las  distribuyan  &  los  respectivos  te- 
soreros recaudadores. 

Art.  71.  Los  alambiques  que  nojestén  en  ejer- 
cicio no  pagarán  el  impuesto  señalado  por  el 
articulo  69  de  la  ley. 

Art.  72.  El  pago  de  la  contribución  cesará 
luego  que  cesen  dichos  alambiques  en  sus  ope- 
raciones; sin  que  se  entienda  que  ha  de  devol- 
verse á  los  interesados  nada  de  lo  que  hayan 
anticipadles  en  cumplimiento  del  artículo  69* 
pues  la  cuenta  del  impuesta  no  ha  de  llevarse 
por  menos  de  un  trimestre. 

Art.  73.  El  que  saque  patente  para  la  destila- 
ción deberá  obtenerla  por  lo  méuos  por  un 
trimestre. 

Art.  74.  Las  juntas  como  interesadas  en  la 
mejor  recaudación  6  inversión  de  este  impuesta 
comparando  los  estados  que  les  remitan  men- 
sualmente  los  tesoreros  con  el  catastro  de  los 
alambiques,  que  también  recibirán  cada  aüo, 
harán  á  aquellos  todas  las  observaciones  que 
crean  convenientes  para  la  regularidad  del  cobro. 

Dado,  firmado  de  mi  mano,  sellado  con  el  se- 
llo del  Poder  Ejecutivo  y  refrendado  por  el  Se- 
cre  tario  de  Estado  en  los  Despachos  del  Interior, 
Justicia  y  Relaciones  Exteriores,  en  Caracas  á 
30  de  Marzo  de  1854,  afto  25  de  la  ley  y  44  de 
la  independencia. 

J.  G.  Monigns, 
Por  S.  E— El  Secretario  de  Estado  en  los 
Despachos  del  Interior,  Justicia  y  Relaciones 
Exteriores. — Simón  Planas. 
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TAHIFA  PARA  CALCULAR  EL  VALOR  DE  LOS  ESCLATOS. 
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Número  de   documentos. 

Todos  los  demás 
contratos. 

Derechos 

Número  de   documentos. 

Poderes. 

Derechos. 

I 

íúmcro  de    documentos 

Publicación 
de  leyes. 

Derechos. 

Número  de    documentos. 

Protestas  y  otro.s 
actos  extrajudic. 

Derechos. 

Número  de  anotaciones. 

Anotaciones    en 

los    documentos 

regi.strados. 

Derechos. 

Número  de    bascas. 

Buscas  deinstru- 
montos  ó  expe- 
dientes que  exis- 
tan en  las  oficinas 

Derechos. 

Número  de  comprobacions 
Derechos. 

Comprobaciones 
de  firmas. 

Total  de  docum 
y  otros  actos. 

i' 

rotal  de  derechs. 
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LIBERTAD  pe  esclavos,  resolpoion  bjeoü* 
TIYA  D£  6  i>E  OCTUBRE  DE  1854  reformando 
el  artiMo'^lb  del  Détreto  anterior* 

Secretaria  del  Interior.— Sección  sexta.— Oa- 
^  racás  6  de  Octubre  de  1854. 

Resuelto, — Dígase  álos  Gobernadores  de  pro- 
vincia. 

Disponiéndose  por  la  resolución  de  20  de  Ju- 
nio próximo  pasado  la  emisión  de  billetes  al  por- 
Udor  por  las  acreencias  legítimas  contra  el  fondo 
de  indemnización  de  los  que  fueron  esclavos,  y 
uo  habiéndose  podido  hacer  las  calificaciones  de 
los  documentos  presentados  por  cada  dueño  du- 
rante los  tres  meses  de  establecida  cada  Junta 
por  la  demora  que  naturalmente  ha  ocasionado 
la  última  revolución,  es  indudable  que  el  artículo 
15  del  Decreto  reglamentario  debe  sufrir  varia- 
ción por  cuanto  al  hacerse  un  reconocimiento  de 
conformidad  con  el  artículo  >3  en  Vez  de  librar- 
se un  oücio  al  acreedor  en  que  se  exprese  su  crédi- 
to, ahora  deberá  dársele  el  valor  de  él  en  billetes, 
y  porque  transcurridos  ya  los  tres  meses  de  es- 
table.ida  cada  Junta  sin  que  sé  hayan  aun  emitido 
dichos  billetes,  debe  fijarse  un  día  en  que  tenga 
lugar  el  primer  prorateo  enlódala  República, 
&  tin  de  que  partiéndose  de  esa  bas«  puedan 
practicarse  con  regularidad  los  prorateos  sucesi- 
vos, consnliándose  de  esta  «manera  la  garantía  y 
justicia  de  la  distribución.  En  esta  virtud,  S.  E. 
modifica  dicho  artículo  15  en  estos  términos.  „ 
El  dia  19  de  Diciembre  próximo  venidero  se  reu- 
nirán simuliáneamente  las  Juntas  Superiores  y 
subalternas  con  el  fin  de  distribuir  los  fondos 
existentes  éntrelos  acreedores,  á  cuyo  efecto  ca- 
da  Junta  lo  anunciará  con  tres  dias  de  anticipa- 
ción por  la  imprenta,  donde  fuere  posible,  ó  por 
medio  de  un  cartel  que  se  fijará  á  las  puertas  del 
edificio  en  que  tuviere  sus  reuniones,  y  el  tesore- 
ro respectivo  pasará  un  estado  formal  de  los  fon- 
dos. En  el  diafijado  cada  acreedor  presentará  una 
I  elación  del  montante  de  los  billetes  de  que  fue- 
re tenedor,  á  fin  de  que  figure  con  la  cantidad 
debidd  en  la  distribución  á  proraU  que  deberá 
practicarse.  La  Junta  respectiva  examinará  si  la 
relación  guarda  conformidad  con  los  billetes  pre- 
sentados con  el  fin  de  que,  persuadida  de  la  ver- 
dad de  las  relacione^  exhibidas,  pueda  ver^car- 
•  se  la  distribución  á  que  se  refiere  el  artículo  J2 
de  la  ley;  y  si  no  pudiere  hw5erla  en  la  primera 
reunión,  seguirá  reuniéndose  diariamente  hasta 
practicarla  de  un  lodo.  Concluida  tal  distribución, 
la  pasará  al  tesorero  respectivo,  autorizada  por 
todos  los  miembros  de  la  Junta,  y  aquel  procederá 
á  pagar  inmediatamente,  recogiendo  de  cada  tene- 
dor un  valor  igual  en  billetes  al  que  entregue  en 
efectivo.  Si  la  Junta  fuere  Superior,  antes  de 
pasarla  distribución  al  tesorero  respectivo,  remiti< 
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rá  directamente  una  copia  de  ella  á  esta  Secreta- 
ria, y  si  fuere  subalterna,  hará  la  remisión  á  la 
Superior  respectiva,  para  que  esta,  dejando  co- 
pia, la  remita  á  este  Ministerio.  Los*  prorateos 
sucesivos  que  deberán  verificarse  cada  tres  me- 
ses, á  contar  del  19  de  Diciembre  venidero^ se 
arreglarán  á  lo  establecido  para  el  primero.^' 

Y  tengo  el  honor  de  comunicarlo  á  US.  para 
su  inteligencia  y  ái&n  de  que  se  sirva  transcribir 
lo  á  las  demás  Juntas  de  abolición  de  la  provin- 
cia de  su  mando, 

Soy  á&— Por  S  E.  Planas. 
LIBERTAD  DE  esclavos,  resolución  ejecu- 
tiva de  8  Dfi  ABRIL  DE  1851.  pidiendo  álos 
Gobernadores  ciertos  datos  para  el  cumpli* 
miento  de  la  ley ;  y  disponiendo  ademas  que  los 
procuradores  municipales  continúen  repre-  ' 
sentando  en  las  causas  sobre  libertad  en  que 
intervenían  antes. 

Secretaría  del  Interior.— Sección  primera.— 
—Caracas,  Abril  8  de  1864. 

Re^iieZ^o.— Dígase  á  los  Gobernadores  de  pro- 
vincia. 

Con  el  objeto  de  evitar  fraudes  y  de  que  teng^ 
su  mas  exacto  cumplimiento  la  ley  de  24  de  Mar- 
zo último  sobre  abolición  de  la  esclavitud  en 
Venezuela,  ha  dii»puesto  el  Podc^r  Ejecutivo  :  I9 
que  solicite  US«  del  Registrador  principal  de  esa 
provincia,  quien  lo  exigirá  si  fuere  necesario  de 
los  subalternos  de  los  cantones,  un  informe  so- 
bre los  testamentos  otorgados  en  toda  ella  desde 
el  año  de  1820  hasta  la  fecha,  en  los  cuales  se 
haya  concedido  la  liberiad  á  algunos  siervos, 
expresando  su  nombre,  los  de  los  herederos  y  de 
los  albaceas  testamentarios,  y  otro  sóbrelos  plei- 
tos concluidos,  dentro  del  mismo  período  en  que 
se  hubiere  ventilado  la. libertad  de  algún  siervo, 
con  expresión  del  nombre  de  eate,  de  las  partes 
contendoras  y  del  resultado  definitivo  del  juicio  : 
29  que  se  pida  así  mismo  por  US.  igual  informe 
que  este  último  á  los  jueces  de  parroquia  de  esa 
provincia  con  relación  á  los  expedientes  que  sin 
embargo  de  haberse  sentenciado  definitivamente 
puedan  no  haberse  pasado  á  la  respectiva  oficina 
de  registros  y  á  los  que  aun  existan  pendientes 
por  semejante  respecto  con  expresión  también 
del  nombre  del  esclavo  y  de  las  partes  litigan- 
tas  :  39  que  para  facilitar  la  pronta  remisión 
de  tales  datos  y  que  sran  enviados  con  la  breve- 
dad posible  á  este  Ministerio,  haga  US.  uso  de 
sus  recursos  legales,  quedando  autorizado  para 
remover  de  su  destino  al  predicho  Registrador 
principal,  si  en  el  término  de  sesenta  dias  conta- 
dos desde  el  en  que  US.  le  haga  la  exigencia,  no  la 
remitiese  el  citado  informe,  en  cuyo  caso  hará 
US  la  propuesta  conveniente  al  Poder  Ejecutiva 
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para  la  proTísion  en  propiedad  de  tal  empleo;  y 
49»  por  último  resiielre  S.E.»  qne  aan  cuando 
e8t&  abolida  la  eadavitud,  los  procuradores  mu- 
nicipales deben  continuar  representando  en  las 
cansas  sobre  libertad  en  que  intervenían  antes  de 
.Ja  ley  de  abolición»  hasta  obtener  un  fallo  defini- 
tÍTO  y  ejecutoriado. 

Soy,  &a.— Por  S.  'E*— Planas. 
LIBERTAD  de  esclavos.  ifBsoLVcioN  ejecu- 
tiva DE  20  DE  ABRIL  DE  1854  sohre  compro^ 
bacion  de  la  edad^  identidad^   y  presentación 
de  ellos  á  la  junta  de  abolición. 

Secretaria  del  Interior. — Sección  primera. — 
Caracas,  Abril  29  de  1864. 
Resuelto, — Contéstese   ai   Gobernador   de    esta 
provincia. 

Impuesto   el  Poder  Ejecutivo   de  la  consulta 
que  le  dirigid  US   por  su  nota  de  18  del  corrien- 
tOy  número  80,  sobre  cual  sea  el  medio  que  haya 
de  adoptarse  para  la   comprobación  de  la  edad  de 
los  esslavos   que   sean  presentados  á  la  Junta 
Superior  de  abolición   que   US.  preside,  pues 
estableciéndose    este  requisito  por  el  artículo  6? 
del  decreto  reglamentario    de  la  ley  de  24  de 
Marzo    próximo  pasado,   hsi  encontrado  dificul- 
tades para  su  cumpiimiento,  así  en  la  fé  de   bau- 
tismo y  en  la  justificación  de  dicha  edad  por  testi- 
gos, como  en  los  documentos  traslativos  de  do- 
minio, á  causa  de  que   el   primer  medio  ha  sido  • 
declarado  repetidas   veces  por  los  tribu  nales   de-  ¡ 
justicia,  y  con  razones  incontrastables,  como  de- 
ficiente para  el  indicado  objeto;  de  que  el   según-  ! 
do  no  puede  tener  mucha  fuerza  en  derecho,  por-  ¡ 
que  los  testigos  en  su  mayor  parte  no  depondrían 
sino  por  tradiciones  y  facticias    inexactas,  cuya  ' 
manera  seria  ademas  harto  dispendiosa  para    los  ' 
amos;  y  de  que  el  tercero  presenta  el   inconve-  ' 
niente  de  no  indicar  con  precisidn  los    documen-  I 
tos  6  que  él  se  refiere  la  verdadera  edad  de   los  ¡ 
esclavos  vendidos,  la  que  aun  ellos  mismos    ig- 
noran,     S,  C.  habiendo   considerado    detenida- 
mente este  asunto,  se  ha  servido  resolver  I9  que 
■i  bien  no  ptiede  atribuirse  á  la  fé  de   bautismo 
toda  la  fuerza  de  una  prueba  plena  y  acabada, 
cual  se  necesita  para  producir  un  convencimieU' 
to  satisfactorio  en  el  caso  de  una  sentencia  judi- 
cial, pues  su  mérito  dependerá  del  dicho  del 
Cura,  constante  del  libro  parroquial  respectivo, 
el  que  no  puede  equipararse,  por  Ja   naturalez; 
del  aserto  que  contiene,  ai  de   un   Registrador  ú 
otros  funcionarios  que  gozan  de  fé   pública   por 
disposición  expresa  de  la  ley,  la  inadmisión,  sin 
embargo,  de  tal  documento,    mientras  no  haya  i 
motivos  para  asegurar  su  falsedad  ó  fraude  pro- 
duciría graves  obstáculos  á  los  dueflos  de  escla- 
▼os  para  acreditar  la  edad  de  estos,  cuya  prueba 
se  haría  con  frecuencia  difícil,  costosa  y  muchas 
veces  imposible,  atendidas  las  circunstaqcias  que 
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deben  favorecerla,  y  de  que    no  podrían  acaso 
aprovecharse  aquellos  en  el  término  para  la  pre- 
sentación que  les  designa  el  artículo  9^  de  la  ci- 
tada ley;  fuera  de  que  se  ha  acostumbrado  liem- 
pre  por  las  extinguidas  Juntas   de  manumisioa 
el  recibir  las  referidas  certificaciones  de  partidas 
de  bautismo  como  justificativos   suficientes  para 
el  expresado  objeto :  29t   qne  siendo  la  prueba 
testimonial  uno  de  los  medios  ordinarios   de  de« 
mostrar  la  verdad  de  un  hecho,   cual  es^  el  del 
nacimiento  de  un  individuo,  y  del  que  puede  ser- 
virse  para  suplir  el  defecto  ó  insuficiencia  de  la 
mencionada  fé  de  bautismo,  no  debe  privarse  de 
este  recurso  á  los  duefios  oe  esclavos  que  quie- 
ran 6  les  sea  necesario  usar  de  él,  j>or  considerar- 
lo mas  fácil  y  expedito  que  cualquier  otro:  39ff 
que  pudiéndose  deducir   aproximativamente  del 
aspecto  del  esclavo  la  edad  que  tiene,  se  deter- 
mine esta  en  defecto  de  prueba,  6  por  convenir 
en  ello  el  dueño,  por  dos  expertos   nombrados, 
el  uno  por  este  y  el  oiro  por  la  Junta,  que  podrá 
ser  el  médico  ó  curioso  q^ie  haya  en  su  seno,  eli- 
giendo ambos  peritos  para  el  caso    de  discordia 
un  tercero,  cuyo  parecer  será  definitivo  en  el 
particular,  sin  perjuicio  de  que    á  voluntad  del 
interesada  sea  la  Junta  la  que  por  sí  haga  la  ex- 
perticia: 49  que  en  cuanto  á  los  documentos  de 
¡  propiedad  que  se  consignen,  bien  sea  de  venta,  6 
de  donación,  legado  &a.  la  JuDta  se  limitará  úni- 
camente á  investigar,  pegun  el   artículo  8?  del 
precitado  reglamento,  la  exactitud  del    reclamo, 
dirigida  á  saber  si  la  persona  á  que  se  refiere  el 
documento  que  se  presenta  es  la  misma    que  él 
expresa,  sin  entrar  á  decidir  sobre  su   validez, 
pues  esto  compete  al  Poder  Ejecutivo,   confor- 
me al  artículo  13  del  mismo  reglamento,  el  qoe 
con  vista   de   tales   comprobantes  resolverá  lo 
conveniente  para  admitirlos  ó  disponer  que   se 
amplien  si  los*creyere  deficientes  ;  y  6t>  que  res- 
pecto de  los  esclavos  que  se  han   ido   del  poder 
de  sus  dueños  después  de  la   publicación   de  la 
ley,  como  igualmente  de  loa  que  se  encuentren 
prófugos,  por  cuyas  causas  no  se  pueda  hacer  la 
presentación  de  unos  y  otros,  iia  resuelto   S.  E* 
qne  la  Junta  se  limite  á  cumplir  con  las  disposi- 
ciones contenidas  en  la  ley  y  reglamento  citados, 
los  cufies  no  ofrecen  ninguqa  duda  en  cuanto  6 
la  «expresada  formalidad. 

Tengo  el  honor  d#  comunicarlo  6  US«  en  con- 
testación á  su  citada  nota  y  &  la  de  37  de  este 
mismo  mes/acompafiando  una  minuta  de  con- 
sulta aprobada  por  esa  Junta  Superior  sobre  va- 
rios puntos  que  dicen  relación  con  los  que  que- 
dan resueltos. 

Soy,  &a.  Por  S.  E,— Planas. 

LIBERTAD  d«  bsolavos.  «bsolücion  sjscv- 
TivA  PB  19  n  MAYO  PB    1864  declarando 
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que  no  se  debe  nombrar  suplente  á  los  miem- 
bros de  las  juntas  de  abolición* 

Secretaría  del  Interior.— Sección  primera.— 
Caracas  Mayo  12  de  1854. 
Resuelto* — Co atéstese  al   Gobernador    de 
Barquisimeto. 

Paesta  en  conocimiento  del  Poder  Ejecutivo 
la  nota  de  US.  de  29  de  Abril  úliimo,  número 
0S,  manifestándole  que  seria  conveniente  nom- 
brar suplentes  &  los  miembros  de  la  Junta  Supe- 
rior de  abolición  de  esa  capital,  para  el  caso  de 
falta  de  concurrencia  de  estos  por  enfermedad  ú 
otro  motivo  grave,  S.  E.  ha  resuelto  se  conteste  & 
US.  que  la  naturaleza  de  las  funciones  que  ejer- 
cen en  la  dicha  Junta  esa  Gobernación,  el  vicario 
ó  cura  párroco  mas  antiguo  y  el  Procurador 
Municipal,  no  admite  quesean  desempeñadas  por 
eoplentes,  como  no  los  concede^i  la  ley  de  24  de 
Marzo  último  y  el  decreto  que  la  reglamenta, 
ni  ninguna  otra  respecto  de  los  deberes  que 
lea  están  atribuidos,  pues  todos  deben  cumplirse 
por  las  personas  á  quienes  se  confíen  los  dichos 
cargos  públicos,  y  podiendo  constituirse  la  referi- 
da Junta  con  estos  tres  vocales,  8.  E*  no  cree 
indispensable  que  se  hogan  iguales  nombramien- 
tos con  relación  áios  dos  vecinos  de  que  también 
se  compone  aquella,  por  convenir  á  estos  la  mis- 
ma razón  es  presada. 

Tengo  el  honor  de  decirlo  á  US.  para  su  in- 
teligencia. 

Soy  4«.— Por  S.  E.— Planas. 
LIBERTAD  de  bsclavos.  resolución  ejecu- 
tiva DE  19   DB  JUNIO  DE    1654  decloTando  á 
qué  junta  debe  hacerse  í a  presentación  de  los 
libertos 

Secretaría  del  Interior.— Sección  sexta.— 
CarácaS,  Junio  1  ®.  do  1854. 
Resuelto* — Dígase  al  Gobernador  de  la  pro- 
vincia de  Cumuná. 

Se  ha  impuesto  el  Poder  Ejecutivo  de  la  nota 
de  US.  fecha  17  de  Mayo  al  limo,  numen»  79  en 
queconiiulta  ante«gué  Juntadeben  presentárselos 
que  fueron  esclavos,  si  es  ante  la  del  vecindario 
de  estos  ó  en  la  del  de  sus  dueños,  duda  á  que 
ha  dado  lugar  la  circunstancia  de  encontrarse  los 
primeros,  por  fuga  ú  otro  motivo,  en  distintos 
cantones  de  la  residencia  de  los  segundos.  S.  E. 
ha  resuelto  se  diga  á  US.,  que  los  que  fueron 
esclavos  debe«  presentarse  ante  la  Junta  que 
corresponda  al  lugar  en  que  estuviese  ubicada  la 
finca  en  que  aquellos  servían  ;  y  respecto  de  loa 
fugados  antes  de  la  publicación  de  la  ley  de  24  de 
Marzo  últim  o  sobre  abolición  y  de  los  que  se 
aepaiaroQ  después  de  publicada,  debe  atenderse 
á  la  misma  regla,  es  decir,  á  la  situación,  de  la 
finca  á  que  estaban  adscritos,  sin  perjuicio  de 
qae,  en  tal  caso,  el  daefio  pueda  hacer  la  presen- 
taeioa  en  el  lagar  de  la  reeidencia  actual  del  es- 
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clavo,  dándose  parte  á  la  Junta  del  lugar  del 
domicilio  del  amo  por  la  del  lugar  en  que  se  haga 
la  presentación. 

Tengo  el  honor  de  comunicarlo  á  US.  en  con* 
testación  á  su  expresada  nota* 

Soy  &a.  Por  S.  E.— Planas. 
LIBERTAD  debsolavos.  resolución  ejecuti- 
va DE  5  DE  JUNIO  DE  1854  sobre  registro  de 
los  libertos  venidos  de  una  provincia  á  otra. 
Secretaría    del  Interior.— Secólo  a  sexta.— 
Caracas,  Junio  5  de  1854. 
/lest*eZío— Contéstese  el  Gobernador  de  Barínas. 
Puesta  en  conocimiento   del  Poder  Ejecutivo 
la  nota  de  US.  de  22  de   Mayo   ultimo,  numero 
139,  manifestándole  otras  dudas  con  relación  al 
registro  de  loa  libertos  venidos  de  otras  provincias 
antes  y  después  de  publicada   la  ley  sobre  aboli* 
cion  de  esclavos  fecha  24  de  Marzo  último,  y  á  la 
manera  de  comprobarla  «^«fad  ;  S.  E.  ha  resuelto 
decir  ft  US.  en   contestación,  qiie  la   resolución 
ejecutiva  de  29  de  Abril  próximo  pasado,  publi- 
cada en  la  Gaceta   de  Venezuela   numero  1147, 
comprende  la  solución  de  toflos  los  puntos  con- 
sultados por  US.  en  su  prcdicha  nota  ;  afladíóndo- 
le,  que  tos  que  fueron  esclavos  deben  presentarse 
ante  la  Junta  que  corresponda  al  lugar  en    que 
estuviere   ubicada  la  finca   en  que  aquellos  ser- 
vían, y  respecto  délos  fuga  dos  antes,  ó  separados 
después  de  promulgada  la  ley,   debe  atenderse  á 
la  misma  regla,  es  decir,  á  la  situación  de  la  fin- 
ca .  &  que     estaban   adscritos,   sin   perjuicio  de 
que  en  tal  caso  el  dueño  pueda  hacer  la  presen- 
tación en  el  lugar  de  la  residencia  actual  del  es- 
clavo, dándose  parte  ala  JunU  del  domicilio  del 
lugar  en  que  se  haga  la  presentación. 
I      Tengo  el  honor  de  decirlo  á  US-  para  su  inteli- 
gencia, recomendándole  &  la.  vez  el  mas  estricto 
!  cumplimiento  de  la  resolución  ejecutiva  de  U  de 
I  Octubre  de  1889  sobre  el  modo    de  hacer  las  con- 
i  sultas,  y  cuya  publicación  se  repnidujo  en  la  Ga- 
!  cela  de  Venezuela  número  1035  fecha  28  de  Se- 
'  tiembre  de  1851. 

Soy  &a.— Por  S.  E,— Planas. 
LIBERTAD  de  esclavos,  bbsolucion  ejecu- 
tiva DE  6  DB  JUNIO  DE  1854  mandando  en- 
tregar al  Tesorero  de  la  junta  superior  de 
abolición  de  la  provincia  de  Caracas  el  diez 
por  ciento  con  que  las  rentas  municipales 
contribuyen  al  Tesoro  nacional 

Secretaría  del  Interior.—Seccion  sexta.— 
Caracas,  Jaaio  6  de  1854. 
JífiítteZífl.— Dígase  al  8r.  Gobernador  de  esta 

provincia.  ,  .  «    .       «• 

Puesto  en  conocimiento  del  Poder  Ejecutivo 
la  nota  de  U8.  de  6  de  Mayo  ultimo,  número  96, 
referente  á  una  consulta  hecha  por  el  Admínis» 
trador  principal  de  Rentas  Municipales  de  est» 
proviacia  á  la  Junta  Superior  de  abolician»  cuya 
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consulta  nace  de  la  circunstancia  de  hallar  cier- 
ta colisión  entre  el  §  19  del  artículo  14  de  la 
Ordenanza  de  4  de  Diciembre  de  1852  (no  la  de 
14  de  Noviembre  de  1851  que  cita  dicho  eraple- 
do)  que  dispone  que  se  abone  mensualmente  en 
la  cuenta  de  Ja  Tesorería  general  el  montante  de 
la  décima  parte  con  que  las  Rentas  Municipales 
contribuyen  al  Tesoro  nacional  hasta  quedar  es- 
te solvente  con  aquellas,  y  la  ley  de  24  de  Mar- 
zo último  sobre  abolición  de  esclavos  que  destina 
la  dicha  décima  parte  al  fondo  de  indemnización 
6  abolición,  debiéndose  entregar  al  Tesorero  res- 
pectivo, segnn  el  artículo  46  del  decreto  regla- 
ujenlariü  de  esa  Jey  ;  y  en  vista  de  los  documen- 
tos acompañados  á  la  expresada  consulta,  8.  E. 
ha  resuelto  se  conteste  á  US. :  que  cuando  se  es- 
tableció dicho  abono  mensual  por  el  ^  I9  del  ar- 
tículo 14  de  la  citada  ordenanza  no  pudo  tomarse 
otro  fundamento  que  el  decreto  legislativo  de  15 
do  Mayo  de  1852  que  manda  se  admita  en  com- 
pensación eh  las  respectivas  provincias  el  diez 
por  ciento  con  que  sus  rentas  contribuyen  al  Te- 
soro nacional  hasta  la  solución  total  de  sus  crédi- 
tos; pero  habiéndose  derogado  por  la  ley  de 
abolición  el  dicho  decreto,  queda  sin  apoyo  el 
concernido  §  l^j  pues  siendo  tal  disposición  ma- 
teria de  un  acto  legislativo,  no  podia  sancionarse 
por  la  Diputación  de  esta  provincia  sin  preceder 
el  referido  decreto.  Aun  cuando  la  ordenanza 
tuviera  fuerza  de  Ipy,  la  de  abolición  que  es  pos- 
terior la  ha  derogado,  y^no  siendo  ley  lá  orde- 
nanza, como  no  lo  es,  m  cuestión  es  menos  difí- 
cil de  resolver  porque  en  tal  caso  debe  estarse  á 
la  mencionada  ley  de  abolición.  Hay  diferencia 
entre  la  fuerza  de  una  ordenanza  y  de  una  ley. 
El  Congreso  puede  dictar  una  ley  contraria  á 
otra  y  se  entiende  entonces  que  la  segunda  pre- 
valece ccBíerzs  parí6u5  ;  pero  una  ordenanza  no 
puede  ser  contraria  á  una  ley,  porque  ni  la  Di- 
putación puede  establecerla,  ni  aun  establecién- 
dola se  considera  con  vigor  delante  de  aquella, 
sin  que  se  diga  que  la  aprobación  que  da  el 
Congreso  á  las  predichas  ordenanzas  las  eleva  á 
la  categoría  de  leyes,  porque  no  debe  equiparar- 
se el  acto  único  de  la  representación  nacional  y 
en  que  no  ejerce  una  función  propiamente  legis- 
lativa, á  los  trámites  que  se  observan  en  la  for- 
mación de  las  leyes  conforme  á  la  Constitución. 
La  ley  de  abolición  debe  prevalecer  en  este  pun- 
to, y  en  consecuencia  se  entregará  al  Tesorero 
que  ella  establece  el  precitado  diez  por  ciento 
por  el  Administrador  que  ha  dado  principio  á  es- 
ta consulta.  En  cuanto  á  la  suerte  que  corran  las 
acreencias  de  las  Rentas  Municipales  contra  el 
Tesoro  público,  y  si  debe  considerarse  deuda 
de  Tesorería  pagable  con  arreglo  6  la  ley  de  18 
de  Abril  de  1853,  es  asunto  que  compete  su  re- 
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solicion  á  la  Secretaría  de  Hacienda,  adonde 
podrá  dirigirse^  la  consulta  conveniente  por  la 
enunciada  Junta  ó  el  respectivo  Administrador. 
Tengo  el  honor  de  comunicarlo  á  US.  en  con- 
testación á  su  expresada  nota. 
Soy  &a. 

PorS.  E — Planas. 
LIBERTAD  de  esclavos,  kbsolucion  ejecu- 
tiva DE  17  DE  JUNIO  DB    1854  sobre   no   in- 
demnización de  patronos,   pruebas   de   pro- 
piedad, edad  y  valor  de  los  esclavos,  no  pago 
de  honorarios  al  perito  valuador,  y  carencia 
de  personas  que     sirvan     las    tesorerías^ 
Secretaría  del    Interior. — Sección  sexta, — 
Caracas,  Junio  17  de  1854. 

Resuelto. —  Dígase  al  Gobernador  de  Mérida. 
Instruido  el  Poder  Ejecutivo  de  la  nota  de  US. 
fecha  19.  del  actual,  número  18  á  que  adjunta 
una  minuta  de  consulta  que  la  Junta  superior 
de  abolición  de  esa  provincia  hace  sobre  seis 
puntos  ó  dificultades  que  en  la  práctica  ha  pre- 
sentado la  ley  de  24  de  Marzo  último  que  abóle 
la  esclavitud  de  Venezuela,  el  I9  á  saber,  si  los 
patronos  de  los  manumisos  tienen  indemnización, 
el  29  cuales  sean  las  pruebas  admisibles  para 
acreditar  la  propiedad  del  esclavo  á  falta  de  es- 
critura, el 39  cómo  se  comprueba  la  edad  délos 
agraciados, por  la  ley  citada  cuando  no  existan 
ni  la  partida  de  bautismo  ni  los  libros  parroquia- 
les, el  49  cómo  se  haga  el  reconocimiento  del 
esclavo  para  fijarle  valor,  si  es  cuando  la  enfer- 
medad está  á  la  vista,  6  cuando  la  Junta  lo  juz- 
gue necesario,  el  59  cuál  sea  el  fondo  de  donde 
se  paguen  ios  honorarios  del  perito  valuador 
por  parte  de  la  Junta,  y  el  69  qué  deba  hacerse 
cuando  no  se  encuentre  persona^que  acepte  el 
destino  de  Tesorero;  S.  E.  me  ha  ordenado  de- 
cir á  US.  en  contestación  y  para  conocimiento 
de  la  Junta  consultante,  que  respecto  al  primer 
punto,  no  hay  fundamento  para  dudar,  pues, 
según  el  artículo  49  de  la  ley^de  abolición,  el 
valor  de  los  que  eran  esclavos  es  lo  que  se  in- 
demniza: el  29«  que  hablando  la  ley  en  su  artí- 
culo 99  y  el  reglamento  en  su  artículo  69»  de 
títulos  justificativos  de  la  propiedad  del  esclavo, 
es  indudable  que  el  querer  del  legislador  ha  sido 
imponer  la  obligación  de  comprobar  dicha  pro- 
piedad por  medio  de  documentos  ;  jpero  en  el  ca- 
so consultado,  siendo  absolutamente  imposible 
presentar  la  prueba  literal  directa  de  la  propie- 
dad sobre  el  esclavo,  al  paso  que  seria  ]nj.u8to  cer» 
rar  k  puerta  á  un  derecho  legítimo,  en  dicho 
caso  deberán  presentarse  los  títulos  justificativos 
de  los  padres  del  referido  esclavo,  6  por  lo  me- 
nos el'  de  la  madre,  añadiendo  &  dichos  docu- 
mentos la  prueba  de  la  posesión  del  estado  de 
servidumbre  :  al  39f  que  está  declarado  por  re« 
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eolacion  publicada  en  la  Gaceta  Dümero  1147  : 
al  40,  que  no  distinguiendo  el  ^  1?  artículo  69 
del  reglamento,  &  la  Junta  le  es  potestativo  or- 
denar que*  se  veriñque  la  experticia  por  creer 
que  el  esclavo  adolece  de  enfermedad,  aun 
cuando  esta  no  esté  patente  6  visible  ;  al  59»  que 
la  ley  ni  el  reglamento  han  supuesto  pago  de  ho- 
norario por  servicios  prestados  en  favor  de 
la  abolición,  y  por  el  contrario  la  mente  de  aque- 
lla ha  sido  que  dichos  servicios  sean  gratuitos  y 
generosos  por  ser  una  materia  en  que  est&n  in- 
teresados la  justicia  y  el  honor  nacional,  y  que 
en  esta  virtud  nada  debe  abonarse  al  perito,  sin 
que  pueda  dejar  de  cumplir  con  el  encargo  que 
le  confíe  la  Junta  á  menos  que  exponga  excusa 
legítima ;  y  al  69,  que  la  Junta  es   la   que   debe 
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mero  I9  de  infantería  lijera,  interesando  razo- 
nes que  ha  trasmitido  aí  Gobierno  por  el  con- 
ducto regular  ;  y  49»  si  cuando  los  individuos  á 
quienes  se  ha  de  hacer  el  descuento  comproba- 
ren que  tienen  derecho  al  fondo  de  indemniza- 
ción, bastará  deducirles  de  su  acreencia  lo  que 
corresponde,  ó  si  se  practica  el  descuento  del 
sueldo  ó  comisión  que  disfruten.  S.  E,  el  Presi- 
dente de  la  República,  habiendo  considerado  de- 
tenidamente este  asunto,  se  ha  servido  resolver 
en  cuanto  á  lo  I9»  que  es  un  principio  reconoci- 
do en  el  derecho  común  que  la  ley  obliga  luego 
que  se  publica,  si  no  es  que  expresa  ella  mis- 
ma el  tiempo  en  que  debe  empezar  á  obligar, 
como  sucede  algunas  veces,  habiéndose  entendi- 
do asila  de  2^  de  Marzo  último  sobre   abolición 


facilitar  la  aceptación  de   dicha   tesorería,  pues  <  de  esclavos,  quienes  quedaron    libres   de   servi 


tiene  en  sí  el  poder  de  nombrar  y  de  allanar  al 
gunas  (lifícultades  en  el  requisito  de  la    fíanza.  i 
Tengo  el  honor  de  comunicarlo   ó  US.  &  los  l| 
fínes  indicados.  |¡ 

Soy,  &a.  |¡ 

Por  S.  E. — Planas.         Á 
LIBERTAD  dk  esclavos:  resolución  ejecu-  |i 
TiVA  DE  20  DE  JUNIO  DE    1854  declarando  :  \^ 
19»  desde  cuando  debe  descontarse   el  subsi-  ¡j 
dio  :  29,  que  esa  las  juntas  á  quienes  toca  de-  i 
liberar  sobre  cuantas  cuestiones  sean  de  su  \\ 
resorte  :  39»  que  están  exceptuados  del  pago  i 
de  subsidio  los  militares  en   actual  servicio  \ 
desde  sarjento  inclusive^  y  los  inválidos ;  y  ; 
49,  que  debe  admitirse  en  pago  lo  que   se  de- 
ba  álos  contribuyentes  por  razón  de  esclavos.  \ 
Secretaría  del  Interior.— Sección  sexta.—  | 
Caracas,  Junio  20  de  1854.  | 

Resuelto. — Dígase  &  los   señores   Secretarios  ; 
de  Estado  en  los  Despachos  de  Hacienda  y   de 
Guerra  y  Marina.  1 

Consulta  el  Administrador  de  la  Aduana  déla  | 
Guaira  por  el  órgano  respectivo:  I9»  si  el  subsi-  I 
dio  á  que  se  reñeie  el  número  ^9'  aricedlo  59  de  • 
la  ley  de  abolición  principia  á  descontarse   des-  | 
de  la  publicación  de  esta,  ó  desde  el  I9  de  Julio  j 
próximo :  29,  en  el  caso  de  ser  desde  la  publica-  | 
cion,  cuál  es  la  regla  que   deba   seguirse  si  los  ! 
empleados  á  quienes  haya  de    hacerse  el  citado  I 
descuento,  alegaren  que  se  encuentran  compren- 
didos en  otro  ü  otros  de  los  casos  que  establece 
el  referido  artículo,  pues  siendo  la  Junta   canto- 
nal la  llamada  á  conocer  de  estos,  y  no  habién- 
dose instalado  en  la  fecha  de  la  consulta,  no  sa- 
bia la  Aduana  cual  fuese  el  impuesto  mayor  pa- 
ra dejar  de  hacer  el  descuento  :  39»  si  debe  des- 
contarse también  á  los  individuos    de  tropa  de 
sarjento  abajo,  pues  que  la  ley   no  hace  excep- 
ción, sobre  cuyo  punto  se  hace  idéntica  consul- 
ta por  el  primer  Comandante  del  Batallón  nú* 
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dumbre  desde  que  fué  promulgada  en   los   luga- 
res respectivos,  lo  que  es  mas  lógico  y  conforme 
al  texto  y  espíritu  del  artículo  101  úe  la  Consti- 
tución, sin  que  sea  un  embarazo  grave,  como  lo 
cree  el  Administrador  de  la  Aduana  de  la  Guai- 
ra, la  circunstancia  de  no  aparecer  entonces  uni- 
formes los  descuentos  como  sucedería   fijándose 
el  19  de  Julio  para  principiarlos  á  hacer,   pues 
con  esa  misma  variedad  practican  sus  operaciones 
otras  oficinas,  y  ademas,  de  mayor   gravedad   y 
trascendencia  seria  que  en  una  misma   localidad 
hubiera  dos  fejchas  para  la  ejecución  de  la   ley, 
como  evidentemente  se  verificaría  al   fijarse   la 
expresada  de  I9   de  Julio,  y  sin  que  tampoco 
obste  la  consideración  apuntada   por  dicho  Ad- 
ministrador deque  en  caso  contrario  mantendría   , 
en  depósito  las  sumas  que  cobrase  hasta  la  insta- 
lación de  la  Junta  canton<il  contra  el  tenor  expre- 
so de  la  ley,  pues  aparte  de  que  esta  no  prohibe 
tal  depósito  sino  la  distracción  de  los  fondos  para 
destinarlos  á  un  objeto  distinto,  tal  argumento  po- 
dría también  hacerse  valer  contra  el  artículo   51 
del  reglamento  por  cuanto,  disponiendo   este 
que  el  producto  del  subsidio  se  pase  al  Tesorero 
de  abolición  al  fin  de   cada  mes,  racionalmente 
I  ha  de  suponerse  que  algún  tiempo  debe  perma- 
necer en  depósito  el  refecido  producto  antes  de 
¡  hacerse  la  entrega :  á  lo  29,  que  hallándose  ac- 
tualmente en  ejercicio  legal  la  Junta   subalterna 
de  abolición  del  cantón  la  Guaira,  &  ella  toca  de- 
liberar sobre  cuantas  cuestiones  sean  de  su  resorte 
como  la  que  se  asoma  en  esta  parte  de   la   con- 
sulta, observándose  ademas  que  no  es   un   obs- 
táculo la  indicación  que  se  hace  de  que  los  con- 
tribuyentes pueden  alegar    estar  comprendidos 
en  uno  ú  otro  de  los  casos  del  artículo  59  de  la 
ley  sin  saberse  cual  sea  el  impuesto  mayor,  pues 
el  artículo  52  del  reglamento  previene    que  se 
haga  el  descuento,  ménoflf  en  el  caso  de  que  se 
presente  un  documento  que  compruebe  que  el 
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interesado  está  eomprendido  eo  el   ^  único    del 
citado  articulo  5^  :  á  io  3^  que  deben  exceptuar- 
se del   pago  de   la  contribución  subaidiaria  los 
militares  en  actual  servicio  desde  sarjento  inclu- 
sive abajo,  y  los  inválidos  de  las  mismas  clases, 
pues  aunque  la  ley, de  abolición  no  los  ha  excep- 
tuado  de   una   manera  terminante,  este  acto  se 
colige  de  la  anterior  conducta   del  legislador  en 
casos  ideo  ticos,  como  puede  observarse  en  los  de- 
cretos  legislativos  de  2  de  Junio  de  1845  y  18  de 
Mayo  de  1847  sobre   impuesto  subsidiario :  á  lo 
49  finalmente,  que  presentada  una  acreencia  por 
razón  de  esclavos  para  que  de  ella  se  descuente 
lo  que  deba  satisfacer  el  tenedor,  debe  admitírsele 
pues  la  ley  dice  que  los   dueños  de  esclavos  se- 
rán indemnizados  del  valor  que  estos  tengan  por 
la  tarifa,  o  á  juico  de  facultativos  en  caso  de  en- 
fermedad,  con   los   fondos   destinados  al  efecto 
y  en  justa  proporción,    recibiéndose   en  pago  de 
contribuciones  que  por  dicha  ley  se  establezcan, 
acreencias  contra  el  fondo  de  indemnización  ;  pe- 
ro para  evitar   dificultades  y  confusión,  y  hacer 
expedita  tal   compensación   en  las  oficinas   de 
Hacienda  y  tesorerías  de    abolición,  se  emitirán 
billetes  por  la  Secretaría  del   Interior,  impresos 
y  asegurados  de  toda   falsificación,   con  distintos 
valores  de  cinco,  diez,  veinte  y  cien  pesos.  Estos 
billetes,  expedidos  conforme   al  modelo  que  se 
acornpaSa,   serán   entregados   á  los  dueños  de 
esclavos  como  documentos  de   créditos,  y  se  ad- 
mitirán en  pago  de   las  contribuciones  estableci- 
das por  la  citada  ley  de  abolición. 
Soy,  &a.— -Por  S.  E.-^P lanas, 
LIBERTaD  de  esclavos,  resolución  ejecu- 
tiva DE  7  DE  JULIO  DE  1854  declarando  qué 
deberá  observarse  cuando  el  titulo  de  propic' 
dad  se  ha  perdido  por  incendio,  terremoto  ó 
cualquier  otro  caso  fortuito.  (Punto  2^)  y  que 
para  el  nombramiento  de  tutor  ó  curador  de 
los  manumisas  no  deben  los  jueces  consultar 
letrado,  ni  exigir  fianza  á    los  nombrados, 
ni  tampoco  derecho   alguno  por  el  nombra' 
miento.  En  los  demás  puntos  se  refiere  á  ca* 
sos  idénticos,  mandando  observar  las  resolu' 
dones  respectivas. 

Secretaría  del  Interior. — Sección  6  *  .—Ca- 
racas, Julio  7  de  1864. 
Resuelto. — Dígase  al  Gobernador    de  Guayana, 
y  publíquese. 

Considerada  detenidamente  por  el  Poder  Eje- 
cutivo la  minuta  de  consulta  de  la  Junta  supe- 
rior de  abolición  de  esa  provincia,  y  que  US.  a- 
compaQa  á  su  nota  de  7  de  Junio  ultimo,  núme- 
ro 21 9  cuyos  puntos  se  contraen  á  saber :  19*  có- 
mo se  haga  la  presentación  personal  de  algunos 
siervos  según  Id  preceptúa  el  artículo  69  del  De- 
Ci  efo  regUmeqtario  ide.la  ley  de  abolición,  caan- 
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do  antes  6  después  de  publicad»  dicha  ley  se 
separaron  de  sus  duefios,  y  por  ignorarse  su  pa- 
radero, el  funcionario  respectiro  no  ¡iuede  ejer- 
cer la  atribución  que  le  confiere  el  artículo  11 
del  mencionado  reglamento;  29,  qué  documentos 
de  propiedad  son  admisibles  cuando  el  duefio  los 
ha  perdido,  o  no  tiene  ninguno  porque  el  esclavo 
nació  en  su  poder,  ó  el  que  tiene  no  lleva  el  ca- 
rácter de  público;  39)  cómo  se  acredita  la  edad  á 
falta  de  la  partida  de  bautismo  y  de  no  aparecer 
expresada  en  el  documento  de  venta:  49,  si  es- 
tán los  extranjeros  comprendidos  en  el  caso  39* 
artículo  59  de  la  ley  citada;  59i  si  también  lo  es- 
tán las  mujeres;  y*699  qué  deba  hacerse,  cuando 
por  negativa  del  juez  competente,  no  se  llena  el 
precepto  del  artículo  I9  del' Decreto  que  queda 
mencionado;  S..  E.  se  ha  servido  resolver  respec- 
to al  primer  punto  consultado,  que  »e  observe  lo 
dispuesta  en  el  número  59  de  la  resolución  de  2^ 
de  Abril  último  publicada  en  la  Gaceta  de  Vene- 
zuela número  1147:  con  relación  al  29,  que  se 
cumpla  el  caso  49  de  dicha  resolución,  se  aplique 
lo  resuelto  en  17  de  Junio  próximo  pasado  á  con- 
sulta de  la  Junta  superior  de  Mérida,  y  que  cuan- 
do el  título  de  propiedad  se  haya  perdido  por 
incendio,  terremoto  ó  cualquiera  otro  caso  for- 
tuito, el  interesado  puede  hacer  prueba  sobre  tal 
circunstancia  ante  el  tribunal  competente  con  ci- 
tación del  procurador  municipal,  cuya  pruébase 
consignará  al  hacerse  la  presentación  personal 
del  esclavo,  de  que  habla  el  artículo  69  del  regla- 
mento, á  fin  de  que  el  Poder  Ejecutivo  decida 
con  arreglo  al  artículo  13  del  propio  reglamento: 
relativamente  al  3*i^,  que  está  rcsueho  en  la  ya 
cithda  de  29  de  Abril  en  sus  casos  19i  29,  y  39  : 
respecto  al  49  y  59*  que  se  ha  pedidx>  la  opinión 
del  Consejo  de  Gobierno  para  resolver  lo  que 
sea  mas  acertado:  y  relativamente  al  69  punto, 
que  los  jueces  al  hacer  el  nombramiento  de  tutor 
ó  curador  de  los  manumisos,  conforme  al  artícu- 
lo 10  del  Decreto  reglamentario,  no  lleven  dere- 
cho alguno  por  tales  diligencias,  pues  est&  decla- 
rado, que  las  causas,  ó  negocios  de  manumisión 
deben  asistirse  de  oficio,  como  si  los  interesados 
fuesen  pobres  de  solemnidad,  en  atención  á  que 
por  su  naturaleza  y  objeto  deben  reputarse  del 
mayor  interés  y  servicio  público:  que  aunque  la 
atribución  5»,  artículo  39»  ley  8*  del  código  or- 
gánico de  tribunales  impone  á  los  jueces  de  par- 
roquia» el  deber  de  consultar  un  letrado  en  aque- 
llas diligencias  ó  actuaciones  que  se  promovierea 
sin  oposición  de  parte,  siempre  que  pueda  per- 
judicarse el  derecho  de  tercero,  en  el  caso  del 
nombramiento  de  tutor. de  un  manumiso  partién- 
dose de  la  base  de  que  no  tenga  ascendientes,  lo 
cual  aleja  la  idea  de  que  pueda  perjudicarse  un 

tercero,  al  paso  que  es  cierto  el  perjuicio  que  sa- 
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fríria  la  sociedad  y  el  menor  manumiso  con  so- 
meter á  trabas  el  nombramiento  de  una  persona 
que  cuide  de  su  educación,  es  consiguiente  que 
no  hay  necesidad  de  consultar  abogado  en  un 
negocio  que  por  su  naturaleza  requiere  pron- 
ta resolución;  y  que  si  bien  es  cierto  que  las  le- 
yes exigen  fianza  no  solamente  al  curador  sino 
también  al  tutor,  por  la  razón  de  que  el  cargo 
no  solo  se  da  para  el  cuido  de  la  persona  del  me- 
nor, sino  también  subsidiariamente  para  la  admi- 
nistración de  los  bienes  que  pueda  tener,  en  el 
caso  de  un  manumiso  dichas  leyes  reciben  excep- 
ción por  la  naturaleza  misma  del  asunto,  pues  se 
trata  de  unas  personas  á  quienes  nuestra  juris- 
prudencia administrativa  y  el  tribunal  supremo  de 
la  República  han  calificado  de  pobres  de  solem- 
nidad, siendo  claro  que,  cesando  la  base  en  que 
descansa  la  obligación  de  dar  fianza  en  el  tutor 
y  curador  por  suponerse  administración  de  bie- 
nes, no  debe»exigirse  esta  á  los  que  se  nombren 
tutores  6  curadores  de  aquellos. 
Soy,  6ba. 

Por  8.  E^— Planas. 

LIBERTAD  de  esclavos.  Algunas  reglas  que 
deben  observarse  para  el  cobro  de  los  fondos 
aun  por  recaudar  de  ios  de  manumisión  y 
que  hoy  pertenecen  á  los  de  abolición.  Véase 
Manumisión^ 

LIBERTAD  de  esclavos,  resolución  ejecu- 
tiva DE  19  DE  JUNIO  DE  ISbi  ñjando  la  inte- 
ligencia del  núm  2  art  6  de  la  ley. 

Secretaría  del  Interior. — Sección  6*. — Ca- 
racas, Junio  9  de  1864. 
Resuelto. — Dígase  al  Gobernador  de  Mérida. 
Habiéndose  considerado  por  el  Poder  Ejecuti- 
vo la  nota  de  US.  de  2  del  actual,  número  20,  á 
que  acompaña  una  minuta  de  consulta  de  la  Jun- 
ta Superior  de  Abolición  de  esa  provincia,  acer- 
ca de  la  inteligencia  que  deba  darse  al  número 
29«  artículo  5^^  de  la  ley  de  24  de  Marzo  último 
sobre  la  materia,  pues  duda  si  el  impuesto  de  cin- 
co reales  que  se  establece  sobre  los  alambiques 
de  destilar  aguardiente  por  cada  galón,  se  satis- 
face en  los  tres  años,  en  cada  un  año  de  losares 
6  en  cada  trimestre;  S.  £•  me  ha  ordenado  decir 
á  US.  en  contestación  y  para  conocimiento  de  la 
expresada  Junta,  que  el  impuesto  de  cinco  reales 
sobre  cada  galón  de  cuatro  y  media  botellas  que 
mida  el  alambique,  es  anual  según  lo  persuade  el 
modelo  número  3?  que  acompaña  el  reglamento 
de  la  materia,  debiendo  cobrarse  por  trimestres 
anticipados  de  comformidad  con  el  artículo  69 
de  dicho  reglamento. 

Tengo  el  honor  de  comunicarlo  á  UB.  á  los  fi- 
nes expresados. 
Soy  &a; 

Por  S.  E.— P/ana«. 
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LIBERTAD  de  esclatos*  absolución  bjecu- 
TiVA  PE  7  de  junio  DE  1864  sobre  presenta/^ 
don  de  los  libertos  sin  los  documentos  de 
propiedad,  y  no  devengacitm  de  honorario 
por  el  médico  que  loa  reconoce. 

Secretaría    del    Interior. — Seodon  sexta.— 
Caracas,  Junio  7  de  1854. 
Resuelto* — Dígase  al  Gobernador  de  la  previa» 
I  cia  de  Coro. 

I      Se  ha  enterado  el   Poder  Ejecutivo  de  la  nota 
I  de  US.  de    18  de  Mayo   último,  Damero  11,    en 
i  que  inserta  tres  puntos  que  consulta  la  Junta  su- 
perior de  abolición  de  esa  provincia    contraidos; 
el  primero  á  saber  la  medida  que  se  adopte  cuan- 
do después   de  publicada  la  ley  de   abolición  se 
han  ausentado  los  que  fueron  esclavos,  se  ignore 
donde  estén,  y  el  amo  no  pueda  presentarlos  den- 
j  tro  del   término  legal:   el  segundo,   &  saber,  qué 
conducta  se  observe  por  la  Junta  con   aquellos 
esclavos  presentados  sin  documento  legítimo  de 
propiedad  ;  y  el  tercero,  á  saber,   si  los  interesa- 
dos deben  pagar  al  médico,  miembro  de  la  Junta, 
los  reconocimientos  que  haga  de  los  esclavos.  S« 
E.  me  ha  ordenado  decir  á  US.  que  respecto  al 
primer  punto  la  parte  final  de  la   resolución  eje- 
!  culiva  publicada  en  la  Gaceta  de    Venezuela  nü- 
'  mero  1147,  indica  el  deber  de  la  Junta,  pautado 
;  también  en  el  artículo   11  del  decreto  reglamen- 
j  tario:  que  respecto  al  segundo  debe  atenerse  á  lo 
j  que  disponen  los  artículos  99  de  la  ley  y  6^  del 
propio  decreto  reglamentario:  y  que  con  relación 
I  al  tercero:  no  hay   derecho  para  lo  que  se  pre- 
tende,   pujs  el  médico  miembro  de  la  Junta,  de 
!  sempeña  funciones   concejiles. 
I      Tengo  el  honor  de  participarlo  &  US  para  co- 
nocimiento de  la  Junta  consultante,  recomend&n- 
'  dolé  la  roas  cumplida   observancia   de  la  resolu- 
I  cion  dictada  por  el  Ministerio  de  Hacienda  sobre 
[  el  modo  de  hacer  las  consultas,  inserta  en  la  Ga- 
ceta de  Venezuela  número  1035  y  reproducida  y 
mandada  observar  por  este  Despacho  en  resolu- 
ción de  21  de  Noviembre  de  1853  publicada  en 
'  el  número  1137  del  mismo  periódico  oficial. 
Soy  &a. 

Por  S.  E— P/áfi«s. 
LIBERTAD  de  esclavos,  resolución  ejecu- 
tiva DE  23  DE  JUNIO  de  1854   declarando   lo 
que  debe  observarse  respecto  de  las  licencias 
que  solicitan  los  empleados  de  las  juntas  de  . 
abolición. 

Secretaría   del  loteríor.—Seccion  sexta.— 
Caracas  28  de  Janio    de  1854. 
Resuelto. — Dígase  ft  los  Gobernadores  de  pro* 
vincia. 

Estando  determinado  por  el  artículo  79  de  la 
ley  de  24  de  Marzo  último  sobre  abolición  de  es- 
clavos, que  son  cargae  concejiles  los  destinos  de 
miembros  de  las  jualae  de  abolición,  S.  EL  resuel* 
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ye:  que  respecto  á  las  Ucencias   que  pidan  los 
miembros  de  las  Superiores,  ios  Gobernadores 
observeft  el  artículo  23  de  la  ley  org&nica  de  pro- 
vincias: que  con  relación  á  las  que  pidan  los  de 
las  subalternas^  los  jefes  políticos  atiendan  al  ar- 
tículo 52  de  la  misma;  j  que  respecto  á  las  licen- 
cias que  excedan  de  veinte  dias  se  cumpla  lo  dis-  i 
puesto  en  el  artículo  Z^  de  la  Resolución  Ejecu-  \ 
tiva  de  20  de  Noviembre  de  1860    estableciendo  ; 
reglas  generales  sobre  licencias.  Comuniqúese  ' 
y  publíquese.  I 

Soy  &«.  I 

Por  S.  E.  Planas.         \ 
LIBERTA  D  de  esclatos.  resolución  ejecu-  | 
TivA  DE  22  DE  JULIO  DE  1854  declarando  que  I 
poT  la  ley  son  los  jueces  de  provincia  los  que 
.conocen  enprim^ra  instancia  de  lasdemandas  i 
en  que  tengan  interés  los  fondos  de  abolición.  ' 
Becretaria  del  Interior.— Sección  sexta.  Ca-  ( 
rácas,  Julio  22  de  1864.  | 

Resuelto. — Dígase  al  Gobernador  de  Coro.         | 
Habiéndose  considerado  por  el  Poder  Ejecu-  ¡ 
tivo  la  nota  de  US.  de  20  de  Juuio  último,  núme-  | 
ro  36  y  el  acuerdo  que  á  ella  se  acompaña  en  co- 
pia, celebrado  el  mismo  dia  por  la  junta  Superior 
(Je  abolición  de  esa  provincia,  declarando  que  las 
demandas  contra  los  deudores  al  fondo   de  in-  | 
demnízacion   se  propongan   ante  el  juzgado   de 
provincia;  S.  E.  se  ha  servido  resolver:  que  por 
la  atribución  2a  artículo  49  ley  6»  del  código  or-  ' 
gánico  de  tribunales  los  jueces  de  provincia  co-  | 
nocen  en  primera  instancia  de  todas  las  causas  de 
hacienda  pública,  y  no  hay  duda    que  las  contri- 
buciones impuestas  por  la  ley  de  24  de   JÜ arzo 
íiUimo  sobre  abolición  de  la  esclavitud  en  Vene-  . 
zuela  vienen  á  formar  una  parte  de  la  hacienda 
'  nacional  con  aplicación  á  indemnizar  á  los  que  • 
ftieron  dueños  de  los  esclavos  que  libertó  dicha  ¡ 
ley.  £n  este  concepto,  los  jueces  de  provincia  son  i 
b oclusivamente  los  competentes  para  conocer  de 
dichas  causas,  sea  cual  fuere  la  cuantía  y  calidad  ' 
^el  actor  ó  reo,  y  cualesquiera  otros  jueces  ado-  ¡ 
lecerian  de  incompetencia  radica],  ratione  mate- 
ri»;  pero  eo^o  no  se  opone  á  que  una  vez  obt^ni* 
do  el  m&ndam.'ento  de   ejecución,   conforme  al  ' 
artículo  39»  ley  11,  título  79  del  código  de   pro-  ' 
cedimientos  judiciales,  el  empleado   demandante  ' 
pueda  presentarse  ante  cuá]v;uier  juez  de  parro-  ' 
quia  ó  de  paz  prira  llevar  á  efecto  el  cobro   con 
todd  la  presteza  que  exige  la  naturaleza  déla  cau- 
sa, según  está  resuelto  desde  el  aflo  de  1840. 
Suv  dírS. 

Por  S.  E.  Planas.  (*) 


(*)  Está  Resolución  está  en  contradicción  con  la  de  22 
de  Setiembre  de  1863  que  se  halla  en  Demandas  sobre  co- 
bro de  los  derechos  de  uuulQmision,  Tomo  1  <^.  pagina  451 


LIBERTAD  DB  VS0LA.V08.  RXSOLÜCIOH  EJECU- 
TIVA PE  10  DB  SETIEMBRE  DE  1854  determi" 
nando  la  manera  de  emitir  billetes  de  crédito 
contra  los  fondoB  del  ramo. 

Secretaria  del    Interior.— Secciou  sexta.— 
Caracas,  Setiembre  16  de  1854. 
Resuelto. — Dígase  á  los  Gobernadores  de  pro- 
vincia. 

Habiéndose  ordenado  por  la  resolución  de  20 
de  Junio  próximo  pasado  que  se  emitan  billetes 
á  favor  de  los  acreedores  al  fondo  de  abolición  de 
esclavos,  es  indispensable  tomar  algunas  medidas 
que  pauten  dicha  emisión  y  que  eviten  cualquier 
fraude.  Con  tal  objeto,  S.  E.  ha  dispuesto  que  se 
observen  las  reglas  siguientes. 

l^  Según  la  provincia  en  que  se  hubiere  hecho 
la  presentación  del  liberto  se  entregarán  billetes 
pagaderos  por  la  tesorería  de  dicha  provincia;  y 
los  billetes  de  cada  una  de  las  diez  y  seis  que  com- 
ponen la  República  serán  marcados  a)n  serie  di- 
ferente respecto  de  las  de  las  otras  provincias, 
y  los  de  un  mismo   valor  en   cada  serie  estarán 
jl  numerados  de  uno  hasta  el  numero  que  corres- 
!|  ponda    al  último. 
,Í      2^  Reconocida  que  sea  una  acreencia,  confor- 

I  i  me  al  artículo  13  del   decreto  reglamentario,  se 

I I  procederá  á  la  entrega  de  los  billetes  correspon- 
;  dientes  al  interesado  ó  á  su  representante  legítimo 

quien  dejará  recibo  en  un  cuaderno  llevado  al  efec- 
to. 

3^  En  el  registro  que  debe  dejarse  en  esta  Se- 
cretaría se  asentará  la  partida  de  cada  crédito  re- 
conocido, con  indicación  de  los  billetes  en  que  re- 
I  ciba  el  acreedor  su  importe,  cuya  partida  se  au- 
!  torizará  por  el  Secretario   del  Interior  y  Justi- 
'  cia. 

.      4^  Como  I09  referidos  billetes  deben  admitirse 
I  en  pago   de   las  contribuciones   que  establece  la 
ley  de  abolición,  en  el  estado  de  que  hablan  los 
artícu1os'20 y  29  del  decreto  reglamentario,  soba- 
rá figurar  como  existencia,  y  con  especificación, 
el  número  de  billetes  que  haya   en  cada    tesore- 
I  ría«  debiéndose  practicar  lo  mismo  en  el  trimes- 
I  tral  á  que  se  refieren  los  21  y  30  del  propio  re- 
I  glamento. 

!  5^  Con  la  copia  del  acta  que  indica  el  citado 
I  artículo  30,  remitirán  en  pliego  certificado  las 
juntas  subalternas  á  las  superiores,  los  billetes 
,  existentes  hasta  el  dia  I9  de  cada  trimestre,  con 
!  la  nota  a]  respaldo  de  "  cancelado,  "  que  firroa- 
{  rán  sps  miembros;  y  lo  mismo  se  hará  con  los 
I  billetes  que  sean  satisfechos  en  el  prorateo  tri- 
;  mestral  que  expresa^el  artículo  I5tlel  propio  de- 
I,  creto. 

6a  La  junta  superior  respectiva  en  el  dia  in- 
mediato al  en  que  haga  el  tanteo  de  cada  trimes- 
tre, alen  que  concluya  el  prorateo  del  expresa- 
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do  artículo  16  y  al  en  que  se  reciban  los  de  las 
subalternas,  procederá  á  la  incineración  de  los 
billetes  que  existan  en  la  principal  j  de  los  que 
hubiere  recibido»  de  conformidad  con  la  regla 
anterior. 

7^  De  dicho  acto  la  junta  pasará  6  la  Secre- 
taría del  Interior  y  á  la  tesorería  principal  un 
certificado  que  exprese  con  claridad  los  que  fue- 
ron incinerados,  con  especificación  de  los  remiti- 
dos por  cada  tesorería  subalterna,  á  fin  de  que  la 
principal,  tomando  por  base  tal  certificado,  par- 
ticipe á  sus  subalternas  la  incineración  rerificada 
de  los  billetes  remitidos,  y  con  el  objeto  de  que 
en  la  cuenta  sirva  de  conprobante  de  la  cantidad 
erogada  para  su  pago. 

Lo  que  digo  á  US.  para  que  inmediatamente 
\o  participe  á  quienes  corresponde  y  le  dé  la  ma- 
yor publicidad  posible. 

Soy  &.a — Por  S-  ^.-^Plánas* 
LIBERTAD  ds  esclavos,  resolución  bjeoit- 
TiTA  PE  20  DE  JUNIO  DE  \^¡íA  declarando  aue 
siendo  carga  concejil  el  destino  de  miembro 
de  la  junta  de  abolición^  debe  exponerse  para 
su  no  admisión^  causa  legitima. 

Secretaría  del  Interior.— acción  sexta.— 
Caracas,  Judío  20  de  1854. 
Resuelto. — Dígase  8]{Gobernador  de  Coro 
El  Sr  Dr.  Pablo  María  Bricefio,unode  los  dos 
vecinos  nombrados  el  19  de  Abril  próximo  pasa- 
do para  Ta  Junta  Superíor  de  abolición  de  esa 
provincia,  después  de  aceptar  y  entrar  en  el  de- 
seinpefio  del  destino,  solicita  que  el  Poder  Eje- 
cutivo le  releve  de  dicho  empleo  por  tener  que 
trasladarse  á  otra  provincia;  y  S.  E.ha  tenido  á 
bien  resolver:  que  siendo  carga  concejil  el  desti- 
no de  miembro  de  la  Junta  de  abolición,  el  que 
lo  sirva  debe  excusarse  con  causa  legítima,  de- 
biéndose proponer  la  excusa  y  probar  la  causa 
alegada  ante  el  Presidente  de  la  Junta  Superior, 
quien  dará  cuenta  al  Poder  Ejecutivo  para  que 
este  decida  sobre  ella.  Por  tanto,  el  Sr.  Bnceflo 
debe  proponer  y  probar  la  excusa  que  alegue, 
arreglándose  &  lo  expuesto.  Cogiuníquese  á  las 
Juntas  Superiores. 

Tengo  el  he  ñor  de  participarlo  á  US.  para  que 
lo  trascriba  al  Sr,  Dr.  Pablo  María  Bríceño  y 
para  inteligencia  do  la  Junta  Superior  que  US. 
preside. 

Soy  dE-a.— Por  S.  E.— Planas. 
LIBERTAD  DE  ESCLAVOS,  resolución  ejecu- 
tiva DE  10  DE  JULIO  DE  1854  declarando  que 
las  asignaciones  fijadas  para  las  secretarias 
de  las  oficinas  piíblicas  están  sujetas  al  des- 
cuento del  art.  69  nO  49  de  la  ley  de  la  mate- 
ria. 

Secretaría  del  Interior. — Sección  sexta.— 
Caracas,  Julio  10  de  1864. 
HeaiceZ/o.^  Dígase  al  Gobernador  de  Cumaná. 
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Con  oficio  de  US.  fecha  26  del  mes  próximo 
pasado,  númeco  106,  se  ha  recibido  en  este  Des* 
pacho  copia  de  un  acuerdo  celebrado  en  «1  mis- 
mo dia  por  la  Junta  Superior  de  abolición  de 
esa  provincia,  declarando  entre  otras  cosas,  que 
las  sumas  destinadas  para  los  gastos  de  Secreta- 
ría de  las  oficinas  publicas  no  están  comprendi- 
das en  el  descuento  de  que  habla  e^artículo  59 
de  la  ley  de  24  de  Marzo  último  sobre  abolición 
que  solo  se  refiere  á  los  sueldos,  pensiones  6  co- 
misiones fijas  ó  determinadas  por  las  leyes  de  la 
República  y  las  ordenanzas  provinciales ;  y  S.  £., 
á  cuyo  conocimiento  ha  sometido  el  asunto,  me 
ha  ordenado  decir  &  US.,  para  inteligencia  de 
la  expresada  Junta  Superior,  que  las  asignacio- 
nes fijadas  por  la  ley  para  las  Secretarías  de 
Cortes,  Gobernaciones  y  Juzgados  de  provincia 
ó  de  parroquia  están  sujetas  al  descuento  que 
establece  el  número  49  del  artículo  59  de  la  ley 
de  abolición,  pues  el  calificativo  de  asignación 
no  la  excluye  de  estar  comprendida  en  los  de 
sueldo,  pensión  ó  comisión  cualquiera  de  que 
usa  la  ley. 

Tengo  el  honor  de  participarlo    á  US.  á  los 
fines  indicados. 
Soy  &a. 

Por  S.  E.— PZánas. 

LIBERTAD  de  esclavos,  resolución  ejecu- 
tiva DE  15  DE  julio  de  1854  declarando  qve 
á  nadie  debe  reputarse  acreedor  al  fondo  de 
abolición  mientras  el  Poder  Ejecutivo  no 
haya  hecho, el  reconocimiento  de  que  habla 
el  art.  13  del  reglamento^  y  que  deben  admi- 
tirse en  vago  del  subsidio  las  acreencias 
contra  el  fondo  del  ramo. 

Secretaria  del  Interior. — Sección  sexta. — 
Caracas,  JuUo  15  de  1854. 
Resuelto^-^Dígññe  al  Gobernador  de  Truji- 

11o. 

Se  ha  instruido  el  Poder  Ejecutivo  de  la  no- 
ta de  US.  fecha  3  del  actual,  número  123,  en 
que  comunica  un  acuerdo  de  la  Junta  superior 
de  abolición  de  esa  provincia,  consultando:  I9 
si  se  reciben  en  pago  de  las  contribuciones  esta* 
blecidas  por  la  ley  de  abolición,  descuentos  so- 
bre las  acreencias  que  los  dueños  de  esclavos 
tengan  contra  los  fondos  de  indemnización,  sin 
esperar  la  aprobación  que  el  Poder  Ejecutivo 
deba  dar  á  los  documentos  de  crédito:  29  si  los 
individuos  á  quienes  se  admite  este  pago' entran 
también  en  parte  de  la  contribución  trimestral 
que  expresan  los  artículos  10  y  12  de  la  ley;  y 
39  8i  &  los  que  disfrutan  de  sueldo,  pensión  6 
comisión  de  las  rentas  nacionales  ó  municipales 
puedan  admitírseles  en  pago  del  subsidio  acre- 
encias que  tengan  contra  el  fondo  de  indemni- 
zación, en  cuyo  caso  qué  reglas  deban  observar 
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se  eo  et  pago :  S.  E.  hn  tenido  á  bien  resolver 
en  cnanto  á  lo  I?;  que  á  nadie  debe  reputarse 
acreedor  mientras  el  Poder  Ejecutivo  no  haya 
hecho  el  reconocimiento  definitivo  de  qne  habla 
el  artículo  13  del  reglamento:  respecto  al  2^, 
que  no  se  entiende  lo  que  se  quiere  consultar;  y 
relativamente  al  39*  qqe  sí  deben  admitirse,  y 
que  ya  se  ha.ordenado  emitir  billetes  para  sal- 
var las  dificultades. 

Tengo  el  honor  de  participarlo   á  US.    para 
conocimiento  de  la  Junta  consultante. 
Soy  &.a. 

Por  S.  E.— P/ana«. 
LIBERTAD    de  esclavos,  resolución    eje- 
cutiva DE  9  DE  OCTUBRE  DE  1854  disponien- 
do que  los  interesados  al  fondo  de   aoolicion 
ocurran  ^personalmente^   6  constituyan   un 

?}ersonero  en  esta  capital  que  reciba  los  hí- 
lete s  que  le  correspondan. 

Secretaría  del  Interior. — Sección  sexta.— 
Caracas^  Octubre  9  de  1854. 
Resuelto. — Dígase  &  los  Gobernadores  de  pro- 
vincia. 
^  Disponiendo  el  numero  29  de  la  resolución 
ejecutiva  de  16  de  Setiembre  próximo  pasado, 
sobre  la  manera  de  emitir  billetes  contra  Jos  fon- 
dos de  abolición  ya  comunicada  á  US.  y  publi- 
cada en  la  Gaceta  número  1157,  que  reconocida 
que  sea  una  acreencia,  conforme  al  artículo  13 
del  Decreto  reglamentario,  se  proceda  h  la  en- 
trega de  los  billetes  correspondientes  al  intere- 
sado ó  á  su  representante  legíiimo,  me  ha  orde- 
nado S.  E.  decir  á  US  que  por  todos  los  me- 
dios posibles  debe  darle  á  dicha  disposición,  en 
la  provincia  de  su  mando,  la  itiayor  publicidad, 
á  efecto  de  que  cada  interesado  ocurra  personal- 
mente ó  constituya  un  personero  en  esta  capital 
que  reciba  los  billetes  que  le  correspondan. 

Y  6  los  fines  indicados  tengo  el  honor  de  co- 
municarlo á  US.  cumpliendo  así  con  lo  dispues- 
to por  S.  E.  el  Poder  Ejecutivo. 

Soy  &a.— Por  S,  E.^Plánas. 
LIBEKTAD  de  esclavos,  resolución  ejecu- 
tiva DE  20d£  JULioDE  IHb^ ácordandofnedi- 
das  para  evitar  el  fraude  cuando  dos  6  mas 
individuos  se  digan  condueños  6  socios  para 
pagar  como  uno  solo  el  derecho  establecido 
por  la  ley  de  la  materia  sobre  los  alambi- 
ques. 

Secretaría  del  Interior.— Sección  sexta. — 
Caracas,  Julio  20  de  1854. 
Resuelto. — Dígase  al  Gobernador  de  Trojillo. 
Se  ha  instruido  el  Poder  Ejecutivo  de  la  nota  de 
US.  de  5  del  corriente,  número  1^4.  á  que  acom- 
pafia  copia  del  acuerdo  celebrado  por  la  Junta 
superior  de  Abolición  de  esa  provincia  en  23  de 
Junio  próximo  pasado,  consultando  la  medida  que 
deba  seguirse  cuando  dos  6  mas  indivtduoe  se  aso- 
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cien  para  pagar  como  uno  solo  el  derecho  esta- 
blecido sobre  los  alambiques  por  el  número  39 
artículo  59  de  la  ley  de  34  de  Marzo  último  que 
abóle  la  esclavitud  en  Venezuela,  medida  que  se 
hace  indispensable  para  salvar  el  fraude  que  pue- 
da traer  aquella  conducta  al  fondo  de  indemniza- 
cion.  El  impuesto  señalado  por  el  número  29  artí- 
culo 59  de  la  citada  ley  puede  llegar  á  ser  el  ma- 
yor entre  los  que  fíguran  en  los  números  del  re- 
ferido articulo,  y  por  consiguiente,  conforme  al 
^  único  de  él,  los  individuos  qué  estén  compren- 
didos en  mas  de  un  caso  solo  pagarían  aquel  por 
reputarse  mayor*  Partiendo  de  esta  base,  y  con 
el  objeto  de  no  pagar  ninguno  de  los  referidos 
impuestos,  puede  suceder  que  se  ocurra  al  fraude  6 
expediente  qucindica  la  consulta,  es  decir,  que 
un  dueño  de  alambique  figure  como  sus  socios 
&  varios  individuos  y  haga  que  así  se  exprese  en 
el  padroif  que  se  manda  formar  por  el  artículo  63 
del  decreto  reglamentario;  y  como  no  puede  to- 
lerarse que  la  malicia  y  el  fraude  se  hagan  supe- 
rior á  la  ley,  burlándola  en^provecho  individual, 
S.  E.  se  ha  servido  resolver:  que  si  al  cumplirse 
con  el  citado  artículo  62  del  decreto  reglamenta- 
rio, se  indicase  que  un  alambique  es  propiedad 
de  mas  de  un  individuo,  bien  porque  lo  administren 
como  comuneros  ó  como  simples  socios,  se  pida 
el  documento  que  compruebe  tal  circunstancia,  y 
con  vista  de  él  se  haga  la  especiñcacion  de  que 
habla  dicho  ariículo,  acompañándose  á  los  pa- 
drones que  deben  pasarse  á  los  jefes  políticos 
respectivos:  y  que  la  Junta  al  formare!  cataBtro 
de  todos  los  alambiques  del  cantón,  conforme  al 
artículo  67  del  reglamento,  decidasi  debe  figurar  el 
alambique  como  propiedad  de  los  que  se  dicen 
comuneros  ó  socios,  teniendo  para  ello  natural- 
mente á  la  vista  el  documento  de  comprobación 
acompañado. 

Soy  &a. — Por  S.  E. — Planas. 
LIBERTAD  de  esclavos,  resolución  ejecu- 
tiva de  20de  JULIO  DE  1854  disponiendo 
quien  deba  desempeñar  el  cargo  de  tesore- 
ro de  las  juntas  de  abolición  en  los  lugares 
donde  no  haya  persona  hábil  que  quiera  de- 
sempeñar este    destino. 

Secretaría  del  Interior — Sección  sexta.— 
Caracas,  27  de  Julio  de  1854. 
Resuelto. — Digase  á  los  Gobernadores  de  Co- 
ro, Barcelona  y  Trojillq. 

Habiéndose  considerado  por  el  Poder  Ejecu- 
tivo la  comunicación  del  Gobernador  de  CorOt 
de  17  de  Junio  último,  número  36  en  que  mani- 
ñesta  que  en  el  cantón  capital  no  hay  persona 
elegible  que  quiera  aceptar  la  Tesorería  princi- 
pal de  la  Junta  superior  de  Abolición;  y  vistas 
también  las  notas  del  Gobernador  de  Barcelo- 
na del  21  del  propio  mest  número  111»  en  qp% 
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participa  haber  el  mismo  inconveniente  respecto 
al  nombramiento  de  tesoreros  subalternos  en  los 
cantones  Fao,  Píritu,  Aragua  y  Soledad,  y  la 
del  Gobernador  deTrujilIo  de  3  del  corriente,  nú- 
mero 121,  referente  á  igual  falta  de  personas  con 
quienee  llenar  el  destino  de  Tesorero  subalterno 
del  cantón  Carache;  S.  £.  Se  ha  servido  librar 
la  resolución. siguiente. 

"  Sin  duda  que  el  decreto  reglamentario,  con- 
sultando el  espíritu  de  la  ley  de  Abolición  de  la 
esclavitud  en  Venezuela,  ha  establecido  Tesore- 
ros principales  y  subalternos,  los  primeros  en 
las  capitales  de  provincia  y  los  segundos  en  las 
cabeceras  de  los  cantones;  pero  autorizado  el 
Poder  Ejecutivo  para  llenar  los  vacíos  que  se  ob- 
serven en  la  práctica  de  la  ley,  no  puede  ser  in- 
diferente á  la  falta  de  cumplimiento  de  ella  en 
cuanto  ó  la  recaudación  de  las  contribuciones  es- 
tablecidas en  el  artículo  6?  por  no  encontrarse 
personas  con  las  cualidades  legales  que  quieran 
aceptar  el  empleo  iie  Tesoreros  subalternos,  y 
aún  el  de  principales.  El  medio  indicado  hasta 
ahora  de  recomendar  á  las  Juntas  que  allanen  y 
faciliten  el  requisito  de  la  fianza  ha  venido  á  ser 
insuficiente,  pues  la  principal  dificultad  consiste  en 
que  no  «e  encuentran  ciudadanos  hábiles  que 
quieran  aceptar  el  nombramiento,  sin  embarco 
de  haberse  hecho  en  diferentes  personas.  La  falta 
de  un  empleado  que  corra  con  la  recaudación  y 
depósito  de  los  impuestos  establecidos  por  la  ley 
trae  consigo  la  no  ejecución  de  la  propia  en  un 
pumo  capital,  que  envuelve  la  no  .indemnización 
de  la  propiedad  del  ciudadano  que  era  dueHode 
algún  esclavo  liberto,  y  es  un  iiiai  rn  ñor  el  ar- 
bitrar el  medio  de  allanar  aquella  tal  ti,  aún  cuan- 
do en  rigor  de  razón  se  contrarié  el  espíritu  i^P 
aquella.  En  el  sentido  de  und  interpretación  su- 
til pudiera  decirse  que  se  ha  cumplido  con  el  tex- 
to del  ^  del  artículo  69  de  la  ley  que  dispone  el 
nombramiento  de  Tesoreros  por  las  Juntas,  pues 
estas  ya  lo  han  hecho  repetidas  veces,  y  no  es 
uu  cano  previsto  en  ella  el  de  que  nos  ocupamos* 
Por  estos  fundamentos,  y  en  uso  de  la  facultad 
^  que  el  artículo  15  concede  al  Poder  Ejecutivo  para 
llenar  los  vacíos  de  la  ley,  S.  E,  resuelve;  que  el 
Administrador  principal  de  Rentas  Internas  6 
principal  de  las  Municipales  en  la  provincia  de 
Coro,  á  elección  de  la  Junta  supe/ior  de  Abolí- 
cioo,  ejerza  las  mismas  funciones  y  esté  some- 
tido á  h»s  propios  deberes  que  prescribe  el  ^  lO 
seccionad  deleitado  reglamento,  llevando  en 
cuenta  separada  el  ramo  de  la  recaudación  de-Ios 
impuestos  de  Abolición,  y  prestando  una  fianza 
adicional  para  responder  de  dicho  ramo  ásatifac- 
eion  de  aquella  Junta;  y  que  en  los  cantones  Pao, 
Píritu,  Aragua  y  Soledad,  lo  mismo  que  en  el 
de  Carache  de  la  provincia  de  Trujillo,  el  Admi- 
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nístrador  subalterno  respectivo  de  Rentas^nacio- 
nales   ó    municipales,  á  elección   de  la  Junta 
competente,    desempeñe  las  funciones  y  debe- 
res del  §  29»  sección  2^  del  expresado  reglamen- 
to, llevando  por  separado  el  nuevo  ramo  y  dando 
una  fianza  adicional  á  contenta  de  ia  respectiva 
Junta;  y  si  esto  aún  no  fuere  posible,  se  dispone: 
que  los  Tesoreros  principailes  de  Abolición  de  las 
referidas   provincias  nombren  colectores  en  los 
supradichos  cantonas  bajo  su  propia  responsabi- 
lidad y  según  la  fianza  que  exijan,  los  cuales  cor- 
rerán en  el  respectivo  cantón  con  la  recaudación 
y  depósito  de  los  impuestos  de  que  habta  la  ley  y 
desempeffa^'án.  los  deberes  de  un  Tesorero  su- 
balterno, pero  percibiendo  tan  solo    la  comisión 
que  les  asigne  el  principal  que  los  nombra**' 
Soy&a.— PorS.  E.— PZana«. 
LIBERTAD  de  esclavos,  resolución  ejecu- 
tiva DE  3  DE  OCTUBRE  DE   1854  áeclaraitdo 
que  los  bienes  de  los  facciosos  son  respotí' 
sables  solidariamente   al  reintegro   de  las 
cantidades  que  sustrajeron  de  los  fondos  de 
abolición.  (•) 

Secretaría  del  interior. — Sección  sexta. — 
Caracas,  Octubre  8  de  1854. 
Resuelto» — Dígase  en  circular  &  los   Gober- 
nadores de  Barquisimeto,  Trujillo,  Mérida,   Co- 
ro, Portuffuesa  y  Barinas. 

Instruido  S.  E.  el  Poder  Ejecutivo  de  que  a^í 
en  esa  provincia  como  en  algunas  otras  del  Oc- 
cidente de  la  República  los  comprometidos  en 
las  ultimas  revueltas  se  atrevieron  á  disponer 
de  los  fondos  de  Abolición,  destinados  á  indem- 
nizar á  los  que  fueron  dueños  de  esclavos,  ha 
resuelto  hoy  se  diga  á  US.  que  es  absolutamen- 
te necesario  que  se  proceda  al  reclamo  judicial 
de  dichos  fondos  sustraídos  por  los  facciosos, 
debiendo  así  mis^mo  verificarse  su  reintegro  so- 
lidariamente de  los  bienes  de  los  conspiradores, 
conforme  á  las  leyes. 

Lo  que  tengo  el  honor  de  comunicar  á    VS. 
para    su  inteligencia  y    exacto    cumplimiento- 
Soy  &a.  Por  S.  E. — Planas. 
LIBERTAD  de  esclavos,  resolución  ejecu- 
tiva DE  21  DE  Junio  de    1854  recordando  á 
los  presidentes  de  las  juntas  de  abolición  el 
deber  en  que  están  de  envioir  oportunamente 
los  datos  á  que  ^e  refieren  los  artículos  12. 60 

y  08  del  D:  E.  R. 

Secretaría  del  Interior.— Sección  sexta.  Ca- 
racas, Junio  21  de  1864. 
Resuelto. — Dígase  á  los  Gobernadores  de  pro- 
vincia^  .^ ^ 

(*)  I>erogadas  las  R.  H.  fi.  E.  de  27  de  Mayo  de  1858 
y  11  de  Agosto  de  1B54  sobre  acdoaes  y  embarso  de  bie- 
nes contra  los  ftcciosos  por  perjuicios  6  indemalaaolon  al 
estado,  es  lógico  juagar  también  derogada  virtnalmente  la 
presente. 
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Na  habiendo  llegado  á  este  Miniaterío  las  co- 
pias de  las  partidas  asentadas  en  los  registros,  y 
los  documeatos  de  que  habla  el  artículo  12  del 
decreto  reglamentario  de  la  ley  de  24  de  Marzo 
último  sobre  abolición  de  esclavos,  ni  tampoco 
venido  las  copias  de  las  listas  y  de  los  catastros 
á  que  se  refieren  los  artículos  00  y  68  del  pro- 
pio reglamento;  y  como  todos  estos  datos  son 
indispensables  para  los  efectos  de  la  misma  ley 
y  tlecreto  citado,  S.  £.  me  ovdena,  que  por  el  6r- 

f^ano  de  US.  recuerde  á  la  Junta  Superior  de  abo- 
icion  de  esa  provincia  el  deber  que  tiene  de  re- 
mitir oportunamente  los  referidos  datos. 

Tengo  el  honor  de  decirlo  á  US.  á  los  fines 
expresados. 

Soy  &a.  Por  S  E. — Planas. 

LIBERTAD  de  esclavos,  resolución  ejecu- 
tiva DE  4  DE  AGOSTO  DB  1854  exigicTido  alas 
juntas  superiores  de  abolición  el  envió  de  los 
regi^stros  y  documentos  que  hayan  creado  en 
"cumplimiento  del  art.  12  del  D.  E.  R, 

Secretaría  del  Interior.^  Sección  sexta.  Ca- 
racas, Agosto  4  de  1864. 
Resuelto. — Dígase  á  los  Gobernadores  de  pro- 
vincia. •• 

Observando  que  algunas  Juntas  superiores  de 
Abolición  á  virtud  de 7a  orden  circular  del  Gobier- 
no de  21  de  Junio  állirao  pidiendo  varios  da- 
tos, han  contestado  que  no  les  es  posible  mandar 
estos  porque  no  han  recibido  los  de  las  subalter- 
nas» S.  E.  dispone,  que  las  referidas  Juntas  supe- 
riores remitan  en  el  acto  los  registros  y  docume- 
tos  que  por  su  parte  hayan  creado  en  cumpli- 
miento del  artículo  12  del  Decreto  reglamentario 
de  la  ley  de  Abolición  de  esclavos,  incorporando 
los  de  las  subal  lernas  que  al  recibo  de  este  oficio 
estén  ya  en  poder  de  aquellas;  sin  perjuicio  de 
que  insten  á  las  que  no  hayan  hecho  tal  envío 
para  que  lo  verifiquen  á  la  mayor  brevedad,  de- 
biendo luego  acompañarlos  á  esta  Secretaría. 
Respecto  de  las  listas  y  catastros  á  que  se  con- 
traen los  artículos  60  y  68  del  propio  reglamen- 
to, como  quiera  que  los  que  han  de  mandar  las 
superiores  nojiecesitan  de  la  incorporación  de  los 
de  las  subalternas,  deberán  tc^ít  inmediatamen- 
te, sin  perjuicio  de  que  se  inste  también  por  los 
que  tocan  á  dichas  subalternas. 

Tengo  el  honor  de  decirlo  á  US.  para  su  cum- 
plimiento, '  % 

BoyÓL.  Por  S.  E — Planas. 

LIBERTAD  de  esclavos,  resolución  ejecu- 
tiva DE  23  DE  AGOSTO  DE  iS¡cA pidiendo  álos 
Gobernadores    el  estado  de  ingreso^  egreso 
y  existencia  de  los  fondos  de   manumisión. 
65  cereta  ría  del  Interior.— Sección  sexta.  Ca- 
racas, Agosto  28  de  1854. 
Resuelto, — Dígase  &los  Gobernadores  de  pro- 
vincia. 


Con  esta  fecha  ha  dictado  el  Poder  Ejecutivo  la 
resolución  siguiente. 

«'Observándole  que  con  marcado  olvido  no  se 
remite  á  esta  Secretaria  el  estado  del  ingreso, 
egreso  y  existencia  de  los  fondos  de  abolición, 
sin  embargo  de  preceptuarse  terminantemente 
por  el  artículo  21  del  decreto  reglamentario  y  á 
pesar  de  haberse  previsto  el  medio  coactivo  por 
el  38  del  citado  reglamento  para  obligar  á  los  te- 
soreros repectivos  á  formar  dicho  estado,  S.  E. 
me  ha  ordenado  decir  á  US.  que  sin  nuevo  re- 
querimiento envié  el  referido  estado,  haciendo 
uso  de  la  facultad  que  le  conñere  el  expresado 
artículo  38,  y  que  excite  á  las  Juntas  subalternas 
á  fin  de  que  cumplan  con  el  artículo  30,  y  haga 
que  la  superior  llene  el  final  de  dicho  artículo. 

Tengo  el  honor  de  trascribirla  á  US.  para  su 
inteligencia  y  exacto  cumplimiento,  ad virtiéndole, 
que  si  al  pasar  el  tanteo  de  que  habla  el  articu- 
lo 10  de  la  ley,  y  que  supone  el  21  del  reglamen- 
to, se  le  manifestare  por  el  tesorero  principal 
que  las  subalternas  no  le  han  remitido  los  esta- 
dos mensuales  que  previene  el  29,  los  cuales  son 
necesarios  para  formar  el  trimestral  que  exige  el 
21  citado,  US.  le  prevendrá  que  levante  dicho  es- 
tado sin  hacer  la  incorporación  de  los  mensuales 
d^  dichas  subalternas;  pero  sin  perjuicio  de  que 
US.  en  el  acto  con  toda  energía  inste  á  las  Jun- 
tas subalternas  á  que  cumplan  con  él  artículo.38* 
Soy  &a.  Por  S.  E. — Planas. 

LIBERTAD  DE  ESCLAVOS.  RESOLUCIÓN  EJECU- 
TIVA DE  25  DE  AGOSTO  DE  1854  declarando  que 
los  cuatro  meses  que  determina  la  ley  para 
las  reuniones  diarias  de  las  junios  de  abolí' 
cion,  deberán  contarse  desde  el  día  en  que  se 
instalen  estas. 

Secretaría  del  Interior.— Sección  sexta.  Ca- 
racas, Agosto  25  de  1854. 
Resuelto — Dígase á  los  Gobernadores  de  pro- 
vincia. 

Con  esta  fecha  ha  dictado  el  Poder  Ejecutivo 
la  rasolucion  siguiente. 

"  Por  el  artículo  8.  «  de  la  ley  de  24  de  Mar- 
zo ultimen  sobre  abolición  de  la  esclavitud  en  Ve- 
nezuela, publicada  que  fué  esta,  debieron  esta- 
blecerse las  Juntas  de  abolición  para  proceder  in- 
mediatamente á  la  formación  de  un  censo  de  to- 
dos los  esclavos  residentes  en  cada  provincia: 
el  Poder  Ejecutivo  por  su  parte  hizo  los  nombra- 
mientes  de  los  dos  vecinos  que  debian  constituir 
parte  de  las  Juntas  superiores;  pero  no  le  fué  po- 
sible hacerlos  con  toda  brevedad,  pues  debia  to- 
mar noticia  de  los  individuos  que  en  las  capitales 
de  provincia  fuesen  capaces  para  el  delicado  car- 
go que  habia  de  conferirles,  añadiéndose  á  esto 
que  algunos  de  los  nombrados  no  pudieron  to* 
mar  posesión  en  el  acto  del  recibo  del  nombra- 
miento, por  cuya  ^azon  en  algunas  provincias  se 
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demoró  la  instalación  de  las  respectivas  Juntas 
superiores.  Constituidas  estas,  ocurrieron  las  mis- 
mas dificultades,  y  aun  mayores,  para  formar  las 
subalternas,  siendo  lo  cierto  y  positivo  que  las 
Juntas  á  que  se  refiere  el  artículo  6^  de  la  ley  no 
se  establecieron  como  lo  quería  el  texto  y  espíri- 
tu del  citado  artículo  ^9^  Agrégase  á  esto,  que  en 
las  actuales  circunstancias  políticas  del  país  ias  a  u- 
toridades  gubernativas,  que  son  las  que  presiden 
las  expresadas  Juntas,  han  debido  estar  consa- 
gradas á  las  materias  de  orden  público,  como  de- 
ber cardinal  para  con  la  patria  y  con  el  Gobierno, 
y  es  lógico  suponer  que  en  muchos  lugares  ha- 
brán desatendido  en  absoluto  el  exacto  cumpli- 
miento que  se  impuso  de  reunirse  las  Juntas  dia- 
riamente durante  los  cuatro  meses. — Cuando 
todos  estos  inconvenientes  se  palpaban,  la  pu- 
blicación de  dicha  ley  se  hacia  con  toda  presteza 
para  no  dilatar  el  dulce  beneficio  que  devolvía 
á  los  que  fueron  esclavos,  y  por  consiguiente  cor- 
ría sin  ningún  género  de  embarazo  el  lapso  de 
cuatro  mesfcs  que  fija  el  artículo  9?  de  la  ley  pa- 
ra la  presentación  de  aquellos.  Al  compararse  los 
artículos  8.  °  y  99  referidos  no  queda  duda,  que 
si  en'el  9?  se  fija  como  principio  del  período 
asignado  para  la  presentación  el  acto  de  Ja  pu- 
blicación de  la  ley  en  cada  localidad,  fué  en  )a 
inteligencia  y  bajo  la  base  muy  racional  de  que 
las  Juntas  quedarían  establecidas  inmediata meule 
para  que  procedieran  á  formar  el  censo  en  vir- 
tud de  las  presentaciones  de  los  esclavos. 

Habiendo   fallado,  pues,   la  base  en    que  des-  '■ 
cansa  el  concepto  de  la   ley   para  fijar  la  publi- 
cación como  punto  de    partida  para  contarse  los 
mencionados  cuatro  meses,  es  de  extricta  jusii- 
cia  que  no   haya   sumo   rigor  en  su  aplicación  y 
que  se  eliji  como  comienzo  de  ellos   la  base  na- 
tural de  la  instalación  de    las   Juntas,^  que  comt) 
queda  dicho,  creyó  la  ley  que    ella    se  efectuase  \ 
inmediatamente  á  la  publicación.   En  esta  virtud 
se  declara,  que  los  referidos  cuatro  meses  deben  I 
contarse  desde  la  instalación  de  la  Junta  en  cjida  ' 
Jugar.  '  I 

Tengo  el  honor  de  trascribirla  á  ÜS.  para  su 
inteligencia  y  y  para   que   se  sil  va  comunicarla  ' 
á  las  Juntas  subalternas  de  esa  provincia.  I 

Soy  &a.  Por  S.  Y.  ^Planas. 

LIBERTAD  de  esclavos,  resolución  ejecu- 
tiva DE  28  DE  DICIEMBRE  DE  \Sé4  difiriendo 
el  prorateo  de  los  fondos  de  abolición  hasta 
que  sean  calificados  los  documentos  referen' 
tes  á  los  libertos. 

SecretJiría  del  Interior.?— Sección  sexta.  Ca- 
racas, 28  du  Diciembre   de  1864. 
Resuelto^— Por   la  resolución   de  27  del  mea 
próximo  pasado  fijó  el   Poder   Ejecutivo   el  día 
1 .  ®  del  próximo  Enero  para  que  se  verificase  el 
primer  prorateo   de   los   fondos  de  abolición  en 
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lugar  del  primero  del  corriente  que  estaba  fijado 
por  la  de  6  de   Octubre  último,  fundándose  en 
que  al  tener  lugar  dicho  prorateo  en  la  fecha  in- 
dicada sin  participar  de  él  todos  los  interesados, 
pues  no  se  habian  podido  hacer  las  calificaciones 
l¡  de  los  créditos  por  no  haber  habido  regularidad 
'l  en  las  Juntas  al  remitir  los  documentos  que  com- 
|,  prueban  el  derecho  de  cada  cual;  y  existiendohoy 
l¡  las  mismas  razones,  y  creyendo  «jI  Poder  Ejecu- 
I;  tivo  que  no  seria  justo  que  se  hiciese  una  distri- 
'   bucion  de  dichos  fondos  &nte8  que  estén  califica- 
¡!  dos  aquellos  documentos  y  entregados  á  los  qué 
!'  tengan  sus   derechos  comprobados,   los  billetes 
I'  correspondientes,  con  los  cuales  es  que   pueden 
;'  figurar  en  el  expresado  prorateo,  se  ha    servido 
\'  resolver  :  que  se  difiera    este   hasta  que    cali- 
|¡  ficados  los  documentos  referentes  á  los  que  fue- 
'j  ron  esclavos  y  emitidos  y  entregados  ácada   in- 
i'  teresado  los  billetes,  para  lo  cual  este    Ministe- 
rio daréi  el  aviso  oportuno,  calculando  las  distan- 
I  cias  de  los  lugares,  y  teniendo  presente  que  di- 
I  cho  aviso  debe  publicarse  en  los  lugares  respec- 
'  tivos  para  ■conocimiento  de  todos. 

Comuniqúese  á  los  Gobernadores  de  Caracas, 
A  ragua  y  Carabobo  para  su  inteligencia  yextric- 
i  to  cumplimiento,  y  para  que  inmediatamente  se 
■  sirvan  oficiar  por  la  posta  á  las  Juntas  subalter- 
nas de  abfdicion  de  la  provincia,    á   fin   de   que 
quede  diferido,  de  la  manera  que   anteriormente 
'  se  dispone,  el  prorateo  que     se  habia    señalado 
para  el  1^  del  próximo  mes  de    Enero. — A    los 
!  Gobernadores  restantes  para  su  inteligencia  y  fi- 
nes consiguientes. 

Por  S.  E.— PZdnas. 
LIBERTAD  DB  esclavos,  resolución  ejecu- 
tiva DE  9  DK  marzo  de  1852 (Ícc Zara fí ¿O  que 
I      cv ando  el  procurador  municipal  esté    impe- 
I      dido  para  la  defensa  del  siervo,  se  deben  ejer- 
I      cer  sus  funciones  por  un  miembro   del  con- 
cejo' municipal 

Secretaría  del  Interior. — Sección  primera. — 
¡  Caracas,  9  de  Marzo  de  1862. 

I      Resuelto. — Dígase  al  Sr.  Gobernador   de   la 
'  provincia  de    Carabobo. 

1  Sometí  al  conocimiento  del  Poder  Ejecutivo 
;  la  resolución  dictada  por  US.  en  12  de  Febrero 
¡  próximo  pasado,  inserta  en  ia  comunicación 
oficial  que  en  la  misma  fecha  y  con  aquel  objeto 
dirigió  US.  á  este  Ministerio,  relativa  á  la  ma- 
.  ñera  de  proveer  de  representante  al  siervo  Na- 
ji  tividad  Matute  en  el  juicio  i^obre  libertad  que  si- 
[^  gue  contra  su  ama  la  Sra.  Manuela  Mena,  por 
;  haber  sido  el  actual  procurador  defensor  de  la 
\  expresada  Sra.  en  su  carácter  de  abogado,  dis- 
I  poniendo  US.  que  para  este  caso  y  los  demás 
I,  en  que  ocurra  impedimento  legal  de  aquel  fun- 
|i  cionario,  designe  el  Concejo  Municipal  de  San 
'^  Carlos,  cuya  consulta  fué  la  que  US.  resolviera 
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á  uno  de  sus  miembros*  con  el  fin  de  que  ejerza 
las  funciones  procura torias,  encargándole  el 
mayíur  interés  y  contracción  por  ser  sagrada  y 
de  eminentes  prerogativas  la  causa  de  libertad, 
y  S.  E.  considerando  que  est&  prohibido  legal 
y  moralmente  el  patrocinio  de  las  dos  partes  li- 
tigantes en  un  mismo  litis  y  por  una  misma  per- 
sorfa :  que  la  ley  primera,  título  primero  del  có- 
digo de  procedimiento  judicial  establece,  que  si 
el  esclavo  hubiere  de  comparecer  en  juicio  con- 
tra el  amo  reclamando  su  libertad,  6  por  sevi- 
cia,  debe  ir  acompañado  del  funcionario  públi- 
co que  la  ley  designe,  que  según  el  caso  49  del 
artículo  86  de  la  de  24  de  Abril  de  1838,  sobre 
organización  y  régimen  de  las  provincias,  es  el 
procurador  municipal,  que  está  ahora  impedido 
de  llenar  su  encargo ;  y  que  no  es  permitido  á 
un  abogado  después  de  aceptada  la  defensa  de 
una  parte  desentenderse  de  ella  ni  pasarla  6  otro 
letrado  sino  con  el  consentimiento  del  mismo  in- 
teresado, ha  tenido  á  bien  aprobar  su  citada  re- 
solución, contrayéndola  al  caso  ocurrido  y  á  los 
demás  que  le  sean  idénticos,- toda  vez  que  la  re- 
presentación del  amo  haya  preexistido  á  la  del 
esclavoy  mas  no  si  la  causa  principia  durante  el 
ejercicio  de  su  procuración,  pues  entonces  de- 
berá cumplir  precisamente  los  deberes  que  esta 
le  impone  y  establécela  ley. 

Soy  4-a.  Por  S.  E, — Herrera.  (*) 
LIBERTAD  de  esclavos,  resolución  ejecu- 
tiva de  13  de  junio  DE  1648  disponiendo 
que  para  la  averiguación  de  la  edad  de  los 
manumisos  en  ausencia  de  los  registros  bau' 
ttsmales  se  observen  extrictamente  las 
Resoluciones  de  "¡tío  de  Enero  de  1841,  y  4  de 
Enero  de  1843. 

República  de  Venezuela.— Gobierno  Supe- 
rior poUtico  de  la  provincia. — Caracas  13  de 
Junio  de  1848,  afio  19  de  la  ley  y  88  de  la  in- 
dependencia. 
Sr.  Secretario  de  Estado  en  el  Despacho  del 
Interior. 

La  Junta  superior  de  manumisión  de  esta  pro* 
vincía,  acordó  en  sesión  de  30  de  Mayo  último, 
entre  otras  cosas  ib  siguiente. — **  En  seguida,  y 
con  el  objeto  de  uniformar  el  procedimiento  en 
materia  de  manumisión,  y  cortar  abusos  de  que 
ha  recibido  quejas  multiplicadas,  acordó  la  Jun- 
ta, por  puntos  generales,  que  han  de  recomen- 
darse áJos  jefes  políticos,  presidentes  de  las 
juntas  subalternas.— 19  Que  el  depósito  de   los 

(*).  Abolida  la  esclavitud  en  Venezuela,  no  debiera  fi- 
gurar ya  esta  resolución  entro  las  disposiciones  ejecuti- 
vas ;  pero  estando  dispuesto  por  resolución  del  mismo  po- 
der de  8  de  Abril  de  1854,  con  posterioridad  á  la  ley  de  abo- 
lición, qne  loe  dichos  procuradores  continúen  represen- 
tando en  las  causas  sol^e  libertad  en  que  intervenian  an- 
tes, es  cMiaecaencia  precisa  qae  aun  puede  producir  sus 
efectos. 


LIB 


manumisos  nunca  puede  decretarse  por  los  sin* 
dicos  procuradores,  por  los  jefes  políticos,  ó 
juntas  subalternas  de  manumisión,  privando 
á  sus  señores  de  sus  servicios,  fuera  de  los  ca- 
sos siguientes  :  por  evidente  maltrato^  ó  perse^ 
cueion  torpe  6  cruel,  pues  entonces  la  primera 
de  las  autoridades  nombradas  podrft  amparar  al 
manumiso  ó  manumisa,  siervo  ó  sierva,  deposi- 
tándolo ocasional  y  momentáneamente  en  lu- 
gar seguro,  si  no  pudiere  ocurrir  por  álgun  ac- 
cidente &  un  funcionario  de  policía,  el  que  debe- 
rá también  prestar  so  protección  gubernativa  en 
los  mismos  términos,  hasta  tanto  se  da  parte  al 
juez  de  paz  ó  alcalde  competente,  quien  deberá 
en  el  acto  conocer  de  la  queja  y  decretar  Jo  que 
fuere  de  justicia :  y  en  el  caso  del  artículo  6  del 
decreto  ejecutivo  de  27  de  Abril  de  1840,  por 
el  cual  está  mandado  á  la  Junta  subalterna  que 
ha  de  autorizar  la  contratación  de  servicios,  de- 
cretar el  depósito  entre  tanto  esta  se  verifica. — 
29  Que  para  la  averiguación  de  la  edad  de  los 
manumisos  en  ausencia  de  los  registros  bautis- 
males, se  observen  extrictamente  las  resolucio- 
nes de  25  de  Enerp  de  1841,  y  de  4  de  Enero  de 
1843,  según  las  cuales  debe  citarse  al  dueño  del 
manumiso  á  dar  sus  informes  sobre  el  particular, 
ocurriéndose  precisamente  al  tribunal  á  deducir 
las  pruebas  de  la  edad,  en  el  caso  de  no  ponerse 
de  acuerdo  en  este  punto  el  Síndico  y  la  Junta 
con  el  expresado  dueño. — 39  Que  las  juntas  y 
cualquiera  otro  funcionario  que  tenga  que  inter- 
venir en  negocios  de  manumisión,  se  entiendan 
siempre  con  lus  dueños  ó  patronos  de  los  manu- 
misos, ó  sus  apodeíados  al  efecto,  sin  que  pue- 
dan llamarse  tales  los  dependientes,  mayordomo 
ó  sobrestantes,  que  no  han  recibido  de  aquellos 
poder  especial  para  los  asuntos  de  este  género— 
49  Que  para  las  resoluciones,  decretos  &c.,  oca- 
sionados por  sevicia,  se  proceda  en  virtud  de 
sentencia  dada  por  el  tribunal  competente,  que 
así  lo  declare  por  ser  allí  donde  deberá  ocurrir- 
se siempre  por  quejas  de  esta  especie,  puesto 
qife  e)  síndico,  jefe  político,  ni  las  juntas  de 
manumisión,  tienen  autoridad  bastante  para  en- 
trar &  decidir  en  negocios  contenciosos  como  se- 
rian estos  en  tal  caso. — y  59  Que  inmediatamente 
se  proceda  por  quienes  corresponda  á  la  averi- 
guación de  los  manumisos  por  contratar,  ó  que 
están  en  la  edad  de  ser  declarados  libres,  y  que 
aun  existan  en  los  diferentes  cantones  de  ia  pro- 
vincia, citando  á  sus  patronos,  y  procediéndose 
á  hacerse  las  pruebas, supletorias  de  edad,  eu 
caso  de  no  haber  registros  bautismales,  ó  fallar 
estos,  como  está  ordenado  en  las  citadas  resolu- 
ciones de  25  de  Enero  de  1841,  y  4  del  mismo 
de  1843,  á  án  de  que  d^ñnitivamente  queden 
contratados  todos,  y  se  eviten  reelamaciones 
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embarazosas  que  provocan  al  desorden,  y  traen 
precisamente  la  instabilidad  en  el  serricio. — Pa* 
ra  la  ejecución  de  todos  lo»  anteriores  acuerdos 
la  Junta  decidió  someterlos  previamente  á  la 
consideración  de  S.  E.  el  Poder  Ejecutivo  por 
órgano  del  Sr.  Secretario  del  Interior  y  Justi- 
cia."— Y  tengo  el  honor  de  trascribirlo  á  US.  á 
fin  de  que  se  sirva  ponerlo  en  conocimiento  del 
Supremo  Gobierno. — Soy  de  US.  muy  atento 
servidor. — Marcelino  de  la  Plaza, 

Secretaría  del  Interior.— Sección  1  .*  .—Ca- 
racas, Judío  30  de  1848. 
Resvelto. — El  Gobierno  presta  su  aprobación 
á  los  cinco  puntos  acordados  por  la  Junta  Supe- 
rior de  esta  provincia. en  30  de  Mayo  último,  y 
que  su  presidente  trasmitió  &  este  Despacho  en 
oñcio  de  13  de  los  corrientes* — Comuníquesele 
y  publíquesc. 

Por  S.  E. — Sanavria. 

Es  copia. — Sanavria.  (*) 
LIBERTAD  de  esclavos,  resolución  ejecu- 
tiva b£  25  DE  ENERO  DE  1841,  á  guc  se  re- 
fiere la  anterior. 

República  de  Venezuela.— Gobierno  supe- 
rior de  la  provincia.— Número  7. — Circular. — 
Caracas  Enero  25  de  1841. 
Sr,  Jefe  político  de   este     cantón* — La  junta 
superior  de  manumisión  acordó  en  su  sesión   de 
13  del  que  cursa,  entre  otras  cosas,  lo  que  sigue. 
**  Que  en  donde  se  hayan   perdido   los  libros 
parroquiales  á  consecuencia  de  Jos  desastres   de 
¡a  guerra  como  parece  ha  acontecido  en  los  can- 
tones de  Guarenas  y  Riochico,  los  síndicos  par- 
roquiales promuevan  justificaciones  calificativas 
de  la  edad  de  los  manumisos,   con    citación    de 
sus  patronos,  y  servirán  dichas  justificaciones  le- 
ffalmente  aprobadas,  de  pruebas  supletorias   en 
defecto  de  los  libros    parroquiales.  " 

Lo  trascribo  k  U.  como  presidente  de  la  jun- 
ta subalterna  de  manumisión  de  este  cantón,  pa- 
ra que  poniéndolo  en  su  conocimiento  proceda 
en  consecuencia. — Soy  de  U.  muy  atento  servi- 
dor.— Bartolomé  Manrique.— *Es  copia  exacta. 
—Caracas  Octubre  2  de  1843,  14  y  33— El  se- 
cretario de  la  junta  de  manumisión* — Víctor  M. 
Garda. 

LIBERTAD  de  esclavos,  resolución  ejeci7- 
TITA  DE  4  DB  ENERO  PE  1643  sohrc  Iq  mis, 

(*j  Aunque  esta  Resolución  y  las  á  que  se  refiere,  íbe- 
ron  aadas  con  referencia  á  la  ley  de  manumisión,  como 
por  el  art.  9  del  Decreto  Beglamentario  se  manda  fliar  la 
•dad  de  los  manumisos,  y  lamdemmsaoion  de  su  valor  es 
una  cuestión  pendiente  que  no  dudamos  se  resolverá  en 
favor  de  los  propietarios,  es  evidente  que  deben  oonside- 
larse  en  rigor,  colocándolas  en  este  lugar  y  no  ImJo  el  tí- 
talo"  JlliMMtfaúM», '' porque  solo  hemos  puesto  en  este 
lo  relativo  al  cobro  de  los  derechos  que,  á  la  pahUcacion  de 
la  ley  áe  abolición,  sé  quedaban  aun  á  deber,  que  es  lo  que^ 
propiamente  puede  ya  considerarse  como  de  dicha  ma- 
Uria. 
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tno  que  las  dos^ anteriores t  y  á  que  también 
se  refiere  la  primera. 

República  de  Venezuela.— Secretaria  de  Es- 
tado  eu  los  despachos  del  Interior  y  justicia. — 
Sección  prhnera.—Número  9.— Caracas  4  de 
Enero  de  1843, 14  y  88. 
Sr.  Gobernador  de  Gumaná. — En  16  de   Oc- 
tubre de  1841  se  dijo  al  Sr.  Gobernador  de  Ba* 
riñas  lo  que  sigue. 

''  Considerado  por  el  Gobierno  el  oficio  de 
US.  de  20  de  Setiembre  ultimo  número  167,  en 
que  manifiesta  que  en  la  parroquia  de  Santa  Ca- 
talina y  otras  del  cantón  Nutrias  no  hay  regis- 
tros bautismales  hasta  el  afSo  de  18^,  y  consul- 
ta las  medidas  que  deban  adoptarse  para  suplir 
la  prueba  instrumental,  se  ha  resuelto  lo  siguien* 
te. 

Por  el  artículo  2?  del  decreto  de  27  de  Abril 
de  1840  se  previene**  que  las  juntas  cantonales 
de  manumisión  según  los  informes  tomados  de 
los  registros  bautismales,  6  por  otros  medios, 
üiagan  que  los  patronos  de  manumisos,  los  pre- 
*^senten  luego  que  hayan  llegado  á  la  edad  de  18 
aftos  ó  21  años,  y  que  evacúen  sobre  la  conduc- 
ta de  ellos  el  informe  prescrito  por  el  art.  6? 
de  la  ley.  "  Cuando  no  exista  el  registro  bau« 
tismal  la  Junta  debe  exigir  del  patrono  que  ma- 
nifieste la  edad  del  manumiso,  y  tomar  informes 
de  personas  de  conocida  honradez.  También  el 
procurador  municipal,  defensor  nato  de  los  ma- 
numisos debe  procurar  todas  las  noticias  que 
conduzcan  &  poner  en  claro  la  edad  de  aquellos; 
lo  sustancia]  de  estas  noticias  y  de  los  informes 
mencionados  se  reducirá  á  escrito  y  será  debida- 
mente autorizado.  Si  los  informes,  las  noticias  y 
la  manifestación  que  haga  el  patrono  dejaren 
convencidos  á  la  Junta  y  al  procurador  muni- 
cipal respecto  de  la  verdadera  edad  del  manu- 
miso, quedará  concluido  el  negocio  ;  pero  si  el 
patrono  disintiere  de  la  opinión  formada  por  la 
Junta  y  el  procurador,  deberá  darla  prueba  ne- 
cesaria ante  los  tribunales  de  justicia  donde  se* 
rá  defendido  el  manumiso  por  el  procurador 
municipal.  Se  recomienda  á  las  juntas  de  ma- 
numisión un  proceder  muy  circunspecto  en  el 
desempeño  de  este  encargo.  *' 

Teqgo  el  honor  do  comunicarlo  á  US.  para 
su  inteligencia  y  fines  consiguientes  en  contes- 
tación á  su  oficio  de  9  del  pasado  número  196 
sobre  la  materia. 

Soy  de  US.  atento  servidor.— .án^e/  Quin- 

Uro» 

LIBERTADOR  (sl)  Véase  Honores. 

LIBERTADOR (bl).  ubcrbto  d«  30 db  amil 
DB  \Q4Si  dscretánaole  honores  postumos. 
El  Senado  y  Cámara  de  ReprMentantes  de  la 

República  de  Venezuela  reuoidoa  en.  Coogreso, 
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considerando: 

19  Que  los  grandes  hechos  del  Libertador  Si-  ; 
mon  Bolívar,  iluátre   hijo  y  blasón  de   Caracas, 
están  ya  consignados  enlahisloiia,  que  lo  recono- 
ce con)o  fundador   de   tres  Repúblicas,  y  el  pri- 
n)er  caudillo  déla  independencia  sudamericana :  y 

29  Que  á  Venezuela  asiste  el  precioso  dere- 
cho de  depositar  sus  restos  venerandos,  así  como 
obliga  el  deber  de  tributarle  un  solemne  home- 
naje de  suma  estimación  y  gratitud, 

decretan: 

i 

Art*  19  Venezuela  se  honra  de  aclamar  al 
Libertador  Simón  Bolivar  con  los  títulos  de  ho- 
nor y  gloria  decretados  por  Venezuela  y  Co- 
lombia. 

Art.  29  El  Gobierno  hará  trasladar  sus  ceni- 
zas desde  Santa  Marta  á esta  rapiíai,  con  el  deco- 
ro propio,  y  previa  participación  al  Gobierno  de 
la  Nueva  Granada.  4 

Art.  39  A  su  llegada  se  le  harán  los  hono- 
res fúnebres  de  Capitán    General. 

Art.  49  Todos  los  empleados  públicos  de  cual- 
quiera clase  y  denominación  que  sean,  llevarán 
huto  por  ocho  dias. 

Art.  59  Se  celebrará  un  aniversario  fúnebre 
en  cada  capital  de  provinria,  y  en  aquel  dia 
llevarán  luto  todos  sus  empleados  públicos. 

Art.  69  Sus  ilustres  cenizas  serán  depositadas 
en  la  Santa  Iglesia  Metropolitana,  y  se  levan- 
tará un  modesto  panteón  que  las  contenga. 

Art.  79  La  efigie  del  Libertador  $erá  coloca- 
da disiinguidamente  en  los  salones  del  Congreso 
y  del  Poder  Ejecutivo,  para  que  en  todas  oca- 
siones recuerde  sus  grandes  merecimientos 

Alt.  89  El  Poder  Ejecutivo  queda  encargado  \ 
de  reglamentar  este  decreto,  y  autorizado  para  | 
hacer  del  tesoro  público  los  gastos  necesarios  1 
para  su  ejecución. 

Dado  en  Caracas  á  20  de  Abril  de  1842,  I 
año  139  de  la  ley  y  329   de  la  independencia. — 
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Tribunaleñ  yjuzgadost  L.  2^  arU  39»  atrlK 
1  /• 
LICENCIAS  DB  NAVEGACIÓN.  Véase  Derechos 
de  puerto,  art,  I  o  n9  89,  y  art  12,  y    R.  E. 
de  21  de  Agosto  de  1839. 

LICENCIAS  DB  NAVEGACIÓN.  RESOLUCIÓN  EJE- 
CUTIVA DB  18  DE  ENERO  DB  1842  declarando 
que  en  los  puertos  habilitados  deben  expC' 
dirse  por  la  primera  autoridad  dvil  sin  tn- 
tcrvencion  déla  autoridad  militar» 

St'ccion  tercpra  —Caracas  Enero  18  de  1842. 
18®y32® 

Sr.  Gobernador  de  Guaya  na.  Angostura. 

Presenté  al  Despacho  del  Poder  Ejecutivo  el 
oñciii  de  US.  de29de  Noviembre  último,  núm.iOO, 
en  el  que  insertando  dos  comunicaciones  de]  co- 
mandante de  armas  y  del  apostadero,  consoita 
US.,  si  sea  requisito  necesario  para  despachar 
un  buque,  que  el  comandante  de  armas  y  el  del 
apostadero  pongan  el  pase  &  las  licencias  de  na- 
vegación. 

Es  constante  qpe  los  jefes  militares  de  las  pla- 
zas marítimas  y  puntos  habilitados  estuvieron 
en  posesión  de  la  facultad  deponer  el  paséalas 
licencias  de  navegación,  y  que  la  misma  facultad 
ejercían  los  comandantes  de  marina,  bien  que 
no  poseamos  la  ley,  decreto,  ó  reglamento  en  que 
se  fundase  este  proceder.  La  ley  de  14  de  Octa* 
bre  de  1830,  dispuso  en  su  artículo  12  que  las 
licencias  de  navegación,  fuesen  expedidas  por  los 
Gobernadores  y  Jefes  civiles  de  los  cantones,  y 
que  ademas  de  la  ñrma  déla  autoridad  que  las 
librase,  llevasen  el  pase  del  Jefe  militar  de  la 
plaza,  el  del  Administrador  de  aduana  y  el  del 
Administrador  de  rentas  municipales,  para  sa* 
berse  si  habían  satisfecho  los  derechos  que  esta- 
blecía dicha  ley,  sin  necesidad  de  otra  formalidad 
para  poder  el  buque  verificar  su  viaje.  Desde 
eniónces  cesó  ó  debió  cesar  la  intervención  de 
los  comandantes  de  marina  en  las  licencias  de  na- 
vegación, contin-uando  solo  k  de  ios  comandan- 
tes de  armas,  que  fué  corroborada  por  las  leyes  de 
6  de  Mayo  de  1833  y  21  de  Febrero  de  1838,  y 


El  presidente  del   Senado,  José  Manuel  de  los  \\  esta  intervención  debió  también  cesar  desde  que 
Ríos* — El  presidente  de  la  Cámara  de  Represen- 
tantea,   Francisco    Diaz. —   El    secretario   del 
Senado,  JoséR.  Burguillos. — El  secretario  de  la 
Cámara  do  Representantes,  Rafael  Acevedo. 

Caracas  Abril  30  de  1842,  1 3?  de  la  ley  y  32 
de  la  independencia. — Ejecútese. — José  A,  Paez. 
—Por  S.  E  el  Pr^idente  de  la  Rep6b]iea.~EI 
Secretario  de  Estado  en  los  despachos  de  lo  In- 
terior y  Justicia,  AngelQuintero. 
LIBRAS.  Véase  Pesos  y  medidas,  art.  49 
LIBROS   DB   CUENTAS*   Prueba    que    hacen. 

Véase  Pruebas  y  su  término,  art.  15. 

LICENCIAS  PARA  ADMINISTRAR  B1BN£8.  Véase 


la  ley  de  3  de  Mayo  de  1839  derogó  la  de  2rde 
]>Febrero  de  1838,  y  dispuso  por  su  artículo  11 
I  que  la  primera  autoridad  civil  délos  puertos  ha* 
bilitados,  expidiera  las  licencias  de  navegación 
á  todos  los  buques  que  hayan  de  salir  para  el 
extranjero  ó  para  otro  puerto  ó  ponto  de  la  Re- 
pública, exigiendo  previamente  constancia  al  ca- 
pitán ó  consignatario  del  buque  de  estar  este  sol- 
vente con  la  aduana,  cuya  disposición  fué  repe- 
tida por  la  ley  de  11  de  Mayo  de  1840  sobre  de- 
rechos de  puerto,  que  es  la  que  hoy  rige.  En  es- 
ta virtud  S.  E.  ei  Presidente  de  la  República 
resuelTe  se  diga  á  Ü8*  que  ni  los  coroandantea 
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de  armas,  ni  los  de  marina  tienen  Intervención  en 
las  licencias  de  navegación,  que  la  primera  aiilo- 
ridad  civil  de  los  puertos  habilitados  otorgue  á 
los  buques  que  hayan  de  salir  para  el  extranje- 
ro» 6  para  otro  puerto  ó  punto  de  la  República, 
y  que  cualquiera  práctica  que  baya  subsistido, 
después  de  ¡a  ley  de  3  de  Mayo  de  1839,  por  la 
que  se  exija  á  la  salida  de  los  buques,  formalida- 
des que  no  están  preveriiílas  por  la  ley,  debe  ce« 
snr,  y  que  eain  resolución  se  circule  a  las  autori- 
dades de  la  República  para  que  tenga  su  debida 
observancia  en  todos  los  puertos  habilitados  . — 
Soy  de  US.  atento  servidor. —  Carlos  Sou- 
hiette. 

LICENCIAS  DE  NAVEGACIÓN.  No  debe  cobrar- 
se su  derecho  &  los  buques  nacionales  que  sal- 
gan de  puertos  habilitados  para  la  costa.  Véa- 
se Derechos  depuerto^  R,  B.  de  10  de  Agos- 
to de  1839. 
LICENCIAS  DB  NAVEGACIÓN.  Véaso  Derechos 
de  puerto,  R,  R.  E.  E.  de  11  de  Octubre  de 
1839,  punto  59  y  13  de  Julio  de   1853. 

LICENCIAS  A  EMPLEADOS.  RBSOLOCION  EJE- 
CUTIVA db23  DB  MARZO  DB  \^^  disponicndo 
que  te  pidafi  en  papel  sellado* 

Secretaría  de  lo  Interior. — Sección  8  * . — 
Caracas  Marzo  23  do  1848,  14  ?  y  33  ® 
Resuelto — Dígase  «n  circular  á  los  Goberna- 
dores de  provincia. — Por  el  artículo  20  de  la  ley 
de  18  de  Abril  de  lb3S  sobre  papel  sellado  se 
dispone  que  el  sello  59  servirá  para  las  repre- 
sentaciones ó  memoriales  que  se  presenten  á  los 
tribunales  ó  funcionarios  públicos,  sean  de  asun- 
to de  gracia  ó  de  justicia,  y  no  queda  duda  que 
las  solicitudes  de  los  empleados  públicos  para  se- 
pararse de  sus  destinos  por  algún  tiempo,  son  por 
lómenos  asuntos  de  gracia,  y  deben  por  consi- 
guiente dirigirse ;en  papel  del  fuello  59 

Conténtese  así  la  consulta  dirigida  por  el  Go- 
bernador de  Bárquisimeto,  circúlese  y  públique- 
se. 

Por  S.  E.-^ Manrique, 

LICENCIAS  A  BMPLBADOS.  RRSOtrCION  EJECU- 
TIVA DR  13  DE  JUNIO  DB  1851  declarando  que 
no  se  deben  conceder  por  tiempo  dilatado  por 
solo  razones  de  conveniencia  particular^  ó 
por  imposibilidad  de  residir  en  el  lugar  en 
que  debe  ejercerse  el  empleo. 

Secretaria  del  Interior.— Sección  cuarta. — 
Caracas,  Junio  i8  de  1851. 
Resuelto.— El  Poder  Ejecutivo  no  encuentra 
razón  alguna  para  conceder  licencias  tan  dilata- 
das como  lá  que  se  pretende  por  el  Dr.  Pedro 
Monsalve,  cuando  solo  se  interesan  motivos  de 
conveniencia  particular,  6  la  imposibilidad  de  la 
residencia  en  el  lugar  en  que  el  empleo  obliga 
á  permanecer.  En  el  primer  caso  seria  dar  pre- 
ferencia á  lo  privado  sobre  lo  público;  y  en  el 
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segnndo,  dejar  á  la  voluntad  del  empleado  la 
permanencia,  en  un  .  destino  que  no  puede  de- 
sempeñar. Niega,  por  tanto,  el  Poder  Ejecuti- 
vo la  licencia  que  con  aquellas  causales  dice  que 
necesita  por  ocho  meses  ó  un  aüo  el  expresado 
Sr.  Monsalve  para  s<?pararse  de  la  cáte<lra  de 
Derecho  civil  que  rejenta  en  la  Universidad 
de  Mérida. 

Dígase  al  Sr.  Rector  de  la  Universidad  de  Méri- 
da en  contestación  &  su  nota  de  24  de  Abril  últi- 
mo, particípese  á  la  Dirección  general  para  su  in- 
teligencia, y  publíquese. 
Por  S.  E.— branda. 

LICENCIAS  A  EMPLEADOS.  RESOLUCIÓN  EJECU- 
TIVA DE  17  DE  JUNIO  DB  1851  declarando  quc 
los  jueces  no  pueden  separarse  de  sus  desti- 
nos,  en  uso  de  licencia,  ni  aun  después  de 
terminado  el  tiempo  de  su  duración,  sin  ser 
Sustituidos,  exóepta  en  el  caso  de  gravísima 
enfermedad  com,probada  ante  la  gobernación 
respectiva. 

Secretaría  del  Interior. — Sección  segunda. — 
Caracas,  17  de  Junio    de   1851. 
Resuelto. — Dígase  al  Sr.   Gobernador  de  Truji- 
11o. 

Impuesto  el  Poder  Ejecutivo  de  la  nota  de  US. 
fecha  11  del  presente,  número  71,  en  que  parti- 
cipa, que  el  Sr  Juez  del  crimen  de  esa  provincia 
ha  hecho  uso  de  una  licencia  que  esa  goberna- 
ción le  concedió,  antes  de  ser  subrogado;  S.  E. 
ha  resuelto  decir  ft  US.,  para  que  sirva  de  regla 
general  en  los  casos  idénticos  que  ocurran,  que 
estableciendo  el  Art  11  de  la  ley  XI  del  código 
orgánico  de  tribunales  que  los  jueces  deben  con- 
tinuar actuando  aun  después  de  cumplir  el  tér- 
mino de  su  duración  si  no  han  sido  subrogados, 
ningún  juez  puede  separarse  de  su  destino,  sin 
ser  sustituido,  y  que  solo  en  el  caso  de  gravísi- 
ma enfermedad,  comprobada  ante  la  gobernación 
respectiva,  podrá  hacerlo;  y  que  por  tanto  si  el 
Sr.  Juez  del  crimen  de  esa  provincia  ha  abando- 
nado el  juzgado,  sin  que  la  gravedad  de  sus  ma- 
les le  forzaran  á  ello,  US.  está  en  el  caso  de  ha- 
cer 080  de  sus  atribuciones  legales,  dando  parte 
de  lo  ocurrido  á  la  Corte  superior  respectiva,  pa- 
ra quR  este  tribunal  obre  de  conformidad  con  el 
caso  29  del  art.  4^  de  la  ley  2^  del  código  pre- 
citado.— 

Soy  &a.— Por  S.  E.-^Aranda, 

LlCENCIAS^      A      EMPLEADOS    paOFINCI A  L  ES. 

Véase  Provincias,  art.  23  y  52. 

LICENCIAS  A  EMPLEADOS  PROVINCIALES.     Rt- 
SOLUCIÓN     EJECUTIVA  PE    20    DbNoVIEHBRK 

DB  1850  estableciendo  realas  sobre  ellas. 

Secretaría  del  Interior.— Srcdon  8 '•.—Ca- 
racas 20  de  Noviembre  de  T650. 
Resuelto. — Dígase  á   los  presidentes  de  8.  E 
la  Corte  Suprema  y  Superiorefl  j  álos  gobernar' 
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dores  de  provincia. 

En  el  expediente  respectivo  se  ha  dictado  con 
esta  fecha  la  resolución  siguiente. 

'^Considerando  el  Poder  Ejecutivo»  I9  que 
según  el  artículo  23  de  la  ley  de  24  de  Abril  de 
1S38  solo  están  facultados  los  Gobernadores  para 
conceder  licencia  por  quince  ó  veinte  días  &  los 
empleados  de  su  provincia  en  todos  los  ramos  de 
la  Administración,  exceptuándose  aquellos  que 
por  las  leyes  deban  obtenerlas  de  otros  funciona- 
rios: 29  Que  según  artículo  39  de  la  ley  11^  del 
códigoorgdnico  de  tribunales,  las  Cortes  Supre- 
ma y  Superiores  solo  pueden  conceder  licencia  á 
sus  Ministros  hasta  por  ocho  dias  y  el  Poder  E- 
'  jecutivo  hasta  por  dos  meses  por  motivo  fundado: 
39  que  no  expresando  la  ley  laautoridad  que  debie- 
ra conceder  dichas  licencias  á  los  mismos  gober- 
nadores y  álos  demás  empleados  de  las  provin- 
cias por  mas  de  veinte  dias,  e!  Poder  Ejecutivo 
las  ha  concediólo  constantemente.  49  Que  para  evi- 
tar las  irregularidades  que  se  notaban  tanto  en  la 
solicitud  de  dichas  licencias  como  en  el  uso  de 
ellas,  el  Poder  Ejecutivo  dictó  la  resolución  gene- 
ral de  18  de  Marzo  de  1840  y  ha  dictado  otras 
en  los  casos  ocurridos  ;  y  59  Que  es  útil  y  conve- 
niente á  la  mejor  administración  pública  refun- 
dir dichas  resoluciones  en  una  sola  que  compren- 
da ademas  las  disposiciones  que  la  experiencia  ha 
acreditado  ser  necesarias." 

RESUELVE 

Art.  19  l^os  Ministros  de  las  Cortes  Suprema 
y  Superiores  de  Justicia  que  necesiten  de  licen- 
cia para  separarse.de  sus  destinos  por  mas  de  los 
ocho  dias  que  dichos  tribunales  pueden  conceder, 
ocurrirán  directamente  al  Poder  Ejecutivo,  quien 
las  concederá  en  vista  de  los  motivos  fundados 
que  requiere  el  art.  39  de  la  ley  1 1  citada. 

Art  29  Los  gobernadores  de  provincia  ocur- 
rirán al  Poder  Ejecutivo,  por  la  licenciafcualquie- 
ra  que  sea  el  tiempo  que  necesiten  para  sepa- 
rarse de  sus  destinos. 

Art.  39  Los  demás  empleados  en  el  régimen 
político,  en  la  Administración  de  justicia  y  en  los 
ramos  municipal  y  eclesiástico  de  las  provincias, 
que  necesiten  obtener  licencia  por  mas  de  veinte 
dias,  dirigirán  las  solicitudes  por  conducto  de  los 
gobernadores  de  esta,  quienes  con  su  informe 
«obre  la  necesidad  y  conveniencia  de  concederla, 
ó  negarla,  las  elevarán  al  Poder  Ejecutivo  por  me- 
dio de  Ja  Secretaría  del  interior  7  Justicia.  Las 
que  no  vengan  por  este  conducto  no  serán  con- 
sideradas. 

Art.  49  Concedida  la  licencia,  el  empleada)  de- 
be hacer  uso  de  ella  por  el  tiempo  señalado.  En 
el  caiO  de  que  el  destino  no  esté  servido  por  1 
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sustituto  nombrado  por  dicho  tiempo  y  hubiesen 
cesado  los  motivos  de  la  licencia,  podrá  el  emplea* 
do  volver  á  él  antes  del  término  concedido  cuan* 
do  lo  permita  el  Poder  Ejecutivo  en  vista  de  la 
solicitud  que  al  efecto  debe  dirigirle. 

Art.  59 Se  deroga  laresolucion  de  18de  Marzo 
de  ISlOquequedacitaday  las  demás  que  se  hayan 
dictado  por  la  Secretaría  del  Interior  y  Justicia 
en  este  negocio." 

Tengo  el  honor  &c. 

Soy.  &c. — Por  S.  E. — Rojas. 

LICENCIAS  A  LOS  ADMINISTRADORES  DE  LOS 
COLEGIOS  NACIONALES.  RESOLUCIÓN  EJECU- 
TIVA DB  26  DE  JUNIO  DE  IB51  dictando  re» 
glas  sobre  ellas. 

Secretaría  del  Interior  y  Justicia.— Sección 
cuarta  —Caracas,  26  de  Junio  de  1851. 
A  consecuencia  de  una  consulta  del  Sr.  Go- 
bernador de  Barquisimeto  sobre  cual  deba  ser  el 
modo  y  forma  con  que  el  administrador  de  las 
rentas  de  un  colegio  deba  pedir  licencia  para  se- 
pararse de  su  destino,  pues  que  las  leyes  de  Ins- 
trucción pública  no  lo  determinan,  ha  recaido 
en  esta  fecha  la  siguiente  resolución. 

**  De  acuerdo  con  la  opinión  de  la  Dirección 
de  Instrucción  pública,  quedan  comprendidos  los 
administradores  de  rentas  de  los  colegios  nacio- 
nales en  las  disposiciones  de  la  ley  2^  del  có- 
digo del  ramo  qué  se  reñeren  á  licencias  lempo* 
rales  de  los  demás  empleados  de  aquellos  esta- 
blecimientos ;  previniéndose  á  los  gobernadores 
que,  cuando  se  concedan  estas  á  los  expresados 
administradores,  se  les  exija  el  nombramiento 
de  un  sostituto  bajo  su  responsabilidad  y  á  satis- 
facción de  la  Junta  de  rentas  respectiva  y  de  la 
Gobernación.  Trascríbase  al  Gobernador  de 
Barquisimeto  en  contestación  y  circúlese  á  los 
demás  gobernadores  y  á  la  misma  Dirección  de 
InstrXiccion  pública  para  su  inteligencia  y  demás 
fines." 

Por  S.  E. — Aranda. 

LICENCIAS  A  LOS  CATEDRÁTICOS  DE  LOS  CO- 
LEGIOS NACIONALES.  Vésso  CoUgtos  nacio» 
nales,  R.  R.  E.  É.  de  10  de  Octubre  de  1845 
(cuerpo  de  la  obra  )  y  de  9  de  Abril  de  1853 
(Apéndice  al  primer  tomo). 

LICENCIAS  A  LOS  CATEDRÁTICOS  DB  LAS  CLA- 
SES CIENTÍFICAS  DE  LOS  COLEGIOS  HACIONALBS. 

Véase  Colegios  nacionales  (Apéndice  al  pri- 
mer tomo)  D.  E.  R.  de  27  de  Marzo  de  1864, 
art.  10,  11  y  12. 

LICENCIAS  TEMPORALES  A  LOS  MILITARES  XM 
SERVICIO.  RESOLVCION    EJECUTIVA    DB  12    DB 

Julio  de  1841  dictando  reglas  para  conce- 
derlas. 

Secretaría  de  guerra  y  marina.— Caraca» 
JuUo  12  de  1841,  12«y81.<í 
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Circular, — Sr.  comandante  de  armas  de  la 
provincia  de . 

Con  frecuencia  ocurren  al  Gobierno  indivi- 
duos de  tropa  de  los  cuerpos  veteranos  solicitan- 
do licencia  temporal  para  separarse  de  sus  ban« 
deras  en  asuntos  particulares  dirigiendo  sus  so- 
licitudes, ya  por  el  conducto  del  jefe  del  cuerpo, 
yá  por  el  del  comandante  de  armas  de  la  provincia 
respectiva.  Examinando  el  Poder  Ejecutivo  dete- 
nidamente este  procedimiento,  y  traidos  ala 
vista  el  tratado  29  título  3?  de  la  ordenanza  y 
el  decreto  del  Gobierno  de*  Colombia  de  7  de 
Abril  de  1826,  se  ha  persuadido  de  que  la  prác- 
tica de  concederse  por  el  Poder  Ejecutivo  licen- 
cias temporales  á  los  individuos  de  tropa,  bien 
sea  para  ausentarse  de  la  provincia,  ó  para  algún 
punto  dentro  de  ella,  se  separa  de  las  reglas  es- 
tablecidas en  la  ordenanza,  y  no  alteradas  hasta 
ahora,  pues  qoe  el  decreto  de  7  do  Abril  de 
1826,  ya  citado  y  vigente  en  la  República,  solo 
se  refiere  á  jefesy  oficiales. 

Según  el  artículo  59  tratado  29  título  30  de  la 
ordenanza,  los  sargentos,  cabos  y  soldados  que 
pretendan  licencia  para  separarse  temporalmen-^ 
te  de  su  cuerpo  en  asuntos  particulares,  están 
obligados  á  pedirla  á  su  capitán,  quien  la  solici- 
tará del  coronel  ó  jefe  del  cuerpo  por  el  conducto^ 
del  mayor  ó  del  29  comandante;  y  conforme  al 
artículo  89  del  propio  título  deben  ser  ratificadas 
estas  licencias  por  el  gobernador  de  la  plaza,  6 
por  el  comandante  del  cuartel  respectivo. 

Háse  practicado  también  el  concederse  por  el 
Gobierno  licencia  temporal  &  jefes  y  oficiales 
para  trasladarse  á  puntos  dentro  de  la  provincia 
en  que  sirven,  Ip  cual  no  está  en  armonía  con  el 
espíritu  del  art  I9  del  decreto  de  7  de  Abril  de 
1826,  ni  tampoco  con  lo  dispuesto  en  el  artículo 
19  del  tratado  29  título  30  de  la  ordenanza. 

Por  estas  consideraciones,  y  con  el  objeto  de 
regularizar  la  concesión  de  licencias  temporales 
en  la  fuerza  permanente,  ha  resuelto  el  Poder 
Ejecutivo. 

19  Los  comandantes  de  armas  de  provincia 
tienen  autoridad  suficiente  con  arreglo  á  orde- 
nanza para  conceder  licencia  temporal  &  los  je- 
fes y  oficiales  del  ejército,  siempre  que  no  exce- 
da de  un  mes  y  sea  para  hacer  uso  do  ella  den- 
tro de  la  provincia  respectiva  y  en  el  concepto 
de  que  no  se  perjudique  el  servicio,  reservándo- 
se S.  E.  la  concesión  de  las  que  se  pidieren  por 
mayor  término,  y  las  que  tuvieren  por  objeto  au- 
sentarse de  la  provincia,  o  del  territorio  de  la 
República;  observándose  entonces  lo  prevenido 
en  el  decreto  de  7  de  Abril  de  1820,  en  cuanto  á 
la  parte  de  sueldo  de  que  deban  disfrutar  duran* 
te  la  licencia. 

99  I«OB  sargentos,  cabos  y  soldados  qtte  pre- 
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tendan  en  cualquier  caso  licencia  para  ausentar- 
se temporalmente  de  sus  banderas  en  asuntos 
particulares,  la  solicitarán  del  capitán  6  coman- 
dante de  su  compañía,  y  este  de  los  jefes  del 
cuerpo  conforme  á  ordenanza,  obteniendo  la 
aquiescencia  del  comandante  de  armas  de  la  pro- 
vincia, en  donde  lo  hubiere  :  estas'  licencias  se 
limitarán  siempre  al  menor  tiempo  posible,  y 
los  que  las  concedan  son  responsables  al  Go- 
bierno del  perjuicio  que  experimente  el  servicio 
por  el  abuso  que  hagan  de  la  facultad  que  se  les 
declara  en  el  presente  artículo. 

39  Los  jefes  y  oficiales  que  sirvan  en  pro^- 
v4ncias  en  que  no  haya  comandante  de  armas  y 
pretendan  licencia  temporal  para  separarse  de 
sus  destinos,  representarán  al  Poder  Ejecutivo 
directamente,  y  los  jefes  de  cuerpo  ó  comandan- 
tes de  destacamento  residentes  en  provincias  en 
que  no  haya  comandante  de  armas,  pueden  con- 
ceder licencia  temporal  á  los  oficiales  de  su 
dependencia,  cuando  ocurra  algún  motivo  de  tal 
urgencia  y  gravedad,  que  no  dé  tiempo  para  que 
se  ocurra  al  Poder  Ejecutivo;  siempre  que  la 
concesión  no  pase  de  \m  mes  y  no  se  perjudique 
notablemente  el  servicio. 

49  Los  comandantes  de  compañías  ó  destaca- 
mentos residentes  en  provincias  en  que  no  haya 
comandante  de  armas,  podrán  conceder  por  muy 
graves  y  justificados  motivos,  licencia  tempo- 
ral á  los  individuos  de  tropa  de  su  dependencia 
con  la  restricción  contenida  en  el  número  29, 
dando  precisamente  cuenta  al  jefe  del  cuerpo  *á 
que  pertenezca,  ó  á  la  inspección  general  que 
reside  en  la  secretaría  de  guerra,  si  no  depen- 
dieren de  cuerpo  alguno, 

Y  lo  comunico  á  US.  de  orden  dé   S.  E.  pa-  . 
ra  su  inteligencia  y  cumplimiento,  suscribiéndo- 
me de  US.  atento  servidor. — Carlos  Souhlette. 

LICENCIAS  TEMPORALES  A  LOS  MILITARES  EN 
SERVICIO.   DECRETO  EJECUTIVO  DE  COLOMBIA 

DE  7  DE  ABRIL  DE  1826,  (á  quo  SO  refiere  la 
resolución  anterior)  declarando  el  sueldo  que 
deben  disfrutar  los  oficiales  en  uso  de  licen^ 
cia  temporal. 
Francisco  de  Paula  Santander^  Vicepresiden' 
te  de  la  República  encargado   del  Poder 
Ejecutivo  4*fl« 
,.  Con  el  objeto  de  cortar  los  abusos  que  se  han     * 
introducido   en  la  concesión  y  uso  de  licencias 
temporales  por  los  individuos  del  ejército  con  ar* 
reglo  á  las  leyes  militares  vigentes,  decreto  lo 


Art  19  Ningún  oficial  del  ejército  podrá  salir 
del  departamento  en  que  se  halle  con  licencia 
temporal  sin  haberla  obtenido  del  Gobierno  con 
arreglo  á  lo  prevenido  en  el  artículo  1^  tftulo 
30  tratado  29  de  la  ordenansa  del  ejárdto. 
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Art.  29  Al  oficial   que  pidiere  licencia  tempo- 
ral  por  rnoÜTos   personales,  sea   para  dentro  ó 
fuera  del  departamento  en  que  se  halle,  se  le  con- 
cederá hasta  por  seis  meses  hallándose  fundadas 
sus  causales;  pero  durante  ella  no  devengará  si- 
no    la   mitad  del  sueldo     conforme   á  la   orden  , 
de  17  de  Febrero  de  1787,  y  esta  media  paga  no  | 
podrá  recibirla  sino  en  el  cuerpo   á  que  corres-  j. 
;)onda  ó  donde  pasaba  revista  antes    de  obtener  . 
a  licencia.  .    ' 

Art.  3?  Al  tficial  que  obtuviere  una  licencia  , 
en  los  términos  expresados  en  el  artículo  ante- I 
rior,  se  le  abonarán  las  medias  pagas  devenga-  | 
dasluego  que  se  restituya  á  su  cuerpo,  ó  destino  ; 
si  lo  verifica  al  término  preciso  de  su  licencia;  , 
j)ero  si  le  excede  no  se  le  abonará  ni  esta  media  1 
paga  sin  orden  expresa  del  Gobierno, 

Art.  4P  Por  muy  graves  y  juslücados  motivos 
á  juicio  del  Gobierno  concederá  licencias  tem- 
porales con  el  goce  del  sueldo,  y  en  este  casopo- 
drá  disponer  también  por  orden  expresa  que  el 
oficial  agraciado  tome  su  paga  en  el  lugar  pa- 
ra donde   se  le  conceda  la  licencia. 

Art.  59  El  oficial  que  obtuviere  próroga  de  su 
licencia  en  cualquiera  de  los  casos   expresados, 
nada  devengará  por  el  tiempo  de  la  próroga  con 
arreglo  ala  citada  orden  de  17  de  Febrero  de  ¡ 
17b7. 

Art.  69  Los  oficiales   que  estén  gozando  de  li-  ' 
cencia  ilimitada  sin  pasar  revista,  y    que  confor-  i 
me  á  las  resoluciones  del    Gobierno,    no  deven-  1 
gan  sueldo,  no  están  comprendidos   en  ninguno 
de  los  artículos  de  este  decreto.  1 

Dado,  firmado  de  mi  mano  y  refrendado  por 
el  Secretario  de  Marina  y  Guerra  en  el  palticio 
del  Gobierno  en  Bogotá  á  7  de  Abril  de  1826, 
l%0— Francisco' de  Fauliw  Santander.— Vor 
S.  E.  el  Vicepresidente  de  la  Repübiica  encar- 
gado del  Poder  Ejecutivo. — El  Secretario  de  Es- 
tado en  el  despacho  de  marina  y  guerra,  Carlos 
tSouhletic. 

LICENCIAS  TEMPORALES  A  LOS  MILITARES  EN 

SERVICIO.  Véúse  Letras  de  cuartel,  y  lievisia 
de  comisario. 

LICENCIAS  A  LOS  MILITARES  DE  LA  LISTA  I- 
NACTIVA  PARA    SEPARARSE  DE  LA  REPÚBLICA; 

y  pena  por  hacerlo  sin  ella.  Véase  Letras  de 
cuartel,  liceficia  indefinida  y  retiro.  D.  E.  de 
23  de  Agosto  de  1851.  art.  39 
LICENCIAS  A  LOS  JUECES.  Véase  Jueces  de 
cantón,  R.  R.  E  E.  de  22  de  junio  de  1840,  28 
de  Febrero  de  1643,  4  de  Febrero  de  1846.  y 
10  de  Marzo  de  1853. 

LICENCIAS  A  LOS  ADMINISTRADORES  DE  REN- 
TAS INTERNAS.  Véase  Administraciones  de 
rtntas  internas,  art.   10  y  su  §,  y  18  y  su  §. 

LICENCIAS  A  £08  COMANDANTES  DE  AKMAS;  Y 
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SUELDOS  DEL  INTERINO  T  PROPIETARIO.  Véa« 

se  sueldos,  R.  E.  de  17  Octubre  de  1850. 
LICENCIABA  LOscüRAs  Véase  Cwrflfo5,R.R.E. 
E.  de  27  de  Junio  de  1843,  y  6 de  Julio  de  1849. 

LICENCIAS  AL  REGISTRADOR  PRINCIPAL,    Y  A 

LOS  SUBALTERNOS.  Vésso  Rcgistro,  art.  23. 

LICENCIAS  A  LOS  MIEMBROS  DE  LAS  JUNTAS 
DE    ABOLICIÓN  DÉLA    ESCLAVITUD.    Véase  Ztt- 

bertad  de  esclavos,  R.  £.  de  23  de  Junio  de 
1854. 

LICENCIAS  PARA  CASARSE.  VéasB  Matrimo- 
nio 

LICITADORES.  Véase  Libertad  de  contratos^ 
art.  7  y  Acción  ejecutiva,   art.  15. 

LICITADORES.  Quienes  no  pueden  serlo  en 
los  remates  que  ocurran  ante  Jas  juntas  de 
Gobierno  y  de  rentas  de  las  Universidades  y 
Colegios.  Véase  Remate  R.  E.  de  19  de  Oc- 
tubre de  1647. 

LIMITES  ENTRE  LAS  PROVINCIAS.  Solo  al  con- 
greso  corresponde  fijarlos  y  establecerlos.  Véa- 
se División  territorial  R.  E.  de  4  de  No- 
viembre de  1850. 

LIMITES  DE  LAS  PARROQUIAS  PARA  QUE  HA  SI- 
DO NOMBRADO  UN  JUEZ  DE  PAZ.  Véase    JueC€9 

I      de  paz,  H.  E.  de  24  de  Febrero  de  1846. 

I  LIMITES  £^TRE  LAS    PROVINCIAS  DE    CARACAS 

Y  BARCELfiNA.  Véasc  Division  territorial^ 
D.  de  2  de. Abril   de  1 852. 

LIMITES  ENTRE  LAS  PROVINCIAS  DE  MARACAI- 

Bo  Y  TU  üJiLro.  Véase    Division  territorial, 
D.  de  9  de  Abril  de  1850. 
LISTAS  DE  CAUSAS.  Véase  Estadística  judicial. 
j  LISTAS  DE  REVISTA.  Véat^c  Letras  de  cuarteU 
Ucencia  y  retiro. 

LISTAS  DE  SUFRAGANTES  Y  ELECTORES.  Véase 

se  Elecciones^  L  2^. 
LITIGANTES  Véase  Disposiciones  comuneñ 

á  todos  los  juicios,  art.  12  y  13. 
LITIS  PENDENCIA.  Véase   Excepciones  dilato- 
[<      rias, 

'  LOINAZ.  (jóse  Agustín)  Véase  Pensiones,  D. 
'       (le  19  de  Junio  de    1846. 

'    LÓPEZ  MÉNDEZ  (luis).    DECRETO    DE  3  DE  MA- 

I      YO  DE   1841  condonándole   una  deuda, 

I      El  Senado  y  Cámara  de   Representantes  déla 

República  de  Venezuela  reunidos  en  congreso. 
,  Vista  la  pelicion  en  que  Josefa  María  Rodrí- 
'  guez  ^uñez  manifíest»,  que  su  marido  Luis  Lo- 
'  pez  Méndez  era   deudor    á  la    extinguida  renta 

de  tabaco;  y  en  que  solicita  la  condonación  de  la 
I  deuda  por  los  sueldos  que  López  Méndez  de- 
I  vengó  como  agente  de  la  República  en  Londres. 

'I  Y    CONSIDERANDO. 

¡  Que  no  existen  en  la  Tesorería  General  los 
I  datos  necesarios  para  formarla  liquidacian  de 
I  dichos  sueldos. 
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DECRETAN. 

Aft.  único.  La  Nación  condona  á  Lui«  López 
Méndez  la  suraa  de  diez  y  seis  mil  setecientos  no- 
venta pesos  cincuenta  cenUvos,  de  que  resulu 
deudor  &  la  extinguida  rente  de  tebaco,  según  in- 
forma la  Tesorería  General,  en  compensación 
del  resto  del  haber,  que  en  la  liquidación,  pudie 
re  corresponder  al  expresado  López  Méndez,  por 
razón  de  sueldos  como  agente  de  la  República 
en  Londres.  • 

Dado  en  Caracas  á  29  de  Abril  de  1841,  áfio  12 
de  la  ley  y  31  de  la  independencia. — El  presi- 
dente del  Senado,  José  Vargas.-^  El  presiden- 
te  de  la  Cámara  jde  Representantes,  Fernando 
0/flrarrifl.— El  secretario  del  Senatlo,  José  Án- 
gel Frcyrc— El  secretario  déla  Cámara  de  re- 
presentantes, Rafael  Acevedo. 

Caracas  Mayo  3  de  1841  12©  de  la  ley  y  8lo 
de  la  independencia. — Ejecútese. — José  A.  Páez. 
—Por  S.  E.— El  Secretario  de  Estado  en  los 
Dcspachosde  Hacienda  y  Relacionesíxteriores. 
— Guillermo  Smith. 
LOVATERA.  (villa  de)  Su  erección  en  can- 

ton.  Véase  División  territorial,   D.  de  22  de 

Abril  de    1835. 

LUTO  DB  LOS    MILITARES.    RESOLUCIÓN  EJECU- 
TIVA DE  COLOMBIA  DE  8  DE  ENERO  DB  1822  jE- 

jando  el  que  deben  usar  las  diversas  clases 

del  ejércitO' 

República  de  Colombia.— Secretaría  do  ma- 
rina y  guerra.— Palacio  de  gobierno  de  Bogotá 
á  8  de  Enero  de  1822. 

A  los  señores  comandantes  generales  del   de- 

I  artamento  de Con  esta  fecha  digo  al  se- 

flor  coDoandante  general    del   Magdalena  lo  que 
sigue. 

*•  Elevada  al  conocimiento  de  S.  E.  el  vice- 
presidente la  consulta  que  en  oficio  de  7  de  di- 
ciembre último  rae  dirigió  US.  con  motivo  del 
luto  prevenido  al  ejército  por  la  muerte  del  al- 
mirante Brion,  se  ha  servido  resolver  como  re- 
gla general  para  ios  casos  semejantes  que  ocur- 
ran. 

19  Que  los  generales  lleven  una  banda  negra 
cruzada,  y  pendiente  del  hombro  derecho,  y  un 
lazo  también  negro  en  el  puBo  de  la  espada. 

29  Que  los  oficiales  superiores,  desde  sargento 
mayor  hasta  coronel  ificlusive,  lleven  el  mismo 
lazo  que  los  generales  en  el  pufio  de  la  espada, 
y  otro  en  el  brazo  izquierdo. 

39  Que  los  demaa  oficiales,  de  capitán  inclu- 
sive'abajo,  lleven  solamente  el  lazo  del  brazo  iz- 
quierdo. 

49  Que  esta  disposición  se  observe  general- 
mente mientras  que  el  congreso  general  nace  los 
ftnregloa  necesarios  en  la  milicia. " 

Lo  trascribo  á  US.  para  su  iateligeneia  y 
cumplimiento  en  el  departamento  de  su  mando. 

TOMO  II. 


MAC 


Dios    guarde     á  US.— Pedro     Briceño  Mén- 
dez. 


MáCGREGOR  (oeneral  oreoorio.)  decre- 
to de  8  de  marzo  de  1839  mandando  incor- 
porajleenla  lista  militar^  y  concediéndole 
4  000  pesos. 

El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  déla 
República  de  Venezuela  reunidos  en  Congreso. 

CONSIDERANDO. 

Que  el  general  Gregorio  Mac-Gregor  prestó 
grandes  servicios  á  Venezuela  en  la  guerra  de  la 
independencia. 

DECRETAN. 

Art.  fínico.  Gregorio  Mac-Gregor  será  inscrip- 
to en  la  lista  militar  de  la  República  en  su  gra- 
to de  general  de  división  con  la  antigüedad  que 
le  corresponda  conforme  á  la  ordenanza  militar. 
Se  le  declara  así  mismo  en  el  ejercicio  de  los 
derechos  de  ciudadano  de  Venezuela  por  natu- 
ralización ;  en  el  goce  déla  tercera  parte  del 
sueldo  que  corresponde  á  su  grado  desde  el  dia 
de  su  reincorporación  ;  y  recibirft  ademaH  del  te- 
soro público  la  sunnra  de  4000  pesos. 

Dado  en  Carácas^  á  5  de  Marzo  de  1839,  año 
109  de  la  ley  y  29  de  la  independencia. — El 
presidente  del  Senado,  Andrés  Narvarte. — El 
presidente  de  la  Cámara  de  Representantes, 
Juan  Nepomuceno'  Chaves. — El  secretario  del 
Senado,  José  Ángel  Freiré. — El  secretario  de 
la  Cámara  de  Representantes,  Rafael  Acevedo. 

Caracas  Marzo  8  de  1839,  afio  IO9  de  la  ley 
y  299  de  la  independencia. — Ejecútese. — José 
A.  Páez. — Por  S.  E.  el  Presidente  de  la  Repú- 
blica.— Rafael  Urdaneta. 

MACKINTOSH  (JAIME.)  DECRETO    DE     18    DE 

MAYO  DB  1843  aprobando  el  arreglo   hecho 

por  el  Poder  Ejecutivo  sobre  ^u  acreencia. 

El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de 
la  República  de  Venezuela  reunidos  en  Congre- 
so. 

Visto  el  arreglo  entre  el  Gobierno  de  la  Re- 
pública y  Jaime  Al ankintbsh  que  el  Poder  Eje- 
cutivo ha  sometido  á  la  aprobación  del  Congie- 
Bo  ;  y  considerando : 

19  Que  según  los  términos  asignados  por  el 
Poder  Ejecutivo  en  la  resolución  de  23  de  Se- 
tiembre de  1842«eí  arreglo  propuesto  y  acepta- 
do no  puede  llevarse  á  efecto  sin  la  aprobación 
del  Congreso. 

46 
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2?  Que  Jaime  Mankintosh  es  uno  üe  los  mas 
antiguos  acreedores  de  Venezuela. 

3V  Que  su  acreencia  no  ha  sido  nunca  con- 
fundida con  las  otras  deudas  de  la  Nación,  así 
déla  clase  de  doméstica, como  de  la  extran- 
jerBr  sino  que  se  trató  siempre  de  su  pago  de 
una  manera  especial. 

49  Que  aunque  el  Poder  Ejecutivo  la  asimi- 
ló &*la  deuda  extranjera,  el  acreedor  resistió  es- 
ta asimilación  alegando  varias  razones  de  dife- 
rencia, y  entre  otras,  la  de  no  haber  recibido 
ninguna  parte  de  los  intereses  devengados  como 
recibieron  ios  acreedores  de  aquella  clase. 

57  Que  no  obstante  la  circunstancia  del  Teso- 
ro Nacional,  es  justo  hacer  un  esfuerzo  para 
igualar  á  M ackintosh  con  los  demás  acreedores, 
y  manifestarle  la  consideración  que  merece  por 
la  antigüedad  de  la  deuda,  y  por  la  oportunidad 
del  servicio  que  prestó  á  la  República  en  la  épo- 
ca de  su  conñictQ* 

DECRETAN. 

Arf.  19  El  Congreso  aprueba  el  arreglo  hecho 
por  el  Poder  Ejeóutivo  en  23  de  Setiembre  úl- 
timo para  pagar  á  Jaime  Mackintosh  el  2b^  por 
ciento  de  su  acreencia  contra  Colombia,  y  auto- 
riza al  Poder  Ejecutivo  para  disponer  con  este 
objeto  de  la  suma  de  veiofícinco  mil  libras  ester- 
linas, y  para  hacer  emitir  vales  de  la  deuda  ex- 
tranjera activa  por  la  cantidad  de  ciento  cin- 
cuenta mil  libras  esterlinas  ;  cuyo  capital  é  in- 
tereses se  pagarán  en  los  términos  expresados  en 
el  decreto  de  16  de  Setiembre  de  1840» 

Art.  29  La  cantidad  de  veinticinco  mil  libras 
esterlinas  se  tomará  de  los  fondos  destinados 
para  la  amortización  de  U  deuda  exterior,  según 
la  facultad  concedida  al  Poder  Ejecutivo. 

Art.  39  El  Poder  Ejecutivo  reclamará  del 
Gobierno  del  Ecuador  la  indemnización  corres- 
pondiente en  razón  del  pago  que  se  acuerda  por 
este  decreto. 

Dado  en  Caracas  iá  29  de  Abril  de  1843,  aSo 
14  de  la  ley  y  33  de  la  independencia. — El  Presi- 
dente del  Senado,  José  Vargas. — El  presidente 
de  la  Cámara  de  Representantes,  Manuel  Feli- 
pe de  roüar.— El  secretario  del  Senado,  José 
Ángel  Freyre. — El  secretario  de  la  Cámara  de 
Representantes,  J.  A-  Pérez. 

Caracas  Mayo  18  de  1843.  año  140  de  la  ley 
y  339  de  la  independencia. — Ejecútese. — Carlos 
Souhlette* — Por  S.  E.  el  Presidente  de  la  Re- 
pública.— El  ministro  de  Hacienda,  Francisco 
Aranda» 
MADERAS*  Permiso  de  cortarlas  en  terrenos 

baldíos,  y  con  qué  condiciones.    Véase   Tier» 

ras  baldías,  R.  E.  de  13  de  Mayo  de   1851. 
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MADERAS.  Véase  Extracción  de  maderas 
preciosas  y  de  construcción  de  buques,  plan^ 
tas  medicinales  Ó^a.  de  los  bosques  del  Estado, 

MAESTRANZAS  de  los  bajeles  db  guer- 
ra. Véase  Marina  de  guerra,  L.  de  16  da 
Abril  de  1844,  art.  10. 

MAESTRO  EN^ filosofía  (orado  de).  So  abo- 
licioa  y  sostitúcion  por  el  de  Doctor  en  cien- 
cias ñlosoñcas.  Véase  Instrucción  pública^ 
L.  XIII.  art.  2  y  7. 

MAESTRO  de  ceiCemonias  de  las  universi- 
dades. Véase  Instrucción  pública,  D.  E.  R. 
capítulo,  VK 

MAGISTRAÜOS,  jueces  y  demás  fdüciona- 
Ríos.  Responsabilidad  por  su  conducta.  Véase. 
Territorio  venezolano,  art.  4  constitucional. 

MAGISTRADOS,  jueces  y  demás  funciona- 
Ríos.  Forma  en  que  solo  podrán   ser  «uspen- 
(fldos  ó  depuestos.  Véase  Disposiciones  eene- 
rales  constitucionales  en  el  orden  judicial, 
art  153. 

MAGISTRADOS,  jueces  y  demás  funciona- 
rios. Multa  que  sufrirán  por  cualquier  deten- 
ción arbitraria.  Véase  Detentares  arbitra* 
rios,    art.  2,  3,  4,  y  6. 

MAGISTRADOS,  jueces  y  demás  funciona- 
rios. Responsabilidad  de  los  provinciales. 
Véase  Provincias  cap.  ix. 

MAGISTRADuS,  jueces  y  demás  funcioita- 
Rios.  Auxilio  que  deberán  prestar  á  Jos  con- 
ductores de  correos.  Véase  Correo,  D.  E.  R. 
art.  24  y  25. 

MAGISTRADOS,  jueces  y  demás  funciona- 
rios. Sus  deberes  respecto  á  la  resta  de>cor- 
reos  y  responsabilidad  por  su  ialta.  Véase  Co^ 
rreo,   L.  O.  art.  12,  y  35. 

MAGISTRADOS,  jueces  y  demás  funciona- 
rios. Véase  Autoridades,  Gobernadores,  Je* 
fes  políticos.  Jueces  de  provincia.  Jueces  de 
circuito.  Jueces  de  paz,  y  Certificaciones  por 
los  gobernadores  y  otros  magistrados  sobre 
actos  oficiales,  6  sobre  otros  que  no  lo  sean  • 

MAIQUETIA.  (cantón)  Véase  División  terri- 
torial, D.  de  2  Abril  de  1851. 

MA  LDON  A  DO.  ( JUAN)  Pensión  á  su  vioda. 
Véase  Pensiones,  D.  de  7  de  Marzo  de  1850. 

MALENTRETENIDOS.  Procedimiento  contra 
ellos  por  los  jefes  potClícos.  Véase  Proven- 
das,  ^  29  del  art.  5(^id  por  los  jaeces. 
Véase  Vhgos  y  malentretenidos, 

MALTRATO  a  la  tropa.  Su  prohibición. 
Véase  Fuerza  armada  6  permanente,  R.  £. 
de  3  de  Agos  to  de  1853. 

MANDAMIENTO  de  ejecución.  Véase  Acción 
ejecutiva,  art.  2,  3,  4,  7,  9,  10,  y  11. 

MANTENIMIENTO  db  presos  por  deudas 
6  corrección.  Véase  AlimentoSt  A.  C.  S.do 
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1^  de  OetDbre  d«  1844. 
MANTENIMIENTO  de  rbos  capturatos  bn 

UNA  PROVINCIA  POR  RSaüISITORIA  DE  LAS 
AUTORIDADES  DE  OTRA.  RESOLUCIÓN  EJECU- 
TIVA DE  4  DE  JUNIO  DE  1846  disponiendo  se 
supla  por  los  fondos  de  aquella  con  cargo  á 
los  de  esta. 

Secretaria  del  Interior.— Sección  tercem— 
Caracas  á  4  de  Junio  de  1846. 

Resuelto. — Dígase  á  los  Gobernadores  de 
provincia. 

En  vista  de  la  consulta  que  el  Sr.  Gobernador 
de  Trujillo  ha  hecho  al  Gobierno  sobre  cuales 
lean  los  fondos  de  que  deban  salir  los  gastos  de 
mantención  de  los  reos  encausados  en  una  pro- 
vincia Y  aprehendidos  en  otra  en  virtud  de  requi- 
sitoria del  juez  de  la  i^ftusa,  y  considerando  8.  E 
el  Presidente  de  la  Repáblica  que  nada  es  mas 
equitativo  y  racional  como  el  que  las  provincias 
se  auxilien  recíprocamente  en  esa  especie  de 
pequefios  é  imprevistos  gastos,  ha  tenido  á  bien 
resolver  que  la  mantención  de  los  reos  capturados 
en  una  provincia  que  deban  remitirse  á  otra  en 
virtud  de  requisitoria  de  autoridad  competente, 
sea  suplida  por  la  provincia  que  hace  la  remisión 
con  cargo  á  aquella  cuyas  autoridades  hayan  he- 
cho el  requerimiento. 

Lo  que  comunico  á  US  áfin  que  dicte  las  medi- 
das necesarias  para  que  esta  resolución  tenga  su 
debido  cumplimiento  y  sean  abonados  oportuna- 
mente los  suplementos  que  una  provincia  haga  á 
otra  por  este  respecto.—  Soy  &a. — Por  8.  E. — 
Cobos. Fuertes. — Es  copia. —  Cobos  Fuertes» 
MANTENIMIENTO  de  presos,  presidiarios 

T  CONFINADOS.  RESOLUCIÓN  EJECUTIVA  DE  26 

DE  AGOSTO  DB  1845  disponiendo  de  dónde  de- 

be  sacarse. 

Secretarla  del  Interior.— Sección  tercera.— 
Caracas  Agosto  26  de  1846 
Resuelto. — Dígase  al  Sr.  Gobernador  de  Barí- 
nas 

Di  cuenta  á  3.  E.  el  Vicepresidente  de  la  Repú 
blica  encargado  del  Poder  Ejecutivo  de  la  comu- 
nicación de  US.  fecha  26  de  Julio  último  en  que 
consulta  si  la  resolución  del  Gobierno,  de  17  de 
Julio  de  1S37,  ha  quedado  derogada  por  la  de 
16  de  Mayo  de  este  afio  relativa  al  reo  Indalecio 
Escalona  vecino  de  la  provincia  de  Barquisimeto 
y  destinado  al  presidio  de  Guaraná,  6  si  solo 
constituye  una  excepción  délas  reglas  generales 
dictadas  para  la  conducción  y  manutención  de 
presos  destinados  &  presidio  ;  y  S.  E.  ha  dispuesto 
se  diga  á  US.  lo  siguiente. 

Por  resolución  de  17  de  Julio  de  1837  dispuso 
el  Gobierno  que  el  gasto  de  mantención  y  tras* 
porte  de  los  condenados  á  presidio  6  confinación 
se  satisficiese  por  las  Rentas  Municipales  de  la 
provincia  en  que  se  encontrasen  dichos  condena- 
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dos  costeándose  hasta  el  lugar  adonde  hubiesen 
sido  destinados.  Posteriormente  y  á  consecuen- 
cia de  no  haberse  expresado  en  la  ley  de  Rentas 
Municipales  que  estas  se  invirtiesen  en  la  con- 
ducción de  dichos  reos  y  sí  en  su  manutención, 
el  Poder  Ejecutivo  consultó  al  Consejo  de  qué 
fondos  debian  extraerse  los  gastos  de  trasporte 
por  mar  de  unos  reos  que  se  remitieron  de  Ca- 
racas á  Cumána,  y  habiéndole  consultado  este 
respetable  Cuerpo  que  ellos  debian  sacarse  de  la 
cantidad  destinada  por  el  Congreso  para  gastos 
imprevistos  3.  E.de  conformidad  con  la  opinión 
del  Consejo  expidió  la  resolución  de  19  de  Oc- 
tubre de  1843  que  en  copia  tengo  el  honor  do 
acompañar. 

Por  ella  ha  quedado  derogada  en  parte  la  de 
17  de  Julio  de  1837  en  cuanto  ft  costos  de  traspor- 
te, los  cuales  deben  salir  del  Tesoro  publico  que 
dando  vigente  respecto  de  mantención  de  los 
presos  que  debe  sacarse  de  las  Rentas  Munici«- 
pales  de  la  provincia  en  que  se  encuentra  el  en- 
causado al  tiempo  de  su  condena.  Así  es,  que  la 
de  Barquisimeto  <lebe  costear  la  del  reo  Indalecio 
Escalona  hasta  Angostura;  como  lo  ha  hecho  la 
misma  provincia  con  otros  destinados  á  Margari- 
ta, Maracaibo  &^a« — Por  S.  E.-r-Cobos  Fuertes, 
— Es  copia. 
MANTENIMIENTO  de  presos,  PREsruiARios 

y  CONFINADOS.    RESOLUCIÓN     EJECUTIVA      DE 

16  DB  MAYO  DB  1845  sobvc  lo  mismo   que  la 
anterior  i  y  á  que  se  refiere  esta. 

Secretaría  del  Interior.— Sección  tercera.— 
Caracas  16  de  Mayo  de  1845, 

Resuelto» —  Dígase  al  Sefior  ^Gobernador  de 
Barínas. 

Presenté  al  despacho  del  P.  Ejecutivo  la  no- 
ta de  US.  de6  de  Marzo  último  número  19  en  ia 
eud  consulta  de  qué  fondos  deben  salir  los  gas^ 
tos  que  se  hayan  hecho  y  deban  hacerse  en  la 
manutención  del  reo  Indalecio  Escalona  hasta 
su  destino ;  y  S.  E.  se  ha  servido  resolver  :  q  ue 
los  gastos  de  trasporte  de  dicho  reo  deben  hacer- 
se por  el  Tesoro  publico  acordándose  por  la 
Junta  económica,  y  los  de  manutención  del  mis- 
mo por  las  Rentas  Municipales  de  la  provincia 
en  que  se  encuentre.  Del  ofício  de  US.  citado  se 
deduce  que  el  juez  de  primera  instancia  del  se-^ 
gundo  circuito  de  Barquisimeto  ha  hecho  por 
sí  mismo  la  remisión  del  reo  á  su  destino  ;  y  el 
Gobierno  no  encuentra  el  fundamento  en  que  se 
haya  apoyado  para  tal  procedimiento,  en  vez 
de  seguir  el  orden  regular  de  poner  el  reo  á 
disposición  de  la  autoridad  política  para  que 
esta  le  enviase  al  lugar  de  su  condena.  Por  esta 
razón  roe  ha  ordenado  S.  £.  pida  informe 
sobre  el  particular  al  Gobetnador  de  Barquisime- 
to.— Por  S.  E. — Cobos  íuerteSf^^Es  copia 
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MANTENIMIENTO  d«  presos,  presidiarios 

Y  CONFINADOS.  RESOLUCIÓN  EJECUTIVA  DB  19 

DE  OCTUBRE  DE  1843  sobre  lo  mismo  que  las 
dos  anteriores  y  á  que  se  refiere  la  primera. 
Secretaria  del  interior. — Sección  tercera. — 
Caraca»  19  de  Octubre  de  1848. 
Resuelto. — Se  ha  enterado  el  Gobierno  de 
la  comunicación  del  Gobernador  de  Cumaná 
fecha  12  de  Junio  ultimo  manifestando  haber  si- 
do remitidos  varios  preso»  por  los  tribunales  del 
cantón  Cariaco  á  disposición  del  Juzgado  de  pri- 
mera instancia  residente  en  la  capital  de  aquella 
provincia,  y  que  la  administración  de  Aduana  se 
negaba  á  pagar  el  pasaje  de  dichos  presos  y  de 
la  guardia  nacional  que  los  custodiaba,  habiéndo- 
lo al  fin  verificado  bajo  su  respon^bilidad  perso- 
nal el  Administrador  de  Kentas  Municipales.Tam- 
bien  ha  considerado  el  Poder  Ejecutivo  la  nota 
dirigida  á  la  Secretaría  de  la  guerra  por  el  Gober- 
nador de  Maracaibo  con  fecha  16  del  mes  próxi- 
mo pasado,  en  la  cual  se  inserta  una  acta  de  la 
junta  consultiva  acordando  el  gasto  de  seis  pesos 
por  la  conducción  por  mar  del  reo  Ventura  Gon- 
zález condenado  á  seis  aflos  de  presidio,  remi- 
tido á  Puerto  Cabello^,  el  Gobernador  de  Mara- 
caibo pide  la  correspondiente  aprobación  del  gas- 
to acordado.  De  la  misma  manera  ha  tenido  pre- 
sente el  Gobierno  otra  comunicación  del  mismo 
Goberaador  de  Maracaibo  fecha  29  de  Agosto  pi- 
diendo aprobación  del  gasto  de  diez  pesos  acor- 
dado por  la  Junta  económica  de  Puerto  Cabello 
por  la  traslación  por  mar  del  reo  Casimiro  León 
de  dicho  puerto  á  Maracaibo.  Y  considerando  el 
Poder  Ejecutivo  que  estos  gastos  no  están  pre- 
vistos  ni  en  la  ley  de  Rentas  Municipales  ni  en  la 
de  presupuesto,  y  que  por  otra  parte  Róndela 
mas  urgente  necesidad,  oido  sobre  el  primer  caso 
el  dictamen  del  Consejo  de  Gobierno,  se  ha  ser- 
vido resolver  que  sean  satisfechos  por  el  Tesoro 
público  cargándose  ai  ramo  de  gastos  imprevistos; 
quedando  así  aprobados  los  ya  erogados,  y  ofi- 
ciando al  efecto  á  los  Gobernadores  de  Cumaná 
y  Maracaibo,  y  al  Señor  Secretario  de  Hacienda. 

Y  que  para  prevenir  en  lo  sucesivo  los  incon- 
venientes que  diariamente  se  experimentan,  se 
manifieste  á  las  Cámaras  la  necesidad  de  que 
en  la  partida  para  el  prest  y  paga  de  la  milicia 
cuando  se  emplee  en  conducción  de  presos  <ka 
se  coloquen  también  detallados  los  gastos  que  se 
causen  en  conducción  de  los  reos  expulsados  del 
pais,  y  todos  los  que  ocasione  la  conducción  por 
mar  de  los  reos  y  presidiarios,  incluso  el  pasaje 
cuando  sea  en  buque  mercante. 

Por     S.    E.— Manrique.— Ea  copiñ.— Cobos 
Fuertes. 
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DE  JULIO  DE  1837  sobre  l§  mismo  que  ios 
tres  anteriores  y  á  que^e  refiere  la  primera. 
República  de  Venezuela.— Secretaria  de  C 
en  los  D.  D.del  Interior  y  Justicia.— Sección 
8a.— Ctrcnlar.— Caracas  17  de  Julio  de  1837 
afto  8^  de  Ja'Ley  y.  27^  de  la  independencia. 
—Número  420. 

Sr  Gobernador  de . 

Habiéndose  presentado  inconvenientes  en  la 
traslación  de  los  condenados  á  presidio,  6  confi- 
nación, de  unas  provincias  á  otras,  por  la  duda 
de  si  corresponde  ft  la  provincia  de  donde  salen 
los  condenados,  ó  á  las  en  que  debe  cumplir  la 
condena,  pagar  los  gastos  de  mantención  y  tras- 
porte, 8.  E.  el  Vicepresidente  de  la  República 
encargado  del  Podei  Ejecutivo  se  ha  servido 
resolver  :  que  el  gasto  de  mantención  y  trasporte 
de  los  condenados  a  presidio  ó  confinación  debe 
ser  satisfecho  por  las  rentas  municipales  de  la 
provincia  en  que  se  encuentren  dichos  condena- 
dos hasta  el  lugar  adonde  fueren   destinados. 

Lo  comunico  á  US.  para  su  inteligeociay  cum- 
plimiento. 

Soy  de  US.  atento  servidor. 

D*  B.  Urbaneja. 
MANUMISIÓN.  Véase  Libertad  ds   esclavos. 
MANUMISIÓN.  Sus  fondos  recaudados  y   por 
recaudar  con  arreglo  á  la   ley   de  la  materia 
pertenecen  al  de   abolición   de  la   esclavitud. 
Véase  libertad  de  esclavos^  art.  5^  nüm  .5^ 
de  ia  ley   y  47  á  60  del  D.  E.  R.  (•) 
MANUMISIÓN.  RESOLUCIÓN  ejecutiva  de  17 
DE  JUNIO  DE  1835   estableciendo  el  modo  de 
avaluar  los  esclavos   dejados  libres    por  un 
difunto^  de  qvien  quedan  bienes  sujetos   al 
derecho  de  manumisión. 

República  de  Veneznela,— Secretaria  de  E. 
en  el  D.  del  Interior  y  Ju8ticia,^8eccion  Cen- 
tral,—Caracas,  17  de  Junio  de  1835,— ^fio  6? 
de  la  Ley  y  26  de  la  Independencia,— Núme- 
ro 176, 
Al  Señor  Jefe  Político  Presidente  de  la  Junta 
de  Manumisión  de  este  cantón. 

Está  declarado  ya  por  el  Gobierno,  á  quien 
toca  librar  las  órdenes  necesarias  para  el  cum- 
plimiento de  la  Ley,  con  exactitud  y  precisión, 
que  cuando  llegue  el  caso,  de  que  algún  finado 
hubiese  dejado  uno  ó  mas  esclavos  libres,  y  que 
conforme  al  §39  artículo  10  de  la  novísima  Ley 
de  manumisión,  debe  computarse  el  valor  de  tai 
ó  tales  siervos  libres  en  el  impuesto  de  ma- 
numisión, pagadero  por  la  testamentaría,  puede 
hacer  la  Junta  respectiva  que  se  le  presenten  ios 
agraciados,  en  prueba  de  su  existencia  y  la  de  la 
gracia,  y  también  para  entregarles  en  sus  pro- 
pias manos  la  carta  de  libertad.  Consulta  ahora 


(*)  En  virtnd  de  lo  expuesto,  en  este  artículo,  segui- 
mos insertando  todas  las  disposiciones  qne  rigen  relaÜTaa 
al  cobro  de  dichos  derechos, 
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la  misma  Junta  canU>na]  de  maoumision  de  Ca- 
r&cas,  que  pruvocó  aquella  reaolucíon,  lo  que 
deba  hacerse,  cuando  iacomparescencia  de  algún 
agraciado  aparezca  imposible  ;  y  el  Gobierno 
resuelve :  que  cuando  los  herederos  ó  albaceas 
así  lo  representen,  se  les  exija  que  designen  el 
lugar  en  que  reside  el  liberto,  á  cuya  autoridad 
parroquial  dirigirá  la  Junta  ía  orden  ó  exhorto 
para  que  llame  á  su  presencia  á  dicho  liberto,  y 
oyéndolo,  certifique,  con  escribano  ó  dos  actua- 
rios, el  nombre,  edad,  estado  y  salud  ó  enferme- 
dad del  individuo,  y  el  motivo  por  que  no  puede 
concurrir  ante  la  Junta  ;  y  llegada  esta  diligen- 
cia á  manos  del  J&fe  Político,  no  teniendo  razo- 
nes que  obren  contra  el  resultado  de  la  averigua» 
cion,  en  cuyo  caso  debiera  ampliarse,  dará  por 
presentado  el  antiguo  siervo,  y  remitirá  al  mismo 
Juez  parroquial  la  carta,  para  que  la  entregue 
al  agraciado,  en  presencia  de  testigos,  que  lo  cer- 
tificarán con  él,  al  pié  del  oficio  de  remisión,  que 
ha  de  volver  á  la  Junta  para  que  se  agregue  al 
expediente. 

En  cuanto  á  si  los  herederos  ó  albaceas,  pue- 
den dar  á  los  siervos  libertados  por  su  difunto 
amo,  la  carta  de  libertad,  antes  de  concluido  ei 
avenimiento  judicial,  prevenido  por  el  6  1^  del 
articulo  10  de  la  citada  Ley,  y  si  los  escribanos 
y  jueces  cartularios  pueden,  sin  perjuicio  de  los 
derechos  de  manumisión,  expedir  testimonios  de 
las  cláusulas  testamentarias,  relativas  á  la  liber- 
tad de  aquellos,  cuyos  valures  hayan  de  com- 
putarse en  Ja  liquidación  del  impuesto,  informe 
la  Junta  cuales  son  los  inconvenientes  que  pue- 
den ambas  cosas  producir  en  la  práctica  contra 
los  intereses  del  ramo  y  la  voluntad  de  la  Ley, 
puts  ahora  cree  el  Gobierno,  que,  establecidas 
las  reglas  que  quedan  prescriptas  en  esta  re- 
solución, para  probar  la  existencia  de  los  agracia- 
dos, las  cuales  pueden  servir  y  servirán  también 
para  hacer  los  justiprecios  de  los  individuos, 
que  no  puedan  presentarse  á  la  Junta  per- 
sonalmente, no  obsta  ni  para  lo  uno  ni  para  lo 
otro,  que  tengan  ya  en  su  poder  la  carta  de  li- 
bertad  ó  testimonio  de  la  cláusula;  pues  en  tal 
caso,  solo  resulta  la  diferencia  de  que  ha  de 
hacerse  consUr  por  el  propio  conducto  del  Juez 
territorial,  y  deja  de  ser  necesaria  la  entrega  de 
la  carta  ó  su  remisión 

Tengo  el.  honor  de  decirlo  á  ü.  en  contesta- 
Clon  á  su  nota  de  5  del  corriente  numero  46 
sobre  el  particular. 

Soy  de  ü.  atento  servidor, 
(Firmado.)   Antonio  L.  Guzman. 

Es  copia:  Guzman.{'') 

(*)  Esta  resolución  tiene  también  una  parte  relativa 
Si^^efesinVitr*"^"'''^*^^'^  esclavosrp.rrco^ 
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MANUMISIÓN'.    RESOLUCIÓN  EJECUTIVA  DE  21 

DE  JULIO  DB  1636  declarando  que  las.  tes- 
tamentarías y  mortuorias  en  que  suceden 
ascendientes  ó  dcsce/idientes  naturales,  no 
están  sujetos  al  impuesto,  para  el  fondo  de 
este  ramo* 

República  dé    Venezuela. — Secretaría    da 
Estado  en  el  despacho  del  Interior  y  Justicia. 
—Sección  Central,— Caracas  21   do  Julio  do 
1886.— Afio7  de  la  ley  y  26  de  la  independen- 
cia,—Número  129/ 
Sr.  Jefe  político  de  este  cantón. 
Declarando  la  ley  de  2  de  Octubre  de  1830  en 
el  parágrafo  2»  de  su  artículo  10,  que    no  serán 
considerados  como  herederos  extraños  los  ascen- 
dientes ó  descendientes  naturales,  bien  sucedan 
por  testamento  ó  abintestato,  no  puede  conside- 
rar tampoco  el  Poder  Ejecutivo  esta  clase  de  he- 
rederos como  la  de  los  colaterales,  cusndo  la  ley 
no  lo  hace  :  y  entiende  por  consiguiente  que  lan 
testamentarías  en  que  han  sido  instituidos  aquellds 
herederos,  así  como  las  mortuorias  en  <|ue  deban 
suceder  abintestato,  están  en  el  mismo  caso  que 
las  en  que   haya   descendientes   ó   ascendientes 
legitimes,  las  cuales  no  aparecen  gravadas   con 
el  impuesto  que  para    el   fondo   de   manumisión 
establece  el  mencionado  artículo  10. 

Esta  es  la  opinión  del  Poder  Ejecutivo  que  la 
junta  subalterna  de  este  cantón  ha  querido  con- 
sultar en  la  materia,  según  el  oñcio  que  U.  se  sir- 
vió dirigirme  en  9  del  actual  como  presidente  de 
ella,  y  que  de  orden  de  S.  E.  me  cabe  la  honra  de 
contestar. 

Soy  de  U.  con  sentimientos  de  consideración 
y  respeto,  muy  atento  y  obediente  servidor. — 7. 
S.  Rodríguez.'-^Es  copia  exacta.— Caracas  Oc- 
tubre 2  de  1843.— El  Secretario  déla  junta  de 
manumisión,    Víctor  itf.  García. 
MANUMISIÓN.  RESOLUCIÓN  bjecutiva  db  7 
DE  JUNIO  DE  1839  declarando  el  derecho  con 
que  deben  contribuir  al  fondo  del  ramo  la^s 
donaciones  remuneratorias^  como   también 
las  de  los  cónyuges  entre  sí. 

Secretaria  del  Interior, — Sección  primera, 
—Caracas  Junio  17  de  1839. 
Resuelto. — Vista  la  consulta  he^ha  por  el  Go- 
bernador de  Barquisimeto  en  oficio  de  27  de 
Marzo  de  este  afio  numero  23  sobre  si,  declarado 
como  está  por  el  Gobierno  en  3  de  Agosto  úl- 
timo, que  las  donaciones  remuneratorias  no  están 
exceptuadas  del  pagoda]  derecho  de  manumisión, 
debe  entenderse  que  los  donatarios  son  obligados 
á  satisfacer  dicho  derecho  con  arregloálas  bases 
fijadas  por  los  herederos  colaterales,  6  á  las  de- 
signadas por  los  exiraílos;  y  si  la  donación  que 
hace  un  cónyugue  á  otro  del  quinto  de  sus  bie. 
nes  dejando  descendientes  legítimos  debe  con. 
aiderarse  co  mo  comprendida  en  d  primer  caso- 
el  Gobierno  de  acuerdo  con  la  opinión  de    su 


360 


VEATBO  TUR  £A  htOSUíaiOV 


MAN" 


Consejo,  reauelve:  que  con  arreglo  á  la  ley,  en 
las  herencias  forzadas  uo  debe  exigirse  el  im- 
puesto de  manumisión  sobre  el  quinto  que  se 
legue  á  la  consorte,  parientes  ó  extraOos :  que 
cuando  se  nombran  herederos  colaterales,  aunque 
haya  legatarios  extraños,  solamejnte  debe  cobrar- 
se el  dos  por  ciento  de  la  totalidad  de  los  bienes, 
y  que  cuando  son  instituidas  personas  extraSlas, 
debe  cobrarse  el  diez  por  ciento  de  la  totalidad, 
aunque  haya  legatarios  consanguíneos. 

Comuniqúese  al  Gobernador  de  Barquisimeto 
como  resultado  de  su  consulta,  y  publiquese. 
Por  S.  E. — (firmado,)   Urbaneja, 
Es  copia :   Urbaneja* 
MANUMISIÓN.    RESOLUCIÓN   ejecutiva  db 
2(5  DE  JULIO  DE  1839  declarando  que  en  las 
testamentarías  de  extranjeros  se  cobra  el 
derecho  sobre  los  bienes  raíces. 

Secretaría  de  Estado  en  el  despacho  del  Inte- 
rior y  Jn&ticia. — Sección  primera.— Caracas  26  de 
Julio  de  1889,— Afio  10  de  la  ley  y  29  de  la  in- 
dependencia,— Número  186, 

Sr.  Gobernador  de  la  provincia  de 

Presentado  nuevamente  al  despacho  el  ex- 
pediente en  que  la  junta  subalterna  de  manumi- 
sión de  este  cantón  capital  consultó  <*  si  por  la 
calificación  de  ciudadano  que  se  hace  en  el  §  49 
del  artículo  10  de  la  ley  de  manumisión  del  año 
de  1830,  quedan  exentos  de  pagar  los  derechos 
que  establece  dicho  artículo  los  que  no  sean  ciu- 
dadanos, "  y  habiéndose  oido  la  opinión  del 
Consejo,  el  Poder  Ejecutivo  de  acuerdo  con  dicha 
opinión  ha  resuelto  por  punto  general :  <•  que 
las  testamentarías  de  todo  venezolano,  bien  lo 
sea  por  nacimiento,  bien  por  naturalización,  deben 
pagar  el  derecho  de  manumisión  que  se  impone 
por  el  referido  artículo  10  según  los  casos  ex- 
presados en  él ;  y  que  en  cuanto  á  las  testamenta- 
rías de  los  extranjeros  no  naturalizados,  debe- 
rán pagar  según  se  dispone  por  la  resolución  de 
12  de  Julio  de  1833  dictada  por  la  Secretaría  de 
relaciones  exteriores,  á  cuyo  efecto  se  publicará 
á  continuación  de  esta  en  la  próxima  Gaceta.  (*) 
Consúltese  al  Congreso,  como  lo  opina  el  Conse- 
jo, si  los  bienes  muebles  de  los  extranjeros  no 
naturalizados  que  se  exceptúan  por  la  resolución 
citada  de  pagar  el  derecho  de  manumit ion,  deben 
ó  no  pagar 'dicho  derecho  conforme  á  la  ley.  " 

Tengo  el  honor  de  comunicarlo  á  US.  para 
su  inteligencia  y  cumplimiento.— Soy  de  US. 
atento  servidor. 

D.  jB.  Urbanejúé 
MANUMSION.  ACUERDO  db  la  cortb  supre- 
ma db  5  de  AOOSTO  DE  1839  declarando  que 
en  las  causas  por  cobro  de  derechos  á  favor 

.(*)  Véase  dicha.resolucion  de  12  de  Julio  de  18S3  en 
Consulados  cxtranjcroSi 
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del  ramo  de  manumisión  se  debe    asistir  á 

este  de  oficio^  como  á  los  pobres  de  solemnt' 

dad.  (•) 

En  la  ciudad  de  Caiácaa  á  6  de  Agosto  de 
1839,  10  y  lW,el  Vicepresidente  y  Ministros *de 
la  Corte  Suprema  de  Justicia,  reunidos  en  acuer- 
do, examinaron  la  consulta  que  el  presidente  de 
la  junta  de  manumisión  de  este  cantón  hizo  á  la 
Superior  del  segundo  distrito,  sobre  si  en  las 
causas  que  se  promuevan  por  el  cobro  de  los 
derechos  de  aquel  ramo,  deben  ser  asistidas  de 
oficio  y  sin  estar  sujetas  al  abono  del  impuesto 
para  gastos  de  justicia,  con  lo'informado  por   la 

Í)ropia  Corte  y  el  Sf .  Fiscal ;  y  considerando  que 
as  referidas  causas  han  gozado  siempre  por  las 
leyes  el  privilegio  de  ser  amparadas  de  ofíeio,  y 
que  por  su  naturaleza  y  objeto  deben  reputarse 
del  mayor  interés  y  servicio  público,  lesolvieron 
que^or  lo  que  respecta  á  ellas  seles  asista  de 
ofició  como  á  pobres  de  solemnidad,  y  que  se 
eximan  sus  fondos  del  impuesto  cuando  se  de- 
clare sin  lugar  el  cobro,  y  comuniqúese  en  con- 
testación é  igualmente  á  la  del  tercer  distrito. — 
López  de  ümérez. — Martínez. — Duarte. 

Es  copia. — Caracas  Setiembre  23  de  I844.-«^ 
El  Canciller,  José  Dnarte. 
MANUMISIOM.  REsoLi/ciow  ejecutiva  de  8 
DE  FEBRERO  DE  1854  declarando  conforme  el 
acuerdo  anterior:  19  ywc  debe  actuarse  de 
oficio  en  las  causas  para  el  cobro  de  ¡os  dere- 
chos  del  ramo;  20^  que  es  forzosa  la  acep- 
tación del  nombramiento  de  ¡os  comisiona- 
dos  que  deben  intervenir  en  el  avenimiento: 
39»  que  el  presidente  de  la  junta  hará  con- 
signar^ usando  de  la  autoridad  gubernativa^ 
los  expedientes  que  permanezcan  en  poder 
del  anterior  tesorero,  ó  los  reclamará  el  nue- 
vo tesorero  ante  el  juzgado  respectivo;  y  49t 
que  si  los  registradores  6  jueces  que  intervie- 
nen en  los  testamentos  ó  mortuorias  abitf tes- 
tato  no  pasan  el  aviso  que  la  ley  establece^ 
puede  el  tesorero  solicitar  que  se  les  impon" 
'    ga  la  multa  respectiva.  (*) 

Secretaria  del  Interior. — Sección  primera.—' 
Caracas,  Febrero  8  de  1854. 
Resuelto. — Contéstese  al  Gobernador  de  eata 
provincia. 

Habiéndose  impuesto  el  Poder  Ejecutivo  de 
la  nota  de  US.  de  10  de  Enero  último,  número 
10,  y  del  acuerdo  que  por  conducto  de  US., 
dirige  en  copia  á  este  Ministerio  la  Junta  subal- 
terna de  manumisión  de  este  cantón,  consultan- 
do la  manera  de  vencer  las  dificultades  que  han 
ocurrido  al  Tesorero  del  ramo,  las  cuales  le 


(*)EBte  acuerdo  está  mandado  observar  por  R.  £.  c 
de  Febrero  de  1854. 
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obstan  para  llenar  cumplidamente  loe  debefes 
que  le  impone  la  ley  de  la  materia,  según  expre- 
só ante  la  dicha  Junta.  S.  B.  ha  tenido  á  bien 
declarar;  I9  que  estando  vigente  el  acuerda  de 
S.  £.  la  Curte  Suprema  de  Justicia  de  5  de 
Agosto  de  1839  en  que  se  establece,  que  debe 
actuarse  de  oñcio  en  las  causas  que  se  promoe- 
yen  para  el  cobro  de  los  derechos  de  manumisión, 
los  tribunales  de  la  República,  que  conozcan  de 
ellas,  no  pueden  dejar  de  obedecer  el  referido 
acuerdo  sin  hacerse  responsables  de  cualquiera 
negativa  ú  omisión  en  su  observancia ;  7  &  fin 
de  que  llegue  nuevamente  a  su  conocimiento  la 
disposición  que  rehusan  ciimplir  del  dicho  Tri- 
bunal Supremo,  ha  resuelto  aoi  mismo  S.  £•  que 
ose  publique  este  en  la  Gaceta  de  Venezuela  para 
que  al  remitirles  US.  á  los  de  esta  provincia  el 
número  en  que  aparezcan  insertas  aquella  y  la 
presente,  les  recuerde  el  deber  en  qae  están  de  a- 
sistir  de  oñcio  en  las  mencionadas  causas,  como  á 
pobres  de  8olemnidad,las  cuales  por  su  naturaleza 
han  gozado  siempre  del  referido  privilegio  :20  qae 
aunque  la  ley  de  manumisión  no  expresa*  que 
sea  forzosa  la  aceptación  del  nombramiento  de 
Jos  comisionados  que  deben  intervenir  en  el 
avenimiento  judicial  á  que  se  refiere  el  §  \o  ar- 
tículo 10  de  la  misma,  no  es  presumible  que  el 
legislador  hubiese  querido  que  el  dicho  arreglo 
fuera  ilusorio  por  no  encontrarse  personas  que 
adniitiesen  tol  encargo,  como  resulta  de  la  ex- 
posición del  predicbo  Tesorero,  y  existiendo 
ademas  en  esie  caso  la  misma  razón  que  hay 
para  qne  sea  obligatorio  admitir  el  nombramien- 
to de  vecino  para  componer  la  Junta  subalterna 
de  manumisión,  según  lo  tiene  declarado  el  Go- 
bierno, S.  E.  cree  que  las  personas  designadas 
por  el  referido  Tesorero  para  efectuar  el  con- 
venip  que  establece  el  J  y  artículo  citados,  están 
en  el  forzoso  deber  de  cumplir  con  esle  precep- 
to legal,  como  si  desempellaran  funciones  con- 
cejiles :  3?  que  respecto  de  los  expedientes  que 
aun  permanecen  en  poder  del  anterior  Tesorero 
sobre  cobro  de  derechos  de  manumisión,  el  Pre- 
Bidente  de  la  Junta  los  hará  consignar  y  poner  en 
manos  del  actual,  bien  sea  usando  de  la  anlori» 
dad  gubernativa  que  ejerce,  6  reclamándolos 
este  ante  el  Juzgado  respectivo  por  los  trámites 
legales:  40  que,  si  como  manifiesta  el  indicado 
Tesorero,  los  Registradores  6  los  Jaeces  que 
intervienen  en  los  testamentos  6  nu>rtii0ria8  ab« 
intestato,  á  que  se  refiere  el  artícnlo  10  de  la 
ley  de  la  materia,  no  pasan  el  avisa  que  estable- 
ce el  18  de  la  misma  á  los  comisionados  y  aii* 
toridades  que  en  él  se  enuncian,  puede  aquel 
funcionario  solicitar  que  se  imponga  A  loa  mismos 
Registradores  y  Jueces  la  multa  de  que  h^bla  el 
parágrafo  único  del  último  arUcalo  expresado,  y 
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manda  S.  £.  que  tanto  á  estos  como  á  los  .coras 
de  la  provincia,  les  recnerde  el  indispensable 
deber  de  observar  eficazmente  aquella  disposi- 
ción legal,  haciéndoles  conocer  la  responsabili- 
dad á  que  en  caso  contrario  están  sujetos,  y  que 
el  Gobierno  no  tolerará  en  este  punto  faltas  y 
negligencias  tan  perjudiciales  á  los  fondos  de 
manumisión.  De  igual  manera  hará  US.  que  lotí 
comisionados  de  las  parroquial  elegidos  por  las 
Juntas  subalternas,  de  conformidad  con  el  nú- 
mero 19  artículo  17  de  la  precitada  ley,  cum- 
plan con  las  funciones  que  les  atribuye  esta,  va- 
liéndose para  e!lo  de  los  apremios  que  estén  en 
sus  facultades. 

Resuelve  por  último  S.  E,  que  haga  US. 
saber  á  las  Juntas  subalternas  de  manumisión, 
que  toda  vez  que  ocurran  consultas  como  la  pre- 
sente, deben  elevarlas  á  la  Superior  del  mismo 
ramo  para  la  determinación  que  convenga,  con 
las  razones  y  fundamentos  que  les  asistan  para 
hacerla,  y  solo  en  el  caso  de  que  la  última  no 
pueda  decidirlas,  se  dirigirán  del  mismo  modo 
al  Poder  Ejecutivo,  recordándoles  US.  lo  que 
sobre  este  particular  dispuso  el  Poder  Ejecutivo 
en  11  de  de  Octubre  de  1839,  cuya  resolución 
librada  por  la  Secretaría  de  Hacienda  y  aplica- 
ble á  todos  los  casos  semejantes  áeste,encontra- 
rá  US.  inserta  en  la  Gaceta  de  Venezuela  nú- 
mero 1035. 

Soy,  &c.  Por  S.  E -^Planas. 

MANUMISIÓN.  RESOLUCIÓN  ejecutiva  de  15 
DE  JOLio  DE  1840  declarando  qué  'derecho  se 
cobrará  cuando  el  testador  instituya  herede- 
ra su  alma. 

Secretaria  del  Interior.—  Sección  I  f  —  Oa- 
iáess  JuUo  15  de  1840. 
Reauelto.^Dige^ae  al  Gobernador  de  Barqui- 
simeto* 

Presentada  al  despacho  la  comunicación  de 
US.,  fecha  15  de  Mayo  último  número  40,  en 
que  consulta  sisea  válida  la  institución  que  haga 
un  testador  en  su  alma  por  heredera,  y  qué  dere- 
cho debe  cobrarse  para  la 'manumisión,  el  Go- 
bierno, de  acuerdo  con  la  opinión  de  su  Conse- 
jo, ha  resuelto  :  que  prescindiendo  de  si  dicha 
institución  sea  6  no  válida,  lo  cual  toca  de^dir 
al  poder  judicial,  debe  cobrarse  el  diez  por  cien- 
to conforme  al  caso  2^  del  artíenlo  10  de  la  ley 
de  2  de  Octubre  de  18ád,  y  que  se  consulte  el  ca« 
so  al  Congreso  en  su  próxima  reunión. 

Por  S.  E.— Qtftntgro 

(*)  £U  primor  punto  de  esta  resolacion  es  entenuaeato 
apíieable  al  cobro  de  los  fondos  de  abolición  :  el  seguodo 
lo  es  también  para  los  casos  aan  peadientes  de  la  ley  del 
ramo  derogada;  7  para  los  de  la  de  abolicioQ:(a  ^  7  ^  ,  8  ^ 
j  9?,  del  articalo 6 <?) conforme  alart  49delD.B.R. 
de  SO  de  Marso  de  1864;  el  tercero,  os  aplicable  á  los  teso- 
reros de  abolición ;  y  el  4  ^  lo  es  también  pan  los  sfeetos 
del  art.  60  del  mismo  D.  fi.  K. 
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MANUMISIÓN.  RESOLUCIÓN  EJiouTrrA  de  2 
DB  OCTUBRE  DE  1840  declarando  que  no  se 
cobrará  derecho  de  manumisión  sobre  los 
bienes  generales  ó  espolios  de  los  Obispos^  y 
solo  si  sobre  sus  bienes  patrimoniales  de  que 
puedan  ellos  testar. 

Secretaria  de  lo  interior.— Sección  1  *  • — 
Caracas  Octubre  2  de  1840. 
A  consulta  del  Gobernador  de  Mérida  fecha  6 
de  Agosto  último  número  92,  acerca  de  si  los 
bienes  del  Espolio  del  finado  Sr.  Obispo  de 
aquella  diócesis  deben  pagar  el  derecho  de  ma- 
numisión, conforme  al  artículo  10,  caso  segundo 
de  la  ley  de  la  materia  ;  el  Gobierno  ha  dictado 
la  siguiente  resolución. 

**  £1  impuesto  que  establécela  ley  de  manu- 
misión gravando  las  herencias,  no  comprende 
los  Espolios  de  los  Prelados  difuntos,  porque  es- 
tos bienes  no  están  sujetos  á  las  leyes  que  are- 
glln  las  sucesiones  por  testamento  ó  ab-intesta- 
to,  de  tal  suerte,  que  los  prelados  tienen  absolu* 
ta  prohibición  de  testar  de  ellos  (ley  1  «  tit.  13 
lib.  29  Nov.  R.  notas  2?  y  3f  )  Estos  bienes 
no  son  patrimoniales,  y  la  ley  2f*  del  mismo  tít. 
y  libro,  con  arreglo  al  concordato  de  17539  es- 
tablece las  reglas  que  han  de  observarse  para 
su  recaudación  y  aplicación  á  Jos  usos  piadosos 
que  prescriben  los  cánones.  Algunos  de  estos 
usos  están  enumerados  en  el  párrafo  14  de  la 
ley  citada. 

No  teniendo,  pues,  los  Obispos  un  pleno  do- 
minio en  los  bienes  eclesiásticos  que  se  llaman 
Espolios^  no  están  comprendidos  en  la  exac- 
ción del  impuesto  establecido  por  la  ley  de  ma- 
numisión. 

En  cuanto  á  los  bienes  patrimoniales  6  pro- 
pios del  Obispo,  respecto  de  los  cuales  tienen 
<ierecho  de  testar,  debe  cobrarse  el  impuesto  de 
manumisión. — Publíquese. 

Por  S.  R — Quintero. 
MANUMIiSION.  RESOLUCIÓN  ejecutiva  de  4 
DE  MARZO  DB  1845  declarando  quepueden  ad- 
mitirse en  pago  del  impuesto  que  grava  una 
testamentaria^  esclavos  de  ella,  siempre  que 
sean  de  edad  provecta  y  de  conducta  moral 
^laboriosa.  (•) 

Secretaría  de]  Interior. —  Sección  primera 
—Caracas  Marzo  4  de  1845. 
Resuelto* — En  vista  de  la  consulta  que  hace  la 
Junta  de  manumisión  de  este  cantón  cubre  si  se 
pueden  admitir  en  pago  del  derecho  de  manumi- 
sión los  esclavos  de  la  testamentaría  por  que  se 
adeude, fuera  del  caso  en  que  el  testador  los  dejó 
libres,  el  Gobierno,  teniendo  en  consideración  el 

(*)  Kotiéndaseque  estas  y  otias  resoluciones  concor- 
dantes con  ella,  que  insertamos,  tienen  solo  por  objeto 
actos  pasados  ó  anterioretá  la  ley  que  ha  abolido  la  escla- 
vitud;  y  que  aun  estáq^or  finiquitarse. 
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artículo  20  de  la  ley  que  acuerda  la 'preferencia 
á  los  mas  ancianos  y  honrados  antes  que  á  los 
de  la  mortuoria  6  herencia,  ha  dispuesto  que  si 
entre  los  de  esta  hay  algunos  que  reúnan  las 
condiciones  antedichas  por  ser  de  edad  provec- 
ta y  de  conducta  moral  y  laboriosa,  sean  admi- 
tidos en  pago  y  declarados  libres  por  la  Junta 
como  ai  se  hubiesen  manumitido  en  la  pascua 
florida. 

Por  S,  E.— Cobos  Fuertes, 
MANUMISIÓN.  RES0L1TC10N  ejecutiva  de  11 
DE  AGOSTO  DE  1847  declarando  l^,  que  debe 
admitirse  en  pago  de  los  derechos  del  ramo 
la  parte  del  valor  de  que  se  haya  hecho 
gracia  por  el  testador ;  y  29^  que  debe  pa- 
garse  el  impuesto  por  loft  comunicados. 

Secretaria  del  Interior.— Sección  1  *  —Cara- 
cas Agosto  11  de  1847. 
Resuelto. — Dígase  al  señor  Gobernador  de  es- 
ta  provincia. 

Puse  en  conocimiento  del  Poder  Ejecutivo  la 
nota  de  US.  de  5  del  corriente,  número  205,  que 
contieno  las  consultas  que  haré  la  junta  su- 
balterna de  manumisión  del  canion  Victoria,  so- 
bre la  liquidación  del  impuesto  del  ramo,  que 
debe  pagar  la  testamentaría  del  señor  Pro.  Dr. 
Jacinto  Machado,  á  saber : 

Primera:  Si  sus  herederos  pueden  descontar 
del  pago  del  impuesto  de  manumisión  los  ciento 
cincuenta  pesob  ó  mitad  del  valor  del  esclavo  que 
dejó  á  su  muerte  valorado  en  trescientos  pesos, 
con  la  terminante  disposición  que  no  pudiese  ser 
vendido  por  mas  de  la  mitad  de  su  valor,  para 
facilitarle  asi  su  libertad  ;  y  segunda,  si  debe  pa- 
garse también  el  impuesto  de  manumisión  por 
un  comunicado  que  él  mismo  dejó  á  uno  de  los 
albaceas.  Y  me  ha  ordenado  decir  á  U&.  en 
contestación. 

Primero:  que  disponiendo  el  ^  39  ^^^  artícu- 
lo 10  de  la  ley  de  2  de  Octubre  de  1890,  se  ad- 
mita en  pago  de  los  derechos  de  manumisión  el 
valor  de  los  esclavos  que  deje  libres  el  finado, 
debe  igualmente  admitirse  la  parte  de  su  valor 
de  que  les  haga  gracia;  y  como  en  el  presente 
caso  se  expresa  ser  esta  de  la  mitad  de  su  justo 
precio,  aunque  se  diga  que  el  esclavo  vale  tres* 
cientos  pesos,  debe  rectificarse  por  la  junta  su  jus- 
to valoreen  constancia  de  so  edad  y  reconoci- 
miento del  estado  de  en  salud  para  deducirse  la 
mitad  que  roralte. 

Seffundo :  que  estando  dispuesto  por  resolu- 
ción del  Poder  Ejecutivo  de  7  de  Junio  de  1839, 
que  así  las  donaciones  remuneratorias  como  los 
legados  sigan  la  suerte  de  la  herencia  para  el  pa- 
go de  los  derechos  de  manumisión,  se  considere 
el  comunicado  eit  el  mismo  caso,  puesto  que 
cualquiera  que  sea  su  objeto  sale  del  acervo  del 
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caudal  líquido  de  que  los  herederos  deben  pagar 
el  dos  por  ciento  si  son  colateralea,  6  el  10  pop 
ciento  si  son  exD-afíos,  con  arreglo  alartículo  10 
de  la  misma  ley. 

Soy  dta.  Por  S.  E.Sanavria, 

MANUMISIÓN.  RESOLUCIÓN  ejecutiva  ob  9 
SE  DiciEBiBRE  DE  ISM declarando  que  deben 
admitirse  en  pago  del  derecho  los  esclavos 
presentados  al  efecto,  aunque  no  hayan  sido 
beneficiados  por  disposiciones  testajnenta- 
rías  con  la  libertad. 

,     Secretaría  del  Interior.— Sección  1  *  — Cará- 
eas  Diciembre  9  de  1850. 

Resuelto. — Dígase  al  Gobernador  de  esta  pro- 
Yincia. 

Presenté  al  Despacho  la  consulta  que  el  jefe 
poliiico  de  este  cantón  hizo  á  US.  y  qne  fué 
trascrita  á  este  Ministerio  en  su  nota  de  8  de 
Octubre  ultimo  número  118,  sóbrela  duda  que 
se  presentó  en  la  Janta  subalterna  de  manumi- 
sión, por  la  presentación  que  el  Sor.  José  Rodrí- 
guez Jordán  hizo  de  la  esclava  María  del  Kosii- 
rio,  en  pago  del  impuesto  con  que  está  gravada 
la  testamentaría  de  la  señora  Rosalía  Cabrera,  de 
quien  aquel  es  heredero  ;  duda  nacida  de  no  ser 
aun  la  época  designada  pura  la  manumisión  y  de 
no  haber  sido  la  precitada  esclava  agraciada  con 
la  libertad  por  su  amo  al  testar;  y  8.  E.  ha  re- 
suelto lo  siguiente. 

Por  las  resoluciones  expedidas  en  21  de  Agos- 
to y  9  de  Diciembre  de  1844,  se  tiene  estableci- 
do: que  los  esclavos  pueden  manumitirse  antes 
y  después  de  la  Pascua  florida,  época  designada 
por  la  ley  para  la  manumisión  anual,  y  por  la  de 
4  de  Marzo  y  2  de  Junio  de  1845:  que  podian  ad- 
mitirse aquellos  en  pago  del  impuesto,  siempre 
que  este  fuese  equivalente  á  su  valor,  aunque 
no  hubiesen  siílo  agraciados  con  la  libertad  por 
sus  amos  al  hacer  testamento.  La  época  desi^a- 
da  para  la  manumisión  es  un  objeto  muy  secun- 
dario al  que  se  propuso  el  legislador;  el  fin  de 
la  ley  es  la  libertad  de  los  esclavos,  y  esta  no 
debe  retardarse,  cuando  haya  fondos  suficientes 
conque  hacer  la- manumisión. 

Tampoco  es  un  obstáculo  para  esta,  que  los 
esclavos  presentados  en  pago  del  impuesto,  no 
hayan  sido  beneficiados  por  disposición  testa- 
mentaria, con  la  libertad.  Por  el  contrario,  justo 
y  razonable  es,*  que  se  exonere  del  impuesto  á 
los  herederos  que,  presentando  sus  esclavos  an- 
te las  Juntas  de  manumisión,  se  desapoderan  de 
todos  los  derechos  que  sobre  ellos  tienen,  pues 
cumplen  con  el  objeto  de  la  le)'.  Debe,  pues,  ad- 
mitirse en  pago  del  impuesto  con  que  está  gra- 
vada la  testamentaría  de  la  señora  Rosalía    Ca. 
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brera,  la  esclava  María  del  Rosario  que  ha   pre- 
sentado el  S.  José  Rodríguez  Jordán. 
Soy,  &c.  Por  S.  E. — Rojas. 

Es  copia — Rojas. 
MANUMISIÓN.  RESOLUCIÓN  ejecutiva  de  26 
DE  NOVIEMBRE  DE  1851  declarando   que   los 
derechos  pertenecientes  á  este    ramo   deben 
ser  satisfechos  en  dinero   efectivo. 

Secretaría  del  Interior.— Sección  primera. 
— Caraca»,  26  de  Noviembre  de  1851. 
Resuelto. —  Dígase  al  Gobernador  de  Barqui- 
simeto. 

Considerada  por  el  Poder  Ejecutivo  la  nota 
de  US.  fecha  15  del  corriente,  á  la  que  remitid 
adjunta  copia  de  un  acuerdo  de  la  Junta  Supe- 
rior de  Manumisión  de  esa  capital,  que  consulta- 
da por  la  subalterna  del  cantón  Tocuyo,  pone 
en  conocimiento  del  Gobierno  la  duda  que 
le  ocurre  sobre  sí  deben  admitirse  billetes  de 
Tesorería  en  pago  de  la  acreencia  que  tienen  los 
fondos  de  manumisión  contra  la  testamentaría 
del  finado  señor  José  Antonio  Márquez,  S.  E. 
me  ha  ordenado  contestar  á  US.  que  estando 
destinados  estos  á  un  objeto  especial  de  suyo  im- 
portante y  privilegiado  cual  debe  serlo  la  liber- 
tad del  hombre,  no  puede  convenir  el  Poder 
Etecntivo  en  que  sean  satisfechos  sino  con  diñe* 
ro  efectivo,  debiendo  así  verificarse  por  el  repre- 
sentante de  la  mortuorin  del  referido  seSor  Már- 
quez. 

Lo  digo  á  US.  para  que  se  sirva  participar  es- 
ta resolución  á  la  Junta  Superior  ya  niencio- 
nada. 

Soy,  &. — Por  S.  E. — Herrera. 
MANUMISIÓN.  RESOLUCIÓN  ejecutiva  pe 
28  Du  JULIO  DE  18^2  declarando  que  donde 
haya  jueces  de  parroquia,  son  estos,  y  no  los 
de  paz,  los  que  deben  intervenir  en  el  aveni- 
miento judicial  á  que  se  refiere  el  §  l^,  del 
articulo  10  de  la  ley  de  28  de  Abril  de '  1848. 

n 

Secretaría  del  Interior. — Sección  primera.— 
Caracas,  Julio  28  de     1852. 

Resuelto» — Dígase  al  Gobernador  de  Mararai- 
bo.  #• 

Impuesto  el  Poder  Ejecutivo  de  la  comunica- 
ción oficial  de  US»  de  primero  del  corriente, 
núm.  30S,  trascribiendo  á  este  Ministerio  el 
acuerdo  celebrado  por  la  Junta  superior  de  Ma- 
numisión de  esa  provincia  en  28  de  Junio  ultimo 
para  resolver  la  consulta  que  le  dirigió  la  su  bal* 
terna  del  mismo  rama  de  ese  cantón  capital  en 
19  (jel  mismo  mes,  sobre  si  son  los  jueces  de  paz 
—      ■      ^      "      I  -  ■        '  ■     i.i  .1 

(*}  Juzgamos  que  debe  entenderse  respecto  de  los  Jae- 
ces ae  cantón  lo  que  se  establece  en  esta  resolución  res- 
pecto de  los  extinguidos  de  parroquia.  ^ 
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6  loB  de  parroquia  los  que  deben  intervenir  en 
el  avenimiento  judicial  ft  que  se  refierí^  el  |iará- 
grafo  19  del  artículo  10  de  la  ley  de  28  de  Abril  1 
de  1848,  S.  E.  ha  tenido  ft  bien  aprobar  la 
determinación  de  la  expresada  Junta  superior, 
relativa  k  manifestar  que  el  dicho  avenimiento 
no  ha  de  verificarse  ante  las  primeras  autorida- 
des en  los  lugares  donde  existan  las  segundas, 
pues  en  estos  no  están  revestidas  aquellas  de  ca- 
rácteV  alguno  judicial;  y  por  consiguiente  no 
pueden  conocer  en  asuntos  de    esta   naturaleza. 

8oy,  ÓLC— PorS.  E.—Herrera. 
MANUMISIÓN.  RESOLUCIÓN  ejecutiva  de  14 
DE  FEBRERO  DB  1853  declaraudo  que  no  pue- 
de imputarse  en  la  suma  que  haya  de  pagar- 
se al  fondo  del  ramo  el  valor  de  los  manumi- 
sos dejados  libres  por  un  testador. 

Secretaría  del  Interior.— Sección  primera,— 
Garácaa.  Febrero  14  de  1853. 
Resuelto. — Dígase  al   8r.  Gobernador  de   la 
provincia  de  la  Poituguesa. 

Di  cuenta  al  Poder  Ejecutivo  de  la  nota  de 
US.  fecha  17  de  Enero  próxinao  pasado,  núme- 
ro 69«  á  la  que  acompafió  en  copia  un  acuerdo  de 
la  Jiinta  superior  de  Ipanumision  de  esa  provin- 
cia, relativo  á  la  consulta  que  le  dirigió  la  subal- 
terna del  cantón  Araure,  sobre  si  puede  admitir- 
Fe  á  los  herederos  del  Presbítero  José  Antonio 
Diaz  en  pago  del  impuesto  que  adeuda  la  testa- 
mentaría de  este  al  fondo  de  Manumisión,  el  va- 
lor de  unos  manumisos  que  declaró  libres,  y  el 
de  una  esclava  y  sus  hijos  á  quienes  los  referidos 
herederos  eximieron  de  la  servidumbre,  por  de- 
cir que  fué  esta  1»  voluntad  del  testador,  y  8.  E. 
después  de  haber  considerado  detenidamente  es- 
te asunto,  me  ha  ordenado  contestar  á  US.  lo 
siguiente 

Por  el  ^  39  del  artículo  10  de  la  ley  de  manu- 
misi'tn  vigente,  debe  imputarse  en  la  suma  que 
se  adeu'da  al  fondo  que  ella  establece  para  la 
manumisión  anual  de  esclavos  el  valor  de  los 
que  se  hubieren  dejado  libres  por  el  difunto, 
)»orq  le  con  esta  disposición  se  realiza  el  objeto 
de  dicha  ley,  que  es  la  extinción  gradual  de  la 
escla^tud  en  la  Kepíiblica ;  mas  dejarla  de  cum- 
plirle con  el  precepto  literal  del  enunciado  ar- 
ticulo y  con  el  designio  úe\  legislador,  e\  Be  ad- 
mitiera que  puede  cubrirse  la  acreencia  de  <l¡cho 
fondo  á  los  bienes  del  enunciado  Presbítero 
Diaz  con  el  precio  de  los  manumisos  que  decla- 
ró eéte  libres  y  con  el  de  los  que  ordenó  que  lo 
fuesen  después  de  su  fallecimiento,  pues  de  la 
expresada  condición  de  libertad  gozan  ellos  le- 
galmente  desde  su  nacimiento,  y  los  servicios 
que  prestan  solo  es  en  remuneración  de  su 
crianza,,  alimentos  y  educación,  conforme  a]  ar- 
tículo 29  de  la  citada  ley. 
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Respecto  de  la  esclava  Damiana  que  asegu- 
ran ios  mismos  herederos  haber  manumitido  por 
orden  del  testador,  es  necesario  que  conste  le- 
galmente  esta  disposición,  como  cualquiera  otra 
relativa  á  la  voluntad  de  aquel,  para  que  se  im- 
pute su  estifnacion  en  la  cantidad  que  debe  sa- 
tisfacerse al  fondo  arriba  expresado,  pues  de 
otra  manera  la  libertad  de  la  predicha  es- 
clava ha  de  considerarse  como  un  arto  exclusi- 
vo  de  los  sucesores  del  finado  Presbítero  Diaz, 
que  en  nada  favorece  á  la  mortuoria  de  este  tn 
el  asunto  consultado  de  que  queda  hecha  men- 
ción. 

Soy,  &c. 

Por  S.  E,-^Yépes. 
MANUMISIÓN.  RBsoLVcioN  ejecutiva  DE  líí 
DE  ABRiLDE  1853  declarando  que  debe  impu- 
tarse en  lo  que  se  deba  al  fondo  del  i  amo  el 
valor  de  los  esclavos  dados  por  libres  en  vir- 
tud de  voluntad  manifestada  por  el  testador^ 
aunque  no  lo  hubiese  dispuesto  así  por  su 
testamento,  siempre  que  lo  prueben. 

Secretaría  dol  Interior, — Süccion  primera. — 
Caracas,  Abril  12  de  1858. 
Resuelto. — Contéstese  al  Sr.  Gobernador   d« 
\n  provincia  de  la  Portuguesa. 

íiabiendo  elevado  al  conocimiento  del  Poder 
Ejecutivo  la  nota  de  US.  de  3  de  Marzo  ultimo, 
número  2i,  acompañando  copia  autorizada  del 
acuerdo  celebrado  el  dia  anterior  por  la  Junta 
Superior  de  manumisión  de  esa  provincia,  en  el 
que  consulta  ai  Gobierno  si  para  admitir  ó  no  el 
valor  de  la  esclava  Damiana  en  pago  del  im- 
puesto que  la  mortuoria  del  finado  Présbite ro 
José  Antonio  Diaz  ha  de  hacer  al  fondo  de  ma- 
numisión, debe  arreglarse  al  contenido  de  la  re- 
solurion  ejecutiva  de  9  de  Diciembre  de  lb50 
que  permite  la  inclussion  en  dicho  pago  del  pre- 
cio de  ios  siervos  de  U  testamentaría  que  al  efec- 
to presenten  los  herederos,  ó  A  la  de  14  de  Fe- 
brero de  este  año»  por  la  cual  se  dispuso  que  si  los 
sucesores  .  del  mismo  Presbítero  Diaz  acredi- 
taban legalmente  haber  sido  la  ultima  voluntad 
(le  este  que  después  de  sus  dias  diesen  aquellos 
la  libertHiJ  á  la  referida  esclava,  como  aseguran 
haberlo  hecho  por  cumplir  con  su  mandato,  se 
imputase  su  valor  en  la  suma  que  tratan  de  sa- 
tisfdeer  al  enunciado  fondo,  S.  R  pe  ha  servido' 
declarar,  que  no  estando  comprendido  el  caso 
de  los  herederos  del  diirho  sacerdote,  sino  en  la 
segunda  restducion  citada,  es  A  esta  á  la  que  se 
sujetará  la  Junta  en  la  decisión  dc^l  pi emente  ne- 
gocio, pues  aquellos  afirmaron  ante  lide  Araure 
en  4  de  Diciembre  próximo  pasado,  por  m»- 
dio  de  su  representante,  que  manumitieron  U 
mencionada  esclava,  porque  en  tal  concepto  Ra- 
bian oido  expresarse  al  difunto,  lo  que  ea  natu- 
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ral  que  prueben  para  deducir  la  rerdad  de  tal 
aserto,  y  alegaron  asimismo  que  debía  aplicar* 
se  á  su  pretensión  el  §39  del  artículo  10  déla 
ley  de  29  de  Abril  de  1848  sobre  la  materia,  por 
considerar  que  se  enconlraban  en  ig«aies  cii- 
cunstancias  á  las  de  que  él  habla;  afiadiendo  á 
ÜS.  que  la  primera  resolución  indicada  es  refe- 
rente á  ün  punto  distinto,  cual  es  el  de  permitir 
que  idénticas  acreencias  puedan  solventarse  con 
el  importe  de  los  esclavos  que  con  tal  objeto 
presenten  4  la  junta  los  interesa(los  en  una  tes- 
tamentaría, pero  que  no  han  alcanzado  la  liber- 
tad directa  ni  fideicomisaria  de  su  difunto  duefío; 
y  como  verh  US.  por  la  resolución  de  4  de  Mar- 
zo de  1845,  que  en  copia  tengo  el  honor  de 
acompañarle,  la  declaratoria  por  la  cual  quedan 
aquellos  exentos  déla  seividumbre,  está  atri- 
buida á  la  predicha  junta,  y  no  á  lo  mismos  he- 
rederos, para  evitar  cualquier  fraude  que  pudie- 
ra cometerse  en  este  particular. 


Soy,  etc. 


Por  S.  E.    Planas, 


MANUMISIÓN.    RESOLUCIÓN  bjiícutiva    db 

21  DE  DiciEMBRií  DB  1852   distTthuyendo  en 

iré  las  provincias  los  50.000  pesos    presu" 

pvestos  en  el  año  económico  de  52  á  53  para 

^auxiliar  los  fondos  del  ramo. 

Secretaría  del  Interior.-— Sección  primera. 
Caracas,  Diciembre  21  do  1852 

Re9uelto. — Dígase  á  los  Gobernadores  de  pro- 
vincia, y  trascríbase  al  S.  Secretario  de  Estado 
en  el  De&pachO  de  Hacienda. 

Impelido  el  Poder  Ejecutivo  por  el  deseo  de 
oontribuir  por  cuantos  medios  estén  á  su  alcan- 
ce ft  la  pronta  y  gradual  extinción  de  la  esclavi- 
tud en  toda  la  República,  y  con  la  esperanza  de 
ver  realizados^  v^s  designios  de  un  modo  confor- 
me á  Ids  principios  liberales  y  humanitarios  con. 
sagrados  en  las  instituciones  de  Venezuela  y 
que  animan  su  Administración,  instó  á  las  hono- 
rables Cámaras  en  la  Memoria  que  en  sus  últi. 
mas  sesiones  le  presentó  este  Ministerio,  á  fin 
de  que  tomasen  una  medida  que  favoreciese  las 
miras  del  Gobierno  y  satisficiese  los  dictados  de 
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la  civilÍBacion  moderna.  Penetrado  sin  duda  el 
Cuerpo  legislativo  de  los  sentimientos  que  le  ex- 
presó el  Poder  Ejecutivo,  colocó  en  el  presupuesto 
del  corriente  año  económico  la  suma  de  50.000 
pesos  para  auxiliar  los  fondos  de  manumisión,  y 
S.  E.  complacido  en  gran  manera  por  el  Feliz 
éxito  de  su  solicitud,  me  ha  ordenado  hacer  par- 
ticipar á  US  la  distribución  de  la  indicada  can* 
tidad  entre  todas  las  provincias  de  la  Kepülica, 
con  proporcionalidad  al  nümeru  de  esclavos  que 
estén  en  cada  una,  según  verá  US.  del  siguien- 
te cuadro. 


Número 

Cantidad  qne    les 

PROVINCIAS 

de  esclavos. 

correspondo. 

Apure 

17 

S           74,95 

AragTia 

2044 

9.012, 34 

Barcelona 

365 

1.686,84 

Barqaisimeto.. 

1.621 

7.114,26 

Barinas 

198 

878, 01 

Caracas 

1.700 

7.496.  69 

Coro.  •••• .... 

694 

3.069,  96 
2  566,  88 

Camaná 

682 

Carabobo  .... 

2.656 

11.269,  84 

Gnárico 

289 

1  053.  88 

Quayana 

42 

186,18 

Mérida 

207 

972,  69 

Maracaibo .... 

102 

458.65 

Margarita.... 

120 

520,28 

Portu§rueza.. . . 

486 

2.148,  14 

Trnjillo 

867 

1.618, 16 

11.840 


S    60.000, 00 


S.  E«  espera  que  tan  luego  como  haya  perci- 
bido la  Jnnta  superior  de  manumisión  que  US. 
preside,  ft  cuya  orden  *»se  man<la  poner,"  la 
suma  que  consta  de  la  precedente  <listribucion 
correspondiente  á  esa  provincia,  procederá  sin 
demora  alguna  á  verificar  la  división  propor- 
cional de  ella  entre  todos  los  cantones,  teniendo 
para  esto  presente  su  respectivo  número  de  es- 
clavos, cuya  manumisión  desea  así  mismo  S.  E. 
que  se  verifique  en  la  próxima  Pascua  Florida 
con  la  mayor  solemnidad  Con  tai  objeto  dic* 
tara  US.  las  medidas  convenientes  y  comunica- 
rá el  resultado  á  eate  Minisferio.  Publíquese. 


Soy  Ac— Por  S.  E.— Herrera. 
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MANUMISIÓN.  RB8OLUCI0N  ejecutiva  de 
15  DE  DICIEMBRE  DE  1&53,  distribuyendo  en- 
tre las  provincias  los  50,000  pesos  presu- 
puestos en  el  año  económico  de  53  á  54  para 
auxiliar  los  fondos  del  ramo* 

Secretaria  del  Interior  .—Sección  primera. 
Caracas,  Diciembre  15  de  1863. 

Resuelto. — Dígase  á  los  Gobernadores   de   pro- 
vincia. 

Fijada  en  el  presupuesto  de  gastos  públicos 
del  corriente  año  económico  !a  suma  de  cincuen- 
ta mil  pesos  para  axiliar  los  fondos  de  manumi- 
sión, y  deseando  el  Poder  Ejecutivo  que  se  pro- 
ceda á  libertar  con  ella  el  correspondiente  núme- 
ro de  esclavos  en  la  próxima  pascua  florida,  se 
ha  servido  distribuirra  entre  todas  las  provin- 
cias del  modo  siguiente : 
Provincias.        Núm.  de  esclav.         Cant.   q.  les  oorrsp 

Apure •-         17..-- 74,  95 

Aragua 2.044. 9.012,  34 

Barcelona 365 *     1.636,  84 

Barquisimelo    1.621. 7  114,26 

Barínas 198 873,01 

Car&cas 1.700. 7.495,  59 

Coro.. 694 3.059,96 

CumanA 582 2.566,33 

Carabobo..--     2.556 ,--.    11269,84 

Guárico 239-. 1 1.053,  88 

Guayana..--  42 185,18 

Mérida 207 972,  69 

Maracaibo...         102 458,  55 

Margarita...        120 520,28 

Poriugueza.        486 2.148,  14 

Trujillo....-         367 1.618,  16 
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11.340 


9  50.000,  00 


Y  tan  luego  corpo  llegue  á  sus  manos  la  pre~ 
ciente  nota  la  pondrá  en  conocimiento  de  la  Jun- 
ta superior  de  manumisión  para  que  se  practi- 
que por  ella  el  cálculo  proporcional  de  las  su- 
mas que  correspondan  á  los  cantones  en  la  asig- 
nada á  esa  provincia  según  ]a  anterior  distribu- 
ción, cuidando  de  que  tales  cuotas  se  remitan 
oportunamente  á  las  respectivas  juntan  subalter- 
nas, para  que  con  ella  se  verifique  la  manumi- 
sión de  esclavos  en  la  dicha  pascua  florida  ;  y 
ad virtiendo  ademas  á  US.  que  con  esta  fe- 
cha se  trascribe  esta  resolución  al  señor  Secre- 
tario de  Hacienda,  para  que  se  sirva  dictar  la 
medidas  necesarias  cen  el  objeto  de  que  la  pre- 
citada suma  se  ponga  á  disposición  de  la  referi- 
da Junta  superior  con  la  puntualidad  y  antici- 
pación conveniente,  en  la  inteligencia  de  que  si 
hubiere  tardanza  en  esto,  puede  dirigirse  á  aquel 
Ministerio»  á  fin  de  que  determine  la  manera  de 


suministrar  eumplidam^nte  la  cantidad  de  qtt« 

queda  hecha  referencia. 

Soy,  &.  Por  S.  E.— PZána*. 

MANUMISIÓN.  Cesación  del  deber  de  prefl- 
tacion  deservicios  que  tenían  los  manumiaos. 
Véase.  Libertad  de  esclavos^  artículo  2? 

MANUMISIÓN.  Recaudación  de  los  fondo* 
aun  por  cobrarse  pertenecientes  á  este  ramo. 
Véase.  Libertad  de  esclatos,  D.  E.  R.  ar- 
tículo 47  y  48. 

MANUMISIÓN.  Véase.  Demandas  sobre 
cobro  de  los  derechos  de  manumisión  y  Li- 
bertad  de  esclavos,  R.  £.  de  22  de  Julio 
de  1854. 

MAQUINAS    PARA     CAMINOS,    IRRIGACIÓN    DB 

TERRENOS,  ¿Lc.  Exenciou  de  derechos  &  su 
introducción.  Véase  Arancel  de  importación^ 
D.  de  22  de  Febrero  de  1851. 

MARACAIBO,  (ciudad  de.)  Véase  Colegio 
nocional  de  Maracaibo,  Cárcel  de  Maracai' 
6o,  Comercio  de  tránsito  con  la  llueva  Gra- 
nada.  Aduana  de  Maracaibo,  División  ter- 
ritorial, D.  de  9  de  Abril  de  1850,  Bie- 
nes del  Convento  que  fué  de  Franciscanos, 
Escuelas  náuticas,  Penitenciarías,  Laza- 
reto de  Maracaibo,  Sinamaica  y  Tierras  bal- 
días, R.  E.    de  19  de  Mayo  de  1841. 

MARACAIBO,  (ciudad  de.)  Decreto  de  19 
DE  Marzo  de  1853,  eoncediendo  privilegio 
á  Franklin  C.  Gillet  para  la  navegación  dé 
su  lago. 

El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la  República 
de  Venezuela,  reunidos  en  GongresOí 

DECRETAN  : 

Árt.  19  Se  concede  á  Franklin  C.  Gillett,  ciu- 
dadano de  los  Ebtados  Unidos,  á  los  que  este  se 
asociare,  y  k  sus  legítimos  sucesores,  universa- 
les ó  particulares,  el  privilegio  exclusivo  de  la 
navegación  interna  por  vapor  del  lago  de  Mara- 
caibo y  de  todos  los  ríos  tributarios:  todo  por  el 
término  de  quince  años  desde  la  fecha  de  este 
decreto,  y  bajo  las  condiciones  que  expresan  los* 
artículos  siguientes  : 

Art.  29  Es  deber  del  empresario  :  I9  poner 
y  mantener  en  ejercicio  tres  ó  mas  vapores  de  la 
capacidad  necesaria  para  la  navegación  en  el  la- 
go y  rios.  hasta  donde  estos  lo  permitan ;  de- 
biendo establecer  los  dos  primeree  dentro  de  nn 
afio,  y  el  tercero  dentro  de  diez  y  ocho  meses,  si 
fuere  necesario,  cuyo  número  aumentará  inme- 
diatamente, si  la  importancia  del  comercio  lo 
exigiere  :  29  canalizar  el  rio  Motatan:  39  con- 
tribuir á  la  canalización  de  los  demás  tributariom 
del  lago  navegable ;  en  la  inteligencia  de  que  si 
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•e  presentare  algOD  otro  empresario  para  cana- 
lizar un  rio  deternrínadot  que  no  haya  canalizado 
Franklin  C.  Gillet  en  el  término  de  cinco  años 
eontados  deede  la  fecha  de  este  decreto,  pueda 
aquel  optar  al  mismo  privilegio,  ante  la  respec- 
tiva Diputación,  que  solo  lo  concederá  para  la 
navegación  ciel  mismo  rio  entre  su  puerto  y  el 
de  Maracaibo. 

^  ünico.  Si  se  imputare  &  la  empresa'  que  no 
mantiene  el  número  de  vapores  suficientes,  y  á 
juicio  del  Poder  Ejecutivo,  previo  informe  de  las 
respectivas  Diputaciones,  fuere  fundada  la  im- 
putación, fijará  el  número  de  aquellos  con  dicta- 
men del  Consejo  de  Gobierno,  oyendo  al  empre- 
sario. 

Art.  39  Los  vapores  serán  nacionales,  lleva- 
rán bandera  nacional;  y  aunque  su  propiedad  y 
tripulación  puede  ser  de  extranjeros,  según  con- 
venga á  la  empresa, las  cuestiones  á  que  dé  ocasión 
su  eslablecimientOi  se  resolverán  por  las  autori- 
dades y  leyes  de  Venezuela,  sin  que  en  ningún 
caso  puedan  ser  materia  de  reclamación  inter- 
nacional. 

Art.  49  El  privilegio  para  la  navegación  por 
vapor,  que  por  este  decreto  se  concede,  de  njn- 
guna  manera  impedirá  el  tráfico  de  los  buques 
de  vela  que  hagan  el  comercio  en  toda  la  exten- 
sión del  lago  y  sus  lios  tributarios. 

Art.  59  Se  concede  á  la  empresa  por  «i  tér- 
mino delprivilegio,  la  exención  de  todo  derecho 
de  puerto,  y  también  la  de  lodo  derecho 
de  importación  por  los  efectos  ó  artículos  que 
se  introduzcan  del  extranjero,  para  la  construc- 
ción de  los  vapores  de  esta  empresa,  ó  para  la 
mejora  y  refacción  de  los  estabkcidos. 

Art.  09  Asimismo  se  concede  ala  empresa 
por  el  propio  término  el  derecho  de  cortar  y  usar 
libre  de  todo  impuesto  nacional  en  las  tierras 
pertenecientes  áJa  Nación  que  no  estén  ocupa- 
das, la  leña  y  maderas  necesarias  |  ara  el  gasto, 
construcción  y  reparo  de  los  buques  de  vapor. 

Art.  79  El  empresario  no  podrá  exigir  otros 
precios  por  trasportes  que  los  que  se  expresan 
en  los  números  siguientes  : 

10  Por  cada  carga  de  ocho  arrobas  entre  Ma- 
racaibo  y  cualquiera  de  los  lugaren  de  la  ro*ta 
del  lago,  dos  reales:  entre  Maracaibo  y  San 
Carlos  de  Zulia,  tres  reales:  entre  Maracaibo  y 
Id  Horqueta  por  el  Cutatumbo,  cada  carga  de 
diez  arrobas,  tres  reales. 

29  Por  cada  pasajero  de  cámara  en  el  lago 
con  mantención,  veinte  reales:  entre  Maracaibo 
y  San  Carlos  de  Zulia,  cinco  pesos  :  entre  Ma- 
racaibo y  la  Horqueta,  ocho  pesos. 

30  Por  cada  pasajero  de  cubierta  ó  proa,  en 
el  lago,  ocho  reales :   epire  Maracaibo  y  Zulia 
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dos  pesos ;  y  tres  entre  Maracaibo  y  la  Hor- 
queta. 

49  Por  cada  caballo,  muía  6  res  mayor  en  el 
lago,  tres  pesos :  entre  Maracaibo  y  Zulia  cinco 
pesos  ;  y  seis  entre  Maracaibo  y  la  Horqueta. 

59  Por  cada  burro  en  el  lago,  áo»  pesos  ;  en- 
tre Maracaibo,  Zulia  y  la  Horqueta,   tres   pesos. 

Art.  89  Los  precios  por  pasaje  y  fletes  entre 
Maracaibo  y  ios  puertos  establecidos,  6  que  se 
establezcan,  sobre  los  rios  en  territorios  de  las 
provincias  de  Mérida  y  Trujillo,  no  podrán  ex- 
ceder de  la  tasa  señalada  en  las  ordenanzas  de 
privilegio  expedidas  por  las  Diputaciones  pro- 
vinciales de  aquellas  provincias  én  sus  últimas 
sesiones.  Los  precios  de  pasaje  y  flete  entre  Ma- 
racaibo y  los  puertos  establecidos  6  que  se  esta- 
blezcan en  territorio  de  Maracaibo,  serán  con- 
vencionales atendida  la  mayor  ó  menor  facilidad 
y  distancia  para  la  navegación. 

Art.  99  Las  balijas  públicas  serán  tra.'íporta- 
das  por  los  vapores,  gratis,  así  como  los  oficiales 
ó  agentes  diputados  por  el  Gobierno  en  comisión 
del  servicio  público,  con  tal  que  el  número  de 
ellos  no  exceda  de  cinco  al  mes. 

Art.  10  Los  oficiales  y  tropa  y  los  artículos  de 
cargamento  de  cualquier  naturaleza  que  sean 
pertenecientes  al  Gobierno,  serán  también  tras- 
portados en  dichos  buques,  á  precios  equitativos 
de  pasaje  y  fletes,  convenidos  con  las  autoridades 
competentes. 

Art.  11.  Las  cuestiones  que  se  susciten  sobre 
pérdidas  de  privilegios  por  faltar  el  empresario  á 
algunas  de  la^  condiciones  expresadas,  se  resol- 
verán por  la  Corte  Suprema  de  Justicia. 

Art.  12.  Para  el  caso  de  que  el  empresario 
deje  de  establecer  los  vapores  en  el  tiempo  pre- 
fijado en  el  artículo  29i  pagará  la  multa  de  diez 
mil  pesos  fuertes  que  impondrá  el  Poder  Ejecu- 
tivo á  beneficio  de  las  rentas  municipales  de  las 
provincias  de  Maracaibo,  Mérida  y  Trujillo  por 
iguales  partes,  dando  el  empresario  la  fianza  hi- 
potecaria respectiva  á  satisfacción  de  la  Secreta- 
ría de  Hacienda. 

Art.  13.  El  presente  privilegio  no  altera  ni 
contraría  de  modo  alguno  el  contrato  que  en  26 
'de  Junio  del  año  de  1851  celebró  el  Poder  Eje- 
cutivo con  Alfonzo  Ridde,  sobre  el  estableci- 
miento de  una  línea  de  paquetes  de  vapor  para 
la  conducción  de  correos  desde  Ciudad-Bolívar 
hasta  Maracaibo.  Tampoco  impedirá  la  entrada 
de  otros  buques  de  vapor  en  el  puerto  de  Mara« 
caibo,  ni  la  carga'  para  exportación  que  estos 
puedan  hacer  en  las  costas  del  lago,  conforme  á 
la  ley. 

Dado  en  Caracas  á  23  de  Febrero  de  18¿»3, 
aflo  24  de  la  ley  y  43  de  la  independencia.— El 
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Preaiilente  del  Senado,  Silvestre  Arzobispo  de 
Caracas. — El  Presiderile  de  la  Cámara  de  Re- 
presentantes, José  Silverio  González. — El  Se- 
cretario suplente  del  Senado,  G.  Pompa* — El 
Secretario  da  la  Cámara  de  Representantes,' 
J.  Padilla. 

Caracas  Marzo  I9  de  1853,  afto  ^  de  la  ley 
y  43  de  la  independencia. —  Ejecútese. — J.  G. 
Monágas. — Por  S.  E.  el  Presidente  de  la  Repñ- 
blira. — El  Secretario  de  Estado  en  los  Despa- 
chos del  Interior,  Justicia  y  Relaciones  Exterio- 
res, Ramón  Yépez, 

Yo  Franklin  C.  Gillet,  cindadano  de  los  Es- 
tados Unidos,  residente  en  esta  ciudad,  mayor 
de  veinticinco  años  y  en  el  pleno  goce  de  mis 
derechos  legales,  impuesto  del  privilegio  que  he 
solicitado  y  me  ha  sido  concedido  por  el  Sobera- 
no Congreso  de  la  República  de  Venezuela,  en 
su  decreto  legislativo  de  primero  del  actual,  so* 
bre  navegación  por  vapor  en  el  lago  de  la  pro- 
vincia de  Maracaibo  y  demás  que  en  dicho  de- 
creto se  expresa,  declaro  por  e]  presente  do- 
cumento: que  acepto  en  todas  y  cada  una  de 
sus  partes  por  mí  y  mis  sucesores  y  asociados 
dicho  privilegio,  con  todas  las  condiciones,  car- 
gas, deberes  y  excepciones  que  se  me  imponen  y 
conceden  por  él,  obligándome  como  me  obligo 
personalmente  y  por  mis  sucesores  y  asociados 
al  cumplimiento  y  uso  de  uuos  y  otros,  con  en- 
tera sujeción  á  su  tenor  y  letra,  y  ofreciendo 
ademas  en  garantía  le  generalidad  de  mis  bie- 
nes, presentes  y  futuros,  con  renunciación  en 
toda  forma  del  fuero  de  mi  domicilio  y  vecinda- 
rio y  demás  leyes  que  me  favorezcan,  y  sujetán- 
dome en  todo  &  las  del  pais.  Así  lo  digo,  otor- 
go y  firmo  ante  el  Registrador  de  este  cantón  y 
los  testigos  que  suscriben  en  Caracas  Marzo 
ocho  de  mil  ochocientos  cincuenta  y  tres. — F 
a  Gilleit 

Oficina  de  Registro. 

Carftcas,  Marzo   ocho  de  mil   ochocientos, 
cincuentra  y  tres. 

El  documento  anterior  fué  leido  y  firmado  por 
el  otorgante,  de  cuyo  conocimiento  doi  fé,  ante 
mí  y  lus  Sres.  Fernando  A  Romero  y  Mariano 
Hernández,  testigos  vecinos,  queda  hoy  regis- 
trado al  folio  quince  vuelto  del  protocolo  núme- 
ro once  de  esta  oficina;  y  no  lleva  sello  por  no 
estar  designado. — El  Registrador,  José  Eugenio 
Moreno. 

MARACAIBO  (ciudad  de,)  Decreto  de  24 
DB  Mayo  de  1655,  cediendo  el  área  del  hos' 
pido  de  Capuchinos  á  javor  del  templo.de 
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santa  Bárbara* 
El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la  BepúbHca 
de  Veneznela,  reunidos  en  Congreso. 

Vista  la  solicitud  del  Venerable  Cura  y  otros 
feligreses  de  la  parroquia  de  Santa  Bárbara  de 
la  ciudad  de  Maracaibo,  para  que  se  adjudique  á 
dicha  parroquia  el  área  que  linda  con  su  presbi- 
terio,  y  que  pertenecía  al  antiguo  hospicio  d« 
Capuchinos  de  la  misma  ciudad,  cuya  finca  aun- 
que nada  produce  por  el  estado  de'deterioro  en 
que  se  encuentra,  pertenece  hoy  á  las  rentas  del 
Colegio  nacional  establecido  allí ;  y 

considerando: 

19  Que  el  templo  de  Santa'Bárbaraqne  sirve 
de  parroquia  de  este  nombre  en  la  ciudad  de 
Maracaibo  es  sumamente  estrecho,  y  que  no  hay 
otro  terreno  donde  pueda  extenderse  sino  el  área 
del  antiguo  hospicio  de  Capuchinos  la  cual  linda 
con  el  presbiterio  del  indicado  templo;  y 

29  Que  la  área  ya  expresada,  á  la  vez  que  na- 
da produce  á  favor  de  las  rentas  del  Colegio  na« 
cional  de  Maracaibo,  á  cuyo  establecimiento 
pertenece  hoy,  ella  puede  servir  para  dar  mas 
extensión  al  templo  que  se  destino  para  parro- 
quia de  Santa  Bárbara,  formándose  un  edificio 
capa>z  de  contener  ios  fíeles  que  se  congreguen 
en  dicho  templo. 

decretan: 

Art.  único.  Se  destina  á  favor  del  tempfo  déla 
parroq.uia  de  Santa  Bárbara  de  la  ciudad  de  Mara- 
caibo el  área  del  antiguo  hospicio  de  Capuchinos 
que  allí  habia,  con  el  objeto  de  extender  ó  dar  mas 
capacidad  al  referido  templo,  cercenándose  por 
consiguiente  esta  finca  de  las  que  forman  las  ren- 
tas del  Colegio  nacional  déla  expresada  ciudad  d« 
Maracaibo. 

Dado  en  Caracas  á  18  de  Mayo  de  1855  :  aflo 
26  de  la  ley  y  45  de  la  independencia. — El  Pre- 
sidente del  Senado,  Juan  Hilario  Obispo  ¿0 
Mérida, — El  Presidente  de  la  Cámara  de  Repre- 
sentantes, J.  L.  Arismendi, — El  Secretario  del 
Senado,  J.  A,  Pérez. — El  Secretario  de  la  Cá- 
mara de  Representantes,  J.  Padilla. 

Caracas  24  de  Mayo  de  1855,  afío  26  de  la 
ley  y  45  de  la  independencia. — Ejecútese — José 
T.  Monágas. — Por  S.  E.  el  Presidente  de  la 
República. — El  Secretario  de  Estado  en  ios  Dea- 
pachcts  del  Interior,  Justicia  y  Relaciones  Exte- 
riores, Francisco  Arando. 

MARCO    (medida  de   peso)    Véase    Pesos   y 

medidas,  art.  6 
MARGARITA  (kla  de)  Véase.  Blanquilla  y 

Cubagua. 
MARGARITA  (isla  de  )  Véase.    Colegio  na- 
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c tonal  de  Margarita,  Escuelas  prirnarias^ 
/>.  de  6  de  Abril  de  \8^i  y  Escuelas  náuticas. 

MARINA  MERCANTE  ClKCULAR  J^£L  LIBER- 
TADOR DE  28  D&  Julio  de  1828,  prohibiendo 
do  que  ningún  buque  desembarque  á  la  vela 
pasajeros  ni  equipaje, 

Rep6blica  de  Ck>lombia. — Secretaría  de  Estado 
del  Despacho  de  llacien'da. — Sección  3^ — 
Bogotá  á  28  de  Julio  de  1828.— A  los  aeñores 
inteudentes  de  los  departamentos  litorales. 

Ei  iotemlente  del  departamento  de  Venezuela 
con  fecha  2d  del  último  Mayo,  y  bajo  el  número 
32,  me  inserta  el  acuerdo  de  la  junta  superior 
de  gobierno  de  hacienda  de  8  del  mismo  mes, 
cuyo  tenor  es  el  siguiente : 

*'  Se  dio  cuenta  &  la  junta  de  un  oficio  del  ca- 
pitán del  puerto  del  de  Cabello,  en  que  hace  pre* 
senté  á  la  intendencia,  que  habiéndose  presenta- 
do sobre  aquel  putrto  la  goleta  holandesa  Ana 
Catarina,  procedente  de  Curazao,  y  desembarca- 
do porción  de  pasajeros  con  sus  equipajes,  le  hi- 
zo pagar  el  derecho  de  toneladas,  atendiendo  ú 
la  utilidad  qne  produjo  esta  especulación,  pero 
que  no  habiéndose  prevista  este  caso  en  la  ley 
de  la  materia,  es  necesario  que  se  le  instiuya  de 
lo  que  deba  observarse  en  lo  sucesivo;  y  tenien- 
do en  con:(ideracton  que  un  buque  pueds  com- 
poner su  carga^  bien  sea  de  mercancíap  6  de  pa- 
sajeroH :  que  en  uno  ú  otro  caso  se  verifica  que 
hace  el  tráfico  ron  el  lugar  á  donde  se  dirige,  y 
que  esto  no  debe  permitirse  sino  después  de  ha- 
ber fondeado  en  el  puerto,  para  que  se  prctique 
por  las  aduanas  y  sus  resguardos  las  funciones 
que  lc^i  están  cometidas  por  l«s  leyes  y  dispo- 
siciones vigentes,  y  que  no  se  defrauden  los  de- 
rechos de  entrada,  anclaje  y  toneladas  y  los  mu- 
nicipales respectivos,  acordó;  que  no  se  permi- 
ta á  ningún  buque  que  desembarque  A  la  vela,* 
ni  aun  los  pasajeros  y  equipajes  que  traigan,  y 
que  se  prevenga  á  las  aduanas  que  se  pongan 
de  acuerdo  con  los  comandantes  de  marina:  que 
tampoco  permitan  que  los  que  no  h^u  de  an<lur 
en  las  bahías,  transiten  por  entre  los  quf  están 
fondeados.  p<)r  ser  este  un  abuso  perjudicial  á 
loa  intereses  dfl  Estado." 

S  E  el  Libertador  Presidente  se  impuso  del 
anterior  acuerdo,  y  ha  tenido  á  bien  en  su  c<>n- 
aecuencia  aprobarlo  en  todas  sus  parter,  y  man. 
dar  que  se  circule  á  los  departamentos  litorales 
para  que  en  ellos  tenga  su  pur.tual  cumplimiento. 

Y  lo  digo  á  US.   para  los  fines  consiguientes. 
Dios  guarde  á  U8,> 

Nicolás  M.  Tuneo* 

MARINA  DE  Ot'EEKA*    LST  DE  23  DE  Jl'LJO  DE 
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1830,  estableciendo  y  organizando  sus  apos- 
taderos* 

El  Congreso  Constituyente  de  Venezuela : 
donsiderando  que  á  la  marina  nacional  debe  dár- 
mele una  organización  mas  conforme  A  las  c'r- 
cunstancias  actuales  de  Venezuela,  que  facilite 
el  servicio  y  disminuya  los  gastos  que  se  consi- 
deran necesarios. 

DECRETA. 

Art.  19  Se  suprime  el  primer  departamento 
de  marina  en  que  por  decreto  de  13  de  Febrero 
de  1827  se  habian  refundido  el  púmero  y  segun- 
do departamento  que  creó  la  ley  de  4  de  Octu- 
bre de  1821,  y  desde  el  dia  de  )a  publicación  d« 
este  decreto  cesará  la  comandancia  general,  la 
mayoría  general,  la  ayudantía  de  su  inspección, 
las  secretarías  de  la  comandancia  general  y  ma- 
yoría general. 

Art.  29  Se  establece  en  Puerto-Cabello  yin 
apostadero  de  marina,  y,  subsisten  los  apo^taut- 
ros  de  Guayana  y  Maracaibt». 

Art.  39  El  comandante  del  apostadero  de 
Puerto-Cabello  con  dictamen  y  consejo  de  su 
auditor,  v  en  su  defecto,  de  un  letrado,  conocerA 
de  las  causas  de  presas,  y  represas  y  piruterías 
y  otro.4  crímenes  cometidos  en  alia  mar,  cuyas 
sentencias  se  consultarán  á  la  Corte  Su|)erior  de 
Caracas  para  su  aprobación,  revocación  ó  reíor- 
mu  hasta  que  la  ley  disponga  otra  cosa. 

Art.  49  Todos  los  casos  que  ocurran  en  estas 
materias  en  los  demás  apostaderos  se  resolverán 
por  los  comandantes  de  marina  con  dictamen  de 
letrado,  y  con  la  misma  sujeción  á  la  Corte  Su- 
perior de  Caracas  indicada  en  el  artí::u]ü  an- 
terior. 

Art.  59  El  apostadero  de  Guayana  compren- 
derá ambas  riberas  del  Orinoco,  todas  las  bocas 
del  mar  y  la?  costas  de  barlovento  y  sotaventr), 
hasta  la  punta  llamada  Morro-viejo,  que  forma 
la  boca  grande :  el  apostadero  de  Puerto-Cabello 
des<{e  la  punta  dicha,  todas  las  cofias  de  las  pro- 
vincias de  Cumaná,  Barcelona,  C'aracas,  Cara- 
b(d)o.  Coro  hasta  el  cabo  de  San  Román  y  la  isla 
de  Margarita ;  y  el  apostadero  de  Maracaiho 
comprenderá  desde  el  cabo  de  San  Román  todas 
las  rostas  de  las  provincias  de  Coro  y  Maracaibo 
y  el  lago  de  este  nombre. 

Art.  69  El  comandante  d^  apostadero  ds 
I  Puerto-Cabello  tendrá  un  secretario,  que  ioseiá 
!  un  oficial  del  cuerpo  de  la  clabe  de^balierno, 
'  que  á  la  vez  ejercerá  las  funciones  de  oficial  de 
I  órdenes,  y  lo  elegirá  y  propondrá  la  comandan» 
I  cía  del  apostadero.  Este  secretario  sek'á  dotado 
)Í  con  dos  escribientes  con  la  denominación  de  pri- 
!nlero  y    aegüado,  cuyas   plazas  serán  ser  vidas 
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por  oficiales  subaUeroos  ó  por  aspirantes  de 
marina. 

^  único.  Si  por  falta  de  oficiales  ó  aspirantes 
no  pudiere  dotarse  la  secretaría  de  la  comandan'* 
cia  como  se  dispone  en  este  artículo,  sedestina*- 
rAn  proTisoriamente  amanuenses  particulares,  y 
en  este  caso  gozará  ei  amanuense  primero  la 
asignación  de  treinta  pesos,  y.  el  segundo  la  de 
veinticinco  pesos.  Estas  phzas  provisorias  cesa- 
rán en  eLmomento  que  haya  oficiales  con  que 
reemplazarlas. 

Art.  79  Las  secretarías  de  Maracaibo  yOaa- 
yana  serán  dotadas  con  un  escribiente,  cuya  pla- 
za será  servida  por  un  oficial  subalterno  del 
cuerpo,  y  mientras  se  provee,  se  destinará  pro- 
visoriamente una  persona  particular  con  la  asig- 
nación de  treinta  pesos,  siendo  del  cargo  de  los 
comandantes  de  dichos  apostaderos  el  despacho 
de  sus  secretarías. 

Art.  69  Los  comandantes  de  los  apostaderos 
se  entenderán  directamente  con  la  secretaría  de 
marina  sobre  todos  los  negocios  de  servicio  y 
economía  en  que  antes  se  entendían  con  la  co- 
mandancia general  del  primer  departamento  ó 
mayoría  general,  y  sobre  que  estas  dos  oficinas 
se  enteiidiaii  con  el  Gobierno.  Los  comandantes 
de  los  apostaderos  serán  por  ahora  capitanes  de 
ios  puertos  de  Maracaibo,  Puerto-Cabello  y  An- 
gostura. 

Art.  99  Se  suprimen  los  sueldos  de  maestros 
laiyores  de  carpintería,  maestros  mayores  cala- 
fites,  ayudantes  de  contramaestres  de  construc- 
ción y  maestros  de  toneleros  en  los  apostaderos 
en  que  Fe  estén  pagando  como  plazas  fíjas. 
Cuando  se  necesite  alguna  obra  se  hará  por  con- 
trntas  en  que  intervendrán  los  comandantes  de 
los  apostaderos,  los  tesoreros  en  calidad  de  co- 
misarios y  los  gobernadores  ó  jefes  que  hagan 
sus  veces  en  aquel  lugar,  y  no  se  ejecutarán  sin 
la  aprobación  del  Gobierno.  Solo  en  los  casos 
de  urgencia  se  procederá  á  la  obra,  debiendo  el 
Gobierno  ó  jefe  que  le  represente  librar  la  orden 
para  que  se  abonen  los  gastos  de  urgencia,  pero 
siempre  se  consultará  ai  Gobierno  para  obtener 
la  aprobación. 

Alt.  10.  La  Tesorería,  Administración  de 
Aduana  de  Puertn-Cabello,  la  Tesorería  de  ejér- 
cito y  hacienda  de  Maracaibo,  y  la  Tesorería 
Administración  de  Aduana  de  Angostura  ejerce- 
rán las  funcioncs^Ie  comisarías  de  marina  de  los 
respectivos  apostaderos. 

Art.  ll.^ara  el  servicio  del  almacén  de  Puer- 
to-Cabello subsistirá  un  guarda-almacén  con  ej 
seeldo  de  quinientos  pesos  al  año,  y  con  las  mis- 
mas funciones  que  le  detalla  el  reglamento  de 
arsenales  de  30  de  Octubre  de  18*22.  Los  efectos 
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de  marina  que  existan  en  Maracaibo  y  Guayaos, 
se  pondrán  al  cargo  del  guarda-almacén  de  la 
plaza,  quien  los  despachará  en  virtud  de  las  ór- 
denes del  comandante  del  apostadero  con  inter- 
vención del  tesorero  6  comisario  de  marina  pre- 
cediendo las  formalidades  prevenidas  en  el  de- 
decreto citado. 

Art  12  Los  tesoreros  comisarios  de  marina 
de  que  habla  el  artículo  10,;harán  formar  inven- 
tario de  las  existencias  de  géneíos  y  efectos  en 
sus  respectivos  apostaderos,  y  valorados  con  el 
conocimiento  del  comandante  del  apostadero,  les 
darán  entrada  en  sus  libros,  y  mensualmente  se 
harán  dar  por  el  guarda-almíícen  general  ó  por 
el  encargado  de  los  efectos  de  marina,  un  esta- 
do demostrativo  de  las  entradas  y  salidas  que 
hubiesen  ocurrido  en  todos  géneros  y  efectos,  y 
cada  cuatro  meses  la  cuenta  respectiva  de  su 
manejo. 

Art.  13.  el  dia  de  la  publicación  de  este  de- 
creto se  cortarán  las  cuentas  de  la  comisaría  de 
marina  del  primer  departamento^  y  desde  el 
mismo  dia  correrá  la  contabilidad  de  este  ramo 
en  cada  apostadero  al  cargo  y  responsabilidad 
de  los  tesoreros  comisarios. 

Art.  14.  Se  asignarán  para  gastos  ^de  escrito- 
rio de  las  secretatikts  de  los  apostaderos  doce 
pesos  mensuales  á  la  de  Puerto-Cabello,  y  ocho 
pesos  á  las  de  jMaracaibo  y  Angostura, 

Art.  16.  To.dos  los  empleados  que  existen  en 
la  parte  administrativa,  y  á  quienes  no  se  les 
señalen  funciones  por  el  presente  decreto,  cesa- 
rán en  sus  destinos:  así  mismo  se  suprime  el 
sueldo  de  escribano  de  marina. 

Art.  16.  Quedan  derogadas  todas  las  disposi- 
ciones que  sean  dbntrarias  al  presente  dec^to. 

Art.  17.  Comuniqúese  al  Poder  Ejecutivo 
para  que  disponga  su  cumplimiento. 

Dado  en  el  salón  del  Congreso,  Valencia  22 
de  Julio  de  1839— El  Presidente,  José  Vargas. 
El  Secretario,  Rafael  Acevedo. 

Valencia  Junio  23  de  1830.— Comuniqúese 
para  su  observancia — El  Jefe  del  Estado,  José 
A.  Páez — Por  S.  E.  el  Jefe  del  Estado.— El 
Secretario  de  marina,  Francisco  Carabaño. 

MARINA    DE  OITERRA.  LEY  DE   !(5üE  ABRIL  üf 

\Si4  organizándjla-^reforma  la  de  15  W 
Junio  de  1831,  página  141  del  cverpo  com,' 
prensivo  de  las  de  ese  año,  y  03,  número  9» 
del  cuerpo  de  1851. 
El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la 
República  de  Venezuela  reunidos  en  Con- 
greso» 

CONSIDERANDO  : 

Que  la  ley  de  15  de  Junio  de  1831,  sobre  or- 
ganización de  la   marina   militar  del   Estado 
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mientras  se   acuerda  la  ordenanza  correspon- 
diente,  requiere  alguna  reforma  para  el   mejor 
servicio  publico  en  el  mismo  ramo  ¿ 
decretan; 

Art.  19  El  orden  de  las  graduaciones  milita- 
res de  la  marina  es  el  siguiente:  capitán  do 
navio :  capitán  de  fr&gata  :  primer  \eniente  ; 
seg^undo  teniente:  guardia-marina.   ' 

Art.  29  Para  ingresar  en  la^  marina  en  clase 
de  guanlia^marina,  se  necesita  haber  hecho  eJ 
curso  en  las  escuelas  náuticas  del  Estado,  6  es- 
tar impuesto  en  las  materias  que  en  ellas  se  en- 
señan, previo  el  examen  en  el  apostadero  don- 
de corresponda. 

Art.  39  El  Podei  Ejecutivo  no  podrá  hacer 
promociones,  sino  para  llenar  las  vacantes  que 
ocurran,  en  cuyo  caso  observará  lo  siguiente: 
para  s^r  promovido  á  la  clase  de  segundo  te- 
niente, es  preciso  haber  navegado  cuatro -años 
en  los  bajeles  de  guerra  en  clase  de  guardia  mari- 
na, y  después  comprobar  $111  aptitud  y  buena  con- 
ducta por  medio  de  certiñeaciones  tíe  los  co- 
mandantes con  quienes  haya  navegado.  Para 
ser  ascendido  á  primer  teniente  se  necesita  ha- 
ber navegtMo  cuatro  años  en  los  bajeles  de 
guerra  en  clase  de  segundo  teniente,  y  obtener 
los  documentos  que  acrediten  su  aptitud  y  bue- 
na conducta.  Para  ser  ascendido  á  la  plaza  de 
capitán  de  fragata  se  necesita  haber  navegado 
tres  aílos  en  los  bajeles  de  guerra  en  clase  de 
primer  teniente^  y  haber  obtenido  por  lo  menos 
por  un  año  el  mando  de  algún  bajel,  y  compro- 
bar por  medio  de  las  certificaciones  expresadas 
su  aptitud  y  conducta.  Para  ser  ascendido  ni 
grad%superior  de  capitán  de  navio,  se  hace  ne- 
cesario haber  navegado  cuatro  años  en  los  ba- 
jeles de  guerra  en  la  clase  de  comandante  de 
ellos,  precediendo  los  documentos  de  los  co- 
mandantes de  los  apostaderos  á  que  pertenez- 
can, y  que  acrediten  su  aptitud  y  conducta. 

Art.  49  Los  sueldos  de  estos  empleados  son 
los  siguientes:  capitán  de  navio,  100  pesos  al 
raes:  capitán  de  fragata,  115:  primer  teniente, 
00:   segundo  teniente,  40:   guardia  marina,  12. 

Art  59  El  Ejecutivo  podrá  nombrar  practi- 
cajes de  cirugía  para  ios  buques,  en  los  casos 
que  los  juzgue  necesarios,  con  el  sueldo  de  30 
j>e808,  con  presencia  de  sus  dotaciones. 
•  Art  6.^  Los  comandantes  de  buques  de  guer- 
ra tendrán  30  pesos  de  gratiñcacioOi  y  20  los 
deroas  oficiales  de  dotación  en  ellos. 

^  áníco.  Si  las  embareaciones  armadas  per- 
manecen en  los  apostaderos  estacionadas,  6  en 
cualquiera  otro  puerto  habilitado,  por  convenir 
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así  a!  servicio  6  otro  motivo,  los  comandantes  y 
oficiales  de  ellas  no  percibirán  sino  la  mitad  de 
las  gratificaciones  antes  expresadas. 

Art.  7.  ®  Ningún  otro  individuo  embarcado, 
que  no  sea  oficial  de  dotación  en  el  buque,  ten- 
drá gratificación. 

^  Art.  8.  ®  Todo  individuo  embarcado  de  dota- 
ción en  los  bajeles  de  guerra,  tendrá  una  laoion 
diaria  de  armada. 

§  único.  El  Poder  Ejecutivo  determinará  cual 
sea  esta  ración,  arreglándose  á  las  costumbres 
del  pais,  y  á  las  necesidades  del  mar. 

Art.  9.  ®  En  la  clase  de  marinería  se  crean 
las  siguientes  plazas :  primer  contramaestre, 
segundo  .contramaestre,  marinero  de  primera 
clase,  marinero  de  segund%  ciase. 

Art.  10.  La  maestranza  de  los  bajeles  de 
guerra  se  reduce  á  carpintero  y  calafates. 

Art.  1).  Los  sueldos  de  los  empleados  de  que 
hablan  Jos  artículos  anteriores,  son  los  siguien- 
tes: primer  contramaestre  16  pesos,  segundo 
contramaestre  12,  marineros  de  primera  clase 
10,  marineros  de  segunda  clase,  8,  carpinteros 
12,  calafates  12. 

Art.  12.  Todo.in<fliíiáliio  de  marina  y  maes- 
tranza embarcado  de  dotación  en  los  bajeles  de 
guerra,  tendrá  al  año  un  vestuario,  compuesto  de 
dos  camisas,  dos.  pantalones,  un  sombrero,  un 
gorro  y  una  frazada. 

Art,  13.  Para  que  las  clases  de  marinería  y 
maestranza  teng-an  los  goces  que  se  han  señala- 
do, es  preciso  que  estén  embarcados  en  los  ba- 
jeles de  guerra  que  señala  el  Congreso,  ó  en  los 
desarníados  que  existan  en  los  puertos. 

Art.  14.  El  Gobierno  podrá  destinar  en  los 
bajeles  de  guerra  que  crea  convenientes,  en  vis- 
ta de  sus  dotaciones,  la  pequeña  guarnición  de 
infantería  que  corresponda  y  que  puede  sacar 
del  ejercita  permanente. 

§  único.  Los  sargentos,  cabos  y  soldados  de 
infantería  embarcados,  tendrán  bis  mismos  suel- 
dos y  vestuarios  que  en  el  ejército,  y  la  ración 
de  armada. 

Art  15.  Solo  habrá  capitanes  de  puerto,  en 
los  puntos  de  Guayana,  CumanA,  Guaira,  Puer- 
tocabeilo  y  Maracaibo ;  cuyos  destinos  serán 
desempeñados  por  oictales  subalternos  de  mari- 
na en  Guroaná  y  la  Guaira,  siéndolo  en  Guaya- 
na, Puertocabello  y  Maracaibo  por  loa  coman- 
dantes de  estos  apostad  ero^. 

^1.^  Pero  si  hubiere  jefes  licenciados  de 
marina  que  quieran  y  puedan  servir  las  cgi* 
pitaníás  de  puerto  de  Cumaná  6  la  Guaira»  ae^ 
r6n  para  eUp  preferidos,  gozando  entonces,  ade- 
mas de  la  tercera  parte  del  sueldo  quia  tengan 
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por  la  ley,  uno  igaal  al  de  primer  teniente  de 
marina. 

^  2.  ®  En  los  demás  puertos  habilitados  de  la 
República  se  desempeñarán  las  funciones  de  la 
capitanía  de  puerto  por  los  empleados  de  las 
respectivas  aduanas  que  designe  el  Gobierno,  las 
que  gozarán  entonces  de  los  emolumcntos^se- 
tlalados  á  loscapitanes  de  puerto. 

Art.  16.  Los  comandantes  de  los  apostaderos 
marítimos  y  los  capitanes  de  puerto,  ejercerán 
sus  destinos  por  cuatro  afios,  y  ni  el  Poder  Eje- 
cutivo, ni  las  autoridades  superiores  militares 
podrán  'deponer  de  sus  respectivos  empleos,  ni 
mandos  jurados,  á  los  que  los  desempeñan,  sino 
con  las  formalidades  ^establecidas  por  la  Consti- 
tución y  las  leyes. 

Art.  17.  Los  marineros  desde  capitán  de  navio 
hasta  guardia  marina,  vestirán  el  uniforme  si- 
guiente :  casaca  y  calzón  azul  turquí  con  solapa, 
cuello  y  vueltas  de  lo  mismo  y  botón  de  an- 
cla en  las  solapas,  vueltas,  carteras  y  faldillas, 
chupa  blanca  con  botones  de  ancla  en  las  sola- 
pas y  carteras,  corbata  negra,  espada  ceñida, 
sombrero  apuntado  con  la  escarapela  nacional,  y 
con  el  galón  de  oro  los  jefes,  y  sin' él  los  subal- 
ternos. Sus  divisas  militaras  serán  las  siguien- 
tes :  el  capitán  de  navio  dos  charreteras  de  ca- 
nelón de  oro  :  el  capitán  de  fragata  una  charre- 
tera de  canelón  á  la  derecha  y  una  espoleta  á  la 
izquierda :  el  primer  teniente,  dos  charreteras 
de  hilo  de  oro  ;  el  segundo  teniente,  una  charre- 
tera de  canelón  de  oro  en  el  hombro  derecho  ; 
el  guardia-marina  dos  espoletas  de  paño  con  vi- 
vos de  oro. 

^  6nico.  Todos  los  demás  individuos  que  sir- 
van en  la  marina  de  guerra  deberán  usar  boto- 
nes de  ancla. 

Art.  18.  Para  los  casos  que  puedan  ocurrir  en 
la  práctica  respecto  á  la  correspondencia  entre 
los  grados  de  los  oficiales  de  ejército  con  los  de 
la  marina  se  declara  lo  siguiente  : 

Orados  militares  en  la  marina^         Equivalen  en  el  ejérc. 

Capitán  de  navio Coronel  vivo* 

Capitán  de  fragata....        Primer  com.  idero. 

Primer  teniente Capitán  idem. 

Segundo  teniente..../       Teniente  idem. 

Guardia*>marina... Aspirante  idem. 

Art.  19.  Se  deroga  la  ley  de  15  de  JOnio  de 
1831  sobre  organización  de  la  marina  nacional. 
Dada  en  Caracas  á  13  de  Abril  de  1844,  año 
15.  ^  de  la  ley  y  34.  ^  de  la  independencia. — 
£1  presidente  del  Senado,  José  Mariade  Héres. 
— El  presidente  de  la  Cámara  de  Representan 
tes,  Jacinto  Gutiérrez. — El  secretario  del  Se- 
nado,   José  Ángel  Freyre,    .£1  setretario  de  la 


Cámara  de  Represen  tan  tes,  Juan  Antonio  Pé' 

rez. 

Caracas  16  de  Abril  de  1844,  año  15.  de  la 
ley  y34.  °  déla  independencia. — Ejecútese. — 
Carlos  Soublette.'-PoT  S.  £.— EllSlecieterío  de 
Estado  en  los  despachos  de  Guerra  y  Marina. 
-^Refací  Urdaneta  (•) . 
MARINA  DE  GUERRA  En* cada  año  se  decreta 

la  correspondiente.    Véase  Fkerza  tnarttima. 

MARINA   DE    GUERRA.  DECRETO  DE  7  DE  «ATO 

DE    1836  ordenando   la  venta  de  los    buques 
que  no  sean  necesarios. 
El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  déla 
República    de  Venezuela  reunidos  en  congreso 

DECRETAN. 

Art  19  El  Poder  Ejecutivo  procederá  á  la 
venta  de  los  buques  del  Estado  que  no  estime 
necesarios  para  el  servicio  pábüco. 

Art.  29  Para  que  tenga  efecto  esta  'disposi- 
ción, se  avisará  la  venta  anticipadamente  al  pú- 
blico, dándoselas  noticias  que  puedan  impor- 
tar á  los  compradores.  Ella  tendrá  lugar  en  pú- 
blico remate  en  el  dia  y  lugar  que  designe  el 
Poder  Ejecutivo^  «n  presencia  de  la  junta  eco- 
ndnriica  de  hacienda  respectiva  ,  y  ^n  aproba- 
ción del  Gobierno. 

Art.  39  La  venta  de  los  buques  y  sus  cargos 
se  hará  de  uno  en  uno  en  dinero  afectivo  ó  cré- 
ditos radicados  en  las  aduanas  6  tesorería,  y  se 
dará  la  buena  pro  en  favor  del  que  hiciere  mejor 
postura:  todo  ajuicio  del  Poder  Ejecutivo. 

Art.  49  Los  expedientes  de  remate,  se  diri- 
girán al  Secretario  de  Hacienda  junto  con  los 
créditos  amortizados,  para  que  se  publiquen  en 
extracto  por  la  Gaceta. 

Dado  en  Caracas  á  6  de  Mayo  de  1836!%9  ^^ 
la  ley  y  26  de  la  independencia. — El  presiden- 
te del  Senado,  Ignacio  Fernandez  Peña. — El 
presidente  de  la  Cámara  de  Representantes, 
Pedro  Quintero. — El  secretario  del  Senado,  Ra- 
fael Acevedo. — El  diputado  secretario  de  la  Cá- 
mara de  Representantes,  /,  A.  Peres. 

Caracas  Mayo  7  de  1836,  79  y  269.— Ejecú- 
tese.— £1  Vicepresidente  de  la  República  encar- 
gado del  Poder  Ejecutivo,  Andrés  Narvarte.-^ 
Por  8.  £• — El  Secretario  interino  de  Guerr^y 
Ma r¡ n  a,  Francisco  Jfíernaiz, 


(*)  Análisis  comparativo  de  las  leyes  de  \5  de 
Junio  de  1831  y  16  de  Abril  de   1844  sobre- 
marina  de  guerra. 

La  sola  diferencia  entre  émbas  es,  qnelá  primera  (( lo 
del  artícalo  16)  solo  eonoedía  áloe  jeífes  licanciadoA  de 
marina,  une  desempeñaran  las  capitanías  de  puerto  de  Cn- 
maoá  6  lit  Guaira  la  tercera  parte  del  sueldo  qoe  la  ley 
les  señalaba;  y  la  se^nda  les  acordó  ademas  de  eüa  «■ 
sueldo  igual  al  do  primer  teniente  de  marina. 
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MARINA  DE  ouBRRA   Véase  GuardAlmactnes 
ó  guarda-parques  de  artillería. 

MARINA  DK  OUKRRA.   DKCRBTO  EJCOVTlVO    DE 

coLoxBiA^DB  16  DE  DICIEMBRE  DE    IS^B   de- 
clarando vigentes  en  la   república  las  orde- 
nanzas de  1793,  y  sus  adiciones,  y  no   las  de 
1802  derogadas  por  la  orden  de  1860. 
Francisco  de  gaula  Santander  general    de 
división  de  los  ejércit(fs  de  Coiumhia,   vicepre- 
sidente de  la  República   encargado   del  poder 
ejecutivo  etc.  etc.  ^,-# 

Habiéniittee  suscitadh  dudas  entre  el  coñían- 
dante  general  de  ia  escnadra  de  operaciones, 
que  se  reúne  en  Oarlajena  y  el  comandante  ge- 
neral de  marina  del  tercer  departamento  sobre 
cual  de  las  ord^anzas  de  marina  de  1793  y  1802 
debía  conserrarse  en  observancia  ;  vistos  los  in- 
formes que  se  han  evacuado  por  parte  de  la  co- 
mandancia geoeraj  de  marina  con  remisión  de 
un  Ruaderno  impreso  en  Madrid  en  1807  de  or- 
den del  Príncipe  gen«ralísimo  almirante  con  el  tí- 
tulo óe  Resumen  de  las  aclaraciones,  alteración 
nes  ó  novedades  resultantes  de  reales  ordenes 
en  las  ordenanzas  generales  de  la  armada  na- 
•a¿,  del  cual  resulta  que  por  real  orden  de  21 
de  Setiemore  de  1^)6  mandó  suspender  la  ubser- 
Tancia  de  la  ordenanza  naval  <tel  año  de  1802  y 
^ue  se  observen  las  ordenanzas  generales  de  la 
armada  del  aJIo  de  1793  con  sus  adiciones  ;  y 
considerando  ;  I O  que  U  ley  del  congreso  cons* 
títuyénte  de  14  de  Octubre  de  1821  creando  una 
dirección  de  marina,  parece  haberse  referido  á 
las  ordenanzas  de  1793  que  scm  las  que  hablan 
de  este  (empleo,  y  por  consiguiente  las  que  quiso 
que  se  continuaran  observando  :  2^  que  en  vir- 
tud fie  la  real  orden  de  1806  quedaron  insubsis- 
tentes las  ordenanzas  navales  de  1802,  y  no  po- 
dría entonces  referirse  á'ellds  nuestra  citada  ley 
de  1821,  pues  una  autoridad  legítima  para  este 
|»eis liis  habia  derogado:  y  3?  que  la  fecha  de 
1806  no  está  incluida  en  la  que  declaró  la  ley 
de  14  de  Mayo  de  1824  para  que  no  se  considera* 
sen  como  leyes  vigentes  las  cédulas,  ú  órdenes 
emanadas  del  Gobie/nn  español: — declaro  en 
ejecución  del  artículo  188  de  la  Constitución,  que 
eji  la  República  no  pueden  considerarse  vigen- 
tes las  ordenanzas  navtile^t  españolas  de  lb02 
derogadas  por  la  orden  de  21.  de  Setiembre  de 
1806,  sino  las  ordennnz  is  generales  de  1793  y 
41  sos  ediciones  en  cuanto  no  s(f  opongan  alas  leyes 
fundamentales,  y  demn  dectetos  y  leyes  del 
Congreso,  y  reglamentos  del  Poder  Ejecutivo 
espedidos  con  la  competente  nutorlzacion  del 
legiéUtivo.-^El  Secretario  de  Kstado  del  Despa- 
cho de  Marina  y  Quería  quela  encargado  de  la 
ejecución  de  esledccretotconiunicándolo  á  quie* 
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nes  corresponda,  y  circulándolo  á  todas  las   au- 
toridades de  la  República. 

Dado,  y  fírmado  de  mi  mano  en  el  palacio  del 
Gobierno  en  Bogotá  á  15  de  Didembre  de  1825- 
lOf-Fran  cisco  de  P*  StfW<<2«t/cr.-Er  Secreta  rio 
de  Eí9ta<lu  del  D.  de  Marapa,  Carlos  Soublele. 
jVÍARINA.    de  goerka.    decheto  ejecutivo 

DE  16  DK  JUNIO  DB  \S3\  fijan do   la  dotación 

y  raciones  de  los  buques* 
Diego  Bautista  Urbaneja,    Vice- presidente  de 

la  Rej^blica  -da^  Venezuela  encargado  del 
^  Poder  Ejecutivo,  <J». 

CONSIDERANDO. 

19  Qwe  ror  el  decreto  del  Congreso  de  4  de 
Junio  de  este  año  deben  ñjarse  las  dotaciones 
que  correspohden  á  los  bajeles  de  guerra. 

2<^  Que  para  la  economía  y  buen  orden  es 
preciso  fijar  la  dotación  material  de  cada  bajel 
de  los  arma  don  ;  y 

39  Que  la  ley  orgánica  de  marina  autoriza  al 
Gobierno  para  señalar  ia  ración  de  armada,  he 
venido  en  decretar,  y 

DECRETO. 

Art.  1?  La  goleta  independencia  apostada  énPu^r- 
to-Cabello  .tendrá  la  suB^nte  dotación  personal. 

1  Primer  tAnierw  comandante. 

2  Segundos  tenientes   uno  de   ellos  ea- 
cargadq^del  detal. 

4  guard ulna  riñas. 

1   practicante  de  cirujía. 

1  contramaestre. 

1  carpintero. 

1  Caiafate. 

1  sarjento  29  de  infantería. 

2  xabos  i9  y  29  de  id. 
10  soldados. 

•^     16  marinents  de  1&  clase. 
20  id«  de  %  id. 

.60. 


h^  goleta  Puerto-Cabello  apostada  en  Puerto- 
Cabello  tendrala  siguiente* 

1  primar  teniente  comandante. 

1  segunde^  teniente  encargado  del  detal. 

3  guardiamarinas, 

1  practicante  de  cirujía. 

1  contramaestre. 

1  carpintero. 

1  calafate. 

2  cabos  19  y  29  de  infantería. 
8  soldados, 

10  marineros  de  primera  clase. 
16  id.  segunda  id. 


45. 


874 


«batbO  de  la  ukublaciok 


=F 


MAR 


La  goleta  Libertad  apostada  en  Maracaibo 
tendrá  isual  fuerza  que  la  goleta  Puerto-Cabello 
La  balandra  Carabobo  del  apostadero   de  Ma- 
racaibo, tendrá  la  sigaieate 

1  segundo  teniente  comandante. 
1  id  id.  encargado  del  detal. 

3  guardia  marinas. 
1  contramaestre* 

1  carpintero- 

1  calafate. 

1  cabo  segundo  de  in%nt£ría. 

4  soldados.  ,  -  ^ 
6  marineros  1.   clase. 

12        Ídem     2    ídem 
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Las  balandras  San  Félix  y  Angostura,  del 
apostadero  de  Guayana,  tendrán  igual  -fuerza 
que  la  Carabobo. 

La  caladora  Ayacucho  del  apostadero  de 
Guayana,  tendrá  la  siguiente. 

1  segundo  teniente  comandante. 
2  guardiamarinas  (uno  dé  ellos  encargado  del 
detal.)  ,  ^, 

1  contramaestre  tagundo. 

4  marineros  primera  clase. 

16  ídem  segunda  idem. 

"24 

Art.  2'  Los  buques  desarmados  de  Puerto- 
Cabello  tendrán  la  «¡guíente 

La  fragata  Cundinamarca 
1  segundo  teniente. 
1  calafate : 
18  marineros  segunda  clase.  '^ 

20  • 

La  corbeta  Ceres 
4  marineros  segunda  clase. 

La  corbeta  Úrica.  **' 

4  marineros  segunda  clase.. 
£1  bergantín  Pichinjpha 
4  marineros  segunda  clase. 
Los  tres  bergantines,  tres  pailebotes  y  la  fle- 
chera gu  aire  ña. 

I  marinero  segunda  clase. 
Para  la  supervigilancia  en   el  cuido  y  aseo  de 
la  Ceres,  Úrica,  Pichincha,  Pailebotes,  Flechera, 
y  Ponches,  se  nombra  un  segundo  teniente. 

Los  buques  desarmados  en  Maracaibo  ten- 
drán la  siguiente 

La  goleta  AtrcTÍda,  cañoneras  Belona,  Zulla, 
Intrépida  y  Muía,  y  las  flecheras  Vengadora, 
Ponnii  y  Santo  Domingo. 
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5  marineros  d«  segunda  clase. 

Se  destina  para  la  su pervigíl ancla  y  cuido, 
de  los  buques  desarmados  en  Maracaibo,  un  se- 
gundo teniente. 

Art.^  3.  En  los  bajeles  de  guerra  armados  se 
admitirán  hasts  seis  jóvenes'  arentureros  que 
tendrán  solamente  el  goce  de  la  ración,  y  abier- 
ta la  carrera  de  la  arma. 

Art.  4.  Las  dotaciones*  personales  de  los  ba* 
'  jeles  armados  y  desarmados  no  podrán  ser  al- 
terados sin  previa  (Srden   del  Gobierno  :  las  que 
íuesA^&in   este  requisito,  410  serán   legadas  por 
los  respectivos  tesoreroa. 

Art.  5.  Las  dotaciones  de  ios  bajeles  de  guer* 
ra  serán  precisamente  ajustadas  y  pagadas  ca- 
da tres  meses  por  sus  respectivos  apostaderos,  y 
recibirán  exactamente  cada  año  él  vestuario  qué 
le  corresponde  por  lei. 

Art.  6.  Los  marineros  embarcados  en  los  ba- 
jeles de  guerra,  prestarán  su  servicio  solo  por 
cuatro  añus,  al  cabo  de  los  guales  serán  Ucencia* 
dos  y  reemplazados  en  sus  apostaderos  en  los 
términos  que  la  ley  previene. 

Art.  7.  Quedan  autorizados  los  comandantes 
de  los  apostaderos  para  que  á  propuesta  de  los 
comandantes  de  los  bajeles  de  guerra,  concedan 
los  ascensos  comprendidos  entre  marineros  de 
primera  clase  y  primer  contramaestre,  siempre 
que  haya  vacantes,  según  U  fuerza  que  se  se- 
ñala por  este  decreto. 

ArL  8.  Los  buques  de  guerra  que  por  decre-« 
lo  quedan  armados,  tendrán  su  dotación  mate- 
rial en  estos  términos. 

Cargo  del  Contramaestre. 

El  contramaestre  tendrá  á  su  cargo  dos  jue- 
es  de  jarcié,  uno  pendiente  y  otro  de  repuesto, 
os  juegos  de  toda  la  maniobra  de  labor,  uno 
pendiente  y  otro  de  repuesto  :  dos  juegos  de 
velas,  uno  pendiente,  y  otro  de  repuesto  ;.  dos 
cables  ó  cadenas :  dos  calabrotes  :  dos  amelas 
grandes,  y  una  pequeña:  la  aguada,  vacijería, 
toldos,  mangueras,  lastre  y  lahorra  que  corres^ 
ponda  á  cada  bajel.  * 

Estará  á  cargo  de  un  guardia-marina  el  del 
condestable,  y  tendrá  ba}o  su  responsabilidad  lo 
siguiente. 

.  Cargo   del  Condestable.  ^ 

Cien  tiros  de  pqjl^ora  encartuchados  por  ca4a. 
cañón  de  los  que  pertenezcan  al  bajel :  ochenta 
balas  por  cada  cañen  :  quince  tiros  de  metralla  | 
por  cada  id.  y  cinco  de  palanquetas  por  id  :  dos 
juegos  de  armas  completos  para  la  artilla|ía  ds 
cada  bajel :  dos  juegos  de  armas  completos  pa*. 
ra  la  guarnición  de  infantería  que  (grrcjp^oodé 
á  cada  bajel :  dos  pistola^,  un  chu  jf;  una  ha<% 
chuela  de  abordaje,  un  sable  y  naa  canana  par^ 
cada  hombre  de  los  de  dotación  en  él  bajet: 
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doscientos  tiros  embalados  de  fusil  por  cada  uno 
de  los  que  se  señalen  de  dotación :  cincuenta 
tiros  embalados  de  pistola  por  cada  uno  de  los 
de  dotación :  la  pólvora  necesaria  para  cebar  y 
los  mixtos,  cohetes,  mechas  y  faroles  necesarios 
para  cada  buque. 

Cargo  ¿el  Piloto. 
Estará  á  cargo  de  un  guardiamarina   e)  de  pi- 
loto y  tendrá  bajo  su  responsabilidad  lo  siguien- 
%  te. 

Doa  juegos  de  compases  de  vitácora,  un  an- 
teojo, un  barómetro,  un  juego   de  cartas' mari- 
nas, dos  juegos  de   ampolletas,  correderas  y  es- 
.  caudalosas,  y  los   mas  instrumentos  ópticos  y 
marinos   que  posea  hoy  cada  baje],  y   las   ban- 
deras y  gallardetes  nacionales  y  extranjeros,  y 
aquellas  de  señales  que  fuesen  necesarias. 
Cargo  del  Cirujano. 
£1  practicante  de  cirujía  tendrá  bajo  su   car- 
go  y  responsabilidad  lo  siguiente. 

Una  caja  completa  de  cirujía,  los  vendajes  é 
hilas  necesarias,  y  el  pequeño  botiquín  que  pue- 
da necesitar  cada  bajel. 

Cargo  del  Carpintero. 
El  carpintero  tendrá  bajo  su  cargo  y  respon- 
sabilidad i(%  siguiente. 

Una  caja  completa  de  las  herramientas  de  su 
oficio,  y  la  madera  de  repuesto  que  hubiese  á 
)H>rdo. 

Cargo  del  calafate. 
El  calafate  tendrá  bajo  su  c»rgo  y   responsa- 
bilidad lo  siguiente. 

Una  caja  completa  de  las  herramientas  de  su 
^        oficio,  dos  juegos  completos  de  bombas,  y  la  es- 
topa, brea,  alquitrán  y  sebo  que   necesite  cada 
bajel. 

Se  señala  fiara  cado  una  de  laa goletas  a«nia- 
^  das  una  lancha  y  dos  boles  con  todos  sus  ense- 
res y  proporcionados  al  buque  que  se  destinap» 
«Las  balandras  tendrán  una  lancha  y   un  bote 
con  todos  sus  enseres,  y  bajo  la  proporción  an- 
terior. A    la  caladora  Ayacucho  se  le   señ^li^n 
"<}os  largas  curiaras  con  los  canaletdps  anexos. 

Art.  9.  Las  dotaciones  materiales  que  por  el 
artículo  anterior  se  señalan  paVa  cada  bajel,  nu 
podrán  sef  aumentadas  ni  disminuirlas. 

Art.  10.  Nada  puede  suniinistrarae  á  los  baje- 
les de    guerra   sino  en  reemplazo  de  lo  que   se 
excluye,  llenándose    para  esto  las  formalidades 
que  se  previenen  por  el  artículo  11,  del  decreto 
*de]  constituyente  de  ^  de  Julio  úhimo. 

Art.  11.  Los  administradores  en  cada  apos- 
tadero^ en  unión  del  cornandAote  d«  él,  pasa- 
rán revista  cada  seis  meses  á  cuantos  jntíctilofr 
existen  á  bordo  de  !•«  bajeles  que  les  corres- 
ponda, comparando  escnipulosA méate  sus  in- 
ven tartos  con  lo  existente. 
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Art,  12.  A  cada  bajel  de  los  armados  se  le 
señala  dos  luces  diarias,  y  una  por  cada  dos  de 
los  desarmados,  si  estuviesen  en  el  agua. 

Art.  13.  La  ración  de  armada  que  corres- 
ponde á  cada  uno  de  los  individuos  embarca- 
dos se  compondrá  de  lo  siguiente* 

'<  Una  libra  de  carne  salada  ó  fresca,  ó  en  su 
defecto  dos  libras  de  pescado. 

•*  Una  libra  de  pan"íresco  ó  galleta,  ó  su  equi- 
valente en  plátanos,  ñame  ú  otra  raiz. 

Cuatro  onzaf  de  arros,  frijoles  ú  otra  menes- 
tra, j^ 

*•  Un  quinto  de  botella  de  rom. 

<*  Una  onza  café  ó  cacfo  triturado. 

**  Una  id.  azúcar  grieta  ó  su  equivalente  en 
papelón. 

•»Una  onza  de  manteca  para  tres  dias,  6  un 
déómo  de  botella  de  vinagre  diario  por  plaza« 

Una  libra  de  carbón  ó  dos  de  leña. 
Art.  14.  Los  administradores  en  los  res- 
pectivos apostaderos  no  dispondrán  el  sumi- 
nistro de  raciones  de  armada  sin  preceder  la  jus* 
ta  distribución  de  las  que  hubiese  tomado  el  ba- 
jel anteriormente. 

Art.  15.  Si  por  avex^(í  otro  motivo  arribase 
un  bajel  de  los  aimadnl  un  puerto  que  no  per- 
tenezca á  su  apostadero,  los  administradores  íes- 
pectivos  podrán  suministrar  raciones  y  abonar 
á  buena  cuenta  de  los  sueldos  y  gratificaciones 
de  las  dotaciones  del  bajel ;  pero  haciendo  el 
respectivo  cargo  al  apostadero  á  que  corres- 
ponda. 

Art.  16.  L3S  embarcacioires  armadas  no  •  po- 
drán permanecer  en  puerto  sino  el  tiempo  pre- 
ciso para  refrescar  víveres,  recorrer  averías  y 
recibir  instrucciones  del  gobierno. 

•^Art.  17.  Los  comandantes  de  los  apostaderos 
procurarán  que  las  fuerzas  destinadas  en  ellas 
no  se  reúnan  en  puerto,  á  menos  que  causas 
particulares  lo  exijan.  ^, 

Art.  18  El  secretario,  de  estado  en  el  dcspa- 
ch<^  de  guerrar«y  marina  queda  encargado  de  la 
ejecución  de  este  decrotot»' 

D.ido  en  Valencia  á  diez  y  seis  de  Junio  de 
mil  ochocientos  treinta  y  uno — Segundo  de  la 
ley,  y  vigésimo  primero  de  la  independencia. 
-^D^ego  Bautista  Ürbaneja, —  Por  S.  E.  el  v¡- 
ceprcií^idente  encargado  del  Poder  Ejecutivo. — 
El  secretario  interino  de  guerra  y  Wrina,  Ma- 
nuel Muñoz. "-^Ea  copia. — Muñoz, 
MARINA  DE  ODBRRA.  Véaso.  Racwnes  de  la 

tropa  cuando  $e  eneuerUra  ie  trasporte  4n  los 

buques  de  guerra. 

MARIN-A  »B   oüBitRA,     RmiTLiNTioN  Ejscv- 
TivA     »B     17   ps  Fbbrsbo   PB     1837  diS' 
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poniendo  la  remisión  trimestral  al  Poder 
Ejecutivo  de  los  estados  de  los  almacenéis 
de  jiíat  i  na. 

CIRCULAR. 

Hepáblic%  fie    Venezuela. — Secretaría  de  Es-, 
tado  en  los  despachos  de  Guerra  y   Marina 
— Ramo  de  Marina — Sección  única. 

Caracas  17  de  Febrero  de  1837,  8.  ®   y  27. 
Al  Sr.  Coman  lanie  del  Apostadero  de...  .. 
Con  esta  fecha  *23  de  Jnnio  de  iSSS  se  previno  á 
U.  pnr  esie   MinÍ3ter¡a?3kn  orden  circular   núni. 
127  lo  que  copio. 

•*  Hace  tiempo  qne  »dejan  de  remitir  de  ese 
apostadero  los  estados  de  almacenes,  y  siendo 
neresarii»  este  documento  en  este  despacho,  ha 
resucito  S.  E.  diga  á  ü.  se  remitan  dichos  esta- 
llos valorados  cada  trimestre  por  conducto  de 
U  debiendo  estar  aquí  los  primeros  á  principios 
del  año  económico  próximo  :  digolo  á  U.  para 
sn  exacto  cumplimiento,  haciéndolo  trascenden- 
tal á  loi>  guardalmacenes  respectivos/'  El  Go- 
bierno  al  tener  que  instar  el  cumplimiento  de 
órdenes  de  esta  naturaleza,  reprueba  el  poco 
celo  de  parte  de  alguno^  de  sus  empleados,  des- 
cuidando asi  los  deberes  de  su  destino  con  per- 
.juicio  cierto  del  servicio.  En  este  despacho  no 
hay  constancia  de  tal  docun^ento,  en  todo  el  año 
de  1836  y  mucha  parte  de  1835,  apesar  de  ha« 
ber  sido  la  época  on  que  se  libró  la  disposición 
preinserta;  siendo  esta  la  eausa  que  mueve  hoy 
á  S.  E.  á  prevenir  á  U.  de  nuevo  la*  formación 
de  lo9  estados  mencionados,  ton  tal  brevedad 
que  dche  remitir  el  primero  (que  corresponderft 
á  los  meses  de  Enero,  Febrero  y  Marzo)  á  es- 
te Ministerio  en  tolo  el  mes  de  Abril,  y  del  31 
de  Marzo  datarán  los  siguientes  trimestres.  Gl 
modelo  adjunto  facilitarft  mucho  la  operach)n 
que  se  desea.  Quiere  el  Gobierno  que  iguales 
relaciones  se  formenj^^ej}  cada  uno  de  los  afma- 
cenes  de  los  puertos  dependientes  de  ese  apos- 
tadero, y  que  vengan  á  'este  Ministerio  por  con- 
ducto de  U.  ;  á  cuyp  fin  deberá  pasar  á  'sus 
respectivos  capitanes,  copias  del  modelo  que 
acompaflo.  Kspcra  el  Gobierno  que  no^e  dará 
lugar  &  una  nueva  providencia  por  íaltH  de 
pronto  cumplimiento  á  la  presente. 

Dios  guarde  á  U.— Jb«é  Félix  manco.    ■  '' 
'  Es  copia,  Blanco. 

MARINA    DE    GUERRA.      RESOLUCIÓN     fijBC7- 

TivA  i>E  14  DE  MAyo  DB  1840  decía* 
randa  quién  hará  las  veces  de  los  capitanes 
de  puerto  donde  no  los  hayct. 

Jiepública  de  Venezuela. — Secretaria  de  Es* 
tado  en  el  Despacho  jde  Hacienda, — Cara* 
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cas  Mayo  14  de  1840,    11  y  30 
Circular  á  las  Adnoiías. 

Seflor.— En  el  expediente  de  la  materia  h« 
recaido  la  resolución  Rtguíente  : 

Con  el  objeto  de  evil^r  en  lo  sucesivo  Ut 
doda!«  y  consultas  que  frecuentemente  se  diri- 
gen al  Gobierno,  y  que  han  dado  ocasión  á  di- 
versas resoluciones,  acerca  de  los  empleados 
que  deben  desempeñar  las  funciones  de  capitanes 
de  puerto  en  donde  no  hay  establecidos  por  1» 
ley  thles  funcionarios  ;  y  deseando  arreglar  es- 
te pUAto  de  una  manera  estable  y  uni^rme,  S.  E. 
el  Poder  Ejecutivo  en  uso  de  la  facultad  qae  le 
concede  el  artículo  16,  $  29  de  la  ley  orgánica 
de  marina  de  15  de  Junio  de  1831,  resuelve  por 
regla  general :  que  en  los  puertos  habilitadoa 
don  le  no  haya  capitanes  de  puerto,  ejerzan  las 
funciones  de  estos  los  administradores  de  adua- 
na, quedando  de  consiguiente  derogadas  las  dis- 
posiciones anteriormente  expedidas,  y  expresa- 
mente revocado  el  párrafo  final  de  la  de  IQ  de 
Agosto  de  lb39  en  la  parte  en  que  confiere  áloe 
intervcniort-r  el  referido  encargo. 

Y  lo  trx  cribo  á  U.  para  su  inteligencia  j 
demás  fines  que  requiera  eu  cumplimiento. 

Soy  de  Ú.  muy  atento  servidor. — G.  Smikt. 

MARINA  DE  o  UBRE  A.  Reglas  para  su  servicio. 
Véfise.  Milicia  nacionaí^  ^ 

MARINA  DK  oüBRRA.  Sueldo  qiie  del)en  go- 
zar ios  primeros  y  segundos  Comandantes  en 
las  flecheras  armadas  de  gnerra,  los  marine- 
ros de  estas,  y  los  oficiales  habilitados  para 
servir  en  la  armada.   Véase  la  nota  (1). 

MARINA  DE  ovERRA.  Decreto  Ejecuti- 
vo DE  11  DE  Octubre  db  1851  dispo* 
•» 

(1)  Consultado  al  Poder  Ejecutivo  por  qd  empleado  • 
en  rentas  acerca  del.  sueldo  que  debenan  devengar  los 
primeros  y  segundos  comandantes  de  las  flecheras  ar- 
madas en  guerra,  los  marineros  que  compusiesen  la  tri- 
pulación de  estos  bajeles  y  los  oficiales  habilitados  pa- 
ra servir  en  la  aimada,  puesto  que  la  ley  no  había  pre»  . 
visto  estos  casoSj  se  resolvió  por  panto  general  en  29  de 
Agosto  último  \  1.  o ,  que  los  individuos  llamados  al  sei^ 
vicio  en  calidad  de  f>rimeros  y  segundos  comandantes  de 
flecheras  y  esquifes,  ó  cualesquiera  otros  bajeles  de  los 
que  compusiesen  las  fuerzas  sutiles  que  obraban  en  la  Re- 
pública, disfrutarían  del  sueldo  mensual  de  80  peso»  ftt 
"primeros  y  20  los  segundos ;  2.  ^ ,  que  á  los  marineros  de 
las  mismas  embarcaciones  se  les  pagase  el  sueldo  que  k 
ley  de  16  de  Abril  de  1844  sefiala  á  los  marineros  de  se- 
gunda clase  con  las  mismas  gratificaciones  y  raciones  de  • 
armada ;  8.  ® ,  que  los  oficiales  habilitados  para  servir  «■ 
los  buques  de  guerra  percibiesen  los  mismos  sueldos  y 
obtuviesen  los  demás  goces  que  la  citada  ley  sefiíte  áloe 
oficiales  efectivos  i  y  4.  ^ ,  que  se  diera  cuenta  al  Cod- 
CTeso  en  su  próxima  reunión  de  lo  resuelto  por  el  Go- 
bierno, a  fin  de  que  reviese  U  ley^ue  organiza  k 
marina  nacional,  y  k  refonnara  de  modo  que  compren- 
diese los  casos  enunciados.  Memork  de  guerra  de  49l  p,61. 
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niendo   que  los  buques  de  guerra  armados 
cuando  no  estén  empleados  en  el  servicio  mi- 
'  litar,  se  ocupen  eji  celar  y  perseguir  el  con- 
trabando. 

JOSÉ  GREGORIO  MONAGAS, 
General  de  Divisionj  Presidente  de  la  Repú" 
blica  de  Venezuela,  4*-  4*'  ^' 
Considerando : 
Quo  después  de  afianzar  la  paz  j  el  buen  órj 
den  público,  uno  de  los  principales  deberes  de 
Gobierno   es  el  de  cuidar  la  fiel    observancia  de 
les  leyes  fiscales:   en  uso  de  la  facultad  que  me 
concede  el  artículo  12  de  la  ley  de  19  de  Mayo 
de   1843,  y  de  consuno  con  los  artículos  134  y 
136  de  la  Constitución  ;   oido  el  Consejo  de  Es- 
tado, he  venido  en  decretar  y 

Decreto. 

Art.  1.®  Siempre  que  parte  ó  todos  los  bu- 
ques de  guerra  armados  no  estén  empleados  en 
el  servicio  militar  ó  en  prevención  para  él,  ha- 
rán el  servicio  auxiliará  las  Rentas  para  el  celo 
y  persecución  del  contrabando,  y  al  efecto,  se 
pondrán  de  acuerdo  los  respectivos  Ministros 
Secretarios  de  Guerra  y  Marina  y  el  de  Ha- 
cienda para  combinar  la  eficacia  de  este  servi- 
cio sin  perjuicio  de  aquel. 

Art.  29  Quedan  generalmente  comisionados 
lossefiorés  Comandantes  de  los  buques  de  guer- 
ra, y  se  les  ordena  que  en  todos  sus  viajes  y  cru- 
ceros cumplan  con  los  debeijCjp  sefialados  á  los 
guarda-costas  en  la  ley  de  r9  de  Mayo  de  1S43, 
en  los  artículos  7.  ® ,  8,  ®  y  9,  ®  por  cuanto*no 
sea  en  perjuicio  de  íu  comisión  militar  que  de- 
ben cumplir  con  preferencia. 

Art.  3.  ^  Quedan  derogadas   todas  las  dispo- 
*  sicionea  del  Poder  Ejecutivo^Ueriores  que   no 
estén  en  consonancia  con  las  fllBentes. 

Art.  4.  ®  El  Ministro  Secretario  de  Estado 
•n  los  Despachos  de  Guerra  y  Marina  queda  j^a- 
cargado  de  la  ejecución  de  este  decreto.  Pi^ft; 
quese  y  circúlese  á  quienes  corresponda. 

Dado  en  Caracas  á  11  de  Octubre  de  lS6i, 
afio  2SS  déla  ley  y  41  de  Ifl  independencia. 

José  Gregorio  Monágas. 

£1  Secretario  de  Guerra  y  Marina. — Carlos 
t.  Castellu 
MARINO  (Mariana).    Véase  Pensiones,  D* 

de  24  de  Marzo  de  1845. 
^MARREKO    (María    dkl    Carmen).  Véase 

Pensiones,  V.  de  21  de  Abiil  de  1843. 
MATEMÁTICAS.  Véaa«  Academia  de  mate- 
máticas. 
MATRICULAS  du  bstumos.  Derechos  por 

•Uas.  Véase  Instrucción  pública\  L.  L.3.^ 
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art.  3,  y  8.  *  ,  art.  17  y  CoUgios  nacionales^ 
(Apéndice  al  primer  tomo)  D.  E.  R.  de  27  de 
Marzo  de  1854,  art.  15, 

MATRICULAS  de  estudios.  Resolución 
EJECUTIVA  DE  23  DE  Enero  DE  1851  de- 
clarando cuanto  deben  pagar  por  este  res- 
pecto lo9  alumnos  de  la  clase  de  anatomía 
del  Colegio  de  Cumaná. 

Secretaria  del  Interior  — Sección  cuarta. — Caracas,  Ene- 
ro 23  do  1851. 

Resuelto. — Dígase  alíseiior  Rector  del    Cole- 
gio nacional  de  Cumaná. 

Se  ha  recibiílo  en  este  Ministerio  la  nota   de 
U.  de  12  de  Diciembre  último  en  que    consulta, 
cuanto    deberán  satisfacer  por  la  matrícula   los 
alumnos   de  la  nueva  clase  de  anatonaíaqu  e    se  • 
ha'  establecido  en  ese  colero.  ^ 

No  habiéndose  dado  en  el  decreto  legislativo  - 
de  26  de  Marzo  de  1850  la^reglas  que  debian 
observarse  en  todo  lo  relativo  al  establecimiento 
de  las  clases  de  ciencias  que  él  acordó  en  el  Co- 
legio Nacional  de  esa  proiUncia,  ni  siendo  apli- 
cables en  su  plenitud  las  dadas  para  las  univer- 
sidades y  colegios,  S.  B.  el  Vire  presidente  de 
la  República  encargado  del  Poder  Ejecutivo  ha 
creído  justo  y  conveniente  escoger  un  terminó 
que  favorezca  en  parte  las  rentas  del  colegio  y 
no  grave  á  los  alumnos,  y  en  jconsecuencia  ha 
resuelto  que  se  pague  pur  la  matrícula  la  suma 
de  20  reales  que  entrará  á  dichas  rentas. 

Tengase*  honor  de  comunicarlo   á  U.  pawi  su 
inteligMjpia  y  en  contestación  k  su  citada    nota.    ^ 
— Soy  S^. — Trascríbanse  al   Gobernador  de  Cu- 
maná  y  publíquese.-^Por  S.  E. —  Yepes. 
MATRICULAS    dr.  "^tudios.   Refoldcion 
Ejecutiva   de  ^PE  Setiembre   de    1817 
declarando   quelhrpitede  considerarse  ci/r- 
sante,   ni  ganar  el  curso  escolar   quien  no 
s^aya  "matriculado  enJiempo  oportuno. 
Secmai 


ría  del  Interior.  -S^cion  segunda.— Caracas  Se- 
tiembre ÍS  de  1847. 
Re^ueUo.—El  artículo  1.^  de    la  ley  Vil  del 
código  'd«  Instrucción  pJB|)ica  dice  :  **  Todo  cur- 
sante 6  el  que  h%ffÍ^e  ganar  cursos  en  las  cua- 
tro facultades  cientiíicas  y  en  las  letras,  debe»á 
ser  matriculado  "    y  el  anículo  3.  ®   de  la   mis- 
roa  dicell  fin  :  ^*  Son  y  se  llaman  cursantes  loa 
que  habiéndose  matriculado  en  la  Universidad, 
ganen  ciireus  literarjcM   bajo  Iñ  enseñanza  de  iin 
Catedrático.    De  co^«|||fúente  la  matrícula  es  re* 
quísito  previo  para  qiro  alguno  sea  consMleredo 
earsante  ;   y   pues  no  puede  obtenerse  pesados 
los  términos  que  sef&ala  el  artículo  3.  ^  ya  cita- 
\¿o,  es  claro  que  ño  puede  ser  cnrsante  ni  ganar 
I  el.  curso  eacolwtQuien  m  se  haya   matriculado 
^  en  tiempo  opdMfio.— Póx  S.   G.^*iSon(ivrta« 
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MATRIMONIOS.  Lby  db  7  db  Abril  pb 
\S26  Jijando  la  edad  hasta  la  cual  se  requie- 
re el  consentimiento  paterno  para  contraer- 
los. 

El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la  República 
dü  Colombia  reunidos  en  Congreso. 

Considerando  :  I9  Que  deben  fomentarse  los 
matrimonios,  tanto  para  el  aumento  de  la  pobla- 
ción como  píira  la  mejora  de  la  moral  pública, 
sin  oponer  otros  obstáculos  á  su  celebración» 
que  los  que  conduzcan  para  asegurar  el  bienes- 
tar y  la  felicidad  de  los  que  contraigan  aquel 
vínculo. — '27  Q"®  siendo  los  padres  y  los  que 
desempeñan  sus  funciones,  los  que  tienen  .el 
mas  ilirecto  é  inmediato  interés  en  que  sus  hi- 
jos ó  menores  contraigan  matrimonios  que  los 
hagan  felices,  son  también  los  únio.os  que  de- 
ben impedirlos. — 3?  E"  fin»  «l^c  aun  este  dere- 
cho de  los  padres  sobre  los  hijos  no  debe  ser  in- 
definido, ni  extenderse  á  mas  de  la  edad  en  que 
por  Ja  constitución  de  la  República  quedan  ex- 
pcditos  los  derechos  políticos,  y  hábiles  aquellos 
f  ara  intervenir  en^os  actos  que  influyen  en  el 
bien  de  la  socieciad,  por  consiguiente  en  los  per- 
sonales y  cu  su  bienestar  individual ;  por  todas 
estas  ra/one*?,  y  para  resolver  diferentes  dudas  y 
consultas;    ilecretan:. 

Art.  l*;^  Ningún  colombiano  que  no  teng-a 
veintiún  ands  cumplidos  de  edad,  ni  ninguna  co- 
lombi:\na  <,ue  no  tenga  diez  y  ocho  años  cum- 
plidos de  cílud,  pueden  contraer  matrimonio  sin 
el  conscntiipierUo  expreso  del  padre  J'Mu  la  ma- 
dre. Si  iílgiirio  hubiese  muerto  ó  estfinese  im- 
posibilitado pura  manifestar  su  vohinttid,  basta 
el  consf'titirnipnlo  del  otro,  y  estando  discordes 
el  padre  y  la  madre,  prevalecerá  la  voluntad  del 
padre,  ya  :5e5i  que  disienta, ^^  ya  que  consienta 
en  el  mtitriinonio. 

Art  2\^  Cuando  hubiesen  muerlb  el  padre  y 
la  madre,  ó  entrambas  estuviesen  inIpedidiMU.el 
abuelo  paterno  dará  el  consentimiento,  por  fal- 
ta ó  impedimento  de  este^»  hará  sus  VQces  el 
abuelo  materno  ;  y  estando  también  este  impe- 
dido, so  pedirá  el  consentimiento  de)  cifrador  del 
menor.  lün  defecto  de  padres,  abuelos  y  cura- 
dor se  ocurrirá  al  alcalde  de  la  ciudad,  villa  6 
parroquia  respectiva. 

Art.  39  1^08  impedimentos  que  tengan  los 
padres  y  abuelos  paterno  y  materno  para  ex- 
presar 8U  voluntad,  y  por  ios  que  deba  suplir  al 
conaentimiento  de  los  tmoa  el  de  ios  otros  para 
el  matrimonio  de  los  hijos  y  nietos»  serán  :  19 
demencia  perpetua  6  temporal  mientras  dore': 
29  la  ausencia  á  paises  extranjeros  de  donde  no 
se  pueda  obtener  eoQtestaciito  en  ménoe  de  seis 
meses ;  3?  el  destierro  perpétoo  del  territorio 
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de  la  República :  4?  la  condenación  á  pre»dio 
I  o  á  otra  pena  infamatoria  mientras  no  se  ob- 
I  tenga  rehabilitación. 

Art.  49  Los  empleados  de  k'Repikbliea   de 

cualquier' clase  y  dignidad  que  sean»  no  tenien- 
I  do  la  edad  de  veintiún  años  estarán  sujetos  á  im- 
I  petrar  el  consentimiento  de  sus  padres,  abuelos 
,  ó  curadores  para  contraer  matrimonio,  y  sin  es- 
\}  te  requisito  no  podrán  contraerle  ;  pero  los  mis- 
rKnos  empleados  sean  menores  ó  mayores  de  la 

edad  expresada,  no  tendrán  necesidad  para  sos 

matrimonios  del  permiso  del  Poder  EjecutÍFO« 
{I  ni  de  ninguna  otra  autoridad.  £xceptáaQse   el 

I  i  presidente  ó  vicepresidente  de  la  República, 
ji  cuando  intenten  contraer  matrimonio  con  una 
1'  extranjera,  en  cuyo  caso  deberán  solicitar  el 
¡;  permiso  del  Congreso. 

'i      Art.  59  Los    militares    cuando     contrajeren 

!!  matrimonio,  darán  av¡5o  de  ello  y  de  la  persona 

con  quien  lo  hayan  verificado   á  las  autoridades 

siguientes.   Los  soldados   hasta  sargentos  indo- 

'{  sive  al   comandante   de  su  cuerpo.    De  subte- 

'  niente  hasta   teniente  corone]  inclusive,   al  co« 

{{  mandante  general  del   departamento  en  que  es- 

1  tuvieren  acantonados,  ó  al  general   del  ejército 

bajo  cuyas  órdenes  sirvan  :  y  desde  coronel  en 

!  adelante,  aL Poder  Ejecutivo  de  la  República. 

¡I      Art.  (59  'í'odos  los  colombianos  desde  la  edad 

I I  de  veintiún  años  hasta  la  edad  de  veinticinco,  y 
.1  las  colombianas  desde  diez  y  ocho  hasta  veiotiu- 
i|  no  tendrán  la  obligación  de  solicitar  la  licencia 
I  [paterna;   pero  si  aus  padres  se  la  negaren,  de- 

'  bejiin  suspender  el  ^matrimonio  por  tres   meses, 

I  en  citye  término  les  pedirán  nuevamente  su  per- 
,  miso,  y  si  pasados  estos   tres   meses   insistieren 

I I  los  padres  en  su  negativa,  ya  podrán  contraer 
!  libremente  matrimonio* 

I      ^  único.  El  perjniso  de  que  habla  este  artículo,  ^ 

'  36  pc'lirá  por  medio  del  alcalde  respectivo,  quien 
'!  certificará  después  lo  que  resaltare ;  y  si  el  inte- 

1  resado  estuviere  ausente,  podrá  valerse  de  apo» 

¡  derado  al  efecto* 

Art.  79  Hasta  que  por  el  código  penal  se  de- 
terminen las  penas  que  deben  imponerse  á  los 
que  contravengan  ala  presente  ley,  se 'observará 
lo  que  disponen  los  artículos   siguientes. 

Art.  89  El  cura  que  presenciare  voluntaria- 
mente el  matrimonio  de  un  menor  de  veintiún 
años,  6  de  una  menor  de  diez  y  ocho  aflos,  sin 
que  se  le  haya  presentado  el  consentimiento  de 
los  padres,  abuelos,  curador  ó  alcalde  respectivo« 
quedará  privada  del  beneficio  que  obtiene,  6  in-  • 
habilitado  para  obtener  otro  la  primera  vez  por 
dos  anos,  la  segunda  por  tres  y  la  tercera  per- 
pélfuamente.  Y  el  que  presenciare  voluntaria- 
menie  el  matrimonio  de  un  menor  de  Feintlcin- 
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eo  aflos,  é  de  «na  menor  de  reintíano,  8in  qne  se 
]e  acredite  haberse  pedido  el  permiso  de  los  pa- 
dres, cott  arreglo  al  artícalo  sexto,  safrírá  la  pfe- 
na  de  un  afio  de  suspensión  del  ministerio  parro- 
quial la  primera  rez,  la  seffunda  de  dos,  y  la- 
tercera  y  siguientes  la  de  dos  afíos  de  suspeYí- 
sion  y  reclusión  en  un  convento. 

Art  9  Si  el  menor  de  veintiún  affos,  ola  me- 
nor de  diez  y  ocho  contrajere  matrimonio   sin 
1^  el  consentimiento  de  sus  padres,  quedará  al  ar- 

bitrio de  estos  el  desheredarle  ó  pedir  que  se  le 
•reduzca  á  prisión  por  seis  meses  á  un  año;  cuya 
solicitud  podrán  introducir  en  el  término  de  tres 
meses,  contados  desde  el  dia  en  qne  tuviesen  noti- 
cia de  haberse  contraído  el  matrimonio. 

Art.  10.  Los  menores  expresados  que,  no  te- 
niendo padres,  deban  pedir  el  consentimiento  de 
sus  abuelos  paterno  ó  materno  para  contraer  ma- 
trimonio, y  lo  veriñcasen  sin  este  requisito,  po- 
drán ser  multados,  si  tuviesen  bienes,  en  la  can- 
tidad de  cincuenta  á  quinientos  pesos  á  beneñ- 
cio  de  loa  mismos  abuelos,  ó  si  no  tuviesen  bie* 
nes  podrAn  ser  condenados  á  sufrir  una  prisión 
(le  uno  á  tres  meses.  Solamente  ios  abuelos  po- 
drán solicitar  la  imposición  de  una  de  estas  pe- 
nas dentro  del  término  de  un  mes,  contado 
desde  el  dia  en  que  tuviesen  noticia  de  haberse 
contraidu  el  matrimonio. 

Art.  II.  El  menor  de  veintiún  aflos  y  la  me- 
nor de  diez  y  ocho  que,  no  teniendo  padres  ni 
abuelos,  (feben  solicitar  el  peí  miso  de  los  cura- 
dores ó  nlral(le«  ppra  casarse,  omitiéndolo,  paga- 
^  rán  una  huilla  desde  veinticinco  hasta  doscien- 
tos pesos  que  5>e  aplicará  á  benefício  de  la  es- 
cuela de  iíi  respectiva  parroquia.  Si  no  tuvie- 
sen de  qué  prt^ar  esta  multa,  deberán  sufrir  una 
prisión  de  quince  dias  hasta  dos  meses.  El  cu- 
rador, el  procurador  municipal,  ó  el  síndico  par- 
roquial sf)lic¡tarán  en  su  caso  la  imposición  de 
flgL  una  de  estns  penas  dentro  del  término  de  im  mes, 
contado  desde  el  dia  en  que  tuviesen  noticia  de 
haberse  contraído  el  matrimonio. 

Art.  \>.  FI  menor  de  veinticinco  aflos  y  la 
menor  de  veintiuno,  que  teniendo  padres,  de- 
ban impetrar  *\i  licencia,  con  arreglo  al  artícu- 
lo sexto,  omitiéndolo,  podrán  ser  desheredados 
en  una  quinUi  parte  de  lo  que  pudiera  tocarles, 
•ó  condenados  á  prisión  desde  uno  hasta  tres 
meses,  cuya  solicitud  podrán  introducir  los  pa- 
dres dentro  del  término  de  quince  dias,  conta- 
dos *drs(le  el  en  que  tuvieren  noticia  de  haberse 
contraido  el  matrimonio. 

Art.  13.  A  excepción  de  la  desheredación, 
todas  las  dem>s  penas  señaladas  en  los  artíou- 
los  9,  10,  II  y  12,  serán  graduadas  y  pronun- 
ciadas por  el  juez  competente,  sabida  la  verdad 
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del  hecho,  y  reduciendo  á  una  simple  relación 
por  escrito  las  razones  en  que  se  funden  el  de- 
mandante y  demandado,  y  la  determinación  qUe 
se  dictare. 

^  único.  De  esta  determinación  no  habrá 
ningún  recorso,  excepto  el  de  queja  por  haberse 
excedido  el  juez  en  la  aplicación  de  las  penas 
señaladas  por  esta  ley,  y  con  el  objeto  de  ha- 
cer efectiva  su  responsabilidad  r^or  los  daños  y 
perjuicios  que  haya  causado. 

Art.  14.  Ningún  juez  admitirá  demanda  so- 
bre esponsales  que  no  hayan  sido  prometidos 
por  escritura  pública.  Si  los  esponsales  fueren 
celebrados  por  un  menor  de  veintiún  años  ó  por 
una  menor  de  diez  y  ocho,  deberán  concurrir 
también  al  otorgamiento  de  la  escritura  los  pa- 
dres, abuelos  6  curador,  y  en  su  caso  el  alcalde 
respectivo. 

Art.  15.  El  conocimiento  de  las  demandas  so*' 
bre  esponsales  toca  exclusivamente  á  los  juz- 
gados y  tribunales  civiles. 

Art,  16.  Ningún  juez,  autoridad,  ni  tribunal 
de  la  República  podrán  conocer  de  demanda  al- 
guna de  los  hijos,  nietos  y  menores,  cuando  sus 
padres,  abuelos,  curadores  5  alcaldes  respecti- 
vos han  negado  su  consentimiento  para  los  ma- 
trimonios que  intenten  contraer,  ó  cuando  los 
padres  en  el  caso  del  artículo  sexto  no  quisieren 
dar  su  permiso. 

Art.  1-7.  Se  derogan  cualesquiera  leyes  y 
disposiciones  contrarias  á  la  presente  sobre  li- 
cencias ó  permisos  para  contraer   matrimonios. 

Dada  fia  Bogotá  á  6  de  Abril  de  1826,    16 

El  presidente  del  Senado,  Luis  A.  Baralt, — El 
presidente  de  la  Cámara  de  Hepresent&ntes, 
Leqndro  Ejea. — El  Secretario  del  Senado, 
Luis  Vargas  Tejada— E\  Diputado  Secretario 
interino  d\  la  Cámara  de  Representantes,  An* 
tonto  Torres. 

Palacio  del  Gobierno  en  Bogotá  á  7  de  Abri^ 
de  1826,  16.— Ejecútese^— fVflfict'ffCo  de  Pavía 
Santander. — Por  S.  E.  el  Vicepresidente  de  la 
República  encargado  del  Poder  Ejecutivo. — El 
Secretario  de  Estado  del  Despacho  del  Interior, 
José  Manuel  Rentrópo. 

MATRIMONIOS.  Véase  Dispensas  matri- 
moniales. 

MATRIMONIOS  db  los  militares.  Fórmu- 
las que  deberán  observarse  para  ellos.  Véase 
Comandancias  de  armas,  R.  E.  de  I9  de 
Junio  de  1840. 


MATRIMONIOS  ox  ,los  kílitares.  Rsso- 
LX70I0N  Ejecutiva  db  O  de  mayo  de  1835 
declarando  que  loa  heterodoxos  pueden  cele^ 
ir  arlos  següi^-swa  ritos^  sin  licencia  ¡previa 
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de  las  autoridades  lócale s^  y  solo  con  el  de* 
ber  de  dar  aviso  para  que  aparezcan  en  la 
estadística  de  casamientos. 

República  de  Venezuela, — Secretaría  de  Es- 
tado en  los  Despachos  del  Interior  y  Justi- 
cia.—  Sección  Central-^Circvlar. —  Cara- 
cas O  de  Mayo  de  163& — Año  6  de  la  ley  y 
5  de  la  independencia. — Número  202. 

Señor  Gobernídor  de  la  provincia  de 

Habiendo  participado  el  señor  Gobernador  de 
Coro,  haberse  casado  en  aquella  ciudad  dos  he- 
breos, conforme  á  los  ritos  de  su  creencia,  im- 
petrando ante»  su  permiso,  ha  resuelto  el  Go- 
bierno, se  circule  á  todos  los  Gobernadores  de 
provincia,  que  publicada  la  ley  sobre  libertad  de 
cultos,  los  individuos  que  profesen  otra  religión 
que  la  C.  A.  R.,  pueden  «erifícar  sus  casamien- 
tos sin  necesidad  de  licencia  previa  de  las  auto- 
ridades locales;  pero  que  debiendo  tener  una 
noticia  de  los  nacimientos  y  casamientos  que  ha- 
ya entre  ellos,  para  que  obrt:  en  la  estadística, 
están  en  el  caso  de  avisarlo  á  la  autoridad  local, 
á  ñn  de  que  lo  participe  al  Gobernador  de  la 
provincia,  quien  llevando  un  registro  de  unes  y 
otros,  pasará  anualmente  á  la  Secretaría  del  In- 
terior, en  el  mes  de  Enero,  un  cuadro  formado 
con  vista  de  dicho  registro." 

Soy  de  US.  atento  servidor. — (Firmado)  D, 
B.  l/r&aneja.-v-Es  copia :  Rodríguez. 

MATRIMONIOS.  Acuerdo  de  la  Corte 
Suprema  de  14  de  Setiembre  de  1838 
declarando  que  los  condenados  a  presidio 
pueden  con  traerlos. 

En  la  ciudad  de  Caracas  á  catorce  de  Diciem- 
bre de  mil  ochocientos  treinta  y  ocho,  nono  y  vi- 
gésimo octavo,  reunidos  el  Presidente  y  Minis- 
tros de  la  Corte  Suprema  de  Justicia,  habiendo 
considerado  la  consulta  hecha  por  el  sefínr  Go- 
bernador de  la  provincia  de  Guayana,  y  trasmi- 
tida á  esta  Carte  Suprema  de  la  Corte  Superior 
del  tercer  distrito  acerca  de  si  los  condenados  á 
presidio  pueden  ó  no  contraer  matrimonio,  con  lo 
representado  por  el  señor  Fiscal,  dijeron  :  que 
estando  resuelto  por  el  Poder  Ejecutivo»  íioí»dQ 
quince  de  Abril  de  mil  ochocientos  treinln  y  <?ie- 
te,  como  punto  verdaderamente  gubernativo,  en 
favor  del  presidiario,  no  hay  ya  necesidad  ríe  que 
este  supremo  tribunal  se  ocupe  de  semejante 
materia.  Mas,  ad virtiéndose  que  la  Corte  Supe- 
rior al  dirigpjr  la  consulta,  dejó  pendiente  su  in- 
forme'porque  en  aquella  fecha  lo  estaba  también 
)a  resoluciofn  de  una  duda  relativa  á  si  las  Cortes 
Superiores  eran  el  órgano  de  las  consultas  que 
hagan  los  funcionarios,  y  sin  embargo  de  qne  h 
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ambas  Cortes  m  les  comunicó  el  resultado  de 
ella,  desde  el  mes  de  Diciembre  del   afio  citado» 
no*  está  demás  recordar  iodo  esto  á  ñn  de  que  pa« 
ra  lo  sucesivo  se  tenga  presente* — Ledo.  Merca* 
dsr. — López  de  Uméres.^^ Martínez. — Duartu 
MATURIN.  Rbsolüciom  Ejecutiva  4Íe  28  de 
Julio  de  1852  suspendiendo  los  efectos  del 
Decreto  legislativo  de  27  de  Abril  de   1843 
sobre  libertad  de  derechos  de  ciertos  arti" 
culos  á  su  introducción  por  la  aduana  de  es* 
te  puerto. 
República  de  Venezuela.*^ Secretaría  de  Ha- 
cienda.— Sección  primera, — Caracas^  Julio 
28  de  1862. 
Señor  Administrador  de  la  Aduana  de  Maturin. 
En  el  expediente  de  la  materia  ha  recaido  con 
esta  fecha  la  siguiente  resolución. 

««  Autorizado  el  Poder  Ejectitivo  por  el  pari-^ 
grafo  ünico  ñé\  artículo  ptimero  tiel  decreto  le- 
gislativo de  27  de  Abril  de  1843  para  juzgar  de 
la  necesidad  de  la  duración  de  la  libertad  con- 
cedida á  la  cal,  teja-maní,  clavazón  j  clavitos 
de  hierro,  herramientas  para  oficios  de  carpin- 
tería y  albafiileria,  cerraduras  para  puertas  y 
ventanas,  bisagras,  pintura  preparada  con-acei- 
te  y  zinc,  á  su  introducción  por  el  puerto  de  Ma- 
turin sin  pagar  los  respectivos  derechos  de  im- 
portación ;  y  considerando  que  en  los  ocho  aflos 
que  han  trascurrido  desde  aquella  fecha,  es  creí- 
ble que  haya  sido  reedificada  la  ciudad  del  mis- 
mo nombre,  destruida  en  una  gran  parte  por  el 
incendio  que  entonces  la  abrasó,  y  en  cujro  auxi- 
lio fué  expedido  el  citado  decreto,  S.  C.  ha  resuel- 
to suspender  los  efectos  de  la  libertad  concedida  á 
los  expresados  aitículos  desde  el  l^  de  Octubre 
del  presente  año,  sujetándolos  desde  luego  al  pa- 
go de  ios  derechos  establecidos  por  la  ley  á  su  in- 
troducción por  el  mencionado  puerto  de  Maturin. 
Comuniqúese  á  quienes  corresponda." 

Y  lo  comunico  á  U.  para  su  inteligencia  y  cum- 
plimiento.—  Soy  de  U.  atento  servidor. —  Pedro 
Carlos  Gellineau, 

MATURIN.  Concesión  á  su  Concejo   raunici- 
pnl,  en  calidad  de  devolución,  de  ciertos  pro- 
ductos de  los  derechos  de  entrada  y  aguada  pa- 
ra la  construcción  de  un  templo.   Véase  Dert- 
chos  de  puerto,   (Apéndice  al  tomo  29)  D.  de 
15  de  Mayo  de  1854. 
MAYORAZGOS  y  vinculaciones,  lxy  di  10 
DE  JULIO  DE  1824  extinguiéndolos. 
El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  át 
la  Repúblipa  de  Colombia  reunidos  en 
Congreso. 
Considerando : 
19  Que  siendo  las  fundaciones  de  mayorazgos, 
vinculaciones  y  sustituciones,  y  la  prohibición 
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de  enajenar  sus  bienes,  establecidas  solamente 
por  la  ley,  pueden  por  consiguiente  ser  extingui- 
das por  otra  ley.— 29  Que  esta  disposición  es 
reclamada  por  el  fomento  de  la  agricultura,  in- 
dustria y  «somercio  que  desde  luego  prosperarán 
con  la  libre  circulación  de  dichos  bienes.— 
30  Que  esta  misma  necesidad  exige  el  cum- 
plimiento de  vanas  leyes  que  actualmente  rigen 
sobre  la  fundación  de  capellanías,  patronatos  de 
legos  y  cualquiera  otra  obra  pia, 
Decretan. 

Art.  19  Corresponden  &  la  Repñblica  todos 
los  bienes'  de  mayorazgos,  vinculaciones  y  sus- 
tituciones que  después  del  dia  de  la  publicación 
de  esta  ley  se  hallaren  sin  legítimo   poseedor. 

Art.  29  Quedan  extinguidos  todos  los  ma- 
yorazgos) vinculaciones  y  sustituciones  que  el 
dia  de  la  promulgación  de  esU  ley  existan  en 
Coloinbia,  y  de  cuyos  bienes  podrá  su  actual  po- 
seedor disponer  libremente  eomo  verdadero  pro- 
pietario. 

Art  39  Esta  facultad  de  disponer  libremen- 
te de  los  bienes  de  mayorazgos,  vinculacioq^es  y 
sustituciones,  no  comprenderá  el  tercio  y  mitad 
del  quinto  del  valor  que  tengan  actualmente  di- 
chos bienes,  siempre  que  haya  inmediato  suce- 
sor presunto,  nacido  ó  concebido  por  naeer ;  pues 
en  en  este  caso  el  inmediato  sucesor  presunto  de- 
berá suceder  precisamente  en  dicho  tercio  y  mi- 
tad del  quinto. 

Art  49  Con*  este  objeto  dentro  de  los  seis 
meses  depublicada esta  ley  deberá  hacerse  ava- 
lúo de- los  bienes  vinculados  con  intervención 
del  inmediato^  sucesor,  ó  defensor  general  de 
menores,  si  aquel  no  fuere  mavor  de  edad ;  á 
fin  de  q\ie  la  variación  que  puedan  tener  dichos 
bienes  no  aumente  ni  disminuya  la  sucesión  que 
corresponda  á  dicho  sucesor  inmediato. 

Art  59  I«as  disposiciones  comunes  de  derecho 
serán  las  que  deben  guardarse  para  calificar 
quien  es  sucesor  presunto,  nacido  ó  concebido 
por  nacer. 

Art  69  En  caso  de  que  los  bienes  vinculados 
tengan  alguna  pensión  impuesta  ó  gravada  so- 
bre ellos,  se  sacar&n  bienes*  e2|uivulentes  que 
reditúen  &  razón  del  iuteres  legal  conocido 
en  el  pais  la  pensión  á  que  estén  gravados,  ó  se 
reconocerá  á  censo  en  parte  de  los  fondotf  con 
interveneion  del  interesado  6  interesados. 

Art.  79  Est&<  deducción  deberá  hacerse  del 
total  de  ios  bienes  vinculados,  y  del  remanente 
solo  la  deducciun  del  tercio  y  mitad  del  quinto 
para  el  objeto  prevenido  en  el  artículo  39 

Art.  89  Es  nula  toda  fundación  de  capellanías 
y  patronatos  de  legos  que  se  haga  oon  la  eiftusa- 
la  directa  ó  indirecta  de  no  euajeoa;  los  bieoes 
en  que  consisto  la  fundación. 
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Art.  99  Se  permite  la  fundación  de  capella- 
nías y  patronatos  de  legos  cuyos  bienes  puedan 
enajenarse  libremente  o  traspasarse  por  contra- 
to de  censo. 

Arti  10,  Todas  las  fincas  correspondientes  á 
capellanías,  patronatos  de  legos,  ó  á  cualquiera 
otra  obra  pía,  se  podrán  vender,  6  reconocién- 
dose á  censo  redimible  su  valor  á  favor  de  la 
fundación,  ó  al  contado,  imponiéndose  en  otras 
fincas  con  las  formalidades  pr escripias  para  estos 
casos. 

Art  11.  Lqs  bienes  raices  que  por  testamen* 
to  6  de  cualquiera  otro  modo  se  dejaren  en  lo 
sucesivo  á  las  manos  muertas,  deben  venderse 
en  almoneda,  é  imponerse  su  .producto  á  censo 
en  las  tesorerías  nacionales,  aplicándose  la.  pen- 
sión anual  al  objeto  señalado  en  el  contrato  que 
sea  título  para  la  adquisición. 

Art.  12.  En  caso  que  haya  litigio  pendiente 
sobre  algún  mayorazgo,  vinculación  ó  sustitución, 
se  reputa  actual  poseedor  para  los  efectos  de 
esta  ley  aquel  en  cuyo  favor  se  decida  el  pleito 
en  la  última  instancia, 

Dada  en  Bogotá  á  7  de  Julio  de  1821,  14. 
— El  vicepresidente  del  Senado,  Francisco  Soto, 
— El  presidente  de  la  Cámara  de  Representan- 
te?, José  Rafael  Mosquera, — El  secretario  del 
Senado,  Antonio  José  Caro. — El  diputado  se« 
cretario,  Jo5e  Joaquín  Suáres, 

Palacio  del  Gobierno  en  Bogotá  á  10  de 
Julio   de   1824,   14. — Ejecútese, — Francisco.de 
Paula  Santander. ^-^For  S.  É  el  Vicepresidente 
de  la  República  encargado  del  Poder   Ejecutivo. 
— El  secretario  de  Estado  del  despacho  del  in- 
terior, José  Manuel  Restrepo, 
MAYORAZGOS  Y  vincülaoionbs.   Está  pro- 
hibida su  fundación  de  nuevo  en  Venezuela. 
Véase  Disposiciones  generales  cofiStitucioTM' 
lesj  ar^..212. 
MAYORDOMIAS  db  fabrica.  Modo  de  nom- 
brar los  mayordomos.  Véase  Patronato  ecle- 
siástico^ art,  41. 
MAYORDOMIAS  dk  fabrica.    Papel    en  que 
deben  extenderse  los  títulos  de  los  mayordomos. 
Véase  Títulos  de  e/npleados^  K-E,  de  19  de 
Febrero  de  m34. 
MAYORDOMIAS  de  fabrica.  Lby  db  7  db 
Mato  db   18fó  sobre  el  modo  de  llevar  las 
cuentas^  y  quien  debe  tomarlas. 
El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la  Re* 

pública  de  Venezuela,  reunidos  en  Congrego ; 
f  Teniendo  en  consideración :  1?  Los  informes  de 
los  Secretarios  del  interior  y  hacienda  sobre  la?  di- 
ficultades que  se  experimentan  para  el  examen  y 
gloe»  de  las  cuentas  de  fábripa  para  las  iglesias 
por  el  tribunal  de  eaeotn^i  principalmente  por  fal» 
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ta  dé  brazos  destinados  á  este  objeto  :  29  Qae  si 
aquellas  se  feneciesen  por  funcionarios  de  los  res* 
pectivos  cantones,  al  paso  que  se  obviarian  estos 
inconvenientes,  se  aprovecnaria  el  cuidado  y  es- 
mero por  los  intereses  locales  que  deben  tener  to- 
dos los  ciudadanos,  decretan. 

'  Art.  l.<*  Los  mayordomos- de  fábricas  de  las 
iglesias  parroquiales*  que  se  nombren  conforme  á 
lo  dispuesto  en  la  ley  de  patronato,  presentarán  sus 
cuentas  al  alcalde  ó  juez  de  la  parroquia  ;  este  las 
pasará  al  cura  párroco,  que  se  las  devolverá  con 
sus  reparos,  sí  los  tuviere ;  de  los  cuales  instrui- 
rá el  magistrado  civil  al  mayordomo ;  y  luego 
con  su  contestación  remitirá  las  cuentas  al  jefe  po- 
lítico del  cantón. 

Art.  2?  Losjefespolítjcoa  en  unión  del  procu- 
*rador  municipal  y  de  un  concejal  ó  vecino  nombra- 
do por  el  mismo  concejo,  examinarán  y  senten- 
ciarán definitivamente  estas  cuentas,  valiéndose  de 
los  jueces  parroquiales  para  hacer  cumplir  sqs 
providencias. 

Art.  39  Fenecidas  asi  en  cada  afio,  por  los 
jefes  políticos  las  cuentas  de  las  parroquias  de  su 
cantón,  formarán  un  cuadro  sencillo  que  com- 
prenda las  parroquias  del  cantón,  los  ramos  de  in-. 
greso  y  egreso  y  las  cantidades  que  por  cada  uno 
se  han  percibido  y  erogado,  y  lo  remitirán  al  go- 
bernador de  la  provincia. 

Art.  4.^  Estos  cuadros  servirán  á^  los  gobert 
nadores  para  conocer  si  tedas  las  parroquia^  han 
rendido  sus  cuentas  y  desempeñar  los  deberes  que 
sobre  este  particular  les  impone  la  ley  de. patrona- 
to ;  y  reuniéndolos,  formarán  uno  de  toda  la'  pro- 
vincia, que. comprenderá  sus  cantones  y  lo  demás 
que  expresa  el  artículo  anterior.  De  este  estado 
provincial  remitirán  copia  auténtica,  al  Poder 
Ejecutivo  y  á  los  respectivos  prelados  eclesi&stices 
6  á  quien  desempeñe  si^s  fuiXQÍQnes.. 

Art.  59  Las  cuentas  de- fábrica  de  las  cátedra^ 
les  se  rendir&n  por  los  administradores  á  loa  go- 
bernadores de  las  capitales  en  que  existen  .  las  Se- 
des, que  en.  este  caso  desempeñarán  las  funciones . 
que  se  dejan  cometidas  á  los  alcaldes  6  jueces  de 
paz  en  Iss  parroquias,  remitiéndolas  al  tribunal  de 
cuentas  que  las  examinará  y  fenecerá' 

Art.  69  Todo  lo  dispuesto  en  la  presente  ley 
se  practicará  con  sujeción  á  las  reglas  qiie  para 
su  mas  exacto  cumplimiento  dictará  el  F<oder 
^ecutivo. 

Art.  7?  Al  Poder  Ejecutivo. pertenece  la  super- 
vigiláncia  sobre  las  propiedades  y  rentas  de  las 
iglesias,  V  para  ejercerla  se  valdrá  de  los  estados^ 
provinciales  que  previene  esta  ley ;  de  los  infor- 
mes que  de  las  visitas  pastorales  le  den  los  reviren- 
do9,  prelados,  y  aun  llamando  á  su  conocimiento 
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las  cuentas'y  tanteos  anuales  originales,  si  á  bien 
lo  tuviere. 

Art.  8.^  Las  cuentas  de  fábrica  pendientes  so 
examinarám  y  sentenciarán  con  arreglo  á  la  pre- 
sente ley. 

Art  99  Sé  deroga  el  decreto  de  14  de  Mayo 
de  1841  sobre  esta  materia. 

Dada  en  Caracas  á  2  de  Mayo  de  1842,  13?  y 
329— El  Presidente  del  Senado,  José  Majiuel  de 
los  Rio8.^-^\'  Presidente  de  b  Cámara  de  Re- 
presentantes, Francisco  Diaz. — El  Secretario  del 
Senado,  José  Ramón  Burguillos. — El  Secretario 
de  la  Cámara  de  Representantes,  Rafael  Acevedó, 

Caracas  Mayo  7  de  1842,  139  Y  32*— Ejecú- 
tese— José  A.  Páez.—.—Piót  S.  E.  el  Presiden- 
te de  la  República. — El  Secretario  de  Estado  ea 
los  Despachos    del    Interior  y  Justicia. — Ángel  ^ 
(Quintero, 
MAYORTX)MIAJB  os  wkBUtck.  dbcreto  bjk- 

cüTivo  DB  18  DE  OCTUBRE  DE  1842  reglomen' 

iando  la  ley  anterior, 
JOSÉ  ANTONIO   PAJSZ,  Presidente    de  la 

•  República  de  Venezuela,  &.  &,    &. 

En  ejecución  de  la  ley  de  7  de  Mayo  áitimo 
sobre  mayordomías  de  fábrica  de  las  Iglesias, 
decreto :  • 

CAPITULO  PRIMERO- 

Z>e  las  mayordomías  de  fábrica  de  las  Igle- 
sias Catedrales» 

Art.  19  Los  mayordomos  de  fábrica  de  dichas 
iglesias  serán  nombrados  por  los  Gobernadores 
de  provincia  á  propuesta  én  tema  de  sugetos 
suficientes  y  de  responsabilidad,  hecha  por  ios 
respectivos  cabildos  eclesiásticos,  según  lo  dis- 
dispuesto en  el  artículo  41  de  la  ley  de  patrona-  * 
to. 

^  19  Cuando  por  enfermedad  ó  licencia  se 
haya  de  separar  de  su  destino  el  mayordomo, 
dejará  en  su  Jugar  un  encargado  de  su  confian-^ 
za  con  poder  bastante  para  ejercer  sus  funcio- 
nes, el  cual  firmará  enau  nombre  y  bajo  su  res- 
ponsabilidad, previa  aprobación  del  Gobernador- 
d&  la  provincia.. 

V^9  ^'i  caso  ^e  muerte  6  enfermedad  grave 
en  que  el  roayordonio  no  pueda  designar  y  cons- 
tituir el  apoderado  qye  haya  de  reemplazarle,  el 
prelado  y*  cabildo  indicarán  al  Gobernador  de  la 
provincia  la  persona  que  pueda  encargarse  in- 
terinamente (fel  destinó,  y  con  aprobación  de  este, 
funcionario  lo  desempeñará. 

Art.  29  £1  mayordonio  de  la  Meiropolftiioa 
debe  dar  fianza  por  cinco  mil  .pesoSj  y  los  de  fas 
catedrales  de  Mérida  y.  Gaayana  por  dos  mil 
pesos. 

Art.  3^  El  día  primero  de  Enero  próximo,  for* . 
marán  los  mayordomos^.de  acuerdo  con  los  pra^^ 
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lado8>*y  ciibiláus  erleaiásticos,  ud  inventario  muy 
circunstanciado  de  todos  los  bienes  raices,  mue- 
bles, capitales  de  censos  y  demás  que  posean 
las  iglesias,  expresando  el  valor  de  los  bienes 
que  estuvieiren  justipreciados,  ó  dáfidules  uno 
aproximado,  y  los  lugares  en  que  se  encuentran, 
así  como  las  fincas  gravadas  con  censos  y  per- 
sonas que  los  reconozcan,  de  modt)  que  se  ten- 
ga un  conocimiento  completo  de  todo.  Dicho  in- 
ventario será  firmado  por  el  prelado  y  presiden- 
te del  cabildo  y  el  mayordomo,  y  se  pondrán 
cuatro  ejemplares,  de  los  cuales,  uno  quedará  en 
poder  del  mayordomo,  otro  en  el  del  cabildo,  otro 
se  enviará  al  Tribunal  mayor  de  cuentas  y  el 
otro  al  Gobernador  de  la  provincia,  quien  di- 
rigirá una  copia  exacta  al  Ministerio  de  lo  Inte- 
rior. 

^  19  Cualquier  aumento,  diminución  6  al- 
teración que  haya  en  los  bienes  y  censos,  se  anota- 
rá en  dicho  ¡nr«ntario  expresando  la  causa,  y  de 
ello  se  avisará  por  el  cdbildo  y  mayordomo  al 
Tribunal  de  cuentas  y  al  (Gobernador  el  mismo 
dia  que  se  anote:  este  lo  participará  al  Ministerio 
de  lo  Interipr  ppra  qué  se  exprese  en  el  ejem- 
plar que  existe   en  su  archivo. 

§  29  Practicado  el  inventario  á  que  se  contrae 
este  artículo,  los  ornamentos  y  alhajas  de  las  igle- 
sias quedarán  en  poder  del  sacristán  mayor,  quien 
responderá  de  ellos  con  la  fianza  que  está  obligado 
:,  á  prestar  por  la  constitución  sinodal.   , 

Art.  49  Las.  cuentas  se  llevarán  por  aüos  cqiíu- 
nes  de  Enero  á  Diciemlwe. 

Art  59  El  método  de  la  cuenta  será  por  par- 
"  tida  sencilla  en  un  solo  libro,  abriéndose  ios  ramos 
que  sean  necesarios  para  las  correspondientes  apli- 
caciones de  ingreso  y^  egreso,  cuidando  de  que  los 
asientos  se  hagan  con  la  mayor  claridad  y  ex- 
presando cuantas  circunstancias  sean  necesarias 
al  efecto. 

^  ¡9  Estas  cuentas  serán  comprobadas  con  los 
documentos  correspondientes  que  serán  visados  por 
los  diputados  queí«el\jan  el  prelado  y  cabildo  ecle- 
siástico de  entre  sus  miembros. 

^  29  Los  asientos  se  harán  en  los  ramos  com- 
petentes sin  que  sea  preciso  la  firma  del  administra- 
dor 6  mayordomo.  ' 

^  39  Al  fin  de  la  cuenta  se  hará  una  demostra* 
cion  délos  ramos  de  ingreso  y  e^presoí  la  cual  peer 
sentará  la  existencia  en  numerario  ven  especie&r 

Art.  6^i  £n  la  primera  foja  del  libro  de  la  cuan- 
ta anual  se  pondrá  la  carátula,  en  que  se  ^zp^re^rá 
el  afio  á  que  pertenece  la  cuenta,  el  mayordomo  á 
cuyo  cargo  esté,  y  los  folios  deaue  consta,  el  li|tHrQ: 
estaearátula  8er&*  firmada  ppr  el  G^beri^Ados  de  la 
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^  19  Las  cueMas  comenzarán  por  las  partidas 
de  existencias  que  se  asentarán  en  el  ramo  á  que 
correspondan. 

^  29  Se  llevará  un  cuaderno  auxiliar  para  la 
constancia  de  los  deudores  y  acreedores  por^  cual- 
quier respecto. 

^  39  Ademas  del  libro  de  la  cuenta  y  del  cuader- 
no auxiliar  llevarán  los  mayordomos  otro  que  será 
el  libro  Mairiz,  en  el  cual  registrarán  en  folios 
distintos  y  con  la  debida  separación  los  capitales 
de  censos,  expresando  las  fincas  responsables  y  los 
inquilinos  y  tenedores,  y  anotando  las  alteracio- 
nes que  por  cualquier  respecto  puedan  tener,  de 
manera  que  en  todo  tiempo  se  conozca  su  verdade- 
ro origen  y  estado.  En  la  primera  foja  de  este  li- 
bro se  pondrá  también  la  carátula  á  que  se  contrae 
este  artículo  y  sus  folios  serán  rubricados  por  el 
Gobernador. 

Aii.  79  No  podrán  los  mayordomos  gastar  cosa 
alguna  del  caudal  que  tengan  en  su  poder  per- 
teneciente á  jas  i:»lesias  sino  por  libramiento  de  los 
prelados  y  cabil^dos.  Para  facilitar  la  expedición 
de  estos  libramientos,  nombrarán  los  prelados  y 
cabildos  al  principio  de  cada  año  dos  diputados  que 
expidan  dichos  libramientos. 

Art.  8?  Dentro  de  los  primeros  quince  dias  del 
mes  de  Enero  presentarán  los  mayordomos  de 
fábrica  al  Gobernador  de  la  provincia  las  cuentas 
del  año  anterior,  á  saber :  el  libro  de  la  cuenta 
anual  y  los  documentos  que  comprueben  las  parti- 
das de  este,  que  deberán  estar  numerados. 

Art  99  Luego  que  los  Gobernadores  reciban 
las  cuentas  las  enviarán  á  los  prelados  y  cabildos  : 
estos  las  pasarán  á  los  diputados  de  que  habla  el 
artículo  79  y  con  los  reparos  que  opongan,  las  de- 
volverán dentro  de  un  mes  al  Gobernador*con  tes- 
timonio del  acta  celebrada  al  intento.  De  los  repa- 
ros que  se  hicieren  instruirán  los  Gobernadores  á 
los  mayordomos,  y  con  sus  contestaciones,  que  de- 
berán darlas  dentro  de  quince  dias,  remitirán  las 
cuentas  al  Tribunal  mayor  para'  que  las  examine 
y.  fenezca. 

Art.  10.  Los  reparos  del  Tribunal  de  cuentas  se 
pasarán  á  los  Gobernadores  para  que  en  el  término 
que  designe,  hagan  que  los  mayordomos  produzcan 
sus  nuevas  contestaciones,  en  vista  de  las  cuales  el 
Tribunal  pronunciará  sentencia  trasmitiéndola  á 
los  Q^ismos  Gobernadores  para  que  la  hagan  cum- 
plir. 

§  toico.  Si  los  mayordomos  no  contaBtaren  en  el 
término  designado,  el  Tribunal  de  cuentas  sen^ 
tenciará  en  estrados. 

Art  11.  Cumplidas  las  sentencias,  librará  el 
Tribunal  La  final. aprobación  avisándole  al  respecti- 
vo Gobernador,  quedando  de  este  modo  finiquitad^ 
jiai^  ci^pta»  %u»  se  ard^yaráA  e^  dl^ho  friMi^ai,  y. 
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expedirá  á  los  mayordomos  certificación  de  solven- 
cia siempre  que  la  pidan. 

Art.  12,  De  los  alcances  que  resulten,  pondrán 
los  mayordomos  asientos  en  el  libro  de  la  cuenta 
anual,  pasándolos  como  las  demás  partidas  á  la 
nueva  cuenta  del  siguiente  afio. 

Art.  13.  Siempre  que  entre  á  desempeBar  el 
deslino  algún  mayordomo,  se  formará  el  inventa- 
rio de  que  habla  el  artículo  39  y  se  remitirán  las 
copias  á  las  autoridades  que  él  expresa. 

Art.  14.  Las  cuantas  de  fábrica  de  las  iglesias 
catedrales  que  han  debido  llevarse  hasta  ahora  y 
que  no  hayan  sido  presentadas,  examinadas  y 
aprobadas,  se  exigiráu  por  los  Gobernadores  de  la 
provincia  en  que  se  encuentren  dichas  catedrales, 
y  se  procederá  á  su  examen  conforme  á  este  re- 
glamento. 

Art.  15.  Anualmente  y  verificado  que  sea  el  corte 
de  cuentas,  se  pasará  un  tanteo  por  los  Gobernado- 
res de  provincia  y  diputados  de  ios  prelados  y  ca- 
bildos. A  estos  actos  deberá  concurrir  el  secretario 
de  la  Gobernación.  Dichos  secretarios  estamparán 
una  diligencia  que  acredite  todo  lo  que  haya  exis- 
tente, cuya  diligencia  será  firmada  por  el  Go- 
bernador, los  diputados,  el  secretario  y  el  mayordo- 
mo. Igualmente  se  pasará  tanteo  en  cualquiera 
época  en  que  lo  crean  necesario  el  Gobernador  6 
los  diputados  de  los  prelados  y  cabildos,  para  lo 
cual  excitaran  estos  á  dicho  magistrado.  La  dili- 
gencia que  manifieste  el  resultado  de  dichos  tanteos 
se  hará  por  duplicado^ y  se  depositará  una  en  po- 
der de  los  prelados  y  otra  en  el  archivo  de  la  Go- 
bernación. 

Art.  16.  Ninguna  propiedad  de  las  iglesias 
catedrales  podrá  ser  enajenada  sino  con  las  for- 
malidades de  derecho  y  previo  el  consentimiento 
de  los  respectivos  Gobernadores,^  que  ha  de  constar 
en  el  expediente  que  al  efecto  se  les  pasará, 
CAPÍTULO  II. 

De  las  mayordomeas  de  fábrica  de  las  iglesias 

V  parroquiales. 

Art.  17.  Los  mayordomos  de  fabricado  dichas 
iglesias  serán  nombrados  por  el  Gobernador  á  pro- 
puesta en  terna,  de  sugetos  suficientes  y  de  res- 
ponsabilidad,, hecha  por  lus  vecinos,  previas  las 
formalidades  que  para  ello  requiere  el  artículo  41 
de  la  ley  de  patronato. 

^  19  En  las  faltas  absolutas  de  los  mayordomos, 
los  jefes  políticos  nombrarán  interinameate  y  darán 
cuenta  al  Gobernador  mientras  se  le  presenta  nueva 
terna  para  hacer  el  nombramiento  en  propiedad. 

§  39  Los  mavordomos  que  hayan  prestado  fian- 
za podrán  designar  en  sus  faltas  accidentales  una 
persona  que  desempéñela  mayordomla  bajo  su  res- 
ponsabilidad. Las  faltas  accidentales  de  los  ma- 
yordomos que  no  hayan  prestado  fianza  serán  su* 
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fdidas  por  las  personas  que  fnterinamehte  nombren 
08  jefes  políticos. 

Art  18.  Según  la  importancia  de  las  rentas  ó% 
la  parroquia  deberán  6  no  prestar  fianza  los  mu* 
yordomos  respectivos.  Queda  esto  á  jaicio  de  los 
Gobernadores ;  y  en  los  casos  que  deba  prestar- 
se fianza  designarán  la  cantidad* 

Art.  19.  £n  las  parroquias  donde  do  foers 
posible  encontrar  personas  que  desempeften  las 
mayordomías  de  fábricas,  se  encargarán  de  ellas 
provisionalmente  los  respectivos  curas,  quienes 
deberán  llevar  la  cuenta  prevenida  por  este  de- 
creto. 

Art.  20  £1  dia  primero  de  Enero  próximo  forma- 
rán los  mayordomos  *de  acuerdo  con  los  venera- 
bles curas  y  con  asistencia  de  dos  vecinos,  un 
inventario  muy  circunstanciado  de  todos  los  bie- 
nes raices,  muebles,  capitales  de  censos  y  demás 
que  posean  las  iglesias,  expresando  el  valor  de 
los  bienes  que  estuvieren  justipreciados  ó  dán- 
doles uno  aproximado,  y  los  lugares  en  que  se 
encuentran,  así  como  las  fincas  gravadas  con 
censos  y  personas  que  los  reconozcan,  de  modo 
que  se  tenga  un  conocimiento  completo  de  todo« 
Dicho  inventario  será  firmado  pcjir  el  Tonerable 
cura,  e)  mayordomo  y  los  vecinos  en  número  de 
tres  ejemplares,  de  los  cuales  dejará  uno  en  su 
poder  el  mayordomo,  otro  el  venerable  cura,  y 
el  otro  se  enviará  por  el  mayordomo  á  la  prime- 
ra autoridad  civil  déla  parroquia  quien  la  remiti- 
rá al  jefe  político'del  cantón,  dejando  una  copia 
exacta  en  su  archivo. 

^  único.  Cualquier  aumento,  disminución,  ó  al- 
teración que  haya  en  los  bienes  y  censos,  se 
anotará  en  dicho  inventario,  expresando  la  causa, 
y  de  ello  se  avisará  inmediatamente  por  el  cura 
y  el  mayordomo  á  la  primera  autoridad  de  la 
parroquia  y  al  jefe  político  del  cantón  para  que 
lo  expresen  en  el  ejemplar  que  existe  en  su  ar- 
chivo. • 

Art.  21.  Las  cuentas  se  llevarán  por  años  co- 
munes de  Enero  &  Diciembre. 

Art.  22.  El  método  para  formarlas  será  de 
cargo  y  data  en  un  libro  ó  cuaderno  que  se  titu- 
lará Libro  anual  de  cuentas  de  fábrica  de  la 
parroquia  de ,  y  servirá  para  todos  los  asien- 
tos que  ocurran  por  entradas  y  salidas,  cuyos 
asientos  deben  explicar  con  claridad  y  precisión 
cuantas  circunstancias  hagan  conocer  el  origen 
de  aquellos,  comprobándolas  con  los  documen- 
tos  necesarios,  que  precisamente  tendrán  el  vis- 
to bueno  del  cura,  y  cuando  en  la  parroqaia  no 
haya  cura,  Ó  se  bal  je  ausente,  6  el  encargado  de 
ella  se  encuentre  muy  distante,  pondrá  dicho 
visto  hueno  la  primera  autoridad  civil  de  la  par- 
roquia cuando  el  gasto  sea  urgente,  sin  cuyore- 
quisito  no  se  admitirá  ninguna  partida  de  data« 
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^  6niro.  Los  aMentcMi  así  de  cargo ^  como  de 
data  86  harán  «n  el  miemo  libro  uno  en  pos  de 
otro  sin  separación  alguna,  estampándose  como 
vayan  ocorriendo,  ya  sean  de  cargo  ya  de  dnta 
indistintamente,  sin  necesidad  tie  que  dirhos 
asientos  vayan  firmados  ni  por  el  mayordomo  ni 
por  el  interesado.  Se  abrirán  dos  ramo»,  el  uno 
J^  de  caudales  y  el  otro  de  data  de  caudales,  para 

I  llevar  al  de  cargo  la^  partidas  de  dinero  que  re- 

ciba el  mayordomo,  y  en  el  de  data  las  de.  des- 
cargo por  inversión.  Al  fín  del  af!o  se  sumarán 
iotf  ramos  de  cargo  y  data,  y  lo  que  den  estas 
sumas  se  llevarft  á  un  folio  del  mismo  cuaderno 
ó  libro,  que  diga  Resumen^  y  en  él  se  dirá  por 
ejemplo : 

Cargo 300 

Data ".     .     .     .     278. 

u.  Existencia  que  pasa  á  la  cuenta  nueva  22 

Art.  S9^  Cuando  las  iglesias  posean  capitales 
de  censos  ó  fincas,  llevarán  los  mayordomos 
otro  libro  ó  cuaderno  que  titularán  Maíriz,  en 
el  cual  registrarán  en  folios  distintos  y  con  la 
debida  separación  los  capitales  de  censos,  ex- 
presando las  fincas  responsables  y  los  inquilinos 
y  tenedores,  y  anotando  las  alteraciones  que 
por  cualquier  respecto  puedan  tener,  de  manera 
que  en  todo  tiempo  se  conozca  su  verdadero 
origen  y  estado.  También  anotarán  en  distin- 
*  *  tos  folios  y  con  la  debida  separación  las  ñncas 
^  que  posean  las    iglesias,   expresando  el   lugar 

donde  se  encuentren,  su  valor  ó  importancia,  ar* 
rendatarios  que  las  tengan,  el  producto  del  al- 
quijier  6  arrendamiento,  y  las  alteraciones  que  se 
experimenten  en  cualquiera  de  estos  particulares. 

\  tínico.  Los  libros  ó  cuadernos  de  que  ha- 
blan los  dos  artículos  anteriores,  deberán  ser  fo- 
liados y  rubricados  por  los  jefes  políticos  res- 
pectivos, á  cuyo  efecto  los  mayordorftos  les  pre- 
sentarán dichos  libros  d  cuadernos  oportuna- 
mente. 

Art«  24.  La  primera  partida  del  libro  6  cua- 
derno de  cuentasK^ue  se  ponga  en  Enero  al  prin- 
«  cipiar  el  affo,  será  de  la  existencia  que  resultó 
en  Diciembre,  en  numerario,  llevándose  al  ramo 
de  cargo  de  caudales  :  otrii  partida  en  el  mismo 
dia,  y  en  el  mismo  cuaderno  ó  libro,  en  el  ramo 
á^  deudores,  si  quedaron  algunos  sin  pagar  al  fin 
del  año :  otra  partida  eii  el  ramo  de  capitales  á 
censo  parajlevar  á  él  todos  los  capitales  que 
correspondan  á  la  parroquia,  y  la  otra  en  el  ramo 
do  enseres  de  la  iglesia  para  que  se  estampen  los 
ornamentos  y  demás  utensilios  del ,  servicio  de  la 
iglesia. 

Art  26.  Sentada  la  ultima  partida,  el  dia  31 
de  Diciembre  de  cada  año,  el  mayordomo  ha- 
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ciendo  el  balance  correspondiente,  estampará  una 
diligencia  en  que  se  expresen  los  folios  que  con- 
tenga el  libro  de  cuenta^  y  que  queda  cerrada 
esta,  firmando  dicha  diligencia. 

Art  26.  No  podrán  los  mayordomos  gastar 
cosa  alguna  del  caudal  que  tengan  en  su  poder 
perteneciente  á  las  iglesias,  sino  por  libramiento 
de  los  curas,  ó  de  la  primera  autoridad  ciril  de 
la  parroquia,  en  los  casos  que  expresa  el  articulo 
22  de  este  reglamento. 

Art.  27  Dentro  de  los  primeros  quince  diaa 
del  mes  de  Enero  los  mayordomos  presentarán 
sus  cuentas  del  afío  anterior  con  los  documentos 
que  las  comprueben,  los  cuales  deberán  estar 
numerados,  al  alcalde  ó  juez  de  la  parroquia : 
este  las  pasará  al  cura  párroco,  que  se  las  de- 
volverá dentro  de  wfl  mes  con  sus  reparos,  si  los 
turiere,  de  los  cuales  instruirá  el  magistrado 
civil  al  mayordomo,  y  luego  con  su  contestación 
remitirá  las  cuentas  al  jefe  político  del  cantón. 

Art.  2§.  Losjefes  políticos  en  unión  del  pro- 
^curador  municipal  y  de  un  concejal  ó  vecino 
nombrado  por  el  mismo  Concejo,  examinarán  y 
sentenciarán  definitivamente  estas  cuentas,  va- 
liéndose de  los  jueces  parroquiales  para  hacer 
cumplir  sus  providencias. " 

Art.  29.  Fenecidas  así  en  cada  ano  por  los 
jefes  políticos  las  cuentas  de  las  parroquias  de 
su  cantón,  formarán  un  estado  sencillo  que  com- 
prenda las  parroquias  del  cantón,  los  ramos  de 
ingceso  y  egreso  y  las  cantidades  que  porcada 
uno  se  han  percibido  y  erogado,  y  lo  remitirán  al 
Gobernador  de  la  provincia.  En  la  formación  de 
dicho  estado  se  arreglarán  los  jefes  políticos  al 
modelo  que  les  pasarán  los  Gobernadores. 

Art.  30  Estos  estados  servirán  á  los  Goberna- 
dores para  conocer  si  en  todas  las  parroquias  se 
han  rendido  las  cuentas,  y  cumplido  con  los  debe- 
res que  impone  la  ley  de  patronato;  y  reuniéndo- 
los,  formarán  uno  de  toda  la  provincia,  que  com- 
prenderá sus  cantones,  y  lo  demás  que  expresa 
el  artículo  anterior.  De  este  estado  provincial 
remitirán  copia  al  Ministerio  de  lo  Inte- 
rior y  á  los  respectivos  prelados  eclesiásticos  6 
á  quien  desempefle  sus  funciones. 

Art.  31.  De  los  alcances  que  resulten  al  cerrar* 
se  la  cuenta  el  último  de  Diciembre  pondrán  los 
mayordomos  asientos  en  el  libro  de  cuenta  del 
afio  siguiente. 

Art.  32.  Siempre  que  por  falta  absoluta  de 
un  mayordomo,  entre  otro  nuevo  nombrado  por 
el  Gobernador  &  desempeSár  la  mayordomfa,  se 
formará  el  inventario  de  que  hcbla  el  aitículo  20 
en  el  mismo  número  de  ejemplares  que  allí  se  ex- 
presanr  precediéndose  en  la  propia  forma  que 
dicho  artículo  previene. 
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ArU  33«  Anualmente  y  verificado  que  sea  el 
corte  de  cuentas,  se  pasará  un  tanteo  por  la  pri- 
mera autoridad  civil  de  la  parroquia  y  el  venera- 
ble cura.  Este  tanteo  será  no  solo  de  la  existen- 
cia metálica,  sino  también  de  lo  demás  del  ser- 
vicio de  la  iglesia  constante  en  el  inventario  de 
que  habla  el  artículo  20.  A  estos  actos  deberá 
concurrir  el  secretario  del  alcalde  ó  juez  de  la 
parroquia  ó  el  amanuense  del  jefe  político  en  su 
c;iso,  y  estampará  una  diligencia  por  duplicado 
que  acredite  todo  lo  que  hay  existente,  cuya  di- 
ligencia será  firmada  por  el  juez,  el  cura,  el  se- 
cretario y  el  mayordomo,  y  se  depositará  un  ejem- 
plar en  poder  (Íel  venerable  cura  y  el  otro  en  el 
archivo  de  la  autoridad  civil  respectiva.  Igual 
tanteo  podrá  pasarse  en  cualquiera  época  en  que 
lo  crea  necesario  la  primera  autoridad  civil  de  la 
parroquia  6  el  venerable  cura,  para  lo  cual  exci- 
tará este  a  dicha  autoridad. 

Art.  34'  Las  cuentnsde  fábrica  de  las  iglesias 
parroquiales  que  han  debido  llevarse  h^sta  ahora 
y  que  no  hayan  sido  presentadas,  examinadas  y 
aprobadas,  lo  serán  conforme  al  presente  re- 
glamento. 

Art  '35.  Ninguna  prppiedad  de  las  iglesias 
parroquiales  podrá  ser  enajenada  sino  con  las 
formalidades  de  derecho  y  previo  el  consentimien- 
to de  los  respectivos  Gobernadores  constante  en' 
el  expediente  que  se  les  remitirá  por  el  prelado 
6  su  provisor.  Para  reducir  los  censos  es  necesa- 
rio también  el  consentimiento  del  Gobernador 
respectivo,  á  menos  que  dicha  reducción  se  acuer- 
de por  el  tribunal  competente. 

Art.  36.  Este  decreto  empezará  á  iénet  cum- 
plimiento desde  el  19  de  Enero  del  año  próximo, 
desde  cuyo  día  quedará  derogado  el  de  26  de 
Mayo  de  1841. 

Art.  37.  El  Secretario  de  Estado  en  los  des- 
pachos de  lo  Interior  y  Justicia  queda  encargado 
de  la  ejecución  de  este  decreto. 

Dado:  firmado  de  mi  mano:  sellado  con  el 
sello  del  Poder  Ejecutivo  y  refrendado  por  el  Se- 
cretario de  Estado  en  los  despachos  de  lo  Interior 
y.  Justicia  en-Garácas  á  18  de  Octubre  de  1842, 
año  139  de  la  ley  y  329  ^^  ^^  independencia. — 
José  a' Pá&Zn — Por  S.'E»  Ángel  Quintero, 

MAYORDOMIAS  de  fabrica.  Rbsocucion 
Ejecutiva  db  17  de  Julio  de  1843  dispo- 
niendo que  los  Gobernadores  participen  á  las 
oficifuu  de  pago-  loa  nombramenios  que  ha- 
gan de  mayordoínosyy  dichas  ojuinas  al  tri- 
htnal  de  cuentas.  «(Modificada  por  la  siguiente). 

Secretaria  Íel  Interior. — Sección  primera. 

Caváces  Julio  17  de  1843. 
Kesuelto^^-Dígase  en  eircular  &  los  goberna- 
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dores  de  provirtcíá,  tribanai  de  cuentan  7  tesore^* 
ría  general 

Habiendo  manifestado  el  gobernador  de  Mará* 
caibo  la  dific\iltad  que  produce  la  previa  presen- 
tación y  tomti  de  razón  de  los  títultis  de  loa  ma* 
yordomos  de  fábricas  de  las  iglesias,  segan  ¡o 
exige  la  Tesorería  general  para  recibir  de  la« 
oficina^  de  pago  la  asignación  que  para  dichfls 
fábricas  hace  la  ley,  y  pedido  en  consecuencia 
se  comprendiese  á  los  referidos  mayordomos  en 
la  reáolucion  de  10  de  Octubre  de  1839,  expedi- 
da por  la  Secretaría  de  Hacienda  y  publicada  en 
el  numero  466  de  la  Gaceta  de  Vencaucla.  S.  E. 
el  Presidente  de  la  Reptíblica  se'  ha  servido  re- 
solver lo  siguiente: 

Lo  dispuesto  en  el  inciso  4.  ^  del  artículo  2^ 
de  la  ley  de  oficinas  superiores  de  28  de  Mayó 
de  1837,  á  saber  :-  «*  Que  el  tribunal  de  cuentas 
tome  razón  de.  los  títulos  y  despachos  de  todos 
los  empleados  civiles,  militares,  de  hacienda  y 
eclesiásticos  que  disfruten  sueldo  ó  comisión  de 
las  rentas  nacionales,  sin  cuyo  requisito  no  se  ad- 
mitirá en  data  ninguna  cantidad  ni  partida,"  no 
comprende  á  los  títulos  de  Ips  mayordomos  de 
fábricas  de  las  iglesias,  porque  estos  empleados 
no  disfrutan  sueldo  ni  comisión  de  las  rentas  na- 
cionales, no  siendo  ni  pudiendo  considerarse 
como  sueldo  ó  comisión,  la  asignación  que  la 
ley  hace  para  dichas  fábricas,  y  que  ellos  reciben 
con  tal  objeto.  Para  entregar  .dicha  asignación 
la  oficina  correspondiente,  basta  que  le  conste  que 
el  que  la  recibe  es  tal  mayordomo  de  fábrica  en 
ejercicio,  y  que  conste  lo  mismo  al  tribunal  de 
cuentas  al  exanríinar  las  de  la  oficina  que  ha  he- 
cho el  pago  ;  á  cuyo  efecto  los  gobernadores  de 
provincia  avisarán  en  lo  sucesivo  a  las  oficinas 
de  pago  correspondientes  los  nombres  de  las  per- 
sonas que  nombraren  mayordomos  de  fábricas 
de  las  iglesias,  y  las  fechas  en  que  hayan  tomado 
posesión  del  destino,  y  dichas  olíicinas  lo  parti- 
ciparán inmediatamente  al  ttibunal  de  cnentas. 
De  este  modo  se  tendrán  las  garantías  necean- 
rías  para  la  entrega  de  las  asignaciones  de  fábrí* 
cas,  y  quedarán  remediadas  las  dificultades  que 
hasta  ahora  se  han  presentado  por  la  toma  de 
razón  de  los  títulos  de  los  mayordomos  que  se 
acostumbraba  sin  comprenderlos  la  citada  ley. 

Soy  &w 

Dígase  al  gobernador  de  Máfacaibo  en  con- 
testación de  su  nota  fecha  20  de  Marzo  ultimo 
nftmero  42»— Publíquese.— Por  S.  E. 

JHanríqne, 


COLOMBIANA^  V    VENEZOLANA  VIGENTE. 
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MAYORDOMIAS   db    fabrica.  Rbsoluciow 
Ejecutiva  de  28  djs  Agosto  db   1844  dic- 
tando  reglas  para  su  pago.  (Modíñca  la  an te- 
nor) 
Secretaria  del  Interior. — Sección  primera. 
Caracas  Agosto  28  de  1844. 
Besuelto. — Dígase  al  Gobernador  de  Cojo. 
El  Gobierno  en  su  resolución  de  17  de*  Julio 
dé  1843,  se  propuso  que  al  hacerse  el  fago  de  la 
asignación  para  fabricas  de  iglesias  6  los  respec- 
tlvos-mayordomos,  no  se  hiciese  sino  á  personas 
legítimamente^  autorizadas  para  percibirlas,  y  eli- 
gió  por  esto  que  fuesen  los  mayordomos  de   fá- 
brica en  ejercicio.  Para  que  esto  pudiese  cons- 
tar á  las  oficinas  de  pago  correspondientes,  dis- 
puso .que  los  Gobernadores  lea  participasen  los 
nombramientos  de  mayordomos  de  fabricas  y  las 
ñfichas  en  que  habían  tomado  posesión   de  sus 
destinos,  dejando  á  la  discreción   de  los  emplea- 
dos  de  Hacienda  el  medio  que  les  proporcionase 
el  convencimiento  de  estar  ó  no  en  ejercicio  Ios- 
mayordomos  cuyos  nombramientos  ya  se  Its  ha- 
bla participado  por  el. Gobernador  en  oportuni- 
dad.  Mas  ocurriendo  ahora  duda  en  la    provin- 
cia de  Coro  sobre  el  modo  de  comprobar  el  ejer* 
cicio  del  encargo,  ha  dispuesto  el  Poder  Ejecu- 
tivo que  esto  se  veriñque  presentándose  certifi- 
cación de  la  primera  autoridad   civil  de  la  parro- 
quia 6  cuya  iglesia  pertenezca  la  asignación. 

Tengo  el  hpnor  de  decirlo  á  US.  en  contesta- 
ción á.su  oficio  de  29'de  Julio  áltimo  número 
162  sobre  la  materia.  i 

Trascríbase  ft  la  Secretaría  de  Hacienda,  cir- 
cúlese y  publíquese. — Por  8.  E. — Cobos  fuertes. 
MAYORDOMIAS    db    fabrica.     Bksolucion 
Ejkcütiva*de  23  (*)  DE  Noviembre  de  1843 
ffando  la,  comisión  de  los  mayordomos. 
República  de  Venezuela. — Secretaria  de  Sstado 
en  los  despachos  del  Interior  y  Justicia.^ SeC' 
don    primera... Núm.  491. — Cardias  22  de 
Noviembre  de  1843,  14  ^  33. 
Circular  á  los  señores  Gíobernadores  de  provin- 
cias, Prelados  eclesiásticos  v  Tribunal  de  cuentas. 
A  consulta  del  Gobernador  de  Apure  hecha  en^ 
1836  sobre  la  comisión  que  tenian   los  mayordo^ 
moa  de  fábricas  de  las  iglesias,  resolvió  el  Poder 
Ejecutivo  en  2  de  Setiembre  de  1837,  previo  el  in- 
forme del  M.  R.  Sr.  Arzobispo. y  del  Tribunal  de 
cuentas»  lo  que  áffue. 

^  Atendien^ot  el  Gobierno  á  que  por  real  cídur 
Ift  de  18  de  Marzo  de  1764  se  concedió  al  mayor- 
domo de  la  S.  L  M.  el  ocho  por  ciento  de  comí-, 
sien,  7  Á  que  de  mforme  del  tribunal  ma^roi*  -¿o 
cuentas  resplky  qu6lo9.mayordamo8.de  igleñas 


t*)    Eb  1m  Memoria  M  Interior  d«444iee21;  per6> 
esto  slDidadn  jm,mí^990t». 
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parroquiales  han  cobrado  la  misma  coigision,  en- 
tendiéndose cuatro  por  ciento  de  lo  que  recauda- 
ban, y  otros  cuatro  por  ciento  de  lo  que  distri- 
buian,  ha  dispuesto  que  continúen  cobrando  el 
mismo  ocho  por  ciento  en  los  términos  expresa: 
dos,  hasta  que  el  Congreso,  en  cuyo  conocimiento 
se  pondrá  este  negocio,  resuelva  ¡o  que  crea  justo 
y  conveniente." 

Esta  misma  asignación  hizo  el  Congreso  en  el 
artículo  59  de  su  decreto  de  14  de  Mayo  de  1841; 
pero  como  ni  en  la  ley  de  7  de  Mayo  de  184íJ..que 
lo  reformó,  ni  en  el  decreto  del  Poder  Ejecutivo 
de  18  de  Octubre  del  mijipo  alio  sobre  cuentas  de 
las  mayordomías  de  fábricas  se  ha  asignado  nin- 
guna comisión  á  los  mayordomos,  y  han  ocurrido 
nueva*  consultas  sobre  este  punto,  el  Gbbierno  re- 
suelve que  dichos  mayordomos  continúen  cobsan- 
do  el  mismo  ocho  por  ciento  de  comisión  en  los 
términos  que  expresa  la  resolución  de  2  de  Setiem- 
bre de  1837^  arriba  inserta,  mientras  que  el  Con- 
greso, á quien  se  dará  cuenta,  resuelve  lo  conve- 
niente* 

Tengo  el  honor  de  ;  decirlo  á  US.  á  los  fínes 
consiguientes. 

Soy  de  US.  atento  servidor.— Jita;»  Manuel 
Manrique. 

MAYORDOMIAS  db  fabrica.  RBsoLuciaK 
Kjbout»va  de  12. db  lA^^zode  1846  apr^- 
bando-  una  determinueitn  del  Gobernador 
de  Carabobo  sobre  quién  debe  ejercer  las 
funciones  de  fiscal^  y  reparar  las  cuentas 
de  los  venerables  Curíks  cuando  ellos  mis- 
mos hayan  desempeñado  las  mayordomias  de 
fábrica;  y  disponiendo  ademas  ;  4.0^  q^g 
no  es  necesaria  la  formalidad  del  V.B.  que 
ppnen  los  Curas  en  virtud  del  D.  E,  de  IS 
de  Ockibre  de  1842»  cuajado  sean  ellos  mis- 
moa  los  encargados  interinamente  de-  lus 
mayordomias  de  fábrica :  2.^,  que  á  falta 
de  Curaten  una  parroquia^  concurra  el  Sa^ 
cerdote  á  quien  esta  se  haya  recomendado^  á  la^ 
junta  de  vecinos  que  ha  de  haeer  el  nombra- 
miento  de  mayord  mo;  y  que  en  el  caso  ex-^ 
traordinario  de  no  estar  recomendada^  se  re- 
quiera,  á  la  auAoridad  compeiet^apara^fuapro- 
tea  de  remedio;  y  39,  q^e  los-  müyotdemos 
conte^ten^'los  reparos  que  se  hagan  á  sus  cuen-  # 
taSf  dentro  de  cmtro  dias^  segnm  se  establece 
para, los  fuidoidé  cuentas  en  la  ley  %^  iiUulo 
79  dfieídigoie  fraeeUmknto  judicial 
Secretaría  de  lo  Jlntefwr.r-Seeciet^  pernera. 

Cará«as>Marzo  12  de  1846. 

RMiidlOr-NCl  flofaefoadorrda  Garaiiobo  se  ka 

dirigido  ai.  PcMt^rJE^jeoiittffa  loaiufesgtándole  que  á 

cemalta.del  altaidaiie  (Móntalfan,:y  por.an^gfa 

CQ»*k^raMl|flt|M:etnii9mo  .Faéer'ft^eciutn>;sn 
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6  de  Jutrio  de  1643,  ha  dispuesto  que  los  alcaldes 
6  jueces  de  paaS  ejerzan  las  funciones  de  fiscales,  y 
como  tales  reparen  las  cuentas  de  fábricas  que  los 
venerables  curas  presenten  cuando  ellos  mismos 
hayan  desempeñado  la  roayordomía  de  sus  res- 
pectivas iglesias,  y' estén  por  esto  impedidos  para 
repasarlas  como  deben  hacerlo  cuando  otras  per- 
sonas están  encargadas  de  la  administración,  y  S.  E. 
el  Presidente  de  la  República  se  ha  servido  apro- 
bar su  determinación. 

Ha  consultado  también  el  mismo  Gobernador : 
19  Gluien  debe  poner  el  V.  B.  que  requieren 
*Ios  (locumentos  comprobantes  de  la  cuenta,  cuan- 
do sean  mayordomos  de  fábripa  interinos  los  mis- 
mos curas  y  estén  por  esto  impedidos  para  hacerlo. 

29  Cómo  debe  practicarse  la  elección  de  ma- 
yordomos cuando  fas  parroquias  carecen  del  cu- 
ra que  debe  intervenir  en  la  elección  con  arreglo 
al  artículo  41  de  la  ley  de  patronato;  y 

39  Qué  plazo  debe  asignarse  á  los  mayordomos 
para*  contestar  ios  reparos  que  se  hagad  á  sus 
cuentas ;   y  el  Gobierno  ha  resuelto. 

19.Clue  no  es  necesaria  la  formalidad  del  V. 
B.  que  ponen  los  curas  en  virtud  del  decreto  eje- 
cutivo de  18  de  Octubre  de  1842,  cuando  sean  ellos 
mismos  los  que  estén  encargados  interinamente  de 
las  mayordomeas  de  fábrica. 

29  Clue  no  siendo  regular  que  haya  ninguna 
parroquia  que  deje  de  estar  encargada  á  algún 
eclesiástico  que  desempeñe  en  ella  la  cura  de  al- 
mas, concurra  á  la  junta  de  vecinos  que  ha  de  ha- 
cer el  nombramiento  de  mayordomo,  el  sacerdote  á 
quien  se  haya  encomendado  la  parroquia,  y  que  en 
el  caso  ej^aordínario  de  no  estar  encorr>endada,  se 
requiera  k  la  autorid:id  eclesiástica  competente  pa- 
ra que  provefi  de  remedio  y 

39  Que  los  maytírduraoá  contesten  los  reparos 
que  se  hicieren  á  sus  cuentas  dentro  de  cuatro 
días  según  se  ^siaMiH'e  para  los  juicios  de  cuentas 
en  la  ley  sexti  título  79  del  código  de  procedi- 
miento judiciales. 

Publíqut'se  y  circúlese. — Por  S.  E.— * 

Cobos  Fuertes. 
MAYORDOiMIAS    de    fabrica.   Rrsoldcion 

Ejecutiva  db  26  db  Noviembre  de  1851  de- 
clarando   cómo  se  obligará  á  los  Curas  é  la 
m     entrega   de  las  cuantas  cuando  le  sean  objeta- 
.  das  por  ser  ellos  mismos  los  mayordomos, 
Seci'etarla  del  Interior* — Sección  primera. 
Caracas,  Noviembre  26  de  1851. 

Resuelto. — Dígase  al  gobernador  de  Barquim- 
meto.    -  í 

Puesta  en  considemcion  del  Poder  Ejeeutívo  la 
nota  de  US.  de  23  de  Junio  próximo  pasado,  en 
que  consulta  acerca  del  procedimiento  que  deba ' 
obMrvarse  para  obligar  al  eura  da  San  Felipe  á  la  (| 
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entrega  de  las  cuentas  qUe  llevó,  como  roayord€h 
mo  de  fábrica  de  la  igiei»ia  de  aquella  ciudad,  las 
cuales  se  le  pasaron  ea.  virtud  de  Jas  objecidnea 
que  se  les  hicieron  por  el  juez  de  parroquia,  á 
quien  corres|:k>nden  tales  funciones  en  el  presenta 
caso,  conforme  á  la  resolución  ejecutiva  de  12  d« 
Marzo  de  1846,  S.  R  ha  tenido  á  bien  resolver : 
que  gozando  el  referido  cura  del  privilegio  del 
fuero,  no  está  sometido  á  la  jurisdicción  civil,  de 
oue  no  pueden  eximirse  en  general  los  demás  ciu' 
(ládanos,  y  por  tanto  no  le  es  aplicable  por  los  tri- 
bunales ordinarios  el  apremio  de  veinticuatro  ho- 
ras de  pri*  ion  que  establece  el  artículo  99  de  kt 
ley  6.*  título  79  del  código  de  procedimiento  judi- 
cial expedido  en  3  de  Mayo  de  1838,  pero  que  no 
debiendo  quedar  impune  una  falta  de  esta  natura- 
leza, puede  US.  dar  cuenta  de  lo  ocurrido  en  esta 
y  cualquiera  otra  ocasión  seniejante,  al  superior 
eclesiástico  competente,  á  fin  de  que  este,  usando  de 
su  autoridad,  haga  que  el  enunciado  cura  de  San 
Felipe  y  los  demás  que  cometan  tales  faltas,  cum- 
plan con  los  deberes  que  les  impone  la  ley,  sí  para 
ello  no  fueren  suficientes  los  medios  persuasivos 
que,  antes  de  dar  este  paso,  empleará  el  juez  civil 
respectivo ;  aQadiendo  á  US.  que  el  Gooierno  ve 
con  suma  pena  que  se  haya  presentado  un  ejemplo 
de  esta  especie,  mn  ajeno  de  la  buena  conducta 
que  debe  observar  un  ministro  del  altar,  y  deflea- 
ría  que  no  se  repitiese  este  suceso  para  no  dar  oca- 
sión á  excesos  y  omisión  en  llenar  sus  deberes  un 
sacerdote  que  ha  de  ser  siempre  un  modelo  de 
virtudes. 

Soy  &.— Por  8.  E.-^Herrera. 
MAYORDOMIAS    db    fabrica.     RbsoLvciok 
EjecdtiVa   0e  27  dr  Marzo  i¿»  1852  decla- 
rando que  son  los  jueces  de  paz  los  que  deben 
presidir  los  vecindarios  en  sus  reuniones  con  el 
objeto  de  formar  ternas  para  la  elección  de  «m- 
yordomos. 
Secretaría  del  Interior. — Sección  primera. 
Caracas,  27  de  Marzo  de  1852. 
Resuelto. — Dígase  á  los  Gobernadores  de  pro- 
vincia. 

Con  esxa  fecha  ha  dictado  el  Poder  Ejecutivo  la 
siguiente  resolución. 

<«  Vistas  las  diferentes  consultas  que  han  dirigi- 
do al  Poder  Ejecutivo  varios  Gobernadores  de 
provincia,  con  motivo  de  la  duda  qtie  les  ocurre, 
sobre  sí  son  los  jueces  de  parroquia,  6  los  de  p82« 
los  que  en  vc^  de  lo^  antiguos  a^lcaldei^  deben  pre- 
sidir los  vecindarios  reuntdoíi  con  ástácncia  de  su« 
curas  para  formar  las  ternas  que  han  de  presentar- 
se á  los  Gobernadores,  toda  vez  que  sea  necesario 
nombrar  los  mayordomos  de  fábrica  de  las  respec- 
tivas iglesias  p^roquiales»  conforme  á  lo  diapnca- 
to  por  el  artículo  41  de  la  ley  da  patrooato  i   '    " 


COLOICBllNA  T  VB9BZ0LANA  VIGENTE. 


389 


MAY 


tMo ;  y  considerando  S.  E.  que  los  referidos  jue- 
ces de  parroquia  no  son  simples  sustitutos  de  los 
anteriores  alcaldes,  según  se  tiene  declarado  por 
resolución  de  17  de  Febrero  del  año  próximo  pasa- 
do :  que  como  empleados  que  son  del  orden  judi- 
ciaino  ejercen  otras  funciones  que  las  que  les  de- 
marca el  Código  orgánico  de  tribunales  ;  y  3?  que 
las  reuniones  de  los  expresados  vecindarios  han  si- 
do siempre  presididas  por  los  jueces  de  paz  en  to; 
dos  los  pueblos  en  que  aquellos  no  han  existido  m 
los  hay  al  presente,  ha  tenido  á  bien  resolver:  que 
corresponde  á  estos  la  atribución  que  confería  á 
loe  dichos  alcaldes  el  artículo  41  de  la  citada  íey, 
y  por  tanto  deben  presidir  las  juntas  vecinales  de  que 
él^abla." 
Lo  comunico  á  US.  para  su  inteligencia. 

Soy  &.— Por  S.  K— Herrera. 
MAYORDOMIAS»   ob  pa»bica.  Resolución 
EiBCDTiVA   M  27  M  Agosto  M  1862  reite- 
rando el  cumplimiento  de  la  de  13  de  Mayo 
de  1844,  (que  reproduce)  sobre  remisión  al  Go- 
bierno de  los  estados  de  ingreso  y  egreso  de 
sus  rentas. 
Secretaría  del  Interior.— Sección  primera.    . 
Caracas  27  de  Agosto  de  1852. 
Resuelto.— Dígase  á  los  sefiores  Gobernadores 

de  provincia.  ,     %*         j^ 

Por  resolución  Ejecutiva  de  13  de  Mayo  de 
1844,  que  cea  la  misma  fecha  y  bajo  el  numero 
ll<4  comunicó  á  los  Gobernadores  el  Ministerio  de 
mi  cargo  se  estableció  lo  siguiente :        ,  ,  „   , 

«  Dispone  el  arlíciilo  30  del  decreto  del  Poder 
Ejecutivo  de  18  de  Octubre  de  1842  sobre  cuen- 
las  de  las  mayordomias  de  fábricas  de  las  Igle- 
sias.  que  los  Gobernadores  de  provincia  reunien- 
do los  estados  que  les  pasan. ios  Jefes  políticos  de 
los  ingresos  y  egresos  que  hayan  tenido  las  par- 
roquias de  sus  cantones,  formarán  uno  de  toda 
la  provincia  que  comprenderá  sus  cantones  y  lo 
demás  que  empresa  el  ar4ículo  29,  de  cuyo  estado 
provincial  remitirán  eopia  al  Ministerio  de  lo  In- 
terior  y  á  loa  respectivos  prelados  eclesiásticos  ; 
y  deseando  el  Gobierno  que  estos  estados  sean 
uniformes  en  to<la«  las  provincias  y  que  expresen 
h>s  ramos  de  ingreso  y  ?gw^o,  J  !*•  cantidades 
me  por  cada  uno  se  han  percibido  y  erogado 
conforme  á  lo  prevenido  en  el  citado  artículo  29, 
ha  tenido  á  bien  «probar  et  modelo  que  tengo  el 
honor  de  acompañar.  Aunque  dicho  modelo  so- 
lo  contiene  cuatro  railioi  de  ingreso  y  cuatro  de 
egreso,  deben  «expnsiirse  en  los  estados  lodos  jos 
demás  ramos  que  eüatan  y  correspondan  á  i»a 
ftihricas  por  velaciones,  sejHiltnras,  exhumaj-ioi. 
nes.  senas  6  cualquiera  otro^  respecto,  sin  omitir- 
se  ninguno.  Espera  el  Gobierna  qncí  los  Gober- 
aaderes  desempefiaréo  cumpüdameaté  los  dehe- 
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res  que  eo  esta  materia  les  impone  el  citado  de-> 
creto  que  se  les  recuerda.*' 

Y  observando  elToder  Bjecutivo  que  la  dis- 
posición contenida  en  la  resolucic'n  inserta  no  ha 
producido  ningún  efecto  de  parte  de  muchos  Go- 
bernadores que  han  dejado  de  enviar  &  este  Des- 
pacho las  noticias  á  que  ella  hace  referencia,  S. 
E.  me  ha  ordenado  llamar  de  nuevo  la  atención 
de  US.  acerca  de  este  negocio,  recomendándole 
muy  e^cazmente  la  cabal  obseríanHa  del  artí- 
culo 30  del  decreto  mencionado,  y  desea  que  el 
estado  de  que  él  habla,  sea  remitido  á  este  Mi- 
nisterio para  fines  de  Octubre  próximo— Publí- 
qiiese. 

Por  S.  E. — Herrera. 
MAYORDOMIAS  de  ráBRicA.  De  entre  quie- 
nes deben  los  Gobernadores  hacer  la  elección 
de  mayordomos.  Véase  la  rióla  (*). 
MAYORDOMIAS    de  fabrica.  No   es  indis- 
pensable la  cualidad  de  saber'leer  y  escribir 
para  el  nombramiento  de  mayordomo.    Véase 
la  nota  (♦*). 
MAYORDOMIAS    db    fabrica.    Sus  cuentas 
no  pueden  ser  examinadas  ni  glosadas  por  per- 
sonas que  hayan  dejado  de  tener  el  carácter  en 
que   pudieran  haberlas   sentenciado.  Véase   la 
nota  (*••).  

(*)  Bl  Secretario  del  Interior  en  bvl  Memoria  de  47 

"  Consultó  el  Gobernador  de  Cara  bobo  si  para  la  vali- 
des de  una  tema  formada  para  el  nombramit*nto  de  ma- 
yordomo de  fábrica  de  alguna  i^loíia,  era  necesario  que 
cada  uno  de  los  propuestos  hubiese  obtenido  la  mayoría 
abaqluta  devotos  en  la  junta  electoral,  y  ai  debía  remi- 
tirae  á  loa  Gobernadores  el  acta  de  dicha  junta,  con  ex- 
presión del  nombre  y  número  do  loa  electores  y  número 
de  TOtoB  que  hubiesen  alcanzado  loa  elegidos.  Resolvió 
el  Gobierno:  que  no  eraneceaaria  la  remisión  del  acta 
de  la  junta  ni  la  expresión  del  nombre  y  número  de  k>8 
clectorea.  ni  la  mayoría  absoluta  de  votos  ^n  favor  de  los 
elecridoa,  bien  que  fuese  conveniente  establecerlo  asi 
cuando  se  revieBe  el  reglamento  de  fábricas  vigente ;  de- 
clarando  en  consecuencia  que  loa  Gobernadorea  dcbíau 
hacer  la  elección  en  uno  de  los  tres  que  el  presidente  de 
la  junta  le  presentase,  como  favorecidos  por  la  mayoría 
relativa  de  sufragios. 

(**)  El  mismo  SecreUrio  en  su  propia  Mcmoiia  ex- 

^""^Consultó  el  mismo  Gobernador  sobre  si  la  clrcuna- 
tancia  de  saber  le^r  y  escribir  era  cualidad  indispensable 
en  los  may«írdomoa  de  fíibrlca.  Se  le  contí'sté  :  que  aan- 
Que  esta  cualidad  era  ciertamente  muí  conveniente  para 
el  buen  ejercicio  del  encarólo,  no  wí  había  exigido  por 
ahora  como  indispensable,  en  consideración  a  la  ejcase» 
de  bwnbres  que  quieran  voluntariamente  desempellarlo; 
«¿ndVpor  lo  {a^ntonecisario  aceptar  aquellos  que  por 
SXos^de  piedad  se  preaun  á  ejercerlo,  vaUéndose  de 
amanaeoses  de  au  confianza, 
í ••♦>  E>  oreplb  Secretario  en  au  dicha  Mesaoria  expuso: 
^CooaaHÓ  il  Gobernador  de  TnajiUo  sobre  si  podían 
•er  oíScados  á  examinar  las  cuentas  de  fabrieaa  de  aftos 
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MAYORDOMOS  de  fabrica.  Véase  Jlfeyor- 
domías  de  fábrica, 

MAYORDOMIAS  db  fabrica.  Recusación  de 
los  miembros  de  la  junta  examinadora  de  las 
cuencas  y  modo  de  proceder.  Védse  Recusa- 
ción áe  Jueces  y  otros  funcionarios.  R»  E.  dé 
14  de  Diciembre  de  1847. 

MAYORDOMOS  db  hatos  y  haciendas.  No 
teniendo  otra  renta  que  sus  sueldoa,  están 
exentos  de  carcas  concejiles.  Véase  Cargas 
Concejiles,  R.  R.  K  £.  de  IZ  d«  Marzo  de 
183&«  y  6  de  Febrero  de  1852. 

MAYORDOMOS  de  hatos  t  haciendan.  Bs^ 
t&n  exentos  temporal  me n^te  del  servicio  en  la 
milicia.  Véaire  Milicia  nacional  L.  de  24^  de 
Abril  de  1654,  art.  4,  y  D.  E.  R.  art.  10, 

MEDALLA  de  distinción  en  honor  del  Li- 
bertador. DeciTeto  de  11  DE  MAR2n)  de 
1854  creándola. 

El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la 

República,  de  Venezuela  reunidos  en  Congreso. 

Considerando : 

1?  Que  el  busto  del  Libertador  que  hoy  Ueran 
muchos  beneméritos  militares  y  otros  dignos  ciu- 
dadanos de  la  República  fué  instituido  por  el 
Congreso  constituyente  de  la  del  Perú  en  12  de 
Febrero  de  1825  como  una  muestra  de  su  grati- 
tud al  héroe  que  rompiera  sus  cadenas. 

29  Que  es  sensible  para  Venezuela  que  mu- 
chos de  sus  hijos,  acreedores  por  sus  mereci- 
mientos, á  la  concesión  de  igual  gracia,  no  pue- 
dan obtenerla  sino  de  una  nación  extranjera. 

39  Que  la  patria  debe,  por  cuantos  medios  es- 
tén Á  su  alcance,  consenrar  la  memoria  del  hé- 
roe Sud-americano  que  le  di6  libertad  y  aseguró 
su  independencia  ;  y 

49  Que  el  uso  del  busto  del  Libertador  no  ha 
de  verse  sino  como  un  premio  al  mérito  y  6 
los  servicios  prestados  á  la  República. 

pasados  los  indiyiduos  que  componian  las  iaDtas  en  ellos, 
y  que  habian  omitido  el  Heno  de  este  deber,  afiadiendo 
qu»  de  otro  modo  seria  impracticable  sn  examen  por  el 
JuCe  político  y  demos  vocales  en  atención  á  las  ocnpacio- 
ues  del  primero  y  á  que  desde  1841  estaban  sin  ezami- 
liarlo  las  cuentas.  Se  dijo  en  contestación :  que  no  to- 
caba el  examen  y  glosa  de  las  cuentas  á  personas  que  ha- 
bían dejado  de  tener  el  carácter  con  que  podian  haber- 
las sentenciado :  que  el  Jefe  político  actual  feneciese  las 
cuentas  de  su  tiempo,  pasando  por  la  existencia  con  que 
«atuviesen  encabezadas;  y  que  Alera  sentenciando  en 
junta  de  fabrica  las  atrasadas,  conformadlo  permitieran 
ias  atenciones  preferentes  do  la  Jefeturá,  teniéndose  pre- 
sente la  existencia  admitida  en  la  última  cuenta  para  00- 
brar  cualquiera  diferencia  que  resaltase  al  hacer  la  eem- 
'  paracion  con  la  que  le  precede,  ó  abonarla,  i^gua  faeae 
adversa  ó  favorable  al  administrador." 
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Decretan : 

Art.  19  Se  acuerda  una  medalla/  dé  dktifieíofr 
que  contenga  en  el  anverao  el  bnsto  del  Liber- 
tador  con  evU  inscripcioTí — '<  Simón  Boh'vor,** 
y  por  el  reverso  las  armas  dis  la  Repúbifea.— Di- 
cha medalla  será  de  Ja  materia,  y  tendrá  la  for* 
ma  y  dlmenaionea  que  deafgne  el  {^oder  Cjéeo- 
tivo. 

Art.  ^  El  mismo  Poder  Ejecutivo  poeif« 
acordar  d  nao  de  dicha  medalla  á  todos  loa  O», 
niales,  Jefes  y  Oficíales  del  l^«rclti>  Liberte. 
áoi¡  y  á  los  que  desde  1848  han  dado  7  déo  en 
lo  sucesivo  pruebas  de  sti  adhesión  á  la  caaaa 
popular.  Ijguai  concesión  hará  á  Jos  ciudadanos 
que  hayan  prestado  ó  presten  á  Fenezueia  nots^ 
bles  servicios  á  juicio  del  Consejo  de  Gobierno. 

Art.  3?  El  costo  de  la  medalla  será  por  cuen- 
ta de  los  ktevesados,  y  su  oonstAMaim  se  hará 
bajo  el  diaefte  que  el  Poder  Eiecutive  haga  pu- 
blicar al  intento. 

Art.  40  El  busto  se  llevará  ai  Jado  izquierdo 
del  pecho  pendiente  de  una  cinia  azul  celesie  de 
una  y  media  pulgada  de  ancho  v  otro  tanto  de 
largo. 

Art.  &Q  La  concesión  del  busto  se  hará  por 
un  diploma  expedido  por  el  Poder  Ejecutivo  en 
favor  de  la  persona  agraciada»  sin  cuyoTequbilo 
no  podrá  hacerse  uso  de  él. 

Dado  en  Caracas  á  9  de  Mareo  de  1B54,  afeo 
25  de  la  ley  y  44  de  Ja  indef>endencia. 

£1  Presidente  del  Senado,  jR»/ae¿  Hewiquéz. 
— ^El  Presidente  de  la  Cáisara  de  Representan- 
tes, Yicente  Amenguai, — El  Secretario  dei  Sesa- 
do,  J.  A.  Pérez. — El  Secieiario  de  la  Cámara 
de  Representantes,  J.  PadiUa. 

Caracas,  Marzo  11  de  1854,  aSo  25  de  la  ley  . 
y  44  de  la  independencia. 

Ejecútese.*/.  G.  Monagos, 

Por  S.  C.— El  Secretario  de  Estado  ea  km 
Despachos  de  Guerra  y  Marina. 

Juan  Muñoz  Tíbar. 

MEDALLA  db  distimciqnbn  honor  dxl  Li* 
BEhTADOR.  Decreto  de  II  de  Abril  un 
1854  reglamentando  el  anterior, 

JOSÉ  GREGORIO  MONAQAS, 

Creneral  de  División,  PresidenU  de  la  Refú- 
blica  6l.  ác  &. 

En  cumplimiento  de  lo  que  se  4^ponc  por  el 
artículo  30  del  decreto  Ie|^ativo,  fócha  11  del 
mes  próxii;uo .pasado^  que.  acuerda  una  medalla 
de  distinción  en  hópor  del  Libertador  Simón  Bo- 
lívar, y  como  una  recompensa  al  mérito  7  i  los 
servicio»  prestados  á  la  República. 
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Decreto. 

Art  \<}  La  medalla  á  que  «e  contrae  el  refe- 
'f\úo  ttecréxo  será  de  oro  6  plata  sobredorada,  de 
formic  elíptica,  con  16  líneas  en  su  mayor  diá- 
metro, 14  en  el  menor,  y  una  de  espesor,  y  con- 
tendrá en  el  anverso  el  busto  del  Libertodor  con 
esta  inscripción— •*5?ti»<>»  Bolívar,*  y  en  el  re- 
•ver«o  las  armas  de  la  República.        * 

Alt  09  Bl  Se^retcíHo  de  Estado  en  los  Des- 
'«ehüs  dé  Guerra  y  Marina  queda  encargado  de 
m  qeevcion  del  presente  decreto. 

Dado :  firmado  de  mi  mano :  sellado  ed^  el 
*aelk>  del  Poder  Ejecutiyo ;  y  refrendado  por  el 
Secretario  de  Estado  en  los  Despachos  de  Ouer- 
•rja  y  Alarína  en  Caracas  á  11  de  Abril  de  1854, 
36  y  44.       . 

J.  G.  Monágaa. 

Por  S.  E. — El  Secretario  de  Estado  en  los 
Despachos  de  Guerra  y  Marina, 

J%an  Muñoz  Tébar, 

MEDIAS  ANATAS.  Está  abolido  este  derecho. 
Véase  Asignaciones  eclesiásticas,  art.  8. 

MEDICINAS.  Véase  Venta  de  medicinas, 

MÉDICOS  T  CiBVJANos.  No  pueden  ejercer 
su  profesión^  sin  el  examen  y  iítulú  correspon- 
dientes. Véase  Boticarios^  R.  £.  de  10  de 
•Junio  de  1833. 

MÉDICOS  Y  CIRUJANOS.  Les  está  prohibido 
componer  y  vender  medicinas.  Véase  Venta 
de  medicinad  R.  de  la  Facultad  médica  de 
15  de  Marzo  de  1843  aprobada  por  U.^  £.  de 
S8  ^e  -Abril  del  mismo. 

MÉDICOS  T  'Cirujanos.  &üb  honorarios.  Véa- 
se Ara^ncel  judicial^  art.  28  k  30. 

MÉDICOS  DK  SANIDAD.  Decreto  Ejecotivo 
0E  25  DE  Agosto  de  1834  estableciendo  sus  de- 
beres en  los  puertos  habilitados. 

Josi  Antonio  Pász,  Presidente  de  la  República 

de  Venezuela  Ai,  &,,  A. 

Considerando : 

19  ^Qne  la  existencia  de  médicos  de  sanidad  en 
loe  puertos  de  la  República  está  reconocida  por 
las  leyes,  especialmente  por  ]a  de  aranceles  expe- 
dida en  28  de  Julio  de  1824,  y  por  las  de  dere- 
chos de  puertos  de  14  de  Octubre  de  1830  y  de 
2  de  Mayo  de  1833: 

^  Que  por  la  atribución  17  art.  117  do  la 
ConsCitucion  corre8f)>onde  al  Poder  Ejecutivo 
nombrar  para  todos  los  empleos  civiles,  militares 
y  de  hacienda,  cuyo  nombramiento  no  esté  re- 
servado á  otra  autoridad : 

8^  Que  no  habiendo  ley  que  determine  el  6r- 
"deii  de  nombramiento  4e  médicos  de  sanidad  de 


MEt> 


puertos  ;  y  siendo  stt  existencia  legal  é  indispen- 
sable en  las  operaciones  sanitarias,  es  un  deber 
del  Gobierno  prescribir  los  requisitos  con  que  en 
acfelante  ha  de  usar  de  la  mencionada  atribución: 
49  Que,  encargado  el  Poder  Ejecutivo  de 
mantener  el  orden  público,  no  puede  permitir 
que  continúe  el  desorden  y  confusión  que  ha  ha- 
bido en  este  ramo,  ya  confundiendo  al  médico  de 
sanidad  de  puerto,  que  es  un  empleado  nacional, 
con  el  titular  del  pueblo,  que  lo  es  mslticipal ; 
y  ya  nombrándose  á  los  primeros,  unas  veces 
por  las  intendencias  suprimidas,  otras  por  los  Go- 
bernadores de  provincia,  y  otras  por  los  Conce- 
jos municipales,  de  donde  resulta  igual  diversi- 
dad en  lo  tocante  á  las  calidades  de  los  nombra- 
dos, formas  y  requisitos  de  los  nombramientos  y 
en  Jas  demás  incidencias  del  negociado. 

59  Qne  aunque  las  lej'es  han  dado  á  los  Con- 
cejos municipales  y  otras  corporaciones  y  em- 
.pleados  del  ^rden  federal  cierta  intervención  en 
lo  concerniente  al  bien  de  la  salud  pública,  tisí 
como  en  otros  ramos  de  la  buena  policí»,  no  han 
declarado  exclusivamente  correspondiente  á  la 
legislación  y  administraciones  municipales  el  cui- 
dado á^  tan  importante  objeto,  el  cual  incumbe  al 
Gobierno  Central  en  todo  lo  que  pueda  afectar  á 
4a  totalidad  del  Estado,  y  por  consiguiente  en  es- 
te como  en  las  demás  ramos  de  la  policía,  tiene 
el  Poder  Ejecutivo  la  obligación  de  intervenir  has- 
ta cierto  punto  para  precaver  males  generales, 
como  lo  serian  las  pestes,  que  pudieran  comuni- 
carse por  los  puertos  al  resto  del  territorio ';   y 

éo  Que  Igualmente  en  propio  del  Gobierno 
nacional  el  conocimiento  de  las  diferencias  que 
pudieran  suscitarse  con  gobiernos  extraños  por 
efecto  de  las  o'peraciones  sanitarias  de  los  puer- 
tos, por  lo  cual  le  roca  también  prescribir  las  re- 
glas que  han  de  observarse  en  dichas  operacio- 
nes, como  lo  ha  hecho  hasta  ahora,  oído  aV  Con- 
sejo de  Gobierno. 

Decreto*: 
Art.  19  El  lÉ^oder  Ejecutivo  reasume  la  fa- 
cultad de  nombrar  los  médicos  desanidad  de  los 
puertos  habilitados  de  la  República. 

Art  29  En   cada  uno  de  los  espresados  puer* 
tos  habrá  un  médico  de  sanidad  de  puertp,   que 
estará  obligado,  primero:  ft  asistir  á  te  visita  de 
sanidad  de  los  buques  que  lleguen  á  loa  respecti- 
vos puertos,  hallándose  siempre  jn'otitp  para  aue 
aquella   tenga  efecto  oportunamente,  y  según  las 
reglas  prescritas ;  per  ello   devengaiíi  loe   dere- 
chos establecidos,  segundo:  á    servir  gratis  en 
cuanto  corresponda  á  su  profesión  en  loa'  proce- 
dimientos de  oficio,  si  no  hubiere  mddíco  titular 
de  ciudad,  pagado  por  las  rentas  municipaleSt    ter- 
cero ;  á  no  ausentarse  de  la  población,  sino    por 
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tíempo  determinado  con  licencia  del  Gobernador 
de  la  provincia,  y  dejando  facultativo  que  le  su- 
brogue, y  cuarto :  á  no  dejar  el  encargo  hasta 
que,  renunciado  ante  el  Poder  Ejecutivo,  sea  ad- 
mitida la  renuncia  y  tome  posesión  el  sucesor. 

Art.  39  £n  los  procedimientos  oficiales,  en 
que  fueren  ocupados  los  médicos  de  sanidad,  ha- 
biendo partes  interesadas  que  deban  satisfacer  las 
costas,  devengarán  aquellos  los  derechos  que  es- 
tán sentados  en  las  leyes  ;  pero  si  el  pago  cor- 
respondiere á  la  hacienda  pública,  se  considerará 
tal  servicio  como  carga  anexa  al  empleo* 

Art.  49  No  estando  pronto  el  médico  de  sani- 
dad para  asistir  á  algún  acto  propio  de  su  encar- 
go, la  autoridad  civil  llamará  á  otro  facultativo, 
para  asistir  ft  aquel  acto  con  opción  &  los  dere- 
chos que  por  tal  servicio  debieran  corresponder  al 
médico  de  sanidad  ;  pero  si  la  operación  fuere  de 
aquellas  á  que  dicho  empleado  estaba  obligado  á 
asi3tir  gratis,  tocará  á  este  indemnizar  al  que  su- 
plió su  falta. 

Art.  59  En  todo  procedimiento  en  que  inter- 
renga médico  desanidad,  ó  por  falta  de  este, 
otro  facultativo,  seráq  respectivamente  responsa- 
bles del  cumplimiento  de  las  leyes  y  ordenanzas 
del  caso,  conforme  á  lo  que  tienen  ellas  dispuesto. 
Art  6.  ®  En  los  puertos  en  que  haya  hospital 
militar  establecido  con  médico  propio,  reasumirá 
el  carácter  de  médico  de  sanidad  en  los  deberes  y 
derechos  que  le  asigna  este  decreto,  y  con  los  que 
le  estén  sefialados  por  otras  disposiciones  como  mé- 
dico del  hospiul  militar; 

Art.  7.  ^  En  los  puertos  en  que  no  haya  ha^- 
pital  militar  establecido,  tendrán  la  preferencia  al 
título  de  médicos  de  sanidad  Ins  que  actualmente 
lo  sean  por  nombramientos  expedidos,  según  las 
prácticas  anteriores. 

Art  8.®  En  el  puerto  en  que  no  haya  actual- 
mente,^ ni  médico  de  hospital  militar,  ni  de  sani- 
dad, será  nombrado  por  el  Poder  Ejecutivo  aquel 
que  teniendo  sus  títulos  de  médico  (y  cirujano,  si 
fuere  posible,)  sea  venezolano  por  nacimiento  ó 
naturalización  y  opte  al  mencionado  empleo.  A 
falta  de  venezolano,  podrá  ser  nombrado  interi- 
namente un  extranjero. 

Art  9.  ®  Los  médicos  de  hospitales  militares 
de  puerto  habilitado  y  los  actuales  médicos  de 
sanidad  deben  ocurrir  al  Gobierno  dentro  de  un 
mea,  contado  desde  la  publiracion  de  este  decre- 
ta,, solicitando  el  título  con  lus  documentos  nece- 
sarios, según  lo  dispuesto. 

Art.  1&  Así  á  los  facultativos,  á  quienes  se  ve- 
nere el  artículo  anterior,  como  á  los  que,  sin  ha- 
llarle en  los  mismos  casos,  opten  al  empleo  de 
médicioe  de  sanidad,  se  les  expedirá  el  título  en 
pspel  del  sello  correspondiente:  lo  presentará  al 
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Gobernador  de  la  provincia  para  que  le  ponga  el 
cúmpiaFe  y  lo  registre,  y  para  que,  por  sí,  6  por' 
medio  del  Jefe  político  respectivo,  tome  el  jura- 
mento constitucional  á  lo»  nombrados. 

Art.  11.  El  Ministro  de  Estado  en  el  Despa- 
cho del  Interior  y  Justicia  queda  encargado  de 
comunicar  este  decreto  á  quienes  corresponde,  y 
dará  cuéntale  todo  á  la  próxima  legislatura. 

Dado  en  Caracas  á  25  de  Agosto  de  1864,  5.  ^ 
y  24. — (Firmado.) — José    Antonia    Páex. — Re- 
frendado.—(Firmado.) — D.    B.     Vrbmní^a. — ^Esl 
copia. —  ürbaneja. 

MÉDICOS     D8   SANIDAD.     RBSOLVCIOlf    EjKCV- 

TiVA  DB  27  DE  Setiembre  de  1837  deelmrajf 
do  qu€  tienen  derecho  al  uso  de  la  falúa  de  ren» 
tasy  6  al  bote  del  capitán  del  puerto  para  ha* 
cer  la  visita  á  los  buques. 

República  de  Venezuela* — Secretaría  de  Estado 
en  los  Despachos  del  Interior  y  Justicia. — Ses- 
don  tercera, — Caracas  27  de  Setiembre  de 
1837,  año  ^."^  de  la  ley  y  27  déla  independen- 
cia.— Número  542. 
SeHor  Gobernador  de  Guayana. 

En  comunicación  de  10  de  Junio  último  núme- 
ro 123,  consulta  US.  varios  puntos  de  sanidad  á 
s<iber :  1.  ®  si  el  médico  de  este  ramo  tiene  ó  no 
derecho  á  la  falüa  de  rentas,  á  los  buques  del 
resguardo  marítimo  ó  algún  otro  del  Estado  para 
pasar  la  visita  de  sanidad  :  29  si  declarado  an 
buque  en  cuarentena,  el  mismo  facultativo  tiene 
ó  no  derecho  á  exigir  algún  honorario  por  las 
visitas  que  haga  para  informarse  del  estado  de 
salud  de  los  que  están  en  cuarentena,  y  hacer 
sus  observaciones,  y  si  tiene  derecho  albonora* 
rio,  quien  debe  pag  .rio:  39  si  el  médieo  tieo»  6 
no  derecho  á  que  se  le  proporcione  la  ialfia  de 
rentas,  ulgun  buque  del  resguardo  marítimo,  6 
algún  otro  del  Estado  para  hacer  las  visitas  á  los 
buques  que  están  en  cuarentena;  y  49  declara- 
da ei^ta,  quien  debe  costear  los  botes  de  observa- 
ción n'.andndos  establecer  en  casos  semejantes. 
Pres>entada  al  despacho  del  Poder  Ejecutivo 
la  comunicación  citada,  y  considerados  por  8.  E« 
los  puntos  que  en  ella  se  consultan,  ha  dispues- 
to en  cuanto  á  lo  primero :  que  para  que  tengan 
efecto  oportunamente  las  iniportantes  visitas  d^ 
sanidad  que  están  prevenidas,  debe  facilitarse  al 
médico  que  ha  de  practicarlas  la  falúa  de  rentas 
de  la  aduana  respectiva,  6  el  bote  del  capilsn 
del  puerto  donde  lo  haya,  6  cualquiera  baque 
del  r(  sguardo  marítimo,  ü  otro  del  Estado  que 
se  encuentren  expeditos  cuando  ocurra  la  nece* 
sidad  de  la  visita,  sin  estar  disponibles  la  ialfia  6 
el  bote  mencionados.  Respecto  de  lo  segando, 
que  una  vez  practicada  la  primera  visita  al  btt* 
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que   que   llegue»  en  la  cual  el   médico   devenga 
loa   derechos   establecidos  según  el   artículo   20 
del  decreto  de  85  de  Agosto  de  1834  en  que  rea*- 
•umló   el  Ejecutivo  la  facultad  de  nombrar   los 
niédicos  de  sanidad,  y  cuyos  derechos  debe  sa- 
tisfaeei*  el  dueño  ó  capitán  del  buque,  resultando 
de  esta  primera  visita  la  cuarentena,  no  v6  el  go- 
bierno  la   necesidad  de  visitar   de  nuevo  dicho 
buque  durante  aquella,  sino  después  de  conclui- 
da para  permitirle  la  entrada  según  su  estado  de 
•alud;   y  Ioí  derechos   devengados  en  este   acto 
por  el   médico,  están  sujetos  á  las  miomas   re- 
glas  expresadas,  observándose  también  lo   que 
queda^spuesto  respecto  de  la  falúa,  bote,  ó  bu- 
que»  en  que  haya  de  hacerse  la  visita.   Por   lo 
•    que  hace  &  lo  tercero,  encuentra  el  Gobierno  re- 
suelta  la  duda  en  lo  acordado  sobre  el   segundo  ' 
punto,  puesto  que  esiá  dicho  que  no  hay  necesi-  ' 
dad  de  visitar  de  oficio  el  buque  durante  la  cua- 
rentena ;   á   Ihénos  que  antes  de  haberle  con- 
cluido esta,  necesite  el  buque   por  su  convenien- 
cia particular  del  auxilio  del  médico  y  lo  pida, 
en  cuyo  caso,  el  honorario  de  este  será  satisfe- 
cho por  quien  hubiere  solicitado  «el  auxilio,    Y 
acerca  de  lo  coarto,  está  determinado  que  el  cos- 
to del   bote  de  observación  salga  de  los  fondos 
provinciales  como  destinados   por  la  ley  á   todo 
lo   que  n;ire  á  la  salubridad  de  los  pueblos,   de- 
biendo suplirse  por  el  tesoro  nacional  en  defec- 
to  de  aquellos  con  cargo  á  las  rentas  de  la  pro- 
.▼íncia   respectiva,  según    la  circular  de    14  de 
Agosto  de   1832,  número  263  de  que  acusó  re- 
cibo el  Gobierno  de  esa  provincia  desde  el  7  de 
Setiembre  del  mismo  afio  en  ofició  numero  122 
Soy  de  US.  atento  servidor — ^Firmado) 
A  B.   ürbanf.ja. 
MÉDICOS  DE  SANIDAD.   Derechos  que  les  cor- 
responden por  la    visita*  Véase   Derechos  de 
pueriOj  número  49  del  artículo  lo 

MÉDICOS  Y    ci&cJanos  extranjeros.  Reso- 
Lücioif  Ejecutiva   de  25  de   Febrero  dk 
ÍS62  declarando  que  no  debe  permitírsele  el 
ejercicio  de  la  profesiony  miéniras  no  presenten 
tu  alo  bastante  que  los  autorice  para  ello. 
Secretaria  del  Interior — Secioñ  tercera. 
Caracas,  Febrero  25  de  1832. 
Resaelto.^^Díga8e  al  Gobernador  de  Mérida. 
Di  cuenta  al  Poder  Ejecutivo  de  la  nota   de 
yS.  fecha  2  de  Octubre  del  afio  próximo  pasa« 
do  niímero  129  en  que  consulta,  si  las  aplica- 
dones  médicas  á  loa  enfermos  son  una  industria 
fue  libremente  puede  ejercerse,  é  impuesto  de  su 
contenido,  me  ha  mandado  contesur  á  ÜS. :  que 
la  sociedad  no  obtendría   qoiz6  oiro  resultado 
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que   el  llanto,  el  luto  y  arrepentimiento,   si   lie- 
gara  á  permitirse  que  un  individuo  sin  los  cono- 
cimientos de  la  ciencia  comprobados  legalmen- 
te,  y  adquiridos  en  el  estudio  y  consulta  de  los 
autores  que  la  han  tratado,  hiciese  indicaciones 
médicas :    que   sin    embargo   de  que,  como  ha  " 
creído    su  señoría,  cada  uno  tenga  el  derecho  de 
poner  su  vida  en  manos  de  la  persona  que  me- 
rezca su  confianza,  y  todos  los  ciudadanos  la  li- 
bertad  de  dedicarse  á  la  industria   que  le   con- 
venga,  este  no  es  un  argumento   para  que  esos 
mismos  ciudadanos  no  llenen  los  requisitos  pre- 
venidos por  las  leyes,    ni  menos  para  que  las  au- 
toridades  encargadas  como  ÜS.  de  velar  en   el 
exacto    y    puntual  cumplimiento  de  ellas,    y    de 
prevenir  y  cortar  oportunamente  los  abusos  que 
adviertan,  dejen  de  dictar  medidas  enérgicas  que 
tiendan  á  evitar  las    desgracias  que  tales  abusos 
puedan    ocasionar:   que  tan  interesante   es  á  la 
sociedad  la  vida  de  un  hombre,  que  nunca  debe 
ponerse  en   peligro   per  el  simple   temor  de   la 
ciiarlacion  de  una  industria,  y   que   respetando 
este   principio,  fué   que  el  Libertador  en  su  de- 
creto de  25  de  Junio  de  1827,  sobre  estableció 
míen  o  y  organización  de  la  faculud  módica,  dis- 
puso  en  su  artículo  52,   *•  que  ningún  médico  ni 
Cirujano  pudiese  ejercer  la  profesión  sin  que  an- 
tes hubiesen  sido  habilitados  pjr  Ja  facultad,  ore- 
cediendo   el  competente    eximen,'»  y  esta  mis- 
ma,  que  para  evitar  el  despacho  de  medicaraen- 
tos,  iÍGl  que  depende  en  gran  parte  la   salud  pü- 
líiica,   y  del  que  se  abusa  con  escándalo  y   exce- 
so    por   los  charlatanes  y   aventureros,   ordenó    - 
también   en  el  artículo  40  de  su  reglamento  de 
10  de  Mayo  de  1810,  aprobado  por  el  Poder  Eie- 
cutivu  en  24  de  Agosto  del  mismo  año,  que  nin- 
gún boticario  despachase  receta  alguua   que  le 
faltase,  entre  otras  cosas,  la  media  firma   de  los 
me.  ICOS  nacionales  y  extranjeros  que   contuvie- 
se   Ja   lisia  que  se  le  pasaría  por  su    secretaría  ; 
y  por  último,  que  en  vista  de  Ules  fundamen- 
tos,  fe.  E.  resuelve:  que  á  la  persona  que   no 
presente  el  correspondiente  título  de  médico,   ó 
Cirujano,  6  la  competente  revalidación  en  su  ca- 
po,  no  debe  permitírnele   que  ejerza  la  profesión 
de  tal. 


Soy  de  US.  &.— Por  S.  E.— Herrera, 

MÉDICOS  EXTRAN/RBos.  Revalidados,  están 
en  el  deber  de  ejercer  el  cargo  de  miembvoa 
de  las  juntas  de  sanidad.  Vóaae  Jan <as  de  sa- 
nidad, R.  E.  de  28  de  Julio  de  1840. 

MÉDICOS  T  CIRUJANOS  DB  HOSPTTALBB  «LI- 
TARES. Están  obligados  é  reconocer  gratis  á 
loe^iue  aspiren  á  obtener  cédulas  de  inv&UdoB. 
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Véase  Cédulas  de  inválidos^  R.  E.   de  29  de 
Setiembre  de  1849. 

MEDIDAS  y  PBSOfl.  Véa«e    Pesos  y  medidas^ 

y  Provinciasy  art.  76  ntí^nero  2? 
MEJORAS  DB  iNDUiTRiAS.  Véase  Patentes  de 

industria, 
MÉKIPA  (ciudad  df)^  Auxilio    para  la  reedi- 

ñ<taeion  de  su  catedral.   Véase  Catedrales  de 

Mérida  y  Barquisimeto. 
MÉNDEZ  (Luis    López).   Decreto  de  3  de 

Mayo  de  1841  condonándole  una, deuda. 
El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la 
República  de  Veneznela  reunidas  en  Congreso, 

Vista  la  petición  en  que  Josefa  María  Rodrí- 
guez Núfiez  manifiesta  que  su  marido  Luis  Ló- 
pez Méndez»  era  deudor  ft  la  extinguida  renta  de 
tabaco ;  y  en  que  solicita  la  condonación  de  la 
deuda  por  los  sueldos  que  López  Méndez  de- 
vengó como  agente  de  la  República  eo  Londres. 
Y  Considerando. 

Que  no  existen  en  la  Tesorería  general  los  da- 
tos ñeeesarios  para  formar  la  liquidapi^n  de.  di« 
chos  sueldos. 

Decretan: 

Art.  único.  La  Nación  condonará  Luis  í>q- 
pez  Méndez  la  suma  de  diez  y  seis  mil  setecien- 
tos noventa  pe^os .cincuenta  centavos,  de  que  re- 
solta deudor  á  la  extinguida  renta  de  tabaco»  se^ 
gun  informa  la  Tesorería  General,  en  compensa- 
ción del  resto  del  haber,  que  en  la  liquidación 
pudiera  corresponder  al  expresado  López  Mén- 
dez, por  rezón  de  sueldos  como  agenta  de  Is  H^- 
pública  en  Londres. 

Dado  en  Caracas  á  29  de  Abril  de  1841,  aüo 
ÍQ  de  la  ley  y  31  de  la  independencia. — El  pre- 
sidente del  Senado,  José  Vargas. — El  presiden- 
te üe  la  Cámara,  de.  Representantes,..  Fernando 
Olavarria. — -El  secretario  del  Senado,  José  An- 
gel  Freyre. — El  secretario  de  la  Cámara  de  Re- 
presentantes, Rafael  Acevedo. 

Caracas  Mayo  3, de  1841,  120  de  la  ley  y  31? 
de  la  independencia. — Ejecútese-^/wé -4^  Poea:.— 
Por  S.  E. — El  secretario  de  Estado  en  los  despa- 
chos de  hacienda  y  relaciones  exteriores,  Ouiller- 
mo  Smith. 
MENDIGOS.  Véase   Pratincias^  ^3.<»d^I,art 

60. 
MENORES    DB    VEINTIÚN   Altos.  No    pueden 
perecer  en  juicio ;  y  por  quien  serán  represen- 
tados. Véase  Partes  enpLÍcioy  artículos  6.^  7;; 
MENORES  D£    VEINTIÚN  Altos.  En  negocio» 
criminales  nombrarán  defensores  y  no  curado- 
res. Véase  Procedimiento  criminal^  art.  ^o 
MENORES   DE  TBiNTioiNco  AÑOS.  Quién  les 
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dará  licencia  para  administrar  sus  bienes.  Véa^ 
se  Tribunales  yjuzgadoSj  L.  2.  art.  4.  atrlb.  7 

MENSURA  DE  TIERRAS  baldías.  Véase  Tier^ 
ras  baldías,  RR.  ££;de  12  de  Abril  y  16  de 
Mayo  de  1851. 

MENTECATOS.  No  pueden  parecer  en  jmcio ; 
y  fM)r  quien  serán  representados.  Véase  Puf  tes  ■ 
enjuicio^  art  6,  y  7. 

MERCADOS.  Véase  Pfowncia*,  art.  76  núme- 
ro ^,  y  art.  76,  número  !.•  y  20 

MÉRIDA  (provincia  de).  Véase  JSu¿a«,  D.  de 
14  de  Mayo  de  1836. 

MJ^RIDA  (provincia  de).  DECRBroD^7or 
Abbh.  de  1839  cediendo  á  sus  rentas  munici- 
pales el  producto  del  Urao. 
El  Senado  y  Cámara  de  Representanües  da  la 
República  de  Venezuela  reunidos  en  Congreso. 
Vistas  las  peticiones  de  la  Diputación  provin- 
cial de  Mérida  en  que  solicita  se  aplique  á  las  ren- 
tas municipales.de  aquella  provincia  el  mineral  del. 
lírao ;  y 

Considerando : 
Que  este  ramo  administrado  como  renta  muni- 
cipal, á  la  vez  que  se  hará  mas  productivo,  aliviará 
ah  tesoro   nacional  de  los  suplementos  que  hace 
anualmente  á  aquella  provincia. 
Decretan. 
Art.  19  Desde  el  primero  de  Enere  del  próxi- 
mo atlo  de   1640  cesará  la  explotación  del   urao  . 
por  cuenta  de  la  hacienda  nacional^  y  conüouará' 
como  renta  municipal  de  la  provmoia  de  Mérida  . 
en  los  términos  que  prescriba  aqa^a  Dipntaoion 
provinciaL 

Art  2^  £1  producto  líquido  del  nrao  se  dedu- 
cirá; de  la  suma. que  ha  de. suplir  el  tesoro  á  la 
prpvii%<;ia  da  Mépda  con  arreglo  á  la  ley  de  ren- 
tas municipales. 

Dado  en  Caracas  á  15  de  Abril  de  1839,  alio 
10  de  la  ley  y  29  de  la  indeípenelencia. — El  pre- 
sidente del  Senado, /o5é  Jlí.  TelUria. — El  presi- 
dente de  la  Cámara  de  Representantes,  Joaquín, 
Boton.'^^\  secretario  del  Senado,  José  Ángel 
Frevre.^-E\  seeretario  de  la  Cámara  de  Represea- 
tantes,  Rafael  Acevedo. 

Qarácas  Abril  17  de  1889, 10  de  la  ley  y  29 
de  la  independencia.— *Eje^6teie.<^?J^  A*  Pá$z, 
—Por  Sv  E.^.Quillermo^Smitk. 

MÉRIDA.  Y  Trüjixlo.  Véase  Tierras  hiMías, 
D.  de  18  de  Abril  de  1840,  y  RR.  BE.  de  19 

de  Mayo  de  1841 ;  y  28  de  Febrero  de^  1^68. 

MESADAS  BCLssiASTiOAfl.  No  se  cobrará  este 
derecho.  Véase  A0Ígna>cÍQf^  eciesiásjicfís.^pf\ 
tículo  8. 
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MESONES.  VéaM  Posadas^  6  venías  tn  les  ca- 
nUnm. 

ttE'2CLA   HIDRAÜtrOA  IPARA    caminos,    IRRléA- 

cioN  DE  TERRENOS  &.  Exéncion  de  derechos  á 
su  introdubcion.  Véase    Arancel  de  importa- 
ci^n^  D»  de  22  de  Febrero  de  1861. 
MILICIA  NACIONAL.  Ley  de  44  de  Abril 
DE  1854  organizando! a — Que  deroga  la  de  H 
de  Mayo  de  1836,  p.  187  del  cuerpo  comprensi- 
vo de  las  de  ese  ano,  y  221,  jwmero  228  del 
cuerpo  impreso  en  1851-— gi*€  deroga  la  de  2 
de  Octubre  de  1810,  p.  33  del  cuerpo  compren- 
.sivo  de  las.de  ese  áño^  p.  37  núm.  35  del  cuerpo 
impreso  en  1851-gve  derogó  la  ¿«30  de  Mar- 
zv  ¿e  1826  y  el  decreto  de  29  del  mismo. 
El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la 
República  de  Veneznela^  reunidos  en  Congreso. 
Xlonsiderando : 
\fl  Clüe  es  de  suma  necesidad  organizar,  ins- 
truir j  disciplinar  la  milicia  de  la  República  *paTa 
que  la  Nación  tenga  en  ella  el  mas  firme  apoyo  y 
sosten  de  su  soberanía,  de  sus  libertades  y  de  su 
<jrobierno.  * 

2^  Ctue  gozando  los  venezolanos  de  unos  mis- 
-mos' derechos  para  con  la  patria,  es  odiosa  y  ^repug- 
nante á  ía*  razón  y  ala  justicia  toda  desigualdad 
que  no -se  funde  en  el  mérito  cívico  ;   y 

iP  aue  la  ley  de  14  de  Mayo  de  1836  ha  pre- 
sentado inconvenientes  para  la  ors^nnizacion,  dis- 
ciplina y  el  mejor  servicio  en  la  milicia,  y  que  por 
«esta  razón  es  indispensahle  su  pronta  abrogación. 
Decretan : 
Vapitulo  prvmero. 
Art.  19  *La  milicia  nacional  se  compondrá  de 
todos  los  venezolanos  desde  la  edad  de  18  hasta  la 
de  50  años. 

Art  29.  La  milicia  nacional  prestará  toda  cla- 
se, de  servicio  dentro  y  fuera  de  su  provincia  por 
el  tiempo  que  lo  exijan  las  circunstancias  y  á  jui- 
ciodel  Poder  Ejec,utrvo. 

Capf tula  segundo. 

Att.  39  Se  exceptúan  perpetuamente  del  alis- 
lamiento  y  sorteo  en  la  milicia  nacional  los  indivi- 
duos siguientes:  19  los  ordenados  in  sacris:  1tP 
los  beneficiados  adscríptos  al  servicio  de  las  igle- 
sias, los  regulares,  profesos  y  novicios  j  y  39  ios 
<|ue  por  impedimento  físico  se  declaren  .imposibi- 
litados para  el  manejo  de  las  armas,  según  las  dis- 
posiciones que  para  esta  declaratoria  dictare  el 
Poder  l^ecutivo.' 

Art  49  Se  exceptúan  temporalmente  del  servi- 
cio y  ejercicios  doctrinales,  pero  no  del  allMá- 
<miento,  todos  los  empleados  civiles  por  el  tiempo 
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áe  sus  destinos.  Los  i&iembros  del  congreso,  sus 
'Secretarios,  taquígrafos  y  diputados  provinciales  y 
sus  secretarios  por  el  tiempo  de  las  sesiones  de  es- 
tas corporaciones.  Los  rectores,  vicerectores,  ca- 
tedráticos.y  alumnos  matriculados  en  las  universi- 
dades y  colegios:  los  mayordomos  y  duefios  prin- 
dpa)^  de  haciendas,  así  agrícolas  como  pecua- 
rias :  los  boticarios  y  los  preceptores  de  primeras 
letras. 

Art  59  Los  jefes  y  oficiales  del  ejército  no  po- 
drán ser  empleados  en  la  milicia  nacional,  sino  en 
su  grado  t  otro  -superior. 

Art  69  Las  disposiciones  de  estos  artículos  no 
eximen  á  los  exceptundos,  de  presentarse  en  los 
casos  de  alarma,  sedición,  tumulto  ó  guerra  á  la 
primera  autoridad  civil  del  lugar  de  su  residencia 
á  prestar  toda  clase  de  servicios  que  sean  compati- 
bles con  su  estado,  carácter  y  circunstancias ;  y  la 
omisión  de  este  deber  ])ara  con  la  patria  y  su  Go- 
bierno, los  hace  reos  de  atentado  de  cuarta  clase 
contra  el  orden  y  seguridad  pública  ;  y  serán  juz- 
gados conforme  á  la  ley. 

Capitulo   tercero» 

Art.  79  La  milicia  nacional  Se  organizará  por 
los  listas  que  se  formarán  conforme  to  disponga  el 
Poder  Ejecutivo;  y  este  elegirá  libremente  los 
jefes  y  oficiales  entre  los  individuos  que  tengan  las 
cualidades  de  elector,  los  cuales  harán  los  nombra- 
mientos de  sargentos  y  cabos. 

^  único.  Loa  actuales  jefes  y  oficiales  de  la  mi- 
licia de  reserva  que  existan  nombrados  por  el  Po- 
der Ejecutivo,  continuarán  ejerciendo  sus  destinos 
en  la  milicia  que  se  establece  por  esta  ley. 

Art  69  Ningún  individuo  alistado  en  la  mil> 
I  cia  nacional  podrá  ser  dispensado  de  asistir  á  los 
pércidos  doctrinales,  funciones  extraordinarias  de 
instrucciou  ^  cualquiera  otra,  ademas  del  servicio 
á  que  está  obligado  según  lo  dispone  esta  ley,  y 
cuando  sea  convocado  por  su  jefe,  ft  menos  que  se 
-halle  ocupado  en  algún  otro  servicio  público  é 
incompatible,  ó  esté  comprendido  en  las  excepcio- 
nes del  artículo  49 

Art  99  Se  exceptúa  del  servicio  municipal,  del 
dé  guarnición  y  refuerzo  del  ejército  permaneole, 
el  individuo  de  tropa  que,  en  el  turno  que  le  cor- 
responda, ponga  en  su  lugar  otro  miliciano  del 
mismo  cuerpo  que  sea  útil  para  el  servicio. 

Art  1^  Todos  los  mandos  y  destinos  en  la 
milicia  nacional  se  considerarán  en  comisión  á 
juicio  del  Poder  Ejecutivo. 

Art.  U.  Se  establece  en  cada  provincia  un 
Inspector  y  Subinspector  que  nombrará  el  Poder 
Ejecutivo,  de  la  clase  de  Coronel  hasta  Segundo 
Comandante,  los  cuales  serán  4lamadoS  al  servicio. 

^  1.^  £n  aquellas  provihcias  dónde  se  hallen 
establecidas  Coriíandancias  de  arma^,  ejercerán 
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]w  funciones  de  Inspectores  los  respectivos  Co- 
mandantes dea} mas,  sin  mas  remuneración  que 
el  sueldo  que  disfrutan  por  la  ley:. 

§  2?  Los  Inspectores  y  Subinspectores  revisa- 
rán ios  cuerpos  de  la  milicia  de  su  proviiH^ia  to- 
dos los  meses  cuando  menos  una  vez,  para  íkp- 
ponerse  del  estado  de  instrucción  en  que  se«  ha- 
llen estos,  de  la  conducta  de  Los  jefes  y  ofíciaies 
de  dichos  cuerpos,  y  dar  cuenta  al  Poder  Ejecu- 
tivo por  medio  del  Ministerio  correspondiente,  pa- 
ra remover  los  obstáculos  que  se  presenten,  obran- 
do en  consecuencia  con  las  instrucciones  que  les 
demarque  el  reglamento  que  dictare  el  Poder  £je 
cutivo. 

^  39  Los  Inspectores  y  Subinspectores  de  mi- 
licia funcionarán  por  turnos  cada  tres  meses  por 
lo  menos,  y  parados  marchas  á  las  parroquias  ó 
cantones  de  sus  provincias,  cuando  vayan  á  revis- 
tar la  milicia,  les  serán  abonados  los  bagajes  cor- 
respondientes á  su  clase,  por  el  tesoro  público  ;  y 
á  mas  una  gratificación  de  diez  pesos  mensuales  á 
cada  uno  para  gastos  de  escritorio. 

Art.  12.  El  Poder  Ejecutivo  reglamentará  el 
uniforme  que  debe  usar  la  milicia,  asi  como  las 
penas  á  que  deba  sujetarse  esta,  en  tiempo  de 
paz,  que  no  pasará  de  treinta  dias  de  arresto  ;  y 
el  sistema  de  la  contabilidad  de  los  cuerpos. 

^  único.  Estando  acuartelada  y  paga  por  el  Es- 
tado la  milicia  nacional,  estará  sujeta  á  las  orde- 
nanzas del  ejército. 

Capitulo  cuarto. 

Art.  13.  El  Poder  Ejecutivo  en  los  reglamen- 
tos que  dicte  para  la  ejecución  de  esta  ley,  $jará 
el  dia  y  término  en  ^ue  los  venezolanos  deban  pre- 
sentarse para  ser  alistados,  y  las  penas  para  los 
que  no  lo  verifiauen. 

Art  14.  Si  llegado  el  caso  del  artículo  ante- 
rior, no  se  presentasen  á  las  autoridades  respecti- 
vas para  ser  alistados  los  individuos  de  la  milicia 
nacional  que  designa  esta  ley,  fijará  un  nuevo 
término  perentorio  y  fatal,  para  que  en  su  curso  se 
presenten  todos  los  que  no  lo  hicieren  en  el  pri- 
mer período;  y  los  que  no  coocurrieren  á  esta 
última  convocatoria,  serán  destinados  á  la  fuerza 
permanente. 

Art.  15.  La  milicia  nacional  será  llamada  en 
tiempo  de  guerra  para  el  jservicio  de  ca^pafia,  y 
en  el  de  paz  servirá  para  el  refuerzo  del  ejército, 
en  cuyc  caso  recibirá  prest  y  paga,  y  estará  sujeta 
á  las  leyes  militares.   • 

Art.  16.  Er  miliciano  que  se  oculte  cuando  se 
ponga  su  compañía  sobre,  las  armas,  será  destina- 
do por  el  comandante  de  su. cuerpo  ai  ejército 
permanente;  y  para  hacer  comparecer  á  los  que 
Se  oculten,  y  para  su  aprehensión  cuando  hayan 
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cometido  alguna  falta  por  la  tual  debait  ser  nneth 
tados  6  incorporados  en  ^a  fuerza  permanente, 
podrán  allanarse  Jas  casasen  donde  se  encuen- 
tran ó  se  sospeche  que  existan.  Para  acordarse 
este  allanamiento,  se  procederá  en  los  términos 
que  establece  la  ley  de  la  materia  por  el  juez  mas 
inmediato  á  quien  ocurrirá  el  empleado  encarga- 
do de  la  citación  ó  aprehensión. 

Disposiciones  generaUs* 

Art.  17.  Las  primeras  autoridades  de  provin- 
cias, cantones  6  parroquias  tietien  autorfdhd  sufi- 
ciente para  llamar  al  servicio,  baQo  su  Teépdúaobi- 
lidad,  la  milicia  de  su  territorio  6  parte  de  ellm^ 
cuando  lo  demande  la  iseguridad  públicay  dando 
parte  inmediatamente  áisu  inmediato  superior.  Loe 
jefes  ú  ofíciaies  de  la  mfiKcia  en  estecaso^  no  po- 
drán dejar  de  obedecer,  dando  parte  igualmente 
al  superior.  Se  exceptúa  el  caso  en  que  se  lea 
quiera  emplear  contra  las  instituciones  6  para  de- 
sobedecer á  las  autoridades,  constitucionales,  en  el 
cual  los  jefes  y  oficiales  de  la  milicia  serán  res» 
ponsttbles  de  los  motivos  de  su  desobediencia. 

Art.  18.  Si  por  cualquiet  motivo  el  Poder  Eje*» 
cutivo  fuese  inferrumpido  en  el  ejercicio  de  sus 
atribuciones  *y  los  magistrados  llamados  á  su  de- 
sempeño perdiesen  por  efecto  de  la  fuerza  la  vida 
ó  la  libertad,  ó  no  residieren  en  pais  libre  de  la 
República,  de  manera  que  no  puedan  dictar  las 
rnedidas  convenientes  al  resítdblecimíetito  del  ^* 
den  constitucional,  los  go\)ernadore8  de  provin- 
cia llamarán  al  servicióla  tíiilicia  y  obrarán'del 
mismo  modo  que  lo  haria  el  Poder  Ejecutivo  pa- 
ra recuperar  la  paz. 

Art.  19.  La  milicia  nacional  debe  prestar  al- 
ternativamente el  servicio  municipal  en  sus  res- 
pectivas localidades,  pero  ningún  individuo  será 
obligado  á  servir  mas  de  48  horas  en  el  tumo  que 
\e  corresponda. 

Art.  20.  Los  individuos  de  la  milicia  nacional^ 
desde  la  edad  de  diez  y  ocho  aflos  cumplidos  hñt^ 
ta  la  de  veinticinco  no  cumplidos,  siendo  solteros» 
son  los  que  deben  proveer  por  sorteo  el  reem- 
plazo de  la  fuerza  permanente;  agotados  estos, 
continuará  el  sorteo  entre  los  solteros  y  viudos 
sin  hijos  que  pasen  de  la  edad  de  veinticinco 
años ;  y  acotados  estos,  continuará  entre  liSa  ca- 
sados sil)  hijo?.  Los  casados  y  viudos  con  hijos 
nunca  deberán  entrar  en  sorteo  ni  servir  de  reem- 
plazó para  la  fuerza  permanente. 

Art.  21.  A  todo  individuo  á  quien  por  cual- 
quier motivo  le  tocare  servir  en  la  fuerza  perma- 
nente, le  es  permitido  poner  en  su  lugar  otr» 
hombre  de  la  milicia ;  pero  en  este  caso  quedará 
aquel  inscripto  en  ella  y  sujeto  á  la  suerte  del 
sostituto« 
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Art.  22.  El  Poder  Ejecatiro  dictará  los  rej^a- 
incnloa  que  sean  necesarios  para  la  ejecución  de 
esta  ley,  de  los  cuales  y  de  su  resultado  dará 
cuenta  al  Congreso  anunciando  los  defectos  que 
la  práctica  descubra  en  ella.  También  designará 
y  reglamentará  la  parte  de  la  milicia  que  deba 
destinarse  al  servicio  de  la  marina  y  los  puntos  en 
que  ella  deba  organizarse. 

Art.  23.  Se  deroga  la  ley  de  14  de  Mayo  de 
1836  que  organiza  la  milicia  nacional 

Dadaen  Caracas á  20  de  Abril de-l854,;Bño  25 
de  la  ley  y  44  de  la  independencia. — El  Presi- 
dente del  Senado,  Francisco  Balbuena.---EX  Pre- 
sidente fie  la  Cámara  de  Representantes,^  L.  Ruc- 
¿05.— El  Secretario  del  Senado,  /  A.  Pérez. — ^El 
Secretario  de  la  Cámara  de  Representantes,  J. 

Faáiüa. 

Caracas  24  de  Abril  de  1854,  afio  25  de  la  ley 
y  44  de  la  independencia — Ejecútese.— J.  G, 
Monágas.^^ot  S.  E.— El  Secretario  de  Estado 
en  los  Despachos  de  Guerra  y  Marina,  Juan  iKtí- 
noz  TéHr.  (•) 

(♦)  AncUisis  comparativo  de  las  leyes  de  14  de 
Mayo  de  1836  y  24  de  Abril  de  1854  sobre  mili- 
cia nación  aL 

Por  la  de  36  (art.  1.  ®  )  era  obligatorio  el  servicio  en  la 
milicia  hasta  los  46  aflos  ;  y  por  la  de  64  (artículo  id.) 
hasta  loa  50.  La  de  86  (artículo  2. «  á  a  o  )  la  dividía  en 
activa  y  de  reserva,  con  disposiciones  especiales  en  cnan- 
.  tp  al  servicip  que  cada  una  debia  prestar,  su  armamen- 
to y  uniforme;  y  la  de  64  (art.  2.  ®  )  la  redujo  á  una  sola 
clase,  que  deberá  prestar  toda  eiípecie  de  servicio.  Por  la 
dtí  86  (artículos  10  y  11)  se  exceptuaban  tempoialmente 
del  serviciu,  ún  hacer  mención  de  los  ejercicios  doctrina- 
les por  el  títmpo  de  su  destino,  a  ciertos  empleados  civi- 
les; ^  la  de  64  (art-  4.  *^  )  los  exceptúa  también  de  esto.*»,  y 
ademas  comprende  á  todos  los  empleados  civiles.  La  de 
86  (art.  id.)  no  hacia  mención  de  los  secretarios  y  taquí- 
grafos del  congreso  ni  de  los  aeoretarios  de  las  Diputacio- 
nes j  y  la  64  (art  4. «  )  los  exceptúa  expresamente.  La  de 
86  solo  exceptuaba  ^  los  alumnos  matriculados  de  las 
Universidades  y  colegios ;  y  la  de  64  (art  id)  compren- 
de también  &  los  rectores,  vicerectores  y  catedráticos.  La 
de  64  exceptuó  á  los  ipayordomos  v  dueílos  principales 
de  haciendas  asi  agrícolas  como  pecuarias,  los  botica- 
rios y  los  preceptores  de  primeras  letras  &  quienes  no 
cpmprindia  la  de  86»  Por  la  de  36  (art.  18)  los  ieféa  y 
oficiales  eran  propaestos  a)  Poder  EJecotivo  por  los  Go- 
bernadores en  número  cuadruplo,  para  su  elección  por  él; 
Spor  la  de  54  (art.  7.  ®  )  dicho.  Poder  Ejecutivo  los  elige 
bremente.  La  de  86  (artículo  16>  disponía  que  ningún 
mdivldno  alistado  en  la  milicia,  pudiera  ser.  dispensado 
de  asistir  &  los  ejercieios  doctrínales,  ordinarios  diade- 
mas del  servicio  á  que  estaba  destinada  esta  milicia;  y 
la  de  54  (art.  8.  ^^  )  afiadió :  "  y  cuando  sea  convocada 
por  sil  J^e.''  Por  la  de  86  (articulo  1  ej)  se  disponía,  que 
padieía  exceptuarse  del  servicio  mnnfdpal  (qaa  era..el 
que  prestaba  la  milicia  activa)  el  que  en  el  tamo  que  le 
correspondía,  ponía  otro  del  mismo  cuerpo  con .  conoci- 
miento del  comandante  de  su  compaftía,  y  por  la  de  64 
(art  9  ^  )  es  de  toda  especie  de  servicio,  como  que  no  hay 
mas  que  nna  milicia  La  de  64  soprimié  las  planas  mayo- 
nH  gi|e  e6^blecia  la  d^  86  en  loq  árticos  XJ  y  18,  y  les 
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MIUCIA  NACIONAL.  Decreto  Ejecutivo  de 
16  de  Junio  de  1854  reglamentando  la  ley  an- 
terior, 

JOSÉ  GREGORIO  MONAGAS, 

Q enera!   en  Jefe^  Presidente  de  la  República 

En  virtud  de  lo  prevenido  en  el  artículo  22 
de  la  ley  de  milicias  de  24  de  Abril  del  presente 
año  que  autoriza  al  Poder  Ejecutivo  para  ex- 
pedir Jos  reglamentos  necesarios  pars  su  ejecu- 
ción ; 

DECRETO. 

TITULO    PRIXBRO. 

Formación  de  listas,  fijación  de  cuerpos  y  armas, 
destinos  de  estos  cue  -pos,  fuerza  y  pié  de  ellos, 
establecimientos  de  inspectores  y  subinspectores. 

ArU  19  La  milicia  nacional  se  compondrá  de 
los  venezolanos  de  18  afios  cumplidos  y  que  no 
excedan  de  50  en  la  manera  que  previene  este 
reglamento. 

Art  29  Diez  días  después  de  su  publicación 
en  las  cabeceras  de  cantones  y  parroquias  se 
abrirán  los  registros  de  alistamiento. 

^  19  En  las  cabeceras  de  los  cantones  presi- 
dirá, este  alistamiento  el  jefe  político  asociado 
ron  uno  de  los  miembros  del  concejo  municipal, 
que  designará  este  mismo  cuerpo,  y  con  el  pro- 
curador municipal ;  y  en  las  parroquias  forá- 
neas, uno  de  los  dos  jueces  de  paz,  que  será  el 
que  no  esté  desempeñando  las  funciones  judicia- 
los,  asociado  con  cuatro  vecinos  notables  que 
designará  el  jefe  político  del  cantón  ;  y  cuya  no- 
tabilidad deberá  entenderse  que  es  relativa  en- 
tre los  vecinos  de  la  respectiva  parroquia,  aten- 
diéndose á  su  honradez,  instrucción  y  recursos. 
A  estas  juntas  concurrirán  ademas  el  nrimer  Co- 
mandante, 6  en  sn  defecto,  el  segundo  de  todos 
los  cuerpos  que  se  encuentren  actualmente  or- 
ganizados en  las  enu/iciadas  localidades,  tenien- 
do solo  voto  consultivo. 

§  29  Los  legistros  para  el  alistamiento  esta- 
rán abiertos  durante  un  mes  todos  los  días  de  la 
semana. 

§  39  Los  gobernadores  en  los  cantones  capí- 


jefes  de  instracdon  del  art.  19,  y  estableció  los  inspecto- 
res y  subinspectores  de  milicia  de  qne  tratan  el  artícu- 
lo 11.  y  sas  parágrafos.  Por  la  de  86  (art.  21)  las  mal- 
tas y  prisión  que  podía  fijar  el  Poder  lijecotivo  paia  los 
que  no  sepresentasen  á  ser  alistados,  no  podían  pasar  de 
cincuenta'  pesos,  y  de  quince  días;  y  por  la  de  64  (arti- 
culo 18)  se  saprímió  esta  limitación.  La  de  86  rarticulo 
2íi)  contenía  la  multa  de  cincaenta  pesos  al  oficial.  6  jaea 
qne  culpablemente  dejase  de  aplicar  á  los  renuentes  las 
disposiciones  de  dicho  art.  22 ;  V  la  de  64  (art  14^  la  sa- 
primí6.  La  de  64  finalmente  aaadió  su  articulo  12,  y  sa- 
priutló  las  disposiciones  de  los  artículos  20, 28,  24  y  28  de 
la.de  86. 
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tales,  los  jefes  políticos  en  las  cabeceras  de  can- 
tón y  el  jaez  de  paz  en  las  parroquias,  designa- 
rán las  horas  y  el  lugar  en  que  deba  hacerse- el: 
alistamiento' 

^  49  Los  que  en  el  término  que  se  fija  en  es- 
te reglamento  no  concurrieren  á  alistarse,  queda- 
rán sujetos  á  las  penas  que  mas  adfilante  se  es- 
tablecen. 

^  5?  En  las  mismas  penas  incurrirán  los  que^ 
so  pretexto  de  haber  sido  exceptuadgs  anterior- 
mente por  otra  junta  de  alistamiento  6  alguna 
otra  autoridad,  no  concurran  á  alistarse  sin.  te- 
ner cédula  de  inválidos  expedida  por  el  Poder 
Ejecutivo. 

Art.  3?  Concluidos  los  registros  se  pasará  co- 
pia de  ellos  al  gobernador  de  la  provincia,  quien 
asociado  del  concejo  municipal  y  vecinos  nota- 
bles á  quienes  quiera  invitar,  los  examinará,  pa-. 
ra  ver  si  están  completos,  si  se  han  hecho  con  la« 
debida  formalidad,  con  sujeción  a]  censo  y  de- 
roas noticias  que  tenga,  no  debiendo  darles  cur- 
so en  caso  contrario,  y  dictando  en  consecuen<^ 
cia  las  medidas  conducentes  á  que  las  autorida- 
des de  su  dependencia  á  quienes  conipeta,  rec*^ 
tifíquen  los*  errores,  descuidos  ú  omisiones  que 
observare,  para  lo  cua]  podrá  prorogar  el  térmi- 
no de  aquellos  hasta  15  días  mas,  imponiendo  al 
mismo  tiempo  á  las  mencionadas  autoridades  y 
ciudadanos  omisos  las  penas  sefiaiadas  en  este 
reglamento.  Estos  registros  se  archivarán  en 
las  secretarías  de  los  gobernadores  respectiv,os«. 

Art  49  Todo  individuo  que  tenga  la  edad  re- 
querida por  este  reglamento,  deberft  llevar  una 
papeleta  en  que  conste  hallarse  alistado  en  la 
milicia,  ó  los  motivos  de  excepción  qne  tuviere 
conforme  á  este  reglamento.  Eístas  papeletas  se- 
rán libradas  gratis  por  las  juntas  de  alistamien- 
to, ft  proporción  que  se  vayan  alistando  los  Indi-* 
viduos,  y  costeadas  por  los  respectivos  concejos- 
municipales. 

^  6niro.  Cualquiera  autoridad  local  puede 
exigir,  cuando  lo  tenga  por  conveniente,  á  todo 
individuo  de  su  vecindario  comprendido  dentro 
de  los  términos  de  su  jurisdicc  on,  la  papeleta  de 
alistamiento  6  excepción  que  debe  tener,  confor- 
me á  este  artículo.  Caso  de  no  presentarla,  ave- 
riguará el  motivo  de  el^o,  y  no  encontrándolo 
jiistificado,  y  habiendo  pasado  la  próroga  del' 
alistamiento,  lo  presentará  al  gobernador  para 
que  este  haga  cumplir  la  pena  en  que  ha  incur* 
rído. 

Art  59  Listos  y  arreglados  los  registros,  loa. 
jefes  políticos,  asociados  con  los  que  Índica  el 
parágrafo  primero  del  artículo  segundo,  proce- 
derán á  clasificar  los  individuos  alistados,  en  ba- 
tallones, medios  batallones,  compaQías  y  me- 
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dias  compaAías  de  infantería :  escoadrones,  eom?^ 
pafíías  y  medias  compañías  de  caballería:  bri-- 
gadas,  compafülas  y  medias  compafiías  de  artülc' 
ría,  con  arreglo  á  las  prevenciones  siguientes*  - 

Primera.  Cada  batallón  constará  de  800  pla- 
zas y  estará  dividido  eu  ocho  compafiías,  deno#> 
minadas  granaderos,  primera,  segunda,  tercera*, 
cuarta,  quinta,  sexta  y  cazadores.  Cada  una  de 
estas  eompaflías  se  compondrá  de  un  capitán,  uik 
teniente,  dos  subtenientes,  primero  y  segundo» 
un  sargento  primero,  tres  segundos,  dos  de  ban- 
da,, seis  cabos,  primeros,  seis  segundos  y  82  soU 
dados :  la  plana  mayor  de  estos  batallones  cons- 
tará de  un  primero  y  un  segundo  comandante^ 
ujíi  ayudante  mayor  de  la  clase  de  capitán,  un  te- 
niente segundo  ayudante,  un  abanderado  subte- 
niente segundo,  y  un  tambor  y  un  cometa  ma- 
yor. 

Segunda.  Cada  escuadroii  constará  de  160. 
plazas  en  dos  compaSías  denominadas  primera 
y  segunda,  cada  una  de  las  cuales  se  compondrá» 
de  un  capitán,  un  teniente,  dos  alférez-  prime- 
ro y  segundo,  un  sargento  primero,  tres  segun- 
dos, dus  de  banda,  cuatro  cabos  primeros,  cua- 
tro segundos  y  sesenta  y  seis  soldados :  la  pla- 
na mayor  de  estos  escuadrones  constará  de  un. 
primer  comandante*,  un  capilan  mayor  que  se 
considerará  como  el  segundo  jefe  del  cuerpo,  na 
porta-estandarte  alférez  y  un  clarín  mayor. 

Tercera.  Cada  brigada  de  artillería  constará, 
de  cuatro  compañía  de  pripnera  á  cuarta,  y  ca- 
da una  de  ellas  de  un  capitán,  un  teniente,  tres 
subtenientes,  un  sargento  primero,  cuatro  se-- 
gundos,  dos  de  banda,  seis  cabos  primeros,  ocho 
segundos  y  de  ochenta  y  un  soldados:  la  plana 
maypi^  de  una  brigada  constará  de  un  coman- 
dante jefe  de  brigada,  un  capiían  ayudante  ma- 
yor, un  subteniente  segiindo  ayudante  y  un  tam- 
bor mayor. 

Cuarta.  La  plana  mayor  de  los  medioa  bata-, 
llenes  de  infantería  que  se  compondrá  necesa- 
riamente de  cuatro  compafiías,  en  la  forma  que 
queda  dicho,  constará  de  un  segundo  comandan*, 
te,  un  ayudante  teniente,  y  un  corneta  6  tambor 
mayor. 

Quinta.  Los  oficiales  y  clases  correspondien- 
tes á  las  medias  compáftíü^  ;  de'infanteríii  eoa,. 
un  tenié'nté,'  ún  subteniente; 'útí  sargento  prime- 
ro, dos  segundos,  dos '  de  banda,  tres  cabos  pri- 
meros, tres  segundos.^  ^i  soldados :  las  medias 
compafiías  de  artillería:  constarán  de  un  tehien- 
te,:iin  subteniente,  un  sargento  p|rimero,  tres  se- 
gundo0,/doa;  de  banda,  cqatro  cabos  prípieros, 
cuatro  segundos  y  36  soldados  :.^.  Ifia  medias 
compafiías  de  caballería,  de  un  teniente,  un  al- 
férez, un  sargento  primero,,  otro  seg^untlo,  nnp  de 
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banda,  dos  cabos |>r!meT08,  dos  neg ondos  y  tretn- 
Ui  y  tres  «oldados. 

Sexta/ LoB  batalloneg,  escuadrone»  7  briga- 
das, se  ennmerarán  á  proporción  que  se  vayan 
organizando,  denominándole,  batallón  6  briga- 
da número  talj'de  tel  ntiiicia,  de  cual  provincia^ 
eíípecificándose' el  cantón  y  aun  la  parroquia,  so- 
lo cuando  tín  ella  pueda  organizarse  un  batallón 
o  medíb  batallón^ 

Séptima.  Si- completados  loscuerpps  deartílle- 
tíá»  infantería  y  caballería  que  deben  existir  en 
cada  pfoiPtncta,  sobrare  un  residan  de  hombres 
ron  el  cuál  no'pue<la  organizarse  media  compa- 
Hía,  se  formará  con  este  sobrante  un  depósito  al 
«argo.de  un  oficial  que  correrá  con  su  instruc- 
ción bajó  la  inspección  del  comandante  del  cuer- 
po á  que  dicho  oficial  perteneíca  ;  y  respecto  á 
las  coro pa!Ka&  y  media»  compañías  sueltas  se 
•agregarán  al  cnerpc  mas  inmediato  para  so  ins- 
trucción, propuestas  de  vacantes  de  oficiales, 
nombramiento^  de  sargentos  y  caboe  :y  demás 
puntos  de  economía  interior. 

Octava.  Al  efecto  el  gobernador  verá  de  que 
parroquia  son  los  individuos  sobrantes,  y  tendrá 
cuidado  de  nombrar-al  oficial  que  deba  correr 
con  ellos,  de  entre  los  oficiales  de  la  compaKiá  ó 
media  compañía  que  se  haya  formado  en  dicha 
parroquia. 

Novena.  A  estos  depósitos  parciales  pertene- 
cerán los  que  en  el  trascurso  del  tiempo  tuvie- 
ren que  alistarse  en  4I,  por  haber  llegado  á  la 
•dad  requerida  por  la  ley:  los  que  tengan  ex- 
cepciones temporales  para  hacer  el  sori^icio  ;  y 
con  ellos  se  reemplazarán  las  bajas  que  por  muer- 
te* aneencia  de  mas  de  seis  jneses  fuera  de  la  pro- 
vincia, cacilbio  de  domicilio  de  algún  miliciano, 
iiihabilitaeion  judicial,  destino  al  ejército  perma- 
nente^ó  por  cualquier  otsa  causa  que  ocurriere  en 
los  cuerpos. 

Décima.  Cuando  el  número  de  individuos  del 
depósito  llegare  á  ser  suficiente  para-  formar 
una  compañía,  se  organillera  esta. 

Undécima.  Guando  en  algún  cantón  ó  parro- 
quia existiere  una  media  compañía*  y  el  depó- 
sito suministrare  en  este  mismo  cantón  ó  parro- 
quia, otra  media  compañía,  se  organizará  de  es- 
taa  dos  mitades  una  compañía  entera. 

Duodécima/  En  general  la  clasificación  de  que 
habla  el  artículo  anterior  debe  hacerse  por  can- 
tones ;  es  decir  que  si  en  el  cantón  se  alistan, 
por  ejemplo,  800  plazas,  se  forme  un  baUllom  ; 
el  con  loa  indiyiduos  alistados  solo  puedei  for- 
marse cuatro,  compañías,  se  organizará  medio 
batallón ;  sí  organis^do  un  batallón,  ó  un  medio 
batallón  quedare  un  residuo  de  individuos  aufi- 
eienta  para  formar  una  compañía,  se  organizará 
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esta,  y  si  no' bastare  dicho  residuo  para  formar 
una  compañía,  se  formará  media  compañía  6  un 
depósito  ;  debiendo  tomarse  el  excedente  de  in- 
dividuos alistados  en  una  parroquia  después  de 
formada  una  compañía,  para  completar  la  de  otra 
parraquia,  en  que  no  se  alistaren  los  individuos 
suficientes  para  organizar  una  compañía. 

Décima  tercierá.  Tendrán  muy  presente  los  se- 
ñores gobernadores  que  las  compañías  y  medias 
compañías  no  deben  bajar  ni  exceder  del  número 
(te  fuerza  que  les  da  esie  artículo,  prevenciones 
primera  á  quinta,  no  olvidando  que  en  uno  y 
otro  caso  deben  computarse,  al  formar  las  com- 
pañías, no  solo  el  número  de  soldados,  sino  que 
de  entre  los  alistadue  deben  sacarse  los  oficia- 
les, sargentos,  cabos  é  indiviluos  de  banda. 

>  Art.  69  £n   toda  la   República   s6   levantará 
infantería. 

Art*  7.9  Ei gobernador,  previos  los  informes 
que  crea  conveniente  tomar  de  las  autoridades 
de  la  provincia,  y  los  que  tenga  de  sus  localida- 
des,, determinará  con  aprobación  del  Poder  Eje- 
cutivo los  puntos  en  que  deba  organizarse  arti- 
llería y  caballería,  bien  entenditio  que  en  las  ca> 
becbras  de  los  cantones  Bolívar,  Asunción,  Bar- 
celona,  la  Guaira,  Puerto-Cabello,  Coro,  Cuma- 
ná  y  Maracaibo  se  organizará  precisamente  mi- 
licia de  artillería. 

^  19  En  los  lugares  én  que  sea  necesario  or- 
ganizarse milicia  de  las  tres  armas  mencionadas 
anteriormente,  se  procederá  primeio  á  la  de  ar- 
tillería en  k>s.  pontos  supradichos,  y  respecto  á 
la  caballería  é  infantería  se  organizará  aquella 
en  los^cantones  pecuarios,  y  esta  en  los  restantes, 
sin  perjuicio  de  organizarse  las  de  las  otras  ar- 
mas seguidamenli'.  Los  individuos  que  tengan 
caballos  pertenecerán  á  la  cdballería,  si  esta  fue- 
re el  arma  de  su  elección,  lo  cual  se  hará  cons- 
tar en  el  registro. 

§  2/»  La  milicia  marinera  se  organizará  en 
los  puntos  en  que  se  determine  por  el  regla- 
mento que  se  expedirá  al  efecto. 

Art.  89  Se  establecen  en  cada  provincia  un 
inspector  y  un  subinspector  de  la  clase  vde  se- 
gundo comandante  hasta  coronel,  los  cuales  se* 
rán  llan;iado8  al  servicio  y  disfrutarán  por  con- 
siguiente el  sueldo  de  su  empleo. 

§  único.  En  aquellas  provincias  donde  se  ha- 
llen establecidas  comandancias  de  armas,  ejerce- 
rán las  funciones  i'e  inspectores  los  respectivos 
comandantes  de  armas,  sin  mas  remuneración 
que  el  sueldo  establecido  por  la  ley,. 


TITULO  SEGUNDO.. 

Excepciones* 
Art.   99   Sa  exceptúan  perpetuamente 
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alistanríetito  'y  serricio  en  la  milicia  los  iiidÍTÍr 
diios  siguientes. 

19  1^8  ordenados  in  -sacris. 

29  Los  beneficiados  adscriptos  al  serTicio  de 
las  iglesias,  Iqs  regulares,  profesos  y  noi^icios ;  y 

39  Los  que  por  impedimento  írsico  se  decla- 
ren imposibilitados  para,  el  manejo  de  las  armas, 
eonforme  á  los  artículos  14,  15,  16  y  17  d«  este 
reglamento. 

Art.  10.  Se  exceptúan  temporalmente  del  ser- 
tícío  y  ejercicios  doctrinales,  pero'  no  del  alisfá- 
miento,  todos  los  empleados  civiles  por  el  tiem- 
po de  sus  destinos,  los  miembros  del  congreso, 
taquígrafos  y  diputados  provinciales  y  sus  se- 
cretarios por  el  tiempo  de  las  sesiones  de  estas 
corporaciones.  Los  rectores,  vice-rectores,  ca- 
tedráticos y  alumnoa  matriculados  en  l«s  univer- 
sidades y  colegios.  Los  mayordomos  y  duefios 
principales  de  nacienda  así-agrícolas  coma  pe- 
cuarias. Los  boticarios  y  preceptores  de  prime- 
ras letras. 

Art.  11.  Los  jefes  y  oficiales  del'  ejército  no 
podrán  ser  empleados  en  la  milicia  nacional,  si- 
no en  su  grado  ü  otro  superior. 

Art.  12.  De  ninguna  manera  comprende  la 
disposición  del  precedente  artículo  á  los  jefes  y 
oficiales  que  no  hayan  sido  incorporados  al  ejér- 
cito de  Venezuela  en  virtud  de  una  disposición 
gubernativa  apoyada  en  la  ley,  y  no  se  encuen- 
tren por  tanto  inscriptos  en  la  lista  militar;  bien 
entendido  que  no  dejan  de  pertenecer  á  ella  los 
jefes  y  oficiales  que  gozan  de  letras  de  cuartel, 
licencia  indefinida  ó  retiro  sin  sueldos,  á  los 
cuales  comprende  él  anterior  articulo^  no  suce- 
diendo así  con  los  que  hubiesen  obtenido  lieen- 
cia  absoluta  del  servicio,  por  cuyo  hecho  han  per- 
dido enteramente  el  carácter  que  tenian.  en  el 
ejército,  y  deben  ser  obligados -á  servir  en  la  mi- 
licia en  la  clase  en  qu^  s$.  les  destine. 

Art.  13.  Las  disposiciones  de  estos  artículos 
no  eximen  á  los  exceptuados,  de  prenentarse  en 
los  cas(  8  de  alarma,  sedición,  tumulto  6  guer- 
ra, á  la  primera  autoridad  civil  del  lugar  de  su 
residencia,  á  prestar  toda  clase  de  servicios  que 
'sean  compatibles  con  su  estado,  carácter  y  cir- 
cunstancias ;  y  la  omisión  de  este  deber  para 
con  la  patria  y  su  gobierno  los  hace  reos  de 
cuarta  clase  contra  el  orden  y  seguri  Jad  públi- 
ca ;  y  serán  juzgudos  conforme  á  la  ley. 

Art.  ,Hr  P&ra  juzgar  de  la  inhabilitación  que 
exceptúa  del, alistamiento  y  servicio  perpetua- 
mente, según  el  número  tercero  del  articulo  O, 
se  observarán  las  reglas  qiie  prescriben  los 
cuadros  número  primero  y  secundo  que  acompa- 
\fUn  este  reglamento  bajo  el  número  primero. 
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^ .  19  GI..  cuadro  número  firiinero.  es .  el»  de 
aquellos  defectos  físicos  é  inteleetaalea  de  qne  se 
puede  juzga!^  á  primera. vista  y-eon  faeüidad,  ho 
solo,  por  los  médicosainp  por  los  que  no  lo  eoa^ 
Los  médicos  y  cimjanos,  y  en  donde  no  haya 
algueoa  de  estos  facultativos  que  pníctique  el  re- 
conodmienlo,  ks  juntas  de  alistamiento  tendrán, 
muy  presente  dicho  cuadro  al  tiempo  de  juzgar 
de  las  excusas  que,  por  los  achaques  comprendí-^ 
dos  en  él,  presenten  los  individnoe  pan.  no  ser. 
alistados. 

^  29  El  cuadro  segundo  contiene  k  rekcloo 
de  aquellos  defectos  fisieos  6  inteleetualee  que 
también  inhabilitan  para  el  alistamiento  y  eer- 
vicio  perpetuamente  en  la  mtlida,  pero  cujra  ave« 
riguacion  requiere  mas  cuidado,  mas  tiempo  j 
por  lo  común  nociones  y  pruebas  fticultatiTaa». 
El  reconocimiento  de  estos  defectos  deibe  hacer* 
se  para  calificar  la  excepción  por  médico  ó  cim* 
jano. 

Axt.  164  En  lo&.lugares. donde  existan  hospi- 
tales militares,  las  juntas  de  alistamiento  pueden 
para  practicar  el  leconocimiento  de  los.  acha- 
ques contenidos  en  el  cuadro  número  39* >  ^*^ 
ciar  ft  ellas  6  bien  llamar,  ovando  el  easo  se  ofre* 
clere,  al  médico  ó  cirujano  del  hospital,  y  en  su 
defecto,  á  quien  haga  sus  veces. 

(  19  En  los  logares  en  que  haya  médicos  de 
ciudad  6  sanidad,  lai«  juntas  de  alistamiento  po- 
drán valerse  de  ellos  para  los  reeonocimientos  de 
que  habla  este  artículo,  del  mismo  modo  que  se 
ha  prevenido  respec'o  á  los  médicos,  y.  cirujajips 
de  los  hospitales. 

^.  S9  También  podrán. .valerse,  de  aquellos 
cuando  loa  del  hospital  hubiercuLb^cho  un  reco- 
cimiento qoct  na  creyeren  muy  rsaji^nable  los 
miembros  de  la  junta,  y  vice-verra.jiv..ái\tes  lo 
hubieren  hecho  los  de  sanidad  ó  ciudad*  .^ 

Art  16.  En  aquellos  lugares  en  que.  no  haya, 
hospital  militar,  ni' médico  de  eiudad  6  sanidad, 
las  juntas  de  alistamiento  podrán  llamar  euando 
ocurra  el  caso  de  practíeac  algon  reeonodmien-  . 
to  de  los  achaques.  OMnprendídos  en  el  eoadro 
segundo,  á Dno  deliM 'facultativos del  lugar,  for- 
nrándose  la  «ueniá-  de  sos  honorarios  por  los  re- 
conocimientos qtie  piaetioare^  eiv  la  cual  pondrá, 
su  visto  bueno  la  autotidad  que  baya  presidido 
•la  junta,  y  sé  llevará  ALP.oder  Ejecutivo,  por  «1 
conducto  del  gobernador  de  la  provimáa^fAra 
mandarla  satisfacer... Lp.s  ^  facultativo^  arregla- 
rán, en  este  caso,  su  reconocimiento,  y  extende- 
rán sus  certificaciones,  con  referencia  á  los  de- 
fectos contenidos  en  dicho, cuadro, 

Art.  17.  Si  en  el  apunto.  6  puntos    donde  se. 
bajean  ios  aUstamientois  no  hay.médico.ni  cim*  . 
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CDO  para  et  reconoeiaiioiito  do  los  males  tle  que 
tbJa 'el  cuadro  o&mero  segundo,  debe  presen- 
tar '  e]'que>Qliiit6  excepcioa  por  los  qué  especi- 
fica dicha 'cuadro^'para  ser  "relegado  de  la  obli» 
gaeion  tle  «érrijr  eii'ia  milicia  naeidíáaU  un  docu- 
mento del'taca)((ltívo  mas  ceirctfuu^tte  c^rtiñ- 
qne  IdB.nioiiroa  da  ia'elKcepcio'ny  pudiebdo  los 
que  pveiíid&ll  Irjimta  d^áiisCaniieptOt  conceder 
nip  tfiroulno  peretnavio'-para  qtie^  obteogáo  y^pre- 
ssBtan  tal  documento. 

Art  18.  Loa  gobernadores  pasarán  ai  l^oder 
^•eutiro,  junto  con  las  noticias  de  la  organiza- 
ción de  la  miliciat  en  sus  respectiiras  provincias, 
listas  nominales  de  los  individuos  que  por  dife- 
rentes respectos  fueren  excluidos  del  alistamien- 
to 7  del  servicio  perpetaamente  en  la  milicia,  así 
cómo  de  los  que  lo  sean  temporalmente,  expre* 
Siéados»  ito  dichas  listai  los  motivos  de  la  excep- 


TITVLO  TSRC^&O. 

Xrt  10.  Después  de  arreglado  el  atütenriento 
*da  ka  manera  dicha,  los  gobernado!^  elevarán 
•I  Poder  Ejecutivo  pibpuestas'iriples,  para  cada 
una  de  lÉs  plaMs  de«jéíto  j  oficiales  que- han  de 
llenaraé'en  lora  cttarpOB  ée^a  aMcia  mkcíond,  to* 
mandd  todos  los  informes  necesarios  para  for- 
mar justo  concepto  é$  los  propuestos. 

A^t*.  20.  "Tanto  en  6l  ^so  de  que  habla  el  ar- 
tículo anterior,  como  en  el  que  se  presente  para 
Henar  las  vacantes  de  jefes  y  oficiales  que  ocur- 
ran M  'lá  milicia,  los  gobernadores,  al  elevar  al 
Poder  fSjeeutívo  las  referidas  propuestas,  expre- 
sar&n  su  biplnicm  sobre  euai  de  lor  iodtv4duos.pre- 
sentadM'pbrafCaéaiiilflÉa^  qtíe  necesaríamenie  de^ 
ben  ser -de')aiiti^fa"coiifiáima  del  Gobierno,  la  ocu- 
parla #ott  mayor  Tentaja  para  el  servicio. 

•^  6»iCd*  Bn  las  propuestas  para  llenar  las' va- 
cautcn  qu<a  ocurran,  los- gobernadores,  sin  perjui* 
ció  de  tMitu*  tpdos  los  informes  convenientes,  oi- 
rán. predsamejDte  el  del  jefe-  respectivo  del  cuer- 
po dofifde  ocurran-  aquellas, 

Art  -21.  Be  deberá  observar  *el' mayor  cuida- 
do a«  no  ineluir  en  las^propoestaa  individjuos  4ue 
tengan  excepciones  legales, 'biah  para  el  servi- 
e|p,  bien,  para  el  alis.tamiente,  con  el  objetp  de 
que  después  de  nombrados  no  prodüiscan  sus  ex- 
cusas, Qfiabarazando  así  la  organización  de  la  mi- 
licia, qué  depende  exclusivamente  de  la  elección 
de  jefes  y  oficiales. 

^  único.  Por  delegación  del  gobernador  ha- 
rán sus  vecest  en  Ips^asos  que  expresan  los  an- 
teriores artículos,  íes  inspectores  ó  subinspecto- 
res^ pero  siempre  será  aquel  quien  se  entienda 
xon  el  Poder  £jecutívo. 
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Art  32,  Lo  que  queda  dicho  no  obsta  para 
que  el  Poder  Ejecutivo  elija  libremente  los  je- 
tes y  oficiales  de  la  milicia  que  á  bien  tenga. 

Art.  23>.  Bl  nombramiento  de  sargentos  en  la 
milicia,  -tanto  en  la  Qrganisacioh  de  los  cuerpos 
'como  en  las  vacantes  que  ocurran  en  ellos,  se 
hará  por  el  capitán  de  la  compañía  respectiva, 
quien  lo  presentará  alsegúndo  comandante,  ó 
capitán  mayor  si  es  de  caballería^'para  que  sa- 
tisfecho, ponga  su  GÓNSTAMK  y  lo  presente  al 
pafmeir  comandante,  informándole  de  la  aptitud 
del  elegido, 'ó  de  los  defectos  que  tuviere  :  el  pri- 
mer c«q|pndante  pondrá  al  pié,  c6nsideb.o  digno 
KL  NOMBAAOo ;  mss  si  tuviere  motivos  fundados 
para  reéhazar  el  nombramiento,  lo  devolverá  al 
segundo  comandante  6  capitán  mayor  con  las 
razones  |n  que  se  funde  su  negativa,  para  que 
enterado  el  capitán  haga  nuevo  nombramiento. 
Puesto  el  cÓNSTAMB  y  el  comside&o  digno  ax. 
NOMBRADO,  Dor  ámbos  jefes,  se  llevará  el  nom- 
bramiento al  gobernador  para  su  aprobación. 

ArL  24.  El  nombramiento  de  cabos  se  hará 
por  el  capitán  déla  compañía  respectiva  poni^-  ' 
do  en  ellos  el  cónstaihe  el  segundo  Comandante  6 
capitan  naayór^  y  'dando  su  aprobación  él  primer 
coníandadié.  Estos  jeifes  úo  podrán  í^epugnar  la 
elección  hecha  {)or  elcipltan  sin  justificados  mo- 
tivos, 6n  cuyo  óaso  devolverán  el  nombramiento 
para  que  se  rectifique. 

Art.  25.  El  ivtMnbramiento  fie  tambor,  corneta 
6  clarín  mayor,  se  hará  por  el  segundo  jefe  del 
cuerpo  con  la  aprobación  del  primero. 

Art  26.  Los  nombramientos  de  sargentos  y 
cabos  se  expedirán  en  la  forma  que  establece  el 
formulario  que  se  acompafia  con  el  número  se- 
gfUndo. 

Art.  27.  Ite'cibidd^  f>or  el  'gobernad o>  los  des- 
pachos de  los  jefes  y  oficiales  de  los  cuerpos  de 
la  milicia  en  W  líue va  creación,  les  pondrá  el 
cúmplase,  y  entfegándolos  á  los  agraciados,  lo 
comunicará  ál  jefe  político  del  cantón  respectivo, 
quien  los  circulará  á  las  parroquias  á  que  cor- 
respondan tas  compañías  que  componen  el  cuér- 
Í)o.  Llenados  estos  requisitos,  el  gobernador  en 
as  capitales  de  provincia,  los  jefes  políticos  eti 
las  dabeceras  de  cantón  y  los  jueces  de  paz  en  las 
parroquias,  darán  á  reconocer  á  los  nombrados 
pudiéndose  delegar  esta  facultad  al  inspector  éi 
se  encontrare  en  el  lugar. 

'^  ánico.  Coando   se  hayan   e'xpiBdidó  'diéspá- 
chos  para  llenar  vacantes  en  ios  cuerpos  de   mi- 
licia,  puesto  elcúmplasfe  pbr  el  gobteráador,  el 
reconocimiento  se  hará  encesta  forma  : 

19  Si  el  despacho  ha  sido  librado   para  lie- 
nar  Vacante  tanto  de  segundo  comandante  como 
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de  oñcial  de  plana  mayor  y  de  compañía^  )o  (Jará 
&  reconocer  el  comandante  del  caerpo'.  '    \ 

29  Coando  el  despacho  se  haya  librado  j^ara 
llenar  vacante  de  primer  comandante,  de  capitán  ^ 
de  compafSía  suelta  ó  de. teniente  de  media  com- 
paftia,  los  dará  á  reconocer  el  inspector  st  se  en- 
contrare en  el  lugar,  y  en  su  defecto,  el  jefe  poli-' 
tico,  ó  por  delegación  de  este  un  juez  de  )>a7. 

Art.  28.  Dados  á  reconocer  los  jefes  de  los 
cuerpos,  capitanes  dé  compafifas  sueltas  y  tenien- 
tes de  medias  compañías,  recibirán  del  gobemadcft 
de  la  provincia  la  lista  de  los  individuos  que  de- 
ben componer  la  fnersa  de  unos  y  otros,*- expre- 
sando su  nombre,  domicilio  y  compañía*  á  que 
pertenece. 

Art.  29.  Después  de  entregados  \6n  despachos 
y  dados  á  reconocer  los  jefes  y  oficiales^  se  pro- 
cederá á  nombrar  en  la  forma  que  queda  dicha 
los  sargentos  y  cabos,  y  aprobados  sus  nottbra* 
mientos,  se. darán  á  reconocer  en  la  pi-imera  reu- 
nión. ■  -....' 

Art.  30.  Para  ser  propuesto  ó  nombrado  Jefe 
ú  oficial  en  la  milicia  nacional,  se  requiere  estar 
inscrito  en  el  último  cuadro  formado  por  el  res- 
))ectivo  concejo  municipal  de  los  ciudadanos  que 
tienen  las  cualidades  para  elector;  y  ademas  te- 
ner disposición  para- el  mando,  probidad  y  ad- 
hesión á  las  instituciones. 

Art.  31.  Mientras  caté  vigtfn te  el  artículo  69 
do  la  ley  de  abolición  de  la  esclavitud,  se  requie- 
re ademas  el  comprobante  de  estar  solvente  con 
el  fondo  de  manumisión,  en  razón  &  ser'  dieh^ 
fondo  público,  y  para  un  obiieto  humanitario. 

^  único.  Todo  civdadaiH).  tiene  el  doreoho  de 
reclamar  ante  el  gobertiador  6  jefe  político  en  aus 
casos  contra  la  elección  de  un  jefe  ú  oficial  i\aé 
carezca  de  los  requisitos  especificados  en  estos 
artículoa,  y  aquellos,  impuestos  de  la  falta  enun- 
ciada» lo  harán  así  presente  al  Poder  Ejecutivo 
dentro  de  tercero  dia  acompañándole  la  docu- 
mentación respectiva  para  la  resolución,  consi^ 
guíente.  ' 

Art.  32.  Los  empleos  de  sargentos  y  cabos 
deben  recaer  en  sugetos  de  idoüeidad,  vecinoa  dp 
las  cuartas  de  compañías,  y  que  tengan,  las 
cualidades  para^jer  elector,  y  de .  no  haberlos  qon 
estas,  que  tengan  las  de  sufragante  parroquial, 

^  único.  Para  saberse  los  que*tenganlaffcualida« 
desde  elector  ó  sufragante  se  «tenderá  tá  los  cua* 
dros  de  una  y  otra  cla^e^.  que  hayan  servido  pa^a 
las  ultimas  elecciones. 

Art  33.  Los  jefes  y  oficíales  que  actualmente; 
están  empleados  en  la  milicia  <jte  reserva  que  exis- 
ten nombrados  por  el  Podjer  Ejecutivo  continuarán 
ejerciendo  sus  destinos  en,  J,á  milicia  que  se  estable- 
ce por  la  presente  ley  ;  y  tanto  estos  cómo  los  que 
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han  hf<cfao  laffcamffaña»  défl^  eí  affió  dfe^  48  hasta 
la  fecha,  y  los  jeíVi  y  oñciales  del  éjéreho  en  uso 
de  licencia  indefinida  f  retiro,  «éráh*  íatenfdfdos  en 
las  prupi^estas;  y  se  aliétdi'árf  en  lifercampsAftaípara 
el  efecto,  isi  tuvieren  las 'Cualidades  requéridasi  y- 
siempre  que  estos  úflílÁod  w  préeeiWéh'  á  '  desemóe*' 
Mt  el  empleo  para  que  stf  tespropongu^quedeoe; 
cuando' ménoíf,seriguiil'%f'qoe  obtiene  en'ef'éjé^* 
cito.  Esto  no  coarta  lá  facultad  iftie  tiene  efVWer  • 
Ejecutivo  y  los  gubernatlores  para  nombrat'  él 
primero  y  proponer  k>s  seg'un dos  jefes  y  ofíciáfes 
en  fiüs  casos.'    *  -      ..   >  .   .•  •      -^,  • 

¿  único.  Cua hdo los  que  díeben*  hacer  propués» 
tas  por  este^reglamentp,'  quisieren,  incluir  en  ellas 
á  algún  oficial  de  la  milicia  .anteríorj  qpe  ademas  * 
de  las  cualidades  requ criadas',  tenga  la  ,*de  tiáj^a^' 
hecbo  las  últimas  campanas^  no  obstará  jufedifho 
oficial  no  sea  en  los  cuerpos  de  lá  milicis^oe  crS%^ 
este  reglamento,  del  grado  inmediatamente  inferfbr 
al  de  la  vacante  que  mita  de  tlfertáí-se.  En  cualquier 
caso  puede  proponérseles  .pa^Dji^l  grado  de  que  tie* 
ne  despacho  ó  el  inmediatamente  superior.  ^ 

Art.  34.  ]^a  jefes.y  o^ci^jea  veteranos  qtr^ño 
reúnan  las  circunstancias  <).erttjiBba.^l^^^ anterior  , 
ariípulo,  serán  c9ni^^rí>dósi  jqo^  Jo  sefwi¿  ep,  jef 
casp  de  que  ^llfi'a  n(>#<;épi|feii  una  rtí¿W.,i|jf  npr 
al  grado  que.QDilenQi)jy^pajp{|^^a,^qye;hpoieseniiido 
nombrados  ;  e^  d^QJp^,q,t^^f]aÁ  pcgp^iido  su  Tugar 
en  el  registro  de  lo^  ó^cIqÍ^^  d^  yfi\^^Ío  de!ía.Ke- 
püblica  que.-^stán  9bÍiga^9S\.'4\^rvir  'd(|ndé  eltío- 
bierno  los  llaate-..;..  ,  ^.;,  .|    ,.  *L ,,,.'  .^,../.,  •     .      . 

Art  3&  liíuaoa'sei.piMdMivai  ndmhmriii  fprs^ 
ñas  de  an  ^anto^  p«ra'Oti|[>;;V) dentro. il^eslÁ  Pi^-" : 
gUB  mérito  pár«icqJiir^stiflMiIa8ela.pTopitesta,deper- . 
sosa.de  parroqmia  éistinti^  ái:kKde  m-qiie  Conoaoc.  la 
compañía,  tanto  enr  elicaMid^la  erecoioP)  C01D9  en , 
el  de  vacante^  se  le  Jbadé  «•fMuitor -étíKen }  H  ^iefe  • 
contraer  el  empeSetipusaaliprafefxtoidcilrimdialaii- 
te)  no  exctt8ar¿ nuncaclatoifiütas.de.  loaofiafaliii.    . 

Art.  36:  Las- prop«re^la%  se  harftn'  8}Mi]|ra^en 
individuod'del  cuerpo  y^^rroquia  étt  qti^*  oeonm 
la  vacante,  atendiendo  áia  atltigúedhd  en  -el^  tñOO 
de  ignal  méfito,  y  buscftttdo  el  mayor  iTasiar  etí  pér- 
sdna'dé  Mro-tíéiérpo  qUé  p^dmeta^  eatactodesemiie- 

^Árt.  SV"'  éuándoTá  milicia,  por  ocurrir  los'casc^' 
del  artículo  í 84  dé 'lá  Constitución,  fuérfe  puesta 
sobré  las  armas  y  Reciba  pr4  y  pagjEi)  se  fKnarán 
las  vacantes  de  ofíciátéé'  que  en  ell^  Ocurran  por  Ú 
Poder  Ejecutivo,  á  propuesta  dé  losjefes  respectr- 
vos  con  arreglo  á  lá  ordenanza.  Las  dé  jejes  serán 
provistas  libreniente  pior  el  Poder  EJecímvo.  No 
qñeda  ¿oartada/siñ  embargo  la  hTiértad  con  que  eí' 
Ejecutivo  puede  hacerles  nombramietítos'  d^  ofi- 
ciales cuando  lo  estime  conveniente.      '"'      '^  ^* 
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ArU  8S.  Bñ  los  cadas  del  artíónló  atiterfór  el 
jefe  militar  de  operaciones  de  qiüen  dependa  el 
cuerpo  en  que  ocurra  la  vacante,  elevará  la  pro- 
puesta aliPoder  Djecutivo. 

Att  39.  En  tiempo  de  paz  y  de  guerra  d  Poder 
Ejecutivo  hará  el  nombramiento  de  inspectores  y 
subinspectores,  para  lo  cual  ocurrirá  á  los  cuadros 
que  reposan  en  la  Secretaría  de  Guerra* 

Art  40.  Todos  los  mandos  y  destinos  en  la  mi- 
licia, conforme  al  artículo  10  de  la  ley,  se  conside- 
ran en  comisión,  pudiendo  ser  removidos  los  jefes 
y  oficiales  por  el  Poder  £jeeutivo  cuando  lo  juz- 
ue  conveniente ;  los  sargentos  por  el  Gobernador 
e  la  provincia,  y  los  cabos  por  el  comandante  del 
cuerpo  cuando  haya  graves  motivos  para  esta  re- 
moción ft  juicio  del  que  la  hace. 

^  único.  Las  vacantes  que  ocurran  en  el  caso 
de  este  artículo»  se  llenarán  conforme  á  las  reglas 
establecidas. 

TITULO  IV. 
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Arfímmento, 

Art.  41.  El  Gobierno  con  vista  de  losdocumen- 
tos  que  deben  pasar  los  Gobernadores  del  número 
y  arma  de  (a  milicia  que  se  haya  organizado  en 
Jas  provincias^  suministrará  por  su  cuenta  el  ar- 
UMitMimo,  fornituras  y  municiones  que  necesite,  y 
-que  servirá  en  tiempo  de  paz  para  su  instrucción, 
conservándose  antes  y  después  de  los  dias  destina- 
dos para  esta,  en  loS  depósitos  de  que  se  hablará 
en  los  artículos  siguientes. 

Art.  42.  Habrá  un  depósito  principal  de  armas 
en  cada  capital  de  provincia,  en  donde  se  custodia- 
rá el  armamento,  correaje  y  municiones  qike  se 
destinen  para  la  milicia,  cuyos  efectos  estarán  al 
cargo  de  los  administradores  de  rentas  nacionales, 
en  un  edificio  de  propiedad  municipal  ó  nacional, 
6  em  el  que  se  alquilare  para  el  efecto. 

Ar.'48.  £1  gobernador  de  cada  provincia  en- 
tregará á  los  jefes  de  cuerpo   el  armamento,  for- 
nitura y  itiuniciones  que  necesite  la  tropa  de  su 
mando  para  que  la  conserven  en  un  edificio  de  pro- 
'  piedad  nacional  ó  municipal  que  haya  en  el  lugar, 
'  6  en  casas  que  alquile  el  Estado. 

^  único*  Los  jefes  y  oficiales  son  responsables 
en  tiempo  de  paz  de  la  pérdida  q^je  en  dichos  efec-j 
tos  ocurriere,  sin  excepción  de  casos  ni  de  circuns- 
tancias* 

Art.  44.  En  las  reuniones  que  deben  verificarse 
para  la  instrucción,  inspección  ó  cualquiera  otra 
función  de  paz  que  dispusiere  el  gobernador  con 
las  circostancias  de  que  los  niillcianos  deban  pre- 
lentaffse  armados,  se  distribuirá  el  armamento, 
correaje  y  municioné^  por  lo^  jefes  6  los  capitanes 
.para  que  estos  lo  hagan  á  la  tropa. 

^  único.  Es  descargo  para  un  comandante    de 


cuerpo  el  recibo  de  armamento,  fornituras  y  mu- 
niciones que  entregue  á  un  capitana  comandante 
d^compafiía,  y  durante  el  ejercicio  ó  función  para 
que  se  na  armado  la  milicia :  hasta  volver  dichos 
efectos  á  manos  del  comandante  será  responsable 
de  ellos  su  capitán,  excepto  solo  en  el  caso  de  que 
la  pérdida  de  efectos  tenga  lugar  por  desercio^i  de 
uno  ó  mas  milicianos. 

Art.  45.  £n  tiempo  de  guerra  se  entregará  el 
armamento  á  la  tropa  con  las  mismas  formalidades 
establecidas  en  el  artículo  anterior,  pero  la  res- 
ponsabilidad de  los  jefes  y  oficiales  que  tenian  este 
armaiQcnto  á  su  cargo,  no  será  entonces  otra  que 
la  que  imponga  la  ordenanza  por  omisión  ó  des-' 
cuido' en  el'manejo  del¿uerpo,  y  conservación  de 
los  efectos  que  le  pertenecen. 

Art. ^46.  Los  administradores  de  rentas  encarga- 
dos de  ios  depósitos  y  demás  efectos  de  guerra,  y 
los  jefes  de  cuerpo,  formarán  presupuestos  cada 
cuatro  meses  de  la  cantidad  que  se  necesite  para 
la  conservación  del  expresado  armamento  y  demás 
efectos  de  guerra,  que  pasarán  al  gobernador  de 
la  provincia,  para  que  recaido  el  acuerdo  de  la 
junta  consultiva  de  hacienda,  se  eleven  al  Poder 
Ejecutivo  para  su  aprobación  ó  reforma. 

Art.  47.  La  composición  y  reparo  de  las  armas 
y  enseres  de  guerra  respecto  de  la  milicia,  se  hará 
por  contrata  en  los  cantones  del  modo  siguiente. 

§  19  Cada  cuatrimestre  el  gobernador  de  la 
provincia  en  el  cantón  capital,  asociado  con  los 
jefes  de  cuerpo  que  en  ella  existan  y  de  un  armero, 
revistará  los  efectos  de  guerra  depositados  en  el 
parque  provincial,  haciendo  que  el  armero,  si  hubie- 
re composiciones  que  hacer,  forme  una  relación 
de  ellas,  con  expresión  del  qosto  que  causen ;  esta 
j  relación  y  lo  que  deba  abonarse  ai  armero  por  el 
reconocimiento  se  considerará  en  junta  consultiva, 
y  se  elevará  ::1  gobierno  para  su  aprobación. 

§  29  Los  jefes  de  cuerpos  asociados  del  iefe 
político  en  Ic'S  demás  cantones,  ó  de  cualquiera 
:  otra  autoi\i.I.id  civil  y  de  un  armero  si  lo  hubiere, 
revistarán  c:: da  trimestre  los  efectos  que  estén  á  sü 
cargo,  y  harán  que  se  forme  por  el  armero  relación 
de  las  composiciones  que  hayan  de  practicarse,  con 
expresión  de  su  importe,  las  cuales  se  remitirán  al 
gobernador  de  )a  provincia,  ^ra  que  considera- 
das por  la  jimta  consultiva»  se  eleven  al  gobierno. 

^  89  Sn  no  hubiese  armero,  se  formará  relación 
de  las  armas  y  efectos  que  deban  componerse  por 
los  jefes  con  anuencia  de  la  autoridad  civil,  q<ie 
la  acompañe,  expresándose  en  -dicha  relación  las 
piezas  (jue  hayan  de  repararse :  esta  relación  se 
enviará  i^l  gobernaHor,  quien  Invitará  á  contrata 
por  medio  de  la  junta  consultiva,  y  así  de  las  pro- 
posiciones que  se  hicieren  para  la  composición  de 
los  efectos,  como  de  lo  q«e  importe  el  viaje  ddl 
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armero  de  la  capital  de  la  provincia  al  lugar  en 
que  se  halle  el  armamento  descompuesto,  sé  dará 
cuenta  al  gobierno  para  su  resolución. 

^  49  En  tiempo  de  guerra  el  gobierno  proveerá 
á  la  composición  por  Ibs  medios  ordinarios. 

Art  48.  Cuando  la  milicia  no  esté  empleada  en 
Servicio  activo,  es  de  la  obligación  de  la  tropa  per- 
manente custodiar  su  armamento  y  demás  ense- 
res que  le  pertenezcan  en  los  puntos  donde  se  de- 
positen, 

Aft.  49.  Los  jefes  y  oficiales  de  la  milicia  us% 
rán  á  su  costa,  los  de  infantería  y  artillería  es- 
pada recta  ó  espada  sable,  y  los  de  caballería  sa- 
.  ble  ó  espada -sable. 

Art.  50.  El  miliciano  de  caballería  debe  tam« 
bien  proveerse,  á  su  costa,  de  montura  y  caballo, 
pero  este  le  será  abonado  por  el  tesoro,  cuando 
llegue  el  caso  de  prestar  el  servicio  de  prí,  si  lo 
pierde  ó  se  inutiliza  en  acto  del  mismo  servicio,  y 
según  su  valor. 

^  19  Para  llevar  al  cabo  lo  dispuesto  en  este 
artículo,  cuando  llegue  el  caso  de  llamarse  la  mili- 
cia de  caballería  al  servicit)  de  pré,  es  obligación 
de  la  autoridad  civil  respectiva,  hacer  que  se  jus- 
tiprecien todos  los  caballos,  expresándose  sus  mar- 
cas, colores  y  seííales,  y  el  individuo  á  que  cada 
uno  pertenece,  antes  que  se  ponga  la  fuerza  á  dis- 

Sosicion  del  jefe  militar,  remitiéndose  un  duplica- 
0  de  este  justiprecio  al  Poder  Ejecutivo. 

^  29  Los  individuos  de  la  milicia  de  caballe- 
ría que  entren  al  servicio  de  pré  no  podrán  cam- 
biar ni  vender  sus  caballos,  sin  consentimiento  del 
jefe  á  cuyas  órdenes  sirvan,  quien  cuidará  siempre 
que  el  nuevo  caballo  sea  igual  ó  mejor  que  el  que 
tenian,  para  que  no  se  perjudique  el  servicio. 

^  39  Si  ocurriese  que  algún  dueño  de  caballo 
cambiase  el  suyo,  ó  lo  vendiese  comprando  otro,  se 
hará  un  nuevo  justiprecio  por  peritos  que  elegirá  el 
jefe,  el  cual  se  verificará  á  presencia  suya,  ó  del 
encargado  del  detall  y  del  capitán  de  la  compañía. 

^  49  Mientras  dure  el  servicio  de  pro,  cada 
dueño  de  caballo  será  conservado  en  el  uso  del  suyo, 
^sin  que  ninguna  autoridad  pueda  hacérselo  cam- 
biar, enajenar  ni  ceder  á  otro  miliciano. 

§  59  i^n  el  caso  de  que  enferme  algún  milicia- 
no de  caballería,  cltcaballo  que  le  pertenezca  se 
entregará  á  la  autoridad  civil  del  lugar  en  que 
quedase  el  enform»,  para  que  se  cuide  y  se  devuel- 
va á  su  dueño  luego  que  se  haya  repuesto;  y  si 
muriese  el  miliciano,  dará  parte  la  autoridad  civil 
al  jefe  principnl  de  la  fuerza  á  que  aquel  correspon- 
da, quien  d¡s¡)on(Jrá  que  el  caballo  y  la  montura  se 
remitan  al  ^n^bc mador  de  la  provincia  respectiva, 
á  fin  de  que  llt  guen  á  manos  de  los  herederos. 
Esto  no  im|  iie  que  el  jefe  de  la  fuerza  pueda 
^ieponer  que  el  caballa  del  individuo  que  enferme 
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ó  muera,  continúe  en  el  servicio,  coando  asf  con- 
venga, dando  cuenta  al  gobierno  con  las  razones 
que  haya  tenido  para  hacerlo,  á  fin  de  que  el  due- 
ño ó  sus  herederos  recuperen  el  caballo^  su  ralor. 
§  69  Cuando  por  enfermedad  haya  alguna 
autoridad  civil  de  mantener  el  caballo,  ó  cuando 
por  muerte  del  individuo  deba  devolverse  á  sus 
herederos,  se  pagará  la  mantención  y  conducción 
de  lo  que  corresponda  al  mismo  individuo  del 
cuerpo. . 

TITULO  QUINTO. 

Vestuario, 

Art.  61.  Tanto  los  jefes  y  oficiales  de  la  milicia 
como  la  tropa  costearán  sus  uniformes  cuando  se 
les  emplee  en  servicio  municipal. 

^  único.  Cuando  la  milicia  se  halle  al  servicio 
de  pré,  las  disposiciones  relativas  á  sus  vestuarios 
serán  las  que  señala  el  decreto  ejecutivo  de  20  de 
Diciembre  de  1838  que  se  acompaña  bajo  el  nú- 
mero 39 

TITULO  SEXTO. 

Insignias  y  uniformes, 

Art.  62.  Cada  batallón  tendrá  una  bandera, 
cuya  asta  será  de  ocho  y  medio  pies  con  regatón  y 
moharra,  y  el  tafetán  de  siete  cuartas  en  cuadro, 
formada  por  tres  fajas  de  los  tres  colores  naciona- 
les, componiéndose  de  estos  mismos  colores  la  cor- 
bata de  la  bandera  ;  esta  llevará  en  la  faja  superior 
las  armas  de  la  República :  en  la  del  medio  el  nom- 
bre de  la  provincia ;  y  en  la  inferior  el  número 
del  batallón  &  que  pertenece. 

^19  Cada  escuadrón  tendrá  un  estandarte  en 
la  misma  forma  que  la  bandera  de  los  batallones, 
con  la  diferencia  de  que  el  asta  será  de  cinco  á 
seis  pies,  y  el  cuadro  del  tafetán  de  cuatro  á  cinco 
cuarti/s. 

^  29  ETstas  banderas  y  estandartes  serán  costea- 
das por  el  gobierno  con  vista  de  los  presupuestos 
que  formen  los  jefes,  que  se  considerarán  por  Ja 
junta  consultiva  de  la  provincia  respectiva,  y  serán 
remitidos  por  el  gobernador  al  Poder  Ejecutivo 
para  su  aprobación. 

§  39  Dichas  banderas  y  estandartes  se  deposi- 
tarán en  las  casas  de  los  concejos  municipales,  de 
donde  no  podrán  ser  extraidas  sino  para  los  actos 
del  servicio. 

Art  53.  Las  divisas  de  la  milicia  serán  las  mis- 
mas que  las  del  ejército.  ^ 

Art.  54.  Los  uniformes  de  la  milicia  serán  los 
siguientes. 

^  19  La  infantería  vestirá  chaqueta  6  casaca 
corta  y  pantalón  blanco  de  lienzo,  con  vueltas, 
collarin,  barras  y  vivos  encamados,  botón  dorado, 
botin  blanco,  corbatin  negro  y  sombrero  redondo 
negro,  y  este  con  la  escarapela  nacional. 
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k  20  La  artiHería  llevará  el  miamo  uniforme 
que  la 'infantería  diferenciándose  con  una  granada 
azul  celeste  que  usará  en  el  collarín  y  barras  de 
la  casaca.        ^ 

^  30  La  caballeria  vestirá  chaqueta  6  casaca 
corta  y  pantalón  blanco  de  lienzo  con  vueltas, 
oollarin,  barras  y  vivos  amarillos,  botón  plateado, 
botín  y  corbatín  negro,  y  sombrero  redondo  negro 
con  la  escarapela  nacional. 

^  40  Los  jefes  y  oficiales  de  la  milicia  nacional 
vestirán  el  mismo  uniforme  que  la  tropa  en  todas 
sus  partes  cuando  se.empléeen  servicio  municipal; 
pudiendo  usar  las  divisa»  y  uniforme  detallados 
para  la  fuerza  permanente  según  el  decreto  de  la 
materia,  siempre  que  todos  les  que  peitenezcan  á 
un  mismo  cuerpo  puedan  costearse  dichas  prendas 
para  que  haya  uniformidad. 

Art.  55.  La  artillería  é  infantería  en  la  milicia 
podrán  uíar  gorro  de  cuartel,  y  la  caballería 
morreon  cuando  los  individuos  de  un  cuerpo, 
compañía  suelta  ó  media  compaHíá  convengan  en 
uniformarse,  pues  se  prohibe  que  uno  6  mas  indivi- 
duos se  presenten  en  formación  con  piezas  de  ves- 
tuario distintas  de  las  que  tenga,  conforme  á  este  re- 
glamento, el  resto  del  cuerpo  ó  compañía. 

^  único.  Cuando  se  trate  de  usar  los  gorros  y 
roorreones  de  que  se  ha  hablado,  se  observará  que 
aquellos  sean  azul  turquí  guarnecidos  en  amarillo 
y  con  la  escarapela  nacional  y  estos  de  zuela  ó^ 
paño  negro  guarnecidos  en  blanco  y  con  pompo- 
nes sobre  la  escarapela ;  y  se  entenderá  por  punto 
general  que  cuando  se  trate  de  franjas  6  cordones 
!«erán  de  hilo  los  de  la  tropa  y  de  seda  los  de  los 
jefes  y  oficiales  según  sus  cabos, 

Art,  56.  Los  jefes  de  cuerpos  harán  que  la 
oficialidad,  clases  y  tropa  de  su  respectivo  mando, 
se  presenten  en  formacio»  con  lajmayor  uniformi- 
dad posible. 

^  único.  Cuando'los  cuerpos  se  empleen  en  ser- 
vicio municipal  y  para  los  actos  de  instcuccion, 
si  aun  no  tienen  el  uniforme  arriba  detallado,»  los 
jefes  de  cllns  procurarán  que  los  milicianos  sepre- 
acnten  en  los  actos  áque  deben  ocurrir,  como  t» les 
milicianos,  vestidos  de  blancí),  cími  liin|>itza.  lle- 
vando sus  sombreros  con  la  escarapela  nacional. 
Los  oficiales  llevarán  s:empre  su  uniforme,  pu- 
diendo  usar  en  el  caso  de  este  parAgrafo  sombre- 
ro redondo  negro  con  escarapela. 

Art  57.  Cuando  entre  los  individuos  de  tropa, 
haya  quien  pueda  y  quiera  costearse  so  vestuario 
de  tela  de  mejor  calidad,  podrá  hacerlo,  pero   sin 

Krder  nuoca  la  uniformidad,  v  sufriendo  siempre 
)  descuentos  que  dispone  el  decreto  sobre  vesuia- 
ríe,  los  cuales  quedarán  á  beneficio  xlel  cuerpa 

Art  68.  Los  jefes,  oficiales  V  tropa  de  lamili- 
cia  nacional  no  usarán  el  uniforme  que  les  está 


detallado,  sino  cuando  hayan  de  presentarse  en 
formación,  ó  tedgan  que  prestar  algún  servicio  en. 
clftse  de  milicianos. 

TITULO  SÉPTIMO. 

Revista  de  inspección  y  juravienio* 

Art.  59.  La  revista  de  inspección  debe  pasar- 
la precisamente  el  inspector  en  ejercicio  cada 
dos  años,  y  puede  hacerlo  6  reuniendo  los  cuer- 
pos, compañías  sueltas  y  medias  compañías  de 
cada  cantón  de  la  provincia  que  le  está  demarca- 
da, en  un  solo  punto,  ó  designando  los  que  hayan 
de  pasar  revista,  para  que  se  reúnan  en  los  lu- 
gares que  indique,  de  manera  que  la  tropa  no 
tenga  que  hacer  marchas  que  excedan  de  veinte 
legutis.  Estas  revistas  se  principiarán  el  dia  2t> 
de  Diciembre,  aunque  el  inspector  puede  por^cao- 
sas  poderosas  solicitar  del  gobernador,  y  este 
acordar  que  se  transfiera  el  dia  de  la  reunión  á 
cualquier  otro  del  mismo  mes  6  del  siguiente. 

Ar.  60.  La  inspección  de  la  milicia  en  todos 
tiempos  se  reducirá  á  conocer  su  estado  de  ins- 
trucción en  ^ercícios  y  maniobras,  el  del  arma- 
mento, fornituras,  municiones  y  vestuario  que 
deben  usar,  según  la  clase  de  la  milicia,  el 
carácter  é  instrucción  de  sus  oficiales,  el  grado 
de  influencia  que  tengan  en  los  cuerpos  y  com- 
pañías, como  resultado  de  su  buen  comportamien- 
to, y  viceversa,  el  estado  de  fuerza  y  su  alta  y 
baja,  y  el  fondo  del  cuerpo,  cuyo  libro  firmará 
el  inspector,  expresando  su  opinión. 

Art.  61.  Los  iiispeclores  pasarán  á  los  go- 
bernadores, y  estos  al  gobierno,  informes  sobre 
los  particulares  que  contiene  el  artículo  anterior, 
acompañándole  el  estado  de  fuerza,  armamento, 
municiones,  equipo,  y  menaje,  y  expresarán  su 
concepto  acerca  del  grado  de  ventaja,  con  que 
puedan  emplearse  los  cuerpos  que  se  han  ins- 
peccionado, en  funciones  de  guerra. 

Art  62.  Excepto  los  enfermos  y  los  que  se 
hallan  empleados  en  servicio  de  pré,  e^tán  ubliga- 
(loe  á  concurrir  á  estas  revistas,  tudus  los  indivi- 
duos de  Itt  m'licia. 

.  Ari.  63.  El  inspertor  con  autorización  del 
gobernador  convocará  Us  trupas  para  dichas  re-» 
vistas  por  conducto  de  los  jefes  respectÍTos,  quie* 
nes  te  arreciarán  á  las  'ordenes  que  de  él  reci« 
han  sobre  elfláriicular. 

Art.  64.  Los  jefes  de  los  cuerpos,  según  las 
Ordenes  mencionadas,  mandarán  reunir  todas 
las  compañías  en  un  punto,  señalándoles  un  dia  ' 
fijo,  para  lo  cual  se  calculará  la  que  se  halle  á 
mayor  distancia,  según  el  itinerario  que  debe 
pasarles  el  inspector  á  fia  de  ¡  poder  emprender 
la  marcha  con  todo  el  cuerpo  reonido  adonde 
deba  pasarla  reviata;  siendo  los  jefes  responsa 
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bles  del  buen  orden  ea  estas  marches,  que  se 
barán  como  s»  estuviesen  al  frente  del  enemigo. 
£1  regreso  se  hará  con  la  misma  formalidad,  de- 
jando en  sus  respectivas  parroquias  las  compafüías 
después  de  Ixaber  depositado  el  armamento  y  de- 
mas  efectos  de  guerra,  y  despidiendo'las  otras  en 
aquel  lugar  en  que  no  puedan  marchar  dos  reuni- 
das, por  las  direcciones  que  deban  seguir. 

Alt.  65.  Desde  el  dia  en  que  salgan  de  sus 
casas  los  milicianos  hasta  el  de  su  regreso  á  ellas, 
percibirán  racií>apoi:  cuenta  del  Estado,  á  r^zon 
dfe  diez  reales  los  jefes,  seis  los  capitanes,  cuatro 
los  subalternos,  tres  los  sargentos  y  dos  los  cabos 
y  soldados  diariamente,  que  dispondrá  el  go- 
bernador les  sean  abonados  por  cuerpos,  de  los 
fondos  nacionales  en  vista  de  la  participación  del 
in^pe^tor.  Los  comprobantes  de  este  gasto  serán 
los  ajustes  que  formen  los  administradores  prin- 
cipales de  orden  del  inspector,  quien  pondrá  su 
insto  buenOy  asi  como  los  jefes  de  cuerpo,  el  reci- 
bo. 

'  ^  19  Los  jefes,  oficiales  y  tropa  de  los  cuer- 
pos de  caballería  tendrán  ademas  de  ■  la  ración 
expresada  en  este  artículo  dos  reales  diarios 
para  la  mantención  de  sus  caballos,  cuando 
transitan  por  lugares  donde  no  haya  pasto  de 
uso  común, 

§  29  La  artillería  é  infantería  concurrirán  á 
la  inspección  á  pié,  pero  los  jefes  y  ayudantes 
de  dichos  cuerpotí,  tendrán  también  dos  reales 
diarios  para  la  mantención  de  sus  caballos. 

Art.  66.  El  primer  dia  de  la  revista  de  iris- 
peccion,  que  precisamente  será  presidida  por.el 
gobernador  en  el  cantón  capital  y  por  los  jefes 
políticos  en  loa  otros  cantones,  los  cuerpos  pres- 
tarán el  juramento  en  la  forma  siguiente. 

§  19  Luego  que  los  cuerpos  estén  formados, 
y  se  presente  el  gobernador  6  jefe  político,  en  su 
caso,  acompasado  del  concejo  municipal  del  can- 
tón en  que  se  celebre  el  acto,  y  de  un  párroco  ó, 
capellán,  mandará  á  cada  jefe  poner'el  suyo  al 
orden  de  parada ;  en  seguida?,  el  segundo  co- 
mandante ó  capitán  mayor  mandará  salir  la  ban- 
dera cuatro  pasos  al  frente,  y  poniendo  su  espada 
horizontal  sobre  el  asta  de  aquella,  tomará  el  ju^ 
ramento  siguiente :  i  Juráis  ci  Dios  y  froiíttiíis 
ala  República  emplear  las  armas  qite  lú,  patria 
pane  en  vuestras,  TKanas,  en.  deftn^a  del  'orden,  ^ée 
su  Constitución  y  de  sus  leyes  ;  obedecer  á  vtces- 
iro^  jefes,  y  seguir  constantemente  las  banderas 
nacionales,  defendiéndolas  hasta  morir,  sinahan^ 
donar  jamas  apuesto  que  se  os  confie,  ni  al  que 
os  estumese  mandando,  en  cualquier  acto  del  ser- 
ticiú%  Todos  contestarán  «t juro;  yel'párroco 
é  capcMan,dírá  entonces. — por obUgacioh  dt  mi\ 
n^iniéierio  ruego' á  Dios  due  si  así  to  fÁiSrtis, 
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08  ayude^  y  si  no,  os  lo  démandeJfiondí^ido  [el 
juramento  de  los  cuerpos  que  se  hayan  reunido 
para , este  efecto,  el-  comandante  de  cada  uno 
mandará  poner  el  suyo  al  orden  de  batalla.  El 
juramentóse  tomará  á  los  cuerpos  por  orden 
numérico. 

^  29  La  caballería  jurará  á  pié,    como  la  ar- 
tillería é  infantería. 

Art.  67x  Ademas  de  la  inspección  bienal  de 
que  se  ha  hablado,  tendrán  los  inspectores  6  su-, 
binspectores  el  deber  de  revisar  los  cuerpos  de 
la  milicia  desu.provincia  todos  los  meses,  cuando 
menos  una  vez,  para  imponerse  del  estado.de  ins- 
trucción en  que  se  hallen  estos,  de  la  conducta 
de  los  jefes  y  oficiales  de  dichos  cuerpos,  y  dar 
cuenta  al  Poder  Ejecutivo  por  medio  del  ministe- 
rio correspondiente,  para  remover  los  obstáculo* 
que  se  presenten,  obrando  en  consecuencia  con 
las  instrucciones  que  les  demarra  el  presente 
reglamento. 

TITULO  OCTAVO. 

Instrucción, 
Art.  68.  Ademas  de  los  inspectores  y  subins- 
pectores, quienes  están  en  la  obligación  de.dar  ins- 
trucción á  la  milicia,  el  Poder  Ejecutivo  también 
destinará  con  este  objeto,  si  así  Jo  permitiere  el 
servicio  de  la  fuerza  pernwnente,  los  sargentos  de 
esta  que  tuviere  por  conveniente. 
•  Art.  69.  Los  inspectores  empezarán  la  instruc- 
ción por  los  jefes  y  oficiales  de  los  cuerpos,,  y  con- 
tinuarán con  las  clases  antes  de  dar  principio  á 
los  ejercicios  doctrinales,  á  fin  de  que  cuando  lle- 
gue este  caso,  sea  mas  fácil  la  instrucción  de  la 
tropa. 

^  úqico.  La  in^ruccion  se  dará  por  cuerpos, 
medios  batallones,  compañías  sueltas  y  medias 
compañías. 

Art.  70.  Persuadidos  los  jefes  y  oficiales  de  que 
su  crédito  depende  del  esmero  en  el  desempeño  de 
sus  deberes,  convendrán  en  Jos  dias  en  que  deban 
reunirse/  que  nunca  serán  menos  de  un  dia  en  la 
semana,  y  contrayéndose  en  este  tiempo  con  apli- 
cación, adquirirán  las  luces  .suficientes  para  ser- 
vir utilmente, 

^  Art.  71.  Esta  reunión  se  hará  para  cada  oficia- 
lidad y  dieses,  dfe  un  <iue^po,'  del' modo  siguiente: 
se  divrnirá'éf'cirí^uíto  corréspdridiehfe  al  (juerik) 
que  se  instruya  eVf  dios  ¿arciones,' para'-hy'cnal  se 
coiiTendrárf^él'frtJt^dctl»P  Jflt«  jeíts-del  ^cuerpo, -pre- 
cediendo el>aeoérd6  del  gobernadoróidel»  We  eo- 
lítico del  oamoo  ve^péctirc:  se  buscara  el  pntilo 
mas  central  en  eátHs  dos  porciones,  y  allí  será  )a 
rewMon  para  la  eqseñanai,  cdh  tal  que  oo  tengan 
queandiífmtts  dé  cinco  leguas.  % 

Att;  '7t.  La  instrucción  de  la  oficialidad  y  da- 
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ses  de  los  cuerpos  de  infantería  será  la, del  recluta, 
compañía  y  batallón  por  la  táctica  e.^panola  man- 
dada observar.  A  las  compañías  sueltas  y  medias 
compañías  se  les  dará  la  miisma  instrucción. 

^  único.  Será  ademas  un  deber  del  inspector  y 
de  ios  jefes  de  cuerpos,  que  todas  las  compañíis 
de  los  de  infantería,  se  instruyan  eael  ejercicio  de 
guerrilTa  por  San  Juan, 

Art.  73.  La  oficialidad  y  clases  en  la  artillería 
recibirán  su  instrucción  en  táctica  por  la  de  Ur- 
rutia. 

Art.  74.-Losde  caballería  por  la  táctica  del  Ge- 
neral Freiré  mandada  observar  en  la  República  en' 
todo»  aquello  que  concierna  á  la  caballería  ligera, 
pues  de  esta  clase  será  toda  la  fuerza  de  dicha  ar- 
ma que  se  levante  en  las  provincias. 

Art.  75.  Luego  que  los  oficiales  y  clases  estén 
en  capacidad  de  comunicar  la  enseñanza  á  sus 
compañías  ajuicio  del  inspector  y  de  los  jefes  de 
cuerpo,  se  procederá  á  los  ejercicios  doctrinales 
del  modo  siguiente. 

^  19  Todos  los  domingos  se  reunirán  para 
ejercicios  las  compañías  cuyos  soldados  no  dis- 
ten mas  de  tres  leguas  del  punto  de  la  reunión  rjue 
se  señale  por  los  capitanes,  y  los  que  no  puedan 
hacerlo  por  la  distancia,  se  reunirán  en  escuadras, 
debiendo  forzosamente  reunirse  la  compañía  cada 
quince  dias  en  un  domingo.  "     * 

^  2?  Si  en  el  lugar  donde  se  reunieren  escua- 
dras porque  Sus  individuos  no  puedan  concurrir  al 
punto  de  reunión  del  resto  de  la  compañía,  á  cau- 
sa' de  la  distancia  según  el  parágrafo  anterior,  no 
hubiese  oficial  6  clases  que  den  la  instrucción,  el 
capitán  de  la  compañía  dispondrá  que  un  oficial  ó 
sargento  vaya  á  darla. 

^  3?  Luego  que  las  compañías  de  un  cuerpo 
se  hallen  en  capacidad  de  entrar  á  practicar  el 
ejercicio  de  batallón,  escuadrón  .6  brigada  á  jui- 
cio de  sus  capitanes,  lo  avisarán  estos  al  jefe  del 
cuerpo,  quien,  obrando  de  acuerdo  con  el  inspec- 
tor, dispondrá  que  los  primeros  domingos  de  cada 
roes  se  reúnan  las  compañías  en  el  punto  en  que  se 
conTÍniere  para  los  ejercicios  de  batallón,  escua- 
drón &c. 

§  49  Para  el  easo  del  parágrafo  anterior,  las 
compañías  que  disten  mas  de  cuatro  leguas  del 
punto  de  reunión  qué  se  marque,  y  que  siempre 
será  el  de  la  residencia  del  primer  comandante, 
no  vendrán  á  él,  y  en. tal  caso  habrá  dos  ó.jtres, 
puntos  señalados  de  antemano  por  el  inspector  pa-* 
rá  practicar  estos  ejercicios  mandados  en  uno  por 
el  prirai?r  j^fe,  en  otro  pof.el  segundo,  y  en  el  ter- 
cero por  el  inspector,  debiendp  encargarse  sien;i- 
pre  este  del  ejercicio  en  el  punto  msis  diai^ptQ. 

'^  6.^  Aquellas  compañías  que  distaren   ménos^ 
df&  dos  leguas  del  lugar  de  la  residencia   del  prir 
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mer  comandante,  se  reunirán  para  ejercicios  de  ba- 
tallón,, escuadrón,  d&c,  dos  veces  al  mes  cuando 
menos,  pudiendo  verificarlo  sema nalmente  si  es 
posible. 

^  6."  Tbdas  las  compañías  de  un  cuerpo  se 
reunirán  precisamente  una  vez  antes  de  la  ins- 
pección para  los  ejercicios  de  batallón. 

§  79  Aunque  no  sean  mas  que  dos,  tres  ó 
cuatro  las  compañías  que  se  reunieren  según  ks 
disposiciones  anteriores,  maniobrarán  reunidas, 
mandadas  por  el  inspector  6  uno  de  los  jefes  del 
cuerpo,  pues  nada  adelanta  tanto  la  instrucción 
como  las  maniobras  por  cuerpos, 

^  8^  En  todas  estas  reuniones  se  dará  acade- 
míj^  á  los  oficiales. 

§  9?  Las  compañías  sueltas  y  medias  compa- 
ñias,  que  por  no  formar  cuerpos  no  puedan  |dqui- 
rir  instrucción  en  las  maniobras  de  batallón,  es« 
cuadren  <&c.,  sé  reunirán  dos  6  mas  veces  en  las 
revistas  de  inspección  para  maniobrar  en  cuer- 
pos, mandados  por  el  jefe  que  elija  el   inspector. 

Art.  76.  Los  inspectores  presenciarán  ordena- 
damente los  ejercicios  parciales  de  compañías,  á 
cuyo  fin  recorrerán  todas  las  parroquias  que  cor- 
respondan al  cuerpo  ú  cuerpos  que  se  instruyen 
bajo  su  dirección 

§  19  Los  inspectores  y  subinspectores  de  mi- 
licia funcionarán  por  turnos  cada  tres  meses,  y  lo 
que  en  este  reglamento  se  diga  de  aquellos,  se  en- 
tenderá que  se  habla  del  que  entre  ellos  estuviere 
en  ejercicio. 

^  29  Para  las  marchas  que  hicieren  estos  con 
el  objeto  indicado  en  este  artículo,  obtendrán  un 
pasaporte  del  gobernador  de  la  provincia,  quien 
determinará  cu  él  la  ruta  que  lleva,  expresando 
las  leguas  que  tuviere  que  andar:  este  documento 
será  presentado  por  el  inspector  á  todas  las  auto- 
ridades civiles  del  lugar  que  recorriere,  quienes 
certificarán  al  pié  haber  presenciado  el  expresado  . 
jefe  los  ejercicios,  y  pondrán  su  visto  bueno.  Lúe- 
go  que  haya  terminado  la  recorrida  el  inspector, 
presentará  el' pasaporte  al  gobernador,  quien  pon- 
drá á  continuación  su  orden  para  que  se  Je  abone 
por  las  rentas  nacionales  el  importe  del  bagaje, 
según  las  leguas  que  hubiere  andado,  y  el  com- 
probante de  este  gasto  será  el  documento  original 
antes  expresado^  con  el*  recibo  del  inspectir.  Este, 
tendrá  ademas  diez  pesos  mensuales  de  gratilieaT 
clon  para  gastos  de  escritorio. 

Art.  77.  Obrará  mucho  en  el  buen  concepto 
4e  los  jefes  y  o^ial^  de  ia  rnilicj^  desde  el  go- 
bernador hasta  el .  su,l;>teai.^nt^,  el  estado  de  ins- 
trucción, de  1a  (ropa:  el  bien  p3i.t)l¡co  y  el  honor 
nsciop^l  depep Jjen  i^^chus  vec^  4q  9\^9, ;  y  su 
clecadencia  iK).puedQ.coqsÍ8tir  sino  en  el  poco  c^- 
lo  é  interés  que  tomen  estos  empleados.    « 
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Art.  78.  En  las  reuniones  generales  que  ten- 
gan los  cuerpos  antes  de  la  revista  de  inspección, 
según  el  parágrafo  sexto  de)  artículo  75,  hará  k 
tropa  un  ejercicio  de  fuego,  recibiendo  de  los  par- 
ques, en  donde  los  hubieA,  y  en  donde  no,  dcd  de- 
pósito provincial,  doce  cartuchos  cada  soldado,  de 
los  cuales  serán  cuatro  embalados  que  emplea- 
rán tirando  al  blanco. 

^  único.  La  salida  de  estas  municiones  en  los 
parques  se  comprobará  con  la  orden  del  goberna- 
dor, y  en  el  caso  de  hacerse  la  extracción  de  ellas 
de  los  depósitos  provinciales,  lo  avisará  el  gober- 
nador al  Poder  Ejecutivo  para  que  sean  repuestas 
si  fuere  necesario. 

Art.  79.  Toda  clase  de  ejercicio  doclrinal  pa- 
ra la  tropa,  no  pasará  de  cu i tro  horas,  incluso  el 
tiemp»  que  sea  indispensable  para  enterar  á  los 
individuos  que  las  componen,  así  de  los  deberes  y 
penas  á  que  están  sujetos  por  este  reglamento,  co- 
mo de  las  militares  á  que  se  sujetarán  cuando  en- 
tren al  servicio  de  pré,  las  cuales  se  acompasan 
bajo  el  número  49 

Art.  80.  Ningún  individuo  alistado  en  la  mi- 
licia nacional  podrá  ser  dispensado  de  asistir  á  los 
ejercicios  doctrinales  ordinarios,  funciones  ex- 
traordinarias de  instrucción  ó  cualquiera  otra  ade- 
mas del  servicio  á  que  está  obligado  por  el  artícu- 
lo 99  y  cuando  sea  convocado  por  su  jefe,  á  me- 
nos que  se  halle  ocupado  actualmente  en  algún 
otro  servicio  público  ó  incompatible,  ó  esté  com- 
prendido en  las  excepciones  del  artículo  10. 

^  19  También  será  dispensado  de  asistir  á  los 
netos  de  que  habla  el  presente  artículo  el  indivi- 
duo que  por  enfermedad  ó  por  cualquiera  otra 
causa  £rave  deba  serlo,  á  juicio  del  gobernador  ó 
del  jete  político  respectivo,  debiendo  en  este  casp 
librar  aquellos  una  licencia  expresando  el  tiempo 
y  motivos  de  la  excepción,  que  presentará  el  in- 
dividuo que  la  obtenga  al  jefe  ile  su  cuerpo,  ó  al 
capitán  de  su  compañía,  ó  teniente  de  media. com- 
)iañía. 

^  29  Por  servicio  público  incompatible  se  con- 
sidera,* entre  otn»s,  el  que  ejercen  los\udividuos 
empleados  en  ¿mbos  resguardos,  los  practicantes 
y  mayordomos  de  \o^  hospilt^jeá  y  ios  peonen  qjue 
estén  ocij pairos  en  el  trabs|jo  fie -)as  minas,  confor* 
rtie  á  la  real  orden  de  22  de  Octubre  de  1786  man- 
dada observar  en  Venezuela  por  la  resolución  le- 
gislativa de  29  de  Abril  de  1832,  debiendo  tener 
cada  uno  de  ellos  una  papeleta  firmada  por  el  euT 
cargado  de  aquellas,  y  visada  por  el  jefe  político 
del  cantón  respectivo,  quienes  líeVarán  un  regis- 
tro de  los  nombres  de  dichos  peones,  estando  el 
último  en  la  obligación  de  p^sar  ai  gobernador  de 
Ja  provincia  cada  mes,  un  tanto  de  los  qiie  sean 
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alistados  con  laa  novedades  que  ocurran,  las  cua- 
les le  serán  noticiadas  por  el  encargado  de  U  mi- 
na^  bien  entendido  que  dicha  excepción  solo  ten- 
drá efecto,  mientras  permanezcan  ocupados  en  las 
operaciones  y  durante  el  tiempo  de  paz. 

Art.  81.  Él  gobernador  de  la  provincia  con  co- 
nocimiento de  las  peculiares  circunstancias  4el  ter- 
ritorio, tiene  facultad  de  suspender  loa  ejercicios 
doctrinales  en  aquellas  épocas  determinadas  del 
año  en  que  no  podrán  hacerse  sino  con  grave  per- 
juicio de  las  atenciones  agrarias  y  pecuarias  de  los 
milicianos. 

Art.  82.  £n  los  lugares  en  donde  exista  ^opa 
de  artilierfia  veterana,  el  jefe  d.e  ella  dispondrá, 
que  sus  oficiales  sean  destinados  en  los  días  que 
designe  el  gobernador,  á  la  instrucción  de  los  ofi- 
ciales de  esta  arma  en  la  milicia,  bien  entendido 
que  esta  instrucción  se  dará  en  el  mismo  lugar  en 
que  residan  los  oficiales  veteranos  de  guarnición,^ 
^in  tener  que  salir  fuera  de  él,  á  cuyo  fin  el  go- 
bernador proporcionará  local  donde  pueda  reunir- 
se el  mayor  número  posible,  siempre  que  no  lo  ha- 
ya de  propiedad  municipal  ó  nacional. 

TITULO     NÜBVE. 

Servicio  de  paz  y  guerra. 

Art.  83.  Xia  milicia  nacional  está  obligada  á 
prestar  alternativa  y  gratuitamente  el  servicio  mu- 
nicipal de  sus  respectivas  localidades  7  dos  leguas 
en  contorno  en  tiempo  de  paz,  cuando  el  goberna- 
dor de  la  provincia  por  sí  ó  de  orden  del  Poder 
Ejecutivo  lo  disponga  ;  pero  ningún  individuo  se- 
rá obligado  á  servir  mas  de  cuarenta  y  ocho  horas 
en  el  turno  que  le  corresponda.  Cuando  por  ocur- 
rir los  casos  del  artículo  184  de  Ja  Constitución,  6 
el  de  guerra,  debiere  salir  del  círculo  indicado,  re- 
cibirá pré  y  paga  como  la  fuerza  permanente. 

Act.  84.  Es  obligación  de  la  milicia,  comp  ser- 
vicio municipal,  cubrir  dentro  de  su  cantón  los 
puntos  que  son  de  privativa  inspección  y  responsa- 
bilidad de  las  autoridades  politicéis  y  civiles,  haya 
ó  no  fuerza  permanente  :  la  de  caballería  hará  el 
servicio  desmontad^. 

^  único.  En  este  caso  no  percibe  paga  ni  pré,  y 
bncc  el  servicio  cuando  lo  mande  el  gobernador  de  la 
provincia,  ó  él  jefe  político  del  cantón  Vespéctivo. 

Art.  B5.  Da  patrull^á  para  la  seguridad  públi- 
ca, V  para  perseguir  y  aprehender  en  su  población 
y  términos  ios  desertores  y  malhechores. 

^  1.  ®  En  esté  caso  tampoco  perciben  sus  indivi- 
duos paga '  ni  pré,  y  hacen  el  servicio  cuando  h> 
mande  la  autoridad  local  siempre  que  no  pase  de 
cuarenta  y  ocho  horas,  pero  bien  entendido  que 
pdra  hacer  el  servicio  de  patrullas  ()eben  alternar 
según  su  fuerza,  ,     . 
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^  29  Al  efecto,  de  cada  diez  hombree,  se  for- 
mará una  |>atrulla  con  wn  cabo,  y  de  dos  patru- 
llas una  escuadra  con  un  alférez :  dos,  tres  ó  cua- 
tro escuadras  compondrán  una  ronda  con  un  sar- 
gento y  uú  teniente.  En  cada  cantón  se  dispon- 
drán las  rondas  en  la  proporción  que  permita  la 
fuerza  de  milicia  naciond  que  haya  organizada  en 
él. 

§  3.®  En  todos  los  cantones  Se  organizarán  es- 
tas patrullas,  escuadras  y  rondas  de  á  caballo,  y  en 
aquellos  míe  sea  muy  difícil  por  escasez  de  bes- 
tias, habrá  por  lo  menos  una  escuadra   montada. 

^  4.^  Esta  formación  de  patrullas,  escuadras  6l 
no  altera  en  nada  la  organización  del  cuerpo,  com- 
pañía ó  media  compañía  á  que  pertenezcan  los  in- 
dividuos que  se  destinaren  á  aquellas,  que  solo  se- 
rá por  el  tiempo  que  en  ellas  les  corresponda. 

Art  66.  Tanto  para  el  servicio  municipal,  co- 
mo para  el  de  guarnición  y  refuerzo  del  ejército 
permanente,  el  individuo  de  tropa  en  el  turno  que 
le  corresponda,  podrá  poner  en  su  lugar  á  otro  mi- 
liciano con  tal  que  sea  del  mismo  cuerpo,  pero  con 
la  advertencia  de  que  si  es  de  caballería  debe  po- 
nerlo montado. 

Art.  87.  Para  los  casos  del  artículo  184  de  la 
Constitución  y  del  de  guerra  se  observarán  liis  re- 
glas siguientes. 

Art'  88.  Hace  el  servicio  dentro  de  su  provin- 
cia y  cubre  todos  los  puntos  militares  si  no  hay 
tropa  permanente,  6  la  auxilia  en  Caso  de  necesi* 
.dad;  6  la  reemplaza  si  sale  á  campaña,  con  el 
número  necesario. 

^  único.  Perciben  en  este  caso  sus  individuos 
paga  y  pré  del  tesoro,  y  hacen  el  servicio  con  la 
orden  del  gobernador  6  la  del  Ejecutivo  por  su 
conducto,  en  el  número  que  se  prevenga. 

Art.  89.  Toma  las  armas  en  una  invasión  re- 
pentina y  auxilia  la  fuerza  permanente ;  ó  por  sí 
sola  defiende  su  territorio. 

^  único.  Perciben  en  este  caso  los  individuos 
paga  y  pré,  y  hacen  el  servicio  con  la  orden  del 
gODernador  ó  de  la  autoridad  local,  que  da  cuenta 
al  gobernador  y  ejecuta  lo  que  le  prescribe. 

Art.  90.  Toma  las  armas  en  caso  de  sedición, 
aun  sin  necesidad  de  orden  previa,  y  obra  según 
las  órdenes  de  la  autoridad  local  ó  de  sus  jefes  si 
aquella  no  puede  darlas. 

^  único.  Si  este  servicio  pasare  de  cuarenta  y 
ocho  horas,  percibirán  los  individuos  del  tesoro, 
paga  y  pré,  y  permanecerán  sobre  las  armas, 
mientras  se  restablece  la  tranquilidad  con  la  orden 
de  la  autoridad  local ;  ó  en  su  falta,  con  la  de  sus 
jefes,  ó  del  Ejecutivo. 

Art  91.  Escolta  las  conducciones  de  presos,  de 
sorteados,  de  caudales  públicos  y  de  efectos  de 
guerra,  hasta  los  límites  de  su  cantón  ó  de  su.pro- 
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vincia^  según  las  circunstancias,  si  no  hay  tropa 
permanente,  ó  cuando  aunque  la  haya,  necesitare  de 
su  auxilio:  para  dicho  servicio  se  preferirá  la  ca- 
ballería si  la  hay. 

^^  únicp.  En  tiempo  de  paz  no  perciben  sus  in- 
dividuos pa^a  ni  pré,  si  los  servirius  de  que  ha- 
bla el  artículo  anterior,  se  hacen  dentro  de  los  lí- 
mites de  su  población  y  dos  leguas  en  contorno,  y 
sin  exceder  del  término  de  48  horas  ;  pero  cuan- 
do deban  salir  de  estos  límites,  tanto  en  tiempo  de 
guerra  como  de  paz,  recibirán  paga  y  pre  del  te- 
soro público.  Hacen  este  servicio  por  orden  del 
gobernador,  ó  de  la  autoridad  local;  pero  en  nin- 
gún tiempo  puede  emplearse  en  estas  atenciones 
mas  de  un  tercio  de  la  fuerza  del  cantón. 

Art.  92.  Sale  de  su  provincia  á  otra  inmediata 
para  auxiliar  las  autoridades  en  caso  de  sedición, 
mientras  acude  tropa  veterana ;  y  se  mueve  en 
cada  provincia  de  cantón  á  canten  y  de  parroquia  á 
parroquia,  con  el  mismo  objeto,  mientras  el  gober- 
nador dicta  providencias  para  que  permanezca  ó  se 
retire* 

^  único.  Para  que  la  milicia  nacional  salga  de 
su  provincia,  debe  solicitarlo  por  escrito  el  gober- 
nador de  la  provincia  que  la  necesite,  informando 
de  los  motivos  al  de  la  requerida,  y  ciando  ambos 
cuenta  al  Poder  Ejecutivo  del  acontecimiento  y  de 
la  medida  ;  las  mismas  formalidades  practicarán 
las  autoridades  de  cantón  á  cantón  y  de  parroquia 
á  parroquia,  dentro  de  su  provincia,  dando  cuenta 
al  gobernador ;  y  en  todos  estos  casos  percibirá 
paga  y  pré  del  tesoro  nacional. 

Art  93.  £1  gobernador  ó  autoridad  local  que 
sin  ^üfíciente  causa  haga  el  requerimiento,  ó  el  que 
lo  niegue,  será  cada  uno  responsable  de  los  gastos 
y  perjuicios  que  se  sobrevengan. 

Art  94.  Si  la  milicia  nacional  no  tuviere  fuer- 
za suficiente  para  dar  el  servicio  dentro  de  su  can- 
tón, de  conformidad  con  lo  prevenido  en  el  artí- 
culo b4,  el  Poder  Ejecutivo  dispondrá  que  lo  ha- 
ga la  fuerza  permanente. 

Art.  95.  Cuando  el  gobernador  mande  poner 
sobre  las  armas  el  todo  de  la  milicia,  comunicará 
la  orden  á  los  primeros  jefes  de  los  cuerpos,  y  á 
las  autoridades  del  distrito  á  que  pertenezcan  las 
compañías  que  las  forman  :  el  primer  jefe^o  co- 
municará  al  segundo  y  este  á  los  capitanes  ó  en- 
cargados de  las  compañías,  que  procederán  6  reu- 
nirías inmediatamente  auxiliados  de  las  autorida- 
des locales,  que  serán  reí  ponsables,  por  no  prestar 
pronta  y  eficaz  cooperación. 
^  19  Si  como  es  presumible,  cuando  las  auto- 
ridades locales  reciban  la  ór^en  directa'  del  gober- 
nador, no  la  hubieren  recibido  los  capitanes,  del 
jefe  que  deba  comunicársela,  se  la  trasladarán  á 
prevencioQ  dichas  autoiidades,  y  los  capitanes  ó 
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encargados  de  compañías  harán  que  los  sargen- 
tos ó  cabos  vayan  reuniendo  ]üs  cuaitas  6  escua- 
dras  que  les  pertenezcan. 

^  29  ^'i  el  primer  jeir  del  cuerpo  se  baílase  au- 
sente, ó  á  mayor  distancia  de  la  capital  que  el  se- 
gundo, cuidará  el  gobernador  de  comunicar  la  or- 
den á  ambos;  pero  prevendrá  á  este  que  proceda 
á  reunir  el  cuerpo  para  ganar  tiempo, 

§  39  Lo  mismo  se  observará  por  el  goberna- 
dor para  poner  sobre  las  armas  una  ó  mas  com- 
pañías del  cuerpo  ;  pero  si  la  reunión  debiere  ser 
mas  ejecutiva,  dirigirá  la  orden  directamente  al 
capitán  ú  oficial  que  cuide  de  la  compañía,  y  á  la 
autoridad  del  distrito  de  la  misma,  avisando  de  su 
disposición  al  primer  jefe  del  cuerpo  para  su  co- 
nocimiento. 

^  49  Cuando  la  autoridad  política  de  un  can- 
tón necesite  poner  sobre  las  armas  el  todo  ó  par- 
te de  la  milicia  de  su  mando,  lo  avisará  al  primer 
jefe  del  cuerpo,  ó  al  segundo  en  su  defecto  si  es 
que  se  halla  dentro  de  su  jurisdicción  ;  no  están - 
dolo,  lo  avisará  á  los  comandantes  de  compañías, 
y  lo  noticiará  al  gobernador  de  la  provincia  en 
ambos  casos,  expresando  los  motivos,  que  siempre 
deberán  ser  los  mencionados  en  este  título. 

§  59  En  el  caso  de  que  la  «^toridad  de  una 
parroquia  tenga  que  poner  sobre  las  armas  parte  6 
el  todo  de  la  milicia  del  territorio  de  su  mando,  lo 
avisará  al  comandante  ó  comandantes  de  las  com- 
pañías que  en  él  hubiere,  dando  parte  al  jefe  del 
cuerpo  á  que  pertenezca  la  compañía,  y  á  la  auto- 
ridad política  del  cantón. 

Art.  96,  Los  jefes  de  cuerpos  deben  cuidar 
que  todas  los  individuos  y  compañías  hagan  su 
servicio  por  períodos  conforme  á  la  fuerza  que  se 
necesita  para  cada  atención. 

Art.  97.  La  milicia  nacional  es,  después  de  la 
fuerza  permanente,  la  que  está  destinada  á  mo- 
verse en  cualquier  dirección  dentro  de  la  Repú- 
blica en  tiempo  de  guerra,/©  de  conmociones  inte- 
riores. 

Art.  98.  Los  gobernadores  de  las  provincias  pue- 
den poner  sobre  las  armas  la  milicia  nacional  sin 
orden  del  Poder  Ejecutivo,  y  bajo  su  responsabili- 
dad, en  los  solos  casos  de  sedición  dentro  de  la 
províhcia,  ó  en  otra  limítrofe j  y  en  el  de  inva- 
sión repentina,  dando  cuenta  al  Ejecutivo  inme- 
diatamente, y  sujetándose  á  sus  disposiciones. 

§  único.  Las  autoridades  locales  pueden  tam- 
bién poner  sobre  las  armas,  y  bajo  su  responsabili- 
dad, la  milicia  de  sus  distritos  en  los  casos  de  sedi- 
ción dentro  del  mismo,  6  en  otro  limítrofe,  dan- 
do cuenta  al  gobernador  por  el  conducto  del  jefe 
político  del  cantón,  y  sujetándose  á  las  disposicio- 
nes de  este  6  del  goDernader. 

Art.  99.  Los  jefes  y  oficiales  de  la  milicia  na* 
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cional  no  podrán  dejar  de  obedecer  las  órdenes 
que  se  les  comuniquen  por  las  autoridades  &  quie- 
nes atribuye  este  reglamento  la  facultad  de  poner^ 
la  sobre  las  armas,  en  todos  los  casos  que  se  han 
expresado  en  el  presente  titulo ;  y  solo  se  nega- 
rán á  ello  cuando  se  las  «quiera  emplear  contra  las 
instituciones,  6  para  desobedecer  las  autoridades 
constitucionales,  en  cuyo  caso  los  jefes  y  oficiales 
de  la  miliciji  serán  resj^onsables  de  los  motivos  de 
su  desobediencia. 

Art.  100.  Si  por  cualquier  motivir  el  Poder 
Ejecutivo  fuere  interrumpido  en  el  ejercicio  de  sus 
atribuciones,  y  los  magistrados  llamados  á  su  de- 
sempeño, perdieren  por  efecto  de  la  fuerza  iá  vi- 
da 6  la  libertad,  ó  no  residieren  en  pais  libre  de  la 
República,  de  manera  que  no  puedan  dictar  las 
medidas  convenientes  al  restablecimiento  del  or- 
den constitucional,  los  gobernadores  de  provracia 
llamarán  al  servicio  la  milicia  nacional,  y  obrarán 
en  ef  restablecimiento  del  orden,  del  miemo  modo 
que  lo  hiciera  el  Ejecutivo  para  recuperar  la  paz, 

Art.  101.  Cuando  se  ponga  sobre  las  armas  la 
milicia  nacional,  no  devengarán  pré  ni  paga,  sino 
aquellos  jefes  y  oficiales  que  correspondan   á  la 

f)arte  de  la  milicia  que  se  halla  al  servicio,  y  que 
o  estén  prestando  junto  con  la  tropa. 

Art.  102.  La  milicia  nacional  en  tiempo  de 
guerra  ó  en  el  de  paz,  desde  que  sea  puesta  sobre 
las  armas,  con  pré  y  paga,  estará  sujeta  á  las  le- 
yes militares. 

Art.  103.  Cuando  los  individuos  de  la  milicia 
llamados  al  servicio  activo  sufran  demora  para  re- 
cibir sus  ajustes,  se  ocurrirá  al  medio  de  raciones 
ó  al  que  se  ponga  en  práctica  para  la  fuerza  per- 
manente, 

TITULO    DIBZ. 

Arreglo  interior  de  los  cuerpos, 

Art.  104.  Las  funciones  de  los  primeros  co- 
mandantes de  los  cuerpos  de  milicia,  cuando  estos 
se  hallen  sobre  las  armas,  son  las  que  previene  la 
ordenanza  del  ejército  y  las  que  se  designan  en 
este  reglamento. 

^19  Estos  primeros  comandantes  son  los  auto- 
rizados para  mandar  anotar  en  las  libretas  de  ser- 
vicio de  los  oficiales  de  los  respectivos  cuerpos,  los 
que  hayan  prestado,  fas  faltas  que  cometieren  y 
las  penas  que  se  les  impusieren  ;  pero  en  el  modo 
fiii  que  estas  han  de  aplicarse,  se  sujetarán  ft  lo 
prevenido  en  este  reglamento. 

^  29  Como  responsables  que  son  del  buen  ar- 
reglo de  sus  cuerpos  en  todos  sus  ramos,  celaián 
que  todos  los  individuos  que  están  á  sus  órdenes, 
cumplan  con  sus  deberes,  y  que  no  haya  diiHníiuio 
en  la  corrección  de  las  faltas,  pero  que  tampoco  se 
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Í£bpoiig&ti  penfts  que  no  estén  sefialadas  en  este 
reglamento. 

^  39  Loe  primeros  eomandantes  mandarán  pre* 
eisamente  sus  cuerpos  en  los  ejercicios  doctrina- 
les de  batallón,  recorrerán  los  puntos  en  que  se 
reúnan  hs  compafifas  para  sus  ejerctcioe  parcia« 
lee  7  los  presenciarán. 

^  40  Cuando  el  Poder  EJecutiro,  el  goberna- 
dor ó  las  autoridades  locales,  en  su  caso,  manden 
poner  todo  el  cuerpo  ó  parte  de  él  sobre  las  ar- 
mas, es  deber  del  primer  comandante  activar  la 
reunión  y  recorrer)  si  fuere  necesario,  todos  los 
puntos  en  que  deban  reunirse  las  compafiias  que 
•e  llamen  al  servicio. 

Art.  105.  Los  segundos  comandantes  son  los 
qne  llevan  el  detall  de  sus  respectivos  cuerpos,  7 
como  tales  ejercen  en  ellos  las  funciones  de  ma- 
yores en  todo  tiempo,  con  dependencia  de  los  pri- 
meros comandantes  en  todo  cuanto  concierna  al 
servicio,  gobierno  7  disciplina  del  cuerpo. 

^  19  Como  segundos  jefes  de  los  cuerpos  les 
estarán  subordinados  todos  los  oficiales  é  indivi- 
duos que  los  compongan  en  cuanto  concierne  al 
servicio,  al  gobierno  7  disciplina. 

^  29  Les  toca  inspeccionar  que  el  servicio  mu- 
nicipal* que  debe  prestarse  por  los  individuos  de  su 
cuerpo  se  haga  con  la  debida  regularidad,  no  per- 
mitiendo que  deje  de  prestar  el  suyo  el  miliciano 
que  le  toque  su  tumO|  á  menos  que  tenga  excusa 
justificada  en  concepto  del  primer  comandante  & 
quien  se  dará  parte  del  caso,  pero  con  la  adverten- 
cia de  que  si  no  es  por  enfermedad,  no  podrá  per- 
mitir que  deie  de  hacer  el  servicio  aquel  á  quien 
le  corresponda,  6  que  ponga  otro  que  io  haga  en 
eo  lugar.  Los  jefes,  oficiales  7  clases  que  faltaren 
á  lo  que  aquí  se  preTiene,  incurrirán  en  las  penas 
que  mas  adelantó  se  establecen. 

^  39  Les  corresponde  velar  sobre  la  disciplina 
é  instrucción  de  las  compafiias,  7  dar  cuenta  al 
primer  comandante  el  día  primero  de  cada  mas, 
para  que  este  k>  haga  al  gobernador  de  la  provin- 
cia, del  estado  general  en  cuanto  á  instrucción, 
disciplina,  fuerza  7  novedades ;  siendo  la  obliga- 
ción del  gobernador  remitir  estos  informes  ft  la  Se- 
cretaría de  Querrá,  cada  trimestre. 

Art  106.  Cada  ma7ol:ía  debe  tener:  19)  nn 
jae^  de  hojas  de  servicio  de  los  jefes,  oficiales  7 
sargentos  primeros  del  cuerpo,  siendo  obligación 
de  los  sec^ndós  comandantes  7  capitanes  mayores 
formar  dos  juegos  mas,  que  entregarán  al  goberna- 
dor de  la  provincia,  cuando  pase  la  revista  de  ins- 
pección, para  que  este,  dejando  un  ejemplar  en  su 
•  poder,  remita  el  otro  á  la  Secretaría  de  Guerra  con 
•o  informe  7  demás  documentos :  2?,  otro  juego 
de  filiaciones  por  compañías  de  los  individuos  que 
las  compongan :  39)  ^^^  ^^  ^^  ^^^^  ^^^  indivi- 

TOMO  II. 


MIL 


dúos  de  cada  compafiía  desde  sar^nto  inclusive 
abajo,  con  expresión  de  la  edad,  oficio,  estado  7  Ve- 
cindad :  49,  un  libro  de  las  órdenes  que  se  die^- 
ren  en  el  cuerpo:  59,  i|p  copiador  para  la  cor- 
respondencia con  las  autoridades  •  69i  un  libro  en 
que  se  anoten  los  servicios  7  faltas  de  la  tropa  7 
laa  penas  que  se  impongan  con  presencia  do  los  in- 
formes que  pedirá  cada  trimestre  á  los  capitanes  6 
comandantes  de  compaüías,  teniendo  el  ma7or  cui- 
dado de  trasladar  a  la  filiación  de  cada  individuo 
las  notas  de  las  faltas  graves  ^ue  ha7an  cometido 
antes  de  la  revista  de  inspección :  7.^,  un  libro  de 
los  gastos  del  cuerpo,  en  que  se  copiarán  los  pre- 
supuestos que  formen* 

Art  107.  Cuando  el  cuerpo  se  halle  al  senricío 
de  pré  7  paga,  llevará  la  ma7oría  los  documentos 
que  sefiala  la  ordenanza. 

Art  108.  El  tambor  mayor  ejercerá  las  fundo- 
nes que  le  prescribe  la  ordenanza,  siendo  obligación 
de  este  así  como  del  cometa  ma7or,  difundir  la 
instrucción  entre  los  individuos  de  banda  de  las 
compa&ías,  conforme  lo  disjlbnga  el  segundo  co- 
mandante con  acuerdo  del  primero. 

Art  109.  Las  funciones  de  los  capitanes  de  los 
cuerpos  de  milicia,  son  las  mismas  qne  las  de  los 
veteranos,  cuando  se  hallan  sobre  las  armas ;  pero 
en  este  caso  7  cuando  no  lo  estén,  tienen  ademas 
las  que  se  les  prescriben  por  este  reglamento*,  7  en- 
tre ellas  las  siguientes : 

la  Una  lista  de  los  individuos  desde  capitán  in- 
clusive abajo  con  expresión  de  la  edad,  estado,  ejer- 
cicio 7  vecindad  de  cada  individuo. 

2&  Otra  lista  formada  por  escuadras,  cuartas  7 
mitades,  con  inclusión  de  los  oficiales  7  designa- 
ción de  vecindad :  este  documento  servirá  para  el 
arreglo  del  servicio  7  para  saber  la  residencia  de 
cada  uno. 

3^  Un  libro  de  órdenes  para  copiar  las  que  se 
dieren  en  el  cuerpo* 

4&  Un  cuaderno  para  anotar  ios  servicios  y  fal- 
tas de  los  individuos  de  las  compafiias. 

5^  Un  cuaderno  de  gastos* 

6?  El  capitán  lleva  el  alta  7  baja  de  la  compa- 
fiía  que  confrontará  mensualmente  oon  la  ma7oría. 

7^  Distribuye  con  igualdad  el  servicio  con  in- 
clusión del  teniente  abajo  con  arreglo  á  la  lista,  por 
escuadras,  cuartas,  mitades  Ólc  7  según  las  órde- 
nes que  obtenga  del  jefe. 

8^  Comunica  por  el  conducto  de  los  oficiales, 
sargentos  7  cabos  las  óidenee  del  cuerpo  á  las  es- 
cuadras, cuartas  7  mitades. 

9a  Anota  en  el  libro  del  námero  cuarto  los  ser- 
vicios 7  faltas  de  ios  individuos  de  su  compalIÍ8« 
desde  sargento  inclusive  abajo,  dando  parte  de  las 
qne  cometan  los  oficiales  al  segundo  comandante 
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para  que  tomando  este  el  coDsentimiento  del  pri- 
mer jefe,  haga  la  anptacion  en.  el  libro  respectivo. 
.  10^  Los  capitanes  dirigirán  el  dia  15  de  cada 
mes  ál  segundo  coinandante  un  estado  de  la  fuer- 
za de  la  compaSia  con  notas  de  alta  y  baja,  que  ser- 
virá para  que  el  ')efe  del  detall  forme  el  estado  ge- 
neral que  debe  ^emitir  el  dia  último  del  mes  al  pri- 
mer jefe. 

lia  Los  capitanes  dirigen  sus  partes  al  segundo 
comandante,  pero  si  estuviere  mas  inmediato  el  pri- 
mero, se  los  dirigirán  á  él,  sin  perjuicio  de  hacerlo 
siempre  al  segundo  comandante. 

12^  Disponen  él  recibo  de  la  pólvora  y  balas 
que  se  destinen  por  el  gobernador  á  su  compaflía 
para  los  ejercicios  de,  fuego :  estos  recibos  se  fir- 
marán por  el  Qon  ei  visto  bueno  del  jefe  del  detall. 

Art;  110.  Los  oficiales  encargados  de  compa- 
ñías por  ausencia  de  los  capitanes  cumplen  á  su 
nombre  con  ias  obligaciones  que  se  prescriben  en 
el  artículo  anterior,  y  le  dan  cuenta  cuando  se  pre» 
senta  de  todo  lo  ocurrido,  entregándole  al  efecto  un 
cuaderno  firmado  en  q|ie  consten  todos  los  particu- 
lares en  que  hayan  tenido  intervención ;  pero  es- 
tos encargados  no  podrán  alterar  los  preceptos 
impuestos  por  el  capitán  para  el  gobierno  econó- 
mico de  la  compañía,  á  menos  que  preceda  orden 
del  jefe. 

Art.  111.  Cada  compañía  en  ausencia  del  ca- 
pitán tendrá  un  oficial  que  la  vigile  y  que  la  reú- 
na, así  en  las  ocasiones  ordinarias  como  en  las  ex- 
traordinarias ;  en  este  servicio  suplirá  ei  teniente 
las  faltas  del  capitán^  el  subteniente  primero  las  del 
teniente,  y  el  subteniente  segundo  las  del  primero. 

^  único.  £n  este  caso  ios  jefes  del  cuerpo,  las 
autoridades  locales  y  el  gobernador,  deberán  estar 
impuestos  del  oficial  que  se  halle  encargado  de  la 
compañía. 

Art  1 1^  Respecto  de  las  funciones  de  los  ca- 
pitanes mayores  se  observará  en  tiempo  de  paz  lo 
prevenido  para  los  segundos  comandantes,  anotan- 
do ademas  en  todos  los  estados,  pies  de  listas  y  de- 
mas  documentos  de  mayoría  los  caballos  y  montu- 
ras que  tengan  loa  individuos  del  cuerpo.  En 
tiempo  de  guerra  tendrán  las  funciones  que  seña- 
la la  ordenanza. 

Art.  113.  Cuando  los  cuerpos  de  milicia  estén 
reunidos  para  ejercicio,  inspecciones  d&c.  desempe- 
ñarán lo» primeros  y  segundos  ayudantes,  abande- 
rados y  porta-estandartes  en  formación  las  funcio- 
nes de  ordenanza^  y  en  cualesquiera  otros  casos, 
las  comisiones  que  con  el  objeto  de  reunir  el  cuer- 
po é  instruirlo  se  les  den  por  sus  jefes  naturales. 

•   TITULO     ONCB. 

Contabilidad, 
Art.  Ué.  En  cualquier  tiempo  en  qpe  uno  ó 
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nías  cuerpos  de  la  milicia  sean.  llamados  al  servi- 
cio de  pré  y  paga,  su  contabilidad  se  llevará  con- 
forme á  ordenanza,  nombrándose  al  efecto  con  ar- 
reglo á  ella  habilitados  para  el  manejo  de  sus  inte- 
reses y  capitanes  cajeros,  en  caso  que  tengan  fon- 
dos que  depositar ;  pero  cuando  soJo  sean  llama- 
das al  servicio  una  ó  mas  compañías,  que  no  for- 
men cuerpo,  sus  capitanes  se  entenderán  con  la  te- 
sorería ó  administraciones  re^iectivaa  para  perci- 
bir lo  que  corresponda  á  ellas. 

^  único.  Cuando  no  ocurra  el  caso  del  artículo 
anterior^  los  administradores. de  rentas  municipa- 
les por  sí  ó  por  medio  de  sus  dependientes,  son  ios 
encargados  de  cobrar  los  fondos  que  por  virtud  de 
multas  formen  los  de  los  cuerpos  de  la  milicia. 

A,rt  115.  A  este  efecto,  cuando  un  comandante 
de  cuerpo  ó  autoridad  civil  ó  política,  que  en  vir- 
tud de  este  reglamento  y  con  arreglo  á  su  título  da 
penas,  impusiere  alguna  multa,  dará  aviso  de  ella 
ai  administrador  principal  en  la  capital  de  la  pro- 
vincia y  á  sus  dependientes  en  los  cantones  y  par- 
roquias, según  ocurra  ei  caso,  para  que  estos  la  ha- 
gan efectiva  por  sí  y  ante  los  tribunales,  si  fuere 
necesario,  del  mismo  modo  que  si  cobrasen  deudas 
de  las  rentas  que  manejan. 

.  ^  1.®  Los  dependientes  de  las  rentas  municipa- 
les en  las  parroquias  remitirán  el  dia  último  de  ca- 
da mes  al  del  "cantón  lo  que  ellos  hubieren  recau- 
dado por  este  respecto,  con  expresión  de  los  indi- 
viduos que  han  sido  multados  y  las  compañías  6 
medias  compañías  á  que  pertenezcan. 

§  2.°  El  administrador  del  cantón  reunirá  lodo 
lo  que  recibiere  de  las  parroquias  y  lo  que  hubie- 
re recaudado  por  sí>  centralizará  las  noticias  que 
aquellos  le  hubieren  dado  y  les  que  ellos  lleva- 
ren ;  y  lo  remitirá  todo  al  administrador  cada  tres 
meses  con  una  lista  .nominal  bien  circunstanciada 
de  los  individuos  multados  en  el  cantón  con  ex- 
presión de  cuerpos,  compañías  sueltas  y  medias 
compañías. 

§  3.®  El  administrador  {)rincipQl  reunirá  todos 
los  datos  é  ingresos  que  recibiere  de  los  cantones, 
llevará,  con  separación  de  las  rentas  municipales  y 
con  las  mismas  formalidí^deis,  las  que  provienen  de 
multas  de  los  milicianos,  llevando  también  una 
noticia  de  lo  que  corresponda  á  cada  cuerpo,  com- 
pañía suelta  y  media  compañía  por  este  respecto; 
y  cada  semestre  enterará  en  las  cajas  de  las  ren- 
tas nacionales  en  la  capital  de  la  provincia  lo  que 
hubiere  recaudado,  pasándoles  las  noticias  que  ha- 
ya  formado,  y^  percibiendo  del  administrador  prin- 
cipal de  rentas  nacionales  el  competente  recibo, 
que  será  visado  por  el  gobernador,  quien  dará 
parte  á  la  Tesorería  de  la  entrega*  .  • 
^  49  £1  administrador  principal  de  rentas  na- 
cionales dará  aviso  á  la  Tesorería  de  io  que  reci- 
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biere,  y  tendrá  la  suma  á  su  disposición  para  ser 
invertida  según  las  órdenes  del  gobierno. 

Art.  1 16.  £1  empleado  de  rentas  inmediato  re- 
caudador de  una  multa  cobra  sobre  ella  el  tres 
por  ciento  de  comisión,  y  los  administradores  prin- 
cipales que  centralizan  estas  cuentas,  cobrarán  ade- 
mas de  lo  que  les  corresponde,  el  uno  y  medio  por 
ciento  sobre  la  suma  total  que  manejen. 

Art.  117.  Los  jefes  de  cuerpos,  capitanes  de 
compañías,  tenientes  de  medias  compañías,  y  las 
antoritlades  civiles  6  políticas,  llevarán  una  noti- 
cia exacta  de  las  multas  que  impusieren,  expre- 
sando el  nombre  de  coda  individuo  que  se  multe  y 
la  compañía  y  cuerpo  á  que  pertenece :  esta  noti- 
cia la  remitirán  en  copia  cada  dos  meses  al  gober- 
nador de  la  provincia,  quien  reunirá  todos  los  da- 
tos y  avisará  por  trimestres  ál  administrador  prin- 
cipal de  rentas  municipales  las  multas  que  se  han 
impuesto  en  la  provincia  para  que,  comparada  es- 
ta noticia  por  el  administrador  principal  con  las 
que  él  ha  recibido  de  sus  dependientes,  pueda  exa- 
minar si  el  proceder  de  ellos  ha  sido  arreglado»  y 
hacerlos  cargo  en  caso  contrario. 

§  1.  °  Para  comprobar  la  cuenta  de  lo  que  en- 
tera la  administración  de  rentas  municipales  á  la 
.de  las  nacionales,  según  lo  prevenido  enaste  títu- 
lo, el  gobernador  cada  semestre,  cuando  aquella  va- 
ya á  liacer  á  esta  la  entrega,  examinará  ios  datos 
que  recibiere  de  los  que  hayan  impuesto  multasen 
el  semestre,  y  verá  si  la  suma  que  entera  en  las 
rentas  nacionales  el  administrador  do  jns  mOnící- 
pales,  es  la  misma  que  ha  recibido,  Imriéudoles 
cargos,  si  así  no  fuere,  imponiéndolüd  lu  ii;.-ípon- 
sabilidad. 

■  §  2.**  Al  efecto  el  administrador  principal  de 
rentas  municipales  no  podrá  proceder  á  hacer  la 
entrega  sín  el  acuerdo  y  consentimiento  del  go- 
bernador. , 

Art.  118*  Las  multas  en  que  inc,urrirren.la« 
autoridades  civiles  conforme  á  lo  prevenido,  en 
el  título  de  pena8,serán  cobrada^  por. el  admjnis* 
trador  de  rentas  rhunicipales  respectivo  á  quien 
)o  avisará  el  inmediato  superior  que  imponga.  1^ 
multaj  ias  que  tendrán  el  mismo  destino  que  se 
da  por  este  título  á  las  multas  de  los  aiilioiaiaos. 

TITULO   DOCfi. 

Sorteó,    :  / .        .'         ,.;,. 

Art.  119.  Los  individuos  dd  le  malicia  •  naeio- 
Bal,  desde  la  edad  de  18  años  cumplidos,  hasta 
la  de  26  no  cumplidos  que,  no  siendo  de  los  ex- 
ceptuados perpetua  6  temporalmente  del  servi- 
cio, sean  solteros,  son  los  que  deben  proveer  pdr 
sorteo  el.  xeemplazo  de  la  fuerxa  'permanente : 
agotados  ^atost  <ioiitinuar&  el  sorteo  etatrelossol- 
tcfos  y  vindoB  sin  hijos,  que^^sen  de  la  cita<k 
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edad  de  25  años :  agotados  estos,  continuará  en- 
tre los  casados  sin  hijos.  Los  casados  y  viudos 
con  hijos  nunca  deben  entrar  en  suerte  ni  servir 
de  reemplazo  para  la  fuerza  permanente. 

^  único.  Esto  se  entenderá  cuando  no  se  ins- 
criban voluntariamente  los  hombres  que  necesi- 
te la  fuerza  permanente,  ó  no  esté  esta  completa 
con  los  que  de  este  modo  lo  han  verificado,  ó  con 
los  que  hayan  sido  destinados  á  ella  en  clase  de 
pena. 

Art.  120.  Según  la  fuerza  permanente  que 
cada  año  decrete  el  Congreso,  y  con  vista  de  los 
presupuestos  de  dicha  fuerza,  el  Poder  Ejecutivo 
expedirá  las  órdenes  convenientes  para  su  reem- 
plazo por  medio  del  sorteo  en  la  milicia. 

/Lrt.  121.  £1  Poder  Ejecutivo  en  vista  de  los 
cuadros  de  los  cuerpos  de  la  milicia  nacional,  se- 
ñalará á  Cada  una  de  las  provincias  el  número  de 
reemplazos  que  deba  dar,  y  lo  avisará  á  los  go- 
bernadores, designándoles  el  punto  ó  puntos  a- 
donde  deban  dirigirse  los  sorteados  para  que  exi- 
jan el  contingente  á  las  respectivas  diputaciones 
y  hagan  que  aquellos  sigan  á  su  destino. 

Art.  122.  Señalado  por  el  gobernador  con  la 
debida  proporción  el  número  de  reemplazos  que 
corresponda  á  cada  cuerpo,  compañía  suelta  y 
media  compañía  conforme  al  reparto  que  hicie- 
re en  los  cantones  la  diputación  provincial,  dará 
aviso  de  ello  á  las  respectivas  autoridades  loca- 
les y  á  los  jefes  de  cuerpo. 

Art.  123.  Recibido  este  aviso  por  las  autori- 
dades locales  y  los  jefes  de  cuerpo  que  deban 
dar  reemplazos,  procederán  á  formar  una  nómi- 
na de  los  que  pertenezcan  á.  esos  cuerpos  y  sean 
sorteables  en  primer  lugar,  y  por  defecto  de  es- 
tos, en  segundo,  y  á  falta  de  estos,  también  en  el 
torcero  según  el  artículo  119,  valiéndose  para 
0\\o  del  registro  de  medias  filiaciones  que  debe 
tener  cada  compañía  aegun  el  articulo  109. 

^  1.  *^  En  esa  lista  no  se  incluirán  á  pesar  dé 
ser  sorteables,  tos  que  al  acto  de  formarse,  (en- 
gan:mas  de  seis  meses  de  hallarse  ausentes  de  la 
República.  ' 

^  2.  ®  Si  resultare  que  el  número  de  los  que 
aparecen  sorteables  en  primer  lugar  es  igual  al 
de  los  reemplazos  que  se  necesitan,  son  ellos  los 
qué  los  lleñará,n  sin  necesidad  de  sorteo,  pues 
éolo  puede  ocurrik-se  á  los  sorteables  én  segundo 
lugar  cuando  se  hayan  agotado  los  qfue  están  lla- 
mados en  primer  orden  ;  y  si  solo  bastaren  pa: 
rk  cubrir  unos  reemplazos  sin  llehar  to  Jos  loa 
ifte  se  necesitan,  se  sacará  la  lista  dé  los  sortea- 
Mes  en  segundo  lúgAr  para  llenar fos  que  falten 
de  entre  estos,  con  Tos  cuales,  lo  mismo'  qiie  coa 
los  llamados  ft  ser  sorteados  en  terce^  lugar,  sé 
obsenrará  lo  prevenido  para  con  los  sorteables 
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«n  primero  y  segundo  órdeo  en  el  caso  &  que  se 
contrae  este  parágrafo. 

Art.  1^  Formada  la  lista  de  los  sorteables 
en  primer  lugar  para  el  caso  en  qae  haya  de 
hacerse  sorteo  entre  ellos,  6  de  los  sorteables  en 
segundo,  por  no  haber  ninguno  de  los  primeros, 
6  porque  habiéndolos,  90  han  bastado  para  lle- 
nar los  reemplazos,  y  debe  llenarse  el  déficit  de 
entre  los  sorteables  en  segundo  lugar,  ó  final- 
mente la  de  los  que  puedan  serio  en  tercer  or- 
den por  no  haber  sido  suficientes  los  anteriores, 
se  sacarán  dos  ó  tres  copias  de  ella  para  fijarlas 
en  los  logares  públicos  con  una  orden  al  pié  au- 
torizada por  la  autoridad  local  y  el  jefe  6  jefes 
de  los  cperpos  que  deban  proporcionar  ios  reem- 
plazos, convocando  á  los  individuos  inscritos  en 
ella  para  reunirse  en  un  paraje  público  el  octa- 
vo dia  á  contar  desde  la  fecha  del  edicto  de  con- 
vocación y  á  la  hora  que  también  se  designará 
para  practicarse  el  sorteo. 

Art.  126.  Después  de  fijado  el  edicto  de  con- 
Tocaeion,  para  el  sorteo  ^ingun  individuo  de  los 
comprendidos  en  la  lista  podrá  ausentarse  de  su 
vecindario,  sin  motivo  urgente,  previo  el  permi- 
so de  la  primera  autoridad  civi],  que  para  darlo 
bsbrá  de  dejar  el  solicitante  un  sostituto  que 
asista  al  sorteo,  saque  la  suerte  y  marche  en  ca- 
so que  le  toque,  hasta  oue  él  le  releve. 

Art.  12&  Llegado  el  dia  fijado  para  el  sorteo 
«e  verificará  este  en  el  paraje  designado  ante  una 
jauta,  compuesta  en  1^  cabeceras  de  cantón»  del 
concejo  municipal  y  los  comandantes  de  los  cuer- 
pos &  que  hayan  cabido  reemplazos,  y  en  las 
parroquias,  de  los  dos  jueces  de  paz,  cuatro  ve- 
cinos notables  que  elegirá  el  gobernador,  y  los 
comandantes  de  cuerpos  que  deban  dar  reem- 
plazos. 

^  üixico.  Estas  juntas  serán  presididas  por  los  ] 
jefes  políticos  y  jaeces  primeros  de  paz,  y  sus  se* 
sienes  serán  publicadas, 

Art  1%!^  JBl  sorteo  se  hará,  hayan  conenrrido 
ó  no  todos  los  que  fueren  convocados,  pues  nuQ« 
ca  se  verificará  por  paites,  en  esta  forma:  se 
pondrá  püibKcamente  dentro  de  una  urna  un  nú- 
mero de  bolas  negras  igual  al  de  las  personas 
sorteaUes  (  coatenidas  en,  la  lista ;  se  aztrae- 
rán  después  tantas  bolas  negras  cuantos  sean  los 
hombres  cor  que  deba  contribuir  el  cuerpo  de 
milicia  del  cantoA  i  parroquia,  y  se  reemplaia- 
rán  por  bolas  blsincas  bien  iguales  á  las  negra» 
«A  su  peso  V  tamalLo.  £0  seguida  el  presidente 
de  la  junta  llamará  ]por  su  nombre  á  cada  uno  de 
loe  sorteablH  para  qu^  saque  gna  bola,  lo  que 
liará  el  llamado  si  estuviere  presente,  y  de  no, 
h  persona  que  este  hubiere  comisionado  al  efec- 
to» 7  por  faUa  de  wo  y  otro  ua  mÜQ  menor  d« 


doce  afios,  y  si  la  bola  que  saque  es  blanea»  se 
inscribirá  en  el  acta  el  nombre  del  que  fué  l]a« 
mado  como  uno  de  ios  que  la  suerte  ha  designa* 
do  para  servir  en  el  ejército. 

^  único.  En  los  lugares  en  que  no  pnedao 
proveerse  las  juntas  del  suficiente  número  die 
bolas  para  esta  operación,  se  hará  el  sorteo  por 
medio  de  papeletas  blancas  y  de  otras  en  queee- 
té  escrita  la  palabra  suerte^  que  corresponderán 
á  ias  bolas  negras  de  que  se  ha  hablado. 

Art.  128.  Una  copia  del  acta  se  fijará  en  la- 
gar público  con  una  orden  al  pié  sefialando  el 
dia  en  que  los  designados  por  la  suerte  deban 
presentarse  á  la  autoridad  para  darles  el  destiifeo 
correspondiente  según  las  órdenes  recibidas.  Ijos 
jueces  de  paz  remitirán  al  jefe  político  del  cantón 
otra  copia  del  acta  j  y  los  jueces  políticos  la  re- 
mitirán de  la  que  se  celebre  en  la  cabecera  del 
cantón  al  gobernador,  así  como  también  de  la  qo« 
recibieren  de  les  jueces  de  paz. 

Art  129.  A  todo  individuo  á  quien  por  cual« 
quier  motivo,  le  tocare  servir  en  la  fuerza  per- 
manente, le  es  permitido  poner  en  su  lugar  otio 
hombre  de  la  milicia ;  pero  en  este  caso  queda- 
rá aquel  inscrito  en  ella,  y  sujeto  á  la  suerte  del 
sustituto. 

Art.  130.  Los  individuos  designados  por  k 
suerte  para  servir  en  el  ejército  permanente  que 
no  se  presenUren  por  sí  6  por  sustitutos  en  el 
dia  sellalado  ante  la  autoridad  competente,  8e« 
rán  presos  y  castigados  conforme  se  previene  en 
el  título  de  penas. 

ArU  131.  Desde  que  marchen  los  sorteados 
de  un  cantón  6  parroquia  para  incorporarse  en 
el  ejército,  recibirán  del  tesoro  público  sos  eor< 
respondientes  raciones;  y  gozarán  del  pré  om 
designa  la  ley  desde  el  dia  en  que  se  den  da  al* 
ta  en  el  cuerpo  en  que  entren  á  servir. 

Art.  132.  La  duración  del  servicio  en  la  ftaer- 
za  permanente,  respecto  á  los  sorteados»  eeiá  da 
cuatro  afids ;  pero  no  deberán  separarse  de  éU 
hasta  oue  sean  reemplazados,  y  antes  por  el  «on- 
Irmo  habrán  de  continuar  prestándolo  hasta  qos 
reemplazados,  obtengan  su  licencia  del  íefe  cor- 
respondiente.  ' 

Art  133.  Los  gobernadores,  los  jefes  políti- 
cos y  iueces  de  paz»  que  de  cualquier  modo  7 
por  cualquier  motivo,  omitieren  lo  qu^  por  este 
título  se  les  previene,  son  responsables  por  el 
nal  desempeño  de  sus  deberes  conforme  á  las 
leyes. 

xVtvio  Tases. 

Art  184.  Las  penas  de  la  milicia  midoQil  en 
tiempo  de  pai,son :  multas ;  prisj^n :  destino  al 
eiéreití^  permao^ote :  depoeician  d»  empleos  p^i- 
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ra  Io8  oficiales:  jokio  de  tríbanales  can  prisión 
pr¿yia ;  y  mulus  y  prisión  á  un  tiempo. 

Art.  135*  £n  tiempo  de  guerra  cuando  la  mi- 
licia nacional  haga  el  servicio  de  campafia,  ó  en 
tiempo  de  paz  desde  que  sea  llamada  al  servicio 
en  refuerio  del  ejército  permanente»  y  reciba  ó 
se  le  ofrezca  paga,  estará  sujetaA  las  leyes  mili- 
tares como  se  ha  dicho  en  el  título  99 

Art.  136.  Para  hacer  comparecer  á  los  milicia- 
nos que  se  ocultan,  y  lo  mismo  para  su  aprehen- 
sión cuando  hayan  cometido  alguna  falta  que 
merezca  la  pena  de  arresto  y  destino  al  ejército 
permanente,  podrán  allanarse  las  casas  donde  se 
ocultaren  6  se  sospeche  que  existan. 

§  único.  Para  acordar  este  allanamiento»  se 
procederá  en  los  mismos  términos  que  se  esta- 
blecen en  la  ley  de  la  materia,  por  el  juez  mas 
inmediato  á  quien  ocurra  el  empleado  encarga- 
do de  la  citación  ó  aprehensión. 

Art.  137.  Los  individuos  que  dentro  del  térmi- 
no fijado  por  este  reglamento  en  el  párrafo  se- 
gando del  artículo  29*  no  se  presentaren  para  el 
aiistamiento,  incurrirán  en  las  penas  de  multas 
y  arresto  que  serán  impuestas  por  la  autoridad 
que  presida  la  junta  de  alistamiento,  no  pudien- 
do  exceder  la  multa  de  cincuenta  pepos,  ni  el  ar- 
resto de  quince  dias  para  un  solo  individuo,  con 
la  obligación  de  dar  parte  al  gobernador  las  au- 
toridades que  presidan  las  juntas  de  cantones  y 
parroquias,  para  so  inteligencia. 

Art  138.  Los  individuos  que  en  el  término  fi- 
jado en  el  párjafo  segundo  del  artículo  29  no  se 
iiubieren  presentado  á  alistarse  en  la  milicia,  y 
qoe  tampoco  io  hicieren  después  en  los  quince 
dias  de  próroga  que  se  fijan  por  el  artículo  ter- 
oero,  incurrirán  en  la  pena  de  destino  por  cua- 
tro años  á  la  fuerza  permanente,  que  será  im- 
puesta por  la  autoridad  que  presida  la  junta  de 
aJistamientOc  dando  cuenta  al  gobernador  con  re- 
misioa  del  penado  para  que,  examinando  este  el 
proceder  de  dicha  autoridad,  mande  cumplir  la 
pena,  si  él  hubiese  sido  arreglado. 

(Iónico.  Las  autoridades  qoe  culpablemente 
dcjien  de  aplica?  á  los  renuentes  la  disposición  de 
este  artículo,  incurriráaen  la  pena  de  multa,  que 
DO  pasará  de  cincuenta  pesos  cada  vez  que  haya 
de  imponerse  por '  el  gobernador,  quien  tendrá 
cridado  deque  ella  se  cumpla» 
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Art.  1 40.  Los  individuos  comprendidos  en  lae 
disposiciones  del  artículo  49^  serán  destinados 
por  los  gobernadores,  por  cuatro  años  á  la  fueras 
permanente,  sin  mas  requisito  que  estar  probado 
el  hecho  de  no  haberse  alistado  en  la  milicia  na- 
cional. 

Art  141.  El  miliciano  que  se  presente  en  for- 
mación con  prendas  de  vestuario  que  no  sean  del 
color  y  forma  que  se  detallan  en  el  título  69  6 
que  concurra  desaseado,  incurrirá  por  la  primiesa 
vez  en  la  multa  de  cuatro  reales;  por  la  segun- 
da en  la  de  un  peso,  y  por  las  restantes,  en  &ñ  á 
ocho  dias  de  arresto,  á  juicio  del  comandante  de 
so  compafiía. 

Art  142.  Los  oficiales  de  la  milicia  naeional 
que  contravinieren  á  lo  dispuesto  en  el  artíeuk» 
58,  incurrirán  por  la  primera  vez  en  la  multa  de 
cuatro  pesos ;  por  la  segunda  en  una  de  ocho,  y 
por  las  demás  en  cuatro  á  diez  dias  de  arresto,  á 
juicio  del  jefe  del  cuerpo.  Los  individuos  de  tío* 
pa  que  incurrieren  en  la  misma  falta,  serán  mul- 
tados por  la  primera  vez  en  cuatro  reales,  por  la 
segunda  en  un  peso,  y  por  las  demás  en  tres  á 
nueve  dias  de  arresto,  ajuicio  del  comandante  de 
su  compafiía. 

Art.  143.  £1  miliciano  que  dejare  de  eoncurrir 
á  las  revistas  de  inspección  de  que  habla  el  títu- 
lo 79f  sin  justificados  motivos  ajuicio  del  ins« 
pector,  incurrirá,  si  es  jefe,  en  una  multa  de  veia« 
ticinco  pesos  y  quince  dias  de  arresto :  desde  oa- 
pitan  hasta  subteniente  inclusive  en  la  multa  da 
doce  pesos  y  ocho  dias  de  arresto ;  y  todo  indi- 
viduo de  tropa,  en  dieaidie^s^de  arresto  j  diey  pe^ 
sos  de  multa,        ^ 

Art  144.  8i  algún  jefe  t  oficial  dejare  de  asis« 
tir  á  la  revista  de  inspección  por  dos  veces  oon« 
secutivas,  y  esta  falta  consistiere  en  negligencia 
ó  mala  voluntad  á  juicio  del  inspector,  podrá  es- 
te mismo  suspenderlo  de  su  destino,  dando  parte, 
al  Poder  Ejecutivo  para  su  determinación. 

Art  145.  Si  atendido  el  tiempo  que  heyn  4rM« 
currido  después  de  la  primera  formación  de  ua 
cuerpo,  encontrase  el  inspector  ignorancia  yjatra-. 
so  en  la  instrucción  mas  6  menos  completa  que 
el  cuerpo  y  sus  oficiales  han  debido  recibir,  ave- 
riguará la  causa  de  tan  vergonzosa  cucuqi^ta,a^a» 
y  la  castigará  con  multas  hasta  de  Teinticiueo 
pesos,  y  arresto  hasta  de  quince  di^.  Si  la  £alta 


Art  139.  Todo  venezolano  de  la  edad  indicada  pjreeiese  á  su  juicio  ¿f  P«acion  ^\^^^^^ 

n  el  ertíeolo  I?,  y  bo  exceptuado  por  las  dis-  Jf f«  ^.o»"?». »«  íuspenderá  dando  caento  al  Fo- 

poelcioaes  de  este  reglamento,  debe  estar  alista-  ««'  lí-jecutivo. 

do  en  la  milicia  nacional,  y  todo  ciudadano  puede  Art  146.  Los  Individuos  de  tropa  que  catadlos 

denmciar  al  que  no  lo  estt,  para  que  sea  precisa-  por  s^  oficiales  6  por  los  sargentos  6  caboe  qM 

mente  destinado  por  cuatro  años  á  la  fuerza  per-  estos  combionen,  no  concurriesen  con  pontua- 

maneate  por  el  gobernador  de  la  respectiva  provin-  lidad  á  los  actos  de  instrucción  q^ue  fija  «•*•  »•• 

eMu        ^  y  gliwento  ea  en  título  8?  sin  ijiie  para  eUo  t«a« 
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gan  motivos  muy  justificados,  á  juicio  del  co- 
mandante de  su  compaüía,  sufrirán  por  la  pri- 
mera vez  una  multa  de  un  peso  y  dos  días  de  ar- 
resto: por  la  segunda  una  multa  de  cuatro  pesos 
y  ocho  días  de  arresto ;  y  por  las  demás,  de  ocho 
á  quince  pesos,  y  de  quince  ft  veinte  días  de  ar- 
resto. 

^  único.  Estas  penas  serán  impuestas  por  los 
comandantes  de  compaüías  y  medias  compafSías 
dando  parte  al  jefe  del  cuerpo. 

Art.  147.  El  oficial  de  milicias  que  dejare  de 
concurrir  cumj  lidamente  á  todos  los  actos  de  ins- 
trucción que  fija  este  reglamento  sin  justificados 
motivos,  á  juicio  de  su  inmediato  superior,  in- 
currirá por  la  primera  vez.  en  una  multa  de  ocho 
pesos  y  ocho  dias  de  arresto:  por  la  segunda,  la 
multa  será  quince  pesos  y  diez  dias  de  arresto;  y 
si  incurriese  en  una  tercera  falta,  será  multado 
en  25  pesos  y  arrestado  por  quince  dias. 

^  ünico.  Los  jefes  de  cuerpos  impondrán  estas 
penas  á  los  capitanes  que  incurran  en  dichas  fal- 
tas, avisándolo  al  gobernador;  y  los  capitanes 
á  sus  subalternos  dando  parte  al  jefe. 

Art.  148.  Los  inspectores'  cuidarán  mucho  de 
que  los  jefes  concurran  á  todos  los  actos  de  ins- 
truccionj  y  que  estos  sean  rígidos  en  hacer  que  io. 
verifiquen  iodos  los  oficiales  del  cuerpo;  y  si 
sucediese  que  algún  jefe,  capitán  úe  compañía 
suelta  ó  teniente  de  media  conlpaflíü,  deja  d^ 
concurrir  sin  justificados  motivos  alas  funciones 
de  instrucción,  el  inspector  le  impondrá  la  multa 
de  veinticinco  pesos  por  la  primera  vez,  y  por 
la  segunda,  la  misma  multa  y  tres  días  dé  ar- 
resto. 

Art.  149.  Quedan  dispensadas  de  lá  asistencia 
á  que  se  refieren  los  artículos  anteriores,  aque- 
llas personaií  qué  por  enfermedad  ó  causa  muy 
poderosa  estuvieren  impedidas,  siempre  que  lo 
participen  por.  conducto  de  su  inmediato  supe- 
rior. /  "'.''..'' 

Art.  150.  Cl  miliciano  que  desobedeciese  el 
llamado  de  la  competente  autoridad,  cuándo  es- 
ta se  fo  haga  para  el  servicio  á  que  está  desti- 
nada la  milicia,  según  el  título  O9  ^®  este'tegla- 
mento^  6  el  que  estando  al  servicio,  se  .a aseri te 
sin  dar  el  competente  avisó,  incurrirá  en  la  j>e-' 
na  de  séi:  ¿festinado  por  cpatro'^fios'á  la  ftier^a 
perníanfen^  pfi't  ti  jautotidad  .'á  quiW  ítMhíéetí 

defeobwiéyjaio.-  ;  "\      ;  -    /  '-^^'^  /;■'■'':"*'■'  '*'•;''' 

Árl.  Í5l.  Si  lá  citación  la  hiciere 7a  Vütoridá^j 
civil  para  contener  «iffun.  alboroto,  sef^n  cá^sti- 
gftdoá-los'omisbs,'  «riendo  ikidividuos  dé  tropa, 
coh  dchó>  dias'  de  arresto,  y  siendo  oñrialeéi 
con  qtain<!e,'inípueBtp8  pot  Iti  «autoridad  dém^hf- 
decida.  '       .  ..     >!  ,.    . .  .; 

Art.  152;  El  róiliciano  que  desobedeciere  hs 
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citas  de  las  personas  autorizadas  para  hacerlas, 
bien  sea  para  asunto  detallado  del  servicio,  bien 
por  ocurrencia  extraordinaria,  será  destinado  6 
la  fuerza  permanente,  debiendo  ser  preciso  qu« 
la  persona  que  hizo  el  llamamiento,  compruebe 
que  cuando  invitó  al  individuo,  estaba  este  sin 
impedimento  fínico  ó  no  se  excusó  por  ante  la 
autoridad  civil.  Dos  testigos  presenciales  hábiles 
justifican  su   aserto. 

Art,  153.  Los  que  abandonaren  los  puntos  que 
se  le  confíen  no  estando  en  servicio  cíe  pré  y  pa- 
ga, serán  castigados  con  quince  dias  de  ar- 
restóla tropa,  y  con  veinte  pesos  de  multa  y  30 
dias  de  arresto  los  oficiales;  pero  si  el  desorden 
proviniere  de  faltas  en  el  oficial,  será  este  de- 
puesto de  su  empleo. 

^  único.  La  centinela  que  abandonare  su  pues- 
to será  castigada  con  quince  dias  de  prisión  : 
la  que  no  estuviere  con  la  actitud  y  decencia  de- 
bidas, veinticuatro  horas  ;  y  ocho  dias  la  que  se 
durmiere. 

Art.  154.  El  que  desobedeciere  en  asunto  de 
disciplina  al  oficial,  cabo,  ó  sargento  si  la  desobe- 
diencia fuere  simple,  sufrirá  desde  uno  hasta 
quince  dias  de  arresto,  y  el  que  la  excitare  sufrirá 
la  misma  prisión  y  veinticinco  pesos  de  multa; 
pero  por  las  faltas  de  subordinación  en  que  hu- 
biere injurias  á  un  superior,  ó  resultare  desobe- 
diencia á  una  orden  por  un  cuerpo,  compaflía  6 
pelotón,  serán  arrestados  el  culpable  y  sus  cóm- 
plices, y  procesados  por  la  competente  autoridad 
civil  que  les  impondrá  las  penas  correspondien- 
tes con  respecto  á  las  leyes. 

Art.  155:  £1  que  amenazare  de  palabra  ó  con 
armas  al  que  le  estuviere  mandando  en  acto  de 
disciplina,  sufrirá  por  la  primera  vez  quince 
(Has  de  arresto  y  una  multa  de  veinticinco  pe- 
sos :  pero  íi  incurriere  por  segunda  vez  en  la 
misma  falta,  será  destinado  por  cuatro  afios  &  la 
fuerza  permanente. 

Art.  156.  Entiéndase  por  acto  de  disciplina  to- 
da función  de  servicio  fuera  del  caso  del  artí- 
culo 136.       *  -         - 

Art.  157  Si  estando  un  batallón  ó  parte  de  él 
formado  con  las  arhias  en  la  mano  para  revista, 
ejercicios  doctriíiales  ó  para /cualquiera  otra  for- 
mación, saliere  dé  entré ' las  lB]a¿  alguna  vc^z  tu- 
multuaria contra  él  liiisíii'o  ¿o'mandáhte'que  en 
aqWli- 'aicU)'  lo  ^míandej  '5  iftfrn-  <qWebriÍAtá^  el 
ónién',  terá^)  puesto  Jívmec^iMáiDe'úie'  eti'i  ^ríjAólf, 
sumariadpel  que'ia  >(lé>jFMtÍ!|gíidO{^fiforttyié'il  las 

'Árt'.  158/  fii^ilicibno  que  se  ocúltate  caabiió 
se'pbnga  61Ü  corhpaiiía  sobre  Ub  armas^  será  des- 
tinado^ ^or  cuatro  afios'  por  el  comandante  del' 
cuerpo  9I  ejército  permanente. 
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Art  159.  Todo  miliciano  está  oblig^ado  á  obe- 
decer las  penas  explicadas  en  este  título,  impues* 
tad  por  sus  superiores,  y  la  autoridad  civil  dará 
mano,  fuerte  al  que  ia  impusiere  legítimamente,  y 
&  los  administradores  de  rentasen  sus  casos  para 
hacerlas  llevar  á.  efecto:  al  que  se  considere 
agraviado  le  queda  en  todos  casos  el  recurso  de 
queja  que  interpondrá  ante  su  inmediato  supe- 
rior. 

Art.  160.  Los  cabos  y  sargentos  abandonados 
en  el  cumplimiento  de  sus  deberes,  desaplicados 
ó  corrompidos,  serán  depuestos,  los  primeros  por 
sus  capitanes  d^ndoí  parte  á  su  comandante,  y  los 
segundos  por  los  jefes,  quienes  dar^  aviso  al 
inspector. 

Art.  161.  Los  cabos  y  sargentos  que  citaren  pa- 
ra algún  servicio  municipal  &  individuos  á  quie- 
nes no  corresponda  en  turno  prestarlo,  serán  de- 
puestos de  sus  destinos  del  mismo  modo  que  lo 
dispone  el  articulo  anterior,  si  lo  han  hecho  sin 
autorización  ;*pero  cuando  lo  hagan  de  orden  de 
sus  oficiales  ó  jefes,  sufrirán  la  pena  de  destitUr 
cion  de  sus  empleos  que  la  aplicará  el  inspector, 
los  que  los  hayan  autorizado.  En  la  misma  pena 
incurrirán  unos  á  otros  si  dejare  de  hacerse  la 
citacioj;!  á  los  que  precisamente  deben  prestar  el 
referido  servicio. 

^  único.  Para  que  los  milicianos  que  se  con- 
sideren agraviados,  puedan  justificar  sus  quejas, 
se  les  franquearán  las  listas  por  las  que  se  está 
señalando  el  servicio,  y  encontrando  que  les  asis- 
te justicia,  pedirán  que  se  impóngala  pena  á 
quien  hubiere  cometido  la  falta,  lo  que  se  verifi- 
cará en  el  acto. 

Art.  162.  duedan  vigentes  las  penas  de  orde- 
nanza contra  los  que  estando  en  servicio  activo, 
insultan  las  centinelas,  cuerpos  de  guardias,  ó 
salvaguardias,  ó  contra  los  que  inducen  á  la  de- 
serción ó  la  encubren,  ó  que  ofenden  el  decoro 
de  los  oficiales  en  servicio. 

Art.  163.  El  individuo  6  individuos  que  inflin- 
jan las  disposiciones  del  artículo  125,  serán  des- 
tinados al  ejército  sin  sorteo,  y  se  retirarán  otros 
tantos,  empezando  desde  el  último  á  quien  hubie- 
re cabido  la  suerte  en  su  vecindario. 

Art.  164.  Los  individuos  que  hubiesen  incur- 
rido en  la  falta  de  que  habla  el  artículo  130,  se- 
rán condenados  á  servir  un  uño  mas  de  los 
que  le  correspondan,  en  la  fuerza   permanente. 

Art.  165.  Las  autoridades  civiles  que  incur- 
ran en  las  faltas  de  que  habla  el  artículo  133, 
serán  responsables  de  los  perjuicios  que  sufriere 
el  erario  por  abono  indebido  de  raciones  á  los 
sorteados,  y  de  los  que  se  sobrevinieren  á  los 
particulares  por  sus  irregulares  disposiciones. 

Art.  166.  Si  el  primero  de  Marzo  de  cada  año, 
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no  ha  recibido  la  autoridad  política  del  cantón 
la  lista  que  deben  pasarle  los  capitanes  y  de  que 
habla  el  artículo  178,  lo  noticiará  al  gobernador 
para  que  les  imponga  la  multa  de  doce  pesos  y 
el  doble,  caso  de  no  complir  inmediatamente 
con  este  deberá  oyenda  antes  sus  deBc^nrgos» 

Art.  167.  £1  individuo  que  no  se  presentare  á 
la  convocación  de  que  habla  el  artículo  180,  se* 
rá  destinado  á  servir  por  cuatro  años  en  la  fuer- 
za peimanente. 

Art.  168.  Los  milicianos  que  cambiaren  de 
domicilio  sin  obtener  el  permiso  de  quienes  cor- 
responda conforme  á  lo  prevenido  en  el  título 
de  disposiciones  generales,  incurrirán  los  jefes  y 
oficiales  en  la  multa  de  veinte  pesos,  y  la  tropa 
en  ia  de  seis  pesos. 

^  .19  3i  ^^  traslación  ha  sido  de  una  parro- 
quia á  otra  ó  de  un  cantón  á  otro  en  ana  misma 
provincia,  corresponde  al  gobernador  la  impo* 
sicion  de  la  multa,  á  cuyo  fin  le  dará  aviso  la 
primera  autoridad  que  averigüe  la  falta. 

^  29  Pero  si  la  traslación  ha  suJo  de  una  pro- 
vincia  á  otra,  el  gobernador  de  la  en  que  se  do- 
miciliare últimamente  el  individuo,  impoQdrá  la 
t^ultafeu;  vista  del  informe  que  reciba  de  sus 
subalternos. 

TITULO  CATORCE. 

Disposiciones  generales, 
,  Art.  169.  Los  inspectores  y  subinspectores  y 
los  oficiales  veteranos  que  sirvan  en  la  milicia, 
se  arreglarán  á  ordenanza  para  la  antigüedad 
y  recibirán  los  ascensos  que  les  correspondan  en 
el  ejército. 

^  19  Los  oficiales  retirados  empleados  en  la 
milicia  gozarán  de  la  antigüedad  de  sus  despachos. 

§  29  Lus  oficiales  veteranos  serán  mas 
antiguos  en  igual  grado  que  los,  de  la  milicia, 
siempre  que  sus  últimos  empleos  les  hayan  sido 
concedidos  antes  de  concurrir  con  los  milicia- 
nos en  servicio  activo. 

^  39  Í^08  oficialas  de  milicia  entre  sí  se  arregla- 
rán á  las  datas  de  sus  despachos  ó  á  la  de  sus 
emj^leos  anteriores,  siendo  iguales  aquellas,  y 
por  último  á  la  edad,  en  igualdad  de  fechas  en  el 
úlúmo  empico. 

§  49  Cada  cuerpo  de  la  milicia  nacional  se 
arreglará  para  su  fornkacion  según  el  numero 
que  tenga  aquel  entre  los  de  una  misma  provin- 
cia :  las  compañías  formarán  por  sus  números 
en  sus  respectivos  cuerpos. 

^  59  Cuando  haya  ejército  formado,  el  núme- 
ro de  las  brigadas  y  divisiones  indicará  la  forma* 
cion. 

^  6^  La  fuerza  permanente  prefiere  en  for- 
mación á  la  de  la  milicia. 
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Aft  170.  Coando  haya  de  ponerse  parte  de 
la  milicia  nacional  á  las  órdenes  de  un  jefe  de 
operaeionee  para  obrar  en  loe  casos  que  ocurran, 
el  jeft  le  dará  la  orgfanizacion  conveniente  segnn 
lae  drdenes  del  Gobierno. 

Art  171.  El  inspector  ó  subinspector  de  una 
provincia  no  podrá  ausentarse  para  otra  sin  el 
permiso  del  Gobierno. 

Art«  17^  El  aliatamiento  de  la  milicia  nacio- 
nal no  priva  &  ningún  individuo,  de  ausentarse 
ó  de  separarse  de  su  compafiía  en  el  inodo  y  con 
loa  motivos  siguientes. 

§  19  Por  negocios  propios  y  temporalmente, 
si  ee  individiTo  de  tropa  y  no  está  en  servicio,  lo 
a^a  á  su  inmediato  superior  para  que  pueda 
anotarlo  y  saber  su  destino ;  pero  si  fuere  in- 
dividuo que  se  baile  en  servicio  municipal,  no 
puede  ausentarse  sin  conocimiento  de  la  autori- 
dad política  del  cantón  en  que  se  halle  y  de  su 
capitán,  con  la  precisa  condición  de  presentar  un 
sustituto  de  la  misma  milicia  á  quien  no  toque  el 
serricio,  durante  su  ausencia.  Para  la  admisión  de 
sustitutos  se  necesita  el  consentimiento  del  jefe  del 
cuerpo.«k 

^  29  Para  mudar  de  doniieilio  á  otra  parftquia 
de  la  provincia,  si  es  individuo  de  tropa  y  no  está 
al  servicio,  lo  avisará  á  la  autoridad  civil  de  su 
parroquia,  quien  lo  noticiará  al  jefe  político  del 
cantón  y  este  al  gobernador,  para  que  lo  mande 
dar  de  baja  en  la  compaQía  que  deja,  y  de  alta  en 
una  de  su  nuevo  domicilio.  Si  es  individuo  de  los 
que  están  al  servicio  municipal,  ocurre  al  goberna- 
dor por  conducto  de  su  jefe,  y  no  podrá  negársele 
el  cambio  de  domicilio,  practicándose  lo  preveni- 
do en  este  parágrafo. 

^  39  Para  mudar  de  domicilio  trasladándose 
á  otra  provincia,  si  es  individuo  de  tropa  y  no  está 
al  servicio,  lo  participará  por  medio  del  juez  de  su 
parroquia  al  jefe  político  del  cantón,  expresando 
la  parroquia  ó  cantón  de  la  otra  provincia  en  que 
va  á  residir :  el  jefe  político  lo  avisará  al  goberna» 
dor  puraque  este  lo  mande  dar  de  baja  en  su  com- 
pafiía, y  lo  participe  al  de  la  otra  provincia  con  ex- 
presión dellugar  en  que  va  á  domiciliarse  el  in- 
dividuo, para  que  sea  alistado  en  su  milicia.  Si  es 
miliciano  que  está  al  servicio  municipal,  lo  avisará 
al  gobernador  por  conducto  de  sus  jefes  y  se  prac- 
ticará lo  prevenido. 

^  40  Cuando  algún  miliciano  se  ausente  faltan- 
do á  cualquiera  de  los  requisitos  prevenidos  en  los 
parágrafos  que  preceden,  el  jefe  de  su^  cuerpo  se 
dirigirá  á  la  autoridad  pivil  correspondiente  al  ter- 
ritorio á  que  este  pertenece  para  que  ella  lo  recla- 
me á  la  del  en  que  se  hubiere  refugiado  el  milicia- 
no prófugo,  con  el  fin  de  que  se  le  aplique  la  pena 
á  que  ee  haya  hecho  acreedor. 
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Art.  173.  Los  oficiales  de  la  milicia  en  tiempo 
de  paz  están  sujefos  en  los  casos  del  artículo  an- 
terior á  las  mismas  formalidades ;  pero  sus  aviaoe 
los  dirigirán  en  los  tres  primeros,  aljefedelcuer|M> 
por  conducto  del  capitán  de  su  compafifá  y  á  la 
autoridad  civil  de  su  parroquia  6  á  la  política  del 
cantón  para  que  llegue  i  noticia' del  gobernador,  y 
obre  según  el  caso.  Los  jefes  de  cuerpos  lo  avisa- 
rán directamente  al  gobernadoré 

^  19  Cuando  los  expresados  jefes  hayan  de 
ausentarse  fuera  del  circuito  que  corresponda  á  las 
compañías  que  forman  el  cuerpo,  encargarán  de 
la  primera  comandancia  al  segundojefe,y  lasíun* 
cienes  de  este  serán  desempeñadas  mientras  tanto 
por  el  ayudante  mayor,  6  por  un  capitán  que  de» 
signará  el  primer  jefe,  si  el  ayudante  se  hallare 
ausente ;  y  lo  mismo  se  observará  en  general  ea 
las  ausencias  de  los  segundos  jefes. 

^  29  Cuando  hayan  de  ausentarse  á  la  vez  los 
dos  jefes  de  un  cuerpo,  se  encargará  entonces  de 
la  primera  comandancia  al  capitán  Inas  antiguo, 
cuya  regla  se  observará  sucesivamente,  y  llevará 
el  detal  el  ayudante  mayor,  ó  uno  de  los  capitanea 
que  designará  el  que  haga  de  primer  jefe,  si  el 
ayudante  estuviere  ausente. 

^  39  En  todos  estos  casos  los  jefes,  al  acto  de 
participar  al  gobernador  su  ausencia,  leinstrm'rán 
también  de  las  personas  ^ue  les  sustituyen,  cuyas 
sustituciones  no  podrá  vanar  el  gobernador,  á  menos 
que  concurra  el  grave  y  justificado  motivo  de  per- 
judicarse el  servicio  del  cuerpo,  pues  en  este  caso 
podrá  designar  otros  oficiales  que  se  encarguen 
accidentalmente  de  la  dirección  de  aquel  duran- 
te la  ausencia  de  los  jefes,  consultando  en  cuanto 
fuere  posible  el  orden  de  sucesión,  y  participando* 
lo  al  Poder  Ejecutivo  con  expresión  de  las  causas 
que  hubiere  tenido  para  ello. 

Art.  174.  Cuando  un  jefe  ú  oficial  mude  de 
domicilio  de  un  cantón  &  otro,  ó  de  una  provincia 
á  otra  fuera  del  circuito  de  su  cuerpo  6  compafiía, 
se  proveerá  la  vacante  en  los  térmmos  prevenidos 
en  el  título  3? ;  lo  mismo  será  respecto  de  los  sar- 
gentos y  cabos  que  se  trasladen  de  un  punto  á  otro 
fuera  del  circuito  de  su  compafiía. 

^  único  en  este  caso  Tos  jetes,  oficiales  y  clases 
que  muden  de  domicilio,  se  alistarán  aán  graduación 
en  la  milicia  de  su  nueva  residencia. 

Art.  175.  Siempre  que  un  miliciano  de  cualquie- 
ra graduación  mude  de  domicilio,  obtendrá  una 
papeleta  en  que  conste  el  permiso,  firmado  por 
la  autoridatl  civil  6  poh'tica  que  en  los  casos  pre- 
vistos deba  concederlo,  la  cual  presentará  á  la 
autoridad  civil  6  política  del  cantón  ó  parroquia 
de  su  nueva  residencia. 

Art  176.  Siempre  que  en  una  misma  familia, 
casa  de  comercio,  taller  d&a.,  hubiere  dos  6  mas 
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milicianos,  se  procurará  que  se  les  nombre  por 
turnos  para  el  servicio,  excepto  en  aquellos  casos 
en  que  sea  absolutamente  necesario  <iue  lo  presten 
todos  á  la  vez. 

Alt  177.  Los  milicianos  que  quieran  pasar  de 
un  cuerpo  á  otro  de  distinta  arma,  podrán  hacerlo, 
siempre  que  el  cuerpo  adonde  piensen  pasar  no 
tenga  el  numero  de  fuerza  suficiente,  y  que  los 
comandantes  de  ambos  cuerpos  convengan  en  el 
pase.  6  ios  jefes  pojíticos  en  los.cantoncs  y  el  go- 
bernador en  la  ciudad  capital,  por  la  oposición  in- 
fundada de  aquellos.  Lo  mismo  sucederá  si  fuere 
un  cambio  entre  unos  y  otros  milicia  nos  de  diferen- 
tes cuerpos  y  armas,  con  la  advertencia  de  que  h&n 
de  ser  de  un  mismo  cantón  ó  parroquia. 

Art.  178.  Para  el  desempeño  de  las  funciones 
que  en  este  reglamento  se  atribuyen  k  las  autorida- 
desjocales,  tendrá  cada  una  de  ellas- una  lista  no- 
minal de  los  individuos  que  componen  la  milicia 
nacional  de  su  distrito  y  otra  por  escuadras,  cuar- 
tas y  mitades  de  compañías  con  especificación  de 
los  cabos,  sargentos  jr  oficiales  que  les  pertenecen. 

§  19  La  primera  lista  se  remite  por  el  goberna- 
dor á  ía  primera  autoridad  del  cantón  luego  que 
eeorganicm  las  compañías:  la  segunda  la  forma 
cada  capitán  de  compariía  y  la  renueva  annaltnen- 
te  ei  10  de  Febrero,  dirigiéndola  á  la  autoridad 
cantonal  con  el  vtsio  bueno  del  segundo,  jefe  del 

cuerpo.  ,.  .  .  ^  . 

^  29  El  jefe  político  del  cantan  dirigirá  in- 
mediatamente á  las  autoridades  parroquiales  de 
su  distrito,  un  tanto  de  cada  lista  incluyendo  en 
cada  una  los  individuos  de  su  respectiva  parro- 
quia. 

Art  179.  Servirán  ademas  estas  listas  para  llevar 
conocimiento  exacto  de  los  que  se  den  de  alta  y 
baja  en  la  milicia  expresando  las  fechas  y  motivos 
de  una  y  otra.  La  éegunda  lista  les  servirá  para 
facilitarles  la  reunión  de  la  milicia  en  los  casos  en 
que  les  corresponda  hacerla  6  ayudarla. 

Art.  180.  Corresponde  á  las  primeras  autorida- 
des parroquiales  y  á  los  jefas  políticos  convocar 
el  dia  8  de  Piciembre  de  cada  año  por  diez  dias 
pjorogables  por  otros  diez  la  junta  de  alistamiento 
de  que  habla  el  título  1?  y  á  los  que  hubieren 
«umplido  diez  y  ocho  años,  lo  mismo  que  á  aquellos 
que,  pasando  de  dicha  edad^  dejaron  de  inscribirse 
oportunamente  por  causas  independientes  de  su 
voluntad,  para  que  sean  alistados  en  la  milicia 
nacional,  incorporándose  á  las  compañías  ó  medias 
compañías  de  sus  respectivas  parroquias  hasto  com- 
pletarlas, siempre  que  no  se  hallen  en  su  completa 
fuerza,  pues  si  lo  estuvieren,  se  incorporarán  al  de- 
pósito de  que  habla  el  artículo  59  de  este  reglamen- 
to para  que  ingresen  á  compañías  y  medias  com- 
paftfas  según  lo  que  en  el  mismo  artículo  se  pre- 
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viene.  En  el  caso  de  que,  comjdetadas  las  compa- 
ñías ó  medias  compañías,  quedaren  algunos  indivi- 
duos sobrantes,  se  incorporarán  asimismo  al  de- 
pósito. 

^  único.  En  el  caso  del  artículo  anterior,  las 
autoridades  que  hacen  la  convocatoria  participarán 
al  gobernador  los  individuos  que  se  alistaren  con 
expresión  del  cuerpo,  compañía  suelta  ó  media 
compañía  en  que  lo  han  hecho,  y  los  que  queda- 
ren en  depósito.  También  lo  avisarán  al  jefe  del 
cuerpo. 

Art.  181.  Para  que  en  los  cuerpos,  compañías 
sueltas  y  medias  compañías  pueda  llevarse  la  alta 
y  baja  con  regularidad,  cuando  no  están  reunidas, 
es  obligación  de  las  autoridades  locales  pasar  men- 
sualmente  á  los  respectivos  comandantes  de  com- 
pañías y  medias  compañías  una  relación  de  los 
milicianos  .que  fallecieren  dentro  del  territorio  de 
su  jurisdicción  exigiendo  la  relación  de  los  muer- 
tos de  los  respectivos  párrocos, 

§  19  Ix)s  comandantes  de  compañías  y  medias 
compañías  lo  participarán  al  segundo  jefe  del 
cuerpo,  quien  mandará  dar  la  baja,  con  el  con- 
sentimiento del  primer  jefe,  dando  cuenta  al  go- 
bernador. 

^  29  Las  autoridades  locales  al  acto  de  pasar 
la  relación  de  que  se  habla  en  este  artículo  á  los  em- 
pleados de  la  milicia,  remitirán  un  tanto  al  goberna- 
dor, quien  con  vista  de  este  documento  y  de  lospar- 
tesque  riciba  de  los  jefes  y  oficiales,  examinarán 
si  se  ha  procedido  arregladamente  en  la   materia. 

Art  182.  Los  instrumentos  de  banda  déla  mi- 
licia los  proveerá  el  Poder  Ejecutivo  indistintamente 
en  vista  de  los  pedidos  que  se  hagan  por  conduc- 
to de  los  gobernadores. 

Art.  183.  El  jefe  ú  oficial  que  tenga  fundados 
motivos  para  no  continuar  sirviendo  en  la  milicia 
nacional,  d^be  solicitar  su  excepción  del  Poder 
Ejecutivo  con  los  documentos  necesarios  y  por  el 
conducto  del  gobernador  de  la  provincia,  quien 
emitirá  su  informe  al  dirigir  la  instancia,  haciendo 
al  mismo  tiempo  al  gobierno  indicación  para  llenar 
la  vacante,  si  ásu  juicio  hubiere  íundamento  para 
acordar  la  excepción. 

Art.  184.  Los  individuos  de  tropa  que  tengan 
también  fundados  motivos  para  ser  excluidos  del 
servicio  en  la  milicia,  están  en  el  caso  de  solicitar 
del  gobernador  de  la  provincia  su  excepción  tem- 
poral hasta  la  reunión  de  la  junta,  con  los  documen- 
tos necesarios,  y  por  conducto  del  jefe  respectivo, 
quien  informará  lo  conveniente  al  gobernador  al 
someter  á  su  consideración  la  instancia. 

^  único.  Si  algún  jefe  ü  oficial  pide  su  excep- 
ción por  enfermedad*  deber&  acompañar  la  papele- 
ta que  en  ta]  sentido  le  expidió  la  Junta  de  alis* 
tamieato,  pues  no  se  admitirá  certificación  de  roó- 
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dico  expedida  posteriormente  á  la  reanion  de  la 
junta,  á  menos  que  la  inutilidad  que  se  alega,  la 
haya  adquirido  después  de  disuefta  aquella.  Ad- 
mitida la  renuncia  á  un  jefe  ú  oficial,  dev«l?erá 
este  su  despacho  al  gobernador  quien  lo  remitirá 
al  Gobierno  para  ser  cancelado. 

Art.  185.  £1  médico  6  cirujano  á  quien  se  pro- 
bare que  ha  dado  certificación  falsa  en  virtud  de  la 
cual  haya  logrado  algún  individuo  exceptuarse  del 
servicio  y  sorteo  en  la  milicia  inmerecidamente, 
será  castigado  conforme  á  las  leyes  comunes  por 
delito  de  falsedad ;  y  el  que  se  hubiere  valido  de 
estos  documentos  falsos,  quedará  privado  de  la  gra- 
cia y  sufrirá  la  misma  pena. 

^  iónico.  Todo  ciudadano  tiene  el  derecho  de 
reclamar  en  el  caso  de  este  artículo,  constituyén- 
dose acusador  ó  meramente  denunciante,  para  que 
ae  sigan  los  trámites  iudiciales  y  se  aplique  la  pe- 
na al  que  resaltare  culpable. 

Art  186.  Los  individuos  de  la  milicia  nacional 
que  se  inutilicen  en  actos  del  servicio  público,  go- 
marán de  las  pensiones  que  seSala  la  ley  de  la 
materia,  y  comprobarán  su  inutilidad,  según  lo 
prevenido  en  las  disposiciones  reglamentarias  de 
dicha  ley. 

Art  187.  Las  viudas  é  hijos,  las  madres  y  en 
sus  casos  las  abuelas  6  hermanas  legítimas  de  los 
jefes  y  oficiales  de  la  milicia  nacional,  que  hayan 
muerto  ó  murieren  en  campana  ó  por  consecuen- 
cia de  heridas  recibidas  en  acción  de  guerra  ó  en 
actual  servicio,  gozarán  de  la  pensión  de  montepío 
militar  que  les  asigna  el  articulo  79  de  la  17  de 
Mayo  de  1852,  si  comprobaren  su  derecho  con- 
forme á  ella,  y  según  lo  previene  su  decreto  re- 
glamentario. 

Art.  188.  Los  gobernadons  en  las  revistas  de 
inspección  que  pasen,  harán  que  presten  el  ju- 
ramento aquellos  individuos  que  por  haber  cum- 
plido la  edad  6  por  cualquier  otro  motivo  se  hayan 
alistado  en  la  miiieia  de  la  provincia  después  de 
la  ülüma  inspección. 

Art  189.  Se  deroga  por  este  decreto  el  que  se 
expidió  el  19  de  Agosto  de  1836  reglamentario  de 
la  lev  de  14  de  Mayo  del  mismo  año  y  las  demás 
reSiilucíones  que  aclaraban,  ampliaban  ó  modifica- 
ban algunos  de  sus  artículos. 

Alt.  190.  £1  Secretario  de  E.  en  los  DD.  de 
Guerr^^  y  Marina  queda  encargado  de  la  ejecución 
de  este  decreto  y  de  dar  cuenta  de  él  y  de  su  re- 
sultado al  prdximo  Congreso,  anunciándole  los 
defectos  que  la  práctica  descubra  en  h  ley  que  él 
reglamenta. 

Dado :  firmado  de  mi  mano :  sellado  con  el  tollo 
del  Poder  Ejecutivo ;  y  refrendado  por  el  Secreta- 
rio de  fi$.tadQ  en  los  Despachos  de  Guerra   y  M^- 
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riña  en  Caracas,  á  16  de  Junio  de  1854,  aOo   25 
de  la  ley  y  44  de  la  independencia^ 

/•  6.  Monágas, 

Por  S.  E.— El  Secretario  de  Estado  ea  los  Des- 
pachos de  Guerra  y  Marina. 

Juan  Muñoz  Tébar, 
CUADRO  NUMERO  PRIMERO. 

DBFECTOÍS    PINICOS. 

Del  ojo* 

19  La  total  privación  de  la  vista,  ya  sea  in- 
dicada por  la  destrucción  de  los  ojos,  ya  exisu 
sin  esta,  y  en  consecuencia  de  la  gota  sereba. 
En  este  ultimo  caso  debe  la  ceguedad  ser  acre- 
ditada por  notoriedad. 

29  La  pérdida  ó  desorganización  risible  del 
ojo  derecho,' 

39  La  destrucción  de  los  párpados  que  im- 
pida sensiblemente  la  vista. 

De  la  nariz. 
49  La  pérdida  toul  de  la  nariz. 

Dt  la  boca. 

59  La  mudez  permanente  que  debe  ser  reri- 
ficada  por  notoriedad. 

69  La  pérdida  de  todos  los  dieotet  inciaifOB  y 
colmillos  de  la  quijada  superior  y  de  Im  inferior, 
6  la  de  todos  los  incisivos  y  colmillos  de  cual- 
quiera de  las  dos  quijadas. 

De  las  orfija9, 
79  La  sordera  completa. 

Del  cuello. 
89  Las  paperas  6  cotos  voluminosos  é  iaettr&- 
bles,  y  que  dificultan  habitualaente  la  respira- 
ción. ' 
99  Los  lamparones  6  escrófulas  ulceradas. 
Del  pecho. 

10.  La  tísfs  confirmada  ó  bien  declarada. 

11.  El  astma  ó  ahogo  habitual  de  prueba  no- 
toria. 

Del  tronco, 

12.  La  gibosidad,  ó  joroba  bien  sea  antorior  6 
posterior,  con  tal  que  dificulte  b  respiracioa  C 
impida  llevar  el  equipo  militar. 

13.  I^a  pérdida  de  los  órganos  sexuales* 

De  los-  niembros, 

14.  La  pérdida  de  un  brazo  6  de  ana  maaop. 
de  una  pierna  ó  de  un  pié  ;  6  la  pérdida  irremc» 
dhible  del  movimieato  de  algiinsíde  estas  paites. 

id.  La  pérdida  del  pulgar  6  d^)  índice  de  ka 
mano  derecha. 

16.  La  pérdida  de  dos  dedcs  de  oaa  mano  6 
de  un  pié* 
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17.  La  motOacton  de  las  ñltioMis  •rtieotaeio- 
SM  del  íadice  6  del  pulgar  de  U  mano^  6  de  dos 
ó  mM  dedoe  de  una  mano  6  de  en  pié. 

18.  La  pérdida  irremediable  del  moTimienlo 
de  estas  mismas  parles  eonlenidas  en  los  arUea- 
lea  19  7  1^  euando  proceda  de  eontraceioo  tie- 
sa, 6  de  exteasion  permanente. 

19.  La  encorbadvra  eonsidenble  de  los  hoe- 
sos  largos  de  los  braios  y  piernas» 

tt.  Li  parálisis  6  an  estado  de  relajación  cons- 
tantOi  qne  impida  el  libre  ejerctrio  6  movimien- 
to del  mnslo,  pierna  ó  pié,  6  del  hombro,  del 
brezo,  antebraio  6  mano,  cualquiera  de  estas 
partes  qne  sea  la  paralítica. 

21.  £1  aneurisma  declarado  y  conocido  por 
sefiales  evidentes  en  el  cuello,  lobaco,  brazo,  in- 
gle 6  corba. 

Defectos  inteleetuales, 

29l  La  locura  ó  demencia  notoria. 

CUADRO  NUMERO  SEGUNDO. 
Del  cráneo, 
1^  Los  dallos  del  cerebro  por  heridas  consi* 
derables  6  por  depresión  6  hundimiento  de  los 
huesos  del  cráneo,  ó  por  la  pérdida  de  una  par- 
te de  ellos.  Estas  causas  generalmente  produ- 
cen los  síntomas  siguientes :  algún  dafio  de  las 
facultades  intelectuales,  vértigos,  soflotencias. 
síntomas  nerviosos  6  espasmódicos,  frecuentes 
dolores  de  cabeza  d&c.  &c. 

De  los  ojos, 

29  La  fístula  lacrimal  (ya  abierta  al  exterior) 
Incurable,  cualquiera  que  haya  sido  su  origen. 
La  optalmía  (inflamación  del  ojo)  cr6nica  habi- 
tual qne  haya  resistido  por  mucho  tiempo  á  los 
tratamientos  médicos. 

3.^  La  corrosión  6  alguna  pérdida  de  Sustan- 
cia de  los  párpados,  6  de  las  ulceras  de  estos, 
con  tal  gue  sean  inveteradas  é  incurables,  é  im- 
jjidan  6  dafien  las  funciones  de  la  vista. 

49  Las  diferentes  formas  de  gota  serena  siem- 
pre que  esta  enfermedad  haya  llegado  á  un  gra- 
do considerable,  y  haya  durado  mucho  tiempo 
resistiendo  á  los  métodos  curativos.  Esta^  for- 
mas son,  la  falta  ó  escasez  de  vista  tanto  de  dia, 
como  de  noche,  la  falta  ó  escasez  de  vista  solo 
de  dia,  é  solo  de  noche ;  la  irregularidad  en  la 
vista,  como  la  que  hace  ver  los  objetos  dobles  ó 
partidos.  La  averiguación  de  estos  defectos  ne- 
cesita de  mucha  sagacidad.  El  médico  para  ve- 
rificarlo se  arreglaró  por  el  testimonio  de  seis  6 
mas  individuos  imparciales  que  depongan  acerca 
de  la  ceguedad.  Algunas  veces  bastan  para  la 
averiguación  ciertos  síntomas  que  marcan  estas 
lesiones,  tales  son,  un  cierto  grado  de  estrabis- 
mo  6  estado  vizco^  la  irregularidad  del  círculo 
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de  la  pupila^  d  la  fiílta  de  movimiento  en  sus 
contracciones  por  la  luz,  y  en  sus  dilataciones 
por  la  ausencia  ó  disminución  de  esta. 

De  la  nariz, 

59  La  deformidad  de  la  nariz  capan  de  impe- 
dir considerablemente  la  respiración. 

6.*  Cl  flujo  habitual  de  la  nariz,  y  toda  úlcera 
de  este  órgano  ó  de  la  bóveda  del  paladar  que 
se  haya  manifestado  rebelde  á  los  tratamientos 
médicos ;  la  perforación  considerable  del  pala- 
dar. 

7.^  El  pólipo  considerado  incurable. 

Dt  las  orejas, 
89  El  Ad^o  habitual  y  fétido  de  los  oídos  que 
se  haya  hecho  incurable. 

De  la  boca. 
99  Las  ítstulas  incurables  de  los  senos  maxi- 
lares, y  la  deformidad  incurable  de  cualquiera  de 
las  dos  mandíbulas,  cansada  por  la  pérdida  de 
sustancia  ú  otro  acc¡<iente,  con  tal  que  impida 
morder  el  cartucho  y  las  masticación,  y  dificulte 
el  Ubre  uso  de  la  palabra. 

10.  Las  fístulas  salivares  en  la  cara,  6  el  flu- 
jo involuntario  de  saliva  que  sea  incurable. 

1 1.  La  dificultad  de  la  deglución  provenida  de 
la  parálbis,  6  de  algún  otro  vicio  constante,  ó  la 
lesión  incurable  de  los  órganos  empleados  en 
esta  función. 

12.  Otros  defectos  de  los  órganos  del  oido,  de 
la  voz  ó  de  la  palabra,  permanentes  y  que  dis- 
minuyen cualquiera  de  estas  funciones  en  nn 
grado  considerable,  aunqne  no  se  noten  defec- 
tos sensibles  de  los  órganos.  Para  esta  averí- 
goacion  debe  precederse  con  mucho  cuidado,  y 
valiéndose  de  nna  prueba  notoria  ;  y  á  iálta  de 
esta,  valdrá  el  testimonio  de  seis  ó  mas  testi- 
gos de  probidad  del  mismo  domicilio  del  enfer- 
mo y  que  no  seftn  sus  parientes. 

13.  Las  úlceras  ó  tumores  de  un  carácter  es- 
crofuloso, de  una  duración  habitual  y  que  ha- 
yan lesistido  á  los  tratamientos  médicos. 

14.  Las  hernias  ó  quebradoras  irreducibles,  y 
aun  las  reducibles  con  tal  que  sean  de  algún 
tiempo. 

Males  de  los  árganos  urinarios, 

15.  La  piedra  óc&lcuI5;  la  retención  de  la 
orina  periódica  6  habitual,  causada  por  estre- 
chez ü  otro  daño  de  la  uretra,  siempre  que  se 
hayan  resistido  á  los  tratamientos  qnirürgicos 
propios,  ó  que  hayan  repetido  y  requieran  fre- 
cuentemente asistencia  médica :  las  fístulas  uri- 
narias de  difícil  curación ;  la  Incontinencia  de 
orina,  bien  proceda  de  los  males  dichos,  ó  bien 
de  una  parálisis  de  la  vejiga  ó  de  su  cuello ;  con 
tal  que  tenga  un  carácter  constante  y  haya  du- 
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rado  alguD  tiempo.  Estas  enfermedades  suelen 
ser  simuladas  ;  y  por  tanto  exigen  cuidado  de 
parte  del  médico  que  haga  el  reconocimiento. 

16.  Las  enfermedades  rebeldes  de  uno  6  de 
loe  dos  testes :  como  la  hirichazon  escirrosa  ó 
sarcocele  :  su  hinchazón  varicosa  ó  varicocele  : 
el  cáncer  del  teste  ó  del  cordón  espermático  ;.  el 
hidrocele  en  aquellos  casos  en  que  no  pueda  ser 
operado  en  los  hospitales. 

17  £1  cáncer  de  los  órganos  sexuales. 

Del  ano. 

18  Las  almorranas  ulceradas  :  las  fístulas  del 
ano  reputadas  incurables ;  el  flujo  hemorroidal 
periódico  y  muy  abundante  ;  la  estrechez  del 
recto  reputada  por  incurable  ;  la  procedencia  6 
caida  habitual  del  ano. 

Del  tronco. 

19  El  aneurisma,  ú  otras  lesiones  orgánicas 
del  corazón,  y  el  aneurisma  tle  los  grandes  va- 
sos, cualquiera  que  sea  la  parte  en  que  exista. 

20  El  incremento  endurecido  vulgarmente 
llamado  obstrucción  de  las  entrañas  del  vientre, 
V.  g.  el  hígado,  el  bazo,  las  glándulas  del  mesen- 
terio  &,c.,  siempre  que  sean  de  mucha  duración, 
y  hayan  resistido  á  los  métodos  curativos. 

21  La  hidropesía  habitual  ó  crónica  y  rebel- 
de. 

22  Los  dolores  reumáticos  inveterados,  y  re- 
putados incurables. 

De  los  miembros» 
S3  Las  siguientes  enfermedades  de  los  hue- 
sos O  de  las  articulaciones :  la  úlcera  ó  carie  del 
hueso  causada  por  vicio  venéreo,  escorbútico, 
herpético  ú  otro,  siempre  que  se  haya  resistido  & 
los  métodos  curativos ;  el  abceso  en  el  canal  del 
hueso,  los  tumores  de  estos  6  de  su  periostio, 
cuando  son  considerables,  dolorosos  é  impiden 
el  movimiento,  y  son  rebeldes  á  todo  tratamien- 
to; la  hinchazón  crónica  y  tenaz  de  las  articu- 
laciones del  muslo,  de  la  rodilla  ó  del  tobillo,  del 
hombro^  del  codo  y  de  las  muüecas  ;  la  rigidez 
incurable  que  impide  el  movimiento  de  cual- 
quiera de  estas  articulaciones ;  la  disolución  ir- 
reducible de  alguna  de  ellas,  ó  la  reducible  ;  pe- 
ro que  e¿tá  expuesta  á  la  repetición  como  la  del 
hombro. 

24  La  deformidad  incurable  de  un  pié,  de 
una  mano  ó  de  todo  un  miembro,  con  tal  que 
impida  hi  marcha  ó  el  manejo  de  las  armas,  ó  lle- 
var el  equipo  militar,  6  bien  el  libre  ejercicio  de 
los  movimientos. 

25  Las  várices  voluminosas  é  incurables  de 
las  piernas. 

26  Las  cicatrices  grandes  é  inveteradas,  cau- 
sadas  por  quemaduras  6  de   otro  modo  ;  y  que 
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impidan  el  libre  uso  de  cualquiera  parte  de  loa 
miembro^;  6  las  acompañadas  de  pérdida  de 
suftancia  que  debilita  la  acción  de  los  músculos. 

Enfermedades  generales. 

27  El  cáncer  confirmado  en  donde  quiera 
que  exista. 

28  Las  úlceras  inveteradas  y  rebeldes,  á  to- 
do tratamiento. 

29  £1  mal  venéreo  constitucional,  ó  .el  pro- 
ducido por  los  tratamientos  mercuriales,  cuaod» 
se  ha  hecho  rebelde  resistiendo  todo  método,  6 
sujeta  al  que  lo  padece  á  frecuentes  recaídas  de 
dolores  y  tumores  de  huesos,. de  enflaquecimien-. 
to  á  veces  con  fiebre. 

30  La  elefancía  6  mal  de  San  Lázaro  ea 
cualquier  graJo. 

31  La  tina,  el  herpes  agudo  y  extenso,  y 
otras  enfermedades  de  la  piel  acompafkidat  de 
úlceras  constantes  ó  periódicas,  y  que  han  resis- 
tido á  los  tratamientos  curativos. 

Enfermedades  nerviosas. 

32  La  epilepsia  ó  convulsión  conocida  vs^l- 
garmente  con  el  nombre  de  mal  de  corazón,  6 
gota-coral.  Para  averiguar  este  mal,  son  necesa- 
rias de  parte  del  facultativo  mucha  sagacidad  y 
cuidadosa  observación  con  suficiente  testimonio 
de  testigos  verídicos  é  imparciales. 

33  La  rigidez  ó  tesura  del  cuello,  ó  su  dia- 
torcion  constante  á  un  lado. 

34  El  temblor  considerable  y  habitual  de  la 
cabeza  ó  de  los  miembros,  con  tal  que  hará  du- 
rado mucho  tiempo  y  se  conSdero  incurable. 

NUMERO  SEGUNDO. 

FORMULARIOS. 

República  de  Venezuela. 
FULANO  DE  TAL,  Capitán  de  tal  compa- 
ñía, de  tal  batallón,   medio  batallón^  briga- 
da o  escuadrón. 

Hallándose  vacante  el  empleo  de  sargento  de 
primera  ó  de  segunda  clase  de  mi  compañía,  por 
ser  de  nueva  creación,  (ó  por  ascenso,  muerte» 
destitución. ó  cambio  de  domicilio  del  que  lo  de- 
scmpefiaba)  y  conviniendo  proveerle  en  perso- 
na de  buena  conducta  y  honrado  proceder, 
nombro  para  que  lo  ejerza  á  Fulano  de  Tal,  en 
atención  á  que  tiene  las  circunstancias  requerid 
das  y  promete  su  buen  desempeño. 
La  fecha» 

Aqui  la  firma  del  Capitán,    # 
Cónstame  que  es  apto. 
Aquí  la  firma  del  Segundo  Comandante, 

Considero  digno  al  nombrado. 
Aquí  la  firma,  del  primer  Comandanifi^. 
La  fecha.  m 
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Apruebo  este  nombramiento. 

Águila  firma  dei  Gobernador. 
REPUfiUCA  DE  VENEZUELA. 
FULANO  DE  TAL,  Capitán  de  tal  compañía^ 
de  tal  cverpom 
HaUándoae  vacante  una  primera  6  segunda  es* 
cuadra  de  mi  compafifa.  por  ser  de  nuera  crea- 
ción, (ó  |X)r  ascenso,  destitacfon,  muerte  6  cambio 
de  domicilio  del  que  la  desempeñaba),  nombro 
para  que  la  sirva  á  Fulano  de  Tal,  en  atención  á 
sus  buenas  eircustandas. 
La  fecha. 

Aqui  la  firma  del  Capitán. 
Cónstame  que  es  apto. 

Águila  firma  del  segundo  Jefe. 
La  fecha. 

Apruebo  este  nombramiento. 

Aquí  la  firma  del  primer  Jefe.  {*) 

MILICIA  NACIONAL.  Yestaano  de  ella.  Véa- 
se.  Fiuerza    armada  ó  permanente,  D.    de 
20  de  Diciembre  de  1888. 

MILICIA  NACIONAL.  Crímenes,  por  que  son 
juzgados  loe  individuos  de  ella,  y  penas  que  á 
ellos  corresponden.  Véase*  Fuerza  armada  6 
permanente.  Título  X  de  las  ordenanzas  ge- 
nerales del  ejército. 

MIUCIA  NACIONAL,  rbsolucion  kjecutiva 
DE  12  DE  aiATo  DE  1852  recomendando  á  los 
Gobernadores  que  al  indicar  al  Poder  Ejecuti- 
vo individuos  para  loa  destin  os  de  jefes  y  ofi- 
ciales, cuiden  de  informarse  esmeradamente  de 
€U  buen  comportamiento  político, 

SecretarÍA  de  Qaerra.— Sección  segunda. 
Circular, 

Car&caSi  Mayo  12  de  1852. 

Señor  Gobernador  de  la  provincia  de . 

Habiendo  llegado  á  noticia  del  Poder  Ejecuti- 
vo que  algunos  de  ios  Sres.  Jefes  y  oñciales  de  la 
milicia  nacional,  que  prestaron  oportunos  servicios 
al  Gobierno  en  las  pasadas  campatSas  de  1848  y 
49,  se  quejan  de  haber  sido  injustamente  reem- 
plazados por  otros  individuos  indicados  ai  efecto 
por  varios  Sres,  Gobernadores  de  provincia,  y  con- 
siderando S.  £.  que  tal  proceder  no  solo  infíere  in- 
justicia á  los  reemplazados,  sino  que  acarreará 
malas  consecuencias  á  la  buena  organización  y 
servido  de  la  milicia,  ha  resuelto  recomendar  y 
recomienda  á  los  Sres  Gobernadores  de  provincia 
lque,al  indicar  al  Poder  Ejecutivo  personas  que  en 
su  concepto  merezcan  ser  nombradas  para  jefes  y 


(*)  Loa  números  8  P  y  4  P  referentes  á  Yestnarío  de 
]tk  tropa,  y  crímenes  militares  y  comunes  y  penas  apUca- 
bles  a  ellos,  se  encontraran  ya  inse¡rto8  en  Fuerza  armada 
6  permanento.  yéanse. 
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oficiales  de  la  milicia,  cuiden  ¿meitidamente  de 
informarse  de  su  buen  comportamiento  público,  sos- 
teniendo en  sus  puestos  á  los  que  no  se  han  hecho 
indignos  de  ocuparlos. 

Lo  que  comunico  6  US.  de  orden  S.  E.  para 
su  debida  observancia. — ^Soy  de  US.  atento  servi- 
dor.— Muñoz  Tébar. 

MILICIA  NACIQNAL  resolución   ejecuti- 
va deI3dehabzo  de   1855    sobre  su  or- 
ganización, 
^  Secretaría  de  Guerra.— Sección  segunda. 

Circular. 

Caracas,  Marzo  18  de  1856. 

Seffor  Gobernador  de  la  provincia  de 

Dispone  el  Poder  Ejecutivo  que  US.  proceda 
inmediatamente  á  ]a  organización  de  la  milicia  na- 
cional de  esa  provincia,  ciUéndose  estrictamente  á 
lo  que  por  el  uecreto  de  la  materia  se  dispone,  pues 
S.  E«  no  dar&  curso  á  las  propuestas  ^ue  no  ven- 
gan en  un  todo  ajustadas  á  aquel,  teniendo  US. 
cuidado  sin  embargo,  como  encargo  especial,  de 
ponerse  de  acuerdo  con  los  inspectores  y  subins- 
pectores en  las  indicaciones  que  estos  crean  con- 
veniente hacerle,  y  en  que  se  escojan  para  el  man- 
do de  los  cuerpos  y  para  capitanes  de  compafiías 
personas  de  conocida  aptitud  y  de  influencia  en 
sus  localidades,  debiendo  contmuar  en  sus  empleos 
los  que  reúnan  las  cualidades  que  dicta  el  reglamen- 
to y  las  anteriormente  mencionadas. 

Semanalmente,  si  fuere  posible,  remitirá  US.  á 
este  Ministerio  el  estado  de  dicha  organización,  en 
inteligencia  de  que  el  Poder  Ejecutivo  desea  que 
esta  se  lleve  &  cabo  en  el  menor  tiempo  posible, 
para  lo  cual  interesa  el  patriotismo  de  US,  y  el 
celo  y  actividad  de  los  inspectores  y  subinspecto- 
res. 

Soy  de  US.  &c.  J.  L.  Silva, 

MILICIA  NACIONAL,  resolución  bjecüti* 
VA  DE  7  DE  MAVo  DE  1855  explicatoria  de  la 
anterior. 

Secretaria  de  Guerra.— Sección  segunda. 
Circular. 

Caracas,  Mayo  7  do  1866. 

Sr.  Gobernador  de  la  provincia  de 

Al  disponer  el  Poder  Ejecutfvo  en  la  circular 
de  13  de  Marzo  último  que  para  la  pronta  y  fácil 
organización  de  la  milicia  nacional,  enviasen  los 
seflores  Gobernadoi;es  á  este  Despacho  las  pro- 
puestas para  Jefes  y  oficiales  en  mdividuos  que 
tuviesen  las  cualidades  que  exige  la  ley,  conser- 
vando siempre  en  los  cuadros  a  Jos  oficiales  con 
despachos  que  merecieran  la  confianza  del  6o* 
bierno,  no  fué  el  ánimo  de  S.  E  excluir  de  aquellos 
puestos  á  los  que  hablan  prestado  servicios  en  las 
últimas  campañas,  y  mucho  menos  destituir  á 
aquellos  para  reemplazarlos  con  los  que  habían 
hostilizado  á  la  Administración,  y  no  habian  dado 
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pruebas  de  estar  decididos  á  sostener  al  Gobierno. 
Por  tanto,  S.  É.  el  Presidente  me.  ha  encargado 
recomiende  á  US.  de  nuevo  el  mayor  cuidado  en 
las  propuestas  que,  para  jefes  y  oficiales  de  la 
milicia,  dirija  al  Poder  Ejecutivo,  á  fin; de  que  re- 
caigan de  preferencia  en  los  aue  en  todas-  ocasio- 
nes han  dado  pruebas  de  lealtad  y  expuesto  sus 
ridas  en  defensa  de  nuestras  instituciones,  sin  que 
esto  obsté  para  que  los  individuos  que  no  tengan 
las  cualidades  de  la  ley  y  reglamento,  no  sean  re- 
comendados aun  cuando  tengan  las  demás. 

Soy  de  US.  atento  servidor. — José  L.  Silvii. 
MILICIA  NACIONAL.  Resolución  Ejecuti- 
va  DE  25  D£  Mayo  de  1655  disponiendo  que 
se  exima^  en  lo  posible  y  del  servicio  á  los  cade' 
teros  de  la  Guaira. 

Secretaría  de  Hacienda. — Sección  segunda. 
Caracas,  Mayo  25  de  1855. 
Resuelto, — Dígase  al  señor  Gobernador  de  esta 
provinciat 

Se  ha  informado  á  este  Despacho  que  con 
motivo  de  haberse  llamado  al  servicio  una  parte 
de  la  milicia  de  la  Guaira  y  venido  á  esta  capi- 
tal, se  han  ocultado  muchos  individuos  de  la  Cale- 
ta de  aquel  puerto,  quedando  así  el  comercio  y  la 
misma  aduana  expuestos  k  los  entorpecimientos 
y  perjuicios  producidos  por  la  desorganización 
íle  aquel  gremio.  Enterado  S.  E.  el  Presidente 
de  esta  ocurrencia  y  deseoso  de  que  desaparez- 
ca el  mal,  me  ha  dado  orden  de  dirigirme  6  US. 
recomendándole  que  á  la  mayo!  brevedad  tome 
providencias  que  hagan  desaparecer  en  aquel 
puerto  el  temor  que  hayan  podido  ocasionar  las 
órdenes  sobre  llamamiento  de  milicianos,  y  que 
inspiren  á  los  caleteros  la  mas  completa  seguri- 
dad de  que  no  serán  separa'dos  de  sus  tareas  tan 
útiles  y  necesarias,  con  cuyo  fin  encargará  US. 
á  las  autoridades  de  allí  que  si  las  circunstan- 
cias no  lo  requieren  imperiosamente,  procuren 
exhonerar  k  dichos  individuos  del  servicio  de  las 
armas,  teniendo  en  consideración  la  naturaleza 
de  su  oficio,  en  el  cual  no  pueden  ser  fácilmente 
reemplazados,  • 
Soy  de  US.  atento  servidor,  Jacinto  Gutiérrez. 

MILICIA  NACIONAL.    RESOLUCIÓN  EJECUTIVA  C?C 

28  de  Julio  de  1855  haciendo  varias  excepcio- 
nes en  el  servicio  á  favor  de  los  jornaleros  con- 
tratados para  el  trabajo  en  las  haciendas  agrí- 
colas y  pecuarias. 

Secretaría  del  luterior.-— Sección  tercera. 
Caracas,  Julio  28  de  1855. 
Resuelto. — Deseando  el  Poder  Ejecutivo  fevo- 
reeer  el  trabajo  de  los  que  se  emplean  en  las  indus- 
trias agrícola  y  pecuaria,  con  todas  las  medidas 
que  tiendan  k  impedir  la  decadencia  de  los  diver- 
sos establecimientos  que  necesitan  J[>razo8  constan- 
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teménte  dedicados  á  su  desempeSó,  y  debiendo 
estimar  como  las  mas  adecuadas  aquellas  que  el 
conocioiienio  prái^tieo  é  inmediato  iikterea-  de  los 
dueftoS' y  directores  de  esos  estiibledni]^.Bl|os:pfc^ 
ponen  como  necesarias,,  siendo  4e  esta  clase  la  que 
solicitan,  en  9u  precedente  ei^posicien,  los  agríeul- 
tores  de  Rio-Chico,  qiie  también  apoya  ei  comer- 
cio de  aqyel  puerto,  cuyos  intereses  están  ligado^ 
á  los  de  aquella  industria,  para  Que  no  se  distrai- 
gan los  jornaleros  ocupados  en  fas  haciendas  con 
motivo  de  los  frecuentes  ejercicios  de  instrucción  y 
otras  atenciones  de  la  milicia  nacional  á  que  per- 
tenecen, 

Dispone : 

19  Que  los  jornaleros  que  a<:rediten  hallarse 
contratados  para  el  trabajo  de  las  haciendas  agrí- 
colas ó  de  ganado,  no  estén  obligados  k  concurrir 
á  los  ejercicios  doctrinales  de  la  milicia  sino  el  pri- 
mer domingo  de  cada  mes,  ni  se  les  exija  otra  cla- 
se de  servicio  en  tiempo  de  pa2,  k  móftos  que  sea 
absolutamente  indispensable,  por  no  haber  otros 
milicianos  que  lo  presten,  en  ctiyo  ca$o,  se  distri- 
buirá entre  todos  I03  establerimientos  de  agricul- 
tura ó  cria,  en  proporción  de  los  jornaleros  que 
tengan  de  esta  clase,  el  nu/nero  quese  necesite. 

29  Siempre  que  una  necesidad  urgente  é  impre 
vista  obligue  á  llamar  al  servicio  de  la  milicia  to- 
dos ó  la  mayor  parte  de  lo¿  jornaleros  de  una  ha- 
cienda, se  cuidará  de  citar  en  el  acto  é^  los  que, 
según  lo  dispuesto  en  el'  artículo  anterior,  deban 
reemplazar  á  los  que  por  el  reparto  proporcional 
del  servicio,  no  debieron  separarse  del  estableci- 
miento donde. están  contratados,  los  cuales  se  reti- 
rarán inmediatamente  que  llegue  el  reemplazo. 

39  Los  dueños  de  los  establecimientos  expresa- 
dos de  agricultura  ó  cria,  participarán  al  Jefe  po- 
lítico, en  las  cabeceras  de  cantón,  y  á  los  jueces  de 
paz  en  las  parroquias,  los  contratos  que  hayan  ce- 
lebrado con  los  jornaleros,  y  los  que  celebraren  en 
lo  sucesivo  para  que  se  tome  razón  de  sus  nom- 
bres y  del  tiempo  del  compromiso.  También  in- 
formarán la  .terminación  ó  rescisión  de  los  contra- 
tos. En  ambos  casos,  el  respectivo  funcionario  de 
policía  trasmitirá  ios  mismos  informes  á  los  Co- 
mandantes de  los  cuerpos  k  que  pertenezcan  ios 
jornaleros  á  que  se  refieran. 

49  Los  reemplazos  para  la  fu erzdi  permanente  se 
tomarán  cgn  preferencia  de  los  milicianos  no  con- 
tratados. 

59  Los  dueSos  de  haciendas  ó  hatos  c^ue  abu- 
sen de  esta  disposición  suponiendo  contratos  que 
no  e^^ístan  6  demorando  el  avisó  de  haber  cesado 
los  existentes,  perderán  el  derecho  de  reelamar 
por  sus  jornaleros,  aunque  estén  cóntralados,  la 
gracia  de  que  trata  esta  resolución. 

69  Comuniqúese  |  la  Secretaría  de  Guerra  pa- 
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ra  sü  cumpUmiento  por  quienes  corresponctay  y  á 
los  Gobernadores  de  provincia  para  8u  ejecución  y 
publicación  en  todas  las  parroquias,  imprimiéndose 
también  en  la  Gaceta  de  Gobierno. 

Por  S.  E. — Aranda, 
MILICIA  NACIONAL.  Exención  de  todo  servicio  á 
favor  de  los  Inmigrados.  Véase  Inmigración^ 
art.  15. 
MILICIA  NACIONAL.  Pago  del  haber  de  los  cuer- 
pos que  hicieron  la  campaña  de  1853.  Véase 
Haberes  de  hs  cuerpos  de  milicia  en  la  cam- 
pana de  1853. 

MILICIA   HARINERA.     DecRETO  EjECUTIVO  DE 

16  DE  Junio  de  1854  designándola  y  regla- 
mentándola. 

JOSÉ  GREGORIO  MONÁGAS, 

Oeneral  «n  Jefe^  í^residente  de  la  Repúblióa 

4- 4- 4-. 

Autorizado  el  Poder  Ejecutivo  por  el  artículo 
82  de  la  ley  de  24  del  presente  para  designar  y 
reglamentar  la  parte  de  la  milicia  que  debe  des- 
tinarse al  servicio  de  la  marina  y  «ios  puntps  en 
que  ella  debe  organizarsoy 

DECRETO: 

TITULO     peí  MERO. 

De  ta  milieia  marinera. 

Art.  19  T(^dos  los  venezolanos  que  se  ejer* 
citaren  en  la  pezca  ó  en  ]a  navegación,  estén 
obligados  á  servir  en  la  milicia  marinera  desde 
4a  edad  de  diez  y  ocho  hasta  cincuenta  afios. 

Art  29  L&  milicia  marinera  se  formará  par 
parroquias  en  todos  los  puertos  habilitados  de 
la  fiepública. 

TITULO  SEGUNDO. 

Del  alistamiento  y  organizador^  de  la  milicia 
marinera, 

Art.  39  Quince  dias  después  de  la  publica- 
eion  de  este  decreto  en  los  puertos  que  se  ex- 
presan en  el  artículo  anterior,  se  abrir&n  regis- 
tros de  alistamientos  para  la  milicia  marinera  y 
estarán  abiertos  durante  treinta  dias. 

9  19  En  los  puertos  cabeceras  de  cantón  pre- 
sidirá 'este  alistamiento  el  jefe  político  aspciado 
^an  uno  de  los  miembros  del  concejo  municipal, 
que  designará  este  mismo  cuerpo,  el  procurador 
raanicipat  y  el  capitán  de  puerto ;  y  en  ios  que 
no  sean  cabeceras  de  cantón,  uno  de  los  jueces 
d^  paz  que  no  esté  ea  ejercicio,  asociado  con 
tres  vecinos  notables,  que  designará  /el  jefe  po» 
iítioo«  y  el  capitán  de  puerto. 

.  §  29  I«03  je^s  políticos  y  jueces  de  ^^,.  en 
sus  casos,  designarán  las  Jboras  y  el  lu¿ar  en  que 
debe  hacerse  el  alistamiento. 

Ari*  49  Los  Jueces  de  paz  en  las  parroquias 
j  los  jefps  políticos  en  Us  cab^jceras  de  cantón, 
formarán  una  lista  de  todos  los' individuos  com- 
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prendidos  en  el  artículo  primero,  los  cuales  es- 
tán obligados  á  alistarse  en  la  milicia  marinera  y 
á  entrar  en  sorteo  en  los  casos  que  previene  es- 
te decreto.  ^ 

Art  59  Cada  marinero  miliciano  recibirá,  sin 
costo,  del  presidente  de  la  junta  de  alistamiento, 
una  boíeta  en  que  conste  hallarse  alistado. 

ArC  69  En  el  archivo  de  cada  parroquia  que- 
dará la  lista  original,  y  remitirán  los  jueces  de 
paz  copia  numerada  al  jefe  político,  quien  forma- 
rá una  de  todo  el  cantón,  expresando  las  parro- 
quias, y  la  remitirá  al  gobernador  respectivo  y  es- 
te hará  formar  la  de  todos  los  cantones,  y  pasará 
una  copia  al  Ministerio  de  Marina. 

Art.  79  Todo  marinero  extranjero  podrá  alis- 
tarse como  marinero  miliciano,  sujetándose  al 
servicio  de  marina  cuando  le  toque. 

TITULO  TE:<CI  RO. 

Obligaciones, 

Art  89  Todo  miliciano  de  la  milicia  de  ma- 
rina está  obligado  á  servir  en  la  escuadra  nacio*> 
nal,  en  los  casos  y  del  modo  que  disponéoste  de- 
creto. 

Art'  99  Así  mismo  están  en  el  deber  de  pa- 
sar revista  el  primer  domingo  de  cada  mes. 

Art  10.  Los  jueces  ^e  paz  en  las  parroquias  y^ 
los  jefes  políticos  en  las  cabeceras  de  canton,'pa-* 
sarán  esta  revista  como  jefes  inmediatos,  y  cada 
tres  meses  rectiñcarán  las  listas,  dando  noticia 
de  la  alta  y  baja  que  haya  ocurrido,  los  jueces  de 
paz  á  los  jefes  políticos,  estos  al  gobernador  de 
la  provincia  y  los  gobernadores  al  Ministerio  de 
Marina. 

TITULO    CUIRTO. 

Del  sorteo* 

Art.  11.  Decretada  anualmente  por  el  Con* 
greso  la  fuerza  marítima  de  la  Repüblica,  el  JMi- 
nisterio  de  Marina  designará  á  cada  provincia  el 
número  de  marineros  que  debe  dar,  y  el  goberna- 
dor hará  la  distribución  en  los  cantones  con  pre- 
sencia de  la  nómina  de  los  alistados  en  cada  uno, 
y  los  jefes  políticos  procederán  entonces  á  hacerla 
en  las  parroquias  observando  ei  mismo  orden. 

Art.  12.  Para  el  sorteo.de  los  marineros  miH- 
cianos  y  las  excepciones,  se  observará  lo  preve- 
nido por  el  artículo  20  de  la  ley  orgánica  de  la 
milicia  nacional  y  las-  disposiciones  del  decreto 
ejecutivo  que  la  reglamenta. 

Art  13.  Desde  el  dia  en  gue  los  marineros  de 
milicia  partan  del  lugar  de  su  alistamiento  al  pa- 
raje donde  se  necesiten,  recibirán  del  tesoro  pú- 
blico sus  correspondientes  raciones,  y  desde  el  dia 
en  que  se  embarquen  el  prest  y  jas  raciones  de 
armada.' 

Art.  14.  El  individuo  de -esta  niiiicia  A  quien 
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locare  por  suerte  servir  en  la  escuadra,  puede  po- 
ner otro  en  su  lugar. 

Art.  15.  El  tiempo  que  se  designa  para  servir 
en  la  armada  es  de  seis  meses,  siendo  prorogable 
á  voluntad  de  los  marineros,  bien  les  haya  toca- 
do por  sorteo,  admisión  voluntaria  con  avance  ó 
sin  6l« 

Art.  16.  Se  excluye  de  la  regia  anterior  á  los 
que  hayan  sido  destinados  al  servicio  en  virtud  de 
sentencia  judicial,  en  cuyo  caso  se  estarA  á  los 
términos  de  la  condena. 

Art.  17.  Los  individuos  alistados  en  Ja  milicia 
de  marina  que  se  resistan  á  dar  cumplimiento  á 
cualquiera  de  las  disposiciones  de  este  decreto,  se 
destinarán  al  servicio  sin  sortear  por  el  término 
de  un  año-  « 

TITULO    QUINTO. 

Disposiciones  generales* 

Art.  18.  Los  gobernadores  son  jefes  superiores 
de  la  milicia  marinera  en  sus  respectivas  provin- 
cias, y  todos  los  años  pasar&n  revista  de  inspec- 
ción por  si  ó  por  medio  de  los  jefes  políticos,  re- 
mitiendo un  estado  al  Ministerio  de  Marina  con 
exj^resion  de  las  altas  y  bajas  que  hayan  ocurri- 
do en  el  año. 

Art.  19.  La  milicia  marinera  se  pondrá  sobre 
las  armas  en  el  caso  de  una  conmoción  interior  á 
mano  armada  que  amenace  la  seguridad  de  la 
Repüblica,  6  de  invasión  exterior  repentina. 

^  único.  Fuera  de  los  casotf  expresados  en  es- 
te artículo,  la  milicia  marinera  está  exenta  de  to- 
do servicio  en  el  ejército  perjnanente  y  en  la  mi- 
licia nacional. 

Art  20.  El  marinero  de  milicia  que  quiera  en- 
rolarse en  buque  mercante  nacional  debe  estar 
alistado  en  la  milicia  marinera  y  con  obligación 
de  presentarse  á  servir  á  la  Repüblica  en  t(^o  ca- 
so urgente,  bajo  las  penas  que  señalan  las  leyes. 

Art.  21.  Para  los  efectos  del  artículo  anterior, 
loa  capitanes  de  puerto  cuidarán  que  los  marine- 
ros que  navpguen  en  buaues  mercantes  naciona- 
les tengan  su  boleta  de  alistamiento. 

Art  ítSL  Cuandp  una  urgente  necesidad  de  ma- 
rineros para  una  campaña  marítima  en  que  se  in- 
terese el  bien  de  la  República,  obligue  á  llamar 
al  servicio  un  gran  número  de  marineros  de  va- 
riar provincias  sin  la  distribución  que  se  previe- 
ne en  el  artículo  11,  no  se  procederá  á  sacarlos 
por  la  snerte,  y  losgobeinadores  en  este  caso,  de- 
signarán el  numero  de  milicianos  de  marina  que 
deba  dar  cada  cantón  ó  parroquia. 

Art  23.  Concluida  la  campaña  de  i^uei  habla  el 
anterior  artículo,  los  milicianos  que  sirvieron  en 
ella  serán  licenciados  luego  que  regresen  á  sn  pro* 
rinda»  y  no  entrarán  en  sorteo  Imsta  que  hayan 
servido  todos  los  qoe  quedaron  en  su  vecindario. 
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Art  24.  Cuando  el  comandante  de  algún  bu- 
que de  guerra  necesitare  marineros  para  el  com» 
pleto  de  la  dotación  que  le  estuviere  señalada  á 
aquel,  6  para  reemplazar  los  cumplidos,  muertos 
6  inútiles,  los  solicitará  de  la  autoridad  competen* 
te  por  el  órgano  del  comandante  de  apostadero  ó 
capitán  de  puerto. 

Art.  25.  Los  jefes  políticos  6  juoces  de  paz» 
luego  que  reciban  el  pedido  dftl  número  de  mari- 
ñeros  que  se  necesiten  para  los  efectos  del  artículo 
precedente,  ordenarán  la  remisión  y  entrega  que 
se  les  exige,  bien  por  sorteo,  por  admisión  volun- 
taria  con  avance,  ó  sin  él,  siempre  que  no  falten 
ni  en  el  número  ni  en  la  clase  de  hombres  pedidot. 

Art.  26.  Luego  que  los  cmitanes  de  puerto  re* 
ciban  de  la  autoridad  civil  el  número  de  marine- 
ros pedidos,  procederán  á  tomar  á  cada  uno  so  fi- 
liación, en  la  cual  ha  de  expresarse  el  tiempo  qae 
debe  servir  y  el  juramento  de  ser  fiel  á  la  Re- 
pública. De  la  fíliaeioo,  que  ha  de  quedar  en  el 
archivo  de  la  capitanía,  se  pasará  una  copia  al 
capitán  riel  but^ue  á  que  se  destinen  los  marineros. 

Art  27.  Los  comandantes  de  los  boques  de 
guerra  ocurrirán  á  las  autoridades  competentes 
por  el  conducto  de  los  comandantes  de  apostadero 
ó  capitanes  de  puerta  para  la  aprehensión  de  loa 
marineros  desertores,  enviándoles  copia  de  las  fi- 
liaciones respectivas* 

Art.  28.  Desde  el  momento  que  loe  milicianos 
marineros  sean  destinados  al  servicio  de  la  mari- 
na quedan  sujetos  á  las  ordenanzas  generales  de  la 
armada. 

Art  29.  En  todos  los  casos  no  previstos  por 
este  decreto  se  observarán  les  disposiciones  con- 
tenidas en  el  que  reglamenta  la  ley  orgánica  de 
la  milicia  nacional  terrestre. 

Art  30.  £1  Secretario  de  Estado  en  los  Despa- 
chos de  Querrá  y  Marina  queda  encargado  de  la 
ejecución  de  este  decreto,  del  cual  se  dará  coenta 
á  la  próxima  legislatura  con  las  observaciones  que 
indique  la  experiencia. 

Dado:  firmado  de  mi  mano:  sellado  coa  el 
sello  del  Poder  Ejecutivo ;  y  refrendado  por  el 
Secretario  de  Estado  en  los  Despachos  de  Ónerfa 
y  Marina  en  Caracas,  á  16  de  Junio  de  1854. 
A!Ko  35  de  la  ley  y  44  de  la  independencia. 
José  O.  Monagos. 

Por  S.  E  — El  Secretario  de  Estado  en  IcA  Des- 
pachos de  Querrá  y  Marina. 

Jvan  Muñoz  Tébar, 

MILICIA  ICARIffERA.  RESOLUCIÓN  BJKOUTtVA  AS 

28  DB  MATO  DB  1855  declorando  que  iodos  los 
venezolanos  comprendidos  en  ll  articulo  I9  i^l 
decreto  de  la  materia^  son  marineros  en  cual- 
quier  punto  del  litoral  de  lá  ¡tepúbliea  donde 
se  encuentren. 
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Secretaría  de  Querrá  y  Marina. 

Caracas,  Mayo  28  de  1855,  26  y  45. 
Considerando  : 
Glue  el  artíoülo  19  del  decreto  de  16  de.  Junio 
del  año  próximo  pasado  que  reghtmenta  la  milicia 
marinera,  hace  miembros  de  ella  indistintamente 
i  todos  loe  venezolancB  de  18  á  50  anos  que  se 
ejerciten  en  la  pezca  6  en  la  navegación :  que  por 
el  artículo  29  del  citado  decreto,  la  referida  milicia 
solo  Se  formará  por  parroquias  en  los  puertos  ha- 
bilitadoe  de  la  República,  y  que  esto  presenta  los 
inconvenientes  de  que  ios  milicianos  do  marina  de- 
clarados tillas,  solo  vendrán  á  servir  en  los  indica- 
dos puertos  habilitados,  imponiéndoles  así  un  ser- 
vicio del  cual  se  liberta  á  ios  demás  pescadores  6 
navegantes,  que  también  son  marineros  por  la  ley, 
solo  porque  no  habitan  en  puertos  habilitados,  re- 
sultando en  esta  medida  la  falta  de  equidad  entre 
individuos  que  son  iguales  por  esa  ley  y  están  por 
consiguiente  sujetos  á  iguales  deberes ;  y  tinalmen- 
te  que  los  milicianos  de  marina  matriculados  6  ca- 
lificados, para  evadiese  del  servició  no  tendrían 
mas  que  pasar  á  cualquier  otro  punto  del  litoral  de 
la  República  donde  se  pudiese  hacer  la  califi- 
eacion. 

Resuelve : 

Todos  los  ^venezolanos  comprendidos  en  el  artí- 
culo 19  del  decreto  reglamentario  de  la  ley  de  mi- 
licia marinera  8on  marineros  en  cualquier  punto 
del  litoral  de  la  República  donde  se  encuentren,  y 
quedan  por  lo  mismo  en  la  obligación  de  prestar  el 
servicio  que  la  ley  les  seOala,  pudiendo  ser  citados 
por  la  autoridad  competente  donde  se  encuentren, 
sia  cfle  pueda  sertir  de  pretexto  en  manera  alguna 
ht  cbcunstancia  de  mandarse  formar  la  milicia  ma- 
Tioera  únicamente  en  los  puertos  habilitados. 

Por  S.  E.—José  L.  Silva. 
MILITARES.  Sellos  en  que  se  extenderán  sus 
títulos  ó  despachos.    Véase  Papel  sellado  art 
4á8. 
MILITARES.  Alojamiento  de  ellos  en  casas  par- 
ticulares. Véase  Dispogiciones  generales  eons* 
HtucuyMLleSt  art  216* 
,  MILITARES  Derecho  de  postliminio  de  que  go- 
zan. Véase  Postliminio. 
:  MILITARES.  Véase  Grados  militares, 
MILITÁRE&  Sus  sueldos.  Véase  Sueldos.  L.  de 
17  de  Mayo  de  1845,  y  R.  S.  de  20  de  los 
mismos. 
MILITARES.  Sueldo  que  lolo  gozan  cuando  sean 
eoeaosados.  Véase  Sueldos.  H.  £.  de  15  de  Mayo 
do  1836. 
MILITARES.   Bagaje  que  se  les  suministrará 
emando  sean  trasladados  de  un  l^ar  á  otro  para 
ser  juzgados^  Véale  Bagajes^  R.  E.  de  10  de 
Setiembre  de  184& 
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MILITARES.  RBsoLüctoü-  kjtkcvtiva  (sin  pi- 
cha) soln-e  los  oficiales  retirados  que  se  ejerci- 
tan en  alguna  industria^  (*) 
La  consulta  que  hace  á  la  Tesorería  general  el 
Administrador  de  aduana  de  Guayana,  y  US.  al 
Gobierno  en  su  nota  oficial  de  Marzo  13  número 
132,  sobre  si  *un  oficial  de  marina,  disfrutando  li- 
cencia indefinida,  deja  de  pemibir  la  tercera  parte 
de  sueldo  que  le  corresponda,  por  ser  capitán  de 
un  buque  extranjero,  ha  sido  presentada  al  despa- 
cho de  S.  £.  quien  ha  resuelto  lo  siguiente.  ^  Si 
el  oficial  de  que  se  trata,  ú  otro  cualquiera  en  su 
caso,  justifica  la  revista  en  los  términos  que  se  ha 
prevenido,  tiene  derecho  á  la  asignación,  porque 
no  ha^  ley  que  prohiba  á  los  oficiales  en  uso  de 
licencia  temporal  Indefinida,  dedicarse  á  industria 
alguna/  Lo  que  digo  á  US.  en  respuesta. 
Soy  de  US.  muy  obediente  servidor. 

Carlos  Soublette. 
Es  copia. — Soublette. 
MILITARES.  RESOLUCIÓN  ejbcotivX  db  24  db 
ABRIL  DE  1835,  disponiendo  qué  cuando  transid 
ten  por  la  capital  de  una  provincia  donde  se 
halle  el  Gobernador^  se  presenten  á  él. 
República  de  Venezuela. — Secretaría  de  Estado  en 
el  Despacho  del  Interior  y  Justicia.^-^Seccion  Mu- 
nicipal.—Caracas,  24  de  Abril  de  1835,  afio  6? 
de  la  leyy  25P  do  la  independencia.— Núm.  273* 
Al  señor  Gobernador  de  Guayana.  ' 

Presentada  al  Despacho  la  comunicación  de 
US.,  fecha  10  del  próximo  pasado,  número  19^ 
participando  que  no  se  presentan  al  Qobiemo  pro- 
vincial algunos  oficiales  en  servicio,  que  transitan 
por  esa  capital  con  permiso  de  sus  Jefes,  ha  resuel- 
to S.  E.  lo  siguiente : 

"Siendo  el  Gobernador  el  primer  Magistrado 
de  la  Provincia,  responsable  de  su  orden  y  segu- 
ridad interior,  y  al  cual  están  subordinados  por  la 
ley  todos  los  demás  empleados  civiles,  militares 
y  eclesiásticos,  sin  duda  le  están  subordinados  los 
demás  militares,  así  en  servicio,  cpmo  fuera  de  él» 
y  por  consiguiente,  deben  presentarse  al  Goberna- 
dor, cuando  lleguen  á  la  capital  de  la  provincia, 
6  pueblo  donde  el  esté." 

Lo  transcribo  á  US.  para  su  inteligencia,  y  en 
contestación  á  su  citada  nota* 
Soy  de  US.  atento  servidor. 

(Firmado.)  AnUnáo  L.  Chízman* 
Es  co^-^Gu%mmí, 
MILITARES.  Los  jefes  y  oficiales  so  poditfn  sar 
empleados  en  la  milicia  sino  en  su  grado  A  en 
otros  superiores.  Véase  Milicia  naeionalj  art.  5 
de  la  L.  y  11  del  D.  E.  R 

(M  Esta  resolacion  no  tiene  fecha  ni  dirección,  eoQko  SI 
I  vé.  Be  halla  en  la  Gaceta  núm.  <)a. 


428 


TEATBO  DE  LA  UmSLÁimS 


■«i 


MIL 


MILITARE9.  Dflseaento  á  los  soldados  para  ves* 
tuario.  Véase  Fuerza  armada  6  permanente, 
D.  £.  de  20  de  Diciembre  de  1888,  art.  3  y  4. 

MILITARES.  Descuento  por  razón  de  hospitali- 
dades. Véase  Descuento  á  los  militares  por  ra- 
zón de  hospitalidades,  R.  £.  de  31  do  Enero 
de  1829; 

MILITARES.  Deber  de  concarrir  cuando  están 
en  servicio,  y  con  qué  requisito,  ante  el  tribunal 
que  los  cite  para  rendir  una  declaración.  Véase 
Fuerza  armada  ó  permanente^  R.  E.  de  6  de 
Mayo  de  1840. 

MILITARES.  Los  enganchados,  al  cumplir  su 
período,  pueden  separarse,  á  menos  que  volun- 
tariamente quieran  continulir.  Véase  Fuerza 
armada  6  permanente,  R.  E.  do  25  de  Junio  de 
1840. 

MILITARES.  Su  uniforme  y  divisas.  Véase  Uni- 
forme é  insignias^  y  Divisas  militares, 

MILITARES.  Descuento  de  sus  sueldos,  y  demás 
con  qué  contribuirán  al  fondo  del  montepío  mi- 
litar. Véase  Montepío  militar,  núm.  2?,  3?  y 
40  del  art.  lO 

MILITARES."  Papel  que  pueden  usar  en  campa- 
lía  para  todos  sos  documentos.  Véase  Papel 
sellado,  art.  15. 

MILITA  R  ES.  Reglas  para  sus  matrimonios.  Véa- 
se Comandancias  de  armas,  R.  É.  de  1.»  de 
Junio  de  1840. 

MILITARES.  Por  quién  serán  enterrados  estan- 
do en  actual  servicio.  Véase  Sepulturas  de  los 
militares, 

MILITAREIS.    RESOLUCIÓN  EJECUTIVA    DE   19»DE 

AGOSTO  DE  1836  declarando  que  los  ayudamtes 
de  plaza  no  tienen  sobresueldo. 

República  de  Venezuela. — Secretaría  de  Estado  en 

los  Despachos  de  Guerra  y  Marina. — Ramo  de 

Guerra. — Sección  tercera. 

Caracas,  19  de  Agosto  de  1836,  7?  de 
la  ley  y  26  de  la  independencia. 
Seflor  Comandante  de  armas  de  esta  provincia. 

A  virtud  de  una  consulta  dirigida  por  la  tesore- 
ría general  con  fecha  2  de  Julio  ultimo,  se  le  dijo 
por  este  despacho  lo  que  sigue. 

^  El  Sobresueldo  señalado "  á  los  oficiales  del 
ejército  en  el  artículo  14  del  decreto  d^el  Congreso 
de  14  de  Mayo  último,  comprende  solamente  fi  loa 
capeañe?,*  tdftienteá'y^subtbnientas  que  sirven  en 
la  fuerza  permanente  de  M^R^í^ública^  como  se  de-- 
i^^fi-M^^  fí,r/vcaJo  15  del  mismo  i\^^\o^]  y  como 
•4of|  (ayudantes  de  plaza  no  pertepecen  á  la  jTuerza 
permanente  creada  por  el  decreto  del  Congreso  de 
19  de  Mayo  pasado,  so  deflara  .que  djcEos  ¡ayu- 
dantes no  tienen  dereclib  al  sobresueldo  señalado 
,  en  Fa  citada  Jey," 

£1  Gobierno  ha  vuel^  á  examina;:  jesta  cuestión, 
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á  consecuencia  de  la  solicitud  del  primer  ayudante 
de  plaza,  Miguel  Arias,  que  U&  me  remitió  con  sa 
oficio  de  10  del.actual ;  y  no  encuentra  razón  alga* 
na  para  alterar  su  disposición.  Dos  decretos  recien** 
tes  del  Congreso  existen  sobre  organización  de  la 
parte  militar :  el  de  I9  y  el  de  14  de  Mayo  último : 
en  el  primero,  que  establece  la  fuerza  permanente* 
no  se  hallan  los  ayudantes  de  plaza  comprendidos 
en. ella ;  y  en  el  segundo,  quekabla  del  enganche  y 
sobresueldo,  se  ve  en  sus  artículos  14  y  15  que  estos 
solo  se  conceden  á  los  individuos  de  la  fuerza  per* 
manante.  Ademas  de  esta  razón  legal  que  se  de* 
duce  del  tenor  del  decreto  del  Congreso,  encuentra 
el  Gobierno  una  razop  de  justicia  y  equidad  que 
ciertamente  obró  en  el  ánimo  de  los  legisladores* 
para  acordar  el  sobresueldo  solo  á  los  individuos 
de  la  fuerza  permanente,  y  es  la  de  que  los  aya* 
dantes  de  plaza  desempeñan  funciones  cuyo  ejer- 
cicio no  está  sujeto  á  los  sinsabores  y  fatigas  que 
son  inherentes  á  las  operaciones  de  la  fuerza  per- 
manente, y  era  muy  natural  conceder,  á  esta  cierta 
especie  de  compensación  ppr  Ib  penoso  de  su  tra* 
bajo.  Tan  tuvo  esto  presente  el  Legislador,  que 
para  que  los  individuos  de  la  milicia  disfruten  del 
sobresueldo  concedido  á  la  fuerza  permanente,  es 
necesario  según  el-  artículo  15  del  decreto  citado 
de  14  de  Mayo,  que  se  hallen  en  actual  servicio, 
sin  duda  porque  es  entonces  que  se  equiparan  á 
los  de  la  Tuerza  permanente,  por  ejercer  sus  mis- 
mas funciones,  'fl'od'o,  lo  que  digo  á  US.  de  orden 
del  Gobierno,  en  sutlsVaccion  á  su  citado  oficio  de 
10  del  actual. 
Dios  guarde  á  US. 

El  secretario  interino,  Francisco  Hernaiz» 
.MILITARES.  RESOLUCIÓN  ejbcutiva  de  Co- 
lombia de  16  de  enero  DE  1826  declarando 
que  no  están  sujetos  á  las  leyes  militares  aque* 
líos  que  en  uso  de  licencias  indeterminadas, 
residan  en  sus  casas  sin  ninguna  intervención 
en  el  servicio,  y  contraidos  exclusivamente  á 
sus  intereses ;  pero  sí  los  déifías  que  expresa. 

Bogotá,  Enero  16  de  1826.— Í6 
La  Constitución  de  la  República  en  el  artículo 
174  dispone  que  ningún  colooibiai^o  .ex&eplo  los 
que  estuvieren  empleados  ea  la  jnaríd^  6  en  las 
milicias  que  sehallarffn  en  actual  &ervÍQÍif*,,dj^n 
sujetv^e.^  .jas  Jej^es.^UimreS:  ni^spifír  .¿ftd^ 
{péf»eniáos, en  rallas;  .y  Ja  J^y  4é^l  ^P  A^wJ  ha 
arreglado  los  iribúhales' militares  ;  considera/ pues, 
el  .Gob,iei:no.cQíppr^^fídi4f|S  e»  el;  ar^í^ví^'^ípáfí^^ 
q^^odi^l  ya  citado  &.  to^os  jos'  colooibianpd  Que 'for- 
man eléjército  en  actual  servició^  que  pdfenecea 
con  colocf^^ion  |&  cuerpos,  estados  mayores»  ó  ejer- 
cen iQandc^qe.a^m^s,  y  k  los  oue  sin  est^  ea 
pinguno  de  é¿it09  tres  caf  o^éso  hallan  afectos  á  es- 
tados mayores  6  cuerpos,  p^pñ  revista  y  depea- 
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den  abaolu lamente  de  un  jefe  milita t.  con  residen- 
cia en  cuartel  ó  en  punto  á  donde  existe  el  cuer- 
po 6  estado  mayor,  y  dispuestos  al  servicio  lo  mis-. 
roo  qne^los  que  son  efectivos;  y  así  mismo  consi- 
dera no  comprendidos  á  todos  los  militares  que  enr 
uso  de  licencias  «indeterminadas  (  porque  los  cuer- 
j>08  á  que  pertenecieron  fueron  también  licencia- 
dos) residan  en  sus  casas  en  el  seno  de  sus  fami- 
lias sin  ninguna  intervención  con  el  servicio  mili- 
tar, y  contraidos  única  y  exclusivamente  á  sus  in* 
tereses ;  pues  estos  en  el  concepto  del  Gobierno 
eBtán  como  todos  loí  demás  colombianos  en  el  ca- 
so de  no  poder  ser  juzgados  ni  castigados  confor* 
me  á  las  leyes  militares.  Ambas  consideraciones 
comprenden  á  la  marina  en  todos  sns  casos. 

Está  rubricado. — Souhleite. 
MILITARAS.  ciRcoLAR  del  libertador  de  25 
DE  OCTUBRE  DE  1828  previniendo  que  los  que 
padezcan  enfermedades  venéreas  por  mas  de 
seis  meses,  sean  despedidos  del  servicio. 

República  de  Colombia. — IVfinisterio  de  estado  en 
el  departamento  déla  Guerra. — Sección  prime- 
•  ra.— Bogotá  25  de  Octubre  de  1828. 
Al  señor  General  jefe  del  E.  M.  J. 

Habiendo  preéreíftado  al  gi)bierno  la  comunica- 
ción 4<^  US.  de  11  de  Xulia  último  en  qqe.mani- 
gesta,  que  en  el  hospital  de  Antioquia  se  baliaí  U0 
oficial  cargado  4© .  enfermedades  venéreas,  que  lo 
imposibilitan  marchaír  á  su  destino;  y  que  por 
otra  parte  serja  lastimosa  su  situación»  si  se  le  con- 
cediera licenpja  indefinida,  porque'con  la  asignación 
que  se  le  declarara  no  alcanzaría  á  pdgar  Ift  hospita- 
lidad mensual  ^uc.le  corresponde,  me  ha  nítitidado 
S.  E.  contestar  á  ÜS.  que  el  Estado  no  puede  rnan- 
tener  á  niugun  militar  ni'empieado  que,  por  enfer- 
medades venéreas  ú  otras  provenientes  de  vicios, 
hayan  pasado  á  Iqs  hospitales,  6  estén  de  baja  por 
roas  de  seis  meses;  que  pasadot^ste  término,  se  des- 
pedirán del  servicio  los  que  se  encuentren  en  se- 
mejantes casos,  y:  que  los  que  anteriormente  hayan 
contraído  méritos,  que  los  bagan  acreedores  á  ob- 
tener alguna  gracia,  lo  comprueben,  para  determi- 
nar lo  conveniente. 

Lo  que  digo  á  US.  para  que  circulándolo  -á  los 
departamentos,  tenga  su  puntual  cumplimiento  ^s- 
ta  disposicioii. 

Dios  guarde  á  US;  J.  M.  Cótdova, 

MII4ITARÉS.  Véase.  Tribunales  militares,  Al- 
ta y 'baja  do  jefes  y  oficiales  y  Licencias  tem- 
porales á  los  militares  en  servicioj  Sueldos^  R. 
£.  de  20  de  Setiembre  de  1636,  Sobresueldos. 
mOitares,  Inválidos,  R.  E.  de  910^  de  Seiiembre 
de  1886,  comunicada  en  R,  B.  de  3t  de  Octubre 
siguiente»  Asignaciones  de  los  militares  á 
dirdi  personas,    deicantables  de  'sus  sueldos. 
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Embargos,  R.  E.  de  24  de  Julio  de  1841.  y 
Antigüedad  milüar, 

MILITARES.  ^Én  actual  servicio  están  exentos 
del  subsidio  para  la  abolición  de  la!  esclavitod. 
Véase  Libertad  de  esclavos,  R.  E.  de  20  de  Ju- 
nio de  1854,  punto  39 

MINAS.  LETEJ  de  20  DE  MAYO  DE  1854  cstabU- 
ciendo  el  código  deellas^^deroga  todus  las  Í€- 
yes,  -decretos  u  ordenanzas  anteriores  sobre  ía 
materia 

El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de    la 

República  de  Venezuela,  reutiidos  en  Congreso, 

DECRETAN  : 

LEY  I 

De  la  propiedad  délas  minas, 

Art.  19  ^^8  minas  no  pueden  ser  beneficiadas 
sino  en  Virtud  de  un  acto  de  concesión  expedido 
por  el  Poder  Ejecutivo.  Se  exceptúan  de  toda  con- 
cesión los  terrenos  auríferos  de  la  provincia  de 
Guayana ;  pdro  podrán  eíqdotarse  con  autorización 
del  Poder  Ejecutivo,  según  el  reglamento  que  al 
efecto  dictare,  pagando  los  empresarios  al  Erario 
público  el  diez  por  ciento  del   producto  neto. 

Art.  29  El  Poder  Ejecutivo  da  la  propiedad 
perpetua  de  la  mina,  la  cual  es  desde  luego  tras- 
raisi|)lc  como  los  otros  bienes,  no'  pudiendo  ser 
expropiado  sino  según *lhs  formas  prescriptas  para 
las  otras  propiedades.  La  mina  podrá  ser  vendidíi 
ó' cedida  por  lotes,  sin  necesidad  de  autorización 
previa  del  Poder  Ejecutivo. 
.  Art.  39  Las  minas- son  inmuebles.  Lo  son  tam- 
bién los  cdilicioS;  márjuinas,  ^excavaciones,  y  otros 
trabajos  establecidos  de  una  manera^  perpetua..  Lo 
son  también  por  destino,  los  caballos  y  utensilios 
que  sirven  para  su  beneficio.  Sin  embargo,  las  ac- 
ciones ó  intereses  de  una  sociedad  ó  empresa  para 
eí  beneficio  de  las  minas,  serán  reputadas  muebles, 
así  como  también  lo  son  las  materias  extraídas, 
las  provisiones  y  otros  objetba  muebles. 

Ar.  49  Por  el  título  de  propiedad  de  cada  mina 
se  satisfarán  los  derechos  de  arancel,  y  ademas  se 
consignarán  previamente  en  la  respectiva  oficina 
de  Hacienda,  treinta  pesos  pOr  cada  pertentencia 
que  se  haya  concedido.  Estos  servirán  para*  for- 
mar un  fondo  con  que  pagar  el  establecimiento  de 
i  una  cátedra  de  minería  y  mecánica,  que  se  hará 
ex)  cada  provincia  minjera  en  que  sea  posible.  Nin- 
gún funcionario  público  podrá  dar  oCra  inversión 
á  este  fondo,  pena  de  reponerlo  á  su  costa. 

P.ada  en  Caracas  á  15  de  Mayo  de  1^54.  año 
25  de  la  ley  y  44  de  la  indepeudencia. — El  Pre- 
sidente del  Senado,  Pedro  Poríero.— El  Presiden- 
te de  la  Cámara  de  Representantes,  L,  Ruedas,'^ 
EJ  Secretairio  del  Sétiado,  X  A.  Pérejar.— El  Se- 
cretarlo de  la  Oámúth  de  Representantes,  J.  Pa- 
dtila. 
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Caracas,  20  de  Mayo  dd  1854^  alio  25  de  la  ley 
y  44  de  la  independencia. — Ejecútese.— J.  G,  Mo- 
MÓ^of.^Por  8.  £.el  Presidente  de  la  República. 
El  Secretario  de  Estado  en  los  Despachos  del  In- 
terior, Justicia  y  Relaciones  Exteriores,  Simón 
Planas. 

El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de   la 
República  de  Venezuela,  reunidos  en  Congreso, 

DXCRETAN*. 

LEY  II. 

De  los  actos  que  deben  preceder  á  la  solicitud  de 
concesión  de  una  mina, 

Art  19  Nadie  puede  introducir  sondas  ó  barre- 
nos en  \f¿  terreno  que  no  le  pertenezca,  sin  ^con- 
sentimiento expresodei  propietario  de  la  superficie, 
ó  con  la  del  Gobierno,  dada  después  de  Ifaoeroido 
á  dicho  pripÍ€tario,  á  fin  de  obtener  su  permiso  en 
virtud  de  un  previo  arreglo  que  se  haga  con  él. 
Si  el  terreno  fuere  baldío  no  se  necesitará  requisito 
alguno  para  hacer  en  él  cuantas  investigaciones  se 
crean  necesarias  para  el  descubrimiento  de  una 
mina. 

Art  29  Ningún  permiso  de  averiguación  ó  con- 
cesión de  minas  podrá  dar  el  derecho  de  tirar  son- 
das y  abrir  excavaciones  ó  galerías,  ni  de  esttble- 
oer  máquinas  6  almacenes  en  los  lugares  cerrados. 
ni  en  terrenos  contiguos  á  las  habitaciones,  sin  el 
consentimiento  formal  del  propietario  de  la  super- 
ficie.   . 

Art  39  Dicho  propietario  podrá  hacer  averi- 
guaciones sin  previa  formalidad  en  los  lugaces  re- 
servados por  el  precedente  artículo,  como  igual- 
mente en  las  demás  partes  de  su  propiedad :  pero 
estará  obligado  á  solicitar  una  concesión  del  Poder 
Ejecutivo  antes  de  establecer  en  ellos  el  laboreo  de 
las  minas.  En  ningún  caso  las  averiguaciones 
podrán  autorizarse  en  un  terreno  ya  concedido. 

Art.  49  Todo  venezolano  6  extranjero  naturali- 
zado tiene  derecho  á  solicitar  una  concesión  de 
minas  si  hubiere  lugar  á  ella. 

Att  59  Cuando  ios  trabajos  deban  hacerse  en 
casas  ó  lugares  de  habitación,  6  que  el  laboreo 
haya  de  verificarse  en  lugares  donde  se  estén 
haciendo  otras  explotaciones,  que  sean  vaginas,  el 
solicitante  debe  dar  fianza  de  pagar  cualquiera  in- 
demnización en  caso  de  accidente.  Llegado  este 
caso,  las  solicitudes  ú  oposiciones  de  los  interesados 
se  llevarán  á  Sos  tribunales  ordinarios. 

Art  69  El  i^oder  Ejecutivo  juzga  de  los  moti> 
vos  6  consideraciones  según  los  cuales  deba  darse 
la  preferencia  entre  diversos  solicitantes,  prefirien- 
do siempre  al  que  primero  haya  registrado  el  de- 
nuncio ó  acusación,  y  presentado  el  mineral  en* 
contrado  en  la  mina. 
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Art  79  Desde  el  momento  en  que  una  raina 
fuere  concedida,  aun  cuando  sea  al  propietario  de 
la  superficie,  dicha  propiedad  se  distinguirá  de  la 
de  la  superficie,  considerándose  como  una  nueva 
propiedad  sobre  la  cual  podrán  constituirse  nuevaa 
hipotecas,  sin  perjuicio  de  las  que  hayan  sido  ó 
fueren  constituidas  sobre  aquellas. 

Dada  en  Caracas,  á  15  de  Maro  de  1854,  alio 
25  de  la  ley  y  44  de  la  indepandencia. — El  Presf. 
dente  del  Senado,  Pedro  Portero. — Cl  Presidente 
de  la  Cámara  de  Representantes,  £.  Ruedas. — £1 
Secretario  del  Senado,  J.  ^.  Pérez. — £1  Secreta- 
rio de  la  Cámara  de  Representantes,  /.  Padilla, 

Caracas,  20  dé  Mayo  de  1854,  aflo  25  de  la 
ley  y  44  de  la  independencia. — Ejecútese.-^.  Gr. 
Monagos. — Por  S.  E.  el  Presidente  de  la  Re- 
pública.— El  Secretario  de  Estado  en  loe  Des- 
pachos del  Interior,  Justicia  y  Relaciones  Exterio- 
res, Siman  Planas. 

El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la 
República  de  Venezuela  reuitidos  en  Congreso. 

DECRETAN : 

LEY.  m. 

De  las  concesiones» 

Art.  10  La  solicitud  de  concesión  se  hará  al 
Gobernador  de  la  provincia,  quien  deberá  registrar- 
la en  la  misma  fecha,  y  ordenar  en  A  acto  que  se 
publique  por  carteles.  Se  acompafiará  necesaria- 
mente á  la  solicitud  un  documento  registrado,  en 
que  conste  que  el  solicitante  ae  ha  arreglado  de- 
finitivamente con  el  superfíciario,  á  menos  que  sea 
este  el  que  solicita  la  concesión,  6  que  sea  en  terre- 
nos baldíos.  * 

Art.  29  Dichos  carteles  ó  avisos  tendrán  lugar 
por  el  espacio  de  treinta  dias  en  la  capital  de  la 
provincia,  y  en  la  parroquia  donde  esté  situada  la 
mina.  También  se  insertarán  en  algún  periódico  ó 
diario,  si  lo  hubiere  en  la  provincia. 
'  Art.  39  El  Secretario  de  la  Gobernación  en- 
tregará al  requirente  un  extracto  certificado  del  re* 
gistro  de  su  solicitud. 

Art.  49  Las  solicitudes  en  concurrencia  y  las 
oposicion'es  que  se  hubieren  formado,  se  admitirán 
por  el  mismo  Gobernador,  hasta  el  último  dia  de 
los  treinta  fijados,  á  conUir  desde  la  fecha  de  los 
avisos,  y  serán  también  registradas  como  la  solicitad 
principal.  Las  oposiciones  serán  notificadas  álos 
interesados,  y  el*  registro  se  manifestará  á  todos 
aquellos  que  quieran  instruirse. 

Art.  59  Al  expirar  los  treinta  dias  y  Denadas  las 
formalidades  prescriptas  en  lo^  artículos  preceden- 
tes, el  Gobernador  de  ia  provincia  trasmitirá  todo 
á  la  Secretaría  del  Interior. 

Art  69.  El  Poder  Ejecutivo  decidirá  definitira- 
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n^énto  sobré  1m  «oR^déB  de  eoneeslon,  y  no  se 
admitirá  ningtiiiá  oposidon  ante  la  Secretaría  del 
If)4eríor,  á  1^  ser  aue  dicha  opoefeion  rersare  so- 
lare la  propiedad  de  k  miiia  adquirida  por  conce* 
8Íon  6  de  otra  inafiesa,en^cayo  fínico  caso  se  or^ 
dcnará  que  las  partes  ocurran  á  los  tribunales  or* 
diñarlos  &  ventilar  sus  derechos* 

Art.  79  La  extensión  de  la  concesión  se  doter- 
tnhfiará  en  el  acta  d^concesicNi :  será  limitada  por 
puntos  f¡jos  tomados  en  la  superficie  del  suelo  y 
figurando  planos  vertidMes,  tirados  desde  la  super- 
ficie hacia  ei  interior  de  la  tierra  á  una  profundi- 
dad kidefínída,  &  minos  que  las*  circunstancias  y 
las'  localidades  eirijan  otro  modo  de  limitación. 

^  único.  La  extensión  de  cada  concesión  será 
de  L200  varas  si  la  veta  es  vertical,  y  de  í  400  si 
fuere  horizontal. 

Art.  89  Muchas  concesiones  podrán  es'tar  retiñi- 
das en  una  misma  persona  sea  como  individuo, 
sea  como  representante  de  una  compañía ;  pero 
siempre'con  la  carga  de  tener  en  actividad  ei  be- 
neficio 6  laboreo  de  cada  concesión» 

Art.  99  Los  productos  de  las  minas  que  se  ex- 
ploten en'Venezuela,  quedan  exentos  de.todo  dere^ 
cho  nacional  y  municipal,  incluso  el  de  jj)eaje,  por 
veinte  atios  á  contar  desde  la  publicación  de  la 
presente  ley. 

Art  1 0.  Ctuedan  jgualmente  exentos  de  derechos 
de  importación  por  el  mismo  tiempo  de  veinte 
años,  las  máquinas,  herramientas,  aparejos  y  de- 
mas  utensilios  que  sé  importen  para  el  laboreo  6 
explotación  de  dichas  minas. 

^  ünico.  La  exención  que  se  concede  por  esté 
articulo  no  se  amplia  á  los  derechos  de  puertos 

3ue  deben  pagar  ros  boques  que  exploten  los'  pro- 
(ictos  mineros,~ni  los  que  importen  las  m&()t]inas, 
herramientas  y  demás  utensilios  para  su.  explota- 
ción y  laboreo. 

Art.  11.  Se  concede  una  prima  á  la  explotación 
del  carbón  de  piedra,  azufre,  alumbre,  los  nitrales 
con  bases  de  soda  ó  de  potasa  y  los  sulfates  con 
bases  metáficas,  la  cual  rerá  de  seis  reales  por  la 
tonelada  del  primero  y  de  ocho  reales  por  los 
demás,  por  el  término  de  cinco  atlos,  y  cuyo  gasto 
se  sacará  del  ^00  por  cientt>  de  los  derechps  totales 
de  importación,  fijándose  en  el  presupuesto  de 
gastos  pfiblicoB  lo  que  sea  necesario  para  el  pri- 
mer alio. 

'Art.'  12.'  K'oro  y  la  plata  qtie  se  saque  de  los 
minas  queíise  exploten  en-  Venezuela,*  y  que  sé 
acusen  én el pal^,  solb  pagarán  por  derecho  .de 
acufíacionun  cinco  por ciehfd  él  primero,  y.  «rt 
dos  y  itiédio  "pof  ciento  la  segfünda',  sin  qile  ptíeda 
irtp6Birseléa'riín^urtt)trú  derecho.  •• 

Art  12.  Los  propietarios  Je  ipinas  que  !?fltablés5- 
caaeiv^el  pais  lasoneinas  de  fundición  y  separa- 
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donde  ihetalés,  obtendrán  )a  propiedad  que  lea 
dará  el  Poder  Ejecutivo,  de  2.000  varas  cuadra- 
das de  tierras  bftidfos  contiguas  á  las  minas,  si  las 
hubiere)  6  en  cualquiera  otro  lugar  inmediato  en 
que  las  pida,  para  q¡ae  puedan  establecer  en  ellas 
todas  las  oficinas  y  demás  labores  que  necesiten, . 

Art.  14.  Los  propietarios  de  minas  pueden 
tirar  y  abrir  caminos  por  los  lugares  que  les  con- 
vengan para  la  facilidad  de  sus  operaciones,  pa- 
gando ajuicio  de  peritos  las  daSos  que  causen  á 
cualquiera  otro  propietario  particular  por  cuyos 
terrenos  deba  pasar  el  camino. 

Art  15.  Cuando  por  efecto  del  vecindario  ópor 
otra  causa  cualquiera,  los  trabajos  de  explotación 
de  una  mina  ocasionen  daSos  á  la  de  otra,  en  rar 
zoo  de  laa  aguas  que  penetran  en  esta  última  en 
mayor  cantead,  ó  cus&do  psr  otea  parte  los  mis* 
mos  trabajos  produzcan  un  efecto  contrario  y  tien" 
dan  á  desalojar  el  todo  ó  parte  de  las  aguas  de  otra 
mina)  habrá  lugar  á  indemnización,  cuya  estima* 
cion  se  hará  por  expertos. 

Art.  16.  Cuando  muchas  minas  situadas  en  di- 
ferentes concesiones  fueren  atacadas  ó  amenaza» 
das  de  una  inundación  común,  queseai  de  natura- 
lesa  á  comprometer  su  existencia  6  la  seguridad 
publica,  el  Poder  Ejecutivo  podrá  obligar  á  los 
con^sionarios  de  dichas  minas  á  ejecutar  en 
común  y  á  sus  expeOsas,  los  trabajos  necesarios 
para  aecar  el  todo  6  parte  de  las  inundadas,  6 
para  detener  loa  progresos  de  la  inundación. 

Art.*  17.  La  aplicación  de  esta  medida  será 
precedida  de  una  justificación  administrativa,  á 
la  qu9  serán  llamados  todos  los  interesados,  y 
cuyas  formas  serán  delermiúadaa  por  un  reglamen- 
to ejecutivo 

Art  16  £1  Poder  Ejecutivo  decidirá,  según  el 
mérito  de  Ja  justificación,  cuáles  son  las  coooclsio' 
nea  inundadas  6  amenazadas  dé  inundación  qtie 
deben  hacert  &  expensas  comunes,  los  trahajos  de 
sequía*  Dicha  decisión  será  notificada  adminis^ 
trativBinente  á  k>iS  concesionarios  interesados.  * 

Art  19.  Todas  la»  cuesliones  de  indemúika* 
cion  que  deban  hacerse  per  los  jitfdpietarios  de 
minaa  en  rasen  de  averiguación  6  trabajos  an« 
teriores  al  acto  de  concesión,  se  decidirán  por  ua 
tribunal  de  ^rbitros  arbitradores  constituido  con* 
forme  á  la  ley. 

Dada  en  Caracas  á  15  de  Mayo  dé  18S4,  afib 
25  de  la  ley  y  44  de  la  independencia.— El  Pre- 
sidente del  Senado,  Pedra  Portero. — El  Presiden- 
te de  la  Cámara  de  Representan  tes»  L*  Ruedas. — 
El  Secretario  del  Senado,  Jl  A.  Pérez .r^El  Se- 
er otario  de  la  Cánuira  de  Representantes,  J. 
;  J^adiUa, 

I  Carápasi  20  de  M^yode  1S&4,  añojtóde  la  I 
i  y  44   oe  la    independencia.-^— Ejecútese. — J 
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Mofk^'ofi— Por  S..E.,  el  Presidepte  de  b,  Repú* 
Mica.— El  Secretario  de  E.  ea  los  DD.  d^I  In- 
terior, Justici,a  y  Relaciones  Es^teriore^  Simón 
Planas, 

El  Senado  y  Camarade  Representantes  de  la 
República  de  Venezuela^  reunidos  en  Congrio. 

DECRETAN  : 

LEY  IV. 

De  la  supervigilaticia  sobre  lus  minas, 

Ar.  19  El  Poder  Ejecutivo  nombrará  ingenie- 
ros de  minas  que  bajo  las  drdenes  del  Secretario' 
del  Interior  y  de  los  Gobernadores,  ejerzan  una 
supervigilancia  de  policía  para  la  conservación 
ét  los  edificios  y  de  la  seguridad  del  suelo.- 

Art.  29  Observarán  dichos  ingenieros  el  modo 
como  se  haga  la  explotación,  para  ilustrar  á  los 
propietarios  sobre  sus  inconvenientes  6  su  mejora, 
ó  para  advertir  al  Poder  Ejecutivo  y  Gobernador 
respectivo,  de  los  vicios,  abusos,  6  peligros  á 
que  está  expuesta. 

'  Art  39  Si  la  explotación  compromete  la  se- 
guridad pública,  la  conservación  de  ios  pozos,  la 
solidez  de  los  trabajos,  la  seguridad  de  ios  obre- 
ros, 6  las  habitaciones  de  la  superficie,  se  pro- 
Teerá  por  el  Gobernador  como  en  mateit^  de  po- 
Hcía.  • 

Art.  49  Al  nombrarse  un'ingeniero,  el*  Poder 
Ejecutivo  fijará  gn  el  oficio  de  non)bramiento  el 
sueldo  que  deba  gozar  y  las  minas  que  deberá 
visitar  ó  vigilar,  sin  perjuicio  de  que  por  separa- 
do le  comunique  las  instrucciones  que  juzgue 
convenientes* 

Dada  en  Caracas,  á  15  de  Mayo  de  1854,  afib 
25  de  la  ley  y  44  de  la  independencia.— El  Pre- 
sidente del  Senado,  Pedro  Portero. — El  Presiden- 
te de  ia  Cámara  de  Representantes,  L.  Rttedas, — 
E]  Secretario  del  Senado,  i.  A.  Pérez. — £1  Se- 
cretario de  la  CAmara  de  Representantes,  J.  Pa* 
diüa. 

Caracas,  20  de  Mayo  de  1854,  affo  25  dé  la  ley 
y  44  *  de  la  Independencia, — Ejecútese.—^.  G. 
Monágas.^FoT  S.  E.  el  Presidente  de  la  Repú- 
blica.—El  Secretario  de  E.  en  los  DD.  ile)  In- 
terior, Justii^ia  y  Relaciones  Exteriores.-^Stmon 
Planas.  "^ 

JSZ  Senado  y   Cámara  de  Repr^^en^nUs  dé  la 

^epublÍQa  de  Venezuela^  reunidos  en.  Congreso^ 

decretan: 

IfEY  V. 

Be  las  concesiones  de  minas  anteriores 
al  presente   Código, 
Art.  19  Los  que  hubieren  alcanzado  concesio- 
nes anteriores  á  la  presente  ley,  se  harán  d^de 


el  dia  de  su  publicación  propietario^  in^onqmfA» 

bles,  sin  ninguna  formalidad'  previa  de  avieos, 
medidas  de  terrenos  >  á  otiros  preliminares,  con 
solóla  carga  de  ejecutar  las  convenciones  que 
hubierea  hecho  con  los  propietarios  de  la  su- 
perficie. 

Art«  29  Los  antiguos  concesionarios  gozaráa 
de  pleoo  derecho  de  todas  las  ventajas  qpe  brin- 
da la  presente  Jey  ;  así  como  también  quedarán 
sometidos  á  los  deberes,  que  Ala  establece. 

Dada  en  Caracas,  á  15  de  Mayo  de  1S54,  año 
25  de  la  ley  y  44  déla  independencia. — C.l  Pre- 
sidente del  Senado,  Pedro.  Portero^^'Ei  Pre- 
sidente de  la  Cámara  de  Representantes.— ^L. 
Ruedas* — El  Secretario  del  Senado,/.  A*  Pér€%. 
— El  Secretario  de  la  Cámara  de  Representaun 
tes,  J.  Padilla. 

*  Caracas,  20  de  Mayo  de  1854,  ano  25  de  la 
ley  y  44  de  la  independencia. — Ejecútese. — J,  Q, 
Monagos. — Por  S.  E.  el  Presidente  de  ia  Re- 
pública.— el  Secretario  de  Estado  en  ios  DD. 
def  Interior,  Justicia  y  Relaciones  Exterio? 
res,  Simón  Planas», 

El  Senado  if.  Camarade  Representantes  de  la 
^epúblipa  de  V^^ezuela^  reunidos  en  Congreso^ 

PECTETáN: 

LEY  VI. 

De  las  exferticiasi, 

Art  19  ^'^  1^8^^"^^  r^^^i^^osp^>'^I  presente 
código  y  en  otros  que  nazcan  de  las  circunstan- 
cias en  que  haya  lugar  á  una  experticia,  se  apl¡. 
cará.n  los.  artículos  17  al  25  ley  4^  título  I9  del 
código  de  procedimiento  judicial. 

Art.  99  ^^"  e:!^pcttos  8er$n  nombrados  entie 
los  ingenieros  ó  agrimensores  que  haya  en  la 
provincia,  en  que  esté  situada  la  mina,  6  en  su 
defecto  entre  los  hombres  inteligentes  en*  el  ne- 
gocio de  mina  y  de  sus  Irabajos, 

Art.  ^9  Ningún  plano  será  admitido  como  pie^ 
za  de  prueba  en  una  controversia,  si  no  ha  sido 
levantado  ó  verificado  por  un  ingeniero. 

Art.  49  Los  gastos  y  dieta  de  los  expertos, 
serán  regulados  por  los  tribunalesi  así  como  tam- 
bién los  honorarips  q^ue  puedan  pertenecer  á  los 
ingenieros  de  mina,  tpdo  según  un  arapcel  que 
fiirmará  la  Corte  Suprema  de  Justicia.  Pero  no 
liabr<l  lugar  á  dictaos  honorarios,  respecto  de  los 
ingenieros  de  minas,  cuando  sus  operaciones 
hpyaa  sijdo  l^echas  en  razón  de  la  supervigilan-r 
cifi  y  de  la  policía  públicas. 

Art.  59.  El  tribunal  podrá  ordenar  ai  pro* 
movente  la  consignación  de  la  soma  que  se  joag«^ 
necesaria  para  subvenir  álos  gastos  dq  ui\||  e\n 
perticla  solicitada.     * 
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JDki^a  «nCftráeaSi  á  15  de  Mayo  á%  1854,  alio 
S^  de  la  ley  f  44  de  la  «independencia.— ^El  Pré- 
ndente del  Senado,  Pedro  PíW^ero.— El  Pre- 
sidente de  la  Cámara  de  Represen  tan  tee^  L. 
Ruedas.— El  Secietano  del  Senado,  J.  A.  Pérez. 
—El  Sscrelariode  la  Cámara  de  Representantes, 
J.  Padilla.  ,    ,     , 

Caracas,  20  de  Mayo  de  1954^  año  25  de  la  lej 
y  44  d^  la  lnd^oendenem.-^£jecúte8e,  J.  G 
JUonágaB,—Ppt  ».  E.  el  Presidente  de  la 
Eepüblica.— el  Secretario  de  Estado  en  los 
DD.  del  interior,  Justicia  y  Relaciones  Exterio- 
res, Simón  Planas. 

Et  Senado  y  Cámara  ie  Representantes  de  la 
Be^blica  de  Venezuela^  reunidos  en  Congreso. 

DECRETAN :  9 

LEY  Vil. 

De  la  'policía  y  de  Id  jurisdicción  relativa 

á  las  yiinas, 
Art.  19  Las  contravenciones  de  los  propieta- 
rios explotantes  de  minas  no  concesionarios 
todavia  ó  de  otras  personas»  á  las  leyes  y  regla- 
mentosf  serán  denunciadas  y  sustanciadas  como 
las  contravenciones  en  materia  de  pura  policía. 
Art.  29  Laa  penas  serán  de  veinticinco  á 
<lo8cient08  pesos  y  del  doble  en  caso  de  reinciden- 
cia. También  jniotle  imponerse  de  diex  á  treinta 
dias  de  prisión  corroccional,  salVo  Jos  uaftos  y 
perjuicios  qne  sufrieren  las  partes.     .  " 

Dada  en  Carácíu>,  á  15  de  Mayo  de  1854,  año 
26  de  la  ley  y  Mde  la  independencia. — El  Pre- 
sidente del  Sñnailo,  Pedro  Portero.— El  Pre- 
sidente de  ia  Cám-ira  ile  Representantes,  L.  Rué- 
dq;^*-^E\  Secretario  del  Senado,  X  A.  Pérez.'— 
El  Secretario  de  la  Cámara  de  Representantes, 
J.  Padilla,  ^       :     ^^  .    ,    , 

Caracas  20  de  Mayo  de  1854,  año  25  de  la  ley 
y  44  de  la  independencia.  — Ejecútese.— /.  G. 
Monagas.-— Por  S.  E.  el  Presidente  de  la  Re- 
pübHc».— El  Secretario  de  E  en  los  DD.  del  In- 
terior, Justicia  y  Relaciones  Exterioies,  Simón 
Planas. 

El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de   la 
República  de  Venezuela,  reunidos  en  Congreso. 

DECaSTAM  :  , 

,  LEYVlil. 
Disposiciones  generalei,  .  . 
Art..  \o  El  Poder  Ejecutivo  dispondrá  lo  oon-r 
^eHiente  para  que  una  persona  de  inteligencia  y 
de  práciica  se  ocupe  del  descubrimiento  de  las 
Jniüas  que  üene  la  República,  llevando  un  regiá- 
tro  de  la  calidad,  riqueza,  situación:  y  demás 
cinmMtancias',  para  lo  «ual  ee  colocaré  ea  el 
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preiBopnesto  de  gastos  públicos,  del  presente  afio, 
la  cantidad  que  se  estime  necesaria. 

AtU  29  El  nismo  Poder  Ejecutivo  hará  publi- 
car en  los  Estados  de  América  que  crea  con- 
veniente, y  en  Europa  por  medio  de  ios  periódi- 
cos mas  acreditados,  y  en  los  idiomas  respecti- 
vos, la  presente  ley,  reglamentándola  para  sa 
mejor  éxitOí 

Art.  39  Se  derogan, cualesquiera  otras  leyes, 
decretos  ú  ordenanzas  sobre  la  materia,  anterio- 
res aljpresentó  código* 

Dada  en  Caracas  á  15  de  Mayo  de  1854,  afio 
25  de  la  ley  y  44  de  la  independencia. — El  Pre- 
sidente deí  Senado,  Pedro  i'oríero.— JSl  Presi- 
dente de  la  Cámara  de  Representantes,  L.  Rué- 
das, — El  Secretario  del  Senado,  J.  A.  Pérez.-^ 
El  Secretario  de  la  Cámara  de  Representantes, 
J.  Padilla» 

Caracas,  20  de  Mayo  de  1854,  afio  25  de  la 
ley  y  44  de  la  independencia.— ^Ejecutóse. — J. 
G.  Monágas.—Pór  S.  E#  el  Presidente  de  la 
República.— El.  Secretario  de  E.  en  los  DD.  del 
laterior.  Justicia  y  delaciones  Exteriores.  Simón 
P  lanas, 

MINAS.  Dkc&bto  Ejecutivo  de  4  de  Enero 
DE  Ib^  reglamentando  la  ley  anterior* 
•    JOSÉ  GREGORIO  MONAGAS, 
Geríeral  en  Jefe  y  Presidente  de  la  República 

de  Venezuela,  <l¡f.  4*.  4"- 
Para  la  mejor  ejecución  de  las  leyes  del  código  do  minas. 
Decreto ;  • 

^19-^6  los  objetos  de  la  minería* 
Art.  19'  Son  objeto  especial  del  ramo  de  mine- 
ría todaslas  sustancias  inorgáüicas  que  se  4)  res- 
ten á  una  explotación,  sean  metálicas,  coinl)usti- 
bles  ó  piedras  preciosas,  ya  se  encuentren  en  el  in- 
terior de  la  tierra,  ya  en  su  superñcie,  y  cuales- 
quiera que  sean  los  criaderos  que  las  contengan  y 
la  forma  de  un  aprovechamiento. 

Art.  29  La  propiedad  de  las¡|8U3tancias  desig- 
nadus  ea^el  artículo  anterior  corresponde  ai  Esta- 
do, y  ninguno  podrá  beneficiarlas  «in  concesión 
del  Poder  Ejecutivo  en  la  forma  que  se  dispone 
en  las  leyes  del  Código  de  minas.  En  consecuen- 
cia nadie  puede  explotar  ni  labrar  minas,  aun  en 
terreno  propio,  sino  previa  aquella  concesión. 

^  2,0  De  la  exploración  de  lás'^inas. 
Art.  39  Todo  venezolano  ó  extranjero  natura- 
lizado puede  hacer  libremente  exploraciones  ó  in- 
vest^ciones  para  descubrir  lofi  minerales,  yn  sea 
en  terrenos  baldíos,  municipales,  ya  de  dominio 
particular,  siempre  que  éstas  operaciones  se  limi- 
ten á  meras  calicatas,  lá»  que  no  podrán  excedeí 
de  cuatro  varas  de  superflcie  y  u<ia  de  profundi' 
dai' 
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Art.  49  Cuando  por  no  ^iKQUtmn^  mm^^i» 
en  las  cahcatas*  los  explocadocea  quisieren  ^^onti- 
.nuar  sus  inveatigaciones  por  meáio  de  pozos  á  ga- 
lerías, y  el  terreno  fuere  de  dominio  partícuiar, 
aquellos  deberán  solicitar  preváamente  el  consenr 
.timleato  expreso  del  dueño,, y  si  este  se  negaie, 
.ocurrirá  al  Gobernador  respectivo  psra,qtte  le  no- 
tifique administrativamente  que  preste  el  permi- 
so, previo  arreglo  que  se  haga  con  él ;  pero  si  no 
Quisiere  arreglarse,  entonces  se  procederá  de  €on< 
lormidad  con  el  artículo  19f  lay  tercera  del^  referi- 
do Código,  haciéndose  el  nombramiento  de  los 
arbitros  arbitrádorea  dentro  de  tercero  dia. 

Art  afí  No  se  permite  hacer  calitacas  ni  oHas 
labores  dé  investigaciones  en  las  carreteras  y  ca- 
minos públicos,  en  el  recinto  de  las  plazas  y  po- 
blaciones no  rurales,  ni  en  los  edificios  de  pro* 
piedad  particular,  &  menos  que  preceda  consenti- 
miento expreso  y  por  escrito  del  duefio».  sin  que 
pueda  aquel  suplirse  por  ninguna  autoridad. 
^  39  De  la   concesión  de  las  minM, 

Art  6.^  Para  obtener  la  concesión  de  una  mi- 
na se  acude  con  una  solicitud  de  registro  al  Go- 
bernador de  la  provincia,  la  cual  se  auotará  en  un 
libro  destinado  al  efecto,  expresando  el  dia  y  hora 
de  la  presentación.  Se  acompallará  el  documento 
registrado  de  que  habla  el  artícijlo  primercf  ley 
tercera  del  citado  Código  ;  pero  si  el  superfícia- 
rio  no  se  hubiere  querido  arreglar,  entonces  se  pro- 
cederá de  conformidad  con  el  artículo  primero  ley 
sexta  del  referido  Código  para  fijar  el  valor  del 
terreno  y  de  los  perjuicios  que  se  ocasionen  á  su 
dueSo. 

Art.  79  Ducante  los  diez  primeros  días  de  los 
treii^  que  fija  el  artieulo  segundo  de  la  ley  cita- 
da, «I  denunciante  aoompafiará  las  muestras  del 
mineral^  y  designará  en  escrito  formal  la  perte- 
nencia 6  pertenencias  qnc  quiera,  conforme  al  ar- 
liculo  9Clavo,  eoya  extensión  es  de  I.20Ü  á  1«40Q 
varas  en  cuadro,  según  fuere  la  veta  vertical  $ 
horizontal. 

Art.  89  Aun  cuando  se  hubiere  hecho  y  admi- 
tido la  designaoion  del  artículo  anterior,  si  no  hay 
criadero  será  nula  y  no  podrá  perjudicar  el  dere*^ 
cho  que  tiene  cualquiera  otra  persona  de  veilfícar 
trabajos  indagatorios  d  de  calioatas  en  el  mismo 
terreno  obtenido  é  indebidamente  designado. 

Art.  >9*^  £n  el  lapso  de  los  kiehitaüias  se  abri* 
rá  una  labor  de  pozo  4  gaier(a,  cuando  ásenos  de 
dÁ(|9  varas  caatellanas,  que  se  eseavarán  sobre  el 
^lineral  descubierto. 

Axt  10.  Transcurridos  los  treinta  dia«  ei  Go- 
faewidor  remkirá  á  la  Secretarte  del  Interior  laa 
i|9|ÍQÍtttde8  en  concurrencia  v  las  oposiciones  c^i^ 
se  habieren  foriaado»  &  fia4e  aue  el  Poder  Ejecu- 
tiro  decida  definitivamei^  aooi^e  1a  pre(ere^cift^ 
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<q^  .set^nga  &  la  ODDoeait>ay>aokie  ha  ^p^éfeio* 
•aes^  á  méflifis  que  sea  iohie.  la  pfof^itdad  de  la  mi- 
«a,  en. cuyo  caso  ae  proceder&de  confonntdad-«on 
el  fijoal  del  afiículo  sexto  de  la  referida  Jey. 

Art*  J  K  La  eanoesion  de  una  asina  se  entenderá 
hednAtioon.  lax:andidon  de  tenerieo  actividad  el 
beneficio  ó  laboreo  de  ella,  de  conformidad  c<hi  el 
artículo  oetavo  do  dicha  ley. 

Art.  .12.  Expedido  «1  título  de  propiedad,  el 
interesado iocurrirá  al  Gioberhador  para  que  en 
su  virtud  se  le  dé  la  posesión  de  la  mina.  Este 
acto  se  efectuará  otando  á  los  duefios  de  las  mi* 
ñas  colindantes,  señalando  los  Jiraites  de  la  con* 
cesión  y  fijando  los  mojoaes  que  la  ttmiten* 

§  Las  cueetiones  sobre  limúesde  las  conce- 
siones se  deciden  por  el  Qobernador  ule  la^pvo- 
vincia,  con  apelación  dentro  de  tres  dias  á  la  Se- 
trataría  deh Interior»  mas  si  aquellas  se  enlazan 
con  otras  cuestiones  de  derecho,  como  de  pro» 
piedad»  prescripción  &c.  pertenecerán  á  los  tri- 
bunales de  justicia.        • 

§  49  Del  aprovechamiento  y  laboreo  de  /as 
minas, 

Art  13.  El  aprovechamiento  de  las  aguas  ha- 
lladas dentro  de  una  mina  corresponde  ^  duefio 
de  ella  mientras  conserve  su  propiedad  i  pero  se^ 
rá  de  su  cargo  indemnizar  los  dallos  y  perjuicioc 
que  por  su  aparición,  conducción  é  incorporación 
á  rios,  arroyos  6  desagües  se  sigan  á  terceros. 

Art.  14.  £1  laboreo  de  una  mina  da  derecho 
á  la  conoeaion  de  los  terrenos  que  se  necesitaren 
para  sus  boca-minas,  lumbreras,  edificios»  almace- 
nes, oficinaa  de  beneficio^  depósito^  lavaderos  y 
otras  dependencias,  servidumbres  y  caminos.  £i 
valor  de  los  terrenos  se  regulará  por  avenimien- 
to entre  los  nüoeros  y  loa  dueüos  ó  admiaisóa- 
dores  legales  de  las  propiedades;  y  si  no  hubie- 
re avenimiento  se  procederá  según  el  citado  at^ 
ticulo  catoroc»  ley  tercera  del  mencionado  C4> 
digo, 

Art,  16.  Los  duefios  y  traba^dores  de  miiuis 
están  obligados  á  tenerlas  limj^up»  dc^guadací, 
ventiladas  y  bien  fortificadas,,  proveyándose  por 
el  Gobernador  como  en  materia  de  policía  contor^ 
me  al  artículo  tercero  ley  cuarta  del  citado  Có- 
digo ¡  pero  la  autoridad  adminiairativa  y  sua^ie- 
legados  no  pueden  intervenir  en  dlcboa  estable-^ 
cimientos  sino  por  causa  justificada  de  salubri* 
dad  y  seguridad. 

Art,  16.  Los  propifteiioa  de  minas  aon  re»i 
pumsables  en  general  de  todos  ios  daSoa  y  per- 
joicioc  que  por  ocas ioa  de  sus  ^bores  puedMi 
sobrevenir  &  un  lercero*. 

Dado  I  firmado  de  mi  mano :  collado  .cfl»i  el 
cello  dd  Peder  iJíecuti^o;  y  refrendado  voi  el 
gQCCCUtrio  de  CatcdQJiAlQR  Decpacbo%4eI  UiA- 
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i^r,4.JinAicia  y  Relaciones  Exteriores  en  GardU 
c^  á  4  de  Emro  de  1855,  año  2^)  d^  la  ley  y  45 
déla  indepeodencia*^ — J.  G.  Munaoas. 

Por  S.  E.r-El  Presidente  de  la  RepáUiea,^ 
El  Secretario  de  Estado  en  los  Despachos  del 
Inierior»^  Justicia  ^  Relaciones  Exteriores. 

Simón  Planas. 
jaiNAS.  Resolución  Ejecdtiva  de  7  de  Ju- 

MiQ    DB^  1854  finiendo  á  ^Ibs    Gobernadores 

ciertos  datoi  sobre  fomento  y  protección  de 

su  descubrimiento. 
Secretaria  del  Interior. — Sección  tercera. 
Caracas,  Junio  7  de  1864. 
Resuelto. — Dígase  en  <Hrcular  á  los  Gobernatlo- 

res  de  provincia. 

Siendo  hoy  el  ramo  de  mfnas  del  resorte  de 
este  Ministerio,  según  las  disposiciones  del  Códi- 
go sobre  la  muteria,  sancionado  por  el  Congreso 
en  e)  presente  año,  el  Poder  Ejecutivo  se  ha  ser- 
vido  determinar  que  US.  pase  á  esta  Secretaría 
á  la  mayor  brevedad  posible  los  datos  que  esds- 
can  *en  esa  Gobernación,  obtenidos  en  virtud  de 
la  resolución  expedida  pot  el  Ministerio  de  Ha- 
cienda y  que  Je  fué  comunicada  por  circular 
de  23  de  Julio.de  185i,  para  fomentar  y  prute- 
gjsr  eLdescubrimienlo  de  los  mirMo-ales  existen- 
iB8'  en  esa  ^>revincia;  así  como  también  que  re» 
leiita  una  razón  circunstanciuda  de  Us  solicitudes 
Q  denuncios  de  minas  que  se  le  hayan  hecho  y 
de  \99  tíjtulos  que  hubiere  expedido  con  arreglo  h 
lo  dispueeto  en  el  artículo  26  de  la  \ey  orgánica 
de  -«provieciast  expresándose  en  dicha  razón  ¿\ 
Bpnibre  yiapeilido  del  solicitante  ó  agraciado  y 
la  situación  de  la  mina  \  é  igualmente  una  noti* 
cia  de  aquellas  que  estén  descubiertas  y  que  per* 
teq^zpan  &  la  nación. 

Tengp  el  honor  de  comunicarlo  $  US.  para  so 
inteligencia  y  unes  expresados. 

Soy  &c — Por  S.  VÜ.— Planas, 
MINAS.  iiEsQLucíüN  na  15  n£  febrero  de  1832 

aprobando  la  libertad  de  derechos  á  las  máqui* 

ñas  que  se  introduzcan  por  Puerto  Cabello  par 
"  ra  el  beneficio  de  las  de  Aroa. 
j^epüblica  de  Venezuela.— -Secretaría  de  la  Cáma^ 

ra  de  Representantes. — Caracas,  Febrero  2.(X  de 

1832,  3?  y  22? —NO  1  a. 
geftor  Secretario  de  Hacienda. 

Las  Cámaras  han  considerado  la  nota  de  USb 
fiü  jt^ue  con  {echa  19  de  Abril  del  año  próximo  pa* 
H^Q  y  bs^o  el  i^ümeio  17  de  la  sección  central,  «la 
cuenta  con  Vanos  documentos  de  Jas  resoluciones 
del  {^utivo^  relativas  i  permitir-  la  libre  impar- 
tían .de. las  máquinas  y  demás  instrumento*  q^ue 
\^  sociedad  explotadora  de  las  minas  de  Aroa  nh 
tr^4juzca  por  Puerto  Cabello,  pidiendo  su  aproba* 
c^,  y  baa  {^cgrdado  h  de  ^epre^ei^tante^  ea  3  ^ 
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la  dBl  Senado  en  15  del  corrieníte  aprobar  las  di* 
chas  resolociones. 

Tengo  el  honor  de  participarlo  é.  US.  en  con- 
testación á  su  citado  oñcio. 

Dios  gruarde  á  US.  Ra^fael  Aicevedo, 

MINA.3    DECRETO  DE  I?  DE  MAYO  DE  1838/aUO- 

reciendo  al  Coronel  Eduardo  Stopford  para 
la  explotación  de  las  nombradas  Caricuena  y 
la  Sierra  en  la  provincia  de  Mérida, 
El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la  Re- 
pública- de  Venezuela  reunidos  en  Congreso  : 
Vista  la  solicitud  documentada  que  hace  el  Co- 
ronel Eduardo  Stopford  pidiendo  varias  concesio- 
nes para  laborear  las  minas  de  cobre  y  plomo  nom- 
bradas Caricuena  y  la  Rosa,  que  de  su  propiedad 
existen  en  el  cantón  de  Bailadores,  pr&vincia  de 
Mérida, 

Decretan : 
Art  19  Se  permite  al  Coronel  Eduardo  Stop- 
ford, ó  á  quien  este  trasmita  sos  derechos,  la  ex- 
portación por  cualquier  puerto  habilitado  de  la 
República,  de  los  minerales  de  cobre  y  plomo  que 
se  exploten  de  las  minas  denominadas  de  Caricue- 
na  y  la  Rosa,  sin  pagar  derecho  alguno  por  el  tér- 
mino de  diez  afios,  contados  desde  el  día  en  que 
prineipie  á  tener  lugar  dicha  exportación. 

Art.  29  Concluidos  los  diez  años  de  que  habla 
el  artacufo  anterior,  no  podrá  cobrarse  al  coronel 
Stopford,  ó  á  quien  sus  derechos  represente,  por 
los  diez  años  subsecuentes  mas  que  un  cinco  por 
ciento  sobre  el  valor  de  los  minerales  que  exporte, 
siempre  que  á  aquella  fecha  se  cobren  derechos 
mayores  á  esta  producción. 

Art.  39  Serán  libres  de  derechos  de  importa- 
ción los  botes,  herramientas  y  máquinas  q^e  se 
importen  para  el  laboreo  y  explotación  de  las  mi- 
nas referidas. 

Art.  49  En  loQ  terrenos  qi:^e  sean  de  la  propie- 
dad del  coronel  Stopford  que  se^  eopuentren  sitúa* 
dos  dentro  de  una  legua  cuadrada  ea  Caricuena 
y  la  .Bqss,  solo  él,  ó  quien  su  deiccho  obtenga, 
puede  adquirir  propiedad  en  los  minerales  que  se 
descubfan. 

Dado  en  Cavácas  á  27  de  Abril  de  1838,  99  y 
289— £1  Presidente  del  Senado,  Juan  Uauti^ía 
Ca2^aÍA--rEl  Pre8ide^te  de  la  Cámara  dé  Bepre- 
sentantes  Bran9i$ca  J>íajrt*-*£1  Secnstario  de  la 
Guillara  del  Senado,  José  Ángel  Freirc^El  Di- 
putado socretarío  ide  la  Cánuura  de  Bepreaeotaates» 
JtUian  érmrcia. 

Sala  del  despacho  ea  Caracas  á  !.«•  de  Mayo  de 
1838,  SL"»  y  Sd?--rEiao^tes«.— C^/<tf  SenUatít.^ 
Por  S.  Ew^^  EL  Secretario  de  Estado  en  loe  Qespa^ 
chos^del  Interior  y)  Ju9úoi^^J)Hffú  Bautista  ^-. 
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MINAS.  Exendon  del  «er vicio  en  !a  milicia  á 
favor  de  los  que  se  ocupan  en  su  elaboración. 
Véase  Milicia  nacional,  D.  E.  R.  §  2?  del  ar- 
tículo 80 
MINISTROS  PÚBL1C03.    Decreto   de    28    de 
Junio  ve   1824  señalando  los  deberé»  y  pre- 
rogativas  de  los  de  la  República  en  penses  eX' 
tranjeros. 
El  Senado  y  Cámara  de  Representantes   de  la 
República  de  Colombia  reunidos  en  Congreso. 
Considerando : 
Que   es  necesario,  segiin  lo  expresa   el  Poder 
ejecutivo  en  su  nota  de  22  de  Mayo  del  año  13, 
declarar  las  obligaciones  que  deben  cumplir  los 
representantes   de  la  República   en  las   naciones 
extranjeras,  y  las  prerogativas  que  deben  gozar, 
así  como    también    designar  los  uniformes  con 
que  deban  presentarse  en  las  concurrencias   de 
etiqueta  ;  han  venido  en  decretar,  y  decretan  lo 
aiguienle. 

Art.  19  Será  un  deber  de  todos  los  represen- 
tantes de  Colombia  en  cualquier  pais  extranje- 
ro, proteger  á  los  ciudadanos  de  la  República, 
reclamar  sus  derechos  ai  les  fueren  violados,  y 
prestarles  todos  los  alixilios  que  les  sean  necesa- 
rios, y  estén  al  aicamce  de  sus  facultades. 

Art.  2.^  Lo  será  igualmente  velar  sobre  la  ob- 
servancia y  cumplimiento  de  los  tratados  cele- 
brados enite  Colombia  y  Ja  nación  en  la  cual  es- 
tén acreditados. 

Art.  39  También  es  un  deber  de  los  repre- 
sentantes de  Colombia  en  cualquiera  pais  ex- 
tranjero, reclamar  en  su  caso  los  honores  y  pre- 
rogativas, inmunidades  y  privilegios  que  según 
el  carácter  con  que  fueren  acreditados,  gozan  los 
de  igual  clase  de  las  demás  naciones  conforme  al 
uso  y  costumbre  que  ellas  hubieren  adoptado. 

Art.  -49  Cada  ministro  ó  representante  de  Co- 
lombia estará  obligi^do  á  obseríuir  y  cumplir  las 
órdenes  é  instrucciones  de  que  fuere  encargado 
particularmente  por  el  Gobierno^  y  las  que  se  le 
comunicaren  en  lo  sucesivo  por  el  conducto  del 
ministro  respectivo. 

Art.  59  Los  ministros  ordinarios  ó  residen- 
tes tienen  la  facultad  de  conceder  pasapoites  á 
los  individuos  de  Colombia  para  salir  del  pais 
donde  se  hallen  y  á  Ibs  individuos  áe  otras  na- 
ciones'•que^iopida^  para  venir  ¿  Colombia,  y  en 
los  mifliuos- oasos  visar  ios  pasaportes  expedidos 
por  otros' |gclbi«rno8,  dar  certiiScaeiones  para 
acreditar  la  identidad  de  la  persona  de  un  colom^ 
biano,  y  f>u  cualidad  de  ciudadanorde  está  Re- 
púbiiea,  y  en  general  todos  loW  documentos  <{ue 
sean  convenientes  para  reclamar  en  juicio  6  fuéU 
ra  de  61  sus  deredfaosi  cómo  ciudadano  de  Co- 
lombia ¡  pero  todos  estod  actos  serán  gratis* 
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Art.  60-EI  Poder  Ejecutivo  designará  el  unU 
forme  qne  hayan  de  usar  los  em jileados  dtplo» 
matices  en  las  funciones  públicas  á  que  deban 
concurrir  por  etiqueta. 

Dado  en  Bogotá  á  28  de  Junio  de  1824,  14. 
— El  vicepresidente  del  Senado,  Francisco  So- 
ío— -El  vicepresidente  de  la  Cámara  de  Repre- 
se!) tantcs,  José  Rafael  Mosqueta.-^EX  secretario 
del  Senado,  Antonio  José  Can>. — El  diputado  se- 
cretario de  la  Cámara  de  Representantes,  José 
Joaquín  Suares. 

Palacio  del  Gobierno  en  Bogotá  á  2§  de  Ju- 
nio de  1824,  14. — Ejecútese. — francisco  de  P. 
Santander — Por  S.  E.  el  Vieepresidente  de  la 
República  encargado  del  Poder  Ejecutivo. 

Pedro  Gual 
MINISTROS    PÚBLICOS,    Sus    sueldos.    Véase 

sueldos  de  los  ministros  públicos. 
MINISTROS  pÚBLicoá.   Ley  dk  19 De   Mayo 

DE   1841  declarándolas  inmunidades  que  de- 
ben gozar» 
El  Senado   y  Cámara  de  Representantes   de  la 

República  de  Venezuela,  reunidos  en  Con- 
greso. 
Considerando : 

Que  si  bien  es  cierto  que  la  corte  suprema  de 
justicia  debe  seguir  por  rtgla,  en  el  uSo  de  la  atri- 
bución tercera  del  artículo  147  de  la  Constitución 
el  derecho  público  de  las  naciones  y  los  tratados' 
existentes,  como  lo  expresa  el  citado  artículo  • 
conviene  determinar  cual  sea  el  efecto  de  las 
providencias  contrarias  á  esa  misma  regla,  y  cual 
la  responsabilidad  en  que  incurran  los  que  la 
quebranten. 

Decretan. 

Art.  19  Son  de  ningún  valor  legal  las  provi- 
dencias, decretos  ó  mandamientos  qu^de  oficio 
ó  á  petición  de  parte,  librare  cualquier  tribunal, 
juzgado  ó  autoridad  en  negoqios  criminales  ó  ci- 
viles con  el  fin  de  arrestar  ó  detener  á  los  mi- 
nistros públicos  debidamente  acreditados  en  Ve- 
nezuela, ó  á  alguna  de  las  personas  de  sus  fami- 
lias y  comitivas,  emplazarlos  para  Comparecer  en 
juicio,  embargar  ó  detener  sus  equipajes  y  de- 
mas  artículos  de  su  propio  uso  y  los  necesarios 
para  el  desempeño  áe  sus  funciones,  allanarlas 
habitaciones  ó  ejercer  directamente  sobreasas 
personas  cualesquiera  actos  de  jurisdicción; 

Art.  3?  Los  que  á  sabiendas  expidieren  ó 
ejecutaren  las  providencias,  decretos,  ó  manda- 
mientos á  que  se  contrae  el  artículo  anterior,  son 
Violadores  del  derecho  internacional,  y  serán  cas- 
tigados con  la  destitución  del  empleo  y  prisión 
desde  seis  meses  hasl^  tbs  años,  en  el  caso  ¿ 
dirigirse  las  provideHcias,  decretos  6  manda- 
mientos  contra  las  personas  de  ios  ministros  pü« 
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Wicoii  6 tie  8U8  familias;  y  con  ta -  pérdida  del 
empleo  y  un»  multa  á  juirio  de)  tribunal,  en  Í08 
demás  casos  del  artículo  anterior* 

§  único.  Bq  la  Gaceta  de  Gobierno  se  publi- 
cará la  listaque  los  ministros  pííblicds  pasen  ála 
secretarla  de  reladones  exteiiorea  de  las  perso- 
ñas  que  compongao  sus  familias  y  comitivas. 

Árt  39  Los  juicios  de  responsabilidad  con- 
tra la  suprema  cojUe  de  justicia  por.  contraven- 
ción á  esta  ley,  se  iniciarán  én  la  Cámara  de  Re- 
presentantes y  terminarán  en  el  Senacfo  de  la  ma- 
nera establecida  por  el  artículo  149  de  Ja  Cons- 
titución. De  la  responsabilidad  contra  los  de- 
mas  tribunales,  juzgados  y  autoridades,  conoce- 
rá la  corte  suprema,  representando  de  ofício  el 
fiscal  de  ella  á  excitación  de)  Poder  Ejecutivo. 
Dada  en  Caracas  á  17  de  Mayo  de  1841,  129  y 
31.**— El  Presidente  del  Senado,  Jbfé  Vargas'. — 
£1  Presidente  de  la  Cámara  de  Representantes, 
Femando  Olavarria. — El  Secretario  del  Sena- 
do, José  Ángel  Preire,-^E]  Secretario  de  la  Cá-. 
mará  de  Representantes.  Rafael  Acevedo. 

Caracas  19  de  Mayo  de  1841,  l^o  y  310-^ 
Ejecútese — José  A.  páez.^Vov  S.  É.~EI  Se- 
cretario de  Relaciones  Exteriores, 

Guillermo  Smith. 
MINISTROS   MARCIAL?;?.   Jéase    (fortes   mar- 
ciales. 

MINISTROS    DE    LAS   CORTES    SUPERIORES.     LoS 

interinos  deben  tener  las  mismas  rualidadrs  que 
los  propietarios.  Véase  Tribunales  y  Juzgados. 
R.  E.  de  14  Febrero  de  1845. 
MISA  T  TEDEUM  en  los  días  de  fiesta  nacional. 

Véaüe  Fiestas  nacionales. 
MISIONES  DE  maracaibo.  Véase  Indígenas  de 

Maracalha. 
MISIONES  o?  GUAYABA.    Véase  Indígenas  de 

Guai^and' 
MODELOS  DE  ELECCIONES.  Vésso  Elecciones,  á 

continuación  de  la  Ley  9? 
MONAGAS.  (general  jóse  Gregorio.)  decre- 
to pB  4  DE  MAYO  DE  1854  Concediéndole  el  go- 
ce  integro  de  su  sueldo  durante  su  vida. 
El  Senado  y  Cánuaia  de  Representantes  de  la  Re- 
pública^ de  Venezuela  reunidos  en  Congreso, 

Considerando: 
Que  el  Ilustre  General  José  Qregorio  Moníígas 
se  ha  hecho  acreedor  k  la  gratitud  de  Venezuela 
•por  sus  grandes  serrieios  prestadoa  á  la  causa  de 
la  independencia  y  libertadu 

Decretan : 
Alt  Cínico.    Como  muestra  de  agradecimiento 
nacional  se  acuenla  si  Benemérito  General  José 
Gregorio  Monadas,' durante  su  vida,  el  sueldo  ínte- 
gro de  su  grada  en  la  milicii^. 
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0ado  en  Caracas  á  29  de  Abril  de  1854,  aflo  S5 
de  la  ley  y  44  de  la  independencia— El  Presiden» 
te  del  Senado,  Francisoo*Balbuena. — El  Presiden* 
te  de  la  Cámara  de  Representantes,  L.  Ruedas. — 
Él  Secretario  del  Senado,  J.  A.  Pérez. — El  Se- 
cretario de  la  Cámara  de  Representantes,  /.  Pa- 
dilla.' 

Caracas,  4  de  Mayo  de  1854,  aflo  25  de  la  ley 
y  44  de  la  independencia — Ejecútese.-*  J.  G.  iHo- 
nágas. — Por  S.  E. — El  Secretario  de  Estado  en 
los  DD.  de  Guerra  y  Marina,  Juan  Muñoz  Tébar. 

MONAY    T    PAMPANORANDE     (PARROQUIA    DE.) 

Corresponde  al  cantón  Trujillo.  Véase  División 
territorial.  L.  de  28  de  Abril  de  1856,  ^  19  del 
artículo  25.  (Apéndice  ál^o  tomo.) 

MONEDA    NACIONAL.     LeT  DE  19  DE  AbRIL  DE 

1854  disponiendo  su  acuñación. 

El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la  Re- 
pública de  Venezuela,  reunidos  en  Congreso. 

Considerando : 
Primero.  Que  todas  las  naciones  inclusive  Jas 
Repúblicas  americanas  tienen  su  moneda  propia 
que  haciéndolas  mas  conocidas  en  el  mundo  civi- 
lizado, les  proporciona  las  ventajas  económicas 
que  son  inherentes  á  la  medida. 

Segundo.  Ctue  con  el  establecimiento  de  un  cu- 
fio, se  convertirá  en  instrumento  de  los  cambios 
el  oro,  plata  y  cobre  que  posee  la  República  en 
alhajas,  moneda  macuquina  y  otros  objetos,  esti- 
mulándose al  mismo  tiempo  el  descubrimiento  y 
explotación  de  las  ricas  minas  que  existen  en  el 
pais,  y 

Tercero.  Que  con  semejante  institución  evita- 
rla la  República  la  escasez  periódica  que  sufre  de 
moneda  menuda,  y  la  pérdida  considerable  que  ex- 
perimenta haciéndola  venir  del  extranjero  sin  po- 
der evitar  que  vuelva  á  salir  del  pais  c»bedeciendo 
á  las  leyes  de  la  circulación  y  de  los  cambios. 
Decretan: 
Art.  19  Se  establece  una  casado  moneda,,  en 
Caracas  para  la  acurSacioq  de  oro,  plata  y  cobre, 
según  las  reglas  que  se  ñjarán. 

Art.  29  El  tipo  nacional  de  la  moneda  que  se 
acuñe,  será  de  cordón,  y  de  forma  circular,  te- 
niendo en  el  anverso  la  efigie  de  la  Libertad  con 
diez  y  seis  estrellas  al  rededor,  simbolizando,  las 
provincias  del  Estado,  y  en  la  base  el  afSo  de  la 
acofíacion,  y  en  el  reverso  las  armas  nacionales 
con  esta  inscripción  '•  República  de  Venezuela,''' 
y  en  la  base  el  peso  valor  respectivo  de  la  moneda. 
Art.  39  Las  clases  ó  tallas  de  monedas  de  orp, 
serán :  la  onza,  la  media  onza,  el  coarto  de  onza, 
ó  doblón,  el  octavo  de  onza  ó  escudo  y  el  diez  y 
seisavos  6  ^so  que  tendrá  el  nombre  de  "  Ven^e*. 
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solano  de  oro,'*  deí^íendo  tener  el  mismo  peso  y. 
ley  que  las  monedas  de.igoal  clase  del  tipo  deci- 
mal francés. 

Art.  49  Iia8  clases  6  tallas  de  moneda  de  pla- 
ta, serán*  el  fuerte  ó  venezolano  de  plata,  el  pe- 
so 6  venezolano  de  plata,  el  mec'io  paso,  el  cuarto 
de  peso,  6  peseta,  el  octavo  de  peso  ó  real  y  et 
diez  y  seisavo  de  peso  6  medio  real. 

Alt.  59  Las  monedas  de  cobre  se  dividirán  en 
cuartos  y  octavos,  debiendo  tener  en  la  proporción 
debida  igual  peso  á  los  centavos  que  circulan  en 
el  pais  con  el  tipo  nacional. 

Art.  69  La  moneda  acuñada  del  modo  que 
queda  establecido,  se  recibirá  en  todas  las  oficinas 
públicas  y  por  todos  los  particulares. 

Art.  79  El  Poder  Ejecutivo  aprovechando  lo 
que  quedé  útil  del  antiguo  cufio,  hará  venir  del  ex- 
tranjero con  las  precauciones  necesarias  los  bro- 
queles y  demás  que  se  necesite  para  el  estableci- 
miento de  la  casa  de  moneda,  haciendo  el  gasto 
del  Tesoro  público. 

Art.  89  Para  la  Administración  de  la  casa  de 
Tiioneda,  se  nombrará  por  la  Cámara  de  Repre- 
sentantes y  por  mayoría  absoluta  de  votos,  un  Di- 
rector que  durará  en  sus  funciones  el  tiempo  de  su 
buen  desempeüo,  quien  recibirá  por  formal  inven- 
tario todo  lo  correspondiente  al  establecimiento. 

^  1.^  Si  en  el  presente  aílo  no  pudiere  la  Cá- 
mara hacer  el  nombramiento  de  Director,  lo  ha- 
rá el  Poder  Ejecutivo  interinamente  mientras  aque- 
lla lo  hace  en  propiedad. 

^  29  Cuando  la  elección  se  verifique  por  la 
Cámara^  no  podrá  recaer  en  ninguno  de  sus 
miembros. 

Art.  99  El  Poder  Ejecutivo  dispondrá  que  del 
Tesoro  público  sü  entregue  al  Director  la  canti- 
dad que  juzgue  suficiente  para  que  este  compre  los 
metalesj  que  deben  acuñarse.  Kl  Director  knt^p 
de  recibir  dicha  cantidad  prestará  fianza  por  el 
duplo  para  responder  por  ella  y  por  el  cuño : 
nombrará  libremente  los  empleados  que  necesi- 
te, y  entregará  en  la  Tesorería  general  semanal- 
mente  toda  la  moneda  que  acuñe. 

Art.  10.  La  utilidad  de  la  acuñación  corres- 
ponde al  Director  en  indemnización  de  los  gas- 
tos y  servicios  de  su  persona  y  dependientes ; 
pero  contribuirá  para  el  Tesoro  público  ccn  el 
cinco  por  ciento  de  las  cantidades  que' acuñe, 

Art.  H»  I^a  Tesorería  general  llevará  una 
cuenta  por  separado  de  todo  lo  concerniente  á 
este  ramo  :  y  en  su  oportunidad  cobrará  la  can- 
tidad que  se  haya  prestado  al  Director  para 
compra  de  metales. 

Art.  12.  El  Director  no  pondrá  en  circula- 
ción ninguna  moneda,  y  si  lo  hiciere,  perderá  el 
empleo;  ni  la  acuñará  sin  el  peso  y  ley  corres- 


pondiente, bajo  la  pena  de  diez  años  de  presi« 
dio  si  la  pusiere  en  circulación. 

Art.  13.  Por  ningún  motivo  recibirán  los  Te- 
soreros  moneda  Inferior  en  peso  y  ley  &  lo  qae 
queda  prescripto,  y  si  se  les  presentare  alguna. 
la  retendrán  y  darán  ihmediatámente^itvfso  al  Se- 
cretario de  Hacienda.  Para  recibir  la  moneda,  la 
I  harán  ensayar  previamente,  y  resultando  legal,  la 
I  cambiarán  por  igual  cantidad  de  moneda  corriente. 
I      Art  14..  El  í:5ecretario  de  Hacienda  es  el  in»> 
j  pector  del  cuño,  y  como  tal,  lo  visitará  con  frecuen- 
cia, y  hará  semanalmente  el  tanteo  de  Caja,  adop- 
tando las  medidas  que  sean  necesarias  para  remo- 
ver los  inconvenientes  que  ocurran. 

Art.  15.  Siempre  que  el  Director  del  cuño  pon* 
I  ga  alguna  moneda  en  circulación,  será  removido 
I  por  el  Poder  Ejecutivo ;  y  si  la  moneda  no  tavie- 
I  re  el  peso  y  ley,  será  sometido  á  juicio  paia  impo* 
I  nerle  la  responsabilidad  que  haya  lugar. 

Art.  16.  Los  falsificadores  de  la  moneda  su- 
'frirán  desde  cinco  hasta  diez  años  de  presidio. 
i  Art.  1?.  El  Poder  Ejecutivo  reglamentará  es- 
I  ta  ley  para  su  mejor  ejecución,  é  informará  á  la 
j  próxima  legislatura  sobre  las  mejoras  que  deban 
hacerse  en  lodo  lo  que  sea  económico  de  la  casa 
I  de  moneda. 

'      Dada  en  Carácasl^á  28  de  Marzo  de  1854,  alio 
I  25  de  la  ley  y  44  de  la  independencia. 

El  Presidente  del  Senado,  Rafael  Enriquez, 

I  El  Presidente  de  la  Cámara  de  Representantes,  J. 
\  A.  Fernández."-E\  Secretario  del  Senado,  J,  A, 
\  Pérez.— E\  Secretario  de  la  Cámara  de  Repre- 
sentantes, J.  Padilla. 
!  Caracas,  Abril  1?  de  1854,  afío  25  de  la  ley  y 
I  44  de  la  independencia. — Ejecútese. — J.  G.  Mch 
'  nagas. — Por  S.  E — El  Secretario  de  Estado  en  el 
'  Despacho  de  Hacienda. — Pió  Cehallos. 
I  Es  copia.— Cc¿df/M. 

MONEDA    EXTRANJERA.    LEV   DB    2%   DB  MAH20 

I  DE  1848.  señalando  como  unidad  monetaria  el 
franco,  y  mandando  circular  con  su  valor  re- 

I  lativo  las  demos  monedes  extranjeras.'^Deroga 

\  la  de  28  de  Marzo  de  1835  p,  94  del  cuerpo 

I  comprensivo  de  las  de  ese  año,  y  162,  núm.  185 

'  del  de  1851— y  esta  la  de  13  de  Mayo  de  1834, 

I  p.  66  del  cuerpo  comprensivo  de  las  de  e^e  año, 

*  ri^9/n:\79'delde'mív 

El  Scnáao  y  CWara  dé  Repre^t^nt^ntea  d^.In  Re? 
pública  de  Venezuela  reunidos  en  (?QX^fp^y 

.DflCBETAi:  : 

Art  ]0  La  unidad  monetaria  •  de  la-  BepfiWíca 
será. el  franro,  que  contendrá  nueve  partes  de  pla- 
ta fina  y  una  daHga,.con  el  peso  de  cinco  tramas. 

Art.  2^  Las  monedas  de  oro  y  plata  de  todas 
las  naciones  y  sus  frracciones  y  multiplicaciones 
circularán  por  sus  valores  relativos,  con  tú  que 


COLOMBIAKA  T  TJUtEZOIf^A   VIGIÓTE. 
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sean  He  cordón,  y  nirigona  iüferior  en  toy  A  la 
unidad. 

A'rt.  89  Loa  centavos,  medieí  ceatavos'y  cuafr- 
t^9  centavos  de  cobre  mandadoB  inirodiicir  por  l(»8 
actos  legislativos  de  13  de  Muyo  de  1834,  2S  de 
xMarzo  de  1835,  2  de  Mayo  de  1840  y  29  de  Mar- 
zo de  1S42,  continuarán  circulando' á  razón  de 
veinte  centavos  por  cada  fraiwo,  y  conforme  á  esta 
rata  se  graduará  su.  valor  respecto  de  I áS  demás 
monedas  circulantes ;  pero  el  recibo  de  la  de  cobre 
no  será  obligatorio  á  los  particulares  cuando  la 
cautidad  exceda  de  cien  centavos. 

Art.  49  Las  monedas  de  cobré  que  se  mandan 
ro^ibir  por  el  artículo  anterior,  se  cambiarán  en  ía 
tesorería  y  en  todas  las  administraciunes  de  rentas 
nací  o  nales,  6/ municipales,  cuando  se  solicite,  por 
las  monedas  decoro  ó  plata  que  ha)^  en  ellas,  y 
se  recibirán  también  en  pago  de  los  derechos,  im- 
puestos y  contribuciones  nacionales  ó  municipales. 

A'rt.  59  El  Poder  Ejecutivo  hará  formar  y  cir- 
cular una'  tabla  en  que  se  demuestren  los  valores 
comparativos  de  las  moned.Qs  á  que  se  refiere  esta 
ley,  cuya  operación  se  repetirá^  siempre  que  sea 
necesaria,  á  juicio  del  mismo  Poder  Ejequiivo. 

Art,  69  Toda  la  moheda  que  se  introduzca  ©n 
el  país,  será  escrupulosamente  e5fám*n*ida  y  re- 
conocida pVt  imperito  ensayador  que 'nombrará 
ef  administrador  de  aduana  respectivo,  á*  ññ  dé 
que  no  se  importe  ninguna  menoscabada' <e^''sfu 
peso  y  ley  I  bajo  la  respohsa  bil  i  iad,  taritd'tfer  en-'* 
sayadór  í^cíe'  firme  la  diligencia  del  récc^<^cimién^ 
lOj  con  ftspecidá  fa  Ciajil^aéion  del  metíil,  cottio 
de  los  empleados^recqnocédoi-efe,  en  chanto  ^\  peso,' 
pagándolo!!  ^Mtós  que  ocasione  esta  operación,  de 
la  sum^i  desiih'alia~t)éra  gastos  imprevistos. 

Art.\  79  QuagiJo  por  omisión  .del  perito,  eqsaya- 
doT  y  dejos  empleados  jrecooocedqres  se  importe 
radnedáimctpose&bada  en  9^  peso  .p  coi)  derpérito 
en  su  leyf  será  castigado  cada  uno  de  los  que  re- 
sulten'deíippuentefi»  con  la..Tqulta  de  doscientos  á 
cuatrocientospesosá  favor,  del  ..tesoro  público,  ó 
presioio  de  dos  á  cuiatio  afios  ;  y  sise  probare  di- 
siEDplo,  ^uf^irá  el  cuíp^bl^la  pena  de  seis  afiós  de 
presidio,  y  de  diez  si  há.  si  do  sobornado,  debiehflo 
eo.tpcfp  pa^ .  Sft,ti8faper  íos  ^rjuicios  que  haya  ' 
ocwjipqadp,i';  ■"  ^.  ^'.,  _•;  ,        .  ' ;,   .    \ 

'  Art  89  La  moneda  que^  int^4pcida  le^ alibel^* 
tey  multé  &lsifieaita  ai  acto  del  recono<:i<Dieato  en 
laaddastB^MráiiniHíUzada  y  9^  perderá  por  el 
iniNNhactor  i  beneficio  det/teao^o  naeípnaL 

Art.  9<>  La  'ttii^n^dtfiifsMficfeida  qoe  aa  li^ofbisr 
ca'clatíd^ÚatfeáYey  y^ssa  apnrlMváida)  sé  inmtUi'^t 
Mráy^tfédér^á  ^  %«n«Mo>deÍ*  More  pfa>lk«ii 
ptoáiidot^  al  introductor,  si  fuere  4€Scubi6r<o,  en 

Toxa  ti. 


otro  tanto  del  valor  de  la  moneda  aprehendida  y  en 
cuatro  aflos  de  presidio. 

^Tt.  10.  Todos  los  h^KhüanteS  de  ¥ebeztiela  na- 
dónales  d  extranjeros,  serán  obligados  á  recibir 
las  monedas  mandadas  circular  por  esta  ley,  bajo 
la  pena  de  una  cantidad  doble  de  la  que  rehusaren 
admitir,  que  se  aplicará  al  tesoro  nacional,  salvos 
los  convenios  en  que6«  huya  estipulado  Itf  entrega 
de  una  nooneda  determinada.  * 

Art.  1!.  Se  deroga  la  ley  de  28  de  Marao  de 
1835. 

Dada  en  Caracas,  á  28  de  Marzo  de  1848,  afio 
19  de  la  ley  y  38  de  la  independencia. — £1  Pre« 
sideotedel  Senado,  Eduardo  A.  Hurtado. — El 
Piesidente  de  la  Cámara  de  Representantes,  Fer*, 
nando  OZauffrrta.— El  Secretario  del  Senado, 
José  Ángel  Freiré* — El  Secretario  de  la  Cámara 
de  Representahtes,  J.  A,  Pérez. 

Caracas,  Marzo  30  de  1848,  año  19  de  la  ley  y 
38  de  la  independencia. — Ejecútese. —  Oiego  Bau- 
tista ürbaneja — Por  S.  E.  el  Vice- presiden  te  en- 
cygfli^o  del  Poder  Ejecutivo, — El  Secretario  de 
E.  en  el  D«  de  Hacienda,  Rafael  Acevedo.  [*) 

MOriEDA.  TABLA  dü  valor  'dé  algunas  mone- 
■  das  extranjeras  que  circulan  en  Venezuela 
mandada  fotínar  ^or  la  ley  de  28  de  Marzo  de 
.1848  que  establtce  la  unidad  monetaria  de  Ye» 
ntfBuela^  y  Ja  eonstknye  em  ^xentosíós  ée  cobre 
par  un  franco  en  plata  francesa  ie  y^^*  (**) 


(*)  AnáUsis  comparativo  de  las  leyes  de  l¿¿e  Ma- 
¿6  1834, 28  de  Marceo  de  1835,  .y  30  d»  JIfarzo 
de  1 848  sobre  Moneda  esctranjei  a, 

£otre  \m  de  84  y  35  hay  las  dtfí^erencias  sigaioDtes : 
la  de  ^4  suprimió  el  ^  úqir-P.  del  artícnla  4  ^.  de  la  de  d8, 
y  afiadió  la  parte  de  su  artículo  %,9  de«de-Ql  shilling  co- 
lonial 4&  hasta  el  cnarto  de  shilling  colonial  con  el  valor 
de  seis  y  cuarto  centavos  fuertes"  y  los  articalos  6  9  y  7  ^ 
Comparadas  las  de  86  y  48resaH« :  que  la-  de  48  es- 
tablee el  franco  como  unidad  monetaria,  refiriendo '  el 
valor  de  las  demás  á  él.  En  consecuencia  auprimió  los  fr- 
ticoloel.^  &4?  de  la  de  36,  y  afladió  las  dispoeioiones 
de  sus  artieulos,  1, 2,  Q,  7, 8,  y  9,  y  la  part^  del  8  que  dice: 
pero  el  recibo  de  la  de  cobre  no  8er&  obligatorio  4  Km 
paitienlares  cuandola  cantidad  exceda  de  cien  pesoi. 


(**)  BaMéfidoseeometido  axrwr  de  gvaiíaittoa  enl*  la^ 
bla  <de  Monedas  extranieca^eizcalaatesenVaBasnala  p«P 
blioada  en  U  Ckieeia  oíekl  de  16  del  pasadomaade  Abril, 
súm.  910,  respecto  del  valor  d«  los  pesoa  íteertea  da  Bspa- 
2a,  Nueva  Granada,  Perú,  Chile»  Mélico,  BolLsia,  Brasil 
y  Estados  Unidos,  no  siendo  este  ndueido' a' reales  dQ 
i  1, 2|  reales  que  equiVKM«dakt|eiile  ser  ha  sentado;  stiio  de 
9 1,  21  reales  ¡  equivalente  &  $  1 ,  07|  ceptavoé  plata  ítierta 
y  á  9  1,  34i  centavos  p^ta  sencilla,  se  publica  de  nuevo 
la  referida  tabla  cotí  l^s  éorrecoiones  debidas. 

(NotaoMal]( 
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MONEDAS  DE  FRANCIA. 

oit».  ElNfcpoleob6plcBa«dB«fr, 
El  doble  Id.  6  piesas  de  40  Cr. 

plaT.  Ía  pieza  de  6  francos ........ 

y  BU»  fracciones  en  proporción. 

GRAN  BRETAÑA. 

OM.   El  doble  SobenÍDo... 

£1  Soberano 

El  medio  Soberano^ 

PLAT.  La  Corona 

La  media  Corona 

ESPAÑA. 

La  onj»  espaflola  y  americana 

y  sQS^ftacciones  enproporcion 

El  peso  ÍVte.  espafid  y  americP 

y  sus  fracciopl^B  en  proporción 
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NUEVA  GRANADA. 
La  onza  de  Popayan  y  Boptá 
Y  sus  fracciones  en  proporción. 
El  peso  fuerte  de  ocho  reales. 

PERÚ. 

La  onaa de  Lima y'el  Cuzco. . 
y  sus  fracciones  en  proporción. 
El  peso  frte.  de  Lima  y  el  Cuzco 
y  tus  f raeciones  en  prop(»rdoii 

CHILE. 

La  onza  "Estedo  de  Chile." . . 
y  sus  fbseciones  en  proporción. 
£1  peso  fVierte  "  Santiago  ". . 
j  tm  Arándonos  en  propcmon 

MÉJICO. 

La  ohza  de  sus  diversas  casas 

de  moneda 

y  sus  A-acciones  en  proporción 
El  peso  ñierte  de  sus  diversos 

seHoa. %...r. 

j  sus  íVaccioses  enproporoioa 

REPÚBLICA  A^ENTINA. 

La  onsa  de  1818  A 1828 

Laon2adel82^ál882. 

BOLtVU. 

La  onza  «Heptiblka  Boliviana" 

5  sus  fhiiBolones  en  proporción. 
Ipeso  ñierte 

y  sus  fk-acoiones  en  proporción 

BRASIL. 
lA'JttOBeda  4e  oro  MoidoM  •  % . 

La  media  portuguesa 

lA^piéi0ide«Oftelai. 

Ikoltisrde  «oeftelt^4:w.^.%v.« 
h^ÜmméÁ  M§rbiá  "Patacón" 
'4  •MHnwíMM0«n  proporeion. 

^bíNTftO  AMERICA. 

La  onza.*..  .••«.••«.« 11^ 

y  susftaccipnea  en-proporción 
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£1  doble  Águila 

PLAT.  El  peso  fuerte 

y  sus  fhkccioncs  en  proporción. 


686 
10  70 
1  071 


6681 
18 
1  84  j 


871  Id 


6  5| 

8 

12f 


MON£DA.  RBSOLVcioN  EJKCimrA  de  17  de  sb- 
TiBUBRE  DB  1849  Corrigiendo  la  tabla  ante- 
rior en  cuanto  al  valar  de  las  onzas  acuñadas 
en  Centro  América  en  1837. 
República  de  Venezoela. — Secretaría  de  llí^cien- 
da.— SeccioD  2^ — Circular. 

Cará«*a8,  Setiembre  17  de  1849. 20  jr  39. 
<<  Resultando  que  una  onza  de  oro,  de  coraon, 
acuñada  y  sellada  en  mil  ochocientos  treinta 
y  siete  en  la  República  de  Centro  América  y  re* 
conocida  y  pesada  recientemente  de  orden  del 
Poder  Ejecutivo,  tiene  el  mismo  peso  y  !ey  que 
las  de]  Perú,  Nueva'  Granada,  Chile,  Mé|ieo  y 
BoHvia,  coroprehendidas  en  la  tabla  monetaria 
que  se  halla  inserta  en  la  Gaceta  de  Venezuela 
número  914,  S,  E.  declara:  que  todas  las  onzas 
de  ovo,  de  Cordón,  de  mil  ochocientos  treinta  y 
siete  de  la  citada  República  del  Centro  qne  se 
introduzcan  y  sean  examinadas  ocfnforme  aJ  artí- 
culo 69  de  la  ley  de  moneda  de  30  de  Marzo  de 
1848,  deben  circular  libremente  en  el  pais  por  sn 
vérdaderp  ralor,  que  es  el  de  ochenta  y  cuatro 
francos  6  veirUiun  pesos  de  plata  sencilla^  y  laa 
de  otros  afios  por  el  de  vein  te  pesos  ú  ockentafran" 
€ús^  en  cuyos  términos  queda  corregida  la  referi- 
da tabla;  comunicándose  así  á  las  oficinas  de 
hacienda  y  A  los  gobernadores  de  provincia,  j 
puUicándose  por  la  Gaceta/' 

Por  S.  E.— 7.  Lecuna, 
Es  copia.-^Iie^tí  A« 
MONEDA.  RKsoLtJcioN  íjecutiva  ds  2  »b 
MATO  DB  1840  autorizando  j^  Poder 
Ejecutivo  para  hacer  los  gast^T^ecesarioo 
para  la  introducción  de  monedas  menudas  do 
plata  y  cobre, 

Bepública  de  Veneauela.— Secretarla  de  Haetanda. 

BeccIoD  2  f  — Clrcttlar, 

Oarácas,  Setiembre  17^e  1849,  fldy  89. 

^Resultando  que  una  onza  de  oro,  de  eordoDi 

acufiada  y  eellada  en  mÜ  ochocientos  treinta  y  aie- 

ie  en  la  República  "de  ^Centro- América  y  r^cünpcí»' 

da  y  ponda  recientemente  de  orden  del    PMer 

EjeW{«W,Í|eiie  «élttilgftM^tí^  y *^  Ashtf.ias  del 

'Perü,¥rtieya'Gra(Mádaj  Ohiie:  Méfuió  V  Bo'Mw  : 

cdmprehexldi4a^  en 4a  ttbia  yndtfétaria^qao'aeblJfa^ 

inserta  en  la  l^iréeta  éo  Venezoela  n&cnwrojSM, 

S.dBL  tedfaM'tifgoB  rMtaa  laa  opzas  de  qro^  j|e 

leoüdk»»,  de  milMbádentoa  djeijata,  y  siefa  de  la 

ieitadd  Bi|p6UMi  deliCWo.^oe  m  JmfiÍ»»^^V 

'-  •        '    •  •       .     .'i-I»    *>.'     .'I    *•       ^    ■•  .      '.     .♦  ,,  4. 


]l 


C0UMIUK4  r  TmáBOLAIlÁtnENTB. 

i^mmssmmBSmsassssmsmBSSsssmsBmm 


441 


Mosr 


•eM  ej»iB{n*diia  ccmftirme  td  arlícido  1^  de  i8i  l^y 
«le-moDeda  de  %  de  Mamo  dr  i648^  deben  cir- 
cular libromente  en  el  país  poreii  «Madero  ralor, 
que  68  el  ,de  ochenta  y  cuatro  frantoa  ó  veintiún 
pe$o9  de  flaUk  stncÚloy  y  b»  de  otros  afioa  9  por 
el  de  peüUe  petos  ú  ochenta  fmmcoo^  en  cuyos 
térmiDOfl  quxKla  corregida  la  referida  tabla ;  eo- 
munlcándoee  as!  á  las  ofíoifias  de  hacienda  7  á  los 
gobermdores  de  prcy^indae,  y  publicándose  per  la 
Gaceta," 

Por  S«  £.-^F.  Lecuna. 
Eé  copia. — Leatna, 

MONEDA.     KESOLUCION     KJECI7TIVA  DE    16   OB 

MAKZO  DE  ISM  Jijando  el  vahr  por  que  puede 
circular  e/t  la  Rep^Shlica  la  granadina  acuña- 
da en  virtud  de  la  ley  de  1839. 

Secretaria  de  Hacienda.. 

Caracas,  Marzo  15  de  1864. 
Resuelto* — Vista  la  consulta  hecba  por  el  Se- 
Cor  Gobernador  de  Barcelona,  sobre  moneda  gra- 
nadina introducida  en  üquelia  provincia;  y  con- 
siderando 19^  que  aunque  la  moneda  granadina 
cuyo  valor  se  consulta  hoy,  tiene  las  mismas  leyen- 
das y  emblemas  que  la  que  sirvió  de  materia  á  la 
resolución  del  Gobierno  de  27  de  Julio  de  1852, 
en'la  cual  consta  que  al  filiársele  entónees  el  valor 
de  diez  y  tres  cuartos  reales,  se  tuva  prestante  la 
tabla  circulada  en  enmplimiento  del  articulo  5?  de 
la  ley  de  30  de  Marzo  de  1848  sobre  moneda  ex- 
tranjera, aquella  moneda  no  tiene  el  pese  dé  la  ley, 
^9*  V^  faltando  á  dicha  motieda  el  peso  legal  que 
corresponde  al  fuerte  granadino,  cuyo  valor  de 
eebo  reales' fuertes,  equivale  á  diez  y  tres  cuartos 
retfltBs  senetlles,  según  la  minina  tabk  formada  en 
virtud  del  artículo  i9  de  la  citada  ley,  que  fijó  el 
franco,  mopeda  francesa,  por  unidad  monetaria  de 
la  RepübUÍi^flo  ha  podido  ni  puede  correr  sino  por 
io  mkv  relativo,  como  lo  manda  el  artfcttlo29  de 
la  propia  ley,  pautado  por  la  unidad  monetaria  de 
la'ftep6blica,  á  fin  de  que  no  aparezca  inferior  á 
su  ley,  en  cuanto  á  la  bondad  ó  calidad  de  la  plata, 
80^  ^ue  habiéndose  tenido  presente  el  sistema  mo- 
netario de  la  Nueva  Granada,  y  su  ley  del  ttSo  de 
183^  por:  la  cual  se  hizo  la  fundición  y  euiloque 
.  mdém  la  teíbríd»  coniuha,  y  49-.  que  la  lej  aiig- 
attdM'A  eüei  cala  de  ocho  dinerea  6  666  doe  %m- 
eiúÉ  MMsimast  lo  q«e  comprueba  que  sola  tiene 
oebO'deM'ras  párierde  plata  fina,  á  las  cuales  ha 
dadobtinlsiMley'de  Nueva  Granada  iA  valor 
d«  te  IJBÉl'SenclHo  6  de  media  ftaneo  A  eada  ano, 
Wi&K  4i  PoderBJecutivo  se  ha  servido  resolver, 
•di^ÉiMlIbllAidad  con  eldietánuen  del^  Cornejo  de 
6éMemo:  que  la  moneda  granodioaon  euestioD 
MMiiédrcttlar  sino  por  el  valor  de- eiioiro 
ftMIoiiélaqoo  oelo  nmiDo,  de  ociio  reates 
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seneillos,  qoe  easu  valor  relativo,  eomparado  en 
su  parte  de  plata*  fina,  con  el  valor  del  franco, 
que  es  la  unidad  monetüia  de  Vtneioela.  Con- 
téstese en  estos  términos  al  sefior  Gobernador 
de  Barcelona^  y  publíqucbc  esta  resolución^ 
Por  a  E.—Cebállos. 

MONEDiV.    DECRETO  DE    2     DE    MAYO    DE  1840 

autorizando  al  Poder  Ejecutivo  para  hacer 
hs  gastos  necesarios  para  la  introducción  de 
monedas  menudas  de  plata  y  cobre. 
£i  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de 
la  República  de  Venezuela  reunidos  en 
Congreso. 

CONSIDERANDO  : 

Ctue  hay  una  suma  necesidad  en  la  República 
de  moneda  menuda  de  plata  y  q|^re. 
decretan: 

Art*  10  £1  Poder  Ejecutivo  hará  venir  al  pais 
para  su  circulación,  en  las  provincias  del  Estado, 
monedas  francesas  de  plata  del  valor  de  un  fran- 
co, de  medio  franco  y  de  un  cuarto  de  franco : 
monedas  amerieanaa  de  plata  del  valor  de  veinte 
centavos^  de  diez  centavos  j  de  cinco  centavos : 
y  monedas  de  cobre  americanas  del  valor  de  un 
centavo  y  de  medio  centavo. 

Art.  29  Para  pagar  los  premios  y  gastos  que 
exyala  introdncchin  deeata  moneda,  el  Poder 
iB^cutivo  puede  disponer  haita  de  diez  mil  pesos 
del  tesoro  público,  tooiando  el  acuerdo  del  Con- 
aojo  de  Gk>bierfio  para  aprobar  loa  eontratos  pú- 
bliieos  6  privados  que  eciebrare  con  rale  objeto. 

Dado  en  CarAeaa,  á  28  de  Abnl  de  1840,  ano 
til  de  la  ley  y  30  de  la  independeneia. — £1  Pre- 
sidente del  Senado,  Francisco  Aranda^ — El  Pre- 
.8Í4pnle  de  la  Cámara  de  Representantes^  Jtuui 
N.  Cha¡ve9,-^E\  SecreUrio  del  Senado,  JoU  Án- 
gel Fr&ire. — El  Secretario  de  la  Cámara  de  Re- 
pnsaentantaa,  Rafael  AceveiB. 

Caracas,  2  de  Mayo  de  1840,  aflo  II   de  la  ley 
y  30  de  la  independencia^— Ejecúteacu^-Jci^é  A* 
PáezM — Por  S.  ¿.-^^1  Secretario '  de  hacienda, 
Guillermo  Smük 
MONEDA^   BEsoLvoioif  eje6VTiva  ds  i2  be 

ooroanB  de   1844  declarando  Kabeír  cesado 

loaefeeioe  dé  ia  leyde»  de Me^zo  de  l9Vt 

mandemáo  acuñar  una  netcianai  de  cobre, 
Rvp^Hca  ié   Fenemete.— JWreforfo  de 

Cáráeaa,  Octubre  12  de  1844. 
BBSOBiTO<-*«Iiabiéndose  acBUado  y  distiibiii- 
do  en^  RepábUcB  los  centavos  de  cobre  con 
-eolio  nsfeioBal,  qoedfiipiiso  la  ley  de  20  de  Mar- 
te do  IMS^  j  redncida  por  so  arttcule  79  la  cir- 
ettladon  4o  UMOontavoa  de  la  misma  materia  con 
eoio^  loo  Bitadoa  Unidos  A  los  ya  mtroduci- 
Uos^  ao^lMteé  ttoloriopor  !•  q^oe  pueda  coaTeaii  al 
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coroercki,  que  han  cesado  hn  efectos  del  deereto 
de  2  de  jifayode  1840,  que  autorizaba  la  impor- 
tación de  estof  centavos. 

Cifcúlesey  pobliquese.— .Po^  8.  E  — Manrique. 
MOIÍEDA.  Resolución  Ejecutiva  de  16  de 
Setiembre  de  1846  prohibiendo  la  circula- 
ción de  las  piezas  de  metal  que' los  merca» 
'  deres  y  detalladores  suelen  hacer  para  su- 
plir la  moneda  en  sus  mas  pequeñas  frac- 
cioTies. 
República  de  Venezuela.— Secretaría  de  Ha- 
cienda.— Caracas  Setiembre  16  de  1845. 
Resuelto. — El  Gobierno  ha  tenido  á  la  vista, 
con  el  infprme  dpi  Gobernador  de  Garabobo,  las 
piezas  de  di feremes  metfiles,  Abarcadas. con  icarios 
signos  y  letras  que  los  mercaderes  y  detalladores 
del  cantón  Nirgua  han  emitido  y  puesto  en  circu- 
lación, para  suplir  la  moneda  en  sus  mas  peque- 
ñas fracciones,  sin  duda  por  la  escasez  que  se  ha- 
bia  sufrido  de  la  moneda  legal.  La  acuf&acion  de 
moneda  y  la  emisión  de  «ignoe  que  la  represen- 
tan son  atribuciones  soberanns  reservadas  por  la 
Constitución  de  Venezuela  «1  Poder  Legislativo  ; 
así,  ningún  individuo,  ni  corporación  están  auto- 
rizados para  ejercerlas.  Los  mercaderes  de  Nir- 
gua  han  comenzado  por  suplir,  cada  uno  en  par- 
ticular y  para  la  economía  de  su  venta,  la  mone- 
da de  ley,  con  una  pieza.de  plomo,  e&taño  ó  co- 
bre, marcada  con  algún  signo,  que  al  mismo  tiem- 
.  po  que  servia  de  garantía  eomtra  ia  falsifícacion, 
aseguraba  la  reversión  de  cada  pieza- al  •  estableci- 
miento que  la  emitía.  Sin  embargo,  desde  qué  por 
la  necesidad  ó  eiJucrg,  estas  piezas  hallaron  m^s 
6  menos  libre  circulación ;  desde  que  entra- 
ron al  dominio  del  público  y  vinieron  al  conoci- 
miento de  la  autoridad,  esta  no  puede  permitir  la 
continuación  de  est^abuso,  y  mucho  menos  cuan- 
do la  Nación  acaba  de  hacer  considerables  cos- 
tos para  Ja  introducción  al  pais  de  suficiente  mo- 
neda menuda,  que  facilita  toda  especie  de  cambio 
ó.  transacción.  En  esta  virtud  el  Poder  Ejecuti- 
vo, oído  el  voto  del  Consejo^  resuislve  :  que  ?'e  im- 
pida, por  las  autoridades  del  cantón  de  Nirgiia  y 
por  los  demás  ¿quien  corresponda,  (a  circula- 
ción d^  las  menciMnadss.,pie«ias,  pr<>/6nBC^ndP/,que 
sean  recpg,ijiaa«..sin  perjviKio ^  Qel  píXbl jcoy  ^  por  los 
misnrtos  que  las  emitieron ;  y  que  las.  mismas 
autoriiUdos,  'jpf'incfpñljX^pi^  ^1  Gobernador  de 
Qarabobo,  dicten  Jas  medidas  ;nep6«§ria9  para 
que  se  prjovea  el  cancón  delSirgiiade^motnfídatde 
cobre  l^j^al^n  cantidad | s^lficknte  pa)*9i,4^^.iii<is^r 
el  cureq  d^.Ío|»'rn arcados.  ^ublíquesftJeiii  V.  Ga- 
ceta y/ comuniqúese  ^1  Goii)/%r.Qador;d¿Qavfi.bobo. 
Por  S.  E,.T',Manriqufi.-*-E^  copiag  fil^xique. 
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DicXKMBftB    DM  IB4B  declarand^^que   éAen 
ser  recibidas  aunque  e^tén  rabadas  ;  y  man* 
dando  perseguir  á  hs  que  las  rayen^  limeña  6 
cercenen. 
República  de  Venezuela.— Secretaría    de  Ha- 
cieadai^-^ Sección  segu nd a, >- Número  970. 
Caracas,  Diciembre  21  de  1848. 
Resuelto.—- Dígase  i»n  circular  á  loe  seflores  Go- 
bernadores, Tesorero  genqfai  y  Presidente  del 
Tribunal  de  Cuentas. 

Visto  el  oficio. del  seííor  Gobernador  de  la  pro- 
vincia de  Carabobo  de  fecha  4  de  l^viembre  Oi- 
timot  en  que  consulta  si  las  monedas' rayadas  de^ 
ben  recibirse  por  su  íntegro  valor,  y  consideran- 
do:.que  por  el  artículo  29  de  ía  ley  de  30  de 
Marzo  ultimo  sobre  monedas  se  da  entrada  á  las 
de  todas  las  naciones  por  un  valor  relativo  á  la 
unidad  de  Venezuela,  con  tal- que  seaii  de  cor- 
don  .y  no  inferior  en  la  ley  á  la  unidad:  qnfi  las 
rayas  que  tepga  una  moneda  cualquiera  no  es 
propiamente  causa  de  depreciación  de  sa  valor, 
siempre  que  conserven  su,  primitivo  peso  y  ley ; 
y  que  es  un  abuso  y  hasta  cierto  punto  un  delito 
el  hecho  de  limar,  raer  6  cercenar  la  monada, 
siendo  castigado  por  las  leyes  españolas  con  pe- 
na arbitraria,  S.  E.  resuelve:  que  las  monedas 
aunque  estén  rayadas,  deben  recibirse  en  ia  Re- 
pública por  su  valor  relativo  al  franco»  unidad 
monetaria  de  la  de  Venezuela,  y  que  se  persiga 
por  las  autoridades  competentes  á  los  que  las 
rayan,^iman  6  cercenan. 

Comuniqúese  y  publíquese.— Por  S.  E,— 

Caballero. 
MONEDA.  Resolución   Ejecutiva  dk  9  dk 
Novjj&MBRB  DE  1849  declarando  que  la  mone' 
da  falla  en  9tf  peso,  bien  porque  asi  haya  sali- 
^   do  del  cuño,  bien  porque  haya  sido  recortada, 
limada,  q  cercenada  de  cualquiét^fiuinera^  es 
falsa,  como  la  falla  en  su  ley^  6  adulterada  en 
la  calidad  de  su  metal. 
República  de  Venezuela. — Secretaría  de  Ha- 
cienda.— Sección  segunda. 
-  Caracas,  Noviembre  9  de  1849» 

3e2or  Administrador  de  la  Guaira. 
.,  La  o>pne(l.a  falla  en  su-  peso,  bien  porqv»e  así 
haypr^s^iidQidel.cnapjbíJBn .porque,  h^yi^  sido  le- 
qgxioAñi  8(WPÁae4.cpmen«da4f;  /;tiaiq«íe/aí;mane- 
ra,ifs,J^lsa,4U)m-^  J^  fi^lla  ^  syjeiy  ^iasl^dlerada 
leh.  la.  .calida^)  dajsu  ipeta],  segi|Pf.e4,Í^/9guaja.  de 
las  .ley^a^cornii9^s,.y  ^specialmerit^.^^iJ^.dQ  .^ 
¡.d^JVi&r^q  de..ld48;cMyos.  artículos  J6,é  y  g.  son 
-fXfit.(;tao)e^(Q  ^p^qablei  ,h  U  una  y  d  la-  qtra/^  Aeí 
Jo  ha  decidido.el  Poder;,  ^^jecutivq  dei^cperdocop 
p\  Consejo  de  G:obiernp,  mandaivi^.  se  comuni- 
que 6  las.adn^jnislraciope^.de  aduana  y  den|uofi« 
djim  dt^ jr^cauíi.acion^^  la '  i,^p^U«a  jjiara  ia4« 
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.  bida  ÍDteli|!t|icia  y  Hernaa  qae  .correspon<icL   Con 
este  objeto  y  como  consecuencia  de  la  ñuta  de  U. 
de  18  dé  Octubre  número  155,  se  1»  dirige  la  pre- 
,  senté.  ' 

6oy  de  U.  atento  ^ervláor.^^Vtcente   Lecuna. 
Ce  copia. — Leciina*    * 
MONEDA,  Rebolvcion  tlJBcu'nvA  db  24  de 
OcTt7BRK  DB  1&6I  declarando  comprendida  en- 
tre la  falsificada  la  menoscabada  en  su  peso. 
¿decretaría  del  Interior.— Sección  tercera. 
Caracas,  Octubre  24  de  1851. 
Resuelto. — Dígase  al  seltor  Gobernador  de  Gua- 
yan a. 

Impuesto  el  Poder  Ejecutivo  de  Ja  nota  de 
US.  fecha  4  de  Agosto  ultimo  número  1041  «m 
que  pide  ae  dicte  una  medida  que  corrija  el  mal 
que  s^  advierte  en  el  comercio  de  esa  provincia 
por  encontrarle  circulando  moneda*  menoscabada 
en  su  peso,  me  ha  ordenado  contestar  á  US. : 
que  la  que  aparezca  en  circubcion  menoscabada 
-  eii  su  peso  6.  ley,  es  falsifícada,  y  que  el  remedio 
que  debe  aplicarse  contra  ese  malt  es  la  pena  es- 
tablecida en  el  artículo  99  de  la  ley  de  30  de 
Marzo  de*  1848  sobre  la  míiteria,  que  previene: 
quB  la  moneda  falsificada  que  se  introduzca  clan- 
destinamente y  bca  aprehendida,  se  inutilice  y 
quede  á  beneficio  del  Tesoro  público,  penándose 
al  introductor,  si  fuere  descvbierto,  en  otro  tanto 
del  valoi'  de  la  aprehendida  y  en  cuatro  afios  de 
presidio.  Mas  como  esta  pena  debe  ser  el  resuU 
tado  de  un  juicio,  y  no  de  una  medida  simple- 
mente gubernativa ;  .luego  que  se  haya  hecho  la 
aprehensión  de  la  moneda  falsificada,  la  autori- 
dad resípectiva  excitará  al  tribunal  competente  pa- 
ra que,  con  la  intervención  fiscal,  tenga  lugar  el 
'juicio  y  aplicación  de  la  pena  in>puesta  por  la 
ley. 

Soy  <fcc.— Por  S.  E. — Herrera. 
MONEDA.   Resolución* Ejecutiva  de  16  db 
'Junio  de  1852  declarando  permisible  la  in- 
troducción de  fracciones  de  francos. 
Secretaría  de  Hacienda.— Sección  segunda. 
Caracas,  Junio  16  de  i  852. 
Resuelto. — ^Yista  la  comunicación  del  señor  Ad- 
ministrador principal  de  aduana  de  la  Guaira,  en 
que  solicita  la  resolución  conveniente  acerca  de  la 
suma  de  ciento  veinticinco  pesos  que  por  aquel 
puerto  han  introducido  los  señores   Lagrange  y. 
Enjelke  en  fracciones  de  francos,  S.  E.  el  Poder, 
Ejecutivo,  de  acuerdo  con  el  dictamen  del  Con-; 
jsejo  de    Gpbierno,  se  ha.  servido  resolver:  qq^e; 
siendo  las  .f^onedas  en  cuestioU|    fracciones  de; 
njiestm  unidad  oiónetaria  legal,  se  permita  su  in-{ 
tróduccion,  fijándosele  su  intrínseco  valor,  que  es. 
el  de  euatro  centavos  venezolanos,  ó  lo  qué  es  loi 
inismo  cinco  áe  élTaÉi  por  un  franco.  Oficíese  en 
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estos  términos  al  referido  Administrador  de  adua- 
na  de  la  Guaira,  y  publíq uese  en  la  Gaceta  de 
Venezuela. — Por  S.  E. — Gellineau, 
MONED  V.  Derecho   que  pagará  á   su  exporta- 
ción. Véase  Contribución  extraordinaria^  art. 
3  ^  ünico,  numero  29 
MONEDA.  Resolución  Ejecutiva  de  26  de 
Julio  de  1855  previniendo  á  los  administra- 
dores de  aduana  tomen  las  medidas  necesarias 
para  impedir  la  introducción  de  la  falsa. 
Secretaría   de  Hacienda. — Car&cas,  Julio  26  de 
1855. 
Resuelto. — Se  ha  sabido  en  este  Ministerio  por 
informe  del  señot  Secretario  de  Estado  en  el  Des- 
pacho del  Interior,  que  están  circulando  en  la  Re* 
pública   monedas  de  oro  y  de  pjuta  falsificadas, 
comprobando  el  hecho  con  una  del  segundo  me- 
tal que  ha  remitido.    Esta  imitación  de  una   pie- 
za francesa  de  cinoo  francos  del  reinado  de  C&r- 
lo's   X,  año  de  1826,  es  de  un  trabajo  tan   perfec- 
to, que  es  imposible  percibir  diferencia  entre  ella 
y  las  legítimas  si  el  examen  se  contrae  únicamen- 
te á  comparar  la  una  con  las  otras.  La  pieza  que 
exiate  en  estü  Despacho  se  compone  de  una  lámi- 
na ó  plancha  de  latón  cubirrta  de  chapas  delga- 
das  de  plata  de  ley.  Estas  chapas  son   tres :  .dos 
forman  las  fazes  ó  caras,   la. otra  el  canto  ó  espe- 
sor fle  la  pieza,  y  esta  se  hada  "soldada  con   aque- 
llas en  la  circunferencia  exterior  de  la  grafila.    El 
peso   absoluto  de  la  pieza,  según  el   examen   he- 
cho por  un  inteligente  es  de  trece  diez  y  seis  avos 
de   onza,   calculándose  solo  dos  en  las  hojas  de 
plata  que  la  cubren,  ni  paso  que  el  de  las  legítimas 
es  de  catorse  diez  y  seis  avos  6  siete  ochavas. 

Es  imposible  que  tales  piezas  se  hayan  fabrica- 
do en  la  República,  pues  el  estado  del  arte  en  ella 
no  puede  pVoducir  obras  de  tan  perfecta  y  acaba- 
da imitación.  Es,  pues,  evldetíte  que  proceden  de 
otros  paises. 

Con  el  fin  de  evitar  en  lo  posible  los  perjui- 
cios incalculables  que  ocasiona  á  la  sociedad  un 
hecho' tan  criminal,  ha  resuelto  el  Poder  Ejecuti- 
vo, se  recuerde  á  los  Administradores  de  Adua- 
na el  delicado  deber  que  tienen  de*  impedir  la 
introducción  de  moneda  falsificada  6  menoscaba- 
da en  su  peso,  o  en  su  ley,  dando  extricto  cum- 
plimiento á  las  disposiciones  que  sobre  punto  de 
tanta  trascendencia  contiene  la  ley  de  30  de  Mat- 
zo  de  1848. 

Con  tal  objeto  tiombrarán  el  perito  ensayador 
que  con  arreglo  x\  artículo  sexto  debe  exan^iuAr 
y  reconocer  escrupulosamente  toda  la  monoda 
que  se  manifieste  para  ser  importada.    •  ^ 

Har&n  inutilizar  como  lo  previene  el  articulo 
89}  toda  la  que  al  acto  del  reconocimiento  resul- 
te falsificada,  así  como  la  de  lá  misma  condición 
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que  86  ingenie  introducir  clandeBtifiameDte  y  dea 
aprehendida  ;  remitiendo  una  pieza,  dé  cada  clii^e 
á  la.  Secretaría  de  Hacienda  para  »regjar  á  ellas 
laa  medidas  que  deben  dictarse, con  el  objeto  de 
excluir  las  que  hayan  entrado  en  la  circulación. 

En  cualquier  tiempo  que  se  descubra  al  intro- 
ductor clandestino  de  moneda  falsificada,  sea  que. 
esta  haya  entrado  en  lárculacioñ,  sea  qaé  haya  si- 
do antes  aprehendida;  los  Administradores  de 
Rentas  nacionales  le  denunciarán  á  la  justicia  or- 
dinaria, para  que  le  imponga  las  penas  corres- 
pondientes, y  darán  cuenta  inmediatamente  al 
Poder  Ejecutivo. 

Toda  la  moneda  que  fuere  inutilizada  se  depo- 
rtará en  las  arcas  de  la  Administración  de  Ren- 
tas respectiva  :  el  meta!  fino  que  pueda  contener 
se  valuará  por  un  perito  con  ¡níervencion  de  k 
primera  autoridad  civil  y  de  los  Jefes  de  la  mis- 
ma Administración,  y  se  le  dará  entrada  con  car- 
go á  una  cuenta  que  al  efecto  se  abrirá  en  el  li- 
bro de  caja  con  el  título  de  "  moneda  falsa  inu- 
tilizada." 

De  todo  reconocimiento  de  moneda  que  se  ha- 
ga en  las  Aduanas, se  extenderá  una  diligencia 
que  firmarán  el  Administrador  é  Interventor  y 
el  perito  ensayador,  y  será  agregada  al  expe- 
diente de  entrada.  * 

En  los  caaos  en  que  se  descubra  moneda  fal- 
sificada, bien  sea  cuando  ae  presente  legalmen- 
te  al  reconocimiento  de  la  aduana,  ó  bien  cuan- 
do sea  aprehendida  por  los  empleados  de  esta  al 
introducirse  clandestinamente,  la  diligencia  que 
ha  de  levantarse  será  autorizada  ademas  con  la 
firma  de  la  primera  autoridad  civil  del  lugar ;  y 
»e  expresará  en  ella  el  número  de  piezas  de  ca- 
da especio,  el  valor,  la  nación,  el  nombre  y  na- 
oionalidad  del  Inlroductor,  si  fuere  conocido,  y 
todns  las  demás  noticias  que  se  juzguen  impor- 
tantes. Un  ejemplar  se  agregará  al  expediente 
que  debe  formarse  y  otro  se  remitirá  á  la  Secre- 
taría de  Hacienda* 

En  toda  dtllgencíft  de  reconociittiento  se  ano. 
taréA  loe  derecho»  del  perilo,  que  conforme  al 
artículo  69  de  la  ley  citada,  deben  salix  de  la 
cantidad' dósii nada  para  gastos  imj^evistost 

Comuniqúese  á  los  Administradores  de  adtia- 
H»  habilitadas  para  la  importación,  á  fin  de  que 
den  el  uias  extricto  cumplimiento  á  las  diliposi- 
ciones  de  Ik  ley  y  de  la  presente  resolución,  y  á 
los  Goberaadores  de  provincia  para  que  la  man- 
den i>1)servaT  por  la«  autoridades  de  bú  depen- 
%denQÍa. — Poj  8.  E. — Guhérrez, 
IfONJAH.  Téáse  Cónnentos,  L.  de  4  d6  Marzo 

de  X^SSI^y  y  ii9pos%cion€9  CQM9riaM$9  qtk^  k 
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SIONTALVAR  (CAixtóky.  í^rorlnJiRi  á  que  per- 
tenece y  parroquias  que  lo  coitiponen.  Véase 
División  ttrtiíwriliU  ^  de  %  de  Abril  de 
1856,  art.  1&  y  su  ^  3?  (Apéndice  al  abundo 
tomo.) 

MONTENEGRO  COLON  tF«í-ra*iH)).  Dk- 
GBBTO  DE  2  DE  Mayo  Dfi  1849  r¿i¿é7an<io  la 
coT^donacion  de  una  cantidadi.y  concediéndola 
veinticuatro  mil  pesoSy  cerno  recompensa  de  su 
cofuagracion  á  La  enseñanza. — Reforma  el  dé 
^  ¿te  Mauo  de  1846  /?.;  64  del  cuaderno  de  ese 
*    año;    y  654,    número    608  del    cuerpo    de 

1851  (•). 
£1  Senado  y  Cámara  de  Representanl^a  de  la 
República  de  Venezuela  reunidps  en  Con- 
greso : 
Decretan : 
Vista  la  exposición  d»  Feliciano   Üontenegro 
Culón,  en  que  manifiesta  las  dificultades  que  ae 
le  presentaran  por  parte  de  sus  acreedores  paira 
prestar  su  conformidad  al  decreto  de  26  de  Jtfa- 
yo  de  1846  dentro  del  término  de  tres  uesea  qu# 
en  él  se  prefijaron  al  efecto,  decretan. 

Art.  19  l'a  Nación  condona. á  Pelipiano  Mon- 
tenegro Colon  los  dt>ce  mil  pesos  de  que  le  ea 
deudor  por  suplementoa  constantes  de  diversos 
actos  legislativos ;  y  ademas  recompensa  su  es- 
merada consagración  á  la  enseñanza  pública  y. 
reparación  del  edificio  que  ocupaba  el  colegio  de 
la  Independencia,  de  que  fué  fundador,  conce- 
^diéndole  veinticuatro  mil  pesos  que  recibirá  en 
cuatro  años  en  porciones  de  á  seis  mil  pesos  en 
cada  uno,  los  cuales  se  colocarán  ea  ios  presu* 
puestos  de  gastos  públicos.  Montenegro  pued» 
disponer  del  moviliario  que  no  esté  constituyen- 
do  parte  en  la  forma  del  edificio. 

Art.  29  £1  Poder  Ejecutivo  dispondrá  que  in* 
mediatamente  se  reciba  el  edifieiiíy  ae  trasla- 
den á  él  la  Cámara  del  Senudoy  las  oficinaa  pu- 
blicas pagadas  por  el  tesoro,  y  para  las  cuales 
haya  aparente  localidad ;  pudiendo  ademas  nU 
quilar  locales  para  las  que  son  pagadas  por  Wa 
empleados. 

Árt«  3^  Se  deroga  el  decreto  de  26  Aa  Maya 
de  ré46*colídonandaá  FislicMino  Mofttettegr» 
Colon  la  cantidad  de  doce  milftaoe. 

Diado  en  Caracas  á  30  di9  Abi^  de  1949, 90  j 
39.-— £1  Presidente  del  Sénadn.  Juan  Antcm» 
Barbosa>^E\  Presidente  de  la  Uámara  de  Re« 
presentantes,  Lucia  Pulido. — El  Secretario  del 
Senado,  José  Ángel  jFVeyra.— El  Strcretaiid  d« 
la  Cámara  de  Representantes,  /.  Padilla^ 
Caracas  Mayo  2  de  1849,  20  y  39.— El^átwc. 

(*)  Josgamos  que  seria  inútil  el  análisis  de  estes  Dé* 
oretos^  ypor  asoló  omitíaos. 
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— JoU  Tui^  M0tmigas.^^oT  B.  EL*- El  8e«ire- 
t«rio  de  Estado  y  del  Despacho  de  Hacienda  y 
HeUcionef  Exleriorea*  Diego  Antonio  CaMlero 

JMONTEüjTEQRO  COLON  (^^iciano)  .  dsorv- 
To  DE  23  DB  FEBRBRo  DB  1847  avtortzafkdo 
al  Poder  Ejecutivo,  para  distribuir  los  ejem' 
piares  de  su  geografía  que  posee  el  Estado, 
El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  Ib 
Repñblica  de  Venezuela  reunidos  en  Congreso, 
decretaa 

Art.  único.  Se  autoriza  al  Pdder  EjeentÍFO 
para  que  de  la  manera  que  erea  mas  co/iyenierHe 
distribuya  en  1os  estableamientos  de  educación, 
en  las  cámaras  legislativas,  diputaciones  provin- 
cfales,  concejos  municipales,  tribunales  de  justicia 
y  demás  olScinas  publicas,  así  nacionales  como 
inunicipales,  los  volúmenes  de  la  <3reografía  de 
Montenegro  que  pertenecen  á  la  Nación. 

Dado  en  Carácns,  á  ^  de  Febrero  de  1^47, 18 
j  37. — El  Presidente  del  Senado,  Mariano,  C^bis- 
p0  de  Guáyana. — ^El  Presidente  de  Ir  Cámara  de 
Representantes.  Santos  Michelena.-^E\  Secreta- 
rlo del  Senado^  José  Ángel  Freiré. — El  Secreta- 
rio de  le  Cámara  de  Representantes,  Juan  Anto- 
nio Pérez. 

Caracas  Febrero  ^  de  1847,  18  y  37— Ejecú- 
tele.—-Pia^o  Bautista  Urbaneja. — Por  S.  £.  el 
Vicepresidente  de  la  República  encargado  del 
Poder  BJecutivo. — El  Secretario  de  E.  en  los  DD. 
del  Interior  y  Justicia,  Rafael  Aeevedo. 

MOMTEPIO  MILITAR.  RESOLUCIÓN  EJECUTIVA  DB 

22  DU  FEBRERO  DB  1842  declarando  que  lo  que 

§e  dedujo  por  este  respecto  á  los  militaresj  debe 

ser  devuelto  á  sus  viudas  é  hijos. 
Secretaria  de  Guerra^ — Sección  Central 

Caracas  Febrero  2í  de  1842. 

Resmelto^Vor  el  aiftfculo  1?  del  decreto  legis- 
lativo de  Colombia  de  23  de  Julio  de  1827  se  dis- 
puso que  no  se  exigiera  mas  á  los  individuos  de 
tropa  ée  mar  y  tierra  de  la  República,  la  parte  qoe 
se  les  -retenia  de  su  sueldo  para  el  establecimien- 
to del  montepío,  y  por  el  artículo  99  se  encargó 
el  Poder  Ejecutivo  que  infornriara  á  la  prózinm 
legislatura  Ib  sunm  á  que  asceñdian  las  cantidades 
retenidas  en  razón  del  -montepío.  Tuvo  efecio 
desde-Kiego  la  suspensión ilel  descuento;  pero 
loa  Bcoatecémientos  poUticos  posteriores  &  aquella 
feeha,  impidleroii  al  Poder  Ejecutivo  dar  el  in> 
focme  requerido  por  el  Congreso,  y  por  eomi* 
guiaste  aiagboa  rflsponeiosi  se  acordó  para  el  re* 
inlafro4e  las  samas  retenidas  d  los  militares  por 
eslarespeolo»Ba  esta  virtud,  f  en  vista  de  ia  so- 
lieílud  ^10  algunos  militares  y  viudas  de  milita- 
res han  dirigido  al  Poder  Ejecutivo  desde  Camaina 
en-a  4e!fineroúltímo;.pidíeadoae  lesaolLtfáe  a|ig|- 
UB]rv.4evialrer  aa  tparte^dasawitodá  4e  íim  eeeMea 
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por  mzoA  del  monlepíot  ha  reoonootdo  el  gobier- 
no que  está  ^n  el  easo  de  cumplir  con  lo  dispues- 
to en  el  artículo  3?  del  decreto  mencionado,  y 
para  ello  encarga' á  la  Tesorería  general  que 
ajuste  y  liquide  la  parte  retenida  por  razón  del 
montopio  á  los  militares  que  hubiesen  servido 
en  las  provincias  que  hoy  componen  la  Repúbli- 
ca de  VensBuela  desvie  que  se  principió  el  des« 
cuento  hasta  que  ces$,  según  los  datos  qv)  exis* 
tan  en  dicha  Tesorería  general»  ^n  el  Tribunal 
de  cuentas,  en  las  administraciones  de  aduanas 
y  demás  oficinas  públicas  ;  que  este  ajuste  y  Ji- 
quidaeion  lo  hagan  á  cada  militar,  y  que  obteni- 
da la  noticia  del  total  montamiento  del  ramo,  se 
dé  cuenta  al  Congreso  en  su  oportunidad.  Publí- 
qnese  en  la  Gaceta  de  Gobierno  para  que  llegue 
á  noticia  de  todos  los  que  han  representado  sobre 
el  particular. — Por  8.  fe. — Soublette. 

MONTEPÍO  MILITAR.  LET  DB  17    DB    HATO    DK 

1852  organizándolo.  -^Deroga   la  de  27    de 
Mayo  de  1845,  página  31    del  cuaderno  com- 
prensivo de  las  de  ese  año^  y  OH»  número  573 
del  cuerpo  de  1851. 
El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de   la 
República  de  Venezuela ^  reu  nidos  en  Congreso 
decretan: 

TITULO  I. 

DE    LOS  FOKDOS    DEL  MONTEPÍO     MILITAR. 

Art.  19  Los  fondos  del  montepío  militar  es- 
tablecido,* serán  los  siguientes : 

19  Jtft  suma  de  350.000  pesos  á  que  por  térmi- 
no medio  se  computa  la  descontada  en  las  ofici- 
nas de  Hacienda  de  Venesuela  por  montepío  á 
los  militares  y  demás  empleados  del  Ejército 
hasta  el  23  de  Julio  de  1827. 

^  Bl  descuento  de  8  per  100  á  los  Generales 
en  Jefe ;  7  por  100  á  los  de  división ;  6  por  tOO . 
áloade  brigada  ;  5  por  100  álos  Corónele* ;  4 
por  100  á  los  primeros  Comandantes  ;  8  y  medio 
por  100  á  los  segundos  Comandantes ;  3  por  100 
á  los  Capitanes  ;  y  2  y  medio  por  MÍO  á  los  Ofi- 
ciales subtltemee  y  deniae  wipleados  que  día* 
fruten  sueldos  mUitarea,  yaeea  en  actual  servi- 
cio 6  en  uso  de  letras  do  cuartel,  licencia,  retiro, 
in:válidos  6  pensión  de  cualquiera  clase,  ezcluyén- 
doio  la  tropa.  A  los  jefas  y  oficiales  de  laxnilicia 
naeional  cuando  estén  en  servicioi  se  les  hará 
igual  deaouento  que  á  loa  jefes  y  oficiales  retira- 
do0¿ 

39  I^  diferencia  queh^yA^^  un  siieldo  á  otro 
en  el  primer  mes  de  un  ascenso  obtenido  por 
cualquier  general  9  iafa«  oficial  6  empleado  npolitsK 
de.  los  que  estí a siyetpa.  al  descuento. 

49  Los  bienes  de  cualquier  individuo  delEjér* 
^itoVíMaHna^e.^V^ciereaUlnteatato  sin  de* 
Jar'JuNip49«^tfO|,gr44o^ea.f|^  por  la  lajr  di^ba  au- 
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cederle,  y  en  cuyo  caso  e&trabft  el  faflco,  uie^o 
que  hayan  dejado  dé  ser  aplicados  a  la»  manumi* 
sion.  • 

59  Las  donaciones  voluntarias,  l^dosicapita-* 
les  á  censo  y  fundaciones  piadosas  que  se  hayan 
hecho  6  se  hag^n  en  fa?or  del  montepío  militar. 

09  Cuando  los  generales,  jefes  y  ofídales  síp- 
van  destinos  civiles  ói  de  Hacienda  con  pago  de 
las  rentas  nacionales  é  rauaicipaleB,  se  les  hará 
el  descuento  con  arreglo  á  lo  prevenido  en  el 
número  29  de  este  artículo ;  bien  entendido  que 
si  la  renta  fuese  mayor  que  la  que  ten- 
dría por  so  grado  estando  en  actual  servicio, 
se, tomará  por  base  para  el  descuento  la  cantidad 
correspondiente  ai  sueldo  militar,y  el  exceso  lo 
percibirán  íntegramente  los  interesados. 

79  EJSporlOO  anual  que  abonará  el  erario 
desde  la  publicación  de  esta  ley  por  la  cantidad 
áque  se  refiere  el  n6n»ero  19  de  este  artículo. 

89  Lo  que  por  bajas  deje  de  erogarse  en  cada 
afio  económico  de  las  sumas  apropiadas  en  el  pre- 
supuesto para  pagar  la  lista  militar  pasiva,  ,con 
tal  que  las  altas  que  ocurran  en  el  mismo  tiempo 
en  el  ramo  no  causen  mayores  gastos  que  las 
bajas:  y  la  parte  de  paga  que  dejen  de  tomar  los 
oficiales  encausados,  en  los  casos  'en  que  deban 
perderla. 

99  £1  sueldo  délos  dos  meses  siguientes  á  la  muer- 
te de  todo  militar  en  servicio  activo  contribuyen- 
te al~  montepío. 

LO.  Laa  ixiuhas  que  se  impongan  con  arreglo 
á  esta  ley.  ... 

,  Art.  ^^fL&s  oficinas  de  pago  harán,  al  tiempo 
de  efectuarlo,  lo$  descuentos  de  que  trata  el  ar- 
tículo anterior. 

§  6nico«  La:  disposición  de  este  artículo  no  im- 
pií^etqae  la.  JunMt  directiva  pidaí  41^  oficinas 
de  i;aQaftulftcáoi}  las  noticias  ó  informes  qt^  jiufgue 
cotíyeoienfes^    .    .  ,. 

M    O.  TITULO  II. 

..  )     »E  LA  MRiXGCiOH  Y  COSITA  BIX.  IPA4>« 

A'tt  39  La  Juntaf  dfrectiva  del  montepío  militar 
se'^ompóndrá  del  Se^tétario  de  Bstado  deh  Des- 
pacho de  Guerra  y  Marina  que  la  presidirá:  del' 
Comandante  de  Armas  de'  la  provincia:  de  un  di- 
rector mas  que  nombrará  el  Poder  Ejeccftivo  p^ 
períodos  de  ^attóaños,  éntrelos  generales  y  jefes 
que  Residieren  en  la  capital  de  la  Reptítllcaen  ser- 
vicio 6  con  ffoce  de  pensión  militar:  el  Tesorero  ge 
néraldeia'R^t><^blicay  un  SeerelaH^ 'qtte  sbrá 
efegidb  por  etPi^sItfé^ité  d^la  Jtitíta  eútm'líMI  ém* 
pleadós^del  NtibisteHo  de '  ia  Guerra  i  et  ^ttjmo 
aqtorizatá  s|is  áétos  y  téhdrtf  toi6  ptim^enté 
coQsoItivb.' '    '        '  '  '  '  

Árt:  49''fisCei  Jttita  se  reuniítf  ima  tc«  en  la 
seAaná  y  eitHi6rd5DáriAaieDttf  eUsod^Hv  PK«fd4»)- 
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te  }é  disponga,  y  nmick  lo  hará  000  ^Ég^  fe  krs 
dos  terceras  partes  de  ia   totalidad  de^hs '  miem- 
bros. Cuando  el  Secretario  ée  Guerra  no  pueda 
asistir  por  eofermedad  U  otra  x» usa  grave;  la  pre- 
sidirá ei  Comandanie  de-  armas. 
.  Art.  59  Son  atribuciones  de  la  Junta  directiva. 
1^  Cuidar  del  buen  manejo,   aumento  y  con- 
servación de  los  fondos  del  n^ontepío  con  sujeción 
en  todo  á  las  reglas  que  dicte  el  Poder  Ejecutivo. 
2^  Nombrar  subdirectores   en  las  provincias 
donde  lo  crea  DOnveniente. 

3^  Tomar  todas  las.  providencias  convenientet 
en  el  gobierno  económico  -de  esie  esoblecimiento 
dando  al  efecto  los  re^^í amen-tos  necesarioa*' 

4^  Llevar  con  su  informe  ai  .Poder  í^utivo 
las  solicitudes  quese  le  dirijan  opta ndji^ al  montepío 
para  que  declara  si  hav  ó  no  derecho  &  la  pan* 
sion  que  se  reclama,  y  hacer  publicar  ei^laGace- 
ta  oficial  dicho  informe  con  la  resolución  -qm 
definitivamente  recítyere. 

5^  Publicar  mensualmense  en  la  Gaceta  ofi- 
cial una  notrcia  de  las  nuevas  cédulas  expedidas 
y  de  las  canceladas.  ^  ^ 

Art  69  La  Tesorería  general  llevará  en  nano 
separado  la  cuenta  del  ingreso  y  egreso  cUloioq- 
tepio  militar,  é  informarán  ao.ualmente  al  Poder 
Ejecutivo, para  que  este  lo  haga  al  Congreso,  del 
estado  progresivo  del  monle,.y  4e  la  suma  que' 
deba  incluirse  en  el  presupuesto  para  cipago  (fel 
expresado  ramo. 

TITULO  ilL 
DE  LAS  Asignaciones. 
Art.  79  Las  viudas  6  hijos,  las  madres  q  aA 
sus  casos  las  abuelas  ó  hermanas  legítimas  de  loM 
militares  que  á  continuación  se  expresan,  disfruta- 
rán sin  excepción,  seguo  el  úliimo  grado  militar 
que  tenían  sus^causantes,  las  siguientes  asignacio- 
nes. •  .  ^ 
Las  de  Generales  en  Jefe— *.,^^..,..^^, .40 
Las  de  Generales  de  pivísion.. ,.*,... .^«^35 
Las  de  Generales  de  Brigada. .«.„.... ^!^30. 

Las  de  Coroneles,^.!.^.,..^....^ -j,-.a5 

Las  de  Primieros  Coman dantes,l--r-v.*-r»..2pi 
Las  de  Segundos  Coman dantesL  6  Mayores.  «18 

Las  de  Capitanes. , .* . . J .-.,. ..^» .. .  15  . 

Los  de  Oficiales  8ubaltemQ8..»«...i..^^^.,^i2 
Art.  89  Paráquepuedao.  g9aar  déla  peoslott 
las  viudas  é  hijosv  las  mailreSf  6  ettsns.  easQs,:Ui8 
abuelas  ó  hermanas  legítimas  «de  qii«  trati^  t}  mnt- 
culo  anterior,  deberán  probar  aala  la  Junta  4inc* 
tiva  que  los  cauMiintfS  -devengaron  sueldo  dmams 
ocho  años  cuando  menos  eft/servictO  acttf«>  délas 
armas,  6  qne  sufrieron  el  descuento  por  d  qÚMDé- 
tiempó. 

Art.  9?  Los  snieresados,  6  bien  Jas  perseoéa 
que  tengan  derseko  á  «sotapío  que  iresidao  faera 
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de  la  eapitel  de  la  .República  ó  eji  pai8  extraqje* 
ro,  puewi^diri^ir  au9  solicitudes  oucíal mente  á  la 
Junta  directiva. 

Art  10.  Gozarán  de  Ta  misma  pensión  arreglán- 
dose al  artículo  79»  las  viudas  é  hijos  6  las  ma-* 
dres,  ó  en  sus  casos  las  abuelas  6  hermanas  l^gíM* 
más  de  los  jefes  y  oñcialea  de  la  milicia  nacional, 
que  hayan  muerto  6  murieren  en  campaña  ó  por. 
consecuencia  de  heridas  recibidas  en  acción  de. 
guerra  ó  en  actual  servicio. 

§  único.  El  goce  de  que  habla  este  artículo  no 
fequiere  las  condiciones  de  tiempo,  ni  do  descuen- 
to á  que  se  refiere  el  89 

Art.  11.  Las  viudas'é )l9t>s,  las  madres,  6.  en 
sus  rasos  las  abuelas  é  hermanas  legítimas^  délos 
demás  empleados  del  fijército  ó  Marina  que  sir- 
vieron en  la  guerra  de  la  independencia,  y  los  que 
siendo  en  adelante  llamados  al  servicio  murieron 
en  campafla,  6  bien  de  resultas  de  heridas  en  ella, 
con  tal  que  esto  se  pruebe  competeetemenie,  ten- 
drán las  a!>ignaciones  siguientes  : 

Las  de  los  tjomisários  de  guerra tS'pesos, 

Lae  de  los  Auditores  de  guerra  —  •., 15 — -^ 

Las  de  los  Médicos  Ó  Cirujanos  mayores.  15  — 

Las  ííe  los  Comisarios  ordinarios ^-..10 

Las  de  loa  Médicos  ó  cirujanos  ordinarios.IO  — -^ 
Los  hijos  de  los  Capellanes,  habidos  en  le- 
gítimo  matrimonio,  las  madres  6  en  sus 
casos  las  abuelas  6  hermun»a  .leg(ti-. 
mas..,»j..... —  .-...-.* r  /--^O  -^— - 

Art.  12^  Las  viudas  de  que  hablan  los  artícu- 
los anteriores,  no  disfrutarán  de  las  peosíonea  que 
se  lee  aaigfiaa^  cuando  al.  tle<r»po  de  la  muerte  de 
los  maridos  sé  encuentren  Si^radsa  por: senten- 
cia de  dÍTiprcio,  siendo  ellas  laa.  cansantes*. 

Art.  13.  £u  Joa  c«io«  en  qne  la  tíuda  lo  sea 
en  Mgnédas  nupcias  sin  tener  h^oe  legítimos  del 
causante  y  que  este  los  haya  tenido  del  antetior 
mairimonM,  disfrutarán  esto»  la  pensión,  y  la  re- 
cibirán sus  tutores  ó'  ciiradoffea,  ó  laa^péreonas 
que  se  hubieren  encargado  de  aliidentarloSt'  coi* 
darlos  y  edoeaf^bs,  cuya  cifcuQsUncía  se  .aecedi- 
tara  eomf^etentemeote  ante  la.  Jaota  d^etiva 
cuande> soliciten  la  decíánUoriék.IiM^  hijqé  varo- 
nes dé  .que  triíCa  eale  ^articulo,  disfriitarári  de  la 
pensión  hasta  ki  edad  de  loa  veintiún  afioa,  y  si 
tuvieren  Irop^tmento  ftsico  6  mo^al,  que  no  les 
l>ermita  ganar  su  subsistencia,  mientras  dnre  el 
impedimento:  Lashijas  óliermanáseii  itíiscasoa 
conserrarán  el  goice  hasta  que  tomep  esífdo. .  . 
'  ^  19  ^^  viudas  de  que  trata  este  e^tículó^ 
entfarán  alj|txede  la  pensión;  iienfM'e  que  há* 
biéndpla  dfsfrotado  los  hijos  que  enél  se  e«pre* 
sAn,  c^eh  de  disfrutarla  conforme  4  ^'^  '^7* 
*  ^  89 '  (^^^  viudas  de  segundas  nupcias  cou  hí- 
Josr  que^ntEMí  al  gtee4Íe  J»  pa»sloO|  eHée.  ttt 
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el  debpr  de  disidir  esta  entre  todos  Jos  hijos  de. 
sus  eáosantes  por  iguales  partes,  .  -    .«.. 

Art.  14«  No  tienen  derecho  ala  pensión  de.j 
montepío  aquellas  personas  á  quienes  los  Gobier-  * 
nos  de  las  oirás  secciones  de  Colombia  hubieren 
concedido  pensión  por  mérito  de  militares^  ó  cia-  , 
dadanos  muertos  en  serwio  ó  por  causa  de  Ji^  ; 
independencia.  .    ^ 

Ar^  15«  Aunque  una  misma  persona  ó  íamí-  .. 
lia  tenga  derecho  al  montepío  por  mas  de  un  res-. 
piécto,  nunca  disfrutará  sino  Ja  pensión   que^  le^,i 
corresponda  por  aquel  que  le  dé  mayor  goce* 

TItlÍLOIV: 
nn.  uom  9u  comprobar  kl  nsABcao  a  las  . 

|>EfilSIONSS 

'  Art.  16.  Las  personas  acreedoras*  al  goce  áe 
lae  pensiones  del  montepío  militar^  partí  cotnfir^» 
bar  su  derecho,  deberán  justificar  ademas  de  Um  ' 
serticioe^el  individuo  de  quien  se  derive  dicho 
derecho  de  conformidad  con  el  articulo  ^  los  ^ 
hedfoa  siguientes : 

fo  £1  tlthno  empleo  efectivo  del  Ckwéral,  Jele  : 
ú  oficial  difunto. 

20  La  muerte    del  mismo.  '^ 

39  £1  )«gí(Sino  matrimonio  de)  finado  oon  Ni 
persona  que  cerno  viuda  suya,-  feclama  el  deve*  '^ 
cho. 

49  La  legitimidad  de  loe  hijos,   hermanas  6^  • 
abuelas  cuando  á  ellas  corríssponda  la  pett«iOn. 

&  19  La  prueba  de  que  traU  el  arUculo  89  ^^ 
rá  k  hñ)a  de  servichoe  expeéida  por  los  jefee  del  . 
cuerpo  en  ^tie  servia  el  cauüinie,  6  por  la  Secrot  ' 
taría  de  Querrá  del  asiento  <ioe  debe  llevarse  eH 
ella ;  y  á  falta  de  este  documento,  suplirá  el  oer« 
titeado  de  la  Tesorería  genetal,  de  las  revistas  de 
contisarfo  pasadas  en  los  o^ho  affos^  bien  en  con* 
tinuo  servicio',  «bien  4nterrbmpido  este, 

^  it^  Loe  ísfes  de  los  cuerpos  militares*  el  8e« 
cretarió  de  Crtterra  y  el  Tesoreno  6  Tesoreros  ¿e-  • 
neraleSy  facilitarán  gratis  los  documentos  de  que 
trata  esté  artículo  inmediatamente  que  lo»  soliel^ 
te  el  interesado,  q«;ien  podrét  ocurrir  á  la  Junta 
en  caso  de  retardo  que  perjudique  su  reclamo, 
para  que  «ata  lo  Mja  oficialmente^ 

^  39  En  las  provmciae  en  que  hlguna  oHcfoie 
eubalterw  de  Hacienda  mediente  la  revbta  de 
comisario,  pagua  á  ja  fuersa  permanente,  eM«df« 
rá  so  admioiairador  6^  encargado  el  certificado  dd 

2ue  habla  éste  aírtículo,  debiendo  las  juntaeeii^' 
alternas  «xigMoa  en  lee  eeaeé  de  relar4o« 
^  49  Para  comprobar  ios  casos  oompreodídoa 
en  el  avtiairto(<89'ieii  áeeorfarlas  copla»  autántieod 
deuuoéiinMditoroftcíalea  exisiénlue  en  laso**    ^ 
fí^w  é  Mtsáé^  d^  le  Replibllaa,  éúot  eeicMea*' 
€i!^ne¡í>  dedsaMenM^joKdtai'  d«  doe  ge^eraleo*  -  - 
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é  coromln  qm  se  hálIAron  én  la  ciim))a!la  6  ac- 
ciotin  de  guerra  en  que  murió  el  caae^ti',.  6  qye 
íéñ  conste  qile  Ibé  ejecutado  por  los  enemigos  d^ 
la  independencia  de  Vcnezupla. 

{  50  Lb8  pruebas  de  que  habla  este  artteulo, 
podrán  presentarse  al  Gobernador  de  la  provincia  ^ 
en  que  viran  ios  agitlcladú^,  6  al  Subdirector,  al 
lo  hubiere  establecido  éa  ella^  por  cuyo  coUduc^ 
en  dichos  casos,  se  ehviar&n  infi>rmada8  á  fa  Jup- 
ia directiva,  y  esta,  al  elevarlas  ni  Gobierno,  eníí- 
suj'uicio  sobre  el  mérito  de  los  documentos. 


wíóir^ 


TITULO  y. , 

DISFOSlOtOWBrQElíÉRALBS. 

Aft.  17.  La  eorrespMidend*  entré  H  J^nta 
directiva  del  montepío  y  olra^tfutoridades  y  em- 
pleiKlwidehRepdi^iica.  ea/9fieiak'  A  / 

Aiti.18.  La»  QMiUdttdea  del  moott^pía  no  po« 
drill  »er«xMraidas  par  a«torid«d:«ig jane,  pana  dar- 
let  0tm  inveniion  que  el  pago:  de  iá#  ipeoeiotiea 
aetiA|ad«fl  anéala  ley^t  Cualq^iev  empieadoque 
diaponga  del  todo  6  parte  de  eslc^caudalta, .pe- 
gata «J  düpli^'tn  dinew>!  efefavp,.mfidia«^e  .^1  jui- 
cio que  ae  le  seguirá  por  los  tribunalen^  campen 
tentes. 

Art^  le^  [«o*  sQbdirectom  y  imi^»  ^túplés^ 
dos  p«hUooa  qAiA  no.  «imptievenc^fua^Uinameate 
los  encargos  que  les  haga  la  Junta  directiva  con, 
rpl4eion>lil  ífifltiiiiloi  6  qu^  d^mara^pf»  el  cB/fiplih 
miento  íd«k  algMn.d&ber.d^:l^  i|ue.si»  le8iatvi{)i^en 
por  los  reglaBueaK^  del  .famo,í»prái^,inult**)9i  <|eft- 
de  diez  ba^ta  qienipeífl»  4  iuÍQ40ide^U^wn»a  ^fu- 
ta pof  «aediofde.  jtnjw»Prd¡n»riP  ?iec«iir9«efl4e. 

Aft.  «O*  lio»  Qobernadpreas4ft.pCíWiOría,|lp| 
comiNfidimtfi0  da  anB»Aa«  fde  plape^  6.  <ni$l;1||l|»9y  Ipa 
Ge^ctJ^e,  Corqndefl.f  .Gomaodaniee  leioA  güee 
de. penswp,  militar,,  está». ohJiffMí»  6  servir  0) 
encargo  de  SuMke^l^?' d?7i»M$liH4i^.#A^Uttgar 
de  aur^#iideBAÍa,  toajo  la.  m^liai  <if>  4iwí  6(<?ilen  pe- 
|oa^4ioapiiear4  la  JhmJU>>^4eti^9k-<  poK  niddif»  de 
un  •juQZ'i^ciinaim  ejeautivecafi^te.  - 

AfúnSk,  ningún:  eíapkedo.  del  diefilepiO' co^ 
brvéiMeldp  ni.emolPílOTto  4e  níngm»  eapecíe 
por^««i:iBíemQÍQenel  instituto.  Tod^i^i  min^r^l 
Secretario  que  ieiiin^mi$^\>tei*uMoiá0  4^»9tíattt 
io«neMi'«UfíoíiJoeií<e8enipea*r4«gr%$*íAiper.;  ^„,^.^    ^  :,^. 

AtoU^HUesogMMK^ -«HQt^ilPiiifaiittriImte \hi  Ud©4& 
direitfvef:)ii»ifi  mtr^tMiH  «er&n  0npltd«a4e  U^-- 
nación  qod>^no€84e»  ahjete  \Í0mM  Mij^eiefKhde 
la  QMdtaldv  -  .    -     1  • 

h^iaSki^m^i^^  .£ttd«ft  oEiwmilíOíilcotieB  la 
JumMUiHciiyafcif n4Mr>whdÍréeiliiret>iM)  lMr¡pi»ráto 


'^«1  ramo 
'¿¡«les  dele 

por  <átnta4>loer 
j,4lPa4ejW»*^j) 
iandan(e9Ki3í 

Jéiales  ^temtÍL , ^  ^       .    . 

eiaAii4tÉi|itfá«!¿tcwlié»tf  #M  que  imitifoi  4tM#^kf  ^iu^te'«rqéii>tai%MMiA  HMdl^tf'CAn. 


sorería  general  éoino  én  cudqriénl  otra  o6¿pa  en 
donde  se  radiquen  aquellos  á  voluntad  ^IBt'inte- 
redados,  se  hagan  %in  descuenlo  de  ninguíéi^  espe- 
cie á  título  de  bahrlitacion,  ú  otro,  cnalquiem  que 
sea  su  denominación* 

Aft.  21  Para  la  roas  cumpBda  ejeeneioD  de 
esta  le^,  el  Poder  Ejecutivo  expedirá  .tiii  regla- 
mento que  ademas  de  contener  las  fórmuma^  re- 
glas mas  preelaás  parada  contabilidad  f.  $el  admí- 
niatradon  del  fondo,  «vite  ef¡ca2mpntaUds  abusos  " 
de  la  concesión  del  montepío  y  la  continuación  . 
de  su  goce,  cuando  aegun  loa  gastos  previétoaMleba 
retiraiae  la  pensión*  ,  . 

AW.  25..E1  Poder  Ejecutivo  har4'%qiljdfir  la 
cuenta  del  montepío  militar  de  que  trata  á  arti- 
culó 19  dé  esta  ley,  y  si' la  suma  total  éxeldiere 
de  350* oro- pesos,  se  agregará  dicho  eseedenie  al 
fondo  del  establecimiento  abonándole  el  5  por 
ciento  seflalado  e|;i  el  numero  79  del  mismo  arti- 
culó. El  Poder  Ejectitivo  dará  cuenta  al  CiHlgre- 
so  en  8U&  próximas  sesiones  del  cumplimientq  de 
esta  disposición. ' 

Art.  26.  Desdé  la  fecha  de  la  cyecucion'de  esta  \ 
ley  se  pairarán  íntegras  á  los  acreedores  las  pen-  ^ 
alones  qué  éllá'seSala,'  á  cuyo  efecto  debera-ln- 
cluirse  en  el  presupuesto  anual  la  suma  deficipnte, ', 
con  la  cuál  sé  irá 'amortizando  la  deuda  de  que 
l^ábla  ei  número  1?  del  arlSeiilo  19 

.  Art.  27.  Las  viudas,  hijos  y  madres  qué  tienen 
cédulss  de  montepío  entrarán  á  gozar 'dé  las  asTg* 
naciones  que  «stableoe  hi »f>reaenrte^le)r  éeadeel  . 
diada  su  pirblicacfon.        

Art.  2a  8e  deroga  la  ley  de  fntfütépfo  lañHát 
ide  97  de  Mayo  de  184$.'  • 
,  Dada  en  Cárácae  á.  40  de  M>»yo  de  10CK^  áffo 
23  d^'lai ley  y  42 delaindepemienciaiíMiElPreai* 
deníi6>d«i  Senado,  Sémon.  Pláttas.^EkiBtetiémAe^ 
.de  la.  Cámara  d#  Repreacátaolesv  Jo#^  SihérU^ 
Oowzález.^1^  Beerelario  del  Benado,  Joié  ^n^ 
J^ret9eew^El<8eeretario  de  la  GáBiara  de  Aefirk* 
dentantes,  Jos¿  Pa</f¿Z«.'*  '  > 

Gar&caji,  Mayo  It  de  1652,  aflo  3S  de  la  ]ewyi 
42  de  la  indep9ndencía.^MBjecg6teae>»<^J.  Ck  Mo* 
nágñ&^^Ek  Beerelario  de  Estada  en  loaGeapa». 
ehos.de.Guemiy.MariolifJ:  JfMlwVstoiri<^')    • 
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dlÉiiáMki|iéklfeMdl^tf>^    '  " 
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..  .»p  24  M  lUTO  jqB.  I8^fl fijaiuLo  el d¿Aen  que 
.  deb^^empe^^arckháqeruipsde^ueiUo^;^ desde 
,  cuajidp  regirán,. la»dúpif»ic¿onea  de  loi'l^p  en 
toda  la  J^í^l^iíblica.   « 
GmreUaÍA  dep  Oa^mk-^^eccioii  «egrtmda.    • 
'On«CB8,  Mayo  S4ile  185^ 
-    ft<ftivntK»i-^En«umpH4iieiiu>  de  la  iey  de  17 
deionrrieote  <fxt  raformá  ia  de  «lontepfo  militar, 
«eraeaelve:' 

1^  Imi^rfinaae  j  publíqveaé  iomediáUinMtite 
Ja  espvaaadaiej,  comuaidándola  á  quieDes  aedirá. 
e9' iC^smnnf quaaa  á  U  %aorería  general  copia 
de  ella,  j  prevtogaeek  q^e  de^de  ei  10  de  Junio 
íMWwí»  deben  «mpetar  á:hacer43e  lo/deacaentos 
«ooferme  á  sntltaro  1?  La  oficina  de  paffo>  qn^ 
no  liDt  baga  en  el  mee  de  Junio,  loa  hará,  desde  ei 
día  en- que  reciba  la  ley,  pero  incluyendo  loa  qae 
ha  dejado  de  hacer  deede  aquella  fecha. 
— '-        ■..*>.       ^  ^  » 

TÍada0,  hijos  ó  madres ;  y  la  de  52  (kr^  id  )  extendió  la 
graeia  á  las  abuela»  y  faertnanas  legitimas.-^La  de  64  se- 
flalfkbik  á  las  da  legitfüos  eomandantat  ó  «Mforaa  qainoe 
pm^  á  Jas  da  oapitanes  ^üoqq,  y  á  las  de  oficiales  subol» 
temos  diea,  y  la  de  52  (art  i¿)  aamentó  re^ectivaOQUta 
á  18, 15  y  12.  Ja  da.  45  (art.  8.  ^  )  concodia  el  xmsm^  go- 
ée  á  las  ylttdas^.Mé  Tos  ofldales  de  nrilida  muertos  en 
aecion  de  gaemi;  y  la  da^ieCart  10)  «flaáió:  '•,0'paip 
conaecaencia  de  heridaa  ra^bida»  m  aocio»  de  gQarra>.6 
«o  actual  servicio.."  La  de  45  ((  1.  ®  art.  9.)  decía :  "  si 
las  Tiadas  murieren,  L  poptniHKa  segundas  nnpclas,  la 
asignación  pasará  á  IW* hijos Méglliéos  del  finado";  y  la 
de  64  (art.  18)  vaiíó  aai>/''*ifitt  loa  casoaen  que  la  viada 
kiaeAenaeguadfapapfáaaipa  4»pep  hijps.  JegitÍDnM/del 
^^saDJt0^.qff^fest^.lpa,hayai«JDfalo  delanteriOrmatilmo- 
nío/disfrqtarán  estos  la  penslop,  f  la  recibirán  sus  tuto- 
res 6  curadores/  6  las  personas  que  se  hubieren  <SDCar;;ado 
de  aliteéntarM/culdaHOB'  y  educarlos,  cu^a'  «drcunstM* 
cía  se  acredttaiá  «amMrtenHeneata  ai|«a  U  4im^  directa 
V^  «uawAftMiliicitei^  j^.  ideck«.toria."-La  de  45.  (4  I  <=> 
art.  9.)  a(;or4&PA  la  pensión  a  los  varones  hasta  la  -edad 
de  áíéí  y  ocho  anos ;  y  la  de  62  (art.  18)  hasta  los  veinte 
y  uno.  La  dé  46  ademas  suprimlé  tos  ná«ieroa6.«,  la 
parte  del  7.  ®  "  sin  perjuicio  de  irse  redioiieado  el  <apltM. 

I. "*,  fa pait0  del  art.  2. ®  "y  tos  fondos  correspondientes 
al  montepío  estarán  á  la  6rden  de  la  JmiCa  dlroetiva  qu^ 
existirá  en  la  capital  de  la  iLe|>6bklea'';  laa  iLtHbutíipDea 
2.*,*.*  ya^<.A^lart.4.«>,.losart6.o,.6.<»,9.,«  ál3. 
ti  4  li  ^  <Je>  14i  la  parte  del  16 :  "6  para  su  imposición-  á 
interés  de  la.  mañera  prevista/*  y  el  fT ;  y  respecto  de  los 
miembro?  de' !a  Junta  directiva  (art.  8.  o  )  snprimiéel 
Oentadonna^katígao  del  Trümnal  oa  oneataa,  y  dejó  uno 
Bid^46||Df^4of  Jliieotoraa  que  la  de  45  establecía,  y  agre- 


gó el  secretario  de  guerra  y  marina  que  la  presidirá;  y  final- 
mente afiadió  el  4  úniqo  de  su  art  JIL  <' ,  su  art.  G.  ^ ,  la  par¿ 
te  del  séptfmo  que  compi^nde  k  las  alMielas  6  hermanas,  sus 
firtlank>»8 yi9^el (úaieo 4el  10; ka ^ L »  y  2. ^  del  18, 
loe  ^  1.  ^  1 4.  <3  del  nunv  4.s9  ^j  articulo  16,  y  la  parte 
dd  ^1  qaa.jpopqed^  uu  sobresueldo  de  doscientos  p^oa 
lir  afio  al  secretario  de  la  Junta  (Qrecti va.  ' 
^^Eb  lo  demás  son  cimformesL 
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9}>í>Éaéié  el  día  en^aeee  pubÜqiielalejr.en  k 
eaf4(al<de  bi  República;  empezarán  á  tener  efeo* 
't6  ene  diapuaicioaea  para  todo  el  reato  de  ^la» 

4P 'Se  nonrbra  al  Sr.  Coronel  José  Hilario 
Cíaiiagii  miembro  de  la  Dirección.  A  dicho  Si,  f 
4ioa<deniBSr  miembroa  que ^ fe  «on  de  «Un  por 
ministerio  de  la  ley,  se  les  comunicará  eata.  y  a» 
les  dirá,  que  S.  £.  ha  fijado  ei  &del  tax»  entrante 
á  las  doce  del  dia  para  prestar  el  juramento  cona- 
títuciiuna'y  y  proceder  á  instalar,  aegun  In  BtteE?n 
ley^  la  Junta  Diraclíva. 

6^  Nómbitise  así  mismo  Seor  otario  de  la  Jufk- 
ta,,ai  Jefe  de  la  aeccion  aega nd a  de  cata  Secretar fn 
GafHtaf;  Valerio  Antonio  Cantío. 

é^.Cireúleae  áloaSeflorea  Qobemadóree,  Co-' 
ñaandantea  de  aroiaa  y  de,  Apeataderoa,  Secreía» 
rios  de  Botado,  Consejo  de  Gobierno  y  Tribunal 
de  Ouenias.    . 

Por  &  E.-rJlfu«oir  libar. 
montepío  MILITAR.  I>tor««o  £jBC«tavo 

'DB  19  DB' JffKio  ns  ie&2  regliommtamdo  la  ley 

anterior. 
José  Gregario  Monagos  General .ds  .Divisiom 

.  FresidenU  deUa  Mspúbliea  de  VenezuefU 

BQ''VÑMxidion  di^Ja iey  deJlde Mayo^del'prti- 
eeéib  afto  iqtiB  jjefbnmá  Ja  dé  Bn«iaefiío.fBi)iiaff,dB 
oodfernodad  coa  lo  que  diapdae  ei  Briíenlo  iM<de 
lamniniB. 

.    Denr^tnnc 

"  "       .  .      TITÜILO  I. 

DE  SÜ9  FONDOS. 

Art.  19  Ser&  un  deber  de  la  Tesorería  gene- 
ral y  demás  oficinas  de  Hacienda  de  la  KepüblU 
cü,  ingresar  los  fundos  del  ramo  con  las  canti* 
dades  sigu.iente8  : 

1.^  La  Tesorería  general  con  el  cinco  por 
ciento  anual  que  desde  el  I9  de  Junio  deberá 
abonjtrse  por  la  suma  de  350. ÓOO  pesos  de  que 
hálala  el  numero  19  del  artículo  I9  de  la  men- 
cionada ley. 

29^  £1  deaauBBAo-íqtte  deberA  hacer  la  miaaftn 
Tesorería  y  ofickiaki  d«  üaeiendn  á  loa  emplaB» 
dda  del.raaBé  militarte  de  nariiia  y  de  la  mUicia 
üBoioMi  eiHindt  «6  halle  ^n  laeivalservieio  dea* 
de  eLt9 dB> JilBii^a^bre  l^eaHeldosy  aobre-aiMtl- 
doa  ytfNNiaio»  dB«uah)uiera  daiBa  que  diaArcteOí 
oonfinrn^®  d  ]a  Jeytde  aQeAdof  militares  y  al  Dé- 
cueto.  IffiaiaUirBr  dela.joNtfina  napifMMd»  Díeka 
dasoueiBlo  ae  hará  eoB  la  prf>por4ÍQn  que  daaig» 
ha  d;nteiero»$)9)dci  a^psenado  artíeahÑ 

99  'SUdeaewsnia'^e  ae'  hiri^'lgi^daientey  e« 
la  Bi4iaiB  pNiPpoitiati  aiitedfeha  é  loa  CkHiarai<MH 
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4e€M  y  ofichde»  que  ffrvfndestiDos  cÍYÍléft5'  de 
Hamenda,  con  pago  de  las  renta»  nácionalca  6 
ninnlcipalest  conforme  )o  dispone  el  numero  69 
del  mismo  artículo,  quedando  exceptuados  de 
aquel  ios  demaa  empleados  del  ejéreito  á  que  se 
refiere  el  artíeulo  1 1  de  la  ley  si  no  disfrutaren 
de  alguna  pensión. 

'  ^  ünieo*  Para  eomplir  con  lo  dispuesto  én  el 
número  anterior,  tendrán  las  oficinas  de  pago  el 
cuidada,  al  actode  haCer  el  abono  de.  cualquier 
sueldo  á  un  empleado*  de  examinar  las  diferen- 
tes listas  militares  insertas  en  las  Memorias  del 
departamento  de  la  Guerra  en  cada  aflo,  por  si 
aquel  fuere  de  loa  comprendidos  en  eHas,  para 
que  sufra  el  descuento,  y  de  no  hacerlo  ln<*urrí- 
rán  sus  Jefes  «n  las  penas*  de  que  habla  el  artlf 
«uio  10  de  la  ley. 

4^  La  Tesorería  general  por  sí  y.  las  demás 
oficinas  de  pago  por  sus  órdenes  harán  la  acu* 
mnlacioB  da  loa  fondos  mencionados  en  los  de- 
roas ntímeros  del  articulo  1  o  de  la  ley,  é  igoaJ- 
mente  el  abono  de  las  pensiones  á  las  personas 
agraciadas. 

59  Tendrán  especial  cuidado  las  mismas  ofi- 
cina*s  de  pago  en  anotar  los  descuentos  de  que 
Uatan  ke  námeros  29  y  39  á  todos  los  que  con- 
tribuyan al  fondo,  para  lo/ cual  llamarán  un  libro 
en  que  se  exprese  la  fecha  en  que  se  haga  el  dea* 
cuento,  la  cantidad  á  que  monte  y  el  indÍTÍd«o 
que  lo  sufra,  para  cumplir  con  el  aHfeulo  69  de 
la  ley  y  poder  dar  á  su  tiempo  los  certificados 
de  que  habla  el  ^  I9  del  artículo  10. 

TITULO  IL 

UE  LA  UtRlOOION  Y  CONTABIUDAD. 

Art.  2.*  La  Junta  directiva  del  monte*plo  mi- 
litar^  se  reunirá  los  viernes  de-  cada  semana  y 
extraordinariamente,  cuando  su  Presidente  lo 
dtapónga. 

Art.  3?  Esta  Junta  tendrá  un  libro  de  actas 
preiiminado  con  una  diligencia  que  exprese  la 
íWha  de  su  apertura,  los  folios  que  contenga  y 
su  objeto,  auacrUa  por  todos  ios  miembros  ^de 
ella.  En  él  se  anotarán  todas  sus  actas  y  se.  ex- 
presará en  sus  casos  el  nombre,  apejiido  y  ve- 
cindad de  la  persona  que  epte  al  beneficio  del 
monte-pío,  el  nombre,  apellido  y  clase  del  em- 
pleado, cuyo  fallecimiento  éause  el  derecho  que 
ea  pretenda,  la  lecha  en  que  eate  aeonieeió,  con 
distinción  de  haber  sido -en  función  de  guerra  6 
natural  roen  te,  v  la  resolüden  querécayefa  al  la- 
íbftne  que  ha  de  evacuad  el  Secretario  y  que  de- 
be escribirse  en  el  expedioateeobre  la  solicitud 
y  deeumenlos  que  áélaeacompaften.  Las  pro- 
fideneias  dictadas  por  la  Junta,  loa  nombramiea-  ¡ 
tos  de  sus  Directores,  las  iropoaicionea  á  censo,  j 
las  providencias  convenientes  en  el  gobierno  eco- 1 
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%  y'tbdo'fo  tteinas  que 
s,  coteébráánl'His  ae- 


nómico  del  estdMecimiéntft ; 

concierna  á  sus  fiíncionés, 

tas  dri  expréuido  Hbrb,  laa  cuales  se  Amarán 

por  el  Presidente  y  Secretarlo. ' 

Art  49  En  el  mes  de  Octubre  de  leada  alie,  la 
TeaoÉ'eríá  general  pasará  á  ]\  Jaatu  tfireetira 
una  relación  del:ingres6  y  egreAf  ocurrido  en  el 
ecodómi^^o  anterior  coh  todas  las  esfiNcmcloiiee 
conducentes  á  permiadirla  que  no  ee  omitid  dili- 
gencia en  la  incorporación  de  los  fondos  correa» 
pendientes.  Lá  Junta  la  examtoaré  hasta  don- 
▼encerse  dé  la  éxaetitnd  en  la  reculidaeioa  é  in- 
versión, y  en  los  priaderos  días  del  mes  de  Di- 
ciembre de  cada  afio  la  pasará  eon  an  ínforÉne  el 
Poder  Ejecutivé,  quien  »l  elevarlo  al  Congreso, 
indicará  la  suma  que  dábe'inclulrse  en  el  ptesv^ 
puesto  para  el  pago  dál  expresado  ramo,  p(ibli«' 
cándese  todo  en  la  memoria  de  la  guerra,  así 
como  la  alta  y  baja  ocurrida  en  cadtfSálo* 

Art.  59  Los  reglamentos  que  la  Junta  crea 
necesarios  dictar,  conforme  á  su  atribución  ter- 
cera del  articufo  49  de  la  ley,  los  pasará  al  Po- 
der Ejecutivo  para' su  aprobacÍDn  ó  reforma,  po* 
blicándose  después  en  la  Qecela  oficial  para  co* 
nocimiento  del  público. 

Art  69  Será  un  deber  del  Secretario  llenar 
con  puntualidad  lap  atdbueiones  coarta  y  quinta 
del  mencionado  artículo  49  <íe  la  ley.  • 

TITULO  Ilt 

DB    Váñ  Aaieif  AdORBS. ' 

Art.  79  Las  de  las  viudas  éhíjqa,  fau  de  las 
madres  6  en  sus  caaos 'fas  de  las  abuelas  6  her- 
manas legítimas  acreedoras  al  beneficio  del  mon- 
te-pío militar  á  que  se  refiere  el  título  terceie 
de  la  ley,  se  harán  en  la  forma  sigiúente : 

la  Laa  de  Generaiea,  Jefes  y  oficiales  del 
ejército,  y  de  la  milicia  cuando  les  corresponda  el 
goce,  según  las  cantidades  sefialadas  en  el  arti- 
culo 70 deellm.  .    i    . 

2^  Las  de  oficiales  de  la  armada,  según  la  eor- 
respondencia  de  sos  clases  con  las  de  aquellas,  ex* 
presadas  en  el  artículo  18  del  decreto  legislativo 
de  16  de  Abril  de  1844  ya  citada 

39  Las  de  Gomiaarios  y  Auditores  de  guerra, 
Médicos  y  Cirujanos  mayores,  úoroisaríos,  Médi- 
cos y  Cirujanos  ordinarios,  y  los  hijos,  ks  madres 
6  en  sus  casos  las  abuelas  6  faet  manea  legítimas,  de 
los  Capellanes,  conforme  al  artículo  1 1  de  h  mis- 
ma ley. 

TITULO  IV. 

nCL  MOOO  nif  OOIIPBOBAR    SL  DBftBCaO  A  LAS 
PIN8I0NSS. 

Art  89  Los  militares  á  que  se  refiere  la  ley 
en  ios  diferentes  artículos  del  título  tercero,  son 
loe  que  consten  en  las  diversaa  listas  que  corren 
insertas  en  las  memorias  del  deparumento  de 


c6t03toÍAKA  t  VÍmEZOLANA  VlQMSKtK. 


451 


b9b;s 


MOÑ 


gumra  y  ynariim,  y  los  qne  hayan  fiíUecido  en  k 
campatlft  de  lá  independencU,  aRÍ  como  eo  las 
campaAas  de  48  y  40  sii^  hato  sido  rebabilita- 
'  doe  de  ras  erímenea  poljticoi 

Art«'^  1«08  ocho  afioe  de  aervicios  de  que  ha- 
\Áñ  d  'ilrMenlo  8?  de  la  ley  ^  de  descuepto  ee  el 
mvnio  tiempo  ae  comprobarán : 

19  CüB  la  hoja  de  fierVicioa  apvoba'da  fot  la 
respectiva  inspección,  ron  las  letras  de  cuartel  6 
lieencia  Indefinida  con  pensioa,  6  con  las  revistas 
•  detómísari(>  legalm^nte  autorÍ2ada& 

29  Con  eertificacion  6  certiieariones  de  la  ofi- 
cina' 6  oficinas  de  fmgo  en  que  se  pruebe  que  el 
causanlto  sufrió  el  descuetfto  en  los  mismos  ocho 
alldB*       * 

^  I^  Los  serTÍcios  á  que  se  refiere  el  número 
jiHnieyO'no  se  cuentan  sino  desde  la  (echa  en  que 
el  cansante  haya  obtenido  un  grado  por  el  que 
sufra  descuento. 

f  Í29  Nu  ee  requieren  las  condiciones  de  tiem- 
po ni  de  descuento  para  con  los  Generales,  Jefes, 
afichles  r  demás  empleados  del  ejército  ó  mari- 
na y  de  la  milirta  nacional  que  mueran  en  cam- 
pefla,  6  por  consecuencia  de  heridas  recibidas  en 
acción  de  guerra  6  en  actual  servicio,  si  fuere  por 
causa  de  este* 

^  39"  La  consecnencia  de  heridas  á  que  se  re- 
fiere el  ptfi^fo  anterior,  deberá  probarse  dentro 
dé  los  quince  dtes  subsiguientes  para  que  haga 
fé,  que  aquellas  fueron  esencial  6  accidentalmen* 
te  mortales,  con  declaraelon  jurada  dé  uno  ó  mas 
lacuhativos  ante  la  primera  autoridad  militar  ú 
cítíI  del  lu^gar  en  qae  acaeció  el  hecho ;  bien  en- 
tendíilo  que  si  pasados  otros  treinta  días,,  bo  hu- 
'  l>ieré  fallecido  el  causante^  no  tendrá  su  sucesora 
«iereeho  al  goce  sino  en  un  casó  muy  ekcepcio- 
nal,  á  juicio  de  hr  Junta  directiva  y  coii  la  apro- 
bación del  Petler  Ejecutivo,  tomándose  ai  efecto 
las  medidas  necesarias  al  esclarecimiento  de  la 
Tardad         .  •   •   •      . 

^  ^  49  La  hiüérte  en  campafia  6  en  acción  de 
guerra',  deberá  probarse'  con  dos  certificaciones  6 
declaraciones  jurídicas  de  dos  Generales  ó  Coro- 
neles que  se  hallaron  en  aquellas,  ó  que  les  cons- 
te que  fué  ejecutada  por  los  enemigos  de  la,  inde- 
pendencia de  Venezoela. 

Art  16.  El  último  frado  del  jefe  ú  oficial  ó 
empleado  militar  de  quien  ée  derive  el  derecho, 
secomprobaTá: 

19  Con  los  despachoa,  títulos  ó  hombramien- 
tos. '       • 

129  O  con  certificaciones  en  que  conste  la  to- 
ma de  razón  de  estos  desnaehos,  títulos  ó  nom- 
bramientos en  las  oficinas  mmtares  ó  de  hacienda. 

99  ^  ^OD  certificaciones  de  ajustamientos. 

4¿  O  con  la  declaratoria  de  haber  militar  6 
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cualquier  otro  acto  autenticó  derOc^ierno  de  Co- 
lombia ó  del  primer  Gobierno  de  Venezuela  en 
que  se  haya  reconocido  el  empleo  det  militar  á 
quien  se  refiera  la  prueba. 

Art.  11.  La  muerte  de  cualquier  militar,  es- 
poso, padre,  hijo,  nielo  ó  hermano  de  los  que  op- 
ten al  beneficio  del  monte-  pío,  se.  comprobará^  si 
acaeció  en  las  prisiones  españolas,  con  eertinca* 
cion  de  sus  jefes  ó  con  cualquiera  otro  documen- 
to que  posean  los  interesados,  que  acredite  bas- 
tantemente el  fallecimiento  á  juicio  del  Poder 
Ejecutivo.  Entre  los  documentos  que  prueben 
este, ,  así  como.  los  demás  casos  ant^riorce, 
deben  incluirse  los  testamentos  competentemente 
legalizados,  los  boletines  del  ejércitp  y  las  gace- 
tas ó  periódicos  oficiales. 

Art.  12.  La  muerte  en  general  de  todo  indivi- 
duo de  quien  se  derive  el  derecho,  la  legitimidad 
del  matrimonio,  la  de  los  hijos,  la  de  Jas  madres, 
k  de  Jas  abuelas  y  la  de  las  hermanas  en  sus  ca- 
sos, se  comprobarán  en  el  modo  y  términos  que 
disponen  las  leyes  para  todos  los  efectos  civiles. 

Art.  13.  Los  Grobernadores  de  provincia  al 
elevar  á  la  consideración  de  la  Junta  las  solici- 
tudes de  pensiones  de  roonte>pío,  tendrán  muy 
presente  lo  dispuesto  en  el  párrafo  59  del  artí- 
culo 16  de  la  ley  de  la  materia,,  y  en  éiprasepte 
decreto  que  la  reglamenta  en  cuanto  á  las  prue- 
bas que  se  proaaoevan  para  vestir  los  ezpedien- 
tee,  debkttde  tener  cuidado  da  que  ae  observen 
los  siguientes  reglas : 

1^  La  eomprobacion  de  haber  desaparecido  los 
arckivoé.  mrroqiiiaies  de  algún  punto,  débé  ha- 
cerse con  eertincacíoB  del  Cura  respectivo,  ex- 
presando en  ella  la  fecha  correspondiente  á  los 
(^ue  ou  se  encuentran  y  las  eaoaas  de  tal  desapa- 
rición. 

2&  Debe  probarse  que  el  afio  en  que  no  apa- 
recen aquellos,  corresponde  con  hi  edad  del  que 
représenla  6  con  la  fecha  de  la  partida  q«ie-  se 
pide. 

3^  Los  tesligos  que  declaren  en  las  justífiea- 
ciones  que  so  remitan  á  la  Junta,  deben  eer  id4» 
naos,  los  cuales  d^ráo  razón  de  sus  asAtos  y  ex- 
pondrán los  motivos  que  hayan  tenido  para  sn- 
ber  lo  que  declaran,  fijándola  época  del  stteeaoá 
qW se  refieren.-         !    1. 

49  Todas  las  certificaciones  que  expidan  los 
▼enerabfes  *Curas  para  que  obren  los  efectos  de 
ley  en  la  Junta  directiva,  seráh  debfidamenté  le- 
galizadas por  la  autoridad  civil. 

Art.  14.  Cuando  la  prueba  del  último  grado 
no  sea  bastante  clara  para  justificarlo  á  juicio  del 
Poder  Ejecutivo  y  se  hubieren  acreditado/plena- 
mente  los.  servicios  y  la  muerte  en  campalía,  ó  de 
otra  manera,  del  Jefe  6  Oficial  de  quien  provenga 
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el  deiwho^  el  P^dCT  JSicct?tÍTo  se  ff fcnra  la.^ía- 
'eulu«f'de  fftlffi^allo  en  ijñ  graáb  inferior,  n|i^n- 
irfta  se  adelanta  la  prueba  del  úllimo. 

Art  15.  tas  apersonas  (Lue  se  crean  con  Af^Te- 
cho  &  Ui  pensión,  de  tnonié-pio^  roinprobf^r.^n  'en 
ffuS  casos,  las  viudas  su  estado  de  viudez  desde  ja 
muerte  del  causante,  loé'huérfaños  y  liermíanos,  ,el 
de  éoiter  a,  y  ías  madres  y  abuelas,  que  aquel  pro- 
cede rfef  legitimó  matnmonio  que  tuvieron  y  qiie 
despú^  tfeei^te  rio  han  contraído  ningún  otro; 
todo  por  los  liriedios  establecidos  por  Iqs  leyes  pA* 
Va  ibs  efectos  civiles. 

Art¡  16.  Los  huérfanos  que  no  harán  cumpli- 
do vciniiun  afios,  y  los  que  habiéndolos  pumpli- 
do,  tengan  lmj>edimento  ñslco  ó  moral  para  ga- 
nar su  subsistencia,' justificarán  ilichas  circuns- 
tancias por  los  medios  ^e  establecen  también  las 
leves  para  todos  los  eféSlofí  cívitéá,  cuando  opten 
á  h  pensión  qae  les  cdncede  en  sus  casos  la  ley 
sobre  el  monte-pío  militar.  . 

Art'  It.  Los  nombramientos  de  tutor  ó  cura- 
dor  déP'íos  menores  hijos  de  los  militares  difun- 
tos qué  estén  también  sin  madre  y  de  los  que  ten- 
gan'impe<lim^t<i  físico  ó  moral  cjüe  ^é  encuen- 
tren en  el  mismo  ceso,  aun  no  siendo  menores, 
lo  harán  los  jobees*  tespec'ti vos  según  las  leves 
eomnínes,  y  él  qtie  resulté  nombrado' lo  acredita- 
rá competentemente  ante  lá  Jt)nta  directiva  cuan- 
do represente  por  ellos. 

TITULO  y. 

PISPOSXCXONSS  QENBBAI.SS» 

Árt  18*  vPe«de.  esta  íeoba  iendr^^  deredio  al 
Mce  de  la  pebeicm  íntegra  las  peraonaa  que  se 
hattea  comprendidas  en  el  artku4o>d7  de  la  ley 
de  U  materia ;  pero  no  la  pereibirán,  mientras  oo 
sean  reformadas  sus  cédulas  conforme  á  ella,  pa- 
xa  le  cual  se  recomienda  á  toa  Oobemadores  re- 
líptan'  til  la.  mayor  brevedad  &  la  Secretaría  de  la 
Junta  directiva  las  de  laa  peráonas  que  residan  en 
sus  provincias.  Laa  demaa  personas  que  fuer^i 
•gracindaa  Qn  lo  sucesivo  iaa  diéfrutaraQ  desde 
la  feflM  de  aus  título. ' 

^  IH  Lm  herederos  de  loa  qae  bayan  muerto 
Antea  ^  de^pucísde  ha'ber  recibido  laa  cédolsa  cor« 
respondletlteey  tienen  derecho  á  cobrar*  las'  pen- 
aíonea  devengaaaa  hasta  el  día  del  ¡iiillecliiniettlo 
de  i^QueUaa. 

.  ^  ^<»  ^ae)  camele ^^b|er  ialifscide  loa^giMía- 
.  doe»  con  pensión  e^presii:  «a  U  oéduls»  no  tien^ 
derecho  á  cobraría  Ip^  (}qe  m^  crean  legitimes  fae- 
rederoa  sin  haber  obitenido  una  nueva. 

§  39  Cuándo  por  esta  se  cbnce<ía  la  pensión  á 
dos.  6* mas  personas,  j  1^  pierde  una  ó  mas  ^e 
^llas,  ^^be  acreditar  el  que  queda  en  goce,  sin  ne- 
c^éidad'*Vé  obienerla  de  nuevo,  le^' Üi^ficiéaci»  de 
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8^a  coojwntrípfts,  enn4<v;qti^iM9^feliapifat^  á 
la  p^fí<?)na  flp^pa^o  ^qo^e  qHfi^ar^^Q  ^vM  CQifi' 
proba  f)tes.  .    .  . «  i    /    • 

Art.  19.  Las  peraonaa  agrjEicí||4u  AO0.,piieBa9P- 
r^s,,íleben^a^redit9r.en.)ftp  pficlnpajefyig^/^ada 
mes  ^a ,  surérvi^f^^cíp,  j>ojr  ñí.éá,  j^:9i^o§  4^ 
otros,  con  las  miüip^s  fp|'mali4^d,es  cpjQ.%i|^Í0'Jb^- 
jcen  los  )p(eñ  y  páctales  <l^P^gíí^j[í  (le  ^torferas 
pprífs.y  ademas  I§ji:  yivulai,  .9ií|d¿ea  y  ,a^u|iJivi» 
acreditarán  cada  /leis  me^fis,  ^op;qert^^cai;ip|i  ^e 
un  párroco,  quepermanei;fn.flO,e¿|tfdodB.irwdí?» 
«sí  como  las  tiijup  y  bí^fmHnfis,  ^n.^J  (l^jiokería. 
Los  tutores  ó  curadores  de  1  os, menor e^»  ^ncej- 
tíñcacion  del  mi^mo,  ^ue  estos  peripao^en  sin 
lomar  estado  matrimonial  ni  religioso,  y  concf^r* 
tifícacion  de  un  facultativo  áeleccjon  ^1  juqz  de 
su  ^omirilio  por  petición  f)e  aqu^ljp^t' qne  3e  ex- 
prese el  impedimento  físico  ,ó  moi[al  qiie.ifnipqai- 
bilite  al  que  debe  seguir  gozand,»  f^,4^  J^^fÍAU 
después  de  cumplidos  I09  veiiitiiin.a^os,  e)  no 
poderse  procur.ar  la  ^ubsistencja»  Todps  effaa 
documentos  serán  autorizados  por  la  at^locii^d 
civil  y  se  agregarán  á  la  cuQnifk  d^  la  u^ripa  de 
pago. 

Art.  20.  Se  suspenderá  el  goce  de  !pciiaion, 
siendo  mujeres,  luego  que  toméñ  ei^^do  niaui- 
monial  6  religioso,  y  sientjo  varonei;,  desde  el  si- 
guiente dia  al  cun)plimien(o  de  lofi  veiot^ún  .a|i0f 
de  edad,  ó  deqdc  que  cese  el  impedimento  iI|íieo6 
-moral  que  les  prqrogó  el  gqpo  da  aquella* 

Art.  21.  Coiíel^p  ?xprmdo  en  e][  precejleO* 
te  artículo  las  personas  qué  jiaQ.  9Ído,^r^|^^e 
'por  la  ley  anterior '  y  ]98..qt4e  lo  lue^OQ  pprln 
actual,  luego  que  obtengaa  sus  Ulules,  .9I  ipffli- 
car  sus  pensiones  ^n  cualquier  ofieioa  de  (|¿- 
cienda,  después  que  es)ia  (omis  la^n  de  ana 
nombres,  edad  y  lug^r  de  au  domiciUf)  pai^sá 
igual  noticia  al  Gobernador  de  1^  pro Yi^cia  y  al 
párroco  de  su  feligresía. 

Art.  22.  Este  último  tendrá  á  la  viata  didúis 
noticias  en  los  casys  ^e^  ;(ni^er(e,  m^tfim^Dk)  6 


hará  igualmei^te  á  lá  Junta  directiva  y  al 
pleado  respectivo  de  Hacienda,  y  ^te  á  la  Tf- 
sorería  general^  para  que  dcsd^  ^H^'^  l^^b^  ^ 
se  en  el  goce  de  la  ptnaioh; 

Art.  23.  Lao  mencionadas  noti^iiia  aervir|ln|l 
empleado  de  flaciepdapaxa  au^pfndejr  eV  aleono 
de  la  pensión  á  Tos  que  hayan  cumplido  loa'vei^- 
ti^un  afips  de  edad,  6  que  por  otro  mo^vo^do,  Job 
e3;presados  dejen  d^e  ser  acreedpre^  al  (¡¡1^^  ¡ffi 
aquella,  en  intéljgeoípia  que.  (it^aÍqu}er9  e^^gj^c^ 
Indebida  le  cónsiituyq  re^jí^ns^l^  AiS^'l^m- 
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Ari.  24.  Lo8  iítu1«)8  de  peñflioD  expedidos  á 
lii»  hijoü  raronea  expresp/án  precU»ttiénCé  U  fe- 
cha en  que  éstoftVcufrtipyan  los  veintiup.fifiqSv 

A^i  'MPlAékéáúlusó  des'pfefefcíds,  cuando  ce- 
enf  WagrVácni^W  én  er'^oWej'tfék-áh'  recogidos 
pdren^\i)^^S^  i^utbrhlad  citríl  6  tniVúhf  y  rémiü. 
doé  ÉMit»^rtnidt>y  de  taf  propínela  para*  ^ue  este 
lo^  hagirá  la  ÍmúÍíl  directiva  dond¿  serán  cance- 
lados.. 

ÁrfJ  9B' 'Lds  peristbhisias  que  tengan^  radica- 
d<K8H  pago  en  una  oficina  de.  Hacienda,  no  po- 
drán mui^rloáfOtra  j^ip  órdea  ^^fgeétL  de  Ja  Te- 
flot^Ha  j^eiieral,  qtiien  pasará  les  olScios  corees- 
poridiéntes  á  fia  de  qae  se  inhiba;  en  el  regís* 
tro'préVenído  en  el  artículo  ¿Ij  I         ,.   ^:.j..     , 

Art  27.  .Todas  |a«  bñcini)i8  dc^  Hacienda,  d^n-, 
de  esté  radieado  el'pago  de  cuaíc)iiier  pensión  de 
monte-pío  deberán  remitir  al  Sccfetario  ^e  la 
Jupia  una  lista  todo^  Ic^inespa  de  las  Mf^pnag 
cvé  las  disfruten  con  e^pécibcaciun  de  fas  can ^• 
dades  ^ue  tienen  asigqadflís  j  la  alta  y  bpja^  qn^^ 
ocurra  eq  ella.  íye  po  hacerlo  así,. la  Jupja  iqn- 
pondrá  lá  muUa  d^  queliabli|  el  artículo  19  de 
la  l^r/  )r  Un^o  á  loa  expresados  ^po^eados  co- 
mo a  ios  dentará  que  se  refiere  el  mencionado 
er^é'ulo,  se  les  impondrá  igual  multare  uabii'o  de* 
rndr^n  ó  dejen  de^cumpfir  afffuou  ite  |i>fi  deberes 
qué  les  e^'tán  señalados  por  la  ley  y  el  preseqte 
reglamento:  .      ^  *    .     .       m 

ArT.'  28.  Lbs'GobérnadoreSf  enipfóaJofd^  íía- 
clemla  y  párrocos  que  omitan,  dar  oportüpfimfriie 
los  aris'os^due  en  eMe-  deqreto  se  previeo^iu^ee  . 
iiaéién, responsables  de  maiffomum  ei  insplidum 
con  iHs' pArií^s^que  jperciban  las  cantidades  que 
erogiiV  et  Tesoro  pt ir  o«¡sí.ón  del  oportuno  avi- 
an 'que  á  i^u  vez  cada  uno  ¿^hé  dar«  coaíbrine  á 
lo  ])réVeí)id<^ 

j^rt«  2^-  }.«oa  Gf>beirrvaidarea  no  darin  curso  á 
Ijs.  solic^iK)«aj|^r0  ii|oiit)9»plo  qoeno  estén  it" 
mailfa  pQr  lpB,n)^moa^|^efesavloBtd«por  apode- 
rad9«  lf|j;{tiai#rnfQt^.conft^tilidos:;  y  tanto  tac 
cédulas  %UQ.aft#</^pj[lícreix«  coino. Jas  pencicnes 
que  porteliapac  acordareio,  |rio  iricráa  entregadas 
iinó  ^  parte  lagftima,  pudi^n4a'Caaalltiiír  ¡lerao- 
nfr9a  c|i|iBt)o.liis  agractailaatio  pseéad  iViewrrir 
por  bí  á  cobrar  aH9  pcnaiooas^  skoiRre  q«é  aque- 
llos seapi  de  mJKHiaabíUdad  á.  aalÍMécioa  desleís 
Jefea  (fe  di4aa<fi6eii^si- l#s  cuaLaa'^caDOiHian  en 
loa  caaos  de  haberle  cobrado  de«paéé\aa  lanMier- 
la  de  aquellas  y  df  haber  dc^j^da  de  gomarlas  ae* 

láo  en  bl  deber  da  r«(ni^4^4a  fUfiralaFfessAi^kí] 
Jtti^  Difa^ii  ias  ptufi^a.gr.^blteil^dá^M/^ 
—  (tf|4eiújl^  .alufA^  de  afgMacP^fíiKi  <9  Mao; 
la^piOf  en  pÜef  o  cejado  y  oficiaimeDief  come  lo 
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dispone  el  artículo  lúdela,  ihlefnélej,.  puoi  no 
debe  gravarsojson  el  porte  de  corifeo  ni  de  190- 
do  afgunp,  como  Ip  previene  también  el  artíc'u)^ 
2S,  á  h%f^rñonu^  que  redaman  iiquelja  gracia, 
ó  que  6egun  e^ta,  la  et^iiiij  )  a  disfrMtfindo. 

Art.  31.  En    cuanta  k  los  aemas   puntos  que 
áth'i  reglameiilar  eJ  Poder  íljecutivq   para.,  la. 
^mas  cumplida  ejecución  ile  es  La  ley,  sejaútorizfi  á   . 
la  Ju[Ua  directlvaj  como  que  está  n^as  enjcqptaq-  , 
lo   con  Ick  coiiiübiliütid  y  otros  porménoreii.dpi 
matiie-jjía  para  tjne   furme  los.  realai^Qiitqa  y 
aciieriJua  qu<3  cí^lime  CünvenitQtes  y  los  aometa  á. 
su  examen.  " ,  , 

Art.  3'i.  íl  Poder  tejecutivo  se  reserva  7%.^ 
cuftad  de  variar,  alterar  ó  modificar  alguna^  ,d^ 
Jas '^disposiciones  con^tenidas  en. el  presante  d^-^ 
créto,  SI  así  lo  requiriere  el,  .9 u rao  y  práctica  del 
negociado,  én  protección  del  dVrécbo  de  Jas  vijUr 
daSf  huií rifan o§,  madres^.,pbue^aa  y  h,ei;manas, , 
en  'cuanto,  sea  compaiible  con  las  disposícionea 
de  la  ley.  .    ]     ,.    ,  ,  ,  '-   .  , 

Art,  33.  Sé  derogan,  cuantos  reglamentos, 
acuerdos  y  disposiciones  se  hayan  dado  en  eje- 
cución de  la  ley  de  27  de  Mayo  de  4845. 

AínJ  34.  El  Secretario  de  EstacjÍQ  en  los  Des- 
padloa  lia  Ou^rra.y  MtJrina,  queda  encargado  de 
la  ef'eeueflon  de  este  Decreto.    .  ^ 

Dado:  fifrmado  de  mi  itiano :  sellaldó  eon^'e! 
selit»-' del  Poder  Ejecutivo;  V  refrendado  por  el 
Seereiarió  de  Estado  en  los  Despachos  de  Guer- 
ra y  MaiínÁ,'^  Oarácas,  á  1^  de  Junio  de  1852,   ' 
23y  46i— J;  G:  MojfAOAs.     '        *     ^ 

Por  8«  Bi^Bl  Secretario  de  Querrá  y  Marina, . 

J.  Muñoz  Tébar, 

MOÍíTKrtO    MKITAlt     áESQI^UCIoil     XJBQOT|VA     « 

»  Da  3  pv   MARZO  DE    l$53  declarando  desde    • 
cuando  empieza  elgoce^dt  lay  pe;tLSp)n^  1, 

Junta  Dircotiva.— ^Caracas  Marco  3  de  186S.  ' '' 

Sr.  Tesorera  Oentral. 

Se  ha  recibido  la  nota  dtí  Ü».  fecha  de  ayer.^-  i 
nftmer'o  59,  en  que  después  de  seferir  lo  q^  ai    , 
honorable   Senador  Sr.^  Jesús   Mli^ría  Oiacdma   •. 
pide  en  su   represen táifión  acerca  d^  las  píepaioiiea  . 
deviengadaé  por  BU  legítima  tia  ja  ,8r^  Isahct   t 
Henríques :  lo  que  dispuso  la  Secretaria  dcí  lia* 
deiMla ;  y  \tí qncMsó  Csa  Tesorerrai ' éoncloyc 
^cóDColuHdo  ai  las  l^rá<4 idas  con'  peúüioii  de  ' 
montepío  la  M^ian  desde' 1/btihlíéa^ión  deh  ley.  ' 
ó  dco^  ^a  Mhai  ¿nqué  sé  ekpfíác'la^lfiUftfa  qoe  \éd'" " 
^ackia  aquel  deredío;*|jr'cn  cohiéstadcbi  itcho   ' 
decki  ám.  i  'q«éjli'«s  ott'|éW¿k-éT'ráv  pr^¿ímia. '  * 
etocilAlo  í^áil^éétmé  MTOaé¥m(H!i«  quf 'J 
UpmUkUÍtf  ikYhir'ftiKI%k''^^bon¿üUl^^^ 
p^miMocr #ftu^b  (A>Mt4AáFÍl  lá^'liy.  alnlofior;  ag ' 
al  arcUro  do  ata  Teaorcria  debe  existir  d  oficio 
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que  96  le  pasó  por  la  Junta  Dírectira  y  que  para 
recordarlo,  te  reproduce,  diee  así  : 

^*  CttFtbas  26  deMarzo  de  1816.-* Junta  Direc- 
tÍTtt. — 8r.  Tesorero  Gen<^ral.-^C<in  esta  fecha  se 
ha  servido  aprobar  el  Poder  Ejecutivo  el  acuerdo 
de  U  Junta  fecha  10  del  presente  mes,  cuyo 
tenor  es  al  siguiente :  **  Por  regla  general  se, ob- 
servará, que  los  herederos  de  las  personas  agrá* 
ciadas  por  el  montepío,  que  habiendo  muerto- 
antes  ó  después  de  haber  recibido  las  cédulas 
correspondientes,  tienen  derecho  á  cobrar  las 
pensiones  devengadas,  hasta  el  dia  del  fallecimien- 
to de  dichas  agraciadas ;  y  que  aquellos  de  los 
herederos  en  quienes  recaiga  el  derecho  á  las 
pensiones  del  montepío  empiecen  á  disfrutar  las 
que  expresan  las  cédulas  que  se  les  expidan»  con- 
forme á  la  resolución  de  19  de  Noviembre  del 
afio  próximo  pasado,  esto  es,  desde  el  primero 
del  mes,  si  la  cédula  fuese  librada  antes  del  dia 
15,  y  lasque  lo  sean  después  de  este  dia,  desde 
el  primero  áe\  mes  siguiente.*'— Lo  que  trascribo 
&  US.  para  su  inteligencia  y  fifies  consiguientes. 
Soy  de  US.  atento  8ervidof!-r-i4rcnda«<?7' 

Para  mas  aclaración  ;  ae  recordará  también  el 
acuerdo  de  la  Junta  de  17  de  Marzo  de  1947 
aprobado  por  el  Poder  Ejecutivo  y  publicado  en 
la  Gaceta  numero  640,  que  entre  otras  cosas  dice»! 

«<  Seguido  :  que  respecto  de  la  aclaración  qué 
se^ide  del  artículo  10  de  la  \ey  de  montepio, 
debe  circularse  el  acuardo  de  la  Junta  Directiva 
aprobado  por  el  Poder  Ejecutivo,  con  lo  cual  se 
contestarán  todos  los  reclamos  que  h^y  en  el 
partícula^  (Vénsc  el.  documento  impreso  ^o  h 
Memoria  de  1847,  folio  32)." 

La  resolución  de  19  de  Noviembre  1845  de  que 
se  hace  meoeion  en  el  oficio  que  se  deja  ya  inserto, 
iLé  dada  por  el  Gobierno  á  consecuencia  deí  acuer- 
do de  la  Junta  de  1 1  del  mismo  mes,  y  es  el  siguien 
te :  ^  w^  d^mo  regla  generaf  para  el  pagó  de 
i«s  pensiones  de  montepío  la.  diapuesto  en  el  ar- 
tículo 99  del  decreto  fljecutivo  de  8  de  Junio  de 
1843.  (Memoria  de  1844,  documento  folio  32), 
8ubf%  contabilidad  .de  las  fercer^s  partes  de  suel- 
do'de  h)^  militares,  cuya  iFegía  se  conceptúa  y 
debe  hacerse  "prestante  para  los  ca^os  que  ocurran 
deié4!Ía'AatUi^a!e¿S.'*^  '  ^ 

^9D!ÍftP?PÍ^^*^<*  ere»  ej  Gobierno  que  cesará 
la  (jíiWa..qij^  ha  ocurrido  á  ÜSt y  que.ba  mtinifea- 
tado^ep,(Ha¿¿io  que  contesto.  í)e vuelvo  la repre* 
sen.Ur)pn  qua  XJS,  adjunítói  con  la  liquidación  ^ue 
áejl.a  .rpcayo,.manif(s(4ndo]e  de  paso  qu»  atta 
■oló^aJ^Qléqe  de,  un  d^tq,  y  es  que  la  .  primeim 
par^ijliat  no  d^be  emasiifirsa  á  contar  deada  eia>iia 
Maniosino  desde  .el  primem,  sirviendo  df..«r0ghi' 
las  ^terentes  dispoficn^n^s.  qua  se  bfin:  m^BaiofU^ 
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do  y  que  eale  GoWeimo  se  ha  servido  recordar* 
Soy,  dtc. 

Muñoz  Tébar. 
montepío  militar,  rbsolocipn  vÍiootiva 
DK  23  DE  smaMBRE  DB  1853  declarando  ka$- 
ta  cuando  no  son  acreedores  Lj^fgraeiadoig 
desde  la  publicación  de  la  ley  de  S7  iü  Maw0 
de  1845  fo^  la  mitad  que  se  les  ka  retenido 
por  acuerdo  de  la  Junta  Directiva* 

República  de  Venesaela,— Secretaria  de  S. 
en  lp8  Despachos  de  Querrá  y  Marina. 

Sección  segunda.  ^'    * 

.  Caracas,  23  de  Setiembre  de  18í>3,  24  y  43. 
Sr,  Secreta!  io  de  Estado  en  el  D.  de  Hacienda, 

Impuesto  el  Poder  Ejecutivo  de  la  comunica* 
cion  de  US.  fecha  1 1  de  Junio  prdxinjo  pasado 
eñ  que  se  sirve  someter  á  este  Ministerio  la  cues- 
tión que  se  ha  presentado  en  el  de  su  cargo,  de 
si  las  personas  qire  disfrutan  de  montepío  militar 
según  la  ley  de  la  materia,  y  que  soliduo^^  pago 
de  la  mitad  de  la  pensión  que  se  dispuso  se  lea 
retuviese  por  virtud  de  acuerdo  de  la  Junu  Di- 
rectiva del  ramo,  aprobado  por  el  Poder  Ejecuti- 
vo, fundadas  en  que  el  artículo  19  de  la  ley  da 
Crédito  público  reconoce  16  *que  haya  de- 
jado de  pagarse  por  montepío  desde  I  o  da 
Julio  de  1846  hasta  30  de  Junio  de  52: 
•  vistas  con  detención  las  fundadas  razones 
que  US.  apunu  y  qiie  en  su  concepto  obran 
de  un  modo  ingente  eontra  las  peticiona- 
rias;  y  examinadas  ron  escrupulosidad  las 
leyes  y  disposiciones  con  que  se  ros»  el  asunto 
en  cuestión,  ha  resuelto   el    Poder  Ejecutivo  lo 

siguiente— »<  Caracas,  Setiembre  23del85i 

<^  Las  personas  que  fueron  agraciadas  con  pen- 
sión de  montepío  militor  desde  que  se  publicó  la 
ley  de  27  de  Mayo  de  1845  hasU  que  la  revooó  la 
que  actualmeiite  rige,  no  son  acreedorlh  al  Era- 
rio  naeional  por  la  mitad  da  la  peiision  que  se 
les  ha  retenido  por  acuerdo  de  la  Jauta  Directi- 
va aprobado  por  el  Poder  Ejeeutlvo,  sino  al  fundo 
espacial  ú  originario  del  ramo,  eaandé  este  da 
por  sí  sea  suficiente  para  pagar  la  pensldn  ítetegra 
á  todos  los  agraciados  y  haya  un  remaneúle  con 
que  aati^aaer  Ift-flMdia  paga  menélofladar-^Lo 
que  digoU^  XíA  0^  coBteslacion  á  so  citado  oficio 
y  con  ei&aidetiiieieia  evia  sentido ;)beda  rcwl- 
ver-US.  iaaMtkiÉivfíooes  tqaeiéa''te  btfit  dirigido 
ron  ttloljat»iM>.Say'da'4JS  ateiM  amidor.— 
Juan  Muñi^zinkar^  •  ♦>     -    •  «^  «         *  - 

"  "■'  '¿  "'  '    "Éae6pU.^Cebáttos,   ' 

MONTSERRATE  (josá  varia)  decreto   ¿s 

MMñt1rÉnÍM<y^Bf9H  étíponiend^el  fogk 

ámu^faifOfHieiíítííacreeWéia.  •?  .   . 

£1  Sa9a4%  y-  Gámaradr  RepMeaianttv  dé*  Is  ' * 

;  I  KeptiUica  dk  VenéiMlft  teunidoa  Itt  Contreao;  "  * 
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Yistá^lkflolieltu'cl  de  José  Marta  Monsérratte 
reclamando,  en  represen lacioií  de  su  hijo  menor 
del  mi^mb  nbnibre,  la  suitta  de  noventa  y  liete 
mil  seiftcientos  sesenta  y  siete  pesos  sesenta  y 
ctratro  centavos,  con  sus  intereses,  conoo  valor  de 
Meneé  libres' dé  su  propiedad,  que'se  adjudicaron 
pror  el  Gobierno  de  Colombia  A  diversas  personas 
en  razón  de  haberes  militares»  entre  los  embar* 
^dos  y  confiscados  por  pertenecientes  á  Anto- 
nio FernAndec  de^Leon  ;  7       ' 

00lfSI9BRAlVD0 : 

19  qne  dicha  acroencia  es  legítima  y  privile- 
lilad'a  por  su  naturaleza  como  proveniente  de  pro- 
piedades de  un  venezolano  menor  de  edad  y  re 
Bidente  en  el  territorio  de  la  República  que  le 
correspondían  por  herencia,  y  de  que  se  dispuso 
ara  pagar  deuda  nscional  de  Colombia. 

29  Que  con  arreglo  á  la  convención  de  S3  de 
Diciembre  de  1834  entre  los  estados  que  compo- 
nían la  misma  República  de-Colombia,  Venezue- 
la er- responsable  en  ialee  casos  del  28^  por  cien- 
to. 

39  Hne  es  también  justa  la  indemnización  al 
mismo  menor  por  frutos  no  percibido!»,  siendo  al 
finlento  equitativa  la  regla  de  un  cinco  por  ciento 
anual;  y 

49  Que  el  padre  del  mencionado  menor  ha 
declarado  su  disposición  á  admitir  en  cuenta  la 
casa  de  propiedad  nacional  que  sirvió  en  esta 
ciudad  para  el. estableeimiento  del  cuño  con  el 
solar  contiguo  á  ella. 

DBCftETAN: 

Art.  19  Se  acuerda  el  pago  al  menor  José 
María  Montserrate,  del  28^  por  ciento  de  la  suma 
que  reaulte  adeudársele  por  los  reclamos  que  ha 
intentado  contra  el  Estado,  practicada  que  sea 
por  el  Poder  Ejecutivo  una  exacta  liquidación 
para  fijar  el  legítimo  monto  de  la  acreencia  del 
expresado  menor.  También  se  le  abonará  y  com- 
prenderá en  dicha  liquidación  el  cinco  por  ciento 
al  año  por  intereaes  desde  la  fecha  en  que  se  dis- 
puso por  el  Gobierno  de  Colombia,  en  adjudica- 
ciones por  haberes  militares,  de  los  bienes  que  á 
dicho  menor  correspondían  en  los  embargados 
por  de  su  abuelo  Antonio  Fernández  de  León. 

Alt  29  Se  entregará  desde  luego  al  mismo 
menor  por  cuenta  da  pago,  la  casa  que  sirvió  en 
esta  ciudad  para  el  cufio  y  el  solar  contiguo  á  ella 
por  sus  justos  avalúos  que  en  el  dia  se  formen ; 
y  si  quedare  algún  resto  de  la  acreencia  se  le  sa- 
tisfará en  poitiones  que  el  Congreso  asigne  con 
este  objeto  en  loa  pnaaupuestes  lu^uales,  según  lo 
permitan  las  ateneioiies  del  tesoro  p&blico ;  y  en 
caso  contrario  el  Estado  será  reintegrado  del  exce- 
so. 
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Art  é9  £1  Poder  Ejecutivo  en  la  próxima  le^ 
gislatura  remitirá  al  Congreso  un  tanto  de  la  lU 
quidacion  que  se  le  encarga  por  el  artfeuto  19 
con  los  documentos  que  comprueben  sti  exactitud^ 
en  la  que  se  expresará  lo  que  se  le  quedare  reagu- 
do al  menor  Montserrate  después  de  la  adjudica- 
ción de  la  casa  y  solar  que  indica  el  artículo  an* 
terior,  ó  lo  que  por  el  interesado  se  hubiere  rein- 
tegrado al  Estado  en  el  caso  previsto  en  el  miamo 
artículo. 

Dado  en  Caracas,  á  17  de  Mayo  de  1843,  afio 
14  de  id  ley  y  93  de  la  independencta.-^El  Pre¿ 
siiiente  del  Senado^  José  VargM,  —El  Presidente 
de  la  Cámara  de  Representantes^  Mánutl  Felipt 
de  Totar. — £1  Secretario  del  Senado,  José  i4n- 
get  Freiré» — El  Secretario  de  la  Cámam  de  Re- 
presentantes» Jtian  Antonm  Pérez, 

Caracas,  19  de  Mayo  de  1843,  14  y  3a— Objé- 
tese*—Cdr¿0«  SoubletU.^FoT  6.  E»— El  Secreta- 
rio de  Estada  en  el  Despacho  de  Hacienda,  Fran* 
cisco  Aranda, 

Caracas,  20  de  Febrero  de  1844, 15  y  34.— En 
esta  fecha  ha  sido  presentado  al  Poder  Ejecutivo 
por  una  comisiop  de  la  Cámara  de  Representantes 
el  proyecto  de  decreto  precedente,  expresando 
dicha  comisión  que  el  Congreso  habla  insistido,  y 
lo  devolvía  para  que  se  mandase  ejecutar  por  S.  E. 
como  ley  de  la  República, — Aranda. — Ejecútese» 
'^Carlos  Soublette. — Por  S»G,-^E1  Secretario  de 
Estado  en  el  Despacho  de  Hacienda,  Francisco 
Aranda* 

MORA  (palo  de)  Véase  Exiraecionde  made- 
ras preciosas  y  de  construcción  de  buques^ 
plantas  medicinales  4**  « 

MOEAL  publica.  Véase  Provincias  artículo  56. 
MOkALES  Íjos£  vaivuel)  Pensión  á  suhuérík' 
na.  Véase  Pensionen,  Decreto  de  16  de  Mayo 
de  185Ó. 
MORTUORIA.  Véase.  Herencias  vacantes. 
MOTATAN  (PARRcQütA  db)   Véase.  División 

territorial t  R.  £.  de  15  de  Junio  de  1847. 
MOVIMIENTO   DB    CAUSAS.   Véase  Estadtsti- 

ca  jiidiciaL 
MOYO.  Medida  para  líquidos.  Véase  Pesos  y  me- 
didas, artículo  3* 
MUEBEES,  LOCALES  Ir  gastos  db  escritorio 

PARA  los   tribunales     INFBRIORBS.  RESOLU- 
CIÓN BJBCUTIVA  DE  |4  DE  BNBRO  DE    1856  de* 

clarando  por  quienes  deben  costearse. 
Secretaria  del  Interior.«^Seoeioii  segunda. 
Caracas,  Enero  Ude  1656. 
RBSüBLTa — Dígase  á  los  seRores  Gobernador 
de  Barcelona,  Juce  de  provincia  de  Caracas  y 
Jnee  de  circuito  de  San  Grístóbal. 

En  el  expediente  respectivo  ha  dictade  S.  E:  el 
Poder  Ejecativo  la  reaolnclon  que  sigue : 
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<•  No  estando  seftalada  en  la  ley  de  gastos  pú- 
blicos vigente,  ninguna  cantidad  para  ser  inverti- 
da en  locales,  moviliario  y  gastos  de  escritorio  de 
los  tribunales  inferiores,  v  siendo  por  otra  parte 
la  sama  apropiiada  en  ella  á  gastos  imprevistos 
escasa  aun  para  atender  á  algunos  de  mayor  ur- 
gencia, y  de  conformidad  con  lo  resufeWo  por  esta 
Secretaría  en  diferentes  ocasiones,  contéstese  álos 
interesados  :  que  el  Tesoro  público  no  puede  pro- 
porcionar á  los  Jueces  el  alquiler  de  las  salas  de 
sus  despach^^  ni  el  moviliario  correspondiente ;  y 
en  cuanto  á  los  gastos  de  escritorio,  que  estos  de- 
ben salir  del  sueldo  y  emolumentos  de  los  Secre- 
tarios/ 

Lo  que  tengo  el  honor  de  comunicar  á  US. 
para  su  inteligencia  y  como  resultado  de  su  oficio 

fecha 

Soy,  &c. 

Por  S.  E — Oriach. 
Es  copia. — Oriach. 
MUJER  CASADA.  Cuando  y  cómo  podrá  presentarse 
en  juicio.  Véase.    Partes  en  juicio,  art.  6,  7 
y  8. 
MUJERES.  No  pueden  ser  presas  por  deudas, 
que  no  provengan  de  delito  coaftirme  á   la  ley 
recopilada,  que  está  vigente,  Véase  Prisión»  A. 
C.  S.  de  4  de  Agosto  de  1837. 
MULTAS.  Cuál  se  impondrá  á  los  jueces  y  ma- 
gistrados por  detención  arbitraria.  Véase  De- 
ientores  arbitrarios,  arts.   1  k  6. — Al  alcalde 
que  recibiere  un  preso  sin   las   formalidades 
pi escritas.  Véase  id.  art.  8. — Al'que  imprimie- 
ra la  Constitución  sin  un  carácter  oficial.  Véa- 
se Constitución  art.  2^ — Al  que  sin  enfermedad 
grav»  ó  impedimento  de  parentesco  en  grado 
prohibido,  se  excusare  de  ser  fiscal  ó  defensor 
en  causa  de  conspiración.   Véase  Conspirado^ 
res,  art.   14. — A  los  jueces  y  secretarios  por 
cualquier  omisión  ó  negligencia  en  las  mismas 
causas.  Véase  id.  art.  15.— A  los  funcionarios 
culpables  de  la  falta  ('e  nombramiento  de  los 
notables  que  designa  la  ley  de^ elecciones.  Véa- 
se Elecciones^  ley  la  art.  89 — A  los  conceja- 
Jes  que  voten  por  el   nambrámiento  ilegal  de 
notables.  Véase  id,  ley  id.  art.  79 — Al  juez  y  no- 
tables que  no  se  reinan  para  llenar  las  funcio- 
nes que  determina  el  artículo   I9  de  la  ley  i  a 
Véase  Elecciones,  L.  II,  art.  6, — A  cada  miem- 
bro de  la  junta  de  notables  por  la  omisión,  ex- 
clusión ó  inclusión  indebida  de  sufragantes  en 
las  listas.   Véase  id,  L  id.  art  7.— A  la  autori- 
dad parroquia]  y  6  cada  notable  por  cada  vez 
que  dejen  de  cumplir  rba  sus  deberes  en  los 
casos  no  comprendidos  en  las  leyes  !&  y  2^  Véa- 
se id.  L.  id.  art.  S. — A  cada-miembro  del  Concejo  | 
municipal  por  la  falta  de  nombramiento  de  los  | 


conjueees  para  Us  asambleas^  6  por  sa  nombra- 
miento ileflral.  Véase  id,  L.  3^  art.  39 — A  cada 
miembro  de  la  junta  parroquial  por  ráda  sufra- 
gante admitido  ó  rechazado  ilegalmente»  é,Por 
cada  sufragio  indebidamente  admitido  6  recha- 
zado. Véase, íá.  L  4^,  art  16. — A  cada  miem- 
bro de  la  junta  parroquial  por  la  falta  de  flja« 

•  cion  de  la  copia  djel  resumen  que  se  previene  en 
el  ^  29  del  art  12,  y  demás  faltas  en  que  iucar- 
ran.  Véase  id.  L.  4»,  art.  17  y  18. — A  cada 
miembro  del  Concejo  municipal  por  íalta  de 
reunión  para  el  acto  del  escrutinio  de  las  elec- 

.  eioneü,  de  modo  que  quede  el  canion  sin  repre- 
sentación en  el  colegio.  Véase  id,  L.  5^  art.  79 
— A  los  mismos  por  caila  sufragante  cuyo  voto 
hubiere  dejado  de  escrutarse.  Véase  i¿.  L.  id. 
art.  8. — A  los  mismos  por  las  demaa  faltas  en 
que  incurran  en  materia  de  elecciones.  Véaae 
id.  L«  id.  art  9. — Al  elector  que  falte  &  la  insta- 
lación del  colegio.  Véase  id.  ley  6^,  art  17.-— 
Al  que  se  negare  A  votar.  Véase  id,  L.  id.  art 
18. — Al  que  mdebidamente  votaie  por  Ja  naii« 
dad  de  un'  nombramiento  de  Senador,  Repre- 
sentante ó  Diputado  provincial.  Véasete.  L.  id. 
art  19. — Al  que  violare  la  inmunidad  de  que 
gozan  los  electores.  Véase  idi  L.  id.  art  20.— > 
A  cada  uno  de  los  electores  que  practiquen  ah 

f^una  elección  contra  el  tenor  del  articulo  49  de 
a  ley  6^«  Véase  id.  L.  '\'\  art.  21. — Al  queeir.» 
picare  su  autoridad  ó  carácter  oficial  para  favo- 
recer 6  contrariar  algún  partido  político.  Véase 
id,  L.  9^,  art  I9 — Al  que  venda  su  sufragio,. 
6  compre  el  de  otro.  Véase  id,  L.  id;  art  8. — 
Cuando  estas  multas  se  impongan  á  mas  de 
uno  siempre  serán  individuales  y  nunca  iti  so- 
lidum.  Véase  id.  art.  13. — Aplicación  de  ellas. 
Véase  id.  art  14. — Al  comisionado  ptra  la  for- 
mación de  un  censo  que  á  sabiendas  6  por  ne- 
gligencia culpable,  dejare  de  incluir  en  el  de  su 
localidad  algunos  habitantes,  ó  incluyere  mas 
de  los  que  realmente  existan.  Véase  Censo  de 
población^  art  7. — Al  mismo  cuando  ia  falta 
sea  referente  á  otros  datos.  Véa%e  id.  ^  I9  art. 
id. — Aplicación  de  estas  multas.  Véase  td.*^  ^ 
art  id. — Por  faltas  relativas  A  la  milicia.  Véase 
Milicia  nacional,  D.  E.  R.  art.  134,  137,  §  del 
138,  141  á  142,  143,  145  á  148,  153  á  155,  iW, 
168,  y  su  ^  29 — Al  demandante  6  demandado 
cuando  no  comparezcan  al  acto  de  la  contesta*» 
cion.  Véase  Contestación  y  conríliacion^  art 
12  ^  .Demandas  en  que  eonocen  los  jueces  de  par* 
roquia  (hoy  de  canton)y  de  paz  enjuicio  ver* 
bal,  ^  49  del  art  -19 — Al  que  maliciosamente 
pida  próroga  del  término  de  pruebas  so  pretextó 
de  eTacuarlas  en  pais  extranjero.  Véase  Pme- 
bas  y  su  término,  art -49 — AI  que  citado  pan^ 
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evacuar  una  declaración,  no  concurriere,  al  efec- 
to. Véase  id.  art.  43. — Al  que  recusare  á  un 
juez,  declarada  sin  lugar  la  recusación.  Véase 
■  Recusación,  art  30. — Al  juez  que>  después  de 
avisado  de  una  competencia,  continué  obrando. 
Véase  CompelejiciaSi  art  59-^Al  juez  que  hu- 
biere sostenido  una  cpmpetencia  raajiifiesta- 
mente  infundada.  Véase  te¿.  art.  10. — AI  que  sin 
causa  justificada  no  concurriere  al  tribunal,  ci- 
tado que  seU)  con  el  objeto  de  conocer  de  la  ce- 
sión de  bienes  hecha  por  un  deudor.  Véase  Ce- 
sión de  hicv^es,  art.  8.— A  loa  trabajadoi^s  de 
una  nueva  obra  que,  requeridos  por  ef  juez  para 
que  la  suspendan,  á  virtud  de  denuncio,  conti' 
nuaren  en  ella.  Véase  Interdictos  prokibiiivosj 
art.  29^A  los  peritos  en  juicio  de  cuenta,  que 
no  cumplan  con  su  encargo,  ó  rehusen  recibir 
los  traslados  que  se  les  pasen.  Véase  Juicio  de 
CuentaSf  art.  8  y  9.'— Al  j»iez  o  prelado  eclesiás- 
tico que  noremita  los  autg^  &  la  Cort£  Supe*- 
ríor,  pedidos  que  le  sean  por  ella,  para  conocer 
de  las  causas  en  que  se  interponga  el  recurso 
de  Tuerza.  Véase  Recurso  de  fuer  za,  art.  3  y  4.— 
AI  juez  contra  quien'  se  interponga  una  queja 
fundada.  Véase  Queja  (r^cw río  de),  art  13. — r 
A  los  jueces  y  Secretarios  relatores  por  caxla 
énmendatura'ó  interlineacion  d&,,  que  no  fuere 
salvada.  Véase  Disposiciones  comunes,  á  tqdes 
los  juicios^  art  34.— Al  que  se  resista  á  ejercer 
las  funciones  de  fiscal  ó  defensor  en  causas  cri-. 
rninales.  Véase  Procedimiento  criini\ialy  art  3. 
— Al  condenado  por  injurias  cuando  no  haya 
«fusión  de  ^ngre  ó  frave  contusión.  Véase  id.* 
art.  17. — Al  registrador  que  no  anote  la  canee- 
lacion,  bien  total,  bien  parcial^  de  un  documen- 
to, cuando  sea  requerido  á  ello  por  persona  le- 
gítima. Véase  Registro^  art  17.  — Al  mismo, 
que  demore  los  registros;  y  demas: diligencias 
que  están  á  su  cargo,  pedidas  que  le  sean  por 
Jas  autoridades  6  por  los  particulares*  Véase  id, 
art.  19. — AI  misnio  que  no  tenga  abierta,  su  ofi- 
cina permaneciendo  en  ella  por  lo. menos  o^o 
horas,  fuera  de  los  casos  de  la  \ey.  Véase  id» 
ftrt.  20. — Ál  que  no  concurra,  6  cualquiera  hora 
del  dia  ó  de  la  noche,  á  presenciar  un  festamen- 
to.'  Véase  id.  art  21. — Al  principal  püt  cuyo 
descuido  no  tuvie/e  pape)  el  subalternp. — ^Véase 
id.  art.  22.-~Al  que  cobrare  mas  (lejechoe  de 
los  debidos.  Véase  ¿¿  art.  ^^6  y  «a^-^AljUez 
que  admita  un  documento  pn  papel  oomun  ó 
incompetente» — Vé^se  idi  art.  16.— Al  que  no 
presenta  to  el  término  que  le  fije  eljueat  el  tktL- 
mero  de'selloe  ^ue  deben  .inutilizarse  cuando 
por  no  haW.  papel  sellado»  se 'haya  h^echo  o«) 
de  papel  común,  y  al  juez  que  no  hiciere  la 
«igregacion.  Véase  id,.  §  único  del  art  16.— Al 
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funefonario  gne  habilitaré,  6  admitiere  papel  ha^ 
bilitado.-^Vffse  id.  art.  25. — A  los  que  falten  al 
.  respeto  debido  á  los  Gobernadores  y  jefes  políti'» 
eos, — \é&se*'Provincias^  art.  28  y  29  y  ^  único 
del  33. — A  Iq^^e  falten  a)  debido  respeto  áloe 
jueceede  paz  Véase  id.  art  58. — Al  que  nombra* 
do  jefe  político,  rehusare  posesionarse  6  que  des- 
pués do» posesiona  do,  rehusare  servir  sin  causa 
justa.  Véase  id.  art.  72.-*-A  los  Concejales,  pro* 
curadores  municipales,  Jueces  de  paz  y  síndicos 
parroquiales  que  rehusen  posesionarse,  6  que 
después  de  posesionados  se  negaren  ¡i  servir. 
Véase  id.  art.  id. — Al  funcionario  público  que 
por  lentitud,  negligencia,  ú  omisión  culpable 
-dejare  de  cumplir  alguna  ley  ó  decreto  de[ 
Congreso.  Véase  id.  art.  102. — Al  Diputado 
provincial  que  á  sabiendas  iniringiere  los  artí- 
culos 167,  168  y  169  dala  Ceinslitucion.  Véa- 
se 'id.  art.  104. — Al  Gobernador  que  no  objeta- 
re cualquiera  resolución  de  la  Diputación  pro- 
vincial librada  con  infracción  de  los  artículos 
167  y  168  de  la  Constitución.  Véase  id.  art 
106. — Responsabilidad  ft  f|ue  están  sujetos  los 
€robemadof<|lH  jefes  políticos  y  demás  funcio- 
narios de  policía,  que  decreten  arbitrariamen- 
te mu) tas.  Véa<ie  id.  art.  108, — Al  juez  que  se 
niegue  á  admitir  una  información  sumaria  para 
fundar  queja  contra  cualquier  empleado^  Vea* 
se  id.  art  110. — Al  autor  6  editor  de  un  libelo 
infamatorio,  según  el  grado.  Véase  Libertad 
de  imprenta,  L.  2»,  art  19 — Al  autor  6  editor 
de  un  escrito  obsceno  ó  contrario  á  las  buenas 
costvmbres,  según  el  grado.  Véase  id^h.  id.  art. 
2.— ^Al  impresor  que  publicase  un  impreso  sin 
p«ner  en  él  su  nombre  y  apellido,  y  el  lugar  y 
alio  de  la  impresión.  Véase  id.  L.  S^  art.  3.— 
Al  que  venda,  distribuya,  ó  haga  distribuir  uno 
ó  mee  impresos  sobre  que  haya  recaufe  la  de- 
claratoria de  "  ha  lugar  á  (brmacion  de  causa." 
Véase/ i¿.  L.  id.  art'  4. — A  los  jefjK  políticos 
por  cada  nombre  añadido,  ú  omitido  en  las  lis-* 
tas  para  la  designación  de^j  uredos.  Véase  id. 
L.  4&  art.  19*^A1  que,  inscrito  en  ellas,  no 
cimcúrriere  él  dia  del  juicio,  sin  causa  juetifi* 
cada.  Véase  idl  L.  id.-^  I9  del  art  20^Al  qqé 
designado  por  ia  suerte^  se  niegue  á  desempe* 
fiar  laa  funciones  de  jurado;-— Véase  id,  L.  id. 
§29  del  .art  29*^ A  los  capitanes  de  buque  á 
qttieáei  80' sorprenda  fondeados  en  cualquier 
panto  ao  habilitado  ain  permiso  de  alguna  adoa* 
na»  ó  que  faMUL  viaje  á  cualquier  ponto  de  la 
RaipAhlicafUn  estar  legalmente  despachados* 
Y.fyMáOomdsa^  art  *27  y  28.---A  los  que  Mre^ 
gmett' 4  remitan  fcBtosnel  pais  sin  la  certífic|t*> 
cion  que  previeDe:la  ley  de  eitbota&^  Véase  tí 
art.2Ól — ^Al  qae  bnbiere  tratado  '&  burlarla 
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rif  ilaneia  de  los  empleados  de  la  adaana.  Véa- 
se id.  §  único  del  art.  90i--*Al  qiu^  de  cualquier 
modo  haya  dado  ayuda  ó  préstaoo  auxilio  á  ios 
que  hacen  coutrabaudo.  Véase  id.  ^  I9  del  art. 
35. — Al  peón  que  llevare  un  bnlto  de  á  bordo 
á  una  casa  particular,  y  ai  cápalas  con  cuyo  00- 
Bocimiento  se  hiciere.  Véase  id.  ^  29  art.  id. 
— Al  dueño  de  la  cjasa  que  recibiere  dicho  bul- 
to. Véase  «d.  ^  id.  ait.  id. — A  los  cajtitanes  de 
buque  por  cada  bulto  que  falte  á  bordo  de  los 
anotados  en  el  sobordT»,  ó  por  los  que  resulta- 
ren de  nías.  Véase  id.  art.  36. — Al  magistrado 
6  juez  que,  habiendo  cuixipUdoel  término  de  su 
duración,  no  continuare  actuando  hasta  oue 
sea  subrogado.  Véase  TrilmncUes  j  Jnzgaaos, 
L.  X,art.  10.— Ai  que  nombrado  juez  de  can- 
tón propietario  ó  interino,  no  tomare  posesión 
dentro  de  ocho  (fias  de  haber  sido  instruido  de 
su  nombramiento,  éc»  Véase  id,  h*  id.  art  1 1. 
•^Al  que  falte  al  decoro  y  compostura  en'los 
tribunales  Véase  iií.  L.  id.  art.  14  ytsu^.-^ 
A  los  capitanes  de  buques  en  qiib  no  ae  halla- 
ren, q1  pasar  la  visita  de  foddeo,  los  artículos 
de  repueato  para  velamen,  aparejos,  ól,  á  ex- 
cepción de  los  necesariamente  femados  con  co- 
nocimiento de  los  jefes  de  la  aduana.  Véase 
Importación,  §  29  art.  1.^ — A  cualquier  perso- 
na no  perteneciente  al  rol  de  un  buque,  que 
sin  permiso  de  la  aduana,  fuere  á  bordo  entes 
de  concluirse  su  descarga.  Véase  id,  ^  4.*  art. 
II.  Aplicación  de  estas  multas.  Véase  id.  art 
39. — A  los  empleados  de  correo  por  las  faltas 
en  que  incurran  según  su  gravedad.  Véase 
Carreast  L.  O.  art  37. — A  favor  de  quién  que- 
dan las  multas  de  que  hablael  artículo  anterior. 
Véase  id,  art.  32.--*Cuále8  deben  imponer  los 
administradores  de  correo  á  los  conductores 
por  sqs  faltas.  Véase  id*  D.  E.  de  19.de  Agos» 
to  de  1841,  art.  23. — Al  médico  ó  cirujano  que 
diere  falsamente  una  éertifícacion  de  invalidez, 
en  virtud  de  lá  cuál  haya  ftlgu no  obtenido  cé- 
dula de  inválido.  Véase  InváHdaé,  art  9. — ^Al 
que  se  resistiere  ai  allanamiento  de  au  casa  en 
}os  casos  detallados.  Véase  Allanamiento  de 
easaSf  tirt  7*-^M  juez  ó  funcionario  p^biieo 
que  altanare  una  casa  fuera  de  los  eaaos  pres- 
critos y  sin*  las  formalidades  legales,  Véase  id. 
^  ünicp  del  artkulo'  14..  Destino* deestat •muí- 
t«p.  Véase  id.  art.  14.-^A1  que  cpreste  bu  uópá- 
bre,  para  la  nacionalizaci(*n  de  ún;  buque  lex- 
tranjeco,  y  &  los  que  cpact^rtenálai enajena* 
cloin  ^múñí^ñ  d0  cualqnier^«  /Vói^alAScn^taMai. 
/t>«M*(rti .  V  dr^tfo  dí^  kafpttsi  art.:7.T^M!íiijn^i 
ciojMfjo .pi({bUc6  É{u%  suln(iilá:'de;:ca|nlMi'de'im 
buqiie  ireaez^olaao  á  un  individuo  qoe^no  taa^ 
(a  los. requisitos  leales,  V^se  ÍMt'art'IO.<«^| 
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Ai  capitán  á  duefio  de  un  bpq^e  reftmlano 
Tendido  en  pais  extranjero,  y  cuya  pat|^¿  no 
sea  devuelta  en  el  tiempo  determinado,  por 
cada  diez  toneladas  que  mida.  Véase  id.  arl. 
18^ — ^Aplicación  de  estas  multas.  Véase  id.  art 
21. — Al  administrador  de  aduana  que  no  vial, 
tare  las  salinas  de  su  dependencia,  dos  vec^e 

al  afto.  Véase  Salinas^  ^  único  del  art«  25. A 

los  catedráticos  de  las  universidades  por  der- 
tas  faltas.  Véffse  Instrucción  pública.,  L.  5A 
ait.  7  y  9.— A  los  jaeces  en  causas  de  hurto 
por  cualquiera  omisión  ó  negligencia.  Véase 
ífuríoí,  cap.  I,  art  I?  y  su  $,— Al  juez  que  no 
aeordare  io  conveniente  para  ia  persecución 
de  las  muieres  prófugas  de  los  hospitales,  óci 
por  causa  de  hurto»— Véase  id.  ^  í¡P  del  art  33. 
«—Al  tribunal  que  haya  pronunciado  una  sen- 
tencia infundada  en  las  mismas  causas.  Véasa 
id.  art.  5. — A  los  vagos  y  mal  entretenidos. 
Véase  Vagot,  art.  12  y  sus  cuatro  incisos,  y  aú 

!f  único.— A  los  joaoes,  Gobernadores,  jefes  po- 
iticos  y  comisarios  de  policía  que  no  cumplan 
con  las  disposiciones  sobre  va^ os.  Vépse  f¿.  art 
15  y  16. — A  los  mismos  que  no  paseo  los  cua- 
dros sobre  vagos.  Véase  id.  art  17. — Destino  da 
las  multas  impuestas  por  ia  ley  de  vagos.  Véas# 
id.  art  18. — Destino  de  las  impuestas  por  vir- 
tud de  un  juicio  de  responsabilidad.  —  Véase 
■  Q^eja,  art  13.  —  Ai  Gobernador^  comandanta 
de  armas,  plazas  6  castillos.  Generales  y  Coro*, 
neles  con  gace  de  tercera  parte  que  se  nieguen  á 
desempeñar  la  subdíreceion  del  montepío  mili- 
tar. Véase  Montepío  mUiiar,  art  20.— A  loa 
Cónsules  y  agentes  comerciiiles  de  la^  República 
por  faltas  levea  Véase  Cén^lts^  b.  de  30  da 
Abril  de  1847,  art.  39. --Al  perito  ensayador  6 
recofiocedores,  cuando  por  su  culpa  se  importe 
en  el  pais  moneda  menosoabada  en  su  peso,  d 
con  desmérito  ée  su  ley.  Véase  Moneda^  L.  de 
30  de  Marzo  de  1848,  art.  7.— A  los  que  no 
quieran  recibir  cualquiera  de  las  monedas  tpan- 
dadas  circular.  Véase  id,  art,  lO.-.'A}  que  re- 
querido por  el  Gobernador,  no  sacare  dentro  del 
debido  término  los  títulos  de  propiedad  de  loa 
terrenbs  baldíos  que  jxxiean  por  tieñ^po  inine- 
morial.  Véase  Tícrrai  baláias^  art  17,-^ Al 
abogado*  que  sin  consentimiento  de  la  parte  se 
desentienda  de  la'deíensa.que  ha  aceptado,  6  la 
pqse  á  otro.  Véase  Ahogados,  art  12— Por  los 
presidentes  de  las  ICorles  Suprema  y  Superiores 
para  sostener  el  ói*den  y  hacer  (^ue  los  ministros 
y  flubahérnps  climptan-  sus  deberá,  6c.  Véase 
TMúnáleB  y  mzgadós^  L.  2^  art  8?  nüm.  1» 
-^Apil6áci6Q  dé  t^as  las  que  se  impongan  por 
loa  Gobernadótes,  jeiea  políticos,  &:  por  ttaa- 
grésionrés  de  liü^ordénatiasas  municipiiles,  y  otrai, 
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f ieropie  que  oo  tfogan  apUencíon  especial  Yáa* 
•e  Rentas  mutUcipatUSf  n&m.  4^  ait.  29—- A  les 
adininntradores  de  rentas  internas  por  el  no 
cumplimiento  de  sus  deberes.  Véai^e  -  Rentú*  »»• 
t^rnas^  art.  27. — ^A  los  que  U9en  de  pesos  y  me* 
didas  sin  las  dunensiones  y  capacidad  correspon- 
dientes. Véase  PesQS  y  medidas^  art  15. — Al 
Arzobispo  ü  Obispo  que  admita  un  novicio,  do- 
nado, 6  devoto  en  un  convenir^  6  su  profesión 
antes  de  la  edad  competente.  'Céase  Omvenios^ 
X^  de  4  de  Marzo  de  1826,  art  4. — ^A  bs  que 
sin  los  requisitos  legales  contraigan  matrimonio 
sin  la  Ücenoja  competente.  Véase  Malrimonios^ 
art  10  y  11. — Al  adminisUadox  de  aduana  que 
no  cumpla  con  las  disposiciones  de  la  ley  de  ca- 
botaje* Véase  Cabotq)é  (Apéndice  al  primer  to- 
mo) art.  14. — Al  capitán  de  buoue  que  al  acto  de 
la  visita  no  presentare  el  sobordo,  6  si  este  no  es- 
tuviere en  la  forma  prevenida  en  el  art.  I9  y  su  ^ 
1 9  de  la  ley  de  la  materia.  Véase  Importación^ 
ait.  29--*Al  mismo  por  la  Mta  de  soberao  y  cono- 
disiento  á  la  vez.  Véase  id.  art*  30. — ^A  los  peri- 
tos nombrados  para  ejercer  las  funciones  del 
art  23  de  la  propia  ley.  Véase  id.  art  24.— 
Contra  el  que  viole  el  privilegio  de  una  indus- 
iria.  Véase  Patentes  de  industria^  art.  21  y  32. 

MULTAS*   4OUBRDO  D%   hÁ.  CORTK  SÜPRBJIA     l>« 

1^0  pg^  |{Aqi«|iBaE  DiB  1841  declarando  que  se 
gun  el  sentido  de  los  artículos  2^,  39,  97  ^  lOe 
de  la  ley  orgánica  de  provincias^  en  las  conde^ 
naci^s  de  mullas  gue  hagan  los  funcionctrioa 
políticos  en  virtud  de  lus  leyes  y  ordenanzas 
4e  poli<^ia^  no  debe  haber  ninguna  discusión 
.Judicial  por  h  que  hace  á  su  ejecución  y  cum- 
plimú^ntOj  y. solo  ee  puede  aaurrir  por  los  ^gra- 
lefios  a  ips  poderes  y  autorixiadeé  que  se  de» 
signan  e»  los  dos  úliimoSj  en  clase  de  qtsejm. 
En  la  Ciudad  .de  Caracas  á  10  4^  Diciembre  de 
1841,  11  y  31.  los  Ministro^  Presidente,  Vicepre- 
sidentti  Helator  y  Canciller  de  la  Corte  Suprema 
de  lustícia,  habiendo  traído  á  la  vista  la  consulta 
hecha  por  el  juez  de  primera  instancia  del  circui- 
to del  Bste.de  la  provincia  de  Maracaibd,  sobre  qi 
cobre  dadlas  mnitas  impuestas  por  loa  Gobernado- 
res y  Jefes  políticos,  dirigida  por  la  Superior  del 
quin^  ydiat^ilo.Qon  lo  represenlado  por'els^Bor^ 
F¡sq4j  4^j#P')PA :  que  es  demasiado  claro  y  teimi- 
nante  el  articulo  28  d*  la  ley  sobre  o^nizaoíoa 
de  provinciaai  porjcl  cual  pvááen  los  Güberoado<^ 
res  mAiuW  gmarnativamente  las  penas  impuestas 
por.w  JP3MP  y  o^enaaxaf  de  policía,  y  la  facul- 
tad  qu^ttai9MdA  tíeaeiK.para  imfiencr  y  eligir 
coactivamente  nxallas  en  ios. casos  de  que  en  él  se 
habl{i«  c^yaiSiobuAioaigualniexile  tienen  ios  Jefes 
políticos  l^^sontemidad  del  astículo  d9.  Segon  el 
sentido  literal  de  estos  artículos  y  de  ios  97  y  108 


MUL 


de  la  aliona  ley,  se  dedoce  también  con  la  propia 
claridad,  oue  m  ley  no  quiere  que  en  las  conde- ' 
naciottes  de  multas  que  hagan  los  funcionarios  po- 
líticos ñi  en  su  cobro,  haya  ninguna  discusión  ju- 
dicial, y  solo  consiente  que  las  quejas  de  los  agra- 
viados aean  oidas  y  decididas  por  los  poderes  y 
autoridades  que  allí  designa.  De  manera  que  no 
se  encueatia  ninguna  disposición  que  prevenga 
que  el  coAro  de  las  expresadas  multas,  sea  compe- 
leoeia  de  los  tribunales  de  jneticia*.  Sin  embargo, 
como  la  Corte  Superior  del  quinto  distrito,  ha  te- 
nido presente  el  arttculo  99  de  la  sección  2^  de  la 
ordenanza  municipal  del  a'ño  de  39,  que  trata  del 
impuesto  sobre  multas  decretadas  por  el  Goberna- 
dor y  demás  funcionarios,  por  el  cual  se  establece 
que  impuesta  la  multa,  la  autoridad  que  la  haya 
decretado  dé  aviso  al  encargado  de  las  rentas  mu- 
nicipales, para  que  proceda  á  verificar  el  cobro  in- 
mediatamente, y  que  en  caso  de  negativa  6  moro- 
sidad, lo  representerá  al  juez  que  deba  conocer  de 
las  demandas  ejecutivas,  á  fin  de  que  haga  efecti- 
vo el  cobro  con  acseglo  á  la  ley,  parece  que  el 
modo  que  aquella  Corte  ha  encontrado  de  conci- 
liar la  ordenanza  municipal  y  la  ley  orgánica  de 
provincias,  es  i^6to)co  que  ha  propuesto  en  su  in- 
forme. Mas  como  este  Supremo  tribunal,  no  pue« 
de  prescindir  de  las  varias  inconsecuencias  que  po- 
drían .resuHar  de  semejante  procodimiento  judicial, 
7  Ue<quelas  Diputaciones  provinciales  no  pueden 
miHÜDcar,  ni  menos  corregir  las  leyes  comunes, 
acuerda  que  se  eleve  la  consulta  al  Poder  Legisla- 
tivo en  la  forma  aoostumbrada,  con  remisión  del 
expediente  en  testimonio  y  por  el  órgano  del  Po- 
der Ejecutivo,  avisándose  á  la  Corte  que  la  ha 
trasmitido. 

UrbaMJa.-'Ldo.  Mercader.^fifartifíez^Duarte. 

Caracas,  Junio  12  de  1844. 

El  Canciller,  José  DuartCn 

MULTAS.    RBSOLUCION  BJECUnVA     DK    27    DB 

FBBBBRO  OB  1847'  determinando  el  modo  de 
cobrar  las  impuestas  conforme  oí  código  de 
procedimiento. 

Secretaria  de  Hacienda, 

Caracas,  27  de  Febrero  de  1847,  afio 
^  1 1  de  la  ley  y  38  de  la  independencia. 

BBSDBLTO« 

Derogada  It  dei4  de  Maye  de^l838  sobre  impues- 
to para  ^tps  de*  justicia  en  cuyo  artículo  20  se 
establecían  los  medios  de  hacer  eíectrvo  el  cobfo 
de  las  mttltas  impuestas  conforme  á  las  leves  del 
Cd^Ufode  yiiroeedimento  judicial,  y  previniéndose 
por  el  parAffrafo  Cinioo  del  artícuto  27  de  la  ley 
de  papel  eellado  de  4  de  7unio  de  1840  derogato- 
ria .de  aquella,  que  en  las  causas  que  estén  con < 
cluidas  ásu  pívblicaciaa'segtiiduaTá  el  impuesto 
de  jitoikia  csnSoñAt  á  la  citada  de  4  de  Mayo  de 
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1S38,  y  se  cobrará  de 'la  manera  establecida  en  el 
articulo  9  de  la  ley  de  arancel  de 8  .del  indicado 
mes  (le  Junio;  de  todo  lo  cual  se  colige  la  iiecesi* 
dad  de  uniformar  el  sistema  de  recaudación  de 
dichas  multas  é  impuesto  de  justicia,  te  resuelve  : 
19  La  tesorería  genera)  por  sí  y  por  medio  de 
los  receptores  de  papel  sellado,  mientras  se  esta* 
blecen  las  oficinas  de  rentas  i  n  le  masase  encargará 
dejíK  recaudación  de  las  multas  que  ^^  hajran  im^ 
puesto  y  seimousieren  en  lo  sucesivo  con  arreglo 
á  Jas  leyes  del  Código  de  procedimiento  judicial, 
y  I0&  administradores  da  rentas  municipales  con- 
tinuarán haciendo  el  cobro  del  iií^puesto  ele  justi. 
cia  que  se  gradúe  en  la^  causas  que  estaban  con- 
cluidas el  primero  de  Enero  deí  presente  año  en 
que  empezó  á  tener  efecto  la  citada  ley  de  pape) 
sellado  de  4  de  Juio  de  1^6,  empleándose  para 
"- el  .cobro  tanto  de  las  multas  como  del  impuesto  los 
apremios  prevenidos  en  el  articula  O  de  la  mencio- 
nada ley  de  arancel  de  8  del  propio  mes  de  Junio. 
29  De  los  fondos  quese  recauden  por  uno  ú  otro 
respecto  se  abonará  á  los  receptmes  de  papel  se- 
llado y  administradores  de  rentas  municipales  un 
cinco  por  cierno  sobre  el  monta  miento  de  lo  recau- 
dado, y  unos  y  otros  empleados  seftín  responsa- 
bles dé  cualesquiera  cautidades  que  dejen  de  co- 
brar por  omisión  ó  negligencia. 

39  Los  tribunalesi  y  juzgados  respectivos  pasa- 
rán desde  luego  á  este  M misterio  de  Hacienda 
una  lista  nominal  de  las  causas  que  se  hallaban 
concluidas  en  e)  indicado  dia  primero  de  Enero 
próximo  pasado,  y  olra  de  las  muí  tas  .impuestas  y 
no  cobradas  hasta  la  fecha  en  que  comience  &  te- 
ner cumplimiento  esta  resolución,  expresándose 
en  ambas  el  montadiiento  del  impuesto  ó  multas 
y  las  personas  que  deban  satisfacerlos,  y  continua- 
rán remitiendo  mensualmente  la  de  las  iliuhasque 
■e  impongan  en  -iguales  términos;  •  . 
Comuniqúese  á  quienes  corresponda. 

Por^.  E.*^Casas. 
MULTAS.  RESOLUCIÓN  ejecutiva  i>e26  de  ju- 
lio Dfcld47  declarando  ^[ue  toca  á  lo$   Gober' 
nadares  y  Jefes  políticos  hacer    efectivas  las 
qve  ellos  impongan. 

Secreta! ía ¿el  Interior,  .    .  Secáion  3\ 

x'    Caracas,  Julio  3Qdei.l847,: 

R{:i^U£i.TQ.  ^Digai^^al  cWbqrrni^cIqikdf^Chlmanái' 

Un  i^jde ^fiambre  del  año  prc^ximo  paaado.y 

en  oficio  numero  375»  sed\)o  á  US.  :1o  siguiente. 

'  "Di    cuenta    al   Poder    Ejecutivo  :de.  Ja 

nota  (íe  ÜS.  de  24  del  mes, próximo. pasado  n&me^ 

ro  143,  consultando  si  los  Gobernadores  y  Je&e 

poHticos  tienen  facultad  para  hacer  efejCtivasí  ks 

multas  que  impongan:  y  S.  £,  mo  ha,  ordenado 

manifestar  á  U8.que  elQobíf^rnM  encuentra.  eiüB 

observaciones  arregladas  1^  jif  leye8,,v,^ppinioa 


que  sobre  él  astirito  emite  fundada  en  laYazony 
la  justicia:  empero  que  estando  determinado  por 
dirersas  resoluciones,  que  la^  consultas  de  los 
funcionarios i^úblicos  se  hagan  sobre  casos  ocur* 
ridos  y  sobre  los  cuales  s*?  haya  determinado  ya. 
por  el  empleado  que  consulta,  y  no  sobre  casos 
hipotéticos,  debe  ÜS.  proceder  en  este  y  los  demás 
asuntos  que  ocurran,  en  consonancia  con  las  ex- 
presadas resol  uci(|/)  es.'' 

•*  Mas  como  UB.  manifiesta  en  su  nota  de  27 
de  Abril  último  numero  51,  no  haber  recibido 
dicho  oficio  y  preSérita  la  duda  que  tiene  el  al- 
calde parroquial'de  Cariaco  sobre  si  deberá  cono- 
cer de  las  deman(ta8  qiie  inténtenlos  administra- 

i  dores  de  rentas  municipales  para  el  cobro  de 
las  multas  impuestas  por  el  Jefe  político  en  uso 
de  sus  atribuciones  legaleSj.S.  E.  el  Presidente 
de  la  República  impuesto  de  las  diferentes  dudas 
y  Consultas  preíenladas  en  el  particuliy,  y  mien« 
tras  el  Congreso  resuelve  la  que  le  ha  dirigido 
la  Corte  Suprema  de  Justicia  en  su  acuerdo  de 
10  de  Diciembre  de  1841,  publi'cado  en  la  Gace- 
ta número  692,  se  ha  servido  dictar  la  siguiente 
resolución." 

**  Según  los  artículos  5?8  y  39  de  la  ley  orgá- 
nica de  provincias,  toca  á  los  Gobernadores  y 
Jefes  políticos,  hacer  efectivo  el  pago  de-las  mul- 
tas que  impusieren  en-  uso  de  la  facultad  que 
estos  les  conceden,  y  el  de  aquellas  en  que  decía* 
ren  incurso  á  algún  individuo  y  estén  sefíaladas 
por  las  leyes  ó  por  las  ordenanzas  de  policía,  si 
estas  no  dispusieren  que  se  ocurra  con  dicho  fin 
á  los  tribunales  de  justicia.  En  consecnencia  cuan% 
do  algún  multado  en  los  casos  referidos  no  pa- 

;  gar^  ogprtunamente  la  multa,  el  empleado  en 
rentas  nacionales  ó  rotinicipales  que  se  la  haya 
exigido*  lo  avisará  al  Gobernador  6  Jefe  polítied 
en  su  caso  para  que  la  haga  efectiva  por  sí  mismo, 
usando  á  este  fin  de  la  misma  facultad  que  les 
concede  el  referido  artículo  28,  sin  que  quede  al 
penado  otro  recurso  que  el  de  queja  conforme  al 
97  de  la  ciuda  ley." 

Tengo  el  honor  de  trascribirlo  á  ÜS*  para  su 
inteligencia  y  fines  convenientes. — ;8ay,  ólc^ 
Por  S.  E. — Sanapria, 

MULTAS.'  Clisos  «aquesuspenden  loa  derecbne 

de^ciftidadano.^  Véase  Derechos  de  ciudadano, 

JEÍTE.  de  24  de  Julio  fie  1862.     - 
MULTAS.  Véase  Ptnaa  correccionales  '■'  ■ 
MUÑOZ    y   Atal4.     (Subtenibnts  j  T^h as) 

Véase  í^eñsiánes^^D.  d^22  de  Marxo  de  165& 
MUÑOZ   (GzaffCRAL  Cornblio)  Véaae  Fian' 

zas^  D.  de  14  de  Febrero  de  1855. 

MUSEO     NACIONAI.   DS    FINTT7EA.rDBORBT0   PB 

23.  DB  A.BRIL-  DE  1856  asentando  bas$s  pa« 
.    r a  $u  formación:- 


COIOlIBttHA  Y  V^SkESOLANA  VIÓENTE. 


461 


=€i«^ 


MfüT 


El  Ser^o  y  Cámara  ile.RepresenUtntes  á^  la  Re-) 

pública  de  Venezuela,  reuriitios  en  Congreso* 
Vista  la  representación  en  que  Martin  Tovar  y 

Tovar  propone  las  bases  para   la  funnacioB  de  un 

Museo  nacional  de  pintura  y 

Considerando : 

'  Que  es  un  deber  de  todos  los  Gobiernos  promo- 
rer  directo  mente  el  desarrollo  y  perfección  de  las 
artes,  sobre  todo  cuando,  como  en  Venezuela,  es- 
tas se  hallan  en  la  infancia. 

Decretan: 

Art.   19  5>Q   aceptan  las  proposiciones  hechas 
por  Maniu  Tovar  y  Tovar  de  trasladarse  á  Eu-  ' 
ropa  con  el  objeto  de  copiar  los  cuadros  de  los  me-  ! 
jores  artistas  y  remitirlos  á  Veneisuela  á  fín   de  ! 
que  ellos  sirvan  de  base  á  la  formación  de  un  Mu- 
seo nacional  de  pintura. 

ArU  29  Se  acuerdan  á  Martin  Tovar  y  Tovar  ¡ 
en  calitiad  de  empréstito,  por  el  espacio  de  cua- 
tro años,  la  suma  de  tres  mil  pesos  en  cada  uno, 
que  se  1©  entregará  del  Tesoro  público,  y  la  cual 
pagar&  con  las  copias  que  ha  de  remitir  anual- 
mente, cuyo  valor  será  fijado  por  dus  peritos 
nombrados,  uno  por  el  Poder  Ejecutivo  y  otro  por 
él  interesado  ó  su  representante. 

Art.  39  Las  copias. que  Martin  Tovar  ha  ma- 
niatado tener  ya  en  esta  capital  serán  compra- 
das por  el  Poder  Ejecutivo,  según  el  juicio  de  ex- 
pertos, conforme  &  lo  dispuesto  en  el  artículo  an- 
terior, si  tuvieren  el  mérito  que  requieren  según 
el  objeto  que  se  pmpone  el  Congreso. 

Art  49  Martin  Tovar  y  Tovar  dará  fianza  á 
satisfacción  del  Podor  Ejecutivo  por  la  cantidad 
de  tres  mil  pesos  para  el  raso  de  que  el  valor  de 
sUS  copias  no  llegue  anualmente  á  dicha  suma. 

Art.  &9  El  Poder  Ejecutivo  dictará  todas  las 

medidas  conducentes  á  fin  de  que  los  cuadros  á 

que  «e  refiere  la  presente  ley,  sean   conservados 

^convenientemente  y  según  el  objeto  á  que  están 

destinados.  « 

Dado  en  Caracas  á  18  de  Abril  de  1856,  aílo 
27  de  la  ley  y  46  de  la  independencia.  ' 

El  Presidente  del  Senado,  Juan  Vicente  Gon- 
zález Delgado. — £1  Presidente  de  la  Cámara  de 
Represenuntes,  J.  O'  Ochoa»^  .El  Secretario  del 
Senado,  J.  A^  Pérez^-^E\  Secretario  de  la  Cá- 
mara de  Representantes,  /.  A.  Torrealba. 

Sala  del  Despacho  del  Poder  Ejecutivo.— Ca- 
racas, 23  de  Abril  de  185Q. ^Ejecútese.— /osé  T. 
ufanabas -^RefrendadOfT—El  Secretario  de  Esta- 
do en  los  Despachos  del  Interior  y  Justicia.*-^. 
Parejo.^^Ea  copia. 
MUTUA    PETICIÓN.   Véaie  Conlrademandas^  y 

CorUradep^nias  contra  el  Tesoro. 
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NACIÓN  VBNBZOLANA.  Véase    Territorio  vene' 

zolano,  y  Gobierno  de  Venezuela* 
NACIONALIZACIÓN  y  arqueo    de  buques. 

Ley  ]>E  10  DE  Mayo  de  1842. 
El  Senado  y   Cámara  de  Representantes   de   la 
RepuWíca  de  Venezuela  reunidos  en  Congreso. 

Considerando  : 

I  o  GLue  las  leyes  de  Colombia  de  29  de  Se- 
tiera\)re  de  1821  y  I.""  de  Mayo  de  1826,  sobre 
nacionalización  y  arqueo  de  buques,  presentan  in- 
convenientes en  su  ejecución,  porque  algunas  de 
I  sus  disposiciones  son  sumamente  embarazosas, 
tanto  á  los  empleados  como  á  los  particulares,  y 

29  Que  es  sobremanera  importante  dar  á  este 
ramo  un  arreglo  mas  sencillo  y  practicable  en 
protección  de  nuestra  naciente  marina-: 

Decretan : 

CAPITULO  PRIMERO. 
De  la  nacionalización  de  buques. 

Art.  19  Son  buaues  nacionales  :  I9  los  que 
hayan  sido  construidos  ó  se  construyan  en  la  Re- 
pública :  29  los  a})resados  al  enemigo  ó  conde- 
nados  por  autoridad  pública  por  contravención  á 
las  leves;  y  39  los  de  construcción  extranjera 
que  pertenezcan  en  dominio  y  propiedad  á  citt« 
dadanos  de  Venezuela. 

Art.  29  La  propiedad  de  un  buque  se  compro- 
bará por  el  primer  poseedor  venezolano,  según  el 
caso  en  que  se  encuentre  c|e  los  designado^  en  el 
!  articulo  1.®,  de  la  manera  siguiente. 

Los  comprendidos  en  el  primer  caso,  con  cer- 
tificación del  constructor,  expresiva  de  las  dimen- 
siones de  la  embarcación  y  el  nombre  del  dueño, 
registrada  en  la  ofícina  competente.  Los  que  cor- 
respondan al  segundo  caso,  con  testimonio  de  la 
condena  y  adjudicación  que  sobre  ellos  haya  recaí- 
do. Los  que  estén  en  el  tercer  caso,  con  la  escri- 
tura de  propiedad  á  favor  del  ciudadano  que  lo 
haya  comprado.  Las  enajenaciones  subsecuentes 
de  los  mismos  buques,  con  sus  respectivas  escri- 
turas. 

Art.  8.^  Con-*  el  documento  respectivo  de  los 
que  indica  oí  artículo  29,  ocurriiá  el  interesado  al 
capitán  de  puerto,  6  al  que  haga  sus  veces  para 
que  proceda  á  medir  el  buque  conforme  á  las  re*, 
glas  que*  fija  esta  ley. 

Art  49  Concluido  el  arqueo,  el  funcionaria 
que  lo  haya  practicado  dará  al  interesado  una  cer* 
tifícacion  en  que  exprese  con  exactitud  las  dimen* 
siones  del  buc^ue  y  el  número  de  tcoeiadas  qae  d% 
ellas  resulte.  ^ 
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Art  5.^  Coa  «1  docunento  de  propiedad,  la 
certificación  de  arqueo  y  una  fian»  igual  al  va- 
ler del  buque  por  el  buen  uao  del  paTOlloo,  ocur- 
rirá el  duefio  á  loa  jefes  de  la  aduana*  y  estos  le 
entregarán  la  patente  de  naregacion,  archivando 
en  8u  oficina  los  documentos  antedichos. 

^  único.  La  fianza  se  ot4>rgará  á  satisfacción 
de  los  jefes  de  la  aduana  que  hayan  de  entregar 
la.  patente. 

Art  69  Los  jefes  de  la  aduana  y  capitanes  de 
puerto  llevarán  un  registro  de  los  buques  que  se 
nacionalicen,  en  <]ue  constará  el  nombre  del  due- 
fio»  el  del  buQue,  el  del  capitán,  la  mensura  y  to- 
neladas y  la  techa  en  qtte  se  le  despacha  la  patente. 

Art  7.^  Toda  persona  que  preste  su  nombre 
para  obtener  la  nacionalización  de  un  buque  per- 
teneciente á  algún  extranjero,  como  también  to- 
dos los  empleados  y  testigos  que  concurran  á  una 
enajenación  simulada  de  buques,  serán  multados 
cada  uno  en  cien  pesos ;  y  coando  no  tengan  con 
qué  satisfacerlos,  sufrirán  seis  meses  de  prisión  en 
la  cárcel  pública.  ^ 

Art.  8?  £1  despacho  do  laa  patentes  correrá  á 
carffo  de  los  jefes  de  la  aduana,  y  cuando  algún 
ciudadano  ocurra  ñor  alguna  para  su  buque,  le  se- 
rá entregada  por  aichos  empleados  por  solo  el  va- 
lor del  pello  en  que  esté  impresa. 

Art.  99  Pare  ser  espitan  de  un  buque  venezo* 
laño  de  íos  que  deban  navegar  con  patente  con- 
forme á  esta  ley,  se  necesita  ser  ciudadano  por  na- 
cimiento ó  naturalización  y  saber  hablar,  leer  y 
escribir  el  castellano. 

Art  10.  El  funcionario  que  contra  lo  dispuesto 
en  el  artículo  anterior  admita  de  capitán  de  un 
buque  á  un  individuo  (jue  carezca  de  los  requisi- 
tos establecidos  en  él,  incurrirá  en  una  multa  de 
cien  pesos. 

Art.  11  Guando  un* buque  sea  enajenado  en 
su  totalidad,  deberá  obtener  nueva  patente,  previa 
presentación  á  los  jefes  de  la  aduana  denlas  nue- 
vas escrituras  de  propiedad  y  fianza,  valiéndose 
de  la  patente  6  arqueo  anterior  para  la  colocación 
de  las  dimensiones  y  toneladas  en  la  nueva. 

§  único.  Si  la  enajenación  fuere  de  solo  .  parte 
del  buque,  bastará  que  se  presente  la  escritura  á 
los  jefes  de  la  aduana,  y  estos  la  anoten  en  la  .pai' 
tente  que  tenga  y  en  el  registro  que.C(»serrBP>en 
su  oficina,  agregando  al  expediente  copia  autéiQiti^ 
ca  del  documento  de  propiedad. 

Art  12.  Si  después  de  haberse  obtenido  la  pa- 
tente de  nacionalización  de  un  buque^  se  variase 
su  forma,  debe  obtenerse  nueva  patente,  previas 
las  formalidades  proscriptas  en  esta  ley. 

Art  18:  Deberá  igualmente  renovarse  la  pa- 
tente de  un  buque  cuando  su  dueüo  quiera  cam- 
biarle el  nombre  con  que  fué  nacionalizado.  £n 
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eafes  caso  no  sezátinecesarias  no^vaa  formalidades. 

Art  14  Si  llegave  á  perderse  la  patente  de  aií 
buque,  deberá  sacarse  otra  por  el  propietario,  quie» 
en  semejante  caso  estará  obligado  á  justificad  pre- 
via  y  legalmente  la  pérdida.  Sin  este  requinto  no 
podrá  expedirse  la  nueva  patente. 

Art.  15.  Ningún  buque  nacional  de  roas  diex 
toneladas  podrá  navegar  al  extranjero  sin  patente 
y  rol,  y  sin  que  el  capitán  y  la  tercera  parte  de  la 
tripulación  por  lo  menos  sean  venezolanos. 

Art.  16.  Las  patentes  de  navegación  se  expe<^ 
dirán  por  cuatro  aftos  eonforme  al  modelo'  que  se 
acompafia  y  serán  autorizadas  por  el  Poder  £je« 
cutivo,  quien  anualmente  remitirá  un  número  sa- 
fíciente  á  los  jefes  de  iiis  aduanas  para  que  las  en- 
treguen á  los  que  las  soliciten  cuando  llegue  el 
caso. 

Art  17.  Vencido  el  plazo  de  una  patente,  el 
duefio,  capitán,  consignatario  6  agente  del  Uiqoe, 
ocurrirá  con  ella  á  los  jefes  de  la  aduana  del 
puerto  en  que  se  eifcuentre  la  embarcación  para 
que  le  entreguen  nueva  patente,  y  estos  emplead- 
dos  lo  verificarán  así  recogiendo  la  cumplida,  y 
archivándola  si  hubiere  sido  despachada  por  la 
misma  aduana,  y  si  por  otra,  la  pasarán  con  ofi- 
cio á  los  de  la  aduana  que  la  entregaron,  pare  que' 
la  archiven. 

^  único.  Los  jefes  de  aduana  y  capitanes  de 
puerto  no  permitirán  que  ningún  buque  salga  A 
navegar  con  patente  cumplida. 

Art.  18.  Las  patentes  de  los  buques  nacionales 
que  sean  vendidos  en  país  extranjero, '  serán  de« 
vueltas  á  los  jefes  de  la  aduana  que  las  entre«a- 
ron,  por  el  espitan  6  duefio  del  buque  dentro  de 
tres  meses  de  verificada  la  enajenación,  si  esta  se 
ha  hecho  en  las  Antillas,  y  dentro  de  ocho,  si  ha 
tenido  lugar  en  otro  país  mas  distante,  bajo  la 
mulla  de  cien  pesos  pw  cada  diez  toneladas  que 
mida  el  buque,  la  cual  se  exigirá  al  capitán  6  al 
duefio  en  defecto  de  este. 

Art  19.  £n  los  casos  de  naufragio,  quema  6 
apresamiento  de  un  buque  nacional,  el  capitán  6 
duefio  tendrá  la  obligación  de  devolver  la  patente, 
á  menos  que  no  haya  podido  salvarla.  Esto  lo 
justificará,  ante  la  autoridad  civil  del  primer  puer* 
to  de  Venezuela  áqu^iasvibe,  oeurrÍ4«id<>  luego 
con  el  justificativo  á  lo»  jefes  dé  la  adu«tíá  qne  se 
la  entregaron,  parft>que  sa-Ia-m^Mart  si^ficientet 
lo  agreguen  al  expediente,  y  «i  no,  lo  manden 
ampliar  para  este  efecto. 

Art  2(y»  La  fianza  por  el  buen  usó  del  pabe 
llon,  queda  afcXHa  á  responder  de^  las  faltas  del 
capitán  y  duei^o,  cuando  ninguno  de  estoa  tenga 
con  qué  satisfacer  la  pena  pecuniaria  en  que  ha- 
ya incurrido  conforme  á  esta  ley. 

Art  21.  Tpdas  las  multas  qne  sein^onen  fot 
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«É».ÍQ^"  flft  Aplican  al  tesotoptiilteb,  y  se  esdgi- 
Tán,  mando  J legue  e\  caso,  por  el  jefe  do  la  rea-, 
yectira  aduana.. 

Art  ÚSL  Cuando  algfvn  bnqne  mudo  caphan  6 
mmtétre,  no  será  necesario  renorar  la  palente^ 
debiendo  adámente  ocurrir  á  los  tespeGliroa  je- 
faa  da  aduaRa«  paia  que  bagan  las  anotaeionea 
eorreqKMMiieatea. 

CAPITULO  IL 
Del  arqueo  de  los  ¿«gtfes; 

Art;  1Í3.  Corr^ponde  á  los  capitanes  de  puer- 
to, d^fide  los  haya,  y  donde  no,  á  los  que  hagan 
aus  veces,  verificar  el  arqueo  ó  dimensión  de  los 
buqués,  de  cuyo  acto  serán  dichos  empleados. res- 
ponsables. 

Art  24.  .Rl  reronocimiento  y  arqueo  de  los  bu- 
ques se  verificará  del  modo  siguit-nte.  Se  loma- 
rán Iw  medidas  de  la  eslora  del  buque  desde  la 
roda  áe  proa  á  la  traba  de  popa ;  pero  si  el  buque 
tuviere  entrepuente,  se  tomará  ademes  la  medida 
dead^  la  roda  de  proa  bast;)  el  pórtelo  del  timón ; 
la  mitad  de  la  suma  de  ecla»  dos  medidas,  se 
multiplicará  por  la  mayor  mahga  del  buque,  y 
este  producto  por  la  altura  del  puntal,  la  que  pa- 
ra ello  se  medirá  d(  sde  la  sentina  hasta  la  parte 
interior  de  la  tabla  de  la  cubierta,  ó  hasta  la  par- 
te superior  del  banf^o  mayor  en  los  que  no  tengan 
cubierta.  E$te  újiimo  producto  se  dividirá  por  94, 
y  el  cuociente  dará  el  número  de  toneladas  que 
tiene  el  buque^ 

^  úni<*o.  Si  este  no  tuviere  entrepuente,  el  nd- 
loerode  lustoneludas  será  el  producto  de  la  multi- 
plicación do  )a  ertiora  por  la  mayor  manga,  cuyo 
prodocU>  se  mukipli^ará  por  l^  altura  del  puntal 
y  dividirá  fiíiHlmi'Ute  por  94. 

Art.  2ó.  La  vara  de  que  se  hará  uso  para  el 
arque»  de  los  buques,  tendrá  el  aumento  de  una 
duodécima  purte  respecio  de  la  vara  común  ;  de 
modo  que  mj  exK'nston  total  sea  de  39  pulgadas 

Art.  U6.  8e  der*»g«n  las  leyes  de  29  de  Se- 
tiembre «le  1821  y  l<>  de  Mayo  de  lt^2ér 

Dada  en  Caracas  á  7  de  Mayo  de  1843,  aflo 
139  de  la  ley  y  39.**  de  1h  ¡ndependencia. — E\  pre- 
sidente del  Senailr»,  Joeé  Manwel  de  les  Rios. — El 
presideHtede  la  Camarade  Representantes/F/'crTi- 
cisco  Diaz,^-E\  secretario  del  Senado,  José  R- 
Burgt^ilhs. — El  secretado  de  la  Cániará  de  Re- 
presentantes, Rafael  Acevedo. 

N,  Prtsideftle  de  la  Repütilica  áe  Vene¿uüo  (ó 

Viceprceidcnt*'  encargado  del  Poder 

Ejecutivo.) 

^  todos  hs  que  las  prestnks  weretiy  salud. 

Por  cuánto  el   ciudadano ...   ha-  hecho 

oonatsr  que  ea  legíiimo  diwaode...w-..^L..-<torah- 
brado... «....del  porte  de .. 
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pica  de  eslora.. ..*.. i. ««.^ .Ídem  de  rhangay.*.. 

.:.. -*der  punrtali  cuyas  medidas  háoeti.-. — 

toneladas  de^ -.I...€ttai  es  cajrtlaii  al  pr»- 

aente  el  ciudadano.^... . .y  habienilo  al 

eupredado  duefto........ otorgado  la  fianaa 

requerida  por  la  ley.  Por  tanto  le  concedo  estaipi* 
tente  mercantil  para  que  con  ella  navegue  y  co- 
mercie con  oajciones  amigas  de  la  República,  eo» 
expresa  condición  de  oae  dicho  capitán  deberá 
formar  lista  de  su  tripulación  delante  de  un  capi- 
tán de  matrícula,  obhgándose  á  cuidar  de  en  con- 
servación y  responder  de  sus  faltas,  segua  previa* 
nen  las  ordenanzas  de  marina,  y  mando  á  loa  €0* 
mandantes  de  la  escuadra  de  la  República  y  da- 
mas oficinas  y  dependientes  de  la  marina  nacio- 
nal no  le  pongan  embarazo,  molesten  ni  deten- 
gan, antes  le  auxilien  y  faciliten  lo  que  hubiera 
menester  para  su  regular  navegación  y  legítimo 
comercio ;  á  cuyo  fin  despacho  esta  patenta  qua 
servirá  por  el  término  de  cuatro  aflós,  concluidot 
los  cuales,  la  leeuger&n  los  jefes  de  la  respectiva 
aduana.  ▼ 

Dada :  firmada  de  mi  mano^  sellada  con  el 
sello  del  Poder  Ejecutivo  ;  y  refrendad^  por  ei 
inüraescrito  secretario  de  Estado  y   del  despacho* 

de  hacienda,  en  Caracas  á :..  de de d« 

la  ley  y de  la  independencia. — N» — Por  S.  E. 

Caracas  Mayo  10  de  1842,  13^  y  32?— Ejecú- 
tese.—/o«é  A.  Páez.—'PoT  S.  K-^El' SecreU* 
rjo  de  Ha'-ienda,  Franciaco  Aminda, 

NACIONALIZACIÓN  r  jlruvko  vb  ntqpjse. 

RE^ LUCIO N  EJECUTIVA  DB  10    DE    AGOSTO    Dfi 

1839  decldraitdo  (segunda  part«)   que    los  in* 

terventores  de  aduana,  y  por  su  folia  los  ad- 

,    ministradores^  son  los  que  suplen  á  los  capita- 

de  puerto  en  el  arqueo, 
RBPOBLicA  OE  VKKEZüBLA— «Secretaría  de  Esta- 
do en  el  Despacho  de  Hacienda. — Caracas,  10 
de  Agosto  de  1839,  10  y  29. 
Seflor. — En  el  expediente  de  la  maferia  ha 
réWido  la  resolución  siguietite. — *'  Vistan  las  con- 
sultas de  varios  Gobernadores  y  administrado^ 
res  de  aduanas,  y  las  comunicaciones  dirigidas 
poi-  al  fuinisterio  de  marina,  el  G«>bierno  co¿ 
aciierdo  dd  Consejo  rféc la ra :  que  según  las'dis* 
posiciones  vigertes,  todos  los  buques  que  nave- 
gan al  extra njeru,  cualquiera  que  sea  su  capaci- 
dad, deben  tener  patente  y  rol,  y  deben  Ser  ar* 
quedos  por  los  capitaoes  de  puerto  6  por  los  que 
fuerzan  la«  fimcionee  de  estos  en  virtvtd  de  las 
disposiciones  que  rigen.  (*)'— líaiiiWen  ha  resuel- 
to el  G<»bÍ6rno  que  todan  las  aduanas  remitan  una 

l.ista  nominal  de  lo^  buques  que  haeen   el  comer* 

, »         I  1 1  ■    II  '■ 

(*)  Esta  parte  ha  quedado  insubsistente  por  el  art.  16 
de  la  L.  de  10  da  Mayo  de  1842  vigente. 
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cío  exterior»  aviaando  el  nf^mero  de  patentes  oue 
necesitea,  y  teniendo  presente  que  según  la  ley 
los  ipteryenlorea  de  las  adqq^iias  en  donde  los. 
hay»  6  los  adcninistradores  en  aquellas  donde  no. 
hay  toterventores,  son  los  que  suplen  las  reces  de 
loaxapitanéa  de  puerto»  y  por  consiguiente»  son 
los  que  deben  practicar  los  arqueos.'' — La  tras* 
lado  áUS«  para  su  inteligencia  y  demás  fines  con- 
Tenientes.-— Soy  de  (/3.  muy  atento  obsecuente 
servidor.— Cr.  Smith. 
NACIONALIZACIÓN    t  arqueo   dk  buqubs. 

BE80LIK;I9N  SiSCÜTlTA  DE    28    DE    SETIEM'BRB 

DE  1840  disponiendo  que  los  documentos  que 
'  se  presenten  al  efecto,  se  agreguen  al  expe- 
diente respectivo  solo  en  copia,  y  que  se  ten- 
gan por  bastantes  para  probar  ha  propiedad 
del  buque  los  documentos  autorizados  por  los 
Cánsales  ó  agentes  del  Gobierno,  y  donde  no 
los  haya^por  funcionarios  del  mismo  país.  (*) 
Secretaría  de  ÍSstado  y  del  Despacho  de  Haden» 
da.^Caráeas,  28  deSeticmbr^jLdelSiO.llydO. 
Para  uniformar  la  práctica  m  todas  las  adua- 
nas de  la  República  cuando  llegue  el  caso  de  ve- 
rificarse el  «rqueo  de  tos  buques  y  expedirse  las 
patentes  de  nacionalización  conforme  &  la  ley  de 
19  de  Mayo  de  1826,  dispone  el  Gobierno :  que 
los  documentos  que  se  mandan  presentar  al  pro- 
pietario del  buque,  por  el*  artículo   49  de  dicha 
ley,  no  se  exijan  bajo  ningún  pretexto  para  agre- 
gar los  originales  á  los  expedientes  respectivos, 
sino  que  con  «ste  «fin  se   saque  copia  de  ellos, 
autorizada  por  los  administradores  é  intervento- 
res de  aquellas  oficinas,  de  cuyo  modo  quedarán 
^     dichos  expedientes    suficientemente    revestidDS 
para  comprobar  en  todo  tienrpo  la  legalidad  del 
procedimiento»  y  que  se  tengan  por  bastantes  los 
que  se  presenten  para  acreditar  la  propiedad  del 
buque  viniendo  autorizados  por  cónsules  ó  agen* 
tes  del  Gobierno  de  Venezuela  residentes  en   el 
pais  en  que  se  otorgaren,  y  donde  no  haya  tales 
empleados,  por  los  funcionarios  públicos  del  .Ju- 
gar con  todas  las  formalidades  legales.  Comuni- 
qúese á  quienes  corresponda. 

Por  S.  KSmith. 
NACIONALIZACIÓN  y  arqveo  de   buques. 

BBSOLUCION  EJECUTIVA  DE   10  DE    FEBRERO  DE 

1842  declarando  que  los  interesados  deben  re- 
munerar al  maestro  mayor  y  peritos  que  asis- 
tan al  arqueo. 
República  de  Venezuela. — Secretaría  de  Hacien-^ 
da.^Cara^aSy  10  de  Febrero  de  1842, 13  y  32. 
Circular  á  las  aduanas. 


(*)  EstaResolaciones  referente  á  la  ley  de  1.^  de 
Mayo  de  )S26;  pero  no  aparece  derogada  ni  e&  opon- 
cion  cea  la  ley  vigente. 
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En  el  éxpedienni<|e  la  materia  selmeapedidv 

la  siguiente  resolución* 

<*  La  dimensión  de  los  buques»  que  para  s«^ 
arqueo  debe  verificarse  por  el  capitán  áei  puer- 
to, acompañado  del  nnaestro  mayor  do  carpinlv- 
ros  de  ribera,  donde  lo  baja,  y  en  sa  defecto»  d« 
un  perito  nombrado  por  el  mismo  capitán  coa 
arreglo  al  artículo  59  de  la  ley  de  I9  de  Maya 
de  18^,  no  puede '  considerarse  respecto  del 
maestro  mayor  y  del  perito,  como  una  carga  del 
Estado  que  están  obligados  á  desempeñar,  y  por 
lo  tanto  deben  los  interesados  6  dueños  de  los 
propios  buques  satisfacerles  sus  respectivos  de- 
rechos en  los  casos  que  ocurran." 

Y  la  comunico  á  U.  parasu  inteligencia  y  go- 
bierno. 

Soy  de  U.  atento  servidor. — Francisco  Aran* 
da. 

NACIONALIZACIÓN  T  arqueo  de  buques. 
Cómo  deberá  hacerse  el  de  los  buques  de  va- 
por que  navegan  el  Orinoco,  del  extranjero, 
para  el  pago  del  derecho  de  toneladas.  Véase 
Arqueo,  1¿  E.  de  16  de  Octubre  de  1838. 

NATURALIZACIÓN  de  extranjeros.  Yene 
extranjeros,  R.£.  de  6  de  Octubre  de  1832, 
L.  de  27  de  Mayo  de  1844  y  R.  R.  R  £•  de  « 
de  Mano  de  1846,  18  de  Mayo  y  14  de  Se- 
tiembre de  1847»  4  de  Abril  y  27  de  Octubre  de 
IS61,  y  Derechos  de  ciudadano^  R.  E.  de  19 
de  Agosto  de  1852. 

NATURALIZACIÓN  de  venezolanos  en  paí- 
ses extranjeros.  RESOLUCIÓN    EJECUTIVA    1>K 

19 OB  DICIEMBRE  DE  ISifi declarando  quena 
produce  la  exención  de  aquellas  cargas  para 
cuyo  desempeño  uo  exige  la  ley  otra  cualidad 
que  la  de  venezolano,  independientemente  de  Im 
ciudadanía ;  pero  que  sí  produce  incapacidad 
para  el  desempeño  de  aquellos  cargos  que  exi* 
gen  la  cualidad  de  ciudadano. 
Secretaría  del  Interior.  Sección  1^ 

^       Caracas,  Diciembre  19  de  1846. 
resuelto. — Dígase  al  Sr.  Gobernador  de  Mará* 
caibo. 

He  dado  cuenta  á  S.  E.  el  Presidente  de  la 
República  de  la  coBBuka  que  US.  ha  dirigido  á 
este  Ministerio  sobre  los  efectos  de  la  naturaliza- 
ción de  un  venezolano  en  pais  extranjero,  contraí- 
da principalmente  k  ni  ella  le  exime  de  la  milicia 
nacional ;  sobre  cuyo  punto  se  ha  oido  el  díeli- 
mee  del  Consejo  de  Gobierno,  y  de  acuerdo  con 
él,  ha  librado  el  ?•  E.  la  resolución  siguiente. 

'<  Prescindiendo  d  Gobierno  de  si  sean  6  no 
verdaderas  naturalizaciones  las  que  se  qbtieaen 
de  los  Gobernadores  de  las  colonias  danesas  y 
holandesas  de  las  AntUIas,  ea  las  cuales,  ordiam^ 
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«hiMfllé  no  no  eonoed^  otro  defieho  qtt«  «I  de 
iaetodad;  porqae  esto  depende  de  los  términos 
en  qtie  esté  concebida  la  carta  y  atribuciones  que 
tengan  los  respectivos  Oobernadores,  las  cnale» 
DO  son  anas  mismas  en  todas  las  coloniM^  y  en* 
H  supoeicion  de  que  las  cartas  á  qne  se  contrae 
la  consnka  aean  comprobantes  de  una  verdadera 
nMuraliaacion,  esta  no  prodoce  la  exención  de 
aquellas  cargas  para  cuyo  desempeño  no  exige 
hk  ley  otra  cualidad  que  la  de^venesolano  indepen- 
dientemente de  la  ciudadanía.  Tal  es  la  de  serTiy^n 
tñ  milicia^  por  el  deber  que  afecta  ú  lodo  venezola- 
BO  de  servir  y  defender  á  su  patma  cuando  sea 
necesario,  hn  virtnd  del  articuip  12  de  la  Cona- 
titncion.  No  así  respecto  de  aquellas  cargas  que 
exigen  para  su  desempefio  la  cualidad  de  oiuda* 
daño,  y  que  están  anexas  al  ejercicio  de  los  de- 
rechos de  tal.  En  cuanto  á  estas,  los  que  se  han 
natui^lizado  en  pais  extranjero,  quedan  incapaeíta* 
dos  de  servirlas,  no  exentos ;  porque  la  ley  exi- 
ge para  au  servicio  una  cualidad  que  haq  perdido 
ea  fuerza  del  artículo  15  de  ]a  Constitución.     . 

.  <<Lqs  Gobernadores,  tribunales jordinarips,  jun- 
tas de  notables,  asambleas  parroquiales,  concejos 
y  asambleas  municipales,  y  las  demás  autorida- 
des á  quienes  concierna  la  calificación  de  lás  per- 
sonas en  quienes  puede  recaer  una  elección,  ó 
que  est&n  obligadas  á  cierto  servicio^  barán^  ée- 
gon  ocurra  el  caso,  ante  unas  á  otras,  la  decla- 
ratoria correspondiente,  con  vista  del  documenta 
d«  naturalización." 

Por  S,  E.^Cohós  Fuertes. 
NAUFRAGIO  t    varada  de   buques.  Véase 

•  Auxilio  á  buyues  náufragos  y  varadoé, 

NÁUTICA  T  PILOTA Jií.  Véase  Escuelas  náuti- 
cas, 
NAVEGACIÓN  de  los  ríos  Orinoco  y  apcrg. 
DSORETo  DE  2  DE  MAYO  DE  1849  conccdiendo 
privilegio  e  velusivo  por  diez  y  ocho  años  á  E. 
A»  Turpin  y  F,  Antiioni  Beelenpara  fu  nave- 
gación p&r  vapor» — Deroga  el  de  lé^de  Mayo 
"  de  1847  que  lo  habia  concedido  á  vespasiüno 
Ellia. 

El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la 
RepübMba  de  Venezuela  reunidos  en  Congreso. 
decretan: 
Art  19  Se  concede  á  E.  A.  Turpin  y  Fred : 
Anthony  Beeien,  ciudadanos  de  los  Estados  Uni- 
dos, á  los  que  estos  se  asociaren  y  á  súsr  legítimos 
aucesorea  universales  ó  particulares,  el  privilegio 
exclusivo  de  la  navegación  interna,  por  vapor,  de 
los  rios  Orinoco  y  Apure,  y  también  el  derecho, 
aunqoAo  exclusivo,  de  navegar  por  vapor  Sus 
.tributarios;  todo  por  el  termino  de  diez  y  ocho 
altos,  contados  desde  la  fecha  de  este  decreto  y 
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bajo  las  condiciones  que  expresan  los  artículos 
slgu)ente9. 

Art.  29  E,  A.  Turpin  y  Fred :  Antony  Beelen 
pondrán  ó  harán  poner  y  mantendrán  ó  harán 
mantener  en  of  eracion  en  los  rios  Orinoco  y  Apu« 
re  tino  6  mas  vapores  de  suftdente  capacidad  para 
so  navegación  hasta  Nutrias  en  el  Apure ;  el  %fi<^ 
mero  de  dichos  vapores  será  conbrme  á  las  ne- 
cesidades del  aoipercio  de  dichos  rios,  y  la  n^r^*' 
cion  se  extenderá  hasta  Nutrias,  haciendo  por  lo 
menos,  un  viaje  al  mes  entre  *Ciudad  olivar  y 
Nutrias,  siempre  que  sea  practicable. 

§■  único.  8i  se  imputare  á  la  empresa  que  no^ 
mantiene  en  operación  el  número  necesario  de  va- 
pores, dicho  número  se  fijará  en  el  respectivo  caSo' 
por  el  Poder  JE5ecutivo  de  acuerdo  con  el  Consejó 
de  Gobierno,  oyendo  al  empresario  6  sua  encarga- 
dos. 

•  Art.  39  Los  vapores  serán  nacionales,  llevarán 
bandera* venezolana,  aunque  se  permite-  que  seaft 
de  propiedad  extranjera,  y  que  su  tripblaícion  Sé- 
componga  de  ext^l^jeros  ó  hijos  del  pais,  se^nf 
convenga  á  la  empresa.  ' 

Art.  49  El  erppresario  deberá  poner  en  opetb- 
don  el  vapor  ó  vapores  dentro  de  dieas  y  ocho 
me^es  contados  desde  la  fecha  del  presente  decré* 
to,  y  si  no  lo  hiciere  así,  6  si  faltare  á  cualquiera' 
otra  de  las  condiciones,  perderá  el  privilegib  ;  y 
dé  las  cuestiones  que  se  susciten  sobre  pérdida  del' 
privilegio,  conocerá  en  primera  y  única  instancia 
la  Corle  suprema.  . 

Art.  69  ^®  concede  á  la  empresa  por  el  térmi- 
no dfiVpritilegioel  derecho  de  cortar  y  usar;  libre 
de  impuestos,  en  las  tierras  pertenecientes  el  (Go- 
bierno, que  no  estén  actualmente  ocupadas  por 
venes^olanos,  la  leña  y  madera  que  sean  necesa* 
rias  para  el  gasto,  construcción  y  reparos  de  los 
buques  empleados  en  virtud  de  este  privilegio.    * 

Aft.  69  La  empresa  estará  exenta  de  teda  contti< 
bucíon  municipal,  y  de  todo  derecho  de  puerco- peí' 
razón  de  la  navegación  de  los  rios  á  que  se  refiero 
este  privilegio  por  los  diez  y  ochoaffos,  y  de  la  con- 
tribución nacional  de  importación  respecto  de  I09 
vaporea  y  de  los  aparejos  correspondientes  áestos, 
bien  sea  qne  se  hagan  venir  los  vapores  en  piexas 
ó  armados*  solo  en  su  primera  introducción. 

Art.  79  £1  pasaje  de  las  personas  de  cámara 
con  mantención,  no  excederá  d,e  veinte  centavos 
por  legua,  y  el  de  las  personas  de  cubierta,  con 
mantención,  de  quince  centavos  por  legua  :  y  sin 
mantención  de  diez  centavos^por  legua,  para  todas 
laS  distanciss  de  treinta  leguas  arriba ;  y  será  con- 
vencional: para  las  disientas,  de  ménot^  de  trpinta 
leguaSp  ...  |...  ' 

Art.  89  ^^  flo^s  de  trasportes  no  excederán  Ú0 
medio  centavo  el  quintal  pos  legua  p^a  todas  las 
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<M|ff^yf^^f  da  tteípla  legaaa  ariciba^  j  Miráo  cott* 
Tvocionales  para  todas  las  distancias  de  iQénqs  de 
teftima  teguas ;  pero  ]i^  einj^cesa  no  estará  obliga- 
yt  eq  e^jaenor  distancia  á  traspoctar  un  carga- 
i^pfxAo  cvyo  ílate  baje  de  cincuenta fesos. 

Art  9^  L«iabalijas  públicas  serán  trasportddaa 
gimtís  en  dichos  buques  desde  la  boca  del  Orinoco  y 
'  todtos  los  puntos  haMa  Nutrias,  nsí  como  los  ofícia- 
]lf«4-^en|es  diputados  por  el  Gobierno  en  comi» 
SÍ0nde  servicio  público,  con  tal  que  el  número  de 
(^c^oS  ofieialps  ó  i^entes  no  exceda  de  cinco  al 


'  ArU  IOl  Los  oficiales  y  tropa  del  Gobierno  y 
ii)ir  artículos  de  cargamento»  de  cualauiera  natura- 
li|^  que  sean,  pertenecientes  al  Gabieroo,  serán 
tfimbÁen  trasportados  en  dichos  buques  á  precios 
e^QÍt^i vos  de  pasiyle  y  flete  que  serán  ajustados 
eon  laa  autoridades  competentes. 

^r^  1  \.  |«as  personas  que  empleare  la  empre- 
sa y  todos  los  efectos  de  esta  tendrán  la  misma  se* 
gpiri4ad  y  gozarán  de  la  misma  proteecisn  por 
IHMgle  de  las  aurioridades  de  la  Bppública,  que  las 
personas  y  efectos  de  los  ▼eqezoianos,  conforme  al 
•sáculo  218  de  la  Ckmstitucion. 

Axt.  12.  Las  cuestiones  de  cualquiera  naturate* 
Z^  ^  que  dé  ocacion  el  establecimiento  de  los  va- 
npc^se  resolverán  por  las  autoridades  y  leyes  de 
víenesueia,  sin  que  nunca  j>uedan  ser  materia  de 
rpolamo  internacional. 

Art.  13.  Se  deroga  el  decreto  de  14  do  Mayo 
¿e  JÍ847. 

Dado  en  Caracas  k  28  de  Abril  de  1649,  afio 
20  de  k  ley  y  .^9  de  la  independencia. — El  Prpsi- 
dentle  del  llenado/  Juan  Anio/^o  Barbosa,»^E{ 
Piesidente  de  la  Cái^iara  de  Representantes,  Lucio 
Pulido, —  EU  Secretario  del  Senado,  José  Ángel 
Fr^irt, — El  SciCfetario  de  la  jCámara  de  fiepre- 
•entantes»  /.  Pad^lía.  , 

Curaca»,  ft  2  de  Mayo  da  1849,  aQo  20  dt  la 
ley  y  34^de  la  independencia. — Ejaeíitese. — José 
X  MonágaS'—Pot  S.  G. — El  Secretario  de  Esta- 
do en  los  pQspachos  del  Interior  y  Justicia,  F. 
PüflreJQ. 
ÑA  VEQ4GION  PB  LOS  ríos  orí nooo  t  avurb. 

AE!«fLVCiON  EJEOnTtVA   0B    I7>  DB   HARZO    DB 

)651  decUurandé  llegúdo  él  caso  dé  fy'arsó  el 
kéfnero  de  bregues  que  deben  mantener  Us  JSres, 
Dúrpiny  Beelenpor  virtud  del  decreto  an- 
ierior. 

Secretaria  del  Interior. — Seeek>ii  tareera. 
Caracal,  17  de  Mar^o  de  1851. 
RB8VBI'7o.^--Iríf)pt(tánd4)8é  á  los  empresarios  de 
íá  navegárJQfi  de  los  rios  Orítfioco  y  -Apure  £•  A. 
Turpin  y  F.  A.  Beelen.que  no  mantienen  enope- 
racion  el  núméto  de  buquéá  compatible  .éom  las 
necesidades  del  .có|[i^eitb  qiM ^' hace  pd^r  dichos 
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riOSt.ha  B|i|fa#t}^^so4a  fiJa^ie*  ooiv  ^mítk^  4 
lo  establecido  an  el  pfirágr»i&)  único  del  artioflli^  ¿9 
del  decreto  de  2  do  Mayo  áe  k849.  Excíteseles,  por 
IwptiOi  por  conducto  d^  Gobernador  de  la  provio* 
cía  de  )9ilayana  para  x|ne  sin  diUcion  inbi;maift 
sóbrela  materia  lo  que  juzguen  qonyenieote;  jr 
en  su  deCacto  hapan  la  oxcitMcion  á  sus  agentea  é 
•n^argadoa;  y  atendiendo  á  las^iüejaa  q«ie  la  H. 
Diputación  provinpíai  de  Barínas  ha  elevado  á  & 
£.  el  Poder  Ejeouiii^o  reíerentteis  á  la  ialta  de  re<- 
flftilsrtdad conque  hacen  los. ?iajes  entre  Ciudad 
Bolívar  y  Nutrías,  y  al  poca  osineto  con  qiie  so 
verifica  el  trasporte  de  las  meroanciaa  y  pasajeros^ 
intímeseles  por  el  órgano  del  misaoK)  Gobernador 
de  Goayana  el  cabal  y  exacto  cumplimiento  do  los 
deberes  que  han  cootraido  para  con  la  Replico» 
y  muy  especialmente  para  «oo  el  coniercio  de  laa 
provincias  que  limitan  el  Or inoro  y  el  Apure,  tras* 
orihíéndose  la  caiQiuoieaciun  que  se  dirija  aj^fim* 
cionario  referido,  ¿  ios  Gobernadores  dé  Barínaa 
y  Apure  para  su  iatelige^cM. — Por  S.  S. — Puli^ 
do.  .  . 

NAVEGACIÓN  db  los  ríos  orinocotapvrb. 
RESOLUCIÓN  EJEconvA  (sín  ffcha)  fijando  el 
número  de  buques^  á  que  se  refiere  ia  Reso^ 
lucio n  anterior. 

RESUELTO, — D^ase  al  Gobernador  de  QpuayaniL 
Habiendo  pedi(U>  la  HonoFable  DiputHciun  do 
Barínas  en  30  de  Noviembre  de  1850  al  Poder 
Fjecutivo,  que  constrifüese  á  l(»s.  Si'fiores  E.  A^ 
Turpin  y  F.  A.  Be^len  al  religioso  cumplimiento, 
de  sus  deberes,  ó  declarase  la  cesación  deF  priviío- 
gio  de  navegación  por  vapor  df^l  Orinoco  y  sus 
afluentes  por  finita  de  observancia  al  contrato  coa 
grave  perjuirio  de  los  habitantes  de  aquella  pico« 
vincia,  dispuso  el  Gobierno  en  resolurinn  de  17 
de  Mayo  del  afio  próximo  pasado,  que  loe  intero- 
sados informasen  por  condal ctn  de  US. '  sobre  eh 
particular,  y  en  20  de  Ocia*>re  del  mi:«mo,  que  ÜS. 
y  los  Gobernadores  de  BaríuHsy  Apnre  remlrie- 
sen  &  e8l%Ministerio informes  y  pruebas  relativas 
al  mismo  asunto,  para  ilustrar  su  juicio  eñ  la  do-  . 
cisión  que  debiera  recaer. 

Por  los  remitidos  por  dichos  funcionarios  y  del 
que  evacuó  el  apoderado  de  la  enrípressi,  Resallo 
compi^obado,  que  las  dos  vapores  Venezuela  y 
Apure  son  insuficientes  para  las  neoesidodes.  del 
comercio  entre  Nutrias  y  Ciudad  Boii  vac^  y.^ami^iui 
esta  causa  habría  bastado  para*  que  el  Bod^r 
EjeeoUvwf  con  arreglo  al  §  úntco^arvíeulo  ^9  del 
derroto  de  11  de  Mayo  de  1849,  ñjase  elnlimcrí 
ro  de  vapoires.qoe  deben  navegav  o«  el  ^kioeo. 


y  el  Apure,  B..E.  deseoso  de  .|Ntoceder9i 
asunto  4can  todo  el  acierto  y  circua^eoríoft  d^ 
l^doi,  qoiso  oiv  la  ofdnion  del  Coixsji^pde  Go||kr« 
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ilOyCicniallHi  eonsultedo  al  ^'PiKler  IS^enúfú  en 
los  táfminos  8iguieni«0. 

<<  Lo»earg8nieiitM  y  pasvjgrM  qufrtrftfienn  los 
lio»  Apure  y  Orinoco  áewáé  el  ptiei^to'  dé  Nátrias 
haaU  el  de  Bolívar,  y  desde  este  ha«ta  a^el,  no 
pue<leir  ser  irasportftdes.  eil  im  solo  vapor,  y  des- 
de luego  es  indispensable  que  se  destinen  á  esa 
Btvegaeien  dos  nyoir«s  por  lo  menos.  Como  los 
▼apares  deetinados  hasia  ahora  á  dicha  navega- 
ciofi^han  oslado  mas  agua  que  la  qire  tieoé  el 
Apare  en  e(  verano,  ha  quedado  interrumpida  la 
-nannegacíon  durante  dicha  estación ;  y  por  estas 
rasMifs  aoneida  el  Consejo,  que  con  arreglo  d 
ar.tíoUln,29  y  «u  ^  ttntco  del  decreto  de  dos  de 
Maye  de  1849,  se  exija  que  los  empresarios,  en 
cuyo  &vor  est&  acordado  el  privilegio  de  dicha 
navegación,  mantengan  en  actividad  por  lo  menos 
dos  vapores  en  los  ríos  Orinoco  y  Apure,  debien-, 
do  tener  el  que  se  destine  á  esité  ik^rimo  ritf  el 
calada  aeceearin  para  que  no  se  interrumpa  la 
navegación  en  el  verano.  8e  fija  el  término  de  un 
afta  pauL  i^ue  Iws  empresarios  cumplan  -con  esta 
exigencia,  debiéndoseles  nottfhsar  este  acuerdo 
inmediatamer.te  pai«  que  eaién  entendidos,  ooe 
4d. Aan^ro  de  un  aSo  no  estuvieren  en  actividad  los 
4ofl  vaporee,  y  que  si  para  el  próximo  veranóse 
íntemnnpe  la  navegación  del  Apure  por  exceso 
da  calado  en  los  vapores  d^stinado8  á  la  navega- 
ción, perdérén  el  privilegio  conforme  el  ariículo 
49  del  decreto  ya   citado/' 

'y  habiéndole  conformado  8.  E.  con  el  pare- 
cer del  Consejo  en  todas  sus  partes,  tengo  et  ho- 
«or  de  comunicarlo  á  U8.  para  su  inteligencia, 
j  que  eomo  en  él  se  dispone,  se  sirva  US.  instruir 
tiunadktamQnte  de  ésta  reiíolucion  á  los  interesa- 
dos. 

Soy  ¿Cñ — Por  S.  E.-^lferrcra. 

KAVEOACION  de  los  riob  onmoco  v  apure. 
Cualquiera  de  los  buques  de  vela  que  hacen  el 
Comercio  en  dichos  rios,  pueden  traer  e)  car- 
bón de  piedra  suficiente  para  los  vapores  que 
navcffupn  ^n  ellos.  Véase  la  noia,  (*) 

rfAVfiCfAClON  DE  Ríos,  ó  LAGUNAS,  APRR- 
TV'RA  ÓE  ysimoCARRILES  6  CAMINOS  DE  RUE- 
DAS,-T   OTRAS    ODRAS     DE     UTILIDAD    PUBLICA. 

^  Xet  DE  13  de' Mayo  de  1854  autorizando 
al  Pqitr  Ejecutivo  para  contratarlas. 

{^)  SI  Secretario  de  Hacienda  en  su  Memoria  de  1889> 
f&g.  14  del  texto,  expuso : 

Por  resolución  de  lj&  de  Ociabre  titimoi  d;  QoUemo 
itspuso,... y^.. 

▼también  ooacedió  permiso  para  qae en  oaalqniera  de  los 
jaques  que  hacen  el  comercio  del  Oriao^  pueda  traerse 
&  captiiladjie  carltQiuiae  sea,  suficiente  para  les  viaícts 
fe  les  baques  decapar. 
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El  Senado  y' Cámara  de  R^prtfaentántés  de  la 

República  de  Venezuela,  reunidos  en  Congreso. 
Decretan,  ^ 

Art.  19  de  autoriza  al  Poder  Ejecutivo  para 
que  pueda  celebrar  contratos  con  particulares  6 
cofñpañías  de  nacionales' ó  extranjeros  para  la 
navegación  del  litoral,  de  los  rios,  lagos  ó  Iiígu- 
nas,  apertura  de  ferrocarriles  ó  caminos  de  rué- 
das  y  otros  objetos  de  utilidad  publica,  conoedien- 
do  al  efeclo  privilegios  exclusivos  por  tiempo  de«- 
terminado. 

Art,  29  Para  los  privilegios  que  versen  sobrj 
la  navegación,  el  Poder  Ejecutivo  se  arreglará 
las  bases  que  el  Congreso  ha  fijado  en  los  que  ha 
concedido  hasta  ahora,  procurando  recabar  laa 
mayorps  ventajas  para  la  Nación. 

Art.  39  Para  los  privilegios  relativos  á  ferro* 
carriles  ó  caminos  de  ruedas  le  servirá  de  base 
la  ley  de  este  año,  autorizando  al  Poder  Ejecu- 
tivo para  contratar  la  hnea  de  la  Guaira  á  Puer- 
to-Cabeiio,  debiendo  esmerarse  en  reducir  el 
tiempo  de  la  dulzón  del  privilegio. 

Art.  49  Para  los  privilegios  referentes  á  otros 
objetos  de  utilidad  pública,  el  Poder  Ejecutivo 
jurocurará  qo^  loa  términos  8e«n  loa  mas  venta- 
josos ai  pais,  y  que  dicho»  privilegios  sean  per  el 
menor  tiempo  posible. 

Art  59  EsUi  ley  se  pu'blicará  en  periodicoa 
aoredlukdos  de  Inglaterra,  Francia  y  los  Balados 
Unidos  de  América. 

Dada  en  Caracas  á  10  de  Mayo  de  1854i  afio 
25  de  la  ley  y  44  de  la  independencia. 

El  Presidente  del  Senado,  Jácaro  Porteifo -^lEl 
Presidente  de  la  Cámara  de  Representantes,  JL 
Ruedas. — El  Secretario  del  Senado,  J.  A.  Pérez. 
— El  Secretario  de  la  Cámara  de  Representan- 
tes, Jt  Padilla. 

Caraca?  13  de  Mayo  de  1854,  aKo  26  de  la  Uy 
y44.de  la  ¡ii«lcp«  iidencia. — Ejecútese.—./.  G.  ilfa- 
?»d^^,'-Poa«B.  £.  el  Presidente  de  la  República.. 
•—El  Secretario  de  Estado  en  los  De4ipaehoa  del 
Interior,  Ju  ticia  y  Relaciones  Ei^leriores^  Simofk 
Planas. 

NOBLEZA.  Véase  Títulos  de  noHeza. 

NOTABLES.  Véase  Juntas  de  notables. 

NOTARIOS  EOLsaiASTicoB.  Sus  derechoa  aü 
asuntos  jndicialee.  Véase  jÉtranceijudieialfnt 
16. 

NOTICIAS.  Cuáles-  estarán  obligados  á  daip;  4 
las  Diputaciones  provinciales  loe  empleados  na- 
cionales. Véase  Dipvtaciofnes  fr&9%nciaUsy 
RR.  EE  da  4  de  Noviembre  de  I8861  ;  8  da 
Agosto  de  1&36. 

NOTICIAS   ALARMANTES.    RbsOLVCION    Bj^CV»^ 

TiVA   Ds  12  D»  Jutio  n*  1848  mandando}  tú* 
'  iawNLT  á  he  aufores  f-progagaioru  i$  rih». 
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Seeretaríaáei IcHeHor — Sección  segundt* 
Caracas,  Julio  12  de  1848. 
Re8ueUo.----Digase  al    Sr.  Gobernador    de  esta 
proTÍncfa. 

Creía  el  Gobierno  que  la  moderación  y  clemen- 
•<fi^  queha  usado  con  sus  enemigos  que  viven  en- 
tre nosotros  seguros  bajo  el  amparo  dd  las  leyes, 
llegaran  por  lo  menos  á  destruir  la  tenacidad  con 
qpe  de  todos  modos  le  hacian  la  mas  injusta  y  en- 
carnizada guerra  ;  y  que  aceptando  la  situación 
á  que  los  ).a  reducido  el  poder  de  las  armas  y  el 
l^e  la  opinión,  observaran  una  conducta  pacífica 
y  moderada  ;  pero  no  ha  sucedido  así,  pués  ca- 
da dia  mas  obstinados  y  rebeldes,  procuran  alte- 
rar el  sosiego  público,  esparciendo  falsas  noticias 
de  conspiraciones,  de  triunfos  de  los  facciosos  y 
de  otros  hechos  que  mantienen  al  pueblo  en  alar- 
ma con  notable  perjuicio  de  la  tranquilidad  de 
que  disfruta.  Ayer  mismo  ha  sabido  el  Poder 
Ejecutivo  que  corrían  en  la  ciudad  voces  do  que 
iba  &  estallar  una  conspiracion^y  se  ha  persua- 
dido que  ellas  reconocen  el  miálío  origen. 

Si  después  de  vencidos  ios  enemigos  por  la 
fuerza  de  las  armas,  es  político  emplear  la  tole- 
rancia y  la  clemencia  para  lograr  completamente 
ei  sometimiento  de  sus  ánimos,  como  lo  ha  he- 
cho el  Gobierno  de  la  República ;  cuando  esos 
cnetnigos,  obstinados  y  rebeldes  desconocen  se- 
mejante conducta,  6  no  quieren  aprovecharse  de 
ella,  la  dignidad  del  Gobierno  y  el  b|en  público 
exigen  que  se  emplee  entonces  el  castigó  de  la 
ley  para  escarmentarlos. 

Consecuente  con  <*3tos  principios,  el  Poder  Eje- 
cutivo me  ha  ordenado  prevenir  á  IJS.  que  in- 
«iedi*tamente  dé  las  órdenes  mas  perentorias  pa- 
ra que  se  proceda  con  celo  y  actividad  á  descu- 
brir los  autores  y  propagadores  de  las  folsas  y 
alarmantes  noticias  que  han  corrí  lo  muí,  y  se 
haga  lo  mismo  siempre  qne  corran  otras  seme- 
jantes para  que,  logrado  el  descubrimiento  de 
ellos,  se  les  someta  ft  juicio  como  enemigos  del 
orden  y  tranquilidad  públicos,  y  reciban  el  casti- 
go que  merezcan  |>í)r  las  leyes,  sirviéndose  US. 
dar  cuenta  del  resultado  á  este  Ministerio. 

Soy,  &c, — Por  S.  E. —  Yépez. 
HOTiCIAS  DE  CArsAs.  Véase  Estadística  ju- 
dicial, Y  Provinciasy^^rX.  16. 
NOVICIOS  Y  Novicias.  Edad  para  profesar. 
'  V¿as¿  Conventos,  L.  de  4  de  Marzo  de  1S26, 
-B5>''dfet  Libertador  de  II  de  Julio  de  1828,  y 
;k;  B.'dé  9  de  Febrero  de  1833. 

NirÉVA  ÓEflíA  (DENUNCIO  DE.)  Viaso  Interdic 
tos  prohibitivos. 

NüEV^  GRANADA.  Véase  Nue^a  Granadal  y 
'   ficua<j.oT,  Tratados pvMiaw,  (LQ^xonz^uiAh' 


tea  á  ella  y  TencfiEiwla.)  ProdutciMíit  gr^nüH- 
ñas  y  Comercio  de  tránsito. 

MJEVA   ORANAI^A  T  ECaA]X>R.    RBSOtUGIOll   BB 

29  DK  ABRii.  BB  ]832  tewnoeiendo  estos  es- 
tados* 
£1  Senado  y  Cámara  de  RepreeentaBtes  de  h  Re- 
pública de  Veoexuela  reunidoe  ea  Congreeo. 

Coqtideraodo* 
Que  por  el  articulo  2¡í7de  la  CSonstitueioD,  loe 
Congresos  constitucionales  están  autorizadoe.  para 
dictar  laa  providencias  conducentes)  é  qse  ee  ^ve- 
rifiquen de  la  manera  mae  conveniente  á  loe  pse- 
blos  los  pactos  de  federación  que  unan,  arnegtai 
y  representen  las  altas  relacionea  de  Co^itiiMa,  y 
teniendo  presente  el  decreto  de  la  ikinVeíidon  de 
la  Nueva  Qranada  de  10  de  Marao  del  presente 
año,  . 

Resfielven: 
.  Art  19  Venezuela  reconoce  á  los  Efliadoede 
U  Nueva  Granada  y  el  Ecuador  en  ana  nuevae 
constituciones  f  piíticaa. . 


*v - (♦) 

Dada  en  Caracas  á  29  de  Abril  tie  1832,  S?  y 
229— El  Presidente  del  Senado,  Francisco  M^itu 
— El  Presidente  de  la  Cámara  de  Represenlan» 
tes,  Dr.  José  Manuel  de  los  Rios. — El  Secretario 
del  Senado,  Ptdro  José  Estoquera.—'EX  Secreta- 
rio de  la  Cámara  de  Representantes,  Rafad  Ace- 
vedo. 

Caráeas,  Abril  29  de,  J832,  30  y  22.-^Ejec6te- 
se — Diego  Bautista  Urbaneja.— Fot  8.  E.  el  Vi- 
cepresidente de  la  Rep6blica  encargado  del  Po- 
der Ejecutivo,— El  Secretario  de  Estado  y  del 
Despacho  de  Felacipnes  Exteriorep,  Sanios  JHi* 
c  helena. 

NUEVA  os  AÑADA  Y  BOTADOR.  BBCRETO  DE  10 

DEABRiLDB  Í833  sobfc  arreglo  de  intereses  y 
tratados  con  la  Nueva  Granada  y  Ecuador. 
El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la  Re- 
pública de  Venezuela  reunidos  en  Congreso 

•  Considerando : 

19  Qtie  la  nación  venezolana  se  ha  constituido 
para  siempre  é  irrevocablemente  libre  é  indepen- 
diente de  toda  otra,  según  el  artículo  29  de  la 
Constitución.  29.  Que  constituidos'  igualmente 
los  otros  estados  que  foVmaban  la' República  de 
Colombia,  es  indispensable  determinar  las  rela- 
ciones que  debe  haber  entre  pueblos,  que  siendo 
hervíanos  y  amigos,  jitofésalíi  (inoé  raiAos  prin- 
cipios. 30  En  fin,  que  dichos  Estados  cuando  es- 
taban unidos,  contrajeron  obligaciones  que  eñ  na- 
da se  han  debilitado  jiOt  s^^iéparációñ^*y.para 
cuyo  cumpíin^ienta  aon  becésarioa  acuerdos  .7 
convenios  recíprocos, 

(*)  Los  demás  artículos  quedaron  «íb  efMo. 
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Decr«tánx 

Art"  19  E!  Poder  Ejecutivo  promoverá  6  ini- 
ciará lo  maa  pronto  con  los  Gobiernos  de  la  Nueva 
Granada  y  Ecuador,  las  estipulaciones  necesarias, 
para  la  liquidación  y  división  de  la  deuda  gene- 
ral que  contrajo  Colombia,  y  de  ios  derechos  y 
acciones  comunes. 

Art  29  También  promoverá  la  celebración  de 
otros  tratados  de  mutuo  interés,  conforme  á  la 
atribución  7»  del  artículo  117  de  la  Constitución. 

Art.  39  Él  presente  decreto  no  disminuye  ni 
se  opone  á  la  autorización  conferida  á  los  Con- 
gresos  constitucionales  por  el  artículo  1827  de  la 
Constitución,  y  queda  sin  efecto  el  decreto  de  29 
de  Abril  de  1882. 

Dado  en  Caracas  á  6  de  Abril  de  1833,  49  y 
239 — El  Presidente' del  Senado,  Manuel  Quinte- 
ro,—El  Presidente  de  la  Cámara  de  Represen- 
iantes,  Juan  Manuel  Manrique. — El  Secretario 
del  Senado,  Rafael  Acevedo.^El  Secretario  de 
la  Cámara  de  Representantes^  José  María  Pd- 
grcn. 

Caracas,  10  de  Abril  de  1833,  40  y  239— Eje- 

cútese José  A.  Páez.—l^vr  S.  E.— El  Secreta- 

rio  de  Estado  en  el  Despacho  á»  Relaciones  Ex- 
teriores, Santos  Michelena* 
NUEVOS  RAjtos  PE  INDUSTRIA.  Véase  Patentes 

de  industria 
NULIDAD.  Véase  Recurso^  ie  nulidad  y  Re- 
cursos de  fuerza,  art.  8. 
NULIDAD.  Véase  Jueces  de  paz,  R,  E.  de  II 

de  Marzo  de  1835. 
NULIDAD  D«  LOS  ACTOS  eiectorales.  Véase 

EléccioneSf  L.  8? 
NULIDAD  DB  LAS  elecciones  municipales. 

RSBOLUCION  EJECUTIVA  DE  27  DE  MAYO  DE  1835 

declarando :  I9  qué  es  lo  que  se  entiende  por 
falta  accidental :  29,  que  ios  ocho  dias  que  fi- 
ja la  lep  orgánica  de  provincias  para  reclamar 
contra  alguna  elección^  son  referentes  á  los  mo- 
iivos  dé  excusa  6  de  nulidad  que  pueda  repre- 
sentar el  nombrado;  y  39,  que  aun  tn  el  caso 
que  «na  resolución  ejecutiva  sobre  cualquier 
punto  legal  presente  alguna  duda  sobre  su 
conformidad  con  la  ley,  no  siendo  evidentemenr 
te  contraria,  será  obligatoria.  (•) 

(*)  Esta  resolución  está  vigente,  excepto  en  la  parte 
qne  liabla  de  los  alcaldes  mnmclpálef,  qne  han  sido  supri- 
midos, y  da  su  suititacion.  Ademas,  es  muy  notable  el 
punto  seenndo  por  cuanto  el  articulo  29  de  la  ley  orgáni* 
ca  de  provincias  do  14  de  Abril  de  1888  vigente,  que  fija 
el  término  de  ocho  dias  para  decir  de  nulidad  de  cualquie- 
ra elección,  y  qne  con  alguna  adición  es  el  misnuí  que  el 
U  de  la  ley  de  U  de  Octubre  de  1880,  qne  regia  cuando 
wt  dio,  fie  ba  entvuUído  de  un  modo  contrario  por  algunos, 
como  tuvimos  ocasión  de  observarlo  en  los  tribunales 
supremo    y  superior  de  que  formamos  parte. 


NAO 


Repúbtioa  de  Venezoela.— Secretaría  de  Estado 
en  ei  Despacho  del  Interior  y  Ju8iíc¡a.-<-TSec- 
«ion  Municipal. — Caracas,  27  de  Mayo  de  1835 

.  año  69  de  la  ley  y  25  de  la  indep.-— Nám.  340. 

Al  aefior  Gobernador  de  Carabobo. 

Puesta  al  Despacho  dei  Poder  Ejecutivo  la  no- 
ta de  US.  de  4  del  corriente,  nám.  42,  ha  recaido 
U  resolución  que  sigue  : 

«•  Por  el  artículo  66  de  la  ley  orgánica  de  pro- 
vincias, en  caso  de  vacante  de  cualquier  destino 
de  los  Concejos  Municipales,  debe  llenarse  por 
elección  de  los  mismos,  á  plurali(!a  1  de  votos ;« 
pero  esta  disposición  general  está  restringida  ó 
limitada  por  la  disposición  especial  del  artículo 
49,  que  al  disponer  que  los  Alcalde;»  primeros 
municipales  se  encarguen  de  la  Jefetura  política, 
cuando  falten  accidentalmente  los  Jefes  políticos, 
añade,  que  sostituya  á  los  alcaldes  ei  miembro 
del  Concejo  municipal  designado  al  efecto ;  en 
cuyo  caso,  no  puede  el  Concejo  llamar  á  otro  al- 
guno á  ocupar  la  alcaldía  municipal,  porque  la 
Ley  llama  exclusivamente  al  miembro  designado 
con  anterioridad  por  el  Concejo,  para  subrogar 
al  Alcalde.  El  de  Puerto-cabello,  reconociendo  la 
autoridad  y  sentido  (hel  artículo  49  en  su  primer 
período,  que  llama  al  Alcalde  á  la  Jefetura,  no 
podia  ni  debia  prescindir  del  cumplimiento  de  la 
segunda  parte  del  mismo  artículo,  que  es  corre- 
lativa á  la  primera,  ó  mejor  dicho,  continuación 
de  ella.  £1  artículo  es  una  sota  disposición,  que 
no  puede  ser  cumplida  por  mitad  sino  comple* 
tamcnte. 

Puede  ser  que  el  Concejo  municipal^  haya  en- 
tendido por  falta  accidental  la  falta  temporal,  y 
que  fior  esto  no  haya  tenido  por  aplicable  el  artí* 
culo  49  al  caso  de  vacante;  pero  la  palabra  acci- 
dental no  tiene  tal  acepción :  es  accidental  toda 
falta  imprevista,  romo  muerte,  destitución,  renun- 
cia, enfermedad,  &. :  así  es  que  ninguna  otra  dis- 
posición de  la  ley,  habla  de  subrogación  de  un  Je- 
fe político  por  otra  especie  de  causa,  y  el  Conce- 
jo municipal  ha  reconocido,  que  el  artículo  apli- 
cable es  el  49,  cuando  convino  en  que  el  Alcalde 
debia  sostituir  al  Jefe  Político.  Desde  aquel  mo« 
mentó,  pues,  está  llamado  por  el  propio  artículo, 
&  la  Alcaldía  Municipal,  el  Municipal  designado 
con  anterioridad  para  el  efecto ;  y  es  la  plaza  de 
este  miembro  del  Concejo,  la  vacante  que  debid 
y  debe  llenarse  por  el  Cuerpo ;  porque  aunque 
no  lo  disponga  el  artículo  49  es  aplicable  la  re^la 
general  del  o6«  El  Concejo  suponiendo  sio  au- 
da,  que  la  resolución  del  Gobierno  eomunicada 
en  26  de  M^^rzo,  recayó  por  queja  ó  recurso  <)e 
algún  individuo,  cita  el  artículo  34  de  la  ley*  que 
Itmiu  á  ocho  dias  el  término  para  hacer  y  oir  4Íi- 
ches  recursos ;  pero  el  Gobecnador  de  la  proTÍ(i« 
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oli«  sK^e  <|ti*e  tt^oito  ra^olucion  recayó  á  su  coa» 
tulU  de  7  <ie  Marzo,  hecha  en  términos  generales, 
sin  contraerse  á  punto  ni  perdona;  porque  «n 
proeedimieuto  opuesto  á  la  inteligencia  que  S.  S. 
tenia  de  la  Ley,  le  hacia  dudar,  y  el  Gobierno^  no 
encontrando  duda,  resolvió  de  acuerdo  Ciin  las 
disposiciones  vigentes  d&  la  materia.  Así,  pu«  •, 
el  artículo  34  no  es  aplicable  al  CbSO  presente, 
porque  lo  contrario  sería  sentar  un  principio  por 
el  cual,  pásateos  ocho  dias  de  una  elección  cual- 
quiera, hecha  por  el  Concejo  municipal,  aun  ci  n 
infracción  de  la  Ley,  habia  de  ser  irrevocable : 
•1  artículo  34  se  refiere  á  los  motivos  de  excusas 
ó  de  nulidad,  que  pueda  representar  el  nombrado; 
los  cuales  conoce  sin  duda  cada  individuo,  y  pue- 
de muy  bien  representarlos  dentro  de  aquel  tér- 
mino ;  pero  la  irregularidad  de  un  procedimien- 
to contrario  á  la  ley  en  el  ramo  gubernativo  y 
económico,  está  siempre  al  alcance  del  Poder 
Ejecutivo,  encargado  de  conservar  el  orden  y  Ue 
hacer  cumplir  las  leyes. 

Ademas,  el  Gobierno,  lejos  da  reconocer  en  el 
Concejo  Municipal  de  Puerto  Cabello  Id  facultad 
de  eludir  ó  resistir  el  cumplimiento  de  la  mencio- 
nada disposición,  cree  que  se  ha  faltarlo  al  deber 
qae  impone  el  artículo  94  de  la  ley  orgánica,  que 
hace  precisamente  obligatorias  las  órdf'nes  del 
Poder  Ejecutivo,  á  menos  que  evidentemente 
sean  contrarias  á  la  Ley :  de  modo  que  aunqae 
aquel  cuerpo  haya  tenido  dudas,  como  la  duda  no 
produce  evidencia,  ni  esta  cabe  en  el  caso  pre- 
sente contra  la  resolución  del  Gobierno,  debió 
cumplirse  por  el  Concejo,  y  hacerse  cumplir  por 
el  Gobernador,  conforme  á  los  artículos  94  y  95 
de  la  Ley. 

Comuniqúese  al  Gobernador  de  Carabobo,  pa- 
ra que  libre  las  órdenes  necesarias,  á  Ün  de  que 
se  cumpla  la  disposición  citada  del  Poder  Ejecu- 
tivo, y  dé  cuenta  de  ello.'* 

Lo  comunico  á  US.  á  los  fines  consiguientes. 
Soy  de  ÜS.  atento  servidor.  (Firmado.) 

,  Antonio  L.  Guzman» 
Es  copia. — Guzman, 

NULIDAD    DE    LAS    ELECCIONES     MUNICIPALES 

Resolución  Ejecutiva  de  1 9  de  Julio  i>e 
183.5  (Punto  29)  declarando  que  aunque  pasa- 
dos ocho  dias  después  de  una  elección  nula^ 
no  puede  oireé  petición  sobre  el  particular, 
él  Poder  Ejecutivo  ptteie,  informado  dt  el2ó¡ 
münd4Tjue)se  cundid. la  Ijty.  (*) 


El  Segundo  punto  relativo  al  artículo  34,  se 
redilkcé,  í  si,  cometida  una  infracción  de  ley  por 
un  Cóticejo  Municipal  en  elección  de  un   iniem- 

y)  Bata  Raeslncioii  está  en  armenia  con  elparágrafo^ 
2f  «rtif»«ro  29>da  Iftiej  ^ijiaioade^proriiMias. 
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bro  aoyo,  puede  6  né  «1  Poder  l^ecutiro  rerocar 
el  procedimiento,  ilegal  y  mandar  cqmpltr  la  ley.- 
Ta  el  Gobierno  ha  repetido  los  concepUte  del  ar- 
tículo 34,  por  los  cualea  el  que  diga  de.  nulidad 
de  cualquieía  elección  munidpal,  lo  ha  de  hacer 
dentro  de  ocho  dias  después  de  la  elección,  y  na- 
da  es  mas  conveniente  para  cerrar  la  puerta  á  la 
tenacidad  con  que  frecuentemente  se  quieren  evi- 
tar las  cargas  concejiles.  A  eate  mal  quiso  la  ley 
poner  remedio,  y  lo  puso ;  pero  no  es  aplicable  á 
las  infracciones  terminantes  de  la  propia  ley,  en 
el  orden  gubernativo  y  económico,  las  cualea  ^ 
tan  en  tido  tiempo  al  alcance  de  la  autoridad  del 
Poder  Ejecutivo  conforme  á  sus  atribucíooes  pri- 
'mera  y  segunda,  que  son  de  un  uso  constaale  y 
permanente.  £1  orden  público  que  está  &  cargo 
del  Poder  Ejecutivo,  no  es  otra  cosa  que  la  conii*- 
nuada  acción  de  los  diferentes  casos  y  procede- 
res que  la  ley  ha  establecido  y  distribuido  enire 
los  diferentes  agentes  públicos  y  ciudadanos,  y 
exceptuando  lo  que  corresponde  á  ios  poderes  le* 
giidativo  y  judicial,  en  que  la  Constitución  pegó 
toda  ingereucia  al  Poder  Ejecutivo,  él  tiene  .an 
deber  imprescindible  de  velar  sobre  qi/e  se  cum- 
plan y  ejecuten  fiel  y  exaciatncnte  las  disposieio* 
nes  que  contienen  las  leyes.  Así,  pues,  aunque 
pasados  los  ocho  dias  después  de  la  eleedon  mu» 
nicipal  no  haya  lugar  á  queja  n1  recurso  de  aquel 
que  diga  de  nulidad  ante  el  Gobernador  de  la 
provincia,  esto  no  es  lo  mismo  que  primar  al  Po- 
der Ejecutivo  del  ejercicio  de  sus  funcionea  cena- 
titucionales.  El  Gobernador  no  podia'oír  una 
queja  ó  recurso,  pasados  los  ocho  dias;  pero  ei 
Gobierno  sí  podrá  y  deberá  en  todo  tiempo  cui- 
dar de  que  se  cumplan  y  ejecuten  loa  mandatoa 
de  la  lev." 

Soy  de  US>  atento  servidor. — (Firmado). — An- 
tonio L.  Guzman. — Es  copia. — Guztnanm 

NULIDAD    DE  L/a  blbcoionks  Me!«fciPAtB& 
Rbsolitcion  Ejecutiva  de  9  de  Marzo  na 
1854  declarando  que  és  al  Poder  Ejecutivo  á 
guien  torresponde  reparar  el  agravie  que 
causan  los  Gobernadores  por  las  protidenc%a9 
en  que  la  declaren  indebidamen  e. 
Secretaría  del  Interior. — Sección  tercera. 
Caracas,  Marzo  9  de  1854U 
Besuelto.—'DíghBe  al  Gobernador  d^UprevM- 
cía  del  Gu arico. 

Vista  por  el  Podeur  l^jeeotivo  la  repreaentaeioa 
)deetui»frntaéa  que  produjeron  lee- Señores  Jwá« 
Francisco  Agapitó  Carpió  y  Ros'alio  Heri^rá  so- 
licitando sé  manden  reponer  i nmcdiatamepte  los 
funcionarios  elegidos  el  25  de  Diciembre  óllimo 
por  la  Asamblea  municipal  de  ese  cantón  capital 
tanto  para  él  mismo,  como  para  el  del  Sombrerd, 
cuyos  nombiamientos  declaró  Jiulóa  esa  Goberna* 
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€Íoa  en  uso  de  la  facultad  que  le  eoncede  el  §  29 
del  artículo^  de  )a  ley  orgánica  de  proviochs, 
pero  sin  expresar  ninguna  causal  para  ello;  y 
habiéndose  sometido  el  asunto  á  la  consideración 
del  Consejo  de  Gobierno,  S.  E.  ha  tenido  á  bien 
resolverla  solicitad  referida  de  enter^  conformi- 
dad con  el  dictamen  de  aquel  cuerpo,  cuyo  tenor 
literal  es  el  siguiente. 

Sesión  número  15  del  Consejo  de  Gobief7io, 
Martes  7  de  Marzo  de  1854. 

«'  ^  39  Se  puso  en  discusión  el  informe  sobre 
la  solicitud  de  los  sefSores  Juan  Francisco  Aga- 
pito  Carpió  y  Rosalio  Herrera,  pidiendo  la  re* 
posición  de  los  funcionarios  elegidos  el  25  de 
Diciembre  último  p.>r  U  Asamblen  municipal  del 
cantón  Calabozo,  7  cuyos  nombramientos  anuló 
el  Gobernador  del  Guárico  ;  y  el  Consejo,  sufi- 
cientemente discutida  la  materia,  aprobó  el  si- 
guiente acuerdo  : 

**  Habiendo  ocurrido  al  Poder  Ejecutivo  los 
setiores  Juan  Francisco  Agapito  Carpió  y  Rosa- 
lio  Herrera  pidieniio  la  reposición  de  los  funciona- 
rios elegidos  por  la  asamblea  municipal  de  Cala- 
bozo el  día  25  ye  Diciembre  úllimo,  que  el  Go- 
bernador de  aquella  pi'ovincia  anuló  por  sus  de- 
cretos do  30  del  mismo  Diciembre  y  de  1?  de  Ene- 
ro del  corriente  año:  S.  E.  para  re?ulver  ha  pedi- 
do el  dlc^ámfetí  del  Consejo  de  Gobierno. 
'  •*  Consta  de  las  pruebas  auténticas  producida^ 
por  los  ocurrentes,  que  habiendo  la  referida 
a9ambieR  municipal  hecho  los  nombrítnientos'jür- 
(iinariosde  ley  el  dia  25  de  Dicienib're,  sé  co- 
municaron el. mismo  dia  al  Gobernadof  déla  pro- 
vincia del  Gnarico,  quien  instruido  del  arla  de 
dichos  nombramientos,  proveyó  á  continuación  el 
siguiente  decreto.  '*  Calabozo  Diciembre  30  de 
1953.— En  uso  de  la  atribución  >que  me  concede 
el  §29  del  artículo' 29' (le  h  ley' orgánica  de  pro- 
vincias, declaro  nulas  y  de  ningún  valor  las  elec- 
ciones practicadas  par  la  asamblea  municipal  de 
este  cantón  el  25  del  presente  mes,  exceptuándose 
de  esta  declaratoria  los  nombramientos  que  siguen" 
Continúa  y  acaba  expresando  los  nombramientos 
i)ue  quedaban  v¿ilki<»s.  También  consta,  que  igual 
fiérrelo  etpidió  el  <litt  IV  de  Enero  áltimo  nnuian- 
do  la  elección  de  Concejal  hecha  en  el'  seRor 
Juan  Francisco  Ai;apiio  Carpió,  que  habia  queda- 
do aprobada  en  el  anterior. 

"Como  el  GüUrnador  no  expresó  ninguno  de 
los  fundamentos  Jtíií.iles,  que  hubiese  tenido  para 
declarar  nulas  dicíins  elecciones,  los  agraviados 
han  hecho  prueba*  <  xhuberanf^í^  de  hallarse  en 
posesión  de  los  dercn  iiuü  de  ciudadano,  de  las 
cualidades  para  ser  elector,  y  de  su  decisión  por 
el  Gobierno  en  cuya  defensa  tomaron  las  armas 
en  la  última  conspiración  ;  y  con   ellas  piden  la 
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reposición  en  sus  destinos  municipales,  esliman* 
do  arbitraria  la  resolución  del  Gobernador  que 
anuló  sus  nombramientos. 

'*  El  J  2?  del  artículo  29  de  la  ley  orgánica  de 
provhacius  en  que  se  apoyó  el  Gobernador  para 
hacer  la  declaratoria  de  nulidad  que  motiva  el 
presente  recurso,  dice  ¡  »*  Cuando  los  Goberna- 
dores sepan  que  se  ha  hecho  una  elección  conoci- 
damente nula,  podrán  declararla  tal  sin  previa 
petición  de  un  tercero,  y  aun  después  de  los  ocho 
dias  de  que  habla  este  artículo  á  reserva  del  de- 
recho de  las  partes  que  se  consideran  agraviadas." 

**  A  petición  de  parte,  y  precisamente  dentro 
de  ios  ocho  dias  de  la  elección, concede  á  los  Go- 
bernadores el  citado  articuló  29  la  atribución  de* 
decidir  por  la  ^a  instrucciiva  y  gubernativa  las 
dudas  que  ocurran  sobre  elecciones  de  los  miem- 
bros de  los  concejos  oiunicipales. 

**  En  el  caio  que  motiva  la  consulta  del  Poder 
Ejecutivo,  el  Gobernador  del  Guárico,  no  ha 
hecho  uso^e  ninguna  de  las  atribuciones  que  le 
conceden  el  suprtf  dicho  artículo  29  y  su  §  29*  No 
la  primera,  porque  no  ha  habido  acusación  de 
nulidad  dentro  de  los  ocho  dias,  propuesta  por 
I  un  tercero.  Tampoco  la  segunda,  porque  está  li- 
I  mitada  esta  atribución  al  ánico  caso  de  una  elec- 
I  cion  conocidamente  nula,  como  serian  todas  aque- 
llas, que  teniendo  su  prueba  demostrativa  en  lo 
público  y  notorio,  por  necesidad  debe  hacerse  de 
todos  (íonocidamentc ;  y  como  los  líecfetos  del 
Gobernador  de  30  de  Diciembre  y  de  I9  de  Eñe- 
i'o,  que  vienert  referidos,  carecen  de  todo  fun- 
dáfnento,  ni  dan  rhzon  alguna,  que  convenciese 
quelají  elecciones  del  25  de  Diciembre,  hechas 
por  la  asamblea  municipal  de  Calabozo,  fuesen 
00  nocida  mente  nulas,  en  las  partes  que  las  decla- 
ró así,  está  de  manifiesto  que  aquel  Gobernadora 
obró,  cuando  menos,  con  error,  creyendo  que  dis- 
crecionalmente  estaba  en  "sus  facultades  anular 
cualquiera  ek»ccion  municipal  de  su  provincia 
que  privadamente  le  pareciera  mal  hecha. 

^^  Este  error,  justificable  6  no,  ha  causado  un 
agravio  en  la  viu  giibernativa,  cual  es  la  desti- 
tución abdolutaniente  informal  de  Jos  empleas 
municipales,  que  obtuvieron  los  ocurrentes  de  la 
asamblea  municipal  de  Calabozo,  y  cuya  repara- 
ción solicitan  en  la  misma  via  gubornauva,  en 
uáo  de  la. reserva  que  expresamente  les  concede  el 
final  del  mismo  ^2/  mencionado. 

**  El  agravio,  como  se  ha  dicho,  rstá  de  manifies- 
to ;  porque  según  las  leyes  de  la  República,  nin- 
j  gan  funcionario  o e'ella  puede  resolver  por  prue- 
:  bas  mentales  ó  de  pura  conciencia  privada.  Solo 
I  falta  averiguar  á  quién  toca  deshacerlo. 
I  **  No  está  decidido  por  la  ley  cual  sea  la  aiito- 
j  ridad,  que  deba  enderezar  el  desvio  y  salvar  del 
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daño  que  causa  la  nulidad  de  una  elección  mala- 
mente  declarada  por  los  Gobernadores,  porque 
el  capítulo  90  de  la  ley  orgánica  de  provincias,  y 
la  ley  O^  dercódigo  elfccionario  se  contraen  es- 
pecialmente al  conocimiento  y  juicio  de  laá  'cau- 
sas de  responsabilidad,  ya  de  los  empleados  mu- 
nicipales  y  ya  de  los  funcionarios  eleccionarios, 
para  las  penas  que  merece  la  mala  conducta  ob- 
servada. 

»^  La  ley  orgánica  de  provincias  expresamente 
reserva  el  qso  de  su  derecho  á  la  parte  que  se 
considera  agraviada  del  fallo  sumario  y  gubernati- 
vo deun  Gübernador,queleanula8u  nombramien- 
to  sin  ningún  género  de  audiencia.  Este  derecho, 
como  el  mas  natural,  no  puede  ser  otro  que  el  de 
la  apelación  para  que  el  inmediato  superior,  del 
modo  mas  breve,  sencillo    y  méílos  expendioso, 
como  es  el  propio  de  aquel  recurso,  revea  el  fallo, 
lo  considere  y  deshaga  el  agravio   causado  por  el 
funcionario  inferior.  Es  verdad  que  "no  está  for- 
mulada su  sustanciacion,  pero  está  concedido  por 
la  ley  ;  y  ninguna  interpretación  odiosa  y  abomi- 
nable puede  hacerse,  para  restringir  ebte   precio- 
so derecho,  cuando  los  principios  generales  de  la 
Jurisprudencia  enseñan  :  que  la  apelación  se  en- 
tiende  siempre  concedida  por  ser  de  derecho  na- 
tural, á  menos  que  especialmentela  niegue  la  ley. 
*«  De  lo  expuesto  se  infiere  que  el  ocurso  para 
el  desagravio  debe  hacerse  al  inmediato  superior, 
que  lo  es  ilaturalmente  el  Poder  Ejecutivo  en  el 
ramo  de  la  Administración  general,  gubcírnativa 
y  económica  del  Estado;  y  no  la  Corte  Superior, 
de  Justicia,  poder  heterogéneo,  cargado  de  for- 
mulas, que  solo  ea  llamado  á  juzgar  y  sentenciar, 
por  la  via  ordinaria,  las  causas  de  responsabilidad 
eleccionaria,  si  se  quiere,  tanto  en  las  primarias  v 
secundarias,  como  en  las  municipales  que  por  la 
ley  no  estén  atribuidas  á  los  juzgados  de   provin- 
cia, ú  otros  funcianarios  públicos. 

»»EnÍuerza,pues,  de  los  fundameptos  que  vie- 
nen expresados,  piensa  el  Consejo  de  Gobierno 
poder  aconsejar  á  S.  E.  ej  Presidente  de  la  Kepu- 
blica;  que  en  desagravio  de  los  ciutladHnos,  que  ha- 
cen el  presente  reclamo,  desapruebe  y  revoque  las 
resoluciones  del  Gobernador  del  Guftrico  de  30  de 
Diciembre  y  1?  de  Enero  que  anularon  las  elec- 
ciones á  que  elíos  se  refieren  :  y  que  en  cunee- 
cuencia  se  ponga  en  posesión   de  sus  destinos  á 


los  nombradlos  por  la  asamblea  municipal  de  Ca- 
labozo el  dia  25  de  Diciembr^del  a!5o  pasado." 
Y  tengo  el  honor  de  trascribirlo  ^  US.  para  su 
inteligencia,  y  Áñn  de  que  inmediatamente  sean 
repuestos  en  sus  destinos  los  funcionarios  indica- 
dos. 

Soy,  ata.  •  Por  S.  E — Planas. 

NULIDAD   DRL   NOMBRAMIENTO    DE    DIPUTADOS 

PROVINCIALES.    Véase  Diputaciones   provine 
dales,  R.  E.de2\  de  Octvbre  de  1850. 

NULIDAD    DEL  NOMBRAMIENTO   DE    SENADORES 
y  REPRESENTANTES.  RESOLUCIÓN  EJECUTIVA  DE 

16  DE  NOVIEMBRE  DE  1S50  declarando  qite  ni 
el  Poder  Ejecutivo,  ni  los  Gobernadores  tic 
nen  facultad  para  conocer  de  ellom 
República  de  Venezuela.— Secretaría  de   Estado 
en  los  Despachos  del  Interior  y  Justicia. — Sec- 
ción 1^ 
Caracas,  Noviembre  16  de  18&0,  21  de  la  ley  y  40  de 
la  iadepeadeacia.  ^ 
SefSor  Gobernador  de  la  provincia  de  Apure. 

Mi  á  US.  ni  al  Poder  Ejecutivo  toca  conocer 
de  la  nulidad  de  la  elección  de  Senador  hecha  en  el 
señor  Pedro  Rincones :  es  al  Senado  á  quien 
corresponde,  y  sabe  el  Poder  Ejecutivo  que  di- 
cho señor  ha  concurrido  en  este  Aoy  el  anterior 
&  aquel  Cuerpo  sin  obstáculo  alguno.  Debe  pues, 
US.  convocarlo  como  Senador  principal. 

Tengo  el  honor  de  decirlo  á  ÜS.^de  orden  del 
Poder  Ejecutivo  en  contestación  á  su  nota  fe- 
cha 6  del  corriente,  número  993. 

Soy  de  US.  atento  servidor. — José  L  Rojas. 

NULIDAD   DEL  NOMBRAMIENTO  DE  LOS     JUECES 

DE  CANTÓN,  Y  SUS  SUPLENTES.  A  quién  toca  de- 
clararla. Véase  Gobernadores,  R.  E.  de  8  de 
Mayo  de  1854.  (•) 

MÜLiIDAD  DEL   NOMBRAMIENTO  Dfi  LOS  CONCE- 
JALES, SÍNDICOS  T  JUECES  DE  PAZ.    .  Véase  PlO- 

vincias,  art.  29  y  sus  §§,  y  Gobernadores,  R.  E. 
de  8  de  Muyo  de  1854. 


(*)  Esta  resolución  fué  dictada  con  relación  á  los  Jue- 
ces de  parroquia  j  sos  suplentes,  que  han^sido  elimina^ 
dos  en  las  leyes  orgánicas  de  tribunales  vigentes;  pero 
siendo  una  misma  la  forma  de  la  elección  de  estos,  y  de 
los  jueces  de  cantón  nuevamente  creados;  y  militando 
las  mismas  razones  respecto  de  unos  que  de  otros  en  cuan- 
to á  la  declaratoria  de  la  nulidad  de  su  nombramiento,  es 
evidente,  que  ella  es  asi  mismo  aplicable  á  dichos  jueees 
de  canten.  . 


FIN  DEL  SEGUNDO  TOMO. 
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A  ESTE  SEGUNDO  TOMO. 

COMPRENDIENDO  TAMBIÉN    LAS  LETRAS   DEL  PRIMERO. 


AC 


ACADE^IIAS     CIENTÍFICAS     7    PROFESIONALES. 

Véase  Infdruccion  pública  L.  I  art  1?»  nO  49- 

ACEVEDO  (MARÍA  ktjs£bía)  Pensión  que' goza. 
Véase  Pensiones^  D  dcS6  de  Mayo  de  1854^ 

ADMINISTRADORES  be  rentas  nacionales. 
Los  sosti lutos  no  deben  prestar  fianza  pura  ser; 
vir  las  administraciones  ^ue  desempeñan  bajo 
la  responsabilidad  de  luo  propietarios.  Véase 
Fiamas,  R.  £.  de  31  -de  Enero  de  1854. 

ADMINISTRADORES  he  rkíNtas  internas. 
No  gozan  de  comisión  por  la  recaudación  .de 
los  empréstitos.  Vé4se'  Comisión  de  los  admi- 
nislradores de  rentas  interjias  (en  este  apéndice, 
y  en  el  del  primer  i»»nio). 

ADMINISTRADORES  ne  rentas  internas. 
Sobre  cambio  indebido  pur  estos  de  papel  sella- 
do por  créditos  contra  el  Tesoro.  Véase  7e- 
sorería  gefteral,  R.  £.  de  26  de  Maraode  1855. 

ADMINISTRADORES  de  aduanas,  resolu- 
ción EJECUTIVA  D£  20  DE  OCTUBRE  .  DE     1854 

previniéndoles  que  no  dea    cumplimiento  á 

orden  alguiuk  de  pago  qiie  no  ematte  directa'» 

mente  de  la  Tesorería  general* 
Secretaría  de  Hacienda. — Sección  quinta. 
Car&eas  Octubre  20  de  1854. 

Re$uelk>. — Dígase  en  circular  á  los  Adminis- 
tradores de  Aduana. 

Está  impuesto  el  Gobierno  de  que  los  Ooberna- 
^ret  de  provincia  j  Comandantes  de  Armas 
suelen  dirigirse  á  las  Adminiatraciones  de  Adua- 
na» recomendando  y  á  veces  ordenando  algunos 
pagos  fuera  deí  circulo  de  sus  facultades.  Por  el 
artículo  9.®  en  su  §  I  o  de  la  ley  de  II  de  Mayo 
de  1840,  orgánica  de'lai  oficinas  de  Aduanaá,  no 
pueden  los  Administradores  é  Interventores  hacer 
ningún  pago  que  no  esté  prevenido  por  la  Teso- 
rería general^  en  cumpllcaiemo  de  laa  órdenes 
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comunicadas  por  el  Ministerio  de  Hacienda.  En 
vista  de  aouel  hecho  abiertamente'  contrario  á  la 
regularidad  de  la^  Hacienda  p&blica,  y  á  la  letra 
terminante  de  las  disposiciones  legales,  y  celoso 
el  Gobierno  do  que  estas  tengan  su  mas  puntual 
cumplimiento,  ha  resuelto :  que  se  oficie  á  U.  or> 
denándole  que  por  nmgun  motivo  dé  cumplimien- 
to á  orden  alguna,  que  no  emane  directa  y  ex- 
clusivamente de  la  Tesorería  general,  única  ofi- 
cina competente  para  expedirlas,  haciendo  presen- 
te esta  determinación  del  Poder  Ejecutivo  á  cual- 
quier otro  funcionario  que  comunique  á  U.  ór- 
denes de  pago. 
Soy,  ó&a. 

Por  S.  E.^Cebállos. 
ADMINISTRADORES  db  aduana.  Varias  re^ 
glas  que  deben  observar  para  impedir  el  con- 
trabando al  favor  del  comercio  de  cabotaje. 
Véase  Cabotaje  {comercio  de)  R.  E.  de  23  de 
Julio  de  1855.  (En  este  mismo  apéndice). 
A DMINISl'R ADORES  de  aduana.  Deben  im- 
pedir la  mtroduccion  de  moneda  fiílsacnelpais; 
y  reglas  que  para  ello  deberán  observar.  Véase 
Moneda,  R.  E.  de  26  de  Julio  de  1855. 
ADUANAS  DB  CIUDA9  bolívar  t  Barcelona. 
Impuesto  que  se  cobrará  en  ellas  ademas  del 
expresado  en  el  Tomo  19  coi.  Ift,  primer  arti* 
culo,  con  referenoia  también  á  las  de  Puerto 
Cabello.  Guayana,  d&a ;  y  uso  á  aue  se  dee* 
tinará.  Véase  Caminos^  en  este  mismo  apén- 
dice, D.  de  88  de  Abril  de  1854,  art  7? 

ADUANA    PE  CUMANi    RESOLUCIÓN    BJBOUTIVA 

DE  30  DB  JULIO  DE  1655  determinando  el  nú» 
mero  de  celadores,  bogas^  &a,  que  debe  tener 
8U  resguardo. 

República  de  Venezuela.— -Secretaría  de  Hacien* 

da.«-Seccion  seguuda. 
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Caracas,  30  de  Jalio  de  1855, 
Dígase  a]  Sr.  Adiuinistrador  de  la  Aduana  de 
Cumaná. 

Se  ha  impuesto  el  Poder  £jecatÍTo  de  la  co- 
municación de  U.  fecha  10  del  presente  mes  en 
que  solicita  se  aumente  el  número  de  celadores 
que  han  de  formar  el  Resguardo  de  esa  aduana 
por  ser  insuñcientes  los  dos  que  se  han  asignado 
en  el  presupuesto  general  de  gastos;  y  i3«  £.  el 
Presidente  de  la  República,  penetrado  de  la  justi- 
cia de  la  petición,  y  en  uso  de  la  facultad  que  le 
concede  el  artículo  39  de  la  le^  de  11  de  Mayo 
de  1840  orgánica  de  aduanas,  se  ha  servido  resol- 
ver :  que  el  Resguardo  de  la  Aduana  de  Cumaná 
conste  de  tres  cabos,  seis  celadores,  un  patrón  y 
seis  bogas. 

Comuniqúese  al   Administrador    respectivo, 
publíquese  en  la  Gaceta  oficial,  y  dése  cuenta   al 
Poder  Legislativo  en  su  próxima  reunión. 
Por  S.  E. — Gutiérrez, 
ADUANA  DC  cumahebo.  deck«:to   de    4   db 
AGOSTO  DE    1855  declara/ide   que  solo  queda 
"    habilitada  para  la  exportacioju 

JOSÉ  TADEO  MONAGAS, 
Presidente  de  la  República  óe  Venezue- 
la,   éüa^    áia^  oca. 

CONSIDERANDO. 

19  Clue  de>  informe  evacuado  por  el  Inspector 
que  nombró  el  Gobierno  en  Febrero  de  este  aBo 
para  visitar  las  aduanas  de  la  Vela  y  Cumarebo, 
de  acuerdo  en  un  todo  con  las  constantes  recla- 
maciones de  los  Jefes  de  la  primera,  se  evidencia 
la  necesidad  de  eliminar  esta  última,  á  causa  del 
frecuente  contrabando  que  por  ella  se  hace,  fo- 
mentando el  tráfico  ilícito  de  mercadeHías  que 
pasan  á  inundar  los  mercados  interiores  de  las 
provincias  de  Coro,  Barquisimeto  y  Yaracuy,  con 
grave  mengua  del  comercio  legítimo  y  de  loe  in- 
tereses fiscales  de  h\    República  : 

29  Que  el  Congreso  del  presente  aflo,  con- 
vencido sin  duda  de  esta  verdad,  se  ocupó  en 
reformar  la  ley  sobre  habilitación  de  puertos,  su- 
primiendo de  todo  punto  la  aduana  de  Cumarebo; 
y  quefepwbado  el  proyecto  en  ol  .Senado  sin  nin- 
gún gérvfro' de  opo  sí  clon  vt>as6'  á  la  Gémara  ^ie 
Rispreserttantes  en  la  ciinl  si  quedó  pendiente,  fué 
í>6r  habérmele  dado  entr^ida  en  el  ultimo  raes  de 
las  6e»k)ne8 : 

SO'  Que  corrobora  la  idea  que  tuvo  el  Congre- 
so de  limitar  por  lo  menos  la  indicada  aduana,  ó 
solo  ía  exportación  de  los  frutos  y  producciones 
d«l  pnisj  el  hecho  de  haber  asignado  en  la  ley  de 
presupuesto  groara!  de  gastos  públicos  para  el  pre- 
sente año  solamente  un  sueldo  de  quinientos  pe- 
sos al  Administrador ;  reduciendo  a^í  á  la  mitad 
el  que  antes  disfrutaba  este  empleado  y  eliminando 
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el  eorrespoxuiieate  al  Interventor,  no  siendo  con- 
cebible que  una  aduana  habilitada  para  la  impor- 
tación esté  á  cargo  de  uq  solo  empleado,  remu- 
nerada tan  escasamente;  y 

49  ^ue  el  escandaloso  contrabando  que  se  hace 
por  Cumarebo,  de  tal  suerte  ha  disminuido  los 
ingresos  de  la  aduana  de  la  Vela,  que  ya  son  in- 
suficientes para  cubrir  hasta  sus  gastos  mas  in- 
dispensables, por  lo  que  ha  sido  preciso  que  la 
Tesorería  general  suministre  desde  hace  algún 
tiempo  las  sumas  necesarias  para  racionar  la  guar- 
nición de  Coro : 

DECRETO : 

Art.  19  La  aduana  del  puerto  de  Cumarebo 
en  la  pr(fVincia  de  Coro  queda  solamente  babilita*^ 
da  para  la  exportación  de  ios  frutos  y  produccio- 
nes del  pais,  mientras  que  el  Congreso,  á  quien 
se  dará  cuenta  de  este  decreto,  resuelve  lo  con- 
veniente. 

Art  29  El  Secretario  de  E.  en  el  D.  de  Ha- 
cienda se  encargará  de  la  ejecución  de  este  decre- 
to* 

Dado  en   Caracas,  k  de  Agosto  de  mil  1855, 
año  26  de  la  ley  y  45-  de  la  independencia. 
José  T.  Monagos., 

Por  S  E^— El  Secretario  de  E.  en  el  D.  de 
Hacienda. 

Jacinto  Gutiérrez. 

ADUANA   DJE    Maracaibo.    Resolución   Eje_ 
culiva  de  2  de  Noviembre  de  1856  aumentan" 
do  su  reí>giHirdo  con   un  cabo  y  cuatro  celado* 
res. 
República  de  Venezuela. — Secretaría  de  Hacien- 
da.— Sección  segunda. 
Caracas,  Noviembre  2  de  1855. 

Resuelto. — Dígase  al  señor  Administrador  de 
la  Aduana  de  Maracaibo. 

Se  ha  impuesto  el  Poder  Ejecutivo  de  la  co- 
municación de  U.  fecha  10  <ie  Octubre  último  en 
que  solicita,  se  aumente  el  número,  de  celadores 
que  han  de  formar  el  resguardo  de  esa  Aduana, 
|>or  ser  insuficientes  los  que  hoy  existen  para  im- 
pedir el  contrabando  y  atender  á  las  diferentes 
Salinaa /de  la  proyocia;  y  S.  £  el  Presidente 
de  la  República,  penetrado  de  la  justieia  de  la 
solicitud,^ y  en  iijso  de  la  fac altad  que  le  coacede 
el  artículo  3f>  de  la  ley  de  11  de  Mayo  d«  1840, 
orgánica  de  aduanas,  se  ha  servido  resolver:  que 
el  resguardo  de  la  aduana  de  Maracaibo  ae  au- 
mente con  un  cabo  y  cuatro  celadores^  que  se  si- 
tuarán en  16b  puertos  de  Altagracia. 

Comuniqúese  al  Administrador  respeetivo,  pu- 
blíquese en  la  Gaceta  Oficial^  y  dése  euenta  al 
Poder  Legislativo  en  su  prdxima  reunión. 
Por  S.  B,— O^iérresr. 
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ADUANA  i>K  GaiRiA.  Deber»?  de  «u  admi- 
nistrador para  evitar  el  coo trabando  que  ae 
hace  de  Trinidad  á  Goiria  por  el  go\ü>  de  Pa- 
ria. Yéaae  Contrabando  R.  E.  de  30  de  Mayo 
de  1855. 

AGENTES     COMERCIALES    I>E    LA   ,  REPÚBLICA. 

Deber  de  certificar  los  sobordos  6  noanifiestos 
que  bagan  los  capitanes  de  buques  en  los  res- 
pectivos puertos  extranjeros.  Véase  Importa- 
don,  §  lO,  art,  lo 
AJUSTAMIENTOS    militares.   Véase  Hahe^ 
res  de  lot  cuerpos  de  milicia  en  la  campaña  de 
1853. 
ALVARES  (Coronel  Andrés  María).  Decre- 
to i>E  17  DE  Mayo  de  1854  mandándble  ins» 
cribir  en  la  lista  militar, 
fil  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la  Re- 
pública de  Venezuela,  reunidos  en  Congrreso. 
£n  vjst»  de  la  recomendación  dirigida  por  el 
Poder  Ejecutivo  para  que  se  incorpore  á  la  lista 
militar   de  Venezuela  con  goce  de  tercera  p»irle 
de  sueldo,  al  Coronel  de  Colombia  Andrés   Ma- 
ría Alvarez,   Cónsul   de  la  República  en   la  ciu- 
dad de  Lima  ;  y 

Considerando : 

Gtue  el  Coronel  Andrés  María  Alvares  pips- 
tó  importantes  servicios  á  la  causa  de  la  iiuK  p<  w- 
dencia  y  libertad  de  la  América  del  Sur. 

/  Decretan : 

Artículo  único.  £]  Coronel  Andrés  María  Al- 
vares será  incorporado  en  la  lista  militar  de  Vene- 
zuela con  goce  de  la  tercera  parte  de  sueldo  des- 
de la  publicación  de  este  decreto. 
-  Dado  en  Caracas,  á  15  de  Mnyo  de  1851,  año 
25  de  la  ley  y  44  de  la  independencia. — £i  Pre- 
sidente del  Senado,  Pedro  Portf.ro. — El  Presi- 
dente de  la  Cámara  de  Representantes,  £.  Rue- 
das.— El  Secretario  del  Senado,  J.  A.  Pérez. — 
El  Secretario  de  la  Cámara  de  Representanies, 
J,  Padilla. 

Caracas,  Mayo  17  de  1854,  año  25  de  la  ley 
y  44  de  la  independencia, — Ejecútese. — J,  G.  Mo- 
nagos.— Por  S.  E. — El  Secretario  <le  Estado  en 
los  Despachos  de  Guerta  y  Marina,  Juan  Mu- 
ñoz Tébar. 

APERTURA    DE  FERROCARRILES  Ó  CAMINOS  de  ¡ 

ruedas.  Véase  Navegación   de  rios,   la¿^oSy  6  i 
lagunas^  feí rocarriles  6  caminos  de  ruedas  6^,  \ 

ARANCEL  DE  IMPORTACIÓN.    Exención  de   to- 1 
do  derecho  á  favor  de  las  materias  primas  que 
necesite  una  industria  privilegiada,  por  todo  el 
tiempo   del  privilegio.   Véase  Patentes   de   in* 
dustria  &..,  art.  12. 

ARANCEL    DE  inportacio:n.  Exención  á   fa- 
vor de  las  empresas  de   ferrocarriles.  Véase 
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Ferrocarriles^  D.  de  15  de  Abril  de  1854|  art. 

28  y  30.      . 
ARANCEL  DE  IMPORTACIÓN.  Resolución  Eje- 
cutiva de  27  DK  Febrero  de  1852  declaro/n- 
do  que  los  paltos  deben  pagar  á    su  importa- 
ción un  derecho  ad  valorein. 
República   de   Venesuek* — Secretaría    de   Ha- 
cienda.— Sección  segunda. 

Caracas^  Agosto  7  de  1855. 
&eñor  Administrador  de  la  Aduana  de  la  Guaira, 
Conformándose  S.  R  el  Poder  Ejecutivu  coa 
el  informe  del  Tribunal  mayor  de  cuentas  en  la 
controversia  que  se  había  suscitado  entre  esa  adua- 
na y  varios  comerciantes^  sobre  si  ios  paltas  áe* 
bian  asimilarse  á  las  leritas  6  á  los  chaquetones, 
para  el  pago  de  los  derechos  de  importación,  ha 
resuelto  ;  que  los  paltos  en  razón  de  no  eetar  es- 
pecificados en  el  arancel  paguen  un  derecho  ad 
valorem. 

Superfino  parece  recomendar  al  señor  Admi- 
nistrador, para  el  caso  concreto,  las  disposicio- 
nes de  los  artículos  14  y  15  de  la  ley  de  28  de 
Abril  de  1654,  sobre  régimen  de  Aduanas. 

Q,ueda  satisfecha  de  este  modo  la  consulta  que 
U.  dirigió  á  este  Ministerio,  en  oficio  de  19  del 
corriente. 

Soj-,  &c. — Jacinto  Gutiérrez. 
ARANCEL  de  importación.    Resolución  Eje- 
cutiva DE  27  pB  Febrero  de  1852  declaran* 
do  que  los  objetos  que  vienen  separados  en 
.  sus  partes,  y  que  forman  una  sola  pieza^   de» 
hen  pagar  los  derechos  correspondientes*  (*) 
Secretaría  de  Hacienda. — Sección  primera. 
Caracas,  Febrero  27  de  1852. 
Resuelto. — Dígase  á  los  Señores  Administrador 
é  Interventor  de  la  Aduana  de  Maracaibo. 
Presenté   al  Despacho  de  8.  E.  el  Poder   Eje- 
cutivo la  nota  de  ÜU.  contentiva  de  la   consulta 
que  hacen  sobre  cobro  de  derechos  de   im;orta- 
cion   á  los  objetos  que  vienen  separados  en  sus 
partes,  y  bien  impuesto  de  todo,  S,  E.  se  ha  servi- 
do dar  la  resolución  que  sigue« 

La  malicia  civilizada  de  los  hombres  tiende 
siempre  á  sobreponerse  á  la  inexorable  regulari- 
dad de  las  leyes,  y  busca  en  consecuencia  por  to- 
dos modos,  pretextos  y  ocasiones  fáciles  de  vio- 
larlas ó  eludirlas.  Entre  aquellas  que  mas  ex- 
puestas se  ven  á  las  continuas  transgresiones  con 
que  quiere  burlarlas  la  sagacidad  interesada,  ocu- 
pan sin  dnda  el  primer  lugar  las  leyes  de  im- 
puesto que,  tanto  mas  severas  son,  tanto  mas  es- 
timulan y  mueven  la  utilidad  ó  la  ganancia  de 
sus  contraventores.  Un  ejemplo  patente  de  esta 
verdad  se  observa  claramente   en  el  cftso  ocurri- 

(*)  Esta  resolocion  debiera  encontrarse  en  ol  cuerpo 
de  la  obra  ;  pero  se  omitió;  por  un  olvido. 
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cío  en  b  Aduana  de  Maracaibo  que  ha  dado  orí- 
gen  á  ia  consulta  qne  hacen  el  Administrador  é 
Interventor  con  fecha  14  del  corriente.  £1  aran- 
cel graTa  con  el  derecho  de  50  centavos  docena 
á  los  bricaros  6  cilindros  sin  candeleros  ni  lámpa- 
ras, f  con  el  de  100  centavos  el  par,  á  los  cande- 
leros dorados  6  plateados.  La  diferencia  de  estos 
derechos  ha  sido  el  cebo  que  roov'6  á  un  conter- 
ciante  de  la  citada  plaza  de  Maracaibo  para  in- 
troducir O'na  cantidad  de  briseras  separando  los 
candeleros,  del  cristal.  6  sea  }a  bomba,  de  la  bujía. 
Mas,  bien  eensiclersdo  el  caso,  no  ha  debido  ad- 
mitirse tal  procedimiento  de  parte  del  introluctor 
por  la  razón  sencilla  de  que  no  está  en  su  mano 
separar  dos  objetos  que  exi5iten  unidos  en  el  ser- 
TÍeio  y  uso  común  de  la  sociedad,  á  la  vez  que  no 
soh  de  ningún  provecho  divididn^,  ni  se  encuentra 
ejercicio  alguno  á  oue  aplicarlos.  La  reparación 
materidl  cdu  que  el  comerciante  pensaba  Intro- 
ducir laa  briseras,  y  los  reclames  que  haciera  fun- 
dado en  dkha  separación  no,  han  debido  detener  á 
los  jefes  de  la  aduana,  si  por  offa  parte  estaba  de 
manifiesto-  que  los  candeleros  pertenecían  á  las 
briseras  con  las  cuales  formaban  un  todo,  exacto 
en  su  número,  completo  en  su  forma,  adaptado  en 
su  estructura  y  con  un  nombre  conocido  do  ante- 
mano en  el  comercio  y  en  los  aranceles  aduaneros. 
Por  estos  fundamento?,  que  el  Poder  Ejecuti- 
vo estima  de  perfecta  justicia  y  equidad,  se  re- 
suelve la  consulta  hecha  por  ]o5>  señores  Admi- 
nistrador é  Interventor  de  ia  Aduana  de  Mara- 
caibo en  los  términos  que  vienen  expresados  ;  y 
recomiéndese  á  dichos  Sefíores  con  toda  eficacia 
el  cumplimiento  exacto  de  las  leyes  que'  la  natu- 
raleza de  sus  funciones  los  llama  á  ejecutar,  cuyo 
cumplimiento  hasta  ahora,  sabe  el  Gobierno  que 
es  intachable. — For  S.  B. — Gellineau. 

ARANCEL  DE  IMPORTACIÓN.  DECRETO  EJECUTI- 
VO DE  8  DE  OCTUBRE  DE  1855  eximietido  po^ 
tiempo  determinado t  del  pago  de  dereckoSf  á 
ciertos  artículos. 

JOSÉ   TADEO   MONÁOAS 

Presidente  de  la  República  de  Venezuela, 

&c.  Slc.  Si/:. 

Ct>nsiderando : 

Clue  la  terrible  epidemia  del  cólera  Morbo  que 
desgraciadamente  azota  algunas  provincias  de  la 
República  se  ha  cebado  con  mas  crueldad  en  la 
parte  menesterosa  de  las  poblaciones  y  de  los 
campos. 

Que  uno  de  los  funestos  efectos  de  tal  calami- 
dad será  el  encarecimiento  de  los  granos  y  demás 
artículos  al¡|nenticios,  especialmente  cuando  la  in- 
vasión del  mal  ha  coincidido  en  muchos  lugares 
con  la  época  de  siembra  de  cereales  y  recolección 
de  frutos  mayores. 


Que  es  un  deber  sagrado  del  Gobierno  aUvIar  en 
cuanto  le  sea  posible  los  conflictos  p6bli<!os. 

En  uso  de  la  autorización  que  me  concede  el 
decreto  legislativo  de  4  de  Mayo  del  corriente  aKo 

Decreto : 

Art  19  El  arroz^  maiz,  arena»  arvejas  ó  gui- 
santes, camotas,  frijoles,  garbanzos,  habas,  habi- 
chuelas, y  lentejas  que  se  introduzcan  del  extran- 
jero por  las  aduanas  de  la  Guaira,  Puerto  Cabello 
y  Ciudad  Bolívar,  estarán  libres  de  todo  derecho 
ordinario  y  extraordinario  de  importación  basta  el 
día  treinta  y  uno  de  Marzo  de  1856. 

Art  29  ^^  Poder  Ejecutivo  se  reserva  exten- 
der el  pl^zo  fijado  en  el  artículo  an tenor,  ú  aaí  lo 
exigiere  la  necesidad  de  facilitar  Ib  baratura  de  l'is 
artículos  indicados. 

Art.  39  El  Secretario  de  Estado  en  el  Desj»- 
cho  de  Hacienda  queda  encargado  de  la  e)ecu<Hon 
del  presente  decreta 

Dado :  firmado  de  mi  mano :  sellada  con  el  te» 
lío  del  Poder  Ejecutivo;  y  reirendado  por  el  Se- 
cretario de  £.  en  el  D-  de  Hacienda  en  Caracas 
á  8  de  Octubre  de  ití^S.^José  T,  Monagos.-^ 
Por  S.  E— El  Secretario  de  E.  en  el  D.  de  Ha- 
cienda.— Jacinto  Gutiérrez. 

Es  copia. — Gvtiérrez. 

ARANCEL  DE  IMPORTACIÓN.  DECRETO  EJECUTI- 
VO DE  2  DE  ENERO  DE  1850  eximiendo  de  de- 
rechos^ por  cierto  tiempo,  á  algunos  artículos 
de  primera  necesidad  que  se  introduzcan  por 

Margarita. 

JOSá   TADEO    MONiOAS, 

Presidente  de  la  República  de  Venezuela^ 
¿Lc:  ÓLC.  óce. 

Haciendo  uso  de  la  autorización  que  me  concede 
el  decreto  legislativo  de  4  de  Mayo  del  afío  próximo 
pasado,  y  considerando  que  la  provincia  de  Mar^ 
garita  sufre  en  la  actualidad  escasez  de  granos 
con  motivo  de  la  reaparición  del  Cólera  en  aíra- 
nos puntos  de  aquella  isla»  según  lo  ha  roaniíes- 
tado  el  sellor  Gobernador  con  fecha  II  de  Diciem- 
bre último. 

Decreto : 

Art  19  El  arroz,  maiz,  arvejas  ó  guisantes, 
caráotas,  frijoles,  garbanaos,  habas,  habichuelas  y 
lentejas  que  se  introduzcan  del  extranjero  por  los 
puertos  de  Juan  Griego  ^  Pampatar,  estarán  li- 
bres de  todo  derecho  ordinario  y  extraordinario 
de  importación  hasta  el  día  3i  de  Marzo  del  cor- 
riente alio. 

Art  29  El  Poder  Ejecutivo  se  reserva  exten* 
der  el  plazo  fijado  en  el  articulo  anterior,  si  así  lo 
exigiere  la  necesidad  de  facilitar  la  baratura  de 
los  expresados  artículos. 

Art  39  El  Secretario  de  Estado  en  el  Dspa* 
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pacho  de  Hacienda  queda  encargado  d^  la  ejecu- 
ción de  Bate  decreto. 

Dado:  firmado  de  mi  mano:  sellado  con  el 
Wllo  del  Poder  Ejecutivo ;  y  refrendado  por  el 
Secretario  de  Estado  en  el  Despacho  de  Hacienda 
en  Caracas  á  2  de  Enero  de  1856,  27  y  46. 

(Filmado.)  José  T.  Monagos. 

Por  S.  £.— El  Secretario  de  Estado  en  el  D. 
de  Hacienda»  (Firmado*)  Jacinto  úutiérrez, ' 

ARANCEL  DE    IMPORTACIÓN»    DBCRBTO  )SJKCU- 

Tivo  DB  10  DB  EN£ao  DB  1856  eximiendo  de 
derecho»^  por  cierto  tiempo^  á  algunos  articu- 
las de  primera  necesidad  que  se  introduzcan 
^or  los  puertos  de  Cumanáj  Carúpanc^  Güiriaj 
Malurin  y  Barrancas,  ^ 

JÓSE   TADEO   MOnIoAS) 

General  en  Jefe^  Presideníede  la  República 
de  Venezuela^  ácc.  &>c.  ácc. 

En  uso  de  la  facultad  que  me  concede  el  decre- 
to legislativo  de  4  de  Mayo  del  afiu  próximo  pa- 
sado, y  considerando  la  exposición  que  ha  dirigi- 
do el  Concejo  Municipal  de  Carüpano,  por  la  cual 
pide  al  Gobierno  que  haga  extensivos  á  aquella 
provincia  los  benéficos  e^tos  de  aquel  acto  le- 
gislativo» 

Decreto : 

Art«  19  El  arroE)  maiz,  arvejas  6  guisantes, 
caráotas,  frijoles,  garbanzos,  haba?,  habichuelas  y 
lentejas  que  se  introduzcan  del  extranjero  por  los 
puertos  de  Cumaná,  Carüpano,  Güiria,  Maturio, 
y  Barrancas,  estarán  libres  de  todo  derecho  ordi- 
nario y  extraordinario  de  importación  hasta  el 
dia  treinta  y  uno  de  Marzo  de  este  ano. 

Art.  29  El  Poder  Ejecutivo  se  reserva  exten- 
der el  plazo  fijado  en  el  artículo  anterior,  si  lo 
exigiere  la  necesidad  de  facilitar  la  baratura  de 
los  expresados  artículos. 

ArU  39  £1  Secretario  de  Estado  en  el  Despa- 
cho de  Hacienda  queda  encargado  de  la  ejecu- 
ción de  este  decreto. 

Dado :  firmado  de  mi  mano :  sellado  con  el 
sello  del  Poder  Ejecutivo,  y  refrendado  por  €l 
Secretario  de  E.  en  el  D.  de  Hacienda  en  Cara- 
cas á  diez  de  Enero  de  1856, 27  y  46. — (Firmado) 
-^osé  T.  Monágas.^FoT  S.  E.--E1  Secretario 
de  E.  en  el  IX  de  Hacienda.-r-Jacinto  Gutiérrez* 
Es  copia. — Gutiérrez. 

ARANCEL  DE  INPORTACION.  DECRETO  EJECUTI- 
VO OE  11  DE  FEBRERO  DE  1856  eximiendo  de 
derechos í  por  cierto  tiempo^  á  alguiíos  artí- 
iíulos  que  se  importen  por  el  puerto  de  Barcelo» 
na* 

JOSÉ  TADEO  MONA6AS. 
Presidente  de  la  República  de    Vene^ 
zuela  &a,  dea,  dea* 
Ebvso  de  la  facultad  que  me  concede  el  de- 
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creto  legislativo  de  4  de  MKyo  del  afio  próximo 
pasadO)  y  considerándola  exposición  que  ha  di- 
rigido el  Concejo  Municipal  de  Barcelona  por  la 
cual  pide  al  Gobierno  que  haga  extensivos  á  aque- 
lla provincia  los  benéficos  efectos  del.  citado  acto 
legislativo. 

decreto:  ._, 

Art.  1^  El  arroz,  maiz,  arvejas  ó  guisantes, 
caráotas,  frijoles,  garbanzos,  habas,  habichuelas 
y  lentejas  que  se  introduzcan  del  extranjero  por 
el  puerto  de  fiarcelona,  estarán  libres  de  iodo 
derecho  oidinario  y  extraordinario  de  importación 
hasta  el  dia  treinta  y  uno  de  Marzo   de  este  a&o. 

Art.  29  El  Poder  Ejecutivo  se  reserva  exten- 
der el  plazo  fijado  en  el  artículo  anterior,  si  así 
lo  exigiere  la  necesidad  de  facilitar  la  baratura  de 
ios  expresados  artículos. 

Art.  3?  £1  Secretario  de  E.  en  el  D.  de  Ha- 
cienda queda  encargaüo  de  la  ejecución  de  este 
decreto. 

Dado :  firmado  de  mi  manO)  sellado  con  el  se- 
llo del  Poder  (ejecutivo  \  y  refrendado  por  el  Se- 
cretario de  Hacienda  en  Caracas,  á  1 1  de  Febre^ 
rodé  1856,  27  y  46. 

José  Tadeo  Monagos. 

El  Secretario  de  E.  en  el  D.  de  Hacienda. 
Jacinio  Gutiérrez. 
Es  copia. — Gutiérrez, 

ARANCEL  DE  IMPORTACIÓN.  DECRETO  EJECU- 
TIVO DE  22  DE  FEBRERO  DE  1856  permitiendo 
la  libre  importación  de  los  granos  y  legumbres 
que  se  especifican,  por  todos  los  puertos  habi- 
litados para  la  importación. 

JOSÉ    TADEO   MOfiAGAS, 

Presidente  de  la  República  de  Venezuela 
oca,  ¿ff,  oca. 

En  uso  de  la  autorización  que  me  ha  conferi- 
do el  decreto  legislativo  de  4  de  Mayo  del   afi#/ 
próximo  pasado. 

decreto: 

Art.  19  El  arroz,  maiz,  arvejas  6  guisantes^ 
caráotas,  frijoles,  garbanzos,  habas,  habichuelas  y 
lentejas  que  se  introduzcan  del  extranjero  por  las 
Aduanas  de  la  República  habilitadas  para  la  im- 
portación, estarán  ubres  de  todo  derecho  ordina- 
rio y  extraordinario  hasta  el  dia  treinta  de  Junio 
del  corriente  afló.  ' 

Art.  29  El  Poder  Ejecutivo  se  reserva  exten- 
der el  plazo  fijado  en  el  artícuio  anterior,  si  así 
lo  exigiere  la  necesidad  de  facilitar  la  baratura  de 
loa  artículos  indicados. 

Art.  39  El  Secretario  de  £.  en  el  D.  de  Ha<^ 
ci^nda  queda  encargado  de  la  ejecución  de  este 
decreto. 

Dado :  firmado  de  mi  mano,  sellado  con  el 
sello  del  Poder  Ejecutivo;  y  refrendado  por  el 
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Secretario  de  Estado  en  el  Despacho  de  Hacien- 
da en  Caracas,  á  22  de  Febrero  de  1856,  27  y  46. 
José  Tadeo  Monágas. 
Por  S.  R— El  Secretario  de  Estaao  en  el  0. 
de  Hacienda. 

Jacinto  Gutiérrez. 
ARMAS.  Prohibición  de  andar  con   algunas  akn 
_nermi80  escrito.  Véase  Pasaportes. 

ARTÍCULOS  DB  GtERRA.    RESOLUCIÓN  ÍJECT- 

TivA  DE  9  DE  JUNIO  DE  1854  dictando  algunas 
medidas  precautelativas  respecto  á  su  comer- 
do. 

Secretaría  del  Interior.— Sección  6» 

Caracas,  Junio  9  de  1854. 
RESUELTO^ — Dígase  á  los    Gobernadores   de 

provincia. 

En  las  actuales  circunstancias  en  que  los  enemi- 
gos del  sosiego  público  maquinan  de  mil  modos 
para  llevar  á  cabo  sus  planes  proditorios,  es  de 
imprescindible  necesidad  dictar  algunas  medidas 
precautelativas  respecto  al  comercio  de  elemen^ 

.  ios  de  guerra,  y  en  esta  virtud  S,  E.  ha  resuelto : 
}^  Los  Aílmiiiislradures  de  Aduana  y  los  jefes 
políticos  ó  jueces  de  paz  respectivos  no  permiti- 
rán que  la  pólvora,  plomo  y  armas  de  fuego  blan- 
cas, con  excepción  de  los  machetes  de  rozar,  que 
se  introduzcan  del  extranjero  ó  de  un  puerto  á  otro 
habilitado,  se  internen  en  la  República,  ni  rayan  á 
manos  de  sus  introductores,  sin  que  pasen  antes  y 
en  el  acto  de  su  importación  al  parque  ó  depósito 
nacional  que  haya  en  el  puerto  donde  se  haga  el 
desembarque,  y  en  su  detecto,  á  otro  edificio  nacio- 
nal, municipal  ó  particular,  seilalado  para  tal  uso 
por  el  referido  Jefe  político  ó  juez  de  paz  con  apro- 
bación del  Gobernadora  29  En  los  lugares  en  que 
existan  crctualincnte  depósitos  de  pólvora,  plomo  ó 

^armasen  cabes  particulares,  los  Gobernadores  de 
provincia,  ios  Jefes  políticos  y  jueces  de  paz, 
harán  que  inmediatamente  vayan  á  los  respectivos 
parques,  almacenes  ó  (lepó,sitos^del  Gobierno,  ios 
clemenlos  de  guerra  que  vienen  de  mencionarse, 
y  en  ol  caso  de  que  no  haya  tales  depósitos  iia- 
cionales,  se  guardarán  en  otro  edificio  aparente 

"bien  nacional  ó  municipal,  ó  lo  tomarán  en  alqui- 
ler de  particulares.  39  A  ningún  comerciante  ó 
expendedor  se  íe  concederá  orden  para  extraer  de 
los  depósitos  expresados  una  ca'nlidad  mayor  á  la 
de  veinticinco  libras  de  pólvora  ó  plomo,  ni  para 
sacar  las  armas  depositadas  en  nfayor  número  de 
cinco,  con  la  precisa  condición  de  que  en  su  ven- 
ta ó  expeuíiio  diario  manifieste  eí  nombre,  apellido 
y  residencia  del  comprador,  no  pudiendo  obtener 
licencia  para  otra  extracción,  sin  que  presente,  "fir- 
mada y  rubricada,  la  relación  que  queden  preveni- 
da. Esta  presoritacion  se  hará  al  GoWhailor  en 
las  capitab  s  de  provincia,  á  los  Jefes  políticos  en 


laa  cabeceras  de  lo9  dernaa  cantones,  y  á  los  jueces 
de  paz  en  sus  respectivas,  parroquias,  debiendo  es* 
tos  funcionarios  archivar  y  conservar  cóidadosa- 
mente  dichos  documentos, 

49  Los  Gobernadores  de  provincia  remitirán 
mensualmente  al  Poder  Ejecutivo  tina  noticia  de- 
tallada de  las*  operaciones  practicadas  en  observan- 
cia de  eíta  resolución. 

Tengo  el  honor  de  comunicarlo  á  US.  para  su 
mas  puntual  y  estricto  cumplimiento. 
Soy,  &a. 

FotS.R'— Planas. 
ASAMBLEAS  mdnicipales.    A    quién  corres- 
ponde revocar  las  determinaciones   de  los   Go- 
berna«lores  declarando  indebidamente  la  b ulidad 
de  alguna  de  laselecciones  que  les  corresponden. 
Véase  Nulidad  de  las  elecciones  munieipdles. 
R.  E.  de  9  de  Marzo  de  1854. 
ASIGNACIONES  eclesiásticas.  Distribución 
de  los  sínodos  y  oblatas,  y  de  los  2.350  pesos 
asignados  en  la  ley  de  la  materia  para  la  fábrica 
de  las  iglesias  de  la  Diócesis  deOuayana.  Véase 
Sínodos  y  oblatas  de  la  Diócesis  de   Guayana. 
BARCELONA  (ciudad  de).  /PIicreto  de  30  db 
¡I      mayo  DE  \^^  concediéndole  un   auxilio  para 
I      dar  U7ia  Jiueva  dirección   al  rio    Aragua^   y 

I  i      para  la  refacción  del  puente. 

I I  El  Serrado  y  Cámara  de   Representantes  de  la 
I  República  de  Veiiezuela  reunidos  en   Congreso. 

¡  Considerando : 

jl      19  Que  la  ciudad  de  Barcelona  sufre  anualmen- 
'  te  los  tristes  y  mortales  efectos  d.e  las    fiebres   y ' 
I  otras  enfermedades  no  menos  teraibleB. 
;|      29  Que  según  invej5tigacion«8  para  encontrar  la 
,,  causa  de  los  males,  se  atribuye   a   la  confl^iencia 
I  del  rio  de  Aragua  con  el  Neverí,  de  cuyas    aguas 
I  se  sirve  el  vecindario  de  aquella  ciudad. 
.       39  Que  tal  opinión  se  funda  en  que  el  rio   de 
ii  Aragua  pasa  por  abundantes  nitrales;  que  en    el 
i  invierno  arrastra  otras  materias  ofensivas  á  la  sa- 
¿id,  y  que  sus  crecieritcs  son  frecuentes  y  sosteni- 
das  en  la  referida  época.  , 
49  Que  no  es  costoso  ni  de  dificíi  hacer,  dar  al 
,=  rio  Aragua  otra  dirección  para  eviiarqua  desagüe 
!  en  el  I^jiíverí,  con  cuya  operación  se  harán  fértiles 
los  terrenos  del  Juncal,  que  vendrán  á  ser  hermo- 
sos y  útiles  para  la  agrie u  1  tura j- 
i.  Decretan. ;_ 

.  Art.  19  Se  auxilia  á  ja  ciudad  de  Barcelona 
con  siete  mil  quintales  de  salde  la  del  Unareí  para 
que  con  su  producto  se  dé  otra  dirección  al  rio  de 
Aragua,  ]n9Unándole  á  desemjbocaf  al  Caíio  de 
Caimán, ,  cerrando  también  con  fuertes  estaca- 
1;  das  la  entrada. del  agi^  íl.  arroyo. 
¡  Art.  29  El  Ádminl&trador  de  U  Aduana  del 
puerto  de  Barcelona  tendrá  á  disposición  de  la 
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Junta  Económica  de  Hacienda  de  dicha  ciudad, 
los  sieie  mil  quintales  de  sal  á  que  se  contrae  el 
artículo  anterior. 

Art.  39  La  junta  queda  autorizada,  I9  para 
contratar  y  pagar  el  ingeniero  que  explote  el  terre- 
no, levante  el  plano,  establezca  la  dirección  del 
cauce,  su  ancho  y  profundidad;  y  29»  para  encar- 
gar de  la  empresa  ft  persona  de  inteligencia  y 
honradez,  quien  recibirá  por  partes  los  fondos  que 
necesite  para  la  obra ;  otorgará  ñanza  y  rendirá 
cuenta,  comprobando  la  inversión.  La  Junta  se- 
ñalará al  encargado  una  cantidad  mensual,  en 
calidad  de  remuneración  por  sus  servicios. 

Art.  49  8e  auxilia  así  mismo  á  la  ciudad  de 
Barcelona  con  la  suma  de  ocho  mil  pesos,  para  la 
refacción  del  puente,  cuya  cantidad  pondrá  el 
Poder  Ejecutivo  á  disposición  de  la  Diputación 
provincial,  colocándose  esta  partida  en  el  presu- 
puesto del  afüo  próximo. 

Dado  en  Caracas,  á  9  de  Mayo  de  1854,  aflo  '¿5 
de  la  ley  y  44  de  la  independencia, — El  Presiden- 
te del  Senado,  Pedro  Portero.— El  Presidente  de 
la  Cámara  de  Representantes,  L.  Ruedas: — El  Se- 
cretario del  Senado,  /.  A.  Pérez.— El  Secretario 
de  la  Cámara  de  Representante?,  J.  Padillk. 

Caracas,  20  de  Mayo  de  1854,  año  25  de  la  ley 
y  44  de  la  indepe.ndencia. — ^Ejecútese. — J.  O.  Mo» 
nagas. — Por  S.  É.  el  Presidente  de  la  República, 
—El  Secretario  de  Estado  eh  los  Despachos  del 
Interior,  Justicia  y  Relaciones  Exteriores,  Simón 
Planas. 

BARCELONA  (puerto  dk).  Exención  de  dere- 
chos de  importación  á  favor  de  ciertos  artícu- 
los que  se  introduzcan  por  el   puerto  de  em 
nombre.  Véase  Arancel  judicial^  D.  E.  de  11 
de  Febrero  de  1856.  (En  este  mfsmo  Apéndice.) 
HARINAS  (cíODAD  de).  Auxilio  anual  al  Cole- 
gio Bolívar  creado  en  ella.  Véase  Colegio  Bo- 
lívar. (En  este  mismo| Apéndice.) 
BARINAS  (ciudad  de).  Exención  do  derechos 
municipales  por  10  aftos  á.  favor  de  los  que 
fabriquen  casas  de  tejas,  y  las  dediquen  á  usos 
mercantiles  6- industriales.  Véase  Rentas  muni- 
eipaUsy  D.  de.  14  de  Marzo  áp  1855. 
BARQUISIMETO  (ciudad  pe).  Pase  á  un  bre- 
ve de  Sk  S,  Gregorio  XVI  con  el  objeto  de  eri- 
'  gir  en  ella  una  cofradía  en  la  Iglesia  de  Núes- 
tteSefloira  de  San  Juan»  Véase  Brevet  apostó- 
1x009  (eo  éste  miamo  Apéndice.) 
BAR<iUI8lMET0.  (ciudad  de).    Auxilio  para 
la  conclusión  de  su  catedral.  Véase  Catedrales 
'  de  Mérida  y  Bmquísimeto  (En  este  mismo 

Apéndice.)  *       * 

BIBLIOTECA  NACIONAL.  De^r  de  pasarse  á 
ella  todos  los  impresos  nacionales  y  extra n/eros 

TOHO  XI. 
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que  reciba  el  Gobierno.  Véase  Impresos  nació 
nales  V  extranjeros. 

BILLETES    DE    ABOLICIÓN    DE    LA    ESCLAVITUD- 

Véase  Libertad  de  esclavos.  R  E.  de  16  de  Se- 
tiembre de  1854. 

BREVES  APOSTÓLICOS  deNjracia.  resolución 
EJECUTIVA  DE  5  DE  MAYO  DE  1854  concedien' 
do  el  pase  a  uno  de  S.  S.  Gregorio  XVI,  qu% 
acuerda  la  erección  de  una  cofradía  en  la  Igle- 
sia de  Nuestra  Señora  de  San  Juan,  en  la  ciu- 
dad de  Barquisimeton 

Secretaría  del  Interior. — Sección  primera.    . 

Caracas,  5  de  Mayo  de  1854. 
Resuelto. — Vista  la  representación  del  Pro.  An- 
drés Domínguez  en  qtxe  solicita  que  €•  E.  el  Po- 
der Ejecutivo  dé  el  pase  al  breve  apostólico  del 
Beatísimo  padre  Gregorio  XVI  con  el  £n  de  eri- 

fir  en  la  Iglesia  filial  de  Nuestra  Sefiora  de  San 
uan  de  la  ciudad  de  Barqulsimeto  la  coí'radía  dei 
Santísimo  é  inmaculado  corazón  de  María. 

Los  Reyes  de  Espalla  dictaron  las  diferentes  dis- 
posiciones queregistraa  las  Recopilaciones  de  Gas* 
tilla  y  de  Indias  sobre  las  iglesias  y  demás  negocios 
eclesiásticos  en  fuerza  del  derecho  de  patronato  y 
de  tuición  que  cjcrcian,  y  la  ley  de  28  de  Julio  de 
1824  sobre  patronato  se  propuso  arreglar  bajo 
todas  sus  faces  la  materia  sobre  que  hablan  di- 
chas disposiciones  espafiolas,  dando  al  Congreso^ 
al  Poder  Ejecutivo  con  el  Senado,  al  mismo  Eje- 
cutivo con  su  Consejo  de  Gobierno,  y  al  Ejecu- 
tivo por  sí  solo  varias  de  las  atribuciones  6  rega- 
lías que  ejercía  el  Rey  de  España,  haciendo  la 
distribución  con  bastante  sabiduría,  pueadidal 
Poder  Ejecutivo  lo  que  era  administrativo,  y  re- 
servó al  Congreso  lo  que  podia  ser  materia  de 
1  una  medida  general  ó  trascendental.  La  atribu- 
I  oion  17}  artículo  69  de  dicha  ley  autoriza  al  Po- 
der Ejecutivo  para  dar  el  pase  á  los  breves  que 
.le  expidieren  por  la  Billa  Apostólica  en  materias 
I  de  gracia,  y  reserva  al  Congreso  por  la  8^  artícu- 
lo  49  el  PA<>®  correspondiente  á  Jos  que  traten  de 
disciplina   universal,  para  que  sus  disposiciones 
sean  observadas  en  la  República.  El  Poder  Cje« 
cutivo  en  resuluciones  anteriores   ha  declarado 
que  no  le  corresponde  dar  el  pase  &  breves  de 
institución  de  cofradías,  fundándose  eoi  que  las 
leyes  6&  título  29,  libro  1^  y  12^  título  12  libro 
12  de  la  Novísima  Recopilación,  y  259,  ^^"^^  4?> 
libro  19  de  la  de  Indias  ezijian  la  licencia  real  pa- 
ra tal  institución,  sin  que  la  ley* de  patronato  ha- 
ya decidido  si  el  Poder  Ejecutivo  suple  al  Rey 
de  España  en  dicha  licencia;  pero  fácilmente  se 
concibe  que  la  ley,  al  hiblar  de  breveí  de  ^raciiu 
ha  comprendido  los  dados  para  fundar  colradtas 
que  son  de  eaa  naturaleza,  así  como  en  los  de  se- 
cttlarizécioQ  X)o  ha  dudado  el  Poder  Ejecutivo 
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qoe  le  correaponde  darles  el  pase,  sin  embargo  de 
que  por  los  autos  acordados  del  Consejo  de  26 
de  Enero  y  31  de  Mar^ó  de  1775,  contenidos  en 
la  nota  12,  ley  9»,  título  13,  libro  2?  Novísima 
Recopilación,  dichos  breves  debian  presentarse  y 
dárseles  el  pase  en  la  forma  ordinaria.  Por  otra 
parte,  aun  coando  no  estuviera  expreso  en  la  ley, 
no  podria  dudarse  con  fundamento  que  toca  al 
Poder  Ejecutivo  dar  dicho  pase»  pues  siendo  esta 
materia  puramente  administrativa,  es  innegable 
qoe  S.  £.  ha  sustituido  al  Rey  de  Espafia  en  io- 
do lo  administrativo  que  contengan  las  leyes  es- 
pafiolas  que  se  reputen  vigentes.  Ademas,  el  ar- 
tículo 42  de  la  ley  de  patronato  anula  y  revoca 
cualesquiera  leyes,  cédulas  y  reales  órdenes  que 
hubieran  regido  en  todos  y  cada  uno  de  los  pun- 
tos d^que  trata  dicha  ley,  y  por  este  motivo  no 
fmeden  invocarse  las  leyes  citadas  de  la  Recopi- 
acion  de  Castilla  y  de  Indias  para  aplicarlas  á  un 
punto  que  está  incluido  en  la  atribución  17,  arti| 
culo  69  de  la  de  patronato.  Por  tales  fundamen- 
tos, y  no  habiendo  inconveniente  en  la  fundación 
de  la  cofradía  del  Santísimo  é  inmaculado  cora- 
zón de  María,  désele  el  pase  al  breve  apostólico 
de  Su  Santidad  Gregorio  XVI.  Poblíquese. 

.   Por  S.  E^^Plánas. 
BRION  (alhibantb  litis»)  Pensión  á  sus  bijas* 
Véase  Pefísionee.  D.  Ue  lade  Marzo  de  1854, 


CABOTAJE  (ooMBRoio  dk)  RseoLUCtoN  Eje- 
cutiva VE  14  DB  OcTUBRB  i>E  1852  prevtnien' 
do  alas  administradores  de  aduana  qué  enati" 
do  un  buque  de  los  que  hacen  este  cemercio, 
conduzca  mereanciaa  extranjeras  a  otro  puer^ 
to  de  la  república^  lo  avisen  inmediatamenie 
á  la  administración  donde  deba  hacerse  la  des» 
carga,  y  á  esta^  que  participe  á  la  primera  si  si 
ha  verificado.  (•) 
Secretaría  de  Hacienda.— Sección  primera. 

Caracas  Octubre  U  de  1852. 
Resuelto.— Prevénme  á  los  Administradores 
de*  Aduana^  que  cuando  un  buque  de  ios  que  ha- 
cen el  comercio  de  cabotaje,  guie  efectos  6  mer- 
eanefias  extranjeras  ó  nacionales  de  ún  punto  para 
etoalqiíiera  otro*  de  la  Rept^blica^-den  tífiiú  lijlírú^ 
diatatliMite  por  el  correo  á  la  Administraron  ^b 
Adú«tia'e&* donde  deba  hacerse -la  descarga  d«  los 
exprdaádM  efectos  6  mercancías  que  se  conduz- 
can, debiendo  esta  participar  á  la  primera  si  se  ha 
verificado  ó  no  la  importación  conforme  al  aviso 
que  se  le  haya  dado. 

— I-  -      -  - t ^- '  •  I   "'  •    — 

(*)  Golfeamos  aqni  6sta  rQsohieion,  aQni(ae4eléQha  tan 
.aB^rU)r,-foc  jiabérsenos  olvidado  en  el  cuerpq  de  la  etT% 
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La  misma  operación  se  har6  cuando  un  buque 
salga  de  un  puerto  para  otro  en  lastre* 

Comuniqúese  á  quienes  corresponda  y  pubif* 
quese  por  la  Gaceta. — Por  S.  E^-^Gellineau. 
CABOTAJE,  (comercio  ve).  Resolución  Eje- 
cutiva DE  23  VE  Julio  be  18&5  dictando  ra* 
fias  reglas  á  los  administradores  de  aduana 
para  que  impidan  se  haga  el  contrabando  á 
favor  de  este  comercio* 
Secretaría  de  Hacienda. — Sección  segiioda. 
Qirácas,  Julio  23  de  1855.^ 
Sabedor  el  Poder  Ejecutivo,  de  que  algunos  eo« 
merciantes,  abusando  de  la  credulidad  y  conBan* 
za  de  los  señores  Administradores  de  Aduana,  to- 
man para  conducir  como  de  cabotaje,  goias  de 
efectos  que  no  se  han  embarcado  en  realidad,  j 
que  después  se  toman  en  algún  punto  extranjero 
y  se  introducen  como  de  cabotaje;  y  á  fin  de  pre- 
venir estos  fraudes  y  otros  que  ñau  sido  denun* 
ciados  al  Poder  Ejecutivo. 

Resuelve :. 
Los  Administradores  ó  Interventores  de  Adua- 
na visarán  por  sí  mismos,  siempre  que  les  sea  po- 
sible, ó  por  persona  de  su  en  tora  confianza,  los 
efecloa^  que  se  exporten  de  cabotaje;  sellarán  j 
rubricarán  cada  una  de  las  fojas  que  contenga  la 
p61iza>  y  expreis<iráp  en  ift  certificación  de  que  ha- 
bla el  artículo  29  de  la  ley  sobre  comercio  de  ca- 
botaje, con  todas  sus  letras,  el  numero  de  íbiioa 
que  lleve  cada  certifícacioa 

Pubiíquese.— Por  S.  E — Gutiérrez, 
CABOTAJJS  (comercio  de).  Resolución  E/c- 
CUTIVA  DE  8  DE  Agosto  de  1855  dictando  nue^ 
vas  reglas  con  el  mismo  Jin  que  expresa  la 
anterior* 

Seicretaría  de  Hacienda--*Seccioii  segpnda» 

Caracas,  8  de  Agosto  de  185& 

Sefior  Administrador  de  la  Aduaxfa  de.— .. 
Circn'ar. 

£1  Gobierno,  que  no  debe  omitir  ningún  esfuer- 
zo que  tienda  á  impedir  el  comercio  clandestino  en 
lo  sucesivo,  roe  ha  ordenado  prevenir  á  U.  redo- 
ble su  cuidado  y  vigilancia  para  cortar  de  raia  ta- 
les abusos,  y  affadir  con  tal  objeto,  á  las  preven^ 
cienes  circuladas  en  23  del  mea  anterior»  las  si« 
guient^es.  • 

MnefíOñ.  de,  «alÍKt^j^  (ppaee^^tíft  4  k|]f|dq|ip«  9eii9f^ 
tiv^MÍBpi&4w^í|fa^  9Mffre9MP!ft!PM%fl«MMIca« 
da  de  que  habln  ,^liftí»ífMÍQ.H§^4f^.ififlF  fabl^.co. 
mercio  de .  cabotaje  íde  2(0  fiíh  &W?l0T«ft  1^^ 
UoQ.  de  estos  ^emplares  quedará  esipoder  idel 
Adii>mÍ8tradorr  quien  lo  comparará  précisamenlo 
antes  de  expedir. la  j[uia  aon  el  que  ha  debido  ser* 
vir  paraelffec<>QocimienlQdelos.eftctee  emWr^ 
cades,  y  en  el  cufU  lian  da jcpi^tor  la|  nonm  con 
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respondieotefl  de  *'«mbárqaeBe"  *^cooforme"  y 
•* embarcado"  &c.  Cada  uno  de  los  empleados 
f  que  hayaa  de  poner  estas  notas,  expresará  en  le- 
tras y  «n  ninguna  abreviatura,  el  numero  de  bul- 
tos y  de  renglones  que  contiene  la  póliza  y  la 
cantidad  á  que  monta. 

Soy  de  U.  atento  servidor. — Jacinto  Gutiérrez. 
CAQPT AJE  (comercio  db).  Resolución  Eje- 
cutiva DE  26  DE  Junio  de  1851  dictando  me* 
didas  fara  evitar  ciertos  fraudes* 
Secretaria  de  Hacienda^— Secoion  primera» — Cir- 
cular.— Caracas»  J|fnio  26  de  1851.  ' 

Señor  Administrador  de  la  Aduana  de 

Sabe  él  Gobierno  por  declaración  de  personas 
Cdledignas  interesadas  en  la  prosperidad  de  la  Re- 
p&blica,  qoe  con  las  apariencias  de  un  comercio 
lícito  de  cabotaje*  se  hacen  importaciones  clan- 
destinas de  efectos  y  mercaderías  extranjeras  por 
toa  pnertos  de  Venezuela  para  defraudar  los  üere- 
ehos  nacionales  con  i^ne  están  gravadas. 

£1  hecho  que  con  semejante  objeto  se  pone  en 
práctica  comunmente,  es  el  siguiente:  conforme 
«1  artículo  29  de  k  ley  de  3  de  Abril  de  1849,  so- 
bre comercio  de  caboteíe,  lorezportadorcs  presen* 
«Ui'bapsu'ñrhiB.á  )m  aduana  respectiva  una  nota 
oapocificada  de  las  mercancías  y  efectos  extranje- 
ros que  ran  á  aavegarse,  la  cual  as  examfnhdti  por 
el  Administrador  para  expedir  la  certificación  de 
que  trata  el  parágrafo  6nico  del  mismo  ariícolo, 
y  loego  se  Hef«n  á  bordo  los  fardos  ó  bultos,  bar- 
riles, garrafones  y  demás,  en  que  se  supone  van 
laontanidos  aquellos,  caando-  en  realidad  contie- 
nan agaa,  arena  y.  cualesquiera  otras  materias 
aparentes ;  y  en  lugar  de  seguir  al  puerto  de  su 
destino,  van  álji^  Antillas  innniediatas  y  toman  allí 
las  mercancías  y  efectos  extranjeros  correspon- 
dientes á  los  propios  bultos,  barriles,  &c.,  que 
constan  en  dicha  certificación*  y  luego  pasan  al 
puerta  de  la  Repiibiica  para  donde  fueron  certifi- 
cadas, y,  los  introducen  a  la  sojnbra  de  la  autori- 
dad que  les  da  la  ley. 

Como  para  la  ejecución  de  tales  operaciones 
debe  suponerse  que  los  administradores,  coateo- 
tándose  «an  examinar  lo  escrito  en  la  nota  pre- 
sentada poü  ]os  esportadotes  para  expedir  la  cer- 
tificación de  que  trata  el  parágrafo  único  del  artí- 
culo 29  ya  indica4o»Jontiten  el  reconocimiento  ocu- 
lar 4e  dichas  mercancías  y  efectos,  y  que  por  con- 
siguiente no  se  hacen  las  explicaciones  necesarias 
en  este  docamento  para  la  confrontación  preveni- 
da par  el  (artículo  69  de  la  precitada  ley ;  S.  E.  el 
Poder 'Ej€)cutiya  ha 'resuelto  que  se  circule  6r(||n 
á  todas  las  aduanas  previniéndoles  que  por  mn- 
^UQ  motivo  ni  preie;Kto,4ior^ justificable  que  pa- 
rezca, dejen  de  practicar  un  escrupuloso  recono- 
cimiento de  las  mercancías  y  efectos  que  se  ex- 
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presen  por  Tos  exportadores  en  las  notas  que  es* 
tos  deben  presentar  bajo  su  firma,  y  que  en  las 
certificaciones  que  se  expidan,  se  escriba  precisa* 
mente  en  guarismos  y  letras  el  número  de  bul- 
tos, su  contenido  y  su  valor,  expresándose  ade- 
mas la  clase,  calidad  y  cantidad  de  las  mercan- 
cías y  efectos  extranjeros  que  se  conducen,  á  fia 
de  que  en  la  aduana  de  su  destino  pueda  hacerse 
también  una  escrupulosa  confrontación  de  ellos. 
El  Tribunal  de  cuentas,  en  el  exáaien  dejas  que- 
le  sean  presentadas,  cuidará  de  confrontar  las  co- 

{>ias  de  dichas  certificaciones,  que  deben  quedar  en 
a  aduana  de  donde  se  haga  la  exportación,  con  las 
originales  que -deben  entregar  los  exportadores  en 
aquella  adonde  se  dirigen,  haciendo  cargos  á  los 
Administradores  por  laialta  de  cumplimiento  de 
esta  resolución. 

Soy  &C.— Por  S.  E.—Gellineau. 

CABOTAJE  (couERQio  de.)  Resolución  Eje* 

CDTIV4  DE  30  DE  AoosTo  DB  1855  disfonten^ 

do  que  las  mercancías  y  efectos  extranjeros 

.  que  se  naveguen  de  Ciudad  Bolívar  á  la  So» 

tedadf  lleven  certificación  del  ^írimer  puerto. 

Secretaría  de  Hacienda^^-Seccion- segunda^ 

Caracas,  Agosto  30  de  1855. 
fiefior  Administrador  de  la  Adnaaa  de  Ciudad  Bolívar. 

El  Poder  Ejecutivo' expidió  con  fecha  23  del 
corriente  la  resolución  que  sigue  : 

Disponiendo  el  artículo  2?  de  la  ley  de  30  da 
Marzo  de  1854  sobre  comercio  de  cabotaje  <<  que 
**  las  mercancías  y  efectos  extranjeros  que  se  na- 
'*  veguen  de  un  puerto  á  otro  habilitado,  ó  de  ua 
'^  puerto  á  un  punto  i^álqui^rá  de  la  costa  en  bu- 
'' ques  nacionales,  H^^rán  conducirse  con  una 
*<  certificación  de  la  aduana  respectiva,  á  cuyo 
'<  efecto  el  exportador  presentará  bajo  su  firma  una 
^nota  especificada  de  lasque  sean  yel  administrador 
^^  I:i  examinará,"  ha  ocurrido  la  dudado  si  los 
puertos  de  Bolívar  y  la  Soledad  ribereflos  del  Ori- 
noco, están  comprendidos  en  h,  regla  general  de 
dicho  artículo  ó  en  la  excepción  establecida  por 
el  10  de  la  misma  ley,  cuyo  tenor  es  el  siguiente : 
"  El  comercio  que  se  hace  jpox  el  Orinoco  desde  el 
«  puerto  de  Ciudad  Bolívar  hacia  arriba  con  las 
<*  provincias  del  interior  de  Venezuela^  no  está  su» 
*<  jeto  á  las  reglas  establecidas  en  esta  ley,  como  lo 
<'  está  el  que  i^e  hace  del  mismo  puerto,  rio  aba*' 
"  jo  hasta  la  costa  d^l  mar." 

Por  atenderse  al  curso  del  rio,  que  es  en  gene* 
ral  de  Occidente  á  Oriente  después  de  la  con* 
fluencia  del  Apure,  y  á  la  situación  occidental  de 
la  Soledad  con  relación  al  meridiano  de  Bolívar, 
se  ha  creido  que  el  primer  puerto  está  hacia  arri-^ 
baf  respecto  de}  segundo  ¡  de  donde  sq  ha  con- 
cluido que  le  comprende  lá  excepción  del  artículo 
10}  y  que  las  mejrcancías  extranjeras,  que  de  Bo- 
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]ívar  se  conduzcan  á  él,  no  necesitan  de  la  certi- 
ficación requerida  por  el  artícub  29.  Pero  tam- 
bién puede  determinarse  la  situación  de  los  dos  lu- 
gares por  la  posición  que  tiene  la  línea  recta  que 
pa«a  por  ellos  con  la  que  describe  el  Orinoco  en 
aquellos  parajes,  líneas  que  siendo,  como  son  en 
efecto,  perpendiculares  entre  st,  dan  por  resultado 
que  la  Soledad  no  queda  hacia  arriba  sino  preci- 
samente en  frente  de  Bolívar.  A  mas  de  que  este 
Éegundo  modo  de  determinar  la  situación  del  puer- 
to de  la  Soledad  relativamente  al  de  Bolívar  es 
mas  material  que  el  primero,  concurre  la  circuns- 
tancia de  que  la  excepción  es  para  •*  el  comercio 
^e  se  hace  por  el  Orinoco  desde  Bolívar  hacia 
arriba  con  las  provincias  del  interior  de  Vene- 
zuela¡^  y  que  la  Soledad  pertenece  á  la  provin- 
cia de  Barcelona  que  no  es  de  las  interiores.  Por 
estas  razones  declara  S.  E.  el  Presidente  de  la  Re- 
pública :  que  las  mercancías  y  efectos  extranje- 
ros que  se  naveguen  de  Ciudad  Bolívar  á  la  So- 
ledad deben  conducirse  con  una  ccrtiñcacion  de  la 
aduana  del  primer  puerto,  expedida  con  las  for- 
malidades queuprescribe  el  artículo  29  de  la  cita- 
da ley  de  cabotaje. 

Lo  qu6  traslado  á  U.  para  su  puntual  obser- 
vancia. 

Soy  de  Ü.  atento  servidor. — Por  S.  E. — Gfi*- 
íierrez.— Es  copia. — Gutiérrez. 

CADÁVERES.  Véase  Sepulturas. 

CALETEROS.  Debe  eximírseles  en  lo  posible 
del  servicio  de  la»  armas.  Véase  Milicia  nado» 
nal,  R.  E.  de  25  de  Mayo  de  1855. 

CÁMARA  DE  REPRESENTANTES.  Le  Correspon- 
de nombrar  el  director ^^a  casd  de  moneda. 
Véase  Moneda,  L.  de  I*lfe  Abril  de  1854,  art. 
8. — ^Nó  podrá  hacerlo  en  ninguno  de  sus  miem- 
bros. Véase  id.  §  29  art.  8. 

CAMINOS.  SECRETO  DE  28  DE    ABRIL    DE   1854 

estableciendo  un  impuesto  subsidiario   sobre 
la  importación  para  sufornt^nto  en  todas   las 
provincias.  Reforma  el  de  20  de   Febrero  de 
1854,  p.  213  del  Primer  Tomo. 
El  Senado  y   Cámara  de  Representantes  de  la 
República  de  Venezuela^  reunidos  en  Congreso. 
Decretan: 
Art  19  Continuará  cobrándose  en  las  aduanas 
habilitadas  para  la  importación  e)  impuesta  sub- 
sidiarlo de  cuatro  por  ciento  sobre   el  valor  de  los 
derechos  de  importación  que  adeúdenlas  mercan- 
cías que  se  importen  por  dichos  puerto!^.   En   la 
Guaira  se  cobrará  según  el  artículo'  69 

Art  29  La  Aduana  de  Puerto -Cabello  tendrá 
lo  recaudado  por  este  impuesto  subsidiario  á  dis- 
posición de  las  Diputaciones  dé  Carabobo  y  Bar- 
qnisimeto  dando  á  cada  una  la  mitad  do  lo  tque 
'produjere. 


^  ünico.  De  la  parte  correspondiente  á  Carabo- 
bo se  empleará  exclusivamente  Ja  mitad  en^  el 
camino  carretero  que  conduce  de  San  Joaquin  al 
cantón  Ocumare  de  la   Costa, 

Art.  39  Las  Aduanas  de  Guayana  y  Marac2»i- 
bo  tendrán  también  á  disposición  de  las  Diputa* 
cionea  de  Apure,  Barínas,  Portug^uesa,  Guayans, 
Maracaibo,  Mérida  y  Trujillo,  loa  productos  de 
dicho  impuesto,  de  éste  modo.  Lo  recaudado  en 
Guayana  será  para  las  Diputaciones  de  las  coatra 
primeras  provincias  enumeradas  en  este  artícnlo, 
por  iguales  partes  ;  y  lo  recaudado  en  Mararcibo 
la  cuarta  parte  para  la  provincia  de  este*  nombre, 
y  el  resto  para  las  de  Mérida  y  Trujillo  por  igua- 
les partes. 

Art  49  El  cuatro  por  ciento  que  se  cobra  en 
ia  Aduana  de  hi  Velase  pondrá  ádiapoaicioD  de 
la  Diputación  provincial  de  Coró :  el  que  ae  co- 
bra en  las  aduanas  de  Barcelona  y  Soledad,  aa 
tendrá  á  disposición  de  la  Diputación  provincial 
de  Barcelona,  y  el  que  se  cobra  en  laa  aduanas 
de  Pampatar  y  de  Juan  Griego,  á  diaposicion  de 
la  de  Margarita. 

Art.  59  Eete  impuesto  subsidíarío'sé  destina 
única  y  exclusivamente  para  la  apertura,  cons- 
trucción y  composición  de  caminos,  cárcelea, 
muelles,  puentes,  acueductos  y  canales  princifw- 
les  de  las  provincias  beneficiadas,  y  para  empresas 
de  inmigración,  á  jolcio  de  las  respectivas  Di* 
^litaciones. 

^  único.  Los  prodactbe  de  este  impuesto  ea 
los  nuertos  de  Cumaná,  Carúpano,  Rio-Caribe, 
•Gairia,  Maturin  y  Barrancas,  se  invertirán  eo 
beneficio  de  aquellos  cantones  y  en  los  objetoa 
que  esta  ley  señala.  .1. 

Art.  69  En  la  Aduana  dé  14  Guaira  se  cobra- 
rá el  tres  por  ciento  sobre  él  valor  de  los  derechos 
de  importación  que  adeuden  las  mercancías  qae 
se  importen;  y  se  tendrá  á  disposición  délas  Di- 
putaciones provinciales  de  Caracas  y  Aragna 
para  qne  se  emplee  exclusivamente  en  el-cami- 
no  carretero  de  Caracas  á  los  Valles  de'  Aragua. 

Art.  79  En  las  adtfanas  de  Ciadad  Bolívar  y 
Barcelona  se  cobrará  además  el  'dos'  pot  ciento 
sobre  el  valor  de  los  derechos  de  ifto portación  que 
adeuden  las  mercancías  que  áé*  ilkiporten;  y  se 
tendrá  á  disposición  de  las  Diputaciones  provin- 
ciales respectivas  para  que  se  emplee  exclasi va- 
mente  en  la  obra  de  loe  niuelles  y  casas  miintci- 
'. pales  que  se  construyan; en  aquello*!  puercos. 

^  único.  La  imposictibn  que  <*staUFefeé  este  ar- 
tículo; durará  solaniftntf  por  el  término  dé  dfex 
afío^  y  las  Diputat^iones  de  Guaj^na'  y  Btrcefo- 
na,  podrán  fundadas  en  ella,  contratar  loa  fondos 
que  necesitaren  para  la  mas  pronta  conclasioo  dii 
la  obra  á  que  se  destine^ 
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Art  89  Las  Diputaciones  provinciales  con 
presencia  de  esta  ley  acordarán  la  manera  de  in- 
vertir ]a6  cantidades  que  reciban  de  las  aduanas  ; 
y  darán  cuenta  al  Congreso,  en  cada  un»  de  sus 
reuniones,  del  estado  en  qoe  se  encuentren  las 
empresas  á  que  hayan  sido  destinadas  en  virtud 
de  la  facultad  que  les  concede  el  presente  decreto. 

Aru  9980  deroga  el  decreto.de  20  de  Febrero 
de  1844  sobre  impuesto   subsidiario. 

Dado  en  Carftcas,  á  22  de  Abril  de  1854,  afSo 
25  de  la  ley  y  44  de  la  independencia  — El  Pre- 
sidente del  Senado,  Francisco  Balbuena^^-E] 
Presidente, de, la, Cámara  de  Representantes,/.. 
Ruedas. — El  Secretario  del  Senado,/.  A,  Pérez. 
.--El  Secretario  de  la  Cámara  de  Representantes. 
J.  Padilla. 

Caracas,  Abril  28  de  1854,  afío  25  de   la  ley  y 
44  de  la  independencia. — Ejecútese. — J.  G,  Mo» 
nagas» — ^Por  S.  E. — El  Secretario  de    Estado  en 
el  Despacho  de  Hacienda,  P.   Cehállos, 
CAMINOS  pB  R0EU4S.  Autorización  al  Poder 

Ejecutivo  para   contratar  su   apertura.  Véase 

Navegación  de  fioSf  lagos  alagunas,  apertura 

de  fermocarríles  &. 

CAMPOS    VOLANTES.     RESOLUCIÓN    EJECUTIVA 

j>B  15  DE  MAYO  DE  1855  mandan dülos  organi- 
zar en  algunas  provincias. 
Secretaría  del  Interior. — Sección   segunda. 

Caracas,  Mayo  15  de  1855. 
Resuelto. — Dígase  á  los  Gobernadores  del  Guá- 
rico,  Apure,  Barínas  f  la  Portuguesa. 
.    Impuesto  el  Poder  Ejecutivo  de  que  es  gene- 
Tal,  escandaloso  y  aun  alarmante  el  tltjsórden  que 
se  ha  introducido' en  los  llanos    de   esa  provincia 
..con  perjuicio  de  la  industria  pecuaria  qu^  forma 
principalmente  la  riqueza  de  esos  habitante?»  pues 
que  sofi  diverjas  las  partidas,  que   armadas,  se 
""  emplean  en  dar  muerte  á  loa g^pado&  para  robar- 
se las  pieles  con  pérdida  de  las  carnes  que  debie- 
,  lán  servir  para  e]  abasto  público,  sintiéndose,   por 
íeste  motivo,  escasez  y  carestía  en  los  meicados  de 
\  su  mayor  consumo,  y  siendo  un  deber  del  Go- 
bierno proveer  al  orden  y  tranquilidad  interior, 
hacer  <]^ue  las  leyes  se  cumplan   y  ejecuten,  y  di- 
rigir é  invigilar  la  policía  en  todo  el   territorio  de 
.  la  República*  Ha  resuelto* 

19  Se  formarán  campos  volantes  en  las  pro- 
vincias del  Guárico,  Apure,  fiarínas  y  la  Portu* 
guesa  compuestos  de  los  individuos  que  los  Go- 
bernadores elijan  á  propuesta  de  los  propietarios, 
dueños  de  hatos  en  las  mismas  provincias,  si  estos 
Ip  pretendieren  y  costearen»  bajo  las  drdenes  de 
los  jefes  que  dichos  Gobernadores  nombren  de 
.'entre  los.  vecinos  mas  aptos^y  caliñ/cados  ajuicio 
de  los  mismos  propietarioe»,,.  > 
29  Se  auxiliará  á  estos,  canopos  volantes  con 
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una  compañía  de  caballería  de  1^  fuerza  perma- 
nente en  la  provincia  del  Guárico,  media  Compa- 
ñía en  la  de  Apure,  y  otra  media  compañía  en  las 
de  Harinas  y  la  Portuguesa.  Estas  compañías 
serán  pagadas  por  el  Tesoro  nacional  ^  pero  los 
dueños  de  hatos  les  proporcionarán  caballos  que 
se  relevarán  de  tiempo  en  tiempo  para  que  no  su- 
fra el  servicio,  ni  ellos  se  atrasen  ó  desmejoren, 

39  Se  llamarán  al  servicio,  para  que  dirijan  é 
invigilen  Ids  operaciones  de  los  campos  volantes 
y  de  la  fuerza  permanente  de  caballería  que  se 
destina  por  la  disposición  anterior,  cuatro  jefes, 
que  por  la  Secretaría  de  Guerra  designará  el 
Poder  Ejecutivo. 

49  Se  armarán  esquifes  ó  lanchas  en  los  rios 
Orinoco,  Apure  y  sus  afluentes  que  auxilien  tam- 
bién Las  jpperaciones  de  la  policía  bajo  las  instruc- 
ciones que  les  dará  el  Gobernador  de  Apure.  El 
gasto  que  ellas  cansen  se  cargará  en  la  cuenta  de 
los  de  la  marina  de  guerra. 

59  Dicho  Gobernador  de  Apure,  asi  como  los 
de  la  Portuguesa  y  Barínas,  designarán  los  puer- 
tos por  donde  puedan  embarcarse  los  cueros  qoe 
se  lleven  por  los  rios  expresados  para  su  venta 
fuera  de  las  mismas  provincias,  ó  de  unas  á  otras, 
tomando  ademas  todas  las  precauciones  que  im- 
pidan el  fraude  en  este  comercio. 

69  Por  la  Secretaría  de  Guerra  y  Marina  se 
dictarán  las  6rderl||^  necesarias  para  la  organiza- 
ción, armamento  y  equipo  de  estas  cpmpa^ías  de 
caballería  y  buques  mencionados, 

Y  tengo  el  honor  de    comunicsrlo  á  US.   para 
su  inteligencia  y  cumplimiento  en  la  parte  que  le 
toca.— Trascríbase  á' las  Secretarías  de  Guerra  y 
Hacienda,  y  publíquese. 
Soy,  &,a. 

Por  S.  E. — A  randa. 
CAPELLANÍAS  de  jure  devoluto.  decreto 

EJECUTIVO    D£  COLOMBIA    DE    30   DE  ENERO  DE 

182^  sobre  su  averiguación  y  aplicación. 
Francisco  de  Paula  Santander <,   Vicepresidente 
de  la  República  encargado  del  Poder  Ejecu- 
tivo, ófC»  ófC.  ¿^c. 

Para  llevar  á  efecto  en  todas  sus  p^irtes  el  artí- 
culo 59  de  la.  ley  de  ÓS  de  Julio  úitirno  que  man- 
da esti^blecer  colegios  y  casas  (le  educacipn  en  ca- 
da una  de  las  provincias,  he  venido  en  decretar 
lo  que  sigue. 

Art.  10  Los  intendentes  por  sí  en  la  provincia 
que  manclen  inmediatamente,'  y  en  las  demás  por 
medio  de  los  gobernadores,  noníbrarán  persona  6 
personaJB  de  actividad  y.conocimientos  que  exa- 
minando los  diferentes  archivos  de  la  provincia, 
averigüen  las  capellanías  que  h'ay  fundadas  y  sin 
familias  á  que  pertenezcan..  .  .. 
Art  %^  Toda»  aquellas  que  Resultaren  de  ostn 
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dase  se  aplicarán  conforme  á  la  citada  ley,  &  los 
colegios  ó  casas  de  educación,  á  cuyo  efecto  los 
intendentes  y  gobernadores  requerirán  ala  potes- 
tad eclesiástica  en  ios  casos  que  á  ella  toque  ha» 
cer  la  aplicación.  Aquellas  capellanías  que  estu- 
vieren Tacantes,  y  e?)  que  haya  duda,  se  aplica- 
rán provisionalmente  á  los  colegios,  y  si  después 
resultare  capellán  legítimo,  se  devolverán  los  rédi- 
tos que  hayan  percibido  las  casas  de  educación 
deducidos  los  gastos. 

Art  39  Las  personas  encargadas  de  la  avert- 

§uacion  de  las  capellanías  vacantes  en  cada  una 
e  las  provincias,  recibirán  por  su  trabajo  la  gra- 
tiñcacion  correspondiente,  que  de  los  réditos  de 
las  mismas  capellanías,  asignarán,  y  mandarán 
satisfacer  los  intendentes  y  gobernadores. 

Art.  49  Luego  que  esté  completa  la  averigua- 
ción de  todas  las  capellanías  de  cadn  provincia, 
que  será  á  lo  mas  tarde  dentro  de  seis  meses,  se 
enviará  ai  Supremo  gobierno^un  estado  de  ellas 
con  expresión  *de  las  circunstancias  en  que  se  ha- 
llan, y  cuales  son  ó  no  cobrables ;  pero  entretan- 
to cada  dos  meses  se  dirigirá  al  mismo  gobierno 
un  parte  del  estado  que  tenga  la  investigación. 

Art.  59  Los  gobernadores  nombrarán  en  cada 
provincia  un  administrador  de  celo  y  actividad 
que  perciba  los  réditos,  y  asegure  los  principales 
con  escrituras  públicas,  asigi^dole  un  tanto  por 
ciento  de  las  cantidades  que  cobre. 

Art.  69  Los  síndicos  procuradores  principales 
de  los  cabildos  intervendrán  en  promover  cuantas 
diligencias  crean  oportunas  para  la  averiguación 
de  las  capellanías ;  y  asociados  de  los  dos  alcal- 
des ordinarios,  deberán  dar  ó  negar  su  consenti- 
miento p'ara  los  asegures  de  los  principales,  cuyo 
requisito  será  indispensable  en  toda  escritura  que 
se  olorgue. 

Art.  79  El  Secretario  de  Estado  y  del  Despa- 
cho del  Interior  queda  encargado  de  la  ejecución 
de  este  decreto. 

Dado  en  bl  palacio  del  Gobierno  de  Colombia 
en  la  ciudad  de  Bogotá  á  30  de  Enero  de  1822.— 
129— FrawcMca  de  Paula  Santander. — Por  8. 
E.  *el  Vicepresidente  de  la  República. — ^El  Secre- 
.  tarío  del  Interior»  Jogé  Manuel  Restrepo^^ 
CARGAS  CONCEJILES.  Lo  son  por  tiéiiapo  de- 
terminado todos  los  destinos  creados  por  la  ley 
de  la  aboHcipi^  ^^  la  esclavitud,  excepto  el  de 
tesorero.  Yéaae  Libertad  de  esclavos,  art  79 
— También  lo  és  el  de  miembros  de  la  junta. 
Véase  tU  R.  E.  de'^O  de  Junio  de  1 854.— Tam- 
bién lo  es  el  reconocimiento  de  los  que  fueron 
esclavos,  para  los  efectos  de  la  ley,  por  el  vh'é- 
drcb  miembro  de  la  junta.  Véase  ta.  R.  '£.  de 
,    7^e  Junio,  de  1854,  punto  39 
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AGENTES.  Deber  d'é  conducirlos  gratis  por  toda 
la  extensión  de  los  caminos  de  hierro.  Véase 
Ferrocarriles.  D.  de  15*  de  Abril  de  1854.  art 
18.  ' 
CARTAS  SOBRANTES.  Incineración  de  ellas.  Véa- 
se Correo.  D.  de  12  de  Marzo  de  1854,  (En  es* 
te  mismo  Apéndice.) 

CATEDRAL   DE   GÜATANA.   DECRETO   DS    14  DS 

MARZO  DE  185G  estahlficiendo  su  capitulo. 
El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  ite  la  He* 

pública  de  Venezuela,  reunidos  en  Congreso. 
Decretan : 

Art  19  Se  establece  el  capítrlo  Catedral  de 
la  Diócesis  de  Guaynna  compuesto  de  una  Digni- 
dad, un  Magistral^  las  dos  Canongías  de  Merced 
existentes,  y  dos  raciones. 

Art.  29  Para  el  servicio  del  Coro  habrá  cuatro 
Capellanes  y  un  Maestro  de  ceremonias. 

Art.  39  El  DeflOi  gozará  la  renta  de  mil  nove- 
cientos veinte  pesos  anuales :  el  Magistral  mil 
quinientos  sesenta:  cada  uno  de  los  Canónigos 
mil  pesos,  cada  racionero  la  de  oc/hocientos  cua- 
renta, cada  Capellán  de  Coro  la  de  doscientos 
cuarenta,  y  el  Maestro  de  ceremonias  ia  de  cien- 
to ochenta. 

Art  49  La  suma  á  que  ascienden  las  asigna- 
ciones ecíesiásticas  del  Capítulo  Catedral  de  Qua* 
yana,  se  pagará  del  Tesoro  nacional  y  se  colo- 
cará en  el  presupuesto  del  próximo  afio  econó- 
mico. 

Art.  59  Estando  decretada  ya  por  una  bula 
Pontificia  la  erección  d«l  Capítulo  Catedral  de 
Guayana,  se' procederá  desde  la  sanción  del  pre- 
sente Decreto  á  la  provisión  de  las  plazas  con 
arreglo  á  las  dispósiek^nes  canónicas  >  leyes  eívi- 
les  de  la  materia.  ^ 

Dado  en  Caracas  á  12  de  Manto  ik  1S56,  alb 
27  de  la  ley  y  46  de  la  indepentlencia. 

El  Presidente  del  ükfnádo,  P.  PZaño^.— El  Pre- 
sidente de  la  Cámata  de  Representantes,  P.  Ca* 
sanova. — El  Secretario  del  llenado,  /.  A.  Piret. 
— El  Diputado  Secretario  de  la  Camarade  Repte- 
sentantfes,  J.  A.  Torrealba. 

Caracas,  14  de  Marzo  de  18d6,  aHo  W  de  la 
ley  y  46  de  la  independencia.-^Ejecútese.— Je$e 
T.  Monág'as.-^VoT  S.  E.  ei;  Préndente  de  la.  Re- 
pública,— £1  Secretario  de  É*  en  ios  DD.^Í  In- 
terior y  Justicia,  Antonio  Púretjo. 

Ss  éopia.'^  Parejo. 
CATEDRALES  db  «érioa  t  BJUtQvieniBTo. 

DccRETO  n?  16  i>£  UAYo  DB 1854  caiiceiiendo 

un  auxilió  dé  liy.QÚO  petos  para  lá  cokcln^h» 

.  de  la  primera,  ylt.OWparala  de  la  segvnda. 

'  El  Senado  y  Cámara  tle  Represeñtimtóíí  dek  Re- 

púolica  de  Venezacíla,  reumidós  en  Cb^reso. 

Vista  la  soricitnd  del  OabHdb  eclesíásmó  y  fe- 
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cin08  de  Mérida  sobre  auxilio  del  tesoro  público 
para  llevar  á  cabo  la  construcción  de  la  Catedral 
rlo^ aquel  Obispado,  y  en  cumplimiento  de  lo  dÍ8< 
puWo  en  el  artículo  49  dti  la  ley  de  patronato 

Art  único.  Se  destinen  diez  mil  pesos  del  Te- 
soro nacional  para  ayuda  de  la  reedificación  de  la 
Catedral  de  Mérida ;  y  dos  imi  pesos  para  la  con- 
clusión de  la  de  Barquisimeto.  El  Poder  Ejecu|ivo 
dispondrá  que  la  suma  que  se  destina  á  la  Cate- 
dral de  Mérida  se  ponga  á  disposición  del  Prelado 
daa^Mplla  E^écesk,  y  se  exigirá  á  diobo  Prelado 
una  cuenta  4^  l<i  inversión  que  biciere*  lá  cual  se- 
rá examinada  por  el  Tribunal  de  Cuentas.  Los  dos 
mil  pesos  que  sq  destinan  &  la  Catedral  de  Bar- 
quisimeto se  ordenará  por  el  Poder  Ejecutivo  que 
se  pongan  á  dispo^cion  del  Concejo  Municipal  de 
tKjuei  cantón,  quien  dará  cuenta  de  su  inversión 
al  Gobernador  de  aquella  provincia,  y  este  al  Po; 
der  Ejecutivo.  , 

Dado  en  Caracas  á  9  de  Mayo  de  I6&I,  aüo  25 
déla  ley  y  44  de  la  mdependencia.-*-El  Presiden- 
te del  tíenado,  Pedro  Púrtero.-^^El  Presidente  de 
la  Cámart  de  Represeatantes,  L.  Ruedas, — El 
Secretario  del  Senado,  /.  A.  Pérez."— El  Secreta- 
rio de  la  Cañara  de  Representantes,  J.  Padilla* 

Caracas,  Mayo  18  de  1854,  25  y  44— Ejecú- 
tese.—J.  G.  Monágas.'^Pot  8*  E.  el  Presidente 
de  la  República. — ^El  Secretario  de  Estado  en  los 
PD.  del  Interior»  Juaticia  y  Relaciones  Exteriores, 
Siman  Plána4, 

CATEDRÁTICOS  i>e  las  universidades  v  co- 
legios. Nombrados  Senadéree,  Re)>re8enlaDtes 
6  diputados  provinciales,  deben  iConsiderarse  en 
uso  de  licencia.  V6ase  Insíruceíon  pública^  B. 
E.dell  de  Abril  de  1SS9L 

CEN9Q  Dfi  posLACiov.  Qué  se  observará  cuando 
no  se  haya  becho  el  de  dos  caatones  que  antes 
formaban  imo  soto,  á  efecto  de  fijar  el  ndniero 
de  electores  <que  corresponde  á  eada  uno.  Véa- 
se Eleetor€9,  R  E.úeí»  de  Jttnio.  de  1854« 
(En  esteiflusino  Apéndice)^ 

CIRCUITOS  jODfciALEs*  Véase  Tribunales  y 
Juzgada,  L.  6a  j  D.  E»  de^de  Janio  de  1S55 
organÍEándolo#.  * 

COLEGIO  irAoiWA&  díd  euMAiU*  Sonaplicsu- 
bles  á^él  las  disposioioiies  que  rigen  sobre  las 
clases  dentificas  mandadM)  establecer  en  los 
demás  cplegies.  Yfase  Cdegios  natítmaUi^ 
IA»|iéiidiee  ttl  primer  tone)  D«  E.  R.  de  27  de 
Mano  de  1864,  ait  19. 

COLEGID  «AOVOIIAL  DB  OABABOBO.  BBSOLUOlOlí 
BIBOUTITA  Df  1^  BB  DfCtE1iBRE.DE  ISttjSiaff* 

Aando  pügar  vna'  U^rcera  parte  mas  de  sueldo 
éhe  eaHdrúUcos  defilosofía^dfi  dipko'eoiegio 
'  M  élterarat^  de  cada  eursQ, 
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Secretaría  del  Interior.— Sección  4^ 

Caracas,  Diciembre  I9  de  1855. 
Resuelto. — Dígase  al  señor  Rector  dej^  Colegio  na- 
cional de  Carabobo,  y  trascríbase  al  seUor  Go- 
bernador. 

Impuesto  S.  £.  el  Poder  Ejecutivo  de  la  comu- 
nicación de  U.  de  4  de  Agosto  último  en  la  cual  so- 
licita el  aumento  de  sueldo  para  los  catedráticos  de 
Filosofía  en  el  tercer  año  del  curso  ñlosófíco,  que 
están  recargados  con  dobles  clases,  se  ha  servido 
resolver,  que  dichos  catedráticos  gocen  una  terce- 
ra parte  mas  de  sueldo  durante  los  meses  que  de- 
sempeñan dos  clases  en  el  tercer  año  de  todo  cur- 
so filosóñco,  que  es  justamente  el  primero  del  nue- 
vo que  empieza,  de  conformidad  con  la  resolución 
ejecutiva  de  9  de  Diciembre  de  1847  inserta  en  la 
Gaceta  numero  892,  respecto  de  los  Catedráticos 
de  Filosofía  de  esta  Universidad  central,  v  con  la 
de  6  de  Julio  del  año  próximo  pasado  respecto  de 
los  misoíios  catedráticos  del  Colegio  nacional  de 
Trujillo. 

Soy,  &.C.  Por  S.  "E.-^Aranda. 

COLEGIO   NACIOVAL    DB    LA  PORTUGUESA.    RE- 
SOLUCIÓN  EJECUTIVA  DE  13   BE     PEBRERO    DB 

1856  aprobando  un  acuerdo  de  la  junta  de  ren- 
tas sobre  pago  á  sus  empleados. 

Secretaría  del  Iaterior.<--^loccion  euarta. 
Caracas,  Febrero  13  de  1856. 
Resuelto, — Dígase  al  Gobernador  de  la  Por* 
tttguesa. 

£1  Feder  Ejecutivo  be  tomado  en  (considera* 
cíon.el  aenerdo  de  la  Junta  de  rentas  del  Colegio 
oacionai  de  esa  provincia,  relativo  primero :  á 

Sue  no  ee  admita  ningún  recibo  contra  las  rentes 
el  Colegio,  sino  que  los  deudores  pagiieo  siem- 
pre en  efectivo;  segundo:  que  se  proceda  in- 
mediatamente á  cobrar  á  los  deudores  morosos ; 
tercero :  que  se  suspenda  todo  pago  de  lo  que  sé 
deba  hasta  31  de  Diciembre  último,  miéatras  el 
Gi(>bieroo  resuélvelo  conveniente;  y  cuarto:  que 
desde  Enero  de  1856  se  distribuyan  los  fondos 
que  mensualmente  ingresen  las  cajas  ^tre  los 
aeluales  empleados  del  Colegio  &  prorata^  si  no 
alcanzasen  dichos  fondos  para  satisfacer  íntegra* 
mente  sus  sueldos  á  cada  uno ;  y  juagando  8.  E, 

3ue  los  principios  ecoDómÍBos  useptsdos  en  los 
ecretos  de  30  i^  Novienibre  óllimp  por  el  Miíds- 
tro  de  Hacienda,  deben  «or  aplicables  4  bs  rentas 
de  lofe  Colegios  naeioneles,  se  ha  seryidl^  .deelimr 
a{Nrobadp  ibí  acuerde  de  ose  Junta  yacítadefy  qne 
locecresd^vres.heatfk  30  de  Junie  (Utíme  deben 
ocurrir  á  la  AdminÍAtraiCien  <ie  les  ren^  4e  ese 
Colegio,  para  que  e^ta  lo  hag^  á  la  Secretaría  de 
Hacienda  deouo  dtfi  pcitent^He  vk^o  d^  «eis 
meiscsi  como  pcevicue  el  ertí<^aIo  }^ del  .ipn0i§ 
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■obre  liquidación,  calificación  y  reconocimiento 
(le  los  créditos  contra  el  Estado,  y  de  conformidad 
con  la  circular  de  este  Ministerio  de  31  de  Enero 
próximo  pasado,  sobro  la  materia  qae  corre  en  la 
Gaceta  número  1.197. 
Soy,  <fea.  ^ 

Por  S.  E.  —  Oriach. 
COLEGIO  DE  ni!9as    db  caracas.*  rbsolucíon 
EJECUTIVA  DE  30  DR    AGOSTO  DB    1855  refor- 
mando el  articulo  44  del  D.    E.  R,  de  15  de 
Julio  de  1851. 

Secretaría  del  Interior. — Sección  cuarta.  ^ 
Caracas,  Agosto  30  de  1855. 
Sr.  Presidente  de  la  Junta  Inspectora  del  Cole- 
gio nacional  de  niñas  en  esta  ciudad. 
Enterado  el  Poder  Ejecutivo  de  la  comunica- 
ción oficial  de  U.  de  16  del  corriente,  en  la  que 
inserta  el  acuerdo  de  la  Junta  de  9  del  mismo,  so- 
licitando del  Gobierno  una  vacante  en  todo  ó  parte 
del  mes  de  Agosto  anualmente,  para  lasalumnas 
del  Colegio,  en  virtud  de  las  razones  que  interesa; 
sa  ha  servido  S.  E.  disponer  :  que  se  reforme  el 
artículo  44  del  decreto  de  15  de  Julio  de  1851 
leglamentario  de  dicho  Colegio  en  los  términos 
siguientes :  Habrá  tres  vacaciones ;  la  primera 
desde  el  Viernes  del  Concilio  hasta  el  segundo 
dia  de  puscua  de  Resurrección^  la  segunda  :  todo 
el  mes  de  Agosto  y  la  tercera  desde  elU  de  Di* 
ciembre  hasta  el  2  de  Enero  inmediato.  Y  en 
atención  á  que  el  presente  mes  de  Agosto. eonc I u* 
ye  maDana,  y  que  el  estado  actual  de  la  salubridad 
pública  hace  indispensable  y  conveniente  la  va- 
ca^cíon  propuesta,  se  efectuará  la  vacante  en  el 
presente  i^ño,  en  ti  mes  de  Setiembre  próximo, 

Lo  digo  á  U.  en  contestación  á  su  citada  nota, 
y  'paiasu  inteligencia  y  cumplimiento. 
Soy  de  U«a tentó  servidor 

Por  S.  E. — Aranda, 

COLEGIO    DB    LA  FRATERNIDAD.    DECRBTO  DE  7 

DE  HATO  DE  1855  auxHiando  el  de  este  nom- 
bre en  la  Guaira  con  ^.€00  pesos  amales. 

El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la 

República  de  Venezuela,  reunidos  en  Congreso. 
Considerando. 
1^-  Que  es  un  deber  del  Congreso  contribuir  á 

la  'pK>pagacion  de  las  luces  en  la  República. 
¿9^ 'qftté'cl  Colegio  de  la  "  Fraternidad  "  por 

lo«pto¿É^9ós^q»eha.h6eho  es  digno  déla  proteo* 

6íoh'baéió»al :  y 
>30yQtre'8fendo  la  Guaira  el  primer* puerto  de 

la  iCépúUíea,  esiá  llamada  á  ocupar  un  lugar  dis- 

tinguiéo  en  la  Marina  nacional. 
i*       '  Decretan : 

'■  Art'i  1^  Se  asxilia  el  Colegio  de  la  Fraternidad 

ttUibl^do  en  la  ^Guaira  con  la  suma  de  dos  n^il 

seiscientos  peaos  anuales,  que  en  pensiones  men- 
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suales  recibirá  puntualmente  de  la  Aduana  el 
Director  para  alquiler  de  casa  y  gastos  de  es- 
tablecimiento. 

Art  29  Dicho  Colegio  tendrá  la  obligación  de 
instruir  de  las  materias  que  en  él  seensefian  hasta 
treinta  jóvenes  pobres  elegidos  por  una  Junta 
compuesta  (te  su  Director, el  Jefe  político,  el  Cura 
párroco  y  dos  personas  notables,  que  al  principio 
de  cada  año  nombrarán  estos  tres  por  mayoría 
absoluta. 

Art.  $9  Se  establece  en  el  mismo  Colegio  ana 
escuela  náutica  que  se  guiará  por  los  regla mentoa 
establecidos  que  existen  en  la  República.  Csta 
clase  estará  bajo  la  inspección  del  Director  dei 
establecimiento  ;  pero  su  Catedrático  será  nom- 
brado por  el  Poder  Ejecutito. 

Art.  49  Se  destina  ademas,  do  los  fondos  del 
Tesoro,  la  suma  de  mil  pesos  en  este  aüo  para  la 
compra  de  instrumentos,  cuya  inversión  se  hará 
por  el  Ministerio  de  la  Guerra^  eligiéndose  aque- 
llos por  éste,  según  lo  exija  el  Catedrático  nom« 
brado. 

Art.  59  El  Director  del  \,oleg¡o  presentará 
anualmente  al  Ministerio  del  Interior  un  estado 
exacto  del  establecimiento  en  general;  y  en  unión 
del  Catedrático  de- la  clase  de  náutica,  otro  de 
esta  especialmente,  al  Ministerio  de  Guerra  y 
Marina. 

Dado  en  Caracas  á  4  de  Miyodé  1855,  afio  W 
de  la  ley  y  45  de  la  independencia. 

£1  Presidente  del  Senado  Juan  Hitatio^  OHs^ 
po  de  Mériáa.-^E\  Presidente  de  la  Cámara  da 
Representantes,  J.  L.  Arismendu^^El  Secreiario 
del  Senado,  J.  A.  Pérez. — El  Secretarlo  de  la 
Cámara  de  Representantes,  J.  Padilla. 

Caracas,  Mayo  7  de  1855,  afio  26  de  la  ley  y  45 
de  la  iadepend encía. 

Ejecútese.' — José  T.  MonágoM» 

Por  S.  E. — El  Secretario  de  £.  en  los  DT>.  del 
Interior,  Justicia  y  Relaciones  Exteriores. 
Francisco  Asanda, 

COLEGIO   BOUVAk.    DECaSTO   D£  25  IMS     MAYO 

D£  1854  auxiliando  el  de:  ssie.  nombre  en  la 

ciudad  de  Barinas,  coníiÜtíO pesos . anu^ies. 
El  Senado  y, Cámara  de:  Rep9tismUantes  de  I0 
República  de  Venefguelaf  reunidos  en. dmgreÉú. 
>  Ga¿«iU«BMidQ : :         •  . 

19  Que  el  Colegid  BoUvIfrcrsádo  poc  la  Di- 
putación i^vitocüd  de  BGii!(na#»4fe8  u»  |>iffiHe)4a 
educación  püblíof, digno. d«  la  .pi<ole4ci6a  4el  Go- 
bierno fta  los  gérmenes  de  TtrUid  é  ihiatlatíoii 
que  encierra  y  las  esperanzas  que  prpinete  al 
progreso  y  felicidad  de  la  patria^ 

29  Que  ese  Colegio,  á  pesar  de  los  esfaerios 
V  patriotismo  de  Jos  Barinesea»  do  puede  desf,rjo- 
llar  todos  sus  elementos  de  civilización,  por  cai«« 
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cer  de  rentas  eufidentes  para  el  sofiteniíniento  de 
las  cátedras  de  ensefiaoia  filosófica  y  lucraría. 

^9  ^U9  no  teniendo  Barínas  otra  plantel  de 
^ucacion  pAblíca^  si  por  desgracia  decayera  ó 
acabara  el  Colegio  Dolívar,  aquellos  dignos  ha- 
bitantes carecerían  de  un  instituto  indispensable 
{>ara  la  cultura  y  morigeración  de  los  pueblos  ;  y 

49  Que  á  efecto  de  pretaver  Semejante  con- 
Ungencia  puede  el  Congreso  y  debe  auxiliar  dicbó 
instituto  con  Una  pequefia  parte  del  Tesoro  na- 
cional. 

Úecretan : 

Art.  19  Ademas  de  los  octíbcientos  peso» 
^destinados  para  el  sostertimiento  de  las  clases  de 
gramática  castellana  v  latina  en  el  Colegio  Bolí- 
var de  la  capital  de  mrínas,  se  auxilia  á  este  ins- 
tituto con  la  cantidad  de  dos  mil  pesos  cada  afto, 
del  tesoro  daciohal,  para  las  cátedras  dé  ciencias 
filosóficas  que  deben  crearse  según  sus  estatutos. 

Art.  29  Dichos  dos  mil  pesos  se  pondrán  á  dis- 
posición lie  la  Diputación  provincial  de  Harinas^ 
para  su  exacta  y  conveniente  aplicación  en  los  ob- 
jetos á  que  quedan  destinados. 

^  único.  Si  después  de  establecidas  las  cátedras 
de  ciencias  filosóficas  con  los  dos  mil  pesos  acor- 
dados para  su  sostenimiento,  quedare  algún  sobran- 
^te«  la  Diputación  provincial  podrá  aplicarlo  á  otros 
tamos  de  enseñanza  pública  en  el  mismo   Colegio. 

Art.  39  Tanto  la  Diputación  como  el  Goberna- 
dor informairáti  anualmente  al  Poder  Ejecutivo, 
por  medio  de  la  Secretaría  del  Interior,  del  nume- 
ra de. alumnos  y  estado  de  la  educación  en  el  Co- 
legio Bolívar,  de  la  recaudación  6  inversión  de 
las  rentas  que  se  le  destinan  por  este  decreto,  y  de 
cuanto  conduzca  á  dar  Un  conocimiento  exacto  del 
instituto  y  de  las  providencias  adaptables  para  su 
fomento.  » 

Dado  en  Caracas,  á6  de  Mayo  de  1854,  afto  25 
de  la  ley  44  de  la  independencia.^E]  Presidente 
del  Senado,  Francisco  Balbuena, — El  Presidente 
de  la  Cámara  de  Representantes,  L.  Ruedas. — El 
Secretario  del  Senado,  XA  Pérez.-^El  Secreta- 
río  déla  Cámara  de  Éepresentantes,  J,  Padilla: 

Caracas,  25  de  Mayo  de  1854,  afio  25  de  la  ley 
y  44  de  la  independencia. — Ejecútese. — J.  G.  Mo- 
nagas.  —  Por  S.  £.  el  Presidente  de  la  Repúbli- 
ca.--El  Secretario  de  £.  en  los  DD.  del  Interíor, 
Justicia  y  Relaciones  Exteriores,  Simón  Planas. 
COLEGIOS  NACIONALES.  Disposiciones  por  que 

se  regirán.   Véase  Instrucción  pública*  L.  I. 

art.  49 

OOLEGIOS  KACioNALBs.  Resolución  Ejbcü- 
vtVA  DB  13  DB  Noviembre  db  1854  fijando 
eiertoi  reglas  para  el  examen  y  sentencia  de 
las  cuentas  de  hs  administradores  de  sus  ren* 
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Secretaría  del  Interior.-^Secdon  coarta. 
Carácaí;,  Noviembre  13  de  1854. 

Con  esta  fecba  se  ha  servido  S.  E.  el  Poder 
Ejecutivo  dictar  la  resolución  siguiente  : 

Con  el  obfeto  de  que  las  cuentas  que,  de  con- 
formidad fcón  el  artículo  ^l  de  la  ley  de  12  de 
Mayo  de  184ft  orgánica  de  ios  Colegios  nacio- 
nales, deben  pasar  los  Administradores  de  sus 
Rentas*  y  que  según  el  artículo  24  de  la  misma 
ley  toca  al  Tribunal  mayor  á^  cuentas  fenecer, 
no  sufran  para  su  examen  y  sentencia  dilacio- 
nes que  podrían  ser  perjudiciales  á  los  intereses 
de  aquellas  casas  de  educación,  S.  E.  el  Poder 
Ejecutivo  ha  estimado  conveniente  establecer  las 
regías  siguientes. 

la  Los  Administradores  de  las  Itentas  de  los 
Colegios  nacionales  rendirán  sus  cuentas  con  to- 
dos 'SUS  comprobantes  en  el  tiempo  fijado  por  el 
artículo  21  de  la  ley  2^  del  Código  de  losiruc- 
cion  pública  al  Presidente  de  la  Junta  de  Ren- 
tas res{)ectiva:  si  úó  se  rindieren,  decretada  la 
remoción  conforme  á  dicho  artículo,  aquella  au- 
toridad ocurrirá  al  tribunal  competente  para  que 
proceda  con  arreglo  al  ^  1 9  del  artículo  59  ley 
10  del  citado  Código. 

2^  Preso  el  Administrador  por  haber  rehusa- 
do presentar  las  cuentas,  continuará  en  prisión' 
hasta  que  se  presenten  ordenadas  en  el  tribu* 
nal,  ó  hasta  que  se  hag^a  la  presentación  de  los 
documentos  necesarios  para  formarla,  y  fiador 
que  se  obligue  á  pagar  el  saldo  que  resulte,  y  los 
costos  que  cause  el  arreglo  de  la  cuenta.  En  es- 
te ultimo  caso,  para  la  fornlacion  se  procederá 
con  arreglo  á  los  artículos  39  al  89  ley  6^  título 
79  del  Código  de  procedirrtiento  judicial,*  hasta 
lograr  qUe  la  cuenta  se  halle  ordenada,  pasándo- 
la después  el  tribunal  al  Presidente  de  la  Junta 
de  Rentas  para  que  de  allí  en  adelante  siga  el 
curso  ordinario. 

3?  Conseguida  la  cuenta,  la  Junta  puede 
nombrar  un  miembro  que  previamente  la  revléé 
y  que  exponga  dentro  de  ocho  dias  el  juicio  que 
forme  de  ella.  Dicho  informe  se  someterá  inme- 
diatamente á  la  Junta  para  que  ella  examine,  glo- 
se y  sentencie  la  cuenta,  conforme  al  artículo  24 
de  la  citada  ley  orgánica  de  loS  colegios  nació* 
nales. 

4^  Examinadas  las  cuentad,  se  redactorá  el 
pliega  de  glosas,  cargoS  y  reparos  que  se  eomu- 
nicarái  en  copia  al  Administrador  para  que  con- 
teste dentro  de  quince  dias  después  de  habérsele 
pagado :  y  si  rehusare  devolverlo  con  su  contesr 
tacion,  se  usará  del  apremio  de  la  prisión,  de  con*" 
formidad  con  el  cisado  ^1.^  ley  10  del  Código  de 
Instrucción  pública.  Oídos  los  descargos,  se  sen« 
tenciará  dentro  de  treinta  dias^  retüitiifindose  coa 
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el  resultado  inmediatamente  6  este  Ministerio  pa- 
ra pasarla  ai  Tribunal  de  Cuentas  &  quien  toca 
fenecerlas. 

5^  El  e^esado  Tribunal  se  entenderá  direc- 
tamente con  las  autoridades  locales  para  la  eje- 
cución de  sus  fallos  en  las  cuentas  de  los  Ck>le- 
gios '  sin  necesidad  cffi  tocar  con  esü  Ministerio, 
sino  en  el  preciso  caso  de  que  alguna  autoridad  no 
quisiese  cumplir  sus  mandatos  en  dicho  ramo. 

Comuniqúese  á  quienes  corresponda  y  publí* 
quese. — Por  S.  E, — Planas. 

COLEGIOS  NACIONALES.  Deber  de  liqui- 
dar  sus  créditos  contra  el  tesoro,  y  remitirlos  & 
la  Secretaría  de  Hacienda.  Véase  Universida- 
des, R.  E.  de  31  de  Enero  de  1856. 

COLEGIOS    NACIONALES    DE   BARCELONA,    Ma- 
RACAIBO     Y    TrUJILLO.     HesULUCION     EJECU- 
TIVA    DE    I O   DE    Febrero   de     1856   man- 
dando pagar  los  sueldos  correspondientes  á 
las  clases  mayores  establecidas  en  ellos» 
Secretaría  del  Interior. — Sección  cuarta. 
Caracas,  1.**  de  Febrero  «fe  1856. 
Resuelto. — Dígase  ai  señor  Secretario  de   Es- 
tado en  el  Despacho  de  Hacienda  ;    y  publíquese. 
Habiendo  establecidas  quince  clases  mayores  en 
^uat1>o  de  los  Colegios  nacionales,  y  debiendo  sa- 
tisfacerse el  sueldo  corres condien te  á  los  catedrá- 
ticos nombrados,   de  conformidad  con  el   Decreto 
de  su  creación  y  el  reglamentario  del   Poder  Eje- 
cutiro  de  27  de  Marzo  de  1854,  dispone  S.  E.  el 
Presidente  de  la  Repüblira,  que  US.  libre  sus  ór- 
denes  á  Ja   Tesorería  general  para  que  por  las 
Administraciones  respectivas  se  pongan  á  dispo- 
sición del  de  las  Rentas  del  Colegio  de  Barcelo- 
na los  suehlos  de  tres  cátedras,  d,.l  de  las  de  Ca- 
raboho   siete,  de!  de  las  de  Maraca ibo  tres  y   del 
de  las  de  Trujülo  dos,  á  razón  de  50  pesos  men- 
Huaies  cada  una  en  todo  el  presente   aflo  econó- 
mico, y  erogados  por  cuenta  de  los  21.000  pesos 
presupuestos  en  Ja  ley  de  gastos  públicos  para  las 
clases  mayores. 

Lo  digo  &  US.  á  los  fines  correspondientes. 
Soy,  dtc — Por  S.  E—Oriach. 

COLEGIOS  PARTICULARES.  RESOLUCIÓN  EJECU- 
TIVA DE  15  DE  JUNIO  DE  1847  disponiendo  que 
^us  directores  pasen  á  la  Universidad  mas  in- 
mediatay  en  todo  el  mes  de  Noviembre  de  cada 
ano^  la  matricula  anual  de  los  alumnos  del 
establecimiento;  y  dictando  otras  disposí^ones 
sobre  comprobación  de  estudios]  orden  de  estos^ 
'  libros  de  texto  y  exámenes.  (•) 


(*)  Esta  resolución,  aunque  de  fecha  tan  anterior,  va 
en  este  lugar  por  habérsenos  olvidado  en  el  cuerpo  de 
^^  obra. 
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Secretaria  de  lo  Interior. — Sección  2& 

Caracas,  Junio  15  de  1*847. 

Resuelto. — Oida  la  Dirección  de  InstracrioQ 
publica,  y  con  previo  acuerdó  «del  Consejo  de  Go- 
bierno, el  Poder  Ejecutivo,  para  la  inspección  que 
debe  ejercer  sobre  los  Colegios  particulares,  re- 
suelve que  en  ellos  se  observen  las  reglas  si- 
guientes. 

1  ^  Los  Directores  de  colegios  partiealares  ten- 
drán la  obligación  de  pasar  en  todo  el  nrves  de  No- 
viembre de  cada  año,  la  matrícula  anual  de  lo» 
alumnos  (*ei  establecimiento,  á  la  Universidad  mas 
inmediata  adonde  estos  puedan  ir  á  tomar  sus 
grados. 

'x^  Los  estudios  y  exámenes  anuales  que  s« 
verifiquen  en  los.<Colegios  particulares,  serán  da- 
bidamente  comprobados  con  una  copia  del  acta 
en  que  consten  los  nombres  de  los  examinad  orea 
y  de  los  examinados,  la  materia  del  examen,  su 
'  aprobación  6  reprobación,  debiendo  estar  firmado 
'  este  documento  por  el  Director  y  examinadores,  y 
tener  ul  pió  certificados  por  aquel  las  faltas  de 
asistencia  á  las  clases  del  alumno  á  que  se  refienit 
tomadas  de  las  listas  trimestrales  que  deben  pasar- 
le ios  catedráticos. 

3^  Los  libros  de  texto  serán  en  los  Colegios 
particulares,  los  mismos  qne  en  la  Universidad, 
con  el  fin  de  uniformar  la  enseñanza,  y  hacer  á 
los  niños  mas  aptos  para  sufrir  sus  exámanes. 

4^  En  vez  de  la  práctica  abusiva  introducida 
en  los  Colegios  particulares,  se  observará  en  lo 
adelante  el  orden  gradual  de  estudios  6  saber: 
el  de  las  lenguas  castellana  y  latina  antes  que  el 
de  filosofía  y  matemáticas,  de  modo  que  nunca 
se  estudien  estas  ciencias  al  mismo  tiempo  que 
aquellos  idiomas,  ni  tampoco  en  un  solo  aflo  6 
dos  lai  materias  del  trienio  filosófico,  lo  que  se 
deberá  acreditar  por  los  respectivos  certificatos,^ 
todo  conforme  se  practica  en  las  Universidades. 

Por  S.  E. — Rafael  Acevedo, 

COLEGIOS  BLECT0RALE9.    RBSOLüC ION  EJECU- 
TIVA PE  8  DE  ABRIL  DE  1854  hociendo  varias 
declaratorias  sobre  su  convocación  extraordina- 
ria, y  otras  cosas  que  les  concternen» 
Secretaría  dwl  Interior. — Sección   tercera. 
Carneas  8  de  Abril  de  1854. 
Resuelto. — **  Visto  el  decreto  expedido  por  el 
Gobernador  de  dimana  en  17  de   Febrero  del 
presente  año  suspendiendo  la  convocatoria  extra- 
ordinaria del  Colegio  eleeloral  de  aquella  provin- 
cia,  que  por  resolución  ejecutiva  de  15  de  Octu- 
bre del  pr6ximo  pasado,  se  mandó  hacer    con  el 
objeto  de  que  dicho  cuerpo  nombrase  tantos  su- 
plentes dé  diputados  provinciales  cuantos  fuesen  ^ 
necesarios  para  reemplazará  los  elegidos  en  mi 
última  reunión  ordinaria,  y  que  se  hallaban  im- 
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pedidos  de  concurrir  á  la   Diputación   por  sus 
connpromisos  en  el  último  moyimiento  revoluciona* 
rio;  cuyo  decreto  se  funda:  19  en  que  de  han 
agotado  las  listas  de  los  escrutinios  de   las  elec- 
ciones primarias  de  1852  de  los  cantones  de  Óu- 
iTlaná  y  Rio-Caribe,  en  razón   de   las  inhabilita- 
ciones emanadas  de  la  última  facción,  y  las  excu- 
sas   que   los    respectivos   concejos   municipales 
han  admitido  con  arreglo  á  la  ley  5^  del  código 
de  elecciones :  29  en  que  sin    embargo   del  re- 
querimiento hecho  al  elector  principal  del  cantón 
de  los  Caños  señor  Fermín  Carreño,  no  se  ha  con- 
seguido su  concurrencia,  ni  el  Concejo  Municipal 
de  dicho  cantón  ha  podido  rectnplazarlc,   por   no 
ser  el  caso  previsto  en  el  artículo  59  de  la  ley  5^ 
citada  :  39  en  que  aunque  el  señor  Kstéban  Blanc 
asistió  como  elector  suplente  por  el  cantón  Güiria, 
no  produjo  la  debida  credencial  y  resultó  ademas 
estar  sometido  ajuicio   criminal,   y  no   obstante 
haberse  librado  las  órdenes  correspondientes  pam 
la  concurrencia  del  que  había  de  reemplazarlo,  ]o 
que  se  ha  alcanzado  es  que  el  Concejo  Municipal 
respectivo  declare  hábil  ai  señor   Blanc   sin  que 
conste  que  le  haya  expedido  la  credencial ;  jf  49 
en  que  habiendo  fallecido  en   aquella   ciudad  el 
elector  principal  por  el  cantón  Cariaco,   Coman-  i 
dant¿  José  Miguel  Machado,  aunque  s&  pidió  su  | 
reemplazo,  no  ha  podido  reunirse    el   Concí'jo  ' 
Municipal  del  indicado  cantón  por   falla  de   quo-  • 
rum  para  llamar  al  suplente,  sin  que  se  haya  ob-  ' 
tenirlureBultado  délas  medidas   dictadas   por.  la  ¡ 
Oubernítcion   con  el  fin  de   que   se  completara 
dicho  quorum  ;  y  considerando  el  Poder  Ejecuti- 
vo que  no  obstante   la  inhabilidad  de   todos  los 
electores  priqíripales  y  soplentes  de   los   cantones 
Cummiá  y  Rio-Caribe,  á  los  cuales  corresponden 
seis,  quedan  todavía  quince  del  resto  de  dia    pro- 
vincia, los  que  componen  mas  de  las  dos  terceras 
partes  del  Cofegio  electoral^  que   consta  de  vein- 
tiuno,4r  que  es  de  todo  punto  indispeiísable,  poner 
en  práctica  cuantos  rñedios  y  arbitrios  ofrecen  las 
distintas  disposiciones   legales  que   existen    para 
hacer  efectiva  la  reunión  del  expresado   Colegio 
electoral  del  caá]  depende,  la  'd0  la  Diputación 
piroviricial,  se  ha  servido  S.  E.  resolver,   J9   que 
el  Gobernador  convoque  de  nuevo  extraordinaria-  j 
mente ei  Colegio  electoral  de  la  provincia   con  el  ij 
objeto  mencionado,  fijando, pe^ra  su  reunión  el  día  !{ 
en   que'  consideren   se'  h&y^p   allanado  las  di- 
ñcultades  ocurHdas respecto  de  .  la  asistencia   de 
los  refetidoi^  electores^  .procurando   que.  esto  se 
verí/iqae,á  la  mayor  brevedad,  posible:  29  que 
de  conformidad  con  el  articuló  17  iéy  6^  déi  códi- 
go  eléccioñarid  y  bajo  las  ^enas  que  él  establece, 
se  corbpela^oria  Gobejn.aciop  al   sonor   Fermín 
Carreña  elector  principal  del  cantón  de  los  Caños 
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á  que  coocurra  á  la  reunión  de  dicho  cuerpo,  j 
que  en  caso  de  resultar  impedido  se  reemplace 
inmediatamente  por  el  Concejo  Municipal  res- 
pectivo con  arreglo  al  artículo  59  ley  5^  del  mis- 
mo código :  89  que  habiéndose  declarado  por  el 
Concejo  Municipal  hábil  al  ásñor  Esteban  blanc, 
elector 'supleille  por  el  cantón  Gúiria,  se  le  com-  • 
pela  igualmente  á  ocupar  su  puesto  en  ei  Cole- 
gio electoral,  previniendo  á  aquella  corporación 
que  le  expida  su  credencial  conforma,  á  la  ley,  y 
sin  que  obste  la  circunstancia  de  estar  enjuiciado, 
pues  es  á  dicho  colegio  á  quien  compete  la  ca* 
litícacion  de  los  electores  con  arreglo  al  artíci^o 
49  ley  7^  del  propio  código  ;  y  49,  que  la  Go- 
bernación de  conformidad  con  el  artículo  79  de 
la  ley  orgánica  de  provincias  haga  que  el  Conce- 
jo municipal  del  cantón  Cariaco  se  reúna  con  el 
objeto  de  llamar  al  suplente  del  elector  principal 
de  dicho  cantón,  Sr.  Comandante  José  Miguel 
Machado,  que  falleció,  y  que  en  caso  de  que  aquel 
cuerpo  carezca  del  número  sufícíénte  de  miembros, 
se  proceda  de  conformidad  con  el  artículo  66  de 
la  propia  ley  ft  reem placar  á   los   que  falten. 

(/omuníquese  al  Gobernador  de  Cumaná  para 
su  inteligencia  y  exacto  cumplimiento. 

Por  8.  E.— P/áfMis. 

COLEGIOS   ELECTORALES,     RESOLUCIÓN    EjE# 

CUTÍ  VA   DE   25  DE  Agosto  DE  1854  sobre   su 
convocatoria   extraordinaria  por  inhabilita^' 
cion  de  la  mayoría  de  sus  miembros  principa- 
les y  suplentes  por  haberse  implicado  en  al' 
guna  conspiración. 
Secretaría  del  Interior.— Sección  tercera. 
Caracas,  Agosto  25  de  1854. 
/le5/teZ¿o.— Dígase  al  Sr.  Gofcíernador  de   la  pro- 
vincia de  CumanA. 

Hoy  ha  dictado  el  Potlcr  Ejecutivo  la  siguiente 
reiplucíon. 

•*  Vista  la  comunicación  del  Sr.  Gobernador  de 
la  provincia  de  CumanS  fech»  30  de  Junio  último 
número  ll4,  en  que  manifiesta,  que  aunque  á  su 
juicio  hay  ye  quorum  de  Diputados  hábiles  para 
la  instalación  de  la  Cámara  provincial,  juzga  in- 
necesaria la  reunión  extraordinaria  de  ella  y  aun 
conveniente  que  no  se  lleve  á  cabo,  tanto  porque 
hallándose  muy  avanzado  el  tiempo,  está  próxima 
Ib  reunión  ordinaria  de  aquella  corpoUicion  co- . 
mo  pot  ser  la  mayoría  de  los  Diputados  hábiles 
desafectos  al  Gobierno,  agregándose  la  cir- 
cuns^neia  de  que  la  erogación  que  habría  que  ha- 
cerse al  efectuarse  dicha  reunión,  agravaxia  el  ac- 
tual estado  de  penuria  dé  las  rentas  mlinicipale». 
De  los  ocho  Diputados  provinciales  entf^  prin- 
cipales y  suplentes  (jue  el  expresado  Oobernador 
manifiesta  que  están  en  aptitud  de  conearrir  á  la 
instalación  de  la  C&niara  provincial,  negun'k  de- 
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9^8tn^on  que  contieae  el  cuadro  <^ue  ha  acoii\r 
panado,  8oÍo  tres  pueden  declararse  hábiles  en  ra- 
zón á  que  dos  de  ellos  no  se  complicaron  en  la 
revolución,  y  el  otro,  habiendo  sido  sometido  á 
juicio,  fué  declarado  indemne;  pero  los  otro§. cin- 
co debeq  considerar^  inhábiles,  porque  aunque 
^en  cumplimiento  deM)ecreto  de  indulto  de  4  de 
Enero  úUimo  se  sobreseyó  en  la  coiua  que  por 
conspijacion  se  les  seguia,-  perdieron  sus  desti- 
nos según  el^ariículo  2?  de  la  ley  de  Z  de  A.briJ 
de  1849,  sobre  infidelidad  de  los  empleados  en  el 
6rden  legislativo,  ejecutivo  y  munici{>al,  sin  que 
^jdsia  ninguna  diferencia  entre  los  individuos  aco- 
gidos á  los  indultos  de  231  de  Agosto  y  t^  de  Oc- 
tubre del  aRo  próximo  pasado  y  los  que  han  acep- 
tado el  e^edido  el  4  de  Enero  del  presente  con- 
formándose con  el  sobreseimiento  decretado  en 
sus  respectivas  causas,  pues  aup  cuando  nada  se 
expresó  en  este  último,  respecto  á  la  pérdida  de 
empleos,  eso  no  altera  en  manera  alguna  lo  dis* 
pueaio  en  el  artículo  29  de  la  ley  que  se  ha  ci- 
tado ;  porque  no  habieñda%'ecIamado  contra  la 
aplicación  del  perdón  concedido  en  4  de  Enero, 
^1  sobreseerse  en. sus  causas,  lo  aceptaron  implí- 
citamente, y.  esta  aceptación  de  perdón  prueba 
que  hubo  delito  y  qSe  eran  positivamente  culpa- 
lyes.  Sin  duda  que  por  el  artículo  5.°  de  la  refe- 
rida ley,  la  destitución  de  los  Diputado?  debe  ha- 
cerla la  m.isma  corporación  á  que  pertenezcan  ; 
pero  en  el  caso.pre&ente  aeria  absurdo  que  dicha 
^  destitución  la  acordasen  los  mismos  que  deben 
ser  destituidos,  pues  formando  ellos  la  mayoría 
de  la  Diputación,  sin  ninffun  género  de  duda,  ja- 
mas-la harian,  quedando  curiada  la  ley. 

Por  lo  tanto  se  declara :  que  no  hay  motivo 
para  dejar  de  hacerse  la  convocatoria  extraordina- 
^  lia  del  Colegio  electoral  de  la  provincia  de  Cu- 
maná,  y  que  debe  llevarse  á  efecto  según.  efi|á 
dispuesto  ppr  resolucten  de  29  de  Abril  último  y 
con  el  objeto  expresado  en  ella.  Comuniqúese  al 
Gobernador  dq  dicha  provincia  para  su  inteligen- 
pía  y  puntual  cumplimiento.'* 

Y  tengo  el  honor  de  trascribirla  &  US«  á  los 
^fíes  indicados. 

Soy  átc— Por  S.  E^— Planas. 

COLEGIOS  ELECTORALBs.   Deben  convocarse 

exlraorijUiíiaria mente  cuando  alguna  diputación 

quedare 'sin  el  quorum  constitucioxval  por   las 

mismas  rabones  á  que  se  contrae  la  resolución 

anterior ;    pero  no  por  la  inhabilitacioo  ^  los 

secadores,  representantes  ó  diputados  pro  vi  n- 

,  oiales,   Véase  Senadores^  Representantes ^  Di- 

puia4os  provinciales  y  electores,  R.  E.  de   15 

de  Octubre  de  1853. 

COMANDANTES  gbnsralxs  di  xj£rcito  t 

I^SIPAIITAIIXMTO.  DbCRSTO  EJECUTIVO  ^B   Cp- 


COM 


LOHauA  M  5  DB  Bi^xso  D^  182SL  determinan^ 

do  sus  facultades* 
prancisco  de  Paula  Santandery  Vicepresidente 
de  la.  República  encargado  del  Poder  Eje- 

Ifabíendo  cesado  las  urgentes  ci/cunstanciae^ 
en  que  se  ha  encontrado  la  Rep(í,blica  y  por  iaa 
cuales  fué  indispensable  que  los  comandantes  ge- 
neraleg.de  ejército  y  de  provincia  ejerciesen  una 
autoridad  ei^tensa  hasta,  en  los  negocios  que  toca-. 
han  a]  gobierno,  y  deseando  reslableceF  la  disci-. 
plina  militar  en  toda  su  fuerza,  satisfaciendo  á 
los  deseos  de  los  ilustres  generales  de  Colombia, 
y  6  b  que  ea  debido  a)  sistema  de  énlen  con  qoe^ 
felizmente  marcha  la  República,  he  venido  en, 
decretar  como  decreto 

Art  10  Los  comandantes  en  jefe  del  ejercita 
destinado  á  servicio  de  campaña  ejercerán  preci- 
san).ente  las  facultades  que  ia  ordenanza  del  ejér-. 
cito  señala  á  loa  generali^  en  yeíe  en  el  tratado 
79  tít^ulo  19  y  las  mas  que  el  gobierno  supremo 
quiera  concederles  conforme  á  las  leyes  vigentes. 

Art  29  Los  comandantes  generales  de  depar- 
tamento ejercerán  las  faqultades  que  la  misma  or-. 
denanza  ha  señalado  á  los  capita^^ea  generales  de 
la  provincia  ultramarina  en  el  tratado  69  título  5^ 

ArU  39.  Los  comandantes  de  plazas  marítimas, 
^ercerán  las  que  están  señaladas  ep  el  tratado  60 
título  29 

Art.  40  Los  artículos  que  por  las  leyes  6  re- 
glamentos de  lfi8  autocidadea  supremaade  Colom- 
bia  estén  reformados,  no  deberán  observarse. 

Art.  59  Sostituidos  ios  eilados  mayores  á  loa 
cuarteles  nxaestres  y  mayores  generales,  no  ten- 
drán efecto  estos  destinos,  y  continúan  los  esta* 
dos  mayores  en  los  términos  que  yTtiene  ^  Go- 
bierno Drevenido  en  otra  providencia* 

Art.  09  ^sta  resolucioQ  será  fielmente  cumplid 
da,  entretanto  que  el  Congreso,  por  leyes  ei^presas, 
organiza  el  ramo  militar. 

Art.  79  El  Secretario  de  marina  y  guer/a  que- 
da encargado  de  la  ejecución  del  presente  decreto^ 
cuyo  exacto  cumplimento  encarecerá  ftaaienfiSL 
corresponda  como  oue  depende  de  él,  el  mejor 
servicio  de  la  Rep^lica,  el  brillo  y  lustre  de.  la 
noble  profesión  de  las  axmaa^ 

Dado  en  el  palacio  de  Gobierno  en  BD0)tá  á. 
5  de  Enero  de  ÍS22M2Q^JFraniñsco  de'Paulal 
Santander.'-Pox  &.  &%!  ViccgpreaideiiÍjB  de  la. 
República  encargado  del  Poder  Ejecutiva,^£l  Se<i 
cretario  de  Estado  en  el  Desj^ha  de  n^axioa  y  • 
guerra,  Pedro  BriceHo  Méndez. 
COMANDANTES  m  ar^as.  No  pueden  librar 

orden  alguna  de  pago  contra  las  aduanas ;  y  ai » 

la  dieren,  no  será  eumplicta  pojc  loft.Admiaia-. 

tradores.  Véase  4^i»9>¿<^f  adormí,  de,  aiuMo^ 
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R.  E.  de  20  de  Octubre  de  1854.   (En  este  mis- 
mo Apéndice) 
COMANDANTES   de    resguardo.  Sus  debe- 
res  sobre  reconocimiento  y  despachó  de  efec- 
tos nacionales  navegados  de  cabotaje.   Viase 
.Cabotaje  (comercio  de)  (Apéndice  al  primer 
tonflO)  art.  8. 
COMERCIO  DE   TRANSITO.  Resolücion  Eje* 
CUTIVA  DE   18   DE    ÁBRiir  DE  1855  declaran- 
do que  las  mercancías  introducidas  por  Ciu- 
dad Bolívar  y  Maracaiho  para  la  Nueva  Gra- 
nada^ no  deben  paga/r  desde  ciertas  fechas  el 
-   10  por  100. 
Secretaría  de  Hacienda* — Sección  segunda. 
Caracas,  18  da  Abril  de  1855. 
Mesueltó.^HMendo  ocurrido  al  Poder  Eje- 
cotivo  varios  comerciantes  de  Maracaibo  y   C&a- 
dfidBoUvar  manifestando  el  perjuicio  que  ha  su- 
frido el  comercio  por  la  exacción  injusta  que  se 
le  ha  hecho  del  importe  del  diez  por  ciento  calcu- 
lado sobre  el  montamiento  de  los  derechos   ordi- 
narios y  extraordinarios  de  importación  que  ha- 
brían causado  las  mercancías  declaradas  de  trán« 
sito  para  la  Nueva  GraQada«  como  si  hubieran  si- 
do   introducidas   para  el  consumo   de  Venezuela, 
conforme  al  artículo  80  de  la  ley  de  comercio  de 
t]ráD;?Uo  do  12.de  Mayó  de  )854,  por  no  haberse 
jijado  las  fecharen  que  debia  e&ta  disposición  le- 
gislativa empezar  á  tener  efecto  respecto  del  co- 
mercio de  Ifts  Antillas,  de  los. Estados  Unidos  del 
Norte  y  de  Europa,  coino  se  hizo  con  la  ley  de 
Régimeq  de  Aduanas  para  la  importación,  de  28 
de  Abril  del  propio  año  de  1854,  sobre  lo  cual  pi- 
den  una  aclantoria;   S.  E.   en  consideración  á 
que  las  n^zonea  do  ju8ticii^.y  equidad  q^ie  movíe- 
rpa.  al  Gobierno  á  fijar  el  tiempo  en  qu#  debia 
tropezar  á  cumplirse  esta  última  ley  y  su  regla- 
mento, son  las  mismas  que  deben  inclinarlo  abo- 
r^  á  que  /quede  comprendido  en  los  mismos  pla- 
zoe  el  comercio  de  tránsito,  coa  la  Nueva   Grana- 
dal declara :   las  mercancías  y  efectos  introduci- 
dos  y  declarados  de  tránsito  en  las  aduana»  de 
Maracidbo  y   Ciudad  Bolívar :  desde  el   10  de 
Ágoeto  de  1854,  laa  pto^edentes  de  laa  Antiltas  ; 
desde  el  l/>  de  Octubre  las  procedentes  de  loe  Es- 
ladet  Uoidos  del  Norte;  v  desde  el  lo  de  Noviem- 
háre  laa  de  Europa,  han  dehido^gar  al  contado  el 
Jippoite  del  diez  por  ciento  calculados  sobre  la 
«orna  total  de  derechos  tanto  ordinarios  como  ex- 
irtordlaariog  quo  habrían  causado  si  hubiesen  si^ 
¿0,  deelaiades  de  consumo;  mas  no  las  que  ha- 
jM.  sido  iokportadas  y  declaradas  .d.e  trl^sito  con 
i^ishu  anteripres  á  las  designadas,  ^n  cuyo  caso. 
H  d^rolverá.  el  montamiento  de  dicho. d49;L  f^ 
cffiíto.  qils  se.  kubiere  eigj[idO}  á  los  respectivos  in- 
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teresados.— Comuniqúese  á  quienes  corvesponda* 

Por  S.  K^Gutiérrez. 
COMERCIO  DB  TRANSITO.  DadR^to  pe  4 
DE  Mayo  db  1855  autorizando  al  Poder 
Ejecutivo  para  concluirán  tratado  sobre  el 
particular  con  la  Nueva^ranada.^^Deroga 
la  ley  de^%  de  Mayo  de  1864^  pd^.  585. 
(Apéndice  al  primer  tomo.) 
El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la 
República  de  Venezuela,  reunidos  en  Congreso 

«Considerando:    ■ 
Que  la  ley  de  12  de  Mayo  de  1854  ha  traido  gra- 
ves inconvenientes  en  su  ejecución. 
Decretan : 
Art»  19  Se  autoriza  al  Poder  Ejecutivo  para 
que  concluya  un  contraio  con  el  Gobierno  de  la 
Nueva  Granada,,  sobre  comercio  de  tránsito.*,  te- 
niendo por  base  una  aduana  comunera. 

Art.  29  Mientras  se  termina  el  arreglo  á;  que 
se  refiere  el  artículo  anterior,  y  se  aprueba  por  el 
Congreso,  el  Poder  Ejecutivo  reglamentará  el  co- 
mercio de  tránsito  con  la  Nueva  Granada. 

Ajrt,  39  Se  deroga  la  ley  de  12  de  Mayo  de 
1854,  sobre  la  materia. 

Dado  en  Caracas,  á  3  de  Mayo  de  1856  afio^ 
2G  de  la  ley  y  45  de  la  independencia. 

El  Presidente  del  Senado,  Juan  Hilario^  Obis^ 
po  de  Mérida.^El  Presidente  de  la  Cámara  de 
Representantes,/.  L.Arismendi, — El  Secretario 
del  Senado,  /.  A*  Pérez. — El  Secretario  de  la 
Cámara  de  Representantes,  J.  Padilla» 

Caracas  4  de  Mayo  de  1855,  año  26  d^  la  ley 
y  45  de  la  indepcr^ücncia 

EjecútesiB. — José  T*  Monágae, 
Por  S.  E.— El  Secretario  de  E.  en  el  D.  de  Ha- 
cien  da*-«JÍ!^cí  a  jo  Gutiérrez. 
COMERCIO  ni  transito,  pborbtq.b^bovtivo 
db  10  db  A«ogTQ  i^m  1865  régUíPientándúlo  por, 
viríud  de  la  auiorUsadon  del  Decreto,,  an^ 
rior. 

JCSE  TADEO  MONAGAS. 
general  én  Jefe^  Presidente  de  la  República  dé 
VenegueUkf  4*^d&a,dc4w 
Antorisado  por  el  Decrett  Legislativo^  de  4  ds 
Mayo  del  presente  alio  para  reglamenti^#l  eooMr- 
cio  de  tránsito  con  la  Nueva  Granada,  miéntrat. 
se  concluye  un  arreglo  con  el  Gobierno  ds  esta 
Rep6|^  sobre  la  materia. 

DBORBTO: 

Art  19  El  com^rcip  de.iránsito  paia  I*  Nueva, 
Granada  se  hará  solo  por  k>s  puertos  ds  Ifaraeai^. 
bó  ▼.  Ciudad  Bolívar. 

Alt  29  Las  mercancías  y  efectos  da  prodocv 
cioíi  ó  manu&etara  extranjera  que  se  declaren  ds 
tráasito  para  la  N^eva    Qianada^  no  pag«r&||, 
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derecho  algnno  de  importación)  ni  de  tránsito*  ni 
ningún  otro  nacional. 

Aru  39  El  consignaUíiO)  agente  6  dueño  de  las 
'  mercancías  y  efectos  qtte  hayan  de  desembarcarse 
por  cualquiera  de  lo^uertos  indicados  con  arre- 
glo á  la  ley  del  régiii^n  de  aduanas  para  la  impor- 
tación, expresará  en  manifiestos  sepalhdos  y  con  las 
formalidades  que  previene  el  artículo  13  de  la  mis- 
ma ley,  los  electos  6  mercancías  que  destina  para 
la  reexportación  6  para  el  consumo  é  internación 
en  la  Nueva  Granada. 

^  único.  En4os  casos  de  reexit)rtacion  6  de  con- 
sumo, se  procederá  conforme  á  la  ley  de  régimen 
de  aduanas. 

Art.  40  Reconocidas  que  sean  ^  las  mercancías 
declaradELs  de  tránsito  para  la  Nueva  Granada, 
y  liquidados  los  correspondientes  derechos,  que- 
darán aquellas  depositadas  en  los  almacenes  de  la 
Aduana,  y  tanto  el  manifiesto,  como  la  liquidación 
de  derechos,  se  copiarán  á  la  letra  íntegramente 
en  un  libro  especial  que  llevará  la  Aduana  bajo  la 
denominación  de  "combrcio  de  tránsito'  con 
la  inscripción  de  •«  oiíPosfrADAs'*  en  la  parte  supe- 
rior de  c^da  folio  á  la  izquierda,  y  ♦'extraídas" 
en  la  parte  superior  de  cada  folio  á  la  derecha, 
«uyos  asientos  tanto  de  entradas  como  «le  salidas, 
deberán  ser  firmados  por  los  jefes  de  I»  Aduana 
y  el  interesado,  á  quien  se  dará  copia  del  asiento 
de  depósito  que  deberá  devolver  cuando  haya  ex- 
•  iraido  las  mercancías.  Ademas  se  llevará  otro  li- 
bro en  el  cual  se  abrirán  tantas  cuentas  corrientes 
cuantos  sean  los  individuos  interesados  en  las 
mercancías  declaradas  de  tránsito  para  la  Nueva 
Granada,  haciéndose  constar  en  la  derecha  de  ca- 
da cuenta  y  en  columnas  separadas,  el  importe 
de  las  mercancías  depositadas  y  los  derechos  que 
han  causado ;  y  en  la  izquierda,  también  en  co- 
latorias fefeíarada«,ei  valor  de  las  extraídas  é  im- 
porte de  los  derechos,  refiriéndose  en  ambos  casos 
á  las  partidas  puestas  en  el  libro  de  comercio  de 
tránsito,  cuyos  folios  se  citarán  para  jnayor  clari- 
dad en  la  cuefita. 

ArU'  59  Dentro  de  tres  oleses  ^contados  desde 
la  fecha  del  dej^sitjí  de  las  mercan^cías  deberán 
ser  lextraiíJps'  paraj  ai^  Üp^ii^q  o  para  elcflwaimo 
d^iKao^«iH>l9'-  ^  caap  46  yeriñcarse.  la^xtrap^ 
•ÍQa<;p!lr^  ta 'Nuieyá  Granada, solo  pagarán  un  uno 
pec*c«ínt9  mensual  de  almacenaje  sobre  el  valor 
que  tengan  en  el  manifiesto  presentado;  y^  fue- 
ren declaradas  para  el  c9nsumo  de  Venezuela, 
pagn^ániUi»  dos  por  ciento  ra43nsual  sobre  el  mis- 
OO'.Vi^or,  jf  se  cobrarán  los  derechos  conforme 
al  artículo  34  de  la  ley  de  régimen  de  aduanas. ' 

Art  60  Al  ?^cto  d^  extraerse  djchas  mercau- 
eias,fj^aja  Ñueya  Granada,  se  otorgarán  los  pa? 
gafi¿*^por^.espondi¿nl9s  P9r.  l9^nt,e.reíiados,^€^lipMT 
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lándose  en  ellos  el  plato  de  seis  meses,  cualquie- 
ra que  sea  el  monto  fie  los  derechos  de  importa- 
ción con  arreglo  á  la  liquidación  ya  practicada, 
y  cttyo  plaxo  comenzará  á  contarse  desde  el  dia 
de  su  otorpfamiento. 

Árt  79  P&ra  l&  seguridad  del  pago  de  los  ex- 
presados derechos,  los  jefes  de  la  Aduana  i^spec- 
tiva  exigirán  la  fianza  prevenida  por  el  artículo 
23  de  la  citada  ley ;  debiendo  ser  precisamente 
los  fiadores  vecinos  y  del  comercio  de  las  niismas 
plazas  (Je  Ciudad  Bolívar  ó  Maracaibo, 

Art.  89  Si  cumplidos  los  tres  meses  del  térmi- 
no que  se'  ha  fijado  para  la  extracción  de  dichai 
mercancías  y  efectos,  no  se  hubiere  esta  verifica- 
do, los  jefes  de  la  aduana  intimarán  al  interesado 
que  las  saque  de  los  almacenes  donde  están  de* 
positadas  dentro  de  tercero  dia,  y  no  ejecutándo- 
lo, 80  venderán  en  subasta  para  aplicar  al  tesoro 
sus  derechos  y  costas,  inclusive  el  de  almacenaje, 
y  acreditar  al  interesado  el  sobrante  si  lo  hu- 
biere. 

Art.  09  £1  consignatario,  agente  ó  dueño  de 
las  mercancías  y  efectos  que  se  extraigan  para 
la  Nueva  Granada,  presentará  previamente  á  la 
adupna  respectiva,  una  factura  de  las  que  sean, 
con  expresión  de  las  marcas,  número  y  números 
de  los  bultos  en  que  se  introdujeron,  su  clase  y 
cantidad,  medidas,  peso  y  valor  en  guarismos  y 
en  letras  á  la  vez,  para  que  practié^do  que  sea  su 
reconocimiento  por  los  jefes  de  la  aduana,  después 
que  las  hayan  confrontado  con  el  manifiesto,  ha- 
llándolas conformes,  pongan  dichos  jefes  las  notas 
correspondientes  al  pié  de  la  misma  factura  auto- 
rizándola con  sus  firmas,  y  expedirán  en  conse- 
cuencia la  ¿uia  de  remisbn,  haciéndose  en  ella 
las  propias  especificaciones  constantes  de  la  factu- 
ra, dejSndo  copia  íntegra  en  un  libro  que  se  deSti* 
nará  al  efecto  con  la  denominación  de  "  copiador 

DE  GUIAS,"  1^'    • 

Art*  10.  Dentro  de  seis  meses  contados  desde 
la  fecha  de  la  guia  de  remisión  &  Ja  Nuera  Gra* 
nada,  deberá  presentarse  por  el  interesado,  ^n  la 
aduanada  Maracaibo  ódé  Ciudad  Bolívar  res- 
ppctivaraentief  Ib  tornaguía  de  la  aduana  granadi- 
na, de  beberse  introdiircido' allí  las  tiíercadctaa  y 
efectos  que  se  condujeron,' 'autofkada*|iaJr'l^  je* 
fes  de.dla'y  de^tifidadfiíipoT 'Br/Cónsñl-  ité^¥ette- 
zueia»  y  ensudefepto  por  la  «autoridad' compéten- 
te deMugar,  sih* cuyos  requisitos  no  sevá'iídmili^ 
da  como  bastante  documento  para  la  devolución 
^  loa  derechos. 

Art.  11.  Cumplidos  <)ue  sean  los  seis  mesetf  que 
se  preíij^^n  ma  haberse  presentado  dicha  toraag4»flf, 
seráín  consideradas  .las  mercancías  y  efeetoi  eo*- 
mo  intrpdncidae  para  eLoonsumo  de :  V'enezaekr, 
y  se  9obiar4n  los  deitchos  correspondientes.^  1  *' 
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Art*  12  Las  mercancías  y  efectos  de  producción 
6  manufactura  extranjera  que  se  introduzcan  de 
U  Nueva  Granada  para  el  consumo  de  Venezuela 
por  la  aduana  de  San  Antonio  del  Táchira,  que- 
dan sujetos  al  pago  de  los  derechos  de  importa- 
ción con  arreglo  á  la  citada  ley  sobre  régimen  de 
aduanas,  observándose  por  los  jefes  de  la  del 
Táchira  todas  las  formalidades  y  requisitos  pre- 
venidos en  la  misma  ley. 

Art.  13.  El  Secretario  de  Relaciones  Exterio- 
res se  entenderá  con  el  de  la  Nueva  Granada  k 
fin  de  obtener  cada  tres  meses  copias  de  las  guias 
que  las  Aduanas  de  Ve^^ezuela  hayan  expedido 
para  las  mercancías  internadas  ejn  la  Nueva  Gra- 
nada, y  copias  de  las  tornaguías  que  las  aduanas 
de  dicha  República  hayan  Ubradó  para  las  de  Ve- 
nezuela. 

Art.  14.  Habrá  un  cuerpo  de  Resguardo  en  el 
Amparo,  ribera  del  Arauca  fronterizos  con  la  Nue- 
va Granada,  bajo  la  dependencia  de  la  Aduana 
de  Ciudad  Bolívar  y  sujeto  á  la  organización  que 
le  dé  el  Poder  Ejecutivo. 

Art  15.  Respecto  de  las  mercancías  ya  impor- 
tadas que  hubieren  sido  declaradas  de  tránsito, 
se  concede  el  ^lazo  de  tres  meses,  contados  desde 
la  publicación  de  este  decreto,  para  su  internación 
á  la  Nueva  Granada,  llenándose  los  demás  re- 
quisitos que  aquí  se  establecen:  pasado  este  tér- 
mino se  considerafán  como  introducidas  para  el 
consumo,  y  se  procederá  al  cobro  de  los  derechos 
correspondientes. 

Art.  16.  El  Secretarlo  de  Estado  en  el  Despa- 
cho de  Hacienda  queda  encargado  de  la  ejecu- 
ción de  este  Decreto. 

Dado  en  Caracas  á  10  de  Agosto  de  1B55, 
26  y  45.— (Firmado.)— Joiíá  T.  Monadas. 

Por.S.  E  — El  Secretario  de  E.  en  el  D  de  Ha- 
cienda.— (Firmado.) — Jacinto  Gutiérre;s,  '* 
COMERCIO  DB  TRANSITO.    Rksolucion  Eje- 
cutiva DE  15  DB  Diciembre  de  1855  desti- 
nando fondos  para  reintegrar  lo  que  adeuda 
la  aduana  de  Maracaiba  por  derechos  de  mer- 
cancías de  tránsito. 
Secretaría  de  Hacienda. — Caracas,  Diciembre 
15  de  1855. 
Aa5ve¿^(?.— Considerando,  que  por  consecuen- 
cia de  los  términos  en  que  fué  redactada  la  ley  de 
12  de  Mayo  de  1854  sobre  comercio  de  tránsito 
para  la  Nueva  Granada,  la  aduana  de  Maracaibo 
^á  debiendo  mas  de  cien  mil  pesos  por  razón  de 
tornaguías,  según  consta  del  pormenor  de  las  re- 
laciones que  ha  pasado  á  pedimentQ  del   Gobier* 
no :   que  no  obstante  ser  imposible,  por  las  actua- 
les circunstancias  del  tesoro  publico,  y  en  espe- 
cial de  aquella  aduana,  reintegrar  de  pronto  tan 
fuerte  suma,  es  de  absoluta  necesidad  aplicar  fon- 
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dos  para  su  mas  breve  y  gradual  amortizaoíany  la 
cual  se  conseguirá,  pues  que  con  el  decreto  de 
tránsito  de  10  de  Agosto  último,  han  cesado  loe 
motivos  que  dieron  ocasión  á  que  se  contrajese  di- 
cha deuda ;  y  por  último,  que  es  de  estricta  jus- 
ticia resarcir  a  los  acreedor^,  del  perjuicio  que 
les  causa  la  demora  en  el  reintegro  de  una  deuda 
sagrada  por  "su  naturaleza,  el  Poder  £jecutivo 
atento  siempre  á  la  con^tervacion  del  crédito  pú- 
blico, se  ha  servido  resolver  lo  siguiente : 

19  Apropiase  para  reintegrar  lo  que  por  tor- 
naguías debe  la  aduana  de  Maracaibo,  los  recur- 
sos siguientes ;  *  '         ' 

La  suma  de  treinta  y  dos  mil  ciento  veintinueve 
pesos  ochenta  v  siete  centavos  ($  32.1^.  87)  que 
hasta  el  20  de  Agosto  último  existia  en  dicha 
aduana  en  pagarés  de  tránsito,  los  cuales  se  de- 
volverán, lo  mismo  que  cualquiera  otra  cantidad 
existente  en  la  propia  especie  hasta  el  dia  en  que 
se  puso  en  ejecución  en  Maracaibo  el  citado  de- 
creto de  10  de  Agosto  de  este  aüo. 

La  suma  do  diez  y  ocho  mil  doscientos  se*  - 
senta  y  seis  pesos  veintitrés  centavos  (18.266,  23) 
que  deben  devolver  á  la  aduana  de  Maracaibo  los 
seíiores  Pardo  y  Compañía  y  Kennedy  y  Hahn 
por  el  treinta  por  ciento  que  han  recibido  de 
mercancías  introducidas  en  la  Nueva  Granada  \ 
devolución  que  deben  hacer  en   dinero  efectivo. 

El  veinte  por  ciento  de  los  derechos  ordinarios 
de  importación  que  se  causen  en  la  misma  adua< 
na  de  Maracaibo. 

29  £1  producto  del  20  por  ciento  se  distribuirá 
mensualmente  entre  los  acreedores  por  torna- 
guías, proporción  guardada  entre  el  haber  de  ca- 
da uno,  y  se  dará  aviso  á  la  Secretaría-  de  Ha* 
cienda  de  la  distribución. 

39  Ademas  de  las  relaciones  parciales  que  ha 
enviado  el  Administrador  de  aquella  aduana,  re- 
mitirá una  general  del  total  monto  que  se  adeude 
por  tornaguías  para  el  dia  en  que  llegue  á  su  co- 
nocimiento esta  resolución. 

49  Pagados  los  capitales,  se  hará  una  liquida- 
ción de  intereses  al  respecto  de  9  por  ciento  al 
afio  que  serán  satisfechos  con  el  mismo  20  por 
ciento  destinados  en  el  ^\.^  al  pago  de  lo  que  se 
adeude  por  tornaguías,  debiendo  correr  los  inte* 
reses  desde  1,^  de  Enero  próximo. 

50  Esta  resolución  principiará  á  cumplirse  el 
1.**  de  Enero  próximo  venidero  en  afmonía  con 
las  disposiciones  del  decreto  de  80  de  Novlem* 
bre  último  que  arregla  el  pago  de  los  presupues- 
tos generales  de  gastos  públicos,  quedándole  á  la 
aduana  de  Maracaibo  para  cubrir  sus  gastos  or- 
dinarios que  le  seftala  el  mencionado  decreto, 
las  cantidades  siguientes: 

El  80  por  ciento  de  sus  ingresos  ordinarios, 
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£i  Bjroducto  del.  eBtablecixaieoto  de  la  Ceiba,  j 

Los  sobrantes  de  la  aduana  da  San  Antonio  del 
Táchira. 

La  indicada  aduana  de  Maracaibo  tendrá  á  dis- 
posición de  la  Tesorería  Oeneral  el  producto  de 
la  contribución  exti^rdinarfa  que  en  ella  se  re- 
caude. «. 

Comuniqúese  á  quienes  corresponda. 

Por  S.  E.—Gutiirfe!g. 

COMERCIO    DS    A&TICULOS    DE   OITERRA.  Vea» 

se  Artículos  de  gíierra  (Cn  este  misnH)  Apén 
dice.) 

COMISIÓN   BB  LOk  ADMINISTRADOaES  DE  BElf* 
TAS   INTERNAS.    RESOLUCIÓN      BjEGUTÍlTA    DE 

2  DE  Agosto  de  1654  declarando  que  no  les 

corresponde  niTiguna  por  la  re'caudaúion  de 
"  empréstitos.  (*) 

Secretaría  de  Hacienda.-^ Sección  quinta. 
Caracas,  Agfosto  2  de  1854. 

Resuello. — Dígase  en  circular  á  los  Qoberna* 
dores  y  Administradores  principales  de  Rentas 
Internas. 

£n  el  expediente  respectivo  ha  recaído  cop 
esta  fecha  la  resolución  siguiente. 

"'  £1  veinte  por  ciento  sobre  las  cantidades  que 
se  recaudan)  asignada  por  el  Gobierno  6  los  Ad- 
*  ministradores  de  Rentas  Internas,  no  puede  en- 
tenderse sino  respecto  de  los  fondos  ordinarios 
que  entren  en  aquellas  oficinas.  Las  sumas  re- 
caudadas por  ellas  provenientes  del  empréstito, 
no  pueden  de  ninguna  manera  cercenarse  con' la 
rebaja  de  semejante  comisión,  porque  tal  ope- 
lAcion  disminuiría  considerablemente  los  pro- 
ductos de  este,  con  los  cuales  cuenta  el  Gobier- 
no para  atender  á  las  enormes  é  imperiosas  ero- 
gaciones necesarias  para  el  restablecimiento  del 
6rden  público^  y  porque  en  tal  caso  percibi- 
rían los  Administradores  una  cantidad  exorbi- 
tante, que  ninguna  proporción  guardaría  con  el 
sencillísimo  trabajo  de  recibir  las  cantidades  da« 
das  en  empréstito,  de  llevar  la  cuenta  de  su  pro- 
ducto y  de  hacer  su  inversión,  sin  competerle  nin- 
guna otra  función,  ni  ningún  paso  judicial  para 
•hacer  efectiva  la  recaudación.  No  es  tampoco 
justo  que  se  exija  á  los  ciudadanos  el  sacrificio 
de  sus  bienes,  sino  en  exclusivo  provecho  del 
servicio  público  y  únicamente  para  los  sagrados 
gastos  de'  la  guerra,  ni  que  los  encargados  de 
aquellas  administraciones,  &  los  cuales  el  Poder 
Ejecutivo  considera  bien  compensados  de  su  tra« 
bajo  con  los  emolumentos  ordinarios  que  les  es- 
tán asignados,  los  aumenten  notablemente  de  es- 
ta manera  en  momentos  en  que  se  exige  á  to- 
dos el  contingente  necesario  en  favor  de  la  cau- 

^oíl^  Ruteramente  conforme  con  lá  de  20  de  Agosto  de 
186S,  p&g.  686,  tomo  primero.  ^ 
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sa  nacional.  En  virtud  de  estas  rasoaes,  el  Go- 
bierno dispone:  que  los  Administradores  4« 
Rentas  Internas,  así  principales  como  subalter- 
nos, no  deben  descontar  comisión  alguna  por  Ja 
recaudación  del  empréstito.  Comuniqúese  á 
quienes  correspende  y  publíquese. 

Por  S.  E.--  Ceballos. 
CONCEJO  HtJNiciPAi.  DE  MATüRlN.  Concesion 
á  él)  en  calidad  de  devolución,  de  ciertos  pro* 
dUctos  de  los  derechos  de  entrada  y  aguada 
para  la  construcción  de  un  templo.  Véase 
Derechos  de  puenío^  (En  este  mismo  Apéndice) 
O.  de  15  de  Mayo  de  1854» 

CONFEDERACIÓN  colombiana.  Véase  Pac. 
tos  de  fedération. 

CONSPIRADORES,  RfcsoLUcioN  ejecutiva  de 
23  DE  febrero  de  1865  derogando  las  de  5J7 
de  Mayo  de  1853,  y  U  de  Agosto  de  1854  sobre 
embargo  de  sus  bienes,  pag.  587  del  Tomo 
primero,— Virtuaimente  deroga  también  la  de 
22  de  Julio  del  mismo  año,  pag.  588  del  pro- 
pio Tomo. 

Secretaría  del  Interior*--Seccion  segunda. 
Caracas,  Febrero  23  de  1855. 
Resuelto.-^DígñSQ  á  los  Gobernadores  de  pro- 
vincia. '^ 

Por  resolución  de  este  Ministerio,  fecha  27  de 
Mayo  de  1853,  se  recomendó  á  US.  previniese 
ü  los  Procuradores  municipales  de  su  territorio, 
que  persiguiesen  ante  los  tribunales  de  justicia  á 
los  culpables  por  conspiración,  debiendo  pedir  el 
embargo  de  sus  bienes  para  indemnizar  al  Esta- 
do  de  los  perjuicios  que  causase  aquel  delito,  de* 
jando  á  salvo  á  los  particulares  el  derecho  que 
tuviesen  para  resarcirse  de  los  daños  que  es* 
perimenUsenpor  igual  motivo. 

En  11  de  Agosto  último  se  declaró  Vigente 
Igual  resolución,  para  todos  los  casos  resulten- 
tes  de  la  revolución  del  afio  próximo  pasado. 

El  Gobierno  se  halla  instruido  así  de  los  aba-» 
sos  que  se  han  Cometido  á  la  sombra  de  Jas  re- 
soluciones referidas^  como  de  la  discordia  que 
han  sembrado  en  las  poblaciones  en  donde  se 
han  puesto  en  práctica. 

En  esta  virtud,  jr  poseida  la  actual  Adminis^ 
tracion  del  sentimiento  de  paz  y  de  concordia 
que  domina  en  la  Nación,  S.  E*  el  Presidente  do 
la  República  se  ha  servido  disponer  lo  siguiente. 

19  Se  revocan  las  resoluciones  de  27  de  Mayo 
de  1853  y  11  de  Agosto  del  año  próximo  pasa- 
do,  ya  citadas,  f  en  consecuencia,  los  Procurado» 
res  municipales  que  hayan  procedido  en  virtud 
de  tales  disposiciones,  desistirán  en  todo  nego- 
cio de  embargo  ante  los  correspondientes  tribu- 
"f  D  '  ***  acciones  intentadas  psra  indemnizar 
al  Estado,  y  obrarán  de  modo  á  alcansar  el  de» 
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tembargo  de  las  fincas  respecto  de  las  cuales  ha 
j'a  recaído seipejan te  providencia;  y 

29  En  los  casos  en  que  algún  particular  intro- 
duzca en  los  tribunales  acción  para  indemnizarse 
de  los  perjuicios  que  di^a  haberle  causado  uno  ó 
mas  individuos  por  delfto  de  conspiración,  el  Pro- 
curador Municipal  dé  la  localidad  deberá  instruir 
por  medio  de  ÜS.  á  este  Ministerio  de  lo  que  ocur- 
ra en  el  asunto,  para  dictar  en  consecuencia  las 
medidas  del  caso,  respecto  á  la  tercería  que  se 
reserva  el  Gobierno  hacer  para  salvar  los  dere- 
chos que  al  Estado  puedan  asistir. 

Tengo  el  honor  de  comunicarlo  á  US.  para  su 
inteligencia  y  fines  consiguientes. 
Soy,  &c. 

Por  S.  E.-^Aranda. 
CONSPIRADORES,  resolución  ejecutiva 
DB  18de  JULIO  DE  1895  sobre  una  solicitud 
del  Sr.  Casiano  Campos,  á  nombre  de  su  pa- 
dre^ relativa  al  embargo  y  enajenación  de  al- 
gunas propiedadas  de  este,  que  hicieron  las 
autoridades  de  Margarita ;  la  cual  se  hace 
extensiva  á  todos  los  que  se  encuentren  en 
igual  caso. 

Secretaría  del  Interior. — Sección   segunda. 
Caracas,   Julio  18  de  1855. 
Resuello. — Dígase  al  sefíor  Gobernador   de   la 
provincia  de  Margarita. 

Vista  por  el  Poder  Ejecutivo  L  representación 
documentada  que  ha  introducido  en  este  Despa- 
cho el  señor  Casiano  Campos  pidiendo  que  se  le 
mande  abonar  el  valor  de  una  piragua  que  le  fué 
embargada  á  su  padre  y  vendida  por  el  Goberna- 
dor y  Junta  Económica  de  Hacienda  de  Marga ri- 
ta  en  el  año  de  1863,por  conceptuársele  conspira- 
dor, la  cual  habia  recobrado  en  virtud  de  la  de- 
saprobación que  dio  el  Gobierno  á  las  enajena- 
ciones, celebradas  por  dicha  Junta  de  Hacienda 
de  Margarita,  pero  de  que  posteriormente  fué  de 
nuevo  despojado  por  otra  resolución  del  Poder 
Ejecutivo,  ocasionándole  esto  el  reintegro  que 
tuvo  que  hacer  del  valor  que  por  ella  habia  re- 
cibid(^le  una  persona  á  quien  la  vendiera,  y  de 
Jos  perjuicos  sufridos  por  esta  6  consecuencia  de 
la  devolución,  S.  E.  ha  querido  oir  la  opinión  del 
Consejo  de  Gobierno,  con  la  cual  ha  tenido  á 
bien  coijformarse  en  todas  sus  ptirtes,  cuyo  tenor 
literal  ¿s  el  siguiente. 

*'  Sesión  número  57  del  Consejo  de  Gobier- 
no—Martes  3  de  Julio  de  1855~§  4?— -Siguió 
considerándose  el  reclamo  del  señor  Casiano 
Campos,  y  el  Consejo  aprobó  el  siguiente  acuer- 
do.— El  señor  Casiano  Campos  manifiesta  que, 
atribuyéndose  á  su  padre,  señor  Juan  Francisco, 
el  delito  de  conspiración  6  de  complicidad  en 
él,  en  laprovineia  de  Margarita,  no  solo  fueron 
embargados  todos  sus  bienes,  según  la  resolución 
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Ejecutiva  de  27  de  Mayo  de' 1853,  sino  ainn  ren- 
didos, sin  que  en  realidad  pudiese  hacérsele  car- 
go alguno  por  conspiración:  que  entre  los  bienes 
vendidos  se  lialla  una  piragua  que  compró  el  Sr. 
Hilario  Ortega,  de  quien  la  recobró  su  padre- 
mediante  haber  sido  desaprobado  por  el  Gobier- 
no el  acuerdo  en  que  la  Junta  Económica  de 
Hacienda  de  Margarita  dispuso  la  enajenación 
de  los  bienes  embargados  á  los  facciosos:  que 
luego  vendió  dicha  piragua  al  señor  Marcos  Ve- 
lázquez,  que  fué  despojado  de  ella  por  Hilario 
Ortega  en  virtud  de  una  nueva  disposición  del 
Poder  Ejecutivo  ;  y  en  consecuencia  exigió  á 
Campos  e!  saneamiento  de  la  yenta,  y  tuvo  este 
que  entregarle  ochocientos  noventa  y  un  pejo 
por  el  valor  de  la  piragua  y  los  perjuicios  sufri- 
dos. En  conclusión  pide  se  le  mande  abonar  estm 
suma  por  el  Tesoro,  ó  entregar  la  expresada  pira- 
gua, que  es  á  lo  que  limita  por  ahora  su  reclamo. 
El  Poder  Ejecutivo  ha  querido  oiría  opinión  del 
Consejo  de  Gobierno  en  el  particular  ;  y  como 
de  los  antecedentes  presentados  resultaba  que 
debian  existir  otros,  concernientes  á  la  materia, 
en  el  Ministerio  de  Hacienda,  acordó  este  cuerpo 
pedirlos  en  15  de  Maj'o  último.  (Consta*  de  uno 
de  los  expedientes  creados  en  el.  Ministerio  del 
Interior  que,  instando  el  Jefe^e  operaciones  de 
la  provincia  de  Margarita,  Coronel  (entonces) 
Pedro  Vicente  Aguado,  por  el  suministro  de  ra- 
ciones para  la  guarnición,  el  Gobernador  de  la 
misma,  señor  Juan  Larraz^bal,  aceptó  la  indica- 
ción que  aquel  le-hizo  de  que  se  tomare  de  los 
bienes  de  los  conspiradores  mas  calificados  lo  ne- 
cesario para  sostener  las  tropas  del  Gobierno  ;  y 
al  efecto  ordenó  el  30  de  Junio  de  1853  alJuez 
de  paz  de  Porlamar,  que  entregase  al  Jefe  de 
operaciones,  de  los  efectos  embargados  en  las 
casas  de  los  facciosos  Juan  Francisco  Campos  y 
Juan  de  Dios  Aguirre,  previo  valúo  por  dos  peri- 
tos, lo  que  se  necesitase  para  racionar  las  tropas, 
y  exigiese  el  correspondiente  recibo.  Igual  orden 
dio  al  Jue2  de  Pampatar  para  que  procediese  en 
los  mismos  términos  respecto  de  los  bienes  em- 
bargados a  Eduardo  Solis.  El  Poder  Ejecutivo  & 
quien  se  dio  cuenta  de  esta  n>edida,  exigió,  para 
la  resolución  conveniente,  una  noticia  circunstan- 
ciada de  lo  que  se  hubiese  tomado  á  los  expresa- 
dos conspiradores,  detallándose  los  biéhes  ó  efec- 
tos embargados  de  que  se  hubiese  dispuesto,  á 
quién  pf^rteoecian  y  á  cuánto  ascendía  su  valor, 
según  el  justiprecio  dado.  El  Gobernador  en  C(»n- 
secuencia  remitió  con  oficio  de  26  de  Noviembre 
de  1853,  otro  original  del  Comisario  de  guerra 
señor.  Francisco  Maneiro  en  que,  sin  los  detalles 
exigidos,  dice:  que  délos  efectos  del  señor  Pe- 
dro Eduardo  Solis,  setomaron,  según  inventario, 
setecientos  veintiséis  pesos  :'  de  los  de  la  casa  de 
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Juan  de  Dios  Aguirre  quinientos  reintiseis  pesos; 
y  de  Icis  de  Ja  de  Juan  Francisco  Campos  tres 
mil  cuairocientos  treinta  y  cuatro  pesos  setenta  y 
un  centavos,  que  hacen  el  total  de  cua'tro  mil  seis- 
cientos ochenta  y  seis  pesos  setenta  y  un  centavos; 
y  afíade  que  ignora  lo  que  se  haya  tqmado  de  la 
casa  del  Sr.  José  MaVía  Morales,  porque  en  el 
tiempo  en  que  se  hizo  esto,  no  era  él  comisario,  y 
servia  de  proveedor  Jesús  Silva,  que  ni  había  ren- 
dido sus  cuentas,  ni  se  encontraba  en  la  provin- 
cia. Ninguna  resolución  ha  recaido  en  el  par- 
ticular.— De  otro  de  los  expedientes  creados  en  el 
Ministerio  del  Interior,  resulta:  que  el  15  de 
Octubre  de  1853,  ocurrió  Hilario  Ortega  á  la  Go- 
bernación de  Margarita,  manifestando  que  pues- 
ta en  venta  la  piragua  <^  Minerva  "  de  Japertenen- 
gia  de]  conspirador  Juan  Francisco  Cám¡>os, 
ofrecía  por  ella  cuatrocientos  cincuenta  pesos,  los 
cuales  fueron  aceptados  y  recibidos  ese  mismo 
dia  por  el  Gobernador  G.  Guerra:  que  la  Corte 
Superior  úil  Distrito  de  Oriente  decidió  el  7  de 
Noviembre  de  1853,  el  recurso  de  amparo  inter- 
puesto por  Juan  Francisco  Campos  y  otros,  de- 
clarando opresivo  el  pro  redi  mietJto  seguido  con- 
tra ellos,  y  mandando  ponerlos  en  libertad :  que 
ej  Gobernador  de  Margarita,  señor  Juan  Larrazá- 
bul,  á  solicitud  d^  Juan  Francisco  Campos, 
autorizó  á  este  el  20  de  los  mismos  para  que 
pudiese  reclamar  las  propiedades  que  le  hablan 
sido  tomadas,  haciendo  uso  desús  derechos  ante 
los  tribunalesde  justicia;  y  con  fecha  24  del  mismo 
Noviembre  lé  mandó  entregar  el  falucho  **  San 
Miguel  "  que  estaba  depositado  en  poder  del  Sr 
José  Manuel  Silva:  que  la  Junta  Económica 
de  Hacienda  de  Margarita  en  sesión  de  13  de 
Diciembre  de  1853,  autorizó  al  Gobernador  para 
que  vendiese  los  bienes  embargados  á  los  cons- 
piradores y  con  su  producto  atendiese  á  las  ra- 
ciones de  ia  fuerza  armada,  por  juzgarlo  confor- 
me á  la  resolución  del  Poder  Ejecutivo  de  27  de 
Mayo  anterior :  que  el  Poder  Ejecutivo  en  26  d« 
Enero  de  1854,  desaprobó  en  todas  sus  partes  el 
acuerdo  de  la  Junta,  así  como  los  demás  actos 
que  hubiesen  emanado  de  sus  disposiciones :  que 
en  consecuencia  la  Junta  en  sesión  de  8  de  Fe* 
brero  k Izó  la  sanción  á  dicho  acuerdo ;  y  deter- 
minó manifestar  al  Poder  Ejecutivo  que  fué  la 
urgencia  éÉ\  caso  lo  que  le  obligó  á  celebrarlo ; 
y  ademas  enviarle  ana  noticia  de  los  bienes  ven- 
didos y  de  sus  valores,  para  que  si  debian  devol- 
verse aquellos  á  sus  antiguos  dueños,  el  Tesoro 
abonase  estos  que  hablan  sido  empleados  en  la 
guarnición.  Fué  esa  noticia  la  que  -creyó  el  Con- 
sejo poder  obtener  del  Ministerio  de  Hacienda 
cuando  acordó  pedirle  los  antecedentes  sobre  el 
particular  ;  pero  sin  duda  no  fué  enviada  por  el 
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seQor  Gobernador  de  Margarita»  pues  no  se  halla 
en  el  expediente  presentado  por  el  señor  Secreta- 
rio  de  Hacienda,  que  contiene  solo  el  acuerdo 
de  la  Junta  Económica  ya  mencionado,  y  su  de- 
saprobación por  el  Poder  Ejecutivo;  y  adema» 
un  oficio  en  que  el  Gobernador  de  Margarita  con 
fecha  28  de  Marzo  último  consalta  lo  que  deba 
determinar  en  varios  reclamos,  unos  respecto  de 
los  bienes  vendiíloí,  y  otros  respecto  d«  los  qae 
aun  se  conservan  embargados  ;  añadiendo :  q4á€ 
de  las  propiedades  embargadas  se  hanadjudiea* 
do  muchas  á  particulares  á  cuenta  de  sus  sueldos 
devengados  en  servicio  militar  ^  y  que  se  le  ha 
informado  que  en  las  aduanas  cobran  estos  mis- 
mos integramente  sus  haberes. — Consta  ademas 
del  mismo  expediente  del  Ministerio  del  Interior, 
deque  últimamente  se  ha  venido  hablando,  que 
el  Gof^ernador  de  Margarita,  señor  Ramón  Hur- 
tado, en  virtud  de  la  dechion  déla  Corte  Superior 
de  Oriente  en  que  esta  declaró  con  lugar  el  aro* 
paro  intentado  por  Juan  Francisco  Campos,  y 
en  virtud  también  de  haber  sido  desaprobado  por 
el  Poder  Ejecutivo  el  acuerdo  ya  mencionado  de 
la  Junta  Económica  de  Hacienda,  resolvió  á  pe- 
tición de  Campos  el  14  de  Marzo  de  1854,  que 
este  podía  reclamar  de  las  autoridades  judiciales 
todos  los  bienes  que  le  hubiesen  sido  extraidos  j 
vendidos,  para  lo  cual  se  le  haria  por  los  jueces 
respectivos  formal  entrega  :  que  uno  délos  hijos 
de  Campos,  apoyado  en  esta  resolución  y  otros 
documentos,  obtuvo  del  Juzgado  de  parroquia  de 
la  Guaira  que  le  pusiese  en  posesión  del  fnhicho 
.*'  Minerva":  que  despojado  entonces  el  compra? 
dor  Hilario  Ortega,  introdujo  un  reclamo  al  Minis- 
terio del  Interior  por  donde  se  resolvió  el  23  de 
Marzo  de  1854:  *' que  no  teniendo  el  Poder 
Eje.cutivo  constancia  de  los  bienes  embargadas 
en  Margarita  a  causa  de  los  sucesos  políticos, 
ni  estando  llamado  &  decidir  las  reclamaciones 
que  entre  los  particulares  se  suscitasen  por  dichos 
embargos,  era  á  los  tribunales  de  justicia  doude 
debia  ocurrir  el  interesado";  pero  aparece  que 
pocos  (lias  después,  y  sin  ulterior  escrito  de  este, 
libró  otra  resolución  el  mismo  Ministerio  del  In- 
terior con  fecha  3  de  Abril  del  mismo  año,  de- 
clarando que  no  toca  álos  Gobernadores  revocar 
ó  dar  por  nulos  los  actos  de  &us  antecesor^  cuan- 
do en  ellos  se  perjudica  un  tercero;  y  q4||asl,  el 
Gobernador  Hurtado  no  había  podido  alterar  las 
disposiciones  que  sobre  embargos  de  bienes  habia 
dado  su  antecesor  G.  Guerra,  siendo  este  acto 
correspondiente  á  los  tribunales  de  justicia  ;  y 
que  debia  revocar  las  providencias  que  hubiese 
librado  en  la  materia.  Hilario  Ortega  ee  quejó  eo 
escrito  de  16  de  Mayo  de  1854,  por  falta  de 
oumplSmiento  de  esta  misma  reBoÍueioii|>  la  que 
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fué  reproducida  en  23  de  Mayo  de  un  modo  mas 
terminante,  y  se  previno   a]  Gobernador  de  Mar- 
garita qae  revocase  su  resolución  de  14  de  Mar- 
zo, dejando  por  este  hecho  á  Ortega  en  posesión 
del  falttclio  Minerva.-^El  solicitante  ha  producido 
unoa  documentos  constantes  de  siete  folios  útfle^, 
df  loe  cuales  consta  que   por  orden  del    Juez  de 
parroquia  de  Rio-Caribe  fué  embargada  el  90  de 
Mayo  de   1854  la  piragua  Minerva  para  entre- 
garse á  Hilario  Ortega,  según  la   resolución  del 
Poder  Ejecutivo  de   4  de  Abril  (debe  aer  tres)  y 
del  decreto  del  Gobernador  de  Margarita  en  que 
ordenaba  su  cumplimiento;  y  que  Marcos  Yeláz- 
quez,  poseedor   entonces  de  dicha  piragua  por 
compra  que  de  ella  habla  hecho  a  Francisco  Cam- 
pos, protesto   ese   mismo   dia  contra  semejante 
acto.  Aquí  se  vé  que  sin  embargo  de  que  Oitega 
babia  vuelto  á  entrar  en  posesión  de  la    piragua 
Minerva  el  3  de  Mayo  de  IS54,segun  la  resolución 
del  Poder  Ejecutivo  de  3  de  Abril  anterior,  supu- 
so en  su  escrito  de  16  de  Mayo  que  se   eliidia   el 
cumplimiento  de  aquella,  y  dio  motivo  k  que  se 
reprodujese,  como  queda  dicho,  de  un  modo  m&s 
terminante. — Lo  exfuiesto  revela  el  desorden  que 
ha  habido  en  el  embargo  y  venta  de   bienes  per- 
tenecientes á  varios  vecinos   de  la  provincia    de 
Margarita,  tanto  mas  cs^candaloso,  cuanto  ha  siilo 
autorizado  por  los  mismos  funcionujios  llamados 
á  dar  garantías  A  los  ciudadanos   en    el    gdce  de 
»us  derechos  individualef. — Bien   se  comprendió 
lo  abusivo  del  proceder  del  Gobernac  or,  al  acep- 
tar la  indicación  del  Jefe  de  operacioncí»,  y   dis- 
poner en  30  de  Junio  de  1853  que  se  entregasen 
á  este,  efectos" embartrados  á    los  facciosos    para 
que  se  racionasen  las  iropas.   cuando    quiso  Ipgi- 
timarse  la  continuación   (le   esa    medida,    con    el 
acuerdo  de  la  Junta  Ec(»nómica  de    Hacienda  en 
sesión  de  13  de  Diciembre  del    mismo    año. — Si 
abusivo  fué  lo  dispuesto  por  el  Gobernador,  no  lo 
fué  menos  lo  acordado  p  »r  la  Junta  Económica 
de  Hacienda,  apoyándose  en  la  resolución  de  27 
de  Mayo  de  aquel  año,  que  ninguna  facultad  da 
ba  para  que  se  vendiesen  los  bienes  embargados 
á  los  facciosos,  y  mucho  menos  para  que  corrie- 
sen con  la  venta  empleado»  del    orden  adminis- 
trativo, á  quienes  no  incumbía  decretar  el  previo 
embargo  ;  sino  álos  del  poiler  judicial,  pues  por 
dicha  resolución  solo  se  previno  k  loe  procurado- 
res municipales  que  persiguiesen  anie  I09  tribu- 
nales de  justicia  á  los  Culpables  por  conspiración, 
debiendo  pedir  el  embargo  de  siis  bienes  para  in* 
deronizar  al  EsUido  de  los  perjuicios  que  causase 
a<|«e]  delito,  dejando  á  aalvo  á  U*9  particularea  el 
derefho  que  tuviesen  para  rezarcirse  de  los  dafioa 
que  experlmeutaaen  por  igiial  motivo.^La  venta 
déla  pirtgna  Minerva  que  tuve  logar  el   15  de 
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Octubre  d«  1868,  no  emanó,  como  lo  ha  oKrido  el 
solicitante^  del  acuerdo  de  la  Junta  Económica  de 
Hacienda  que  se  celebfó   después,  el  13  de  Di- 
ciembre, ni  como  lo  pensó   el  señor  Gobernador 
Ramón  Hurtado  cuando  le  mandó  poner  en  po- 
sesión de  la  piragua  apoyado  en  haber  desapro- 
bado el  Poder  Ejecutivo  dicho  acuerdo,   sino  de 
la  resolución  anterior  del   Gobernador  de  que  se 
ha  hablado,  observación  que  se  hace,  mas  porque 
'queden  ñjados  los   hechos  con    exactitud,   que 
porque  ella  importe  para  la  decisión  delasunto. — 
Las  consecuencias  de  esas  disposiciones  que  no 
han  sido  aprobadas  por  el   Poder  Ejecutivo,   en 
nada  pueden  afectar  á  la  Nación.  Es  esa  aproba- 
ción que  no  aparece,  la  que  podria  dar  derecho  á 
los  (»fendidos  á  considerar  al  Estado  como  el  ver- 
dadero autor  de  la  injuria,  para  que  él   fuese   el 
obligado  á  indemnizarlos. — Respecto   de   la  pri- 
mera resolución  del  Gobernador   de   Margarita, 
el  Poder  Ejecutivo  se  limitó   á   pedir  los   datos 
que  estimó  convenientes   para   resolver  ;  y   en 
cuanto  al  acuerdo  de  la  Junta  Económica  de  Ha- 
cienda lo  desaprobó  en  todas  sus  partes,  así  como 
los  demás  actos  que  hubiesen   emanado   de   sus 
disposiciones;  y  los  efectos   de   esa    desaproba- 
ción están  determinados  en  el  final  del  artículo  3^ 
delu  ley  sobre  Juntas  E:onómitas  de  Hacienda.— 
No  puede,  pues,  el  Poder  Ejecutivo   disponer  que 
por  el  Tesoro  publico  se  abone  al  solicitante  el 
valor  de  la  piragua  Minerva  y  el  de  los  perjuicios 
sufridos  ;  ni  puede  tampoco  ordenar  que  se  le  en- 
tregue aquella,  porque  no  es  el  Poder  Ejecutivo  el 
llamado  á  decidir  sobre   la   legítima  posesión    ó 
tenencia  de  las  cosas,  sino  los  tribunales  de  justi- 
cia, ante  los  cuales  los  interesados   deben  deducir 
sus  derechos. — La  suspensión  que  pudiera  decre- 
tar el  Poder  Ejecutivo,  para    el  sometimiento   á 
juicio  de  los  empleados  que  abusaron  en  el  desem- 
peño de  sus  funciones,  se  hace  ineficaz    por   no 
hallarse  hoy  aquellos  sirviendo  los  destinos  de  que 
pudiera  suspenilérseles. — Por  todas  estas  razones, 
juzga  el  Consejo,  que  no  puede  accederse  á  la  so- 
licitud del  señor  Casiano  Campos  :  que  él  y  todos 
los  demás  que  se  hallen  en  su  caso,  deben  ocurrir 
ante  los  respectivos  tribunales  y  como  correspon- 
da, ú  deducir  sus  derechos  contra  quienes   haya 
lugar,  según  les  conviniefte,   sin   que  i«obsten  las 
resoluciones  que  se  han  librado  por  el   Ministerio 
del  Interior ;  y  que  el  Gobierno  debe  procurar 
que  sea  solo  por  las  cantidades  que  realmente 
hayan  sido  invertidas  en  el  servicio  público,   que 
se  haga  responsable  ef  Tesoro  para  su  pago. — En 
estos  términos  da  el  Consejo  de   Gobierno  al  Po- 
der Ejecutivo  su  dictamen  sobre  el  particular/ 

Y  tengo  el  honor  de  trascribir  á  US.  el  prece* 
dente  acuerdo  como  resolución  general  de  lae 
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diver«#  solicitudes  que  se  btc  dirigido  á  este 
Ministerio^  á  cuyos  interesados,  los  señores  Ca- 
siano Campos,  Víctor  Moreno,  Ana  Pino,  Ana 
Cleta  Liborí  y  Juan  Alfonzo,  vecinos  deesa  pro- 
vincia, se  servirá  US.  instruir  á  fin  de  que  si  les 
conviniere,  ocurra ná  esta  Secretaría  solicitando 
los  documentos  que  hayan  presentado  y  de  que 
ne«^esiien  para  intentar  sus  acciones  ante  los  tri- 
bunales competentes. 
Soy,  &:c. 

Por  S.  R — Aran  da* 

CONSTITUCIÓN.   Decreto  de    10  de  MaH- 

20  DE  1856  sobr.e  la  manera  de  efectuar  su  re- 
forma general, 
ílí   Senado   y  Cámara  de  Representantes  de    la 

República  de  Venezuela^  reunidos  en  Congreso. 
Considerando : 

!.•  Que  los  artículos  225  y  226  de  la  Consti- 
tución solo  se  refieren  á  reforma^parciales. 

2?  Que  la  misma  Cpnstitucion  no  establece 
trámites  para  la  reforma  general;    y 

39  Cfue  el  artículo  228  concede  al  Congreso 
la  autoridad  para  reformar  la  Constitución,  con 
tal  que  no  se  extienda  a  la  forma  de  Gobierno, 
que  será  siempre  republicano,  popular,  responsa- 
ble y  aliernativo. 

Decretan : 

Art.  19  Los  futuros  Congresos  tienen  la  fa- 
cultad para  efectuar  la  reforma  general  de  Ja 
Constitución,  observándose  las  formalidades  es- 
tablecidas para  la  formación  de  las  leyes,  con  tal 
que  la  fí)rma  de  Gobierno  sea  siempre  republi- 
cano, popuhr,  representativo,  responsable  y  al- 
ternativo, y  obtenga  en  cada  una  de  sus  discu- 
siones la  aprobación  de  las  dos  terceras  partes, 
por  lo  menos,  de  los  miembros  presentes  en  ca- 
da Cámara. 

Art.  2.®  La  reforma  se  efeetuará  cuando  la  pi- 
dan los  pueblos  y  se  hayan  renovado  en  su  tota- 
lidad las  Cámaras  que  sancionan  el  presente 
decreto. 

Dado  en  Caracas  á  7  de  Marzo  de  l?o6,  afSo 
27  de  la  ley  y  46  de  la  independencia. 

El  Presidente  del  Senado,  Emeterio  Gómez. — 
El  Presidente  de  la  Cámara  de  Representantes, 
José  Víctor  Ariza. — El  Secretario  del  Senado, 
J.  A.  Pérej9» — El  Diputado  Secretario  de  a  Cá- 
mara de  Representantes,  J.  A.  Torrea! ba, 

Caracas,  10  de  Marzo  de  1856,  año  27  de  la 
ley  y  46  de  la  independencia* — Ejecútese. — Ja- 
sé  T.  Monágas* 

Por  S.  E.  el  Presidente  de  la  República.- — El 
Secretario  de  E.  en  los  UD,  del  Interior  y  Jus- 
ticia.-^ A.  Parejo. 

Es  ci^ña.-i-Parejo, 
CONSIJ[LAi>.OS  vBNs2iiLANoa.  Deber  de  cer- 
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tificar  los  sobordos  6  manifiestos  que  hagan 
los  capitanes  de  buques  en  los  respectivos' 
puertos  extranjeros*  Véase  Importación^  ^1? 
del  art.  1.® 

CONSULADOS    VENEZOLANOS.     Resolución 
Ejecutiva  de  13  de  Julio  de  1855  deier- 
minaaido  quien  debe  suplir  su  falta  en  los  lu' 
gares  d&iide   no  los  haya,  para  certificar  los 
sobordos  ó  mantifa<^uras  que   hagan  los  capi- 
tanes de  buques  en  los  respectivos  puertos. 
Secretaría  de  Hacienda.''^Seccion  segunda. 
Caracas,  Julio  13  de  1855. 
Resuelto, — Vista  la  representación  que  ha  he- 
cho el  señor  Larralde  por  medio  del  seílor  Cóo- 
sui  de  S.'IVI.  C,  pidiendo  que  se  exonere  al  Ca- 
pitán ^de  la  goleta  espaüola  Perla,  de  la  multa 
impuesta  por  el  administrador  de  la  aduana  de  la 
Guaira  á  causa  de  habei^presentado  el  sobordo  de 
la  expr.sada  goleta  sin  el  requisito  de  haber  sido 
visado  por  algún  Cónsul  ó  Agente  comercial  ve- 
nezolano ó  de  una  nación  amiga  ó  neutral ;  y  te- 
niendo en  consideración:   que  en  el  puerto  de 
Aguadilla  en  la  isla   de  Puerto-Rico    no  existe 
en  realidad  el  funcionario  que  debe  visar  el  so- 
bordo de  los  buques  procedentes   de  dicho  puer- 
to, y  que  por  tanto  el  Capitán  de  la  Perla  es  in- 
culpable de  no  haber  llenado  Iñn  prevenciones  del 
parágrafo    I9   artículo   1.°    de  la  ley  de  28  de 
Abiii  le  1854;  se  exime  ai  Capitán  de  la  goleta 
Perla  de  la  multa  de  ci^^n  pesos  que  le  impuso  el 
Administrador  de  la  aduana  de  la  Guaira  por  ha- 
ber presentado  el  sobordo  de  su  goleta  sin  el  Vis- 
to Bueno  requerido  por  el  parágrafo   19  del  artí- 
culo citado. 

Y  por  cuanto  el  requisito  de  visación  tiende  á 
dar  á  los  sobordos  la  autenticidad  que  deben  te- 
ner estos  documentos,  á  la  vez  que  la  ley  sobre 
Régimen  de  aduanas  para  la  importaciob  no 
prevé  el  caso  de  no  haber  en  el  puerto  de  la 
procedencia  de  un  buque  "el  funcionario  que  de- 
be visar  el  sobordo,  se  resuelve. 

Cuanrlo  en  el  puerto  de  donde  proceda  «q  bu- 
que no  haya  Cónsul  ó  Agente  comercial  de  Ve- 
nezuela  ó  de   una  nación   amiga  ó  neutral,   el 
sobordo  deba  ser  visado  por  la  primera  autoridad 
civil  del  lugar  de  su  procedencia,  debiendo  espe- 
ciñcarse   la  circunstancia  de  no  existir  eo  .di¿ho 
lugar  Cónsul  ó  Agente  comercial  venezolano  6 
de  una  ilación  amiga  ó  neutral. — Publíqueee. 
PorS.  E — Gutiérrez. 
CONSULADOS  .  VENEZOLANOS.      Resolución 
Ejecutiva  de   7   de    Abeil   db    \8S6  repor- 
dando  a  los  Gobernadores  de  provincias  liiO' 
rales  las  formalidades  que  deben  guardar  los 
capitanes  ó  sobrecargos  de  buques  ai,  arribar 
á  los  puertos  nacionales  ó  eKtranjtros, 
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Secretaría  del  Interior— Sección  tercera. 
Curacas,  Abril  7  de  1856. 
Resuelto, — Dígase  á  los  Gobernadores  de   las 
provincias  litorales. 

Siendo  repetidas  las  quejas  que  varios  Cónsu- 
les de  la  República  en  el  exlranyi^o  dirigen  al 
Gobierno,  sobi^  la  falta  de  formalidades  con  que 
son  admitidos  en  nuestros  puertos  los  buques  que 
á  ellos  arriban,  y  el  abuso  que  cometen  los  Ca-' 
pitanes  ó  Sobrecargos  de  los  de  Venezuela,  no 
cumpliendo  con  lo  dispuesto  por  la  ley  de  30  de 
Abril  de  1S47  en  su  artículo  26,  S.  E.  ha  tenido 
&  bien  resolver:  que  se  recuerden  a  US.  las  dis- 
posiciones que  existen  sobre  la  materia,  para  que 
tengan  su  debido  cumplimiento;  llamando  su 
atención  particularmerjte  sobre  lo  que  establece 
la  ley  citada  en  el  indicado  artículo,  ordenando: 
que  durar)te  la  permanencia  del  buque  ó  buques 
en  el  puerto  que  existan  üónsules  de  la  República, 
depositarán  los  capitanes  ó  sobrecargos  en  ma- 
nos de  ellos,  el  registro,  carta  de  mar  y  pasapor- 
te correspondientes,  si  no  hubiere  en  el  pais  re. 
glas  en  contrario,  y  lo  dispuesto  por  el  artículo 
77  del  decreto  ejecutivo  de  1 1  de  Agosto  de 
1847,  que  determina  :  que  los  buques,  para  ser 
admitidos  en  los  puertos  de  la  República,  debe- 
rán presentar  una  certificación  expedida  por  la 
autoridad  á  quien  esté  atribuida  esta  facultad  en 
el  puerto  de  donde  proceda,  pero  con  el  preciso 
requisito  de  que  esté  visada  por  el  Cónsul  ó 
Agente  consular  de  Venezuela  residente  en  él, 
«in  cuya  circunstancia  no  debe  considerarse  co- 
mo limpia  la  patente  presentada.  Al  dictar  S.  E. 
esta  resolución,  me  ha  ordenado  añadir  á  US., 
que  espera  que  dictará  todas  las  órdenes  conve- 
nientes para  que  ellas  sean  observadas  con  toda 
exactitud,  por  las  autoridades  competentes. 

Tengo  el  honor  de  comun'carlo  á  US.  para  los 
fines  convenientes. 

Soj,  &c. — Por  S.  E. — Parejo, 
CONTRABANDO.    Prevenciones  á  los  jefes  de 
las  aduanas  para  impedirlo  por  las  mi:<mas  ofi- 
cinas. Vévise    Impnrlacion,  R     E.   de    12  de 
Abril  de  1S47  (En  este  mismo  Apéndice.) 

CONTRABANDO.  Resolución  Ejecutiva. 
DE  30  DE  Mayo  db  \i<bo  dictando  medidas  pa- 
ra impedir  el  que  se  hace  de  Trinidad  á  Gúi- 
ria  por  el  golfo  de  Paria» 

Secretaria  de  Hacienda. 

Caracas,  Mayo  30  de  1855. 
Resuello. — Vista  por  el  Poder  Ejecutivo  la 
romunicacion  del  Administrador  de  la  Aduana 
de  Gairia  de  13  de  Abril  próximo  pasado  eu  la 
cual  propone  las  medidas  conducentes  á  impedir 
el  comescio  clandestino  que  por  la  desventajosa 
situación  d^  dicha  aduana  se  practica  fáciltnen-. 
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te,  eotre  la  Isla  inglesa  de  Trinidad  y  el  Jitoral 
de  la  Repablica,  bañados  por  el  golfo  de  Paria, 
resuelve. 

Primero.  El  Administrador  de  la  Aduana  de 
Gúiria  procederá  inmediatamente  á  alquilar  un 
pequeño  buque,  aparente  para  hacer  el  servicio 
de  Quarda-Cc£ta  en  el  golfo  de  Paria  entretanto 
se  compra  otro  con  las  formalidades  legales. 

Segundo.  Dicho  buque  será  tripulado  por  un 
patrón  que  hará  de  Capitán  y  dos  marineros  El 
primero  gozará  del  sueldo  de  treinta  pesos  men- 
suales y  dos  raciones  diarias,  y  los  segundos  de 
quince  pesos  mensuales  y  una  ración  diaria. 

Tercero.  Abordo  de  este  guarda-costa  nave- 
garán constantemente,  los  celadores  del  resguar- 
do de  la  Aduana  de  Güiria  á  quienes  el  Admi- 
nistrador de  ella  tenga  á  bien  dar  este  destino. 

Cuarto.  El  Patrón  recibirá  del  Administra- 
dor de  esta  aduana  las  instrucciones  que  le  han 
de  servir  de  regla ;  de  consiguiente  será  el  Je- 
fe que  dirigirá  todas  las  operaciones  relativas  á 
la  represión  del  tráfico  ilícito  y  le  estarán  subor- 
dinados los  celadores  que  naveguen  en  el  buque 
de  su  mando. 

Quinto.  A  fin  de  que  ef establecimiento  del 
ffuarda-costa  produzca  los  resultados  mas  favora- 
bles, hará  su  crucero  en  cpmbinacion  con  el  res- 
guardo de  Pedernales;  y  para  que  esta  combi* 
nación  sea  eficaz,  el  Administrador  de  la  Adua- 
na de  Barrancas  dará  á  este  resguardo  las  órde- 
nes é  instrucciones  que  de  acuerdo  con  el  Admi- 
nistrador de  la  de  Güiria  crea  mas  adecuadas  al 
intento. 

Sexto.  El  Administrador  de  Güiria  podrá,  ca- 
da vez  que  lo  estime  conveniente,  trasladarse  6 
los  puntos  en  donde  juigue  que  su  presencia 
pueda  ser  útil  á  los  intere>es  nacionales,  pero  sin 
jjesatender  al  servicio  y  despacho  de  la   aduana. 

Séptimo.  A  la  mayor  brevedad  enviará  el  mis- 
mo Administrador  á  este  Despacho  un  informe 
I  relativo  á  la  mayor  ó  menor  facilidad  que  brin- 
de el  Islote  del  Pato  para  hacer  el  contrabando  y 
á  todo  lo  demás  que  convenga  llegar  á  noticia  del 
Gobierno,  respecto  de  ese  territorio  venezolano. 

Octavo.  El  gúarda-costa  recalará  con  la  fre- 
cuencia posible,  á  dicho  Islote,  para  impedir  en 
él  todo  lo  que  sea  perjudicial  á  los  intereses  na- 
cionales. Con  el  mismo  objeto  el  Administrador 
de  Güiria  estacionará  en  el  Islote  ios  individuos 
del  resguardo  que  tenga  j)or  conveniente. 

Noveno.  £1  Administrador  de  la  aduana  de 
Gfliria  dará  cuenta  á  este  Ministerio,  así  del  gas- 
to que  causen  á  las  Rentas  nacionales  las  ante- 
riores medidas,  como  del  resultado  que  en  su  vir- 
tud se  obtenga,  &  fin  de  que  el  Gobierno  pueda 
tomar  la  resolución  mas  eonreniente* 
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ConHiníqueffO  á  los  Administr&cfores  de  las 
aduana»  de  Goiria  y  Barrancas  para  su  cum- 
plimiento. 

Por  S.  E. — Gutiérrez, 
Es  copia. —  Gutiérrez. 
CONTRABANDO,  resolución  ejecutiva  de 
23  DE  ¥EBRERo  DE  1856  exctlando  el  celo  de 
cierlos  empleados  para  su  represión. 
Secretaría  de  Hacienda. — Sección  segunda. 
Caracas,  Febrero  23  de  1856. 
Dígase  en  circular  á  los  Gobernadores  de  provincia.  Co- 
mandantes de  armas,  Cortes  Superiores  y  Administra- 
dores de  Aduana. 

•♦  Los  repelidos  denuncios  del  contrabando  que 
se  coro«te  en  diferentes  puntos  de  la  República, 
han  llamado  seriamente  la  atención  de  S.  £.  el 
Poder  Ejecutivo,  que  mas  de  una  vez  ha  excitado 
el  celo  y  vigilancia  de  los  funcionarios  públicos, 
para  que  dirijan  todos  sus  esfuerzos  á  estirpar  un 
mal  de  tanta  magnitud  y  trascendencia. 

'Creyó  el  Gobierno  que  la  nota  circular  fecha 
18  de  Junio  último  publicada  en  la  Gaceta  núm. 
1186,  proiiuciria  los  saludables  efectos  que  eran 
de  esperarse;  pero  Jas  noticias  fidedignas  y  rei- 
teradas que  ha  recibido  de  que  continua  el  tráfi- 
co clandestino,  le  convencen  de  que  muy  pocos 
empleados  han  cumplido  aquella  disposición  con 
la  actividad  que  demanda  un  asunto  de  tanto  in- 
terés para  las  rentas  nacionales. 

El  Poder  Ejecutivo,  en  su  firme  pfopósito  de 
destruir  radicalmente  todos  los  abusos  que  tien- 
dan á  cercenar  los  productos  del  Erario,  y  con- 
fiado en  que  los  empleados  de  la  Hacienda  pú- 
blica le  presten  una  cooperación  absoluta  y  deci- 
dida, les  excita  nuevamente  su  celo  para  que  to- 
men todas  las  medidas  mas  eficaces  k  fin  de  que 
se  destruya  para  siempre  ese  tráfico  clandestino, 
cayos  perniciosos  efectos  se  sienten  ya  de  un  ino^ 
do  funesto,  poniendo  en  conflicto  la  Hacienda  na- 
cional y  amenazando  de  muerte  la  existencia  del 
Estado. 

Si  con  tiempo  no  se  estirpa  ese  gravísimo  mal, 
no  será  extraño  que  el  empleado  deje  de  recibir 
su  sueldo  con  la  puntualidad  que  el  buen  servici9 
público  demanda  :  que  la  viuda  y  el  inválido  ca- 
rezcan de  la  justa  remuneración  que  el  Estado  les 
acordara  :  que  el  Gobierno  no  pueda  atender  con 
la  religiosidad  que  desea,  los  grandes  compronti- 
sos  que  pesan  sobre  el  tesoro :  qoe  otros  nuevos 
vengan  á  embarazar  la  marcha  expedita  de  la 
Administración  ;  y  que  la  bancarrota  y  el  descré- 
dito nos  envuelvan  en  la  ruina  y  la  miseria. 

Pero  no  duda  el  Gobierno  que  los  funciooarioa 
públicos,  alertados  de  nuevo  por  el  órgano  de  es* 
te  ministerio,  y  palpando  (os  graves  males  qoe 
produce  el  comercio  ilegítimo,  desplegarán  la 


mas  activa  Tigilancía  y  pondrán  en  acción  todos 
los  recursos  que  les  ofrecen  las  leyes,  para  que 
no  se  repita  el  contrabando,  qu«  destruye  la  mo- 
ral, mancha  el  honor  de  los  empleados,  cercena 
las  rentas  de  la  Nación  y  aniquila  las  fuentes  de 
la  riqueza  púbNca. 

En  consecuencia,  he  recibido  ótden  de  S.  E.  el 
Presidente  para  decir  á  los  Gobernadores  de  pro- 
vincia, que  presten  mano  amiga  y  la  mas  asidua 
cooperación  á  ios  empleados  de  la  Hacienda  na- 
cional, y  apoyen  todas  las  medidas  que  ellas  dic- 
ten con  el  laudable  objeto  de  estirpar  el  contra- 
bando :  á  los  Comandantes  de  armas,  que  facili- 
ten la  fuerza  suficiente  fsra  que  sean  respetadas 
las  disposiciones  del  Gobierno,  y  contribuyan  por 
su  parte  á  la  total  destrucción  de  semejante  co- 
mercio: á  las  Cortes  Superiores,  que  despachen 
QBn  la  celeridad  que  exi^^en  las  leyes,  todas  las 
causas  de  comiso  que  se  introduzcan  en  sus  tri- 
bunales, á  fin  de  que  la  pena  impuesta  á  los  cul- 
pables sirva  de  saludable  escarmiento  á  los  qoe 
se  propongan  imitarlos ;  y  por  último,  á  los  Ad- 
ministradores de  Aduana,  que  redoblen  su  vigi- 
lancia para  que  las  contribuciones  se  recauden 
con  la  mayor  exactitud  y  eficacia,  dictando  cuan- 
tas medidas  crean  conducentes  á-cortar  de  raíz  el 
contrabando,  y  las  que  empellen  á  los  empleados 
subalternos  en  el  cumplimiento  de  sus  importan- 
tes deberes,  removiéndolos  de  sus  destinos,  si  no 
los  sirven  con  la  fidelidad  que  exige  una  comisión 
tan  honrosa  y  delicada. 

Observando  esta  conducta  los  funcionarios  á 
quienes  se  dirige  esta  nota  no  solo  habrán  cum- 
plido una  de  sus  mas  sagradas  obligaciones,  sino 
que  al  mismo  tiempo  dejarán  satisfechos  los  de- 
■  seos  de  S.  E  el  Presidente  de  la  República,  que 
no  son  otros  que  el  auge  de  las  Rentas  naciona- 
les y  el  progreso  y  bienestfir  de  los  venezolanos. 

Por  S.  E.  --Gutiérrez. — Es  copia. — Gutiérrez* 
CONTRIBUCIÓN  extraordinaria.  Ley  de  27 

DE  ABRIL  DB  \S56  estableciéndola  nuevamente, 

— Reforma  el  Decreto  de  23  de  Abril  de*lSbí^ 

p.  375  del  Tomo  primero. 
El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la  Re- 
.    pública  de  Venezuela,  reunidos  en  Congreso. 
Decretan : 

Art.  10  Desde  el  ¡9  de  Julio  deesfeeafiose 
cobrará  en  las  Aduanas  de  la  República  ona  con* 
tribucion  extraordinaria  sobre  los  objetos  j  del 
modo  que  se  expresará. 

Art.  29  Las  mercancías  y  efectos  gravados 
con  derechos  de  importación  y  que  90  introduz- 
can del  extranjero  por  cualquiera  de  las.  aduanas 
de  la  República,  pagarán  ademas  el  de  veinte  por 
ciento  sobre  la  totalidad  de  aquellos  dertf  ixos;  y 
el  ds  quince  por  ciento  ad  valorem  si  fueren  de 
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libre  importación»  oon  excepción  del  oro  ó  plata 
en  moneda,  barras,  pastas  ó  polvo,  las  imprentas, 
ios  libros  impresos  y  las  máquinas  y  demás  efec- 
tos qjme  se  libertaron  de  todo  derecho  por  decreto 
legislativo  de  22  de  Febrero  de  1861  en  favor  de 
las  obras  públicas. 

^  19  £1  importe  de  este  derecho  se  pagará  al 
contado,  no  excediendo  de  cuatrocientos  pesos,  6 
dentro  de  treinta  dias  si  excediere  de  dicha  suma. 

^  29  Ed  la  liquidación  de  estos  derechos  ex- 
traordinarios, se  observarán  los  trámites  y  forma- 
lidades establecidas  en  la  ley  sobre  régimen  de 
lafi  aduanas. 

Art.  39  Las  producciones  y  manufacturas  na- 
cionales que  á  continuacioh  se  expresan  y  se  ex- 
porten por  cualquiera  de  los  puertos  de  la  Repú- 
blica, pagarán  los  derechos  siguientes  : 


Algodón 

Alvnidon ^ 

ABil 

Gacao 

Gikfé   ....... 

Caballos 

Caeros  de  res  al  pelo  . 
Caeros  de  otros  animales 
Gon^do  vacuno  .  .  • 
Sombreros.jipijapa     .     . 

Muías 

Quina 

Tebaoo  en  rama  .  .  . 
Zarzaparrilla    .     .     .     . 

Yaguas 

Zarrapin 

Palo  de  tinte     .     .     .     . 


35  centavos 
50 
4 
50 

300 

3 

LOO 

75 
400 

1 

2 

300 

2 

50 


qnintal. 

Ídem. 

libra. 

íanega. 

quintal. 

uno. 

uno. 

uno. 

cabeza. 

docena. 

una. 

libra. 

libru. 

libra. 

una. 

libra. 

tonelad. 


Art.  49  Las  producciones  y  manufacturas  na- 
cionales que  no  se  espéciñran  en  el  artículo  aate- 
rior,  pagarán  al  exportarse  el  derecho  de  cuatro 
por  ciento  ad  vaiorem. 

Art.  59  Ei  oro  y  la  plata  amonedados,  paga- 
rán  al  exportarse  el  ano  por  ciento  el  primero,  y 
la  segunda  el  dos  por  ciento. 

Art  09  £1  dia  último  de  cada  mes,  se  ñjará  en 
Jas  puaitas  de  las  Aduanas,  una  lista  de  ios  pre- 
cios borrientes  f\ue  tengan  en  la  plaza  respectiva, 
las  producciones  y  manufacturas  que  al  expol- 
iarse han  de  pagar  el  cuatro  por  ciento  ad  vaio- 
rem según  el  articulo  49 

Art  79  Las  listas  de  precios  corrientes  dé  que 
trata  el  artículo  anterior,  será  formada,  firmada  y 
jurada  el  mismo  día  por  una  junta  compuesta  del 
Administrador,  Interventor,  la  primera  autoridad 
civil  y  de  un  comerciante  y  un  agiicultor  nom- 
brados por  la  autoridad  civil. 

^  único.  La  Junta  de  que  habla  este  artículo, 
será  presidida  por  la  autoridad  civil. 

Art.  89  El  Administrador  remitirá  al  Tribu- 
nal de  cuentas  por  el  primer  correo,  un  ejemplar 
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d«  dicha  lista,  autorizado  por  él  y  por  ios  mismos 
que  la  formen. 

ArL  90  Se  derogan  los  decretos  legislativos  de 
2  de  Mayo  de  1849  y  23  de  Abril  de  1851. 

Dada  en  Ckirácas  á  12  de  Abril  de  1856,  año 
27  de  la  ley  y  46  de  la  Independencia. — El  Pre- 
sidente del  Senado,  Juan  Vicente  González  Del- 
gado.— El  Presidente  de  la  Cátnara  de  Represen- 
tantes, J.  6r.  Ochoa. — ^£1  Secretario  interino  del 
Senaiio,  Exequiel  M.  González,  —  El  Diputado 
Secretario  de  la  Cámara  de  Representantes,  /  A. 
Torre  a  Iba, 

Caracas,  Abril  27  de  1856,  aí5o  27  de  la  ley  y 
46  de  la  independencia. — ^ Ejecútese- — José  T.  Mo- 
nagas.  -Por  8.  E.  el  Presidente  de  la  República. 
— El  Secretario  de  Estado  en  el  D.^e  Hacienda, 
/.  Gutiérrez. 

Es  copia. — Gutiérrez', 

CORREO.    DEORBTO  BE    12    DE    MATO    DE    1854 

mandando  incinerar  las  cartas  sobrantes^  y  que 

sobraren  en  lo  sucesivo» 
El  Senado  y  Cámara  de   Representantes  de   la 
República  de  Vonezuela,  reunidos  en  Congreso. 

CONSIDERANDO  : 

19  Clue  la  práctica  de  depositar  las  cartas  so- 
brantes en  las  Administraciones  de  Correos  por 
ignorarse  hus  dueños,  ó^por  otros  motivos,  es  al- 
tamente perjudicial  al  Erario  nacional. 

29  Que  es  evidente  que  una  carta  dejada  en  el 
|l  Correo  por  un  año  ó  mas  es  indiferente  á  su  due- 
ño, y  que  estos  teniendo  por  disposición  déla  ley 
de  régimen  délas  Oficinas  de  Correos  el  deber  de 
sacar  todas  las  que  se  encuentran  en  la  Adminis- 
tración, ocurren  al  partido  de'no  sacar  ninguna  ;  y 

39  Que  las  cartas  rezagadas  presentan  un  cam- 
po &  los  empleados  poco  religiosos  para  cometer 
un  fraude. 

DECRETAN  : 

Art.  19  El  19  de  Julio  de  1856  se  incinerarán 
todas  las  cartas  que  se  encuentren  rezagadas  hasta 
aquella  fecha,  para  \o  cual  los  Administradores 
de  Correos  formarán  tres  estados  comprensivos 
del  valor  y  número  de  dichas  cartas,  y  los  dirigi- 
rán al  Sr.  Ministro  de  Hacienda,  al  Presidente 
d^l  Tribunal  de  Cuentas  y  á  la  primera  autoridad 
civil  del  lu^r  en  donde  se  encuentre  la  Adminis- 
tración de  Correas. - 

29  Para  llevar  á  cabo  lo  dispuesto  en  el  arti- 
culo anterior,  la  incineración  se  practicará  en  la 
Administración  General.  En  las  principales  y 
subalternas  en  presencia  del  Concejo  Municipal  6 
Junta  Comunal  respectiva. 

Art.  39  Cada  dos  años,  el  I9  de  Julio  se  in- 
cinerarán las  cartas  rezagadas  de  la  misma  mane- 
ra que  queda  establecid'a  en  los  artículos  anterio 
res*  « 

Art.  .40  Todas  las  cartas  sobrantes  se  reserva- 
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rán  en  la  Administración  General,  donde  per- 
manecerán en  depósito  por  el  término  de  dos 
afios,  ^n  cuyo  plazo  el  Administrador  del  ramo 
hará  publicar  en  la  Gaceta  de  Gobierno  los  nom- 
bres contenidos  en  cada  una  :  los  jefes  políticos  en 
la^  cabeceras  de  cantón,  y  los  jueces  de  paz  en  sus 
parroquias  fijarán  en  los  lugares  públicos  la  lista 
contenida  en  dicha  Gaceta,  k  fin  de  que  llegando 
á  noticia  de  los  interesados,  las  soliciten  durante 
el  plazo,  después  del  cual  se  incinerarán. 

Dado  en  Caracas,  á  10  de  Mayo  de  1854,  año 
25  de  la  ley  y  44  de  la  independencia. 

El  Presidente  del  Senado,  Pedro  Portero, — 
El  Presidente  de  la  Cámara  de  Representantes, 
L»  Riadas. -^í!t\  Secretario  del  Senado,  J.  A. 
Pérez. — El  Secretario  de  la  Cámara  de  Repre- 
sentantes, J.  Padilla. 

Caracas,  Mayo  12  de  1854,  año  25  de  la  ley  y 
44  déla  independencia. — Ejecútese. — J.  G.  Mo- 
Tiágas.'-FoT  S.  R. — El  Secretario  de  E.  en  el  D. 
de  Hacienda,  P.  Cehállos. 

CORREO.  i.EY  DE  5  DE  ABRIL  DE   1856  fijando 
la  taj'ifa'de  portes. — Reforma  la  (\e  \\  de  Mayo 
de  1840,  pa^.  404  del  Tomo  primero. 
El  Senado  1/ Cámara   de   Representanies  de  la 
República  de  Venezuela^  reunidos  en  Congreso: 
decretan: 
Art.  19  El  porte  de  l:.s  cartas   y  papeles  que 
f^iren  por  las  Administraciones  de  Correos   de  la 
República  se  cobrará  con  arreglo  á  la  tarifa  si- 
"iiiente. 
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DISTANCIAS. 

SE  COBRARÁ. 


De  uim-  hasta  25  leguas 

Pasando  do  25  leguas  basra  lÜD 

Id  m  de  100  hasta  160 " 

ídem  de  150  hasta  200 

Ídem  de  200  hasta  300 

ídem  de  300  Q^  adelaqte. . . . 


2  5 

O" 


^  Sil  ^ 


5    s 

■fií 


i«l 


§  19' El  pliego  que  pese  mas  de  doce  onza^ 
pagará  estas  doce  al  precio  dé  tarifa  y  el  exceso  á 
ja  mitad  ;  mas  si  pasare  de  veinticuatro  onzas,  se 


cobrarán  las  que  excedan  de  este  námero  á  rasoír 
de  la  cuarta  parte. 

^  29  Los  impresos  nacionales  que  no  sean 
gacetas,  diarios  6  periódicos  pagarán  el  porte  de 
un  cuarto  de  real  por  cada  onza  de  peso,  los  que 
no  lleguen  á  tenerla,  pagarán  en  proporción.  Los 
mismos  rujo  peso  exceda  de  cuatro  onzas,  pa- 
garán por  el  exceso  un  centavo  fuerte  por  cada 
onza.  Este  porte  se  cobrará,  cualquiera  que  íea 
la  distancia  adonde  se  dirijan  los  impresos. 

Art.  29  Toda  carta  que  entre  del  extranjero, 
pagarál  un  real  sencillo  cualquiera  que  sea'su  ta- 
maño y  peso,  en  el  puerto  que  se  reciba,  y  se 
añadirá  el  porte  conforme  á  la  tarifa  por  la  dis- 
tancia que  la  carta  gire  por  el  correo  cuando  sea 
dirigida  para  el  interior. 

§  único.  Cuando  un  buque  que  proceda  del 
extranjero  haya  de  tocar  en  dos  ó  mas  puertos  de 
la'Re'püblica,  podrá  resertar  su  capitán  encada 
uno  las  cartas  que  correspondan  á  otro  puerto. 

Art.  39  Las  cartas  que  se  conduzcan  de  un 
puerto  á  otro  de  la  República  en  buques  naciona- 
les ó  extranjeros,  pagarán  el  porte  marítimo  es- 
tablecido en  el  articulo  segundo.  8i  el  Poder 
Ejecutivo  estableciere  correos  marítimos,  se  pa* 
gara  el  porte  de  la  correspondencia  que  conduz- 
can con  arreglo  á  la  tarifa. 

Art.  49  Por  los  certificátos  en  pliegos  ó  cartas 
pagarán  los  interesados  seis   reales  en  cada  caso. 

^  único.  Las  autoridades  nada  pagarán  cuan- 
do exijan  certifícate  en  los  casos  que  se  exceptúan 
en  esta  \ey. 

Art.  59  Na  se  cobrará  porte  alguno. 

19  Por  la  correspondencia  que  salga  de  todas 
corporaciones,  tribunales  *y  dernas  oficinas  pübli- 
casy  así  nacionales  como  municipales,  eclesiásticas 
y  militares:  la  cual  deberá  traer  el  sello  ó  rúbrica 
de  la  oficina  de  donde  procede;  sin  cuyo  requisito 
queda  sujeta  al  pago  de  porte. 

29  Poi  las. gacetas,  diarios  y  periódicos  cual« 
quiera  que  sea  su  número  y  peso. 

39  Por  los  autos  cuyo  porte  deba  satisfacer 
ivlguna  parte  declarada  pobre  de  solemnidad  siem- 
pre que  así  lo  certifiquen  el  Secretario  Relator 
en  una  Corte  ó  el  mismo  Juez  en  los  demás  tri- 
bunales. 

Art.  69  Los  administradores  de  Correos  ob- 
servarán con  relación  á  la  corres pondenria  qne 
gire  entre  Venezuela,  Nueva  Granada  y  Ecuador, 
la  convención  aprobada  por  Venezuela  en  7  de 
Mayó  de  1839. 

Art.  79  Principiará  á  regir  la  presente  ley  el 
19  de  Julio  venidero. 

Art.  8'^  Se  deroga  la  ley  de  11  de  Mayo  de 
1S40. 

Dada  en  Caracas,  á  31  de  Marzo  de  1856»  aT.o. 
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27  de  ift  ley  y  46  de  b  |nd6p^dea9fo.-plBl  Pre*. 
Bidente  del  Senado,  P.  Planas. — El  Cresideate 
de  la  Cámara  de  Representantes,  P.  Ca9anava.rr 
El  Secretario  del  Senado,  /.  A.  Péf^.-— £1  Di- 
putado Secretario  de  la  Cámara  de  RejMresentiin- 
tes,  /•  A  Torreaibof 

Caracas,  Abril  5  de  1856,  año  27  de  la  ley  y 
46  de  la  independencia. 

Ejecútese,  José  T.  Monagos, 

Por  S.  £. — El  Secretario  de  Botado  en  el  Des- 
pacho de  Hacienda,  J.  Gutiérrejfí, 
£s  copia,  Gutiérrez. 

CORRESPONDENCIA    OFICIAL.  Rbsolv- 
cioN   Ejecutiva  wt  17  mi  No¥i«irBR«  de 
1854  dictando  reglas  para  9u  eonducoion. 
Secretaría  del  Interior. — Sección  primera. 
Caracas,  Noviembre  17  de  1854. 
Resuelto. — Persoadido  el  Poder  Ejecutivo  de 
la  naturaUza  importante  y  privilegiada  de  la  con- 
doecion  de   la  correspondencia  oñcial  en   todos 
casos  y  principalmente  cuando  alterado  el  orden 

SAblico,  hay  que  consultar  la  seguridad  y  rapi- 
ez  en  la  dirección  de  ella,  8.  £.  ha  tenido  á 
bien,  con  el  objeto  de  organizar  el  sistema  de 
postas  en  Venezuela,  dictar  las  siguientes  reglas : 

Ift  Trastornado  el  orden  publico  ó  en  cualquie- 
m  otro  caso  de  urgencia,  se  enviarán  las  comu- 
nicaciones oficiales  valiéndose  de  los  conducto- 
toB'es  especiales  de  que  se  hablará   mas  adelante. 

2^  Llegado  este  caso,  los  Gobernadores,  Je- 
fes, políticos  y  demás  funcionarios  del  6rden  gu- 
bernativo llamarán  al  servicio  postal,  cada  tres 
días,  á  dos  6  mas  ciudadanos  que  crean  necesa- 
rios 6  indispensables  para  llenar  la  urgencia  del 
en. vio  de  las  comunicaciones  á  los  puntos  pre- 
cisos. 

3^  A  todo  oficio  que  se  dirija  á  las  Secreta- 
rias del  Despacho  del  Poder  Ejecutivo  se  le  agre- 
gar&  sobre  el  sello  una  tira  de  papel,  para  expre- 
sarse en  ella  el  día  y  la  hora  déla  entrada  y  sa- 
lida en  cada  lugar.  Si  dicho  oficio  llegare  con  la 
cubierta  en  mala  disposición,  6  póximo  á  ser 
descubierto  el  contenido  de  aquel,  la  autoridad 
del  lugar  adonde  toque  el  posta  deberá  ponerle 
otra  cubierta  igual  sobre  la  que  traiga,  y  agre- 
garle la  tira  ^ue  se  ha  mencionado,  en  que  se 
expresará  el  día  y  hora  de  la  entrada  y  salida. 

4^  Los  Gobernadores  dictarán  respectiva- 
mente las  medidas  que  crean  necesarias  en  cuan- 
to &  la  seguridad  de  la  correspondencia  que  me- 
die entre  sí,  y  entre  ellos  y  sus  subalternos. 

5^  Cada  conductor  llevará  el  oficio  de  tres  á 
cinco  leguas,  y  para  ello  se  le  dará  la  ración  de 
ida  y  de  vuelta  que  se  crea  adecuada,  según  los 
lugares  .ppr  donde  se  transite  ;  regresando  con 
la  coQstánrii^  debida  de  que  fué  entregado  dicbp 
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qfioio.iá  lá  primeca  autoridad  civil  del  paraje  á 
que  llegó.  v 

6^  De  los  fondos  presupuestos  por  las  Dipu- 
taciones provinciales  para  el  servicio  postal,  loa 
Gobernadores  ordenarán  que  se^sitaen  los  nece> 
sarios  en  los  lugares  dé  estación  de  los  postas^ 
segqn  la  base  de  tres  á  cinco  leguas,  valiéndose 
para  ello  de  los  Administradores  de  Rentas  Mu- 
nicipales 6  Colectores  de  ellas,  según  se  lo  acon- 
seje la  prudencia,  y  según  se  lo  permitan  las  or- 
denanzas vigen^. 

6  Si,  como  no  es  de  esperarse,  alguna  Dipu- 
tación no  atendiese  á  la  excitación  del  Poder 
Ejecutivo  sobre  que  presupongan  fondos  con  tal 
objeto  en  la  provincia  respectiva;  ios  postae  que- 
darán sujetos  á  la  resolución  de  30  de  Marzo 
último  sobre  de  que  fondos  debe  salir  el  servi- 
vicio  poatal. 

7a  Los  mismos  funcionarios  con  el  objeto  de 
evitar  cualquier  fraude  en  el  gasto  de  raciones 
para  los  postas,  expedirán  los  reglamentos  que 
crean  adecuados,  consultando  siempre  que  es- 
tén concillados  el  mejor  servicio  público  con  la 
mayor  economía. 

8^  El  adjunto  itinerario  servirá  de  base  para 
las  distancias  que  deben  recorrer  los  postas,  y 
una  hora  será  el  mayor  tiempo  que  debe  gastar 
cada  posta  para  andar  una  legua,  siendo  respon- 
sable de  la  demora  si  no  alega  causa  legítima. 
Las  faltas  por  este  respecto  serán  castigadas  por 
los  Gobernadores,  jefes  políticos,  jueces  de  paz  ó 
comisarios,  con  arresto  de  seis  á  cuarenta  y  ocho 
horas  según  la  naturaleza  de  la  falta. 

9&  Todos  los  funcionarios  tienen  obligación 
de  prestar  á  los  postas  la  protección  que  esté 
dentro  de  los  límites  de  sus  facultades  ;  y  cuida- 
rán que  hagan  sus  marchas  rectamente  sin  de- 
tenerse sino  para  comer ;  que  por  ningún  caso 
se  entretengan  en  fiestas  ni  tabemas ;  que  los 
pasen  sin  consentir  la  menor  demora  por  los  ríos 
ó  lagos  que  necesiten  barca,  y  sin  cobrarles  pasa- 
je, pontazgo,  peaje  ¿üc  ;  y  que  se  les  den  los 
demás  auxilios  que  sean  indispensables  para  el 
puntual  desempeño  de  la  comisión  que  llevan, 

10.  En  los  casos  en  que  los  postas  no  puedan 
continuar  su  marcha,  dichos  funcionarios,  reci- 
birán los  pliegos  y  dispondrán  su  pronta  direc- 
ción al  lugar  de  su  destino. 

11.  Las  mismas  autoridades  locales  proporcio- 
narán á  los  postas  el  auxilio  de  tropa  que  nece- 
siten, cuando  hayan  de  transitar  por  lugares  sos- 
pechosos y  en  todos  los  casos  en  que  se  juzgue 
indispensable  para  seguridad  de  los  pliegos  qi^ 
conduzcan. 

12.  En  las  oficinas  á  las  cuales  se  hubiere 
mandado  algún  ejemplar  del  itinerario,   se  pro- 
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curará  qoé  se  coaserreí¡|ado  y  ¿on  el  mayor 
cuidosa  fin  de  que  los  ciudadanos  que-reemplar 
cen  &  los  que  sirven  en  la  actualidad  dichas  .o^fi- 
cinas,  puedan  reclamar  e!  ejemplar  que  corres- 
ponde como  ifua  propiedad  de  la  oficina  y  nun- 
ca del  empleado  que  la  airVe. 

13.  Los  Gobernadores,  que  naturalmente.de- 
beráaWtenderse  en  la  distribución  de  los  ejem- 
plares que  la  Diputación  respectiva  haya  dis- 
puesto tomar  atendiendo  á^la  excitación  del  Go* 
bierno,  dictarán  las  medidas  necesarias  con  el  ob- 
jeto de  que  no  sea  nugatoria  la  prevención  que 
contiene  la  regla  anterior. 

14.  Se  derogan  las  resoluciones  de  este  Mi- 
nisteiéo  de  9  y  17  de  Junio  sobre  conducción  de 
la  correspondencia  por  postas,  publicadas  en  la 
Gaceta  número  1157. — Comuniqúese  á  quienes 
corresponda  y  publí^uese. — Por  S.  E^-^Plánas. 

CORTES    srpREafA    y    süperioriis.   Reholü- 
cioN  Ejecutiva  de  4  de  Abril  de  1856  er- 
citándolas  á  promover  la  mas  pronta  y  ¿diva 
administración  de  justicia. 
Secretaría  del  Interior. — Sección  segunda. 
Caracas,  Abcil  4  de  1856, 
Dígase  á  ios  señores  Presidentes  de  las  Cortes 
Suprema  y  Superiores  de  Justicia. 
.  Es  una  de  las  atribuciones  constitucionales  del 
üodér   Ejecutivo  cuidar  de  que  la  justicia  se  ad- 
ministre  pronta  y  cumplidamente  por  los    tribu- 
n,ales    y  juzgados;  y  ningún  otro  de   sus  debe- 
res ha,  ocupajo  mas  seriamente  la  atención   de 
S.   E.  el  Presidente. desde  que  se  hizo  cargo  del 
mando,  de  ]a  República,  á  vista  de  los  abusos  y 
eniorpeci míenlos  de  todo  género  que  se  han  ido 
introduciendo  en  el  orden  judicial. 

Para  llegar  al  impórtame  fin  de  su  regulariza- 
cíon  y  mejora  no  ha  ahorrado  S.  E.  medio  algu- 
no adecuado,  como  fuese  conforme  á  la  suprema 
inspección  qife  le  está  reservada  ;  y  así,  entre 
otras  medidas  oportunas,  varias  y  cada  vez  mas 
esforzadas  han  sido  sus  excitaciones  á  los  tribu- 
nales en  el  sentido  indicado,  dirigiéndolas  prin- 
cipalmente á  los  de  elevada,  escala,  como  llama- 
dor de  propia  autoridad,  dimanada  de  la  ley,  "ft 
promover  de  una  manera  eficaz  la  mejor  y  nías 
activa  administración  de  justicia.  De  lamentarse 
es  sin  embargo,  que  todavía  subsistan,  á  mas  de 
los  inconvenientes  que  nacen  de  la  imperfecta  le- 
gislación del  ramo  judicial,  otros  qne  no  recono- 
cen tal  origen  y  excasa,  ni  ceden  menos  en  de- 
trimento de  ía  justicia,  cuyos  altos  fines  ée  des-- 
naluraíizan  y  pervierten,  lo  mismo  cuando  es  tar- 
día que  cuando  careCe  de  la  rectitud  é  impar- 
cialidad necesarias.  En  efecto,  sin  administra^ 
cion  de  justicia,  y  no  la  hay  siempre  que  no  sea 
lo   que  debe  ser,  en  vano  sería  buscar  por  otros 
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meifios  ia  eatftbilidtd  del  orden  social,  cuya  base 
mas  firmé  es  aquella  instítuciop,  y.  en  vano  ofre- 
cer á  loa  ciudadanos  el  gocé  tranquilo  de  sos  ga- 
raÉiiías,  cuándo  flU8^dei^<^o8  cardinales,  la  liber- 
tad) la  honra,  la  vida  y  la  hacienda,  privados  de 
au  escudo  natural,  han  de  estar  á  cada  paso  á 
merced  de  la  violencia  y  del  crimen  Impunes.. 

£1  Poder  EjecutivQ  confía  en  que  ese  Supre- 
mo Tribunal  (ó  esa  Superioridad)  dictará  las 
providencias  oportunas  y  conducentes  á  cortar  de 
raiz  los  abusos  que  se  notan  en  la  práctica  de  los 
tribunales,  á  evitar  á  Jas  partes  fundado  motivo 
de  queja  por  la  dilación  da  sus  pleitos  y  negocios 
judiciales  y  á  activar  Acnrso.de  las  causas  tanto 
civiles  como  criminales. 

Pero  es  sobre  iodo  en  materia  crimioal  que  an- 
hela S*  E.  encontrar  en  los  Tribunales  Superio- 
res la  cooperación  mas  eficaz  en  procurar  el  bre- 
ve despacho  de  ios  asuntos,  ya  porque  en  ellos 
falta  el  ínteres  indi^vidual  que  en  lo  civil  tienen 
las  partes  para  abitar  la  evasión  de  sus  negocios, 
ya  porque  la  justicia  criminal  se  liga  6  identifica 
mas  con  la  moralidad,  la  tj(|inquilidad  y  el  orden 
públicos. 

Y  espera  el  Gobierno  que  el  Superior  (ó  Su- 
premo Tribunal  que  US.  (ó  V.  J^.)  preside,  pro- 
vea de^  una  manera  conveniente  k  la  ejecucio» 
cumplida  de  sus  acuerdos  para  que  no  sean  ilu- 
sorios sino  que  al  contrario .  surtanjodos  los  efec- 
tos á  que  se  dirijan., 

.  V.  E.  (ó  US.), se  serviré  comunicarlos  á  esta 
decretaría  al  paso  que;s^  vi^aíi  ezpijá^endo,  para 
conocimiento  de  SI  É»  pl  Pqdpr  Ejecutivo. 

Soy,  &c.— Por,  S,  ^.mP.ar*jo. 

,  : Es  copia. —  Parejo. 

CUBIERTAS     BE    LA    CORRESPONDENCIA     OFI- 
CIAL POR  POSTAS.    Deber  de  anetsr  sa  buen  ó 
.  mal    estado.    Vé^^ase  -Correbpondencib  «fficial. 
R.  E.  de  17  de  Noviembre  de  1854. 

CUENTAS  IMB  tX>S    ADlAlNlSTRADORBS  DB    RSN- 

.TAS  DJI.L04  oeíLBcaes  NAOtONALce.  Reglas  para 
.  au  examen  y  sentencia.  Véase   CoUgiBS  na- 
cioM^Ze;  (£n  este  miismo.  apéndice)  R.  E.  de 
13  de  Np^vlembris  d,e  1854.   : 

CUENTA  A^ilJAL  DEJU  PODER  BJ acuri VO.  DBCRB- 

TQ(i>E  27  OB  ABRIL  DB  1855  estableciendo  re* 

fflas  pavoi  ella*  ^    •     .  •       • 

El  Senada '  y  Cé^ard  de  Representante»  de  la 

Repúbiiea  dé'VéMgJBüela,  reunidos  en  Congreso. 

Alt.  -19  La  cuenta  anual  ser&'' presentada  para 
sú  exámtn  pt»r  el  Poder  Ejecutivo  á  la  Cámara 
I  de  Representantes  dentro  de  los  primeros  quince' 
|!  días  de  las  sesiones  ordinarias.  ■  '  ' 

{      Art  29  De  los  reparos  que  haga  lif^iCámafa 
jl  expresada  se  pasará  ^  copra  al   Poder  tljecutivo, 
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aBignftndo  eltíenkpo  en  que  deben  ser  contestados. 
Art.  3?  Contestados  loe  reparos,  la  Cámara 
puede  pedir  nuevas  explicaciones,,  ñjando  para 
ello  un  breve  término,  y  satisfechas  estas,  pasará 
al  Senado  la  cuenta  Con  los  cargos  que  queden 
subsistentes.  No  conviniendo  el  Senailo  en  dichos 
cargos,  6  en  alguno  de  ellos,  quedarán  estos  sin 
efecto:  pero  si  el  Senado- ratificare  los  cargos  6 
algunos  de  ellos,  quedará  en  esta  parte  decidido 
definitivamente  el  reintegro  que  debe  hacer  el 
funcionario  público  responsable. 

Art.  49  Si  el  Poder  Ejecutivo  no  contestare 
los  reparos  en  eT  iétmno  prefijado  con  arreglo  á 
lo  dispuesto  en  el  artíoife  29*  d  no  diere  las  ex- 
plicaciones q-e  se  le  pidan  en  su  caso,  la  Cámara 
dará  por  contestados  aquellos,  y  por  satisfechas 
estas,  practicándose  lo  demss  que  se  previsne 
por  el  artículo  3^ 

Art  59  Cuando  se  descubra  que  alguno  6 
a^lgunos  de  los  funcionarios  responsables  por  la 
cuenta  hubieren  cometido  dolo,  las  Cámaras 
aplicarán  las  penas  correspondientes  ademas  del 
reintegro,  conforme,  á  la  Constitución,  ó  pasarán 
el  expediente  al  tribunal  que  haya  de  conocer, 
según  la  categoría  dei  delincuente  ó  delincuentes. 

l)ado  en  Caracas,  á  15  de  Marzo  de  1855,  año 
,   26  de  la  ley  y  45  de  la   independencia.  I 

£1  Presidente  del  Senado,  Manuel  Amador^ —  ! 
El  Presidente  de  la  Cámara  de  Representantes,  | 
Eugenio  A.  Rivera. — £1  Secretario  del  Senado,  • 
J.  A,  Pérez. — El  Secretario  de  la  Cámara  de  Re-  , 
presentantes,  J.  Padilla. 

Caracas.  Abril  27  de  1855,  año  26  de  la  ley  y 
45  de  la  independe  11  cía. 

Ejecútese. — José  T.  Monágas* 

Por  S  E. — El  Secretario  de  E.  en  el  D.  de 
Hacienda. 

Jacinto  Gutiérrez. 

CUMANA  (ciudad  de),  dbcreto  os  4  db 
ABRIL  DE  1855  auxiliándola  con  lOwOOO  f  utn- 
tales   de  sal. 

El  Senado  y  lomara  de  Represeniahtts    de  la 
República  de  Venezuela^  reunidos  en  Congreso. 

CON>IDERANDO:         *" 

19  Q"e  destruidos  desgraciadamentp  los  tem- 
plos, puentes  y  ediñcios  públicos  de  la  ciudad  de 
Cuinaná,  por  consecuencia  áo,  la  catástrofe  que 
s^ufriera  en  15  de  Julio  (le  1Sü3,  es  un  acto  de 
raunlíicenrin  na  !ÍonaI  proporcionar  á  pna  tiferra 
tan  heroica  como  desgraciada  él' medio  de  reedifi- 
car sus  obras  de*  utilidad  pública. 

29  Q.ue  poseyendo  la'  misma  ciudad  en  Sus  in- 
mediaciones la  rica  ssliná  de  Araya,  fácilmente 
puede  realizarse  ei  objeto  deseado  sin  mayor  .gra* 
"  rámén  del  Erario  Nacional.  *  ' 


DBORBTAN : 

Art  19  Se  destinan  cien  mil  quintales  de  sal 
de  Araya 4)ara  la  reedificación  de  los  templos, 
puente  sobre  el  rio  de  Manzanares,  edificios  mu- 
nicipales y  Colegio  de  la  ciudad  de  Cumaná ; 
poniéndose  anualmente  y  durante  cuatro  años, 
veinticinco  niil  quintales  de  dicho  mineral ,  á  dis- 
posición de  la  Junta  que  se   expresará. 

Art.  29  La  colección,  depósito,  distribución  á 
inversión  del  producto  de  esta  sal;  se  confia  a  una 
Junta  compuesta  delJefe  político  del  cantón  Cu- 
maná,  como  Presidente,  del  Procurador  municipal 
del  mismo  y  de  tres  vecinos  nombrados  por 
el  Poder  Ejecutivo. 

^  ^  único.  A  esta  Junta  se  incorporarán^os  Ve- 
nerables Curas  de  las  iglesias  parroquiales,  los 
Admiaistittdores  de  los  hospitales  de  Caridad  y 
Lázaros,  del  Colegio  Nacional  de  la  provincia  y 
de  las  Rentas  Municipales ;  teniendo  en  ella  voto 
deliberativo  únicamente  en  lo  relativo  á  la  institu- 
ción que  representen. 

Art.  39  Mientras  dure  la  reedificación  de  las 
obras  de  que  se  trata,  dicha  Junta  dará  anual- 
mente cuenta  de  sus  operaciones  al  Poder  Ejecuti- 
vo, quien  por  su  parte  la  dará  al  Congreso. 

Art.  49  El  Poder  Ejecutivo  ejecutará  y  regla- 
mentará él  presente  decreto,  teniendo  particulai^- 
mente  en  mira  la  extrictá  aplicación  de  los  pro- 
ductos de  la  sal  al  objeto  á  que  se  destina. 

Dado  en  Caracas,  á29de  Marzo  de  1855,  año 
26  de  la  ley  y  45  de  la  independencia. 

El  Presidente  del  Senado,  J.  Leandro  Rodri" 
gvez. — El  Presidente  de  la  Cámara  de  Repre- 
sentantes, Francisco  Oriach. — El  Secretario  del 
Senado,  /•  A.  Pérez. — El  Secretario  de  la  Cá- 
mara de  Representantes,  /.  Padilla. 

Caracas,  Abril  4  de  1855,  año  26  de  la  ley  y 
45  de  la  independencia. 

Eljectitcse. — José  T.  Monág^as 
Por  S.  E.  el  Presidente  de  la   República — El 
Secretario  de  E*  en  el  D.  de  Hacienda. 

Jacinto  Gutiérrez. 
CUMANÁ  (ciudad  de.)  decreto  ejecutivo  de 
30  DE  NOVIEMBRE  DE  1855  reglamentando  el 
anterior, 
José  Tadeo  Monagos,  Presidente  de  la  Repú- 
blica dfi  Venezuela,  &,c.  ¿Lc/écc, 
En  cumplimientQ  del  artículo  49  del  decreto 
IegÍ8ldtivo  de  4  de   Abril  del  presente  afío  auxi- 
liando con  cien  mil  quintales  de  sal  á  la  ciudad 
de  Cumana.  '      . 

Decreto: 
Art,  1?  Residirá  en  la  ciudad  de  Cumaná  la 
Junta  creada  ppr  el  artículp  29  del  decreto  citado 
para  correr  con  la  colección,  depósito,  distribu- 
ción é  inversión  del  producto  de  los  cien  mil  quin- 
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ules  de  sal  de  Araya,  d«atiiMdo8  por  el  artíealo 
19  de]  ntisino  decreto  ptera  la  Reedificación  de  loe 
templos,  puente  sobre  el  río  Manzanares,  edificios 
municipales  y  colegio  de  aquella  ciudad. 

Art.  29  Dicha  eorporacion  se  titulará  Junta 
de  reedificación  de  obras  públicas ;  y  Be  compon- 
drá, ademas  de  los  roiembroií  ordinarios  designa- 
dos  por  el  artíeulo  29  del  decreto  legislativo  y  de 
los  extraordinarios  que  indica  el  parágrafo  6nico 
del  mismo,  de  tres  suplentes  de  loa  tres  vecinos 
cuyo  nombramiento  toca  al  Poder  Ejecutivo. 

Art.  39  £1  Jofe  político  del  cantón  Cumaná, 
en  su  calidad  de  Presidente  de  la  Junta,  la  insta- 
lará al  recibir  el  presente  decreto,  debiendo  asistir 
á  la  instalación  todos  los  miembros  principales, 
ordinarios  y  extraordinarios. 
^  Art.  49  En  las  reuniones  sucesivas  no  podrá 
constituirse  la  Junta  con  menos  de  tres  n;iiembro8 
ordinarios ;  y  en  caso  necesario  se  oompletasá 
este  número  con  el  respectivo  suplente,  que  para 
este  fin  invitará  el  Presidente  de  la  Junta. 
"Art.  59  Por  impedimento  del  Jefe  político,  pre- 
sidirá las  sesiones  el  Procurador  municipal,  y  en 
defecto  de  estos  dos  funcionarios,  la  Presidencia 
toca  al  vecino  de  mas  antigüedad. 

Art.  69  Las  funciones  de  Secretario  las  desem- 
peñará un  miembro  designado  por  la  misma  Jun- 
ta, pero  estas  funciones  son  incompatibles  con  las 
de  Presidente. 

Art.  79  L^  Junta  tendrá  un  reglamento  que 
hará  ella  misma  en  sus  primeras  sesiones,  y  á 
cuya  discusión  asistirán  los  miembros  extraordi- 
narios creados  por  el  parágrafo  único  del  artícu- 
lo 29  del  decreto  legislativo.  Este  reglamento  se- 
rá remitido  al  Poder  Ejecutivo  para  su  aproba- 
ción. 

Art.  89  En  las  mismas  primeras  sesiones  in- 
formará fa  Junta  si  será  posible  emprender  á  un 
tiempo  la  reedificación  de  todos  los  edificios,  si 
«era  preferible  hacer  las  obras  sucesivamente  se- 
gún la  urjencia,  6  si  habrá  utilidad  en  comprar 
fincas  aplicables  por  su  construcción  al  objeto  pa- 
ra que  sean  necesarías. 

Art.  99  En  el  segundo  semestre  del  presente 
año  económico  se  pondrán  á  disposición  de  la 
Junta  los  primeros  veinticinco  mil  quintales  de 
sal.  Los  veinticinco  mil  quintales  que  se  le  deben 
entregar  en  cada  uno  de  los  tres  aftos  siguientes, 
los  recibirá  por  cuartas  partes  en  cada  trimestre. 

§  único.  En  lugar  de  saf  en  especie,  recibirá 
el  valor  de  ella,  si  así  fuere  mas  conveniente  á 
juicio  del  Poder  Ejecutivo,  en  cuyo  caso  el  20 
por  ciento  del  producto  de  cada  venta  de  sal  que 
haga  la  aduana  de  Camaná,  se  entregará  á  la 
Junta  en  dinero  efectivo  6  pagarés. 

Art.  10.  La  Junta  conatitaida  con  la  mayoría 
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de  tódvs  809  mieiid)ro8  ordinirioe  y  extraordina- 
rioB^  éfegítá  deán  aeiDO  á  los  qoe  deban  correr  con 
la  coléeción,  depósito  é  inversión  de  la  sal,  inter- 
viniendo ella  en  todas  estas  operaciones. 

Airt.  II.  La  sal  no  podrá  venderse  á  ménoe 
del  predo  legal  de  odio  reales  por  cada  quintal. 

Art.  12.  La  Junta  hará  fomur  los  presupues- 
tos de  las  obras  enoneradae  en  el  artículo  I9  del 
deiereto  legislativo,  pero  no  las  emprenderá  sin 
haber  obtenido  la  aprolmciott  de  aquellos  por  el 
Poder  Ejecutivo. 

Art.  13.  La  cuenta  anaal,  que  en  eumplimien- 
to-del  artículo  39  del  decreto  legislativo  debe  dar 
al  Poder  Ejecutivo,  la  lenitírá  á  la  Secretaría  de 
Hacienda  en  el  mes  de  Octubre. 

Art  14  Ademas  de  dicha  cuenta  enriará  á  la 
misma  Seeretaría  informes  mensuales  de  la  canti- 
dad de  sal  de  que  ha  va  diapuesto,  de  su  producto 
é  inversión,  del  estado  en  que  se  encuentran  los 
trabajos,  y  de  todo  lo  que  conduzca  á  hacer  mas 
eficaz  el  auxilio  decretado  por  el  Congreso. 

Art.  15  £i  Secretario  de  Estado  en  el  Despa- 
cho de  Hacienda  queda  «aeargado  de  la  ejecución 
de  este  decreto. 

Dado:  firmado  de  mi  mano:  sellado  con  el 
sello  del  Poder  Ejecutivo ;  y  refrendado  por  el 
Secretario  de  E«  en  el  D.  de  Hacienda  en  Gara* 
cas  á  30  de  Noviembre  de  1855,  26  y  45.— -Jo^ 
T.  Monagos. -^El  Secretario  de  E.en  elD.de 
Hacienda,  J,  Gutiérrez. 

Es  copia,  Gutiérrez. 
CURADORES  de  los  «anumisos.  Reglas  para 
su    nombramiento.  Véase  Libertad  de   escla- 
vos, R.  £.  de  7  de  Julio  de  1864,  punto  69 

CURATOS.    RESOLUCIÓN  EJECUTIVA  DK     19    DE 

BARZo  DE  1856  derogando  las  dadas  anterior- 
mente sobre  ciertos  procedimientos  ;  y  son  las 
que  se  hallan,  bajo  este  mismo  título,  ae  la  paz, 
432  a  la  438  dtl  primer  Tomo  /  y  la  de  9  de 
Diciembre  de  1864,  gve  aun  no  habiamos  co- 
leccionado. 

Secretaría  del  Interior. — Sección  prímera. 
Caracas,  19  de  Marzo  de  1855. 
Resuelto.— Dígñse  al  Muy   Reverendo  Seflor 
Arzobifbo  de  Caracas,  Reverendo  Obispo  de  Mé- 
rida  y  Vicario  Capitular  de  Quayana. 

Con  el  objeto  de  facilitar  la  aplicación  de  algu- 
nas reglas  dadas  por  el  Poder  Ejecutivo  para  cier- 
tos  procedimientos  respecto  de  los  eclesiásticos  de 
Venezuela,  S.  £•  se  ha  servido  resolver  lo  que 
sigue. 

19  Para  desempeñar  cualquier  beneficio  ecle- 
siástico en  Venezuela,  aun  cuando  sea  interina- 
mente, se  requiere  ser  ciudadano  por  nacimiento 
6  naturalizacionf  y  no  tener  en  suspenso  los  de« 
reehos  de  tal. 
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2^  Loa  €Uras  propietariofl  de  QBapavfoqum  no 

fmeJen  ser  nombrados  interinos  de  oira%  sino  en 
f>s  casos  que  dispensa  el  derecho^  con  conoci- 
miento de]  Podf^r  Bjecntiro ;  y  mientras  se  provee 
el  siguiente  concurso,  6  corre  el  período  setlalado 
por  la  ley,  para  el  concuño  inmediato. 

39  £n  los  títulos  que  se  expidan  á  los  curas  se 
prevendrá  que  tas  aatoridades  eclesiásticas  les 
eiijan  el  juramento  que  previene  el  artículo  290 
de  la  Constitución,  antes  óe  darles  colación  6  ins* 
titucion  canónrca,  y  hacerles  poner  en  posesión, 
remitiéndose  á  este  Despacho  certificación  del 
acto  del  juramento. 

49  La  presentación  que  correspondia  hacer  á 
los  Intendentes  y  ahora  á  los  Gobernaéores  de 
provincia  de  uno  de  los  propuestos  por  los  Prela- 
dos eclesiásticos  para  los  beneficios  curados,  se- 
gún lo  dispuesto  por  el  articulo  27  de  la  ley  de 
patronato,  debe  hacerse  por  dichos  Gk>bernadores 
como  lo  hace  el  Poder  Ejecutivo  en  su  caso,  en 
el  papel  sellado  correspondiente,  siendo  tai  pre- 
sentación, el  título  en  forma  que  sirve  á  los  pre- 
sentados en  cuya  virtud  el  prelado  da  sus  letras 
de  colación  é  institución  canónica,  y  manda  to- 
rnar posesión.  ~" 

^9  -^  loa  nombramientos  de  curas  ó  sacrista* 
nesmayoresinterinos,  que  expidieren  los  Prela- 
dos eclesiásticos,  en  uso  del  artículo  34  de  la  ci- 
tada ley  de  patronato,  no  deben  los  Gobernado- 
res poner  el  cúmplase,  sino  mandar  tomar  razón, 
sin  cuyo  requisito  no  se  satisfará  por  la  Tesorería 
General  la  renta  anual  que  tiene  designada  por  la 
ley  el  beneficio,  la  cual  no  correrá  sino  desde  el 
dia  en  que  dichos  curas  ó  sacristanes  mayores  co- 
miencen 6  ejercer  su  empleo,  lo  que  secohiproba- 
rá  con  un  certifícate  del  Jefe  político  6  Juez  del 
lugar. 

^  único.  Una  nota  oficial  del  Prelado,  es  su- 
ficiente para  el  destino  de  cura  ó  sacristán  mayor 
interinos,  sin  necesidad  de  que  el  nombramiento 
ser  extienda  en  papel  sellado. 

69  El  Gobernador  de  la  provincia  á  que  per- 
tezca  el  curato  ó  sacristía  que  se  provee  interina- 
mente, no  mandará  tomar  razón  del  nombramien- 
to sino  después  de  haber  examinado  si  en  él  no 
se  han  infrigido  las  ieyes^  sin  cuyo  requisito  no 
podrá  continuar  el  nombrado,  en  caso  .de  haber 
empezado  á  ejercer  ^us  funciones. 

79  Los  curas  para  separarse  del  ejercicio  de 
sus  funciones  con  la  licencia  de  su  Prelado,  de- 
berán hacer  la  competente  participación  á  la  pri- 
mera autoridad  civil  del  lugar,  informándole 
quién  sea  el  sacerdote  que  le  sustituya.  La  auto- 
ridad civil  no  podrá  suspender  el  uso  de  la  U- 
eénda  ;  pero  en  caso  de  no  ereeria  conveniente, 
dará  cuenta  inmediatamentt  al  Gobernador  para 
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que  resuelva  lo  que  estime  fuadado.  Eu  el  caso 
que  sea  fundada  la  suspensión  del  uso  de  la  licen- 
cia, lo  avisará  al  Prelado  que  la  confcedió ;  y  al 
Poder  Ejecutivo  para  que  prive  de  la  renta  ai 
eclesiástico,  que  resiste  volver  á  sejrvlr  su  curato 
en  el  término  que  se  sefiale. 

«8®  Quedan  derogadas  por  esta  todas  las  re- 
soluciones que  deede  1853  se  han  librado  por  este 
Departamento  sobre  el  particular. 

Comuniqúese  á  quienes  corresponda  y  publí- 
quese. 

Por  S.  E.*^Aranda. 


DEMANDAS    en  qub  tienbn    ínteres    los 

FONDOS      DE    ABOLICIÓN     DB     LA      ESCLAVITUD. 

Quién  conoce  de  ellas.   Véase  Libertad  de  es- 
clavosf  R.  £.  de  22  de  Julio  de  1854. 
DEMANDAS    en  que  tienen  ínteres    las 

RENTAS  NA0I0NALES/T  MUNICIPALES.  LeY  XI 
TÍTULO  VII  DEL  CÓDIGO  DE  PROCBDIMIENTO 
JUDICIAL,    DE    19  DB  MaTO   DE    1855.— Ae/OT- 

ma  la  de  19  de  Mayo  de  1836. 
El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la 

República  de   Venezuela^  reunidos  en   Covr 

greso. 

Decretan : 
Ley  11  título  7.  ®  del  procedimiento  judicial. 
De  las  demandas  en  que  tienen  interés  las  ren- 
tas nacionales  6  municipales. 

Art.  19  Cuando  los  Tesoreros,  Administrado- 
res ü  otros  empleados  en  la  recaudación  de  las 
rentas  nacionales  6  municipales  tengan  que  de- 
mandar judicialmente  cantidades  líquidas  6  otra 
cosa  cierta  que  corresponda  á  los  ramos  de  que 
están  encargados,  lo  harán  ante  el  juez  compe- 
tente según  la  cuantía  del  reclamo,  de  conformi- 
dad con  el  código  orgánico  de  tribunalep. 

Art  29  En  la  demanda  se  presentará  la  liqui- 
dación del  crédito  ó  documento  que  la  justifique ; 
y  si  dicha  liquidación  ó  documento  tuviere  fuer- 
za  ejecutiva,  se  acordará  en  la  misma  audiencia 
la  intimación  al  deudor,  para  que  pague  dentro 
de  tres  días,  apercibido  de  ejecución. 

Art.  39  Sí  al  cuarto  dia  de  la  intimación,  no 
acreditare  el  deudor  haber  pagado,  se  librará 
mandamiento  de  ejecución  á  los  fines  indicados  en 
el  artículo  79  de  la  ley  única  del  título  69»  y  se 
cometerá  &  un  iuez  de  paz. 

Art.  49  Embargados  los  bienes  del  deudor  por 
no  haber  pagado,  se  procederá  á  su  justiprecio  y 
remate,  conforme  á  lo  que  prescriben  los  artícu' 
ios  desde  el  18  al  18  de  la  ley  la  del  titulo  79, 
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sin  perjuicio  de  oir  las  excepciones  del  demanda» 
do  7  de  lo  que  se  resol  viere  por  la  sentencia. 

Art.  59  El  deudor  puede  proponer  sus  excep- 
ciones en  el  término  de  ocho  días  contados  desde 
que  se  le  intime  el  pago;  y, si  residiere  fuera  del 
lugar  en  que  se  halle  el  tribunal,  tendrá  un  día 
mas  por  cada  seis  leguas.  Vencido  este  término, 
no  será  oído.  £1  juicio  sobre  las  excepciones  se- 
guirá  por  los  trámites  del  juicio  ordinario,  «in  im- 
pedir ni  suspender  el  remate  de  los  bienes  embar- 
gados ;  pero  se  entenderán  hipotecados  todos  los 
ramos  de  la  Hacienda  pública  ó  municipal  en  su 
caso,  y  el  empleado  demandante,  responsable  de 
mancomún  et  insólidum  para  la  indemnización 
del  perjuicio  que  sufra  el  demandado,  si  resulta- 
re el  cobro  indebido*  £1  empleado  demandante 
será  también  responsable  del  perjuicio  que,  en 
tai  caso,  sufra  la  Hacienda  publica. 

Art.  69  En  las  demajfidas  ordinarias  en  que 
no  se  proceda  en  virtud  de  acción  ejecutiva,  bien 
sea  el  empleado  demandante  ó  demandado,  se  ar- 
reglará e)  procedimiento  á  lo  establecido  para  to- 
dos los  juicios  con  solo  la  diferencia  de  que  el  re- 
presentante de  la  Hacienda  pública  no  está  obli- 
gado á  comparecer  al  tribunal,  excepto  en  el  ca- 
so de  que  deba  absolver  posiciones,  ni  á  nom- 
brar apoderado:  quo  cuando  no  comparezca  de- 
berá pasársele  copia  de  la  contestación  del  de- 
mandado, y  mando  él  lo  sea,  se  recibirá  su  con- 
testación por  escrito,  v  que  en  ningún  caso  se  exi- 
girá como  necesaria  la  conciliación. 

Art.  79  Sé  deroga  la  ley  de  19  de  Mayo  de 
1836  sobre  las  demandas  en  que  tienen  interés 
las  rentas  nacionales,  ó  municipales. 

Dada  en  Caracas  á  18  de  Mayo  de  1855,  año 
26  de  la  ley  y  45  de  la  independencia. 

El  Presidente  del  Senado,  Juan  Hilario  Obis- 
po de  Mérida. — El  Presidente  de  la  Cámara  de 
Representantes,  J.  L.  Arismendi. — El  Secreta- 
rio^ del  Senado,  J.  A*  Pérez, — El  Secretario  de 
la  Cámara  de  Representantes, ./.  Padilla. 

Caracas  19  de  Mayo  de  1865,  aüo  26  de  la  ley 
y  45  de  Ja  independencia. 

Ejecntese. — José  T.  Monágas* 

Por  S;  E.  el  Presidente  de  la  República.— -El 
Sécretario'de  Estado  en  los  Despachos  del  Inte- 
rior; Justicia  y  Relaciones  Exterjores,  F.  Aran  da. 

PERUCHOS  9E  PüBRTo.    Decreto   dk  15  db 
Mayo  de  1854  cediendo  al  Concejo  munici- 
pal de  Maturin^  en  calidad  de  devolución,  cier^ 
.  tos  producios  de  los  dé  ¿nUada  y  aguada^  'pa- 
ra  la  constntccion  de  un  templo: 
El  Seru^o  y  Camarade  Representantes  ^e  la 
República  de  Venezuela  rev^idos^en  Con- 
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19  Que  es  conveniente  á  la  Nación  propender 
por  cuantos  medios  sea  posible  al  aumento  de  la 
moral  establecida  en  la  religión  de  Jesucristo, 

29  Clue  obrando  en  este  sentido,  es  de  necesi- 
dad dictar  medidas  por  las  cuales  se  aumente  el 
culto  y  fervor  cristianos* 

39  Que  á  la  pequefia  iglesia  del  puerto  de 
Maturin,  estando  situada  en  un  caney,  no  pnede 
concurrir  la  décima  parte  de  sus  habitantes,  y  se 
queda  casi  toda  la  pioblacion  sin  cumplir  con  los 
preceptos  divinos. 

49  Y  por  último  que  en  dicho  puerto  queda 
siempre  un  sobrante  del  derecho  de  En  traída  y 
Aguada,  después  de  hachos  los  gastos  que  deter- 
mma  la  ley. 

Decretan: 
'  Art  íé^  Se  concede  al  Concejo  municipal  del 
cantón  Maturin  el  sobrante  del  producto  de  los 
derechos  de  Entrada  y  Aguada,  establecidos  por 
la  ley  de  I9  de  Junio  de  1846,  y  que  se  cobran 
por  la  Aduana  de  dicho  puerto,  luego  que  se  ha- 
>an  hecho  ios  gastos  á  que  especicdmente  están 
destinados  por  dicha  ley,  con  el  objeto  de  que  sea 
invertido,  en  k  construcción  de  un  templo  en  di- 
cho pueblo» 

Art.  29  También  se  ceden  con  el  mismo  fin 
las  existencias  que  haya  en  la  Aduana  de  Ma 
turin  del  ftmdo  expresado. 

Art.  3.^  Esta  concesión  es  en  calidad  de  de- 
volución, y  se  efectuará  por  dicho  Concejo  muni- 
cipal, tan  luegp  como  reciba  lo  correspondiente  á 
la  expresada  iglesia  en  virtud  del  Decreto  legis- 
lativo que  destiño  el  medio  por  ciento  sobre  los 
derechos  de  importación  para  la  reparación  de 
los  templos  de  la  República. 

Dado  en  Caracas,  á  2  de  Mayo  de  1854,  aSo 
25  de  la  ley  y  44  de  la  independencia. — El  Pre- 
sidente del  Senado,  Pedro  Portero. — El  Presi- 
dente de  la  Cámara  de  Representantes,  L,  Rué- 
das. — El  Secretario  del  Senado,  /.  A.  Pérez. — 
El  Secretario  de  la  Cámara  de  Representantes*  J. 
Padilla. 

Caracas,  Mayo  15  de  1854,  año  25  de  la  ley  y 
44  (ie  la  independencia. — Ejecútese. — J.  G.  Mo- 
nágas, — Por  S.  E.  el  Presidente  de  la  Repúbli- 
ca.— Él  Secretario  (1^,E.  en  los  DD.  del  Inte- 
rior, Justicia  y  flelocianés  Exteriores,  .jSíir o» 
Planas^ 

DERECHOS  DE  PiJ£KTo,  Resolución  Ejecu- 
tiva dk  26  DE  Octubre  d£  1854  regbomen^ 
tanda  el  anterior^ 
Secretaría  del  Interior. — Sección  primera, 

Caracas,  Octubre  26  de  1854. 
Resuelto., — ^Ylsta    la  representación  del  Con- 
cejo Municipal  de  Maturin  y  con  el  fin  de  evitar 
(ludas  en  la  m^jor  ejecución  del  Decreto  legisla- 
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Uro  da  15  de  Mayó  del  «órnente  afto  concedien- 
do en  empréstito  al  Concejo  Municipal  de  dicha 
oiudad  el  sobrante  de  los  derechos  de  entrada  y 
aguada  que  se  cobra  por  aqaelJa  Aduana,  luego 
que  ee'hayan  hecho  loe  gastos  6  que  especial* 
mente  están  destinados  por  la  ley  de  derechos  de 
puerto  de  I9  de  Junio  de  1846,  S.  E,  el  Poder 
JSjecutÍFo  se  ha  servido  dictar  las  reglas  eiguien- 
tes; 

la  El  Gobernador  de  la  provincia  de  Cuma- 
n&  procederá  inwed ¡a lamente  &  exigir  al  Admi- 
nistrador de  Aduana  de  IMaturin  una  noticia  de 
las  existencias  que  haya  del  fondo  por  derechos 
de  entrada  y  aguada,  y  pasará  copia  de  ella  6  es- 
te* Ministerio  y  al  Concejo  Municipal  del  cantón 
Maturin. 

3^  Toca  a!  expresado  Concejo  la  dirección  de| 
Templo  que  debe  construirse  en  dicha  ciudad, 
según  el  artículo  I9  del  Decreto  legislativo  de 
16  <le  Mayo  último. 

3^  Aquella  corporación  hará  formar  el  plano 
y  presupuestos  competentes,  invitará  á  contrata  y 
la  celebrará  en  vista  de  los  presupuestos  y. de  )a 
proposición  mas  ventajosa,  debiendo  obtener  la 
aprobación  del  Gobernador  la  que  se  hubiere  de 
efectuar* 

43  Dicho  Gobernador  dará  las  órtlenes  nere-: 
sarrias  al  Jefe  de  la  Aduana  de  Máturih  para  que 
del  sobrante  del  derecho  de  entrada  y  aguada  y 
d©  las  existencias  que  haya  dd  fondo 'expí'esádi), 
conforme  á  ios  artículos  19  y  29  del  referido  De- 
creto, se  pague  al  rontfatista  de  \n  construcción 
del  TeiTiplo. 

5*  El  Concejo  informará  ménsualménte  al  Go- 
bernador del  estado  eu*  qué  áe  encuentre  la  obra, 
alisándole  oportunamente  la  cottclusion,  y  dicho 
funcionario  informiará  á  este  Ministerio  de  su  cos- 
to y  conclusión. 

6^'  El  Jefe  dje  la  expresada  Aduana  al  ttum- 
plir  con  el  artículo  89  ^6l  Decreto  ejecutivo  de 
16  del  corriente  dando  regias  sobre  los  derechos 
de  puerto  d^r  hará  en  el  estado  la  debida  espe- 
cificación del  ingreso  y  egreso  por  el  respecto 
que  indica  estfi  resolución. 

7^  El  Gobernador  de  la  provincia  excitará  á 
la  Diputación  á  fin  de  que  en  su}<  próximas  se- 
siones, y  haciendo  uso  del  artículo  2»  del  De- 
creto legislativo  de  23  de  Abril  de  1859,  sobre  el 
irapüeltó'd^  medio  por  ciento  sobre  los  derechos 
de  Importación  para  fábricas  'de  iglesias,  destine 
el  producto  de  lo  que  se  cobre  por  tal  respecto 
en  la  Aduana  de  Maturin  áJa  fábrica  de]  Tem- 
plo que  se  construirá  conforme  á  las  presentes  re- 
glast  con  el  objetó  de  que  sé  regularice  la  devo- 
lución de  que  habla  el  artículo  §9  del  citado  De- 
creto legislativo  de  15  de  Mayo  último. 
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4  único»  Dkho  Goberúadot  pasará  copia  cer- 
tificada del  acto  que  expidiere  aquella  corpora- 
ción sobre  el  particular. 

8^  Luego  que  la  Diputación  haya  designado 
para*  dicho  Templo  el  producto  del  medio  por 
ciento  en  la  AduaHI  de  Matutin,  el  Administra- 
dor de  esta,  tendrá'en  depósito  lo  que  produzca 
para  ir  efectuando  convenientemente  la  devolu- 
ción mencionada.  Con  tal  objeto  eada  tres  me- 
ses el  Administrador  pasará  al  Concejo  Munici- 
pal una  noticia  del  ingreso,  6  fin  de  que  este 
cuerpo,  tomando  conocimiento  de  él,  sepa  la  can- 
tidad que  deba  abonarse  para  ir  amortizando  lo 
que  se  deba  al  ramo  del  derecho  de  entrada  y 
aguada. 

9^  El  referido  Administrador  llevará  pcnr  se- 
parado en  un  libro  auxiliar,  una  cuenta  particu- 
lar de  lo  que  se  tome  de'  los  derechos 'de  entrada 
y  aguada  y  lo  que  se  abone  del  medio  por  ciento 
para  fábricas  de  iglesias* 

Comuníqume  al  (honcejo  Municipal  de  Matu- 
rin en  contestación  á  su  solicitud  de  31  de  Agos- 
to ükimOj  y  al  Gobernador  de  Oumaná  paija  su 
inteligencia  y  cumpluniento,  y  para  que  lo  cohiu- 
nique  al  Administrador  de  la  Aduana  de  MatU-  ' 
rin.— Por  S.  E.-^Plánas.        • 

DERECHOS  DE  PUERTO.  Lsr  de  2dD£  abril 

DE  1850  estableeiéndolos.^-^Heforma  la  de  I9 

de  Junio  de  1846,.pa^.  451  del  pripier  Tomp. 
£¡l  Senado  y  Cámara  de  Representantes  dfi  la  Re^,. 

pública  dei  Venczvela^  reunidas  en  Congreso: 
Vista  la  solicitud  del  Concejo  Municipal  del  can-  . 

ton  Maiquetia,  y  .        ,       . 

Considerando:  '  '     . 

1?  Que  por  el  artículo  9?  de  la  ley  dé  1?  de.' 
Junio  de  1846  sobre  derechos  de  puerto,'  sé  aplicó 
al  Cantón  La  Guaira  el  producto  del  dos  por  cien- 
to para  varios  objetos  de  utilidad  Ipcal. 

29  Que  el  referido  cantón  tiene  ya   por  medio 
de  aquella  concesión  eatisfechas  sus  mas  perento- 
rias necesidades,  á  tiempo  que  el  de  Maiquetia^ 
por  ser  de  nu<3va  creación,  es  acreedor  á  igual' 
beneficio,  nada  es  mas  nataral  que  dividir  aquel' 
producto  en  las  dos  poblaciones*  tan  ligadas  y  re-- 
iacionadas  por  un  mismo  interés.  '.  i   .; 

Decretan : 
Comercio  .extíBírior. 

Art.  19  Los  buques  nacionales  ó  exU*4^nje;;os 
que  procedan  del.  extranjero)  pagajráa  aolaraeote 
por  derecho  de  puerto  los  siguientes :     .    . 

19  l^^  de  tonelada  cuya,  cuota  es  de  treinta  y 
siete  y  m^dio  (jen^vos  por  cada  toneiadaí  qujB  mi- 
da el  buqué-.  .        .  \ 

29  Los  que  corresponden  á  los  capitanes  de^ 
puerto  que  son  tres  pesos. 

39  Los  de  entrada  que  son  ciete  centavos  pQi 


510 


ÉHBKbfSXAWUÉ  McresBo  fom. 


DER 


cada  toneUdaque  mida  el  b«qse.  Bu  el  puerto  de 
la  OufliTa  se  cobrará  ademas  per  derecho  de  en» 
trada,  un  dos  por  ciento  sobre  el  montante  de  los 
derechos  de  importación  que  adeuden  lasmerean- 
cfas  míe  se  introdozeen  del  evtranjero. 

4*  LiOs  que  corresponden  áMiédico  de  sanidad 
que  son  tres  pesos,  que  cobrarft  solo  cuando  haga 
la  risita. 

59  Loa  de  anclaje,  que  0on  diez  y  ocho  oenta* 
vos  per  cada  tonelada  que  mida  el  buque* 

69  Los  de  práciiees  qne  son  seis  pesos  por 
cada  pié  qye  calen  los  buques  que  entren  en  An* 
gostura  6  Maracarbo. 

79  Los  de  aguada,  cuya  cuota  es  de  doce  cen- 
tavo's  por  cada  tonelada  que  mida  el  buque. 

89  Los  de  ucencia  de  navegación,  cuya  cuota 
son  dos  pesos» 

Excepciones, 

Art  29  No  pagarán  ningún  derecho  de  los  es- 
tablecidos en  el  artículo  anterior : 

19  Los  buques  de  guerra,  paquetes  6  correos 
nacionales  y  extranjeros^ 

29  Los  que  por  avería  efectiva  y  comprt^bada 
entren  con  el  solo  designio  de  recorrerse  en  ios 
astilleros  de  la  Repfiblica,  siempre  que  no  intro- 
duzcan ni  extraigan  carga  alguna. 

39  Los  qne  entren  de  arribada  forzosa,  si  no 
descargan  ni  cargan  cosa  alguna. 

^  único.  Las  disposiciones  de  esta  ley  en  nada 
se  oponen  á  las  del  decreto  eximiendo  al  ganado 
vacuno  y  sus  productos  de  todo  derecho  nacional 
6  municipal  por  quince  años. 

Art.  39  Los  buques  que  entren  y  salgan  en 
lastre,  y  los  que  entren  con  carga  y  salgan  sin 
descargar  cosa  alguna,  solo  adeudan  los  derechos 
establecidos  en  los  números  4^  y  6?  del  artículo  1.^ 

^  único.  Aunque  un  buque  procedente  de  un 
puerto  extranjero,  con  carga  6  en  lastre,  toque 
solamente  jpor  mera  escala  en  alguno  de  la  Repú- 
blica aun  sin  descargar  ni  cargar  cosa  alguna,  se 
reputará  j:omo  procedente  directamente  del  ex- 
tranjero para  el  cobro  del  derecho  de  puerto,  con- 
forme á  este  artículo,  en  el  último  puerto  de  la 
República  ei^qne  descargue  ó  cargue. 

Art.  49  Los  buques  procedentes  del  extranje- 
ro con  carga,  pagarán  en  el  primer  puerto  de 
la  República  en  que  descarguen  todo  6  parte  de 
su  cargamento,  los  derechos  designados  en  el  artí- 
culo 19*  y  'en  los  demás  puertos  en  que  entren 
de  escala  y  descargan  también,  solo  satisfarán  los 
del  número  49  del  expresado  artículp*19- 

^  único.  Cuando  no  se  acredite  con  certiñca- 
cion  de  la  aduana  respectiva  haberse  pagado  en  el 
primer  puerto  en  que  el  buque  descargó,  tos  dere- 
chos señalados  en  los  números  199  39  y  59  del 
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artículo  19i  M  cobrarán  estos  derechos  en  el  prl* 

mer  puerto  de  la  República  en  que  tocare. 

Art  59  Solo  se  cobrará  el  derecho  de  aguada 
á  los  buques  no  exceptuados,  en  aquellos  puertos 
en  que  haya  agua  situada  naturalmente  á  una  mi- 
lla á  lo  mas  de  distancia,  6  conducida  por  el  arte, 
donde  loa  buques  puedan  proveerse  de  la  que  ne* 
cesiten,  y  también  en  aquellos  donde  hoy  se  es- 
tán ó  en  lo  sucesivo  se  estuvieren  construyendo 
acueductos  públicos  para  dicho  efecto. 

Comercio  de  cabotaje^ 

Art  69  Los  buques  procedentes  de  lospoertoa 
habilitados  de  la  Repúblipp,  que  dejen  6  tomen 
alguna  carga,  solo  pagarán  por  derechos  de 
puerto: 

19  Doce  centavos  por  cada  tonelada  que  mida 
el  buque  sobre  el  exceso  de  treinta. 

29  Tres  pesos  para  el  médico  de  sanidad,  cuan- 
do procediendo  el  buque  de  puerto  apestado,  sea 
visitado  por  aquel,  de  orden  de  la  autoridad  com- 
petente. 

39  lx>s  de  prácticos,  cuando  ios  buques  torneo 
á  su  bordo  estos  empleados  en  la  boca  del  Orino- 
co 6  en  la  barra  de  Maracaibo;  en  cuyo  caso  pa» 
garán  por  este  derecho  Solo  seis  pesos,  cualquiera 
qne  sea  la  oalacion  del  buque. 

49  Por  licenda  de  navegación,  cincuenta  cen- 
tavos. 

^  único*  Para  que  los  buques  ^nocedentes  an- 
tes del  extranjero  puedan  reputarse  como  proee> 
dentes  últimamente  de  los  puertos  habilitados  de 
la  República  para  el  cobro  de  los  correqwndientea 
derechos  de  cabotaje,  conforme  á  este  artículo, 
deberá  acreditarse  con  certificación  de  una  admi- 
nistración, que  han  sido  satisfechos  en  ella  ¡os 
correspondientes  derechos  impuestos  en  el  artí- 
culo 19 

Art.  79  Bl  pago  de  derechos  que  haga  un  bu- 
que conforme  al  artículo  49  en  el  primer  puerto 
de  la  República  en  que  tome  6  deje  el  todo  6  par- 
te de  su  cargamento,  no  excluye  el  qbe^ebe  ha- 
cer conforme  al  artículo  69  en  los  demás  puertos 
en  que  posteriormente  tome  ó  deje  el  todo  6  par- 
te de  su  carga,  entendiéndose  que  si  el  buque  en- 
trare en  el  Orinoco  ó  en  el  puerto  de  Maracaibo, 
pagará  los  derechos  de  puerto  establecidos  en  el 
número  69  del  artículo  19)  aunque  antes  haya  es- 
tado en  otros  puertos  de  la  República  ;  á  menos 
que  entre  en  lastre  6  cargado  de  ganado  vacono 
6  sus  productos. 

Recaudación  y  aplicación  de  derechas. 

Art  89  Los  derechos  de  puerto  qne  establece 
esta  ley  se  cobrarán  á  la  salida  de  los  buques  no 
exceptuados,  6  á  los  ocho  días  de  su  llegada,  si  el 
buque  dilatare  mas  tiempo  en  el  puerto  en  que  los 
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adeude,  en  esta  forma  a  los  que  corresponden  al 
médico  de  saninad  y  capitán  de  pu^to,  por  estos 
mismos  ep^plpados,  y  iodos  los  demás  por  el  Jefe 
'6  jefes  de  la  aduana  délos  puertos  habilitados  don- 
de 'seaín  adeudados. 

Art  99  La  aplicación  de  los  fondos  que  se  re- 
caudan, se  hará  mensualmente  dé  la  manera  si- 
guiente : 

19  Lo»  de  anclaje  se  dastinan  exclusivamente 
á  sostener  los  hospitales  de  lázaros  ó  leprosos 
que  existan  en  la  República  ;  y  el  Poder  Ejecu- 
tivo según  el  numero  de  enfermos  que  haya  en 
cada  hospital,  designará  las  Diputaciones  provin- 
ciales á  cuya  orden  deban  tener  los  Jefes  de  las 
aduanas  lo  que  recauden,  entretanto  estén  dichos 
hospitales  al  cargo  de  estas  coi  por  ación  es. 

29  Los  de  entrada  y  aguada  exclusivamente 
á  la  mejora  y  limpieza  de  los  puertos  y  muelles 
donde  se  recauden,  á  la  construcción  y  conserva- 
ción de  sus  acueductos  y  fuentes  ^iublicas,  y  la 
adquisición  de  las  aguas  necesarias  para  estas,  to- 
dr»  bajo  la  dirección  de  los  respectivos  Concejos 
m  unicipaies. 

Art.  10.  £1  dos  por  ciento  que  s^  cobra  en  la 
aduana,  de  la  Guaira  sobre  lus  derechof>  de  impor- 
tación, se  dividirá  su  producto  entre  este  cantón 
y  el  de  Maiquelía,  y  será  aplicado  en  el  cantón 
.Lst  Guaira,  ademas  de  los  objetos  expresados. 

19  A  la  construcción  de  la  cárcel  pública  de 
aquel  puerto. 

29  Los  del  médico  de  sanidad"  y  Capitán  de 
puerto  correspí)nden  á  estos  empleados. 

39  Los  de  tonelada  y  prácticos  entrarán  en  las 
coijas  nacionales. 

49  Los  de  licencia  ¿e  navegación  se  aplican  á 
la  s  Rentas  municipales. 

^^  único.  El  producto  de  uno  por  ciando  conce- 
dido ali  cantón  Maiquetía,  será  aplicado  por  el 
.Concedo  Municipal : 

1^  A  la  construcción  de  acueductos  y  fuentes 
publicas. 

29.  A  la  instalación  de  las  pilas, y  fuentes  para 
abastecer  el  vecindario.  ^ 

39  pA  la  adquisición  de  las  aguas  neccarias 
para  éstas : 

"  ;  "49  A  ía  'ediiicacióh  p  rcfacói^fi  dé  la  cárrel 
pública,  luego  que  Su  pófeíacion  haya'adqtiiHdo  o\ 
agua  para  sus  usos  domésticos  que  se  ié  (ioncfe- 
den  por  los  dos  parágrafos  anteriores,  y 

59  A  la  conservación  desaquelles  objetos  de 
Qtitli<kido^irkun!y,l()cal.  .  .  -    1    ;.|    .í    '. 

•r    i    '.    \Pt¿f^09¿cÍ9iieg  gis^ner jales.,,  ^;j  ,,  ^,,    ; 
>  M  Arit,..;li.  .Gii%ndoi  ,tfn-  Wq\i»  toin^;44eje.  .par^e 
ii«  sm.t^gdsmnU^.  #0i  fii^  i9i 0X9^  RHpjTtiís.  í}f  W  Re 
tPábJica* /pagará el  ,dece^J^oi,^ie|  agwi,da  er^  ¿(.pri- 
mero en  que  lo  adeude,  conforme  ai  artículo  6^. 
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Art  12.  Son  facultades  de  los  capitanes  de 
puertos: 

19  Expedir  en  papel  del  sello  correspondiente 
los  roles  á  los  buques  nacionales  que  hagan  el 
comercio  extranjero  ó  de  cabotaje,  cuyo  valor 
costearán  los  interesados. 

29  Usar  de  las  falúas  de  las  aduanas  para  ha- 
fcer  la  visita  á  los  buques. 

Art.  13.  La  primera  autoridad  civil  de  los  puer- 
tos habilitados  expedirá  la  licencia  de  navegación 
á  todos  los  buques  que  hayan  de  salir  para  el  ex- 
tranjero 6  para  otro  puerto  ó  punto  de  la  Repú- 
blica, exigiendo  previamente  constancia  al  capitán 
ó  consignatario  del  buque  de  estar  este  solventa 
con  la  Aduana. 

Art  14.  Los  buques  que  hacen  el  comercio  in- 
terior ó  exterior,  no  pueden  ser  gravados  con 
otros  derechos,  cualquiera  que  sea  su  deno- 
minación, que  con  los  establecidos  en  la  presente 
ley. 

Art  15.  Se  deroga  la  ley  de  I9  de  Junio  de 
1846  sobre  derechos  de  puerto 

Dada  en  Caracas  á  24  de  Abril  de  1856,  aflo 
27  de  la  ley  y  46  de  la  independencia. — El  Pre- 
sidente del  Senado,  Juan  Vicente  González  Del- 
gado.— El  Presidente  de  la  Cámara  de  Represen- 
tantes. J  6.  Ochoa. — El  Secretario  del  Senado, 
J.  A.  Pérez. — El  Diputado  Secretario  de  la  Cá- 
mara de  Representantes,  /.  A.  Torrealba. 

Caracas,  Abril  29  de  1856,  afío  27  de  la  ley  y 
46  de  la  independencia.  —  Ejecútese.  —  José  T. 
Monágas, — Por  S.  E. — El  Secretario  de  E.  en  el 
D.  de  Hacienda,  Jacinto  Gvtiérrez. 

Es  copia. — Gutiérrez. 

DERECHt)S  DE  PUERTO,     DE  FAROS  Y  SUBSIDIA- 
RIO PARA      cAmí;í0S.    DKCRETO    EJECrTIVO    DB 

13  DE  JUNIO  DB  1855  dictando  reglas  sobre 
su  aplicación! — Reforma  el  de  Id  de  Octubre 
de  1864,  que  aunno  estaba  coleccionado. 

JOSÉ  TADÉO  MONA  GAS, 
General  en  Jtfe^  Presidente  de  la  República  de 
Venezuela^  ¿fa%  4*^,  é^a^ 
En  USO  de  1«  atribución  19*  del  artículo  17  de 
la  Constitución,  en  cumplimiento  Hel  artículo  9 
de  lá  lev  dé  fO- de  Junio' de  1846  sobre  derechos 
de  puerto»  y  d¿.conformidad:cOn  lOá  decretos  le- 
gislativos de  1 1  de  Mayo  de  1842  sobre  Faros,  y 
dé  28  de  Abril' de  1854,  sobre  impuesto  stibsídia* 
Ho  ptfra  ca>min'0^.       "  -  ;      ;  . 

DECKETO :  , 

;,,*',*';;/'    ''tielá¿teclíó  á^htlaje:/      ■ 
'  f^^r'u  I9.  í*^^^  fpníjos,  quiá'se  tt^cáüdén  ;  por   este 
dcirechd  se  áplicAfáo  mett'sdatraenté  déla  manera 
siguiente :  . 
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19  Estará  á  W  ái9po«icíoa  *de  la  Diputación 

Srorinrcial  de  Guayana  el  total  producto  ¿e  este 
erecho  en  las  aduanas  de  la  mi^ma  provincia. 

2?  A  la  de  la  Diputación  de/ÉarceJona  lo  que 
se  recaude  por  este  respecta  en  sus  aduanas  y  en 
la«  de  Coro^ 

39  A  la  de  la  de  Cumaná,  ademas  de  los  fon- 
dos &  que  alcance  dicho  impuesto  en  sus  puertos, 
)o  que  produaoa  en  los  de  Margarita,^  la  sexta  par- 
le de  los  de  Car&eas,  y  las  dos  terceras  de  los  de 
Carabobo. . 

49  La  Diputación  de  Caracas  dispondrá  de  las 
cinco  sextas  parles  restantes. 

69  La  de  Mérida  de  la  tercera  parte  de  lo  pro- 
ducido én  Carabobo,  y  una  sexta  de  lo  recaudado 
en  Maracaibo. 

69  La  Diputación  de  Maracaibo  podrá  dispo- 
ner de  las  cinco  sextas  partes  que  le  restan. 

Art.  29  Las  respectivas  Diputaciones  provin- 
ciales aplicarán  exclusivamente  estos  fondo3  al 
sostenimiento  de  hospitales  de  lázaros  ó  leprosos, 
se^un  lo  dÍB|9uesto  por  la  ley  citada  de  I9  de 
Junio  de  1846i 

Art.  S9  Cada  tres  meses,  los  Gobernadores 
remitirán  al  Ministerio  del  Interior  una  noticia 
de  Jo»  elefanciacos  ó.  leprosos  que  baya  en  sus 
respectivas  provicias. 

De  los  derechos  de  entrada  y  aguada, 

Art».  49  Los  fondos  que  se  recauden  por  estos 
imipu^stos  se  aplicarán  mensualmente  de  la  ma- 
nera siguiente. 

Estará  á  la  disposición  de  los  Concejos  munici- 
pales, de  los  respectivos  puertos  el  total  producto 
de  lo  q'iíte  se  cobre  por  estos  derechos  en  cada  uno 
de  ellos,  para  ser  emnleados  según  lo  dispuesto 
por  el  artículo  9.9  de  la  l&^  de  la  materia. 

Art.  59  La  aplicación  de  estos  fondos,  ya  para 
la  construcción, de  alguna  nueva  obra,  ya  para  hi 
reparación  de  aquellas  á  que  están  destinados, 
deberá  hacerse  oon  aprobación  del  Giobernador 
respectivo  t  reroitiéndoae  á  este  funcionario  con 
el  Sn  expreaado,  intes  de  celebrarse  cualquier 
contrato  6  proceder  á  efectuar  alguA  gasto  útil  y 
que  nq. mereja  ser  r<eiiuitado«t  Ca  piresupuestua 
•orrespondientes  7  los  informes  qtie  sean  necesa-* 
mi  paJra  ilustrar  sn  juicip. 

^  Para,  celebrar  cualqfiler  ooatriito  deberán 
llenarse  las. formalidades  requeridas  para  los  re- 
mates públicos. 

Art.  09  ^^  Concejos  municipales  pasarán 
mensualnM&t^  al  Gobernador  de  Ifi.  provincia,  ana 
oqiieia  de  los  fondos  que  le  han  sidp  entregados 
jide  ^u  inversión}  y  otra  del  estado  de  tas'  obras 
<^a$[  se  están  construyendo  6  reparando  cotí  (elloa, 
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§  3» 

pM  dos  por  ciento  sobre  el  montante  de  los  dert* 
chos  de  importación  qut  se  causen  en  la  Guaireu 

Art.  79  £1  producto  de  este  derecho  eslaiA  á 
disposición  del  Concejo  municipal  de  la  Guaira 
para  ser  emflleado  en  Us  obras  que  designa  el  caaa 
29  del  artículo  99  de  la  ley  j^a  citada. 

Art  89  Cuando  aquella  corporadoo  treyere 
conveniente  la  eobsti'uccion  6  répanícion  de  nna 
obra  ¿ualiqíiierb,  no  celebtará  contrato  ni  diapon- 
drá ningún  gasto  sin  la  previa  aprobacioa  dfel 
Poder  Ejeoutivov  á  quien  remitirá  los  presupues- 
tos correspondientes  y  ios  inforúies  que  sean  ne^ 
eeéaifios  pera  ikustrarie. 

^  Para  celebrar  cualquier  contrato  deberán  lle- 
narse las  formalidades  requeridas  para  los  rema- 
tea  públicos* 

ArL  99  Cl  Concejo  nlunicipaJ  pasará  lodoa 
Ibs  meses  al  Poder  Ejecutivo  una  noticia  del  esta- 
do de  las  obras  que  se  construyan  6  separes,  y  otra 
del  ingt^so,  egreso  y  existencia  de  los  fondos  de 
este  ramo  en  la  administración  respectiva» 

Del  ios  por  cientv  sobre  el  valor  de  los  derechos 
di  importación  que  se  causen  enlas  ad^anas 

de  Ciudad  Bolívar  y  Barcelona^. 
Art  10.  El  pro'iucto  de  este  impuesto  estará  á. 
la  dispoMcíon  de  las  Diputaciones  de  dichas  provin- 
cias, para  ser  aplicado  exclusivamente  á  las  obras 
á  que  lo  destina  el  artículo  79  del  Decreto  legisla* 
tivo  de  28  de  Abril  del  año  ultimo  sobre  impuesto 
subsidiaria 

/  el  impuesto  para  Foffos. 
Art- 1  í.  Lo  recaudado  por  dicho. íknpoesto  que- 
dará en  las  cajas  de  las  aduanas  á  ájaposldon  dék 
Poder  Ejecutivo  para  ser  apUmdo  ai  objeto  &  qiM 
la  ley  lo  destina. 

Del  impMestp  stíd^idiarib  para  eaniinos. 
Art  12. 'El  producto  á  que  alcance  el  cobra 
(le  eite  impuesto  estará  á  ladisposicion.de  las  rea- 
pectivaa  Diputaciones  proyincialea  pasa  su  dis- 
tribución de  conformidad  con.  el.  Decretó  leg^lati^i 
vo  citado. 

Disposiciones:  geattales^ 

'Art  13.  LosAm!nistra^<Ofesi]ft  Arili¿«i  lea-. 
drán  á'  la  disposición  <te  \$k  W^AU vas  corponi« 
dóües  iiid)eádkui  sin  necesidad  dé'étdénes>'psraalM 
de  la  TVaórería,  alMentihiitf  dis  ana  toie»-  ga- 
nara! que  iJati  á  piib^kü  del  «R^  ^jsoa4miiio» 
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Diecreto,  con  excepcioQ  del  de  Faro  de  que  no'se 
d^popdri^  sin  leaolucion  previa  del  Pocjf r  Bj^ecu- 
t¡YO,  •  '        ! 

AjU  14.  Las  t)jputacicines  provinciales  y  los 
Copeemos  municipales  designarán  el  AdmÍDJistra<> 
dor  de  rentas  de  este  ramo  que  deba  percibir 
aquellos  fondos  me^i^almenté,  tomando  todas  las 
Qjedidas  que  juzgue  convenientes  para  su  aplica* 
cien  ojpprtuna. 

.T  ^  19  No  cobrarán  por  la  percepción  de  estos 
fundos  comisión  alguna  los  Administradores  mu- 
nicipales^ ~~ 

§  29  Mientras  las  Cámaras  provinciales  no  le- 
gislen especialmente  sobre  esta  materia  se  cum- 
plirá con  lo  dispuesto  en  las  ordenanzas  vigentes. 

Art.  15.  Los  Administradores  de  aduana  pa- 
sarán mensualmente  una  noticia  del  estado  del 
ingreso,  egreso  y  existencia  de  estos  fondos,  al 
Gobernador  de  la  provincia  respectiva»  y  trimes- 
tralmente al  Poder  Ejecutivo. 

Art.  16.  Los  Gobernadores  á  sn  vez»  y  tam- 
hheti  cada  tres  roese.s,  remitirán  al  Gobierno  una 
noticia,  no  solo  comprensiva  de  las  cantidades  re- 
cibidas y  de  su  inversión,  sino  del  estado  de  las 
obras  que  se  construyan  ó  reparen,  según  lo  dis- 
puesto por  las  leyes  y  decretos  citados. 

^  Para  cumplir  con  este  deber  en  la  parte  con- 
eerniente  al  derecho  de  anclaje,  exigirán  los  Go- 
bernadores un  estado  mensual  de  U  iriver- 
Bion  del  producto  de  este  impuesto,  al  emplea- 
do  6  corpoi;acion  á  quien  la  Diputación  haya 
encargado  de  ella. 

Art  17*  Los  Administradores  de  aduana  pa- 
sarán la  noticia  indicada  en  el  articulo  15  á  ios 
Concejos  municipales  sobre  aquellos  derechos  de 
que-estos  cuerpos  deben  disponer. 

Art.  18.  Se  deroga  el  Decreto  ejecutivo  de  16 
de  Octubre  de  1854,  dictando  reglas  sobre  ciertos 
derechos  de  puerto  y  otros  impuestos. 

Dado:  firmado  de  mi  mano;  sellado  con  el 
sello  del  Poder  Ejecutivo  j  y  refrendado  por  el 
Secretario  de  Estado  en  los  Despachos  del  Interior, 
Justicia  y  Relaciones  Exteriores  en  Oarácas,  á 
13  de  Junio  de  1855,  afío  26  de  la  ley  y  45  de  la 
ÍDdapendencia. 

(Firmadü).— José-  T.  Monágaa. 

Por  S.  E.— El  Secretario  de  E.  en  los  DD.  del 
Interior,  Justicia  y  Relaciones  Exteriores 

(Firmado).— fVíínc/íCí?  Aranda» 
DESCUBRIMIENTOS   en   materia    úh   in- 
dustrias.  Véase  Patentes  de  ÍTidustria, 
DESPACHOS  DEL  Gobierno,  r  db  sus  aobn^ 
*    TES*  Véase  Cartaé  y  despachos  del  Gobierno 

ydegus  agentes. 
lD£.álJ£LLQ  DE  RESES*  Reglas  que  deben  ha- 
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.  cér.  observar  lojp  Gobernadores  para  el  gue  se 
hace  en  él  Llano.  Véase  Gobernadores.  R.  E» 
'  de  9  de  Marzo  de  1654. 

DEUDA  PÚBLICA.  Deceeto  Ejecutivo  de  28 
DE  Febrero  de  1855  reglamentando  la  dh^ 
iribucidfi  de  los  ingresos  de  las  oduqTUis* 

iOSEf  ÍADEO  MONAQAS; 

Presidente  de  la  República  de  Venezuela^ 
&ÜC.  écc.  ócc 
Considerando: 

19^  Que  la  ley  de  18  de  Abril  de  1853  destinó 
'^l  veinticinco  por  Ciento  de  los  derechos  ordina- 
rios de  importación  para  satisfacer  el  valor  de 
los  contratos  celebrados  por  el  Gobierno  en  1851 
y  52,  y  por  los  cuales  aun  se  adeuda  una  fuerte 
suma  : 

29  Q'Ue  ei  setenta  y  cinco  por  ciento  restante 
de  los  mismos  derechos  está  comprometido  igual- 
mente al  pago  de  o^os  contratos  y  convenios  di- 
plomáticos celebrados  en  1853  y  54,  y  de  multi- 
tud de  órdenes  libradas  sobre  las  aduanas  para 
ser  pagadas  en  dinero^  en  descuento  de  derechos, 
y  con  sal : 

39  Que  el  producto  total  de  la  contribución 
extraordinaria  impuesta  por  el  Decreto  Legisla- 
tivo de  23  de  Abril  de  1851  se  afectó  también  al 
pago  de  quinientos  mi)  pesos,  montante  de  un 
contrato  celebrado  en  veinte  de  Setiembre  último : 

49  Que  á  mas  de  estar  absorvida  la  totalidad 
de  las  rentas  ordinarias  y  extraordinarias  en  ra- 
zón de  esos  compromisos,  por  una  extensión  de 
tiempo  que  no  puede  conocerse,  mientras  no  se 
practique  una  liquidación  genera),  pesa  sobre  e) 
Estado  una  suma  enorme  por  sueldos,  ajustamien- 
tos y  pensiones  hasta  treinta  y  uno  de  Diciem- 
bre último  ;  y  todo  esto  sin  contar  con .  las  aten- 
ciones multiplicadas  y  urgentes  del  presupuesto 
corriente  que  alcanza  al^ duplo  de  la  renta  anual 
d«  la  República  : 

59  Que  en  semejantes  circunstancias,  ñntes  dé 
restablecerse  el  crédito  del  GobiernOj  no  seria 
pr^idente  ni  posible  adoptar  medidas  para  pro- 
porcionar recursos  con  que  hacer  frente  á  loa 
mas  precisos  gastos  del  servicio  público  ;  y 

69  Que  tal  estado  de  penuria^  que  no  permite 
racionar  siquiera  la  guarnición  y  dar  una  buena 
cuenta  á  los  empléalos,  inválidos,  viudas  y  de- 
mas  acreedores  contra  el  Tesoro  público,  no  pue- 
de subsistil-,  sin  el  mas  completo  desorden  en  el 
servicio  y  Administración  de  la  República  : 
Decreto : 

Art.  19  Se  aplicft  el  setenta  por  ciento  de  los 
derechos  ordinarios  de  importación  al  pago  del 
presupuesto  general  y  según  las  órdenes  que  sé 
comunicaren  por  la  Secretaría  de  Hacienda. 
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^  Único.  Las  disposiciones  d^  este  artículo  no 
innovan  las  que  se  hayan  comunicado  sobre  con- 
venios diplomáticos,  mientras  se  obtienen  nue- 
vos arreglos  en  fuerza  de  Ja  situación  crítica  del 
Erario. 

Art.  29  El  treinta  por  ciento  restante  de  los 
derechos  ordinarios  de  importación  se  destina  pa- 
ra satisfacer  el  valor  dé  los  contratos  celebrados 
por  el  Gobierno  en  ios  ailos  de  1851,  1852,  1853 
7  1854,  &  que  se  refiere  el  convenio  de  esta  fe- 
cha con  varios  acreedores. 

Art.  39  Las  Administracionas  de  Aduana  ten- 
drán á  la  orden  de  la  Tesorería  genera]  el  pro- 
ducto íntegio  de  la  contribución  extraordinaria 
por  importación  y  exportación. 

Art.  49  Se  suspenden  por  ahora  los  efectos  de 
las  órdenes  libradas  contra  las  aduanas  de  la  Re- 
pública para  ser  pagadas  en  dinero  efectivo,  en 
descuento  de  derechos  y  con  sal. 

^  único.  Lfts  Administraciones  de  Aduana  pro- 
cederán inmediatamente  á  liquidar  lo  que  esté 
radicado  en  ellas  por  los  tres  respectos  expresa- 
dos en  este  artículo,  y  remitirán  inmediatamente 
á  la  Secretaría  de  Hacienda  una  relación  especi- 
ficada de  los  créditos  que  resulten  vigentes. 

Art.  59  1^1  empleado  que  falte  á  alguna  de  las 
disposiciones  de  este  Decreto,  quedará  de  hecho 
suspenso  de  su  destino  y  obligado  ademas  á  rein- 
tegrar la  suma  que  haya  distraído  ó  aplicado  á 
distinto  objeto ;  pudiendo  ser  demanlWdo  en  ra- 
zón de  su  responsabilidad  personal  ante  el  Tri- 
bunal competente  por  el  tercero  á  quien  haya 
perjudicado. 

Art.  69  El  Secretario  de  Estado  en  el  Despa- 
cho de  Hacienda  queda  encargado  de  la  ejecución 
de  este  Decreto  y  de  comunicar  las  instrucciones 
necesarias  para  su  mas  exacto  cumplimiento. 

Dado,  firmado  de  mi  mano,  peilado  con  el  se- 
llo del  Poder  Ejecutivo  y*  refrendado  por  el  refe- 
rido Secretario  de  Estado  en  el  Despacho  de 
Hacienda  en  Caracas,  á  28  de  Febrero  de  1855. 
José  T.  Monágas* 

El  Secretario  de  Estado  en  el  Ütspacho  de  Ha- 
cienda.—  Jacinío  Gutierre z> 

DEUDA   PUBLICA.    DECRETO     EJECUTIVO     DE    30 

o E  N ovi  B  M  B  R  E  D  B  1 855  orrf«  uando  la  liquida- 
cioTit  calificación  y  rtcoiwcimíento  de  los  cré- 
ditos contra  el  Estado  desde  1 9  dt:  Julio  de 
18^6  hasta  dO  de  Junio  de  1855,  en  ejecución 
de  la  ley  de  24  de   Mayo   del  mismo  año. 

JOSÉ  TADEO  MONAGAS, 

Presidente  de  la  República  de   Venezue- 
la, &^,  &,  &. 

CON      DERANÜO: 

19  Q'Ue  en  los  libros  de  las  oficinas  de  hacien- 
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da,  están  figurando»  como  vigentes,  créditos  eon- 
tra  el  Estado,' de  'dudosa  Jegitimidad. 

29  ^ue  otros^  créditos  ya  reconocidos,  j  que 
han'debido  incorporarse,  no  lo  han  sido    todavía. 

39  Q'Ue  tampoco  se  han  llevado  á  las  respecti- 
vas cuentas,  muchos  libramientos  contra  las  adua- 
nas, girados  por  la  Tesorería  General  y  Adminis* 
traciones  principales  de  rentat*  internas. 

49  Clue  todas  estaa  irregularidades,  originadas 
principalmente  de  la  falta  de  los  avisos  oportunos 
que  debieron  darse  dichas  oficinas,  rompieron 
el  enlace  de  la  contabilidad  de  la  Hacienda  na- 
cional, introduciendo  en  ella  una  confusión  de 
perniciosas  consecuencias. 

59  Q-ue  es  imprescindible  y  urgente,  por  lo 
tanto,  proceder  &  una  liquidación  general,  res- 
tableciendo la  concentración  en  todas  las  opera- 
ciones de  tesorería)  como  lo  exige  la  ley,  para 
evitar  que  el  Estado  siga  perjudicándose. 

decreto: 

Art.  19  Los  acreedores  contra  el  Estado,  desde 
19  de  Julio  de  1846  hasta  30  de  Junio  de  1855, 
por  sueldos,  pensiones,  asignaciones,  ajustamien- 
tos de  tropa^  empréstitos  y  suplementos  en  dine- 
ro ó  especies,  billetes  de  tesorería  á  órdenes  con- 
tra las  aduanas  suspensas  por  el  decreto  de  28  de 
Febrero  último,  ocurrirán  á  la  Secretaría  de  Ha- 
cienda dentro  del  plazu  perentorio  de  seÍ4  meses 
contados  desde  la  publicación  de  este  decreto  en 
cada  capital  de  provincia. 

Art.  29  L'is  reclamaciolfes  se  pasarán  á  la 
Tesorería  General  para  que  las  liquide,  y  luego 
al  Tribunal  de  Cuentas  para  su  calificación,  pro- 
cediendo ambas  oñcinas  en  e:$tas  operaciones  con 
entera  sujeción  á  lo  dispuesto  en  el  articulo  29  de 
la  ley  de  24  de  Mayo  último  sobre  Crédito  .'pu- 
blico, que  dice  así : 

^^  No  se  admitirán  reclamos  contra  el  Estado 
que  no  estén  comprobados  con  los  libros  de  cuen- 
tas de  las  oficinas  públicas,  ni  se  harán  recono- 
cimientos de  crédito  de  ninguna  clase  anterio- 
res al  19  de  Julio  de  18'16,  cualquiera  que  sea  su 
origen  ó  denominación^  en  favor  de  persoTia  ni 
corporación  alguna,  cuyo  reconocimiento  se  re- 
serva el   Congrcüoy 

Art  39  La  Secretaría  de  Hacienda,  Tribunal 
de  Cuentas  y  Tesurería  General,  en  la  parte  que 
h  cada  una  de  ei*tus  oficinas  conrierna,  examina- 
rán escrupulosamente  si  los  créditos  que  se  re- 
clamen  por  constar  vigentes  f  n  los  libros  de 
cuentas,  han  Mn  ó  no  consolidados  por  laiev  de 
18  de  Abril  de  lb53,  ó  ('Ugados  en  dinero  ó  de 
otro  modo,  sin  haber  sido  cancelados :  con  este 
fin,  las  dos  úUimas  oficinas,  en  cada  liquidación 
ó  calificación,  traerán  á  la  visla  los  asientos  y 
comprobantes  de  cada  crédito  dtsde  su'  origen, 
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los  iMigpNi  á  cnetota,  endosos  6  traspasos'  qué  se 
hubieren  hecho  y  cuantos  roas  datos  juiíguen  ne- 
cesarios; y  la  primera,  los  actos  de  reconociroien** 
tos  qae  deben  haberse  estampado  en  los  registros 
de  la  Comisión  de  crédito  público. 

Art.  49  La  Secretaría, de  Hacienda  llevará  an 
registro  de  loa  reclamos  contra  el  Estado  que  no 
se  admitan  por  estar  comprendidos  en  el  articulo 
29  de  la  ley  arriba  citada,  para  dar  cuenta  al  Con- 
gieso  ft  los  efectos  que  expresa  el  final  de  dicho 
artículo. 

Art.  59  Por  el  monto  de  los  créditos  liquidados 
y  calificados,  siendo  de  los  contenidos  en  el  ar- 
tículo 19  de  este  decreto,  se  emitirán  á  favor  del 
interesado  billetes  á  ia  par,  suscritos  por  el  Se- 
cretario de  Hacienda,  Presidente  del  Tribunal 
de  Cuentas  y  Tesorero  general  en  esta  forma  : 

DEUDA  DE   tesorería 

SIN  ínteres. 

Ley  de  24  de  Mayo  de  1855  y  decreto  ejecutivo 
de  30  de  Noviembre  de   1855. 

Vale  cd  portador  por  (tantos)  pesos  admisibles 
en  remates  mensuales  de  dinero  y  en  pago  de 
otros  arbitrios^  conforme  al  decreto  ejecutivo  de 
esta  fechay  en  uso  de  la,  autorización  concedida 
por  el  acto  legislativo  de  24  de    Mayo  último, 
Caracas,  30  de  Noviembre  de  Í855. 
El  Secretario  de  Hacienda. 
Él  Presidente  del  Tribunal  de  Cuentas. 

r  El  Tesorero  General. 

^  único.  La  emisión  se  hará  á  voluntad  de  los 
acreedores  en  billetes  de  $  10.000,  9  5.000, 
d  1.000,  $  500,  9  100,  9  50,  y  por  restos. 

Arl.  69  Debiendo  conocerse  á  punto  fijo  el 
verdadero  estado  del  astivo  y  pasivo  de  la  Ha- 
cienda nocional,  la  misma  Tesorería  General, 
ademas  de  liquidar  lo^  créditos  parciales  que  se 
reclamen  dc/itro  del  plaz<i  y  en  los  términos  se* 
ñalados  en  ios  artículos  anteriores,  liquidará  igual- 
mente en  el  mas  breve  tiempo  posible. 

19  La  díMida  exterior  arliva  y  diferida  con 
«US  interesen  husta  31  de  Diciembre  del  presente 
año. 

29  La  dru(ia  interior  cor.st.lidada  y  consolida- 
tile,  creada  por  las  loyt's  de  15  de  Abril  de  1840, 
27  de  Abril  de  lí"!?,  H  de  Mayo  y  decretos  eje- 
cutivos de  7  y  11  de  Setiíanbre  de  1847  y  18  de 
Abril  de  1653,  i.  nifni.lo  presente  respecto  de  las 
tres  primeras  lfy<'s,  las  convenciones  y  arreglos 
hechos  por  \<:Mt.ziH  l.i  con  las  otras  secciones  de 
Colombia  ye  /»  i..  l^spaPui,  y  ios  demás  actos  le- 
gislativos poí>{'¡u"vs,  .sobr/ la  materia. 

39  Los  eré  iilt  .-á  favor  i\c  fxtranjer(«s,  por  es- 
pera, isdemni-í  !CH>ne.s  ú  otro  motivo,  ccmprendi- 
.i|os  en  los  cotivi  rni):5  diplomáticos  celebrados,   y 
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cualquiera  Otra  reclamación  internacienal  recd» 
nocida  por  el  Gobierno. 

49  Loe  créditos  por  espera,  pecténecientes  á 
venezolanos. 

59  Los  créditos  f^ocedentes  de  los  contratos 
celebrado»  directamente  por  el  Gobierno  en  los 
aSos  de  1851,  18512,   1853  y  1854. 

09  L&  acreencia  de  Venezuela  contra  el  Pera, 
con  dennorttracion  del  monto  d^l  arreglo,  de  lo  co- 
brado, y  de  su  inversión. 

79  Los  demás  ramos  de  ia  cuenta  de  Teaore- 
ría,  que  sujetos  á  liquidación,  no  se  hayan  lleva- 
do con  la  debida  exactitud,  con  especialidad  los 
de  "  Acreedores  corrientes, ''  '^  Libranzas  en  trán- 
sitos, "  "  Depósitos, "  **  Fondos  de  Montepío,  " 
"y  Empréetitos. " 

89  Las  existencias  á  favor  del  Estado  en  par- 
ques, edificios,  solares,  buques  y  otras  propieda- 
des nacionales  incorporadas  ó  que  por -su  natura- 
leza han  debido  serlo  en  la  cuenta  general  de  la 
Hacienda  pública, 

Art.  79  Por  el  monto  de  ios  créditos'tie  espera 
6  fdvor  de  venezolaoos,  se  darán  al  interesado, 
billetes  á  la  par,  con  el  interés  de  5  por  ciento 
anual^en  cumplimiento  del  artículo  19de  la  ley 
de  28  de  Mayo  de  1850,  que  serán  suscritos  por 
el  Secretario  de  Hacienda,  Presidente  del  Tri* 
bu  nal  de  Cuentas  y  Tesorero  general  en  esta  for- 
ma: 

DEUDA  DE  tesorería  POR  ESPERA 

AL    CINCO    POR    CIENTO  ANUAL. 

Ley  de  24  de  Mayo  de   1655  y  decreto  ejecutivo 
de  30  de  Noviembre  de  1855. 

Vale  al  portador  por  (tantos)  pesos  provenien- 
tes de  sustitución  del  Estado  en  virtud  de  la  ley 
de  98  de  Mayo  de  1859,  y  con  el  interés  de  cinco 
por  ciento  anual^  pagadero  por  trimestres  con 
a/rreglo  al  decreto  ejecutivo  de  estafecha^  en  uso 
de  la  autorización  concedida  por  el  acto  legÍ9' 
lativo  de  24  de  Mayo  último. 

Caracas,  30  de  Noviembre  de  1855. 
El  Secretario    de  Haciendn. 
El  Presidente  del  Tribun»!  de  Cuentas* 

El  Tesorero  General. 

^  19  La  emisión  se  hará  á  voluntad  de  los 
acreedores  en  billetes  de  $  1  000,  $  500,  $  100  y 
9  50,  y  no  llevarán  cupones  sino  desde  I9  de 
Enero  de  1856,  porque  los  intereses  devengados 
hasta  31  de  Diciecnbre  del  presente  año,  deberán 
ser  liquidados  por  separado  y  satisfechos  en  dine- 
ro efectivo,  coi) forme  al  decreto  de  esta  fecha, 
asignando  fondos  para  las  diversas  deudas  que 
pesan  sobre  el  Tesoro  público. 

^  29  Por  las  cantidades  menores  de  $  50,  se 
emitirán   billetes   que    devengarán  interés,  des- 
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ditoqiieitej^fMeattfruii  it4iiMii^d«  attoexiif a  tator 
alcance  á  aquella  suma. 

AiL  S9  Ai|«obMa«'fMrel;GabÍ0r^olt6lioJBMla* 
ciones  de  los  créditos  comprendidos  en  ootA  d«ORe- 
to>.k  TesMería  CieDeral  procederá  á  darles  eaira- 
€Ía  en  sucadnla  coa  kdaríilad  ycUtalles^njeí^sa- 
rios  á  evitar  dqdaa  e»  lo^uceftivo,  observando  las 
ifgiiis  sigttÍAoiea : 

la  De.io6«r6dí4ofi  enumerados  «i  el  artíAuk) 
I9j29y49del  artículo  G?  que  deben  est^i;  re- 
preaenta«lo8  p«r  billetes  de  circulación,  solo  ta  lle- 
vará conslanoia  de  la^  etnisionea  kechaa  con  las 
espeeifícaeíones  debidas,  y  según  las  órdenes  que 
comuAÍ^ue  la  Secretajía  de  liacteoda. 

^  Los  créditos  del  número  3?  d«l  artículo  69, 
se  abonarán  en  cuenta  á  la  r  espedí  va  Legración 
extranjera  con  la  cual  se  hubiese  bedio  el  arreglo, 
recofiéndose  y  cancelándole  por  la  Tesorería  ios 
djocumentos  parciales  de  crédito  que  kubiere  ex- 
pedido el  Gohier&o  á  favor  del  extranjero  ó  ex- 
tranjeros interesados  en  dicho  a-reglo. 

8^  Los  créditos  del  número  59>  artículo  69,  se 
abonarán  en  cuenta  á  la  ¡mftfioo»  ó  personas  que 
resulten  acreedoras. 

4^  £n  el  caso  del  número  69  artículo  69,  se 
abrirán  los  ramos  correspondientes  según  el  re- 
soltado de  la  liquidación. 

5&  en  los  del  número  79  artículo  69)  resolverá 
el  Gobierno  fegun  la  naturaleza  y  origen  de  cada 
crédito,  y  conforme  á  este  decreto. 

6^  Respecto  de  las  existencias  de  que  trata  el 
número  89,  artículo  69«  las  administraciones  de 
aduana  y  de  rentas  internas,  remitirán  á  la  Te- 
sorería Genera]  una  relación  ^específica  y  cir- 
cunstanciada de  las  que  sean,  con  expresiofi  de 
su  estado  y  valor,  y  con  sujeción  ai  modelo  que 
lea  pase  la  Tesorería,  la  cual  dirigirá  ala  Secre- 
taría de  Hacienda  copia  de  dichas  existencias  y  de 
laa  que  consten  de  su  cuenta,  para  que  el  Gobier- 
no pueda  resolver  con  acierto  acerca  de  las  rec- 
tificaciones que  hayan  de  hacerse  respecto  de  ellas 
y  de  sus  valores,  en  los  libros  de  cuentas  en  que 
estén  incorporadas. 

Art  99  Las  administraciones  de  aduana  y  de 
rentas  internas,  inmediatamente  que  reciban  este 
decreto,  anidarán  por  Tesorería  General  loscrédi* 
tos  contra  el  Estado  hasta  30  de  Junio  de  1655, 
que  consten  de  sus  libros^  y  remitirán  relación  no- 
minal de  ella  á  la  misma  Tesorería* 

Art.  10.  La  Tesorería  General  saldará  igual- 
mente los  créditos  hasta  30  de  Junio  de  1856,  vi- 
gentes en  su  cuenta,  y  de  elfos  y  de  los  de  las  de- 
mas  oficinas,  enviará  á  la  Becrelarfa  de  Hacienda 
una  relación  nominal  para  conocimiento  del  €k)- 
bierno  y  resoluciones  que  en  consecuencia  deban 
dictarse. 


imu 


l^V^/VWWW^OO^^O^^^^WWW^^V^OO^JM^»»» 


Adrt  U.  ElTxibsinal  <k  cuaataa  paaa^á  man* 
•imlmenteá  la  Societaria  (le  Haícienda  una  nooo 
-deloBoróditos  que  durante  el  mes  baya  «alifim- 
doj-T-La  Tesorería  General  dúágirá.  á  la  ¡piama 
Secretaría  igual  ranm  de  loa  qua  baya  liqaiUado, 
coniaíbrme  del  estado  de  loa  demaa  traba joa  que 
le  ooroete  este  decreto* 

Art  152.  Toda  oficina  está  ei>«l  deber  de  fiícUi* 
tar  á  la  Tesorería  Genenai  los  informes,  dalos  y 
documentos  necesarios  para  las  opeEacioDea  que 
debe  practicar. 

Art.  13.  Los  Gobernadoitea  avisarán  á  la  Se- 
cretaría de  Hacienda  el  día  enquese^bliqíie  este 
decreto  en  la  respectiva  capital  de   provincia. 

ArU  14.  Por  decreto  separado  de  esta  misma 
feoba,  sie  dispone  el  modo  de  atender  gradualroen* 
te  á  las  diversas  acreencias  contra  el  Estado  ba^ta 
30  de  Junio  de  I&559  después  de  liquidadas  y  ca- 
lificadas. 

I  Art.  15.  El  Secretario  de  Estado  en  el  Despa* 
I  cho  de  Hacienda,  queda  encargado  de  la  ejeca- 
I  cion  del  presente  decreto. 

Dado :  firmado  de  mi  mand:  sellado  con  el  sello 
I  del  Poder  Ejecutivo;  y  refrendado  por  el  Secre* 
tario  d¿  Estado  en  el   Despacho  de   flacienda,  en 
Caracas,  á  80  de  Noviembre  de  1855,  26  y  45. 
'José  T.  Monagos. 

Por  S.  E. — El  Secretario  da  E.  en  el  D,  4e  Ha* 
cienda. 

Jacinto  Gutiérrez* 
Es  copia. — 

DEUDA  PUBLICA.    DECRETO     SJECÜTIVO    PS   30 

NOVIEMBRE  DE  1855  asignando  fondo8  para  el 
pago  de  diversas  deudas  que  pesan  sobre  el 
Tesoro  publico,  en  virtud  de  la  autorización 
de  la  ley  de  24  de  Majfp  del  mismo  año* 

JOSETADEO  MONAGAS. 

Presidente  de  la  República  de  Venezue- 
la dea,  ^a^é[,a. 
Vista  la  autorización  concedida  al  Poder  EjV 
cutivo  por  la  ley  de  24  de  Mayo   último  para  aplj. 
car  anualmente  basta  el  40  por  ciento  de   loa  io- 
!  gresos  nacionales  al  pago  de  los  capitales  é  in- 
I  tereses  que  adeuda  el  Tesoro  público,  conforme  á 
las  leyes  vigentes,  cualquiera  quesea  su  origen  6 
I  denominación  mediante   las  operaciones  que  en 
\  concepto  del  mismo  Podei  Ejecutivo  conduzcan  á 
i  aquel  objeto ;  y 

Considerando: 

1?  Que  los  capitales  de  la  detida  interior  con- 

í  solidada,  provenientes  de  corsolidable  convertida 

á  precios  inferiores  á  la  par,  por  la«  leyes  de  15 

de  Abril  de  1840,  27  de  Abril  de  1843/ 8  de 

Mayo  y  decretos  ejecutivos  de  7  y  14  de  Setiem-» 

bre  de  1847,  ascienden  para  esta  feCha  ámvy  cár- 

¡1  ca  de  millón  y  medio  de  pesos,  cuyos  intereses  f 
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¿i^ád\íal  atfiort]:^cion  i^eqiiíét'éiv  üiiñ  értfgñt/ítín 
anual^  de  ciento  cíncoeifta  mil'-^etos'por  lo  menos, 
en  razón  á  que  e^os  mismos  dápitáléa  ptiedei»  au- 
mentarse si  ios  tenedores  de  la  cOiisolidable 
oceirE¿n  á  convertirla  por'cdnsoKdada  al  respecto 
de  23  y  tin  tercio  por  dénto.  como  les  és  potesta- 
tivo, en  uso  del  derecho  que  les  concede  la  segun- 
da de  las  leyes  opadas : 

2.^  Q.ue  lus  capitales  de  la  deuda  interittr  con- 
solidada á  la  par  por  la  ley  de  l8de  Abril'  de 
1853  que  Ha  sido  derogada,  alcanzan  aproximada- 
mente á  oiro  millón  y  medio  de  pesos,  túyüs  in- 
tereses y  gradual  amortización  exigirían  una  apro- 
piación anual  de  ciento  veinte 'mil  pesos,  presu- 
puesto el  máximo  de  8  por  ciento  que  el  attículo 
7.^  de  dicha  ley  acordaba  con  ambos  /ínes,  desde 
que  fuese  conocido  el  total  monto  de  esta  deuda  : 

¿9  Oue  por  un  cálculo,  no  exagjerado,  se  de- 
ben actualmente  mas  de  irescienitfs  mil  pesos  de 
irfierteses  devengados  de  los  capitales  comprendi- 
dos én  los  dos  considerandos  anteriores  ; 

49  Que  por  razón  de  los  contratos  que  ha  ce- 
lebrado el  Gobierno*  en  los  aflos  de  1851,  1852, 
1853  y  1854  para  proporcionarse  recnrsos  con 
que  atender  á  las  necesidadea  ordinarias  y  extraor- 
dit^rias  del  servicio  público,  se  adeuda  todavía 
una  fuerte  sumi^  según  informe  de  la  Tesorería 
general  que  está  prartrfeondo  fdrtnal  íiqujJacion 
de  ello» por  orden  del  Gobierno: 

69  Que  verificado  que  sea  un  na«vn  aniegrío 
de  la  deuda  exterior  cuyo  monto  excede  de  vein- 
te millones  de  petos  por  capitales,  y  de  dos  y  medio 
millones  de  pesos  por  ijitercses  devengados  que  no 
se  hdn  satii^fecho ;  y  h'brado  que  sea  el  decreto 
sobre  la  materia,  en  lo  cual  se  ocupa  perseveran- 
temente  el  Poder  Ejecutivo,  en  uso  de  la  autori- 
zación que  tiene  del  Cofigreso,  habrá  <Ie  aplicar- 
se á  este  objeto  una  cantidad  áñtKil  compatible 
ron  los  ingresos  del  Erario  y  con  sus  numerosas 
obligacioties : 

69  'Q«e  la  síima  debida  por  convenios  cetebra- 
dbs'i^n  aflos  anteriores  con  los  representantes  de 
tas  .Naciones  árnicas,  pasa  de  setecierítos  mil  pésos^ 
sin  hidair  los  intereses,  y  6(ras  reclamaciones  di- 
plomálicas  pendientes : 

^70  Que  por  loa  dalos  numéricos  qué  ka  pasado 
la  l'esorería  general^,  el  salda  que  arrojan  los  li- 
bros dtt  8U  cuenta  por  acreencias  contra  el  Estado 
hasta  fin  de  Junio-  de  -1862f  excede  de  un  Mülak 
'IteHiéniéi  mil  pesos :  y  áe  wnimllon  ookéchntos 
HMtífem,  dead^  I9  a€  Itrlio  d«  186% en  «delanie, 
návdtfmpiitaí  en  ámbes  guarismis  el  monlo  «leK' 
iij[éi^n*iOf\e8:  per  empréstilos,  habercsr  de  atropa  y 
VSth>e  i^i^p^toay  y  lo  ifue  en  hiedemaeJdfieinaeile 
Wád^nda  'se' ha/ dejado  de  fragar  enke  chav  ültíaro? 
DfHoi  <é<^'ti®mcc(t[  de  18&8NI*ra64  <]rdel$5444SM. 
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'99 '  Qfü^  según  TelacTon  pasada  porr' la -nMama 
Tesói^ría,  debe  el  Estado  "por  emtitaeiones  'ea 
virtud  *t\e  la  ley 'de  espera,  maede  qnifite9tt»s^mU 
pesos  fuera  de  in.tefesee  de'  tre»aR08  y  raeáioyde 
otros  capitales  recanocldosypor reconocer, 'atín» no 
iheotporados  jen  la  cuenta  r 

99  Qt^e  el  TefMnro  publico 'e9(&  obUgad»  la«ii« 
bien  á  pagar  mas  de  trescientos  mil  pesos  por 
razón  de  varros  contratt>8  eepeeiales  fpie  ha  cele* 
bradó  el  Gobierno  en  aflos  antenDreey^l'pveseR* 
iQy'eotre  otros  eS  de  la  eatreteva  &  los  Valla»  de 
Asagna,  eá  del  oamaino  del  Tuy,  el  de  ima^empre- 
sa  de  vapores  deade  Ciudad  Bolívar  á  Maracaibo, 
y  el  de  oonairuocioQ  de<  almacenes,  muelles  y  atrás 
ahiteis  en*  el  piieru^de  la  Groasra  : 

10.  Qjue  por  decretos  legislativos  de  20  de  Ma* 
ye  de  .18d4,de4  de.Abrii  y  4  de  May4).de  1855, 
se  hal  dispuesto)  len  favor  de  determinadas  provia* 
cia»3^an  apitcacieo  á  varias  obras  publicas,  de  la 
suma  úe  (áenia  sesenta^  y  seis  mil  pesos  en  sal, 
loquecaiusará  naturalmente  una  diminución,  de 
los  ingresos  generales  disponibles  para  las  aten- 
ciones del  servicio  n>9CÍonal : 

1 1.  Que  4  las  Universidades  de  Caracas  y  de 
Mérida,  Colegios  seminarios  y  nacionales,  Rentas 
municipales  efe  varias  provincias  y  otras  corpora* 
cienes  y  establecimientos,  se  les  adeudan 'cantida- 
des considerables,  ya  por  asignaciones  á  sO'iaTor 
en  los  presupuestos  de  aSos  pasados,  y  ya  por  em- 
préstitos que  en  efectivo  hicieron  al  Estado  y  no 
íes  han  sido  reintegrados : 

12.  Que,  prescindiendo  de  todos  les  compromi- 
sos dol  Tesoro,  que  se  dejan  espeeiílcados,  los  glas- 
tos naturales  y  ordinarios  del  personal  y  material 
en  lot^ diversos  departamentos  del  servido  póblico^ 
rvo  pipeden  ser  cubiertcs  en  cada  año  coa  utia 'sa- 
ma menor  de  dos  y  medio  milhnes  depesos^tin 
comprender  los  intereses  de  la  deuda  á  devieirgar 
anualmente;  pues  que  el  solo  ramo  de  pensione»' jr 
asignaciones  civiles,  militare»  y  de  Haeienda,  no 
baja  de  cuatrocientos  cincuenta  mil  pesos: 

13.  Que  calculados  p rudencial mente  en  ire^  mt- 
liones  de  pesos  los  infrresos  generales  del  afio,  es 
de  todo  punto  imposible  pagar  con  ellos  el  cúmulo 
de  etbgaciones  e numeradap : 

14.'  Que,  no  <»l»sianle  formar  hoy  el  lamo.  da  abo- 
IkioQ  «na  depeftdeíMÍa  separada  de  la  cuenta  AseDe- 
ral  del.TasooOf.losecádkos  por  este  raspéela  á.&ve» 
de  Í0s.pr0pietatíos,.reeosooidos  por  la  ley  quO'as- 
tínguió  para  siempre  la  esclavitud  on  "Venezncda^ 
componen  también  una  patte^io  «¿aósrasfrada  de 
^a.deuda  aaeÍDiiaÍ44ttatdebeAer4ritotidtda  coD-.e^pviK 
.diietiO'de  los  itepsestiMm  ooniribucíonas  y,ámm 
avbilffios  eMaUecádosy  qtie<aaiBStablea%esan  €eiftee* 
pecial  aplíoaálioa^ál*4is«o  iraimb  'en  )Io»'<l6sfluaQs 
i^ueoiailqñ  «U^paAgaír  y  SMÜaate  JijífiíealUdrjkque 
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ella  conceda  al  Poder  Ejecutivo  para  ^r  isrédito 
y  ventajosa  movilización  á  estos  valores,  hoy  des- 
preciados, con  ofensa  de  legítimos  derechos  y  en 
detrimento  de  la  riqueza  nacional : 

15.  Que  demostrado  el  desnivel  del  activo  y  pa- 
sivo del  Tesoro  público,  los  principios  de  buen  go- 
bierno exigen  que  se  distribuyan  proporcionalmen- 
te  los  ingresos  entre  tan  variadas  como  imprescin- 
dibles obligaciones,  ya  que  no  sea  dable  por  aho- 
ra cubrirlas  íntegramente:  . 

16.  Que  este  proceder,  justo  y  honroso,  seguido 
con  perseverancia,  producirá,  entre  otros  efectos, 
el  de  restablecer  ia  confianza  y  el  crédito  en.  los 
operaciones  del  Gobierno,  poniéndolo  mas  adelan- 
te en  capacidad  de  obtener  abundantes  recursos  be- 
jo  la  garantía  de  una  porción  del  40  por  ciento  de 
los  ingreébs  y  &  condiciones  ventajosas  para  el 
Erario,  que  le  j>ermitan  amortizar  arus  deudas  de  un 
modo  mas  satisfactorio  para  los  mismos  aciBedo- 
res,  como  lo  demanda  el  honor  nacional : 

17.  Que  aplicando  hasta  el  40  por  ciento  del 
ingreso  anual  de  su  Tesoro  al  pago  de  deudas  atra- 
3ada8  y  sostenimiento  del  crédito  público,  y  reser- 
vando para  los  gastos  de  la  Administración  gene- 
ral una  Huma  indudablemente  escasa,  aun  presu- 
puesta la  mas  estricta  economía,  la  República  da 
una  muestra  cabal  del  respeto  con  que  mira  sus 
f»bligaciqnes ;  y 

18.  Que  el  Gobierno  de  Venezuela  debe  imitar 
U  conducta  de  aquellas  naciones  queá  pesar  de  la 
enorme  deuda  que  las  grava,  han  alcanzado  fundar 
sólidamente  su  crédito,  por  la  religicsidad  en  cum- 
plir sus  pron^esas ;  sin  c^jar  ante  el  volú^aen  de 
los  compromisos  transit^irios-  ó  permanentes  que 
•hoy  efec&ea  el  Tesoropúblico,  pues  que  insiguiendo 
aquel  propásito,  los  unos  serán  extinguidos  en  el 
iraecurso  de.  pocos  ^flos,  y  los  otros  aleodidos  pun- 
tiuaim^ínte.  e«i;,  ios  días  de;$ignados;  sin  aeqeisidad 
ide  ^Ciev^.ijíp puestos  y  so|q.ponce4iénO(>se  el  tiem- 
po indispensable  para  el  desarrollo  de  las.  medi- 
das que  se, dicten  al  favorde  la  paz.y  tranquilidad 
que  disfrute  la  República. 

Decreto: 
Art.  19  Del  producto  del  1 40? por  ciento  (le  los 
fng^eso^'ñáéibrf^tes^ee  «[jro^atañiialm^nt^  laí  ;su- 
-in^-  nébestt^féle ' jíaft-á  el  jservinioide  Ipe  éivarsoe'rá.- 
\nWdéI"¿>'ré(Ífto(  p&blkio:  y  d<étklas«i¿tra8iidáb\  ünMa 
-fírbpHt"fei5n  ^iie^efctáblécetílw  1  penriájrraifee  '^iguSeri- 

'•'■  V^'  E^a¥B^pÉ'g»t  tn6  dnce^reses  devengados  yque 
'Tie'deVei^g'afltti'dB'k^s  capitales eoíieolidados  por  la6 
IfeVfesdé  l'S'd€ÍA'tíHhde»l840,'9T:dé  Atrii»de.t848, 
•J^%dé  Mayó  y  d^ft-elo^^i^fe^iifiVcwde  :?>  y  14  de 
<l?e«^mbrlf>de^íl«47í>qiieitoiklfefi!ráiia»)r^:  i.. 
'■'  ;^Loé'd%^^adti|¿^)k0tfiay3|;^^  JUer^mfatteüdpl 
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presente  efío  inclusive,  por  terceras  partes  en  loe 
meses  de  Enero,  Fe})rero  y  Marzo  de  Í856, 

— Los  intereses  d  devengar  desde  1 9  de  Enero 
de  1856,  en  los  dias  designados  por  la  ley. 

20  Para  pagar  los  intereses  atrasados  y  que 
corrieren  en  lo  sucesivo,  de  la  deuda  consolidada 
por  la  ley  de  18  de  Abril  de  1853,  que  se  abona- 
rán á  saber: 

— Los  atrasados  hasta  31  de  Diciembre  de  1855 
por  octavas  partea  en  los  meses  de  Enero  á  Agosto 
de  i  856. 

— Los  intereses  á  devengar  desde  1?  de  Enero 
de  1856,  en  los  períodos  fijados  para  la  deuda  con- 
solidada de  1840,  1843,  y  1847.' 

39  Para  pagar  los  intereses  atrasados  y  que  se 
devengaren  de  los  capitales  procedentes  de  sustitu- 
ciones del  Estado  en  virtud  de  la  ley  de  espera,  y 
cuya  deuda  estar&  en  lo  adelante  representada 
en  billetes  al  portador  de  ^^Deuda  de  Tesorería 
con  interés."  conforme  al  decreto  de  esta  fecha 
sobre  liquidación  general  de  créditos  contra  el  Es- 
tado. 

— Estos  intereses  así  los  vencidos  como  los  que 
se  vencieren,  serán  satisfechos  en  )a  misma  pro- 
porción y  en  los  propios  plazos  que  los  de  la  deu- 
da consolidada  por  la  ley  de  18  de  Abril  de  1853, 
de  que  habla  el  parágrafo  anterior. 

.49  Para  )a  gradudl  amortización  de  los  capita- 
les é  intereses  debidos  por  convenios  diplomáti* 
cos  y  demás  reclamaciones  internacionales,  apli- 
cándose k  este  objeto  hasta  doscientos  cincuenta 
mil  pesos  ^lixxÚQs. 

59  Para  el  pago  de  intereses  ¿e  la  deuda  exte- 
rior, de  conformidad  con  el  uso  que  haga  el  Po- 
der Ejecutivo  de  la  autorización  que  le  ha  conce» 
dido  el  Congreso,  y  dentro  de  los  límites  de  la 

ría  que  se  apropie  en  4ds  presupuestos  genera- 
de  gastos  públicos. 

69  Para  la  gradual  amortización  de  los  capita- 
les é  intereses  debidos  según  los  contratos  cele- 
brados por  el  Gobierno  en  lósanos  de  185i;  \S5% 
1853  y  1854,  para  proporcionarse  fondos;  apro- 
piándose á  este  objeto  la  suma  de  ciento  veinte 
mil  pesos  anuales,  á  contar  desde  primero  de  Ene- 
ro de  1 856. 

79  Para  la  gradual  amortiiracÍQi\  de  laa  canti- 
dades comprometida/s'en  ptrós  contratos  Bspeclk- 
.fe  de.  obras,  públicas  •  des  tilia  n'dqse  con 'éste  fín 
|€Jíéf»jfa^T'*^í¿yj6'5<?í  anuale*i  ,y.,j      :      ,    ,:,     • 

89  Para  la  amprli^atíop  gr«idR^Vd§  la  •íDeuJa 
.de.*Te^or^rí0'SÍ$  ¿3íiíflr<'fft".x5ontraida;|ijle9t!§  19  de 
Julio  det  i84fi  basta  3M  de  Junio  de  18^^,,coQYor- 
me,al.d^retP'>Í0:48taiecha  sobr^  líquidácioa  ge- 
riera!  (.  iíp)icAnd<>^e  á  icUa  ia  8u,ma  de.  cíaco  mil 
j9tf0o^.m.eikstta'lQS;qv>e  se  s^cac^n  4  remate  en  fin 
j  dé-c&da'me^,  p^ii^eipíwio  por  el,  de.  CiierQ.de 
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..  165l)t  ^nt^  Is'Jaota  eeonómiea  de  Hacienda  de  la 
,  capital  de  la  República  en  los  ipísmos  términos  y 
^coadicion^  con  que  deben  practicarse^  conforme 
6  la  ley,  los  remates  de  dinero  por  deuda  consoli- 
^dada  de  Venezuela;  aunque. podrftn  hacerse^tam- 
/bien  proposiciones  verbales  durante  media  hora 
que  señalará  la  Junta,  después  de  a'bieftas  y  leí- 
das las  que  se  hubieren  hecho  por  élcrito.  Se 
aplica  ademas  |)ara  la  amortízacioR  de  la  d'euda. 
de  Tesorería,  )bs  arbitrios  anuientes: 

-—£11  producto  de  las  propiedades  nacionales 
que  ^  saquen  á  remate  por  esta  especie  de 
deuda. 

-— £1  rezado  de  impuestos  y  óbligacionesdebi- 
das  ai  Espido  hasta :30  de  Junio  de  1866. 

—Los  alcances  &  favor  del  Estado,  que  proce- 
d4in  de  cuentas  de  afios  interiores,  hasta  80  de 
Junio  de  1855.       '^* 

kiU  29  Se  restablecerán  los  remates  de  dine- 
ro por  deuda  consolidada,  luego  que  lo  f)erfnita  bI 
estado  del  Tesor(^  bien  porque  se  hhyan  dismi- 
lauido  por  compronfíisoé  que  deben  ser  p;i gados 
con  el  40  ptir  ciento,  bien  por  consecuencia  de 
>0ítra8  operaciones  y  medidas  qu?  se  dicten. 

Art.  39  El  pago  de  los  servicios  públicos  ex- 
''fresados  en  el  artículo  l^*  ae  hará  oportuna  y  re- 
grularmente  por  la  Tesorería  general,  con  cuyo 
fin  el  Gobierno  ha  tomado  ya  las  medidas  necesa- 
rias para  que  sean  Cumplidas  las  disposiciones  de 

"^"teste  Decrelo. 

•  •  •      ■  .•■•"* 

Art.  49  Sin  perjuicio  de  ser  incorporados  es- 
U>a  pagos  en  la  cuenta  general  de  Tesorería,  se 
anotarán  ppr  separado  ep  un  registro  auxiliar 
que  dicha  oficina  llevará  al  efecto. 

Art.  5.^  £1  Poder  Ej^tivo,  previa  siempre  la 
voluntad  de  los  acreedores,  se  reserva  proveH^ 
ademas  por  otros  medios  á  la  extinción  de  las  di- 
versas deudas  de  que  trata  este  decreto,  medíanle 
las  operaciones  que  practique,  y  de  las  cuales  se 
ocupa. 

Art.  69  El  renf^añente  de  los  ingresos  del  teso- 
ro se  aplica  al  pago  del   preisupuesto  general  de 
'gastos  y  detoias  erogaciones  que  ocurran  y  acuer- 
de el  Podet  Ejecutivo,  i^egun  se  disoné  eíi  de- 
creto de  esta  fecha. 

Art.  79  El  Secretario  de  Estado  en  el  D.  de 
Hacienda  queda  encargado  de  la  ejecución  de 
este  decreto. 

Dado :  firmado  de  mi  maiüío :  sellsido  con  el  se- 
llo del  Poder  Ejecutivo ;  y  refreñdailo  por  el  Se- 
eretario  de  Estado  en  el  Despacito  de  Hacienda 
en  Caracas  á  30  de  Noviembre  de  1866, 96  y  '45. 
—José  T.  Monáffas.-^ToT  S.  E.  el  Secretario  de 
%  en  el  D.  de  Hacienda,  SácüUo  €tutiérrez. 
Es  copiaí. 

Vos'6  i^. 


DEU 


■*■  —i"!-  r-»-w->r^iriinii-»-  r-ini~»^  rif-w^ii"  — 1~  ~  ■^■*-i~i~  i~  ~«~ii*i~.-WM~>Tf~w'»»'^irvw\^ 


^^,^^^A^*-^ 


DEUDA  PUBLICA.   RasoLTycrotí  KrEduTivA 
DB  ^  1>B  Enbro  db-  1866  previniendo  el  mas 
escrvpuloso  exáfnén  de  los  créditos   que  figu- 
ren.contra  el  Tesoro,  para  evitar  todo  frau- 
de en  su  cobro,  estando  ya  satisfechos» 
Secretaría  da  Hacienda. — Sección  primera. 
Caracas,  Enero  30  de  1866. 
Dígase  á  los  seftores  Presidente  del   Tribunal 
de  Cuentas  y  Tesorero  General.  • 

Tiene  informes  el  Gobierno  de  que  existen  en 
circulación  muchos  documentas  de  créditos  ya  sa- 
tisfechos, habiendo  sido  extraídos  de  los  expe- 
dientes en  drnide  comprobaban  ios  asientos  de 
pago  puesios  en  la  cuenta.  Para  evitar  los  perjut- 
cio9  T)ire  puede  hacer  sufrir  al  tesoVo  público  un 
hecho  tan  criminal,  ofdena  el  Exmo.  señor  Pre- 
sidente de  jf^  Repüblica,  que  ademas  de  la  extric- 
ta  observancia  de  lás^  disposidories  del  decreto 
que  eíSfiú'ió  en  30  de  Noviembre  último  sobre  li- 
quidación, calificación  y  reconocimiento  de  cré- 
ditos, el  Tribunal  de  cuentas  no  califique  ningu- 
no sin  examinar  escrupulosamente  hn  cuentas 
hasta  cerciorarse  de-^ue  no  ha  sido  «^ati^ fecho,  y 
si  el  documento  legitimó  comprueba  el  asiento 
en  caao  de  que  ya  lo  esté:  examen  que  practi- 
cará también  la  Tesorería  en  toda  liquidación,  de- 
biendo una  y  otra  oficina  poner  conista ncia  del  re- 
sultado de  esta  averiguación  en  'cada  infirme  que 
evacué.  8.  E.  espera  que  los  Jefe^  de  ellas^  en 
complimiento  de  su  deber,  y  anirdados  del  mas 
riguroso  espíritu  áh  celo  en  favor  fl«  los  intere- 
ses fiscales  y  de  la  moral,  serán  muy  solícitos  en 
burlar  todo  intento  de  sorpresa.    • 

Soy,  &. — Jacinto  Gutiérrez. 
Es  copia'.— Ói»íi#rreJr. 
DEUDA  pVbíicá.   Rksolücion  Ejecutiva  de 
3  DE  Mayo  db  1856  estableciendo  formalida- 
des  para  comprobar  la  legitimidad  de  ciertos 
.    'créditos. 

Secretarlía  de  Hacienda — Caracas  Mayo  3  de 
1866. 
Resuelto. — Tiene  infprño'cs  él  Poder  Ejecutivo 
de  que  existen  muchos  documentos  de  crédito 
contra  el. Estado  por  servicios  militares  y  por  su- 
plementos ó  empréstitos  hechos  en  dinero  y  es- 
))ecie8  para  al  sostenimiento  de  tropas,  que  no 
representan  legítimamente  valores  que  deba  sa- 
tisfacer el  tesoro  público,  por  ser  evidentemente 
aórpuesfbs  loe  servicios  que  expresan.  Para  evi- 
tar los  considerables  perjuicios  que  podrían  so- 
brevenir á  la  nación,  si  esos  documentoéf  se  ad- 
mitieran sin  requisitos  mas  escrupulosos  ^ue  lo¿ 
que  se  practican  en  la  actnnlidad  conforme  á  las 
disposiciones  fiscales  tiffenles;'  así  como  para 
.burlar  la  crímtnal  intención  de  defraudar  las  rane- 
tas púbticas^  y  daseabrir  á  M  autores  de  un  pr6^ 
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o^er  tan  inmoral,  para  á|>licarléfc  él  eoñdfgbo 
castíifo,  S«£.  el  Presidente  de  la  R«p6blica, 
Resuelve : 
19  Antes  de  paearse  las  reclamaciones  á  la 
Tesorería  general  para  que  las  liquide,  y  al  Tri- 
bunal de  Cuentas  para  su  califieacion*  como  lo 
dispone  el  artículo  2.  ^  d^  decreto  del  Poder 
EjecutiTQ  de  30  de  Noviembre  de  1855,  se  remi- 
tirán por  la  Secretariado  Haci^üda  á  la  de  Guer- 
ra y  Marina. 

2.  ^  EsUi  eiaminará  si  el  ajustamiento  ó  do- 
isumento,  cualquiera  que  sea,  corresponde  real- 

» mente  al  tiempo  qite  haya  estado»  en  servicio  el 
cnerpo  ó  individuo  del  ejército  cuyo  haber  se  re- 
clame, y  devolverá  él  expediento  6  la  Secretaría 
de  Hacienda,  expresando  en  su  informe  todas  las 
circunstancias  que  conduzcan  &  acMililar  la  legi- 
timidad ó  á  descubrir  la  falsedad  del  crédito. 

3.  ®  La  Secretaría  de  Hacienda  pasdíH  luego 
^..expediente  al  tribunal  que  corresponda  para 
que  exija  el  reconocimiento  de  las  firmas  que  au- 
toricen los  documentos. 

4«^  Cuando  todas  estas  formalidades  com- 
prueben que  no  se  ha  cometido  fraude,  la  Secre- 
taría de  Hacienda  mandará  hacer  la  hquidacion, 
calificación  y  reconocimiento,  de  conformidad  con 
el  citado  artículo  2.  ^.del  decrete  de  30  de  No- 
vlumbre  de  1855. 

Por  S.  R^Gutiérrez. 

DBUDA      PUBUOA   .CONSOLIDADA.     RESOLUCIÓN 
EjEOUTirA    DE    31  DK  JifLIO  1iB     1865    dÜpO' 

niendo  la  liquidMon  y  pago  hasta  30  de  Ju- 
nio último,  de  ios  intereses  de  la  creadc^  por 
las  leyes  dt  \h  de  Abril  de  1840,  27  de  Abril 
de  1843  yS  de  Mayo  de  1847,  y  Decretos  Eje- 
,   gutivos  del  y  I A  de  Setiembre  del  mismo. 

Secretaría  de  Hacienda. 

Caracas,  Julio  31  de  1855. 
Regularizar  la  Hacienda  pftbiica  en  todos  sus 
ramos,  ha  sido  el  objeto  priip^rdial  de  ios  traba- 
jos de  la  actual  Administración  :  imposible  le  ha 
aido^  vencer  en;  corto  tiempo  los  grandes  y  gra- 
Y ísim os  emba raaos  de  dii^iinta  clase  que  la  ago- 
viaban,.  proveniente  ya  de  los  abasos  perniciosos 
-*  ifitroaucic|os,  en  el  sistema  fiscal,  y  ya  y  muy 
l^ridcipalmenie  de  ia  notable  desproporción  en- 
tre ^  io4  ingresos  y  gaatos  públicos.  Después  de 
éafáeri^^y^á  la  verdad  laudables,  consiguióse  apé- 
¿¡i^i  aue  acreedores  que  por  distintos  respectos 
nprqj||>ian.  ía  casi  tQtalidad  de  ka  rentas  nai^iona- 
les,  conviniesen  en  prolongadas  demoraa  para  el 
rpintegro  de  sus  crécUtof. .     . 

A  eataa  U$ih8pBf»oo¡ep  venU^jopas  para  e)  Era- 
rio se.  h^x  debido jqpe  desde  Enero  ultimo  hasta 
^W^s  li^.ft  .sido; atendido  zegiiliar.y  puntualmente 
..^1 ,  creada  iwaaupiiestQ  ordiiwio^  loa  f «slee  «x- 
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Ira'ordínaHos  'é  Imipreviatoe  K^ne  han  ocurHdo,  An- 
perjuicio  del  auxilió  i\e  buenas  cuentas  á  loa 
acreedores  por  aüos  anteriores,  y  de  las  dos  últi- 
mas campafias* 

Y  proviene  sin  duda  de  esa  misma  causa  qoe 
I  la  Administración,  insiguiendo  en  sus  propósitos 
de  regularidad*  orden  y  justicia,  pueda  hoy  aten- 
der al  importante  ramo  del  crédito  público  inte- 
rior con  el  fin  de  restablecer  cumplidameirté  j 
asegurarlo  para  lo  futuro,  contando  con  que  no 
sbfra  aheracion  la  paz  y  tranquilidad  de  que  fe- 
lizmente goza  la  Reptíblica. 

En  consecuencia  S.  E.  el  Presidente  de  la  Re- 
pública, ha  resuelto : 

1.  ®  Los  tenedores  de  vales  de  deuda  conaoti- 
dada  por  la  ley  de  15  de  Abril  de  1840,  27  de 
Abril  de  1843  y  8  de  Mayo,  y  decretos  ejecutivos 
de  7  y  14  de  Setiembre  de  1847,  y  los  de  la  deu- 
da consolidable,  presentarán  sus  re^ectivoM  bille- 
tes á  la  Secretaría  de  Hacienda  , para  que  eos». 
frontados  debidamente,  ae  les  pon^a  la  nota  de 
•^  Conforme  "  pov  la  comisión  de  Crédito  plíUf- 
co  ;  en  la  inteligencia  de  que  la  Tesorería  Ge- 
neral, y  los  Administradores  de  Aduana  no  pa- 
garán interés  de  la  deuda  consolidada  por.l^a  le- 
ves referidas,  á  los  tenedores  de  billetes  que  no 
llevaren  dicha  nota.       ^ 

2.  ^  Los  tenedores  de  vales  de  deuda  raisoli- 
dada  por  las  leyes  ciudos  en  el  párrafo  antérioir, 
comprobarán  ante  la  Secretaría  de  Hacienda  lo. 
que  se  les  adeuda  por  interés  hasta  30  de  Jjunio. 
último  para  que  ef  Oob^eroo  Aspon^  su  pago. 

3.  ®  El  Gobierñb  indica  á  los  tenedores  de  dt- 
\  chas  clases  de  deúd^  la  conveniencia  incuestio* 

nable  de  que  constituyan  en  la  capital  de  la  Re- 
pública una  junta  de^tsonas  de  su  confianza  j 
(Bebidamente  autoriaada,  con  la  cual  pueda  en- 
tenderse el  Gobierno  en  todo  k>  relativo  al  man- 
tenimiento del  crédito  interior,  y  respecto  á  al- 
imañas medidas  que  proyecta  en  el  sentido  de  ase- 
gurarlo irrevocablemente  para  lo  futura    •    .   "• 

4.  ^<  Respecto  de  las  demás  a cr ciencias. eoptra 
el  tesoro  público^,. inclusive  la  deuda  conaolidada 
por  lá  ley  de  18  de  Abril  de  1853,  el  Gobierno 
se  ocifpa  de  di(;t^r  las  med^d^a.  convenientes  en 
uso  (le  la  autorización  que  le  ha  cpnpedido  el  de- 
creto legislativo  .de  24.de  ft^ayo  ultimo.   . 

5.  ^  Publíquese  en  la  Gaceta  de  GrobÁejIno  y 
en  los  de  (Tías  periódicos  de  esta  capital .  pajte  que 
llegue  á  ntftici^.de.tpdqs  ¡í|(?8 . mtetc^dpSj  y  ciícú- 
leseájii  Tcsórerjía.Gcnefal  y  4>dminisir|icione» 
de  Á^uaha  á  &n  d^  que  cumplan  esta  reaohuMm 
en  la  parte  relativa.    ,.. 

Po^S.É.— Ga/iíÍTU.' 
DEUDA  tu'ñLiCk  xihrKáioE  de  CoLokktjí:  'De- 
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zando  al  Poder  lüecutívo  p^r&  solicitar  y 

activar  el  pagó  de  lo  que  se  deba  al  Gobierno 

y  á  los  particulí^res  dt    Venezuela  por  las 

otras  secciones  ¿t  la  antigua  república  de 

Colombia^ 
El  Sen  ado  y  Cámara  de  Representantes  de  la 

Republiea  de   Venezuela^  reunidos  en  Con" 

greso.  ^  . 

CQnsiderando : 

Que  con  rootiro  de  la  división  de  la  deuda  in- 
terna de  Colombia,  entre  las  Repáblicas  de  Ve- 
necuela,  Nueva  Granada  y  E<:uador»  el,Qobierno 
de  Venezuela  y  varios  venezolanos  tienen  recla- 
maciones que  hacer  de  los  expresados  Gobiernos 
de  Nueya  Granada  y  Ecuador. 
Decretan : 

ArL  ^n^co.  El  Poder  Ejecutivo,  por  medio  de 
UQ  agente  diplomático  de  Venezuela,  solicitará  y 
activará  el  reconocimiento  y  pago  de  los  crédi- 
tos que  el.  Gobierno  y  varios  particulares  tie^ 
nen  contra  las  Repüblicas  de  Nueva  Granada  y 
Rcuddor  con  motivo  de  la  división  de  la  deuda 
interior  de  Colombia ;  con  arreglo  4  los  docu- 
mentos fehacientes  que  justifiquen  la  legitimidad 
de  las  demandas  y  le  presenten  al  efecto  ios  in- 
teresados. 

Dado  en  Caracas  á  1§  de  Febrero  de  1855, 
alio  26  de  la  ley  y  45  de  la  independoncia. 

£l  Presidente  del  Senado,  Silvestre  Arzobis- 
p-o  dt  Caracas, — El  Presidente  de  la  Cámara  de 
Representantes,  José  VííUot  Ariza.^^E\  Secre- 
tario del  Senado,  J.  A.  Pérez. — EU Secretario  de 
la  Cámara  de  Represerrtantes,  /  Padilla. 

Carftcas  19  de  Febrero  de  1855,  año  26  de  la 
l<ey  y  45  de  la  independencia. 

Ejecütes^^/o^é  T.  Monágas. 

Por  S«  E.--'E1  Secretarriu  de  E.  en  el  D.  d# 
Hacienda. — Jacinto  Gutiérrez. 

DEUDA  PUBLICA  DEL  PERÚ.   Convcnio  sobre  la 
parte  que  toca  á  Venezuela  por  los  auxilios  que 
Je  prestó  Colombia.  Véase   Tratados  públicos^ 
Convenio  de  5  de  Octubre  de  1853. 
DIPUTACIONES  provinciales,  decreto   de 
27  DE  febrero  de  1855  prohibiendo  á  sus 
miembros  admitir  ningún  empleo  lucrativo  de 
nombramiento  de  los   Gobernalores  ó    de  las 
iiíismas  Diputaciones. — Reforma  la  ley  de  28 
de  Febrero  de  1849  5o¿»*6  lo  mismoj  pag,  522 
del  primer  Tomo. 
El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la 
República  de  Venezuela,  reunidos  en  Cohgreso. 
Considorando : 
Que  no  solo  conduce  á  la  marcha  ordenada  de 
loa  Poderes  públicos  el  que  sus  miembros  »e  cón- 
servea  iiidepéddientes,  sin*  quo  así  se  contribuye 
4  l\prBS  á  su  efectividad  el  sietema  alternativo. 


D9cr:e(an! 

Art  19  Los  Dipnttidoa  provinciales  no  po- 
drán adimtir  nínffttn  empl^orloerativo,  cnyonom- 
bramientio  toque  a  k>8  Gobernadores  ó  á  las  Di- 
putaciones ;  y  los  que  siendo  empleados  de  esta 
especie^  resultaren  elegidos  Diputados,  dejar&n 
vacante  aquel  empleo  desde  que  tomen  «siento  ea.. 
ia  respectiva  Diputación. 

Art.  29  Los  Diputados  actuales  que  tengan 
al  mismo  tiempo  algún  empleo  lucrativo  de  los 
indicados,  deberán  escoger  uno  de  los  dos  empleos 
cesando  por  consiguiente  en  el  otro. 

Art.  39  Los  suplentes  de  Diputados,  por  el 
hecho  de  entrar  en  el  ejercicio  de  sus  funcionesen 
fugar  de  los  principales,  quedan  comprendidos 
en  el  artículo  19 

Art  40  Se  deroga  el  Decreto  de  26  de  Febre- 
ro de  1849. 

DadoCdn  Caracas,  á  24  de  Febrero  de  1855, 
aBo  26  de  la  ley  y  45  de  la  independencia. 

£1  Presidente  del  Senado,  Manuel  Amador:*^ 
El  Presidente  de  la  Cámara  de  Representantes, 
Eugenio  A,  /Sitiera.—- El  Secretario  del  Senado, 
/.  A.  Pérez. — £1  Secretario  de  la  Cámara  de  Re- 
presentantes,/.  Padilla. 

Caracas»  febrero  27  de  1855,  año  26  de  la  ley 
y  45  de  ia  independencia. 

Ejecútese-^— /osé  T-  Monágas. . 
Por  S.  E.  el  Presidente  de   la   República. — El 
Secretario  de  E.  en  ios  DD.  del  Interior,  Justicia 
y  Relaciones. Exteriores. 

Francisco  Aranda. 
DIPUTACIONES  provinciales.  Nueva  decla- 
ratoria sobre  que  solo  á  ella  toca  la  traslación, 
anextotí  6  erección  de  parroquias.  Véase   Par» 
roquias  civiles  R.  E.  de  13  de  Marzo  de  1851. 
DIPUTACIONES  provinciales.  Deber  do  los 
Gobernadores  de   enviar  á  la  Secretaría  del 
Interior,  tan  luego  como  termine  sus  sesiones  la 
de  su  respectiva  provincia  un  ejemplar  impre»* 
80  ó  una  copia  de  los  actos  que  iiancione.  Véase 
Gobernadores^  R  E.  de  5  de  Abril  de  1854. 
DIPUTADOS,  provinciales.  Véase  Diputacio- 
nes provinciales  ( En  el  cuerpo  de  la  obra,  y  en 
los  Apéndices  á  este,  y  al  primer  Tomo)^ 
DIRECTORES  de  colegios    así    nacionales 
COMO  PARTiouLARBs.  Debci  dc  dar  á  los  alum- 
nos que  pasen  á  una  Universidad,  ó  Semina- 
rio los  certiñcatos  que  necesiten,  para  continuar 
sus  estudios.  Véase  Colegios  nacionales^   R. 
E.  de  25  de  Octubre  de  1850. 

DIVISIÓN  TERRITORIAL.    LbT  DS  28   DB  ABRIL 

DB  1856  variando  la  de  toda  la  República. 

El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la  Re- 
pública de  Venezuela  reunidos  en  Congreso, 
De  conformidad  con  el  artícnlo  5^  de  la  Gons- 
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títucion,  qaedicer-MEl  (erritorio  de  Venezvela 
cbjnpreode  todo  Iq  que  antes  de  la  Iranaforinií- 
4on  poUtijCa  de.  181Q  se  denomiDaba  Gspltanía 
General  de  Yfiut^el^  P.ara  so.  mejor  Adminis- 
tración 8e.dividir4  en  prov^icúii^  cantoa,es.y  par* 
Toqui^,  ciif  oa  lírpitee  fi^jará  ia  ley«" 
.t  Decretan: 

Art.  19  La  ciudad  de  Santiago  de  León  de  Ca- 
zácas^  cuna  áé\  'Libertador  Stmon  Bolívar  es  In 
capital  de  ík  República  de  Venezuela  ;  y  el  terri- 
torio de  esta  ée  divide  en  veintiuna  provincias  que 
se  denominarán  así:  Cumana,  Maturin,  Marga- 
rm,  Barcelona,  Guayana,  Amazonas,  Apure,  Ca- 
racas, Guárico,  Aragua,  Carabobó,  Cojédes^Ppr- 
tuguesa,  Barlnás,  Barquisirheco,'  Yfcracuy,  Coro, 
Trujillo,  Maracaibo,  Méridá  y  Táckira. 

Art.*  ¿.o  La  provincia  de  Cumaná  sS^cqnopone 
de  ios  cantones  Ci^manjí,  Cumanacpa,  Gjl^iacot 
Carüpano,  Rio  Caribe  y  GQjria^  su.  capital  Cu* 
maná. 

^  19  El  cantón  Cumaná  se  compoz^f  de  tus 
parroquias  Santa  Inés,  Altagracia,  San  Jua;n, 
MarigQital,  Santa  Fé  y  Manicuare ;  su  cabecera 
la  ciudad  de  Cumaná. 

^  29.E1  cantón  Cumanacoa  se  compone  de  las 
partoqni^s  Cuniánacoa,  San  Fernando,  Arenas, 
San  Locenzq  y,  Aricagua  ;.su  cabecera  Cumana- 
coa. 

^39  £1  cantón  Cariaco  se  cp^pone  de  las 
parroquias  Cariaco,  Catuaro,  Santa  Cry^.y  Santa 
María  ;  su  cabecera  Cariaco. 

^  4¡^  £i  cantón  Carúpano  se  compone  de  las, 
parroquias  Marino,  Santa  Rosa»  Sucre,  San  José» 
Rincop, 'Tun^puí,  Pilar,  Beímüd.ez.y  Union; 
su  cabecera  Carúpana 

§  59  EL,  cantón  Rio-caribe  s^  copnpone  de^Ha 
parroquia<<  Rio-Caribe  y  Yaguaxaparo  ;  su  cabe-> 
cera  Rio-CMjribe. 

^  69  El  cantón  Güiria  se  compone  de  las  par- 
roquias Güiria,  Punta  de  Piedra,  6  Irapa ;  su  ca- 
becera Güiria.      • 

Art.  39  La  provinda  de  Maturin  ht  forman  los 
cantones  Maturinj  Aragua,  Bermüdez  y  Montes ; 
su  capital  Maturin. 

\  19  El  cantón  Maturin  se  compone  de  las 
parroquias  San  Simón,  iCibertad,  Ch&guaramal, 
Punceres,  Santa  Bárbara,  y  Aguasai ;  su  cabece- 
ra Maturin.. 

^  29  £1  cantón  Aragua,  se  compone  de  las 
paaroquias  Aragua,  Guanaguana,  San  Francisco, 
San  Antonio  y  Caripe ;  su  cabecera  Aragaa. 

^  39  El  cantón  Bermüdez  se  compone  de  las 
parroquias  Caicara,  San  Félix  y  Areo ;  su  cabe* 
cera  Caicara. 

^40  £1  cantón  Montea  se  cooipooe  de  las 
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parroquias  Barranoas,  UhieOa  y  Tabasca;  su  ca- 
beceirá  Barrancas. 

Art  49  La  provincia  de  Afyir^nta  la  forman 
los  cantones  Sur  y  Norte:  su  capital  Asunción. 

^  .19  El  cantón  Sur  se  compone  de^  las  parro- 
miias  Asunción,  Paropatar,  Porlaroar,  Pa ragua-  ' 
chí,  Espírku  Santo,  Rebles  y  Sabana  Grande ;  su 
cabecera  Asunción. 

^  29  El  cantón  Norte  se  compone  de  las  par- 
roquial Norte,  Juan  Griego,  Ttearígna,  Pedro 
Gonaálezt  Hatos,  Pedregales,  Sao  Juan  y  las  is- 
las Tortuga,  BUn quilla.  Testigos  y^  Aves  de 
Barlovento,  con  todas.jas  que  le  son. adyacentes; 
su  cabecera».  Ñor  te. 

Art.  59  La  provincia  de  Barcefona  la  forman 
los  cantones  Barcelona,  P(FÍtu,  Onoto,  Freites, 
Aragua,  Pao,  S|an  Diego  y  Soledad ;  su  capital 
Barcelona*  ' 

^  19  El wcanton.  Barcelona  se  eomjMne  délas. 
parroquias  el   Carmen,   San  Cristóbal^   Caigua,  ^ 
JPilar^  San  Bernardino,  Bergantin,  Pbsuelo,  Cu^ 
rataquiche,  San  Diego»  AragOita  y  Quiamare  \  su 
cabecera  Barcelona. 

^^29.  £1  cantón  Píritu  se  compone,  de  las  par- 
roquias Píritu,.  Clarines»  Sap  MigOel,  San  Fran- 
cisco, Boca  de  Uchire  y  Sabana  de  Ucbire ;  su 
cabecera  Píritu.       ^'  — 

§  39  Ei  cantón  Onoto  se  compone  d»  las  par- 
roquias Onoto,  San  Lorenzo,  San  Pablo,  Giian»- 
pe,  Guaríbe  y  Bolívar,  que  se  compondrá  del  ca- 
serío llamado  Carrizal ;  su  éabecera  Onoto. 

§  49  El  cantón  Freites  se  compone  de  las  par» 
roquias'Cantaura,  Santam^,  San  Joaquín,  San 
Mateo,  Santa  Rosa  y  Úrica ;  su  cabecera  Can- 
taura. 

^  59  El  cafiton  Acags^e  compone  de  las  par- 
rai)uias  Aragua,  Chaparro^  Cachipo,  Santa  Ana, 
Margarita  y  Carito  ;. su  cabecera  Airagua.   ' 

^  6^;)  El  eaiiton  Pao  se  compone  de  iae 'parro- 
quias Pao,  Pariaguan,/Átapirire,  Mucuras  y  Bo- 
cas del  Pao;  su  cabecera  Pao. 

^  79  El  cantón  San  Diego  sei  cqmpone  de  las 
parroquias  San  Diego,  Aribi'^  Santa  Clara,  GuaU 
cupo»,  Santa  Cruz,  übe ritos.  Canastos,  SuaU  y 
Mapire;  su  cabecera  San  Diego.  ^ 

^  89  El, cantón  Soledi^d  se  cqmpone  de  las  par- 
roquias Soledad,  Cárapa,  Mei^ecnral/Cáris,  Santa 
Bárbara,  Tabaro  y  Mamo  ;  su  cabecera  Soledad. 

Art  69  Los  límites  de  esta  .provincia  con  la 
de  Caracas  pot  el  litoral  soikel  rio  de  Uchire. 

Art.  79  La^proviocia  de  Guavána  la  forman 
los  cantones  Héres,  Upaia  y  Alto  Orinoco;  so 
capital  Ciudad  Bolívar. 

^  19  El  cantón  Hénes  se  compone  de  las  par- 
roquias Ciudad  Bolívar,  Panapana,  Barcelonesa, 
Aripaoi  Borbon»  Moitaco,  La  piedra,  Eurney» . 
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cera  Ciudad  Dolíran 

^  ^9  ElcanipiiUptade  ro^pone  ét  lasrpar*- 
rcx^aias  Upaiá,  Puerto  de  labias.  Cupapti¡,'P«éeo- 
ra,.San  Antonio,  Tu ineremo,  Gurí,  Palmar,  Mia- 
mo,  Caruachi,  Tupuquen,  Ghiasipati  y.  Carapo^  t 
8u  cabecera  Upata.  ^'  ^ 

^  39  El  cantón  Alto  Orinoco,  siy  compone  de 
laa  parroquUs  Caicvra,  Cuohibcro,  Altagraeía  y 
Urbana ;  au  cabecera  Caiearst* 

Art.  89  A  la  proviticia  d^  Guayana,perfenecen 
las  islas  que  forman  el  OrinocOi  inclnsive  todas 
laa  del  Delta  superior  é  inferior,  y  Jas  playas  de- 
nominadas de  la  Manteca,  inclusa  la  de  Parartigia, 

Art.  99  La  provincia  Amazonas  se  compone 
del  territorio  conocido  con  el  nombí:^  de^  Rio,  Ne- 
gro, cuyos  límites  con  la  de  Giiayajia  üjajá  el 
Poder  Ejecutivo,  sirviendo  despunto  dei partida 
eJ  rauda)  de  Atures^  y  de  térmiq^q  e]  rio  de  las 
Amazonas».  Su.  capital  serél^San  Fern^gido  de 
AUabapo. 

'§  ünico.  El  ^oder,  Ejecutivq  dará^^á  la  provin- 
cia del  Amazona?,  unc^  organizr^cion  ^speqial,  has- 
ta que  el  incremento  de  ^  población  permita  so* 
meterlo  al  rég;imen  general'de  la  Jl^píí^lica. - 

Art.  10.  La  provincia  de  Apure  la.  forman  lo^ 
cantones  San  Fernando,  Achaguas,  Manieoal  y 
Gvasdualito;  su  capital  San  Fernando. 

§  19  E)  cantón  San  Fernando  se  compone  de 
la«  parroquias  San  Fernando,  San  Juan,  Cunavi- 
che,  San  Raf9el,  Aricbuna*  y  Cariben ;  su  cabe- 
cofa  Sí^n  F^rnandow 

^29  El  cantea  Achaguas  se  compone  délas 
parroquias  Ahaguas,  Apurito^  Ri^nco  largo,  Gua< 
chara,  Sa n ta ,  IaUcí?* ^  y  Guasinial ;.  s'a^ '  cabecera 
Achaguas.  / 

§  39  El  cantpíi  ¡VIontéca).  se,  corqpone  de  las 
parroquias  Mantecal,  Rincón  hondo,  San  Vicenta 
é.Indepen'lencin  ;  su  cabecera  Mantecal. 

'^  49  El  canion  Guasilualilo  se  compone  de  las 
parroquias  Palmarito,  Constitución,  Guasdualitó, 
Union,  Trinidad  y  Amparo;  su  cabecera  Palma- 
rito. 

Art.  11.  .A  la  provincia  de.  Apure  conreaponde 
el  .territorio  comprendido  entre  los  ríos  Apure  y 
Apurito,  siendo  este  último  el  límite  entre  esta 
provincia  y  la  del  Guárico 

Art  12.  La  provincia  de  Caracas  la  forman  los 
cantones  Caracas.  Guaicaipuro,  Qu»ira,  Maique- 
tia,  Curiepe,  Rio-chico,  Caucagua,  Ocumare  del 
Tuy,  Guarénas,  Petare  y  Santa  Lucía ;  &á  capi- 
tal Caracas. 

§  19  El  cantón  Caracas  se  compone  de  las 
parroquias  Catedrel,  San  Pablo,  Santa  Rosalía, 
Alt^giraeia^  Candelaria,  San  Juan,  Cbi^sao,  Yalleí 
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L¿  Vfegai  AftWrtitóoj 'y  Recreo;  su  cabecera  la 
ciudflíd  de  Caracas. ' 

^.29  El  cantón  €kraicafpuro  se  compone  de  las 
parroquias  Téques,  San  I>Vego,  San  Antonio,  Sqn 
PedVo,  Páracotos,  Cárrisal,  Macarao  y  Stm*  Jone 
de  Tácftita j  sü  cabecera  Téqíies. 

^,39  El  cantón  ^Guaira  se  compone,  de  Ia»v 
parroquias  Bolívar,  Sucre,  Macuto,  Carabalhsda,  ^ 
Naiguatá  y  Gairkláo;  su  cabecera  la  Guaira. 

§  49  El  cantón  Maiquetía  se  compone  de  las' 
partoqüias  Maiquetía,  Carayaca,  Taima  y  Oliva- 
res;  eu  cabecera  Maiquetía. 

^  59  El  cantón  Curiepe  se^ compondrá  de  las 
parroquias  Curiepe,  Hignerote,  Aricagua,  Chiri-  , 
mena  y  Tacarigua;  so  cabecera  Curiepe. 

§  69  El  cantón  Rio-ch|co  se  compone  de  las 
parroquis^s  Rio-chico,  Rrcaurte,  Guapo  y  Cúpiro ; 
su  cabecera  ítro-chico. 

^  79'Cl  cantón  Gí^acagna  se  compondrá.de  las 
parroquias. Caucagua,  Capaya,   Panaquire,^Ara-  - 
guita  y  Tapipa ;  su  cabecera  Caucagua.  , 

§  «'9  E>  cantón  Ócamare  del  Tuy  se-con\pone 
de  las  parroquias  Ocumare,  Independencia,  Cua,  ' 
ChArallave,  Tacata  y  Yare ;  su  cabecera  Ocu- 
mare. 

^  99  El  cantón  Guarenes  se  compone  de  las  >■ 
parroquias  Guarénaa  y  Guatire ;  su  cabecera  Gua- 
rénas. 

^  10*  Eli  cantoaPétare  se  compone  de  las  par- 
roquias Petare^  MonAgas,  Atíjlo,  Libertad,  Baru- 
ta  y  Union ;  su  cabecera  Petare. 

^11.  El  cantón  Santa  Lucía  se  compone  de 
las  parroquias  Santa  Lucía  y  Santa  Teresa;  su 
cabecera  Santa  Lucía. 

Art.  13.  La  provincia  del.Guárico.  ia.forrn'an 
los  .cantones  Calabozo,.^ombrero,  Chaguaramas, 
Uñare,  Orituco  y  Ortiz  ;  su.  capital  Calabozo. 

^  19  El  cantón  jJalabozo  se  compondrá  de  las 
parroquias  Bolívar,  Sucre,  Guarda-tinaias,  Cama- 
gua n,  Rastro,  La  Trinidad,  Los  Angelcjj.y  jS.ua- 
yabal ;  su  cabeceara  CaUbo^ío. 

§  29  El  cantón  Sombrero,  se  compondrá  de 
las  pirroquias  Sombrero,  Barbacoas  y  Calvario  ; 
su  cabecera  el  Sombrero. 

^  3?  ri  cantón  Chaguaramas  se  compone  de 
las  parroquias  Chaguaramas,  Talle  de  la  Pascua, 
Espino,  Iguana,  Cabrota  y  Santa  Rita ;  su  cabe- 
cera Chaguaramas. 

^  4?'£1  cantón  Ur^are  se  con)pone  de  1m  par- 
roquias Saraza,  Tocupido,  Potrero,  Santa  María 
de  Ipire  y  Altamira ;  su  cabecera  Saraza.  «r 

^  59  El  cantón  Orituco  se  compone  de  las 
parroquias  Qritujco,  San  Rafael,  Taguái  y  Leza- 
ma ;  so  cabecera  Orituco. 

§  6^  £1  cantón  Ortiz  se  compone  de  las  par ro- 
quÍM  Ortiv,  ^San  Francisco  de  Tianados,   Sair^i 
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José  de  Tisnados  y  Parapara  ¡  su  cabecera  Orlia. 

Art  14.  La  provincia  de  Aratfua  la  Üotaian 
losncantones  Tidoria*  Yurmero,  Maracayt  San 
Sebastian,  Cura  7  Mariflo  t  su  capital  la  Victoria* 

§  19  El  cantón  Victoria  ae'  compone  de  las 
parroqaias  Victoria,  Candelaria  y  Concejo ;  su 
pabeoera  la  Victoria.' 

^  29  El  cantón  Turmero  se  compoire   de  la» 

Íarroquias  Turmero  y  San  Mateo ;  Su  cabecera 
*urmero. 

^  39  El  cantón  Maracay  se  compone  de  las 
parroquias  Maracay,  Choroní  y  Colombia ;  su 
cabecera 'Maracay  • 

^  49  El  cantón  San  Sebastian  se  compone  de 
las  parroquias  San  Sebastian,^ San  Francisco 
de  Cara,  Camatagua,  San  Casimiro  y  C&rmen  de 
Cura ;  su  cabecera  San  Sebastian. 

^  59  El  cantón  Cura  se  compone  de  las  par- 
roquias Villa  de  Cura,  San  Juan  de  los  forros 
y  Magdalena ;  su  cabecera  Cura. 

^  69  El  cantón  MariQo  se  compone  de  las  par- 
roquias Cagua,  Santa  Cruz  y  Bolívar  ;  su  cabe- 
cera Cagua. 

Art4  16.  El  territorio  de  la  provincia .  de  Ara- 
goa  se  extiende  hasta  el  rio  Maya  que  desembo- 
ca al  puerto  de  este  nombre,  el  coftl  le  servirá 
de  hmile  por  esta  parte  con  la  provincia  de  Ca- 
racas. 

Art.  16.  La  provincia  de  Carabobo  se  compo- 
ne de  los  cantones  Valencia,  Puerto^Osbelio, 
Montalvan  yOcumare;  su  capital  Valencia* 

§  19  El  «anton  Valencia  se  compone  da  las 
parroquias  Catednd,  Socorro,  Candelaria,  Santa 
Rosa,  San  José,  Guacara,  Gúig^,  Naguanagua, 
Guajos,  Tocoyito,  San  Diego  y  San  Joaquín  ; 
su  cabecera  VaJenciat 

§  29  El  cantón  Puerto-Cabello  se  compone  de 
las  parroquias  Puerto-Cabello,  Democracia,  Pa- 
tanemo,  fiorburata,  Guaifuaza,  Morón  y  Urama; 
su  cabecera  Puerto-Cabello. 

^  3^.  El  cantón  Montalvan  se  compone  de  las 
parroquias  Montalvan,  Bejuma,  Canoavo  y  Mi- 
randa ;  8U  cabecera  Montalvan. 

^  4.«  El  cantón  Ocuraare  de  la  Costa  se  com- 
pone do  las  pan  oquias  Ocuroare,  Indep€Bdef^^is^ 
Cata,  City^gua  y  jT^riamp  j  su  cabecera  Qcuma- 
re.      ..        •  í    :•    .  /       •  '   • 

Art.  1^.  A  la  provincia  de  Caraboto  correspon- 
de el  territorio  que  se  extiende  entre  el  rio  Onoto 
y  la  ¿uebráda  que  le  queda  al  Oeste,  según  se 
l^iáninesta  en  el  mapa,  y  que  desemj[)(ica  en  dicho 
rio,  siguiéndose  desde  esta  confluencia  los  lími^ 
tes  antiguos  entre  dicha  provincia  y  la  de  Cojé-. 
des.  Con  la  provincia  de  Aragua  serán  sus  lími» 
tes  los  antiguos  hasta  la  cuesta.de  Yuma  ;  y  des- 
de este  punto  línea  rec)a  al  Sur,  hasta  l^  desem- 
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bocadoradel  i^ioCamove  en  el  IbiratM,  y  de 

aquí  siguiendo  la  misma  línea  hasta  eéeontrar 
lo»  límites  de  la  del  Ouárieo  coa  la  de  Aragtuu 

Art.  18.  La  provineia  de  Cojédes  la  fomúirán 
los  cantones  San  Carlos»  Tinaco^Pao  yGiraldot; 
su  capital  San  Carlos. 

<^  §  19  El  cantón  Sao  C&rlos  se  compone  de 
las  parroquias  Concepción,  Altagrscia,  San  José, 
Cojédes,  Caramacate,  Lagunitas  y  Manriqve :  su 
cabecera  la  ciudad  de  San  Carlos. 

^  29  El  cantón  Tinaco  se  compone  de  las 
parroquias  Tinaco  y  Tinaquilloj  su  cabecera 
Tinaco. 

§  39  El  cantón  Pao  se  compone  de  las  parro- 
quias Pao  y  Monágas  ;  su  cabecera  Pao. 

^  49  El  cantón  Giraldot  >e  compone  de  las 
parroquias  Baúl  y  Sucre ;  su  cabecera  BaíiL 

Art.  19.  La  provincia  déla  Portuguesa  la  for- 
man los  cantones  Guanare,  Ospino,  Araure  ▼ 
Gnanarito;  su  capital  Guanare. 

4  19  El  cantón  Guanare  se  compone  de  las 
parroquias  Guanare,  San  Andrés,  Boconó,  Tu- 
cupido,  Gerilandia,  San  Miguel,  Papelón,  San 
Rafael,  María,  Cabacas  y  Paraíso  :  su  cabecera 
Guanaro.  • 

^  29  El  cantón  Ospino  se  compone  de  las  par- 
roquias  Ospino,  Aparición  y  San  Lorenzo  ;  su  ca. 
becera  Ospino. 

§  39  El  cantón  Áraure  se  compone  de  las  par- 
roquias Araure,  Acarigua,  Florida,  Sabaneta  de 
Turen,  Santa  Cruz,  Píritu,  Agua  Blanca,  Pimpi- 
nela  y  San  Rafael  de  Onóto ;  su  cabecera  Araure. 

^  49  El  cantón  Guanarito  se  compone  de  las 
parroquias  Guanarito,  Morrones  V  Sabana  Seca  • 
su  cabecera  Guanarito.  '  ' 

Art.  ao.  La  provinci^^  de  Barfnas  se  compone 
db  los  cantones  Harinas,  Pedraza,  Obispos,  Li- 
bertad  y  Nutrias;  su  capital  Barínas. 

^  19  El  cantón  Barínas  se  compone  de  las 
parroquias  Barínas.  San  Juan  Nepomuceno,  San- 
la  Lucía,  Corozo,  Palma,  Caroní,  Torunos,  Btt- 
rinitas,  Pagücy,  Totumal,  Quebrada  Seca  y  San- 
ta Inés ;  su  cabecera  Barínas. 

§  29  El  cantón  Pedraza  se  compone  de  Us 
parroqqtae  Pedraza.  Canagué,  Curbatí,  Santa  Ro- 
salía, Maporal;'  Saá  Migoel  y-Sairte-Bárbtea  r  sn 
cabecera 'PedraaaJ   i»  muh  :-        <    -     '-i-  .>  / 

i  S.»  El  cantón  Obispo*  se  compone  de  las 
parroquias  Obispos,  Bdrrhiwías,  ««al^  Mítópaíro, 
Sabaneta,  Luz  y  San  Loteazo;  au  cabecera 
Obispos. 

•  ^  49  )SI  cantón  Libertad  se  compone  de  las 
parroquias  Libertad,  Santa  Rosa,  Mijagual,  Do- 
lores, rJa  Crua;  su  cabecera  Libertad.  y 

§  59  El  cantón  Nutrias  se  compone  de  las  pi^ 
roquias  Nutrias,  Puerto  Nutrias,  Santo  Domin- 
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gó,  Santa  Catalina,  San  Antonio,  Jobo,  Regalo, 

-  San  Jaime  y  Guadarrama ;  su  cabecera  Nutrias. 

Att.  21.  Las  islas  formadas  por  el  rio  Apure, 
el  dc'lu  Portuguesa,  y  el  brazo  de  Guariapo  per- 
fenecerán  á  la  provincia  de  Apure ;  siendo  por 
tanto  la  linea  divisoria  por  esta  parte,  entre  ly' 
provincias  de  Apure,  y  Éarínas,  el  brazo  Guariapo 
ya  expresado. 

Apt«  2'Z,  La  provincia  de  Barquisitneto  la  for* 
man  los  cantones  Barquisimeto,  Cabudare,  Quí- 
bor,  Tocuyo  y  Carora  ;  su  capital  Barquisimeto, 

§  I?  El  cantón  Barquisimeto  se  compone  de 
las  parroquias  Barquisimeto,  Santa  Rosa,  Boba- 

-  re  y  Duaca ;  su  cabecera  Barquisimeto. 

^  2?  £1  cantón  Cabudare  se  compone  de  las 
parfoquiaa  Cabudare,  Moti&gas,  Sarare,  Altar  y 
Burio;  au  cabecera  Cabudare. 
^  39  El  cantón  Quíbor  se  compone  de  las  par- 
,voquia.<(  Quíbor,  San  Miguel  y   Cubiro;  su  cabe- 
cera Quíbor. 

^  49  El  cantón  Tocuyo  se  compone  de  las 
parroquias  Tocuyo,  Sanare,  Guárico,  Huroncaro 
J^lto,  Uumucaro  Bajo,  y  Barbacoas ;  su  cabecera 
Tocuyo. 

^  5?  El  cantón  Carora  se  compone  de  las  par- 
'  roquias  Óarora,  Atarigua,   Aregue,   Ijklnfloz,  Are- 
males;  kió  Tocuyoi  Siquisiqui,  Baragu,  Moroturo, 
dS^an  Miguel,  Burere  y  Curarigua,;  su  cabecera 
Carorii,  •  . 

■'     Att^j^.  La  provincia  del  Yaracuy  la  fofmíin 
•  Aaá  caritones  San  Felipe,  Yaritagua,.ííírgua,  Ura- 
<hiche  y  Sucre,  su  capital  San  Felipe. 

§  19  El  cantpn  San  Felipe  se  compone  de  las 
^acroqilias' San  Felipe,  San  Gerónimo  de  Coco* 
rote.     Independencia,  Albarico,    San   Javier  y 
.  Rifa^i;te ;.  |u  ««^b^^c^ra  flirn  Felipe. 

s  .^.^9.  í''^^^'^^^^  i^'^^^^^S^^ '^^^'"P^"®  tie   las 
pftr;^9q)iM^^>Yar.itagua»  San  Andrés  y  San  Nicolás; 
,  ei^  pa^^opra  yaritagqq.1  -  - 

V  ,^.^90;\Ei>caDton  Nirgua  se  compone.de  las  par- 
roquias Nirff^a  y  Temerla;  &u  cabecera  Nirgua. 
'4  ^  ^^  cantón  Urachiche  se   compone   de   las 
parroquias  JJra^hich^,  Campo-Elias  y  Chibacoa; 
au  cabecera 'üraclircbe.  ,     , 

' '  ^  69  filicámoii  Sucre  se  comporte  de  las  par]:o- 
'^al¿8  Guama,  Aroa,  y  San  Pablo;  su  cabecera 
Guama. 

Art..á4.-Ca  provincia  de  Coro  la  forman  los 
cantones  Coro,  San  Luis,  Caaifua,,  Costa  Arriba. 
Cumarebn  y  Paraguaná;  su  capital  Coro. 

^'  lOi  El  •Cantón  Coróse  compone  de  las  parro- 
-quipis  4k>tH>^  Aeurtffua,  La  Tela,'.Mitare,  Uruma- 
•¿D,^fiibefta<l>  CSVrMal,  Oitaibaeóá  jr  Fraternidad; 
■u  cebe^e!^'  d^ñv;  -    ' ' 

?  J'^  29  El  ck^^oA  San  Luis.se  '<^o^mpone  de  las 
farro^'ulos  Saif  Luis,  CoHmaglia,  Ottbúre,  Chum- 
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guaro,  AgQ9  Larga,  Pecayo  y   Pedregal;  su  ca- 
becera San  Luis. 

$  39  El  cantón. Casigua  se  compone  de  las 
parroquias  Casigua,  Sazárida,  San  Félix,  Borojó, 
Capatarida  y  Dabajuro ;  su  cabecera  Casigua. 

^  49  El  cantón  Costa  Arf^riba  se  compone  de 
las  parroquias  Capadare,  San  Miguel,  Jacura'y 
Carorito;  su  cabecera  Capadare. 

^  59  El  cantón  Cumarebo  se  compone  de  las 
parroquias.  Puerto-Cumarebo,  Cumarebo  y  Píritu: 
su  cabecera  Pucrto-Cumarebo. 

§  69  El  cantón  Paraguaná  se  compone  de  las 
parroquias  Pueblo  Nuevo,  Baraibet,  Bueña  Vista, 
Santa  Ana,  Morrui  y  Jadarcaquiba;  su  cabecera 
Pueblo  Nuevo. 

Art.  25.  La  provincia  de  Trujillo  la  forman 
los  cantones  Trujillo,  Escuque,  Boconó  y  Cara- 
che ;  su  capital  Trujillo. 

§  1^  El  cantón  Trujillo  se  compone  de  las 
parroquias  La  Matriz,  Chiquinquirá,  San  Jacinto, 
Pampanito,  San  Lázaro,  Burrero,,  Quebrada, 
Jajó,  Monai  y  Fampan  grande;  su  cabecera 
Trujillo. 

^  29  El  cantón  Escuque  se  compone  de  las 
parroquias  Escuque,  Union,  Betijoque,  Sabana 
Larga,  Mqtatan,  Viajera,  Mendoza, .Mesa,  Seiba, 
^^ubila,  Libertad,.  Saoi  6regorio  -y  Mouágas  ;  su 
cabecera  EscAique.  :  r 

^  89  Él  cantón  Boconó  se  compone  de.  las  par- 
roquias Boconó,  San  Miguelj  Tostos,  Niquitao, 
Campo-ÉlíaJs  y  General  Rivas ;  su  cabecera  Bo- 
conó.     '  t  ,  . 

^  49  El  cantor)  Carache  ee  compone  de  las 
parroquias  Carache,  Concepción,  Santa  ^Ana, 
Burbusai,  Bolivia  y  Cuicas ;  su  cabecera  Carache, 

Art.  2&  Queda  agregado  al  cantón,  Carache 
en  la  provincia  de  Trujillo  el  trayecto  pertenecien- 
te hoy  á.  Bc^rquisimeto  y. que  se  conoce  con  el 
nombre  de  la  Cuesta  de  Canelones*. 

Art.  2%  La  provincia  de  Maraeaibo  la  forman 
loscaptones  Maracaibo^  Zuliai  Perijá,  Gibraltar 
yAltagfapia;  su.  capital  Maracaibo.  ^  • 
•.^  1^1  Cl  carnlan  .JVt^racaibo  lo.  componen  las 
parroquias  L^  Matriz,  Santa  Bárbaro,  San  Joan 
de  Ojos,  Santa  Lucía,  el  Rosfíio,  ConcepcipOi  el 
Carmen,  Cliiríquiquirá,  Sinaraaica  y  San  Rafael; 
su  cabecera  la  ciudad  de  .Maracaibo.       ,  ,t 

§  29  El  cantón  Zulia  se  compone  de  la»  parro- 
quias San  Carlos,  el  Pilar  y  Santa  Rosa;  su 
cabecera  San  Carlos.  -.,.». 

5  39  El  cantón  Perijá  se  compone  de'  Idá  par-* 

roq\|iaV  Perijá  y  Machiques  ;  su  cabecera  Petijá. 

§  49  El  cantón  Gibraltar  se  rompone    de  fus 

pariro({tiiá6  GhbtalTár,  Bobures,  San   Pedro,  San 

Timoteo  r  ürdaheta  ;  su  cabecera   Gibraltar. 

^  59  Él  cantón  Altagracia  se  compone  de  las 
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parroqaiaa  Altagracia,  Rita,  Cabimas,  liagunillas, 
Siruma  y  Democfaeia ;  du  cabecera   Altagracia. 
"^ArU  28.  La  provincia  de  Mérida  la  forman 
los^  cantones  Mérida,  Mucuchíes,  Ejido,  Timotes 
y  Bailadores ;  su  capital  Mérida. 

^  19  £1   cantón  Mérida  se  compone  de   las 
parroquias  Catedralf  Milla,  Llano,  Tabai,  Mono, 
'  Acequias,  Pueblo  Nuevo,  Mucutuí,  Mucuchachi, 
Aricagua,  y  La  Punta  ;  su  cabecera  Mérida. 

•^  ^o  El  cantón  Muctícfhíes'se  compone  de  las  j 
'parroquias  Mucuchíes,  Muclirubá,  Santo  Domin- 
go y  Las  Piedras  ;  su  cabecera  MuCuchíes. 

^  39  El  cantón  Ejido  se  compone  de  las  parro- 
quias Ejido,  La  Mesa,  San  Juaia,  Lagünillas, 
-Chiguará  y  Jají.;  sfn  cabecera  Ejido. 

^  40  El  cantón  Timotes  se  compondrá  de  esta 
parroquia  y  de  Iffs  de  Chachopo,La  Vente  y  Pue- 
blo Llano  ;  su  cabecera  'timotes. 

^  59  ^'1  cantón  Bailadores^e  coihpolie  de  Jas 
parroquias  Villa  Tovar,  Bailadores,  Zea  y  'Gua- 
raque  ;  su  cabecera  Villa  Tovar. 

Art.  29.  La  prorincia  del  Táchifa  la  forman 
los  carttones  San  Gristiobai,  ^í achira.  La  Grita  y 
Lobatera  ;  su  capital  San  Cristóbal.  ^ 

^  19  El  cantón  San  Cristóbal  lo  componen  las 
parroquias  San  Cristóbal,  Táriba,  Capacho  y 
^uásimo :  su  cabecera  San  Cristóbal. 

4  29  El  cantón  Táchira  se  compone  de  las 
parroquias  San  Antonio,  Rubio  y  Ureña-v;  su  ca- 
cabecera ;  San  Antonio. 

^  39  El  cantón  Grita  se  compone  de  las  par- 
roquias La  Grita,  San  Pedro,  Pregonero,  Que- 
niquea,  Vargas  y  Caparo;  su  cabecera  La  Grita. 

\  '4?  El  cHuton  Lovatera  se  compone  de  las 
'parroíjuias  Lovatera,  Const^'tucion,  San  Juan  y 
.  Michelena;  su  cabecera  Lovatera,  siendo  los 
límites  entre  las  parroquia sLcrvaftera  y  Michelena, 
los  expresados  en  la  ordenanza  de  Iti  Honorable 
«Diputacian  de  Mérida,  expedida  en  80  de  No- 
viembre de  1850. 

Art.  30.  Los  limites  de  las  provindas  son  los 
délos  cantones  de  que  so  componen,  y  los  de  es- 
tas y  sus  parroquias  donde  no  estén  designados  por 
la  presente  ley,  los  que  han  sido  fijador  jiór  leyes 
anteriores,  y  reconocidos  por  tales. 

Xtt  31.  Las  dudas  que  ocurran  sobre  límites 
de  las  provincias,  cantones  y  parroquias  serán 
resueltas  definitivamente  por  el  Poder  Ejecutivo, 
con  vista  de  los  antecedentes  y  de  los  infprmes 
que  juzgue  necesarios. 
•  Art  82.  Las  ordenanzas  y  actos  de  las  Diputa- 
ciones provinciales  vigentes  en  k>s  cantones  é 
parroquias  separados  de  aiA  provincias,  continua- 
ráo  rigiendo  en  ellos  hasta  que  la  Diputación  de 
qifé  dependan  acuerde  lo  conveniente  ensu 
'piíwera  reunión  constitucional. 
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Att.  33.  Los  Goberaiad^es  barán^os  cóippntos 
sóbrela  población  en' las  provincias  que  hayan 
sufrido  alteraciones  én  todo  un  cantón  6  parro- 
quia,  arreglándose  al  censo  que  sirvió  j^h  cada 
provincia  para  las  elecciones  de  1854*  'salvo  el 
caso  de  que  se  haga  un  censo  posterior  con  arre* 
glo  á  la  ley  de  la  materia. 

Art.  34.  Alterado  por  la  presente  ley  el  territo- 
rio de  todas  las  provincias,  el  Poder  fi)ecutÍTO 
procederá  á  nómjbrar  nuevos  Gobernadores  inle- 
rlnospara  «todas  ellas;  y  los  nuevos  Gobernado- 
res que  esVü  nombrarái .  en  calidad  de  interinos, 
pro^ederáii  á  nombrar  libremente  los  demás  edi- 
pleados  cuya  elección  les  corresponde  directa* 
mentey  á  propuestas  de  otras  corporaciones. 

Art  85.  "Por  la. razón  expresada  en  el  artículo 
anterior,  cesan  también  en  sus  destinos  todos  los 
Senadores,  Representa  ntf^ 'y  Diputados '{provin- 
ciales. Los  Colegí  08  alecto  ral  es  de!  presente 'afto 
nombrarán  en  su  totalidad  los  miembros  de  las 
Cámaras  y  Diputaciones^siendo  el  número  de 
Representantes  de  cada  provincia  él  que  dé  el 
<7ómpütn  de  la  población  á  que  Se  refiere  el  ar- 
tículo 33  de  esta  ley. 

Art.  '36.  Qneífán  suprimidas  toílás  las  parro- 
qtiias  que  no  estén  dehominadas  en  la  presente 
ley.  » 

Art.  37.  La  presente  ley  empezará  á  tenar 
cumplimiento  desde  su  publicación,  ei^ceptnán- 
dose  la  instalación  de  la  .provincia  del  Tcushira» 
que  tendrá  lugar  en  los  términos  del  deereto  da 
14  de  Mairzo  del  presente  año. 

Dada  en  Caracas,  á  23  de  Abril  de  1866,  aHo 
27  de  la  ley  y  46  de  la  independencia. 

El  Presidente  del  Senado,  imitan  Vicente  Goh- 
zález  Degado, — E)  Presidente  de  la  Cámara  de 
Representantes,  J.  G.  Ochoñ,, — £1  Secretario  del 
Senado,/.  A.  Pérez* — Et  Diputado  Secretario 
de  la  Cámara  deüepreséntantes,  /  A,  ^T&rrealb^ 

Caracas,  Abril  28  de  1856,  año  557  de  la  ley'y 
46  déla  independencia. 

Ejecútese,  Jo^e  T.  fiónágoi. 

Por  a  £.  el  Presidente  de  la  República.— El 
Secretario  de  E.  en  ios  DO.  del  .Interior  y  Justi- 
cia. 


Es  copia,— Par^'o. 


Antonio  Parejo, 


DIVISIÓN  TBRRITORIÁL.  BBSOLÜOION  BIBCOTÍ- 

VA  DB  22  DE  EifBao  DB  1856  ¿Lecíarondo  (pan- 
to aegunfio)  inntbsistente  laR  £•  de  Ih  de 
Febrero  de  1852  sobre  exención  de  pago  da 
derechos  municipales  á  lo$  establecimienÉai 
mercantil^  ó  industriales  situadés  6  oue  aé 
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süitaren  en  el  trapecio  que  separa,  loa  parro» 
guias  Araurey  Acarigua*  (*) 
Secretaría  del  Inlefinr. — Sección  tercera. 
Caracas,  Enero  22  de  1856. 
Resuelto. — Dígase  al  Gobernador  de  Ja  Portugue- 
sa. 

He  dado  cuenta  á  S.  E.  el  Poder  Ejecutiva  dS 
la  nota  duplicada  de  US.,  fecha  5  de  Setiembre  al- 
timu  número  225,  en  qm  eontuha  ai  la  oiudad  de 
Araure  creada  por  el  Decreto  legislativo  de  27  de 
Marzo  de  Itíol,  es  una  sola  parroquia  ó  se  com- 
pone de  las  dos  de  Acarigua  y  Araure,  y  en  este 
ultimo  caso,  cual  de  ellas  es  la  que  debe  consi- 
derarse como  cabecera  del  cantón  de  aquel  nom- 
bre :  y  en  que  manifíest«%  la  cpntradiccion  que 
existe  entre  la  resolución  ejpoutiva  de  14  de  Fe- 
brero de  1852  sobre  la  exención  del  pago  de 
derechos  municipales  á  los  establecimientos  mer- 
cantiles é  industriales  que  se  hallen  situados  ó 
que  se  sitúen  en  el  trayecto  que  separa  l^s  dos 
parroquias  preriíadns,  y  la  ordenanza  que  prohi- 
be la  matanza  de  reses  y  expendio  do  carne  fue- 
rm  de  los  lugares  designado^  para  matadero  y 
n^ercado  público;  y  S.  C.  ha  tenido  á  bien  re- 
solver, que  según  la  ktra  y  el  espíritu  del  Decre- 
to legialati^  de  27  de  Marzo  de  1851  indicado, 
la.  ciudad  de  Araure  se  compone  de  las  dos  par- 
roquias de  Araure  y  Acarigua,  siendo  aqueHa 
ciudad  la  cabecera  del  cant<in  de  su  nombre,  y 
q.«e  ríjiendo  para  aqor I  trayecto  como  para  los 
tilmas  puntos  del  cantón  las  disposiciones  legales 
y  vigentes,  con  la  excepción  de  no  pa^ar  dere- 
clios  municipales  los  establecimientos  industria- 
les que  existan  ó  se  sitúen  en  él  sin  contravenir 
á  aquellas,  y  hallándose  en  toda  su  fuerza  y  vigor, 
al  expedirse  el  Decreto  últimamente  citadoV  (a 
ordenanza  que  señalaba  á  los  expendedores  de  car- 
ne lugar  preciso  para  ejercer  su  industrie,  se  de- 
clara insubsistente  la  resolución  de  18  de  Febre- 
ro de  1852  sobre  la  materia,  debiendo  cumplirse 
io  dispuesto  por  dicha  ordenanza,  dictada  por  la 
Cámara  provincial  en  uso  de  sus  privativas  atri- 
buciones. 

Tengo  el  honor  &. 

Por  S.  E.— OríacA. 


(*)  El  primer  panto  de  estA  resolacion,  es  i^ferente  & 
declariur  qu&  la  ciadad  de  Araure  es  la  cabecera  del  can- 
tón de  este  nombre;  pero,  como  se  ve.  ha  venido  á 
quedar  inütíl,  por  haberse  establecido  asi  por  la  ley  do 
^  de  Abril  de  este  áfip, dividiendo  toda   la  República. 

Aprovechamos  esta  oportunidad  para  manifestar  que 
hemos  omitido  por  igual  razón  alganos  decretos  legis- 
lativos del  afio. pasado  y  dol  corriente  de  1856  crean- 
do nnevos  cantones  &,  pnes  que,  refundidos  virtoalmente 
en^Ia  expresada  Ic^  de  ¿8  de  Abril,  son  ya  de  pingan  efec- 
tQ. 


j  DVDA&  80BBG  LA  INTELY0BÑCIA  DB    LAS  LEYB9. 

Véase    Consultas  sohre  indigencia   de  las 
leyes. 


EDIFICIOS.  Deber  de  los  Gobernadores  de  la 
Portuguesa  y  Barínas  de  410  permitir  su  des- 
trucción en  su  respectiva  provincia.  Véase  Go* 
bernadores  de  la  Portuguesa  y  Barínas,  R.  E. 
de  7  de  Marzo  de  1856. 
ELEGCIQNES.  Ley  de  2  de  Abril  de  1856. 
— Reforma  la  8a  del  código  de  la  materia  de 
21  de  Febrero  de'iSi%  pág.  14  de  este  propio 
Tomo. 
El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la 
República  de  Venezuela,  reunidos  en  Con- 
greso. 

Decretan : 
A^rt.  1?  Los  suplentes  de  Senadores,  Repre- 
sentantes y  Diputados  provinciales,  que  no  que- 
den excluidos  por  el  sorteo  verificado  por  las 
respectivas  corporaciorios,  se  entenderán  los  pri- 
meros nombrados,  ^egun  el  orden  que  antes  te- 
nían, y  en  cada  bienio  se  considerarán  primeros 
suplentes  los  que  se  hayan  nombrado  anterior- 
mente» 

Act.  2.®  Los  Senadores,  Representantes  y  Di- 
putados de  las  provincias  que  se  dividan,  dura- 
rán en  sus  destinos  hasta  la  primera  reuniím  or- 
dinaria de  los  colegios  electorales,  puea  entonces 
se  nombrarán  todos  los  principales  y  suplentes 
según  el  censo  de  la  población  :  lo  mismo  se  ha- 
rá cuando  el  territorio  de  una  provincia  se  altere 
por  agregación  6  segregación.  En  estos  casos  y 
llegada  la  oportunidad,  se  hará  el  sorteo  de  que 
habla  el  artículo.  7 í^  de  la  Constitución. 

Art.  3.  ^  Si  por  aumento  de  población  en  una 
provincia  creciere  el  número  de  Representantes, 
ó  por  aumento  de  cantones  el  de  Diputados  pro- 
vinciales nombrados  en  una  época,  de  suerte  que 
exceda  en  dos  ó  mas  al  de  los  nombrados  en  la 
época  anterior ;  el  sortea  que  previene  el  artí- 
culo 79  de  la  Constitución,  se  hará  entre  los  dos 
ó,  mas  iUtinu>8  ea  el  órdea  del  nombramiento  que 
constituyen  el  exceso*  El  sorteo  de  los  suplentes 
se  hará  siempre  por  la  misma  regla  que  el  de  los 
principales. 

^  único.  Cuando  por  ser  impar  el  número  de  ' 
Representantes  de  una  provincia,  se  deba  ele- 
gir el  número  mayor»  y  concurra  ademas  la  cir- 
cunstancia de  que  por  aumento  de  población 'se 
haya  también  de  elegir  otro  Representante,  en- 
tdnqes  se  procederá  conforme  al.  ajrtfjBulo  79  de 
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la  Gonstitoeiofi,  para  qoe  la  suerte  designe  entre 
todos  los  elegic'ot  en  Ja  época  eieocíonaria  res- 
pectiva, el  que  deba  durar  solo  dos  aflos. 

Art  4.  ®  Los  Gobernadores  requerirán  á  los 
Senadores,  Representantes  y  miembros  de  las 
Diputaciones  provinciales  electos,  para  que  con- 
curran oportunamente  á  llenar  sus  funciones.  Si 
alguno  tuviere  impedimento  físico  ü  otro  grave 
que  le  imposibilite  su  concurrencia  por  aquella 
vez,  lo  manifestará  asi  al  Gobernador  de  la  pro- 
vincia sin  pérdida  de  tiempo,  para  que  este  con- 
voque al  suplente,  dando  cuenta  al  respectivo 
cuerpo. 

Art.  5.  ^  Si  a|gun  Senador  6  Representante 
residiere  en  provmcia  distinta  de  la  que  ha  he- 
cho la  elección,  toca  al  Gobernador  de  aquella  el 
requerimiento  del  elegido ;  y  en  el  caso  de  ex- 
cusa, lo  participara  al  Gobernador  de  la  pro 
vincia  que  hizo  la  elección  para  que  convoque  al 
suplente. 

Art.  6.  ®  Cuando  el  impedimento  físico  ú  otro 
grave  que  tengan  los  Senadores,  Representan- 
tes y  Diputados  de  provincia  sea  para  todo  el  pe- 
ríodo de  su  elección,  ó  por  el  tiempo  que  le  falte, 
á  mas  de  proponer  la  excusa  ante  el  Goberna- 
dor para  dejar  de  concurrir  á  las  inmediatas  se- 
siones, propondrá  la  renuncia  absoluta  del  cargo 
&  la  respectiva  corporación,  á  la  cual  toca  privati- 
vamente resolver  sobre  esta  clase  de  solicitudes  : 
admitida  la  renuncia,  se  avisará  al  Gobernador 
respectivo  para  los  efectos  legales. 

Art«  7.  ^  Los  Senadores  y  Representantes  que 
no  concurran  &  la  reunión  del  cuerpo  de  que  son. 
miembros  quince  dias  después  del  veinte  ^e  Ene- 
ro, sin  haber  acreditado  el  motivo  ó  excusa  le* 
gal  que  les  asista  para  ello,  se  consideraran  ex- 
cusados por  aquella  vez,  y  se  llamarán  los  su- 
plentes por  el  mismo  cuerpo,  quienes  deberán 
concurrir  también  dentro  de  quince  dias  después 
de  convocados,  ademas  de  la  distancia.  En  igual 
caso  serán  reputados  y  llamados  los  suplentes  de 
los  Diputados  provinciales  que  no  concurran  á  la 
reunión  del  cuerpo  rinro  dias  después  del  pri- 
mero de  Noviembre,  gozando  de  igual  término  y 
el  de  la  distancia  para  la. concurrencia. 

^  único.  Los  Senadores  y  Representantes  que, 
sinslieeacÍA^ae  separen  del  lugar  de  ias  BéAiones, 
ó  que  sin  justa  ciausa  dejen  de  coneuirrijr  á  h  CMí* 
roara  porÜÁe^  aesiones  eouseeittiyas,' dejan  por  el 
mismo  heohó  vacante  su  puesto  por  aquella  veSr 
•y  ae  fzunryQicará  á  los  suplen tes.^-La  ausencia  de 
la  Cámara  d^  los  Esputados  provinciales  por 
cinco  sesiones  consecutivas,  induce  vacante  por 
aquella  vez»  y  se  llamarán  los  respectivos  su- 
plentes. 
.  Act«  6.  ®  Los  Coliegios  electorales,  no  podrán 
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conToearse  extraordinanainente  sino  en  los  cua- 
tro casos  siguientes. 

1.  ^  Coando  alruna  de  hs  Cámaras  ó  Diputa- 
ción provincial  asilo  ordené"  por  haber  ocurrido 
después  de  la  última  reunión  del  Colegio  tal  fal- 
ta de  sus  miembros  que  juzgue  necesaria  una 
^onta  elección. 

2.  ®  Cuando  el  Poder  Ejecutivo  ó  los  Gober- 
nadores en  su  caso  lo  dispongan  en  receso  de  las 
Cámaras  y  de  las  Diputaciones,  porque  por  los 
datos  que  tengan,  ó  por  los  informes  de  las  co- 
misiones instaladoras  de  las  respectiras  corpora- 
ciones, sepan  que  estas  no  pueden  instalarse  por- 
que no  hay  el  número  .suficiente'  de  miembros 
hábiles  para  ello. 

3.  ^  Cuando  ocurra  el  caso  previsto  por  el  ar- 
tículo 114  de  la  Constitución  ;  y 

4,®  En  el  caso  del  parágrafo  I.®  del  artícu- 
lo 10  de  esta  ley. 

Art.  9.  ^  En  aquellas  provincias  que  tengan 
menos  de  siete  cnntuues,  ios  Gobernadores  lia- 
rán la  distribución  de  los  Diputados  provincia- 
les con  arreglo  al  artículo  156  de  la  Constitu- 
ción. 

Art.  10.  Toca  al  Congreso  declarar  la  nuli- 
dad de  los  actos  electorales  en  los  casos  siguien- 
tes. 

19  Cuando  el  Colegio  no  haya  sido  instalado 
con  el  número  prescripto  de  electores. 

29  Cuando  se  hubiere  hecho  alguna  elección 
sin  estar  reunido  el  número  prescripto  de  electo- 
rea,  ó  fuera  del  término  designado  por  el  artí- 
culo 45  de  la  Constitución,  á  menos  que  se  ha- 
ya inlerrumpido  por  suspensión  legítima. 

39  En  el  caso  inesperado  de  que  se  justifique 
soborno  ó  cohecho  de  algún  elector  ó  electores, 
ó  <le  que  ae  haya  ejercido  contra  el  Colegio  coaj^ 
cion  ó  violencia,  y  que  se  pruebe  documentada- 
mente ante  el  Congreso,  el  cual  declarará  en- 
tonces nulos  loa  actos  que  á  su  juicio  lo  fueren,  y 
mandará  á  juzgar  á  los  culpables  acompafiando 
!  las  pruebas  del  delito;  y 

.     4.®  Cuando  alguno  ó  algunos  de   los  Conce- 
jos municipales  con  infracción  de  loa  deberes  que 
se  les  impunen  por  estas  leyes,  hayan  dejado  de 
escrutar  registros  de  alguna  parroquia  en  todo  6 
en  parle,  ó  escrutado  sufragios  que  no   debieían 
ser   admitidos   por   la  Asamblea     parroquial,  ó 
I  ctiando  se  pruebe  con  do(Hi.mentos  que  en  estas 
i  asambleas   se  rechc^;0  bí  :»ufragio  4a  iiHÜviduos 
I  inscriptos  en  las. lisias,  biempreque  estas  infrac- 
ciones á  juicio  del  Congreso  hayan  pijrdido   vi- 
ciar las  elecciones. 

i  V>  En  caso  de  que  el  Congreso  declars  nu- 
los todos  los  actos  de  un  Colegio,  el  GoberMidor 
de  la  provincia  respectiva,  requerido  por  elCoa* 
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gre6o,  ccmvocar&  al  Colegio  electoral,  que  se  re«* 
nirá  \o  mas  tarde  un  mee  después  de  notifica- 
dos todos  ios  Concejos  municipales  &  quienes  to- 
ca el  lUmamiento  y  reeanplazo  de  los  electores. 

^  29  £1  Colegio  hará  la  elección  de  los  indi- 
viduos que  han  de  reemplazar  á  los  funciona- 
rios cuyos  nombramientos  hayan  sido  anulado^ 

Art*  11.  £1  ser  suplente  de  Consejero  de  Go- 
bierno, no  es  impedimento  para  ser  nombrado 
Senador,  Representante  ó  Diputado  provincial ; 
y  si  alguuo  lo  fuere,  quedará  vacante  la  plaza  de 
Consejero  suplente. 

Art.  12.  La   disposición  del  artículo  81  de  la 
Constituciou,  no  comprende   ü  los  Gobernadores 
^  Ministros  de  la  Corte  Suptema  cuando  son  in- 
terinos. 

Art.  13.  El  Poder  Ejecutivo  podrá  nombrar 
libremente  á  ios  Senadores  y  Representantes  pa- 
ra desempeílar  cualquier  destino,  quedando  por 
el  hecho  de  aceptarlo,  vacante  el  puesto  que  ocu- 
j»en  en  las  Cámaras,  partici|)ando  el  mismo  Po- 
Jer  Ejecutivo  el  nombramiento  a  los  Gobernado- 
res (ie  priivincia  para  que  convoquen  los  suplen- 
tes ;  quedando  así  explicado  el  artículo  B5  de  la 
(Jonslilucion. 

Art.  II.  Los  ccrtificadüs  de  que  hablan  eslías 
1  eyes,  log  extenderán  los  funcionarios  respecti- 
vos en  el  subre  del  plie<jo  que  se  remita,  expre- 
sando cual  es  su  contenido. 

Art.  15.  Las  Juntas  de  notables  y  las  que  pre- 
csidnn  líis  asambleas  parroquiales,  n»  podrán  cer 
I  vhi'nr  sus  rt'iinioues  sino  dentro  de  la  pobla- 
ción de  la  recpictiva  parroquia. 

Art.  16.  Si  se  notare  por  algún  Gobernador 
que  el  resultado  del  escrutinio  practicado  por  un 
Concejo  municipal,  no  está  conforme  con  el  que 
«ien  los  escrutinios  parciales  que  haya  recibido 
de  las  pariO(|uia.-í,  oiderinrá  la  rectificación  ;  y  si 
no  obstante  esta,  subsi.sliere  la  diferencia,  y  el 
Gobernador  creyere  que  esta  diferencia  es  ca- 
paz de  viciar  el  resultado  de  las  elecciones,  en- 
tonces pedirá  los  reuisiros,  y  los  pasará  con  los 
escrutinios  parroquiales  al  Congreso. 

Art.  17.  Se  d  ero  ira  la  ley  8^  «leí  Código  de 
elerciüucs  de  21  de  Febrero  de  1848. 

Dada  en  Caracas,  á  29  de  Marzo  do  1856,  año 
27  de  la  ley  y  40  de  la  independencia. 

El  Presidente  del  Senado,  Pedro  Plá/ias, — El 
Presidente  de  la  Cámara  de  Representantes,  P. 
Casanora. — El  Secretario  del  Senado,  J.  A.  Pé- 
rez,--El  Diputado  Se(ííetario  de  la  Cámara  de 
Representantes,  J,  A.  Torrealba. 

Caracas,  2  de  Abril  de  1650,  año  27  de  la  ley 
y  46  de  la  independencia. 

Ejecútese. — José  T.  Monágas* 

Por  S.  E.  el  Presidente  de  la   República. — El 
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Senwlttio  da  E.  en  los  DD.  del  loterior  y  Jus* 
tícia. 

A,  Parejo. 
ELECTORES.  Resolución  Ejkoütiva  de  20 
DE  Junio  DE  1854  dictando  reglas  pata  cono»^ 
cer  él  número  de  ellos  que  corresponde  á  cada 
uno  de  dos.  cantones,  de  los  cual^s¡  uno  ha  si- 
do formado  de  parroquias  del  otro^  no  ha^ 
biéndose  hecho  el  censo  de  su  población  des- 
pues  de  separados. 
Secretaría  del  Interior.— Sección  tercera. 
Caracas,  Junio  20  de  1854. 
Resuelto* — Dígase  al  señor  Gobernador  de  e8« 
ta  provincia. 

Di  cuenta  al  Poder  Ejecutivo  de  la  nota  de 
US.  fecha  17  del  corriente  número  136  e a  que, 
con  motivo  de  haberse  compuesto  el  nuevo  can- 
tón «Guaicai  puro  de  varias  parroquias  que  se  se- 
gregaron del  de  Caracas,  solicita  se  decida  qué 
número  de  electores  corresponde  á  uno  y  otro 
cantón,  pues  carece  de  base  para  fijarlo,  no  ha- 
biéndose formado  todavía  el  censo  que  se  man- 
dó hacer  de  esta  provincia,  cuya  formación  no 
es  posib-e  ni  aun  solo  la  del  de  los  expresados 
cantones  en  el  escaso  tiempo  que  falta  para  lai 
elecciones  ;  y  S.  E.  se  ha  servido  resolver  que  en 
tales  circunstancias,  siendo  el  últkno  censo  de  es* 
ta  provincia  el  que  debe  regir  en  ella  para  las 
eleccitmes.  miéntra«se  forros  el  general  de  la  Re- 
pública, según  el  artículo  29  ley  7^  del  Código 
eleccionario,  y  constando  de  dicho  censo  filtimo 
de  esta  provincia  (comprendido  en  el  cuadro  de 
lá  división  territorial  del  Estado  :  Gaceta  de  Ve- 
nezuela extraordinaria  numero  880)  el  número 
de  habitantes  de  cada  parroquia  de  las  que  rom* 
poniau  el  antiguo  cantón  Caracas,  se  practique  la, 
operación  de  sunnar  el  de  los  de  las  que  se  le  se^ 
gregaron  para  constituir  el  nuevo  cantón  Guai- 
caipuro,  y  deducirlo  del  total-que  da  el  censo  de 
aquel,  con  el  fín  de  que  dicha  operación  presente 
la  base  necesaria  pftra  fijar  el  número  de  electo- 
res que  á  cada  uno  corresponda  según  el  de  sus 
habitantes. 

Tengo  el  honnr  de  comunicarlo  á  ÜS.  á  los 
efectos  expresados. 

Soy  &c.— Por  S.  E.— P/ánaí. 
ELEMENTOS  de  ouerra.   Resoluoion   Eje- 
cutiva DE  18  DE  Enero  de  1856  establecten» 
do  reglas  para  su  iiUrvduccion  y  venta. 
decretarla  del  Interior. — Sección  segunda. 
Caracas,  18  de  Enero  de  1856. 
Resuelto, — En    virtud  de  las  atribuciones   que 
la  Constitución  y  leyes  de  la   República   conce- 
den al  Poder  Ejecutivo  para  conservar  el  orden 
y  tranquilidad  interior,  proveyendo  á  la  seguri- 
dad común ;  y  considerando  S.  E. 
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Que  el  estado  de  inquietad  eo  que  permaiie- 
cen  aun  los  ánimos,  armadas  de  todos  los  renco- 
res que  han  dejado  tras  sí  las  pasadas  contien- 
das, exige  el  mayor  celo' y  las  medidas  precaute- 
latiyas  mas  eficaces  de  las  autoridades  públicas, 
con  el  objeto  de  precarer  nuevos  desórdcLes,  6 
qae  la  malignidad  de  algunos  desnaturalizados 
venesolanos  quiera  conducir  á  la  Repübliéa  una 
vez  mas ;   y 

Ctue  es  un  medio  seguro,  prudente  y  oportuno 
de  hacer  imposibles  los  intentos  proditorios  que 
lleguen  á  concebir  los  consuetudinario»  enemi- 
gos del  sosiego  público,  vigilar  cuidadosamente 
sobre  la  introducción  y  el  comercio  interior  de  ar- 
mas y  demás  elementos  de  guerra,  para  que  co- 
nociéndose las  personas  en  cuyo  poder  están,  ó 
los  lugares  en  que  se  encuentran,  así  como  su  can- 
tidad y  clase,  puedan  las  autoridades,  á  la  vez 
que  utilizarlos  en  defensa  del  orden,  impedir  que 
vayan  á  manes  de  los  trastornadores,  y  que  es- 
tos los  introduzcan  clandestinamente  para  sus  re- 
probos fines, 

Resuelve : 

19  Los  Jcft$s  de  la  aduana  por  la  cual  se  in- 
tifoduzcan  armas  de  fuego  ó  blancas  y  demás  ele- 
mentos de  guerra,  lo  participarán  cada  vez  que 
esto  suceda,  á  k  primera  autoridad  política  del 
cantón  á  que  perteneciere  el  puerto,  y  también 
al  Gobernador  de  la  provincia,  incluyéndores  co- 
pia de  la  parte  del  manifiesto  que  presentare  el 
comerciante  ó  introductor,  comprensiva  de  las 
especies  indicadas. 

29  Siempre  que  hayan  de  trasportarse  efec- 
tos de  los  expresados  en  el  artículo  anterior,  el 
comerciante  que  los  remita,  tendrá  obligación  ab- 
solutamente indispensable  de  avisar  á  la  autpri^ 
dad  de  policía  del  cantón  6  parroquia  de  donde 
hayan  de  salir  los  efectos,  presentándole  al  mis- 
mo tiempo  una  relación  firmada  de  ellos  con  ex- 
presión del  lugar  adonde  se  remiten,  y  de  la  per- 
sona ó  personas  á  quienes  se*hayan  vendido  ó  se 
vayan  á  consignar. 

39  Luego  que  la  autoridad  de  policía  obten- 
ga la  mencionada  relación,  pasará  copia  autoriza- 
da de  ella  á  la  del  lugar  {¿Jonde  vayan  á  intro- 
ducirse los  efectos  indicados,  y  este  último  fun- 
cionario avisará  al  primero  la  llegada  del  arma- 
mento ó  municiones,  y  si  están  conformes  en  la 
relacion'pasada. 

49  Nadie  podrá  comprar  armas  ú  otros  ele- 
mentos de  guerra  de  ninguna  especie,  sin  haber 
obtenido  primeramente  permiso  escrito  del  Jefe 
político  en  los  cantones  ó  jueces  de  paz  en  las 
IMirroqHiaS)  en'  el  cual  conste  la  clase  de  armas 
que  se  desea  comprar ;  y  el  comerciante  que  las 
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venda,  picará  semanalmente  á  la  autoridad  dé 
policía,  ya  dicha,  una  lista  de  las  armas  compra** 
das,  en  la  cual  figuren  también  las  marcas  que 
las  distingan  y  los  nomtñres  de  los  compradores. 

59  Los  jueces  de  paz  pasarán  cada  ocho  dias 
estas  relaciones  al  Jefe  político,  quien  formará 
€b  ellas  una  relación  general  que  remitirá  jpen- 
sualmentQ  al  Gobernador  de  la  provincia,  y  este 
al  Ministerio  del  Interior« 

69  Las  autoridades  competentes  Casllgariln* 
severamente  á  los  contraventores  de  las  anterio- 
res disposiciones,  de  acuerdo  con  las  atríbucio^ 
nes  que  les  concede  la  ley  orgánica  de  provin- 
cias y  demás  disposiciones  de  policía. — Comuní-^ 
quese  esta  resolución  al  señor  Secretario  de  Ha- 
tienda  para  su  cumplimiento  en  lo  que  concier- 
ne á  ios  empleados  de  su  dependenrin  y  á  los  Go- 
bernadores de  provincia  para  su  publicucion,  eje- 
cución y  puntual  cumplimiento. 

Por  S.  E.-^Oriach. 
Es  copia. — Oriach, 
EMPRÉSTITOS,  resolución  ejecutiva  db  14 

DE  OCTUBRE  DR  1854  desaprobando  su  inver* 

sion  por  los'jefes  políticos. 

Secretaría  de  Hacienda  — Sección  primera. 
Caracas,  Octubre  14  de  1854. 
Resuelto. — Dígase  al  señor  Gobernador  de   la 

provincia  de  A  ragua. 

Habiéndose  pedido  por  este  Ministerio  á  los  Ad- 
ministradores de  Rentas  Internas  la  demostración 
de  lo  recaudado  por  el  ultimo  empréstito  y  de  su 
inversión,  ha  contestado  la  principal  de  esa  pro- 
vincia, trascribiendo  los  oficios  de  las  subalternas 
de  Maracay  y  de  Turmero,  que  en  el  primer  can- 
tón se  entendió  en  la  recaudación  la  Jefetura  po- 
lítica, y  que  fué  en  esta  y  no  en  aquella  oficina, 
que  se  enteraron  las  cantidades  correspondientes ; 
y  que  en  el  segundo,  la  misma  Jefetura  política 
hizo  la  recaudación,  y  enviaba  indistintamente 
los  ingresos  á  la  Comandancia  de  operaciones 
y  á  dicha  Administración  subalterna,  sin  acompa- 
Har  las  listas  de  los  contribuyentes.  Sobre  mane- 
ra extraño  ha  sido  esto  para  el  Gobierno,  porque 
el  Decreto  do  empréstico  no  confirió  semejante 
facultad  á  los  Jefes  políticos  para  recibir  las  cuo- 
tas, las  cuales  han  debido  enterarse  precisamente 
en  la  oficina  de  Rentas  respe(^tiva.  £n  vista  de 
este  hecho,  el  Poder  Ejecutivo  ha  resuelto:  que 
US.  informe  sobre  él  á  este  Ministerio,  y  que 

S revenga  inmcdiainmeiite  á  los  Jefe^  políticos  de 
laracay  y  Tuiíücro,  que  remitan  á  las  Admi- 
nistraciones de  Rentas  internas  respectivas  las 
listas  de  todos  los  contribuyentes,  v  la  demostra- 
ción de  la  inversión  que  hayan  dado  á  lo  pFoda<« 
cido,  ya  que>  de  una  manera  irregular  y  contra* 
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ría  al  Demto  sobre  la  matéríti,  ftan  tomado  en 
este  negocio  una  intervención  qoe  no  les  corres- 
ponde,  y  qué  el  Gobierno  desaprueba  como  e3  de 
sa  deber. 

Soy,  i&Cv  Pió  Cehaltós. 

£SP£RA.  Convenios  para  el  pago  de  créditos  de 
subditos  extranjeros  por  razón  de  la  ley  dé  ü 
materia.  Véase  Tratados  públicos^  convenios 
de  \o  14,  17  y  27  de  Junio  de  1853. 
estadística  judicial.  RKsoLtJoioíf  eje- 
cutiva DB  15  DE  ENERO  DE  1856  diciaudO  Tt- 

glaa  para  su  formación. 
Secretaría  del  Interior. — Sección  segunda. 
Caracal,  £ne)-o  15  de  1856i 
Resuelto.-^ 

Conforme  al  artículo  20^  ley  10  del  Código  or- 
gánico de  tribunales,  todos  los  de  la  República 
están  en  el  deber  de  pasar  mensualmenie  á  es- 
ta Secretaría  en  la  forma  que  ella  lo  tietermine, 
una  noticia  circunstanciada  del  movimiento  de 
causas  que  en  ellos  cursen  ;  y  con  el  fin  de  que 
esta  disposición  tenga  su  mas  puntual  y  exacto 
cumplimiento  para  que  se  llenen  Ifis  objetos  que 
la  hacen  recomendable,  pudiendo  al  fin  conseguir- 
se la  reunión  de  datos  que  exige  una  buena  esta- 
dística judicial  capaz  de  dar  á  conocer  de  un  mo- 
do breve  y  perfecto  la  marcha  de  este  importante 
ramc^  y  las  mejoras  de  qua  sea  susceptible  el  sis- 
lema  de  organización  de  los  tribunales ;  B.  £.  el 
Poder  Ejecutivo  resuelve : 

El  dia  19  de  cada  mes  desde  Febrero  próximo 
ch  adelante,  la  Coite  Suprema  y  Cortes  Superio- 
¥68  de  Justicia,  directamente, 'y  los  Juzgados  de 
provincia  y  de  circuito  como  también  los  jueces 
cantonales,  por  órgano,  del  señor  Gobernador  de 
la  provincia  respectiva,  dirigirán  á  esta  Secreta- 
ría un  cuadro  que  manifieste  circunstanciadamen- 
te el  número  de  causas  pendientes  el  dia  1^  del 
mes  anterior,  el  de  las  entradas  y  despachadas  en 
el  curso  del  mismo  mes,  y  el  de  las  que  existan 
también  pendientes  el  diá  en  qué  se  suministre  el 
dato ;  hadándose  expresión  clara  y  separadamen» 
te  de  la  naturaleza  distinga  de  las  causas;  para 
todo  lo  cual  pueden  servir  de  modelos  con  las  al 
teraciones  que  en  los  juzgados  inferiores  exija  su 
moderna  extructura,  los  cuadros  circulados  por 
esta  Secretaría  en  diversosaftoe,  y  ültimamente  en 
el  de  1851,  acompañados  en  circular  de  28  de 
Abril  á  los  Gobernadores  de  provincia,  é  insertos 
con  ella  en  la  Gaceta  número  1.013. 

Las  Cortes  de  Justicia  y  los  Gobernadores  cui- 
darán de  que  los  cuadros  que  deban  remitir  el 
19  de  cada  mes  se  encuentren  en  este  Despacho 
en  todo  el  curso  del  mismo  mes  para  que  se  pue- 
dan centralizar  y  publicar  en  la  Gaceta  oficial, 
conforme  á  la  ley,  al  fin  del  mismo,  ó  primera  se- 
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mana  del  siguiente,  ^in  mas  dmnora;  anotándose 
encóneos  los  tribunales  qneno  hayan  hecho  la  re<> 
misión. 

Dispone  igualmente  S.  E.  qué  los  trtbanales  ob- 
serven la  regla  prescrita  en  la  materia  y  comuni- 
cada por  ésta  Se(5):etaría  én  resol  ucfion  de  13  de 
Setiembre  de  I84f  respecto  ai  medio  de  dará 
coüocer  al  Gobierno  cuando  entren  en  curso  al- 
gunas dé  las  cansas  paralizadas,  ó  viceversa, 
cuando  se  paralicen  algunas  de  las  que  estaban 
én  curso  ;  que  dice  literalmente  así : 

**Si  en  el  cursó  del  mes  á  que  se  refiere  la  no- 
ticia, se  hubieren  paralizado  algunad  cansas  de 
las  que  antes  se  habia  informado  que  estaban  en 
curso  él  primero  de  dibho  mes,  se  disminuirán 
de  estas  y  Se  añadirán  á  las  paralizadas  existentes 
al  fin  del  mismo,  ó  principio  del  siguiente  ;  y  vi- 
ceversa, si  se  pusieren  en  curso  algunas  délas 
que  antes  se  habia  informado  que  estaban  para- 
lizadas, se  disminuirán  de  estas  y  se  agi;0garán 
á  las  existentes  en  curso  en  I9  del  mes  á  que  se 
refiere  la  noticia  ;  pues  aunque  por  esto  no  coin- 
cidirán las  existentes  en  19  d^  cada  mes  con  las 
que  se  hubieren  dado  por  existentes  en  I9  del 
midmo  ea  el  cuadro  anterior,  la  diferencia  que  se 
note  entre  las  existentes  en  curso,  que  deberá  ser 
igual  k  la  que  se  advierta  entre,  las  paralizadas 
existentes,  servirá  para  dar  á  conocer  las  varia- 
ciones que  haya  habido  en  las  causas  en  curso  y 
paralizadas/' 

Comuniqúese  á  la  Corte  Suprema  y  Corteé 
Superiores  de  Justicia  para  su  inteligencia  y  cum- 
plimiento ;  y  á  los  Gobernadores  de  provincia 
para  que  la  trascriban  á  los  juzgados  inferiores  á 
fin  de  que  tenga  su  mas  extricto  cumplimiento^ 
añadiéndoles  que  deben  requerir  con  anticipación 
á  dichos  juzgados  para  que  hagan  la  remisión  de 
sus. noticias  en  la  oportunidad  señalada,  y  no  lle- 
gue á  advertirse  ninguna  omisioUt 

Por  S.  E. — Oriach.  Es  copia. — Oriach. 

EXTRADICIÓN  dé  reos«j  Convención  entre 
Venezuela  y  Francia  sobre  la  de  ciertos  crimi- 
nales. Véase  Tratados  públicos,  Lt  de  12 
de  Abril  de  1856. 


tÉRRO-CARRlL  óe  puerto-cabello   á    paw 

FELIPE.    DECRETO  DE  14   DE  FEBRERO    DE  1865 

fijando  elfiete  gue  ha  dé  cobrar  la  empresa. 

El  Senado  y  Cámara  de  R'! presentantes,  de  Id 

República  de  Venezuela,  reunidos  en  Congreso, 

Considerando : 

19  Que  la  empresa  del  ferro-carril  entre  Pner- 
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to-Co^MIo  y  $aa  Chilpe)  por  las  g ratidfis  ventaja* 
que  redunda  á  la  nación*  sirviendo  de  estímulo 
al  espíritu  de  asociación»  tan  necesaria  y  esencial 
al  progreso  n»orai  y  material  de  todo  país,  exige 
uoa  proteecion  eficaz,  y 

21^- Que  los  em|)^eflar¡ofl  de  la  obra  han  tocado 
en  su  ejecu4;ioa  con  inconveniantes  de  muisha 
raagtiitud  que  exponen  la  empresa  &  graves  di- 
ñcuitad^  y  embarazos  que  acaso  podrian  malo- 
grai  la. 

Decretan : 
Art.  1°  Lus  propietarios  del  privilegio  concedido 
por  Decreto  de  13  de  Abril  de  1853,  para  la  cons- 
trucción de  un  ferro-carril  entre  Puerto-Cabello 
y  San  Felipe,  poJráii  por  el  término  de  veinte 
años  cobrrarel  flete  de  ocho  reales  por  quintal 
de  café,  cacao  y  otros  frutos  ó  peso  sólido  ;  y  por 
cada  bulto  de  cuatro  pies  cúbicos  que  conduzcan 
por  dicho  camino,  en  lugar  del  extipendio  ñjado 
en  el  rr^ticulo  Q'^  del  Decreto  citado. 

Art.  29  ^e  autoriza  á  los  empresarios  de  dicha 
obra  para  que  puedan  comprar  los  terrenos  de 
propiedad  particular,  que  se  encuentren  en  la 
línea  ó  trayecto  por  donde  deba  atravesar  el  fer- 
ro-carril ;  y  en  caso  de  oposición  de  los  propieta- 
rios^ ser.  D  estos  compelidos  ala  venta  cotí  arre- 
glo á  la  ley  de  la  materia. 

Dado  en  Caracas  á  11  de  Mayo  de  1854,  aiSo 
25  de  la  ley  y  44  de  la  independcDcia. — £1  Pre- 
sidente del  Senado,  Pedro  Portero. — El  Presi* 
dente  de  la  Cárnara  de  Representantes,  L.  Rué- 
da^.— El  Secretario  del  Senado,  J.  A,  Pérez*-- 
£i  Secretario  do  la  Cámara  de  Representantes, 
J.  Padilla, 

Caracas,  14  de  Febrero  do  1855,  aSo  26  de  la 
ley  y  45  de  lu  independencia. 

fia biendo  transcurrido  ya  el  lapso  que  fija  el 
artículo  97  de  la  Constitución. 

Ejecútese  como  ley  de  la  República. 

José  T.  yíonágas. 

Por  S.  E.  el  Presideate  de  la  EepCiblica.— El 
Secretario  del  Interiori  Justicia  y  Relaciones  Ex- 
teriores, Francisco  Aran  da» 

FIANZAS.  DKCRETO  Dt   14  DE  FEBRERO  DE  1855 

relevando  á  los  herederos  del  General  Cornelio 
Muñoz  de  la  que  este  oto^ó  en  1843  á favor 
del  Administrador  de  las   rentas    nacionales 
de  Apure 
El  Senado  y  Cámara  de   Representantes   dn   la 
República  de  Vcnezuda^  reunidos  en  Congreso. 
Vista  la  solicitud  de  la  señora  Bárbara  Ledez- 
'ma,  viuda    del   General   José   Cornelio    Muñoz, 
suplicando  se  le  releve  de  la  fíanza  que  en*1843 
otorgó  su  esposo  á   favor   del    Administrador   de 
rentas  nacionales  de  la   provincia  de  Apure,  Víc- 
tor Mota,  contra  quien  han   resultado  cargos  por 
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la  suma  de  cinco  mil  y  plco.de  peaoa*  cuyo  pa^ 
ha  evadido  este  por  medio  de  la  fuga  ;  y 
.  Consideraado : 

19  Que  el  General  José  Cornelio  Af  ufioz  pres- 
tó servicios  importantes  en  la  guerra  de  la-  in- 
dependencia. 

•29  Que  posteriormente  en  1848  fué  el  primero 
en  afrontar  y  combatir  bizarramente  al  que  ame* 
nazara  derrocar  las  instita clones  que  nos  rigen;  y 

39  Que  su  viuda  é  hijos  se  encuentran  sin  re- 
cursos suñcientes  para  su  alimentación,  y  de  con* 
siguiente  para  responder  de  la  fíansa. 
Decretan  : 

Art  ünico.  Se  releva  á  los  herederos  del  Ge* 
neral  Jv>sé  Cornelio  Muñoz  de  la  fíanza  que  este 
otorgó  en  el  año  de  1843  á  favor  del  Administra- 
dor de  rentas  nacionales  de  la  provincia  de  Apure 
Víctor  Mota  s  pero  este  queda  siempre  obligado  á 
satisfacer  al  Tesoro  la  suma  por  la  que  se  le  Imn 
hecho  cargos  como  tal   Administrador. 

Dado  en  Caracas,  á  13  de  Febrero  de  1855, 
año  26  de  la  ley  45  de  la  independencia, 

£1  Presidente  del  Senado,  Silvestre  Arzobispo 
de  Caracas. — £1  Presidente  de  la  Cámara  de  Re* 
presen tanteS)  José  Víctor  Ariza.-^E\  Secretario 
del  Senado,  J.  A.  Péré?z.— El  Secretario  de  la 
Cámara  de  Representantes,   J.  Padilla. 

Caracas,  Febrero  14  de  1855,  año  26  de  la  ley 
y  45  de  la  independencia. 

Ejecútese. — José  T.  Monágas. 

Por  S.  £.-- -El  Secretario  de  E.  en  el  D.  de  Ha- 
cienda. 

^     Jacinto  Gutiérrez. 
FUNCIONES  PUBLICAS. '  Véase  Precedencias 

en  las  funciones  públicas. 


GACETA   DE  VENEZUELA.    RESOLUCiON    BJBC0- 

TivA  DE  19  DK  JO  LIO  DE  l855so6rc  SU  marca  t 
tipo   y   distribacio?i. — Reforma   virtualmente 
en  lo  conducente  la  de  12  ¿e  Abril  de  1851 ;  pag* 
5«'í9  del  primer  tomo. 
Secretaría   del  Interior. — Sección   primera. 

Caracas,  Julio  19  de  1855. 
Resuelto  ---Eo  el  presente  año  económico  se  dis- 
tribuirán dos  mil  quinientos  ejemplares  de  la  Gki- 
cet4  de  Venezuela  de  la  manera  expresada  en  el 
infornne  de  la  sección.  Ordénese  á  la  Junta  econó- 
mica de  Hacienda  q^je  proceda  á  practicar  el  re- 
mate correspondiente  para  la  impresión  de  dicha 
Gaceta,  ad virtiéndose  que  la  forma  debe  ser  h 
siguiente:  papel — diez  y  ocho  pulgadas  de  lon- 
gitud y  trece  de  ancho  :  impresión — cuatro  p6gi- 
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ñas  de  á  dos  columnas,  teniendo  cada  una,  quin- 
ce y  media  pulgada  de  longitud  y  cuatro  y  media 
de  ancho,  usándose  del  tipo  conocido  con  el  nom- 
bre técnico  de  Small-pica  ú  otro  menor  cuando 
fuere  necesario.  • 

Comuniqúese  y  publíqoese. 

Por  S.  E. — Aranda.         • 

GASTOS  DE  ESCRITORIO,    LOCALES     Y   MUEBLES 
PARA       LOS      TRIBUNALES     INFERIORES.    Véase 

Muebles^  locales  y  gAstos  de  escritorio  de   los 
tribunales  inferiores 
GILLET  (tranklin).  Exención  de  todo  derecho 
municipal  por  ocho  afíos  A  fovor  de 'su'  empre- 
sa en  el  lago  de  Maracaibo.  Vé<tse  Rentas  mu- 
nicipnles,  D«  de  15  de   Abril  de  1854 
GOBERNADORES,     resolución   ejeecutiva 
DE  6  DE  ABRIL  DE  1854  previniéndoles!  que  tan 
luego  termine  sus  sesiones  la    Diputación   de 
su  respectiva  provincia^  pasen  á  la  Secretaria 
del  Interior  un  ejemplar  impreso^  6  una  co- 
pia de  sus  resoluciones. 
Secretaría  del  Interior. — Sección  tercera. 
CarácAs,    Abril  5  ile  1854. 
Resuelto. — Dígase  en  circular  íHos  Gobernadores 
de  provincia, 

Sienrio  absolutamente  indispensable  para  el 
despacho  de  los  asuntos  referentes  á  la  adminis- 
tración municipal  de  la  República,  que  en  el  ar- 
chivo de  este  Ministerio  reposen  todas  las  orde- 
nanzas, resoluciones  y  acuerdos  que  anualmente 
expidan  las  Diputaciones  provinciales,  y  habién- 
dose exigido  ya  los  correspon'lientes  á  los  añüs 
en  que  se  han  dejado  de  enviar  hasta  el  próximo 
pasado,  S.E.  el  Poder  Ejecutivo  me  ha  dado  or- 
den de  prevenir  á  ÜS.  que  en  lo  sucesivo,  y  tan 
luego  como  terminen  las  sesiones  ordinari  s  ó  ex- 
traordinarias de  la  Diputación  de  esa  provincia, 
remita  á  esta  Secretaría  un  ejemplar  impreso  de 
los  actos  que  sancione  dicho  cuerpo,  ó  una  copia 
autorizada  de  los  originales  que  quedan  en  la 
Gobernación,  en  caso  de  nu  efectuarse  la  impre- 
sión de  aquellos. 

Tengo  el  honor  de   comunicarlo  á    US.  para 
su  inteligencia  y  puntual  cumplimiento. 
Soy,  dt. 

Por  S.  E:— P/áwfls. 
GOBERNADOR;ES.  resolución  ejecutiva  de 
9  DE  MARZO  D&  1854  prescribiéndoles  que  ha* 
gan  tenga  lugar  la  observancia  de  ciertas  re- 
glas para  el  desuello  de  reses  en  el  Llano. 
Secretaría  del  Interior. — Sección  segunda. 
Carálsus,  Mar:íb  9  de  1854. 
Reauelto.-^DígaBe  á  los  Gobernadores  de  las  pro- 
vincias del  Guárico,  Barcias,  La  Portuguesa, 
Carabuho  y  Aragua. 
Por  inft^rraes  oficiales  sabe  el   Poder  Ejecu- 
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tivo  que  en  algunos  lugares  de  los  llanos  han 
aparecido  v'arias  paradas  de  hombres  conducien- 
do caballos  con  el  intent»,  según  se  dice,  de  deso- 
llar ganado  ;  y  que  algunas  de  ellas,  entre  las 
que  figuran  Individuos  relacionados  con  el  ex-Ge- 
neral  Páez,  y  conocidanr.ente  desafectos  al  Go- 
bierno y  á  las  instituciones,  se  reúnen  en  número 
considerable  en  diversos  puntos,  dando  por  razón 
de  dlcMas  reuniones,  el  mencionado  intento  del 
desuello  de  reses. 

En  las  circunstancias  políticas  del  pais,  amena- 
zado por  los  pertinaces  enemigos  de  la  ])dtria,  de 
los  cuales,  como  se  ha  djcho,  se  encuentran  varios 
en  las  partidas  expresadas ;  y  en  el  actual  estado 
de. la  salubridad  pública,  que  se  pone  en  peligro 
con  la  práctica  de  desollar  el  ganado  en  mayor 
número  que  el  que  ha  de  utilizarse,  no  puede 
permitirse  que  se  realice  semejante  operación, 
sin  someterla  á  reglas  que  impidan  los  males  que 
de  ella  puedan  derivarse  en  la  actualidad.  En 
consecuencia,  y  en  i'irtud  de  las  consideraciones 
apuntadas,  me  ha  ordenado  S.  E.  tlirigiime'á  US. 
previniéndole,  19^  que  no  permita  que  en  el  ter- 
ritorio de  su  mando  tengan  lugar  semejantes  reu- 
niones, cuando  excedan  de  mas  de  cien  hombres 
y  djB  cien  caballos,  29:  que  dicte  todas  las  medi- 
das que  sean  oportunas  con  el  fin  de  impedir  el 
desuello  de  las  reses  que  no  han  de  consumirse  ; 
y  39 :  que  invigile  las  operaciones  de  dichas  reu- 
niones y  ordene  lo  conteniente  para  que  aquellas, 
en  los  lugares  donde  se  practiquen,  no  lleguen 
en  manera  alguna  á  perjudicad  el  orden  ni  la  sa- 
lubridad pública. 

Tengo  el  honor  de  comunicarlo  á  US.  para  su 
inteligencia  y  cumplimiento. 

Soy  <&a.  '  Por  S.  E. — Planas, 

GOBERNADORAS,  resolución  ejecucjva  db 

31  DE  MARZO  DE  1855  haciéndoles  varias  pre* 

!¡      venciones  con  motivo  de  ciertos  excesos  cometí' 

;!      dos  en  Coro  contra  los  israelitas  extranjeros 

II      dedicados  alli  al  comercio;  y  á  ciertos  escritos 

aprobándolos. 

Secretaría  del  Interior. — Sección  segunda. 

Caracas,  31  de  Marzo  de  1855. 
Resv^Uo* —  ^ 

Dígase  á  los  Gobernadores  de  provincia. 
Después  de  los  excesos  cometidos  en  Coro 
,  contra  los  israelitas  extranjeros  dedicados  al  co- 
mercio de  aquella  provincia,  ha  sabido  S.  £.  el 
Presidente  de  la  República  que  en  la  capital  de  la 
provincia  de  Maracaibo  se  han  hecho  circular 
escritos  sediciosos  aprobando  aquellos  hechos  en 
que  se  han  ofendido  altamente  el  carácter  de  los 
venezolanos  y  la  moral  pública  con  infracción  es- 
candalosa de  las  ley^s,  y  anaenazando  con  su  re- 
petición á  otros  extranjeros  pacíficos  que  habitan 
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e^.  la  mísina  proffDcia  de  Maraoaibo.  Teme  S. 
C  que  aemejantes  pubUcacionee  y  excesos  consi- 
guientes, que  nunca  áel^n  quedar  sin  represión  y 
castigo,  sean  al.propo  tiempo  el  principio  de 
planes  perversos  contra  el  orden  y  reposo  públi- 
cos por  parte  de  aquellos  que  por  miras  políticí^s 
ó  por  otras  aun  mas  criminales,  no  estén  conten- 
tos con  Ja  t.ranquilidad  de  sjue  disfruta  ia  Repúbli- 
qa,  y  eojn  la  rojarcba  de  legalidad  coloque  la  actual 
Administracioii  pretende  dar  á  todos  garantías 
^íectiYas,  y  me  ha  qrdenado  con  este  motivo  decir 
&  US.  que  está  S.  E.  dispuesto  á  reprimir  con 
mano  fuerte  el  desorden  en  cualquier  parte  y  de 
pualquier  modo  que  se  presente :  que  en  este  con- 
cepto los  agentes  de  la  Administración  no  deberán 
ver  con  indiferencia  ningún  hecho  ni  escrito  de 
que  pueda  resultar  la  intranquilidad  del  p.ueblo«  ó 
que  tienda  á  embarazar  la  u^archa  del  Gfobíerno 
hacia  el  obj^eto  qu9  maa  anhela  S:  E.,  el  bi^nestaj 
de  la  República :  que  espera  que  US.  dicte  desde 
luego  tods^s  las  medidas  que  estén  en  el  círculo 
de  su9  atribuciones  legales  para  prevenir,  corre- 
gir y  castigar  excesos  semejantes  y  dar  completas 
garantías  á  todos  los  habitantes  de  su  provincia 
sin  distinción  alguna  entre  nacionales  y  extranje- 
ros, como  cumple  al  buen  magistrado  depusiiarip 
de  la  confianza  pública  y  de  la  del  Gobierno:  ^ue 
haga  US.  acUjsar  |os  escritos  sediciosos  para  que 
sean  inmediatamente  recogidos,  y  sus  autores  so- 
metidos al  juicio  de  la  ley :  que  excite  US.  todaa 
las  autoridades  judiciales  en  los  casos  que  ocurran 
al  pronto  y  cabal  cumplimiento  do  sus  deberes ; 
y  que  procure  con  su  vigilancia,  con  su.  activida.d 
y  por  cuantos  medios  estén  á  su  alcance  inspirar 
á  los  hombres  honradlos  que  quieren  vivir  en  Ve- 
nezuela la  conñan/a  y  seguridad  á  que  tienen  de- 
recho por  nuestnvs  leyes,^  por  el  carácter  nacional 
y. por  ei  interés  mismo  del  pai^ 

Al  trasmitir  á  US.  estas  órdenes  del  Presiden- 
te de  ia  República,  óvbo  üiitnitL^tarle,  que  S.  E. 
espera  de  la  inteligencia,  probidad  y  patriotismo 
de  US.  se  penetre  del  espíritu  de  su  administra- 
ción pa,ra  que  sea  su  ñel  intérprete  en  esa  provin- 
cia, procediendo  con  (oda  activida&,  con  la  mayor 
energía  y  con  incansable  ieson  en  eJ  empeño  de 
destruir  el  desorden,  de  pro,(^rar  la  armonía,  y  de 
dar  á  todos  la  persuasión  de  que  el  Gobierno  es 
bastante  fuerte  y  bastante  ju^to  para  impedir  Ips 
excesos  de  los  partidos. 

Sírvase  US.  contestar  esta  nota  con  un  informe 
de  la  situación  de  esa  provincia  en  lo  relativo  al 
orden  público,  de  las  medidas  que  haya  tomad», 
y  de  las  que  crea  deben  tomarse.por  el  Poder  Eje- 
cutivo para  asegurar  los  goces  de  la  paz  á  todos 
sus  habitantes. — Publíquesc.* 

Soy,  &c.  Por  S.  ^ — Arando, 
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GOBERNADORES.  Resoltjoion  E/ecutiva 
DB  2  DR  Abril  de  1855  encargándolas  pro^ 
curen  el  restablecimientadel  orden  y  de  la  po" 
licíaj  y  que  la  justicia  sea  administrada  pron^^ 
ia  é  imp^rciatmente. 
Secretaría  del  Interior. — Sección  tercera. 
•  Caracas  Abril  2  de  1855. 

^esvelto^-- Dígase  en  circular  á  los  Goberna- 
dores de  provincia. 

Deseando  v  necesitando  el  Poder  Ejecutivo  qne^ 
todos  los  funcionarios  de  la  Administrar  ion  pú- 
blica, cualquiera  que  sea  su  puesto,  secunden 
eficazmente  su  propósito  de  afianzar  el  orden  por 
el  cumplimiento  de  sus  deberes  respectivos,  y  de 
hacer  ciertas  las  garantíaa  que  los  habitantes  de 
Venezuela  deben  encontrar  en  el  cumplimiento 
e^aclo  de  las  leyes,  y  loa  pueblos  en'  ei  conocí- 
núeuto  de  que  las  autoridades  celan  sus  intere- 
ses, y  son  ios  mas  fíeles  guardianes  de  sus  dere- 
chos, ha  dispuesto  se  diga  á  US.  *se  sirva,  en  uso 
de  sus  atribuciones  legales,  dictar  á  los  Jefes 
polídcos  de  su  provincia  las  ordenes  mas  termi- 
nantes para  que  inmediatamente  se  restablezca  el 
orden  de  la  pjHcfa  conforme  á  las  leyes  y  regla* 
mentos  de  la  materia,  poniendo  en  ejercicio  toda 
su  «ulorid^,  á,  fin  de  que  el  servicio  de  eale  im- 
portante ramo,  dé  prontos  y  visibles  resultados  en 
todo  el  territorio  de  su  j.iirisdicci(>n. 

También  ordena  S.  E.  que  ÜS-  disponga  qu« 
cada  'uno  de  los  Jefes  políticos  informe  &  la  Go- 
bernacion  semanalmente  de  Ins  medidas  que  ha- 
yan loiTxad.)  para  cumplir  con  esta  prevención, 
haciendo  US.  (¿ue  se  le  den  también  hebdomeda- 
riamente  infirmes  de  la  conducta  de  Tos  funcio- 
narios subalternos  djB  policí»,  á  fin  do  estimular- 
los el  mejor  desempeño  de  sns  deberes,  caso  ne- 
cesario, ó  rcmovQrloa  de  sus  puestos,  siempre  que 
no  se  manifiesten  celosos  y  activos  como  lo  exige 
la  naturaleza  de  sus  destinos. 

E.xcite  #US.  á  lof  Jefes  políticos  para  que  re- 
comienden á  los  jueces  de  sus  cantones  el  extric- 
to  cumplimiento  de  IdS  obligaciones  que  Ja  ley 
les  impone  para  que  la  justicia  se  administre 
pronta  é  imparcialmente,  dando  parte  de  las  fal- 
tas  ó  abusos  que  noten  en  dichos  jueces  para  la 
debida  determinación  por  el  Poder  Ejecutivo,  & 
quien  US.  trasmitirá  los  informes  que  reciba. 

La  Repí^blica  se  halla  felizmente  gozando  de 
los  bienes  de  la  paz  :  es  unánime  el  deseo  de  to- 
dos los  venezoliinos  para  radicar  la  práctica  de 
los  sanos  principios  de  moral  y  de  respeto  á  las 
leyes,  y  deben  aproljBcharse  tan  dichosas  circnns- 
t:inciaspara  asegurar  la  marcha  regular  de  todoe 
los  negocios,  pertuüfiada  desgraciadamente  por 
las  pasadas  discordias  y  desórdenes  provenientes 
de  callas,  á  fia  de  que  el  Gpbierno  no  pie^dn  iQe% 
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9io  alguno  de  dar  «eg^ridad  al  indiyiduo,  como- 
didadr^á  las  poblacioiies  y  esperanzas  de  progre- 
so á  la  República. 

La  falta  de  comunicadones  de  US.,  respecto 
á  estas  interesantisimas  materias,  sobre  las  que 
deberá  informar  cada  ,ocho  dias,  la  estimara  el 
Poder  Ejecutivo  como  una  falta  grave,  teniendo^l 
país  tanta  necesidad  de  orden  admíniBtralivo  y 
S.  E.  el  mas  tívo  interés  en  conocer  la  conducta 
de  todos  los  empleadpa  y  el  progreso  ó  deca- 
dencia de  los  pueblos  para  ayudarlos  y  favore- 
cerlos en  cuanto  esté  de  su  parte. 

Soy,  ÓLc,  Por  S.  E.—Aranda. 

GOBERNADORES.    Resolución    Ejkctttiva 
D.E  2   D£  Abril   de  1655  ^remnkndo   al  de 
Caracas  que  haga  mantener  en  covipleto  aseo 
las  calles  y  'plazca  públicas.^ 
Secretaría  del  Interior. — Sección  tercera. 
Caracas,  Abril  2  de  1855. 
Resuelto^ — Dígase  al  Gobernador   de  csia  pro- 
vincia. 

Siendo  sobremanera  necesario  y  conveniente 
mantener  er^  completo  aseo  la^  calles  y  plazas  pú- 
blicas no  solo  por  guardar  la  decencia  debida  en 
las  poblaciones,  sino  también  pam  prevenir,  se- 
gún las  reglas  higiénicas,  las  epidemias  du  que 
constantemente  se  yé  amenazada  la  Nucion,  el 
Presidente  de  la  República  me  hu  dado  orden  t!e 
dirigirme  á  US  con  el  objeto  de  (pie  a^  dicten 
Tas  providencias  mns  enérgicas  para  que  en  cum- 
plimiento de  las  disposiciones  de  policía  vigentes 
se  proceda  por  los  funcionarios  correspondien- 
tes á  hacer  asear  las  calles  y  plazas  de  la  capital 
y  demás  pueblos  de  la  provincia,  desembarazán- 
dolas de  las  basuras  y  despojos  de  animales  <S&c*, 
6  igualmente  desherbándolas  para  que  queden 
perfectamente  limpias,  tomando  al  mismo  tiem- 
po todas  las  medidas  capaces  de  hacer  cegar  las 
corrientes  de  aguas  sucias  y  coi^rompidasque  por 
haberse  roto  su  cauce,  ó  por  cualquier  motivo,  sa- 
len á  derramarse  por  las  calles  y  otros  lug'ares  pú- 
blicos, ó  quedan  «estancadas  adulterándose  mas. 
Tengo  el  honor  de  comunicarlo  á,US.  para  su 
inteligencia  y  fines  indicados. 

Soy,  ófcc.  Por  S.  E. — Amnda^ 

GOBERNADORES.  Rbsoluoion  Ejbcutiva 
DB  17  DE  Abril  de  1855  haciendo  ciertas 
prevenciones  á  los  de  Coroi  Maracaiboi  Méri- 
düf  Trujülo  y  Apure  para  evitar  que  en  ius 
provincias  cundan  Uls  ideas  desorganizado'^ 
ras  que  contra  Venezuela  se  presentaron  en 
el  Congreso  de  la  Nueva  Granada.  (*) 

(*)  Aunque,  restablecida  la  buena  inteligencia  «oní  es- 
ta rei^ú^lica,  parece  que  debiera  juzgarse  inútil  esta  re- 
solución, y  por  tanto  o^iitirse) .  h^os  «reído  deberla 
conservar  como  regla  para  lo  bnCési^o,  Si  desgraciada- 
mente Tolvieta  á  interrumpirse  aquella. 


,  Secretaría  del  Intérior—^-^ccion  segunda. 

Caracas  17  de  Abril  de  1S55. 

Resuelto. — Dígase  á  los  Gobernadores  de  Co- 
ro, Maracaibo,  Marida,  Trujillo  y  Apuré. 

Cuando  el  Poder  Ejecutivo  se  ocupaba  en  dic- 
tarlas medidas  que  ha  creido  necesarias  para  afian- 
zar de  un  modo  duradero  en  la  República  el 
imperio  de  la  paz,  y  destruir  los  males  que  han 
sido  consiguientes  á  nuestras  desgraciadas  con- 
tiendas políticas,  ha  tenido  S.  E.  la  pena  de  im- 
ponerse, por  datos  oficiales  fidedignos,  de  las  ten- 
dencias desorganizadoras  para  este  país  que  en  el 
Congreso  de  la  República  de  la  Nueva  Granada 
han  aparecido  con  el  mayor  escándalo,  contra  la 
tranquilidad  de  Venezuela  y  la  integridad  de  su 
territorio.  ^ 

En  consecuencia  de  aquellos  sucesos  el  Poder 
Ejecutivo  ha    dirigido  á  las  Cámaras   Legislati- 
vas  el  Mensaje  que  en  copia  se  dirige   adjunto  á 
US.,  conteniendo  mas  detalladamente  las  ocur- 
rencias que  han  tenido  lugar  en  aquella  Repúbli- 
ca hermana  ;   y  se  prepara,  cofi  la  conciencia  de 
la   inciisputable  justicia  de  los  derechos  de   Vene- 
1  zúela  y  con  la  fuerza  irresistible  del  patriotismo,  á 
;  repeler   y  castigar,  si  fuere  necesario,  cualquier 
'  tentativa   que  tienda  á  ofender  la  independencia, 
I  la  integridad  y  la  dignidad  de  la  República. 
I      En   este  concepta,   8.  E.  me  ordena  oficiar  á 
I  US.    prcviiiiéniiole :   que  dicte   cuantas  medidas 
considere  indispensables  para  evitar  y  destruir,  en 
¡  el  territorio  de  su  mando,  toda  idea  de  anexión  6 
I  cualquiera  otra  que  segunde  los  planes  que   pue- 
I  den  pretender  des?arrollar  en  nuestros  pueblos  lOB 
I  autores  de  proyectos  tan  ofensivos,  debiendo  muy 
;  principalmente,  pero  sin   impedir  el   ingreso  al 
'  pais  de  los  habitante^  de  aquella  República,  ni  la 
libertad  con  que  pueden  permanecer  en  él,  invi- 
I  gilar  cuidadosamente  su  conducta  política. 

El  Poder  Ejecutivo  confía  en  que  US.  obrará 
en  el  presente  asunto  con  la  energía,  vigilancia  y 
j  patriotismo  que  corresponden  al  carácter  vene- 
zolano en  cuestiones  de  la  naturaleza  de  la -pre- 
sente que  tanto  afectan  el  orgullo  nacional,  y  es- 
pera que  US.  impondrá  semanalmente  á  este  Mi- 
nisterio del  estado  de  tranquilidad  de  esa  pro- 
vincia y  de  toda  ocüfrrencia  que  en  ella  tenga  lu- 
gar con  relación  á  las  ideas  de  aoexion,  que  se 
han  atrevido  á  emitir  en  la  Nueva  Granada  los 
mismos  que  por  su  carácter  público  debieran  ser 
mas  circunspectos  y  mas  cuidadosos  de  no  ofen- 
der á  una  República  vecina  y  hermana,  que'  nun- 
ca se  ha  mezclado  en  susnegoekMSi  cualquiera  qué 
baya  sido  su  política.  '  ' 

Sírvase  ÜS.  participar  por  la  posta  cuaíquiera 
áóvedad  que  por  su  carácter  mereaícá  la  jpronta 
atención  del  GobiemOé 
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Tengo  el  honpr  i$  comunicarlo  á  US.  par»  su 

inteligencia  y  cumplimieoto. 
Soy,  6lc. 

Por  S.  ¡^.r^Aranda. 

GOBERNADORES,  resolución  bjccutiva  db 
7  DE  MARZO  DE  1856  excUando  á  los  de  la  Por- 
tuguesa y  Barinas  a  que^Tio  permitan  la  des- 
trucción de  los  edificios  en  sus  respectivas  pro: 
zifictas. 

Secretaría  del  Interior.— Sección  tercera. 
Caracas^  Marzo  7  de  1866. 
/{fiJucZ^.-^Dígase  al  GU>bernadoc  de  la  Porta- 
guesa. 

La  H.  Cámara  de  Representantes,  en  vista  de 
una  solicitud  del  seSor  Rosendo  Ort»,  vecino  de 
la  ciudad  de  Araure,  pidiendo  una  medida  que 
evite  el  mal  que  actualmente  se  hace  á  aquella 
población^  destruyendo  ka  casas  de  teja  que  pue« 
den  ser  reedificadas,  tuvo  á  bien  aprobar  el  si- 
guiente informe  en  sus  sesiones  del  afio  próximo 
pasado. 

^*  Honorable  Cámara. — Ytiestra  comisión  de 
peticiones  ha  leido  con  detención  la  solicitud  que 
desde  Araure  ha  elevado  el  sefior  Rosendo  Orta 
sobre  la  coavenienoia  de  que  se  dicie  uns  medida 
que  ponga  término  á  la  destrucción  de  las  casas 
de  tfijas  que  en  aquella  población  se  está  haden* 
do  á  ciencia  y  con  la  tolerancia  de  sus  autorida- 
des. 

Existen,  en  la  legislatura  espaSola  vigente 
enyre  nosotros,  disposiciones  terminantes  que 
prohiben  la  destrucción  de  los  edificios,  y  previe- 
nen su  conservación  y  reparación,  siendo  el  moti- 
vo de  esas  leyes  favorecer  el  ornato  público,  im- 
pidiendo que  las  poblaciones  se  afeen  con  ruinas,. 
y  evitar  la  escandalosa  traslación  de  los  pueblos 
de  un  punto  &  otro  sin  causas  poderosas  y  justifi- 
cadas, sin  la  intervención  del  poder  Supremo  en? 
cargado  de  acordarla,  y  sin  que  se  opongan  á  ella 
las  autoridades  encargadas  por  la  ley  de  conser- 
varlos. Así,  pues,  no  se  necesita  de  otra  cosa  sino 
que  [as  leyes  sean  cumplidlas  para  que  el  hermoso 
pueblo  de  Araure  no  desaparezca  del  catálogo  de 
las  poblaciones,  solo  porque  l^jos  desnaturaliza- 
dos quieren  borrarlo  en  momentos  en  que  el  Con- 
greso dicta  leyes,  y  acuerda  J^ixikigios  que  tien- 
den á  la  conservación  de  un  pueblo  tan  importan* 
te  por  su  posición,  tan  célebre  en  la  historia  v  t^an 
digno  por  mil  títulos  de  la  protección  nacioa^l.  . 

Al  considerar  la  comisión  que  ayer  misnaip  dic-^ 
t6  el  Congreso  una  dis{|qsicion  en  favor  de  h|  fa*^ 
bricacion  de  casas  de  teja  en  la  ci«idad  de  Barinas; 
y  que  en  el  año  próximo  pasado  prorogó  ppr  diea^ 
afios  mas  el  privikgio  q4M  pos  ley  anterior 
tenia  acordado  á  la  coiistruccieft  de  pasas  en  «I 
trayecto  que  hay  entre  las  pob/acionea  4drA;4Ur^ 
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y  Acarigoa^no  puede  méaoa  de  lamentar  si  no  !»' 
connivencia,  por  lo  ménoela  apatía  de  las  auiori* 
dadea  púbUcaa^  llamadas  ál  ser  los  guardianes^de 
laaleyes,  y  las  interesadas  en  el  progreso  de  los 
pueblos,  cuya  administración  les  está  encomendar 
da« 

£n  consecuencia,  y  no  siendo  esta  materia  de 
una  disposición  legislativa,  porque  como  lo  ha  di- 
elM)  la  comisión,  las  hay  claras  y  terminantes,  ella 
concluye  opinando  que  con  copia  de  la  representa- 
ción del  sefior  Orta  y  de  este  informe,  se  excite  al 
Poder  Ejecutivo  para  que  dicte  las  medidas  que 
pongan,  t^mipo.á  este  escándalo  que  con  indife- 
rencia ven  las  autoridades  de  la  provincia  de  la 
Portuguesa,  y  cuya  tolerancia  ha  hecho  que  un 
ciudadano  ocurra  al  Congreso  nacional  buscando 
un.amparo^que  allí  ha  debido  aeordár8ele«*-^a- 
rácas.  Mayo  15  de  1655." 

¥  tengo  el.  honor  de  trascribirlo  á  US.  para  su 
inteligencia,  y  á  fin.  de  que,  de  ninguna  manera 
permita  la.destruccion.de  ios  edificios  en  la  pro- 
idncia  de  su.  mando ;  pues  siendo  US.  el  encarga- 
do del  ornato  público  en  ella,  afectaría  su  res- 
ponsabilidad consintiendo  semejante  abuso 

Síoy.  4^. — Trascríbase  el  informe  inserto  al  Go- 
bernador de  Burínas  para  los  fines  que  quedan 
exiuresados. 

Por  S.  E.— Parc/í». 
GOBERNADORES.  Sus  deberes  respecto  á  la 
apertura  y  prosecución  de  clases  científicas  en 
Ips  colegios  nacionales.  Véase  Colegios  nació- 
nebíes  (Apándice  al  Primer  Tomo)  D.  K  R.  da 
27  de  Marzo  de  1854^  art.  lo  ntímero  20  y  ar- 
tículos 3,  7,  9  y  10.  —  Sobre  pasaportes.  V^ase 
Pasofortes — Sus  atribuciones  en  rhatería  de 
minas.  Véase  üftnas.— Reglas  que  deberán  ob- 
servarse para  la  conservación  del  orden.  Véa- 
se Orden  publico^  R.  E^  de  7  de  Agosto  de 
ljB55«  —  No  pueden  librar  ninguna  orden  de 
pago  contra  las  aduanas ;  y  si  la  dieren,  no  se- 
rá ciHBpHda  poft  los  Administradores.  Véase 
Administradores  de  Aduana^  R.  E.  de  20  d^ 
Octubre  de  1854  (En  este  mismo  Apéndice.) — 
Prevenciones  ejecutivas  sobre  que  los  de  las 
provincias  litorales  hagan  se  cumplan  ciertas 
disposiciones  por  los  caphanes  6  sobrecargos 
de  buques  al  arribar  á  los.  puertos  nacionales  6 
extranjeros.  Véase  ConsuLadas^  venezolanos^ 
R.  E.  de  7  de  Abril  de  1856,  (En  este  mismo 
Apéndice.)— Deber  del  de  la  provincia  de  Bar- 
^  icelona  de  hacer  observar  ciertas^ reglas  para  la 
protecci>  14  ti«'  los  ÍMdígeiías  de  dicha  provincia. 
Véase  Indígenas  de  Barcelona^  Q,  £.  do  7  de 
Agosto  de  1855. 
GRADOS  ACADÉltflCOS.  Junta  que  hará  la 
calificacioo  de  los  documentos  y  comj^robaütes 
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para  obtener  en  loe  eclegwa  nacionales  el  de 
bachiller.  Véase  Colegios  nacionales,  (Apén- 
dice al  Primer  Tomo)  D.  E.  R,  da  ^7  de  Mar- 
zo de  1854,  art.  14. 
GRANOS  MENORES.  Véase  ArMcel  de  impor- 
tación (En  este  misaio  Apéndice.)  DD.  £E. 
de  8  de  Octubre  de  1855,  2  y  10  de  EnenKy 
11  de  Febrero  de  1856. 

GUANO.  RESOLUCIÓN  XJEOVTIVA  DB  13  DB  JU- 
LIO D£  1355  declarando  ser  de  propiedad  na- 
cional el  existente  en  las  islas  y  terri4orios  ve- 
nezolanos^ 

Secretaria  del  Interior.— Seceion  tercasa. 

Caracas,  Julio  13  de  1855. 
Re8uelto^-^A\Mque  inmediatamente  después  de 
que  el  Gobierno  tuvo  conocimiento  de  la  existen- 
cia del  Guano  en  la  isla  de  Aves  y  en  otras,  perte- 
necientes á  la  República,  se  tomaron  medidas  para 
aprovechar  el  valor  de  esta  sustancia,  y  se  dieron 
otras  disposiciones  que  manifiestan  claramente  el 
concepto  en  que  ha  estado  el  Poder  Ejecutivo  de 
que  ella  constituye  una  propiedad  nacional,  no  se 
faa  declarado  hasta  ahora  lo  conveniente  para 'evi- 
tar pretensiones  en  que  se  considera  el  Guano  ya 
como  una  invención  de  cosa  abandonada  ó  perdi- 
da, ya  como  la  de  una  mina  de  metales  6  piedras 
preciosas  ;  y  se  ha  solicitado  por  consiguiente  la 
aplicación  de  las  disposiciones  legale^t  referentes  a 
esos  diversos  casos,  que  no  tienen  relación  alguna 
con  el  Guano,  cuyos  usos  y  valor  data  de  época 
reciente;  y  teniendo  en  consideración,  que  en 
principio  general  los  productos  naturales  que  no 
han  constituido  una  propiedad  particular,  corres- 
ponden al  dominio  nacional,  mientras  las  leyes  no 
determinan  otra  cosa,  especialmente  cuando  se  en- 
cuentran en  terrenos  de  la  Nación  no  enajenados, 
se  declara :  que  el  Guano  existente  en  la  isla  de 
Aves  y  en  las  demás  islas  ó  territorios  pertene- 
cientes á  la  Nación,  es  de  la  propiedad  de  esta,  y 
por  consiguiente,  su  explotación,  administración 
y  venta  deben  estar  prohibidas  á  los  particulares 
nacionales  ó  extranjeros,  y  corresponde»  exclusi^ 
vamente  al  Estado  por  medio  de  los  empleados 
nombrados  al  efecto,  y  bajo  los  reglamentos  que 
ae  dictarán  por  la  Secretaría  del  Despacho  de  Ha- 
ciemla,  á  cuyo  cargo  están  todas  las  propiedades 
nacionales. — Comuniqúese  esta  resolución  á  dicha 
•Secretaría  y  publíquese  en  la  Gaceta  de  Gobierno. 
Por  S.  K-^Aranda, 

GUANO.  RBSOLÜGION  BJBCUTIVA  DB  23  DB  JU- 
LIO »B  1855  sobre  impedir  su  extracción  ile- 

República  de  Venezuela.-^Secretaría  de  Hacien- 
da.— Sección  caarta. 

Caracas,  Julio  23  de  1855. 
Sr.  Secretario  de  E,  en  el  D.  de  Relaciones 

Exteriores» 


Se  sabe  por  avisos  positivos,  qve  varios  extran- 
jeros residentes  en  el  pais  6  fuera  de  él,  por  sí  6 
por  meéio  de  sgentea,  y  sin  la  debida  licencia,  que 
ha  sido  negada  en  las  ocasione»  que  se  ha  pedido, 
están  visitando  y  explorando  algunas  islas  de 
propiedad  nacional  en  donde  existe  6  se  supone 
existir  la  sustancia  conocida  con  el  nombre  de 
Guano ;  y  se  sabe  también  que  de  puertos  extran- 
jeros, han  salido  y  siguen  saliendo  buques  á  car- 
gar de  la  misma  materia  sin  tocar  en  ningún  puer- 
to habilitado  de  Venezuela^  sin  el  debido  permiao 
del  Poder  Ejecutivo  y  sin  pagar  previamente  al 
Estado  el  valor  del  artículo ;  y  no  podiendo  ni 
debiendo  S.  E  ser  indiferente  á  estos  y  o  tros  abu- 
sos ofensivos  á  la  dignidad  y  soberanía  de  la  Re- 
pública y  perjudiciales  á  su  erario,  se  han  dado 
órdenes  terminantes  á  los  buques  de  guerra  de  la 
marina  nacional  para  celar  las  costas  de  las  indi- 
cadas islas,  hacer  respetar  las  leyes  de  Venezuela 
sobre  comisos  y  otras,  y  tratar,  con  todo  el  rigor 
que  ellas  prescriben  á  los  contraventores  y  de« 
fraudadores:  l6  cual  tengo  el  honor  de  poner  en 
conocimiento  de  Su  Sefioría,  para  que  si  lo  juzga 
conveniente,  lo  trasmita  á  los  sefiores  Ministros  y 
Encargados  de  Negocios  de  las  naciones  amigas, 
á  fin  de  que  prevengan  á  sus  nacionales  se  abs- 
tengan de  tales  operaciones  y  tráfico  ilícito,  que 
el  Gobierno  se  propone  reprimir. 

Soy  de  US.  atento  seividor,  Jacinto  Gutiérrez, 

GUANO.  RESOLUCIÓN  EJECUTIVA  DB  31  DE  JU- 
LIO DE  1855  mandando  estacionar  para  su  oís- 
tedia  un  buque  de  guerra  en  las  islas  de  los 
ñhnjesi  y  previniéndoles  la  observancia  de 
ciertas  reglas* 

Bepúbika  de  Venezoela.— Secretarla  de  Hacienda. 
Caracas,  31  de  Julio  de  1855. 

Dígase  al  Comandante  de  la  Goleta  de  gner« 
ra  **13de  Diciembre.*' 

Dispone  8.  E.  el  Poder  Ejecutivo  que  U.  se 
estacione  en  las  islas  de  los  Monjes,  así  para  que 
les  dé  su  mas  puntual  cumplimiento  &  las  instruc- 
ciones que  se  le  comunicaron  en  oficio  de  23  del 
presente  mes,  como  para  que  observe  con  el  mas 
estricto  rigor  las  prevenciones  siguientes : 

1^  No  permitirá  V.  la  extracción  de  guano  á 
ningún  buque  nacional  6  extranjero  que  no  esté 
debidamente  autorizado  ó  por  el  Gobierno,  6  por  el 
sefior  Antonio  Leocadio  Guzman,  Enviado  Ex- 
traordinario y  Ministro  Plenipotenciario  de  ht 
Repúblia  cerca  de  los  Estados  Unidos  del  Norte, 
de  manera  que,  al  acercarse  cualquier  buque  con 
tal  objeto,  U.  le  hará  la  Intimación  prohibitiva,  y 
si  apesar  de  ella,  insistiese  en  tomar  gtiano,  ó  si 
sorprendiere  á  algún  buque  carg;ado  de  la  sustan- 
cia indicada,  sin  estar  autorizado  para  ello,  en 
uno  y  otro  caso  conducirá  U  al  buque  al  Puerto 
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de  laGoairtí  dando  stíso  al  Gobleno  inmediata- 
mente. 

2^  Coando  se  presente  algün  buqae  á  cargar 
de  guano  autorizado  sofidenteniente)  intervendrá 
U.  en  la  carga  tomando  nota  detallada  del  núme- 
TO  de  toneladas  que  Hete  el  tiuque,  y  avisando  al 
Gobierno  del  resultado. 

3a  Desea  el  Gobierno  que  U.  trate  de  informar- 
se con  las  personas  qne  vayan  á  cargar  guano 
por  órdfen  del  sefior  Guzman,  así  del  precio  aprozi- 
mátivo  que  pueda  obtener  la  sustancia  en  los  mer- 
cados extranjeros,  como  de  los  procedimientos  que 
se  hayan  descubierto  para  conocer  por  medio  de 
un  método  sencillo  la  calidad  de  la  sustancia,  con 
todas  las  demás  circunstancias  conducentes  á  tal 
objeto. 

4^  Estacionado  U.  en  los  Monjes,  está  en  capa- 
cidad de  celar  las  costas  de  la  Península  de  Para- 
guaná  para  impedir  el  contiabando  que  por  allí 
trate  de  hacerce,  sobre  lo  cual  se  le  previene  la 
'  mas  estricta  vigilancia. 

5^  Habiéndose  encargado  al  referido  Ministro, 
cuatro  casas  de  madera  para  el  abrigo  de  los  em- 
pleados del  Gobierno  en  las  expresadas  islas  de 
los  Monjes  y  délas  Aves,  las  cuales  pueden  traer 
los  mismos  buques  que  con  autorización  de  aquel 
funcionario  vengan  á  cargar  guano,  U.  tomará 
dos  de  ellas  con  el  indicado  objeto. 

6^  La  aguada  la  hará  U.  en  los  Taques,  y  para 
cualquier  necesidad  imprevista  y  urgente,  ocurri- 
rá al  puerto  de  la  Vela,  á  cuya  administración  se 
autoriza  para  prestarle  los  auxilos  indispensables. 
Por  S.  E.~Gutiérrez. 

GUANO,  RESOLUCIÓN  EJECUTIVA  DE  8  DE  AGOS- 
TO DE  1855  mandanrln  p.ftacionar  parasucuS' 
todiaotro  buque  de  guerra  en  la  isla  de  Aves; 
y  prese r¿b¿é?ido¿e  la  observancia  de  las  mis- 
mas realas  anteriores. 

Secretaría  de   Hacienda. 
Caracas,  8   de  Agosto  de  1855. 
Sr,  Coviandante  de  la  goleta  de  guerra  Monágas. 

Dispone  S.  £.  el  Poder  Ejecutivo  que  U.  se 
estacione  en  la  isla  de  Aves,  así  para  dar  mas 
puntual  cumplimiento  á  las  instrucciones  que  se 
]e  comunicaron  en  oficio  d^  23  del  mes  próximo 
pasado,  como  para  que  observe  con  el  mas  es- 
tricto rigor  las  prevenciones  siguientes  : 

1^  No  permitirá  U.  la  extracción  de  guano  á 
ningún  buque  nacional  ó  extranjero  que  no  esté 
debidamente  autorizado  6  por  el  Gobierno  6  por 
el  seQor  Antonio  Leocadio  Guzman,  Enviado 
Extraordinario  y  Ministro  Plenipotenciario  de  la 
República  cerca  de  los  Estados  Unidos* del  Nor- 
te; de  manera  que,  al  acercarse  cualquier  buque 
con  tal  objeto,  Ü.  le  hará  la  intimación  prohibiti- 
va, y  81  á  pesar  de  ella,  insistiese  en  tomar  guano, 
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ds!  sorprendiere  áalgim  buque  cargado  de  la 
sustancia  indicada,  sin  estar  autorizado  para  ello, 
en  uno  y  otro  caso  conducirá  U.  el  buque  al  puer- 
to de'  la  Guaira,  dando  aviso  al  Gobierno  in- 
mediatamente. 

2^  Cuándo  se  presente  algún  buque  á  cargar 
de  guano  autorizado  suficientemente,  intervendrá 
U.  en  la  carga  tomando  nota  detallada  del  námeio 
de  toneladas  que  lleve  el  buque,  y  avisando  ai 
Gobierno  del  resultado. 

3^  Desea  el  Gobierno  que  ü.  trate  de  infor- 
marse con  las  personas  que  vayan  á  cargar  gua- 
no por  tarden  del  señor  Guzman,  asi  del  precio 
apoximativo  que  pueda  obtener  la  sustancia  en  los 
mercados  extranjeros,  como  de  los  procedimientos 
que  se  hayan  descubierto  para  conocer  por  medio 
de  un  método  sencillo  la  calidad  de  la  sustrancia, 
con  todas  las  demás  circunstancias  conducentes  á 
tal  objeto. 

4^  Habiéndose  encargado  al  referido  Ministro 
cuatro  casas  pequeñas  de  madera  para   el  abrigo 
deJo9  empleados  del  Gobierno  en  las  expresadas 
islas  de  los  Monjes  y  de  las  Aves,  las  cuales  pue- 
den traer  los  mismos   buques  que  con   autoriza- 
ción de  aquel  funcionario  vengan  á  cargar  guano, 
U.  tomará  dos  de  ellas  con  el  indicado  objeto, 
.    5a  La  aguada  la  hará  U.  en  el  punto  mas   in- 
mediato, y  para  proveerse  de  raciones  y   satisfa- 
cer cualquiera  otra  necesidad  imprevista  y  urgen- 
te, ocurrirá  á  las  aduanas  de  Barcelona,  Cumaná 
6  Carupano,  á  cuyas  Administraciones  se  autori- 
za para  prestadle  los  auxilios  indispensables. 
'  Soy  de  ü.  atento  servidor,  Jacinto  Gutiérrez* 
GUIRI  A.  Véase  Aduana  de  Güiria. 


I  HOSPICIO  DE  CAPUCHINOS  DE  M ARACAIBO.   Co- 

sion  de  su  área  á  favor  del  templo  de  Santa 
Bárbara  de  la  misma  ciudad.  Véase  Maracai- 
ho  (ciudad  de.}  D.  de  24  de  Mayo  de  1855. 


IMPORTACIÓN.  RESOLUCIÓN  ejegutiva  de  13 
DE  JULIO  DE  1855  ¿isponiendo  fue  cuando  en 
el  puerto  de  doi^e  proceda  un  buque,  no  haya 
el  funcionario  que  debe  visar  el  sobordo,  segiMt 
la  ley,  sea  visado  por  la  primera  autondaá 
civilé 

Secretaila  de  Hacienda.— Sección  segunda. 

CarácaSt  Julio  13  de  1655. 


aunmootam. 
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Vista,  la  representación  que  ha  hecho  el  seflor 
Larralde  por  medio  del  Sr.  Cónsul  de  S.  M.  C.  pi- 
diendo que  se  exonere  al  Gapitan déla gol4Ma es- 
pañola Perloide  la  multa  impuesta  por  el  Adroinis- 
ti  ador  de  la  adua«a  de4a  Guaira,  á  caustt  de  ha- 
ber presentado  el  sobordo  -de  la  expresada  goleta 
sin  el  requisito  de  haber  sido  visado  por  algún 
Cónsul  ó  Agente  comercial  veneasolano  ó  de  una 
nsicion  amiga  6  neutral ;  y  teniendo  en  considera- 
ción: que  en  el  puerto  de  Aguadilla  en  la  isla  de 
Puerto  Rico  no  existe  en  realidad  el  fundonario 
que  debe  visar  el  sobordo  de  los  buques  proceden- 
tes de  dicho  puerto,  y  que  por  tanto,  el  Capitán 
de  la  Perla  es  inculpable  de  no  haber  llenado  las 
prevenciones  del  parágrafo  10  artículo  19  déla 
ley  de  28  de  Abril  de  1654  ;  se  exime  al  Capitán 
de  la  goleta  Perla  de  la  multa  de  cien  pesos  que 
le  impuso  el  Administrador  de  la  Aduana  de  la 
Guaira  por  haber  presentado  el  sobordo  de  su  go* 
lela  sin  el  Visto  Bueno  requerido  por  el  parágrafo 
19  del  artículo  citado. 

Y  por  cuanto  el  requisito  de  visación  tiende  á 
Jar  6  los  sobordos  la  autenticidad  que  deben  tener 
t  stos  documentos,  á  Ja  vez  que  la  ley  sobre  Régi- 
men de  aduanas  para  la  importación  no  prevée  el 
caso  de  no  haber  en  ei  puerto  de  la  procedencia 
de  un  buque  el  funcionario  que  debe  visar  el  so- 
bordo, se  resuelve : 

Cuando  en  el  puerto  de  donde  proceda  un  bu- 
que no  haya  Cónsul  6  Agente  comercial  de  Ve- 
nezuela ó  de  una  nación  ami^a  ó  neutral,  ei  sobor- 
do debe  ser  visado  por  la  primera  autoridad  civil 
del  lugar  de  su  procedencia  debiendo  especificar- 
se la  círcunsinricia  (ie  no  existir  en  dicho  lugar 
Cónsul  ó  Agente  comercia]  venezolano  ó  dé  una 
nación  amiga  ó  neutral. — Publíquese. 

Por  S.  E. — Gutiérrez* 
IMPORTACIÓN.  RESOLUCIÓN  ejecutiva  de  12 

DE  ABRIL  DE  1847  previniendo   la  estricta  ob- 

servar^cia  de  las  reglas  prescribáis  por  la  ley 

de  la  materia,  á  fin  de  evitar  el  coa-rahando 

por  las  mismas  oficinas,  (*) 
República  de  Venezuela. — Secretaría  de  Ildcien- 

da.-Seccion  primera.-Carácas,  Abril  12  de  1847. 

Resuelto, — Por  noticias  fidedignas  y  algunos 
datos  que  reposan  en  esta  Secretaría,  tiene  el  Go- 
bierno fundamento  para  creer  que  se  hace  un  gran 
contrabando  en  la  República,  y  que  este  grave  y 
perjudicial  abuso  no  tanto  se  efectúa  por  los  pun- 
tos abiertos  de  la  costa,  cuanto  por  los  puertos  ha- 
bilitados y  aun  por  las  misqoas  aduanas,  siendo 
hechos  conocidos  que  se  han  introducido  sederías 

(*)  Esta  BesolucioD  que  como  de  fecha  tan  anterior, 
debiera  hallarse  en  el  cuerpo  de  la  obra,  no  lo  está  por  1 
habérsenos  olvjdado  al  organizar  esta.  | 
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ectre  aloiolmdaa  y  entre  cajas  de  aardinés,  qne  ae. 
cambian  bultos  en  el  tránsito  del  puerto  á  la  Adua* 
na,  &.C»  y  que  los  contrabandistas  o  introductores 
de  mala  íé  emplean  con  buen  ^to  estos  y  otros 
ardides  semejantes  .para  defraudar  las  rentas  p6» 
blicás.  Por  tanto,  y  siendo  de  urgente  necesidad 
cortar  cuanto  antes  un  mal  de  tanta  trascenden- 
cia, S.  £.  el  Presidente  de  la  República  ha  dis- 
puesto se  ordene  á  los  jefes  de  las  aduanas  empleen 
el  mayor  celo  y  vigilancia  en  el  desempel&o  de 
sus  funciones,  y  se  les  prevenga,  como  lo  hago 
desde  luego,  que  en  ningún  caso  dejen  de  obser- 
varse estrictamente  las  reglas  prescritas  por  el 
artículo  11  déla  ley  de  19  de  Mayo  de  1841  so- 
bre régimen  de  las  aduanas  haciendo  venir  á  los 
almacenes  de  la  respectiva  oficina  para  so  escru- 
puloso reconocimiento  todos  los  bultos  que  se 
<lescarguen,  con  precauciones  eficaces  para  que  no 
se  cambien  en  el  tránsito  del  muelle  á  la  aduana, 
y  sin  otra  excepción  que  la  de  los  artículos  infla- 
mables, y  de  aquellos  que  no  viniendo  encajona- 
dos ó  enfardados  sean  de  una  embarazosa  ó  peli- 
grosa conducción  á  dichos  almacenes,  y  aun  en- 
tonces efectuando  su  reconocimiento  por  los  mis- 
mos empleados  que  dispone  el  artículo  17  de  la 
ley  citada  como  si  aquel  se  hiciese  dentro  de  la 
aauana :  que  tanto  el  Administrador  como  el  In- 
terventor asistan  en  persona  y  constantemente  al 
examen  de  los  cargamentos  que  se  introduzcan 
haciendo  abrir  y  registrar  escrupulosamente  de 
cada  diez  objetos  uno  por  lo  menos,  examinando 
con  atención  y  eficacia  las  distintas  clases  de  telas 
y  otras  mei  cencías  á  fin  de  evitar  la  introducción 
maliciosa  de  un  género  por  otro  6  de  una  calidad 
por  otra,  haciendo  medir  las  piezas  para  descubrir 
cuando  se  presente  un  falso  yardage,  vigilando  el 
peso  de  los  efectos  que  lo  requieran,  y  empleando 
en  fin,  cuantos  medios  le  sugiera  su  experiencia  é 
interés  por  el  servicio  público  para  impedir  todo 
fraude  en  perjuicio  del  Tesoro  y  del  comercio  le- 
gal. También  se  llama  muy  particularmante  la 
aleación  de  U.  y  del  señor  interventor  hacia  la 
manera  de  prestar  su  servicio  el  resguardo  de  esa 
aduana,  recomendándoles  que  lo  vigilen  sin  cesar, 
que  no  toleren,  sin  inmediata  remoción  del  culpa- 
ble, ninguna  faluí  en  el  cumplimiento  de  los  de- 
beres atribuidoá  á  los  individuos  q^oe  lo  componen, 
sustituyéndolos  con  personas  de  conocida  honra- 
dez é  idoneidad,  y  que  procuren  que  la  acción  de 
estos  empleados  sea  eficaz  para  desterrar  el  con- 
trabando, y  corresponda  en  todas  ocasiones  á  la 
confianza  que  se  pone  en  ellos. 

Confia  el  Gobierno  que  las  órdenes  y  recomen- 
daciones que  contiene  esta  comunicación,  serán 
atendidas  con  todo  esmero  y  eficacia,  pues  en  el 
deber  de  asegurar  á  la  Nación  contra  todo  per- 
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juicio  por  lioiíiiitdo,  morosidad  6  ineptitud  de  los 
empleados  eo  el  importante  ramo  de  aduanas, 
sentiría  verse  en  la  necesidad  de  tomar  otras  me- 
didas para  obteoer  aquel  fin. 

Por  S.  É. — Miguel  Herrera. 

IMPORTACIÓN.  Véase  Reexportación  de  efec- 
tos extranjeros* 

INDIG£NAS  DE  LA.  PROVINCIA  DE  Barcelona» 
Resolución  Ejecutiva  ob  81  de  Julio  de  í 
1855  haciendo  ciertas  'prevenciones  al  Gober- 
nador de  dicha  provincia  para  su  protección. 

Secretaría  del  Interior. — Sección  quinta. 
Caracas,  31  de  Julio  de  1855. 
Resuelto. — Dígase  al  Gobernador  de  Barce- 
lona. 

Ha  sido  informado  S.  E»  el  Presidente  de  la 
República,  de  que  algunos  vecinos  y  aun  f unció- 
narios  de  los  cantones  de  esa  provincia,  faltando  á  ! 
los  deberes  que  imponen  la  justicia  y  la  humani-  ! 
dad,  y  abusando  de  la  ignorancia  y  natural  senci- 
llez de  los  indígenas  que  habitan  en  ella,  6  los  se- 
ducen con  alhairadoras  promesas  que  no  cum- 
plen después,  ó  los  coaccionan  por  medio  de  ame- 
nazas y  los  arrastran  lejos  de  sus  familias  paca 
aprovecharse  de  su  trabajo,  privándolos  entera- 
mente de  su  libertad,  y  negándoles  la  remunera- 
ción adecuada  por  sus  servicios:  y  me  ha  orde- 
nado en  consecuencia  decir  á  US.:  que  en  uso 
de  sus  atribuciones  legales  y  en  cumplimiento  de 
sus  deberes,  ponga  el  nayor  celo  en  hacer  cesar 
de  todo  punto  un  abuso  tan  escandaloso  6  inmo- 
ral, haciendo  aplicar  el  rigor  de  la  ley  á  los  eje- 
cutores de  tan  inicuos  procedimientos,  y  dispo- 
niendo lo  conveniente  para  que  loa  indígenas,  al 
prestar  sus  servicios,  lo  hagan  por  contratos  que 
les  aseguren  la  merecida  remuneración  de  ellos  ; 
y  queden  favorecidos  por  las  fórmulas  y  condi- 
eiones,  que  las  leyes  autorizan  6  permiten,  para 
no  dejar  que  su  sencillez  6  ignorancia  sea  causa 
de  que  algunos  las  exploten  en  su  provecho  con 
mengua  de  la  humanidad,  y  con  desprecio  de  las 
leyes  y  de  la  moral.  Al  mismo  tiempo  dispon- 
drá US.  que  los  indígenas  menores  y  huérfanos 
no  se  ooloqneii  sino  bajo  la  autoridad  de  tutores  ó 
euradores  con  las  formalidades  legalee  para  su 
eáucneioin,  y  mediante  el  compromiso  de  proveer 
k  su  siá)8Í8tencia,  con  cuyo  objeto  podrán  ser  apli» 
oadoa,  bajo  la  autoridad  6  con  el  beneplácito  de 
aquellos  tutores  6  curadores,  á  algún  servicio  en 
que  puedan  adquirir  conocimientos  que  les  sean 
útiles  según  stts  capacidades. 

Tengo  el  honor  de  decirlo  &  US.'paia  su  cum- 
plimiento. 

Soyj  <fcc.  Por  8.  £•— ilranda. 
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INMIGRACIÓN.  Re8oi.ucion  EImovUta  »b 
8  0E  En«ro  de  1856  asignando  ^uinienios 
pesos  en  clase  de  premio  al  que  mejor  escriba 
tma  obra  para  ilustrar  á  los  inmigrantes  so- 
bre  las  venteras  aue  ofrece  el  pais. 
Societaria  del  Interior. — Sección  quinta. 
Caracas,  Enero  8  de  1856« 
ttesuelio, — Dígase  al  sefior  Gobernador  de  es- 
ta provincia. 

S.  £.  el  Poder  Ejecutivo  ha  tenido  á  bien  acó* 
ger  la  proposición  que  por  el  árgano  de  US.  ha- 
ce á  este  Ministerio  la  Junta  Superior  de  Inmi* 
gracion»  de  este  Distrito,  en  que  solicita  la  asig* 
nación  de  quinientos  pesos  en  clase  de  premio  á 
la  persona  que  mejor  escriba  una  obra  capaz  de 
ilustrar  al  emigrante  europeo  acerca  del  cliaiat 
coiitumbres,  producciones  del  pais,  industria  d&e., 
como  se  indica  en  el  plan  que  en  copia  autoriza- 
da acompasó  \ÍS.  á  su  nota  de  12  de  Diciembre 
^timo,  y  en  consecuencia  se  ha  librado  con  esta 
fecha  al  Ministerio  de  Hacienda  la  orden  eor- 
respondiente  para  que  se  ponga  á  disposición  de 
dicha  Junta  la  mencionada  cantidad.. 

Lo  comunico  á  US.  en  contestación  á  su  cita- 
da ñuta. 

Soy,  dcrc.  Por  S.  E.— OríacJL 

INSTRUCCIÓN  PÚBLICA.  Resolución  Ejkoü* 
TiVA  DE  14  DE  Febrero  de  1866  mandan*^ 
do  que  continúen  los  catedráticos  de  grama" 
tica  latina  y  castellana  aplicando  los  sábados 
al  estudio  de  urbanidad  y  religión  ;  y  fijan" 
do  como  texto  único  el  Manual  de  urbanidad 
y  buenas  maneras  del  señor  Manuel  Antonio 
Carreño^ 

Secretaría  del  Interior. 

Caracas,  Febrero  14  de  185C. 
Resuelio.'—y Í8io  el  estado  de  atraso  de  Jas  ren* 
tas  de  las  Universidades  y  Colegios  naiíionale^i 
por  causas  demasiado  conocidas,  y  habiéndose  dis- 
puesto en  el  artículo  39  cap.  12  del  Decreto  le* 
glamentario  de  las  Universidades  de  28  de  No- 
viembre de  1844,  que  debe  conservarse  en  las 
^<  clases  de  gramática  latina  y  castellana  la  cap- 
«( tumbre  de  dedicar  el  sábado  de  cada  semana  á 
**  la  enseñanza  ó  recuerdo  de  los  principios  de 
f|  moral  y  urbanidadí'^  ordena  el  Poder  Ijeea^ 
tivo  que  mientras  no  haya  fondos  suficientes  con 
que  dotar  clases  especiales  de  UH>anidad«  con* 
forme  se  dispone  en  el  Decreto  legislativo  de  17 
de  Marzo  último  se  continúe  observiy^do  lo  dis- 
puesto en  el  Decreto  reglamentario  citado,  de* 
hiendo  los  catedróiicos  de  latinidad  y  gramática 
castellana  de  todas  liis  Universidades  y  Colegios 
nacionales  y  particttiares,  proyeer  á  los  alomaos 
de  los  cartificatoa  correspondientes  coma  mate- 
ria obligatoria  á  los  que  hayan  de  entrar  á  es- 
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tcdint  filosofía,  sirrlendo  de  texto  único  el  Ma- 
nual de  Urbanklad  y  buenas  maneras  del  seftur 
Carrefío. 

Comaníquese  á  quienes  eoiiesponda  pora  so 
inteligencia  y  camplimiento  y ;  publiqaese. 

Soy,  ÓLC.  Por  S.  B.— OrtacA. 

INVÁLIDOS.  «Pneden  cobrar  su  pensión,  y  el 

sueldo  íntegro  de  cualquier  destino  civil  siein- 

pro  que  este  no  exceda  de  ciento  yeinticinco 

•  pesos.  Véase  Letras  ie  cuatteh  licencia  indx^ 

finida  6  reiiroj  art  8.  (*)  » 
JUEGfiS  Ds  PROVINCIA.  Resolución  Eibcit- 
TiVA  DE  11  DE  Marzo  DE  1856  declarando: 
19)  ^l  carácter  de  propietarie  de  uno  nombra^ 
do  de  entre  los  iridividuos  de  la  seTiaHa ;  f, 
dOy  que  esta  no  se  amula  por  inhabilidad  di 
nlguno  6  algunos  de  los  incluidos  en  ella. 

Secretaría  del  Interior. — Sección  segunda. 
Caracas,  11  de  Marzo  de  1856k 

Beauelto.-^BígBse  al  señor  Gobernador  de  ia 
provincia  de  La  portuguesa.  ^ 

Oportunamente  se  dio  cuenta  á  S.  E.  el  Po* 
dar  Ejecutivo  de  la  comunicación  de  US.  de  5  de 
Setiembre  del  año  próximo  pasado  nti^mero  339  ; 
y  habiéndola  sometido  en  «consulta  al  Consejo  de 
Gobierno,  ha  tenido  á  bien  conformarse  con  su. 
dictamen  ooneebido  en  los  términos  siguientes : 

<^  GonsulU  el  Gobernador  de  La  Portuguesa 
prinaero:  síes  interino  el  nombramiento  de  un 
Juez  de  provincia,  hecho  de  entre  los  individuos 
de  la  senaria  propuesta  por  la  Diputeei^n  pro- 
vineial,  por  haber  resultado  inb&bil  el  primero 
^nombrado.  Y  segundo :  si  la  inhabilidad  de  al- 
guno» 6  algunos  de  los  incluidos  en  dichi^  sena- 
ria, hace  nula  esta.  £1  Dr.  Raimundo  Andueza, 
fué  nombrado  Juez  de  provincia  oq  propiedad  de 
eatre  los  iadividuos  déla  lista  formada  por  la  Di- 
putación de  la  Portuguesa  ;  y  habiéndosele  de«> 
clarado  inhábil  para  desempeñar  el  destino,  se  eli- 
gió en  su  lugar  á  Antonio  Palacios,  otro  da  los 
individuos  de  dicha  lista,  también  en  propie- 
dad. £1  Gobernador  actual  de  aquella  proviar 
cia  cree  que  el  nombramiento  hecho  en  Falá- 
**  cios  no  tiene  el  carácter  de  propietario  que  se  le 
dio,  y  esto  ha  motivado  la  consulta,  cuyos  fun-- 
dametHos  son,  en  cuanto  al  pfiííicr  punto,  el  con- 
cepto en  que,  parece  estar  el  G/)bernadór,  de  que 
aolamente  es  m^.z  en  propiedad  el  que  primero 
se  escoge  dé  los  individuos.de  la  lista  de  la  Di- 


putación ;.  y  en  cuanto  al  segundo,  la  coartacioq 

.  (f)  Por  eqpiivoosfsoDViilooainos  en  la  palabra  Inválidos 
pág.  ^75  la  EiB8plii«iá)n  £jecutlva  de  2S|  de  £neto  de  184 V 
quft  declaraba  )o  mi&n^o  de  un  mpdo  absoluto,  y.  la  enal 
ha  q^eáado  insubsistente  por  la  limitación  que  bace  lá 
liey 'ái  la  expresada  snma  de  cieot»  veteticincó  pesdt. 
^éDgá«e»pnes,par^^.    .  '.  '  ''^ 
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del  derecho  de  elegir,  por  la  falta  del  número 
completo  de  las  personas  elegibles. — Pero  ambas 
dudas  están  ya  decididas,  una  ppr  la  ley,  y  otra 
por  la  Resolución  ejecutiva  de  7  de  Diciembre  de 
1850. — La  ley  10^  de  las  qne  organizan  los  tri- 
bunales de  justicia  4>0pusac  en  su  artículo  %l, 
<^  que,  publicada  ella,  procediesen  luego  los  Go- 
bernadores á  nombrar  jueces  de  provincia,  de  la 
senaria  existente  en  su  despacho,  pasado  por  la 
Diputación  respectiva,  con  excepción  de  los  que 
sirviesen  en  propiedad  aquellos  destinos."  Esta 
excepción  comprendió  también  á  los  ministros 
propietarios  de  las  Cortes,  y  á  los  Secretarios 
Relatores  de  estas.  Así  es  que,  siendo  Antonio 
Palacios  Juez  de  provincia  en  propiedad  de  La 
Portuguesa,  cuando  se  promulgó  la  expresada 
ley  orpfánica,  le  comprendió,  de  lleno,  aquella 
excepción,  ya  no  pudo,  por  consiguiente,  ser  re- , 
movido,  como  no  lo  fué  ningún  otro  de  los 
funcionarios  del  Tamo  judicial,  que  se  encontra- 
ban en  su  caso. — En  cuanto  á  la  otra  duda  del 
Gobernador»  es  terminante  la  mencionada  reso- 
lución del  Poder  £jecutfvo.  Blla  declara  :  *«  que 
no  es  aula^  en  su  totalidad,  la  lista  formada  para  la 
elección  de  jtieces  de  provincia,  porque  sean  in- 
hábiles, 6  bayan  muerto,  renunciado  d&c,  ai* 
gunas  de  las  personas  contenidas  en  ella.- '  Esta 
resolución,  basada  en  h  razón  y  e^  la  equidad, 
porque  no  es  justo  ni  razonable  qne  se  vicie  lo 
ótil  por  lo  inútil,  lo  estuvo  también  en  la  ley 
728,  vigente  cuando  fué  expedida,  cuyo  aitículo 
59  disponía  ^'  que,  en  caso  de  vacante,  nombra- 
sen los  Gobernadores  jueces  de  provincia  por  el 
resto  del  período  del  reemplazado,  de  entre  los 
individuos  de  la  lista  de  la  Diputación ;  y  que 
agotada  ella,  el  nombramiento  fuese  libre  é  in- 
terino, hasta  que  aquel  cuerpo  formase  nueva 
lista."  Esta  ley  discriminó  bien  el  carácter  del 
nombrado  y  la  duración  del  nombramiento,  y  de 
ella  derivaba  el  derecho  electivo  de  los  Gober- 
nadores y '  la  garantía  de  estabilidad  del  Juez, 
durante  un.  tienofo  limitado.  Y  aunque  menos 
elara  1»  ley  actual  en  este  punto,  k)  es,  sin  em* 
bargo,  bastante  para  establecer  su  inteligencia  en 
este  sentido,,  sin  los  esfuerzos  de  la  interpreta- 
ción.'*' 

*£  tengo  la  honra  de  insertarlo  4  US.  para  su 
inteUgenaia  y  como  resultado  de  su  mencionada 
comunicación. 

Soy,  &c* — Parejo, 
Es  copia.~Parejo. 
LIBERTAD  peesozíav^s.  decreto  ejecutivo 
..  i>j^2uD£  juuo  DB  185&.  reglamentando  la  Uy 

de  la  materia, — Refortna  eí  de  2X)  (^)  de  Mar- 


(*)  Por  un  error  dice  20. 
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go  de  1851)  pa^.  327  de  este  propio    TofM*  (*) 
JOSÉ  TADEO  MONAGAS, 
General  en  Jefe,  Presidente  de  la  República  de 
Venezuela,  ^a,  &,a,  ó^a. 
Habiendo  tenido  motivos  fundados  para  crelir 
que  habrta  in convelientes  ^  la  ejecución  de  una 
ley  de  indemnización  por  ios   valores  de  esclavos 
y  manumisos  que   existieron  árUes  de  la  de  abolí* 
cion,  en  los- términos  en  que  se  concibió  el  pro- 
yecto que  discutieron   las   Honorables  Cámaras 
legislativas  en  sus  tiltiinas  sesiones,  he  determina- 
do devolverio  á  su  consideración  con    las  obser- 
yaciones  conducentes;  y  teniríndo  presente  la  ne- 
cesidad de  continuar  la  emisión  de  billetes  en  ra- 
zón de  los  créditos  calibeados  y  que  se  culiñcaren 
conforme  k  la  ley  de  24  de  Marzo  del   año  próxi- 
mo pasado^  no  menos  que  la  de  tomar   otras  me- 
didas que  hagan  mas  arreglada  y  expedita  la  sus- 
tanciacion  de  los  «expedientes,  y  mas  segura  la 
circulación  y  amortización  de  bichos  billetes,  y 
considerando: 
10  Clue  el  Poder  Ejecutivo  está  autorizado  por 
el  artículo  15  de  la  mencionada  ley  de  24  de  Mar- 
zo del  año  próximo  pasudo   para  reglamentarla, 
disponiendo  lo  conveniente  á  fín  de  evitar  fraudes 
y  abusos  en  su  ejecución,  y  también  para   llenar 
los  vacíos  que  en  la  practicase  observen. 

20  Que  por  causas  independientes  de  ía  volun- 
tad de  los  dueftos  de  esclavos,  dejaron  de  presen- 
tarse algunos  en  ej  término  fijado  por  la  ley  de 
la  materia  en  su  artículo  99f  negun  reclamacio- 
nes elevadas  al  Poder  Ejecutivo ;  y 

30  Qae  DO  debe  perdersp  tiemqo  para  la  reunión 
de  todos  los  datos  necesarios  que  hagan  conocer 
d  monto  de  la  deuda  de  abolición,  asi  por  loa 
créditos  provenientes  de  la  libertad  de  los  que 
fueron  esclavos  y  no  están  comprendidos  en  los 
registros  formados  hasta  ahora,  como  de  la  exen- 
ción de  servicios  acordada  en  favor  de  los  manu- 
misos, puesto  que  por  ambos  respectos  se  ha  so- 
licitado también  la  indemnización,  et  que  han 
estado  de  acuerdo  el  Congreso  y  el  Poder  Ejecu- 
tivo, y  es  materia  comprendida  en  el  proyecto  de 
ley  pendiente. 

decreto: 

SECCIÓN  PRIMERA. 

De  las  Juntan  de  Abolición, 

Art.  19  L<^fl  Juntas  superiores  y  subalternas 

de  abolición  organizadas  conforme  lo  dispuesto  en 

el  artículo  69  de  la  ley  de  24  de  Marzo  de  1854, 

formarán  un  nuevo  censo  de  los  individuos  que 

fueron  eselafos  y  que  Tho  se  hayan  presentado 

antes,  6  nq  consten  en  los  registros  que  se  lleva- 


ra) Los  coadroB  1  y  2  que  se  hayan  á  las  páginas  83¿ 
y  884  no  hansnfHdo  alteración;  y  por^'tanto  ténganse 
por  reprodacidos. 


ron  en  el  período  señalado  en  el  artículo  90  de 
la  misma  ley,  y  también  otro  censo  separado  de 
los  que  se  llamaron  manumisos. 

^  19  ^"  ^^^  censos,debe  expresarse,  en  parti- 
das distintas,  el  nombre  y  apellido  de  cada  acree- 
dor,el  de  ios  que  fueron  esclavos  ó  manumisos  y 
que  ahora -«e  presenten*  y  la  can^ijad  correspon- 
diente al  valor  que  los  servicios,  de  unos  y  otros 
tenian  portarifa  y  disposiciones  qué  rigieron  en 
la  fecha  de  la  promulgación  de  la  ley  de  aboli- 
ción, 6  el  que  á  juicio  de  facultativos  deba  se- 
ñalárseles en  los  casos  de  enfermedad. 

^  29  Los  Juntas  superiores  formarán  ademas 
cOn  vista  de  los  nuevos  censos  particulares  de  los 
cantones,  uno  general  de  los  esclavos  que  ahora 
se   presenten  y   otro   de  los  manumisos. 

^  39  Los  regibtros  para  estos  nuevos  céneos 
estarán  nbiertos  hasta  el  3U  de  Octubre  próximo 
en  las  Juntas  de  canten. 

Art.  29  Las  Juntas  se  reunirán  para  formar 
dichos  re^stros  y  nuevo  censo,  inmediatamente 
después  del  recibo  del  presente  decreto,  dedican- 
do á  ello  dos  horas  por  lo  menos  en  cada  dia:  sus 
demás  reuniones  tendrán  lugar  el  primero  de 
Noviembre,  y  cada  tres  meses  para  los  objetos 
especificados  en  los  artículos  10  y  12  de  la  ley» 
en  la  manara  que  prescribe  este  reglamento. 

Art.  39  Los  Secretarios  de  los  Gobernadores 
lo  serán  de  las  Juntas  superiores,  y  los  de  los 
Concejos  municipales,  de  las  subalternas  re^ecti* 
vas. 

Art.  49  Los  Presidentes  de  las  Juntas  harán  el 
tanteo  de' caja  que  previene  el  articulólo  de  la 
ley,  y  los  mas  que  les  parezcan  convenientes,  en 
las  tesorerías  de  abolición,  en  el  modo  y  térmi- 
nos que  ordenan  las  leyes  para  las  oficinas 
de  Hacienda.  También  pueden  convocar  ala  Jun- 
ta extraordinariamente  en  cualquier  dia  para  el 
despacho  de  algún  negocio  importante  que  ocur- 
ra. 

Art.  59  Dichos  Presidentes  ejercerán  la  atri- 
bución del  artículo  72\de  la  ley  orgánica  de  pro- 
vincias respecto  de  los  demás  miembros  de  las 
Juntas  en  los  casos  que  A  expresa.  ^ 

Art  69  Bastará  la  concurrencia  de  la  mayoría 
absoluta  de  los  miembros  de  que  se  compone  cada 
Junta  para  celebrar  sus  sesiones,  y  al  que  falte 
sin  causa  legítima,  se  le  impondrá  una  multa  por 
el  Presidente,  de  cinco  á  diez  pesos,  la  que  hará 
recaudar  gubernativamente  con  aplicación  á  los 
fondos  creados  por  la  ley. 

Art  79  Los  dos  ▼ecinos  vocales  de  dichas  Jun- 
tas nombrados  por  el  Poder  Ejecutivo  ó  por  las 
Juntas  siiperlores,  sefun  el  artículo  69  déla  ley,    . 
serán  yelevados  6  reelegidos  el  primero  de  Enero 
I  de  cada  afio,  y  los  que  fueron  aooibradas  el  pri- 
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mero  de  Enero  próximo  pa3aclo  continuarán  en 
e]  ejerctcio  de  sos  funciones  hasta  el  mismo  dia 
del  afio  próximo  venidero. 

SECCIÓN  SEGUNDA. 

De  la  presentación  para  los  nuevo$  censos, 
.  ArU  8^  l^  presentación  de  }os  que  fueron  es- 
clavos  y. manumisos  se  hará  por  los  que  tengan 
derecho  á  It  indemnización,  6  sus  encargados, 
ante  la  Junta  del  caolon  en  que  residiau  dichos 
esclavos  y  manumisos  al  tiempo  de  la  promul- 
gación de  la  ley  de  abolición.  * 

^  19  Si  los  que  fueron  esclavos  y  manumisos 
rehusaren  presentarse,  los  Presidentes  de  las  Jun- 
tas expedirán  órdenes  para  ello  y  los  apremiarán 
jiegdn  sus  facultades  á  fin  de  que  comparescan  en 
'cl  término  que  se  les  seQale. 

^  ^  Cuando  no  pueda  haceri*e  la  presentación 
personal  por  muerte  del  que  debiere  ser  presen- 
tado, el  reclamante  acompañará  U  partida  de  en- 
tierro. 

§  39  Co^^éo  no  pueda  hacerse  la  presenta- 
ción pérsonul  por  ausencia,  ignorándose  el  pa- 
radero del  que  haya  de  ser  presentado,  se  jus- 
tificará el  hecho 

^  49  El  Tesorero  respectivo  de  abolición  se- 
rá citado  para  la  justificación  de  ausencia  en  el 
caso  del  ^  anterior,  y  para  la  aceptación  por  la 
Junta  de  cu^qoicr  documento,  ya  sea  partida  de 
bautismo,  entierro  ü  otro,  y  tendrá  el  reterido  Te- 
sorero el  derecho  de  tachar  y  repreguntar  los 
testiffos  y  de  verificar  por  sí  ó  por  persona  que 
nombre  al  efecto,  los  documentos  de  que  se  haga 

UtfO. 

Art.  99  Las  Juntas  no  inscribirán  en  el  censo 
ó  registro  á  ninguno  de  ios  que  fueron  esclavos  y 
manumisos  sino  después  de  haber  aceptado  como 
suficiente  la  presentación  del  indivuo.ó  la  justi- 
ficación del  fallecimiento  6  de  la  ausencia  en  el 
caso  de  no  poderse  presentar  personalmente; 
¡«alvo  en  todos  casos  el  juicio  del  Poder  Ejecuti- 
vo al  tiempo  de  la  calificación  definitiva;  y  ha- 
rán constar  no  solo  el  nombre  sino  la  edad  y  el 
precio  que  ai  tiempo  déla  publicación  de  la  4ey 
fie  abolición  se  daba  al  derecho  sobre  el  indivi- 
duo 6  sus  servicios  según  las  leyes  abolidas. 

Art.  10.  Guindo  la  Junta  tuviese  motivos  para 
creer  que  hay  fraude  por  no  ser  la  persona  pre- 
sentada la  misma  á  que  se  refiere  el  título  de  pro- 
piedad, no  ordenará  el  asiento  y  dará  cuenta  á 
la  Secretaría  del  InU)rior. 

Art.  11.  La  prueba  testimonial  no  se  admitirá 
sino  cuando  se  haya  acreditado  la  pérdidtt  del  do- 
cumento traslativo  de  dominio,  ó  cuando  sea 
necesaria  para  comprobar  la  edad  por  inexisten- 
cia de  los  libros  parroquiales  en  que  consta  el 
nacimienuí  y  la  muerte,  ó  por  otro  motivo  en  que 
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á  juteio  de  fai  Junta  sea  la  única  prueba  fehacion- 
te. 

Art.  t2.  Los  que  fueron  maBumisos  y  se  pre  " 
sentaron  á  las  Juntas  de  Aboüeion  en  virtud  de' 
artículo  99  del  reglamento  de  80  de  Marzo  d® 
1854,  se  cóloearán'#n  el  luievo  censo  sin  necesi- 
dad de  nueva  presentación  personal ;  pero  si  no 
constare  la  edad  que  tenian,  por  no  haber  sido 
entonces  requisitos  indispensables»  se  covpro- 
bsrá  ahora  por  los  reclamaiites. 

Art.  13.  Las  Juntas  J30  podrán  levantar  sus 
sesiones  diarias  si^ estar  extendidas,  con  la  debida 
separación,  las  partidas  correspondientes,  y  cada 
una  será  suscrita  por  sus  miemlnros,  el  Secretario 
y  el  reclamante,  ó  su  encagado.    ' 

Art.'  14.  80  llevará  otro  registro^  en  que  se 
asienten  las  partidas  de  todos  aquellos  que  hubie- 
ren dado  libertad  á  sus  eselavos  desde  el  19  de 
Febrero  del  afio  próxinK)  pasado  hasta  kt  fecha 
de  la  ley.  Probadas  la  propiedad  y  la  libertad  del 
esclavo  y  hecha  la  presentación  personal  de  este, 
6  justificados  los  casos  que  designan  los  parágra- 
fos 29  y  39  del  arUculo  89  de  este  decreto,  se 
dará  al  duefio  cepia  de  la  partida  reepeotiva  para 
ios  efectos  del  parágrafo  Iónico  del  artículo  59  de- 
la  ley. 

Art.  15.  Dentro  de  Tos  ocho  primeros  dias  del 
mes  siguiente  al  de  la  terminación  del  período 
señalado  para  los  nuevos  censos,  pasarán  las 
Juntas  subalternas  á  la  superior  respectiva  copia 
certificada  de  sus  registros  oou  la  misma  separa- 
ción de  partidas  y  en  la  misma  forma  del  origi- 
nal, acQmpafiando  los  documentos  de  que  hablan 
los  artículos  69»  99>  11  y  12;  y  la  superior^ en  los 
quince  dias  siguientes,  incorporando  los  datos  de 
las  subalternas,  formará  el  censo  de  su  provincia 
del  mismo  modo  y  con  la  debida  separación,  por 
cantones,  para  remitirlo  con  todos  ios  documen- 
tos á  la  Secretaria  del  Interior^  en  donde  se  for- 
mará el  general  de  la  Rep&blica. 

^  ünico.  Las  partidas,  así  en  los  registros  can- 
tonales, ébnioen  los  provinciales,  irán  enumera- 
das; y  los  documentos  llevarán  también  el  nume- 
ro que  tenga  la  partida  á  que  correspondan. 
SECCIÓN  TERCERA. 
Sohr^  la  calificación  y  pago* 

Art.  16.  El  Poder  Ejecutivo,  en  vista  del  cen- 
so general  formado  por  los  registros  particulares 
de  las  Juntas  de  abolición  y  con  arreglo  álos  da- 
tos que  se  le  hayan  remitido,  y  de  los  demás  do- 
cuntentos  necesarios  para  comprobar  el  derecho 
de  cada  acreedor,  resolverá  definitivamente  sobre 
las  calificaciones  correspondientes,  y  mandará  en- 
tregar á  los  interesados  los  billeter  que  represen- 
ten las  cantidades  que  deban  pagárseles.    . 

Art.  17*  Los  billetes   que  por  la  resolooion 
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ejecutiva  deMfde  Junio  del  atk>  propúmo  pasado 
se  mandaron  emitir  con  los  valores  de  cinco,  diez, 
▼einle  y  cien  pesos  para  el  pago  de  dichos  aoreedo* 
res,  eontínuarán  emitiéndose,  pero  mn  distinción 
de  provincias,  7  s^&n  firmados  por  el  Secretario 
del  Interior,  el  de  Hacienda  f^  oi  Presidente  del 
Tribunal  de  cuentas* 

ArU  18.  Los  billetes  que  han  circulado,  en 
virtud  de  la  resolui^on  citada,  se  cambiarán  por 
los  que  se  emitan,  firmados  conforme  se  dispone 
en  el  artículo  anterior;  y  los  que  de  aquellos  se 
hayan  recibido  en  las  tesorerías  de  abolición  en 
compensación  de  las  contribuciones  que  estable- 
ció la  ley,  se  remitirán  á  la  decretaría  del  Inte- 
rior con  una  relación  firmada  por  el  empleado 
remitente  y  el  Presidente  de  la  Junta»  en  que  se 
especifique  la  serie,  n&mero  y  cantidad  de  cada 
uno,  dejando  en  comprobación  de  las  partidas  res- 
pectivas que  hayan  causado.en  su  cuenta,  una 
copia  de  dicha  lalación,  autorizada  por  aquellos 
mismos  empleados,  &  laque  se  agregará  el  recibo 
que  diere  la  expresada  Secretaría.  Los  que  es- 
tuvieren en  otras  oficinas  como  comprobantes  de 
las  compensaciones,  serán  remitidos  á  la  Secreta- 
ría del  Interior  con  las  mismas  formalidades,  por 
los  Jefes  de  ellas. 

Art.  19.  Bl  Secretario  del  Interior  hará  llevar 
te  cuenta  de  los  billetes  pue  se  emitan  y  cancelen, 
y  pasará  por  conducto  de  los  Gobernadores  á  las 
Juntas  respectivas  de  abolición,  mensvalmente,  la 
relacio»de  los  créditos  calificados  por  el  Poder 
Bjecutivo,  qjue  también  constarán  en  dicha  cuenta 

Art,  20.  Los  Gobernadores  luego  que  reciban 
las  relaciones  de  créditos  calificados,  pasarán  á 
las  Juntas  de  su  provincia,  y  estas  trasmitirán  á 
las  tesorerías  respectivas,  la  parte  relativa  á  cada 
una,  para  que  radiquen  en  sus  cuentas  las  acreen- 
cias que  comprendan  á  cada  cantón,  y  se  tengan 
presentes  en  el  reparto  de  los  fondos  existentes  en 
dichas  tesorerías,  en  cada  trimestre. 

Art  21.  £1  acreedor  que  reciba  a||una  suma 
en  virtud  de  la  distribución  hecha  por  la  Junta, 
presentará  en  billetes  una  cantidad  igual,  y  el 
Tesorero  pondrá  en  el  acto  sobre  cada  billete,  la 
palabra  *♦  Cancelado  "  que  firmará  junto  con  el 
acreedor,  expresando  la  fecha  de  la  cancelación* 
Ninguna  suma  se  podrá  entregar  sin  estos  requi- 
sitos. 

Art.  22.  Del  mismo  modo  se  inutilizará  cual- 
quier billete  que  se  admita  en  compensación  de 
las  contribuciones  que  establece  la  ley  de  aboli- 
ción en  cualquiera  oficina  pública  en  que  estas  se 
recauden,  fiúnando  en  el  acto  de  su  entrega  el 
eonCribu  vente  junto  con  el  empleado  qáe  lo  reci- 
^9Lf  bajo  la  palabra  '^  Cancelado."  Así  en  este  caso 
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como  en  el  del  artículo  anterior,  si  el  contribnyoo- 
te  no  supiere  firmar,  lo  hará  otro  á  su  ruego. 

Art.  ¿3.  Los  tesoreree  remitirán  al  fin  de  cada 
período,  y  ochodias  antes  déla  nueva  distribución 
del  fondo,  á  las  Juntas  de  quienes  dependan,  loe 
billeten  caifcelados,  que  partirán  para  este  efecto, 
dividiendo  cada  billete  en  dos  mitaies  y  de  modo 
que  no  haya  dificultad  para  conocer^  las  mitades 
pertenecientes  á  un  billete,  y  acompasando  ana 
relación  en  que  se  expresará  la  fecha  de  la  can« 
celacion,  la  seríela  que  pertenezca  y  el  nfimero  y 
valor  fie  cada  billete.  Las  Juntas  subalternas  pa-> 
sarán  los  bHletes  á  la  superior  respectiva  junto 
con  la  relación  expresada,  y  la  Junta  superior 
los  remitirá  á  la  Secretaría  del  Interior  con  copia 
de  la  misma  relación,  pasando  al  Tesorero  prin- 
cipal los  originales.  Estas  remisiones  se  haráft 
en  dos  pliegor  cerrados,  sellados  y  certificados 
por  distintos  correos,  conteniendo  uño  de  los  plie- 
gos la  relación  y  las  mitades  de  todos  los  billetes, 
y  el  otro  las  otras  mitades. 

Art.  24.  El  Secretario  de1fñt4Íor  reunida  con 
el  de  Hacienda  y  Presidente  del  Tribunal  de 
Cuentas  harán  la  confrontación  de  los  blIJetea 
cancelados  con  las  matrices  á  que  pertenezcan,  y 
dispondrán  que  se  asiente  la  partida  de  cancelación 
en  la  cuenta  general,  cuyo  comprobante  será  el 
'acta  correspondiente  de  esta  operación,  hecho  lo 
cual  se  quemarán  los  billetes  en  sa*  presencia. 

Art.  25.  Las  Juntas  se  reunirán  desde  el  dia 
primero  de  Noviembre  del  presente  aHo  para  dis- 
tribuir entre  los  acreedores  los  fondos  recaudados. 
A  este  fin  los  tesoreros  respectivos  pasarán  con 
la  debida  anticipación  un  estado  formal  de  fondos 
y  acreencias  radicadas ;  y  con  este  dato  las  Jun- 
tas harán  la  distribución  á  proraka  de  conformidad 
con  lo  que  se  dispone  por  el  artículo  12  de  la  ley, 
teniendo'tambiená  la  vista  las  calificaciones  que 
haya  hecho  el  Poder  Ejecutivo:  si  no  pudieren 
concluir  dicha  distribución  en  la  primera  reunión, 
seguirán  reuniéndose  diaMamente  hasta  terminar- 
la. Concluida  -la  distribución,  se  pasará  al  Te- 
sorero copia  de  ella,  autorizada  por  todos  loa 
miembros  de  la  Junta,  y  aquel  procederá  á  hacer 
el  pago  inmediatamente. 

Art.  26.  Las  Juntas  se  reunirán  después 
cada  tres  meses  con  el  mismo  objeto  de  la  distri- 
bución de  los  fondos  que  sigan  recaudándoeci  y 
observarán  lo  prescrito  en  el  artículo  anterior. 

SECCIÓN  CUARTA. 
De  los  Tesoreros  y  si¿5  cuenias* 
Art.  27.  En  cada  capital  de  provincia  habrá  un 
Tesorero  principal  y  en  cada  cabecera  de  canloa 
habrá  uno  subalterno  nombrados  por  las  Juntas 
respectivas  para  la  recaudación  y  depósito  de  los 
fondos  que  produscan  las  contribudonea  que  et« 
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ttiblece  1»  ley,  y  para  el  pago  á  los  acreedores  por 
abolición* 

Si  ünico.  En  donde  no  baya  persona,  que  acep- 
a  Tesorería,  puede  ser  noiabrado  para  deseáis- 
pallarla  ÍQterÍRaia,enle  el  Administrador  de  Ren- 
tas nacionalaé  internas  ó  el  de  las  muaicipale». . 

Art.  28.  Los^iesoreros  dependerán  de  las  Jun- 
tas Biiperiore3  6  siibaiternaa  de  cantón  respecti* 
YBS»  de  quienes  recibirán  órdenes,  sin  que  W 
ningnn  caso  puedan  eunfplir  las  que  fueren  con- 
trarias á  la  ley  6  á  este  decreto. 

Art.  29.  Tampoco  podrfin  hacer  traslación  de 
los  fondos  á  otras  oficinas,  sino  cuando  lo  ordene 
la  Secretarla  del  Interior,  por  haber  llegado  el 
caso  de  que  no  haya  ya  que  htcer  indemnizacio- 
nes, por  créditos  califícadoscorrespondientés.á  su 
cantón. 

Art.  30..  Los  Tesoreros  pasaran  á  ¡as  Juntas 
de  que  dependen,  el  día  primero  de  carfa  ryies  una 
relación  circunstanciada  de  los  ingresos,  egresos. 
y  existencias^'  las  relaciones  hechas  por  los 
tesoreros  de  iSjantas  subalternas  serán  remiti- 
das por  estas  á  la  superior  de  cada  provincia  den- 
tro de  los  tres  días  inmediatos,  para  que  esta,  de- 
jando copia,  las  pase  á  la  Tesorería  principal  lue- 
go que  las  reciba. 

Art.  31.  Al  fin  de  cada  trimestre,  los  tesoreros 
principales  con  vista  de  las  relaciones  de  las  teso- 
rerías subalternas,  formarán  un  estado  general 
del  ingreso,  egreso  y  existencia  que  ellas  dernuos- 
tren  en  el  trimestre  respectivo,  autorizado  por  el 
Presidente  de  la  Junta  superior.  E«íte  ests^do  se 
pasará  original  á  la  Secretaría  del  Interior,  deján- 
dose copias  pn  la  Junta  y  c^n  la  Tesorería, 

Art.  32.  Loa  tesoreros  llevarán  sus  cuenlM 
por  partjda  doble  en  libros  foliados  y  rubricados 
en  cada  folio  por  d  Presidente  de  la  Junta  res- 
pectiva. Los  principales  centralizarán  las  de  los 
subalternos  de  su  provipcia  por  ios  estados  men- 
suales de  ingreso,  egreso  y  existencia,  y  en  el 
mes  de  Setiembre  pedirán  copia, de  los  libros  pa- 
ra pasarlos  junto  con  una  copia  de  los  suyos,  en 
el  mes  de  Octubre,  al  tribunal  de  cuenta?,  que  de- 
berá examinarlos,  giosarlas  y  liquidarlos/ con  vis- 
ta de  los  cóiApVobantes  originales  de  unos  y  otros 
que  también  se  le  remitirán. 

.Art..  3Í3.  Por  enferñ)edad  o  ausencjía  jde  un  te- 
sorero desempeñará  sus  funciones  la  persona  qíie 
nombrare  la  Junta  de  quien  dependa,! y  bajo  la 
responeabiiidad  de  aquel,  si  {\|ier^  prop|iésia/por 
ft\  dándose  ayieo  á  la^  Secretaría  deí  Interior  y  ^ 
la  ^npta  superior^ I  ,  ,  ...^  ..  ¡,  ,;.„,  .  ..  j,| 
„  AtU>34.  Ninguú  Tesorero  pod^sí  f  uí^e^Uap^é 
4'el  luga?  ^  su  destinqt.sin  p^rwiiso  (|ej^Prpsiden- 
te  déla  Junta,  iquien  podrá  cétacederlo  nastá  por 
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qttioce  diaa*. Ciando  la  licencia  saq^por  nías  tiem- 
po deberá  obtenerse  dej  Poder  Ejecutivo* 

6  ünico.  Los  presidentes  'de  las  Juntas  no  po« 
dr&n  conceder  licencia  á  los  tesoreros»  sino  una 
sola  ves  ál  afio,  y  después  que  el  susütulo  se  pre* 
senté  á  tomac  posej^jf^». 

Art  35.  Los  tesoreros  de  las  Junfias  antes  de 
tomar  posesión  de  su  destino,  asegurarán  ]os  re* 
soltados  en  el  manejo  de  los  fondos  con  una  fian- 
za á  satisfacción  de  la  Junta  respectiva,  y  según 
la  importancia  de  cada  .Administración. 

^  único.  Todos  los  miembros  de  cadk  Junta 
son  responsables  de  mancomún  et  inaólidum  del 
resultado  de  las  cuentas  del  Tesorero,  m  }a  lianza 
de  que  habla  este  artículo  llegare  á  ser  ineácaa  ó 
insuficiente. 

SECCIÓN  QUINTA. 
De  lús  colectores . 

Art  36.  En  cada  parroquia  ó  caserío,  en  don* 
de  fuere  afcesarfo,  habrá  un  colector  nombrado 
y  remunerado  pnr  él  respectivo  Tesorero  bajo  su 
responsabilidad't  pudiendo  este  exigir  &  los  qne 
nombre  upa  fianza  &  su  satisfacción. 

SECCIÓN  SEKTA.^ 
.Responsabilidad  y  penas m 

Art  37.  Los. tesoreros  serán!  responsablea  de 
«lalquiera  santidad,  qne  df'jen  de  recaudar,  si  ao 
justifican  haber  empleado  todos  los  medios  lefpale^ 
para  el  cobro;  é  igfualrReiite..de  cualquiera  sumB 
que  hayan  erogado  con  infracción  de  lailey  y  de 
este  decreto. 

§  Cínico.  Respecto  de  las  contribuciones  de  que 
tratan  los' piiráfifrafos  de  la  sección  8^  de  este'' de- 
creto, incurrirán  en  responsabilidad,' si  pasado  «I 
primer  ves  lie  cada  trimestre  no  han  demandado 
al  deudor anteel  tribunal  cotnpetetiw. 

Art.  38.  La  indiferencia  6  toleran cií|  con  un 
subalterno  negligente  se  castigará  en  el  principal 
con  la  privación  del  enipleo  á  juicio  del  Poder 
Ejecutivo;  y  la  connivencia  de  un  Tesorero  con 
un  defiDudador  será  penada  con  la  pérdida  del 
destino  é  inhabilitación  por  dos  afíos  para  servir 
otro  en  rentas  publicas,  en  el  caso  df  comprobar 
na  haber  tenido  parte  en  el  fraude,  sin  perjuicio 
de  la  irNiemnisacion  6  reintegro  de  la  cantidad  de- 
fraudada. 

IJ  dnico..  l*or  la  participación  en  el  fr^ud*e,  o 
por  el.  fraud^  coraetidQ  'por  cualquier  empleado 
de  los  que  trata  la  ley,  sufrifá  la  peña  que  esta- 
blece su  artículo  13. 

i,  AieU.\^9.  La  falta  d^xHmplimiiintQ  delaní^uio 
32  d^  e&te  decretá^^sfB  /eai^fígará  cqn  Ja  r/eifí^Mn 
del  empleado,  renuentCi  sin  perjuieip  de, rendir 
.siempre  la  coenta. 
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Art  40.  El  Tesorero  que  no  campliere  con  lo 
diq>iie8to  en  tai  artículos  29,  ftO,  31^^  j  84  dO' 
este  decreto,  6  cometiere  cQBiquiera  otra  falta  que 
no  tenga  pena  determinada,  será  apercibido  por 
la  primera  vez:  por  la  segunda  sufrirá  la  multa 
de  veinte  y  cinco  á  cien  pesos  á  juicio  de  la  Jun* 
ta  superior  6  subalterna  resp^va  ;  y  por  la  ter- 
cera será  remoTÍdoMle  su  destino  por  el  Poder 
Ejecutivo  6  el  Gobernador  de  la  provincia, 
SECCIÓN  SÉPTIMA. 
Del  examen  de  las  cuentas. 

Alt  41.  Las  cuentas  de  las  Tesorerías  de  abo- 
lición se  pasarán  por  los  tesoreros  al  tribunal  de 
euentas  para  su  examen,  glosa,  sentencia  y  liqui- 
dación, conforme  á  lo  prescrito  por  las  leyes  res* 
pecto  de  las  demás  cuentas  de  la  Hacienda  nacio- 
nal ;  teniendo  los  empleados  responsables  los  re« 
cursos  que  ellas  conceden,  en  caso  de  considerar 
gravosas  las  determinaciones  que  se  libraren. 
SeCCION  OCTAVA. 
De  las  contribuciones» 

$  19  Del  10  por  dentó  con  qae  contribayQn  las  rentas 
municipales. 

Art  42.  El  diez  por  ciento  con  que  contribu- 
yen las  rentas  municipales  al  Tesoro  público  en 
cumplimiento  deJ  artículo  7?  ^^  1^  I^y  sobre  ren- 
tas municipales,  lo  pasarán  los  Administradores 
de  estas  al  Tesorero  respectivo  de  las  Juntas  su- 
periores de  abolición  en  efectivo  y  en  los  mismos 
términos  en  que  lo  hacían  á  los  Administradores 
de  rentat  internas. 

(  2.  ^  De  los  foiidos  qae  eran  d^  manumisión. 

Art  43.  Los  Tesoreros  exigirán  de  los  Admi- 
•  Bistradores  de  los  fondos  de  manumisión  los're- 
candados  hasta  la  fecha  en  que  hayan  corado  de 
cobrarlos,  y  cobrarán  de  los  particulares  los  que 
aquellos  han  debido  recaudar  como  pertenecien- 
tes á  aquel  ramo. 

Art  44.  £1  Presidente  de  la  respectiva  Junta 
auxiliará  con  su  autoridad  gubernativa  al  Tesore- 
ro á  fin  de  que  haga  efectivo  el  reintegro  de  los 
fondos  que  se  hallen  en  poder  de  los  Tesoreros 
que  fueron  de  manumisión.   > 

Aru  45.  La  averiguación  de  los  bienes  á  que 
se  refieren  los  números  7,  8y9  del  artículo  59 
de  la  ley^de  24  de  Marzo  del  año  próximo  pasado, 
se  hará  por  un  avenimiento  judicial  entre  el  he- 
redero ó  herederos  ó  el  representante  legítimo  de 
la  herencia  y  tres  comisionados  lie  confianza, 
nombrados  por  el  Tesorero  respectivo,  ante  el 
Jues  de  circuito  del  lugar  en  que  se  encuentre  el 
heredero, 'd  la  mayor  parte  de  loe  herederos  si 
fueren  muchos,  d  el  repreeenlaiite  legítimo  de*Ía 
hevencia  en'iu  caso.   ' 
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tánico.  Si  no  se  acordaren  sobre  el  valor  de 
rencia,  el  Jt»ez  tomará  un  tlirmino  medio  en- 
tre los  que  fijaren  las  dos  partes ;  y  si  no  lo  fija* 
re  alguna  se  procederá  á  la  formación  de  inventa- 
rio y  avalúo  judicial.  a 

Art.  46.  El  Registradot  ^  juQ^  que  intervenga 
en  los  testamentos  6  mortuorias  «blntestato  que 
comprende  el  artículo  59  de  la  ^^fifi^seíTÁ  aviso 
al  Tesorero  y  al  Presidente  de  la'Jíinta  respecti- 
va, indicando  el  nombre  de  la  persona  á  quien 
pertenecieron  los  bienes  de  la  herencia  y  el  dia  en 
que  se  haya  hecho  el  testamento,  ó  el  en  que  hu- 
biere fallecido  el  intestado. 

^  único.  La,  omisión  de  este  aviso  sujetará  al 
Regristrador  6  Juez  á  una  multa  igual  á  la  suma 
del  impuesto  que  deba  la  testamentaría  ó  á  la  de 
cien  pesos  en  caso  de  bienes  de  intestado. 

^  8.  ^  Del  subsidio. 

-  Art  47*  La  Tesorería  genera],  las  Administra* 
ciones  de  Aduana,  Us  de  Rentas  internas  y  laa 
Administraciones  de  laa  municipales,  al  tiempo 
de  pagar  cualquier  sueldo,  pensMh  ó  comisión, 
descontarán  sin  pretexto  alguno,  el  subsidio  que 
establece  el  número  49  del  citado  artículo  5^  de 
la  ley,  y  el  producto  de  dicho  descuento  lo  pasa- 
rán al  Tesorero  rei>pectivo  al  fin  de  cada  mes, 
acompafiando  una  r^acion  nominal  de  los  indivi- 
duos á  quienes  se  les  hubiere  hecho  el  referido 
descuento. 

^  19  Si  en  compensación  del  descuento  hubie- 
ren presentado  billetes  los  interesados,  se  pesarán 
dichos  billetes  al  Tesorero  de  abolición  con  la  no- 
ta de  cancelados,  firmada  por  el  empleado  de  Ha- 
cienda pública  respectivo,  quien  acompafiará  una 
relación  de  ellos,  dejando  copia,  que  pasará  inme- 
diatamente á  la  Secretaría  del  Interior. 

§  29  El  Tesorero  que  sospechase  que  no  hay 
exactitud  en  las  relaciones  que  se  le  acompafian, 
podrá  pedir  al  Presidente  de  la  Junta,  que  pase 
á  la  oficina  que  le  hubiere  enviado  aquella,  para 
la  averiguación  correspondiente,  y  dicho  Presi- 
dente en  ningún  caso  podsá  excusarse. 

Art  48.  Las  oficinas  que.  deban  hacer  el  des- 
cuento no  dejarán  ^e  hacerlo,  sino  en  el  único  y 
preciso  caso  de  que  el  interesado  les  presente  un 
documento  firmado  por  los  miembros  de  la  Junta 
respectiva  con  que  se  compruebe  que  está  com- 
prendido en  el  ^  ánico  del  artículo  59  de  la  ley. 

(  4.  ^  De  la  «tarta  parte  de  registro. 

Art  49.  Los  Begistradores  principales  en- 
tregarán mensuttimente  á  los  Tesoreros  de  las 
Juntas  superiores  "respectivas,  la  cantidad  á  qoe 
alcance  la  cuarta  parte  de  los  derechoe  de'  regis- 
tro ;  debiendo  hacer  dicha  entrega  en  todo  el 
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mes  siguiente  á  aqnel  á  que  corresponda  la  cuar- 
ta parte,  tiempo  que  se  considere  suficiente  para 
que  puedan  recibir  de  los  Registradores  subal- 
ternos el  producto  de  esta. 

Art  50.  Los  Registradores  pasarán  á  los  Go- 
bernadores cada  seis  meses,  una  noticia  circons- 
tanciada  delnüg^érode  documentos  registrados  y 
de  loe  deniítíbs  que  hubieren  producido  en  la 
provincia  respectiva,  conforme  al  modelo  núme* 
jro  29«  con  el  fin  de  remitirla  á  la  Secretaría  del 
Interior. 

Art.  51.  Con  el  mismo  fin  les  pasarán  los  Te- 
soreros á  dichos  Gobernadores  en  la  misma  épo- 
ca, una  noticia  de  las  cantidades  que  hayan  re- 
cibido de  l<^s  Registradores  principales  por  la 
cuarta  parte  de  los  referidos  derechos. 

ArL  52.  Tan  luego  como  los  Gobernadores  ha- 
yan obtenido  las  citadas  noticias,  examinarán  si 
la  cuarta  parte  de  derechos  de  registro  recibida 
por  los  Tesoreros,  es  la  misma  que  da  el  total  de 
derechos  cobrados  por  los  Registradores  princi- 
pales, y  si  resultare  menos,  dictarán  las  órdenes 
necesarias  pai%  que  estos  empleados  entreguen  & 
aquellos  la  diferencia,  y  si  apareciere  mayor  pa- 
ra que  se  rectifiquen  las  noticias. - 

Art  53.  Los  Tesoreros  de  las  Juntas  supe- 
riores pueden  pedir  que  los  Gobernadores  pasen 
visita  &  las  oficinas  principales  de^registro,  con  el 
objeto  de  examinar  no  solo  los  protocolos  que  de- 
ben llevar  aquellas,  sino  también  los  libros  índi- 
ces que  les  envian  las  subalternas,  coiifrontándo- 
los  con  los  protocolos  á  que  correspondan,  todo 
eon  el  fin  de  cerciorarse  de  la  exactitud  de  las  no- 
ticias de  que  habla  el  artículo  47,  y  dichos  Go- 
bernadores no  se  negarftn  á  ello  sin  causa  legí- 
tima. 

^  6.^  De  la  coDtribodoD  personal. 

Art  54  £1  Jefe  político  hará  sacar  una  copia 
autorizada  por  el  Secretario  del  Concejo  muni- 
cipal respectivo  que  preside,  de  las  listas  de  elec- 
tores que  en  el  último  año  eleccionario  hsyan  re- 
mitido las  Juntas  de  notables  en  cumplimiento 
del  articulo  I?»  ley  S^  del  Código  de  elecciones. 
Art*  59.  La  Junta  respectiva  tomando  por  ba- 
se dichas  listas  con  asistencia  del  Tesorero, .  £br- 
marA  dos  listas  generales,  una  de  ios  que  tengan 
la  rente  de  .electores,  sin  tener  la  de  Represen- 
tante, y  otra  de  los  que  tengan  esta  última,  p.u- 
diendo  agregar  y  euprimir  de  dicha  base  según 
Jos  dfitos  «que  tengan  para  juzgar  que  entre  los 
compreedldos  en  las  listas  haya  alguno  ó  algu- 
no» que  no  tenf  an  la  renta  requerida,  ó  que  en- 
•  tre  ]o8.:teQnos  no  eomprendídos  en  ellas  haya 

Sieneslm  tingan  y  .deben  pagar  la  contribución. 
ks  ezpcesakba  lista*  seráA  autorixadas  con   las 
firmas  de  los  miembros  de  la  respectiva  Junta,  y 
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se  sficarántres  copias,  dos  para  remitir  á  la  Jun- 
ta s'uperior,  quien  dejando  una  para  su  archivo, 
remitirá  la  otra  á  la  Secretaría  del  Interior,  y 
una  que  se  entregará  al  Tesorero  para  que  ha- 
ga el  cobro  inmediatamente. 

^  único.  Dichas  listas  pueden  reformarse  siem- 
pre qae  ha3ra  necesidad  de  incluir  ó  excluir  á  al- 
gún individuo  por  virtud  de  reclamo;  y  de  cual- 
quiera alteración  que  sufran  dichas  listas  se  saca- 
rán tres  copias  con  el  mismo  destino  expresado 
en  este  artículo.  Respecto  de  la  inclusión  debe  "" 
ser  solícito  el  Tesorero^  sobre  cuyo  punto  será 
oido  cuantas  veces  reclame. 

Art.  66.  Dich:i  contribución  se  pagará  por  tri- 
mestres anticipados. 

(6.^  Del  impuesto  subre  los  alambi'jaes. 

*  Art.  57.  Los  Jueces  de  paz  en  las  parroquias 
quedan  encargados  de  formar  anualmente,  en  los 
primeros  quince  dias  del  mes  de  Abril,  el  pa- 
drón de  todos  los  alambiques  existentes  en  su  ju- 
risdicción con  especificación  del  dueüo  y  lugar 
donde  se  hallen,  y  el  16  del  mismo  mes  pasarán 
dichos  padrones  á  los  respectivos  Jefes  políticos. 
Art.  58.  Los  Jefes  políticos  al  recibir  los  pa- 
drones de  que  habla  el  artículo  anterior  lo  par- 
ticiparán al  Tesorero  respectivo  para  que  inme- 
diatamente nombre  empento  que  por  su  parte  ha 
de  concurrir  al  arqueo  de  los  alambiques. 

Art  59.  Hechos  los  nombramientos  que  ex- 
presa el  artículo  anterior,  los  Jefes  políticos  por 
medio  de  los  Jueces  de  paz,  harán  advertir  á  los 
dueños  ó  mayordomos  de  los  alambiques,  que 
dentro  el  término  de  ocho  dias  deben  nom- 
brar un  perito  para  proceder  á  medirlos. 

Art.  60.  En  el  caso  de  que  e\  duefio  del  alam- 
bique se  niegue  por  su  parte  al  nombramiento 
del  perito,  6  que  haya  dejado  pasar  sin  hacerlo 
los  ocho  dias  prevenidos,  el  Jefe  político  del 
cantón,  6  el  Juez  de  paz,  si  estuviere  autorizado 
por  aquel,  hará  el  nombramiento. 

Att.  61.  Los  peritos  nombrados  practicarán 
el  arqueo  de  los  alambiques  con  toda  exactitud, 
midiendo  su  capacidad  por  galones  de  4  y  me- 
dia botellas  regulares,  extendiendo  este  acto  en 
un  papel  que  firmarán  los  dos  y  que  entregarán 
al  Juez  de  paz.  En  caso  de  discordia  de  los  pe- 
ritos,  este  hará  repetir  la  operación  á  su  presen- 
cia, 6  de  la  persona  que  comisione  ai  efecto,  y 
resolverá  por  .sí,  6  su  comisionado,  cualquiera  du- 
da, 6  dificultad  que  haya  ocurrido  á  los  |»erit06. 

Art  6^.  Los  Jueces  de  paz  remitirán  al  Jeíé 
político  respectivo  las  diligencias  de  las  medi- 
das de  todos  los  alambiques  de  la  parroquia,  fir- 
niada  por  los  peritos^  y  el  Jefe  político  al  reci- 
birlas cJonvocar&.tOr- Junta  de  que  habla  la  leyt 
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quien  furniar&  el  catastro  en  forma  de  iodos  los 
alambiques  del  cantón,  con  expresión  del  lugar, 
materia,  dueño  y  capacidad  de  cada  uno,  cuyo 
catastro  autorizado  con  sus  firmas,  lo  pasarán  al 
respectivo  Tesorero.  En  los  cantones  capitales  ^1 
Jefe  político,  al  recibir  las  diligeneias,  las  pasará 
al  Gobernador  para  que  convoque  la  Junta  su- 
perior. 

Art.  63.  El  Tesorero  sacará  de  los  mencio- 
nados catastros  dos  copias  que  hará  autorizar  por 
dicha  Junta,  quien  las  remitirá  ft  la  Junta  supe- 
rior de  la  provincia  para  que,  dejando  una  en  sa^ 
archivo,  remita  la  otra  á  la  Secretaría  del  Inte- 
rior. 

Art.  64.  La  recaudación  de  este  impuesto  de- 
berá hacerse  por  trimestres  anticipados.  ^ 

Art.  65.  Los  Tesoreros  expedirán  Una  paten- 
te conforme  al  modelo  número  3?  á  los  que  ejer- 
Ean  la  industria  do  destilación.  Éstas  patentes  se 
remitirán  impresas  por  la  Secretaría  de*  Interior 
á  los  Gobernadores  de  provincia  para  que  "fir- 
mándolas las  distribuyan  á  los  respectivos  Teso- 
reros recaudadores. 

Art.  66.  Los  alambiques  que  no  estén  en  ejer- 
cicio, no  pagarán  el  impuesto  seüalado  por  el 
artículo  59  de  la  ley. 

Art.  6T  El  pago  de  la  contribución  cesará  lue- 
go que  cesen  dichos  alambiques  en  sus  opera- 
ciones, sin  que  se  entienda  que  ha  de  devolverse 
á  los  interesados  nada  de  lo  que  hayan  anticipa- 
do, pues  la  cuenta  de  impuesto  no  ha  de  llevar- 
se por  menos  de  un  trimestre. 

Art.  68.  El  que  saque  patente  para  la  destila- 
cion  deberá  obtenerla  por  lo  m^nos  por  ttn  tri- 
meirtre. 

•  Art.69.  Las  Juntas  como  interesadas  «ala  mejor 
recaudación  é  inversión  de  este  impuesto,  com- 
parando los  estados  que  les  remiun  mensual- 
mente  los  Tesoreros  con  el  catastro  de  los  alam- 
biques, que  también  recibirán  cada  afio,  harto  á 
«qoellos  las  observaciones  que  crean  convMiien- 
lee  para  la  regularidad  del  robro. 

Art  70.  Se  deroga  el  decreto  reglamentario 
de  SO  de  Marzo  de  1854 

Dado:  ñrmado  de  mi  mano:  sellado  coq  el 
eello  del  Poder  Ejecutivo ;  y  refrendado  por  el 
Secretario  de  Estado  en  los  Despachos  del  Inte- 
rior, Jostieia  y  Relaciones  Exteriores  en  Cara- 
cas á  2  de  Julio  de  1865,  año  260  de  la  Ley  y 
4&0  4e  la  Independencia. 

/  (FismAáo.)'^osé,T,  Monág€8. 

rov  6.  E.  el  Presidente  de  la  Rep6bUca.-r^El 
Secretario  de  Estado  ep  los  despachos  del  Inte- 
rior, Justicia  y  Relaciones  Exteriores. 

(Firrotdo).'~JV«iiasco  Áranda. 
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NUMERO    a 
MODELO  DE  LA  PATENTE. 

Provincia  del . — 4---«i 

Por  cuanto  (el  nombre  déla  persona)  vecino 
del  cantón  de  (aquí  el  nombre  del  cantón)  quiere 
ejercerla  industria  de  la  destilacib^  ^e  aguardien- 
te, se  le  expide  la  presente  patente  para  qué  pue- 
da ejercerla  en  su  alambique  que  mide  (el  núme- 
ro de  galones)  situado  eo  Ja  parroquia  de  (el  nom- 
bre de  la  parroquia)  durante  el  presente  afíó,  pa- 
gando anticipadamente  en  eada  trimesp-e  la  can- 
tidad de por  tantos 'galones  que  mide 

el  expresado  alambique. 

Aquí  la  fecha.  El  Gobernador. 

LIBERTAD  db  esclavos.  Rksolocion  bjecu-  « 
TiVA  DE  19  i>B  Abril  de  1836  declarando  n» 
lugar  vna  solicitud  sobre  presentación  de  los 
que  fueron  esclavos  y  manumisos,  ^terminado  el 
lapso  concedido  al  efecto^ 

Secretaría  del  Interior. — Sección  sexta. 
Caracas,  Abril  lo  de  18&6. 
Resuelto. — Fijado  por  el  artículo  99  de  la  ley 
de  24  de  Marzo  de  1854  para  la  presentación  de 
los  que  fueron  esclavos  el  término  perentorio  Je 
cuatro  meses,  que  el  Poder  Ejecutivo  en  vista  de 
las  reclamaciopes  hechas  por  varios  cíudadanoSv 
tuvo  ábien  prorogar  hasta  el  31  de  Octubre  de 
1855  por  el  decreto  reglamentario  dé  2  de  Julio 
del  mismo  año,  v  después  por  consecuex^jcia  de  la 
epidemia  del  cólera,  por  dos  meses  roas,  dejando 
á  juicio  de  los  Gobernadores  y'  Jefes  políticos  ei 
dia  en  que  tuviese  efecto  la  nueva  instalación  de 
las  Juntas,  cuyo  último  plazo  ha  terminado  en  ee- 
te  cantón  capital  el  27Tle  Enero  inmediato-  por 
tanto,  y  en  consideración  á  que  la  presentación 
de  los  que  fueron  esclavos  y  manumisos  ha  podi- 
do hacerse,  no  solo  por  los  que  tenían  dereÁho  á 
la  indomnizacion,  sino  por -sos  enetrgados,  oon- 
forme  lo  dispuesto  por  el  articulo  80  del  expresa- 
do decreto  reglamentario,  S*E.  se  ha- servido  de- 
clarar, como  declara,  sin  lugar  la  seiicitiid  qae 
hace  el  señor  Sixto  Pacheoo  en  s»  anterior  Ve- 
presentación,  para  que  se  le  admit».pd^-  la  Junta 
superior  de  abolición  de  ésta  proviada»  k  presen* 
lacion  que  haga  ahora  de  lorqoe  fonroB  sas  eeda- 
vos  y  manumisos,  no  obstante  haber  terminado  el 
lap^o  concedido  al  efecto; 

LIBERTAD  dc  esclavos*  Están  eacej^uados 
del  pago  de  enbsidio  los  mttitafeÉ.iaiseraeio 
desde  sargenip  induaive  abaíe^  Eatléndána  así 
el  punto  tereere  átl  rahm  de  ia¡S«  E.  de  2Dde 
Jneio  de  1854  sobre  la- nMit9na^pftg..Sa9  ée  aüe 
tomo;  pues  por  haberse. omitidn  «l:ndverfeic 
abajof  se  entiende  lo  contrario* 
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LICENCIAS.    RESOLUCIÓN  BJECÚTIVA  DB  20  DE 

f  BBReáQ  DE  i^M fijando'td'procedisnieififé  que 
debe  se^i^e  úuanda^vn  juem-de  eífetttto  ó  de- 
fTownaa  abtaa  del  término  dr  la  que  se  le 
ctmcede:  ♦- 

Secretaria  del  Interior. — Sección  segonda. 
Carftras,  Fe  Brero  20  de  1 856. 
-  Resuelto, — Vista  la  conaalta  del  Gobernador  de 
la  Poriagneea,  sobre  el  proeedíoiíento  que  deba 
adoptar,  en  defecto  de  una  disposición  legal,  coAo- 
do  un  Juez  de  circuito  ó  de  proTincín  deja  pasar 
el  término  de  la  licencia  que  se  le  bebiere  conce- 
dido, sin  volver  á  hacerse  cargo  de  su  destfno ; 
atendiendo  el  Poder  Ejecutivo  &  que  con  el  hecho 
de  prorogar  estos  funcionarios  á  su  arbitrio  y  sin 
causa  necesaria  su  separación,  incurren  en  una 
grave  responsabilidad  legal  como  negligentes  á 
omisos  en  el  ejercido  dejBUsfunciones,  no  menos 
que  si  se  ausentaran  sin  el  permiso  previo  de  la 
autoridad  competente;  y  en  consideración  á  que 
los  Gobernadores  son  Jefes  superiores  en  sus  res- 
pectivas provincias  y  les  están  subordinados  todos 
los  empleados  de  ellas,  sin  excepción  alguna,  en 
lo  (jue  mira  al  buen  6rden  y  tranquilidad  de  las 
mismas  y  su  gobierno  político  y  económico,  te- 
niendo autorización  para  aprobar  las  causales 
que  cualquiera  de  ellos  en  todos  los  ramos  de  la 
Administración  les  presenten  para  separarse  de 
sus  destinos  por  quince  ó  veinte  días  y  expedir- 
les las  licencias  necesarias,  se  resuelve:  que  Ids 
Gobernadores  pueden  y  deben  coinpeíer  á  los 
Jueces  de  circuito  ó  de  provincia  á  reencargarse 
de  su  destino  inmediatamente  que  lo  abandonen 
sin  previa  concesión  de  licencia,  como  cuando  ex- 
cedan abusivamente  el  término  de  esta ;  y  apro- 
bar las^causales  que  ellos  aleguen  para  persistir 
en  au  separación,  si  fueren  juetas^ y  necesarias, 
concediéndoles  6  prorogán^loleís  la  licencia  hasta 
donde  les  es  potestativo,  ó  desaprobarlas  si  no  las 
hallaren  fundadas,  dando  cuenta  á  la  Corte  Supe« 
rior  del  Distrito  para  que  abra  el  competente  jui- 
cio de  responsabilidad  exintrarel  empleado  renuen- 
te á  cumplir  con  los  deberes  de  su  empleo.  En 
caso  de  qu«  la  ausencia  exceda  6  pueda  exceder 
al  tiempo  q«e  los  Gobernadores  tienen  facultad 
de  permitir,  lo  participarán  al  Poder  Ejecutivo 
trasmitiéndole  la  contestación  que  el  Juez  haya 
dado  á  la  excitación  gobernativa,  y  en  que  justi- 
fique aa  demora  en  reencargarse  del  destino,'  ó  pi- 
da próroga  de  su  licencia,  para  que  en  vista  de 
ella* pueda  S.  E.  determinar  lo. conveniente. 

Comuniqúese  al  Gobernador  de  la  Portuguesa 
eotno  resultado  de  sa  consulta  contenida  en  ofi- 
cio de  17  de  Diciembre  último  n6m.  239,  publí- 
queée  y  circúlese  á  las  demás  prorlneías  para  que 


MON" 


sirva  de  regla  en  Id  sucesivo,  mientras  el  Con- 
greso no  llenar»  el  vacio  derla  correspondiente 
ley  orgánica  judicial  en  esta  parte. 

Por  S.  E. — Oriach  Es  copia. — Oriach. 

LCki/ALES    PARA    tos   TRIBUNALES  INFERIORES. 

Véase  Mu^le»^  locales,  y  gastos  de  escritorio 
de  los  tribunales  inferiores* 
MARGARITA  (provincia  de)  Decrrto  de  29 
'  DB  M ar^o  db  1866  auxiliando  á  su  Diputación 
provincial  con  200  pesos  mensuales,  de  los  ré- 
ditos  del  Colegio  nacional^  mientras  continué 
cortado. 
El  Senado  y  Cámara  de  Representantes  de  la  Re- 
pública de  Venezuela,  reunidos  en  Congreso 

considerando: 
Que  el  Colegio  nacional  de  Margarita  continua 
cerrado  desde  1848,  por  la  inseguridad  de  mayor 
adelanto,  fuera  de  la  instrucción  primaria  elemen* 
tal ;  y  que  aquella  provincia  clama  por  un  auxi- 
lio para  esta  enseñanza. 

dbcret&n: 
Art.  único.  Se  auxilia  á  la  Diputación  provin- 
cial de  Margarita  con  doscientos  pesos  mensuales, 
de  los  réditos  del  Colegio  nacional,  mientras  con- 
tinué cerradt»,  para  establecimientos  públicos  de 
enseñanza  primaria  elemental. 

Dado  en  Caracas  á  26  de  Marzo  de  1856,  año 
27  de  Is  ley  y  46  de  la  independencia. — El  Presi- 
dente del  Senado,  P.  P/ánaí.— El  Presidente  de 
la  Cámara  de  Representarites,  P.  Casanova. — El 
Secretario  del  Senado,  J.  A,  Pérez. — El  Secre- 
tario Diputado  de  la  Cámara  de  Representantes, 
José  A,  Torrealba. 

Caracas,  Marco  29  de  1856,  año  27  de  la  ley 
y  46  (le  la  independencia. — Ejecútese. — José  T. 
Monagos. — Refrendado. — El  Secretario  de  Esta- 
do en  los  DD.  del  interior  y  Justicia,  A.  Parejo, 

Es  copia. — Parejo* 
MONEDA.  En  la  página  440,  col.  2a  de  este 
Tomo  se  puso,  bajo  el  rubro :  MONEDA,  re- 
solución EJECUTIVA  DE  2  DE  MAVO  DB  1840, 
autorizando  al  poder  Ejecutivo  para  hacer  los 
gastos  necesarios  para  la  introducción  de  mo' 
nedas  menudas  de  plata  y  cobre,  la  misma  re- 
solución que  le  antecede  corrigiendo  la  tabla  de 
monedas.  Pero  ni  dicho  rubro,  que  pertenece 
al  Decreto  de  2  de  Mayo  de  1840  que  se  halla 
en  la  pág.  441,  coK  2^,  ni  la  expresada  resolu- 
ción, aemeran  encontrarse  en  ese  lugar,  ni  mé« 
nÓB  formando  ámbns  un  cuerpo,  puet,  como 
claramente  se  infiere  de  lo  expuesto,  se  sufrió 
en  esto  un  descuido,  que  no  es  en  manera  algu- 
na de  extrañarse  en  una  obra  de  tanta  compli- 
eaeion. 
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Ilotas  que  se  (kbcrán  corfnr  y  pegar  en  el  lugar  fiel  cuerpo  de  la  obra  que  cada  una  iJt- 
dka,  pura  que  jjor  este  vicdio  se  cmwzca^  al  buscar  cualquier  nuUeria,  la  disposicioiy  q\t£  ha 
sido  rcfimnada  dwranU  kt  publicación  de  los  dos  tornos^  y  la  que  la  reforma.  Con  advertencia 
de  que  solo  se  pondrá  lo  que,  como  en  la  prijicra  nota,  está  fuera  de  las  dos  rayas ;  pues  lo 
guc  está  deiUro  es  solo  una  indicación  del  lugar  cfi  qiic  de&  colocarse^ 
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